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PRESENTACIÓN 

A partir de la vocación de servicio que anima la elaboración del programa editorial del Ministerio del 

Interior, y con una orientación proactiva inspirada en el principio de transparencia, se incluye para 

este ejercicio el presente manual de naturaleza normativa. Se trata de un nuevo recurso puesto a 

disposición de la ciudadanía para dar a conocer la realidad de este departamento, de honda 

tradición en la Administración española e indudable protagonismo para el progreso de la sociedad. 

El manual, de fácil acceso y manejo, se conforma con la legislación consolidada de referencia de 

las grandes áreas sectoriales del ministerio, como son las de seguridad pública, Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, extranjería y protección internacional, instituciones penitenciarias, régimen electoral 

general, asociaciones y partidos políticos, tráfico y seguridad vial, protección civil y emergencias, y 

apoyo a víctimas del terrorismo. Tales leyes son comentadas con las normas reglamentarias de 

desarrollo y la jurisprudencia aplicable, así como con notas complementarias que contribuyen a 

enriquecer el texto.  

Desde la Secretaría General Técnica confiamos en la utilidad de esta recopilación normativa, 

enfocada a tomar un conocimiento general y panorámico del conjunto de funciones del Ministerio 

del Interior en tanto que institución clave para la democracia y seguridad del país, y que de alguna 

manera viene a completar la información práctica y datos que resultan de otras dos importantes 

publicaciones anuales como son la Guía de Trámites y el Anuario Estadístico. 

Quisiera finalmente agradecer al autor la iniciativa en esta obra, así como la colaboración prestada 

por el Centro de Publicaciones del Ministerio, imprescindible para su adecuada presentación. 

Juan Antonio Puigserver Martínez 

SECRETARIO GENERAL TÉCNICO 
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NOTA DEL AUTOR 

Al mismo tiempo que el Ministerio de la Gobernación cambió su nombre por el de Ministerio del 

Interior en 1977 se produjo un vaciamiento de competencias que fueron el germen de nuevas ramas 

administrativas diferenciadas como las de fomento o sanidad. Esta tendencia continuaría a lo largo 

de la democracia como es lógico desde la perspectiva de la especialización funcional y la realidad 

de un Estado fuertemente descentralizado, de manera que, por ejemplo, también quedaron atrás 

las atribuciones de orden sustantivo en materia de drogas, juego, asuntos taurinos, espectáculos 

públicos y en parte de extranjería. A modo de excepción, cuando en 1996 se produjo la separación 

del Ministerio de Justicia e Interior en dos departamentos, quedaría en la vertiente de Interior la 

administración penitenciaria, que hasta 1994 ostentaba el Ministerio de Justicia.  

Configurado hoy como el departamento encargado de la seguridad de la ciudadanía y la 

protección de sus derechos y libertades, el Ministerio del Interior emerge como una potente 

organización que por la importancia y amplitud de sus funciones lo convierten en uno de los más 

destacados sujetos de la producción normativa estatal. Hasta tal punto es así que es frecuente 

encontrar recopilaciones legislativas atinentes a sus distintos ámbitos de actuación. Sin embargo, por 

la imposibilidad de reunir todo su amplio catálogo de normas en un solo código, este tipo de trabajos 

viene adoptando un enfoque sectorial, pudiéndose encontrar obras, por ejemplo, sobre seguridad 

ciudadana, régimen electoral, seguridad vial u otras, siempre de forma separada. Es cierto que, en 

la actualidad, en la página web del Ministerio del Interior se puede localizar una extensa relación de 

normas clasificadas según su rango, e incluso por materias, pero faltando el orden sistemático que 

permita tener la visión de conjunto que ahora se pretende. 

Por todo ello, el objetivo de la presente obra es huir de tal parcelación y ofrecer en un único 

documento un manual de sencillo manejo para tomar conocimiento global, pero sin pretensión 

totalizadora, del completo grupo de competencias del Ministerio del Interior. Para ello nos hemos 

valido de distintos criterios. En primer lugar, quedan fuera del listado todas aquellas normas de 

cobertura general de la Administración del Estado y de los llamados servicios comunes, como la 

legislación sobre el gobierno y el sector público, los presupuestos, el procedimiento administrativo 

común, la función pública, la contratación, el patrimonio documental, las publicaciones, las 

estadísticas, la protección de datos o la de subvenciones, que aunque aplicadas en toda su 

extensión por los distintos centros directivos, encuentran su más idónea ubicación en otro tipo de 

compilaciones. En segundo término, se hace una preferencia por las normas con rango de ley de la 

iniciativa del departamento o de más directa relación con el mismo, focalizando las más relevantes, 

excepto que el protagonismo de la norma reglamentaria así lo imponga, en particular, en materia 

organizativa. Con ello se consigue, además, aligerar y hacer más intuitiva esta guía, sin perjuicio de 

completar las referencias legislativas con sus respectivas notas al pie. Por último, y en apartado 

destacado, hemos querido resaltar la organización del departamento, su estructura general e 

institucional, órganos colegiados dependientes e instrumentos de acceso electrónico, en tanto que 

cauce formal para el ejercicio de sus atribuciones pero que no siempre queda debidamente 

contemplada. En este orden es importante reparar no sólo en los servicios centrales sino en la 

importante implantación territorial (autonómica, provincial y local) que resulta de los servicios 

periféricos policiales, penitenciarios y de tráfico. 

Como decimos, no ha sido pretensión, ni las características de la obra lo permiten, la de agotar el 

elenco normativo del departamento, sino la de mostrar con amplia perspectiva una codificación 

desde la que poder conocer la estructura y funcionamiento del Ministerio del Interior, y a su vez 

promover a un más profundo entendimiento de su identidad y singularidades dentro de la 

Administración del Estado. 
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Por último, y al igual que en otras ocasiones, se llama la atención sobre la fecha de cierre de esta 

publicación, en el primer semestre de 2022, por lo que, dentro de los márgenes posibles, se asume el 

compromiso de su debida actualización al ritmo que el legislador imponga, al menos cada tres meses 

respecto de la versión electrónica, que siempre estará disponible en la página web del Ministerio del 

Interior. 

José Rafael Rojas Juárez 

SUBDIRECTOR GENERAL DE ASOCIACIONES, ARCHIVOS Y DOCUMENTACIÓN 
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§ 1. Constitución Española [Inclusión parcial: títulos Preliminar, I, IV, VI y VIII] 

«BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978 

[…] 

TÍTULO PRELIMINAR 

Artículo 1 

1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores 

superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. 

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado. 

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria. 

Artículo 2 

La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e 

indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las 

nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas. 

Artículo 3 

1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de 

conocerla y el derecho a usarla. 

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas 

de acuerdo con sus Estatutos. 

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será 

objeto de especial respeto y protección. 

Artículo 4 

1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la 

amarilla de doble anchura que cada una de las rojas. 

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas 

se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales. 

Artículo 5 

La capital del Estado es la villa de Madrid. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 11 

Artículo 6 

Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la 

voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el 

ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna 

y funcionamiento deberán ser democráticos. 

Artículo 7 

Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y 

promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de 

su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y 

funcionamiento deberán ser democráticos. 

Artículo 8 

1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen 

como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y 

el ordenamiento constitucional. 

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la 

presente Constitución. 

Artículo 9 

1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento 

jurídico. 

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad 

del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que 

impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, 

económica, cultural y social. 

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las 

normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos 

individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los 

poderes públicos. 

TÍTULO I 

De los derechos y deberes fundamentales 

Artículo 10 

1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la 

personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y 

de la paz social. 
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2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce 

se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y 

acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España. 

CAPÍTULO PRIMERO 

De los españoles y los extranjeros 

Artículo 11 

1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por 

la ley. 

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad. 

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con 

aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, 

aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los 

españoles sin perder su nacionalidad de origen. 

Artículo 12 

Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años. 

Artículo 13 

1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los 

términos que establezcan los tratados y la ley. 

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, 

atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de 

sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. 

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al 

principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose 

como tales los actos de terrorismo. 

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar 

del derecho de asilo en España. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

Derechos y libertades 

Artículo 14 

Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de 

nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 
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Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas 

Artículo 15 

Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser 

sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, 

salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra. 

Artículo 16 

1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más 

limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público 

protegido por la ley. 

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias 

religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con 

la Iglesia Católica y las demás confesiones. 

Artículo 17 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, 

sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la 

ley. 

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la 

realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el 

plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de 

la autoridad judicial. 

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea 

comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a 

declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, 

en los términos que la ley establezca. 

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a 

disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo 

máximo de duración de la prisión provisional. 

Artículo 18 

1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del 

titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. 

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y 

telefónicas, salvo resolución judicial. 
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4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de 

los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 

Artículo 19 

Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional. 

Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. 

Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos. 

Artículo 20 

1. Se reconocen y protegen los derechos: 

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el 

escrito o cualquier otro medio de reproducción. 

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 

c) A la libertad de cátedra. 

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley 

regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas 

libertades. 

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa. 

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social 

dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los 

grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas 

lenguas de España. 

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los 

preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a 

la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia. 

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información 

en virtud de resolución judicial. 

Artículo 21 

1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará 

autorización previa. 

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación 

previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del 

orden público, con peligro para personas o bienes. 

Artículo 22 

1. Se reconoce el derecho de asociación. 
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2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales. 

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los 

solos efectos de publicidad. 

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución 

judicial motivada. 

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar. 

Artículo 23 

1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio 

de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal. 

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, 

con los requisitos que señalen las leyes. 

Artículo 24 

1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el 

ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la 

asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público 

sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su 

defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. 

La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará 

obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos. 

Artículo 25 

1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de 

producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en 

aquel momento. 

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la 

reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de 

prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, 

a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el 

sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y 

a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al 

desarrollo integral de su personalidad. 

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen 

privación de libertad. 
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Artículo 26 

Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones 

profesionales. 

Artículo 27 

1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza. 

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los 

principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales. 

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la 

formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita. 

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación 

general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación 

de centros docentes. 

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro 

del respeto a los principios constitucionales. 

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos 

los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca. 

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el 

cumplimiento de las leyes. 

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley 

establezca. 

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca. 

Artículo 28 

1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este 

derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y 

regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical 

comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los 

sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse 

a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato. 

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley 

que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el 

mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. 
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Artículo 29 

1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma 

y con los efectos que determine la ley. 

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar 

podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación 

específica. 

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos 

Artículo 30 

1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España. 

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la 

objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, 

pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria. 

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general. 

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, 

catástrofe o calamidad pública. 

Artículo 31 

1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad 

económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y 

progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio. 

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y 

ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía. 

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo 

a la ley. 

Artículo 32 

1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. 

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y 

deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos. 

Artículo 33 

1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. 

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes. 
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3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o 

interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las 

leyes. 

Artículo 34 

1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley. 

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22. 

Artículo 35 

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de 

profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer 

sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón 

de sexo. 

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores. 

Artículo 36 

La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el 

ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios 

deberán ser democráticos. 

Artículo 37 

1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los 

trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios. 

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto 

colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan 

establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales 

de la comunidad. 

Artículo 38 

Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos 

garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias 

de la economía general y, en su caso, de la planificación. 

CAPÍTULO TERCERO 

De los principios rectores de la política social y económica 

Artículo 39 

1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia. 
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2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la 

ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley 

posibilitará la investigación de la paternidad. 

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del 

matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda. 

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus 

derechos. 

Artículo 40 

1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico 

y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política 

de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo. 

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y 

readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el 

descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas 

retribuidas y la promoción de centros adecuados. 

Artículo 41 

Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los 

ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de 

necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias 

serán libres. 

Artículo 42 

El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los 

trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno. 

Artículo 43 

1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud. 

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas 

preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de 

todos al respecto. 

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo 

facilitarán la adecuada utilización del ocio. 

Artículo 44 

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho. 

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del 

interés general. 
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Artículo 45 

1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la 

persona, así como el deber de conservarlo. 

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de 

proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en 

la indispensable solidaridad colectiva. 

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se 

establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el 

daño causado. 

Artículo 46 

Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio 

histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que 

sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio. 

Artículo 47 

Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes 

públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer 

efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para 

impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística 

de los entes públicos. 

Artículo 48 

Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud 

en el desarrollo político, social, económico y cultural. 

Artículo 49 

Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de 

los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos a los que prestarán la atención especializada que 

requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a 

todos los ciudadanos. 

Artículo 50 

Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, 

la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia 

de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que 

atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio. 
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Artículo 51 

1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, 

mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los 

mismos. 

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, 

fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en 

los términos que la ley establezca. 

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el 

régimen de autorización de productos comerciales. 

Artículo 52 

La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses 

económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 

CAPÍTULO CUARTO 

De las garantías de las libertades y derechos fundamentales 

Artículo 53 

1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos 

los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá 

regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en 

el artículo 161, 1, a). 

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el 

artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un 

procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del 

recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de 

conciencia reconocida en el artículo 30. 

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero 

informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo 

podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que 

los desarrollen. 

Artículo 54 

Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes 

Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo 

efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. 
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CAPÍTULO QUINTO 

De la suspensión de los derechos y libertades 

Artículo 55 

1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y 

d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se 

acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la 

Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el 

supuesto de declaración de estado de excepción. 

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la 

necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en 

los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas 

determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas 

armadas o elementos terroristas. 

La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá 

responsabilidad penal, como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes. 

TÍTULO IV 

Del Gobierno y de la Administración 

Artículo 97 

El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. 

Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes. 

Artículo 98 

1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los 

demás miembros que establezca la ley. 

2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del 

mismo, sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión. 

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del 

mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad 

profesional o mercantil alguna. 

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno. 

Artículo 99 

1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos 

constitucionales en que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por 

los Grupos políticos con representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, 

propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno. 
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2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso 

de los Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de 

la Cámara. 

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su 

confianza a dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se 

someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la 

confianza se entenderá otorgada si obtuviere la mayoría simple. 

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán 

sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores. 

5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún 

candidato hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y 

convocará nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso. 

Artículo 100 

Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su 

Presidente. 

Artículo 101 

1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la 

confianza parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente. 

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno. 

Artículo 102 

1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su 

caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio 

de sus funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del 

Congreso, y con la aprobación de la mayoría absoluta del mismo. 

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo. 

Artículo 103 

1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los 

principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con 

sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con 

la ley. 

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo 

con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a 
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sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de 

sus funciones. 

Artículo 104 

1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión 

proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana. 

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las 

Fuerzas y Cuerpos de seguridad. 

Artículo 105 

La ley regulará: 

a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones 

reconocidas por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que 

les afecten. 

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a 

la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas. 

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, 

cuando proceda, la audiencia del interesado. 

Artículo 106 

1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, 

así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. 

2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 

toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, 

siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos. 

Artículo 107 

El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su 

composición y competencia. 

TÍTULO VI 

Del Poder Judicial 

Artículo 117 

1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados 

integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al 

imperio de la ley. 
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2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por 

alguna de las causas y con las garantías previstas en la ley. 

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar 

lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según 

las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan. 

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y 

las que expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho. 

5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los 

Tribunales. La ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y 

en los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución. 

6. Se prohíben los Tribunales de excepción. 

Artículo 118 

Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como 

prestar la colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto. 

Artículo 119 

La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten 

insuficiencia de recursos para litigar. 

Artículo 120 

1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de 

procedimiento. 

2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal. 

3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública. 

Artículo 121 

Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento 

anormal de la Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, 

conforme a la ley. 

Artículo 122 

1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los 

Juzgados y Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que 

formarán un Cuerpo único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia. 

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica 

establecerá su estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en 

particular en materia de nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario. 
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3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que 

lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, 

doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca 

la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, 

elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, 

todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión. 

Artículo 123 

1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos 

los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. 

2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del 

Poder Judicial, en la forma que determine la ley. 

Artículo 124 

1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión 

promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y 

del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la 

independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social. 

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de 

unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e 

imparcialidad. 

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal. 

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo 

General del Poder Judicial. 

Artículo 125 

Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia 

mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la 

ley determine, así como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales. 

Artículo 126 

La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de 

averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley 

establezca. 

Artículo 127 

1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar 

otros cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y 

modalidades de asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales. 
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2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que 

deberá asegurar la total independencia de los mismos. 

TÍTULO VIII 

De la Organización Territorial del Estado 

CAPÍTULO PRIMERO 

Principios generales 

Artículo 137 

El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas 

que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos 

intereses. 

Artículo 138 

1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 

de la Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo 

entre las diversas partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del 

hecho insular. 

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en 

ningún caso, privilegios económicos o sociales. 

Artículo 139 

1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del 

Estado. 

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad 

de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio 

español. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

De la Administración Local 

Artículo 140 

La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos gozarán de personalidad jurídica 

plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos Ayuntamientos, integrados por los 

Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del municipio mediante 

sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los Alcaldes serán 

elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda el 

régimen del concejo abierto. 
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Artículo 141 

1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación 

de municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier 

alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley 

orgánica. 

2. El Gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones 

u otras Corporaciones de carácter representativo. 

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia. 

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o 

Consejos. 

Artículo 142 

Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las 

funciones que la ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de 

tributos propios y de participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas. 

CAPÍTULO TERCERO 

De las Comunidades Autónomas 

Artículo 143 

1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las 

provincias limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios 

insulares y las provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y 

constituirse en Comunidades Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos 

Estatutos. 

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano 

interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, 

al menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser 

cumplidos en el plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de 

las Corporaciones locales interesadas. 

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años. 

Artículo 144 

Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional: 

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere 

el de una provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143. 

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén 

integrados en la organización provincial. 
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c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143. 

Artículo 145 

1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas. 

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas 

podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así 

como el carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás 

supuestos, los acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la 

autorización de las Cortes Generales. 

Artículo 146 

El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la 

Diputación u órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos 

en ellas y será elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley. 

Artículo 147 

1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica 

de cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de 

su ordenamiento jurídico. 

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener: 

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica. 

b) La delimitación de su territorio. 

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias. 

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para 

el traspaso de los servicios correspondientes a las mismas. 

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en 

todo caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica. 

Artículo 148 

1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias: 

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno. 

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las 

funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya 

transferencia autorice la legislación sobre Régimen Local. 

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. 

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio. 
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5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la 

Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por 

cable. 

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen 

actividades comerciales. 

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía. 

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales. 

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente. 

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y 

regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales. 

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial. 

12.ª Ferias interiores. 

13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos 

marcados por la política económica nacional. 

14.ª La artesanía. 

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma. 

16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma. 

17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de 

la Comunidad Autónoma. 

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial. 

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio. 

20.ª Asistencia social. 

21.ª Sanidad e higiene. 

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades 

en relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica. 

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas 

podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149. 

Artículo 149 

1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles 

en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 31 

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 

3.ª Relaciones internacionales. 

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas. 

5.ª Administración de Justicia. 

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias 

especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las 

Comunidades Autónomas. 

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 

Autónomas. 

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las 

Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo 

caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles 

relativas a las formas de matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de 

las obligaciones contractuales, normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las 

fuentes del Derecho, con respeto, en este último caso, a las normas de derecho foral o especial. 

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial. 

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior. 

11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, 

banca y seguros. 

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial. 

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 

14.ª Hacienda general y Deuda del Estado. 

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica. 

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos 

farmacéuticos. 

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución 

de sus servicios por las Comunidades Autónomas. 

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de 

sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante 

ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la 

organización propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; 

legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de 

todas las Administraciones públicas. 

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se 

atribuyan a las Comunidades Autónomas. 
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20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; 

puertos de interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y 

transporte aéreo, servicio meteorológico y matriculación de aeronaves. 

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad 

Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos 

y telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación. 

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando 

las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones 

eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga 

de su ámbito territorial. 

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de 

las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica 

sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias. 

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad 

Autónoma. 

25.ª Bases de régimen minero y energético. 

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos. 

27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios 

de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución 

correspondan a las Comunidades Autónomas. 

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la 

expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte 

de las Comunidades Autónomas. 

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades 

Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que 

disponga una ley orgánica. 

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 

académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a 

fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia. 

31.ª Estadística para fines estatales. 

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum. 

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado 

considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación 

cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas. 

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a 

las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las 

materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas 

normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo 

que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, 

supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas. 
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Artículo 150 

1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de 

las Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco 

de los principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los 

Tribunales, en cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre 

estas normas legislativas de las Comunidades Autónomas. 

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, 

facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean 

susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente 

transferencia de medios financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado. 

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las 

disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a 

la competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, 

por mayoría absoluta de cada Cámara, la apreciación de esta necesidad. 

Artículo 151 

1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 

148, cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, 

además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas 

partes de los municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la 

mayoría del censo electoral de cada una de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante 

referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia en los 

términos que establezca una ley orgánica. 

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto 

será el siguiente: 

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones 

comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se 

constituyan en Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto 

de autonomía, mediante el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros. 

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión 

Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso 

y asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su 

formulación definitiva. 

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo 

electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto. 

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos 

válidamente emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán 

sobre el texto mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo 

promulgará como ley. 

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de 

Estatuto será tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas 

será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito 
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territorial del proyectado Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente 

emitidos en cada provincia, procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior. 

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de 

Estatuto por una o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad 

Autónoma proyectada, en la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este 

artículo. 

Artículo 152 

1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización 

institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con 

arreglo a un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las 

diversas zonas del territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un 

Presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que 

corresponde la dirección del Consejo de Gobierno, la suprema representación de la respectiva 

Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El Presidente y los miembros del Consejo de 

Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. 

Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, 

culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos 

de las Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de 

aquéllas en la organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad 

con lo previsto en la ley orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se 

agotarán ante órganos judiciales radicados en el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en 

que esté el órgano competente en primera instancia. 

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados 

mediante los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en 

los censos correspondientes. 

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones 

territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica. 

Artículo 153 

El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá: 

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas 

con fuerza de ley. 

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones 

delegadas a que se refiere el apartado 2 del artículo 150. 

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas 

reglamentarias. 

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario. 
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Artículo 154 

Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la 

Comunidad Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la 

Comunidad. 

Artículo 155 

1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le 

impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, 

previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con 

la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar 

a aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del mencionado 

interés general. 

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar 

instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades Autónomas. 

Artículo 156 

1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de 

sus competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de 

solidaridad entre todos los españoles. 

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para 

la recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las 

leyes y los Estatutos. 

Artículo 157 

1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por: 

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y 

otras participaciones en los ingresos del Estado. 

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales. 

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a 

los Presupuestos Generales del Estado. 

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado. 

e) El producto de las operaciones de crédito. 

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes 

situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o 

servicios. 

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas 

en el precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles 

formas de colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado. 
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Artículo 158 

1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades 

Autónomas en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de 

la garantía de un nivel mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el 

territorio español. 

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de 

solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos 

recursos serán distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, 

en su caso. 

 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 37 

§ 2. Tratado de la Unión Europea [Inclusión parcial: título I] 

«DOUE» C 202/1, de 7 de junio de 2016 

[…] 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES COMUNES 

Artículo 1 

(antiguo artículo 1 TUE) 

Por el presente Tratado, las ALTAS PARTES CONTRATANTES constituyen entre sí una UNIÓN EUROPEA, 

en lo sucesivo denominada «Unión», a la que los Estados miembros atribuyen competencias para 

alcanzar sus objetivos comunes. 

El presente Tratado constituye una nueva etapa en el proceso creador de una unión cada vez más 

estrecha entre los pueblos de Europa, en la cual las decisiones serán tomadas de la forma más 

abierta y próxima a los ciudadanos que sea posible. 

La Unión se fundamenta en el presente Tratado y en el Tratado de Funcionamiento de la Unión 

Europea (en lo sucesivo denominados «los Tratados»). Ambos Tratados tienen el mismo valor jurídico. 

La Unión sustituirá y sucederá a la Comunidad Europea. 

Artículo 2 

La Unión se fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, 

igualdad, Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las 

personas pertenecientes a minorías. Estos valores son comunes a los Estados miembros en una 

sociedad caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad 

y la igualdad entre mujeres y hombres. 

Artículo 3 

(antiguo artículo 2 TUE) 

1. La Unión tiene como finalidad promover la paz, sus valores y el bienestar de sus pueblos. 

2. La Unión ofrecerá a sus ciudadanos un espacio de libertad, seguridad y justicia sin fronteras 

interiores, en el que esté garantizada la libre circulación de personas conjuntamente con medidas 

adecuadas en materia de control de las fronteras exteriores, asilo, inmigración y de prevención y 

lucha contra la delincuencia. 

3. La Unión establecerá un mercado interior. Obrará en pro del desarrollo sostenible de Europa 

basado en un crecimiento económico equilibrado y en la estabilidad de los precios, en una 

economía social de mercado altamente competitiva, tendente al pleno empleo y al progreso social, 
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y en un nivel elevado de protección y mejora de la calidad del medio ambiente. Asimismo, 

promoverá el progreso científico y técnico. 

La Unión combatirá la exclusión social y la discriminación y fomentará la justicia y la protección 

sociales, la igualdad entre mujeres y hombres, la solidaridad entre las generaciones y la protección 

de los derechos del niño. 

La Unión fomentará la cohesión económica, social y territorial y la solidaridad entre los Estados 

miembros. 

La Unión respetará la riqueza de su diversidad cultural y lingüística y velará por la conservación y el 

desarrollo del patrimonio cultural europeo. 

4. La Unión establecerá una unión económica y monetaria cuya moneda es el euro. 

5. En sus relaciones con el resto del mundo, la Unión afirmará y promoverá sus valores e intereses y 

contribuirá a la protección de sus ciudadanos. Contribuirá a la paz, la seguridad, el desarrollo 

sostenible del planeta, la solidaridad y el respeto mutuo entre los pueblos, el comercio libre y justo, la 

erradicación de la pobreza y la protección de los derechos humanos, especialmente los derechos 

del niño, así como al estricto respeto y al desarrollo del Derecho internacional, en particular el respeto 

de los principios de la Carta de las Naciones Unidas. 

6. La Unión perseguirá sus objetivos por los medios apropiados, de acuerdo con las competencias 

que se le atribuyen en los Tratados. 

Artículo 4 

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5, toda competencia no atribuida a la Unión en los 

Tratados corresponde a los Estados miembros. 

2. La Unión respetará la igualdad de los Estados miembros ante los Tratados, así como su identidad 

nacional, inherente a las estructuras fundamentales políticas y constitucionales de éstos, también en 

lo referente a la autonomía local y regional. Respetará las funciones esenciales del Estado, 

especialmente las que tienen por objeto garantizar su integridad territorial, mantener el orden público 

y salvaguardar la seguridad nacional. En particular, la seguridad nacional seguirá siendo 

responsabilidad exclusiva de cada Estado miembro. 

3. Conforme al principio de cooperación leal, la Unión y los Estados miembros se respetarán y asistirán 

mutuamente en el cumplimiento de las misiones derivadas de los Tratados. 

Los Estados miembros adoptarán todas las medidas generales o particulares apropiadas para 

asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los Tratados o resultantes de los actos de 

las instituciones de la Unión. 

Los Estados miembros ayudarán a la Unión en el cumplimiento de su misión y se abstendrán de toda 

medida que pueda poner en peligro la consecución de los objetivos de la Unión. 

Artículo 5 

(antiguo artículo 5 TCE) 

1. La delimitación de las competencias de la Unión se rige por el principio de atribución. El ejercicio 

de las competencias de la Unión se rige por los principios de subsidiariedad y proporcionalidad. 
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2. En virtud del principio de atribución, la Unión actúa dentro de los límites de las competencias que 

le atribuyen los Estados miembros en los Tratados para lograr los objetivos que éstos determinan. Toda 

competencia no atribuida a la Unión en los Tratados corresponde a los Estados miembros. 

3. En virtud del principio de subsidiariedad, en los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva, 

la Unión intervendrá sólo en caso de que, y en la medida en que, los objetivos de la acción 

pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros, ni a nivel 

central ni a nivel regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, debido a la dimensión o a los 

efectos de la acción pretendida, a escala de la Unión. 

Las instituciones de la Unión aplicarán el principio de subsidiariedad de conformidad con el Protocolo 

sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad. Los Parlamentos 

nacionales velarán por el respeto del principio de subsidiariedad con arreglo al procedimiento 

establecido en el mencionado Protocolo. 

4. En virtud del principio de proporcionalidad, el contenido y la forma de la acción de la Unión no 

excederán de lo necesario para alcanzar los objetivos de los Tratados. 

Las instituciones de la Unión aplicarán el principio de proporcionalidad de conformidad con el 

Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad. 

Artículo 6 

(antiguo artículo 6 TUE) 

1. La Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea de 7 de diciembre de 2000, tal como fue adaptada el 12 de 

diciembre de 2007 en Estrasburgo, la cual tendrá el mismo valor jurídico que los Tratados. 

Las disposiciones de la Carta no ampliarán en modo alguno las competencias de la Unión tal como 

se definen en los Tratados. Los derechos, libertades y principios enunciados en la Carta se 

interpretarán con arreglo a las disposiciones generales del título VII de la Carta por las que se rige su 

interpretación y aplicación y teniendo debidamente en cuenta las explicaciones a que se hace 

referencia en la Carta, que indican las fuentes de dichas disposiciones. 

2. La Unión se adherirá al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales. Esta adhesión no modificará las competencias de la Unión que se definen 

en los Tratados. 

3. Los derechos fundamentales que garantiza el Convenio Europeo para la Protección de los 

Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y los que son fruto de las tradiciones 

constitucionales comunes a los Estados miembros formarán parte del Derecho de la Unión como 

principios generales. 

Artículo 7 

(antiguo artículo 7 TUE) 

1. A propuesta motivada de un tercio de los Estados miembros, del Parlamento Europeo o de la 

Comisión, el Consejo, por mayoría de cuatro quintos de sus miembros y previa aprobación del 

Parlamento Europeo, podrá constatar la existencia de un riesgo claro de violación grave por parte 

de un Estado miembro de los valores contemplados en el artículo 2. Antes de proceder a esta 

constatación, el Consejo oirá al Estado miembro de que se trate y por el mismo procedimiento podrá 

dirigirle recomendaciones. 
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El Consejo comprobará de manera periódica si los motivos que han llevado a tal constatación siguen 

siendo válidos. 

2. El Consejo Europeo, por unanimidad y a propuesta de un tercio de los Estados miembros o de la 

Comisión y previa aprobación del Parlamento Europeo, podrá constatar la existencia de una 

violación grave y persistente por parte de un Estado miembro de los valores contemplados en el 

artículo 2 tras invitar al Estado miembro de que se trate a que presente sus observaciones. 

3. Cuando se haya efectuado la constatación contemplada en el apartado 2, el Consejo podrá 

decidir, por mayoría cualificada, que se suspendan determinados derechos derivados de la 

aplicación de los Tratados al Estado miembro de que se trate, incluidos los derechos de voto del 

representante del Gobierno de dicho Estado miembro en el Consejo. Al proceder a dicha suspensión, 

el Consejo tendrá en cuenta las posibles consecuencias de la misma para los derechos y 

obligaciones de las personas físicas y jurídicas. 

Las obligaciones del Estado miembro de que se trate derivadas de los Tratados continuarán, en 

cualquier caso, siendo vinculantes para dicho Estado. 

4. El Consejo podrá decidir posteriormente, por mayoría cualificada, la modificación o revocación 

de las medidas adoptadas de conformidad con el apartado 3 como respuesta a cambios en la 

situación que motivó su imposición. 

5. Las modalidades de voto que, a los efectos del presente artículo, serán de aplicación para el 

Parlamento Europeo, el Consejo Europeo y el Consejo se establecen en el artículo 354 del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea. 

Artículo 8 

1. La Unión desarrollará con los países vecinos relaciones preferentes, con el objetivo de establecer 

un espacio de prosperidad y de buena vecindad basado en los valores de la Unión y caracterizado 

por unas relaciones estrechas y pacíficas fundadas en la cooperación. 

2. A efectos del apartado 1, la Unión podrá celebrar acuerdos específicos con dichos países. Estos 

acuerdos podrán incluir derechos y obligaciones recíprocos, así como la posibilidad de realizar 

acciones en común. Su aplicación será objeto de una concertación periódica. 
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§ 3. Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 

«DOUE» C 202/2, de 7 de junio de 2016 

El Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión proclaman solemnemente en tanto que Carta de 

los Derechos Fundamentales de la Unión Europea el texto que figura a continuación: 

CARTA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA UNIÓN EUROPEA 

Preámbulo 

Los pueblos de Europa, al crear entre sí una unión cada vez más estrecha, han decidido compartir 

un porvenir pacífico basado en valores comunes. 

Consciente de su patrimonio espiritual y moral, la Unión está fundada sobre los valores indivisibles y 

universales de la dignidad humana, la libertad, la igualdad y la solidaridad, y se basa en los principios 

de la democracia y el Estado de Derecho. Al instituir la ciudadanía de la Unión y crear un espacio 

de libertad, seguridad y justicia, sitúa a la persona en el centro de su actuación. 

La Unión contribuye a defender y fomentar estos valores comunes dentro del respeto de la diversidad 

de culturas y tradiciones de los pueblos de Europa, así como de la identidad nacional de los Estados 

miembros y de la organización de sus poderes públicos a escala nacional, regional y local; trata de 

fomentar un desarrollo equilibrado y sostenible y garantiza la libre circulación de personas, servicios, 

mercancías y capitales, así como la libertad de establecimiento. 

Para ello es necesario, dándoles mayor proyección mediante una Carta, reforzar la protección de 

los derechos fundamentales a tenor de la evolución de la sociedad, del progreso social y de los 

avances científicos y tecnológicos. 

La presente Carta reafirma, dentro del respeto de las competencias y misiones de la Unión, así como 

del principio de subsidiariedad, los derechos que emanan, en particular, de las tradiciones 

constitucionales y las obligaciones internacionales comunes a los Estados miembros, del Convenio 

Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, las Cartas 

Sociales adoptadas por la Unión y por el Consejo de Europa, así como de la jurisprudencia del Tribunal 

de Justicia de la Unión Europea y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. En este contexto, los 

órganos jurisdiccionales de la Unión y de los Estados miembros interpretarán la Carta atendiendo 

debidamente a las explicaciones elaboradas bajo la autoridad del Praesidium de la Convención que 

redactó la Carta y actualizadas bajo la responsabilidad del Praesidium de la Convención Europea. 

El disfrute de tales derechos conlleva responsabilidades y deberes tanto respecto de los demás como 

de la comunidad humana y de las generaciones futuras. 

En consecuencia, la Unión reconoce los derechos, libertades y principios enunciados a continuación. 
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TÍTULO I 

DIGNIDAD 

Artículo 1 

Dignidad humana 

La dignidad humana es inviolable. Será respetada y protegida.  

Artículo 2 

Derecho a la vida  

1. Toda persona tiene derecho a la vida.  

2. Nadie podrá ser condenado a la pena de muerte ni ejecutado.  

Artículo 3 

Derecho a la integridad de la persona  

1. Toda persona tiene derecho a su integridad física y psíquica.  

2. En el marco de la medicina y la biología se respetarán en particular: a) el consentimiento libre e 

informado de la persona de que se trate, de acuerdo con las modalidades establecidas por la ley; 

b) la prohibición de las prácticas eugenésicas, en particular las que tienen como finalidad la elección 

de las personas; c) la prohibición de que el cuerpo humano o partes del mismo en cuanto tales se 

conviertan en objeto de lucro; d) la prohibición de la clonación reproductora de seres humanos.  

Artículo 4 

Prohibición de la tortura y de las penas o los tratos inhumanos o degradantes 

Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes.  

Artículo 5  

Prohibición de la esclavitud y del trabajo forzado 

1. Nadie podrá ser sometido a esclavitud o servidumbre.  

2. Nadie podrá ser constreñido a realizar un trabajo forzado u obligatorio.  

3. Se prohíbe la trata de seres humanos. 

TÍTULO II 

LIBERTADES 

Artículo 6 

 Derecho a la libertad y a la seguridad 

Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad.  
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Artículo 7  

Respeto de la vida privada y familiar  

Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de sus 

comunicaciones.  

Artículo 8 

Protección de datos de carácter personal  

1. Toda persona tiene derecho a la protección de los datos de carácter personal que le conciernan.  

2. Estos datos se tratarán de modo leal, para fines concretos y sobre la base del consentimiento de 

la persona afectada o en virtud de otro fundamento legítimo previsto por la ley. Toda persona tiene 

derecho a acceder a los datos recogidos que le conciernan y a obtener su rectificación.  

3. El respeto de estas normas estará sujeto al control de una autoridad independiente.  

Artículo 9  

Derecho a contraer matrimonio y derecho a fundar una familia  

Se garantizan el derecho a contraer matrimonio y el derecho a fundar una familia según las leyes 

nacionales que regulen su ejercicio.  

Artículo 10 

 Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. Este 

derecho implica la libertad de cambiar de religión o de convicciones, así como la libertad de 

manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, en público o en privado, a 

través del culto, la enseñanza, las prácticas y la observancia de los ritos.  

2. Se reconoce el derecho a la objeción de conciencia de acuerdo con las leyes nacionales que 

regulen su ejercicio.  

Artículo 11  

Libertad de expresión y de información  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende la libertad de 

opinión y la libertad de recibir o comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber injerencia de 

autoridades públicas y sin consideración de fronteras.  

2. Se respetan la libertad de los medios de comunicación y su pluralismo.  

Artículo 12  

Libertad de reunión y de asociación  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacífica y a la libertad de asociación en todos 

los niveles, especialmente en los ámbitos político, sindical y cívico, lo que supone el derecho de toda 

persona a fundar con otras sindicatos y a afiliarse a los mismos para la defensa de sus intereses.  
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2. Los partidos políticos a escala de la Unión contribuyen a expresar la voluntad política de los 

ciudadanos de la Unión.  

Artículo 13 

 Libertad de las artes y de las ciencias  

Las artes y la investigación científica son libres. Se respeta la libertad de cátedra.  

Artículo 14  

Derecho a la educación  

1. Toda persona tiene derecho a la educación y al acceso a la formación profesional y permanente.  

2. Este derecho incluye la facultad de recibir gratuitamente la enseñanza obligatoria.  

3. Se respetan, de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su ejercicio, la libertad de creación 

de centros docentes dentro del respeto de los principios democráticos, así como el derecho de los 

padres a garantizar la educación y la enseñanza de sus hijos conforme a sus convicciones religiosas, 

filosóficas y pedagógicas.  

Artículo 15  

Libertad profesional y derecho a trabajar  

1. Toda persona tiene derecho a trabajar y a ejercer una profesión libremente elegida o aceptada.  

2. Todo ciudadano de la Unión tiene libertad para buscar un empleo, trabajar, establecerse o prestar 

servicios en cualquier Estado miembro.  

3. Los nacionales de terceros países que estén autorizados a trabajar en el territorio de los Estados 

miembros tienen derecho a unas condiciones laborales equivalentes a aquellas de que disfrutan los 

ciudadanos de la Unión.  

Artículo 16 

 Libertad de empresa  

Se reconoce la libertad de empresa de conformidad con el Derecho de la Unión y con las 

legislaciones y prácticas nacionales.  

Artículo 17  

Derecho a la propiedad  

1. Toda persona tiene derecho a disfrutar de la propiedad de los bienes que haya adquirido 

legalmente, a usarlos, a disponer de ellos y a legarlos. Nadie puede ser privado de su propiedad más 

que por causa de utilidad pública, en los casos y condiciones previstos en la ley y a cambio, en un 

tiempo razonable, de una justa indemnización por su pérdida. El uso de los bienes podrá regularse 

por ley en la medida en que resulte necesario para el interés general.  

2. Se protege la propiedad intelectual.  
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Artículo 18 

Derecho de asilo  

Se garantiza el derecho de asilo dentro del respeto de las normas de la Convención de Ginebra de 

28 de julio de 1951 y del Protocolo de 31 de enero de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados y de 

conformidad con el Tratado de la Unión Europea y con el Tratado de Funcionamiento de la Unión 

Europea (en lo sucesivo denominados «los Tratados»).  

Artículo 19  

Protección en caso de devolución, expulsión y extradición  

1. Se prohíben las expulsiones colectivas.  

2. Nadie podrá ser devuelto, expulsado o extraditado a un Estado en el que corra un grave riesgo de 

ser sometido a la pena de muerte, a tortura o a otras penas o tratos inhumanos o degradantes.  

TÍTULO III 

IGUALDAD 

Artículo 20 

Igualdad ante la ley  

Todas las personas son iguales ante la ley. 

Artículo 21 

No discriminación  

1. Se prohíbe toda discriminación, y en particular la ejercida por razón de sexo, raza, color, orígenes 

étnicos o sociales, características genéticas, lengua, religión o convicciones, opiniones políticas o de 

cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, 

edad u orientación sexual.  

2. Se prohíbe toda discriminación por razón de nacionalidad en el ámbito de aplicación de los 

Tratados y sin perjuicio de sus disposiciones particulares.  

Artículo 22  

Diversidad cultural, religiosa y lingüística  

La Unión respeta la diversidad cultural, religiosa y lingüística.  

Artículo 23  

Igualdad entre mujeres y hombres  

La igualdad entre mujeres y hombres deberá garantizarse en todos los ámbitos, inclusive en materia 

de empleo, trabajo y retribución.  

El principio de igualdad no impide el mantenimiento o la adopción de medidas que supongan 

ventajas concretas en favor del sexo menos representado.  
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Artículo 24  

Derechos del niño  

1. Los niños tienen derecho a la protección y a los cuidados necesarios para su bienestar. Podrán 

expresar su opinión libremente. Ésta será tenida en cuenta para los asuntos que les afecten, en 

función de su edad y madurez.  

2. En todos los actos relativos a los niños llevados a cabo por autoridades públicas o instituciones 

privadas, el interés superior del niño constituirá una consideración primordial.  

3. Todo niño tiene derecho a mantener de forma periódica relaciones personales y contactos 

directos con su padre y con su madre, salvo si ello es contrario a sus intereses.  

Artículo 25 

Derechos de las personas mayores  

La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas mayores a llevar una vida digna e 

independiente y a participar en la vida social y cultural. 

Artículo 26 

Integración de las personas discapacitadas  

La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas discapacitadas a beneficiarse de medidas 

que garanticen su autonomía, su integración social y profesional y su participación en la vida de la 

comunidad.  

TÍTULO IV 

SOLIDARIDAD 

Artículo 27 

Derecho a la información y consulta de los trabajadores en la empresa  

Deberá garantizarse a los trabajadores o a sus representantes, en los niveles adecuados, la 

información y consulta con suficiente antelación, en los casos y condiciones previstos en el Derecho 

de la Unión y en las legislaciones y prácticas nacionales.  

Artículo 28 

Derecho de negociación y de acción colectiva  

Los trabajadores y los empresarios, o sus organizaciones respectivas, de conformidad con el Derecho 

de la Unión y con las legislaciones y prácticas nacionales, tienen derecho a negociar y celebrar 

convenios colectivos, en los niveles adecuados, y a emprender, en caso de conflicto de intereses, 

acciones colectivas para la defensa de sus intereses, incluida la huelga.  

Artículo 29 

Derecho de acceso a los servicios de colocación  

Toda persona tiene derecho a acceder a un servicio gratuito de colocación.  
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Artículo 30 

Protección en caso de despido injustificado  

Todo trabajador tiene derecho a protección en caso de despido injustificado, de conformidad con 

el Derecho de la Unión y con las legislaciones y prácticas nacionales.  

Artículo 31 

Condiciones de trabajo justas y equitativas  

1. Todo trabajador tiene derecho a trabajar en condiciones que respeten su salud, seguridad y 

dignidad.  

2. Todo trabajador tiene derecho a la limitación de la duración máxima del trabajo y a períodos de 

descanso diarios y semanales, así como a un período de vacaciones anuales retribuidas. 

Artículo 32 

Prohibición del trabajo infantil y protección de los jóvenes en el trabajo  

Se prohíbe el trabajo infantil. La edad mínima de admisión al trabajo no podrá ser inferior a la edad 

en que concluye el período de escolaridad obligatoria, sin perjuicio de disposiciones más favorables 

para los jóvenes y salvo excepciones limitadas.  

Los jóvenes admitidos a trabajar deberán disponer de condiciones de trabajo adaptadas a su edad 

y estar protegidos contra la explotación económica o contra cualquier trabajo que pueda ser 

perjudicial para su seguridad, su salud, su desarrollo físico, psíquico, moral o social, o que pueda poner 

en peligro su educación.  

Artículo 33 

Vida familiar y vida profesional  

1. Se garantiza la protección de la familia en los planos jurídico, económico y social.  

2. Con el fin de poder conciliar vida familiar y vida profesional, toda persona tiene derecho a ser 

protegida contra cualquier despido por una causa relacionada con la maternidad, así como el 

derecho a un permiso pagado por maternidad y a un permiso parental con motivo del nacimiento 

o de la adopción de un niño.  

Artículo 34 

Seguridad social y ayuda social  

1. La Unión reconoce y respeta el derecho de acceso a las prestaciones de seguridad social y a los 

servicios sociales que garantizan una protección en casos como la maternidad, la enfermedad, los 

accidentes laborales, la dependencia o la vejez, así como en caso de pérdida de empleo, según las 

modalidades establecidas por el Derecho de la Unión y las legislaciones y prácticas nacionales.  

2. Toda persona que resida y se desplace legalmente dentro de la Unión tiene derecho a las 

prestaciones de seguridad social y a las ventajas sociales de conformidad con el Derecho de la Unión 

y con las legislaciones y prácticas nacionales.  
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3. Con el fin de combatir la exclusión social y la pobreza, la Unión reconoce y respeta el derecho a 

una ayuda social y a una ayuda de vivienda para garantizar una existencia digna a todos aquellos 

que no dispongan de recursos suficientes, según las modalidades establecidas por el Derecho de la 

Unión y por las legislaciones y prácticas nacionales.  

Artículo 35 

Protección de la salud  

Toda persona tiene derecho a acceder a la prevención sanitaria y a beneficiarse de la atención 

sanitaria en las condiciones establecidas por las legislaciones y prácticas nacionales. Al definirse y 

ejecutarse todas las políticas y acciones de la Unión se garantizará un nivel elevado de protección 

de la salud humana. 

Artículo 36 

Acceso a los servicios de interés económico general  

La Unión reconoce y respeta el acceso a los servicios de interés económico general, tal como 

disponen las legislaciones y prácticas nacionales, de conformidad con los Tratados, con el fin de 

promover la cohesión social y territorial de la Unión.  

Artículo 37 

Protección del medio ambiente  

En las políticas de la Unión se integrarán y garantizarán, conforme al principio de desarrollo sostenible, 

un nivel elevado de protección del medio ambiente y la mejora de su calidad.  

Artículo 38 

Protección de los consumidores  

En las políticas de la Unión se garantizará un nivel elevado de protección de los consumidores.  

TÍTULO V 

CIUDADANÍA 

Artículo 39 

Derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones al Parlamento Europeo  

1. Todo ciudadano de la Unión tiene derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones al 

Parlamento Europeo en el Estado miembro en que resida, en las mismas condiciones que los 

nacionales de dicho Estado.  

2. Los diputados al Parlamento Europeo serán elegidos por sufragio universal libre, directo y secreto.  

Artículo 40 

Derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales  

Todo ciudadano de la Unión tiene derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales 

del Estado miembro en que resida, en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado.  
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Artículo 41 

Derecho a una buena administración  

1. Toda persona tiene derecho a que las instituciones, órganos y organismos de la Unión traten sus 

asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable. 

2. Este derecho incluye en particular: a) el derecho de toda persona a ser oída antes de que se tome 

en contra suya una medida individual que la afecte desfavorablemente; b) el derecho de toda 

persona a acceder al expediente que le concierna, dentro del respeto de los intereses legítimos de 

la confidencialidad y del secreto profesional y comercial; c) la obligación que incumbe a la 

administración de motivar sus decisiones. 3. Toda persona tiene derecho a la reparación por la Unión 

de los daños causados por sus instituciones o sus agentes en el ejercicio de sus funciones, de 

conformidad con los principios generales comunes a los Derechos de los Estados miembros. 4. Toda 

persona podrá dirigirse a las instituciones de la Unión en una de las lenguas de los Tratados y deberá 

recibir una contestación en esa misma lengua.  

Artículo 42 

Derecho de acceso a los documentos  

Todo ciudadano de la Unión y toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio social en 

un Estado miembro tiene derecho a acceder a los documentos de las instituciones, órganos y 

organismos de la Unión, cualquiera que sea su soporte.  

Artículo 43 

El defensor del pueblo europeo  

Todo ciudadano de la Unión y toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio social en 

un Estado miembro tiene derecho a someter al Defensor del Pueblo Europeo los casos de mala 

administración en la actuación de las instituciones, órganos u organismos de la Unión, con exclusión 

del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales.  

Artículo 44 

Derecho de petición  

Todo ciudadano de la Unión y toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio social en 

un Estado miembro tiene el derecho de petición ante el Parlamento Europeo.  

Artículo 45 

Libertad de circulación y de residencia  

1. Todo ciudadano de la Unión tiene derecho a circular y residir libremente en el territorio de los 

Estados miembros.  

2. Podrá concederse libertad de circulación y de residencia, de conformidad con lo dispuesto en los 

Tratados, a los nacionales de terceros países que residan legalmente en el territorio de un Estado 

miembro. 
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Artículo 46 

Protección diplomática y consular  

Todo ciudadano de la Unión podrá acogerse, en el territorio de un tercer país en el que no esté 

representado el Estado miembro del que sea nacional, a la protección de las autoridades 

diplomáticas y consulares de cualquier Estado miembro, en las mismas condiciones que los 

nacionales de este Estado.  

TÍTULO VI 

JUSTICIA 

Artículo 47 

Derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial  

Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la Unión hayan sido 

violados tiene derecho a la tutela judicial efectiva respetando las condiciones establecidas en el 

presente artículo.  

Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa y públicamente y dentro de un plazo 

razonable por un juez independiente e imparcial, establecido previamente por la ley. Toda persona 

podrá hacerse aconsejar, defender y representar.  

Se prestará asistencia jurídica gratuita a quienes no dispongan de recursos suficientes siempre y 

cuando dicha asistencia sea necesaria para garantizar la efectividad del acceso a la justicia.  

Artículo 48 

Presunción de inocencia y derechos de la defensa  

1. Todo acusado se presume inocente mientras su culpabilidad no haya sido declarada legalmente.  

2. Se garantiza a todo acusado el respeto de los derechos de la defensa.  

Artículo 49 

Principios de legalidad y de proporcionalidad de los delitos y las penas  

1. Nadie podrá ser condenado por una acción o una omisión que, en el momento en que haya sido 

cometida, no constituya una infracción según el Derecho interno o el Derecho internacional. Del 

mismo modo, no podrá imponerse una pena más grave que la aplicable en el momento en que la 

infracción haya sido cometida. Si con posterioridad a esta infracción la ley dispone una pena más 

leve, deberá aplicarse ésta.  

2. El presente artículo no impedirá el juicio y el castigo de una persona culpable de una acción o una 

omisión que, en el momento en que haya sido cometida, fuera constitutiva de delito según los 

principios generales reconocidos por el conjunto de las naciones.  

3. La intensidad de las penas no deberá ser desproporcionada en relación con la infracción. 
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Artículo 50 

Derecho a no ser juzgado o condenado penalmente dos veces por la misma infracción  

Nadie podrá ser juzgado o condenado penalmente por una infracción respecto de la cual ya haya 

sido absuelto o condenado en la Unión mediante sentencia penal firme conforme a la ley.  

TÍTULO VII 

DISPOSICIONES GENERALES QUE RIGEN LA INTERPRETACIÓN Y LA APLICACIÓN DE LA CARTA 

Artículo 51 

Ámbito de aplicación  

1. Las disposiciones de la presente Carta están dirigidas a las instituciones, órganos y organismos de 

la Unión, dentro del respeto del principio de subsidiariedad, así como a los Estados miembros 

únicamente cuando apliquen el Derecho de la Unión. Por consiguiente, éstos respetarán los 

derechos, observarán los principios y promoverán su aplicación, con arreglo a sus respectivas 

competencias y dentro de los límites de las competencias que los Tratados atribuyen a la Unión.  

2. La presente Carta no amplía el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión más allá de las 

competencias de la Unión, ni crea ninguna competencia o misión nuevas para la Unión, ni modifica 

las competencias y misiones definidas en los Tratados.  

Artículo 52 Alcance e interpretación de los derechos y principios  

1. Cualquier limitación del ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la presente Carta 

deberá ser establecida por la ley y respetar el contenido esencial de dichos derechos y libertades. 

Dentro del respeto del principio de proporcionalidad, sólo podrán introducirse limitaciones cuando 

sean necesarias y respondan efectivamente a objetivos de interés general reconocidos por la Unión 

o a la necesidad de protección de los derechos y libertades de los demás.  

2. Los derechos reconocidos por la presente Carta que constituyen disposiciones de los Tratados se 

ejercerán en las condiciones y dentro de los límites determinados por éstos.  

3. En la medida en que la presente Carta contenga derechos que correspondan a derechos 

garantizados por el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales, su sentido y alcance serán iguales a los que les confiere dicho Convenio. 

Esta disposición no obstará a que el Derecho de la Unión conceda una protección más extensa.  

4. En la medida en que la presente Carta reconozca derechos fundamentales resultantes de las 

tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros, dichos derechos se interpretarán en 

armonía con las citadas tradiciones. 

5. Las disposiciones de la presente Carta que contengan principios podrán aplicarse mediante actos 

legislativos y ejecutivos adoptados por las instituciones, órganos y organismos de la Unión, y por actos 

de los Estados miembros cuando apliquen el Derecho de la Unión, en el ejercicio de sus 

competencias respectivas. Sólo podrán alegarse ante un órgano jurisdiccional en lo que se refiere a 

la interpretación y control de la legalidad de dichos actos.  

6. Se tendrán plenamente en cuenta las legislaciones y prácticas nacionales según lo especificado 

en la presente Carta.  
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7. Las explicaciones elaboradas para guiar en la interpretación de la presente Carta serán tenidas 

debidamente en cuenta por los órganos jurisdiccionales de la Unión y de los Estados miembros.  

Artículo 53  

Nivel de protección  

Ninguna de las disposiciones de la presente Carta podrá interpretarse como limitativa o lesiva de los 

derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos, en su respectivo ámbito de aplicación, 

por el Derecho de la Unión, el Derecho internacional y los convenios internacionales de los que son 

parte la Unión o todos los Estados miembros, y en particular el Convenio Europeo para la Protección 

de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, así como por las constituciones de los 

Estados miembros.  

Artículo 54 

Prohibición del abuso de derecho  

Ninguna de las disposiciones de la presente Carta podrá ser interpretada en el sentido de que 

implique un derecho cualquiera a dedicarse a una actividad o a realizar un acto tendente a la 

destrucción de los derechos o libertades reconocidos en la presente Carta o a limitaciones más 

amplias de estos derechos y libertades que las previstas en la presente Carta. 

[…] 
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II. ORGANIZACIÓN 
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Organización general 
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§ 4. Real Decreto 207/2024, de 27 de febrero, por el que se desarrolla la estructura 

orgánica básica del Ministerio del Interior1 

«BOE» núm. 52, de 28 de febrero de 2024 

 

 
1 Al amparo del artículo 2.2.j) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, que atribuye al Presidente del Gobierno 

la facultad de crear, modificar y suprimir los departamentos ministeriales, véase en la actualidad el Real Decreto 829/2023, 
de 20 de noviembre, por el que se reestructuran los departamentos ministeriales (artículos 1 y 6). El ministro del Interior es 
miembro de las comisiones delegadas del Gobierno para la Seguridad Nacional (Consejo de Seguridad Nacional), para 
Asuntos de Inteligencia, para el Reto Demográfico y para la Agenda 2030 (artículos 3 a 6 del Real Decreto 1/2024, de 9 de 
enero, por el que se establecen las Comisiones Delegadas del Gobierno). A diferencia de la mayoría del resto de 
departamentos, de más reciente creación, el Ministerio del Interior tiene su origen en la Secretaría del Despacho de la 
Gobernación del Reino creada por la Constitución de 19 de marzo de 1812 (artículo 222). Le sucedería como órgano de 
gobierno y administración del Estado el Ministerio de Fomento (Real Decreto de 5 de noviembre de 1832), que poco 
después fue renombrado como Ministerio del Interior (Real Decreto 13 de mayo de 1834), para finalmente pasarse a llamar 
Ministerio de la Gobernación (Real Decreto de 4 de diciembre de 1835). Con este nombre ejerció sus competencias durante 
buena parte de los siglos XIX y XX, hasta que por Real Decreto 1558/1977, de 4 de julio, se le denominó Ministerio del 
Interior. La Policía se crearía en 1824 y la Guardia Civil en 1844. La Subsecretaría de Gobernación en 1834, la Dirección 
General de Seguridad y Orden Público en 1858, germen de la actual Secretaría de Estado de Seguridad, y la Dirección 
General de Establecimientos Penales en 1875, de la que deriva la actual Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 
Dentro del siglo XX, la Dirección General de Política Interior se creó en 1939, la Jefatura Central de Tráfico en 1959, la 
Secretaría General Técnica en 1960 y la Dirección General de Protección Civil en 1980. Entrados en el siglo XXI se crearon 
la Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería, y la Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo 
(Real Decreto 991/2006, de 8 de septiembre). También se creó la Dirección General de Coordinación y Estudios (Real 
Decreto 146/2021, de 9 marzo) dentro de la Secretaría de Estado de Seguridad en sustitución del antiguo Gabinete de 
Coordinación y Estudios, que presentaba nivel orgánico de subdirección general. Dentro de este órgano superior, véase el 
Real Decreto 1068/2015, de 27 de noviembre, por el que se establece el régimen específico del sistema de provisión de 
los puestos de trabajo de los catálogos de las unidades adscritas a la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del 
Interior. La última y relevante modificación orgánica se ha producido a través del Real Decreto 1009/2023, de 5 de 
diciembre, por el que se crea la Dirección General de Protección Internacional, dependiente de la Subsecretaría (artículo 
5. C). Conforme al Real Decreto 207/2024, de 27 de febrero, dicha dirección general se ha desgajado de la Dirección 
General de Política Interior para asumir las competencias de protección internacional, apatridia y régimen de personas 
desplazadas. A su vez, la Dirección General de Política Interior retiene las competencias en materia electoral y, además, 
se le adscriben las subdirecciones generales que, con el carácter de servicios comunes, anteriormente dependían 
directamente de la Subsecretaría. A modo de excepción, la Oficina Presupuestaria sigue bajo su dependencia. Por otro 
lado, véase la Orden de 21 de enero de 1999 sobre relaciones con los servicios del Ministerio del Interior integrados en las 
Delegaciones del Gobierno, dictada al amparo del Real Decreto 1330/1997, de 1 de agosto, que afecta a la Dirección 
General de Política Interior y a la Dirección General de Protección Civil y Emergencias. También la Orden INT/949/2007, 
de 30 de marzo, por la que se aprueba el formulario de quejas y sugerencias del Ministerio del Interior (en la actualidad los 
órganos de referencia son, en la Secretaría de Estado de Seguridad, la Inspección de Personal y Servicios de Seguridad 
dependiente de la Dirección General de Coordinación y Estudios, y en la Subsecretaría, con dependencia directa de la 
misma, la Subdirección General de Innovación, Calidad e Inspección de los Servicios). Igualmente, la Orden INT/424/2019, 
de 10 de abril, por la que se aprueba la política de seguridad de la información en el ámbito de la administración electrónica 
del Ministerio del Interior y las directrices generales en materia de seguridad de la información para la difusión de los 
resultados provisionales en procesos electorales. Y la Orden INT/1202/2011, de 4 de mayo, por la que se regulan los 
ficheros de datos de carácter personal del Ministerio del Interior, que sigue vigente aunque, como informa la propia Agencia 
Española de Protección de Datos, «el RGPD regula en su artículo 30 el denominado `Registro de actividades de 
tratamiento´ que sustituye la inscripción de ficheros (vigente con la anterior LOPD 15/1999) y establece que cada 
responsable y, en su caso, el encargado del tratamiento, llevarán un registro de las actividades de tratamiento efectuadas 
bajo su responsabilidad. Dicho registro deberá contener la siguiente información: el nombre y los datos de contacto del 
responsable y, en su caso, del corresponsable, del representante del responsable, y del delegado de protección de datos; 
los fines del tratamiento; una descripción de las categorías de interesados y de las categorías de datos personales; las 
categorías de destinatarios a quienes se comunicaron o comunicarán los datos personales, incluidos los destinatarios en 
terceros países u organizaciones internacionales; en su caso, las transferencias de datos personales a un tercer país o una 
organización internacional, incluida la identificación de dicho tercer país u organización internacional y, en el caso de las 
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El Real Decreto 829/2023, de 20 de noviembre, por el que se reestructuran los departamentos 

ministeriales, ha modificado la estructura de estos con el objeto de impulsar los objetivos prioritarios 

para España, desarrollar el programa político del Gobierno, lograr la máxima eficacia en su acción 

y la mayor eficiencia en el funcionamiento de la Administración General del Estado. En su artículo 6 

dispone que corresponde al Ministerio del Interior la propuesta y ejecución de la política del Gobierno 

en materia de seguridad ciudadana, tráfico y seguridad vial, promoción de las condiciones para el 

ejercicio de los derechos fundamentales, el ejercicio del mando de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado y las demás competencias y atribuciones que le confiere el ordenamiento 

jurídico. 

Posteriormente, el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura 

orgánica básica de los departamentos ministeriales, en su artículo 5, aprueba la nueva organización 

interna del Ministerio del Interior hasta el nivel orgánico de dirección general. La disposición transitoria 

establece que, sin perjuicio de lo previsto para los órganos directivos creados por este real decreto, 

los restantes órganos directivos conservarán su estructura y funciones en tanto no se proceda a su 

modificación, y que los órganos de rango inferior se entenderán subsistentes y mantendrán su actual 

denominación, estructura y funciones, en tanto no se realicen las oportunas modificaciones 

orgánicas. Y la disposición final segunda prevé la aprobación por el Consejo de Ministros de los 

proyectos de reales decretos por los que se adapte la estructura orgánica de los diferentes 

departamentos ministeriales y organismos autónomos a las previsiones contenidas en este real 

decreto. 

 

 
transferencias indicadas en el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo2, la documentación de garantías adecuadas; cuando 
sea posible, los plazos previstos para la supresión de las diferentes categorías de datos; cuando sea posible, una 
descripción general de las medidas técnicas y organizativas de seguridad». En este sentido, el artículo 31 («Registro de 
las actividades de tratamiento») de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, establece lo siguiente: «Los responsables y encargados del tratamiento o, en su caso, 
sus representantes deberán mantener el registro de actividades de tratamiento al que se refiere el artículo 30 del 
Reglamento (UE) 2016/679, salvo que sea de aplicación la excepción prevista en su apartado 5. El registro, que podrá 
organizarse en torno a conjuntos estructurados de datos, deberá especificar, según sus finalidades, las actividades de 
tratamiento llevadas a cabo y las demás circunstancias establecidas en el citado reglamento». Por lo demás, procede 
reseñar que el personal funcionario que presta servicios en el Ministerio del Interior pertenece a los diferentes cuerpos y 
escalas de las Administraciones públicas, pero también existen funcionarios propios como los miembros de las escalas de 
Policía Nacional y de Guardia Civil, los facultativos y técnicos de la Policía Nacional, los pertenecientes a la Escala Superior 
de Técnicos de Tráfico, al Cuerpo General Administrativo, especialidad Tráfico, y a los distintos Cuerpos de Instituciones 
Penitenciarias (generales y de sanidad). Finalmente, sobre la gestión de los llamados «servicios comunes», de amplio 
alcance en el Departamento, véanse, entre otras, la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno; la Ley Orgánica 
3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado; la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos 
Internacionales; la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público; la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas; la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del 
Defensor del Pueblo; la Ley 47/2003, 26 de noviembre, General Presupuestaria; la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (y 
la Orden INT/1421/2023, de 28 de diciembre, por la que se aprueba el Plan Estratégico de Subvenciones del Ministerio del 
Interior para el periodo 2024-2026); el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público; el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores; la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público; la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas; la Ley 29/1998, de 
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa; la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español; la Ley 9/1968, de 5 de abril, de secretos oficiales; la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística 
Pública; la Ley 10/2007, de 22 de junio, de la lectura, del libro y de las bibliotecas; la Ley 23/2011, de 29 de julio, de depósito 
legal; la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno; la Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres; la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención 
de Riesgos Laborales; el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general para la mejora 
de la calidad en la Administración General del Estado o el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba 
el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos.  
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En este marco, con arreglo a la disposición final segunda del Real Decreto 1009/2023, de 5 de 

diciembre, y de conformidad con el artículo 59.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, resulta conveniente modificar la estructura orgánica del Ministerio del 

Interior, actualmente regulada por el Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto, por el que se desarrolla 

la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior, para actualizar y, en algún caso, determinar 

las funciones atribuidas a los órganos del Departamento, hasta el nivel orgánico de subdirección 

general, con el fin de conseguir la máxima eficacia y racionalización en el cumplimiento de sus 

objetivos. 

Así, en el ámbito de la Secretaría de Estado de Seguridad, las modificaciones que se realizan respecto 

al Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO), órgano con nivel 

orgánico de subdirección general dependiente de la persona titular de la Secretaría de Estado, se 

basan en la necesidad de aclarar cuestiones terminológicas en materia de destrucción de drogas y 

de una actualización de las nuevas funciones asumidas. 

Se crea la Jefatura de Innovación Digital en el Mando de Apoyo de la Dirección General de la 

Guardia Civil, que será competente en la planificación estratégica para la implantación, el 

seguimiento y el control de las actuaciones de transformación digital, así como para apoyar al 

conjunto de la Dirección General en la toma de decisiones en el entorno de las nuevas tecnologías. 

También se llevan a cabo modificaciones puntuales en la Dirección General de Relaciones 

Internacionales y Extranjería, derivadas de las deficiencias detectadas tras la reciente evaluación del 

sistema Schengen de fronteras exteriores, reforzando la capacidad de mando de la persona titular 

de la Secretaría de Estado de Seguridad en materia de gestión de fronteras. 

En la Dirección General de Coordinación y Estudios se perfilan las funciones de la Oficina de 

Coordinación y Ciberseguridad (OCC), definiendo mejor su papel de refuerzo, como CERT de policía 

judicial para apoyo a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y se recoge expresamente la 

existencia del Delegado de Protección de Datos de la Secretaría de Estado de Seguridad, dentro de 

esta Dirección General. 

Los cambios que se realizan en la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias son puntuales y 

obedecen a razones de clasificación y eficiencia. 

Entrando en el ámbito de la Subsecretaría, la Dirección General de Política Interior, además de las 

funciones que actualmente ostenta en materia electoral, ejercerá las de carácter transversal 

atribuidas a las subdirecciones generales encargadas de los servicios comunes y que hasta ahora 

eran directamente dependientes de la persona titular de la Subsecretaría, a excepción de las de 

índole presupuestaria, que se mantienen con la actual dependencia en esta última. Esta reforma 

funcional se produce en paralelo con el traspaso de las funciones que hasta ahora ejercía esta 

dirección general en materia protección internacional, apatridia y régimen de personas 

desplazadas, que son asumidas por la nueva Dirección General de Protección Internacional. 

Los cambios que se realizan en las funciones atribuidas a la Dirección General de Apoyo a Víctimas 

del Terrorismo son puntuales y obedecen a razones de claridad, eficiencia y adaptación a las que 

realmente vienen realizando las dos Subdirecciones Generales que la integran. 

Por último, tal y como se ha señalado anteriormente, las funciones relacionadas con la protección 

internacional, la apatridia y el régimen de las personas desplazadas se atribuyen a la nueva Dirección 

General de Protección Internacional, creada por el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, 

dotándola de una estructura adecuada para responder con una gestión responsable y eficiente a 

los requerimientos que impone la normativa nacional y comunitaria y a las necesidades actuales del 

sistema. A la citada Dirección General de Protección Internacional se adscriben tres subdirecciones 

generales: la Subdirección General de Relaciones Institucionales e Información de Protección 
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Internacional; la Subdirección General de Asuntos Generales y Jurídicos de Protección Internacional; 

y la Subdirección General de Instrucción de Protección Internacional y Apatridia. 

Este real decreto se adecúa a los principios de buena regulación relacionados en el artículo 129 de 

la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas (necesidad, eficacia, eficiencia, proporcionalidad, seguridad jurídica y transparencia), con 

arreglo a los cuales deben actuar las Administraciones Públicas en el ejercicio de la potestad 

reglamentaria, y atiende a la necesidad de actualizar la estructura orgánica básica del Ministerio del 

Interior, adaptándola al contexto actual en el que se desarrollan sus funciones. Asimismo, de manera 

específica, respecto a su adecuación al principio de proporcionalidad, la norma no contiene 

medidas restrictivas de derechos ni impone obligaciones a los ciudadanos o empresas. Y en cuanto 

al principio de transparencia, se identifica claramente su finalidad, tanto en el preámbulo, como en 

la memoria del análisis de impacto normativo, y esta última se encuentra accesible en el Portal de la 

Transparencia. 

En su virtud, a iniciativa del Ministro del Interior, con la conformidad de la Ministra de Defensa en lo 

referido a la Guardia Civil, a propuesta del Ministro para la Transformación Digital y de la Función 

Pública, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión de 27 de febrero de 2024, 

D I S P O N G O :  

Artículo 1 

Organización general del Departamento 

1. Corresponde al Ministerio del Interior la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en 

materia de seguridad ciudadana; la promoción de las condiciones para el ejercicio de los derechos 

fundamentales, en particular, la libertad y seguridad personales, en los términos establecidos en la 

Constitución Española y en las leyes que los desarrollen; el mando superior y la dirección y 

coordinación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; las competencias que le 

encomienda la legislación sobre seguridad privada; las que le atribuye la legislación en materia de 

extranjería; el régimen de protección internacional, de apatridia, y de protección de personas 

desplazadas; la administración y régimen de las instituciones penitenciarias; la realización de las 

actuaciones necesarias para el desarrollo de los procesos electorales; el ejercicio de las 

competencias sobre protección civil, y las atribuidas en materia de tráfico, seguridad vial y movilidad 

sostenible. 

2. Corresponde a la persona titular del Ministerio la dirección de todos los servicios del Departamento, 

el mando superior de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, la dirección de las 

competencias del Ministerio en materia de Administración Penitenciaria y las demás funciones 

señaladas en el artículo 61 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, así como las que le sean atribuidas por otras leyes o normas especiales. 

3. Como órgano de asistencia inmediata a la persona titular del Ministerio existe un Gabinete, con 

nivel orgánico de dirección general, con la estructura prevista en el artículo 23.2 del Real Decreto 

1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica básica de los 

departamentos ministeriales. Su titular se encargará de la supervisión de los servicios de protocolo y 

de la programación de las relaciones institucionales e internacionales, cuando haya de intervenir 

directamente la persona titular del Ministerio del Interior. 

4. Depende directamente de la persona titular del Ministerio la Oficina de Comunicación, con nivel 

orgánico de subdirección general, a cuyo titular, como responsable de la comunicación oficial del 

Departamento, corresponde dirigir y mantener las relaciones informativas y de publicidad 
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institucional con los medios de comunicación social y difundir la información de carácter general del 

Departamento. Coordinará las relaciones informativas de los distintos servicios del Ministerio y las 

unidades de comunicación de los centros directivos, en particular las campañas institucionales de 

publicidad y de comunicación que pretendan desarrollar en su respectivo ámbito de competencia. 

Le corresponde definir y coordinar los contenidos de la página web del Ministerio. 

5. El Ministerio del Interior se estructura en los siguientes órganos: 

a) La Secretaría de Estado de Seguridad, órgano superior del que dependen los siguientes órganos 

directivos: 

1.º La Dirección General de la Policía. 

2.º La Dirección General de la Guardia Civil. 

3.º La Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería. 

4.º La Dirección General de Coordinación y Estudios. 

b) La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, de la que depende la Dirección General de 

Ejecución Penal y Reinserción Social. 

c) La Subsecretaría del Interior, de la que dependen los siguientes órganos directivos: 

1.º La Secretaría General Técnica. 

2.º La Dirección General de Política Interior. 

3.º La Dirección General de Tráfico. 

4.º La Dirección General de Protección Civil y Emergencias. 

5.º La Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo. 

6.º La Dirección General de Protección Internacional. 

6. Las competencias atribuidas en este real decreto se entenderán en coordinación y sin perjuicio de 

aquellas que corresponden a otros departamentos ministeriales. 

Artículo 2 

Secretaría de Estado de Seguridad 

1. Corresponde a la persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad el ejercicio de las 

funciones a las que se refiere el artículo 62 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y en particular, la 

dirección, coordinación y supervisión de los órganos directivos dependientes de la Secretaría de 

Estado, bajo la inmediata autoridad de la persona titular del Ministerio, para el ejercicio de las 

siguientes funciones: 

a) La promoción de las condiciones para el ejercicio de los derechos fundamentales, en los 

términos establecidos en la Constitución Española y en las leyes que los desarrollan, especialmente 

en relación con la libertad y seguridad personales, la inviolabilidad del domicilio y de las 

comunicaciones y la libertad de residencia y circulación. 
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b) El ejercicio del mando de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y la coordinación y 

supervisión de los servicios y misiones que les corresponden. 

c) Las competencias que le encomienda la legislación sobre seguridad privada. 

d) La dirección y coordinación de la cooperación policial internacional, especialmente con 

EUROPOL, INTERPOL, SIRENE, los Sistemas de Información de Schengen y los Centros de Cooperación 

Policial y Aduanera. 

e) La representación del Departamento en los supuestos en que así se lo encomiende la persona 

titular del Ministerio. 

f) La dirección, impulso y coordinación de las actuaciones del Departamento en materia de 

crimen organizado, terrorismo, trata de seres humanos, tráfico de drogas, blanqueo de capitales 

relacionado con dicho tráfico y delitos conexos. 

g) La planificación y coordinación de las políticas de infraestructuras y material en el ámbito de 

la seguridad. 

h) La aprobación de los planes y programas de infraestructuras y material en el ámbito de la 

seguridad. 

i) La dirección y coordinación de las relaciones del Departamento con el Comité Europeo para 

la prevención de la tortura y de las penas y tratos inhumanos o degradantes. 

j) La gestión de las competencias del Departamento en relación con la protección y garantía del 

ejercicio de los derechos fundamentales de reunión y de manifestación. 

k) La coordinación del ejercicio de las competencias de las Delegaciones y Subdelegaciones del 

Gobierno en materia de seguridad ciudadana. 

l) La dirección y coordinación de las actuaciones relacionadas con los precursores de drogas, los 

precursores de explosivos y el tratamiento de los datos del Sistema de Registro de Pasajeros (PNR). 

m) La dirección del Sistema Nacional de Protección de Infraestructuras Críticas. 

n) La dirección y coordinación de las políticas de ciberseguridad en el ámbito de las 

competencias del Ministerio. 

ñ) A través de la Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería, la coordinación 

respecto a las operaciones con efectos transnacionales que puedan dirigir cualquiera de las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

o) La dirección y el impulso de la gestión integrada de las fronteras, el mando de la participación 

española de la Guardia Europea de Fronteras y Costas y las relaciones con la Agencia Europea de 

la Guardia de Fronteras y Costas 

2. Como órgano de asistencia inmediata a la persona titular de la Secretaría de Estado existe un 

Gabinete, con nivel orgánico de subdirección general, con la estructura que se establece en el 

artículo 23.3 del Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre. 

La persona titular de la dirección del Gabinete ejercerá las funciones de Relatoría Nacional contra 

la Trata de Seres Humanos conforme a la normativa internacional y europea vigente. Asimismo, 

coordinará, siguiendo las instrucciones de la persona titular de la Secretaría de Estado, las 
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Subdirecciones Generales de Planificación y Gestión de Infraestructuras y Medios para la Seguridad 

y de Sistemas de Información y Comunicaciones para la Seguridad. 

3. Depende de la persona titular de la Secretaría de Estado el Centro de Inteligencia contra el 

Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO), con nivel orgánico de subdirección general, al que 

corresponde la recepción, integración y análisis de la información estratégica disponible en la lucha 

contra todo tipo de delincuencia organizada o grave, terrorismo y radicalismo violento, el diseño de 

estrategias específicas contra estas amenazas y su financiación, así como, en su caso, el 

establecimiento de criterios de actuación y coordinación operativa de los órganos u organismos 

actuantes en los supuestos de concurrencia en las investigaciones o actuaciones relacionadas con 

los precursores de drogas y explosivos, y en particular sobre las siguientes funciones: 

1.º Recibir, integrar y analizar informaciones y análisis operativos que sean relevantes o necesarios 

para elaborar la correspondiente inteligencia criminal estratégica y de prospectiva, tanto en su 

proyección nacional como internacional, integrando y canalizando, de manera coordinada, a las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y, en su caso, a otros organismos que se determine, toda 

la información operativa que reciba o capte. En este sentido, se constituye en punto nacional de 

contacto para el intercambio de inteligencia e información estratégica con los organismos 

supranacionales que se determinen en la lucha contra el terrorismo y los extremismos violentos. De 

esta forma, se constituye en punto nacional de contacto para el intercambio de inteligencia e 

información estratégica con los organismos supranacionales que se determinen en la lucha contra 

el terrorismo y los extremismos violentos. 

2.º Dictar, determinar y establecer, en los supuestos de intervención conjunta o concurrente, los 

criterios de coordinación y de actuación de las unidades operativas de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado, y la de éstas con otros órganos u organismos intervinientes, en función de sus 

competencias propias o de apoyo a la intervención. 

3.º Elaborar informes anuales, así como una evaluación periódica de la amenaza. 

4.º Elaborar, en coordinación con la Dirección General de Coordinación y Estudios, las 

informaciones estadísticas no clasificadas relacionadas con estas materias, en especial la estadística 

oficial sobre drogas, crimen organizado, trata y explotación de seres humanos. 

5.º Proponer, en el ámbito de sus competencias, las estrategias nacionales y actualizarlas de 

forma permanente, coordinando y verificando su desarrollo y ejecución. 

6.º Establecer, en el ámbito de sus competencias, las relaciones correspondientes con otros 

centros o unidades similares de la Unión Europea, de sus Estados miembros o de terceros países. 

7.º Establecer los criterios de coordinación y de actuación de las unidades operativas de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes, de acuerdo con las funciones de la Secretaría de 

Estado relacionadas con los precursores de drogas y los precursores de explosivos. 

8.º Planificar y ejecutar la destrucción de los alijos de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias 

psicotrópicas incursos en las actuaciones que la Policía Nacional y la Guardia Civil realizan contra el 

tráfico de drogas, se encuentren custodiados en sus propias dependencias o en otras afectas a otros 

departamentos ministeriales, sin perjuicio de las competencias correspondientes a dichos 

departamentos 

Del CITCO dependerán la Unidad Nacional de Retirada de Contenidos Ilícitos en Internet (UNECI), la 

Oficina Nacional de Información sobre Pasajeros (ONIP), que actúa como Unidad de Información 

sobre Pasajeros (PIU) nacional prevista en la normativa europea, y la Unidad de Policía Judicial para 

delitos de terrorismo (TEPOL). Asimismo, desarrollará las funciones de punto focal de la Relatoría 
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Nacional contra la Trata de Seres Humanos para su apoyo y asistencia técnica, las de Punto Nacional 

de Contacto del Ministerio del Interior para el intercambio de inteligencia e información en materia 

de Localización y Recuperación de Activos (ORA), y las de Punto de Contacto Nacional para 

precursores de explosivos relativas a la Ley 25/2022, de 1 de diciembre, sobre precursores de 

explosivos. 

4. Bajo la dirección y supervisión de la persona titular del Ministerio, y para el refuerzo de las 

actuaciones de coordinación estratégica y ejecutiva de los órganos y funciones dependientes de la 

Secretaría de Estado, corresponde al titular de ésta la presidencia del Comité Ejecutivo de 

Coordinación, que estará integrado por las personas titulares de la Subsecretaría, de las Direcciones 

Generales de la Policía y de la Guardia Civil, de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, 

del Gabinete del Ministro, de la Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería, de la 

Dirección General de Coordinación y Estudios, que ejercerá las funciones de secretaría y de las 

Direcciones Adjuntas Operativas de la Policía y de la Guardia Civil. 

5. Asimismo dependen de la persona titular de la Secretaría de Estado los siguientes órganos con 

nivel orgánico de subdirección general: 

a) La Subdirección General de Planificación y Gestión de Infraestructuras y Medios para la 

Seguridad, a la que corresponde, sin perjuicio de las competencias legalmente atribuidas al 

organismo autónomo Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado, el 

desarrollo de las siguientes funciones: 

1.º Planificar las inversiones en infraestructuras de seguridad, teniendo en cuenta las propuestas 

de las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil. 

2.º Proponer proyectos y obras; elaborar y coordinar estudios y propuestas para la mejor 

utilización, estandarización y homologación de infraestructuras y material en el ámbito de la 

seguridad, y proponer al titular de la Secretaría de Estado planes y programas de infraestructuras y 

material, coordinarlos, supervisar su ejecución, evaluarlos y analizar sus costes. 

3.º Proponer a la persona titular de la Secretaría de Estado la adquisición de infraestructuras y 

medios materiales para la seguridad, así como revisar y coordinar otros proyectos promovidos por 

unidades u órganos dependientes de aquél cuando se financien total o parcialmente con créditos 

de la Secretaría de Estado. 

4.º Controlar y coordinar la ejecución de los programas y proyectos derivados de compromisos 

contraídos por España con otros países u organismos internacionales en las materias propias de su 

competencia. 

5.º Gestionar y ejecutar los programas y proyectos derivados de la financiación procedente de 

Fondos Europeos en el ámbito de la Secretaría de Estado, en particular cuando se trate de 

programas en régimen de gestión compartida con la Comisión Europea, cuando así se lo 

encomiende su titular. 

6.º Gestionar el patrimonio inmobiliario de la seguridad, mantener el inventario de sus bienes y 

derechos, así como el arrendamiento o adquisición por otros títulos de bienes inmuebles dedicados 

a los fines de la seguridad. 

7.º Mantener las relaciones con la Dirección General del Patrimonio del Estado en materia de 

infraestructuras y material de seguridad, de conformidad con lo establecido en la normativa 

correspondiente. 
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8.º Dirigir, coordinar o gestionar aquellos planes, programas, recursos financieros o materiales en 

el ámbito de la seguridad que expresamente le encomiende la Secretaría de Estado. 

b) La Subdirección General de Sistemas de Información y Comunicaciones para la Seguridad, a 

la que corresponde el desarrollo de las siguientes funciones: 

1.º Planificar, coordinar y, en su caso, gestionar las inversiones en sistemas de información y 

comunicaciones, teniendo en cuenta las propuestas de las Direcciones Generales de la Policía y de 

la Guardia Civil. 

2.º Estandarizar y homogeneizar sistemas de información y comunicaciones, codificación y 

estructuras de datos en el ámbito de la seguridad. 

3.º Proponer a la persona titular de la Secretaría de Estado los planes y programas que afecten a 

los sistemas de información y comunicaciones en el ámbito de la seguridad, así como coordinarlos, 

supervisar su ejecución, evaluarlos y analizar sus costes. 

4.º Promover proyectos para la implantación, adquisición y mantenimiento de sistemas de 

información y comunicaciones para la seguridad, incluyendo expresamente aquellos de utilización 

conjunta o compartida por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, así como los dirigidos a 

garantizar la seguridad ciudadana a través del uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones; coordinar y supervisar la determinación de sus requisitos técnicos, pliegos de 

condiciones, programación económica y ejecución, así como cualesquiera otras acciones 

necesarias para llevar a término los proyectos promovidos en esta materia por unidades u órganos 

dependientes de la Secretaría de Estado, cuando se financien total o parcialmente con créditos del 

servicio presupuestario de ésta. 

5.º Controlar y coordinar la ejecución de los programas y proyectos derivados de compromisos 

contraídos por España con otros países u organismos internacionales en las materias propias de su 

competencia. 

6.º Gestionar y ejecutar los programas y proyectos de sistemas de información y comunicaciones 

derivados de la financiación procedente de Fondos Europeos o de otros organismos internacionales 

que expresamente se le encomienden, incluyendo los provenientes de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado. 

7.º Coordinar, desarrollar e implantar bases de datos, sistemas de información y sistemas de 

comunicaciones de utilización conjunta o compartida por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado, incluyendo aquellos relacionados con la Agencia Europea para la Gestión Operativa de 

Sistemas Informáticos de gran magnitud en el Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia (eu-LISA), los 

correspondientes al Sistema Schengen y al Sistema de Radiocomunicaciones Digitales de 

Emergencia del Estado (SIRDEE). 

8.º Acordar, coordinar, ejecutar y llevar a cabo cualquier otra acción necesaria relativa a la 

participación en proyectos europeos de investigación, desarrollo e innovación (I+D+i) en materia de 

seguridad de acuerdo con las instrucciones de la persona titular de la Secretaría de Estado. 

9.º Dirigir el Centro Tecnológico de Seguridad (CETSE) como órgano de implementación de las 

funciones específicas de esta Subdirección y de las políticas de I+D+i del órgano directivo. 

10.º Bajo la dependencia funcional de la persona titular de la Subsecretaría, ejercer las funciones 

a las que se refieren los párrafos o) y p) del artículo 9.3. 
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6. De conformidad con su Estatuto, aprobado por el Real Decreto 2823/1998, de 23 de diciembre, el 

organismo autónomo Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado está 

adscrito a la Secretaría de Estado de Seguridad. 

Artículo 3 

Dirección General de la Policía 

1. La Dirección General de la Policía, cuyo titular tiene rango de subsecretario, es el órgano del 

Ministerio encargado de la ordenación, dirección, coordinación y ejecución de las misiones que a la 

Policía Nacional encomienden las disposiciones vigentes, de acuerdo con las directrices y órdenes 

emanadas de la persona titular del Departamento. 

Corresponde a la persona titular de la Dirección General, bajo la dependencia de la persona titular 

de la Secretaría de Estado de Seguridad, el mando directo de la Policía Nacional. En particular, 

ejerce las siguientes funciones: 

a) Dirigir, impulsar y coordinar los servicios y los órganos centrales y periféricos de la Policía 

Nacional. 

b) Distribuir los medios personales y materiales, asignándolos a las distintas unidades que la 

integran. 

c) Proponer a la persona titular de la Secretaría de Estado los planes y proyectos de actuación 

operativa de los servicios de la Policía Nacional. 

d) Relacionarse directamente con las autoridades administrativas, organismos y entidades 

públicas o privadas en lo referente al funcionamiento de los servicios operativos de la Policía 

Nacional. 

e) Obtener, centralizar, analizar, valorar y difundir la información necesaria para el desarrollo de 

sus misiones, así como establecer y mantener el enlace y coordinación con otros órganos de 

información nacionales y extranjeros en el ámbito de su competencia, de conformidad con los 

criterios que al respecto establezca la Secretaría de Estado. 

f) Disponer la colaboración y la prestación de auxilio a las policías de otros países, en 

cumplimiento de las funciones que atribuye a la Policía Nacional la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 

marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de conformidad con los criterios que al respecto 

establezca la Secretaría de Estado. 

g) Dirigir, organizar y controlar el cumplimiento de lo dispuesto en materia de extranjería, 

documento nacional de identidad, pasaportes, tarjetas de identidad de extranjeros, juego, drogas, 

control de las entidades y servicios privados de seguridad, vigilancia e investigación y espectáculos 

públicos, en el ámbito policial. 

h) Vigilar e investigar las conductas de los funcionarios contrarias a la ética profesional. 

i) Aplicar el régimen disciplinario del personal de la Policía Nacional. 

j) Seleccionar y promover al personal de la Policía Nacional y el desarrollo de las actividades 

técnico-docentes de formación y perfeccionamiento de sus integrantes. 

k) Proponer la adquisición de los equipos de transmisión, equipos de tratamiento de la 

información, armamento, medios de automoción, helicópteros, naves, uniformes y, en general, los 
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medios materiales precisos para la realización de los cometidos propios de la Policía Nacional, en el 

marco de la programación aprobada por la Secretaría de Estado. 

l) Impulsar el análisis, planificación y desarrollo de los métodos, técnicas y procedimientos en el 

ámbito operativo policial. 

2. Dependen directamente de la persona titular de la Dirección General los siguientes órganos: 

a) La Dirección Adjunta Operativa, con nivel orgánico de subdirección general, encargada de 

la colaboración con la persona titular de la Dirección General en la dirección de las funciones de 

mantenimiento del orden público y la seguridad ciudadana, y la dirección, coordinación y 

supervisión de las unidades centrales, supraterritoriales y territoriales; el seguimiento y control de los 

resultados de los programas operativos, y en la definición de los recursos humanos y materiales 

aplicables a dichos programas, así como la planificación estratégica en materia de transformación 

digital. 

b) La Subdirección General de Recursos Humanos y Formación, encargada de la colaboración 

con la persona titular de la Dirección General en la dirección y coordinación tanto de la gestión del 

personal de este órgano directivo como de su selección y la formación. 

c) La Subdirección General de Logística e Innovación, encargada de la colaboración con la 

persona titular de la Dirección General en la dirección, coordinación, administración y gestión de los 

recursos económicos y materiales, así como de la documentación de españoles y extranjeros, y de 

los archivos policiales. 

d) Con funciones de apoyo y asistencia a la persona titular de la Dirección General, para 

facilitarle el despacho y la coordinación de los órganos y unidades que dependen de él, existirá un 

Gabinete Técnico, con nivel orgánico de subdirección general. Elaborará los estudios e informes 

necesarios, la tramitación de las disposiciones de carácter general en el ámbito de su competencia 

y cuantas otras misiones le encomiende la persona titular de la Dirección General. 

e) La División de Cooperación Internacional, con el nivel orgánico que se determine en la relación 

de puestos de trabajo, a la que corresponde la gestión de la Oficina Central Nacional de INTERPOL, 

la Unidad Nacional de EUROPOL y la Oficina SIRENE, la dirección de la colaboración y auxilio a las 

policías de otros países y la coordinación de los grupos de trabajo en los que participe la Dirección 

General de la Policía en el ámbito de la Unión Europea y otras instituciones internacionales, así como 

aspectos relacionados con misiones de apoyo a terceros países y personal policial que presta 

servicio en el extranjero. 

3. La Dirección Adjunta Operativa es responsable, de acuerdo con las directrices emanadas de la 

persona titular de la Dirección General, de la dirección, impulso y coordinación de las funciones 

policiales operativas, que en el nivel central serán realizadas por las Comisarías Generales de 

Información, de Policía Judicial, de Seguridad Ciudadana, de Extranjería y Fronteras y de Policía 

Científica, todas ellas con nivel orgánico de subdirección general, así como por la División de 

Operaciones y Transformación Digital, que tendrá el nivel orgánico que se determine en la relación 

de puestos de trabajo. Corresponde a dichos órganos: 

a) A la Comisaría General de Información, la captación, recepción, tratamiento y desarrollo de 

la información de interés para el orden y la seguridad pública en el ámbito de las funciones de la 

Dirección General, así como su explotación o aprovechamiento operativo, especialmente en 

materia antiterrorista, tanto en el ámbito nacional como en el internacional. 

b) A la Comisaría General de Policía Judicial, la investigación y persecución de las infracciones 

supraterritoriales, especialmente de los delitos relacionados con las drogas, la delincuencia 
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organizada, económica, financiera, tecnológica y el control de los juegos de azar. Asimismo, le 

corresponde la dirección de los servicios encargados de la investigación de delitos monetarios y los 

relacionados con la moneda, así como la colaboración con los servicios correspondientes del Banco 

de España en estos asuntos. 

c) A la Comisaría General de Seguridad Ciudadana, la organización y gestión de lo relativo a la 

prevención, mantenimiento y, en su caso, restablecimiento del orden y la seguridad ciudadana; las 

competencias que le encomienda la legislación sobre seguridad privada; la vigilancia de los 

espectáculos públicos, en el ámbito de competencia del Estado, y la protección de altas 

personalidades, edificios e instalaciones que por su interés lo requieran. 

d) A la Comisaría General de Extranjería y Fronteras, el control de entrada y salida del territorio 

nacional de españoles y extranjeros; la prevención, persecución e investigación de las redes de 

inmigración ilegal, y, en general, el régimen policial de extranjería, refugio y asilo e inmigración. 

e) A la Comisaría General de Policía Científica, la prestación de los servicios de criminalística, 

identificación, analítica e investigación técnica, así como la elaboración de los informes periciales y 

documentales que le sean encomendados. 

f) A la División de Operaciones y Transformación Digital, el apoyo a la Dirección Adjunta Operativa 

en la coordinación, gestión y supervisión en el ámbito de la operatividad policial, así como en la 

planificación estratégica en materia de transformación digital. 

4. La Subdirección General de Recursos Humanos y Formación es responsable de la selección del 

personal de la Policía Nacional, así como de la dirección y coordinación de las funciones de gestión 

y formación de los recursos humanos de la Dirección General, que en el nivel central serán realizadas 

por las Divisiones de Personal y de Formación y Perfeccionamiento, ambas con nivel orgánico de 

subdirección general, a las que competen las siguientes funciones: 

a) A la División de Personal, realizar las funciones de administración y gestión de personal. 

b) A la División de Formación y Perfeccionamiento, realizar la función de formación para el 

ingreso, la promoción y la especialización de los miembros de la Policía Nacional. 

5. La Subdirección General de Logística e Innovación es responsable de la dirección y coordinación 

de las funciones relativas a la gestión de los recursos económicos y materiales, de los sistemas de 

telecomunicación e información, de la documentación de españoles y extranjeros, y de los archivos 

policiales, que en el nivel central será realizada por las siguientes Divisiones: 

a) La División Económica y Técnica, con nivel orgánico de subdirección general, a la que 

corresponde realizar las funciones de estudio de las necesidades, el análisis y control de calidad y, 

en su caso, la adquisición de los productos y equipamientos, y la asignación, distribución, 

administración y gestión de los medios materiales. 

b) La División de Documentación, con el nivel orgánico que se determine en la relación de 

puestos de trabajo, a la que corresponde la organización y gestión de los servicios de 

documentación de españoles y extranjeros, de los archivos policiales y de la Sección del Archivo 

General en la Dirección General de la Policía. 

6. En el nivel central, la Dirección General cuenta con la Junta de Gobierno y el Consejo Asesor, con 

la composición y funciones determinadas por la normativa vigente. 

7. La organización periférica está constituida por las Jefaturas Superiores, las Comisarías Provinciales 

y aquellas otras unidades o módulos que integran el modelo territorial, las Comisarías Zonales, Locales 
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y de Distrito, así como las Comisaría Conjuntas o Mixtas, los Puestos Fronterizos y las Unidades de 

Documentación. 

Los titulares de las Jefaturas Superiores de Policía podrán asumir la Jefatura de la Comisaría Provincial 

correspondiente a la capital de provincia en que aquéllas tengan su sede. 

Artículo 4 

Dirección General de la Guardia Civil 

1. La Dirección General de la Guardia Civil, cuyo titular tiene rango de subsecretario, es el órgano 

del Ministerio encargado de la ordenación, dirección, coordinación y ejecución de las misiones que 

a la Guardia Civil encomienden las disposiciones vigentes, de acuerdo con las directrices y órdenes 

emanadas de las personas titulares de los Ministerios del Interior y de Defensa, en el ámbito de sus 

respectivas competencias. 

Corresponde a la persona titular de la Dirección General, bajo la dependencia de la persona titular 

de la Secretaría de Estado de Seguridad, el mando directo de la Guardia Civil. En particular, ejerce 

las siguientes funciones: 

a) Dirigir, impulsar y coordinar el servicio y distribución de las Unidades de la Guardia Civil. 

b) Impulsar el análisis, planificación y desarrollo de los planes y proyectos de la Guardia Civil y 

elevar las propuestas a la Secretaría de Estado de Seguridad. 

c) Relacionarse directamente con autoridades, organismos y entidades públicas o privadas e 

igualmente el mantenimiento del enlace y coordinación con órganos de información nacionales y 

extranjeros, en el ámbito de sus competencias. 

d) Llevar a cabo los cometidos que las disposiciones reguladoras del Ministerio de Defensa le 

encomienden en cuanto al cumplimiento de misiones de carácter militar de la Guardia Civil. 

e) Ejecutar las políticas de personal, formación, igualdad y diversidad. 

f) Ejecutar la política de recursos materiales y económicos asignados a la Guardia Civil, así como 

proponer a la Secretaría de Estado de Seguridad las necesidades en relación con dichos recursos. 

g) Cumplir las funciones que le atribuye la legislación en materia de armas y explosivos. 

h) Elaborar propuestas normativas y aprobar instrucciones en el ámbito de su competencia, así 

como la estrategia institucional. 

i) Proponer la adquisición de los equipos de transmisión, equipos de tratamiento de la información, 

armamento, en colaboración con el Ministerio de Defensa, medios de automoción, helicópteros, 

naves, uniformes y, en general, de los medios materiales precisos para la realización de los cometidos 

propios de la Dirección General de la Guardia Civil, en el marco de la programación aprobada por 

la Secretaría de Estado de Seguridad. 

2. Se encuentran adscritos a la Dirección General el Consejo Superior de la Guardia Civil y el Consejo 

de la Guardia Civil. 

El Consejo Superior de la Guardia Civil estará presidido por la persona titular de la Dirección General 

de la Guardia Civil e integrado, asimismo, por los Tenientes Generales y Generales de División de la 

Guardia Civil en servicio activo, actuando como Secretario el Oficial General designado al efecto. 
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No obstante, podrán asistir a las reuniones del Consejo los Oficiales Generales de la Guardia Civil, en 

situación de servicio activo o de reserva, que la persona titular de la Dirección General convoque en 

cada caso. 

3. De la persona titular de la Dirección General dependen directamente los siguientes órganos: 

a) La Dirección Adjunta Operativa. 

b) El Mando de Operaciones 

c) El Mando de Fronteras y Policía Marítima. 

d) El Mando de Personal. 

e) El Mando de Apoyo. 

4. Con nivel orgánico de subdirección general y dependencia directa de la persona titular de la 

Dirección General existirá un Gabinete Técnico, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil, 

para el asesoramiento y apoyo, y para facilitarle la coordinación en el ámbito de sus funciones. 

Elaborará los estudios e informes que se le encomienden, y tramitará las disposiciones normativas en 

el ámbito de su competencia, además de cuantos otros cometidos se le confíen. 

5. La Dirección Adjunta Operativa, con nivel orgánico de subdirección general y a cargo de un 

Teniente General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es el órgano que se constituye 

en el primer auxiliar de la persona titular de la Dirección General de la Guardia Civil en el 

cumplimiento de sus funciones, materializando la dirección, coordinación y cohesión global de la 

Institución. Además, asumirá las siguientes funciones: 

a) Proponer a la persona titular de la Dirección General la elaboración de propuestas normativas 

en su ámbito competencial y coordinar la elaboración y revisión de la estrategia institucional y de 

los planes estratégicos. 

b) Coadyuvar a la definición de los recursos humanos y materiales necesarios para integrar la 

planificación y ejecución de la actividad operativa. 

c) Planificar y coordinar la actividad desarrollada por las Unidades dependientes de ella, de 

acuerdo con las directrices emanadas de la persona titular de la Dirección General. 

d) Proponer a la persona titular de la Dirección General la organización y distribución territorial de 

las Unidades. 

e) Asumir cuantos cometidos y actividades le sean expresamente asignados por la persona titular 

de la Dirección General y, singularmente, dirigir, impulsar y coordinar, en el ámbito operativo 

competencial del Cuerpo, cuanto se refiere a la cooperación internacional y la colaboración con 

las policías de otros países, con organismos y organizaciones internacionales. 

f) Sustituir a la persona titular de la Dirección General, con carácter interino o accidental, así como 

en el ejercicio de la potestad sancionadora que le atribuye la legislación vigente sobre régimen 

disciplinario de la Guardia Civil. 

g) Presidir el Consejo Superior de la Guardia Civil cuando no asista la persona titular de la 

Dirección General. 

6. Dependen de la persona titular de la Dirección Adjunta Operativa: 
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a) El Estado Mayor, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio 

activo. Es el principal órgano auxiliar de la Dirección Adjunta Operativa, del Mando de Operaciones 

y del Mando de Fronteras y Policía Marítima, en todo lo concerniente al ejercicio de las funciones de 

cada Mando, además de responsable de proporcionar los elementos de juicio necesarios para 

fundamentar sus decisiones, traducirlas en órdenes y velar por su cumplimiento 

b) La Jefatura de Información, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de 

servicio activo, a la que corresponde organizar, dirigir y gestionar la obtención, recepción, 

tratamiento, análisis y difusión de la información de interés para el orden y la seguridad pública en 

el ámbito de las funciones propias de la Guardia Civil y la utilización operativa de la información, 

especialmente en materia antiterrorista, en el ámbito nacional e internacional. 

c) La Jefatura de Policía Judicial, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación 

de servicio activo, a la que corresponde organizar y gestionar la investigación y persecución de los 

delitos, dirigir, impulsar y coordinar las investigaciones relacionadas con la delincuencia organizada, 

la grave y aquellas otras que por sus especiales características lo aconsejen. 

d) La Secretaría de Cooperación Internacional, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil 

en situación de servicio activo. 

7. El Mando de Operaciones, con nivel orgánico de Subdirección General y al mando de un Teniente 

General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es el responsable de planificar, impulsar y 

coordinar los servicios operativos de las Unidades de la Guardia Civil, de acuerdo con las directrices 

emanadas de la persona titular de la Dirección General de la Guardia Civil, asumiendo para ello 

cuantos cometidos le atribuye la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo. 

Igualmente dirigirá, impulsará y coordinará la seguridad ciudadana en su demarcación y, por su 

carácter transversal, las funciones que se realicen para la custodia de las vías de comunicación 

terrestre y la vigilancia del tráfico, tránsito y transporte en las vías públicas interurbanas. Para tales 

cometidos, del Mando de Operaciones, a su vez, dependen las siguientes Unidades: 

a) La Jefatura de Unidades Especiales y de Reserva, a cargo de un Oficial General de la Guardia 

Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde dirigir, coordinar y controlar las unidades 

y jefaturas de servicios de ella dependientes, constituyendo la reserva especializada del Mando de 

Operaciones. Así mismo, a través de sus unidades, asumirá la protección estática o dinámica de las 

personalidades que se determinen y de los centros e instalaciones que por su interés lo requieran. 

b) La Jefatura de la Agrupación de Tráfico, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en 

situación de servicio activo, a la que corresponde, como es la unidad especializada en tráfico, 

seguridad vial y transporte, organizar y gestionar todo lo relativo al ejercicio de las funciones 

encomendadas a la Guardia Civil por la normativa vigente. 

c) La Jefatura del Servicio de Protección de la Naturaleza, a cargo de un Oficial General de la 

Guardia Civil en situación de servicio activo, a la que corresponde planificar, impulsar y coordinar 

en el ámbito de las competencias de la Guardia Civil el cumplimiento de las disposiciones 

relacionadas con la conservación de la naturaleza y el medio ambiente, los espacios protegidos, los 

recursos hidráulicos, la caza y la pesca, el maltrato animal, los yacimientos arqueológicos y 

paleontológicos y la ordenación del territorio. Dependerá de esta jefatura la Oficina Central 

Nacional de análisis de información sobre actividades ilícitas medioambientales. 

d) La Jefatura de Armas, Explosivos y Seguridad, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil 

en situación de servicio activo, a la que corresponde planificar, organizar, inspeccionar y controlar 

las actividades que la normativa sobre armas y explosivos, artículos pirotécnicos y cartuchería 

encomienda a la Guardia Civil, así como ejercer las competencias que, en materia de protección 
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y seguridad, están encomendadas al Cuerpo y que no estén expresamente conferidas a otros 

órganos especializados de su estructura. Dependerá de esta Jefatura el Punto Focal Nacional de 

Armas. 

e) Las Zonas de la Guardia Civil, a cargo de un Oficial General o un Coronel de la Guardia Civil 

en situación de servicio activo, y las Comandancias de las Ciudades de Ceuta y Melilla, sin perjuicio 

de sus relaciones técnicas y funcionales con los Mandos de Fronteras y Policía Marítima, de Personal 

y de Apoyo. 

8. El Mando de Fronteras y Policía Marítima, con nivel orgánico de subdirección general, a cargo de 

un Teniente General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es responsable, de acuerdo 

con las directrices emanadas de la persona titular de la Dirección General, de la ejecución de las 

funciones previstas en los Acuerdos del Consejo de Ministros para la Autoridad de Coordinación para 

hacer frente a la Inmigración Irregular y de las encomendadas por el ordenamiento a la Guardia Civil 

para el control de los demás flujos irregulares, teniendo entre sus funciones la de resguardo fiscal del 

Estado. 

Del Mando de Fronteras y Policía Marítima dependen las siguientes Jefaturas: 

a) La Jefatura Fiscal y de Fronteras, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación 

de servicio activo, a la que corresponde organizar y gestionar el resguardo fiscal del Estado, así como 

la custodia, control y vigilancia de las costas, fronteras (excepto aquellas que se rigen por un tratado 

internacional específico), puertos, aeropuertos y los espacios marítimos en los que España ejerce 

soberanía y, en este ámbito, el control de la inmigración irregular. 

b) La Jefatura de Costas y Policía Marítima, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en 

situación de servicio activo, encargado, a nivel nacional y en el ámbito de competencias de la 

Guardia Civil, de la dirección y coordinación de las actividades operativas de la Guardia Europea 

de Fronteras y Costas que lidere la Guardia Civil. 

9. El Mando de Personal, con nivel orgánico de subdirección general y a cargo de un Teniente 

General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es responsable, de acuerdo con las 

directrices emanadas del Director General, de la dirección y coordinación del desarrollo de la 

política de personal y educativa. 

Con la misión de auxiliar a su titular en el desempeño de sus funciones, el Mando de Personal cuenta 

con una Secretaría Técnica, con el nivel orgánico que se determine en la relación de puestos de 

trabajo. 

Del Mando de Personal dependen las siguientes Unidades: 

a) La Jefatura de Personal, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de 

servicio activo, a la que corresponde administrar y gestionar todo lo relativo al régimen de ascensos, 

destinos, recompensas, situaciones administrativas, retribuciones y régimen disciplinario. 

b) La Jefatura de Enseñanza, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de 

servicio activo, a la que corresponde desarrollar y ejecutar el sistema de enseñanza de la Guardia 

Civil a través de la organización y gestión de la selección y de las actividades docentes de 

formación, perfeccionamiento y altos estudios profesionales. 

c) La Jefatura de Asistencia al Personal, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en 

servicio activo, a la que corresponde proporcionar la asistencia sanitaria y psicológica, así como 

promocionar la mejora de las condiciones del servicio en lo relativo a la protección de la seguridad 
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y la salud del personal de la Guardia Civil y de los miembros de las Fuerzas Armadas que presten 

servicio en Unidades, centros y organismos dependientes de la Dirección de la Guardia Civil. 

d) La Secretaría Permanente para la Evaluación y Clasificación, a cargo de un Oficial General de 

la Guardia Civil, que tiene por misión coordinar y ejecutar las actuaciones necesarias para el 

desarrollo de las evaluaciones, así como organizar y, en su caso, apoyar técnicamente a los órganos 

de evaluación en el desarrollo de sus funciones. 

10. El Mando de Apoyo, con nivel orgánico de subdirección general y a cargo de un Teniente 

General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es responsable, de acuerdo con las 

directrices emanadas de la persona titular de la Dirección General, de la dirección, coordinación y 

gestión de los recursos financieros y de la política de recursos materiales. 

Con la misión de auxiliar a su titular en el desempeño de sus funciones, el Mando de Apoyo cuenta 

con una Secretaría Técnica, con el nivel orgánico que se determine en la relación de puestos de 

trabajo. 

Del Mando de Apoyo dependen las siguientes unidades: 

a) La Jefatura de Asuntos Económicos, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en 

situación de servicio activo, a la que corresponde la realización de las actividades relacionadas con 

la administración y coordinación de los recursos financieros y patrimoniales. 

b) La Jefatura de los Servicios de Apoyo, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en 

situación de servicio activo, a la que corresponde la gestión, control y mantenimiento de los medios 

materiales asignados al Cuerpo para la realización del servicio, en particular, del material móvil, 

equipamiento policial, armamento e infraestructuras. 

c) La Jefatura de Servicios Técnicos, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación 

de servicio activo, órgano especializado de la Guardia Civil en materia de tecnologías de la 

información y las comunicaciones (TIC), a la que corresponde la gestión, control, mantenimiento y 

desarrollo tecnológico de los sistemas informáticos, de telecomunicaciones y equipos especiales 

asignados a la Guardia Civil, además de las actividades relacionadas con la seguridad de la 

información del Cuerpo en el ámbito de las citadas TIC. 

d) La Jefatura de Innovación Digital, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación 

de servicio activo, encargada de la planificación estratégica para la implantación, el seguimiento 

y el control de una transformación digital efectiva, así como del apoyo a la toma de decisiones en 

el entorno de las nuevas tecnologías 

11. La organización periférica de la Guardia Civil está constituida por Zonas, Comandancias, 

Compañías y Puestos. 

Artículo 5 

Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería 

1. La Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería, como órgano encargado de 

coordinar la acción exterior del Ministerio, ejercerá las siguientes funciones, sin perjuicio de las que 

corresponden a otros órganos del Departamento: 

a) La coordinación, organización y seguimiento de las relaciones internacionales del 

Departamento. 
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b) El seguimiento de las actuaciones de la Unión Europea en las políticas y disposiciones jurídicas 

que afecten a las competencias del Ministerio del Interior, especialmente las relacionadas con el 

Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia, y la coordinación de la posición del Ministerio en las 

mismas. 

c) La coordinación de la representación del Departamento en la Unión Europea así como la 

organización de la participación y coordinación de la posición española en los grupos y comités de 

las instituciones europeas, en el ámbito de las competencias del Ministerio. 

d) La coordinación en materia de cooperación policial internacional. 

e) La definición de las acciones y programas de actuación de los órganos técnicos del Ministerio 

del Interior existentes en las Misiones Diplomáticas, su organización interna y dotación presupuestaria, 

así como su inspección técnica y control, sin perjuicio de las facultades de dirección y coordinación 

del Jefe de la Misión Diplomática respectiva. 

f) La participación en la negociación de convenios y acuerdos internacionales. 

g) La planificación y coordinación interna de las líneas estratégicas en materia migratoria y de 

fronteras, especialmente en relación con los países de origen y tránsito de los flujos, así como en la 

Unión Europea y otros organismos internacionales en los que España es parte, en el ámbito de las 

competencias del Departamento. 

h) La planificación y coordinación interna de las líneas estratégicas en materia de extranjería, en 

el ámbito de competencias de este Departamento, cuando éstas tengan dimensión internacional. 

i) La coordinación de las relaciones del Departamento con la Agencia Europea de la Guardia de 

Fronteras y Costas, así como la coordinación de las funciones contempladas en el párrafo o) del 

artículo 2.1, relativas a la Agencia Europea de Fronteras y Costas. Esta función incluirá la 

coordinación que requiera el cumplimiento de obligaciones derivadas de la normativa de la 

Agencia, como es el caso de la debida elaboración y actualización de planes, sistemas o análisis 

integrados de gestión fronteriza. 

En el desarrollo de esta competencia, la Dirección General de Relaciones Internacionales y 

Extranjería gestiona el Punto Nacional de Contacto (NFPOC) con la Guardia Europea de Fronteras y 

Costas, y el Centro Nacional de Coordinación de Eurosur (NCC), con la contribución de las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

j) La coordinación de actuaciones con el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 

Cooperación. 

k) El impulso y la negociación de proyectos financiados con cargo a Fondos Europeos u 

organizaciones internacionales. 

l) La gestión de ayudas de cooperación internacional en el marco del Real Decreto 732/2007, de 

8 de junio, por el que se establecen las normas especiales sobre ayudas en el ámbito de la 

cooperación policial internacional. 

m) La coordinación de la organización de las relaciones de la persona titular del Ministerio con 

las autoridades de otros Gobiernos en el ámbito de sus competencias. 

n) La coordinación, en el seno del Ministerio del Interior, de la aplicación y seguimiento de las 

materias propias del Departamento que se deriven de comunicaciones e informes de organismos 

internacionales de Derechos Humanos de los que España es parte. 
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2. De la Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería dependen los siguientes 

órganos con nivel orgánico de subdirección general: 

a) La Subdirección General de Cooperación Policial Internacional, a la que corresponde el 

ejercicio de las funciones recogidas en los párrafos d), e) y f) del apartado 1, así como las de los 

párrafos a), j), k), l) y m) cuando se refieran a cooperación policial internacional. 

b) La Subdirección General de Relaciones Internacionales, Inmigración y Extranjería, a la que le 

corresponde el ejercicio de las funciones recogidas en los párrafos g), h), i) y n) del apartado 1, así 

como las de los párrafos a), j), k), l) y m) cuando se refieran a inmigración y extranjería. 

c) La Subdirección General de Asuntos Europeos, a la que le corresponde el ejercicio de las 

funciones recogidas en los párrafos b) y c) del apartado 1, así como las de los párrafos a), j) y m) 

cuando se refieran a asuntos de la Unión Europea. 

Artículo 6 

Dirección General de Coordinación y Estudios 

1. La Dirección General de Coordinación y Estudios es el órgano de apoyo y asesoramiento a través 

del cual la persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad ejerce su función de coordinación 

y supervisión de la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de colaboración 

con las policías autonómicas y las policías locales. Es la encargada de realizar la inspección, 

comprobación y evaluación del desarrollo de los servicios, centros y unidades, centrales y periféricos, 

de las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil; de confeccionar las instrucciones y 

los planes directores y operativos de la Secretaría de Estado en materia de seguridad ciudadana, 

supervisando su ejecución; de auxiliar al titular de la Secretaría de Estado en su función como 

responsable superior del Sistema Nacional de Protección de las Infraestructuras Críticas y como 

coordinador de las políticas de ciberseguridad encomendadas al Ministerio; de elaborar 

periódicamente los datos estadísticos de criminalidad; de diseñar y desarrollar acciones formativas 

comunes para los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de coordinar y evaluar acciones 

y sistemas comunes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad encaminados a la protección de 

colectivos vulnerables. 

En concreto, le corresponden las siguientes funciones: 

1.º Desarrollar estrategias específicas de lucha contra la criminalidad y elaborar las instrucciones 

y los planes directores y operativos de la Secretaría de Estado en materia de seguridad ciudadana, 

coordinando la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en este ámbito, así 

como de éstos con las policías autonómicas y las policías locales. 

2.º Desarrollar, implantar y gestionar la Estadística Nacional de Criminalidad, integrando todos los 

datos procedentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, las policías autonómicas y las 

policías locales. 

3.º Elaborar periódicamente informes estadísticos sobre la situación y evolución de la criminalidad. 

4.º Realizar investigaciones, estudios, análisis e informes sobre aspectos relacionados con la 

política de seguridad, el modelo policial y la seguridad ciudadana. 

5.º Promover y desarrollar acciones formativas conjuntas para miembros de las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad del Estado, las policías autonómicas y las policías locales. 
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6.º Fomentar la participación y colaboración de la Universidad, de otras entidades o instituciones 

públicas y privadas y de personalidades investigadoras o del ámbito académico en el desarrollo de 

las actividades y funciones que le corresponden. 

7.º Informar los proyectos de disposiciones generales en el ámbito de sus competencias. 

8.º Elaborar resoluciones, instrucciones y circulares para su posterior elevación al titular de la 

Secretaría de Estado. 

9.º Actuar como Unidad Nacional de la Agencia de la Unión Europea para la Formación Policial 

(CEPOL). 

10.º Establecer, en el ámbito de sus competencias, las relaciones correspondientes con otros 

centros o unidades similares de la Unión Europea, de sus Estados miembros o de terceros países. 

11.º Impulsar, coordinar y supervisar, a través del Centro Nacional de Protección de 

Infraestructuras Críticas (CNPIC), todas las actividades que tiene encomendadas la Secretaría de 

Estado en relación con la protección de las infraestructuras críticas y de los servicios esenciales en el 

territorio nacional, en colaboración con otros Departamentos ministeriales. 

12.º Constituirse como Servicio Central de Violencia de Género para la dirección, definición y 

operación del Sistema de Seguimiento Integral de los casos de Violencia de Género. 

13.º Dirigir la Oficina Nacional de lucha contra los delitos de odio. 

14.º Dirigir el Centro Nacional de Desaparecidos. 

15.º Ejercer, a través de la Oficina de Coordinación de Ciberseguridad (OCC), de punto de 

contacto nacional de coordinación operativa para el intercambio de información con la Comisión 

Europea y los Estados miembros, en el marco de lo establecido por la Directiva 2013/40/UE, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de agosto de 2013, relativa a los ataques contra los 

sistemas de información; ejercer como canal específico de comunicación entre los Centros de 

Respuesta a Incidentes Cibernéticos (CSIRT) nacionales de referencia y la Secretaría de Estado de 

Seguridad, así como constituirse en Centro de Respuesta a Incidentes Cibernéticos del Ministerio del 

Interior de apoyo a la Policía Judicial (CSIRT-MIR-PJ), con la finalidad dar soporte técnico y coordinar 

a las unidades de investigación de la ciberdelincuencia de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado en los supuestos que se determinen. 

Asimismo, la OCC desempeñará las funciones que, conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-

ley 12/2018, de 7 de septiembre, de seguridad de las redes y sistemas de información, tiene 

asignadas la Secretaría de Estado de Seguridad como autoridad competente en materia de 

seguridad de las redes y sistemas de información para los operadores de servicios esenciales que 

sean, además, designados operadores críticos. 

16.º Constituirse, a través de la OCC, como Observatorio de la Cibercriminalidad del Ministerio del 

Interior con el objeto de monitorizar y detectar tendencias para hacer frente a nuevos retos y 

amenazas en dicho ámbito, recopilar, procesar y analizar información sobre ciberseguridad, 

cibercriminalidad y campañas de desinformación, con la finalidad de elaborar productos de 

inteligencia 

17.º Ejercer la coordinación de los Centros de Cooperación Policial y de Cooperación Policial y 

Aduanera. 
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18.º Centralizar, a través del Centro Permanente de Información y Coordinación (CEPIC), la 

recepción, clasificación y distribución de sucesos, noticias e informaciones generadas por las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad y cualesquiera otras instituciones públicas o entidades privadas cuya 

actividad tenga relación con la seguridad pública y los planes operativos o estratégicos que 

establezca la Secretaría de Estado. 

19.º Actuar como subregistro principal OTAN/EU/ESA para la recepción, transmisión y custodia de 

la documentación clasificada. 

20.º Albergar en su estructura la figura del Delegado de Protección de Datos de la Secretaría de 

Estado de Seguridad. 

2. De la Dirección General de Coordinación y Estudios depende la Inspección de Personal y Servicios 

de Seguridad, con nivel orgánico de subdirección general, encargada de la inspección, 

comprobación y evaluación del desarrollo de los servicios, centros y unidades, centrales y periféricos, 

de las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil, así como de las actuaciones 

realizadas por los miembros de los respectivos Cuerpos en el cumplimiento de sus competencias. 

En este ámbito, en particular, le corresponden las siguientes funciones: 

1.º Elaborar y proponer a la persona titular de la Secretaría de Estado la planificación de la 

actividad inspectora. 

2.º Analizar y comprobar el estado, adecuación, suficiencia y utilización de los recursos humanos, 

materiales e infraestructuras sobre los que ejerce la función inspectora, con objeto de optimizarlos y 

proponer, en su caso, las medidas que procedan. 

3.º Realizar el control y seguimiento de los planes y objetivos de actuación, en relación a las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, establecidos por la Secretaría de Estado y las Direcciones 

Generales de la Policía y de la Guardia Civil. 

4.º Ejercer las competencias en materia de prevención de riesgos laborales que le otorgan los 

Reales Decretos 179/2005, de 18 de febrero, sobre prevención de riesgos laborales en la Guardia 

Civil, y 2/2006, de 16 de enero, por el que se establecen normas sobre prevención de riesgos 

laborales en la actividad de los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía. 

5.º Llevar a cabo, en el ámbito de sus funciones, el seguimiento de los programas de calidad 

establecidos en el Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que se establece el marco general 

para la mejora de la calidad en la Administración General del Estado, y, especialmente, el de las 

quejas y sugerencias formuladas por los ciudadanos, en el ámbito de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado. 

6.º Promover actuaciones que favorezcan la integridad profesional y deontológica de los 

miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

7.º Dirigir la Oficina Nacional de Garantías de los Derechos Humanos (ONGADH), como órgano 

encargado de velar por el cumplimiento por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado de las 

normas nacionales e internacionales contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes, en garantía del respeto a los derechos fundamentales de las personas. 
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Artículo 7 

Secretaría General de Instituciones Penitenciarias 

1. La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias ejercerá, respecto de los órganos 

dependientes de ella, las atribuciones previstas en el artículo 64 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 

y, en particular, las relativas al impulso, dirección, gestión y supervisión de las Instituciones 

Penitenciaras, a fin de que las penas y medidas penales alcancen los fines previstos 

constitucionalmente. 

Específicamente, le corresponde ejercer las siguientes funciones: 

a) La dirección superior del ejercicio de las competencias asignadas a la Dirección General de 

Ejecución Penal y Reinserción Social en materia de gestión regimental y tratamental de los centros 

penitenciarios, medio abierto, medidas alternativas y sanidad penitenciaria, en los términos descritos 

en el artículo 8. 

b) La función de seguimiento, análisis e inspección sobre los servicios, organismos y centros de la 

Administración Penitenciaria, especialmente en lo que se refiere al personal, procedimientos, 

instalaciones y dotaciones, así como la resolución de las informaciones reservadas y la tramitación 

de los expedientes disciplinarios incoados a los funcionarios y personal laboral destinados en todas 

sus unidades. 

c) La coordinación en asuntos de su competencia con los órganos periféricos estatales, con las 

comunidades autónomas y con organismos e instituciones que puedan coadyuvar al mejor 

cumplimiento de los objetivos y fines de la Administración Penitenciaria. 

d) Dirigir la ordenación de los recursos humanos y la administración y gestión del personal que 

preste servicios en centros y unidades dependientes de la Secretaría General. 

e) La dirección de la gestión económica y financiera de la Secretaría General, así como las 

propuestas de revisión del Plan de Infraestructuras Penitenciarias y las relaciones con la Sociedad de 

Infraestructuras y Equipamientos Penitenciarios y de la Seguridad del Estado, SME, SA. 

f) La planificación y ordenación normativa de las Instituciones Penitenciarias. 

g) Promover el cumplimiento de los principios y valores institucionales y de la ética profesional del 

personal de la Institución Penitenciaria o que preste sus servicios en ella; impulsar las políticas de 

igualdad y de prevención del acoso sexual o por razón de sexo; respecto del acoso laboral, ejercer 

las políticas derivadas de la normativa en materia de protección de datos, así como la dirección de 

las relaciones internacionales de la Secretaría General. 

h) Cualesquiera otras competencias que le atribuya la legislación vigente. 

2. La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias se estructura en la Dirección General de 

Ejecución Penal y Reinserción Social y en los siguientes órganos directivos con nivel orgánico de 

subdirección general: 

a) La Subdirección General de Relaciones Institucionales y Coordinación Territorial. 

b) La Subdirección General de Recursos Humanos. 

c) La Subdirección General de Planificación y Gestión Económica. 

d) La Subdirección General de Análisis e Inspección. 
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3. Corresponde a la Subdirección General de Relaciones Institucionales y Coordinación Territorial el 

desarrollo de las siguientes funciones: 

a) La coordinación territorial con los distintos servicios periféricos y la promoción de proyectos de 

colaboración institucional que permitan mejorar el cumplimiento de los fines de la institución 

penitenciaria. 

b) La coordinación y seguimiento de fórmulas de colaboración y cooperación institucional con 

organizaciones, entidades, instituciones y otros departamentos en materias de ejecución de penas 

de competencia de la Secretaría General. 

c) Las relaciones institucionales y la coordinación con los órganos periféricos de la Administración 

General del Estado, las comunidades autónomas, las provincias y los demás entes territoriales. 

d) La coordinación de las relaciones, comunicaciones e informes con el Defensor del Pueblo, las 

Cortes Generales y en materia de transparencia, así como la emisión de informes sobre 

anteproyectos y proyectos normativos. 

e) La coordinación de la actividad estadística de la Secretaría General, así como la organización 

y dirección de la biblioteca y el archivo histórico de la Secretaría General. 

f) Las labores de apoyo y asistencia a la persona titular de la Secretaría General, así como cuantas 

otras tareas y cometidos complementarios que le sean encomendadas por esta. 

4. Corresponde a la Subdirección General de Recursos Humanos el desarrollo de las siguientes 

funciones: 

a) La ordenación de los recursos humanos y la administración y gestión del personal que preste 

servicio en los centros y servicios dependientes de la Secretaría General. 

b) La elaboración de previsiones de necesidades de personal y gasto para atenderlas, la 

elaboración y propuesta de modificación de las relaciones de puestos de trabajo, así como la 

realización de las actuaciones administrativas necesarias para posibilitar la selección del personal y 

la provisión de puestos de trabajo. Esta labor se llevará a cabo de modo coordinado con la entidad 

de derecho público Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo en el ámbito de su 

competencia, a cuyo efecto se establecerán los oportunos mecanismos de coordinación, con el fin 

de lograr la máxima racionalidad en el empleo de los recursos humanos. 

c) La formación y perfeccionamiento del personal perteneciente a los Cuerpos Penitenciarios 

adscritos a la Secretaría General. 

5. Corresponde a la Subdirección General de Planificación y Gestión Económica el desarrollo de las 

siguientes funciones: 

a) La ejecución del presupuesto de gastos y la preparación y tramitación de los expedientes de 

contratación que sean de la competencia de la Secretaría General. 

b) La administración y gestión patrimonial de los inmuebles y equipamientos adscritos a la 

Secretaría General, así como de todos los medios materiales asignados a ésta. 

c) La evaluación de las necesidades de actuación en materia de mantenimiento y mejora de las 

infraestructuras y de los equipamientos, y la ejecución y el seguimiento de los programas y proyectos 

que correspondan. 
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d) El apoyo técnico para la ejecución o puesta en funcionamiento de las actuaciones 

comprendidas en el Plan de Infraestructuras Penitenciarias, y la realización de todos los informes y 

controles técnicos precisos para el mantenimiento adecuado de las instalaciones penitenciarias. 

e) La elaboración y aplicación de los planes informáticos, en colaboración con las distintas 

unidades; el diseño, programación, implantación y mantenimiento de las aplicaciones informáticas 

y de las infraestructuras de información y comunicaciones, así como la asistencia técnica a los 

usuarios de los recursos informáticos y ofimáticos de la Secretaría General. 

f) El desarrollo, implantación y mantenimiento de los recursos, aplicativos y soportes informáticos 

necesarios para las personas privadas de libertad, así como la asistencia necesaria en esta materia, 

en coordinación con la Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción Social. 

g) La implantación y seguimiento de los proyectos de innovación tecnológica. Esta labor se 

coordinará con la realizada por la entidad de derecho público Trabajo Penitenciario y Formación 

para el Empleo en el ámbito de su competencia. 

6. Corresponde a la Subdirección General de Análisis e Inspección el desarrollo de las siguientes 

funciones: 

a) El seguimiento y evaluación de los resultados de las actividades penitenciarias que conlleva la 

ejecución penal. 

b) La función inspectora sobre los servicios, organismos y centros de la Administración 

Penitenciaria, especialmente en lo que se refiere al personal, procedimientos, instalaciones y 

dotaciones. 

c) La tramitación de las informaciones reservadas y de los expedientes disciplinarios incoados a 

los funcionarios y personal laboral destinados en todas sus Unidades. 

d) La tramitación de los expedientes de responsabilidad patrimonial que afecten a la 

Administración Penitenciaria. 

e) La atención y resolución de las quejas y reclamaciones de los internos relativos al 

funcionamiento y actuación de los servicios penitenciarios. 

7. Se adscribe a la Secretaría General la entidad de derecho público Trabajo Penitenciario y 

Formación para el Empleo, que ejercerá sus funciones de acuerdo con lo dispuesto en el Real 

Decreto 122/2015, de 27 de febrero, por el que se aprueba su estatuto. Corresponde al titular de la 

Secretaría General la presidencia de la entidad. 

Artículo 8 

Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción Social 

1. Corresponde a la Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción Social, bajo la dirección y 

dependencia jerárquica de la persona titular de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias: 

a) La dirección de las instituciones penitenciarias en lo relativo a la ejecución penal y reinserción 

social, así como las medidas de seguridad privativas de libertad y de la medida de seguridad de 

libertad vigilada de cumplimiento posterior a una pena privativa de libertad. 

b) La dirección de la política penitenciaria vinculada a la ejecución de las penas y medidas 

privativas de libertad en sus diferentes modalidades, en relación con el régimen penitenciario de los 
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centros, así como con la observación, clasificación, destino y tratamiento de los internos. De igual 

modo, la determinación de las políticas de formación, educación, culturales, deportivas dirigidas a 

la población reclusa. 

c) Garantizar la seguridad de los centros penitenciarios y la consecución de un clima de respeto 

y convivencia en los centros. 

d) La determinación de las actuaciones encaminadas al desarrollo de la acción social a internos 

y liberados condicionales, así como a la ejecución de las penas y medidas alternativas que sean de 

la competencia de la Administración Penitenciaria. 

e) La dirección de las actividades tendentes al mantenimiento y mejora de la higiene y la salud 

en el medio penitenciario. 

f) La dirección de las actuaciones en la prestación de los servicios en materia de ejecución penal 

y en materia de seguridad entre los órganos centrales y periféricos del Departamento, sin perjuicio 

de las competencias de otras unidades de la Secretaría General. 

g) El diseño, impulso y coordinación de los programas de intervención dirigidos a las personas 

privadas de libertad. 

h) Aquellas otras tareas que en el ámbito de sus competencias le sean encomendadas por la 

persona titular de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

2. La Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción Social está integrada por los siguientes 

órganos directivos con nivel orgánico de subdirección general: 

a) La Subdirección General de Medio Abierto y de Penas y Medidas Alternativas. 

b) La Subdirección General de Sanidad Penitenciaria. 

3. Corresponde a la Subdirección General de Medio Abierto y de Penas y Medidas Alternativas: 

a) La gestión, coordinación y seguimiento de la pena de trabajo en beneficio de la comunidad, 

de la suspensión de la ejecución de penas privativas de libertad y de la libertad condicional, la 

libertad vigilada de cumplimiento posterior a una pena privativa de libertad, así como la acción 

social penitenciaria. 

b) El seguimiento y supervisión de los internos cuando pasen a cumplir condena bajo el régimen 

abierto, la coordinación de los Centros de Inserción social y Secciones Abiertas, Unidades 

Dependientes y medidas de control telemático. Igualmente será competente en el diseño, 

implantación, seguimiento y evaluación de los programas de intervención y tratamiento destinados 

a los internos en régimen abierto. 

4. Corresponde a la Subdirección General de Sanidad Penitenciaria: 

a) La gestión, coordinación y seguimiento de las actividades de mantenimiento y mejora de la 

higiene y salud en el medio penitenciario. 

b) El establecimiento de sistemas de información sanitaria y de vigilancia epidemiológica de las 

enfermedades prevalentes en el medio penitenciario. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 80 

c) La prevención y tratamiento de las drogodependencias en el ámbito penitenciario, en 

coordinación en el ámbito de intervención tratamental con las unidades de tratamiento y gestión 

dependientes de la Dirección General. 

d) Las competencias respecto a la elaboración y ejecución de programas específicos destinados 

a la rehabilitación y reinserción de este tipo de internos en coordinación con las unidades de 

tratamiento y gestión dependientes de la Dirección General. 

Artículo 9 

Subsecretaría del Interior 

1. Corresponde a la Subsecretaría del Interior, bajo la superior autoridad de la persona titular del 

Ministerio, la representación ordinaria del Departamento y la dirección de sus servicios comunes, así 

como el ejercicio de las atribuciones a que se refiere el artículo 63 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 

y la dirección, impulso y supervisión de los órganos directamente dependientes de ella. 

2. En particular, y sin perjuicio de las competencias de las personas titulares de la Secretaría de Estado 

y de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, corresponde a la Subsecretaría: 

a) La gestión y desarrollo de la política normativa del Departamento, así como la supervisión de 

la fundamentación técnico-jurídica de todos los asuntos del Ministerio y sus organismos dependientes 

que se sometan a la consideración de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios 

y del Consejo de Ministros. 

b) La coordinación, bajo la superior dirección de la persona titular del Ministerio, de las relaciones 

de los diferentes órganos directivos del Departamento con las Administraciones autonómicas. 

c) La gestión de las competencias del Ministerio relativas a los procesos electorales y consultas 

directas al electorado, al registro de los partidos políticos, a la gestión de las subvenciones y a la 

financiación de los partidos políticos 

d) El registro de las asociaciones de ámbito estatal, así como la declaración de utilidad pública 

de aquellas que promuevan el interés general. 

e) La gestión de los asuntos que se deriven de las relaciones con las Delegaciones y 

Subdelegaciones del Gobierno en las materias no atribuidas específicamente a otros órganos del 

Departamento. 

f) La coordinación e impulso de la política de tráfico y seguridad vial, y el ejercicio de las 

competencias del Ministerio sobre el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

g) La gestión de las competencias del Ministerio en relación con la protección civil y las 

emergencias. 

h) El ejercicio de las competencias que tiene atribuidas el Ministerio en materia de atención y 

apoyo a las víctimas del terrorismo. 

i) La coordinación, dirección y planificación de la política de personal y la retributiva del personal 

del Departamento. 

j) La gestión de las competencias del Ministerio relacionadas con la protección internacional, la 

apatridia y la protección temporal. 
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3. Corresponden a la Subsecretaría, en la medida en que no estén atribuidas expresamente a otros 

órganos superiores o directivos del Departamento, las siguientes funciones relativas a las distintas 

áreas de servicios comunes: 

a) Proponer las medidas de organización del Ministerio; el estudio de la estructura organizativa 

del Departamento, y la dirección y realización de los proyectos de organización de ámbito 

ministerial. 

b) El informe y tramitación de los anteproyectos de ley y proyectos de disposiciones generales en 

las materias propias del Departamento, así como su elaboración, cuando se le encomiende 

expresamente. 

c) La tramitación y formulación de propuestas de resolución y, cuando proceda, la resolución de 

los recursos administrativos, la tramitación y formulación de propuestas de resolución de los 

procedimientos de revisión de oficio y de responsabilidad patrimonial de la Administración, así como 

las relaciones con los órganos jurisdiccionales. 

d) La elaboración del programa editorial del Departamento, y la edición y distribución de las 

publicaciones; la organización y dirección de las bibliotecas y centros de documentación, y la 

dirección y coordinación del Sistema de Archivos del Ministerio del Interior. 

e) La formulación, seguimiento, evaluación y revisión de los programas de gasto en los que se 

concreten los planes de actuación y proyectos de los servicios y organismos del Departamento. 

f) El cumplimiento y desarrollo de las instrucciones que se dicten para la elaboración del 

presupuesto, así como la elaboración y la tramitación ante el Ministerio de Hacienda del 

anteproyecto de presupuesto del Departamento, y la coordinación en la elaboración de los 

presupuestos de sus organismos y su consolidación con el del Ministerio. 

g) El informe y tramitación de las propuestas de modificaciones presupuestarias de los servicios y 

organismos del Departamento y de los expedientes de autorización para adquirir compromisos de 

gasto de carácter plurianual, así como el informe de los proyectos de disposiciones y de resoluciones 

con repercusión sobre el gasto público. 

h) La jefatura superior del personal del Departamento, la dirección de los recursos humanos y la 

resolución de cuantos asuntos se refieran a ésta. 

i) La inspección de los servicios del Ministerio y la tramitación de los expedientes sobre 

autorizaciones o reconocimiento de compatibilidad y el seguimiento de los planes, así como las 

actuaciones para la mejora de la eficacia y calidad de los servicios y para la racionalización y 

simplificación de los procedimientos y métodos de trabajo. 

j) La planificación, elaboración, supervisión y dirección de los proyectos de ejecución de obras. 

k) La gestión económica y financiera del Departamento 

l) La dirección, impulso y coordinación de los servicios comunes del Departamento, la gestión del 

régimen interior, incluidas las oficinas de asistencia en materia de registros, de actos públicos, 

seguridad y otros servicios generales 

m) La gestión patrimonial, que incluye el mantenimiento, permanentemente actualizado, del 

inventario de los inmuebles afectos al Ministerio. 
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n) La información y atención al ciudadano, así como las funciones que la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y sus disposiciones 

de desarrollo atribuyen a las unidades de información en el ámbito del Departamento. 

ñ) El impulso de los planes estratégicos y operativos de sistemas de información y 

telecomunicaciones, de las políticas de calidad y de gestión de datos, así como de la 

transformación digital e innovación en el Departamento y en sus diferentes organismos vinculados o 

dependientes. 

o) El desarrollo e implantación de los sistemas de información y telecomunicaciones, 

garantizando su interoperabilidad, seguridad y calidad, así como la provisión y gestión del 

equipamiento y los recursos informáticos necesarios. 

p) La gestión y administración de las redes de comunicación de voz y datos y la gestión y 

mantenimiento del dominio de Internet e Intranet y del portal de web del Ministerio, en coordinación 

con los gestores de contenidos de los demás órganos directivos y organismos del Departamento. 

q) Las relaciones con la Comisión de Estrategia TIC, así como con otros órganos de las 

Administración Públicas competentes en la materia, y la presidencia de la Comisión Ministerial de 

Administración Digital. 

r) La coordinación y la supervisión de la política de protección de datos en cumplimiento de la 

normativa aplicable en esta materia en el ámbito de las competencias del Departamento. 

s) El impulso de las actividades vinculadas con las evaluaciones de las políticas públicas y de la 

gestión de los proyectos incluidos en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en el 

ámbito del Ministerio y sus organismos públicos vinculados o dependientes. 

4. En la medida en que las funciones enumeradas en el apartado anterior se encuentren atribuidas 

a otros órganos superiores o directivos u organismos del Departamento, corresponde a la 

Subsecretaría la coordinación departamental de los respectivos servicios. 

5. De la Subsecretaría dependen los siguientes órganos directivos: 

a) La Secretaría General Técnica. 

b) La Dirección General de Política Interior. 

c) La Dirección General de Tráfico. 

d) La Dirección General de Protección Civil y Emergencias. 

e) La Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo. 

f) La Dirección General de Protección Internacional. 

6. Con dependencia directa de la persona titular de la Subsecretaría del Interior, con nivel orgánico 

de subdirección general, existe un Gabinete Técnico, con funciones de apoyo y asistencia directa, 

para facilitar el despacho y la coordinación de los órganos y unidades dependientes de aquélla. 

Elabora los estudios e informes necesarios, y realiza cuantas otras misiones le encomiende la persona 

titular de la Subsecretaría. 

7. Asimismo depende directamente de la persona titular de la Subsecretaría, con nivel orgánico de 

subdirección general, la Oficina Presupuestaria, a la que le corresponde la elaboración de los 
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documentos y el desarrollo de la actividad administrativa necesaria para el ejercicio de las funciones 

previstas en los párrafos e), f) y g) del apartado 3, y, en particular, las que se recogen en el Real 

Decreto 2855/1979, de 21 de diciembre, por el que se crean las Oficinas Presupuestarias. 

8. Están adscritos a la Subsecretaría, con las funciones que les atribuyen las disposiciones vigentes, sin 

perjuicio de su dependencia de los Ministerios de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes, 

y de Hacienda, respectivamente, los siguientes órganos con nivel orgánico de subdirección general: 

a) La Abogacía del Estado. 

b) La Intervención Delegada de la Intervención General de la Administración del Estado. 

Artículo 10 

Secretaría General Técnica 

1. Corresponde a la Secretaría General Técnica el ejercicio de las funciones a que se refiere el artículo 

65 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, así como las atribuidas por el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 

27 de noviembre, del Gobierno, y demás normas aplicables. 

2. En concreto, le corresponden las funciones que a continuación se relacionan, salvo que estén 

expresamente atribuidas a otros órganos del Departamento: 

a) El informe preceptivo y la tramitación de los anteproyectos de ley y los proyectos de 

disposiciones generales en las materias propias del Departamento y la gestión de su publicación. 

b) La elaboración de los anteproyectos de ley y los proyectos de disposiciones generales del 

Departamento, cuando así se le encomiende expresamente, y la asistencia jurídica a los altos 

cargos. 

c) La elaboración de estudios e informes y la preparación de la documentación sobre cuantos 

asuntos sean sometidos a la deliberación del Consejo de Ministros, de las Comisiones Delegadas del 

Gobierno y de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios. 

d) La coordinación de las propuestas del Departamento para el Plan Anual Normativo de la 

Administración General del Estado, así como la coordinación del informe anual de evaluación 

normativa y de cumplimiento de las propuestas incluidas en dicho Plan. 

e) La coordinación de las relaciones del Departamento con el Defensor del Pueblo. 

f) El seguimiento de los actos y disposiciones de las Comunidades Autónomas, las relaciones de 

cooperación con éstas, y la coordinación de las relaciones de los diferentes órganos directivos del 

Departamento con las Administraciones autonómicas y del proceso de transferencias en las materias 

de la competencia de este Ministerio. 

g) La tramitación de los convenios, encomiendas de gestión, encargos a medio propio y otros 

instrumentos de colaboración que hayan de suscribirse por el Ministerio o sus organismos 

dependientes. 

h) La coordinación y el seguimiento de la transposición de las directivas comunitarias y otros 

instrumentos jurídicos de la Unión Europea al ordenamiento jurídico interno que sean de la 

responsabilidad del Ministerio; y la elaboración de las respuestas en los procedimientos de infracción 

abiertos contra España en su fase precontenciosa. 
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i) El secretariado y la elaboración de la documentación de las reuniones la Comisión 

Interministerial Permanente de Armas y Explosivos, presidida por la persona titular de la Secretaría 

General Técnica. 

j) La tramitación y propuesta de resolución de los recursos administrativos y de los procedimientos 

de revisión de oficio de los actos administrativos. 

k) La tramitación y propuesta de resolución de reclamaciones de responsabilidad patrimonial de 

la Administración, salvo las que afecten a la Administración Penitenciaria. 

l) La sustanciación y propuesta de resolución de los conflictos de atribuciones entre órganos del 

Departamento. 

m) La tramitación y propuesta de resolución de reclamaciones formuladas al amparo de la Ley 

52/1984, de 26 de diciembre, sobre protección de medios de transporte que se hallen en territorio 

español realizando viajes de carácter internacional. 

n) Las relaciones del Departamento con los órganos jurisdiccionales. 

ñ) La gestión del Registro Nacional de Asociaciones en cuanto a la inscripción de las 

asociaciones, federaciones, confederaciones y uniones de asociaciones de ámbito estatal, y de las 

delegaciones en España de las asociaciones extranjeras, así como el ejercicio de la publicidad 

registral, y la formulación de las propuestas necesarias para la declaración y revocación de la 

utilidad pública de las asociaciones y su depósito de cuentas. 

o) La coordinación de la actividad estadística de los órganos superiores y directivos del 

Departamento y de éste con el Instituto Nacional de Estadística, en particular, participando en sus 

órganos colegiados y colaborando en la formulación del Plan Estadístico Nacional, sin perjuicio de 

ejercer las demás competencias que la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública, 

atribuye a los servicios estadísticos ministeriales. 

p) La propuesta de programa editorial del Departamento, así como la edición y distribución de 

sus publicaciones. 

q) La organización y dirección de las bibliotecas y centros de documentación del Departamento. 

r) La dirección y coordinación del Sistema de Archivos del Ministerio del Interior, constituido por el 

Archivo General, las Secciones de él dependientes en la Policía Nacional y en la Guardia Civil y los 

demás archivos de gestión, así como del archivo electrónico único del Departamento. 

s) Las relaciones con la Comisión Superior Calificadora de Documentos Administrativos y la 

presidencia de la Comisión Calificadora de Documentos Administrativos del Departamento. 

t) Contribuir a impulsar la implantación de la administración electrónica mediante el 

cumplimiento y desarrollo de los dictámenes de la Comisión Superior Calificadora de Documentos 

Administrativos en materia de identificación y valoración de series documentales y de eliminación y 

transferencia de documentos, y mediante la elaboración de la política de gestión de documentos 

electrónicos del Departamento, coordinando su consolidación, a través de la Comisión Calificadora 

de Documentos Administrativos. 

u) El informe de los convenios internacionales en las materias propias de la competencia del 

Departamento. 
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v) El ejercicio de las funciones de Unidad de Igualdad del Ministerio, según lo previsto en el artículo 

77 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, y 

de acuerdo con el Real Decreto 259/2019, de 12 de abril, por el que se regulan las Unidades de 

Igualdad de la Administración General del Estado. 

w) Las funciones que la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, y sus disposiciones de desarrollo atribuyen a las Unidades de 

información, en el ámbito del Ministerio. 

x) El apoyo en la coordinación de las iniciativas en materia de Gobierno abierto en el ámbito del 

Ministerio. 

y) La dirección y coordinación de las oficinas de información y atención al ciudadano del 

Ministerio y el apoyo documental y técnico a las mismas, así como la actualización de la base de 

datos de información administrativa del Departamento. 

z) La dirección de la Unidad Central de Quejas y Sugerencias del Departamento y la coordinación 

de sus Unidades sectoriales de quejas y sugerencias. 

3. La Secretaría General Técnica está integrada por los siguientes órganos con nivel orgánico de 

subdirección general: 

a) La Vicesecretaría General Técnica, a la que le corresponde la realización de los estudios, 

informes y gestiones necesarias para el ejercicio de las funciones atribuidas a la Secretaría General 

Técnica en los párrafos a), b), c), d), e), f), g), h) e i) del apartado 2. 

b) La Subdirección General de Recursos, Reclamaciones y Relaciones con los Tribunales, a la que 

le corresponde la realización de los actos de instrucción y la preparación de las propuestas de 

resolución necesarias para el ejercicio de las funciones atribuidas a la Secretaría General Técnica 

en los párrafos j), k), l), m) y n) del apartado 2. 

c) La Subdirección General de Asociaciones, Archivos y Documentación, a la que corresponde 

el ejercicio de las funciones atribuidas a la Secretaría General Técnica en los párrafos ñ), o), p), q), r) 

s) y t) del apartado 2. 

4. Las funciones atribuidas a la Secretaría General Técnica en los párrafos u), v), w), x), y) y z) del 

apartado 2 se ejercerán directamente bajo la dirección de la persona titular de la Secretaría General 

Técnica. 

Artículo 11 

Dirección General de Política Interior 

1. Corresponde a la Dirección General de Política Interior el ejercicio de las competencias que tiene 

atribuidas el Ministerio sobre los procesos electorales y consultas populares y el régimen jurídico de los 

partidos políticos, así como el ejercicio de las funciones encomendadas a la Subsecretaría en materia 

de recursos humanos, gestión económica y patrimonial, oficialía y servicios generales, transformación 

digital, innovación y calidad e inspección de los servicios. 

2. En particular, corresponden a esta Dirección General las siguientes funciones: 

a) La gestión de las competencias del Ministerio respecto a los procesos electorales y a las 

consultas directas al electorado, y el mantenimiento de las relaciones necesarias con la 

Administración Electoral, en particular, con la Junta Electoral Central. 
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b) La coordinación de la gestión y desarrollo de los procesos electorales, así como de las 

funciones que corresponden a las Unidades dependientes de otros ministerios con competencias en 

materia electoral y la coordinación con las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno en este 

ámbito. 

c) La dirección y coordinación de los desarrollos informáticos y de comunicaciones para la 

gestión de los procesos electorales. 

d) La planificación, dirección y coordinación de las actuaciones en materia de ciberseguridad 

en el ámbito electoral y de la Red de coordinación para la Seguridad en procesos electorales. 

Asimismo, la participación en órganos, grupos de trabajo o reuniones cuya finalidad sea garantizar 

la seguridad y la lucha contra la desinformación en los procesos electorales. 

e) La información relativa a los procesos electorales, excepto los datos relativos al censo electoral, 

así como la custodia y difusión pública de los resultados electorales provisionales. 

f) La participación en las reuniones de los organismos nacionales, internacionales o 

supranacionales con competencias en materia electoral. 

g) La gestión de las relaciones con los órganos competentes de las Comunidades Autónomas y 

ciudades con Estatuto de Autonomía en materia electoral. 

h) El registro y la aplicación del régimen jurídico de los partidos políticos. 

i) La gestión de las subvenciones estatales anuales y de las subvenciones por gastos electorales 

de las formaciones políticas en los términos establecidos en la legislación vigente. 

j) La gestión de los recursos humanos del Departamento; la elaboración anual de la oferta de 

empleo; la tramitación de los procesos de selección y provisión de puestos de trabajo, y la 

planificación, elaboración y administración de las plantillas y relaciones de puestos de trabajo y de 

sus modificaciones. 

k) La organización y desarrollo de la formación, programación y gestión de la acción social, así 

como la participación en la negociación colectiva y las relaciones laborales. 

l) La planificación de la política retributiva, así como el control y evaluación del gasto de personal 

del Departamento. 

m) La supervisión de los proyectos de obras en los supuestos a que se refiere el artículo 235 de la 

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 

n) La gestión financiera de ingresos y gastos de tesorería de los créditos presupuestarios del 

Departamento; la habilitación de personal de los servicios centrales, excepto lo que corresponde a 

los ámbitos de la Policía Nacional, de la Guardia Civil y de la Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias; la adquisición y reposición de los recursos materiales precisos para el funcionamiento 

de los servicios; la coordinación de las distintas cajas pagadoras del Departamento y la canalización 

de sus relaciones con la Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional, la Intervención 

General de la Administración del Estado y el Tribunal de Cuentas, a través de la unidad central de 

pagos. 

ñ) La gestión patrimonial, que incluye las actuaciones relativas a las obras de construcción y 

reforma de edificios, las relaciones con la Dirección General del Patrimonio del Estado, el inventario 

de bienes inmuebles y la instrucción y tramitación de los expedientes de contratación de alquileres 
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de inmuebles, sin perjuicio de la perfección de los contratos por el órgano competente para 

celebrarlos, y la programación, gestión y control de inversiones. 

o) El régimen interior, el registro general del Departamento y la coordinación de las oficinas de 

asistencia en materia de registro, la gestión de los servicios de seguridad, la vigilancia y conservación 

de los edificios, el inventario de bienes muebles y la prevención de riesgos laborales. 

p) La inspección de los servicios, del personal, y la evaluación de su calidad y rendimiento, la 

instrucción y propuesta de resolución de los expedientes disciplinarios y, en general, las previstas en 

el Real Decreto 799/2005, de 1 de julio, por el que se regulan las inspecciones generales de servicios 

de los departamentos ministeriales, sin perjuicio de las funciones atribuidas a otros órganos del 

Departamento, así como la tramitación de los expedientes sobre autorizaciones o reconocimiento 

de compatibilidad. 

q) La coordinación y la supervisión de la política de protección de datos en cumplimiento de la 

normativa aplicable en esta materia en el ámbito de las competencias del Departamento. 

r) La coordinación y seguimiento global de los programas de calidad del Departamento y de la 

actividad en materia de evaluación de políticas públicas en el ámbito del Ministerio y sus organismos 

públicos vinculados o dependientes, actuando como Unidad de coordinación de Evaluación de 

Políticas Públicas, que asumirá la interlocución con la Agencia Estatal de Evaluación de Políticas 

Públicas, en relación con las citadas funciones. 

s) La elaboración, desarrollo y ejecución de los planes estratégicos y operativos en materia de 

sistemas de información y telecomunicaciones; de políticas de calidad y gestión de datos del 

departamento y sus organismos vinculados o dependientes; el impulso de la transformación digital 

y la innovación en el departamento y en sus diferentes organismos vinculados o dependientes, de 

forma coordinada con otros Centros directivos que ejerzan funciones análogas en sus respectivos 

ámbitos de competencia; el asesoramiento y asistencia en materia de tecnologías de la 

información, así como las funciones atribuidas a la Unidad Responsable de Accesibilidad y de 

Información y en la normativa de desarrollo de accesibilidad web y aplicaciones para dispositivos 

móviles y de reutilización de la información en el sector público respectivamente. 

t) El impulso, coordinación y seguimiento de la gestión de los proyectos incluidos en el Plan de 

Recuperación Transformación y Resiliencia del Departamento y sus organismos dependientes. 

3. La Dirección General de Política Interior está integrada por las siguientes Subdirecciones Generales: 

a) La Subdirección General Política Interior y Procesos Electorales, a la que corresponde el 

ejercicio de las funciones previstas en los párrafos a), b), c), d), e) f), g), h) e i) del apartado 2. 

b) La Subdirección General de Recursos Humanos, a la que corresponde la realización de las 

actuaciones y gestiones necesarias para el ejercicio de las funciones previstas en los párrafos j), k) y 

l) del apartado 2. Los órganos del Departamento encargados de la gestión de personal e inspección 

se coordinarán funcionalmente con la Subsecretaría cuando ejecuten las funciones relacionadas 

en los citados párrafos. 

c) La Subdirección General de Gestión Económica y Patrimonial, a la que corresponde la 

realización de las actuaciones necesarias para el ejercicio de las funciones previstas en los párrafos 

m), n) y ñ) del apartado 2. 

d) La Oficialía Mayor, a la que corresponde el ejercicio de las funciones previstas en el párrafo o) 

del apartado 2. 
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e) La Subdirección General de Innovación, Calidad e Inspección de los Servicios, a la que 

corresponde el ejercicio de las funciones previstas en los párrafos p), q), r) s) y t) del apartado 2. 

Artículo 12 

Dirección General de Tráfico 

1. Corresponden a la Dirección General de Tráfico, a través de la cual el Ministerio ejerce sus 

competencias sobre el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, las siguientes funciones: 

a) La planificación y programación estratégica del organismo. 

b) La gestión de los recursos humanos del organismo, a través de la relación de puestos de 

trabajo, tanto de personal funcionario como laboral, sus retribuciones, y la ejecución de medidas de 

formación, acción social y prevención de riesgos laborales. 

c) La gestión presupuestaria y económica del organismo, mediante la preparación, ejecución y 

control de sus presupuestos, así como la gestión de su patrimonio. 

d) El diseño e implantación de nuevos métodos de trabajo, la función inspectora del organismo, 

sin perjuicio de las funciones atribuidas a otros órganos de la Administración General del Estado, la 

dirección y coordinación de los programas de calidad, y la dirección de la unidad de transparencia 

del organismo y la dirección del Centro de Tratamiento de Denuncias Automatizadas, así como de 

sus funciones de apoyo telemático y administrativo para la tramitación a través de la sede 

electrónica del organismo. 

e) El desarrollo y el mantenimiento de los registros informáticos y de las bases de datos esenciales 

para el ejercicio de las funciones del organismo, junto con la ordenación del acceso a los mismos, 

así como el liderazgo, la coordinación y la puesta en marcha de servicios de administración 

electrónica orientados a la modernización y digitalización de los procesos internos. 

f) La gestión de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, asegurando una 

infraestructura tecnológica eficiente, segura e innovadora mediante el diseño de la estrategia digital 

del organismo, facilitando asistencia a las diferentes unidades funcionales en éste ámbito, 

formulando políticas y diseñando programas de capacitación en habilidades digitales, así como la 

supervisión de la adopción efectiva de tecnologías emergentes y el impulso, junto con el 

Observatorio Nacional de Seguridad Vial, del análisis de datos para mejorar la toma de decisiones. 

g) La elaboración de estudios, propuestas, anteproyectos y proyectos de disposiciones sobre 

tráfico y seguridad vial y la coordinación con las Entidades Locales respecto de la normativa estatal 

que les afecte. 

h) La tramitación de procedimientos sancionadores en materia de tráfico, la elaboración de 

instrucciones sobre esta materia y sus procedimientos administrativos relacionados, así como la 

tramitación de los recursos administrativos de los procedimientos de declaración de nulidad y de 

lesividad y de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

i) La coordinación y el establecimiento de directrices sobre los instrumentos jurídicos de 

colaboración que firme el organismo, así como la garantía del cumplimiento de los derechos y 

obligaciones sobre protección de datos personales. 

j) La elaboración de instrucciones sobre vehículos y los procedimientos administrativos 

relacionados con el Registro de Vehículos, así como facilitar la implantación del vehículo 
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conectado, el desarrollo de la conducción autónoma y el impulso de plataformas tecnológicas para 

su gestión en el ámbito de las competencias del organismo. 

k) La regulación, ordenación, gestión, vigilancia y disciplina del tráfico en vías interurbanas y 

travesías; la implantación, mantenimiento y explotación de los medios y sistemas inteligentes de 

transporte necesarios, así como propuestas de mejora de la seguridad vial en las vías para reducir la 

accidentalidad, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Transportes y Movilidad 

Sostenible. 

l) La dirección de los Centros de Gestión de Tráfico, así como la resolución sobre la instalación de 

videocámaras y dispositivos para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico en el ámbito 

de la Administración General del Estado. 

m) El suministro de información sobre el estado del tráfico en tiempo real e incidencias. 

n) El establecimiento de las directrices para la formación y actuación de los agentes de la 

autoridad en materia de tráfico y circulación de vehículos, sin perjuicio de las atribuciones de las 

Corporaciones Locales, con cuyos órganos se instrumentará la colaboración necesaria 

ñ) La planificación, elaboración y divulgación de las estadísticas, indicadores y datos sobre 

accidentes de tráfico y otras materias incluidas en el ámbito de las competencias del organismo, en 

coordinación con las demás unidades. La coordinación con otros órganos con competencias en 

materia estadística. 

o) El desarrollo y gestión del Registro Nacional de Víctimas de Accidentes de Tráfico, velando por 

la incorporación de todas las fuentes de información relacionadas con las características de los 

accidentes y sus consecuencias, así como la elaboración de instrucciones sobre recogida de 

información de los accidentes de tráfico. 

p) La elaboración y gestión de los planes y estrategias en el ámbito del tráfico y la seguridad vial, 

tanto generales como referidos a ámbitos y colectivos específicos, en colaboración con los agentes 

sociales y las Administraciones Públicas. La elaboración y gestión de las actuaciones para la mejora 

de la seguridad vial laboral, en colaboración con otras Administraciones Públicas y agentes sociales. 

q) El diseño de la estrategia y marco de referencia en materia de datos abiertos y reutilización de 

información en el ámbito del organismo, velando por el cumplimiento de los objetivos nacionales en 

estos ámbitos y garantizando un marco adecuado de gobernanza con entidades públicas y 

privadas y ciudadanos. El diseño de las políticas internas en materia de gobernanza, promoción de 

la cultura del dato y estándares en la gestión, análisis y difusión de datos e informes. La coordinación 

con la Oficina del Dato de la Administración General del Estado 

r) Los procesos de consulta y participación, a través del Consejo Superior de Tráfico, Seguridad 

Vial y Movilidad Sostenible. El ejercicio de la secretaría del Consejo Superior y el seguimiento de la 

actividad de sus Comisiones Autonómicas y Provinciales. 

s) La información a víctimas del tráfico y el impulso de las actividades promovidas por las 

entidades y organizaciones sin ánimo de lucro cuyo objeto primordial sea la atención, defensa o 

representación de las víctimas. 

t) La elaboración y ejecución de los planes de estudios e investigaciones en materia de seguridad 

vial, factores influyentes e impacto de medidas específicas, en coordinación con el resto de 

unidades, las instituciones de carácter científico y técnico y otras Administraciones Públicas 

competentes. 
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u) La gestión de la educación vial, la formación de conductores, la organización de pruebas de 

aptitud, incluida la formación de examinadores; la regulación, el registro y el control de las escuelas 

particulares de conductores y de los centros habilitados para la evaluación de las aptitudes 

psicofísicas de los conductores 

v) La determinación de requisitos de aptitud psicofísica para la obtención y renovación de las 

autorizaciones administrativas para conducir en colaboración con la autoridad sanitaria y de 

acuerdo con el avance científico y técnico. 

w) El establecimiento de las directrices básicas para la programación de la educación vial, la 

formación e información al usuario y la divulgación en materia de seguridad vial, sin perjuicio de las 

competencias del Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible. 

x) La coordinación y el seguimiento de la actividad en materia de relaciones internacionales del 

organismo. La planificación y desarrollo de los programas de cooperación en Iberoamérica en 

materia de tráfico y seguridad vial. 

y) La comunicación y divulgación relacionada con el tráfico y la seguridad vial. 

2. La Dirección General de Tráfico está integrada por los siguientes órganos, con nivel orgánico de 

subdirección general: 

a) La Secretaría General, a la que corresponde la colaboración con la persona titular de la 

Dirección General para la coordinación entre los distintos servicios centrales y periféricos del 

organismo y la realización de las actuaciones y gestiones necesarias para el ejercicio de las 

funciones atribuidas al órgano directivo en los párrafos b), c) y d) del apartado 1, así como la 

colaboración con la Gerencia de Informática en las funciones atribuidas en los párrafos e) y f) del 

apartado 1. 

b) La Subdirección General de Gestión de la Movilidad y Tecnología a la que corresponde la 

realización de las actuaciones y gestiones necesarias para el ejercicio de las funciones atribuidas al 

órgano directivo en los párrafos j), k), l), m) y n) del apartado 1. 

c) El Observatorio Nacional de Seguridad Vial a la que corresponde la realización de las 

actuaciones y gestiones necesarias para el ejercicio de las funciones atribuidas al órgano directivo 

en los párrafos ñ), o), p),r), s), t) y x) del apartado 1, así como la colaboración con la Gerencia de 

Informática en las funciones atribuidas en el párrafo q) del apartado 1. 

d) La Subdirección General de Formación y Educación Vial a la que corresponde la realización 

de las actuaciones y gestiones necesarias para el ejercicio de las funciones atribuidas al órgano 

directivo en los párrafos u), v) y w) del apartado 1. 

3. La Gerencia de Informática, dependiente directamente de la persona titular del organismo, a la 

que corresponde la realización de las actuaciones y gestiones necesarias para el ejercicio de las 

funciones atribuidas al órgano directivo en los párrafos e) y f) del apartado 1, así como la 

colaboración con el Observatorio Nacional de Seguridad vial en las funciones atribuidas en el párrafo 

q) del apartado 1, tendrá el nivel orgánico que determine la relación de puestos de trabajo. 

4. La Unidad de Normativa, dependiente directamente de la persona titular del organismo, realiza 

las actuaciones y gestiones necesarias para el ejercicio de las funciones de los párrafos g), h) e i), del 

apartado 1. Tendrá el nivel orgánico que determine la relación de puestos de trabajo. 

Asimismo, las funciones de los párrafos a) e y) del apartado 1 se ejercerán bajo la dependencia 

directa de la persona titular del organismo. 
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Artículo 13 

Dirección General de Protección Civil y Emergencias 

1. Corresponde a la Dirección General de Protección Civil y Emergencias el ejercicio de las 

competencias que le atribuye la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil, 

y su normativa de desarrollo. 

2. En particular, corresponden a la Dirección General las siguientes funciones: 

a) La preparación de planes estatales de protección civil o cuya competencia tenga atribuida 

por la normativa vigente. 

b) La realización de estudios relativos a análisis de riesgos, así como proyectos piloto de carácter 

preventivo que permitan fundamentar planes de prevención de emergencias y catástrofes. 

c) Informar y, en su caso, someter a evaluación del impacto sobre los riesgos de emergencia de 

protección civil los estudios técnicos preceptivos, relativos a centros, establecimientos y 

dependencias que vayan a desarrollar actividades que puedan originar emergencias de 

protección civil, y cuyo permiso o autorización de actividad corresponda a un órgano de la 

Administración General del Estado. 

d) El desarrollo de estudios y programas de información a la población, así como la promoción 

de la autoprotección ciudadana y corporativa, y de fomento de la participación social en las 

actividades de protección civil y emergencias, así como de programas de educación para la 

prevención en centros escolares. 

e) El desarrollo de investigación y estudios sobre aspectos sociológicos, jurídicos, económicos y 

otros relevantes para las actividades de protección civil y emergencias. 

f) La confección, ejecución y seguimiento de los presupuestos de protección civil. 

g) El estudio y, en su caso, la propuesta de la declaración de zona afectada gravemente por una 

emergencia de protección civil y la tramitación de subvenciones para la atención de necesidades 

derivadas de dicha declaración, así como la tramitación de ayudas de carácter paliativo para 

atender necesidades derivadas de otros siniestros y catástrofes y la preparación de la normativa 

correspondiente. 

h) La tramitación de subvenciones y ayudas que faciliten la implantación de los planes de 

protección civil de carácter estatal o el desarrollo de actividades de interés para la protección civil 

en ese mismo ámbito y la preparación de la normativa correspondiente. 

i) La gestión administrativa necesaria para la contratación de obras, estudios y servicios y para la 

adquisición de bienes. 

j) La coordinación de la formación del personal del Sistema Nacional de Protección Civil y su 

orientación hacia el desarrollo de la competencia técnica necesaria para dar respuestas rápidas, 

coordinadas y eficientes a las emergencias. Para ello establecerá las directrices para la 

programación y el funcionamiento de la Escuela Nacional de Protección Civil. 

k) La coordinación de las relaciones con las Unidades de Protección Civil de las Delegaciones y 

Subdelegaciones del Gobierno, y con los órganos competentes en materia de protección civil de 

las Comunidades Autónomas y de las Administraciones Locales, así como la organización y la 
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llevanza de la Secretaría del Consejo Nacional de Protección Civil, de su Comisión Permanente y de 

sus comisiones técnicas y grupos de trabajo. 

l) El mantenimiento de relaciones técnicas con organismos homólogos de otros países, 

especialmente de la Unión Europea, del Mediterráneo y de Iberoamérica, y la participación en las 

reuniones de los organismos internacionales con competencias en protección civil y emergencias, 

así como en las comisiones y grupos de trabajo constituidos en el seno de la Unión Europea. 

m) La organización y mantenimiento de un fondo documental especializado que permita la 

máxima difusión de la información. 

n) La organización y mantenimiento del Centro Nacional de Seguimiento y Coordinación de 

Emergencias, de la Red de Alerta Nacional, de la Red Nacional de Información, de las redes propias 

de comunicación para emergencias y de otras infraestructuras destinadas a facilitar la gestión 

operativa en emergencias. 

ñ) Actuar como Centro de Coordinación Operativo en Emergencias de Interés Nacional, así 

como punto de contacto nacional con el Mecanismo Europeo de Protección Civil. 

o) Realizar el seguimiento de las situaciones de emergencia de protección civil y, en su caso, 

solicitar la movilización de recursos extraordinarios, incluida la Unidad Militar de Emergencias, así 

como coordinar las acciones de la Administración General del Estado en las situaciones de 

emergencia que lo requieran. 

p) Elaborar y divulgar periódicamente estadísticas y datos sobre emergencias en el ámbito de las 

competencias del Departamento. 

q) Organizar ejercicios y simulacros para la implantación y mantenimiento de los planes estatales 

de protección civil o cuya competencia tenga atribuida por la normativa vigente y, en general, 

para el mantenimiento de la operatividad del Sistema Nacional de Protección Civil. 

3. Para el desarrollo de las indicadas funciones, la Dirección General de Protección Civil y 

Emergencias se estructura en los siguientes órganos, con nivel orgánico de subdirección general: 

a) La Subdirección General de Prevención, Planificación y Emergencias, que ejerce las funciones 

atribuidas a la Dirección General en los párrafos a), b), c), d), e), n), ñ), o), p) y q) del apartado 2. En 

esta subdirección se integra el Centro Europeo de Investigación Social de Situaciones de 

Emergencias (CEISE). 

b) La Subdirección General de Gestión de Recursos y Subvenciones, que desempeña las 

funciones atribuidas a la Dirección General en los párrafos f), g), h) e i) del apartado 2. 

c) La Subdirección General de Formación y Relaciones Institucionales, a la que corresponde el 

ejercicio de las funciones recogidas en los párrafos j), k), l) y m) del apartado 2. En ella se integra la 

Escuela Nacional de Protección Civil. 

Artículo 14 

Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo 

1. A la Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo corresponde el ejercicio de las 

competencias que tiene atribuidas el Ministerio en materia de atención y apoyo a las víctimas del 

terrorismo, las relacionadas con su protección integral y la necesaria colaboración con las distintas 

Administraciones Públicas. 
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2. En particular, corresponden a la Dirección General las siguientes funciones: 

a) La asistencia inmediata a los afectados tras la comisión de un atentado terrorista, informando 

y apoyando a las víctimas y a sus familias. 

b) Recibir y encauzar, como ventanilla única, las solicitudes de cualquier procedimiento que 

puedan iniciar las personas y familiares que sufran la acción terrorista ante la Administración General 

del Estado, lo que comprenderá la ayuda y orientación a las personas y familiares que sufran la 

acción del terrorismo y la remisión al órgano competente de las peticiones deducidas y la relación 

con el interesado. 

c) La colaboración con las asociaciones, fundaciones y demás instituciones públicas y privadas 

que tengan como objetivo la atención a las víctimas del terrorismo y la preservación de su memoria, 

así como la tramitación de subvenciones a las asociaciones y fundaciones cuyo objeto sea la 

representación y defensa de los intereses de las víctimas del terrorismo. 

d) La colaboración con los órganos competentes de la Administración General del Estado y de 

las restantes Administraciones Públicas en materia de asistencia y apoyo, indemnizaciones y ayudas 

a las víctimas del terrorismo, con el fin de asegurar una protección integral a las víctimas. Esta 

colaboración se hará extensiva a las distintas oficinas de atención a víctimas de delitos de terrorismo 

existentes en tribunales y fiscalías. 

e) La coordinación con las estructuras homólogas de los Estados miembros de la UE en el caso de 

atentados terroristas con víctimas de distintas nacionalidades, así como el fomento en el ámbito 

internacional de las iniciativas de reconocimiento y apoyo a las víctimas del terrorismo. 

f) La tramitación, gestión y propuesta de resolución de los expedientes de indemnizaciones, 

ayudas, y condecoraciones a los afectados por delitos de terrorismo. 

g) La repetición del importe satisfecho por el Estado contra el obligado civilmente por el delito de 

terrorismo, instando, en caso de no abonarse de manera voluntaria, de la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria el procedimiento administrativo de apremio. 

h) La formulación de estudios, informes y, en su caso, propuestas de reformas normativas u 

organizativas que optimicen el régimen de asistencia y prestaciones establecido o que pueda 

establecerse para la mejora de los derechos de los afectados por terrorismo. 

3. La Dirección General se estructura en los siguientes órganos, con nivel orgánico de subdirección 

general: 

a) Subdirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo, que ejercerá las funciones atribuidas 

a la Dirección General en los párrafos a), b), c) y e), y en los párrafos d) y h) en el ámbito de sus 

funciones, del apartado 2. 

b) Subdirección General de Ayudas a Víctimas del Terrorismo, que ejercerá las funciones 

atribuidas a la Dirección General en los párrafos f) y g), y en los párrafos d) y h), en el ámbito de sus 

funciones del apartado 2. 
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Artículo 15 

Dirección General de Protección Internacional 

1. La Dirección General de Protección Internacional ejerce las competencias del Ministerio sobre la 

instrucción y tramitación de los procedimientos en materia de protección internacional, apatridia y 

protección temporal. 

2. Corresponden a la Dirección General de Protección Internacional, entre otras, las funciones que 

el ordenamiento jurídico atribuye a la Oficina de Asilo y Refugio, y en particular las siguientes: 

a) La representación institucional en las reuniones de los organismos nacionales, internacionales 

o supranacionales con competencias en materia de protección internacional, apatridia y 

protección temporal, así como la intervención en la aplicación de los acuerdos que se deriven de 

aquellas y, en especial, de las que se desarrollen en el seno de la Unión Europea. 

b) Las relaciones del Ministerio con otros departamentos ministeriales, así como con las 

Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno en cuestiones relacionadas con protección 

internacional, apatridia y protección temporal. 

c) La coordinación de la preparación de propuestas normativas al Consejo de Ministros y a los 

órganos superiores del Ministerio, así como a otros órganos directivos de los Ministerios con 

competencias en materia de protección internacional, apatridia y protección temporal. 

d) La relación con los órganos judiciales, así como la preparación de la información y la emisión 

de informe sobre los recursos de reposición presentados contra resoluciones de protección 

internacional, apatridia y protección temporal, sin perjuicio de las competencias asignadas a la 

Secretaría General Técnica. 

e) La puesta a disposición de la información relativa a la tramitación de expedientes de 

protección internacional, apatridia y protección temporal. 

f) La valoración y resolución de las solicitudes que se planteen en aplicación del Reglamento (UE) 

604/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, por el que se establecen los 

criterios y mecanismos de determinación del Estado miembro responsable del examen de una 

solicitud de protección internacional presentada en uno de los Estados miembros por un nacional 

de un tercer país o un apátrida. 

g) La valoración y resolución de solicitudes de transferencia de la responsabilidad sobre los 

refugiados, de conformidad con el Acuerdo europeo relativo a la transferencia de responsabilidad 

respecto de los refugiados, hecho en Estrasburgo el 16 de octubre de 1980. 

h) La tramitación de las solicitudes de protección internacional presentadas en los puestos 

fronterizos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 12/2009, de 30 de octubre, 

reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 

i) El ejercicio de la presidencia y de la secretaría de la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio 

(CIAR). 

j) La instrucción y resolución de los expedientes administrativos sobre protección internacional que 

le sean atribuidos por la normativa vigente. 

k) La instrucción y resolución de los expedientes administrativos de protección temporal en casos 

de flujos masivos de personas desplazadas. 
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l) La instrucción y resolución de los expedientes administrativos sobre apatridia. 

3. La Dirección General de Protección Internacional está integrada por las siguientes Subdirecciones 

Generales: 

a) La Subdirección General de Relaciones Institucionales e Información de Protección 

Internacional, a la que corresponde el ejercicio de las funciones previstas en los párrafos a), b), e), f) 

y g) del apartado 2. 

b) La Subdirección General de Asuntos Generales y Jurídicos de Protección Internacional, a la 

que corresponde el ejercicio de las funciones previstas en los párrafos c) y d) del apartado 2. 

c) La Subdirección General de Instrucción de Protección Internacional y Apatridia, a la que 

corresponde el ejercicio de las funciones previstas en los párrafos h) e i), en lo referente a la secretaría 

de la CIAR, y j) k) y l) del apartado 2. 

4. Las Subdirecciones Generales citadas en los párrafos a) y c) del apartado anterior ejercerán, en 

sus respectivos ámbitos, las funciones asignadas a la Oficina de Asilo y Refugio a la que se refiere la 

Ley 12/2009, de 30 de octubre, el Reglamento de reconocimiento del estatuto de apátrida, 

aprobado por el Real Decreto 865/2001, de 20 de julio, así como el Reglamento sobre régimen de 

protección temporal en caso de afluencia masiva de personas desplazadas, aprobado por el Real 

Decreto 1325/2003, de 24 de octubre. 

Disposición adicional primera 

Nombramiento de los Directores Generales de la Policía y de la Guardia Civil 

Las personas titulares de las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil, a los efectos 

exclusivos de su nombramiento, se regirán por lo dispuesto en el artículo 64.3 de la Ley 40/2015, de 1 

de octubre. En el nombramiento de la persona titular de la Dirección General de la Guardia Civil se 

tendrá en cuenta, además, lo dispuesto en el artículo 14.2 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo. 

Disposición adicional segunda 

Supresión de órganos 

Quedan suprimidos los siguientes órganos: 

a) La Subdirección General de Recursos. 

b) La Subdirección General de Protección Internacional. 

Disposición adicional tercera 

Desconcentración de competencias para el cierre de puestos fronterizos 

1. Se desconcentra en la persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad la competencia 

para acordar, en los supuestos en los que lo requiera la seguridad del Estado o de los ciudadanos, el 

cierre temporal de los puestos fronterizos habilitados para el paso de personas a que se refiere el 

artículo 3 del Reglamento de ejecución de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de derechos y 

libertades de los extranjeros en España y su integración social, aprobado por el Real Decreto 

557/2011, de 20 de abril. 
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2. La persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad comunicará las medidas que vayan a 

adoptarse a los departamentos afectados y, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 

Europea y Cooperación, a aquellos países e instituciones con los que España esté obligada a ello 

como consecuencia de los compromisos internacionales suscritos. 

Disposición adicional cuarta 

Delegaciones de competencias 

Las delegaciones de competencias otorgadas por las personas titulares de los distintos órganos del 

Ministerio del Interior no revocadas hasta la fecha de la entrada en vigor de este real decreto 

continuarán siendo válidas hasta que, en su caso, sean expresamente revocadas o nuevamente 

otorgadas a los diferentes órganos regulados en este real decreto. 

Disposición adicional quinta 

Suplencias de los titulares de los órganos superiores y directivos 

1. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad de la personal titular de la Secretaría de Estado 

de Seguridad corresponderá su suplencia a las personas titulares de sus Direcciones Generales, por 

el orden en que aparecen citados en la estructura establecida en este real decreto. 

2. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad de la persona titular de un órgano directivo, en 

defecto de designación de suplente conforme a lo previsto en el artículo 13 de la Ley 40/2015, de 1 

de octubre, corresponderá la suplencia a los directores generales o a los subdirectores generales por 

el orden en que aparecen mencionados en este real decreto. 

Disposición adicional sexta 

Consolidación de Unidades TIC 

1. En el ejercicio de las funciones de implementación y desarrollo de la política en materia de 

tecnologías de la información y las comunicaciones en el ámbito sectorial del Ministerio, la 

Subsecretaría promoverá, en colaboración con las unidades competentes del Ministerio y de sus 

organismos adscritos, la consolidación de los recursos humanos, económico-presupuestarios, 

técnicos y materiales vinculados. 

2. Atendiendo a su régimen competencial singular, en las Unidades y los organismos adscritos 

actuales o futuros, sus Unidades TIC podrán no depender orgánicamente de la Subsecretaría. 

Disposición adicional séptima 

Referencia a órganos adscritos o relacionados con el Ministerio del Interior 

Las referencias del ordenamiento jurídico a los órganos suprimidos se entenderán realizadas a los que 

se crean, los sustituyen o asumen sus funciones o, en su defecto, al órgano del que dependieran. 

Disposición transitoria primera 

Unidades y puestos de trabajo con nivel orgánico inferior a subdirección general 

1. Las unidades y puestos de trabajo con nivel orgánico inferior a subdirección general continuarán 

subsistentes y serán retribuidos con cargo a los mismos créditos presupuestarios, hasta que se 

aprueben las relaciones de puestos de trabajo adaptadas a la estructura orgánica de este real 

decreto. Dicha adaptación, en ningún caso, podrá generar incremento de gasto público. 
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2. Las unidades y puestos de trabajo encuadrados en los órganos suprimidos por este real decreto se 

adscribirán provisionalmente, por resolución de la personal titular de la Subsecretaría, hasta tanto 

entre en vigor la nueva relación de puestos de trabajo, a los órganos regulados en este real decreto, 

en función de las atribuciones que estos tienen asignadas. 

Disposición transitoria segunda 

Comité Ejecutivo de Coordinación 

Hasta tanto se modifique la Orden INT/1251/2004, de 7 de mayo, por la que se regula el Comité 

Ejecutivo para el Mando Unificado, las referencias a este órgano se entenderán hechas al Comité 

Ejecutivo de Coordinación al que se refiere el artículo 2.4. 

Disposición transitoria tercera 

Dirección de la Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado 

Hasta que se efectúen las correspondientes adaptaciones normativas en el Estatuto del organismo 

autónomo Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado, aprobado por 

el Real Decreto 2823/1998, de 23 de diciembre, la persona titular de la Secretaría de Estado de 

Seguridad ejercerá transitoriamente las funciones de dirección del organismo. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Queda derogado el Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto, por el que se desarrolla la estructura 

orgánica básica del Ministerio del Interior, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a lo dispuesto en este real decreto. 

Disposición final primera 

Facultades de desarrollo 

Se autoriza a la persona titular del Ministerio del Interior para que adopte las medidas necesarias para 

el desarrollo de este real decreto, conjuntamente con la persona titular del Ministerio de Defensa en 

lo que afecte al Cuerpo de la Guardia Civil. 

Disposición final segunda 

Modificaciones presupuestarias 

Por el Ministerio de Hacienda se realizarán las modificaciones presupuestarias precisas para el 

cumplimiento de lo previsto en este real decreto. 

Disposición final tercera 

Entrada en vigor 

Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 
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§ 5. Orden INT/985/2005, de 7 de abril, por la que se delegan determinadas 

atribuciones y se aprueban las delegaciones efectuadas por otras autoridades2 

«BOE» núm. 90, de 15 de abril de 2005 

La Orden INT/2992/2002, de 21 de noviembre, por la que el Ministro del Interior delega determinadas 

atribuciones y aprueba las delegaciones efectuadas por otras autoridades del Departamento en 

otros órganos del mismo, viene siendo un instrumento imprescindible para agilizar el funcionamiento 

administrativo del Departamento, incrementando los niveles de eficacia en la gestión. 

Con el Real Decreto 553/2004, de 17 de abril, por el que se reestructuran los Departamentos 

Ministeriales, y el Real Decreto 562/2004, de 19 de abril, por el que se aprueba la estructura orgánica 

básica de los Departamentos Ministeriales, se ha establecido una nueva estructura de la 

Administración General del Estado, mediante diversas supresiones y modificaciones en el ámbito de 

aquéllos. 

Así, salvando las competencias en materia de seguridad pública y de carácter policial, la 

Delegación del Gobierno para la Extranjería y la Inmigración, que hasta entonces tenía dependencia 

directa del Ministro del Interior, ha pasado a integrarse en la estructura del Ministerio de Trabajo y 

Asuntos Sociales, y la Delegación del Gobierno para el Plan Nacional sobre Drogas se ha reubicado 

orgánicamente en el Ministerio de Sanidad y Consumo; paralelamente, la Dirección General de 

Instituciones Penitenciarias ha quedado adscrita a la Subsecretaría del Interior, suprimiendo el rango 

de Subsecretario que anteriormente poseía su Titular. 

Como consecuencia de ello, el Real Decreto 1599/2004, de 2 de julio, ha procedido a modificar y 

desarrollar la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior. 

En definitiva, las previsiones de la Orden INT/2992/2002, deben ser adaptadas a los cambios 

estructurales y a las necesidades de gestión administrativa derivadas de los mismos, por lo que se 

hace necesario aprobar una nueva Orden de delegación de competencias. 

Por todo ello, de conformidad con lo establecido en el artículo 12 y siguientes de la Ley 30/1992, de 

26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común, y en la Disposición Adicional Decimotercera de la Ley 6/1997, de 14 de abril, 

de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, a propuesta de los 

órganos superiores y centros directivos afectados,  

 

 
2 Esta norma ha sido sucesivamente modificada por Orden INT/2089/2005, de 17 de junio; Orden INT/252/2008, de 4 de febrero; 

Orden INT/849/2009, de 31 de marzo; Orden INT/3162/2009, de 25 de noviembre; Orden INT/50/2010, de 12 de enero; Orden 

INT/1127/2010, de 19 de abril; Orden INT/1797/2010, de 2 de julio; Orden INT/2267/2011, de 7 de julio; Orden INT/175/2016, de 

11 de febrero; Orden INT/174/2017, de 1 de marzo; Orden INT/131/2023, de 11 de febrero, y Orden INT/656/2023, de 19 de junio. 

La disposición adicional cuarta del Real Decreto 207/2024, de 27 de febrero, establece lo siguiente: «Las delegaciones de 

competencias otorgadas por las personas titulares de los distintos órganos del Ministerio del Interior no revocadas hasta la 

fecha de la entrada en vigor de este real decreto continuarán siendo válidas hasta que, en su caso, sean expresamente 

revocadas o nuevamente otorgadas a los diferentes órganos regulados en este real decreto». 
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D I S P O N G O :  

Primero 

1. Se delega en los órganos superiores y centros directivos del Departamento señalados en la 

presente Orden el ejercicio de las atribuciones que se indican. 

2. Se aprueban las delegaciones que los órganos superiores y centros directivos han efectuado en 

los órganos del Departamento que se especifican. 

Secretaría de Estado de Seguridad 

Segundo 

El Secretario de Estado de Seguridad, por delegación del Ministro del Interior, ejercerá las siguientes 

competencias: 

1. Respecto a los destinos para los que tiene atribuida la competencia, de acuerdo con la Orden 

INT/2359/2002, de 10 de septiembre, por la que se determinan los puestos de mando o dirección de 

la Guardia Civil, cuya asignación de destinos será competencia del Secretario de Estado de 

Seguridad: 

1.1 Asignar o denegar su adjudicación por necesidades del servicio 

1.2 Acordar el cese por necesidades del servicio. 

2. El Secretario de Estado de Seguridad, por delegación del Subsecretario del Interior, ejercerá las 

siguientes atribuciones: 

La atribución temporal de funciones, la adscripción provisional y las comisiones de servicio en relación 

con los puestos de trabajo de los catálogos de las unidades adscritas a la Secretaría de Estado de 

Seguridad, incluida la Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado, en 

los términos y condiciones previstas en el Reglamento General de Ingreso del Personal al servicio de 

la Administración General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional 

de los Funcionarios Civiles de la Administración general del Estado, aprobado por el Real Decreto 

364/1995, de 10 de marzo, sin perjuicio de lo delegado en otras autoridades. 

Subsecretaría 

Tercero 

El Subsecretario del Interior ejercerá por delegación de las autoridades que se expresan, las siguientes 

atribuciones: 

1. Del Ministro Titular del Departamento: 

1.1 Las atribuidas al Titular del Departamento en la Ley y en el Reglamento de Expropiación 

Forzosa, salvo las delegadas en la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias 
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1.2 Asumir la representación del Departamento en la interposición de recursos y reclamaciones 

administrativos frente a otras administraciones públicas, sin perjuicio de lo delegado en otras 

autoridades. 

1.3 La aprobación de los expedientes de modificaciones de crédito en los casos en que 

corresponda al Titular del Departamento, así como la autorización y remisión de las propuestas de 

modificación de créditos cuya autorización corresponda al Ministro de Economía y Hacienda. 

1.4 La imputación de obligaciones de ejercicios anteriores a créditos del ejercicio corriente. 

1.5 Las facultades previstas en el artículo 78.1 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 

Presupuestaria, sobre anticipos de caja fija, así como las previstas en el artículo 7.2 del Real Decreto 

640/1987, de 8 de mayo, sobre pagos librados a justificar. 

1.6 La concesión de ayudas y subvenciones con cargo a los créditos de los servicios 

presupuestarios del ámbito de sus competencias, hasta el límite de 1.800.000 euros, sin perjuicio de 

lo delegado en otras autoridades. 

1.7 La rendición ante el Tribunal de Cuentas a través de la Intervención General de la 

Administración del Estado, de los estados de las cuentas anuales y sus anexos, prevista en la Ley 

47/2003, de 26 de noviembre 

1.8 Las atribuciones que le confiere el artículo 13.8 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 

Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. 

1.9 La resolución de las reclamaciones previas a la vía judicial civil. 

1.10 La aprobación y las modificaciones del programa editorial del Departamento. 

1.11 El nombramiento de los representantes del Ministerio en los órganos colegiados tanto 

ministeriales como interministeriales. 

1.12 La provisión de puestos de trabajo de libre designación, previa convocatoria pública, 

incluidos los puestos de Subdirector General, salvo en el ámbito de la Secretaría de Estado de 

Seguridad y las competencias delegadas en el Director General de Tráfico. 

1.13 La resolución de las solicitudes en materia de reconocimiento del estatuto de apátrida y de 

protección temporal en caso de afluencia masiva de personas desplazadas, de conformidad con 

lo dispuesto en la normativa aplicable. 

1.14 La resolución de las solicitudes de protección internacional, de acuerdo con lo dispuesto en 

los artículos 24 y 40 de la Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la 

protección subsidiaria, así como las que resuelvan los procedimientos de cese y revocación de la 

protección internacional previstas en el artículo 45 de la citada Ley. 

1.15 La declaración de lesividad de los actos administrativos. 

1.16 Cuando su cuantía no exceda de 1.800.000 euros, excepto lo delegado en otras autoridades: 

1.16.1 Las facultades que la legislación les confiere en materia de contratación. 

1.16.2 La aprobación y compromiso de los gastos propios del Departamento, el reconocimiento 

de las obligaciones que de ellos se derive, así como proponer al Ministro de Economía y Hacienda 

la ordenación de los pagos correspondientes. 
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1.16.3 La competencia para celebrar los contratos de suministro y de servicios que afecten al 

ámbito de más de un órgano de contratación del Departamento, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 291.1 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, y sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 190 de dicha Ley respecto a la contratación centralizada en 

el ámbito estatal, para su utilización específica por los servicios del Departamento. 

1.17 Respecto de los contratos de cuantía superior a 1.800.000 euros el ejercicio de todas las 

atribuciones a que se refieren los puntos 1.16.1 y 1.16.2 anteriores, con excepción de los acuerdos 

de iniciación del expediente de contratación, adjudicación, prórroga, modificación y resolución, así 

como de resolución del recurso al que se refiere el artículo 37 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, 

que corresponderán al órgano delegante. 

1.18 La suscripción de los convenios de colaboración con entidades públicas, a excepción de las 

Comunidades Autónomas, y con personas físicas o jurídicas sujetas al Derecho privado. 

1.19 La facultad de autorizar la celebración de los contratos a que hace referencia el artículo 

292.5 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. 

1.20 Las encomiendas de gestión que puedan formalizarse al amparo de lo previsto en el artículo 

15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 

del Procedimiento Administrativo Común y en el artículo 4.1.n), en relación con el artículo 24.6, de la 

Ley 30/2007, de 30 de octubre. 

1.21 La autorización para el resarcimiento por la cuantía exacta de los gastos realizados por los 

Directores Generales o asimilados en las comisiones de servicio, a que se refiere el punto 1 del artículo 

8 del Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio. 

1.22 La resolución de expedientes disciplinarios que impongan sanciones de suspensión de 

funciones y traslado con cambio de residencia. 

1.23 La propuesta de relaciones de puestos de trabajo. 

1.24 El nombramiento y el cese del personal eventual. 

1.25 El otorgamiento de premios y recompensas, salvo que haya sido delegada expresamente en 

otros órganos. 

1.26 La resolución de las contiendas que surjan entre las autoridades administrativas del 

Departamento, excepto las delegadas en otras autoridades. 

1.27 La resolución de los recursos de alzada que se interpongan contra resoluciones de las 

autoridades centrales del Departamento, salvo los relativos al ámbito de competencias de la 

Secretaría de Estado de Seguridad, en cualesquiera de las materias objeto de la competencia del 

mismo. 

1.28 Autorizar la ampliación del plazo de rendición de las cuentas justificativas de la aplicación 

de las cantidades recibidas a justificar 

1.29 La convocatoria de pruebas selectivas en relación con los Cuerpos o Escalas adscritos al 

Organismo Autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

1.30 El despacho y resolución de cuantos expedientes y asuntos que, cualquiera que sea su 

índole, estén atribuidos al Titular del Departamento por precepto legal o reglamentario y no estén 

delegados en otras autoridades. 
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2. Del Ministro Titular del Departamento y del Secretario de Estado de Seguridad: 

2.1 La resolución de expedientes disciplinarios que impongan sanciones de suspensión de 

funciones y traslado con cambio de residencia, excepto los relativos a los funcionarios del Cuerpo 

Nacional de Policía y al personal destinado en la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

2.2 La propuesta de relaciones de puestos de trabajo. 

2.3 El nombramiento y el cese del personal eventual. 

3. Del Secretario de Estado de Seguridad, la resolución de los recursos que se interpongan contra 

resoluciones de las autoridades centrales del Departamento, en cualesquiera de las materias objeto 

de la competencia del mismo, así como la declaración de lesividad de los actos administrativos 

cuando le corresponda. 

Dirección General de la Policía 

Cuarto 

El Director General de la Policía ejercerá por delegación de las autoridades que se expresan, las 

siguientes atribuciones: 

1. Del Ministro Titular del Departamento: 

1.1 El acuerdo de cancelación de la inscripción de las empresas de seguridad así como la pérdida 

de la habilitación del personal de seguridad privada, excepto la de los guardias particulares del 

campo en virtud de lo dispuesto en los artículos 7.3 y 10.4 de la Ley 23/1992, de 30 de julio, de 

Seguridad Privada, por las causas establecidas en los artículos 12.2 y 64 del Reglamento de 

Seguridad Privada, aprobado por Real Decreto 2364/1994, de 9 de diciembre. 

1.2 La resolución de los recursos de alzada que se interpongan contra las resoluciones que 

acuerden el retorno a su punto de origen de los extranjeros a los que en frontera no se les permita el 

ingreso en territorio español, conforme a lo establecido en el artículo 60.1 de la Ley Orgánica 4/2000, 

de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social. 

1.3 La aceptación de las donaciones de bienes muebles, en el ámbito de sus competencias, 

cuando el donante hubiera señalado el fin a que deben destinarse, conforme al artículo 21.1 de la 

Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas. 

1.4 La resolución de las prohibiciones expresas de entrada en España por las causas señaladas en 

el artículo 10 d) del Reglamento de ejecución de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 

derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, aprobado por Real 

Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre. 

2. Del Ministro Titular del Departamento y del Secretario de Estado de Seguridad, salvo las 

facultades delegadas en otros órganos: 

2.1 Respecto de los gastos del Capítulo 1 «Gastos de Personal» del Servicio Presupuestario 03: 

2.1.1 La gestión de la nómina, aprobación y compromiso de los gastos, el reconocimiento de las 

obligaciones que de ellos se derive, así como la propuesta al Ministro de Economía y Hacienda de 

la ordenación de los pagos correspondientes, sin límite de cuantía. 
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2.1.2 Las facultades que la legislación le confiere en materia de contratación administrativa, 

incluidos los negocios jurídicos y las encomiendas de gestión que puedan formalizarse al amparo de 

lo previsto en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el artículo 4.1.n) en relación 

con el artículo 24.6 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, cuando su cuantía no exceda de 1.500.000 

euros. 

2.2 Respecto de los gastos del Servicio 03, cuando su cuantía no exceda de 1.500.000 euros: 

2.2.1 Las facultades que la legislación le confiere en materia de contratación administrativa, 

incluidos los negocios jurídicos y las encomiendas de gestión que puedan formalizarse al amparo de 

lo previsto en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el artículo 4.1.n), en relación 

con el artículo 24.6, de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, en relación con el acuerdo de iniciación 

del expediente, su adjudicación, prórroga, modificación y resolución, así como la resolución del 

recurso al que se refiere el artículo 37 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, y los reajustes de 

anualidades. 

2.2.2 La concesión de ayudas y subvenciones. 

2.3 La imposición de sanciones disciplinarias a funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía 

excepto la de separación del servicio. 

2.4 La facultad de acordar la suspensión o inejecución de las sanciones disciplinarias impuestas a 

funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía, excepto la de separación del servicio, de conformidad 

con la normativa reguladora del régimen disciplinario de los funcionarios del Cuerpo Nacional de 

Policía. 

2.5 La resolución de los recursos que se interpongan en materia de extranjería, de conformidad 

con lo dispuesto en la normativa específica. 

3. Del Secretario de Estado de Seguridad respecto de los miembros del Cuerpo Nacional de 

Policía destinados en su centro directivo, las facultades siguientes: 

3.1 Realizar los nombramientos a que se refiere el artículo 12 del Real Decreto 614/1995, de 21 de 

abril. 

4. Del Subsecretario del Interior, las siguientes facultades: 

4.1 Designar las comisiones de servicio con derecho a indemnización respecto a todo el personal 

adscrito al centro directivo, hasta el límite del crédito, salvo las facultades delegadas en otros 

órganos. 

4.2 Respecto del personal funcionario destinado en el centro directivo, no perteneciente al 

Cuerpo Nacional de Policía, las siguientes atribuciones: 

4.2.1 La declaración de las situaciones de servicio en Comunidades Autónomas. 

4.2.2 Acordar las comisiones de servicio y la atribución temporal de funciones en los términos y 

condiciones previstos en el Reglamento aprobado por Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo. 

4.2.3 Conceder el reingreso al servicio activo de los funcionarios en situaciones de servicios 

especiales y de excedencia para el cuidado de familiares y por violencia de género que tengan 

derecho a reserva de puesto de trabajo. 
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Dirección General de la Guardia Civil 

Quinto 

El Director General de la Guardia Civil ejercerá por delegación de las autoridades que se expresan 

las siguientes atribuciones: 

1. Del Ministro Titular del Departamento: 

1.1 Las competencias que le corresponden en relación con el extinguido «Patronato de Viviendas 

de la Guardia Civil». 

1.2 Acordar la pérdida de la habilitación de los Guardias particulares del campo, por las causas 

establecidas en el artículo 64 del Reglamento de Seguridad Privada, aprobado por Real Decreto 

2364/1994, de 9 de diciembre. 

1.3 Acordar o no el cese en su destino de los miembros de la Guardia Civil que pasen a la situación 

administrativa de suspenso de funciones. 

1.4 Respecto de los destinos para los cuales tiene atribuida la competencia, de acuerdo con el 

artículo 20 c) del Reglamento de Provisión de Destinos del Personal del Cuerpo de la Guardia Civil, 

aprobado por Real Decreto 1250/2001, de 19 de noviembre: 

1.4.1 Asignar o denegar su adjudicación por necesidades del servicio. 

1.4.2 Acordar el cese por necesidades del servicio. 

1.5 Asignar y, en su caso, prorrogar los destinos del personal en situación de reserva, excepto a 

los Oficiales Generales. 

1.6 Acordar el cese en los destinos referidos en el punto anterior. 

1.7 Asignar o denegar la adjudicación por necesidades del servicio, de los destinos al personal en 

situación de reserva, excepto a los Oficiales Generales. 

1.8 Acordar el cese, por necesidades del servicio, en los destinos asignados de conformidad con 

el punto anterior. 

1.9 Designar comisiones de servicio al personal en situación de reserva, sin destino, excepto a los 

Oficiales Generales, y revocar su designación. 

1.10 La aceptación de las donaciones de bienes muebles, en el ámbito de sus competencias, 

cuando el donante hubiera señalado el fin a que deben destinarse, conforme al artículo 21.1 de la 

Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas. 

1.11 Se delega en el Director General de la Policía y la Guardia Civil la competencia para resolver 

sobre la inscripción o denegación de inscripción en materia de Asociaciones Profesionales de la 

Guardia Civil, que el apartado quinto de la Orden INT/3939/2007, de 28 de diciembre, por la que se 

habilita el Registro de Asociaciones Profesionales de Guardias Civiles, atribuye al Ministro del Interior.» 

2. Del Ministro Titular del Departamento y del Secretario de Estado de Seguridad, salvo las 

facultades delegadas en otros órganos: 
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2.1 Respecto de los gastos del Capítulo 1 «Gastos de Personal» del Servicio Presupuestario 04: 

2.1.1 La gestión de la nómina, aprobación y compromiso de los gastos, el reconocimiento de las 

obligaciones que de ellos se derive, así como la propuesta al Ministro de Economía y Hacienda de 

la orden de los pagos correspondientes, sin límite de cuantía. 

2.1.2 Las facultades que la legislación le confiere en materia de contratación administrativa, 

incluidos los negocios jurídicos y las encomiendas de gestión que puedan formalizarse al amparo de 

lo previsto en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el artículo 4.1.n), en relación 

con el artículo 24.6 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, cuando su cuantía no exceda de 1.500.000 

euros. 

2.2 Respecto de los gastos del Servicio 04, cuando su cuantía no exceda de 1.500.000 euros: 

2.2.1 Las facultades que la legislación le confiere en materia de contratación administrativa, 

incluidos los negocios jurídicos y las encomiendas de gestión que puedan formalizarse al amparo de 

lo previsto en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en el artículo 4.1.n), en relación 

con el artículo 24.6, de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, en relación con el acuerdo de iniciación 

del expediente, su adjudicación, prórroga, modificación y resolución, así como la resolución del 

recurso al que se refiere el artículo 37 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, y los reajustes de 

anualidades. 

2.2.2 La concesión de ayudas y subvenciones. 

3. Del Subsecretario del Interior, las siguientes facultades: 

3.1 Designar las comisiones de servicio con derecho a indemnización respecto a todo el personal 

adscrito al centro directivo, hasta el límite del crédito, salvo las facultades delegadas en otros 

órganos. 

3.2 Respecto del personal funcionario, no perteneciente al Cuerpo de la Guardia Civil, destinado 

en el centro directivo de acuerdo con las instrucciones que el Subsecretario dicte: 

3.2.1 Reconocer la adquisición y cambio de grados personales. 

3.2.2 La declaración de las situaciones de servicio en las Comunidades Autónomas. 

3.2.3 Acordar las comisiones de servicios y la atribución temporal de funciones en los términos y 

condiciones previstos en el Reglamento aprobado por el Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo. 

3.2.4 Autorizar la asistencia a cursos de selección, formación y perfeccionamiento. 

3.2.5 Conceder el reingreso al servicio activo de los funcionarios en situaciones de servicios 

especiales y de excedencia para el cuidado de familiares, que tengan derecho a reserva del puesto 

de trabajo. 

3.2.6 Autorizar la residencia de los funcionarios en lugar distinto del término municipal donde 

presten sus servicios. 

3.3 En relación con los funcionarios no pertenecientes al Cuerpo de la Guardia Civil destinados 

en los Servicios centrales de dicho centro directivo: 

3.3.1 Dar posesión y cese a los funcionarios en los puestos de trabajo. 
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3.3.2 Declarar la jubilación forzosa, por incapacidad permanente para el servicio. 

3.3.3 Conceder permisos y licencias. 

3.3.4 El reconocimiento de trienios. 

3.3.5 Conceder la situación de excedencia para el cuidado de familiares y las excedencias 

voluntarias. 

3.4 En relación con el personal sujeto a Derecho Laboral el ejercicio de todas aquellas 

competencias de gestión ordinaria que no impliquen relaciones con otros Departamentos 

ministeriales, con excepción de la resolución de las reclamaciones previas a la vía judicial laboral. 

Delegaciones del Gobierno y Subdelegaciones del Gobierno 

Sexto 

Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas uniprovinciales, en las ciudades de 

Ceuta y Melilla y los Subdelegados del Gobierno ejercerán en su respectivo ámbito territorial por 

delegación de las autoridades que se expresan, las siguientes atribuciones: 

1. Del Ministro del Interior: 

1.1 La aprobación y compromiso de los gastos del Departamento, dentro de las consignaciones 

presupuestarias que se reserven, con la correspondiente facultad de contratación, el 

reconocimiento de las obligaciones que de ellos se deriven, así como la propuesta al Ministro de 

Economía y Hacienda de la ordenación de los pagos correspondientes. 

1.2 Las prohibiciones de salida de extranjeros del territorio nacional, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 28 de la Ley Orgánica 4/2000, y en el artículo 20 de su Reglamento de ejecución, aprobado 

por Real Decreto 2393/2004. 

2. Los Delegados del Gobierno en Ceuta y Melilla ejercerán, en su respectivo ámbito por 

delegación del Ministro del Interior, la facultad que a éste atribuye el artículo 5.2 de la Ley Orgánica 

4/2000, reformada por la Ley Orgánica 8/2000, pudiendo disponer, con carácter individual, por 

razones debidamente motivadas de seguridad pública, y por el tiempo imprescindible, la medida 

consistente en el alejamiento de dichas Ciudades, respecto de los extranjeros: 

2.1 Que se encuentren en Ceuta y Melilla y vayan a ser trasladados a otros lugares del territorio 

español, cuando dicho traslado haya sido autorizado con fundamento en la admisión a trámite de 

su solicitud de asilo, o para documentarles mediante permiso de residencia temporal por 

circunstancias excepcionales. 

2.2 Que habiéndose trasladado desde Ceuta y Melilla a otros lugares del territorio español, en 

virtud de autorización concedida en los términos del párrafo anterior, se encuentren no obstante en 

cualquiera de ambas Ciudades. 

3. El Delegado del Gobierno en Melilla, por delegación del Ministro, ejercerá en los territorios de 

las Islas Chafarinas y de los Peñones de Alhucemas y Vélez de la Gomera las mismas competencias 

que tenga atribuidas en materia de extranjería en su ámbito territorial. 

4. Del Subsecretario del Interior respecto del personal laboral que preste servicios en los servicios 

periféricos del Departamento con excepción del de Instituciones Penitenciarias: 
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4.1 Dar posesión y cese en los puestos de trabajo. 

4.2 La concesión de permisos y licencias. 

4.3 El reconocimiento de trienios. 

4.4 La incoación de expedientes disciplinarios y la imposición de sanciones por faltas leves. 

Secretaría General Técnica 

Séptimo 

El Secretario General Técnico ejercerá por delegación de las autoridades que se expresan las 

siguientes atribuciones: 

1. Del Ministro, Titular del Departamento: 

1.1 Siempre que su cuantía sea inferior a 300.500 euros, en el ámbito material de sus 

competencias: 

1.1.1 Las facultades de contratación. 

1.1.2 La aprobación, el compromiso y el reconocimiento de las obligaciones correspondientes a 

los gastos de edición y distribución, fondos bibliográficos y Capítulo 4 del Servicio 01, programa 131 

M, así como la propuesta al Ministro de Economía y Hacienda de la ordenación de los pagos 

correspondientes. 

1.2 Las atribuidas en materia de asociaciones, por la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 

reguladora del derecho de asociación y normativa complementaria, incluyendo las recogidas en el 

artículo 35 y en la Disposición Adicional Primera, para acordar la declaración de utilidad pública de 

asociaciones, así como su denegación y revocación, y la facultad de resolver cuantas cuestiones 

se susciten al respecto, cuando sea parte la Administración, así como la de declarar la 

incompetencia del Ministerio del Interior en relación con los asuntos concernientes a las asociaciones 

mencionadas en el artículo 1, apartados 3 y 4, de dicha Ley Orgánica. 

1.3 La resolución de las solicitudes de indemnización en concepto de responsabilidad patrimonial 

de la Administración Pública. 

1.4 La resolución de las peticiones de resarcimiento a transportistas extranjeros, formuladas al 

amparo de la Ley 52/1984, de 26 de diciembre. 

1.5 La resolución de los recursos de alzada que se interpongan contra resoluciones de los 

Delegados del Gobierno en materia de seguridad privada o de medidas de seguridad en entidades 

de crédito y otras entidades y establecimientos. 

2. Del Subsecretario del Interior: 

2.1 La presidencia de la Comisión Asesora de Publicaciones. 

2.2 Respecto del personal del centro directivo, designar comisiones de servicio a realizar en 

territorio nacional con derecho a indemnización hasta el límite de las consignaciones 

presupuestarias. 
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Dirección General de Política Interior 

Octavo 

El Director General de Política Interior ejercerá, en su ámbito material de competencias por 

delegación de las autoridades que se expresan las siguientes atribuciones: 

1. Del Ministro Titular del Departamento. 

1.1 Siempre que su cuantía sea inferior a 300.500 euros: 

1.1.1 Las facultades de contratación en el ámbito material de sus competencias. 

1.1.2 La aprobación y el compromiso de los gastos financiados con créditos del programa 

presupuestario 924M «Elecciones y Partidos Políticos», con excepción de los relativos al capítulo I 

«Gastos de personal», el reconocimiento de las obligaciones que de ellos se deriven, así como la 

propuesta al Ministro de Economía y Hacienda de la ordenación de pagos correspondiente. 

1.2 La resolución de los recursos que se interpongan contra las resoluciones de los Delegados de 

Gobierno, en materias propias del Departamento, con excepción de lo delegado en otras 

autoridades. 

1.3 Las resoluciones que no admitan a trámite o denieguen las solicitudes de protección 

internacional, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 20 y 21 de la Ley 12/2009, de 30 de 

octubre, así como las ampliatorias del plazo de resolución de las solicitudes presentadas en puestos 

fronterizos y las que resuelvan las peticiones de reexamen previstas en los apartados tercero y cuarto, 

respectivamente, del artículo 21 de la citada Ley. 

2. Del Subsecretario del Interior, respecto del personal del centro directivo, designar comisiones 

de servicio a realizar en territorio nacional con derecho a indemnización hasta el límite de las 

consignaciones presupuestarias. 

Secretaría General de Instituciones Penitenciarias 

Noveno 

El titular de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias por delegación de las autoridades 

que se expresan, ejercerá las facultades siguientes: 

1. Del Titular del Departamento, las atribuidas por la Ley y el Reglamento de Expropiación Forzosa, 

así como asumir la representación del Departamento en la interposición de recursos y reclamaciones 

administrativos frente a otras administraciones públicas, en materia de sanidad penitenciaria. 

2. Del Secretario de Estado de Seguridad, en relación con los créditos de los servicios 

presupuestarios del ámbito de competencias de la Secretaría General: 

2.1 Cuando su cuantía no exceda de 1.500.000 euros, excepto lo delegado en otras autoridades: 

2.1.1 Las facultades que la legislación le confiere en materia de contratación administrativa, 

incluidos los negocios jurídicos y las encomiendas de gestión que puedan formalizarse al amparo de 

lo previsto en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y del artículo 4.1.n), en relación 

con el artículo 24.6, de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 109 

2.1.2 La aprobación y compromiso de los gastos propios de los servicios dependientes de la 

Secretaría General, así como el reconocimiento de las obligaciones que de ellos se deriven y la 

propuesta de pago efectuada al Ministro de Economía y Hacienda. 

2.1.3 La concesión de ayudas y subvenciones. 

2.2 Respecto de los gastos contractuales y no contractuales de cuantía superior a 1.500.000 euros, 

el ejercicio de todas las atribuciones a las que se refieren los puntos 2.1.1 y 2.1.2 anteriores, con 

excepción de los acuerdos de inicio del expediente de contratación, adjudicación, prórroga, 

modificación y resolución, así como de resolución del recurso al que se refiere el artículo 37 de la Ley 

30/2007, de 30 de octubre, que se reservará el órgano delegante. 

2.3 La suscripción de los Convenios de Colaboración con entidades públicas, a excepción de las 

Comunidades Autónomas, y con personas físicas o jurídicas sujetas al Derecho privado. 

3. Del Titular del Departamento y del Secretario de Estado de Seguridad, en relación con el 

personal adscrito a la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias: 

3.1 La provisión de puestos de trabajo de libre designación, con excepción de los de Subdirector 

General y asimilados, previa convocatoria pública, relativos a los Servicios Centrales y Periféricos de 

la Secretaría General, así como acordar la concesión de comisiones de servicio y la atribución 

temporal de funciones con respecto a estos puestos. 

3.2 La resolución de expedientes disciplinarios que impongan sanciones de suspensión de 

funciones y traslado con cambios de residencia. 

3.3 La iniciativa, concesión y acreditación del otorgamiento al personal, de menciones honoríficas 

y medallas al mérito penitenciario y al mérito social penitenciario con excepción de las medallas de 

oro. 

4. Del Subsecretario del Interior, en relación con el personal adscrito a la Secretaría General de 

Instituciones Penitenciarias: acordar la adopción de medidas provisionales en materia de régimen 

disciplinario. 

Dirección General de Tráfico 

Décimo 

El Director General de Tráfico ejercerá, en su ámbito material de competencias, por delegación de 

las autoridades que se expresan las atribuciones siguientes: 

1. Del Ministro Titular del Departamento: 

1.1 Resolver los recursos de alzada que se interpongan contra resoluciones sancionadoras de los 

Delegados del Gobierno en materia de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. 

1.2 Establecer el marco de controles preventivos de alcoholemia al que se refiere el artículo 5 

apartado o) del Texto Refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 

Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo. 

1.3 En relación con los funcionarios destinados en el Organismo Autónomo: 
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1.3.1 La convocatoria y resolución de concursos para la provisión de puestos de trabajo, así como 

la remoción de funcionarios de los puestos de trabajo obtenidos por concurso en los supuestos 

legalmente previstos. 

1.3.2 La provisión de puestos de trabajo de libre designación, con excepción de los Subdirectores 

Generales y asimilados que tengan asignado nivel 30 de complemento de destino. 

1.3.3 La concesión del reingreso al servicio activo a quienes lo obtengan a través de la 

participación en convocatorias de provisión de puestos de trabajo mediante concurso o libre 

designación. 

2. Del Subsecretario del Interior, respecto del personal destinado en el organismo autónomo 

Jefatura Central de Tráfico: 

2.1 En relación con los funcionarios de los Cuerpos o Escalas adscritos al organismo: 

2.1.1 Determinar los puestos a proveer por funcionarios de nuevo ingreso. 

2.1.2 El nombramiento de los funcionarios interinos. 

2.1.3 Conceder el reingreso al servicio activo con carácter provisional a los funcionarios 

pertenecientes a dichos Cuerpos o Escalas. 

2.1.4 Conceder la jubilación voluntaria. 

2.2 En relación con los funcionarios destinados en el Organismo Autónomo: 

2.2.1 Reconocer la adquisición y cambio de grados personales. 

2.2.2 Declarar la situación de servicio en las Comunidades Autónomas. 

2.2.3 Acordar las comisiones de servicios y atribución temporal de funciones dentro del organismo 

autónomo en los términos y condiciones previstos en el Reglamento aprobado por el Real Decreto 

364/1995. 

2.2.4 Autorizar la asistencia a cursos de selección, formación y perfeccionamiento. 

2.2.5 Autorizar la residencia de los funcionarios en lugar distinto del término municipal donde 

prestan sus servicios. 

2.2.6 Conceder el reingreso al servicio activo de la situación de servicios especiales y el reingreso 

al servicio activo de la situación de excedencia para el cuidado de familiares a los funcionarios que 

tengan derecho a la reserva del puesto de trabajo. 

2.2.7 El reconocimiento de servicios previos, al amparo de lo dispuesto en la Ley 70/1978, de 26 

de diciembre. 

2.2.8 Autorizar la permuta de puestos de trabajo 

2.2.9 Conceder la prórroga de plazo de cese por necesidades del servicio y la prórroga de 

incorporación a un nuevo puesto de trabajo. 
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2.2.10 Todos aquellos actos de administración y gestión de personal que no figuren atribuidos a 

otros órganos en el Real Decreto 2169/1984, de 28 de noviembre, sobre atribución de competencias 

en materia de personal. 

2.3 En relación con los funcionarios destinados en los Servicios Centrales del organismo autónomo: 

2.3.1 Dar posesión y cese a los funcionarios en los puestos de trabajo. 

2.3.2 Declarar las jubilaciones forzosas y por incapacidad permanente para el servicio. 

2.3.3 La concesión de permisos y licencias. 

2.3.4 El reconocimiento de trienios. 

2.3.5 La adscripción provisional de puestos de trabajo a funcionarios cesados en puestos de nivel 

30 o inferior en los supuestos previstos en los apartados a) y b) del artículo 63 del Reglamento 

aprobado por el Real Decreto 364/1995. 

2.4 En relación con el personal sujeto a Derecho Laboral el ejercicio de todas aquellas 

competencias de gestión ordinaria que no impliquen relaciones con otros Departamentos 

ministeriales, con excepción de la resolución de las reclamaciones previas a la vía judicial laboral y 

de la extinción de los contratos de trabajo por causa de sanción disciplinaria. 

3. Del Subsecretario del Interior, la autorización de las comisiones de servicio con derecho a 

indemnización del personal de la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil, en relación con el 

ejercicio de las competencias atribuidas al Ministerio del Interior en materia de vigilancia, regulación 

y control del tráfico y de la seguridad vial, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable. 

Dirección General de Protección Civil y Emergencias 

Undécimo 

El Director General de Protección Civil y Emergencias ejercerá, en su ámbito material de 

competencias, por delegación de las autoridades que se expresan las siguientes atribuciones: 

1. Del Ministro Titular del Departamento: 

1.1 Siempre que su cuantía no exceda de 500.000 euros, la aprobación y compromiso de los 

gastos de los servicios dependientes del mismo dentro de sus consignaciones presupuestarias, con 

la correspondiente facultad de contratación, el reconocimiento de las obligaciones que de ellos se 

deriven, así como la propuesta al Ministro de Economía y Hacienda de la ordenación de pagos 

correspondiente. 

1.2 La concesión de ayudas y subvenciones, con cargo a los créditos presupuestarios del ámbito 

de sus competencias, hasta un límite de 600.000 euros, sin perjuicio de lo delegado en otras 

autoridades. 

2. Del Subsecretario del Interior, designar comisiones de servicio a realizar en territorio nacional 

con derecho a indemnización hasta el límite de las consignaciones presupuestarias. 
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Dirección General de Infraestructuras y Material de la Seguridad 

Duodécimo 

 El Director General de Infraestructuras y Material de la Seguridad ejercerá, por delegación de las 

autoridades que se expresan, las siguientes atribuciones: 

1. Del Secretario de Estado de Seguridad, respecto a los gastos del Servicio 02: 

1.1 Siempre que su cuantía no exceda de 450.000 euros, excepto lo delegado en otras 

autoridades: 

1.1.1 Las facultades que la legislación le confiere en materia de contratación administrativa, 

incluidos los negocios jurídicos y las encomiendas de gestión que puedan formalizarse al amparo de 

lo previsto en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y del artículo 4.1.n), en relación 

con el artículo 24.6, de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. 

1.1.2 La aprobación y compromiso de los gastos, el reconocimiento de las obligaciones que de 

ellos se deriven, con excepción de los créditos relativos a los subconceptos 226.01, 226.08 y 226.11, 

así como la propuesta de pago efectuada al Ministerio de Economía y Hacienda. 

1.1.3 La concesión de ayudas y subvenciones. 

1.2 Respecto de los gastos contractuales y no contractuales de cuantía superior a 450.000 euros, 

el ejercicio de todas las atribuciones a las que se refieren los puntos 1.1.1 y 1.1.2 anteriores, con 

excepción de los acuerdos de iniciación del expediente de contratación, adjudicación, prórroga, 

modificación y resolución, así como de resolución del recurso al que se refiere el artículo 37 de la Ley 

30/2007, de 30 de octubre, que se reservará el órgano delegante. 

1.3 La remisión al Tribunal de Cuentas de la documentación relativa a los contratos celebrados 

con cargo a los créditos del Servicio 02, de acuerdo con lo previsto en el artículo 29 de la Ley 30/2007, 

de 30 de octubre. 

2. Del Subsecretario del Interior designar las comisiones de servicio con derecho a indemnización 

a realizar en territorio nacional, respecto del personal adscrito a la Secretaría de Estado de 

Seguridad, salvo las facultades delegadas en otros órganos. 

Direcciones Generales del Departamento 

Decimotercero 

Los Directores Generales del Departamento ejercerán respecto del personal laboral de ellos 

dependientes por delegación del Subsecretario del Interior las facultades de incoar expedientes 

disciplinarios y la de imponer sanciones por faltas leves de acuerdo con el Convenio Único vigente. 

Subdirecciones Generales y Órganos Dependientes de la Dirección General de la Policía 

Decimocuarto 

Los Subdirectores Generales y titulares de otros órganos dependientes de la Dirección General de la 

Policía ejercerán por delegación de las autoridades que se expresan, las siguientes atribuciones: 
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1. Del Ministro Titular del Departamento y del Secretario de Estado de Seguridad: 

1.1 El Jefe de la División de Personal respecto de los miembros del Cuerpo Nacional de Policía 

destinados en ese centro directivo las siguientes: 

1.1.1 Acordar los cambios de situaciones administrativas 

1.1.2 Conceder el reingreso al servicio activo a los funcionarios en situación de servicios especiales 

y de excedencia. 

1.1.3 Conceder la jubilación voluntaria. 

1.1.4 Declarar la jubilación por incapacidad permanente para el servicio y la jubilación forzosa. 

1.1.5 Reconocer la adquisición y cambio de grados personales. 

1.1.6 Reconocer los trienios y los servicios previos. 

1.1.7 Dar posesión y cese a los funcionarios. 

1.1.8 Autorizar la residencia de los funcionarios en localidad distinta al término municipal donde 

presten sus servicios. 

1.2 El Jefe de la División de Coordinación Económica y Técnica, respecto a los gastos del servicio 

03, capítulos 2 a 7: 

1.2.1 Sin limitación de cuantía: 

1.2.1.1 La aprobación, el compromiso de gasto y el reconocimiento de la obligación y la 

propuesta de pago. 

1.2.1.2 Las facultades que la legislación sobre contratación administrativa atribuye al órgano de 

contratación, excepto el acuerdo de iniciación del expediente, adjudicación, prórroga, 

modificación y resolución del contrato, así como los reajustes de anualidades. 

1.2.2 Siempre que su cuantía no exceda de 120.000 euros. 

1.2.2.1 Las facultades que la legislación sobre contratación administrativa atribuye al órgano de 

contratación en relación con el acuerdo de inicio del expediente, adjudicación, prórroga, 

modificación y resolución del contrato, así como los reajustes de anualidades. 

1.3 Los Jefes Superiores de Policía, los Directores de los Centros de Formación y 

Perfeccionamiento, los Comisarios provinciales, el Jefe de la Comisaría Especial del Servicio de 

Seguridad de la Casa de Su Majestad El Rey, el Jefe del Grupo Especial de Operaciones y los Jefes 

de las Unidades de Intervención Policial; respecto a los gastos del servicio 03, capítulos 2 a 7: 

1.3.1 Sin limitación de cuantía respecto a los gastos que corresponda gestionar a sus Unidades, la 

aprobación, el compromiso de gasto y el reconocimiento de la obligación y la propuesta de pago 

cuando se utilice el procedimiento de anticipo de Caja Fija. 

1.3.2 Hasta un límite de 60.000 euros: 

1.3.2.1 La aprobación, el compromiso de gasto y el reconocimiento de la obligación y la 

propuesta de pago. 
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1.3.2.2 Las facultades que la legislación sobre contratación administrativa atribuye al órgano de 

contratación. 

2. Del Subsecretario del Interior: 

2.1 La facultad de designar comisiones de servicio en territorio nacional con derecho a 

indemnización, respecto del personal funcionario y laboral adscrito, de acuerdo con las siguientes 

normas: 

2.1.1 Los Comisarios Provinciales de Policía las comisiones de servicio que no excedan de cinco 

días consecutivos. 

2.1.2 Los Jefes Superiores de Policía: 

2.1.2.1 Respecto de los Comisarios provinciales y del personal destinado en la provincia sede de 

la Jefatura Superior las comisiones de servicio que no excedan de diez días de duración. 

2.1.2.2 Respecto del personal destinado en las restantes provincias comprendidas en su ámbito 

de competencias las comisiones de servicio cuya duración exceda de cinco días y no supere diez 

días. 

2.1.3 Los Comisarios Generales y los Jefes de División respecto del personal dependiente orgánica 

y funcionalmente las comisiones de servicio sin límite temporal. 

2.1.4 El Subdirector General de Operativo respecto de los Jefes Superiores de Policía. 

2.1.5 Los Subdirectores Generales respecto del personal adscrito a órganos inferiores cuando los 

Titulares de éstos no sean competentes y respecto del personal directamente dependiente las 

comisiones de servicio sin límite temporal. 

2.1.6 El Jefe de la Comisaría Especial de la Casa de Su Majestad el Rey, respecto del personal con 

dependencia directa, las comisiones de servicio sin límite temporal, tanto en territorio nacional como 

en el extranjero 

2.2 El Jefe de la División de Personal respecto del personal funcionario destinado en el centro 

directivo, no perteneciente al Cuerpo Nacional de Policía, las siguientes atribuciones: 

2.2.1 Reconocer la adquisición y cambio de grados personales. 

2.2.2 Autorizar la asistencia a cursos de selección, formación y perfeccionamiento. 

2.2.3 Autorizar la residencia de los funcionarios en lugar distinto del término municipal donde 

presten sus servicios. 

2.2.4 En relación con los funcionarios no pertenecientes al Cuerpo Nacional de Policía destinados 

en los servicios centrales de dicho Centro Directivo: 

2.2.4.1 Declarar la jubilación forzosa por incapacidad permanente para el servicio. 

2.2.4.2 Conceder la situación de excedencia para el cuidado de familiares y las excedencias 

voluntarias. 

2.2.4.3 Dar posesión y cese en los puestos de trabajo. 
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2.2.4.4 Conceder permisos y licencias. 

2.2.4.5 El reconocimiento de trienios. 

2.2.5 En relación con el personal sujeto a Derecho Laboral, el ejercicio de todas aquellas 

competencias de gestión ordinaria que no impliquen relaciones con otros Departamentos 

Ministeriales, con excepción de la resolución de las reclamaciones previas a la vía judicial laboral. 

3. Del Director General de la Policía: 

3.1 El Jefe de la División de Personal ejercerá por delegación del Director General de la Policía, 

respecto del personal del Cuerpo Nacional de Policía destinado en el Centro Directivo, las siguientes 

facultades: 

3.1.1 La resolución de los expedientes instruidos por las solicitudes que formulen los miembros del 

Cuerpo Nacional de Policía por daños sufridos en actos de servicio. 

3.1.2 La resolución de los expedientes instruidos para la determinación de lesiones producidas en 

acto de servicio o como consecuencia del mismo. 

3.1.3 La cancelación de anotaciones en el expediente personal de los funcionarios como 

consecuencia de la imposición de sanciones por la comisión de faltas graves y leves. 

3.1.4 La resolución de expedientes sobre las reclamaciones económico-administrativas en 

materia de puestos de trabajo. 

3.1.5 Los ceses en puestos de trabajo del personal de las Unidades de Intervención Policial, como 

consecuencia de la finalización de los períodos de desempeño de estos puestos o la no superación 

de las pruebas de revalidación para la prórroga en los mismos. 

3.1.6 La resolución de los siguientes asuntos relacionados con la situación de segunda actividad 

de los miembros del Cuerpo Nacional de Policía mencionados en el artículo 8 de la Ley 26/1994, 

reguladora de dicha situación: 

3.1.6.1 Pase a la situación por razón de la edad 

3.1.6.2 Pase a la situación a petición propia 

3.1.6.3 Pase a la situación por insuficiencia de aptitudes 

3.1.6.4 Cambio de situación administrativa desde la de segunda actividad y posterior reingreso a 

la misma 

3.1.6.5 Procedimientos de revisión instruidos para determinar la procedencia del reingreso al 

servicio activo desde la situación de segunda actividad por insuficiencia de aptitudes. 

3.1.7 Las facultades que el Reglamento de Armas le atribuye en relación con las armas y su 

documentación, tanto de los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía como de personas ajenas 

a dicho Cuerpo destinadas en la Dirección General de la Policía, excepto la revocación de las 

licencias de armas o autorizaciones especiales, previamente concedidas; también ejercerá la 

facultad de acordar la retirada cautelar de las armas por motivos psíquicos al personal mencionado 

anteriormente. 
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3.2 El Comisario General de Seguridad Ciudadana ejercerá la facultad para acordar la 

expedición de la tarjeta de identidad profesional de los Directores de seguridad, Jefes de seguridad, 

Vigilantes de seguridad, Vigilantes de explosivos y sustancias peligrosas, Escoltas privados y 

Detectives privados así como la autorización a las empresas de seguridad para sustituir la defensa 

reglamentaria de sus Vigilantes de seguridad por otro tipo de arma defensiva. 

Decimoquinto 

Los Jefes de Brigadas o Unidades Centrales, por delegación del Comisario General de Extranjería y 

Documentación, los Titulares de las Comisarías de Distrito y los Jefes de las Brigadas Provinciales, por 

delegación de los Jefes Superiores de Policía y Comisarios Provinciales, ejercerán en sus respectivos 

ámbitos territoriales la competencia sobre incoación de expedientes sancionadores en materia de 

extranjería, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley Orgánica 4/2000, en relación con 

el artículo 112 y siguientes de su Reglamento aprobado por Real Decreto 2393/2004. 

Subdirecciones Generales y Órganos Dependientes de la Dirección General de la Guardia Civil 

Decimosexto 

Los Subdirectores Generales, los Jefes de Zona, el de la Jefatura de Enseñanza, el de la Jefatura de 

Asuntos Económicos, y los demás Jefes que se mencionan a continuación, dependientes de la 

Dirección General de la Guardia Civil, ejercerán por delegación de las autoridades que se expresan 

las siguientes atribuciones: 

1. Por delegación del Ministro Titular del Departamento y del Secretario de Estado de Seguridad, 

salvo las facultades delegadas en otros órganos: 

1.1 El Jefe de Asuntos Económicos respecto a los gastos del servicio 04, capítulos 2 a 9: 

1.1.1 Sin limitación de cuantía: 

1.1.1.1 La aprobación, el compromiso de gasto y el reconocimiento de la obligación y la 

propuesta de pago. 

1.1.1.2 Las facultades que la legislación sobre contratación administrativa atribuye al órgano de 

contratación, excepto el acuerdo de iniciación del expediente, adjudicación, prórroga, 

modificación y resolución del contrato, así como los reajustes de anualidades. 

1.1.2 Siempre que su cuantía no exceda de 120.000 euros: 

1.1.2.1 Las facultades que la legislación sobre contratación administrativa atribuye al órgano de 

contratación en relación con el acuerdo de inicio del expediente, adjudicación, prórroga, 

modificación y resolución del contrato, así como los reajustes de anualidades. 

1.2 El Jefe de Gestión Económica, respecto a los gastos del servicio 04, sin limitación de cuantía, 

la aprobación, el compromiso de gasto y el reconocimiento de la obligación y la propuesta de 

pago, cuando se utilice el procedimiento de anticipo de caja fija. 

1.3 El Jefe del Servicio de Contratación: autorizar la devolución de fianzas provisionales, definitivas 

y demás garantías. 
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1.4 En los Jefes de Zona, de la Jefatura de Enseñanza, de Centros de Enseñanza, de 

Comandancia y de la Unidad del Servicio de Seguridad de la Casa de S. M. El Rey respecto a los 

gastos del servicio 04, capítulos 2 a 9: 

1.4.1 Sin limitación de cuantía, respecto a los gastos que corresponda gestionar a sus Unidades, 

la aprobación, el compromiso de gasto y el reconocimiento de la obligación y la propuesta de pago 

cuando se utilice el procedimiento de anticipo de caja fija. 

1.4.2 Hasta un límite de 60.000 euros: 

1.4.2.1 La aprobación, el compromiso de gasto y el reconocimiento de la obligación y la 

propuesta de pago. 

1.4.2.2 Las facultades que la legislación sobre contratación administrativa atribuye al órgano de 

contratación. 

1.5 Al Subdirector General de Personal, la facultad de reconocer los trienios y los servicios previos 

del personal del Cuerpo de la Guardia Civil. 

2. Por delegación del Subsecretario del Interior los Titulares de los órganos de la Dirección General 

de la Guardia Civil que a continuación se mencionan la facultad de designar comisiones de servicio 

con derecho a indemnización, respecto del personal funcionario y laboral adscrito a su ámbito de 

competencias, hasta el límite de los créditos que tengan asignados de acuerdo con las siguientes 

normas: 

2.1 Los Jefes de Comandancia, el Jefe de la Unidad de Protección y Seguridad, los Jefes de los 

Grupos Rurales de Seguridad y el Jefe de la Unidad Especial de Intervención, las comisiones de 

servicio en territorio nacional que no excedan de cinco días consecutivos. 

2.2 Los Directores de Centros docentes, el Jefe de la Unidad, de Acción Rural, el Jefe de la 

Agrupación Rural de Seguridad y los Coroneles, Jefes de Servicio, dependientes de las Unidades 

Especiales y de Reserva, respecto del personal directamente dependiente, las comisiones de servicio 

en territorio nacional que no excedan de diez días consecutivos. 

2.3 El Jefe del Servicio de Material Móvil respecto del personal con dependencia orgánica, las 

comisiones de servicio en territorio nacional que no excedan de diez días consecutivos. 

2.4 El Jefe de la Unidad de la Guardia Civil del Servicio de Seguridad de la Casa de Su Majestad 

el Rey, respecto del personal con dependencia directa, las comisiones de servicio sin límite temporal, 

tanto en territorio nacional como en el extranjero. 

2.5 Los Jefes de Zona, los Generales Jefes de Unidad o Jefatura, de la Agrupación de Tráfico y de 

la Secretaría de Cooperación Internacional, respecto del personal dependiente orgánica y 

funcionalmente de los mismos, las comisiones de servicio en territorio nacional, sin límite temporal. 

2.6 Los Subdirectores Generales, respecto del personal directamente dependiente, las comisiones 

de servicio en territorio nacional, sin límite temporal. 

En el ámbito de la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil se estará a lo dispuesto en la Orden 

de 10 de mayo de 1980, sobre relaciones de dicha Agrupación con la Dirección General de Tráfico, 

modificada por las Órdenes de 29 de diciembre de 1994 y de 5 de abril de 2001, y demás normativa 

aplicable. 

3. Por delegación del Director General de la Guardia Civil: 
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3.1 El Subdirector General de Operaciones las atribuciones que se confieren en los Reglamentos 

de Armas y de Explosivos con las excepciones contempladas en los puntos 3.3, 3.4, 3.5 y 3.6 de este 

apartado. 

3.2 El Subdirector General de Personal: 

3.2.1 Las resoluciones de anuncios de vacantes. 

3.2.2 La asignación de destinos de concurso de méritos y de provisión por antigüedad. 

3.3 Los Jefes de Zona, las atribuciones que se confieren en los artículos 96.8, 97.5, 100.3,107, 115, 

117.4, 139 y 159.2 del Reglamento de Armas, 300.1d) del Reglamento de Explosivos y en la Orden de 

31 de mayo de 1984, modificada por Orden de 29 de junio de 1990, sobre: expedición de licencias 

«D»; autorizaciones de tarjetas militares para que surtan efectos las licencias «A»; concesión de 

autorizaciones para la adquisición de fusiles de inyección anestésica; expedición de autorizaciones 

de coleccionista, al personal de sus respectivas Unidades y al personal de la Agrupación de Tráfico 

con destino en su demarcación no perteneciente al Órgano Central; expedición de guías de 

pertenencia de armas al personal de sus respectivas Unidades, así como al personal de las policías 

de las Comunidades Autónomas y a los miembros del Servicio de Vigilancia Aduanera; revocación 

de las autorizaciones por pérdida de los requisitos exigibles; adquisición de cartuchería metálica 

para la dotación y los ejercicios de tiro de los miembros de las policías de las Comunidades 

Autónomas y de las Entidades Locales, así como al personal de seguridad privada; incoación y 

propuesta de resolución para la imposición de sanciones por infracciones graves y leves en materia 

de fabricación, reparación, almacenamiento, distribución, circulación y comercio de armas, 

explosivos, cartuchería y artificios pirotécnicos. Dichas competencias serán ejercidas por el Jefe de 

la Zona de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con las Comandancias de Ceuta y 

Melilla. 

3.4 Los Jefes de: Agrupación de Tráfico, de Unidades Especiales y de Reserva y Jefatura de 

Enseñanza, las atribuciones que se confieren en los artículos 97.5, 1.7, 115 y 139 del Reglamento de 

Armas, sobre expedición de autorizaciones de coleccionista y guías de pertenencia de armas al 

personal de sus respectivas Unidades y revocación de las autorizaciones por pérdida de los requisitos 

exigibles. 

3.5 Al Jefe de la Intervención Central de Armas y Explosivos las atribuciones que se confieren en 

el artículo 115 del Reglamento de Armas, sobre expedición de guías de pertenencia de armas al 

personal destinado en el órgano central de la Dirección General de la Guardia Civil, salvo a los 

Oficiales Generales. 

3.6 Los Jefes de Comandancia: 

3.6.1 Las atribuciones que se confieren en los artículos 97.5, 109.3, 112, 113, 115 y 121 del citado 

Reglamento de Armas, sobre autorizaciones especiales de uso de armas para menores; 

autorizaciones para la tenencia de armas de fuego a los ciudadanos residentes de la Unión Europea 

durante sus viajes por España; expedición de la Tarjeta Europea de Armas de Fuego; expedición de 

guías de pertenencia de armas al personal de las policías de las Corporaciones Locales; licencia de 

armas tipo «C»; y revocación de las autorizaciones por pérdida de los requisitos exigibles. 

3.6.2 Las atribuciones del artículo 60 del Reglamento de Seguridad Privada, aprobado por Real 

Decreto 2364/1994, de 9 de diciembre, para la expedición de las tarjetas de identidad profesional a 

los Guardas Particulares del Campo, en sus distintas modalidades. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 119 

3.6.3 Conceder o denegar, respecto del personal de ellos dependiente orgánica y 

funcionalmente, de baja para el servicio, las autorizaciones para trasladar, temporalmente y por 

razones médicas, la residencia a un lugar distinto de aquél donde radique el destino del interesado. 

3.7 Los Jefes de Zona en su ámbito territorial, la Jefatura de Enseñanza, respecto de los centros 

docentes y el Subdirector General de Personal, respecto de los servicios centrales, en materia de 

responsabilidad administrativa y resarcimiento, las siguientes facultades: 

3.7.1 El nombramiento de Instructor y la resolución de los expedientes incoados por 

responsabilidad administrativa. 

3.7.2 El nombramiento de Instructor y la resolución de los expedientes de resarcimiento, siempre 

que la cuantía de la indemnización solicitada no exceda de cinco veces el sueldo mensual del 

empleo de Guardia Civil. 

3.8 Los Jefes de Zona y los Generales Jefe de Unidad o Jefatura: 

3.8.1 Respecto del personal de ellos dependiente orgánica y funcionalmente, conceder o 

denegar las autorizaciones para residir fuera del lugar donde radique la Unidad, Centro u Órgano 

de destino. 

3.8.2 Respecto del personal directamente dependiente, de baja para el servicio, las 

autorizaciones para trasladar, temporalmente y por razones médicas, la residencia a un lugar distinto 

de aquél donde radique el destino del interesado. 

3.9 Los Jefes de la Agrupación Rural de Seguridad, de la Unidad de Acción Rural y de la Unidad 

de Protección y Seguridad, respecto del personal directamente dependiente, de baja para el 

servicio, las autorizaciones para trasladar, temporalmente y por razones médicas, la residencia a un 

lugar distinto de aquél donde radique el destino del interesado. 

Subdirección General de Recursos Humanos de Instituciones Penitenciarias 

Decimoséptimo 

 El Subdirector General de Recursos Humanos de Instituciones Penitenciarias ejercerá, en su ámbito 

material de competencias, por delegación de las autoridades que se expresan las siguientes 

atribuciones: 

1. Del Secretario de Estado de Seguridad, en relación con el personal destinado en la Secretaría 

General de Instituciones Penitenciarias, salvo lo delegado en los Directores o Gerentes de los Centros 

Penitenciarios, la aprobación y compromiso de gastos correspondientes al capítulo I «Gastos de 

personal», el reconocimiento de la obligación y la propuesta de pago dirigida al Ministerio de 

Economía y Hacienda, con excepción de los gastos que se tramiten al amparo de lo dispuesto en 

la Ley 30/2007, de 30 de octubre. 

2. Del Subsecretario de Interior: 

2.1 Respecto al personal funcionario, sin perjuicio de las competencias de los Delegados del 

Gobierno en relación con los funcionarios destinados en los Servicios periféricos: 

2.1.1 Acordar el pase a las situaciones administrativas de servicios especiales y de servicio en otras 

Administraciones Públicas. 
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2.1.2 Conceder el reingreso al servicio activo a los funcionarios en la situación de servicios 

especiales y en la de excedencia por cuidado de familiares y por razón de violencia de género que 

tengan derecho a reserva de puesto de trabajo. 

2.1.3 Autorizar la residencia de funcionarios en localidad distinta al término municipal donde 

presten sus servicios. 

2.1.4 Reconocer la adquisición y cambio de grados personales. 

2.1.5 El reconocimiento de servicios previos al amparo de la Ley 70/1978, de 26 de diciembre. 

2.1.6 Diferir el cese por necesidades del servicio y conceder la prórroga de incorporación a un 

nuevo puesto de trabajo. 

2.1.7 La acción social general. 

2.1.8 Acordar las comisiones de servicio reguladas en el artículo 64 del Reglamento aprobado por 

Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, relativas a puestos de trabajo a cubrir mediante concurso. 

Asimismo, la atribución temporal de funciones en los términos y condiciones regulados en el artículo 

66 del mencionado Reglamento, con excepción de las relativas a puestos de trabajo de libre 

designación. 

2.1.9 Autorizar la permanencia en el servicio activo hasta un máximo de setenta años. 

2.1.10 Todos aquellos actos de administración y gestión ordinaria no atribuidos por esta Orden a 

otros órganos de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

2.2 Respecto al personal funcionario destinado en los servicios centrales de la Secretaría General 

de Instituciones Penitenciarias: 

2.2.1 Dar posesión y cese a los funcionarios. 

2.2.2 Conceder las excedencias voluntarias, excepto en la modalidad de incentivada, y la 

excedencia para el cuidado de familiares. 

2.2.3 Conceder los permisos, licencias y vacaciones. 

2.2.4 El reconocimiento de trienios. 

2.2.5 Declarar la jubilación forzosa por edad o por incapacidad permanente para el servicio. 

2.2.6 La propuesta e informe sobre autorización de compatibilidades. 

2.3 Respecto al personal perteneciente a los Cuerpos de Instituciones Penitenciarias: 

2.3.1 Conceder el reingreso al servicio activo con carácter provisional en los términos y 

condiciones previstos en el artículo 62 del Reglamento aprobado por el Real Decreto 364/1995, de 

10 de marzo. 

2.3.2 Conceder la jubilación voluntaria. 

2.3.3 La jubilación cualquiera que sea su carácter, de funcionarios en situación distinta a la de 

servicio activo, excluido el personal en situación de servicio en otras Administraciones Públicas. 
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2.4 Respecto al personal laboral destinado en la Secretaria General de Instituciones 

Penitenciarias: 

2.4.1 La formalización de contratos de trabajo para personal fijo y temporal y, en su caso, de las 

cláusulas adicionales de los mismos. 

2.4.2 La resolución y suspensión de los contratos, excepto en los supuestos que se delegan en los 

Directores o Gerentes de los centros penitenciarios y la modificación de las condiciones laborales. 

2.4.3 El reconocimiento de trienios y de servicios previos. 

2.4.4 Dar posesión y cese al personal laboral. 

2.4.5 La concesión de licencias recogidas en el Convenio Único. 

2.4.6 La acción social general. 

2.4.7 Todas las excedencias del personal laboral tanto de servicios centrales como de periféricos. 

2.4.8 Todos aquellos actos de administración y gestión ordinaria no atribuidos expresamente por 

esta Orden a otros órganos de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, con excepción 

de los relacionados con el ejercicio de la potestad disciplinaria. 

2.4.9 La resolución de las reclamaciones previas a la vía judicial laboral. 

2.4.10 La propuesta e informe sobre autorización de compatibilidades. 

Subdirección General de Servicios Penitenciarios 

Decimoctavo 

El Subdirector General de Servicios Penitenciarios ejercerá, en su ámbito material de competencias, 

por delegación de las autoridades que se expresan las siguientes facultades: 

1. Del Ministro titular del Departamento. 

1.1. La aceptación de las donaciones de bienes muebles, en su ámbito de competencias, según 

lo estipulado en el artículo 21.1 de la Ley 33/2003. 

1.2. La enajenación de los bienes muebles afectados o adscritos o los que hubiera venido 

utilizando la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

2. Del Secretario de Estado de Seguridad: 

2.1 Autorizar la retirada de las garantías provisionales y definitivas de los contratos que se celebren 

en el ámbito de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias con independencia de su 

cuantía. 

2.2 Siempre que su cuantía no exceda de 300.000 euros, salvo lo delegado en otras autoridades, 

y su financiación sea con cargo a los créditos presupuestarios del centro directivo: 

2.2.1 Las facultades que la legislación le confiere como órgano de contratación, incluidos los 

negocios jurídicos y las encomiendas de gestión que puedan formalizarse con el Organismo 
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Autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo, al amparo de lo previsto en el artículo 

15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre y en el artículo 4.1.n), en relación con el artículo 24.6 de la 

Ley 30/2007 de 30 de octubre. 

2.2.2. La aprobación y el compromiso de los gastos de los servicios dependientes de la Secretaría 

General, así como el reconocimiento de las obligaciones que de ellos se deriven y la propuesta de 

pago al Ministro de Economía y Hacienda. 

2.2.3 Se exceptúan de esta delegación las operaciones de cuantía igual o inferior a 120.000 euros 

cuya competencia esté atribuida a los Directores o Gerentes de los Centros Penitenciarios, salvo las 

facultades que la legislación le confiere como órgano de contratación y la aprobación y 

compromiso del gasto cuando afecte a varios centros. 

2.2.4 La concesión de ayudas y subvenciones. 

2.3 Respecto de los gastos contractuales y no contractuales de cuantía superior a 300.000 euros 

e inferior a 600.000 euros, el ejercicio de todas las atribuciones a las que se refieren los puntos 2.2.1 y 

2.2.2 anteriores, con excepción de los acuerdos de inicio del expediente de contratación, 

adjudicación, prórroga, modificación y resolución, así como de resolución del recurso al que se 

refiere el artículo 37 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, que se delegan en el Titular de la Dirección 

General de Gestión de Recursos. 

3. Del Subsecretario del Interior, salvo lo delegado en otras autoridades, la facultad de designar 

comisiones de servicio con derecho a indemnización en territorio nacional respecto del personal 

funcionario y laboral que preste sus servicios en la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

Subdirección General de Personal, Costes y Planificación de Recursos Humanos e Inspección 

Decimonoveno 

El Subdirector General de Personal, Costes y Planificación de Recursos Humanos e Inspección 

ejercerá por delegación de las autoridades que se expresan las siguientes atribuciones: 

1. Del Ministro titular del Departamento: 

1.1 La convocatoria de pruebas selectivas y la provisión de puestos de trabajo vacantes en 

relación con el personal sujeto a Derecho laboral, con excepción del personal destinado en la 

Secretaría General de Instituciones Penitenciarias 

1.2 En relación con los funcionarios destinados en el Departamento y sin perjuicio de lo delegado 

en otras autoridades, la convocatoria y resolución de concursos para la provisión de puestos de 

trabajo. 

2. Del Subsecretario del Interior las siguientes atribuciones, salvo lo delegado en otros órganos. 

2.1 En relación con los funcionarios destinados en el Departamento, con excepción de los 

pertenecientes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado destinados en la Dirección General 

de la Policía y de la Guardia Civil y del personal destinado en la Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias: 

2.1.1 Reconocer la adquisición y cambio de grados personales. 

2.1.2 La declaración de servicio en otras Administraciones Públicas. 
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2.1.3 Autorizar la permuta de puestos de trabajo. 

2.1.4 Conceder la excedencia para el cuidado de familiares y la excedencia por violencia de 

género. 

2.1.5 Conceder la prórroga del plazo de cese por necesidades del servicio y la prórroga de 

incorporación a un nuevo puesto de trabajo. 

2.1.6 La acción social general conforme a lo previsto en la normativa vigente. 

2.1.7 Reconocer los servicios previos al amparo de lo dispuesto en la Ley 70/1978, de 26 de 

diciembre. 

2.1.8 La convocatoria de cursos de formación y perfeccionamiento, así como la autorización para 

asistir a los mismos. 

2.1.9 Conceder el reingreso al servicio activo procedente de la situación de servicios especiales. 

2.1.10 Conceder el reingreso al servicio activo procedente de las situaciones de excedencia para 

el cuidado de familiares a los funcionarios que tengan derecho a la reserva del puesto de trabajo y 

de excedencia por razón de violencia de género. 

2.1.11 Todos aquellos actos de administración y gestión ordinaria de personal que no figuren 

atribuidos a otros órganos en el Real Decreto 2169/1984, de 28 de noviembre, o en la presente Orden. 

2.2 En relación con los funcionarios destinados en los Servicios Centrales del Ministerio, con 

excepción de los pertenecientes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado destinados en la 

Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil, de los funcionarios destinados en la Secretaría 

General de Instituciones Penitenciarias y de las que se deleguen en otras autoridades: 

2.2.1 Declarar las jubilaciones forzosas y por incapacidad permanente para el servicio. 

2.2.2 Conceder las excedencias voluntarias. 

2.2.3 Dar posesión y cese en los puestos de trabajo. 

2.2.4 La concesión de permisos y licencias. 

2.2.5 El reconocimiento de trienios. 

2.2.6 Resolver las solicitudes de prolongación de la permanencia en el servicio activo de los 

funcionarios hasta los setenta años. 

2.3 Las funciones de gestión del personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que, 

destinado en el Departamento, no preste sus servicios en la Dirección General de la Policía y de la 

Guardia Civil, sin perjuicio de las disposiciones específicas en la materia relativas a dicho personal. 

2.4 En relación con el personal laboral que preste sus servicios en el Departamento con excepción 

del destinado a la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias: 

2.4.1 La formalización de contratos de trabajo para personal fijo y temporal y, en su caso, de las 

cláusulas adicionales de los mismos. 
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2.4.2 La resolución y suspensión de los contratos, con excepción de la suspensión provisional de 

empleo durante la tramitación de un expediente disciplinario y de la suspensión disciplinaria por 

sanción, y la modificación de las condiciones laborales. 

2.4.3 La resolución de las reclamaciones previas a la vía judicial laboral, con excepción de las 

presentadas contra las resoluciones de imposición de sanciones disciplinarias. 

2.4.4 La convocatoria de cursos de formación y perfeccionamiento así como la autorización para 

asistir a los mismos. 

2.4.5 La concesión de permisos y licencias. 

2.4.6 El reconocimiento de trienios y de servicios previos. 

2.4.7 Dar posesión y cese al personal laboral. 

2.4.8 La acción social general. 

2.4.9 La concesión de excedencias. 

2.4.10. Todos aquellos actos de administración y gestión ordinaria no atribuidos expresamente por 

esta Orden a otros órganos con excepción de los relacionados con el ejercicio de la potestad 

disciplinaria. 

2.5 La propuesta o informe sobre autorización o reconocimiento de compatibilidades, así como 

la autorización o denegación del ejercicio por los miembros de la Guardia Civil de actividades 

profesionales, laborales, mercantiles o industriales de carácter privado.» 

2.6. La atribución temporal de funciones, la adscripción provisional de puestos de trabajo y las 

comisiones de servicio, en los términos y condiciones previstos en el Reglamento aprobado por 

el Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo. 

2.7 La movilidad por razones de salud o rehabilitación y por razón de violencia de género. 

3. Del Secretario de Estado de Seguridad, en relación con los funcionarios destinados en la 

Secretaría de Estado de Seguridad y sin perjuicio de lo delegado en otras autoridades, la 

convocatoria y resolución de concursos para la provisión de puestos de trabajo, excepto en lo 

referente a los puestos de trabajo de los catálogos de las unidades adscritas a dicha Secretaría de 

Estado, incluida la Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado. 

Subdirección General de Gestión Económica y Patrimonial 

Vigésimo 

El Subdirector General de Gestión Económica y Patrimonial ejercerá por delegación de las 

autoridades que se expresan las siguientes atribuciones: 

1. Del Ministro Titular del Departamento: 

1.1 La gestión de la nómina, la aprobación, el compromiso de los gastos y el reconocimiento de 

las obligaciones correspondientes al capítulo I «Gastos de personal» del Servicio Presupuestario 01, 

excepto los correspondientes al concepto 162 del programa 134M, así como la facultad de interesar 

del Ministerio de Economía y Hacienda la ordenación de los pagos correspondientes. 
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1.2 Siempre que la cuantía no exceda de 300.500 euros y salvo lo delegado en otras autoridades, 

la aprobación, el compromiso de los gastos y el reconocimiento de las obligaciones del Servicio 01, 

programas 131 M, 131 P, 467G y 000 X, con excepción de los créditos relativos a los subconceptos 

226.01, 226.08 y 226.11, dentro de las consignaciones presupuestarias, con la correspondiente 

facultad de contratación, así como la de interesar del Ministerio de Economía y Hacienda la 

ordenación de pagos correspondiente. 

1.3 Respecto de los contratos de cuantía superior a 300.500 euros y que no excedan de 1.800.000 

euros, el ejercicio de todas las atribuciones a que se refiere el punto 1.2 anterior, con excepción de 

los acuerdos de iniciación del expediente de contratación, adjudicación, modificación, prórroga y 

resolución del contrato, así como de resolución del recurso al que se refiere el artículo 37 de la Ley 

30/2007, de 30 de octubre, que corresponderán al Subsecretario del Interior hasta el límite de las 

atribuciones que tiene delegadas. 

1.4 La competencia para acordar la cancelación y/o devolución de las garantías, con 

independencia de su cuantía, constituidas respecto de los contratos celebrados en ejecución de 

los programas presupuestarios señalados en el punto 1.2. 

1.5 La remisión al Tribunal de Cuentas de la documentación relativa a los contratos celebrados. 

2. Del Secretario de Estado de Seguridad, la gestión de la nómina, aprobación, compromiso de 

los gastos y el reconocimiento de las obligaciones correspondientes al capítulo I «Gastos de 

personal» del servicios presupuestarios 02, excepto el concepto 162, así como la facultad de interesar 

del Ministerio de Economía y Hacienda la ordenación de los pagos correspondientes. 

3. Del Subsecretario del Interior, las facultades que le otorga el Real Decreto 462/2002, de 24 de 

mayo, incluyendo las referidas a las comisiones de servicio a realizar fuera del territorio nacional, con 

excepción de la designación de las comisiones de servicio de los Altos Cargos del Departamento y 

la designación de las comisiones de servicio en los supuestos del artículo 8.2 de dicho Real Decreto. 

Subdirección General de Planificación y Gestión de Infraestructuras y Medios para la Seguridad 

Vigésimo primero 

 El Subdirector General de Planificación y Gestión de Infraestructuras y Medios para la Seguridad 

ejercerá por delegación del Secretario de Estado de Seguridad, respecto de los gastos del Servicio 

02, excepto lo delegado en otras autoridades, las siguientes atribuciones: 

1. Autorizar la retirada de las garantías provisionales y definitivas de los contratos que se celebren 

en su ámbito competencial con independencia de su cuantía. 

2. Siempre que su cuantía no exceda de 120.000 euros, excepto lo delegado en otras 

autoridades: 

2.1 Las facultades que la legislación le confiere como órgano de contratación. 

2.2 La aprobación y compromiso de los gastos, el reconocimiento de las obligaciones que de 

ellos se deriven, con excepción de los créditos relativos a los subconceptos 226.01, 226.08 y 226.11, 

así como la propuesta de pago efectuada al Ministerio de Economía y Hacienda. 

2.3 La concesión de ayudas y subvenciones. 
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3. Respecto de los gastos contractuales y no contractuales de cuantía superior a 120.000 euros e 

inferior a 450.000 euros, el ejercicio de todas las atribuciones a las que se refieren los puntos 2.1 y 2.2 

anteriores, con excepción de los acuerdos de iniciación del expediente de contratación, 

adjudicación, prórroga, modificación y resolución, así como de resolución del recurso al que se 

refiere el artículo 37 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, que se delegan en el Titular de la Dirección 

General de Infraestructuras y Material de la Seguridad. 

Centros Penitenciarios 

Vigésimo segundo 

Los Directores o Gerentes de los Centros Penitenciarios, en el ámbito del centro del que sean titulares, 

ejercerán por delegación de las autoridades que se expresan las siguientes facultades: 

1. Del Secretario de Estado de Seguridad: 

1.1 La aprobación y el compromiso de gastos correspondientes a retribuciones, cuotas sociales, 

acción social y anticipos reintegrables del personal destinado en el centro penitenciario del que 

cada uno sea Titular, así como el reconocimiento de la obligación y la propuesta de pago dirigida 

al Ministerio de Economía y Hacienda. 

1.2 Respecto del Convenio con la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, S.A. y de los contratos 

de transporte de personal a los Centros Penitenciarios, el reconocimiento de la obligación y la 

propuesta de pago, en su ámbito de competencias. 

2. Del Secretario de Estado de Seguridad. 

2.1 Hasta un límite máximo de 120.000 euros: 

2.1.1 La aprobación y el compromiso, así como el reconocimiento de la obligación y la propuesta 

de pago dirigida al Ministro de Economía y Hacienda, de los gastos financiados con el capítulo II y 

el conceptos 482 del presupuesto de gastos de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, 

y del capítulo VI, salvo tecnologías de la información y las comunicaciones y obras de importe 

superior a contrato menor, con la excepción de la aprobación y el compromiso de gasto que se 

deriven de las encomiendas de gestión, los convenios de colaboración y los negocios jurídicos a que 

se refiere el artículo 4.1.n de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. 

2.1.2 La concesión de ayudas y subvenciones en la aplicación 16.05.482 con cargo a los créditos 

de los servicios presupuestarios del ámbito de competencias de la Secretaría General de 

Instituciones Penitenciarias, dentro del ámbito de competencias de su Centro Penitenciario. 

2.1.3 Las facultades que la Ley de Contratos del Sector Público atribuye al Secretario de Estado 

como órgano de contratación, excluidas las encomiendas de gestión, los convenios y los negocios 

jurídicos a que se refiere el artículo 4.1 n. de la citada ley y los contratos referidos a tecnologías de 

la información y comunicaciones y de obras por importe superior a contrato menor. 

2.2 Respecto de las encomiendas de gestión, salvo las de alimentación de internos, o negocios 

jurídicos a que se refiere el artículo 4.1.n de la ley de contratos del sector público, contratos de 

servicios y de suministros, el reconocimiento de la obligación y la propuesta de pago, en el ámbito 

del centro penitenciario del que es titular, con exclusión de los referidos a obras del Capítulo VI cuya 

adjudicación supere el importe de un contrato menor o entre en el ámbito de las tecnologías de la 

información y las comunicaciones. 
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2.3 La autorización de la retirada de garantías provisionales y definitivas de los contratos que 

celebren en el ámbito del centro penitenciario 

2.4 La aprobación y el compromiso de gasto, el reconocimiento de la obligación y la propuesta 

de pago de las estancias de detenidos en depósitos municipales. 

3. Del Subsecretario del Interior, respecto al personal laboral, perteneciente a la Secretaría 

General de Instituciones Penitenciarias y destinado en sus Centros Penitenciarios: 

3.1 La concesión y distribución de vacaciones anuales y días por compensación de festivos. 

3.2 La concesión de los permisos retribuidos por los tiempos y causas establecidas en el Convenio 

único. 

3.3 La suspensión de contratos de trabajo en el supuesto de maternidad, adopción o acogimiento 

de menores de cinco años y de incapacidad laboral temporal. 

4. Del Subsecretario del Interior, la designación de las comisiones de servicio con derecho a 

indemnización en territorio nacional, cuya duración no exceda de cinco días, respecto del personal 

funcionario y laboral que preste sus servicios en el Centro Penitenciario. 

5. Los Gerentes y Directores de los Centros Penitenciarios y Centros de Inserción Social, por 

delegación del titular de la Dirección General de Coordinación Territorial y Medio Abierto, ejercerán 

las siguientes atribuciones respecto a los internos no vinculados a organizaciones terroristas o internos 

cuyos delitos no se hayan cometido en el seno de organizaciones criminales: 

5.1 Acordar la clasificación inicial en segundo grado de tratamiento de los penados con condena 

superior a cinco años, siempre que el acuerdo de la Junta de Tratamiento se haya adoptado por 

unanimidad. 

5.2 Dejar sin efecto la clasificación en grado de los penados en los supuestos legalmente 

establecidos. 

5.3 Resolver las revisiones de grado, interesadas por los internos al amparo del apartado segundo 

del artículo 105 del Reglamento Penitenciario, aprobado por el Real Decreto 190/1996, de 9 de 

febrero, siempre que el acuerdo de la Junta de Tratamiento de continuidad sea en segundo grado, 

se haya adoptado por unanimidad y el penado no haya cumplido la mitad de una condena 

superior a cinco años o tenga dos o más sanciones graves o muy graves sin cancelar. 

5.4 Autorizar la aplicación de las diferentes fases y modalidades de vida dentro del régimen 

abierto a los penados ya clasificados en tercer grado. 

5.5 Aprobar la aplicación de las previsiones del apartado cuarto del artículo 86 del Reglamento 

Penitenciario, aprobado por el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, a los penados ya clasificados 

en tercer grado, siempre que consistan en la instalación de los adecuados dispositivos de control 

telemático. 

5.6 Ordenar el traslado de los penados clasificados en tercer grado al Centro de Inserción Social 

de la misma provincia, previa autorización del Centro Directivo. 

5.7 Ordenar el traslado provisional de los penados desde el Centro de Inserción Social al Centro 

Penitenciario de la misma provincia, en los supuestos de acuerdo de regresión a segundo grado 

adoptado por la Junta de Tratamiento. 
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5.8 Autorizar los permisos ordinarios de salida a los penados clasificados en tercer grado. 

5.9 Autorizar los permisos extraordinarios a los penados clasificados en segundo grado por razón 

de nacimiento de hijo o fallecimiento o enfermedad grave de padres, hijos, hermanos o cónyuge, 

con custodia policial sin traslado de establecimiento o bien sin custodia para internos que disfrutan 

habitualmente de permisos ordinarios de salida, siempre que su duración en este caso no supere las 

veinticuatro horas. 

5.10 Autorizar los permisos extraordinarios de salida a los penados clasificados en tercer grado. 

5.11 Aprobar salidas de fin de semana en horarios diferentes a los reglamentariamente 

establecidos, a los penados en régimen abierto. 

5.12 Aprobar las salidas programadas a los penados clasificados en tercer grado o en segundo 

grado con aplicación del principio de flexibilidad, sin perjuicio en este último supuesto de la 

competencia de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria para su autorización cuando la duración sea 

superior a dos días. 

Centro de Estudios Penitenciarios 

Vigésimo tercero 

El Director del Centro de Estudios Penitenciarios ejercerá, por delegación de las autoridades que se 

expresan a continuación, las siguientes atribuciones: 

1. Del Secretario de Estado, hasta el límite de 120.000 euros, las facultades que la Ley de Contratos 

del Sector Público, atribuye al Secretario de Estado como órgano de contratación para aquellos 

contratos cuya finalidad sea realizar actividades docentes en el Centro de Estudios Penitenciarios, 

desarrolladas en forma de cursos de formación o perfeccionamiento, seminarios, congresos, mesas 

redondas, conferencias, etc., del personal al servicio de la Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias, así como la aprobación, el compromiso de gasto y el reconocimiento de la 

obligación y la propuesta de pago al Ministerio de Economía y Hacienda de los gastos derivados de 

este tipo de contrataciones. 

2. Del Subsecretario del Interior, la convocatoria de cursos de formación y perfeccionamiento, la 

selección de los asistentes a los mismos, así como la autorización de la asistencia a jornadas y cursos, 

del personal adscrito a la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado 

Vigésimo cuarto 

El Director del Organismo Autónomo Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad 

del Estado, ejercerá, por delegación de las autoridades que se expresan a continuación, las 

siguientes atribuciones: 

1. Del Secretario de Estado de Seguridad Presidente del Consejo Rector, en el ámbito de sus 

competencias, la suscripción de Convenios de Colaboración con entidades públicas y privadas, 

con Comunidades Autónomas y con Entidades Locales. 
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Dirección General de Apoyo a Víctimas de Terrorismo 

Vigésimo quinto 

El Director General de Apoyo a Víctimas de Terrorismo ejercerá por delegación de las autoridades 

que se expresan las siguientes atribuciones: 

1. Del Ministro Titular del Departamento. 

1.1 La resolución de las solicitudes de ayudas a víctimas de actos de terrorismo en virtud de lo 

dispuesto en la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden 

Social, y de la Ley 32/1999, de 8 de octubre, de Solidaridad con las Víctimas de Terrorismo, y sus 

normativas de desarrollo. 

1.2 Siempre que su cuantía sea inferior a 300.500 euros, en el ámbito material de sus 

competencias: 

1.2.1 Las facultades de contratación. 

1.2.2 La aprobación, el compromiso, el reconocimiento de las obligaciones correspondientes a 

los gastos del Capítulo 4, del Servicio 01, Programa 131M, así como la propuesta al Ministerio de 

Economía y Hacienda de la ordenación de los pagos correspondientes. 

2. Del Subsecretario del Interior: 

2.1 Respecto del personal de la Dirección General, designar comisiones de servicio a realizar en 

territorio nacional con derecho a indemnización, con excepción de la designación de las comisiones 

de servicio de los Altos Cargos del Departamento y la designación de las comisiones de servicio en 

los supuestos del artículo 8.2 del Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo. 

Dirección General de Personal y Servicios 

Vigésimo sexto 

(Derogado) 

Dirección General de Gestión de Recursos 

Vigésimo séptimo 

El titular de la Dirección General de Recursos por delegación de las autoridades que se expresan, 

ejercerá las facultades siguientes: 

1. Del Ministro titular del Departamento. 

1.1 Las autorizaciones especiales de uso sobre bienes afectados o adscritos, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 90 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las 

Administraciones Públicas. 

1.2 Las concesiones y autorizaciones sobre los bienes y derechos demaniales del Patrimonio del 

Estado que se encuentren afectados o le corresponda su gestión o administración, según lo 

dispuesto en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 
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2. Del Secretario de Estado de Seguridad, en relación con los créditos asignados a los servicios 

presupuestarios del ámbito de la Secretaría General: 

2.1 Siempre que su cuantía no exceda de 600.000 euros, excepto lo delegado en otras 

autoridades: 

2.1.1 Las facultades que la legislación le confiere en materia de contratación administrativa, 

incluidos los negocios jurídicos y las encomiendas de gestión que puedan formalizarse al amparo de 

lo previsto en el artículo 15 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y del artículo 4.1 n), en relación 

con el artículo 24.6, de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. 

2.1.2. La aprobación y compromiso de los gastos propios de los servicios dependientes de la 

Secretaría General, así como el reconocimiento de las obligaciones que de ellos se deriven y la 

propuesta de pago efectuada al Ministro de Economía y Hacienda. 

2.1.3 La concesión de ayudas y subvenciones 

2.2 Respecto de los gastos contractuales y no contractuales de cuantía superior a 600.000 euros 

e inferior a 1.500.000, el ejercicio de todas las atribuciones a las que se refieren los puntos 2.1.1 y 2.1.2 

anteriores, con excepción de los acuerdos de inicio del expediente de contratación, adjudicación, 

prórroga, modificación y resolución, así como de resolución del recurso al que se refiere el artículo 

37 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, que se delegan en el Titular de la Secretaría General de 

Instituciones Penitenciarias. 

3. El Director General de Gestión de Recursos por delegación de las autoridades que se expresan, 

en relación con el personal destinado en la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, salvo 

lo delegado en los Directores de los Centros Penitenciarios, ejercerá en materia de personal las 

facultades siguientes: 

3.1. Del Ministro Titular del Departamento: 

3.1.1 La convocatoria de pruebas selectivas en relación con los Cuerpos de Instituciones 

Penitenciarias. 

3.1.2 Convocar la provisión de puestos de trabajo con funcionarios interinos, así como proceder 

a su selección. 

3.1.3 En relación con el personal laboral, la convocatoria y resolución de concursos y pruebas 

selectivas, tanto en régimen de promoción interna como de acceso libre. 

3.1.4 La fijación y distribución del complemento de productividad y de otros incentivos al 

rendimiento, en el marco de los criterios generales establecidos para el Departamento. 

3.2 Del Secretario de Estado de Seguridad: 

3.2.1 La convocatoria de concursos para la provisión de puestos de trabajo, así como la remoción 

de funcionarios de los puestos de trabajo obtenidos por concurso en los supuestos legalmente 

previstos. 

3.2.2 La concesión del reingreso al servicio activo a quienes lo obtengan a través de la 

participación en convocatorias de provisión de puestos de trabajo mediante concurso. 

3.3 Del Subsecretario del Interior y todo ello sin perjuicio de las competencias de los Delegados 

del Gobierno en relación con los funcionarios destinados en los servicios periféricos: 
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3.3.1 La redistribución de efectivos de los funcionarios que ocupen con carácter definitivo puestos 

no singularizados y la movilidad por cambio de adscripción de puestos de trabajo no singularizados. 

3.3.2 La provisión de puestos de trabajo por procedimiento de reasignación de efectivos. 

3.3.3 Autorizar la permuta de puestos de trabajo. 

3.3.4 La adscripción provisional de puestos de trabajo a funcionarios en los supuestos previstos en 

los apartados a) y b) del artículo 63 del Reglamento General de Ingreso del Personal al Servicio de 

la Administración General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional 

de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado, aprobado por el Real Decreto 

364/1995, de 10 de marzo, en el ámbito de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

3.3.5 La adscripción con carácter definitivo de puestos de trabajo a funcionarias víctimas de 

violencia de género, prevista en el artículo 66 ter. del Reglamento General de Ingreso del Personal 

al Servicio de la Administración General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción 

Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado, aprobado por el Real 

Decreto 364/1995, de 10 de marzo. 

3.3.6 La asignación de puestos de trabajo a los funcionarios de Instituciones Penitenciarias que 

por razón de edad regula el Real Decreto 89/2001, de 2 de febrero. 

3.3.7 El nombramiento de personal interino. 

3.3.8 La fijación del calendario laboral. 

3.3.9 Las relaciones sindicales en el ámbito de las Instituciones Penitenciarias. 

3.3.10 Acordar las comisiones de servicio previstas en el artículo 64 del citado Reglamento 

aprobado por el Real Decreto 364/1995, relativas a los puestos de trabajo de libre designación, así 

como las comisiones de servicio establecidas en los artículos 65 y 69 del citado Reglamento. 

Subdirección General de Tratamiento y Gestión Penitenciaria 

Vigésimo octavo 

El titular de la Subdirección General de Tratamiento y Gestión Penitenciaria, por delegación del titular 

de la Dirección General de Coordinación Territorial y Medio Abierto, ejercerá las siguientes 

atribuciones respecto a los internos no vinculados a organizaciones terroristas o internos cuyos delitos 

no se hayan cometido en el seno de organizaciones criminales: 

1. Acordar la clasificación de los penados en grados de tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto 

para los Gerentes y Directores de Centros Penitenciarios y Centros de Inserción Social en el apartado 

vigésimo segundo de la presente Orden. 

2. Acordar la aplicación de las previsiones contenidas en el artículo 10 de la Ley Orgánica 1/1979, 

de 26 de septiembre, General Penitenciaria, a los internos preventivos. 

3. Autorizar las modalidades de vida a los preventivos y penados que se encuentren en régimen 

cerrado. 

4. Aprobar la aplicación a los penados de las previsiones del apartado cuarto del artículo 86 del 

Reglamento Penitenciario, aprobado por el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, salvo lo 
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dispuesto en el apartado vigésimo segundo de la presente Orden para los Gerentes y Directores de 

Centros Penitenciarios y Centros de Inserción Social. en cuanto a los penados ya clasificados en 

tercer grado. 

5. Fijar el centro de destino de los internos. 

6. Ordenar el traslado entre centros de los reclusos y su desplazamiento para acudir ante las 

autoridades judiciales, salvo lo dispuesto en el apartado vigésimo segundo de la presente Orden 

para los Gerentes y Directores de Centros Penitenciarios y Centros de Inserción Social, en cuanto al 

traslado de los penados ya clasificados en tercer grado al Centro de Inserción Social de la misma 

provincia. 

7. Autorizar el desplazamiento de los penados por sus propios medios, sin vigilancia. 

8. Autorizar los permisos ordinarios de salida, no superiores a dos días, a los penados clasificados 

en segundo grado. 

9. Autorizar los permisos extraordinarios de salida no superiores a dos días a los penados 

clasificados en segundo grado, salvo lo dispuesto en el apartado vigésimo segundo de la presente 

Orden para los Gerentes y Directores de Centros Penitenciarios y Centros de Inserción Social, en los 

supuestos en él especificados. 

10. Aprobar las salidas programadas a internos clasificados en segundo grado, sin perjuicio de la 

competencia de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria para su autorización cuando la duración sea 

superior a dos días. 

11. Autorizar las salidas no regulares de los penados clasificados en segundo grado, para la 

asistencia a programas de atención especializada. 

12. Autorizar la creación de grupos de tratamiento de internos basados en el principio de 

comunidad terapéutica. 

13. Acordar el destino de internos a unidades dependientes de los establecimientos 

penitenciarios. 

14. Autorizar la asistencia a instituciones extrapenitenciarias para tratamientos específicos a los 

clasificados en tercer grado. 

15. Aprobar las solicitudes de colaboración de instituciones y asociaciones públicas y privadas 

dedicadas a la asistencia de los reclusos, cuando los programas de intervención se desarrollen en 

medio ordinario o cerrado. 

Subdirección General de Medio Abierto 

Vigésimo noveno 

El Titular de la Subdirección General de Medio Abierto, por delegación del titular de la Dirección 

General de Coordinación Territorial y Medio Abierto, aprobará las solicitudes de colaboración de 

instituciones y asociaciones públicas y privadas dedicadas a la asistencia de los reclusos, cuando los 

programas de intervención se desarrollen en medio abierto. 
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Disposición adicional primera 

De las delegaciones otorgadas en la presente Orden se exceptúan las competencias enumeradas 

en el artículo 13.2 y 5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de la 

Administración del Estado y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 

de 13 de enero. 

Disposición adicional segunda 

Siempre que se haga uso de las delegaciones otorgadas en la presente Orden se indicará 

expresamente esta circunstancia y las resoluciones que se adopten se considerarán dictadas por el 

Ministro del Interior o demás autoridades delegantes según proceda. 

Disposición adicional tercera 

Las delegaciones de atribuciones de la presente Orden no serán obstáculo para que el Ministro del 

Interior y las demás autoridades que las efectúan puedan avocar para sí el conocimiento de un 

asunto de acuerdo con lo establecido en el artículo 14.1 de la Ley 30/1992. 

Disposición transitoria única 

Los expedientes iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de esta Orden serán tramitados y 

resueltos de conformidad con lo dispuesto en la misma. 

Disposición derogatoria única 

Quedan derogadas la Orden INT/2992/2002, de 21 de noviembre, por la que el Ministro del Interior 

delega determinadas atribuciones y aprueba las delegaciones efectuadas por otras autoridades, y 

la Orden INT/4296/2004, de 28 de diciembre, por la que se modifica la Orden INT/2992/2002, de 21 de 

noviembre, para delegar en los Directores de los Centros Penitenciarios determinadas competencias 

en materia de gestión penitenciaria, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a lo dispuesto en la presente norma. 

Disposición final única 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del 

Estado. 
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§ 6. Real Decreto 1300/2006, de 10 de noviembre, sobre organización y funciones de 

las Consejerías de Interior en las Misiones Diplomáticas de España3 

«BOE» núm. 280, de 23 de noviembre de 2006 

Las competencias en materia de cooperación internacional de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

del Estado están someramente reguladas en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad (artículo 12.1). Sin embargo, este artículo adolecía de desarrollo expreso. Sólo 

el Real Decreto 991/2006, de 8 de septiembre, por el que se desarrolla la estructura básica del 

Ministerio del Interior hace referencia a las funciones de dirección y coordinación de la cooperación 

policial internacional por la Secretaría de Estado de Seguridad (artículo 2), de la Dirección General 

de la Policía y de la Guardia Civil, en lo que se refiere a la coordinación con otros órganos de 

información extranjeros (artículo 3) y de la Dirección General de Relaciones Internacionales y 

Extranjería, que ha de definir las acciones y programas de actuación de los órganos técnicos del 

Departamento en las Misiones Diplomáticas (artículo 5). 

Por ello, parece necesario regular expresamente la estructura y las funciones de las Consejerías de 

Interior, cubriendo así la laguna hasta ahora existente. Esta regulación deberá permitir mejorar la 

estructura de las Consejerías existentes, así como su despliegue territorial, para reforzar nuestra 

presencia en determinados países donde la cooperación en materia de interior es prioritaria. 

La experiencia de estos años, la importancia adquirida por los programas de cooperación 

desarrollados por el Departamento en otros países, tanto en el marco bilateral como en el de la Unión 

Europea, de la Organización de Naciones Unidas, de la Organización para la Seguridad y 

Cooperación en Europa y de otras instancias internacionales, así como la necesidad de hacer frente 

al reto del terrorismo internacional y de otras formas de delincuencia transnacional organizada, 

aconsejan, además, una regulación concreta. 

En su virtud, a iniciativa de los Ministros del Interior y de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a 

propuesta del Ministro de Administraciones Públicas y previa deliberación del Consejo de Ministros en 

su reunión del día 10 de noviembre de 2006, 

 

 
3 El artículo 6.5 del Real Decreto 1300/2006, de 10 de noviembre, fue modificado por Real Decreto 1894/2008, de 14 de 

noviembre, para actualizar los requisitos de los/las Consejeros/as de Interior cuando sean miembros de las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad del Estado. Véanse los artículos 9, 19 y 45 de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior 

del Estado. 
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D I S P O N G O :  

CAPÍTULO I 

Las Consejerías de Interior 

Artículo 1 

Definición 

1. Las Consejerías de Interior son los órganos técnicos de las Misiones Diplomáticas Permanentes del 

Reino de España, bajo la dirección y coordinación del Jefe de la misma, para el desarrollo de las 

funciones que, en el marco de las competencias del Ministerio del Interior, se le encomiendan por 

este real decreto. 

2. En las Representaciones Permanentes de España ante las Organizaciones Internacionales, cuyos 

objetivos o ámbito de actuación estén directamente relacionadas con las competencias del 

Ministerio del Interior, podrán existir también, bajo la dirección y coordinación del Embajador 

Representante Permanente, los puestos de Consejero de Interior que se estimen necesarios para el 

desempeño de las funciones a las que se refiere este real decreto. 

Artículo 2 

Dependencia 

1. Sin perjuicio de su integración orgánica en las Misiones Diplomáticas o en las Representaciones 

Permanentes respectivas, así como de las facultades de dirección y coordinación de los Jefes de las 

mismas, las Consejerías de Interior dependen de la Subdirección General de Cooperación Policial 

Internacional, integrada en la Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería, y 

mantienen relaciones de coordinación e información con la Dirección General de la Policía y de la 

Guardia Civil, así como con los demás órganos directivos del Ministerio del Interior, competentes en 

la materia de que se trate. 

2. Corresponde a la Subdirección General de Cooperación Policial Internacional definir las acciones 

y programas de actuación de las Consejerías de Interior como órganos técnicos de las Misiones 

Diplomáticas, su organización interna y dotación presupuestaria, así como su inspección técnica y 

control, sin perjuicio de las facultades de dirección y coordinación del Jefe de la Misión Diplomática 

y de la Representación Permanente respectiva. 

Artículo 3 

Creación y supresión 

1. La creación o supresión de una Consejería de Interior se realizará por real decreto, a iniciativa 

conjunta de los Ministros del Interior y de Asuntos Exteriores y de Cooperación, y a propuesta del 

Ministro de Administraciones Públicas. 

2. El Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a propuesta del Ministro del Interior, acreditará 

a los Consejeros y Agregados de Interior para el desempeño de sus funciones en otros Estados. 
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Artículo 4 

Funciones 

1. Con carácter general las Consejerías de Interior apoyarán el ejercicio de las funciones 

correspondientes al Ministerio del Interior, en el ámbito de sus competencias, y, en particular, 

desempeñarán las siguientes funciones: 

a) Prestar asesoramiento y asistencia técnica, informar y realizar funciones de apoyo a la Jefatura 

y demás órganos de la Misión Diplomática en materia de Interior y colaborar en el fomento de las 

relaciones con el Estado receptor. 

b) Colaborar y prestar apoyo a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de otros 

países. 

c) Relacionarse con las autoridades de seguridad e interior del Estado receptor y promover la 

cooperación bilateral en materia de administración general de la seguridad ciudadana, de 

promoción de las condiciones para el ejercicio de los derechos fundamentales, de protección civil, 

de administración general de la policía de circulación y de seguridad vial, de administración y 

régimen de las instituciones penitenciarias, y de desarrollo de procesos electorales. 

d) Proporcionar información a los órganos superiores y directivos del Ministerio del Interior y al 

Centro Nacional de Coordinación Antiterrorista sobre las actividades que desarrollen en materia de 

lucha contra el terrorismo, el tráfico de drogas y demás expresiones de la criminalidad organizada 

que afecten a la seguridad interior de España. 

e) Colaborar en la representación de la posición de España en materia de seguridad e interior. 

f) Prestar apoyo a las iniciativas y actividades de todos los órganos superiores y directivos del 

Ministerio del Interior en el Estado receptor. 

g) Prestar apoyo a los funcionarios del Ministerio del Interior que se desplacen al país de destino. 

h) Colaborar con el Jefe de la Misión o Representante Permanente, en las materias propias del 

Ministerio del Interior, para la representación de España ante otros Estados y Organizaciones 

Internacionales, de acuerdo, en su caso, con las instrucciones de los órganos superiores y directivos 

del Departamento. 

i) Servir de enlace según la normativa de la OIPC-INTERPOL, Europol y demás órganos de 

cooperación policial internacional, prestando la asistencia que sea precisa para la ejecución de 

comisiones rogatorias internacionales, órdenes de detención, procedimientos de extradición y 

restantes actividades propias de tales organizaciones, sin perjuicio de las competencias reservadas 

a otros departamentos de la Administración a través de convenios y tratados internacionales o 

cualesquiera instrumentos que así lo establezcan, y en particular, a los designados como Autoridades 

Centrales por los mismos. 

2. La realización de las funciones encomendadas a las Consejerías de Interior se efectuará sin 

perjuicio de las competencias y funciones encomendadas a otros órganos de las Misiones 

Diplomáticas en su normativa específica y en un marco de colaboración y complementariedad con 

éstas. 
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Artículo 5 

Estructura 

La Jefatura de las Consejerías será ejercida por el Consejero de Interior. Para el desempeño de sus 

funciones, las Consejerías de Interior contarán con el personal funcionario y laboral que se establezca 

en las correspondientes relaciones y catálogos de puestos de trabajo. 

CAPÍTULO II 

Los Consejeros de Interior y los Agregados 

Artículo 6 

El Consejero de Interior 

1. Al frente de cada Consejería de Interior habrá un Consejero que ostentará la jefatura de la misma, 

sin perjuicio de las funciones de coordinación que corresponden al Jefe de la Misión Diplomática. 

2. El nombramiento y cese de los Consejeros corresponde al Ministro del Interior, previa consulta del 

Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación. El nombramiento se producirá, por el 

procedimiento de libre designación, previa convocatoria pública entre miembros de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado. 

3. Excepcionalmente y mediante resolución motivada, los Consejeros de Interior en las 

Representaciones Permanentes de España ante las Organizaciones Internacionales Multilaterales 

podrán ser nombrados entre funcionarios procedentes de otros Cuerpos Superiores de la 

Administración General del Estado. 

4. Una vez efectuados los nombramientos, se dará traslado de los mismos al Ministerio de Asuntos 

Exteriores y de Cooperación, al que corresponde la acreditación ante el Estado receptor u 

organización de que se trate. 

5. Para poder ser destinado a un puesto de Consejero de Interior se exigirán los siguientes requisitos: 

a) Estar en situación administrativa de servicio activo. 

b) Poseer una antigüedad de cinco años, al menos, en el Cuerpo al que pertenezca. 

c) Acreditar el conocimiento suficiente del idioma o idiomas necesarios para el desarrollo del 

puesto. 

d) En la convocatoria podrán exigirse requisitos adicionales en función de la naturaleza y situación 

del puesto de trabajo. 

Cuando se trate de un miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, el Consejero 

deberá pertenecer a las Escalas Superior de Oficiales o de Oficiales de la Guardia Civil, o a las 

Escalas Superior o Ejecutiva del Cuerpo Nacional de Policía. 

6. El Consejero, antes de incorporarse a su destino, perfeccionará un curso de formación organizado 

por la Secretaría de Estado de Seguridad, con arreglo a las directrices que señale el Ministro del 

Interior. 

7. El Consejero tendrá a su cargo la gestión económica y la coordinación de los servicios 

administrativos de la Consejería. 
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Artículo 7 

Los Agregados 

1. Los Agregados de Interior dependerán del Consejero de Interior, al que asistirán en las funciones 

que les sean atribuidas por este último. La creación de los puestos de trabajo de Agregados que sean 

necesarios se efectuará a través de las correspondientes relaciones de puestos de trabajo. 

2. Serán nombrados y cesarán por el mismo procedimiento y conforme a los mismos requisitos 

establecidos para los Consejeros en el artículo anterior. 

3. Cuando las necesidades del servicio así lo exijan, los Agregados podrán ser destinados a ciudades 

distintas de la sede de la respectiva Embajada, previa aceptación del Estado receptor. 

4. Asimismo, el Ministerio del Interior podrá designar Agregados en los Estados donde no haya 

Consejería de Interior. Estos Agregados dependerán del Jefe de la Misión Diplomática española en 

el Estado respectivo y realizarán las funciones que les asigne el Consejero a cuya demarcación 

corresponda dicho Estado, de acuerdo con la adscripción que a esos efectos realice el Ministerio del 

Interior. 

5. Ante servicios de Cuerpos policiales extranjeros, organizaciones y foros internacionales de carácter 

policial podrán nombrarse Oficiales de Enlace pertenecientes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

del Estado, para facilitar la cooperación e intercambio de información entre esas Instituciones 

internacionales, Cuerpos policiales extranjeros o foros internacionales y los Cuerpos policiales 

españoles, sin perjuicio de las relaciones existentes entre esos organismos extranjeros y otros Servicios 

o Administraciones Nacionales, sobre la base de los acuerdos o tratados existentes. 

Dichos Oficiales de Enlace dependerán funcionalmente del Cuerpo al que pertenezcan a efectos 

de mantener las relaciones adecuadas con su corresponsal extranjero. Sin perjuicio de ello, estarán 

integrados, como Agregados, en la Consejería correspondiente y sujetos a las superiores funciones 

de coordinación que le corresponden al Consejero. La creación, en su caso, de estos puestos de 

Oficiales de Enlace se efectuará a través de la correspondiente relación de puestos de trabajo o del 

catálogo de puestos de trabajo de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

Artículo 8 

Permanencia en el exterior y convocatorias 

1. El período de permanencia de los funcionarios a que se refieren los artículos 5, 6 y 7 serán de un 

mínimo de dos años y un máximo de cinco. 

2. Excepcionalmente, podrá acortarse o prorrogarse la permanencia en un puesto por decisión del 

Secretario de Estado de Seguridad, oída la Comisión de Destinos en el Exterior, por causas 

debidamente justificadas, bien sean de carácter personal o por motivos de servicio. 

3. En el primer cuatrimestre de cada año se producirá la convocatoria ordinaria para la provisión de 

vacantes en las Consejerías de Interior que deban cubrirse durante el mismo año. Podrán producirse, 

además, cuantas convocatorias extraordinarias se precisen, de exigirlo las necesidades del servicio. 

4. Las convocatorias se harán públicas según lo dispuesto en la normativa en vigor, incluyendo los 

puestos a proveer, las características de los destinos, la sede, la localidad y país del puesto de trabajo, 

las fechas previstas para la toma de posesión, así como los requisitos específicos que se requieran 

para el desempeño de cada uno de los puestos. 
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5. Los funcionarios de los respectivos Cuerpos podrán solicitar cuantas plazas deseen dentro de las 

convocadas señalando su orden de preferencia. Serán tomadas en consideración las prioridades 

del funcionario en cuanto puedan facilitar su adaptación al puesto y un mejor desempeño de sus 

funciones. 

Artículo 9 

Comisión de Destinos en el Exterior 

1. La Comisión de Destinos en el Exterior es el órgano colegiado consultivo del Ministerio del Interior 

responsable del asesoramiento y del análisis, de la valoración y de las propuestas de resolución de 

convocatorias para la provisión de puestos en las Consejerías de Interior. Estará formada por: 

a) Presidente: el titular de la Secretaría de Estado de Seguridad. 

b) Vocales: los titulares de los siguientes órganos directivos: Subsecretaría del Interior, Dirección 

General de la Policía y de la Guardia Civil, Dirección General de Relaciones Internacionales y 

Extranjería y Director del Gabinete del Ministro o aquellas personas en quienes deleguen con nivel 

no inferior al de Subdirector General. 

c) Secretario: el titular de la Subdirección General de Cooperación Policial Internacional. 

2. Su regulación y funcionamiento se ajustarán a lo previsto en el Capítulo II del Título II de la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. 

3. Tendrá como función principal elevar al Ministro del Interior una propuesta no vinculante sobre: 

a) La resolución de las respectivas convocatorias de puestos en las Consejerías de Interior. 

b) La clasificación de puestos de trabajo en el exterior que, en su caso, se elevará a los órganos 

competentes para su aprobación. 

c) La concesión de prórrogas y ceses de los funcionarios destinados en el exterior. 

Artículo 10 

Grupo de Trabajo de Consejeros del Interior 

Con el fin de debatir y coordinar aspectos generales que afecten al funcionamiento, organización y 

régimen de actuación a seguir por las Consejerías de Interior, el titular de la Secretaría de Estado de 

Seguridad convocará, con la periodicidad que estime conveniente, un Grupo de Trabajo de 

Consejeros de Interior en el que participarán representantes de la Secretaría de Estado de Seguridad, 

de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil, de la Subsecretaría, de la Dirección 

General de Relaciones Internacionales y Extranjería, del Gabinete del Ministro, del Centro Nacional 

de Coordinación Antiterrorista y los Consejeros de Interior que se estime oportuno por razón de la 

materia o del territorio. 

Artículo 11 

Los asesores técnicos y el personal de apoyo administrativo 

1. En las Consejerías de Interior, y bajo la dependencia directa del Consejero o, en su caso, del 

Agregado, podrán existir, de acuerdo con las relaciones y catálogos de puestos de trabajo, asesores 
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técnicos y personal administrativo de apoyo, cuyas funciones y organización del trabajo serán 

establecidas por el respectivo Consejero. 

2. Cuando las necesidades del servicio así lo exijan, los asesores técnicos podrán ser destinados a 

ciudades distintas de la sede de la respectiva Embajada, previa comunicación al Estado receptor. 

CAPÍTULO III 

De los Consejeros de Interior de las Representaciones Permanentes 

Artículo 12 

Régimen jurídico 

Los Consejeros de Interior de las Representaciones Permanentes de España se regirán, con carácter 

general, por lo dispuesto en este real decreto, sin perjuicio de las peculiaridades que pudieran 

derivarse de la normativa específica de la respectiva Representación y de las características de las 

organizaciones internacionales de que se trate. 

Disposición adicional primera 

Referencias del Real Decreto 991/2006, de 8 de septiembre, a órganos del Ministerio del Interior en 

el exterior 

Todas las referencias que se efectúan respecto de los órganos técnicos del Ministerio del Interior, en 

las Misiones Diplomáticas, en el Real Decreto 991/2006, de 8 de septiembre, por la que se regula la 

estructura orgánica básica del Ministerio del Interior, deberán entenderse que se refieren a los 

regulados por el presente real decreto. 

Disposición adicional segunda 

Financiación de las Consejerías y gasto público 

El desarrollo del presente real decreto no implicará globalmente incremento del gasto público. 

Disposición adicional tercera 

Dotación de personal y créditos presupuestarios 

1. Para el desempeño de sus funciones las Consejerías de Interior contarán con una dotación de 

personal de acuerdo con las correspondientes relaciones y catálogos de puestos de trabajo. 

2. Asimismo, dispondrán de los créditos presupuestarios consignados en los Presupuestos Generales 

del Estado, a través de la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior. 

Disposición adicional cuarta 

Sistemas de comunicación e información 

El Ministerio del Interior sufragará, con cargo a sus créditos presupuestarios, los gastos derivados de la 

implantación, administración y mantenimiento de todos los medios de comunicación. 
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Disposición adicional quinta 

Relaciones y catálogos de puestos de trabajo 

1. El personal que desempeñe funciones en las Misiones Diplomáticas y en las Representaciones 

Permanentes a la entrada en vigor de este real decreto y que pudiera ser afectado por el contenido 

del mismo, continuará prestando dichas funciones. 

2. En el plazo de seis meses a contar desde su entrada en vigor se elaborarán las propuestas de las 

correspondientes relaciones y catálogos de puestos de trabajo que serán elevadas a la Comisión 

Interministerial de Retribuciones para su aprobación. 

Disposición final primera 

Desarrollo del real decreto 

1. Se autoriza a los Ministros del Interior y de Asuntos Exteriores y de Cooperación para mediante 

orden, en el ámbito de sus competencias, desarrollar lo previsto en este real decreto. 

2. Se autoriza al Secretario de Estado de Seguridad para dictar instrucciones, generales o particulares, 

de funcionamiento de las Consejerías de Interior. 

Disposición final segunda 

Entrada en vigor 

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 
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Organización de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

del Estado 
  



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 143 

Policía Nacional 
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§ 7. Orden INT/859/2023, de 21 de julio, por la que se desarrolla la estructura 

orgánica y funciones de los servicios centrales y territoriales de la Dirección General 

de la Policía4 

«BOE» núm. 176, de 25 de julio de 2023 

El Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del 

Ministerio del Interior, actualiza las funciones atribuidas a los órganos directivos, hasta el nivel orgánico 

de subdirección general, con el fin de conseguir la máxima eficacia y racionalización en el 

cumplimiento de sus objetivos. 

Su artículo 3 dispone la estructura y funciones de la Dirección General de la Policía, regulación que 

precisa del pertinente desarrollo con el fin de adecuar la estructura orgánica y las funciones de los 

servicios policiales a las nuevas necesidades demandadas por la sociedad. 

La disposición final primera del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto, autoriza a la persona titular 

del Ministerio del Interior para que adopte las medidas necesarias para el desarrollo del mismo que 

se concretan mediante esta orden. 

Considerando las directrices fijadas por el Departamento y con el propósito de dar respuesta a las 

demandas de los ciudadanos en el ámbito de la seguridad, la Policía Nacional por medio de esta 

novedosa estructura incrementa la racionalización y el uso eficiente de los recursos con los objetivos 

fijados en el vigente Plan Estratégico. 

La orden está dividida en cuatro capítulos disponiendo, la estructura, la organización central, los 

órganos colegiados y la organización territorial de la Dirección General de la Policía. 

Su capítulo II, dedicado a la organización central, establece los cuatro centros directivos que 

dependen directamente de la persona titular de la Dirección General de la Policía. 

De su contenido destacan, como principales novedades, las que a continuación se relacionan: 

En la sección 2.ª del capítulo II se crean las Unidades Centrales de Coordinación Operativa y Técnica 

de las diferentes Comisarías Generales, que asumen las funciones de mando directo sobre las 

diferentes unidades operativas, así como la de sustituir, en los casos de ausencia, vacante o 

enfermedad, a las personas titulares de las Comisarías Generales. 

Siguiendo con la sección 2.ª del capítulo II, se fortalece la estructura de investigación de los delitos 

cometidos a través de la utilización de las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) 

con la integración, en la Comisaría General de Policía Judicial, de la Unidad Central de 

Ciberdelincuencia, potenciando de este modo las competencias en este tipo de especialidad 

criminal con una nueva Brigada Central de Fraudes Informáticos. 

 

 
4 El artículo 8 se modificó parcialmente por Orden INT/985/2023, de 16 de agosto. Véanse el Real Decreto 997/1989, de 28 de 

julio, por el que se aprueba el Reglamento de Provisión de Puestos de Trabajo de la Dirección General de la Policía, y el Real 

Decreto 1668/1989, de 29 de diciembre, por el que se crean las Unidades de Intervención Policial y se establecen las 

especialidades de su régimen jurídico. 
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Como modificación adicional en la sección 2.ª del capítulo II, la Dirección Adjunta Operativa, 

incorpora las funciones de coordinación, gestión y supervisión, en el ámbito de la operatividad 

policial y la planificación estratégica en el ámbito de la digitalización, a través de las nuevas 

competencias asumidas por la División de Operaciones y Transformación Digital. 

En cuanto a las competencias específicas recogidas en el artículo 12 de la Ley Orgánica 2/1986, de 

13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, relativas al control de entrada y salida del territorio 

nacional de españoles y extranjeros, así como las previstas en la legislación sobre extranjería, refugio 

y asilo, extradición, expulsión, emigración e inmigración, en la sección 2.ª del capítulo II, se impulsa la 

lucha en materia de prevención, persecución e investigación de las redes de inmigración ilegal con 

la creación de la Brigada de Investigación de Redes dentro de la Unidad Central de Redes de 

Inmigración Ilegal y Falsedades Documentales de la Comisaría General de Extranjería y Fronteras, 

que incorpora una nueva brigada para gestionar y dinamizar los proyectos internacionales en los 

que participe la Unidad, denominada Brigada de Acción Exterior. Asimismo, la Unidad Central de 

Expulsiones y Repatriaciones cambia su denominación por la de Unidad Central de Repatriaciones y 

el Centro Nacional de Inmigración y Fronteras incorpora a su estructura la Brigada de Coordinación 

para la Agencia FRONTEX. 

La sección 4.ª del capítulo II, dedicada a la Subdirección de Logística e Innovación, incorpora el Área 

de Documentación de Españoles y Extranjeros para concentrar y coordinar el esfuerzo en la 

expedición documental de identidad en el marco de la transformación digital de la Administración 

General del Estado. 

La División de Cooperación Internacional, con dependencia directa de la persona titular de la 

Dirección General de la Policía, a la que corresponde la gestión de la Oficina Central Nacional de 

INTERPOL, la Unidad Nacional de EUROPOL y la Oficina SIRENE, la dirección de la colaboración y 

auxilio a las policías de otros países y la coordinación de los grupos de trabajo en los que participe la 

Dirección General de la Policía en el ámbito de la Unión Europea y otras instituciones internacionales, 

así como aspectos relacionados con misiones de apoyo a terceros países y personal policial que 

presta servicio en el extranjero. 

Los servicios periféricos contemplados en la anterior normativa se actualizan con la denominación 

de servicios territoriales, tratando de incorporar una denominación más acorde con la organización 

policial. 

Esta orden se adecúa a los principios de buena regulación previstos en el artículo 129 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

En este sentido se han tenido presentes los principios de necesidad y eficacia, al constituir un 

instrumento eficaz para conseguir el objetivo que se persigue y el medio más adecuado para 

desarrollar la estructura orgánica y funciones de los Servicios Centrales y Territoriales de la Dirección 

General de la Policía en conformidad con el Real Decreto 734/2020, de 4 agosto. 

Con arreglo al principio de proporcionalidad, la orden supone el medio necesario y suficiente para 

desarrollar la estructura orgánica básica de la Dirección General de la Policía sin afectar a los 

derechos y deberes de la ciudadanía y de conformidad con la habilitación contenida en la 

disposición final primera del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto. 

También contribuye a dotar de mayor seguridad jurídica a la organización y funcionamiento de la 

Corporación al adecuar aquella a la estructura de los órganos actualmente existente, siendo 

coherente con el resto del ordenamiento jurídico y generando un marco normativo de garantía con 

escrupuloso respeto a las exigencias constitucionales y legales. 
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Se ha garantizado el principio de transparencia, sin perjuicio de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado», al quedar plenamente identificados los objetivos que persigue la orden y no imponer 

nuevas cargas administrativas. 

La norma no incorpora cargas administrativas innecesarias y mejora la coherencia de nuestro 

ordenamiento acorde con el principio de eficiencia. 

En su virtud, con la aprobación previa de la Ministra de Hacienda y Función Pública, dispongo: 

CAPÍTULO I 

Estructura de la Dirección General de la Policía 

Artículo 1 

Estructura de la organización policial 

La Dirección General de la Policía se estructura en los siguientes niveles: 

a) La organización central. Está integrada por los órganos que ser relación a continuación, con 

nivel orgánico de subdirección general: 

1.º La Dirección Adjunta Operativa. 

2.º La Subdirección General de Recursos Humanos y Formación. 

3.º La Subdirección General de Logística e Innovación. 

4.º El Gabinete Técnico. 

Forman parte de la organización central: La División de Cooperación Internacional, con 

dependencia directa de la persona titular de la Dirección General de la Policía; las Comisarías 

Generales, con dependencia de la Dirección Adjunta Operativa, y las demás Divisiones, que 

dependen de la Dirección Adjunta Operativa o de las mencionadas Subdirecciones Generales. 

Con la composición y funciones que se desarrollan ut supra, en este nivel existen los siguientes 

órganos colegiados: La Junta de Gobierno y el Consejo Asesor. 

b) La organización territorial. Está integrada por las Jefaturas Superiores de Policía, las Comisarías 

Provinciales, las Comisarías Locales y aquellas otras unidades o módulos que componen el modelo 

territorial, las Comisarías Zonales y las Comisarías de Distrito, así como por las Comisarías Conjuntas, 

los Centros de Cooperación Policial y Aduanera, los Centros de Cooperación Policial, los Puestos 

Fronterizos, las Unidades de Extranjería y las Unidades de Documentación. 
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CAPÍTULO II 

Organización central 

Sección 1.ª Dirección General de la Policía 

Artículo 2 

Dirección General de la Policía 

1. Dependen de su titular: 

a) La Oficina de Despacho. Con la misión de prestar asistencia y asesoramiento a la persona 

titular de la Dirección General de la Policía en su función directiva. 

b) La Oficina de Comunicación. Se encarga de realizar, planificar y coordinar las comunicaciones 

de la Policía Nacional con los medios de comunicación social y gestionar su presencia oficial en las 

redes sociales. De la misma dependen funcionalmente las oficinas de comunicación territoriales de 

la Policía Nacional. 

2. En los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad de la persona titular de la Dirección General 

de la Policía, corresponde la suplencia a la persona titular de la Dirección Adjunta Operativa. 

Artículo 3 

División de Cooperación Internacional 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.2.e) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto, 

con el nivel orgánico que se determine en la relación de puestos de trabajo. 

2. Está integrada por las siguientes unidades: 

a) La Secretaría General. Le corresponde prestar asistencia y apoyo a la persona titular de la 

División de Cooperación Internacional y gestionar los recursos humanos y los medios materiales 

asignados a la misma, prestando asistencia técnica, jurídica y administrativa a los diferentes órganos 

que la integran y coordinando la actuación de los mismos. 

Se encuentra adscrito a la misma el Centro de Comunicaciones Internacionales. 

La persona titular de la Secretaría General sustituye a la persona titular de la jefatura de la División 

en los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad. 

b) La Unidad de Coordinación Internacional. Le corresponde gestionar y coordinar todos los 

asuntos relacionados con la cooperación policial bilateral y multilateral no atribuidos 

específicamente a otras unidades. En particular, se encarga de la coordinación de la posición de la 

Dirección General de la Policía en los grupos de trabajo de la Unión Europea y otros foros de 

cooperación multilateral, así como de la organización de proyectos bilaterales y multilaterales con 

organismos internacionales y misiones de asistencia técnica y formación a terceros países. 

c) La Oficina Central Nacional de Interpol. Se encarga del intercambio de información, la 

cooperación técnica y operativa con las policías de otros países y la gestión de las acciones 

programadas por la Organización Internacional de Policía Criminal Interpol. Es el único órgano de 

interlocución con la Secretaría General de Interpol. Asimismo, ejerce la coordinación operativa y la 

ejecución de las extradiciones, el traslado internacional de personas condenadas, así como la 

colaboración y auxilio judicial de conformidad con los tratados y acuerdos internacionales. 
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d) La Unidad Nacional de Europol. Se constituye como el enlace entre las autoridades nacionales 

competentes y la Agencia Europol, asume un papel de coordinador nacional con respecto a la 

cooperación policial de los Estados miembros y la Agencia. Le corresponde garantizar la aplicación 

de criterios de igualdad e imparcialidad en las comunicaciones que se intercambien con la 

Agencia, visibilizando de este modo una postura nacional única. 

e) La Oficina Sirene. Con las misiones de cooperación técnica y operativa en el ámbito del 

Sistema de Información Schengen acorde con las disposiciones de la Unión Europea que regulan su 

funcionamiento. Le corresponde la materialización de entregas de las personas reclamadas en 

virtud de una Orden Europea de Detención y Entrega. Ejerce la Coordinación funcional en el ámbito 

de la Dirección General de la Policía de las Comisarías Conjuntas, los Centros de Cooperación 

Policial Aduanera y los Centros de Cooperación Policial. Asimismo, se constituye como punto de 

contacto designado para el intercambio de datos post-hit de perfiles de ADN y datos 

dactiloscópicos según el Convenio de Prüm. 

Sección 2.ª Dirección Adjunta Operativa 

Artículo 4 

Dirección Adjunta Operativa 

1. Asume las funciones contempladas en los artículos 3.2.a) y 3.3 del Real Decreto 734/2020, de 4 de 

agosto. 

2. En los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad de la persona titular de la Dirección Adjunta 

Operativa, corresponde la suplencia a las personas titulares de la Subdirección General de Recursos 

Humanos y Formación, de la Subdirección General de Logística e Innovación y del Gabinete Técnico, 

por el orden en que aparecen citados en esta disposición. 

3. La Secretaría General. Con dependencia directa de la persona titular de la Dirección Adjunta 

Operativa, le corresponde prestar asistencia y apoyo a la persona titular de la Dirección Adjunta 

Operativa en el ejercicio de sus funciones, así como la gestión de los recursos humanos y los medios 

materiales asignados a la misma. Presta asistencia técnica y jurídica a los órganos que la componen 

y ejerce las competencias de investigación, desarrollo e innovación en el ámbito de sus 

competencias. 

4. Está integrada por: 

a) La División de Operaciones y Transformación Digital. Asume las funciones contempladas en el 

artículo 3.3.f) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto, con el nivel orgánico que se determine en 

la relación de puestos de trabajo. 

De esta División dependen: 

1.º La Secretaría General. Proporciona asistencia y apoyo a la persona titular de la División 

Operaciones y Transformación Digital. Le corresponde la gestión de los recursos humanos, la 

formación y los medios materiales adscritos a la División, prestando asistencia técnica, jurídica y 

administrativa a los diferentes órganos que la integran y coordinar la actuación de los mismos. 

La persona responsable de la Secretaría General sustituye a la persona titular de la División en los 

casos de vacante, ausencia o enfermedad. 

2.º El Área de Coordinación Operativa. Proporciona asistencia y apoyo a la persona titular de la 

División Operaciones y Transformación Digital en sus funciones de coordinación, gestión y supervisión 
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de la operatividad policial y de las Comisarías Especiales y Unidades Adscritas a las Comunidades 

Autónomas. 

3.º La Jefatura de Sistemas Especiales. Le corresponde ejercer las funciones de desarrollo, apoyo 

y aplicación de los equipos técnicos destinados a la investigación policial. 

4.º La Unidad Aérea de la Policía. De esta Unidad dependen el Área de Medios Aéreos y el Área 

de Seguridad y Protección Aérea. 

El Área de Medios Aéreos. Responsable de la explotación integral de los medios aéreos, tripulados 

y no tripulados, del control y mantenimiento de los mismos y de la formación técnica específica del 

personal tanto a nivel central como territorial. Asimismo, coordina, supervisa y controla las bases 

territoriales sin perjuicio de la dependencia funcional de las mismas respecto de las Jefaturas 

Superiores, las Comisarías Provinciales o las Comisarías Locales donde radique su sede. 

El Área de Seguridad y Protección Aérea. Gestiona y coordina la actuación de la Policía Nacional 

en el ámbito de la seguridad en los entornos aeroportuarios y la protección de la seguridad 

ciudadana ante las amenazas desarrolladas por medios aéreos; ejerce la representación de la 

Policía Nacional en los organismos de gestión competentes en este sector de protección, actuando 

como enlace con las autoridades y agentes aeronáuticos y dirige la competencia como policía de 

aviación civil, coordinando la actuación de los equipos territoriales de seguridad y protección aérea. 

5.º La Unidad Central de Apoyo Tecnológico. Impulsa la actividad operativa de la Policía 

Nacional en lo referente a la aplicación de nuevas tecnologías, con especial atención al ámbito de 

la ciberseguridad, la ciberinteligencia y la lucha contra la cibercriminalidad, estableciéndose como 

órgano de coordinación entre los diferentes departamentos de la Dirección General de la Policía 

en estas áreas. Potencia y canaliza las relaciones con otras instituciones públicas y privadas, 

nacionales e internacionales, vinculadas a este ámbito, así como con los distintos departamentos 

de la propia Dirección General, y ejerce la función de observatorio tecnológico respecto a los 

nuevos retos ante los que se enfrenta la organización. Le corresponde el impulso y la coordinación 

de la representación y participación de la Policía Nacional en los grupos de trabajo en la Unión 

Europea y en otros organismos supranacionales para el desarrollo de la estrategia de aplicación de 

las nuevas tecnologías en las actividades de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. De esta Unidad 

dependen el Área de Transformación Digital y Coordinación en Ciberseguridad y el Área de 

Desarrollo Tecnológico. 

El Área de Transformación Digital. Encargada de la dirección de la planificación estratégica para 

la implantación en Policía Nacional de una transformación digital efectiva, coordinando las 

actividades para avanzar en este proceso respecto a las unidades operativas dependientes de la 

Dirección Adjunta Operativa, proporcionando apoyo y control del seguimiento en la 

implementación de procedimientos. Coordinará igualmente las soluciones, tanto a nivel de 

procedimiento como de infraestructura, para que dicha transformación digital en el seno de la 

Policía Nacional tenga un reflejo en su relación con el ciudadano. Dentro de este Área también se 

cubrirán misiones fundamentales para el apoyo a la toma de decisiones en el entorno de las nuevas 

tecnologías para el nivel de más alta dirección de la Policía Nacional, funcionando como un centro 

de coordinación de las unidades operativas que despliegan su actividad en el ciberespacio. 

El Área de Desarrollo Tecnológico. Con competencias en la gestión de la demanda de las 

necesidades en el ámbito de las nuevas tecnologías de aplicación operativa por las diferentes 

unidades de Policía Nacional, actuando para este fin como punto único habilitado al efecto, 

priorizando actuaciones, para lo que ejercerá la supervisión y coordinación entre las diferentes áreas 

implicadas en este ámbito dentro y fuera de la corporación. Actuará también como observatorio 

tecnológico que prospectará la influencia y la aplicación en el ámbito de Policía Nacional de las 

nuevas tendencias tecnológicas. 
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6.º Las Comisarías Especiales de Casa Real; Presidencia del Gobierno; Congreso de los Diputados, 

Defensor del Pueblo y Tribunal de Cuentas; Senado; Tribunal Constitucional; y Consejo General del 

Poder Judicial, Tribunal Supremo y Audiencia Nacional, que prestarán los servicios policiales 

necesarios en los órganos en los que tienen su sede. 

7.º Dependen orgánicamente de la División, sin perjuicio de la dependencia funcional de las 

autoridades autonómicas competentes, las Unidades Adscritas a las Comunidades Autónomas, 

constituidas de conformidad con los artículos 37.2 y 47 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, 

de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y por el Real Decreto 221/1991, de 22 de febrero, por el que se 

regula la organización de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía adscritas a las Comunidades 

Autónomas y se establecen las peculiaridades del régimen estatutario de su personal, así como las 

Unidades de Cooperación Policial Adscritas a las Comunidades Autónomas, incluidas en el artículo 

37.3 de la citada Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo. 

b) La Unidad de Planificación Estratégica y Coordinación. Asume la asistencia a la persona titular 

de la Dirección Adjunta Operativa, aportando el conocimiento necesario para la toma de 

decisiones en el ejercicio de sus funciones de dirección mediante la preparación de informes de 

carácter estratégico, la elaboración del Plan Estratégico de la Policía Nacional y de diferentes 

planes operativos policiales, el seguimiento de su ejecución y la gestión del sistema nacional de 

inteligencia criminal, la estadística delincuencial y la actividad de prospectiva. Asimismo, se 

constituye como punto de contacto para la coordinación de la actividad entre las distintas 

especialidades en el seno de la Dirección Adjunta Operativa, con los organismos centrales y 

territoriales, canalizando las relaciones de la Policía Nacional con otros organismos e instituciones en 

materia de inteligencia criminal, planificación y seguimiento de la actividad policial. 

De esta Unidad dependen: 

1.º El Área de Seguimiento, Inteligencia y Coordinación. Se encarga de la gestión, control e 

inspección del tratamiento de la estadística de criminalidad y de impulsar y coordinar la actividad 

de inteligencia en la Policía Nacional, siendo el punto de contacto, en esta materia, con otros 

organismos e instituciones. Además, es responsable de la gestión y control de los Servicios 

Extraordinarios. 

2.º El Área de Planificación y Prospectiva. Le compete la elaboración del Plan Estratégico de la 

Policía Nacional y de diferentes planes operativos policiales, llevando a cabo la adecuada 

coordinación y seguimiento de su ejecución en el cumplimiento de los objetivos definidos, 

impulsando a su vez los recursos necesarios que lo hagan posible. Realiza la actividad de prospectiva 

en el ámbito de la Dirección General de la Policía. 

3.º El Centro Nacional de Comunicaciones. Con funciones de comunicar y difundir la información 

de interés policial. Se constituye como punto de contacto permanente de la Policía Nacional en 

aquellas materias que se determinen con relación a las comunicaciones con entidades externas a 

la Dirección General de la Policía. 

c) El Grupo Especial de Operaciones. Con la misión de intervenir en situaciones cuya ejecución 

requiera una especial cualificación, particularmente de carácter terrorista, y aquellas otras que 

entrañen grave riesgo para la vida y bienes de las personas, ejerciendo la coordinación operativa 

de las distintas bases. Es responsable de la formación, selección y actualización del personal, así 

como de la asignación de los recursos materiales propios. Además, lleva a cabo la coordinación 

técnica y formativa de los grupos operativos especiales de seguridad. 

La sede del Grupo Especial de Operaciones radica en la localidad de Guadalajara. 
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d) La Unidad de Asuntos Internos. Le compete la investigación y persecución de aquellas 

conductas susceptibles de constituir infracción penal y aquellas otras contrarias a la ética profesional 

del personal al servicio de la Policía Nacional. 

e) La Brigada Operativa de Apoyo. Asume las funciones policiales que le atribuya la normativa 

vigente. 

5. De la Dirección Adjunta Operativa dependen las Comisarías Generales de Información; Policía 

Judicial; Seguridad Ciudadana; Extranjería y Fronteras; y Policía Científica, todas ellas con nivel 

orgánico de subdirección general. 

Artículo 5 

Comisaría General de Información 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.3.a) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto. 

2. Está integrada por las unidades y servicios que se determinen mediante la correspondiente Orden 

Comunicada, conforme a lo dispuesto en los Acuerdos del Consejo de Ministros de 28 de noviembre 

de 1986, de 16 de febrero de 1996 y de 6 de junio de 2014, de conformidad con la Ley 9/1968, de 5 

de abril, sobre secretos oficiales. 

Artículo 6 

Comisaría General de Policía Judicial 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.3.b) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto. 

2. Está integrada por las siguientes Unidades: 

a) La Unidad Central de Coordinación Operativa y Técnica. En su función de asistencia y apoyo 

a la persona titular de la Comisaría General, le corresponde generar el conocimiento para la 

realización y coordinación de la planificación operativa de ese Centro Directivo, facilitando las 

líneas generales de actuación para la configuración del Plan Estratégico en su área competencial. 

Coordina la actividad operativa y proporciona apoyo técnico a las unidades centrales y territoriales, 

asumiendo el seguimiento de la ejecución de las decisiones adoptadas. Gestiona los recursos 

humanos y los medios materiales adscritos al servicio, implementando las medidas necesarias para 

obtener un mayor nivel de eficiencia. Define los procedimientos de gestión. Promueve las 

actividades de I+D+i en colaboración con la Subdirección General competente. Asimismo, coordina 

la colaboración internacional de la Comisaría General. 

La persona responsable de esta Unidad, denominada Jefa o Jefe Central de Operaciones, 

sustituye a la persona titular de la Comisaría General en los casos de vacante, ausencia o 

enfermedad. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada de Coordinación Operativa. Le compete planificar y coordinar las operaciones de 

su ámbito funcional, ejerciendo la supervisión de los servicios en el nivel central. 

2.º La Secretaría General. Le corresponde la gestión de los recursos humanos, la formación y los 

medios materiales adscritos a la Comisaría General, prestando asistencia técnica, jurídica y 

administrativa a las unidades centrales y territoriales que conforman el área funcional de policía 

judicial. 
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b) La Unidad Central de Droga y Crimen Organizado. Le corresponde la investigación y 

persecución de las actividades delictivas, de ámbito nacional e internacional, relacionadas con el 

tráfico de drogas y el crimen organizado, así como la coordinación operativa y el apoyo técnico de 

las respectivas unidades territoriales. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada Central de Estupefacientes. Le compete la investigación y persecución de los 

delitos relacionados con el tráfico ilegal de drogas con arreglo a la legislación sobre la materia. 

2.º La Brigada Central de Crimen Organizado. Se encarga de la investigación y persecución de 

las actividades delictivas vinculadas a la delincuencia organizada y la dirección de los Grupos de 

Respuesta contra el Crimen Organizado desplegados en diversas zonas del territorio español. 

3.º La Unidad Adscrita a la Fiscalía General del Estado. Desempeña los cometidos que, como 

policía judicial, le asigne el órgano al que figura adscrita. 

c) La Unidad Central de Delincuencia Especializada y Violenta. Le corresponde la investigación 

y persecución de las actividades delictivas, tanto de ámbito nacional como internacional, en lo 

concerniente a los delitos contra las personas y contra el patrimonio, especialmente el patrimonio 

histórico artístico, los relativos a los derechos de autor, consumo y medio ambiente, así como los 

cometidos en materia de dopaje y corrupción en el deporte. Se encarga de la vigilancia e 

inspección del juego, la coordinación operativa de las respectivas unidades territoriales y el apoyo 

técnico de las mismas. Además, se constituye como punto de contacto en todas las materias 

mencionadas, especialmente en asuntos relativos al patrimonio histórico, el juego y los 

desaparecidos, dependiendo funcionalmente de esta Unidad los delegados provinciales en las 

mencionadas materias. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada Central de Investigación de la Delincuencia Especializada. Le compete la 

investigación y persecución de los delitos relacionados con el patrimonio, la propiedad intelectual 

e industrial y los específicamente cometidos contra el patrimonio histórico. 

2.º La Brigada Central de Investigación de Delitos contra las Personas. Se encarga de la 

investigación y persecución de los delitos contra la vida, la libertad, los consumidores, el medio 

ambiente y el dopaje deportivo, así como de la investigación de las desapariciones de personas 

mayores de edad. 

d) La Unidad Central de Inteligencia Criminal. Le corresponde la captación, recepción, 

tratamiento, coordinación, análisis, intercambio y desarrollo de las informaciones relativas a la 

delincuencia organizada y la criminalidad en general, como órgano de desarrollo de la función de 

inteligencia criminal y de apoyo para las funciones de dirección, planificación y toma de decisiones. 

Asume el impulso y ejecución del análisis de la criminalidad, como herramienta para la resolución 

de investigaciones complejas en el marco de la delincuencia organizada y grave. Lleva a cabo la 

actividad prospectiva en su ámbito competencial. Igualmente, se encarga de la elaboración, 

desarrollo y seguimiento de la planificación estratégica. 

e) La Unidad Central de Delincuencia Económica y Fiscal. Le corresponde la investigación y 

persecución de las actividades delictivas, de ámbito nacional e internacional, en materia de 

delincuencia económica y fiscal, la coordinación operativa de las respectivas unidades territoriales, 

así como el apoyo técnico a las mismas. 

De esta Unidad dependen: 
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1.º La Brigada Central de Delincuencia Económica y Fiscal. Le compete la investigación y 

persecución de los delitos contra las Haciendas Públicas, la Seguridad Social y sus Entidades Gestoras 

en sus distintas modalidades y contra los derechos de los trabajadores, los fraudes financieros, el 

espionaje industrial y las estafas de especial trascendencia. 

2.º La Brigada Central de Investigación de Blanqueo de Capitales y Anticorrupción. Se encarga 

de la investigación y persecución de los hechos delictivos relacionados con el blanqueo de 

capitales, los delitos económicos relacionados con la piratería internacional, la corrupción en sus 

distintas modalidades y la localización y recuperación de activos. 

3.º La Brigada Central de Inteligencia Financiera. Le corresponde la investigación y persecución 

de los delitos relacionados con las actividades y los sujetos regulados por la normativa de prevención 

del blanqueo de capitales. 

4.º La Brigada de Investigación del Banco de España. Le compete la investigación y persecución 

de los delitos relacionados con la falsificación de moneda nacional y extranjera, constituyéndose 

como Oficina Central Nacional en este ámbito. 

5.º La Unidad Adscrita a la Fiscalía Especial contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada. 

Desempeña los cometidos que, como policía judicial, le asigne el órgano al que figura adscrita. 

f) La Unidad Central de Ciberdelincuencia. Le corresponde la investigación y persecución, a nivel 

nacional e internacional, de las actividades delictivas en las que el uso de las nuevas tecnologías o 

sistemas de información supongan el instrumento o medio fundamental de comisión y que estén 

relacionadas con el patrimonio, el consumo, la indemnidad del menor, la pornografía infantil, la 

libertad sexual, el honor, la intimidad, las redes sociales, los fraudes, la propiedad intelectual e 

industrial; así como de aquellas que atenten contra la confidencialidad, la integridad y la 

disponibilidad de los sistemas de información y comunicaciones. Se constituye como Centro de 

Prevención y Respuesta E-Crime de la Policía Nacional. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada Central de Investigación Tecnológica. Le compete la investigación de los delitos 

contra las personas cometidos mediante el uso de las nuevas tecnologías, como es el caso de los 

relacionados con la explotación sexual infantil en sus diferentes modalidades y todos aquellos 

llevados a cabo mediante el uso de las redes sociales y las páginas web, facilitando la coordinación 

y el apoyo al resto de unidades. 

2.º La Brigada Central de Seguridad Informática. Se encarga de la persecución de delitos de alta 

especialización relacionados con ciberataques, creación y distribución de software malicioso, 

utilización de criptovalores como mecanismo de intercambio monetario en el entorno cibercriminal, 

delitos contra la propiedad intelectual cometidos mediante la utilización de las nuevas tecnologías 

y fraudes BEC (Business Email Compromise), así como del apoyo a las unidades de esta Comisaría 

General y unidades territoriales. Asimismo, se constituye como punto de contacto del Convenio de 

Budapest. 

3.º La Brigada Central de Fraudes Informáticos. Le corresponde la investigación de todas las 

tipologías delictivas relacionadas con los fraudes cometidos a través de internet y el uso de las 

telecomunicaciones, incluyendo el ámbito electrónico, los diferentes medios de pago y el fraude 

bancario y empresarial cuando el uso de las nuevas tecnologías o de sistemas de información 

supongan el instrumento o medio fundamental para la comisión de las conductas delictivas. 

g) La Unidad Central de Atención a la Familia y Mujer. Le corresponde la investigación y 

persecución de las infracciones penales en el ámbito de la violencia de género y doméstica, así 
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como de la sexual, con independencia de la relación entre la víctima y autor. Coordina la actividad 

de protección de las víctimas de la especialidad. Igualmente, es el referente policial en materia de 

menores. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada Operativa de Atención a la Familia y Mujer. Le compete la coordinación de la 

actuación de la función de investigación y persecución de los delitos de la especialidad y la 

protección de sus víctimas. 

2.º La Oficina de Estudios. Se encarga del seguimiento y análisis de los delitos conocidos en este 

ámbito, promoviendo iniciativas y medidas dirigidas a la lucha contra el problema social que estas 

violencias suponen, y la coordinación con otros organismos nacionales e internacionales con 

competencia en estas materias. 

h) El Gabinete. Dependiendo directamente de la persona titular de la Comisaría General, con 

funciones de asistencia inmediata y el apoyo en el desarrollo de sus funciones directivas. 

Artículo 7 

Comisaría General de Seguridad Ciudadana 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.3.c) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto. 

2. Está integrada por las siguientes unidades: 

a) La Unidad Central de Coordinación Operativa y Técnica. En su función de asistencia y apoyo 

a la persona titular de la Comisaría General, le corresponde generar conocimiento para la 

realización y coordinación de la planificación operativa de la Comisaría General, facilitando las 

líneas generales de actuación para la configuración del Plan Estratégico en su área competencial. 

Coordina la actividad operativa y presta apoyo técnico a las unidades centrales y territoriales, 

asumiendo el seguimiento de la ejecución de las decisiones adoptadas. Gestiona los recursos 

humanos y los medios materiales adscritos para el servicio, implementando las medidas necesarias 

para obtener un mayor nivel de eficiencia. Define los procedimientos de gestión. Promueve las 

actividades de I+D+i en colaboración con la Subdirección General competente. Asimismo, coordina 

la colaboración internacional de la Comisaría General. 

La persona responsable de esta Unidad, denominada Jefa o Jefe Central de Operaciones, 

sustituye a la persona titular de la Comisaría General en los casos de vacante, ausencia o 

enfermedad. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada de Coordinación Operativa. Le compete planificar y coordinar las operaciones de 

su ámbito funcional, ejerciendo la supervisión de los servicios a nivel central. De esta Brigada 

dependen la Oficina Nacional de Deportes y la Oficina Central de Asuntos Taurinos. 

La Oficina Nacional de Deportes. Encargada de la coordinación y apoyo de los Coordinadores 

de Seguridad en acontecimientos deportivos, así como de todas las funciones relacionadas con la 

prevención de la violencia en el deporte, actuando a estos efectos como Punto Nacional de 

Información. 
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La Oficina Central de Asuntos Taurinos. Encargada de la coordinación de las funciones atribuidas 

a la Policía Nacional en materia de espectáculos taurinos, así como de la colaboración con otras 

instituciones públicas y privadas relacionadas con esta materia. 

2.º La Secretaría General. Se encarga de la gestión de los recursos humanos, la formación y los 

medios materiales adscritos a la Comisaría General. De igual manera, presta asistencia técnica, 

jurídica y administrativa a las unidades centrales y territoriales que conforman el área funcional de 

seguridad ciudadana. 

b) La Jefatura de Unidades de Intervención Policial. Le corresponde la prevención, 

mantenimiento y restablecimiento del orden público. Coordina, supervisa y controla las Unidades de 

Intervención Policial, sin perjuicio de la dependencia funcional de las mismas de la respectiva 

Jefatura Superior de Policía, Comisaría Provincial o Comisaría Local donde tengan su sede o se hallen 

asignadas. 

c) La Unidad Central de Protección. Le compete la organización y ejecución de los servicios de 

protección de las altas personalidades nacionales y extranjeras y de aquellas otras personas que se 

determinen, así como la de los edificios e instalaciones que por su interés lo requieran. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada Central de Escoltas. Se encarga de la protección integral de altas personalidades 

del Estado y otras personas que se determinen, así como de aquellos edificios e instalaciones que 

por su interés lo requieran. 

2.º La Brigada Central de Protecciones Especiales. Se encarga de la planificación y ejecución de 

los dispositivos de seguridad desarrollados para garantizar la protección integral de personalidades 

o delegaciones extranjeras durante su estancia en nuestro país, así como de la protección de 

testigos protegidos y la seguridad de los traslados de obras de arte que se determinen. 

d) La Jefatura de Unidades Especiales. Le corresponde la coordinación, supervisión y control de 

las unidades con funciones de prevención y mantenimiento de la seguridad ciudadana que 

conforman las especialidades que se relacionan a continuación, sin perjuicio de la dependencia 

funcional de las mismas de la respectiva Jefatura Superior, Comisaría Provincial o Comisaría Local 

donde tengan su sede. 

De esta Jefatura de Unidades Especiales dependen: 

1.º Caballería. Le compete la dirección técnica de las unidades montadas en los servicios y actos 

de protocolo o representación en los que participen. Asimismo, desempeña la asesoría en la gestión 

y la administración en lo relativo a su equipamiento y estabulación. 

2.º Guías Caninos. Se encarga de la dirección técnica de los servicios en los que participen 

unidades caninas, así como de la asesoría en los procesos de selección, adiestramiento y cuidado 

de perros. 

3.º Subsuelo y Protección Ambiental. Le corresponde la dirección técnica de los servicios en los 

que participen dichas unidades. Elabora informes y estudios de seguridad. Colabora con otras 

unidades en trabajos desarrollados en espacios confinados o en altura. Igualmente, se implica en 

las actividades de protección ambiental en ese entorno. 

4.º Brigada Móvil-Policía en el Transporte. Desempeña las competencias propias de la Policía 

Nacional en los medios de transporte colectivo de viajeros. 
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5.º Unidades de Prevención y Reacción. Le compete la prevención de la delincuencia, así como 

el mantenimiento y restablecimiento del orden y la seguridad ciudadana, de acuerdo con sus 

capacidades operativas, en las situaciones que se determinen. 

e) La Unidad Central de Seguridad Privada. Le corresponde, en su condición de Autoridad 

Nacional de Control, el control de las empresas, entidades y servicios privados de seguridad, la 

vigilancia e investigación de su personal, medios y actuaciones, así como aquellas funciones que le 

estén atribuidas en la normativa específica sobre esta materia, ejerciendo la coordinación y 

dirección técnica de las respectivas unidades territoriales. 

A esta Unidad están adscritos el Interlocutor Policial Nacional Sanitario y el Foro de Interlocución 

Policial para la Igualdad de Género en el sector de la seguridad privada. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada Central de Inspección e Investigación. Le compete la ejecución de las actuaciones 

policiales de inspección sobre empresas, despachos de detectives privados, personal, 

establecimientos, centros de formación, medidas de seguridad y cualesquiera otras actividades o 

servicios del sector de la seguridad privada. Asimismo, se encarga de la investigación del intrusismo 

e infracciones cometidas en este ámbito, así como de las relaciones de colaboración con el sector 

de la seguridad privada. 

2.º La Brigada Central de Empresas y Personal. Se encarga de la ejecución de las actuaciones 

policiales necesarias para la inscripción de las empresas de seguridad privada, la apertura de los 

despachos de detectives, así como la habilitación y acreditación del personal. Igualmente, lleva a 

cabo las pruebas de selección para el ejercicio de las funciones de seguridad privada y la 

tramitación de los expedientes que se le encomienden sobre autorizaciones y resoluciones 

sancionadoras. 

f) La Unidad Central de Participación Ciudadana. Le corresponde la coordinación, supervisión y 

control de las delegaciones de participación ciudadana y del conocimiento de las demandas de 

los ciudadanos en el ámbito de la seguridad para su satisfacción. Promueve las estrategias, planes 

y programas dirigidos a colectivos, especialmente en relación con aquellos considerados como más 

vulnerables. Asimismo, se constituye como el responsable nacional para la interlocución social en 

materia de delitos de odio. 

g) El Gabinete. Dependiendo directamente de la persona titular de la Comisaría General, para 

su asistencia inmediata y apoyo en el desarrollo de sus funciones directivas. 

Artículo 8 

Comisaría General de Extranjería y Fronteras 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.3.d) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto. 

2. Está integrada por las siguientes Unidades: 

a) La Unidad Central de Coordinación Operativa y Técnica. En su función de asistencia y apoyo 

a la persona titular de la Comisaría General, le corresponde generar conocimiento para realizar y 

coordinar la planificación operativa de la Comisaría General, facilitando las líneas generales de 

actuación para la configuración del Plan Estratégico en su área competencial. Coordina la 

actividad operativa y presta apoyo técnico a las unidades centrales y territoriales, asumiendo el 

seguimiento de la ejecución de las decisiones adoptadas. Gestiona los recursos humanos y los 

medios materiales adscritos para el servicio, implementando las medidas necesarias para obtener 
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un mayor nivel de eficiencia. Define los procedimientos de gestión. Promueve las actividades de 

I+D+i en colaboración con la Subdirección General competente. Asimismo, coordina la 

colaboración internacional de la Comisaría General. 

La persona responsable de esta Unidad, denominada Jefa o Jefe Central de Operaciones, 

sustituye a la persona titular de la Comisaría General en los casos de vacante, ausencia o 

enfermedad. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada de Coordinación Operativa. Le compete planificar y coordinar las operaciones de 

su ámbito funcional, ejerciendo la supervisión de los servicios a nivel central. 

2.º La Secretaría General. Se encarga de la gestión de los recursos humanos, la formación y los 

medios materiales adscritos a la Comisaría General. Presta asistencia técnica, jurídica y 

administrativa a las unidades centrales y territoriales que conforman el área funcional de extranjería 

y fronteras. Igualmente, gestiona el Registro Central de Extranjeros y, en coordinación con la Fiscalía 

General del Estado, el Registro de Menores Extranjeros No Acompañados. 

b) La Unidad Central de Redes de Inmigración y Falsedades Documentales. Le corresponde la 

planificación, coordinación y control de la investigación de las actividades delictivas relacionadas 

con la trata de seres humanos, el tráfico de personas, la inmigración ilegal y cualquier otro delito en 

conexión con los anteriores, en el ámbito nacional e internacional. Realiza la coordinación operativa 

y el apoyo técnico de las brigadas y las unidades territoriales. Dirige y coordina la obtención, 

tratamiento, análisis, explotación, seguimiento y difusión, tanto a organismos nacionales como 

internacionales, de información e inteligencia criminal relativa a las especialidades delictivas 

anteriormente enumeradas. De igual modo, se constituye como Oficina Nacional Central en 

relación con otros organismos o entidades, coordinando la cooperación policial y judicial, nacional 

e internacional en esta materia. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada Central contra la Trata de Seres Humanos. Le compete la prevención, investigación 

y persecución de las redes y organizaciones criminales dedicadas a la trata de seres humanos en 

cualquiera de las tipologías, la explotación sexual y laboral, la protección (prostitución) coactiva y 

el blanqueo de capitales en el área de competencia de la Comisaría General, así como los delitos 

conexos a estas conductas delictivas, con especial referencia al uso de las nuevas tecnologías que 

faciliten la comisión de este tipo de delitos. Participa en las actividades de naturaleza estratégica, 

operativa, formativa o institucional, tanto de ámbito nacional como internacional, así como en el 

mantenimiento de los contactos y demás relaciones bilaterales y multilaterales de carácter 

internacional e institucional, relacionados con la trata de seres humanos. Del mismo modo, gestiona 

el Servicio de Atención a las Víctimas de Trata de Seres Humanos y la actividad de los interlocutores 

sociales. 

2.º La Brigada de Investigación de Redes. Se encarga de la prevención, persecución e 

investigación de las redes y organizaciones criminales dedicadas al tráfico de personas y la 

inmigración ilegal por vía marítima, aérea y terrestre. Desarrolla el ciclo de la inteligencia criminal en 

este ámbito, su explotación y difusión tanto a nivel nacional como internacional. Dirige, coordina y 

desarrolla los equipos conjuntos en materia de inmigración ilegal e impulsa la creación de aquellos 

que se consideren necesarios. Asume la investigación, detección e intervención de los documentos 

falsos en el área de competencia de la Comisaría General y la participación en todos aquellos 

grupos y mecanismos de coordinación que versen sobre técnicas referidas a la adopción de 

medidas de seguridad en documentos de identidad y de viaje. Se hace cargo, en el marco de sus 

competencias, de la actividad formativa, el asesoramiento técnico, la emisión de informes y alertas, 
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la relación con organismos y autoridades públicas y privadas y el intercambio de información 

operativa a nivel nacional e internacional. Asimismo, actúa como punto nacional de la base de 

datos de documentos falsos y auténticos (FADO), con la misión de administrar el sistema a nivel 

nacional e introducir las imágenes de documentos falsos y auténticos. 

3.º La Brigada de Acción Exterior. Le corresponde la gestión y dinamización de los proyectos 

internacionales liderados por la Unidad Central de Redes de Inmigración y Falsedades 

Documentales, establece y desarrolla los equipos conjuntos en materia de inmigración ilegal e 

impulsa la creación de aquellos que se consideren necesarios, potenciando la formación y 

capacitación de las unidades policiales homólogas en los países de origen y tránsito de los 

migrantes. Gestiona, en este sentido, la solicitud y seguimiento de los fondos europeos y canaliza la 

financiación de la acción exterior en lo relativo a la lucha contra la inmigración irregular. Asume las 

competencias de interacción con terceros países y organismos nacionales e internacionales. Del 

mismo modo, favorece los contactos con las organizaciones y entidades especializadas tanto en 

tráfico como en trata de seres humanos y coordina, a través de la figura del Oficial de Enlace con 

la Fiscalía General del Estado, las investigaciones en este ámbito realizadas tanto por la Unidad 

Central como por las unidades territoriales. 

c) La Unidad Central de Fronteras. Le corresponde realizar las funciones de gestión, coordinación 

y control relativas a la entrada y salida de españoles y extranjeros del territorio nacional y el régimen 

de fronteras, así como la coordinación, en los puestos fronterizos, de aquellas funciones que la 

legislación vigente atribuye a la Policía Nacional, constituyéndose como Oficina Central Nacional a 

este respecto, así como la colaboración con la Oficina de Asilo y Refugio en materia de protección 

internacional. Es la Unidad Nacional del Sistema Europeo de Información y Autorización de Viajes 

(SEIAV), así como la Autoridad competente Fronteriza y de Inmigración para el Sistema de Entradas 

y Salidas (SES) y el Sistema Europeo de Información y Autorización de Viajes (SEIAV). También es la 

Autoridad responsable del tratamiento de datos personales para el Sistema de Entradas y Salidas 

(SES) y el Sistema Europeo de Información y Autorización de Viajes (SEIAV). Asimismo, es la Unidad de 

Visados, en relación con los visados expedidos en frontera, para el Sistema de Entradas y Salidas 

(SES). 

De esta Unidad depende la Brigada de Respuesta a la Inmigración Clandestina, que se configura 

como una unidad operativa móvil de control de fronteras a la que le corresponde el refuerzo de 

unidades territoriales y puestos fronterizos que lo demanden para el control de vehículos y personas, 

la lucha contra la inmigración ilegal y la trata de seres humanos, el apoyo en situaciones de crisis 

humanitarias, el control de entrada y salida del territorio nacional, el refuerzo de la cooperación con 

Francia y Portugal en las zonas fronterizas comunes, la prevención del orden público, la seguridad 

nacional, la salud pública y las relaciones internacionales. 

d) La Unidad Central de Repatriaciones. Le corresponde la dirección y ejecución de las 

expulsiones, las devoluciones, el control y la coordinación de los Centros de Internamiento de 

Extranjeros y de los Centros de Asistencia Temporal de Extranjeros, la gestión policial en materia de 

menores extranjeros no acompañados. Realiza las gestiones tendentes a la determinación de la 

nacionalidad de procedencia y la identidad de los ciudadanos extranjeros indocumentados. 

Coordina el cauce de información con los establecimientos penitenciarios referente a la 

excarcelación de extranjeros. Asimismo, es el Punto Nacional de Contacto en materia de asistencia 

en casos de tránsitos internacionales a efectos de repatriación, así como en la gestión y 

coordinación en la organización de vuelos conjuntos de repatriación de nacionales de terceros 

países en el seno de Estados miembros de la Unión Europea y países asociados a Schengen. 

e) El Centro Nacional de Inmigración y Fronteras. Le corresponde la actividad de inteligencia 

criminal en las áreas de competencia de la Comisaría General. Se hace cargo de la elaboración y 

seguimiento de la aplicación de la normativa de la Unión Europea e internacional en materias 

propias de la Comisaría General para cuyo cumplimiento actúa como Oficina Central Nacional. 
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Asume la elaboración de los informes especializados solicitados por órganos nacionales e 

internacionales en materia de extranjería y fronteras, así como la coordinación estratégica y su 

impacto operativo. A los efectos previstos en el Reglamento (UE) 2019/1896 del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 13 de noviembre de 2019, sobre la Guardia Europea de Fronteras y Costas y por el 

que se derogan los Reglamentos (UE) n.º 1052/2013 y (UE) 2016/1624, contribuye, en el ámbito de 

competencias de la Comisaría General, al Punto Nacional de Contacto con la citada Agencia 

(NFPOC, por sus siglas en inglés) y al Centro Nacional de Coordinación (NCC, por sus siglas en inglés). 

Coordina los Puntos de Contacto Nacionales integrados en la Comisaría General para el 

intercambio de información y la cooperación técnica y operativa en el ámbito de la inmigración y 

el control de las fronteras con unidades homólogas, especialmente sobre la evaluación de 

vulnerabilidad de los puestos fronterizos, los flujos migratorios, la inmigración irregular y el cruce ilegal 

de las fronteras, prestando, en su caso, apoyo en las fronteras exteriores, coordinando las 

actuaciones que sean necesarias desde el punto de vista operativo, material, técnico, logístico u 

organizativo, para el correcto desempeño de sus cometidos. De esta Unidad depende la Brigada 

de Coordinación para asuntos relacionados con la Agencia FRONTEX del ámbito competencial de 

la CGEF, que gestiona y coordina las actividades que, dentro del ámbito de la Comisaria General, 

estén relacionadas con las acciones de la Guardia Europea de Fronteras y Costas. 

f) El Gabinete. Dependiendo directamente de la persona titular de la Comisaría General, para su 

asistencia inmediata y apoyo en el desarrollo de sus funciones directivas. 

Artículo 9 

Comisaría General de Policía Científica 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.3.e) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto. 

2. Está integrada por las siguientes Unidades: 

a) La Unidad Central de Coordinación Operativa y Técnica. En su función de asistencia y apoyo 

a la persona titular de la Comisaría General, le corresponde generar conocimiento para realizar y 

coordinar la planificación operativa de la Comisaría General, facilitando las líneas generales de 

actuación para la configuración del Plan Estratégico del Centro Directivo. Coordina la actividad 

operativa y presta apoyo técnico a las unidades centrales y territoriales, asumiendo el seguimiento 

de la ejecución de las decisiones adoptadas. Gestiona los recursos humanos y los medios materiales 

adscritos para el servicio, implementando las medidas necesarias para obtener un mayor nivel de 

eficiencia. Define los procedimientos de gestión. Promueve las actividades de I+D+i en colaboración 

con la Subdirección General competente. Asimismo, coordina la colaboración internacional de la 

Comisaría General. 

La persona responsable de esta Unidad, denominada Jefa o Jefe Central de Operaciones, 

sustituye a la persona titular de la Comisaría General en los casos de vacante, ausencia o 

enfermedad. 

De esta Unidad dependen: 

1.º La Brigada de Coordinación Operativa. Le corresponde planificar y coordinar las operaciones 

de su ámbito funcional, ejerciendo la supervisión de los servicios en el nivel central. Del mismo modo, 

gestiona la inteligencia criminal en materia de policía científica, así como el registro y control 

estadístico mediante la Base de datos de Inteligencia Científica Policial. 

2.º La Secretaría General. Se encarga de la gestión de los recursos humanos, la formación y los 

medios materiales adscritos a la Comisaría General. De igual manera, presta asistencia técnica, 
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jurídica y administrativa a las unidades centrales y territoriales que conforman el área funcional de 

policía científica. 

b) La Unidad Central de Identificación. Le corresponde las funciones relacionadas con las 

especialidades de identificación lofoscópica, identificación facial, necroidentificación, 

antropología forense y entomología forense, incluidas las referidas a los sistemas automáticos de 

identificación biométrica asociados a las mismas. Coordina la actuación en sucesos con víctimas 

múltiples y el seguimiento y gestión del sistema informático de Personas Desaparecidas y Restos 

Humanos sin identificar. Elabora los informes periciales y técnicos, de interés policial y judicial, 

relacionados con las materias de su competencia. Asimismo, se hace cargo de la coordinación y 

apoyo técnico y operativo de las unidades territoriales en las materias propias de su Unidad. 

c) La Unidad Central de Criminalística. Le corresponde las funciones propias de la técnica policial 

en el estudio y realización de los informes periciales, de interés policial y judicial, en materia de 

falsificación documental, grafoscopia, balística identificativa y operativa, trazas instrumentales y 

acústica forense. Igualmente, se encarga de la coordinación y apoyo técnico de las unidades 

territoriales en las materias propias de su competencia. 

d) La Unidad Central de Análisis Científicos. Le corresponde gestionar los laboratorios de policía 

científica en las áreas de biología-ADN, química y toxicología. Realiza analíticas especializadas en 

explosivos, neurotóxicos, drogas e incendios, entre otros. Elabora informes periciales, de interés 

policial y judicial, relacionados con las materias de su competencia. Ejerce la coordinación y apoyo 

operativo y técnico de las unidades territoriales en las materias propias de su competencia. 

e) La Unidad Central de Investigación en la Escena del Delito. Le corresponde la realización de 

inspecciones oculares técnico policiales en la escena del crimen y su coordinación nacional, la 

reseña fotográfica, la tecnología y tratamiento de la imagen. Elabora los informes periciales, de 

interés policial y judicial, relacionados con las materias de su competencia. Asimismo, desempeña 

la coordinación y apoyo técnico de las unidades territoriales en las materias propias de su 

competencia. 

f) La Unidad Central de Tecnología y Relaciones Internacionales. Le corresponde elaborar los 

informes periciales en ingeniería e informática forense. Investiga, desarrolla e innova en materia de 

tecnología y digitalización identificativa. Coordina, en el marco de su ámbito científico-

competencial, la colaboración en materia de I+D+i con universidades, institutos y empresas 

dedicados a esta actividad. Opera como punto de enlace y gestiona las relaciones nacionales e 

internacionales con otros organismos e instituciones en materia de ciencias forenses e investigación 

científica y técnica. Se encarga del control de calidad de las distintas disciplinas de policía científica 

colaborando y supervisando los procedimientos de cada una de sus especialidades. Igualmente, se 

hace cargo de la coordinación y apoyo técnico de las unidades territoriales en las materias propias 

de su competencia. 

g) El Gabinete. Dependiendo directamente de la persona titular de la Comisaría General, para 

su asistencia inmediata y apoyo en el desarrollo de sus funciones directivas. 

Sección 3.ª Subdirección General de Recursos Humanos y Formación 

Artículo 10 

Subdirección General de Recursos Humanos y Formación 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.2.b) y 3.4 del Real Decreto 734/2020, de 4 de 

agosto. 
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2. En los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad de la persona titular de la Subdirección 

General de Recursos Humanos y Formación, corresponde la suplencia a las personas titulares de la 

Subdirección General de Logística e Innovación y del Gabinete Técnico, por el orden en que 

aparecen citados en esta disposición. 

3. Está integrada por las siguientes Unidades: 

a) La Secretaría General. Le corresponde prestar asistencia y apoyo a la persona titular de la 

Subdirección General en el ejercicio de sus funciones. Gestiona los recursos humanos y medios 

materiales asignados a la misma. Presta asistencia técnica y jurídica a los órganos que la integran y 

coordina la actuación de los mismos. Asimismo, promueve las actividades de I+D+i en el ámbito de 

sus competencias. 

De la Secretaría General dependen: 

1.º El Área de Coordinación Jurídica y Reclamaciones Administrativas. Coordina, en el ámbito 

jurídico, a las unidades centrales y territoriales en las cuestiones que afecten al régimen estatutario 

funcionarial de la Dirección General de la Policía, tramitando los recursos administrativos en materia 

de personal y elaborando informes en asuntos relacionados con dicha materia. 

2.º El Área de Asistencia Letrada. Le compete la defensa legal del funcionariado de la Dirección 

General de la Policía por actuaciones derivadas de la prestación del servicio. 

3.º La Secretaría del Consejo de Policía. Se encarga de las competencias que le corresponden 

conforme a la legislación específica que regula la organización y funcionamiento del Consejo de 

Policía. 

4.º La Secretaría de la Comisión de Seguridad y Salud Laboral Policial. Ejerce las competencias 

que le corresponden conforme a la legislación específica que regula la organización y 

funcionamiento de la Comisión de Seguridad y Salud Laboral Policial. 

b) La Unidad de Planificación de Recursos Humanos. Le corresponde estudiar y planificar los 

recursos humanos. 

De esta Unidad dependen: 

1.º El Área de Auditoria y Gestión de Calidad. Con funciones de definir las directrices del proceso 

de mejora continua de los distintos servicios del Centro Directivo en materia de gestión de recursos 

humanos. 

2.º El Área de Análisis Estratégico. Asume la gestión del conocimiento en materia de gestión de 

recursos humanos para facilitar la toma de decisiones. 

c) La Unidad de Prevención de Riesgos Laborales y Protección Socio-Sanitaria. Ejerce las 

competencias en materia de prevención de riesgos laborales, control del absentismo y gestión del 

Programa de Acción Social de la Dirección General de la Policía. 

De esta Unidad dependen: 

1.º El Área de Coordinación de Prevención de Riesgos Laborales. Le compete la gestión del 

sistema de prevención de riesgos laborales, coordinando todas las actuaciones en esta materia. 

2.º El Área Sanitaria. Se encarga de planificar la asistencia sanitaria y realizar su seguimiento, 

implementando el control del absentismo. Asimismo, colabora con el Área de Coordinación de 
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Prevención de Riesgos Laborales en materia de salud laboral, sin perjuicio de realizar las funciones 

que le sean propias. 

4. De la Subdirección General de Recursos Humanos y Formación dependen la División de Personal 

y la División de Formación y Perfeccionamiento, ambas con nivel orgánico de subdirección general. 

Artículo 11 

División de Personal 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.4.a) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto. 

2. Está integrada por las siguientes unidades: 

a) La Secretaría General. Le corresponde prestar asistencia y apoyo a la persona titular de la 

División de Personal. Gestiona los recursos humanos y los medios materiales asignados a la misma. 

Presta asistencia técnica, jurídica y administrativa a los diferentes órganos que la integran. Organiza 

la actuación de los mismos. Coordina el ejercicio de las funciones propias del Tribunal Médico en los 

términos previstos en la normativa vigente. Gestiona la información de régimen estatutario dirigida 

al personal funcionario de la Policía Nacional. Asimismo, se responsabiliza, de las actividades de I+D+i 

en el ámbito de sus competencias. Asume la prospección y realización de estudios y análisis 

necesarios para la gestión de los recursos humanos de la Dirección General de la Policía, el estudio 

e implantación de procedimientos para la mejora de dicha gestión, así como la gestión, 

asesoramiento y apoyo, a través de la Oficina del Policía, del personal adscrito a la Dirección 

General de la Policía. 

La persona titular de la Secretaría General sustituye a la persona titular de la División en los 

supuestos de vacante, ausencia o enfermedad. 

De la Secretaría General dependen: 

1.º El Área de Retribuciones. Le compete gestionar las retribuciones correspondientes al personal 

de la Dirección General de la Policía. 

2.º El Área de Asuntos Jurídicos. Se encarga de la tramitación y propuestas de resolución de las 

reclamaciones y recursos administrativos y judiciales. 

3.º El Área de Personal no Policial. Le corresponde la gestión de los recursos humanos no policiales. 

b) La Unidad de Gestión de Personal Policial. Le corresponde la administración de los recursos 

humanos policiales y la gestión del Catálogo de Puestos de Trabajo de la Policía Nacional, así como 

la tramitación y expedición de documentos sobre los datos obrantes en los expedientes de personal. 

De esta Unidad dependen: 

1.º El Área de Concursos y Baremación. Le compete la planificación, tramitación y ejecución de 

los distintos sistemas de provisión de los puestos de trabajo previstos en el Catálogo de Puestos de 

Trabajo de la Policía Nacional y la baremación de los participantes en los mismos. 

2.º El Área de Documentación y Expediente Personal. Se encarga de la custodia, verificación y 

control de los expedientes del personal policial, y la gestión de las situaciones administrativas de los 

mismos. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 163 

3.º El Área de Puestos de Trabajo y Distribución Territorial del Personal Policial. Le compete la 

organización de los destinos y puestos de trabajo de dicho personal. 

c) La Unidad de Régimen Disciplinario. Le corresponde administrar el régimen disciplinario de la 

Policía Nacional, así como las competencias que se le atribuyen respecto de los demás empleados 

públicos adscritos a la Dirección General de la Policía. 

De esta Unidad depende el Área de Coordinación de Régimen Disciplinario, encargada de la 

coordinación, seguimiento y control de la instrucción de los expedientes disciplinarios. 

Artículo 12 

División de Formación y Perfeccionamiento 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.4.b) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto. 

2. Está integrada por las siguientes Unidades: 

a) La Secretaría General. Le corresponde prestar asistencia y apoyo a la persona titular de la 

División de Formación y Perfeccionamiento, así como analizar y planificar sus líneas generales de 

actuación. Gestiona los asuntos relativos al régimen de personal, medios adscritos, recursos y 

normativa. Igualmente, se responsabiliza de las actividades de I+D+i en el ámbito de sus 

competencias. 

La persona titular de la Secretaría General sustituye a la persona titular de la División en los 

supuestos de vacante, ausencia o enfermedad. 

De la Secretaría General dependen: 

1.º El Área de Planificación y Psicopedagogía. Le compete la realización de los planes y proyectos 

formativos y la prospectiva, planificación y evaluación psicopedagógica. 

2.º El Área de Innovación Formativa. Se encarga de la realización de los planes y proyectos 

relacionados con el campus virtual de formación de la Policía Nacional, la gestión de las tecnologías 

como herramientas al servicio del aprendizaje y la adquisición de conocimiento, promoviendo la 

cultura digital en la organización a través de la formación. 

b) La Escuela Nacional de Policía. Le corresponde planificar e impartir los programas formativos 

a la segunda categoría de la Escala Ejecutiva y la segunda categoría de la Escala Básica de la 

Policía Nacional. Se encarga de las acciones formativas dirigidas al alumnado de los cuerpos 

policiales que se establezcan en el ámbito de la cooperación policial, tanto a nivel nacional como 

internacional. Asimismo, lleva a cabo la programación y ejecución de los cursos relacionados con 

la promoción interna de las categorías de la Policía Nacional que se determinen, con excepción de 

aquellos encomendados específicamente al Centro de Altos Estudios Policiales, colaborando con la 

actividad docente del Centro de Actualización y Especialización. 

En la Escuela Nacional de Policía se ubica la sede de la Secretaría Permanente de la Escuela 

Iberoamérica de Policía (IBERPOL). 

La sede de la Escuela Nacional de Policía radica en la localidad de Ávila. 

De la Escuela Nacional de Policía dependen: 
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1.º El Área de Régimen Docente. Con funciones de colaborar con la persona titular de la Escuela 

Nacional de Policía en el diseño, programación, asignación, supervisión y control de los planes de 

estudios y actividades docentes. 

2.º El Área de Régimen Interior. Con funciones de colaborar con la persona titular de la Escuela 

Nacional de Policía en la dirección, coordinación y control de los recursos humanos y materiales. 

c) El Centro de Altos Estudios Policiales. Le corresponde desarrollar e impulsar las acciones 

formativas, específicas y complementarias, de los altos responsables de la seguridad pública, 

fomentando la participación y colaboración con la Universidad y otras instituciones públicas y 

privadas. Programa e imparte los cursos relacionados con la promoción interna del personal 

funcionario de la Policía Nacional, a excepción de los que se impartan en la Escuela Nacional de 

Policía, y específicamente a la Escala Superior y la primera categoría de la Escala Ejecutiva. De igual 

manera, programa y desarrolla la convocatoria de los cursos de capacitación profesional para el 

acceso a las escalas y categorías mediante el sistema de promoción interna por antigüedad 

selectiva. 

Del Centro de Altos Estudios Policiales dependen: 

1.º El Área de Régimen Docente. Le compete colaborar con la persona titular del Centro en el 

diseño, programación, asignación, supervisión y control de los planes de estudios y actividades 

docentes. 

2.º El Instituto de Estudios de la Policía. Se hace cargo de la investigación, desarrollo y promoción 

de nuevos métodos y técnicas profesionales, la captación y análisis de necesidades sociales que 

afecten o puedan afectar a la seguridad ciudadana en relación con la Policía Nacional y del 

desarrollo de programas y proyectos de colaboración con universidades y otras entidades 

relacionadas con actividades científicas para el cumplimiento de sus funciones. 

d) El Centro de Actualización y Especialización. Asume la planificación, coordinación y dirección 

de las actividades docentes orientadas a la formación permanente para la actualización y 

especialización del personal funcionario de la Policía Nacional, el impulso de las actividades 

formativas previstas en los convenios y acuerdos con instituciones de las que la Policía Nacional 

forme parte y el desarrollo e impulso del conocimiento de idiomas. 

El Centro de Actualización y Especialización tiene sede en las localidades de Madrid, Ávila y 

Linares (Jaén), de acuerdo con la resolución que al respecto adopte la Dirección General de la 

Policía, en función de la actividad docente a impartir. 

Del Centro de Actualización y Especialización dependen: 

1.º El Área de Planificación y Coordinación Docente. Se encarga de colaborar con la persona 

titular del Centro en el diseño, programación, asignación, supervisión y control de los cursos de 

actualización y especialización profesional, así como en el seguimiento, coordinación y control de 

la actividad de los deportistas de alto rendimiento. 

2.º El Área de Coordinación Formativa Internacional. Ejerce la gestión y coordinación de las 

actividades formativas previstas en los convenios y acuerdos con las instituciones y asociaciones de 

carácter internacional de las que forme parte la Policía Nacional, ya sean públicas o privadas, sin 

perjuicio de las competencias que tenga atribuidas la Escuela Nacional de Policía en esta materia. 

Igualmente, propone la estrategia y coordinación de la enseñanza de idiomas en el ámbito de la 

Policía Nacional. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 165 

3.º El Centro de Prácticas Operativas. Le compete organizar las actividades docentes de 

adiestramiento táctico-operativo de las unidades policiales. Su sede radica en la localidad de 

Linares (Jaén). 

e) La Unidad de Procesos Selectivos. Le compete gestionar todos los procesos selectivos de 

ingreso y acceso a la Policía Nacional, así como el ascenso por promoción interna a las diferentes 

escalas y categorías. 

Sección 4.ª Subdirección General de Logística e Innovación 

Artículo 13 

Subdirección General de Logística e Innovación 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.2.c) y 3.5 del Real Decreto 734/2020, de 4 de 

agosto. 

2. En los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad de la persona titular de la Subdirección 

General de Logística e Innovación, corresponde la suplencia a las personas titulares de la 

Subdirección General de Recursos Humanos y Formación y del Gabinete Técnico, por el orden en 

que aparecen citados en esta disposición. 

3. Está integrada por las siguientes Unidades: 

a) La Secretaría General. Le compete prestar asistencia y apoyo a la persona titular de la 

Subdirección General en el ejercicio de sus funciones. Gestiona los recursos humanos y los medios 

materiales asignados a la misma, prestando asistencia técnica y jurídica a los órganos que la 

integran, y coordinando la actuación de los mismos, las actividades de I+D+i en el ámbito de sus 

competencias, así como el régimen interior y seguridad del complejo policial de Canillas. 

A la Secretaría General se adscribe el Gabinete de Asuntos Jurídicos, Económicos y Técnicos, con 

funciones de elaboración de informes sobre materias de competencia de la Subdirección General. 

De la Secretaría General dependen: 

1.º El Servicio de Planificación y Fondos Europeos. Se encarga de la planificación, promoción y 

supervisión de los proyectos en materia de financiación europea en los que participa la Policía 

Nacional. 

Asimismo, se constituye como punto de contacto de la Policía Nacional ante la Oficina de 

Recuperación y Gestión de Activos del Ministerio de Justicia, sin perjuicio de la superior coordinación 

de la Secretaría de Estado de Seguridad para la valoración, gestión y adjudicación de los recursos 

que la citada Oficina ponga a disposición de la Dirección General de la Policía. 

2.º El Servicio de Innovación y Desarrollo. Le corresponde ejercer la representación de la Policía 

Nacional en los grupos de trabajo de la Unión Europea para el desarrollo y la innovación en materia 

de tecnologías para la seguridad. 

b) La Unidad de Informática y Telecomunicación. Es responsable de realizar el estudio y análisis 

de las necesidades tecnológicas en las que su criterio sea requerido. Se encarga de la tramitación 

de los expedientes de adquisición de equipos y sistemas de tecnologías de la información y la 

comunicación, así como de su asignación, distribución, administración, gestión y apoyo a la 

investigación policial. Le compete la adaptación tecnológica de los sistemas TIC en cumplimiento 

de lo preceptuado en los Esquemas Nacionales de Seguridad y de Interoperabilidad, adecuándolos 
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a la Administración Electrónica, elaborando las normas y procedimientos técnicos de seguridad TIC, 

y garantizando la seguridad de los mismos y las bases de datos. De igual modo, se encarga de la 

formación técnica específica del personal, a nivel central y territorial. 

De esta Unidad dependen: 

1.º El Área de Telecomunicación. Le compete la definición, implantación y mantenimiento de la 

arquitectura de las comunicaciones, la seguridad electrónica, los medios audiovisuales de las 

dependencias policiales, los sistemas de detección e inhibición de vehículos aéreos no tripulados, y 

los equipos y sistemas para la observación de las telecomunicaciones. 

2.º El Área de Informática. Se encarga del diseño, implantación y gestión de la arquitectura 

hardware y software, así como de las bases de datos. Desarrolla las aplicaciones informáticas para 

atender a las necesidades corporativas. Asimismo, adapta los sistemas para cumplir con la 

normativa aplicable en materia de seguridad, integridad, confidencialidad y disponibilidad de la 

información, y la asistencia técnica a los usuarios. 

El Centro de Proceso de Datos radica en la localidad de El Escorial (Madrid). 

3. De la Subdirección General de Logística e Innovación dependen la División Económica y 

Técnica y la División de Documentación. 

Artículo 14 

División Económica y Técnica 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.5.a) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto, 

con nivel orgánico de subdirección general. 

2. Está integrada por las siguientes unidades: 

a) La Secretaría General. Le compete prestar asistencia y apoyo a la persona titular de la División 

en el ejercicio de sus funciones. Gestiona los recursos humanos y los medios materiales asignados a 

la misma, analiza y planifica sus líneas generales de actuación. Del mismo modo, se responsabiliza 

de las labores de imprenta de la Dirección General de la Policía y de la coordinación y planificación 

de las actividades relacionadas con las áreas de competencia de la División. 

La persona titular de la Secretaría General sustituye a la persona titular de la División en los casos 

de vacante, ausencia o enfermedad. 

b) La Unidad Económica. Se encarga de la gestión administrativa de los expedientes de 

contratación y gasto, así como de la gestión presupuestaria, extrapresupuestaria, financiera y de 

pagos. Asimismo, gestiona el gasto corriente en bienes y servicios y el derivado de las retribuciones 

e indemnizaciones del personal de la Dirección General de la Policía. 

De esta Unidad dependen: 

1.º El Área Presupuestaria. Le compete la elaboración técnica de los presupuestos anuales de 

gastos de la Dirección General de la Policía, el seguimiento y control de la ejecución presupuestaria 

y la tramitación de las propuestas de modificación de los presupuestos. Se encarga de la gestión 

financiera, contable y de pagos de la Dirección General de la Policía. Elabora las líneas estratégicas 

y los planes directores en materia de costes. Define y normaliza los estándares, protocolos, 

procedimientos y planes de eficiencia. Supervisa la estadística nacional de la actividad logística. 

Igualmente, ejerce la dirección, gestión, ejecución, desarrollo y control de los proyectos de inversión 
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de la Policía Nacional cofinanciados con financiación europea, así como otras fuentes de 

financiación extrapresupuestarias y del seguimiento y control de subvenciones en la materia. 

2.º El Área de Control del Gasto y Tesorería. Se encarga de la ejecución del gasto de personal, 

conforme las nóminas elaboradas por el Área de Retribuciones de la División de Personal, y de las 

indemnizaciones por razón de servicio. Del mismo modo, supervisa las habilitaciones y cajas 

pagadoras de la organización territorial de la Dirección General de la Policía. 

3.º El Área de Contratación y Tramitación. Se responsabiliza de la gestión y tramitación de los 

expedientes de contratación administrativa y de gastos, así como de la adquisición y suministro de 

los medios materiales no estrictamente policiales. 

c) La Unidad Técnica. Le corresponde la planificación y gestión de las infraestructuras 

inmobiliarias, de los medios de automoción y equipamientos policiales de la Dirección General de 

la Policía, así como su adquisición, distribución y administración necesarios para el desarrollo de las 

actividades de la Policía Nacional. 

De esta Unidad dependen: 

1.º El Área de Infraestructuras Policiales. Con funciones de programar, proyectar y dirigir las obras 

de construcción, reforma y actualización de los bienes inmuebles de la Dirección General de la 

Policía, gestionando su mantenimiento y el inventario patrimonial. 

2.º El Área de Automoción. Con funciones de adquisición, distribución y mantenimiento de los 

medios de automoción, la gestión de la Autoescuela de la Dirección General de la Policía, la 

especialización de los conductores y las intervenciones técnico-operativas. 

3.º El Área de Armamento y Equipamiento Policial. Con funciones de adquirir y gestionar la 

uniformidad policial. Adquiere, distribuye y mantiene el armamento y equipos de dotación policial. 

Igualmente, gestiona el Plan Nacional de Tiro y el mantenimiento las galerías de tiro. 

Artículo 15 

División de Documentación 

1. Asume las funciones contempladas en el artículo 3.5.b) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto, 

con el nivel orgánico que se determine en la relación de puestos de trabajo de la Policía Nacional. 

2. Está integrada por las siguientes unidades: 

a) La Secretaría General. Le compete prestar asistencia y apoyo a la persona titular de la División 

en el ejercicio de sus funciones. Gestiona los recursos humanos y los medios materiales asignados a 

la misma. Analiza y planifica sus líneas generales de actuación. Coordina la investigación de aquellos 

ilícitos relacionados con estas materias. Del mismo modo, accede al Registro Central de Extranjeros 

para el trámite de las materias de su competencia. 

La persona titular de la Secretaría General sustituye a la persona titular de la División en los casos 

de vacante, ausencia o enfermedad. 

b) El Área de Documentación de Españoles y Extranjeros. Con funciones de estudio, gestión y 

distribución a nivel central de las actividades y medios relacionados con la expedición de la 

documentación de españoles y extranjeros. Se encarga de la coordinación y apoyo técnico a las 

respectivas unidades territoriales. Ejerce las actuaciones sobre el desarrollo e innovación en materia 
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de documentación. Del mismo modo, se responsabiliza del control e inspección de las unidades de 

documentación. 

c) El Área de Tratamiento Documental y Archivo. Ejerce las funciones que, como Sección del 

Archivo General del Ministerio del Interior en la Dirección General de la Policía, prevé la Orden 

INT/2528/2002, de 2 de octubre, por la que se regula el Sistema Archivístico del Ministerio del Interior, 

así como de la realización de las actividades relacionadas con el tratamiento de las requisitorias 

judiciales y policiales, y los antecedentes de las personas de interés policial. 

Sección 5.ª Gabinete Técnico 

Artículo 16 

Gabinete Técnico 

1. Asume las funciones contempladas el artículo 3.2.d) del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto. 

2. En los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad de la persona titular del Gabinete Técnico, 

corresponde la suplencia a las personas titulares de la Subdirección General de Recursos Humanos y 

Formación y de la Subdirección General de Logística e Innovación, por el orden en que aparecen 

citados en esta disposición. 

3. Está integrado por las siguientes Unidades: 

a) La Secretaría General. Le corresponde prestar asistencia y apoyo a la persona titular del 

Gabinete Técnico en el ejercicio de sus funciones, así como la gestión de los recursos humanos y los 

medios materiales asignados a la misma. Presta asistencia técnica a los órganos que la componen 

y ejerce la coordinación de los mismos. Se responsabiliza de las actividades de I+D+i en el ámbito de 

sus competencias. Dirige y supervisa la confección de la Orden General de la Dirección General de 

la Policía. Igualmente, prepara los informes y la documentación necesarios para la participación y 

comparecencia de las autoridades policiales ante otras instituciones. 

De la Secretaría General dependen: 

1.º El Servicio de Relaciones Institucionales. Le corresponde la coordinación, preparación y 

elaboración de los proyectos de respuesta a las preguntas e interpelaciones parlamentarias, las 

quejas y recomendaciones del Defensor del Pueblo y las cuestiones que plantee la ciudadanía e 

instituciones sobre el funcionamiento de los servicios de la Dirección General de la Policía. Asimismo, 

tramita los asuntos relacionados con la transparencia y acceso a la información pública que afecten 

a la Dirección General de la Policía que no sean competencias de otros centros directivos. 

2.º El Servicio de Asuntos Generales. Gestiona los asuntos relativos al régimen de personal de la 

Subdirección y proporciona apoyo al titular de la Secretaría General en el marco de sus 

competencias. De este Servicio dependen la Oficina de Traducción e Interpretación de Lenguas de 

la Policía Nacional y la Oficina de Asistencia en Materia de Registros (OAMR). 

b) El Área de Publicaciones. Coordina las publicaciones de la Dirección General de la Policía, en 

formato papel y en versión digital para visibilizar el trabajo y las funciones de la Policía Nacional al 

tiempo que elabora las revistas oficiales y gestiona el fondo fotográfico y documental propio de esta 

actividad. Desarrolla el Programa Editorial del Ministerio del Interior en el ámbito de la Dirección 

General de la Policía. 

Coordina las relaciones con entidades públicas y privadas derivadas de esta función, en 

particular con la Fundación Policía Española. 
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c) El Área Jurídica. Con las funciones de estudio, preparación y tramitación de los proyectos 

normativos relacionados con la Dirección General de la Policía y la elaboración de los propios del 

Centro Directivo. Informa los proyectos de disposiciones de carácter general sometidos a la 

consideración del órgano directivo. Elabora informes de contenido jurídico sobre los asuntos 

relacionados con las competencias de la Dirección General de la Policía que le sean 

encomendados por el titular de la misma. Proporciona apoyo, asesoramiento, asistencia jurídica y 

tramita los proyectos de convenios entre la Dirección General de la Policía y cualesquiera otros 

sujetos de Derecho Público o de Derecho Privado, así como de los instrumentos de colaboración 

previstos en la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales. 

Recaba informe de la Abogacía del Estado en el Departamento. 

En esta área se incardina la Oficina Central Nacional de Protección de Datos de la Policía 

Nacional, dirigida por el Delegado de Protección de Datos, para la coordinación y la supervisión de 

la política de protección de datos en cumplimiento de la normativa aplicable. El Delegado de 

Protección de Datos se constituye como punto de contacto con la Agencia Española de Protección 

de Datos. 

d) El Área de Derechos Humanos e Igualdad. Vela por el cumplimiento, en el ámbito de la Policía 

Nacional, de los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por España, 

impulsando medidas que tengan en cuenta los dictámenes de organismos nacionales e 

internacionales competentes en la materia. En el ámbito de la protección de los derechos humanos, 

atiende los requerimientos de instituciones u organismos relacionados con la materia y 

especialmente los del Defensor del Pueblo. 

Promueve la cultura del respeto por los derechos fundamentales entre el personal funcionario de 

la Policía Nacional. Se encarga del análisis continúo de la situación de la mujer en la Policía Nacional, 

la detección de las áreas potenciales de discriminación, el favorecimiento de la conciliación de la 

vida personal y laboral, y la mejora de las condiciones de representación y empoderamiento de la 

mujer en la Policía Nacional. 

Integran el Área de Derechos Humanos e Igualdad, la Oficina Nacional de Derechos Humanos y 

la Oficina Nacional para la Igualdad de Género en la Policía Nacional, constituyéndose como 

puntos nacionales e internacionales de contacto en sus respectivas materias, actuando como 

interlocutores sociales en estos ámbitos. Dependen funcionalmente de esta Área los puntos de 

contacto de Derechos Humanos e Igualdad, nombrados a nivel central y territorial. 

e) El Área de Coordinación Institucional e Identidad Corporativa. Con las funciones de dirección, 

supervisión y ejecución en los actos de carácter público en los que participe el titular de la Dirección 

General, así como en aquellos actos representativos con presencia de la Policía Nacional que 

asuma el Gabinete Técnico. Asimismo, define e impulsa la identidad corporativa velando por la 

correcta aplicación de los criterios de uso de la misma y asume la gestión de la marca institucional. 

En esta Área se incardinan el Servicio de Protocolo, del cual depende la Banda de Música, y la 

Oficina de Marca de la Policía Nacional. 
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CAPÍTULO III 

Órganos colegiados 

Artículo 17 

Junta de Gobierno 

1. Le compete prestar asistencia y colaboración a la persona titular de la Dirección General de la 

Policía en el desempeño de sus funciones, quien podrá solicitar la emisión de los informes que estime 

conveniente someter a su conocimiento y consideración, en las siguientes materias: 

a) La definición de Plan Estratégico de la Dirección General. 

b) La elaboración de proyectos, planes y programas. 

c) La elección de indicadores para el control y valoración de resultados. 

d) La asignación de recursos humanos, económicos y medios materiales. 

e) La determinación de criterios básicos para la aplicación del régimen de selección, formación 

y promoción del personal. 

f) La determinación de criterios básicos en materia de estímulos, recompensas y sanciones. 

g) La adopción de medidas para el mantenimiento de la deontología profesional, prestigio y 

buena imagen profesional de la Policía. 

2. La Junta de Gobierno, bajo la Presidencia de la persona titular de la Dirección General de la 

Policía, está compuesta por la persona titular de la Dirección Adjunta Operativa, que ejerce la 

Vicepresidencia, y las personas titulares de la Subdirección General de Recursos Humanos y 

Formación, Subdirección General de Logística e Innovación, Gabinete Técnico, Comisarías 

Generales y Divisiones. 

Actúa como Secretario de la Junta de Gobierno, la persona titular de la Jefatura de la División de 

Personal. 

Pueden asistir a las reuniones de la Junta de Gobierno, con voz, pero sin voto, aquellas otras personas 

que, en función de los asuntos a tratar, convoque la persona titular de la Dirección General de la 

Policía. 

Artículo 18 

Consejo Asesor 

1. Es un órgano colegiado permanente de la Dirección General de la Policía, presidido por la persona 

titular de la misma. Le corresponde prestar asesoramiento sobre aquellos asuntos que, por su especial 

complejidad o trascendencia, aquella estime conveniente someter a su conocimiento y 

consideración. Asimismo, eleva propuestas sobre aquellas materias que, por iguales motivos y con 

base en la experiencia y conocimientos de las personas que lo componen, puedan redundar en la 

mejora y modernización de la organización policial. 

2. Los vocales son designados por la persona titular de la Dirección General de la Policía, entre 

funcionarios y funcionarias de la Policía Nacional de reconocido prestigio profesional y especiales 
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conocimientos en el ámbito competencial de la Policía Nacional en el número que se determine en 

el Catálogo de Puestos de Trabajo. 

La Secretaría del Consejo Asesor se incardina en el Gabinete Técnico. 

CAPÍTULO IV 

Organización territorial 

Artículo 19 

Jefaturas Superiores de Policía 

1. Las Jefaturas Superiores de Policía son órganos de mando, gestión, coordinación e inspección de 

los distintos servicios dependientes de la Dirección General de la Policía existentes en el ámbito 

territorial de actuación de la Policía Nacional. 

Su denominación, sede y ámbito territorial son los que se mencionan en el anexo I de esta orden. 

2. Dependiendo de la persona titular de la Jefatura Superior de Policía, existe una Unidad de 

Coordinación Operativa Territorial, con funciones de coordinación de las operaciones de las 

diferentes unidades territoriales operativas, así como el seguimiento, control y supervisión de los 

servicios, en el ámbito de la Jefatura Superior, estando adscritas a las mismas las Unidades Territoriales 

de Inteligencia. 

Al frente de la Unidad de Coordinación Operativa Territorial se encuentra el Jefe o Jefa Regional de 

Operaciones, que sustituye a la persona titular de la Jefatura Superior de Policía en los supuestos de 

vacante, ausencia o enfermedad. 

3. Las Jefaturas Superiores de Policía contarán con un Gabinete para su asistencia y asesoramiento, 

que depende directamente de las personas titulares de las mismas. 

4. En las Jefaturas Superiores de Policía pluriprovinciales se pueden crear brigadas regionales por 

cada área de actividad con dependencia de la Unidad de Coordinación Operativa Territorial con 

funciones de apoyo y coordinación en las investigaciones sobre la delincuencia que actúe en 

diferentes provincias. 

5. Las Jefaturas Superiores de Policía contarán con una Secretaría General con funciones de gestión, 

coordinación y apoyo de los recursos humanos y logísticos asignados, especialmente: 

a) Prestar asistencia y apoyo a la persona titular de la Jefaturas Superiores de Policía en el ejercicio 

de sus funciones. 

b) Gestionar los recursos humanos y los medios materiales asignados a la misma. 

c) Gestionar y coordinar las unidades y equipos de expedición de la documentación de los 

ciudadanos españoles y extranjeros residentes y del archivo. 

Artículo 20 

Comisarías Provinciales 

1. Existirá una Comisaría Provincial en cada una de las provincias del territorio nacional con sede en 

la capital de la misma. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 172 

Su titular asume el mando de los distintos servicios de la Dirección General de la Policía en su territorio. 

En aquellas provincias en las que se ubique la sede de la Jefatura Superior de Policía, la Dirección 

General de la Policía puede determinar que la persona titular de la Jefatura Superior de Policía asume 

directamente la jefatura de la Comisaría Provincial. 

2. Las Comisarías Provinciales pueden tener la siguiente estructura básica: 

a) La Unidad de Coordinación Operativa Provincial. Existirá en aquellas Comisarías Provinciales 

que atendiendo al número de dependencias y al volumen de la plantilla lo aconsejen, y que el 

Catálogo de Puestos de Trabajo de la Policía Nacional lo contemple. Ejercerá las funciones de 

coordinación de las operaciones de las unidades territoriales operativas y las de seguimiento, control 

y supervisión de los servicios. 

En las ciudades sede de la Jefatura Superior de Policía, ejerce estas funciones la Unidad de 

Coordinación Operativa Territorial. 

Al frente de cada Unidad de Coordinación Operativa Provincial se encuentra la Jefa o Jefe 

Provincial de Operaciones, que sustituye a la persona titular de la correspondiente Comisaría 

Provincial en los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad. 

b) Las Unidades Territoriales Operativas. Las Comisarías Provinciales contarán con tantas Unidades 

Territoriales Operativas especializadas como Comisarías Generales se establezcan en esta Orden, 

que llevarán a cabo, en su ámbito territorial, las funciones encomendadas a los mencionados 

órganos centrales, así como las de coordinación y apoyo de las unidades de su misma área 

funcional del resto de plantillas de su ámbito territorial, en los términos que se aprueben por la 

Dirección Adjunta Operativa. Su creación, rango administrativo, denominación y estructura se 

establecen en el Catálogo de Puestos de Trabajo de la Policía Nacional. 

En las Comisarías Provinciales en las que no exista Unidad de Coordinación Operativa Provincial, 

la persona titular de aquélla es sustituida en los casos de vacante, ausencia o enfermedad, a falta 

de designación expresa, por la persona titular de la jefatura de la Unidad Territorial Operativa de 

mayor categoría, y en caso de igualdad en la categoría, por la persona titular de aquella unidad 

territorial que figure primero en el orden en que se relacionan en el Catálogo de Puestos de Trabajo 

de la Policía Nacional. 

c) La Secretaría General. Dependiendo directamente de la persona titular de la Comisaría 

Provincial, asume las funciones de apoyo técnico y gestión de los recursos humanos y la logística, así 

como la gestión y coordinación de las unidades y equipos de expedición de la documentación de 

los ciudadanos españoles y extranjeros residentes y del archivo. En los casos de ciudades sede de 

Jefatura Superior de Policía pluriprovincial, asume la coordinación de la gestión de todas las 

secretarías generales de aquélla. 

Artículo 21 

Comisarías Zonales 

Cuando las circunstancias e incidencia de la delincuencia lo aconsejen, se pueden establecer las 

Comisarías Zonales que se determinen en el catálogo de puestos de trabajo de la Policía Nacional, 

con funciones de impulso, coordinación de los servicios operativos y gestión que en cada caso se le 

encomienden. 
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Artículo 22 

Comisarías Locales 

En las poblaciones que se indican en el anexo II de esta orden, existirá una Comisaría Local, con las 

funciones que el ordenamiento jurídico atribuye a la Policía Nacional en su demarcación territorial. 

La demarcación de su ámbito territorial de actuación comprenderá las poblaciones que se 

mencionan en su denominación y, en su caso, aquellas que expresamente se indique. 

Las Comisarías Locales contarán con las unidades necesarias para el cumplimiento de sus funciones. 

Tendrán su sede en las poblaciones que se determinen. 

Artículo 23 

Comisarías de Distrito 

Son las unidades básicas de la organización policial en las grandes urbes y se ocupan de aquellas 

funciones policiales que en cada caso se les asigne. 

Existirán en las localidades que se reflejan en el anexo III, que puede ser modificado por resolución 

de la persona titular de la Dirección General de la Policía cuando las circunstancias de índole 

administrativa, social o delincuencial así lo aconsejen. 

Artículo 24 

Comisarías Conjuntas. Centros de Cooperación Policial y Aduanera. Centros de Cooperación 

Policial 

Son unidades destinadas a desarrollar la cooperación en materia policial y aduanera en la zona 

fronteriza de aquellos estados con los que España comparte frontera común, de acuerdo con lo 

previsto en los convenios o acuerdos internacionales correspondientes. 

Los Centros de Cooperación Policial y Aduanera se integran en la estructura de la Comisaría 

Conjunta, y su funcionamiento se rige por su propia normativa. 

Cuando las localidades en las que se encuentren las comisarías conjuntas y los centros de 

cooperación policial y aduanera cuenten con comisaría local, estarán integradas en la estructura 

orgánica de ésta. En los demás casos, formarán parte de la estructura de la respectiva comisaría 

provincial. 

Existirán comisarías conjuntas y centros de cooperación policial y aduanera y centros de 

cooperación policial en las localidades reflejadas en el anexo IV de esta orden. 

Artículo 25 

Puestos Fronterizos 

Son los pasos o lugares físicos habilitados de entrada y salida del territorio nacional de españoles y 

extranjeros. Tienen también la consideración de Puestos Fronterizos los puertos, aeropuertos y pasos 

terrestres que estén reconocidos, o puedan serlo en el futuro, como frontera exterior Schengen. 

Los Puestos Fronterizos ejercen las funciones de control policial, de carácter fijo y móvil, de entrada y 

salida de personas del territorio nacional, y de seguridad interior de los aeropuertos cuando tuvieran 

su sede en los mismos. 
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Cuando las localidades en las que se encuentren los puestos fronterizos cuenten con Comisarías 

Locales, estarán integrados en la estructura orgánica de éstas. En los demás casos, formarán parte 

de la estructura de la correspondiente Jefatura Superior de Policía o Comisaría Provincial. 

Existirán en las localidades reflejadas en el anexo V de esta orden. 

Artículo 26 

Unidades de Extranjería 

Asumen las funciones en materia de extranjería que se determinen, bajo la dependencia funcional 

de la Comisaría General de Extranjería y Fronteras, y orgánica de la Brigada Provincial o Local de 

Extranjería y Fronteras, como órgano encargado de la ejecución a nivel territorial de las 

competencias atribuidas a dicha Comisaría General. 

Existirán en las localidades reflejadas en el anexo VI de esta orden. 

Artículo 27 

Unidades de Documentación 

Asumen las funciones en materia de documentación de los ciudadanos españoles, así como de 

expedición de las tarjetas de identidad de extranjeros a los ciudadanos extranjeros, en aquellas 

unidades habilitadas a tal fin. 

En el ejercicio de las competencias enunciadas, estas unidades dependen funcionalmente de la 

División de Documentación, y orgánicamente de la secretaría general de su respectiva Jefatura 

Superior de Policía, Comisaría Provincial, Comisaría Local o Comisaría Conjunta, como órgano 

encargado de la ejecución a nivel territorial de las competencias atribuidas a la División de 

Documentación y del cumplimiento de las instrucciones emanadas de la misma. 

Cuando las localidades en las que se encuentren las Unidades de Documentación cuenten con 

Comisarías Conjuntas o Mixtas, con Centros de Cooperación Policial y Aduanera o con Comisarías 

Locales, estarán integrados en su estructura orgánica. En los demás casos, formarán parte de la 

estructura de la correspondiente Jefatura Superior de Policía, Comisaría Provincial o Comisaría Local. 

Existirán en las localidades y en el número reflejados en el anexo VII de esta orden. 

Artículo 28 

Dependencia 

Las Unidades que integran la organización territorial de la Dirección General de la Policía tienen 

dependencia funcional de los órganos centrales correspondientes a su área de actividad policial, a 

través de la estructura orgánica y jerárquica de mando que se establece en esta Orden, sin perjuicio 

de las funciones de jefatura y dirección de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que 

corresponden a los titulares de las Delegaciones del Gobierno, Subdelegaciones o Direcciones 

Insulares, según los casos, quienes las ejercerán bajo la dependencia funcional del Ministerio del 

Interior. 
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Disposición adicional primera 

Desarrollo de las unidades y servicios de inferior rango 

Pueden crearse, a través del Catálogo de Puestos de Trabajo de la Policía Nacional, unidades 

policiales específicas, dependientes orgánica y funcionalmente de la comisaría general que en 

cada caso se determine, para la lucha contra determinados tipos de criminalidad y en función de 

los informes estratégicos que, sobre la situación y tendencias de los mismos, se elaboren 

periódicamente. 

Asimismo, pueden crearse unidades de policía científica de carácter supraterritorial, con laboratorios 

que podrán extender sus servicios a ámbitos territoriales superiores al de Jefatura Superior de Policía. 

Estas unidades mantendrán la dependencia orgánica de sus jefes territoriales. 

Disposición adicional segunda 

Desarrollo de la estructura de los servicios de información 

De conformidad con la Ley 9/1968, de 5 de abril, sobre secretos oficiales, y los Acuerdos del Consejo 

de Ministros de 28 de noviembre de 1986, de 16 de febrero de 1996 y de 6 de junio de 2014, en los 

que se otorga la clasificación de secreto a la estructura y organización de los servicios de 

información, la estructura y servicios de tal naturaleza dependientes de la Dirección General de la 

Policía son los que se determinen por Orden Comunicada del Ministerio del Interior. 

Disposición adicional tercera 

Normas de funcionamiento de los órganos colegiados 

Sin perjuicio de las especialidades prevista en esta orden, el funcionamiento de los órganos 

colegiados de la Dirección General de la Policía se ajustará a lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

Disposición adicional cuarta 

Responsables del tratamiento de las bases de datos 

Las personas titulares de las Secretarías Generales de la organización central y territorial, como 

responsables del tratamiento de las bases de datos propias, aplicarán las medidas técnicas y 

organizativas que garanticen que el tratamiento es conforme a las normas que regulan la protección 

de datos. 

Disposición adicional quinta 

Sustituciones y suplencias 

La designación de las sustituciones no previstas en esta orden corresponde a las personas 

responsables de las unidades inmediatamente superiores al órgano a sustituir y suplir. 

Disposición adicional sexta 

No incremento de gasto 

La aplicación de esta orden no supondrá incremento del gasto público. 
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Disposición transitoria única 

Mantenimiento de la vigencia de las Orden de 28 de febrero de 1995 por la que se desarrolla la 

estructura orgánica y funciones de los servicios centrales y territoriales de la Dirección General de la 

Policía 

Hasta tanto se modifiquen los vigentes baremos de méritos aplicables a los funcionarios de la Policía 

Nacional para promoción interna y provisión de puestos de trabajo, continuará en vigor, a estos solos 

efectos, la distribución por grupos de comisarías contenida en la Orden de 28 de febrero de 1995 por 

la que se desarrolla la estructura orgánica y funciones de los servicios centrales y territoriales de la 

Dirección General de la Policía. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Queda derogada la Orden INT/28/2013, de 18 de enero, por la que se desarrolla la estructura 

orgánica y funciones de los Servicios centrales y periféricos de la Dirección General de la Policía, así 

como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a esta orden. 

Disposición final primera 

Facultades de desarrollo 

Se autoriza a la persona titular de la Dirección General de la Policía para dictar cuantas resoluciones 

requieran el desarrollo y aplicación de esta orden, a propuesta de los responsables de los órganos 

centrales y territoriales. 

Disposición final segunda 

Entrada en vigor 

Esta orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

ANEXO I 

Jefaturas Superiores de Policía 

– Jefatura Superior de Policía de Madrid, con sede en Madrid y ámbito territorial en esta provincia. 

– Jefatura Superior de Policía de Cataluña, con sede en Barcelona y ámbito territorial en las 

provincias de Barcelona, Girona, Lleida y Tarragona. 

– Jefatura Superior de Policía de la Comunidad Valenciana, con sede en Valencia y ámbito territorial 

en las provincias de Valencia, Alicante y Castellón. 

– Jefatura Superior de Policía de Andalucía Occidental, con sede en Sevilla y ámbito territorial en las 

provincias de Sevilla, Cádiz, Córdoba y Huelva. 

– Jefatura Superior de Policía de Andalucía Oriental, con sede en Granada y ámbito territorial en las 

provincias de Granada, Almería, Jaén y Málaga. 

– Jefatura Superior de Policía del País Vasco, con sede en Bilbao y ámbito territorial en las provincias 

de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya. 
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– Jefatura Superior de Policía de Aragón, con sede en Zaragoza y ámbito territorial en las provincias 

de Zaragoza, Huesca y Teruel. 

– Jefatura Superior de Policía de Castilla y León, con sede en Valladolid y ámbito territorial en las 

provincias de Valladolid, Ávila, Burgos, León, Palencia, Salamanca, Segovia, Soria y Zamora. 

– Jefatura Superior de Policía de Galicia, con sede en A Coruña y ámbito territorial en las provincias 

de A Coruña, Lugo, Ourense y Pontevedra. 

– Jefatura Superior de Policía de Asturias, con sede en Oviedo y ámbito territorial en la provincia de 

Asturias. 

– Jefatura Superior de Policía de Canarias, con sede en Las Palmas de Gran Canaria y ámbito 

territorial en las provincias de Las Palmas y Santa Cruz de Tenerife. 

– Jefatura Superior de Policía de Illes Balears, con sede en Palma de Mallorca y ámbito territorial en 

la provincia de Illes Balears. 

– Jefatura Superior de Policía de Navarra, con sede en Pamplona y ámbito territorial en la provincia 

de Navarra. 

– Jefatura Superior de Policía de Castilla-La Mancha, con sede en Toledo y ámbito territorial en las 

provincias de Toledo, Ciudad Real, Cuenca, Guadalajara y Albacete. 

– Jefatura Superior de Policía de Extremadura, con sede en Badajoz y ámbito territorial en las 

provincias de Badajoz y Cáceres. 

– Jefatura Superior de Policía de la Región de Murcia, con sede en Murcia y ámbito territorial en esta 

provincia. 

– Jefatura Superior de Policía de Cantabria, con sede en Santander y ámbito territorial en la provincia 

de Cantabria. 

– Jefatura Superior de Policía de La Rioja, con sede en Logroño y ámbito territorial en la provincia de 

La Rioja. 

– Jefatura Superior de Policía de Ceuta, con sede en Ceuta y ámbito territorial en esta ciudad. 

– Jefatura Superior de Policía de Melilla, con sede en Melilla y ámbito territorial en esta ciudad. 

ANEXO II 

Comisarías Locales 

1. Alcalá de Guadaira. 

2. Alcalá de Henares. 

3. Alcantarilla. 

4. Alcázar de San Juan. 

5. Alcobendas-San Sebastián de los Reyes. 
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6. Alcorcón. 

7. Alcoy. 

8. Algeciras. 

9. Almendralejo. 

10. Alzira-Algemesí. 

11. Andújar. 

12. Antequera. 

13. Aranda de Duero. 

14. Aranjuez. 

15. Arrecife. 

16. Astorga. 

17. Avilés. 

18. Baza. 

19. Béjar. 

20. Benidorm. 

21. Burjassot-Godella. 

22. Calatayud. 

23. Camas. 

24. Cartagena. 

25. Ciutadella de Menorca. 

26. Coria del Río. 

27. Cornellá de Llobregat. Con ámbito territorial de actuación también en las poblaciones de 

Esplugues de Llobregat, Sant Just Desvern, Casteldefells, Gavá, Sant Boi de LLobregat, Sant Feliú de 

Llobregat, Molins de Rei, Sant Joan Despí, Viladecamps y El Prat de Llobregat. 

28. Coslada-San Fernando. 

29. Cuart de Poblet-Manises 

30. Denia. 

31. Don Benito-Villanueva de la Serena. 
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32. Dos Hermanas. 

33. Écija. 

34. Eivissa. 

35. El Ejido. 

36. Elche. 

37. Elda-Petrer. 

38. Estepona. 

39. Ferrol-Narón 

40. Figueres. 

41. Fuengirola. 

42. Fuenlabrada. 

43. Gandía. 

44. Getafe. 

45. Gijón. 

46. Hellín. 

47. Igualada. 

48. Irún. 

49. Jaca. 

50. Jerez de la Frontera. 

51. La Laguna. 

52. La Línea de la Concepción. 

53. Leganés. 

54. L'Hospitalet de Llobregat. 

55. Linares. 

56. Lloret de Mar. 

57. Lorca. 

58. Luarca. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 180 

59. Lucena-Cabra. 

60. Manacor. 

61. Manresa. 

62. Maó. 

63. Marbella. 

64. Marín. 

65. Maspalomas. 

66. Mataró. Con ámbito territorial de actuación también en las poblaciones de Granollers y Pineda 

de Mar. 

67. Medina del Campo. 

68. Mérida. 

69. Mieres. 

70. Miranda de Ebro. 

71. Mislata. 

72. Molina de Segura. 

73. Monforte de Lemos. 

74. Morón de la Frontera. 

75. Móstoles. 

76. Motril - Torrenueva Costa. 

77. Ontinyent 

78. Orihuela. 

79. Parla. 

80. Paterna. 

81. Plasencia. 

82. Pola de Siero. 

83. Ponferrada. 

84. Pozuelo de Alarcón. 

85. Puerto de la Cruz-Los Realejos. 
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86. Puerto de Santa María-Puerto Real. 

87. Puerto del Rosario. 

88. Puertollano. 

89. Reus. 

90. Ribeira. 

91. Ronda. 

92. Roquetas de Mar. 

93. Rota. 

94. Sabadell. Con ámbito territorial de actuación también en las poblaciones de Montcada i Reixac, 

Ripollet y Cerdanyola. 

95. Sagunto. 

96. Sama de Langreo-San Martín del Rey Aurelio. 

97. San Andrés de Rabanedo. Con ámbito territorial de actuación también en las poblaciones de 

Trobajo del Camino y El Ferral del Bernesga. 

98. San Fernando. 

99. San Juan de Aznalfarache. 

100. Sanlúcar de Barrameda. 

101. Sant Adrià de Besós. Con ámbito territorial de actuación también en las poblaciones de 

Badalona y Santa Coloma de Gramenet. 

102. Sant Feliú de Guíxols. 

103. Santa Cruz de la Palma. 

104. Santiago de Compostela. 

105. Sur de Tenerife-Adeje. Con ámbito territorial de actuación en los municipios de Adeje, Arona, 

Guía de Isora y Santiago de Teide. 

106. Talavera de la Reina. 

107. Telde. 

108. Terrassa. Con ámbito territorial de actuación también en las poblaciones de Rubí y Sant Cugat 

del Vallès. 

109. Torrejón de Ardoz. 

110. Torrelavega. 
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111. Torremolinos-Benalmádena. 

112. Torrent. 

113. Tortosa. 

114. Tudela. 

115. Úbeda. 

116. Valdepeñas. 

117. Vélez-Málaga. 

118. Vic. 

119. Vigo-Redondela. 

120. Vilagarcía de Arousa. 

121. Vilanova i la Geltrú. Con ámbito territorial de actuación también en la población de Vilafranca 

del Penedés. 

122. Vila-real. 

123. Viveiro. 

124. Xàtiva. 

125. Xirivella-Aldaia-Alaquàs. 

126. Yecla. 

ANEXO III 

Comisarías de Distrito 

A Coruña. 

Alicante. 

Córdoba. 

Granada. 

Las Palmas de Gran Canaria. 

Madrid. 

Málaga. 

Murcia. 

Palma de Mallorca. 
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Santa Cruz de Tenerife. 

Sevilla. 

Valencia. 

Valladolid. 

Vigo-Redondela. 

Zaragoza. 

ANEXO IV 

Comisarías Conjuntas. Centros de Cooperación Policial y Aduanera. Centros de Cooperación 

Policial 

Comisarías Conjuntas y CCPA con Portugal Plantilla a la que están adscritas 

Caya/Elvas. Comisaría Provincial de Badajoz. 

Tui/Valença do Minho. Comisaría Provincial de Pontevedra. 

Vila Real de Santo Antonio/Ayamonte. Comisaría Provincial de Huelva. 

Vilar Formoso/Fuentes de Oñoro. Comisaría Provincial de Salamanca. 

Quintanilla/Alcañices. Comisaría Provincial de Zamora. 

 

Comisarías Conjuntas y CCPA con Francia Plantilla a la que están adscritas 

Canfranc-Somport/Urdós. Comisaría Provincial de Huesca. 

Le Perthus/La Junquera. Comisaría Provincial de Girona. 

Melles Pont du Roi/Les. Comisaría Provincial de Lleida. 

Hendaye/Irún. Comisaría Local de Irún. 
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CCP con Marruecos Plantilla a la que están adscritas 

Algeciras. 

Comisaría Local de Algeciras. 

Tánger. 

ANEXO V 

Puestos Fronterizos 

Puesto fronterizo Plantilla a la que está adscrito 

Terrestres  

Ceuta. 
Jefatura Superior de Policía de 

Ceuta. 

Melilla. 
Jefatura Superior de Policía de 

Melilla. 

La Seo d'Urgell. Comisaría Provincial de Lleida. 

La Línea de la Concepción (*). 
Comisaría Local de la Línea de la 

Concepción. 

Aéreos  

Aeropuerto de A Coruña. 
Jefatura Superior de Policía de 

Galicia. 

Aeropuerto Adolfo Suárez Madrid-Barajas. (Incluye los 

aeropuertos de Madrid-Cuatro Vientos y Torrejón). 

Jefatura Superior de Policía de 

Madrid. 

Aeropuerto de Albacete. Comisaría Provincial de Albacete. 

Aeropuerto de Alicante-Elche. Comisaría Local de Elche. 

Aeropuerto de Almería. Comisaría Provincial de Almería. 
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Puesto fronterizo Plantilla a la que está adscrito 

Aeropuerto de Asturias. Comisaría Local de Avilés. 

Aeropuerto de Bilbao. 
Jefatura Superior de Policía del País 

Vasco. 

Aeropuerto de Castellón. Comisaría Provincial de Castellón. 

Aeropuerto César Manrique-Lanzarote. Comisaría Local de Arrecife. 

Aeropuerto de Ciudad Real. 
Comisaría Provincial de Ciudad 

Real. 

Aeropuerto Federico García Lorca Granada-Jaén. 
Jefatura Superior de Policía de 

Andalucía Oriental. 

Aeropuerto de Fuerteventura. 
Comisaría Local de Puerto del 

Rosario. 

Aeropuerto de Girona-Costa Brava. Comisaría Provincial de Girona. 

Aeropuerto de Gran Canaria. Comisaría Local de Telde. 

Aeropuerto de Huesca-Pirineos. Comisaría Provincial de Huesca. 

Aeropuerto de Ibiza. Comisaría Local de Eivissa. 

Aeropuerto de Jerez. 
Comisaría Local de Jerez de la 

Frontera. 

Aeropuerto Josep Tarradellas Barcelona-El Prat. 
Jefatura Superior de Policía de 

Cataluña. 

Aeropuerto de La Palma. 
Comisaría Local de Santa Cruz de 

la Palma. 
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Puesto fronterizo Plantilla a la que está adscrito 

Aeropuerto de León. 
Comisaría Local de San Andrés de 

Rabanedo. 

Aeropuerto de Lleida-Alguaire. Comisaría Provincial de Lleida. 

Aeropuerto de Málaga-Costa del Sol. Comisaría Provincial de Málaga. 

Aeropuerto de Menorca. Comisaría Local de Mahón. 

Aeropuerto de Palma de Mallorca. 
Jefatura Superior de Policía de les 

Illes Balears. 

Aeropuerto de Pamplona. 
Jefatura Superior de Policía de 

Navarra. 

Aeropuerto de la Región de Murcia. 
Jefatura Superior de Policía de la 

Región de Murcia. 

Aeropuerto de Reus. Comisaría Local de Reus. 

Aeropuerto de Salamanca. 
Comisaría Provincial de 

Salamanca. 

Aeropuerto de San Sebastián. Comisaría Local de Irún. 

Aeropuerto de Santiago. 
Comisaría Local de Santiago de 

Compostela. 

Aeropuerto Seve Ballesteros-Santander. 
Jefatura Superior de Policía de 

Cantabria. 

Aeropuerto de Sevilla. 
Jefatura Superior de Policía de 

Andalucía Occidental. 

Aeropuerto de Tenerife Norte. 
Comisaría Local de San Cristóbal 

de La Laguna. 
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Puesto fronterizo Plantilla a la que está adscrito 

Aeropuerto de Tenerife Sur. 
Comisaría Provincial de Santa Cruz 

de Tenerife. 

Aeropuerto de Valencia. 
Comisaría Local de Quart de 

Poblet-Manises. 

Aeropuerto de Valladolid. 
Jefatura Superior de Policía de 

Castilla y León. 

Aeropuerto de Vigo. Comisaría Local de Vigo. 

Aeropuerto de Vitoria. 
Comisaría Provincial de Vitoria-

Gasteiz. 

Aeropuerto de Zaragoza. 
Jefatura Superior de Policía de 

Aragón. 

Marítimos  

Puerto de A Coruña. Comisaría Provincial de A Coruña. 

Puerto de Alicante. Comisaría Provincial de Alicante. 

Puerto de Almería. Comisaría Provincial de Almería. 

Puerto de Arrecife. Comisaría Local de Arrecife. 

Puerto de Avilés. Comisaría Local de Avilés. 

Puerto de Bahía de Algeciras. Comisaría Local de Algeciras. 

Puerto de Bahía de Cádiz. Comisaría Provincial de Cádiz. 

Puerto de Barcelona. Comisaría Provincial de Barcelona. 
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Puesto fronterizo Plantilla a la que está adscrito 

Puerto de Bilbao. Comisaría Provincial de Bilbao. 

Puerto de Cartagena. Comisaría Local de Cartagena. 

Puerto de Castellón. Comisaría Provincial de Castellón. 

Puerto de Ceuta. 
Jefatura Superior de Policía de 

Ceuta. 

Puerto de Eivissa. Comisaría Local de Eivissa. 

Puerto de Ferrol. Comisaría Local de El Ferrol. 

Puerto de Gijón. Comisaría Local de Gijón. 

Puerto de Huelva. Comisaría Provincial de Huelva. 

Puerto de La Línea de la Concepción. 
Comisaría Local de la Línea de la 

Concepción. 

Puerto de Las Palmas. 
Comisaría Provincial de Las 

Palmas. 

Puerto de Málaga. Comisaría Provincial de Málaga. 

Puerto de Maó. Comisaría Local de Maó. 

Puerto de Melilla. 
Jefatura Superior de Policía de 

Melilla. 

Puerto de Motril. Comisaría Local de Motril. 

Puerto de Palma. 
Jefatura Superior de Policía de Illes 

Balears. 
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Puesto fronterizo Plantilla a la que está adscrito 

Puerto de Pasaia. 
Comisaría Provincial de San 

Sebastián-Donostia. 

Puerto de Puerto Rosario. 
Comisaría Local de Puerto del 

Rosario. 

Puerto de Sagunto. Comisaría Local de Sagunto. 

Puerto de Santa Cruz de la Palma. 
Comisaría Local de Santa Cruz de 

la Palma. 

Puerto de Santa Cruz de Tenerife. 
Comisaría Provincial de Santa Cruz 

de Tenerife. 

Puerto de Santander. 
Jefatura Superior de Policía de 

Cantabria. 

Puerto de Sevilla. Comisaría Provincial de Sevilla. 

Puerto de Tarifa. Comisaría Provincial de Cádiz. 

Puerto de Tarragona. Comisaría Provincial de Tarragona. 

Puerto de Valencia. Comisaría Provincial de Valencia. 

Puerto de Vigo. Comisaría Local de Vigo. 

(*) El Puesto aduanero y de control de policía de La Línea de la Concepción no corresponde con 

el trazado de la frontera reconocida por España, de conformidad con el tratado de Utrecht. 
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ANEXO VI 

Unidades de Extranjería 

Unidad de Extranjería Plantilla a la que está adscrito 

Camprodón. Comisaría Provincial de Girona. 

Dancharinea. Jefatura Superior de Policía de Navarra. 

Portbou. 

Comisaría Provincial de Girona. 

Puigcerdà. 

Salvaterra de Miño. Comisaría Provincial de Pontevedra. 

Valcarlos. Jefatura Superior de Policía de Navarra. 

Valencia de Alcántara. Comisaría Provincial de Cáceres. 

Verín. Comisaría Provincial de Ourense. 

ANEXO VII 

Unidades de Documentación 

Unidad de Documentación Órgano al que está adscrito 

Alcañices. Comisaría Provincial de Zamora. 

Alcañiz. Comisaría Provincial de Teruel. 

Arganda del Rey. Jefatura Superior de Policía de Madrid. 

Baracaldo. Jefatura Superior de Policía del País Vasco. 

Barco de Valdeorras. Comisaría Provincial de Orense. 
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Unidad de Documentación Órgano al que está adscrito 

Basauri. Jefatura Superior de Policía del País Vasco. 

Calahorra. Jefatura Superior de La Rioja. 

Camprodón. Comisaría Provincial de Girona. 

Carballo. Jefatura Superior de Policía de Galicia. 

Castro Urdiales. Jefatura Superior de Policía de Cantabria. 

Chiclana de la Frontera. Comisaría Provincial de Cádiz. 

Collado-Villalba. Jefatura Superior de Policía de Madrid. 

Colmenar Viejo. Jefatura Superior de Policía de Madrid. 

Eibar. Comisaría Provincial de San Sebastián. 

El Vendrell. Comisaría Provincial de Tarragona. 

Fraga. Comisaría Provincial de Huesca. 

Guecho. Jefatura Superior de Policía del País Vasco. 

Huércal-Overa. Comisaría Provincial de Almería. 

Inca. Jefatura Superior de Policía de Illes Balears. 

Lalín. Comisaría Provincial de Pontevedra. 

Las Rozas de Madrid. Jefatura Superior de Policía de Madrid. 

Les. Comisaría Provincial de Lleida. 
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Unidad de Documentación Órgano al que está adscrito 

Lugones. Comisaría Local de Pola de Siero. 

Majadahonda. Jefatura Superior de Policía de Madrid. 

Monzón. Comisaría Provincial de Huesca. 

Portbou. Comisaría Provincial de Girona. 

Portugalete. Jefatura Superior de Policía del País Vasco. 

Puigcerdà. Comisaría Provincial de Girona. 

Rivas Vaciamadrid. Jefatura Superior de Policía de Madrid. 

Roquetas de Mar. Comisaría Local de Roquetas de Mar. 

Salvaterra de Miño. Comisaría Provincial de Pontevedra. 

Santa Lucía de Tirajana. Jefatura Superior de Policía de Canarias. 

Tarancón. Comisaría Provincial de Cuenca. 

Tomelloso. Comisaría Provincial de Ciudad Real. 

Torrevieja. Comisaría Provincial de Alicante. 

Tuineje. Comisaría Local de Puerto del Rosario. 

Ubrique. Comisaría Provincial de Cádiz. 

Valdemoro. Jefatura Superior de Policía de Madrid. 

Valencia de Alcántara. Comisaría Provincial de Cáceres. 
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Unidad de Documentación Órgano al que está adscrito 

Verín. Comisaría Provincial de Ourense. 

Vila Real de Santo Antonio/Ayamonte. Comisaría Provincial de Huelva. 

Vinaroz. Comisaría Provincial de Castellón. 

Zafra. Comisaría Provincial de Badajoz. 
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§ 8. Real Decreto 221/1991, de 22 de febrero, por el que se regula la organización 

de las Unidades del Cuerpo Nacional de Policía adscritas a las Comunidades 

Autónomas y se establecen las peculiaridades del régimen estatutario de su 

personal5 

«BOE» núm. 49, de 26 de febrero de 1991 

El artículo 47 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

establece la posibilidad de adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía a las 

Comunidades Autónomas incluidas en el apartado 2 del artículo 37 de la misma Ley, disponiendo 

que las condiciones de la adscripción se concretarán en acuerdos administrativos de colaboración, 

que respetarán los principios determinados en el mencionado precepto. 

El cumplimiento de la norma reseñada y de los acuerdos administrativos de colaboración suscritos a 

su amparo o que puedan suscribirse en los sucesivo, requiere la promulgación de normas 

reglamentarias que rijan la creación, organización y puesta en marcha de las Unidades adscritas, 

determinando al propio tiempo las peculiaridades del régimen estatutario del personal que las 

integre, perteneciente al Cuerpo Nacional de Policía. 

Las indicadas normas reglamentarias constituyen un régimen especial de funcionarios del Cuerpo 

Nacional de Policía, que debe considerarse complementario e integrado en la reglamentación 

general, orgánica y de servicio, del Cuerpo, por cuya razón el Gobierno se encuentra habilitado para 

dictarlas, previa la realización de los trámites pertinentes, al amparo de lo dispuesto en la disposición 

adicional tercera, 1, de la mencionada Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior, previo informe del Consejo de Policía, con la 

aprobación del Ministerio para las Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado 

y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 22 de febrero de 1991, 

D I S P O N G O :  

Artículo 1 

A los efectos exclusivos de adscripción a las Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 47 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y 

durante la vigencia de los correspondientes acuerdos administrativos de colaboración, se podrán 

constituir unidades integradas por funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía. 

Artículo 2 

Las funciones específicas que desarrollarán dichas Unidades policiales serán las previstas en el 

artículo 38.1 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

 

 
5 El artículo 8 del Real Decreto 221/1991, de 22 de febrero, fue modificado por el Real Decreto 1089/2000, de 9 de junio, para 

favorecer la normal dotación de las Unidades adscritas. 
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Artículo 3 

Las Unidades policiales a que se refiere el presente Real Decreto tendrán dependencia orgánica del 

Ministerio del Interior, a través de la Dirección General de la Policía, y dependencia funcional de las 

autoridades competentes de la correspondiente Comunidad Autónoma, asumiendo su mando, 

dirección, coordinación y control la Jefatura de cada Unidad. 

Artículo 4 

El ámbito territorial de actuación de cada Unidad adscrita será el territorio de la correspondiente 

Comunidad Autónoma, excepto en lo relacionado con la protección de altas personalidades y 

bienes muebles, supuestos en los que los miembros de la Unidad continuarán asumiendo el ejercicio 

de sus funciones, en los eventulaes desplazamientos, en todo el territorio español. 

Artículo 5 

El personal que haya de integrarse en las Unidades adscritas estará sometido al régimen estatutario 

general de los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía, con las peculiaridades contenidas en el 

presente Real Decreto. 

Artículo 6 

1. El Jefe de la Unidad será nombrado por Orden del Ministro del Interior, a propuesta de la autoridad 

competente de la Comunidad Autónoma, entre funcionarios en activo de la Escala Superior del 

Cuerpo Nacional de Policía. 

2. La provisión de los demás puestos de la Unidad se hará por concurso específico de méritos, 

determinados conjuntamente por las autoridades policiales de las Administraciones del Estado y 

Autonómica. 

3. La selección de los candidatos a la provisión de dichos puestos se hará también a propuesta 

conjunta de los órganos correspondientes de las Administraciones del Estado y Autonómica. 

4. En su caso, la determinación de los méritos y la selección de los candidatos se hará por la Comisión 

Mixta que las Administraciones afectadas puedan haber constituido. 

Artículo 7 

1. Cuando no exista personal voluntario para los puestos vacantes, el Director general de la Policía 

podrá cubrirlos en comisión de servicio con carácter forzoso, no pudiendo permanecer los afectados 

por más de un año en tal situación. 

2. En este supuesto se adscribirá preferentemente a funcionarios que se encuentren destinados en la 

región policial correspondiente. 
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Artículo 8 

1. Los funcionarios que obtengan puestos de trabajo en la Unidad adscrita deberán permanecer en 

la misma durante un plazo mínimo de dos años, salvo que, con anterioridad a la conclusión de dicho 

plazo, se extinguiera la Unidad. 

Transcurrido el período mínimo citado, podrán participar en los concursos generales o específicos de 

méritos para la provisión de vacantes que se convoquen, de conformidad con lo establecido en el 

Reglamento de provisión de puestos de trabajo de la Dirección General de la Policía, causando baja 

en la Unidad adscrita en caso de obtener una de las vacantes ofertadas. 

El requisito de permanencia mínima en la Unidad adscrita no se exigirá para tomar parte en las 

convocatorias de provisión de vacantes por libre designación. 

2. Los funcionarios que deban causar baja en la Unidad adscrita por supresión de la misma o 

reducción de su plantilla, de acuerdo con lo que disponga el acuerdo administrativo de 

colaboración en cuya virtud se hubiera constituido, así como los que se encuentren en las 

circunstancias a que se refiere el artículo siguiente, se adscribirán a la plantilla en la que estuvieren 

destinados en el momento de acceso a la Unidad adscrita, siempre que hubiera puesto vacante de 

la categoría correspondiente y que dicho puesto sea de los que deban cubrirse por concurso general 

de méritos. 

Si no hubiera puesto vacante de las características señaladas en las indicadas plantillas, se 

adscribirán provisionalmente a las mismas, siéndoles de aplicación, en este caso, lo dispuesto en el 

artículo 20 del Reglamento de provisión de puestos de trabajo de la Dirección General de la Policía, 

aprobado por Real Decreto 997/1989, de 28 de julio, sobre derechos preferentes con ocasión de 

supresión, reducción o agrupación de plantillas. 

Artículo 9 

1. En el supuesto de que algún miembro de la Unidad adscrita cause baja temporal por período 

superior a sesenta días, la Comunidad Autónoma podrá solicitar su sustitución con carácter 

provisional, debiendo proceder la Dirección General de la Policía a la sustitución, en el plazo de 

treinta días, por el tiempo en que persista dicha baja. Asimismo, las Autoridades de la Comunidad 

Autónoma podrán proponer la sustitución de algún miembro de la Unidad, cuando así lo aconsejen 

razones fundadas. 

2. En ambos supuestos, a los funcionarios afectados les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 

8.º del presente Real Decreto. 

Artículo 10 

1. Sin perjuicio de las facultades que corresponden al Ministerio del Interior, las Autoridades de la 

Comunidad Autónoma podrán instar el ejercicio de la potestad disciplinaria, cuando fundadamente 

entiendan que la conducta de alguno de los miembros de la Unidad debe ser sancionada. 

Complementariamente y a tal efecto, emitirán los informes que pueda requerir la tramitación de los 

correspondientes expedientes, así como aquellos otros que consideren oportunos. 

2. Igualmente, las Autoridades de la Comunidad Autónoma podrán proponer la concesión de 

recompensas cuando haya méritos para ello. 
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3. En cualquier caso, para la imposición de sanciones o la concesión de recompensas por parte del 

Ministerio del Interior, deberá interesarse previamente, de la Autoridad competente de la 

Comunidad Autónoma, el informe que pueda exigir la tramitación de los respectivos expedientes. 

Artículo 11 

1. Todos los miembros de la Unidad adscrita habrán de realizar los cursos de formación organizados 

por la Autoridad competente de la Comunidad Autónoma, tendentes a la adquisición de 

conocimientos suficientes sobre las misiones que han de desempeñar. 

2. Asimismo, deberán asistir a aquellos cursos cuya asistencia considere obligatoria la Dirección 

General de la Policía y podrán asistir a otros cursos que organice dicha Dirección General. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera 

Se autoriza al Ministro del Interior para constituir las Unidades Policiales que requiera el cumplimiento 

de los acuerdos administrativos de colaboración, suscritos o que se suscriban en el futuro con las 

Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley Orgánica 2/1986, 

de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.  

Segunda 

Se autoriza, asimismo, al Ministro del Interior para dictar las normas que requiera el desarrollo y 

aplicación del presente Real Decreto. 

Tercera 

El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». 
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Guardia Civil 
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§ 9. Orden PRE/422/2013, de 15 de marzo, por la que se desarrolla la estructura 

orgánica de los Servicios Centrales de la Dirección General de la Guardia Civil6 

«BOE» núm. 66, de 18 de marzo de 2013 

El Real Decreto 400/2012, de 17 de febrero, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del 

Ministerio del Interior, define, en su artículo 4, a la Dirección General de la Guardia Civil, con rango 

de Subsecretaría, como el órgano del Ministerio del Interior, integrado en la Secretaría de Estado de 

Seguridad, encargado de la ordenación, dirección, coordinación y ejecución de las misiones que al 

Cuerpo de la Guardia Civil le encomienden las disposiciones vigentes, de acuerdo con las directrices 

y órdenes emanadas de los Ministros del Interior y de Defensa, dentro del ámbito de sus respectivas 

competencias. 

Hasta la fecha, la organización de los servicios centrales de este Centro Directivo venía siendo 

regulada por la Orden de 29 de octubre de 2001, norma desfasada en relación a los sucesivos Reales 

Decretos de organización departamental que durante la última década se han venido produciendo 

y, evidentemente, del recientemente publicado. Se hace preciso, por tanto, adaptar la estructura 

orgánica de la Dirección General de la Guardia Civil a la nueva organización creada por el citado 

Real Decreto y establecer las funciones de las distintas Unidades y Servicios que la integran. 

Por otra parte, esta nueva Orden incorpora el Centro Universitario de la Guardia Civil, órgano creado 

por el Real Decreto 1959/2009, de 18 de diciembre, cuya titularidad reside en el Ministerio del Interior 

y que es ejercida, conforme a la nueva realidad organizativa derivada de la entrada en vigor del 

Real Decreto 400/2012, de 17 de febrero, a través de la actual Dirección General de la Guardia Civil. 

En su virtud, haciendo uso de la autorización concedida por la disposición final segunda del Real 

Decreto 400/2012, de 17 de febrero, a propuesta del Ministro del Interior y del Ministro de Defensa, 

previa aprobación del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, dispongo: 

CAPÍTULO I 

Dirección General de la Guardia Civil 

Artículo 1 

Organización 

1. La Dirección General de la Guardia Civil se estructura a nivel central en los siguientes órganos 

directivos con rango de Subdirección General: 

a) Dirección Adjunta Operativa. 

b) Subdirección General de Personal. 

 

 
6 Los artículos 3.2.b) y 5.3 de la Orden PRE/422/2013, de 15 de marzo, se modificaron por la Orden PRE/875/2014, de 23 de 

mayo, y por la Orden PCI/685/2019, de 18 de junio, para crear, respectivamente, la Oficina de Protocolo y la Unidad de 

Coordinación de Ciberseguridad. 
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c) Subdirección General de Apoyo. 

2. La organización periférica de la Dirección General de la Guardia Civil estará constituida por las 

Zonas, las Comandancias, las Compañías y los Puestos. 

Artículo 2 

Órganos colegiados 

Adscritos a la Dirección General de la Guardia Civil estarán el Consejo Superior de la Guardia Civil y 

el Consejo de la Guardia Civil, con la composición y funciones determinadas para cada uno por la 

normativa vigente. 

Artículo 3 

Órganos de apoyo al Director 

1. Dependen directamente del Director General las siguientes Unidades: 

a) Gabinete Técnico. 

b) Asesoría Jurídica. 

c) Secretaría de Despacho. 

2. Gabinete Técnico. Con nivel orgánico de Subdirección General, y a cargo de un Oficial General 

de la Guardia Civil, es el órgano de asistencia y apoyo del Director General en el desarrollo de las 

funciones directivas de su competencia. 

a) En particular, le corresponde: 

▪ La coordinación entre los distintos órganos del centro directivo. 

▪ La gestión de las relaciones de carácter institucional. 

▪ El estudio y análisis y prospectiva de los planes y disposiciones que afectan a la Guardia Civil, así 

como la tramitación de las disposiciones de carácter general emanadas de la Dirección General. 

▪ La coordinación del proceso de planificación económica y presupuestación y gestión de la 

calidad de la Dirección General. 

El asesoramiento, estudio, informe y formulación de las propuestas relacionadas con la política 

de personal, material e infraestructuras de la Institución. 

b) Dependen directamente del Jefe del Gabinete Técnico: 

Oficina de Relaciones Informativas y Sociales. Órgano de asesoramiento y apoyo de la Dirección 

General de la Guardia Civil en materia de comunicación, al que le corresponde: 

Dirigir y gestionar la comunicación interna y externa en la Guardia Civil y, en particular, la 

coordinación de las Oficinas Periféricas de Comunicación (OPC,s) y con otros organismos análogos 

de la administración. 
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La potenciación de la imagen corporativa de la Guardia Civil, a través de participaciones 

públicas, de la página web del Cuerpo y la intranet corporativa, de cuyos contenidos es encargada, 

y de la atención al ciudadano a través de la oficina creada a tal efecto. 

Oficina de Protocolo. Órgano de asesoramiento y apoyo de la Dirección General de la Guardia 

Civil en materia de protocolo, al que le corresponde: 

El protocolo en la Dirección General de la Guardia Civil, organizando los actos institucionales y 

asesorando a las diferentes unidades del Cuerpo, en este aspecto. 

Centro de Análisis y Prospectiva. Órgano de apoyo para la gestión de información relacionada 

con la seguridad interior, que es responsable de: 

La gestión del conocimiento y de fuentes abiertas relacionadas con la seguridad. 

La colaboración con universidades y con otros centros de investigación y estudio en este ámbito. 

La promoción de la cultura de seguridad interior. 

3. Asesoría Jurídica. Órgano consultivo y asesor, en materia jurídica, del Director General y de los 

Órganos y Unidades Centrales, tiene por cometidos emitir los dictámenes e informes jurídicos, de 

acuerdo con las disposiciones vigentes, y evacuar aquellos que les sean encomendados, todo ello 

sin perjuicio de las funciones que correspondan a la Abogacía General del Estado-Dirección del 

Servicio Jurídico del Estado. En el ámbito de las competencias atribuidas por la Ley al Ministro de 

Defensa sobre el Cuerpo de la Guardia Civil, seguirá las instrucciones que pueda dictar la Asesoría 

Jurídica General de la Defensa y podrá elevar a la misma la oportunas consultas tendentes a 

asegurar la debida coordinación y unidad de criterio, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 11.2 del Real Decreto 454/2012, de 5 de marzo, por el que se desarrolla la estructura orgánica 

básica del Ministerio de Defensa. También coordinará la actuación de las Asesorías Jurídicas de las 

Zonas y de otras Unidades, para lo que podrá dictar instrucciones y evacuar las consultas que éstas 

formulen. 

4. Secretaría de Despacho. Órgano de asistencia y apoyo personal e inmediato al Director General. 

Es responsable del despacho, planificación de la agenda y gestión directa de reuniones y viajes del 

Director General; acompañamiento y seguridad personal; y cualesquiera otras funciones que dicha 

Autoridad le encomiende. Del Jefe de la Secretaría de Despacho dependen también la Unidad de 

Escolta del Director General y el Registro Central, encargado de la tramitación de la correspondencia 

oficial que tenga origen o destino en la Dirección General. 

Artículo 4 

Centro Universitario de la Guardia Civil 

Dependiente de la Dirección General de la Guardia Civil se encuentra el Centro Universitario de la 

Guardia Civil, con naturaleza de centro universitario público, cuya titularidad corresponde al Ministro 

del Interior. Este órgano es el responsable de impartir los estudios conducentes a la obtención de los 

títulos de carácter oficial, con validez en todo el territorio nacional, que se determinen. 
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CAPÍTULO II 

Dirección Adjunta Operativa 

Artículo 5 

Organización 

1. La Dirección Adjunta Operativa de la Guardia Civil, con nivel orgánico de Subdirección General, 

y a cargo de un Teniente General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es el principal 

órgano colaborador del Director General de la Institución en el ejercicio de sus funciones, y como tal 

es el responsable de: 

a) Asumir, con carácter general, cuantos cometidos y actividades le sean expresamente 

asignados por el Director General de la Guardia Civil, y singularmente cuanto se refiere a la 

cooperación internacional en el ámbito competencial del Cuerpo. 

b) Dirigir, impulsar y coordinar los servicios de las unidades de la Guardia Civil, de acuerdo con las 

directrices emanadas del Director General. 

c) Proponer al Director General la organización y distribución territorial de las unidades de la 

Guardia Civil. 

d) Coadyuvar a la definición de los recursos humanos y materiales necesarios para integrar 

adecuadamente la planificación y ejecución de la actividad operativa de la Guardia Civil. 

e) Sustituir al Director General de la Guardia Civil, con carácter interino o accidental, así como en 

el ejercicio de la potestad sancionadora que le atribuye la legislación vigente sobre régimen 

disciplinario del Cuerpo de la Guardia Civil. 

2. Contará con una Unidad de Estudios y Análisis con la misión de proporcionar directamente al titular 

cuantos informes requiera. 

3. De la Dirección Adjunta Operativa dependen directamente: 

a) El Mando de Operaciones. 

b) La Secretaría de Cooperación Internacional. 

c) La Intervención Central de Armas y Explosivos. 

d) El Servicio de Asuntos Internos. 

e) La Unidad Especial de Intervención. 

f) La Unidad de Coordinación de Ciberseguridad. 

4. El titular del Mando de Operaciones sustituirá al Director Adjunto Operativo, con carácter interino 

o accidental. 
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Artículo 6 

Mando de Operaciones 

1. El Mando de Operaciones, con nivel orgánico de subdirección general, y a cargo de un Teniente 

General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, es responsable del planeamiento y de la 

conducción operativa de los servicios, de acuerdo con las directrices operacionales y criterios 

generales en vigor. 

2. Del Mando de Operaciones, a su vez, dependen directamente las siguientes Unidades: 

a) Estado Mayor. 

b) Jefatura de Unidades Especiales y de Reserva. 

c) Jefatura de Información. 

d) Jefatura de Policía Judicial. 

e) Jefatura Fiscal y de Fronteras. 

f) Jefatura de la Agrupación de Tráfico. 

g) Jefatura del Servicio de Protección de la Naturaleza. 

h) Las Zonas. 

i) Las Comandancias de Ceuta y Melilla. 

3. También, dependerá del citado Mando de Operaciones, el Centro de Coordinación de vigilancia 

marítima de costas y fronteras, y la Autoridad de coordinación de las actuaciones para hacer frente 

a la inmigración ilegal en Canarias. 

Artículo 7 

Estado Mayor 

1. El Estado Mayor, a cargo de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio activo, 

es el principal órgano auxiliar del Mando de Operaciones para el ejercicio de sus funciones, 

responsable de proporcionar los elementos de juicio necesarios para fundamentar sus decisiones, 

traducirlas en órdenes y velar por su cumplimiento, centrando su actividad sobre la planificación y 

conducción operativa. Para la consecución de sus fines será también responsable de la elaboración 

de la Doctrina de actuación de las unidades operativas de la Guardia Civil. 

2. Del Jefe del Estado Mayor depende orgánicamente la Sala de Operaciones y Servicios, que tiene 

como misión la recepción y transmisión de las novedades y órdenes relativas al servicio diario. 

Cuando las necesidades del mismo así lo aconsejen, se activará como Centro de Crisis, siendo 

responsable de mantener el enlace con otros centros operativos de los sistemas de gestión y control 

de crisis. 
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Artículo 8 

Jefatura de Unidades Especiales y de Reserva 

1. A la Jefatura de Unidades Especiales y de Reserva, al mando de un Oficial General de la Guardia 

Civil en situación de servicio activo, le corresponde dirigir, coordinar y controlar las Unidades y 

Servicios dependientes. 

Para el desarrollo de estas misiones, será responsable de la aprobación de los procedimientos 

específicos para el empleo de las mismas, así como del apoyo de éstas a otras unidades del Cuerpo. 

2. De la Jefatura de Unidades Especiales y de Reserva dependen: 

a) Agrupación de Reserva y Seguridad. Principal Unidad de Reserva de la Guardia Civil, 

especialmente concebida, preparada y organizada para cumplir su misión específica de 

prevención, mantenimiento y, en su caso, restablecimiento de la seguridad pública. Como Unidad 

de Reserva, posee y puede adquirir diversas capacidades para su empleo temporal en beneficio 

de la acción de otras unidades, resultando idónea para prestar colaboración en casos de grave 

riesgo, catástrofe o calamidad pública, e igualmente para realizar o colaborar en el desarrollo de 

las misiones internacionales que se le asignen. 

b) Unidad de Acción Rural. Unidad de la Guardia Civil, especialmente concebida, preparada y 

organizada para la lucha contra elementos terroristas y la ejecución de operaciones que entrañen 

gran riesgo y requieran una respuesta rápida, así como la especialización de su personal y la 

realización de los cursos que se le encomienden. 

c) Servicio Aéreo. Unidad especializada del Cuerpo para la organización, coordinación y 

explotación de los medios aéreos con que cuenta el Cuerpo, así como para la prestación de 

asesoramiento técnico al desempeño de las competencias de policía administrativa aeronáutica 

que tenga asignadas a la Guardia Civil. 

d) Servicio Cinológico y Remonta. Órgano especializado de la Guardia Civil para la dirección 

técnica y ejecución de los servicios en los que participen Unidades dotadas de perros, así como 

para inspeccionar y evaluar las aptitudes técnicas de las Unidades cinológicas del Cuerpo u otros 

organismos que se determinen. Asimismo, le corresponde la gestión, administración y apoyo al 

ganado y animales de utilidad para el servicio. 

e) Servicio de Desactivación de Explosivos y Defensa Nuclear, Radiológica, Biológica y Química 

(NRBQ). Órgano especializado de la Guardia Civil en la prevención y actuación con carácter 

general ante incidencias relacionadas con artefactos de naturaleza explosiva, incendiaria, nuclear, 

radiológica, biológica o química, especialmente en materia de localización, reconocimiento, 

neutralización o desactivación, así como, para dirigir técnicamente y mantener la operatividad del 

Sistema de Defensa NRBQ de la Guardia Civil, diseñado para la intervención en situaciones graves 

de emergencia. 

f) Servicio de Montaña. Órgano especializado de la Guardia Civil para el ejercicio de todas 

aquellas funciones encomendadas a la Guardia Civil en las zonas de montaña, o en aquellas otras 

que, por su dificultad orográfica o climatológica, requieran de una especial preparación física y 

técnica, así como del empleo de medios técnicos adecuados. 

g) Servicio de Protección y Seguridad. Órgano especializado de la Guardia Civil para elaborar y 

velar por el cumplimiento de las directrices técnicas que se dicten en relación con la protección y 

seguridad de instalaciones, sean propias o que estén bajo su responsabilidad, estratégicas, o que 

afecten a personalidades relevantes. Asimismo, le corresponde ejercer las competencias que la Ley 
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de Seguridad Privada y normativa de desarrollo atribuyen a la Dirección General de la Guardia Civil, 

no encomendadas expresamente a otros órganos de la misma, y el enlace y coordinación con el 

Sector de la Seguridad Privada en el ámbito de competencias de la Guardia Civil. 

3. Igualmente dependen orgánicamente de la Jefatura de Unidades Especiales y de Reserva, la 

Unidad de Seguridad de la Casa de Su Majestad El Rey, la Unidad de Seguridad de Presidencia del 

Gobierno y aquellas otras Unidades de Seguridad que por su entidad o responsabilidad así se 

determine. 

Artículo 9 

Jefatura de Información 

A la Jefatura de Información, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de 

servicio activo, le corresponde organizar, dirigir y gestionar la obtención, recepción, tratamiento, 

análisis y difusión de la información de interés para el orden público y la seguridad ciudadana en el 

ámbito de las funciones propias de la Guardia Civil, y la utilización operativa de la información, 

especialmente en materia antiterrorista, en el ámbito nacional e internacional. 

Artículo 10 

Jefatura de Policía Judicial 

1. A la Jefatura de Policía Judicial, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación 

de servicio activo, le corresponde organizar y gestionar la investigación y persecución de los delitos 

y faltas y desarrollar los servicios de criminalística, identificación, analítica e investigación técnica, 

llevando a cabo las funciones de Policía Judicial específica de la Guardia Civil, así como la 

colaboración en dichas materias y en su propio ámbito corporativo, con otros cuerpos policiales 

nacionales y extranjeros. 

2. De la Jefatura de Policía Judicial dependen: 

a) Unidad Central Operativa. Tiene como misión investigar y perseguir los asuntos relacionados 

con la delincuencia grave, nacional e internacional y aquella otra cuyas especiales características 

así lo aconsejen; así como establecer y mantener el enlace, coordinación y colaboración con otros 

servicios afines, nacionales e internacionales, en el desarrollo de sus investigaciones, haciendo 

propuestas a la Jefatura de Policía Judicial sobre la gestión de la información de carácter operativo 

procedente de estos servicios. 

b) Unidad Técnica de Policía Judicial. Tiene como misión el asesoramiento técnico al mando de 

la Jefatura de Policía Judicial en sus funciones; centralizar la información sobre delincuencia y la de 

interés tanto para la acción del mando en este ámbito, como para la operatividad de las Unidades 

en la prevención del delito; realizar el análisis criminal útil para la dirección, planificación, 

coordinación y operatividad de las Unidades de Policía Judicial; elaborar y proponer a la Jefatura 

de Policía Judicial las normas técnico-operativas de funcionamiento; centralizar la gestión de los 

sistemas de información de apoyo para las investigaciones o relacionados con la delincuencia; y 

materializar la cooperación e intercambio de información con otros organismos afines, nacionales y 

extranjeros. Asimismo, encuadra a efectos administrativos al personal del Cuerpo de la Guardia Civil 

destinado en Interpol, Europol, SIRENE y demás órganos compartidos con agencias o cuerpos 

policiales nacionales y extranjeros, con los que colabora dentro de su ámbito competencial. 

c) Servicio de Criminalística. Tiene como misiones, coadyuvar al esclarecimiento de los hechos 

penales, mediante la aplicación de técnicas y procedimientos científicos especiales, elaborar los 

informes periciales y técnicos que demanden los Órganos Judiciales y las Unidades de Investigación; 
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identificar personas en sucesos con víctimas múltiples; prestar apoyos técnicos operativos que se le 

ordenen y la investigación científica en su ámbito. 

Artículo 11 

Jefatura Fiscal y de Fronteras 

1. A la Jefatura Fiscal y de Fronteras, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación 

de servicio activo, le corresponde organizar y gestionar el resguardo fiscal del Estado; evitar y 

perseguir el contrabando, el narcotráfico y demás tráficos ilícitos en el ámbito de las funciones 

encomendadas a la Guardia Civil por la normativa vigente, así como la custodia y vigilancia de 

costas, fronteras, puertos, aeropuertos y mar territorial y, en este ámbito, el control de la inmigración 

irregular. 

2. De la Jefatura Fiscal y de Fronteras dependen los siguientes Órganos y Servicios: 

a) Oficina de Proyectos. Tiene como misión específica la gestión de los proyectos en materia de 

fronteras con otros organismos, en el ámbito de las funciones desarrolladas por la Jefatura Fiscal y 

de Fronteras. 

b) Servicio Fiscal. Tiene como misión específica el resguardo fiscal del Estado, para lo que ejerce 

las funciones y actuaciones necesarias tendentes a prevenir y perseguir el contrabando, el 

narcotráfico, el fraude y demás infracciones, en el marco de las competencias legalmente 

asignadas a la Guardia Civil, y materializar el enlace, cooperación y colaboración operativa en 

dichas materias con otras instituciones afines, nacionales e internacionales. 

c) Servicio Marítimo. Tiene como misión específica ejercer las funciones que le corresponden a la 

Guardia Civil en las aguas marítimas españolas y las aguas continentales, incluidas las actividades 

en el medio subacuático, y en particular la vigilancia marítima, la lucha contra el contrabando y el 

control de la inmigración irregular en este ámbito. 

d) Servicio de Costas y Fronteras. Tiene como misión específica la custodia y vigilancia de costas, 

fronteras, puertos y aeropuertos, así como el control de la inmigración irregular en este ámbito. 

Artículo 12 

Jefatura de la Agrupación de Tráfico 

1. A la Jefatura de la Agrupación de Tráfico, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en 

situación de servicio activo, le corresponde, como unidad especializada en materia de tráfico, 

seguridad vial y transporte, organizar, dirigir y gestionar todo lo relativo al ejercicio de las funciones 

encomendadas a la Guardia Civil en esa materia por la normativa vigente. 

2. Con arreglo a su dependencia de Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal, en sus actuaciones como 

policía judicial, se atendrán a las normas técnicas de la Jefatura de Policía Judicial. 

Artículo 13 

Jefatura del Servicio de Protección de la Naturaleza 

1. A la Jefatura del Servicio de Protección de la Naturaleza, al mando de un Oficial General de la 

Guardia Civil en situación de servicio activo, le corresponde organizar y gestionar todo lo relativo al 

cumplimiento de las disposiciones relacionadas con la conservación de la naturaleza y medio 
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ambiente, los espacios protegidos, los recursos hidráulicos, la caza y pesca, el patrimonio histórico y 

la ordenación del territorio. 

2. Con arreglo a su dependencia de Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal, en sus actuaciones como 

policía judicial, se atendrán a las normas técnicas de la Jefatura de Policía Judicial. 

Artículo 14 

Zonas de la Guardia Civil 

1. Las Zonas de la Guardia Civil, bajo la dependencia directa del Mando de Operaciones y sin 

perjuicio de sus relaciones funcionales con las Subdirecciones Generales de Personal y de Apoyo, son 

las Unidades de mando, coordinación e inspección de todos los Servicios de la Dirección General de 

la Guardia Civil existentes en el ámbito territorial de cada una de ellas. 

2. En aquellos casos en los que, en el ámbito de una Zona, esté ubicado un Centro Regional de 

vigilancia marítima de costas y fronteras, dependerá del Jefe de la Zona. 

Artículo 15 

Secretaría de Cooperación Internacional 

La Secretaría de Cooperación Internacional, con el nivel orgánico que se determine en la relación 

de puestos de trabajo o en el catálogo de la Dirección General de la Guardia Civil, sin perjuicio de 

los cometidos que en el ámbito internacional se asigne a otras Jefaturas o Unidades del Cuerpo, tiene 

como misión centralizar, coordinar y canalizar todas las peticiones de cooperación internacionales 

que reciba la Guardia Civil; gestionar y coordinar la asistencia de miembros del Cuerpo a los grupos 

de trabajo europeos e internacionales y centralizar todas las cuestiones relativas a los agregados y 

demás personal que preste su servicio en el extranjero. 

Artículo 16 

Intervención Central de Armas y Explosivos 

1. Con el nivel orgánico que se determine en la relación de puestos de trabajo o en el catálogo de 

la Dirección General de la Guardia Civil, la Intervención Central de Armas y Explosivos tiene como 

misión específica planificar, organizar, inspeccionar y controlar las actividades encaminadas al 

ejercicio de las competencias que la normativa sobre armas y explosivos, artículos pirotécnicos y 

cartuchería encomienda a la Guardia Civil en todo el territorio nacional. 

2. Asimismo, le corresponderá constituir, por lo que respecta a la Guardia Civil, la estructura de apoyo 

directo a la Comisión Interministerial Permanente de Armas y Explosivos, de acuerdo con la normativa 

específica al respecto. 

Artículo 17 

 Servicio de Asuntos Internos 

1. El Servicio de Asuntos Internos tiene como misión investigar las conductas contrarias a la ética 

profesional del personal destinado en la Dirección General de la Guardia Civil, a cuyo fin realizará 

cuantas actividades sean necesarias para su esclarecimiento. 

2. Con arreglo a su dependencia de Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal, en sus actuaciones como 

policía judicial, se atendrán a las normas técnicas de la Jefatura de Policía Judicial. 
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Artículo 18 

Unidad Especial de Intervención 

La Unidad Especial de Intervención tiene como misión específica ejecutar las operaciones que, por 

su peligrosidad o especiales características se le encomienden. 

CAPÍTULO III 

Subdirección General de Personal 

Artículo 19 

Organización 

1. La Subdirección General de Personal, a cargo de un Teniente General de la Guardia Civil en 

situación de servicio activo, es responsable, de acuerdo con las directrices emanadas del Director 

General, de la dirección y coordinación del desarrollo de la política de personal y educativa de la 

Guardia Civil. 

2. Contará con una Secretaría Técnica con la misión de auxiliar al titular en el desempeño de sus 

funciones. 

3. Estará adscrita a la Subdirección General de Personal la Sección de la Dirección General de la 

Guardia Civil del Archivo General del Ministerio del Interior y la Oficina de Apoyo al Secretario del 

Consejo de la Guardia Civil. 

4. Del Subdirector General de Personal dependen: 

a) Jefatura de Personal. 

b) Jefatura de Enseñanza. 

c) Jefatura de Asistencia al Personal. 

d) Secretaría Permanente para la Clasificación y Evaluación. 

5. Las sustituciones del Subdirector General de Personal se efectuarán por los titulares de las Jefaturas 

o de la Secretaría Permanente para la Clasificación y Evaluación, que se encuentren en situación de 

servicio activo y de acuerdo con el criterio de empleo y antigüedad. 

Artículo 20 

Jefatura de Personal 

1. La Jefatura de Personal, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de servicio 

activo, es el órgano responsable de organizar, administrar y gestionar el personal de la Dirección 

General de la Guardia Civil, en particular en lo relativo al régimen de ascensos, destinos, situaciones 

administrativas, retribuciones y régimen disciplinario del Cuerpo de la Guardia Civil, así como la 

elaboración de las propuestas de aprobación o modificación de las plantillas, del catálogo y relación 

de puestos de trabajo. 
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2. De la Jefatura de Personal dependen los siguientes Servicios: 

a) Servicio de Recursos Humanos. Tiene como cometidos la gestión de los asuntos relativos al 

régimen de personal perteneciente o destinado en la Dirección General de la Guardia Civil, en 

materia de destinos, ascensos, situaciones administrativas, trienios, condecoraciones y distintivos, así 

como la custodia y puesta al día de las documentaciones personales. 

b) Servicio de Retribuciones. Tiene como cometidos la gestión, administración y control de las 

retribuciones del personal destinado o que presta sus servicios en la Dirección General de la Guardia 

Civil y la elaboración de las propuestas de modificación presupuestaria que afecten a esta materia. 

c) Servicio de Régimen Disciplinario. Tiene como cometidos tramitar, informar y proponer los 

asuntos relativos al régimen disciplinario de la Guardia Civil, así como archivar y custodiar la 

documentación correspondiente. 

Artículo 21 

Jefatura de Enseñanza 

1. La Jefatura de Enseñanza, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación de 

servicio activo, es el órgano responsable de organizar, dirigir, coordinar, investigar e inspeccionar los 

aspectos relacionados con la selección y capacitación del personal del Cuerpo de la Guardia Civil, 

así como del desarrollo de las actividades técnico-docentes de formación, perfeccionamiento y 

altos estudios de dicho personal. 

2. De la Jefatura de Enseñanza dependen los siguientes Servicios: 

a) Servicio de Selección y Formación. Tiene por cometidos la planificación y gestión de los 

procesos selectivos para el ingreso en los centros docentes de formación que facultan para el 

acceso a las distintas Escalas de la Guardia Civil y para la promoción interna en el Cuerpo, 

coordinando los planes y programas de dichos centros. 

b) Servicio de Perfeccionamiento. Tiene como cometidos la planificación y gestión de los 

procesos selectivos para la capacitación, especialización, actualización y ampliación. 

c) Servicio de Altos Estudios y Doctrina. Tiene por cometidos la planificación y gestión de la 

asistencia del personal de la Guardia Civil a cursos de Altos Estudios Profesionales, así como el apoyo 

al Estado Mayor en la elaboración y actualización de la Doctrina para la prestación del servicio. 

3. Dependen directamente de la Jefatura de Enseñanza los Centros Docentes de la Guardia Civil y 

la Junta Central de Educación Física y Deportes de la Guardia Civil. 

Artículo 22 

Jefatura de Asistencia al Personal 

1. La Jefatura de Asistencia al Personal, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil, es el 

órgano responsable de organizar, dirigir, coordinar y gestionar la acción social y la asistencia sanitaria 

y psicológica al personal destinado en la Dirección General de la Guardia Civil, así como 

promocionar la seguridad y salud en el trabajo de los guardias civiles y de los miembros de las Fuerzas 

Armadas que presten servicios en unidades, centros y organismos de la citada Dirección General. 

2. De la Jefatura de Asistencia al Personal dependen los siguientes Servicios: 
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a) Servicio de Acción Social. Tiene como cometidos el impulso, la planificación, gestión y 

coordinación de la acción social en la Guardia Civil. 

b) Servicio de Asistencia Sanitaria. Tiene como cometidos la gestión, administración y control de 

las actuaciones en relación con la salud del personal en los campos operativo-logístico, ocupacional 

y asistencial, además del ejercicio de la inspección médica y bromatológica. 

c) Servicio de Psicología. Tiene como cometidos asesorar y auxiliar al mando en el conocimiento 

científico del comportamiento, aptitudes, actitudes e intereses del personal, de las relaciones de 

éstos con la Institución, desde la perspectiva de la psicología clínica, organizacional y educativa, 

realizando cuantos trabajos le sean encomendados sobre orientación, clasificación, selección y 

adaptación del personal al medio profesional, acción psico-social individual y colectiva y factores 

condicionantes de su moral. 

d) Servicio de Prevención. Tiene como cometidos el control interno superior, dentro de la 

estructura orgánica de la Dirección General de la Guardia Civil, en materia de prevención de riesgos 

para la seguridad y salud del personal en el trabajo. 

e) Servicio de Asuntos Generales. Tiene como cometidos el encuadramiento administrativo del 

personal destinado en los órganos centrales de la Dirección general, el gobierno y régimen interior 

de la misma, y la tramitación de los asuntos de carácter general no encomendados 

específicamente a otros órganos. 

f) Servicio de Estudios Históricos. Tiene como cometidos la recuperación, conservación, estudio y 

explotación del fondo patrimonial museístico, bibliográfico y documental que sea de interés para la 

historia de la Institución, ejerciendo para ello la dirección del Museo y de la Biblioteca. 

Artículo 23 

Secretaría Permanente para la Clasificación y Evaluación 

La Secretaría Permanente para la Clasificación y Evaluación, al mando de un Oficial General de la 

Guardia Civil, es el órgano responsable de facilitar la labor de los órganos de evaluación, para lo 

cual aportará la documentación de los miembros a evaluar y adoptará las medidas necesarias para 

el buen fin de la evaluación, así como el mantenimiento, custodia y reserva de dichos documentos. 

CAPÍTULO IV 

Subdirección General de Apoyo 

Artículo 24 

Organización 

1. La Subdirección General de Apoyo, a cargo de un Teniente General de la Guardia Civil en 

situación de servicio activo, es responsable, de acuerdo con las directrices emanadas del Director 

General, de la dirección, coordinación y gestión de los recursos financieros y del desarrollo de la 

política de recursos materiales. 

2. Contará con una Secretaría Técnica con la misión de auxiliar al titular en el desempeño de sus 

funciones. 

3. Del Subdirector general de Apoyo dependen: 
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a) Jefatura de los Servicios de Apoyo. 

b) Jefatura de Servicios Técnicos. 

c) Jefatura de Asuntos Económicos. 

4. Las sustituciones del Subdirector General de Apoyo se efectuarán por los titulares de las Jefaturas 

de acuerdo con el criterio de empleo y antigüedad. 

Artículo 25 

Jefatura de los Servicios de Apoyo 

1. La Jefatura de los Servicios de Apoyo, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en 

situación de servicio activo, es el órgano responsable de la gestión, control y mantenimiento de los 

medios materiales asignados al Cuerpo de la Guardia Civil para la realización del servicio, en 

particular, del material móvil, armamento, equipamiento policial e infraestructuras. 

2. De la Jefatura de los Servicios de Apoyo dependen los siguientes Servicios: 

a) Servicio de Acuartelamiento. Tiene como cometidos la gestión, administración y control del 

patrimonio inmobiliario asignado a la Dirección General de la Guardia Civil y la elaboración de 

propuestas de ejecución de obras de construcción, reforma y reparación de los acuartelamientos y 

de adquisición o arrendamientos de inmuebles, así como la gestión y control de las viviendas 

cedidas en arrendamiento al personal de la Guardia Civil y aquel otro que preste sus servicios en la 

Dirección General. 

b) Servicio de Material Móvil. Tiene como cometidos programar, gestionar, distribuir y controlar los 

medios y el material de automoción de la Guardia Civil, así como su mantenimiento. 

c) Servicio de Armamento y Equipamiento Policial. Tiene como cometidos programar la 

adquisición de armamento, munición y demás equipamiento policial, así como la gestión, control, 

almacenaje, distribución, inspección y mantenimiento de dichos medios. 

d) Servicio de Abastecimiento. Tiene como cometidos programar la adquisición de los medios y 

servicios que requieran las Unidades, Centros y Organismos de la Guardia Civil, así como la gestión, 

control, almacenaje, mantenimiento y distribución de los mismos, especialmente vestuario, 

mobiliario, equipamiento y suministros diversos no específicos de otros Servicios. 

Artículo 26 

Jefatura de Servicios Técnicos 

1. La Jefatura de Servicios Técnicos, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación 

de servicio activo, es el órgano responsable de la gestión, control y mantenimiento operativo de los 

equipos y sistemas informáticos, de telecomunicaciones y equipos especiales asignados a la Guardia 

Civil, la investigación y desarrollo tecnológico de los recursos materiales de aplicación a la actividad 

de dicho Cuerpo, así como la programación, obtención y análisis de los datos necesarios para la 

Guardia Civil, elaborando las estadísticas correspondientes. 

2. De la Jefatura de Servicios Técnicos dependen los siguientes Servicios: 

a) Servicio de Informática. Tiene como cometidos programar la adquisición y distribución del 

equipamiento informático, físico y lógico, el diseño, seguridad, desarrollo y mantenimiento de las 
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aplicaciones, así como el control y la gestión técnica de los sistemas de información y servicios 

relacionados con las tecnologías de la información. 

b Servicio de Telecomunicaciones. Tiene como cometidos programar y gestionar la adquisición, 

distribución y sostenimiento de los equipos y sistemas de telecomunicaciones, así como la gestión 

técnica de los mismos, para satisfacer las necesidades de telecomunicaciones de las Unidades de 

la Guardia Civil en sus comunicaciones internas y externas. Gestiona también los servicios de 

telecomunicaciones proporcionados por los Operadores públicos y la seguridad de las redes. 

c) Servicio de Innovación Tecnológica y Seguridad de la Información. Se responsabilizará del 

estudio y análisis de las nuevas tecnologías en el ámbito de la investigación, desarrollo e innovación, 

susceptibles de ser utilizadas por el Cuerpo de la Guardia Civil. Asimismo, tiene como cometidos 

asistir a los responsables de los ficheros, y velar por el cumplimiento normativo y las actividades 

relacionadas con la seguridad de la información. 

d) Servicio de Estadística. Tiene como cometidos la elaboración y ejecución del Plan Estadístico 

de la Guardia Civil, realizando la programación, tratamiento, difusión y análisis de los datos 

necesarios para la Guardia Civil, cumplimentando el Plan Estadístico del Ministerio del Interior y 

colaborando en la ejecución del Plan Estadístico Nacional. 

Artículo 27 

Jefatura de Asuntos Económicos 

1. La Jefatura de Asuntos Económicos, al mando de un Oficial General de la Guardia Civil en situación 

de servicio activo, es el órgano responsable de la administración y coordinación de los recursos 

financieros y patrimoniales, del seguimiento de la ejecución del presupuesto y su registro contable, 

así como de la coordinación de la actividad de las unidades de gestión económica. 

2. De la Jefatura de Asuntos Económicos dependen los siguientes Servicios: 

a) Servicio de Contratación. Tiene como cometidos la elaboración y tramitación de los 

expedientes de contratación. 

b) Servicio de Gestión Económica. Tiene como cometidos la administración y gestión de los 

recursos económicos de la Dirección General de la Guardia Civil, la tramitación de los expedientes 

de gastos que correspondan y la coordinación y control de las distintas cajas y subcajas pagadoras 

de la Guardia Civil. 

Disposición adicional primera 

Niveles de los órganos de la Dirección General de la Guardia Civil 

Los órganos cuyos niveles no se expresan en la presente Orden tendrán el que se determine para 

cada uno de ellos en el correspondiente catálogo o relación de puestos de trabajo. 

Disposición adicional segunda 

Supresión de Unidades 

Quedan suprimidas las siguientes Unidades, en tanto en cuanto no lo estuvieran ya con arreglo a 

disposiciones precedentes: 

1. El Servicio de Información. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 213 

2. El Servicio de Desactivación de Explosivos y Defensa Nuclear, Biológica y Química. 

3. El Servicio de Psicología y Psicotecnia. 

4. El Servicio de Informática y Estadística. 

5. El Servicio de Innovación Tecnológica. 

Disposición adicional tercera 

Asignación de las funciones de las Unidades suprimidas 

Las funciones que hasta ahora tenían atribuidas las Unidades suprimidas pasarán a ser ejercidas por 

los órganos regulados en la presente Orden, de acuerdo con las funciones que a cada uno de ellos 

se le asignan. 

Disposición transitoria única 

Adscripción de puestos de trabajo encuadrados en órganos suprimidos 

El Director General de la Guardia Civil adscribirá provisionalmente los puestos de trabajo 

encuadrados en las Unidades suprimidas por la presente Orden, siendo retribuidos con cargo a los 

mismos créditos presupuestarios hasta que se apruebe el catálogo de puestos de trabajo adaptado 

a la estructura orgánica establecida en el Real Decreto 400/2012, de 17 de febrero, y en la presente 

Orden. Dicha adaptación, en ningún caso, podrá generar incremento de gasto público. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Queda derogada la Orden de 29 de octubre de 2001, por la que se desarrolla la estructura orgánica 

de los servicios centrales de la Dirección General de la Guardia Civil. 

Disposición final primera 

Facultades de desarrollo 

Se faculta al Director General de la Guardia Civil a dictar las resoluciones necesarias para la 

ejecución de esta orden. 

Disposición final segunda 

Entrada en vigor 

La presente orden ministerial entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». 
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§ 10. Real Decreto 367/1997, de 14 de marzo, por el que se determina la 

organización periférica de la Dirección General de la Guardia Civil7 

«BOE» núm. 64, de 15 de marzo de 1997 

Por Real Decreto 158/1992, de 21 de febrero, relativo a la organización periférica de la Dirección 

General de la Guardia Civil y de modificación parcial del Real Decreto 107/1991, de 1 de febrero, se 

estructuraron los servicios periféricos de dicha Dirección General en siete Zonas peninsulares y dos 

insulares, asignando el mando de cada una de ellas a un Oficial General o Coronel de la Guardia 

Civil, respectivamente. 

Con dicho Real Decreto se logró unificar bajo un mismo mando todas las provincias que forman parte 

de una misma Comunidad Autónoma, si bien una misma Zona comprende, como norma general, el 

territorio de más de una de ellas. 

La necesaria simplificación y racionalización de la estructura territorial de la Guardia Civil y la plena 

adecuación de esta estructura a la realidad autonómica del Estado aconsejan ahora culminar ese 

proceso, haciendo coincidir la demarcación de cada Zona con el territorio de una sola Comunidad 

Autónoma. 

Por el presente Real Decreto se establecen tantas Zonas de la Guardia Civil como Comunidades 

Autónomas (con la salvedad de Ceuta y Melilla en las que se constituyen sendas Comandancias), 

con lo que se logrará una mayor coordinación de los servicios a través de los Delegados del Gobierno 

en cada Comunidad y se facilitarán las relaciones de colaboración con los Gobiernos autonómicos 

y, en su caso, con los respectivos Cuerpos policiales. 

En esa misma línea de simplificación y racionalización de la organización general del Estado, se 

suprimen los escalones Tercio y Línea, tradicionales en el Cuerpo de la Guardia Civil, asumiendo las 

funciones que tienen asignadas, las Zonas y Compañías, respectivamente. 

En cuanto a las Comandancias, el Real Decreto remite al Consejo de Ministros las decisiones que 

afectan a su despliegue, asignando, al menos, una por provincia en función de las necesidades 

objetivas y manteniendo, entre tanto, la actual distribución de las Comandancias. 

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Defensa y del Interior, con la aprobación del Ministro de 

Administraciones Públicas y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 14 de 

marzo de 1997, 

 

 
7 La organización periférica de la Guardia Civil está constituida por las Zonas, Comandancias, Compañías y Puestos (artículo 

4.9 del Real Decreto 734/2020, de 4 de agosto). Los artículos 3, 4 y 6 del Real Decreto 367/1997, de 14 de marzo, fueron 

modificados por el Real Decreto 3486/2000, de 29 de diciembre, y por el Real Decreto 1040/2012, de 6 de julio. En esta materia 

organizativa también puede verse la Orden de 8 de septiembre de 1998 por la que se determina el mando y demarcación 

territorial de las Compañías y Puestos de la Guardia Civil (BOE núm. 218, de 11 de noviembre de 1998). 
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D I S P O N G O :  

Artículo 1 

La organización periférica de la Dirección General de la Guardia Civil estará constituida por las Zonas, 

Comandancias, Compañías y Puestos. 

Artículo 2 

Cada Zona comprenderá el territorio de una Comunidad Autónoma y su numeración, denominación 

y sede será la que figura a continuación: 

1.ª Zona: Comunidad de Madrid, con sede en Madrid. 

2.ª Zona: Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, con sede en Toledo. 

3.ª Zona: Comunidad Autónoma de Extremadura, con sede en Mérida. 

4.ª Zona: Comunidad Autónoma de Andalucía, con sede en Sevilla. 

5.ª Zona: Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, con sede en Murcia. 

6.ª Zona: Comunidad Valenciana, con sede en Valencia. 

7.ª Zona: Comunidad Autónoma de Cataluña, con sede en Barcelona. 

8.ª Zona: Comunidad Autónoma de Aragón, con sede en Zaragoza. 

9.ª Zona: Comunidad Foral de Navarra, con sede en Pamplona. 

10.ª Zona: Comunidad Autónoma de la Rioja, con sede en Logroño. 

11.ª Zona: Comunidad Autónoma del País Vasco, con sede en Vitoria. 

12.ª Zona: Comunidad Autónoma de Castilla y León, con sede en Valladolid. 

13.ª Zona: Comunidad Autónoma de Cantabria, con sede en Santander. 

14.ª Zona: Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, con sede en Oviedo. 

15.ª Zona: Comunidad Autónoma de Galicia, con sede en Santiago de Compostela. 

16.ª Zona: Comunidad Autónoma de Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife. 

17.ª Zona: Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, con sede en Palma de Mallorca. 

Artículo 3 

El mando de las Zonas 1.ª, 2.ª, 3.ª, 4.ª, 6.ª, 7.ª, 8.ª, 11.ª, 12.ª, 15.ª y 16.ª será ejercido por un Oficial 

General de la Guardia Civil, en servicio activo. 
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El mando de las Zonas 5.ª, 9.ª, 10.ª, 13.ª, 14.ª y 17.ª recaerá en un Coronel de la Guardia Civil, en 

servicio activo, quien, en aquellas que cuenten con una sola Comandancia, asumirá las funciones y 

competencias que se atribuyan al mando de ésta. 

Artículo 4 

1. En cada provincia existirá, al menos, una Comandancia, a cuyo mando estará un Coronel o 

Teniente Coronel. 

El Consejo de Ministros, mediante Acuerdo, determinará el número de Comandancias de las 

diferentes provincias, en función de las necesidades objetivas de cada una de ellas. 

2. Las Comandancias de Ceuta y Melilla comprenderán el territorio de sus respectivos términos 

municipales y dependerán directamente del Mando de Operaciones. 

Artículo 5 

El mando y demarcación de las Compañías y Puestos serán determinados mediante Orden dictada 

a propuesta conjunta de los Ministros de Defensa y del Interior. 

Artículo 6 

Las Zonas de la Guardia Civil, bajo la dependencia directa del Mando de Operaciones y sin perjuicio 

de sus relaciones funcionales con las Subdirecciones Generales de Personal y de Apoyo, son las 

Unidades de mando, coordinación e inspección de todos los Servicios de la Dirección General de la 

Guardia Civil existentes en el ámbito territorial de cada una de ellas. 

Las Comandancias, Compañías y Puestos de la Guardia Civil son las Unidades encargadas de llevar 

a cabo en sus respectivas demarcaciones territoriales las misiones que las disposiciones vigentes 

encomiendan al Cuerpo de la Guardia Civil. 

Disposición transitoria primera 

El actual despliegue de la Guardia Civil se adaptará a lo establecido en el presente Real Decreto en 

el plazo máximo de un año, desde la fecha de su entrada en vigor. 

Disposición transitoria segunda 

Hasta tanto se dé cumplimiento a lo establecido en la disposición transitoria primera, los escalones 

Tercio y Línea subsistirán como Unidades territoriales y continuarán desempeñando los cometidos que 

hasta ahora tienen asignados. 

Disposición transitoria tercera 

En las provincias donde existan actualmente dos Comandancias, subsistirán las mismas hasta tanto 

se dé cumplimiento a lo establecido en el artículo 4.1 del presente Real Decreto. 
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Disposición derogatoria única 

A la entrada en vigor del presente Real Decreto, queda derogado el Real Decreto 158/1992, de 21 

de febrero, relativo a la organización periférica de la Dirección General de la Guardia Civil y de 

modificación parcial del Real Decreto 107/1991, de 1 de febrero, en la parte que no lo hubiera sido 

por el Real Decreto 1334/1994, de 20 de junio. 

Disposición final primera 

Se faculta a los Ministros de Defensa y del Interior para dictar o proponer conjuntamente las 

disposiciones necesarias para el desarrollo del presente Real Decreto. 

Disposición final segunda 

El Ministerio de Economía y Hacienda efectuará las modificaciones presupuestarias necesarias para 

la efectividad del presente Real Decreto, sin que ningún caso suponga incremento del gasto público. 

Disposición final tercera 

El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». 
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Organismos públicos 
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Organismo Autónomo Gerencia de Infraestructuras y 

Equipamiento de la Seguridad del Estado 

  



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 220 

§ 11. Real Decreto 904/2021, de 19 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del 

Organismo Autónomo Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad 

del Estado8 

«BOE» núm. 251, de 20 de octubre de 2021 

En virtud de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden 

social, se creó, en su artículo 82, el organismo autónomo Gerencia de Infraestructuras de la Seguridad 

del Estado, adscrito al Ministerio del Interior a través de la Secretaría de Estado de Seguridad, con el 

objeto de desarrollar las directrices del Ministerio del Interior en materia de patrimonio inmobiliario. 

Posteriormente, se aprobó el Estatuto de la Gerencia de Infraestructuras de la Seguridad del Estado, 

mediante el Real Decreto 2823/1998, de 23 de diciembre. 

La creación de este organismo autónomo respondió a la necesidad de contar con un instrumento 

ágil y eficaz para llevar a cabo los planes de infraestructuras de la seguridad del Estado y a la 

conveniencia de disponer de medios específicos que permitiesen una actuación más flexible en 

materia urbanística e inmobiliaria. Con este fin, dispuso de amplias facultades para la adquisición y 

enajenación de bienes inmuebles, para la colaboración con las comunidades autónomas y las 

entidades locales, y para la construcción de infraestructuras para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

del Estado. 

Mediante la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, 

cambió la denominación de dicho organismo autónomo, pasando a denominarse, en su artículo 15, 

Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado, otorgándole una duración 

indefinida. 

Asimismo, se previó la subrogación del organismo autónomo Gerencia de Infraestructuras y 

Equipamiento de la Seguridad del Estado en los derechos y obligaciones, contratos y convenios, 

contraídos previamente por la Gerencia de Infraestructuras de la Seguridad del Estado; y la 

publicación del nuevo Estatuto y del catálogo y la relación de puestos de trabajo, autorizando al 

Consejo de Ministros y al Ministerio del Interior para que, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, dictasen las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto 

en el citado artículo. 

Con este real decreto se da cumplimiento a la previsión legislativa mencionada y a lo dispuesto en 

la disposición adicional cuarta de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, abordando la adaptación del organismo autónomo a dicha norma y configurando éste 

como instrumento imprescindible en la planificación y coordinación de infraestructuras para las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

 

 
8 Esta norma derogó el Real Decreto 2823/1998, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el Estatuto de la Gerencia de 

Infraestructuras de la Seguridad del Estado. El artículo 53 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, 

administrativas y del orden social, operó el cambio de nombre de este organismo autónomo a Gerencia de Infraestructuras y 

Equipamiento de la Seguridad del Estado (GIESE). 
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Integran el Estatuto cuatro títulos, a lo largo de los cuales se abordan, respectivamente, las funciones 

y competencias, la estructura organizativa, el patrimonio y los recursos económicos y, en particular, 

las especialidades en materia de gestión patrimonial propias del organismo. 

En cuanto a la estructura del organismo, se reserva al Consejo Rector la planificación y dirección 

estratégica y su más alta representación. Asimismo, en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 

14/2000, de 29 de diciembre, que creó la Comisión Delegada, este Estatuto regula su composición y 

define sus funciones como órgano asistencial del Consejo Rector, supervisor del cumplimiento de sus 

acuerdos y de seguimiento de la actividad de la Gerencia. Por otra parte, la adaptación a la citada 

Ley 40/2015, de 1 de octubre, conlleva la necesaria regulación de la figura de la Presidencia del 

organismo autónomo, cuyo titular, de acuerdo con lo dispuesto en dicha norma, constituye, junto 

con el Consejo Rector, su máximo órgano de gobierno. En consecuencia, se adaptan a su condición 

de órgano de gobierno tanto las funciones como el procedimiento para la designación de la 

Dirección de la Gerencia. 

En relación con la gestión patrimonial propia del organismo autónomo, se lleva a cabo la 

actualización del régimen especial de gestión de los bienes inmuebles afectados al Ministerio del 

Interior, reconocido en la disposición adicional octava de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 

Patrimonio de las Administraciones Públicas, para ganar en eficacia y lograr la agilización de los 

procedimientos. 

En cuanto al contenido y tramitación de este real decreto, se han tenido en cuenta los principios de 

buena regulación, previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas. En relación con los principios de necesidad 

y eficacia, esta norma se justifica por la necesidad de dar cumplimiento al mandato del legislador, 

con el propósito de ajustar el funcionamiento del organismo autónomo a las vigentes normas, siendo 

éste el instrumento más adecuado para garantizar su consecución. Se cumple, además, con el 

principio de proporcionalidad, ya que la norma contiene la regulación imprescindible para atender 

la necesidad a atender. Finalmente, se han observado los principios de eficiencia y de seguridad 

jurídica, al haber incorporado la norma nuevos preceptos relativos a la gestión eficiente de los 

procesos y de los recursos humanos sin crear nuevas cargas administrativas y haberse tenido en 

cuenta el resto de disposiciones de carácter general que informa la gestión patrimonial del conjunto 

de la Administración Pública. 

Durante la tramitación, el real decreto ha sido informado por la Oficina de Coordinación y Calidad 

Normativa. 

En su virtud, a propuesta conjunta de la Ministra de Hacienda y Función Pública y del Ministro del 

Interior, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 

reunión del día 19 de octubre de 2021, 

D I S P O N G O :  

Artículo único 

Aprobación del Estatuto 

Se aprueba el Estatuto del organismo autónomo Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la 

Seguridad del Estado (en adelante, GIESE O.A.), cuyo texto se incluye a continuación. 
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Disposición adicional primera 

No incremento del gasto público 

La entrada en vigor del nuevo Estatuto de la GIESE O.A. no supondrá incremento de gasto público. 

Disposición adicional segunda 

Gestión compartida de servicios comunes 

De conformidad con lo establecido en la disposición adicional quinta de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, en relación con lo previsto en el artículo 95 de la misma ley, tienen la consideración de 

servicios comunes de la GIESE O.A.: los sistemas de información y comunicación, la asistencia jurídica, 

la contabilidad y gestión financiera y las publicaciones, que se organizarán y gestionarán en 

coordinación con el Ministerio del Interior. 

Disposición adicional tercera 

Gastos de personal 

Los gastos de personal de la GIESE O.A. se financiarán mediante transferencias de crédito con cargo 

a las dotaciones de los centros directivos del Ministerio del Interior de los que proceda el personal 

que se integre en el organismo. 

Disposición transitoria primera 

Ejercicio de las funciones de la Dirección 

Las funciones que, según el Estatuto, corresponden a la Dirección de la Gerencia, serán ejercidas por 

la persona que, a su entrada en vigor, venga desempeñando el puesto de responsable de la 

Secretaría General de la GIESE O.A., hasta el nombramiento de la persona titular. 

Disposición transitoria segunda 

Puestos de trabajo de nivel orgánico inferior a subdirección general 

Los puestos de trabajo de nivel orgánico inferior a subdirección general que resulten afectados por 

las modificaciones orgánicas establecidas en el Estatuto, subsistirán y serán retribuidos con cargo a 

los mismos créditos presupuestarios hasta que se apruebe, en su caso, el catálogo y la relación de 

puestos de trabajo, adaptados a la nueva estructura orgánica. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Queda derogado el Estatuto de la Gerencia de Infraestructuras de la Seguridad del Estado, y cuantas 

disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este real decreto. 

Disposición final primera 

Facultades de desarrollo 

Se faculta a la persona titular del Ministerio del Interior para dictar cuantas disposiciones se estimen 

necesarias para el desarrollo de este real decreto, sin perjuicio de las autorizaciones expresas que en 

él se recogen. 
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Disposición final segunda 

Entrada en vigor 

Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 

ESTATUTO DEL ORGANISMO AUTÓNOMO GERENCIA DE INFRAESTRUCTURAS Y EQUIPAMIENTO DE LA 

SEGURIDAD DEL ESTADO 

TÍTULO I 

Del organismo autónomo Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Naturaleza jurídica 

1. La GIESE O.A. es un organismo autónomo de los previstos en el artículo 98 de la Ley 40/2015, de 1 

de octubre, dependiente del Ministerio del Interior, adscrito a la Secretaría de Estado de Seguridad. 

2. La GIESE O.A. tiene personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios, 

autonomía de gestión y plena capacidad jurídica y de obrar dentro de su esfera de competencia y 

para el ejercicio de las potestades administrativas precisas para el cumplimiento de sus fines, en los 

términos previstos en las leyes y en este Estatuto. 

Artículo 2 

Régimen jurídico 

La GIESE O.A. se rige por las disposiciones contenidas en el artículo 82 de la Ley 66/1997, de 30 de 

diciembre; en el artículo 53 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre; en el artículo 55 de la Ley 50/1998, 

de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social; en la Ley 33/2003, de 3 

de noviembre; en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 

2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014; en la Ley 39/2015, de 1 de octubre; en la Ley 

40/2015, de 1 de octubre; en este Estatuto, y en las restantes normas vigentes que le sean de 

aplicación. 

Artículo 3 

Recursos económicos 

1. Los recursos económicos de la GIESE O.A. podrán provenir de las siguientes fuentes: 

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio. 

b) Los productos, ventas e incrementos de su patrimonio. 

c) Los solares e inmuebles actualmente afectados a la seguridad del Estado que, una vez 

desafectados, se pongan a su disposición, o los que le sean adscritos. 
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d) Los derivados de las operaciones que realice en el desarrollo y cumplimiento de las funciones 

que se le atribuyen. 

e) Las transferencias que, en su caso, pudieran incluirse en los presupuestos generales del Estado 

destinados al organismo autónomo. 

f) Las subvenciones, transferencias, donaciones, legados y otras aportaciones que se concedan 

a su favor, procedentes de fondos específicos de la Unión Europea y de otras agencias y 

administraciones públicas, nacionales e internacionales, de entes públicos, así como de particulares. 

g) Cualquier otro recurso no previsto en los apartados anteriores que pueda corresponderle por 

ley, convenio, donación o cualquier otro procedimiento legalmente establecido. 

2. Los ingresos procedentes de las actividades de la GIESE O.A. se aplicarán a cubrir las obligaciones 

derivadas de los fines previstos en este Estatuto. 

Artículo 4 

Régimen patrimonial 

1. El patrimonio de la GIESE O.A. está integrado, además de por aquellos bienes que le sean adscritos 

por la Administración General del Estado, por los inmuebles, suelo, bienes y derechos que adquiera 

en el curso de su gestión o que le sean incorporados por cualquier persona pública o privada y por 

cualquier título. 

2. La GIESE O.A. podrá gestionar, enajenar o realizar cualquier otro negocio jurídico permitido por las 

leyes respecto de los bienes que se hayan puesto o se pongan a su disposición por las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado, con sujeción a lo dispuesto en este Estatuto y en la disposición 

adicional octava de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 

Artículo 5 

Régimen de contratación 

El régimen de contratación de la GIESE O.A. se regirá por lo dispuesto en la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, y, en su caso, en la Ley 24/2011, de 1 de agosto, de Contratos del Sector Público en los 

ámbitos de la defensa y de la seguridad. 

Artículo 6 

Régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad y de control 

1. El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad y de control será el establecido 

para los organismos autónomos en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, y 

demás normativa que resulte de aplicación. 

2. Sin perjuicio de las competencias fiscalizadoras atribuidas al Tribunal de Cuentas por la Ley 

Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, la GIESE O.A. estará sometida a la función 

interventora, al control financiero permanente y a la auditoría pública, que se ejercerán por la 

Intervención Delegada en el organismo, con arreglo a lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de 

noviembre. 
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3. Asimismo, la GIESE O.A., estará sujeta al control de eficacia, ejercido por la Subsecretaría del 

Ministerio del Interior, y a la supervisión continua del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través 

de la Intervención General de la Administración del Estado. 

Artículo 7 

Régimen de personal 

1. El personal al servicio de la GIESE O.A. será funcionario o laboral, en los mismos términos 

establecidos para la Administración General del Estado. El personal funcionario se regirá, según el 

cuerpo de pertenencia, por lo previsto en su normativa específica en el texto refundido de la Ley del 

Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 

octubre, y demás normativa aplicable a los funcionarios públicos al servicio de la Administración 

General del Estado. El personal laboral se rige, además de por la legislación laboral y por las demás 

normas convencionalmente aplicables, por los preceptos del texto refundido de la Ley del Estatuto 

Básico del Empleado Público que expresamente así lo dispongan. 

2. La provisión de los puestos de trabajo se llevará a cabo según las relaciones de puestos de trabajo 

o los catálogos del personal laboral y de conformidad con los regímenes jurídicos que sean de 

aplicación, en función de los tipos de personal a que se refiere el apartado 1 de este artículo. 

3. Los puestos de trabajo podrán ser desempeñados por personal de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado o de la Administración General del Estado, según los correspondientes 

catálogos y relación de puestos de trabajo. 

4. El régimen retributivo de los funcionarios y del personal al servicio de la GIESE O.A. se regirá por las 

normas generales aplicables a la Administración General del Estado, con las peculiaridades, en su 

caso, del régimen de los que procedan de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y se 

concretará en los correspondientes catálogos y relación de puestos de trabajo. 

Artículo 8 

Funciones 

Son funciones de la GIESE O.A., de conformidad con lo establecido en el artículo 53.Dos de la Ley 

14/2000, de 29 de diciembre, las siguientes: 

a) Desarrollar las directrices del Ministerio del Interior en materia de patrimonio inmobiliario y 

condiciones urbanísticas del mismo, a efectos de la elaboración y realización de los planes de 

infraestructura de la seguridad del Estado, coordinando el desarrollo de los mismos; y cumplir los 

cometidos que se le asignen en relación con los inmuebles afectados a los fines de la seguridad. 

b) Hacer propuestas referentes al planeamiento urbanístico, coordinar y desarrollar los planes de 

infraestructura de la seguridad del Estado, así como llevar a cabo acuerdos de colaboración al 

efecto con las corporaciones locales y con las comunidades autónomas. 

c) Colaborar con los ayuntamientos en los planes de ordenación urbana que afecten a los 

inmuebles y acuartelamientos existentes. Esta colaboración, así como las propuestas a que se refiere 

el apartado anterior, deberán procurar la coordinación con el planeamiento para facilitar la 

ejecución de los planes infraestructura. 

d) Realizar obras de construcción, ampliación, reforma y mantenimiento de bienes inmuebles 

afectos a los fines de la seguridad del Estado, conforme a los planes de infraestructura formulados, 

sin perjuicio de las que se puedan encomendar a la Sociedad de Infraestructuras y Equipamientos 
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Penitenciarios y de la Seguridad del Estado, de acuerdo con sus estatutos, y a los órganos gestores 

del Ministerio del Interior. 

e) Enajenar los bienes inmuebles afectos a los fines de la seguridad del Estado puestos a su 

disposición, mediante venta o permuta, según los correspondientes planes, al objeto de obtener 

recursos para el cumplimiento de los fines del organismo. 

f) Adquirir infraestructura, armamento y material para su uso por las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad Estado, de acuerdo con los planes y programas aprobados por la Secretaría de Estado 

de Seguridad y que ésta le encomiende, sin perjuicio de las competencias de la Dirección General 

de la Policía y de la Dirección General de la Guardia Civil. 

g) Enajenar onerosamente los bienes muebles que sean puestos a su disposición, al objeto de 

obtener recursos para el cumplimiento de los fines del organismo. 

h) Coadyuvar, con la gestión de los bienes inmuebles que sean puestos a su disposición, al 

desarrollo y ejecución de las distintas políticas públicas en vigor y, en particular, de la política de 

vivienda, en colaboración con las administraciones competentes. A tal efecto, podrá suscribir con 

dichas administraciones convenios, protocolos o acuerdos, tendentes a favorecer la construcción 

de viviendas, sujetas a algún régimen de protección que permita tasar su precio máximo en venta, 

alquiler u otras formas de acceso a la vivienda. 

Artículo 9 

Potestades administrativas 

Para el cumplimiento de sus fines, la GIESE O.A., tendrá la más amplia capacidad legal para: 

a) Administrar y disponer de su patrimonio propio para el cumplimiento de sus fines, así como 

percibir los frutos, rentas y demás rendimientos o productos de sus bienes propios o puestos a su 

disposición. 

b) Adquirir por cualquier título y arrendar toda clase de bienes inmuebles y muebles, así como 

cualesquiera derechos sobre los mismos. 

c) Gravar, permutar, enajenar, arrendar y disponer a título oneroso de los bienes que constituyen 

su patrimonio, de los que se pongan a su disposición o de aquéllos que se le encomienden. 

d) Celebrar todo tipo de contratos y gestionar la ejecución de las obras definidas en la Ley 9/2017, 

de 8 de noviembre. 

e) Participar directamente en sociedades mercantiles públicas. 

Artículo 10 

Fin de la vía administrativa 

Con arreglo a lo establecido en el artículo 114.2d) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, los actos y 

resoluciones de la persona titular de la Presidencia de la GIESE O.A. ponen fin a la vía administrativa. 

Contra dichos actos y resoluciones podrá interponerse recurso potestativo de reposición o 

impugnarse directamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de acuerdo con lo previsto 

en el artículo 123 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, sin perjuicio del régimen de reclamaciones que 

la normativa reguladora de los diferentes procedimientos pueda establecer. 
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CAPÍTULO II 

Organización de la GIESE O.A. 

Artículo 11 

Los órganos de gobierno y ejecutivos 

1. Los órganos de gobierno de la GIESE O.A. son: 

a) La Presidencia. 

b) El Consejo Rector. 

c) La Comisión Delegada. 

2. La Dirección de la Gerencia será el órgano ejecutivo de la misma. 

Artículo 12 

La Presidencia 

1. La persona titular de la Presidencia de la GIESE O.A. será la titular de la Secretaría de Estado de 

Seguridad, a quien, como órgano de gobierno, le corresponderá: 

a) Ostentar la representación ordinaria de la GIESE O.A., manteniendo la precisa coordinación 

con los restantes órganos que participen en la ejecución de infraestructuras de la Secretaría de 

Estado de Seguridad. 

b) Presidir el Consejo Rector y la Comisión Delegada, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 19.2 

de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

c) Presentar al Consejo Rector el plan general anual de actuación, el plan de enajenaciones y el 

plan de inversiones en bienes inmuebles y equipamiento para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

del Estado. 

d) Presentar al Consejo Rector, para su aprobación, el anteproyecto de presupuestos y el 

inventario de bienes y derechos de la GIESE O.A. 

e) Actuar como órgano de contratación de la GIESE O.A., de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 323.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. 

f) Suscribir los convenios en los que sea parte la GIESE O.A., para el cumplimiento de sus funciones, 

así como los contratos de adquisición y enajenación de bienes inmuebles y de equipamiento para 

uso de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

g) Aprobar y comprometer gastos, reconocer obligaciones y ordenar pagos, previa consignación 

presupuestaria, de conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 noviembre. 

h) Resolver los recursos administrativos que se puedan interponer contra actos o resoluciones 

emanadas del organismo. 

i) Ejercer cuantas otras funciones le correspondan, conforme a las normas legales o 

reglamentarias. 
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Artículo 13 

El Consejo Rector 

1. El Consejo Rector de la GIESE O.A. es el máximo órgano colegiado de gobierno. Está integrado 

por: 

a) La Presidencia: la persona titular de la Presidencia de la GIESE O.A. 

b) Las vocalías: 

– La persona titular de la Dirección de la GIESE O.A. 

– La persona titular de la Dirección General de la Policía. 

– La persona titular de la Dirección General de la Guardia Civil. 

– La persona titular de la Dirección General del Patrimonio del Estado. 

– La persona titular de la Dirección General de Presupuestos. 

– La persona titular de la Dirección General de Vivienda y Suelo. 

c) La Secretaría: una persona integrante del personal funcionario de la GIESE O.A., designada por 

quien desempeñe la Dirección de la GIESE O.A., con voz pero sin voto. 

2. Las vocalías mencionadas en el apartado anterior tendrán la consideración de natas. La persona 

titular del Ministerio del Interior podrá nombrar y cesar otras vocalías que, por el cargo o puesto que 

desempeñen, estén directamente vinculados a infraestructuras afectadas a las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado, hasta completar el máximo de nueve vocales. 

Artículo 14 

Competencias del Consejo Rector 

1. Corresponde al Consejo Rector, además de la alta representación de la GIESE O.A.: 

a) Ejercer la alta dirección del organismo, estableciendo las directrices básicas para su gobierno, 

dirección y administración. 

b) Aprobar el plan general de actuación del organismo, el plan de enajenaciones y el plan de 

inversiones en bienes inmuebles y equipamiento para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

c) Aprobar las cuentas anuales, a propuesta de la Presidencia, para su rendición al Tribunal de 

Cuentas, por conducto de la Intervención General de la Administración del Estado. 

d) Proponer a los órganos competentes, para su aprobación, el proyecto de organización y 

estructura de la GIESE O.A. 

e) Autorizar las adquisiciones y las enajenaciones de bienes, inmuebles y muebles, no previstos en 

el plan de inversiones o en el plan de enajenaciones. 

f) Autorizar las operaciones de crédito y las demás de endeudamiento de la GIESE O.A., dentro 

de los límites de la anual Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
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g) Acordar el ejercicio de acciones judiciales que correspondan a la GIESE O.A. en defensa de 

sus intereses. 

h) Aprobar el anteproyecto de presupuesto y el inventario de bienes y derechos de la GIESE O.A. 

i) Dictar las normas de funcionamiento del propio Consejo Rector y de la Comisión Delegada en 

lo no previsto en este Estatuto, de acuerdo con la legislación vigente. 

j) Las demás funciones que le puedan corresponder conforme a este Estatuto. 

2. El Consejo Rector podrá acordar, por unanimidad, delegar en la Comisión Delegada todas o 

algunas de las competencias recogidas en los párrafos e), f) g) y h) del apartado 1 de este artículo, 

así como cualquier otra que se le atribuya en este Estatuto, con las limitaciones que estime oportunas. 

Artículo 15 

La Comisión Delegada 

1. La Comisión Delegada está compuesta por: 

a) La Presidencia: la persona titular de la Presidencia de la GIESE O.A. 

b) Las vocalías: 

– La persona titular de la Dirección de la GIESE O.A. 

– La persona titular de la Dirección del Gabinete de la Secretaría de Estado de Seguridad. 

– Una persona en representación de la Dirección General de la Policía, con nivel de subdirección 

general. 

– Una persona en representación de la Dirección General de la Guardia Civil, con nivel de 

subdirección general. 

– Una persona en representación de la Secretaría de Estado de Seguridad con competencias en 

materia de infraestructuras, con nivel de subdirección general. 

c) La Secretaría: una persona perteneciente al personal funcionario de la GIESE O.A., con voz 

pero sin voto. 

2. Serán competencias de la Comisión Delegada, las siguientes: 

a) Desarrollar las funciones que en la Comisión Delegada delegue el Consejo Rector, conforme a 

lo previsto en el artículo 14.2 de este Estatuto y las demás que en virtud del mismo se le atribuyan. 

b) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo Rector, adoptando, en su caso, las 

medidas precisas a tal fin. 

Artículo 16 

Normas de funcionamiento del Consejo Rector y de la Comisión Delegada 

1. El Consejo Rector se reunirá, al menos, una vez al año y, con carácter extraordinario, cuando así 

sea convocado. Estas reuniones podrán ser presenciales o a distancia. 
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2. La Comisión Delegada se reunirá al menos dos veces al año, cuando así lo estime su presidente, 

para conocer de las actividades desarrolladas por la GIESE O.A. en el ámbito de sus competencias 

y, con carácter extraordinario, cuando así sea convocada. 

3. El funcionamiento y régimen de adopción de los acuerdos del Consejo Rector y de la Comisión 

Delegada se regirán por lo establecido en este Estatuto y por las normas contenidas en la Sección 

3.ª, Capítulo II, Título Preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

4. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en caso de ausencia o de enfermedad y, en 

general, cuando concurra alguna causa justificada, las vocalías del Consejo serán sustituidas por la 

persona titular de una unidad de ellos dependiente que ostente, al menos, el nivel orgánico de 

subdirección general, previa comunicación a la Presidencia del Consejo Rector. 

Artículo 17 

La Dirección de la Gerencia 

1. La Dirección de la Gerencia tendrá nivel orgánico de subdirección general y la persona titular será 

nombrada y separada conforme a lo dispuesto en el artículo 67.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

2. Corresponde a la Dirección de la Gerencia: 

a) Ejercer la dirección del personal y de los servicios y actividades del mismo, sin perjuicio de las 

competencias que, en esta materia, correspondan, de acuerdo con la legislación vigente, a otras 

entidades públicas y organismos. 

b) Desarrollar y ejecutar los planes aprobados por el Consejo Rector y, en su caso, por la Comisión 

Delegada, y dar cumplimiento a sus acuerdos. 

c) Mantener las oportunas relaciones con los órganos de representación competentes en la 

materia, con el fin de coordinar las actividades patrimoniales que atañen a la GIESE O.A., en 

particular, con la Dirección General del Patrimonio del Estado. 

d) Formular y elevar a la Presidencia las cuentas anuales, en los términos establecidos en la Ley 

47/2003, de 26 de noviembre, para su presentación al Consejo Rector. 

e) Elaborar y elevar a la Presidencia el anteproyecto de presupuestos del organismo autónomo. 

f) Gestionar el régimen interior del organismo autónomo y proponer, en su caso, la modificación 

de la relación de puestos de trabajo, para su elevación al Consejo Rector. 

g) Desarrollar cuantos asuntos le sean encomendados por la Presidencia y sustituir a su titular en 

caso de ausencia, vacante o enfermedad. 

Artículo 18 

Estructura orgánica 

1. Para su funcionamiento y administración, la GIESE O.A. se estructura en las unidades administrativas 

que se determinen en la correspondiente relación de puestos de trabajo, con el nivel de 

complemento de destino que se especifique en la misma. 

2. Las unidades administrativas, bajo la dependencia de la Dirección, se encargarán de: 
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a) Tramitar y gestionar los expedientes de contratación, al amparo de lo dispuesto en la Ley 

9/2017, de 8 de noviembre. 

b) Impulsar y tramitar la suscripción de convenios en materia de su competencia. 

c) Elaborar los pliegos de prescripciones técnicas relacionados con la edificación de inmuebles y 

los pliegos de condiciones para las adquisiciones o enajenaciones. 

d) Supervisar las construcciones contratadas, elaborar los informes técnicos y tasar los bienes 

inmuebles. 

e) Tramitar los expedientes relativos a la gestión patrimonial, con arreglo a este Estatuto y a la Ley 

33/2003, de 3 de noviembre, incluida la depuración física y jurídica de los bienes inmuebles. 

f) Llevar el inventario de bienes y derechos de la GIESE O.A., así como el inventario del mobiliario 

y demás efectos de uso por las distintas unidades de la GIESE O.A. 

g) Tramitar y desarrollar cuantas actuaciones sean precisas en el ejercicio de las competencias 

propias de la GIESE O.A., con arreglo a la normativa vigente. 

TÍTULO II 

Gestión patrimonial de la GIESE O.A. 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales para la enajenación de los bienes inmuebles 

Artículo 19 

Competencia para enajenar 

1. El órgano competente para acordar la enajenación de los bienes inmuebles y derechos reales, 

tanto propios como puestos a disposición del organismo público, será la Presidencia de la GIESE O.A., 

excepto en el caso del procedimiento de enajenación directa, regulado en el Capítulo III de este 

Título, en el que la competencia corresponderá a la persona titular del Ministerio de Interior. 

2. La persona titular del Ministerio del Interior podrá delegar en el Consejo Rector o en la Presidencia 

del organismo autónomo la competencia para enajenar directamente los bienes. 

3. La enajenación deberá ser autorizada por el Consejo de Ministros en el caso previsto en el artículo 

135.3 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, a propuesta de la persona titular del Ministerio del Interior. 

Artículo 20 

Desafectación de los bienes inmuebles 

1. Los bienes inmuebles afectados al Ministerio del Interior, acordada su innecesariedad y 

disponibilidad, serán puestos a disposición de la GIESE O.A., para su explotación o enajenación 

onerosa, previa desafectación por la persona titular del Ministerio del Interior, a propuesta de la 

Presidencia de la GIESE O.A. 

2. La referida puesta a disposición no perjudicará los posibles derechos de terceros sobre dichos 

bienes, que serán ejercidos ante la GIESE O.A., la cual quedará subrogada a todos los efectos en los 
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derechos y obligaciones que correspondían al Estado, una vez sean desafectados y dados de alta 

en su inventario. 

3. La GIESE O.A. podrá tramitar expedientes de enajenación o permuta, aun cuando los bienes se 

mantengan afectados al servicio de la seguridad del Estado, durante la instrucción del mismo, 

procediéndose, en todo caso, a su desafectación antes de dictar la resolución o acto aprobatorio 

de la correspondiente operación patrimonial. 

4. Aunque se lleve a cabo la desafectación, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado podrán 

continuar en posesión de los bienes inmuebles hasta la entrega material de los bienes a sus 

adquirentes. En este caso, los gastos por inversiones, mantenimiento y otros gastos corrientes que se 

generen por el uso de los inmuebles, se imputarán al presupuesto de la dirección general interesada. 

Artículo 21 

Trámites previos 

1. La enajenación se llevará a cabo previa depuración de las situación física y jurídica de los 

inmuebles, mediante el ejercicio de las facultades de investigación, deslinde y regularización registral 

y catastral, conforme a lo dispuesto en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y demás normas que sean 

aplicables, resolviendo los posibles derechos de reversión y demás situaciones jurídicas que 

condicionen la efectiva disponibilidad de los bienes. 

La persona titular del Ministerio del Interior será competente para dictar las correspondientes 

resoluciones, que agotarán la vía administrativa. Dicha competencia se extenderá, también, a 

cuantas actuaciones se promuevan de oficio o a instancia de los interesados, en razón de los 

derechos que pudieran derivarse de la desafectación del fin para el que los bienes hubieran sido en 

su día expropiados o donados. 

2. La tasación pericial de cualquier bien inmueble puesto a disposición de la GIESE O.A. se efectuará 

con carácter previo a su enajenación y en los términos señalados en el artículo 114 de la Ley 33/2003, 

de 3 de noviembre, y sus normas de desarrollo, bien por sus propios servicios técnicos, por los del 

Ministerio de Hacienda y Función Pública o por servicios externos especializados. Las tasaciones 

tendrán un plazo de validez de un año. 

3. En todo caso, antes de proceder a la enajenación de bienes inmuebles, la GIESE O.A. lo 

comunicará a la Dirección General del Patrimonio del Estado, que podrá optar por afectarlos a 

cualquier otro servicio de la Administración del Estado o de sus organismos públicos. 

Esta opción deberá ser notificada a la GIESE O.A., en el plazo de dos meses desde la comunicación 

aludida, entendiéndose en sentido favorable a la enajenación la falta de contestación. 

Artículo 22 

Formas de enajenación 

1. El procedimiento habitual de enajenación será el de pública subasta, salvo cuando proceda la 

enajenación por adjudicación directa, de acuerdo con lo previsto en el artículo 32 de este Estatuto. 

2. La subasta se celebrará al alza y, en su caso, con presentación de posturas en sobre cerrado, 

pudiendo acudirse igualmente a sistemas de subasta electrónica. La modalidad de la subasta se 

determinará atendiendo a las circunstancias de la enajenación. 
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3. En lo no previsto en este Estatuto, las subastas se regirán por dispuesto en los artículos 137 y 138 de 

la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y en los artículos 105 y 106 del Reglamento General de la Ley 

33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real 

Decreto 1373/2009, de 28 de agosto. 

Artículo 23 

Pago aplazado 

1. La persona titular de la Dirección de la Gerencia podrá autorizar el pago aplazado del precio de 

venta, por un período no superior a 10 años y siempre que el pago de las cantidades aplazadas se 

garantice suficientemente, mediante condición resolutoria explícita, hipoteca, aval bancario, seguro 

de caución u otra garantía suficiente, usual en el mercado. 

2. El interés de aplazamiento no podrá ser inferior al interés legal del dinero. En todo caso, el primer 

plazo se hará efectivo a la firma de la escritura pública. 

3. La falta de pago del primer plazo o de cualquiera de los posteriores autorizará a la GIESE O.A. para 

la resolución del contrato y para la incautación de la garantía y la ejecución del aval, así como para 

la resolución del contrato. 

CAPÍTULO II 

Enajenación por el procedimiento de subasta 

Artículo 24 

Pliegos de condiciones 

1. La venta por subasta se regirá por un pliego de condiciones, en el que, necesariamente, se 

recogerá: la descripción física y jurídica del bien o derecho objeto de venta, con inclusión de los 

datos registrales y catastrales, y con expresa mención de cargas y gravámenes, si los tuviere, o de su 

naturaleza litigiosa, en su caso; el tipo de licitación; los requisitos que han de reunir los licitadores y la 

documentación que deban presentar; las garantías a constituir, el lugar, modo y plazo de 

presentación de aquéllas, y todo lo relativo al desarrollo del procedimiento y a la adjudicación. 

2. La Presidencia de la GIESE O.A., previo informe de la Abogacía del Estado, aprobará los pliegos de 

condiciones reguladoras de las subastas. 

Artículo 25 

Mesa de licitación 

La Mesa de licitación estará compuesta por: la Presidencia, que será la persona titular de la Dirección 

de la Gerencia; dos vocalías, designadas por la Dirección General de la Policía y la de la Guardia 

Civil, respectivamente; otras dos vocalías, en representación de la Abogacía del Estado y de la 

Intervención Delegada, respectivamente; y la secretaría, que será personal funcionario de la GIESE 

O.A., con voz y voto. 

Artículo 26 

Publicidad de la subasta 

1. La GIESE O.A. anunciará la subasta en el Boletín Oficial del Estado, en su página web y en 

cualesquiera otros medios que favorezcan su publicidad y conocimiento. 
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2. Los anuncios señalarán, como mínimo, el lugar, fecha y hora de la celebración de la subasta, los 

bienes que se subastan, el tipo de licitación y la fianza a ingresar. Los gastos de anuncios no gratuitos 

serán por cuenta del adjudicatario, si así se hubiera señalado en el pliego. 

3. Una vez efectuado el anuncio, sólo podrá suspenderse el procedimiento por acuerdo de la 

Presidencia de la GIESE O.A., con fundamento en documentos fehacientes o en hechos acreditados 

que prueben la improcedencia de la venta. 

Artículo 27 

Requisitos de participación 

1. Para poder tomar parte en la subasta, será necesario acreditar ante la Mesa la constitución de 

una garantía de un 5 por 100 del valor de tasación de los bienes. En casos especiales, atendidas las 

características del inmueble, se podrá elevar en el pliego de condiciones reguladoras el importe de 

la garantía hasta un 10 por 100 del valor de tasación. La garantía se constituirá en metálico y se 

depositará en la cuenta oficial de la GIESE O.A., y se aplicará al pago del precio de venta. 

2. Los licitadores deberán acreditar ante la Mesa su personalidad, capacidad y representación, en 

su caso, mediante los documentos que, a estos efectos, se determinen en los pliegos de condiciones, 

y presentarán una declaración responsable de no estar incursos en alguna de las prohibiciones de 

contratar, comprendidas en el artículo 71 de Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Asimismo, se acreditará 

la constitución de la garantía en el modo señalado en el pliego. 

Artículo 28 

Adjudicación y pago 

1. La adjudicación definitiva, que se efectuará a favor de quien presente la oferta económica más 

ventajosa, deberá recaer en el plazo máximo de treinta días, a contar desde el siguiente al de la 

celebración de la subasta, y se realizará por la persona titular de la Presidencia de la GIESE O.A. 

La Presidencia sólo podrá dejar de resolver en el indicado plazo cuando, previo informe de la 

Abogacía del Estado, acuerde la improcedencia de la enajenación, en los casos en que fuera 

perjudicial para el interés público la adjudicación en las condiciones propuestas o si, por razones 

sobrevenidas, se considerase necesario el bien para el cumplimento de fines públicos, sin que la 

instrucción del expediente, la celebración de la subasta o la valoración de las proposiciones 

presentadas generasen derecho alguno para quienes optaron a su compra. 

2. El adjudicatario determinado en la subasta deberá ingresar en la cuenta oficial de la GIESE O.A., 

en el plazo de quince días, contados desde el siguiente al de la notificación de la resolución de 

adjudicación, además de los gastos del procedimiento, el importe del remate o del primer plazo que 

corresponda, y la garantía que avale el pago aplazado, así como justificar el pago o exención, en 

su caso, de los tributos correspondientes. 

3. En el caso de que el adjudicatario no ingrese, dentro del plazo señalado en el apartado anterior, 

los gastos o la cantidad por la que le fue adjudicado el bien o no presente garantía, o no justifique 

el pago o exención de los tributos correspondientes, decaerá automáticamente en su derecho y 

perderá la fianza, sin perjuicio del resarcimiento a la GIESE O.A. por los daños y perjuicios que hubiera 

podido ocasionarle. 

4. Ni el depósito de la garantía ni la propuesta de adjudicación generan derecho alguno a favor del 

licitador, mientras no se le haya adjudicado el bien por acuerdo de la Presidencia. 
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Artículo 29 

Formalización 

1. Una vez cumplimentado el ingreso según lo dispuesto en el apartado 2 del artículo anterior, se 

procederá al otorgamiento de escritura pública. Los gastos que se originen como consecuencia de 

ello serán por cuenta del adjudicatario. 

2. La falta de concurrencia del adjudicatario al otorgamiento de la escritura implicará el decaimiento 

de su derecho y la pérdida de la fianza, sin perjuicio del resarcimiento a la GIESE O.A. de los posibles 

quebrantos que a la misma produzca la inefectividad de la adjudicación. 

En este caso, podrá realizarse la enajenación a favor del licitador que hubiese presentado la siguiente 

oferta más ventajosa que cubra el tipo o procederse a la enajenación por adjudicación directa del 

bien. 

Artículo 30 

Normas particulares para la subasta al alza con proposición económica en sobre cerrado. 

1. El tipo de la subasta será el de la tasación efectuada por los servicios técnicos de la GIESE O.A., o 

por los del Ministerio de Hacienda y Función Pública o por servicios especializados externos. En ningún 

caso se admitirán posturas por debajo del tipo. 

2. Los interesados presentarán, al mismo tiempo que la documentación administrativa a que se refiere 

el artículo 27 de este Estatuto, la oferta económica sobre los bienes, en un sobre aparte. 

3. En los diez días hábiles siguientes a la conclusión del plazo de admisión de las posturas, la Mesa se 

constituirá para calificar los documentos a que se refiere el artículo 27 y comprobar que reúnen los 

demás requisitos previstos en los pliegos de condiciones. 

Si observare defectos materiales en la documentación presentada, la Mesa concederá un plazo no 

superior a tres días hábiles para que el licitador subsane el error. 

4. En el lugar y hora señalados en el anuncio y en acto público, la Mesa procederá a la lectura de la 

lista de licitadores admitidos y realizará la apertura de los sobres que contengan las proposiciones 

económicas, a la vista de lo cual la Mesa declarará mejor rematante al licitador que haya formulado 

la postura más elevada. En caso de empate, se procederá conforme a lo establecido en el artículo 

108 d) del Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 

Administraciones Públicas. 

5. En caso de que el adjudicatario inicial decayese en su derecho, el bien se adjudicará al siguiente 

o siguientes por el orden de sus respectivas proposiciones, siempre que cubran el tipo de licitación, 

antes de proceder a una nueva convocatoria. A estos efectos, las garantías prestadas por los 

licitadores podrán ser retenidas hasta que se formalice la venta, tras lo cual se procederá a su 

devolución. 

Artículo 31 

Subastas sucesivas 

1. Si quedara desierta la primera subasta por no concurrencia de licitadores a la subasta o sus 

posturas fueran declaradas inadmisibles, podrán celebrarse hasta tres subastas sucesivas más sobre 

el mismo bien, siendo el tipo de licitación el de la subasta inmediata anterior, que podrá reducirse 
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hasta en un quince por ciento en cada nueva subasta por resolución motivada de la Dirección de 

la Gerencia. 

2. Transcurridos dos años desde la fecha de celebración de la primera subasta sin que se hayan 

adjudicado los bienes o derechos, si se celebrara nueva subasta, ésta tendrá el carácter de primera, 

a cuyo efecto se realizará una nueva tasación 

CAPÍTULO III 

Enajenación directa 

Artículo 32 

Procedimiento para la adjudicación directa 

1. Procederá la enajenación de bienes inmuebles por adjudicación directa en los casos previstos en 

el artículo 137.4 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 

2. En la enajenación por adjudicación directa, se podrá contemplar el pago en especie, en 

particular, con la realización de obras y en la construcción de instalaciones que se consideren 

necesarias para efectuar operaciones vinculadas a la entrega del bien. 

En tal caso, se respetarán las limitaciones impuestas en la normativa sobre contratación pública, 

tanto en lo relativo al límite máximo del presupuesto de las obras respecto del importe total del 

negocio, como en la necesaria vinculación y complementariedad entre el negocio patrimonial y la 

prestación accesoria. 

3. Asimismo, en la enajenación por adjudicación directa podrá acordarse el aplazamiento del pago, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 23 de este Estatuto. 

4. Acordada la adjudicación directa, la persona titular de la Dirección de la Gerencia se lo 

comunicará al solicitante, con expresión del precio de venta y de la fianza fijada, cuyo ingreso 

deberá efectuar, en el plazo de los diez días siguientes al de la notificación, en la cuenta oficial de 

la GIESE O.A. que se le indique. Dicha comunicación en ningún caso generará derecho alguno a la 

enajenación en su favor. 

Cuando el adquirente sea otra administración pública u organismo público vinculado o dependiente 

de aquélla, atendiendo a las circunstancias del caso se podrá eximir al adquirente del pago de 

fianza. 

5. Una vez realizado el pago de la fianza, se procederá al otorgamiento de la escritura pública. 

Previamente a la firma, el adquirente deberá, según los casos, justificar haber efectuado el ingreso 

del resto del precio en la cuenta oficial del organismo, entregar cheque bancario por dicho importe 

o presentar la garantía del pago aplazado que se hubiera establecido, así como justificar el pago o 

la exención de los tributos. 

6. Si, acordada la venta, el adquirente no atendiese a las obligaciones que le corresponden, se 

resolverá la misma, con pérdida del depósito constituido en concepto de garantía y, en su caso, de 

la parte de precio abonada en concepto de resarcimiento de perjuicios sufridos. 

7. Los gastos que se originen como consecuencia de la enajenación serán por cuenta del 

comprador. 
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CAPÍTULO IV 

Permuta 

Artículo 33 

Permuta de bienes y derechos 

1. Los inmuebles puestos a disposición de la GIESE O.A. podrán ser permutados por otros ajenos, previa 

tasación pericial de unos y otros, siempre que de la misma resulte que la diferencia del valor entre los 

bienes a permutar no sea superior al 50 por ciento del que lo tenga mayor. En todo caso, los bienes 

a permutar deberán estar identificados mediante su referencia catastral. 

2. Corresponde autorizar la permuta a la Presidencia del organismo autónomo, salvo cuando el valor 

del bien o derecho, según tasación, exceda de veinte millones de euros, que deberá ser autorizada 

por el Consejo de Ministros. 

3. La permuta podrá efectuarse por otros bienes a reformar, rehabilitar, terminar o a construir, cuando 

ello resulte de interés para el servicio de la seguridad del Estado, teniendo en cuenta las siguientes 

reglas: 

a) La GIESE O.A. no entregará sus inmuebles comprometidos ni transmitirá el dominio hasta que 

no estén disponibles para su entrega los de la contraparte. 

b) Los bienes a recibir por la GIESE O.A. en la permuta estarán definidos, con el detalle necesario 

y suficiente para su completa determinación, y en su valoración se entenderán incluidos los 

impuestos que le correspondan a aquélla. 

c) En ningún caso podrá entenderse que existe encargo de ejecución o de construcción. 

d) Los bienes a recibir por la GIESE O.A. en la permuta serán construidos y conservados a riesgo y 

ventura exclusivos de quien haya de entregarlos, hasta el momento de su recepción, de 

conformidad por aquélla. 

e) Cuando los permutantes sean entidades públicas deberá acreditarse la plena disponibilidad 

de todas las aportaciones y determinarse el orden de su abono. 

f) La GIESE O.A. quedará liberada de la obligación de entregar los bienes inmuebles que prometió 

en permuta si los que tenía que recibir no cumplen las condiciones físicas, técnicas, económicas y 

demás definidas en el contrato o convenio. 

TÍTULO III 

Adquisición de bienes y derechos 

Artículo 34 

Adquisición de bienes inmuebles o derechos sobre los mismos 

1. La GIESE O.A. podrá adquirir bienes inmuebles o derechos sobre los mismos, a título oneroso o 

gratuito, previo informe favorable del Ministerio de Hacienda y Función Pública, en cumplimiento de 

lo dispuesto en el artículo 116.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, excepto en las adquisiciones 

a título gratuito a que se refiere el artículo 37.2 del Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de 

noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas. 
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El informe deberá ser notificado a la GIESE O.A., en el plazo de dos meses desde su solicitud, 

entendiéndose en sentido favorable a la adquisición la falta de contestación. 

2. La adquisición de bienes inmuebles a título oneroso se llevará a cabo mediante concurso público, 

con arreglo a lo previsto en el artículo 116 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre. 

3. No obstante, la persona titular del Ministerio del Interior podrá autorizar la adquisición directa de 

bienes inmuebles cuando lo considere preciso o conveniente, por las peculiaridades de la necesidad 

a satisfacer, las condiciones del mercado inmobiliario, la urgencia de la adquisición resultante de 

acontecimientos imprevisibles o la especial idoneidad del bien. 

4. El Consejo Rector podrá autorizar la adquisición con el pago aplazado, de acuerdo con lo 

dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre. 

5. Efectuada la adquisición del inmueble o derecho, se comunicará al Ministerio de Hacienda y 

Función Pública para que pueda ser dado de alta en el Inventario General de Bienes y Derechos del 

Patrimonio del Estado, remitiendo al efecto copia del título en virtud del cual se verificó la adquisición 

y, en caso de adquisición mediante documento administrativo, se comunicará al Catastro 

Inmobiliario. 

6. La GIESE O.A. será competente para aceptar las disposiciones a título gratuito de bienes inmuebles 

realizadas a favor de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, sin perjuicio de su posterior 

afectación, de conformidad con lo dispuesto en el Título III de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, así 

como para reconocer el derecho de reversión, cuando proceda. 

Artículo 35 

Adquisición de equipamiento para la seguridad del Estado 

1. La adquisición onerosa de bienes muebles y equipamiento para su utilización por las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado ha de estar autorizada en el plan de inversiones, aprobado por el 

Consejo Rector, correspondiendo el título de propiedad de dichos bienes, desde el momento mismo 

de la adquisición, al patrimonio del Estado afectado al Ministerio de Interior. 

2. No obstante lo anterior, la adquisición gratuita de bienes muebles se regirá por lo dispuesto en el 

artículo 41 del Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 

Administraciones Públicas. 

TÍTULO IV 

Cooperación urbanística y patrimonial 

Artículo 36 

Convenios de cooperación 

1. La GIESE O.A. podrá celebrar, para el cumplimiento de sus fines, convenios urbanísticos y 

patrimoniales relacionados con los bienes puestos a su disposición, con arreglo a la legislación 

vigente. 

2. La suscripción de convenios con comunidades autónomas y corporaciones locales, en la gestión 

y financiación de las construcciones destinadas a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, se 

ajustará a lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre. 
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3. Los referidos convenios quedarán sometidos al principio de libertad de pactos, siempre que no 

sean contrarios a derecho, al interés público o a los principios de buena administración. En los mismos, 

podrán incluirse cláusulas y estipulaciones que permitan la participación de la GIESE O.A. en los 

aumentos de valor, conseguidos por los compradores o los cesionarios de dichos recursos y, 

especialmente, en las plusvalías que se generen como consecuencia de la acción urbanística. 

4. La celebración de convenios por los que la GIESE O.A. asuma el cumplimiento de una obligación 

económica no prevista en el plan de inversiones deberá ser autorizada por el Consejo Rector. 
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Organismo Autónomo Centro Universitario de Formación de la 

Policía Nacional 
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§ 12. Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2022 [Inclusión parcial: disposición adicional centésima décima sexta]  

«BOE» núm. 312, de 29 de diciembre de 2021 

[…] 

Disposición adicional centésima décima sexta 

Creación del organismo autónomo Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional 

Uno. Se crea el Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional (en adelante, el Centro 

Universitario), como un organismo autónomo de los previstos en el artículo 84 y siguientes de la Ley 

40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dotado de personalidad jurídica 

propia, autonomía económica, financiera y de gestión, y plena capacidad de obrar para el 

cumplimiento de sus fines. 

Dos. Depende del Ministerio del Interior, a través de la Dirección General de la Policía. 

Tres. Se rige por esta Ley, por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, por la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de 

diciembre, de Universidades, por la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal de 

la Policía Nacional, por sus estatutos, por el convenio o convenios de adscripción y por las demás 

normas que le sean de aplicación. 

Cuatro. Se adscribirá a una o a varias universidades públicas, mediante convenio suscrito por el 

Rector o Rectora de la universidad correspondiente y por la persona titular de la Presidencia del 

Consejo Rector del Centro Universitario, conforme a lo previsto en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de 

diciembre, de Universidades, y en el Real Decreto 640/2021, de 27 de julio, de creación, 

reconocimiento y autorización de universidades y centros universitarios, y acreditación institucional 

de centros universitarios. 

Finalizado el proceso de adscripción, el Centro Universitario adquirirá la condición de centro 

universitario adscrito, pudiendo impartir estudios conducentes a la obtención de títulos universitarios 

oficiales. 

Cinco. Tiene su sede principal en la Escuela Nacional de Policía, sita en la ciudad de Ávila, si bien 

para el desarrollo de sus actividades podrá disponer de otras sedes. 

Seis. Su finalidad es impartir a los miembros de la Policía Nacional la formación correspondiente a los 

estudios universitarios, de acuerdo con el sistema de formación recogido en la Ley Orgánica 9/2015, 

de 28 de julio. 

Siete. Constituye el objeto del Centro Universitario: 

a) Impartir las enseñanzas conducentes a la obtención de los títulos universitarios oficiales en las 

modalidades y condiciones que se determinen. 

b) Promover la obtención de títulos de grado y posgrado en los ámbitos de interés de la Policía 

Nacional. 
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c) Definir y desarrollar líneas de investigación que se consideren de interés para la Policía 

Nacional, colaborando, cuando así se determine, con otras entidades y organismos de enseñanza 

e investigación, públicos o privados. 

Ocho. Los órganos de gobierno, representación y administración del Centro Universitario son el 

Consejo Rector, la Presidencia, la Dirección y el Consejo Académico. 

a) El Consejo Rector es el superior órgano colegiado de gobierno; estará presidido por la persona 

titular de la Dirección General de la Policía, y serán vocales natos las personas titulares de la 

Dirección Adjunta Operativa, de la Subdirección General de Recursos Humanos y Formación, de la 

Subdirección General de Logística e Innovación, del Gabinete Técnico, de la División de Formación 

y Perfeccionamiento y de la Dirección del Centro Universitario. 

Al Consejo Rector corresponde, además de la más alta representación del Centro Universitario, 

la planificación y su dirección estratégica, así como las demás competencias que le asignen los 

estatutos. 

El régimen de acuerdos del Consejo Rector será el regulado en el capítulo II del título preliminar 

de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

b) La Presidencia del Centro Universitario se ejerce por la persona titular de la Dirección General 

de la Policía y le corresponderán las funciones que se establezcan en los estatutos. 

c) La Dirección del Centro Universitario, en calidad de órgano ejecutivo, cuyo titular será 

designado por el Consejo Rector, a propuesta de la persona titular de la Presidencia. 

d) El Consejo Académico es el órgano consultivo, académico y de participación, cuya 

composición, funciones y régimen de funcionamiento se determinarán en los estatutos. 

Nueve. El Centro Universitario goza de autonomía económica y financiera, y su patrimonio está 

integrado por los siguientes recursos, de acuerdo con lo que dispongan sus estatutos: 

a) Las dotaciones que anualmente se consignen a su favor en los Presupuestos Generales del 

Estado o se le asignen por otros organismos públicos. 

b) Las aportaciones voluntarias de entidades particulares y cualesquiera otros recursos que 

puedan serle atribuidos. 

c) Las subvenciones que, conforme a la legislación vigente, se le puedan otorgar. 

d) Los remanentes de tesorería y cualesquiera otros ingresos percibidos en el ejercicio de su 

actividad. 

Diez. El régimen presupuestario, de contabilidad y de intervención del Centro Universitario será el 

establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 

Once. El régimen de contratación será el previsto con carácter general para las Administraciones 

Públicas por la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 

2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 

Doce. El personal estará integrado por funcionarios de la Policía Nacional y personal adscrito a la 

Dirección General de la Policía, de acuerdo con lo que se establezca en sus estatutos. Asimismo, se 

podrá contratar personal docente e investigador para el desarrollo de la actividad de esta 
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naturaleza, que deberá contar con la capacitación adecuada de conformidad con la Ley Orgánica 

6/2001, de 21 de diciembre, y cumplir con las previsiones establecidas por el Real Decreto 640/2021, 

de 27 de julio. 

Trece. Los estatutos del Centro Universitario se aprobarán en el plazo de seis meses desde la entrada 

en vigor de esta Ley. 

[…] 
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§ 13.  Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario [Inclusión 

parcial: disposición adicional sexta] 

«BOE» núm. 70, de 23 de marzo de 2023 

[…] 

Disposición adicional sexta 

Centro Universitario de la Guardia Civil y Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional 

1. El Centro Universitario de la Guardia Civil, adscrito a una o varias universidades públicas, impartirá 

los títulos de grado universitario y postgrado del sistema educativo general, y promoverá las acciones 

de formación que faciliten a los guardias civiles la obtención de títulos de Grado. Asimismo, 

desarrollará líneas de investigación consideradas de interés para la seguridad pública. 

2. El Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, adscrito a una o varias universidades 

públicas, impartirá los títulos de grado universitario y postgrado del sistema educativo general, y 

podrá promover las acciones de formación que faciliten a los miembros del Cuerpo Nacional de 

Policía la obtención de títulos de Grado. Asimismo, desarrollará líneas de investigación consideradas 

de interés para la seguridad pública. 

3. El Centro Universitario de la Guardia Civil y el Centro Universitario de Formación de la Policía 

Nacional se regirán, además de por sus propias normas de organización y funcionamiento, por lo 

dispuesto en esta ley orgánica, en la normativa básica estatal y en las demás normas que les sean 

de aplicación, así como por los acuerdos contenidos en cada convenio de adscripción. Asimismo, 

el Centro Universitario de la Guardia Civil se regirá por lo dispuesto en la Ley 29/2014, de 28 de 

noviembre, de Régimen del Personal de la Guardia Civil y el Centro Universitario de Formación de la 

Policía Nacional por lo dispuesto en la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal 

de la Policía Nacional y en su ley de creación. 

4. Todas las referencias que en esta ley orgánica se hacen a las Comunidades Autónomas y sus 

órganos, se entenderán efectuadas en los casos del Centro Universitario de la Guardia Civil y el 

Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, al Ministerio de Universidades, que regulará 

las particularidades de las enseñanzas a impartir, sin perjuicio de las competencias del Ministerio del 

Interior en cuanto a los regímenes de su personal docente e investigador y personal técnico, de 

gestión y de administración y servicios. A tales efectos, las figuras del personal docente e investigador 

en los centros universitarios a que se refiere este artículo serán las contempladas en esta ley orgánica, 

junto con las del personal militar que reúna los requisitos exigibles para el Centro Universitario de la 

Guardia Civil. 

[…] 
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§ 14. Real Decreto 666/2022, de 1 de agosto, por el que se aprueban los Estatutos del 

Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, O.A.9 

«BOE» núm. 184, de 2 de agosto de 2022 

La preocupación por ofrecer una formación de máxima calidad y actualizada, que responda a las 

cambiantes necesidades y demandas a las que se tiene que enfrentar la Policía Nacional en el 

ejercicio de su misión, ha determinado la necesidad de crear un Centro Universitario de Formación 

de la Policía Nacional. Con ello, esta institución policial, a punto de cumplir su bicentenario, sella uno 

de los compromisos más importantes de su trayectoria, dotándose de un marco formativo estable 

que proporcionará a sus miembros una formación especializada y de calidad, adaptada a las 

necesidades que en materia de seguridad pública ha de satisfacer la Policía Nacional. 

Asimismo, esta formación se integra en el Sistema Educativo Español y en el Espacio Europeo de 

Educación Superior, como enseñanza universitaria en los niveles de grado, máster y doctorado, en el 

marco de un nuevo modelo policial sustentado en la protección de los derechos y libertades, la 

eficacia operativa, la digitalización y la internacionalización. 

En cumplimiento del mandato contenido en el artículo 39 de la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, 

de Régimen de Personal de la Policía Nacional, la disposición adicional centésima décima sexta de 

la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022, dispuso 

la creación del Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, O.A., estableciendo un 

plazo de seis meses para la aprobación de sus Estatutos. 

De este modo, con el presente real decreto se procede a la aprobación de los Estatutos del citado 

organismo autónomo, circunscribiendo su contenido a lo previsto en el artículo 93 de la Ley 40/2015, 

de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

De conformidad con el apartado segundo del citado precepto, los Estatutos de los organismos 

públicos se aprobarán por real decreto del Consejo de Ministros a propuesta conjunta del Ministerio 

de Hacienda y Función Pública y del Ministerio al que el organismo esté vinculado o sea dependiente. 

Sobre este particular, conviene recordar que los Estatutos de los organismos públicos deberán ser 

aprobados y publicados con carácter previo a la entrada en funcionamiento efectivo del organismo 

público. 

El real decreto se estructura en siete capítulos a lo largo de 31 artículos. 

En el capítulo I se regula la naturaleza, régimen jurídico, adscripción, sede y denominación del Centro 

Universitario, reconociendo su naturaleza de organismo autónomo al amparo de lo dispuesto en los 

artículos 88 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, al tiempo que se determina la normativa 

por la que ha de regirse. Además, se aborda el objeto, los fines, las potestades administrativas y el 

carácter del centro universitario. 

A su vez, el centro universitario se adscribe al Ministerio del Interior a través de la Dirección General 

de la Policía, teniendo su sede principal en la Escuela Nacional de Policía, sita en la ciudad de Ávila, 

y pudiendo disponer, para el desarrollo de sus actividades, de otras sedes. 

 

 
9 Véase la Resolución de 28 de septiembre de 2022, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio 

entre el Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, O.A., y la Universidad de Salamanca, para su adscripción a 

la universidad (BOE núm. 240, de 6 de octubre). 
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En el capítulo II aparecen detalladas las funciones del centro universitario y los principios de 

actuación. 

Por su parte, la estructura orgánica se define en el capítulo III, considerando como órganos de 

gobierno la Presidencia y el Consejo Rector, toda vez que se definen sus funciones, los titulares e 

integrantes de dichos órganos, así como quienes ejercerán las funciones de Secretario del 

mencionado Consejo Rector. 

Asimismo, se regula la Dirección del centro universitario como superior órgano ejecutivo, al que se le 

asignan funciones de máxima responsabilidad y mando, que van desde la dirección y orientación 

estratégica de la actuación del centro universitario, hasta la programación integral de la formación 

impartida, incluyendo la elaboración, modificación, y revisión de los planes de estudios de las 

titulaciones que se imparten, así como la coordinación de la gestión académica con el Delegado 

de la universidad de adscripción, y todas aquellas funciones esenciales de dirección en el ámbito 

presupuestario y de los recursos humanos. 

Esta diversidad y amplitud de funciones directivas encomendadas ponen de manifiesto la relevancia 

del rango directivo del órgano, de manera que, en coherencia con lo recogido en el artículo 1.2.d) 

de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración 

General del Estado, se precisa que su titular tenga categoría de Director General y, por ende, la 

condición de alto cargo. 

En este sentido, debe significarse asimismo que la especificidad, sensibilidad y responsabilidad del 

sector, que no es sino el de la formación de quienes tienen a su cargo la misión de velar por la 

seguridad pública y el respeto a los derechos fundamentales, demandan un profesional directivo 

que posea la máxima capacitación técnica y conozca plenamente las necesidades de aprendizaje 

del cuerpo policial. 

Por ello, se considera necesario restringir el cargo de Director del centro universitario a los funcionarios 

pertenecientes, o que hayan pertenecido, a la escala superior, categoría primera, de la Policía 

Nacional, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 66.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Con 

ello se pretende garantizar la especialización y la profesionalización de quienes van a ocupar el 

puesto, que exige necesariamente expertos con capacidades no solo técnicas en una materia tan 

compleja y específica, sino también de liderazgo, e influencia, facilitando y promoviendo la 

negociación y adopción de los acuerdos necesarios con las universidades con las que se vayan a 

realizar convenios de adscripción. Estas características son especialmente predicables respecto de 

aquellos funcionarios que, a lo largo de su carrera han ocupado puestos de gran responsabilidad, y 

han acreditado con gran solvencia que cuentan experiencia en procesos complejos que requieren 

impulso y dirección. 

No se trata, por tanto, de una apertura al ámbito privado de la Dirección General, con la posible 

consecuencia de que personas ajenas al ámbito funcionarial puedan desempeñar la función 

directiva, sino que, por el contrario, se pretende aprovechar la maestría de aquellos funcionarios que, 

aunque no se encuentren ya en situación de servicio activo, pueden aportar sus conocimientos y 

habilidades al servicio de la profesionalización del cuerpo al que pertenecen o han pertenecido. Se 

trata, sin lugar a dudas, de una fórmula de gestión del conocimiento en su máximo exponente, que 

permite que la experiencia se convierta en una política activa, pudiendo comunicarse y canalizarse 

de forma integral y como modelo educativo a través del propio centro universitario. 

En este mismo capítulo queda definido el Consejo Académico como órgano consultivo dentro del 

centro universitario, y se fija su composición y funciones. Por último, se define la estructura organizativa 

del centro universitario. 
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El capítulo IV se dedica al plan de acción anual, al informe de actividad y a las cuentas anuales, 

encomendando a la persona titular de la Dirección del centro universitario la elaboración y elevación 

al Consejo Rector de dicho plan para su aprobación. 

Asimismo, se recoge el régimen de contratación del centro universitario, su régimen patrimonial, tanto 

de bienes propios como adscritos y las cuestiones atinentes al inventario. 

Se dedica el capítulo V al régimen relativo a los recursos humanos, respecto de la normativa 

aplicable al personal funcionario de la Policía Nacional, y al resto de personal funcionario de la 

Administración General del Estado y al personal laboral, haciendo específica mención al personal 

docente, al régimen de incompatibilidades aplicable, a la ordenación de los puestos de trabajo y al 

régimen retributivo. 

En el capítulo VI se aborda el régimen presupuestario, económico-financiero, contable y de control, 

precisando los recursos con los que se financiará el centro universitario, describiendo el régimen 

presupuestario, la aplicación de los principios contables públicos previstos en la Ley 47/2003, de 26 

de noviembre, General Presupuestaria, así como el desarrollo de los principios y las normas 

establecidos en el Plan General de Contabilidad Pública, la formulación y rendición de las cuentas 

anuales y la realización tanto del control de la gestión económico-financiera como del control de 

eficacia y supervisión al que estará sometido el centro universitario. 

Por último, se regula, en el capítulo VII, la actuación administrativa del centro universitario y su 

asistencia jurídica, representación y defensa en juicio y aquellos aspectos relativos a la imagen 

institucional. 

Este real decreto cumple con los principios de buena regulación contenidos en el artículo 129 de la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas. 

Así, se han garantizado los principios de necesidad y eficacia, por cuanto la regulación de los 

Estatutos del Centro Universitario de la Policía Nacional incide de forma favorable en el impulso de la 

formación de sus integrantes, lo que demuestra que se trata de un medio eficaz para la consecución 

de los objetivos marcados. 

La norma proyectada atiende a la necesidad de aprobar los Estatutos del mencionado organismo 

autónomo a fin de procurar su adecuación a las exigencias de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y 

cumplir con las previsiones de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, y es eficaz y proporcionada en el 

cumplimiento de este propósito, sin afectar en forma alguna a los derechos y deberes de la 

ciudadanía. 

De suerte tal que contribuye a dotar de seguridad jurídica a la organización y funcionamiento del 

centro universitario, al adecuar el contenido de estos Estatutos a lo previsto en el artículo 93 de la Ley 

40/2015, de 1 de octubre. Cumple también con el principio de transparencia al quedar claramente 

identificados los objetivos que persigue y es, también adecuada al principio de eficiencia, dado que 

no impone cargas administrativas. 

En su virtud, a propuesta conjunta de la Ministra de Hacienda y Función Pública y del Ministro del 

Interior, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 

reunión del día 1 de agosto de 2022, 
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D I S P O N G O :  

Artículo único  

Aprobación de los Estatutos del Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, O.A. 

Se aprueban los Estatutos del Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, O.A. que se 

insertan a continuación. 

Disposición adicional primera 

Funcionamiento efectivo del Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, O.A. 

El organismo autónomo Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional entrará en 

funcionamiento efectivo el día siguiente al de la publicación del presente real decreto en el «Boletín 

Oficial del Estado». 

Disposición adicional segunda 

Desarrollo de las unidades y servicios dependientes del Centro Universitario de Formación de la 

Policía Nacional 

A través del Catálogo o Relación de Puestos de Trabajo del Centro Universitario de Formación de la 

Policía Nacional se determinarán las unidades y servicios necesarios para el cumplimiento de sus fines. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan o contradigan lo 

establecido en este real decreto. 

Disposición final primera 

Modificación del Real Decreto 640/2021, de 27 de julio, de creación, reconocimiento y autorización 

de universidades y centros universitarios, y acreditación institucional de centros universitarios 

Se añade una nueva disposición adicional con la siguiente redacción: 

«Disposición adicional quinta bis. Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, O.A. 

1. El Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, adscrito a una o varias universidades 

públicas, de acuerdo con el apartado cuatro de la disposición adicional centésima décima sexta 

de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022 y en 

el apartado 1 del artículo 39 de la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal de 

la Policía Nacional, tendrá la consideración de centro docente adscrito, a los efectos del artículo 13 

de este real decreto. 

2. Dada su naturaleza académica, funcional y jurídica, se exceptúa al Centro Universitario de 

Formación de la Policía Nacional del requisito establecido en el artículo 13.2 sobre adscripción a una 

única universidad. 

3. Las enseñanzas universitarias oficiales, así como las enseñanzas universitarias propias, podrán 

impartirse, tanto por funcionarios de la Policía Nacional, como por personal docente e investigador 
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contratado al efecto, así como también por el profesorado perteneciente a la universidad o 

universidades de adscripción, de acuerdo con lo que se recoja en los respectivos convenios. 

4. En todo caso, el personal docente e investigador del Centro Universitario de Formación de la 

Policía Nacional deberá cumplir con las previsiones establecidas en el presente real decreto.» 

Disposición final segunda 

Modificación del Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la estructura 

orgánica básica de los departamentos ministeriales 

Se añade la letra h) al apartado 2 de la disposición adicional séptima del Real Decreto 139/2020, de 

28 de enero, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, 

que queda redactado en los siguientes términos: 

«2. De conformidad con lo previsto en el segundo párrafo del artículo 100.1 en relación con el 

artículo 66.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, no será preciso que las personas titulares de los 

máximos órganos de dirección de los organismos autónomos y entidad gestora de la Seguridad 

Social que se relacionan a continuación, ostenten la condición de funcionario, en atención a sus 

características específicas: 

a) Dirección General del Instituto de Turismo de España (TURESPAÑA) (O.A.). 

b) Dirección General del Instituto de la Mujer y para la Igualdad de Oportunidades. 

c) Presidencia del Centro de Investigaciones Sociológicas. 

d) Dirección General del Instituto de Mayores y Servicios Sociales. 

e) Dirección General del Instituto de la Juventud. 

f) Dirección General del Instituto para la Transición Justa. 

g) Dirección General de Deportes del Consejo Superior de Deportes 

h) Dirección del Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, O.A.» 

Disposición final tercera 

Facultades de desarrollo y ejecución 

Se autoriza a la persona titular del Ministerio del Interior para que, previo cumplimiento de los trámites 

legales oportunos, adopte las medidas necesarias al objeto de desarrollar y ejecutar este real 

decreto. 

Disposición final cuarta 

Modificaciones presupuestarias 

El Ministerio de Hacienda y Función Pública llevará a cabo las modificaciones presupuestarias 

precisas para el cumplimiento de lo previsto en este real decreto. 
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Disposición final quinta 

Entrada en vigor 

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 

ESTATUTOS DEL CENTRO UNIVERSITARIO DE FORMACIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL, O.A. 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Naturaleza, régimen jurídico, adscripción, sede y denominación 

1. El Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, en adelante Centro Universitario, es un 

organismo autónomo de los previstos en el artículo 98.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 

Régimen Jurídico del Sector Público. 

2. El Centro Universitario se regirá por la disposición adicional centésima décima sexta de la Ley 

22/2021, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2022; la Ley Orgánica 

6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades; la Ley 3/2022, de 24 de febrero, de convivencia 

universitaria; la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal de la Policía Nacional; 

la Ley 40/2015, de 1 de octubre; la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas; la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 

Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014; la Ley 33/2003, de 3 de 

noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas; la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 

General Presupuestaria; estos Estatutos, por el convenio, o convenios de adscripción, que 

determinarán su estructura, en la que se integrará una comisión de seguimiento y valoración de su 

aplicación, sus actividades docentes, financiación y funcionamiento; y el resto de las normas de 

derecho administrativo general y especial que le sea de aplicación. En defecto de norma 

administrativa, se aplicará el derecho común. 

3. El Centro Universitario está dotado de personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y 

tesorería propios, así como autonomía de gestión y plena capacidad jurídica y de obrar. Contará 

con presupuesto propio y gozará de autonomía económica y financiera, incluyendo la gestión de 

los remanentes de tesorería. 

4. Estará adscrito al Ministerio del Interior a través de la Dirección General de la Policía. 

5. El Centro tendrá su sede principal en la Escuela Nacional de Policía, sita en la ciudad de Ávila, 

pudiendo disponer para el desarrollo de sus actividades de otras sedes. 

6. La denominación de la entidad es «Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, O.A». 
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Artículo 2 

Finalidad y objeto 

1. La finalidad del Centro Universitario es impartir al personal de la Policía Nacional la formación 

correspondiente a los estudios universitarios de acuerdo con el sistema de formación recogido en la 

Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio. 

2. Constituye el objeto del Centro Universitario: 

a) Impartir las enseñanzas conducentes a la obtención de los títulos universitarios oficiales en las 

modalidades y condiciones que se determinen. 

b) Promover la obtención de títulos de Grado, Máster y Doctorado en los ámbitos de interés de 

la Policía Nacional. 

c) Definir y desarrollar líneas de investigación que se consideren de interés para la Policía 

Nacional, colaborando, cuando así se determine, con otras entidades y organismos de enseñanza 

e investigación, públicos o privados. 

Artículo 3 

Potestades administrativas 

1. El Centro Universitario ejercerá las potestades administrativas que le permitan la consecución de 

sus fines. 

2. El Centro Universitario podrá dictar reglas de funcionamiento interno. 

3. Las potestades administrativas que tiene atribuidas serán ejercidas, en su ámbito competencial, a 

través de los órganos que integran su estructura, en los términos y con el alcance previsto en estos 

Estatutos. 

Artículo 4 

Carácter del Centro Universitario 

1. El Centro Universitario se adscribirá a una o varias universidades públicas, mediante convenio 

suscrito por el Rector de la universidad correspondiente y por el Presidente del Consejo Rector 

conforme a lo previsto en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, y el Real Decreto 640/2021, 

de 27 de julio, de creación, reconocimiento y autorización de universidades y centros universitarios, 

y acreditación institucional de centros universitarios. 

2. Finalizado el proceso de adscripción, el Centro adquirirá el carácter de centro universitario 

adscrito, pudiendo impartir estudios conducentes a la obtención de títulos universitarios oficiales. 

3. Al objeto de garantizar la calidad académica del Centro Universitario, se implementará un sistema 

interno de garantía de la calidad en los términos previstos en el Real Decreto 640/2021, de 27 de julio. 
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CAPÍTULO II 

Funciones y principios básicos de actuación 

Artículo 5 

Funciones 

Para el cumplimiento de su objeto y fines, el Centro Universitario realizará las siguientes funciones: 

a) Organizar y coordinar las actividades necesarias para el desarrollo de la docencia de las 

titulaciones que imparte. 

b) Gestionar académicamente sus enseñanzas y tramitar los procedimientos en los ámbitos de su 

competencia. 

c) Elevar propuestas de creación de nuevas titulaciones universitarias, así como de modificación 

o supresión de las ya existentes. 

d) Colaborar con otras entidades y organismos públicos y privados de enseñanza e investigación 

en el desarrollo de las líneas de investigación que se consideren de interés en el ámbito de la Policía 

Nacional. 

e) Supervisar cualquier otra enseñanza al margen de las enseñanzas oficiales en las que se utilice, 

con su autorización o conocimiento, el nombre «Centro Universitario de Formación de la Policía 

Nacional, O.A.». 

f) Promover el desarrollo de la docencia y la investigación científica, impulsando la difusión de 

obras científicas. 

g) Organizar cursos, seminarios y otras actividades formativas, a nivel nacional e internacional, 

que se consideren de interés, en cuyo caso se expedirán los diplomas o certificados pertinentes, de 

acuerdo con lo que determine el correspondiente convenio de adscripción o colaboración. 

h) Elaborar la propuesta de los planes de estudios de las titulaciones que se impartan en el Centro 

Universitario, así como proponer su revisión y modificación. 

i) Establecer y aplicar un sistema de control interno de la calidad de las enseñanzas que imparte. 

j) Difundir sus actividades, en colaboración con los órganos de comunicación de la Policía 

Nacional y de las universidades de adscripción. 

k) Administrar su presupuesto y sus recursos materiales para lograr la eficiencia en la asignación y 

utilización de los recursos públicos. 

l) Celebrar contratos, acuerdos y convenios con entidades públicas o privadas o con personas 

físicas en los términos establecidos en la legislación vigente. 

m) Cualesquiera otras funciones que, de acuerdo con la normativa vigente, le puedan ser 

asignadas. 
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Artículo 6 

Principios básicos de actuación 

El Centro Universitario observará los principios de interés general por los que debe regirse la actuación 

de las administraciones públicas. En el ejercicio de sus funciones específicas se regirá, además, por 

los siguientes principios básicos: 

a) Autonomía, entendida como la capacidad del Centro Universitario para gestionar, en los 

términos previstos en los Estatutos, los medios puestos a su disposición para alcanzar los objetivos 

comprometidos, incluyendo la gestión de tesorería y su remanente. 

b) Objetividad en todas sus actuaciones, utilizando criterios previamente establecidos, conocidos 

por el funcionariado y basados en estándares. 

c) Transparencia en todas las actividades administrativas y cumplimiento de las obligaciones de 

Buen Gobierno por parte de las personas responsables del Centro Universitario, así como la rendición 

de cuentas y compromisos al objeto de presentar la información precisa y completa sobre todos los 

resultados y procedimientos utilizados en la gestión. 

d) Eficacia en su actuación, usando los medios a su disposición para el cumplimiento de sus fines 

y objeto. 

e) Eficiencia en la asignación y utilización de recursos públicos, evaluando la calidad de los 

procesos y procedimientos, siguiendo criterios de legalidad, celeridad, simplificación y accesibilidad 

electrónica, todo ello sin perjuicio del rigor en su actuación. 

f) Cooperación y colaboración interinstitucional, con el resto de centros docentes de la Policía 

Nacional, con otras Administraciones, universidades, agentes e instituciones, públicas o privadas, 

nacionales e internacionales. 

g) Respeto a los principios y valores de la igualdad de género de acuerdo con lo dispuesto en la 

Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, y la 

disposición adicional decimotercera de la a Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología 

y la Innovación, relativa a la implantación de la perspectiva de género. 

h) Integración de los valores y principios de actuación inherentes a la Policía Nacional en los 

procesos de formación. 

CAPÍTULO III 

Estructura orgánica 

Sección 1.ª Órganos de gobierno 

Artículo 7 

Órganos de gobierno 

El Centro Universitario contará con los siguientes órganos de gobierno: 

a) El Consejo Rector. 

b) La Presidencia. 
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Artículo 8 

El Consejo Rector. Composición y funciones 

1. El Consejo Rector es el órgano de gobierno colegiado del Centro Universitario. 

2. La persona titular de la Dirección General de la Policía ostentará la Presidencia del Consejo Rector 

del Centro Universitario. 

Son vocales del Consejo Rector las personas titulares de: 

a) La Dirección Adjunta Operativa de la Dirección General de la Policía. 

b) La Subdirección General de Recursos Humanos y Formación de la Dirección General de la 

Policía. 

c) La Subdirección General de Logística e Innovación de la Dirección General de la Policía. 

d) El Gabinete Técnico de la Dirección General de la Policía. 

e) La División de Formación y Perfeccionamiento de la Dirección General de la Policía. 

f) La Dirección del Centro Universitario. 

3. El Consejo Rector será auxiliado por una Secretaría, cuya persona titular será designada por el 

Consejo Rector entre personal funcionario de carrera de la Policía Nacional incluida en el subgrupo 

administrativo de clasificación A1; asistirá a las sesiones con voz pero sin voto, con las funciones 

recogidas en los artículos 16 y 19.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

4. El Consejo Rector celebrará sesiones como mínimo dos veces al año, pudiendo reunirse con 

carácter extraordinario cuando así lo solicite, al menos la mitad de sus integrantes. 

5. Corresponden al Consejo Rector las siguientes funciones: 

a) El seguimiento, supervisión y control superiores de la actuación y funcionamiento del Centro 

Universitario. 

b) La aprobación de los objetivos estratégicos, de los planes de acción anual y plurianual, los 

procedimientos, criterios e indicadores de medición de su cumplimiento y de grado de eficiencia en 

la gestión. 

c) La aprobación del anteproyecto de presupuestos anuales. 

d) La aprobación de los informes anuales y plurianuales de actividad así como aquellos 

extraordinarios que se consideren necesarios, valorando los resultados obtenidos y consignando las 

deficiencias observadas. 

e) La aprobación de la propuesta de modificación de la estructura organizativa del Centro 

Universitario. En todo caso, dicha modificación se realizará mediante reforma de los presentes 

estatutos por real decreto. 

f) El nombramiento y cese de la persona titular de la Dirección del Centro Universitario a propuesta 

de la persona titular de la Presidencia. 

g) La aprobación del marco general de delegación de competencias del Centro Universitario. 
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h) La aprobación de las reglas de funcionamiento interno del Centro. 

i) La aprobación de la prestación de servicios en el Centro Universitario del personal adscrito a la 

División de Formación y Perfeccionamiento, de la que seguirá dependiendo orgánicamente, así 

como de las cesiones temporales de medios materiales afectos a la Dirección General de la Policía. 

j) La determinación de otras sedes, de acuerdo con lo previsto en la disposición transitoria única 

del Real Decreto 209/2022, de 22 de marzo, por el que se establece el procedimiento para la 

determinación de las sedes físicas de las entidades pertenecientes al sector público institucional 

estatal y se crea la Comisión consultiva para la determinación de las sedes, en atención a la previsión 

contenida en su disposición transitoria única. 

k) Aprobación de las cuentas anuales. 

l) La aprobación, con carácter anual, del inventario. 

m) Cualesquiera otras que le correspondan de conformidad con la legislación vigente. 

Artículo 9 

La Presidencia 

1. La Presidencia del Centro Universitario corresponde a la persona titular de la Dirección General de 

la Policía, quien a su vez ostenta la presidencia del Consejo Rector. 

2. Corresponden a la Presidencia del Consejo Rector las siguientes funciones: 

a) Ostentar la representación institucional y legal del Centro Universitario, su dirección y gobierno, 

presidir el Consejo Rector y velar por el cumplimiento de su objeto y fines. 

b) Acordar la convocatoria de las sesiones del Consejo Rector. 

c) Dirimir con su voto los empates, a efectos de adoptar acuerdos, en el seno del Consejo Rector. 

d) Informar al Ministerio del Interior sobre la ejecución y cumplimiento de los objetivos del Centro 

Universitario. 

e) Proponer proyectos de normas legales y reglamentarias en materias relacionadas con las 

actividades propias del Centro Universitario. 

f) Suscribir convenios y protocolos generales de actuación en nombre del organismo conforme a 

lo establecido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, e instrumentos jurídicos de cualquier otra 

naturaleza que puedan generar compromisos y obligaciones para el Centro Universitario, sin 

perjuicio de las delegaciones que, en su caso, se establezcan. 

g) Proponer al Consejo Rector el nombramiento y cese de la persona titular de la dirección del 

Centro Universitario, con quien coordinará las materias académicas y estratégicas que le competen, 

impartiendo las instrucciones precisas para el mejor cumplimiento de los fines del Centro. 

h) Asumir el seguimiento de la gestión de la Dirección del Centro Universitario. 

i) Proponer al Consejo Rector el establecimiento de otras sedes del Centro Universitario, al objeto 

de ampliar su oferta formativa. 
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j) Ejercer las demás facultades y funciones que le atribuyan estos Estatutos, el Consejo Rector y las 

demás disposiciones vigentes aplicables. 

3. La persona titular de la Presidencia podrá delegar en las personas titulares de la Subdirección 

General de Recursos Humanos y Formación y de la Dirección del Centro Universitario el ejercicio de 

las facultades de representación que por su naturaleza puedan ser delegadas, así como la firma de 

los convenios, o negocios jurídicos que le corresponda, con las condiciones y límites establecidos en 

la normativa vigente. 

Sección 2.ª Órgano ejecutivo 

Artículo 10 

La Dirección 

1. La Dirección es el máximo órgano ejecutivo del Centro Universitario. La persona titular de la 

Dirección, con rango de Director General, será designada por el Consejo Rector a propuesta de la 

persona titular de la Presidencia, entre quienes pertenezcan o hayan pertenecido a la escala 

superior, categoría primera, de la Policía Nacional. 

2. Corresponden a la Dirección las siguientes funciones: 

a) Dirigir y gestionar el Centro Universitario, en el marco de las funciones atribuidas en este artículo 

o de las que le sean expresamente delegadas. 

b) Elaborar y elevar al Consejo Rector los objetivos estratégicos del Centro Universitario. 

c) Elaborar y elevar al Consejo Rector el plan de acción anual y plurianual, los procedimientos, 

criterios e indicadores para la medición de su cumplimiento y del grado de eficiencia en la gestión, 

así como dirigir y coordinar las actividades que sean necesarias para el desarrollo de las funciones 

del Centro Universitario. 

d) Elaborar, revisar y modificar los planes de estudios de las titulaciones que se impartan en el 

Centro Universitario. 

e) Coordinar la gestión académica con el Delegado de la Universidad de adscripción. 

f) Elaborar y elevar al Consejo Rector el anteproyecto de presupuesto de ingresos y gastos del 

Centro Universitario. 

g) Ejecutar el presupuesto aprobado. 

h) Formular las cuentas anuales y elevarlas al Consejo Rector junto con el informe de auditoría de 

cuentas. 

i) Acordar las variaciones presupuestarias que se estimen necesarias en los términos 

contemplados en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre. 

j) Autorizar, la disposición de gastos, el reconocimiento de obligaciones y la ordenación de los 

pagos correspondientes. 

k) Proponer la modificación de los límites generales de compromiso de gasto con cargo a 

ejercicios futuros. 
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l) Elevar al Consejo Rector el informe anual de actividades, ordinarias y extraordinarias. 

m) Celebrar actos y contratos con las condiciones establecidas en su normativa específica. 

n) Proponer al Consejo Rector los convenios y protocolos generales de actuación cuya 

celebración se estime necesaria. 

o) Ostentar la jefatura inmediata del personal, y organizar y gestionar los recursos humanos y 

medios materiales y económicos del Centro Universitario. 

p) Recabar del Consejo Académico los informes y asesoramiento que considere necesarios para 

el adecuado funcionamiento del Centro Universitario. 

q) Cualquier otra que le sea conferida por la normativa vigente o le sea asignada por el Consejo 

Rector o la Presidencia. 

3. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, la suplencia de la persona titular de la Dirección del 

Centro Universitario corresponderá a la persona titular de la Secretaría General. 

Sección 3.ª Órgano consultivo 

Artículo 11 

El Consejo Académico. Composición y funciones 

1. El Consejo Académico es el órgano colegiado consultivo, académico y de participación en el 

seno del Centro Universitario en los aspectos educativos. 

2. La Presidencia del Consejo Académico se elegirá entre sus miembros por mayoría simple, con 

carácter anual y alternativo, en representación del Centro Universitario, de la División de Formación 

y de las universidades representadas. 

El Consejo Académico estará integrado por: 

a) Los jefes de Áreas de grado, máster y doctorado del Centro Universitario. 

b) Un representante de la Escuela Nacional de Policía, nombrado por la Dirección de la misma. 

c) Un representante del Centro de Altos Estudios Policiales, nombrado por la Dirección del mismo. 

d) Un representante del Centro de Actualización y Especialización, nombrado por la Dirección 

del mismo. 

e) Dos representantes de cada una de las universidades públicas a las que se adscriba el Centro 

Universitario, relacionados con las titulaciones impartidas. 

Actuará como Secretario del Consejo, con voz pero sin voto, un representante de la División de 

Formación y Perfeccionamiento que no tenga la condición de miembro del Consejo académico, 

nombrado por su titular. 

3. El Consejo Académico tendrá encomendadas las siguientes funciones: 

a) Asesorar sobre el plan de acción anual o plurianual de actividades. 
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b) Realizar recomendaciones sobre los aspectos académicos del Centro Universitario. 

c) Asesorar a la persona titular de la Dirección del Centro Universitario sobre el seguimiento, 

resultados e impacto de las actuaciones. 

d) Asesorar a la persona titular de la Dirección del Centro Universitario en la definición de los 

criterios de selección de personal colaborador o experto. 

e) Asesorar y prestar apoyo sobre los asuntos que la Presidencia, el Consejo Rector o la Dirección 

sometan a su consideración, así como elaborar informes a instancia de dichos órganos. 

f) Conocer y valorar el informe anual de actividades, ordinarias y extraordinarias, del Centro 

Universitario, al objeto de obtener información que le permita elaborar informes de mejora de la 

actividad académica. 

g) Cualquier otra que le sea conferida por la normativa vigente o le sea asignada por el Consejo 

Rector. 

4. El Consejo Académico se reunirá ordinariamente cada cuatro meses y con carácter extraordinario 

cuando su Presidente lo estime necesario o a petición de la Presidencia del Consejo Rector o de la 

persona titular de la Dirección. 

5. Formar parte del Consejo Académico no lleva implícita percepción económica alguna. 

Sección 4.ª Estructura organizativa 

Artículo 12 

Estructura 

1. El Centro Universitario cuenta con la siguiente estructura organizativa: 

a) Secretaría General. 

b) Áreas. 

c) Departamentos. 

2. La Secretaría General dependerá directamente de la Dirección del Centro Universitario. Su titular 

será nombrado entre personal de la Policía Nacional, incluido en el subgrupo administrativo de 

clasificación A1, con el nivel que se determine en el Catálogo de Puesto de Trabajo. 

Son funciones de la Secretaría General: 

a) La tramitación de los expedientes de contratación para adquisición de bienes y servicios, así 

como la habilitación del material y, de manera especial, la gestión y dotación de medios 

informáticos, además del análisis, diseño, impulso, mantenimiento y gestión de las herramientas 

informáticas necesarias para el desarrollo de los procesos. 

b) La gestión presupuestaria, de los ingresos y gastos, la realización de los cobros y pagos y la 

gestión de la tesorería del Centro. 
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c) La formación y mantenimiento actualizado de los inventarios de los bienes muebles e 

inmuebles, tanto propios como adscritos, así como la custodia de estos últimos y la tramitación de 

los expedientes de adquisición, arrendamiento, adscripción y/o desadscripción. 

d) La remisión anual del inventario actualizado y sus modificaciones a la Dirección General del 

Patrimonio del Estado. 

e) La competencia en seguridad, régimen interior, asuntos generales y la coordinación e 

inspección de las unidades, instalaciones y servicios. 

f) La planificación y ejecución de la política de prevención de riesgos laborales. 

g) El ejercicio de las potestades administrativas derivadas de las funciones del Centro, así como 

la gestión de los asuntos horizontales que no se correspondan con las competencias 

específicamente atribuidas. 

h) La asunción de cuantas funciones le sean delegadas por la persona titular de la Dirección, de 

acuerdo con lo contemplado en los Estatutos y en la restante normativa vigente que resulte de 

aplicación. 

i) Cualesquiera otras que le sean atribuidas legal o reglamentariamente. 

3. Las Áreas asumirán la gestión del conocimiento en aquellos ámbitos que le son propios, con el nivel 

que se determine en el Catálogo de Puestos de Trabajo. 

Los Departamentos asumen la gestión académica de las ramas del conocimiento que les competa, 

con el nivel que se determine en el Catálogo de Puestos de Trabajo. 

Artículo 13 

Docencia 

La docencia en el Centro Universitario será impartida por: 

a) El personal destinado a estos fines en los centros docentes de la Policía Nacional, y que cuente 

con titulación universitaria de Doctor, Máster, Licenciado, Ingeniero, Arquitecto o Grado. 

b) El personal docente e investigador que contrate. 

c) El profesorado del cuerpo docente de la Universidad de adscripción de conformidad con lo 

estipulado en los correspondientes convenios. 

CAPÍTULO IV 

Plan de acción anual y plurianual. Informe de actividad. Contratación y régimen patrimonial 

Artículo 14 

Plan de acción anual y plurianual. Informe de actividad 

1. La persona titular de la Dirección del Centro Universitario elaborará y elevará, para su aprobación 

al Consejo Rector, el plan de acción anual y plurianual, el informe general de actividad. 

2. En el plan de acción anual se recogerán, entre otros aspectos, los siguientes: 
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a) Las actividades formativas o de investigación. 

b) Los acuerdos de colaboración. 

c) Las actividades de gestión, seguimiento y control. 

d) Los indicadores de gestión. 

3. La información referida al plan de acción anual, así como al informe general de actividad, se hará 

público en la página web del Centro Universitario. 

Artículo 15 

Contratación 

1. El régimen de contratación del Centro Universitario será el determinado para las administraciones 

públicas en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. 

2. La persona titular de la Dirección del Centro Universitario es el órgano de contratación del mismo. 

Artículo 16 

Régimen patrimonial 

1. El Centro Universitario contará, para el cumplimiento de sus fines, con un patrimonio propio, distinto 

del de la Administración General del Estado, integrado por el conjunto de bienes y derechos que se 

le adscriban por la Administración General del Estado o le sean cedidos por otros organismos o 

entidades públicos. 

2. El Centro Universitario podrá adquirir toda clase de bienes y derechos por cualquiera de los medios 

admitidos en el ordenamiento jurídico. La adquisición de bienes inmuebles o de derechos sobre los 

mismos requerirá el previo informe favorable del Ministerio de Hacienda y Función Pública. 

3. La gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como los de aquellos del 

Patrimonio del Estado que se le adscriban para el cumplimiento de sus fines, se ajustarán a lo 

establecido para los organismos públicos en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y en sus disposiciones 

complementarias. 

Artículo 17 

Inventario 

1. El Centro Universitario formará y mantendrá actualizado su inventario de bienes y derechos, tanto 

propios como adscritos, con excepción de los de carácter fungible, en la forma establecida en la 

Ley 33/2003, de 3 de noviembre. El inventario se revisará anualmente con referencia a 31 de 

diciembre y se someterá a la aprobación del Consejo Rector. 

2. El inventario actualizado y sus posteriores modificaciones se remitirán anualmente a la Dirección 

General del Patrimonio para su anotación en el Inventario General de Bienes y Derechos del Estado. 
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CAPÍTULO V 

Régimen relativo a los recursos humanos 

Artículo 18 

Régimen de personal 

1. El personal del Centro Universitario estará integrado por personal funcionario de la Policía Nacional, 

por personal funcionario o laboral adscrito a la Dirección General de la Policía y personal docente e 

investigador contratado. 

2. De conformidad con lo establecido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, el personal funcionario 

perteneciente a la Policía Nacional se rige por la normativa prevista en la Ley Orgánica 9/2015, de 

28 de julio. 

El resto del personal funcionario se rige por lo previsto en el texto refundido de la Ley del Estatuto 

Básico del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, y 

demás normativa reguladora de los funcionarios públicos al servicio de la Administración General del 

Estado. 

El personal laboral se rige, además de por la legislación laboral y por las demás normas 

convencionalmente aplicables, por los preceptos del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 

del Empleado Público que expresamente así lo dispongan. 

3. El personal docente perteneciente a la Policía Nacional que preste servicio en el Centro 

Universitario será, prioritariamente el destinado a estos fines en los centros docentes de la Policía 

Nacional, sin que ello suponga modificación alguna ni en su dependencia orgánica de los centros 

docentes de la División de Formación y Perfeccionamiento en los que se encuentran integrados, ni 

en su situación administrativa en activo en la Policía Nacional. 

4. El Centro Universitario podrá contratar personal docente e investigador para el desarrollo de la 

actividad de esta naturaleza, que deberá contar con la capacitación adecuada de conformidad 

con la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, y cumplir con las previsiones establecidas por el 

Real Decreto 640/2021, de 27 de julio. 

Artículo 19 

Incompatibilidades 

1. El personal funcionario o laboral que preste sus servicios en el Centro Universitario de Formación de 

la Policía Nacional, estará sometido al régimen general de incompatibilidades establecido en la Ley 

53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades para el Personal al Servicio de las 

Administraciones Públicas, la normativa en materia de universidades y demás normativa de 

aplicación. 

2. El personal funcionario de la Policía Nacional estará sometido a su propio régimen de 

incompatibilidades. 
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Artículo 20 

Ordenación de los puestos de trabajo 

El Centro Universitario contará con una Relación de Puestos de Trabajo y un Catálogo de Puestos de 

Trabajo propios, para la ordenación de los puestos de trabajo, en función del personal funcionarial 

de adscripción o del personal laboral. 

Artículo 21 

Régimen retributivo 

1. Los conceptos retributivos del personal funcionario son los establecidos en la normativa de la Policía 

Nacional y de la función pública de la Administración General del Estado. La gestión de nóminas será 

realizada por la Dirección General de la Policía. 

2. Las condiciones retributivas del personal laboral serán las determinadas en el respectivo contrato 

de trabajo y sus cuantías se fijarán de conformidad con lo establecido en los convenios colectivos 

que resulten de aplicación así como el resto de normativa aplicables al personal laboral de la 

Administración General del Estado. 

CAPÍTULO VI 

Régimen presupuestario, económico-financiero, contable y de control 

Artículo 22 

Régimen normativo aplicable 

El régimen presupuestario, económico y financiero, de contabilidad, intervención y de control 

financiero del Centro Universitario será el determinado en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre. 

Artículo 23 

Financiación 

1. Los recursos con los que se financiará el Centro Universitario serán: 

a) Transferencias consignadas en los Presupuestos Generales del Estado. 

b) Dotaciones que se le asignen por otros organismos públicos. 

c) Subvenciones que, conforme a la legislación vigente, se le puedan otorgar. 

d) Ingresos propios que perciba en el ejercicio de su actividad. 

e) Enajenación de los bienes muebles y valores que constituyan su patrimonio. 

f) Rendimiento procedente de sus bienes y valores. 

g) Aportaciones voluntarias, donaciones, herencias, legados y otras aportaciones a título gratuito 

de entidades privadas y de particulares. 

h) Ingresos recibidos de personas físicas o jurídicas como consecuencia del patrocinio de 

actividades e instalaciones. 
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i) Demás ingresos de derecho público o privado que esté autorizado a percibir. 

j) Remanentes de tesorería. 

k) Cualquier otro recurso que, de acuerdo con la normativa vigente, pudiera serle atribuido. 

2. Los recursos que se deriven de los párrafos b), g), h) e i) del apartado anterior y que no se 

contemplen inicialmente en el presupuesto del Centro Universitario, podrán ser destinados a financiar 

incrementos de gasto por acuerdo de la persona titular de la Dirección del Centro Universitario. 

Artículo 24 

Contabilidad 

1. El Centro Universitario deberá aplicar los principios contables públicos previstos en la Ley 47/2003, 

de 26 de noviembre, así como el desarrollo de los principios y las normas establecidos en el Plan 

General de Contabilidad Pública. 

2. El Centro contará con un sistema de información económico-financiero y presupuestario que 

tenga por objeto mostrar, a través de estados e informes, la imagen fiel del patrimonio, de la situación 

financiera, de los resultados y de la ejecución del presupuesto, así como con un sistema de 

contabilidad de gestión. Dichos sistemas podrán ser propios o, en aras de una economía de medios, 

utilizar los que pueda tener desarrollados la Dirección General de la Policía o la propia Administración 

General del Estado. 

3. La Intervención General de la Administración del Estado establecerá los requerimientos funcionales 

y, en su caso, los procedimientos informáticos que deberán observarse para cumplir lo dispuesto en 

los dos apartados anteriores. 

Artículo 25 

Cuentas anuales 

1. La persona titular de la Dirección del Centro Universitario formulará las cuentas anuales en un plazo 

de tres meses desde el cierre del ejercicio económico. Una vez auditadas por la Intervención General 

de la Administración del Estado, serán sometidas al Consejo Rector para su aprobación dentro del 

primer semestre del año siguiente al que se refieran. 

2. La Presidencia rendirá las cuentas anuales al Tribunal de Cuentas, por conducto de la Intervención 

General de la Administración del Estado, en el plazo de siete meses siguientes a la terminación del 

ejercicio económico y una vez aprobadas aquéllas por el Consejo Rector. 

Artículo 26 

Control de la gestión económico-financiera 

1. El control externo de la gestión económico-financiera del Centro Universitario corresponderá al 

Tribunal de Cuentas, de acuerdo con su normativa específica. 

2. El control interno de la gestión económico-financiera corresponderá a la Intervención General de 

la Administración del Estado y se realizará en las condiciones y en los términos establecidos en la Ley 

47/2003, de 26 de noviembre. 

3. El control financiero permanente lo realizará la Intervención Delegada en el Ministerio del Interior. 
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Artículo 27 

Control de eficacia y supervisión 

1. El Centro Universitario estará sometido al control de eficacia y supervisión, con la finalidad de 

comprobar el grado de cumplimiento del plan anual de actuación y la adecuada gestión de los 

recursos públicos asignados. 

2. El control de eficacia será ejercido por la Secretaría de Estado de Seguridad y tendrá por objeto 

evaluar el cumplimiento de los objetivos propios de la actividad del Centro, de acuerdo con lo 

establecido en el plan anual de actuación. 

3. El Centro estará sometido, igualmente a la supervisión del Ministerio de Hacienda y Función Pública 

que verificará la subsistencia de las circunstancias que justificaron su creación, el cumplimiento de 

sus fines, a la luz del grado de consecución de los objetivos evaluados en el control de eficacia o su 

sostenibilidad financiera. 

CAPÍTULO VII 

Actuación administrativa e imagen institucional 

Artículo 28 

Actuación administrativa 

1. El Centro Universitario dictará las normas internas necesarias para el cumplimiento de su objeto y 

para su funcionamiento, que podrán adoptar la forma de: 

a) Resoluciones del Consejo Rector, que deberán ser suscritas por su Presidente. 

b) Resoluciones, instrucciones y circulares de la Presidencia 

c) Resoluciones, instrucciones y circulares de la Dirección. 

2. Para el ejercicio de las potestades administrativas del Centro Universitario, sus órganos podrán 

dictar actos y resoluciones administrativos. 

3. Los actos y resoluciones adoptados por la Presidencia del Centro Universitario, en el ejercicio de 

sus funciones, ponen fin a la vía administrativa y podrán ser recurridos potestativamente en 

reposición, de acuerdo con lo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, o impugnados de manera 

directa ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo. 

4. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial se resolverán de acuerdo con la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre. 

5. Los actos y resoluciones adoptados por la Dirección del Centro Universitario, en el ejercicio de sus 

funciones, no ponen fin a la vía administrativa y podrán ser recurridos en alzada ante la Presidencia 

del Consejo Rector. 

Artículo 29 

Asistencia jurídica, representación y defensa en juicio 

Las funciones de asesoramiento jurídico, representación y defensa en juicio del Centro Universitario 

serán desempeñadas por la Abogacía del Estado en el Ministerio del Interior. 
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Artículo 30 

Imagen institucional 

La imagen institucional del Centro Universitario será común con la propia de la Dirección General de 

la Policía y se ajustará a lo establecido en la normativa que regule los criterios de imagen institucional 

y la producción documental y el material impreso de la Administración General del Estado. 
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Organismo Autónomo Jefatura Central de Tráfico 
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§ 15. Texto Refundido de la Ley de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 

Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre 

[Inclusión parcial: artículo 6] 

«BOE» núm. 261, de 31 de octubre de 2015 

[…]  

Artículo 6 

Organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico 

1. El Ministerio del Interior ejerce las competencias relacionadas en el artículo anterior a través del 

organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

2. Para el ejercicio de las competencias atribuidas al Ministerio del Interior en materia de regulación, 

ordenación, gestión y vigilancia del tráfico, así como para la denuncia de las infracciones a las 

normas contenidas en esta ley, y para las labores de protección y auxilio en las vías públicas o de uso 

público, actuará, en los términos que reglamentariamente se determine, la Guardia Civil, 

especialmente su Agrupación de Tráfico, que a estos efectos depende específicamente del 

organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

[…] 
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§ 16. Real Decreto 207/2024, de 27 de febrero, por el que se desarrolla la estructura 

orgánica básica del Ministerio del Interior [Inclusión parcial: artículo 12.1] 

«BOE» núm. 52, de 28 de febrero de 2024 

[…] 

Artículo 12 

Dirección General de Tráfico 

1. Corresponden a la Dirección General de Tráfico, a través de la cual el Ministerio ejerce sus 

competencias sobre el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, las siguientes funciones: 

a) La planificación y programación estratégica del organismo. 

b) La gestión de los recursos humanos del organismo, a través de la relación de puestos de 

trabajo, tanto de personal funcionario como laboral, sus retribuciones, y la ejecución de medidas de 

formación, acción social y prevención de riesgos laborales. 

c) La gestión presupuestaria y económica del organismo, mediante la preparación, ejecución y 

control de sus presupuestos, así como la gestión de su patrimonio. 

d) El diseño e implantación de nuevos métodos de trabajo, la función inspectora del organismo, 

sin perjuicio de las funciones atribuidas a otros órganos de la Administración General del Estado, la 

dirección y coordinación de los programas de calidad, y la dirección de la unidad de transparencia 

del organismo y la dirección del Centro de Tratamiento de Denuncias Automatizadas, así como de 

sus funciones de apoyo telemático y administrativo para la tramitación a través de la sede 

electrónica del organismo. 

e) El desarrollo y el mantenimiento de los registros informáticos y de las bases de datos esenciales 

para el ejercicio de las funciones del organismo, junto con la ordenación del acceso a los mismos, 

así como el liderazgo, la coordinación y la puesta en marcha de servicios de administración 

electrónica orientados a la modernización y digitalización de los procesos internos. 

f) La gestión de las tecnologías de la información y de las comunicaciones, asegurando una 

infraestructura tecnológica eficiente, segura e innovadora mediante el diseño de la estrategia digital 

del organismo, facilitando asistencia a las diferentes unidades funcionales en éste ámbito, 

formulando políticas y diseñando programas de capacitación en habilidades digitales, así como la 

supervisión de la adopción efectiva de tecnologías emergentes y el impulso, junto con el 

Observatorio Nacional de Seguridad Vial, del análisis de datos para mejorar la toma de decisiones. 

g) La elaboración de estudios, propuestas, anteproyectos y proyectos de disposiciones sobre 

tráfico y seguridad vial y la coordinación con las Entidades Locales respecto de la normativa estatal 

que les afecte. 

h) La tramitación de procedimientos sancionadores en materia de tráfico, la elaboración de 

instrucciones sobre esta materia y sus procedimientos administrativos relacionados, así como la 

tramitación de los recursos administrativos de los procedimientos de declaración de nulidad y de 

lesividad y de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
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i) La coordinación y el establecimiento de directrices sobre los instrumentos jurídicos de 

colaboración que firme el organismo, así como la garantía del cumplimiento de los derechos y 

obligaciones sobre protección de datos personales. 

j) La elaboración de instrucciones sobre vehículos y los procedimientos administrativos 

relacionados con el Registro de Vehículos, así como facilitar la implantación del vehículo 

conectado, el desarrollo de la conducción autónoma y el impulso de plataformas tecnológicas para 

su gestión en el ámbito de las competencias del organismo. 

k) La regulación, ordenación, gestión, vigilancia y disciplina del tráfico en vías interurbanas y 

travesías; la implantación, mantenimiento y explotación de los medios y sistemas inteligentes de 

transporte necesarios, así como propuestas de mejora de la seguridad vial en las vías para reducir la 

accidentalidad, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Transportes y Movilidad 

Sostenible. 

l) La dirección de los Centros de Gestión de Tráfico, así como la resolución sobre la instalación de 

videocámaras y dispositivos para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico en el ámbito 

de la Administración General del Estado. 

m) El suministro de información sobre el estado del tráfico en tiempo real e incidencias. 

n) El establecimiento de las directrices para la formación y actuación de los agentes de la 

autoridad en materia de tráfico y circulación de vehículos, sin perjuicio de las atribuciones de las 

Corporaciones Locales, con cuyos órganos se instrumentará la colaboración necesaria 

ñ) La planificación, elaboración y divulgación de las estadísticas, indicadores y datos sobre 

accidentes de tráfico y otras materias incluidas en el ámbito de las competencias del organismo, en 

coordinación con las demás unidades. La coordinación con otros órganos con competencias en 

materia estadística. 

o) El desarrollo y gestión del Registro Nacional de Víctimas de Accidentes de Tráfico, velando por 

la incorporación de todas las fuentes de información relacionadas con las características de los 

accidentes y sus consecuencias, así como la elaboración de instrucciones sobre recogida de 

información de los accidentes de tráfico. 

p) La elaboración y gestión de los planes y estrategias en el ámbito del tráfico y la seguridad vial, 

tanto generales como referidos a ámbitos y colectivos específicos, en colaboración con los agentes 

sociales y las Administraciones Públicas. La elaboración y gestión de las actuaciones para la mejora 

de la seguridad vial laboral, en colaboración con otras Administraciones Públicas y agentes sociales. 

q) El diseño de la estrategia y marco de referencia en materia de datos abiertos y reutilización de 

información en el ámbito del organismo, velando por el cumplimiento de los objetivos nacionales en 

estos ámbitos y garantizando un marco adecuado de gobernanza con entidades públicas y 

privadas y ciudadanos. El diseño de las políticas internas en materia de gobernanza, promoción de 

la cultura del dato y estándares en la gestión, análisis y difusión de datos e informes. La coordinación 

con la Oficina del Dato de la Administración General del Estado 

r) Los procesos de consulta y participación, a través del Consejo Superior de Tráfico, Seguridad 

Vial y Movilidad Sostenible. El ejercicio de la secretaría del Consejo Superior y el seguimiento de la 

actividad de sus Comisiones Autonómicas y Provinciales. 
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s) La información a víctimas del tráfico y el impulso de las actividades promovidas por las 

entidades y organizaciones sin ánimo de lucro cuyo objeto primordial sea la atención, defensa o 

representación de las víctimas. 

t) La elaboración y ejecución de los planes de estudios e investigaciones en materia de seguridad 

vial, factores influyentes e impacto de medidas específicas, en coordinación con el resto de 

unidades, las instituciones de carácter científico y técnico y otras Administraciones Públicas 

competentes. 

u) La gestión de la educación vial, la formación de conductores, la organización de pruebas de 

aptitud, incluida la formación de examinadores; la regulación, el registro y el control de las escuelas 

particulares de conductores y de los centros habilitados para la evaluación de las aptitudes 

psicofísicas de los conductores 

v) La determinación de requisitos de aptitud psicofísica para la obtención y renovación de las 

autorizaciones administrativas para conducir en colaboración con la autoridad sanitaria y de 

acuerdo con el avance científico y técnico. 

w) El establecimiento de las directrices básicas para la programación de la educación vial, la 

formación e información al usuario y la divulgación en materia de seguridad vial, sin perjuicio de las 

competencias del Ministerio de Transportes y Movilidad Sostenible. 

x) La coordinación y el seguimiento de la actividad en materia de relaciones internacionales del 

organismo. La planificación y desarrollo de los programas de cooperación en Iberoamérica en 

materia de tráfico y seguridad vial. 

y) La comunicación y divulgación relacionada con el tráfico y la seguridad vial.   
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Sociedades mercantiles 
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Sociedad de Infraestructuras y Equipamientos Penitenciarios y 

de la Seguridad del Estado S.M.E., S.A. (SIEPSE)10 

  

 

 
10 La creación de la SIEPSE fue autorizada por Acuerdo de Consejo de Ministros de 21 de febrero de 1992. En la actualidad «es 

una empresa pública que forma parte de las sociedades a las que hace referencia la Ley 33/2003 del Patrimonio de las 

Administraciones Pública en su artículo 166.2, estando incluida en las denominadas `empresas de inversión´ del Grupo 

Patrimonio. SIEPSE tiene naturaleza de sociedad mercantil, anónima y de carácter estatal. Corresponde al Ministerio de 

Hacienda, a través de la Dirección General del Patrimonio, el ejercicio de los derechos de socio sobre la misma, sin perjuicio 

de que en su operativa actúe como una empresa instrumental del Ministerio del Interior, el cual marca las actuaciones a 

desarrollar por la Sociedad. Desde 1992 hasta marzo de 2018, la Sociedad (entonces SEIP S.A.) tuvo como misión gestionar los 

sucesivos Planes de Amortización y Creación de Centros Penitenciarios… Por Acuerdo de Consejo de Ministros de 9 de marzo 

de 2018 se autorizó a la Sociedad de Infraestructuras y Equipamientos Penitenciarios a ampliar sus funciones con el fin de poder 

extender su actividad inversora a la realización de cuantas actividades resulten necesarias para la correcta gestión de los 

programas y actuaciones previstos en el Plan de Infraestructuras de la Seguridad del Estado u otros planes o programas de 

actuación aprobados por acuerdo de Consejo de Ministros, así como las posibles ampliaciones, revisiones o modificaciones 

que se aprueben para los mismos relacionadas con las infraestructuras, equipamientos y asistencias técnicas. Estas nuevas 

finalidades recomiendan modificar la denominación de la Sociedad y, por este motivo, la razón social a partir de ese momento 

pasa a ser Sociedad de Infraestructuras y Equipamientos Penitenciarios y de la Seguridad del Estado, S.M.E., S.A. (SIEPSE)», 

véase https://www.siepse.es/empresa/ [último acceso, 1.3.2022]. 

https://www.siepse.es/empresa/
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Entidades de derecho público 
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Entidad de derecho público Trabajo Penitenciario y 

Formación para el Empleo  
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§ 17. Real Decreto 122/2015, de 27 de febrero, por el que se aprueba el estatuto de 

la entidad de derecho público Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo11 

«BOE» núm. 51, de 28 de febrero de 2015 

El artículo 25 de la Constitución Española establece que las penas privativas de libertad estarán 

orientadas a la reeducación y reinserción social, así como que los condenados a penas de prisión 

tendrán derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes a la Seguridad Social. 

Para dar cumplimiento a dicho precepto constitucional así como a la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de 

septiembre, General Penitencia, se creó el organismo autónomo Trabajo Penitenciario y Formación 

para el Empleo, cuyo objeto es la promoción, organización y control del trabajo productivo y la 

formación para el empleo de los reclusos en los centros penitenciarios. 

La Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2014, en su 

disposición adicional octogésima séptima, establece que, con efectos de 1 de enero de 2014 y 

vigencia indefinida, el organismo autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo se 

transforma en una entidad estatal de derecho público de las previstas en el artículo 2.1.g) de la Ley 

47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. Asimismo establece, que el Gobierno, en plazo 

de tres meses, modificará el Real Decreto 868/2005, de 15 de julio, por el que se aprueba el Estatuto 

del organismo autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo, para adaptarlo a las 

previsiones contenidas en tal disposición adicional. 

El real decreto contiene un artículo único por el que se aprueba el Estatuto de la entidad, una 

disposición transitoria, una disposición derogatoria y cuatro disposiciones finales. 

Por su parte, el Estatuto está integrado por 18 artículos. Los cuatro primeros regulan la naturaleza, 

régimen jurídico, objeto, funciones y normativa aplicable. Los artículos del 5 al 9 están dedicados a 

los órganos de dirección y funciones de los mismos, el artículo 10 a la estructura orgánica de la 

entidad, el artículo 11 a los recursos económicos, los artículos del 12 al 15 al régimen patrimonial, 

presupuestario, de contabilidad y económico-financiero, el artículo 16 al régimen de contratación, 

el 17 al régimen de personal y, por último, el 18 a la asistencia jurídica. 

Los principales cambios vienen motivados por la necesidad de adaptar el Estatuto a las normas 

generales que regulan el régimen jurídico de las entidades estatales de derecho público, 

principalmente en relación al régimen presupuestario y contable. 

 

 
11 Esta entidad de derecho público tiene su origen en el Decreto 2705/1964, de 27 de junio, sobre régimen y funcionamiento 

de «Trabajos Penitenciarios», definido como organismo autónomo adscrito al Ministerio de Justicia a través de la entonces 

Dirección General de Prisiones. Mediante Real Decreto 326/1995, de 3 de marzo, el organismo autónomo pasó a denominarse 

«Trabajo y Prestaciones Penitenciarias», y más adelante con el Real Decreto 868/2005, de 15 de julio, «Trabajo Penitenciario y 

Formación para el Empleo». Estos dos reales decretos, además, fueron actualizando su estatuto. De acuerdo con la disposición 

adicional octogésima séptima de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2014, el 

organismo autónomo se transformó en una entidad de derecho público de las previstas en el artículo 2.1.g) de la Ley 47/2003, 

de 26 de noviembre, General Presupuestaria. No obstante haber cambiado su naturaleza jurídica, se mantiene vigente la 

Orden INT/3689/2009, de 29 de diciembre, por la que se delegan competencias en el ámbito del Organismo Autónomo Trabajo 

Penitenciario y Formación para el Empleo, en todo cuanto no resulte incompatible con la Orden INT/131/2023, de 11 de 

febrero. 
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Del presupuesto administrativo y comercial que para su funcionamiento tenía asignado el organismo 

autónomo, se pasa a un sistema de presupuesto de explotación y de capital, de carácter estimativo. 

En cuanto a la contratación, se regirá por lo dispuesto en la legislación de contratos del sector 

público. 

Respecto al control económico financiero al que se encuentra sujeta la entidad estatal de derecho 

público Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo, se establece que sin perjuicio de las 

competencias de fiscalización atribuidas al Tribunal de Cuentas, estará sometida al control financiero 

permanente y auditoría pública prevista en la Ley General Presupuestaria. 

Respecto a las funciones de la nueva entidad, al igual que el extinto organismo autónomo, se 

encuentra, entre otras, la gestión de los economatos y cafeterías existentes en los establecimientos 

penitenciarios, la realización de actividades industriales, comerciales o análogas y, en general, 

cuantas operaciones se relacionen con el trabajo penitenciario o se le encomienden por las 

Administraciones Públicas para el cumplimiento de los fines que le son propios. 

Para el ejercicio de tales funciones, Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo debe seguir 

teniendo la consideración de medio propio instrumental y servicio técnico de la Administración 

General del Estado y los poderes adjudicadores dependientes de ella, estando obligado a realizar, 

los trabajos que éstos le encomienden relacionados con los fines que le son propios. 

Esto permitirá mantener e incrementar el nivel de ocupación de los internos trabajadores en los 

centros, y contribuir al objetivo final de inserción sociolaboral de los mismos. 

En su virtud, a iniciativa del Ministerio del Interior, a propuesta del Ministro de Hacienda y 

Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo 

de Ministros en su reunión del día 27 de febrero de 2015, 

D I S P O N G O :  

Artículo único 

Aprobación del Estatuto 

Se aprueba el Estatuto de la entidad estatal de derecho público Trabajo Penitenciario y Formación 

para el Empleo, cuyo texto se inserta a continuación. 

Disposición transitoria única 

 Integración del personal funcionario y laboral 

El personal funcionario y laboral que preste sus servicios en el extinto organismo autónomo Trabajo 

Penitenciario y Formación para el Empleo en el momento de entrada en vigor de este real decreto, 

pasará a prestar sus servicios para la nueva entidad con los mismos derechos y obligaciones que 

tuviera en el organismo autónomo y con el mismo régimen jurídico. 

A la entrada en vigor del presente real decreto, se procederá a la modificación de la relación de 

puestos de trabajo para adaptarla a su organigrama general, previa aprobación del Ministerio de 

Hacienda y Administraciones Públicas. 
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Disposición derogatoria única 

 Derogación normativa 

Quedan derogados el Real Decreto 868/2005, de 15 de julio, por el que se aprueba el Estatuto del 

organismo autónomo Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo, así como cuantas 

disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real decreto. 

Disposición final primera 

Facultades de desarrollo 

Se autoriza al Ministro del Interior para dictar, previo cumplimiento de los trámites legales oportunos, 

las disposiciones que fueran precisas para el desarrollo de este real decreto. 

Disposición final segunda 

Adecuación de créditos presupuestarios 

Por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas se realizarán las modificaciones 

presupuestarias y habilitaciones de créditos que sean precisas para el cumplimiento de lo previsto en 

este real decreto. 

Disposición final tercera 

No incremento del gasto de personal 

De conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional vigésima cuarta de la Ley 36/2014, de 

26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2015, esta disposición no podrá 

suponer aumento neto de los gastos de personal al servicio de la Administración. 

Disposición final cuarta 

Entrada en vigor 

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 

ESTATUTO DE LA ENTIDAD ESTATAL DE DERECHO PUBLICO TRABAJO PENITENCIARIO Y 

FORMACIÓN PARA EL EMPLEO 

Artículo 1 

Naturaleza y régimen jurídico 

1. Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo es una entidad estatal de derecho público de 

las previstas en la letra g) del apartado 1 del artículo 2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 

Presupuestaria, con personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios, así 

como autonomía de gestión y plena capacidad jurídica y de obrar. 

Dentro de su esfera de competencias, le corresponden las potestades administrativas precisas para 

el cumplimiento de sus fines, en los términos previstos en este Estatuto, salvo la potestad expropiatoria. 

2. Se encuentra adscrita al Ministerio del Interior, a través de la Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias. 
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Corresponde al Ministerio del Interior la dirección estratégica, la evaluación y el control de resultados 

de su actividad, a través de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. También le 

corresponde el control de eficacia, sin perjuicio de las competencias atribuidas a la Intervención 

General de la Administración del Estado en cuanto a la evaluación y control de resultados de los 

organismos públicos integrantes del sector público estatal. 

3. Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo se regirá, por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 

de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; por 

el Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 

3/2011 de 14 de noviembre; por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria; por la 

Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas; por este Estatuto; y 

por las demás disposiciones legales aplicables a este tipo de entidades estatales, y de forma 

supletoria por la Ley 6/1997, de 14 de abril, de organización y funcionamiento de la Administración 

General del Estado. 

Artículo 2 

Objeto 

La entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo tiene por objeto la promoción, 

organización y control del trabajo productivo y la formación para el empleo de los reclusos de los 

centros penitenciarios, así como la colaboración permanente con la Secretaría General de 

Instituciones Penitenciarias para la consecución de los fines encomendados por el artículo 25 de la 

Constitución y la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria. 

Artículo 3 

Funciones 

Son funciones de la entidad: 

a) La organización del trabajo productivo penitenciario y su oportuna retribución. 

b) La gestión de los economatos y cafeterías existentes en los establecimientos penitenciarios y 

Centros de Inserción Social conforme a lo previsto en el artículo 299 y siguientes del Reglamento 

Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero. 

c) La instalación, ampliación, transformación, conservación y mejora de los talleres, explotaciones 

agrícolas penitenciarias, o locales e instalaciones necesarias para los fines de la entidad, así como 

los servicios, obras y adquisiciones que se refieren a su explotación, producción o actividad. 

d) La realización de actividades industriales, comerciales o análogas y, en general, cuantas 

operaciones se relacionen con el trabajo penitenciario o se le encomienden por las Administraciones 

Públicas, para el cumplimiento de los fines que le son propios. 

e) La formación para el empleo de los internos en centros penitenciarios y centros de inserción 

social. 

f) La promoción de relaciones con instituciones y organizaciones que faciliten el cumplimiento de 

los fines de la entidad. 

g) El impulso y la coordinación de cuantas líneas de actividad se desarrollen desde la 

Administración penitenciaria en materia de preparación o acompañamiento para la inserción 

sociolaboral. 
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h) La colaboración permanente con la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias u otras 

instituciones especializadas, para la gestión de penas o medidas alternativas previstas en la 

legislación penal. 

Artículo 4 

Normativa aplicable al trabajo penitenciario 

1. Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo retribuirá el trabajo de los reclusos conforme al 

rendimiento normal de la actividad, categoría profesional y horario de trabajo efectivamente 

cumplido. 

2. La relación laboral especial que se establezca entre la entidad Trabajo Penitenciario y Formación 

para el Empleo y los internos que desarrollen una actividad laboral en los talleres productivos de los 

centros dependientes de la Administración penitenciaria, así como su protección de Seguridad 

Social, se regirán por lo dispuesto en el Real Decreto 782/2001, de 6 de julio por el que se regula la 

relación laboral de carácter especial de los penados que realicen actividades laborales en talleres 

penitenciarios y la protección de la Seguridad Social de los sometidos a penas de trabajo en 

beneficio de la comunidad. 

Artículo 5 

Órganos de dirección y firmeza de sus actos 

1. La entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo tendrá como máximos órganos de 

dirección los siguientes: 

a) El Presidente. 

b) El Consejo de Administración. 

c) El Director-Gerente. 

2. Los actos dictados por el Presidente y el Consejo de Administración, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, pondrán fin a la vía administrativa. 

Artículo 6 

El Presidente 

El Presidente será el titular de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. Corresponde al 

Presidente: 

a) Aprobar los planes generales de actuación de la entidad. 

b) Convocar y presidir las sesiones del Consejo de Administración. 

c) Ejercer las atribuciones que le corresponden como órgano de contratación de la entidad. 

d) Suscribir convenios y habilitar al Director-Gerente para suscribir contratos y compromisos de 

colaboración con empresas externas. 

e) Aprobar los gastos, así como ordenar los pagos que correspondan a los gastos autorizados. 
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f) Rendir cuentas anuales al Tribunal de Cuentas, de acuerdo con la normativa presupuestaria. 

g) Ejercer las demás competencias que le sean atribuidas, de acuerdo con el ordenamiento 

jurídico. 

Artículo 7 

El Consejo de Administración 

1. El Consejo de Administración, que no podrá exceder de doce miembros, estará formado por el 

Presidente y los siguientes vocales: 

a) Los Subdirectores Generales de Tratamiento y Gestión Penitenciaria, de Servicios Penitenciarios, 

de Relaciones Institucionales y Coordinación Territorial, de Penas y Medidas Alternativas, e 

Inspección Penitenciaria, de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

b) Un representante de la Abogacía del Estado del Ministerio del Interior, y el Jefe de la Oficina 

Presupuestaria del citado Ministerio. 

c) Un representante del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, designado por su 

titular, con nivel orgánico de subdirector general. 

d) Un representante de la Secretaría de Estado de Empleo del Ministerio de Empleo y Seguridad 

Social, designado por su titular, con nivel orgánico de subdirector general. 

e) El Director-Gerente de la entidad, que desempeñará las funciones de secretario del Consejo 

de Administración, con voz y voto. 

Asistirá, asimismo, a las sesiones del Consejo de Administración, con voz pero sin voto, un 

representante de la Intervención Delegada en el Ministerio del Interior. 

2. En el caso de vacante, ausencia o enfermedad del Director-Gerente, las funciones de secretario 

recaerán en el Subdirector General de Tratamiento y Gestión Penitenciaria. 

3. Al Presidente le corresponde dirigir las deliberaciones del Consejo, que deberá reunirse al menos 

dos veces al año. 

4. En lo no previsto en este Estatuto, el funcionamiento del Consejo de Administración se regirá por 

las disposiciones del capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

Artículo 8 

Atribuciones del Consejo de Administración 

Serán atribuciones del Consejo de Administración: 

a) Cumplir y velar por el cumplimiento de los fines esenciales de la entidad Trabajo Penitenciario 

y Formación para el Empleo. 

b) Aprobar el anteproyecto de presupuestos, así como, las cuentas anuales de la entidad. 

c) Aprobar el plan de actuación de la entidad, en coordinación con el de la Secretaría General 

de Instituciones Penitenciarias. 
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d) Determinar anualmente el módulo retributivo de los internos que realicen trabajos productivos 

en los talleres penitenciarios. 

e) Aprobar anualmente el inventario de bienes y derechos, tanto propios como adscritos, 

excepto los de carácter fungible. 

f) Deliberar sobre aquellos asuntos que sean normalmente de la competencia del Director-

Gerente pero que el Presidente acuerde someter al Consejo. 

g) Proponer cuantas iniciativas puedan contribuir al mejor funcionamiento de la entidad Trabajo 

Penitenciario y Formación para el Empleo al cumplimiento de sus fines. 

Artículo 9 

 El Director-Gerente 

1. El Director-Gerente, con el nivel orgánico de subdirector general, será el órgano encargado de la 

ejecución de los acuerdos del Consejo de Administración de la entidad Trabajo Penitenciario y 

Formación para el Empleo. Será funcionario de un cuerpo o escala del subgrupo A1 de cualquiera 

de las Administraciones Públicas, y será nombrado y cesado por el titular del Ministerio del Interior, a 

propuesta del titular de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

A tales efectos, se acudirá a un sistema de preselección que garantice la publicidad y concurrencia. 

La designación se hará de entre los preseleccionados y atenderá a los principios del mérito y 

capacidad y a criterios de idoneidad. 

2. Al Director-Gerente le corresponden: 

a) La dirección y gestión de los trabajos y actividades comerciales, industriales y cualesquiera 

otras necesarias para el funcionamiento de la entidad, así como la adopción de las disposiciones 

relativas a la explotación y producción de talleres. 

b) La dirección, impulso y gestión de las acciones de formación para el empleo y la inserción 

laboral de los reclusos. 

c) La dirección económica y financiera, así como la gestión de los bienes y derechos integrantes 

del patrimonio de la entidad y la actualización de su inventario para su conservación, correcta 

administración y defensa jurídica. En particular le corresponde la elaboración del anteproyecto de 

presupuesto anual de la entidad, así como la formulación de las cuentas anuales. 

d) La preparación de planes, programas y objetivos en coordinación con el plan de actuación 

de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

e) El control técnico y administrativo de los servicios, instalaciones y talleres; a tales efectos, 

formulará a los órganos de dirección de la entidad las oportunas propuestas en orden al 

cumplimiento de los fines que tiene encomendados. 

f) La comunicación con otros organismos, entidades y particulares que tengan relación con los 

fines propios de la entidad, sin perjuicio de las funciones de representación que correspondan a la 

Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

g) Ejercer las funciones que las disposiciones vigentes le atribuyan, así como cuantos asuntos, 

dentro de los fines, le sean encomendados. 
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h) Cuantas otras funciones le sean encomendadas por el Presidente de la entidad Trabajo 

Penitenciario y Formación para el Empleo. 

Artículo 10 

Estructura orgánica 

1. La entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo contará con una estructura orgánica 

acorde con las funciones asignadas en el artículo 2, con dependencia directa del Director-Gerente. 

2. En cada uno de los centros penitenciarios, existirá la figura de Delegado de la entidad Trabajo 

Penitenciario y Formación para el Empleo, que ostentará el titular de la Dirección del centro 

penitenciario. Su función será la de supervisión de la actividad que realiza la entidad en el centro 

penitenciario en coordinación con el Director-Gerente. 

Cada centro penitenciario contará con el personal que se encargará de ejecutar los programas y 

políticas de la entidad en el centro. Su dimensionamiento vendrá establecido en la relación de 

puestos de trabajo que se establezca según el volumen de actividad previsto. 

Artículo 11 

Recursos económicos 

Para el cumplimiento de sus fines, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.2 de la Ley 

6/1997, de 14 de abril, de organización y funcionamiento de la Administración General del Estado, la 

entidad dispondrá de los siguientes recursos: 

a) Las dotaciones que anualmente se consignen a su favor en los Presupuestos Generales del 

Estado, y las transferencias corrientes y de capital que procedan de las administraciones o entidades 

públicas. 

b) Los bienes y derechos que constituyen su patrimonio y los productos y rentas de este y de los 

bienes que tenga adscritos, o cuya explotación tenga atribuida. 

c) Los ingresos de derecho público o privado que, en su caso, le corresponda percibir y los que 

se produzcan a consecuencia de sus actividades comerciales e industriales. 

d) Las subvenciones, aportaciones voluntarias, donaciones o legados y otras aportaciones que 

concedan u otorguen a su favor otras entidades públicas y entidades privadas o particulares. 

e) Los bienes del patrimonio del Estado que le puedan ser adscritos. 

f) Cualesquiera otros recursos económicos, ordinarios o extraordinarios, que le puedan ser 

atribuidos. 

Artículo 12 

Régimen patrimonial 

1. El régimen patrimonial de la entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo será el 

establecido para los organismos públicos en la Ley 33/2003, de 3 noviembre, del Patrimonio de las 

Administraciones Públicas, y en disposiciones complementarias. 
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2. Para el cumplimiento de sus fines, la entidad podrá tener, además de un patrimonio propio distinto 

al del Estado, el formado por los bienes y derechos que se le adscriban del Patrimonio del Estado. 

3. La adscripción y desadscripción de bienes a la entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el 

Empleo, se regirá por la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, conservando aquéllos su calificación y 

titularidad jurídica originaria y correspondiendo a dicha entidad el ejercicio de las competencias 

demaniales, así como la vigilancia, protección jurídica, defensa, administración, conservación, 

mantenimiento y demás actuaciones que requiera el correcto uso y utilización de los mismos. 

4. El inventario actualizado y sus posteriores modificaciones se remitirán anualmente a la Dirección 

General del Patrimonio del Estado del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas para su 

anotación en el Inventario general de bienes y derechos del Estado. 

Artículo 13 

Régimen presupuestario 

1. La entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo elaborará anualmente su 

anteproyecto de presupuesto y lo remitirá al Ministerio del Interior, para su posterior tramitación de 

acuerdo con lo previsto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 

2. La estructura de su presupuesto será la correspondiente a los presupuestos de explotación y capital 

de las entidades que forman parte del sector público administrativo. 

Artículo 14 

Contabilidad 

La entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo estará sometida al Plan General de 

Contabilidad Pública con la adaptación establecida por la Intervención General de la 

Administración del Estado para los Entes Públicos cuyo presupuesto de gasto tiene carácter 

estimativo. 

Artículo 15 

Control económico-financiero 

Sin perjuicio de las competencias de fiscalización atribuidas al Tribunal de Cuentas, la entidad Trabajo 

Penitenciario y Formación para el Empleo estará sometida al control financiero permanente y 

auditoría pública prevista en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 

El control financiero permanente se realizará, en los términos que establece la Ley General 

Presupuestaria, por la Intervención General de la Administración del Estado a través de la 

Intervención Delegada de la entidad. 

Artículo 16 

Régimen de contratación 

1. El régimen de contratación de Trabajo Penitenciario y Formación para el empleo es el previsto en 

el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 

3/2011, de 14 de noviembre, como poder adjudicador de la Administración Pública. 

2. Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo tiene la condición de medio propio y servicio 

técnico de la Administración General del Estado, así como de los organismos, entes y entidades del 
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sector público estatal, sean de naturaleza jurídica pública o privada, vinculados o dependientes de 

aquélla, en los términos del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público. 

3. La entidad, como medio propio y servicio técnico de la Administración General del Estado, así 

como de los organismos, entes y entidades del sector público estatal, sean de naturaleza jurídica 

pública o privada, vinculados o dependientes de aquélla, de acuerdo con sus fines, estará obligada 

a aceptar las encomiendas de gestión realizadas por los mismos. Dichas encomiendas de gestión 

serán las establecidas o, en su caso, autorizadas por la Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias, en cuanto órgano directivo de adscripción de la entidad, con competencias para 

fijar las condiciones y tarifas correspondientes. 

4. Las relaciones de Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo con los poderes adjudicadores 

de los que son medios propios instrumentales y servicios técnicos, tienen naturaleza instrumental y no 

contractual, articulándose a través de encomiendas de gestión de las previstas en el artículo 24.6 del 

Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, por lo que, a todos los efectos, son de 

carácter interno, dependiente y subordinado. 

Las actuaciones obligatorias que le sean encargadas a Trabajo Penitenciario y Formación para el 

Empleo, estarán definidas, según los casos, en proyectos, memorias u otros documentos técnicos y 

valoradas en su correspondiente presupuesto, de acuerdo con la tarifas fijadas por la Secretaría 

General de Instituciones Penitenciarias. 

Antes de formular el encargo, los órganos competentes aprobarán dichos documentos y realizarán 

los preceptivos trámites técnicos, jurídicos, presupuestarios y de control y aprobación del gasto. 

La comunicación efectuada por estos poderes adjudicadores encargando una actuación a la 

entidad, supondrá la orden para iniciarla. 

5. No podrá participar en los procedimientos para la adjudicación de contratos convocados por los 

poderes adjudicadores de los que sea medio propio. No obstante, cuando no concurra ningún 

licitador podrá encargarse a esta entidad la ejecución de la actividad objeto de licitación pública. 

En el supuesto de que la ejecución de obras, la fabricación de bienes muebles o la prestación de 

servicios por la entidad se lleve a cabo con la colaboración de empresarios particulares, el importe 

de la parte de prestación a cargo de éstos deberá ser inferior al 50% del importe total del proyecto, 

suministro o servicio. 

El importe de las obras, trabajos, proyectos, estudios y suministros realizados por la entidad, se 

determinará aplicando a las unidades ejecutadas las tarifas correspondientes. Dichas tarifas se 

calcularán de manera que representen los costes reales de realización y su aplicación a las unidades 

producidas servirá de justificante de la inversión o de los servicios realizados. 

La elaboración y aprobación de las tarifas se realizará por la Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias, con arreglo al procedimiento establecido reglamentariamente. 

Artículo 17 

Régimen de personal 

El Director-Gerente de la entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo, tendrá la 

consideración de personal directivo. A tales efectos, será nombrado y cesado conforme a lo 

establecido en el artículo 9. 
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El personal de la Entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo será funcionario o laboral, 

en los mismos términos que los establecidos para la Administración General del Estado. 

Artículo 18 

Asistencia jurídica 

La asistencia jurídica de la entidad Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo consistente en 

el asesoramiento jurídico y en la representación y defensa en juicio, podrá encomendarse a los 

Abogados del Estado integrados en el Servicio Jurídico del Estado, mediante la formalización del 

oportuno convenio, en los términos previstos en artículo 14 del Reglamento del Servicio Jurídico del 

Estado, aprobado por Real Decreto 997/2003, de 25 de julio. 
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Fundaciones 
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Fundación Víctimas del Terrorismo12 

  

 

 
12 La fundación es una entidad sin ánimo de lucro creada el 19 de diciembre de 2001 al amparo del Pacto Antiterrorista. 

Pertenece al Sector Público Estatal (artículos 128 a 136 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público) y está adscrita al Ministerio del Interior. Del Patronato de la fundación forma parte la Subsecretaria del Interior. 
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Centro para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo 
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§ 18. Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a 

las Víctimas del Terrorismo [Inclusión parcial: artículo 57]13 

«BOE» núm. 229, de 23 de septiembre de 2011 

[…] 

Artículo 57 

Centro Nacional para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo 

El Gobierno constituirá un Centro Nacional para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo, que tendrá 

como objetivo preservar y difundir los valores democráticos y éticos que encarnan las víctimas del 

terrorismo, construir la memoria colectiva de las víctimas y concienciar al conjunto de la población 

para la defensa de la libertad y de los derechos humanos y contra el terrorismo. El Centro Nacional 

para la Memoria de la Víctimas del Terrorismo tendrá su sede en la Comunidad Autónoma del País 

Vasco. 

[…] 

  

 

 
13 La fundación es una entidad sin ánimo de lucro perteneciente al Sector Público Estatal (artículos 128 a 136 de la Ley 40/2015, 

de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público). Fue autorizada por Acuerdo de Consejo de Ministros de 24 de julio 

de 2015 y constituida por el Ministerio del Interior mediante escritura pública de 22 de octubre de 2015. En este sentido, véase 

la Orden ECD/2398/2015, de 2 de noviembre, por la que se inscribe en el Registro de Fundaciones la Fundación Centro para 

la Memoria de las Víctimas del Terrorismo. También la Resolución de 14 de enero de 2019, de la Secretaría General Técnica, 

por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 30 de noviembre de 2018, por el que se autoriza a la Fundación 

Centro para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo, el uso del inmueble situado en la calle Lehendakari Aguirre/Agirre 

Lehendakariaren Kalea 4, de Vitoria, por un periodo de quince años (BOE núm. 26, de 30 de enero). 
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Otras entidades 
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Centro Universitario de la Guardia Civil 

  



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 292 

§ 19. Ley 29/2014, de 28 de noviembre, de Régimen de Personal de la Guardia Civil 

[Inclusión parcial: artículo 41]14 

«BOE» núm. 289, de 29 de noviembre de 2014 

[…] 

Artículo 41 

Centro Universitario de la Guardia Civil 

1. Con la finalidad de impartir las enseñanzas correspondientes al título de grado universitario del 

sistema universitario español a que hace referencia el artículo 29, existirá un Centro Universitario de 

la Guardia Civil, adscrito a una o varias universidades públicas, conforme a lo previsto en la Ley 

Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades. La titularidad del citado centro, ubicado en 

la Academia de Oficiales de la Guardia Civil, corresponderá al Ministerio del Interior. 

El Centro universitario de la Guardia Civil se regirá por la Ley Orgánica antes mencionada, por esta 

Ley, y por los correspondientes convenios de adscripción, que tendrán en cuenta las peculiaridades 

de la carrera profesional de los guardias civiles. Contará con personalidad jurídica propia y con 

presupuesto propio financiado con cargo al del Ministerio del Interior. 

2. Los títulos de Grado universitario que se puedan obtener serán los que se acuerden en el marco 

del convenio de adscripción correspondiente, que en todo caso tendrá en cuenta las exigencias del 

ejercicio profesional de los miembros de la Guardia Civil. 

3. En el centro universitario se podrán impartir también estudios conducentes a la obtención de los 

títulos oficiales de Posgrado y se definirán y desarrollarán líneas de investigación consideradas de 

interés para la seguridad pública, colaborando con otras entidades y organismos de enseñanza e 

investigación. Asimismo, para facilitar el desarrollo y promoción profesional de los guardias civiles, se 

promoverán acciones de formación que les faciliten la obtención de títulos de Grado. 

  

 

 
14 Como consecuencia del nuevo modelo de enseñanza de formación para los oficiales de las Fuerzas Armadas, establecido 

por la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la Carrera Militar (ténganse, en particular, el artículo 51 y la disposición final 

séptima), el Centro Universitario de la Guardia Civil se creó mediante Real Decreto 1959/2009, de 18 de diciembre. Véase el 

artículo 4 de la Orden PRE/422/2013, de 15 de marzo. Sobre su vinculación universitaria véase la Resolución de 25 de junio de 

2020, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio con la Universidad Carlos III de Madrid, para la 

adscripción a dicha Universidad del Centro Universitario de la Guardia Civil (BOE núm. 177, de 26 de junio). 
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§ 20. Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario [Inclusión 

parcial: disposición adicional sexta] 

«BOE» núm. 70, de 23 de marzo de 2023 

[…] 

Disposición adicional sexta 

Centro Universitario de la Guardia Civil y Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional 

1. El Centro Universitario de la Guardia Civil, adscrito a una o varias universidades públicas, impartirá 

los títulos de grado universitario y postgrado del sistema educativo general, y promoverá las acciones 

de formación que faciliten a los guardias civiles la obtención de títulos de Grado. Asimismo, 

desarrollará líneas de investigación consideradas de interés para la seguridad pública. 

2. El Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, adscrito a una o varias universidades 

públicas, impartirá los títulos de grado universitario y postgrado del sistema educativo general, y 

podrá promover las acciones de formación que faciliten a los miembros del Cuerpo Nacional de 

Policía la obtención de títulos de Grado. Asimismo, desarrollará líneas de investigación consideradas 

de interés para la seguridad pública. 

3. El Centro Universitario de la Guardia Civil y el Centro Universitario de Formación de la Policía 

Nacional se regirán, además de por sus propias normas de organización y funcionamiento, por lo 

dispuesto en esta ley orgánica, en la normativa básica estatal y en las demás normas que les sean 

de aplicación, así como por los acuerdos contenidos en cada convenio de adscripción. Asimismo, 

el Centro Universitario de la Guardia Civil se regirá por lo dispuesto en la Ley 29/2014, de 28 de 

noviembre, de Régimen del Personal de la Guardia Civil y el Centro Universitario de Formación de la 

Policía Nacional por lo dispuesto en la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal 

de la Policía Nacional y en su ley de creación. 

4. Todas las referencias que en esta ley orgánica se hacen a las Comunidades Autónomas y sus 

órganos, se entenderán efectuadas en los casos del Centro Universitario de la Guardia Civil y el 

Centro Universitario de Formación de la Policía Nacional, al Ministerio de Universidades, que regulará 

las particularidades de las enseñanzas a impartir, sin perjuicio de las competencias del Ministerio del 

Interior en cuanto a los regímenes de su personal docente e investigador y personal técnico, de 

gestión y de administración y servicios. A tales efectos, las figuras del personal docente e investigador 

en los centros universitarios a que se refiere este artículo serán las contempladas en esta ley orgánica, 

junto con las del personal militar que reúna los requisitos exigibles para el Centro Universitario de la 

Guardia Civil. 

[…] 
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Órganos colegiados 
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De ámbito general 
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§ 21. Orden INT/533/2014, de 19 de marzo, por la que se regulan las funciones, 

composición y funcionamiento de la Comisión Calificadora de Documentos 

Administrativos del Ministerio del Interior 

«BOE» núm. 83, de 5 de abril de 2014 

El artículo 58 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, además de crear la 

Comisión Superior Calificadora de Documentos Administrativos, recoge la posibilidad de constituir 

comisiones calificadoras en los organismos públicos que así se determine. 

En uso de esta facultad, mediante Orden de 21 de diciembre de 2000, se creó la Comisión 

Calificadora de Documentos Administrativos del Ministerio del Interior y se reguló el acceso a los 

documentos de él dependientes. 

Desde su creación, se ha mejorado el funcionamiento del Sistema Archivístico del Ministerio del 

Interior y se ha contribuido a descongestionar las oficinas bien mediante la eliminación reglada de 

documentos que carecían de ulterior valor administrativo o de otro tipo, bien mediante la 

transferencia a los archivos estatales pertinentes para conservación de aquéllos con valor histórico y 

que se encuentran sometidos a una especial protección como parte integrante del Patrimonio 

Histórico Español. 

Por razones de austeridad y racionalización de las estructuras administrativas, el Real Decreto 

776/2011, de 3 de junio, por el que se suprimen determinados órganos colegiados y se establecen 

criterios para la normalización en la creación de órganos colegiados en la Administración General 

del Estado y sus organismos públicos, suprimió la mayoría de las comisiones calificadoras creadas por 

los distintos departamentos ministeriales excepto, entre otras, la Comisión Calificadora de este 

Ministerio, y ello en razón de la mejor coordinación de sus archivos, en especial los correspondientes 

a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

No obstante lo anterior, las necesidades de mejora de funcionamiento puestas de manifiesto a lo 

largo de estos años, así como la aprobación de sucesivas normas que han incidido en la práctica y 

en la metodología de las comisiones calificadoras, aconsejan dictar una nueva orden que regule las 

funciones, composición y funcionamiento de la Comisión Calificadora de Documentos 

Administrativos de este Departamento. 

Las principales novedades respecto de la regulación actual son las siguientes: 

Se definen con mayor precisión las funciones que tiene atribuidas actualmente la Comisión 

Calificadora para facilitar su cumplimiento, y se completan con nuevas atribuciones derivadas tanto 

de las exigencias de mejora organizativa y de gestión en el Sistema de Archivos del Ministerio del 

Interior como de otras normas que guardan estrecha relación con la naturaleza y cometidos de 

aquélla. 

En cuanto a su composición, se adapta la misma a la nueva estructura de este Departamento 

conforme a lo previsto en el Real Decreto 400/2012, de 17 de febrero, por el que se desarrolla su 

estructura orgánica básica, se recoge la figura del vicepresidente y se amplía el espectro profesional 

de los vocales designados por el Ministro del Interior a expertos en derecho administrativo e 

información y comunicación, con el objeto de extender las aportaciones y la calidad del 

asesoramiento que debe recibir la Comisión Calificadora. 
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Respecto a su funcionamiento, se han contemplado distintas medidas para contribuir a su mayor 

agilidad, eficacia y eficiencia. 

A estos efectos, la Comisión Calificadora podrá actuar, además de en pleno, en comisión 

permanente, como órgano ejecutivo, y en grupos de trabajo para el análisis de temas específicos. 

Así mismo, se recoge la posibilidad de que el pleno celebre sesiones extraordinarias cuando se estime 

justificado o mediante solicitud razonada. 

Por último, se contempla la posibilidad de emplear los medios electrónicos a que se refiere la Ley 

11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, para la 

preparación y celebración de las sesiones del pleno y de la comisión permanente, siempre y cuando 

existan recursos técnicos adecuados y ofrezcan las garantías exigidas por dicha ley para su puesta 

en marcha. 

En su virtud, con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, 

dispongo: 

Artículo 1 

Objeto 

Esta orden tiene por objeto regular las funciones, composición y funcionamiento de la Comisión 

Calificadora de Documentos Administrativos del Ministerio del Interior, adscrita a la Secretaría 

General Técnica. 

Artículo 2 

Funciones 

1. La Comisión Calificadora ejercerá las siguientes funciones: 

a) Impulsar el cumplimiento de las instrucciones y recomendaciones de la Comisión de Archivos 

de la Administración General del Estado en los archivos dependientes del Departamento. 

b) Elaborar y aprobar los programas de gestión en materia de archivos del Departamento, en los 

que se establezcan los objetivos que deban cumplirse mediante los correspondientes proyectos y 

actuaciones a desarrollar. 

c) Proponer a la Secretaría de Estado de Seguridad y a la Subsecretaría las fases del ciclo vital de 

los documentos, cualquiera que sea su soporte convencional o electrónico, y sus plazos de 

permanencia y transferencia a cada uno de los diferentes tipos de archivos o repositorios 

electrónicos del Ministerio, así como proponer las modificaciones que de tales plazos se considere 

necesario introducir. A estos efectos, se aplicará el Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre, por 

el que se establece el Sistema Español de Archivos y se regula el Sistema de Archivos de la 

Administración General del Estado y de sus Organismos Públicos y su régimen de acceso, y el Real 

Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el 

ámbito de la Administración Electrónica. 

d) Estudiar y aprobar las propuestas de valoración de series documentales, al objeto de su 

eliminación o conservación permanente, así como proponer la aprobación, mediante resolución de 

la Secretaría de Estado de Seguridad o de la Subsecretaría, de los calendarios de conservación 

correspondientes. 
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e) Proponer a la Comisión Superior Calificadora de Documentos Administrativos el régimen de 

acceso y utilización de la información y los documentos. 

f) Emitir informe sobre las consultas que le formulen los órganos superiores y directivos del 

Departamento respecto al acceso, la difusión y la reutilización, en su caso, de la información y los 

documentos obrantes en los archivos de aquél en aplicación de la legislación específica en la 

materia y de las disposiciones que se dicten en materia de transparencia administrativa y acceso a 

la información pública. 

g) Recibir y examinar las relaciones circunstanciadas de solicitudes de acceso a información, 

archivos y documentos resueltas por los titulares de los órganos superiores y directivos del 

Departamento o por las autoridades en quienes deleguen el ejercicio de esta función. 

h) Proponer al Ministro del Interior o a la autoridad competente de otro departamento ministerial 

la revisión o suspensión de aquellas formas de protección documental tales como «confidencial», 

«restringido», «difusión limitada», «privado», «particular» o similares, de uso habitual en la práctica 

administrativa y que carecen de regulación específica. 

i) Velar por la correcta aplicación de los informes emitidos por la propia Comisión Calificadora en 

relación con los plazos de permanencia, las transferencias y el acceso a la información y los 

documentos. 

j) Informar los proyectos de disposiciones de carácter general cuyo contenido afecte al ámbito 

competencial de la Comisión Calificadora. 

k) Informar a sus miembros sobre la existencia de grupos interministeriales constituidos para la 

elaboración de propuestas de valoración y sobre, en su caso, la participación en los mismos de 

cualquier miembro de la Comisión Calificadora. 

l) Conocer de cualquier otro asunto sobre materia archivística y gestión documental relacionado 

con las competencias anteriores que le sea sometido por su Presidente. 

2. La Comisión Calificadora elevará sus propuestas a la Comisión Superior Calificadora de 

Documentos Administrativos, y también pondrá en su conocimiento, para su informe con carácter 

previo, cualquier alteración del régimen de libre acceso a la información y de los documentos, según 

lo previsto en el artículo 26.4 del Real Decreto 1708/2011, de 18 de noviembre. 

Artículo 3 

Composición 

1. La Comisión Calificadora estará compuesta por los siguientes miembros: 

Presidente: el titular de la Secretaría General Técnica del Ministerio del Interior, órgano directivo a 

quien corresponde la dirección del sistema archivístico y de los demás servicios de documentación 

del Departamento en virtud de lo previsto en el artículo 8.2.l) del Real Decreto 400/2012, de 17 de 

febrero, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio del Interior. 

Vicepresidente: el titular de la Subdirección General de Asociaciones, Documentación y 

Publicaciones. 
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Vocales: 

a) Un representante, con rango de subdirector general o asimilado, designado por los titulares del 

Gabinete del Ministro, del Gabinete del Secretario de Estado de Seguridad y del Gabinete Técnico 

del Subsecretario. 

b) El Subdirector General de Logística de la Dirección General de la Policía, como responsable 

de la Sección del Archivo General en la Policía. 

c) El Subdirector General de Personal de la Dirección General de la Guardia Civil, como 

responsable de la Sección del Archivo General en la Guardia Civil. 

d) Un representante, con rango de subdirector general o asimilado, designado por los titulares de 

la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, de la Dirección General de Relaciones 

Internacionales y Extranjería, de la Dirección General de Política Interior, de la Dirección General de 

Tráfico, de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias y de la Dirección General de 

Apoyo a Víctimas del Terrorismo. 

e) El Jefe de la Abogacía del Estado en el Departamento. 

f) El titular de la Subdirección General de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones de 

la Subsecretaría. 

g) Hasta dos vocales designados por el Ministro del Interior entre personas de reconocido prestigio 

profesional en materias como archivística, derecho administrativo, historia contemporánea e 

información y comunicación. 

h) El responsable del Área de Coordinación de Archivos y Gestión Documental, que ejercerá, 

además, la secretaría de la Comisión Calificadora, asistiendo a las reuniones con voz y voto. 

2. Los organismos autónomos adscritos al Departamento estarán representados por el vocal 

designado conforme a lo dispuesto en el apartado 1.d). 

3. El Presidente podrá convocar a cuantos técnicos del Departamento considere oportuno para 

asesorar sobre materias específicas, los cuales asistirán a las reuniones con voz pero sin voto. 

Artículo 4 

Funcionamiento 

La Comisión Calificadora podrá actuar en pleno, comisión permanente y grupos de trabajo. 

Artículo 5 

Pleno 

1. El pleno estará compuesto por la totalidad de los miembros de la Comisión Calificadora y ejercerá 

las funciones atribuidas a ésta en el artículo 2. A tal efecto, le corresponde acordar las líneas 

generales de actuación, aprobar los informes y propuestas presentados por la comisión permanente 

y constituir los grupos de trabajo que estime necesarios. 

2. El pleno celebrará, al menos, dos reuniones ordinarias al año, cuya convocatoria será acordada 

por el Presidente, quien podrá, asimismo, convocar sesiones extraordinarias cuando lo estime 
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justificado o, en su caso, cuando lo hubiese solicitado de forma razonada la mayoría de los vocales 

de la Comisión Calificadora. 

Para la válida constitución del pleno en segunda convocatoria, se requerirá la presencia del 

Presidente y de, al menos, la tercera parte de sus miembros. 

Artículo 6 

Comisión permanente 

1. La comisión permanente es el órgano ejecutivo de la Comisión Calificadora para el ejercicio de 

aquellos cometidos relativos a asuntos de trámite, preparación o estudio, y en concreto para: 

a) Velar por la ejecución de los acuerdos adoptados por el pleno. 

b) Realizar el análisis y estudio de las propuestas dirigidas a la Comisión Calificadora para su 

elevación al pleno. 

c) Ejercer cualquier otra función encomendada por el pleno. 

2. La comisión permanente resolverá aquellas consultas que deban ser atendidas en un plazo 

perentorio o urgente, dando cuenta al pleno de los informes emitidos. 

3. Estará presidida por el vicepresidente, e integrada por el Secretario, el Jefe de la Abogacía del 

Estado en el Departamento y el titular de la Subdirección General de Tecnologías de la Información 

y las Comunicaciones, así como por los representantes en el pleno de aquellos órganos superiores o 

directivos cuyas competencias resulten afectadas. 

4. Se reunirá previa convocatoria del Presidente, en la que se especificarán las facultades del pleno 

que quedan delegadas en la comisión permanente. 

Artículo 7 

Grupos de trabajo 

1. Con carácter excepcional, y a iniciativa del Presidente, el pleno podrá crear grupos de trabajo 

para el estudio y análisis de temas específicos. 

El pleno decidirá, al constituir tales grupos, el objeto, finalidad y composición de cada uno de ellos, 

siendo su cometido el de elaborar informes o propuestas que deberán ser sometidos para su 

aprobación al pleno o a la comisión permanente. 

2. Los grupos de trabajo se extinguirán una vez cumplidos los objetivos que justificaron su creación. 

Artículo 8 

Funcionamiento por medios electrónicos 

1. De acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional primera de la Ley 11/2007, de 22 de junio, 

de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, cuando los recursos técnicos 

disponibles lo permitan, las reuniones del pleno y de la comisión permanente se prepararán por 

medios electrónicos, a cuyos efectos: 
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a) La remisión de la convocatoria, del orden del día y del acta de la reunión anterior se realizará 

por correo electrónico. 

b) La documentación con la que trabajará la Comisión Calificadora en cada una de las 

reuniones se pondrá a disposición de sus miembros en formato electrónico. 

Dicha documentación se proporcionará preferentemente a través de un sistema de 

compartición de archivos en red o similar, que reúna las condiciones adecuadas tanto para la 

identificación y control de los derechos de acceso a la información de los miembros como para 

asegurar la integridad de dicha información. 

Igualmente, la referida documentación estará disponible en formato electrónico durante la 

celebración de las correspondientes sesiones. 

2. Así mismo, cuando dichos recursos técnicos lo permitan, el pleno, a propuesta del Presidente, 

podrá acordar la celebración de las reuniones mediante videoconferencia, en cuyo caso: 

a) La convocatoria del órgano y el suministro de la información se realizará conforme a lo 

dispuesto en el apartado anterior. 

b) La sesión se celebrará a través de cualquier sistema electrónico que permita el reconocimiento 

de las personas intervinientes y la comunicación entre ellas. 

c) Las votaciones podrán tener lugar por mera expresión verbal del sentido del voto. 

Artículo 9 

Colaboración administrativa 

La Comisión Calificadora, para el ejercicio de sus funciones, podrá recabar cuanta información 

estime precisa de todos los órganos, organismos y unidades del Ministerio, que vendrán obligados a 

facilitarla. 

Disposición adicional primera 

No incremento del gasto público 

1. La constitución y funcionamiento de la Comisión Calificadora serán atendidos con los medios 

personales y materiales del Departamento, sin que la aprobación de esta orden suponga incremento 

de gasto público. 

2. La participación de los vocales a que se refiere el artículo 3.1.g) no generará derecho a retribución 

ni a la percepción de indemnización alguna derivada de la aplicación del Real Decreto 462/2002, 

de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio. 

Disposición adicional segunda 

Régimen jurídico 

En lo no previsto en esta orden, el funcionamiento de la Comisión Calificadora se regirá por lo 

dispuesto en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
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Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Quedan derogados los apartados segundo a quinto de la Orden de 21 de diciembre de 2000 por la 

que se crea la Comisión Calificadora de Documentos Administrativos del Ministerio del Interior y el 

acceso a los archivos de él dependientes, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a lo dispuesto en esta orden. 

Disposición final primera 

Modificación normativa 

Se modifica el apartado segundo de la Orden de 7 de marzo de 2001 por la que se crean, 

dependientes del Archivo General del Ministerio del Interior, las Secciones de las Direcciones 

Generales de la Policía y de la Guardia Civil, en los siguientes términos: 

«Segundo. Adscripción. 

1. La Sección de la Dirección General de la Policía queda adscrita a la Subdirección General de 

Logística.» 

Disposición final segunda 

Entrada en vigor 

Esta orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 22. Orden INT/372/2018, de 28 de marzo, por la que se crea y regula el 

funcionamiento de la Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio del 

Interior15 

«BOE» núm. 88, de 11 de abril de 2018 

La Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA) fue creada mediante Acuerdo 

de Consejo de Ministros de 26 de octubre de 2012, con el objetivo de convertir nuestras 

Administraciones Públicas en un factor de competitividad de la economía española. Una de las 

actuaciones más significativas fue la implantación de un nuevo modelo de gobernanza de las 

tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) en la Administración General del Estado, 

desarrollada con la creación, mediante Real Decreto 695/2013, de 20 de septiembre, de una nueva 

figura directiva de alto nivel con competencias transversales para toda la Administración General 

del Estado y sus organismos públicos: la Dirección de Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones, con rango de Subsecretaría, en la actualidad denominada Secretaría General de 

Administración Digital. 

De igual manera, en el Real Decreto 806/2014, de 19 de septiembre, sobre organización e 

instrumentos operativos de las tecnologías de la información y las comunicaciones en la 

Administración General del Estado y sus organismos públicos, se definen una serie de órganos 

colegiados y de unidades que implementarán las políticas de racionalización y transformación de 

las TIC en el ámbito del sector público administrativo estatal, siendo las Comisiones Ministeriales de 

Administración Digital los órganos colegiados responsables de implantar, a nivel ministerial, las 

políticas comunes TIC previamente definidas por los órganos competentes, así como de la 

transformación digital de cada departamento ministerial y sus organismos públicos adscritos. 

Teniendo en cuenta la plena vigencia del Real Decreto 806/2014, de 19 de septiembre, ha de 

adecuarse el funcionamiento de la Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio del 

Interior a la nueva estructura del Departamento establecida por el Real Decreto 770/2017, de 28 de 

julio. 

La regulación general para las Comisiones Ministeriales de Administración Digital que realiza el 

artículo 7 del Real Decreto 806/2014, de 19 de septiembre, se amplía en el caso del Ministerio del 

Interior para que quepan en ella los planes de acción que afecten a la consulta política, situaciones 

de crisis y seguridad del Estado y los que manejen información clasificada, así como los contratos 

comprendidos en el ámbito de aplicación de la Ley 24/2011, de 1 de agosto, de contratos del sector 

público en los ámbitos de la defensa y de la seguridad, y los tramitados de conformidad con el 

artículo 168.a).3.º de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 

2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, exceptuados del informe de la Secretaría General 

de Administración Digital en el citado Real Decreto 806/2014, de 19 de septiembre. 

 

 
15 Dentro de la CMAD se integra, como grupo de trabajo, el Comité Superior para la Seguridad de la Información del Ministerio 

del Interior (artículo 6 de la Orden INT/424/2019, de 10 de abril). 
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La composición de la Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio del Interior se 

adecua mediante esta orden a las competencias comunes a todas las Comisiones Ministeriales de 

Administración Digital y a sus competencias específicas. 

Por todo ello, con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Función Pública, dispongo, 

Artículo 1 

Objeto y adscripción 

1. La Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio del Interior, cuya composición y 

funciones se regulan por esta orden, es el órgano colegiado responsable del impulso y de la 

coordinación interna del Departamento y sus organismos públicos en materia de administración 

digital, actuando asimismo como órgano de enlace con la Secretaría General de Administración 

Digital y con otros órganos o comisiones especializadas en la materia. 

2. La Comisión Ministerial de Administración Digital se adscribe a la Subsecretaría y su ámbito de 

actuación abarcará a todos los órganos del Ministerio y sus organismos públicos adscritos. Las 

funciones de apoyo a la Comisión recaerán en la Subdirección General de Calidad de los Servicios 

e Innovación de la Subsecretaría. 

Artículo 2 

Composición 

1. El Pleno de la Comisión Ministerial de Administración Digital tendrá la siguiente composición: 

a) Presidencia: La persona titular de la Subsecretaría del Interior. 

b) Vicepresidencia: La persona titular de la Secretaría General Técnica. 

c) Vocalías: 

1.º La persona titular del Gabinete del Ministro. 

2.º La persona titular de la Dirección General de la Policía. 

3.º La persona titular de la Dirección General de la Guardia Civil. 

4.º La persona titular de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

5.º La persona titular de la Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería. 

6.º La persona titular de la Dirección General de Política Interior. 

7.º La persona titular de la Dirección General de Tráfico. 

8.º La persona titular de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias. 

9.º La persona titular de la Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo. 

10.º Dos representantes de la Secretaría de Estado de Seguridad, nombrados por la persona 

titular de la misma entre las personas titulares de los órganos de coordinación y las Subdirecciones 

Generales dependientes de la misma. 
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11.º La persona titular de la Gerencia de la entidad de Derecho público Trabajo Penitenciario y 

Formación para el Empleo. 

12.º La persona titular de la Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del 

Estado. 

Los Vocales podrán designar un suplente que deberá tener categoría mínima de Subdirector 

General o asimilado. 

d) La persona titular de la Subdirección General de Calidad de los Servicios e Innovación 

ejercerá las funciones de Secretaría del Pleno, con voz pero sin voto. Actuará como suplente, la 

persona que ostente el cargo de Subdirector/a Adjunto/a en dicha Subdirección General. 

2. La Comisión Permanente tendrá la siguiente composición: 

a) Presidencia: La persona titular de la Secretaría General Técnica. 

b) Vicepresidencia: La persona titular de la Subdirección General de Calidad de los Servicios e 

Innovación. 

c) Vocalías: 

1.º Un representante del Gabinete del Ministro. 

2.º Dos representantes de la Dirección General de la Policía. 

3.º Dos representantes de la Dirección General de la Guardia Civil. 

4.º Dos representantes de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

5.º Un representante de la Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería. 

6.º Dos representante de la Secretaría General Técnica. 

7.º Un representante de la Dirección General de Política Interior. 

8.º Dos representantes de la Dirección General de Tráfico. 

9.º Dos representantes de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias. 

10.º Un representante de la Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo. 

11.º La persona titular del Centro de Inteligencia Contra el Terrorismo y el Crimen Organizado. 

12.º La persona titular de la Subdirección General de Sistemas de Información y Comunicaciones 

para la Seguridad. 

13.º La persona titular de la Gerencia de la Entidad de Derecho Público Trabajo Penitenciario y 

Formación para el Empleo. 

14.º La persona titular de la Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del 

Estado. 
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15.º El Inspector coordinador de la Subdirección General de Calidad de los Servicios e 

Innovación. 

16.º Un representante del Gabinete Técnico de la Subsecretaría del Interior. 

d) Secretario: Un funcionario de carrera de la Subdirección General de Calidad de los Servicios 

e Innovación, designado por la persona titular de la Subdirección General que asistirá a las reuniones 

con voz pero sin voto. 

Los miembros de la Comisión Permanente y sus suplentes serán designados por los órganos 

superiores y directivos del Ministerio, incluyendo a los responsables de las actividades más relevantes 

del Departamento en atención a las funciones atribuidas a la Comisión, asegurando el necesario 

equilibrio entre las áreas funcionales y los responsables TIC, entre funcionarios de carrera del 

subgrupo A1 y de nivel 29 o 30. En las Unidades administrativas cuya relación de puestos de trabajo 

no prevea dichos niveles, el suplente será designado por el titular de la Unidad administrativa 

afectada. 

3. El representante de cada uno de los centros directivos representará y coordinará al resto de 

Unidades dentro del ámbito de su centro directivo, pudiendo asistir a las reuniones acompañados de 

expertos en las materias que hayan de tratarse y que actuarán como asesores con voz, pero sin voto. 

Artículo 3 

Funcionamiento 

1. La Comisión Ministerial de Administración Digital actúa en Pleno y en Comisión Permanente. 

2. Tanto el Pleno como la Comisión Permanente se constituirán válidamente, en primera 

convocatoria, cuando asistan, presencialmente o a distancia, las personas que ocupan la 

Presidencia y la Secretaría, o quienes les sustituyan, en su caso, y además, la mitad de su número de 

miembros totales. En segunda convocatoria se seguirá el mismo criterio que para el Pleno, en lo que 

respecta a Presidencia y Secretaría, pero bastará con la asistencia de cinco Vocales en el caso del 

Pleno y tres Vocales en el caso de la Comisión Permanente. 

3. La Comisión se reunirá en Pleno al menos una vez al año, mediante convocatoria de su Presidente, 

bien a iniciativa propia, a iniciativa del Vicepresidente, o bien cuando lo soliciten, al menos, la mitad 

de sus miembros. 

4. La Comisión Permanente se reunirá con periodicidad trimestral, si bien la Presidencia de la misma 

podrá convocarla cuando resulte necesario. 

5. La Comisión Permanente podrá ser presidida por el Presidente del Pleno, cuando a su juicio lo 

aconseje la importancia de los asuntos a tratar en el orden del día. 

6. Como criterio general, las sesiones del Pleno se celebrarán ordinariamente de forma presencial, no 

obstante lo cual, cuando la índole de los asuntos a tratar lo permita, podrán celebrarse reuniones 

extraordinarias a distancia, en la forma prevista en el artículo 17.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 

de Régimen Jurídico del Sector Público. 

7. Como criterio general, las sesiones de la Comisión Permanente serán reuniones a distancia, de 

carácter no presencial, en la forma prevista en el artículo 17.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

8. Para las reuniones a distancia se asegurará la identidad de los miembros o personas que los suplan, 

de acuerdo con lo dispuesto en el citado artículo 17.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y se 
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utilizarán medios electrónicos como videoconferencia, audioconferencia o herramientas ofimáticas, 

incluido el correo electrónico. En este caso, se entenderán aprobados los asuntos incluidos en el 

orden del día de la reunión si, en el plazo establecido en la convocatoria, no se formulan 

observaciones o si las observaciones formuladas son aceptadas, por unanimidad, por los miembros 

de la Comisión. 

9. En caso de ausencia, vacante, enfermedad u otra causa legal de la persona que ocupa la 

Presidencia, ejercerá esa función la persona que ocupe la Vicepresidencia y, en su defecto, el 

miembro del órgano colegiado de mayor jerarquía, antigüedad y edad, por este orden, de entre sus 

componentes. 

10. La Comisión podrá convocar a las reuniones, en función de la relevancia de los asuntos a tratar, 

a expertos de la Secretaría General de Administración Digital o bien a otros expertos, todos los cuales 

asistirán con voz pero sin voto. 

11. La Comisión Ministerial de Administración Digital se regirá por las normas de funcionamiento 

interno que pudiera aprobar y, en lo no contemplado en ellas, por las normas previstas para los 

órganos colegiados en la sección 3.ª del capítulo II del título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre. 

Artículo 4 

Funciones 

1. El Pleno de la Comisión Ministerial de Administración Digital desempeñará las siguientes funciones: 

a) Actuar como órgano de relación entre el Ministerio del Interior y sus organismos adscritos, por 

un lado, y la Secretaría General de Administración Digital, por otro, a fin de asegurar la coordinación 

con los criterios y políticas definidas por ésta. 

b) Impulsar, ejecutar y supervisar, en el ámbito del Departamento, el cumplimiento de las 

directrices y el seguimiento de las pautas de actuación recogidas en la estrategia TIC de la 

Administración General del Estado y sus organismos públicos aprobada por el Gobierno, a propuesta 

del Comité de Estrategia TIC. 

c) Aprobar el plan de acción del Departamento para la transformación digital, en desarrollo de 

los criterios establecidos por la Secretaría General de Administración Digital atendiendo a la 

estrategia TIC de la Administración General del Estado y sus organismos públicos, aprobada por el 

Consejo de Ministros, de acuerdo al ámbito indicado en el artículo 14 del Real Decreto 806/2014, de 

19 de septiembre. 

d) Aprobar el plan de acción del Departamento para la transformación digital de los medios 

específicos, que incluirá los medios y servicios específicos excluidos del ámbito de la Secretaría 

General de Administración Digital en el artículo 14 del Real Decreto 806/2014, de 19 de septiembre. 

e) Impulsar y coordinar la digitalización de los servicios y procedimientos del Departamento con 

el fin de homogeneizarlos, simplificarlos, mejorar su calidad y facilidad de uso, así como las 

prestaciones ofrecidas a los ciudadanos y empresas, optimizando la utilización de los recursos TIC 

disponibles. 

f) Colaborar con la Secretaría General de Administración Digital en la identificación y la puesta a 

disposición común de los medios humanos, materiales y económicos que estén adscritos al 

Departamento y que deban ser utilizados para la puesta en funcionamiento o mantenimiento de los 

medios o servicios compartidos. 
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g) Aprobar las propuestas de aplicación de nuevos criterios de organización o de 

funcionamiento, de implantación de nuevos procedimientos o de revisión de los existentes. 

2. La Comisión Permanente tendrá las siguientes funciones: 

a) Elaborar y seguir la evolución del plan de acción del Departamento para la transformación 

digital, en desarrollo de los criterios establecidos por la Secretaría General de Administración Digital 

atendiendo a la estrategia TIC de la Administración General del Estado y sus organismos públicos, 

aprobada por el Consejo de Ministros, de acuerdo al ámbito indicado en el artículo 14 del Real 

Decreto 806/2014, de 19 de septiembre. 

b) Elaborar y seguir la evolución del plan de acción del Ministerio para la transformación digital 

de los medios específicos, que incluirá los medios y servicios específicos excluidos del ámbito de la 

Secretaría General de Administración Digital en el artículo 14 del Real Decreto 806/2014, de 19 de 

septiembre. 

c) Analizar las necesidades funcionales de las Unidades de gestión del Departamento y evaluar 

las distintas alternativas de solución propuestas por las Unidades TIC, identificando las oportunidades 

de mejora de eficiencia que pueden aportar las TIC, aplicando soluciones ya desarrolladas en el 

ámbito del sector público y estimando costes en recursos humanos y materiales que los desarrollos 

TIC asociados puedan suponer, para la elaboración de los planes de acción del Ministerio para la 

transformación digital, que serán aprobados por el Pleno. 

d) Tener conocimiento de todas las propuestas de contratación relacionadas con las 

tecnologías de la información y las comunicaciones y recibir información de los órganos gestores 

acerca de su relación con el plan de acción del Departamento para la transformación digital antes 

de su remisión a la Secretaría General de Administración Digital, con la finalidad de hacer efectiva 

la función prevista en el párrafo anterior, para las contrataciones no excluidas del informe técnico 

de dicha Secretaría General en el artículo 16.3 del Real Decreto 806/2014, de 19 de septiembre. 

e) Apoyar a las Unidades TIC, cuando estas lo requieran, en la valoración del alineamiento de 

sus expedientes con el plan de acción del Ministerio para la transformación digital, de manera previa 

a la solicitud del informe a la Secretaría General de Administración Digital. 

f) Analizar los proyectos de disposiciones de carácter general, Convenios, acuerdos de 

colaboración, instrucciones y circulares del Departamento, que le sean sometidos por la Unidad 

proponente, elaborando un informe sobre la oportunidad de la medida, los costes, la necesidad de 

recursos humanos y tiempos de desarrollo que se puedan derivar de la aprobación del proyecto, 

desde la perspectiva de la utilización de medios y servicios TIC, salvo los relacionados con la 

organización de los procesos electorales y de consulta política, excluidos en el artículo 14.2, párrafo 

tercero, del Real Decreto 806/2014 de 19 de septiembre. Este informe será remitido a la Secretaría 

General de Administración Digital para su conocimiento y valoración. 

g) Realizar un seguimiento trimestral del Plan de Acción de Transformación Digital del Ministerio 

y elaborar con periodicidad anual un informe de avance del mismo, que recoja el estado de las 

actuaciones previstas y las contrataciones efectuadas, para su presentación al Pleno. 

h) Mantener actualizado un inventario de servicios o recursos de sistemas de información y 

comunicaciones para la elaboración y traslado al Pleno de propuestas de declaración de servicios 

o recursos de uso compartido en el ámbito de la Administración General del Estado, para su remisión 

al órgano competente. 
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i) Elaborar, para su aprobación por el Pleno, las instrucciones o directrices de organización o de 

funcionamiento que sean necesarias para la digitalización de los servicios y procedimientos del con 

el fin de homogeneizarlos, simplificarlos, y mejorar su calidad y facilidad de uso. 

j) Coordinar la recogida, agregación e incorporación de la información requerida por la 

Secretaría General de Administración Digital y velar por la exactitud e integridad de los datos 

correspondientes al Departamento. 

k) Cualquier asunto que le sea delegado expresamente por el Pleno. 

3. Para la elaboración del plan de acción del Departamento para la transformación digital y demás 

funciones que por su naturaleza así lo requieran, la Comisión se coordinará con la Comisión 

Calificadora de Documentos Administrativos dependiente de la Secretaría General Técnica. 

Artículo 5 

Grupos de trabajo 

1. En el seno de la Comisión Permanente podrán crearse grupos de trabajo específicos, permanentes 

o no, cuya función sea la de apoyar a la Comisión en el ejercicio de sus funciones. Los grupos de 

trabajo tendrán la composición que, en cada caso, determine la Comisión Permanente. En el 

acuerdo de creación de cada grupo de trabajo se incluirán las facultades, reglas de 

funcionamiento, composición y vigencia temporal. 

2. Los grupos de trabajo se crearán y actuarán bajo la superior dirección del Presidente de la 

Comisión Permanente, siendo éste debidamente apoyado por los especialistas de los centros 

directivos del Departamento en las áreas específicas que se traten en cada grupo de trabajo. 

Artículo 6 

Petición de información 

La Comisión Ministerial de Administración Digital, para el ejercicio de sus funciones, podrá recabar 

cuanta información estime precisa de todas las Unidades y organismos públicos del Ministerio, que 

vendrán obligados a facilitarla, de acuerdo con la legislación vigente. 

Disposición adicional primera 

Instrucciones de ejecución 

La Subsecretaría del Departamento podrá dictar las instrucciones necesarias para el mejor 

cumplimiento de esta orden. 

Disposición adicional segunda 

No incremento del gasto público 

El funcionamiento de la Comisión Ministerial de Administración Digital no supondrá incremento de 

gasto público y será atendida con los medios materiales y de personal existentes en el Ministerio del 

Interior. 
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Disposición derogatoria única 

Derogación Normativa 

Quedan sin efecto cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en 

esta orden y, en particular, la Orden INT/698/2015, de 17 de abril, por la que se crea y regula el 

funcionamiento de la Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio del Interior. 

Disposición final única 

Entrada en vigor 

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 
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Del ámbito de la seguridad 
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§ 23. Real Decreto 207/2024, de 27 de febrero, por el que se desarrolla la estructura 

orgánica básica del Ministerio del Interior [Inclusión parcial: artículo 2.4 relativo al 

Comité Ejecutivo de Coordinación]16  

«BOE» núm. 52, de 28 de febrero de 2024 

[…] 

Artículo 2 

Secretaría de Estado de Seguridad 

4. Bajo la dirección y supervisión de la persona titular del Ministerio, y para el refuerzo de las 

actuaciones de coordinación estratégica y ejecutiva de los órganos y funciones dependientes de la 

Secretaría de Estado, corresponde al titular de ésta la presidencia del Comité Ejecutivo de 

Coordinación, que estará integrado por las personas titulares de la Subsecretaría, de las Direcciones 

Generales de la Policía y de la Guardia Civil, de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, 

del Gabinete del Ministro, de la Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería, de la 

Dirección General de Coordinación y Estudios, que ejercerá las funciones de secretaría y de las 

Direcciones Adjuntas Operativas de la Policía y de la Guardia Civil. 

  

 

 
16 La disposición transitoria segunda del Real Decreto 207/2024, de 27 de febrero, establece que «hasta tanto se modifique la 

Orden INT/1251/2004, de 7 de mayo, por la que se regula el Comité Ejecutivo para el Mando Unificado, las referencia a este 

órgano se entenderán hechas al Comité Ejecutivo de Coordinación a que se refiere el artículo 2.4». 
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§ 24. Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

[Inclusión parcial: artículos 48 a 50 relativos al Consejo de Política de Seguridad y a 

las Juntas de Seguridad]  

«BOE» núm. 63, de 14 de marzo de 1986 

[…] 

CAPÍTULO III 

De los órganos de coordinación 

Artículo cuarenta y ocho 

1. Para garantizar la coordinación entre las políticas de seguridad pública del Estado y de las 

Comunidades Autónomas se crea el Consejo de Política de Seguridad, que estará presidido por el 

Ministro del Interior e integrado por los Consejeros de Interior o Gobernación de las Comunidades 

Autónomas y por un número igual de representantes del Estado designados por el Gobierno de la 

Nación. 

2. El Consejo de Política de Seguridad ejercerá las siguientes competencias: 

– Aprobar los planes de coordinación en materia de seguridad y de infraestructura policial. 

– Informar las plantillas de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas y sus 

modificaciones. El Consejo podrá establecer el número máximo de los efectivos de las plantillas. 

– Aprobar directivas y recomendaciones de carácter general. 

– Informar las disposiciones que dicten las Comunidades Autónomas, en relación con sus propios 

Cuerpos de Policía, así como la de creación de éstos. 

– Informar los convenios de cooperación, en materia de seguridad entre el Estado y las 

Comunidades Autónomas. 

– Las demás que le atribuya la legislación vigente. 

3. Para su adecuado funcionamiento el Consejo de Política de Seguridad elaborará un Reglamento 

de régimen interior que será aprobado por el mismo. 

Artículo cuarenta y nueve 

1. Dentro del Consejo de Política de Seguridad funcionará un Comité de Expertos integrado por ocho 

representantes, cuatro del Estado y cuatro de las Comunidades Autónomas, designados estos últimos 

anualmente por los miembros del Consejo de Política de Seguridad que representen a las 

Comunidades Autónomas. Dicho Comité tendrá la misión de asesorar técnicamente a aquél y 

preparar los asuntos que posteriormente vayan a ser debatidos en el Pleno del mismo y con carácter 

específico: 

– Elaborar y proponer fórmulas de coordinación. 
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– Preparar acuerdos de cooperación. 

– Proponer programas de formación y perfeccionamiento de las Policías. 

– Elaborar planes de actuación conjunta. 

2. El Reglamento de régimen interior del Consejo de Política de Seguridad determinará las normas de 

composición y funcionamiento del Comité de Expertos. 

Artículo cincuenta 

1. En las Comunidades Autónomas que dispongan de Cuerpos de Policía propios podrá constituirse 

una Junta de Seguridad, integrada por igual número de representantes del Estado y de las 

Comunidades Autónomas, con la misión de coordinar la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado y de los Cuerpos de Policía de la Comunidad Autónoma, en los términos que 

reglamentariamente se determinen. 

2. La Junta de Seguridad será el órgano competente para resolver las incidencias que pudieran surgir 

en la colaboración entre los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los 

Cuerpos de Policía de la Comunidad Autónoma a tal efecto, las Autoridades competentes de las 

Comunidades Autónomas y los Gobernadores civiles deberán informar periódicamente a dicha 

Junta acerca de las deficiencias que se observen en la coordinación, mutuo auxilio e información 

recíproca entre aquéllos, indicando las medidas oportunas para corregir los problemas suscitados. 

[…] 
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§ 25. Orden PCM/219/2020, de 13 de marzo, por la que se publica el Acuerdo del 

Consejo de Seguridad Nacional, por el que se crea y regula el Comité Especializado 

contra el Terrorismo 

«BOE» núm. 66, de 14 de marzo de 2020 

El Consejo de Seguridad Nacional, en su reunión del día 4 de marzo de 2020, ha aprobado un 

Acuerdo por el que se crea y regula el Comité Especializado contra el Terrorismo. 

Para general conocimiento se dispone su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» como anejo 

a la presente Orden. 

Madrid, 13 de marzo de 2020.–La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, 

Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, Carmen Calvo Poyato. 

ANEJO 

Acuerdo por el que se crea y regula el Comité Especializado contra el Terrorismo 

E X P O S I C I Ó N  

El artículo 21.1 h) de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, atribuye al Consejo 

de Seguridad Nacional la función de acordar la creación y el fortalecimiento de los órganos de 

apoyo necesarios para el desempeño de sus funciones, en su condición de Comisión Delegada del 

Gobierno para la Seguridad Nacional. 

Como tal órgano colegiado del Gobierno, el Consejo de Seguridad Nacional asiste al Presidente del 

Gobierno en la dirección de la política de Seguridad Nacional y del Sistema de Seguridad, así como 

ejerce las demás funciones previstas en la citada Ley y en las normas de carácter legal y 

reglamentario que resultan aplicables. 

Un aspecto nuclear de la Ley de Seguridad Nacional reside en la concepción del Sistema de 

Seguridad Nacional como el conjunto de órganos, organismos, recursos y procedimientos integrados 

en su estructura, bajo la dirección del Presidente del Gobierno asistido por el Consejo de Seguridad 

Nacional, que permite a los órganos competentes en materia de Seguridad Nacional ejercer sus 

funciones. 

El Sistema, además, se integra por el Departamento de Seguridad Nacional del Gabinete de la 

Presidencia del Gobierno, en su calidad de Secretaría Técnica y órgano de trabajo permanente del 

Consejo y por los órganos de apoyo del Consejo de Seguridad Nacional, que con la denominación 

de Comités Especializados u otra que se determine, ejercen las funciones asignadas por el Consejo 

de Seguridad Nacional en los ámbitos de actuación previstos en la Estrategia de Seguridad Nacional 

o cuando las circunstancias propias de la gestión de crisis lo precisen. 

Es de resaltar que la Estrategia de Seguridad Nacional define diversas líneas de acción estratégicas 

que enmarcan actuaciones concretas para la preservación de la Seguridad Nacional en el ámbito 

de la lucha contra el terrorismo, que constituye una de las principales amenazas que pueden socavar 

la Seguridad Nacional. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 316 

La Estrategia Nacional Contra el Terrorismo (ENCOT), aprobada por el Consejo de Seguridad 

Nacional en su reunión del día 21 de enero de 2019, previó la creación de un Comité especializado, 

con el nombre específico y las tareas concretas que se determinaran en en su norma de creación, 

con la función de apoyo al Consejo de Seguridad Nacional para el cumplimiento de sus funciones y, 

en particular, en la asistencia al Presidente del Gobierno en la dirección y coordinación de la Política 

de Seguridad Nacional en el ámbito de la lucha contra el terrorismo. También en la Estrategia se 

señalan los factores que caracterizarán al nuevo Comité, entre ellos: 

– La necesidad de un afrontamiento integral y cooperativo para cuestiones horizontales como la 

prevención de la radicalización, especialmente en sus aspectos educativos y sociales, el fomento 

de la resiliencia frente a atentados terroristas y la generación de contranarrativas para hacer frente 

a las falaces narrativas terroristas. 

– La indicación de que el Comité sea presidido por el Secretario de Estado de Seguridad del 

Ministerio del Interior. 

– La focalización de las funciones del Comité en cuestiones transversales en el ámbito político-

estratégico que requieran una actuación concertada, multidisciplinar y multiagencia, en las que la 

integración sea un activo a fortalecer, sin perjuicio del mantenimiento de los protocolos y 

mecanismos de coordinación operativa y de inteligencia preexistentes. 

Por todo lo anterior, y en aplicación de lo dispuesto por el artículo 21.1.h) de la Ley 36/2015, de 28 de 

septiembre, de Seguridad Nacional, y de conformidad con el Acuerdo del Consejo de Seguridad 

Nacional, de 20 de enero de 2017, por el que se dictan directrices para la regulación de los órganos 

de apoyo, el Consejo de Seguridad Nacional, en su reunión del día 4 de marzo de 2020, ha adoptado 

el siguiente acuerdo: 

Primero 

Se aprueba la creación y regulación del Comité Especializado contra el Terrorismo. 

Segundo 

Este acuerdo se publicará en el «Boletín Oficial del Estado», en la página web del Departamento de 

Seguridad Nacional www.dsn.gob.es y en las sedes electrónicas de los órganos y organismos a los 

que sea de aplicación, y producirá efectos desde el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado». 

ANEXO 

Acuerdo por el que se crea y regula el Comité Especializado contra el Terrorismo. 

Primero 

Objeto 

El presente acuerdo tiene por objeto la creación y regulación del Comité Especializado contra el 

Terrorismo (en adelante, el Comité), de conformidad con lo dispuesto en la Ley 36/2015, de 28 de 

septiembre, de Seguridad Nacional, y en las demás normas que resulten de aplicación, en su 

condición de órgano de apoyo del Consejo de Seguridad Nacional en el marco del Sistema de 

Seguridad Nacional. 
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Segundo 

Naturaleza jurídica 

El Comité es un órgano de apoyo del Consejo de Seguridad Nacional de los previstos en el artículo 

20.3 de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, al que corresponde ejercer las 

funciones asignadas por aquél en el ámbito la lucha contra el terrorismo y en el marco del Sistema 

de Seguridad Nacional, según se concreta en este Acuerdo. 

Tercero 

Régimen jurídico aplicable 

El Comité se rige por lo dispuesto en la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, por 

el presente Acuerdo y por sus Normas de régimen interno y de funcionamiento. En su defecto, por lo 

dispuesto en las instrucciones que han de seguirse para la tramitación de asuntos ante los órganos 

colegiados del Gobierno y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, que resulte de aplicación. 

Cuarto 

Funciones específicas 

El Comité ejercerá las siguientes funciones: 

1. Proponer al Consejo de Seguridad Nacional las directrices en materia de planificación y 

coordinación de la política de Seguridad Nacional relacionadas con la lucha contra el terrorismo. 

2. Contribuir a reforzar el adecuado funcionamiento del Sistema de Seguridad Nacional en el 

ámbito de la lucha contra el terrorismo, cuya supervisión y coordinación corresponde al Consejo de 

Seguridad Nacional. 

3. Apoyar al Consejo de Seguridad Nacional en su función de verificar el grado de cumplimiento 

de la Estrategia de Seguridad Nacional y proponer, en su caso, su revisión, en lo relacionado con la 

lucha contra el terrorismo. 

4. Verificar el grado de cumplimiento de la Estrategia Nacional Contra el Terrorismo y realizar 

aportaciones a los procesos de elaboración de los planes estratégicos definidos en la ENCOT. 

5. Impulsar las actuaciones transversales de lucha contra la radicalización violenta, generar 

contranarrativas para hacer frente a las falaces narrativas terroristas y contribuir a la elaboración de 

propuestas normativas para el fortalecimiento del Sistema de Seguridad Nacional en el ámbito de 

la lucha contra el terrorismo. 

6. Apoyar la toma de decisiones del Consejo de Seguridad Nacional en las materias propias del 

ámbito de la lucha contra el terrorismo, mediante el análisis, estudio y propuesta de iniciativas tanto 

en el ámbito nacional como internacional. 

7. Reforzar las relaciones entre las Administraciones Públicas concernidas en el ámbito de la lucha 

contra el terrorismo, así como la coordinación, la colaboración y cooperación entre los sectores 

público y privado. 

8. Actuar en apoyo del Comité de Situación ante escenarios susceptibles de derivar en una 

situación de interés para la Seguridad Nacional. 
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9. Aprobar sus propias Normas de régimen interno y funcionamiento. 

10. Todas aquellas otras funciones que le atribuya el ordenamiento jurídico o que le encomiende 

el Consejo de Seguridad Nacional. 

Quinto 

Composición 

a) Presidencia: 

La Presidencia será ejercida por el Secretario de Estado de Seguridad. 

Corresponde al Presidente: 

– Ostentar la representación del órgano y, en particular, canalizar los informes del Comité al 

Consejo de Seguridad Nacional. 

– Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias y la fijación del orden del 

día en los términos señalados en las Normas de régimen interno y de funcionamiento. 

– Presidir las reuniones, moderar el desarrollo de los debates y acordar su suspensión por causas 

justificadas. 

– Asegurar el cumplimiento de las leyes. 

– Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del órgano. 

– Velar por la búsqueda del consenso para la adopción de acuerdos. 

– En caso de llevarse a cabo votación para la adopción de un acuerdo, de conformidad con 

las Normas de régimen interno y de funcionamiento, dirimirá con su voto los empates. 

– Las demás funciones previstas en las normas legales y reglamentarias que le resulten aplicables 

y, en particular, en las Normas de régimen interno y de funcionamiento del Comité. 

b) Vicepresidencia: 

La Vicepresidencia será ocupada por el Director del Departamento de Seguridad Nacional. 

Corresponderá al Vicepresidente sustituir al Presidente en los casos de vacante, ausencia, 

enfermedad u otra causa legal y, en su defecto, por el miembro de mayor jerarquía, antigüedad y 

edad, por este orden. 

c) Vocales: 

1. El Comité estará compuesto por el Director del Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el 

Crimen Organizado, el Director del Gabinete de Coordinación y Estudios de la Secretaría de Estado 

de Seguridad, el Comisario Jefe de la Comisaría General de Información de la Policía Nacional, el 

General Jefe de la Jefatura de Información de la Guardia Civil, así como un vocal con rango mínimo 

de Subdirector general o asimilado u Oficial General de los siguientes ministerios y organismos 

ministeriales: Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, Ministerio de Justicia, 

Ministerio de Defensa, Centro Nacional de Inteligencia y Secretaría de Estado de Comunicación, 

que será designado por el titular del ministerio u organismo respectivo. 
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2. Asimismo, podrán formar parte del Comité un representante del resto de los departamentos 

ministeriales u organismos públicos cuya presencia sea así acordada por el Presidente del Comité, 

en función de los asuntos a tratar. 

3. Serán convocados, además, los titulares de los órganos superiores y directivos de la 

Administración General del Estado, las autoridades competentes de las Comunidades Autónomas, 

de las Ciudades con Estatuto de Autonomía, de la Administración Local, así como de los organismos 

públicos y entidades de Derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones 

Públicas, cuando su contribución se considere necesaria y, en todo caso, cuando los asuntos a tratar 

afecten a sus respectivas competencias. Igualmente podrán ser convocados representantes de las 

demás entidades que integran el sector público institucional, del sector privado y aquellas personas 

en su condición de expertos cuya contribución se considere relevante. 

4. El Comité podrá ser convocado por el Presidente en composición reducida de acuerdo a las 

circunstancias concurrentes y el orden del día fijado para la reunión. 

5. Los miembros del Comité no podrán atribuirse las funciones de representación asignadas en su 

condición de órgano de apoyo, salvo que expresamente se les hayan reconocido por una norma o 

por un acuerdo expresamente así adoptado para cada caso en particular por el propio Comité. 

d) Secretaría Técnica y órgano de trabajo permanente del Comité y otros apoyos a la 

Presidencia: 

1. Las funciones de Secretaría Técnica y órgano de trabajo permanente del Comité serán 

desempeñadas por el Departamento de Seguridad Nacional. En este campo, le corresponderá 

efectuar la coordinación necesaria para que el Comité en el ámbito de sus funciones preste el 

apoyo necesario al Consejo de Seguridad Nacional, asumiendo, en este contexto, el punto de 

enlace único entre el citado Consejo y el Comité. 

2. El Secretario será designado por el Presidente, a propuesta del Director del Departamento de 

Seguridad Nacional, entre el personal perteneciente a dicho Departamento. 

3. En apoyo a la presidencia, el Presidente podrá recabar los apoyos necesarios de su propia 

estructura, en especial en todo lo relacionado con la organización de las reuniones y grupos de 

trabajo del Comité, bajo la coordinación del Departamento de Seguridad Nacional. 

Sexto 

Emisión de informes 

1. Los informes podrán ser emitidos a instancia del Consejo de Seguridad Nacional o a iniciativa del 

Comité. 

2. En todo caso, serán elevados a la consideración y, en su caso, conformidad del Consejo de 

Seguridad Nacional, a través del Presidente. 

Séptimo 

Utilización de mecanismos de enlace y coordinación 

1. El Comité utilizará los mecanismos de enlace y coordinación que en cumplimiento a lo dispuesto 

en la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional ha establecido el Consejo de 

Seguridad Nacional en el Acuerdo de 20 de enero de 2017, de implementación de los mecanismos 
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para garantizar el funcionamiento integrado del Sistema de Seguridad Nacional, así como aquellos 

otros que se determinen en cumplimiento de lo dispuesto en la mencionada Ley. 

2. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado quinto del citado Acuerdo del Consejo de Seguridad 

Nacional de 20 de enero de 2017, los miembros del Comité velarán por la coherencia y armonización 

de la información a trasladar en el seno del Comité, para lo cual se ordenarán con sus respectivos 

puntos de contacto de Seguridad Nacional, dando así cumplimiento a los principios y 

procedimientos de actuación previstos en el mencionado Acuerdo. 

3. El Departamento de Seguridad Nacional, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20.4 de la 

Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, mantendrá activados los mecanismos de 

enlace y coordinación permanentes con los organismos del conjunto de las Administraciones 

Públicas que sean necesarios para que el Sistema de Seguridad Nacional ejerza sus funciones y 

cumpla con sus objetivos, de manera continua y sin perjuicio de las funciones que correspondan al 

Comité de Situación en materia de gestión de crisis. 

Octavo 

Grupos de trabajo 

1. El Comité podrá crear grupos de trabajo para la asistencia técnica en el desempeño de sus 

funciones, con la composición, objetivos, cometidos y calendario para su realización, que para cada 

caso se disponga. Los grupos de trabajo podrán incorporar a expertos en la materia o recabar su 

criterio e invitar a participar en sus actividades a representantes de las Administraciones Públicas y 

del sector público y privado. 

2. Los grupos de trabajo responderán ante el Comité del resultado de sus cometidos y actividades 

que desarrollen. 

3. El régimen de funcionamiento de los grupos de trabajo que se constituyan se determinará en las 

normas de régimen interno de las que se doten. En lo no previsto, se tendrá en cuenta lo dispuesto 

en la Sección 3.ª del Capítulo II, del Título Preliminar, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público. 

Noveno 

Reuniones 

El Comité se reunirá con carácter presencial o a distancia a iniciativa de su Presidente como mínimo 

con carácter bimestral, o cuantas veces lo considere oportuno, atendiendo a las necesidades que 

en materia de lucha contra el terrorismo demande la Seguridad Nacional, todo ello conforme a lo 

dispuesto en este Acuerdo y en las Normas de régimen interno y de funcionamiento del Comité. 

El contenido de este Acuerdo será tramitado por la Secretaría Técnica y órgano de trabajo 

permanente del Consejo de Seguridad Nacional. 
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§ 26. Ley 12/2003, de 21 de mayo, de bloqueo de la financiación del terrorismo 

[Inclusión parcial: artículo 9 relativo a la Comisión de Vigilancia de Actividades de 

Financiación del Terrorismo]17 

«BOE» núm.122, de 22 de mayo de 2003 

[…]  

Artículo 9 

Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo 

1. Se crea la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo como órgano 

encargado de acordar el bloqueo de todas las operaciones definidas en el artículo 1 de esta Ley, 

así como el ejercicio de todas las competencias que sean necesarias para el cumplimiento de lo 

previsto en ésta. 

2. La Comisión de Vigilancia estará adscrita al Ministerio del Interior e integrada por: 

a) Presidente: el Secretario de Estado de Seguridad. 

b) Vocales: 

1.º Un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado. 

2.º Un representante de los Ministerios de Justicia, del Interior y de Economía y Hacienda, 

designados por los titulares de los departamentos respectivos. 

c) Secretario: quien dirija la unidad orgánica que desempeñe la Secretaría de la Comisión de 

Vigilancia a que refiere el apartado 4. 

El Presidente de la Comisión, cuando lo estime conveniente, podrá convocar a expertos en las 

materias de su competencia, para el asesoramiento específico en alguno de los asuntos a tratar. El 

Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias asistirá a las reuniones de la Comisión de Vigilancia con voz pero sin voto. 

3. Los miembros de esta Comisión están sometidos al régimen de responsabilidad establecido por el 

ordenamiento jurídico y, en particular, en lo relativo a las obligaciones derivadas del conocimiento 

de la información recibida y de los datos de carácter personal que sean objeto de cesión, que sólo 

podrán utilizarse para el ejercicio de las competencias atribuidas por esta Ley. A los expertos que 

asesoren a la Comisión les será de aplicación el mismo régimen de responsabilidad respecto de todo 

aquello de lo que conozcan por razón de su asistencia a la Comisión. 

4. La Comisión de Vigilancia ejercerá sus competencias con el apoyo de la Secretaría de la Comisión 

de Vigilancia, que tiene la consideración de órgano de la Comisión. La Secretaría será 

 

 
17 Véase el Real Decreto 413/2015, de 29 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de la Comisión de Vigilancia de 

Actividades de Financiación del Terrorismo. 
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desempeñada por la unidad orgánica, con rango al menos de subdirección general, de las 

existentes en el Ministerio del Interior, que reglamentariamente se determine. 

Corresponderá a la Secretaría, entre otras funciones, instruir los procedimientos sancionadores a que 

hubiere lugar por las infracciones de esta Ley, así como formular a la Comisión de Vigilancia la 

correspondiente propuesta de resolución. 

5. El cumplimiento de las obligaciones de información a que se refiere el artículo 4 de esta Ley se hará 

a través de la Secretaría de la Comisión de Vigilancia. 

6. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la Comisión de 

Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo se prestarán la máxima colaboración para 

el ejercicio de sus respectivas competencias. En los términos que se acuerden entre ambas 

Comisiones y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45.3 de la Ley de prevención del blanqueo de 

capitales y de la financiación del terrorismo, el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias informará en las reuniones de la Comisión de 

Vigilancia de su actividad relativa a hechos u operaciones que presenten indicios o certeza de 

relación con la financiación del terrorismo y, en especial, de los informes de inteligencia financiera 

que hubiera elaborado en relación con esta materia. 

Las competencias de la Comisión de Vigilancia se entienden sin perjuicio de las que la Ley de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo atribuye a la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. 

[…] 
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§ 27. Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía Judicial 

[Inclusión parcial: artículos 31 a 38 relativos a la Comisión Nacional de Coordinación 

de la Policía Judicial y a las Comisiones Provinciales de Coordinación de la Policía 

Judicial] 

«BOE» núm. 150, de 24 de junio de 1987 

[…] 

CAPÍTULO V 

De las Comisiones de Coordinación de la Policía Judicial 

Sección 1.ª De su composición 

Art. 31 

Se crean las Comisiones Nacional y Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial con el fin de 

armonizar y lograr la unidad de dirección en las fuerzas policiales adscritas a la investigación criminal. 

Art. 32 

La Comisión Nacional de Coordinación de la Policía Judicial, estará integrada por: 

a) El Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, que la presidirá 

cuando asista personalmente. 

b) El Ministro de Justicia. 

c) El Ministro del Interior. 

d) El Fiscal General del Estado. 

e) El Secretario de Estado para la Seguridad. 

f) Un Vocal del Consejo General del Poder Judicial, nombrado y separado libremente por el Pleno 

de dicho órgano. 

g) Un miembro de la Carrera Judicial nombrado y separado por el Consejo General del Poder 

Judicial, que tenga, al menos, la categoría de Magistrado. 

h) Un representante de cada una de las Comunidades Autónomas con competencia estatutaria 

para la protección de las personas y bienes y para el mantenimiento del orden público, que ejerzan 

efectivamente funciones de policía judicial. 

En caso de ausencia personal del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder 

Judicial, ostentará la presidencia el miembro de la Comisión a quien corresponda por razón de 

precedencia. 
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Art. 33 

El Presidente del Tribunal Supremo podrá delegar en un Magistrado de la Sala Segunda de dicho Alto 

Tribunal. 

El Ministro de Justicia, en el Subsecretario o en el Director general de relaciones con la Administración 

de Justicia. 

El Ministro del Interior y el Secretario de Estado para la Seguridad, en el Director general de la Policía 

o en el Director general de la Guardia Civil. 

El Fiscal General del Estado, en un Fiscal de Sala del Tribunal Supremo. 

Art. 34 

Las Comisiones Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial estarán compuestas por: 

a) El Presidente de la Audiencia Provincial, que la presidirá. 

b) El Fiscal Jefe de la Audiencia. 

c) El Magistrado Juez Decano de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción de la capital de 

la provincia. 

d) El Jefe de la Unidad Orgánica de la Policía Judicial del Cuerpo Nacional de Policía. 

e) El Jefe de la Unidad Orgánica de Policía Judicial de la Guardia Civil. 

f) En el caso de Comunidades Autónomas con competencia estatutaria para la protección de 

las personas y bienes y para el mantenimiento del orden público, y que ejerzan efectivamente 

funciones de policía judicial, el responsable de la misma a nivel provincial. 

Art. 35 

Eventualmente podrán incorporarse a las Comisiones Nacionales y Provinciales, para el tratamiento 

de materias concretas o para realizar tareas de auxilio técnico y documentación, otras Autoridades 

o funcionarios, cuyo criterio o asesoramiento se estime necesario. 

Igualmente, podrán constituirse Comités técnicos para el estudio de temas específicos. 

El nombramiento de Secretario de la Comisión se regirá por lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo. 

Sección 2.ª De sus atribuciones y régimen de funcionamiento 

Art. 36 

La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Efectuar estudios permanentemente actualizados acerca de la evolución y desarrollo de la 

delincuencia. 
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b) Emitir informes o realizar propuestas de planes generales de actuaciones de la Policía Judicial 

contra la criminalidad. 

c) Intervenir, con estricto respeto al principio de independencia judicial en las actuaciones 

jurisdiccionales, para unificar criterios o resolver eventuales incidencias que dificulten el adecuado 

funcionamiento de la Policía Judicial o cualesquiera otras que puedan surgir en las relaciones entre 

la Autoridad Judicial o Fiscal y la Policía Judicial. 

d) Emitir informe sobre la fijación o modificación de las plantillas de las Unidades Orgánicas de 

Policía Judicial, así como sobre los medios materiales a las mismas asignados, adoptando las 

iniciativas que estime pertinentes sobre la materia. 

e) Conocer de las incidencias que puedan producirse en orden a la especial adscripción de 

funcionarios o medios a que se refieren los artículos 31.2 de la Ley de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

y 22 de este Real Decreto. 

f) Unificar criterios e impartir instrucciones en relación con la actuación de las Comisiones 

Provinciales. 

g) Armonizar las actuaciones de investigación de la criminalidad cuyo ámbito territorial desborde 

el de una Unidad Orgánica. 

h) Conocer previamente de los nombramientos de los altos responsables de las Unidades 

Orgánicas de la Policía Judicial en sus distintos niveles. 

i) Informar los anteproyectos de disposiciones generales reguladoras de la Policía Judicial. 

j) Cualesquiera otras de análoga naturaleza o que le sean asignadas en el futuro. 

Art. 37 

Las Comisiones Provinciales tendrán las siguientes competencias: 

a) Las reguladas en los apartados a), b), c) y d) del artículo anterior, dentro de su ámbito 

provincial. 

b) Informar con carácter preceptivo las peticiones de adscripción de funcionarios o equipos de 

la Unidad Orgánica Provincial a un determinado órgano judicial o Fiscalía para una investigación 

concreta y que le hayan sido sometidas por el Jefe de aquélla. 

c) Informar con carácter preceptivo y vinculante las propuestas de remoción de funcionarios 

pertenecientes a las Unidades adscritas a que se refiere el artículo 24 de este Real Decreto. 

d) Aplicar las directrices emanadas de la Comisión Nacional y elevar a la misma los informes y 

propuestas correspondientes, 

e) Informar las propuestas de recompensas y tener conocimiento de los expedientes disciplinarios 

incoados en los demás supuestos no contemplados en el artículo 17 de este Real Decreto, 

f) Cualesquiera otras de análoga naturaleza o que le sean asignadas en el futuro. 
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Art. 38 

La Comisión Nacional celebrará, al menos, una reunión trimestral. 

Las Comisiones Provinciales se reunirán con periodicidad mensual, a convocatoria de su Presidente 

que fijará el orden del día. 

El régimen jurídico de las Comisiones será el previsto para los órganos colegiados en la Ley de 

Procedimiento Administrativo. 

[…] 
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§ 28. Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal de la Policía 

Nacional [Inclusión parcial: artículos 94 y 95 relativos al Consejo de Policía]18 

«BOE» núm. 180, de 29 de julio de 2015 

[…] 

CAPÍTULO II 

El Consejo de Policía 

Artículo 94 

Organización y competencias 

1. Bajo la presidencia del Ministro del Interior o persona en quien delegue, existirá el Consejo de 

Policía, órgano colegiado de participación con representación paritaria de la Administración y de 

los representantes de los miembros de la Policía Nacional. 

2. Son funciones del Consejo de Policía: 

a) La mediación y conciliación en caso de conflictos colectivos. 

b) El estudio de propuestas sobre derechos sindicales y de participación. 

c) La participación en el establecimiento de las condiciones de prestación del servicio de los 

funcionarios, en particular en las referidas a la fijación de los criterios y mecanismos generales en 

materia de evaluación del desempeño y las relativas al calendario laboral, horarios, jornadas, 

vacaciones, permisos y licencias. 

d) La participación en la determinación de los criterios conforme a los cuales se establezca el 

ámbito territorial donde se autorice la fijación de la residencia de los funcionarios. 

e) La formulación de mociones y la evacuación de consultas en materias relativas al estatuto 

profesional, y en especial en lo concerniente a la fijación de los criterios generales en materia de 

acceso, carrera, provisión, sistemas de clasificación de puestos de trabajo, y planes e instrumentos 

de planificación de recursos humanos. 

f) El estudio de los criterios generales de los planes y fondos para la formación, la promoción 

interna y el perfeccionamiento. 

 

 
18 Véanse la Orden de 22 de julio de 1987, por la que se aprueba, con carácter provisional, el Reglamento de Organización y 

Funcionamiento Interno del Consejo de Policía (BOE núm. 154, de 28 de junio de 1988), y el Real Decreto 555/2011, de 20 de 

abril, por el que se establece el régimen electoral del Consejo de Policía. Tras las últimas elecciones de 28 de junio de 2023, 

véase la Orden INT/728, de 3 de julio, por la que se designan los representantes de la Administración en el Consejo de Policía 

y se publica la composición de dicho Consejo. Igualmente, la Orden INT/3243/2007, de 22 de octubre, por la que se establecen 

las bases reguladoras para la concesión de subvenciones a las organizaciones sindicales del Cuerpo Nacional de Policía con 

representación en el Consejo de Policía. 
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g) El estudio de los datos relativos al personal que pasa a las situaciones de segunda actividad y 

jubilación por lesiones sufridas en acto de servicio, así como de quienes provenientes de segunda 

actividad reingresen en la situación de servicio activo. 

h) La participación en el establecimiento de los criterios generales de acción social. 

i) La emisión de informes en los expedientes disciplinarios que se instruyan por faltas muy graves 

contra miembros de la Policía Nacional y en todos aquellos que se instruyan a los representantes de 

los sindicatos a que se refiere esta Ley Orgánica. 

j) El informe previo de las disposiciones de carácter general que se pretendan dictar sobre las 

materias a que se refieren los apartados anteriores. 

k) Las demás que le atribuyan las leyes y disposiciones generales. 

3. Los representantes de la Administración en el Consejo de Policía serán designados por el Ministro 

del Interior. 

4. La representación de los miembros de la Policía Nacional en el Consejo se estructurará por escalas, 

sobre la base de un representante por cada 6.000 funcionarios o fracción de cada una de las cuatro 

escalas que constituyen el Cuerpo. 

5. A los solos efectos de lo establecido en el párrafo anterior, los funcionarios titulares de las plazas de 

facultativos y de técnicos computarán en las Escalas Ejecutiva y de Subinspección, respectivamente. 

Artículo 95 

Elecciones y mandato 

1. Se celebrarán elecciones en el seno de la Policía Nacional, a efectos de designar los 

representantes de sus miembros en el Consejo de Policía y determinar la condición de representativos 

de los sindicatos constituidos con arreglo a lo dispuesto en esta Ley Orgánica. 

Las elecciones se celebrarán por escalas, votando sus miembros una lista que contenga el nombre 

o nombres de los candidatos a representantes de la misma, mediante sufragio personal, libre, directo 

y secreto. Los funcionarios titulares de las plazas de facultativos y de técnicos concurrirán, como 

electores y elegibles, con los de las Escalas Ejecutiva y de Subinspección, respectivamente. 

2. Los candidatos a la elección podrán ser presentados por los sindicatos de funcionarios o por las 

agrupaciones de electores de las distintas escalas legalmente constituidas, mediante listas 

nacionales para cada una de las escalas. 

Las listas contendrán tantos nombres como puestos a cubrir, más igual número de suplentes. 

3. Mediante el sistema de representación proporcional se atribuirá a cada lista el número de 

Consejeros que le correspondan, de conformidad con el cociente que resulte de dividir el número 

de votantes por el de puestos a cubrir. Los puestos sobrantes, en su caso, se atribuirán a las listas en 

orden decreciente, según el resto de los votos de cada una de ellas. 

4. La duración del mandato de los Consejeros será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos en 

sucesivos procesos electorales. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 329 

En caso de producirse vacante, por cualquier causa, en la representación de los funcionarios en el 

Consejo de Policía, se cubrirá automáticamente por el candidato que ocupe el puesto siguiente en 

la lista respectiva. 

5. Reglamentariamente se establecerán las normas complementarias que sean precisas para la 

convocatoria de las elecciones, el procedimiento electoral y, en general, para el funcionamiento del 

Consejo de Policía. 
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§ 29. Orden INT/859/2023, de 21 de julio, por la que se desarrolla la estructura 

orgánica y funciones de los servicios centrales y territoriales de la Dirección General 

de la Policía [Inclusión parcial: artículos 17 y 18 relativos a la Junta de Gobierno y al 

Consejo Asesor, respectivamente] 

«BOE» núm. 176, de 21 de julio de 2023  

[…]CAPÍTULO III 

Órganos colegiados 

Artículo 17 

Junta de Gobierno 

1. Le compete prestar asistencia y colaboración a la persona titular de la Dirección General de la 

Policía en el desempeño de sus funciones, quien podrá solicitar la emisión de los informes que estime 

conveniente someter a su conocimiento y consideración, en las siguientes materias: 

a) La definición de Plan Estratégico de la Dirección General. 

b) La elaboración de proyectos, planes y programas. 

c) La elección de indicadores para el control y valoración de resultados. 

d) La asignación de recursos humanos, económicos y medios materiales. 

e) La determinación de criterios básicos para la aplicación del régimen de selección, formación 

y promoción del personal. 

f) La determinación de criterios básicos en materia de estímulos, recompensas y sanciones. 

g) La adopción de medidas para el mantenimiento de la deontología profesional, prestigio y 

buena imagen profesional de la Policía. 

2. La Junta de Gobierno, bajo la Presidencia de la persona titular de la Dirección General de la 

Policía, está compuesta por la persona titular de la Dirección Adjunta Operativa, que ejerce la 

Vicepresidencia, y las personas titulares de la Subdirección General de Recursos Humanos y 

Formación, Subdirección General de Logística e Innovación, Gabinete Técnico, Comisarías 

Generales y Divisiones. 

Actúa como Secretario de la Junta de Gobierno, la persona titular de la Jefatura de la División de 

Personal. 

Pueden asistir a las reuniones de la Junta de Gobierno, con voz, pero sin voto, aquellas otras personas 

que, en función de los asuntos a tratar, convoque la persona titular de la Dirección General de la 

Policía. 
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Artículo 18 

Consejo Asesor 

1. Es un órgano colegiado permanente de la Dirección General de la Policía, presidido por la persona 

titular de la misma. Le corresponde prestar asesoramiento sobre aquellos asuntos que, por su especial 

complejidad o trascendencia, aquella estime conveniente someter a su conocimiento y 

consideración. Asimismo, eleva propuestas sobre aquellas materias que, por iguales motivos y con 

base en la experiencia y conocimientos de las personas que lo componen, puedan redundar en la 

mejora y modernización de la organización policial. 

2. Los vocales son designados por la persona titular de la Dirección General de la Policía, entre 

funcionarios y funcionarias de la Policía Nacional de reconocido prestigio profesional y especiales 

conocimientos en el ámbito competencial de la Policía Nacional en el número que se determine en 

el Catálogo de Puestos de Trabajo. 

La Secretaría del Consejo Asesor se incardina en el Gabinete Técnico. 

[…] 
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§ 30. Ley 29/2014, de 28 de noviembre, de Régimen del Personal de la Guardia Civil 

[Inclusión parcial: artículos 13 y 14 relativos al Consejo Superior de la Guardia Civil y 

al Consejo de la Guardia Civil, respectivamente]19 

«BOE» núm. 289, de 29 de noviembre de 2014 

[…] 

Artículo 13 

Del Consejo Superior de la Guardia Civil 

1. Al Consejo Superior de la Guardia Civil, como órgano colegiado asesor y consultivo de los Ministros 

de Defensa y del Interior, del Secretario de Estado de Seguridad y del Director General de la Guardia 

Civil, le corresponde: 

a) Efectuar los informes que se indican en esta Ley sobre los aspectos básicos que configuran la 

trayectoria profesional del personal del Cuerpo. 

b) Emitir informe sobre los asuntos que sometan a su consideración los Ministros de Defensa y del 

Interior, el Secretario de Estado de Seguridad y el Director General de la Guardia Civil. 

c) Ser oído en los procedimientos disciplinarios que afecten al personal del Cuerpo, de 

conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, de Régimen Disciplinario 

de la Guardia Civil. 

d) Emitir informe sobre las propuestas de concesión de recompensas, cuando así lo determine la 

normativa específica que las regula. 

2. Reglamentariamente se determinará su composición, funcionamiento y demás competencias que 

le puedan ser asignadas. 

Artículo 14 

Consejo de la Guardia Civil 

El Consejo de la Guardia Civil es el órgano colegiado en el que participan representantes de los 

miembros del Cuerpo de la Guardia Civil y de los Ministerios de Defensa y del Interior, con el fin de 

mejorar las condiciones profesionales de sus integrantes así como el funcionamiento del Instituto 

ejerciendo las competencias que, en materia de régimen de personal le atribuye la Ley Orgánica 

11/2007, de 22 de octubre. Se regirá por su normativa específica en el desarrollo de las funciones que 

tiene asignadas. 

[…] 

  

 

 
19 El Consejo Superior de la Guardia Civil se creó mediante Real Decreto 854/1993, de 4 de junio. 
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§ 31. Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes 

de los miembros de la Guardia Civil [Inclusión parcial: artículos 52 a 57 relativos al 

Consejo de la Guardia Civil]20 

«BOE» núm. 254, de 23 de octubre de 2007 

[…] 

TÍTULO VII 

Del Consejo de la Guardia Civil 

Artículo 52 

Consejo de la Guardia Civil 

Bajo la presidencia del Ministro del Interior, o persona en quien delegue, se crea el Consejo de la 

Guardia Civil como órgano colegiado en el que participarán representantes de los miembros del 

Cuerpo de la Guardia Civil y de los Ministerios del Interior y de Defensa, con el fin de mejorar las 

condiciones profesionales de su integrantes, así como el funcionamiento del Instituto. 

Artículo 53 

Composición del Consejo 

1. Integran el Consejo de la Guardia Civil: 

a) En representación de los miembros de la Guardia Civil: los vocales elegidos por los integrantes 

del Instituto mediante sufragio personal, libre, directo y secreto. El número de estos representantes se 

determinará por Escalas, correspondiendo a cada una de ellas un vocal en el Consejo y uno más 

por cada 6.000 guardias civiles que estuvieran en activo en dicha Escala. 

b) En representación de la Administración General del Estado: los vocales nombrados por los 

Ministros del Interior y de Defensa hasta alcanzar igual número de representantes que los que 

hubieran sido elegidos por los miembros del Instituto. 

2. Actuará como Secretario el representante de la Administración General del Estado que designe el 

Presidente. 

 

 
20 En relación con el Consejo de la Guardia Civil, hay que tener en cuenta el Real Decreto 785/2022, de 27 de septiembre, por 

el que se aprueba el Reglamento de organización y funcionamiento interno del Consejo de la Guardia Civil, y el Real Decreto 

1963/2008, de 28 de noviembre, por el que se desarrolla el Régimen Electoral del Consejo de la Guardia Civil. De la misma 

forma, dado que la participación en dicho consejo, al margen de las agrupaciones de electores, exige la inscripción registral 

de las asociaciones profesionales (artículos 48.1 y 56.3 de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre), véase la Orden 

INT/3939/2007, de 28 de diciembre, por el que se habilita el Registro de Asociaciones Profesionales de Guardias Civiles. Y en tal 

ámbito, el Real Decreto 175/2022, de 4 de marzo, por el que desarrollan los derechos de las asociaciones profesionales de 

guardias civiles, de sus representantes y de los miembros del Consejo de la Guardia Civil elegidos en representación de los 

miembros del Cuerpo, desarrollado por Orden INT/656/2023, de 19 de junio. 

 

 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 334 

Artículo 54 

Funciones del Consejo 

El Consejo de la Guardia Civil tendrá las siguientes facultades: 

1. Tener conocimiento y ser oído previamente en las siguientes cuestiones: 

a) Establecimiento o modificación del estatuto profesional y del régimen disciplinario de la 

Guardia Civil. 

b) Determinación de las condiciones de trabajo. 

c) Régimen retributivo. 

d) Programas de enseñanza y planes de formación de la Guardia Civil. 

e) Régimen de permisos, vacaciones y licencias. 

f) Planes de previsión social complementaria. 

g) Asuntos que afecten a otros aspectos sociales, profesionales y económicos de los Guardias 

Civiles. 

2. Informar, con carácter previo, las disposiciones legales o reglamentarias que se dicten sobre las 

citadas materias. 

3. Conocer las estadísticas trimestrales sobre el índice de absentismo y sus causas, sobre los 

accidentes en acto de servicio y enfermedades profesionales y sus consecuencias, sobre los índices 

de siniestralidad, así como los estudios periódicos o específicos que se realicen sobre condiciones 

de trabajo. 

4. Analizar y valorar las propuestas y sugerencias planteadas por los Guardias Civiles sobre el 

régimen de personal, sobre sus derechos y deberes, sobre el ejercicio del derecho de asociación y 

sobre los aspectos sociales que les afecten. 

5. Colaborar con la Administración para conseguir el establecimiento de cuantas medidas 

procuren el mantenimiento e incremento de la productividad. 

6. Participar en la gestión de obras sociales para el personal, cuando así lo determine la normativa 

correspondiente 

7. Recibir información trimestral sobre política de personal. 

8. Las demás que le atribuyan las leyes y disposiciones generales. 

Artículo 55 

Funcionamiento del Consejo 

Las sesiones del Consejo de la Guardia Civil podrán ser ordinarias y extraordinarias. 

El Consejo se reunirá en sesión ordinaria, para el despacho de los asuntos de su competencia, al 

menos, una vez cada tres meses. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 335 

El Consejo se reunirá en sesión extraordinaria cuando lo convoque su Presidente, a iniciativa propia 

o a solicitud de una tercera parte de los vocales del Consejo, que deberá realizarse mediante escrito 

dirigido al Presidente. 

Mediante Real Decreto se establecerá el reglamento de organización y funcionamiento interno del 

Consejo de la Guardia Civil, así como las normas complementarias que sean precisas en materia de 

convocatoria y desarrollo del procedimiento de designación de sus Vocales. 

Artículo 56 

Elección a miembros del Consejo 

1. Serán electores los Guardias Civiles en situación de servicio activo o reserva. Serán elegibles los que 

estuvieren en situación de servicio activo en la correspondiente Escala. 

2. Los candidatos a la elección se presentarán mediante listas de ámbito nacional para cada una 

de las Escalas, debiendo pertenecer a la Escala a cuya elección se presenten. 

3. Podrán presentar candidatos tanto las asociaciones profesionales legalmente constituidas como 

las agrupaciones de electores, siempre que la agrupación esté formada, al menos, por el 10% de los 

efectivos incluidos en el censo electoral de la Escala a la que se presente la candidatura. 

En el caso de las agrupaciones de electores, los firmantes, cuya identificación deberá constar de 

manera fehaciente, no podrán tener la condición de afiliados a alguna asociación profesional del 

Cuerpo de la Guardia Civil, ni avalar a más de una candidatura. 

4. Las listas de candidatos deberán contener tantos nombres como puestos a cubrir, más igual 

número de suplentes. 

5. Mediante el sistema de representación proporcional se atribuirá a cada lista el número de puestos 

que le correspondan, de conformidad con el cociente que resulte de dividir el número de votos 

válidos por el de puestos a cubrir. Los puestos sobrantes, en su caso, se atribuirán a las listas, en orden 

decreciente, según el resto de votos de cada una de ellas. 

6. Dentro de cada lista se elegirá a los candidatos por el orden en que figuren en la candidatura. 

7. La inobservancia de cualquiera de las reglas anteriores determinará la nulidad de la elección del 

candidato o candidatos afectados. La verificación del cumplimiento de dichos requisitos 

corresponderá a la Dirección General de la Policía y la Guardia Civil. 

8. La duración del mandato de los representantes será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos en 

sucesivos procesos electorales. Si en ese tiempo pasaran a situación administrativa diferente del 

servicio activo, perderán la condición de representantes. 

9. Reglamentariamente se establecerán las normas complementarias que sean precisas en materia 

de convocatoria, voto y desarrollo del procedimiento electoral. 

Artículo 57 

Derechos de los miembros del Consejo de la Guardia Civil 

Los vocales del Consejo de la Guardia Civil, en representación de los miembros de la Institución, 

tendrán los siguientes derechos: 
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1. Libre circulación por las dependencias de su unidad electoral, sin que entorpezca el normal 

funcionamiento de las correspondientes unidades. 

2. Libre distribución de publicaciones referidas a cuestiones profesionales o asociativas. 

3. Acumulación en uno de los miembros de la candidatura de los créditos de tiempo, horas 

mensuales y permisos, previa comunicación a la Dirección General de la Policía y de la Guardia 

Civil. 

4. No discriminación en su promoción profesional en razón del desempeño de su representación. 
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§ 32. Orden PRE/631/2002, de 15 de marzo, por la que se regula la composición y 

funciones de la Comisión Interministerial Permanente de Armas y Explosivos21 

«BOE» núm. 71, de 23 de marzo de 2002 

La regulación de la composición y funciones de la Comisión Interministerial Permanente de Armas y 

Explosivos se llevó a cabo por Orden del Ministerio del Interior de 4 de mayo de 1979. Con 

posterioridad, la reestructuración de los Ministerios representados en ella puso de manifiesto la 

necesidad de modificar algunos apartados de la misma, lo que se efectuó por Orden de 6 de 

diciembre de 1983. 

Por otro lado, teniendo en cuenta la incidencia que cualquier interpretación de los vigentes 

Reglamentos de Armas y Explosivos puede tener en la seguridad pública, por Orden de 25 de 

septiembre de 1989 se incorporó un representante de la Secretaría de Estado de Seguridad a la 

Comisión. 

En este momento, nuevamente las reformas estructurales de los diversos Departamentos ministeriales 

aconsejan llevar a cabo una regulación actualizada de la composición de la Comisión Interministerial 

Permanente de Armas y Explosivos, modificando los apartados tercero y sexto de la Orden 

reguladora de la misma. 

Todo ello hace que, por motivos de seguridad jurídica y oportunidad, se proceda a dictar una nueva 

Orden para regular la composición y funciones de la Comisión Interministerial Permanente de Armas 

y Explosivos, refundiendo en un solo texto las citadas Órdenes de 4 de mayo de 1979, de 6 de 

diciembre de 1983 y de 25 de septiembre de 1989, derogándolas e incorporando en la citada 

refundición las modificaciones de los apartados tercero y sexto. 

En su virtud, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 40 y 67.4 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 

Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado a propuesta del 

Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro del Interior, del Vicepresidente Segundo del Gobierno 

y Ministro de Economía y de los Ministros de Asuntos Exteriores, de Defensa, de Hacienda, de Fomento, 

de Educación, Cultura y Deporte y de Ciencia y Tecnología, con la aprobación previa del Ministro 

de Administraciones Públicas, y con el informe favorable de la Comisión Interministerial Permanente 

de Armas y Explosivos, 

D I S P O N G O :  

Primero 

Naturaleza jurídica 

La Comisión Interministerial Permanente de Armas y Explosivos es un órgano colegiado consultivo de 

carácter permanente de la Administración General del Estado dependiente del Ministerio del Interior. 

Dicha Comisión se adscribe a la Secretaría General Técnica del Ministerio citado. 

 

 
21 El artículo 10.2.i) del Real Decreto 207/2024, de 27 de febrero, establece que corresponde a la Secretaría General Técnica 

«el secretariado y la elaboración de la documentación de las reuniones de la Comisión Interministerial Permanente de Armas 

y Explosivos, presidida por la persona titular de la Secretaría General Técnica». 

 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 338 

Segundo 

Funciones 

La Comisión tendrá como funciones la interpretación de la reglamentación vigente en materia de 

armas y explosivos y promover su actualización permanente. 

Tendrá facultad para conocer de cuantas actividades se refieren a fabricación, circulación, 

comercio, tenencia y uso de toda clase de armas y sustancias explosivas, custodia y seguridad de 

depósitos, expendedurías y polvorines, transporte, seguridad en materia de armas y, en general, de 

todas aquellas cuya intervención no esté reservada al Ministerio de Defensa. 

Tercero 

Pleno de la Comisión 

El Pleno de la Comisión quedará constituido de la siguiente forma: 

Presidente: El Secretario general técnico del Ministerio del Interior. 

Vicepresidente: El Vicesecretario general técnico del Ministerio del Interior. 

Vocales: 

Dos representantes del Ministerio de Defensa, con categoría de Oficial, uno nombrado por la 

Subsecretaría del Departamento y otro por la Dirección General de Armamento y Material. 

Dos representantes del Ministerio de Economía, uno nombrado por la Secretaría de Estado de 

Comercio y Turismo y otro por la Dirección General de Política Energética y Minas. 

Un representante del Ministerio de Hacienda, nombrado por el Departamento de Aduanas e 

Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria. 

Un representante del Ministerio de Ciencia y Tecnología, nombrado por la Dirección General de 

Política Tecnológica. 

Un representante de cada uno de los Ministerios de Asuntos Exteriores, de Fomento y de 

Educación, Cultura y Deporte. 

Un representante de la Secretaría de Estado de Seguridad. 

El Jefe de la Intervención Central de Armas y Explosivos de la Dirección General de la Guardia 

Civil. 

Un representante de la Dirección General de la Policía. 

Secretario: Un funcionario de la Secretaría General Técnica del Ministerio del Interior, con voz y sin 

voto. 

Cuarto 

Suplencia de los Vocales 

Los Vocales, en los casos de ausencia o enfermedad, serán suplidos por quienes les sustituyan en sus 

funciones en los Ministerios o centros respectivos. 
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Quinto 

Otros asistentes 

El Presidente de la Comisión Permanente de Armas y Explosivos podrá invitar a sus reuniones a 

representantes de los fabricantes o comerciantes de armas o explosivos, así como aquellas personas 

de reconocida competencia en la materia, que asistirán a dichas reuniones sin voto y a los solos 

efectos de asesorar a la Comisión. 

Sexto 

Comisión Delegada 

En el seno de la Comisión Interministerial Permanente de Armas y Explosivos, se constituye una 

Comisión Delegada, que estudiará y preparará los asuntos que hayan de someter a la misma y 

evacuará los informes que afecten exclusivamente a los organismos a que pertenezcan los Vocales 

integrados en ella y aquellos otros que acuerde delegarle el Pleno de la Comisión. 

La Comisión Delegada estará constituida por el Secretario general técnico del Ministerio del Interior 

o, en sustitución del mismo, por el Vicesecretario general técnico, como Presidente; por los dos 

representantes del Ministerio de Defensa; uno de los representantes del Ministerio de Economía 

designado por la Dirección General de Política Energética y Minas; el representante del Ministerio de 

Ciencia y Tecnología; el representante de la Secretaría de Estado de Seguridad; el Jefe de la 

Intervención Central de Armas y Explosivos de la Dirección General de la Guardia Civil, y el 

representante de la Dirección General de la Policía, como Vocales; actuando como Secretario, con 

voz y sin voto, el mismo del Pleno. 

Cuando los asuntos a tratar en las reuniones de la Comisión Delegada afecten a otros 

Departamentos ministeriales, podrán ser citados los representantes de los mismos. 

Séptimo 

Asistencias 

Los miembros de la expresada Comisión percibirán los derechos de asistencia que les correspondan 

con arreglo a la legislación vigente en la materia, con cargo a las partidas correspondientes 

consignadas en los presupuestos de los Ministerios de que dependan. 

Disposición adicional única 

Régimen de funcionamiento 

El régimen de funcionamiento de la Comisión Interministerial y de la Comisión Delegada será el 

establecido para los órganos colegiados en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, sin perjuicio de las peculiaridades previstas en 

la presente Orden. 

Disposición derogatoria única 

Queda derogada la Orden del Ministerio del Interior de 4 de mayo de 1979, por la que se regula la 

composición y funciones de la Comisión Interministerial Permanente de Armas y Explosivos, y las 

Órdenes de 6 de diciembre de 1983 y de 25 de septiembre de 1989, que modificaron la anterior, así 

como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la presente Orden. 
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Disposición final única 

Entrada en vigor 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 
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§ 33. Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada [Inclusión parcial: artículo 16.2 

relativo a las comisiones mixtas de seguridad privada]22 

«BOE» núm. 83, de 5 de abril de 2014 

[…] 

Artículo 16 

Coordinación y participación 

[…] 

2. En el ámbito de las competencias de la Administración General del Estado se constituirán 

comisiones mixtas de seguridad privada, nacionales, autonómicas o provinciales, con el carácter de 

órganos consultivos y de colaboración entre las administraciones públicas y los representantes del 

sector. Su composición y funciones se determinarán reglamentariamente. 

 

 

 
22 Véase la Orden INT/315/2011, de 1 de febrero, por la que se regulan las Comisiones Mixtas de Coordinación de la Seguridad 

Privada, comprendiendo la Comisión Nacional de Seguridad Privada, adscrita a la Secretaría de Estado de Seguridad, y las 

Comisiones Provinciales de Coordinación de la Seguridad Privada adscritas a las correspondientes Delegaciones y 

Subdelegaciones del Gobierno. 
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§ 34. Ley 19/2007, de 11 de julio, contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la 

intolerancia en el deporte [Inclusión parcial: artículo 20 relativo a la Comisión Estatal 

contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte]23 

«BOE» núm. 166, de 12 de julio de 2007 

[…] 

Artículo 20 

Comisión Estatal contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte 

1. La Comisión Estatal contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte es 

un órgano colegiado encargado de la formulación y realización de políticas activas contra la 

violencia, la intolerancia y la evitación de las prácticas racistas, xenófobas y LGTBIfóbicas en el 

deporte. 

2. La Comisión Estatal es un órgano integrado por representantes de la Administración General del 

Estado, de las comunidades autónomas y Corporaciones Locales, de las federaciones deportivas 

españolas o ligas profesionales, asociaciones de deportistas y por personas de reconocido prestigio 

en el ámbito del deporte y la seguridad, la lucha contra la violencia, el racismo, la LGTBIfobia y la 

intolerancia, así como la defensa de los valores éticos que encarna el deporte. 

La composición y funcionamiento de la Comisión Estatal se establecerán reglamentariamente. 

3. Las funciones de la Comisión Estatal, entre otras que pudieran asignársele, son: 

a) De realización de actuaciones dirigidas a: 

1.º Promover e impulsar acciones de prevención contra la actuación violenta en los 

acontecimientos deportivos. 

2.º Fomentar, coordinar y realizar campañas de divulgación y de sensibilización en contra de la 

violencia, el racismo, la xenofobia, la LGTBIfobia y la intolerancia en todas sus formas, con el fin de 

conseguir que el deporte sea un referente de integración y convivencia social. 

3.º Elaborar orientaciones y recomendaciones a las federaciones deportivas españolas, a las ligas 

profesionales, sociedades anónimas deportivas y clubes deportivos para la organización de aquellos 

espectáculos en los que razonablemente se prevea la posibilidad de actos violentos, racistas, 

xenófobos, de LGTBIfobia o intolerantes. 

b) De elaboración, informe o participación en la formulación de políticas generales de 

sensibilización sobre la prevención de la violencia, el racismo, la xenofobia, la LGTBIfobia y la 

intolerancia, orientadas especialmente a: 

 

 
23 A pesar de estar adscrita al Ministerio de Cultura y Deporte, el Ministerio del Interior tiene una destacada iniciativa y 

participación en esta comisión según resulta del Real Decreto 748/2008, de 9 de mayo, por el que se regula la Comisión Estatal 

contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte. 
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1.º Informar aquellos proyectos de disposiciones que le sean solicitados por las Administraciones 

públicas competentes en materia de espectáculos deportivos, en particular las relativas a policía de 

espectáculos deportivos, disciplina deportiva y reglamentaciones técnicas sobre instalaciones. 

2.º Informar preceptivamente las disposiciones de las comunidades autónomas que afecten al 

régimen estatal de prevención de la violencia, el racismo, la xenofobia, la LGTBIfobia y la intolerancia 

en el deporte y las disposiciones de las comunidades autónomas sobre prevención de la violencia, 

el racismo, la xenofobia, la LGTBIfobia y la intolerancia en el deporte que sean enviadas por aquellas. 

c) De vigilancia y control, a efectos de: 

1.º Proponer a las autoridades públicas competentes la adopción de medidas sancionadoras a 

quienes incumplan la normativa prevista en esta ley y en las normas que la desarrollan. 

2.º Interponer recurso ante el Comité Español de Disciplina Deportiva contra los actos dictados en 

cualquier instancia por las federaciones deportivas en la aplicación del régimen disciplinario previsto 

en esta ley, cuando considere que aquellos no se ajustan al régimen de sanciones establecido. 

3.º Instar a las federaciones deportivas españolas y ligas profesionales a modificar sus estatutos 

para recoger en los regímenes disciplinarios las normas relativas a la violencia, el racismo, la 

xenofobia, la LGTBIfobia y la intolerancia en el deporte. 

4.º Instar a las federaciones deportivas españolas a suprimir toda normativa que implique 

discriminación en la práctica deportiva de cualquier persona en función de su nacionalidad u 

origen, su orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales. 

5.º Promover medidas para la realización de los controles de alcoholemia en los espectáculos 

deportivos de alto riesgo, y para la prohibición de introducir en los mismos objetos peligrosos o 

susceptibles de ser utilizados como armas. 

6.º Proponer el marco de actuación de las Agrupaciones de Voluntarios prevista en el artículo 19 

de esta ley. 

7.º Declarar un acontecimiento deportivo como de alto riesgo, a los efectos determinados en 

esta ley y en sus disposiciones de desarrollo. 

8.º Coordinar su actuación con la desarrollada por los órganos periféricos de la Administración 

General del Estado con funciones en materia de prevención de la violencia en el deporte, así como 

el seguimiento de su actividad. 

9.º En el marco de su propia reglamentación, ser uno de los proponentes anuales de la concesión 

del Premio Nacional que recompensa los valores de deportividad. 

d) De información, elaboración de estadísticas y evaluación de situaciones de riesgo, destinadas 

a: 

1.º Recoger y publicar anualmente los datos sobre violencia, racismo, xenofobia, LGTBIfobia e 

intolerancia en los espectáculos deportivos, previa disociación de los datos de carácter personal 

relacionados con las mismas, así como realizar encuestas sobre esta materia. 

2.º Realizar informes y estudios sobre las causas y los efectos de la violencia, racismo, xenofobia, 

LGTBIfobia e intolerancia en el deporte. 

e) De colaboración y cooperación con las comunidades autónomas: 
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Establecer mecanismos de colaboración y de cooperación con las comunidades autónomas 

para la ejecución de las medidas previstas en los apartados anteriores cuando fueran competencia 

de las mismas, y especialmente con los órganos que con similares finalidades que la Comisión Estatal 

existan en las comunidades autónomas. 

4. La Comisión Estatal contra la Violencia, el Racismo, la Xenofobia y la Intolerancia en el Deporte se 

implicará directamente en la lucha contra la discriminación mediante: 

a) La prevención de conductas discriminatorias por razón de sexo u orientación sexual en las 

competiciones deportivas oficiales de ámbito estatal, que se organicen por entidades deportivas en 

el marco de la Ley reguladora del Deporte, o aquellas otras organizadas o autorizadas por las 

federaciones deportivas españolas. 

b) La realización de acciones contra la violencia y la discriminación hacia las personas por razón 

de su sexo u orientación sexual en las competiciones deportivas. 

c) La supervisión en el cumplimiento de las buenas prácticas de sensibilización de los clubes, las 

agrupaciones y las federaciones deportivas en el respeto a la igualdad efectiva entre mujeres y 

hombres y la orientación sexual. 

[…] 
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Del ámbito penitenciario 
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§ 35. Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria [Inclusión 

parcial: artículos 74 y 75 relativos a la Comisión de Asistencia Social]24 

«BOE» núm. 239, de 5 de octubre de 1979 

[…] 

Artículo setenta y cuatro 

El Ministerio de Justicia, a través de la Comisión de Asistencia Social, organismo dependiente de la 

Dirección General de Instituciones Penitenciarias, cuya estructura y funciones se determinarán en el 

reglamento orgánico de dicho departamento, prestará a los internos, a los liberados condicionales 

o definitivos y a los familiares de unos y otros la asistencia social necesaria. 

Artículo setenta y cinco 

Uno. El personal asistencial de la Comisión de Asistencia Social estará constituido por funcionarios que 

pasarán a prestar sus servicios en el citado órgano, con exclusión de cualesquiera otras actividades 

que no sean las estrictamente asistenciales. 

Dos. La Comisión de Asistencia Social colaborará de forma permanente con las entidades dedicadas 

especialmente a la asistencia de los internos y al tratamiento de los excarcelados existentes en el 

lugar donde radiquen los establecimientos penitenciarios. 

  

 

 
24 Las disposiciones adicionales primera y segunda del Real Decreto 868/2005, de 15 de julio, regulaban la integración de la 

Comisión de Asistencia Social, como órgano de colaboración interadministrativa, en la Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias del Ministerio del Interior, así como su composición y funciones, pero el posterior Real Decreto 122/2015, de 27 

de febrero, derogó en bloque el Real Decreto 868/2005, de 15 de julio, por lo que las atribuciones de dicha comisión podrían 

entenderse subsumidas en las competencias de la Entidad de Derecho Público Trabajo Penitenciario y Formación para el 

Empleo. 
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§ 36. Orden INT/3191/2008, de 4 de noviembre, de creación del Consejo Social 

Penitenciario y de los Consejos Sociales Penitenciarios Locales 

«BOE» núm. 270, de 8 de noviembre de 2008 

El sistema penitenciario en España tiene atribuida la misión de garantizar la ejecución de las penas, 

orientando su cumplimiento a la reeducación y reinserción social del condenado, asegurando, por 

otra parte, su custodia y seguridad. 

En este objetivo de reinserción social la Administración Penitenciaria no puede ni debe caminar sola. 

Es tarea de la sociedad en su conjunto recuperar a aquellos de sus ciudadanos que en un momento 

de sus vidas se apartaron de las normas de convivencia y de la legalidad. 

La Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, tiene clara esta necesidad de 

coparticipación social en los objetivos constitucionales marcados para la pena de prisión. Así, en su 

artículo 1 define claramente los objetivos de la Institución penitenciaria señalando que «las 

instituciones penitenciarias reguladas en la presente Ley tienen como fin primordial la reeducación y 

reinserción social de los sentenciados a penas y medidas penales privativas de libertad, así como la 

retención y custodia de detenidos, presos y penados. Igualmente tienen a su cargo una labor 

asistencial y de ayuda para internos y liberados». 

El artículo 69.2 de dicha Ley Orgánica establece, asimismo, que con el fin de obtener la recuperación 

social de los internos en regímenes ordinario y abierto, se podrá contar con la colaboración y 

participación de los ciudadanos y de instituciones o asociaciones públicas o privadas ocupadas en 

la resocialización de los reclusos. 

Así pues, las peculiaridades de la labor penitenciaria que debe desarrollar el mandato constitucional 

de la reeducación y reinserción social de los penados, la petición de las entidades sociales que 

integran el denominado como «Tercer Sector» y la voluntad política de favorecer la transparencia y 

la participación de la sociedad en la administración penitenciaria, fundamentan la creación del 

Consejo Social Penitenciario, como órgano consultivo y de relación de la Administración 

Penitenciaria con el Tercer Sector. 

El Consejo Social Penitenciario es un órgano equiparable a otros con la misma denominación y 

naturaleza existentes en diferentes Administraciones Públicas y organizaciones de nuestra sociedad: 

ciudades, Comunidades Autónomas, Departamentos Ministeriales, Universidades, empresas, etc., los 

cuales ofrecen un amplio abanico de posibilidades para facilitar la participación social y la 

formulación de propuestas de mejora, criterios todos ellos de máxima oportunidad en el ámbito 

penitenciario. 

Las funciones fundamentales de este órgano consultivo serán la coordinación de las actuaciones de 

las entidades sociales y organizaciones no gubernamentales que intervienen en el ámbito 

penitenciario, la participación de éstas en el desarrollo de propuestas programáticas y la 

participación en la evaluación y planificación estratégica de actuaciones en materia de programas 

sociales y de reinserción. 

En el Consejo Social Penitenciario participarán, junto con representantes de la propia Administración 

Penitenciaria, entidades sociales y organizaciones no gubernamentales presentes en diferentes 

maneras en el ámbito penitenciario. Éste es un órgano consultivo que dotará de estabilidad a la 

interlocución y la participación de estas entidades y organizaciones. 
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El papel consultivo del Consejo no será en ningún caso vinculante en las actuaciones a desarrollar 

por la Administración Penitenciaria y no representarán en ningún caso un obstáculo para una gestión 

desarrollada con la fluidez necesaria. 

Asimismo, en la presente Orden se prevé la creación de Consejos Sociales Penitenciarios Locales en 

cada uno de los Centros Penitenciarios y Centros de Inserción Social, donde las funciones de 

coordinación tendrán un desarrollo máximo desde un punto de vista operativo, dando la posibilidad 

de que todas las entidades sociales y organizaciones no gubernamentales estén representadas en 

el ámbito en el que desarrollan su actuación. Estos Consejos Sociales de ámbito local remitirán sus 

propuestas al Consejo Social Penitenciario, que las abordará cuando su alcance y repercusión sean 

de interés general o de ámbito supraterritorial. 

En su virtud, con la aprobación previa de la Ministra de Administraciones Públicas, 

D I S P O N G O  

Primero 

Creación y naturaleza del Consejo Social Penitenciario 

1. Se crea el Consejo Social Penitenciario como órgano de relación entre las entidades sociales y 

organizaciones no gubernamentales que intervienen en el ámbito penitenciario y la Secretaría 

General de Instituciones Penitenciarias, con la finalidad primordial de fomentar la participación y 

colaboración del Tercer Sector en el desarrollo de las políticas penitenciarias de reinserción social. 

2. El Consejo Social Penitenciario es un órgano colegiado, de carácter consultivo, que se adscribe a 

la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

3. El Consejo Social Penitenciario y los Consejos Sociales Penitenciarios Locales se regirán por lo 

dispuesto en la presente Orden Ministerial, y, en el capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común. 

Segundo 

Funciones 

El Consejo Social Penitenciario tendrá las siguientes funciones: 

a) Aportar información y establecer canales de comunicación entre la Secretaría General de 

Instituciones Penitenciarias y las entidades sociales y organizaciones no gubernamentales que 

intervienen en el ámbito penitenciario en todo aquello que sea relevante para su actuación. 

b) Proponer estrategias conjuntas para facilitar la difusión de la dimensión social y rehabilitadora 

de la política penitenciaria. 

c) Coordinar las actuaciones de las entidades sociales y organizaciones no gubernamentales que 

intervienen en el ámbito penitenciario en el conjunto de los centros penitenciarios. 

d) Diseñar estrategias de coordinación y la elaboración de pautas de trabajo para los Consejos 

Sociales Penitenciarios Locales. 
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e) Diseñar actuaciones en materia de formación, información, coordinación y planificación 

dirigida a las entidades sociales y organizaciones no gubernamentales que intervienen en el ámbito 

penitenciario. 

f) Formular recomendaciones y propuestas en materia de política social penitenciaria. 

g) Conocer los proyectos normativos en materia penitenciaria con incidencia en el ámbito de 

actuación del Tercer sector. 

h) Ser informado de las convocatorias y resoluciones de ayudas o concursos públicos para la 

realización de actuaciones de colaboración dirigidas a la intervención con las personas que 

cumplen penas privativas de libertad u otras cuyo seguimiento corresponda a la Administración 

Penitenciaria. 

i) Proponer y elaborar propuestas sobre nuevas líneas de actuación en materia terapéutica y de 

reinserción social. 

j) Proporcionar a las entidades sociales y organizaciones no gubernamentales que intervienen en 

el ámbito penitenciario información relativa a todos aquellos temas que les afecten. 

k) Coordinar la actividad de los Consejos Sociales Penitenciarios Locales. 

l) Cualquier otra que se considere a propuesta de la Presidencia y que guarde relación con sus 

fines generales. 

Tercero 

Composición del Consejo Social Penitenciario 

El Consejo Social Penitenciario estará integrado por los siguientes miembros: 

1. Presidente: Será presidente la persona titular de la Secretaría General de Instituciones 

Penitenciarias. 

2. Vicepresidente. Será vicepresidente la persona titular de la Subdirección General de 

Tratamiento y Gestión Penitenciaria, quien sustituirá al presidente en caso de ausencia, vacante, 

enfermedad o impedimento, asumiendo asimismo las funciones que le sean delegadas por el 

presidente. 

3. Vocales. Serán vocales en representación de la Administración Penitenciaria: 

a) La persona titular de la Subdirección General de Relaciones Institucionales y Coordinación 

Territorial. 

b) La persona titular de la Subdirección General de Penas y Medidas Alternativas. 

c) La persona titular de la Subdirección General de Coordinación de Sanidad Penitenciaria. 

Serán vocales en representación de las organizaciones no gubernamentales y entidades sociales: 

Diez representantes de entidades sociales y organizaciones no gubernamentales que actúen en el 

área de trabajo competencia de la Administración Penitenciaria. 

Estos vocales serán designados por el presidente del Consejo a propuesta de las propias 

organizaciones no gubernamentales y entidades sociales, en función de criterios tales como el 
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ámbito territorial de actuación, el número de internos en programas, el tipo y la cantidad de 

actuaciones desarrolladas en el ámbito penitenciario, la experiencia y trayectoria, los distintos 

ámbitos de actuación desempeñados, la atención a colectivos concretos, el apoyo demostrado de 

otras entidades, la presencia en otros espacios de representación u otros criterios análogos. 

4. Secretaría. Se designará a un funcionario de la Subdirección General de Tratamiento y Gestión 

Penitenciaria, quien asumirá la secretaría del Consejo con voz pero sin voto. 

Las actas de las reuniones tendrán carácter público entre las entidades sociales y organizaciones 

no gubernamentales que intervienen en el ámbito penitenciario. 

Cuarto 

Duración del mandato de los representantes de las entidades sociales y organizaciones no 

gubernamentales 

La duración del mandato de los representantes de las entidades sociales y organizaciones no 

gubernamentales que intervienen en el ámbito penitenciario será de 4 años, pudiendo renovarse 

dicho mandato o designarse a otros representantes. El mandato se entenderá en todo caso 

prorrogado por el tiempo que medie entre la finalización del periodo de 4 años y la designación 

efectiva de los nuevos representantes. 

Quinto 

Funcionamiento del Consejo Social Penitenciario 

1. El Consejo Social Penitenciario se reunirá al menos dos veces al año, así como cuando lo requiera 

la Presidencia por propia iniciativa o a petición de un tercio de sus miembros. 

2. El Consejo podrá constituir comisiones o grupos de trabajo, a los que podrá convocar a expertos 

seleccionados en la materia de que se trate, para la mejor realización de sus cometidos. 

Sexto 

Consejos Sociales Penitenciarios Locales 

Adscrito a cada Centro Penitenciario y Centro de Inserción Social existirá un Consejo Social 

Penitenciario Local como órgano consultivo de encuentro, participación y asesoramiento de los 

citados establecimientos penitenciarios y las entidades sociales y organizaciones no 

gubernamentales que intervienen en el ámbito penitenciario, con la finalidad primordial de fomentar 

la participación y colaboración del Tercer sector en el desarrollo de las políticas penitenciarias de 

reinserción social. 

Séptimo 

Funciones de los Consejos Sociales Penitenciarios Locales 

Serán funciones de los Consejos Sociales Penitenciarios Locales las siguientes: 

a) La coordinación del trabajo entre los profesionales de las organizaciones no gubernamentales 

y de la Administración Penitenciaria, así como la subsanación de posibles dificultades en este 

sentido. 
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b) El establecimiento de cauces para la coordinación y la elaboración de protocolos de trabajo 

para las entidades sociales y organizaciones no gubernamentales que participan en el 

correspondiente establecimiento penitenciario. 

c) El diseño de acciones de formación, información, coordinación y planificación dirigidas a las 

entidades sociales y organizaciones no gubernamentales que intervienen en el correspondiente 

establecimiento penitenciario. 

d) Canalizar información sobre la situación de los colectivos atendidos por las diferentes 

entidades sociales y organizaciones no gubernamentales en el correspondiente establecimiento 

penitenciario. 

e) La coordinación de las actuaciones de las entidades del tercer sector que participan en el 

correspondiente establecimiento penitenciario. 

f) Conocer la planificación anual de las acciones y programas terapéuticos, sociales y dirigidos a 

la reinserción desarrollados en el correspondiente establecimiento penitenciario, en aquellas 

desarrolladas por el Tercer Sector. 

g) La promoción y elaboración de propuestas sobre nuevas líneas de actuación en materia 

terapéutica y de reinserción social a incorporar en el catálogo de actividades del correspondiente 

establecimiento penitenciario. 

h) La comunicación con el Consejo Social Penitenciario. 

Octavo 

Composición de los Consejos Sociales Penitenciarios Locales 

Los Consejos Sociales Penitenciarios Locales estarán constituidos por: 

1. Presidente: Será Presidente el titular de la Dirección del Centro Penitenciario o Centro de 

Inserción Social 

2. Vicepresidente: Será Vicepresidente el titular de la Subdirección de Tratamiento/ Subdirección 

de Centro de Inserción Social quién sustituirá al Presidente en caso de ausencia, vacante o 

enfermedad. 

3. Vocales: En representación de la Administración Penitenciaria, los titulares de los siguientes 

órganos: 

a) Subdirección de Seguridad 

b) El Jefe de los Servicios Sociales Penitenciarios. 

c) Un jefe de servicios, elegido por el Director. 

d) Un funcionario de vigilancia del centro, elegido a propuesta del director del centro entre los 

funcionarios de la plantilla cuya actividad esté relacionada con el Tercer Sector 

e) Un miembro del equipo de tratamiento del centro elegido por el director del centro 
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En representación de las organizaciones no gubernamentales y entidades sociales: Hasta seis 

representantes de organizaciones no gubernamentales y entidades sociales que intervengan en el 

Centro penitenciario. 

Estos Vocales serán elegidos por el Presidente, en función de los mismos criterios señalados para 

el Consejo Social Penitenciario. 

Se designará un Secretario entre cualquiera de sus miembros y se tomará acta de las reuniones. 

Se enviará copia del acta al Secretario/a del Consejo Social Penitenciario, quien las pondrá a 

disposición de sus miembros previa solicitud. 

Noveno 

Duración del mandato de los representantes de las organizaciones del Tercer Sector en los Consejos 

Sociales Penitenciarios Locales 

La duración del mandato de los representantes de las organizaciones no gubernamentales y 

entidades sociales será de 2 años, pudiendo renovarse dicho mandato o designarse a otros 

representantes. El mandato se entenderá en todo caso prorrogado por el tiempo que medie entre 

la finalización del periodo de 2 años y la designación efectiva de los nuevos representantes. 

Décimo 

Funcionamiento de los Consejos Sociales Penitenciarios Locales 

Los Consejos Sociales Penitenciarios Locales se reunirán al menos dos veces al año, así como cuando 

lo requiera la Presidencia por propia iniciativa o a petición de un tercio de sus miembros. 

Undécimo 

Financiación 

La condición de miembro del Consejo Social Penitenciario y de los Consejos Sociales Penitenciarios 

Locales no es retribuida. La Secretaria General de Instituciones Penitenciarias facilitará a los citados 

Consejos los medios materiales y personales adecuados para su funcionamiento. 

Disposición final única 

Entrada en vigor 

La presente Orden Ministerial entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». 
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Del ámbito de la protección internacional 
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§ 37. Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la 

protección subsidiaria [Inclusión parcial: artículo 23 relativo a la Comisión 

Interministerial de Asilo y Refugio –CIAR–]25 

«BOE» núm. 263, de 31 de octubre de 2009 

[…] 

CAPÍTULO II 

De la tramitación de las solicitudes 

Artículo 23 

Órganos competentes para la instrucción 

1. La Oficina de Asilo y Refugio, dependiente del Ministerio del Interior, es el órgano competente para 

la tramitación de las solicitudes de protección internacional, sin perjuicio de las demás funciones que 

reglamentariamente se le atribuyan. 

2. La Comisión Interministerial de Asilo y Refugio es un órgano colegiado adscrito al Ministerio del 

Interior, que está compuesto por un representante de cada uno de los departamentos con 

competencia en política exterior e interior, justicia, inmigración, acogida de los solicitantes de asilo e 

igualdad. 

3. Serán funciones de la Comisión las previstas en esta Ley y aquellas otras que, junto con su régimen 

de funcionamiento, se establezcan reglamentariamente. 

[…]  

 

 
25 Véase el artículo 2 del Real Decreto 203/1995, de 10 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de aplicación de la 

Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado. Este precepto ha sido modificado 

por el Real Decreto 864/2001, de 20 de julio, el Real Decreto 1325/2003, de 24 de octubre, y el Real Decreto 2393/2004, de 30 

de diciembre. 
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Del ámbito de la seguridad vial 
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§ 38. Texto refundido de la Ley de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 

Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre 

[Inclusión parcial: artículo 8 relativo al Consejo Superior de Tráfico, Seguridad Vial y 

Movilidad Sostenible]26 

«BOE» núm. 261, de 31 de octubre de 2015 

[…] 

Artículo 8 

Composición y funciones 

1. El Consejo Superior de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible es el órgano de consulta y 

participación para el impulso y mejora del tráfico, la seguridad vial y la movilidad sostenible y para 

promover la concertación de las distintas Administraciones Públicas y entidades que desarrollan 

actividades en esos ámbitos, sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas que 

hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de vehículos a 

motor. 

2. La presidencia del Consejo corresponde al Ministro del Interior y en él están representados la 

Administración General del Estado, las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, 

las administraciones locales, así como las fundaciones, las asociaciones de víctimas, el sector social 

de la discapacidad, las asociaciones de prevención de accidentes de tráfico y de fomento de la 

seguridad vial y los centros de investigación y organizaciones profesionales, económicas y sociales 

más representativas directamente relacionadas con el tráfico, la seguridad vial y la movilidad 

sostenible. 

3. El Consejo funciona en Pleno, en Comisión Permanente, en Comisiones y en Grupos de Trabajo. 

4. En las comunidades autónomas que no hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en 

materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, y en las ciudades de Ceuta y Melilla existe una 

Comisión del Consejo. Asimismo, funciona una Comisión del Consejo para el estudio del tráfico, la 

seguridad vial y la movilidad sostenible en las vías urbanas. 

Las comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de 

tráfico y circulación de vehículos a motor pueden establecer sus propios Consejos Autonómicos de 

Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible. 

5. El Consejo Superior de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible ejerce las siguientes funciones: 

a) Informar y, en su caso, proponer planes de actuación conjunta en materia de tráfico, 

seguridad vial o movilidad sostenible para dar cumplimiento a las directrices del Gobierno o para 

 

 
26 Véase el Real Decreto 317/2003, de 14 de marzo, por el que se regula la organización y funcionamiento del Consejo Superior 

de Tráfico y de Seguridad de la Circulación Vial. Esta norma se ha de entender vigente en cuanto al contenido pero no en 

cuanto al nombre del órgano que, como queda indicado, en la actualidad es el de Consejo Superior de Tráfico, Seguridad 

Vial y Movilidad Sostenible. 
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someterlos a su aprobación. Dichas propuestas, que no son vinculantes, deben considerar, en 

particular, la viabilidad técnica y financiera de las medidas que incluyan. 

b) Asesorar a los órganos superiores y directivos del Ministerio del Interior en esta materia. 

c) Informar los convenios o tratados internacionales sobre tráfico, seguridad vial o movilidad 

sostenible antes de la prestación del consentimiento del Estado para obligarse por ellos. 

d) Informar o proponer, en su caso, los proyectos de disposiciones generales que afecten al 

tráfico, la seguridad vial o la movilidad sostenible. 

e) Informar sobre la publicidad de los vehículos a motor. 

f) Impulsar, mediante las correspondientes propuestas, la actuación de los distintos organismos, 

entidades y asociaciones que desarrollen actividades en esta materia. 

g) Conocer e informar sobre la evolución de la siniestralidad vial en España. 

6. La composición, organización y funcionamiento del Consejo se determinarán 

reglamentariamente. A estos efectos, podrán crearse Consejos Territoriales de Seguridad Vial. En todo 

caso, debe haber un equilibrio entre los colectivos representados y entre los distintos sectores que 

representan. 

 […] 
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Del ámbito de protección civil 
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§ 39. Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil [Inclusión 

parcial: artículo 39 relativo al Consejo Nacional de Protección Civil]27 

«BOE» núm. 164, de 10 de julio de 2015 

[…] 

Artículo 39 

Consejo Nacional de Protección Civil 

1. El Consejo Nacional de Protección Civil es el órgano de cooperación en esta materia de la 

Administración General del Estado, de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, de las 

Ciudades con Estatuto de Autonomía y de la Administración Local, representada por la Federación 

Española de Municipios y Provincias, como asociación de Entidades Locales de ámbito estatal con 

mayor implantación. Tiene por finalidad contribuir a una actuación eficaz, coherente y coordinada 

de las Administraciones competentes frente a las emergencias. 

2. Forman parte del Consejo Nacional el Ministro del Interior, que lo preside, los titulares de los 

departamentos ministeriales que determine el Gobierno, los representantes de las Comunidades 

Autónomas y de las Ciudades con Estatuto de Autonomía competentes en materia de protección 

civil, designados por éstas, y la persona, con facultades representativas, que designe la Federación 

Española de Municipios y Provincias. 

El Consejo Nacional funciona en Pleno y en Comisión Permanente. Corresponderá, en todo caso, al 

Pleno aprobar las líneas básicas de la Estrategia del Sistema Nacional de Protección Civil, así como 

ejercer las demás funciones que determine el reglamento interno del Consejo Nacional. 

3. El Consejo Nacional aprobará su reglamento interno, que regulará su organización y 

funcionamiento. 

4. El Consejo Nacional tendrá el carácter de Comité Español de la Estrategia Internacional para la 

Reducción de Desastres de las Naciones Unidas. 

[…] 

 

 

 
27El Preámbulo de la Ley 17/2015, de 9 de julio, señala que «ley profundiza en la filosofía de cooperación permanente y 

estructurada en órganos “ad hoc”, ya establecida por la legislación precedente, y crea el Consejo Nacional de Protección 

Civil, realzando la importancia de la coordinación de las políticas públicas de protección civil y de la participación de las 

Comunidades Autónomas y de la Administración Local al más alto nivel en la elaboración de la política estatal». En la 

actualidad se encuentra vigente el Real Decreto 967/2002, de 20 de septiembre, por el que se regula la composición y régimen 

de funcionamiento de la Comisión Nacional de Protección Civil, prevista en la anterior Ley 2/1985, de 21 de enero, de 

Protección Civil, igualmente como órgano de participación entre el Estado y las Comunidades Autónomas. El Consejo 

Nacional de Protección Civil tiene un más amplio alcance de cooperación entre la Administración General de Estado, las 

Comunidades Autónomas y la Administración Local, representada ésta por la FEMP. 
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§ 40. Resolución de 16 de diciembre de 2020, de la Subsecretaría, por la que se 

publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 2020, por el que 

se aprueba el Plan Estatal General de Emergencias de Protección Civil [Inclusión 

parcial: apartado 5 relativo al Comité Estatal de Coordinación y Dirección –CECOD–]28 

«BOE» núm. 328, de 17 de diciembre de 2020 

[…] 

5.  

Órganos de gestión del PLEGEM 

El PLEGEM es gestionado por órganos de dirección, órganos de mando e intervención, y centros de 

coordinación de emergencias. 

5.1 Órganos de dirección. Son órganos de dirección del PLEGEM: 

– La Dirección del Plan. 

– El Comité Estatal de Coordinación y Dirección (CECOD). 

– La Dirección Operativa de la Emergencia. 

– El Gabinete de Coordinación Informativa. 

– Los Comités de Dirección Territoriales. 

5.1.1 Dirección del plan. La dirección del PLEGEM corresponde al Ministerio del Interior en todas sus 

fases y situaciones operativas. 

En las emergencias de interés nacional, la dirección del PLEGEM corresponde, en todo caso, a la 

persona titular del Ministerio del Interior. 

En las demás fases y situaciones operativas, la dirección del PLEGEM corresponde, por delegación, a 

la persona titular de la Subsecretaría del Interior o a la persona titular de la Dirección General de 

Protección Civil y Emergencias (DGPCE). 

5.1.2 Comité Estatal de Coordinación y Dirección (CECOD). El Comité Estatal de Coordinación y 

Dirección (CECOD) es el órgano de integración y participación de las Administraciones Públicas y 

organismos implicados en la gestión de las emergencias que activen el PLEGEM, y tiene la función 

de coordinar las actuaciones de cada una de ellas mediante la activación del Mecanismo Nacional 

de Respuesta, a través del cual se movilizarán las capacidades operativas necesarias para la 

respuesta a la emergencia. 

 

 
28 Esta resolución se publicó en BOE núm. 328, de 17 de diciembre de 2020. 
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El Comité Estatal de Coordinación y Dirección (CECOD) estará integrado por las personas titulares de 

la Subsecretaría del Interior y de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias (DGPCE), y 

además por representantes de los siguientes órganos: 

– Secretaría de Estado de Seguridad. 

– Dirección General de la Guardia Civil. 

– Dirección General de la Policía. 

– Dirección General de Tráfico. 

– Departamento de Seguridad Nacional. 

– Ministerio de Defensa. 

– Agencia Estatal de Meteorología. 

El Ministerio del Interior podrá designar representantes de otros órganos, en función de la tipología de 

la emergencia y de los recursos cuya movilización sea necesaria. 

En las emergencias de interés nacional, además, formarán parte de este órgano un representante 

de la Comunidad o Comunidades, o de las Ciudades de Ceuta y Melilla, en la que se localice la 

emergencia, con rango de Consejero, la persona titular de la Delegación del Gobierno en la misma, 

y la persona titular de la Unidad Militar de Emergencias. 

El Comité Estatal de Coordinación y Dirección (CECOD) puede convocarse, en modalidad 

informativa, para la preparación de campañas anuales de protección civil y emergencias, así como 

para evaluar los resultados de estas. 

El Comité Estatal de Coordinación y Dirección (CECOD) podrá celebrar sus reuniones tanto en modo 

presencial como telemático. 

5.1.2.1 Funciones del Comité Estatal de Coordinación y Dirección (CECOD). El Comité Estatal de 

Coordinación y Dirección (CECOD) tiene las siguientes funciones: 

a) Prestar apoyo operativo y asesoramiento a la Dirección del PLEGEM. 

b) Activar el Mecanismo Nacional de Respuesta para coordinar las medidas necesarias para la 

movilización y aportación de capacidades extraordinarias que puedan ser requeridas por la 

Dirección del PLEGEM o por la Dirección de los Planes de otras Administraciones Públicas. 

c) Analizar la conveniencia de la adopción de medidas extraordinarias previstas por la 

legislación vigente. 

d) Preparar y evaluar las campañas de interés nacional. 

e) Analizar y evaluar, con periodicidad anual, los resultados de la aplicación del PLEGEM. 

5.1.3 Dirección Operativa de la Emergencia. En las emergencias de interés nacional, la Dirección 

Operativa de la Emergencia se encomendará por la persona titular del Ministerio del Interior a la 

persona titular de la jefatura de la Unidad Militar de Emergencias, salvo que la misma no fuera 

desplegada en atención a la naturaleza de la emergencia. 
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En la fase de preemergencia del PLEGEM, no se prevén actuaciones propias de la Dirección 

Operativa de la Emergencia, realizándose por la Dirección General de Protección Civil y Emergencias 

(DGPCE) las funciones de coordinación de organismos de la Administración General del Estado que 

resulten necesarias. 

5.1.3.1 Funciones de la Dirección Operativa de la Emergencia. Son funciones de la Dirección 

Operativa de la Emergencia las siguientes: 

– El planeamiento, conducción y seguimiento de las operaciones sobre el terreno. 

– La asignación a los servicios de intervención de misiones y la determinación de los ámbitos 

geográficos de actuación de cada uno de ellos. 

– La solicitud al Comité Estatal de Coordinación y Dirección (CECOD) de medios y recursos 

necesarios extraordinarios para la respuesta a la emergencia. 

– El establecimiento de las prioridades operativas de respuesta. 

– La designación, en caso necesario, de la jefatura del Mando Operativo Integrado. 

– En las emergencias de interés nacional, la Unidad Militar de Emergencias tendrá la función, 

además, de recabar la intervención de otras capacidades de las Fuerzas Armadas. 

En la fase de apoyo a otros Sistemas Nacionales, las funciones de la Dirección Operativa de la 

Emergencia serán realizadas, si fueran necesarias, por el órgano que determine la Dirección del 

PLEGEM, o por la Dirección General de Protección Civil y Emergencias (DGPCE). En caso de requerirse 

el apoyo de la Unidad Militar de Emergencias como primera respuesta de las Fuerzas Armadas, éste 

se realizará conforme a lo dispuesto de su Protocolo de Intervención. 

5.1.4 Gabinete de Coordinación Informativa. El Gabinete de Coordinación Informativa es el órgano 

de comunicación asignado al PLEGEM en todas sus fases y situaciones operativas. 

Las funciones asignadas al Gabinete de Coordinación Informativa serán ejercidas por la Dirección 

de Comunicación del Ministerio del Interior en las fases de emergencia de interés nacional, y por los 

servicios de comunicación de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias (DGPCE) en 

las de alerta y seguimiento permanente y de preemergencia. 

5.1.4.1 Funciones. El Gabinete de Coordinación Informativa realizará las siguientes funciones en las 

emergencias de interés nacional: 

a) Dirigir y ejecutar la política informativa. 

b) Recopilar y difundir información sobre la emergencia, las acciones de respuesta, y las 

recomendaciones y avisos a transmitir a la población afectada. 

c) Coordinar la información a difundir con los órganos similares de las Comunidades Autónomas 

y Ciudades de Ceuta y Melilla en las situaciones en las que además del PLEGEM estén activados sus 

Planes Territoriales o Especiales. 

d) Coordinar la información a difundir con los órganos similares de los organismos representados 

en el Comité Estatal de Coordinación y Dirección (CECOD). 

En las fases de alerta y seguimiento permanente y de preemergencia, el Gabinete de Coordinación 

Informativa ejercerá la función de comunicación del Plan en lo referido a los medios y recursos de la 
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Administración General del Estado, y colaborará con los órganos similares adscritos a los Planes 

Territoriales o Especiales activados por las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, 

sin perjuicio de la emisión de avisos y recomendaciones de carácter general. 

En la fase de apoyo a otros Sistemas Nacionales, realizará las funciones de comunicación que le 

asigne la Dirección del Plan. 

5.1.4.2 Comités de Dirección Territoriales. Los Comités de Dirección Territoriales se constituyen en las 

emergencias de interés nacional para coordinar las actuaciones del PLEGEM en su ámbito territorial, 

de acuerdo con las instrucciones de la Dirección del Plan. 

Los Comités de Dirección Territoriales pueden ser de ámbito autonómico o provincial. 

5.1.4.3 Comités de Dirección Autonómicos. En las emergencias de interés nacional se constituirá un 

Comité de Dirección Autonómico en cada una de las Comunidades y Ciudades Autónomas 

afectadas, formado por representantes de la Administración General del Estado y de la Comunidad 

Autónoma. 

Cuando la emergencia haya evolucionado desde el nivel autonómico, el órgano de dirección del 

Plan Territorial o Especial activado pasará a constituirse en Comité de Dirección Territorial, y estará 

integrado, en todo caso, por la persona titular de la Delegación del Gobierno y por un representante 

de la Comunidad Autónoma, con rango de Consejero. 

En las activaciones del PLEGEM en apoyo de otros Sistemas Nacionales, la constitución del Comité 

de Dirección Territorial será decidida, en su caso, por el Director del PLEGEM. 

5.1.4.4 Comités de Dirección Provinciales. Podrán constituirse Comités de Dirección Provinciales 

cuando la naturaleza de la emergencia aconseje contar con este órgano para la mejor 

coordinación de las actuaciones en el ámbito provincial, en las emergencias de interés nacional. 

Su composición seguirá los mismos criterios que el Comité de Dirección Autonómico. 

5.1.4.5 Funciones de los Comités de Dirección Territoriales. Los Comités de Dirección Territoriales 

ejercerán en su ámbito geográfico las funciones que les sean encomendadas por el Director del 

PLEGEM, y, en particular, las siguientes: 

a) Coordinar las actuaciones del Plan Territorial o Especial, garantizando la integración de los 

diferentes Planes activados, en su caso. 

b) Mantener informado al Comité Estatal de Coordinación y Dirección (CECOD). 

c) Gestionar la información a la población afectada por la situación de emergencia o 

catástrofe, de acuerdo con las instrucciones del Gabinete de Coordinación Informativa. 

d) Movilizar los recursos y medios ubicados en su ámbito territorial, a requerimiento de la 

Dirección Operativa de la Emergencia. 

5.2 Órganos de mando e intervención. Son órganos de mando e intervención: 

a) El Mando Operativo Integrado. 

b) Los Puestos de Mando Avanzados. 

c) Los Grupos de Acción. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 364 

d) Los Centros de Recepción Logística. 

e) Los Centros de Atención a los Ciudadanos. 

5.2.1 Mando Operativo Integrado. El Mando Operativo Integrado estará formado por los 

responsables operativos de los Grupos de Acción intervinientes, con la misión de garantizar, bajo la 

dependencia de la Dirección Operativa de la Emergencia, la unidad de mando, y la coordinación 

de los Puestos de Mando Avanzado, ejerciendo las siguientes funciones: 

a) Ejecutar las directrices de la Dirección Operativa de la Emergencia. 

b) Asesorar a la Dirección Operativa de la Emergencia sobre las medidas de protección y, en 

general, sobre las actuaciones que deban realizarse en los diferentes sectores de intervención. 

c) Coordinar la transición de funciones operativas en los supuestos de integración de Planes. 

d) Mantener actualizada la información sobre la situación de la emergencia, en particular, 

sobre daños ocurridos, necesidades, medios y recursos movilizados y actuaciones en ejecución. 

e) Solicitar a la Dirección Operativa de la Emergencia la movilización de capacidades 

operativas. 

f) Mantener informada continuamente a la Dirección Operativa de la Emergencia. 

g) Coordinar la ejecución de las actuaciones de los Grupos de Acción. 

5.2.2 Puestos de Mando Avanzados. Los Puestos de Mando Avanzados ejercerán las funciones que 

les encomiende el Mando Operativo Integrado en el sector de actuación que sea asignado a cada 

uno de ellos. 

Corresponde a la Dirección Operativa de la Emergencia determinar los sectores de operación. 

5.2.3 Grupos de Acción. Los Grupos de Acción, dependientes del Mando Operativo Integrado, son 

los equipos de intervinientes especializados en alguna de las funciones que deban desempeñarse 

para enfrentar la emergencia o catástrofe. Su actuación se regirá, en todo caso, bajo el principio de 

especialidad funcional. 

Los equipos integrantes de los Grupos de Acción actuarán manteniendo su propia organización y 

bajo la dirección de sus mandos naturales. 

En las activaciones del PLEGEM derivadas de situaciones de interés nacional, los Grupos de Acción 

serán los establecidos en los Planes Estatales Especiales o en los Planes Territoriales o Especiales de las 

Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla. 

La Dirección Operativa de la Emergencia podrá determinar los Grupos de Acción que se constituyan 

efectivamente, atendiendo a las necesidades de la situación, y que, entre otros que se determinen, 

podrán ser los siguientes: 

a) Grupo de intervención. 

b) Grupo de reconocimiento de daños y restablecimiento de infraestructuras. 

c) Grupo de evacuación y rescate. 
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d) Grupo de seguridad. 

e) Grupo de forense. 

f) Grupo sanitario. 

g) Grupo de albergue, abastecimiento y asistencia social. 

h) Grupo de apoyo logístico. 

i) Grupo de intervención psicosocial. 

Estos grupos podrán fusionarse unos en otros en función de la situación o tipología de la emergencia, 

según criterio de la Dirección Operativa de la Emergencia. 

5.2.4 Centros de Recepción Logística. Los Centros de Recepción Logística son los centros de 

recepción, control y distribución de suministros y equipamiento, que se constituirán en áreas  

Los Centros de Recepción Logística dependen directamente del Mando Operativo Integrado. 

5.2.5 Centros de Atención a los Ciudadanos. Los Centros de Atención a los Ciudadanos son 

establecimientos o instalaciones destinadas a prestar ayuda asistencial a las personas afectadas por 

la emergencia o catástrofe, ejerciendo funciones como: 

a) Confeccionar listados de personas afectadas. 

b) Distribuir alimentos y enseres. 

c) Facilitar lugares de albergue y abastecimiento de productos esenciales. 

d) Prestar apoyo psicosocial. 

5.3 Centros de Coordinación de Emergencias. Los Centros de Coordinación de Emergencias son 

infraestructuras de apoyo técnico, comunicaciones y seguimiento, de carácter permanente o 

constituidas ex profeso para la gestión de una situación de emergencia o catástrofe. 

Son Centros de Coordinación de Emergencias: 

a) El Centro Nacional de Seguimiento y Coordinación de Emergencias (CENEM). 

b) Los Centros de Coordinación Operativa. 

c) Los Centros de Coordinación Operativa Integrados. 

5.3.1 Centro Nacional de Seguimiento y Coordinación de Emergencias (CENEM). El Centro Nacional 

de Seguimiento y Coordinación de Emergencias (CENEM) de la Dirección General de Protección Civil 

y Emergencias (DGPCE), es el centro instrumental y de comunicaciones en todas las fases y 

situaciones del PLEGEM. 

En las emergencias de interés nacional actuará como Centro de Coordinación Operativa, 

integrando informativa y operativamente la información que puedan proporcionar los Centros de 

Coordinación Operativa constituidos en las Comunidades y Ciudades Autónomas afectadas. 
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5.3.2 Centros de Coordinación Operativa. Los Centros de Coordinación Operativa son los centros 

instrumentales y de comunicaciones de la Dirección de la emergencia. 

En las emergencias de interés nacional, así como en la fase de apoyo a otros Sistemas Nacionales si 

así se determina, se activarán los Centros de Coordinación Operativa previstos en el Plan Territorial o 

en los Planes Especiales de las Comunidades y Ciudades Autónomas afectadas, que actuarán bajo 

la dependencia del Centro Nacional de Seguimiento y Coordinación de Emergencias (CENEM). 

5.3.3 Centros de Coordinación Operativa Integrados. Todo Centro de Coordinación Operativa 

puede funcionar como un Centro de Coordinación Operativa Integrado, en el que se integrarán los 

responsables de las diferentes Administraciones Públicas afectadas, tanto para la dirección y 

coordinación de la emergencia, como para la necesaria transferencia de responsabilidades, en los 

supuestos de evolución de la emergencia a la fase de interés nacional. 

[…] 
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Sedes electrónicas
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§ 41. Orden INT/649/2010, de 12 de marzo, por la que se crean varias sedes 

electrónicas en el Ministerio del Interior29 

«BOE» núm. 66, de 17 de marzo de 2010 

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, creó 

el concepto de «sede electrónica», justificado por «la necesidad de definir claramente la sede 

administrativa electrónica con la que se establecen las relaciones, promoviendo un régimen de 

identificación, autenticación, contenido mínimo, protección jurídica, accesibilidad, disponibilidad y 

responsabilidad». 

El artículo 10.1 de la misma Ley define la sede electrónica como «aquella dirección electrónica 

disponible para los ciudadanos a través de redes de telecomunicaciones cuya titularidad, gestión y 

administración corresponde a una Administración Pública, órgano o entidad administrativa en el 

ejercicio de sus competencias». El apartado 3 del mismo artículo establece que cada 

«Administración Pública determinará las condiciones e instrumentos de creación de las sedes 

electrónicas». 

Por otra parte, el Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente 

la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, 

además de regular esta figura en sus artículos 3 al 9, determina específicamente en su artículo 3.2 

que «las sedes electrónicas se crearán mediante Orden del Ministro correspondiente o Resolución del 

titular del Organismo Público, que deberá publicarse en el «Boletín Oficial del Estado», determinando 

el contenido mínimo de esta norma aprobatoria. 

Con ello se aportan a los ciudadanos garantías de plena certeza y seguridad que sólo alcanzaban 

parcialmente las oficinas virtuales que, hasta el momento, han venido canalizando las relaciones 

electrónicas con los ciudadanos. 

La presente orden ha sido informada favorablemente por la Comisión Ministerial de Administración 

Electrónica, de acuerdo con lo dispuesto en la letra l) del apartado segundo de la Orden 

INT/3192/2008, de 4 de noviembre, por la que se regula la composición y funciones de la referida 

Comisión. 

En su virtud,  

D I S P O N G O :  

Artículo 1  

Objeto y ámbito de aplicación 

1. La presente orden tiene por objeto la creación de varias sedes electrónicas en el Ministerio del 

Interior, con el fin de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 3 del Real Decreto 1671/2009, 

 

 
29Véase la Resolución de 11 de marzo de 2010, de la Dirección General de Tráfico, por la que se crea la sede electrónica del 

Organismo Autónomo Jefatura Central de Tráfico (BOE núm. 66, de 17 de marzo), modificada por la Resolución de 11 de 

noviembre de 2015 (BOE núm. 281, de 24 de noviembre). 
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de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso 

electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos. 

2. Su ámbito de aplicación se extiende exclusivamente a los órganos pertenecientes al Ministerio del 

Interior, quedando fuera los organismos públicos que, conforme a lo establecido en el artículo 3 del 

Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, deban aprobar sus respectivas sedes electrónicas 

mediante Resolución de su titular. 

Artículo 2 

Sedes electrónicas que se crean 

Con el ámbito y características que se recogen en esta orden, se crean las siguientes sedes 

electrónicas: 

a) Sede electrónica central del Ministerio del Interior. 

b) Sede electrónica de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil (ámbito del Cuerpo 

Nacional de Policía). 

c) Sede electrónica de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil, (ámbito Guardia 

Civil). 

Artículo 3  

Sede electrónica central del Ministerio del Interior 

1. La sede electrónica central del Ministerio del Interior (en adelante SECMIR) se crea con las 

siguientes características: 

a) El ámbito de aplicación de la SECMIR será el de la totalidad de los órganos del Departamento 

definidos en el artículo 1.2, con excepción de los centros directivos que cuenten con sede 

electrónica propia. 

Se realizarán a través de la SECMIR todas las actuaciones, procedimientos y servicios que 

requieran la autenticación de la Administración Pública o de los ciudadanos por medios 

electrónicos, así como aquellos otros respecto a los que se decida su inclusión en la SECMIR por 

razones de eficacia y calidad en la prestación de servicios a los ciudadanos. 

b) La dirección electrónica de referencia de la SECMIR será https://sede.mir.gob.es 

c) La titularidad de la SECMIR corresponderá a la Subsecretaría del Departamento. 

d) La gestión tecnológica de la SECMIR será competencia de la Dirección General de Personal y 

Servicios, que la ejercerá a través de la Subdirección General del Centro de Sistemas de Información. 

e) Serán responsables de la gestión, de los contenidos y de los servicios puestos a disposición de 

los ciudadanos en la SECMIR, los titulares de los centros directivos del Departamento. La 

responsabilidad se corresponderá con las competencias que cada uno de los titulares tenga 

atribuida por la legislación vigente. 

f) La gestión de los contenidos comunes de la SECMIR y la coordinación con los centros directivos 

del Departamento corresponderá a la Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo, que 
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la ejercerá a través de la Subdirección General de Ayudas a Víctimas del Terrorismo y de Atención 

Ciudadana. 

g) Serán canales de acceso a los servicios disponibles en la SECMIR: 

1.º Para el acceso electrónico, internet, con las características definidas en el presente artículo. 

2.º Para la atención presencial, las oficinas del Ministerio del Interior, tanto de carácter central 

como territorial, conforme a las competencias definidas en las normas reguladoras de la 

organización ministerial, sin perjuicio del acceso a través de los registros regulados en el artículo 38 

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. 

3.º Para la atención telefónica, los servicios de información departamental, en el teléfono 060. 

Artículo 4 

Sede electrónica de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil (ámbito del Cuerpo 

Nacional de Policía) 

La sede electrónica de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil (ámbito del Cuerpo 

Nacional de Policía) se crea con las siguientes características: 

a) El ámbito de aplicación de la sede electrónica será la totalidad de los servicios de los que es 

titular el Cuerpo Nacional de Policía. 

b) Se realizarán a través de la sede electrónica de la Dirección General de la Policía y de la 

Guardia Civil (ámbito del Cuerpo Nacional de Policía) todas las actuaciones, procedimientos y 

servicios que requieran la autenticación de los ciudadanos o de la Administración Pública en sus 

relaciones con éstos por medios electrónicos, así como aquellos otros respecto a los que se decida 

su inclusión en la sede electrónica por razones de eficacia y calidad en la prestación de servicios a 

los ciudadanos. 

c) La dirección electrónica de referencia de la sede electrónica será https://sede.policia.gob.es. 

d) La titularidad de la sede electrónica corresponderá a la Dirección General de la Policía y de 

la Guardia Civil. 

e) La gestión tecnológica de la sede electrónica corresponderá a la Subdirección General de 

Gestión Económica, Técnica y Documental de la Dirección General de la Policía y de la Guardia 

Civil. 

f) Serán responsables de la gestión, contenidos y servicios puestos a disposición de los ciudadanos 

en la Sede Electrónica, los titulares de los órganos de la Dirección General de acuerdo con la 

atribución de funciones establecida en la normativa sobre estructura y funciones. 

g) Serán canales de acceso a los servicios disponibles en la sede electrónica: 

1.º Para el acceso electrónico, internet, con las características definidas en el presente artículo. 

2.º Para la atención presencial, las oficinas del Cuerpo Nacional de Policía, tanto de carácter 

central como territorial, conforme a las competencias definidas en las normas reguladoras de la 

organización ministerial, sin perjuicio del acceso a través de los registros regulados en el artículo 38 

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
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3.º Para la atención telefónica, los servicios de información en el teléfono 060. 

Artículo 5 

Sede electrónica de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil (ámbito Guardia Civil) 

La sede electrónica de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil (ámbito Guardia Civil) 

se crea con las siguientes características: 

a) El ámbito de aplicación de la sede electrónica será la totalidad de los servicios de los que es 

titular la Guardia Civil. 

b) Se realizarán a través de la sede electrónica de la Dirección General de la Policía y de la 

Guardia Civil (ámbito Guardia Civil) todas las actuaciones, procedimientos y servicios que requieran 

la autenticación de los ciudadanos o de la Administración Pública en sus relaciones con éstos por 

medios electrónicos, así como aquellos otros respecto a los que se decida su inclusión en la Sede 

Electrónica por razones de eficacia y calidad en la prestación de servicios a los ciudadanos. 

c) La dirección electrónica de referencia de la sede electrónica será 

https://sede.guardiacivil.gob.es 

d) La titularidad de la sede electrónica corresponderá a la Dirección General de la Policía y de 

la Guardia Civil. 

e) La gestión tecnológica de la sede electrónica corresponderá a la Jefatura de Servicios 

Técnicos de la Subdirección General de Apoyo de la Dirección General de la Policía y de la Guardia 

Civil. 

f) Serán responsables de la gestión, contenidos y servicios puestos a disposición de los ciudadanos 

en la sede electrónica, los titulares de los órganos de la Dirección General de acuerdo con la 

atribución de funciones establecida en la normativa sobre estructura y funciones. 

g) Serán canales de acceso a los servicios disponibles en la sede electrónica: 

1.º Para el acceso electrónico, internet, con las características definidas en el presente artículo. 

2.º Para la atención presencial, los Puestos, Intervenciones de Armas y, en su caso, las demás 

Unidades de la Guardia Civil, conforme a las competencias definidas en las normas reguladoras de 

la organización ministerial, sin perjuicio del acceso a través de los registros regulados en el artículo 

38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

3.º Para la atención telefónica, los servicios de información en el teléfono 060. 

Artículo 6 

Medios para la formulación de quejas y sugerencias 

1. Los medios disponibles para la formulación de sugerencias y quejas en relación con el contenido, 

gestión y servicios ofrecidos en las sedes electrónicas que se crean en la presente orden, serán los 

siguientes: 

a) Presentación presencial o por correo postal ante los registros generales y las oficinas de 

atención al público de los servicios centrales y de las oficinas periféricas del Departamento, de 

acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 15 del Real Decreto 951/2005, de 29 de 
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julio, por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad en la Administración 

General del Estado. 

b) Presentación electrónica a través del servicio que la Subdirección General de Ayudas a 

Víctimas del Terrorismo y de Atención Ciudadana, como Unidad Central de Quejas y Sugerencias, 

establezca a tal efecto. 

2. No se consideran medios para la formulación de quejas y sugerencias los servicios de 

asesoramiento electrónico al usuario para la correcta utilización de la sede electrónica, sin perjuicio 

de su obligación, cuando existan, de atender los problemas que susciten los ciudadanos. 

Disposición transitoria única 

Puesta en funcionamiento de las sedes electrónicas 

Las sedes electrónicas comenzarán a operar en el momento que determinen sus respectivos titulares 

dentro del plazo establecido para ello en la disposición final cuarta del Real Decreto 1671/2009, de 

6 de noviembre. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la 

presente orden. 

Disposición final primera 

Adaptación de determinadas características de las sedes electrónicas 

Podrán adaptarse mediante Resolución de la Subsecretaría del Departamento, publicada en el 

«Boletín Oficial del Estado»: 

a) Las direcciones electrónicas que figuran en la presente orden, cuando deban modificarse por 

cualquier causa. 

b) La denominación de los centros, organismos y unidades responsables, cuando deriven de 

reordenaciones organizativas. 

c) La relación y características de los canales de acceso a los servicios disponibles en la sede 

electrónica. 

d) Cualquier otra característica que no sea de consignación obligatoria conforme a lo previsto 

en el apartado 2 del artículo 3 del Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre. 

Disposición final segunda 

Modificación de la Orden INT/3298/2003, de 13 de noviembre, por la que se crea un registro 

telemático en el Ministerio del Interior y se regulan los requisitos y condiciones técnicas para la 

recepción o salida de solicitudes, escritos y comunicaciones que se tramitan por medios 

telemáticos 

En el momento que comience a operar la SECMIR, la dirección electrónica www.mir.es, recogida en 

los apartados quinto, noveno y undécimo de la Orden INT/3298/2003, de 13 de noviembre, será 

sustituida por la de https://sede.mir.gob.es. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 373 

Disposición final tercera 

Modificación de la Orden INT/2936/2009, de 27 de octubre, por la que se crea el registro 

electrónico de la Guardia Civil 

En el momento que comience a operar la sede electrónica de la Dirección General de la Policía y 

de la Guardia Civil (ámbito Guardia Civil), la dirección electrónica www.guardiacivil.es recogida en 

el artículo 4 de la Orden INT/2936/2009, de 27 de octubre, será sustituida por la de 

https://sede.guardiacivil.gob.es. 

Disposición final cuarta 

Modificación de la Orden INT/3516/2009, de 29 de diciembre, por la que se crea un registro 

electrónico, en la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil (ámbito Cuerpo Nacional de 

Policía) 

En el momento que comience a operar la sede electrónica de la Dirección General de la Policía y 

de la Guardia Civil (ámbito del Cuerpo Nacional de Policía), las direcciones electrónicas 

www.policia.es y www.policia.es/ServiciosElectronicos recogidas, respectivamente, en el artículo 7 y 

en la disposición transitoria única de la Orden INT/3516/2009, de 29 de diciembre, serán sustituidas 

por la de https://sede.policia.gob.es. 

Disposición final quinta 

Entrada en vigor 

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 
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§ 42. Orden INT/2595/2010, de 29 de septiembre, por la que se crea y regula el 

registro electrónico en el Ministerio del Interior30 

«BOE» núm. 243, de 7 de octubre de 2010 

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos, 

contiene, en sus artículos 24, 25 y 26, una nueva regulación de los registros electrónicos, y el Real 

Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la citada Ley, regula 

las condiciones de su funcionamiento, en su artículo 26, e indica que todos los Departamentos 

Ministeriales de la Administración General del Estado, así como sus Organismos Públicos, deberán 

disponer de un servicio de registro electrónico, propio o proporcionado por otro Órgano u Organismo, 

para la recepción y remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones correspondientes a los 

procedimientos y actuaciones de su competencia. 

En la actualidad existe un Registro Telemático en el Ministerio del Interior, creado por la Orden 

INT/3298/2003, de 13 de noviembre, que ha sido hasta el momento, el instrumento para la 

presentación de solicitudes, escritos y documentos dirigidos al Departamento por vía telemática. 

Desde su creación, la relación de procedimientos administrativos incluidos en el Registro Telemático 

no ha dejado de crecer. 

Aunque la Ley prevé, en su disposición transitoria única, que los registros telemáticos existentes a la 

entrada en vigor de la Ley serán considerados registros electrónicos, la mejor aplicación de las 

previsiones contenidas en la misma así como la incorporación de la experiencia más reciente para 

la mejora tanto de los servicios prestados a los ciudadanos como de la seguridad en las relaciones 

telemáticas con éstos, aconsejan llevar a cabo una nueva regulación del Registro Electrónico del 

Ministerio del Interior, dando así, además, cumplimiento a lo dispuesto en la disposición final tercera 

del Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, al tratarse de un registro telemático existente a la 

entrada en vigor de la citada Ley. 

La presente orden se ha sometido a informe de la Comisión Ministerial de Administración Electrónica, 

conforme a lo dispuesto en el apartado segundo de la Orden INT/3192/2008, de 4 de noviembre, por 

la que se regula la composición y funciones de la citada Comisión, y del Consejo Superior de 

Administración Electrónica, de acuerdo con lo previsto en el artículo 4.1.c) del Real Decreto 589/2005, 

de 20 de mayo, por el se reestructuran los órganos colegiados de la Administración Electrónica. 

Asimismo, ha sido informado por la Agencia Española de Protección de Datos, en cumplimiento de 

lo establecido en el artículo 37.h) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 

Datos de Carácter Personal. 

En su virtud, con la aprobación previa de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la 

Presidencia,  

 

 
30 La Orden INT/2595/2010, de 29 de septiembre, que derogó la Orden INT/3298/2003, de 13 de noviembre, por la que se crea 

un Registro Telemático en el Ministerio del Interior, no es de general aplicación a todo el Departamento, por lo que pueden 

verse la Orden INT/3516/2009, de 29 de diciembre, por la que se crea un registro electrónico, en la Dirección General de la 

Policía y de la Guardia Civil (ámbito Cuerpo Nacional de Policía) y la Orden INT/2936/2009, de 27 de octubre, por la que se 

crea el registro electrónico de la Guardia Civil. Igualmente, la Resolución de 23 de junio de 2010, de la Dirección General de 

Tráfico, por la que se crea y regula el registro electrónico en la Jefatura Central de Tráfico (BOE núm. 165, de 8 julio). 
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D I S P O N G O :  

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto y ámbito de aplicación 

1. La presente orden tiene como objeto la creación y regulación del Registro Electrónico del Ministerio 

del Interior –en adelante Registro Electrónico–, para la recepción y remisión, por vía electrónica, de 

solicitudes, escritos y comunicaciones, en la forma prevista en el artículo 24 de la Ley 11/2007, de 22 

de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos y en el Real Decreto 

1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la citada Ley. 

2. El Registro Electrónico será para todos los órganos del Ministerio, a excepción de la Dirección 

General de la Policía y de la Guardia Civil, así como los demás organismos públicos dependientes o 

adscritos al Ministerio, si bien éstos podrán utilizar el Registro regulado en la presente orden, previa 

firma de un convenio con el responsable de su gestión, que se publicará en el «Boletín Oficial del 

Estado». 

Artículo 2 

Dirección del Registro Electrónico 

El acceso de los interesados al Registro Electrónico estará disponible a través de la dirección 

https://sede.mir.gob.es de la Sede Electrónica Central del Ministerio del Interior. 

Artículo 3 

Responsabilidades y órganos competentes 

1. La gestión del Registro Electrónico corresponde a la Subsecretaría que la ejercerá a través de la 

Oficialía Mayor. 

2. La aprobación y modificación de la relación de solicitudes, escritos y comunicaciones 

normalizados, correspondientes a servicios, procedimientos y trámites específicos, conforme a lo 

previsto en la letra a) del número 2 del artículo 24 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, le corresponde a 

la Subsecretaría. 

3. La aprobación o modificación de los formularios para las solicitudes, escritos y comunicaciones 

normalizados, con especificación de los campos de los mismos de obligada cumplimentación y de 

los criterios de congruencia entre los datos consignados en el formulario le corresponde a los 

correspondientes Directores Generales del Departamento. 

Las Resoluciones de aprobación de estos formularios, con independencia de la publicación oficial 

que les resulte de aplicación, serán divulgadas a través de la sede electrónica. 

Así mismo les corresponde acordar los trámites y actuaciones de su competencia para los que sea 

válida la representación incorporada al registro de apoderamientos regulado en el artículo 15 del 

Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, con sujeción a las normas que desarrollen su 

funcionamiento. Estos acuerdos, con independencia de la publicación oficial que les resulte de 

aplicación, serán divulgados a través de la sede electrónica. 
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4. El Centro de Sistemas de Información será responsable de la seguridad del registro electrónico y 

dispondrá de los medios organizativos y técnicos adecuados para garantizar lo previsto en el Real 

Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad. 

5. Los usuarios asumen con carácter exclusivo la responsabilidad de la custodia de los elementos 

necesarios para su autenticación en el acceso a estos servicios, el establecimiento de la conexión 

precisa y la utilización de la firma electrónica, así como de las consecuencias que pudieran derivarse 

del uso indebido, incorrecto o negligente de los mismos. Igualmente será responsabilidad del usuario 

la adecuada custodia y manejo de los ficheros que le sean devueltos por el Registro Electrónico 

como acuse de recibo. 

Artículo 4 

Calendario y fecha y hora oficial 

1. El Registro Electrónico permitirá la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones durante 

las veinticuatro horas de todos los días del año, sin perjuicio de las interrupciones, previstas en el 

artículo 30.2 del Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, cuando concurran razones justificadas 

de mantenimiento técnico u operativo, de las que se informará en el propio registro y en la sede 

electrónica. 

A los efectos oportunos la sede electrónica mostrará, en lugar igualmente visible: 

a) El calendario de días inhábiles relativo a sus procedimientos y trámites, que será el que se 

determine en la resolución anual publicada en el «Boletín Oficial del Estado», por el Ministerio de la 

Presidencia, para todo el territorio nacional. 

b) La fecha y hora oficial, que será la que conste como fecha y hora de la transacción en el 

Registro Electrónico y cuya sincronización se realizará según lo dispuesto en el artículo 15 del Real 

Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad. 

Artículo 5 

Carácter de las comunicaciones a través del Registro Electrónico 

La presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones por medio del Registro Electrónico tendrá 

carácter voluntario, salvo lo previsto en el artículo 27.6 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, y lo previsto 

en los artículos 14.4 y 32.1 del Real Decreto 1671/2009, siendo alternativa a la presentación de los 

lugares señalados en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

CAPÍTULO II 

Condiciones para la presentación electrónica de escritos, solicitudes y comunicaciones 

Artículo 6 

Acreditación de la identidad 

1. Las solicitudes, escritos y comunicaciones podrán ser presentados ante el Registro Electrónico por 

los interesados o sus representantes, en los términos definidos en los artículos 30 y siguientes de la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre. 
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2. El firmante del documento podrá acreditar su identidad ante el Registro Electrónico mediante firma 

electrónica o a través de funcionarios públicos habilitados, mediante el procedimiento previsto en el 

artículo 22 de la Ley 11/2007, de 22 de junio. 

3. La sede electrónica informará sobre los sistemas de representación y de autenticación y firma 

utilizables para la presentación de escritos ante el Registro Electrónico a través de sus aplicaciones 

gestoras, con especificación, en su caso, de los servicios, procedimientos y trámites a los que sean 

de aplicación. 

Artículo 7 

Documentos admitidos 

1. Este Registro Electrónico estará habilitado para la recepción y remisión de escritos, solicitudes y 

comunicaciones que se presenten por vía telemática respecto de los trámites y procedimientos 

incluidos en el anexo o de la versión que figure actualizada en cada momento, en la dirección 

electrónica de acceso al mismo junto con los correspondientes modelos normalizados para cada 

caso. 

Cualquier solicitud, escrito, comunicación o documentación presentada ante el Registro Electrónico 

no relacionada con los trámites y procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, será remitido a 

las personas, órganos o unidades destinatarias, en los términos previstos en el artículo 24.2.b) de la 

Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, y en el 

Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, que desarrolla parcialmente la citada ley. 

2. Asimismo, se podrá localizar un formulario genérico que permita la presentación de solicitudes, 

escritos y comunicaciones dirigidos a las distintas unidades del Departamento no asociados a 

procedimientos normalizados, que serán remitidos a las personas, órganos o unidades destinatarias 

de los mismos, en los términos previstos en el apartado anterior. 

3. El Registro Electrónico podrá rechazar los documentos electrónicos que se encuentren en alguna 

de las circunstancias previstas en el artículo 29.1 del Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, en 

la forma establecida en el mismo, así como en el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre. En su caso, la notificación al remitente se hará de conformidad con lo 

allí dispuesto. 

Artículo 8 

Documentación complementaria 

Toda la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones podrá incorporar como 

documentación complementaria: 

a) Los documentos electrónicos que cumplan los requisitos técnicos que se regulan en el capítulo 

III. 

b) Los documentos no disponibles en formato electrónico y que, por su naturaleza, no sean 

susceptibles de aportación utilizando el procedimiento de copia digitalizada previsto en el artículo 

35.2 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, podrá incorporarse a través de las vías previstas en el artículo 

38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en el plazo de 10 días desde la presentación del 

correspondiente formulario electrónico. El incumplimiento de este plazo para la aportación de la 

documentación complementaria, podrá dar lugar a su requerimiento conforme a lo dispuesto en el 

artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
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c) Siempre que se realice la presentación de documentos electrónicos separadamente al 

formulario principal, el interesado deberá mencionar el número o código de registro individualizado 

que permita identificar el expediente en el que haya de surtir efectos. 

Artículo 9 

Acuse de recibo 

Tras la recepción de una solicitud, escrito o comunicación, el Registro Electrónico emitirá, 

automáticamente, un recibo firmado electrónicamente, que pueda ser impreso, en el que constarán 

los datos proporcionados por el interesado, la fecha y hora en que tal presentación se produjo, el 

número de registro de entrada y otros contenidos acordes con lo establecido en el artículo 30.3 del 

Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre. 

El acuse de recibo indicará que el mismo no prejuzga la admisión definitiva del escrito si concurriera 

alguna de las causas de rechazo contenidas en él. 

Artículo 10 

Cómputo de plazos 

El cómputo de plazos se realizará conforme a lo dispuesto en los apartados 3, 4 y 5 del artículo 26 de 

la Ley 11/2007, de 22 de junio. 

CAPÍTULO III 

Requisitos técnicos en materia de Tecnologías de la Información 

Artículo 11 

Condiciones generales 

Los requisitos técnicos que se recogen en este Capítulo se consideran referidos al tratamiento de la 

información y las comunicaciones en lo que afecten al Registro Electrónico. 

Un resumen de las normas y protocolos particulares que se deriven de lo aquí dispuesto estará 

publicado, en todo momento, en la correspondiente sede electrónica. 

Artículo 12 

Firma Electrónica 

1. El Ministerio del Interior en las relaciones electrónicas con los usuarios de este Registro Electrónico 

admitirá los sistemas de firma electrónica que sean conformes con lo establecido en el artículo 10 

del Real Decreto 1671/2009 de 6 de noviembre. 

2. De acuerdo con lo dispuesto en el anterior punto serán admitidos los certificados incluidos en el 

Documento Nacional de Identidad Electrónico, de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 de 

la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica y en el Real Decreto 1553/2005, de 23 de 

diciembre, por el que se regula la expedición del Documento Nacional de Identidad y sus 

certificados de firma electrónica. 

3. En la Sede Electrónica Central del Ministerio del Interior estará disponible la información sobre la 

relación de otros prestadores de servicios de certificación y tipos de certificados electrónicos que 
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amparen las firmas electrónicas y cuyos certificados se consideran válidos a efectos de firma 

electrónica admitida por el Registro Electrónico. 

Artículo 13 

Interoperabilidad y Seguridad 

El Registro Electrónico dispondrá los medios organizativos y técnicos adecuados para garantizar la 

interoperabilidad y seguridad de acuerdo con lo previsto en los Reales Decretos 3/2010 y 4/2010, 

ambos de 8 de enero. 

Artículo 14 

Accesibilidad 

El diseño del Registro Electrónico observará los requisitos de accesibilidad previstos en el Reglamento 

sobre las condiciones básicas para el acceso de las personas con discapacidad a las tecnologías, 

productos y servicios relacionados con la sociedad de la información y medios de comunicación 

social, aprobado por el Real Decreto 1494/2007, de 12 de noviembre. 

Artículo 15 

Condiciones técnicas de los documentos electrónicos admitidos por el Registro Electrónico 

Los formatos de los documentos electrónicos y de las imágenes electrónicas de los documentos serán 

establecidos en el marco del Esquema Nacional de Interoperabilidad. De acuerdo con los 

instrumentos informáticos y vías de comunicación disponibles, podrá limitarse la extensión máxima 

complementarios a presentar en una sola sesión. 

Disposición adicional única 

Habilitación al Subsecretario del Departamento 

Se habilita al Subsecretario del Departamento para incluir nuevos procedimientos, trámites y 

comunicaciones a los que será de aplicación lo dispuesto en esta orden. En todo caso, la admisión 

de nuevos procedimientos, trámites, preimpresos, solicitudes y modelos será difundida a través de su 

sede electrónica. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en esta 

orden y, en particular, la Orden INT/3298/2003 de 13 de noviembre, por la que se crea un Registro 

Telemático en el Ministerio del Interior, y se regula los requisitos y condiciones técnicas para la 

recepción o salida de solicitudes, escritos y comunicaciones que se transmitan por medios 

telemáticos. 
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Disposición final primera 

Modificación de la Orden 3764/2004, de 11 de noviembre, por la que se adecuan los ficheros 

informáticos del Ministerio del Interior que contienen datos de carácter personal a la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal y se crean nuevos 

ficheros cuya gestión corresponde a dicho Ministerio 

En el anexo I de la Orden 3764/2004, de 11 de noviembre, por la que se adecuan los ficheros 

informáticos del Ministerio del Interior que contienen datos de carácter personal a la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal y se crean nuevos ficheros 

cuya gestión corresponde a dicho Ministerio, se incluye un último apartado con un fichero del 

siguiente modo: 

«Subsecretaría del Departamento. 

a) Nombre del fichero: Registro Electrónico del Ministerio del Interior. 

b) Finalidad del fichero: Anotaciones registrales de los asientos electrónicos efectuados en el 

Registro Electrónico para, en su caso, poder consultar la información registral de sus asientos. 

c) Usos previstos: Recepción y remisión de las solicitudes, los escritos y las comunicaciones y de su 

documentación complementaria a la persona, órgano o unidad destinataria de la misma. Así como 

para fines estadísticos y para responder a las consultas de los propios usuarios sobre el hecho registral. 

d) Personas o colectivos sobre los que se pretende obtener datos de carácter personal, o que 

resulten obligados a suministrarlos: Personas físicas o personas jurídicas en los términos establecidos 

en el artículo 10 del Real decreto 1671/2009 de 6 de noviembre. 

e) Procedimiento de recogida de los datos de carácter personal: Por archivo de los datos 

introducidos en el momento de realizar el asiento. 

f) Estructura básica del fichero y descripción de los tipos de datos de carácter personal incluidos 

en el mismo: 

Datos de carácter identificativo: Nombre, apellidos, DNI/NIF/ pasaporte o documento 

identificativo, dirección postal y electrónica, teléfono y fax. 

Datos relativos a la solicitud, escrito o comunicación presentados: fecha, hora y número de 

asiento registral, así como documentación anexa que aporte la persona física o jurídica que lo 

presente. No se incluirán datos especialmente protegidos. 

g) Sistema de tratamiento: Automatizado. 

h) Cesiones de datos que se prevean: Transmisión de la información y documentación a la 

persona, órgano o unidad destinataria de la misma. 

i) Transferencias internacionales previstas a terceros países: No se prevén. 

j) Órgano administrativo responsable del Fichero: Subsecretaría. 

k) Órgano administrativo ante el que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación, 

cancelación y oposición: Oficialía Mayor, C/ Amador de los Ríos 7, 28071 Madrid. 

l) Medidas de seguridad: Nivel básico.» 
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Disposición final segunda 

Entrada en vigor 

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 

ANEXO 

Trámites y procedimientos incluidos en el ámbito de aplicación del Registro Electrónico del 

Ministerio del Interior 

Quejas y sugerencias: Quejas y sugerencias relativas a las actuaciones de órganos dependientes del 

Ministerio del Interior. 

Inscripción registral de asociaciones: Solicitudes de inscripción en el Registro Nacional de 

Asociaciones de las asociaciones de la competencia registral de Estado y demás actos inscribibles 

conforme a lo dispuesto en los artículos 25 y 28 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora 

del Derecho de Asociación. 

Publicidad del Registro Nacional de Asociaciones: Solicitudes de certificaciones de asientos, notas 

simples, copias certificadas de los asientos y de los documentos depositados en el Registro Nacional 

de Asociaciones, o peticiones de información relativa a su contenido. 

Declaración de utilidad pública: Solicitudes de declaración de utilidad pública conforme a lo 

dispuesto en los artículos 32 y 35 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo. 

Rendición de cuentas de las entidades declaradas de utilidad pública: Solicitudes de depósito de 

cuentas anuales en cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 34 de la Ley Orgánica 

1/2002. 

Registro General de profesionales taurinos: Peticiones de inscripción inicial como profesional taurino, 

de expedición de certificación previa para cambio de categoría profesional, de cambio de 

categoría profesional para profesionales taurinos, de renovación de carné por parte de un 

trabajador no comunitario, de renovación de carné por parte de un trabajador comunitario, de 

expedición de un ejemplar duplicado de carné profesional y notificaciones de cambio de domicilio 

del profesional taurino en los registros taurinos, conforme a lo dispuesto en el artículo 5.1 de la Ley 

10/1991, de 4 de abril, sobre potestades administrativas en materia de espectáculos taurinos, en los 

artículos 2 y siguientes del Reglamento de Espectáculos Taurinos y los epígrafes 18.º y siguientes de la 

Orden del Ministerio del Interior, de 25 de enero de 1993, por la que se regula el funcionamiento de 

los Registros Taurinos. 

Registro de Empresas Ganaderas de Reses de Lidia: Atender a las peticiones de inscripción y de 

modificación registral en el registro de empresas ganaderas de reses de lidia conforme a lo dispuesto 

en el artículo 5.2 de la Ley 10/1991, de 4 de abril, en los artículos 10 y siguientes del Reglamento de 

Espectáculos Taurinos, aprobado por el Real Decreto 145/1996, de 2 de febrero y en los epígrafes 9º 

y siguientes de la Orden del Ministerio del Interior, de 25 de enero de 1993. 

Registro nacional de prohibidos para el acceso a establecimientos de juego: Solicitar alta y baja en 

el registro nacional de prohibidos o solicitar un certificado de su estado actual conforme a la Orden 

Ministerial de 9 de enero de 1979 por la que se aprueba el Reglamento del Juego del Bingo y de 

Casinos de Juego. 

Acceso y consulta de documentos en el Archivo General: Solicitudes de acceso, consulta y 

búsquedas de documentos custodiados por el Archivo General del Ministerio del Interior o por los 
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archivos integrados en el Sistema Archivístico del Departamento, cuya organización y 

funcionamiento coordina el Archivo General. 

Todo ello conforme a lo establecido por la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Español 

y por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, desarrolladas por Instrucción de 12 de julio de 2006, de la 

Secretaría General Técnica, por la que se dictan normas sobre el acceso y la consulta de 

documentos en los archivos dependientes del Ministerio del Interior. 

Indemnizaciones: Reclamaciones de indemnización formuladas por transportistas extranjeros, de 

conformidad con lo establecido en la Ley 52/1984, de 26 de diciembre, sobre Protección de medios 

de transporte que se hallen en territorio español realizando viajes de carácter internacional, cuya 

resolución corresponda al Ministerio del Interior. 

Responsabilidad patrimonial: Reclamaciones de responsabilidad patrimonial cuya resolución 

competa al Ministro del Interior. 

Revisión de actos en vía administrativa: Solicitudes de revisión de oficio para cuya resolución resulte 

competente algún órgano del Ministerio del Interior. 

Reclamaciones previas: Reclamaciones previas a la vía judicial para cuya resolución resulte 

competente algún órgano del Ministerio del Interior. 

Recurso de alzada/recurso de reposición/recurso extraordinario de revisión: Recepción de recursos 

interpuestos contra actos administrativos que no ponen fin a la vía administrativa, actos 

administrativos que ponen fin a la vía administrativa y actos administrativos firmes en vía 

administrativa por motivos tasados. 

Indemnizaciones y ayudas para víctimas del terrorismo: Solicitudes de indemnizaciones por 

fallecimiento y daños corporales a las que se refiere el artículo 6 de la Ley 32/1999, de 8 de octubre, 

de Solidaridad con las víctimas del terrorismo. 

Solicitudes de indemnizaciones por fallecimiento, daños corporales y materiales a las que se refiere 

el artículo 94 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden 

social. 

Subvenciones: Solicitudes de subvenciones destinadas asociaciones, fundaciones, entidades e 

instituciones sin ánimo de lucro, cuya finalidad principal sea la representación y defensa de los 

intereses de las víctimas del terrorismo. 

Registro de Partidos Políticos: Solicitudes de inscripción, cancelación, modificación y nombramiento 

de cargos de una formación política en el Registro de Partidos Políticos. 

Solicitud de información de partidos inscritos: Atender las peticiones de información de los 

ciudadanos en relación a los partidos políticos. 

Certificados de datos de partidos políticos: Expedir certificaciones de los datos obrantes en los 

protocolos de los partidos políticos. 

Consultas al registro de sanciones deportivas: Solicitudes de información de los datos obrantes en el 

registro central de sanciones en materia de violencia, racismo, xenofobia o intolerancia en el 

deporte. 

Ayudas por siniestro o catástrofe: Solicitudes de ayudas por siniestro o catástrofe, conforme al Real 

Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se regulan las subvenciones en atención a 
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determinadas necesidades derivadas de situaciones de emergencia o de naturaleza catastrófica, y 

se establece el procedimiento para su concesión. 

Credencial de colaborador de la Red Radio de Emergencia (REMER): Solicitudes de alta, renovación 

y baja como colaborador de la REMER. 

Intervención de Organizaciones No Gubernamentales, Asociaciones y Entidades Colaboradoras en 

Centros Penitenciarios y Centros de Inserción Social: Solicitudes para el desarrollo de programas de 

intervención por parte de las Organizaciones No Gubernamentales, Asociaciones y Entidades 

Colaboradoras en los Centros Penitenciarios, Centros de Inserción Social o en las Secciones Abiertas, 

conforme al artículo 69.2 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, y 

conforme a las bases de la colaboración establecidas en la Instrucción 9/2009, de 4 de noviembre, 

de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. 

Subsanación de una solicitud previa en el registro electrónico: Presentación de documentación 

complementaria a una comunicación, escrito o solicitud previamente presentada en el registro 

electrónico. 
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III. SEGURIDAD PÚBLICA 
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§ 43. Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional31 

«BOE» núm. 233, de 29 de septiembre de 2015 

PREÁMBULO 

I 

La seguridad constituye la base sobre la cual una sociedad puede desarrollarse, preservar su libertad 

y la prosperidad de sus ciudadanos, y garantizar la estabilidad y buen funcionamiento de sus 

instituciones. 

La legislación española así lo reconoce e interpreta, y contiene instrumentos normativos que, 

partiendo del marco diseñado por la Constitución, regulan los aspectos fundamentales que han 

venido permitiendo a los poderes públicos cumplir con sus obligaciones en esta materia. 

Así, las normas aplicables a los estados de alarma, excepción y sitio, a la Defensa Nacional, a las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, a la protección de la seguridad ciudadana, a la protección de 

infraestructuras críticas, a la protección civil, a la acción y el servicio exterior del Estado o a la 

seguridad privada, regulan, junto con la legislación penal y los tratados y compromisos 

internacionales en los que España es parte, distintos aspectos de la seguridad. 

Esta regulación se basa en la asignación de competencias a las distintas autoridades y 

Administraciones Públicas, y se articula en un modelo tradicional y homologable con los países de 

nuestro entorno, que se ha demostrado válido hasta ahora y que ha permitido hacer frente a las 

necesidades de seguridad de una sociedad abierta, libre y democrática como la española. 

Sin embargo, en el mundo actual, y en el entorno más previsible para el futuro, los actores y 

circunstancias que ponen en peligro los niveles de seguridad, se encuentran sujetos a constante 

mutación, y es responsabilidad de los poderes públicos dotarse de la normativa, procedimientos y 

recursos que le permitan responder con eficacia a estos desafíos a la seguridad. 

En este contexto aparece el campo de la Seguridad Nacional como un espacio de actuación 

pública nuevo, enfocado a la armonización de objetivos, recursos y políticas ya existentes en materia 

de seguridad. 

En este sentido, la Seguridad Nacional se entiende como la acción del Estado dirigida a proteger la 

libertad y el bienestar de sus ciudadanos, a garantizar la defensa de España y sus principios y valores 

 

 
31 La Ley 36/2015, de 28 de septiembre, fue objeto de recurso de inconstitucionalidad núm. 7330-2015, promovido por el 

Gobierno de la Generalitat de Cataluña contra los artículos 4.3, 15.c) y 24. El recurso fue resuelto por STC 184/2016, que falló: 

«1.º Declarar que el art. 24.2 de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de seguridad nacional, es conforme con la Constitución 

interpretado en los términos señalados en el fundamento jurídico 7. 2.º Desestimar el recurso en todo lo demás». Véanse el Real 

Decreto 1150/2021, de 28 de diciembre, por el que se aprueba la Estrategia de Seguridad Nacional 2021, y la Orden 

PCI/179/2019, de 22 de febrero, por la que se publica la Estrategia Nacional contra el Terrorismo 2019, aprobado por el Consejo 

de Seguridad Nacional. Igualmente, la Orden PRA/33/2018, de 22 de enero, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de 

Seguridad Nacional, por el que se regula el Consejo Nacional de Ciberseguridad, la Orden PCI/487/2019, de 26 de abril, por 

la que se publica la Estrategia Nacional de Ciberseguridad 2019, aprobada por el Consejo de Seguridad Nacional, y la Orden 

PCM/575/2021, de 8 de junio, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 25 de mayo de 2021, por el que se 

aprueba el Plan Integral de Cultura de Seguridad Nacional. En la actualidad se tramita en las Cortes Generales el Proyecto 

de Ley de modificación de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre. Su aprobación como Ley determinará la reforma del Título IV 

(«Contribución de recursos a la Seguridad Nacional») y preceptos concordantes. 
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constitucionales, así como a contribuir junto a nuestros socios y aliados a la seguridad internacional 

en cumplimiento de los compromisos asumidos; concepto que, hasta la fecha, no había sido objeto 

de una regulación normativa integral. 

Este esfuerzo de integración reviste tanta mayor importancia cuanto que la Seguridad Nacional debe 

ser considerada un objetivo compartido por las diferentes Administraciones, estatal, autonómica y 

local, los órganos constitucionales, en especial las Cortes Generales, el sector privado y la sociedad 

civil, dentro de los proyectos de las organizaciones internacionales de las que formamos parte. 

Por otro lado, la realidad demuestra que los desafíos para la Seguridad Nacional que afectan a la 

sociedad revisten en ocasiones una elevada complejidad, que desborda las fronteras de categorías 

tradicionales como la defensa, la seguridad pública, la acción exterior y la inteligencia, así como de 

otras más recientemente incorporadas a la preocupación por la seguridad, como el medio 

ambiente, la energía, los transportes, el ciberespacio y la estabilidad económica. 

La dimensión que adquieren ciertos riesgos y amenazas, su acusada transversalidad, o la 

combinación de estos rasgos con su naturaleza abierta e incierta, como sucede en las situaciones 

de interés para la Seguridad Nacional definidas por la presente ley, son factores que indican 

claramente que toda respuesta que implique a los distintos agentes e instrumentos de la Seguridad 

Nacional se verá reforzada y resultará más eficiente si se realiza de forma coordinada. 

El superior interés nacional requiere mejorar la coordinación de las diferentes Administraciones 

Públicas, buscando marcos de prevención y respuesta que ayuden a resolver los problemas que 

plantea una actuación compartimentada, organizando a diversos niveles y de manera integral, la 

acción coordinada de los agentes e instrumentos al servicio de la Seguridad Nacional. 

Esta ley se dicta con el propósito de responder a esta demanda, que viene siendo expresada por los 

agentes de la Seguridad Nacional integrados en las Administraciones Públicas, por el sector privado 

y por la sociedad en general. No afecta a la regulación de los distintos agentes e instrumentos que 

ya son objeto de normas sectoriales específicas, sino que facilita su inserción armónica en el esquema 

de organización general, establecido por la Estrategia de Seguridad Nacional, de 31 de mayo de 

2013, bajo la denominación de Sistema de Seguridad Nacional, y liderado por el Presidente del 

Gobierno. 

II 

Esta ley se estructura en cinco títulos. 

En el título preliminar, además de las disposiciones relativas a su objeto y ámbito, la ley establece las 

definiciones y principios generales que inspiran el concepto de Seguridad Nacional como Política de 

Estado, la Cultura de Seguridad Nacional, la cooperación con las Comunidades Autónomas, la 

colaboración privada, los componentes fundamentales, así como los ámbitos de especial interés y 

sus obligaciones. 

En el título I se detallan cuáles son los órganos competentes de la Seguridad Nacional y qué 

competencias se les asignan en esta materia. 

Por su parte, el título II se dedica a la creación y definición del Sistema de Seguridad Nacional, sus 

funciones y organización. 

El título III regula la gestión de crisis, como marco general de funcionamiento del Sistema de 

Seguridad Nacional, y establece definiciones y competencias en dicha materia. La regulación de la 

situación de interés para la Seguridad Nacional prevé que no se ejerzan en ella las potestades propias 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 387 

de los estados de alarma y de excepción, de modo que si ello fuere necesario habría que proceder 

a su declaración y al sometimiento a su normativa específica. 

Por último, el título IV regula la contribución de recursos a la Seguridad Nacional, que remite a una 

nueva ley a desarrollar. 

La parte final de la ley incluye cuatro disposiciones adicionales sobre coordinación con instrumentos 

internacionales de gestión de crisis, homologación de instrumentos de gestión de crisis y 

comunicación pública respectivamente; una disposición transitoria relativa a la actividad de los 

Comités Especializados existentes a la entrada en vigor de esta ley; y cuatro disposiciones finales, que 

regulan los títulos competenciales, el desarrollo reglamentario, el mandato legislativo y la entrada en 

vigor. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

Esta ley tiene por objeto regular: 

a) Los principios básicos, órganos superiores y autoridades y los componentes fundamentales de 

la Seguridad Nacional. 

b) El Sistema de Seguridad Nacional, su dirección, organización y coordinación. 

c) La gestión de crisis. 

d) La contribución de recursos a la Seguridad Nacional. 

Artículo 2 

Ámbito de aplicación 

1. Esta ley será de aplicación a las diferentes Administraciones Públicas y, en los términos que en ella 

se establecen, a las personas físicas o jurídicas. 

2. Los estados de alarma y excepción, se rigen por su normativa específica. 

Artículo 3 

Seguridad Nacional 

A los efectos de esta ley se entenderá por Seguridad Nacional la acción del Estado dirigida a 

proteger la libertad, los derechos y bienestar de los ciudadanos, a garantizar la defensa de España 

y sus principios y valores constitucionales, así como a contribuir junto a nuestros socios y aliados a la 

seguridad internacional en el cumplimiento de los compromisos asumidos. 
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Artículo 4 

Política de Seguridad Nacional 

1. La Política de Seguridad Nacional es una política pública en la que bajo la dirección del Presidente 

del Gobierno y la responsabilidad del Gobierno, participan todas las Administraciones Públicas, de 

acuerdo con sus respectivas competencias, y la sociedad en general, para responder a las 

necesidades de la Seguridad Nacional. 

2. Los principios básicos que orientarán la política de Seguridad Nacional son la unidad de acción, 

anticipación, prevención, eficiencia, sostenibilidad en el uso de los recursos, capacidad de 

resistencia y recuperación, coordinación y colaboración. 

3. La Estrategia de Seguridad Nacional es el marco político estratégico de referencia de la Política 

de Seguridad Nacional. Contiene el análisis del entorno estratégico, concreta los riesgos y amenazas 

que afectan a la seguridad de España, define las líneas de acción estratégicas en cada ámbito de 

actuación y promueve la optimización de los recursos existentes. Se elabora a iniciativa del 

Presidente del Gobierno, quien la somete a la aprobación del Consejo de Ministros, y se revisará cada 

cinco años o cuando lo aconsejen las circunstancias cambiantes del entorno estratégico. Una vez 

aprobada, será presentada en las Cortes Generales en los términos previstos en esta ley. 

Artículo 5 

Cultura de Seguridad Nacional 

1. El Gobierno promoverá una cultura de Seguridad Nacional que favorezca la implicación activa 

de la sociedad en su preservación y garantía, como requisito indispensable para el disfrute de la 

libertad, la justicia, el bienestar, el progreso y los derechos de los ciudadanos. 

2. A los efectos del número anterior, el Gobierno pondrá en marcha acciones y planes que tengan 

por objeto aumentar el conocimiento y la sensibilización de la sociedad acerca de los requerimientos 

de la Seguridad Nacional, de los riesgos y amenazas susceptibles de comprometerla, del esfuerzo de 

los actores y organismos implicados en su salvaguarda y la corresponsabilidad de todos en las 

medidas de anticipación, prevención, análisis, reacción, resistencia y recuperación respecto a 

dichos riesgos y amenazas. 

Artículo 6 

Cooperación con las Comunidades Autónomas 

1. La cooperación entre el Estado y las Comunidades Autónomas en las materias propias de esta ley, 

se realizará a través de la Conferencia Sectorial para asuntos de la Seguridad Nacional, todo ello sin 

perjuicio de las funciones asignadas al Consejo de Seguridad Nacional. 

2. En particular, corresponderá a la Conferencia, como órgano de cooperación entre el Estado y las 

Comunidades Autónomas, el tratamiento y resolución con arreglo al principio de cooperación de 

aquellas cuestiones de interés común relacionadas con la Seguridad Nacional, como las siguientes: 

a) Procedimientos técnicos para asegurar la recepción de la información sobre Seguridad 

Nacional de carácter general por parte de las Comunidades Autónomas, y la articulación de la 

información que éstas han de aportar al Estado. 

b) Fórmulas de participación en los desarrollos normativos sobre Seguridad Nacional, mediante 

procedimientos internos que faciliten la aplicación de las actuaciones de la política de Seguridad 

Nacional, así como en la elaboración de los instrumentos de planificación que se prevea utilizar. 
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c) Problemas planteados en la ejecución de la política de Seguridad Nacional y el marco de las 

respectivas competencias estatutarias autonómicas. 

3. La participación de las Ciudades con Estatuto de Autonomía de Ceuta y Melilla en los asuntos 

relacionados con la Seguridad Nacional también se articulará en la Conferencia, formando parte 

de la misma un representante de cada una de ellas. 

4. Para su adecuado funcionamiento, la Conferencia elaborará un Reglamento interno. Los acuerdos 

de la Conferencia se adoptarán conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, y su Reglamento interno. 

Artículo 7 

Colaboración privada 

1. Las entidades privadas, siempre que las circunstancias lo aconsejen y, en todo caso, cuando sean 

operadoras de servicios esenciales y de infraestructuras críticas que puedan afectar a la Seguridad 

Nacional, deberán colaborar con las Administraciones Públicas. El Gobierno establecerá 

reglamentariamente los mecanismos y formas de esta colaboración. 

2. El Gobierno, en coordinación con las Comunidades Autónomas, establecerá cauces que 

fomenten la participación del sector privado en la formulación y ejecución de la política de 

Seguridad Nacional. 

Artículo 8 

Participación ciudadana en la Seguridad Nacional 

El Gobierno, en coordinación con las Comunidades Autónomas, establecerá mecanismos que 

faciliten la participación de la sociedad civil y sus organizaciones en la formulación y la ejecución de 

la política de Seguridad Nacional. 

Artículo 9 

Componentes fundamentales de la Seguridad Nacional 

1. Se consideran componentes fundamentales de la Seguridad Nacional a los efectos de esta ley la 

Defensa Nacional, la Seguridad Pública y la Acción Exterior, que se regulan por su normativa 

específica. 

2. Los Servicios de Inteligencia e Información del Estado, de acuerdo con el ámbito de sus 

competencias, apoyarán permanentemente al Sistema de Seguridad Nacional, proporcionando 

elementos de juicio, información, análisis, estudios y propuestas necesarios para prevenir y detectar 

los riesgos y amenazas y contribuir a su neutralización. 

Artículo 10 

Ámbitos de especial interés de la Seguridad Nacional 

Se considerarán ámbitos de especial interés de la Seguridad Nacional aquellos que requieren una 

atención específica por resultar básicos para preservar los derechos y libertades, así como el 

bienestar de los ciudadanos, y para garantizar el suministro de los servicios y recursos esenciales. A los 

efectos de esta ley, serán, entre otros, la ciberseguridad, la seguridad económica y financiera, la 
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seguridad marítima, la seguridad del espacio aéreo y ultraterrestre, la seguridad energética, la 

seguridad sanitaria y la preservación del medio ambiente. 

Artículo 11 

Obligaciones de las Administraciones Públicas en los ámbitos de especial interés 

1. En el marco del Sistema de Seguridad Nacional, las Administraciones Públicas con competencias 

en los ámbitos de especial interés de la Seguridad Nacional, estarán obligadas a establecer 

mecanismos de coordinación e intercambio de información, especialmente en relación con los 

sistemas de vigilancia y alerta ante posibles riesgos y amenazas. 

2. Asimismo, sin perjuicio de lo establecido en la normativa reguladora de protección de 

infraestructuras críticas, las Administraciones Públicas citadas anteriormente asegurarán la 

disponibilidad de los servicios esenciales y la garantía del suministro de recursos energéticos, agua y 

alimentación, medicamentos y productos sanitarios, o cualesquiera otros servicios y recursos de 

primera necesidad o de carácter estratégico. 

TÍTULO I 

Órganos competentes de la Seguridad Nacional 

Artículo 12 

Órganos competentes en materia de Seguridad Nacional 

1. Son órganos competentes en materia de Seguridad Nacional: 

a) Las Cortes Generales. 

b) El Gobierno. 

c) El Presidente del Gobierno. 

d) Los Ministros. 

e) El Consejo de Seguridad Nacional. 

f) Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y en las ciudades con Estatuto 

de Autonomía de Ceuta y Melilla. 

2. A los efectos de esta ley, se entenderá que son órganos competentes de las Comunidades 

Autónomas y de las ciudades con Estatuto de Autonomía de Ceuta y Melilla, los que correspondan 

según lo dispuesto en cada Estatuto de Autonomía, en relación con las competencias que en cada 

caso estén relacionadas con la Seguridad Nacional. 

3. Las autoridades locales ejercerán las competencias que les corresponden de acuerdo con esta 

ley y con lo dispuesto en la legislación de régimen local y demás leyes que les sean de aplicación. 
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Artículo 13 

Las Cortes Generales 

1. Con independencia de las funciones que la Constitución y las demás disposiciones legales asignan 

a las Cortes Generales, les corresponde debatir las líneas generales de la política de Seguridad 

Nacional, a cuyos efectos el Gobierno presentará a las mismas, para su conocimiento y debate, la 

Estrategia de Seguridad Nacional, así como las iniciativas y planes correspondientes. 

2. Se designará en las Cortes Generales una Comisión Mixta Congreso-Senado de Seguridad 

Nacional, siguiendo para ello lo dispuesto en los reglamentos de las Cámaras, con el fin de que las 

Cámaras tengan la participación adecuada en los ámbitos de la Seguridad Nacional y dispongan 

de la más amplia información sobre las iniciativas en el marco de la política de Seguridad Nacional. 

En el seno de esta Comisión Mixta comparecerá anualmente el Gobierno, a través del representante 

que designe, para informar sobre la evolución de la Seguridad Nacional en dicho período de 

referencia. Asimismo, en esta Comisión Mixta será presentada la Estrategia de Seguridad Nacional y 

sus revisiones. 

Artículo 14 

El Gobierno 

Corresponde al Gobierno: 

a) Establecer y dirigir la política de Seguridad Nacional y asegurar su ejecución. 

b) Aprobar la Estrategia de Seguridad Nacional y sus revisiones mediante real decreto, en los 

términos previstos en esta ley. 

c) Efectuar la Declaración de Recursos de Interés para la Seguridad Nacional en coordinación 

con las Comunidades Autónomas. 

Artículo 15 

El Presidente del Gobierno 

Corresponde al Presidente del Gobierno: 

a) Dirigir la política de Seguridad Nacional y el Sistema de Seguridad Nacional. 

b) Proponer la Estrategia de Seguridad Nacional y sus revisiones. 

c) Declarar la Situación de Interés para la Seguridad Nacional. 

d) Ejercer las demás competencias que en el marco del Sistema de Seguridad Nacional le 

atribuya esta ley, y las demás normas legales y reglamentarias que sean de aplicación. 

Artículo 16 

Los Ministros 

A los Ministros, como responsables de desarrollar la acción del Gobierno en las materias que les son 

propias, les corresponde desarrollar y ejecutar la política de Seguridad Nacional en los ámbitos de 

sus respectivos departamentos ministeriales. 
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Artículo 17 

 El Consejo de Seguridad Nacional 

El Consejo de Seguridad Nacional, en su condición de Comisión Delegada del Gobierno para la 

Seguridad Nacional, es el órgano al que corresponde asistir al Presidente del Gobierno en la dirección 

de la política de Seguridad Nacional y del Sistema de Seguridad Nacional, así como ejercer las 

funciones que se le atribuyan por esta ley y se le asignen por su reglamento. 

TÍTULO II 

Sistema de Seguridad Nacional 

Artículo 18 

El Sistema de Seguridad Nacional 

1. El Sistema de Seguridad Nacional es el conjunto de órganos, organismos, recursos y 

procedimientos, integrados en la estructura prevista en el artículo 20 de esta ley, que permite a los 

órganos competentes en materia de Seguridad Nacional ejercer sus funciones. 

2. En el Sistema de Seguridad Nacional se integran los componentes fundamentales siguiendo los 

mecanismos de enlace y coordinación que determine el Consejo de Seguridad Nacional, actuando 

bajo sus propias estructuras y procedimientos. En función de las necesidades, podrán asignarse 

cometidos a otros organismos y entidades, de titularidad pública o privada. 

Artículo 19 

Funciones 

Al Sistema de Seguridad Nacional le corresponde evaluar los factores y situaciones que puedan 

afectar a la Seguridad Nacional, recabar y analizar la información que permita tomar las decisiones 

necesarias para dirigir y coordinar la respuesta ante las situaciones de crisis contempladas en esta 

ley, detectar las necesidades y proponer las medidas sobre planificación y coordinación con el 

conjunto de las Administraciones Públicas, con el fin de garantizar la disponibilidad y el correcto 

funcionamiento de los recursos del Sistema. 

Artículo 20 

Estructura del Sistema de Seguridad Nacional 

1. El Presidente del Gobierno dirige el Sistema asistido por el Consejo de Seguridad Nacional. 

2. El Departamento de Seguridad Nacional ejercerá las funciones de Secretaría Técnica y órgano de 

trabajo permanente del Consejo de Seguridad Nacional y de sus órganos de apoyo, así como las 

demás funciones previstas en la normativa que le sea de aplicación. 

3. Los órganos de apoyo del Consejo de Seguridad Nacional, con la denominación de Comités 

Especializados u otra que se determine, ejercen las funciones asignadas por el Consejo de Seguridad 

Nacional en los ámbitos de actuación previstos en la Estrategia de Seguridad Nacional, o cuando las 

circunstancias propias de la gestión de crisis lo precisen. 

4. Será objeto de desarrollo reglamentario, en coordinación con las Administraciones Públicas 

afectadas, la regulación de los órganos de coordinación y apoyo del Departamento de Seguridad 

Nacional, así como de los mecanismos de enlace y coordinación permanentes con los organismos 
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de todas las Administraciones del Estado que sean necesarios para que el Sistema de Seguridad 

Nacional pueda ejercer sus funciones y cumplir sus objetivos; todo ello sin perjuicio de las previsiones 

que en materia de gestión de crisis se contienen en el título III. 

Artículo 21 

Funciones y composición del Consejo de Seguridad Nacional 

1. Corresponde al Consejo de Seguridad Nacional ejercer las siguientes funciones: 

a) Dictar las directrices necesarias en materia de planificación y coordinación de la política de 

Seguridad Nacional. 

b) Dirigir y coordinar las actuaciones de gestión de situaciones de crisis en los términos previstos 

en el título III. 

c) Supervisar y coordinar el Sistema de Seguridad Nacional. 

d) Verificar el grado de cumplimiento de la Estrategia de Seguridad Nacional y promover e 

impulsar sus revisiones. 

e) Promover e impulsar la elaboración de las estrategias de segundo nivel que sean necesarias y 

proceder, en su caso, a su aprobación, así como a sus revisiones periódicas. 

f) Organizar la contribución de recursos a la Seguridad Nacional conforme a lo establecido en 

esta ley. 

g) Aprobar el Informe Anual de Seguridad Nacional antes de su presentación en las Cortes 

Generales. 

h) Acordar la creación y el fortalecimiento de los órganos de apoyo necesarios para el 

desempeño de sus funciones. 

i) Impulsar las propuestas normativas necesarias para el fortalecimiento del Sistema de Seguridad 

Nacional. 

j) Realizar las demás funciones que le atribuyan las disposiciones legales y reglamentarias que 

sean de aplicación. 

2. A propuesta del Presidente del Gobierno, el Consejo de Seguridad Nacional informará al Rey al 

menos una vez al año. Cuando el Rey asista a las reuniones del Consejo, lo presidirá. 

3. La composición del Consejo de Seguridad Nacional se determinará conforme a lo previsto en el 

apartado 8 de este artículo. En todo caso, deberán formar parte de dicho Consejo: 

a) El Presidente del Gobierno, que lo presidirá. 

b) Los Vicepresidentes del Gobierno, si los hubiere. 

c) Los Ministros de Asuntos Exteriores y de Cooperación, de Justicia, de Defensa, de Hacienda y 

Administraciones Públicas, del Interior, de Fomento, de Industria, Energía y Turismo, de Presidencia, 

de Economía y Competitividad y de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. 
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d) El Director del Gabinete de la Presidencia del Gobierno, el Secretario de Estado de Asuntos 

Exteriores, el Jefe de Estado Mayor de la Defensa, el Secretario de Estado de Seguridad y el 

Secretario de Estado-Director del Centro Nacional de Inteligencia. 

4. El Director del Departamento de Seguridad Nacional será convocado a las reuniones del Consejo 

de Seguridad Nacional. 

5. También podrán formar parte del Consejo, cuando sean convocados en función de los asuntos a 

tratar, los titulares de los demás departamentos ministeriales y las autoridades autonómicas 

afectadas en la toma de decisiones y actuaciones a desarrollar por parte del Consejo. 

6. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados 3 y 4, los titulares de los órganos superiores y 

directivos de la Administración General del Estado, de los organismos públicos, de las Comunidades 

Autónomas y de las ciudades con Estatuto de Autonomía, así como las autoridades de la 

Administración Local, serán convocados a las reuniones del Consejo cuando su contribución se 

considere necesaria, y en todo caso cuando los asuntos a tratar afecten a sus respectivas 

competencias. 

7. Igualmente podrán ser convocadas aquellas personas físicas o jurídicas cuya contribución se 

considere relevante a la vista de los asuntos a tratar en el orden del día. 

8. Mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta del Presidente del 

Gobierno, se desarrollará la concreta composición, organización y funciones del Consejo de 

Seguridad Nacional, en el marco de lo dispuesto en esta ley. 

TÍTULO III 

Gestión de crisis en el marco del Sistema de Seguridad Nacional 

Artículo 22 

Gestión de crisis 

1. La gestión de crisis es el conjunto ordinario de actuaciones dirigidas a detectar y valorar los riesgos 

y amenazas concretos para la Seguridad Nacional, facilitar el proceso de toma de decisiones y 

asegurar una respuesta óptima y coordinada de los recursos del Estado que sean necesarios. 

2. La gestión de crisis se desarrollará a través de instrumentos de prevención, detección, respuesta, 

retorno a la normalidad y evaluación. Su desarrollo será gradual e implicará a los diferentes órganos 

que componen la estructura del Sistema de Seguridad Nacional, según sus competencias y de 

acuerdo con la situación de crisis que se produzca. Asimismo, en la gestión de crisis participarán las 

autoridades de la Comunidad Autónoma que, en su caso, resulte afectada. 

Artículo 23 

Situación de interés para la Seguridad Nacional 

1. La gestión de crisis se desarrollará en la situación de interés para la Seguridad Nacional, 

adaptándose a las específicas circunstancias de la misma, de acuerdo con lo dispuesto en este título. 

2. La situación de interés para la Seguridad Nacional es aquella en la que, por la gravedad de sus 

efectos y la dimensión, urgencia y transversalidad de las medidas para su resolución, requiere de la 

coordinación reforzada de las autoridades competentes en el desempeño de sus atribuciones 

ordinarias, bajo la dirección del Gobierno, en el marco del Sistema de Seguridad Nacional, 
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garantizando el funcionamiento óptimo, integrado y flexible de todos los recursos disponibles, en los 

términos previstos en esta ley. 

3. La situación de interés para la Seguridad Nacional se afrontará con los poderes y medios ordinarios 

de las distintas Administraciones Públicas y en ningún caso podrá implicar la suspensión de los 

derechos fundamentales y libertades públicas de los ciudadanos. 

Artículo 24 

Declaración de la situación de interés para la Seguridad Nacional 

1. La situación de interés para la Seguridad Nacional se declarará por el Presidente del Gobierno 

mediante real decreto. La declaración incluirá, al menos: 

a) La definición de la crisis. 

b) El ámbito geográfico del territorio afectado. 

c) La duración y, en su caso, posible prórroga. 

d) El nombramiento, en su caso, de una autoridad funcional, y la determinación de sus 

competencias para dirigir y coordinar las actuaciones que procedan. 

e) La determinación de los recursos humanos y materiales necesarios para afrontar la situación 

de interés para la Seguridad Nacional, previstos en los correspondientes planes de preparación y 

disposición de recursos, así como de otros recursos adicionales que se requieran en cada caso, de 

acuerdo con lo dispuesto en el título IV. 

2. La Declaración de situación de interés para la Seguridad Nacional supondrá la obligación de las 

autoridades competentes de aportar los medios humanos y materiales necesarios que se encuentren 

bajo su dependencia, para la efectiva aplicación de los mecanismos de actuación. 

3. El Gobierno informará inmediatamente al Congreso de los Diputados de las medidas adoptadas y 

de la evolución de la situación de interés para la Seguridad Nacional. 

Artículo 25 

Funciones del Consejo de Seguridad Nacional en la gestión de crisis 

1. El Consejo de Seguridad Nacional determinará los mecanismos de enlace y coordinación 

necesarios para que el Sistema de Seguridad Nacional se active preventivamente y realice el 

seguimiento de los supuestos susceptibles de derivar en una situación de interés para la Seguridad 

Nacional. 

2. En la situación de interés para la Seguridad Nacional el Presidente del Gobierno convocará al 

Consejo de Seguridad Nacional para que ejerza las funciones de dirección y coordinación de la 

gestión de dicha Situación, todo ello sin perjuicio de la aplicación de la legislación en materia de 

Defensa Nacional y de las competencias que correspondan al Consejo de Ministros. En los casos en 

los que el Presidente del Gobierno decida designar una autoridad funcional para el impulso y la 

gestión coordinada de las actuaciones, el Consejo de Seguridad Nacional asesorará sobre el 

nombramiento de dicha autoridad. 

3. El Consejo de Seguridad Nacional asesorará al Presidente del Gobierno cuando la situación 

requiera la aplicación de medidas excepcionales previstas en los instrumentos de gestión de crisis de 
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las organizaciones internacionales de las que España sea miembro, todo ello sin perjuicio de las 

facultades que corresponden al Consejo de Ministros y de lo previsto en la legislación en materia de 

Defensa Nacional. 

Artículo 26  

Órganos de coordinación y apoyo del Consejo de Seguridad Nacional en materia de gestión de 

crisis 

1. En materia de gestión de crisis el Consejo de Seguridad Nacional estará asistido por un Comité 

Especializado de carácter único para el conjunto del Sistema de Seguridad Nacional, para lo cual 

estará apoyado por el Departamento de Seguridad Nacional. Al citado Comité Especializado le 

corresponderá, entre otras funciones, elaborar propuestas de las directrices político-estratégicas y 

formular recomendaciones para la dirección de las situaciones de interés para la Seguridad 

Nacional. Será presidido por el miembro del Consejo de Seguridad Nacional o en su caso la autoridad 

funcional, que sea designado por el Presidente del Gobierno. 

2. Los instrumentos preventivos de los órganos de coordinación y apoyo del Consejo de Seguridad 

Nacional podrán activarse anticipadamente, para llevar a cabo el análisis y seguimiento de los 

supuestos susceptibles de derivar en una situación de interés para la Seguridad Nacional. A estos 

efectos, todas las Administraciones y organismos públicos estarán obligados a colaborar de 

conformidad con lo previsto en esta ley. 

TÍTULO IV 

Contribución de recursos a la Seguridad Nacional 

Artículo 27 

La contribución de recursos a la Seguridad Nacional en el Sistema de Seguridad Nacional 

1. La aportación de recursos humanos y materiales, tanto públicos como privados, no adscritos con 

carácter permanente a la Seguridad Nacional, se basará en los principios de contribución gradual y 

proporcionada a la situación que sea necesario afrontar y de indemnidad. 

2. La organización de la contribución de recursos a la Seguridad Nacional recaerá en el Consejo de 

Seguridad Nacional, en coordinación con las Comunidades Autónomas, en los términos establecidos 

en esta ley y en las demás que sean de aplicación. 

3. Las diferentes Administraciones Públicas, a través de sus órganos competentes, dispondrán de un 

sistema de identificación, evaluación y planificación de medios y recursos correspondientes a sus 

respectivos ámbitos competenciales, para hacer frente a los posibles riesgos o amenazas a la 

Seguridad Nacional. 

4. Las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales colaborarán en la elaboración de los planes 

de recursos humanos y materiales necesarios para las situaciones de crisis previstas en esta ley. 

5. El sector privado participará en la contribución de recursos a la Seguridad Nacional. 

6. El funcionamiento y organización de la contribución de recursos a la Seguridad Nacional se 

establecerá reglamentariamente de conformidad con lo previsto en esta ley. 
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Artículo 28 

Catálogo de recursos para la Seguridad Nacional 

1. El Gobierno, mediante acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta del Consejo de Seguridad 

Nacional, procederá a aprobar un catálogo de recursos humanos y de medios materiales de los 

sectores estratégicos de la Nación que puedan ser puestos a disposición de las autoridades 

competentes en la situación de interés para la Seguridad Nacional. Su elaboración se realizará en 

coordinación con lo previsto en los catálogos sectoriales existentes en el conjunto de las 

Administraciones Públicas. A dichos efectos, las Comunidades Autónomas elaborarán los 

correspondientes catálogos de recursos en base a sus propias competencias y a la información 

facilitada por el Gobierno, los cuales se integrarán en el mencionado catálogo. 

2. Dicho catálogo será actualizado cuando así se establezca por el Gobierno y, en todo caso, cada 

vez que se revise la Estrategia de Seguridad Nacional, de acuerdo con los nuevos riesgos y amenazas. 

3. Una vez aprobado el catálogo, los componentes del Sistema de Seguridad Nacional establecerán 

las directrices y procedimientos para capacitar a personas y adecuar aquellos medios e 

instalaciones, públicos y privados, en caso de necesidad. A estos efectos, se elaborarán los planes 

de preparación y disposición de recursos para la Seguridad Nacional. 

Artículo 29 

Declaración de recursos para la Seguridad Nacional 

1. El Gobierno aprobará mediante real decreto la Declaración de Recursos que se podrán emplear 

en la situación de interés para la Seguridad Nacional prevista en esta ley. Dicho real decreto incluirá 

la relación de medios humanos y materiales, tanto públicos como privados, que procedan. 

2. La disposición de recursos se efectuará mediante la adscripción al Sistema de Seguridad Nacional 

del personal, instalaciones y medios, según los planes activados para la situación de interés para la 

Seguridad Nacional prevista en esta ley. La adscripción de dichos recursos se realizará tal y como se 

establezca reglamentariamente, en coordinación con las Comunidades Autónomas. 

3. Cualquier perjuicio que se ocasione como consecuencia de la declaración de recursos para la 

Seguridad Nacional dará lugar a la correspondiente indemnización, de acuerdo con lo dispuesto en 

las normas legales que resulten de aplicación y, en concreto, en los artículos 139 y siguientes de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. 

Disposición adicional primera 

Los instrumentos de gestión de crisis y de la contribución de recursos del Sistema de Seguridad 

Nacional servirán de apoyo en los estados de alarma y de excepción de conformidad con su propia 

regulación específica, a decisión del Gobierno, y sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación de 

Defensa nacional. 

Disposición adicional segunda 

Coordinación con otros instrumentos internacionales de gestión de crisis 

Las normas y procedimientos de gestión de crisis del Sistema de Seguridad Nacional deberán ser 

compatibles y homologables con los instrumentos de gestión de crisis de las organizaciones 

internacionales en las que España es parte. 
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Disposición adicional tercera 

Homologación de los instrumentos de gestión de crisis 

Los órganos competentes de las distintas Administraciones públicas revisarán, en el plazo de seis 

meses desde la entrada en vigor de esta ley, sus normas y procedimientos de actuación para 

adecuar y coordinar su funcionamiento en el Sistema de Seguridad Nacional. 

Disposición adicional cuarta 

Comunicación pública 

El Sistema de Seguridad Nacional deberá contar con una política informativa para situaciones de 

crisis, cuya coordinación estará a cargo de la autoridad que ejerza de Portavoz del Gobierno. 

Disposición transitoria única 

Actividad de los Comités Especializados existentes a la entrada en vigor de esta ley y 

procedimientos de actuación 

1. Los Comités Especializados del Consejo de Seguridad Nacional existentes a la entrada en vigor de 

esta ley, continuarán desarrollando sus funciones de acuerdo con los respectivos acuerdos de 

constitución hasta que sean adaptados a lo dispuesto en esta ley, lo cual deberá hacerse en el plazo 

de tres meses desde su entrada en vigor. 

2. En particular, en este proceso de adaptación de los acuerdos de constitución de los Comités 

Especializados mencionados en el apartado anterior, se impulsará la adaptación o preparación de 

los procedimientos necesarios para coordinar sus actuaciones con cuantos otros órganos colegiados 

o grupos dependientes de estos confluyan en la gestión de crisis, en el marco de lo previsto en los 

artículos 18.2 y 22. 

Disposición final primera 

Títulos competenciales 

Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.4.ª y 29.ª de la Constitución que 

atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de defensa y Fuerzas Armadas y en materia 

de seguridad pública. 

Disposición final segunda 

Desarrollo reglamentario 

Se faculta al Gobierno y a los titulares de los departamentos ministeriales, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la ejecución y 

desarrollo de lo establecido en esta ley. 

Disposición final tercera 

Mandato legislativo 

El Gobierno, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, deberá remitir al Congreso 

de los Diputados un proyecto de ley reguladora de la preparación y disposición de la contribución 

de recursos a la Seguridad Nacional. 
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Disposición final cuarta 

Entrada en vigor 

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 44. Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y 

sitio32 

CAPÍTULO PRIMERO 

Disposiciones comunes a los tres estados 

Artículo primero 

Uno. Procederá la declaración de los estados de alarma, excepción o sitio cuando circunstancias 

extraordinarias hiciesen imposible el mantenimiento de la normalidad mediante los poderes 

ordinarios de las Autoridades competentes. 

Dos. Las medidas a adoptar en los estados de alarma, excepción y sitio, así como la duración de los 

mismos, serán en cualquier caso las estrictamente indispensables para asegurar el restablecimiento 

de la normalidad. Su aplicación se realizará de forma proporcionada a las circunstancias. 

Tres. Finalizada la vigencia de los estados de alarma, excepción y sitio decaerán en su eficacia 

cuantas competencias en materia sancionadora y en orden a actuaciones preventivas 

correspondan a las Autoridades competentes, así como las concretas medidas adoptadas en base 

a éstas, salvo las que consistiesen en sanciones firmes. 

Cuatro. La declaración de los estados de alarma, excepción y sitio no interrumpe el normal 

funcionamiento de los poderes constitucionales del Estado. 

Artículo segundo 

La declaración de los estados de alarma, excepción o sitio será publicada de inmediato en el «Boletín 

Oficial del Estado», y difundida obligatoriamente por todos los medios de comunicación públicos y 

por los privados que se determinen, y entrará en vigor desde el instante mismo de su publicación en 

aquél. También serán de difusión obligatoria las disposiciones que la Autoridad competente dicte 

durante la vigencia de cada uno de dichos estados. 

Artículo tercero 

Uno. Los actos y disposiciones de la Administración Pública adoptados durante la vigencia de los 

estados de alarma, excepción y sitio serán impugnables en vía jurisdiccional de conformidad con lo 

dispuesto en las leyes. 

 

 
32 Con motivo de la huelga de controladores aéreos se declaró el primer estado de alarma de la democracia mediante el 

Real Decreto 1673/2010, de 4 de diciembre, por el que se declara el estado de alarma para la normalización del servicio 

público esencial del transporte aéreo. A causa de la pandemia provocada por el Covid-19 se declaró un segundo estado de 

alarma por Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación 

de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Ante la persistencia de la situación, a dicho estado de alarma siguieron 

sucesivas prórrogas y nuevas declaraciones. En la actualidad se tramita en las Cortes Generales la Proposición de Ley 

Orgánica de reforma de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, motivada en la experiencia adquirida durante la pandemia y 

en los contenidos de la STC 148/2021. 
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Dos. Quienes como consecuencia de la aplicación de los actos y disposiciones adoptadas durante 

la vigencia de estos estados sufran, de forma directa, o en su persona, derechos o bienes, daños o 

perjuicios por actos que no les sean imputables, tendrán derecho a ser indemnizados de acuerdo 

con lo dispuesto en las leyes. 

CAPÍTULO II 

El estado de alarma 

Artículo cuarto 

El Gobierno, en uso de las facultades que le otorga el artículo ciento dieciséis, dos, de la Constitución 

podrá declarar el estado de alarma, en todo o parte del territorio nacional, cuando se produzca 

alguna de las siguientes alteraciones graves de la normalidad. 

a) Catástrofes, calamidades o desgracias públicas, tales como terremotos, inundaciones, 

incendios urbanos y forestales o accidentes de gran magnitud. 

b) Crisis sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación graves. 

c) Paralización de servicios públicos esenciales para la comunidad, cuando no se garantice lo 

dispuesto en los artículos veintiocho, dos, y treinta y siete, dos, de la Constitución, concurra alguna 

de las demás circunstancia o situaciones contenidas en este artículo. 

d) Situaciones de desabastecimiento de productos de primera necesidad. 

Artículo quinto 

Cuando los supuestos a que se refiere el artículo anterior afecten exclusivamente a todo, o parte del 

ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, el Presidente de la misma, podrá solicitar del 

Gobierno la declaración de estado de alarma. 

Artículo sexto 

Uno. La declaración del estado de alarma se llevará a cabo mediante decreto acordado en Consejo 

de Ministros. 

Dos. En el decreto se determinará el ámbito territorial, la duración y los efectos del estado de alarma, 

que no podrá exceder de quince días. Sólo se podrá prorrogar con autorización expresa del 

Congreso de los Diputados, que en este caso podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes 

durante la prórroga. 

Artículo séptimo 

A los efectos del estado de alarma la Autoridad competente será el Gobierno o, por delegación de 

éste, el Presidente de la Comunidad Autónoma cuando la declaración afecte exclusivamente a 

todo o parte del territorio de una Comunidad. 
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Artículo octavo 

Uno. El Gobierno dará cuenta al Congreso de los Diputados de la declaración del estado de alarma 

y le suministrará la información que le sea requerida. 

Dos. El Gobierno también dará cuenta al Congreso de los Diputados de los decretos que dicte 

durante la vigencia del estado de alarma en relación con éste. 

Artículo noveno 

Uno. Por la declaración del estado de alarma todas las Autoridades civiles de la Administración 

Pública del territorio afectado por la declaración, los integrantes de los Cuerpos de Policía de las 

Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, y los demás funcionarios y trabajadores al 

servicio de las mismas, quedarán bajo las órdenes directas de la Autoridad competente en cuanto 

sea necesaria para la protección de personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles servicios 

extraordinarios por su duración o por su naturaleza. 

Dos. Cuando la Autoridad competente sea el Presidente de una Comunidad Autónoma podrá 

requerir la colaboración de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, que actuarán bajo la 

dirección de sus mandos naturales. 

Artículo diez 

Uno. El incumplimiento o la resistencia a las órdenes de la Autoridad competente en el estado de 

alarma será sancionado con arreglo a lo dispuesto en las leyes. 

Dos. Si estos actos fuesen cometidos por funcionarios, las Autoridades podrán suspenderlos de 

inmediato en el ejercicio de sus cargos, pasando, en su caso, el tanto de culpa al juez, y se notificará 

al superior jerárquico, a los efectos del oportuno expediente disciplinario. 

Tres. Si fuesen cometidos por Autoridades, las facultades de éstas que fuesen necesarias para el 

cumplimiento de las medidas acordadas en ejecución de la declaración de estado de alarma 

podrán ser asumidas por la Autoridad competente durante su vigencia. 

Artículo once 

Con independencia de lo dispuesto en el artículo anterior, el decreto de declaración del estado de 

alarma, o los sucesivos que durante su vigencia se dicten, podrán acordar las medidas siguientes: 

a) Limitar la circulación o permanencia de personas o vehículos en horas y lugares determinados, 

o condicionarlas al cumplimiento de ciertos requisitos. 

b) Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer prestaciones personales 

obligatorias. 

c) Intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fábricas, talleres, explotaciones o locales de 

cualquier naturaleza, con excepción de domicilios privados, dando cuenta de ello a los Ministerios 

interesados. 

d) Limitar o racionar el uso de servicios o el consumo de artículos de primera necesidad. 
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e) Impartir las órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento de los mercados y el 

funcionamiento de los servicios de los centros de producción afectados por el apartado d) del 

artículo cuarto. 

Artículo doce 

Uno. En los supuestos previstos en los apartados a) y b) del artículo cuarto, la Autoridad competente 

podrá adoptar por sí, según los casos, además de las medidas previstas en los artículos anteriores, las 

establecidas en las normas para la lucha contra las enfermedades infecciosas, la protección del 

medio ambiente, en materia de aguas y sobre incendios forestales. 

Dos. En los casos previstos en los apartados c) y d) del artículo cuarto el Gobierno podrá acordar la 

intervención de empresas o servicios, así como la movilización de su personal, con el fin de asegurar 

su funcionamiento. Será de aplicación al personal movilizado la normativa vigente sobre movilización 

que, en todo caso, será supletoria respecto de lo dispuesto en el presente artículo. 

CAPÍTULO III 

El estado de excepción 

Artículo trece 

Uno. Cuando el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos, el normal 

funcionamiento de las instituciones democráticas, el de los servicios públicos esenciales para la 

comunidad, o cualquier otro aspecto del orden público, resulten tan gravemente alterados que el 

ejercicio de las potestades ordinarias fuera insuficiente para restablecerlo y mantenerlo, el Gobierno, 

de acuerdo con el apartado tres del artículo ciento dieciséis de la Constitución, podrá solicitar del 

Congreso de los Diputados autorización para declarar el estado de excepción. 

Dos. A los anteriores efectos, el Gobierno remitirá al Congreso de los Diputados una solicitud de 

autorización que deberá contener los siguientes extremos: 

a) Determinación de los efectos del estado de excepción, con mención expresa de los derechos 

cuya suspensión se solicita, que no podrán ser otros que los enumerados en el apartado uno del 

artículo cincuenta y cinco de la Constitución. 

b) Relación de las medidas a adoptar referidas a los derechos cuya suspensión específicamente 

se solicita. 

c) Ámbito territorial del estado de excepción, así como duración del mismo, que no podrá 

exceder de treinta días. 

d) La cuantía máxima de las sanciones pecuniarias que la Autoridad gubernativa esté autorizada 

para imponer, en su caso, a quienes contravengan las disposiciones que dicte durante el estado de 

excepción. 

Tres. El Congreso debatirá la solicitud de autorización remitida por el Gobierno, pudiendo aprobarla 

en sus propios términos o introducir modificaciones en la misma. 
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Artículo catorce 

El Gobierno, obtenida la autorización a que hace referencia el artículo anterior, procederá a declarar 

el estado de excepción, acordando para ello en Consejo de Ministros un decreto con el contenido 

autorizado por el Congreso de los Diputados. 

Artículo quince 

Uno. Si durante el estado de excepción, el Gobierno considerase conveniente la adopción de 

medidas distintas de las previstas en el decreto que lo declaró, procederá a solicitar del Congreso 

de los Diputados la autorización necesaria para la modificación del mismo, para lo que se utilizará el 

procedimiento, que se establece en los artículos anteriores. 

Dos. El Gobierno, mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, podrá poner fin al estado de 

excepción antes de que finalice el período para el que fue declarado, dando cuenta de ello 

inmediatamente al Congreso de los Diputados. 

Tres. Si persistieran las circunstancias que dieron lugar a la declaración del estado de excepción, el 

Gobierno podrá solicitar del Congreso de los Diputados la prórroga de aquél, que no podrá exceder 

de treinta días. 

Artículo dieciséis 

Uno. La Autoridad gubernativa podrá detener a cualquier persona si lo considera necesario para la 

conservación del orden, siempre que, cuando menos, existan fundadas sospechas de que dicha 

persona vaya a provocar alteraciones del orden público. La detención no podrá exceder de diez 

días y los detenidos disfrutarán de los derechos que les reconoce el artículo diecisiete, tres, de la 

Constitución. 

Dos. La detención habrá de ser comunicada al juez competente en el plazo de veinticuatro horas. 

Durante la detención, el Juez podrá, en todo momento, requerir información y conocer 

personalmente, o mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde 

se encuentre el detenido la situación de éste. 

Artículo diecisiete 

Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo dieciocho, dos, de 

la Constitución, la Autoridad gubernativa podrá disponer inspecciones, registros domiciliarios si lo 

considera necesario para el esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos o para el 

mantenimiento del orden público. 

Dos. La inspección o el registro se llevarán a cabo por la propia Autoridad o por sus agentes, a los 

que proveerá de orden formal y escrita. 

Tres. El reconocimiento de la casa, papeles y efectos, podrá ser presenciado por el titular o 

encargado de la misma o por uno o más individuos de su familia mayores de edad y, en todo caso, 

por dos vecinos de la casa o de las inmediaciones, si en ellas los hubiere, o, en su defecto, por dos 

vecinos del mismo pueblo o del pueblo o pueblos limítrofes. 

Cuatro. No hallándose en ella al titular o encargado de la casa ni a ningún individuo de la familia, se 

hará el reconocimiento en presencia únicamente de los dos vecinos indicados. 
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Cinco. La asistencia de los vecinos requeridos para presenciar el registro será obligatoria y 

coercitivamente exigible. 

Seis. Se levantará acta de la inspección o registro, en la que se harán constar los nombres de las 

personas que asistieren y las circunstancias que concurriesen, así como las incidencias a que diere 

lugar. El acta será firmada por la autoridad o el agente que efectuare el reconocimiento y por el 

dueño o familiares y vecinos. Si no supieran o no quisiesen firmar se anotará también esta incidencia. 

Siete. La autoridad gubernativa comunicará inmediatamente al Juez competente las inspecciones 

y registros efectuados, las causas que los motivaron y los resultados de los mismos, remitiéndole copia 

del acta levantada. 

Artículo dieciocho 

Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo dieciocho, tres, de 

la Constitución, la autoridad gubernativa podrá intervenir toda clase de comunicaciones, incluidas 

las postales, telegráficas y telefónicas. Dicha intervención sólo podrá ser realizada si ello resulta 

necesario para el esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos o el mantenimiento del 

orden público. 

Dos. La intervención decretada será comunicada inmediatamente por escrito motivado al Juez 

competente. 

Artículo diecinueve 

La autoridad gubernativa podrá intervenir y controlar toda clase de transportes, y la carga de los 

mismos. 

Artículo veinte 

Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo diecinueve de la 

Constitución, la autoridad gubernativa podrá prohibir la circulación de personas y vehículos en las 

horas y lugares que se determine, y exigir a quienes se desplacen de un lugar a otro que acrediten 

su identidad, señalándoles el itinerario a seguir. 

Dos. Igualmente podrá delimitar zonas de protección o seguridad y dictar las condiciones de 

permanencia en las mismas y prohibir en lugares determinados la presencia de persona que puedan 

dificultar la acción de la fuerza pública. 

Tres. Cuando ello resulte necesario, la Autoridad gubernativa podrá exigir a personas determinadas 

que comuniquen, con una antelación de dos días, todo desplazamiento fuera de la localidad en 

que tengan su residencia habitual. 

Cuatro. Igualmente podrá disponer su desplazamiento fuera de dicha localidad cuando lo estime 

necesario. 

Cinco. Podrá también fijar transitoriamente la residencia de personas determinadas en localidad o 

territorio adecuados a sus condiciones personales. 
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Seis. Corresponde a la Autoridad gubernativa proveer de los recursos necesarios para el 

cumplimiento de las medidas previstas en este artículo y, particularmente, de las referidas a viajes, 

alojamiento y manutención de la persona afectada. 

Siete. Para acordar las medidas a que se refieren los apartados tres, cuatro y cinco de este artículo, 

la Autoridad gubernativa habrá de tener fundados motivos en razón a la peligrosidad que para el 

mantenimiento del orden público suponga la persona afectada por tales medidas. 

Artículo veintiuno 

Uno. La Autoridad gubernativa podrá suspender todo tipo de publicaciones, emisiones de radio y 

televisión, proyecciones, cinematográficas y representaciones teatrales, siempre y cuando la 

autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo veinte, apartados uno, a) y d), y 

cinco de la Constitución. Igualmente podrá ordenar el secuestro de publicaciones. 

Dos. El ejercicio de las potestades a que se refiere el apartado anterior no podrá llevar aparejado 

ningún tipo de censura previa. 

Artículo veintidós 

Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo veintiuno de la 

Constitución, la autoridad gubernativa podrá someter a autorización previa o prohibir la celebración 

de reuniones y manifestaciones. 

Dos. También podrá disolver las reuniones y manifestaciones a que se refiere el párrafo anterior. 

Tres. Las reuniones orgánicas que los partidos políticos, los sindicatos y las asociaciones empresariales 

realicen en cumplimiento de los fines que respectivamente les asignen los artículos sexto y séptimo 

de la Constitución, y de acuerdo con sus Estatutos, no podrán ser prohibidas, disueltas ni sometidas a 

autorización previa. 

Cuatro. Para penetrar en los locales en que tuvieran lugar las reuniones, la Autoridad gubernativa 

deberá proveer a sus agentes de autorización formal y escrita. Esta autorización no será necesaria 

cuando desde dichos locales se estuviesen produciendo alteraciones graves del orden público 

constitutivas del delito o agresiones a las Fuerzas de Seguridad y en cualesquiera otros casos de 

flagrante delito. 

Artículo veintitrés 

La Autoridad gubernativa podrá prohibir las huelgas y la adopción de medidas de conflicto 

colectivo, cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión de los artículos veintiocho, 

dos, y treinta y siete, dos de la Constitución. 

Artículo veinticuatro 

Uno. Los extranjeros que se encuentren en España vendrán obligados a realizar las comparecencias 

que se acuerden, a cumplir las normas que se dicten sobre renovación o control de permisos de 

residencia y cédulas de inscripción consular y a observar las demás formalidades que se establezcan. 

Dos. Quienes contravinieren las normas o medidas que se adopten, o actuaren en connivencia con 

los perturbadores del orden público, podrán ser expulsados de España, salvo que sus actos 
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presentaren indicios de ser constitutivos de delito, en cuyo caso se les someterá a los procedimientos 

judiciales correspondientes. 

Tres. Los apátridas y refugiados respecto de los cuales no sea posible la expulsión se someterán al 

mismo régimen que los españoles. 

Cuatro. Las medidas de expulsión deberán ir acompañadas de una previa justificación sumaria de 

las razones que la motivan. 

Artículo veinticinco 

La autoridad gubernativa podrá proceder a la incautación de toda clase de armas, municiones o 

sustancias explosivas. 

Artículo veintiséis 

Uno. La Autoridad gubernativa podrá ordenar la intervención de industrias o comercios que puedan 

motivar la alteración del orden público o coadyuvar a ella, y la suspensión temporal de las 

actividades de los mismos, dando cuenta a los Ministerios interesados. 

Dos. Podrá, asimismo, ordenar el cierre provisional de salas de espectáculos, establecimientos de 

bebidas y locales de similares características. 

Artículo veintisiete 

La Autoridad gubernativa podrá ordenar las medidas necesarias de vigilancia y protección de 

edificaciones, instalaciones, obras, servicios públicos e industrias o explotaciones de cualquier 

género. A estos efectos podrá emplazar puestos armados en los lugares más apropiados para 

asegurar la vigilancia, sin perjuicio de lo establecido en el artículo dieciocho, uno de la Constitución. 

Artículo veintiocho 

Cuando la alteración del orden público haya dado lugar a alguna de las circunstancias 

especificadas en el artículo cuarto coincida con ellas, el Gobierno podrá adoptar además de las 

medidas propias del estado de excepción, las previstas para el estado de alarma en la presente ley. 

Artículo veintinueve 

Si algún funcionario o personal al servicio de una Administración pública o entidad o instituto de 

carácter público u oficial favoreciese con su conducta la actuación de los elementos perturbadores 

del orden, la Autoridad gubernativa podrá suspenderlo en el ejercicio de su cargo, pasando el tanto 

de culpa al Juez competente y notificándolo al superior jerárquico a los efectos del oportuno 

expediente disciplinario. 

Artículo treinta 

Uno. Si durante el estado de excepción el Juez estimase la existencia de hechos contrarios al orden 

público o a la seguridad ciudadana que puedan ser constitutivos de delito, oído el Ministerio Fiscal, 
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decretará la prisión provisional del presunto responsable, la cual mantendrá, según su arbitrio, 

durante dicho estado. 

Dos. Los condenados en estos procedimientos quedan exceptuados de los beneficios de la remisión 

condicional durante la vigencia del estado de excepción. 

Artículo treinta y uno 

Cuando la declaración del estado de excepción afecte exclusivamente a todo o parte del ámbito 

territorial de una Comunidad Autónoma, la Autoridad gubernativa podrá coordinar el ejercicio de 

sus competencias con el Gobierno de dicha Comunidad. 

CAPÍTULO IV 

El estado de sitio 

Artículo treinta y dos 

Uno. Cuando se produzca o amenace producirse una insurrección o acto de fuerza contra la 

soberanía o independencia de España, su integridad territorial o el ordenamiento constitucional, que 

no pueda resolverse por otros medios, el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 

cuatro del artículo ciento dieciséis de la Constitución, podrá proponer al Congreso de los Diputados 

la declaración de estado de sitio. 

Dos. La correspondiente declaración determinará el ámbito territorial, duración y condiciones del 

estado de sitio. 

Tres. La declaración podrá autorizar, además de lo previsto para los estados de alarma y excepción, 

la suspensión temporal de las garantías jurídicas del detenido que se reconocen en el apartado tres 

del artículo diecisiete de la Constitución. 

Artículo treinta y tres 

Uno. En virtud de la declaración del estado de sitio, el Gobierno, que dirige la política militar y de la 

defensa, de acuerdo con el artículo noventa y siete de la Constitución, asumirá todas las facultades 

extraordinarias previstas en la misma y en la presente ley. 

Dos. A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Gobierno designará la Autoridad militar que, 

bajo su dirección, haya de ejecutar las medidas que procedan en el territorio a que el estado de sitio 

se refiera. 

Artículo treinta y cuatro 

La Autoridad militar procederá a publicar y difundir los oportunos bandos, que contendrán las 

medidas y prevenciones necesarias, de acuerdo con la Constitución, la presente ley y las condiciones 

de la declaración del estado de sitio. 
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Artículo treinta y cinco 

En la declaración del estado de sitio el Congreso de los Diputados podrá determinar los delitos que 

durante su vigencia quedan sometidos a la Jurisdicción Militar. 

Artículo treinta y seis 

Las Autoridades civiles continuarán en el ejercicio de las facultades que no hayan sido conferidas a 

la Autoridad militar de acuerdo con la presente Ley. Aquellas Autoridades darán a la militar las 

informaciones que ésta le solicite y cuantas noticias referentes al orden público lleguen a su 

conocimiento. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Quedan derogados los artículos veinticinco a cincuenta y uno y disposiciones finales y transitorias de 

la Ley cuarenta y cinco mil novecientos cincuenta y nueve, de treinta de julio, de Orden Público, así 

como cuantas disposiciones se opongan a lo preceptuado en la presente Ley Orgánica. 

DISPOSICIÓN FINAL 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 
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§ 45. Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se establecen medidas para la protección 

de infraestructuras críticas33 

«BOE» núm. 102, de 29 de abril de 2011 

PREÁMBULO 

Los Estados modernos se enfrentan actualmente a diferentes desafíos que confieren a la seguridad 

nacional un carácter cada vez más complejo. Estos nuevos riesgos, generados, en gran medida, por 

la globalización, y entre los que se cuentan el terrorismo internacional, la proliferación de armas de 

destrucción masiva o el crimen organizado, se suman a los ya existentes, de los cuales el terrorismo 

tradicional venía siendo un exponente. 

En este marco, es cada vez mayor la dependencia que las sociedades tienen del complejo sistema 

de infraestructuras que dan soporte y posibilitan el normal desenvolvimiento de los sectores 

productivos, de gestión y de la vida ciudadana en general. Estas infraestructuras suelen ser 

sumamente interdependientes entre sí, razón por la cual los problemas de seguridad que pueden 

desencadenarse en cascada a través del propio sistema tienen la posibilidad de ocasionar fallos 

inesperados y cada vez más graves en los servicios básicos para la población. 

Hasta tal punto es así, que cualquier interrupción no deseada –incluso de corta duración y debida 

bien a causas naturales o técnicas, bien a ataques deliberados– podría tener graves consecuencias 

en los flujos de suministros vitales o en el funcionamiento de los servicios esenciales, además de 

provocar perturbaciones y disfunciones graves en materia de seguridad, lo que es objeto de especial 

atención para el Sistema Nacional de Gestión de Situaciones de Crisis. 

Dentro de las prioridades estratégicas de la seguridad nacional se encuentran las infraestructuras, 

que están expuestas a una serie de amenazas. Para su protección se hace imprescindible, por un 

lado, catalogar el conjunto de aquéllas que prestan servicios esenciales a nuestra sociedad y, por 

otro, diseñar un planeamiento que contenga medidas de prevención y protección eficaces contra 

las posibles amenazas hacia tales infraestructuras, tanto en el plano de la seguridad física como en 

el de la seguridad de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 

En esa línea, se han emprendido diversas actuaciones a nivel nacional, como la aprobación, por la 

Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior, de un primer Plan Nacional de 

Protección de las Infraestructuras Críticas, de 7 de mayo de 2007, así como la elaboración de un 

primer Catálogo Nacional de Infraestructuras Estratégicas. Así mismo, con fecha 2 de noviembre de 

2007, el Consejo de Ministros aprobó un Acuerdo sobre Protección de Infraestructuras Críticas, 

mediante el cual se dio un impulso decisivo en dicha materia. El desarrollo y aplicación de este 

Acuerdo supone un avance cualitativo de primer orden para garantizar la seguridad de los 

ciudadanos y el correcto funcionamiento de los servicios esenciales. 

Paralelamente, existen también una serie de actuaciones desarrolladas a nivel internacional en 

el ámbito europeo: tras los terribles atentados de Madrid, el Consejo Europeo de junio de 2004 instó 

a la Comisión Europea a elaborar una estrategia global sobre protección de infraestructuras críticas. 

 

 
33 La Ley 8/2011, de 28 de abril, ha sido modificada, respecto a la colaboración de los operadores críticos, por la Ley Orgánica 

9/2022, de 28 de julio. Véase el Real Decreto 704/2011, de 20 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de protección 

de las infraestructuras críticas. 
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El 20 de octubre de 2004 la Comisión adoptó una Comunicación sobre protección de las 

infraestructuras críticas en la lucha contra el terrorismo, que contiene propuestas para mejorar la 

prevención, preparación y respuesta de Europa frente a atentados terroristas que les afecten. Con 

posterioridad, en diciembre de 2004, el Consejo aprobó el PEPIC (Programa europeo de protección 

de infraestructuras críticas) y puso en marcha una red de información sobre alertas en infraestructuras 

críticas (Critical Infrastructures Warning Information Network-CIWIN). 

En la actualidad, la entrada en vigor de la Directiva 2008/114, del Consejo, de 8 de diciembre, 

sobre la identificación y designación de Infraestructuras Críticas Europeas y la evaluación de la 

necesidad de mejorar su protección (en adelante, Directiva 2008/114/CE), constituye un importante 

paso en la cooperación en esta materia en el seno de la Unión. En dicha Directiva se establece que 

la responsabilidad principal y última de proteger las infraestructuras críticas europeas corresponde a 

los Estados miembros y a los operadores de las mismas, y se determina el desarrollo de una serie de 

obligaciones y de actuaciones por dichos Estados, que deben incorporarse a las legislaciones 

nacionales. 

Las actuaciones necesarias para optimizar la seguridad de las infraestructuras se enmarcan 

principalmente en el ámbito de la protección contra agresiones deliberadas y, muy especialmente, 

contra ataques terroristas, resultando por ello lideradas por el Ministerio del Interior. 

Sin embargo, la seguridad de las infraestructuras críticas exige contemplar actuaciones que vayan 

más allá de la mera protección material contra posibles agresiones o ataques, razón por la cual 

resulta inevitable implicar a otros órganos de la Administración General del Estado, de las demás 

Administraciones Públicas, de otros organismos públicos y del sector privado. Estas infraestructuras 

críticas dependen cada vez más de las tecnologías de la información, tanto para su gestión como 

para su vinculación con otros sistemas, para lo cual se basan, principalmente, en medios de 

información y de comunicación de carácter público y abierto. Es preciso contar, por tanto, con la 

cooperación de todos los actores involucrados en la regulación, planificación y operación de las 

diferentes infraestructuras que proporcionan los servicios esenciales para la sociedad, sin perjuicio de 

la coordinación que ejercerá el Ministerio del Interior en colaboración con las Comunidades 

Autónomas. 

En consecuencia, y dada la complejidad de la materia, su incidencia sobre la seguridad de las 

personas y sobre el funcionamiento de las estructuras básicas nacionales e internacionales, y en 

cumplimiento de lo estipulado por la Directiva 2008/114/CE, se hace preciso elaborar una norma 

cuyo objeto es, por un lado, regular la protección de las infraestructuras críticas contra ataques 

deliberados de todo tipo (tanto de carácter físico como cibernético) y, por otro lado, la definición 

de un sistema organizativo de protección de dichas infraestructuras que aglutine a las 

Administraciones Públicas y entidades privadas afectadas. Como pieza básica de este sistema, la 

Ley crea el Centro Nacional para la Protección de las Infraestructuras Críticas como órgano de 

asistencia al Secretario de Estado de Seguridad en la ejecución de las funciones que se le 

encomiendan a éste como órgano responsable del sistema. 

La finalidad de esta norma es, por lo tanto, el establecimiento de medidas de protección de las 

infraestructuras críticas que proporcionen una base adecuada sobre la que se asiente una eficaz 

coordinación de las Administraciones Públicas y de las entidades y organismos gestores o propietarios 

de infraestructuras que presten servicios esenciales para la sociedad, con el fin de lograr una mejor 

seguridad para aquéllas. 

Sobre esta base, se sustentarán el Catálogo Nacional de Infraestructuras Estratégicas (conforme a la 

comunicación del Consejo de la Unión Europea de 20 de octubre de 2004, que señala que cada 

sector y cada Estado miembro deberá identificar las infraestructuras que son críticas en sus 

respectivos territorios) y el Plan Nacional de Protección de Infraestructuras Críticas, como principales 

herramientas en la gestión de la seguridad de nuestras infraestructuras. 
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La Ley consta de 18 artículos, estructurados en 3 Títulos. El Título I se destina a las definiciones de los 

términos acuñados por la Directiva 2008/114/CE, así como a establecer las cuestiones relativas al 

ámbito de aplicación y objeto. El Título II se dedica a regular los órganos e instrumentos de 

planificación que se integran en el Sistema de Protección de las Infraestructuras Críticas. El Título III 

establece, finalmente, las medidas de protección y los procedimientos que deben derivar de la 

aplicación de dicha norma. Asimismo, la Ley consta de cuatro Disposiciones Adicionales y cinco 

Disposiciones Finales. 

Si bien el contenido material de la Ley es eminentemente organizativo, especialmente en lo 

concerniente a la composición, competencias y funcionamiento de los órganos que integran el 

Sistema de Protección de Infraestructuras Críticas, así como en todo lo relativo a los diferentes planes 

de protección, se ha optado por dotar a esta norma de rango legal, de acuerdo con el criterio del 

Consejo de Estado, a fin de poder cubrir suficientemente aquellas obligaciones que la Ley impone y 

que requieren de una cobertura legal específica. 

TÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

1. Esta Ley tiene por objeto establecer las estrategias y las estructuras adecuadas que permitan dirigir 

y coordinar las actuaciones de los distintos órganos de las Administraciones Públicas en materia de 

protección de infraestructuras críticas, previa identificación y designación de las mismas, para 

mejorar la prevención, preparación y respuesta de nuestro Estado frente a atentados terroristas u 

otras amenazas que afecten a infraestructuras críticas. Para ello se impulsará, además, la 

colaboración e implicación de los organismos gestores y propietarios de dichas infraestructuras, a fin 

de optimizar el grado de protección de éstas contra ataques deliberados de todo tipo, con el fin de 

contribuir a la protección de la población. 

2. Asimismo, la presente Ley regula las especiales obligaciones que deben asumir tanto las 

Administraciones Públicas como los operadores de aquellas infraestructuras que se determinen como 

infraestructuras críticas, según lo dispuesto en los párrafos e) y f) del artículo 2 de la misma. 

Artículo 2 

Definiciones 

A los efectos de la presente Ley, se entenderá por: 

a) Servicio esencial: el servicio necesario para el mantenimiento de las funciones sociales básicas, 

la salud, la seguridad, el bienestar social y económico de los ciudadanos, o el eficaz funcionamiento 

de las Instituciones del Estado y las Administraciones Públicas. 

b) Sector estratégico: cada una de las áreas diferenciadas dentro de la actividad laboral, 

económica y productiva, que proporciona un servicio esencial o que garantiza el ejercicio de la 

autoridad del Estado o de la seguridad del país. Su categorización viene determinada en el anexo 

de esta norma. 

c) Subsector estratégico: cada uno de los ámbitos en los que se dividen los distintos sectores 

estratégicos, conforme a la distribución que contenga, a propuesta de los Ministerios y organismos 
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afectados, el documento técnico que se apruebe por el Centro Nacional de Protección de las 

Infraestructuras Críticas. 

d) Infraestructuras estratégicas: las instalaciones, redes, sistemas y equipos físicos y de tecnología 

de la información sobre las que descansa el funcionamiento de los servicios esenciales. 

e) Infraestructuras críticas: las infraestructuras estratégicas cuyo funcionamiento es indispensable 

y no permite soluciones alternativas, por lo que su perturbación o destrucción tendría un grave 

impacto sobre los servicios esenciales. 

f) Infraestructuras críticas europeas: aquellas infraestructuras críticas situadas en algún Estado 

miembro de la Unión Europea, cuya perturbación o destrucción afectaría gravemente al menos a 

dos Estados miembros, todo ello con arreglo a la Directiva 2008/114, del Consejo, de 8 de diciembre, 

sobre la identificación y designación de Infraestructuras Críticas Europeas y la evaluación de la 

necesidad de mejorar su protección (en adelante, Directiva 2008/114/CE). 

g) Zona crítica: aquella zona geográfica continua donde estén establecidas varias 

infraestructuras críticas a cargo de operadores diferentes e interdependientes, que sea declarada 

como tal por la Autoridad competente. La declaración de una zona crítica tendrá por objeto 

facilitar la mejor protección y una mayor coordinación entre los diferentes operadores titulares de 

infraestructuras críticas o infraestructuras críticas europeas radicadas en un sector geográfico 

reducido, así como con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y las Policías Autonómicas de 

carácter integral. 

h) Criterios horizontales de criticidad: los parámetros en función de los cuales se determina la 

criticidad, la gravedad y las consecuencias de la perturbación o destrucción de una infraestructura 

crítica se evaluarán en función de: 

1. El número de personas afectadas, valorado en función del número potencial de víctimas 

mortales o heridos con lesiones graves y las consecuencias para la salud pública. 

2. El impacto económico en función de la magnitud de las pérdidas económicas y el deterioro 

de productos y servicios. 

3. El impacto medioambiental, degradación en el lugar y sus alrededores. 

4. El impacto público y social, por la incidencia en la confianza de la población en la capacidad 

de las Administraciones Públicas, el sufrimiento físico y la alteración de la vida cotidiana, incluida la 

pérdida y el grave deterioro de servicios esenciales. 

i) Análisis de riesgos: el estudio de las hipótesis de amenazas posibles necesario para determinar 

y evaluar las vulnerabilidades existentes en los diferentes sectores estratégicos y las posibles 

repercusiones de la perturbación o destrucción de las infraestructuras que le dan apoyo. 

j) Interdependencias: los efectos que una perturbación en el funcionamiento de la instalación o 

servicio produciría en otras instalaciones o servicios, distinguiéndose las repercusiones en el propio 

sector y en otros sectores, y las repercusiones de ámbito local, autonómico, nacional o internacional. 

k) Protección de infraestructuras críticas: el conjunto de actividades destinadas a asegurar la 

funcionalidad, continuidad e integridad de las infraestructuras críticas con el fin de prevenir, paliar y 

neutralizar el daño causado por un ataque deliberado contra dichas infraestructuras y a garantizar 

la integración de estas actuaciones con las demás que procedan de otros sujetos responsables 

dentro del ámbito de su respectiva competencia. 
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l) Información sensible sobre protección de infraestructuras estratégicas: los datos específicos 

sobre infraestructuras estratégicas que, de revelarse, podrían utilizarse para planear y llevar a cabo 

acciones cuyo objetivo sea provocar la perturbación o la destrucción de éstas. 

m) Operadores críticos: las entidades u organismos responsables de las inversiones o del 

funcionamiento diario de una instalación, red, sistema, o equipo físico o de tecnología de la 

información designada como infraestructura crítica con arreglo a la presente Ley. 

n) Nivel de Seguridad: aquel cuya activación por el Ministerio del Interior está previsto en el Plan 

Nacional de Protección de Infraestructuras Críticas, de acuerdo con la evaluación general de la 

amenaza y con la específica que en cada supuesto se efectúe sobre cada infraestructura, en virtud 

del cual corresponderá declarar un grado concreto de intervención de los diferentes organismos 

responsables en materia de seguridad. 

o) Catálogo Nacional de Infraestructuras Estratégicas: la información completa, actualizada, 

contrastada e informáticamente sistematizada relativa a las características específicas de cada una 

de las infraestructuras estratégicas existentes en el territorio nacional. 

Artículo 3 

Ámbito de aplicación 

1. La presente Ley se aplicará a las infraestructuras críticas ubicadas en el territorio nacional 

vinculadas a los sectores estratégicos definidos en el anexo de esta Ley. 

2. Se exceptúan de su aplicación las infraestructuras dependientes del Ministerio de Defensa y de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, que se regirán, a efectos de control administrativo, por su propia 

normativa y procedimientos. 

3. La aplicación de esta Ley se efectuará sin perjuicio de: 

a) La misión y funciones del Centro Nacional de Inteligencia establecidas en su normativa 

específica, contando siempre con la necesaria colaboración y complementariedad con aquéllas. 

b) Los criterios y disposiciones contenidos en la Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre energía nuclear, 

y normas de desarrollo de la misma, y en la Ley 15/1980, de 22 de abril, de creación del Consejo de 

Seguridad Nuclear, reformada por la Ley 33/2007, de 7 de noviembre. 

c) Lo previsto en el Programa Nacional de Seguridad de la Aviación Civil contemplado en la Ley 

21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea, y su normativa complementaria. 

Artículo 4 

El Catálogo Nacional de Infraestructuras Estratégicas 

1. El Ministerio del Interior, a través de la Secretaría de Estado de Seguridad, será el responsable del 

Catálogo Nacional de Infraestructuras Estratégicas (en adelante, el Catálogo), instrumento que 

contendrá toda la información y valoración de las infraestructuras estratégicas del país, entre las que 

se hallarán incluidas aquellas clasificadas como Críticas o Críticas Europeas, en las condiciones que 

se determinen en el Reglamento que desarrolle la presente Ley. 

2. La competencia para clasificar una infraestructura como estratégica, y en su caso, como 

infraestructura crítica o infraestructura crítica europea, así como para incluirla en el Catálogo 

Nacional de Infraestructuras Estratégicas, corresponderá al Ministerio del Interior, a través de la 
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Secretaria de Estado de Seguridad, incluidas las propuestas, en su caso, del órgano competente de 

las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía que ostenten competencias 

estatutariamente reconocidas para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento del 

orden público en relación con las infraestructuras ubicadas en su demarcación territorial. 

TÍTULO II 

El Sistema de Protección de Infraestructuras Críticas 

Artículo 5 

Finalidad 

1. El Sistema de Protección de Infraestructuras Críticas (en adelante, el Sistema) se compone de una 

serie de instituciones, órganos y empresas, procedentes tanto del sector público como del privado, 

con responsabilidades en el correcto funcionamiento de los servicios esenciales o en la seguridad de 

los ciudadanos. 

2. Son agentes del Sistema, con las funciones que se determinen reglamentariamente, los siguientes: 

a) La Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior. 

b) El Centro Nacional para la Protección de las Infraestructuras Críticas. 

c) Los Ministerios y organismos integrados en el Sistema, que serán los incluidos en el anexo de 

esta Ley. 

d) Las Comunidades Autónomas y las Ciudades con Estatuto de Autonomía. 

e) Las Delegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas y en las Ciudades con Estatuto 

de Autonomía. 

f) Las Corporaciones Locales, a través de la asociación de Entidades Locales de mayor 

implantación a nivel nacional. 

g) La Comisión Nacional para la Protección de las Infraestructuras Críticas. 

h) El Grupo de Trabajo Interdepartamental para la Protección de las Infraestructuras Críticas. 

i) Los operadores críticos del sector público y privado. 

Artículo 6 

La Secretaría de Estado de Seguridad 

La Secretaría de Estado de Seguridad es el órgano superior del Ministerio del Interior responsable del 

Sistema de Protección de las infraestructuras críticas nacionales. 

Para el desempeño de su cometido, el Reglamento de desarrollo de esta Ley determinará sus 

competencias en la materia, que ejercerá con la asistencia de los demás integrantes del Sistema y, 

principalmente, del Centro Nacional para la Protección de las Infraestructuras Críticas. 
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Artículo 7 

El Centro Nacional para la Protección de las Infraestructuras Críticas 

1. Se crea el Centro Nacional para la Protección de las Infraestructuras Críticas (en adelante, el 

CNPIC) como órgano ministerial encargado del impulso, la coordinación y supervisión de todas las 

actividades que tiene encomendadas la Secretaría de Estado de Seguridad en relación con la 

protección de las Infraestructuras Críticas en el territorio nacional. 

2. El CNPIC dependerá orgánicamente de la Secretaría de Estado de Seguridad, y sus funciones serán 

las que reglamentariamente se establezcan. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, corresponderá al CNPIC la realización de altas, 

bajas y modificaciones de infraestructuras en el Catálogo, así como la determinación de la criticidad 

de las infraestructuras estratégicas incluidas en el mismo. 

Artículo 8 

Ministerios y organismos integrados en el Sistema de Protección de Infraestructuras Críticas 

1. Por cada sector estratégico, se designará, al menos, un ministerio, organismo, entidad u órgano 

de la Administración General del Estado integrado en el Sistema. El nombramiento, alta o baja en 

éste de un ministerio u organismo con responsabilidad sobre un sector estratégico se efectuará 

mediante la modificación del anexo de la presente Ley. 

2. Los ministerios y organismos del Sistema serán los encargados de impulsar, en el ámbito de sus 

competencias, las políticas de seguridad del Gobierno sobre los distintos sectores estratégicos 

nacionales y de velar por su aplicación, actuando igualmente como puntos de contacto 

especializados en la materia. Para ello, colaborarán con el Ministerio del Interior a través de la 

Secretaría de Estado de Seguridad. 

3. Con tales objetivos, los ministerios y organismos del Sistema desempeñarán las funciones que 

reglamentariamente se determinen. 

4. Un ministerio u organismo del Sistema podrá tener competencias, igualmente, sobre dos o más 

sectores estratégicos, conforme a lo establecido en el anexo de la presente Ley. 

Artículo 9 

Delegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas y en las Ciudades con Estatuto de 

Autonomía 

1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y en las Ciudades con Estatuto de 

Autonomía tendrán, bajo la autoridad del Secretario de Estado de Seguridad, y en el ejercicio de sus 

competencias, una serie de facultades respecto de las infraestructuras críticas localizadas en su 

demarcación. 

2. El desarrollo reglamentario de dichas facultades en todo caso incluirá la intervención, a través de 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en la implantación de los diferentes Planes de Protección 

Específico y de Apoyo Operativo, así como la propuesta a la Secretaría de Estado de Seguridad de 

la declaración de una zona como crítica. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado primero de este artículo, las Comunidades Autónomas 

con competencias estatutariamente reconocidas para la protección de bienes y personas y el 

mantenimiento del orden público desarrollarán, sobre las infraestructuras ubicadas en su territorio, 
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aquellas facultades de las Delegaciones del Gobierno relativas a la coordinación de los cuerpos 

policiales autonómicos y, en su caso, a la activación por aquellos del Plan de Apoyo Operativo que 

corresponda para responder ante una alerta de seguridad. 

Artículo 10 

Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía 

1. Las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía que ostenten competencias 

estatutariamente reconocidas para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento del 

orden público podrán desarrollar, sobre las infraestructuras ubicadas en su demarcación territorial, 

las facultades que reglamentariamente se determinen respecto a su protección, sin perjuicio de los 

mecanismos de coordinación que se establezcan. 

2. En todo caso, las Comunidades Autónomas mencionadas en el apartado anterior participarán en 

el proceso de declaración de una zona como crítica, en la aprobación del Plan de Apoyo Operativo 

que corresponda, y en las reuniones del Grupo de Trabajo Interdepartamental. Asimismo, serán 

miembros de la Comisión Nacional para la Protección de las Infraestructuras Críticas. 

3. Las Comunidades Autónomas no incluidas en los apartados anteriores participarán en el Sistema 

de Protección de Infraestructuras Críticas y en los Órganos previstos en esta Ley, de acuerdo con las 

competencias que les reconozcan sus respectivos Estatutos de Autonomía. 

Artículo 11 

Comisión Nacional para la Protección de las Infraestructuras Críticas 

1. Se crea la Comisión Nacional para la Protección de las Infraestructuras Críticas (en adelante, la 

Comisión) como órgano colegiado adscrito a la Secretaría de Estado de Seguridad. 

2. La Comisión será la competente para aprobar los diferentes Planes Estratégicos Sectoriales así 

como para designar a los operadores críticos, a propuesta del Grupo de Trabajo Interdepartamental 

para la Protección de Infraestructuras Críticas. 

3. Sus funciones y composición serán las que reglamentariamente se establezcan. 

Artículo 12 

Grupo de Trabajo Interdepartamental para la Protección de las Infraestructuras Críticas 

1. El Sistema contará con un Grupo de Trabajo Interdepartamental para la Protección de las 

Infraestructuras Críticas (en adelante, el Grupo de Trabajo), cuya composición y funciones se 

determinarán reglamentariamente. 

2. Le corresponderá, en todo caso, la elaboración de los diferentes Planes Estratégicos Sectoriales y 

la propuesta a la Comisión de la designación de los operadores críticos por cada uno de los sectores 

estratégicos definidos. 

Artículo 13 

Operadores críticos 

1. Los operadores considerados críticos en virtud de esta Ley deberán colaborar con las autoridades 

competentes del Sistema, con el fin de optimizar la protección de las infraestructuras críticas y de las 

infraestructuras críticas europeas por ellos gestionados. Con ese fin, deberán: 
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a) Asesorar técnicamente al Ministerio del Interior, a través del CNPIC, en la valoración de las 

infraestructuras propias que se aporten al Catálogo, actualizando los datos disponibles con una 

periodicidad anual y, en todo caso, a requerimiento del citado Ministerio. 

b) Colaborar, en su caso, con el Grupo de Trabajo en la elaboración de los Planes Estratégicos 

Sectoriales y en la realización de los análisis de riesgos sobre los sectores estratégicos donde se 

encuentren incluidos. 

c) Elaborar el Plan de Seguridad del Operador en los términos y con los contenidos que se 

determinen reglamentariamente, debiendo acreditar la implantación de las medidas exigidas por 

la autoridad competente a través de la certificación oportuna. 

d) Elaborar, según se disponga reglamentariamente, un Plan de Protección Específico por cada 

una de las infraestructuras consideradas como críticas en el Catálogo, debiendo acreditar la 

implantación de las medidas exigidas por la autoridad competente a través de la certificación 

oportuna. 

e) Designar a un Responsable de Seguridad y Enlace en los términos de la presente Ley. 

f) Designar a un Delegado de Seguridad por cada una de sus infraestructuras consideradas 

Críticas o Críticas Europeas por el Ministerio del Interior, comunicando su designación a los órganos 

correspondientes. 

g) Facilitar las inspecciones que las autoridades competentes lleven a cabo para verificar el 

cumplimiento de la normativa sectorial y adoptar las medidas de seguridad que sean precisas en 

cada Plan, solventando en el menor tiempo posible las deficiencias encontradas. 

h) Constituir un Área de Seguridad del Operador, de la manera que reglamentariamente se 

determine 

2. Será requisito para la designación de los operadores críticos, tanto del sector público como del 

privado, que al menos una de las infraestructuras que gestionen reúna la consideración de 

Infraestructura Crítica, mediante la correspondiente propuesta de la que, en todo caso, el CNPIC 

informará al operador antes de proceder a su clasificación definitiva. 

3. La designación como tales de los operadores críticos en cada uno de los sectores o subsectores 

estratégicos definidos se efectuará en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

4. Los operadores críticos tendrán en el CNPIC el punto directo de interlocución con el Ministerio del 

Interior en lo relativo a sus responsabilidades, funciones y obligaciones. En el caso de que los 

operadores críticos del Sector Público estén vinculados o dependan de una Administración Pública, 

el órgano competente de ésta podrá erigirse, a través del CNPIC, en el interlocutor con el Ministerio 

del Interior. 
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TÍTULO III 

Instrumentos y comunicación del Sistema 

Artículo 14 

Instrumentos de planificación del Sistema 

1. La Protección de las Infraestructuras Críticas frente a las eventuales amenazas que puedan 

ponerlas en situación de riesgo requiere la adopción y aplicación de los siguientes planes de 

actuación: 

a) El Plan Nacional de Protección de las Infraestructuras Críticas. 

b) Los Planes Estratégicos Sectoriales. 

c) Los Planes de Seguridad del Operador. 

d) Los Planes de Protección Específicos. 

e) Los Planes de Apoyo Operativo. 

2. El Ministerio del Interior, a través de la Secretaría de Estado de Seguridad, elaborará el Plan 

Nacional de Protección de las Infraestructuras Críticas, siendo éste el documento estructural que 

permitirá dirigir y coordinar las actuaciones precisas para proteger las infraestructuras críticas en la 

lucha contra el terrorismo. 

3. Los Planes Estratégicos Sectoriales serán asimismo elaborados por el Grupo de Trabajo y aprobados 

por la Comisión, e incluirán, por sectores, los criterios definidores de las medidas a adoptar para hacer 

frente a una situación de riesgo. 

4. Los Planes de Seguridad del Operador y los Planes de Protección Específicos deberán ser 

elaborados por los operadores críticos respecto a todas sus infraestructuras clasificadas como Críticas 

o Críticas Europeas. Se trata de instrumentos de planificación a través de los cuales aquéllos asumen 

la obligación de colaborar en la identificación de dichas infraestructuras, especificar las políticas a 

implementar en materia de seguridad de las mismas, así como implantar las medidas generales de 

protección, tanto las permanentes como aquellas de carácter temporal que, en su caso, vayan a 

adoptar para prevenir, proteger y reaccionar ante posibles ataques deliberados contra aquéllas. 

5. Los Planes de Apoyo Operativo deberán ser elaborados por el Cuerpo Policial estatal o, en su caso, 

autonómico, con competencia en la demarcación, para cada una de las infraestructuras 

clasificadas como Críticas o Críticas Europeas dotadas de un Plan de Protección Específico, 

debiendo contemplar las medidas de vigilancia, prevención, protección o reacción a prestar, de 

forma complementaria a aquellas previstas por los operadores críticos. 

6. El contenido concreto y el procedimiento de elaboración, aprobación y registro de cada uno de 

los planes serán los que se determinen reglamentariamente. 

Artículo 15 

Seguridad de las comunicaciones 

1. La Secretaría de Estado de Seguridad arbitrará los sistemas de gestión que permitan una continua 

actualización y revisión de la información disponible en el Catálogo por parte del CNPIC, así como 

su difusión a los organismos autorizados. 
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2. Las Administraciones Públicas velarán por la garantía de la confidencialidad de los datos sobre 

infraestructuras estratégicas a los que tengan acceso y de los planes que para su protección se 

deriven, según la clasificación de la información almacenada. 

3. Los sistemas, las comunicaciones y la información referida a la protección de las infraestructuras 

críticas contarán con las medidas de seguridad necesarias que garanticen su confidencialidad, 

integridad y disponibilidad, según el nivel de clasificación que les sea asignado. 

Artículo 16 

El Responsable de Seguridad y Enlace 

1. Los operadores críticos nombrarán y comunicarán al Ministerio del Interior un Responsable de 

Seguridad y Enlace con la Administración en el plazo que reglamentariamente se establezca. 

2. En todo caso, el Responsable de Seguridad y Enlace designado deberá contar con la habilitación 

de Director de Seguridad expedida por el Ministerio del Interior según lo previsto en la normativa de 

seguridad privada o con la habilitación equivalente, según su normativa específica. 

3. Las funciones específicas del Responsable de Seguridad y Enlace serán las previstas 

reglamentariamente. 

Artículo 17 

El Delegado de Seguridad de la Infraestructura Crítica 

1. Los operadores con Infraestructuras consideradas Críticas o Críticas Europeas por el Ministerio del 

Interior comunicarán a las Delegaciones del Gobierno o, en su caso, al órgano competente de la 

Comunidad Autónoma con competencias estatutariamente reconocidas para la protección de 

personas y bienes y para el mantenimiento del orden público donde aquéllas se ubiquen, la 

existencia de un Delegado de Seguridad para dicha infraestructura. 

2. El plazo para efectuar dicha comunicación, así como las funciones específicas del Delegado de 

Seguridad de la Infraestructura Crítica, serán los que reglamentariamente se establezcan. 

Artículo 18 

Seguridad de los datos clasificados 

El operador crítico deberá garantizar la seguridad de los datos clasificados relativos a sus propias 

infraestructuras, mediante los medios de protección y los sistemas de información adecuados que 

reglamentariamente se determinen. 

Disposición adicional primera 

Normativa y régimen económico aplicable a la Comisión Nacional para la Protección de las 

Infraestructuras Críticas y al Grupo de Trabajo Interdepartamental para la Protección de las 

Infraestructuras Críticas 

En lo no previsto en la presente Ley, se estará a lo dispuesto para el funcionamiento de los órganos 

colegiados en el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen jurídico 

de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Así mismo, el 

funcionamiento y los trabajos de la Comisión, así como del Grupo de Trabajo previstos en la presente 

norma se llevarán a cabo con cargo a las dotaciones presupuestarias y los medios personales y 

tecnológicos del Ministerio del Interior, sin que supongan incremento alguno del gasto público. 
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Disposición adicional segunda 

Clasificación de los Planes 

Los Planes a los que se refiere el artículo 14 de la presente Ley tendrán la clasificación que les 

corresponda en virtud de la normativa vigente en la materia, la cual deberá constar de forma 

expresa en el instrumento de su aprobación. 

Disposición adicional tercera 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

Las referencias efectuadas en la presente Ley a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad incluyen, en todo 

caso, a los Cuerpos policiales dependientes de las Comunidades Autónomas con competencias 

estatutarias reconocidas para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento del orden 

público. 

Disposición adicional cuarta 

Ceuta y Melilla 

De conformidad con lo establecido en los Estatutos de Autonomía de las Ciudades de Ceuta y 

Melilla, los Consejos de Gobierno de ambas, de acuerdo con la Delegación del Gobierno respectiva, 

podrán emitir informes y propuestas en relación con la adopción de medidas específicas sobre las 

infraestructuras situadas en ellas que sean objeto de la presente Ley. 

Disposición final primera 

Título competencial 

Esta Ley se dicta al amparo de la competencia atribuida al Estado en virtud del artículo 149.1.29.ª de 

la Constitución Española en materia de seguridad pública. 

Disposición final segunda 

Competencias en materia de Protección Civil 

Lo dispuesto en esta Ley se entiende sin perjuicio de lo que establezca la normativa autonómica en 

materia de protección civil, de acuerdo con las competencias correspondientes a cada territorio en 

virtud de lo dispuesto en los correspondientes Estatutos de Autonomía. 

Disposición final tercera 

Incorporación de Derecho comunitario 

Mediante esta Ley y sus ulteriores desarrollos reglamentarios se incorpora al Derecho español la 

Directiva 2008/114/CE del Consejo, de 8 de diciembre, sobre la identificación y clasificación de 

Infraestructuras Críticas Europeas y la evaluación de la necesidad de mejorar su protección. 

Disposición final cuarta 

Habilitación para el desarrollo reglamentario 

1. Se habilita al Gobierno para que en plazo de seis meses dicte el Reglamento de la presente Ley. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 422 

2. Igualmente se habilita al Gobierno a modificar por Real Decreto, a propuesta del titular del 

Ministerio del Interior y del titular del Departamento competente por razón de la materia, el Anexo 

de esta Ley. 

3. En el ámbito de sus competencias, las Comunidades Autónomas podrán igualmente elaborar las 

normas reglamentarias necesarias para el desarrollo de la presente Ley. 

Disposición final quinta 

Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

ANEXO 

Sectores estratégicos y Ministerios/Organismos del sistema competentes 

Sector Ministerio/Organismo del sistema 

Administración. 

Ministerio Presidencia. 

Ministerio Interior. 

Ministerio Defensa. 

Centro Nacional de Inteligencia. 

Ministerio Política Territorial y Administración 

Pública. 

Espacio. Ministerio Defensa. 

Industria nuclear. 
Ministerio Industria, Turismo y Comercio. 

Consejo de Seguridad Nuclear. 

Industria química. Ministerio Interior. 

Instalaciones de investigación. 

Ministerio Ciencia e Innovación. 

Ministerio Medio Ambiente, y Medio Rural y 

Marino. 

Agua. 

Ministerio Medio Ambiente, y Medio Rural y 

Marino. 

Ministerio Sanidad, Política Social e Igualdad. 

Energía. Ministerio Industria, Turismo y Comercio. 

Salud. 
Ministerio Sanidad, Política Social e Igualdad. 

Ministerio Ciencia e Innovación. 

Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones (TIC). 

Ministerio Industria, Turismo y Comercio. 

Ministerio Defensa. 

Centro Nacional de Inteligencia. 

Ministerio Ciencia e Innovación. 

Ministerio Política Territorial y Administración 

Pública. 

Transporte. Ministerio Fomento. 
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Alimentación. 

Ministerio Medio Ambiente, y Medio Rural y 

Marino. 

Ministerio Sanidad, Política Social e Igualdad. 

Ministerio Industria, Turismo y Comercio. 

Sistema financiero y tributario. Ministerio Economía y Hacienda. 
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§ 46. Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad 

ciudadana34 

«BOE» núm. 77, de 31 de marzo de 2015 

PREÁMBULO 

I 

La seguridad ciudadana es la garantía de que los derechos y libertades reconocidos y amparados 

por las constituciones democráticas puedan ser ejercidos libremente por la ciudadanía y no meras 

declaraciones formales carentes de eficacia jurídica. En este sentido, la seguridad ciudadana se 

configura como uno de los elementos esenciales del Estado de Derecho. 

 

 
34 La Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, fue objeto de sendos recursos de inconstitucionalidad. El primero, núm. 2896-2015, 

promovido por noventa y siete diputados y diputadas del Grupo Parlamentario Socialista, once del Grupo Parlamentario La 

Izquierda Plural [Izquierda Unida (IU), Iniciativa per Catalunya Verds-Esquerra Unida i Alternativa (ICV-EUiA) y Chunta 

Aragonesista (CHA)], cuatro del Grupo Parlamentario Unión Progreso y Democracia y dos del Grupo Parlamentario Mixto del 

Congreso de los Diputados, contra los arts. 19.2, 20.2, 36.2 y 23, y 37.1 en relación con los arts. 30.3 y 37.3 y 7, así como la 

disposición final primera. El segundo, núm. 3848-2015, interpuesto por el Parlamento de Cataluña contra los artículos 20; 35.1; 

36.1, 2, 8, 22 y 23, y 37.7, así como la disposición final primera. El primer recurso fue resuelto por STC 172/2020, cuyo fallo 

determinó lo siguiente: «1.º Declarar la inconstitucionalidad y la nulidad del inciso «no autorizado» del art. 36.23 de la Ley 

Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana (LOPSC). 2.º Declarar que los arts. 36.23, 37.3 

y 37.7 no son inconstitucionales siempre que se interpreten en el sentido establecido, respectivamente, en el FJ 7 C) el 

art. 36.23; en el FJ 6 E) el art. 37.3 y en el FJ 6 F) el art. 37.7. 3.º La disposición final primera por la que se introduce la disposición 

adicional décima en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 

integración social, es conforme a la Constitución, siempre que se interprete tal y como se ha indicado en el fundamento 

jurídico 8 C), concretado en los siguientes puntos: a) Aplicación a las entradas individualizadas. b) Pleno control judicial. c) 

Cumplimiento de las obligaciones internacionales. 4.º Desestimar el recurso de inconstitucionalidad en todo lo demás». El 

segundo recurso fue resuelto por STC 13/2021, cuyo fallo decidió lo siguiente: «1.º Desestimar la pretensión de inadmisión de la 

impugnación dirigida contra la disposición final primera de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la 

seguridad ciudadana. 2.º Declarar la pérdida de objeto del presente recurso de inconstitucionalidad en lo que hace a la 

impugnación del inciso «no autorizado» del artículo 36.23 LOPSC. 3.º Declarar que los artículos 36.23 y 37.7 LOPSC no son 

inconstitucionales siempre que se interpreten en el sentido establecido en el fundamento jurídico 2 c) el artículo 36.23 y en el 

fundamento jurídico 2 d) el artículo 37.7. 4.º Declarar que la disposición final primera por la que se introduce la disposición 

adicional décima en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 

integración social, es conforme a la Constitución, siempre que se interprete tal y como se ha indicado en el fundamento 

jurídico 2 e). 5.º Declarar que el artículo 36.22 LOPSC no es inconstitucional siempre que se interprete que la conducta que 

tipifica consiste en (i) el incumplimiento de las restricciones a la navegación en esos sectores impuestas por motivos de 

seguridad ciudadana (ii) que produjese como resultado un perjuicio real para la seguridad ciudadana o una amenaza 

concreta de la que razonablemente se pueda seguir aquel perjuicio. 6.º Desestimar el recurso de inconstitucionalidad en todo 

lo demás». Al mismo tiempo, el Boletín Oficial de las Cortes Generales-Congreso de los Diputados, de 17 de enero de 2020, 

publicó la Proposición de Ley de Reforma de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, que afecta a más de una veintena de 

artículos, y que en la actualidad se sigue tramitando en la Comisión de Interior. Destacados desarrollos de la Ley Orgánica 

4/2015, de 30 de marzo, son el Real Decreto 137/1993, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Armas, que 

experimentó una significativa reforma mediante el Real Decreto 726/2020, de 4 de agosto, como también el Real Decreto 

130/2017, de 24 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Explosivos, y el Real Decreto 989/2015, de 30 de octubre, 

por el que se aprueba el Reglamento de artificios pirotécnicos y cartuchería. En este orden véase el Capítulo V («De la 

tenencia, tráfico y depósito de armas, municiones y explosivos») del Título XXII del Libro II del Código Penal (artículos 563 a 570). 

En materia de documentación véanse el Real Decreto 896/2003, de 11 de julio, por el que se regula la expedición del 

pasaporte ordinario y se determinan sus características, el Real Decreto 116/2013, de 15 de febrero, por el que se regula la 

expedición del pasaporte provisional y del salvoconducto, y el Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre, por el que se 

regula la expedición del documento nacional de identidad y sus certificados de firma electrónica (la disposición transitoria 

segunda de la Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados aspectos de los servicios electrónicos de 

confianza, establece que hasta que se desarrolle reglamentariamente el Documento Nacional de Identidad, se mantendrá 

en vigor el Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre). Téngase en cuenta también el Real Decreto 1036/2017, de 15 de 

diciembre, por el que se regula la utilización civil de las aeronaves pilotadas por control remoto. 
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Las demandas sociales de seguridad ciudadana van dirigidas esencialmente al Estado, pues es 

apreciable una conciencia social de que sólo éste puede asegurar un ámbito de convivencia en el 

que sea posible el ejercicio de los derechos y libertades, mediante la eliminación de la violencia y la 

remoción de los obstáculos que se opongan a la plenitud de aquellos. 

La Constitución Española de 1978 asumió el concepto de seguridad ciudadana (artículo 104.1), así 

como el de seguridad pública (artículo 149.1.29.ª). Posteriormente, la doctrina y la jurisprudencia han 

venido interpretando, con matices, estos dos conceptos como sinónimos, entendiendo por tales la 

actividad dirigida a la protección de personas y bienes y al mantenimiento de la tranquilidad 

ciudadana. 

Es a la luz de estas consideraciones como se deben interpretar la idea de seguridad ciudadana y los 

conceptos afines a la misma, huyendo de definiciones genéricas que justifiquen una intervención 

expansiva sobre los ciudadanos en virtud de peligros indefinidos, y evitando una discrecionalidad 

administrativa y una potestad sancionadora genéricas. 

Para garantizar la seguridad ciudadana, que es una de las prioridades de la acción de los poderes 

públicos, el modelo de Estado de Derecho instaurado por la Constitución dispone de tres 

mecanismos: un ordenamiento jurídico adecuado para dar respuesta a los diversos fenómenos 

ilícitos, un Poder Judicial que asegure su aplicación, y unas Fuerzas y Cuerpos de Seguridad eficaces 

en la prevención y persecución de las infracciones. 

En el marco del artículo 149.1.29.ª de la Constitución y siguiendo las orientaciones de la doctrina 

constitucional, esta Ley tiene por objeto la protección de personas y bienes y el mantenimiento de 

la tranquilidad ciudadana, e incluye un conjunto plural y diversificado de actuaciones, de distinta 

naturaleza y contenido, orientadas a una misma finalidad tuitiva del bien jurídico protegido. Una 

parte significativa de su contenido se refiere a la regulación de las intervenciones de la policía de 

seguridad, funciones propias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, aunque con ello no se agota el 

ámbito material de lo que hay que entender por seguridad pública, en el que se incluyen otras 

materias, entre las que la Ley aborda las obligaciones de registro documental o de adopción de 

medidas de seguridad por las personas físicas o jurídicas que realicen actividades relevantes para la 

seguridad ciudadana, o el control administrativo sobre armas y explosivos, entre otras. 

II 

La Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, constituyó 

el primer esfuerzo por abordar, desde la óptica de los derechos y valores constitucionales, un código 

que recogiera las principales actuaciones y potestades de los poderes públicos, especialmente de 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, a fin de garantizar la seguridad de los ciudadanos. 

Sin embargo, varios factores aconsejan acometer su sustitución por un nuevo texto. La perspectiva 

que el transcurso del tiempo ofrece de las virtudes y carencias de las normas jurídicas, los cambios 

sociales operados en nuestro país, las nuevas formas de poner en riesgo la seguridad y la tranquilidad 

ciudadanas, los nuevos contenidos que las demandas sociales incluyen en este concepto, la 

imperiosa necesidad de actualización del régimen sancionador o la conveniencia de incorporar la 

jurisprudencia constitucional en esta materia justifican sobradamente un cambio legislativo. 

Libertad y seguridad constituyen un binomio clave para el buen funcionamiento de una sociedad 

democrática avanzada, siendo la seguridad un instrumento al servicio de la garantía de derechos y 

libertades y no un fin en sí mismo. 

Por tanto cualquier incidencia o limitación en el ejercicio de las libertades ciudadanas por razones 

de seguridad debe ampararse en el principio de legalidad y en el de proporcionalidad en una triple 

dimensión: un juicio de idoneidad de la limitación (para la consecución del objetivo propuesto), un 
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juicio de necesidad de la misma (entendido como inexistencia de otra medida menos intensa para 

la consecución del mismo fin) y un juicio de proporcionalidad en sentido estricto de dicha limitación 

(por derivarse de ella un beneficio para el interés público que justifica un cierto sacrificio del ejercicio 

del derecho). 

Son estas consideraciones las que han inspirado la redacción de esta Ley, en un intento de hacer 

compatibles los derechos y libertades de los ciudadanos con la injerencia estrictamente 

indispensable en los mismos para garantizar su seguridad, sin la cual su disfrute no sería ni real ni 

efectivo. 

III 

La Ley, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, parte de un concepto material de seguridad 

ciudadana entendida como actividad dirigida a la protección de personas y bienes y al 

mantenimiento de la tranquilidad de los ciudadanos, que engloba un conjunto plural y diversificado 

de actuaciones, distintas por su naturaleza y contenido, orientadas a una misma finalidad tuitiva del 

bien jurídico así definido. Dentro de este conjunto de actuaciones se sitúan las específicas de las 

organizaciones instrumentales destinadas a este fin, en especial, las que corresponden a las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad, a las que el artículo 104 de la Constitución encomienda proteger el libre 

ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana. Junto a esas actividades 

policiales en sentido estricto, la Ley regula aspectos y funciones atribuidos a otros órganos y 

autoridades administrativas, como la documentación e identificación de las personas, el control 

administrativo de armas, explosivos, cartuchería y artículos pirotécnicos o la previsión de la necesidad 

de adoptar medidas de seguridad en determinados establecimientos, con el correlato de un 

régimen sancionador actualizado imprescindible para garantizar el cumplimiento de los fines de la 

Ley. 

La Ley se estructura en cinco capítulos divididos en cincuenta y cuatro artículos, siete disposiciones 

adicionales, una transitoria, una derogatoria y cinco finales. 

El capítulo I, tras definir el objeto de la Ley, recoge como novedades más relevantes sus fines y los 

principios rectores de la actuación de los poderes públicos en el ámbito de la seguridad ciudadana, 

la cooperación interadministrativa y el deber de colaboración de las autoridades y los empleados 

públicos, los distintos cuerpos policiales, los ciudadanos y las empresas y el personal de seguridad 

privada, de acuerdo con una perspectiva integral de la seguridad pública. Entre los fines de la Ley 

destacan la protección del libre ejercicio de los derechos fundamentales y las libertades públicas y 

los demás derechos reconocidos y amparados por el ordenamiento jurídico; la garantía del normal 

funcionamiento de las instituciones; la preservación no sólo de la seguridad, sino también de la 

tranquilidad y la pacífica convivencia ciudadanas; el respeto a las Leyes en el ejercicio de los 

derechos y libertades; la protección de las personas y bienes, con especial atención a los menores y 

a las personas con discapacidad necesitadas de especial protección; la pacífica utilización de vías 

y demás bienes demaniales destinados al uso y disfrute público; la garantía de la normal prestación 

de los servicios básicos para la comunidad; y la transparencia en la actuación de los poderes 

públicos en materia de seguridad ciudadana. 

El capítulo II regula la documentación e identificación de los ciudadanos españoles, el valor 

probatorio del Documento Nacional de Identidad y del pasaporte y los deberes de los titulares de 

estos documentos, incorporando las posibilidades de identificación y de firma electrónica de los 

mismos, y manteniendo la exigencia de exhibirlos a requerimiento de los agentes de la autoridad de 

conformidad con lo dispuesto en la Ley. 

El capítulo III habilita a las autoridades competentes para acordar distintas actuaciones dirigidas al 

mantenimiento y, en su caso, al restablecimiento de la tranquilidad ciudadana en supuestos de 

inseguridad pública, regulando con precisión los presupuestos, los fines y los requisitos para realizar 
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estas diligencias, de acuerdo con los principios, entre otros, de proporcionalidad, injerencia mínima 

y no discriminación. 

En este sentido, se regulan con detalle las facultades de las autoridades y de los agentes de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para dictar órdenes e instrucciones, para la entrada y registro en 

domicilios, requerir la identificación de personas, efectuar comprobaciones y registros en lugares 

públicos, establecer restricciones del tránsito y controles en la vía pública, así como otras medidas 

extraordinarias en situaciones de emergencia imprescindible para garantizar la seguridad ciudadana 

(desalojo de locales o establecimientos, prohibición de paso, evacuación de inmuebles, etc.). 

Igualmente se regulan las medidas que deberán adoptar las autoridades para proteger la 

celebración de reuniones y manifestaciones, así como para restablecer la normalidad de su 

desarrollo en casos de alteración de la seguridad ciudadana. 

La relación de estas potestades de policía de seguridad es análoga a la contenida en la Ley 

Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, si bien, en garantía de los derechos de los ciudadanos que 

puedan verse afectados por su legítimo ejercicio por parte de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad, se perfilan con mayor precisión los presupuestos habilitantes y las condiciones y 

requisitos de su ejercicio, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional. Así, la habilitación a los 

agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para la práctica de identificaciones en la vía pública 

no se justifica genéricamente –como sucede en la Ley de 1992– en el ejercicio de las funciones de 

protección de la seguridad ciudadana, sino que es precisa la existencia de indicios de participación 

en la comisión de una infracción, o que razonablemente se considere necesario realizar la 

identificación para prevenir la comisión de un delito; por otra parte, en la práctica de esta diligencia, 

los agentes deberán respetar escrupulosamente los principios de proporcionalidad, igualdad de 

trato y no discriminación, y sólo en caso de negativa a la identificación, o si ésta no pudiera realizarse 

in situ, podrá requerirse a la persona para que acompañe a los agentes a las dependencias policiales 

más próximas en las que pueda efectuarse dicha identificación, informándola de modo inmediato y 

comprensible de los fines de la solicitud de identificación y, en su caso, de las razones del 

requerimiento. 

Por primera vez se regulan los registros corporales externos, que sólo podrán realizarse cuando existan 

motivos para suponer que pueden conducir al hallazgo de instrumentos, efectos u otros objetos 

relevantes para el ejercicio de las funciones de indagación y prevención que encomiendan las Leyes 

a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Estos registros, de carácter superficial, deberán ocasionar el 

menor perjuicio a la dignidad de la persona, efectuarse por un agente del mismo sexo que la persona 

sobre la que se practique y, cuando lo exija el respeto a la intimidad, en un lugar reservado y fuera 

de la vista de terceros. 

El capítulo IV, referente a las potestades especiales de la policía administrativa de seguridad, regula 

las medidas de control administrativo que el Estado puede ejercer sobre las actividades relacionadas 

con armas, explosivos, cartuchería y artículos pirotécnicos. 

Asimismo, se establecen obligaciones de registro documental para actividades relevantes para la 

seguridad ciudadana, como el hospedaje, el acceso comercial a servicios telefónicos o telemáticos 

de uso público mediante establecimientos abiertos al público, la compraventa de joyas y metales, 

objetos u obras de arte, la cerrajería de seguridad o el comercio al por mayor de chatarra o 

productos de desecho. 

Por otro lado, desde la estricta perspectiva de la seguridad ciudadana, se contempla el régimen de 

intervención de las autoridades competentes en materia de espectáculos públicos y actividades 

recreativas, sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas y de las entidades 

locales en lo que se refiere a su normal desarrollo. 
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El capítulo V, que regula el régimen sancionador, introduce novedades relevantes con respecto a la 

Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero. La redacción del capítulo en su conjunto tiene en cuenta, 

como reiteradamente ha declarado el Tribunal Constitucional, que el Derecho administrativo 

sancionador y el Derecho penal son, con matices, manifestaciones de un único ius puniendi del 

Estado. Por tanto, la Ley está orientada a dar cumplimiento a los principios que rigen la potestad 

sancionadora administrativa, singularmente los de responsabilidad, proporcionalidad y legalidad, en 

sus dos vertientes, de legalidad formal o reserva de Ley y legalidad material o tipicidad, sin perjuicio 

de la admisión de la colaboración reglamentaria para la especificación de conductas y sanciones 

en relación con las infracciones tipificadas por la Ley. 

En cuanto a los autores de las conductas tipificadas como infracciones, se exime de responsabilidad 

a los menores de catorce años, en consonancia con la legislación sobre responsabilidad penal del 

menor. Asimismo se prevé que cuando sea declarado autor de los hechos cometidos un menor de 

dieciocho años no emancipado o una persona con la capacidad modificada judicialmente 

responderán solidariamente con él de los daños y perjuicios ocasionados sus padres, tutores, 

curadores, acogedores o guardadores legales o de hecho. 

A fin de garantizar la proporcionalidad en la imposición de las sanciones graves y muy graves 

previstas en la Ley, se dividen las sanciones pecuniarias en tres tramos de igual extensión, que dan 

lugar a los grados mínimo, medio y máximo de las mismas y se recogen las circunstancias agravantes 

y los criterios de graduación que deberán tenerse en cuenta para la individualización de las 

sanciones pecuniarias, acogiendo así una exigencia del principio de proporcionalidad presente en 

la jurisprudencia contencioso-administrativa, pero que tiene escaso reflejo en los regímenes 

sancionadores que incorporan numerosas normas de nuestro ordenamiento jurídico administrativo. 

Con respecto al cuadro de infracciones, en aras de un mejor ajuste al principio de tipicidad, se 

introduce un elenco de conductas que se califican como leves, graves y muy graves, estas últimas 

ausentes de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, que simplemente permitía la calificación de 

determinadas infracciones graves como muy graves en función de las circunstancias concurrentes. 

Junto a las infracciones tipificadas por el legislador de 1992, la Ley sanciona conductas que, sin ser 

constitutivas de delito, atentan gravemente contra la seguridad ciudadana, como son las reuniones 

o manifestaciones prohibidas en lugares que tengan la condición de infraestructuras e instalaciones 

en las que se prestan servicios básicos para la comunidad y los actos de intrusión en éstas, cuando 

se ocasione un riesgo para las personas; la proyección de haces de luz sobre los conductores o pilotos 

de medios de transporte con riesgo de provocar un accidente, o la celebración de espectáculos 

públicos o actividades recreativas a pesar de la prohibición o suspensión acordada por la autoridad 

por razones de seguridad, entre otras. Se sancionan igualmente conductas que representan un 

ejercicio extralimitado del derecho de reunión y manifestación, así como la perturbación del ejercicio 

de este derecho fundamental cuando no constituyan delito. Otras infracciones tienen por objeto 

preservar el legítimo ejercicio de sus funciones por las autoridades y sus agentes, así como por los 

servicios de emergencia. 

Por otra parte, la reforma en tramitación del Código Penal exige una revisión de las infracciones 

penales de esta naturaleza que contenía el libro III del código punitivo para incorporar al ámbito 

administrativo algunas conductas que, de lo contrario, quedarían impunes, como son ciertas 

alteraciones del orden público, las faltas de respeto a la autoridad, el deslucimiento de determinados 

bienes en la vía pública o dejar sueltos animales peligrosos. También se recogen las infracciones 

previstas en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, relacionadas con el consumo de drogas 

tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, a las que se agregan otras dirigidas a favorecerlo. 

Se ha considerado oportuno sancionar comportamientos atentatorios a la libertad sexual de las 

personas, especialmente de los menores, o que perturban la convivencia ciudadana o el pacífico 

disfrute de las vías y espacios públicos, todos ellos bienes jurídicos cuya protección forma parte de 

los fines de esta Ley por su colindancia con la seguridad ciudadana. 
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Respecto de las sanciones, se reordenan las pecuniarias y se establecen tres tramos de igual 

extensión, que dan lugar a los grados mínimo, medio y máximo de las mismas, si bien no se eleva el 

importe de las que pueden imponerse por la comisión de infracciones muy graves, a pesar del tiempo 

transcurrido desde la aprobación de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero. Asimismo se ha 

previsto que cabrá exigir al infractor, en su caso, la reposición de los bienes dañados a su situación 

originaria o, cuando ello no fuera posible, la indemnización por los daños y perjuicios causados, al 

igual que también sucede en otros ámbitos en los que se exige una reparación in natura de la 

situación alterada con el comportamiento infractor y, en su defecto, la satisfacción de un 

equivalente económico. Y con objeto de dar el tratamiento adecuado a las infracciones de los 

menores de dieciocho años en materia de consumo o tenencia ilícitos de drogas tóxicas, 

estupefacientes o sustancias psicotrópicas se prevé la suspensión de la sanción si aquéllos accedan 

a someterse a tratamiento o rehabilitación, si lo precisan, o a actividades reeducativas. 

A fin de contribuir a evitar la proliferación de procedimientos administrativos especiales, se establece 

que el ejercicio de la potestad sancionadora en materia de protección de la seguridad ciudadana 

se regirá por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y su normativa de desarrollo, sin renunciar a la 

incorporación de determinadas especialidades, como la regulación de un procedimiento 

abreviado, que permite satisfacer el pago voluntario de las sanciones pecuniarias por la comisión de 

infracciones graves o leves en un breve plazo desde su notificación, con el efecto de la reducción 

del 50 por 100 de su importe, en términos análogos a los ya contemplados en otras normas. Se crea, 

en fin, un Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana, indispensable para poder 

apreciar la reincidencia de los infractores y permitir, de este modo, sancionar adecuadamente a 

quienes de modo voluntario y reiterado incurren en conductas merecedoras de reproche jurídico. 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

1. La seguridad ciudadana es un requisito indispensable para el pleno ejercicio de los derechos 

fundamentales y las libertades públicas, y su salvaguarda, como bien jurídico de carácter colectivo, 

es función del Estado, con sujeción a la Constitución y a las Leyes. 

2. Esta Ley tiene por objeto la regulación de un conjunto plural y diversificado de actuaciones de 

distinta naturaleza orientadas a la tutela de la seguridad ciudadana, mediante la protección de 

personas y bienes y el mantenimiento de la tranquilidad de los ciudadanos. 

Artículo 2 

Ámbito de aplicación 

1. Las disposiciones de esta Ley son aplicables en todo el territorio nacional, sin perjuicio de las 

competencias que, en su caso, hayan asumido las comunidades autónomas en el marco de la 

Constitución, de los estatutos de autonomía y de la legislación del Estado en materia de seguridad 

pública. 

2. En particular, quedan fuera del ámbito de aplicación de esta Ley las prescripciones que tienen por 

objeto velar por el buen orden de los espectáculos y la protección de las personas y bienes a través 

de una acción administrativa ordinaria, aun cuando la misma pueda conllevar la intervención de las 
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Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, siempre que ésta se conciba como elemento integrante del sistema 

preventivo habitual del control del espectáculo. 

3. Asimismo, esta Ley se aplicará sin menoscabo de los regímenes legales que regulan ámbitos 

concretos de la seguridad pública, como la seguridad aérea, marítima, ferroviaria, vial o en los 

transportes, quedando, en todo caso, salvaguardadas las disposiciones referentes a la defensa 

nacional y la regulación de los estados de alarma, excepción y sitio. 

Artículo 3 

Fines 

Constituyen los fines de esta Ley y de la acción de los poderes públicos en su ámbito de aplicación: 

a) La protección del libre ejercicio de los derechos fundamentales y las libertades públicas y los 

demás derechos reconocidos y amparados por el ordenamiento jurídico. 

b) La garantía del normal funcionamiento de las instituciones. 

c) La preservación de la seguridad y la convivencia ciudadanas. 

d) El respeto a las Leyes, a la paz y a la seguridad ciudadana en el ejercicio de los derechos y 

libertades. 

e) La protección de las personas y bienes, con especial atención a los menores y a las personas 

con discapacidad necesitadas de especial protección. 

f) La pacífica utilización de vías y demás bienes demaniales y, en general, espacios destinados al 

uso y disfrute público. 

g) La garantía de las condiciones de normalidad en la prestación de los servicios básicos para la 

comunidad. 

h) La prevención de la comisión de delitos e infracciones administrativas directamente 

relacionadas con los fines indicados en los párrafos anteriores y la sanción de las de esta naturaleza 

tipificadas en esta Ley. 

i) La transparencia en la actuación de los poderes públicos en materia de seguridad ciudadana. 

Artículo 4 

Principios rectores de la acción de los poderes públicos en relación con la seguridad ciudadana 

1. El ejercicio de las potestades y facultades reconocidas por esta Ley a las administraciones públicas 

y, específicamente, a las autoridades y demás órganos competentes en materia de seguridad 

ciudadana y a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se regirá por los principios de 

legalidad, igualdad de trato y no discriminación, oportunidad, proporcionalidad, eficacia, eficiencia 

y responsabilidad, y se someterá al control administrativo y jurisdiccional. 

En particular, las disposiciones de los capítulos III y V deberán interpretarse y aplicarse del modo más 

favorable a la plena efectividad de los derechos fundamentales y libertades públicas, singularmente 

de los derechos de reunión y manifestación, las libertades de expresión e información, la libertad 

sindical y el derecho de huelga. 
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2. En particular, la actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad está sujeta a los 

principios básicos de actuación regulados en el artículo 5 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, 

de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

3. La actividad de intervención se justifica por la existencia de una amenaza concreta o de un 

comportamiento objetivamente peligroso que, razonablemente, sea susceptible de provocar un 

perjuicio real para la seguridad ciudadana y, en concreto, atentar contra los derechos y libertades 

individuales y colectivos o alterar el normal funcionamiento de las instituciones públicas. Las 

concretas intervenciones para el mantenimiento y restablecimiento de la seguridad ciudadana se 

realizarán conforme a lo dispuesto en el capítulo III de esta Ley. 

Artículo 5 

Autoridades y órganos competentes 

1. Corresponde al Gobierno, a través del Ministerio del Interior y de los demás órganos y autoridades 

competentes y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a sus órdenes, la preparación, dirección y 

ejecución de la política en relación con la administración general de la seguridad ciudadana, sin 

perjuicio de las competencias atribuidas a otras administraciones públicas en dicha materia. 

2. Son autoridades y órganos competentes en materia de seguridad ciudadana, en el ámbito de la 

Administración General del Estado: 

a) El Ministro del Interior. 

b) El Secretario de Estado de Seguridad. 

c) Los titulares de los órganos directivos del Ministerio del Interior que tengan atribuida tal 

condición, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias. 

d) Los Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas y en las Ciudades de Ceuta y 

Melilla. 

e) Los Subdelegados del Gobierno en las provincias y los Directores Insulares. 

3. Serán autoridades y órganos competentes, a los efectos de esta Ley, los correspondientes de las 

comunidades autónomas que hayan asumido competencias para la protección de personas y 

bienes y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana y cuenten con un cuerpo de policía 

propio. 

4. Las autoridades de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las autoridades locales ejercerán las 

facultades que les corresponden, de acuerdo con la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, y la 

legislación de régimen local, espectáculos públicos, actividades recreativas y actividades 

clasificadas. 

Artículo 6 

Cooperación interadministrativa 

La Administración General del Estado y las demás administraciones públicas con competencias en 

materia de seguridad ciudadana se regirán, en sus relaciones, por los principios de cooperación y 

lealtad institucional, facilitándose la información de acuerdo con la legislación vigente y la asistencia 

técnica necesarias en el ejercicio de sus respectivas atribuciones, y, cuando fuese preciso, 

coordinando las acciones destinadas a garantizar el cumplimiento de esta Ley, de conformidad con 
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lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 7 

Deber de colaboración 

1. Todas las autoridades y funcionarios públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias y de 

acuerdo con su normativa específica, deberán colaborar con las autoridades y órganos a que se 

refiere el artículo 5, y prestarles el auxilio que sea posible y adecuado para la consecución de los 

fines relacionados en el artículo 3. Cuando, por razón de su cargo, tengan conocimiento de hechos 

que perturben gravemente la seguridad ciudadana o de los que racionalmente pueda inferirse que 

pueden producir una perturbación grave, estarán obligados a ponerlo inmediatamente en 

conocimiento de la autoridad competente. 

2. Las autoridades y órganos competentes y los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

podrán recabar de los particulares su ayuda y colaboración en la medida necesaria para el 

cumplimiento de los fines previstos en esta Ley, especialmente en los casos de grave calamidad 

pública o catástrofe extraordinaria, siempre que ello no implique riesgo personal para los mismos. 

Quienes sufran daños y perjuicios por estas causas serán indemnizados de acuerdo con las leyes. 

3. Las empresas de seguridad privada, los despachos de detectives privados y el personal de 

seguridad privada tienen un especial deber de auxiliar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el 

ejercicio de sus funciones, prestarles la colaboración que precisen y seguir sus instrucciones, en los 

términos previstos en la normativa de seguridad privada. 

4. El personal que realice funciones de policía administrativa tendrá el especial deber de colaborar 

en la consecución de los fines previstos en el artículo 3 de esta Ley. 

CAPÍTULO II 

Documentación e identificación personal 

Artículo 8 

Acreditación de la identidad de los ciudadanos españoles 

1. Los españoles tienen derecho a que se les expida el Documento Nacional de Identidad. 

El Documento Nacional de Identidad es un documento público y oficial y tendrá la protección que 

a estos otorgan las leyes. Es el único documento con suficiente valor por sí solo para la acreditación, 

a todos los efectos, de la identidad y los datos personales de su titular. 

2. En el Documento Nacional de Identidad figurarán la fotografía y la firma de su titular, así como los 

datos personales que se determinen reglamentariamente, que respetarán el derecho a la intimidad 

de la persona, sin que en ningún caso, puedan ser relativos a la raza, etnia, religión, creencias, 

opinión, ideología, discapacidad, orientación o identidad sexual, o afiliación política o sindical. La 

tarjeta soporte del Documento Nacional de Identidad incorporará las medidas de seguridad 

necesarias para la consecución de condiciones de calidad e inalterabilidad y máximas garantías 

para impedir su falsificación. 

3. El Documento Nacional de Identidad permite a los españoles mayores de edad que gocen de 

plena capacidad de obrar y a los menores emancipados la identificación electrónica de su titular, 

así como la firma electrónica de documentos, en los términos previstos en la legislación específica. 
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Las personas con capacidad modificada judicialmente podrán ejercer esas facultades cuando 

expresamente lo solicite el interesado y no precise, atendiendo a la resolución judicial que 

complemente su capacidad, de la representación o asistencia de una institución de protección y 

apoyo para obligarse o contratar. 

El prestador de servicios de certificación procederá a revocar el certificado de firma electrónica a 

instancia del Ministerio del Interior, tras recibir éste la comunicación del Encargado del Registro Civil 

de la inscripción de la resolución judicial que determine la necesidad del complemento de la 

capacidad para obligarse o contratar, del fallecimiento o de la declaración de ausencia o 

fallecimiento de una persona. 

Artículo 9 

Obligaciones y derechos del titular del Documento Nacional de Identidad 

1. El Documento Nacional de Identidad es obligatorio a partir de los catorce años. Dicho documento 

es personal e intransferible, debiendo su titular mantenerlo en vigor y conservarlo y custodiarlo con la 

debida diligencia. No podrá ser privado del mismo, ni siquiera temporalmente, sino en los supuestos 

en que, conforme a lo previsto por la ley, haya de ser sustituido por otro documento. 

2. Todas las personas obligadas a obtener el Documento Nacional de Identidad lo están también a 

exhibirlo y permitir la comprobación de las medidas de seguridad a las que se refiere el apartado 2 

del artículo 8 cuando fueren requeridas para ello por la autoridad o sus agentes, para el 

cumplimiento de los fines previstos en el apartado 1 del artículo 16. De su sustracción o extravío 

deberá darse cuenta tan pronto como sea posible a la comisaría de Policía o puesto de las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad más próximo. 

Artículo 10 

Competencias sobre el Documento Nacional de Identidad 

1. Corresponde al Ministerio del Interior la competencia exclusiva para la dirección, organización y 

gestión de todos los aspectos referentes a la confección y expedición del Documento Nacional de 

Identidad, conforme a lo dispuesto en esta Ley y en la legislación sobre firma electrónica. 

2. La competencia a que se refiere el apartado anterior será ejercida por la Dirección General de la 

Policía, a la que corresponderá también la custodia y responsabilidad de los archivos y ficheros 

relacionados con el Documento Nacional de Identidad. 

3. Su expedición está sujeta al pago de una tasa. 

Artículo 11 

Pasaporte de ciudadanos españoles 

1. El pasaporte español es un documento público, personal, individual e intransferible que, salvo 

prueba en contrario, acredita la identidad y nacionalidad de los ciudadanos españoles fuera de 

España, y dentro del territorio nacional, las mismas circunstancias de los españoles no residentes. 

2. Los ciudadanos españoles tienen derecho a que les sea expedido el pasaporte, que sólo podrá 

ser exceptuado en las siguientes circunstancias: 

a) Haber sido condenado a penas o medidas de seguridad privativas de libertad, mientras no se 

hayan extinguido, salvo que obtenga autorización del órgano judicial competente. 
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b) Haber sido acordada por el órgano judicial competente la retirada de su pasaporte de 

acuerdo con lo previsto por la ley. 

c) Haberle sido impuesta una medida de libertad vigilada con prohibición de abandonar el 

territorio nacional, salvo que obtenga autorización del órgano judicial competente. 

d) Cuando el órgano judicial competente haya prohibido la salida de España o la expedición de 

pasaporte al menor de edad o a la persona con la capacidad modificada judicialmente, de 

acuerdo con lo dispuesto por la ley. 

3. La obtención del pasaporte por los ciudadanos sujetos a patria potestad o a tutela estará 

condicionada al consentimiento expreso de las personas u órgano que tenga encomendado su 

ejercicio o, en su defecto, del órgano judicial competente. 

4. Los titulares del pasaporte tienen la obligación de exhibirlo y facilitarlo cuando fuesen requeridos 

para ello por la autoridad o sus agentes. También estarán obligados a su custodia y conservación 

con la debida diligencia. De su sustracción o extravío deberá darse cuenta de manera inmediata a 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad o, en su caso, a la Representación Diplomática o Consular de 

España en el extranjero. 

Artículo 12 

Competencias sobre el pasaporte 

1. La competencia para su expedición corresponde: 

a) En el territorio nacional, a la Dirección General de la Policía. 

b) En el extranjero, a las Representaciones Diplomáticas y Consulares de España. 

2. Su expedición está sujeta al pago de una tasa. 

3. Corresponde al Gobierno, a propuesta de los Ministros del Interior y de Asuntos Exteriores y de 

Cooperación, desarrollar esta Ley en lo referente al régimen jurídico del pasaporte. 

Artículo 13 

Acreditación de la identidad de ciudadanos extranjeros 

1. Los extranjeros que se encuentren en territorio español tienen el derecho y la obligación de 

conservar y portar consigo la documentación que acredite su identidad expedida por las 

autoridades competentes del país de origen o de procedencia, así como la que acredite su situación 

regular en España. 

2. Los extranjeros no podrán ser privados de su documentación de origen, salvo en el curso de 

investigaciones judiciales de carácter penal. 

3. Los extranjeros estarán obligados a exhibir la documentación mencionada en el apartado 1 de 

este artículo y permitir la comprobación de las medidas de seguridad de la misma, cuando fueran 

requeridos por las autoridades o sus agentes de conformidad con lo dispuesto en la ley, y por el 

tiempo imprescindible para dicha comprobación, sin perjuicio de poder demostrar su identidad por 

cualquier otro medio si no la llevaran consigo. 
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CAPÍTULO III 

Actuaciones para el mantenimiento y restablecimiento de la seguridad ciudadana 

Sección 1.ª Potestades generales de policía de seguridad 

Artículo 14 

Órdenes y prohibiciones 

Las autoridades competentes, de conformidad con las Leyes y reglamentos, podrán dictar las 

órdenes y prohibiciones y disponer las actuaciones policiales estrictamente necesarias para asegurar 

la consecución de los fines previstos en esta Ley, mediante resolución debidamente motivada. 

Artículo 15 

Entrada y registro en domicilio y edificios de organismos oficiales 

1. Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad sólo podrán proceder a la entrada y registro 

en domicilio en los casos permitidos por la Constitución y en los términos que fijen las Leyes. 

2. Será causa legítima suficiente para la entrada en domicilio la necesidad de evitar daños 

inminentes y graves a las personas y a las cosas, en supuestos de catástrofe, calamidad, ruina 

inminente u otros semejantes de extrema y urgente necesidad. 

3. Para la entrada en edificios ocupados por organismos oficiales o entidades públicas, no será 

preciso el consentimiento de la autoridad o funcionario que los tuviere a su cargo. 

4. Cuando por las causas previstas en este artículo las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad entren en un 

domicilio particular, remitirán sin dilación el acta o atestado que instruyan a la autoridad judicial 

competente. 

Artículo 16 

Identificación de personas 

1. En el cumplimiento de sus funciones de indagación y prevención delictiva, así como para la 

sanción de infracciones penales y administrativas, los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

podrán requerir la identificación de las personas en los siguientes supuestos: 

a) Cuando existan indicios de que han podido participar en la comisión de una infracción. 

b) Cuando, en atención a las circunstancias concurrentes, se considere razonablemente 

necesario que acrediten su identidad para prevenir la comisión de un delito. 

En estos supuestos, los agentes podrán realizar las comprobaciones necesarias en la vía pública o en 

el lugar donde se hubiese hecho el requerimiento, incluida la identificación de las personas cuyo 

rostro no sea visible total o parcialmente por utilizar cualquier tipo de prenda u objeto que lo cubra, 

impidiendo o dificultando la identificación, cuando fuere preciso a los efectos indicados. 

En la práctica de la identificación se respetarán estrictamente los principios de proporcionalidad, 

igualdad de trato y no discriminación por razón de nacimiento, nacionalidad, origen racial o étnico, 

sexo, religión o creencias, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, opinión o cualquier 

otra condición o circunstancia personal o social. 
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2. Cuando no fuera posible la identificación por cualquier medio, incluida la vía telemática o 

telefónica, o si la persona se negase a identificarse, los agentes, para impedir la comisión de un delito 

o al objeto de sancionar una infracción, podrán requerir a quienes no pudieran ser identificados a 

que les acompañen a las dependencias policiales más próximas en las que se disponga de los 

medios adecuados para la práctica de esta diligencia, a los solos efectos de su identificación y por 

el tiempo estrictamente necesario, que en ningún caso podrá superar las seis horas. 

La persona a la que se solicite que se identifique será informada de modo inmediato y comprensible 

de las razones de dicha solicitud, así como, en su caso, del requerimiento para que acompañe a los 

agentes a las dependencias policiales. 

3. En las dependencias a que se hace referencia en el apartado 2 se llevará un libro-registro en el 

que sólo se practicarán asientos relacionados con la seguridad ciudadana. Constarán en él las 

diligencias de identificación practicadas, así como los motivos, circunstancias y duración de las 

mismas, y sólo podrán ser comunicados sus datos a la autoridad judicial competente y al Ministerio 

Fiscal. El órgano competente de la Administración remitirá mensualmente al Ministerio Fiscal extracto 

de las diligencias de identificación con expresión del tiempo utilizado en cada una. Los asientos de 

este libro-registro se cancelarán de oficio a los tres años. 

4. A las personas desplazadas a dependencias policiales a efectos de identificación, se les deberá 

expedir a su salida un volante acreditativo del tiempo de permanencia en ellas, la causa y la 

identidad de los agentes actuantes. 

5. En los casos de resistencia o negativa a identificarse o a colaborar en las comprobaciones o 

prácticas de identificación, se estará a lo dispuesto en el Código Penal, en la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal y, en su caso, en esta Ley. 

Artículo 17 

Restricción del tránsito y controles en las vías públicas 

1. Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán limitar o restringir la circulación o 

permanencia en vías o lugares públicos y establecer zonas de seguridad en supuestos de alteración 

de la seguridad ciudadana o de la pacífica convivencia, o cuando existan indicios racionales de 

que pueda producirse dicha alteración, por el tiempo imprescindible para su mantenimiento o 

restablecimiento. Asimismo podrán ocupar preventivamente los efectos o instrumentos susceptibles 

de ser utilizados para acciones ilegales, dándoles el destino que legalmente proceda. 

2. Para la prevención de delitos de especial gravedad o generadores de alarma social, así como 

para el descubrimiento y detención de quienes hubieran participado en su comisión y proceder a la 

recogida de los instrumentos, efectos o pruebas, se podrán establecer controles en las vías, lugares 

o establecimientos públicos, siempre que resulte indispensable proceder a la identificación de 

personas que se encuentren en ellos, al registro de vehículos o al control superficial de efectos 

personales. 

Artículo 18 

Comprobaciones y registros en lugares públicos 

1. Los agentes de la autoridad podrán practicar las comprobaciones en las personas, bienes y 

vehículos que sean necesarias para impedir que en las vías, lugares y establecimientos públicos se 

porten o utilicen ilegalmente armas, explosivos, sustancias peligrosas u otros objetos, instrumentos o 

medios que generen un riesgo potencialmente grave para las personas, susceptibles de ser utilizados 

para la comisión de un delito o alterar la seguridad ciudadana, cuando tengan indicios de su 
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eventual presencia en dichos lugares, procediendo, en su caso, a su intervención. A tal fin, los 

ciudadanos tienen el deber de colaborar y no obstaculizar la labor de los agentes de la autoridad 

en el ejercicio de sus funciones. 

2. Los agentes de la autoridad podrán proceder a la ocupación temporal de cualesquiera objetos, 

instrumentos o medios de agresión, incluso de las armas que se porten con licencia, permiso o 

autorización si se estima necesario, con objeto de prevenir la comisión de cualquier delito, o cuando 

exista peligro para la seguridad de las personas o de los bienes. 

Artículo 19 

Disposiciones comunes a las diligencias de identificación, registro y comprobación 

1. Las diligencias de identificación, registro y comprobación practicadas por los agentes de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad con ocasión de actuaciones realizadas conforme a lo dispuesto en 

esta sección no estarán sujetas a las mismas formalidades que la detención. 

2. La aprehensión durante las diligencias de identificación, registro y comprobación de armas, drogas 

tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otros efectos procedentes de un delito o 

infracción administrativa se hará constar en el acta correspondiente, que habrá de ser firmada por 

el interesado; si éste se negara a firmarla, se dejará constancia expresa de su negativa. El acta que 

se extienda gozará de presunción de veracidad de los hechos en ella consignados, salvo prueba en 

contrario. 

Artículo 20 

Registros corporales externos 

1. Podrá practicarse el registro corporal externo y superficial de la persona cuando existan indicios 

racionales para suponer que puede conducir al hallazgo de instrumentos, efectos u otros objetos 

relevantes para el ejercicio de las funciones de indagación y prevención que encomiendan las leyes 

a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

2. Salvo que exista una situación de urgencia por riesgo grave e inminente para los agentes: 

a) El registro se realizará por un agente del mismo sexo que la persona sobre la que se practique 

esta diligencia. 

b) Y si exigiera dejar a la vista partes del cuerpo normalmente cubiertas por ropa, se efectuará 

en un lugar reservado y fuera de la vista de terceros. Se dejará constancia escrita de esta diligencia, 

de sus causas y de la identidad del agente que la adoptó. 

3. Los registros corporales externos respetarán los principios del apartado 1 del artículo 16, así como 

el de injerencia mínima, y se realizarán del modo que cause el menor perjuicio a la intimidad y 

dignidad de la persona afectada, que será informada de modo inmediato y comprensible de las 

razones de su realización. 

4. Los registros a los que se refiere este artículo podrán llevarse a cabo contra la voluntad del 

afectado, adoptando las medidas de compulsión indispensables, conforme a los principios de 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad. 
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Artículo 21 

Medidas de seguridad extraordinarias 

Las autoridades competentes podrán acordar, como medidas de seguridad extraordinarias, el cierre 

o desalojo de locales o establecimientos, la prohibición del paso, la evacuación de inmuebles o 

espacios públicos debidamente acotados, o el depósito de explosivos u otras sustancias susceptibles 

de ser empleadas como tales, en situaciones de emergencia que las hagan imprescindibles y 

durante el tiempo estrictamente necesario para garantizar la seguridad ciudadana. Dichas medidas 

podrán adoptarse por los agentes de la autoridad si la urgencia de la situación lo hiciera 

imprescindible, incluso mediante órdenes verbales. 

A los efectos de este artículo, se entiende por emergencia aquella situación de riesgo sobrevenida 

por un evento que pone en peligro inminente a personas o bienes y exige una actuación rápida por 

parte de la autoridad o de sus agentes para evitarla o mitigar sus efectos. 

Artículo 22 

Uso de videocámaras 

La autoridad gubernativa y, en su caso, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán proceder a la 

grabación de personas, lugares u objetos mediante cámaras de videovigilancia fijas o móviles 

legalmente autorizadas, de acuerdo con la legislación vigente en la materia. 

Sección 2.ª Mantenimiento y restablecimiento de la seguridad ciudadana en reuniones y 

manifestaciones 

Artículo 23 

Reuniones y manifestaciones 

1. Las autoridades a las que se refiere esta Ley adoptarán las medidas necesarias para proteger la 

celebración de reuniones y manifestaciones, impidiendo que se perturbe la seguridad ciudadana. 

Asimismo podrán acordar la disolución de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones 

en los supuestos previstos en el artículo 5 de la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del 

derecho de reunión. 

También podrán disolver las concentraciones de vehículos en las vías públicas y retirar aquéllos o 

cualesquiera otra clase de obstáculos cuando impidieran, pusieran en peligro o dificultaran la 

circulación por dichas vías. 

2. Las medidas de intervención para el mantenimiento o el restablecimiento de la seguridad 

ciudadana en reuniones y manifestaciones serán graduales y proporcionadas a las circunstancias. 

La disolución de reuniones y manifestaciones constituirá el último recurso. 

3. Antes de adoptar las medidas a las que se refiere el apartado anterior, las unidades actuantes de 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán avisar de tales medidas a las personas afectadas, 

pudiendo hacerlo de manera verbal si la urgencia de la situación lo hiciera imprescindible. 

En caso de que se produzca una alteración de la seguridad ciudadana con armas, artefactos 

explosivos u objetos contundentes o de cualquier otro modo peligrosos, las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad podrán disolver la reunión o manifestación o retirar los vehículos y obstáculos sin necesidad 

de previo aviso. 
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Artículo 24 

Colaboración entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

En los casos a que se refiere el artículo anterior, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad colaborarán 

mutuamente en los términos previstos en su Ley orgánica reguladora. 

CAPÍTULO IV 

Potestades especiales de policía administrativa de seguridad 

Artículo 25 

Obligaciones de registro documental 

1. Las personas físicas o jurídicas que ejerzan actividades relevantes para la seguridad ciudadana, 

como las de hospedaje, transporte de personas, acceso comercial a servicios telefónicos o 

telemáticos de uso público mediante establecimientos abiertos al público, comercio o reparación 

de objetos usados, alquiler o desguace de vehículos de motor, compraventa de joyas y metales, ya 

sean preciosos o no, objetos u obras de arte, cerrajería de seguridad, centros gestores de residuos 

metálicos, establecimientos de comercio al por mayor de chatarra o productos de desecho, o de 

venta de productos químicos peligrosos a particulares, quedarán sujetas a las obligaciones de 

registro documental e información en los términos que establezcan las disposiciones aplicables. 

2. Los titulares de embarcaciones de alta velocidad, así como los de aeronaves ligeras estarán 

obligados a realizar las actuaciones de registro documental e información previstas en la normativa 

vigente. 

Artículo 26 

Establecimientos e instalaciones obligados a adoptar medidas de seguridad 

Reglamentariamente, en desarrollo de lo dispuesto en esta Ley, en la legislación de seguridad 

privada, en la de infraestructuras críticas o en otra normativa sectorial, podrá establecerse la 

necesidad de adoptar medidas de seguridad en establecimientos e instalaciones industriales, 

comerciales y de servicios, así como en las infraestructuras críticas, con la finalidad de prevenir la 

comisión de actos delictivos o infracciones administrativas, o cuando generen riesgos directos para 

terceros o sean especialmente vulnerables. 

Artículo 27 

Espectáculos y actividades recreativas 

1. El Estado podrá dictar normas de seguridad pública para los edificios e instalaciones en los que se 

celebren espectáculos y actividades recreativas. 

2. Las autoridades a las que se refiere esta Ley adoptarán las medidas necesarias para preservar la 

pacífica celebración de espectáculos públicos. En particular, podrán prohibir y, en caso de estar 

celebrándose, suspender los espectáculos y actividades recreativas cuando exista un peligro cierto 

para personas y bienes, o acaecieran o se previeran graves alteraciones de la seguridad ciudadana. 

3. La normativa específica determinará los supuestos en los que los delegados de la autoridad deban 

estar presentes en la celebración de los espectáculos y actividades recreativas, los cuales podrán 

proceder, previo aviso a los organizadores, a la suspensión de los mismos por razones de máxima 

urgencia en los supuestos previstos en el apartado anterior. 
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4. Los espectáculos deportivos quedarán, en todo caso, sujetos a las medidas de prevención de la 

violencia dispuestas en la legislación específica contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la 

intolerancia en el deporte. 

Artículo 28 

Control administrativo sobre armas, explosivos, cartuchería y artículos pirotécnicos 

1. Corresponde al Gobierno: 

a) La regulación de los requisitos y condiciones de fabricación, reparación, circulación, 

almacenamiento, comercio, adquisición, enajenación, tenencia y utilización de armas, sus 

imitaciones, réplicas y piezas fundamentales. 

b) La regulación de los requisitos y condiciones mencionados anteriormente en relación con los 

explosivos, cartuchería y artículos pirotécnicos. 

c) La adopción de las medidas de control necesarias para el cumplimiento de los requisitos y 

condiciones a que se refieren los párrafos a) y b). 

2. La intervención de armas, explosivos, cartuchería y artículos pirotécnicos corresponde al Ministerio 

del Interior, que la ejerce a través de la Dirección General de la Guardia Civil, cuyos servicios están 

habilitados para realizar en cualquier momento las inspecciones y comprobaciones que sean 

necesarias en los espacios que estén destinados a su fabricación, depósito, comercialización o 

utilización. 

Artículo 29 

Medidas de control 

1. El Gobierno regulará las medidas de control necesarias sobre las materias relacionadas en el 

artículo anterior: 

a) Mediante la sujeción de la apertura y funcionamiento de las fábricas, talleres, depósitos, 

establecimientos de comercialización y lugares de utilización y las actividades relacionadas con 

ellas a requisitos de catalogación o clasificación, autorización, información, inspección, vigilancia y 

control, requisitos especiales de habilitación para el personal encargado de su manipulación, así 

como la determinación del régimen de responsabilidad de quienes tengan el deber de prevenir la 

comisión de determinadas infracciones. 

b) Estableciendo la obligatoria titularidad de licencias, permisos o autorizaciones para la 

adquisición, tenencia y utilización de armas de fuego, cuya expedición tendrá carácter restrictivo 

cuando se trate de armas de defensa personal, en relación con las cuales la concesión de las 

licencias, permisos o autorizaciones se limitará a supuestos de estricta necesidad. Para la concesión 

de licencias, permisos y autorizaciones se tendrán en cuenta la conducta y antecedentes del 

interesado. En todo caso, el solicitante prestará su consentimiento expreso a favor del órgano de la 

Administración General del Estado que tramita su solicitud para que se recaben sus antecedentes 

penales. 

c) A través de la prohibición de la fabricación, tenencia y comercialización de armas, 

cartuchería, artículos pirotécnicos y explosivos especialmente peligrosos, así como el depósito de los 

mismos. 
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2. La fabricación, comercio y distribución de armas, artículos pirotécnicos, cartuchería y explosivos, 

constituye un sector con regulación específica en materia de derecho de establecimiento, en los 

términos previstos por la legislación sobre inversiones extranjeras en España, correspondiendo a los 

Ministerios de Defensa, del Interior y de Industria, Energía y Turismo el ejercicio de las competencias 

de supervisión y control. 

CAPÍTULO V 

Régimen sancionador 

Sección 1.ª Sujetos responsables, órganos competentes y reglas generales sobre las infracciones y 

la aplicación de las sanciones 

Artículo 30 

Sujetos responsables 

1. La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá directamente en el autor del hecho en 

que consista la infracción. 

2. Estarán exentos de responsabilidad por las infracciones cometidas los menores de catorce años. 

En caso de que la infracción sea cometida por un menor de catorce años, la autoridad competente 

lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal para que inicie, en su caso, las actuaciones 

oportunas. 

3. A los efectos de esta Ley se considerarán organizadores o promotores de las reuniones en lugares 

de tránsito público o manifestaciones las personas físicas o jurídicas que hayan suscrito la preceptiva 

comunicación. Asimismo, aun no habiendo suscrito o presentado la comunicación, también se 

considerarán organizadores o promotores quienes de hecho las presidan, dirijan o ejerzan actos 

semejantes, o quienes por publicaciones o declaraciones de convocatoria de las mismas, por las 

manifestaciones orales o escritas que en ellas se difundan, por los lemas, banderas u otros signos que 

ostenten o por cualesquiera otros hechos pueda determinarse razonablemente que son directores 

de aquellas. 

Artículo 31 

Normas concursales 

1. Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de esta u otra Ley se 

sancionarán observando las siguientes reglas: 

a) El precepto especial se aplicará con preferencia al general. 

b) El precepto más amplio o complejo absorberá el que sancione las infracciones consumidas en 

aquel. 

c) En defecto de los criterios anteriores, el precepto más grave excluirá los que sancionen el 

hecho con una sanción menor. 

2. En el caso de que un solo hecho constituya dos o más infracciones, o cuando una de ellas sea 

medio necesario para cometer la otra, la conducta será sancionada por aquella infracción que 

aplique una mayor sanción. 
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3. Cuando una acción u omisión deba tomarse en consideración como criterio de graduación de la 

sanción o como circunstancia que determine la calificación de la infracción no podrá ser 

sancionada como infracción independiente. 

Artículo 32 

Órganos competentes 

1. Son órganos competentes en el ámbito de la Administración General del Estado: 

a) El Ministro del Interior, para la sanción de las infracciones muy graves en grado máximo. 

b) El Secretario de Estado de Seguridad, para la sanción de infracciones muy graves en grado 

medio y en grado mínimo. 

c) Los Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas y en las Ciudades de Ceuta y 

Melilla, para la sanción de las infracciones graves y leves. 

2. Serán competentes para imponer las sanciones tipificadas en esta Ley las autoridades 

correspondientes de la Comunidad Autónoma en el ámbito de sus competencias en materia de 

seguridad ciudadana. 

3. Los alcaldes podrán imponer las sanciones y adoptar las medidas previstas en esta Ley cuando las 

infracciones se cometieran en espacios públicos municipales o afecten a bienes de titularidad local, 

siempre que ostenten competencia sobre la materia de acuerdo con la legislación específica. 

En los términos del artículo 41, las ordenanzas municipales podrán introducir especificaciones o 

graduaciones en el cuadro de las infracciones y sanciones tipificadas en esta Ley. 

Artículo 33 

Graduación de las sanciones 

1. En la imposición de las sanciones por la comisión de las infracciones tipificadas en esta Ley se 

observará el principio de proporcionalidad, de acuerdo con lo dispuesto en los apartados siguientes. 

2. Dentro de los límites previstos para las infracciones muy graves y graves, las multas se dividirán en 

tres tramos de igual extensión, correspondientes a los grados mínimo, medio y máximo, en los términos 

del apartado 1 del artículo 39. 

La comisión de una infracción determinará la imposición de la multa correspondiente en grado 

mínimo. 

La infracción se sancionará con multa en grado medio cuando se acredite la concurrencia, al 

menos, de una de las siguientes circunstancias: 

a) La reincidencia, por la comisión en el término de dos años de más de una infracción de la 

misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa. 

b) La realización de los hechos interviniendo violencia, amenaza o intimidación. 

c) La ejecución de los hechos usando cualquier tipo de prenda u objeto que cubra el rostro, 

impidiendo o dificultando la identificación. 
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d) Que en la comisión de la infracción se utilice a menores de edad, personas con discapacidad 

necesitadas de especial protección o en situación de vulnerabilidad. 

En cada grado, para la individualización de la multa se tendrán en cuenta los siguientes criterios: 

a) La entidad del riesgo producido para la seguridad ciudadana o la salud pública. 

b) La cuantía del perjuicio causado. 

c) La trascendencia del perjuicio para la prevención, mantenimiento o restablecimiento de la 

seguridad ciudadana. 

d) La alteración ocasionada en el funcionamiento de los servicios públicos o en el abastecimiento 

a la población de bienes y servicios. 

e) El grado de culpabilidad. 

f) El beneficio económico obtenido como consecuencia de la comisión de la infracción. 

g) La capacidad económica del infractor. 

Las infracciones sólo se sancionarán con multa en grado máximo cuando los hechos revistan especial 

gravedad y así se justifique teniendo en cuenta el número y la entidad de las circunstancias 

concurrentes y los criterios previstos en este apartado. 

3. La multa por la comisión de infracciones leves se determinará directamente atendiendo a las 

circunstancias y los criterios del apartado anterior. 

Sección 2.ª Infracciones y sanciones 

Artículo 34 

Clasificación de las infracciones 

Las infracciones tipificadas en esta Ley se clasifican en muy graves, graves y leves. 

Artículo 35 

Infracciones muy graves 

Son infracciones muy graves: 

1. Las reuniones o manifestaciones no comunicadas o prohibidas en infraestructuras o 

instalaciones en las que se prestan servicios básicos para la comunidad o en sus inmediaciones, así 

como la intrusión en los recintos de éstas, incluido su sobrevuelo, cuando, en cualquiera de estos 

supuestos, se haya generado un riesgo para la vida o la integridad física de las personas. 

En el caso de las reuniones y manifestaciones serán responsables los organizadores o promotores. 

2. La fabricación, reparación, almacenamiento, circulación, comercio, transporte, distribución, 

adquisición, certificación, enajenación o utilización de armas reglamentarias, explosivos 

catalogados, cartuchería o artículos pirotécnicos, incumpliendo la normativa de aplicación, 

careciendo de la documentación o autorización requeridas o excediendo los límites autorizados 

cuando tales conductas no sean constitutivas de delito así como la omisión, insuficiencia, o falta de 
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eficacia de las medidas de seguridad o precauciones que resulten obligatorias, siempre que en tales 

actuaciones se causen perjuicios muy graves. 

3. La celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas quebrantando la 

prohibición o suspensión ordenada por la autoridad correspondiente por razones de seguridad 

pública. 

4. La proyección de haces de luz, mediante cualquier tipo de dispositivo, sobre los pilotos o 

conductores de medios de transporte que puedan deslumbrarles o distraer su atención y provocar 

accidentes. 

Artículo 36 

Infracciones graves 

Son infracciones graves: 

1. La perturbación de la seguridad ciudadana en actos públicos, espectáculos deportivos o 

culturales, solemnidades y oficios religiosos u otras reuniones a las que asistan numerosas personas, 

cuando no sean constitutivas de infracción penal. 

2. La perturbación grave de la seguridad ciudadana que se produzca con ocasión de reuniones 

o manifestaciones frente a las sedes del Congreso de los Diputados, el Senado y las asambleas 

legislativas de las comunidades autónomas, aunque no estuvieran reunidas, cuando no constituya 

infracción penal. 

3. Causar desórdenes en las vías, espacios o establecimientos públicos, u obstaculizar la vía 

pública con mobiliario urbano, vehículos, contenedores, neumáticos u otros objetos, cuando en 

ambos casos se ocasione una alteración grave de la seguridad ciudadana. 

4. Los actos de obstrucción que pretendan impedir a cualquier autoridad, empleado público o 

corporación oficial el ejercicio legítimo de sus funciones, el cumplimiento o la ejecución de acuerdos 

o resoluciones administrativas o judiciales, siempre que se produzcan al margen de los 

procedimientos legalmente establecidos y no sean constitutivos de delito. 

5. Las acciones y omisiones que impidan u obstaculicen el funcionamiento de los servicios de 

emergencia, provocando o incrementando un riesgo para la vida o integridad de las personas o de 

daños en los bienes, o agravando las consecuencias del suceso que motive la actuación de 

aquéllos. 

6. La desobediencia o la resistencia a la autoridad o a sus agentes en el ejercicio de sus funciones, 

cuando no sean constitutivas de delito, así como la negativa a identificarse a requerimiento de la 

autoridad o de sus agentes o la alegación de datos falsos o inexactos en los procesos de 

identificación. 

7. La negativa a la disolución de reuniones y manifestaciones en lugares de tránsito público 

ordenada por la autoridad competente cuando concurran los supuestos del artículo 5 de la Ley 

Orgánica 9/1983, de 15 de julio. 

8. La perturbación del desarrollo de una reunión o manifestación lícita, cuando no constituya 

infracción penal. 
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9. La intrusión en infraestructuras o instalaciones en las que se prestan servicios básicos para la 

comunidad, incluyendo su sobrevuelo, cuando se haya producido una interferencia grave en su 

funcionamiento. 

10. Portar, exhibir o usar armas prohibidas, así como portar, exhibir o usar armas de modo 

negligente, temerario o intimidatorio, o fuera de los lugares habilitados para su uso, aún cuando en 

este último caso se tuviera licencia, siempre que dichas conductas no constituyan infracción penal. 

11. La solicitud o aceptación por el demandante de servicios sexuales retribuidos en zonas de 

tránsito público en las proximidades de lugares destinados a su uso por menores, como centros 

educativos, parques infantiles o espacios de ocio accesibles a menores de edad, o cuando estas 

conductas, por el lugar en que se realicen, puedan generar un riesgo para la seguridad vial. 

Los agentes de la autoridad requerirán a las personas que ofrezcan estos servicios para que se 

abstengan de hacerlo en dichos lugares, informándoles de que la inobservancia de dicho 

requerimiento podría constituir una infracción del párrafo 6 de este artículo. 

12. La fabricación, reparación, almacenamiento, circulación, comercio, transporte, distribución, 

adquisición, certificación, enajenación o utilización de armas reglamentarias, explosivos 

catalogados, cartuchería o artículos pirotécnicos, incumpliendo la normativa de aplicación, 

careciendo de la documentación o autorización requeridas o excediendo los límites autorizados 

cuando tales conductas no sean constitutivas de delito, así como la omisión, insuficiencia, o falta de 

eficacia de las medidas de seguridad o precauciones que resulten obligatorias. 

13. La negativa de acceso o la obstrucción deliberada de las inspecciones o controles 

reglamentarios, establecidos conforme a lo dispuesto en esta Ley, en fábricas, locales, 

establecimientos, embarcaciones y aeronaves. 

14. El uso público e indebido de uniformes, insignias o condecoraciones oficiales, o réplicas de los 

mismos, así como otros elementos del equipamiento de los cuerpos policiales o de los servicios de 

emergencia que puedan generar engaño acerca de la condición de quien los use, cuando no sea 

constitutivo de infracción penal. 

15. La falta de colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en la averiguación de delitos 

o en la prevención de acciones que puedan poner en riesgo la seguridad ciudadana en los 

supuestos previstos en el artículo 7. 

16. El consumo o la tenencia ilícitos de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, 

aunque no estuvieran destinadas al tráfico, en lugares, vías, establecimientos públicos o transportes 

colectivos, así como el abandono de los instrumentos u otros efectos empleados para ello en los 

citados lugares. 

17. El traslado de personas, con cualquier tipo de vehículo, con el objeto de facilitar a éstas el 

acceso a drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, siempre que no constituya 

delito. 

18. La ejecución de actos de plantación y cultivo ilícitos de drogas tóxicas, estupefacientes o 

sustancias psicotrópicas en lugares visibles al público, cuando no sean constitutivos de infracción 

penal. 

19. La tolerancia del consumo ilegal o el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias 

psicotrópicas en locales o establecimientos públicos o la falta de diligencia en orden a impedirlos 

por parte de los propietarios, administradores o encargados de los mismos. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 446 

20. La carencia de los registros previstos en esta Ley para las actividades con trascendencia para 

la seguridad ciudadana o la omisión de comunicaciones obligatorias. 

21. La alegación de datos o circunstancias falsos para la obtención de las documentaciones 

previstas en esta Ley, siempre que no constituya infracción penal. 

22. El incumplimiento de las restricciones a la navegación reglamentariamente impuestas a las 

embarcaciones de alta velocidad y aeronaves ligeras. 

23. El uso no autorizado de imágenes o datos personales o profesionales de autoridades o 

miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que pueda poner en peligro la seguridad personal 

o familiar de los agentes, de las instalaciones protegidas o en riesgo el éxito de una operación, con 

respeto al derecho fundamental a la información. 

Artículo 37 

Infracciones leves 

Son infracciones leves: 

1. La celebración de reuniones en lugares de tránsito público o de manifestaciones, incumpliendo 

lo preceptuado en los artículos 4.2, 8, 9, 10 y 11 de la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, cuya 

responsabilidad corresponderá a los organizadores o promotores. 

2. La exhibición de objetos peligrosos para la vida e integridad física de las personas con ánimo 

intimidatorio, siempre que no constituya delito o infracción grave. 

3. El incumplimiento de las restricciones de circulación peatonal o itinerario con ocasión de un 

acto público, reunión o manifestación, cuando provoquen alteraciones menores en el normal 

desarrollo de los mismos. 

4. Las faltas de respeto y consideración cuyo destinatario sea un miembro de las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad en el ejercicio de sus funciones de protección de la seguridad, cuando estas 

conductas no sean constitutivas de infracción penal. 

5. La realización o incitación a la realización de actos que atenten contra la libertad e 

indemnidad sexual, o ejecutar actos de exhibición obscena, cuando no constituya infracción penal. 

6. La proyección de haces de luz, mediante cualquier tipo de dispositivo, sobre miembros de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para impedir o dificultar el ejercicio de sus funciones. 

7. La ocupación de cualquier inmueble, vivienda o edificio ajenos, o la permanencia en ellos, en 

ambos casos contra la voluntad de su propietario, arrendatario o titular de otro derecho sobre el 

mismo, cuando no sean constitutivas de infracción penal. 

Asimismo la ocupación de la vía pública con infracción de lo dispuesto por la Ley o contra la 

decisión adoptada en aplicación de aquella por la autoridad competente. Se entenderá incluida 

en este supuesto la ocupación de la vía pública para la venta ambulante no autorizada. 

8. La omisión o la insuficiencia de medidas para garantizar la conservación de la documentación 

de armas y explosivos, así como la falta de denuncia de la pérdida o sustracción de la misma. 

9. Las irregularidades en la cumplimentación de los registros previstos en esta Ley con 

trascendencia para la seguridad ciudadana, incluyendo la alegación de datos o circunstancias 
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falsos o la omisión de comunicaciones obligatorias dentro de los plazos establecidos, siempre que 

no constituya infracción penal. 

10. El incumplimiento de la obligación de obtener la documentación personal legalmente 

exigida, así como la omisión negligente de la denuncia de su sustracción o extravío. 

11. La negligencia en la custodia y conservación de la documentación personal legalmente 

exigida, considerándose como tal la tercera y posteriores pérdidas o extravíos en el plazo de un año. 

12. La negativa a entregar la documentación personal legalmente exigida cuando se hubiese 

acordado su retirada o retención. 

13. Los daños o el deslucimiento de bienes muebles o inmuebles de uso o servicio público, así 

como de bienes muebles o inmuebles privados en la vía pública, cuando no constituyan infracción 

penal. 

14. El escalamiento de edificios o monumentos sin autorización cuando exista un riesgo cierto de 

que se ocasionen daños a las personas o a los bienes. 

15. La remoción de vallas, encintados u otros elementos fijos o móviles colocados por las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad para delimitar perímetros de seguridad, aun con carácter preventivo, 

cuando no constituya infracción grave. 

16. Dejar sueltos o en condiciones de causar daños animales feroces o dañinos, así como 

abandonar animales domésticos en condiciones en que pueda peligrar su vida. 

17. El consumo de bebidas alcohólicas en lugares, vías, establecimientos o transportes públicos 

cuando perturbe gravemente la tranquilidad ciudadana. 

Artículo 38 

Prescripción de las infracciones 

1. Las infracciones administrativas tipificadas en esta Ley prescribirán a los seis meses, al año o a los 

dos años de haberse cometido, según sean leves, graves o muy graves, respectivamente. 

2. Los plazos señalados en esta Ley se computarán desde el día en que se haya cometido la 

infracción. No obstante, en los casos de infracciones continuadas y de infracciones de efectos 

permanentes, los plazos se computarán, respectivamente, desde el día en que se realizó la última 

infracción y desde que se eliminó la situación ilícita. 

3. La prescripción se interrumpirá por cualquier actuación administrativa de la que tenga 

conocimiento formal el interesado dirigida a la sanción de la infracción, reanudándose el cómputo 

del plazo de prescripción si el procedimiento estuviera paralizado más de un mes por causa no 

imputable al presunto responsable. 

4. Se interrumpirá igualmente la prescripción como consecuencia de la apertura de un 

procedimiento judicial penal, hasta que la autoridad judicial comunique al órgano administrativo su 

finalización en los términos del apartado 2 del artículo 45. 
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Artículo 39 

Sanciones 

1. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 30.001 a 600.000 euros; las graves, con 

multa de 601 a 30.000 euros, y las leves, con multa de 100 a 600 euros. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 33.2, los tramos correspondientes a los grados máximo, 

medio y mínimo de las multas previstas por la comisión de infracciones graves y muy graves serán los 

siguientes: 

a) Para las infracciones muy graves, el grado mínimo comprenderá la multa de 30.001 a 220.000 

euros; el grado medio, de 220.001 a 410.000 euros, y el grado máximo, de 410.001 a 600.000 euros. 

b) Para las infracciones graves, el grado mínimo comprenderá la multa de 601 a 10.400; el grado 

medio, de 10.401 a 20.200 euros, y el grado máximo, de 20.201 a 30.000 euros. 

2. La multa podrá llevar aparejada alguna o algunas de las siguientes sanciones accesorias, 

atendiendo a la naturaleza de los hechos constitutivos de la infracción: 

a) La retirada de las armas y de las licencias o permisos correspondientes a las mismas. 

b) El comiso de los bienes, medios o instrumentos con los que se haya preparado o ejecutado la 

infracción y, en su caso, de los efectos procedentes de ésta, salvo que unos u otros pertenezcan a 

un tercero de buena fe no responsable de dicha infracción que los haya adquirido legalmente. 

Cuando los instrumentos o efectos sean de lícito comercio y su valor no guarde relación con la 

naturaleza o gravedad de la infracción, el órgano competente para imponer la sanción que 

proceda podrá no acordar el comiso o acordarlo parcialmente. 

c) La suspensión temporal de las licencias, autorizaciones o permisos desde seis meses y un día a 

dos años por infracciones muy graves y hasta seis meses para las infracciones graves, en el ámbito 

de las materias reguladas en el capítulo IV de esta Ley. En caso de reincidencia, la sanción podrá 

ser de dos años y un día hasta seis años por infracciones muy graves y hasta dos años por infracciones 

graves. 

d) La clausura de las fábricas, locales o establecimientos, desde seis meses y un día a dos años 

por infracciones muy graves y hasta seis meses por infracciones graves, en el ámbito de las materias 

reguladas en el capítulo IV de esta Ley. En caso de reincidencia, la sanción podrá ser de dos años y 

un día hasta seis años por infracciones muy graves y hasta dos años por infracciones graves. 

Artículo 40 

Prescripción de las sanciones 

1. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por 

infracciones graves, a los dos años, y las impuestas por infracciones leves al año, computados desde 

el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza en vía administrativa la resolución por la que se 

impone la sanción. 

2. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de 

ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél se paraliza durante más de un mes por causa no 

imputable al infractor. 
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Artículo 41 

Habilitación reglamentaria 

Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones en 

el cuadro de las infracciones y sanciones tipificadas en esta Ley que, sin constituir nuevas infracciones 

o sanciones, ni alterar su naturaleza y límites, contribuyan a la más correcta identificación de las 

conductas o a la más precisa determinación de las sanciones correspondientes. 

Artículo 42 

Reparación del daño e indemnización 

1. Si las conductas sancionadas hubieran ocasionado daños o perjuicios a la administración pública, 

la resolución del procedimiento contendrá un pronunciamiento expreso acerca de los siguientes 

extremos: 

a) La exigencia al infractor de la reposición a su estado originario de la situación alterada por la 

infracción. 

b) Cuando ello no fuera posible, la indemnización por los daños y perjuicios causados, si éstos 

hubiesen quedado determinados durante el procedimiento. Si el importe de los daños y perjuicios 

no hubiese quedado establecido, se determinará en un procedimiento complementario, susceptible 

de terminación convencional, cuya resolución pondrá fin a la vía administrativa. 

2. La responsabilidad civil derivada de una infracción será siempre solidaria entre todos los causantes 

del daño. 

3. Cuando sea declarado autor de los hechos cometidos un menor de dieciocho años no 

emancipado o una persona con la capacidad modificada judicialmente, responderán, 

solidariamente con él, de los daños y perjuicios ocasionados sus padres, tutores, curadores, 

acogedores o guardadores legales o de hecho, según proceda. 

Artículo 43 

Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana 

1. A efectos exclusivamente de apreciar la reincidencia en la comisión de infracciones tipificadas en 

esta Ley, se crea en el Ministerio del Interior un Registro Central de Infracciones contra la Seguridad 

Ciudadana. 

Las comunidades autónomas que hayan asumido competencias para la protección de personas y 

bienes y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana y cuenten con un cuerpo de policía 

propio, podrán crear sus propios registros de infracciones contra la seguridad ciudadana. 

2. Reglamentariamente se regulará la organización y funcionamiento del Registro Central de 

Infracciones contra la Seguridad Ciudadana, en el que únicamente se practicarán los siguientes 

asientos: 

a) Datos personales del infractor. 

b) Infracción cometida. 

c) Sanción o sanciones firmes en vía administrativa impuestas, con indicación de su alcance 

temporal, cuando proceda. 
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d) Lugar y fecha de la comisión de la infracción. 

e) Órgano que haya impuesto la sanción. 

3. Las personas a las que se haya impuesto una sanción que haya adquirido firmeza en vía 

administrativa serán informadas de que se procederá a la práctica de los correspondientes asientos 

en el Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana. Podrán solicitar el acceso, 

cancelación o rectificación de sus datos de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y su normativa de 

desarrollo. Los asientos se cancelarán de oficio transcurridos tres años cuando se trate de infracciones 

muy graves, dos años en el caso de infracciones graves y uno en el de infracciones leves, a contar 

desde la firmeza de la sanción. 

4. Las autoridades y órganos de las distintas administraciones públicas con competencia 

sancionadora en materia de seguridad ciudadana, de acuerdo con esta Ley, comunicarán al 

Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana las resoluciones sancionadoras 

dictadas, una vez firmes en vía administrativa. Asimismo, a estos efectos, dichas administraciones 

públicas tendrán acceso a los datos obrantes en ese Registro Central. 

Sección 3.ª Procedimiento sancionador 

Artículo 44 

Régimen jurídico 

El ejercicio de la potestad sancionadora en materia de protección de la seguridad ciudadana se 

regirá por el título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y sus disposiciones de desarrollo, sin 

perjuicio de las especialidades que se regulan en este capítulo. 

Artículo 45 

Carácter subsidiario del procedimiento administrativo sancionador respecto del penal 

1. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente 

cuando se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de fundamento. 

2. En los supuestos en que las conductas pudieran ser constitutivas de delito, el órgano administrativo 

pasará el tanto de culpa a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el 

procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que 

de otro modo ponga fin al procedimiento penal, o el Ministerio Fiscal no acuerde la improcedencia 

de iniciar o proseguir las actuaciones en vía penal, quedando hasta entonces interrumpido el plazo 

de prescripción. 

La autoridad judicial y el Ministerio Fiscal comunicarán al órgano administrativo la resolución o 

acuerdo que hubieran adoptado. 

3. De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado resolución 

de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, podrá iniciarse o proseguir el procedimiento 

sancionador. En todo caso, el órgano administrativo quedará vinculado por los hechos declarados 

probados en vía judicial. 

4. Las medidas cautelares adoptadas antes de la intervención judicial podrán mantenerse mientras 

la autoridad judicial no resuelva otra cosa. 
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Artículo 46 

Acceso a los datos de otras administraciones públicas 

1. Las autoridades y órganos de las distintas administraciones públicas competentes para imponer 

sanciones de acuerdo con esta Ley podrán acceder a los datos relativos a los sujetos infractores que 

estén directamente relacionados con la investigación de los hechos constitutivos de infracción, sin 

necesidad de consentimiento previo del titular de los datos, con las garantías de seguridad, 

integridad y disponibilidad, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre. 

2. A los exclusivos efectos de cumplimentar las actuaciones que los órganos de la Administración 

General del Estado competentes en los procedimientos regulados en esta Ley y sus normas de 

desarrollo tienen encomendadas, la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Tesorería 

General de la Seguridad Social, en los términos establecidos en la normativa tributaria o de la 

seguridad social, así como el Instituto Nacional de Estadística, en lo relativo al Padrón Municipal de 

Habitantes, facilitarán a aquéllos el acceso a los ficheros en los que obren datos que hayan de 

constar en dichos procedimientos, sin que sea preciso el consentimiento de los interesados. 

Artículo 47 

Medidas provisionales anteriores al procedimiento 

1. Los agentes de la autoridad intervendrán y aprehenderán cautelarmente los instrumentos utilizados 

para la comisión de la infracción, así como el dinero, los frutos o los productos directamente 

obtenidos, que se mantendrán en los depósitos establecidos al efecto o bajo la custodia de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad mientras se tramita el procedimiento sancionador o hasta que, en 

su caso, se resuelva la devolución o se decrete el comiso. 

Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 3 del artículo 49, si la aprehensión fuera de bienes fungibles 

y el coste del depósito superase el valor venal, éstos se destruirán o se les dará el destino adecuado, 

de acuerdo con el procedimiento que se establezca reglamentariamente. 

2. Excepcionalmente, en los supuestos de grave riesgo o peligro inminente para personas o bienes, 

las medidas provisionales previstas en el apartado 1 del artículo 49, salvo la del párrafo f), podrán ser 

adoptadas directamente por los agentes de la autoridad con carácter previo a la iniciación del 

procedimiento, debiendo ser ratificadas, modificadas o revocadas en el acuerdo de incoación en 

el plazo máximo de quince días. En todo caso, estas medidas quedarán sin efecto si, transcurrido 

dicho plazo, no se incoa el procedimiento o el acuerdo de incoación no contiene un 

pronunciamiento expreso acerca de las mismas. 

Artículo 48 

Actuaciones previas 

1. Con anterioridad a la incoación del procedimiento se podrán realizar actuaciones previas con 

objeto de determinar si concurren circunstancias que las justifiquen. En especial, estas actuaciones 

se orientarán a determinar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la 

incoación del procedimiento, la identificación de la persona o personas que pudieran resultar 

responsables y las circunstancias relevantes que concurran en unos y otros. 

Las actuaciones previas se incorporarán al procedimiento sancionador. 
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2. Las actuaciones previas podrán desarrollarse sin intervención del presunto responsable, si fuera 

indispensable para garantizar el buen fin de la investigación, dejando constancia escrita en las 

diligencias instruidas al efecto de las razones que justifican su no intervención. 

3. La práctica de actuaciones previas no interrumpirá la prescripción de las infracciones. 

Artículo 49 

Medidas de carácter provisional 

1. Incoado el expediente, el órgano competente para resolver podrá adoptar en cualquier 

momento, mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter provisional que resulten necesarias 

para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, el buen fin del procedimiento, evitar 

el mantenimiento de los efectos de la infracción o preservar la seguridad ciudadana, sin que en 

ningún caso puedan tener carácter sancionador. Dichas medidas serán proporcionadas a la 

naturaleza y gravedad de la infracción y podrán consistir especialmente en: 

a) El depósito en lugar seguro de los instrumentos o efectos utilizados para la comisión de las 

infracciones y, en particular, de las armas, explosivos, aerosoles, objetos o materias potencialmente 

peligrosos para la tranquilidad ciudadana, drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias 

psicotrópicas. 

b) La adopción de medidas de seguridad de las personas, bienes, establecimientos o 

instalaciones que se encuentren en situación de peligro, a cargo de sus titulares. 

c) La suspensión o clausura preventiva de fábricas, locales o establecimientos susceptibles de 

afectar a la seguridad ciudadana. 

d) La suspensión parcial o total de las actividades en los establecimientos que sean notoriamente 

vulnerables y no tengan en funcionamiento las medidas de seguridad necesarias. 

e) La adopción de medidas de seguridad de las personas y los bienes en infraestructuras e 

instalaciones en las que se presten servicios básicos para la comunidad. 

f) La suspensión de la actividad objeto de autorizaciones, permisos, licencias y otros documentos 

expedidos por las autoridades administrativas, en el marco de la normativa que le sea de aplicación. 

g) La suspensión en la venta, reventa o venta ambulante de las entradas del espectáculo o 

actividad recreativa cuya celebración o desarrollo pudiera implicar un riesgo para la seguridad 

ciudadana. 

2. Los gastos ocasionados por la adopción de las medidas provisionales correrán a cargo del 

causante de los hechos objeto del expediente sancionador. 

3. La duración de las medidas de carácter provisional no podrá exceder de la mitad del plazo 

previsto en esta Ley para la sanción que pudiera corresponder a la infracción cometida, salvo 

acuerdo debidamente motivado adoptado por el órgano competente. 

4. El acuerdo de adopción de medidas provisionales se notificará a los interesados en el domicilio del 

que tenga constancia por cualquier medio la administración o, en su caso, por medios electrónicos, 

con indicación de los recursos procedentes contra el mismo, órgano ante el que deban presentarse 

y plazos para interponerlos. La autoridad competente para su adopción podrá acordar que sea 

objeto de conocimiento general cuando ello sea necesario para garantizar la seguridad ciudadana, 

con sujeción a lo dispuesto en la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. 
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5. Las medidas adoptadas serán inmediatamente ejecutivas, sin perjuicio de que los interesados 

puedan solicitar su suspensión justificando la apariencia de buen derecho y la existencia de daños 

de difícil o imposible reparación, prestando, en su caso, caución suficiente para asegurar el perjuicio 

que se pudiera derivar para la seguridad ciudadana. 

6. Las medidas provisionales acordadas podrán ser modificadas o levantadas cuando varíen las 

circunstancias que motivaron su adopción y, en todo caso, se extinguirán con la resolución que 

ponga fin al procedimiento. 

Artículo 50 

Caducidad del procedimiento 

1. El procedimiento caducará transcurrido un año desde su incoación sin que se haya notificado la 

resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo las posibles paralizaciones por 

causas imputables al interesado o la suspensión que debiera acordarse por la existencia de un 

procedimiento judicial penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la 

finalización de éste. 

2. La resolución que declare la caducidad se notificará al interesado y pondrá fin al procedimiento, 

sin perjuicio de que la administración pueda acordar la incoación de un nuevo procedimiento en 

tanto no haya prescrito la infracción. Los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de 

prescripción. 

Artículo 51 

Efectos de la resolución 

En el ámbito de la Administración General del Estado, la resolución del procedimiento sancionador 

será recurrible de conformidad con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Contra la resolución que 

ponga fin a la vía administrativa podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, en su caso, 

por el procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la persona, en los 

términos de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 

Artículo 52 

Valor probatorio de las declaraciones de los agentes de la autoridad 

En los procedimientos sancionadores que se instruyan en las materias objeto de esta Ley, las 

denuncias, atestados o actas formulados por los agentes de la autoridad en ejercicio de sus 

funciones que hubiesen presenciado los hechos, previa ratificación en el caso de haber sido negados 

por los denunciados, constituirán base suficiente para adoptar la resolución que proceda, salvo 

prueba en contrario y sin perjuicio de que aquéllos deban aportar al expediente todos los elementos 

probatorios disponibles. 

Artículo 53 

Ejecución de la sanción 

1. Una vez firme en vía administrativa, se procederá a la ejecución de la sanción conforme a lo 

previsto en esta Ley. 

2. El cumplimiento de la sanción de suspensión de las licencias, autorizaciones o permisos se iniciará 

transcurrido un mes desde que la sanción haya adquirido firmeza en vía administrativa. 
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3. Las sanciones pecuniarias que no hayan sido abonadas previamente deberán hacerse efectivas 

dentro de los quince días siguientes a la fecha de la firmeza de la sanción. Una vez vencido el plazo 

de ingreso sin que se hubiese satisfecho la sanción, su exacción se llevará a cabo por el 

procedimiento de apremio. A tal efecto, será título ejecutivo la providencia de apremio notificada 

al deudor, expedida por el órgano competente de la administración. 

4. Cuando las sanciones hayan sido impuestas por la Administración General del Estado, los órganos 

y procedimientos de la recaudación ejecutiva serán los establecidos en el Reglamento General de 

Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio. 

5. En caso de que la resolución acuerde la devolución de los instrumentos aprehendidos 

cautelarmente a los que se refiere el apartado 1 del artículo 47, transcurrido un mes desde la 

notificación de la misma sin que el titular haya recuperado el objeto aprehendido, se procederá a 

su destrucción o se le dará el destino adecuado en el marco de esta Ley. 

Artículo 54 

Procedimiento abreviado 

1. Una vez notificado el acuerdo de incoación del procedimiento para la sanción de infracciones 

graves o leves, el interesado dispondrá de un plazo de quince días para realizar el pago voluntario 

con reducción de la sanción de multa, o para formular las alegaciones y proponer o aportar las 

pruebas que estime oportunas. 

Si efectúa el pago de la multa en las condiciones indicadas en el párrafo anterior, se seguirá el 

procedimiento sancionador abreviado, y, en caso de no hacerlo, el procedimiento sancionador 

ordinario. 

2. El procedimiento sancionador abreviado no será de aplicación a las infracciones muy graves. 

3. Una vez realizado el pago voluntario de la multa dentro del plazo de quince días contados desde 

el día siguiente al de su notificación, se tendrá por concluido el procedimiento sancionador con las 

siguientes consecuencias: 

a) La reducción del 50 por ciento del importe de la sanción de multa. 

b) La renuncia a formular alegaciones. En el caso de que fuesen formuladas se tendrán por no 

presentadas. 

c) La terminación del procedimiento, sin necesidad de dictar resolución expresa, el día en que se 

realice el pago, siendo recurrible la sanción únicamente ante el orden jurisdiccional contencioso-

administrativo. 

Disposición adicional primera 

Régimen de control de precursores de drogas y explosivos 

El sistema de otorgamiento de licencias de actividad, así como el régimen sancionador aplicable en 

caso de infracción de las disposiciones comunitarias e internacionales para la vigilancia del comercio 

de precursores de drogas y explosivos se regirá por lo dispuesto en sus legislaciones específicas. 
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Disposición adicional segunda 

Régimen de protección de las infraestructuras críticas 

La protección de las infraestructuras críticas se regirá por su normativa específica y supletoriamente 

por esta Ley. 

Disposición adicional tercera 

Comparecencia obligatoria en los procedimientos para la obtención del Documento Nacional de 

Identidad y el pasaporte 

En los procedimientos administrativos de obtención del Documento Nacional de Identidad y el 

pasaporte será obligatoria la comparecencia del interesado ante los órganos o unidades 

administrativas competentes para su tramitación. 

Excepcionalmente podrá eximirse de la comparecencia personal al solicitante de un pasaporte 

provisional en una Misión diplomática u Oficina consular española por razones justificadas de 

enfermedad, riesgo, lejanía u otras análogas y debidamente acreditadas que impidan o dificulten 

gravemente la comparecencia. 

Disposición adicional cuarta 

Comunicaciones del Registro Civil 

A efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 8.3 de la Ley, el Registro Civil comunicará 

al Ministerio del Interior las inscripciones de resoluciones de capacidad modificada judicialmente, los 

fallecimientos o las declaraciones de ausencia o fallecimiento, de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 80 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil. 

Disposición adicional quinta 

Suspensión de sanciones pecuniarias impuestas por infracciones en materia de consumo de drogas 

tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas cometidas por menores de edad 

Las multas que se impongan a los menores de edad por la comisión de infracciones en materia de 

consumo o tenencia ilícitos de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas podrán 

suspenderse siempre que, a solicitud de los infractores y sus representantes legales, aquéllos accedan 

a someterse a tratamiento o rehabilitación, si lo precisan, o a actividades de reeducación. En caso 

de que los infractores abandonen el tratamiento o rehabilitación o las actividades reeducativas, se 

procederá a ejecutar la sanción económica. 

Reglamentariamente se regularán los términos y condiciones de la remisión parcial de sanciones 

prevista en esta disposición adicional. 

Disposición adicional sexta 

Infraestructuras e instalaciones en las que se prestan servicios básicos para la comunidad 

A los efectos de lo dispuesto en los artículos 35.1 y 36.9, se entenderá por infraestructuras o 

instalaciones en las que se prestan servicios básicos para la comunidad: 

a) Centrales nucleares, petroquímicas, refinerías y depósitos de combustible. 

b) Puertos, aeropuertos y demás infraestructuras de transporte. 
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c) Servicios de suministro y distribución de agua, gas y electricidad. 

d) Infraestructuras de telecomunicaciones. 

Disposición adicional séptima 

No incremento de gasto público 

Las medidas contempladas en esta Ley no generarán incremento de dotaciones ni de retribuciones, 

ni de otros gastos de personal al servicio del sector público. 

Disposición transitoria única 

Procedimientos sancionadores iniciados a la entrada en vigor de esta Ley 

Los procedimientos sancionadores iniciados a la entrada en vigor de esta Ley se regirán por la 

legislación anterior, salvo que esta Ley contenga disposiciones más favorables para el interesado. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

1. Queda derogada la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad 

Ciudadana. 

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones, de igual o inferior rango, se opongan a lo 

dispuesto en esta Ley. 

Disposición final primera 

Régimen especial de Ceuta y Melilla 

1. Se adiciona una disposición adicional décima a la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 

derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, con la siguiente redacción: 

«Disposición adicional décima. Régimen especial de Ceuta y Melilla 

1. Los extranjeros que sean detectados en la línea fronteriza de la demarcación territorial de 

Ceuta o Melilla mientras intentan superar los elementos de contención fronterizos para cruzar 

irregularmente la frontera podrán ser rechazados a fin de impedir su entrada ilegal en España. 

2. En todo caso, el rechazo se realizará respetando la normativa internacional de derechos 

humanos y de protección internacional de la que España es parte. 

3. Las solicitudes de protección internacional se formalizarán en los lugares habilitados al efecto 

en los pasos fronterizos y se tramitarán conforme a lo establecido en la normativa en materia de 

protección internacional.» 

2. La disposición final cuarta de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades 

de los extranjeros en España y su integración social, queda redactada del siguiente modo: 

«Disposición final cuarta. Preceptos no orgánicos 

1. Tienen naturaleza orgánica los preceptos contenidos en los siguientes artículos de esta Ley: 1, 

2, 3, 4.1, 4.3, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 15, 16, 17, 18, 18 bis, 19, 20, 21, 22.1, 23, 24, 25, 25 bis, 27, 29, 30, 30 bis, 31, 
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31 bis, 33, 34, 36, 37, 39, 40, 41, 42, 53, 54, 55, 57, 58, 59, 59 bis, 60, 61, 62, 62 bis, 62 ter, 62 quáter, 62 

quinquies, 62 sexies, 63, 63 bis, 64, 66, 71, las disposiciones adicionales tercera a octava y décima y 

las disposiciones finales. 

2. Los preceptos no incluidos en el apartado anterior no tienen naturaleza orgánica.» 

Disposición final segunda 

Títulos competenciales 

Las disposiciones de esta Ley se dictan al amparo del artículo 149.1.29.ª de la Constitución, que 

atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública, excepto los artículos 

28 y 29, que se dictan al amparo del artículo 149.1.26.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la 

competencia exclusiva en materia de régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas 

y explosivos. 

Disposición final tercera 

Preceptos que tienen carácter de Ley orgánica 

1. Tienen carácter orgánico los preceptos de esta Ley que se relacionan a continuación: 

El capítulo I, excepto el artículo 5. 

Los artículos 9 y 11 del capítulo II. 

El capítulo III. 

Del capítulo V, el apartado 3 del artículo 30; el ordinal 1 del artículo 35; los ordinales 2, 7, 8 y 23 del 

artículo 36, y los ordinales 1 y 4 del artículo 37. 

La disposición derogatoria única. 

La disposición final primera. 

La disposición final tercera. 

2. Los preceptos no incluidos en el apartado anterior no tienen carácter orgánico. 

Disposición final cuarta 

Habilitación para el desarrollo reglamentario 

Se habilita al Gobierno, en el ámbito de sus competencias, para dictar las disposiciones necesarias 

para el desarrollo y aplicación de lo establecido en esta Ley. 

Disposición final quinta 

Entrada en vigor 

Esta Ley orgánica entrará en vigor el 1 de julio de 2015, salvo la disposición final primera, que entrará 

en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 47. Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, por la que se regula la utilización de 

videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos35 

«BOE» núm. 186, de 5 de agosto de 1997 

PREÁMBULO 

El artículo 104.1 de la Constitución establece que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la 

dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y 

libertades y garantizar la seguridad ciudadana, para cuyo cumplimiento actúan con absoluto 

respeto a la Constitución y al resto del ordenamiento, tal como recoge el mandato constitucional en 

su artículo 9.1 y la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en su 

artículo 5.1. 

La prevención de actos delictivos, la protección de las personas y la conservación y custodia de 

bienes que se encuentren en situación de peligro, y especialmente cuando las actuaciones 

perseguidas suceden en espacios abiertos al público, lleva a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad al empleo de medios técnicos cada vez más sofisticados. Con estos medios, y en 

particular mediante el uso de sistemas de grabación de imágenes y sonidos y su posterior 

tratamiento, se incrementa sustancialmente el nivel de protección de los bienes y libertades de las 

personas. 

Ahora es oportuno proceder a la regulación del uso de los medios de grabación de imágenes y 

sonidos que vienen siendo utilizados por la Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, introduciendo las 

garantías que son precisas para que el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la 

Constitución sea máximo y no pueda verse perturbado con un exceso de celo en la defensa de la 

seguridad pública. 

Las garantías que introduce la presente Ley en el uso de sistemas de grabación de imágenes y 

sonidos por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad parten del establecimiento de un régimen 

de autorización previa para la instalación de videocámaras inspirado en el principio de 

proporcionalidad, en su doble versión de idoneidad e intervención mínima. La autorización se 

concederá por los órganos administrativos que se determinan previo informe preceptivo, que será 

vinculante si es negativo, de una Comisión que presidirá el Presidente del Tribunal Superior de Justicia 

de la Comunidad Autónoma correspondiente, y en la cual la presencia de miembros dependientes 

de la Administración autorizante no podrá ser mayoritaria. 

La Ley prevé, además de las instalaciones fijas de videocámaras, el uso de videocámaras móviles 

con la necesaria autorización del órgano designado al efecto, salvo en situaciones de urgencia o en 

las que sea imposible obtener a tiempo la autorización, en las cuales se procederá a comunicar su 

uso a la autoridad policial y a la Comisión. En todos los casos la Comisión será informada 

periódicamente del uso que se haga de las videocámaras móviles y tendrá derecho a recabar la 

correspondiente grabación. 

Las imágenes y sonidos obtenidos por cualquiera de las maneras previstas serán destruidos en el plazo 

de un mes desde su captación, salvo que se relacionen con infracciones penales o administrativas 

graves o muy graves en materia de seguridad pública, con una investigación policial en curso o con 

 

 
35 Véase el Real Decreto 596/1999, de 16 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo y ejecución de la Ley 

Orgánica 4/1997, de 4 de agosto. 
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un procedimiento judicial abierto. El público será informado de la existencia de videocámaras fijas y 

de la autoridad responsable y todas las personas interesadas podrán ejercer el derecho de acceso 

y cancelación de las imágenes en que hayan sido recogidos. 

Finalmente, se dispone la inmediata puesta a disposición judicial de aquellas grabaciones en las que 

se haya captado la comisión de hechos que pudieran constituir ilícitos penales y, en previsión de 

que, por circunstancias que deberán ser justificadas, no sea posible, se establece la entrega de la 

grabación junto con el relato de los hechos a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal. 

La Ley lleva a cabo modificaciones en otras leyes que, con el mismo fin de protección de la seguridad 

de las personas y de los bienes y garantía de los derechos y libertades, permitan dotar de mayor 

eficacia a las previsiones de ésta. Así, introduce modificaciones en la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de 

julio, reguladora del Derecho de Reunión, y en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre 

Protección de la Seguridad Ciudadana, con la finalidad de atajar la violencia callejera que 

eventualmente se produce con ocasión del ejercicio del derecho de reunión y manifestación en 

lugares de tránsito público. 

Corresponde al Estado, en el ejercicio de la competencia que le atribuye la Constitución (artículo 

149.1.29.a) en materia de seguridad pública, la aprobación de la presente Ley que, por otra parte, 

en la medida en que incide en la regulación de las condiciones básicas del ejercicio de 

determinados derechos fundamentales, como el derecho a la propia imagen y el derecho de 

reunión, debe tener en su totalidad el carácter de Ley Orgánica, sin perjuicio de las competencias 

que correspondan a las Comunidades Autónomas en esta materia de acuerdo con lo que 

dispongan sus Estatutos de Autonomía. 

Artículo 1 

Objeto 

1. La presente Ley regula la utilización por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de videocámaras para 

grabar imágenes y sonidos en lugares públicos, abiertos o cerrados, y su posterior tratamiento, a fin 

de contribuir a asegurar la convivencia ciudadana, la erradicación de la violencia y la utilización 

pacífica de las vías y espacios públicos, así como de prevenir la comisión de delitos, faltas e 

infracciones relacionados con la seguridad pública. 

Asimismo, esta norma establece específicamente el régimen de garantías de los derechos 

fundamentales y libertades públicas de los ciudadanos que habrá de respetarse ineludiblemente en 

las sucesivas fases de autorización, grabación y uso de las imágenes y sonidos obtenidos 

conjuntamente por las videocámaras. 

2. Las referencias contenidas en esta Ley a videocámaras, cámaras fijas y cámaras móviles se 

entenderán hechas a cualquier medio técnico análogo y, en general, a cualquier sistema que 

permita las grabaciones previstas en esta Ley. 

Artículo 2 

Ámbito de aplicación 

1. La captación, reproducción y tratamiento de imágenes y sonidos, en los términos previstos en esta 

Ley, así como las actividades preparatorias, no se considerarán intromisiones ilegítimas en el derecho 

al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, a los efectos de lo establecido en el 

artículo 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo. 
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2. Sin perjuicio de las disposiciones específicas contenidas en la presente Ley, el tratamiento 

automatizado de las imágenes y sonidos se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1992, de 29 

de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de los Datos de Carácter Personal. 

Artículo 3 

Autorización de las instalaciones fijas 

1. La instalación de videocámaras o de cualquier medio técnico análogo en los términos del artículo 

1.2 de la presente Ley está sujeta al régimen de autorización, que se otorgará, en su caso, previo 

informe de un órgano colegiado presidido por un Magistrado y en cuya composición no serán 

mayoría los miembros dependientes de la Administración autorizante. 

2. Las instalaciones fijas de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de las 

Corporaciones Locales serán autorizadas por el Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma 

de que se trate, previo informe de una Comisión cuya presidencia corresponderá al Presidente del 

Tribunal Superior de Justicia de la misma Comunidad. La composición y funcionamiento de la 

Comisión, así como la participación de los municipios en ella, se determinarán reglamentariamente. 

3. No podrá autorizarse la instalación fija de videocámaras cuando el informe de la Comisión prevista 

en el apartado segundo de este artículo estime que dicha instalación supondría una vulneración de 

los criterios establecidos en el artículo 4 de la presente Ley Orgánica. 

4. La resolución por la que se acuerde la autorización deberá ser motivada y referida en cada caso 

al lugar público concreto que ha de ser objeto de observación por las videocámaras. Dicha 

resolución contendrá también todas las limitaciones o condiciones de uso necesarias, en particular 

la prohibición de tomar sonidos, excepto cuando concurra un riesgo concreto y preciso, así como 

las referentes a la cualificación de las personas encargadas de la explotación del sistema de 

tratamiento de imágenes y sonidos y las medidas a adoptar para garantizar el respeto de las 

disposiciones legales vigentes. Asimismo, deberá precisar genéricamente el ámbito físico susceptible 

de ser grabado, el tipo de cámara, sus especificaciones técnicas y la duración de la autorización, 

que tendrá una vigencia máxima de un año, a cuyo término habrá de solicitarse su renovación. 

5. La autorización tendrá en todo caso carácter revocable. 

Artículo 4 

Criterios de autorización de instalaciones fijas 

Para autorizar la instalación de videocámaras se tendrán en cuenta, conforme al principio de 

proporcionalidad, los siguientes criterios: asegurar la protección de los edificios e instalaciones 

públicas y de sus accesos; salvaguardar las instalaciones útiles para la defensa nacional; constatar 

infracciones a la seguridad ciudadana, y prevenir la causación de daños a las personas y bienes. 

Artículo 5 

Autorización de videocámaras móviles 

1. En las vías o lugares públicos donde se haya autorizado la instalación de videocámaras fijas, 

podrán utilizarse simultáneamente otras de carácter móvil para el mejor cumplimiento de los fines 

previstos en esta Ley, quedando, en todo caso, supeditada la toma, que ha de ser conjunta, de 

imagen y sonido, a la concurrencia de un peligro concreto y demás requisitos exigidos en el artículo 

6. 
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2. También podrán utilizarse en los restantes lugares públicos videocámaras móviles. La autorización 

de dicho uso corresponderá al máximo responsable provincial de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

quien atenderá a la naturaleza de los eventuales hechos susceptibles de filmación, adecuando la 

utilización del medio a los principios previstos en el artículo 6. 

La resolución motivada que se dicte autorizando el uso de videocámaras móviles se pondrá en 

conocimiento de la Comisión prevista en el artículo 3 en el plazo máximo de setenta y dos horas, la 

cual podrá recabar el soporte físico de la grabación a efectos de emitir el correspondiente informe. 

En casos excepcionales de urgencia máxima o de imposibilidad de obtener a tiempo la autorización 

indicada en razón del momento de producción de los hechos o de las circunstancias concurrentes, 

se podrán obtener imágenes y sonidos con videocámaras móviles, dando cuenta, en el plazo de 

setenta y dos horas, mediante un informe motivado, al máximo responsable provincial de las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad y a la Comisión aludida en el párrafo anterior, la cual, si lo estima oportuno, 

podrá requerir la entrega del soporte físico original y emitir el correspondiente informe. 

En el supuesto de que los informes de la Comisión previstos en los dos párrafos anteriores fueran 

negativos, la autoridad encargada de la custodia de la grabación procederá a su destrucción 

inmediata. 

3. La Comisión prevista en el artículo 3 será informada quincenalmente de la utilización que se haga 

de videocámaras móviles y podrá recabar en todo momento el soporte de las correspondientes 

grabaciones y emitir un informe al respecto. 

4. En el caso de que las autoridades competentes aludidas en esta Ley lo consideren oportuno, se 

podrá interesar informe de la Comisión prevista en el artículo 3 sobre la adecuación de cualquier 

registro de imágenes y sonidos obtenidos mediante videocámaras móviles a los principios del artículo 

6. 

Artículo 6 

Principios de utilización de las videocámaras 

1. La utilización de videocámaras estará presidida por el principio de proporcionalidad, en su doble 

versión de idoneidad y de intervención mínima. 

2. La idoneidad determina que sólo podrá emplearse la videocámara cuando resulte adecuado, en 

una situación concreta, para el mantenimiento de la seguridad ciudadana, de conformidad con lo 

dispuesto en esta Ley. 

3. La intervención mínima exige la ponderación, en cada caso, entre la finalidad pretendida y la 

posible afectación por la utilización de la videocámara al derecho al honor, a la propia imagen y a 

la intimidad de las personas. 

4. La utilización de videocámaras exigirá la existencia de un razonable riesgo para la seguridad 

ciudadana, en el caso de las fijas, o de un peligro concreto, en el caso de las móviles. 

5. No se podrán utilizar videocámaras para tomar imágenes ni sonidos del interior de las viviendas, ni 

de sus vestíbulos, salvo consentimiento del titular o autorización judicial, ni de los lugares incluidos en 

el artículo 1 de esta Ley cuando se afecte de forma directa y grave a la intimidad de las personas, 

así como tampoco para grabar conversaciones de naturaleza estrictamente privada. Las imágenes 

y sonidos obtenidos accidentalmente en estos casos deberán ser destruidas inmediatamente, por 

quien tenga la responsabilidad de su custodia. 
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Artículo 7 

Aspectos procedimentales 

1. Realizada la filmación de acuerdo con los requisitos establecidos en la Ley, si la grabación captara 

la comisión de hechos que pudieran ser constitutivos de ilícitos penales, las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad pondrán la cinta o soporte original de las imágenes y sonidos en su integridad a disposición 

judicial con la mayor inmediatez posible y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas 

desde su grabación. De no poder redactarse el atestado en tal plazo, se relatarán verbalmente los 

hechos a la autoridad judicial, o al Ministerio Fiscal, junto con la entrega de la grabación. 

2. Si la grabación captara hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones administrativas 

relacionadas con la seguridad ciudadana, se remitirán al órgano competente, igualmente de 

inmediato, para el inicio del oportuno procedimiento sancionador. 

Artículo 8 

Conservación de las grabaciones 

1. Las grabaciones serán destruidas en el plazo máximo de un mes desde su captación, salvo que 

estén relacionadas con infracciones penales o administrativas graves o muy graves en materia de 

seguridad pública, con una investigación policial en curso o con un procedimiento judicial o 

administrativo abierto. 

2. Cualquier persona que por razón del ejercicio de sus funciones tenga acceso a las grabaciones 

deberá observar la debida reserva, confidencialidad y sigilo en relación con las mismas, siéndole de 

aplicación, en caso contrario, lo dispuesto en el artículo 10 de la presente Ley. 

3. Se prohíbe la cesión o copia de las imágenes y sonidos obtenidos de conformidad con esta Ley, 

salvo en los supuestos previstos en el apartado 1 de este artículo. 

4. Reglamentariamente la Administración competente determinará el órgano o autoridad 

gubernativa que tendrá a su cargo la custodia de las imágenes obtenidas y la responsabilidad sobre 

su ulterior destino, incluida su inutilización o destrucción. Dicho órgano será el competente para 

resolver sobre las peticiones de acceso o cancelación promovidas por los interesados. 

Artículo 9 

Derechos de los interesados 

1. El público será informado de manera clara y permanente de la existencia de videocámaras fijas, 

sin especificar su emplazamiento, y de la autoridad responsable. 

2. Toda persona interesada podrá ejercer los derechos de acceso y cancelación de las grabaciones 

en que razonablemente considere que figura. No obstante, el ejercicio de estos derechos podrá ser 

denegado por quien custodie las imágenes y sonidos, en función de los peligros que pudieran 

derivarse para la defensa del Estado, la seguridad pública, la protección de los derechos y libertades 

de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando. 

Artículo 10 

Infracciones y sanciones 

Cuando no haya lugar a exigir responsabilidades penales, las infracciones a lo dispuesto en la 

presente Ley serán sancionadas con arreglo al régimen disciplinario correspondiente a los infractores 
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y, en su defecto, con sujeción al régimen general de sanciones en materia de tratamiento 

automatizado de los datos de carácter personal. 

Artículo 11 

Recursos 

Contra las resoluciones dictadas en aplicación de lo previsto en esta Ley, cabrá la interposición de 

los recursos ordinarios en vía administrativa, contencioso-administrativa, así como los previstos en el 

artículo 53.2 de la Constitución, en los términos legalmente establecidos. 

Disposición adicional primera 

Las Comunidades Autónomas con competencia para la protección de las personas y los bienes y 

para el mantenimiento del orden público, con arreglo a lo dispuesto en los correspondientes Estatutos 

de Autonomía, podrán dictar, con sujeción a lo prevenido en esta Ley, las disposiciones necesarias 

para regular y autorizar la utilización de videocámaras por sus fuerzas policiales y por las 

dependientes de las Corporaciones locales radicadas en su territorio, la custodia de las grabaciones 

obtenidas, la responsabilidad sobre su ulterior destino y las peticiones de acceso y cancelación de 

las mismas. 

Cuando sean competentes para autorizar la utilización de videocámaras, las Comunidades 

Autónomas mencionadas en el párrafo anterior regularán la composición y el funcionamiento de la 

Comisión correspondiente, prevista en el artículo 3 de esta Ley, con especial sujeción a los principios 

de presidencia judicial y prohibición de mayoría de la Administración autorizante. 

Disposición adicional segunda 

Cada autoridad competente para autorizar la instalación fija de videocámaras por parte de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberá crear un registro en el que consten todas las que haya 

autorizado. 

Disposición adicional tercera 

El artículo 4.3 de la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, Reguladora del Derecho de Reunión, queda 

redactado de la siguiente forma: 

«3. Los participantes en reuniones o manifestaciones, que causen un daño a terceros, responderán 

directamente de él. Subsidiariamente, las personas naturales o jurídicas organizadoras o promotoras 

de reuniones o manifestaciones responderán de los daños que los participantes causen a terceros, 

sin perjuicio de que puedan repetir contra aquéllos, a menos que hayan puesto todos los medios 

razonables a su alcance para evitarlos.» 

Disposición adicional cuarta 

1. Se da nueva redacción al artículo 23.c) de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre 

Protección de la Seguridad Ciudadana, que queda redactado de la siguiente forma: 

«c) La celebración de reuniones en lugares de tránsito público o de manifestaciones, incumpliendo 

lo preceptuado en los artículos 4.2, 8, 9, 10 y 11 de la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, Reguladora 
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del Derecho de Reunión, cuya responsabilidad corresponde a los organizadores o promotores, 

siempre que tales conductas no sean constitutivas de infracción penal. 

En el caso de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones cuya celebración se haya 

comunicado previamente a la autoridad se considerarán organizadores o promotores las personas 

físicas o jurídicas que suscriban el correspondiente escrito de comunicación. 

Aun no habiendo suscrito o presentado la citada comunicación, también se considerarán 

organizadores o promotores, a los efectos de esta Ley, a quienes de hecho las presidan, dirijan o 

ejerzan actos semejantes o a quienes por publicaciones o declaraciones de convocatoria de las 

reuniones o manifestaciones, por los discursos que se pronuncien y los impresos que se repartan 

durante las mismas, por los lemas, banderas u otros signos que ostenten o por cualesquiera otros 

hechos, pueda determinarse razonablemente que son inspiradores de aquéllas.» 

2. Se da nueva redacción al artículo 23.d) de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre 

Protección de la Seguridad Ciudadana, que queda redactado como sigue: 

«d) La negativa a disolver las manifestaciones y reuniones en lugares de tránsito público ordenada 

por la autoridad competente cuando concurran los supuestos del artículo 5 de la Ley Orgánica 

9/1983.» 

3. Los actuales párrafos d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n) y ñ) del artículo 23 de la Ley Orgánica citada 

se convertirán en los párrafos e), f), g), h), i), j), k), l), m), n), ñ) y o), respectivamente. 

Disposición adicional quinta 

Las autorizaciones de instalaciones fijas de videocámaras constituyen actividades de protección de 

la seguridad pública realizadas al amparo del artículo 149.1.29.a de la Constitución y no estarán 

sujetas al control preventivo de las Corporaciones locales previsto en su legislación reguladora 

básica, ni al ejercicio de las competencias de las diferentes Administraciones públicas, sin perjuicio 

de que deban respetar los principios de la legislación vigente en cada ámbito material de la 

actuación administrativa. 

Disposición adicional sexta 

Los propietarios y, en su caso, los titulares de derechos reales sobre los bienes afectados por las 

instalaciones reguladas en esta Ley, o quienes los posean por cualquier título, están obligados a 

facilitar y permitir su colocación y mantenimiento, sin perjuicio de la necesidad de obtener, en su 

caso, la autorización judicial prevista en el artículo 87.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 

Poder Judicial, y de las indemnizaciones que procedan según las leyes. 

Disposición adicional séptima 

1. Se considerarán faltas muy graves en el régimen disciplinario de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

del Estado, las siguientes infracciones: 

a) Alterar o manipular los registros de imágenes y sonidos siempre que no constituya delito. 

b) Permitir el acceso de personas no autorizadas a las imágenes y sonidos grabados o utilizar éstos 

para fines distintos de los previstos legalmente. 
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c) Reproducir las imágenes y sonidos para fines distintos de los previstos en esta Ley. 

d) Utilizar los medios técnicos regulados en esta Ley para fines distintos de los previstos en la misma. 

2. Se considerarán faltas graves en el régimen disciplinario de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado las restantes infracciones a lo dispuesto en la presente Ley. 

Disposición adicional octava 

La instalación y uso de videocámaras y de cualquier otro medio de captación y reproducción de 

imágenes para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico se efectuará por la autoridad 

encargada de la regulación del tráfico a los fines previstos en el texto articulado de la Ley sobre 

Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto legislativo 

339/1990, de 2 de marzo, y demás normativa específica en la materia, y con sujeción a lo dispuesto 

en las Leyes Orgánicas 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de 

los Datos de Carácter Personal, y 1/1982, de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, a 

la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen, en el marco de los principios de utilización de 

las mismas previstos en esta Ley. 

Disposición adicional novena 

El Gobierno elaborará, en el plazo de un año, la normativa correspondiente para adaptar los 

principios inspiradores de la presente Ley al ámbito de la seguridad privada. 

Disposición transitoria única 

En el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, se procederá, en su caso, 

a autorizar las instalaciones fijas de videocámaras actualmente existentes, así como a destruir 

aquellas grabaciones que no reúnan las condiciones legales para su conservación. 

Disposición final primera 

El Gobierno, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, aprobará las 

disposiciones reglamentarias necesarias para su ejecución y desarrollo. 

Disposición final segunda 

Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 48. Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del derecho de reunión36 

«BOE» núm. 170, de 18 de julio de 1983 

La Constitución española de 1978 recoge, entre su diverso contenido, el reconocimiento y garantía 

de los derechos fundamentales y libertades públicas, como uno de los pilares básicos, en el que se 

asienta el Estado social y democrático de Derecho. 

El derecho de reunión, manifestación primordial de los derechos fundamentales, como derecho 

público subjetivo, venia regulado hasta el presente por la Ley 17/1976, de 2 de mayo, aprobada con 

anterioridad a la elaboración y entrada en vigor de la Constitución, y cuyo contenido se ajustaba al 

momento de transición política que vivía la sociedad española. 

Tras la entrada en vigor de la Constitución, que consagra la libertad de reunión, se hace necesaria 

una regulación de dicho derecho con carácter general, modificando el ordenamiento jurídico en 

todo aquello en que no esté de acuerdo con los mandatos constitucionales, especialmente el que 

determina que el ejercicio del derecho de reunión no necesitará autorización previa. En definitiva, la 

presente Ley Orgánica pretende regular el núcleo esencial del derecho de reunión, ajustándolo a 

los preceptos de la Constitución. 

Así, se elimina el sistema preventivo de autorizaciones en el ejercicio del derecho y se garantiza el 

mismo mediante un procedimiento en sede judicial de carácter sumario que evite las complejas 

tramitaciones administrativas que hacían ineficaz el propio ejercicio del derecho, de conformidad 

con lo establecido en reiterada jurisprudencia constitucional. 

En relación a las reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones, se exige la comunicación 

previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración de 

orden público, con peligro para personas o bienes, siguiendo de esta forma las normas recogidas en 

el artículo 21 de la Constitución. 

Por último, se mantiene la vigencia de las normas de carácter especial, en tanto no recojan 

preceptos contrarios a la Constitución, definiéndose esta Ley como general y supletoria respecto a 

los regímenes especiales que se mantengan en vigor dentro de la Constitución. 

CAPITULO I 

Ámbito de aplicación 

Artículo primero 

1. El derecho de reunión pacífica y sin armas, reconocido en el artículo 21 de la Constitución, se 

ejercerá conforme a lo dispuesto en la presente Ley Orgánica. 

 

 
36 La Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, se ha visto modificada por Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, Ley Orgánica 9/1999, 

de 21 de abril, Ley Orgánica 9/2011, de 27 de julio, y Ley Orgánica 8/2014, de 4 de diciembre. La doctrina constitucional sobre 

el contenido y límites del derecho de reunión está contenida, entre otras, en las STC 66/1995, STC 196/2002, STC 195/2003 y STC 

284/2005. El artículo 513 del Código Penal establece: «Son punibles las reuniones o manifestaciones ilícitas, y tienen tal 

consideración: 1.º Las que se celebren con el fin de cometer algún delito. 2.º Aquéllas a las que concurran personas con armas, 

artefactos explosivos u objetos contundentes o de cualquier otro modo peligroso». 
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2. A los efectos de la presente Ley, se entiende por reunión la concurrencia concertada y temporal 

de más de 20 personas, con finalidad determinada. 

3. Son reuniones ilícitas las así tipificadas por las Leyes penales. 

Artículo segundo 

Se podrá ejercer el derecho de reunión sin sujeción a las prescripciones de la presente Ley Orgánica, 

cuando se trate de las reuniones siguientes: 

a) Las que celebren las personas físicas en sus propios domicilios. 

b) Las que celebren las personas físicas en locales públicos o privados por razones familiares o de 

amistad. 

c) Las que celebren los Partidos políticos, Sindicatos, Organizaciones empresariales, Sociedades 

civiles y mercantiles, Asociaciones, Corporaciones, Fundaciones, Cooperativas, Comunidades de 

propietarios y demás Entidades legalmente constituidas en lugares cerrados, para sus propios fines y 

mediante convocatoria que alcance exclusivamente a sus miembros, o a otras personas 

nominalmente invitadas. 

d) Las que celebren los profesionales con sus clientes en lugares cerrados para los fines propios 

de su profesión. 

e) Las que se celebren en unidades, buques y demás establecimientos militares, que se regirán 

por su legislación específica. 

CAPITULO II 

Disposiciones generales 

Artículo tercero 

1. Ninguna reunión estará sometida al régimen de previa autorización. 

2. La autoridad gubernativa protegerá las reuniones y manifestaciones frente a quienes trataren de 

impedir, perturbar o menoscabar el lícito ejercicio de este derecho. 

Artículo cuarto 

1. Las reuniones, sometidas a la presente Ley, sólo podrán ser promovidas y convocadas por personas 

que se hallen en el pleno ejercicio de sus derechos civiles. 

2. Del buen orden de las reuniones y manifestaciones serán responsables sus organizadores, quienes 

deberán adoptar las medidas para el adecuado desarrollo de las mismas. 

3. Los participantes en reuniones o manifestaciones, que causen un daño a terceros, responderán 

directamente de él. Subsidiariamente, las personas naturales o jurídicas organizadoras o promotoras 

de reuniones o manifestaciones responderán de los daños que los participantes causen a terceros, 

sin perjuicio de que puedan repetir contra aquéllos, a menos que hayan puesto todos los medios 

razonables a su alcance para evitarlos. 
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4. La asistencia de militares de uniforme, o haciendo uso de su condición militar, a reuniones o 

manifestaciones públicas se regirá por su legislación específica. 

Artículo quinto 

La autoridad gubernativa suspenderá y, en su caso, procederá a disolver las reuniones y 

manifestaciones en los siguientes supuestos: 

a) Cuando se consideren ilícitas de conformidad con las Leyes penales. 

b) Cuando se produzcan alteraciones del orden público, con peligro para personas o bienes. 

c) Cuando se hiciere uso de uniformes paramilitares por los asistentes. 

d) Cuando fueran organizadas por miembros de las Fuerzas Armadas o de la Guardia Civil 

infringiendo las limitaciones impuestas en el artículo 13 de la Ley Orgánica 9/2011, de 27 de julio, de 

derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas o en el artículo 8 de la Ley Orgánica 

11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia 

Civil. 

Tales resoluciones se comunicarán previamente a los concurrentes en la forma legalmente prevista 

CAPITULO III 

De las reuniones en lugares cerrados 

Artículo sexto 

Los organizadores y promotores de reuniones, incluidas en el ámbito de aplicación de la presente 

Ley, que se celebren en lugares, locales o recintos cerrados, podrán solicitar la presencia de 

delegados de la autoridad gubernativa. 

Artículo séptimo 

Los delegados de la autoridad gubernativa no intervendrán en las discusiones o debates ni harán 

uso de la palabra para advertir o corregir a los participantes, todo ello sin perjuicio de lo establecido 

en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

CAPITULO IV 

De las reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones 

Artículo octavo 

La celebración de reuniones en lugares de tránsito público y de manifestaciones deberán ser 

comunicadas por escrito a la autoridad gubernativa correspondiente por los organizadores o 

promotores de aquéllas, con una antelación de diez días naturales, como mínimo y treinta como 

máximo. Si se tratare de personas jurídicas la comunicación deberá hacerse por su representante. 
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Cuando existan causas extraordinarias y graves que justifiquen la urgencia de convocatoria y 

celebración de reuniones en lugares de tránsito público o manifestaciones, la comunicación, a que 

hace referencia el párrafo anterior, podrá hacerse con una antelación mínima de veinticuatro horas. 

Artículo noveno 

1. En el escrito de comunicación se hará constar: 

a) Nombre, apellidos, domicilio y documento oficial de identificación del organizador u 

organizadores o de su representante, caso de personas jurídicas, consignando también la 

denominación, naturaleza y domicilio de éstas. 

b) Lugar, fecha, hora y duración prevista. 

c) Objeto de la misma. 

d) Itinerario proyectado, cuando se prevea la circulación por las vías públicas. 

e) Medidas de seguridad previstas por los organizadores o que se soliciten de la autoridad 

gubernativa. 

2. La autoridad gubernativa notificará al Ayuntamiento afectado los datos contenidos en el escrito 

de comunicación, excepto cuando se trate de una convocatoria urgente de las previstas en el 

párrafo segundo del artículo anterior, a fin de que éste informe en un plazo de veinticuatro horas 

sobre las circunstancias del recorrido propuesto. En caso de no recibirse el informe en dicho plazo, el 

mismo se entenderá favorable. El informe se referirá a causas objetivas tales como el estado de los 

lugares donde pretenda realizarse, la concurrencia con otros actos, las condiciones de seguridad de 

los lugares con arreglo a la normativa vigente y otras análogas de índole técnico. En todo caso, el 

informe no tendrá carácter vinculante y deberá ser motivado. 

Artículo diez 

Si la autoridad gubernativa considerase que existen razones fundadas de que puedan producirse 

alteraciones del orden público, con peligro para personas o bienes, podrá prohibir la reunión o 

manifestación o, en su caso, proponer la modificación de la fecha, lugar, duración o itinerario de la 

reunión o manifestación. La resolución deberá adoptarse en forma motivada y notificarse en el plazo 

máximo de setenta y dos horas desde la comunicación prevista en el artículo 8, de acuerdo con los 

requisitos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo once 

De no ser aceptada por los organizadores o promotores la prohibición u otras modificaciones 

propuestas, podrán interponer recurso contencioso-administrativo ante la Audiencia competente, 

en el plazo de cuarenta y ocho horas, trasladando copia de dicho recurso debidamente registrada 

a la autoridad gubernativa con el objeto de que aquélla remita inmediatamente el expediente a la 

Audiencia. 

El Tribunal tramitará dicho recurso de conformidad con lo establecido en el artículo 7.6 de la Ley 

62/1978, de 26 de diciembre de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la 

persona. 
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DISPOSICIÓN ADICIONAL 

Tendrán la consideración de autoridad gubernativa a los efectos de la presente Ley, además de las 

de la Administración General del Estado, las correspondientes de las Comunidades Autónomas con 

competencias para protección de personas y bienes y para el mantenimiento de la seguridad 

ciudadana, con arreglo a lo dispuesto en los respectivos Estatutos y en la Ley Orgánica de Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad y conforme al proceso de despliegue de las respectivas policías autónomas. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera 

Esta Ley tiene carácter general y supletorio respecto de cualquiera otras de las que se regule el 

ejercicio de derecho de reunión. 

Segunda 

Queda derogada la Ley 17/1976, de 2 de mayo, reguladora del Derecho de Reunión, y cuantas 

disposiciones se opongan a lo dispuesto en la presente Ley. 

DISPOSICION TRANSITORIA 

En tanto no se promulgue la Ley Electoral prevista en el artículo 81.1 de la Constitución, las reuniones 

y manifestaciones que se realicen con motivo de campaña de propaganda electoral estarán sujetas 

a la jurisdicción de los órganos de la Administración electoral. 
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§ 49. Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo37 

«BOE» núm. 103, de 29 de abril de 2010 

PREÁMBULO 

La política de prevención del blanqueo de capitales surge a finales de la década de 1980 como 

reacción a la creciente preocupación que planteaba la criminalidad financiera derivada del tráfico 

de drogas. 

Efectivamente, el riesgo de penetración de importantes sectores del sistema financiero por parte de 

las organizaciones criminales, al que no proporcionaban adecuada respuesta los instrumentos 

existentes, dio lugar a una política internacional coordinada, cuya más importante manifestación fue 

la creación en 1989 del Grupo de Acción Financiera (GAFI). Las Recomendaciones del GAFI, 

aprobadas en 1990, pronto se convirtieron en el estándar internacional en la materia, 

constituyéndose en la inspiración directa de la Primera Directiva comunitaria (Directiva 91/308/CEE 

del Consejo, de 10 de junio de 1991). 

No obstante, el conocimiento más profundo de las técnicas utilizadas por las redes de blanqueo de 

capitales, así como la natural evolución de una política pública tan reciente, han motivado en los 

últimos años una serie de cambios en los estándares internacionales y, como consecuencia de ello, 

en el derecho comunitario. 

En este contexto, la presente Ley transpone la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero 

para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo, desarrollada por la Directiva 

2006/70/CE de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que se establecen disposiciones de 

aplicación de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo a la 

definición de «personas del medio político» y los criterios técnicos aplicables en los procedimientos 

simplificados de diligencia debida con respecto al cliente, así como en lo que atañe a la exención 

por razones de actividad financiera ocasional o muy limitada, además de establecer el régimen 

 

 
37Cabe señalar que la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo, pasó a llamarse 

Ley 12/2003, de 21 de mayo, de bloqueo de la financiación del terrorismo, según resulta de la disposición final 1.1 de la propia 

Ley 10/2010, de 28 de abril, en cuyo preámbulo se puede leer: «sin perjuicio de mantener la Ley 12/2003, de 21 de mayo, en 

lo relativo al bloqueo, se procede a regular de forma unitaria en la presente Ley los aspectos preventivos tanto del blanqueo 

de capitales como de la financiación del terrorismo. El bloqueo, como decisión operativa, se mantendrá en el ámbito del 

Ministerio del Interior, atribuyéndose, por el contrario, a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 

Monetarias, situada orgánicamente en la Secretaría de Estado de Economía y con participación de los supervisores 

financieros, la competencia para la incoación e instrucción de los expedientes sancionadores por incumplimiento de las 

obligaciones de prevención. Ello acabará con la actual dualidad normativa, manteniendo, no obstante, la competencia de 

la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo para acordar el bloqueo o congelación de fondos 

cuando existan motivos que lo justifiquen». La Ley 10/2010, de 28 de abril, experimentó una significativa modificación por Real 

Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril (artículo 3º). Entre otras normas, se añadieron las disposiciones adicionales tercera y cuarta, 

relativas al Registro de Titularidades Reales, que entrarán en vigor cuando se apruebe su desarrollo reglamentario. La puesta 

en funcionamiento de este registro de personas jurídicas, dependiente del Ministerio de Justicia, afectará, entre otros registros 

públicos, al Registro Nacional de Asociaciones del Ministerio del Interior. La última reforma de la ley, en cuanto al acceso al 

Fichero de Titularidades Financieras, se produjo a través de la Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio. Otra importante 

modificación ha tenido lugar mediante la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, y la última se ha realizado por Ley 2/2023, de 20 

de febrero. Por lo demás, véase el Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 

10/2010, de 28 de abril. 
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sancionador del Reglamento (CE) Nº 1781/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de 

noviembre de 2006, relativo a la información sobre los ordenantes que acompaña a las transferencias 

de fondos. 

Sin embargo, debe subrayarse que la Directiva 2005/60/CE o Tercera Directiva, que básicamente 

incorpora al derecho comunitario las Recomendaciones del GAFI tras su revisión en 2003, se limita a 

establecer un marco general que ha de ser, no sólo transpuesto, sino completado por los Estados 

miembros, dando lugar a normas nacionales notablemente más extensas y detalladas, lo que supone 

que la Directiva no establece un marco integral de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo que sea susceptible de ser aplicado por los sujetos obligados sin ulteriores 

especificaciones por parte del legislador nacional. Por otra parte, la Tercera Directiva es una norma 

de mínimos, como señala de forma rotunda su artículo 5, que ha de ser reforzada o extendida 

atendiendo a los concretos riesgos existentes en cada Estado miembro, lo que justifica que la 

presente Ley contenga, al igual que la vigente Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas 

medidas de prevención del blanqueo de capitales, algunas disposiciones más rigurosas que la 

Directiva. 

Por otra parte, desde el punto de vista técnico se ha realizado una verdadera transposición, 

adaptando la terminología y sistemática de la Directiva a las prácticas legislativas patrias. Así, a título 

de ejemplo, se ha optado por la locución «personas con responsabilidad pública» para aludir a lo 

que la Directiva denomina «personas del medio político», por entender que aquélla es más exacta y 

expresiva en castellano. Asimismo se ha mantenido, en la medida de lo posible, el régimen vigente, 

en cuanto no fuera contrario a la nueva ordenación comunitaria, con el fin de reducir los costes de 

adaptación de los sujetos obligados. Finalmente, se han elevado de rango diversas previsiones 

contenidas en el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, aprobado por Real Decreto 

925/1995, de 9 de junio, lo que se traduce en una Ley notablemente más extensa que, desde un 

punto de vista crítico, podría tacharse de excesivamente reglamentista. Sin embargo, esta técnica 

se estima preferible por tratarse de deberes específicos, impuestos a los sujetos obligados, que 

encuentran mejor acomodo en normas de rango legal. 

Por último, cabe señalar que se procede a la unificación de los regímenes de prevención del 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, poniendo fin a la dispersión actual. 

Consecuentemente con los estándares internacionales en materia de prevención del blanqueo de 

capitales, que han incorporado plenamente la lucha contra la financiación del terrorismo, la Tercera 

Directiva, a diferencia de los textos de 1991 y 2001, se refiere a «la prevención de la utilización del 

sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo». 

En España, la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del 

blanqueo de capitales, coexiste con la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la 

financiación del terrorismo. Como indica su denominación, la Ley 12/2003, de 21 de mayo, no se ha 

limitado a regular la congelación o bloqueo de fondos potencialmente vinculados al terrorismo, 

como fue la intención inicial, sino que ha reproducido las obligaciones de prevención de la Ley 

19/1993, de 28 de diciembre, lo que resulta claramente disfuncional. 

Por ello, sin perjuicio de mantener la Ley 12/2003, de 21 de mayo, en lo relativo al bloqueo, se procede 

a regular de forma unitaria en la presente Ley los aspectos preventivos tanto del blanqueo de 

capitales como de la financiación del terrorismo. El bloqueo, como decisión operativa, se mantendrá 

en el ámbito del Ministerio del Interior, atribuyéndose, por el contrario, a la Comisión de Prevención 

del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, situada orgánicamente en la Secretaría de 

Estado de Economía y con participación de los supervisores financieros, la competencia para la 

incoación e instrucción de los expedientes sancionadores por incumplimiento de las obligaciones de 

prevención. Ello acabará con la actual dualidad normativa, manteniendo, no obstante, la 

competencia de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo para 

acordar el bloqueo o congelación de fondos cuando existan motivos que lo justifiquen. 
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CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto, definiciones y ámbito de aplicación 

1. La presente Ley tiene por objeto la protección de la integridad del sistema financiero y de otros 

sectores de actividad económica mediante el establecimiento de obligaciones de prevención del 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 

2. A los efectos de la presente Ley, se considerarán blanqueo de capitales las siguientes actividades: 

a) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de 

una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva, con el propósito de ocultar 

o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a personas que estén implicadas a eludir las 

consecuencias jurídicas de sus actos. 

b) La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la localización, la disposición, el 

movimiento o la propiedad real de bienes o derechos sobre bienes, a sabiendas de que dichos 

bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva. 

c) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de la recepción 

de los mismos, de que proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad 

delictiva. 

d) La participación en alguna de las actividades mencionadas en las letras anteriores, la 

asociación para cometer este tipo de actos, las tentativas de perpetrarlas y el hecho de ayudar, 

instigar o aconsejar a alguien para realizarlas o facilitar su ejecución. 

Existirá blanqueo de capitales aun cuando las conductas descritas en las letras precedentes sean 

realizadas por la persona o personas que cometieron la actividad delictiva que haya generado los 

bienes. 

A los efectos de esta Ley se entenderá por bienes procedentes de una actividad delictiva todo tipo 

de activos cuya adquisición o posesión tenga su origen en un delito, tanto materiales como 

inmateriales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, así como los documentos o instrumentos 

jurídicos con independencia de su forma, incluidas la electrónica o la digital, que acrediten la 

propiedad de dichos activos o un derecho sobre los mismos, con inclusión de la cuota defraudada 

en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública. 

Se considerará que hay blanqueo de capitales aun cuando las actividades que hayan generado los 

bienes se hubieran desarrollado en el territorio de otro Estado. 

3. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por financiación del terrorismo el suministro, el 

depósito, la distribución o la recogida de fondos o bienes, por cualquier medio, de forma directa o 

indirecta, con la intención de utilizarlos o con el conocimiento de que serán utilizados, íntegramente 

o en parte, para la comisión de cualquiera de los delitos de terrorismo tipificados en el Código Penal. 

Se considerará que existe financiación del terrorismo aun cuando el suministro o la recogida de 

fondos o bienes se hayan desarrollado en el territorio de otro Estado. 
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4. Se considerarán países terceros equivalentes aquellos Estados, territorios o jurisdicciones que, por 

establecer requisitos equivalentes a los de la legislación española, se determinen por la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, a propuesta de su Secretaría. 

La calificación como país tercero equivalente de un Estado, territorio o jurisdicción se entenderá en 

todo caso sin efecto retroactivo. 

La Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional mantendrá en su página web una lista 

actualizada de los Estados, territorios o jurisdicciones que gocen de la condición de país tercero 

equivalente. 

5. Se entenderá por moneda virtual aquella representación digital de valor no emitida ni garantizada 

por un banco central o autoridad pública, no necesariamente asociada a una moneda legalmente 

establecida y que no posee estatuto jurídico de moneda o dinero, pero que es aceptada como 

medio de cambio y puede ser transferida, almacenada o negociada electrónicamente. 

6. Se entenderá por cambio de moneda virtual por moneda fiduciaria la compra y venta de 

monedas virtuales mediante la entrega o recepción de euros o cualquier otra moneda extranjera de 

curso legal o dinero electrónico aceptado como medio de pago en el país en el que haya sido 

emitido. 

7. Se entenderá por proveedores de servicios de custodia de monederos electrónicos aquellas 

personas físicas o entidades que prestan servicios de salvaguardia o custodia de claves criptográficas 

privadas en nombre de sus clientes para la tenencia, el almacenamiento y la transferencia de 

monedas virtuales. 

Artículo 2 

Sujetos obligados 

1. La presente Ley será de aplicación a los siguientes sujetos obligados: 

a) Las entidades de crédito. 

b) Las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida u otros seguros 

relacionados con inversiones y los corredores de seguros cuando actúen en relación con seguros de 

vida u otros servicios relacionados con inversiones, con las excepciones que se establezcan 

reglamentariamente. 

c) Las empresas de servicios de inversión. 

d) Las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva y las sociedades de inversión 

cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora. 

e) Las entidades gestoras de fondos de pensiones. 

f) Las sociedades gestoras de entidades de capital-riesgo y las sociedades de capital-riesgo cuya 

gestión no esté encomendada a una sociedad gestora. 

g) Las sociedades de garantía recíproca. 

h) Las entidades de dinero electrónico, las entidades de pago y las personas físicas y jurídicas a 

las que se refieren los artículos 14 y 15 del Real Decreto Ley 19/2018, de 23 de noviembre, de servicios 

de pago y otras medidas urgentes en materia financiera. 
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i) Las personas que ejerzan profesionalmente actividades de cambio de moneda. 

j) Los servicios postales respecto de las actividades de giro o transferencia. 

k) Las personas dedicadas profesionalmente a la intermediación en la concesión de préstamos o 

créditos, así como aquellas que, sin haber obtenido la autorización como establecimientos 

financieros de crédito, desarrollen profesionalmente alguna actividad prevista en el artículo 6.1 de 

la Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación empresarial, o desarrollen actividades 

de concesión de préstamos previstas en la Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos 

de crédito inmobiliario, así como las personas dedicadas profesionalmente a la intermediación en 

la concesión de préstamos o créditos. 

l) Los promotores inmobiliarios y quienes ejerzan profesionalmente actividades de agencia, 

comisión o intermediación en la compraventa de bienes inmuebles o en arrendamientos de bienes 

inmuebles que impliquen una transacción por una renta total anual igual o superior a 120.000 euros 

o una renta mensual igual o superior a 10.000 euros. 

m) Los auditores de cuentas, contables externos, asesores fiscales y cualquier otra persona que 

se comprometa a prestar de manera directa o a través de otras personas relacionadas, ayuda 

material, asistencia o asesoramiento en cuestiones fiscales como actividad empresarial o profesional 

principal. 

n) Los notarios y los registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles. 

ñ) Los abogados, procuradores u otros profesionales independientes cuando participen en la 

concepción, realización o asesoramiento de operaciones por cuenta de clientes relativas a la 

compraventa de bienes inmuebles o entidades comerciales, la gestión de fondos, valores u otros 

activos, la apertura o gestión de cuentas corrientes, cuentas de ahorros o cuentas de valores, la 

organización de las aportaciones necesarias para la creación, el funcionamiento o la gestión de 

empresas o la creación, el funcionamiento o la gestión de fideicomisos («trusts»), sociedades o 

estructuras análogas, o cuando actúen por cuenta de clientes en cualquier operación financiera o 

inmobiliaria. 

o) Las personas que con carácter profesional y con arreglo a la normativa específica que en 

cada caso sea aplicable presten los siguientes servicios por cuenta de terceros: constituir sociedades 

u otras personas jurídicas; ejercer funciones de dirección o de secretarios no consejeros de consejo 

de administración o de asesoría externa de una sociedad, socio de una asociación o funciones 

similares en relación con otras personas jurídicas o disponer que otra persona ejerza dichas funciones; 

facilitar un domicilio social o una dirección comercial, postal, administrativa y otros servicios afines a 

una sociedad, una asociación o cualquier otro instrumento o persona jurídicos; ejercer funciones de 

fiduciario en un fideicomiso (trust) o instrumento jurídico similar o disponer que otra persona ejerza 

dichas funciones; o ejercer funciones de accionista por cuenta de otra persona, exceptuando las 

sociedades que coticen en un mercado regulado de la Unión Europea y que estén sujetas a 

requisitos de información acordes con el Derecho de la Unión o a normas internacionales 

equivalentes que garanticen la adecuada transparencia de la información sobre la propiedad, o 

disponer que otra persona ejerza dichas funciones. 

p) Los casinos de juego. 

q) Las personas que comercien profesionalmente con joyas, piedras o metales preciosos. 

r) Las personas que comercien profesionalmente con objetos de arte o antigüedades o actúen 

como intermediarios en el comercio de objetos de arte o antigüedades, y las personas que 
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almacenen o comercien con objetos de arte o antigüedades o actúen como intermediarios en el 

comercio de objetos de arte o antigüedades cuando lo lleven a cabo en puertos francos. 

s) Las personas que ejerzan profesionalmente las actividades a que se refiere el artículo 1 de la 

Ley 43/2007, de 13 de diciembre, de protección de los consumidores en la contratación de bienes 

con oferta de restitución del precio. 

t) Las personas que ejerzan actividades de depósito, custodia o transporte profesional de fondos 

o medios de pago. 

u) Las personas responsables de la gestión, explotación y comercialización de loterías u otros 

juegos de azar presenciales o por medios electrónicos, informáticos, telemáticos e interactivos. En el 

caso de loterías, apuestas mutuas deportivo-benéficas, concursos, bingos y máquinas recreativas 

tipo “B” únicamente respecto de las operaciones de pago de premios. 

v) Las personas físicas que realicen movimientos de medios de pago, en los términos establecidos 

en el artículo 34. 

w) Las personas que comercien profesionalmente con bienes, en los términos establecidos en el 

artículo 38. 

x) Las fundaciones y asociaciones, en los términos establecidos en el artículo 39. 

y) Los gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores y productos 

financieros derivados, así como los gestores de tarjetas de crédito o debito emitidas por otras 

entidades, en los términos establecidos en el artículo 40. 

z) Los proveedores de servicios de cambio de moneda virtual por moneda fiduciaria y de custodia 

de monederos electrónicos. 

Se entenderán sujetas a la presente Ley las personas o entidades no residentes que, a través de 

sucursales o agentes o mediante prestación de servicios sin establecimiento permanente, desarrollen 

en España actividades de igual naturaleza a las de las personas o entidades citadas en los párrafos 

anteriores. 

2. Tienen la consideración de sujetos obligados las personas físicas o jurídicas que desarrollen las 

actividades mencionadas en el apartado precedente. No obstante, cuando las personas físicas 

actúen en calidad de empleados de una persona jurídica, o le presten servicios permanentes o 

esporádicos, las obligaciones impuestas por esta Ley recaerán sobre dicha persona jurídica respecto 

de los servicios prestados. 

Los sujetos obligados quedarán, asimismo, sometidos a las obligaciones establecidas en la presente 

Ley respecto de las operaciones realizadas a través de agentes u otras personas que actúen como 

mediadores o intermediarios de aquéllos. 

3. Reglamentariamente podrán excluirse aquellas personas que realicen actividades financieras con 

carácter ocasional o de manera muy limitada cuando exista escaso riesgo de blanqueo de capitales 

o de financiación del terrorismo. Asimismo, podrán excluirse, total o parcialmente, aquellos juegos de 

azar que presenten un bajo riesgo de blanqueo de capitales y de financiación del terrorismo. 

4. A los efectos de esta ley, se considerarán entidades financieras los sujetos obligados mencionados 

en las letras a) a i) y en la letra z) del apartado 1 de este artículo. 
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5. Serán aplicables al administrador nacional del registro de derechos de emisión previsto en la 

Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio de derechos de emisión de 

gases de efecto invernadero, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, las 

obligaciones de información y de control interno contenidas en los capítulos III y IV de la presente 

Ley. 

CAPÍTULO II 

De la diligencia debida 

Sección 1.ª Medidas normales de diligencia debida 

Artículo 3 

Identificación formal 

1. Los sujetos obligados identificarán a cuantas personas físicas o jurídicas pretendan establecer 

relaciones de negocio o intervenir en cualesquiera operaciones. 

En ningún caso los sujetos obligados mantendrán relaciones de negocio o realizarán operaciones 

con personas físicas o jurídicas que no hayan sido debidamente identificadas. Queda prohibida, en 

particular, la apertura, contratación o mantenimiento de cuentas, libretas de ahorro, cajas de 

seguridad, activos o instrumentos numerados, cifrados, anónimos o con nombres ficticios. 

2. Con carácter previo al establecimiento de la relación de negocios o a la ejecución de 

cualesquiera operaciones, los sujetos obligados comprobarán la identidad de los intervinientes 

mediante documentos fehacientes. En el supuesto de no poder comprobar la identidad de los 

intervinientes mediante documentos fehacientes en un primer momento, se podrá contemplar lo 

establecido en el artículo 12, salvo que existan elementos de riesgo en la operación. 

Reglamentariamente se establecerán los documentos que deban reputarse fehacientes a efectos 

de identificación. 

3. En el ámbito del seguro de vida, la comprobación de la identidad del tomador deberá realizarse 

con carácter previo a la celebración del contrato. La comprobación de la identidad del beneficiario 

del seguro de vida deberá realizarse en todo caso con carácter previo al pago de la prestación 

derivada del contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anticipo o pignoración conferidos 

por la póliza. 

Artículo 4 

Identificación del titular real 

1. Los sujetos obligados identificarán al titular real y adoptarán medidas adecuadas a fin de 

comprobar su identidad con carácter previo al establecimiento de relaciones de negocio o a la 

ejecución de cualesquiera operaciones. 

2. A los efectos de la presente ley, se entenderá por titular real: 

a) La persona o personas físicas por cuya cuenta se pretenda establecer una relación de 

negocios o intervenir en cualesquiera operaciones. 

b) La persona o personas físicas que en último término posean o controlen, directa o 

indirectamente, un porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto de una 

persona jurídica, o que por otros medios ejerzan el control, directo o indirecto, de una persona 
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jurídica. A efectos de la determinación del control serán de aplicación, entre otros, los criterios 

establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio. 

Serán indicadores de control por otros medios, entre otros, los previstos en el artículo 22 (1) a (5) 

de la Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y el Consejo, de 26 de junio de 2013 sobre los 

estados financieros anuales, los estados financieros consolidados y otros informes afines de ciertos 

tipos de empresas, por la que se modifica la Directiva 2006/43/CE del Parlamento Europeo y del 

Consejo y se derogan las Directivas 78/660/CEE y 83/349/CEE del Consejo. 

Se exceptúan las sociedades que coticen en un mercado regulado y que estén sujetas a 

requisitos de información acordes con el Derecho de la Unión o a normas internacionales 

equivalentes que garanticen la adecuada transparencia de la información sobre la propiedad. 

b bis) Cuando no exista una persona física que posea o controle, directa o indirectamente, un 

porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto de la persona jurídica, o 

que por otros medios ejerza el control, directo o indirecto, de la persona jurídica, se considerará que 

ejerce dicho control el administrador o administradores. Cuando el administrador designado fuera 

una persona jurídica, se entenderá que el control es ejercido por la persona física nombrada por el 

administrador persona jurídica. Los sujetos obligados verificarán su identidad y consignarán las 

medidas tomadas y las dificultades encontradas durante el proceso de verificación. 

c) En el caso de los fideicomisos, como el trust anglosajón, tendrán la consideración de titulares 

reales todas las personas siguientes: 

1.º el fideicomitente o fideicomitentes. 

2.º el fiduciario o fiduciarios, 

3.º el protector o protectores, si los hubiera 

4.º los beneficiarios o, cuando aún estén por designar, la categoría de personas en beneficio de 

la cual se ha creado o actúa la estructura jurídica; y 

5.º cualquier otra persona física que ejerza en último término el control del fideicomiso a través de 

la propiedad directa o indirecta o a través de otros medios. 

d) En el supuesto de instrumentos jurídicos análogos al trust, como las fiducias o el treuhand de la 

legislación alemana, los sujetos obligados identificarán y adoptarán medidas adecuadas a fin de 

comprobar la identidad de las personas que ocupen posiciones equivalentes o similares a las 

relacionadas en los números 1.º a 5.º del apartado anterior. 

3. Los sujetos obligados recabarán información de los clientes para determinar si éstos actúan por 

cuenta propia o de terceros. Cuando existan indicios o certeza de que los clientes no actúan por 

cuenta propia, los sujetos obligados recabarán la información precisa a fin de conocer la identidad 

de las personas por cuenta de las cuales actúan aquéllos. 

4. Los sujetos obligados adoptarán medidas adecuadas al efecto de determinar la estructura de 

propiedad y de control de las personas jurídicas, estructuras jurídicas sin personalidad, fideicomisos y 

cualquier otra estructura análoga. 

Los sujetos obligados no establecerán o mantendrán relaciones de negocio con personas jurídicas, 

o estructuras jurídicas sin personalidad, cuya estructura de propiedad y de control no haya podido 

determinarse. Si se trata de sociedades cuyas acciones estén representadas mediante títulos al 

portador, se aplicará la prohibición anterior salvo que el sujeto obligado determine por otros medios 
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la estructura de propiedad y de control. Esta prohibición no será aplicable a la conversión de los 

títulos al portador en títulos nominativos o en anotaciones en cuenta. 

Artículo 4 bis 

Información de titularidad real de personas jurídicas 

1. Sin perjuicio de las obligaciones que les fueran exigibles por su normativa reguladora, las 

sociedades mercantiles, fundaciones, asociaciones y cuantas personas jurídicas estén sujetas a la 

obligación de declarar su titularidad real, constituidas conforme a la legislación española o con 

domicilio social o sucursal en España, están obligadas a obtener, conservar y actualizar la 

información del titular o los titulares reales de esa persona jurídica, de conformidad con los criterios 

establecidos en el artículo 4. La información de los titulares reales se conservará por un plazo de 10 

años a contar desde el cese de su condición de titular real en los términos establecidos 

reglamentariamente. 

2. Cuando establezcan relaciones de negocio o realicen operaciones ocasionales, las entidades 

previstas en el apartado 1 tendrán a disposición de los sujetos obligados la información a la que se 

refiere este artículo, a fin de que se pueda dar cumplimiento a las obligaciones en materia de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 

3. La información actualizada sobre la titularidad real será mantenida por: 

a) El administrador único o los administradores mancomunados o solidarios. 

b) El Consejo de Administración, así como, en particular, el secretario del Consejo de 

Administración, sea o no consejero. 

c) El patronato y el secretario. 

d) El órgano de representación de la asociación y el secretario. 

4. Todas las personas físicas que tengan la condición de titulares reales conforme a lo dispuesto en el 

artículo 4, tendrán la obligación de suministrar de forma inmediata, desde el momento en que 

tengan conocimiento de ese hecho, a las personas relacionadas en el apartado 3, su condición de 

titulares reales, con inclusión de los siguientes datos de identificación: 

a) Nombre y apellidos. 

b) Fecha de nacimiento. 

c) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o residentes 

en España se incluirá siempre el documento expedido en España). 

d) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el Documento 

Nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España. 

e) País de residencia. 

f) Nacionalidad. 

g) Criterio que cualifica a esa persona como titular real. 
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h) En caso de titularidades reales por propiedad directa o indirecta de acciones o derechos de 

voto, porcentaje de participación, con inclusión, en el caso de propiedad indirecta, de la 

información sobre las personas jurídicas interpuestas y su participación en cada una de ellas. 

i) Aquellos otros que, mediante norma reglamentaria, puedan determinarse. 

Artículo 4 ter 

Información de titularidad real de fideicomisos como el trust y otros instrumentos jurídicos análogos 

1. Las personas físicas o jurídicas residentes o con establecimiento en España que actúen como 

fiduciarios, gestionando o administrando fideicomisos como el trust anglosajón y otros tipos de 

instrumentos jurídicos análogos con actividades en España, están obligadas a obtener, conservar y 

actualizar la información de los titulares reales, de conformidad con lo establecido en el artículo 4.2. 

c) y d). La información de los titulares reales se conservará por un plazo de 10 años a contar desde 

el cese de su condición de titular real. 

2. Cuando establezcan relaciones de negocio o realicen operaciones ocasionales, los fiduciarios o 

personas que ocupen posición equivalente deberán informar de la condición en la que actúan a los 

sujetos obligados, teniendo a su disposición la información a la que se refiere este artículo. 

3. Las personas físicas que tengan la condición de titulares reales de conformidad con lo establecido 

en el artículo 4.2 c) y d), tendrán la obligación de suministrar de forma inmediata, desde el momento 

en que tengan conocimiento de ese hecho, a los fiduciarios o personas que ocupen posición 

equivalente, su condición de titulares reales, con inclusión de los siguientes datos de identificación: 

a) Nombre y apellidos. 

b) Fecha de nacimiento. 

c) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o residentes 

en España se incluirá siempre el documento expedido en España). 

d) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el Documento 

nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España. 

e) País de residencia. 

f) Nacionalidad. 

g) Criterio que cualifica a esa persona como titular real. 

h) Aquellos otros que, mediante norma reglamentaria, puedan determinarse. 

Artículo 5 

Propósito e índole de la relación de negocios 

Los sujetos obligados obtendrán información sobre el propósito e índole prevista de la relación de 

negocios. En particular, los sujetos obligados recabarán de sus clientes información a fin de conocer 

la naturaleza de su actividad profesional o empresarial y adoptarán medidas dirigidas a comprobar 

razonablemente la veracidad de dicha información. 
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Tales medidas consistirán en el establecimiento y aplicación de procedimientos de verificación de 

las actividades declaradas por los clientes. Dichos procedimientos tendrán en cuenta el diferente 

nivel de riesgo y se basarán en la obtención de los clientes de documentos que guarden relación 

con la actividad declarada o en la obtención de información sobre ella ajena al propio cliente. 

Artículo 6 

Seguimiento continuo de la relación de negocios 

Los sujetos obligados aplicarán medidas de seguimiento continuo a la relación de negocios, incluido 

el escrutinio de las operaciones efectuadas a lo largo de dicha relación a fin de garantizar que 

coincidan con el conocimiento que tenga el sujeto obligado del cliente y de su perfil empresarial y 

de riesgo, incluido el origen de los fondos y garantizar que los documentos, datos e información de 

que se disponga estén actualizados. 

Artículo 7 

Aplicación de las medidas de diligencia debida 

1. Los sujetos obligados aplicarán cada una de las medidas de diligencia debida previstas en los 

precedentes artículos, pero podrán determinar el grado de aplicación de las medidas establecidas 

en los artículos 4, 5 y 6 en función del riesgo y dependiendo del tipo de cliente, relación de negocios, 

producto u operación, recogiéndose estos extremos en la política expresa de admisión de clientes a 

que se refiere el artículo 26. 

Los sujetos obligados deberán estar en condiciones de demostrar a las autoridades competentes 

que las medidas adoptadas tienen el alcance adecuado en vista del riesgo de blanqueo de 

capitales o de financiación del terrorismo mediante un previo análisis de riesgo que en todo caso 

deberá constar por escrito. 

En todo caso los sujetos obligados aplicarán las medidas de diligencia debida cuando concurran 

indicios de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, con independencia de cualquier 

excepción, exención o umbral, o cuando existan dudas sobre la veracidad o adecuación de los 

datos obtenidos con anterioridad. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 3.1, los sujetos obligados no solo 

aplicarán las medidas de diligencia debida previstas en este capítulo a todos los nuevos clientes sino, 

asimismo, a los clientes existentes, en función de un análisis del riesgo. 

En todo caso, los sujetos obligados aplicarán a los clientes existentes las medidas de diligencia debida 

en función del riesgo cuando se proceda a la contratación de nuevos productos, cambien las 

circunstancias del cliente o cuando se produzca una operación significativa por su volumen o 

complejidad y, en todo caso, cuando el sujeto obligado tenga obligación en el curso del año natural 

correspondiente de ponerse en contacto con el cliente para revisar la información pertinente relativa 

al titular o titulares reales. 

Lo dispuesto en este apartado se entenderá sin perjuicio de la responsabilidad exigible por el 

incumplimiento de obligaciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley. 

3. Los sujetos obligados no establecerán relaciones de negocio ni ejecutarán operaciones cuando 

no puedan aplicar las medidas de diligencia debida previstas en esta Ley. Cuando se aprecie la 

imposibilidad en el curso de la relación de negocios, los sujetos obligados pondrán fin a la misma, 

procediendo a realizar el examen especial a que se refiere el artículo 17. 
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La negativa a establecer relaciones de negocio o a ejecutar operaciones o la terminación de la 

relación de negocios por imposibilidad de aplicar las medidas de diligencia debida previstas en esta 

Ley no conllevará, salvo que medie enriquecimiento injusto, ningún tipo de responsabilidad para los 

sujetos obligados. 

4. Los sujetos obligados aplicarán las medidas de diligencia debida establecidas en este Capítulo a 

los fideicomisos como el trust anglosajón, la fiducia, el treuhand de la legislación alemana u otros 

instrumentos jurídicos análogos o masas patrimoniales que, careciendo de personalidad jurídica, 

puedan actuar en el tráfico económico. 

5. Los casinos de juego identificarán y comprobarán mediante documentos fehacientes la identidad 

de cuantas personas pretendan acceder al establecimiento. La identidad de tales personas será 

registrada, sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25. 

Asimismo, los casinos de juego identificarán a cuantas personas pretendan realizar las siguientes 

operaciones: 

a) La entrega a los clientes de cheques como consecuencia de operaciones de cambio de 

fichas. 

b) Las transferencias de fondos realizadas por los casinos a petición de los clientes. 

c) La expedición por los casinos de certificaciones acreditativas de ganancias obtenidas por los 

jugadores. 

Cuando efectúen transacciones por un valor igual o superior a 2.000 euros en una operación o en 

varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación, ya sea en el momento del 

cobro de ganancias, de compra o venta de fichas de juego, los casinos deberán aplicar el resto de 

las medidas de diligencia debida respecto del cliente en los términos de esta Sección. 

6. Los operadores de juego a través de medios electrónicos, informáticos, telemáticos e interactivos 

identificarán y comprobarán la identidad de cuantas personas pretendan participar en estos juegos 

o apuestas, en los términos previstos reglamentariamente. 

Cuando efectúen transacciones por un valor igual o superior a 2.000 euros en una operación o en 

varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación, ya sea en el momento del 

cobro de ganancias y/o de la realización de apuestas, estos operadores de juego deberán aplicar 

el resto de las medidas de diligencia debida respecto del cliente en los términos de esta Sección. 

Los operadores de juego a través de medios presenciales aplicarán las medidas de diligencia debida 

cuando efectúen transacciones por un valor igual o superior a 2.000 euros en una operación o en 

varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación. 

7. Reglamentariamente podrá autorizarse la no aplicación de todas o algunas de las medidas de 

diligencia debida o de conservación de documentos en relación con aquellas operaciones 

ocasionales que no excedan de un umbral cuantitativo, bien singular, bien acumulado por periodos 

temporales. 

8. Las entidades financieras que actúen como adquirentes solo aceptarán pagos efectuados con 

tarjetas prepago anónimas emitidas en países fuera de España cuando esas tarjetas cumplan con 

los umbrales y requisitos establecidos en el artículo 12 de la Directiva (UE) 2015/849. 
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Artículo 8 

Aplicación por terceros de las medidas de diligencia debida 

1. Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros sometidos a la presente ley, así como a las 

organizaciones o federaciones de estos sujetos, para la aplicación de las medidas de diligencia 

debida previstas en esta Sección, con excepción del seguimiento continuo de la relación de 

negocios regulada en el artículo 6. Esta limitación no será aplicable en el caso de grupos. 

No obstante, los sujetos obligados mantendrán la plena responsabilidad respecto de la relación de 

negocios u operación, aun cuando el incumplimiento sea imputable al tercero, sin perjuicio, en su 

caso, de la responsabilidad de éste. 

2. Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros sometidos a la legislación de prevención del 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo de otros Estados miembros de la Unión 

Europea o de países terceros equivalentes, así como a las organizaciones o federaciones de estas 

entidades obligadas, aun cuando los documentos o datos exigidos en aquéllos sean distintos de los 

previstos en la presente ley, y siempre que su cumplimiento sea objeto de supervisión por las 

autoridades competentes. 

Queda prohibido el recurso a terceros domiciliados en países terceros con deficiencias estratégicas 

identificados mediante Decisión de la Comisión Europea de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 9 de la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 

2015, con excepción de las sucursales y filiales con participación mayoritaria de sujetos obligados 

establecidos en la Unión Europea, siempre que tales sucursales y filiales cumplan plenamente las 

políticas y procedimientos a nivel de grupo establecidos por la matriz. 

3. El recurso a terceros para la aplicación de las medidas de diligencia debida exigirá la previa 

conclusión de un acuerdo escrito entre el sujeto obligado y el tercero, en el que se formalicen las 

respectivas obligaciones. 

Los terceros pondrán a inmediata disposición del sujeto obligado la información obtenida en 

aplicación de las medidas de diligencia debida. Asimismo, los terceros remitirán al sujeto obligado, 

a instancias de éste, copia de la documentación pertinente con arreglo a esta sección. 

4. Lo dispuesto en el presente artículo no será de aplicación a las relaciones de externalización o 

agencia cuando, en virtud de un acuerdo contractual, el proveedor de servicios de externalización 

o agente deba ser considerado como parte del sujeto obligado. 

Los sujetos obligados, sin perjuicio de mantener la plena responsabilidad respecto del cliente, podrán 

aceptar las medidas de diligencia debida practicadas por sus filiales o sucursales domiciliadas en 

España o en terceros países. 

Sección 2.ª Medidas simplificadas de diligencia debida 

Artículo 9 

Medidas simplificadas de diligencia debida 

Los sujetos obligados podrán aplicar, en los supuestos y con las condiciones que se determinen 

reglamentariamente, medidas simplificadas de diligencia debida respecto de aquellos clientes, 

productos u operaciones que comporten un riesgo reducido de blanqueo de capitales o de 

financiación del terrorismo. 
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Artículo 10 

Aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida 

La aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida será graduada en función del riesgo, 

con arreglo a los siguientes criterios: 

a) Con carácter previo a la aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida respecto 

de un determinado cliente, producto u operación de los previstos reglamentariamente, los sujetos 

obligados comprobarán que comporta efectivamente un riesgo reducido de blanqueo de capitales 

o de financiación del terrorismo. 

b) La aplicación de las medidas simplificadas de diligencia debida será en todo caso congruente 

con el riesgo. Los sujetos obligados no aplicarán o cesarán de aplicar medidas simplificadas de 

diligencia debida tan pronto como aprecien que un cliente, producto u operación no comporta 

riesgos reducidos de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. 

c) Los sujetos obligados mantendrán en todo caso un seguimiento continuo suficiente para 

detectar operaciones susceptibles de examen especial de conformidad con lo prevenido en el 

artículo 17. 

Sección 3.ª Medidas reforzadas de diligencia debida 

Artículo 11 

Medidas reforzadas de diligencia debida 

1. Los sujetos obligados aplicarán, además de las medidas normales de diligencia debida, medidas 

reforzadas en relación con los países que presenten deficiencias estratégicas en sus sistemas de lucha 

contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo y figuren en la decisión de la Comisión 

Europea adoptada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Directiva (UE) 2015/849 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015. 

2. Los sujetos obligados aplicarán también medidas reforzadas en los supuestos previstos en la 

presente Sección, y en cualesquiera otros que, por presentar un alto riesgo de blanqueo de capitales 

o de financiación del terrorismo, se determinen reglamentariamente. 

Los sujetos obligados, aplicarán, en función de un análisis del riesgo, medidas reforzadas de diligencia 

debida en aquellas situaciones que por su propia naturaleza puedan presentar un riesgo más 

elevado de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. En todo caso, tendrán esta 

consideración la actividad de banca privada y las operaciones de envío de dinero y de cambio de 

moneda extranjera que superen los umbrales establecidos reglamentariamente. 

3. Reglamentariamente podrán concretarse las medidas reforzadas de diligencia debida exigibles 

en las áreas de negocio o actividades que presenten un riesgo más elevado de blanqueo de 

capitales o de financiación del terrorismo. 

Artículo 12 

Relaciones de negocio y operaciones no presenciales 

1. Los sujetos obligados podrán establecer relaciones de negocio o ejecutar operaciones a través 

de medios telefónicos, electrónicos o telemáticos con clientes que no se encuentren físicamente 

presentes, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
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a) La identidad del cliente quede acreditada mediante la firma electrónica cualificada regulada 

en el Reglamento (UE) n.º 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, 

relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas 

en el mercado interior y por la que se deroga la Directiva 1999/93/CE. En este caso no será necesaria 

la obtención de la copia del documento, si bien será preceptiva la conservación de los datos de 

identificación que justifiquen la validez del procedimiento. 

b) El primer ingreso proceda de una cuenta a nombre del mismo cliente abierta en una entidad 

domiciliada en España, en la Unión Europea o en países terceros equivalentes. 

c) Se verifiquen los requisitos que se determinen reglamentariamente. 

En todo caso, en el plazo de un mes desde el establecimiento de la relación de negocio, los 

sujetos obligados deberán obtener de estos clientes una copia de los documentos necesarios para 

practicar la diligencia debida. 

Cuando se aprecien discrepancias entre los datos facilitados por el cliente y otra información 

accesible o en poder del sujeto obligado, será preceptivo proceder a la identificación presencial. 

Los sujetos obligados adoptarán medidas adicionales de diligencia debida cuando en el curso 

de la relación de negocio aprecien riesgos superiores al riesgo promedio. 

2. Los sujetos obligados establecerán políticas y procedimientos para afrontar los riesgos específicos 

asociados con las relaciones de negocio y operaciones no presenciales. 

Artículo 13 

Corresponsalía bancaria transfronteriza 

1. Se entiende por relación de corresponsalía la prestación de servicios bancarios de un banco en 

calidad de corresponsal a otro banco como cliente, incluidas, entre otras, la prestación de cuentas 

corrientes u otras cuentas de pasivo y servicios conexos, como gestión de efectivo, transferencias 

internacionales de fondos, compensación de cheques, y servicios de cambio de divisas. 

El concepto de relaciones de corresponsalía incluye cualquier relación entre entidades de crédito 

y/o entidades financieras, con inclusión de las entidades de pago, que presten servicios similares a 

los de un corresponsal a un cliente, incluidas, entre otras, las relaciones establecidas para 

operaciones con valores o transferencias de fondos. En todos estos supuestos será de aplicación lo 

dispuesto en este artículo. 

2. Con respecto a las relaciones de corresponsalía transfronteriza con entidades clientes de terceros 

países, las entidades financieras deberán aplicar las siguientes medidas: 

a) Reunir sobre la entidad cliente información suficiente para comprender la naturaleza de sus 

actividades y determinar, a partir de información de dominio público, su reputación y la calidad de 

su supervisión. 

b) Evaluar los controles contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo de que 

disponga la entidad cliente. 

c) Obtener autorización de la dirección antes de establecer nuevas relaciones de corresponsalía 

bancaria. En los procedimientos internos de la entidad se determinará el nivel directivo mínimo 

necesario para la autorización de establecer o mantener relaciones de negocios, que podrá 

adecuarse en función del riesgo. Solamente podrán tener asignada esta función las personas que 
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tengan conocimiento suficiente del nivel de exposición del sujeto obligado al riesgo de blanqueo 

de capitales y de la financiación del terrorismo y que cuenten con la jerarquía suficiente para tomar 

decisiones que afecten a esta exposición. 

d) Documentar las responsabilidades respectivas de cada entidad. 

e) Realizar un seguimiento reforzado y permanente de las operaciones efectuadas en el marco 

de la relación de negocios, tomando en consideración los riesgos geográficos, del cliente, o 

derivados del tipo de servicio prestado. 

Las entidades financieras modularán el grado e intensidad de aplicación de las medidas, conforme 

a un criterio de riesgo. 

3. Las entidades de crédito no establecerán o mantendrán relaciones de corresponsalía con bancos 

pantalla. Asimismo, las entidades de crédito adoptarán medidas adecuadas para asegurar que no 

entablan o mantienen relaciones de corresponsalía con un banco del que se conoce que permite 

el uso de sus cuentas por bancos pantalla. 

A estos efectos se entenderá por banco pantalla la entidad de crédito, o entidad que desarrolle una 

actividad similar, constituida en un país en el que no tenga una presencia física que permita ejercer 

una verdadera gestión y dirección y que no sea filial de un grupo financiero regulado. 

4. Las entidades de crédito no establecerán o mantendrán relaciones de corresponsalía que, 

directamente o través de una subcuenta, permitan ejecutar operaciones a los clientes de la entidad 

de crédito representada. 

Artículo 14 

Personas con responsabilidad pública 

1. Los sujetos obligados aplicarán las medidas reforzadas de diligencia debida previstas en este 

artículo en las relaciones de negocio u operaciones de personas con responsabilidad pública. 

2. Se considerarán personas con responsabilidad pública aquellas que desempeñen o hayan 

desempeñado funciones públicas importantes, tales como los jefes de Estado, jefes de Gobierno, 

ministros u otros miembros de Gobierno, secretarios de Estado o subsecretarios; los parlamentarios; los 

magistrados de tribunales supremos, tribunales constitucionales u otras altas instancias judiciales 

cuyas decisiones no admitan normalmente recurso, salvo en circunstancias excepcionales, con 

inclusión de los miembros equivalentes del Ministerio Fiscal; los miembros de tribunales de cuentas o 

de consejos de bancos centrales; los embajadores y encargados de negocios; el alto personal militar 

de las Fuerzas Armadas; los miembros de los órganos de administración, de gestión o de supervisión 

de empresas de titularidad pública; los directores, directores adjuntos y miembros del consejo de 

administración, o función equivalente, de una organización internacional; y los cargos de alta 

dirección de partidos políticos con representación parlamentaria. 

3. Asimismo, tendrán la consideración de personas con responsabilidad pública: 

a) Las personas, distintas de las enumeradas en el apartado anterior, que tengan la consideración 

de alto cargo de conformidad con lo previsto en el artículo 1 de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, 

reguladora del ejercicio de altos cargos de la Administración General del Estado. 

b) Las personas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas importantes en el 

ámbito autonómico español, como los Presidentes y los Consejeros y demás miembros de los 

Consejos de Gobierno, así como las personas que desempeñen cargos equivalentes a los 
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relacionados en la letra a), y los diputados autonómicos y los cargos de alta dirección de partidos 

políticos con representación autonómica. 

c) En el ámbito local español, los alcaldes, concejales y las personas que desempeñen cargos 

equivalentes a las relacionadas en la letra a) de los municipios capitales de provincia, o de 

Comunidad Autónoma y de las Entidades Locales de más de 50.000 habitantes, así como los cargos 

de alta dirección de partidos políticos con representación en dichas circunscripciones. 

d) Los cargos de alta dirección en organizaciones sindicales o empresariales españolas. 

e) Las personas que desempeñen funciones públicas importantes en las organizaciones 

internacionales acreditadas en España. Estas organizaciones deberán elaborar y mantener 

actualizada una lista de esas funciones públicas de conformidad con lo señalado en el apartado 2. 

La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias elaborará y 

publicará una lista en la que se detallará qué tipo de funciones y puestos determinan la 

consideración de persona con responsabilidad pública española. 

4. Ninguna de las categorías previstas en los apartados anteriores incluirá empleados públicos de 

niveles intermedios o inferiores. 

5. En relación con los clientes o titulares reales enumerados en este artículo, los sujetos obligados, 

además de las medidas normales de diligencia debida, deberán en todo caso: 

a) Aplicar procedimientos adecuados de gestión del riesgo a fin de determinar si el cliente o el 

titular real es una persona con responsabilidad pública. Dichos procedimientos se incluirán en la 

política expresa de admisión de clientes a que se refiere el artículo 26. 

b) Obtener la autorización del inmediato nivel directivo, como mínimo, para establecer o 

mantener relaciones de negocios. 

c) Adoptar medidas adecuadas a fin de determinar el origen del patrimonio y de los fondos. 

d) Realizar un seguimiento reforzado y permanente de la relación de negocios. 

En los procedimientos internos de la entidad se determinará el nivel directivo mínimo necesario para 

la autorización de establecer o mantener relaciones de negocios, que podrá adecuarse en función 

del riesgo de la operación y del cliente concreto. Solamente podrán tener asignada esta función las 

personas que tengan conocimiento suficiente del nivel de exposición del sujeto obligado al riesgo de 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo y que cuenten con la jerarquía suficiente 

para tomar decisiones que afecten a esta exposición. 

6. Los sujetos obligados aplicarán las medidas establecidas en el apartado anterior a los familiares y 

allegados de las personas con responsabilidad pública. 

A los efectos de este artículo tendrá la consideración de familiar el cónyuge o la persona ligada de 

forma estable por análoga relación de afectividad, así como los padres e hijos, y los cónyuges o 

personas ligadas a los hijos de forma estable por análoga relación de afectividad. 

Se considerará allegado toda persona física de la que sea notorio que ostente la titularidad o el 

control de un instrumento o persona jurídicos conjuntamente con una persona con responsabilidad 

pública, o que mantenga otro tipo de relaciones empresariales estrechas con la misma, o que 

ostente la titularidad o el control de un instrumento o persona jurídicos que notoriamente se haya 

constituido en beneficio de la misma. 
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7. Los sujetos obligados aplicarán medidas razonables para determinar si el beneficiario de una póliza 

de seguro de vida y, en su caso, el titular real del beneficiario, es una persona con responsabilidad 

pública con carácter previo al pago de la prestación derivada del contrato o al ejercicio de los 

derechos de rescate, anticipo o pignoración conferidos por la póliza. En esos casos, los sujetos 

obligados, además de las medidas normales de diligencia debida, deberán: 

a) Informar al inmediato nivel directivo, como mínimo, antes de proceder al pago, rescate, 

anticipo o pignoración. 

b) Realizar un escrutinio reforzado de la entera relación de negocios con el tomador de la póliza. 

c) Realizar el examen especial previsto en el artículo 17 a efectos de determinar si procede la 

comunicación por indicio de conformidad con el artículo 18. 

8. Sin perjuicio del cumplimiento de lo establecido en los apartados anteriores, cuando, por concurrir 

las circunstancias previstas en el artículo 17, proceda el examen especial, los sujetos obligados 

adoptarán las medidas adecuadas para apreciar la eventual participación en el hecho u operación 

de quien ostente o haya ostentado la condición de cargo público representativo o alto cargo de las 

Administraciones Públicas, o de sus familiares o allegados. 

9. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando las personas contempladas en los apartados 

precedentes hayan dejado de desempeñar sus funciones, los sujetos obligados continuarán 

aplicando las medidas previstas en este artículo por un periodo de dos años. Transcurrido ese plazo, 

el sujeto obligado aplicará medidas de diligencia debida adecuadas, en función del riesgo que 

pudiera seguir presentado el cliente, y hasta tanto se determine por el sujeto obligado que ya no 

representa un riesgo específico derivado de su antigua condición de persona con responsabilidad 

pública. 

Artículo 15 

Tratamiento de datos de personas con responsabilidad pública 

1. A fin de dar cumplimiento a las medidas establecidas en el artículo anterior, los sujetos obligados 

podrán proceder a la creación de ficheros donde se contengan los datos identificativos de las 

personas con responsabilidad pública, aun cuando no mantuvieran con las mismas una relación de 

negocios. 

A tal efecto los sujetos obligados podrán recabar la información disponible acerca de las personas 

con responsabilidad pública sin contar con el consentimiento del interesado, aun cuando dicha 

información no se encuentre disponible en fuentes accesibles al público. 

Los datos contenidos en los ficheros creados por los sujetos obligados únicamente podrán ser 

utilizados para el cumplimiento de las medidas reforzadas de diligencia debida previstas en esta Ley. 

2. Será igualmente posible la creación por terceros distintos de los sujetos obligados de ficheros en 

los que se incluyan los datos identificativos de quienes tengan la condición de personas con 

responsabilidad pública con la exclusiva finalidad de colaborar con los sujetos obligados en el 

cumplimiento de las medidas reforzadas de diligencia debida. 

Quienes procedan a la creación de estos ficheros no podrán emplear los datos para ninguna otra 

finalidad distinta de la señalada en el párrafo anterior. 

3. El tratamiento y cesión de los datos a los que se refieren los dos apartados anteriores quedarán 

sujetos a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 
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de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de 

datos personales y a la libre circulación de esos datos, en adelante, “Reglamento (UE) 2016/679, de 

27 de abril de 2016’’ y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 

Personales y garantía de los derechos digitales, en adelante, “Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 

diciembre”. 

No obstante, no será preciso informar a los afectados acerca de la inclusión de sus datos en los 

ficheros a los que se refiere este artículo. 

4. Los sujetos obligados y los terceros a que se refiere el apartado 2 deberán establecer 

procedimientos que permitan la actualización continua de los datos contenidos en los ficheros 

relativos a las personas con responsabilidad pública. En todo caso deberán aplicarse las medidas 

técnicas y organizativas apropiadas para garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo. 

Artículo 16 

Productos u operaciones propicias al anonimato y nuevos desarrollos tecnológicos 

Los sujetos obligados prestarán especial atención a todo riesgo de blanqueo de capitales o de 

financiación del terrorismo que pueda derivarse de productos u operaciones propicias al anonimato, 

o de nuevos desarrollos tecnológicos, y tomarán medidas adecuadas a fin de impedir su uso para 

fines de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. 

En tales casos, los sujetos obligados efectuarán un análisis específico de los posibles riesgos en 

relación con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, que deberá documentarse y 

estar a disposición de las autoridades competentes. 

CAPÍTULO III 

De las obligaciones de información 

Artículo 17 

Examen especial 

Los sujetos obligados examinarán con especial atención cualquier hecho u operación, con 

independencia de su cuantía, que, por su naturaleza, pueda estar relacionado con el blanqueo de 

capitales o la financiación del terrorismo, reseñando por escrito los resultados del examen. En 

particular, los sujetos obligados examinarán con especial atención toda operación o pauta de 

comportamiento compleja, inusual o sin un propósito económico o lícito aparente, o que presente 

indicios de simulación o fraude. 

Al establecer las medidas de control interno a que se refiere el artículo 26, los sujetos obligados 

concretarán el modo en que se dará cumplimiento a este deber de examen especial, que incluirá 

la elaboración y difusión entre sus directivos, empleados y agentes de una relación de operaciones 

susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, la 

periódica revisión de tal relación y la utilización de aplicaciones informáticas apropiadas, teniendo 

en cuenta el tipo de operaciones, sector de negocio, ámbito geográfico y volumen de la 

información. 

Reglamentariamente, podrán determinarse operaciones que serán en todo caso objeto de examen 

especial por los sujetos obligados. 
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Artículo 18 

Comunicación por indicio 

1. Los sujetos obligados comunicarán, por iniciativa propia, al Servicio Ejecutivo de la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, el Servicio Ejecutivo 

de la Comisión) cualquier hecho u operación, incluso la mera tentativa, respecto al que, tras el 

examen especial a que se refiere el artículo precedente, exista indicio o certeza de que está 

relacionado con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo. 

En particular, se consideran operaciones por indicio y se comunicarán al Servicio Ejecutivo de la 

Comisión los casos que, tras el examen especial, el sujeto obligado conozca, sospeche o tenga 

motivos razonables para sospechar que tengan relación con el blanqueo de capitales, o con sus 

delitos precedentes o con la financiación del terrorismo, incluyendo aquellos casos que muestren 

una falta de correspondencia ostensible con la naturaleza, volumen de actividad o antecedentes 

operativos de los clientes, siempre que en el examen especial no se aprecie justificación económica, 

profesional o de negocio para la realización de las operaciones. 

2. Las comunicaciones a que se refiere el apartado precedente se efectuarán sin dilación de 

conformidad con los procedimientos correspondientes según el artículo 26 y contendrán, en todo 

caso, la siguiente información: 

a) Relación e identificación de las personas físicas o jurídicas que participan en la operación y 

concepto de su participación en ella. 

b) Actividad conocida de las personas físicas o jurídicas que participan en la operación y 

correspondencia entre la actividad y la operación. 

c) Relación de operaciones vinculadas y fechas a que se refieren con indicación de su 

naturaleza, moneda en que se realizan, cuantía, lugar o lugares de ejecución, finalidad e 

instrumentos de pago o cobro utilizados. 

d) Gestiones realizadas por el sujeto obligado comunicante para investigar la operación 

comunicada. 

e) Exposición de las circunstancias de toda índole de las que pueda inferirse el indicio o certeza 

de relación con el blanqueo de capitales o con la financiación del terrorismo o que pongan de 

manifiesto la falta de justificación económica, profesional o de negocio para la realización de la 

operación. 

f) Cualesquiera otros datos relevantes para la prevención del blanqueo de capitales o la 

financiación del terrorismo que se determinen reglamentariamente. 

En todo caso, la comunicación al Servicio Ejecutivo de la Comisión vendrá precedida de un proceso 

estructurado de examen especial de la operación de conformidad con lo establecido en el artículo 

17. En los casos en que el Servicio Ejecutivo de la Comisión estime que el examen especial realizado 

resulta insuficiente, devolverá la comunicación al sujeto obligado a efectos de que por éste se 

profundice en el examen de la operación, en la que se expresarán sucintamente los motivos de la 

devolución y el contenido a examinar. 

En el caso de operaciones meramente intentadas, el sujeto obligado registrará la operación como 

no ejecutada, comunicando al Servicio Ejecutivo de la Comisión la información que se haya podido 

obtener. 
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3. La comunicación por indicio se efectuará por los sujetos obligados en el soporte y con el formato 

que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión. 

4. Los directivos o empleados de los sujetos obligados podrán comunicar directamente al Servicio 

Ejecutivo de la Comisión las operaciones de que conocieran y respecto de las cuales estimen que 

concurren indicios o certeza de estar relacionadas con el blanqueo de capitales o con la 

financiación del terrorismo, en los casos en que, habiendo sido puestas de manifiesto internamente, 

el sujeto obligado no hubiese informado al directivo o empleado comunicante del curso dado a su 

comunicación. 

Artículo 19 

Abstención de ejecución 

1. Los sujetos obligados se abstendrán de ejecutar cualquier operación de las señaladas en el artículo 

precedente. 

No obstante, cuando dicha abstención no sea posible o pueda dificultar la investigación, los sujetos 

obligados podrán ejecutar la operación, efectuando inmediatamente una comunicación de 

conformidad con lo establecido en el artículo 18. La comunicación al Servicio Ejecutivo de la 

Comisión expondrá, además de la información a que se refiere el artículo 18.2, los motivos que 

justificaron la ejecución de la operación. 

2. A efectos de esta Ley se entenderá por justa causa que motive la negativa a la autorización del 

notario o su deber de abstención la presencia en la operación bien de varios indicadores de riesgo 

de los señalados por el órgano centralizado de prevención o bien de indicio manifiesto de simulación 

o fraude de ley. Para ello, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 24, el notario recabará del 

cliente los datos precisos para valorar la concurrencia de tales indicadores o circunstancias en la 

operación. 

Respecto de los registradores, la obligación de abstención a que se refiere este artículo en ningún 

caso impedirá la inscripción del acto o negocio jurídico en los registros de la propiedad, mercantil o 

de bienes muebles. 

Artículo 20 

Comunicación sistemática 

1. En todo caso los sujetos obligados comunicarán al Servicio Ejecutivo de la Comisión con la 

periodicidad que se determine las operaciones que se establezcan reglamentariamente. 

Sin perjuicio de ello, cuando las operaciones sujetas a comunicación sistemática presenten indicios 

o certeza de estar relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, se 

estará a lo dispuesto en los artículos 17, 18 y 19. 

Reglamentariamente podrá exceptuarse de la obligación de comunicación sistemática de 

operaciones a determinadas categorías de sujetos obligados. 

De no existir operaciones susceptibles de comunicación los sujetos obligados comunicarán esta 

circunstancia al Servicio Ejecutivo de la Comisión con la periodicidad que se determine 

reglamentariamente. 

2. La comunicación sistemática de operaciones se efectuará por los sujetos obligados en el soporte 

y con el formato que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión. 
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Artículo 21 

Colaboración con la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 

y con sus órganos de apoyo 

1. Los sujetos obligados facilitarán la documentación e información que la Comisión de Prevención 

del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo les requieran para el 

ejercicio de sus competencias. 

Los requerimientos precisarán la documentación que haya de ser aportada o los extremos que hayan 

de ser informados e indicarán expresamente el plazo en que deban ser atendidos. Transcurrido el 

plazo para la remisión de la documentación o información requerida sin que ésta haya sido aportada 

o cuando se aporte de forma incompleta por omisión de datos que impidan examinar la situación 

en debida forma, se entenderá incumplida la obligación establecida en el presente artículo. 

2. Los sujetos obligados establecerán, en el marco de las medidas de control interno a que se refiere 

el artículo 26, sistemas que les permitan responder de forma completa y diligente a las solicitudes de 

información que les curse la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 

Monetarias, sus órganos de apoyo u otras autoridades legalmente competentes sobre si mantienen 

o han mantenido a lo largo de los diez años anteriores relaciones de negocios con determinadas 

personas físicas o jurídicas y sobre la naturaleza de dichas relaciones. 

Artículo 22 

No sujeción 

Los abogados no estarán sometidos a las obligaciones establecidas en los artículos 7.3, 18 y 21 con 

respecto a la información que reciban de uno de sus clientes u obtengan sobre él al determinar la 

posición jurídica en favor de su cliente o desempeñar su misión de defender a dicho cliente en 

procesos judiciales o en relación con ellos, incluido el asesoramiento sobre la incoación o la forma 

de evitar un proceso, independientemente de si han recibido u obtenido dicha información antes, 

durante o después de tales procesos. 

Sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley, los abogados guardarán el deber de secreto 

profesional de conformidad con la legislación vigente. 

Artículo 23 

Exención de responsabilidad 

La comunicación de buena fe de información a las autoridades competentes con arreglo a la 

presente Ley por los sujetos obligados o, excepcionalmente, por sus directivos o empleados, no 

constituirá violación de las restricciones sobre divulgación de información impuestas por vía 

contractual o por cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa, y no implicará para los 

sujetos obligados, sus directivos o empleados ningún tipo de responsabilidad. 

Artículo 24 

Prohibición de revelación 

1. Los sujetos obligados y sus directivos o empleados no revelarán al cliente ni a terceros que se ha 

comunicado información al Servicio Ejecutivo de la Comisión, o que se está examinando o puede 

examinarse alguna operación por si pudiera estar relacionada con el blanqueo de capitales o con 

la financiación del terrorismo. 
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Esta prohibición no incluirá la revelación a las autoridades competentes, incluidos los órganos 

centralizados de prevención, o la revelación por motivos policiales en el marco de una investigación 

penal. 

2. La prohibición establecida en el apartado precedente no impedirá: 

a) La comunicación de información entre sujetos obligados que pertenezcan al mismo grupo. A 

estos efectos, se estará a la definición de grupo establecida en el artículo 42 del Código de 

Comercio. Esta excepción es aplicable a la comunicación de información con sujetos obligados 

domiciliados en terceros países, siempre que se aplique en ellos políticas y procedimientos de grupo 

que cumplan con los requisitos establecidos en esta ley. 

b) La comunicación de información entre los sujetos obligados a que se refieren los párrafos m) y 

ñ) del artículo 2.1, cuando ejerzan sus actividades profesionales, ya sea como empleados o de otro 

modo, dentro de la misma entidad jurídica o en una red. Se entenderá por red, a estos efectos, la 

estructura más amplia a la que pertenece la persona y que comparte una propiedad, gestión o 

supervisión de cumplimiento comunes. 

c) La comunicación de información, referida a un mismo cliente y a una misma operación en la 

que intervengan dos o más entidades o personas, entre entidades financieras o entre los sujetos 

obligados a que se refieren los párrafos m) y ñ) del artículo 2.1, siempre que pertenezcan a la misma 

categoría profesional y estén sujetos a obligaciones equivalentes en lo relativo al secreto profesional 

y a la protección de datos personales. La información intercambiada se utilizará exclusivamente a 

efectos de la prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 

Las excepciones establecidas en las letras anteriores también serán aplicables a la comunicación de 

información entre personas o entidades domiciliadas en la Unión Europea o en países terceros 

equivalentes. 

Queda prohibida la comunicación de información con personas o entidades domiciliadas en países 

terceros no calificados como equivalentes o respecto de los que la Comisión Europea adopte la 

decisión a que se refiere la Disposición adicional de esta Ley. 

3. Cuando los sujetos obligados a que se refieren las letras m) y ñ) del artículo 2.1 intenten disuadir a 

un cliente de una actividad ilegal, ello no constituirá revelación a efectos de lo dispuesto en el 

apartado primero. 

Artículo 25 

Conservación de documentos 

1. Los sujetos obligados conservarán durante un período de diez años la documentación en que se 

formalice el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley, procediendo tras el 

mismo a su eliminación. Transcurridos cinco años desde la terminación de la relación de negocios o 

la ejecución de la operación ocasional, la documentación conservada únicamente será accesible 

por los órganos de control interno del sujeto obligado, con inclusión de las unidades técnicas de 

prevención, y, en su caso, aquellos encargados de su defensa legal. 

En particular, los sujetos obligados conservarán para su uso en toda investigación o análisis, en 

materia de posibles casos de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, por parte del 

Servicio Ejecutivo de la Comisión o de cualquier otra autoridad legalmente competente: 
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a) Copia de los documentos exigibles en aplicación de las medidas de diligencia debida, durante 

un periodo de diez años desde la terminación de la relación de negocios o la ejecución de la 

operación. 

b) Original o copia con fuerza probatoria de los documentos o registros que acrediten 

adecuadamente las operaciones, los intervinientes en las mismas y las relaciones de negocio, 

durante un periodo de diez años desde la ejecución de la operación o la terminación de la relación 

de negocios. 

2. Los sujetos obligados, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, almacenarán 

las copias de los documentos de identificación a que se refiere el artículo 3.2 en soportes ópticos, 

magnéticos o electrónicos que garanticen su integridad, la correcta lectura de los datos, la 

imposibilidad de manipulación y su adecuada conservación y localización. 

En todo caso, el sistema de archivo de los sujetos obligados deberá asegurar la adecuada gestión y 

disponibilidad de la documentación, tanto a efectos de control interno, como de atención en 

tiempo y forma a los requerimientos de las autoridades. 

3. En el caso de la identificación realizada de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento (UE) 

n.º 910/2014, de 23 de julio de 2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, 

relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas 

en el mercado interior, la obligación de conservación se extenderá a los datos e información que 

acrediten la identificación por esos medios. 

CAPÍTULO IV 

Del control interno 

Artículo 26 

Políticas y procedimientos 

1. Los sujetos obligados aprobarán por escrito y aplicarán políticas y procedimientos adecuados en 

materia de diligencia debida, información, conservación de documentos, control interno, 

evaluación y gestión de riesgos, garantía del cumplimiento de las disposiciones pertinentes y 

comunicación, con objeto de prevenir e impedir operaciones relacionadas con el blanqueo de 

capitales o la financiación del terrorismo. 

2. Los sujetos obligados aprobarán por escrito y aplicarán una política expresa de admisión de 

clientes. Dicha política incluirá una descripción de aquellos tipos de clientes que podrían presentar 

un riesgo superior al riesgo promedio. La política de admisión de clientes será gradual, adoptándose 

precauciones reforzadas respecto de aquellos clientes que presenten un riesgo superior al promedio. 

Cuando exista un órgano centralizado de prevención de las profesiones colegiadas sujetas a la 

presente ley, corresponderá al mismo la aprobación por escrito de la política expresa de admisión 

de clientes. 

3. Las políticas y procedimientos serán de aplicación a las sucursales y filiales del grupo situadas en 

terceros países, sin perjuicio de las adaptaciones necesarias para el cumplimiento de las normas 

específicas del país de acogida, con las especificaciones que se determinen reglamentariamente. 

En el caso de sucursales y filiales del grupo en otros Estados miembros de la Unión Europea, los sujetos 

obligados darán cumplimiento a las obligaciones contenidas en el país de acogida. A efectos de la 

definición de grupo se estará a lo dispuesto en el artículo 42 del Código de Comercio. 
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4. Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en esta ley, las entidades españolas que operen en 

un país de la Unión Europea mediante agentes u otras formas de establecimiento permanente 

distintas a una sucursal, deberán cumplir con lo dispuesto en la normativa de prevención del 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo del país en el que operan. 

5. Los sujetos obligados deberán aprobar un manual adecuado de prevención del blanqueo de 

capitales y de la financiación del terrorismo, que se mantendrá actualizado, con información 

completa sobre las medidas de control interno a que se refieren los apartados anteriores. Para el 

ejercicio de su función de supervisión e inspección, el manual estará a disposición del Servicio 

Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, de los órganos supervisores de las entidades 

financieras. 

6. El Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, los órganos supervisores de las 

entidades financieras, podrán proponer al Comité Permanente de la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias la formulación de requerimientos instando a los 

sujetos obligados a adoptar las medidas correctoras oportunas respecto de sus manuales y 

procedimientos internos. 

7. Reglamentariamente podrán determinarse los sujetos obligados exceptuados del cumplimiento de 

las obligaciones relacionadas en los apartados 1, 2 y 5 de este artículo. 

Artículo 26 bis 

Procedimientos internos de comunicación de potenciales incumplimientos. 

1. Los sujetos obligados establecerán procedimientos internos para que sus empleados, directivos o 

agentes puedan comunicar, incluso anónimamente, información relevante sobre posibles 

incumplimientos de esta ley, su normativa de desarrollo o las políticas y procedimientos implantados 

para darles cumplimiento, cometidos en el seno del sujeto obligado. 

Estos procedimientos podrán integrarse en los sistemas que hubiera podido establecer el sujeto 

obligado para la comunicación de informaciones relativas a la comisión de actos o conductas que 

pudieran resultar contrarios a la restante normativa general o sectorial que les fuere aplicable. 

2. Será de aplicación a estos sistemas y procedimientos lo dispuesto en la normativa de protección 

de datos de carácter personal para los sistemas de información de denuncias internas. 

A estos efectos, se considerarán como órganos de control interno y cumplimiento exclusivamente los 

regulados en el artículo 26 ter. 

3. Los sujetos obligados adoptarán medidas para garantizar que los empleados, directivos o agentes 

que informen de las infracciones cometidas en la entidad sean protegidos frente a represalias, 

discriminaciones y cualquier otro tipo de trato injusto. 

4. La obligación de establecimiento del procedimiento de comunicación descrito en los apartados 

anteriores, no sustituye la necesaria existencia de mecanismos específicos e independientes de 

comunicación interna de operaciones sospechosas de estar vinculadas con el blanqueo de 

capitales o la financiación del terrorismo por parte de empleados a las que se refiere el artículo 18. 

5. Reglamentariamente podrán determinarse los sujetos obligados exceptuados del cumplimiento de 

la obligación prevista en este artículo. 
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Artículo 26 ter 

Órgano de control interno y representante ante el Servicio Ejecutivo 

1. Los sujetos obligados designarán como representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión a 

una persona residente en España que ejerza cargo de administración o dirección de la sociedad. 

En los grupos que integren varios sujetos obligados, el representante será único y deberá ejercer 

cargo de administración o dirección de la sociedad dominante del grupo. 

En el caso de empresarios o profesionales individuales será representante ante el Servicio Ejecutivo 

de la Comisión el titular de la actividad. 

2. Con las excepciones que se determinen reglamentariamente, la propuesta de nombramiento del 

representante, acompañada de una descripción detallada de su trayectoria profesional, será 

comunicada al Servicio Ejecutivo de la Comisión que, de forma razonada, podrá formular reparos u 

observaciones. 

El representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión será responsable del cumplimiento de las 

obligaciones de información establecidas en la presente ley, para lo que tendrá acceso sin limitación 

alguna a cualquier información obrante en el sujeto obligado así como en cualquiera de las 

entidades del grupo, en su caso. 

3. Los sujetos obligados cuya administración central se encuentre en otro Estado miembro de la Unión 

Europea y que operen en España mediante agentes u otras formas de establecimiento permanente 

distintas de la sucursal deberán nombrar un representante residente en España, que tendrá la 

consideración de punto central de contacto. 

Los sujetos obligados que operen en España en régimen de libre prestación de servicios deberán 

asimismo designar un representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin que sea exigible su 

residencia en España. 

4. Los sujetos obligados establecerán un órgano adecuado de control interno responsable de la 

aplicación de las políticas y procedimientos a que se refiere el artículo 26. 

El órgano de control interno, que contará, en su caso, con representación de las distintas áreas de 

negocio del sujeto obligado, se reunirá, levantando acta expresa de los acuerdos adoptados, con 

la periodicidad que se determine en el procedimiento de control interno. 

5. Para el ejercicio de sus funciones el representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión y el 

órgano de control interno deberán contar con los recursos materiales, humanos y técnicos 

necesarios. 

6. Los órganos de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo operarán, 

en todo caso, con separación funcional del departamento o unidad de auditoría interna del sujeto 

obligado. 

7. Reglamentariamente se determinarán las categorías de sujetos obligados que puedan 

exceptuarse de la obligación de constitución de un órgano de control interno, siendo las funciones 

de éste ejercidas en tales supuestos por el representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión. 

La norma reglamentaria determinará también las categorías de sujetos obligados para los que sea 

exigible la constitución de unidades técnicas para el tratamiento y análisis de la información. 
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Artículo 27 

Órganos centralizados de prevención 

1. Mediante orden del Ministro Economía y Empresa podrá acordarse la constitución de órganos 

centralizados de prevención de las profesiones colegiadas sujetas a la presente Ley. 

Los órganos centralizados de prevención tendrán por función la intensificación y canalización de la 

colaboración de las profesiones colegiadas con las autoridades judiciales, policiales y administrativas 

responsables de la prevención y represión del blanqueo de capitales y de la financiación del 

terrorismo, sin perjuicio de la responsabilidad directa de los profesionales incorporados como sujetos 

obligados. El representante del órgano centralizado de prevención tendrá la condición de 

representante de los profesionales incorporados a efectos de lo dispuesto en el artículo 26 ter. 

2. Los órganos centralizados de prevención examinarán, por propia iniciativa o a petición de los 

profesionales incorporados, las operaciones a que se refiere el artículo 17, comunicándolas al Servicio 

Ejecutivo de la Comisión cuando concurran las circunstancias establecidas en el artículo 18. Los 

profesionales incorporados deberán facilitar al órgano centralizado de prevención toda la 

información que éste les requiera para el ejercicio de sus funciones. Asimismo, de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 21, los profesionales incorporados facilitarán toda la documentación e 

información que la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o 

sus órganos de apoyo les requieran, directamente o por intermedio del órgano centralizado de 

prevención, para el ejercicio de sus competencias. 

3. Con excepción de los funcionarios a que se refiere el artículo 2.1.n), la incorporación de los sujetos 

obligados a los órganos centralizados de prevención será voluntaria. 

Artículo 28 

Examen externo 

1. Las medidas y órganos de control interno a que se refieren los artículos 26, 26 bis y 26 ter serán 

objeto de examen anual por un experto externo. 

Los resultados del examen serán consignados en un informe escrito que describirá detalladamente 

las medidas de control interno existentes, valorará su eficacia operativa y propondrá, en su caso, 

eventuales rectificaciones o mejoras. No obstante, en los dos años sucesivos a la emisión del informe 

podrá éste ser sustituido por un informe de seguimiento emitido por el experto externo, referido 

exclusivamente a la adecuación de las medidas adoptadas por el sujeto obligado para solventar las 

deficiencias identificadas. 

Mediante orden del Ministro de Economía y Empresa podrán aprobarse los modelos a que habrán 

de ajustarse los informes emitidos. 

El informe se elevará en el plazo máximo de tres meses desde la fecha de emisión al Consejo de 

Administración o, en su caso, al órgano de administración o al principal órgano directivo del sujeto 

obligado, que adoptará las medidas necesarias para solventar las deficiencias identificadas. 

2. Los sujetos obligados deberán encomendar la práctica del examen externo a personas que reúnan 

condiciones académicas y de experiencia profesional que las hagan idóneas para el desempeño 

de la función. 

Quienes pretendan actuar como expertos externos deberán comunicarlo al Servicio Ejecutivo de la 

Comisión antes de iniciar su actividad e informar a éste semestralmente de la relación de sujetos 

obligados cuyas medidas de control interno hayan examinado. 
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Los sujetos obligados no podrán encomendar la práctica del examen externo a aquellas personas 

físicas que les hayan prestado o presten cualquier otra clase de servicios retribuidos durante los tres 

años anteriores o posteriores a la emisión del informe. 

3. El informe estará en todo caso a disposición de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 

Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo durante los cinco años siguientes a 

la fecha de emisión. 

4. La obligación establecida en este artículo no será exigible a los empresarios o profesionales 

individuales. 

Artículo 29 

Formación de empleados 

Los sujetos obligados adoptarán las medidas oportunas para que sus empleados tengan 

conocimiento de las exigencias derivadas de esta Ley. 

Estas medidas incluirán la participación debidamente acreditada de los empleados en cursos 

específicos de formación permanente orientados a detectar las operaciones que puedan estar 

relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo e instruirles sobre la forma 

de proceder en tales casos. Las acciones formativas serán objeto de un plan anual que, diseñado 

en función de los riesgos del sector de negocio del sujeto obligado, será aprobado por el órgano de 

control interno. 

Artículo 30 

Protección e idoneidad de empleados, directivos y agentes 

1. Los sujetos obligados adoptarán las medidas adecuadas para mantener la confidencialidad sobre 

la identidad de los empleados, directivos o agentes que hayan realizado una comunicación de 

operativa que presente indicios o certeza de estar relacionado con el blanqueo de capitales o la 

financiación del terrorismo a los órganos de control interno. 

El representante a que se refiere el artículo 26 ter será la persona que comparecerá en toda clase 

de procedimientos administrativos o judiciales en relación con los datos recogidos en las 

comunicaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión o cualquier otra información complementaria 

que pueda referirse a aquéllas cuando se estime imprescindible obtener la aclaración, complemento 

o confirmación del propio sujeto obligado. 

2. Los sujetos obligados establecerán por escrito y aplicarán políticas y procedimientos adecuados 

para asegurar altos estándares éticos en la contratación de empleados, directivos y agentes. 

3. Toda autoridad o funcionario tomará las medidas apropiadas a fin de proteger frente a cualquier 

amenaza o acción hostil a los empleados, directivos o agentes de los sujetos obligados que lleven a 

cabo estas comunicaciones, siendo aplicables las medidas de protección establecidas en el artículo 

65.1. 
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Artículo 31 

Sucursales y filiales en terceros países 

1. Los sujetos obligados aplicarán en sus sucursales y filiales con participación mayoritaria situadas en 

terceros países medidas de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo 

al menos equivalentes a las establecidas por el derecho comunitario. 

El Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá supervisar la idoneidad de tales medidas. 

2. Cuando el derecho del tercer país no permita la aplicación de medidas equivalentes a las 

establecidas por el derecho de la Unión Europea, los sujetos obligados adoptarán respecto de sus 

sucursales y filiales con participación mayoritaria medidas adicionales para hacer frente eficazmente 

al riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. Las entidades financieras 

deberán aplicar medidas de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento Delegado (UE) 

2019/758, de la Comisión, de 31 de enero de 2019, por el que se completa la Directiva (UE) 2015/849 

en lo que respecta a las normas técnicas de regulación sobre las medidas mínimas y el tipo de 

medidas adicionales que han de adoptar las entidades de crédito y financieras para atenuar el 

riesgo de blanqueo de capitales y de financiación del terrorismo en determinados terceros países. 

Asimismo, los sujetos obligados informarán al Servicio Ejecutivo de la Comisión de esta circunstancia 

en el plazo máximo de siete días después de identificar al tercer país, que podrá proponer al Comité 

Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias la 

formulación de requerimientos para la adopción de medidas de obligado cumplimiento. 

3. En todo caso, el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias informará a la Autoridad Bancaria Europea de aquellos casos en que el 

derecho del tercer país no permita la aplicación de medidas equivalentes y en los que se pueda 

actuar en el marco de un procedimiento acordado para hallar una solución. 

Artículo 32 

Protección de datos de carácter personal 

1. El tratamiento de datos de carácter personal, así como los ficheros, automatizados o no, creados 

para el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley se someterán a lo dispuesto en la Ley Orgánica 

15/1999 y su normativa de desarrollo. 

2. No se requerirá el consentimiento del interesado para el tratamiento de datos que resulte necesario 

para el cumplimiento de las obligaciones de información a que se refiere el Capítulo III. 

Tampoco será necesario el mencionado consentimiento para las comunicaciones de datos previstas 

en el citado Capítulo y, en particular, para las previstas en el artículo 24.2. 

3. En virtud de lo dispuesto en el artículo 24.1, y en relación con las obligaciones a las que se refiere 

el apartado anterior, no será de aplicación al tratamiento de datos la obligación de información 

prevista en el artículo 5 de la Ley Orgánica 15/1999. 

Asimismo, no serán de aplicación a los ficheros y tratamientos a los que se refiere este precepto las 

normas contenidas en la citada Ley Orgánica referidas al ejercicio de los derechos de acceso, 

rectificación, cancelación y oposición. En caso de ejercicio de los citados derechos por el interesado, 

los sujetos obligados se limitarán a ponerle de manifiesto lo dispuesto en este artículo. 

Lo dispuesto en el presente apartado será igualmente aplicable a los ficheros creados y gestionados 

por el Servicio Ejecutivo de la Comisión para el cumplimiento de las funciones que le otorga esta Ley. 
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4. Los órganos centralizados de prevención a los que se refiere el artículo 27 tendrán la condición de 

encargados del tratamiento a los efectos previstos en la normativa de protección de datos de 

carácter personal. 

5. Serán de aplicación a los ficheros a los que se refiere este artículo las medidas de seguridad de 

nivel alto previstas en la normativa de protección de datos de carácter personal. 

Artículo 32 bis 

Protección de datos en el cumplimiento de las obligaciones de diligencia debida 

1. El tratamiento de datos personales que resulte necesario para el cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en el Capítulo II de esta ley se encuentra amparado por lo dispuesto en el artículo 8.1 

de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en el artículo 6.1 c) del Reglamento (UE) 2016/679 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, no precisando del consentimiento del 

interesado. 

2. Los datos recogidos por los sujetos obligados para el cumplimiento de las obligaciones de 

diligencia debida no podrán ser utilizados para fines distintos de los relacionados con la prevención 

del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo sin el consentimiento del interesado, salvo 

que el tratamiento de dichos datos sea necesario para la gestión ordinaria de la relación de 

negocios. 

3. Con carácter previo al establecimiento de la relación de negocios o la realización de una 

transacción ocasional, los sujetos obligados deberán facilitar a los nuevos clientes la información 

requerida en los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo 

de 27 de abril de 2016 y en el artículo 11 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Dicha 

información contendrá, en particular, un aviso general sobre las obligaciones legales de los sujetos 

obligados con respecto al tratamiento de datos personales a efectos de prevención del blanqueo 

de capitales y la financiación del terrorismo. 

4. Los sujetos obligados deberán realizar una evaluación de impacto en la protección de datos de 

los tratamientos a los que se refiere este artículo a fin de adoptar medidas técnicas y organizativas 

reforzadas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales. 

Dichas medidas deberán en todo caso garantizar la trazabilidad de los accesos y comunicaciones 

de los datos. 

Artículo 33 

Intercambio de información entre sujetos obligados y ficheros centralizados de prevención del 

fraude 

1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 24.2, cuando concurran las circunstancias 

excepcionales que se determinen reglamentariamente, la Comisión de Prevención del Blanqueo de 

Capitales e Infracciones Monetarias podrá acordar el intercambio de información referida a 

determinado tipo de operaciones distintas de las previstas en el artículo 18 o a clientes sujetos a 

determinadas circunstancias siempre que el mismo se produzca entre sujetos obligados que se 

encuentren en una o varias de las categorías previstas en el artículo 2. 

El Acuerdo determinará en todo caso el tipo de operación o la categoría de cliente respecto de la 

que se autoriza el intercambio de información, así como las categorías de sujetos obligados que 

podrán intercambiar la información. 
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2. Asimismo, los sujetos obligados podrán intercambiar información relativa a las operaciones a las 

que se refieren los artículos 18 y 19 con la única finalidad de prevenir o impedir operaciones 

relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo cuando de las 

características u operativa del supuesto concreto se desprenda la posibilidad de que, una vez 

rechazada, pueda intentarse ante otros sujetos obligados el desarrollo de una operativa total o 

parcialmente similar a aquélla. 

3. Los sujetos obligados y las autoridades judiciales, policiales y administrativas competentes en 

materia de prevención o represión del blanqueo de capitales o de la financiación del terrorismo 

podrán consultar la información contenida en los ficheros que fueren creados, de acuerdo con lo 

previsto en la normativa vigente en materia de protección de datos de carácter personal, por 

entidades privadas con la finalidad de prevención del fraude en el sistema financiero, siempre que 

el acceso a dicha información fuere necesario para las finalidades descritas en los apartados 

anteriores. 

4. El acceso a los datos a los que se refiere este precepto deberá quedar limitado a los órganos de 

control interno previstos en el artículo 26 ter, con inclusión de las unidades técnicas que constituyan 

los sujetos obligados. 

5. No será de aplicación a los intercambios de información previstos en este artículo lo dispuesto en 

la Ley Orgánica 15/1999 en lo referente a la exigencia de consentimiento del interesado, el deber de 

información al mismo y el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 

oposición. 

Serán de aplicación a los tratamientos derivados de las comunicaciones previstas en este artículo las 

medidas de seguridad de nivel alto previstas en la normativa de protección de datos de carácter 

personal. 

CAPÍTULO V 

De los medios de pago 

Artículo 34 

Obligación de declarar 

1. Deberán presentar declaración previa en los términos establecidos en el presente Capítulo las 

personas físicas que, actuando por cuenta propia o de tercero, realicen los siguientes movimientos: 

a) Salida o entrada en territorio nacional de medios de pago por importe igual o superior a 10.000 

euros o su contravalor en moneda extranjera. 

b) Movimientos por territorio nacional de medios de pago por importe igual o superior a 100.000 

euros o su contravalor en moneda extranjera. 

A estos efectos se entenderá por movimiento cualquier cambio de lugar o posición que se verifique 

en el exterior del domicilio del portador de los medios de pago. 

Se exceptúan de la obligación de declaración establecida en el presente artículo las personas físicas 

que actúen por cuenta de empresas que, debidamente autorizadas e inscritas por el Ministerio del 

Interior, ejerzan actividades de transporte profesional de fondos o medios de pago, excepto cuando 

se trate de movimientos de entrada y salida de la Unión Europea. 
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2. Cuando se produzca la entrada o salida del territorio nacional de medios de pago no 

acompañados por persona física que formen parte de un envío sin portador, tales como envíos 

postales, envíos por mensajería, equipaje no acompañado o carga en contenedores, por importe 

igual o superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera, deberá presentarse 

declaración dentro del plazo de 30 días anteriores al movimiento no acompañado. La obligación de 

declaración del movimiento será responsabilidad del remitente o su representante legal en el caso 

de movimientos de salida de medios de pago. En los casos de entrada de medios de pago 

procedentes de un tercer país, será responsable de la declaración el destinatario del efectivo, o su 

representante legal. 

3. A los efectos de esta ley se entenderá por medios de pago: 

a) El papel moneda y la moneda metálica, nacionales o extranjeros. 

b) Los efectos negociables o medios de pago al portador. Son aquellos instrumentos que, previa 

presentación, dan a sus titulares el derecho a reclamar un importe financiero sin necesidad de 

acreditar su identidad o su derecho a ese importe. Se incluyen aquí los cheques de viaje, los 

cheques, pagarés u órdenes de pago, ya sean extendidos al portador, firmados pero con omisión 

del nombre del beneficiario, endosados sin restricción, extendidos a la orden de un beneficiario 

ficticio o en otra forma en virtud de la cual su titularidad se transmita a la entrega y los instrumentos 

incompletos. 

c) Las tarjetas prepago, entendiendo por tales aquellas tarjetas no nominativas que almacenen 

o brinden acceso a valores monetarios o fondos que puedan utilizarse para efectuar pagos, adquirir 

bienes o servicios, o para la obtención de dinero en metálico, cuando dichas tarjetas no estén 

vinculadas a una cuenta bancaria. 

d) Las materias primas utilizadas como depósitos de valor de gran liquidez, como el oro. 

En la interpretación de las definiciones de los medios de pago descritos se estará a lo dispuesto en el 

Reglamento (UE) 2018/1672 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2018, relativo 

a los controles de la entrada o salida de efectivo de la Unión y por el que se deroga el Reglamento 

(CE) n.º 1889/2005. 

4. La declaración establecida en el presente artículo se ajustará al modelo aprobado y deberá 

contener datos veraces relativos al portador, propietario, destinatario, remitente, importe, naturaleza, 

procedencia, uso previsto, itinerario y modo de transporte de los medios de pago. La obligación de 

declarar se entenderá incumplida cuando la información consignada sea incorrecta o incompleta. 

El modelo de declaración, una vez íntegramente cumplimentado, será firmado y presentado por la 

persona que transporte los medios de pago en el caso de los movimientos relacionados en el 

apartado 1. Durante todo el movimiento los medios de pago deberán ir acompañados de la 

oportuna declaración debidamente diligenciada y ser transportados por la persona consignada 

como portador. 

En los movimientos de medios de pago descritos en el apartado 2, la declaración será presentada 

por el remitente o el destinatario, según corresponda. 

Los modelos de declaración establecida en el presente artículo serán: 

a) En el supuesto de entradas y salidas a las que se refieren los apartados 1 y 2 procedentes o con 

destino a un país que no forma parte de la Unión Europea, el aprobado por la Comisión Europea en 

el correspondiente Reglamento de Ejecución. 
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b) En el resto de supuestos, el aprobado por Orden del titular del Ministerio de Asuntos Económicos 

y Transformación Digital. 

El lugar y forma de presentación de ambas declaraciones se fijará mediante Orden de la persona 

titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. 

5. Cuando los medios de pago sean transportados por menores de edad no acompañados, será 

responsable del cumplimiento de la obligación de declaración la persona que ejerza la patria 

potestad, tutela o curatela. En caso de que el menor viajara acompañado, la cuantía de los medios 

de pago transportada por el menor se entenderá, a los efectos de lo previsto en este artículo, 

portada por la persona mayor de edad que acompañe al menor. 

Artículo 35 

Control e intervención de los medios de pago 

1. Con el fin de comprobar el cumplimiento de la obligación de declaración establecida en el 

artículo 34.1, los funcionarios aduaneros y policiales estarán facultados para controlar e inspeccionar 

a las personas físicas, sus equipajes y sus medios de transporte. 

A los efectos de comprobar el cumplimiento de la obligación de declarar medios de pago no 

acompañados prevista en el artículo 34.2, y sin perjuicio de la legislación aduanera, los funcionarios 

aduaneros y policiales estarán facultados para controlar e inspeccionar las mercancías que puedan 

contener medios de pago no acompañados, envíos postales, envíos por mensajería, equipaje no 

acompañado, carga en contenedores y cualquier sistema de envío y de transporte que pueda 

contener medios de pago no acompañados. 

2. Procederá la intervención provisional de la totalidad de los medios de pago objeto del movimiento 

por parte de los funcionarios aduaneros o policiales actuantes, salvo el mínimo de supervivencia que 

pueda determinarse mediante orden de la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y 

Transformación Digital, en los casos siguientes: 

a) No presentación de la declaración previa a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 34 

cuando esta sea preceptiva. 

b) No presentación en plazo de la declaración previa a que se refiere el apartado 2 del artículo 

34 cuando esta sea preceptiva. 

c) Presentación de la declaración previa a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 34 con 

información incorrecta o incompleta. A estos efectos, y sin perjuicio de su aplicación en otros 

supuestos, en todo caso se considerará información incorrecta o incompleta la falta de veracidad 

total o parcial de los datos relativos al portador, propietario, remitente, destinatario, procedencia o 

uso previsto de los medios de pago, así como la variación por exceso o defecto del importe 

declarado respecto del real en más de un 10 por ciento o de 3.000 euros. 

d) Cuando los medios de pago no se pongan a disposición de las autoridades para su control en 

los términos previstos en la normativa, cuando el movimiento esté sometido a la obligación de 

declaración. 

e) Cuando, no obstante haberse declarado o ser el importe del efectivo inferior al umbral que 

determina la obligación de su declaración, existan, al menos, indicios de que los medios de pago 

están vinculados a una actividad delictiva. 

Esta intervención provisional tendrá una duración de treinta días que podrá ser ampliada, en su caso, 

hasta un máximo de noventa días por razones motivadas, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 
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61.2 para el caso en que se acuerde la iniciación de un procedimiento administrativo sancionador 

por infracción de lo previsto en los artículos 34 de esta ley. 

3. Los medios de pago intervenidos se ingresarán, directamente o por transferencia, en las cuentas 

abiertas a nombre de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 

Monetarias. Los funcionarios policiales o aduaneros actuantes podrán identificarse en el momento 

del ingreso mediante la aportación de su número de identificación profesional. 

4. Los medios de pago objeto de intervención que como consecuencia del transcurso de los plazos 

establecidos o de las actuaciones administrativas correspondientes deban ser objeto de devolución, 

de manera total o parcial, se pondrán a disposición de la persona a la que le fueron intervenidos 

esos medios de pago en los casos del artículo 34.1 o de las personas obligadas o responsables de la 

declaración de los movimientos de medios de pago no acompañados previstos en el artículo 34.2, 

sin perjuicio de la acreditación de un apoderamiento expreso en un tercero de conformidad con lo 

establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común. 

Cuando la intervención realizada afecte a divisas para las que la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias no disponga de cuenta en el Banco de España, se 

procederá a su conversión al euro por la entidad bancaria con carácter previo a su transferencia a 

las cuentas abiertas a nombre de la Comisión en el Banco de España, salvo que la divisa intervenida 

no esté cotizada en mercado oficial o concurran otras circunstancias que aconsejen el depósito en 

efectivo de los fondos, en cuyo caso se depositarán en el Banco de España para su custodia. 

Cuando como consecuencia del transcurso de los plazos establecidos o de las actuaciones 

administrativas correspondientes deba procederse a la devolución de todo o parte de la cantidad 

intervenida objeto de conversión a euros, la cuantía de la devolución se determinará tomando como 

referencia la cantidad en euros que fue objeto de conversión inmediatamente tras la intervención 

de la divisa. 

5. El acta de intervención, de la que se dará traslado inmediato al Servicio Ejecutivo de la Comisión 

para su investigación y a la Secretaría de la Comisión para la incoación, en su caso, del 

correspondiente procedimiento sancionador, deberá indicar expresamente si los medios de pago 

intervenidos fueron hallados, en su caso, en lugar o situación que mostrase una clara intención de 

ocultarlos. El acta de intervención tendrá valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa 

de sus derechos o intereses puedan aportar los interesados. 

Contra la intervención provisional de los medios de pago a las personas físicas, los interesados podrán 

formular reclamación ante la persona titular de la Secretaría de la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en el plazo de 15 días hábiles a contar desde la 

notificación de la intervención, que será resuelta en los términos del artículo 61.2. 

6. Cuando en el curso de un procedimiento judicial se aprecie incumplimiento de la obligación de 

declaración establecida en el artículo precedente, el juzgado o tribunal lo comunicará a la 

Secretaría de la Comisión, poniendo a su disposición los medios de pago intervenidos no sujetos a 

responsabilidades penales, procediéndose según lo establecido en este artículo. 

Artículo 36 

Tratamiento de la información 

La información obtenida como resultado de la obligación de declaración deberá remitirse al Servicio 

Ejecutivo de la Comisión mediante la utilización de medios electrónicos, informáticos o telemáticos 

con uso del soporte informático normalizado que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión. La 

información relativa a las incautaciones se centralizará en la Secretaría de la Comisión. 
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La Administración tributaria y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad tendrán acceso a la información a 

que se refiere el párrafo precedente para el ejercicio de sus competencias. 

Artículo 37 

Intercambio de información 

La información obtenida a partir de la declaración establecida en el artículo 34 o de los controles a 

que se refiere el artículo 35 podrá transmitirse a las autoridades competentes de otros Estados. 

Cuando haya indicios de relación con el producto de un fraude o con cualquier otra actividad ilegal 

que perjudique a los intereses financieros de la Comunidad Europea, dicha información se transmitirá 

también a la Comisión Europea. 

CAPÍTULO VI 

Otras disposiciones 

Artículo 38 

Comercio de bienes 

Sin perjuicio de las limitaciones de pagos en efectivo establecidas en el artículo 7.Uno de la Ley 

7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de 

adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención 

y lucha contra el fraude, las personas físicas o jurídicas que comercien profesionalmente con bienes 

quedarán sujetas a las obligaciones establecidas en los artículos 3, 17, 18, 19, 21, 24 y 25 respecto de 

las transacciones en que los cobros o pagos se efectúen por personas físicas no residentes con los 

medios de pago a que se refiere el artículo 34.2 de esta ley y por importe superior a 10.000 euros, ya 

se realicen en una o en varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación. 

En función de un análisis del riesgo podrán extenderse reglamentariamente respecto de las referidas 

transacciones todas o algunas de las restantes obligaciones establecidas en la presente ley. 

Artículo 39 

Fundaciones y asociaciones 

El Protectorado y el Patronato, en ejercicio de las funciones que les atribuye la Ley 50/2002, de 26 de 

diciembre, de Fundaciones, y el personal con responsabilidades en la gestión de las fundaciones 

velarán para que éstas no sean utilizadas para el blanqueo de capitales o para canalizar fondos o 

recursos a las personas o entidades vinculadas a grupos u organizaciones terroristas. 

A estos efectos, todas las fundaciones conservarán durante el plazo establecido en el artículo 25 

registros con la identificación de todas las personas que aporten o reciban a título gratuito fondos o 

recursos de la fundación, en los términos de los artículos 3 y 4 de esta Ley. Estos registros estarán a 

disposición del Protectorado, de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del 

Terrorismo, de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o de 

sus órganos de apoyo, así como de los órganos administrativos o judiciales con competencias en el 

ámbito de la prevención o persecución del blanqueo de capitales o del terrorismo. 

Lo dispuesto en los párrafos anteriores será asimismo de aplicación a las asociaciones, 

correspondiendo en tales casos al órgano de gobierno o asamblea general, a los miembros del 

órgano de representación que gestione los intereses de la asociación y al organismo encargado de 
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verificar su constitución, en el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas por el artículo 34 de la 

Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación, cumplir con lo 

establecido el presente artículo. 

Atendiendo a los riesgos a que se encuentre expuesto el sector, podrán extenderse 

reglamentariamente a las fundaciones y asociaciones las restantes obligaciones establecidas en la 

presente Ley. 

Artículo 40 

Entidades gestoras colaboradoras 

Los gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores y productos financieros 

derivados, así como los gestores de tarjetas de crédito o débito emitidas por otras entidades, 

colaborarán con la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y 

con sus órganos de apoyo proporcionando la información de que dispongan relativa a las 

operaciones efectuadas, conforme a lo previsto en el artículo 21.1. 

Artículo 41 

Envío de dinero 

En las operaciones de envío de dinero a que se refiere el artículo 2 de la Ley 16/2009, de 13 de 

noviembre, de servicios de pago, las transferencias correspondientes deberán cursarse a través de 

cuentas abiertas en entidades de crédito, tanto en el país de destino de los fondos como en 

cualquier otro en el que operen los corresponsales en el extranjero o sistemas intermedios de 

compensación. Las entidades que presten servicios de envío de dinero sólo contratarán con 

corresponsales en el extranjero o sistemas intermedios de compensación que cuenten con métodos 

adecuados de liquidación de fondos y de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 

del terrorismo. 

Los fondos así gestionados deberán ser utilizados única y exclusivamente para el pago de las 

transferencias ordenadas, sin que quepa el empleo de los mismos para otros fines. En todo caso, el 

abono a los corresponsales que paguen a los beneficiarios de las transferencias se hará 

necesariamente en cuentas en entidades de crédito abiertas en el país en que se efectúe ese pago. 

En todo momento, las entidades a que se refiere este artículo deberán asegurar el seguimiento de la 

operación hasta su recepción por el beneficiario final, debiendo esta información ser facilitada de 

conformidad con lo previsto en el artículo 21. 

Artículo 42 

Sanciones y contramedidas financieras internacionales 

1. Las sanciones financieras establecidas por las Resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones 

Unidas relativas a la prevención y supresión del terrorismo y de la financiación del terrorismo, y a la 

prevención, supresión y disrupción de la proliferación de armas de destrucción masiva y de su 

financiación, serán de obligada aplicación para cualquier persona física o jurídica en los términos 

previstos por los reglamentos comunitarios o por acuerdo del Consejo de Ministros, adoptado a 

propuesta del Ministro de Economía y Competitividad. 

2. Sin perjuicio del efecto directo de los reglamentos comunitarios, el Consejo de Ministros, a 

propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, podrá acordar la aplicación de 

contramedidas financieras respecto de países terceros que supongan riesgos más elevados de 
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blanqueo de capitales, financiación del terrorismo o financiación de la proliferación de armas de 

destrucción masiva. 

El acuerdo de Consejo de Ministros, que podrá adoptarse de forma autónoma o en aplicación de 

decisiones o recomendaciones de organizaciones, instituciones o grupos internacionales, podrá 

imponer, entre otras, las siguientes contramedidas financieras: 

a) Prohibir, limitar o condicionar los movimientos de capitales y sus correspondientes operaciones 

de cobro o pago, así como las transferencias, de o hacia el país tercero o de nacionales o residentes 

del mismo. 

b) Someter a autorización previa los movimientos de capitales y sus correspondientes operaciones 

de cobro o pago, así como las transferencias, de o hacia el país tercero o de nacionales o residentes 

del mismo. 

c) Acordar la congelación o bloqueo de los fondos y recursos económicos cuya propiedad, 

tenencia o control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o residentes del país tercero. 

d) Prohibir la puesta a disposición de fondos o recursos económicos cuya propiedad, tenencia o 

control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o residentes del país tercero. 

e) Requerir la aplicación de medidas reforzadas de diligencia debida en las relaciones de 

negocio u operaciones de nacionales o residentes del país tercero. 

f) Establecer la comunicación sistemática de las operaciones de nacionales o residentes del país 

tercero o que supongan movimientos financieros de o hacia el país tercero. 

g) Prohibir, limitar o condicionar el establecimiento o mantenimiento de filiales, sucursales u 

oficinas de representación de las entidades financieras del país tercero. 

h) Prohibir, limitar o condicionar a las entidades financieras el establecimiento o mantenimiento 

de filiales, sucursales u oficinas de representación en el país tercero. 

i) Prohibir, limitar o condicionar las relaciones de negocio o las operaciones financieras con el país 

tercero o con nacionales o residentes del mismo. 

j) Prohibir a los sujetos obligados la aceptación de las medidas de diligencia debida practicadas 

por entidades situadas en el país tercero. 

k) Requerir a las entidades financieras la revisión, modificación y, en su caso, terminación, de las 

relaciones de corresponsalía con entidades financieras del país tercero. 

l) Someter las filiales o sucursales de entidades financieras del país tercero a supervisión reforzada 

o a examen o auditoría externos. 

m) Imponer a los grupos financieros requisitos reforzados de información o auditoría externa 

respecto de cualquier filial o sucursal localizada o que opere en el país tercero. 

3. Competerá al Servicio Ejecutivo de la Comisión la supervisión e inspección del cumplimiento de lo 

dispuesto en este artículo. 
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Artículo 43 

Fichero de Titularidades Financieras 

1. Con la finalidad de prevenir, impedir y detectar el blanqueo de capitales y la financiación del 

terrorismo, así como para fines de prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de delitos 

graves, las entidades de crédito, las entidades de dinero electrónico y las entidades de pago (en 

adelante, las entidades declarantes) deberán declarar al Servicio Ejecutivo de la Comisión, con la 

periodicidad que reglamentariamente se determine, la apertura o cancelación de cuentas 

corrientes, cuentas de ahorro, depósitos y de cualquier otro tipo de cuentas de pago, así como los 

contratos de alquiler de cajas de seguridad y su periodo de arrendamiento, con independencia de 

su denominación comercial. 

Las declaraciones no incluirán las cajas de seguridad, cuentas y depósitos de las sucursales o filiales 

de las entidades declarantes españolas en el extranjero. 

La declaración contendrá, en todo caso, los datos identificativos de los titulares y de sus titulares 

reales y los datos identificativos de los representantes o autorizados y cualesquiera otras personas con 

poderes de disposición. La información de los productos a declarar incluirá en todo caso la 

numeración que los identifique, el tipo de producto declarado y las fechas de apertura y de 

cancelación. En el caso de las cajas de seguridad se incluirá la duración del periodo de 

arrendamiento. Reglamentariamente se podrán determinar otros datos de identificación que deban 

ser declarados. 

2. Los datos declarados serán incluidos en un fichero de titularidad pública, denominado Fichero de 

Titularidades Financieras, del cual será responsable la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a 

la Empresa. 

El Servicio Ejecutivo de la Comisión, como encargado del tratamiento, determinará, con arreglo a lo 

establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en el Reglamento (UE) 2016/679 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, las características técnicas del fichero, 

pudiendo aprobar las instrucciones pertinentes. 

El tratamiento de los datos personales contenidos en el Fichero de Titularidades Financieras por el 

Servicio Ejecutivo de la Comisión se regirá por lo establecido en el artículo 28.3 del Reglamento (UE) 

2016/679, de 27 de abril de 2016. El Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá utilizar la información 

obrante en el mismo para el ejercicio de sus competencias. 

3. Con ocasión de la investigación de delitos relacionados con el blanqueo de capitales o la 

financiación del terrorismo, podrán acceder al Fichero de Titularidades Financieras los órganos 

jurisdiccionales con competencias en la investigación de estos delitos, el Ministerio Fiscal y la Fiscalía 

Europea en el ejercicio de sus competencias, así como: 

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y las Policías Autonómicas con competencias 

estatutariamente asumidas para la investigación de los delitos graves. 

Los organismos de recuperación de activos, incluida la Oficina de Recuperación y Gestión de 

Activos, podrán acceder al Fichero cuando les haya sido encomendada la localización de activos 

por los órganos judiciales o fiscalías, así como en la realización de sus funciones de intercambio de 

información con otras oficinas análogas de la Unión Europea o instituciones de terceros Estados cuyo 

fin sea el embargo o decomiso en el marco de un procedimiento penal y se trate de delitos 

relacionados con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 509 

La Secretaría de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo podrá 

acceder al Fichero en el marco de las competencias que tiene atribuidas en materia de bloqueo de 

los saldos, cuentas y posiciones, incluidos los bienes depositados en cajas de seguridad abiertas por 

personas o entidades vinculadas a organizaciones terroristas, en virtud de los artículos 1 y 2 de la Ley 

12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo, y del Reglamento 

de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, aprobado por el Real 

Decreto 413/2015, de 29 de mayo. 

El Centro Nacional de Inteligencia podrá acceder a los datos declarados en el Fichero de 

Titularidades Financieras para el cumplimiento de las funciones que tiene asignadas en su normativa 

reguladora. 

La Agencia Estatal de Administración Tributaria podrá acceder al Fichero de Titularidades Financieras 

para el ejercicio de sus competencias en materia de prevención y lucha contra el fraude, en los 

términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en el artículo 7.3 bis del 

Reglamento (UE, Euratom) n.º 883/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de septiembre 

de 2013, relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude. 

Igual acceso dispondrán las Haciendas Forales para la mencionada finalidad. 

Toda petición de acceso a los datos del Fichero de Titularidades Financieras habrá de realizarse a 

través de los respectivos puntos únicos de acceso que deberán asignarse a todas las autoridades 

anteriormente señaladas y deberá ser adecuadamente motivada por el órgano requirente, que será 

responsable de la regularidad del requerimiento. En ningún caso podrá requerirse el acceso al 

Fichero para finalidades distintas de las previstas en este artículo. Los accesos quedarán registrados 

y los datos de los registros se conservarán por un plazo de 5 años. 

4. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a la Agencia Española de Protección de 

Datos y al Consejo General del Poder Judicial en relación con los tratamientos con fines 

jurisdiccionales realizados por los órganos judiciales, un miembro del Ministerio Fiscal designado por 

el Fiscal General del Estado, de conformidad con los trámites previstos en el Estatuto Orgánico del 

Ministerio Fiscal, y que durante el ejercicio de esta actividad no se encuentre desarrollando su función 

en alguno de los órganos del Ministerio Fiscal encargados de la persecución de los delitos de 

blanqueo de capitales o financiación del terrorismo, velará por el uso adecuado del fichero, a cuyos 

efectos podrá requerir, con posterioridad a cualquier acceso, justificación completa de los motivos 

del mismo. 

CAPÍTULO VII 

De la organización institucional 

Artículo 44 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 

1. El impulso y coordinación de la ejecución de la presente Ley corresponderá a la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, dependiente de la Secretaría de 

Estado de Economía. 

2. Serán funciones de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 

Monetarias las siguientes: 

a) Dirigir e impulsar las actividades de prevención de la utilización del sistema financiero o de otros 

sectores de actividad económica para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, así 
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como de prevención de las infracciones administrativas de la normativa sobre transacciones 

económicas con el exterior. 

b) Colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, coordinando las actividades de 

investigación y prevención llevadas a cabo por los restantes órganos de las Administraciones 

Públicas que tengan atribuidas competencias en las materias señaladas en la letra precedente. 

c) Garantizar el más eficaz auxilio en estas materias a los órganos judiciales, al Ministerio Fiscal y a 

la Policía Judicial. 

d) Nombrar al Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión. El nombramiento se realizará a 

propuesta del Presidente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 

Monetarias, previa consulta con el Banco de España. 

e) Aprobar, previa consulta con el Banco de España, el presupuesto del Servicio Ejecutivo de la 

Comisión. 

f) Orientar de forma permanente la actuación del Servicio Ejecutivo de la Comisión y aprobar su 

estructura organizativa y directrices de funcionamiento. 

g) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, de los 

órganos de supervisión de las entidades financieras, el Plan Anual de Inspección de los sujetos 

obligados, que tendrá carácter reservado. 

h) Formular requerimientos a los sujetos obligados en el ámbito del cumplimiento de las 

obligaciones de la presente Ley. 

i) Servir de cauce de colaboración entre la Administración Pública y las organizaciones 

representativas de los sujetos obligados en las materias y ámbitos de actuación regulados en esta 

Ley. 

j) Aprobar orientaciones y guías de actuación para los sujetos obligados. 

k) Informar los proyectos de disposiciones que regulen aspectos relacionados con la presente Ley. 

l) Elevar al Ministro de Economía y Hacienda las propuestas de sanción cuya adopción 

corresponda a éste o al Consejo de Ministros. 

m) Acordar con los órganos supervisores de las entidades financieras, mediante la firma de los 

oportunos convenios, la coordinación de sus actuaciones con las del Servicio Ejecutivo de la 

Comisión en materia de supervisión e inspección del cumplimiento de las obligaciones impuestas a 

tales entidades en esta Ley, con objeto de asegurar la eficiencia en la realización de sus cometidos. 

En dichos convenios se podrá prever que, sin perjuicio de las competencias de supervisión e 

inspección del Servicio Ejecutivo, los citados órganos supervisores ejerzan funciones de supervisión 

del cumplimiento de las obligaciones establecidas en los Capítulos II, III y IV de esta Ley con respecto 

a los sujetos obligados y asuman la función de efectuar recomendaciones, así como proponer 

requerimientos a formular por el Comité Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 

Capitales e Infracciones Monetarias. 

n) Elaborar, publicar y comunicar a la Comisión Europea las estadísticas anuales sobre blanqueo 

de capitales y financiación del terrorismo en los términos y con los contenidos establecidos por las 

instituciones europeas. A tal efecto, deberán prestarle su colaboración todos los órganos con 

competencias en la materia, en particular, la Comisión Nacional de Estadística Judicial facilitará los 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 511 

datos estadísticos sobre procesos judiciales que tengan por objeto delitos de blanqueo de capitales 

o de financiación del terrorismo. 

ñ) Adoptar y actualizar el análisis nacional de riesgos de blanqueo de capitales y de financiación 

del terrorismo en los términos que establezcan las autoridades europeas, teniendo en consideración 

la Evaluación Supranacional de Riesgos de la Unión Europea y la Estrategia de Seguridad Nacional. 

o) Las demás funciones que le atribuyan las disposiciones legales vigentes. 

3. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias estará presidida 

por el Secretario de Estado de Economía y tendrá la composición que reglamentariamente se 

establezca. Contará, en todo caso, con la adecuada representación del Ministerio Fiscal, de los 

Ministerios e instituciones con competencias en la materia, de los órganos supervisores de las 

entidades financieras, así como de las Comunidades Autónomas con competencias para la 

protección de personas y bienes y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana. 

La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias podrá actuar en 

Pleno o a través de un Comité Permanente que, con la composición que se determine 

reglamentariamente y presidido por el Director General del Tesoro y Política Financiera, ejercerá las 

funciones previstas en las letras f), g) y h) del apartado precedente, o cualesquiera otras que el Pleno 

le delegue expresamente. La asistencia al Pleno de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 

Capitales e Infracciones Monetarias y a su Comité Permanente será personal y no delegable. 

Reglamentariamente, podrán establecerse otros Comités dependientes de la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. 

4. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la Comisión de 

Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo se prestarán la máxima colaboración para 

el ejercicio de sus respectivas competencias. 

Artículo 45 

Órganos de apoyo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 

Monetarias 

1. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias llevará a cabo su 

cometido con el apoyo de la Secretaría de la Comisión y del Servicio Ejecutivo de la Comisión. 

2. La Secretaría de la Comisión será desempeñada por la unidad orgánica, con rango al menos de 

subdirección general, de las existentes en la Secretaría de Estado de Economía, que 

reglamentariamente se determine. Quien dirija dicha unidad orgánica ostentará, con carácter nato, 

el cargo de Secretario de la Comisión y de sus Comités. 

Corresponderá a la Secretaría de la Comisión, entre otras funciones, instruir los procedimientos 

sancionadores a que hubiere lugar por infracción de las obligaciones previstas en esta Ley, así como 

formular al Comité Permanente la correspondiente propuesta de resolución. Asimismo, la Secretaría 

de la Comisión dirigirá a los sujetos obligados los requerimientos del Comité Permanente y dará 

cuenta al mismo del cumplimiento de dichos requerimientos. 

3. El Servicio Ejecutivo de la Comisión es un órgano dependiente, orgánica y funcionalmente, de la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, la cual, a través de su 

Comité Permanente, orientará de forma permanente su actuación y aprobará sus directrices de 

funcionamiento. 
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Las competencias relativas al régimen económico, presupuestario y de contratación del Servicio 

Ejecutivo de la Comisión serán ejercidas por el Banco de España de acuerdo con su normativa 

específica, suscribiéndose, a estos efectos, el oportuno convenio con la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. 

Los empleados del Banco de España destinados en el Servicio Ejecutivo de la Comisión mantendrán 

su relación laboral con el Banco de España, dependerán funcionalmente del Servicio Ejecutivo, y se 

regirán por la normativa que regule el régimen de personal del Banco de España. 

El presupuesto del Servicio Ejecutivo, tras su aprobación por la Comisión de Prevención del Blanqueo 

de Capitales e Infracciones Monetarias, se integrará, con la debida separación, en la propuesta de 

presupuesto de gastos de funcionamiento e inversiones a que se refiere el artículo 4.2 de la Ley 

13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del Banco de España. Los gastos que contra el citado 

presupuesto hayan de realizarse serán atendidos por el Banco de España que se resarcirá de ellos en 

la forma que se señala en el apartado 5 de este artículo. 

4. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las Fuerzas y 

Cuerpos de la Seguridad y a otros Servicios de la Administración, ejercerá las siguientes funciones: 

a) Prestar el necesario auxilio a los órganos judiciales, al Ministerio Fiscal, a la Policía Judicial y a 

los órganos administrativos competentes. 

b) Elevar a los órganos e instituciones señalados en la letra precedente las actuaciones de las 

que se deriven indicios racionales de delito o, en su caso, infracción administrativa. 

c) Recibir las comunicaciones previstas en los artículos 18 y 20. 

d) Analizar la información recibida y darle el cauce que en cada caso proceda. 

e) Ejecutar las órdenes y seguir las orientaciones dictadas por la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o por su Comité Permanente, así como elevarle 

los informes que solicite. 

f) Supervisar e inspeccionar el cumplimiento de las obligaciones de los sujetos obligados 

establecidas en esta Ley, de conformidad con lo previsto en el artículo 47. 

g) Efectuar recomendaciones a los sujetos obligados orientadas a la mejora de las medidas de 

control interno. 

h) Proponer al Comité Permanente la formulación de requerimientos a los sujetos obligados. 

i) Informar, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, en los procedimientos 

de creación de entidades financieras sobre la adecuación de las medidas de control interno 

previstas en el programa de actividades. 

j) Informar, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, en los procedimientos 

de evaluación cautelar de las adquisiciones y de los incrementos de participaciones en el sector 

financiero. 

k) Las demás previstas en esta Ley o que le atribuyan las disposiciones legales vigentes. 

5. El Banco de España, por los gastos que realice al amparo del presupuesto aprobado por la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, formará una cuenta 

que, debidamente justificada, remitirá a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera. La 
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citada Dirección, una vez comprobada dicha cuenta, la abonará al Banco de España con cargo al 

concepto no presupuestario que a estos efectos cree la Intervención General de la Administración 

del Estado. 

El saldo que presente el citado concepto será regularizado con cargo a los beneficios que el Banco 

de España ingresa anualmente en el Tesoro Público. 

6. La responsabilidad patrimonial del Estado por la actuación de los órganos de la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias será exigible, en su caso, ante el 

Ministro de Economía y Hacienda en los términos establecidos por la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común. 

Artículo 46 

Informes de inteligencia financiera 

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión analizará la información recibida de los sujetos obligados o de 

otras fuentes, remitiendo, en tiempo oportuno, si apreciara la existencia de indicios o certeza de 

blanqueo de capitales, delitos subyacentes conexos o de financiación del terrorismo, o a petición 

de las autoridades competentes, el correspondiente informe de inteligencia financiera al Ministerio 

Fiscal o a los órganos judiciales, policiales o administrativos competentes. En ejercicio de sus funciones 

de inteligencia financiera, será independiente y autónomo en el plano operativo, con autoridad y 

capacidad para desempeñar sus funciones libremente, pudiendo decidir de forma autónoma 

analizar, pedir y transmitir información específica. 

La información y documentación de que disponga el Servicio Ejecutivo de la Comisión y los informes 

de inteligencia financiera tendrán carácter confidencial, debiendo guardar reserva sobre los mismos 

toda autoridad o funcionario que acceda a su contenido. En particular, no será en ningún caso 

objeto de revelación la identidad de los analistas que hayan intervenido en la elaboración de los 

informes de inteligencia financiera ni la de los empleados, directivos o agentes que hubieran 

comunicado la existencia de indicios a los órganos de control interno del sujeto obligado. 

Los informes de inteligencia financiera no tendrán valor probatorio y no podrán ser incorporados 

directamente a las diligencias judiciales o administrativas. 

2. Los órganos destinatarios de los informes de inteligencia financiera informarán periódicamente al 

Servicio Ejecutivo de la Comisión sobre el destino dado a los mismos. La Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias podrá acordar con los órganos destinatarios un 

procedimiento de valoración de los informes de inteligencia financiera. 

El Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá informar a los sujetos obligados respecto del curso dado a 

las comunicaciones. La información que el Servicio Ejecutivo de la Comisión facilite a los sujetos 

obligados tendrá carácter confidencial, debiendo sus receptores guardar la debida reserva. 

El Servicio Ejecutivo de la Comisión valorará la calidad de las comunicaciones realizadas de 

conformidad con el artículo 18, notificando periódicamente dicha valoración a los órganos de 

administración o dirección de los sujetos obligados. 
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Artículo 47 

Supervisión e Inspección 

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión supervisará el cumplimiento de las obligaciones establecidas 

en la presente ley, ajustando su actuación, respecto de las entidades financieras, a los convenios 

suscritos al amparo del artículo 44. 

La supervisión se podrá extender a aquellos sujetos que han sido objeto de una exención de 

conformidad con lo previsto en el artículo 2.3 de esta ley, a los efectos de determinar que dichas 

exenciones no han sido utilizadas de manera abusiva. 

En todo caso, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá practicar respecto de cualesquiera sujetos 

obligados bien individualmente, bien respecto de sus grupos, las actuaciones inspectoras necesarias 

para comprobar el cumplimiento de las obligaciones relacionadas con las funciones que tiene 

asignadas. En el supuesto de grupos que incluyan filiales y sucursales en el extranjero, el Servicio 

Ejecutivo de la Comisión podrá supervisar la idoneidad de las políticas y procedimientos aplicados 

por la matriz a sus filiales y sucursales. 

2. Las actuaciones inspectoras del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, las de 

los órganos supervisores de las entidades financieras, serán objeto de un plan anual orientativo que 

aprobará la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, sin 

perjuicio de que por el Comité Permanente pueda acordarse motivadamente la realización de 

actuaciones inspectoras adicionales. 

El Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, los órganos supervisores de las entidades 

financieras, informarán motivadamente a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias con carácter anual de las actuaciones que, incluidas en el Plan del ejercicio 

anterior, no hayan podido, en su caso, realizarse. 

3. La acción supervisora y los planes anuales aprobados se elaborarán con un enfoque basado en 

el riesgo supervisor, que determinará el tipo, intensidad y periodicidad de la supervisión. 

El perfil de riesgo de las entidades obligadas, incluidos los riesgos de incumplimiento, será revisado 

periódicamente, y en todo caso cuando se produzcan acontecimientos o novedades importantes 

en la gestión y el funcionamiento. 

El proceso supervisor podrá incluir la revisión de los análisis de riesgo realizados por los sujetos 

obligados y la adecuación de las políticas internas, controles y procedimientos a los resultados de 

este análisis. 

4. Los sujetos obligados, sus empleados, directivos y agentes, prestarán la máxima colaboración al 

personal del Servicio Ejecutivo de la Comisión, facilitando sin restricción alguna cuanta información 

o documentación se les requiera, incluidos libros, asientos contables, registros, programas 

informáticos, archivos en soporte magnético, comunicaciones internas, actas, declaraciones 

oficiales, y cualesquiera otros relacionados con las materias sujetas a inspección. 

5. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los órganos supervisores a que se refiere el artículo 44, 

remitirán el correspondiente informe de inspección a la Secretaría de la Comisión, que propondrá lo 

que resulte procedente al Comité Permanente. Asimismo, el Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los 

órganos supervisores a que se refiere el artículo 44, podrán proponer al Comité Permanente, la 

adopción de requerimientos instando al sujeto obligado a adoptar las medidas correctoras que se 

estimen necesarias. 
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6. Los informes de inspección del Servicio Ejecutivo de la Comisión o de los órganos supervisores 

tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus derechos o intereses 

puedan aportar los interesados. 

7. El Servicio Ejecutivo de la Comisión notificará al sujeto obligado las conclusiones de la inspección 

en el plazo máximo de un año contado desde la cumplimentación íntegra por parte del sujeto 

obligado del primer requerimiento de información. El plazo podrá ser ampliado en seis meses 

adicionales por acuerdo motivado del Director del Servicio Ejecutivo cuando la inspección revista 

particular complejidad o su prolongación resulte imputable al sujeto obligado. 

Artículo 48 

Régimen de colaboración 

1. Toda autoridad o funcionario que descubra hechos que puedan constituir indicio o prueba de 

blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, ya sea durante las inspecciones efectuadas 

a las entidades objeto de supervisión, o de cualquier otro modo, deberá informar de ello al Servicio 

Ejecutivo de la Comisión. Sin perjuicio de la posible responsabilidad penal, el incumplimiento de esta 

obligación por los funcionarios públicos que no sean sujetos obligados conforme al artículo 2 se 

sancionará disciplinariamente con arreglo a la legislación específica que les sea de aplicación. La 

obligación señalada en este apartado se extenderá igualmente a la información que la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo requieran 

en el ejercicio de sus competencias. 

2. El Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, la Dirección General de 

Seguros y Fondos de Pensiones, la Dirección General de los Registros y del Notariado, el Instituto de 

Contabilidad y Auditoría de Cuentas, los colegios profesionales y los órganos estatales o autonómicos 

competentes, según corresponda, informarán razonadamente a la Secretaría de la Comisión 

cuando en el ejercicio de su labor inspectora o supervisora aprecien posibles infracciones de las 

obligaciones establecidas en esta ley. 

3. Los órganos judiciales, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, remitirán testimonio a la Secretaría 

de la Comisión cuando en el curso del proceso aprecien indicios de incumplimiento de la presente 

ley que no sean constitutivos de delito. 

4. Cuando ejerza sus funciones en relación con entidades financieras sometidas a legislación 

especial, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá recabar del Banco de España, la Comisión 

Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, según 

corresponda, toda la información y colaboración precisas para llevarlas a cabo. Igualmente, el 

Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros 

y Fondos de Pensiones podrán recabar información de que disponga el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión en sus funciones de autoridad supervisora. 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en apartado 4, el Servicio Ejecutivo de la Comisión tendrá acceso 

directo a la información estadística sobre movimientos de capitales y transacciones económicas con 

el exterior comunicada al Banco de España con arreglo a lo dispuesto en la legislación aplicable a 

tales operaciones. Asimismo, las entidades gestoras y la Tesorería General de la Seguridad Social 

deberán ceder los datos de carácter personal y la información que hubieran obtenido en el ejercicio 

de sus funciones a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, 

a requerimiento de su Servicio Ejecutivo, en el ejercicio de las competencias que esta ley le atribuye. 
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Artículo 48 bis 

Cooperación internacional 

1. La Secretaría de la Comisión, el Servicio Ejecutivo de la Comisión o, en caso de convenio, el Banco 

de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos 

de Pensiones, cooperarán por propia iniciativa o previa solicitud, en tiempo oportuno y 

gratuitamente, con otras autoridades competentes de la Unión Europea siempre que sea necesario 

para llevar a cabo las funciones establecidas en esta ley, haciendo uso, a tal fin, de todas las 

facultades que la misma les atribuye y sin imponer condiciones indebidamente restrictivas. En el 

marco de esta cooperación se facilitará a la Autoridad Bancaria Europea la información necesaria 

para permitirle llevar a cabo sus obligaciones en materia de prevención del blanqueo de capitales 

y de la financiación del terrorismo. Este intercambio de información estará sometido al deber de 

secreto profesional previsto en el artículo 49.1 de la ley. 

2. En el caso de autoridades competentes de terceros países no miembros de la Unión Europea, la 

cooperación e intercambio de información se condicionará a lo dispuesto en los Convenios y 

Tratados Internacionales o, en su caso, al principio general de reciprocidad, así como al sometimiento 

de dichas autoridades extranjeras a las mismas obligaciones de secreto profesional que rigen para 

las españolas. 

3. El intercambio de información del Servicio Ejecutivo de la Comisión con Unidades de Inteligencia 

Financiera de Estados de la Unión Europea se realizará de conformidad con lo dispuesto en los 

artículos 51 a 57 de la Directiva 2015/849, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 

2015 relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para la prevención del blanqueo 

de capitales o la financiación del terrorismo. 

4. El intercambio de información del Servicio Ejecutivo de la Comisión con Unidades de Inteligencia 

Financiera de terceros países no miembros de la Unión Europea se realizará de acuerdo con los 

principios del Grupo Egmont o en los términos del correspondiente memorando de entendimiento. 

Los memorandos de entendimiento con Unidades de Inteligencia Financiera serán suscritos por el 

Director del Servicio Ejecutivo, previa autorización de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 

Capitales e Infracciones Monetarias, debiendo contar con el previo informe favorable de la Agencia 

Española de Protección de Datos. 

5. La Secretaría de la Comisión, el Servicio Ejecutivo de la Comisión o los órganos supervisores a que 

se refiere el artículo 44 podrán utilizar la información recibida únicamente para los fines para los que 

las autoridades cedentes hayan dado su consentimiento. Esta información no será transmitida a otros 

organismos o personas físicas y jurídicas sin el consentimiento expreso de las autoridades 

competentes que la hayan divulgado. 

6. A requerimiento de la Unidad de Inteligencia Financiera de otro Estado miembro de la Unión 

Europea, el Servicio Ejecutivo de la Comisión estará facultado para suspender una transacción en 

curso, cuando concurran indicios de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo a fin de 

que por parte de la Unidad de Inteligencia Financiera requirente se proceda a analizar la 

transacción, confirmar la sospecha y comunicar los resultados del análisis a las autoridades 

competentes. En los casos de suspensión por indicios de financiación de terrorismo, informará a la 

Secretaría de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo cuando exista 

la previa autorización de la Unidad de Inteligencia Financiera requirente. 

La suspensión se acordará bajo la responsabilidad de la Unidad de Inteligencia Financiera requirente 

y será efectiva por un periodo máximo de un mes. Transcurrido dicho plazo, cesará la suspensión 

salvo que fuera ratificada o prorrogada judicialmente a solicitud del Ministerio Fiscal. 
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Artículo 49 

Deber de secreto 

1. Todas las personas que desempeñen o hayan desempeñado una actividad para la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o para cualquiera de sus órganos y 

hayan tenido conocimiento de sus actuaciones o de datos de carácter reservado están obligadas 

a mantener el debido secreto. El incumplimiento de esta obligación determinará las 

responsabilidades previstas por las leyes. Estas personas no podrán publicar, comunicar o exhibir 

datos o documentos reservados, ni siquiera después de haber cesado en el servicio, salvo permiso 

expreso otorgado por la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 

Monetarias. 

2. Los datos, documentos e informaciones que obren en poder de la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o de cualquiera de sus órganos en virtud de 

cuantas funciones les encomiendan las leyes tendrán carácter reservado y no podrán ser divulgados 

salvo en los siguientes supuestos: 

a) La difusión, publicación o comunicación de los datos cuando el implicado lo consienta 

expresamente. 

b) La publicación de datos agregados a fines estadísticos, o las comunicaciones en forma 

sumaria o agregada, de manera que las personas o sujetos implicados no puedan ser identificados 

ni siquiera indirectamente. 

c) La aportación de información a requerimiento de las comisiones parlamentarias de 

investigación. 

d) La aportación de información a requerimiento del Ministerio Fiscal y de las autoridades 

judiciales o administrativas que, en virtud de lo establecido en normas con rango de ley, estén 

facultadas a tales efectos. En tales casos, la autoridad requirente invocará expresamente el 

precepto legal que habilite la petición de información, siendo responsable de la regularidad del 

requerimiento. 

e) La solicitud de informes o los requerimientos de información por la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o por sus órganos de apoyo, sin perjuicio del deber 

de reserva de la persona o entidad a la que se solicite el informe o se requiera la información. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el intercambio 

de información entre el Servicio Ejecutivo de la Comisión y la Administración tributaria se realizará 

preferentemente en la forma que se determine mediante convenio suscrito entre la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria. 

La Secretaria de la Comisión podrá facilitar a la Administración tributaria y a las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad la información con relevancia tributaria o policial. 

3. Las autoridades, personas o entidades públicas que reciban información de carácter reservado 

procedente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o 

de sus órganos de apoyo quedarán, asimismo, sujetas al deber de secreto regulado en el presente 

artículo, debiendo adoptar las medidas pertinentes que garanticen la reserva, y no podrán utilizarla 

sino en el marco del cumplimiento de las funciones que tengan legalmente atribuidas. 
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CAPÍTULO VIII 

Del régimen sancionador 

Artículo 50 

Clases de infracciones 

Las infracciones administrativas previstas en esta Ley se clasificarán en muy graves, graves y leves. 

Artículo 51 

Infracciones muy graves 

1. Constituirán infracciones muy graves las siguientes: 

a) El incumplimiento del deber de comunicación previsto en el artículo 18, cuando algún directivo 

o empleado del sujeto obligado hubiera puesto de manifiesto internamente la existencia de indicios 

o la certeza de que un hecho u operación estaba relacionado con el blanqueo de capitales o la 

financiación del terrorismo. 

b) El incumplimiento de la obligación de colaboración establecida en el artículo 21 cuando 

medie requerimiento escrito de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 

Monetarias. 

c) El incumplimiento de la prohibición de revelación establecida en el artículo 24 o del deber de 

reserva previsto en los artículos 46.2 y 49.2.e). 

d) La resistencia u obstrucción a la labor inspectora, siempre que medie requerimiento del 

personal actuante expreso y por escrito al respecto. 

e) El incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas correctoras comunicadas por 

requerimiento del Comité Permanente a las que se alude en los artículos 26.5, 31.2, 44.2 y 47.5 

cuando concurra una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimiento. 

f) La comisión de una infracción grave cuando durante los cinco años anteriores hubiera sido 

impuesta al sujeto obligado sanción firme en vía administrativa por el mismo tipo de infracción. 

g) El incumplimiento de las medidas de suspensión acordadas por el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión de conformidad con el artículo 48 bis.6. 

2. En los términos previstos por los Reglamentos comunitarios que establezcan medidas restrictivas 

específicas de conformidad con los artículos 60, 301 o 308 del Tratado Constitutivo de la Comunidad 

Europea, constituirán infracciones muy graves de la presente Ley las siguientes: 

a) El incumplimiento doloso de la obligación de congelar o bloquear los fondos, activos 

financieros o recursos económicos de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos designados. 

b) El incumplimiento doloso de la prohibición de poner fondos, activos financieros o recursos 

económicos a disposición de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos designados. 
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Artículo 52 

Infracciones graves 

1. Constituirán infracciones graves las siguientes: 

a) El incumplimiento de obligaciones de identificación formal, en los términos del artículo 3. 

b) El incumplimiento de las obligaciones de identificación e información del titular real, en los 

términos de los artículos 4, 4 bis y 4 ter. 

c) El incumplimiento de la obligación de obtener información sobre el propósito e índole de la 

relación de negocios, en los términos del artículo 5. 

d) El incumplimiento de la obligación de aplicar medidas de seguimiento continuo a la relación 

de negocios, en los términos del artículo 6. 

e) El incumplimiento de la obligación de aplicar medidas de diligencia debida a los clientes 

existentes, en los términos del artículo 7.2 y de la Disposición transitoria séptima. 

f) El incumplimiento de la obligación de aplicar medidas reforzadas de diligencia debida, en los 

términos de los artículos 11 a 16. 

g) El incumplimiento de la obligación de examen especial, en los términos del artículo 17. 

h) El incumplimiento de la obligación de comunicación por indicio, en los términos del artículo 18, 

cuando no deba calificarse como infracción muy grave. 

i) El incumplimiento de la obligación de abstención de ejecución, en los términos del artículo 19. 

j) El incumplimiento de la obligación de comunicación sistemática, en los términos del artículo 20. 

k) El incumplimiento de la obligación de colaboración establecida en el artículo 21 cuando medie 

requerimiento escrito de uno de los órganos de apoyo de la Comisión de Prevención del Blanqueo 

de Capitales e Infracciones Monetarias. 

l) El incumplimiento de la obligación de conservación de documentos, en los términos del artículo 

25. 

m) El incumplimiento de la obligación de aprobar por escrito y aplicar políticas y procedimientos 

adecuados de control interno en los términos de los artículos 26 y 26 bis, incluida la aprobación por 

escrito y aplicación de una política expresa de admisión de clientes. 

n) El incumplimiento de la obligación de comunicar al Servicio Ejecutivo de la Comisión la 

propuesta de nombramiento del representante del sujeto obligado, o la negativa a atender los 

reparos u observaciones formulados, en los términos del artículo 26 ter. 

ñ) El incumplimiento de la obligación de establecer órganos adecuados de control interno, con 

inclusión, en su caso, de las unidades técnicas, que operen en los términos previstos en el artículo 26 

ter. 

o) El incumplimiento de la obligación de dotar al representante ante el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión y al órgano de control interno de los recursos materiales, humanos y técnicos necesarios 

para el ejercicio de sus funciones. 
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p) El incumplimiento de la obligación de aprobar y mantener a disposición del Servicio Ejecutivo 

de la Comisión un manual adecuado y actualizado de prevención del blanqueo de capitales y de 

la financiación del terrorismo, en los términos del artículo 26.5. 

q) El incumplimiento de la obligación de examen externo, en los términos del artículo 28. 

r) El incumplimiento de la obligación de formación de empleados, en los términos del artículo 29. 

s) El incumplimiento de la obligación de adoptar por parte del sujeto obligado las medidas 

adecuadas para mantener la confidencialidad sobre la identidad de los empleados, directivos o 

agentes que hayan realizado una comunicación a los órganos de control interno, en los términos del 

artículo 30.1. 

t) El incumplimiento de la obligación de aplicar respecto de las sucursales y filiales con 

participación mayoritaria situadas en terceros países las medidas previstas en el artículo 31. 

u) El incumplimiento de la obligación de aplicar sanciones o contramedidas financieras 

internacionales, en los términos del artículo 42. 

v) El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 43 de declarar la apertura, 

modificación o cancelación de cuentas corrientes, cuentas de ahorro, depósitos, cuentas de pago 

y contratos de alquiler de cajas de seguridad, así como de declarar y mantener actualizados los 

datos de los intervinientes. 

w) El incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas correctoras comunicadas por 

requerimiento del Comité Permanente a las que se alude en los artículos 26.5, 31.2, 44.2 y 47.5 

cuando no concurra una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimiento. 

x) El establecimiento o mantenimiento de relaciones de negocio o la ejecución de operaciones 

prohibidas. 

y) La resistencia u obstrucción a la labor inspectora cuando no haya mediado requerimiento del 

personal actuante expreso y por escrito al respecto. 

2. Salvo que concurran indicios o certeza de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, 

las infracciones tipificadas en las letras a), b), c), d), e), f) y l) del apartado anterior podrán ser 

calificadas como leves cuando el incumplimiento del sujeto obligado deba considerarse como 

meramente ocasional o aislado a la vista del porcentaje de incidencias de la muestra de 

cumplimiento. 

3. Constituirán infracciones graves de la presente Ley: 

a) El incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios de pago, en los 

términos del artículo 34. 

b) El incumplimiento por fundaciones o asociaciones de las obligaciones establecidas en el 

artículo 39. 

c) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 41, salvo que deba calificarse 

como muy grave de conformidad con el artículo 51.1.b). 

4. En los términos previstos por los Reglamentos comunitarios que establezcan medidas restrictivas 

específicas de conformidad con los artículos 60, 301 o 308 del Tratado Constitutivo de la Comunidad 

Europea, constituirán infracciones graves de la presente Ley: 
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a) El incumplimiento de la obligación de congelar o bloquear los fondos, activos financieros o 

recursos económicos de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos designados, cuando no 

deba calificarse como infracción muy grave. 

b) El incumplimiento de la prohibición de poner fondos, activos financieros o recursos económicos 

a disposición de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos designados, cuando no deba 

calificarse como infracción muy grave. 

c) El incumplimiento de las obligaciones de comunicación e información a las autoridades 

competentes establecidas específicamente en los Reglamentos comunitarios. 

5. Constituirán infracciones graves de la presente ley el incumplimiento de las obligaciones 

establecidas en los artículos 4 a 14 y 16 del Reglamento (UE) 2015/847 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativo a la información que acompaña a las transferencias de 

fondos y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1781/2006. 

Artículo 53 

Infracciones leves 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52.2, constituirán infracciones leves aquellos 

incumplimientos de obligaciones establecidas específicamente en la presente Ley que no 

constituyan infracción muy grave o grave conforme a lo previsto en los dos artículos precedentes. 

Artículo 54 

Responsabilidad de administradores y directivos 

Además de la responsabilidad que corresponda al sujeto obligado aun a título de simple 

inobservancia, quienes ejerzan en el mismo cargos de administración o dirección, sean unipersonales 

o colegiados, serán responsables de las infracciones cuando éstas sean imputables a su conducta 

dolosa o negligente. 

Artículo 55 

Exigibilidad de la responsabilidad administrativa 

La responsabilidad administrativa por infracción de la presente Ley será exigible aun cuando con 

posterioridad al incumplimiento el sujeto obligado hubiera cesado en su actividad o hubiera sido 

revocada su autorización administrativa para operar. 

En el caso de sociedades disueltas, los antiguos socios responderán solidariamente de las sanciones 

administrativas pecuniarias impuestas hasta el límite de lo que hubieran recibido como cuota de 

liquidación, sin perjuicio de la responsabilidad de los directivos, administradores o liquidadores. 

Artículo 56 

Sanciones por infracciones muy graves 

1. Por la comisión de infracciones muy graves se podrán imponer las siguientes sanciones: 

a) Multa cuyo importe mínimo será de 150.000 euros y cuyo importe máximo ascenderá hasta la 

mayor de las siguientes cifras: el 10 por ciento del volumen de negocios anual total del sujeto 

obligado, el duplo del contenido económico de la operación, el quíntuplo del importe de los 
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beneficios derivados de la infracción, cuando dichos beneficios puedan determinarse o 10.000.000 

euros. 

b) Amonestación pública. 

c) Tratándose de entidades sujetas a autorización administrativa para operar, la suspensión 

temporal o revocación de ésta. 

La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con alguna de las previstas en las letras b) o c). 

2. Si el sujeto obligado sancionado es una empresa matriz o una filial de una empresa matriz que 

tenga que establecer cuentas financieras consolidadas de conformidad con el artículo 22 de la 

Directiva 2013/34/UE, el volumen de negocios total a considerar para el cálculo de la sanción 

máxima a imponer, será el volumen de negocios anual total o el tipo de ingreso correspondiente, 

conforme a las Directivas sobre contabilidad pertinentes, según la cuenta consolidada más reciente 

disponible, aprobada por el órgano de gestión de la empresa matriz. 

3. Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de infracciones 

muy graves, se podrán imponer una o varias de las siguientes sanciones a quienes, ejerciendo en el 

mismo cargos de administración o dirección, fueran responsables de la infracción: 

a) Multa a cada uno de ellos por importe de entre 60.000 y 10.000.000 euros. 

b) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer cargos de administración o dirección en 

cualquier entidad de las sujetas a esta ley por un plazo máximo de diez años. 

c) Amonestación pública. 

La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, podrá aplicarse 

simultáneamente con alguna de las previstas en las letras b) o c). 

4. En todos los casos, las sanciones impuestas irán acompañadas de un requerimiento al infractor 

para que ponga fin a su conducta y se abstenga de repetirla. 

5. Acordada la imposición de una sanción de amonestación pública, cuando se determine que 

aquélla pueda perjudicar una investigación en marcha o poner en peligro la estabilidad de los 

mercados financieros, la autoridad competente para resolver podrá: 

a) retrasar la publicación hasta el momento en que cesen los motivos que justificaron la 

suspensión; 

b) acordar la no publicación de la sanción de forma definitiva, cuando la estabilidad de los 

mercados financieros no pueda garantizarse. 

Artículo 57 

Sanciones por infracciones graves 

1. Por la comisión de infracciones graves se podrán imponer las siguientes sanciones: 

a) Multa cuyo importe mínimo será de 60.000 euros y cuyo importe máximo podrá ascender hasta 

la mayor de las siguientes cifras: el 10 por ciento del volumen de negocios anual total del sujeto 

obligado, el tanto del contenido económico de la operación, más un 50 por ciento, el triple del 
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importe de los beneficios derivados de la infracción, cuando dichos beneficios puedan 

determinarse, o 5.000.000 euros. A los efectos del cálculo del volumen de negocios anual, será de 

aplicación lo dispuesto en el artículo 56.2. 

b) Amonestación pública. 

c) Amonestación privada. 

d) Tratándose de entidades sujetas a autorización administrativa para operar, la suspensión 

temporal de ésta. 

La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con una de las previstas en las letras b) a d). 

2. Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de infracciones 

graves, se podrán imponer las siguientes sanciones a quienes, ejerciendo en el mismo cargos de 

administración o dirección, o la función de experto externo, fueran responsables de la infracción: 

a) Multa a cada uno de ellos por un importe mínimo de 3.000 euros y máximo de hasta 5.000.000 

euros. 

b) Amonestación pública. 

c) Amonestación privada. 

d) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer cargos de administración o dirección en 

cualquier entidad de las sujetas a esta ley por un plazo máximo de cinco años. 

La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con alguna de las previstas en las letras b) a d). 

3. En el caso de incumplimiento de la obligación de declaración establecida en el artículo 34 se 

impondrán las siguientes sanciones: 

a) Multa, cuyo importe mínimo será de 600 euros y cuyo importe máximo podrá ascender hasta 

el 50 por ciento del valor de los medios de pago empleados. 

b) Amonestación pública. 

c) Amonestación privada. 

La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con una de las previstas en las letras b) o c). 

4. En todos los casos, las sanciones impuestas irán acompañadas de un requerimiento al infractor 

para que ponga fin a su conducta y se abstenga de repetirla. 

5. Acordada la imposición de una sanción de amonestación pública, cuando se determine que 

aquélla pueda perjudicar una investigación en marcha o poner en peligro la estabilidad de los 

mercados financieros, la autoridad competente para resolver podrá: 

a) retrasar la publicación hasta el momento en que cesen los motivos que justificaron la 

suspensión; 
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b) acordar la no publicación de la sanción de forma definitiva, cuando la estabilidad de los 

mercados financieros no pueda garantizarse. 

Artículo 58 

Sanciones por infracciones leves 

Por la comisión de infracciones leves se podrán imponer las siguientes sanciones: 

a) Amonestación privada. 

b) Multa por importe de hasta 60.000 euros. 

Estas sanciones podrán ir acompañadas de un requerimiento al infractor para que ponga fin a su 

conducta y se abstenga de repetirla. 

Artículo 59 

Graduación de las sanciones 

1. Las sanciones se graduarán atendiendo a las siguientes circunstancias: 

a) La cuantía de las operaciones afectadas por el incumplimiento. 

b) Los beneficios obtenidos como consecuencia de las omisiones o actos constitutivos de la 

infracción. 

c) La circunstancia de haber procedido o no a la subsanación de la infracción por propia 

iniciativa. 

d) Las sanciones firmes en vía administrativa por infracciones de distinto tipo impuestas al sujeto 

obligado en los últimos cinco años con arreglo a esta ley. 

e) El grado de responsabilidad o intencionalidad en los hechos que concurra en el sujeto 

obligado. 

f) La gravedad y duración de la infracción. 

g) Las pérdidas para terceros causadas por el incumplimiento. 

h) La capacidad económica del inculpado, cuando la sanción sea de multa. 

i) El nivel de cooperación del inculpado con las autoridades competentes. 

En todo caso, se graduará la sanción de modo que la comisión de las infracciones no resulte más 

beneficiosa para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas. 

2. Para determinar la sanción aplicable de entre las previstas en los artículos 56.3, 57.2 y 58, se tomarán 

en consideración las siguientes circunstancias: 

a) El grado de responsabilidad o intencionalidad en los hechos que concurra en el interesado. 

b) La conducta anterior del interesado, en la entidad inculpada o en otra, en relación con las 

exigencias previstas en esta ley. 
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c) El carácter de la representación que el interesado ostente. 

d) La capacidad económica del interesado, cuando la sanción sea multa. 

e) Los beneficios obtenidos como consecuencias de las omisiones o actos constitutivos de la 

infracción. 

f) Las pérdidas para terceros causadas por el incumplimiento. 

g) El nivel de cooperación del inculpado con las autoridades competentes. 

3. Para determinar la sanción aplicable por incumplimiento de la obligación de declaración 

establecida en el artículo 34, se considerarán como agravantes las siguientes circunstancias: 

a) La notoria cuantía del movimiento, considerándose en todo caso como tal aquélla que 

duplique el umbral de declaración. 

b) La falta de acreditación del origen lícito de los medios de pago. 

c) La incoherencia entre la actividad desarrollada por el interesado y la cuantía del movimiento. 

d) La circunstancia de ser hallados los medios de pago en lugar o situación que muestre una clara 

intención de ocultarlos. 

e) Las sanciones firmes en vía administrativa por incumplimiento de la obligación de declaración 

impuestas al interesado en los últimos cinco años. 

f) El grado de intencionalidad en los hechos que concurra en el interesado. 

Artículo 60 

Prescripción de las infracciones y de las sanciones 

1. Las infracciones muy graves y graves prescribirán a los cinco años, y las leves a los dos años, 

contados desde la fecha en que la infracción hubiera sido cometida. En las infracciones derivadas 

de una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será la de la finalización de la actividad 

o la del último acto con el que la infracción se consume. En el caso de incumplimiento de las 

obligaciones de diligencia debida el plazo de prescripción se contará desde la fecha de terminación 

de la relación de negocios, y en el de conservación de documentos desde la expiración del plazo 

al que se refiere el artículo 25. 

La prescripción se interrumpirá por cualquier acción de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 

Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo, realizada con conocimiento formal 

de los sujetos obligados, conducente a la inspección, supervisión o control de todas o parte de las 

obligaciones recogidas en esta Ley. También se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento de 

los interesados, del procedimiento sancionador o de un proceso penal por los mismos hechos, o por 

otros cuya separación de los sancionables con arreglo a esta Ley sea racionalmente imposible. 

2. Las sanciones que se impongan conforme a esta Ley prescribirán a los tres años en caso de 

infracciones muy graves, a los dos años en caso de infracciones graves, y al año en caso de 

infracciones leves, contados desde la fecha de notificación de la resolución sancionadora. 

La prescripción se interrumpirá cuando se acuerde administrativa o judicialmente la suspensión de la 

ejecución de la resolución sancionadora. 
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Artículo 61 

Procedimiento sancionador y medidas cautelares 

1. La incoación y, en su caso, el sobreseimiento de los procedimientos sancionadores a que hubiere 

lugar por la comisión de las infracciones previstas en esta Ley corresponderá al Comité Permanente, 

a propuesta de la Secretaría de la Comisión. 

La competencia para incoar o acordar el sobreseimiento de los procedimientos sancionadores por 

incumplimiento de la obligación de declaración establecida en el artículo 34 corresponderá a la 

Secretaría de la Comisión. 

2. La instrucción de los procedimientos sancionadores a que hubiera lugar por la comisión de 

infracciones previstas en esta ley corresponderá a la Secretaría de la Comisión. 

El órgano competente para la incoación del procedimiento sancionador podrá acordar, al tiempo 

de iniciarse el procedimiento o durante su tramitación, la constitución de garantía suficiente para 

hacer frente a las responsabilidades a que hubiera lugar. En el caso de los procedimientos por 

incumplimiento de la obligación de declaración establecida en el artículo 34, de conformidad con 

el artículo 35.2 se entenderá constituida en garantía, pudiendo acordarse por el secretario de la 

Comisión durante la instrucción del procedimiento sancionador la ampliación o reducción de la 

referida garantía. 

En el caso de que hubiera sido interpuesta por el interesado reclamación contra la intervención 

provisional de medios de pago en los términos previstos en el artículo 35.5, la persona titular de la 

Secretaría de la Comisión resolverá dicha reclamación, en su caso, en el acuerdo de iniciación del 

procedimiento sancionador, pudiendo el interesado formular las alegaciones que considere 

oportunas, que serán resueltas en la resolución por la que se acuerde la terminación del 

procedimiento administrativo sancionador. 

El procedimiento sancionador aplicable al incumplimiento de las obligaciones previstas en esta ley 

será el previsto, con carácter general, para el ejercicio de la potestad sancionadora por las 

Administraciones Públicas. 

3. Será competente para imponer las sanciones por infracciones muy graves el Consejo de Ministros, 

a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda. Será competente para imponer las sanciones por 

infracciones graves el Ministro de Economía y Hacienda, a propuesta de la Comisión de Prevención 

del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. Será competente para imponer las sanciones 

por infracciones leves el Director General del Tesoro y Política Financiera, a propuesta del instructor. 

Cuando el inculpado sea una entidad financiera o precise de autorización administrativa para 

operar, será preceptivo para la imposición de sanciones por infracciones graves o muy graves 

solicitar de la institución u órgano administrativo responsable de su supervisión informe sobre la posible 

incidencia de la sanción o sanciones propuestas sobre la estabilidad de la entidad objeto del 

procedimiento. 

La competencia para resolver los procedimientos sancionadores por incumplimiento de la obligación 

de declaración establecida en el artículo 34 corresponderá, a propuesta del instructor y previo 

informe del Servicio Ejecutivo de la Comisión, al Director General del Tesoro y Política Financiera, 

cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa. 

4. En los procedimientos sancionadores instruidos por la Secretaría de la Comisión el plazo máximo 

para resolver el procedimiento y notificar la resolución será de un año a contar desde la fecha de 

notificación del acuerdo de incoación, sin perjuicio de la posibilidad de suspensión por el instructor 
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del cómputo del plazo en los supuestos señalados en el artículo 42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, y de la ampliación en seis meses adicionales de dicho plazo máximo que podrá acordarse 

motivadamente por el Secretario de la Comisión, a propuesta del instructor, al amparo de lo previsto 

en el artículo 49 de la misma Ley. 

El transcurso de los plazos establecidos en el apartado precedente determinará la caducidad del 

procedimiento administrativo sancionador, debiendo procederse a dictar nuevo acuerdo de 

incoación en tanto no haya prescrito la infracción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 60. 

5. La ejecución de las resoluciones sancionadoras firmes en vía administrativa corresponderá a la 

Secretaría de la Comisión. 

La sanción de amonestación pública, una vez sea firme en vía administrativa, será ejecutada en la 

forma que se establezca en la resolución, siendo en todo caso publicada en el “Boletín Oficial del 

Estado” y en la página web de la Comisión, donde permanecerá disponible durante el plazo de 

cinco años. En el supuesto en que la sanción publicada haya sido recurrida en vía jurisdiccional, se 

publicará, sin demora, información sobre el estado de tramitación del recurso y el resultado del 

mismo. 

6. En aquellos supuestos en que la resolución del expediente sancionador no acuerde la imposición 

de una sanción de amonestación pública, la Secretaría de la Comisión publicará en la página web 

de la Comisión las sanciones firmes en vía administrativa impuestas por la comisión de infracciones 

tipificadas en los artículos 51 y 52, con excepción de las tipificadas en el apartado 3.a), indicando el 

tipo y naturaleza de la infracción cometida y la sanción o sanciones impuestas por cada una de las 

infracciones cometidas, pero sin identificar a la entidad, persona o personas responsables de la 

infracción. Esta información permanecerá disponible en la web de la Comisión por un plazo de cinco 

años. 

7. La Secretaría de la Comisión informará a las Autoridades Europeas de Supervisión de todas las 

sanciones impuestas a las entidades de crédito y financieras, incluido cualquier recurso que se haya 

podido interponer contra las mismas y su resultado. 

Artículo 62 

Concurrencia de sanciones y vinculación con el orden penal 

1. Las infracciones y sanciones establecidas en la presente Ley se entenderán sin perjuicio de las 

previstas en otras leyes y de las acciones y omisiones tipificadas como delito y de las penas previstas 

en el Código Penal y leyes penales especiales, salvo lo establecido en los apartados siguientes. 

2. No podrán sancionarse con arreglo a esta Ley las conductas que lo hubieran sido penal o 

administrativamente cuando se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento jurídico. 

3. En cualquier momento del procedimiento administrativo sancionador en que se estime que los 

hechos pudieran ser constitutivos de ilícito penal, la Secretaría de la Comisión dará traslado de los 

mismos al Ministerio Fiscal, solicitándole testimonio sobre las actuaciones practicadas al efecto y 

acordará la suspensión de aquél hasta que se reciba la comunicación a que se refiere el primer 

párrafo del apartado siguiente o hasta que recaiga resolución judicial. 

4. Si el Ministerio Fiscal no encontrara méritos para proceder penalmente contra todos o alguno de 

los sujetos obligados, lo comunicará a la Secretaría de la Comisión para que pueda continuar el 

procedimiento administrativo sancionador. 
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Si, por el contrario, el Ministerio Fiscal interpusiera denuncia o querella, comunicará dicha 

circunstancia a la Secretaría de la Comisión, así como, cuando se produzca, el resultado de tales 

actuaciones. 

5. La resolución que se dicte en el procedimiento administrativo sancionador deberá respetar, en 

todo caso, los hechos declarados probados en la sentencia. 

Artículo 63 

Comunicación de infracciones 

1. Los empleados, directivos y agentes de los sujetos obligados que conozcan hechos o situaciones 

que puedan ser constitutivos de infracciones contempladas en esta ley, los podrán poner en 

conocimiento del Servicio Ejecutivo de la Comisión. 

2. Las comunicaciones serán remitidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión por escrito e incorporarán 

todos los documentos e informaciones sobre los hechos denunciados que permitan justificar la 

denuncia. Mediante orden del Ministro de Economía y Empresa se aprobará el modelo de 

comunicación y se establecerán las características y requisitos del canal de recepción de 

comunicaciones, a fin de asegurar su confidencialidad y seguridad. 

3. Los programas de formación de las entidades deberán incluir la información sobre la existencia de 

estos mecanismos. 

Artículo 64 

Tratamiento de las comunicaciones 

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión determinará si existe o no sospecha fundada de infracción en 

las comunicaciones recibidas de conformidad con el artículo 63. De no existir sospecha fundada o 

cuando no se concreten suficientemente los hechos o personas responsables de la infracción, 

requerirá a la persona comunicante para que aclare el contenido de la comunicación realizada, o 

lo complemente con nueva información, concediendo un plazo para ello no inferior a 15 días. 

Transcurrido el plazo fijado para la aclaración o aportación de nueva información, sin que pueda 

determinarse sospecha fundada, se procederá al archivo de la comunicación. 

2. Las comunicaciones recibidas no tendrán valor probatorio y no podrán ser incorporadas 

directamente al procedimiento administrativo. Si existen indicios suficientes de veracidad en los 

hechos imputados y éstos son desconocidos para la Administración, el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión, o los supervisores de las entidades financieras, en caso de convenio de los previstos en el 

artículo 44. 2 m) de la ley, podrán: 

a) Utilizar la información obtenida para la definición del nuevo plan de inspección. 

b) Realizar actuaciones adicionales de inspección, que podrán llevarse a cabo de manera 

independiente o incardinarse en las acciones de supervisión planificadas en el contexto del 

desarrollo del plan anual de inspección aprobado. 

3. Los resultados de las actuaciones de inspección llevadas a cabo por el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión serán remitidas a la Secretaría de la Comisión, que las elevará a la consideración del 

Comité Permanente. Cuando las actuaciones de comprobación pongan de manifiesto la posible 

existencia de un ilícito penal, la información será remitida al Ministerio Fiscal para su investigación. 
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Artículo 65 

Protección de las personas 

1. Las comunicaciones realizadas al amparo del artículo 63: 

a) no constituirán violación o incumplimiento de las restricciones sobre divulgación de información 

impuestas por vía contractual o por cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa que 

pudieran afectar a la persona comunicante, a las personas estrechamente vinculadas con ésta, a 

las sociedades que administre o de las que sea titular real; 

b) no constituirán infracción de ningún tipo en el ámbito de la normativa laboral por parte de la 

persona comunicante, ni de ella podrá derivar trato injusto o discriminatorio por parte del 

empleador; 

c) no generarán ningún derecho de compensación o indemnización a favor de la empresa a la 

que presta servicios la persona comunicante o de un tercero. 

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión informará de los diferentes mecanismos legales que la 

normativa en vigor habilita para la garantía de estos derechos. 

3. Las comunicaciones tendrán carácter confidencial, no pudiendo desvelar el Servicio Ejecutivo de 

la Comisión los datos identificativos de las personas que las hubieran realizado. En el caso de que, 

como consecuencia de la comunicación realizada, se inicie un expediente sancionador contra una 

persona física o jurídica, no se incluirán en ningún caso los datos de la persona que llevó a cabo la 

comunicación. 

4. La comunicación realizada al amparo de lo previsto en el artículo 63 no conferirá por sí sola la 

condición de interesado en el procedimiento administrativo que pudiera iniciarse contra el infractor. 

5. Las personas expuestas a amenazas, acciones hostiles o medidas laborales adversas por 

comunicar por vía interna o al Servicio Ejecutivo de la Comisión comunicaciones sobre actividades 

relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo podrán presentar una 

reclamación ante la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. en los términos 

previstos en la Ley reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 

normativas y de lucha contra la corrupción. 

Disposición adicional primera 

Registro de prestadores de servicios a sociedades y fideicomisos 

1. Las personas físicas o jurídicas que de forma empresarial o profesional presten todos o alguno de 

los servicios descritos en el artículo 2.1.o) de esta ley, deberán, previamente al inicio de sus 

actividades, inscribirse de forma obligatoria en el Registro Mercantil competente por razón de su 

domicilio. 

2. Si se trata de personas físicas empresarios, o de personas jurídicas, sea cual sea su clase y salvo que 

exista una norma específicamente aplicable, se inscribirán conforme a lo establecido en el 

Reglamento del Registro Mercantil. Si se trata de personas físicas profesionales, la inscripción se 

practicará exclusivamente de forma telemática con base en un formulario preestablecido aprobado 

por orden del Ministro de Justicia. 

3. En el caso de personas jurídicas, si no lo establece su norma reguladora, cualquier cambio de 

administradores, así como cualquier modificación del contrato social, serán igualmente objeto de 

inscripción en el Registro Mercantil. 
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4. Las personas físicas o jurídicas que a la fecha de entrada en vigor de esta disposición adicional 

estuvieran realizando alguna o algunas de las actividades comprendidas en el artículo 2.1.o) de la 

ley, y no constaren inscritas, deberán, en el plazo de un año, inscribirse de conformidad con el 

apartado 2 de esta disposición adicional. Igualmente, las personas físicas o jurídicas que ya constaren 

inscritas en el Registro Mercantil, deberán, en el mismo plazo, presentar en el registro una 

manifestación de estar sometidas, como sujetos obligados, a las normas establecidas en esta ley. Las 

personas jurídicas además deberán presentar una manifestación de quienes sean sus titulares reales 

en el sentido determinado por el artículo 4.2 b) y c) de esta ley. Estas manifestaciones se harán 

constar por nota marginal y deberán ser actualizadas en caso de cambio en esa titularidad real. 

5. Las personas físicas y jurídicas prestadoras de servicios a sociedades, si no lo dispusieren sus normas 

reguladoras, estarán sujetas a la obligación de depositar sus cuentas anuales en el Registro Mercantil 

en la forma y con los efectos establecidos en los artículos 279 a 284 del texto refundido de la Ley de 

Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio. También le 

serán aplicables los artículos 365 y siguientes del Reglamento del Registro Mercantil aprobado por 

Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio. Se excluyen de esta obligación de depósito de cuentas 

anuales a los prestadores de servicios a sociedades que sean personas físicas profesionales. 

6. La falta de inscripción de las personas físicas o jurídicas que se dediquen a las actividades a que 

se refiere el artículo 2.1.o) de esta ley, o la falta de manifestación de sometimiento a la misma o de 

la titularidad real en el caso de personas jurídicas, tendrá la consideración de infracción leve a que 

se refiere el artículo 53. El procedimiento sancionador será el establecido en el artículo 61. 

7. Las personas físicas o jurídicas a las que les sea aplicable esta disposición adicional, con la salvedad 

de las personas físicas profesionales, deberán cada ejercicio, junto con el depósito de sus cuentas 

anuales en el Registro Mercantil competente, acompañar un documento para su depósito del que 

resulten los siguientes datos: 

a) Los tipos de servicios prestados de entre los comprendidos en el artículo 2.1.o) de esta ley. 

b) Ámbito territorial donde opera, indicando municipio o municipios y provincias. 

c) Prestación de este tipo de servicios a no residentes en el ejercicio de que se trate. 

d) Volumen facturado por los servicios especificados en el apartado a) en el ejercicio y en el 

precedente, si la actividad de prestadores de servicio a sociedades no fuera única y exclusiva. Si no 

pudiera cuantificarse se indicará así expresamente. 

e) Número de operaciones realizadas de las comprendidas en el mencionado artículo 2.1.o), 

distinguiendo la clase o naturaleza de la misma. Si no se hubiera realizado operación alguna se 

indicará así expresamente. 

f) En su caso titular real si existiere modificación del mismo respecto del que ya conste en el 

Registro, en el sentido indicado en el apartado 4. 

8. Las personas físicas profesionales estarán obligadas a depositar el documento señalado en el 

apartado anterior en el Registro Mercantil en donde constaren inscritas con excepción de la mención 

señalada en el apartado f). El depósito que se efectuará dentro de los tres primeros meses de cada 

año, y se hará de forma exclusivamente telemática de acuerdo con el formulario preestablecido por 

orden del Ministerio de Justicia. En la Orden aprobatoria del modelo se establecerán las medidas que 

se estimen necesarias para garantizar la seguridad de la indicada comunicación. La falta de 

depósito de este documento tendrá la consideración de infracción leve a los efectos de lo 

establecido en el artículo 53 de esta ley y podrá ser sancionada en la forma establecida en su artículo 

58. 
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9. Se autoriza al Ministerio de Justicia para que por medio de la Dirección General de los Registros y 

del Notariado dicte las órdenes, instrucciones o resoluciones que sean necesarias para el desarrollo 

de lo dispuesto en esta disposición adicional. 

Disposición adicional segunda 

Registro de proveedores de servicios de cambio de moneda virtual por moneda fiduciaria y de 

custodia de monederos electrónicos 

1. Las personas físicas o jurídicas que, cualquiera que sea su nacionalidad, ofrezcan o provean en 

España servicios de los descritos en los apartados 6 y 7 del artículo 1 de la ley, deberán estar inscritas 

en el registro constituido al efecto en el Banco de España. 

2. Se inscribirán asimismo en el registro: 

a) las personas físicas que presten estos servicios, cuando la base, la dirección o la gestión de 

estas actividades radique en España, con independencia de la ubicación de los destinatarios del 

servicio. 

b) Las personas jurídicas establecidas en España que presten estos servicios, con independencia 

de la ubicación de los destinatarios. 

3. La inscripción en el registro estará condicionada a la existencia de procedimientos y órganos 

adecuados de prevención previstos en esta ley y al cumplimiento de los requisitos de honorabilidad 

comercial y profesional en los términos del artículo 30 del Real Decreto 84/2015, de 13 de febrero, por 

el que se desarrolla la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de 

entidades de crédito. El incumplimiento de los requisitos de honorabilidad determinará la pérdida de 

la inscripción en el registro. 

4. El Banco de España será competente para supervisar el cumplimiento de la obligación de registro 

y de las condiciones de honorabilidad exigidas para el acceso y mantenimiento de la inscripción. 

5. La prestación de los servicios descritos en el apartado 1 sin contar con el preceptivo registro tendrá 

la consideración de infracción muy grave, pudiendo ser considerada como grave si la actividad se 

hubiera desarrollado de forma meramente ocasional o aislada, y será sancionado por el Banco de 

España de conformidad con lo dispuesto en las normas en materia de sanciones, de procedimiento 

y las relativas al régimen de publicidad que forman parte del título IV de la Ley 10/2014, de 26 de 

junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito. 

Disposición adicional tercera 

Registro de Titularidades Reales 

1. Mediante real decreto se creará en el Ministerio de Justicia el Registro de Titularidades Reales, 

registro central y único en todo el territorio nacional, que contendrá la información a la que se 

refieren los artículos 4, 4 bis y 4 ter, relativa a todas las personas jurídicas españolas y las entidades o 

estructuras sin personalidad jurídica que tengan la sede de su dirección efectiva o su principal 

actividad en España, o que estén administradas o gestionadas por personas físicas o jurídicas 

residentes o establecidas en España. Las personas físicas cuyos datos personales se conserven en el 

registro en calidad de titularidades reales deben ser informadas al respecto de conformidad con la 

normativa vigente en materia de protección de datos personales. 

2. En el registro se incluirán también los datos de las entidades o estructuras sin personalidad 

jurídica que, no estando gestionadas o administradas desde España u otro Estado de la Unión 
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Europea, y no estando registradas por otro Estado de la Unión Europea, pretendan establecer 

relaciones de negocio, realizar operaciones ocasionales o adquirir bienes inmuebles en España. 

3. La información se conservará y actualizará durante la vida de las personas jurídicas o entidades 

o estructuras sin personalidad jurídica, y se mantendrá por un periodo de 10 años tras su extinción. 

En los casos previstos en el apartado 2, la información se conservará y actualizará durante el tiempo 

en que se prolongue la relación de negocios o la propiedad de los inmuebles, y se mantendrá por 

un periodo de 10 años tras la finalización de la relación de negocios, la venta del inmueble o la 

terminación de la operación ocasional. 

4. El Registro de Titularidades Reales será gestionado por el Ministerio de Justicia, que además de 

los datos recabados de manera directa, centralizará la información de titularidad real disponible en 

los Registros de Fundaciones, Asociaciones, Mercantil y otros registros que puedan recoger la 

información de las entidades inscritas, así como la obtenida por el Consejo General del Notariado. 

5. Las fundaciones, asociaciones, y en general, todas las personas jurídicas, los fideicomisos tipo 

trust y entidades o estructuras sin personalidad jurídica que no declaren su titularidad real a través 

del Registro Mercantil, o los Registros de Fundaciones, Asociaciones u otros donde estuvieran 

inscritas, por no estar regulada dicha vía de declaración, deberán declarar al Registro de 

Titularidades Reales la información relacionada en los artículos 4 bis y 4 ter y actualizar los datos 

cuando se produzcan cambios en la titularidad real. En todo caso, se realizará una declaración 

anual y en el supuesto de que no se hayan producido cambios en la titularidad real se realizará una 

declaración confirmando este extremo. 

6. Reglamentariamente se regulará el tratamiento que se dará a la información suministrada por 

varias de las indicadas fuentes, cuando sea discrepante, de acuerdo con el principio de preferencia 

del dato que sea más relevante, por su fecha o por la fiabilidad de la forma en que el mismo ha sido 

obtenido, siempre teniendo presente la naturaleza electrónica del Registro y su finalidad. 

Disposición adicional cuarta 

Acceso al Registro de Titularidades Reales 

1. Corresponderá al Ministerio de Justicia garantizar y controlar el acceso a la información contenida 

en el Registro de Titularidades Reales en las condiciones establecidas en la ley y las que 

reglamentariamente se determinen. Esta información será accesible, de forma gratuita y sin 

restricción, a las autoridades con competencias en la prevención y represión de los delitos de 

financiación del terrorismo, blanqueo de capitales y sus delitos precedentes: la Fiscalía, los órganos 

del Poder Judicial, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, el Centro Nacional de Inteligencia, la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y sus órganos de 

apoyo, los órganos supervisores en caso de convenio, la Oficina de Recuperación y Gestión de 

Activos, la Agencia Estatal de Administración Tributaria, el Protectorado de Fundaciones y aquellas 

autoridades que reglamentariamente se determinen. Todas estas autoridades, así como los notarios 

y registradores, podrán acceder no solo al dato vigente sobre la titularidad real de la persona o 

entidad, sino también a los datos históricos que hayan quedado registrados. 

2. Los sujetos obligados de la Ley 10/2010, de 28 de abril, tendrán acceso a la información vigente 

contenida en el Registro y recabarán prueba del registro o un extracto de este para el cumplimiento 

de sus obligaciones en materia de identificación del titular real. A tal efecto, en los casos de 

relaciones de negocios o clientes de riesgo superior al promedio, los sujetos obligados no se basarán 

únicamente en la información contenida en el registro, debiendo realizar comprobaciones 

adicionales. 
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3. Los terceros no incluidos en los apartados anteriores podrán acceder exclusivamente a los datos 

consistentes en el nombre y apellidos, mes y año de nacimiento, país de residencia y de nacionalidad 

de los titulares reales vigentes de una persona jurídica o entidad o estructura sin personalidad jurídica, 

así como a la naturaleza de esa titularidad real, en particular, al dato de si la misma se debe al control 

de la propiedad o al del órgano de gestión de la misma. 

4. El acceso a la información disponible en el Registro requerirá la previa identificación del solicitante, 

la acreditación de la condición en la que se solicita el acceso y, en el caso de información sobre 

fideicomisos tipo trust, la demostración de un interés legítimo por los particulares en su conocimiento, 

en los términos que se establezcan reglamentariamente. Asimismo, será obligatorio el previo pago 

de una tasa que cubra el coste del Registro y, en su caso, el de las fuentes de los datos incluidos en 

el mismo, por el sistema que se establezca reglamentariamente. No será exigible el pago de tasas en 

los accesos realizados por autoridades públicas, notarios y registradores. 

5. Cuando el acceso a la información pueda exponer al titular real a un riesgo desproporcionado, o 

a un riesgo de fraude, secuestro, extorsión, acoso, violencia o intimidación, u otros de análoga 

gravedad, o si el titular real es un menor de edad o persona con la capacidad limitada o sujeta a 

especiales medidas de protección, el Registro de Titularidades Reales podrá denegar el acceso a la 

información. No se podrá denegar el acceso por estas causas a las autoridades y sujetos 

relacionadas en el apartado 1, ni a los sujetos obligados que soliciten el acceso para el cumplimiento 

de sus obligaciones de identificación del titular real. 

La persona titular de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública será la encargada del 

Registro. Las Resoluciones de la persona encargada del Registro de Titularidades Reales por las que 

se deniegue el acceso podrán ser recurridas en alzada ante en alzada ante el órgano superior 

jerárquico del que dependa, cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa. 

6. El Ministerio de Justicia garantizará la interconexión con la plataforma central europea conforme 

a las especificaciones y procedimientos técnicos que se determinen de acuerdo con el apartado 9 

del artículo 31 de la Directiva (UE) 2015/849 en su redacción dada por la Directiva (UE) 2018/843. 

Disposición adicional quinta 

Forma y plazo para la declaración en el Fichero de Titularidades Financieras 

En el plazo máximo de doce meses desde la entrada en vigor de esta ley, el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión establecerá la forma y plazo para realizar la declaración inicial de las cuentas de pago y 

cajas de seguridad a que se refiere el artículo 43 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, que se encuentren activas a la fecha que 

se indique. 

Disposición adicional sexta 

Plazo para la creación del Registro de Titularidades Reales 

En el plazo de seis meses, el Gobierno, a propuesta del Ministro de Justicia, aprobará el reglamento 

por el que se creará en el Ministerio de Justicia el Registro de Titularidades Reales, registro central y 

único en todo el territorio nacional, de conformidad con la disposición adicional tercera de la Ley 

10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 
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Disposición transitoria primera 

Normas de desarrollo de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre 

Hasta la entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias de la presente Ley, mantendrán su 

vigencia el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de 

prevención del blanqueo de capitales, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, y sus 

normas de desarrollo, en cuanto no resulten incompatibles con aquélla. 

Disposición transitoria segunda 

Régimen sancionador 

Serán de aplicación las disposiciones sancionadoras de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 

determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, a los hechos cometidos con 

anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley. 

Disposición transitoria tercera 

Competencia para incoar procedimientos sancionadores 

Hasta la entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias de la presente Ley, la competencia 

para incoar los procedimientos sancionadores continuará siendo ejercida por la Secretaría de la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. 

Disposición transitoria cuarta 

Servicios de pago 

Los establecimientos de cambio de moneda autorizados para la gestión de transferencias con el 

exterior se entenderán comprendidos entre los sujetos obligados a los que hace referencia el artículo 

2 en tanto que no se hayan transformado en entidad de crédito o en entidad de pago de acuerdo 

con el apartado 1 de la Disposición transitoria segunda de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de 

servicios de pago. 

Disposición transitoria quinta 

Adscripción del Servicio Ejecutivo de la Comisión 

Hasta la entrada en vigor del convenio a que se refiere el artículo 45.3, se mantendrá la adscripción 

del Servicio Ejecutivo al Banco de España, establecida en el artículo 24.1 del Reglamento de la Ley 

19/1993, de 28 de diciembre, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio. 

Disposición transitoria sexta 

Régimen de la instrumentación de compromisos por pensiones de entidades cuyas acciones sean 

al portador 

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 4.4, los contratos de seguro colectivo y planes de pensiones 

formalizados antes de la entrada en vigor de esta Ley que instrumenten compromisos por pensiones 

de las empresas en cumplimiento de lo dispuesto en la Disposición adicional primera del Texto 

Refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, conservarán su vigencia para la instrumentación de dichos 

compromisos. 
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Disposición transitoria séptima 

Aplicación de las medidas de diligencia debida a los clientes existentes 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7.2, los sujetos obligados aplicarán a todos sus clientes 

existentes las medidas de diligencia debida establecidas en el Capítulo II en un plazo máximo de 

cinco años, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

Disposición transitoria octava 

Convenios con los órganos supervisores de las entidades financieras 

En tanto no se suscriban los convenios a que se refiere el artículo 44.2.m), mantendrán su vigencia los 

convenios de colaboración actualmente existentes entre los órganos supervisores de las entidades 

financieras y el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias. 

Disposición derogatoria 

Sin perjuicio de lo dispuesto en la Disposición transitoria segunda, a la entrada en vigor de la presente 

Ley, quedará derogada la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de 

prevención del blanqueo de capitales. 

Disposición final primera 

Modificación de la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del 

terrorismo 

1. Se da nueva denominación a la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la 

financiación del terrorismo, que pasa a denominarse «Ley 12/2003, de 21 de mayo, de bloqueo de la 

financiación del terrorismo». 

2. Se da nueva redacción al artículo 4 de la Ley 12/2003, con el siguiente tenor literal: 

«Artículo 4. Personas y entidades obligadas. 

Las Administraciones Públicas y los sujetos a que se refiere el artículo 2 de la Ley de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo están obligados a colaborar con la 

Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo y, en particular, a llevar a cabo 

las medidas necesarias para hacer efectivo el bloqueo previsto en el artículo 1; en particular, 

deberán: 

a) Impedir cualquier acto u operación que suponga disposición de saldos y posiciones de 

cualquier tipo, dinero, valores y demás instrumentos vinculados a movimientos de capitales u 

operaciones de pago o transferencia bloqueados, a excepción de aquéllos por los que afluyan 

nuevos fondos y recursos a cuentas bloqueadas. 

b) Comunicar a la Comisión de Vigilancia cualquier tipo de ingreso que se pueda realizar a la 

cuenta bloqueada, sin perjuicio de realizar la operación. 

c) Comunicar a la Comisión de Vigilancia, por iniciativa propia, cualquier solicitud o petición que 

reciban en la que el ordenante, emisor, titular, beneficiario o destinatario sea una persona o entidad 

respecto a la que la Comisión de Vigilancia haya adoptado alguna medida. 
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d) Facilitar a la citada Comisión la información que ésta requiera para el ejercicio de sus 

competencias. 

e) No revelar ni al cliente ni a terceros que se ha transmitido información a la Comisión de 

Vigilancia.» 

3. Se da nueva redacción al artículo 6 de la Ley 12/2003, con el siguiente tenor literal: 

«Artículo 6. Supervisión y régimen sancionador. 

1. La función de supervisión e inspección del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias a que se refiere el artículo 47 de la Ley de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo se extiende al 

cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley. 

Cuando de los informes de inspección a que se refiere el artículo 47.3 de la Ley de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo resulte el incumplimiento de alguna de 

las obligaciones establecidas en el artículo 4 de esta Ley, el Comité Permanente de la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias lo pondrá en conocimiento de la 

Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo. 

2. El incumplimiento de los deberes previstos en esta Ley será considerado infracción muy grave 

a los efectos previstos en el Capítulo VIII de la Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo, y será sancionado conforme a lo que en él se dispone. 

Las referencias que en dicho Capítulo se contienen a la Secretaría y al Comité Permanente de la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias deben entenderse 

realizadas a la Secretaría de la Comisión de Vigilancia y a la Comisión de Vigilancia, 

respectivamente. 

La competencia para proponer la imposición de sanciones por la comisión de las infracciones 

previstas en esta Ley corresponde al Ministro del Interior, y la competencia para sancionar, al Consejo 

de Ministros.» 

4. Se da nueva redacción al artículo 9 de la Ley 12/2003, con el siguiente tenor literal: 

«Artículo 9. Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo. 

1. Se crea la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo como órgano 

encargado de acordar el bloqueo de todas las operaciones definidas en el artículo 1 de esta Ley, 

así como el ejercicio de todas las competencias que sean necesarias para el cumplimiento de lo 

previsto en ésta. 

2. La Comisión de Vigilancia estará adscrita al Ministerio del Interior e integrada por: 

a) Presidente: el Secretario de Estado de Seguridad. 

b) Vocales: 

1.º Un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado. 

2.º Un representante de los Ministerios de Justicia, del Interior y de Economía y Hacienda, 

designados por los titulares de los departamentos respectivos. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 537 

c) Secretario: quien dirija la unidad orgánica que desempeñe la Secretaría de la Comisión de 

Vigilancia a que refiere el apartado 4. 

El Presidente de la Comisión, cuando lo estime conveniente, podrá convocar a expertos en las 

materias de su competencia, para el asesoramiento específico en alguno de los asuntos a tratar. El 

Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias asistirá a las reuniones de la Comisión de Vigilancia con voz pero sin voto. 

3. Los miembros de esta Comisión están sometidos al régimen de responsabilidad establecido por el 

ordenamiento jurídico y, en particular, en lo relativo a las obligaciones derivadas del conocimiento 

de la información recibida y de los datos de carácter personal que sean objeto de cesión, que sólo 

podrán utilizarse para el ejercicio de las competencias atribuidas por esta Ley. A los expertos que 

asesoren a la Comisión les será de aplicación el mismo régimen de responsabilidad respecto de todo 

aquello de lo que conozcan por razón de su asistencia a la Comisión. 

4. La Comisión de Vigilancia ejercerá sus competencias con el apoyo de la Secretaría de la Comisión 

de Vigilancia, que tiene la consideración de órgano de la Comisión. La Secretaría será 

desempeñada por la unidad orgánica, con rango al menos de subdirección general, de las 

existentes en el Ministerio del Interior, que reglamentariamente se determine. 

Corresponderá a la Secretaría, entre otras funciones, instruir los procedimientos sancionadores a que 

hubiere lugar por las infracciones de esta Ley, así como formular a la Comisión de Vigilancia la 

correspondiente propuesta de resolución. 

5. El cumplimiento de las obligaciones de información a que se refiere el artículo 4 de esta Ley se hará 

a través de la Secretaría de la Comisión de Vigilancia. 

6. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la Comisión de 

Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo se prestarán la máxima colaboración para 

el ejercicio de sus respectivas competencias. En los términos que se acuerden entre ambas 

Comisiones y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45.3 de la Ley de prevención del blanqueo de 

capitales y de la financiación del terrorismo, el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 

Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias informará en las reuniones de la Comisión de 

Vigilancia de su actividad relativa a hechos u operaciones que presenten indicios o certeza de 

relación con la financiación del terrorismo y, en especial, de los informes de inteligencia financiera 

que hubiera elaborado en relación con esta materia. 

Las competencias de la Comisión de Vigilancia se entienden sin perjuicio de las que la Ley de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo atribuye a la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.» 

Disposición final segunda 

Modificación de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de 

capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre determinadas medidas de 

prevención del blanqueo de capitales 

1. Se da nueva denominación a la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los 

movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre determinadas 

medidas de prevención del blanqueo de capitales, que pasa a denominarse «Ley 19/2003, de 4 de 

julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con 

el exterior». 

2. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 12 de la Ley 19/2003, con el siguiente tenor literal: 
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«2. La competencia para la incoación e instrucción de los procedimientos sancionadores 

resultantes de la aplicación del régimen previsto en la Ley y para la imposición de las sanciones 

correspondientes se regirá por las reglas siguientes: 

a) La competencia para la incoación e instrucción de los procedimientos sancionadores 

corresponderá a la Secretaría de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias. 

b) La imposición de sanciones por infracciones muy graves corresponderá al Consejo de Ministros, 

a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda. 

c) La imposición de sanciones por infracciones graves corresponderá al Ministro de Economía y 

Hacienda, a propuesta del Secretario de Estado de Economía. 

d) La imposición de sanciones por infracciones leves corresponderá al Director General del Tesoro 

y Política Financiera, a propuesta del instructor.» 

Disposición final tercera 

Modificación de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva 

Se da nueva redacción al párrafo j) del artículo 43.1 de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de 

Instituciones de Inversión Colectiva, con el siguiente tenor literal: 

«j) Que cuente con procedimientos y mecanismos de control interno adecuados que garanticen 

la gestión correcta y prudente de la sociedad, incluyendo procedimientos de gestión de riesgos, así 

como mecanismos de control y de seguridad en el ámbito informático y órganos y procedimientos 

para la prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, un régimen de 

operaciones vinculadas y un reglamento interno de conducta. La sociedad gestora deberá estar 

estructurada y organizada de modo que se reduzca al mínimo el riesgo de que los intereses de las 

IIC o de los clientes se vean perjudicados por conflictos de intereses entre la sociedad y sus clientes, 

entre clientes, entre uno de sus clientes y una IIC o entre dos IIC.» 

Disposición final cuarta 

Título competencial 

Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 6.ª 11.ª y 13.ª de la Constitución que 

atribuyen al Estado las competencias en materia de legislación mercantil, de bases de la ordenación 

de crédito y de bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, 

respectivamente. 

Disposición final quinta 

Desarrollo reglamentario 

Se habilita al Gobierno para que, en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de esta 

Ley, apruebe las disposiciones reglamentarias para su ejecución y desarrollo. 

Disposición final sexta 

Incorporación de derecho comunitario 

Esta Ley incorpora al derecho español la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el 
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blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo, desarrollada por la Directiva 2006/70/CE 

de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que se establecen disposiciones de aplicación de la 

Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo a la definición de «personas 

del medio político» y los criterios técnicos aplicables en los procedimientos simplificados de diligencia 

debida con respecto al cliente así como en lo que atañe a la exención por razones de actividad 

financiera ocasional o muy limitada. 

Disposición final séptima 

Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

Se exceptúa de lo anterior la obligación de almacenar las copias de los documentos de 

identificación en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos, establecida en el artículo 25.2 y las 

obligaciones establecidas en el artículo 41, que entrarán en vigor a los dos años y un año, 

respectivamente, de la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 50. Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio, por la que se establecen normas que 

faciliten el uso de información financiera y de otro tipo para la prevención, 

detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales, de modificación 

de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 

Comunidades Autónomas y otras disposiciones conexas y de modificación de la Ley 

Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal 

«BOE» núm. 181, de 29 de julio de 2022 

PREÁMBULO 

I 

La lucha contra cualquier forma grave de delincuencia, en particular, contra el fraude financiero, el 

blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, constituye una prioridad para la Unión 

Europea. En consecuencia, facilitar el intercambio y el acceso a los datos financieros resulta 

imprescindible al objeto de prevenir, detectar, investigar o enjuiciar, no sólo la comisión de estas 

acciones delictivas, sino también, respecto de otros delitos de especial gravedad. 

No en vano, el modelo actual de acceso y de intercambio de información financiera es lento en 

comparación con el ágil ritmo con que los fondos pueden transferirse internacionalmente, dado que 

obtener información financiera requiere demasiado tiempo y ralentiza las investigaciones y las 

actuaciones judiciales. 

Sin embargo, conviene recordar que el hecho de facilitar el acceso a la información financiera se 

compadece con la protección del derecho a la intimidad de los ciudadanos, reconocido y 

protegido en el artículo 18.4 de la Constitución al prever que «la ley limitará el uso de la informática 

para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de 

sus derechos». La protección de los datos personales se reconoce, igualmente, en el artículo 8 del 

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 

hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950 y en el artículo 16.1 del Tratado de Funcionamiento de la 

Unión Europea. 

Por su parte, el Tribunal Constitucional en la sentencia 292/2000, de 30 de noviembre, declara la 

existencia del derecho fundamental a la protección de datos, ya abordado en la sentencia 

254/1993, de 20 de julio, pero en este caso, la novedad estriba en reconocer el derecho fundamental 

a la protección de datos de carácter personal como una categoría autónoma y distinta del clásico 

derecho a la intimidad, desde una amplia perspectiva de la noción de vida privada. 

Este pronunciamiento coincidió en el tiempo con varias resoluciones del Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos que entienden la protección de datos como un derecho fundamental 

autónomo, permitiendo a su titular disponer y controlar sus propios datos personales. Este derecho 

significa, en la práctica, que los ciudadanos tienen la facultad de consentir la recogida, la obtención 

y el acceso a los datos personales, su posterior almacenamiento y tratamiento, así como su uso por 

un tercero, ya sea el Estado o un particular. 

II 

La correcta comprensión del sentido último de esta ley requiere conocer el contexto normativo 

europeo, que ha evolucionado hacia un marco más sólido y coherente al objeto de reforzar la 
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seguridad, mejorar el enjuiciamiento de los delitos financieros, luchar contra el blanqueo de capitales 

y prevenir los delitos fiscales en los Estados miembros. 

Cabe mencionar, como el antecedente más lejano, la Directiva 91/308/CEE del Consejo, de 10 de 

junio de 1991, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de 

capitales. Posteriormente, se adoptó la Decisión 2000/642/JAI, de 17 de octubre de 2000, relativa a 

las disposiciones de cooperación entre las unidades de información financiera de los Estados 

miembros para el intercambio de información. 

La segunda Directiva 2001/97/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de diciembre de 2001, 

por la que se modificó la Directiva 91/308/CEE del Consejo, de 10 de junio de 1991, amplió el 

concepto de delito, incluyendo una noción más extensa de blanqueo que comprende la posesión 

y transferencia de bienes a sabiendas de que proceden de cualquier actividad delictiva. La tercera 

Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la 

prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la 

financiación del terrorismo, se completó con la Decisión 2007/845/JAI del Consejo, de 6 de diciembre 

de 2007, sobre la cooperación entre los organismos de recuperación de activos de los Estados 

miembros en el ámbito del seguimiento y la identificación de productos del delito o de otros bienes 

relacionados con el delito. 

Más próxima en el tiempo, se aprobó la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para 

el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) 

648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión (IV Directiva antiblanqueo). 

Esa Directiva se incorporó al ordenamiento jurídico español mediante el Real Decreto-ley 11/2018, de 

31 de agosto, de transposición de directivas en materia de protección de los compromisos por 

pensiones con los trabajadores, prevención del blanqueo de capitales y requisitos de entrada y 

residencia de nacionales de países terceros y por el que se modifica la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas; y que modificó la Ley 

10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 

A continuación, se adoptó la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 

de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa a la prevención de la 

utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por 

la que se modifican las Directivas 2009/138/CE y 2013/36/UE (V Directiva antiblanqueo). 

Esa Directiva impulsó la coordinación y colaboración, a todos los niveles, de las Unidades de 

Inteligencia Financiera (UIF) de los Estados miembros, tanto entre ellas como entre las UIF y las 

entidades obligadas. A este respecto, cabe recordar que las mencionadas UIF se encargan de 

recoger y analizar la información que reciben con el objetivo de establecer vínculos entre las 

transacciones sospechosas y la actividad delictiva subyacente, a fin de prevenir y luchar contra el 

blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo. 

La regulación trae causa de los atentados terroristas en París y Bruselas, que amenazaron la paz y la 

seguridad de la Unión Europea, al tiempo que obligaron a fortalecer la lucha contra la financiación 

del terrorismo. La Directiva se transpuso en nuestro ordenamiento jurídico mediante el Real Decreto-

ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición de directivas de la Unión Europea en las materias de 

competencia, prevención del blanqueo de capitales, entidades de crédito, telecomunicaciones, 

medidas tributarias, prevención y reparación de daños medioambientales, desplazamiento de 

trabajadores en la prestación de servicios transnacionales y defensa de los consumidores. 
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III 

Por último, se aprobó la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 

junio de 2019, por la que se establecen normas destinadas a facilitar el uso de información financiera 

y de otro tipo para la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales 

y por la que se deroga la Decisión 2000/642/JAI del Consejo, objeto de transposición por esta ley. La 

Directiva forma parte de la Agenda Europea de Seguridad adoptada en 2015 que reclamaba la 

adopción de medidas adicionales con el propósito de desarticular la delincuencia grave y 

organizada, toda vez que se inscribe en el correspondiente Plan de acción para reforzar la lucha 

contra la financiación del terrorismo. 

La Directiva se articula como un instrumento jurídico independiente y específico que permite un 

acceso directo e inmediato a los registros centralizados de cuentas bancarias y de pagos. En España, 

ese registro se denomina Fichero de Titularidades Financieras, al que pueden acceder las autoridades 

competentes a efectos de prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones 

penales, así como también, los organismos de recuperación de activos. 

Este Fichero contiene los datos identificativos (nombre y apellidos o denominación social y el tipo y 

número de documento identificativo) de los titulares o, en su caso, de representantes o autorizados, 

así como de cualquier otra persona con poderes de disposición; además, incluirá el tipo de cuenta 

o depósito y la fecha de apertura y cancelación. No obstante, se advierte que el Fichero de 

Titularidades Financieras no contiene ninguna información acerca de saldos y movimientos, sino 

exclusivamente la identificación del producto financiero, de la entidad de crédito en la que está y 

de los titulares y autorizados de la cuenta. 

El acceso a esa información de manera directa e inmediata y en el marco de una cooperación leal 

y rápida, se entiende como indispensable para alcanzar el éxito de una investigación penal acerca 

de un delito considerado como grave. En efecto, la dificultad de acceder a determinada 

información financiera constituye un obstáculo para la investigación de delitos graves, y también 

entorpece la desarticulación de tramas terroristas o la localización e inmovilización de los ingresos 

procedentes de actividades delictivas. Interesa poner de relieve que numerosas investigaciones 

llegan a un punto muerto, precisamente, ante la imposibilidad de acceder de forma oportuna, 

exacta y completa a los datos financieros relevantes. 

Con carácter previo a la aprobación de la Directiva, la mayor parte de las autoridades competentes 

en la Unión Europea carecían de acceso directo a la información almacenada en los registros 

centralizados de cuentas bancarias o en sistemas de recuperación de datos, respecto de la 

identidad de los titulares de cuentas bancarias. En la práctica, esta dificultad en el acceso 

provocaba retrasos significativos, susceptibles de afectar a las investigaciones penales. 

Con el propósito de abordar esta situación, la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de junio de 2019, prevé el acceso directo de las autoridades competentes a los 

registros nacionales centralizados de cuentas bancarias o a los sistemas de recuperación de datos. 

En paralelo, se autorizará el acceso indirecto a la Agencia de la Unión Europea para la Cooperación 

Policial (Europol) a través de las unidades nacionales de los Estados miembros. Si bien Europol no lleva 

a cabo investigaciones penales, sí que apoya las acciones de los Estados miembros. 

A tenor de todo lo expuesto, resulta crucial reforzar la seguridad, mejorar el enjuiciamiento de los 

delitos financieros, luchar contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, así como 

prevenir los delitos fiscales. Para alcanzar este fin urge mejorar el acceso a la información por parte, 

no sólo de las UIF, sino también de las autoridades públicas responsables de la prevención, detección, 

investigación o enjuiciamiento de delitos graves, así como potenciar su capacidad para llevar a 

cabo investigaciones financieras y mejorar la cooperación. La realidad reveló que las UIF de los 

Estados miembros contaban con diferentes grados de acceso a las bases de datos, lo que se 
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traducía en un insuficiente intercambio de información entre los servicios policiales y judiciales y las 

propias UIF. En definitiva, se trata de reforzar la cooperación policial y judicial penal. 

En España, las funciones propias de la UIF son asumidas por el Servicio Ejecutivo de la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, Servicio Ejecutivo de 

la Comisión), responsable de analizar la información financiera y remitir un informe de inteligencia 

financiera a las autoridades designadas, si apreciara la existencia de indicios o certezas de blanqueo 

de capitales, delitos subyacentes conexos o financiación del terrorismo. 

Dado el carácter sensible de los datos financieros, debe establecerse, de manera específica, el tipo 

y alcance de la información susceptible de intercambio para lograr un equilibrio entre la eficiencia 

y la protección de los datos personales. Para ello, se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 7/2021, 

de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, 

investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales; en el 

Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a 

la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 

circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de 

Protección de Datos); en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 

Personales y garantía de los derechos digitales; y en la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 

De este modo, la ley complementa el régimen de acceso a la información financiera y del 

intercambio de información en la lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del 

terrorismo; con la novedad de que ya no estará circunscrito solamente a esta esfera de actuación, 

sino que se ve ampliado al ámbito de la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

infracciones penales graves. 

Esta nueva perspectiva obedece a que la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de junio de 2019, no desplaza ni sustituye la acción de las Directivas antiblanqueo, 

sino que se sitúa en paralelo a las mismas, a fin de mejorar el acceso y el intercambio de información 

financiera; en rigor, las Directivas antiblanqueo se basan en la regulación del Mercado Interior, 

mientras que la Directiva objeto de transposición se centra en reforzar la cooperación policial y 

judicial penal. 

IV 

La Ley se estructura a lo largo de cuatro capítulos, en 14 artículos, tres disposiciones adicionales y 

once finales. 

El capítulo I regula las disposiciones y obligaciones generales destinadas a facilitar el acceso a la 

información financiera contenida en el Fichero de Titularidades Financieras bajo el amparo de la 

protección de las libertades públicas y los derechos fundamentales. 

Asimismo, se facilita el acceso a la información de las autoridades competentes por parte del Servicio 

Ejecutivo de la Comisión, en su condición de UIF para la prevención y la lucha contra el blanqueo 

de capitales, los delitos subyacentes conexos y la financiación del terrorismo. 

Del mismo modo, este capítulo recoge las definiciones a los efectos de esta ley, cobrando especial 

relevancia el concepto de «delitos graves» en base al anexo I del Reglamento (UE) 2016/794 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016, relativo a la Agencia de la Unión Europea 

para la Cooperación Policial (Europol). 

Por último, se precisa que las autoridades competentes para acceder y consultar el Fichero de 

Titularidades Financieras, sin perjuicio de las incluidas en el artículo 43.3 de la Ley 10/2010, de 28 de 
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abril, son: los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal; el Ministerio Fiscal; la Fiscalía Europea; 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; las Policías Autonómicas con competencias 

estatutariamente asumidas para la investigación de delitos graves; la Oficina de Gestión y 

Recuperación de Activos del Ministerio de Justicia; las oficinas de recuperación de activos 

designadas por España de conformidad con la Decisión 2007/845/JAI, de 6 de diciembre de 2007; y 

la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. Estas 

autoridades lo serán en el ejercicio de sus competencias en materia de prevención, detección, 

investigación o enjuiciamiento de infracciones penales graves, puesto que son éstas las finalidades 

del uso de la información financiera que establece la Directiva objeto de transposición. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 46.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, también podrán solicitar y recibir 

información financiera o análisis financieros del Servicio Ejecutivo de la Comisión: el Ministerio Fiscal; 

la Fiscalía Europea; las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y las Policías Autonómicas con 

competencias estatutariamente asumidas para la investigación de delitos graves; además de los 

Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal; la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria; así como la Oficina de Gestión y Recuperación de 

Activos del Ministerio de Justicia y las oficinas de recuperación de activos designadas por España. 

En el capítulo II se establecen las medidas que permiten a las autoridades competentes acceder a 

la información contenida en el Fichero de Titularidades Financieras y su intercambio. El acceso o la 

consulta de esa información conlleva la existencia de un registro pormenorizado de los accesos 

(fecha, hora, número de referencia del expediente nacional, entre otros). 

En cuanto al capítulo III, relativo al intercambio de información, se abordan las solicitudes de 

información de las autoridades competentes a la UIF, lo que significa que el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión responderá a aquellas solicitudes de información financiera que obren en su poder. No 

obstante, no estará obligado a responder cuando concurran circunstancias que perjudiquen las 

investigaciones o los análisis en curso. 

Paralelamente, el Servicio Ejecutivo de la Comisión, junto con las autoridades competentes, 

responderá a las solicitudes de naturaleza policial a la mayor brevedad posible, y antes de las 72 

horas en caso de información financiera. Cuando las solicitudes requieran o se refieran a análisis 

financieros, se responderán a la mayor brevedad posible. 

Concluye este capítulo regulando el intercambio de información financiera y análisis del Servicio 

Ejecutivo de la Comisión con las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión 

Europea y con Europol. Esta regulación responde a la necesidad de un intercambio más eficaz de 

información y de una coordinación más estrecha entre las autoridades nacionales a escala 

transfronteriza. 

El capítulo IV establece una serie de disposiciones complementarias relativas al tratamiento de datos 

personales derivadas de la aplicación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo 

de capitales y de la financiación del terrorismo, de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de 

protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y 

enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, así como del 

Reglamento General de Protección de Datos y de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 

Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, que adapta el Reglamento en 

lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de éstos. 

En cuanto a las disposiciones adicionales, la primera establece el régimen del Centro Nacional de 

Inteligencia; la segunda pone de relieve la ausencia de incremento de gasto público; y la tercera 

concreta ciertos aspectos del acceso al Registro Común de Datos de Identidad de la Unión Europea 
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en aplicación de los Reglamentos europeos de interoperabilidad en el ámbito de la cooperación 

policial y judicial, el asilo y la migración. 

Por su parte, las once finales incorporan la reforma de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, en cuanto al acceso al Fichero de 

Titularidades Financieras; la modificación de la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se establecen 

medidas para la protección de las infraestructuras críticas, respecto a la colaboración de los 

operadores críticos; la modificación de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de 

datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, en cuanto a su régimen sancionador. 

Finalmente, se introducen tres nuevas Disposiciones finales por las que se modifican la Ley Orgánica 

8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA), la Ley 

22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades 

Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía (LSFA) y la Ley Orgánica 

10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 

La modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 

Comunidades Autónomas, y de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema 

de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 

Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, tiene por objeto articular la cesión a las 

Comunidades Autónomas del nuevo impuesto sobre el depósito de residuos en vertederos, la 

incineración y la coincineración de residuos. 

Este impuesto ha sido creado mediante la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos 

contaminados para una economía circular, cuyas disposiciones transitorias séptima y octava prevén 

un régimen transitorio de cesión del rendimiento, así como de competencias normativas y de gestión 

en relación con este impuesto. Así, se prevé que las Comunidades Autónomas puedan percibir 

transitoriamente el importe del impuesto correspondiente a los hechos imponibles que se produzcan 

en su territorio, así como asumir por delegación del Estado las competencias de gestión sobre el 

mismo, transitoriedad que se mantendrá en tanto no se produzcan los acuerdos en los marcos 

institucionales de cooperación en materia de financiación autonómica establecidos en nuestro 

ordenamiento y las modificaciones normativas necesarias para su configuración y aplicación plena 

como tributo cedido. 

Las modificaciones normativas a que hacen referencia las disposiciones citadas, y que resultan 

necesarias para la configuración y aplicación plena de este impuesto como tributo cedido, implican 

también la modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 

Comunidades Autónomas. 

Concretamente, en esta ley Orgánica se procede a incluir el impuesto sobre el depósito de residuos 

en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos en la lista de figuras tributarias que 

pueden ser objeto de cesión a las Comunidades Autónomas, así como a habilitar la atribución a 

éstas de competencias normativas sobre los tipos impositivos y la gestión de este impuesto. En la Ley 

22/2009, de 18 de diciembre, se especifican las condiciones de la cesión y el punto de conexión, así 

como el alcance de las competencias normativas y de aplicación del impuesto que se atribuyen a 

las Comunidades Autónomas. La efectividad de lo establecido en ambas leyes queda, no obstante, 

supeditada a la adopción de los acuerdos necesarios en los marcos institucionales de cooperación 

en materia de financiación autonómica establecidos en nuestro ordenamiento. 

En cuanto a la modificación del Código Penal, se modifica el artículo 234, apartado 2. Se acomete 

la reforma de los delitos de hurto para dar una respuesta adecuada a los casos de multirreincidencia. 

La reforma resulta necesaria porque, si bien la regulación actual prevé expresamente la posibilidad 

de aplicar una modalidad agravada del delito de hurto cuando el autor es multirreincidente, el 
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Tribunal Supremo considera que esta posibilidad debe reservarse para los casos en que los delitos de 

hurto cometidos con anterioridad superan los 400 euros, pues de lo contrario se produciría un 

desproporcionado salto punitivo entre la pena prevista en el artículo 234.2 del Código Penal para los 

delitos de hurto inferiores a 400 euros, que es una pena de multa de 1 a 3 meses, y la pena prevista 

en el artículo 235.1.7.ª del Código Penal para los casos de multirreincidencia, que es una pena de 

prisión de 1 a 3 años. Esta regulación, conforme a la interpretación efectuada por el Tribunal 

Supremo, está suponiendo que los delitos leves de hurto que se cometen de manera multirreincidente 

no cuenten con una suficiente respuesta penal, a pesar de que son delitos que están siendo objeto 

de una creciente preocupación por afectar directamente no solo al turismo, al comercio y a la 

economía en general, sino también a la propia seguridad de los ciudadanos. Por ese motivo, se 

considera necesaria una reforma del artículo 234.2 del Código Penal que permita sancionar más 

gravemente los casos de hurtos leves no superiores a 400 euros cuando se producen de forma 

multirreincidente. A estos efectos, para evitar el salto desproporcionado de pena criticado por el 

Tribunal Supremo, se opta por aumentar la pena de estos delitos de hurto leve, pero sin llegar a la 

pena de prisión del tipo agravado del artículo 235.1 del Código Penal. Se prevé así que en los casos 

de hurtos leves o inferiores a 400 euros se aumente la pena siempre que el autor sea multirreincidente 

y la cuantía total de lo sustraído, incluyendo los delitos de hurto cometidos con anterioridad, exceda 

los 400 euros. En tal caso, sin embargo, se deberá imponer no ya la pena del tipo agravado del 

artículo 235.1 del Código Penal, sino la pena del tipo básico del artículo 234.1 del Código Penal, que 

es una pena de prisión de 6 a 18 meses. De esta forma, se consigue dar a los casos de 

multirreincidencia una respuesta penal más disuasoria y ajustada a la gravedad de la conducta, sin 

incurrir en un incremento desproporcionado de la pena. 

Asimismo, las demás disposiciones finales recogen la naturaleza de ley orgánica; el título 

competencial; la habilitación para el desarrollo reglamentario; la incorporación al Derecho interno 

de la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019; y la 

entrada en vigor de la ley. 

Entre las cuestiones más relevantes de esta ley destaca la supresión de la previa autorización judicial 

o del Ministerio Fiscal para acceder al Fichero de Titularidades Financieras, tal y como se recogía en 

el artículo 43.3 de le Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo, con el fin de garantizar un acceso directo e inmediato, en los términos 

expresamente previstos por la Directiva. Ese mismo artículo creó el citado Fichero, operativo desde 

el 6 de mayo de 2016, entendido como un registro centralizado de cuentas bancarias en el que se 

encuentran millones de cuentas y depósitos. 

En realidad, el Fichero de Titularidades Financieras contiene los datos identificativos de los titulares de 

las cuentas. No incluye información acerca de saldos ni movimientos (ingresos o transferencias), sino 

que únicamente permite acceder a la identificación del producto financiero, de la entidad de 

crédito y de los titulares y autorizados de la cuenta o producto. En el supuesto de requerir un acceso 

más allá de estos datos, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad solicitarán previa autorización judicial o 

del Ministerio Fiscal. 

En definitiva, el acceso al Fichero proporciona una foto estática, sin información alguna que revele 

la capacidad económica de las personas afectadas; si bien se trata de información sensible, de ahí 

que tanto la Directiva como esta ley aludan a la necesidad de un acceso proporcionado y dentro 

del concepto de «intimidad económica» que maneja nuestra jurisprudencia. De este modo, el 

ordenamiento jurídico español se inscribe en la misma realidad jurídica que el resto de los Estados 

miembros de la Unión Europea. 
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V 

En la elaboración de esta ley se han observado los principios de buena regulación exigidos en el 

artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 

En primer lugar, se trata de una norma necesaria, dado que la transposición de la Directiva (UE) 

2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, exige una ley de carácter 

orgánico, al afectar la norma comunitaria a un derecho fundamental reconocido en el artículo 18 

de la Constitución, y por imperativo del artículo 81 de la misma. 

En este sentido, el artículo 18 de la Constitución dispone que se garantiza la intimidad personal y 

familiar y la propia imagen, así como el secreto de las comunicaciones, además de advertir de que 

sólo una ley podrá limitar el uso de la informática para preservar el honor y la intimidad personal y 

familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 

El principio de necesidad está estrechamente vinculado al de seguridad jurídica, en cuanto a la 

materia objeto de regulación, puesto que la transposición de la citada Directiva se lleva a cabo 

mediante una ley orgánica. Por lo que la tramitación e integración en el ordenamiento jurídico goza 

de las garantías que amparan las normas de esta naturaleza. 

Respecto al principio de proporcionalidad, esta ley contempla las garantías necesarias para que el 

acceso a la información financiera sea proporcional, oportuno, mínimo y suficiente, a fin de cumplir 

con los objetivos que se persiguen, es decir, la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento 

de infracciones penales graves. El acceso a la información financiera está sujeto a los principios que 

rigen todo tratamiento de datos personales, de resultas, se exige que no sean tratados para fines 

distintos de los establecidos en la norma. 

Se cumple, también, con el principio de transparencia, puesto que esta ley ha sido sometida a los 

correspondientes trámites de participación pública, esto es, el de consulta pública previa y el de 

audiencia e información pública. 

En la tramitación, además de los diversos Ministerios concernidos por razón de la materia, han emitido 

informe la Agencia Española de Protección de Datos, el Consejo Fiscal y el Consejo General del Poder 

Judicial. Asimismo, ha sido objeto de dictamen por parte del Consejo de Estado. 

Por último, la ley se dicta al amparo de la regla 29.ª del artículo 149.1 de la Constitución, que atribuye 

al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública; regla 14.ª del artículo 149.1 de 

la Constitución que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre Hacienda General y Deuda 

del Estado; y 6.ª del artículo 149.1 de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 

sobre legislación penal. 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto y ámbito de aplicación 

1. Esta ley tiene por objeto establecer medidas destinadas a facilitar: 
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a) El acceso a la información financiera y a la información del Fichero de Titularidades Financieras, 

así como su uso por las autoridades competentes para la prevención, detección, investigación o 

enjuiciamiento de infracciones penales graves. 

b) El acceso a la información de las autoridades competentes por parte del Servicio Ejecutivo de 

la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, el 

Servicio Ejecutivo de la Comisión), en su condición de Unidad de Inteligencia Financiera (UIF), para 

la prevención y la lucha contra el blanqueo de capitales, los delitos subyacentes conexos y la 

financiación del terrorismo. 

2. Las obligaciones y disposiciones incluidas en esta ley se entenderán sin perjuicio de: 

a) El Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016, 

relativo a la Agencia de la Unión Europea para la Cooperación Policial (Europol). 

b) La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 

del terrorismo. 

c) Las obligaciones que resulten de los instrumentos de la Unión Europea en el ámbito de la 

asistencia judicial o del reconocimiento mutuo de resoluciones en materia penal y, en todo caso, de 

la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión 

Europea, y de la Ley 31/2010, de 27 de julio, sobre simplificación del intercambio de información e 

inteligencia entre los servicios de seguridad de los Estados miembros de la Unión Europea. 

d) Los canales para el intercambio de información entre las autoridades competentes o de la 

facultad de las autoridades competentes, en virtud del Derecho de la Unión Europea o de nuestro 

ordenamiento jurídico, para obtener información que obre en poder de los sujetos obligados. 

Artículo 2 

Definiciones 

1. A efectos de esta ley se entenderá por: 

a) «Organismos de recuperación de activos»: las oficinas nacionales establecidas o designadas 

por España de conformidad con la Decisión 2007/845/JAI, de 6 de diciembre de 2007, sobre 

cooperación entre los organismos de recuperación de activos de los Estados miembros en el ámbito 

del seguimiento y la identificación de productos del delito o de otros bienes relacionados con el 

delito. 

b) «Información financiera»: todo tipo de información o datos, como los relativos a activos 

financieros, movimientos de fondos y relaciones comerciales financieras que obren en poder del 

Servicio Ejecutivo de la Comisión, en su condición de UIF, con la finalidad de prevenir, detectar y 

combatir eficazmente el blanqueo de capitales, sus delitos subyacentes conexos y la financiación 

del terrorismo. 

c) «Análisis financiero»: los resultados del análisis operativo y estratégico que haya llevado a cabo 

el Servicio Ejecutivo de la Comisión, en su condición de UIF. 

d) «Datos del Fichero de Titularidades Financieras»: la información acerca de productos 

declarables, como son las cuentas bancarias y de pago, así como las cajas de seguridad, que 

transmiten las entidades declarantes respecto a datos identificativos de los titulares y de sus titulares 

reales y datos identificativos de los representantes o autorizados y de cualquier otra persona con 
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poderes de disposición. La información de los productos a declarar incluye la numeración que los 

identifique, el tipo de producto declarado y las fechas de apertura y de cancelación. 

En el caso de las cajas de seguridad, se incluirá la duración del periodo de arrendamiento. 

También, se incluyen aquellos otros datos de identificación que se declaren al Fichero en virtud del 

Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo. 

e) «Información de naturaleza policial»: todo tipo de información o datos que obren en poder de 

las autoridades competentes en el contexto de la prevención, detección, investigación o 

enjuiciamiento de infracciones penales, incluyendo todo tipo de información o datos que obren en 

poder de autoridades públicas o entes privados en el marco de la prevención, detección, 

investigación o enjuiciamiento de infracciones penales y que esté a disposición de las autoridades 

competentes sin necesidad de adoptar medidas coercitivas. 

Dicha información puede consistir, entre otros, en registros de antecedentes penales, información 

sobre investigaciones, información sobre la inmovilización e incautación de activos u otras medidas 

de investigación o de carácter provisional, así como en información sobre condenas y decomisos, 

cuyo tratamiento está sujeto a los principios de necesidad y proporcionalidad. 

f) «Delitos graves»: las formas de delincuencia enumeradas en el anexo I del Reglamento (UE) 

2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016. 

g) «Delitos subyacentes conexos»: los delitos que den lugar a fondos, bienes o activos de origen 

ilícito conforme a lo establecido en el artículo 1.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 

2. A los efectos de esta ley serán de aplicación el resto de las definiciones incluidas en el artículo 2 

de la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, por la 

que se establecen normas destinadas a facilitar el uso de información financiera y de otro tipo para 

la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales y por la que se 

deroga la Decisión 2000/642/JAI del Consejo. 

Artículo 3 

Autoridades competentes 

1. A los efectos de esta ley, y sin perjuicio de los órganos autorizados en virtud del artículo 43.3 de la 

Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 

terrorismo, son autoridades competentes para acceder y consultar el Fichero de Titularidades 

Financieras, en el ejercicio de sus respectivas competencias para la prevención, detección, 

investigación o enjuiciamiento de infracciones penales graves, las siguientes: 

a) Los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal. 

b) El Ministerio Fiscal. 

c) La Fiscalía Europea en el ámbito de sus competencias. 

d) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

e) Las Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la investigación 

de delitos graves. 
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f) La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos del Ministerio de Justicia y las oficinas de 

recuperación de activos designadas por España de conformidad con la Decisión 2007/845/JAI, de 

6 de diciembre de 2007. 

g) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria. 

2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 46.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, tienen la condición de autoridades 

competentes para solicitar y recibir información financiera o análisis financieros del Servicio Ejecutivo 

de la Comisión, en el ejercicio de sus respectivas competencias para la prevención, detección, 

investigación o enjuiciamiento de infracciones penales graves, las siguientes: 

a) Los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal. 

b) El Ministerio Fiscal. 

c) La Fiscalía Europea en el ámbito de sus competencias. 

d) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

e) Las Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la investigación 

de delitos graves. 

f) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 

g) La Oficina de Gestión y Recuperación de Activos del Ministerio de Justicia y las oficinas de 

recuperación de activos designadas por España de conformidad con la Decisión 200/845/JAI, de 6 

de diciembre de 2007. 

3. El uso de la información financiera o de los análisis financieros deberá atenerse al régimen de 

utilización de inteligencia financiera establecido en el artículo 46 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 

de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. 

CAPÍTULO II 

Acceso al Fichero de Titularidades Financieras por parte de las autoridades competentes 

Artículo 4 

Acceso y consulta al Fichero de Titularidades Financieras 

1. Las autoridades competentes incluidas en el apartado 1 del artículo 3 accederán y consultarán, 

de manera directa e inmediata, la información contenida en el Fichero de Titularidades Financieras, 

cuando sea necesario para el ejercicio de sus competencias y funciones de prevención, detección, 

investigación o enjuiciamiento de un delito grave o para apoyar una investigación penal en relación 

con un delito grave, incluida la identificación, localización e inmovilización de los activos 

relacionados con dicha investigación. 

2. Las solicitudes de acceso y el tratamiento de la información y los datos personales podrán 

atenderse por las autoridades competentes en respuesta a las solicitudes remitidas mediante 

sistemas de cooperación internacional. 
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3. No será accesible, ni objeto de consulta por las autoridades competentes en virtud de la presente 

ley, la información suplementaria que pudiera contenerse en el Fichero de Titularidades Financieras 

en virtud del artículo 32.bis, apartado 4 de la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para 

el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) 

n.º 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión. 

Artículo 5 

Condiciones para el acceso y la consulta 

1. El acceso y la consulta al Fichero de Titularidades Financieras sólo podrán ser realizados, caso por 

caso, por personal específicamente designado y autorizado para realizar estas tareas a través de los 

puntos únicos de acceso establecidos por las autoridades competentes, en los términos que se 

determinan en la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo, y en su Reglamento. 

2. Este personal, en todo caso, estará debidamente cualificado, tendrá un elevado nivel de 

integridad y observará unas estrictas normas profesionales de confidencialidad y protección de 

datos personales. 

3. Se adoptarán aquellas medidas técnicas y organizativas necesarias a fin de garantizar la seguridad 

de los sistemas y los datos a efectos del acceso y consulta de esta información, a fin de hacer frente 

a los posibles riesgos y amenazas de ciberseguridad atendiendo, en particular, a las normas y 

recomendaciones que le sean de aplicación, tanto en el ámbito europeo como nacional. 

Artículo 6 

Seguimiento del acceso y la consulta 

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión llevará un registro de cada una de las operaciones de acceso 

y consulta al Fichero de Titularidades Financieras realizadas por las autoridades competentes 

comprendidas en el apartado 1 del artículo 3 que incluirá, al menos, los siguientes datos: 

a) El número de referencia del expediente nacional. 

b) La fecha y hora de la búsqueda o consulta. 

c) El tipo de datos utilizados para iniciar la búsqueda o consulta. 

d) El identificador único de los resultados. 

e) La autoridad competente designada que haya consultado el registro. 

f) El identificador de usuario único de la persona que haya realizado la búsqueda o consulta, así 

como, en su caso, el de la persona que la haya ordenado y, en la medida de lo posible, el 

identificador de usuario único del destinatario de los resultados de dicha búsqueda o consulta, si no 

fuera el mismo. 

2. El registro de las operaciones de acceso y consulta del Fichero de Titularidades Financieras debe 

ser examinado regularmente por el delegado de protección de datos del Servicio Ejecutivo de la 

Comisión y estará a disposición de la Agencia Española de Protección de Datos, a solicitud de ésta, 

para el ejercicio de sus potestades legalmente reconocidas. 
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3. Los registros únicamente podrán utilizarse para la supervisión de la protección de datos, lo que 

incluye la comprobación de la admisibilidad de una solicitud y de la legalidad del tratamiento de los 

datos, así como para garantizar la seguridad de los datos. Dichos registros estarán protegidos por 

medidas adecuadas contra el acceso no autorizado y serán suprimidos una vez transcurridos cinco 

años desde su creación, salvo que resulten necesarios a efectos de procedimientos de supervisión 

que estén en curso o que sean necesarios para cumplir con cualquier otra obligación legal del 

responsable del tratamiento. 

4. El personal que gestione el Fichero de Titularidades Financieras participará en programas de 

formación especializados y tendrá la cualificación y el conocimiento pertinente del Derecho de la 

Unión Europea y de la normativa nacional aplicable, incluido en el ámbito de la protección de datos. 

CAPÍTULO III 

Intercambio de información y análisis financieros 

Artículo 7 

Solicitudes de información dirigidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión por parte de las autoridades 

competentes 

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión cooperará con las autoridades competentes designadas en el 

apartado 2 del artículo 3 y responderá a las solicitudes de información financiera que obren en su 

poder y de análisis financieros ya realizados. En el caso de información financiera, el plazo de 

respuesta a las solicitudes será de 72 horas desde su recepción. Cuando las solicitudes requieran o se 

refieran a análisis financieros, se responderán a la mayor brevedad posible. 

Las solicitudes de información estarán debidamente motivadas en función de la necesidad y de las 

circunstancias del caso y tendrán como finalidad la prevención, detección, investigación o 

enjuiciamiento de delitos graves. 

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión no atenderá estas solicitudes cuando concurran motivos 

objetivos por los que el traslado de la información solicitada podría resultar perjudicial para las 

investigaciones o los análisis en curso. Tampoco atenderá estas solicitudes en circunstancias 

excepcionales, cuando la transmisión de la información pudiera ser manifiestamente 

desproporcionada respecto de los intereses legítimos de una persona física o jurídica, o resulte 

irrelevante respecto al propósito para el que se haya solicitado. 

3. La utilización de la información financiera o del análisis financiero con fines distintos de los 

originalmente aprobados estará sujeta a la autorización previa del Servicio Ejecutivo de la Comisión, 

que atenderá las solicitudes efectuadas con arreglo al apartado 1, salvo que concurra alguna de 

las circunstancias del apartado 2, lo que deberá ser debidamente motivado. 

4. La decisión de proceder a la transmisión de la información corresponderá al Servicio Ejecutivo de 

la Comisión, que motivará de manera adecuada toda negativa a atender una solicitud de 

información. 

5. Las autoridades competentes designadas en el apartado 2 del artículo 3 podrán tratar la 

información financiera y los análisis financieros recibidos del Servicio Ejecutivo de la Comisión para 

fines específicos dirigidos a la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de los delitos 

graves, distintos de los fines para los que los datos personales incluidos en la información o los análisis 

hayan sido recogidos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6.3 de la Ley Orgánica 7/2021, 

de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, 

investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales. 
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Artículo 8 

Solicitudes de información dirigidas a las autoridades competentes por parte del Servicio Ejecutivo 

de la Comisión 

1. Las autoridades competentes colaborarán con el Servicio Ejecutivo de la Comisión y responderán 

a las solicitudes de información de naturaleza policial a la mayor brevedad posible. 

2. Estas solicitudes estarán debidamente motivadas en función de las circunstancias del caso y 

dirigidas, en el ámbito de sus competencias, a la prevención, detección y lucha contra el blanqueo 

de capitales, los delitos subyacentes conexos y la financiación del terrorismo. 

Artículo 9 

Intercambio de información financiera relativa al terrorismo entre el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión y las Unidades de Inteligencia Financiera de otros Estados miembros de la Unión Europea 

1. Con carácter excepcional y urgente, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá intercambiar con 

las UIF de otros Estados miembros de la Unión Europea, la información financiera o los análisis 

financieros que puedan ser pertinentes para el tratamiento o el análisis de información relacionada 

con el terrorismo o con la delincuencia organizada vinculada al mismo. Este intercambio de 

información se llevará a cabo a la mayor brevedad posible. 

2. La transmisión de esta información deberá realizarse a través de comunicaciones electrónicas 

seguras y específicas que garanticen un elevado nivel de seguridad de los datos. 

Artículo 10 

Intercambio de información financiera y análisis financieros con autoridades competentes de 

Estados miembros de la Unión Europea 

1. Las autoridades competentes españolas incluidas en el apartado 2 del artículo 3 podrán 

intercambiar la información financiera o los análisis financieros obtenidos del Servicio Ejecutivo de la 

Comisión con una autoridad competente designada para recibir dicha información de otro Estado 

miembro de la Unión Europea, previa solicitud debidamente motivada en función de las 

circunstancias del caso y dirigida a la prevención, detección y la lucha contra el blanqueo de 

capitales, los delitos subyacentes conexos y la financiación del terrorismo, de acuerdo con los 

mecanismos vigentes de cooperación policial y judicial. 

2. Las autoridades competentes españolas incluidas en el apartado 2 del artículo 3 podrán solicitar 

a las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión Europea, la información y los 

análisis a los que se refiere el apartado anterior, procedentes de sus respectivas UIF, con las 

condiciones previstas en dicho apartado. 

3. Las autoridades competentes españolas únicamente podrán utilizar la información o los análisis 

financieros intercambiados a los fines para los que se solicitaron, salvo que obtengan la autorización 

previa de la UIF que los haya facilitado al objeto de su utilización para otros propósitos. Igualmente, 

toda transmisión de la información financiera o de los análisis financieros obtenidos por las 

autoridades competentes españolas del Servicio Ejecutivo de la Comisión, así como todo uso de 

dicha información con fines distintos de los originariamente aprobados, deberá contar con el 

consentimiento previo de dicho Servicio Ejecutivo. 

4. La transmisión de esta información deberá llevarse a cabo a través de comunicaciones 

electrónicas seguras y específicas que garanticen un elevado nivel de seguridad de los datos. 
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Artículo 11 

Intercambio de información con Europol 

1. Las autoridades competentes incluidas en el apartado 1 del artículo 3 responderán a las solicitudes 

de información sobre el Fichero de Titularidades Financieras formuladas por Europol a través de la 

Unidad Nacional de Europol. Las solicitudes de Europol deberán estar debidamente motivadas en 

función de las circunstancias del caso, encontrarse incluidas en el ámbito de su competencia y 

dirigirse al desempeño de sus funciones conforme a lo establecido en el artículo 7, apartados 6 y 7 

del Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016. 

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión responderá a las solicitudes que formule Europol respecto a 

información financiera y análisis financieros a través de la Unidad Nacional de Europol. Las solicitudes 

de Europol deberán estar debidamente motivadas en función de las circunstancias del caso, 

encontrarse incluidas en el ámbito de su competencia y dirigirse al desempeño de sus funciones 

conforme a lo establecido en el artículo 7, apartados 6 y 7 del Reglamento (UE) 2016/794 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016. 

El Servicio Ejecutivo de la Comisión no atenderá estas solicitudes cuando concurran motivos objetivos 

por los que la comunicación de la información solicitada podría resultar perjudicial para las 

investigaciones o los análisis en curso. Tampoco atenderá estas solicitudes, en circunstancias 

excepcionales, cuando la transmisión de la información pudiera ser manifiestamente 

desproporcionada respecto de los intereses legítimos de una persona física o jurídica, o resulte 

irrelevante respecto al propósito para el que se haya solicitado. 

En los demás supuestos, se responderán las solicitudes a la mayor brevedad posible y con la misma 

diligencia que si procedieran de otra UIF de un Estado miembro de la Unión Europea. 

3. Los intercambios de información con Europol, de acuerdo con los apartados 1 y 2, se efectuarán 

electrónicamente a través de los siguientes sistemas o de aquellos que los sustituyan: 

a) SIENA, o 

b) La Red de Unidades de Información Financiera (FIU.net), en su caso. 

CAPÍTULO IV 

Protección de datos de carácter personal 

Artículo 12 

Protección de datos de carácter personal 

1. El tratamiento de datos de carácter personal, en aplicación de esta ley, estará a lo dispuesto en 

el artículo 32 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo, en la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos 

personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

infracciones penales y de ejecución de sanciones penales y, en lo que resulte de aplicación, en el 

Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a 

la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 

circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, así como en la Ley Orgánica 

3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. 

2. En el ámbito de aplicación de esta ley se podrán tratar categorías especiales de datos personales 

cuando sea necesario para cumplir con los fines del artículo 1. En las solicitudes de información se 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 555 

motivará esta necesidad y solo se accederá a la misma en los supuestos en los que tal circunstancia 

pueda acreditarse. 

3. El tratamiento de categorías especiales de datos personales efectuado por las autoridades 

competentes y por el Servicio Ejecutivo de la Comisión en el marco del intercambio de información 

y análisis financiero, así como el realizado en virtud del intercambio de información y de análisis 

financieros con la participación de la Unidad Nacional de Europol, únicamente podrá ser llevado a 

cabo por las personas que estén sometidas a un deber específico de confidencialidad y reserva, que 

hayan recibido una formación específica y sean individualmente autorizadas para ello. Este 

tratamiento se realizará de conformidad con las normas aplicables en materia de protección de 

datos, de acuerdo con las orientaciones del delegado de protección de datos designado por la 

autoridad competente, y será igualmente aplicable a los datos de los menores de edad o a los 

antecedentes penales. 

4. No obstante, cuando ese tratamiento de categorías especiales de datos personales se realice por 

órganos judiciales y fiscalías en actuaciones o procedimientos de su competencia, así como el 

realizado dentro de la gestión de la Oficina judicial y fiscal, en lo que respecta al tratamiento de los 

datos de carácter personal por parte de las autoridades competentes, con fines de prevención, 

detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales, se regirá por lo dispuesto en la 

Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de 

prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de 

sanciones penales, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial, las leyes procesales que le sean aplicables y, en su caso, por la Ley 50/1981, de 30 de 

diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. 

Artículo 13 

Registro de solicitudes de información 

1. Las autoridades competentes y el Servicio Ejecutivo de la Comisión deberán llevar un registro de 

solicitudes de información realizadas al amparo de esta ley, donde figurará, como mínimo, la 

información siguiente: 

a) El nombre y los datos de contacto de la organización y del miembro del personal que hayan 

solicitado la información y, en la medida de lo posible, el nombre y los datos de contacto del 

destinatario de los resultados de la búsqueda o la consulta. 

b) La referencia al asunto para el que se solicita la información. 

c) El objeto de las solicitudes. 

d) Cualquier medida de ejecución de las solicitudes. 

2. Los registros se conservarán durante un período de 5 años desde que hayan sido realizados y se 

utilizarán solamente a efectos de comprobar la legalidad del tratamiento, controlar el cumplimiento 

de las medidas y de las políticas de protección de datos, así como de garantizar la integridad y la 

seguridad de los datos personales. 

Dichos registros estarán a disposición de la autoridad de protección de datos competente a solicitud 

de ésta, de conformidad con las potestades establecidas en su normativa específica. 
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Artículo 14 

Elaboración de estadísticas 

El Servicio Ejecutivo de la Comisión y las autoridades competentes, a fin de evaluar la eficacia de los 

sistemas de lucha contra los delitos graves de los Estados miembros, elaborarán la información 

estadística oportuna y completa relativa al cumplimiento de esta ley, que se facilitará a la Comisión 

Europea con una periodicidad anual y que incluirá al menos: 

a) El número de consultas efectuadas por las autoridades competentes al Fichero de Titularidades 

Financieras de conformidad con el artículo 4 de esta ley. 

b) El número de solicitudes cursadas por cada autoridad competente incluida en esta ley; el 

seguimiento dado a dichas solicitudes; el número de asuntos investigados; el número de personas 

enjuiciadas; y el número de personas condenadas por delitos graves, cuando se disponga de esta 

información. 

c) La información sobre el tiempo de respuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión y de las 

autoridades competentes a las solicitudes que reciban, desde su recepción. 

d) La información sobre el coste de los recursos humanos o tecnológicos dedicados a las 

solicitudes tanto nacionales como internacionales cursadas en aplicación de esta ley, en caso de 

que fuera posible. 

Disposición adicional primera 

Centro Nacional de Inteligencia 

El Centro Nacional de Inteligencia podrá acceder y consultar el Fichero de Titularidades Financieras, 

así como solicitar y recibir información financiera o análisis financieros del Servicio Ejecutivo de la 

Comisión, para el ejercicio de las funciones que le encomienda la Ley 11/2002, de 6 de mayo, 

reguladora del Centro Nacional de Inteligencia. 

Disposición adicional segunda 

No incremento de gasto público 

Las medidas contempladas en esta ley serán atendidas con las disponibilidades presupuestarias 

ordinarias y no podrán suponer incremento de dotaciones ni de retribuciones ni de otros gastos de 

personal al servicio del sector público. 

Disposición adicional tercera 

Acceso al Registro Común de Datos de Identidad de la Unión Europea 

En aplicación del artículo 20 del Reglamento (UE) 2019/818 del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 20 de mayo, relativo al establecimiento de un marco para la interoperabilidad entre los sistemas 

de información de la UE en el ámbito de la cooperación policial y judicial, el asilo y la migración y 

por el que se modifican los Reglamentos (UE) 2018/1726, (UE) 2018/1862 y (UE) 2019/816; así como del 

artículo 20 del Reglamento (UE) 2019/817 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 

2019, relativo al establecimiento de un marco para la interoperabilidad de los sistemas de 

información de la UE en el ámbito de las fronteras y los visados y por el que se modifican los 

Reglamentos (CE) n.° 767/2008, (UE) 2016/399, (UE) 2017/2226, (UE) 2018/1240, (UE) 2018/1726 y (UE) 

2018/1861 del Parlamento Europeo y del Consejo, y las Decisiones 2004/512/CE y 2008/633/JAI del 

Consejo, se establece lo siguiente: 
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1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad designados, podrán acceder al Registro Común de Datos de 

Identidad (RCDI), a efectos de identificación de las personas, en los casos previstos en el artículo 20.1 

y para los fines previstos en el artículo 2.1.b) y c) de dichos Reglamentos. Podrá, igualmente 

consultarse el RCDI en caso de catástrofe natural, accidente o ataque terrorista, solo con el fin de 

identificar a personas desconocidas o restos humanos sin identificar. 

En el marco de la aplicación del artículo 20.1 de los citados Reglamentos, no se realizará esta consulta 

en caso de personas menores de doce años, salvo en interés superior del menor. 

2. Para ello, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20.2 de ambos Reglamentos, los cuerpos 

policiales designados podrán, únicamente a efectos de identificación, consultar el RCDI con los 

datos biométricos de la persona, tomados durante el control de identidad, siempre que el 

procedimiento se haya iniciado en presencia de esta. Se prohíbe cualquier tipo de práctica 

discriminatoria, incluida entre los nacionales de terceros países que no sean miembros de la Unión 

Europea. 

Cuando no puedan ser utilizados los datos biométricos o cuando la consulta con dichos datos resulte 

infructuosa, se podrá consultar el RCDI con los datos de identidad de la persona en combinación 

con los datos del documento de viaje, o con los datos que facilite. 

3. El procedimiento y los criterios para efectuar dichos accesos se establecerán por Orden del 

Ministerio del Interior. 

Disposición final primera 

Modificación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo 

Se modifican los apartados 1, 3 y 4 del artículo 43 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, que quedan redactados como sigue: 

«Artículo 43. Fichero de Titularidades Financieras. 

1. Con la finalidad de prevenir, impedir y detectar el blanqueo de capitales y la financiación del 

terrorismo, así como para fines de prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de delitos 

graves, las entidades de crédito, las entidades de dinero electrónico y las entidades de pago (en 

adelante, las entidades declarantes) deberán declarar al Servicio Ejecutivo de la Comisión, con la 

periodicidad que reglamentariamente se determine, la apertura o cancelación de cuentas 

corrientes, cuentas de ahorro, depósitos y de cualquier otro tipo de cuentas de pago, así como los 

contratos de alquiler de cajas de seguridad y su periodo de arrendamiento, con independencia de 

su denominación comercial. 

Las declaraciones no incluirán las cajas de seguridad, cuentas y depósitos de las sucursales o 

filiales de las entidades declarantes españolas en el extranjero. 

La declaración contendrá, en todo caso, los datos identificativos de los titulares y de sus titulares 

reales y los datos identificativos de los representantes o autorizados y cualesquiera otras personas 

con poderes de disposición. La información de los productos a declarar incluirá en todo caso la 

numeración que los identifique, el tipo de producto declarado y las fechas de apertura y de 

cancelación. En el caso de las cajas de seguridad se incluirá la duración del periodo de 

arrendamiento. Reglamentariamente se podrán determinar otros datos de identificación que deban 

ser declarados. 

(…) 
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3. Con ocasión de la investigación de delitos relacionados con el blanqueo de capitales o la 

financiación del terrorismo, podrán acceder al Fichero de Titularidades Financieras los órganos 

jurisdiccionales con competencias en la investigación de estos delitos, el Ministerio Fiscal y la Fiscalía 

Europea en el ejercicio de sus competencias, así como: 

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y las Policías Autonómicas con competencias 

estatutariamente asumidas para la investigación de los delitos graves. 

Los organismos de recuperación de activos, incluida la Oficina de Recuperación y Gestión de 

Activos, podrán acceder al Fichero cuando les haya sido encomendada la localización de activos 

por los órganos judiciales o fiscalías, así como en la realización de sus funciones de intercambio de 

información con otras oficinas análogas de la Unión Europea o instituciones de terceros Estados cuyo 

fin sea el embargo o decomiso en el marco de un procedimiento penal y se trate de delitos 

relacionados con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo. 

La Secretaría de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo podrá 

acceder al Fichero en el marco de las competencias que tiene atribuidas en materia de bloqueo 

de los saldos, cuentas y posiciones, incluidos los bienes depositados en cajas de seguridad abiertas 

por personas o entidades vinculadas a organizaciones terroristas, en virtud de los artículos 1 y 2 de la 

Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo, y del 

Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, aprobado 

por el Real Decreto 413/2015, de 29 de mayo. 

El Centro Nacional de Inteligencia podrá acceder a los datos declarados en el Fichero de 

Titularidades Financieras para el cumplimiento de las funciones que tiene asignadas en su normativa 

reguladora. 

La Agencia Estatal de Administración Tributaria podrá acceder al Fichero de Titularidades 

Financieras para el ejercicio de sus competencias en materia de prevención y lucha contra el 

fraude, en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en el 

artículo 7.3 bis del Reglamento (UE, Euratom) n.º 883/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

11 de septiembre de 2013, relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de Lucha 

contra el Fraude. Igual acceso dispondrán las Haciendas Forales para la mencionada finalidad. 

Toda petición de acceso a los datos del Fichero de Titularidades Financieras habrá de realizarse 

a través de los respectivos puntos únicos de acceso que deberán asignarse a todas las autoridades 

anteriormente señaladas y deberá ser adecuadamente motivada por el órgano requirente, que 

será responsable de la regularidad del requerimiento. En ningún caso podrá requerirse el acceso al 

Fichero para finalidades distintas de las previstas en este artículo. Los accesos quedarán registrados 

y los datos de los registros se conservarán por un plazo de 5 años. 

4. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a la Agencia Española de Protección de 

Datos y al Consejo General del Poder Judicial en relación con los tratamientos con fines 

jurisdiccionales realizados por los órganos judiciales, un miembro del Ministerio Fiscal designado por 

el Fiscal General del Estado, de conformidad con los trámites previstos en el Estatuto Orgánico del 

Ministerio Fiscal, y que durante el ejercicio de esta actividad no se encuentre desarrollando su 

función en alguno de los órganos del Ministerio Fiscal encargados de la persecución de los delitos 

de blanqueo de capitales o financiación del terrorismo, velará por el uso adecuado del fichero, a 

cuyos efectos podrá requerir, con posterioridad a cualquier acceso, justificación completa de los 

motivos del mismo.» 
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Disposición final segunda 

Modificación de la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se establecen medidas para la protección 

de las infraestructuras críticas 

1. Se modifican los apartados c) y d) del artículo 13 de la Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se 

establecen medidas para la protección de las infraestructuras críticas, que quedan redactados 

como sigue: 

«Artículo 13. Operadores críticos. 

(…) 

c) Elaborar el Plan de Seguridad del Operador en los términos y con los contenidos que se 

determinen reglamentariamente, debiendo acreditar la implantación de las medidas exigidas por 

la autoridad competente a través de la certificación oportuna. 

d) Elaborar, según se disponga reglamentariamente, un Plan de Protección Específico por cada 

una de las infraestructuras consideradas como críticas en el Catálogo, debiendo acreditar la 

implantación de las medidas exigidas por la autoridad competente a través de la certificación 

oportuna.» 

2. Se añade un nuevo apartado h) al artículo 13 con el siguiente tenor: 

«h) Constituir un Área de Seguridad del Operador, de la manera que reglamentariamente se 

determine.» 

Disposición final tercera 

Modificación de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales 

tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones 

penales y de ejecución de sanciones penales 

Se modifica el artículo 61 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos 

personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, que queda redactado como sigue: 

«Artículo 61. Régimen jurídico. 

1. El ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a las autoridades de protección de 

datos competentes, se regirá por lo dispuesto en el presente capítulo, por los títulos VII y IX de la Ley 

Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 

digitales y, en cuanto no la contradiga, con carácter supletorio, por la normativa sobre el 

procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas y el régimen jurídico del sector 

público. 

2. En el supuesto de las infracciones recogidas en los artículos 58. j) y 59. j), el ejercicio de la 

potestad sancionadora corresponderá respectivamente, a las personas titulares de la Secretaría de 

Estado de Seguridad y de las Delegaciones del Gobierno. Estos procedimientos se regirán por la 

normativa sobre procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas y el régimen 

jurídico del sector público, sin perjuicio de las especialidades que se recogen en este capítulo.» 
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Disposición final cuarta 

Modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 

Comunidades Autónomas 

Se modifica la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades 

Autónomas, que queda redactada en la forma siguiente: 

Uno. Se modifica el artículo 11 que queda redactado de la siguiente manera: 

«Solo pueden ser cedidos a las Comunidades Autónomas, en las condiciones que establece la 

presente ley, los siguientes tributos: 

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial con el límite máximo del 

50 por ciento. 

b) Impuesto sobre el Patrimonio. 

c) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

d) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

e) Impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial con el límite máximo del 50 por ciento. 

f) Los Impuestos Especiales de Fabricación, con carácter parcial con el límite máximo del 58 por 

ciento de cada uno de ellos, excepto el Impuesto sobre la Electricidad y el Impuesto sobre 

Hidrocarburos. 

g) El Impuesto sobre la Electricidad. 

h) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte. 

i) Los Tributos sobre el Juego. 

j) El Impuesto sobre Hidrocarburos, con carácter parcial con el límite máximo del 58 por ciento 

para el tipo estatal general y en su totalidad para el tipo estatal especial y para el tipo autonómico. 

k) El Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de 

residuos. 

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 19, que queda redactado de la siguiente manera: 

«2. En caso de tributos cedidos, cada Comunidad Autónoma podrá asumir, en los términos que 

establezca la ley que regule la cesión de tributos, las siguientes competencias normativas: 

a) En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, la fijación de la cuantía del mínimo 

personal y familiar y la regulación de la tarifa y deducciones de la cuota. 

b) En el Impuesto sobre el Patrimonio, la determinación de mínimo exento y tarifa, deducciones y 

bonificaciones. 

c) En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, reducciones de la base imponible, tarifa, la 

fijación de la cuantía y coeficientes del patrimonio preexistente, deducciones, bonificaciones, así 

como la regulación de la gestión. 
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d) En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, en la 

modalidad "Transmisiones Patrimoniales Onerosas", la regulación del tipo de gravamen en 

arrendamientos, en las concesiones administrativas, en la transmisión de bienes muebles e inmuebles 

y en la constitución y cesión de derechos reales que recaigan sobre los mismos, excepto los derechos 

reales de garantía; y en la modalidad "Actos Jurídicos Documentados", el tipo de gravamen de los 

documentos notariales. Asimismo, podrán regular deducciones de la cuota, bonificaciones, así 

como la regulación de la gestión del tributo. 

e) En los Tributos sobre el Juego, la determinación de exenciones, base imponible, tipos de 

gravamen, cuotas fijas, bonificaciones y devengo, así como la regulación de la aplicación de los 

tributos. 

f) En el Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte, la regulación de los tipos 

impositivos. 

g) En el Impuesto sobre Hidrocarburos, la regulación del tipo impositivo autonómico. 

h) En el Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración 

de residuos, la regulación de los tipos impositivos y de la gestión del tributo. 

En el ejercicio de las competencias normativas a que se refiere el párrafo anterior, las 

Comunidades Autónomas observarán el principio de solidaridad entre todos los españoles, 

conforme a lo establecido al respecto en la Constitución; no adoptarán medidas que discriminen 

por razón del lugar de ubicación de los bienes, de procedencia de las rentas, de realización del 

gasto, de la prestación de los servicios o de celebración de los negocios, actos o hechos; y 

mantendrán una presión fiscal efectiva global equivalente a la del resto del territorio nacional. 

Asimismo, en caso de tributos cedidos, cada Comunidad Autónoma podrá asumir por 

delegación del Estado la aplicación de los tributos, la potestad sancionadora y la revisión, en su 

caso, de los mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas 

Administraciones, todo ello de acuerdo con lo especificado en la ley que fije el alcance y 

condiciones de la cesión. 

Lo previsto en el párrafo anterior no será de aplicación en el Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas, en el Impuesto sobre el Valor Añadido ni en los Impuestos Especiales de Fabricación. 

La aplicación de los tributos, potestad sancionadora y revisión de estos impuestos tendrá lugar según 

lo establecido en el apartado siguiente. 

Las competencias que se atribuyan a las Comunidades Autónomas en relación con los tributos 

cedidos pasarán a ser ejercidas por el Estado cuando resulte necesario para dar cumplimiento a la 

normativa sobre armonización fiscal de la Unión Europea.» 

Tres. Se añade una nueva disposición transitoria cuarta, que queda redactada de la siguiente 

manera: 

«Cuarta. 

Para que la cesión del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la 

coincineración de residuos sea efectiva en los términos establecidos en esta ley, deberán ser 

adoptados los acuerdos necesarios para su configuración y aplicación plena como tributo cedido 

en los marcos institucionales de cooperación en materia de financiación autonómica establecidos 

en nuestro ordenamiento.» 
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Disposición final quinta 

Modificación de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación 

de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se 

modifican determinadas normas tributarias 

Se modifica la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de 

las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se 

modifican determinadas normas tributarias, en la forma que se indica a continuación: 

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 25, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. Con el alcance y condiciones establecidos en este título, se cede a las Comunidades 

Autónomas, según los casos, el rendimiento total o parcial en su territorio de los siguientes tributos: 

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

b) Impuesto sobre el Patrimonio. 

c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

d) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

e) Tributos sobre el Juego. 

f) Impuesto sobre el Valor Añadido. 

g) Impuesto sobre la Cerveza. 

h) Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas. 

i) Impuesto sobre Productos Intermedios. 

j) Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas. 

k) Impuesto sobre Hidrocarburos. 

l) Impuesto sobre las Labores del Tabaco. 

m)  Impuesto sobre la Electricidad. 

n) Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte. 

o) Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. 

p) Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de 

residuos.» 

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 26, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. Se entiende por rendimiento cedido de los tributos que se señalan en el artículo anterior: 

A) El importe de la recaudación líquida derivada de las deudas tributarias correspondientes a los 

distintos hechos imponibles cedidos, en el caso de: 
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a) El Impuesto sobre el Patrimonio. 

b) El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

c) El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

d) Los Tributos sobre el Juego. 

e) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte. 

f) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. 

g) El Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de 

residuos. 

B) El importe de la recaudación líquida efectivamente ingresada derivada de la parte de la 

deuda tributaria cedida, en el caso de: 

a) El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

b) El Impuesto sobre el Valor Añadido. 

c) El Impuesto sobre la Cerveza. 

d) El Impuesto sobre el Vino y Bebidas Fermentadas. 

e) El Impuesto sobre Productos Intermedios. 

f) El Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas. 

g) El Impuesto sobre Hidrocarburos. 

h) El Impuesto sobre las Labores del Tabaco. 

i) El Impuesto sobre la Electricidad.» 

Tres. Se añade un nuevo artículo 44 bis, que queda redactado de la siguiente manera: 

«Artículo 44 bis. Alcance de la cesión y puntos de conexión en el Impuesto sobre el Depósito de 

Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos. 

1. Se cede a la Comunidad Autónoma el rendimiento del Impuesto sobre el Depósito de Residuos 

en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos producido en su territorio. 

2. Se considerará producido en el territorio de una Comunidad Autónoma el rendimiento del 

Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos 

cuando se ubique en su territorio el vertedero o la instalación de incineración o coincineración en la 

que se entreguen los residuos objeto del impuesto.» 

Cuatro. Se añade un nuevo artículo 52 bis, que queda redactado de la siguiente manera: 

«Artículo 52 bis. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre el Depósito de 

Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos. 
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1. En el Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración 

de residuos, las Comunidades Autónomas podrán incrementar los tipos de gravamen aplicables a 

cada una de las categorías de residuos e instalaciones previstas en el artículo 93 de la Ley 7/2022, 

de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, respecto de los 

residuos depositados, incinerados o coincinerados en sus respectivos territorios. No obstante, no 

podrán regular la clasificación de residuos y de instalaciones contenida en dicho precepto que da 

lugar a la aplicación de tipos de gravamen diferenciados. 

2. Las Comunidades Autónomas también podrán regular los aspectos de gestión y liquidación.» 

Cinco. Se modifica el artículo 53, que queda redactado de la siguiente manera: 

«Artículo 53. Supuesto de no uso de las competencias normativas. 

Si una Comunidad Autónoma no hiciera uso de las competencias normativas que le confieren los 

artículos 46, excepto la letra b) del punto 1, a 52 bis, se aplicará, en su defecto, la normativa del 

Estado.» 

Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 54, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. La Comunidad Autónoma se hará cargo, por delegación del Estado y en los términos previstos 

en esta Sección, de la aplicación de los tributos, así como de la revisión de los actos dictados en 

ejercicio de la misma en los siguientes tributos: 

a) Impuesto sobre el Patrimonio. 

b) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

c) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

d) Tributos sobre el Juego. 

e) Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte. 

f) Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. 

g) Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de 

residuos.» 

Siete. Se modifica el artículo 55, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. En la gestión tributaria de los Impuestos sobre el Patrimonio, sobre Sucesiones y Donaciones, 

sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, de los Tributos sobre el Juego, del 

Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte, del Impuesto sobre las Ventas 

Minoristas de Determinados Hidrocarburos y del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en 

vertederos, la incineración y la coincineración de residuos corresponderá a las Comunidades 

Autónomas: 

a) La incoación de los expedientes de comprobación de valores, utilizando los mismos criterios 

que el Estado. 

En el caso de concesiones administrativas que superen el ámbito territorial de una Comunidad 

Autónoma, la comprobación de valores corresponderá a la Comunidad Autónoma en cuyo 

territorio se encuentre el domicilio fiscal de la entidad concesionaria. 
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b) La realización de los actos de trámite y la práctica de liquidaciones tributarias. 

c) La calificación de las infracciones y la imposición de sanciones tributarias. 

d) La publicidad e información al público de obligaciones tributarias y su forma de cumplimiento. 

e) La aprobación de modelos de declaración. 

f) En general, las demás competencias necesarias para la gestión de los tributos. 

2. No son objeto de delegación las siguientes competencias: 

a) La contestación de las consultas reguladas en los artículos 88 y 89 de la Ley 58/2003, de 17 de 

diciembre, General Tributaria, salvo en lo que se refiera a la aplicación de las disposiciones dictadas 

por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de sus competencias. 

b) La confección de los efectos estancados que se utilicen para la gestión de los tributos cedidos. 

c) Las que a continuación se citan, en relación con el Impuesto Especial sobre Determinados 

Medios de Transporte: 

a') La homologación por parte de la Administración tributaria de los vehículos automóviles, en los 

supuestos contemplados en el artículo 65, apartado 1, letra a), número 3.º de la Ley 38/1992, de 28 

de diciembre, de Impuestos Especiales. 

b') La aplicación del supuesto de no sujeción regulado en el número 9.º del precepto citado en 

la letra a') anterior, cuando se trate de vehículos destinados a ser utilizados por las Fuerzas Armadas, 

por los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado y por el Resguardo Aduanero. 

c') La aplicación de las exenciones a que se refieren las letras e) y h) del apartado 1 del artículo 

66 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, siempre que, en el caso de esta 

última letra, se trate de aeronaves matriculadas por el Estado o por empresas u organismos públicos 

o estatales. 

d) Los acuerdos de concesión de las exenciones previstas en las letras a), b), y c) del apartado 1 

de la Disposición Seis del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos, 

regulado en el artículo 9 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas 

y del Orden Social. 

3. Los documentos y autoliquidaciones de los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones, sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, sobre Determinados Medios de 

Transporte, sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos y sobre el Depósito de 

Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos se presentarán y surtirán 

efectos liberatorios exclusivamente ante la oficina competente de la Comunidad Autónoma a la 

que corresponda el rendimiento de acuerdo con los puntos de conexión aplicables. Cuando el 

rendimiento correspondiente a los actos o contratos contenidos en el mismo documento se 

considere producido en distintas Comunidades Autónomas, procederá su presentación en la oficina 

competente de cada una de ellas, si bien la autoliquidación que en su caso se formule solo se referirá 

al rendimiento producido en su respectivo territorio. 

4. Las competencias en materia de gestión previstas en este artículo se podrán realizar mediante 

diligencias de colaboración entre las distintas Administraciones tributarias competentes. 
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5. En el Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración 

de residuos los modelos de autoliquidación que aprueben las Comunidades Autónomas deberán 

contener los mismos datos que los aprobados por la persona titular del Ministerio de Hacienda y 

Función Pública. Asimismo, las Órdenes reguladoras de la creación del Censo de obligados 

tributarios sujetos a este impuesto, así como del procedimiento para la inscripción de estos en el 

Registro territorial deberán ser sustancialmente iguales a las establecidas por la persona titular del 

Ministerio de Hacienda y Función Pública.» 

Ocho. Se modifica el apartado 1 del artículo 56, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. Corresponderá a las Comunidades Autónomas la recaudación: 

a) En período voluntario de pago y en período ejecutivo, de los Impuestos sobre Sucesiones y 

Donaciones, Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, Determinados Medios de 

Transporte, Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos, sobre el Depósito de Residuos en 

vertederos, la incineración y la coincineración de residuos y los Tributos sobre el Juego. 

b) En periodo voluntario de pago, las liquidaciones del Impuesto sobre el Patrimonio practicadas 

por la Comunidad Autónoma, y en período ejecutivo todos los débitos por este Impuesto.» 

Nueve. Se modifica el apartado 1 del artículo 58, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. Respecto de los Impuestos sobre el Patrimonio, sobre Sucesiones y Donaciones, sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, Tributos sobre el Juego, Impuesto 

Especial sobre Determinados Medios de Transporte, Impuesto sobre las Ventas Minoristas de 

Determinados Hidrocarburos e Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración 

y la coincineración de residuos corresponden a las Comunidades Autónomas las funciones previstas 

en el artículo 141 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, aplicando las normas 

legales y reglamentarias que regulen las actuaciones inspectoras del Estado en materia tributaria y 

siguiendo los planes de actuación inspectora, que habrán de ser elaborados conjuntamente por 

ambas Administraciones, y de cuya ejecución darán cuenta anualmente las Comunidades 

Autónomas al Ministerio de Economía y Hacienda, al Congreso de los Diputados y al Senado.» 

Diez. Se modifica el apartado 1 del artículo 60, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. Todos los actos, documentos y expedientes relativos a los Impuestos sobre Sucesiones y 

Donaciones, sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, los Tributos sobre el 

Juego, Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte, Impuesto sobre las Ventas 

Minoristas de Determinados Hidrocarburos e Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, 

la incineración y la coincineración de residuos de los que se deriven derechos y obligaciones de 

contenido económico, serán intervenidos y contabilizados por las Comunidades Autónomas con 

arreglo a los principios generales de la Ley General Presupuestaria.» 

Once. Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 61, que queda redactado de la siguiente manera: 

«6. Las Comunidades Autónomas facilitarán trimestralmente a la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria, en las condiciones concretas y por los medios que se determinen, 

información detallada sobre la recaudación del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en 

vertederos, la incineración y la coincineración de residuos que incluirá de manera específica todos 

los datos incluidos en los modelos de autoliquidación del impuesto presentados por los 

contribuyentes y las liquidaciones practicadas por la administración.» 

Doce. Se modifica el apartado 1 del artículo 62, que queda redactado de la siguiente manera: 
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«1. Corresponderá a la autoridad competente de la Comunidad Autónoma respectiva poner en 

conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos que estime constitutivos de delitos contra la Hacienda 

Pública con arreglo al Código Penal respecto de los siguientes tributos: 

a) Impuesto sobre el Patrimonio. 

b) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

c) Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

d) Tributos sobre el Juego. 

e) Impuesto especial sobre Determinados Medios de Transporte. 

f) Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. 

g) Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de 

residuos.» 

Trece. Se modifica el apartado 1 del artículo 63, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. La investigación tributaria de las cuentas y operaciones activas y pasivas de los Bancos, Cajas 

de Ahorro, Cooperativas de Crédito y cuantas personas físicas o jurídicas se dediquen al tráfico 

bancario o crediticio, se realizarán en orden a la aplicación de los Impuestos sobre el Patrimonio, 

sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, 

Tributos sobre el Juego, Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte, Impuesto sobre 

las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos e Impuesto sobre el Depósito de Residuos en 

vertederos, la incineración y la coincineración de residuos, previa autorización de la autoridad 

competente de la Comunidad Autónoma respectiva.» 

Catorce. Se añade una nueva disposición adicional novena, que queda redactada de la siguiente 

manera: 

«Disposición adicional novena. Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la 

incineración y la coincineración de residuos. 

El rendimiento cedido del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración 

y la coincineración de residuos no será tenido en cuenta a los efectos del cálculo del Fondo de 

Garantía de Servicios Públicos Fundamentales, del Fondo de Suficiencia Global, ni de los Fondos de 

Convergencia Autonómica previstos en esta ley. 

La cesión de este tributo no supondrá la revisión del Fondo de Suficiencia Global en los términos 

previstos en el artículo 21.2 de la presente ley.» 

Quince. Se añade una nueva disposición transitoria octava, que queda redactada de la siguiente 

manera: 

«Disposición transitoria octava. Efectividad de la cesión del Impuesto sobre el Depósito de 

Residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos. 

Para que la cesión del Impuesto sobre el Depósito de Residuos en vertederos, la incineración y la 

coincineración de residuos sea efectiva en los términos establecidos en esta ley, deberán ser 

adoptados los acuerdos necesarios para su configuración y aplicación plena como tributo cedido 
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en los marcos institucionales de cooperación en materia de financiación autonómica establecidos 

en nuestro ordenamiento.» 

Disposición final sexta 

El apartado 2 del artículo 234 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal 

quedará redactado como sigue: 

«Artículo 234. 

2. Se impondrá una pena de multa de uno a tres meses si la cuantía de lo sustraído no excediese 

de 400 euros, salvo si concurriese alguna de las circunstancias del artículo 235. No obstante, en el 

caso de que el culpable hubiera sido condenado ejecutoriamente al menos por tres delitos 

comprendidos en este Título, aunque sean de carácter leve, siempre que sean de la misma 

naturaleza y que el montante acumulado de las infracciones sea superior a 400 €, se impondrá la 

pena del apartado 1 de este artículo. 

No se tendrán en cuenta antecedentes cancelados o que debieran serlo.» 

Disposición final séptima 

Naturaleza de la ley 

Esta ley tiene naturaleza de ley orgánica. No obstante, tienen carácter ordinario: 

a) El capítulo I. 

b) El artículo 14. 

c) La disposición adicional primera y segunda. 

d) Las disposiciones finales primera, segunda, quinta, séptima, octava, novena y décima. 

Disposición final octava 

Título competencial 

Esta ley se dicta al amparo de la regla 29.ª del artículo 149.1 de la Constitución, que atribuye al Estado 

la competencia exclusiva en materia de seguridad pública. 

Las Disposiciones finales cuarta y quinta se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.14.ª 

de la Constitución que atribuye al Estado la competencia sobre Hacienda general y Deuda del 

Estado. 

La Disposición final sexta se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª de la Constitución 

que atribuye al Estado la competencia sobre legislación penal. 

Disposición final novena 

Desarrollo reglamentario 

Se habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias al objeto de desarrollar y aplicar lo 

previsto en esta ley. 
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Disposición final décima 

Incorporación de Derecho de la Unión Europea 

Mediante esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, por la que se establecen normas destinadas a facilitar 

el uso de información financiera y de otro tipo para la prevención, detección, investigación o 

enjuiciamiento de infracciones penales y por la que se deroga la Decisión 2000/642/JAI del Consejo. 

Disposición final undécima 

Entrada en vigor 

Esta ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 51. Ley Orgánica 1/2020, de 16 de septiembre, sobre la utilización de los datos del 

Registro de Nombres de Pasajeros para la prevención, detección, investigación y 

enjuiciamiento de delitos de terrorismo y delitos graves38 

«BOE» núm. 248, de 17 de septiembre de 2020 

PREÁMBULO 

I 

La protección de la vida y de la seguridad de los ciudadanos constituye el objetivo principal del 

espacio de libertad, seguridad y justicia de la Unión Europea. Entre las medidas que se han adoptado 

para su consecución, el Consejo de la Unión Europea, a través del «Programa de Estocolmo: una 

Europa abierta y segura que sirva y proteja al ciudadano», de 4 de mayo de 2010, instó a la Comisión 

a presentar una propuesta sobre la utilización de datos del Registro de Nombres de los Pasajeros 

(«Passenger Name Record», en adelante PNR) para prevenir, detectar, investigar y enjuiciar los delitos 

de terrorismo y los delitos graves. 

Asimismo, en el plano internacional se ha venido avanzando en la dimensión exterior de esta política 

de la Unión Europea. La Comisión presentó una serie de elementos esenciales de la misma en su 

Comunicación de 21 de septiembre de 2010 «Sobre el enfoque global de las transferencias de datos 

de los registros de nombres de los pasajeros (PNR) a los terceros países», y la Unión alcanzó diversos 

acuerdos internacionales con distintos Estados. 

El incremento de la amenaza del crimen organizado y especialmente del terrorismo en Europa 

constituyen violaciones muy graves de los valores universales de la dignidad humana, la libertad, la 

igualdad, la solidaridad y el disfrute de los derechos humanos y de la libertades fundamentales en 

los que se basa la Unión Europea. Con el objetivo de elevar los niveles de seguridad de sus 

ciudadanos y de crear un marco jurídico para la protección de sus datos de carácter personal, en 

lo que respecta a su tratamiento por las autoridades competentes, se adoptó la Directiva (UE) 

2016/681 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la utilización de 

datos del Registro de Nombres de los Pasajeros (PNR) para la prevención, detección, investigación y 

enjuiciamiento de los delitos de terrorismo y de la delincuencia grave. 

Con este fin se insta a los Estados miembros a que introduzcan en sus ordenamientos internos las 

disposiciones legales pertinentes para que los datos PNR de los vuelos exteriores de la Unión Europea 

sean transferidos a una Unidad de Información sobre Pasajeros que se cree en cada Estado, sin 

perjuicio de que pueda también aplicarse a los vuelos interiores de la Unión, según el criterio de cada 

país, como prevé la aludida Directiva (UE) 2016/681 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 

abril de 2016, posibilidad de la que se hace uso en esta ley orgánica. 

Asimismo, la Directiva (UE) 2016/681 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 

exige la creación de un sistema uniforme en la Unión Europea para el tratamiento de los datos PNR, 

precisando claramente cuáles son estos, los fines a los que se limita su recogida, la utilización y 

transmisión, el establecimiento de unidades únicas de información sobre los pasajeros en cada 

Estado miembro, así como la obligatoriedad de la adopción de medidas que faciliten el 

cumplimiento por los operadores de sus deberes, incluida la imposición de sanciones efectivas, 

proporcionadas y disuasorias ante eventuales incumplimientos. 

 

 
38 El artículo 10 se modificó por Ley Orgánica 7/2021, 26 de mayo. 
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El tratamiento de los datos PNR va a mejorar la respuesta a la amenaza del terrorismo y la 

delincuencia grave mediante el cotejo de tales datos con las bases de datos disponibles y 

pertinentes, a los efectos de la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de delitos de 

terrorismo y delitos graves, y el análisis y evaluación de los mismos utilizando unos criterios específicos 

y revisables periódicamente, que permitan la identificación de personas que pudieran estar 

relacionadas con este tipo de actividades criminales, al tiempo que minimizarán al máximo el riesgo 

de afectar a personas inocentes. 

II 

Esta ley orgánica se estructura en tres capítulos, treinta y cuatro artículos, seis disposiciones 

adicionales y cuatro disposiciones finales. 

El capítulo I establece las disposiciones generales. 

Su objeto es regular, por un lado la transferencia de los datos PNR por parte de las compañías aéreas 

y otras entidades obligadas; en segundo término, la recogida, el tratamiento y la protección de esos 

datos, su transmisión a las autoridades competentes y el intercambio de dichos datos con otros 

Estados miembros, Europol y terceros Estados; a su vez, la designación de la Unidad de Información 

sobre Pasajeros española, y por último, el régimen sancionador. 

Se especifican los fines para los que pueden ser utilizados los datos PNR, únicamente para prevenir, 

detectar, investigar y enjuiciar delitos de terrorismo y delitos graves. 

El ámbito de aplicación contempla, en principio, todos los vuelos internacionales que tengan origen, 

destino o tránsito en España, tanto de carácter comercial como privados, con una serie de 

excepciones basadas en el tipo de los vuelos. 

Excepcionalmente, como medida extraordinaria y siempre que existan indicios suficientes de una 

contrastada situación de riesgo, se podrán sujetar rutas o vuelos concretos de ámbito nacional a lo 

dispuesto en esta ley orgánica. 

Asimismo, se definen los sujetos obligados, diferenciando las compañías áreas de las entidades de 

gestión de reservas de vuelos, cuya incorporación en esta ley orgánica es una posibilidad prevista 

en Directiva (UE) 2016/681 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016. 

Se determinan también los delitos de terrorismo y los demás delitos graves cuya prevención, 

detección, investigación o enjuiciamiento justifica la recogida de los datos PNR. Los delitos de 

terrorismo son los contemplados en la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, 

como delitos de las organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo. En cuanto a los demás 

delitos graves, se considera como tales, a los efectos de esta ley, aquellos castigados con una pena 

de prisión igual o superior a tres años por ser constitutivos de algunos de los enumerados en el anexo 

II de la Directiva (UE) 2016/681 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016. 

Por otro lado, se especifican los datos de los pasajeros que deben ser enviados a la Unidad de 

Información sobre Pasajeros, de entre los recopilados por parte de los sujetos obligados para sus 

propios fines comerciales en el transcurso normal de su actividad. Entre estos figuran los datos 

contenidos en el sistema de información anticipada sobre pasajeros (sistema API), algunos de los 

cuales, a diferencia de los anteriores, han sido contrastados con los documentos oficiales de 

identificación. 

Deberá enviarse también cierta información sobre la tripulación correspondiente a los datos API. 

Asimismo, en el caso de los vuelos privados se deberán enviar dichos datos tanto de los pasajeros 

como de los tripulantes. Es imprescindible, para la consecución de las finalidades previstas en la 
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Directiva (UE) 2016/681 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, disponer de 

tales datos de tripulaciones y de vuelos privados, sin los cuales se podrían correr graves riesgos de 

seguridad pública, como ha demostrado la experiencia de los últimos años. 

El capítulo II se ocupa del tratamiento de los datos PNR. 

Se regula la Unidad de Información sobre Pasajeros española (UIP), incardinada en la estructura del 

Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado dependiente de la Secretaría de 

Estado de Seguridad, órgano con experiencia en materia de coordinación y en la recepción y 

análisis de la información estratégica disponible en la lucha contra todo tipo de terrorismo y 

delincuencia organizada. 

Se determinan sus funciones, referidas tanto a la recepción, tratamiento y análisis de los datos PNR, 

como a las comunicaciones e intercambios de estos con las autoridades competentes nacionales y 

unidades análogas de otros Estados miembros, terceros países y Europol. 

Se regula específicamente la figura del responsable de protección de datos, cuyo principal 

cometido será el de garantizar la rigurosa observancia de la legislación vigente en materia de 

protección de datos de carácter personal durante todo el proceso de recepción, tratamiento, 

transmisión, conservación y supresión de los datos PNR. 

La transmisión de datos se llevará a cabo utilizando los formatos determinados y los protocolos 

definidos en la Decisión de Ejecución de la Comisión UE 2017/759, de 28 de abril de 2017, relativa a 

los protocolos comunes y los formatos de datos que deberán utilizar las compañías aéreas para la 

transmisión de los datos PNR a las Unidades de Información sobre Pasajeros. 

Las compañías aéreas informarán a la UIP del formato y protocolo de transmisión que utilizarán. Con 

respecto a las compañías aéreas que no dispongan de la infraestructura técnica necesaria, se 

contempla la posibilidad de acordar con el Ministerio del Interior los medios electrónicos de 

transmisión, siempre que se respeten las garantías de seguridad. 

Los datos serán enviados en dos momentos distintos; el primero entre las cuarenta y ocho y las 

veinticuatro horas anteriores a la salida programada del vuelo, y el segundo se producirá una vez 

cerrado el vuelo, es decir, en el momento a partir del cual nadie puede entrar en el avión ni 

abandonarlo. Si durante el vuelo se produce alguna modificación en el destino, también deberá ser 

transmitida. 

Cuando sea necesario acceder a los datos PNR para responder a una amenaza real y concreta en 

momentos distintos a los anteriores, caso por caso, las compañías aéreas deberán transmitir a la UIP 

dichos datos con carácter inmediato al requerimiento recibido. 

Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en esta ley orgánica, los tratamientos de datos de 

carácter personal realizados por los sujetos obligados se regirán por lo dispuesto en el Reglamento 

(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección 

de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 

de estos datos y por la legislación interna que se dicte en uso de la habilitación contenida en aquel. 

En relación con el tratamiento de los datos de carácter personal por parte de las autoridades 

competentes, estas estarán sujetas al deber de proporcionar o poner a disposición del interesado la 

información y facilitar el ejercicio de los derechos de estos contemplados en la Directiva (UE) 

2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y en la ley orgánica que la 

incorpore a nuestro ordenamiento interno. 
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En este capítulo también se definen los propósitos para los que la UIP realizará el tratamiento de los 

datos PNR mediante la utilización de una definida metodología: Evaluar a las personas a bordo de la 

aeronave a fin de identificar a aquellas que pudieran tener relación con delitos de terrorismo o delitos 

graves; revisar individualmente los resultados de dicha evaluación previa automatizada; responder 

peticiones de las autoridades competentes o de Europol y establecer criterios predeterminados a 

utilizar en esas evaluaciones. 

Para ello, la UIP cotejará los datos PNR con las bases de datos disponibles y pertinentes a los efectos 

de la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de delitos de terrorismo y delitos graves, 

y tratará los datos de acuerdo con los criterios predeterminados. Se realizará una verificación 

automática a priori, que, en el caso de ofrecer un resultado positivo, requerirá necesariamente una 

comprobación manual por parte de un especialista de la propia UIP. 

Se precisa cuáles son las autoridades competentes que pueden solicitar o recibir datos PNR o el 

resultado del tratamiento de dichos datos por la UIP, con el objetivo de seguir examinando dicha 

información o adoptar las medidas adecuadas para prevenir, detectar, investigar y enjuiciar delitos 

de terrorismo y delitos graves. Estas son las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil, 

el Centro Nacional de Inteligencia, la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera y el Ministerio Fiscal. 

También se contemplan como autoridades competentes las correspondientes de las Comunidades 

Autónomas que hayan asumido estatutariamente competencias para la protección de personas y 

bienes y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana y cuenten con un cuerpo de policía 

propio. Los Jueces y Tribunales, en garantía del principio de independencia constitucional, se regirán 

en cuanto a las peticiones de dicha información y a la colaboración con la UIP por lo dispuesto en 

su legislación específica. 

Las peticiones de las autoridades competentes serán debidamente motivadas y con suficiente base. 

En ningún caso se admitirán peticiones masivas y no fundamentadas. Todo tratamiento que lleven a 

cabo estas autoridades competentes sobre los datos recibidos de la UIP, lo será para los fines propios 

de la lucha contra los delitos de terrorismo y los delitos graves. 

El capítulo recoge, además, una serie de disposiciones en materia de protección de datos, entre las 

que figuran la obligación de conservación de la documentación relativa a los sistemas y 

procedimientos de tratamiento; la obligación de registro de las operaciones de recogida, consulta, 

transferencia y supresión de los datos, así como la obligación de comunicar al interesado y a la 

autoridad nacional de control cualquier violación de los datos personales que dé lugar a un elevado 

riesgo para la protección de los mismos o afecte negativamente a la intimidad del interesado. 

En una Europa concebida como espacio de libertad, seguridad y justicia, la colaboración y 

cooperación entre los Estados miembros cobra una especial relevancia. Y dentro de esa 

cooperación, los aspectos relativos a la seguridad se han tornado fundamentales en los últimos años 

en la lucha contra el terrorismo y la criminalidad organizada. En esa línea de colaboración, España 

podrá enviar datos PNR o el resultado de su tratamiento a otros Estados miembros, de oficio o 

atendiendo una solicitud concreta. Las peticiones entre Estados han de ser motivadas y siempre 

orientadas al cumplimiento de los fines previstos en esta ley orgánica. 

Se contempla la posibilidad de que una autoridad competente española pueda dirigirse 

directamente a la Unidad de Información sobre Pasajeros de otro Estado miembro para una solicitud 

de información, siempre que se den conjuntamente las circunstancias de urgencia e imposibilidad 

de comunicación con la UIP nacional. En todo caso se remitirá copia de la petición a la UIP española. 

La transferencia de datos a Europol se llevará a cabo electrónicamente y de forma motivada, 

siempre que entre dentro del ámbito de sus competencias y sea necesaria para el ejercicio de sus 

funciones. 
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Se incluye el procedimiento de transmisión de datos a terceros países. En este intercambio se tendrá 

que observar lo establecido en la legislación que transponga la Directiva (UE) 2016/680 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las personas 

físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las autoridades 

competentes para fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones 

penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y por la que se 

deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo. Además, deberá tratarse de una transmisión de 

datos necesaria para los fines de esta ley orgánica, y el Estado receptor de los mismos solamente 

podrá transmitirlos, a su vez, a otro tercer Estado si cuenta para ello con la expresa autorización de 

la Unidad española. En todo caso, se garantizará que la transmisión y la utilización de datos PNR a 

terceros Estados mantengan unos estándares y garantías como los previstos en esta ley orgánica. 

En garantía del derecho a la intimidad de los sujetos afectados y en especial de su derecho a la 

protección de datos de carácter personal, se contempla que los datos PNR facilitados a la UIP por 

los sujetos obligados serán conservados durante cinco años a contar desde su transmisión. Una vez 

transcurridos seis meses desde su recepción, los datos PNR que permitan la identificación directa del 

pasajero serán despersonalizados mediante enmascaramiento, y solo se permitirá el acceso a la 

totalidad de los mismos previa aprobación por la autoridad judicial o por la persona titular de la 

Secretaría de Estado de Seguridad. 

Cumplido el plazo de los cinco años serán suprimidos definitivamente, sin perjuicio de su utilización 

por parte de las autoridades competentes que los hayan recibido y que los estén utilizando en el 

marco de un asunto concreto a efectos de prevenir, detectar, investigar o enjuiciar delitos de 

terrorismo o delitos graves. 

Por último, se regulan en este capítulo las competencias de la Agencia Española de Protección de 

Datos en su condición de autoridad nacional de control de datos PNR. 

El capítulo III, que regula el régimen sancionador, se limita a establecer las especialidades 

estrictamente necesarias por razón de la materia, aplicándose en lo demás el régimen general 

previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 

Así, se definen los sujetos responsables, los regímenes especiales de responsabilidad y el concurso de 

normas; se tipifican las infracciones que se clasifican en muy graves, graves y leves; se determinan las 

sanciones según la infracción de que se trate, para cuya graduación se tendrá en cuenta la 

repercusión en la seguridad pública, la gravedad, o el beneficio obtenido, entre otras circunstancias; 

se determina la competencia sancionadora; y, finalmente, se incluyen las normas procedimentales 

especiales sobre los gastos derivados de la adopción de posibles medidas provisionales por parte del 

órgano competente para resolver, así como sobre la caducidad del procedimiento. 

En las disposiciones adicionales se regula el plazo en el que las compañías aéreas deberán 

comunicar a la UIP el formato de datos y el protocolo de transmisión que utilizarán; se establece que 

las comunicaciones se harán según los procedimientos establecidos por la Secretaría de Estado de 

Seguridad; y se establecen normas referentes a la transmisión de los datos PNR remitidos a 

determinadas autoridades competentes como son el Centro Nacional de Inteligencia, las 

Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil, la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera 

y los Jueces y Tribunales y el Ministerio Fiscal. 

Además, contiene cuatro disposiciones finales, relativas al título competencial, a los preceptos que 

tienen carácter de ley orgánica, a la incorporación de derecho de la Unión Europea y a la entrada 

en vigor. 
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III 

En la elaboración de esta ley orgánica se han observado los principios de necesidad, eficacia, 

proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, de acuerdo con el artículo 129 de 

la Ley 39/2015, de 1 de octubre. Se trata de una norma necesaria para la transposición de la Directiva 

(UE) 2016/681 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, cuya aprobación goza 

de las garantías correspondientes al rango de ley orgánica por suponer un desarrollo de derechos 

fundamentales de los ciudadanos. 

Por último, está incluida en el Plan Anual Normativo para 2018 aprobado por el Consejo de Ministros 

en su reunión de 7 de diciembre de 2017. 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

1. Esta ley orgánica, con el propósito de garantizar y proteger la vida y la seguridad de los 

ciudadanos, tiene por objeto regular: 

a) La transferencia de datos del registro de nombres de los pasajeros (en adelante datos PNR), 

así como de la información de la tripulación referida en el artículo 5.3, correspondientes a vuelos 

internacionales y, en su caso, nacionales, en los términos y a los efectos previstos en el capítulo II. 

b) El sistema de recogida, uso, almacenamiento, tratamiento, protección, acceso y conservación 

de los datos PNR, la transmisión de dichos datos a las autoridades competentes, así como el 

intercambio de los mismos con los Estados miembros de la Unión Europea, con Europol y con terceros 

países. 

c) La determinación y atribución de las funciones de la Unidad de Información sobre Pasajeros 

española. 

d) El régimen sancionador aplicable a las infracciones de conformidad con lo dispuesto en esta 

ley orgánica. 

2. Los datos PNR podrán ser objeto de tratamiento únicamente con la finalidad de prevenir, detectar, 

investigar y enjuiciar los delitos de terrorismo y los delitos graves que se enumeran en el artículo 4, y 

de acuerdo con los propósitos establecidos en el artículo 12.2. 

Artículo 2 

Ámbito de aplicación 

1. Esta ley orgánica será de aplicación, en todo caso, a los datos PNR correspondientes a las personas 

que viajen en los vuelos internacionales, tanto interiores como exteriores de la Unión Europea, con su 

salida del territorio español o llegada al mismo, o que hagan escala en él. En este último supuesto, 

siempre se entenderán comprendidos los pasajeros en tránsito o en conexión, con las precisiones 

establecidas en el apartado siguiente. 

2. Su ámbito de aplicación se extiende a los vuelos comerciales y a los vuelos privados. 
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No será de aplicación a los vuelos realizados por aeronaves de Estado y por aeronaves privadas, 

fletadas por el Estado para la prestación o apoyo de servicios de interés militar y en general servicios 

estatales no comerciales, durante los vuelos dedicados exclusivamente a materializar tal prestación 

o apoyo, que se asimilarán a las aeronaves de Estado, a los trabajos aéreos, a la aviación general 

que no tenga por objeto el transporte de personas, a los servicios aeroportuarios, a los servicios de 

navegación aérea, a los vuelos relacionados con la producción de aeronaves civiles, a los vuelos de 

entrenamiento de tripulaciones, a los vuelos de traslado para mantenimiento y revisión y a los vuelos 

relacionados con funciones regulatorias. 

3. Como medida extraordinaria y por el tiempo que resulte imprescindible, será de aplicación a las 

rutas o a los vuelos concretos nacionales, que no efectúen escalas en ningún otro Estado, siempre 

que existan indicios suficientes de una clara y contrastada situación de riesgo, con la finalidad de 

prevenir, detectar, investigar y enjuiciar los delitos a los que se refiere el artículo 4. 

La determinación de tales rutas o vuelos será acordada por el Consejo de Ministros, a propuesta del 

titular del Ministerio del Interior, teniendo en cuenta el carácter extraordinario de la medida, su 

necesidad y proporcionalidad. 

Artículo 3 

Sujetos obligados 

1. Son sujetos obligados las compañías aéreas, entendiendo como tales las empresas de transporte 

aéreo con una licencia de explotación válida o similar para el transporte por vía aérea. 

A los efectos de esta ley orgánica, la definición de empresa será la establecida en el Reglamento 

(CE) 1008/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de septiembre de 2008, sobre normas 

comunes para la explotación de servicios aéreos en la Comunidad, comprendiendo cualquier 

persona física o jurídica, con o sin fines de lucro, o cualquier organismo oficial dotado o no de 

personalidad jurídica propia. 

En el caso de los vuelos privados serán sujetos obligados los operadores de las aeronaves bien sea 

como propietarios, arrendatarios o en virtud de otro título posesorio reconocido por la legislación 

vigente. 

2. Son igualmente sujetos obligados las entidades de gestión de reserva de vuelos, entendiendo 

como tales a las entidades que gestionen reservas de vuelos de pasajeros y recaben datos PNR de 

los mismos, cualesquiera que sean los medios utilizados para ello, tales como los operadores turísticos 

o las agencias de viajes, que estarán obligadas en los términos previstos en el artículo 9.2. 

Artículo 4 

Delitos de terrorismo y delitos graves 

1. A los exclusivos efectos de esta ley orgánica, son delitos de terrorismo los contemplados en la Ley 

Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, como delitos de las organizaciones y 

grupos terroristas y delitos de terrorismo. 

2. Asimismo, a los exclusivos efectos de esta ley orgánica, son delitos graves aquellos que la ley 

castigue con una pena de prisión igual o superior a tres años por ser constitutivos de: 

a) Pertenencia a una organización delictiva. 

b) Trata de seres humanos. 
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c) Explotación sexual de niños y pornografía infantil. 

d) Tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 

e) Tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos. 

f) Corrupción. 

g) Fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de la Unión Europea. 

h) Blanqueo del producto del delito y falsificación de moneda, con inclusión del euro. 

i) Delitos informáticos/ciberdelincuencia. 

j) Delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y de 

especies y variedades vegetales protegidas. 

k) Ayuda a la entrada y residencia ilegales. 

l) Homicidio voluntario, agresión con lesiones graves. 

m) Tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos. 

n) Secuestro, detención ilegal y toma de rehenes. 

ñ) Robo organizado y a mano armada. 

o) Tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte. 

p) Falsificación y violación de derechos de propiedad intelectual o industrial de mercancías. 

q) Falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos administrativos falsos. 

r) Tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento. 

s) Tráfico ilícito de materiales radiactivos o sustancias nucleares. 

t) Violación. 

u) Delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional. 

v) Secuestro de aeronaves y buques. 

w) Sabotaje. 

x) Tráfico de vehículos robados. 

y) Espionaje industrial. 
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Artículo 5 

Datos del Registro de Nombres de Pasajeros (datos PNR) 

1. Los datos PNR son el conjunto de datos relativos al viaje de un pasajero, reservado por él o en su 

nombre, que recoge la información necesaria para la gestión de la reserva. 

2. Los datos PNR relativos a los pasajeros son los siguientes: 

a) Localizador de registro PNR. 

b) Fecha de reserva y de emisión del billete. 

c) Fechas previstas del viaje. 

d) Nombres y apellidos. 

e) Dirección y datos de contacto (número de teléfono, dirección de correo electrónico). 

f) Todos los datos de pago, incluida la dirección de facturación. 

g) Itinerario completo del viaje para el PNR específico. 

h) Información sobre viajeros frecuentes. 

i) Agencia de viajes u operador de viajes. 

j) Situación de vuelo del pasajero: confirmaciones, facturación, no comparecencia o pasajeros 

de última hora sin reserva. 

k) Información PNR escindida o dividida. 

l) Observaciones generales, incluida toda la información disponible sobre menores de dieciocho 

años no acompañados, como nombre, apellidos, y sexo del menor, edad, idiomas que habla, 

nombre, apellidos y dirección de contacto del acompañante en el aeropuerto de salida y vínculo 

con el menor, nombre, apellidos y dirección de contacto del acompañante en el aeropuerto de 

llegada y vínculo con el menor, agente en el lugar de salida y de llegada. 

m) Información sobre el billete, incluidos el número del billete, la fecha de emisión, los billetes solo 

de ida y la indicación de la tarifa de los billetes electrónicos (Automatic Ticket Fare Quote). 

n) Datos del asiento, incluido el número. 

ñ) Información sobre códigos compartidos. 

o) Toda la información relativa al equipaje. 

p) Número de viajeros y otros nombres de viajeros que figuran en el PNR. 

q) Cualquier información recogida en el sistema de información anticipada sobre los pasajeros 

(sistema API), incluidos el tipo, número, país de emisión y fecha de expiración de cualquier 

documento de identidad, nacionalidad, apellidos, nombre, sexo, fecha de nacimiento, compañía 

aérea, número de vuelo, fecha de salida, fecha de llegada, aeropuerto de salida, aeropuerto de 

llegada, hora de salida y hora de llegada. 
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r) Todo el historial de cambios de los datos PNR indicados en los párrafos a) a q). 

3. En el caso de los vuelos comerciales las disposiciones de esta ley orgánica serán aplicables, 

además de a los datos de los pasajeros, a los datos de la tripulación en el caso del párrafo q) y a los 

datos de cualquier otra persona a bordo señalados en los párrafos o) y q) del apartado anterior. 

Igualmente, en el caso de los vuelos privados, serán de aplicación a tales datos de los pasajeros y 

tripulantes. 

CAPÍTULO II 

Tratamiento de los datos PNR 

Artículo 6 

Unidad de Información sobre Pasajeros 

1. La Unidad de Información sobre Pasajeros española (UIP) se integra orgánicamente en el Centro 

de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado, dependiente de la Secretaría de Estado 

de Seguridad del Ministerio del Interior. 

2. La UIP es la responsable del tratamiento de los datos PNR. 

Artículo 7 

Funciones y facultades 

1. La UIP realizará exclusivamente las siguientes funciones: 

a) Recoger los datos PNR, almacenarlos, tratarlos y transferir, en su caso, dichos datos o el 

resultado de su tratamiento a las autoridades competentes. 

b) Intercambiar tanto los datos PNR como el resultado de su tratamiento con las Unidades de 

Información sobre Pasajeros de otros Estados miembros de la Unión Europea, con Europol y con 

terceros países. 

2. Para la realización de las funciones mencionadas en el apartado anterior, la UIP será responsable 

de: 

a) Analizar, relacionar y valorar los datos obtenidos. 

b) Establecer y actualizar criterios útiles para identificar a las personas que puedan estar 

implicadas en delitos de terrorismo y delitos graves, en cooperación, en su caso, con las autoridades 

competentes. 

c) Elaborar informes de inteligencia estratégica y de análisis de riesgo. 

d) Colaborar con las autoridades competentes encargadas de las investigaciones y actuaciones 

operativas, así como elaborar los protocolos de actuación pertinentes en colaboración con las 

mismas. 

e) Poner los hechos que puedan ser constitutivos de las infracciones previstas en esta ley orgánica 

en conocimiento del órgano competente para sancionarlas. 
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f) Elaborar estadísticas anuales sobre su actividad, incluyendo el número total de personas cuyos 

datos PNR hayan sido recopilados e intercambiados, así como el número de personas identificadas 

para un examen ulterior. 

3. El almacenamiento, tratamiento y análisis de los datos PNR se llevará a cabo exclusivamente en 

uno o varios lugares seguros dentro del territorio nacional. 

4. Cuando fuere preciso para el desarrollo de sus funciones, el personal al servicio de las autoridades 

competentes enumeradas en el artículo 14 podrá prestar servicios en la UIP. Dicho personal 

continuará en servicio activo en su Cuerpo dependiendo orgánica, funcional y retributivamente de 

su Administración de origen, sin perjuicio de que en el desarrollo de sus funciones en la UIP haya de 

atenerse a lo preceptuado para la misma respecto a su organización y funcionamiento. 

Artículo 8 

Responsable de protección de datos 

1. La UIP designará una persona como responsable de protección de los datos PNR que velará por 

que se adopten las medidas oportunas para controlar el tratamiento de estos datos y por que se 

apliquen las garantías en materia de protección de datos. El responsable de protección de datos 

actuará como punto de contacto único, al que cualquier interesado tendrá derecho a dirigirse para 

todas las cuestiones relativas al tratamiento de sus datos PNR. 

2. La persona designada lo será atendiendo a sus cualidades profesionales y, en particular, a sus 

conocimientos especializados de la legislación y las prácticas en materia de protección de datos 

personales, y a su capacidad para desempeñar las funciones contempladas en esta ley orgánica. 

Deberá contar con los medios necesarios para el desempeño de sus funciones de manera eficaz e 

independiente. 

3. La persona responsable de la protección de datos tendrá acceso a todos los datos PNR tratados 

por la UIP. Si considerase que el tratamiento de un dato no ha sido lícito, lo pondrá en conocimiento 

del responsable del tratamiento para que se adopten las medidas correctoras necesarias y, si lo 

estima oportuno, podrá remitir el asunto a la autoridad nacional de control. 

4. En lo no previsto en esta ley orgánica se regirá por lo regulado para los delegados de protección 

de datos en la legislación que transponga la Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 

tratamiento de datos personales por parte de las autoridades competentes para fines de prevención, 

investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones 

penales, y a la libre circulación de dichos datos y por la que se deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI 

del Consejo, y hasta ese momento por las normas que regulen en Derecho español el tratamiento 

de datos personales por parte de las autoridades competentes para fines de prevención, 

investigación, detección y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones 

penales. 

Artículo 9 

Obligaciones de transmisión de datos 

1. Las compañías aéreas enviarán los datos PNR correspondientes a los vuelos comprendidos en el 

artículo 2 que hayan recopilado en el transcurso normal de su actividad, a la base de datos de la 

UIP. En el caso de los vuelos privados, el operador asumirá la responsabilidad de que la información 

prevista en el artículo 5.3 sea remitida a la UIP. 
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En el caso de que existan varias compañías aéreas relacionadas con un mismo vuelo, la obligación 

de transmitir los datos recaerá en la compañía aérea que actúe como operadora del mismo. 

2. Las entidades de gestión de reservas de vuelos introducirán en el PNR los datos que hayan 

recopilado en el transcurso normal de su actividad respecto a los vuelos comprendidos en el artículo 

2. 

3. En el cumplimiento de sus obligaciones de información, y sin perjuicio de lo establecido en el 

Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 

protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la 

libre circulación de estos datos y en la legislación interna que se dicte en uso de la habilitación 

contenida en aquel, los sujetos obligados informarán a las personas a las que se refieran los datos 

PNR del motivo de su recogida y de su destinatario, la Unidad de Información sobre Pasajeros, ante 

cuyo responsable de protección de datos podrán dirigirse para todas las cuestiones relativas al 

tratamiento de sus datos PNR. 

4. Las compañías aéreas enviarán los datos PNR a la UIP, utilizando en todo caso medios electrónicos 

que ofrezcan garantías suficientes en relación con las medidas de seguridad técnicas y las medidas 

organizativas que rigen el tratamiento de datos que se va a llevar a cabo. Esta transmisión se realizará 

con arreglo a uno de los formatos de datos y mediante uno de los protocolos de transmisión 

establecidos en la Decisión de Ejecución de la Comisión (UE) 2017/759, de 28 de abril de 2017, relativa 

a los protocolos comunes y los formatos de datos que deberán utilizar las compañías aéreas para la 

transmisión de los datos PNR a las Unidades de Información sobre Pasajeros. 

En el caso de que transmitan datos API sobre los pasajeros de manera separada respecto del resto 

de los datos PNR para el mismo vuelo, deberán utilizar, para su envío a la UIP, el formato específico 

de datos que contempla la Decisión de Ejecución de la Comisión (UE) 2017/759, de 28 de abril de 

2017. 

En caso de fallo técnico o imposibilidad sobrevenida, realizarán la transmisión de los datos PNR, en el 

plazo más breve posible, por cualquier otro medio apropiado que garantice un nivel adecuado de 

seguridad de dichos datos. 

5. Las compañías aéreas que no operen vuelos con arreglo a un calendario concreto y público y que 

no dispongan de la infraestructura técnica necesaria para usar los formatos de datos y los protocolos 

de transmisión incluidos en la Decisión de Ejecución de la Comisión (UE) 2017/759, de 28 de abril de 

2017, utilizarán, para la transmisión de los datos PNR, los formatos y los medios electrónicos que se 

acuerden de forma bilateral entre la compañía aérea y el Ministerio del Interior, siempre que ofrezcan 

garantías suficientes respecto de las medidas de seguridad técnicas. Este régimen será el aplicable 

en todo caso a los vuelos privados. 

Artículo 10 

 Momentos de la transmisión de datos 

1. Los momentos en los que las compañías aéreas deben transmitir los datos PNR a la UIP serán los 

siguientes: 

a) Entre las 24 y las 48 horas antes de la hora de salida programada del vuelo, e 

b) inmediatamente después del cierre del vuelo, una vez que los pasajeros hayan embarcado en 

el avión en preparación de la salida y no sea posible embarcar o desembarcar. 
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Las compañías aéreas podrán limitar esta transmisión prevista en el párrafo b) a las actualizaciones 

de la información transmitida conforme al párrafo a). 

2. El Proveedor de Servicios de Navegación Aérea en el espacio aéreo de soberanía española, 

comunicará a la UIP los cambios de destino, así como las escalas no programadas que le sean 

notificados por la tripulación de la aeronave o por otro Proveedor de Servicios de Navegación 

Aérea». 

3. Además, cuando sea necesario acceder a los datos PNR para responder a una amenaza real y 

concreta relacionada con delitos de terrorismo o con delitos graves, en momentos distintos de los 

previstos en el apartado 1, todos los sujetos obligados, caso por caso, deberán transmitir a la UIP 

dichos datos con carácter inmediato al requerimiento recibido. 

Artículo 11 

Régimen jurídico aplicable al tratamiento de datos PNR 

1. Los tratamientos de datos de carácter personal que lleven a cabo la UIP y las autoridades 

competentes referidas en el artículo 14 se regirán por esta ley orgánica y supletoriamente por la 

legislación que transponga la Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 

de abril de 2016, y hasta ese momento por las normas que regulen en Derecho español el tratamiento 

de datos personales por parte de las autoridades competentes para fines de prevención, 

investigación, detección y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones 

penales. En este régimen jurídico se incluye la protección de los datos personales de los pasajeros y 

sus derechos de acceso, rectificación, supresión, limitación del tratamiento, indemnización y recurso 

judicial. 

2. Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en esta ley orgánica, los tratamientos de datos de 

carácter personal realizados por los sujetos obligados referidos en el artículo 3 se regirán por lo 

dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 

2016, y por la legislación interna que se dicte en uso de la habilitación contenida en aquel. 

Artículo 12 

Tratamiento de los datos PNR 

1. Los datos PNR serán recogidos por la UIP. 

Si la información transmitida incluyera datos distintos de los relacionados en esta ley orgánica, la UIP 

los suprimirá inmediatamente y de manera definitiva en el momento de su recepción. 

2. La UIP tratará los datos PNR solo para los siguientes propósitos: 

a) Realizar una evaluación de los pasajeros y de la tripulación antes de la llegada o salida 

programada del vuelo, a fin de identificar a las personas que deban ser examinadas de nuevo por 

las autoridades competentes y, en su caso, por Europol ante la posibilidad de que pudieran estar 

implicadas en un delito de terrorismo o en un delito grave. 

b) Responder en cada caso particular a las peticiones de las autoridades competentes, 

debidamente motivadas y con suficiente base, para que les transfieran datos PNR en supuestos 

específicos a efectos de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de delitos de 

terrorismo y delitos graves, así como el resultado de su tratamiento. 
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c) Analizar los datos PNR con el fin de establecer o actualizar criterios que deben utilizarse en las 

evaluaciones realizadas en virtud del apartado 3.b), con el objeto de identificar a las personas que 

puedan estar implicadas en delitos de terrorismo o delitos graves. 

Estos criterios de evaluación predeterminados deberán ser proporcionados y específicos y estar 

orientados a la finalidad que persiguen. No se basarán en el origen racial o étnico, las opiniones 

políticas, las creencias religiosas o filosóficas, la pertenencia a un sindicato o partido político, la salud 

o la vida u orientación sexual de la persona. La UIP establecerá y revisará periódicamente estos 

criterios, en colaboración con las autoridades competentes. 

3. Al realizar la evaluación a que se refiere el apartado 2.a), la UIP podrá someter los datos PNR a las 

siguientes operaciones: 

a) Comparará los datos PNR con todas las bases de datos disponibles y pertinentes, a los efectos 

de la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de delitos de terrorismo y delitos graves. 

b) Tratará los datos PNR de acuerdo con los criterios predeterminados establecidos para 

identificar a las personas que puedan estar implicadas en delitos de terrorismo o en delitos graves. 

4. Cuando la evaluación efectuada de acuerdo con el apartado 2.a) arrojara un resultado positivo, 

la UIP procederá a la revisión individual de tal resultado a través de medios no automatizados, con 

el fin de comprobar la necesidad de que las autoridades competentes realicen un examen ulterior 

o emprendan las acciones o inicien los procedimientos oportunos. A tal fin, la UIP deberá transmitir 

los datos PNR a las autoridades competentes. 

Artículo 13 

Consecuencias de la evaluación 

Las consecuencias de las evaluaciones de los pasajeros a las que se refiere el apartado 2.a) del 

artículo anterior, no perjudicarán el derecho de entrada en España de las personas que gocen del 

derecho de libre circulación en la Unión Europea. 

Cuando estas evaluaciones se efectúen en relación con pasajeros de vuelos interiores de la Unión 

Europea a los que sea aplicable el Reglamento (UE) 2016/399 del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 9 de marzo de 2016, por el que se establece un Código de normas de la Unión para el cruce de 

personas por las fronteras, las consecuencias se ajustarán a lo previsto en dicho reglamento. 

Artículo 14 

Autoridades competentes 

1. Las autoridades competentes para solicitar o recibir de la UIP datos PNR o el resultado del 

tratamiento de dichos datos a fin de seguir examinando esa información o de adoptar las medidas 

adecuadas para prevenir, detectar, investigar y enjuiciar delitos de terrorismo y delitos graves, serán 

las siguientes: 

a) La Dirección General de la Policía. 

b) La Dirección General de la Guardia Civil. 

c) El Centro Nacional de Inteligencia. 

d) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera. 
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e) El Ministerio Fiscal. 

f) Las correspondientes de las Comunidades Autónomas que hayan asumido estatutariamente 

competencias para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento de la seguridad 

ciudadana, y cuenten con un cuerpo de policía propio. 

2. Las peticiones de datos realizadas por las autoridades competentes serán debidamente motivadas 

y con suficiente base. En ningún caso se admitirán peticiones masivas y no fundamentadas. 

3. Las autoridades competentes colaborarán con la UIP, en el ámbito de sus competencias, para el 

cumplimiento de los fines de esta ley orgánica. 

4. A los Jueces y Tribunales, que tendrán la consideración de autoridades competentes, no les serán 

de aplicación los apartados 2 y 3, en atención al principio constitucional de independencia del 

poder judicial, rigiéndose en cuanto a las peticiones de datos y a la colaboración con la UIP por lo 

que establezca la legislación aplicable al ejercicio de la función jurisdiccional. 

5. Los datos remitidos por la UIP a las autoridades competentes podrán ser objeto de tratamiento 

posterior por estas, únicamente con los fines específicos de prevención, detección, investigación y 

enjuiciamiento de delitos de terrorismo y delitos graves, sin perjuicio de las acciones o procedimientos 

que puedan realizarse o iniciarse en el caso de que, como consecuencia del tratamiento de dichos 

datos, se detecten otros delitos o indicios de ellos. 

6. Las autoridades competentes no adoptarán ninguna decisión que produzca efectos jurídicos 

adversos para una persona o que afecte negativamente a una persona únicamente en razón del 

tratamiento automatizado de datos PNR. 

Dichas decisiones no deberán basarse en el origen racial o étnico, las opiniones políticas, las 

creencias religiosas o filosóficas, la pertenencia a un sindicato o partido político, la salud o la vida y 

orientación sexual de la persona. 

Artículo 15 

Protección de los datos de carácter personal 

1. La UIP no podrá tratar datos PNR que revelen el origen racial o étnico, las opiniones políticas, las 

creencias religiosas o filosóficas, la pertenencia a un sindicato o partido político, la salud, la vida o la 

orientación sexual de la persona. En el caso de que reciba datos PNR que revelen tal información, 

los suprimirá inmediatamente. 

2. La UIP conservará la documentación relativa a todos los sistemas y procedimientos de tratamiento 

bajo su responsabilidad. 

Dicha documentación constará como mínimo de los siguientes elementos: 

a) Los datos identificativos del personal de la UIP encargado del tratamiento de los datos PNR, así 

como del responsable de protección de datos, y los distintos niveles de autorización de acceso; 

b) las solicitudes cursadas por las autoridades competentes y por las Unidades de Información 

sobre Pasajeros de otros Estados miembros y; 

c) todas las solicitudes y transmisiones de datos PNR a un tercer país o a Europol. 
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La UIP pondrá esta documentación a disposición de la autoridad nacional de control a petición de 

esta, de acuerdo con la legislación vigente. 

3. La UIP llevará registros, al menos, de las operaciones de recogida, consulta, transferencia y 

supresión de los datos. 

Los registros de consulta y transferencia mostrarán, en particular, la finalidad, la fecha y la hora de 

tales operaciones y, en la medida de lo posible, la identidad de la persona que consultó o transmitió 

los datos PNR y la identidad de los receptores de dichos datos. 

Los registros se utilizarán exclusivamente a efectos de verificación, autocontrol, y garantía de la 

integridad de los datos y de su seguridad o de auditoría. Dichos registros se conservarán por un 

período de cinco años. 

La UIP pondrá los registros a disposición de la autoridad nacional de control a petición de esta, de 

acuerdo con la legislación aplicable. 

4. Cuando sea probable que una violación de los datos personales dé lugar a un elevado riesgo para 

la protección de estos o afecte negativamente a la intimidad del interesado, la UIP comunicará, sin 

demora injustificada, dicha violación al interesado y a la autoridad nacional de control. 

5. La UIP aplicará las medidas y los procedimientos técnicos y organizativos adecuados para 

garantizar un elevado nivel de seguridad correspondiente a los riesgos que entrañen el tratamiento 

y las características de los datos PNR. 

Artículo 16 

Intercambio de información entre Estados miembros de la Unión Europea 

1. La UIP transmitirá los datos PNR pertinentes y necesarios o el resultado de su tratamiento, relativos 

a las personas identificadas por la misma como personas que puedan estar implicadas en un delito 

de terrorismo o en un delito grave, a las Unidades de Información sobre Pasajeros de los otros Estados 

miembros. Dicha transmisión sólo se llevará a cabo tras un análisis de cada caso y, en supuestos de 

tratamiento automatizado de los datos PNR, tras una revisión individualizada por medios no 

automatizados. 

En caso de que la UIP reciba datos PNR o el resultado de su tratamiento de la Unidad de Información 

sobre Pasajeros de otro Estado miembro deberá proporcionar todos los datos pertinentes y 

necesarios, a las autoridades competentes correspondientes, tras una revisión individualizada. 

2. La UIP tendrá derecho a solicitar, en cada caso concreto, para la prevención, detección, 

investigación o enjuiciamiento de delitos de terrorismo o delitos graves, a la Unidad de Información 

sobre Pasajeros de cualquier otro Estado miembro, que le suministre los datos PNR almacenados en 

su base de datos y que no hayan sido despersonalizados mediante enmascaramiento de elementos 

de los datos, así como, si fuera necesario, el resultado de cualquier tratamiento de los mismos. La 

solicitud deberá ser debidamente motivada. 

En el caso de que hayan sido despersonalizados mediante enmascaramiento de elementos de 

datos, la transmisión tendrá lugar de conformidad con el derecho nacional aplicable en el Estado 

miembro de la Unidad de Información sobre Pasajeros requerida. 

3. A su vez, la Unidad de Información sobre Pasajeros de cualquier Estado miembro podrá solicitar 

directamente a la UIP datos PNR o el resultado de su tratamiento, bajo las mismas condiciones 
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previstas en el apartado anterior. En ese caso, la UIP proporcionará la información solicitada lo antes 

posible. 

En el supuesto de que los datos requeridos hayan sido despersonalizados mediante 

enmascaramiento, la UIP únicamente proporcionará los datos completos o el resultado de su 

tratamiento ante casos específicos cuando sea necesario para la prevención, detección, 

investigación y enjuiciamiento de delitos de terrorismo y delitos graves, y sólo cuando lo haya 

autorizado la autoridad judicial o la persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad. 

4. Las autoridades competentes que requieran datos PNR recabados por un Estado miembro de la 

Unión Europea canalizarán sus solicitudes de forma motivada a través de la UIP. 

Únicamente cuando no sea posible dirigir sus peticiones a través de la UIP y en caso de urgencia, y 

siempre que la solicitud cumpla con las condiciones establecidas en el apartado 2, las autoridades 

competentes podrán solicitar dichos datos directamente a la Unidad de Información sobre Pasajeros 

de otro Estado miembro. 

De estas solicitudes directas y urgentes se remitirá copia a la UIP, al mismo tiempo que a la Unidad 

de Información sobre Pasajeros del Estado miembro de que se trate, que deberá acompañarse, lo 

antes posible, de una motivación de la remisión directa. 

5. De manera excepcional, cuando sea necesario acceder a los datos PNR para responder a una 

amenaza concreta y real relacionada con delitos de terrorismo o delitos graves, la UIP solicitará a la 

Unidad de Información sobre Pasajeros del Estado miembro correspondiente que acceda a los datos 

PNR fuera de los momentos ordinarios de transmisión establecidos en el artículo 10 y que se los 

transmita. 

Del mismo modo, la UIP responderá lo antes posible a las solicitudes que reciba de otros Estados 

miembros en los supuestos previstos en el párrafo anterior. 

6. El intercambio de información previsto en este artículo podrá realizarse utilizando cualquiera de las 

vías existentes de cooperación entre las autoridades competentes de los Estados miembros. 

Artículo 17 

Transferencia de datos a Europol 

1. La UIP transferirá los datos PNR específicos o el resultado de su tratamiento solicitados por Europol, 

caso por caso, de forma electrónica y debidamente motivada, cuando sea estrictamente necesario 

para apoyar y reforzar la acción de un Estado miembro de la Unión Europea a efectos de prevenir, 

detectar, investigar o enjuiciar delitos de terrorismo o delitos graves, siempre que el delito entre dentro 

del ámbito de competencias de Europol y para el desempeño de sus funciones. 

2. La solicitud indicará las causas razonables por las que Europol considera que la transmisión de los 

datos PNR o de los resultados de su tratamiento va a contribuir significativamente a prevenir, detectar 

o investigar la infracción penal en cuestión. 

3. Europol informará al responsable de la protección de datos de cada uno de los intercambios de 

información en virtud de este artículo. 

4. El intercambio de información se realizará a través de la Red de Intercambio Seguro de Información 

(SIENA). 
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Artículo 18 

Transferencias de datos a terceros países no miembros de la Unión Europea 

1. La UIP podrá transferir a terceros países no miembros de la UE datos PNR, así como el resultado de 

su tratamiento, en casos concretos y si se cumplen concurrentemente los siguientes requisitos: 

a) Las condiciones establecidas para las transferencias de datos a terceros países en la legislación 

que transponga la Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 

2016, y hasta ese momento por las normas que regulen en Derecho español el tratamiento de datos 

personales por parte de las autoridades competentes para fines de prevención, investigación, 

detección y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales. 

b) La transmisión resulta necesaria para los fines señalados en el artículo 1.2. 

c) El tercer país se compromete a transmitir los datos PNR a otro tercer país sólo si fuera 

estrictamente necesario para los fines de esta ley orgánica y siempre contando con la autorización 

expresa de la UIP. 

d) Los previstos en el artículo 16. 

2. Las transmisiones de datos PNR por la UIP sin consentimiento previo del Estado miembro del que 

fueron obtenidos se permitirán en circunstancias excepcionales y únicamente si: 

a) Son esenciales para responder a una amenaza específica y real relacionada con delitos de 

terrorismo o delitos graves de un Estado miembro o de un tercer país y; 

b) el consentimiento previo no pudo obtenerse a su debido tiempo. 

La UIP informará sin demora a la autoridad del Estado miembro responsable de dar el consentimiento. 

La transmisión se registrará por la UIP y podrá ser objeto de una verificación posterior. 

3. Cada vez que la UIP transfiera datos PNR a terceros países en virtud de lo previsto en este artículo, 

su responsable de protección de datos será informado. 

4. La UIP exclusivamente transmitirá datos PNR a las autoridades competentes de terceros países tras 

asegurarse de que se ajustan a un estándar de condiciones y garantías equivalente al de esta ley 

orgánica y de que la utilización de los datos PNR prevista por los receptores se ajusta a dichas 

condiciones y garantías. 

Artículo 19 

Período de conservación de los datos y despersonalización 

1. Los datos PNR proporcionados a la UIP por los sujetos obligados se conservarán en una base de 

datos de la Unidad durante un plazo de cinco años a partir de la fecha de su transmisión a la UIP. 

2. Transcurrido un plazo de seis meses desde la transmisión a la que se refiere el apartado 1, todos los 

datos PNR deberán ser despersonalizados mediante enmascaramiento, de manera que resulten 

invisibles para un usuario los siguientes elementos que servirían para identificar directamente a los 

afectados: 

a) Nombres y apellidos, incluidos los de otros pasajeros que figuran en el PNR, y número de 

personas que figuran en el PNR que viajan juntas; 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 588 

b) dirección y datos de contacto; 

c) todos los datos sobre el pago, incluida la dirección de facturación, en la medida en que 

contengan información que pueda servir para identificar directamente al pasajero al que se refiere 

el registro PNR, o a cualquier otra persona; 

d) información sobre viajeros frecuentes; 

e) observaciones generales, en la medida en que contengan información que pueda servir para 

identificar directamente al pasajero al que se refiere el registro, y 

f) todos los datos API sobre los pasajeros. 

3. Al finalizar el período de seis meses mencionado en el apartado 2, solo se permitirá la transmisión 

de los datos completos cuando concurran las dos circunstancias siguientes: 

a) Que sea necesario a los efectos establecidos en el artículo 12.2.b). 

b) Que haya sido aprobada por una autoridad judicial o por la persona titular de la Secretaría de 

Estado de Seguridad. En este último caso, se informará de la transmisión al responsable de 

protección de datos de la UIP, y estará sujeta a la revisión, a posteriori, por parte del mismo. 

4. Los datos PNR serán suprimidos de modo permanente al finalizar el período a que se refiere el 

apartado 1. Esta obligación se entenderá sin perjuicio de aquellos casos en que se hayan transferido 

datos PNR específicos a una autoridad competente y esta los esté utilizando en el marco de un 

asunto concreto a efectos de prevenir, detectar, investigar o enjuiciar delitos de terrorismo o delitos 

graves, en cuyo caso la conservación de los datos por la autoridad competente se regirá por la 

normativa específica. 

5. Los resultados del tratamiento a que se refiere el artículo 12.2.a) serán conservados por la UIP 

durante el tiempo necesario para informar de un resultado positivo a las autoridades competentes y 

a las Unidades de Información sobre Pasajeros de otros Estados miembros. 

Cuando el resultado de un tratamiento automatizado, tras un examen individual por medios no 

automatizados, arroje un resultado negativo, se podrá almacenar para evitar falsos resultados 

positivos posteriores, mientras los datos de base no se hayan eliminado según el apartado 4. 

Artículo 20 

Competencias de la Agencia Española de Protección de Datos 

Además de las competencias que le otorga su normativa específica, la Agencia Española de 

Protección de Datos, en su condición de autoridad nacional de control de datos PNR a los efectos 

previstos en esta ley orgánica, ejercerá las siguientes competencias: 

a) Asesorar, previa solicitud, sobre la aplicación de las disposiciones adoptadas en España para 

aplicar la Directiva (UE) 2016/681 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y 

controlar su aplicación con el fin de proteger los derechos fundamentales de cualquier interesado 

en lo relativo al tratamiento de datos personales. 

b) Conocer de las reclamaciones presentadas contra los tratamientos realizados al amparo de 

esta ley orgánica y dar respuesta a las mismas en un plazo de tiempo razonable. 
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c) Verificar la legalidad de los tratamientos, por propia iniciativa o como consecuencia de una 

reclamación, para lo cual podrá realizar investigaciones, inspecciones y auditorías, de acuerdo con 

lo dispuesto en su normativa reguladora, sin perjuicio de las funciones que corresponden al Consejo 

General del Poder Judicial como autoridad de control de los tratamientos de datos vinculados al 

ejercicio de la función jurisdiccional. 

CAPÍTULO III 

Régimen sancionador 

Sección 1.ª Disposiciones generales 

Artículo 21 

Sujetos responsables 

La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá directamente en los sujetos obligados que, 

por acción u omisión, realizaran la conducta en que consista la infracción. 

Artículo 22 

Responsable de tratamiento y responsable de protección de datos 

La responsabilidad del responsable de tratamiento de los datos PNR y del responsable de protección 

de datos PNR se determinará de acuerdo con lo dispuesto en la legislación que transponga la 

Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y hasta ese 

momento por las normas que regulen en Derecho español el tratamiento de datos personales por 

parte de las autoridades competentes para fines de prevención, investigación, detección y 

enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales. 

Artículo 23 

Regla especial 

A los efectos exclusivos de esta ley orgánica, se entenderá que los incumplimientos de la obligación 

de transmisión o remisión de los datos PNR que se produzcan en relación a un mismo vuelo 

constituyen una única infracción. 

Artículo 24 

Concurso de normas 

1. Siempre que no constituyan infracciones a la normativa general de protección de datos de 

carácter personal, los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de 

esta u otra ley orgánica se sancionarán observando las siguientes reglas: 

a) El precepto especial se aplicará con preferencia al general. 

b) El precepto más amplio o complejo absorberá el que sancione las infracciones subsumidas en 

aquel. 

c) En defecto de los criterios anteriores, se aplicará el precepto que sancione los hechos con la 

sanción mayor. 
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2. En el caso de que un solo hecho constituya dos o más infracciones, o cuando una de ellas sea 

medio necesario para cometer la otra, la conducta será sancionada por aquella infracción a la que 

se aplique una mayor sanción. 

Sección 2.ª Infracciones 

Artículo 25 

Clasificación de las infracciones 

Las infracciones tipificadas en esta ley orgánica se clasifican en muy graves, graves y leves. 

Artículo 26 

Infracciones muy graves 

Constituyen infracciones muy graves: 

a) La falta de remisión de los datos PNR, de acuerdo con lo establecido en el artículo 10.1 y 2, 

cuando se haya generado un riesgo grave para la seguridad ciudadana, la vida o la integridad 

física de las personas. 

b) La falta de remisión de los datos PNR, conforme a los formatos y protocolos a los que se refiere 

el artículo 9.4, cuando se haya generado un riesgo grave para la seguridad ciudadana, la vida o la 

integridad física de las personas. 

c) En caso de requerimiento previo, la falta de remisión de los datos PNR o la remisión fuera del 

plazo concedido al efecto, cuando se haya generado un riesgo grave para la seguridad 

ciudadana, la vida o la integridad física de las personas. 

d) La falta de transmisión de los datos PNR a la UIP en los supuestos a los que se refiere el artículo 

10.3. 

Artículo 27 

Infracciones graves 

Constituyen infracciones graves: 

a) La falta de remisión de los datos PNR, de acuerdo con lo establecido en el artículo 10.1 y 2. 

b) La falta de remisión de los datos PNR, conforme a los formatos y protocolos a los que se refiere 

el artículo 9.4. 

c) La falta de adopción en tiempo y forma, por parte de los sujetos obligados, de las medidas 

necesarias para realizar legalmente las transmisiones. 

d) En caso de requerimiento previo, la falta de remisión de los datos PNR o la remisión fuera del 

plazo establecido al efecto o sin cumplir con los requisitos técnicos y legales de transmisión. 

e) Las omisiones en la transmisión de datos. 

f) La falta de comunicación, conforme a lo dispuesto en esta ley orgánica, de cualquier cambio 

producido previamente o durante el trayecto, respecto al destino donde se tuviera previsto aterrizar. 
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g) La falta de diligencia en el mantenimiento de los sistemas electrónicos seguros de transmisión 

de los datos PNR siempre que no constituya infracción con arreglo a la normativa general de 

protección de datos de carácter personal. 

Artículo 28 

Infracciones leves 

Constituyen infracciones leves: 

a) El incumplimiento de la obligación de informar a la UIP sobre los formatos de datos y protocolos 

de transmisión en el plazo previsto. 

b) Cualquier otro incumplimiento de lo previsto en esta ley orgánica y que no constituya 

infracción grave o muy grave. 

Sección 3.ª Sanciones 

Artículo 29 

Sanciones 

Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de 60.001 a 300.000 euros; de 20.001 a 

60.000 euros las graves; y de 3.000 a 20.000 euros las leves. 

Artículo 30 

Graduación de las sanciones 

Atendiendo al principio de proporcionalidad, se graduará la cuantía de las sanciones teniendo en 

cuenta, entre otras, las siguientes circunstancias, además de las previstas en el artículo 29 de la Ley 

40/2015, de 1 de octubre: 

a) La incidencia en la seguridad pública y/o en los derechos a la intimidad, la protección de 

datos, la imagen o el honor de las personas. 

b) El beneficio económico obtenido como consecuencia de la comisión de la infracción. 

c) La naturaleza, gravedad y duración de la infracción, teniendo en cuenta el número de 

afectados y los daños o perjuicios que hayan sufrido. 

d) El grado de cooperación para poner remedio o mitigar los posibles efectos adversos. 

Artículo 31 

Competencia sancionadora 

Son órganos competentes para la imposición de las sanciones: 

a) La persona titular del Ministerio del Interior, para la sanción de las infracciones muy graves. 

b) La persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad, para la sanción de las infracciones 

graves y leves. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 592 

Sección 4.ª Normas especiales de procedimiento sancionador 

Artículo 32 

Medidas provisionales 

Los gastos ocasionados por la adopción de las posibles medidas provisionales serán de cuenta del 

causante de los hechos objeto del procedimiento sancionador. Dichos gastos, en su caso, serán 

reclamables mediante el procedimiento administrativo de apremio cuando la sanción adquiera 

firmeza en vía administrativa. 

Artículo 33 

Caducidad del procedimiento 

El procedimiento caducará transcurrido un año desde su incoación sin que se haya notificado la 

resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo las posibles paralizaciones por 

causas imputables al interesado o la suspensión que debiera acordarse por la existencia de un 

procedimiento judicial penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la 

finalización de este. 

Artículo 34 

Acceso a los datos de otras Administraciones públicas 

Los órganos competentes para imponer las sanciones previstas en esta ley orgánica podrán acceder, 

en el ejercicio de dichas competencias, a los datos relativos a los sujetos infractores que estén 

directamente relacionados con la investigación de los hechos constitutivos de infracción, con las 

debidas garantías de seguridad, integridad y disponibilidad. El acceso y el tratamiento posterior de 

los datos se realizarán, en todo caso, de conformidad con lo establecido en la normativa reguladora 

de protección de datos de carácter personal. 

Disposición adicional primera 

Plazo para comunicar los formatos de datos y protocolos de transmisión 

Las compañías aéreas informarán a la UIP del formato de datos y del protocolo de transmisión que 

utilizarán, en el plazo de cuarenta días a contar desde la fecha de publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado» de esta ley orgánica. El formato y el protocolo deberán estar entre los previstos en la 

Decisión de Ejecución (UE) 2017/759 de la Comisión, de 28 de abril de 2017. 

Disposición adicional segunda 

Transmisión de datos PNR 

Las transmisiones de datos PNR se realizarán según los medios de transmisión establecidos por la 

Secretaría de Estado de Seguridad, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9. 

Disposición adicional tercera 

Régimen jurídico del acceso por el Centro Nacional de Inteligencia a datos PNR 

El acceso a los datos PNR por parte del Centro Nacional de Inteligencia y su control, se realizarán de 

acuerdo con lo previsto en esta ley orgánica, salvaguardando, en todo caso, el carácter de materia 

legalmente clasificada como secreto de sus actividades y objetivos, con el fin de dar cumplimiento 
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a las misiones y funciones establecidas en la Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora del Centro 

Nacional de Inteligencia. 

Disposición adicional cuarta 

Transmisiones de datos PNR a las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil y a las 

autoridades competentes de las Comunidades Autónomas que cuenten con un cuerpo de policía 

propio e integral 

Las transmisiones de datos PNR a las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil y su 

control, se realizarán de acuerdo con lo previsto en esta ley orgánica, salvaguardando, en todo caso, 

el carácter reservado de sus investigaciones y de la inteligencia generada en torno a dichos datos 

en relación a delitos de terrorismo y demás delitos graves. 

Igual régimen de transmisión y salvaguarda de sus investigaciones e inteligencia que las 

contempladas en el párrafo anterior se aplicarán a las autoridades competentes de las 

Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias para la protección de personas y 

bienes y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana y cuenten con cuerpo de policía propio. 

Disposición adicional quinta 

Transmisiones de datos PNR a la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera 

Las transmisiones de datos PNR a la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera y su control, se harán 

de acuerdo con lo previsto en esta ley orgánica, salvaguardando, en todo caso, el carácter 

reservado de los datos con trascendencia tributaria, de acuerdo con la Ley 58/2003, de 17 de 

diciembre, General Tributaria, de sus investigaciones y de la inteligencia generada en torno a dichos 

datos en relación a delitos graves de su competencia. 

Disposición adicional sexta 

Transmisiones de datos PNR a Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal 

Las transmisiones de datos PNR a Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal se harán de acuerdo con lo 

previsto en esta ley orgánica, sin perjuicio de la aplicación a su tratamiento de la legislación 

reguladora del ejercicio de la potestad jurisdiccional. 

En particular, las transmisiones de datos PNR a Jueces y Tribunales se efectuarán de acuerdo con lo 

previsto en el artículo 14.4 de esta ley orgánica. 

Disposición final primera  

Título competencial 

Esta ley orgánica se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.1.ª y 29.ª de la Constitución, 

que atribuyen al Estado la competencia exclusiva para la regulación de las condiciones básicas que 

garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento 

de los deberes constitucionales, y sobre la seguridad pública, respectivamente. 

Disposición final segunda 

Preceptos que tienen carácter de ley orgánica 

1. Tienen carácter orgánico los siguientes preceptos: 
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a) Los artículos 4 y 5. 

b) El capítulo II. 

c) La disposición final segunda. 

2. Los preceptos no incluidos en el apartado anterior tienen carácter de ley ordinaria. 

Disposición final tercera 

Incorporación de derecho de la Unión Europea 

Mediante esta ley orgánica se incorpora al Derecho español la Directiva (UE) 2016/681 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016 relativa a la utilización de datos del registro 

de nombres de los pasajeros (PNR) para la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

los delitos de terrorismo y de la delincuencia grave. 

Disposición final cuarta 

Entrada en vigor 

Esta ley orgánica entrará en vigor a los dos meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», 

excepto la disposición adicional primera, que entrará en vigor al día siguiente de dicha publicación. 
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§ 52. Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales 

tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

infracciones penales y de ejecución de sanciones penales39 

«BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 2021 

PREÁMBULO 

I 

La Unión Europea es un espacio en el que los estándares y las garantías de protección de los 

derechos de las personas físicas a la protección de los datos personales se encuentran en la 

vanguardia internacional y constituyen un referente mundial. El rápido desarrollo tecnológico, 

especialmente de Internet, así como la creciente globalización de la economía mundial y europea 

han hecho imprescindible abordar la reforma del marco jurídico de la protección de datos, al objeto 

de consolidar e incluso mejorar este elevado nivel de protección a través de la creación de un marco 

legislativo nuevo, adaptado a la realidad cambiante, al tiempo que sólido, coherente e integral. En 

definitiva, un entorno normativo para un mundo globalizado y digital. 

En este sentido, la Comunicación de la Comisión Europea «Un enfoque global de la protección de 

los datos personales en la Unión Europea», de 4 de noviembre de 2010, precedida de un intenso 

periodo de consultas durante más de dos años con los Estados miembros, el público en general, así 

como con los distintos sectores afectados, sentó las bases de lo que sería esta nueva perspectiva 

normativa. 

El marco normativo resultante consta, principalmente, de dos instrumentos: el Reglamento (UE) 

2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de 

las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de 

estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de 

Datos), que sustituye a una norma vigente desde hacía más de veinte años, y la Directiva (UE) 

2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de 

las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las 

autoridades competentes para fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de 

infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y 

por la que se deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo. 

En nuestro ordenamiento jurídico, la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 

Personales y garantía de los derechos digitales, adaptó el Reglamento General de Protección de 

Datos, en lo que respecta al tratamiento de los datos personales y a la libre circulación de estos 

datos. 

II 

La Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, objeto de 

transposición por esta Ley Orgánica, deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo, de 27 de 

noviembre de 2008, relativa a la protección de datos personales tratados en el marco de la 

cooperación policial y judicial en materia penal, que había sido superada por varias razones. 

 

 
39 La Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, ha sido objeto de reforma, en cuanto al régimen sancionador, por la Ley Orgánica 

9/2022, de 28 de julio. 
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En primer lugar, se trataba de una norma previa al Tratado de Lisboa que requería de su oportuna 

adaptación a los nuevos Tratados, en particular, al artículo 16 del Tratado de Funcionamiento de la 

Unión Europea, que exige que el Consejo y el Parlamento Europeo, a través del procedimiento 

legislativo ordinario, regulen la protección de los datos personales. 

En segundo término, la decisión marco se aprobó conforme a la estructura de pilares de la Unión 

Europea, previa al Tratado de Lisboa, por lo que contaba con un ámbito de aplicación limitado 

exclusivamente al tratamiento de datos personales de carácter transfronterizo entre los Estados 

miembros, sin alcanzar, por tanto, a los tratamientos de carácter estrictamente nacional. 

Asimismo, otorgaba una amplísima capacidad de maniobra a los Estados miembros, sin asegurar un 

nivel mínimo de armonización deseable en determinados ámbitos, como el reconocimiento en todos 

los Estados del derecho de acceso de los interesados a sus propios datos, el principio del tratamiento 

de los datos para fines determinados o las condiciones para las transferencias internacionales. 

En definitiva, la fragmentación y complejidad de la regulación en este campo perjudicaba la 

necesaria confianza entre los actores de la cooperación policial y judicial penal en Europa, quienes 

mostraban recelos a compartir información, entre otros motivos, por la ausencia de una mínima 

armonización en cuanto a la protección de los datos de carácter personal; unos datos que resultan 

esenciales en el terreno de la cooperación operativa. 

III 

La Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, subsana 

estas deficiencias, ampliando su ámbito de aplicación al tratamiento nacional de los datos 

personales en el espacio de la cooperación policial y judicial penal. Toda vez que cubre otras 

carencias de la normativa europea anterior, dado que incluye la regulación de los datos genéticos 

–que reclamaba el Tribunal Europeo de Derechos Humanos-, así como la distinción entre los datos 

personales según su grado de exactitud y fiabilidad, o la diferenciación entre distintas categorías de 

interesados. 

Resulta pertinente poner de relieve que la citada directiva que transpone esta Ley Orgánica se 

aprobó como respuesta a las crecientes amenazas para la seguridad en el contexto nacional e 

internacional, que tienen, en numerosos casos, un componente transfronterizo. Por esta razón, la 

cooperación internacional y la transmisión de información de carácter personal entre los servicios 

policiales y judiciales de los países implicados se convierten en un objetivo ineludible. En efecto, los 

atentados terroristas de Nueva York en 2001 supusieron un punto de inflexión en la necesidad de 

reforzar la cooperación judicial y policial en la lucha contra el terrorismo, como volvería a ponerse 

de manifiesto con ocasión de los atentados de Bruselas y Niza en 2016. 

La cooperación encaminada a compartir a tiempo la información operativa precisa se erige en un 

requisito de eficacia en la prevención y lucha contra este tipo de amenazas. Todo ello, teniendo en 

cuenta el estado de la técnica, que permite, en la actualidad, tratamientos de datos a gran escala 

en el ámbito de la seguridad. 

Este intercambio de información debe realizarse, en todo caso, de manera que se garanticen los 

principios democráticos y la seguridad de las personas a lo largo de las fases del tratamiento. 

En consecuencia, esta Ley Orgánica asume la finalidad de lograr un elevado nivel de protección de 

los derechos de la ciudadanía, en general, y de sus datos personales, en particular, que resulte 

homologable al del resto de los Estados miembros de la Unión Europea, incorporando y concretando 

las reglas que establece la directiva. 
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En este sentido, la Constitución española fue precursora del reconocimiento y la defensa del derecho 

fundamental a la protección de datos personales. Así, el artículo 18.4 de nuestra norma fundamental 

dispone que la ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y 

familiar de la ciudadanía y el pleno ejercicio de sus derechos. El Tribunal Constitucional, en reiterada 

jurisprudencia, entiende la protección de datos como un derecho fundamental que garantiza a toda 

persona la capacidad de controlar el uso y destino de sus datos, con el propósito de evitar el tráfico 

ilícito o lesivo de los mismos o una utilización para fines distintos de los que justificaron su obtención. 

Por todo ello, la transposición de esta directiva por los Estados miembros supone el establecimiento 

de un marco jurídico consistente, que proporciona la seguridad jurídica necesaria para facilitar la 

cooperación policial y judicial penal y, por tanto, una mayor eficacia en el desempeño de sus 

funciones por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de nuestro sistema judicial penal en su conjunto, 

incluido el penitenciario. 

IV 

Esta Ley Orgánica consta de sesenta y cinco artículos estructurados en ocho capítulos, cinco 

disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y doce 

disposiciones finales. 

El capítulo I, relativo a las disposiciones generales, define el objeto de la Ley Orgánica, entendiéndose 

como la regulación del tratamiento de los datos personales para fines de prevención, detección, 

investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, incluida 

la protección y de prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública, cuando dicho 

tratamiento se lleve a cabo por los órganos que, a efectos de esta Ley Orgánica, tengan la 

consideración de autoridades competentes. 

La finalidad principal es que los datos sean tratados por estas autoridades competentes de manera 

que se cumplan los fines prevenidos a la par que establecer los mayores estándares de protección 

de los derechos fundamentales y las libertades de los ciudadanos, de forma que se cumpla lo 

dispuesto en el artículo 8, apartado 1, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 

Europea, así como en el artículo 16, apartado 1, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 

y el artículo 18.4 de la Constitución. 

Asimismo, en correspondencia con lo que dispone el artículo 22.6 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 

diciembre, cuando el tratamiento de los datos personales se realice para alguno de los fines 

establecidos en esta Ley Orgánica y proceda de las imágenes y sonidos obtenidos mediante la 

utilización de cámaras y videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, o bien se lleve a 

cabo por los órganos competentes para la vigilancia y control en los centros penitenciarios o para el 

control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico, dichos tratamientos se regularán por las 

disposiciones de esta Ley Orgánica complementándose, en lo que no resulte contrario a su 

contenido, con la normativa vigente que regula estos ámbitos. De este modo, se establece un nuevo 

sistema que gira en torno a las obligaciones de los responsables del tratamiento y a las distintas 

misiones que se les asignan. 

Aunque se deben excluir con carácter general, se incluyen igualmente algunas previsiones 

específicas para el tratamiento de los datos de personas fallecidas a similitud de lo que se dispone 

en la precitada Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. 

Las autoridades competentes, a efectos de esta Ley Orgánica, se definen como autoridades 

públicas con competencias legalmente encomendadas para la consecución de los fines específicos 

incluidos en el ámbito de aplicación. En concreto, se determina que serán autoridades competentes: 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; las autoridades judiciales del orden jurisdiccional penal y el 

Ministerio Fiscal; las Administraciones Penitenciarias; la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera; el 
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Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias; 

y la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo. Todo ello, sin perjuicio de 

que los tratamientos que se lleven a cabo por los órganos jurisdiccionales se rijan por lo dispuesto en 

esta Ley Orgánica, en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y en las leyes 

procesales penales. 

Se excluyen expresamente del ámbito de aplicación ciertos tratamientos, como los realizados por las 

autoridades competentes para fines distintos de los cubiertos por la Ley Orgánica; los llevados a cabo 

por los órganos de la Administración General del Estado en el marco de las actividades 

comprendidas en el ámbito del capítulo II del título V del Tratado de la Unión Europea, en relación a 

la Política Exterior y de Seguridad Común; los derivados de una actividad no comprendida en el 

ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea; y los sometidos a la normativa sobre materias 

clasificadas. Entre estos últimos se mencionan expresamente como incluidos los tratamientos relativos 

a la Defensa Nacional. 

El capítulo II se refiere a los principios de protección de datos cuya garantía corresponde al 

responsable del tratamiento. Estos principios se regulan en términos similares a lo establecido en el 

Reglamento General de Protección de Datos, con algunas especialidades propias del ámbito de 

esta Ley Orgánica. 

Se incluye un deber de colaboración con las autoridades competentes, según el cual, salvo que 

legalmente sea exigible una autorización judicial, las Administraciones Públicas o cualquier persona 

física o jurídica deberá proporcionar a las autoridades judiciales, al Ministerio Fiscal o a la Policía 

Judicial la información necesaria para la investigación o enjuiciamiento de infracciones penales o la 

ejecución de las penas y la información necesaria para la protección y prevención frente a un peligro 

real y grave para la seguridad pública. Todo ello, con la obligación de no informar al interesado de 

dichos tratamientos ulteriores. Esta última precisión resulta fundamental para evitar que la puesta de 

la información a disposición del interesado pueda poner en peligro los fines que, de acuerdo con la 

directiva y esta Ley Orgánica, justifican el tratamiento de los datos. 

Se regulan, también, los plazos de conservación y de revisión de los datos de carácter personal 

tratados, siendo relevante el establecimiento de un plazo máximo de conservación de los datos con 

carácter general y la implantación de un sistema que permite al responsable revisar, en el plazo que 

el mismo establezca dentro del margen legal, la necesidad de conservar, limitar o suprimir el conjunto 

de los datos personales contenidos en cada una de sus actividades de tratamiento. El responsable 

deberá, en sus tratamientos, distinguir los datos que correspondan a las diversas categorías de 

interesados, tales como los sospechosos, los condenados o los sancionados, las víctimas o los terceros 

involucrados, así como diferenciar, en la medida de lo posible, si los datos que trata son datos 

basados en hechos o en apreciaciones. 

Se exigen igualmente ciertas condiciones que determinan la licitud de todo tratamiento de datos de 

carácter personal, esto es, que sean tratados por las autoridades competentes; que resulten 

necesarios para los fines de esta Ley Orgánica y que, en caso necesario y en cada ámbito particular, 

se especifiquen las especialidades por una norma con rango de ley que incluya unos contenidos 

mínimos. 

En el supuesto de transmisión de datos sujetos a condiciones específicas de tratamiento, dichas 

condiciones deberán ser respetadas por el destinatario de los mismos, en especial, la prohibición de 

transmitirlos o de utilizarlos para fines distintos para los que fueron transmitidos. 

De igual modo, se exige que el tratamiento de categorías especiales de datos, como son los que 

revelen el origen étnico o racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, la 

afiliación sindical o los genéticos o biométricos, sólo pueda tener lugar cuando sea estrictamente 

necesario y se cumplan ciertas condiciones. 
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Los datos biométricos (como las huellas dactilares o la imagen facial) sólo se consideran incluidos en 

esta categoría especial cuando su tratamiento está dirigido a identificar de manera unívoca a una 

persona física. Esta necesidad de identificación en las actuaciones amparadas legalmente se lleva 

a cabo, con frecuencia, por las distintas autoridades competentes. El propósito es singularizar los 

autores o partícipes de infracciones penales, así como poder reconocer si son las personas que se 

supone o se busca, y de esta forma, atribuir o exonerar, sin género de dudas, la participación en 

determinados hechos, gracias a posibles indicios o vestigios biométricos. 

Habida cuenta de la vertiginosa evolución tecnológica y los medios electrónicos de los que se 

dispone, se incluye la habilitación legal que facilite una respuesta rápida y adecuada en el uso de 

estos datos, con el objetivo final de garantizar y proteger los derechos de los interesados y de la 

ciudadanía en general. 

Se prohíbe, igualmente, la adopción de decisiones individuales automatizadas, incluida la 

elaboración de perfiles en este ámbito, salvo que esté autorizado por una norma con rango de ley 

del ordenamiento jurídico español o europeo. 

El capítulo III, se divide en dos secciones y aborda los derechos de las personas. Regula una serie de 

condiciones generales del ejercicio de los derechos, tales como la obligación exigible al responsable 

de facilitar la información correspondiente a los derechos del interesado de forma concisa, con un 

lenguaje claro y sencillo y de manera gratuita. Se establece la información que debe ponerse a 

disposición del interesado, siendo algunos datos obligatorios, en todo caso, y otros en casos 

concretos. 

Se reconocen los derechos de acceso, rectificación, supresión y limitación del tratamiento. En virtud 

de tales derechos se faculta al interesado a conocer si se están tratando o no sus datos y, en caso 

afirmativo, acceder a cierta información sobre el tratamiento; a obtener la rectificación de sus datos 

si estos resultaran inexactos; a suprimirlos cuando fueran contrarios a lo dispuesto en los artículos 6, 11 

o 13, o cuando así lo requiera una obligación legal exigible al responsable; y a limitar el tratamiento, 

cuando el interesado ponga en duda la exactitud de los datos o estos datos deban conservarse 

únicamente a efectos probatorios. 

Estos derechos podrán ser ejercidos por el interesado directamente o, en determinados casos, a 

través de la autoridad de protección de datos. 

Dispone esta Ley Orgánica que estos derechos pueden ser restringidos por ciertas causas tasadas, 

como cuando sea necesario para evitar que se obstaculice una investigación o se ponga en peligro 

la seguridad pública o la seguridad nacional. 

Se establece, en su sección segunda, un régimen especial de derechos de los interesados en el 

marco de investigaciones y procesos penales. 

El capítulo IV recoge las obligaciones y responsabilidades de los responsables y encargados de 

protección de datos, las medidas de seguridad y la figura del delegado de protección de datos, a 

lo largo de tres secciones. El responsable del tratamiento, teniendo en cuenta la naturaleza, el 

ámbito, el contexto y los fines del tratamiento, así como los niveles de riesgo para los derechos y 

libertades de las personas físicas, aplicará las medidas técnicas y organizativas apropiadas. 

El encargado del tratamiento llevará a cabo sus funciones por cuenta del responsable, debiendo 

ofrecer garantías para aplicar medidas técnicas y organizativas apropiadas. 

Todo responsable y encargado del tratamiento deberá conservar un registro de actividades de 

tratamiento, con datos identificativos, tales como los datos de contacto del responsable, los fines o 

las categorías de interesados, y un registro de operaciones, pieza angular de este sistema e 
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instrumento básico para acreditar el cumplimiento de varios de los principios de tratamiento, que 

comprenderá la recogida, la alteración, las consultas y las transferencias de los datos personales 

entre otras operaciones. Asimismo, están obligados a cooperar con la autoridad de protección de 

datos, en el marco de la legislación vigente. 

Se establecen ciertas obligaciones que responden a un nuevo modelo de responsabilidad activa 

que exige una valoración previa del riesgo que pudiera generar el tratamiento de los datos de 

carácter personal para los interesados, para, a partir de dicha valoración, adoptar las medidas que 

procedan. 

Se presta una atención detallada a la seguridad del tratamiento, regulándose alguna de las medidas 

de seguridad que se aplicarán, si bien solo se dispone como obligatoria la puesta en marcha del 

citado registro de operaciones como medida técnica y organizativa, siendo las demás las que el 

responsable determine como las más adecuadas para lograr el control que se le solicita en virtud del 

tipo de tratamiento que se esté llevando a cabo y del nivel de riesgo que se estime, tras el 

correspondiente análisis. Se impone, asimismo, el deber de notificación a la autoridad de protección 

de datos de cualquier violación de la seguridad que, con carácter general, deberá ser notificada al 

interesado, salvo en supuestos expresamente previstos en la ley. 

El delegado de protección de datos se configura como el órgano o figura de asesoramiento y 

supervisión de los responsables de protección de datos, que podrá ser único para varias autoridades 

competentes y cuya designación será obligatoria salvo en relación con los tratamientos de datos 

con fines jurisdiccionales. En el caso de que se dispongan tratamientos que queden bajo distintos 

ámbitos de aplicación, con el fin de evitar disfunciones en las organizaciones de las autoridades 

competentes, se establece que la figura del delegado de protección de datos será única para todos 

ellos. 

El capítulo V regula las transferencias de datos personales realizadas por las autoridades 

competentes españolas a un Estado que no sea miembro de la Unión Europea o a una organización 

internacional, incluidas las transferencias ulteriores a otro Estado que no pertenezca a la Unión 

Europea u otra organización internacional y se establecen las condiciones que deberán cumplirse 

para que estas sean lícitas. 

Así, con el fin de garantizar que no se menoscabe el nivel de protección de las personas físicas 

previsto en esta Ley Orgánica, la transferencia respetará ciertas condiciones previstas en la misma. 

De este modo, sólo deben realizarse cuando sean necesarias para los fines de esta Ley Orgánica y 

cuando el responsable del tratamiento en el tercer país u organización internacional sea autoridad 

competente en relación a dichos fines. 

Asimismo, cuando el dato se transfiere a un tercer país o a una organización internacional, la 

autoridad competente del Estado miembro en el que se obtuvo el dato, debe autorizar previamente 

esta transferencia y las ulteriores que puedan tener lugar a otro tercer país o a una organización 

internacional. En cuanto al tercer país u organización internacional destinatario de la trasferencia, 

deberá ser objeto de evaluación por la Comisión Europea a la vista de su nivel de protección de 

datos o, en caso de ausencia de decisión, debe entenderse por el responsable del tratamiento que 

ofrece garantías adecuadas. Sólo por las causas excepcionales previstas en esta Ley Orgánica se 

podrán autorizar transferencias fuera de estos supuestos. Este capítulo finaliza con la regulación de 

la transferencia internacional de datos personales a destinatarios que, no siendo autoridades 

competentes, están establecidos en terceros países. 

El capítulo VI, relativo a las autoridades de protección de datos, dispone que dichas autoridades 

sean la Agencia Española de Protección de Datos y las Agencias Autonómicas de Protección de 

Datos, en sus respectivos ámbitos competenciales. Asimismo, la Ley Orgánica recoge sus potestades, 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 601 

funciones y la asistencia entre autoridades de protección de datos de los Estados miembros. Se remite 

en lo restante a la normativa que les resulte de aplicación. 

El capítulo VII prevé que los procedimientos de reclamación que se planteen ante las autoridades 

de protección de datos se rijan por lo establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, o, 

en su caso, por la normativa reguladora de la autoridad de protección de datos correspondiente. 

Se refiere a aquellos supuestos en que los responsables o encargados del tratamiento, o de la 

autoridad de protección de datos, en su caso, incumplan esta Ley Orgánica y generen un daño o 

lesión en los bienes o derechos del interesado. 

Este capítulo, además, aborda la responsabilidad de los responsables o encargados del tratamiento 

o de la autoridad de protección de datos, en su caso, cuando incumplan esta Ley Orgánica y se 

genere un daño o lesión en los bienes o derechos de un interesado. De igual modo, se detalla la 

forma de ejercer el derecho a la tutela judicial efectiva ante la jurisdicción contencioso-

administrativa contra las decisiones de una autoridad de protección de datos que puedan 

entenderse que conciernen a los interesados. 

Finalmente, el capítulo VIII regula el régimen sancionador específico aplicable ante incumplimientos 

de las obligaciones previstas en esta Ley Orgánica. Se definen los sujetos sobre los que recaerá la 

responsabilidad por las infracciones cometidas. Se determinan las reglas del concurso de normas 

para resolver los casos en los que un hecho pueda ser calificado con arreglo a dos o más de ellas, al 

tiempo que se tipifican las infracciones, que, en función de su gravedad, podrán ser leves, graves o 

muy graves. Por último, se establecen las sanciones que se pueden imponer, y se fijan los plazos de 

prescripción tanto de las infracciones como de las sanciones y de caducidad. 

Las disposiciones adicionales se refieren a regímenes específicos, al intercambio de datos dentro de 

la Unión Europea, a los acuerdos internacionales en el ámbito de la cooperación judicial en materia 

penal y de la cooperación policial, y a los tratamientos que se efectúen en relación con los ficheros 

y al Registro de Población de las Administraciones Públicas. 

Las disposiciones finales introducen las modificaciones necesarias en la Ley Orgánica 1/1979, de 26 

de septiembre, General Penitenciaria, para adecuarla a las previsiones de esta Ley Orgánica en 

relación con los tratamientos para ejecución de la pena; en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre; en 

la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio; en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre; en la Ley 

Orgánica 1/2020, de 16 de septiembre, sobre la utilización de los datos del registro de nombres de 

pasajeros para la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de delitos de terrorismo y 

delitos graves en correspondencia con determinadas obligaciones de los operadores; en la Ley 

19/2007, de 11 de julio, contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte; 

en la Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada para adecuar, en ambos casos, los plazos de 

caducidad de los expedientes sancionadores; y en el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, 

Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, 

de 30 de octubre, para dar soporte legal específico a las matriculaciones por razones de Seguridad 

Nacional. 

En la elaboración de esta Ley Orgánica se han observado los principios de necesidad, eficacia, 

proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, exigidos por el artículo 129 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

En primer lugar, se trata de una norma necesaria, dado que la transposición de la Directiva (UE) 

2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, exige una ley de carácter 

orgánico, al afectar la norma comunitaria a un derecho fundamental reconocido en el artículo 18 

de la Constitución y por imperativo del artículo 81 de la misma. En este sentido, el artículo 18.4 de la 

Constitución dispone que la ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad 

personal y familiar de la ciudadanía y el pleno ejercicio de sus derechos. 
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Esta Ley Orgánica, además, incorpora a nuestro ordenamiento interno los instrumentos que 

permitirán una eficaz protección de los datos de las personas físicas frente a su tratamiento por parte 

de las autoridades competentes con fines de prevención, detección, investigación o enjuiciamiento 

de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y la prevención 

frente a las amenazas contra la seguridad pública. 

Por lo que respecta al principio de seguridad jurídica, en razón de la materia objeto de regulación, 

la transposición de la directiva se realiza mediante una Ley Orgánica, cuya tramitación e integración 

en el ordenamiento jurídico goza de las garantías que amparan las normas de esta naturaleza. 

En cuanto al principio de proporcionalidad, esta Ley Orgánica contempla un importante número de 

garantías orientadas a que el tratamiento de datos personales sea proporcional, oportuno, mínimo y 

suficiente para el cumplimiento de los fines que se persiguen. En particular, su tratamiento se sujeta a 

los principios que rigen el tratamiento de datos personales, por lo que se exige que no sean tratados 

para otros fines distintos de los establecidos en la norma, salvo que dicho tratamiento esté autorizado 

por el Derecho de la Unión Europea o por nuestro Derecho interno. Cuando los datos personales sean 

tratados para otros fines que no sean los de la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento 

de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y la prevención 

frente a las amenazas contra la seguridad pública, se aplicará el Reglamento General de Protección 

de Datos, a menos que el tratamiento se efectúe como parte de una actividad que quede fuera del 

ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea. 

Se cumple, también, el principio de transparencia, puesto que esta norma ha sido sometida a los 

correspondientes trámites de participación pública, esto es, el de consulta pública previa y el de 

audiencia e información pública. 

En la tramitación de esta Ley Orgánica, además de los diversos Ministerios concernidos por razón de 

la materia, han emitido informe la Agencia Española de Protección de Datos; la Agencia Vasca de 

Protección de Datos; la Autoridad Catalana de Protección de Datos; el Consejo Fiscal; el Consejo 

General del Poder Judicial; los Departamentos de Seguridad Pública del Gobierno Vasco y de Interior 

de la Generalidad de Cataluña; y finalmente el Consejo de Estado. Se trata, por tanto, de un texto 

en el cual se han incorporado las consideraciones de órganos tan relevantes como los expuestos. 

Por último, esta Ley Orgánica se dicta al amparo de las reglas 1.ª, 6.ª, 18.ª y 29.ª del artículo 149.1 de 

la Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas, respectivamente, para la 

regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el 

ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales; sobre legislación 

penal, penitenciaria y procesal; respecto a las bases del régimen jurídico de las Administraciones 

Públicas, el procedimiento administrativo común y en relación al sistema de responsabilidad de todas 

las Administraciones públicas; y en materia de seguridad pública. 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

Esta Ley Orgánica tiene por objeto establecer las normas relativas a la protección de las personas 

físicas en lo que respecta al tratamiento de los datos de carácter personal por parte de las 

autoridades competentes, con fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y prevención 

frente a las amenazas contra la seguridad pública. 
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Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

1. Será de aplicación al tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así 

como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos 

en un fichero, realizado por las autoridades competentes, con fines de prevención, detección, 

investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, 

incluidas la protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública. 

2. El tratamiento de los datos personales llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los 

órganos judiciales y fiscalías de las actuaciones o procesos de los que sean competentes, así como 

el realizado dentro de la gestión de la Oficina judicial y fiscal, en el ámbito del artículo 1, se regirá por 

lo dispuesto en la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, 

de 1 de julio, del Poder Judicial, las leyes procesales que le sean aplicables y, en su caso, por la Ley 

50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. Las 

autoridades de protección de datos a las que se refiere el capítulo VI no serán competentes para 

controlar estas operaciones de tratamiento. 

3. Quedan fuera del ámbito de aplicación de esta Ley Orgánica los siguientes tratamientos de datos 

personales: 

a) Los realizados por las autoridades competentes para fines distintos de los previstos en el artículo 

1, incluidos los fines de archivo por razones de interés público, investigación científica e histórica o 

estadísticos. Estos tratamientos se someterán plenamente a lo establecido en el Reglamento (UE) 

2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de 

las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de 

estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de 

Datos), así como en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales 

y garantía de los derechos digitales. 

b) Los llevados a cabo por los órganos de la Administración General del Estado en el marco de 

las actividades comprendidas en el ámbito de aplicación del capítulo II del título V del Tratado de 

la Unión Europea. 

c) Los tratamientos que afecten a actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del 

Derecho de la Unión Europea. 

d) Los sometidos a la normativa sobre materias clasificadas, entre los que se encuentran los 

tratamientos relativos a la Defensa Nacional. 

e) Los tratamientos realizados en las acciones civiles y procedimientos administrativos o de 

cualquier índole vinculados con los procesos penales que no tengan como objetivo directo ninguno 

de los fines del artículo 1. 

4. Esta Ley Orgánica no se aplicará a los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio 

de lo establecido en el artículo siguiente. 

Artículo 3 

Datos de personas fallecidas 

1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho, así como sus herederos, 

podrán dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso, 
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rectificación o supresión de los datos de aquel. Estos derechos se regularán de acuerdo con lo 

dispuesto en esta Ley Orgánica. 

2. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus 

representantes legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar 

de oficio o a instancia de cualquier persona interesada. 

3. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades también podrán 

ejercerse, además de por quienes señala el apartado anterior, por quienes hubiesen sido designados 

para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en las 

medidas de apoyo prestadas por el designado. 

Artículo 4 

Autoridades competentes 

1. Será autoridad competente, a los efectos de esta Ley Orgánica, toda autoridad pública que tenga 

competencias encomendadas legalmente para el tratamiento de datos personales con alguno de 

los fines previstos en el artículo 1. 

En particular, tendrán esa consideración, en el ámbito de sus respectivas competencias, las siguientes 

autoridades: 

a) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

b) Las Administraciones Penitenciarias. 

c) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria. 

d) El Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 

Monetarias. 

e) La Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo. 

2. También tendrán consideración de autoridades competentes las Autoridades judiciales del orden 

jurisdiccional penal y el Ministerio Fiscal. 

Artículo 5 

Definiciones 

A efectos de esta Ley Orgánica se entenderá por: 

a) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o identificable («el 

interesado»); se considerará persona física identificable a toda persona cuya identidad pueda 

determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo 

un nombre, un número de identificación, unos datos de localización, un identificador en línea o uno 

o varios elementos propios de la identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural 

o social de dicha persona; 

b) «tratamiento»: cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos 

personales o conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos automatizados o no, como 

la recogida, registro, organización, estructuración, conservación, adaptación o modificación, 
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extracción, consulta, utilización, comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma de 

habilitación de acceso, cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción; 

c) «limitación del tratamiento»: el marcado de los datos personales conservados con el fin de 

limitar su tratamiento en el futuro; 

d) «elaboración de perfiles»: toda forma de tratamiento automatizado de datos personales 

consistente en utilizar datos personales para evaluar determinados aspectos personales de una 

persona física, en particular para analizar o predecir aspectos relativos al rendimiento profesional, 

situación económica, salud, preferencias personales, intereses, fiabilidad, comportamiento, 

ubicación o movimientos de dicha persona física; 

e) «seudonimización»: el tratamiento de datos personales de manera tal que ya no puedan 

atribuirse a un interesado sin utilizar información adicional, siempre que dicha información adicional 

se mantenga por separado y esté sujeta a medidas técnicas y organizativas destinadas a garantizar 

que los datos personales no se atribuyan a una persona física identificada o identificable; 

f) «fichero»: todo conjunto estructurado de datos personales, accesibles con arreglo a criterios 

determinados, ya sea centralizado, descentralizado o dispersado de forma funcional o geográfica; 

g) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la autoridad competente que sola o 

conjuntamente con otras, determine los fines y medios del tratamiento de datos personales; en caso 

de que los fines y medios del tratamiento estén determinados por el Derecho de la Unión Europea o 

por la legislación española, dichas normas podrán designar al responsable del tratamiento, o bien 

los criterios para su nombramiento. 

h) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o jurídica, autoridad pública, 

servicio u otro organismo que trate datos personales por cuenta del responsable del tratamiento; 

i) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro organismo 

al que se comuniquen datos personales, se trate o no de un tercero. No obstante, no se considerará 

destinatarios las autoridades públicas que puedan recibir datos personales en el marco de una 

investigación concreta de conformidad con la legislación española o de la Unión Europea; el 

tratamiento de tales datos por las citadas autoridades públicas será conforme con las normas en 

materia de protección de datos aplicables a los fines del tratamiento; 

j) «violación de la seguridad de los datos personales»: toda violación de la seguridad que 

ocasione la destrucción, pérdida o alteración accidental o ilícita, o la comunicación o acceso no 

autorizados a datos personales transmitidos, conservados o tratados de otra forma; 

k) «datos genéticos»: datos personales relativos a las características genéticas heredadas o 

adquiridas de una persona física que proporcionen una información única sobre la fisiología o la 

salud de esa persona, obtenidos en particular del análisis de una muestra biológica de la persona 

física de que se trate; 

l) «datos biométricos»: datos personales obtenidos a partir de un tratamiento técnico específico, 

relativos a las características físicas, fisiológicas o de conducta de una persona física que permitan 

o confirmen la identificación única de dicha persona, como imágenes faciales o datos 

dactiloscópicos; 

m) «datos relativos a la salud»: datos personales relativos a la salud física o mental de una persona 

física, incluida la prestación de servicios de atención sanitaria, que revelen información sobre su 

estado de salud; 
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n) «organización internacional»: una organización internacional y sus entes subordinados de 

Derecho internacional público o cualquier otro organismo creado mediante un acuerdo entre dos 

o más países o en virtud de tal acuerdo. 

CAPÍTULO II 

Principios, licitud del tratamiento y videovigilancia 

Sección 1.ª Principios y licitud del tratamiento 

Artículo 6 

Principios relativos al tratamiento de datos personales 

1. Los datos personales serán: 

a) Tratados de manera lícita y leal. 

b) Recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados de forma 

incompatible con esos fines. 

c) Adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con los fines para los que son tratados. 

d) Exactos y, si fuera necesario, actualizados. Se adoptarán todas las medidas razonables para 

que se supriman o rectifiquen, sin dilación indebida, los datos personales que sean inexactos con 

respecto a los fines para los que son tratados. 

e) Conservados de forma que permitan identificar al interesado durante un período no superior 

al necesario para los fines para los que son tratados. 

f) Tratados de manera que se garantice una seguridad adecuada, incluida la protección contra 

el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental. Para ello, 

se utilizarán las medidas técnicas u organizativas adecuadas. 

2. Los datos personales recogidos por las autoridades competentes no serán tratados para otros fines 

distintos de los establecidos en el artículo 1, salvo que dicho tratamiento esté autorizado por el 

Derecho de la Unión Europea o por la legislación española. Cuando los datos personales sean 

tratados para otros fines, se aplicará el Reglamento General de Protección de Datos y la Ley 

Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, a menos que el tratamiento se efectúe como parte de una 

actividad que quede fuera del ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea. 

3. Los datos personales podrán ser tratados por el mismo responsable o por otro, para fines 

establecidos en el artículo 1 distintos de aquel para el que hayan sido recogidos, en la medida en 

que concurran cumulativamente las dos circunstancias siguientes: 

a) Que el responsable del tratamiento sea competente para tratar los datos para ese otro fin, de 

acuerdo con el Derecho de la Unión Europea o la legislación española. 

b) Que el tratamiento sea necesario y proporcionado para la consecución de ese otro fin, de 

acuerdo con el Derecho de la Unión Europea o la legislación española. 

4. El tratamiento por el mismo responsable o por otro podrá incluir el archivo por razones de interés 

público, y el uso científico, estadístico o histórico para los fines establecidos en el artículo 1, con 

sujeción a las garantías adecuadas para los derechos y libertades de los interesados. 
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5. El responsable del tratamiento deberá garantizar y estar en condiciones de demostrar el 

cumplimiento de lo establecido en este artículo. 

Artículo 7 

Deber de colaboración 

1. Las Administraciones públicas, así como cualquier persona física o jurídica, proporcionarán a 

las autoridades judiciales, al Ministerio Fiscal o a la Policía Judicial los datos, informes, antecedentes 

y justificantes que les soliciten y que sean necesarios para la investigación y enjuiciamiento de 

infracciones penales o para la ejecución de las penas. La petición de la Policía Judicial se deberá 

ajustar exclusivamente al ejercicio de las funciones que le encomienda el artículo 549.1 de la Ley 

Orgánica 6/1985, de 1 de julio y deberá efectuarse siempre de forma motivada, concreta y 

específica, dando cuenta en todo caso a la autoridad judicial y fiscal. 

La comunicación de datos, informes, antecedentes y justificantes por la Administración Tributaria, la 

Administración de la Seguridad Social y la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, se efectuará de 

acuerdo con su legislación respectiva. 

2. En los restantes casos, las Administraciones públicas, así como cualquier persona física o jurídica, 

proporcionarán los datos, informes, antecedentes y justificantes a las autoridades competentes que 

los soliciten, siempre que estos sean necesarios para el desarrollo específico de sus misiones para la 

prevención, detección e investigación de infracciones penales y para la prevención y protección 

frente a un peligro real y grave para la seguridad pública. La petición de la autoridad competente 

deberá ser concreta y específica y contener la motivación que acredite su relación con los 

indicados supuestos. 

3. No será de aplicación lo dispuesto en los apartados anteriores cuando legalmente sea exigible 

la autorización judicial para recabar los datos necesarios para el cumplimiento de los fines del 

artículo 1. 

4. En los supuestos contemplados en los apartados anteriores, el interesado no será informado de 

la transmisión de sus datos a las autoridades competentes, ni de haber facilitado el acceso a los 

mismos por dichas autoridades de cualquier otra forma, a fin de garantizar la actividad 

investigadora. 

Con el mismo propósito, los sujetos a los que el ordenamiento jurídico imponga un deber específico 

de colaboración con las autoridades competentes para el cumplimiento de los fines establecidos en 

el artículo 1, no informarán al interesado de la transmisión de sus datos a dichas autoridades, ni de 

haber facilitado el acceso a los mismos por dichas autoridades de cualquier otra forma, en 

cumplimiento de sus obligaciones específicas. 

Artículo 8 

Plazos de conservación y revisión 

1. El responsable del tratamiento determinará que la conservación de los datos personales tenga 

lugar sólo durante el tiempo necesario para cumplir con los fines previstos en el artículo 1. 

2. El responsable del tratamiento deberá revisar la necesidad de conservar, limitar o suprimir el 

conjunto de los datos personales contenidos en cada una de las actividades de tratamiento bajo su 

responsabilidad, como máximo cada tres años, atendiendo especialmente en cada revisión a la 

edad del afectado, el carácter de los datos y a la conclusión de una investigación o procedimiento 

penal. Si es posible, se hará mediante el tratamiento automatizado apropiado. 
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3. Con carácter general, el plazo máximo para la supresión de los datos será de veinte años, salvo 

que concurran factores como la existencia de investigaciones abiertas o delitos que no hayan 

prescrito, la no conclusión de la ejecución de la pena, reincidencia, necesidad de protección de las 

víctimas u otras circunstancias motivadas que hagan necesario el tratamiento de los datos para el 

cumplimiento de los fines del artículo 1. 

Artículo 9 

Distinción entre categorías de interesados 

El responsable del tratamiento, en la medida de lo posible, establecerá entre los datos personales de 

las distintas categorías de interesados, distinciones tales como: 

a) Personas respecto de las cuales existan motivos fundados para presumir que hayan cometido, 

puedan cometer o colaborar en la comisión de una infracción penal. 

b) Personas condenadas o sancionadas por una infracción penal. 

c) Víctimas o afectados por una infracción penal o que puedan serlo. 

d) Terceros involucrados en una infracción penal como son: personas que puedan ser citadas a 

testificar en investigaciones relacionadas con infracciones o procesos penales ulteriores, personas 

que puedan facilitar información sobre dichas infracciones, o personas de contacto o asociados de 

una de las personas mencionadas en las letras a) y b). 

Lo anterior no debe impedir la aplicación del derecho a la presunción de inocencia tal como lo 

garantiza el artículo 24 de la Constitución. 

Artículo 10 

Verificación de la calidad de los datos personales 

1. El responsable del tratamiento, en la medida de lo posible, establecerá una distinción entre los 

datos personales basados en hechos y los basados en apreciaciones personales. 

2. Las autoridades competentes adoptarán todas las medidas razonables para garantizar que los 

datos personales que sean inexactos, incompletos o no estén actualizados, no se transmitan ni se 

pongan a disposición de terceros. En toda transmisión de datos se trasladará al mismo tiempo la 

valoración de su calidad, exactitud y actualización. 

En la medida de lo posible, en todas las transmisiones de datos personales se añadirá la información 

necesaria para que la autoridad competente receptora pueda valorar hasta qué punto son exactos, 

completos y fiables, y en qué medida están actualizados. Igualmente, la autoridad competente 

transmisora, en la medida en que sea factible, controlará la calidad de los datos personales antes 

de transmitirlos o ponerlos a disposición de terceros. 

3. Si se observara que los datos personales transmitidos son incorrectos o que se han transmitido 

ilegalmente, estas circunstancias se pondrán en conocimiento del destinatario sin dilación indebida. 

En tal caso, los datos deberán rectificarse o suprimirse, o el tratamiento deberá limitarse de 

conformidad con lo previsto en el artículo 23. 
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Artículo 11 

Licitud del tratamiento 

1. El tratamiento sólo será lícito en la medida en que sea necesario para los fines señalados en el 

artículo 1 y se realice por una autoridad competente en ejercicio de sus funciones. 

2. Cualquier ley que regule tratamientos de datos personales para los fines incluidos dentro del ámbito 

de aplicación de esta Ley Orgánica deberá indicar, al menos, los objetivos del tratamiento, los datos 

personales que vayan a ser objeto del mismo y las finalidades del tratamiento. 

Artículo 12 

Condiciones específicas de tratamiento 

1. Cuando el Derecho de la Unión Europea o la legislación española prevea condiciones específicas 

aplicables al tratamiento, la autoridad competente transmitente deberá informar al destinatario al 

que se transmitan los datos, de dichas condiciones y de la obligación de respetarlas. 

2. Las condiciones específicas de tratamiento podrán ser, entre otras, la prohibición de transmisión 

de datos o de su utilización para fines distintos para los que fueron transmitidos o, en caso de 

limitación del derecho a la información, la prohibición de dar información al interesado sin la 

autorización previa de la autoridad transmisora. 

3. La autoridad competente transmitente no aplicará a los destinatarios de otros Estados miembros 

de la Unión Europea o de organismos, agencias y órganos establecidos en virtud de los capítulos 4 y 

5 del título V de la tercera parte del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, condiciones 

distintas de las aplicables a las transmisiones de datos similares dentro de España. 

Artículo 13 

Tratamiento de categorías especiales de datos personales 

1. El tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones políticas, las 

convicciones religiosas o filosóficas o la afiliación sindical, así como el tratamiento de datos 

genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, los datos 

relativos a la salud o a la vida sexual o a la orientación sexual de una persona física, sólo se permitirá 

cuando sea estrictamente necesario, con sujeción a las garantías adecuadas para los derechos y 

libertades del interesado y cuando se cumplan alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Se encuentre previsto por una norma con rango de ley o por el Derecho de la Unión Europea. 

b) Resulte necesario para proteger los intereses vitales, así como los derechos y libertades 

fundamentales del interesado o de otra persona física. 

c) Dicho tratamiento se refiera a datos que el interesado haya hecho manifiestamente públicos. 

2. Las autoridades competentes, en el marco de sus respectivas funciones y competencias, podrán 

tratar datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física con los fines 

de prevención, investigación, detección de infracciones penales, incluidas la protección y la 

prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública. 

3. Los datos de los menores de edad y de las personas con capacidad modificada judicialmente o 

que estén incursas en procesos de dicha naturaleza, se tratarán garantizando el interés superior de 

los mismos y con el nivel de seguridad adecuado. 
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Artículo 14 

Mecanismo de decisión individual automatizado 

1. Están prohibidas las decisiones basadas únicamente en un tratamiento automatizado, incluida la 

elaboración de perfiles, que produzcan efectos jurídicos negativos para el interesado o que le 

afecten significativamente, salvo que se autorice expresamente por una norma con rango de ley o 

por el Derecho de la Unión Europea. La norma habilitante del tratamiento deberá establecer las 

medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades del interesado, incluyendo el 

derecho a obtener la intervención humana en el proceso de revisión de la decisión adoptada. 

2. Las decisiones a las que se refiere el apartado anterior no se basarán en las categorías especiales 

de datos personales contempladas en el artículo 13, salvo que se hayan tomado las medidas 

adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado. 

3. Queda prohibida la elaboración de perfiles que dé lugar a una discriminación de las personas 

físicas sobre la base de categorías especiales de datos personales establecidas en el artículo 13. 

Sección 2.ª Tratamiento de datos personales en el ámbito de la videovigilancia por Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad 

Artículo 15 

Sistemas de grabación de imágenes y sonido por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

1. La captación, reproducción y tratamiento de datos personales por las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad en los términos previstos en esta Ley Orgánica, así como las actividades preparatorias, no 

se considerarán intromisiones ilegítimas en el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a 

la propia imagen, a los efectos de lo establecido en el artículo 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 

de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 

imagen. 

2. En la instalación de sistemas de grabación de imágenes y sonidos se tendrán en cuenta, conforme 

al principio de proporcionalidad, los siguientes criterios: asegurar la protección de los edificios e 

instalaciones propias; asegurar la protección de edificios e instalaciones públicas y de sus accesos 

que estén bajo custodia; salvaguardar y proteger las instalaciones útiles para la seguridad nacional 

y prevenir, detectar o investigar la comisión de infracciones penales y la protección y prevención 

frente a las amenazas contra la seguridad pública. 

Artículo 16 

Instalación de sistemas fijos 

1. En las vías o lugares públicos donde se instalen videocámaras fijas, el responsable del tratamiento 

deberá realizar una valoración del citado principio de proporcionalidad en su doble versión de 

idoneidad e intervención mínima. Asimismo, deberá llevar a cabo un análisis de los riesgos o una 

evaluación de impacto de protección de datos relativo al tratamiento que se pretenda realizar, en 

función del nivel de perjuicio que se pueda derivar para la ciudadanía y de la finalidad perseguida. 

Se entenderá por videocámara fija aquella anclada a un soporte fijo o fachada, aunque el sistema 

de grabación se pueda mover en cualquier dirección. 

2. Esta disposición se aplicará asimismo cuando las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad utilicen 

instalaciones fijas de videocámaras de las que no sean titulares y exista, por su parte, un control y 

dirección efectiva del proceso completo de tratamiento. 
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3. Estas instalaciones fijas de videocámaras no estarán sujetas al control preventivo de las entidades 

locales previsto en su legislación reguladora básica, ni al ejercicio de las competencias de las 

diferentes Administraciones públicas, sin perjuicio de que deban respetar los principios de la 

legislación vigente en cada ámbito material de la actuación administrativa. 

4. Los propietarios y, en su caso, los titulares de derechos reales sobre los bienes afectados por estas 

instalaciones, o quienes los posean por cualquier título, están obligados a facilitar y permitir su 

instalación y mantenimiento, sin perjuicio de las indemnizaciones que procedan. 

5. Los ciudadanos serán informados de manera clara y permanente de la existencia de estas 

videocámaras fijas, sin especificar su emplazamiento, así como de la autoridad responsable del 

tratamiento ante la que poder ejercer sus derechos. 

Artículo 17 

Dispositivos móviles 

1. Podrán utilizarse dispositivos de toma de imágenes y sonido de carácter móvil para el mejor 

cumplimiento de los fines previstos en esta Ley Orgánica, conforme a las competencias específicas 

de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. La toma de imagen y sonido, que ha de ser conjunta, queda 

supeditada, en todo caso, a la concurrencia de un peligro o evento concreto. El uso de los 

dispositivos móviles deberá estar autorizado por la persona titular de la Delegación o Subdelegación 

del Gobierno, quien atenderá a la naturaleza de los eventuales hechos susceptibles de filmación, 

adecuando la utilización de dichos dispositivos a los principios de tratamiento y al de 

proporcionalidad. 

En el caso de los Cuerpos de Policía propios de las Comunidades Autónomas que tengan y ejerzan 

competencias asumidas para la protección de las personas y bienes y para el mantenimiento del 

orden público, serán sus órganos correspondientes los que autorizarán este tipo de actuaciones para 

sus fuerzas policiales, así como para las dependientes de las Corporaciones locales radicadas en su 

territorio. 

2. En estos supuestos de dispositivos móviles, las autorizaciones no se podrán conceder en ningún 

caso con carácter indefinido o permanente, siendo otorgadas por el plazo adecuado a la naturaleza 

y las circunstancias derivadas del peligro o evento concreto, por un periodo máximo de un mes 

prorrogable por otro. 

3. En casos de urgencia o necesidad inaplazable será el responsable operativo de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad competentes el que podrá determinar su uso, siendo comunicada tal 

actuación con la mayor brevedad posible, y siempre en el plazo de 24 horas, al Delegado o 

Subdelegado del Gobierno o autoridad competente de las comunidades autónomas. 

Artículo 18 

Tratamiento y conservación de las imágenes 

1. Realizada la filmación de acuerdo con los requisitos establecidos en esta Ley Orgánica, si la 

grabación captara la comisión de hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones penales, las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad pondrán la cinta o soporte original de las imágenes y sonidos en su 

integridad, a disposición judicial a la mayor brevedad posible y, en todo caso, en el plazo máximo 

de setenta y dos horas desde su grabación. De no poder redactarse el atestado en tal plazo, se 

relatarán verbalmente los hechos a la autoridad judicial, o al Ministerio Fiscal, junto con la entrega 

de la grabación. 
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2. Si se captaran hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones administrativas relacionadas 

con la seguridad pública, se remitirán al órgano competente, de inmediato, para el inicio del 

oportuno procedimiento sancionador. 

3. Las grabaciones serán destruidas en el plazo máximo de tres meses desde su captación, salvo que 

estén relacionadas con infracciones penales o administrativas graves o muy graves en materia de 

seguridad pública, sujetas a una investigación policial en curso o con un procedimiento judicial o 

administrativo abierto. 

Artículo 19 

Régimen disciplinario 

1. Sin perjuicio de las responsabilidades penales en las que pudieran incurrir, las infracciones a lo 

dispuesto en esta Ley Orgánica por los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, serán 

sancionadas con arreglo al régimen disciplinario correspondiente a los infractores y, en su defecto, 

con sujeción al régimen general de sanciones en materia de protección de datos de carácter 

personal establecido en esta Ley Orgánica. 

2. Se considerarán faltas muy graves en el régimen disciplinario de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

del Estado, las siguientes infracciones: 

a) Alterar o manipular los registros de imágenes y sonidos, siempre que no constituya delito. 

b) Permitir el acceso de personas no autorizadas a las imágenes y sonidos grabados o utilizar estos 

para fines distintos de los previstos legalmente. 

c) Reproducir las imágenes y sonidos para fines distintos de los previstos en esta Ley Orgánica. 

d) Utilizar los medios técnicos regulados en esta Ley Orgánica para fines distintos de los previstos 

en la misma. 

CAPÍTULO III 

Derechos de las personas 

Sección 1.ª Régimen general 

Artículo 20 

Condiciones generales de ejercicio de los derechos de los interesados. 

1. El responsable del tratamiento deberá facilitar al interesado, de forma concisa, inteligible, de fácil 

acceso y con lenguaje claro y sencillo para todas las personas, incluidas aquellas con discapacidad, 

toda la información contemplada en el artículo 21, así como la derivada de los artículos 14, 22 a 26 

y 39. 

Además, el responsable del tratamiento deberá adoptar las medidas necesarias para garantizar al 

interesado el ejercicio de sus derechos a los que se refieren los artículos 14 y 22 a 26. 

2. El interesado, con capacidad de obrar, podrá actuar en su propio nombre y representación o por 

medio de representantes, de acuerdo con lo previsto en la normativa sobre el procedimiento 

administrativo común de las Administraciones Públicas. 
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3. La información será facilitada por cualquier medio adecuado, incluidos los medios electrónicos, 

procurando utilizar el mismo medio empleado en la solicitud. 

4. El responsable del tratamiento informará por escrito al interesado, sin dilación indebida, sobre el 

curso dado a su solicitud. La solicitud se entenderá desestimada si transcurrido un mes desde su 

presentación no ha sido resuelta expresamente y notificada al interesado. 

5. La información a la que se refiere el apartado 1 se facilitará gratuitamente. Cuando las solicitudes 

de un interesado sean manifiestamente infundadas o excesivas, en particular debido a su carácter 

repetitivo, el responsable del tratamiento podrá inadmitirlas a trámite, mediante resolución motivada. 

El responsable del tratamiento deberá demostrar el carácter manifiestamente infundado o excesivo 

de la solicitud. 

En todo caso se considerará que la solicitud es repetitiva cuando se realicen tres solicitudes sobre el 

mismo supuesto durante el plazo de seis meses, salvo que exista causa legítima para ello. 

6. Cuando el responsable del tratamiento tenga dudas razonables acerca de la identidad de la 

persona física que formula la solicitud a la que se refieren los artículos 22 y 23, le requerirá para que 

facilite la información complementaria que resulte necesaria para confirmar su identidad en el plazo 

de diez días. Transcurrido dicho plazo sin que se aporte la información, se le tendrá por desistido de 

su petición mediante resolución motivada. El plazo al que se refiere el apartado 4 comenzará a 

computarse desde la fecha en la que se facilite dicha información complementaria. 

Artículo 21 

Información que debe ponerse a disposición del interesado 

1. El responsable del tratamiento de los datos pondrá a disposición del interesado, al menos, la 

siguiente información: 

a) La identificación del responsable del tratamiento y sus datos de contacto. 

b) Los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso. 

c) Los fines del tratamiento a los que se destinen los datos personales. 

d) El derecho a presentar una reclamación ante la autoridad de protección de datos 

competente y los datos de contacto de la misma. 

e) El derecho a solicitar del responsable del tratamiento el acceso a los datos personales relativos 

al interesado y su rectificación, supresión o la limitación de su tratamiento. 

2. Además de la información a la que se refiere el apartado 1, atendiendo a las circunstancias del 

caso concreto, el responsable del tratamiento proporcionará al interesado la siguiente información 

adicional para permitir el ejercicio de sus derechos: 

a) La base jurídica del tratamiento. 

b) El plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando esto no sea posible, los 

criterios utilizados para determinar ese plazo. 
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c) Las categorías de destinatarios de los datos personales, cuando corresponda, en particular, los 

establecidos en Estados que no sean miembros de la Unión Europea u organizaciones 

internacionales. 

d) Cualquier otra información necesaria, en especial, cuando los datos personales se hayan 

recogido sin conocimiento del interesado. 

Artículo 22 

Derecho de acceso del interesado a sus datos personales 

1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento confirmación de si se están 

tratando o no datos personales que le conciernen. En caso de que se confirme el tratamiento, el 

interesado tendrá derecho a acceder a dichos datos personales, así como a la siguiente información: 

a) Los fines y la base jurídica del tratamiento. 

b) Las categorías de datos personales de que se trate. 

c) Los destinatarios o las categorías de destinatarios a quienes hayan sido comunicados los datos 

personales, en particular, los destinatarios establecidos en Estados que no sean miembros de la Unión 

Europea u organizaciones internacionales. 

d) El plazo de conservación de los datos personales, cuando sea posible, o, en caso contrario, los 

criterios utilizados para determinar dicho plazo. 

e) La existencia del derecho a solicitar del responsable del tratamiento la rectificación o supresión 

de los datos personales relativos al interesado o la limitación de su tratamiento. 

f) El derecho a presentar una reclamación ante la autoridad de protección de datos competente 

y los datos de contacto de la misma. 

g) La comunicación de los datos personales objeto de tratamiento, así como cualquier 

información disponible sobre su origen, sin revelar la identidad de ninguna persona física, en especial 

en el caso de fuentes confidenciales. 

2. Cuando el responsable trate una gran cantidad de información relativa al interesado y éste 

ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el 

responsable podrá requerir al interesado que concrete la solicitud en el plazo de diez días. 

3. Se entenderá concedido el derecho de acceso si el responsable del tratamiento facilita al 

interesado un sistema remoto, directo y seguro que garantice, de modo permanente, el acceso a la 

totalidad de sus datos personales. La notificación informando al interesado del procedimiento puesto 

en marcha a través de este sistema, permitirá denegar su solicitud de acceso efectuada por otras 

vías. 

Si el acceso remoto no facilita la totalidad de la información contenida en el apartado 1, el 

interesado tendrá derecho a solicitarla. 

4. Cuando el interesado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste 

desproporcionado, la solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho interesado asumirá el 

exceso de coste que su elección comporte. En este caso, sólo será exigible al responsable del 

tratamiento que la satisfacción del derecho de acceso a través del medio propuesto se produzca 
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sin dilaciones indebidas. Si el interesado no asumiera el exceso de coste, se le facilitará el acceso por 

el medio inicialmente propuesto por el responsable del tratamiento. 

Artículo 23 

Derechos de rectificación, supresión de datos personales y limitación de su tratamiento 

1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento, sin dilación indebida, la 

rectificación de los datos personales que le conciernen, cuando tales datos resulten inexactos. 

Teniendo en cuenta los fines del tratamiento, el interesado tendrá derecho a que se completen los 

datos personales cuando estos resulten incompletos. 

El interesado deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de 

realizarse. Deberá acompañar, cuando sea preciso, la documentación justificativa del carácter 

incompleto o inexacto de los datos objeto de tratamiento. 

2. El responsable del tratamiento, a iniciativa propia o como consecuencia del ejercicio del derecho 

de supresión del interesado, suprimirá los datos personales sin dilación indebida y, en todo caso, en 

el plazo máximo de un mes a contar desde que tenga conocimiento, cuando el tratamiento infrinja 

los artículos 6, 11 o 13, o cuando los datos personales deban ser suprimidos en virtud de una 

obligación legal a la que esté sujeto. 

3. En lugar de proceder a la supresión, el responsable del tratamiento limitará el tratamiento de los 

datos personales cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias: 

a) El interesado ponga en duda la exactitud de los datos personales y no pueda determinarse su 

exactitud o inexactitud. 

b) Los datos personales hayan de conservarse a efectos probatorios. 

Cuando el tratamiento esté limitado en virtud de la letra a), el responsable del tratamiento informará 

al interesado antes de levantar la limitación del tratamiento. 

4. En caso de que el responsable del tratamiento rectifique unos datos personales inexactos que 

provengan de otra autoridad competente, se deberá comunicar a esta la rectificación. 

5. Cuando los datos personales hayan sido rectificados o suprimidos o el tratamiento haya sido 

limitado, el responsable del tratamiento lo notificará a los destinatarios, que deberán rectificar o 

suprimir los datos personales que estén bajo su responsabilidad o limitar su tratamiento. 

Artículo 24 

Restricciones a los derechos de información, acceso, rectificación, supresión de datos personales y 

a la limitación de su tratamiento 

1. El responsable del tratamiento podrá aplazar, limitar u omitir la información a la que se refiere el 

artículo 21.2, así como denegar, total o parcialmente, las solicitudes de ejercicio de los derechos 

contemplados en los artículos 22 y 23, siempre que, teniendo en cuenta los derechos fundamentales 

y los intereses legítimos de la persona afectada, resulte necesario y proporcional para la consecución 

de los siguientes fines: 

a) Impedir que se obstaculicen indagaciones, investigaciones o procedimientos judiciales. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 616 

b) Evitar que se cause perjuicio a la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

infracciones penales o a la ejecución de sanciones penales. 

c) Proteger la seguridad pública. 

d) Proteger la Seguridad Nacional. 

e) Proteger los derechos y libertades de otras personas. 

2. En caso de restricción de los derechos contemplados en los artículos 22 y 23, el responsable del 

tratamiento informará por escrito al interesado sin dilación indebida, y en todo caso, en el plazo de 

un mes a contar desde que tenga conocimiento, de dicha restricción, de las razones de la misma, 

así como de las posibilidades de presentar una reclamación ante la autoridad de protección de 

datos, sin perjuicio de las restantes acciones judiciales que pueda ejercer en virtud de lo dispuesto 

en esta Ley Orgánica. 

Las razones de la restricción podrán ser omitidas o ser sustituidas por una redacción neutra cuando 

la revelación de los motivos de la restricción pueda poner en riesgo los fines a los que se refiere el 

apartado anterior. 

3. El responsable del tratamiento documentará los fundamentos de hecho o de derecho en los que 

se sustente la decisión denegatoria del ejercicio del derecho de acceso. Dicha información estará a 

disposición de las autoridades de protección de datos. 

Artículo 25 

Ejercicio de los derechos del interesado a través de la autoridad de protección de datos 

1. En los casos en que se produzca un aplazamiento, limitación u omisión de la información a que se 

refiere el artículo 21 o una restricción del ejercicio de los derechos contemplados en los artículos 22 y 

23, en los términos previstos en el artículo 24, el interesado podrá ejercer sus derechos a través de la 

autoridad de protección de datos competente. El responsable del tratamiento informará al 

interesado de esta posibilidad. 

2. Cuando, en virtud de lo establecido en el apartado anterior, se ejerciten los derechos a través de 

la autoridad de protección de datos, esta deberá informar al interesado, al menos, de la realización 

de todas las comprobaciones necesarias o la revisión correspondiente y de su derecho a interponer 

recurso contencioso-administrativo. 

Sección 2.ª Régimen especial 

Artículo 26 

Derechos de los interesados como consecuencia de investigaciones y procesos penales 

1. El ejercicio de los derechos de información, acceso, rectificación, supresión y limitación del 

tratamiento a los que se hace referencia en los artículos anteriores se llevará a cabo de conformidad 

con las normas procesales penales cuando los datos personales figuren en una resolución judicial, o 

en un registro, diligencias o expedientes tramitados en el curso de investigaciones y procesos penales. 

2. Cuando los datos sean objeto de un tratamiento con fines jurisdiccionales del que sea responsable 

un órgano del orden jurisdiccional penal, o el Ministerio Fiscal, el ejercicio de los derechos de 

información, acceso, rectificación, supresión y limitación del tratamiento se realizará de conformidad 
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con lo previsto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, en las normas procesales y en su caso, el 

Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. 

3. En defecto de regulación del ejercicio de estos derechos en dichas normas, se aplicará lo dispuesto 

en esta Ley Orgánica. 

CAPÍTULO IV 

Responsable y encargado de tratamiento 

Sección 1.ª Obligaciones generales 

Artículo 27 

Obligaciones del responsable del tratamiento 

1. El responsable del tratamiento, tomando en consideración la naturaleza, el ámbito, el contexto y 

los fines del tratamiento, así como los niveles de riesgo para los derechos y libertades de las personas 

físicas, aplicará las medidas técnicas y organizativas apropiadas para garantizar que el tratamiento 

se lleve a cabo de acuerdo con esta Ley Orgánica y con lo previsto en la legislación sectorial y en 

sus normas de desarrollo. Tales medidas se revisarán y actualizarán cuando resulte necesario. 

2. Entre las medidas mencionadas en el apartado anterior se incluirá la aplicación de las oportunas 

políticas de protección de datos, cuando sean proporcionadas en relación con las actividades de 

tratamiento. 

Artículo 28 

Protección de datos desde el diseño y por defecto 

1. En el momento de determinar los medios para el tratamiento, así como en el momento del 

tratamiento propiamente dicho, deberán aplicarse las medidas técnicas y organizativas que resulten 

apropiadas conforme al estado de la técnica y el coste de la aplicación, la naturaleza, el ámbito, el 

contexto, los fines del tratamiento y los riesgos para los derechos y libertades de las personas físicas. 

El objetivo será salvaguardar los principios de protección de datos de forma efectiva, al tiempo que 

integrar las garantías necesarias en el tratamiento. Entre estas medidas técnicas, se podrá adoptar 

la seudonimización de los datos personales a los efectos de contribuir a la aplicación de los principios 

establecidos en esta Ley Orgánica, en particular, el de minimización de datos personales. 

2. Además, las medidas técnicas y organizativas deberán garantizar que, por defecto, sólo sean 

objeto de tratamiento los datos personales que resulten necesarios para cada uno de los fines 

específicos del tratamiento. Dicha obligación se aplicará a la cantidad de datos personales 

recogidos, a la extensión de su tratamiento, a su período de conservación y a su accesibilidad. 

Tales medidas garantizarán que, por defecto, los datos personales no sean accesibles a un número 

indeterminado de personas sin intervención humana. 

Artículo 29 

Supuestos de corresponsabilidad en el tratamiento 

1. Cuando dos o más responsables del tratamiento determinen conjuntamente los objetivos y los 

medios de tratamiento serán considerados corresponsables del tratamiento. 
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2. Salvo que las responsabilidades hayan sido previstas por el Derecho de la Unión Europea o por la 

legislación española, los corresponsables del tratamiento establecerán, de modo transparente y de 

mutuo acuerdo, a través del instrumento oportuno, sus respectivas responsabilidades en el 

cumplimiento de esta Ley Orgánica, en particular, en lo referido al ejercicio de los derechos del 

interesado y a sus respectivas obligaciones en el suministro de la información contemplada en el 

artículo 21. 

El citado acuerdo designará el punto de contacto para los interesados, a menos que venga ya 

determinado legalmente. 

La concreción de las responsabilidades se realizará atendiendo a las actividades que efectivamente 

desarrolle cada uno de los corresponsables del tratamiento. 

Artículo 30 

Encargado del tratamiento 

1. Cuando una operación de tratamiento vaya a ser llevada a cabo por cuenta de un responsable 

del tratamiento, este recurrirá únicamente a encargados que ofrezcan garantías suficientes para 

aplicar medidas técnicas y organizativas apropiadas, de manera que el tratamiento sea conforme 

con los requisitos de esta Ley Orgánica y garantice la protección de los derechos del interesado. 

El encargado podrá ser una persona física o jurídica, de naturaleza privada o pública. 

2. El encargado del tratamiento no recurrirá a otro encargado sin la autorización previa por escrito 

del responsable del tratamiento. El encargado informará siempre al responsable de cualquier 

cambio previsto referido a la adición o sustitución de otros encargados, pudiendo el responsable 

oponerse a dichos cambios. 

3. El tratamiento por medio de un encargado se regirá por un contrato, convenio u otro instrumento 

jurídico que corresponda, por escrito, incluyendo la posibilidad del formato electrónico, concluido 

con arreglo al Derecho de la Unión Europea o a la legislación española. Dicho instrumento jurídico 

vinculará al encargado con el responsable y fijará el objeto y la duración del tratamiento, su 

naturaleza y finalidad, el tipo de datos personales y categorías de interesados, así como las 

obligaciones y derechos del responsable. 

El instrumento jurídico estipulará, en particular, que el encargado del tratamiento deberá: 

a) Actuar únicamente siguiendo las instrucciones del responsable del tratamiento. 

b) Garantizar, a través del instrumento o sistema oportuno, que las personas autorizadas para 

tratar datos personales se hayan comprometido a respetar la confidencialidad o estén sujetas a una 

obligación profesional de secreto o confidencialidad. 

c) Asistir al responsable del tratamiento por cualquier medio adecuado para garantizar el 

cumplimiento de las disposiciones sobre los derechos del interesado. 

d) Suprimir o devolver, a elección del responsable del tratamiento, todos los datos personales al 

responsable del tratamiento, una vez finalice la prestación de los servicios de tratamiento, así como 

suprimir las copias existentes, a menos que el Derecho de la Unión Europea o la legislación española 

requieran la conservación de los datos personales. 

e) Poner a disposición del responsable del tratamiento toda la información necesaria para 

demostrar el cumplimiento de estas obligaciones. 
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f) Respetar las condiciones indicadas en este apartado y en el apartado 2 para contratar a otro 

encargado del tratamiento. 

4. Si un encargado del tratamiento determinase los fines y medios de dicho tratamiento, infringiendo 

esta Ley Orgánica, será considerado responsable con respecto a ese tratamiento. 

5. El encargado del tratamiento se regirá, en lo no previsto por esta Ley Orgánica, por lo establecido 

en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. 

Artículo 31 

Tratamiento bajo la autoridad del responsable o del encargado del tratamiento 

El encargado del tratamiento, así como cualquier persona que actúe bajo la autoridad del 

responsable o del encargado del tratamiento y tenga acceso a datos personales, sólo podrá 

someterlos a tratamiento siguiendo instrucciones del responsable del tratamiento, a menos que esté 

obligado a hacerlo por el Derecho de la Unión Europea o por la legislación española. 

Artículo 32 

Registros de las actividades de tratamiento 

1. Cada responsable debe conservar un registro de todas las actividades de tratamiento de datos 

personales efectuadas bajo su responsabilidad. Dicho registro deberá contener la información 

siguiente: 

a) La identificación del responsable del tratamiento y sus datos de contacto, así como, en su 

caso, del corresponsable y del delegado de protección de datos. 

b) Los fines del tratamiento. 

c) Las categorías de destinatarios a quienes se hayan comunicado o vayan a comunicarse los 

datos personales, incluidos los destinatarios en Estados que no sean miembros de la Unión Europea 

u organizaciones internacionales. 

d) La descripción de las categorías de interesados y de las categorías de datos personales. 

e) El recurso a la elaboración de perfiles, en su caso. 

f) Las categorías de transferencias de datos personales a un Estado que no sea miembro de la 

Unión Europea o a una organización internacional, en su caso. 

g) La indicación de la base jurídica del tratamiento, así como, en su caso, las transferencias 

internacionales de las que van a ser objeto los datos personales. 

h) Los plazos previstos para la supresión de las diferentes categorías de datos personales, cuando 

sea posible. 

i) La descripción general de las medidas técnicas y organizativas de seguridad a las que se refiere 

el artículo 37.1, cuando sea posible. 
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2. Cada encargado del tratamiento llevará un registro de todas las actividades de tratamiento de 

datos personales efectuadas en nombre de un responsable. Este registro contendrá la información 

siguiente: 

a) El nombre y los datos de contacto del encargado o encargados del tratamiento, de cada 

responsable del tratamiento en cuyo nombre actúe el encargado y, en su caso, del delegado de 

protección de datos. 

b) Las categorías de tratamientos efectuados en nombre de cada responsable. 

c) Las transferencias de datos personales a un Estado que no sea miembro de la Unión Europea 

o a una organización internacional, en su caso, incluida la identificación de dicho Estado o de dicha 

organización internacional cuando el responsable del tratamiento así lo ordene explícitamente. 

d) La descripción general de las medidas técnicas y organizativas de seguridad a las que se 

refiere el artículo 37.1, cuando sea posible. 

3. Los registros referidos en este artículo se establecerán y llevarán por escrito, incluida la posibilidad 

del formato electrónico. 

Estos registros estarán a disposición de la autoridad de protección de datos competente, a solicitud 

de esta, de conformidad con lo dispuesto legalmente. 

4. Los responsables de los tratamientos harán público el registro de sus actividades de tratamiento, 

accesible por medios electrónicos, en el que constará la información a la que se refiere el apartado 

1. 

Artículo 33 

Registro de operaciones 

1. Los responsables y encargados del tratamiento deberán mantener registros de, al menos, las 

siguientes operaciones de tratamiento en sistemas de tratamiento automatizados: recogida, 

alteración, consulta, comunicación, incluidas las transferencias, y combinación o supresión. Los 

registros de consulta y comunicación harán posible determinar la justificación, la fecha y la hora de 

tales operaciones y, en la medida de lo posible, el nombre de la persona que consultó o comunicó 

los datos personales, así como la identidad de los destinatarios de dichos datos personales. 

2. Estos registros se utilizarán únicamente a efectos de verificar la legalidad del tratamiento, controlar 

el cumplimiento de las medidas y de las políticas de protección de datos y garantizar la integridad y 

la seguridad de los datos personales en el ámbito de los procesos penales. 

Dichos registros estarán a disposición de la autoridad de protección de datos competente a solicitud 

de esta, de conformidad con lo dispuesto legalmente. 

Artículo 34 

Cooperación con las autoridades de protección de datos 

El responsable y el encargado del tratamiento cooperarán con la autoridad de protección de datos 

competente, en el marco de la legislación vigente, cuando esta lo solicite en el desempeño de sus 

funciones. 
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Artículo 35 

Evaluación de impacto relativa a la protección de datos 

1. Cuando sea probable que un tipo de tratamiento, en particular si utiliza nuevas tecnologías, 

suponga por su naturaleza, alcance, contexto o fines, un alto riesgo para los derechos y libertades 

de las personas físicas, el responsable del tratamiento realizará, con carácter previo, una evaluación 

del impacto de las operaciones de tratamiento previstas en la protección de datos personales. 

2. La evaluación incluirá, como mínimo, una descripción general de las operaciones de tratamiento 

previstas, una evaluación de riesgos para los derechos y libertades de los interesados, las medidas 

contempladas para hacer frente a estos peligros, así como las medidas de seguridad y mecanismos 

destinados a garantizar la protección de los datos personales y a demostrar su conformidad con esta 

Ley Orgánica. Esta evaluación tendrá en cuenta los derechos e intereses legítimos de los interesados 

y de las demás personas afectadas. 

3. Las autoridades de protección de datos podrán establecer una lista de tratamientos que estén 

sujetos a la realización de una evaluación de impacto con arreglo a lo dispuesto en el apartado 

anterior y, del mismo modo, podrán establecer una lista de tratamientos que no estén sujetos a esta 

obligación. Ambas listas tendrán un carácter meramente orientativo. 

Artículo 36 

Consulta previa a la autoridad de protección de datos 

1. El responsable o el encargado del tratamiento consultará a la autoridad de protección de datos, 

antes de proceder al tratamiento de datos personales que vayan a formar parte de un nuevo fichero, 

en cualquiera de las siguientes circunstancias: 

a) Cuando la evaluación del impacto en la protección de los datos indique que el tratamiento 

entrañaría un alto nivel de riesgo, a falta de medidas adoptadas por el responsable para mitigar el 

riesgo o los posibles daños. 

b) Cuando el tipo de tratamiento pueda generar un alto nivel de riesgo para los derechos y 

libertades de los interesados, en particular, cuando se usen tecnologías, mecanismos o 

procedimientos nuevos. 

2. La autoridad de protección de datos correspondiente podrá establecer una lista de carácter 

orientativo, de las operaciones de tratamiento sujetas a consulta previa, con arreglo a lo dispuesto 

en el apartado anterior. 

3. El responsable del tratamiento facilitará a la autoridad de protección de datos competente, la 

evaluación de impacto contemplada en el artículo 35 y, previa solicitud, cualquier información 

adicional que permita a dicha autoridad de protección de datos evaluar la conformidad del 

tratamiento y, más concretamente, el nivel de riesgo para la protección de los datos personales del 

interesado y las garantías correspondientes. 

4. Cuando la autoridad de protección de datos considere que el tratamiento previsto en el apartado 

1 pudiera infringir lo dispuesto en esta Ley Orgánica deberá, en un plazo de seis semanas desde la 

solicitud de la consulta, asesorar por escrito al responsable del tratamiento y, en su caso, al 

encargado del tratamiento, en especial, cuando el responsable del tratamiento no haya 

identificado o mitigado suficientemente el peligro o el nivel de riesgo. Asimismo, la autoridad de 

protección de datos podrá ejercer cualquiera de sus potestades de investigación, corrección o 

consulta. 
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Este plazo podrá prorrogarse un mes, en función de la complejidad del tratamiento previsto. La 

autoridad de protección de datos informará al responsable y, en su caso, al encargado acerca de 

la prórroga, en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud de consulta, junto con los 

motivos de la dilación. 

En caso de no contestar a la consulta en el plazo previsto, no operará la presunción del carácter 

favorable del mismo. 

Sección 2.ª Seguridad de los datos personales 

Artículo 37 

Seguridad del tratamiento 

1. El responsable y el encargado del tratamiento, teniendo en cuenta el estado de la técnica y los 

costes de aplicación, y la naturaleza, el alcance, el contexto y los fines del tratamiento, así como los 

niveles de riesgo para los derechos y libertades de las personas físicas, aplicarán medidas técnicas y 

organizativas apropiadas para garantizar un nivel de seguridad adecuado, especialmente en lo 

relativo al tratamiento de las categorías de datos personales a las que se refiere el artículo 13. En 

particular, deberán aplicar a los tratamientos de datos personales las medidas incluidas en el 

Esquema Nacional de Seguridad. 

2. Por lo que respecta al tratamiento automatizado, el responsable o encargado del tratamiento, a 

raíz de una evaluación de los riesgos, pondrá en práctica medidas de control con el siguiente 

propósito: 

a) En el control de acceso a los equipamientos, denegar el acceso a personas no autorizadas a 

los equipamientos utilizados para el tratamiento. 

b) En el control de los soportes de datos, impedir que estos puedan ser leídos, copiados, 

modificados o cancelados por personas no autorizadas. 

c) En el control del almacenamiento, impedir que se introduzcan sin autorización datos 

personales, o que estos puedan inspeccionarse, modificarse o suprimirse sin autorización. 

d) En el control de los usuarios, impedir que los sistemas de tratamiento automatizado puedan ser 

utilizados por personas no autorizadas por medio de instalaciones de transmisión de datos. 

e) En el control del acceso a los datos, garantizar que las personas autorizadas a utilizar un sistema 

de tratamiento automatizado, sólo puedan tener acceso a los datos personales para los que han 

sido autorizados. 

f) En el control de la transmisión, garantizar que sea posible verificar y establecer a qué organismos 

se han transmitido o pueden transmitirse, o a cuya disposición pueden ponerse los datos personales 

mediante equipamientos de comunicación de datos. 

g) En el control de la introducción, garantizar que pueda verificarse y constatarse, a posteriori, 

qué datos personales se han introducido en los sistemas de tratamiento automatizado, en qué 

momento y quién los ha introducido. 

h) En el control del transporte, impedir que durante las transferencias de datos personales o 

durante el transporte de soportes de datos, los datos personales puedan ser leídos, copiados, 

modificados o suprimidos sin autorización. 
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i) En el control de restablecimiento, garantizar que los sistemas instalados puedan restablecerse 

en caso de interrupción. 

j) En el control de fiabilidad e integridad, garantizar que las funciones del sistema no presenten 

defectos, que los errores de funcionamiento sean señalados y que los datos personales 

almacenados no se degraden por fallos de funcionamiento del sistema. 

Artículo 38 

Notificación a la autoridad de protección de datos de una violación de la seguridad de los datos 

personales 

1. Cualquier violación de la seguridad de los datos personales será notificada por el responsable del 

tratamiento a la autoridad de protección de datos competente, a menos que sea improbable que 

la violación de la seguridad de los datos personales constituya un peligro para los derechos y las 

libertades de las personas físicas. 

La notificación deberá realizarse en el plazo de las setenta y dos horas siguientes al momento en que 

se haya tenido constancia de ella. En caso contrario, deberá ir acompañada de los motivos de la 

dilación. 

2. El encargado del tratamiento notificará, sin dilación indebida, al responsable del tratamiento, las 

violaciones de la seguridad de los datos personales de las que tenga conocimiento. 

3. La notificación contemplada en el apartado 1 deberá, al menos: 

a) Referir la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos personales, incluyendo, 

cuando sea posible, las categorías y el número aproximado de personas afectadas, así como las 

categorías y el número aproximado de registros de datos personales afectados por la violación de 

la seguridad. 

b) Comunicar el nombre y los datos de contacto del delegado de protección de datos o de otro 

punto de contacto en el que pueda obtenerse más información. 

c) Detallar las posibles consecuencias de la violación de la seguridad de los datos personales. 

d) Describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable del tratamiento para poner 

remedio a la violación de la seguridad de los datos personales, incluyendo, si procede, las medidas 

adoptadas para mitigar sus posibles efectos negativos. 

4. Si no fuera posible facilitar la información simultáneamente, se podrá facilitar de forma progresiva, 

a medida que se disponga de ella. 

5. El responsable del tratamiento documentará cualquier violación de la seguridad de los datos 

personales, incluidos los hechos relativos a dicha violación, sus efectos y las medidas correctivas 

adoptadas. 

Dicha documentación estará a disposición de la autoridad de protección de datos competente al 

objeto de verificar el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo. 

6. Cuando la violación de la seguridad de los datos personales afecte a datos que hayan sido 

transmitidos por el responsable del tratamiento o al responsable del tratamiento de otro Estado 

miembro de la Unión Europea, la información recogida en el apartado 3 se comunicará al 

responsable del tratamiento de dicho Estado. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 624 

7. Todas las actividades relacionadas en este artículo se realizarán sin dilaciones indebidas. 

Artículo 39 

Comunicación de una violación de la seguridad de los datos personales al interesado. 

1. Cuando existan indicios de que una violación de la seguridad de los datos personales supondría 

un alto riesgo para los derechos y libertades de las personas físicas, el responsable del tratamiento 

comunicará al interesado, sin dilación indebida, la violación de la seguridad de los datos personales. 

2. La comunicación al interesado describirá con lenguaje claro, sencillo y accesible conforme a sus 

circunstancias y capacidades, la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos personales 

y contendrá, al menos, la información y las medidas a las que se refiere el artículo 38.3. b), c) y d). 

3. No se efectuará la comunicación al interesado que prevé el apartado 1 cuando se cumpla alguna 

de las condiciones siguientes: 

a) Que el responsable del tratamiento haya adoptado medidas apropiadas de protección 

técnica y organizativa y dichas medidas se hayan aplicado a los datos personales afectados por la 

violación de la seguridad antes de la misma, en particular, aquellas que hagan ininteligibles los datos 

personales para cualquier persona que no esté autorizada a acceder a ellos, como en el caso del 

cifrado. 

b) Que el responsable del tratamiento haya tomado medidas ulteriores para garantizar que no 

se materialice el alto nivel de riesgo para los derechos y libertades del interesado a que hace 

referencia el apartado 1. 

c) Que suponga un esfuerzo desproporcionado, en cuyo caso, se optará por su publicación en 

el boletín oficial correspondiente, en la sede electrónica del responsable del tratamiento o en otro 

canal oficial que permita una comunicación efectiva con el interesado. 

4. En el supuesto de que el responsable del tratamiento no haya comunicado al interesado la 

violación de la seguridad de los datos personales, la autoridad de protección de datos competente, 

una vez valorada la existencia de un alto nivel de riesgo, podrá exigirle que proceda a dicha 

comunicación, o bien que determine la concurrencia de alguna de las condiciones previstas en el 

apartado 3. 

5. La comunicación al interesado referida en el apartado 1 podrá aplazarse, limitarse u omitirse con 

sujeción a las condiciones y por los motivos previstos en el artículo 24. 

Sección 3.ª Delegado de protección de datos 

Artículo 40 

Designación del delegado de protección de datos 

1. Los responsables del tratamiento designarán, en todo caso, un delegado de protección de datos. 

No estarán obligados a designarlo los órganos jurisdiccionales o el Ministerio Fiscal cuando el 

tratamiento de datos personales se realice en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales. 

2. El delegado de protección de datos será designado atendiendo a sus cualidades profesionales. 

En concreto, se tendrán en cuenta sus conocimientos especializados en legislación, su experiencia 

en materia de protección de datos y su capacidad para desempeñar las funciones a las que se 

refiere el artículo 42. En el caso de haber designado un delegado de protección de datos al amparo 
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del Reglamento General de Protección de Datos, este será el que asumirá las funciones de delegado 

de protección de datos previstas en esta Ley Orgánica. 

3. Podrá designarse a un único delegado de protección de datos para varias autoridades 

competentes, teniendo en cuenta la estructura organizativa y el tamaño de estas. 

4. Los responsables del tratamiento publicarán los datos de contacto del delegado de protección 

de datos y comunicarán a la autoridad de protección de datos competente su designación y cese, 

en el plazo de diez días desde que se haya producido. 

Artículo 41 

Posición del delegado de protección de datos 

1. El responsable del tratamiento velará porque el delegado de protección de datos participe 

adecuada y oportunamente en todas las cuestiones relativas a la protección de datos personales, 

al tiempo que cuidará de que mantenga sus conocimientos especializados, cuente con los recursos 

necesarios para el desempeño de sus funciones y acceda a los datos personales y a las operaciones 

de tratamiento. 

2. El delegado de protección de datos no podrá ser removido ni sancionado por el responsable o el 

encargado por desempeñar sus funciones, salvo que incurriera en dolo o negligencia grave en su 

ejercicio. Se garantizará la independencia del delegado de protección de datos dentro de la 

organización, debiendo evitar cualquier conflicto de intereses. 

3. En el ejercicio de sus funciones el delegado de protección de datos tendrá acceso a los datos 

personales y procesos de tratamiento. La existencia de cualquier deber de confidencialidad o 

secreto no permitirá que el responsable o el encargado del tratamiento se oponga a dicho acceso. 

4. Cuando el delegado de protección de datos aprecie la existencia de una vulneración relevante 

en materia de protección de datos lo documentará y lo comunicará inmediatamente a los órganos 

de dirección del responsable o del encargado del tratamiento. 

Artículo 42 

Funciones del delegado de protección de datos 

El responsable del tratamiento encomendará al delegado de protección de datos, al menos, las 

siguientes funciones: 

a) Informar y asesorar al responsable del tratamiento y a los empleados que se ocupen del mismo, 

acerca de las obligaciones que les incumben en virtud de esta Ley Orgánica y de otras disposiciones 

de protección de datos aplicables. 

b) Supervisar el cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley Orgánica y en otras disposiciones de 

protección de datos aplicables, así como de lo establecido en las políticas del responsable del 

tratamiento en materia de protección de datos personales, incluidas la asignación de 

responsabilidades, la concienciación y formación del personal que participe en las operaciones de 

tratamiento y las auditorías correspondientes. 

c) Ofrecer el asesoramiento que se le solicite acerca de la evaluación de impacto relativa a la 

protección de datos y supervisar su realización. 

d) Cooperar con la autoridad de protección de datos en los términos de la legislación vigente. 
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e) Actuar como punto de contacto de la autoridad de protección de datos para las cuestiones 

relacionadas con el tratamiento, incluida la consulta previa referida en el artículo 36, y realizar 

consultas, en su caso, sobre cualquier otro asunto. 

CAPÍTULO V 

Transferencias de datos personales a terceros países que no sean miembros de la Unión Europea o 

a organizaciones internacionales 

Artículo 43 

Principios generales de las transferencias de datos personales 

1. Al objeto de garantizar el nivel de protección de las personas físicas previsto en esta Ley Orgánica, 

cualquier transferencia de datos personales realizada por las autoridades competentes españolas a 

un Estado que no sea miembro de la Unión Europea o a una organización internacional, incluidas las 

transferencias ulteriores a otro Estado que no pertenezca a la Unión Europea o a otra organización 

internacional, deberá cumplir las siguientes condiciones: 

a) Que la transferencia sea necesaria para los fines establecidos en el artículo 1. 

b) Que los datos personales sean transferidos a un responsable del tratamiento competente para 

los fines mencionados en el artículo 1. 

c) Que, en caso de que los datos personales hayan sido transferidos a la autoridad competente 

española procedentes de otro Estado miembro de la Unión Europea, dicho Estado miembro autorice 

previamente la transferencia ulterior de conformidad con su Derecho nacional. 

d) Que la Comisión Europea haya adoptado una decisión de adecuación de acuerdo con el 

artículo 44 o, a falta de dicha decisión, cuando se hayan aportado o existan garantías apropiadas 

de conformidad con el artículo 45 o, a falta de ambas, cuando resulten de aplicación las 

excepciones para situaciones específicas de acuerdo con el artículo 46. 

e) Cuando se trate de una transferencia ulterior a un Estado que no sea miembro de la Unión 

Europea u organización internacional, de datos transferidos inicialmente por una autoridad 

competente española, esta autorizará la transferencia ulterior, una vez considerados todos los 

factores pertinentes, entre estos, la gravedad de la infracción penal, la finalidad para la que se 

transfirieron inicialmente los datos personales y el nivel de protección existente en ese Estado u 

organización internacional a los que se transfieran ulteriormente los datos personales. 

2. Las transferencias de datos personales por las autoridades españolas sin autorización previa de 

otro Estado miembro, conforme al párrafo 1c), sólo se permitirán si la transferencia de datos 

personales resulta necesaria para prevenir una amenaza inmediata y grave para la seguridad 

pública, tanto de un Estado miembro de la Unión Europea como no perteneciente a la misma, o 

para los intereses fundamentales de un Estado miembro de la Unión Europea, y cuando la 

autorización previa no pueda conseguirse a su debido tiempo. 

Las autoridades españolas informarán sin dilación a la autoridad responsable de conceder la 

autorización previa, y en todo caso en el plazo máximo de diez días a contar desde que se haya 

producido la transferencia. 

3. Se impulsará el establecimiento de mecanismos de cooperación internacional y de asistencia 

mutua y se fomentará el intercambio de normativa y de buenas prácticas con los Estados que no 

sean miembros de la Unión Europea y con las organizaciones internacionales, de manera que se 
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facilite la aplicación efectiva de la legislación sobre la protección de datos personales, inclusive en 

el ámbito de la resolución de conflictos jurisdiccionales, procurando la participación de todas las 

partes interesadas. 

Artículo 44 

Transferencias basadas en una decisión de adecuación 

1. Cuando la Comisión Europea, mediante una decisión de adecuación, haya decidido que un 

Estado que no sea miembro de la Unión Europea, un territorio o uno o varios sectores específicos de 

dicho Estado, o la organización internacional de que se trate, garantizan un nivel de protección 

adecuado, podrán realizarse transferencias de datos personales a ese Estado u organización 

internacional. Dichas transferencias no requerirán ninguna autorización específica. 

2. Toda decisión de adecuación de la Comisión Europea que determine que un Estado que no 

sea miembro de la Unión Europea, un territorio o uno o varios sectores específicos de dicho Estado, 

o una organización internacional ha dejado de garantizar un nivel de protección adecuado, se 

entenderá sin perjuicio de las transferencias de datos personales a dicho Estado, territorio o sector 

del mismo o a la organización internacional de que se trate, en virtud de los artículos 45 y 46. 

Artículo 45 

Transferencias mediante garantías apropiadas 

1. En ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión Europea conforme al artículo 44 

podrán realizarse transferencias de datos personales a un Estado que no sea miembro de la Unión 

Europea o a una organización internacional cuando concurra alguna de las siguientes 

circunstancias: 

a) Se hayan aportado garantías apropiadas respecto a la protección de datos personales en un 

instrumento jurídicamente vinculante. 

b) Se hayan evaluado, por parte del responsable del tratamiento, todas las circunstancias que 

concurren en la transferencia de datos personales y se haya concluido que existen garantías 

apropiadas respecto a la protección de datos personales. 

2. El responsable del tratamiento informará a la autoridad de protección de datos competente 

acerca de las categorías de transferencias a tenor del párrafo 1.b). 

3. Cuando las transferencias se basen en lo dispuesto en el párrafo 1.b) deberán documentarse. La 

documentación se pondrá a disposición de la autoridad de protección de datos competente, previa 

solicitud, con inclusión de la siguiente información: fecha, hora de la transferencia, información sobre 

la autoridad competente destinataria, justificación de la transferencia y datos personales 

transferidos. 

Artículo 46 

Excepciones para situaciones específicas 

1. En ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o de garantías apropiadas 

de acuerdo con los artículos 44 y 45, podrán realizarse transferencias de datos personales a un Estado 

que no sea miembro de la Unión Europea o a una organización internacional cuando la transferencia 

sea necesaria por concurrir alguna de las siguientes circunstancias: 
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a) Para proteger los intereses vitales o los derechos y libertades fundamentales del interesado o 

de otra persona. 

b) Para salvaguardar intereses legítimos del interesado reconocidos por la legislación española. 

c) Para prevenir una amenaza grave e inmediata para la seguridad pública de un Estado, tanto 

miembro de la Unión Europea como no perteneciente a la misma. 

d) En casos individuales, a efectos del artículo 1. 

e) Para el ejercicio, en un caso individual, de acciones legales o para la defensa frente a ellas en 

relación con los fines incluidos en el artículo 1. 

2. Los datos personales no se transferirán, si la autoridad competente de la transferencia determina 

que los derechos y libertades fundamentales del interesado prevalecen sobre el interés público en la 

transferencia, establecido en las letras d) y e) del apartado anterior. 

3. Las transferencias basadas en lo dispuesto en este artículo deberán documentarse. Esta 

documentación quedará a disposición de la autoridad de protección de datos competente, con 

inclusión de la fecha y la hora de la transferencia, la información sobre la autoridad competente 

destinataria, la justificación de la transferencia y los datos personales transferidos. 

Artículo 47 

Transferencias directas de datos personales a destinatarios, que no sean autoridades competentes, 

establecidos en Estados no pertenecientes a la Unión Europea 

1. Excepcionalmente, en casos particulares y específicos y sin perjuicio de la existencia de un 

acuerdo internacional entre España y un Estado que no sea miembro de la Unión Europea en el 

ámbito de la cooperación judicial penal o de la cooperación policial, las autoridades competentes 

españolas podrán transferir datos personales directamente a destinatarios que no tengan la 

condición de autoridad competente, establecidos en Estados que no sean miembros de la Unión 

Europea, siempre que se cumplan las disposiciones de esta Ley Orgánica y se satisfagan todas las 

condiciones siguientes: 

a) Que la transferencia sea estrictamente necesaria para la realización de una función de la 

autoridad competente que lleva a cabo la transferencia conforme al Derecho de la Unión Europea 

o a la legislación española, con cualquiera de los fines del artículo 1. 

b) Que la autoridad competente que realiza la transferencia determine que ninguno de los 

derechos y libertades fundamentales del interesado son superiores al interés público que precise de 

la transferencia de que se trate. 

c) Que la autoridad competente que realiza la transferencia considere que la transferencia a 

una autoridad competente del Estado en el que está establecido el destinatario, con cualquiera de 

los fines del artículo 1, resultaría ineficaz o inadecuada, en particular porque la transferencia no 

pueda efectuarse dentro de plazo. 

d) Que se informe sin dilación indebida a la autoridad competente para los fines que contempla 

el artículo 1 de dicho Estado, salvo que esto resulte ineficaz o inadecuado. 
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e) Que la autoridad competente que realiza la transferencia informe al destinatario de la finalidad 

o finalidades específicas para las que puede tratar los datos personales, siempre y cuando dicho 

tratamiento sea necesario. 

2. La autoridad competente que realiza la transferencia informará a la autoridad de protección de 

datos competente acerca de las transferencias efectuadas a tenor de este artículo. 

3. Las transferencias basadas en lo dispuesto en este artículo deberán documentarse. 

CAPÍTULO VI 

Autoridades de Protección de Datos Independientes 

Artículo 48 

Autoridades de protección de datos 

A los efectos de esta Ley Orgánica son autoridades de protección de datos independientes: 

a) La Agencia Española de Protección de Datos. 

b) Las autoridades autonómicas de protección de datos, exclusivamente en relación a aquellos 

tratamientos de los que sean responsables en su ámbito de competencia, y conforme a lo dispuesto 

en el artículo 57.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en la normativa autonómica 

aplicable. 

Dichas autoridades se regirán por esta Ley Orgánica respecto de los tratamientos sometidos a la 

misma, de acuerdo con los principios de cooperación institucional, coordinación de criterios e 

información mutua, y por lo establecido en el Título VII de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 

y en sus normas de creación, así como por lo que establezcan sus normas de desarrollo. 

La Agencia Española de Protección de Datos actuará como representante de las autoridades de 

protección de datos en el Comité Europeo de Protección de Datos. 

Artículo 49 

Funciones 

1. Las autoridades de protección de datos ejercerán, respecto de los tratamientos sometidos a esta 

Ley Orgánica, las siguientes funciones: 

a) Supervisar y hacer cumplir las disposiciones adoptadas con arreglo a esta Ley Orgánica. 

b) Promover la sensibilización y la comprensión de la ciudadanía acerca de los riesgos, normas, 

garantías y derechos relativos al tratamiento. 

c) Asesorar a las Cortes Generales, al Gobierno de la Nación y a los organismos dependientes o 

vinculados a la Administración General del Estado, así como, de acuerdo con su ámbito 

competencial, a las Asambleas Legislativas de las comunidades autónomas, los Consejos de 

Gobierno y los organismos dependientes o vinculados a la Administración de las comunidades 

autónomas, acerca de las medidas legislativas y administrativas relativas a la protección de los 

derechos y libertades de las personas físicas con respecto al tratamiento. 
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d) Promover la sensibilización de los responsables y encargados del tratamiento en relación con 

las obligaciones que les incumben. 

e) Facilitar la información solicitada por los interesados sobre el ejercicio de sus derechos en virtud 

de esta Ley Orgánica y, en su caso, cooperar a tal fin con las autoridades de protección de datos 

de otros Estados miembros de la Unión Europea. 

f) Tramitar y responder las reclamaciones presentadas por un interesado o por una entidad, 

organización o asociación de conformidad con el artículo 55, e investigar, en la medida oportuna, 

el motivo de la reclamación e informar al reclamante sobre el curso y el resultado de la investigación 

en un plazo razonable. 

g) Controlar, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25, la licitud del tratamiento e informar al 

interesado en un plazo razonable sobre el resultado del control o sobre los motivos por los que no se 

ha llevado a cabo. 

h) Cooperar, en particular compartiendo información, con otras autoridades de protección de 

datos y prestarse asistencia mutua. 

i) Llevar a cabo investigaciones sobre la aplicación de esta Ley Orgánica, en particular 

basándose en la información recibida de otra autoridad de protección de datos u otra autoridad 

pública. 

j) Realizar un seguimiento de acontecimientos que sean de interés, en la medida en que tengan 

incidencia en la protección de datos personales, de manera concreta sobre el desarrollo de las 

tecnologías de la información y la comunicación. 

k) Prestar asesoramiento sobre las operaciones de tratamiento contempladas en el artículo 36. 

l) Contribuir a las actividades del Comité Europeo de Protección de Datos. 

m) Informar todas las disposiciones legales o reglamentarias que afecten a tratamientos 

sometidos a esta Ley Orgánica. 

2. Las autoridades de protección de datos adoptarán medidas tendentes a facilitar la formulación 

de las reclamaciones incluidas en el párrafo 1f), tales como proporcionar formularios que puedan 

cumplimentarse electrónicamente, sin excluir otros medios. 

3. El desempeño de las funciones de las autoridades de control no implicará coste alguno para el 

interesado ni para el delegado de protección de datos. 

4. Cuando las solicitudes sean manifiestamente infundadas o excesivas, especialmente debido a su 

carácter repetitivo, la autoridad de protección de datos podrá negarse a actuar respecto de la 

solicitud. La carga de la demostración del carácter manifiestamente infundado o excesivo de la 

solicitud recaerá en la autoridad de protección de datos. 

Artículo 50 

Potestades 

Las autoridades de protección de datos tendrán atribuidas, en el ámbito de esta Ley Orgánica, las 

siguientes potestades: 
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a) De investigación, incluyendo el acceso a todos los datos que estén siendo tratados por el 

responsable o el encargado del tratamiento, en los términos previstos por la legislación vigente. 

b) De advertencia y control de lo exigido en esta Ley Orgánica, incluida la sanción de las 

infracciones cometidas, la elaboración de recomendaciones, órdenes de rectificación, supresión o 

limitación del tratamiento de datos personales o de limitación temporal o definitiva del tratamiento, 

incluida su prohibición, así como la orden a los responsables del tratamiento de comunicar las 

vulneraciones de seguridad de los datos a los interesados. 

c) De asesoramiento, que comprende la consulta previa prevista en el artículo 36 y la emisión, 

por propia iniciativa o previa solicitud, de dictámenes destinados a las Cortes Generales o al 

Gobierno, a otras instituciones u organismos, así como al público en general, acerca de todo asunto 

relacionado con la protección de datos personales sujeto a esta Ley Orgánica. 

Artículo 51 

Asistencia entre autoridades de protección de datos de los Estados miembros de la Unión Europea. 

1. Las autoridades de protección de datos españolas facilitarán la asistencia y cooperación 

necesaria a las autoridades de protección de datos de otros Estados miembros de la Unión Europea, 

debiendo responder a las solicitudes de estas sin dilación indebida, y en cualquier caso, en el plazo 

máximo de un mes desde su recepción. La asistencia mutua abarcará, en particular, las solicitudes 

de información y las medidas de control, así como las solicitudes para llevar a cabo consultas, 

inspecciones e investigaciones. 

2. Las autoridades de protección de datos españolas podrán solicitar, en el ejercicio de sus funciones, 

la asistencia y cooperación de las autoridades de protección de datos de otros Estados miembros 

de la Unión Europea. 

Las solicitudes deberán contener toda la información necesaria para su contestación, incluidos los 

motivos y la finalidad de la solicitud. La información intercambiada se utilizará únicamente para el fin 

para el que haya sido solicitada. 

3. Las contestaciones de las autoridades de protección de datos españolas deberán indicar los 

resultados obtenidos o las medidas adoptadas con base en la solicitud recibida. Estas respuestas 

serán remitidas en formato electrónico, en la medida de lo posible. 

4. La solicitud de asistencia procedente de una autoridad de protección de datos de un Estado 

miembro de la Unión Europea únicamente podrá negarse a ser atendida, de manera motivada, 

cuando la autoridad de protección de datos española no sea competente respecto al objeto o a 

las medidas solicitadas, o bien cuando el hecho de atender la solicitud vulnere la legislación 

española o el Derecho de la Unión Europea. Se informará, en su caso, de la restricción de los derechos 

del interesado adoptada en aplicación del artículo 24. 

5. Las medidas adoptadas con ocasión de una solicitud de asistencia mutua serán gratuitas, sin 

perjuicio de que en circunstancias excepcionales puedan pactarse indemnizaciones por gastos 

específicos derivados de la prestación de la asistencia. 
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CAPÍTULO VII 

Reclamaciones 

Artículo 52 

Régimen aplicable a los procedimientos tramitados ante las autoridades de protección de datos 

1. En el caso de que los interesados aprecien que el tratamiento de los datos personales haya 

infringido las disposiciones de esta Ley Orgánica o no haya sido atendida su solicitud de ejercicio de 

los derechos reconocidos en los artículos 21, 22 y 23 tendrán derecho a presentar una reclamación 

ante la autoridad de protección de datos. 

2. Dichas reclamaciones serán tramitadas por la autoridad de protección de datos competente con 

sujeción al procedimiento establecido en el título VIII de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 

y, en su caso, a la legislación de las Comunidades Autónomas que resulte de aplicación. Tendrán 

carácter subsidiario las normas generales sobre los procedimientos administrativos y el régimen 

jurídico del sector público. 

3. En el caso de que la actuación provenga de un órgano judicial o del Ministerio Fiscal cuando se 

realice el tratamiento con fines jurisdiccionales la responsabilidad se regirá por lo dispuesto en el Título 

V del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 55, todo interesado tendrá derecho a interponer recurso 

contencioso-administrativo, de acuerdo con su normativa reguladora, en caso de que la autoridad 

de protección de datos competente no dicte resolución expresa y se la notifique en el plazo de tres 

meses. 

Artículo 53 

Derecho a indemnización por entes del sector público 

1. Los interesados tendrán derecho a ser indemnizados por el responsable del tratamiento, o por el 

encargado del tratamiento cuando formen parte del sector público, en el caso de que sufran daño 

o lesión en sus bienes o derechos como consecuencia del incumplimiento de lo dispuesto en esta 

Ley Orgánica. 

2. Cuando quien incumpla lo dispuesto en esta Ley Orgánica tenga la consideración de 

Administración pública, la responsabilidad se exigirá de acuerdo con la legislación reguladora del 

régimen de responsabilidad patrimonial previsto en la normativa sobre el procedimiento 

administrativo común de las Administraciones públicas y sobre el régimen jurídico del sector público. 

3. En el caso de que la actuación provenga de un órgano judicial o del Ministerio Fiscal cuando se 

realice el tratamiento con fines jurisdiccionales la responsabilidad se regirá por lo dispuesto en el Título 

V del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

Artículo 54 

Derecho a indemnización por encargados del tratamiento del sector privado 

1. Los interesados que sufran daño o lesión en sus bienes o derechos por parte del encargado del 

tratamiento que no forme parte del sector público, como consecuencia del incumplimiento de lo 

dispuesto en esta Ley Orgánica, tendrán derecho a ser indemnizados. 
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2. El encargado del tratamiento estará obligado a indemnizar todos los daños y perjuicios que cause 

a los interesados o a terceros como resultado de las operaciones de tratamientos de datos previstas 

en el contrato u otro instrumento o acto jurídico suscrito con el responsable del tratamiento conforme 

al artículo 30, de conformidad con el régimen de responsabilidad del contratista por los daños 

causados a terceros regulado en la normativa sobre contratos del sector público. 

3. Cuando tales daños y perjuicios hayan sido ocasionados como consecuencia inmediata y directa 

de una orden de la autoridad competente responsable del tratamiento, será esta la responsable. 

4. Los interesados o los terceros perjudicados podrán requerir al responsable del tratamiento, dentro 

del año siguiente a la producción del hecho, para que informe, una vez oído el encargado del 

tratamiento, acerca de a cuál de las partes contratantes o de las que hayan suscrito el acto jurídico 

conforme al artículo 30, corresponde la responsabilidad de los daños. El ejercicio de esta facultad 

interrumpe el plazo de prescripción de la acción. 

5. Con independencia de lo previsto en los apartados anteriores, el encargado del tratamiento que 

no forme parte del sector público responderá de los daños y perjuicios que durante las operaciones 

de tratamiento de datos cause. Deberá hacerlo tanto respecto del responsable del tratamiento, 

como respecto del interesado o de terceros por incumplimientos de esta Ley Orgánica, de 

infracciones de preceptos legales o reglamentarios, o por el incumplimiento de las previsiones 

contenidas en el contrato o en otro acto jurídico suscrito. El encargado del tratamiento que no forme 

parte del sector público deberá haber incurrido en actuaciones que le sean imputables, sin perjuicio 

de la aplicación del régimen sancionador, en su caso. 

Artículo 55 

Tutela judicial efectiva 

1. Sin perjuicio de cualquier otro recurso administrativo o reclamación, toda persona física o jurídica 

tendrá derecho a recurrir ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de acuerdo con su 

legislación reguladora, contra los actos y resoluciones dictadas por la autoridad de protección de 

datos competente. 

2. El interesado podrá conferir su representación a una entidad, organización o asociación sin ánimo 

de lucro que haya sido correctamente constituida, cuyos objetivos estatutarios sean de interés 

público y que actúe en el ámbito de la protección de los derechos y libertades de los interesados en 

materia de protección de sus datos personales, para que ejerza los derechos contemplados en el 

apartado anterior. 

CAPÍTULO VIII 

Régimen sancionador 

Artículo 56 

Sujetos responsables 

1. La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá directamente en los sujetos obligados 

que, por acción u omisión, realizaran la conducta en que consista la infracción. 

2. Están sujetos al régimen sancionador: 

a) Los responsables de los tratamientos. 
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b) Los encargados de los tratamientos. 

c) Los representantes de los encargados no establecidos en el territorio de la Unión Europea. 

d) El resto de las personas físicas o jurídicas obligadas por el contenido del deber de colaboración 

establecido en el artículo 7. 

3. No será de aplicación el régimen sancionador establecido en este capítulo al delegado de 

protección de datos. 

Artículo 57 

Concurso de normas 

1. Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de esta u otra Ley, 

siempre que no constituyan infracciones al Reglamento General de Protección de Datos, ni a la Ley 

Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, se sancionarán observando las siguientes reglas: 

a) El precepto especial se aplicará con preferencia al general. 

b) El precepto más amplio o complejo absorberá el que sancione las infracciones subsumidas en 

aquel. 

c) En defecto de los criterios anteriores, se aplicará el precepto que sancione los hechos con la 

sanción mayor. 

2. En el caso de que un solo hecho constituya dos o más infracciones, o cuando una de ellas sea 

medio necesario para cometer la otra, la conducta será sancionada por aquella infracción que 

conlleve una mayor sanción. 

Artículo 58 

Infracciones muy graves 

Son infracciones muy graves: 

a) El tratamiento de datos personales que vulnere los principios y garantías establecidos en el 

artículo 6 o sin que concurra alguna de las condiciones de licitud del tratamiento establecidas en el 

artículo 11, siempre que se causen perjuicios de carácter muy grave a los interesados. 

b) El acceso, cesión, alteración y divulgación de los datos al margen de los supuestos autorizados 

por el responsable o encargado de los datos, siempre que no constituya ilícito penal. 

c) La transferencia temporal o definitiva de datos de carácter personal con destino a Estados que 

no sean miembros de la Unión Europea o a destinatarios que no sean autoridades competentes, 

establecidos en dichos Estados incumpliendo las condiciones previstas en los artículos 43 y 47. 

d) La utilización de los datos para una finalidad que no sea compatible con el objetivo para el 

que fueron recogidos o cuando no se cumplan las condiciones establecidas en el artículo 6, siempre 

que no se cuente con una base legal para ello. 

e) El tratamiento de datos personales de las categorías especiales sin que concurra alguna de las 

circunstancias previstas en el artículo 13 o sin garantizar las medidas de seguridad adecuadas, que 

cause perjuicios graves a los interesados. 
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f) La omisión del deber de informar al interesado acerca del tratamiento de sus datos de carácter 

personal conforme a lo dispuesto en esta Ley Orgánica. 

g) La vulneración del deber de confidencialidad del encargado del tratamiento, establecido en 

el artículo 30. 

h) La adopción de decisiones individuales automatizadas sin las garantías señaladas en el artículo 

14, siempre que se causen perjuicios de carácter muy grave para los interesados. 

i) El impedimento, la obstaculización o la falta de atención reiterada del ejercicio de los derechos 

del interesado de acceso, rectificación, supresión de sus datos o limitación del tratamiento, siempre 

que se causen perjuicios de carácter muy grave para los interesados. 

j) La negativa a proporcionar a las autoridades competentes la información necesaria para la 

prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales, para la ejecución 

de sanciones penales o para la protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad 

pública de acuerdo con lo previsto en el artículo 7, así como a informar al interesado cuando se 

comuniquen sus datos en virtud del deber de colaboración establecido en dicho artículo. 

k) La resistencia u obstrucción del ejercicio de la función inspectora de las autoridades de 

protección de datos competentes. 

l) La falta de notificación a las autoridades de protección de datos competentes acerca de una 

violación de la seguridad de los datos personales, cuando sea exigible, así como la ausencia de 

comunicación al interesado de una violación de la seguridad cuando sea procedente de acuerdo 

con el artículo 39, siempre que se deriven perjuicios de carácter muy grave para el interesado. 

m) El incumplimiento de las resoluciones dictadas por las autoridades de protección de datos 

competentes, en el ejercicio de las potestades que le confiere el artículo 50. 

n) No facilitar el acceso del personal de las autoridades de protección de datos competentes a 

los datos personales, información, locales, equipos y medios de tratamiento, cuando sean requeridos 

por las mismas, en el ejercicio de sus poderes de investigación. 

ñ) El incumplimiento de los plazos de conservación y revisión establecidos en virtud del artículo 8. 

Artículo 59 

Infracciones graves 

Son infracciones graves: 

a) El tratamiento de los datos de carácter personal cuando se incumplan los principios del artículo 

6 o las condiciones de licitud del tratamiento del artículo 11, siempre que no constituya una 

infracción muy grave. 

b) El tratamiento de datos personales de las categorías especiales sin que concurra alguna de las 

circunstancias previstas en el artículo 13 o sin garantizar las medidas de seguridad adecuadas, 

siempre que no constituya una infracción muy grave. 

c) La adopción de decisiones individuales automatizadas sin las garantías señaladas en el artículo 

14, siempre que no constituya una infracción muy grave. 
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d) La falta de designación de un delegado de protección de datos en los términos previstos en 

el artículo 40 o no posibilitar la efectiva participación del mismo en todas las cuestiones relativas a la 

protección de datos personales, no respaldarlo o interferir en el desempeño de sus funciones. 

e) El incumplimiento de la puesta a disposición al interesado de la información prevista en el 

artículo 21 o del deber de comunicación al mismo, o a la autoridad de protección de datos 

competente, de una violación de la seguridad de los datos, que entrañe un grave perjuicio para los 

derechos y libertades del interesado. 

f) La ausencia de adopción de aquellas medidas técnicas y organizativas que resulten 

apropiadas para aplicar de forma efectiva los principios de protección de datos, incluidas las 

medidas oportunas desde el diseño y por defecto, así como para integrar las garantías necesarias 

en el tratamiento. 

g) El impedimento, la falta de atención o la obstaculización de los derechos del interesado de 

acceso, rectificación, supresión de sus datos o limitación del tratamiento, siempre que no constituya 

infracción muy grave. 

h) El incumplimiento de la obligación de llevanza de los registros de actividades de tratamiento o 

del registro de operaciones de tratamiento, si se causan perjuicios de carácter grave a los 

interesados. 

i) El incumplimiento de las estipulaciones recogidas en el contrato u acto jurídico que vincula al 

responsable y al encargado del tratamiento, salvo en los supuestos en que fuese necesario para 

evitar la infracción de la legislación en materia de protección de datos y se hubiese advertido de 

ello al responsable o al encargado del tratamiento, así como el incumplimiento de las obligaciones 

impuestas en el artículo 30. 

j) La falta de colaboración diligente con las autoridades competentes en el cumplimiento de las 

obligaciones establecidas en el artículo 7, cuando no constituya una infracción muy grave. 

k) La falta de cooperación, la actuación negligente o el impedimento de la función inspectora 

de las autoridades de protección de datos competentes, cuando no constituya infracción muy 

grave. 

l) El incumplimiento de la evaluación de impacto en la protección de los datos de carácter 

personal, si se derivan perjuicios o riesgos de carácter grave para los interesados. 

m) El tratamiento de datos personales sin haber consultado previamente a la autoridad de 

protección de datos competente, en los casos en que dicha consulta resulte preceptiva conforme 

al artículo 36. 

Artículo 60 

Infracciones leves 

Son infracciones leves: 

a) La afectación leve de los derechos de los interesados como consecuencia de la ausencia de 

la debida diligencia o del carácter inadecuado o insuficiente de las medidas técnicas y 

organizativas que se hubiesen implantado. 
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b) El incumplimiento del principio de transparencia de la información o del derecho de 

información del interesado establecido en el artículo 21 cuando no se facilite toda la información 

exigida en esta Ley Orgánica. 

c) La inobservancia de la obligación de informar al interesado y a los destinatarios a los que se 

hayan comunicado o de los que procedan los datos personales rectificados, suprimidos o respecto 

de los que se haya limitado el tratamiento, conforme a lo establecido en el artículo 23. 

d) El incumplimiento de la llevanza de registros de actividades de tratamiento o del registro de 

operaciones o que los mismos no incorporen toda la información exigida legalmente, siempre que 

no constituya infracción grave. 

e) El incumplimiento de la obligación de suprimir los datos referidos a una persona fallecida 

cuando fuera exigible legalmente. 

f) La falta de formalización por los corresponsables del tratamiento del acuerdo que determine 

las obligaciones, funciones y responsabilidades respectivas, a propósito del tratamiento de datos 

personales y de sus relaciones con los interesados, así como la inexactitud o la falta de concreción 

en la determinación de las mismas. 

g) El incumplimiento de la obligación del encargado del tratamiento de informar al responsable 

del tratamiento acerca de una posible infracción de las disposiciones de esta Ley Orgánica, como 

consecuencia de una instrucción recibida de este. 

h) La notificación incompleta o defectuosa a la autoridad de protección de datos competente 

de la información relacionada con una violación de seguridad de los datos personales, el 

incumplimiento de la obligación de documentarla o del deber de comunicar al interesado su 

existencia, cuando no constituya una infracción grave. 

i) La aportación de información inexacta o incompleta a la autoridad de protección de datos 

competente, en los supuestos en los que el responsable del tratamiento deba elevarle una consulta 

previa. 

j) La falta de publicación de los datos de contacto del delegado de protección de datos, o la 

ausencia de comunicación de su designación y cese a la autoridad de protección de datos 

competente, de conformidad con el artículo 40, cuando su nombramiento sea exigible de acuerdo 

con esta Ley Orgánica. 

Artículo 61 

Régimen jurídico 

1. El ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a las autoridades de protección de 

datos competentes, se regirá por lo dispuesto en el presente capítulo, por los títulos VII y IX de la Ley 

Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 

digitales y, en cuanto no la contradiga, con carácter supletorio, por la normativa sobre el 

procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas y el régimen jurídico del sector 

público. 

2. En el supuesto de las infracciones recogidas en los artículos 58. j) y 59. j), el ejercicio de la potestad 

sancionadora corresponderá respectivamente, a las personas titulares de la Secretaría de Estado de 

Seguridad y de las Delegaciones del Gobierno. Estos procedimientos se regirán por la normativa sobre 

procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas y el régimen jurídico del sector 

público, sin perjuicio de las especialidades que se recogen en este capítulo. 
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Artículo 62 

Sanciones 

Por la comisión de las infracciones tipificadas en esta Ley Orgánica se impondrán las siguientes 

sanciones: 

1. En caso de que el sujeto responsable sea algunos de los enumerados en el artículo 77.1 de la 

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, se impondrán las sanciones y se adoptarán las medidas 

establecidas en dicho artículo. 

2. En caso de que el sujeto infractor sea distinto de los señalados en el artículo 77.1 de la Ley 

Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, podrá ser sancionado, con multa de la siguiente cuantía: 

a) Las infracciones muy graves, con multa de 360.001 a 1.000.000 euros. 

b) Las infracciones graves, con multa de 60.001 a 360.000 euros. 

c) Las leves, con multa de 6.000 a 60.000 euros. 

A efectos de la determinación de la cuantía de la sanción, se tendrán en cuenta los criterios 

establecidos en el artículo 83.2 del Reglamento General de Protección de Datos y en el artículo 76.2 

de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. 

Artículo 63 

Prescripción de las infracciones y sanciones 

1. Las infracciones administrativas tipificadas en esta Ley Orgánica prescribirán a los seis meses, a los 

dos o a los tres años de haberse cometido, según sean leves, graves o muy graves, respectivamente. 

Los plazos señalados en esta Ley Orgánica se computarán desde el día en que se haya cometido la 

infracción. No obstante, en los casos de infracciones continuadas o permanentes, los plazos se 

computarán desde que finalizó la conducta infractora. 

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento 

sancionador, reiniciándose el plazo de prescripción si el expediente sancionador estuviere paralizado 

durante más de seis meses por causas no imputables al presunto infractor. 

Se interrumpirá igualmente la prescripción como consecuencia de la apertura de un procedimiento 

judicial penal, hasta que la autoridad judicial comunique al órgano administrativo su finalización. 

2. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por 

infracciones graves, a los dos años, y las impuestas por infracciones leves al año, computados desde 

el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza en vía administrativa la resolución por la que se 

impone la sanción. 

La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento 

de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si el mismo está paralizado durante más de seis meses 

por causa no imputable al infractor. 
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Artículo 64 

Caducidad del procedimiento 

1. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin que se haya notificado 

la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo las posibles paralizaciones 

por causas imputables al interesado o la suspensión que debiera acordarse por la existencia de un 

procedimiento judicial penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la 

finalización de este. 

2. La resolución que declare la caducidad se notificará al interesado y pondrá fin al procedimiento, 

sin perjuicio de que la administración pueda acordar la incoación de un nuevo procedimiento en 

tanto no haya prescrito la infracción. Los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de 

prescripción. 

Artículo 65 

Carácter subsidiario del procedimiento administrativo sancionador respecto del penal 

1. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente 

cuando se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de fundamento. 

2. En los supuestos en que las conductas pudieran ser constitutivas de delito, el órgano administrativo 

pasará el tanto de culpa a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el 

procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que 

de otro modo ponga fin al procedimiento penal, o el Ministerio Fiscal no acuerde la improcedencia 

de iniciar o proseguir las actuaciones en vía penal, quedando hasta entonces interrumpido el plazo 

de prescripción. 

La autoridad judicial y el Ministerio Fiscal comunicarán al órgano administrativo la resolución o 

acuerdo que hubieran adoptado. 

3. De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado resolución 

de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, podrá iniciarse o proseguir el procedimiento 

sancionador. En todo caso, el órgano administrativo quedará vinculado por los hechos declarados 

probados en vía judicial. 

4. Las medidas cautelares adoptadas antes de la intervención judicial podrán mantenerse mientras 

la autoridad judicial no resuelva otra cosa. 

Disposición adicional primera 

Regímenes específicos 

1. El tratamiento de los datos personales procedentes de las imágenes y sonidos obtenidos mediante 

la utilización de cámaras y videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, por los órganos 

competentes para la vigilancia y control en los centros penitenciarios y para el control, regulación, 

vigilancia y disciplina del tráfico, para los fines previstos en al artículo 1, se regirá por esta Ley 

Orgánica, sin perjuicio de los requisitos establecidos en regímenes legales especiales que regulan 

otros ámbitos concretos como el procesal penal, la regulación del tráfico o la protección de 

instalaciones propias. 

2. Fuera de estos supuestos, dichos tratamientos se regirán por su legislación específica y 

supletoriamente por el Reglamento (UE) 2016/679 y por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. 
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Disposición adicional segunda 

Intercambio de datos dentro de la Unión Europea 

El intercambio de datos personales por parte de las autoridades competentes españolas en el interior 

de la Unión Europea, cuando el Derecho de la Unión Europea o la legislación española exijan dicho 

intercambio, no estará limitado ni prohibido por motivos relacionados con la protección de las 

personas físicas respecto al tratamiento de sus datos personales. 

Disposición adicional tercera 

Acuerdos internacionales en el ámbito de la cooperación judicial en materia penal y de la 

cooperación policial 

Los acuerdos internacionales en el ámbito de la cooperación judicial en materia penal y de la 

cooperación policial que impliquen la transferencia de datos personales a Estados que no sean 

miembros de la Unión Europea u organizaciones internacionales y que hubieran sido celebrados por 

España antes del 6 de mayo de 2016, cumpliendo lo dispuesto en el Derecho de la Unión Europea 

aplicable antes de dicha fecha, seguirán en vigor hasta que sean objeto de modificación, enmienda 

o terminación. 

Disposición adicional cuarta 

Ficheros y Registro de Población de las Administraciones Públicas 

1. Las autoridades competentes podrán solicitar al Instituto Nacional de Estadística y a los órganos 

estadísticos de ámbito autonómico, sin consentimiento del interesado, una copia actualizada del 

fichero formado con los datos del documento de identidad, nombre, apellidos, domicilio, sexo y 

fecha de nacimiento que constan en el padrón municipal de habitantes y en el censo electoral 

correspondiente a los territorios donde ejerzan sus competencias. Esta solicitud deberá estar 

motivada en base a cualquiera de los fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento 

de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y la prevención 

frente a las amenazas contra la seguridad pública. 

2. Los datos obtenidos tendrán como único propósito el cumplimiento de los fines de prevención, 

detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones 

penales, así como de protección y de prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública 

y la comunicación de estas autoridades con los interesados residentes en los respectivos territorios, 

respecto a las relaciones jurídico-administrativas derivadas de las competencias respectivas. 

Disposición adicional quinta 

Referencias normativas 

Las referencias contenidas en normas vigentes en relación a las disposiciones que se derogan 

expresamente, deberán entenderse efectuadas a los artículos de esta Ley Orgánica que regulan la 

misma materia que aquellas. 

Disposición transitoria única 

Duración del mandato inicial de la persona titular de la Dirección de Supervisión y Control de 

Protección de datos del Consejo General del Poder Judicial 

La duración del mandato del primer nombramiento de la persona titular de la Dirección de 

Supervisión y Control de Protección de datos del Consejo General del Poder Judicial será de tres años 
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no renovable. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan 

a lo dispuesto en esta Ley Orgánica. 

Disposición final primera 

Modificación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria 

Se introduce un nuevo artículo 15 bis en la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General 

Penitenciaria, que queda redactado como sigue: 

«Artículo 15 bis. Tratamientos de datos de carácter personal. 

1. Admitido en el establecimiento un interno, se procederá a verificar su identidad personal, 

efectuando la reseña alfabética, dactilar y fotográfica, así como a la inscripción en el libro de 

ingresos y a la apertura de un expediente personal relativo a su situación procesal y penitenciaria, 

respecto del que se reconoce el derecho de acceso. Este derecho sólo se verá limitado de forma 

individualizada y fundamentada en concretas razones de seguridad o tratamiento. 

2. El tratamiento de los datos personales de los internos se regirá por lo previsto en la Ley Orgánica 

de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y 

enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales. Los datos personales 

de categorías especiales que no figuren en el apartado anterior se podrán tratar con el 

consentimiento del interesado. Sólo se prescindirá de dicho consentimiento cuando sea 

estrictamente necesario y se efectúe con las garantías adecuadas para proteger el derecho a la 

protección de datos de los interesados, atendiendo al tipo de datos que se traten y a las finalidades 

de los distintos tratamientos dirigidos a la ejecución de la pena. 

3. Igualmente se procederá al cacheo de su persona y al registro de sus efectos, retirándose los 

enseres y objetos no autorizados. 

4. En el momento del ingreso se adoptarán las medidas de higiene personal necesarias, 

entregándose al interno las prendas de vestir adecuadas que precise, firmando el mismo su 

recepción.» 

Disposición final segunda 

Modificación de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio 

Fiscal 

Uno. Se modifica el artículo 12 para incluir en nuevo apartado n) con la siguiente redacción: 

«n) La Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos.» 

Dos. Se modifica el artículo 20 incluyendo un nuevo apartado Cuatro con la siguiente redacción: 
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«Cuatro. En la Fiscalía General del Estado, de igual modo, existirá la Unidad de Supervisión y 

Control de Protección de Datos que ejercerá las competencias que corresponden a la autoridad 

de protección de datos con fines jurisdiccionales sobre el tratamiento de los mismos realizado por el 

Ministerio Fiscal, de acuerdo con lo establecido en el artículo 236 octies de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial en el ámbito de sus competencias y facultades. Su regulación se remitirá a los términos 

previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial en cuanto le sea de aplicación. 

Al frente de la Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos se nombrará por mayoría 

absoluta del Pleno del Consejo Fiscal una persona titular de la Unidad, de entre juristas de 

reconocida competencia con al menos quince años de ejercicio profesional y con conocimientos 

y experiencia acreditados en materia de protección de datos. 

La duración del mandato de la persona titular de la Unidad de Supervisión y Control de Protección 

de Datos será de cinco años, no renovable. Durante su mandato permanecerá, en su caso, en 

situación de servicios especiales y ejercerá exclusivamente las funciones inherentes a su cargo. Sólo 

podrá ser cesada por incapacidad o incumplimiento grave de sus deberes, apreciados por el Pleno 

mediante mayoría absoluta. 

El régimen de incompatibilidades de la persona titular de la Unidad de Supervisión y Control de 

Protección de Datos será el mismo que el establecido para los Fiscales al servicio de los órganos 

técnicos de la Fiscalía General del Estado. La persona titular de la Unidad de Supervisión y Control 

de Protección de Datos deberá ejercer sus funciones con absoluta independencia y neutralidad. 

La persona titular y el resto de personal adscrito a la Unidad de Supervisión y Control de Protección 

de Datos estarán sujetos al deber de secreto profesional, tanto durante su mandato como después 

del mismo, con relación a las informaciones confidenciales de las que hayan tenido conocimiento 

en el cumplimiento de sus funciones o el ejercicio de sus atribuciones. Este deber de secreto 

profesional se aplicará en particular a la información que faciliten las personas físicas a la Unidad de 

Supervisión y Control de Protección de Datos en materia de infracciones de la presente normativa. 

La composición, organización y funcionamiento de la Unidad de Supervisión y Control de 

Protección de Datos será regulada reglamentariamente. Se deberá velar porque la Unidad cuente, 

en todo caso, con todos los medios personales y materiales necesarios para el adecuado ejercicio 

de sus funciones.» 

Tres. Se modifica el artículo 14 para incluir en el apartado 4 una nueva letra l) con el contenido 

siguiente: 

«l) Nombrar por mayoría absoluta a la persona titular de la Unidad de Supervisión y Control de 

Protección de Datos.» 

Disposición final tercera 

Modificación de la Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio, del Poder Judicial 

Los artículos que se relacionan quedarán modificados en los términos siguientes: 

Uno. El artículo 234 queda redactado como sigue: 

«Artículo 234. 

1. Los Letrados de la Administración de Justicia y funcionarios competentes de la oficina judicial 

y de la oficina fiscal facilitarán a los interesados cuanta información soliciten sobre el estado de las 
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actuaciones procesales, que podrán examinar y conocer, salvo que sean o hubieren sido 

declaradas secretas o reservadas conforme a la ley. 

2. Las partes y cualquier persona que acredite un interés legítimo y directo tendrán derecho a 

obtener, en la forma dispuesta en las leyes procesales y, en su caso, en la Ley 18/2011, de 5 de julio, 

reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de 

Justicia, copias simples de los escritos y documentos que consten en los autos, no declarados 

secretos ni reservados. También tendrán derecho a que se les expidan los testimonios y certificados 

en los casos y a través del cauce establecido en las leyes procesales.» 

Dos. El artículo 235 queda redactado como sigue: 

«Artículo 235. 

El acceso a las resoluciones judiciales, o a determinados extremos de las mismas, o a otras 

actuaciones procesales, por quienes no son parte en el procedimiento y acrediten un interés legítimo 

y directo, podrá llevarse a cabo previa disociación, anonimización u otra medida de protección de 

los datos de carácter personal que las mismos contuvieren y con pleno respeto al derecho a la 

intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela o a la garantía 

del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.» 

Tres. El artículo 235 bis queda redactado como sigue: 

«Artículo 235 bis. 

1. Es público el acceso a los datos personales contenidos en los fallos de las sentencias firmes 

condenatorias, cuando se hubieren dictado en virtud de los delitos previstos en los siguientes 

artículos: 

a) Los artículos 305, 305 bis y 306 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 

Penal. 

b) Los artículos 257 y 258 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, 

cuando el acreedor defraudado hubiese sido la Hacienda Pública. 

c) El artículo 2 de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de Represión del Contrabando, 

siempre que exista un perjuicio para la Hacienda Pública estatal o de la Unión Europea. 

2. En los casos previstos en el apartado anterior, el Letrado de la Administración de Justicia emitirá 

certificado en el que se harán constar los siguientes datos: 

a) Los que permitan la identificación del proceso judicial. 

b) Nombre y apellidos o denominación social del condenado y, en su caso, del responsable civil. 

c) Delito por el que se le hubiera condenado. 

d) Las penas impuestas. 

e) La cuantía correspondiente al perjuicio causado a la Hacienda Pública por todos los 

conceptos, según lo establecido en la sentencia. 

Mediante diligencia de ordenación el Letrado de la Administración de Justicia ordenará su 

publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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3. Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación en el caso de que el condenado o, en su 

caso, el responsable civil, hubiera satisfecho o consignado en la cuenta de depósitos y 

consignaciones del órgano judicial competente la totalidad de la cuantía correspondiente al 

perjuicio causado a la Hacienda Pública por todos los conceptos, con anterioridad a la firmeza de 

la sentencia.» 

Cuatro. El artículo 236 queda redactado como sigue: 

«Artículo 236. 

La publicidad de los edictos se realizará a través del Tablón Edictal Judicial Único, en la forma en 

que se disponga reglamentariamente, incluyendo los datos estrictamente necesarios para cumplir 

con su finalidad.» 

Cinco. El artículo 236 bis queda redactado como sigue: 

«Artículo 236 bis. 

1. El tratamiento de los datos personales podrá realizarse con fines jurisdiccionales o no 

jurisdiccionales. Tendrá fines jurisdiccionales el tratamiento de los datos que se encuentren 

incorporados a los procesos que tengan por finalidad el ejercicio de la actividad jurisdiccional. 

2. El tratamiento de los datos personales en la Administración de Justicia se llevará cabo por el 

órgano competente y, dentro de él, por quien tenga la competencia atribuida por la normativa 

vigente.» 

Seis. El artículo 236 ter queda redactado como sigue: 

«Artículo 236 ter. 

1. El tratamiento de los datos personales llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los 

órganos judiciales y fiscalías de los procesos de los que sean competentes, así como el realizado 

dentro de la gestión de la Oficina judicial y fiscal, se regirá por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 

2016/679, la Ley Orgánica 3/2018 y su normativa de desarrollo, sin perjuicio de las especialidades 

establecidas en el presente Capítulo y en las leyes procesales. 

2. En el ámbito de la jurisdicción penal, el tratamiento de los datos personales llevado a cabo con 

ocasión de la tramitación por los órganos judiciales y fiscalías de los procesos, diligencias o 

expedientes de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina 

judicial y fiscal, se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica de protección de datos personales 

tratados con fines de prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales 

y de ejecución de sanciones penales, sin perjuicio de las especialidades establecidas en el presente 

Capítulo y en las leyes procesales y, en su caso, en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se 

regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. 

3. No será necesario el consentimiento del interesado para que se proceda al tratamiento de los 

datos personales en el ejercicio de la actividad jurisdiccional, ya sean éstos facilitados por las partes 

o recabados a solicitud de los órganos competentes, sin perjuicio de lo dispuesto en las normas 

procesales para la validez de la prueba.» 

Siete. El artículo 236 quáter queda redactado como sigue: 

«Artículo 236 quáter. 
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Cuando se proceda al tratamiento con fines no jurisdiccionales se estará a lo dispuesto en el 

Reglamento (UE) 2016/679, la Ley Orgánica 3/2018 y su normativa de desarrollo.» 

Ocho. El artículo 236 quinquies queda redactado como sigue: 

«Artículo 236 quinquies. 

1. Las resoluciones y actuaciones procesales deberán contener los datos personales que sean 

adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que son tratados, 

en especial para garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva, sin que, en ningún caso, pueda 

producirse indefensión. 

2. Los Jueces y Magistrados, los Fiscales y los Letrados de la Administración de Justicia, conforme 

a sus competencias, podrán adoptar las medidas que sean necesarias para la supresión de los datos 

personales de las resoluciones y de los documentos a los que puedan acceder las partes durante la 

tramitación del proceso siempre que no sean necesarios para garantizar el derecho a la tutela 

judicial efectiva, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 

3. Los datos personales que las partes conocen a través del proceso deberán ser tratados por 

éstas de conformidad con la normativa general de protección de datos. Esta obligación también 

incumbe a los profesionales que representan y asisten a las partes, así como a cualquier otro que 

intervenga en el procedimiento. 

4. Se deberán comunicar a los órganos competentes dependientes del Consejo General del 

Poder Judicial, de la Fiscalía General del Estado y del Ministerio de Justicia, en lo que proceda, los 

datos tratados con fines jurisdiccionales que sean estrictamente necesarios para el ejercicio de las 

funciones de inspección y control establecidas en esta Ley, y su normativa de desarrollo. También se 

deberán facilitar los datos tratados con fines no jurisdiccionales cuando ello esté justificado por la 

interposición de un recurso o sea necesario para el ejercicio de las competencias que tengan 

legalmente atribuidas. 

5. Las Oficinas de Comunicación establecidas en esta Ley, en el ejercicio de sus funciones de 

comunicación institucional, deberán velar por el respeto del derecho fundamental a la protección 

de datos personales de aquellos que hubieran intervenido en el procedimiento de que se trate. Para 

cumplir con su finalidad, podrán recabar los datos necesarios de las autoridades competentes. 

6. Los Letrados de la Administración de Justicia deberán facilitar a la Abogacía del Estado los 

datos personales, la información y los documentos que sean requeridos para el desempeño de la 

representación y defensa del Reino de España ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y 

otros órganos internacionales en materia de protección de derechos Humanos, en particular ante 

el Comité de Naciones Unidas. A tales efectos, se establecerán igualmente los mecanismos de 

comunicación con la Fiscalía General del Estado, a través de sus unidades competentes.» 

Nueve. El artículo 236 sexies queda redactado como sigue: 

«Artículo 236 sexies. 

1. La Administración competente deberá suministrar los medios tecnológicos adecuados para 

que se proceda al tratamiento de los datos personales conforme a las disposiciones legales y 

reglamentarias. 

2. La Administración competente deberá cumplir con las responsabilidades que en materia de 

tratamiento y protección de datos personales se le atribuya como administración prestacional. 
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3. Se deberán adoptar las medidas organizativas adecuadas para que la Oficina judicial y fiscal 

realice un adecuado tratamiento de los datos personales. Previo informe del Consejo General del 

Poder judicial, y, en su caso, de la Fiscalía General del Estado, el Ministerio de Justicia deberá 

elaborar y actualizar los códigos de conducta destinados a contribuir a la correcta aplicación de la 

normativa de protección de datos personales en la Oficina judicial y fiscal, adecuando los principios 

de la normativa general a los propios de la regulación procesal y organización de la Oficina judicial 

y fiscal. 

4. El Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas con competencias en la materia, dentro 

de las políticas de apoyo a la Administración de Justicia y desarrollo de la gestión electrónica de los 

procedimientos, podrán realizar el tratamiento de datos no personales para el ejercicio de sus 

competencias de gestión pública, incluyendo el desarrollo e implementación de sistemas 

automáticos de clasificación documental orientados a la tramitación procesal, con cumplimiento 

de la normativa de interoperabilidad, seguridad y protección de datos que resulte aplicable.» 

Diez. El artículo 236 septies queda redactado como sigue: 

«Artículo 236 septies. 

1. En relación con el tratamiento de los datos personales con fines jurisdiccionales, los derechos 

de información, acceso, rectificación, supresión, oposición y limitación se tramitarán conforme a las 

normas que resulten de aplicación al proceso en que los datos fueron recabados. Estos derechos 

deberán ejercitarse ante los órganos judiciales, fiscalías u Oficina judicial en los que se tramita el 

procedimiento, y las peticiones deberán resolverse por quien tenga la competencia atribuida en la 

normativa orgánica y procesal. 

2. En todo caso se denegará el acceso a los datos objeto de tratamiento con fines jurisdiccionales 

cuando las diligencias procesales en que se haya recabado la información sean o hayan sido 

declaradas secretas o reservadas. 

3. En relación con el tratamiento de los datos personales con fines no jurisdiccionales, los 

interesados podrán ejercitar los derechos de información, acceso, rectificación, supresión, oposición 

y limitación en los términos establecidos en la normativa general de protección de datos.» 

Once. El artículo 236 octies queda redactado como sigue: 

«Artículo 236 octies. 

1. Respecto a las operaciones de tratamiento efectuadas con fines jurisdiccionales por los 

Juzgados, Tribunales, Fiscalías, y las Oficinas judicial y fiscal, corresponderán al Consejo General del 

Poder Judicial y a la Fiscalía General del Estado, en el ámbito de sus respectivas competencias, las 

siguientes funciones: 

a) Supervisar el cumplimiento de la normativa de protección de datos personales mediante el 

ejercicio de la labor inspectora otorgada en la presente Ley y el Estatuto Orgánico del Ministerio 

Fiscal. 

b) Promover la sensibilización de los profesionales de la Administración de Justicia y su 

comprensión de los riesgos, normas, garantías, derechos y obligaciones en relación con el 

tratamiento. 

c) Emitir informe sobre los códigos de conducta destinados a contribuir a la correcta aplicación 

de la normativa de protección de datos personales en la Oficina judicial y fiscal. 
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d) Previa solicitud, facilitar información a cualquier interesado en relación con el ejercicio de sus 

derechos en materia de protección de datos. 

e) Tramitar y responder las reclamaciones presentadas por un interesado o por asociaciones, 

organizaciones y entidades que tengan capacidad procesal o legitimación para defender intereses 

colectivos, en los términos que determinen las leyes de aplicación al proceso en que los datos fueron 

recabados. Se informará al reclamante sobre el curso y resultado de la reclamación en un plazo 

razonable, previa realización de la investigación oportuna si se considera necesario. 

2. Los tratamientos de datos con fines no jurisdiccionales estarán sometidos a la competencia de 

la Agencia Española de Protección de Datos, que también supervisará el cumplimiento de aquellos 

tratamientos que no sean competencia de las autoridades indicadas en el apartado anterior. 

3. El Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado y la Agencia Española de 

Protección de Datos colaborarán en aras del adecuado ejercicio de las respectivas competencias 

que la presente Ley Orgánica les atribuye en materia de protección de datos personales en el 

ámbito de la Administración de Justicia. 

4. Cuando con ocasión de la realización de actuaciones de investigación relacionadas con la 

posible comisión de una infracción de la normativa de protección de datos, las autoridades 

competentes a las que se refieran los apartados anteriores apreciasen la existencia de indicios que 

supongan la competencia de otra autoridad, darán inmediatamente traslado a esta última a fin de 

que prosiga con la tramitación del procedimiento.» 

Doce. El artículo 236 nonies, queda redactado como sigue: 

«Artículo 236 nonies. 

1. Las competencias que corresponden a la autoridad de protección de datos personales con 

fines jurisdiccionales serán ejercidas respecto del tratamiento de los mismos realizado por Juzgados 

y Tribunales de acuerdo con lo establecido en el artículo 236 octies, por la Dirección de Supervisión 

y Control de Protección de Datos del Consejo General del Poder Judicial. 

2. Al frente de la Dirección de Supervisión y Control de Protección de Datos se nombrará por 

mayoría absoluta del Pleno del Consejo General del Poder Judicial una persona titular de la 

Dirección, de entre juristas de reconocida competencia con al menos quince años de ejercicio 

profesional y con conocimientos y experiencia acreditados en materia de protección de datos. 

3. La duración del mandato de la persona titular de la Dirección de Supervisión y Control de 

Protección de Datos será de cinco años, no renovable. Durante su mandato permanecerá, en su 

caso, en situación de servicios especiales y ejercerá exclusivamente las funciones inherentes a su 

cargo. Sólo podrá ser cesada por incapacidad o incumplimiento grave de sus deberes, apreciados 

por el Pleno mediante mayoría absoluta. 

4. El régimen de incompatibilidades de la persona titular de la Dirección de Supervisión y Control 

de Protección de Datos será el mismo que el establecido para los Magistrados al servicio de los 

órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial. La persona titular de la Dirección de 

Supervisión y Control de Protección de Datos deberá ejercer sus funciones con absoluta 

independencia y neutralidad. 

5. La persona titular y el resto de personal adscrito a la Dirección de Supervisión y Control de 

Protección de Datos estarán sujetos al deber de secreto profesional, tanto durante su mandato 

como después del mismo, con relación a las informaciones confidenciales de las que hayan tenido 

conocimiento en el cumplimiento de sus funciones o el ejercicio de sus atribuciones. Este deber de 
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secreto profesional se aplicará en particular a la información que faciliten las personas físicas a la 

Dirección de Supervisión y Control de Protección de Datos en materia de infracciones de la presente 

normativa. 

6. La composición, organización y funcionamiento de la Dirección de Supervisión y Control de 

Protección de Datos será regulada reglamentariamente. El Consejo General del Poder Judicial 

deberá velar porque la Dirección cuente, en todo caso, con todos los medios personales y materiales 

necesarios para el adecuado ejercicio de sus funciones.» 

Trece. El artículo 236 decies, queda redactado como sigue: 

«Artículo 236 decies. 

1. Los tratamientos de datos llevados a cabo por el Consejo General del Poder judicial y la Fiscalía 

General del Estado en el ejercicio de sus competencias quedarán sometidos a lo dispuesto en la 

legislación vigente en materia de protección de datos personales. Dichos tratamientos no serán 

considerados en ningún caso realizados con fines jurisdiccionales. 

2. Las operaciones de tratamiento de datos personales del Consejo General del Poder Judicial y 

de los órganos integrantes del mismo serán autorizados por acuerdo del Consejo General del Poder 

Judicial, a propuesta de la Secretaría General, que ostentará la condición de responsable del 

tratamiento respecto de los mismos. 

3. Las operaciones de tratamiento de datos personales de la Fiscalía General del Estado serán 

autorizadas según determine el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal y las Instrucciones que se 

dicten al respecto.» 

Catorce. El ordinal 19.º del apartado 1 del artículo 560 queda redactado como sigue: 

«Artículo 560. 

1.º (…) 

19.º En materia de protección de datos personales, ejercerá las funciones definidas en el artículo 

236 octies.» 

Disposición final cuarta 

Modificación de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 

garantía de los derechos digitales 

Uno. Se incluye un nuevo apartado 5 en el artículo 2 con la siguiente redacción: 

«Artículo 2. 

5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio Fiscal de 

los procesos de los que sea competente, así como el realizado con esos fines dentro de la gestión 

de la Oficina Fiscal, se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley 

Orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del 

Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de 

las normas procesales que le sean aplicables.» 

Dos. Se modifica el apartado 3 del artículo 44, que queda redactado como sigue: 
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«Artículo 44. 

3. La Agencia Española de Protección de Datos, el Consejo General del Poder Judicial y en su 

caso, la Fiscalía General del Estado, colaborarán en aras del adecuado ejercicio de las respectivas 

competencias que la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, les atribuye en materia 

de protección de datos personales en el ámbito de la Administración de Justicia.» 

Tres. Se modifica la disposición adicional decimoquinta que queda redactada como sigue: 

«Disposición adicional decimoquinta. Requerimiento de información por parte de la Comisión 

Nacional del Mercado de Valores. 

Cuando no haya podido obtener por otros medios la información necesaria para realizar sus 

labores de supervisión e inspección relacionadas con la detección de delitos graves, la Comisión 

Nacional del Mercado de Valores podrá recabar de los operadores que presten servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles al público y de los prestadores de servicios de la sociedad 

de la información, los datos que obren en su poder relativos a la comunicación electrónica o servicio 

de la sociedad de la información proporcionados por dichos prestadores que sean distintos a su 

contenido y resulten imprescindibles para el ejercicio de dichas labores. 

La cesión de estos datos requerirá la previa obtención de autorización judicial otorgada 

conforme a las normas procesales.» 

Disposición final quinta 

Modificación de la Ley Orgánica 1/2020, de 16 de septiembre, sobre la utilización de los datos del 

registro de nombres de pasajeros para la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

delitos de terrorismo y delitos graves 

Se modifica el artículo 10 que queda redactado como sigue: 

«1. Los momentos en los que las compañías aéreas deben transmitir los datos PNR a la UIP serán 

los siguientes: 

a) Entre las 24 y las 48 horas antes de la hora de salida programada del vuelo, e 

b) inmediatamente después del cierre del vuelo, una vez que los pasajeros hayan embarcado en 

el avión en preparación de la salida y no sea posible embarcar o desembarcar. 

Las compañías aéreas podrán limitar esta transmisión prevista en el párrafo b) a las 

actualizaciones de la información transmitida conforme al párrafo a). 

2. El Proveedor de Servicios de Navegación Aérea en el espacio aéreo de soberanía española, 

comunicará a la UIP los cambios de destino, así como las escalas no programadas que le sean 

notificados por la tripulación de la aeronave o por otro Proveedor de Servicios de Navegación 

Aérea». 

3. Además, cuando sea necesario acceder a los datos PNR para responder a una amenaza real 

y concreta relacionada con delitos de terrorismo o con delitos graves, en momentos distintos de los 

previstos en el apartado 1, todos los sujetos obligados, caso por caso, deberán transmitir a la UIP 

dichos datos con carácter inmediato al requerimiento recibido.» 
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Disposición final sexta 

Modificación de la Ley 19/2007, de 11 de julio, contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la 

intolerancia en el deporte 

Se modifica el artículo 30 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 30. Procedimiento sancionador. 

1. El ejercicio de la potestad sancionadora a la que se refiere este título, se regirá por lo dispuesto 

en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y sus disposiciones 

de desarrollo, sin perjuicio de las especialidades que se regulan en este título. 

2. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin que se haya 

notificado la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo las posibles 

paralizaciones por causas imputables al interesado o la suspensión que debiera acordarse por la 

existencia de un procedimiento judicial penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y 

fundamento, hasta la finalización de éste.» 

Disposición final séptima 

Modificación de la Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada 

Se modifica el artículo 69 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 69. Régimen Jurídico. 

1. El ejercicio de la potestad sancionadora en materia de seguridad privada se regirá por lo 

dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 

y sus disposiciones de desarrollo, sin perjuicio de las especialidades que se regulan en este título. 

2. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin que se haya 

notificado la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo las posibles 

paralizaciones por causas imputables al interesado o la suspensión que debiera acordarse por la 

existencia de un procedimiento judicial penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y 

fundamento, hasta la finalización de éste. 

3. Iniciado el procedimiento sancionador, el órgano que haya ordenado su incoación podrá 

adoptar las medidas cautelares necesarias para garantizar su adecuada instrucción, así como para 

evitar la continuación de la infracción o asegurar el pago de la sanción, en el caso de que ésta 

fuese pecuniaria, y el cumplimiento de la misma en los demás supuestos. 

4. Dichas medidas, que deberán ser congruentes con la naturaleza de la presunta infracción y 

proporcionadas a la gravedad de la misma, podrán consistir en: 

a) La ocupación o precinto de vehículos, armas, material o equipo prohibido, no homologado o 

que resulte peligroso o perjudicial, así como de los instrumentos y efectos de la infracción. 

b) La retirada preventiva de las autorizaciones, habilitaciones, permisos o licencias, o la 

suspensión, en su caso, de la eficacia de las declaraciones responsables. 
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c) La suspensión de la habilitación del personal de seguridad privada y, en su caso, de la 

tramitación del procedimiento para el otorgamiento de aquélla, mientras dure la instrucción de 

expedientes por infracciones graves o muy graves en materia de seguridad privada. 

También podrán ser suspendidas las indicadas habilitación y tramitación, hasta tanto finalice el 

proceso por delitos contra dicho personal. 

5. Las medidas cautelares previstas en los párrafos b) y c) del apartado anterior no podrán tener 

una duración superior a un año.» 

Disposición final octava 

Modificación del texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 

Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre 

Se modifica el artículo 68 que queda redactado como sigue: 

«Artículo 68. Matrículas. 

1. Para poner en circulación vehículos a motor, así como remolques de masa máxima autorizada 

superior a la que reglamentariamente se determine, es preciso matricularlos y que lleven las placas 

de matrícula con los caracteres que se les asigne del modo que se establezca. Esta obligación será 

exigida a los ciclomotores en los términos que reglamentariamente se determine. 

2. Deben ser objeto de matriculación definitiva en España los vehículos a los que se refiere el 

apartado anterior, cuando se destinen a ser utilizados en el territorio español por personas o 

entidades que sean residentes en España o que sean titulares de establecimientos situados en 

España. Reglamentariamente se establecerán los plazos, requisitos y condiciones para el 

cumplimiento de esta obligación y las posibles exenciones a la misma. 

3. La matriculación ordinaria será única para cada vehículo, salvo en los supuestos que se 

determinen reglamentariamente. Cuando concurran circunstancias que puedan afectar a la 

Seguridad Nacional, el Secretario de Estado de Seguridad podrá autorizar una nueva matrícula 

distinta de la inicialmente asignada. Este tipo de matrículas no serán públicas en el Registro General 

de Vehículos e, incluso en circunstancias excepcionales, podrá utilizarse una titularidad supuesta en 

el marco de la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y del Centro Nacional de 

Inteligencia en el tráfico jurídico. 

4. En casos justificados, la autoridad competente para expedir el permiso de circulación podrá 

conceder permisos de circulación temporales y provisionales en los términos que se determine 

reglamentariamente.» 

Disposición final novena 

Naturaleza de la ley 

Esta ley tiene el carácter de Ley Orgánica. No obstante, tienen carácter ordinario: 

a) El capítulo VI. 

b) El capítulo VII. 

c) El capítulo VIII. 
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d) Las disposiciones finales segunda, sexta, séptima y octava. 

Disposición final décima 

Título competencial 

Esta Ley Orgánica se dicta al amparo de las reglas 1.ª, 6.ª, 18.ª y 29.ª del artículo 149.1 de la 

Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas, respectivamente, para la 

regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el 

ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales; respecto a las bases 

del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, el procedimiento administrativo común y en 

relación al sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas; sobre legislación 

penal, penitenciaria, procesal; y en materia de seguridad pública. 

Disposición final undécima 

Incorporación del Derecho de la Unión Europea 

Mediante esta Ley Orgánica se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva (UE) 2016/680 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las personas 

físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las autoridades 

competentes para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones 

penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y por la que se 

deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo. 

Disposición final duodécima 

Entrada en vigor 

Esta Ley Orgánica entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

No obstante, las previsiones contenidas en el capítulo IV producirán efectos a los seis meses de la 

entrada en vigor de la Ley Orgánica. 
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§ 53. Ley Orgánica 10/2007, de 8 de octubre, reguladora de la base de datos policial 

sobre identificadores obtenidos a partir del ADN 

«BOE» núm. 242, de 9 de octubre de 2007 

PREÁMBULO 

I 

El ácido desoxirribonucleico (ADN), componente químico del núcleo celular, se ha convertido en un 

instrumento esencial de las técnicas que la moderna medicina forense utiliza para la investigación 

de delitos por parte de las autoridades judiciales y policiales. 

Desde que en 1988, en el Reino Unido y por primera vez, la información obtenida del ADN fuese 

utilizada para identificar y condenar al culpable de un delito, tanto en España como en el resto de 

los países de nuestro entorno se ha tomado conciencia de la trascendencia de los marcadores 

genéticos en las investigaciones criminales, algo que venía siendo más frecuente en otros ámbitos, 

como la identificación de cadáveres o la determinación de relaciones de parentesco. 

Sin embargo, y a pesar de esa importancia, el uso de los datos relacionados con el ADN, en el ámbito 

de la persecución de delitos, cuenta hoy con numerosas dificultades, especialmente en lo relativo a 

su obtención y registro de cara a su empleo en el curso de ulteriores investigaciones. Ello viene dado 

tanto por el carácter sensible que dichos datos tienen y el importante grado de protección con que, 

naturalmente, deben contar, como por la inexistencia de un marco jurídico que regule 

adecuadamente su empleo. 

En el año 2003, y mediante lo dispuesto en la Disposición Final Primera de la Ley Orgánica 15/2003, 

de 25 de noviembre, de modificación del Código Penal, se reformó la Ley de Enjuiciamiento Criminal 

a fin de proporcionar cobertura jurídica, de la que carecían hasta entonces, a determinadas 

prácticas de investigación. 

La nueva redacción dada a los artículos 326 y 363 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal consistió, 

esencialmente, en regular la posibilidad de obtener el ADN a partir de muestras biológicas 

provenientes de pruebas halladas en el lugar del delito o extraídas de sospechosos, de manera que 

dichos perfiles de ADN puedan ser incorporados a una base de datos para su empleo en esa 

concreta investigación. 

Sin embargo, la reforma no contempló otros aspectos importantes, como la posibilidad de crear una 

base de datos en la que, de manera centralizada e integral, se almacenase el conjunto de los perfiles 

de ADN obtenidos, a fin de que pudiesen ser utilizados, posteriormente, en investigaciones distintas o 

futuras, incluso sin el consentimiento expreso del titular de los datos. 

Estas carencias, unidas a otros factores de naturaleza diversa, ponen de manifiesto la insuficiencia 

de la regulación vigente para satisfacer tanto las posibilidades técnicas y las demandas ciudadanas, 

como los compromisos internacionales progresivamente adquiridos por nuestro país en materia de 

intercambio de perfiles de ADN para las investigaciones de determinados delitos. 

Por un lado, resulta indudable que los avances técnicos permiten hoy que la obtención de datos 

exclusivamente identificativos a partir de una muestra de ADN se pueda realizar de manera rápida, 

económica y escasamente limitadora de los derechos ciudadanos. Por otro, la sociedad viene 
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exigiendo que las autoridades, judiciales y policiales, encargadas de la persecución de los delitos, 

cuenten con los instrumentos de investigación más eficientes posibles, especialmente en la lucha 

contra aquellos crímenes que generan mayor alarma social. Finalmente, no puede olvidarse que la 

creciente globalización de los delitos y la paralela asunción por parte de España de una serie de 

obligaciones recíprocas con otros países para compartir la información disponible en los respectivos 

ficheros y bases de datos exigen la adopción de las medidas materiales y jurídicas adecuadas. 

Respecto de este último aspecto, cabe señalar que la adopción de esas medidas jurídicas, así como 

la creación de bases de datos que permitan intercambiar la información entre los Estados miembros, 

ha sido reiteradamente expuesta desde las Instituciones comunitarias a través de sendas 

Resoluciones del Consejo relativas al intercambio de resultados de análisis de ADN, de 9 de junio de 

1997 y de 25 de julio de 2001, respectivamente. En el mismo sentido se ha venido pronunciando el 

Consejo de Europa a partir de la Recomendación (92) 1, de 10 de febrero de 1992, de su Comité de 

Ministros, sobre la utilización de los resultados de análisis de ADN en el marco del sistema de justicia 

penal. 

Finalmente, debe recalcarse que en la redacción de la presente Ley, como no podría ser de otra 

manera, se han tenido en cuenta los criterios que, sobre la protección de los derechos fundamentales 

en la obtención de pruebas a partir de los perfiles de ADN, ha venido conformando el Tribunal 

Constitucional en diversas Sentencias como la 207/1996, de 16 de diciembre. 

II 

El articulado de la presente Ley comienza determinando lo que constituye su objetivo fundamental, 

que no es otro que la creación de una base de datos en la que, de manera única, se integren los 

ficheros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en los que se almacenan los datos 

identificativos obtenidos a partir de los análisis de ADN que se hayan realizado en el marco de una 

investigación criminal, o en los procedimientos de identificación de cadáveres o de averiguación de 

personas desaparecidas. 

En relación con su integración orgánica, la base de datos policiales sobre identificadores obtenidos 

a partir del ADN dependerá del Ministerio del Interior a través de la Secretaría de Estado de 

Seguridad. 

A continuación, la Ley incorpora una importante novedad, ya que posibilita que para determinados 

delitos de especial gravedad y repercusión social -así como en el caso de los patrones identificativos 

obtenidos en los procedimientos de identificación de restos cadavéricos o de personas 

desaparecidas, o cuando el titular de los datos haya prestado su consentimiento para la inscripción-

, los resultados obtenidos a partir del análisis de las muestras biológicas del sospechoso, detenido o 

imputado, sean inscritos y conservados en la base de datos policial, a fin de que puedan ser utilizados 

en esa concreta investigación, o en otras que se sigan por la comisión de alguno de los delitos para 

los que la propia Ley habilita la inscripción de los perfiles de ADN en la base de datos. 

Esta regulación contiene una salvaguarda muy especial, que resulta fundamental para eliminar toda 

vulneración del derecho a la intimidad, puesto que sólo podrán ser inscritos aquellos perfiles de ADN 

que sean reveladores, exclusivamente, de la identidad del sujeto -la misma que ofrece una huella 

dactilar- y del sexo, pero, en ningún caso, los de naturaleza codificante que permitan revelar 

cualquier otro dato o característica genética. 

Otra importante garantía técnica se deriva de la exigencia que la Ley establece en relación con la 

obligatoria acreditación con que deberán contar los laboratorios que vayan a realizar los 

correspondientes análisis biológicos, siendo competente para conceder dicha acreditación, de 

acuerdo con la Disposición Adicional Tercera de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la Comisión 

Nacional para el uso forense del ADN. 
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En relación con el período de la conservación de los perfiles identificativos en la base de datos, la 

Ley fija unos períodos de cancelación cuya duración dependerá del tipo del delito y de la resolución 

judicial con que finalice el procedimiento penal. 

A fin de alcanzar el objetivo de que la base de datos creada sea lo más completa y eficaz posible, 

se dispone no sólo que el Ministerio del Interior adopte las medidas oportunas para que los diferentes 

ficheros y bases de datos de ADN que, en el ámbito de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 

existieran en el momento de su entrada en vigor, pasen a integrarse en la base de datos que la 

presente Ley crea, sino que también que puedan, eventualmente, integrarse en un futuro, y 

mediante la suscripción del correspondiente Convenio, otros ficheros, registros o bases de datos 

identificativos obtenidos a partir del ADN, que no dependan de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

del Estado. 

Por último, el texto se inscribe en el marco de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 

Protección de Datos de Carácter Personal, la cual, por su propia naturaleza de regulación general 

en la materia, resulta de aplicación directa, siendo los preceptos de esta Ley especialidades 

permitidas por la citada Ley Orgánica, que encontrarían su justificación en las peculiaridades de la 

base de datos que regula. 

Artículo 1 

Creación 

Se crea la base de datos policial de identificadores obtenidos a partir del ADN, que integrará los 

ficheros de esta naturaleza de titularidad de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado tanto 

para la investigación y averiguación de delitos, como para los procedimientos de identificación de 

restos cadavéricos o de averiguación de personas desaparecidas. 

Artículo 2 

Dependencia orgánica 

La base de datos policial de identificadores obtenidos a partir del ADN dependerá del Ministerio del 

Interior, a través de la Secretaría de Estado de Seguridad. 

Artículo 3 

Tipos de identificadores obtenidos a partir del ADN incluidos en la base de datos policial 

1. Se inscribirán en la base de datos policial de identificadores obtenidos a partir del ADN los siguientes 

datos: 

a) Los datos identificativos extraídos a partir del ADN de muestras o fluidos que, en el marco de 

una investigación criminal, hubieran sido hallados u obtenidos a partir del análisis de las muestras 

biológicas del sospechoso, detenido o imputado, cuando se trate de delitos graves y, en todo caso, 

los que afecten a la vida, la libertad, la indemnidad o la libertad sexual, la integridad de las personas, 

el patrimonio siempre que fuesen realizados con fuerza en las cosas, o violencia o intimidación en 

las personas, así como en los casos de la delincuencia organizada, debiendo entenderse incluida, 

en todo caso, en el término delincuencia organizada la recogida en el artículo 282 bis, apartado 4 

de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en relación con los delitos enumerados. 

b) los patrones identificativos obtenidos en los procedimientos de identificación de restos 

cadavéricos o de averiguación de personas desaparecidas. 
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La inscripción en la base de datos policial de los identificadores obtenidos a partir del ADN a que se 

refiere este apartado, no precisará el consentimiento del afectado, el cual será informado por escrito 

de todos los derechos que le asisten respecto a la inclusión en dicha base, quedando constancia de 

ello en el procedimiento. 

2. Igualmente, podrán inscribirse los datos identificativos obtenidos a partir del ADN cuando el 

afectado hubiera prestado expresamente su consentimiento. 

Artículo 4 

Tipos de datos 

Sólo podrán inscribirse en la base de datos policial regulada en esta Ley los identificadores obtenidos 

a partir del ADN, en el marco de una investigación criminal, que proporcionen, exclusivamente, 

información genética reveladora de la identidad de la persona y de su sexo. 

Artículo 5 

Laboratorios acreditados 

1. Las muestras o vestigios tomados respecto de los que deban realizarse análisis biológicos, se 

remitirán a los laboratorios debidamente acreditados. Corresponderá a la autoridad judicial 

pronunciarse sobre la ulterior conservación de dichas muestras o vestigios. 

2. Sólo podrán realizar análisis del ADN para identificación genética en los casos contemplados en 

esta Ley los laboratorios acreditados a tal fin por la Comisión Nacional para el uso forense del ADN 

que superen los controles periódicos de calidad a que deban someterse. 

Artículo 6 

Remisión de los datos 

La remisión de los datos identificativos obtenidos a partir del ADN, para su inscripción en la base de 

datos policial en los supuestos establecidos en el artículo 3 de esta Ley, se efectuará por la Policía 

Judicial, adoptándose para ello todas las garantías legales que aseguren su traslado, conservación 

y custodia. 

Artículo 7 

Uso y cesión de los datos contenidos en la base de datos 

1. Los datos contenidos en la base de datos objeto de esta Ley sólo podrán utilizarse por las Unidades 

de Policía Judicial de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, entendiendo por tales las 

Unidades respectivas de la Policía y de la Guardia Civil en el ejercicio de las funciones previstas en el 

artículo 547 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, así como por las Autoridades 

Judiciales y Fiscales, en la investigación de los delitos enumerados en la letra a) del apartado primero 

del artículo 3 de esta Ley. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando el tratamiento se realizase para la 

identificación de cadáveres o la averiguación de personas desaparecidas, los datos incluidos en la 

base de datos objeto de esta Ley sólo podrán ser utilizados en la investigación para la que fueron 

obtenidos. 

3. Podrán cederse los datos contenidos en la base de datos: 
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a) A las Autoridades Judiciales, Fiscales o Policiales de terceros países de acuerdo con lo previsto 

en los convenios internacionales ratificados por España y que estén vigentes. 

b) A las Policías Autonómicas con competencia estatutaria para la protección de personas y 

bienes y para el mantenimiento de la seguridad pública, que únicamente podrán utilizar los datos 

para la investigación de los delitos enumerados en la letra a) del apartado 1 del artículo 3 de esta 

Ley o, en su caso, para la identificación de cadáveres o averiguación de personas desaparecidas. 

c) Al Centro Nacional de Inteligencia, que podrá utilizar los datos para el cumplimiento de sus 

funciones relativas a la prevención de tales delitos, en la forma prevista en la Ley 11/2002, de 6 de 

mayo, reguladora del Centro Nacional de Inteligencia. 

Artículo 8 

Nivel de seguridad aplicable 

Todos los ficheros que integran la base de datos objeto de esta Ley están sometidos al nivel de 

seguridad alto, de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. 

Artículo 9 

Cancelación, rectificación y acceso a los datos 

1. La conservación de los identificadores obtenidos a partir del ADN en la base de datos objeto de 

esta Ley no superará: 

El tiempo señalado en la ley para la prescripción del delito. 

El tiempo señalado en la ley para la cancelación de antecedentes penales, si se hubiese dictado 

sentencia condenatoria firme, o absolutoria por la concurrencia de causas eximentes por falta de 

imputabilidad o culpabilidad, salvo resolución judicial en contrario. 

En todo caso se procederá a su cancelación cuando se hubiese dictado auto de sobreseimiento 

libre o sentencia absolutoria por causas distintas de las mencionadas en el epígrafe anterior, una vez 

que sean firmes dichas resoluciones. En el caso de sospechosos no imputados, la cancelación de los 

identificadores inscritos se producirá transcurrido el tiempo señalado en la Ley para la prescripción 

del delito. 

En los supuestos en que en la base de datos existiesen diversas inscripciones de una misma persona, 

correspondientes a diversos delitos, los datos y patrones identificativos inscritos se mantendrán hasta 

que finalice el plazo de cancelación más amplio. 

2. Los datos pertenecientes a personas fallecidas se cancelarán una vez el encargado de la base de 

datos tenga conocimiento del fallecimiento. En los supuestos contemplados en el artículo 3.1 b), los 

datos inscritos no se cancelarán mientras sean necesarios para la finalización de los correspondientes 

procedimientos. 

3. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación y cancelación en relación con la base de 

datos policial de identificadores obtenidos a partir del ADN se podrá efectuar en los términos 

establecidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en su normativa de desarrollo. 

4. Los identificadores obtenidos a partir del ADN respecto de los que se desconozca la identidad de 

la persona a la que corresponden, permanecerán inscritos en tanto se mantenga dicho anonimato. 

Una vez identificados, se aplicará lo dispuesto en este artículo a efectos de su cancelación. 
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Disposición Adicional Primera 

Integración de ficheros y bases de datos 

1. El Ministerio del Interior adoptará las medidas oportunas para que los diferentes ficheros y bases de 

datos de identificadores obtenidos a partir del ADN que, en el ámbito de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado existieran a la entrada en vigor de esta Ley, pasen a integrarse en la base de 

datos policial creada por la misma. 

2. Igualmente, y mediante la suscripción del oportuno convenio, será posible la integración en la 

nueva base de datos de los datos procedentes de otros ficheros, registros o bases de datos de 

identificadores obtenidos a partir del ADN, distintos a los descritos en el artículo 1 de esta Ley, siempre 

que los mismos hubieran sido creados con las únicas finalidades de investigación y averiguación de 

los delitos a los que se refiere el artículo 3.1.a) de esta Ley, identificación de cadáveres o averiguación 

de personas desaparecidas. 

Disposición Adicional Segunda 

Régimen jurídico 

La presente Ley se inscribe en el marco de lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, la cual, por su propia naturaleza, resulta 

de aplicación directa, siendo los preceptos de esta Ley especificidades habilitadas por la citada Ley 

Orgánica en función de la naturaleza de la base de datos que se regula. 

Disposición Adicional Tercera 

Obtención de muestras biológicas 

Para la investigación de los delitos enumerados en la letra a) del apartado 1 del artículo 3, la policía 

judicial procederá a la toma de muestras y fluidos del sospechoso, detenido o imputado, así como 

del lugar del delito. La toma de muestras que requieran inspecciones, reconocimientos o 

intervenciones corporales, sin consentimiento del afectado, requerirá en todo caso autorización 

judicial mediante auto motivado, de acuerdo con lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal. 

Disposición Adicional Cuarta 

Laboratorios del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses 

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 5 de esta Ley, los laboratorios del Instituto Nacional de 

Toxicología y Ciencias Forenses podrán realizar los correspondientes análisis del ADN para 

identificación genética, de acuerdo con las funciones que le atribuye la Ley Orgánica 6/1985, de 1 

de julio, del Poder Judicial. 

Disposición Transitoria Única 

Laboratorios no acreditados 

Los laboratorios de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que a la entrada en vigor de esta 

Ley no estuviesen debidamente acreditados en la forma prevista en el artículo 5, dispondrán del 

plazo de un año para hacerlo, a contar desde dicha fecha. 
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Disposición Derogatoria Única 

Derogación normativa 

Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango contradigan o se opongan a lo 

dispuesto en la presente Ley. 

Disposición Final Primera 

Título competencial 

La presente Ley se dicta al amparo de las reglas 1.ª, 6.ª y 29.ª del artículo 149.1 de la Constitución. 

Disposición Final Segunda 

Preceptos con carácter de Ley ordinaria 

Tienen el carácter de Ley ordinaria los artículos 2, apartado 2 del artículo 5, artículos 7, 8 y 9, y la 

Disposición adicional primera, Disposición adicional segunda, Disposición adicional cuarta, 

Disposición transitoria única, Disposición final primera, y Disposición final tercera. 

Disposición Final Tercera 

Habilitación normativa 

1. Se autoriza al Gobierno a dictar las normas que procedan para el desarrollo de lo dispuesto en la 

presente Ley. 

2. Específicamente, se habilita al Gobierno para determinar el responsable del fichero y de su gestión, 

a los efectos previstos en la Ley 15/1999, de 13 de diciembre. 

Disposición Final Cuarta 

Entrada en vigor 

Esta Ley entrará en vigor al mes de su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
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§ 54. Ley 25/2022, de 1 de diciembre, sobre precursores de explosivos40 

«BOE» núm. 289, de 2 de diciembre de 2022 

PREÁMBULO 

I 

El Parlamento Europeo y el Consejo, tras el análisis del estado de situación que constituye el uso 

indiscriminado de sustancias susceptibles de poder ser utilizadas para la fabricación de explosivos 

caseros, y con el objetivo final y primordial de elevar el grado de seguridad colectiva, elaboró el 

Reglamento (UE) n.º 98/2013, de 15 de enero del 2013, sobre la comercialización y utilización de los 

precursores de explosivos, estableciéndose en él una serie de normas armonizadas sobre la puesta a 

disposición, introducción, posesión y utilización de estas sustancias. 

Mediante la Ley 8/2017, de 8 de noviembre, sobre precursores de explosivos, se aplicó el citado 

Reglamento, regulando un sistema de licencia para permitir a los particulares introducir en España, 

adquirir, poseer o utilizar precursores de explosivos restringidos, así como la comunicación por parte 

de los operadores económicos de las transacciones sospechosas, y de la sustracción o desaparición 

de precursores de explosivos, además del régimen sancionador aplicable en caso de infracción. 

En este contexto, varias acciones terroristas que tuvieron lugar en distintos escenarios europeos han 

puesto de relieve la necesidad de restringir aún más el acceso a este tipo de sustancias, y en 

consecuencia, confeccionar una nueva norma más restrictiva como herramienta para continuar con 

el compromiso global de combatir el fenómeno terrorista y la delincuencia grave. 

A estos efectos, atendiendo al mandato de revisión del artículo 18 del Reglamento (UE) n.º 98/2013, 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de enero del 2013, la Comisión elaboró los informes 

preceptivos correspondientes, llevándose a cabo las iniciativas legislativas que coadyuvaran al 

aumento de la seguridad pública colectiva. 

Como consecuencia de lo anterior, se aprobó el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento 

Europeo y del Consejo de 20 de junio de 2019, sobre la comercialización y la utilización de precursores 

de explosivos, modificando el Reglamento (CE) n.º 1907/2006, de 18 de enero y derogando el 

Reglamento (UE) n.º 98/2013, de 15 de enero. 

Este nuevo Reglamento europeo que es de aplicación desde el 1 de febrero de 2021, establece 

normas armonizadas relativas a la puesta a disposición, introducción, posesión y utilización de 

sustancias o mezclas susceptibles de ser utilizadas de forma indebida para la fabricación de 

explosivos, con el fin de limitar la disponibilidad de dichas sustancias o mezclas a los particulares y 

garantizar la adecuada notificación de las transacciones sospechosas en todas las fases de la 

cadena de suministro. 

 

 
40 Esta norma legal deriva del Reglamento (UE) 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre 

la comercialización y utilización de precursores de explosivos. Véase la Resolución de 20 de noviembre de 2013, de la 

Secretaría de Estado de Seguridad, por la que se designa al Centro de Inteligencia contra el Crimen Organizado (actualmente 

Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado –CITCO–), punto de contacto nacional para la 

comunicación de transacciones sospechosas, desapariciones y robos de sustancias o mezclas susceptibles de utilizar de forma 

indebida para la fabricación ilícita de explosivos (BOE núm. 284, de 27 de noviembre). 
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Su objetivo es reforzar el sistema de control para limitar el acceso de los particulares a los precursores 

de explosivos, ya que las pautas establecidas en el Reglamento (UE) n.º 98/2013, del Parlamento 

Europeo y del Consejo de 15 de enero de 2013, se han mostrado insuficientes, al no haber impedido 

adecuadamente su adquisición por los delincuentes para fines ilícitos. 

II 

Esta ley tiene por objeto regular el sistema de licencias que permita la puesta a disposición, 

introducción, posesión y utilización de precursores de explosivos restringidos por los particulares en 

España, así como garantizar la adecuada comunicación de las sustracciones, desapariciones y 

transacciones sospechosas de precursores de explosivos regulados. También se incluye el 

procedimiento sancionador que habrá de aplicarse ante los incumplimientos a las disposiciones 

contempladas en la misma. 

Su ámbito de aplicación comprende las sustancias recogidas en los anexos I y II del Reglamento (UE) 

n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, así como las mezclas y 

sustancias que las contengan, detallándose las diferencias entre los precursores de explosivos 

restringidos y los regulados. 

Podrán concederse licencias a particulares, incluidas las personas jurídicas, en cuyo caso, la persona 

solicitante deberá formar parte de la misma y ostentar un cargo directivo con las facultades o 

poderes de representación suficientes para actuar en su nombre. 

Además, puesto que varios de los precursores de explosivos restringidos del anexo I del Reglamento 

(UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, carecen de un uso 

legítimo por particulares, se debe interrumpir la concesión de licencias para el clorato potásico, el 

perclorato potásico, el clorato sódico y el perclorato sódico, sin perjuicio de lo establecido en la 

disposición transitoria primera en cuanto a las licencias que hayan sido válidamente otorgadas con 

arreglo a la normativa vigente en el momento de su concesión. 

Por otra parte, con el propósito de mejorar las buenas prácticas en materia de transmisión de la 

información, los operadores económicos y los mercados en línea informarán a sus clientes o usuarios 

sobre los precursores que ponen a su disposición. Con estas medidas se garantiza por un lado, que 

todo actor de la cadena de suministro sea consciente de que el producto que ha adquirido se halla 

sujeto a restricciones, insertando esa información en la etiqueta de los productos, ficha de datos de 

seguridad, o en cualquier otro soporte que permita dejar constancia de su cumplimiento, y por otro, 

se incluyen unas obligaciones específicas para las personas que intervienen en la venta de 

precursores de explosivos restringidos. 

Asimismo, con el fin de detectar las compras o intentos de compra de los precursores de explosivos 

que se realicen fuera del marco legal establecido, los operadores económicos y los mercados en 

línea implantarán procedimientos capaces de detectar las transacciones sospechosas, siendo 

esencial la identificación de todos los clientes, ya sean particulares, usuarios profesionales u 

operadores económicos. 

Además, la introducción desde terceros países de los precursores no garantiza la adecuada 

notificación de transacciones sospechosas, por lo que se ha optado por prohibir la importación por 

los particulares de los precursores de explosivos regulados. 

En materia inspectora, se detallan las autoridades de inspección, con competencias de investigación 

e inspección necesarias para garantizar su ejecución. 
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Por último, y como medida de control, se regula el régimen sancionador aplicable al incumplimiento 

de las disposiciones previstas, con sanciones eficaces, proporcionadas y disuasorias, en función del 

sujeto que las cometa. 

III 

De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, la elaboración de esta ley se ha efectuado de acuerdo 

con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y 

eficiencia. 

En este sentido, se cumplen los principios de necesidad y eficacia, por cuanto es necesaria la 

aprobación de una ley, dado que los cambios que se introducen en una norma de nuestro 

ordenamiento, al tener rango legal, precisan de su incorporación a este a través de una norma de 

igual rango. 

En lo que se refiere al principio de proporcionalidad, se atienden los objetivos estrictamente exigidos 

en aplicación de la normativa comunitaria y el sistema de licencia previsto, con una regulación 

imprescindible para atender la necesidad del acceso a los precursores de explosivos, todo ello tenido 

en cuenta que no existen otras medidas menos restrictivas de derechos, o que impongan menos 

obligaciones a las personas destinatarias. 

Conforme al principio de seguridad jurídica, se ha garantizado la coherencia del texto con el resto 

del ordenamiento jurídico nacional, así como con el de la Unión Europea en aplicación del 

Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, de 

obligado cumplimiento por los Estados miembros. 

En aplicación del principio de transparencia, esta norma se ha sometido a los trámites de consulta 

pública previa y de audiencia e información pública, previstos en el artículo 133 de la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, en relación con el artículo 26.2 y 6 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 

Gobierno, permitiendo así la participación en su elaboración de toda la ciudadanía. 

Respecto al principio de eficiencia, se ha procurado que la norma genere las menores cargas 

administrativas para la ciudadanía, todo ello en el marco de las obligaciones contempladas en el 

Reglamento comunitario, así como los menores costes indirectos para llevar a cabo el mandato legal 

al que está subordinada. 

En cuanto a su tramitación, cabe destacar que se ha sometido a informe de la Agencia Española de 

Protección de Datos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5.b) del Estatuto de la referida 

Agencia, aprobado por el Real Decreto 428/1993, de 26 de marzo. 

Así como a informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en ejercicio de las 

competencias que le atribuye el artículo 5.2 de la Ley 3/2013, de 4 de junio de 2013, de creación de 

la citada Comisión. 

Ha recibido la aprobación previa de la titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública, conforme 

a lo dispuesto en el artículo 26.5, párrafo quinto, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre. Y ha sido 

informado favorablemente por el Ministerio de Política Territorial, a los efectos previstos en el artículo 

26.5, último párrafo, de la referida Ley. 

Además, se dicta de acuerdo con el Consejo de Estado que ha emitido su preceptivo dictamen, en 

cumplimiento de lo establecido en el artículo 21.2 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del 

Consejo de Estado. 
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Por último, esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.26.ª y 29.ª de la Constitución 

española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre el régimen de la producción, 

comercio, tenencia y uso de explosivos, así como en seguridad pública. 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

1. Esta ley tiene por objeto regular el sistema de licencias que permita la puesta a disposición, 

introducción, posesión y utilización de precursores de explosivos restringidos por los particulares en 

España, así como garantizar la adecuada comunicación de las sustracciones, desapariciones y 

transacciones sospechosas de precursores de explosivos regulados. 

2. Asimismo, se incluye el régimen sancionador aplicable en caso de infracción a las disposiciones 

del Reglamento (UE) 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre 

la comercialización y la utilización de precursores de explosivos. 

3. A los efectos de esta ley, serán de aplicación las definiciones recogidas en el artículo 3 del 

Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019. 

Artículo 2 

Ámbito de aplicación 

1. Esta ley será de aplicación a las sustancias recogidas en los anexos I y II del Reglamento (UE) n.º 

2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, del 20 de junio de 2019, sobre la comercialización 

y la utilización de precursores de explosivos, que modifica el Reglamento (CE) n.º 1907/2006 y deroga 

el Reglamento (UE) n.º 98/2013, así como a las mezclas y sustancias que las contengan, y a aquellas 

sustancias a las que sea de aplicación la cláusula de salvaguarda contemplada en el artículo 14 del 

citado reglamento. 

2. Quedan excluidos de su ámbito de aplicación los siguientes artículos y sustancias: 

a) Los artículos, entendiéndose como tales, los objetos tal como se definen en el artículo 3, punto 

3, del Reglamento (CE) n.º 1907/2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre; 

b) Los artículos y equipos pirotécnicos tal como se recogen en el Reglamento de artículos 

pirotécnicos y cartuchería, aprobado por el Real Decreto 989/2015, de 30 de octubre. 

c) Los artículos y equipos pirotécnicos destinados a un uso no comercial, de conformidad con el 

derecho nacional, por parte de las Fuerzas Armadas, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad u otros 

servicios de emergencias autorizados. 

d) Los artículos pirotécnicos destinados a su uso en la industria aeroespacial. 

e) Los pistones de percusión destinados a juguetes. 
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f) Los medicamentos de uso humano, medicamentos veterinarios y productos cosméticos, 

legítimamente puestos a disposición de un particular con arreglo, en su caso, a una receta médica 

o veterinaria extendida conforme a la normativa vigente, así como las sustancias activas y 

excipientes empleados en su fabricación. 

g) Los explosivos a los que se refiere el Reglamento de Explosivos, aprobado por el Real Decreto 

130/2017, de 24 de febrero. 

3. Queda prohibida a los particulares, la introducción de los precursores de explosivos regulados 

desde terceros países. 

Artículo 3 

Punto de Contacto Nacional 

La persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad designará al Punto de Contacto Nacional 

para la comunicación de transacciones sospechosas, desapariciones y sustracciones de sustancias 

o mezclas susceptibles de utilizarse de forma indebida para la fabricación ilícita de explosivos, que 

estará disponible con carácter permanente. 

CAPÍTULO II 

Licencias a particulares 

Artículo 4 

Licencias 

1. Los particulares que pretendan adquirir, poseer, utilizar o introducir en España los precursores de 

explosivos restringidos que se relacionan en el anexo I del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, deberán solicitar y obtener previamente 

la correspondiente licencia, la cual habilitará para una o varias de dichas actividades o usos. 

La licencia sólo podrá amparar precursores de explosivos restringidos dentro de los valores fijados en 

las columnas 2 y 3 del cuadro del anexo I mencionado. 

2. La licencia tendrá un plazo de vigencia de un año no prorrogable, y se otorgará conforme al 

modelo que se incluye en el anexo I. 

3. El particular no podrá solicitar una nueva licencia que ampare la misma sustancia que tiene 

autorizada, hasta treinta días antes de la fecha de extinción de la licencia vigente. 

4. Una vez finalizada la vigencia de la licencia, el particular al que le fue concedida, deberá remitirla 

a la autoridad competente en un plazo no superior a treinta días desde la fecha en que hubiera 

caducado, debiendo depositar los precursores de explosivos restringidos amparados por la licencia, 

que aún se hallaren en su posesión, en un centro homologado de gestión de residuos, conservando 

el justificante de haber realizado el depósito durante un periodo de dieciocho meses. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 665 

Artículo 5 

Autoridad competente y autoridades de inspección y autoridades aduaneras 

1. La autoridad competente para conceder, revocar, suspender cautelarmente y levantar la medida 

cautelar de suspensión de las licencias, será la persona titular de la Secretaría de Estado de 

Seguridad. 

2. Las autoridades de inspección serán aquellas dependientes de la Secretaría de Estado de 

Seguridad, a quienes les hayan sido encomendadas las funciones de control, vigilancia e inspección 

de los precursores de explosivos. En el ejercicio de su función, podrán instar a la autoridad 

competente cuando proceda, el inicio del procedimiento administrativo para la revocación de las 

licencias. 

3. Las autoridades aduaneras, en el ejercicio de su función de control de las mercancías procedentes 

de terceros países, previa a su introducción en el territorio aduanero comunitario, y en relación con 

mercancías que se encuentren bajo vigilancia o control aduanero, podrán instar a la autoridad 

competente, en caso de detectar algún incumplimiento en relación con mercancías que se 

encuentren bajo vigilancia o control aduanero, al inicio del procedimiento administrativo para la 

revocación de las licencias. 

Artículo 6 

Concesión de la licencia 

1. La licencia se solicitará en el modelo oficial debidamente cumplimentado en el que figurarán, 

entre otros datos, la denominación de la sustancia y el número CAS, tal y como figuran en la columna 

1 del anexo I del Reglamento (UE) 2019/1148, así como su concentración, cantidad, uso que se le 

pretende dar y lugar en el que se va a utilizar y, en su caso, almacenar dicho precursor de explosivos. 

Cuando la persona solicitante de la licencia sea una persona jurídica, deberá designarse a una 

persona física que actúe en su representación. La persona representante designada deberá 

acreditar en la solicitud, y mediante documento válido en derecho, que las facultades o poderes de 

los que goza son suficientes para actuar en nombre y representación de la persona jurídica, en la 

realización de todas las actuaciones que se le puedan requerir conforme a esta ley. 

2. Con carácter previo a su concesión, las autoridades de inspección realizarán un informe 

preceptivo en el que se considerarán y recabarán cuantas circunstancias y particularidades sean 

necesarias para valorar la concesión o denegación de la licencia solicitada. 

Para ello, además de consultar las bases de datos policiales, podrán acceder a los datos obrantes 

en los registros que se enumeran en los artículos 6 y 7 del Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero, por 

el que se regula el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia, así 

como a la información sobre condenas penales previas de la persona solicitante en otros Estados 

miembros, mediante el sistema establecido por la Decisión Marco 2009/315/JAI del Consejo, de 26 

de febrero, así como en otros registros de análogas características, sin necesidad de consentimiento 

previo del titular de los datos. 

3. En caso de estar el solicitante de una licencia incurso en un procedimiento sancionador por algún 

incumplimiento a lo dispuesto en esta ley, el procedimiento de otorgamiento de la licencia se 

suspenderá hasta que se dicte resolución firme en vía administrativa. 

4. La licencia podrá ser denegada si la persona solicitante se encuentra afectada por alguno de los 

siguientes supuestos: 
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a) Tener antecedentes en alguna de las bases o registros enumerados en el apartado 2; 

b) Disponer en el mercado de productos alternativos con eficacia similar para el uso requerido; 

c) Haber sido sancionado en firme en vía administrativa sin haber prescrito la sanción, por algún 

incumplimiento en las materias objeto de esta ley. 

5. La resolución denegando la licencia deberá contener una motivación suficiente de las razones 

que justifican dicha decisión. En todo caso será denegada, si a la vista de la información sobre la 

persona solicitante, se determina que: 

a) Carece de las medidas de seguridad adecuadas o son insuficientes en el lugar del 

almacenamiento o utilización de los precursores de explosivos restringidos, en concordancia con lo 

dispuesto en el artículo 13. 

b) Existen motivos fundados que permitan dudar de: 

1.º La legitimidad de la utilización prevista; 

2.º La necesidad de la utilización de un precursor de explosivos restringido; 

3.º La intención de utilizarla para fines legítimos o que puedan suponer un riesgo para la seguridad 

de las personas o bienes. 

6. El plazo máximo para notificar a la persona interesada la resolución expresa que proceda sobre la 

concesión de la licencia será de tres meses, plazo que se contará desde el momento en el que tenga 

entrada la solicitud en el registro electrónico correspondiente. Transcurrido ese plazo la solicitud se 

entenderá desestimada. 

La resolución pondrá fin a la vía administrativa, pudiéndose interponer los recursos previstos en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

Artículo 7 

Revocación de la licencia 

1. Se procederá a la revocación de la licencia cuando existan motivos fundados para entender que 

la persona titular ha dejado de cumplir las condiciones bajo las que se expidió, y en particular, las 

relativas a las medidas de seguridad contempladas en el artículo 13. 

A estos efectos, se podrá requerir a la persona titular de la licencia, en cualquier momento del 

período de vigencia, para que acredite que se siguen cumpliendo las condiciones en las cuales se 

expidió. 

La licencia quedará suspendida cautelarmente en el momento de la notificación a la persona titular 

del inicio del procedimiento de revocación, permaneciendo en ese estado hasta su resolución. La 

persona titular remitirá la licencia a la autoridad competente en un plazo no superior a diez días 

desde que hubiera recibido dicha notificación. 

2. No obstante, la autoridad competente, previa solicitud de la persona titular de la licencia, podrá 

acordar si mantiene la medida cautelar de suspensión, en cualquier momento del procedimiento 

anterior a su resolución. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 667 

3. Acordado el levantamiento de la medida cautelar de suspensión y en caso de que hubiera sido 

ya remitida, conforme a lo descrito en el artículo anterior, la licencia será devuelta a la persona titular 

de la misma. 

4. Tanto la notificación del inicio del procedimiento de revocación, que se sustanciará con todas las 

garantías, incluido el trámite de vista y audiencia al interesado, su resolución, como las resoluciones 

relativas a la solicitud de levantamiento de la medida cautelar de suspensión, contendrán 

información sobre los recursos que contra ellas puedan aplicarse, las autoridades ante las que haya 

que interponerlos y los plazos aplicables, todo ello en consonancia con lo dispuesto en la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre. 

CAPÍTULO III 

Información de la cadena de suministro, comprobación en el momento de la venta, 

documentación comercial y administrativa, comunicación de transacciones con particulares y 

notificación de transacciones sospechosas, sustracciones y desapariciones 

Artículo 8 

Información de la cadena de suministro 

1. El operador económico que ponga un precursor de explosivos restringido a disposición de otro 

operador económico, dejará constancia de haberle informado de que su adquisición, introducción, 

posesión o utilización por los particulares está prohibida, a excepción de aquellos que estén en 

posesión de una licencia en vigor, y por las cantidades, concentraciones y usos fijados en la misma. 

2. El operador económico que ponga precursores de explosivos regulados a disposición de otro 

operador económico, dejará constancia de haberle informado de que su adquisición, introducción, 

posesión o utilización por los particulares está sujeta a la obligación de notificación de desapariciones 

y sustracciones de los mismos. 

3. El operador económico que ponga precursores de explosivos regulados a disposición de usuarios 

profesionales o de particulares, garantizará y podrá demostrar a las autoridades de inspección, que 

los miembros de su personal que intervengan en la venta de dichos precursores, están instruidos sobre 

las obligaciones establecidas en los artículos 5 al 9 del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019 y especialmente: 

a) Conocer cuáles de los productos puestos a disposición contienen precursores de explosivos 

regulados; 

b) La prohibición de la venta de precursores de explosivos restringidos a los particulares, a 

excepción de aquellos que hayan obtenido la licencia, y solo por las cantidades y concentraciones 

máximas fijadas en la misma; 

c) La notificación de las transacciones sospechosas o intentos de estas, y las desapariciones y 

sustracciones de las que tenga conocimiento. 

4. Los mercados en línea deberán tomar medidas para informar de manera clara y efectiva de las 

obligaciones establecidas en el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de junio de 2019, y en esta ley, a aquellas de sus personas usuarias que tengan 

intención de poner a disposición de terceros precursores de explosivos regulados. 
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Artículo 9 

Comprobación en el momento de la venta 

1. El operador económico que ponga un precursor de explosivos restringido a disposición de un 

particular, solicitará y comprobará en cada transacción, la prueba de identidad, mediante la 

presentación de cualquiera de los documentos oficiales de identidad válidos en España. 

Antes de realizar la transacción, el operador económico verificará la vigencia de la licencia, así 

como los precursores de explosivos restringidos cuya adquisición esté expresamente autorizada en la 

misma, atendiendo especialmente a las cantidades y concentraciones, cumplimentando en la 

licencia correspondiente los siguientes datos relativos a la transacción realizada: 

a) Fecha de la transacción. 

b) Denominación del precursor de explosivos restringido suministrado. 

c) Concentración y cantidad. 

d) Razón social del operador económico. 

e) NIF del operador económico. 

f) Sello y firma. 

2. A fin de comprobar que un cliente es un usuario profesional u otro operador económico, el 

operador económico que ponga un precursor de explosivos restringido a su disposición, verificará en 

cada transacción la prueba de identidad del comprador, exigiendo la entrega de la declaración 

del cliente, debidamente cumplimentada, conforme al modelo que se incluye en el anexo II, 

acreditando además su actividad comercial, empresarial o profesional, que debe tener una relación 

directa con el uso que se pretende dar al precursor de explosivos restringido solicitado, mediante la 

entrega de una certificación de alta en el Impuesto de Actividades Económicas, Registro Mercantil, 

otro Registro oficial, o cualquier documento oficial análogo que acredite una actividad económica, 

debiendo figurar en cualquier caso su razón social, domicilio fiscal y número de identificación a 

efectos del Impuesto del Valor Añadido. 

3. Todo mercado en línea tomará medidas para garantizar que las personas usuarias del mismo, en 

el momento de la puesta a disposición de precursores de explosivos restringidos a través de sus 

servicios, cumplan las obligaciones que les impone el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, y la presente ley. 

Artículo 10 

Conservación de la documentación comercial y administrativa 

1. Los operadores económicos que pongan a disposición precursores de explosivos restringidos, 

conservarán durante dieciocho meses, contados desde el día en que se realizó la transacción, toda 

la documentación acreditativa de la actividad comercial, empresarial o profesional del cliente, 

recogida en el artículo anterior, así como la preceptiva declaración del cliente. Por idéntico plazo, 

los operadores económicos deberán conservar las facturas expedidas en relación a los precursores 

de explosivos regulados que hayan puesto en el mercado. Durante ese tiempo, la información 

deberá estar completa, actualizada y disponible en cualquier momento para su examen por las 

autoridades de inspección. 
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2. Los operadores económicos y usuarios profesionales conservarán las facturas de los precursores de 

explosivos regulados que adquieran, durante el plazo que se refleja en el apartado anterior. 

3. Si la documentación se conserva por medios electrónicos deberá: 

a) Ajustarse al contenido de los documentos correspondientes en papel; 

b) Encontrarse disponible de manera inmediata al serle requerida por las autoridades de 

inspección. 

Artículo 11 

Comunicación de transacciones con particulares 

1. Los operadores económicos que pongan a disposición de personas particulares los precursores de 

explosivos restringidos, deberán comunicar cada transacción al Punto de Contacto Nacional en un 

plazo no superior a 5 días desde que se formalizó la venta, debiendo contener la siguiente 

información: 

a) Nombre, domicilio y número del documento nacional de identidad, número de identificación 

fiscal, pasaporte o cualquier otro documento oficial de identidad, válido y en vigor, de la persona 

titular de la licencia; 

b) Cantidad y denominación de la sustancia o mezcla, con mención de su concentración; 

c) Uso al que se va a destinar la sustancia o mezcla; 

d) Fecha y lugar de la transacción; 

e) Datos de la licencia del particular y período de vigencia; 

f) Identificación de la persona física que realiza la compra. 

2. Las transacciones serán comunicadas a través de la sede electrónica del Ministerio del Interior. 

Artículo 12 

Notificación de transacciones sospechosas, sustracciones y desapariciones 

1. Los operadores económicos y los mercados en línea podrán rechazar cualquier transacción 

sospechosa, debiendo comunicar al Punto de Contacto Nacional en el plazo de 24 horas, cualquier 

transacción sospechosa o intento de realizarla, informando, a ser posible, de la identidad del cliente, 

así como de todas las particularidades de la transacción, se hubiera realizado o no. 

2. Para determinar si la transacción pudiera considerarse sospechosa, se atenderá a las 

circunstancias del caso y, en especial si el cliente: 

a) No indica con claridad el uso previsto; 

b) No parece estar familiarizado con la utilización prevista o no es capaz de ofrecer una 

explicación verosímil al respecto; 
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c) Se propone comprar en cantidades, combinaciones o concentraciones inusuales para su uso 

legítimo; 

d) Es reacio a aportar pruebas de su identidad, su lugar de residencia, o en su caso, su condición 

de usuario profesional u operador económico; 

e) Insiste en emplear métodos de pago inhabituales, como el pago en efectivo de elevados 

importes. 

3. Efectuada la comunicación y no habiéndose formalizado la transacción comercial, se entenderá 

que se puede proceder a su realización si en un plazo de 72 horas no recibieran respuesta del Punto 

de Contacto Nacional. 

4. Los operadores económicos y los mercados en línea deberán obtener y conservar durante un plazo 

de dieciocho meses, los datos que permitan conocer las circunstancias previstas en los apartados 

anteriores, quedando a disposición de las autoridades de inspección en el ejercicio de sus funciones. 

5. Los operadores económicos y los mercados en línea deberán disponer de procedimientos 

apropiados, razonables y proporcionados para detectar las transacciones sospechosas. 

Los procedimientos serán acordes al tamaño, capacidad económica, tipo de operaciones o de su 

personal, así como a la peligrosidad o riesgo de las sustancias comercializadas. 

6. Los operadores económicos y los usuarios profesionales respecto a los precursores de explosivos 

regulados, y los particulares, en relación con las sustancias autorizadas por la licencia, deberán 

comunicar las sustracciones y desapariciones al Punto de Contacto Nacional en el plazo de 

veinticuatro horas desde que hayan tenido conocimiento de las mismas, sin perjuicio de la obligación 

que tienen de denunciar estos hechos conforme a la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

7. Las transacciones sospechosas, sustracciones y desapariciones serán comunicadas al Punto de 

Contacto Nacional, a través de los medios que garanticen una recepción urgente y siempre dentro 

del plazo establecido en el apartado 1. 

Artículo 13 

Medidas de seguridad y conservación 

1. Los operadores económicos mantendrán las medidas de seguridad adecuadas que eviten el 

acceso no autorizado a los precursores de explosivos regulados, y especialmente la sustracción. 

Asimismo, deberán garantizar que se almacenan evitando su deterioro o pérdida de propiedades. 

Al menos deberán contar con un sistema de cerramiento en el lugar de depósito de los precursores 

de explosivos restringidos, que impida el acceso de personas ajenas al operador económico. 

En ningún caso se permitirá la libre disposición por los clientes de los precursores de explosivos 

restringidos, debiendo ser en todo caso suministrados por el operador económico. 

2. Los usuarios profesionales mantendrán los precursores de explosivos regulados en un espacio de 

almacenamiento cerrado y de acceso limitado; así mismo deberán garantizar que se almacenan 

evitando su deterioro o pérdida de propiedades. 

3. Los particulares mantendrán los precursores de explosivos restringidos en un espacio de 

almacenamiento cerrado y de acceso limitado; así mismo, deberán garantizar que se almacenan 

evitando su deterioro o pérdida de propiedades. Cuando el espacio de almacenamiento se 
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corresponda con un lugar de acceso común, deberán estar depositados en un armario, caja de 

seguridad o similar, cuya apertura únicamente pueda ser realizada por el titular de la licencia. 

4. Cuando se detecte un deterioro o pérdida de propiedades de los precursores de explosivos 

regulados, deberá el operador económico, usuario profesional o particular, depositarlos de manera 

inmediata en un centro homologado de gestión de residuos para su destrucción. En un plazo no 

superior a diez días, deberá la persona interesada remitir el certificado de destrucción a la autoridad 

competente, informando de este hecho. 

Artículo 14 

Facultades de la inspección 

1. Para garantizar la correcta aplicación del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 20 de junio de 2019, así como de las obligaciones contenidas en esta ley, las 

autoridades de inspección podrán: 

a) Recabar información sobre cualquier transacción comercial en la que intervengan precursores 

de explosivos regulados; 

b) Acceder en cualquier momento a las instalaciones profesionales de los operadores 

económicos, mercados en línea y usuarios profesionales, y a toda la documentación comercial y 

administrativa relacionada con los precursores de explosivos regulados; 

c) Acceder en cualquier momento al lugar de uso o almacenamiento de los precursores de 

explosivos restringidos en posesión de los particulares, con las limitaciones impuestas en la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal; 

d) Interceptar cuando sea necesario, los envíos de precursores de explosivos regulados cuando 

se tenga sospecha que no van a ser destinados a un uso lícito. 

2. Las autoridades de inspección respetarán la información empresarial de carácter confidencial. 

3. Las denuncias formuladas por las autoridades de inspección en el ejercicio de sus funciones que 

hubiesen presenciado los hechos, previa ratificación en el caso de haber sido negados por los 

denunciados, constituirán base suficiente para adoptar la resolución que proceda en el 

procedimiento sancionador que se instruya al efecto, salvo prueba en contrario y sin perjuicio de que 

aquellos deban aportar al expediente todos los elementos probatorios disponibles. 

CAPÍTULO IV 

Régimen sancionador 

Sección 1.ªInfracciones 

Artículo 15 

Régimen jurídico 

El ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por lo dispuesto en el presente capítulo, y, con 

carácter supletorio, por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y por el capítulo III del título preliminar de la 

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 
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Artículo 16 

Infracciones muy graves 

1. Son infracciones muy graves de los operadores económicos: 

a) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de los particulares que carezcan de 

licencia o en concentraciones superiores a los valores máximos para su concesión, o que, 

habiéndola obtenido y estando en vigor, sean distintos a los amparados en la misma, o en 

cantidades o concentraciones superiores a las autorizadas, cuando en ambos casos se cause un 

riesgo o perjuicio grave. 

b) No conservar durante el plazo fijado la preceptiva declaración del cliente, o la 

documentación acreditativa de la actividad comercial, empresarial o profesional, o identidad del 

cliente, a que se refieren los artículos 9 y 10, o bien no haberla solicitado de manera previa a la 

puesta a disposición de los precursores de explosivos restringidos. 

c) No facilitar o no poner a disposición de las autoridades de inspección competentes a su 

requerimiento la documentación comercial o administrativa de las transacciones realizadas con 

precursores de explosivos regulados. 

d) Incumplir la obligación de verificar la documentación detallada en el artículo 9, antes de poner 

a disposición los precursores de explosivos restringidos. 

e) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de usuarios profesionales u otros 

operadores económicos, sin haberles exigido la declaración del cliente, cuando se cause un riesgo 

o perjuicio grave. 

f) Impedir a las autoridades de inspección el acceso a sus instalaciones o la información que 

tengan la obligación de obtener o poseer. 

g) No disponer de procedimientos apropiados, razonables y proporcionados para detectar las 

transacciones sospechosas de los precursores de explosivos regulados, cuando cause un riesgo o 

perjuicio grave. 

h) Incumplir la obligación de comunicar las transacciones que puedan considerarse sospechosas, 

o el intento de estas, o las sustracciones o desapariciones de precursores de explosivos regulados, 

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12. 

i) Proceder a la venta de los precursores de explosivos regulados dentro de las 72 horas siguientes 

a la comunicación de una transacción sospechosa, sin la autorización del Punto de Contacto 

Nacional; o bien, realizarla en contra de lo expresamente ordenado por este. 

j) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que impidan a personas ajenas al operador 

económico el acceso a los precursores de explosivos restringidos, o cuando estos se almacenen de 

tal modo que se permita su deterioro o pérdida de propiedades, causando un riesgo o perjuicio 

grave, conforme se prevé en el artículo 13. 

k) No haber depositado en un centro homologado de gestión de residuos, aquellos precursores 

de explosivos regulados, deteriorados o con pérdida de propiedades, cuando se cause un riesgo o 

perjuicio grave. 

l) No comunicar al Punto de Contacto Nacional o hacerlo en un plazo superior a 5 días, las 

transacciones realizadas a los particulares con precursores de explosivos restringidos o aportar datos 
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falsos, incorrectos o inexactos, conforme a lo dispuesto en el artículo 11, cuando se cause un riesgo 

o perjuicio grave. 

m) No obtener o conservar durante el plazo fijado los datos relativos a la notificación de 

transacciones sospechosas, conforme a lo dispuesto en el artículo 12. 

2. Son infracciones muy graves de los particulares: 

a) La adquisición, introducción, posesión o utilización de precursores de explosivos restringidos 

cuando se cause un riesgo o perjuicio grave, en los siguientes supuestos: 

1.º No se encuentre en posesión de la preceptiva licencia que habilite tales actividades, o se 

realicen en concentraciones superiores a los valores máximos para su concesión. 

2.º La licencia se encuentre revocada o suspendida. 

3.º Habiendo obtenido la licencia y estando en vigor, los precursores de explosivos sean distintos 

a los amparados por la misma, o en cantidades o concentraciones superiores a las autorizadas. 

b) La puesta de precursores de explosivos restringidos a disposición de otros particulares, usuarios 

profesionales u operadores económicos, cuando se cause un riesgo o perjuicio grave. 

c) Aportar datos falsos para la obtención de la licencia, cuando se cause un riesgo o perjuicio 

grave. 

d) Aportar datos falsos, incorrectos o inexactos para la adquisición de precursores de explosivos 

restringidos, aludiendo a una supuesta condición de usuario profesional u operador económico, 

cuando se cause un riesgo o perjuicio grave. 

e) No poner a disposición de la autoridad competente la licencia, cuando haya sido acordada 

su suspensión o revocación, acorde a los plazos y procedimientos reseñados en el artículo 7. 

f) No facilitar a las autoridades de inspección, el examen de los precursores de explosivos 

restringidos de los que se disponga o la licencia que ampare su adquisición, a fin de poder verificar 

el cumplimiento de las obligaciones exigidas en el artículo 14. 

g) No comunicar al Punto de Contacto Nacional toda desaparición o sustracción de precursores 

de explosivos restringidos que se posean legítimamente, cuando se cause un riesgo o perjuicio grave. 

h) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que garanticen que los precursores de 

explosivos restringidos que se posean, se almacenan de manera segura, conforme a lo dispuesto en 

el artículo 13, o cuando se almacenen de tal modo que se permita su deterioro o pérdida de 

propiedades, causando un riesgo o perjuicio grave. 

i) No haber depositado en un Centro Homologado de Gestión de Residuos, aquellos precursores 

de explosivos regulados, deteriorados o con pérdida de propiedades, cuando se cause un riesgo o 

perjuicio grave. 

j) Introducir desde terceros países precursores de explosivos regulados. 

3. Son infracciones muy graves de los mercados en línea: 

a) No tomar las medidas necesarias para garantizar que sus usuarios, en el momento de la puesta 

a disposición de precursores de explosivos regulados a través de sus servicios, estén informados de 
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manera clara y efectiva de las obligaciones previstas en el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, y en esta ley, cuando cause un riesgo o 

perjuicio grave. 

b) No tomar las medidas necesarias para contribuir a garantizar que sus usuarios, en el momento 

de la puesta a disposición de precursores de explosivos restringidos a través de sus servicios, cumplan 

las obligaciones que se les impone en el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y 

del Consejo, de 20 de junio de 2019, y en esta ley, cuando cause un riesgo o perjuicio grave. 

c) Incumplir la obligación de comunicar las transacciones que puedan considerarse sospechosas, 

de conformidad con el artículo 12, cuando cause un riesgo o perjuicio grave. 

d) No facilitar o no poner a disposición de las autoridades de inspección competentes a su 

requerimiento los datos solicitados sobre las transacciones comerciales con precursores de 

explosivos regulados, realizadas con los operadores económicos, los usuarios profesionales y los 

particulares. 

La localización en el extranjero del domicilio social de los prestadores de servicios en línea, no 

podrá ser excusa para que las delegaciones establecidas en España cumplan con el deber de 

comunicación establecido en el párrafo anterior. 

e) No obtener o conservar durante el plazo fijado los datos relativos a la notificación de 

transacciones sospechosas, conforme a lo dispuesto en el artículo 12. 

4. Son infracciones muy graves de los usuarios profesionales: 

a) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de otros usuarios profesionales, 

operadores económicos o particulares, cuando cause un riesgo o perjuicio grave. 

b) Adquirir un precursor de explosivos restringido, aludiendo a la condición de usuario profesional, 

cuando su uso no esté relacionado con la actividad profesional acreditada, cuando cause riesgo o 

perjuicio grave. 

c) Incumplir la obligación de comunicar las sustracciones y desapariciones de precursores de 

explosivos al Punto de Contacto Nacional, de conformidad con el artículo 12. 

d) Impedir a las autoridades de inspección el ejercicio de sus funciones dentro de sus instalaciones 

y especialmente el examen de los precursores de explosivos regulados de los que se disponga y de 

la documentación comercial o administrativa que tengan la obligación de obtener o poseer, a fin 

de poder verificar el cumplimiento de las obligaciones exigidas en esta ley. 

e) Carecer de un espacio de almacenamiento cerrado y de acceso limitado para los precursores 

de explosivos restringidos; o cuando se almacenen de tal modo, que se permita su deterioro o 

pérdida de propiedades, causando un riesgo o perjuicio grave. 

f) No haber depositado en un Centro Homologado de Gestión de Residuos, aquellos precursores 

de explosivos regulados, deteriorados o con pérdida de propiedades, cuando se cause un riesgo o 

perjuicio grave. 

5. Se entenderá como riesgo grave, cuando la puesta a disposición, introducción, posesión y 

utilización de los precursores de explosivos regulados, pudiera suponer una amenaza para la vida o 

integridad física de las personas o en bienes de cualquier titularidad. 
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Y como perjuicio grave, cuando la puesta a disposición, introducción, posesión y utilización de los 

precursores de explosivos regulados, cause daños en la vida o integridad física de las personas o en 

bienes de cualquier titularidad, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 

noviembre, del Código Penal, de la documentación comercial o administrativa de las transacciones 

comerciales realizadas con precursores de explosivos restringidos. 

Artículo 17 

Infracciones graves 

1. Son infracciones graves de los operadores económicos: 

a) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de los particulares que carezcan de 

licencia o en concentraciones superiores a los valores máximos para su concesión, o que, 

habiéndola obtenido y estando en vigor, sean distintos a los amparados en la misma, o en 

cantidades o concentraciones superiores a las autorizadas, cuando no constituya infracción muy 

grave. 

b) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de usuarios profesionales u otros 

operadores económicos, sin haberles exigido la declaración del cliente, cuando no constituya 

infracción muy grave. 

c) Incumplir la obligación de cumplimentar la licencia en el momento de realizarse la venta del 

precursor de explosivos restringido. 

d) No garantizar y demostrar que los miembros de su personal que intervengan en cualquier fase 

de la venta, posean el conocimiento suficiente sobre la puesta a disposición de usuarios 

profesionales y particulares de los precursores de explosivos regulados y, especialmente: 

1.º Desconocer los productos puestos a disposición que contienen precursores de explosivos 

regulados; 

2.º No estar instruidos sobre las obligaciones contenidas en los artículos 5 al 9 del Reglamento (UE) 

n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019. 

e) Comunicar, excediendo el plazo establecido legalmente, las transacciones que puedan ser 

consideradas sospechosas conforme se prevé en el artículo 12, o los intentos de estas, o las 

desapariciones y las sustracciones de precursores de explosivos regulados. 

f) Carecer de un control adecuado de las transacciones comerciales efectuadas, 

especialmente, no presentar a las autoridades de inspección de manera inmediata, los documentos 

comerciales y administrativos solicitados que deban estar en posesión del operador económico, o 

aportarlos de manera incompleta. 

g) Permitir el libre acceso de los clientes a los precursores de explosivos restringidos, sin cumplir las 

exigencias detalladas en el artículo 13. 

h) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que impidan a personas ajenas al operador 

económico el acceso a los precursores de explosivos restringidos, o cuando estos se almacenen de 

tal modo que se permita su deterioro o pérdida de propiedades, conforme se establece en el 

artículo 13, cuando no constituya una infracción muy grave. 
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i) No informar a otro operador económico al que se haya puesto a su disposición precursores de 

explosivos restringidos, de que la adquisición, introducción, posesión o utilización por los particulares 

está sujeta a las restricciones establecidas en la presente ley. 

j) No informar cuando se ponga un precursor de explosivos regulado a disposición de otro 

operador económico, de que la adquisición, introducción, posesión o utilización por los particulares 

está sujeta a la obligación de notificación establecida en el artículo 12. 

k) No disponer de procedimientos apropiados, razonables y proporcionados para detectar las 

transacciones sospechosas, cuando no constituya infracción muy grave. 

l) No haber depositado en un centro homologado de gestión de residuos, aquellos precursores 

de explosivos regulados deteriorados o con pérdida de propiedades, cuando no constituya 

infracción muy grave. 

m) No haber remitido a la autoridad competente en el plazo indicado en el artículo 13, el 

certificado expedido por un centro homologado de gestión de residuos que acredite la destrucción 

de un precursor de explosivos regulado. 

n) No comunicar al Punto de Contacto Nacional o hacerlo en un plazo superior a 5 días, las 

transacciones con precursores de explosivos restringidos realizadas a los particulares o aportar datos 

falsos, incorrectos o inexactos, conforme a lo dispuesto en el artículo 11 cuando no constituya una 

infracción muy grave. 

ñ) No conservar durante el plazo fijado en el artículo 10, las facturas de los precursores de 

explosivos regulados que se hayan adquirido o puesto en el mercado. 

2. Son infracciones graves de los particulares: 

a) La adquisición, introducción, posesión o utilización de precursores de explosivos restringidos 

cuando no constituyan infracción muy grave, en los siguientes supuestos: 

1.º No se encuentre en posesión de la preceptiva licencia que habilite tales actividades, o se 

realicen en concentraciones superiores a los valores máximos para su concesión. 

2.º La licencia se encuentre revocada o suspendida. 

3.º Habiendo obtenido la licencia y estando en vigor, los precursores de explosivos sean distintos 

a los amparados por la misma, o en cantidades o concentraciones superiores a las autorizadas. 

b) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de otros particulares, usuarios 

profesionales u operadores económicos cuando no constituya infracción muy grave. 

c) La adquisición, posesión, introducción o utilización de precursores de explosivos restringidos por 

encima de las cantidades o concentraciones recogidas en la correspondiente licencia. 

d) Aportar datos falsos, incorrectos o inexactos para la obtención de la licencia, cuando no 

constituya infracción muy grave. 

e) Aportar datos falsos, incorrectos o inexactos para la adquisición de precursores de explosivos 

restringidos, aludiendo a una supuesta condición de usuario profesional u operador económico, 

cuando no constituya infracción muy grave. 
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f) No comunicar al Punto de Contacto Nacional en el plazo establecido en el artículo 12, la 

sustracción o desaparición de los precursores de explosivos restringidos que se posean 

legítimamente. 

g) Incumplir las condiciones reseñadas en la licencia, relativas al uso y lugar de utilización o 

almacenaje de los precursores de explosivos restringidos que se posean legítimamente. 

h) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que garanticen que los precursores de 

explosivos restringidos que se posean se almacenan de manera segura, contraviniendo lo indicado 

en el artículo 13, o cuando se almacenen de tal modo que se permita su deterioro o pérdida de 

propiedades. 

i) Incumplir el plazo de devolución del documento original de la licencia a la autoridad 

competente, habiendo transcurrido más de 30 días desde su caducidad. 

j) No remitir a la autoridad competente en el plazo de diez días, la licencia de precursores de 

explosivos restringidos, tras la comunicación de la incoación del procedimiento de revocación. 

k) No haber depositado en un centro homologado de gestión de residuos, aquellos precursores 

de explosivos regulados deteriorados o con pérdida de propiedades cuando no constituya 

infracción muy grave. 

l) No haber remitido a la autoridad competente en el plazo indicado en el artículo 13, el 

certificado expedido por un centro homologado de gestión de residuos que acredite la destrucción 

de un precursor de explosivos regulado. 

m) No haber depositado el stock sobrante una vez caducada la licencia o no conservar durante 

el plazo establecido en el artículo 4, el justificante de su depósito. 

3. Son infracciones graves de los mercados en línea: 

a) No garantizar que sus usuarios, en el momento de la puesta a disposición de precursores de 

explosivos regulados a través de sus servicios, estén informados de manera clara y efectiva de las 

obligaciones previstas en el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 20 de junio de 2019, cuando no constituya infracción muy grave. 

b) No tomar medidas para contribuir a garantizar que sus usuarios, en el momento de la puesta a 

disposición de precursores de explosivos restringidos a través de sus servicios, cumplan las 

obligaciones que se les impone en el Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de junio de 2019, y en la presente ley, cuando no constituya infracción muy grave. 

c) Incumplir la obligación de comunicar las transacciones que puedan considerarse sospechosas, 

de conformidad con el artículo 12, cuando no constituya infracción muy grave. 

d) Carecer de un control adecuado de las transacciones comerciales efectuadas, 

especialmente, no presentar a las autoridades de inspección de manera inmediata, los documentos 

comerciales y administrativos solicitados que deban estar en posesión del mercado en línea, o 

aportarlos de manera incompleta. 

e) No disponer de procedimientos apropiados, razonables y proporcionados para detectar las 

transacciones sospechosas, cuando no constituya infracción muy grave. 

4. Son infracciones graves de los usuarios profesionales: 
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a) Poner precursores de explosivos restringidos a disposición de otros usuarios profesionales, 

operadores económicos o particulares, cuando no constituya infracción muy grave. 

b) Adquirir un precursor de explosivos restringido aludiendo a la condición de usuario profesional, 

no estando su uso relacionado con la actividad profesional acreditada, cuando no constituya 

infracción muy grave. 

c) Comunicar, excediendo el plazo establecido en el artículo 12, las sustracciones y 

desapariciones de precursores de explosivos regulados. 

d) Carecer de las medidas de seguridad suficientes que garanticen que los precursores de 

explosivos restringidos que se posean se almacenan de manera segura, y en particular cuando no 

se custodien en un espacio de almacenamiento cerrado y de acceso limitado; o se almacenen de 

tal modo que se permita su deterioro o pérdida de propiedades. 

e) Carecer de un control adecuado sobre la adquisición, almacenamiento y consumo de los 

precursores de explosivos regulados, que permita la comprobación de posibles sustracciones y 

desapariciones. 

f) No haber depositado en un centro homologado de gestión de residuos, aquellos precursores 

de explosivos regulados deteriorados o con pérdida de propiedades cuando no constituya 

infracción muy grave. 

g) No haber remitido a la autoridad competente en el plazo indicado en el artículo 13, el 

certificado expedido por un centro homologado de gestión de residuos que acredite la destrucción 

de un precursor de explosivos regulado. 

h) No conservar durante el plazo fijado en el artículo 10, las facturas de los precursores de 

explosivos regulados que se hayan adquirido. 

Artículo 18 

Infracciones leves 

Son infracciones leves los incumplimientos por los operadores económicos, los particulares, los 

mercados en línea o los usuarios profesionales, de las obligaciones que se deriven de la aplicación 

de esta ley y del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 

junio de 2019, que no estén tipificados como infracciones muy graves o graves. 

Artículo 19 

Responsabilidad de los sujetos obligados 

La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá en los sujetos obligados que, por acción 

u omisión, realicen la conducta en que consista la infracción, que será exigible sin perjuicio de las 

responsabilidades de otra índole que pudieran serlo igualmente, incluida la de orden penal. 
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Sección 2.ª Sanciones 

Artículo 20 

Sanciones 

1. Las infracciones muy graves cometidas por los operadores económicos y los mercados en línea 

serán sancionadas con multa de 10.001 a 60.000 euros; las graves, con multa de 3.001 a 10.000 euros, 

y las leves, con multa de 601 a 3.000 euros. 

Las infracciones cometidas por los operadores económicos, atendiendo a la naturaleza de la 

infracción y a las circunstancias concurrentes, podrán sancionarse accesoriamente con la suspensión 

de las actividades de comercialización de los precursores de explosivos regulados, de dos meses y 

un día a seis meses en el caso de las infracciones muy graves, y hasta dos meses en el caso de las 

graves. 

2. Las infracciones muy graves cometidas por los particulares serán sancionadas con multa de 3.001 

a 10.000 euros; las graves, con multa de 601 a 3.000 euros, y las leves, con multa de hasta 600 euros. 

Las infracciones cometidas por los particulares, atendiendo a la naturaleza de la infracción y a las 

circunstancias concurrentes, además de la sanción de multa, podrá llevar aparejada la revocación 

de la licencia en el caso de ser titular de una; y en todo caso, comportará la prohibición de obtenerla 

por un plazo comprendido entre seis meses y un día y un año, en el caso de las infracciones muy 

graves, y de hasta seis meses, en el caso de las infracciones graves. 

3. Las infracciones muy graves cometidas por los usuarios profesionales serán sancionadas con multa 

de 10.001 a 30.000 euros; las graves, con multa de 3.001 a 10.000 euros, y las leves, con multa de 601 

a 3.000 euros. 

4. Habiendo recaído una resolución sancionadora firme, en relación con expedientes sancionadores 

instruidos por infracciones muy graves o graves, podrá acordarse la medida accesoria de 

destrucción de los precursores de explosivos, repercutiendo los gastos de transporte, 

almacenamiento, gestión y destrucción en el sancionado. 

Artículo 21 

Graduación de las sanciones 

1. Dentro de los límites establecidos en esta ley, atendiendo al principio de proporcionalidad, se 

graduará la cuantía de las multas y la duración de suspensión de las actividades o de la prohibición 

de obtener la licencia correspondiente, debiéndose tener en cuenta las siguientes circunstancias: 

a) La intencionalidad; 

b) La incidencia para la seguridad ciudadana; 

c) La reincidencia; 

d) El beneficio económico obtenido como consecuencia de la comisión de la infracción; 

e) El volumen de la actividad comercial del infractor. 
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2. Se entenderá que existe reincidencia cuando se cometan en el término de un año, más de una 

infracción de la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía 

administrativa. 

Artículo 22 

Competencia sancionadora 

1. Son autoridades competentes para imponer las sanciones tipificadas en esta ley: 

a) La persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad, para imponer las sanciones previstas 

por la comisión de infracciones muy graves. 

b) Las personas titulares de las Delegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas y en 

las Ciudades de Ceuta y Melilla, para imponer las sanciones previstas por la comisión de infracciones 

graves, así como para imponer las sanciones previstas por la comisión de infracciones graves y leves 

en las Comunidades Autónomas uniprovinciales. 

c) Las personas titulares de las Subdelegaciones del Gobierno en las provincias, para imponer las 

sanciones previstas por la comisión de infracciones leves. 

2. La competencia para incoar e instruir el procedimiento sancionador corresponderá a las personas 

titulares de las Delegaciones del Gobierno en las Comunidades Autónomas uniprovinciales y en las 

Ciudades de Ceuta y Melilla, o a la persona titular de la Subdelegación del Gobierno en la provincia 

donde se haya cometido la infracción. 

3. El periodo máximo de notificación de la resolución del procedimiento sancionador será de seis 

meses, contados desde la fecha del acuerdo de iniciación del expediente sancionador. Una vez 

transcurrido ese plazo sin haberse notificado la resolución, se producirá la caducidad del 

procedimiento, en los términos previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

4. Contra la resolución que se dicte podrán interponerse los recursos previstos en la Ley 39/2015, de 1 

de octubre. 

Artículo 23 

Prescripción de las infracciones y sanciones 

Las infracciones y las sanciones impuestas por su comisión, prescribirán al año en el caso de las leves; 

a los tres años, en el caso de las graves; y a los cinco años, en el caso de las muy graves. 

Artículo 24 

Expedientes sancionadores y medidas provisionales 

1. El órgano competente para resolver podrá adoptar en cualquier momento, una vez incoado el 

expediente sancionador y mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter provisional que 

resulten necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, el buen fin del 

procedimiento, y evitar que se prolonguen los efectos de la infracción o preservar la seguridad 

ciudadana, sin que en ningún caso puedan tener carácter sancionador. Dichas medidas serán 

proporcionadas a la naturaleza y gravedad de la infracción y podrán consistir en: 

a) La intervención de los precursores de explosivos regulados; 
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b) La suspensión de las actividades relacionadas con los precursores de explosivos regulados; 

c) Instar a la autoridad competente a la suspensión de la licencia durante el periodo de 

instrucción del expediente sancionador, en caso de que el expedientado sea un particular y la que 

posea se encuentre en vigor; 

d) La destrucción de los precursores de explosivos regulados cuando su almacenamiento o 

conservación pueda suponer un riesgo para la seguridad ciudadana. 

2. Los gastos ocasionados por la adopción de las medidas provisionales indicadas correrán a cargo 

de la persona o entidad contra la que se dirija el expediente sancionador. Dichos gastos, en su caso, 

serán reclamables cuando la sanción adquiera firmeza en vía administrativa. 

3. Los precursores de explosivos intervenidos quedarán a disposición de la autoridad sancionadora 

en establecimientos adecuados, conforme a la naturaleza y peligrosidad de las sustancias 

intervenidas, en tanto se tramita el procedimiento sancionador y a expensas de la resolución 

adoptada. 

4. La duración de las medidas provisionales que se relacionan en los párrafos b) y c) del apartado 1, 

no podrá exceder de la mitad del plazo previsto en esta ley para la sanción que pudiera 

corresponder a la infracción cometida, salvo acuerdo debidamente motivado adoptado por el 

órgano competente para resolver. 

5. Las medidas adoptadas serán inmediatamente ejecutivas, sin perjuicio de que las personas 

interesadas puedan solicitar su suspensión justificando la apariencia de buen derecho y la existencia 

de daños de difícil o imposible reparación, prestando, en su caso, caución suficiente para asegurar 

el perjuicio que se pudiera derivar para la seguridad ciudadana. 

6. Las medidas provisionales acordadas podrán ser modificadas o levantadas cuando varíen las 

circunstancias que motivaron su adopción, y en todo caso, se extinguirán con la resolución que 

ponga fin al procedimiento. 

7. La autoridad competente informará sin demora a los titulares de licencias de toda suspensión de 

las mismas, conforme al procedimiento dispuesto en el artículo 7. 

8. Asimismo, en los casos de urgencia y para la protección provisional de los intereses implicados, las 

autoridades de inspección podrán adoptar las medidas provisionales previstas en el apartado 1, 

antes del inicio del procedimiento sancionador. Dichas medidas deberán ser ratificadas o levantadas 

por la autoridad sancionadora en el plazo de cinco días desde la incoación del expediente. 

9. La autoridad competente y las autoridades de inspección podrán acordar, como medidas de 

seguridad extraordinarias, el cierre o desalojo de locales o establecimientos, la prohibición del paso, 

la evacuación de inmuebles o espacios públicos debidamente acotados, o el depósito de los 

precursores de explosivos u otras sustancias susceptibles de ser empleadas en la fabricación de 

explosivos, en situaciones de emergencia que las hagan imprescindibles y durante el tiempo 

estrictamente necesario para garantizar la seguridad ciudadana. Dichas medidas podrán adoptarse 

por los agentes de la autoridad si la urgencia de la situación lo hiciera imprescindible, incluso 

mediante órdenes verbales. 

10. A estos efectos, se entiende por emergencia aquella situación de riesgo sobrevenida por un 

evento que pone en peligro inminente a personas o bienes y exige una actuación rápida por parte 

de la autoridad o de sus agentes para evitarla o mitigar sus efectos. 
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CAPÍTULO V 

Acciones formativas y de sensibilización 

Artículo 25 

Acciones de formación y sensibilización 

La Secretaría de Estado de Seguridad promoverá la formación del personal que tenga 

encomendada las labores de inspección, así como el de las autoridades aduaneras que guarden 

relación con la introducción de los precursores de explosivos regulados, en los términos previstos en 

el artículo 10 del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 

junio de 2019. Del mismo modo, y cuando así lo soliciten, podrán participar en las mencionadas 

acciones formativas, los Cuerpos de policía dependientes de las comunidades autónomas con 

competencias para la protección de las personas y bienes, y el mantenimiento del orden público. 

Disposición adicional primera 

Protección de datos de carácter personal e información comercial sensible 

El tratamiento de los datos de carácter personal, en aplicación de esta ley, se atendrá a lo dispuesto 

en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo 

a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a 

la libre circulación de estos datos y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 

Datos Personales y garantía de los derechos digitales, incluidos los datos comunicados a una 

autoridad competente para su tratamiento con fines de prevención, investigación, detección, o 

enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección 

y la prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública. 

Los operadores económicos y los mercados en línea, en el cumplimiento de las obligaciones 

indicadas en los artículos 9 y 11, en relación con la información comercial sensible, deberán atenerse 

a lo dispuesto en la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia, y la Ley 1/2019, de 20 

de febrero, de Secretos Empresariales. 

Disposición adicional segunda 

Campañas de información 

Al menos una vez al año, la autoridad competente organizará acciones de sensibilización adaptadas 

a las especificidades de los sectores que utilicen precursores de explosivos regulados. 

Disposición adicional tercera 

Solicitud de la licencia 

Los particulares podrán acceder al modelo de solicitud de la licencia a través de la página web del 

Ministerio del Interior. 

Disposición adicional cuarta 

Cooperación y colaboración entre el Estado y las Comunidades Autónomas 

1. La Secretaría de Estado de Seguridad y los órganos de las Comunidades Autónomas competentes 

en materia de seguridad pública que dispongan de Cuerpo de policía autonómica propio, 
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articularán los mecanismos de intercambio de información necesarios para el cumplimiento efectivo 

de lo dispuesto en esta ley. 

En particular, se intercambiará la información oficial necesaria para el desarrollo de la actuación 

policial de conformidad con lo establecido en los correspondientes Estatutos de Autonomía, sobre 

las licencias que se otorguen, las medidas provisionales que se adopten, las transacciones 

sospechosas, desapariciones y sustracciones de precursores de explosivos de las que tenga 

conocimiento el Punto de Contacto Nacional, y en su caso, las sanciones que impongan, todo ello, 

en los términos previstos en la presente ley. 

Así mismo, los órganos de las Comunidades Autónomas competentes en materia de seguridad 

pública que dispongan de Cuerpo de policía propia, podrán adherirse a los planes anuales de 

inspección en materia de precursores de explosivos para el desarrollo de las funciones de Autoridad 

de Inspección, en los mismos términos y obligaciones que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado. 

2. El Punto de Contacto Nacional atenderá cualquier petición de información que, sobre la materia 

regulada en la presente ley, se formule por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes en 

materia de seguridad ciudadana y que guarde relación directa con el ejercicio de sus funciones. 

Disposición adicional quinta 

Acceso a los datos de otras Administraciones Públicas 

1. La Secretaría de Estado de Seguridad y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes podrán, 

en el marco de una investigación concreta, acceder a la información obrante en los registros de las 

Administraciones Públicas, de acuerdo con su normativa específica, cuando resulte necesaria para 

la prevención y persecución de ilícitos penales o administrativos relacionados con precursores de 

explosivos, sin necesidad del consentimiento previo de los interesados. 

El tratamiento posterior de esos datos estará sujeto a lo previsto en la normativa sobre protección de 

datos de carácter personal. 

2. A estos efectos, las distintas Administraciones Públicas y el Ministerio del Interior podrán suscribir los 

acuerdos en que se concreten las condiciones de transmisión de la información cuando se produzca 

un requerimiento concreto. Corresponde en todo caso al Ministerio del Interior, conforme a la 

normativa de aplicación y los mecanismos de cooperación establecidos al efecto, la coordinación 

de esta información entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y las de las Comunidades 

Autónomas que cuenten con Cuerpos de policía propios con competencias para la protección de 

las personas y bienes y el mantenimiento del orden público. 

Disposición adicional sexta 

Reconocimiento mutuo de licencias 

Podrán establecerse Acuerdos con otros Estados Miembros en el ámbito de reconocimiento mutuo 

de licencias, rigiéndose por las condiciones que en ellos se determinen. 

Disposición adicional séptima 

No incremento de gasto público 

La aplicación de las medidas contempladas en esta ley no conllevará ningún incremento en gasto 

público. 
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Disposición adicional octava 

Cómputo de plazos 

Los plazos que se señalan por días en esta ley se computarán como días hábiles, conforme se dispone 

en el artículo 30 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

Disposición transitoria primera 

Vigencia de las licencias otorgadas conforme a la normativa anterior 

Conforme a lo dispuesto en artículo 23.3 del Reglamento (UE) 2019/1148, del Parlamento Europeo y 

del Consejo, de 20 de junio de 2019, las licencias que hayan sido válidamente otorgadas con arreglo 

a lo previsto en la Ley 8/2017, de 8 de noviembre, sobre precursores de explosivos, se consideran 

caducadas con efectos de 2 de febrero de 2022. 

Disposición transitoria segunda 

Sustancias precursoras de explosivos 

Conforme a lo dispuesto en artículo 23.5 del Reglamento (UE) 2019/1148, del Parlamento Europeo y 

del Consejo, de 20 de junio de 2019, la posesión, introducción y utilización por particulares de 

precursores de explosivos que tengan la consideración de restringidos y que hubieran sido adquiridos 

legalmente antes del 1 de febrero de 2021, no estará permitida desde el 2 de febrero de 2022. 

Disposición transitoria tercera 

Procedimientos sancionadores iniciados a la entrada en vigor de esta ley 

Los procedimientos sancionadores iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley se 

regirán por la legislación anterior, salvo aquellas disposiciones más favorables que sean de aplicación 

para la persona interesada. 

En particular, conforme a lo contemplado en el artículo 16.1, se procederá a la revisión de las 

infracciones calificadas como muy graves, en función del riesgo o perjuicio grave causado. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Queda derogada la Ley 8/2017, de 8 de noviembre, sobre precursores de explosivos, y cuantas 

disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta ley. 

Disposición final primera 

Título competencial 

Esta ley se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.10.ª, 18.ª, 26.ª y 29.ª de la Constitución 

española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva sobre comercio exterior, las bases del 

régimen jurídico de las Administraciones Públicas y el procedimiento administrativo común, el 

régimen de producción, comercio, tenencia y uso de explosivos y la seguridad pública. 
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Disposición final segunda 

Desarrollo reglamentario 

Se faculta al Gobierno de la Nación para dictar, en el ámbito de sus competencias, las disposiciones 

reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta ley y, en particular, para actualizar 

la cuantía de las multas establecidas en el artículo 20, así como para adoptar las medidas 

contempladas en el artículo 14 del Reglamento (UE) n.º 2019/1148, del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de junio de 2019. 

Disposición final tercera 

Entrada en vigor 

La presente ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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ANEXO I 
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ANEXO II 

Declaración del cliente 

Anexo II  
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§ 55. Ley 4/2009, de 15 de junio, de control de precursores de drogas41 

«BOE» núm. 145, de 16 de junio de 2009 

PREÁMBULO 

El artículo 12 del Convenio de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y 

sustancias psicotrópicas, adoptado en Viena el 19 de diciembre de 1988, del que España es parte, 

contempla la adopción de medidas adecuadas para controlar la fabricación y distribución de 

precursores entre los Estados miembros. 

Estas sustancias químicas, que se desvían de su curso legal y se utilizan para la elaboración de distintos 

tipos de drogas, se producen fundamentalmente en países desarrollados, motivo por el cual dichos 

países adquieren compromisos derivados de la adhesión a Convenios Internacionales como el 

mencionado, a través de los cuales adoptan normativas y legislan para conseguir una armonización 

adecuada y eficaz, que facilite el control de los precursores desde su fabricación hasta su destino 

final, al objeto de evitar su desvío para fines ilícitos. 

Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que dichas sustancias se destinan fundamentalmente a la 

fabricación industrial de importantes derivados muy corrientes y necesarios en nuestra sociedad y 

que, por lo tanto, su control debe dirigirse únicamente a evitar su desvío para la elaboración ilícita 

de drogas, sin interferir en el normal funcionamiento de su fabricación y comercio. 

En el ámbito de la Unión Europea, el establecimiento de medidas adecuadas a tal fin ha venido 

desarrollándose a través de Reglamentos y de Directivas, que han desembocado en disposiciones 

nacionales, como es, en el caso español, la Ley 3/1996, de 10 de enero, sobre medidas de control 

de sustancias químicas catalogadas susceptibles de desvío para la fabricación ilícita de drogas, así 

como su Reglamento de desarrollo, aprobado por el Real Decreto 865/1997, de 6 de junio. 

El Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea, tras la evaluación de las experiencias y 

logros obtenidos en materia de control de precursores de drogas, y sin olvidar en ningún momento 

que, en principio, el comercio de las sustancias empleadas en la industria química y farmacéutica es 

legal, ha llegado a la conclusión de que es más adecuado en este momento un Reglamento, que 

garantice la aplicación directa de normas armonizadas, en lugar de utilizar como instrumento 

normativo una Directiva, máxime tras la ampliación del número de miembros de la Unión Europea a 

27 Estados. 

Por ello, el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea han aprobado el Reglamento (CE) 

273/2004, de 11 de febrero, sobre precursores de drogas; el Reglamento (CE) 111/2005, del Consejo, 

de 22 de diciembre de 2004, por el que se establecen normas para la vigilancia del comercio de 

precursores de drogas entre la Comunidad y terceros países; y el Reglamento (CE) 1277/2005, de la 

Comisión, de 27 de julio, por el que se establecen normas de aplicación de los dos primeros. 

Si bien dichos Reglamentos son de carácter obligatorio en todos sus elementos y directamente 

aplicables en los Estados miembros, éstos ordenan a cada Estado determinar el régimen de 

sanciones aplicables a las infracciones a cada uno de estos Reglamentos, así como adoptar las 

 

 
41 Véase el Real Decreto 129/2017, de 24 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de control de precursores de drogas. 
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medidas necesarias para garantizar su aplicación. Las sanciones que, en su caso, se prevean 

deberán ser eficaces, proporcionadas y disuasorias. 

En cumplimiento de dicho mandato se ha elaborado esta Ley cuyo contenido se limita a regular 

aquellos aspectos esenciales para poder aplicar en nuestro país las medidas que se recogen en 

cada uno de los tres Reglamentos comunitarios y poder sancionar todo hecho contrario a las 

obligaciones contenidas en los mismos. 

La Ley se divide en tres Capítulos, cinco Disposiciones Adicionales, una Transitoria, una Derogatoria y 

cuatro Disposiciones Finales. 

En el Capítulo I se define como objeto de la Ley establecer el sistema de otorgamiento de licencias 

de actividad, así como el régimen de sanciones que será de aplicación en caso de infracción de las 

disposiciones contempladas en los referidos Reglamentos. 

En este sentido la Ley se inserta en el artículo 149.1.10.ª y 29.ª de la Constitución que asigna al Estado 

competencia exclusiva en materia de comercio exterior, aduanas y seguridad pública. 

El Ministerio del Interior y el Ministerio de Economía y Hacienda serán las autoridades competentes, 

en relación con el incumplimiento de las obligaciones establecidas en los Reglamentos comunitarios, 

en el ámbito de sus respectivas competencias. 

En el Ministerio del Interior existirá un Registro General de Operadores de Sustancias Químicas 

Catalogadas y, en el Ministerio de Economía y Hacienda, existirá un Registro de Operadores de 

Comercio Exterior de Sustancias Químicas Catalogadas. 

Ambos Registros serán únicos para todo el territorio nacional, lo que supone una novedad respecto 

al Registro General. 

Las licencias de actividad se concederán por el Ministerio del Interior para las operaciones 

intracomunitarias y por el Ministerio de Economía y Hacienda para las operaciones extracomunitarias. 

El Capítulo II está dedicado a las infracciones, relacionándose todos aquellos hechos que puedan 

ser calificados como infracciones graves o muy graves a las obligaciones establecidas por los 

Reglamentos comunitarios. 

Se determinan sus respectivos plazos de prescripción que será a los 4 años, 2 años y 1 año, para las 

infracciones muy graves, graves y leves respectivamente, a contar desde el día en que la infracción 

se hubiera cometido o en el caso de una actividad continuada desde la finalización de la actividad 

o la fecha del último acto con el que la infracción se consume. 

Se rebaja de cinco años a cuatro el plazo para las infracciones muy graves, y se amplía el plazo de 

las infracciones leves de seis meses a un año. 

El Capítulo III se refiere a las sanciones que podrán ser de multa cuando se imponga por infracciones 

leves o, en el caso de infracciones graves o muy graves, podrá imponerse, de forma conjunta o 

alternativa, las sanciones de multa o la suspensión de la licencia o licencias de actividad por el 

período de tiempo que se determine y, en el caso de las muy graves, además la retirada de la 

licencia. 

Siguiendo la recomendación de la Unión Europea a los Estados miembros en el sentido de disponer 

en sus normativas nacionales en la materia de un régimen sancionador que garantice su aplicación 

y que responda a los principios de eficacia, proporcionalidad y disuasión, se ha aplicado una rebaja 

sustancial del importe de las multas, así como del tiempo de suspensión de la licencia de actividad. 
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Asimismo, la dualidad multa/suspensión o retirada se mantiene, pero ahora bien de forma conjunta 

o bien de forma alternativa. 

Además se incluyen varios preceptos en relación con el procedimiento sancionador, como la 

posibilidad de adoptar medidas provisionales, la competencia para imponer las sanciones o su 

publicidad. 

También se establecen aquellos supuestos en los que la sanción que se imponga por la comisión de 

alguna de las infracciones tipificadas en la Ley, conlleva el comiso de determinados bienes, efectos 

o instrumentos, e incluso la posible enajenación de los mismos, tanto por la autoridad administrativa, 

ya sean los Ministros o los Secretarios de Estado a los que esta Ley les reconoce esta competencia, 

como por la autoridad judicial en el supuesto de que se interponga recurso contencioso-

administrativo contra las resoluciones dictadas por esas autoridades administrativas. 

Las cinco Disposiciones Adicionales atienden a los regímenes especiales, la promoción de la 

colaboración voluntaria, el destino de las multas y ganancias decomisadas, el deber de 

colaboración de autoridades y funcionarios, y el intercambio de información internacional. 

La Disposición Transitoria única establece un plazo de tres meses para que los Registros Delegados, 

al quedar suprimidos, transfieran todos los datos de que dispongan al Registro General de 

Operadores de Sustancias Químicas Catalogadas, al ser único en todo el territorio nacional. 

La Disposición Derogatoria única deroga expresamente la Ley 3/1996, de 10 de enero. 

Las cuatro Disposiciones Finales se refieren al título competencial en virtud del cual se dicta la 

presente Ley, a la autorización al Gobierno para la actualización de las sanciones, así como para 

dictar las normas necesarias para su desarrollo reglamentario, y, por último, a su entrada en vigor. 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

El objeto de esta Ley es establecer el sistema de otorgamiento de licencias de actividad, así como 

el régimen sancionador aplicable en caso de infracción de las disposiciones contempladas en el 

Reglamento 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero, sobre precursores de 

drogas; el Reglamento 111/2005, del Consejo, de 22 de diciembre de 2004, por el que se establecen 

normas para la vigilancia del comercio de precursores de drogas entre la Comunidad y terceros 

países; y el Reglamento 1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio, por el que se establecen normas 

de aplicación de los dos anteriores. 

Artículo 2 

Autoridades competentes 

A los efectos de esta Ley serán autoridades competentes: 

a) El Ministerio de Economía y Hacienda en relación con el incumplimiento de las obligaciones 

establecidas en el Reglamento 111/2005, del Consejo, de 22 de diciembre de 2004. 
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b) El Ministerio del Interior en relación con el incumplimiento de las obligaciones establecidas en 

el Reglamento 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero. 

El Reglamento 1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio, que tiene carácter complementario de los 

anteriores, se aplicará por cada Ministerio en función de la distribución de competencias expresada 

en los párrafos anteriores. 

Artículo 3 

Registros de Operadores 

1. En el Ministerio del Interior existirá un Registro General de Operadores de Sustancias Químicas 

Catalogadas en el que se inscribirán en la forma que se determine reglamentariamente, las personas 

físicas y jurídicas que realicen operaciones con sustancias catalogadas, conforme se establece en el 

Reglamento 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero. 

2. En el Ministerio de Economía y Hacienda existirá un Registro de Operadores de Comercio Exterior 

de Sustancias Químicas Catalogadas en el que se inscribirán en la forma que se determine 

reglamentariamente, las personas físicas y jurídicas que realicen operaciones con sustancias 

catalogadas conforme se establece en el Reglamento 111/2005, del Consejo, de 22 de diciembre 

de 2004, y en el Reglamento 1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio. 

3. Ambos Registros serán únicos para todo el territorio nacional. 

4. Cualquier modificación de los datos que consten en dichos Registros que se produzca durante el 

tiempo que dure la actividad o actividades para las que se hayan inscrito, deberá comunicarse al 

mismo en el plazo de quince días a contar desde el momento en que se haya producido. 

Artículo 4 

Licencias de actividad 

1. Las licencias de actividad se concederán por el Ministerio del Interior para las operaciones que así 

lo requieran conforme a lo dispuesto en el Reglamento 273/2004, del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 11 de febrero, y por el Ministerio de Economía y Hacienda para las operaciones que así 

lo requieran conforme a lo dispuesto en el Reglamento 111/2005, del Consejo, de 22 de diciembre 

de 2004, y tendrán la vigencia que reglamentariamente se determine. 

2. Para obtener una licencia de actividad se estará a lo dispuesto en el Reglamento 1277/2005, de la 

Comisión, de 27 de julio. 

3. Para suspender, retirar o renovar una licencia de actividad, se atenderá a lo dispuesto en el 

Reglamento 1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio, y en el Reglamento 111/2005 del Consejo, de 

22 de diciembre de 2004. 
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CAPÍTULO II 

De las infracciones 

Artículo 5 

Infracciones en materia de precursores de drogas 

1. Constituyen infracciones administrativas en materia de precursores de drogas las acciones y 

omisiones, incluso a título de simple negligencia, que sean contrarias a las obligaciones y deberes 

establecidos en el Reglamento 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero; 

en el Reglamento 111/2005, del Consejo, de 22 de diciembre de 2004, y en el Reglamento 1277/2005, 

de la Comisión, de 27 de julio. 

2. Serán responsables de las infracciones administrativas en materia de precursores de drogas las 

personas físicas o jurídicas que por acción u omisión incurran en los supuestos tipificados como 

infracciones. 

Artículo 6 

Infracciones leves 

Constituyen infracciones leves los incumplimientos de las obligaciones recogidas en el Reglamento 

273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero; en el Reglamento 111/2005, del 

Consejo, de 22 de diciembre de 2004, y en el Reglamento 1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio, 

siempre que no constituyan infracciones graves o muy graves, conforme a lo dispuesto en esta Ley. 

Artículo 7 

Infracciones graves 

Constituyen infracciones graves las siguientes conductas: 

a) No comunicar en la forma que se establezca reglamentariamente, las modificaciones de los 

datos que deban constar en el Registro General de Operadores de Sustancias Químicas 

Catalogadas o en el Registro de Operadores de Comercio Exterior de Sustancias Químicas 

Catalogadas. 

b) No designar a un agente responsable del comercio de sustancias catalogadas cuando dicha 

designación sea preceptiva. 

c) Suministrar sustancias catalogadas de la Categoría 1 del Anexo I del Reglamento 273/2004, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero, o del Reglamento 111/2005, del Consejo, de 

22 de diciembre de 2004, sin comprobar de modo diligente que la persona física o jurídica 

destinataria de las mismas posee licencia de actividad para operar con tales sustancias. 

d) No obtener de los clientes la declaración de uso o usos específicos de las sustancias 

catalogadas suministradas. 

e) Incumplir las obligaciones relativas a la documentación que deba acompañar a las 

operaciones con sustancias catalogadas, así como en lo referido a su etiquetado. 

f) No informar inmediatamente a las autoridades competentes acerca de los pedidos y 

transacciones de sustancias catalogadas, sobre los que se tenga certeza o sospecha razonable de 
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que dichas sustancias pueden desviarse hacia la fabricación ilícita de estupefacientes o de 

sustancias psicotrópicas. 

g) Carecer de las medidas de protección o de los protocolos de actuación para la realización 

de actividades con sustancias catalogadas, en la forma que se determine reglamentariamente, sin 

que dichas carencias hubiesen dado lugar a la sustracción o retirada no autorizada de sustancias 

catalogadas. 

Artículo 8 

Infracciones muy graves 

Constituyen infracciones muy graves de las obligaciones impuestas por la presente Ley las siguientes 

conductas: 

a) Realizar actividades con sustancias catalogadas sin haber obtenido la inscripción en el Registro 

General o en el Registro de Operadores de Comercio Exterior de Sustancias Químicas Catalogadas 

requerida para tales actividades. 

b) Realizar actividades con sustancias catalogadas sin haber obtenido la licencia de actividad 

requerida, en su caso, para tales actividades o habiendo sido suspendida o habiendo expirado el 

plazo de vigencia de la misma. 

c) Aportar datos o documentos, falsos o manifiestamente inexactos, para obtener la inscripción 

en el Registro General o en el Registro de Operadores de Comercio Exterior de Sustancias Químicas 

Catalogadas o para obtener una licencia de actividad. 

d) Suministrar sustancias catalogadas de la Categoría 1 del anexo I del Reglamento 273/2004, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero, o del Reglamento 111/2005, del Consejo, de 

22 de diciembre, a sabiendas de que la persona física o jurídica destinataria de las mismas carece 

de la licencia de actividad para operar con tales sustancias. 

e) La resistencia, obstrucción, o negativa a las actuaciones de los órganos de la Administración 

que resulten competentes en cada caso y, en particular: 

No facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, libros, registros, ficheros, facturas, 

justificantes y asientos de contabilidad principal o auxiliar, programas y archivos informáticos, 

sistemas operativos y de control, y cualquier otro dato con trascendencia para el control. 

Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en fincas o locales a los funcionarios 

autorizados de la Administración o el reconocimiento de locales, máquinas, instalaciones y 

explotaciones que se utilicen para el desempeño de actividades en relación con las sustancias 

catalogadas. 

No atender algún requerimiento debidamente notificado. 

f) Realizar operaciones con sustancias catalogadas sobre las que se tenga certeza o sospecha 

razonable de que dichas sustancias pueden desviarse hacia la fabricación ilícita de estupefacientes 

o de sustancias psicotrópicas, sin haber notificado tal certeza o sospecha a las autoridades 

competentes, o antes de que éstas hayan respondido a la notificación previa del operador. 

g) Carecer de las medidas de protección o de los protocolos de actuación para la realización 

de actividades con sustancias catalogadas, en la forma que se determine reglamentariamente, 
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siempre que tales carencias hubiesen dado lugar a la sustracción o retirada no autorizada de 

sustancias catalogadas. 

h) Realizar actividades con sustancias catalogadas sin la autorización de exportación o sin la 

autorización de importación cuando fueran preceptivas o si hubiese expirado el período de validez 

de las mismas. 

i) Realizar acciones tipificadas como graves cuando durante los cinco años anteriores el sujeto 

infractor hubiera sido condenado en sentencia firme por un delito contra el tráfico ilícito de drogas, 

tipificado en el Código Penal, o sancionado en firme al menos por dos infracciones administrativas 

graves de las establecidas en la presente Ley. En este supuesto, en ningún caso se podrá tener en 

cuenta la reincidencia como criterio para graduar la sanción a imponer. 

Artículo 9 

Concurso con otros procedimientos 

1. No podrán sancionarse con arreglo a esta Ley las conductas que lo hubieran sido penal o 

administrativamente, cuando se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento. 

2. Cuando los hechos motivo del expediente pudieran ser constitutivos de delito, se ordenará, si se 

hubiese incoado, la suspensión del procedimiento sancionador, dándose traslado de aquéllos al 

Ministerio Fiscal. Terminado el procedimiento penal se reanudará la tramitación del procedimiento 

sancionador contra los sujetos obligados que no hubiesen sido condenados en vía penal. No podrá 

reanudarse el procedimiento administrativo sancionador sobre los mismos fundamentos ya 

considerados en el proceso penal. La resolución que se dicte deberá respetar en todo caso la 

declaración de hechos probados en dicho procedimiento penal. 

Artículo 10 

Prescripción de infracciones 

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los 4 años, las graves a los 2 años y las leves al año. 

2. El plazo de prescripción se contará desde la fecha en que la infracción hubiera sido cometida. En 

las infracciones derivadas de una actividad continuada la fecha inicial del cómputo será la de la 

finalización de la actividad o la del último acto con el que la infracción se consume. La prescripción 

se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador, 

volviendo a correr el plazo si el expediente quedara paralizado durante un mes por causa no 

imputable a aquéllos contra quienes se dirija. También se interrumpirá por la iniciación de un proceso 

penal por los mismos hechos, o por otros cuya separación de los sancionables con arreglo a esa Ley 

sea racionalmente imposible. 

CAPÍTULO III 

De las sanciones y del procedimiento sancionador 

Artículo 11 

Sanciones por infracciones leves 

Las infracciones leves serán sancionadas con multas desde 300 euros hasta 600 euros. 
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Artículo 12 

Sanciones por infracciones graves 

Las infracciones graves serán sancionadas, de forma conjunta o alternativa, con: 

a) Multas desde 601 euros hasta 6.000 euros. 

b) Suspensión de la licencia o licencias de actividad por un período de hasta seis meses. 

Artículo 13 

Sanciones por infracciones muy graves 

Las infracciones muy graves serán sancionadas, de forma conjunta o alternativa con: 

a) Multas desde 6.000 hasta 60.000 euros. 

b) Retirada de la licencia o licencias de actividad o la suspensión de las mismas por un período 

de hasta cinco años. La retirada de la licencia conllevará la cancelación de la inscripción en el 

Registro General de Operadores de Sustancias Químicas Catalogadas o en el Registro de 

Operadores de Comercio Exterior de Sustancias Químicas Catalogadas, correspondiente. 

Artículo 14 

Graduación de las sanciones 

Las sanciones aplicables en cada caso por la comisión de infracciones se graduarán 

considerándose, además de los criterios establecidos en el artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, por: 

a) El riesgo para la salud pública y el daño causado a la salud de los ciudadanos, en su caso, 

como consecuencia de la infracción. 

b) El alcance de la sustracción o de la retirada no autorizada. 

c) El volumen de actividad comercial del infractor con sustancias catalogadas. 

d) El beneficio ilícito obtenido, en su caso, como consecuencia de la infracción. 

e) Las sanciones firmes por infracciones graves o muy graves de las previstas en esta Ley impuestas 

al sujeto obligado en los últimos cinco años. 

f) La reincidencia, por comisión u omisión, en el término de un año, de más de una infracción de 

la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme. 

Artículo 15 

Prescripción de las sanciones 

Las sanciones muy graves, graves y leves prescribirán, respectivamente, a los 4 años, 2 años y 1 año, 

a contar desde el día siguiente a aquel en que hubiera adquirido firmeza la resolución por la que se 

impuso la sanción. 
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Artículo 16 

Competencia para la imposición de sanciones 

1. Para la imposición de sanciones por la comisión de infracciones muy graves serán competentes los 

Ministros del Interior y de Economía y Hacienda en el ámbito de sus respectivas competencias. 

2. Para la imposición de sanciones por la comisión de infracciones graves y leves serán competentes 

el Secretario de Estado de Seguridad y el Secretario de Estado de Hacienda y Presupuestos, en el 

ámbito de sus respectivas competencias. 

3. Las resoluciones sancionadoras pondrán fin a la vía administrativa, siendo recurribles ante el orden 

jurisdiccional contencioso-administrativo. 

Artículo 17 

Instrucción del procedimiento 

La iniciación e instrucción del procedimiento sancionador corresponderá a los Ministerios del Interior 

y de Economía y Hacienda, en el ámbito de sus respectivas competencias, en la forma que 

reglamentariamente se establezca, y, en todo caso, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 30/1992, 

de 26 de noviembre. 

Artículo 18 

Adopción de medidas provisionales 

1. En cualquier momento de la instrucción del procedimiento sancionador por infracción grave o 

muy grave, el órgano competente que haya ordenado su incoación, podrá adoptar mediante 

acuerdo motivado las siguientes medidas de carácter provisional, de forma conjunta o alternativa: 

a) La inmovilización de sustancias catalogadas relacionadas con la presunta infracción. 

b) La suspensión temporal del ejercicio de actividades con sustancias catalogadas. 

2. La adopción de tales medidas se comunicará a la mayor brevedad posible al órgano competente 

para imponer la sanción, quien, en el plazo de diez días hábiles desde que fueron acordadas, deberá 

ratificarlas o dejarlas sin efecto. Si no lo hiciera, las medidas se entenderán levantadas al finalizar este 

plazo. 

3. Las medidas provisionales adoptadas tendrán una duración máxima de tres meses en caso de 

infracción grave, y de seis meses en caso de infracción muy grave. 

Artículo 19 

Comiso y enajenación cautelar 

1. Toda sanción que se impusiere por la comisión de las infracciones tipificadas en esta Ley llevará 

consigo el comiso de los siguientes bienes, efectos e instrumentos: 

a) Las mercancías que constituyan el objeto de la infracción. 

b) Los materiales, instrumentos o maquinaria empleados en la fabricación, elaboración, 

transformación o comercio de las sustancias químicas catalogadas. 
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c) Las ganancias obtenidas, cualesquiera que sean las transformaciones que hubieran podido 

experimentar. 

d) Cuantos bienes y efectos de la naturaleza que fueren, hayan servido de instrumento para la 

comisión de la infracción. 

2. No se procederá al comiso de los bienes, efectos e instrumentos mencionados en el apartado 

anterior, cuando éstos sean de lícito comercio y hayan sido adquiridos por un tercero de buena fe. 

3. Incoado un procedimiento administrativo sancionador, podrán intervenirse los bienes o derechos 

que puedan ser objeto de comiso. 

4. El órgano competente para acordar el comiso podrá disponer en cualquier momento del 

procedimiento la enajenación de los bienes o derechos intervenidos, en los supuestos siguientes: 

a) Cuando su propietario haga expreso abandono de ellos, y 

b) Cuando su conservación pueda resultar peligrosa para la salud o seguridad pública o dar lugar 

a disminución importante de su valor. Se entenderán comprendidos en este apartado las 

mercancías, géneros o efectos que sin sufrir deterioro material se deprecian por transcurso del 

tiempo. 

El producto de la enajenación se depositará con las debidas garantías. 

El acuerdo de enajenación pondrá fin a la vía administrativa, se notificará a los interesados y será 

susceptible de recurso. 

5. Cuando por la interposición de un recurso administrativo se acuerde la suspensión de las 

resoluciones sancionadoras que lleven consigo el comiso, podrá disponerse que con carácter 

cautelar se proceda a la enajenación de los bienes o derechos intervenidos, en los supuestos del 

apartado anterior. 

Artículo 20 

Ejecución de las sanciones 

1. Las sanciones serán ejecutivas desde que se dicte la resolución que ponga fin a la vía 

administrativa. 

2. Cuando la sanción sea de naturaleza pecuniaria, la autoridad que la imponga señalará el plazo 

para satisfacerla, que no será inferior a quince días hábiles ni superior a treinta, pudiendo acordarse 

el fraccionamiento del pago, en la forma que se determine reglamentariamente. 

3. En los casos de suspensión temporal o retirada de una licencia de actividad, la autoridad 

sancionadora señalará un plazo de ejecución adecuado, que no será inferior a los quince días 

hábiles ni superior a treinta, previa audiencia de la persona física o del representante de la persona 

jurídica, titulares de la licencia y de los terceros que pudieran resultar afectados. 

4. Para la ejecución forzosa de las sanciones se seguirá el procedimiento previsto en la normativa 

vigente. 
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Artículo 21 

Publicidad de las sanciones 

Las resoluciones sancionadoras de los procedimientos por infracciones muy graves se harán públicas 

por las autoridades competentes para imponer las sanciones, una vez sean firmes en vía 

administrativa, en la forma que reglamentariamente se determine. 

Disposición Adicional Primera 

Especialidades de determinados operadores 

1. Deberán inscribirse en el Registro General de Operadores de Sustancias Químicas Catalogadas 

que se contempla en el apartado 1 del artículo 3 de esta Ley, las farmacias, los dispensarios de 

productos veterinarios, los laboratorios de las Fuerzas Armadas y de los Cuerpos y Fuerzas de 

Seguridad, y cualesquiera otros tipos de autoridades o instituciones que reglamentariamente se 

determine, para el uso de las sustancias catalogadas de las Categorías 1 y 2 del Anexo I del 

Reglamento 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero, en el ámbito de sus 

actividades profesionales u oficiales. 

2. También deberán obtener la licencia de actividad a que se refiere el artículo 4 de esta Ley, las 

farmacias, los dispensarios de productos veterinarios, los laboratorios de las Fuerzas Armadas y de los 

Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, y cualesquiera otros tipos de autoridades o instituciones que 

reglamentariamente se determine, para el uso de las sustancias catalogadas de la Categoría 1 del 

Anexo I del Reglamento 273/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero, en el 

ámbito de sus actividades profesionales u oficiales. 

3. Las farmacias, los dispensarios de productos veterinarios, las aduanas, los laboratorios de las Fuerzas 

Armadas y de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad y cualesquiera otros tipos de autoridades o 

instituciones que reglamentariamente se determine, estarán exentos de las obligaciones que se 

determinan en el Reglamento 1277/2005, de la Comisión, de 27 de julio. 

Disposición Adicional Segunda 

Promoción de la colaboración voluntaria 

1. El Gobierno promoverá convenios de colaboración voluntaria entre la industria química y 

farmacéutica y los Departamentos ministeriales competentes, especialmente en lo relativo a las 

sustancias químicas no catalogadas, entendiéndose por tales cualquier sustancia que haya sido 

identificada por ser utilizada en la fabricación ilícita de estupefacientes o de sustancias psicotrópicas. 

2. Asimismo, se instrumentarán los mecanismos de colaboración y los oportunos cauces de 

coordinación con las Comunidades Autónomas para la puesta en práctica con eficacia de aquellas 

medidas previstas en esta Ley que deban, en su caso, llevarse a cabo por las policías autonómicas. 

Disposición Adicional Tercera 

Destino de las multas y de las ganancias decomisadas 

Al importe de las multas y de las ganancias decomisadas, acordadas en la resolución sancionadora, 

se les dará el destino previsto en la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula el Fondo de 

bienes decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados. 
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Disposición Adicional Cuarta 

Deber de colaboración de autoridades y funcionarios 

Sin perjuicio de lo establecido en las leyes penales y en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, toda 

autoridad o funcionario, incluidos los de arancel, que descubran hechos que puedan constituir 

indicios o pruebas de desvío ilícito de sustancias químicas catalogadas, deberán informar de los 

mismos a las autoridades competentes. 

El incumplimiento de esta obligación por los funcionarios públicos podrá ser sancionado 

disciplinariamente con arreglo a la legislación específica que les sea de aplicación. 

Disposición Adicional Quinta 

Intercambio de información internacional 

El intercambio de información con organismos internacionales y con otros Estados se condicionará a 

lo dispuesto en la normativa comunitaria, en los Convenios y Tratados Internacionales o, en defecto 

de los anteriores, al principio general de reciprocidad, así como al sometimiento de dichas 

autoridades extranjeras a las mismas obligaciones de secreto profesional que rigen para las 

españolas. 

Disposición Transitoria Única 

Traspaso de datos al Registro General de Operadores de Sustancias Químicas Catalogadas 

Los Registros Delegados transferirán todos los datos de que dispongan al Registro General de 

Operadores de Sustancias Químicas Catalogadas que se regula en el artículo 3.1 de esta Ley, en el 

plazo de tres meses desde su entrada en vigor. 

Disposición Derogatoria Única 

Derogación normativa 

Queda derogada la Ley 3/1996, de 10 de enero, sobre medidas de control de sustancias químicas 

catalogadas susceptibles de desvío para la fabricación ilícita de drogas, y cuantas disposiciones de 

igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta Ley. 

Disposición Final Primera 

Título competencial 

La presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.10.ª y 29.ª de la Constitución 

española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de régimen aduanero, 

comercio exterior y seguridad pública. 

Disposición Final Segunda 

Actualización de las sanciones 

Se autoriza al Gobierno para que, mediante Real Decreto, actualice la cuantía de las sanciones 

pecuniarias previstas en la presente Ley, de acuerdo con las variaciones del Índice de Precios al 

Consumo. 
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Disposición Final Tercera 

Desarrollo reglamentario 

El Gobierno, a propuesta de los Ministros del Interior y de Economía y Hacienda, aprobará las normas 

necesarias para su desarrollo reglamentario. 

Disposición Final Cuarta 

Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 56. Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 

contra la Violencia de Género42 

«BOE» núm. 313, de 29 de diciembre de 2004 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

La violencia de género no es un problema que afecte al ámbito privado. Al contrario, se manifiesta 

como el símbolo más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad. Se trata de una 

violencia que se dirige sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas, por sus 

agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión. 

Nuestra Constitución incorpora en su artículo 15 el derecho de todos a la vida y a la integridad física 

y moral, sin que en ningún caso puedan ser sometidos a torturas ni a penas o tratos inhumanos o 

degradantes. Además, continúa nuestra Carta Magna, estos derechos vinculan a todos los poderes 

públicos y sólo por ley puede regularse su ejercicio. 

La Organización de Naciones Unidas en la IV Conferencia Mundial de 1995 reconoció ya que la 

violencia contra las mujeres es un obstáculo para lograr los objetivos de igualdad, desarrollo y paz y 

viola y menoscaba el disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Además la 

define ampliamente como una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales 

entre mujeres y hombres. Existe ya incluso una definición técnica del síndrome de la mujer maltratada 

que consiste en «las agresiones sufridas por la mujer como consecuencia de los condicionantes 

socioculturales que actúan sobre el género masculino y femenino, situándola en una posición de 

subordinación al hombre y manifestadas en los tres ámbitos básicos de relación de la persona: 

maltrato en el seno de las relaciones de pareja, agresión sexual en la vida social y acoso en el medio 

laboral». 

En la realidad española, las agresiones sobre las mujeres tienen una especial incidencia, existiendo 

hoy una mayor conciencia que en épocas anteriores sobre ésta, gracias, en buena medida, al 

esfuerzo realizado por las organizaciones de mujeres en su lucha contra todas las formas de violencia 

de género. Ya no es un «delito invisible», sino que produce un rechazo colectivo y una evidente 

alarma social. 

II 

Los poderes públicos no pueden ser ajenos a la violencia de género, que constituye uno de los 

ataques más flagrantes a derechos fundamentales como la libertad, la igualdad, la vida, la 

seguridad y la no discriminación proclamados en nuestra Constitución. Esos mismos poderes públicos 

tienen, conforme a lo dispuesto en el artículo 9.2 de la Constitución, la obligación de adoptar 

 

 
42 En cumplimiento de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, en 2007 la Secretaría de Estado de Seguridad puso en 

funcionamiento el Sistema de seguimiento integral en los casos de Violencia de Género (Sistema VioGen), con el objetivo de 

conformar una completa red institucional que permita la protección rápida, integral y efectiva de las mujeres maltratadas, y 

sus hijas e hijos, en cualquier parte del territorio nacional. Véase en esta materia la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de 

la Orden de protección de las víctimas de la violencia doméstica. También, por su conexión, los artículos 49 y 50 de la Ley 

Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia. 
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medidas de acción positiva para hacer reales y efectivos dichos derechos, removiendo los 

obstáculos que impiden o dificultan su plenitud. 

En los últimos años se han producido en el derecho español avances legislativos en materia de lucha 

contra la violencia de género, tales como la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de Medidas 

Concretas en Materia de Seguridad Ciudadana, Violencia Doméstica e Integración Social de los 

Extranjeros; la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 

10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, o la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la 

Orden de Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica; además de las leyes aprobadas por 

diversas Comunidades Autónomas, dentro de su ámbito competencial. Todas ellas han incidido en 

distintos ámbitos civiles, penales, sociales o educativos a través de sus respectivas normativas. 

La Ley pretende atender a las recomendaciones de los organismos internacionales en el sentido de 

proporcionar una respuesta global a la violencia que se ejerce sobre las mujeres. Al respecto se 

puede citar la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación sobre la mujer 

de 1979; la Declaración de Naciones Unidas sobre la eliminación de la violencia sobre la mujer, 

proclamada en diciembre de 1993 por la Asamblea General; las Resoluciones de la última Cumbre 

Internacional sobre la Mujer celebrada en Pekín en septiembre de 1995; la Resolución WHA49.25 de 

la Asamblea Mundial de la Salud declarando la violencia como problema prioritario de salud pública 

proclamada en 1996 por la OMS; el informe del Parlamento Europeo de julio de 1997; la Resolución 

de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas de 1997; y la Declaración de 1999 como 

Año Europeo de Lucha Contra la Violencia de Género, entre otros. Muy recientemente, la Decisión 

n.º 803/2004/CE del Parlamento Europeo, por la que se aprueba un programa de acción comunitario 

(2004-2008) para prevenir y combatir la violencia ejercida sobre la infancia, los jóvenes y las mujeres 

y proteger a las víctimas y grupos de riesgo (programa Daphne II), ha fijado la posición y estrategia 

de los representantes de la ciudadanía de la Unión al respecto. 

El ámbito de la Ley abarca tanto los aspectos preventivos, educativos, sociales, asistenciales y de 

atención posterior a las víctimas, como la normativa civil que incide en el ámbito familiar o de 

convivencia donde principalmente se producen las agresiones, así como el principio de 

subsidiariedad en las Administraciones Públicas. Igualmente se aborda con decisión la respuesta 

punitiva que deben recibir todas las manifestaciones de violencia que esta Ley regula. 

La violencia de género se enfoca por la Ley de un modo integral y multidisciplinar, empezando por 

el proceso de socialización y educación. 

La conquista de la igualdad y el respeto a la dignidad humana y la libertad de las personas tienen 

que ser un objetivo prioritario en todos los niveles de socialización. 

La Ley establece medidas de sensibilización e intervención en al ámbito educativo. Se refuerza, con 

referencia concreta al ámbito de la publicidad, una imagen que respete la igualdad y la dignidad 

de las mujeres. Se apoya a las víctimas a través del reconocimiento de derechos como el de la 

información, la asistencia jurídica gratuita y otros de protección social y apoyo económico. 

Proporciona por tanto una respuesta legal integral que abarca tanto las normas procesales, creando 

nuevas instancias, como normas sustantivas penales y civiles, incluyendo la debida formación de los 

operadores sanitarios, policiales y jurídicos responsables de la obtención de pruebas y de la 

aplicación de la ley. 

Se establecen igualmente medidas de sensibilización e intervención en el ámbito sanitario para 

optimizar la detección precoz y la atención física y psicológica de las víctimas, en coordinación con 

otras medidas de apoyo. 

Las situaciones de violencia sobre la mujer afectan también a los menores que se encuentran dentro 

de su entorno familiar, víctimas directas o indirectas de esta violencia. La Ley contempla también su 
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protección no sólo para la tutela de los derechos de los menores, sino para garantizar de forma 

efectiva las medidas de protección adoptadas respecto de la mujer. 

III 

La Ley se estructura en un título preliminar, cinco títulos, veinte disposiciones adicionales, dos 

disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales. 

En el título preliminar se recogen las disposiciones generales de la Ley que se refieren a su objeto y 

principios rectores. 

En el título I se determinan las medidas de sensibilización, prevención y detección e intervención en 

diferentes ámbitos. En el educativo se especifican las obligaciones del sistema para la transmisión de 

valores de respeto a la dignidad de las mujeres y a la igualdad entre hombres y mujeres. El objetivo 

fundamental de la educación es el de proporcionar una formación integral que les permita 

conformar su propia identidad, así como construir una concepción de la realidad que integre a la 

vez el conocimiento y valoración ética de la misma. 

En la Educación Secundaria se incorpora la educación sobre la igualdad entre hombres y mujeres y 

contra la violencia de género como contenido curricular, incorporando en todos los Consejos 

Escolares un nuevo miembro que impulse medidas educativas a favor de la igualdad y contra la 

violencia sobre la mujer. 

En el campo de la publicidad, ésta habrá de respetar la dignidad de las mujeres y su derecho a una 

imagen no estereotipada, ni discriminatoria, tanto si se exhibe en los medios de comunicación 

públicos como en los privados. De otro lado, se modifica la acción de cesación o rectificación de la 

publicidad legitimando a las instituciones y asociaciones que trabajan a favor de la igualdad entre 

hombres y mujeres para su ejercicio. 

En el ámbito sanitario se contemplan actuaciones de detección precoz y apoyo asistencial a las 

víctimas, así como la aplicación de protocolos sanitarios ante las agresiones derivadas de la violencia 

objeto de esta Ley, que se remitirán a los Tribunales correspondientes con objeto de agilizar el 

procedimiento judicial. Asimismo, se crea, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional 

de Salud, una Comisión encargada de apoyar técnicamente, coordinar y evaluar las medidas 

sanitarias establecidas en la Ley. 

En el título II, relativo a los derechos de las mujeres víctimas de violencia, en su capítulo I, se garantiza 

el derecho de acceso a la información y a la asistencia social integrada, a través de servicios de 

atención permanente, urgente y con especialización de prestaciones y multidisciplinariedad 

profesional. Con el fin de coadyuvar a la puesta en marcha de estos servicios, se dotará un Fondo al 

que podrán acceder las Comunidades Autónomas, de acuerdo con los criterios objetivos que se 

determinen en la respectiva Conferencia Sectorial. 

Asimismo, se reconoce el derecho a la asistencia jurídica gratuita, con el fin de garantizar a aquellas 

víctimas con recursos insuficientes para litigar una asistencia letrada en todos los procesos y 

procedimientos, relacionados con la violencia de género, en que sean parte, asumiendo una misma 

dirección letrada su asistencia en todos los procesos. Se extiende la medida a los perjudicados en 

caso de fallecimiento de la víctima. 

Se establecen, asimismo, medidas de protección en el ámbito social, modificando el Real Decreto 

Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de 

los Trabajadores, para justificar las ausencias del puesto de trabajo de las víctimas de la violencia de 

género, posibilitar su movilidad geográfica, la suspensión con reserva del puesto de trabajo y la 

extinción del contrato. 
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En idéntico sentido se prevén medidas de apoyo a las funcionarias públicas que sufran formas de 

violencia de las que combate esta Ley, modificando los preceptos correspondientes de la Ley 

30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública. 

Se regulan, igualmente, medidas de apoyo económico, modificando el Real Decreto Legislativo 

1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social, para que las víctimas de la violencia de género generen derecho a la situación legal de 

desempleo cuando resuelvan o suspendan voluntariamente su contrato de trabajo. 

Para garantizar a las víctimas de violencia de género que carezcan de recursos económicos unas 

ayudas sociales en aquellos supuestos en que se estime que la víctima debido a su edad, falta de 

preparación general especializada y circunstancias sociales no va a mejorar de forma sustancial su 

empleabilidad, se prevé su incorporación al programa de acción específico creado al efecto para 

su inserción profesional. Estas ayudas, que se modularán en relación a la edad y responsabilidades 

familiares de la víctima, tienen como objetivo fundamental facilitarle unos recursos mínimos de 

subsistencia que le permitan independizarse del agresor; dichas ayudas serán compatibles con las 

previstas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos 

Violentos y Contra la Libertad Sexual. 

En el título III, concerniente a la Tutela Institucional, se procede a la creación de dos órganos 

administrativos. En primer lugar, la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la 

Mujer, en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a la que corresponderá, entre otras funciones, 

proponer la política del Gobierno en relación con la violencia sobre la mujer y coordinar e impulsar 

todas las actuaciones que se realicen en dicha materia, que necesariamente habrán de 

comprender todas aquellas actuaciones que hagan efectiva la garantía de los derechos de las 

mujeres. También se crea el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como un órgano 

colegiado en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y que tendrá como principales funciones 

servir como centro de análisis de la situación y evolución de la violencia sobre la mujer, así como 

asesorar y colaborar con el Delegado en la elaboración de propuestas y medidas para erradicar 

este tipo de violencia. 

En su título IV la Ley introduce normas de naturaleza penal, mediante las que se pretende incluir, 

dentro de los tipos agravados de lesiones, uno específico que incremente la sanción penal cuando 

la lesión se produzca contra quien sea o haya sido la esposa del autor, o mujer que esté o haya 

estado ligada a él por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. También se 

castigarán como delito las coacciones leves y las amenazas leves de cualquier clase cometidas 

contra las mujeres mencionadas con anterioridad. 

Para la ciudadanía, para los colectivos de mujeres y específicamente para aquellas que sufren este 

tipo de agresiones, la Ley quiere dar una respuesta firme y contundente y mostrar firmeza 

plasmándolas en tipos penales específicos. 

En el título V se establece la llamada Tutela Judicial para garantizar un tratamiento adecuado y 

eficaz de la situación jurídica, familiar y social de las víctimas de violencia de género en las relaciones 

intrafamiliares. 

Desde el punto de vista judicial nos encontramos ante un fenómeno complejo en el que es necesario 

intervenir desde distintas perspectivas jurídicas, que tienen que abarcar desde las normas procesales 

y sustantivas hasta las disposiciones relativas a la atención a las víctimas, intervención que sólo es 

posible a través de una legislación específica. 

Una Ley para la prevención y erradicación de la violencia sobre la mujer ha de ser una Ley que recoja 

medidas procesales que permitan procedimientos ágiles y sumarios, como el establecido en la Ley 

27/2003, de 31 de julio, pero, además, que compagine, en los ámbitos civil y penal, medidas de 
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protección a las mujeres y a sus hijos e hijas, y medidas cautelares para ser ejecutadas con carácter 

de urgencia. 

La normativa actual, civil, penal, publicitaria, social y administrativa presenta muchas deficiencias, 

debidas fundamentalmente a que hasta el momento no se ha dado a esta cuestión una respuesta 

global y multidisciplinar. Desde el punto de vista penal la respuesta nunca puede ser un nuevo 

agravio para la mujer. 

En cuanto a las medidas jurídicas asumidas para garantizar un tratamiento adecuado y eficaz de la 

situación jurídica, familiar y social de las víctimas de violencia sobre la mujer en las relaciones 

intrafamiliares, se han adoptado las siguientes: conforme a la tradición jurídica española, se ha 

optado por una fórmula de especialización dentro del orden penal, de los Jueces de Instrucción, 

creando los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y excluyendo la posibilidad de creación de un 

orden jurisdiccional nuevo o la asunción de competencias penales por parte de los Jueces Civiles. 

Estos Juzgados conocerán de la instrucción, y, en su caso, del fallo de las causas penales en materia 

de violencia sobre la mujer, así como de aquellas causas civiles relacionadas, de forma que unas y 

otras en la primera instancia sean objeto de tratamiento procesal ante la misma sede. Con ello se 

asegura la mediación garantista del debido proceso penal en la intervención de los derechos 

fundamentales del presunto agresor, sin que con ello se reduzcan lo más mínimo las posibilidades 

legales que esta Ley dispone para la mayor, más inmediata y eficaz protección de la víctima, así 

como los recursos para evitar reiteraciones en la agresión o la escalada en la violencia. 

Respecto de la regulación expresa de las medidas de protección que podrá adoptar el Juez de 

Violencia sobre la Mujer, se ha optado por su inclusión expresa, ya que no están recogidas como 

medidas cautelares en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que sólo regula la prohibición de residencia 

y la de acudir a determinado lugar para los delitos recogidos en el artículo 57 del Código Penal 

(artículo 544 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, introducido por la Ley Orgánica 14/1999, de 9 

de junio, de modificación del Código Penal de 1995, en materia de protección a las víctimas de 

malos tratos y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal). Además se opta por la delimitación temporal de 

estas medidas (cuando son medidas cautelares) hasta la finalización del proceso. Sin embargo, se 

añade la posibilidad de que cualquiera de estas medidas de protección pueda ser utilizada como 

medida de seguridad, desde el principio o durante la ejecución de la sentencia, incrementando con 

ello la lista del artículo 105 del Código Penal (modificado por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de 

noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal), 

y posibilitando al Juez la garantía de protección de las víctimas más allá de la finalización del 

proceso. 

Se contemplan normas que afectan a las funciones del Ministerio Fiscal, mediante la creación del 

Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer, encargado de la supervisión y coordinación del Ministerio 

Fiscal en este aspecto, así como mediante la creación de una Sección equivalente en cada Fiscalía 

de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias Provinciales a las que se adscribirán Fiscales 

con especialización en la materia. Los Fiscales intervendrán en los procedimientos penales por los 

hechos constitutivos de delitos o faltas cuya competencia esté atribuida a los Juzgados de Violencia 

sobre la Mujer, además de intervenir en los procesos civiles de nulidad, separación o divorcio, o que 

versen sobre guarda y custodia de los hijos menores en los que se aleguen malos tratos al cónyuge o 

a los hijos. 

En sus disposiciones adicionales la Ley lleva a cabo una profunda reforma del ordenamiento jurídico 

para adaptar las normas vigentes al marco introducido por el presente texto. Con objeto de 

armonizar las normas anteriores y ofrecer un contexto coordinado entre los textos legales, parte de 

la reforma integral se ha llevado a cabo mediante la modificación de normas existentes. En este 

sentido, las disposiciones adicionales desarrollan las medidas previstas en el articulado, pero 

integrándolas directamente en la legislación educativa, publicitaria, laboral, de Seguridad Social y 

de Función Pública; asimismo, dichas disposiciones afectan, en especial, al reconocimiento de 
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pensiones y a la dotación del Fondo previsto en esta Ley para favorecer la asistencia social integral 

a las víctimas de violencia de género. 

En materia de régimen transitorio se extiende la aplicación de la presente Ley a los procedimientos 

en tramitación en el momento de su entrada en vigor, aunque respetando la competencia judicial 

de los órganos respectivos. 

Por último, la presente Ley incluye en sus disposiciones finales las habilitaciones necesarias para el 

desarrollo normativo de sus preceptos. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Artículo 1 

Objeto de la Ley 

1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la 

discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 

mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes 

estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia. 

2. Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y 

erradicar esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los menores sujetos 

a su tutela, o guarda y custodia, víctimas de esta violencia. 

3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física y 

psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación 

arbitraria de libertad. 

4. La violencia de género a que se refiere esta Ley también comprende la violencia que con el 

objetivo de causar perjuicio o daño a las mujeres se ejerza sobre sus familiares o allegados menores 

de edad por parte de las personas indicadas en el apartado primero. 

Artículo 2 

Principios rectores 

A través de esta Ley se articula un conjunto integral de medidas encaminadas a alcanzar los 

siguientes fines: 

a) Fortalecer las medidas de sensibilización ciudadana de prevención, dotando a los poderes 

públicos de instrumentos eficaces en el ámbito educativo, servicios sociales, sanitario, publicitario y 

mediático. 

b) Consagrar derechos de las mujeres víctimas de violencia de género, exigibles ante las 

Administraciones Públicas, y así asegurar un acceso rápido, transparente y eficaz a los servicios 

establecidos al efecto. 

c) Reforzar hasta la consecución de los mínimos exigidos por los objetivos de la ley los servicios 

sociales de información, de atención, de emergencia, de apoyo y de recuperación integral, así 

como establecer un sistema para la más eficaz coordinación de los servicios ya existentes a nivel 

municipal y autonómico. 
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d) Garantizar derechos en el ámbito laboral y funcionarial que concilien los requerimientos de la 

relación laboral y de empleo público con las circunstancias de aquellas trabajadoras o funcionarias 

que sufran violencia de género. 

e) Garantizar derechos económicos para las mujeres víctimas de violencia de género, con el fin 

de facilitar su integración social. 

f) Establecer un sistema integral de tutela institucional en el que la Administración General del 

Estado, a través de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, en 

colaboración con el Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer, impulse la creación de 

políticas públicas dirigidas a ofrecer tutela a las víctimas de la violencia contemplada en la presente 

Ley. 

g) Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral, desde las 

instancias jurisdiccionales, a las víctimas de violencia de género. 

h) Coordinar los recursos e instrumentos de todo tipo de los distintos poderes públicos para 

asegurar la prevención de los hechos de violencia de género y, en su caso, la sanción adecuada a 

los culpables de los mismos. 

i) Promover la colaboración y participación de las entidades, asociaciones y organizaciones que 

desde la sociedad civil actúan contra la violencia de género. 

j) Fomentar la especialización de los colectivos profesionales que intervienen en el proceso de 

información, atención y protección a las víctimas. 

k) Garantizar el principio de transversalidad de las medidas, de manera que en su aplicación se 

tengan en cuenta las necesidades y demandas específicas de todas las mujeres víctimas de 

violencia de género. 

TÍTULO I 

Medidas de sensibilización, prevención y detección 

Artículo 3 

Planes de sensibilización 

1. Desde la responsabilidad del Gobierno del Estado y de manera inmediata a la entrada en vigor 

de esta ley, con la consiguiente dotación presupuestaria, se pondrá en marcha un Plan Estatal de 

Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género con carácter permanente que como mínimo 

recoja los siguientes elementos: 

a) Que introduzca en el escenario social las nuevas escalas de valores basadas en el respeto de 

los derechos y libertades fundamentales y de la igualdad entre hombres y mujeres, así como en el 

ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia, todo 

ello desde la perspectiva de las relaciones de género. 

b) Dirigido tanto a hombres como a mujeres, desde un trabajo comunitario e intercultural, 

incluyendo el ámbito de las tecnologías de la información y el digital. 

c) Que contemple un amplio programa de formación complementaria y de reciclaje de los 

profesionales que intervienen en estas situaciones. 
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d) Controlado por una Comisión de amplia participación, que se creará en un plazo máximo de 

un mes, en la que se ha de asegurar la presencia de las víctimas y su entorno, las instituciones, los 

profesionales y de personas de reconocido prestigio social relacionado con el tratamiento de estos 

temas. 

La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, oída la Comisión a la que se refiere 

el párrafo anterior, elaborará el Informe anual de evaluación del Plan Estatal de Sensibilización y 

Prevención de la Violencia de Género y lo remitirá a las Cortes Generales. 

2. Los poderes públicos, en el marco de sus competencias, impulsarán además campañas de 

información y sensibilización específicas con el fin de prevenir la violencia de género. 

3. Las campañas de información y sensibilización contra esta forma de violencia se realizarán de 

manera que se garantice el acceso a las mismas de las personas con discapacidad. 

CAPÍTULO I 

En el ámbito educativo 

Artículo 4 

Principios y valores del sistema educativo 

1. El sistema educativo español incluirá entre sus fines la formación en el respeto de los derechos y 

libertades fundamentales y de la igualdad entre hombres y mujeres, así como en el ejercicio de la 

tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia. 

Igualmente, el sistema educativo español incluirá, dentro de sus principios de calidad, la eliminación 

de los obstáculos que dificultan la plena igualdad entre hombres y mujeres y la formación para la 

prevención de conflictos y para la resolución pacífica de los mismos. 

2. La Educación Infantil contribuirá a desarrollar en la infancia el aprendizaje en la resolución pacífica 

de conflictos. 

3. La Educación Primaria contribuirá a desarrollar en el alumnado su capacidad para adquirir 

habilidades en la resolución pacífica de conflictos y para comprender y respetar la igualdad entre 

sexos. 

4. La Educación Secundaria Obligatoria contribuirá a desarrollar en el alumnado la capacidad para 

relacionarse con los demás de forma pacífica y para conocer, valorar y respetar la igualdad de 

oportunidades de hombres y mujeres. 

5. El Bachillerato y la Formación Profesional contribuirán a desarrollar en el alumnado la capacidad 

para consolidar su madurez personal, social y moral, que les permita actuar de forma responsable y 

autónoma y para analizar y valorar críticamente las desigualdades de sexo y fomentar la igualdad 

real y efectiva entre hombres y mujeres. 

6. La Enseñanza para las personas adultas incluirá entre sus objetivos desarrollar actividades en la 

resolución pacífica de conflictos y fomentar el respeto a la dignidad de las personas y a la igualdad 

entre hombres y mujeres. 

7. Las Universidades incluirán y fomentarán en todos los ámbitos académicos la formación, docencia 

e investigación en igualdad de género y no discriminación de forma transversal. 
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Artículo 5 

Escolarización inmediata en caso de violencia de género 

Las Administraciones competentes deberán prever la escolarización inmediata de los hijos que se 

vean afectados por un cambio de residencia derivada de actos de violencia de género. 

Artículo 6 

Fomento de la igualdad 

Con el fin de garantizar la efectiva igualdad entre hombres y mujeres, las Administraciones 

educativas velarán para que en todos los materiales educativos se eliminen los estereotipos sexistas 

o discriminatorios y para que fomenten el igual valor de hombres y mujeres. 

Artículo 7 

Formación inicial y permanente del profesorado 

Las Administraciones educativas adoptarán las medidas necesarias para que en los planes de 

formación inicial y permanente del profesorado se incluya una formación específica en materia de 

igualdad, con el fin de asegurar que adquieren los conocimientos y las técnicas necesarias que les 

habiliten para: 

a) La educación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la igualdad entre 

hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios 

democráticos de convivencia. 

b) La educación en la prevención de conflictos y en la resolución pacífica de los mismos, en todos 

los ámbitos de la vida personal, familiar y social. 

c) La detección precoz de la violencia en el ámbito familiar, especialmente sobre la mujer y los 

hijos e hijas. 

d) El fomento de actitudes encaminadas al ejercicio de iguales derechos y obligaciones por parte 

de mujeres y hombres, tanto en el ámbito público como privado, y la corresponsabilidad entre los 

mismos en el ámbito doméstico. 

Artículo 8 

Participación en los Consejos Escolares 

Se adoptarán las medidas precisas para asegurar que los Consejos Escolares impulsen la adopción 

de medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres. Con el 

mismo fin, en el Consejo Escolar del Estado se asegurará la representación del Instituto de la Mujer y 

de las organizaciones que defiendan los intereses de las mujeres, con implantación en todo el 

territorio nacional. 

Artículo 9 

Actuación de la inspección educativa 

Los servicios de inspección educativa velarán por el cumplimiento y aplicación de los principios y 

valores recogidos en este capítulo en el sistema educativo destinados a fomentar la igualdad real 

entre mujeres y hombres. 
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CAPÍTULO II 

En el ámbito de la publicidad y de los medios de comunicación 

Artículo 10 

Publicidad ilícita 

De acuerdo con lo establecido en la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, se 

considerará ilícita la publicidad que utilice la imagen de la mujer con carácter vejatorio o 

discriminatorio. 

Artículo 11 

El Ente público al que corresponda velar para que los medios audiovisuales cumplan sus obligaciones 

adoptará las medidas que procedan para asegurar un tratamiento de la mujer conforme con los 

principios y valores constitucionales, sin perjuicio de las posibles actuaciones por parte de otras 

entidades. 

Artículo 12 

Titulares de la acción de cesación y rectificación 

La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer , el Instituto de la Mujer u 

órgano equivalente de cada Comunidad Autónoma, el Ministerio Fiscal y las Asociaciones que 

tengan como objetivo único la defensa de los intereses de la mujer estarán legitimados para ejercitar 

ante los Tribunales la acción de cesación de publicidad ilícita por utilizar en forma vejatoria la imagen 

de la mujer, en los términos de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad. 

Artículo 13 

Medios de comunicación 

1. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento estricto de la legislación en lo relativo a 

la protección y salvaguarda de los derechos fundamentales, con especial atención a la erradicación 

de conductas favorecedoras de situaciones de desigualdad de las mujeres en todos los medios de 

comunicación social, de acuerdo con la legislación vigente. 

2. La Administración pública promoverá acuerdos de autorregulación que, contando con 

mecanismos de control preventivo y de resolución extrajudicial de controversias eficaces, 

contribuyan al cumplimiento de la legislación publicitaria. 

Artículo 14 

Los medios de comunicación fomentarán la protección y salvaguarda de la igualdad entre hombre 

y mujer, evitando toda discriminación entre ellos. 

La difusión de informaciones relativas a la violencia sobre la mujer garantizará, con la 

correspondiente objetividad informativa, la defensa de los derechos humanos, la libertad y dignidad 

de las mujeres víctimas de violencia y de sus hijos. En particular, se tendrá especial cuidado en el 

tratamiento gráfico de las informaciones. 
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CAPÍTULO III 

En el ámbito sanitario 

Artículo 15 

Sensibilización y formación 

1. Las Administraciones sanitarias, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, 

promoverán e impulsarán actuaciones de los profesionales sanitarios para la detección precoz de la 

violencia de género y propondrán las medidas que estimen necesarias a fin de optimizar la 

contribución del sector sanitario en la lucha contra este tipo de violencia. 

2. En particular, se desarrollarán programas de sensibilización y formación continuada del personal 

sanitario con el fin de mejorar e impulsar el diagnóstico precoz, la asistencia y la rehabilitación de la 

mujer en las situaciones de violencia de género a que se refiere esta Ley. 

3. Las Administraciones educativas competentes asegurarán que en los ámbitos curriculares de las 

licenciaturas y diplomaturas, y en los programas de especialización de las profesiones sociosanitarias, 

se incorporen contenidos dirigidos a la capacitación para la prevención, la detección precoz, 

intervención y apoyo a las víctimas de esta forma de violencia. 

4. En los Planes Nacionales de Salud que procedan se contemplará un apartado de prevención e 

intervención integral en violencia de género. 

Artículo 16 

Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 

En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se constituirá, en el plazo de un 

año desde la entrada en vigor de la presente Ley, una Comisión contra la Violencia de Género que 

apoye técnicamente y oriente la planificación de las medidas sanitarias contempladas en este 

capítulo, evalúe y proponga las necesarias para la aplicación del protocolo sanitario y cualesquiera 

otras medidas que se estimen precisas para que el sector sanitario contribuya a la erradicación de 

esta forma de violencia. 

La Comisión contra la Violencia de Género del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 

estará compuesta por representantes de todas las Comunidades Autónomas con competencia en 

la materia. 

La Comisión emitirá un informe anual que será remitido al Observatorio Estatal de la Violencia sobre 

la Mujer y al Pleno del Consejo Interterritorial. 
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TÍTULO II 

Derechos de las mujeres víctimas de violencia de género 

CAPÍTULO I 

Derecho a la información, a la asistencia social integral y a la asistencia jurídica gratuita 

Artículo 17 

Garantía de los derechos de las víctimas 

1. Todas las mujeres víctimas de violencia de género tienen garantizados los derechos reconocidos 

en esta ley, sin que pueda existir discriminación en el acceso a los mismos. 

2. La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las víctimas de la violencia de 

género, en los términos regulados en este capítulo, contribuyen a hacer reales y efectivos sus 

derechos constitucionales a la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la igualdad y no 

discriminación por razón de sexo. 

3. Los servicios de información y orientación, atención psicosocial inmediata, telefónica y en línea, 

asesoramiento jurídico 24 horas, los servicios de acogida y asistencia social integral, consistentes en 

orientación jurídica, psicológica y social destinadas a las víctimas de violencias contra las mujeres 

tendrán carácter de servicios esenciales. 

En caso de que concurra cualquier situación que dificulte el acceso o la prestación de tales servicios, 

las administraciones públicas competentes adoptarán las medidas necesarias para garantizar su 

normal funcionamiento y su adaptación, si fuera necesario, a las necesidades específicas de las 

víctimas derivadas de la situación de dicha situación excepcional. 

Igualmente, se garantizará el normal funcionamiento y prestación del sistema de seguimiento por 

medios telemáticos del cumplimiento de las medidas cautelares y penas de prohibición de 

aproximación en materia de violencia de género. 

Artículo 18 

Derecho a la información 

1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir plena información y 

asesoramiento adecuado a su situación personal, sin que pueda existir discriminación en el acceso 

a los mismos, a través de los servicios, organismos u oficinas que puedan disponer las administraciones 

públicas. 

Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta ley relativas a su protección y 

seguridad, y los derechos y ayudas previstos en la misma, así como la referente al lugar de prestación 

de los servicios de atención, emergencia, apoyo y recuperación integral. 

2. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con discapacidad víctimas de 

violencia de género tengan acceso integral a la información sobre sus derechos y sobre los recursos 

existentes. Esta información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas 

con discapacidad, tales como lengua de signos u otras modalidades u opciones de comunicación, 

incluidos los sistemas alternativos y aumentativos. 

3. Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres víctimas de violencia de género 

que por sus circunstancias personales y sociales puedan tener una mayor dificultad para el acceso 
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integral a la información, tengan garantizado el ejercicio efectivo de este derecho. La información 

deberá ser accesible para las mujeres que desconozcan el castellano o, en su caso, la otra lengua 

oficial de su territorio de residencia. 

Artículo 19 

Derecho a la atención integral 

1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales de atención, de 

emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. La organización de estos servicios por 

parte de las comunidades autónomas y las Corporaciones Locales responderá a los principios de 

atención permanente, actuación urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad 

profesional. 

2. La atención multidisciplinar implicará especialmente: 

a) Información a las víctimas. 

b) Atención psicológica. 

c) Apoyo social. 

d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer. 

e) Apoyo educativo a la unidad familiar. 

f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo personal y a la 

adquisición de habilidades en la resolución no violenta de conflictos. 

g) Apoyo a la formación e inserción laboral. 

3. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de su personal, por sus 

características de convergencia e integración de acciones, garanticen la efectividad de los 

indicados principios, asegurando, en todo caso, la disponibilidad, accesibilidad y calidad de los 

mismos. En todo caso, se procurará una distribución territorial equitativa de los servicios y se 

garantizará su accesibilidad a las mujeres de las zonas rurales y otras zonas alejadas. 

4. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos de Seguridad, los 

Juzgados de Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las instituciones encargadas de prestar 

asistencia jurídica a las víctimas del ámbito geográfico correspondiente. Estos servicios podrán 

solicitar al órgano judicial las medidas urgentes que consideren necesarias. 

5. También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios sociales los 

menores que se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la persona agredida, o 

convivan en contextos familiares en los que se cometen actos de violencia de género. A estos 

efectos, los servicios sociales deberán contar con personal específicamente formado para atender 

a los menores, con el fin de prevenir y evitar de forma eficaz las situaciones que puedan comportar 

daños psíquicos y físicos a los menores que viven en entornos familiares donde existe violencia de 

género. En particular, deberán contar con profesionales de la psicología infantil para la atención de 

las hijas e hijos menores víctimas de violencia de género, incluida la violencia vicaria. 

6. En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración General del Estado y 

la Administración de las comunidades autónomas en las materias reguladas en este artículo, se 
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incluirán compromisos de aportación, por parte de la Administración General del Estado, de recursos 

financieros referidos específicamente a la prestación de los servicios. 

7. Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones que se lleven a cabo 

y emitirán recomendaciones para su mejora. 

Artículo 19 bis 

Derecho a la atención sanitaria 

1. El Sistema Público de Salud garantizará a las mujeres víctimas de violencia de género, así como a 

sus hijos e hijas, el derecho a la atención sanitaria, con especial atención psicológica y psiquiátrica, 

y al seguimiento de la evolución de su estado de salud hasta su total recuperación, en lo 

concerniente a la sintomatología o las secuelas psíquicas y físicas derivadas de la situación de 

violencia sufrida. Asimismo, los servicios sanitarios deberán contar con psicólogos infantiles para la 

atención de los hijos e hijas menores que sean víctimas de violencia vicaria. 

2. Estos servicios se prestarán, garantizando la privacidad y la intimidad de las mujeres y el respeto, 

en todo caso, a las decisiones que ellas tomen en relación a su atención sanitaria. 

3. Asimismo, se establecerán medidas específicas para la detección, intervención y asistencia en 

situaciones de violencia contra mujeres con discapacidad, mujeres con problemas de salud mental, 

adicciones u otras problemáticas u otros casos de adicciones derivadas o añadidas a la violencia. 

Artículo 20 

Asistencia jurídica 

1. Las víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir asesoramiento jurídico gratuito en el 

momento inmediatamente previo a la interposición de la denuncia, y a la defensa y representación 

gratuitas por abogado y procurador en todos los procesos y procedimientos administrativos que 

tengan causa directa o indirecta en la violencia padecida. En estos supuestos, una misma dirección 

letrada deberá asumir la defensa de la víctima, siempre que con ello se garantice debidamente su 

derecho de defensa. Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento 

de la víctima, siempre que no fueran partícipes en los hechos. En todo caso, se garantizará la defensa 

jurídica, gratuita y especializada de forma inmediata a todas las víctimas de violencia de género que 

lo soliciten. 

2. En todo caso, cuando se trate de garantizar la defensa y asistencia jurídica a las víctimas de 

violencia de género, se procederá de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 enero, 

de Asistencia Jurídica Gratuita. 

3. Los Colegios de Abogados, cuando exijan para el ejercicio del turno de oficio cursos de 

especialización, asegurarán una formación específica que coadyuve al ejercicio profesional de una 

defensa eficaz en materia de violencia de género. 

4. Igualmente, los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para la designación 

urgente de letrado o letrada de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia de género y 

para asegurar su inmediata presencia y asistencia a las víctimas. 

5. Los Colegios de Procuradores adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de 

procurador o procuradora en los procedimientos que se sigan por violencia de género cuando la 

víctima desee personarse como acusación particular. 
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6. El abogado o abogada designado para la víctima tendrá también habilitación legal para la 

representación procesal de aquella hasta la designación del procurador o procuradora, en tanto la 

víctima no se haya personado como acusación conforme a lo dispuesto en el apartado siguiente. 

Hasta entonces cumplirá el abogado o abogada el deber de señalamiento de domicilio a efectos 

de notificaciones y traslados de documentos. 

7. Las víctimas de violencia de género podrán personarse como acusación particular en cualquier 

momento del procedimiento si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya 

practicadas antes de su personación, ni podrá suponer una merma del derecho de defensa del 

acusado. 

CAPÍTULO II 

Derechos laborales y prestaciones de la Seguridad Social 

Artículo 21 

Derechos laborales y de Seguridad Social 

1. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos previstos en el 

Estatuto de los Trabajadores, a la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a la 

movilidad geográfica, al cambio de centro de trabajo, a la adaptación de su puesto de trabajo y a 

los apoyos que precise por razón de su discapacidad para su reincorporación, a la suspensión de la 

relación laboral con reserva de puesto de trabajo y a la extinción del contrato de trabajo. 

2. En los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social y en la Ley Orgánica 4/2000, de 

11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, la 

suspensión y la extinción del contrato de trabajo previstas en el apartado anterior darán lugar a 

situación legal de desempleo. El tiempo de suspensión se considerará como periodo de cotización 

efectiva a efectos de prestaciones de Seguridad Social y de desempleo. 

3. Las empresas que formalicen contratos de interinidad, para sustituir a trabajadoras víctimas de 

violencia de género que hayan suspendido su contrato de trabajo o ejercitado su derecho a la 

movilidad geográfica o al cambio de centro de trabajo, tendrán derecho a una bonificación del 

100 por 100 de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, durante 

todo el período de suspensión de la trabajadora sustituida o durante seis meses en los supuestos de 

movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo. Cuando se produzca la reincorporación, ésta 

se realizará en las mismas condiciones existentes en el momento de la suspensión del contrato de 

trabajo, garantizándose los ajustes razonables que se puedan precisar por razón de discapacidad. 

4. Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación física o psicológica 

derivada de la violencia de género se considerarán justificadas y serán remuneradas, cuando así lo 

determinen los servicios sociales de atención o servicios de salud, según proceda, sin perjuicio de que 

dichas ausencias sean comunicadas por la trabajadora a la empresa a la mayor brevedad. 

5. A las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género que cesen en su actividad 

para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, se les considerará en 

situación de cese temporal de la actividad en los términos previstos en el texto refundido de la Ley 

General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, 

y se les suspenderá la obligación de cotización durante un período de seis meses, que les serán 

considerados como de cotización efectiva a efectos de las prestaciones de Seguridad Social. 

Asimismo, su situación será considerada como asimilada al alta. 
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A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará una base de cotización equivalente al 

promedio de las bases cotizadas durante los seis meses previos a la suspensión de la obligación de 

cotizar. 

Artículo 22 

Programa específico de empleo 

1. En el marco de los planes anuales de empleo a los que se refiere el artículo 11 del texto refundido 

de la Ley de Empleo, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, se desarrollará 

un programa de acción específico para las víctimas de violencia de género inscritas como 

demandantes de empleo. 

Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad por cuenta propia. 

Artículo 23 

Acreditación de situaciones de violencia de género 

Las situaciones de violencia de género que dan lugar al reconocimiento de los derechos regulados 

en esta ley se acreditarán mediante una sentencia condenatoria por cualquiera de las 

manifestaciones de la violencia contra las mujeres previstas en esta ley, una orden de protección o 

cualquier otra resolución judicial que acuerde una medida cautelar a favor de la víctima, o bien por 

el informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de que la demandante es víctima 

de violencia de género. También podrán acreditarse las situaciones de violencia contra las mujeres 

mediante informe de los servicios sociales, de los servicios especializados, o de los servicios de 

acogida de la Administración Pública competente destinados a las víctimas de violencia de género, 

o por cualquier otro título, siempre que ello esté previsto en las disposiciones normativas de carácter 

sectorial que regulen el acceso a cada uno de los derechos y recursos. 

En el caso de víctimas menores de edad, la acreditación podrá realizarse, además, por documentos 

sanitarios oficiales de comunicación a la Fiscalía o al órgano judicial. 

El Gobierno y las comunidades autónomas, en el marco de la Conferencia Sectorial de Igualdad, 

diseñarán, de común acuerdo, los procedimientos básicos que permitan poner en marcha los 

sistemas de acreditación de las situaciones de violencia de género. 

CAPÍTULO III 

Derechos de las funcionarias públicas 

Artículo 24 

Ámbito de los derechos 

La funcionaria víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción o a la reordenación 

de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica de centro de trabajo y a la excedencia en los 

términos que se determinen en su legislación específica. 
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Artículo 25 

Justificación de las faltas de asistencia 

Las ausencias totales o parciales al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada 

de la violencia de género sufrida por una mujer funcionaria se considerarán justificadas en los 

términos que se determine en su legislación específica. 

Artículo 26 

Acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida sobre las funcionarias 

La acreditación de las circunstancias que dan lugar al reconocimiento de los derechos de movilidad 

geográfica de centro de trabajo, excedencia, y reducción o reordenación del tiempo de trabajo, 

se realizará en los términos establecidos en el artículo 23. 

CAPÍTULO IV 

Derechos económicos 

Artículo 27 

Ayudas sociales 

1. Cuando las víctimas de violencia de género careciesen de rentas superiores, en cómputo mensual, 

al 75 por 100 del salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas 

extraordinarias, recibirán una ayuda de pago único, siempre que se presuma que debido a su edad, 

falta de preparación general o especializada y circunstancias sociales, la víctima tendrá especiales 

dificultades para obtener un empleo y por dicha circunstancia no participará en los programas de 

empleo establecidos para su inserción profesional. 

2. El importe de esta ayuda será equivalente al de seis meses de subsidio por desempleo. Cuando la 

víctima de la violencia ejercida contra la mujer tuviera reconocida oficialmente una discapacidad 

en grado igual o superior al 33 por 100, el importe será equivalente a doce meses de subsidio por 

desempleo. 

3. Estas ayudas, financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, serán concedidas 

por las Administraciones competentes en materia de servicios sociales. En la tramitación del 

procedimiento de concesión, deberá incorporarse informe del Servicio Público de Empleo referido a 

la previsibilidad de que por las circunstancias a las que se refiere el apartado 1 de este artículo, la 

aplicación del programa de empleo no incida de forma sustancial en la mejora de la empleabilidad 

de la víctima. 

La concurrencia de las circunstancias de violencia se acreditará de conformidad con lo establecido 

en el artículo 23 de esta Ley. 

4. En el caso de que la víctima tenga responsabilidades familiares, su importe podrá alcanzar el de 

un período equivalente al de 18 meses de subsidio, o de 24 meses si la víctima o alguno de los 

familiares que conviven con ella tiene reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o 

superior al 33 por 100, en los términos que establezcan las disposiciones de desarrollo de la presente 

Ley. 

5. Estas ayudas serán compatibles con cualquiera de las previstas en la Ley 35/1995, de 11 de 

diciembre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, así 
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como con cualquier otra ayuda económica de carácter autonómico o local concedida por la 

situación de violencia de género. 

Artículo 28 

Acceso a la vivienda y residencias públicas para mayores 

Las mujeres víctimas de violencia de género serán consideradas colectivos prioritarios en el acceso 

a viviendas protegidas y residencias públicas para mayores, en los términos que determine la 

legislación aplicable. 

CAPÍTULO V 

Derecho a la reparación 

Artículo 28 bis 

Alcance y garantía del derecho 

Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la 

compensación económica por los daños y perjuicios derivados de la violencia, las medidas 

necesarias para su completa recuperación física, psíquica y social, las acciones de reparación 

simbólica y las garantías de no repetición. 

Artículo 28 ter 

Medidas para garantizar el derecho a la reparación 

1. Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la 

indemnización a la que se refiere el apartado siguiente, las medidas necesarias para su completa 

recuperación física, psíquica y social, las acciones de reparación simbólica y las garantías de no 

repetición. 

2. Las administraciones públicas asegurarán que las víctimas tengan acceso efectivo a la 

indemnización que corresponda por los daños y perjuicios, que deberá garantizar la satisfacción 

económicamente evaluable de, al menos, los siguientes conceptos: 

a) El daño físico y psicológico, incluido el daño moral y el daño a la dignidad. 

b) La pérdida de oportunidades, incluidas las oportunidades de educación, empleo y 

prestaciones sociales. 

c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante. 

d) El daño social, entendido como el daño al proyecto de vida. 

e) El tratamiento terapéutico, social y de salud sexual y reproductiva. 

3. La indemnización será satisfecha por la o las personas civil o penalmente responsables, de acuerdo 

con la normativa vigente. 

4. Las administraciones públicas garantizarán la completa recuperación física, psíquica y social de 

las víctimas a través de la red de recursos de atención integral previstos en el Título II. Asimismo, con 

el objetivo de garantizar la recuperación simbólica, promoverán el restablecimiento de su dignidad 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 720 

y reputación, la superación de cualquier situación de estigmatización y el derecho de supresión 

aplicado a buscadores en Internet y medios de difusión públicos. 

Asimismo, las administraciones públicas podrán establecer ayudas complementarias destinadas a las 

víctimas que, por la especificidad o gravedad de las secuelas derivadas de la violencia, no 

encuentren una respuesta adecuada o suficiente en la red de recursos de atención y recuperación. 

En particular, dichas víctimas podrán recibir ayudas adicionales para financiar los tratamientos 

sanitarios adecuados, incluyendo los tratamientos de reconstrucción genital femenina, si fueran 

necesarios. 

5. Con el objetivo de cumplir las garantías de no repetición, las administraciones públicas, en el marco 

de sus respectivas competencias, impulsarán las medidas necesarias para que las víctimas cuenten 

con protección efectiva ante represalias o amenazas. 

6. Las administraciones públicas promoverán, a través de homenajes y de acciones de difusión 

pública, el compromiso colectivo frente a la violencia contra las mujeres y el respeto por las víctimas. 

TÍTULO III 

Tutela Institucional 

Artículo 29 

La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género 

1. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, adscrita al Ministerio de Igualdad o al 

departamento con competencias en la materia, formulará las políticas públicas en relación con la 

violencia de género a desarrollar por el Gobierno y elaborará la Macroencuesta de Violencia contra 

las Mujeres. Asimismo, coordinará e impulsará cuantas acciones se realicen en dicha materia, 

trabajando en colaboración y coordinación con las administraciones con competencia en la 

materia. 

2. La persona titular de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género estará legitimada 

ante los órganos jurisdiccionales para intervenir en defensa de los derechos y de los intereses 

tutelados en esta ley en colaboración y coordinación con las administraciones con competencias 

en la materia. 

3. Reglamentariamente se determinará el rango y las funciones concretas de la persona titular de la 

Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género. 

Artículo 30 

Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer 

1. Se constituirá el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como órgano colegiado adscrito 

al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, al que corresponderá el asesoramiento, evaluación, 

colaboración institucional, elaboración de informes y estudios, y propuestas de actuación en materia 

de violencia de género. Estos informes, estudios y propuestas considerarán de forma especial la 

situación de las mujeres con mayor riesgo de sufrir violencia de género o con mayores dificultades 

para acceder a los servicios. En cualquier caso, los datos contenidos en dichos informes, estudios y 

propuestas se consignarán desagregados por sexo. 

2. El Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer remitirá al Gobierno y a las Comunidades 

Autónomas, con periodicidad anual, un informe sobre la evolución de la violencia ejercida sobre la 
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mujer en los términos a que se refiere el artículo 1 de la presente Ley, con determinación de los tipos 

penales que se hayan aplicado, y de la efectividad de las medidas acordadas para la protección 

de las víctimas. El informe destacará asimismo las necesidades de reforma legal con objeto de 

garantizar que la aplicación de las medidas de protección adoptadas puedan asegurar el máximo 

nivel de tutela para las mujeres. 

3. Reglamentariamente se determinarán sus funciones, su régimen de funcionamiento y su 

composición, en la que se garantizará, en todo caso, la participación de las Comunidades 

Autónomas, las entidades locales, los agentes sociales, las asociaciones de consumidores y usuarios, 

y las organizaciones de mujeres con implantación en todo el territorio del Estado así como de las 

organizaciones empresariales y sindicales más representativas. 

Artículo 31 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

1. El Gobierno establecerá, en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, unidades 

especializadas en la prevención de la violencia de género y en el control de la ejecución de las 

medidas judiciales adoptadas. 

2. El Gobierno, con el fin de hacer más efectiva la protección de las víctimas, promoverá las 

actuaciones necesarias para que las Policías Locales, en el marco de su colaboración con las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad del Estado, cooperen en asegurar el cumplimiento de las medidas 

acordadas por los órganos judiciales cuando éstas sean algunas de las previstas en la presente Ley 

o en el artículo 544 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal o en el artículo 57 del Código Penal. 

3. La actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad habrá de tener en cuenta el Protocolo de 

Actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de Coordinación con los Órganos Judiciales para 

la protección de la violencia doméstica y de género. 

4. Lo dispuesto en el presente artículo será de aplicación en las Comunidades Autónomas que 

cuenten con cuerpos de policía que desarrollen las funciones de protección de las personas y bienes 

y el mantenimiento del orden y la seguridad ciudadana dentro del territorio autónomo, en los 

términos previstos en sus Estatutos, en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad, y en sus leyes de policía, y todo ello con la finalidad de hacer más efectiva la 

protección de las víctimas. 

Artículo 32 

Planes de colaboración 

1. Los poderes públicos elaborarán planes de colaboración que garanticen la ordenación de sus 

actuaciones en la prevención, asistencia y persecución de los actos de violencia de género, que 

deberán implicar a las administraciones sanitarias, la Administración de Justicia, las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad y los servicios sociales y organismos de igualdad. 

2. En desarrollo de dichos planes, se articularán protocolos de actuación que determinen los 

procedimientos que aseguren una actuación global e integral de las distintas administraciones y 

servicios implicados, y que garanticen la actividad probatoria en los procesos que se sigan. 

3. Las administraciones con competencias sanitarias promoverán la aplicación, permanente 

actualización y difusión de protocolos que contengan pautas uniformes de actuación sanitaria, tanto 

en el ámbito público como privado, y en especial, del Protocolo aprobado por el Consejo 

Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. 
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Tales protocolos impulsarán las actividades de prevención, detección precoz e intervención 

continuada con la mujer sometida a violencia de género o en riesgo de padecerla. 

Los protocolos, además de referirse a los procedimientos a seguir, harán referencia expresa a las 

relaciones con la Administración de Justicia, en aquellos casos en que exista constatación o 

sospecha fundada de daños físicos o psíquicos ocasionados por estas agresiones o abusos. 

4. En las actuaciones previstas en este artículo se considerará de forma especial la situación de las 

mujeres que, por sus circunstancias personales y sociales puedan tener mayor riesgo de sufrir la 

violencia de género o mayores dificultades para acceder a los servicios previstos en esta ley, tales 

como las pertenecientes a minorías, las inmigrantes, las que se encuentran en situación de exclusión 

social, las mujeres con discapacidad, las mujeres mayores o aquellas que viven en el ámbito rural. 

TÍTULO IV 

Tutela Penal 

Artículo 33 

Suspensión de penas 

El párrafo segundo del apartado 1, 6.ª, del artículo 83 del Código Penal, en la redacción dada por la 

Ley Orgánica 15/2003, queda redactado de la forma siguiente: 

«Si se tratase de delitos relacionados con la violencia de género, el Juez o Tribunal condicionará 

en todo caso la suspensión al cumplimiento de las obligaciones o deberes previstos en las reglas 1.ª, 

2.ª y 5.ª de este apartado.» 

Artículo 34 

Comisión de delitos durante el período de suspensión de la pena 

El apartado 3 del artículo 84 del Código Penal, en la redacción dada por la Ley Orgánica 15/2003, 

queda redactado de la forma siguiente: 

«3. En el supuesto de que la pena suspendida fuera de prisión por la comisión de delitos 

relacionados con la violencia de género, el incumplimiento por parte del reo de las obligaciones o 

deberes previstos en las reglas 1.ª, 2.ª y 5.ª del apartado 1 del artículo 83 determinará la revocación 

de la suspensión de la ejecución de la pena.» 

Artículo 35 

Sustitución de penas 

El párrafo tercero del apartado 1 del artículo 88 del Código Penal, en la redacción dada por la Ley 

Orgánica 15/2003, queda redactado de la forma siguiente: 

«En el caso de que el reo hubiera sido condenado por un delito relacionado con la violencia de 

género, la pena de prisión sólo podrá ser sustituida por la de trabajos en beneficio de la comunidad. 

En estos supuestos, el Juez o Tribunal impondrá adicionalmente, además de la sujeción a programas 

específicos de reeducación y tratamiento psicológico, la observancia de las obligaciones o deberes 

previstos en las reglas 1.ª y 2.ª, del apartado 1 del artículo 83 de este Código.» 
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Artículo 36 

Protección contra las lesiones 

Se modifica el artículo 148 del Código Penal que queda redactado de la siguiente forma: 

«Las lesiones previstas en el apartado 1 del artículo anterior podrán ser castigadas con la pena 

de prisión de dos a cinco años, atendiendo al resultado causado o riesgo producido: 

1.º Si en la agresión se hubieren utilizado armas, instrumentos, objetos, medios, métodos o formas 

concretamente peligrosas para la vida o salud, física o psíquica, del lesionado. 

2.º Si hubiere mediado ensañamiento o alevosía. 

3.º Si la víctima fuere menor de doce años o incapaz. 

4.º Si la víctima fuere o hubiere sido esposa, o mujer que estuviere o hubiere estado ligada al autor 

por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. 

5.º Si la víctima fuera una persona especialmente vulnerable que conviva con el autor.» 

Artículo 37 

Protección contra los malos tratos 

El artículo 153 del Código Penal, queda redactado como sigue: 

«1. El que por cualquier medio o procedimiento causare a otro menoscabo psíquico o una lesión 

no definidos como delito en este Código, o golpeare o maltratare de obra a otro sin causarle lesión, 

cuando la ofendida sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya estado ligada a él por una 

análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o persona especialmente vulnerable que 

conviva con el autor, será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año o de trabajos en 

beneficios de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho 

a la tenencia y porte de armas de un año y un día a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal 

lo estime adecuado al interés del menor o incapaz, inhabilitación para el ejercicio de la patria 

potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento hasta cinco años. 

2. Si la víctima del delito previsto en el apartado anterior fuere alguna de las personas a que se 

refiere el artículo 173.2, exceptuadas las personas contempladas en el apartado anterior de este 

artículo, el autor será castigado con la pena de prisión de tres meses a un año o de trabajos en 

beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho 

a la tenencia y porte de armas de un año y un día a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal 

lo estime adecuado al interés del menor o incapaz, inhabilitación para el ejercicio de la patria 

potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento de seis meses a tres años. 

3. Las penas previstas en los apartados 1 y 2 se impondrán en su mitad superior cuando el delito 

se perpetre en presencia de menores, o utilizando armas, o tenga lugar en el domicilio común o en 

el domicilio de la víctima, o se realice quebrantando una pena de las contempladas en el artículo 

48 de este Código o una medida cautelar o de seguridad de la misma naturaleza. 

4. No obstante lo previsto en los apartados anteriores, el Juez o Tribunal, razonándolo en 

sentencia, en atención a las circunstancias personales del autor y las concurrentes en la realización 

del hecho, podrá imponer la pena inferior en grado.» 
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Artículo 38 

Protección contra las amenazas 

Se añaden tres apartados, numerados como 4, 5 y 6, al artículo 171 del Código Penal, que tendrán 

la siguiente redacción: 

«4. El que de modo leve amenace a quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya 

estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, será castigado con 

la pena de prisión de seis meses a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y 

uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte de armas de un 

año y un día a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado al interés del menor 

o incapaz, inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o 

acogimiento hasta cinco años. 

Igual pena se impondrá al que de modo leve amenace a una persona especialmente vulnerable 

que conviva con el autor. 

5. El que de modo leve amenace con armas u otros instrumentos peligrosos a alguna de las 

personas a las que se refiere el artículo 173.2, exceptuadas las contempladas en el apartado anterior 

de este artículo, será castigado con la pena de prisión de tres meses a un año o trabajos en beneficio 

de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la 

tenencia y porte de armas de uno a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime 

adecuado al interés del menor o incapaz, inhabilitación especial para el ejercicio de la patria 

potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento por tiempo de seis meses a tres años. 

Se impondrán las penas previstas en los apartados 4 y 5, en su mitad superior cuando el delito se 

perpetre en presencia de menores, o tenga lugar en el domicilio común o en el domicilio de la 

víctima, o se realice quebrantando una pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código 

o una medida cautelar o de seguridad de la misma naturaleza. 

6. No obstante lo previsto en los apartados 4 y 5, el Juez o Tribunal, razonándolo en sentencia, en 

atención a las circunstancias personales del autor y a las concurrentes en la realización del hecho, 

podrá imponer la pena inferior en grado.» 

Artículo 39 

Protección contra las coacciones 

El contenido actual del artículo 172 del Código Penal queda numerado como apartado 1 y se añade 

un apartado 2 a dicho artículo con la siguiente redacción: 

«2. El que de modo leve coaccione a quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya 

estado ligada a él por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, será castigado 

con la pena de prisión de seis meses a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta 

y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte de armas de un 

año y un día a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado al interés del menor 

o incapaz, inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o 

acogimiento hasta cinco años. 

Igual pena se impondrá al que de modo leve coaccione a una persona especialmente 

vulnerable que conviva con el autor. 

Se impondrá la pena en su mitad superior cuando el delito se perpetre en presencia de menores, 

o tenga lugar en el domicilio común o en el domicilio de la víctima, o se realice quebrantando una 
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pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código o una medida cautelar o de seguridad 

de la misma naturaleza. 

No obstante lo previsto en los párrafos anteriores, el Juez o Tribunal, razonándolo en sentencia, en 

atención a las circunstancias personales del autor y a las concurrentes en la realización del hecho, 

podrá imponer la pena inferior en grado.» 

Artículo 40 

Quebrantamiento de condena 

Se modifica el artículo 468 del Código Penal que queda redactado de la siguiente forma: 

«1. Los que quebrantaren su condena, medida de seguridad, prisión, medida cautelar, 

conducción o custodia serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año si estuvieran 

privados de libertad, y con la pena de multa de doce a veinticuatro meses en los demás casos. 

2. Se impondrá en todo caso la pena de prisión de seis meses a un año a los que quebrantaren 

una pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código o una medida cautelar o de 

seguridad de la misma naturaleza impuestas en procesos criminales en los que el ofendido sea 

alguna de las personas a las que se refiere el artículo 173.2.» 

Artículo 41 

Protección contra las vejaciones leves 

El artículo 620 del Código Penal queda redactado como sigue: 

«Serán castigados con la pena de multa de diez a veinte días: 

1.º Los que de modo leve amenacen a otro con armas u otros instrumentos peligrosos, o los 

saquen en riña, como no sea en justa defensa, salvo que el hecho sea constitutivo de delito. 

2.º Los que causen a otro una amenaza, coacción, injuria o vejación injusta de carácter leve, 

salvo que el hecho sea constitutivo de delito. 

Los hechos descritos en los dos números anteriores sólo serán perseguibles mediante denuncia de 

la persona agraviada o de su representante legal. 

En los supuestos del número 2.º de este artículo, cuando el ofendido fuere alguna de las personas 

a las que se refiere el artículo 173.2, la pena será la de localización permanente de cuatro a ocho 

días, siempre en domicilio diferente y alejado del de la víctima, o trabajos en beneficio de la 

comunidad de cinco a diez días. En estos casos no será exigible la denuncia a que se refiere el 

párrafo anterior de este artículo, excepto para la persecución de las injurias.» 

Artículo 42 

Administración penitenciaria 

1. La Administración penitenciaria realizará programas específicos para internos condenados por 

delitos relacionados con la violencia de género. 
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2. Las Juntas de Tratamiento valorarán, en las progresiones de grado, concesión de permisos y 

concesión de la libertad condicional, el seguimiento y aprovechamiento de dichos programas 

específicos por parte de los internos a que se refiere el apartado anterior. 

TÍTULO V 

Tutela Judicial 

CAPÍTULO I 

De los Juzgados de Violencia sobre la Mujer 

Artículo 43 

Organización territorial 

Se adiciona un artículo 87 bis en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, con la 

siguiente redacción: 

«1. En cada partido habrá uno o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con sede en la capital 

de aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su 

sede. 

2. No obstante lo anterior, podrán establecerse, excepcionalmente, Juzgados de Violencia sobre 

la Mujer que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia. 

3. El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las Salas de Gobierno, 

que, en aquellas circunscripciones donde sea conveniente en función de la carga de trabajo 

existente, el conocimiento de los asuntos referidos en el artículo 87 ter de la presente Ley Orgánica, 

corresponda a uno de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, o de Instrucción en su caso, 

determinándose en esta situación que uno solo de estos Órganos conozca de todos estos asuntos 

dentro del partido judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo también de otras materias. 

4. En los partidos judiciales en que exista un solo Juzgado de Primera Instancia e Instrucción será 

éste el que asuma el conocimiento de los asuntos a que se refiere el artículo 87 ter de esta Ley.» 

Artículo 44 

Competencia 

Se adiciona un artículo 87 ter en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, con la 

siguiente redacción: 

«1. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de conformidad en 

todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de los 

siguientes supuestos: 

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en 

los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la 

libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro 

delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea 

o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de 

afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de 

la esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos 
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a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando 

también se haya producido un acto de violencia de género. 

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra 

los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como 

tales en la letra anterior. 

c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de 

las competencias atribuidas al Juez de Guardia. 

d) Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos I y II del libro III del Código Penal, 

cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado. 

2. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en todo caso de 

conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de los 

siguientes asuntos: 

a) Los de filiación, maternidad y paternidad. 

b) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio. 

c) Los que versen sobre relaciones paterno filiales. 

d) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar. 

e) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o sobre 

alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores. 

f) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción. 

g) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de 

protección de menores. 

3. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente 

competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos: 

a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas en el 

número 2 del presente artículo. 

b) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de violencia de género, en 

los términos a que hace referencia el apartado 1 a) del presente artículo. 

c) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o cooperador 

necesario en la realización de actos de violencia de género. 

d) Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mujer actuaciones penales por delito 

o falta a consecuencia de un acto de violencia sobre la mujer, o se haya adoptado una orden de 

protección a una víctima de violencia de género. 

4. Cuando el Juez apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de forma notoria, no 

constituyen expresión de violencia de género, podrá inadmitir la pretensión, remitiéndola al órgano 

judicial competente. 

5. En todos estos casos está vedada la mediación.» 
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Artículo 45 

Recursos en materia penal 

Se adiciona un nuevo ordinal 4.º al artículo 82.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial, con la siguiente redacción: 

«De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones en materia penal dictadas por los 

Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. A fin de facilitar el conocimiento de estos 

recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse una o varias de sus 

secciones de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la citada Ley Orgánica. Esta 

especialización se extenderá a aquellos supuestos en que corresponda a la Audiencia Provincial el 

enjuiciamiento en primera instancia de asuntos instruidos por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer 

de la provincia.» 

Artículo 46 

Recursos en materia civil 

Se adiciona un nuevo párrafo al artículo 82.4 en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial, con la siguiente redacción: 

«Las Audiencias Provinciales conocerán, asimismo, de los recursos que establezca la ley contra 

las resoluciones dictadas en materia civil por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. 

A fin de facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, 

podrán especializarse una o varias de sus secciones de conformidad con lo previsto en el artículo 98 

de la citada Ley Orgánica.» 

Artículo 47 

Formación 

El Gobierno, el Consejo General del Poder Judicial y las comunidades autónomas, en el ámbito de 

sus respectivas competencias, asegurarán una formación específica relativa a la igualdad y no 

discriminación por razón de sexo y sobre violencia de género en los cursos de formación de Jueces 

y Magistrados, Fiscales, Secretarios Judiciales, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Médicos Forenses. 

En todo caso, en los cursos de formación anteriores se introducirá el enfoque de la discapacidad de 

las víctimas y se tendrá en cuenta la violencia vicaria. 

Artículo 48 

Jurisdicción de los Juzgados 

Se modifica el apartado 1 del artículo 4 de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y 

Planta Judicial, que queda redactado de la siguiente forma: 

«1. Los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer 

tienen jurisdicción en el ámbito territorial de su respectivo partido. 

No obstante lo anterior, y atendidas las circunstancias geográficas, de ubicación y población, 

podrán crearse Juzgados de Violencia sobre la Mujer que atiendan a más de un partido judicial.» 
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Artículo 49 

Sede de los Juzgados 

Se modifica el artículo 9 de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial, 

que queda redactado de la siguiente forma: 

«Los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tienen 

su sede en la capital del partido.» 

Artículo 50 

Planta de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer 

Se adiciona un artículo 15 bis en la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta 

Judicial, con la siguiente redacción: 

«1. La planta inicial de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer será la establecida en el anexo 

XIII de esta Ley. 

2. La concreción de la planta inicial y la que sea objeto de desarrollo posterior, será realizada 

mediante Real Decreto de conformidad con lo establecido en el artículo 20 de la presente Ley y se 

ajustará a los siguientes criterios: 

a) Podrán crearse Juzgados de Violencia sobre la Mujer en aquellos partidos judiciales en los que 

la carga de trabajo así lo aconseje. 

b) En aquellos partidos judiciales en los que, en atención al volumen de asuntos, no se considere 

necesario el desarrollo de la planta judicial, se podrán transformar algunos de los Juzgados de 

Instrucción y de Primera Instancia e Instrucción en funcionamiento en Juzgados de Violencia sobre 

la Mujer. 

c) Asimismo cuando se considere, en función de la carga de trabajo, que no es precisa la 

creación de un órgano judicial específico, se determinará, de existir varios, qué Juzgados de 

Instrucción o de Primera Instancia e Instrucción, asumirán el conocimiento de las materias de 

violencia sobre la mujer en los términos del artículo 1 de la Ley Orgánica de Medidas de Protección 

Integral contra la Violencia de Género con carácter exclusivo junto con el resto de las 

correspondientes a la jurisdicción penal o civil, según la naturaleza del órgano en cuestión. 

3. Serán servidos por Magistrados los Juzgados de Violencia sobre la Mujer que tengan su sede en 

la capital de la provincia y los demás Juzgados que así se establecen en el anexo XIII de esta Ley.» 

Artículo 51 

Plazas servidas por Magistrados 

El apartado 2 del artículo 21 de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial 

tendrá la siguiente redacción: 

«2. El Ministro de Justicia podrá establecer que los Juzgados de Primera Instancia y de Instrucción 

o de Primera Instancia e Instrucción y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, sean servidos por 

Magistrados, siempre que estén radicados en un partido judicial superior a 150.000 habitantes de 

derecho o experimenten aumentos de población de hecho que superen dicha cifra, y el volumen 

de cargas competenciales así lo exija.» 
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Artículo 52 

Constitución de los Juzgados 

Se incluye un nuevo artículo 46 ter en la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta 

Judicial, con la siguiente redacción: 

«1. El Gobierno, dentro del marco de la Ley de Presupuestos Generales del Estado, oído el Consejo 

General del Poder Judicial y, en su caso, la Comunidad Autónoma afectada, procederá de forma 

escalonada y mediante Real Decreto a la constitución, compatibilización y transformación de 

Juzgados de Instrucción y de Primera Instancia e Instrucción para la plena efectividad de la planta 

de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. 

2. En tanto las Comunidades Autónomas no fijen la sede de los Juzgados de Violencia sobre la 

Mujer, ésta se entenderá situada en aquellas poblaciones que se establezcan en el anexo XIII de la 

presente Ley.» 

Artículo 53 

Notificación de las sentencias dictadas por Tribunales 

Se adiciona un nuevo párrafo en el artículo 160 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el contenido 

siguiente: 

«Cuando la instrucción de la causa hubiera correspondido a un Juzgado de Violencia sobre la 

Mujer la sentencia será remitida al mismo por testimonio de forma inmediata, con indicación de si la 

misma es o no firme.» 

Artículo 54 

Especialidades en el supuesto de juicios rápidos 

Se adiciona un nuevo artículo 797 bis en la Ley de Enjuiciamiento Criminal con el contenido siguiente: 

«1. En el supuesto de que la competencia corresponda al Juzgado de Violencia sobre la Mujer, 

las diligencias y resoluciones señaladas en los artículos anteriores deberán ser practicadas y 

adoptadas durante las horas de audiencia. 

2. La Policía Judicial habrá de realizar las citaciones a que se refiere el artículo 796, ante el 

Juzgado de Violencia sobre la Mujer, en el día hábil más próximo, entre aquéllos que se fijen 

reglamentariamente. 

No obstante el detenido, si lo hubiere, habrá de ser puesto a disposición del Juzgado de 

Instrucción de Guardia, a los solos efectos de regularizar su situación personal, cuando no sea posible 

la presentación ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer que resulte competente. 

3. Para la realización de las citaciones antes referidas, la Policía Judicial fijará el día y la hora de 

la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de Violencia sobre la Mujer. A estos efectos el 

Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para asegurar esta coordinación.» 
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Artículo 55 

Notificación de las sentencias dictadas por Juzgado de lo Penal 

Se adiciona un apartado 5 en el artículo 789 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el contenido 

siguiente: 

«5. Cuando la instrucción de la causa hubiera correspondido a un Juzgado de Violencia sobre la 

Mujer la sentencia será remitida al mismo por testimonio de forma inmediata. Igualmente se le 

remitirá la declaración de firmeza y la sentencia de segunda instancia cuando la misma fuera 

revocatoria, en todo o en parte, de la sentencia previamente dictada.» 

Artículo 56 

Especialidades en el supuesto de juicios rápidos en materia de faltas 

Se adiciona un nuevo apartado 5 al artículo 962 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el 

contenido siguiente: 

«5. En el supuesto de que la competencia para conocer corresponda al Juzgado de Violencia 

sobre la Mujer, la Policía Judicial habrá de realizar las citaciones a que se refiere este artículo ante 

dicho Juzgado en el día hábil más próximo. Para la realización de las citaciones antes referidas, la 

Policía Judicial fijará el día y la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de 

Violencia sobre la Mujer. 

A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para asegurar 

esta coordinación.» 

CAPÍTULO II 

Normas procesales civiles 

Artículo 57 

Pérdida de la competencia objetiva cuando se produzcan actos de violencia sobre la mujer 

Se adiciona un nuevo artículo 49 bis en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, cuya 

redacción es la siguiente: 

«Artículo 49 bis. Pérdida de la competencia cuando se produzcan actos de violencia sobre la 

mujer. 

1. Cuando un Juez, que esté conociendo en primera instancia de un procedimiento civil, tuviese 

noticia de la comisión de un acto de violencia de los definidos en el artículo 1 de la Ley Orgánica 

de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, que haya dado lugar a la 

iniciación de un proceso penal o a una orden de protección, tras verificar la concurrencia de los 

requisitos previstos en el apartado 3 del artículo 87 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial, deberá 

inhibirse, remitiendo los autos en el estado en que se hallen al Juez de Violencia sobre la Mujer que 

resulte competente, salvo que se haya iniciado la fase del juicio oral. 

2. Cuando un Juez que esté conociendo de un procedimiento civil, tuviese noticia de la posible 

comisión de un acto de violencia de género, que no haya dado lugar a la iniciación de un proceso 

penal, ni a dictar una orden de protección, tras verificar que concurren los requisitos del apartado 3 

del artículo 87 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial, deberá inmediatamente citar a las partes 
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a una comparecencia con el Ministerio Fiscal que se celebrará en las siguientes 24 horas a fin de que 

éste tome conocimiento de cuantos datos sean relevantes sobre los hechos acaecidos. Tras ella, el 

Fiscal, de manera inmediata, habrá de decidir si procede, en las 24 horas siguientes, a denunciar los 

actos de violencia de género o a solicitar orden de protección ante el Juzgado de Violencia sobre 

la Mujer que resulte competente. En el supuesto de que se interponga denuncia o se solicite la orden 

de protección, el Fiscal habrá de entregar copia de la denuncia o solicitud en el Tribunal, el cual 

continuará conociendo del asunto hasta que sea, en su caso, requerido de inhibición por el Juez de 

Violencia sobre la Mujer competente. 

3. Cuando un Juez de Violencia sobre la Mujer que esté conociendo de una causa penal por 

violencia de género tenga conocimiento de la existencia de un proceso civil, y verifique la 

concurrencia de los requisitos del apartado 3 del artículo 87 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

requerirá de inhibición al Tribunal Civil, el cual deberá acordar de inmediato su inhibición y la remisión 

de los autos al órgano requirente. 

A los efectos del párrafo anterior, el requerimiento de inhibición se acompañará de testimonio de 

la incoación de diligencias previas o de juicio de faltas, del auto de admisión de la querella, o de la 

orden de protección adoptada. 

4. En los casos previstos en los apartados 1 y 2 de este artículo, el Tribunal Civil remitirá los autos al 

Juzgado de Violencia sobre la Mujer sin que sea de aplicación lo previsto en el artículo 48.3 de la 

Ley de Enjuiciamiento Civil, debiendo las partes desde ese momento comparecer ante dicho 

órgano. 

En estos supuestos no serán de aplicación las restantes normas de esta sección, ni se admitirá 

declinatoria, debiendo las partes que quieran hacer valer la competencia del Juzgado de Violencia 

sobre la Mujer presentar testimonio de alguna de las resoluciones dictadas por dicho Juzgado a las 

que se refiere el párrafo final del número anterior. 

5. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer ejercerán sus competencias en materia civil de forma 

exclusiva y excluyente, y en todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos 

en la Ley de Enjuiciamiento Civil.» 

CAPÍTULO III 

Normas procesales penales 

Artículo 58 

Competencias en el orden penal 

Se modifica el artículo 14 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que queda redactado de la siguiente 

forma: 

«Fuera de los casos que expresa y limitadamente atribuyen la Constitución y las leyes a Jueces y 

Tribunales determinados, serán competentes: 

1. Para el conocimiento y fallo de los juicios de faltas, el Juez de Instrucción, salvo que la 

competencia corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer de conformidad con el número quinto 

de este artículo. Sin embargo, conocerá de los juicios por faltas tipificadas en los artículos 626, 630, 

632 y 633 del Código Penal, el Juez de Paz del lugar en que se hubieran cometido. También 

conocerán los Jueces de Paz de los juicios por faltas tipificadas en el artículo 620.1.º y 2.º, del Código 

Penal, excepto cuando el ofendido fuere alguna de las personas a que se refiere el artículo 173.2 

del mismo Código. 
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2. Para la instrucción de las causas, el Juez de Instrucción del partido en que el delito se hubiere 

cometido, o el Juez de Violencia sobre la Mujer, o el Juez Central de Instrucción respecto de los 

delitos que la Ley determine. 

3. Para el conocimiento y fallo de las causas por delitos a los que la Ley señale pena privativa de 

libertad de duración no superior a cinco años o pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o 

cualesquiera otras de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la 

duración de éstas no exceda de diez años, así como por faltas, sean o no incidentales, imputables 

a los autores de estos delitos o a otras personas, cuando la comisión de la falta o su prueba 

estuviesen relacionadas con aquéllos, el Juez de lo Penal de la circunscripción donde el delito fue 

cometido, o el Juez de lo Penal correspondiente a la circunscripción del Juzgado de Violencia sobre 

la Mujer en su caso, o el Juez Central de lo Penal en el ámbito que le es propio, sin perjuicio de la 

competencia del Juez de Instrucción de Guardia del lugar de comisión del delito para dictar 

sentencia de conformidad, o del Juez de Violencia sobre la Mujer competente en su caso, en los 

términos establecidos en el artículo 801. 

No obstante, en los supuestos de competencia del Juez de lo Penal, si el delito fuere de los 

atribuidos al Tribunal del Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste. 

4. Para el conocimiento y fallo de las causas en los demás casos la Audiencia Provincial de la 

circunscripción donde el delito se haya cometido, o la Audiencia Provincial correspondiente a la 

circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su caso, o la Sala de lo Penal de la 

Audiencia Nacional. 

No obstante, en los supuestos de competencia de la Audiencia Provincial, si el delito fuere de los 

atribuidos al Tribunal de Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste. 

5. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer serán competentes en las siguientes materias, en todo 

caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en esta Ley: 

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en 

los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la 

libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro 

delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea 

o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de 

afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de 

la esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos 

a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando 

también se haya producido un acto de violencia de género. 

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra 

los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como 

tales en la letra anterior. 

c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de 

las competencias atribuidas al Juez de Guardia. 

d) Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos I y II del libro III del Código Penal, 

cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado.» 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 734 

Artículo 59 

Competencia territorial 

Se adiciona un nuevo artículo 15 bis en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuya redacción es la 

siguiente: 

«En el caso de que se trate de algunos de los delitos o faltas cuya instrucción o conocimiento 

corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia territorial vendrá determinada por 

el lugar del domicilio de la víctima, sin perjuicio de la adopción de la orden de protección, o de 

medidas urgentes del artículo 13 de la presente Ley que pudiera adoptar el Juez del lugar de 

comisión de los hechos.» 

Artículo 60 

Competencia por conexión 

Se adiciona un nuevo artículo 17 bis en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuya redacción es la 

siguiente: 

«La competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer se extenderá a la instrucción y 

conocimiento de los delitos y faltas conexas siempre que la conexión tenga su origen en alguno de 

los supuestos previstos en los números 3.º y 4.º del artículo 17 de la presente Ley.» 

CAPÍTULO IV 

Medidas judiciales de protección y de seguridad de las víctimas 

Artículo 61 

Disposiciones generales 

1. Las medidas de protección y seguridad previstas en el presente capítulo serán compatibles con 

cualesquiera de las medidas cautelares y de aseguramiento que se pueden adoptar en los procesos 

civiles y penales. 

2. En todos los procedimientos relacionados con la violencia de género, el Juez competente deberá 

pronunciarse en todo caso, de oficio o a instancia de las víctimas, de los hijos, de las personas que 

convivan con ellas o se hallen sujetas a su guarda o custodia, del Ministerio Fiscal o de la 

Administración de la que dependan los servicios de atención a las víctimas o su acogida, sobre la 

pertinencia de la adopción de las medidas cautelares y de aseguramiento contempladas en este 

capítulo, especialmente sobre las recogidas en los artículos 64, 65 y 66, determinando su plazo y su 

régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas complementarias a ellas que fueran precisas. 

Artículo 62 

De la orden de protección 

Recibida la solicitud de adopción de una orden de protección, el Juez de Violencia sobre la Mujer y, 

en su caso, el Juez de Guardia, actuarán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 544 ter de 

la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
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Artículo 63 

De la protección de datos y las limitaciones a la publicidad 

1. En las actuaciones y procedimientos relacionados con la violencia de género se protegerá la 

intimidad de las víctimas; en especial, sus datos personales, los de sus descendientes y los de 

cualquier otra persona que esté bajo su guarda o custodia. 

2. Los Jueces competentes podrán acordar, de oficio o a instancia de parte, que las vistas se 

desarrollen a puerta cerrada y que las actuaciones sean reservadas. 

Artículo 64 

De las medidas de salida del domicilio, alejamiento o suspensión de las comunicaciones. 

1. El Juez podrá ordenar la salida obligatoria del inculpado por violencia de género del domicilio en 

el que hubiera estado conviviendo o tenga su residencia la unidad familiar, así como la prohibición 

de volver al mismo. 

2. El Juez, con carácter excepcional, podrá autorizar que la persona protegida concierte, con una 

agencia o sociedad pública allí donde la hubiere y que incluya entre sus actividades la del 

arrendamiento de viviendas, la permuta del uso atribuido de la vivienda familiar de la que sean 

copropietarios, por el uso de otra vivienda, durante el tiempo y en las condiciones que se determinen. 

3. El Juez podrá prohibir al inculpado que se aproxime a la persona protegida, lo que le impide 

acercarse a la misma en cualquier lugar donde se encuentre, así como acercarse a su domicilio, a 

su lugar de trabajo o a cualquier otro que sea frecuentado por ella. 

Podrá acordarse la utilización de instrumentos con la tecnología adecuada para verificar de 

inmediato su incumplimiento. 

El Juez fijará una distancia mínima entre el inculpado y la persona protegida que no se podrá rebasar, 

bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad penal. 

4. La medida de alejamiento podrá acordarse con independencia de que la persona afectada, o 

aquéllas a quienes se pretenda proteger, hubieran abandonado previamente el lugar. 

5. El Juez podrá prohibir al inculpado toda clase de comunicación con la persona o personas que se 

indique, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad penal. 

6. Las medidas a que se refieren los apartados anteriores podrán acordarse acumulada o 

separadamente. 

Artículo 65 

De las medidas de suspensión de la patria potestad o la custodia de menores 

El Juez podrá suspender para el inculpado por violencia de género el ejercicio de la patria potestad, 

guarda y custodia, acogimiento, tutela, curatela o guarda de hecho, respecto de los menores que 

dependan de él. 

Si no acordara la suspensión, el Juez deberá pronunciarse en todo caso sobre la forma en la que se 

ejercerá la patria potestad y, en su caso, la guarda y custodia, el acogimiento, la tutela, la curatela 

o la guarda de hecho de lo menores. Asimismo, adoptará las medidas necesarias para garantizar la 
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seguridad, integridad y recuperación de los menores y de la mujer, y realizará un seguimiento 

periódico de su evolución. 

Artículo 66 

De la medida de suspensión del régimen de visitas, estancia, relación o comunicación con los 

menores 

El Juez ordenará la suspensión del régimen de visitas, estancia, relación o comunicación del 

inculpado por violencia de género respecto de los menores que dependan de él. Si, en interés 

superior del menor, no acordara la suspensión, el Juez deberá pronunciarse en todo caso sobre la 

forma en que se ejercerá el régimen de estancia, relación o comunicación del inculpado por 

violencia de género respecto de los menores que dependan del mismo. Asimismo, adoptará las 

medidas necesarias para garantizar la seguridad, integridad y recuperación de los menores y de la 

mujer, a través de servicios de atención especializada, y realizará un seguimiento periódico de su 

evolución, en coordinación con dichos servicios. 

Artículo 67 

De la medida de suspensión del derecho a la tenencia, porte y uso de armas 

El Juez podrá acordar, respecto de los inculpados en delitos relacionados con la violencia a que se 

refiere esta Ley, la suspensión del derecho a la tenencia, porte y uso de armas, con la obligación de 

depositarlas en los términos establecidos por la normativa vigente. 

Artículo 68 

Garantías para la adopción de las medidas 

Las medidas restrictivas de derechos contenidas en este capítulo deberán adoptarse mediante auto 

motivado en el que se aprecie su proporcionalidad y necesidad, y, en todo caso, con intervención 

del Ministerio Fiscal y respeto de los principios de contradicción, audiencia y defensa. 

Artículo 69 

Mantenimiento de las medidas de protección y seguridad 

Las medidas de este capítulo podrán mantenerse tras la sentencia definitiva y durante la tramitación 

de los eventuales recursos que correspondiesen. En este caso, deberá hacerse constar en la 

sentencia el mantenimiento de tales medidas. 

CAPÍTULO V 

Del Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer 

Artículo 70 

Funciones del Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer 

Se añade un artículo 18 quáter en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto 

Orgánico del Ministerio Fiscal, con la siguiente redacción: 

«1. El Fiscal General del Estado nombrará, oído el Consejo Fiscal, como delegado, un Fiscal contra 

la Violencia sobre la Mujer, con categoría de Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes funciones: 
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a) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo 5 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, 

e intervenir directamente en aquellos procesos penales de especial trascendencia apreciada por 

el Fiscal General del Estado, referentes a los delitos por actos de violencia de género comprendidos 

en el artículo 87 ter.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

b) Intervenir, por delegación del Fiscal General del Estado, en los procesos civiles comprendidos 

en el artículo 87 ter.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

c) Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra la Violencia sobre la Mujer, y 

recabar informes de las mismas, dando conocimiento al Fiscal Jefe de las Fiscalías en que se 

integren. 

d) Coordinar los criterios de actuación de las diversas Fiscalías en materias de violencia de 

género, para lo cual podrá proponer al Fiscal General del Estado la emisión de las correspondientes 

instrucciones. 

e) Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General del Estado, para su remisión a la Junta 

de Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, un informe sobre los procedimientos 

seguidos y actuaciones practicadas por el Ministerio Fiscal en materia de violencia de género. 

2. Para su adecuada actuación se le adscribirán los profesionales y expertos que sean necesarios 

para auxiliarlo de manera permanente u ocasional.» 

Artículo 71 

Secciones contra la violencia sobre la mujer 

Se sustituyen los párrafos segundo y tercero del apartado 1 del artículo 18 de la Ley 50/1981, de 30 

de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, por el siguiente texto: 

«En la Fiscalía de la Audiencia Nacional y en cada Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justicia 

y de las Audiencias Provinciales, existirá una Sección de Menores a la que se encomendarán las 

funciones y facultades que al Ministerio Fiscal atribuye la Ley Orgánica Reguladora de la 

Responsabilidad Penal de los Menores y otra Sección Contra la Violencia sobre la Mujer en cada 

Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias Provinciales. A estas Secciones 

serán adscritos Fiscales que pertenezcan a sus respectivas plantillas, teniendo preferencia aquellos 

que por razón de las anteriores funciones desempeñadas, cursos impartidos o superados o por 

cualquier otra circunstancia análoga, se hayan especializado en la materia. No obstante, cuando 

las necesidades del servicio así lo aconsejen podrán actuar también en otros ámbitos o materias. 

En las Fiscalías de los Tribunales Superiores de Justicia y en las Audiencias Provinciales podrán existir 

las adscripciones permanentes que se determinen reglamentariamente. 

A la Sección Contra la Violencia sobre la Mujer se atribuyen las siguientes funciones: 

a) Intervenir en los procedimientos penales por los hechos constitutivos de delitos o faltas cuya 

competencia esté atribuida a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. 

b) Intervenir directamente en los procesos civiles cuya competencia esté atribuida a los Juzgados 

de Violencia sobre la Mujer. 

En la Sección Contra la Violencia sobre la Mujer deberá llevarse un registro de los procedimientos 

que se sigan relacionados con estos hechos que permitirá la consulta de los Fiscales cuando 
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conozcan de un procedimiento de los que tienen atribuida la competencia, al efecto en cada caso 

procedente.» 

Artículo 72 

Delegados de la Jefatura de la Fiscalía 

Se da una nueva redacción al apartado 5 del artículo 22 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, 

reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, que queda redactado de la siguiente forma: 

«5. En aquellas Fiscalías en las que el número de asuntos de que conociera así lo aconsejara y 

siempre que resultara conveniente para la organización del servicio, previo informe del Consejo 

Fiscal, podrán designarse delegados de la Jefatura con el fin de asumir las funciones de dirección y 

coordinación que le fueran específicamente encomendadas. La plantilla orgánica determinará el 

número máximo de delegados de la Jefatura que se puedan designar en cada Fiscalía. En todo 

caso, en cada Fiscalía habrá un delegado de Jefatura que asumirá las funciones de dirección y 

coordinación, en los términos previstos en este apartado, en materia de infracciones relacionadas 

con la violencia de género, delitos contra el medio ambiente, y vigilancia penitenciaria, con 

carácter exclusivo o compartido con otras materias. 

Tales delegados serán nombrados y, en su caso, relevados mediante resolución dictada por el 

Fiscal General del Estado, a propuesta motivada del Fiscal Jefe respectivo, oída la Junta de Fiscalía. 

Cuando la resolución del Fiscal General del Estado sea discrepante con la propuesta del Fiscal Jefe 

respectivo, deberá ser motivada. 

Para la cobertura de estas plazas será preciso, con carácter previo a la propuesta del Fiscal Jefe 

correspondiente, realizar una convocatoria entre los Fiscales de la plantilla. A la propuesta se 

acompañará relación del resto de los Fiscales que hayan solicitado el puesto con aportación de los 

méritos alegados.» 

Disposición adicional primera 

Pensiones y ayudas 

1. Quien fuera condenado, por sentencia firme, por la comisión de un delito doloso de homicidio en 

cualquiera de sus formas o de lesiones, perderá la condición de beneficiario de la pensión de 

viudedad que le corresponda dentro del sistema público de pensiones cuando la víctima de dichos 

delitos fuera la causante de la pensión, salvo que, en su caso, medie reconciliación entre ellos. 

En tales casos, la pensión de viudedad que hubiera debido reconocerse incrementará las pensiones 

de orfandad, si las hubiese, siempre que tal incremento esté establecido en la legislación reguladora 

del régimen de Seguridad Social de que se trate. 

2. A quien fuera condenado, por sentencia firme, por la comisión de un delito doloso de homicidio 

en cualquiera de sus formas o de lesiones cuando la ofendida por el delito fuera su cónyuge o 

excónyuge, o estuviera o hubiera estado ligada a él por una análoga relación de afectividad, aun 

sin convivencia, no le será abonable, en ningún caso, la pensión por orfandad de la que pudieran 

ser beneficiarios sus hijos dentro del Sistema Público de Pensiones, salvo que, en su caso, hubiera 

mediado reconciliación entre aquellos. 

3. No tendrá la consideración de beneficiario, a título de víctima indirecta, de las ayudas previstas 

en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y 

contra la Libertad Sexual, quien fuera condenado por delito doloso de homicidio en cualquiera de 

sus formas, cuando la ofendida fuera su cónyuge o excónyuge o persona con la que estuviera o 
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hubiera estado ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, con independencia 

de su orientación sexual, durante, al menos, los dos años anteriores al momento del fallecimiento, 

salvo que hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la mera convivencia. 

Disposición adicional segunda 

Protocolos de actuación 

El Gobierno y las comunidades autónomas que hayan asumido competencias en materia de justicia, 

organizarán en el ámbito que a cada una le es propio los servicios forenses de modo que cuenten 

con unidades de valoración forense integral encargadas de diseñar protocolos de actuación global 

e integral en casos de violencia de género. Estos protocolos deberán prestar especial atención a la 

violencia vicaria. 

Disposición adicional tercera 

Modificación de la Ley Orgánica reguladora del Derecho a la Educación 

Uno. Las letras b) y g) del artículo 2 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho 

a la Educación, quedarán redactadas de la forma siguiente: 

«b) La formación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, de la igualdad entre 

hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios 

democráticos de convivencia. 

g) La formación para la paz, la cooperación y la solidaridad entre los pueblos y para la 

prevención de conflictos y para la resolución pacífica de los mismos y no violencia en todos los 

ámbitos de la vida personal, familiar y social.» 

Dos. Se incorporan tres nuevas letras en el apartado 1 del artículo 31 de la Ley Orgánica 8/1985, de 

3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, que quedarán redactadas de la forma siguiente: 

«k) Las organizaciones de mujeres con implantación en todo el territorio del Estado. 

l) El Instituto de la Mujer. 

m) Personalidades de reconocido prestigio en la lucha para la erradicación de la violencia de 

género.» 

Tres. La letra e) del apartado 1 del artículo 32 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del 

Derecho a la Educación, quedará redactada de la forma siguiente: 

«e) Las disposiciones que se refieran al desarrollo de la igualdad de derechos y oportunidades y 

al fomento de la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres en la enseñanza.» 

Cuatro. El apartado 1 del artículo 33 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho 

a la Educación, quedará redactado de la forma siguiente: 

«1. El Consejo Escolar del Estado elaborará y hará público anualmente un informe sobre el sistema 

educativo, donde deberán recogerse y valorarse los diversos aspectos del mismo, incluyendo la 

posible situación de violencia ejercida en la comunidad educativa. Asimismo se informará de las 

medidas que en relación con la prevención de violencia y fomento de la igualdad entre hombres y 

mujeres establezcan las Administraciones educativas.» 
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Cinco. Se incluye un nuevo séptimo guión en el apartado 1 del artículo 56 de la Ley Orgánica 8/1985, 

de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, con la siguiente redacción: 

«–Una persona, elegida por los miembros del Consejo Escolar del Centro, que impulse medidas 

educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres.» 

Seis. Se adiciona una nueva letra m) en el artículo 57 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, 

reguladora del Derecho a la Educación, con la siguiente redacción: 

«m) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la igualdad entre 

hombres y mujeres y la resolución pacífica de conflictos en todos los ámbitos de la vida personal, 

familiar y social.» 

Disposición adicional cuarta 

Modificación de la Ley Orgánica de Ordenación General del Sistema Educativo 

Uno. Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 1 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, 

de Ordenación General del Sistema Educativo, que quedará redactado de la siguiente forma: 

«b) La formación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, de la igualdad entre 

hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios 

democráticos de convivencia.» 

Dos. Se modifica la letra e) y se añade la letra l) en el apartado 3 del artículo 2 de la Ley Orgánica 

1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, que quedarán redactadas 

de la siguiente forma: 

«e) El fomento de los hábitos de comportamiento democrático y las habilidades y técnica en la 

prevención de conflictos y en la resolución pacífica de los mismos. 

l) La formación para la prevención de conflictos y para la resolución pacífica de los mismos en 

todos los ámbitos de la vida personal, familiar y social.» 

Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 34 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de 

Ordenación General del Sistema Educativo, que quedará redactada de la siguiente forma: 

«3. La metodología didáctica de la formación profesional específica 
promoverá la integración de contenidos científicos, tecnológicos y organizativos. Asimismo, 

favorecerá en el alumno la capacidad para aprender por sí mismo y para trabajar en 

equipo, así como la formación en la prevención de conflictos y para la resolución pacífica 

de los mismos en todos los ámbitos de la vida personal, familiar y social.» 

Disposición adicional quinta 

Modificación de la Ley Orgánica de Calidad de la Educación 

Uno. Se adiciona una nueva letra b), con el consiguiente desplazamiento de las actuales, y tres 

nuevas letras n), ñ) y o) en el artículo 1 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad 

de la Educación, con el siguiente contenido: 

«b) La eliminación de los obstáculos que dificultan la plena igualdad entre hombres y mujeres. 
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n) La formación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, de la igualdad entre 

hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios 

democráticos de convivencia. 

ñ) La formación para la prevención de conflictos y para la resolución pacífica de los mismos y no 

violencia en todos los ámbitos de la vida personal familiar y social. 

o) El desarrollo de las capacidades afectivas.» 

Dos. Se adicionan dos nuevas letras e) y f), con el consiguiente desplazamiento de las actuales, en 

el apartado 2 del artículo 12 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la 

Educación, con el siguiente contenido: 

«e) Ejercitarse en la prevención de los conflictos y en la resolución pacífica de los mismos. 

f) Desarrollar sus capacidades afectivas.» 

Tres. Se adicionan tres nuevas letras b), c) y d), con el consiguiente desplazamiento de las actuales, 

en el apartado 2 del artículo 15 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la 

Educación, con el siguiente contenido: 

«b) Adquirir habilidades en la prevención de conflictos y en la resolución pacífica de los mismos 

que permitan desenvolverse con autonomía en el ámbito familiar y doméstico, así como en los 

grupos sociales en los que se relacionan. 

c) Comprender y respetar la igualdad entre sexos. 

d) Desarrollar sus capacidades afectivas.» 

Cuatro. Se adicionan tres nuevas letras b), c) y d), con el consiguiente desplazamiento de las 

actuales, en el apartado 2 del artículo 22 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad 

de la Educación, con el siguiente contenido: 

«b) Conocer, valorar y respetar la igualdad de oportunidades de hombres y mujeres. 

c) Relacionarse con los demás sin violencia, resolviendo pacíficamente los conflictos. 

d) Desarrollar sus capacidades afectivas.» 

Cinco. Se modifica la letra f) del apartado 1 y se añade un nuevo apartado 5 en el artículo 23 de la 

Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación, que queda redactado de 

la forma siguiente: 

«1. f) Ética e igualdad entre hombres y mujeres.» 

«5. La asignatura de Ética incluirá contenidos específicos sobre la igualdad entre hombres y 

mujeres.» 

Seis. Se adicionan dos nuevas letras b) y c), con el consiguiente desplazamiento de las actuales, en 

el apartado 2 del artículo 34 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la 

Educación, con el siguiente contenido: 
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«b) Consolidar una madurez personal, social y moral, que les permita actuar de forma 

responsable, autónoma y prever y resolver pacíficamente los conflictos personales, familiares y 

sociales. 

c) Fomentar la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres y analizar y valorar críticamente 

las desigualdades entre ellos.» 

Siete. Se adiciona un nuevo apartado 3 en el artículo 40 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de 

diciembre, de Calidad de la Educación, con el siguiente contenido: 

«3. Con el fin de promover la efectiva igualdad entre hombres y mujeres, las Administraciones 

educativas velarán para que todos los currículos y los materiales educativos reconozcan el igual 

valor de hombres y mujeres y se elaboren a partir de presupuestos no discriminatorios para las 

mujeres. Asimismo, deberán fomentar el respeto en la igualdad de derechos y obligaciones.» 

Ocho. Se adicionan dos nuevas letras e) y f) en el apartado 2 del artículo 52 de la Ley Orgánica 

10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación, con el siguiente contenido: 

«e) Desarrollar habilidades en la resolución pacífica de los conflictos en las relaciones personales, 

familiares y sociales. 

f) Fomentar el respeto a la dignidad de las personas y a la igualdad entre hombres y mujeres.» 

Nueve. Se modifica la letra d) del artículo 56 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de 

Calidad de la Educación, que queda redactada de la forma siguiente: 

«d) La tutoría del alumnado para dirigir su aprendizaje, transmitirles valores y ayudarlos, en 

colaboración con los padres, a superar sus dificultades y resolver pacíficamente sus conflictos.» 

Diez. Se adiciona una nueva letra g), con el consiguiente desplazamiento de la letra g) actual que 

pasará a ser una nueva letra h), en el apartado 2 del artículo 81 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 

de diciembre, de Calidad de la Educación, con el contenido siguiente: 

«g) Una persona que impulse medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre 

hombres y mujeres, residente en la ciudad donde se halle emplazado el centro y elegida por el 

Consejo Escolar del centro.» 

Once. Se modifica la letra k) en el apartado 1 del artículo 82 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de 

diciembre, de Calidad de la Educación, que queda redactado de la forma siguiente: 

«k) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la igualdad entre 

hombres y mujeres y la resolución pacífica de conflictos en todos los ámbitos de la vida personal, 

familiar y social.» 

Doce. Se añade una nueva letra g) al apartado 1 del artículo 105 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 

de diciembre, de Calidad de la Educación, que queda redactada de la forma siguiente: 

«g) Velar por el cumplimiento y aplicación de las medidas e iniciativas educativas destinadas a 

fomentar la igualdad real entre mujeres y hombres.» 
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Disposición adicional sexta 

Modificación de la Ley General de Publicidad 

Uno. Se modifica el artículo 3, letra a), de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, 

que quedará redactado de la siguiente forma: 

«Es ilícita: 

a) La publicidad que atente contra la dignidad de la persona o vulnere los valores y derechos 

reconocidos en la Constitución, especialmente a los que se refieren sus artículos 18 y 20, apartado 4. 

Se entenderán incluidos en la previsión anterior los anuncios que presenten a las mujeres de forma 

vejatoria, bien utilizando particular y directamente su cuerpo o partes del mismo como mero objeto 

desvinculado del producto que se pretende promocionar, bien su imagen asociada a 

comportamientos estereotipados que vulneren los fundamentos de nuestro ordenamiento 

coadyuvando a generar la violencia a que se refiere la Ley Orgánica de medidas de protección 

integral contra la violencia de género.» 

Dos. Se adiciona un nuevo apartado 1 bis en el artículo 25 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, 

General de Publicidad, con el contenido siguiente: 

«1 bis. Cuando una publicidad sea considerada ilícita por afectar a la utilización vejatoria o 

discriminatoria de la imagen de la mujer, podrán solicitar del anunciante su cesación y rectificación: 

a) La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer. 

b) El Instituto de la Mujer o su equivalente en el ámbito autonómico. 

c) Las asociaciones legalmente constituidas que tengan como objetivo único la defensa de los 

intereses de la mujer y no incluyan como asociados a personas jurídicas con ánimo de lucro. 

d) Los titulares de un derecho o interés legítimo.» 

Tres. Se adiciona una disposición adicional a la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 

Publicidad, con el contenido siguiente: 

«La acción de cesación cuando una publicidad sea considerada ilícita por afectar a la utilización 

vejatoria o discriminatoria de la imagen de la mujer, se ejercitará en la forma y en los términos 

previstos en los artículos 26 y 29, excepto en materia de legitimación que la tendrán, además del 

Ministerio Fiscal, las personas y las Instituciones a que se refiere el artículo 25.1 bis de la presente Ley.» 

Disposición adicional séptima 

Modificación de la Ley del Estatuto de los Trabajadores 

Uno. Se introduce un nuevo apartado 7 en el artículo 37 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 

texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el siguiente 

contenido: 

«7. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, para hacer efectiva su 

protección o su derecho a la asistencia social integral, a la reducción de la jornada de trabajo con 

disminución proporcional del salario o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la 

adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del 

tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa. 
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Estos derechos se podrán ejercitar en los términos que para estos supuestos concretos se 

establezcan en los convenios colectivos o en los acuerdos entre la empresa y los representantes de 

los trabajadores, o conforme al acuerdo entre la empresa y la trabajadora afectada. En su defecto, 

la concreción de estos derechos corresponderá a la trabajadora, siendo de aplicación las reglas 

establecidas en el apartado anterior, incluidas las relativas a la resolución de discrepancias.» 

Dos. Se introduce un nuevo apartado 3 bis) en el artículo 40 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 

texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el siguiente 

contenido: 

«3 bis) La trabajadora víctima de violencia de género que se vea obligada a abandonar el puesto 

de trabajo en la localidad donde venía prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o 

su derecho a la asistencia social integral, tendrá derecho preferente a ocupar otro puesto de 

trabajo, del mismo grupo profesional o categoría equivalente, que la empresa tenga vacante en 

cualquier otro de sus centros de trabajo. 

En tales supuestos, la empresa estará obligada a comunicar a la trabajadora las vacantes 

existentes en dicho momento o las que se pudieran producir en el futuro. 

El traslado o el cambio de centro de trabajo tendrán un duración inicial de seis meses, durante 

los cuales la empresa tendrá la obligación de reservar el puesto de trabajo que anteriormente 

ocupaba la trabajadora. 

Terminado este período, la trabajadora podrá optar entre el regreso a su puesto de trabajo 

anterior o la continuidad en el nuevo. En este último caso, decaerá la mencionada obligación de 

reserva.» 

Tres. Se introduce una nueva letra n) en el artículo 45, apartado 1, de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el 

contenido siguiente: 

«n) Por decisión de la trabajadora que se vea obligada a abandonar su puesto de trabajo como 

consecuencia de ser víctima de violencia de género.» 

Cuatro. Se introduce un nuevo apartado 6, en el artículo 48 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 

texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el siguiente 

contenido: 

«6. En el supuesto previsto en la letra n) del apartado 1 del artículo 45, el período de suspensión 

tendrá una duración inicial que no podrá exceder de seis meses, salvo que de las actuaciones de 

tutela judicial resultase que la efectividad del derecho de protección de la víctima requiriese la 

continuidad de la suspensión, En este caso, el juez podrá prorrogar la suspensión por períodos de tres 

meses, con un máximo de dieciocho meses.» 

Cinco. Se introduce una nueva letra m) en el artículo 49, apartado 1, de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el 

contenido siguiente: 

«m) Por decisión de la trabajadora que se vea obligada a abandonar definitivamente su puesto 

de trabajo como consecuencia de ser víctima de violencia de género.» 

Seis. Se modifica el párrafo segundo de la letra d) del artículo 52 de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el 

siguiente contenido: 
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«No se computarán como faltas de asistencia, a los efectos del párrafo anterior, las ausencias 

debidas a huelga legal por el tiempo de duración de la misma, el ejercicio de actividades de 

representación legal de los trabajadores, accidente de trabajo, maternidad, riesgo durante el 

embarazo, enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia, licencias y vacaciones, 

enfermedad o accidente no laboral, cuando la baja haya sido acordada por los servicios sanitarios 

oficiales y tenga una duración de más de veinte días consecutivos, ni las motivadas por la situación 

física o psicológica derivada de violencia de género, acreditada por los servicios sociales de 

atención o servicios de salud, según proceda.» 

Siete. Se modifica la letra b) del apartado 5 del artículo 55, de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 

texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el siguiente 

contenido: 

«b) El de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio del embarazo hasta la del 

comienzo del período de suspensión a que se refiere la letra a); la de los trabajadores que hayan 

solicitado uno de los permisos a los que se refieren los apartados 4 y 5 del artículo 37 de esta Ley, o 

estén disfrutando de ellos, o hayan solicitado la excedencia prevista en el apartado 3 del artículo 46 

de la misma; y la de las trabajadoras víctimas de violencia de género por el ejercicio de los derechos 

de reducción o reordenación de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de cambio de 

centro de trabajo o de suspensión de la relación laboral, en los términos y condiciones reconocidos 

en esta Ley.» 

Disposición adicional octava 

Modificación de la Ley General de la Seguridad Social 

Uno. Se añade un apartado 5 en el artículo 124 de la Ley General de la Seguridad Social, texto 

refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con el siguiente contenido: 

«5. El período de suspensión con reserva del puesto de trabajo, contemplado en el artículo 48.6 

del Estatuto de los Trabajadores, tendrá la consideración de período de cotización efectiva a 

efectos de las correspondientes prestaciones de la Seguridad Social por jubilación, incapacidad 

permanente, muerte o supervivencia, maternidad y desempleo.» 

Dos. Se modifica la letra e) del apartado 1.1, así como el apartado 1.2 del artículo 208 de la Ley 

General de la Seguridad Social, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 

de junio, con el siguiente contenido: 

«1.1.e) Por resolución voluntaria por parte del trabajador, en los supuestos previstos en los artículos 

40, 41.3, 49.1.m) y 50 del Estatuto de los Trabajadores. 

1.2 Cuando se suspenda su relación laboral en virtud de expediente de regulación de empleo, o 

de resolución judicial adoptada en el seno de un procedimiento concursal, o en el supuesto 

contemplado en la letra n), del apartado 1 del artículo 45 del Estatuto de los Trabajadores.» 

Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 210 de la Ley General de la Seguridad Social, texto 

refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con el siguiente contenido: 

«2. A efectos de determinación del período de ocupación cotizada a que se refiere el apartado 

anterior se tendrán en cuenta todas las cotizaciones que no hayan sido computadas para el 

reconocimiento de un derecho anterior, tanto de nivel contributivo como asistencial. No obstante, 

no se considerará como derecho anterior el que se reconozca en virtud de la suspensión de la 

relación laboral prevista en el artículo 45.1.n) del Estatuto de los Trabajadores. 
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No se computarán las cotizaciones correspondientes al tiempo de abono de la prestación que 

efectúe la entidad gestora o, en su caso, la empresa, excepto cuando la prestación se perciba en 

virtud de la suspensión de la relación laboral prevista en el artículo 45.1.n) del Estatuto de los 

Trabajadores, tal como establece el artículo 124.5 de esta Ley.» 

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 231 de la Ley General de la Seguridad Social, texto 

refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con el siguiente contenido: 

«2. A los efectos previstos en este título, se entenderá por compromiso de actividad el que 

adquiera el solicitante o beneficiario de las prestaciones de buscar activamente empleo, aceptar 

una colocación adecuada y participar en acciones específicas de motivación, información, 

orientación, formación, reconversión o inserción profesional para incrementar su ocupabilidad, así 

como de cumplir las restantes obligaciones previstas en este artículo. 

Para la aplicación de lo establecido en el párrafo anterior el Servicio Público de Empleo 

competente tendrá en cuenta la condición de víctima de violencia de género, a efectos de 

atemperar, en caso necesario, el cumplimiento de las obligaciones que se deriven del compromiso 

suscrito.» 

Cinco. Se introduce una nueva disposición adicional en la Ley General de la Seguridad Social, texto 

refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con el siguiente contenido: 

«Disposición adicional cuadragésima segunda. Acreditación de situaciones legales de 

desempleo. 

La situación legal de desempleo prevista en los artículos 208.1.1e) y 208.1.2 de la presente Ley, 

cuando se refieren, respectivamente, a los artículos 49.1 m) y 45.1 n) de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores, se acreditará por comunicación escrita del empresario sobre la extinción o suspensión 

temporal de la relación laboral, junto con la orden de protección a favor de la víctima o, en su 

defecto, junto con el informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios sobre la 

condición de víctima de violencia de género.» 

Disposición adicional novena 

Modificación de la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública 

Uno. El apartado 3 del artículo 1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de 

la Función Pública, tendrá la siguiente redacción: 

«3. Se consideran bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos, dictadas al amparo 

del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, y en consecuencia aplicables al personal de todas las 

Administraciones Públicas, los siguientes preceptos: artículos: 3.2.e) y f); 6; 7; 8; 11; 12; 13.2, 3 y 4; 14.4 

y 5; 16; 17; 18.1 a 5; 19.1 y 3; 20.1.a), b), párrafo primero, c), e), g) en sus párrafos primero a cuarto, e 

i), 2 y 3; 21; 22.1, a excepción de los dos últimos párrafos; 23; 24; 25; 26; 29, a excepción del último 

párrafo de sus apartados 5, 6 y 7; 30.5; 31; 32; 33; disposiciones adicionales tercera, 2 y 3, cuarta, 

duodécima y decimoquinta; disposiciones transitoria segunda, octava y novena.» 

Dos. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 17 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 

para la Reforma de la Función Pública. 

«3. En el marco de los Acuerdos que las Administraciones Públicas suscriban con la finalidad de 

facilitar la movilidad entre los funcionarios de las mismas, tendrán especial consideración los casos 

de movilidad geográfica de las funcionarias víctimas de violencia de género.» 
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Tres. Se añade una letra i) al apartado 1 del artículo 20 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 

para la Reforma de la Función Pública, con el siguiente contenido: 

«i) La funcionaria víctima de violencia sobre la mujer que se vea obligada a abandonar el puesto 

de trabajo en la localidad donde venía prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o 

su derecho a la asistencia social integral, tendrá derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo 

propio de su Cuerpo o Escala y de análogas características que se encuentre vacante y sea de 

necesaria provisión. En tales supuestos la Administración Pública competente en cada caso estará 

obligada a comunicarle las vacantes de necesaria provisión ubicadas en la misma localidad o en 

las localidades que la interesada expresamente solicite.» 

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 8 en el artículo 29 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 

Medidas para la Reforma de la Función Pública, con el siguiente contenido: 

«8. Excedencia por razón de violencia sobre la mujer funcionaria. 

Las funcionarias públicas víctimas de violencia de género, para hacer efectiva su protección o 

su derecho a la asistencia social integral, tendrán derecho a solicitar la situación de excedencia sin 

necesidad de haber prestado un tiempo mínimo de servicios previos y sin que resulte de aplicación 

ningún plazo de permanencia en la misma. Durante los seis primeros meses tendrán derecho a la 

reserva del puesto de trabajo que desempeñaran, siendo computable dicho período a efectos de 

ascensos, trienios y derechos pasivos. 

Esto no obstante, cuando de las actuaciones de tutela judicial resultase que la efectividad del 

derecho de protección de la víctima lo exigiere, se podrá prorrogar por períodos de tres meses, con 

un máximo de dieciocho, el período en el que, de acuerdo con el párrafo anterior, se tendrá 

derecho a la reserva del puesto de trabajo, con idénticos efectos a los señalados en dicho párrafo.» 

Cinco. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 30 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 

para la Reforma de la Función Pública con el siguiente contenido: 

«5. En los casos en los que las funcionarias víctimas de violencia de género tuvieran que 

ausentarse por ello de su puesto de trabajo, estas faltas de asistencia, totales o parciales, tendrán la 

consideración de justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen los servicios 

sociales de atención o salud, según proceda. 

Las funcionarias víctimas de violencia sobre la mujer, para hacer efectiva su protección o su 

derecho a la asistencia social integral, tendrán derecho a la reducción de la jornada con 

disminución proporcional de la retribución, o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de 

la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del 

tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos que para estos supuestos establezca la 

Administración Pública competente en cada caso.» 

Disposición adicional décima 

Modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

Uno. Se modifica el apartado segundo del artículo 26 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 

Poder Judicial, que queda redactado de la siguiente forma: 

«Artículo 26. 

Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de Violencia sobre la Mujer, de lo 

Penal, de lo Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Menores y de Vigilancia Penitenciaria.» 
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Dos. Se modifica la rúbrica del capítulo V del título IV del libro I de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 

julio, del Poder Judicial, que queda redactada de la siguiente forma: 

«Capítulo V. De los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de lo Penal, de 

Violencia sobre la Mujer, de lo Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Vigilancia Penitenciaria 

y de Menores.» 

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 87 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial, que queda redactado de la siguiente forma: 

«Artículo 87. 

1. Los Juzgados de Instrucción conocerán, en el orden penal: 

a) De la instrucción de las causas por delito cuyo enjuiciamiento corresponda a las Audiencias 

Provinciales y a los Juzgados de lo Penal, excepto de aquellas causas que sean competencia de los 

Juzgados de Violencia sobre la Mujer. 

b) Les corresponde asimismo dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos 

establecidos por la Ley. 

c) Del conocimiento y fallo de los juicios de faltas, salvo los que sean competencia de los Jueces 

de Paz, o de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. 

d) De los procedimientos de ''habeas corpus''. 

e) De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Paz 

del partido y de las cuestiones de competencia entre éstos. 

f) De la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer cuando 

esté desarrollando funciones de guardia, siempre que no pueda ser adoptada por el Juzgado de 

Violencia sobre la Mujer.» 

Tres bis. Se adiciona un nuevo párrafo en el apartado 2, del artículo 89 bis de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial, con el contenido siguiente: 

«A fin de facilitar el conocimiento de los asuntos instruidos por los Juzgados de Violencia sobre la 

Mujer, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse uno o varios Juzgados 

en cada provincia, de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la presente Ley.» 

Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 210 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 

Judicial, que queda redactado de la siguiente forma: 

«1. Los Jueces de Primera Instancia y de Instrucción, de lo Mercantil, de lo Penal, de Violencia 

sobre la Mujer, de lo Contencioso-Administrativo, de Menores y de lo Social se sustituirán entre sí en 

las poblaciones donde existan varios del mismo orden jurisdiccional, en la forma que acuerde la Sala 

de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, a propuesta de la Junta de Jueces.» 

Cinco. Se adiciona un nuevo párrafo en el apartado 3 en el artículo 211 de la Ley Orgánica 6/1985, 

de 1 de julio, del Poder Judicial, que queda redactado de la siguiente forma: 

«Los Jueces de Violencia sobre la Mujer serán sustituidos por los Jueces de Instrucción o de Primera 

Instancia e Instrucción, según el orden que establezca la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 

Justicia respectivo.» 
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Disposición adicional undécima 

Evaluación de la aplicación de la Ley 

El Gobierno, en colaboración con las Comunidades Autónomas, a los tres años de la entrada en 

vigor de esta Ley Orgánica elaborará y remitirá al Congreso de los Diputados un informe en el que 

se hará una evaluación de los efectos de su aplicación en la lucha contra la violencia de género. 

Disposición adicional duodécima 

Modificaciones de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 

Se añade una disposición adicional cuarta a la Ley de Enjuiciamiento Criminal con el contenido 

siguiente: 

«1. Las referencias que se hacen al Juez de Instrucción y al Juez de Primera Instancia en los 

apartados 1 y 7 del artículo 544 ter de esta Ley, en la redacción dada por la Ley 27/2003, de 31 de 

julio, reguladora de la Orden de Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica se entenderán 

hechas, en su caso, al Juez de Violencia sobre la Mujer. 

2. Las referencias que se hacen al Juez de Guardia en el título III del libro IV, y en los artículos 962 

a 971 de esta Ley, se entenderán hechas, en su caso, al Juez de Violencia sobre la Mujer.» 

Disposición adicional decimotercera 

Dotación del Fondo 

Con el fin de coadyuvar a la puesta en funcionamiento de los servicios establecidos en el artículo 19 

de esta Ley, y garantizar la equidad interterritorial en su implantación, durante los dos años siguientes 

a la entrada en vigor de esta Ley se dotará un Fondo al que podrán acceder las Comunidades 

Autónomas, de acuerdo con los criterios objetivos que se determinen en la respectiva Conferencia 

Sectorial. Ello, no obstante, la Comunidad Autónoma del País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra 

se regirán, en estos aspectos financieros, por sus regímenes especiales de Concierto Económico y de 

Convenio. 

Las Comunidades Autónomas, en uso de sus competencias, durante el año siguiente a la aprobación 

de esta Ley, realizarán un diagnóstico conjuntamente con las Administraciones Locales, sobre el 

impacto de la violencia de género en su Comunidad, así como una valoración de necesidades, 

recursos y servicios necesarios, para implementar el artículo 19 de esta Ley. 

La dotación del Fondo se hará de conformidad con lo que dispongan las respectivas Leyes de 

Presupuestos Generales del Estado. 

Disposición adicional decimocuarta 

Informe sobre financiación 

Sin perjuicio de la responsabilidad financiera de las Comunidades Autónomas, conforme a lo 

establecido en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y 

administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen 

común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, y de acuerdo con el principio de lealtad institucional 

en los términos del artículo 2.1.e) de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación 

de las Comunidades Autónomas, los Ministerios competentes, a propuesta de los órganos 

interterritoriales correspondientes, elaborarán informes sobre las repercusiones económicas de la 
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aplicación de esta Ley. Dichos informes serán presentados al Ministerio de Economía y Hacienda que 

los trasladará al Consejo de Política Fiscal y Financiera. 

Disposición adicional decimoquinta 

Convenios en materia de vivienda 

Mediante convenios con las Administraciones competentes, el Gobierno podrá promover procesos 

específicos de adjudicación de viviendas protegidas a las víctimas de violencia de género. 

Disposición adicional decimosexta 

Coordinación de los Servicios Públicos de Empleo 

En el desarrollo de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, se tendrá en cuenta la necesaria 

coordinación de los Servicios Públicos de Empleo, para facilitar el acceso al mercado de trabajo de 

las víctimas de violencia de género cuando, debido al ejercicio del derecho de movilidad 

geográfica, se vean obligadas a trasladar su domicilio y el mismo implique cambio de Comunidad 

Autónoma. 

Disposición adicional decimoséptima 

Escolarización 

Las Administraciones educativas adoptarán las medidas necesarias para garantizar la escolarización 

inmediata de los hijos en el supuesto de cambio de residencia motivados por violencia sobre la mujer. 

Disposición adicional decimoctava 

Planta de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer 

Se añade un anexo XIII a la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial, cuyo 

texto se incluye como anexo a la presente Ley Orgánica. 

Disposición adicional decimonovena 

Fondo de garantía de pensiones de alimentos 

En el marco de la protección contra la violencia económica en los términos previstos en esta ley, el 

Estado garantizará el pago de alimentos reconocidos e impagados a favor de los hijos e hijas 

menores de edad en convenio judicialmente aprobado o en resolución judicial, a través de una 

legislación específica que concretará el sistema de cobertura en dichos supuestos y que, en todo 

caso, tendrá en cuenta las circunstancias de las víctimas de violencia de género. 

Para reforzar las medidas de apoyo a las víctimas de violencia económica, el Gobierno modificará 

la regulación actual del Fondo de Garantía de Pensiones en el sentido de mejorar su accesibilidad, 

su eficacia y su dotación económica, a través de la modificación del Real Decreto 1618/ 2007, de 7 

de diciembre, sobre organización y funcionamiento del Fondo de Garantía del Pago de Alimentos. 

Disposición adicional vigésima 

Cambio de apellidos 

El artículo 58 de la Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957, queda redactado de la siguiente 

forma: 
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«2. Cuando se den circunstancias excepcionales, y a pesar de faltar los requisitos que señala 

dicho artículo, podrá accederse al cambio por Real Decreto a propuesta del Ministerio de Justicia, 

con audiencia del Consejo de Estado. En caso de que el solicitante de la autorización del cambio 

de sus apellidos sea objeto de violencia de género y en cualquier otro supuesto en que la urgencia 

de la situación así lo requiriera podrá accederse al cambio por Orden del Ministerio de Justicia, en 

los términos fijados por el Reglamento.» 

Disposición adicional vigesimosegunda [sic] 

Macroencuesta de violencia contra la mujer 

La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género realizará y publicará los resultados de la 

Macroencuesta de violencia contra la mujer prevista en el artículo 29 de esta ley con una 

periodicidad mínima trianual. 

Disposición transitoria primera 

Aplicación de medidas 

Los procesos civiles o penales relacionados con la violencia de género que se encuentren en 

tramitación a la entrada en vigor de la presente Ley continuarán siendo competencia de los órganos 

que vinieran conociendo de los mismos hasta su conclusión por sentencia firme. 

Disposición transitoria segunda 

Derecho transitorio 

En los procesos sobre hechos contemplados en la presente Ley que se encuentren en tramitación a 

su entrada en vigor, los Juzgados o Tribunales que los estén conociendo podrán adoptar las medidas 

previstas en el capítulo IV del título V. 

Disposición derogatoria única 

Quedan derogadas cuantas normas, de igual o inferior rango, se opongan a lo establecido en la 

presente Ley. 

Disposición final primera 

Referencias normativas 

Todas las referencias y menciones contenidas en las leyes procesales penales a los Jueces de 

Instrucción deben también entenderse referidas a los Jueces de Violencia sobre la Mujer en las 

materias propias de su competencia. 

Disposición final segunda 

Habilitación competencial 

La presente Ley se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1, 1.ª, 5.ª, 6.ª, 7.ª, 8.ª, 17.ª, 18.ª y 

30.ª de la Constitución Española. 
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Disposición final tercera 

Naturaleza de la presente Ley 

La presente Ley tiene el carácter de Ley Orgánica, a excepción de los siguientes preceptos: título I, 

título II, título III, artículos 42, 43, 44, 45, 46, 47, 70, 71, 72, así como las disposiciones adicionales primera, 

segunda, sexta, séptima, octava, novena, undécima, decimotercera, decimoquinta, decimosexta, 

decimoséptima, decimoctava, decimonovena y vigésima, la disposición transitoria segunda y las 

disposiciones finales cuarta, quinta y sexta. 

Disposición final cuarta 

Habilitación normativa 

1. Se habilita al Gobierno para que dicte, en el plazo de seis meses a partir de la publicación de esta 

Ley en el «Boletín Oficial del Estado», las disposiciones que fueran necesarias para su aplicación. 

A través del Ministerio de Justicia se adoptarán en el referido plazo las medidas necesarias para la 

implantación de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, así como para la adecuación de la 

estructura del Ministerio Fiscal a las previsiones de la presente Ley. 

2. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica el Consejo General 

del Poder Judicial dictará los reglamentos necesarios para la ordenación de los señalamientos, 

adecuación de los servicios de guardia a la existencia de los nuevos Juzgados de Violencia sobre la 

Mujer, y coordinación de la Policía Judicial con los referidos Juzgados. 

Disposición final quinta 

Modificaciones reglamentarias 

El Gobierno, en el plazo de seis meses desde la aprobación de esta Ley, procederá a la modificación 

del artículo 116.4 del Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento 

Penitenciario, estableciendo la obligatoriedad para la Administración Penitenciaria de realizar los 

programas específicos de tratamiento para internos a que se refiere la presente Ley. En el mismo 

plazo se procederá a modificar el Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo, por el que se aprueba el 

Reglamento de ayudas a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, y el Real Decreto 

996/2003, de 25 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de asistencia jurídica gratuita. 

En el plazo mencionado en el apartado anterior, el Estado y las Comunidades Autónomas, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, adaptarán su normativa a las previsiones contenidas en la 

presente Ley. 

Disposición final sexta 

Modificación de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita 

Se modifica el apartado 5 del artículo 3 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Gratuita, que 

quedará redactado como sigue: 

«5. Tampoco será necesario que las víctimas de violencia de género acrediten previamente 

carecer de recursos cuando soliciten defensa jurídica gratuita especializada, que se les prestará de 

inmediato, sin perjuicio de que si no se le reconoce con posterioridad el derecho a la misma, éstas 

deban abonar al abogado los honorarios devengados por su intervención.» 
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Disposición final séptima 

Entrada en vigor 

La presente Ley Orgánica entrará en vigor a los treinta días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado», salvo lo dispuesto en los títulos IV y V, que lo hará a los seis meses. 

ANEXO 

«ANEXO XIII 

Juzgados de Violencia sobre la Mujer 

Provincia Partido judicial número Exclusivos Compatibles Categoría del titular 

Andalucía 
        

Almería.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

Cádiz.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1 Servido por Magistrado. 

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1 Servido por Magistrado. 

  7 – 1 Servido por Magistrado. 

  8 – 1   

  9 – 1 Servido por Magistrado. 

  10 – 1 Servido por Magistrado. 

  11 – 1   

  13 – 1   

  14 – 1   

  15 – 1   

Córdoba.         

  1 – 1   
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  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1   

Granada.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 1 –   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

Huelva.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

Jaén.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1   
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Málaga.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 1 –   

  4 – 1   

  5 – 1 Servido por Magistrado. 

  6 – 1 Servido por Magistrado. 

  7 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1 Servido por Magistrado. 

Sevilla.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 1 –   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1 Servido por Magistrado. 

  13 – 1   

  14 – 1   

  15 – 1   

Aragón 
        

Huesca.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

Teruel.         
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  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

Zaragoza.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

Asturias 
        

Asturias.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1 Servido por Magistrado. 

  9 – 1   

  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1   

  13 – 1   

  14 – 1   

  15 – 1   

  16 – 1   

  17 – 1   

  18 – 1   

Illes Balears 
        

Illes Balears.         

  1 – 1 Servido por Magistrado. 

  2 – 1   
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  3 1 –   

  4 – 1   

  5 – 1 Servido por Magistrado. 

  6 – 1   

  7 – 1   

Canarias 
        

Las Palmas.         

  1 – 1 Servido por Magistrado. 

  2 1 –   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1 Servido por Magistrado. 

  6 – 1 Servido por Magistrado. 

  7 – 1   

  8 – 1   

Santa Cruz de Tenerife.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 1 –   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1 Servido por Magistrado. 

  8 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1 Servido por Magistrado. 

Cantabria 
        

Cantabria.         

  1 – 1 Servido por Magistrado. 

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   
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  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

Castilla y León 
        

Ávila.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

Burgos.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

León.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

Palencia.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

Salamanca.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

Segovia.         

  1 – 1   
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  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

Soria.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

Valladolid.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

Zamora.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

Castilla-La Mancha 
        

Albacete.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

Ciudad Real.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1   
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Cuenca.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

Guadalajara.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

Toledo.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

Cataluña 
        

Barcelona.         

  1 – 1   

  2 – 1 Servido por Magistrado. 

  3 – 1 Servido por Magistrado. 

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 – 1 Servido por Magistrado. 

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1 Servido por Magistrado. 

  11 2 –   

  12 – 1   

  13 – 1 Servido por Magistrado. 

  14 – 1   

  15 – 1 Servido por Magistrado. 

  16 – 1 Servido por Magistrado. 

  17 – 1 Servido por Magistrado. 

  18 – 1 Servido por Magistrado. 
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  19 – 1 Servido por Magistrado. 

  20 – 1   

  21 – 1 Servido por Magistrado. 

  22 – 1   

  23 – 1   

  24 – 1 Servido por Magistrado. 

  25 – 1 Servido por Magistrado. 

Girona.         

  1 – 1 Servido por Magistrado. 

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

Lleida.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

Tarragona.         

  1 – 1   

  2 – 1 Servido por Magistrado. 

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

Comunidad Valenciana 
        

Alicante/Alacant.         

  1 – 1 Servido por Magistrado. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 762 

  2 – 1   

  3 1 –   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1 Servido por Magistrado. 

  9 – 1 Servido por Magistrado. 

  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1   

  13 – 1 Servido por Magistrado. 

Castellón/Castelló.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

Valencia.         

  1 – 1   

  2 – 1 Servido por Magistrado. 

  3 – 1   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 1 –   

  7 – 1   

  8 – 1 Servido por Magistrado. 

  9 – 1   

  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1   

  13 – 1   

  14 – 1 Servido por Magistrado. 

  15 – 1   

  16 – 1   

  17 – 1   

  18 – 1   
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Extremadura 
        

Badajoz.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1   

  13 – 1   

  14 – 1   

Cáceres.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

Galicia 
        

A Coruña.         

  1 – 1   

  2 – 1 Servido por Magistrado. 

  3 – 1 Servido por Magistrado. 

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   
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  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1   

  13 – 1   

  14 – 1   

Lugo.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

Ourense.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

Pontevedra.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1 Servido por Magistrado. 

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1   

  11 – 1   

  12 – 1   

  13 – 1   
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Madrid 
        

Madrid.         

  1 – 1   

  2 – 1 Servido por Magistrado. 

  3 – 1   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1 Servido por Magistrado. 

  6 – 1 Servido por Magistrado. 

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1 Servido por Magistrado. 

  10 – 1 Servido por Magistrado. 

  11 2 –   

  12 – 1 Servido por Magistrado. 

  13 – 1 Servido por Magistrado. 

  14 – 1 Servido por Magistrado. 

  15 – 1 Servido por Magistrado. 

  16 – 1 Servido por Magistrado. 

  17 – 1 Servido por Matistrado. 

  18 – 1 Servido por Magistrado. 

  19 – 1 Servido por Magistrado. 

  20 – 1   

  21 – 1   

Murcia 
        

Murcia.         

  1 – 1   

  2 – 1 Servido por Magistrado. 

  3 – 1   

  4 – 1 Servido por Magistrado. 

  5 – 1   

  6 1 –   

  7 – 1   

  8 – 1   

  9 – 1   

  10 – 1   
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  11 – 1   

Navarra 
        

Navarra.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

País Vasco 
        

Álava.         

  1 – 1   

  2 – 1   

Guipúzcoa.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   

  4 – 1   

  5 – 1   

  6 – 1   

Vizcaya.         

  1 – 1   

  2 – 1 Servido por Magistrado. 

  3 – 1   

  4 1 –   

  5 – 1   

  6 – 1 Servido por Magistrado. 

La Rioja 
        

La Rioja.         

  1 – 1   

  2 – 1   

  3 – 1   
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Ciudad de Ceuta 
        

Ceuta.         

  12 – 1 Servido por Magistrado. 

Ciudad de Melilla 
        

Melilla. 8 – 1 Servido por Magistrado. 

Total nacional   14 421»   
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§ 57. Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada43 

«BOE» núm. 83, de 5 de abril de 2014  

PREÁMBULO 

I 

La seguridad no es solo un valor jurídico, normativo o político; es igualmente un valor social. Es uno 

de los pilares primordiales de la sociedad, se encuentra en la base de la libertad y la igualdad y 

contribuye al desarrollo pleno de los individuos. 

Los Estados, al establecer el modelo legal de seguridad privada, lo perfilan como la forma en la que 

los agentes privados contribuyen a la minoración de posibles riesgos asociados a su actividad 

industrial o mercantil, obtienen seguridad adicional más allá de la que provee la seguridad pública 

o satisfacen sus necesidades de información profesional con la investigación de asuntos de su 

legítimo interés. En esta óptica, la existencia de la seguridad privada se configura como una medida 

de anticipación y prevención frente a posibles riesgos, peligros o delitos. La consideración de la 

seguridad privada como una actividad con entidad propia, pero a la vez como parte integrante de 

la seguridad pública, es hoy un hecho innegable. 

No solo en España sino fundamentalmente en nuestro entorno europeo, la seguridad privada se ha 

convertido en un verdadero actor de las políticas globales y nacionales de seguridad. 

En los últimos años se han producido notables avances en la consideración ciudadana y en el 

replanteamiento del papel del sector privado de la seguridad, reconociéndose la importancia, 

eficacia y eficiencia de las alianzas público-privadas como medio para hacer frente y resolver los 

problemas acuciantes y variados de seguridad que se producen en la sociedad. Cada vez más, la 

seguridad privada se considera una parte indispensable del conjunto de medidas destinadas a la 

protección de la sociedad y a la defensa de los derechos y legítimos intereses de los ciudadanos. 

La seguridad, entendida como pilar básico de la convivencia ejercida en régimen de monopolio por 

el poder público del Estado, tanto en su vertiente preventiva como investigadora, encuentra en la 

realización de actividades de seguridad por otras instancias sociales o agentes privados una 

oportunidad para verse reforzada, y una forma de articular el reconocimiento de la facultad que 

tienen los ciudadanos de crear o utilizar los servicios privados de seguridad con las razones profundas 

sobre las que se asienta el servicio público de la seguridad. 

La proyección de la Administración del Estado sobre la prestación de servicios de seguridad por 

entidades privadas y sobre su personal se basa en el hecho de que los servicios que prestan forman 

 

 
43 Este ámbito presenta un importante desarrollo reglamentario, a cuyo respecto la disposición derogatoria 2 de la propia Ley 

5/2014, de 4 de abril, establece lo siguiente: «El Reglamento de Seguridad Privada, aprobado por Real Decreto 2364/1994, de 

9 de diciembre, y el resto de la normativa de desarrollo de la Ley 23/1992, de 30 de julio, y del propio Reglamento mantendrán 

su vigencia en lo que no contravenga a esta ley». En su virtud, véase el citado Real Decreto 2364/1994, de 9 de diciembre, por 

el que se aprueba el Reglamento de Seguridad Privada, el Real Decreto 2487/1998, de 20 de noviembre, por el que se regula 

la acreditación de la aptitud psicofísica necesaria para tener y usar armas y para prestar servicios de seguridad privada, la 

Orden INT/314/2011, de 1 de febrero, sobre empresas de seguridad privada, la Orden INT/317/2011, de 1 de febrero, sobre 

medidas de seguridad privada, la Orden INT/318/2011, de 1 de febrero, sobre personal de seguridad privada o la Orden 

INT/2850/2011, de 11 de octubre, por la que se regula el reconocimiento de las cualificaciones profesionales para el ejercicio 

de las profesiones y actividades relativas al sector de seguridad privada a los nacionales de los Estados miembros de la Unión 

Europea. 
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parte del núcleo esencial de la competencia exclusiva en materia de seguridad pública atribuida al 

Estado por el artículo 149.1.29.ª de la Constitución, y en la misión que, según el artículo 104 del propio 

texto fundamental, incumbe a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la dependencia del 

Gobierno, de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad 

ciudadana. 

A partir de ahí, se establece un conjunto de controles e intervenciones administrativas que 

condicionan el ejercicio de las actividades de seguridad por los particulares. Ello significa que las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad han de estar permanentemente presentes en el desarrollo de las 

actividades privadas de seguridad, conociendo la información trascendente para la seguridad 

pública que en las mismas se genera y actuando con protagonismo indiscutible, siempre que tales 

actividades detecten el acaecimiento de hechos delictivos o que puedan afectar a la seguridad 

ciudadana. 

La defensa de la seguridad y el legítimo derecho a usarla no pueden ser ocasión de agresión o 

desconocimiento de derechos o invasión de las esferas jurídicas y patrimoniales de otras personas. Y 

ésta es una de las razones que justifican la intensa intervención en la organización y desarrollo de las 

actividades de las entidades privadas de seguridad y de su personal, por parte de la Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad, que tienen la misión constitucional de proteger los derechos fundamentales 

de todos los ciudadanos y garantizar su seguridad. 

Desde otra perspectiva, pero igualmente integrada en el objeto de regulación de esta ley, es 

necesario dar el paso de reconocer la especificidad de los servicios de investigación privada el papel 

que han alcanzado en nuestra sociedad en los últimos años. Siendo diferentes de los demás servicios 

de seguridad privada, su acogida en esta norma, dentro del conjunto de actividades de seguridad 

privada, refleja la configuración de aquéllos como un elemento más que contribuye a garantizar la 

seguridad de los ciudadanos, entendida en un sentido amplio. 

II 

La Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad Privada, que ahora se deroga, vino a ordenar un sector 

hasta entonces regulado por una normativa dispersa, de rango inferior y de orientación 

preconstitucional en algunos casos, que contemplaba una realidad todavía incipiente, y a la que 

dicho marco legal permitió desarrollarse de forma armónica hasta alcanzar la importancia y 

transcendencia que ahora tiene, habiendo sabido concitar la generalizada aceptación de la 

sociedad española. 

Ciertamente, la Ley 23/1992, de 30 de julio, así como su normativa de desarrollo, ha supuesto un gran 

avance para la evolución de la seguridad privada en España, e incluso ha constituido un modelo 

para procesos normativos análogos en otros Estados de la Unión Europea. Sin embargo, resulta 

imprescindible alumbrar una nueva normativa legal que dé solución a los problemas detectados y 

permita seguir evolucionando a un sector de la industria de servicios española que tanto ha 

contribuido a la seguridad. 

En efecto, la regulación del año 1992 resulta hoy claramente insuficiente, lo que se percibe en sus 

profundas lagunas y carencias, paliadas parcialmente en el posterior reglamento de desarrollo, 

aprobado por el Real Decreto 2364/1994, de 9 de diciembre, e incluso por normas de rango inferior 

o simples resoluciones. Han sido en muchas ocasiones este tipo de normas las que han permitido que 

la Ley 23/1992, de 30 de julio, haya podido mantener su vigencia hasta el momento actual. 

Además, la pertenencia de nuestro país a la Unión Europea ha obligado a que la norma fundamental 

que regula en España la seguridad privada, la Ley 23/1992, de 30 de junio, haya debido ser 

modificada por los Reales Decretos-leyes 2/1999, de 29 de enero, y 8/2007, de 14 de septiembre, así 

como por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas Leyes para su adaptación 
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a la Ley sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, con la finalidad de adaptarse 

cada vez a un entorno más abierto y globalizado, fenómeno que la citada ley, lógicamente, 

consideró de manera muy colateral. 

Otros dos factores determinantes de la necesidad de sustituir la vigente ley cabecera de este sector 

del ordenamiento jurídico son los importantísimos cambios tecnológicos, que condicionan la 

prestación de servicios de seguridad, y la tendencia a la integración de las distintas seguridades en 

un concepto de seguridad integral, cuestión a tener en cuenta tanto en el ámbito de las actividades 

como en el de las funciones y servicios que presta el personal de seguridad privada, aspectos éstos 

que la Ley 23/1992, de 30 de julio, no podía contemplar. 

Pasados veinte años desde su promulgación, ante un sector maduro y completamente 

profesionalizado, con presencia en todos los lugares y niveles de la vida del país y de sus ciudadanos, 

y ante una realidad completamente diferente a la del año 1992, es necesario aprobar una nueva 

norma que permita solucionar los problemas de funcionamiento detectados a lo largo de estas dos 

décadas pasadas. 

Este fenómeno de insuficiencia de regulación se da aún más, si cabe, con las actividades de 

investigación privada y los detectives privados, cuya inserción tangencial en la Ley 23/1992, de 30 de 

julio, vino a abundar en el problema expuesto. En efecto son muy escasas las prevenciones sobre 

dichas actividades y personal no sólo en sede legal, sino también reglamentaria, por lo cual esta ley 

afronta de manera decidida y completa, en lo que le corresponde, la definición de su contenido, 

perfiles, limitaciones y características de quienes, convenientemente formados y habilitados, la 

desarrollan. De esta manera la regulación de las actividades y el personal de investigación privada 

pasa a constituir uno de los elementos fundamentales de la nueva ley, abandonando la presencia 

colateral que tiene en la vigente normativa. 

III 

Al contrario de la anterior regulación, la nueva ley representa un tratamiento total y sistemático de 

la seguridad privada en su conjunto, que pretende abarcar toda la realidad del sector existente en 

España, al tiempo que lo prepara para el futuro. 

En consecuencia, es preciso transitar desde la concepción de control y sanción, que inspira el 

preámbulo y el articulado de la Ley 23/1992, de 30 de julio, y que tuvo su razón de ser en aquel 

momento, hasta una norma que permita aprovechar las enormes potencialidades que presenta la 

seguridad privada desde la perspectiva del interés público. 

Es por eso que la nueva regulación contempla, entre otros objetivos, la mejora de la eficacia en la 

prestación de los servicios de seguridad privada en lo relativo a organización y planificación, 

formación y motivación del personal de seguridad; la eliminación de las situaciones que dan lugar al 

intrusismo tanto de las empresas como del personal; la dotación al personal de seguridad privada 

del respaldo jurídico necesario para el ejercicio de sus funciones legales, y los elementos de 

colaboración entre la seguridad privada y la seguridad pública. 

La ley pasa de poner el acento en el principio de la subordinación a desarrollar más eficazmente el 

principio de complementariedad a través de otros que lo desarrollan, como los de cooperación o 

de corresponsabilidad, mediante una técnica legislativa más flexible que permite una adaptación 

permanente a los cambios que experimente la sociedad sin que sea precisa una reforma de rango 

legal para ello. 

En la relación especial que mantiene la seguridad privada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

auténticos garantes del sistema de libertades y derechos que constitucionalmente protegen, se hace 

necesario avanzar en fórmulas jurídicas que reconozcan el papel auxiliar y especialmente 
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colaborador desempeñado por la seguridad privada, de forma que, además de integrar 

funcionalmente sus capacidades en el sistema público de seguridad, les haga partícipes de la 

información que resulte necesaria para el mejor cumplimiento de sus deberes. 

Se aborda, así, una reforma en profundidad de la regulación legal hasta ahora vigente que pivota 

sobre dos ejes. En primer lugar, sobre la base irrenunciable de la preeminencia de la seguridad 

pública sobre la seguridad privada, se realiza una adecuación de la normativa que permita su 

adaptación y dé respuesta a la necesidad real de seguridad en cada momento, de manera que se 

aprovechen todas sus potencialidades. En segundo lugar, los poderes de intervención y control 

público sobre la seguridad privada se focalizan en los aspectos verdaderamente esenciales para la 

seguridad pública, desregulando los aspectos accesorios que no tienen una directa relación con el 

servicio de seguridad, al tiempo que se moderniza su gestión y se potencia su colaboración con la 

seguridad pública. 

En resumen, puede decirse que el conjunto de los cambios propuestos en la nueva ley, además de 

mejorar y resolver problemas técnicos, de gestión y operativos, profundiza decididamente en el 

actual modelo español de seguridad privada (complementaria, subordinada, colaboradora y 

controlada por la seguridad pública), apostando por su papel preventivo en beneficio de la 

seguridad general, y lo hace aprovechando e integrando funcionalmente todo su potencial 

informativo, de recursos humanos y de medios materiales, al servicio de la protección y seguridad del 

conjunto de la ciudadanía, de forma compatible con el legítimo interés que persiguen las entidades 

privadas de seguridad. 

Este mismo enfoque inspira los preceptos que se dedican a la investigación privada. En este punto, 

el legislador, como en las restantes actividades contempladas en la ley, tiene que hacer compatible 

ese enfoque positivo con una serie de prevenciones indispensables para garantizar los derechos de 

los ciudadanos, especialmente los del artículo 18 de la Constitución. 

IV 

Uno de los aspectos donde más se ha puesto de manifiesto el cambio habido desde la aprobación 

de la Ley 23/1992, de 30 de julio, es en la participación de las comunidades autónomas en la materia. 

Lo que entonces era algo residual se ha transformado en un fenómeno de mayor calado, pues a las 

comunidades autónomas con competencia estatutariamente asumida para la protección de 

personas y bienes y el mantenimiento del orden público, se van uniendo otras comunidades 

autónomas cuyos nuevos estatutos de autonomía reconocen su competencia sobre la seguridad 

privada, aunque en ambos casos con sujeción a lo que el Estado regule de acuerdo con el artículo 

149.1.29.ª de la Constitución. 

Así, la nueva ley quiere reconocer este cambio de situación y contemplar el fenómeno de una 

manera global, no tangencial, como hasta el momento, reflejando los diferentes niveles 

competenciales en función de las previsiones estatutarias. 

Para que la actuación de las distintas administraciones públicas sea coherente con el mantenimiento 

de la armonía del sistema, es fundamental incidir en los principios de coordinación y cooperación 

interadministrativa. 

Al objeto de evitar interferencias y duplicidades, se prevén mecanismos de coordinación 

institucional, se clarifica el reparto de competencias estatales y autonómicas, se afianza la 

competencia exclusiva del Estado en materia normativa y se sitúan en la órbita ejecutiva las 

competencias de las comunidades autónomas. 
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V 

Se pasa de un tratamiento normativo parcial a una ley generalista, reguladora de la totalidad de 

materias que configuran el sector de la seguridad privada, dotada de sistematicidad normativa a lo 

largo de sus siete títulos, con un desglose de materias que abarcan desde lo más general hasta lo 

más específico. 

Así, en el título preliminar se ha aprovechado para dar definición legal a conceptos o términos que 

hasta ahora permanecían jurídicamente imprecisos o indeterminados, tales como el propio de 

seguridad privada, o los de actividades de seguridad, servicios de seguridad, funciones de seguridad, 

medidas de seguridad, despachos de detectives privados u otros de significada importancia, lo que 

sin duda alguna ha de tener una directa repercusión favorable en la mejora de la seguridad jurídica. 

En esta línea, por primera vez se fija el ámbito material y la finalidad a la que sirve la propia seguridad 

privada, que no puede ser otra que contribuir, con su acción profesional, a completar la seguridad 

pública de la que forma parte. 

Otras importantes novedades que la nueva ley incorpora en su título preliminar son las referidas a la 

actualización del ámbito de las actividades de seguridad privada; se regulan las llamadas 

actividades compatibles, consistentes en todas aquellas materias que rodean o tienen incidencia 

directa con el mundo de la seguridad, y, por otra parte, se completan y perfilan mejor las actividades 

de seguridad privada, como es el caso de la investigación privada, que se incluye con normalidad 

en el catálogo de actividades de seguridad. 

Además, se reconoce a los operadores de seguridad la condición de personal acreditado como 

respuesta al gran avance tecnológico y profunda transformación que ha experimentado la 

actividad de verificación de alarmas. 

La seguridad de la información y las comunicaciones aparece por primera vez configurada no como 

actividad específica de seguridad privada, sino como actividad compatible que podrá ser 

desarrollada tanto por empresas de seguridad como por las que no lo sean, y que, por su incidencia 

directa en la seguridad de las entidades públicas y privadas, llevará implícito el sometimiento a 

ciertas obligaciones por parte de proveedores y usuarios. 

Igualmente, en la línea de reducir restricciones a la libre competencia, se liberaliza la actividad de 

planificación, consultoría y asesoramiento en materia de seguridad privada, que pasa a considerarse 

como una actividad compatible no reservada a las empresas de seguridad privada, ya que su 

afección a esta última, y mediatamente a la seguridad pública, no es directa. 

También se ha aprovechado para realizar una necesaria matización del principio general de 

exclusión de la seguridad privada de los espacios públicos, cuya formulación actual, excesivamente 

rígida, ha dificultado o impedido la necesaria autorización de servicios en beneficio del ciudadano, 

que resulta hoy obsoleta. 

En el título I se plasma una de las ideas claves que han inspirado la redacción de la ley, como es la 

coordinación y la colaboración entre los servicios de seguridad privada y las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, con el único objetivo de mejorar la seguridad pública, mediante el intercambio de 

información siempre con todas las garantías legales, y la apuesta decidida por unos órganos de 

encuentro que han de ser mucho más proactivos que hasta el momento. 

En el título II se da rango legal a algunos preceptos dedicados a la regulación de empresas de 

seguridad y despachos de detectives, o a los registros de ambos, que se unifican en el nuevo Registro 

Nacional de Seguridad Privada. 
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Además, se regula un sistema flexible que permitirá, cuando sea necesario por razón de las 

instalaciones vigiladas, aumentar los requisitos de las empresas, o reducirlos por razón de la actividad 

desempeñada. 

En línea con el favorecimiento de la actividad económica, la ley sustituye el sistema más gravoso de 

la autorización administrativa por el de la declaración responsable para los centros de formación de 

personal de seguridad privada, los despachos de detectives privados y las empresas de instalación 

y mantenimiento. 

En el título III se regulan cuestiones anteriormente dejadas al reglamento, donde no tenían correcta 

ubicación, tales como las relativas a las funciones de gran parte del personal de seguridad, ya que 

la Ley 23/1992, de 30 de julio, tan sólo se ocupaba de las funciones de los vigilantes de seguridad y 

de los detectives privados. 

La ley modifica el nombre de los guardas particulares del campo, para configurarlos, más 

adecuadamente, como guardas rurales. 

Por otra parte, se resuelve el problema del requisito de la nacionalidad española o de un Estado de 

la Unión Europea o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo para 

poder acceder a las profesiones de seguridad, que ahora se amplía a los nacionales de terceros 

Estados que tengan suscrito con España un convenio internacional en el que se contemple tal 

posibilidad a los nacionales de ambos Estados. 

Otra de las novedades que se incorpora en materia de personal, largamente demandada por el 

sector, es la protección jurídica análoga a la de los agentes de la autoridad del personal de 

seguridad privada frente a las agresiones o desobediencias de que pueden ser objeto cuando 

desarrollen, debidamente identificados, las actividades de seguridad privada en cooperación y bajo 

el mando de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Además de eliminar el inadecuado y distorsionador período de inactividad, que tantas dificultades 

y problemas ha supuesto para la normal reincorporación al sector del personal de seguridad privada, 

en la formación del personal, junto al actual sistema de acceso a la profesión a través exclusivamente 

del Ministerio del Interior, se da cabida a otras posibilidades de acceso mediante el sistema que 

determine el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, al contemplarse 

la posibilidad de una formación profesional reglada o de grado universitario para el acceso a las 

diferentes profesiones de seguridad privada, o de los correspondientes certificados de 

profesionalidad del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. 

En el título IV se regulan por primera vez en una norma de rango legal y de forma armónica las 

medidas de seguridad, así como la especificación de la forma de prestación de los principales 

servicios de seguridad (vigilancia y protección, protección personal, depósitos y transportes de 

seguridad, e investigación privada), dotando de concreción a otros importantes servicios para los 

que la Ley 23/1992, de 30 de julio, y su reglamento de desarrollo no contienen más que referencias 

aisladas (verificación y respuesta ante alarmas, instalación y mantenimiento de sistemas), o no 

contienen regulación alguna, como sucede con la videovigilancia en el ámbito de la seguridad 

privada, en cumplimiento del mandato contenido en la Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, de 

utilización de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos. 

En este título resulta especialmente relevante la regulación de los servicios de videovigilancia y de 

investigación privada, ya que se trata de servicios que potencialmente pueden incidir de forma 

directa en la esfera de la intimidad de los ciudadanos. En el segundo caso, desde el ánimo de 

compaginar los diversos intereses en juego, se abordan cuestiones tan delicadas como la legitimidad 

del encargo, el contenido del informe de investigación o el deber de reserva profesional. 
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En el título V se recogen, también por vez primera en sede legal, las actuaciones de control e 

inspección sobre las entidades, el personal y las medidas de seguridad, así como la obligación de 

colaboración por parte de los afectados. Especialmente relevante es la incorporación de un 

precepto que regula las medidas provisionales que pueden adoptar los funcionarios policiales, 

cuando en el marco de una inspección lo consideren absolutamente necesario, quedando en todo 

caso sujetas a ratificación por la autoridad competente. Igualmente, se limita, por razón de la 

intimidad de los datos, el acceso al contenido de los informes de investigación privada en las 

inspecciones policiales a la mera constatación de su existencia, salvo que medien investigaciones 

policiales o judiciales o procedimientos sancionadores. 

En el título VI se da solución a algunas de las principales carencias de la anterior legislación referidas 

al régimen sancionador. Así, se contemplan con la debida separación las infracciones que pueden 

ser cometidas por las entidades, el personal o los usuarios de seguridad privada, incluyendo, junto a 

estos últimos, a los centros de formación en la materia. 

Se hace especial hincapié en la regulación de todas aquellas conductas infractoras que tengan por 

objeto evitar el intrusismo ya sea realizado por empresas de seguridad, por personal no habilitado, 

por empresas de servicios que desarrollan actividades materialmente de seguridad privada o por los 

propios usuarios. 

A este respecto, es importante destacar el esfuerzo que se ha hecho en cuanto a la graduación de 

las infracciones y a los criterios para determinar la imposición de las correspondientes sanciones, con 

el objetivo básico de garantizar la mayor individualización de aquéllas. 

Por último, en la parte final, el texto contempla aquellas disposiciones necesarias para garantizar una 

transición correcta desde la Ley 23/1992, de 30 de julio, a la nueva legislación, sobre todo hasta que 

ésta sea objeto del correspondiente desarrollo reglamentario. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

CAPÍTULO I 

Disposiciones comunes 

Artículo 1 

Objeto 

1. Esta ley tiene por objeto regular la realización y la prestación por personas privadas, físicas o 

jurídicas, de actividades y servicios de seguridad privada que, desarrollados por éstos, son 

contratados, voluntaria u obligatoriamente, por personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, para 

la protección de personas y bienes. Igualmente regula las investigaciones privadas que se efectúen 

sobre aquéllas o éstos. Todas estas actividades tienen la consideración de complementarias y 

subordinadas respecto de la seguridad pública. 

2. Asimismo, esta ley, en beneficio de la seguridad pública, establece el marco para la más eficiente 

coordinación de los servicios de seguridad privada con los de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

de los que son complementarios. 
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Artículo 2 

Definiciones 

A los efectos de esta ley se entiende por: 

1. Seguridad privada: el conjunto de actividades, servicios, funciones y medidas de seguridad 

adoptadas, de forma voluntaria u obligatoria, por personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 

realizadas o prestados por empresas de seguridad, despachos de detectives privados y personal de 

seguridad privada para hacer frente a actos deliberados o riesgos accidentales, o para realizar 

averiguaciones sobre personas y bienes, con la finalidad de garantizar la seguridad de las personas, 

proteger su patrimonio y velar por el normal desarrollo de sus actividades. 

2. Actividades de seguridad privada: los ámbitos de actuación material en que los prestadores 

de servicios de seguridad privada llevan a cabo su acción empresarial y profesional. 

3. Servicios de seguridad privada: las acciones llevadas a cabo por los prestadores de servicios 

de seguridad privada para materializar las actividades de seguridad privada. 

4. Funciones de seguridad privada: las facultades atribuidas al personal de seguridad privada. 

5. Medidas de seguridad privada: las disposiciones adoptadas para el cumplimiento de los fines 

de prevención o protección pretendidos. 

6. Prestadores de servicios de seguridad privada: las empresas de seguridad privada, los 

despachos de detectives y el personal habilitado para el ejercicio de funciones de seguridad 

privada. 

7. Empresa de seguridad privada: las personas físicas o jurídicas, privadas, autorizadas o sometidas 

al régimen de declaración responsable, para prestar servicios de seguridad privada. 

8. Personal de seguridad privada: las personas físicas que, habiendo obtenido la correspondiente 

habilitación, desarrollan funciones de seguridad privada. 

9. Personal acreditado: profesores de centros de formación, ingenieros y técnicos que desarrollen 

las tareas que les asignan esta ley y operadores de seguridad. 

10. Usuario de seguridad privada: las personas físicas o jurídicas que, de forma voluntaria u 

obligatoria, contratan servicios o adoptan medidas de seguridad privada. 

11. Despachos de detectives privados: las oficinas constituidas por uno o más detectives privados 

que prestan servicios de investigación privada. 

12. Centros de formación de aspirantes o de personal de seguridad privada: establecimientos 

sometidos al régimen de declaración responsable para impartir en sus locales formación al personal 

de seguridad privada. 

13. Elemento, producto o servicio homologado: aquel que reúne las especificaciones técnicas o 

criterios que recoge una norma técnica al efecto. 

14. Elemento, producto o servicio acreditado, certificado o verificado: aquel que lo ha sido por 

una entidad independiente, constituida a tal fin y reconocida por cualquier Estado miembro de la 

Unión Europea. 
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Artículo 3 

Ámbito de aplicación 

1. Las disposiciones de esta ley son de aplicación a las empresas de seguridad privada, al personal 

de seguridad privada, a los despachos de detectives, a los servicios de seguridad privada, a las 

medidas de seguridad y a los contratos celebrados en éste ámbito. 

2. Igualmente, en la medida que resulte pertinente en cada caso, se aplicarán a los establecimientos 

obligados a disponer de medidas de seguridad, a los usuarios de los servicios de seguridad privada, 

a los ingenieros y técnicos de las empresas de seguridad, a los operadores de seguridad, a los 

profesores de centros de formación, a las empresas prestadoras de servicios de seguridad 

informática, a las centrales receptoras de alarmas de uso propio y a los centros de formación de 

personal de seguridad privada. 

3. El régimen sancionador y las medidas provisionales, así como el ejercicio de las facultades de 

inspección, serán también aplicables a aquellas empresas y personal que presten servicios o ejerzan 

funciones de seguridad privada sin estar autorizadas o haber presentado declaración responsable, 

o sin estar habilitados o acreditados para el ejercicio legal de los mismos. 

Artículo 4 

Fines 

La seguridad privada tiene como fines: 

a) Satisfacer las necesidades legítimas de seguridad o de información de los usuarios de 

seguridad privada, velando por la indemnidad o privacidad de las personas o bienes cuya 

seguridad o investigación se le encomiende frente a posibles vulneraciones de derechos, amenazas 

deliberadas y riesgos accidentales o derivados de la naturaleza. 

b) Contribuir a garantizar la seguridad pública, a prevenir infracciones y a aportar información a 

los procedimientos relacionados con sus actuaciones e investigaciones. 

c) Complementar el monopolio de la seguridad que corresponde al Estado, integrando 

funcionalmente sus medios y capacidades como un recurso externo de la seguridad pública. 

Artículo 5 

Actividades de seguridad privada 

1. Constituyen actividades de seguridad privada las siguientes: 

a) La vigilancia y protección de bienes, establecimientos, lugares y eventos, tanto públicos como 

privados, así como de las personas que pudieran encontrarse en los mismos. 

b) El acompañamiento, defensa y protección de personas físicas determinadas, incluidas las que 

ostenten la condición legal de autoridad. 

c) El depósito, custodia, recuento y clasificación de monedas y billetes, títulos-valores, joyas, 

metales preciosos, antigüedades, obras de arte u otros objetos que, por su valor económico, histórico 

o cultural, y expectativas que generen, puedan requerir vigilancia y protección especial. 
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d) El depósito y custodia de explosivos, armas, cartuchería metálica, sustancias, materias, 

mercancías y cualesquiera objetos que por su peligrosidad precisen de vigilancia y protección 

especial. 

e) El transporte y distribución de los objetos a que se refieren los dos párrafos anteriores. 

f) La instalación y mantenimiento de aparatos, equipos, dispositivos y sistemas de seguridad 

conectados a centrales receptoras de alarmas o a centros de control o de videovigilancia. 

g) La explotación de centrales para la conexión, recepción, verificación y, en su caso, respuesta 

y transmisión de las señales de alarma, así como la monitorización de cualesquiera señales de 

dispositivos auxiliares para la seguridad de personas, de bienes muebles o inmuebles o de 

cumplimiento de medidas impuestas, y la comunicación a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

competentes en estos casos. 

h) La investigación privada en relación a personas, hechos o delitos sólo perseguibles a instancia 

de parte. 

2. Los servicios sobre las actividades relacionadas en los párrafos a) a g) del apartado anterior 

únicamente podrán prestarse por empresas de seguridad privada, sin perjuicio de las competencias 

de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Los despachos de detectives podrán prestar, con carácter 

exclusivo y excluyente, servicios sobre la actividad a la que se refiere el párrafo h) del apartado 

anterior. 

3. Las entidades públicas o privadas podrán constituir, previa autorización del Ministerio del Interior o 

del órgano autonómico competente, centrales receptoras de alarmas de uso propio para la 

conexión, recepción, verificación y, en su caso, respuesta y transmisión de las señales de alarma que 

reciban de los sistemas de seguridad instalados en bienes inmuebles o muebles de su titularidad, sin 

que puedan dar, a través de las mismas, ningún tipo de servicio de seguridad a terceros. 

Artículo 6 

Actividades compatibles 

1. Quedan fuera del ámbito de aplicación de esta ley, sin perjuicio de la normativa específica que 

pudiera resultar de aplicación, especialmente en lo que se refiere a la homologación de productos, 

las siguientes actividades: 

a) La fabricación, comercialización, venta, entrega, instalación o mantenimiento de elementos 

o productos de seguridad y de cerrajería de seguridad. 

b) La fabricación, comercialización, venta o entrega de equipos técnicos de seguridad 

electrónica, así como la instalación o mantenimiento de dichos equipos siempre que no estén 

conectados a centrales de alarma o centros de control o de videovigilancia. 

c) La conexión a centrales receptoras de alarmas de sistemas de prevención o protección contra 

incendios o de alarmas de tipo técnico o asistencial, o de sistemas o servicios de control o 

mantenimiento. 

d) La planificación, consultoría y asesoramiento en materia de actividades de seguridad privada, 

que consistirá en la elaboración de estudios e informes de seguridad, análisis de riesgos y planes de 

seguridad referidos a la protección frente a todo tipo de riesgos, así como en auditorías sobre la 

prestación de los servicios de seguridad. 
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Estas actividades podrán desarrollarse por las empresas de seguridad privada. 

2. Quedan también fuera del ámbito de aplicación de esta ley, a no ser que impliquen la asunción 

o realización de servicios o funciones de seguridad privada, y se regirán por las normas sectoriales 

que les sean de aplicación en cada caso, los siguientes servicios y funciones: 

a) Las de información o de control en los accesos a instalaciones, comprendiendo el cuidado y 

custodia de las llaves, la apertura y cierre de puertas, la ayuda en el acceso de personas o vehículos, 

el cumplimiento de la normativa interna de los locales donde presten dicho servicio, así como la 

ejecución de tareas auxiliares o subordinadas de ayuda o socorro, todas ellas realizadas en las 

puertas o en el interior de inmuebles, locales públicos, aparcamientos, garajes, autopistas, 

incluyendo sus zonas de peajes, áreas de servicio, mantenimiento y descanso, por porteros, conserjes 

y demás personal auxiliar análogo. 

b) Las tareas de recepción, comprobación de visitantes y orientación de los mismos, así como las 

de comprobación de entradas, documentos o carnés, en cualquier clase de edificios o inmuebles, 

y de cumplimiento de la normativa interna de los locales donde presten dicho servicio. 

c) El control de tránsito en zonas reservadas o de circulación restringida en el interior de 

instalaciones en cumplimiento de la normativa interna de los mismos. 

d) Las de comprobación y control del estado y funcionamiento de calderas, bienes e 

instalaciones en general, en cualquier clase de inmuebles, para garantizar su conservación y 

funcionamiento. 

Estos servicios y funciones podrán prestarse o realizarse por empresas y personal de seguridad 

privada, siempre con carácter complementario o accesorio de las funciones de seguridad privada 

que se realicen y sin que en ningún caso constituyan el objeto principal del servicio que se preste. 

3. El personal no habilitado que preste los servicios o funciones comprendidos en el apartado anterior, 

en ningún caso podrá ejercer función alguna de las reservadas al personal de seguridad privada, ni 

portar ni usar armas ni medios de defensa, ni utilizar distintivos, uniformes o medios que puedan 

confundirse con los previstos para dicho personal. 

4. Los prestadores de servicios de seguridad privada que vendan, entreguen, instalen o mantengan 

equipos técnicos de seguridad, no conectados a centrales receptoras de alarmas o a centros de 

control o de videovigilancia, quedan fuera del ámbito de aplicación de la legislación de seguridad 

privada. 

5. Las empresas de seguridad privada que se dediquen a la instalación o mantenimiento de 

aparatos, dispositivos y sistemas de seguridad que no incluyan la conexión a centrales receptoras de 

alarmas o a centros de control o de videovigilancia, sólo están sometidas a la normativa de 

seguridad privada en lo que se refiere a las actividades y servicios de seguridad privada para las que 

se encontrasen autorizadas. 

6. A las empresas, sean o no de seguridad privada, que se dediquen a las actividades de seguridad 

informática, entendida como el conjunto de medidas encaminadas a proteger los sistemas de 

información a fin de garantizar la confidencialidad, disponibilidad e integridad de la misma o del 

servicio que aquéllos prestan, por su incidencia directa en la seguridad de las entidades públicas y 

privadas, se les podrán imponer reglamentariamente requisitos específicos para garantizar la calidad 

de los servicios que presten. 
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Artículo 7 

Actividades excluidas 

1. No están sujetas a esta ley las actuaciones de autoprotección, entendidas como el conjunto de 

cautelas o diligencias que se puedan adoptar o que ejecuten por sí y para sí mismos de forma directa 

los interesados, estrictamente dirigidas a la protección de su entorno personal o patrimonial, y cuya 

práctica o aplicación no conlleve contraprestación alguna ni suponga algún tipo de servicio de 

seguridad privada prestado a terceros. 

Cuando los interesados tengan el carácter de empresas o entidades de cualquier tipo, en ningún 

caso utilizarán a sus empleados para el desarrollo de las funciones previstas en la presente ley, 

reservadas a las empresas y el personal de seguridad privada. 

2. Queda fuera del ámbito de aplicación de esta ley la obtención por uno mismo de información o 

datos, así como la contratación de servicios de recepción, recopilación, análisis, comunicación o 

suministro de información libre obrante en fuentes o registros de acceso público. 

Artículo 8 

Principios rectores 

1. Los servicios y funciones de seguridad privada se prestarán con respeto a la Constitución, a lo 

dispuesto en esta ley, especialmente en lo referente a los principios de actuación establecidos en el 

artículo 30, y al resto del ordenamiento jurídico. 

2. Los prestadores de servicios de seguridad privada colaborarán, en todo momento y lugar, con las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, con sujeción a lo que éstas puedan disponer en relación con la 

ejecución material de sus actividades. 

3. De conformidad con lo dispuesto en la legislación de fuerzas y cuerpos de seguridad, las empresas 

de seguridad, los despachos de detectives y el personal de seguridad privada tendrán especial 

obligación de auxiliar y colaborar, en todo momento, con aquéllas en el ejercicio de sus funciones, 

de prestarles su colaboración y de seguir sus instrucciones, en relación con los servicios que presten 

que afecten a la seguridad pública o al ámbito de sus competencias. 

4. Las empresas, los despachos y el personal de seguridad privada: 

a) No podrán intervenir ni interferir, mientras estén ejerciendo los servicios y funciones que les son 

propios, en la celebración de reuniones y manifestaciones, ni en el desarrollo de conflictos políticos 

o laborales. 

b) No podrán ejercer ningún tipo de control sobre opiniones políticas, sindicales o religiosas, o 

sobre la expresión de tales opiniones, ni proceder al tratamiento, automatizado o no, de datos 

relacionados con la ideología, afiliación sindical, religión o creencias. 

c) Tendrán prohibido comunicar a terceros, salvo a las autoridades judiciales y policiales para el 

ejercicio de sus respectivas funciones, cualquier información que conozcan en el desarrollo de sus 

servicios y funciones sobre sus clientes o personas relacionadas con éstos, así como sobre los bienes 

y efectos de cuya seguridad o investigación estuvieran encargados. 

5. El Ministro del Interior o, en su caso, el titular del órgano autonómico competente prohibirá la 

utilización en los servicios de seguridad privada de determinados medios materiales o técnicos 

cuando pudieran causar daños o perjuicios a terceros o poner en peligro la seguridad ciudadana. 
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6. Cuando el personal de seguridad privada desempeñe sus funciones en entidades públicas o 

privadas en las que se presten servicios que resulten o se declaren esenciales por la autoridad pública 

competente, o en los que el servicio de seguridad se haya impuesto obligatoriamente, habrán de 

atenerse, en el ejercicio del derecho de huelga, a lo que respecto de dichas entidades disponga la 

legislación vigente. 

Artículo 9 

Contratación y comunicación de servicios 

1. No podrá prestarse ningún tipo de servicio de seguridad privada que no haya sido previamente 

contratado y, en su caso, autorizado. 

2. De acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, los contratos de prestación de los 

distintos servicios de seguridad privada deberán, en todo caso, formalizarse por escrito y comunicarse 

su celebración al Ministerio del Interior o, en su caso, al órgano autonómico competente con 

antelación a la iniciación de los mismos. 

3. La comunicación de contratos de servicios de investigación privada contendrá exclusivamente los 

datos necesarios para identificar a las partes contratantes, excluidos los de carácter personal. 

Artículo 10 

Prohibiciones 

1. Con carácter general y además de otras prohibiciones contenidas en esta ley, se establecen las 

siguientes: 

a) La prestación o publicidad de servicios de seguridad privada por parte de personas, físicas o 

jurídicas, carentes de la correspondiente autorización o sin haber presentado declaración 

responsable. 

b) El ejercicio de funciones de seguridad privada por parte de personas físicas carentes de la 

correspondiente habilitación o acreditación profesional. 

c) La prestación de servicios de seguridad privada incumpliendo los requisitos o condiciones 

legales de prestación de los mismos. 

d) El empleo o utilización, en servicios de seguridad privada, de medios o medidas de seguridad 

no homologadas cuando sea preceptivo, o de medidas o medios personales, materiales o técnicos 

de forma tal que atenten contra el derecho al honor, a la intimidad personal o familiar o a la propia 

imagen o al secreto de las comunicaciones, o cuando incumplan las condiciones o requisitos 

establecidos en esta ley y en su normativa de desarrollo. 

2. Los despachos de detectives y los detectives privados no podrán celebrar contratos que tengan 

por objeto la investigación de delitos perseguibles de oficio ni, en general, investigar delitos de esta 

naturaleza, debiendo denunciar inmediatamente ante la autoridad competente cualquier hecho 

de esta naturaleza que llegara a su conocimiento, y poniendo a su disposición toda la información y 

los instrumentos que pudieran haber obtenido hasta ese momento, relacionado con dichos delitos. 

3. Las empresas de seguridad no podrán realizar los servicios de investigación privada propios de los 

despachos de detectives privados, y éstos no podrán prestar servicios propios de las empresas de 

seguridad privada. 
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Artículo 11 

Registro Nacional de Seguridad Privada y registros autonómicos 

1. Serán objeto de inscripción de oficio en el Registro Nacional de Seguridad Privada del Ministerio 

del Interior, una vez concedidas las pertinentes autorizaciones o, en su caso, presentadas las 

declaraciones responsables, u obtenidas las preceptivas habilitaciones o acreditaciones, el personal 

de seguridad privada, las empresas de seguridad privada y los despachos de detectives privados, 

así como delegaciones y sucursales, los centros de formación del personal de seguridad privada y 

las centrales receptoras de alarma de uso propio, cuando no sean objeto de inscripción en los 

registros de las comunidades autónomas. 

Igualmente, se inscribirán en el Registro Nacional de Seguridad Privada las sanciones impuestas en 

materia de seguridad privada, las comunicaciones de los contratos y sus modificaciones y cuantos 

datos sean necesarios para las actuaciones de control y gestión de la seguridad privada, cuando 

tales sanciones, comunicaciones y datos se refieran a servicios de seguridad privada que se presten 

en un ámbito territorial distinto al de una comunidad autónoma con competencia en materia de 

seguridad privada. 

2. En los registros de las comunidades autónomas, una vez concedidas las pertinentes autorizaciones 

o, en su caso, presentadas las declaraciones responsables, u obtenidas las preceptivas 

habilitaciones, se inscribirán de oficio las empresas de seguridad privada y los despachos de 

detectives privados, así como delegaciones y sucursales, los centros de formación del personal de 

seguridad privada y las centrales receptoras de alarma de uso propio, que tengan su domicilio en la 

comunidad autónoma y cuyo ámbito de actuación esté limitado a su territorio. 

Igualmente, se inscribirán en dichos registros las sanciones impuestas en materia de seguridad 

privada, las comunicaciones de los contratos y sus modificaciones y cuantos datos sean necesarios 

para las actuaciones de control y gestión de la seguridad privada, cuando tales sanciones, 

comunicaciones y datos se refieran a servicios de seguridad privada que se presten en el ámbito 

territorial propio de una comunidad autónoma con competencia en materia de seguridad privada. 

3. En el referido Registro Nacional, además de la información correspondiente a las empresas de 

seguridad privada que en el mismo se inscriban, se incorporará la relativa a las empresas de 

seguridad privada inscritas en los registros de las comunidades autónomas con competencia en la 

materia. 

A tales efectos, los órganos competentes de las mencionadas comunidades autónomas deberán 

comunicar al Registro Nacional de Seguridad Privada los datos de las inscripciones y anotaciones 

que efectúen sobre las empresas de seguridad privada que inscriban, así como sus modificaciones y 

cancelaciones. 

4. En los mencionados registros, nacional y autonómicos, se anotarán también los datos de las 

empresas que realicen actividades de seguridad informática, de acuerdo con lo que 

reglamentariamente se determine. 

5. Las autoridades responsables del Registro Nacional y de los registros autonómicos establecerán los 

mecanismos de colaboración y reciprocidad necesarios para permitir su interconexión e 

interoperabilidad, la determinación coordinada de los sistemas de numeración de las empresas de 

seguridad privada y el acceso a la información registral contenida en los mismos, para el ejercicio 

de sus respectivas competencias. 

6. Dichos registros serán públicos exclusivamente en cuanto a los asientos referentes a la 

denominación o razón social, domicilio, número de identificación fiscal y actividades en relación con 
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las cuales estén autorizadas o hayan presentado la declaración responsable las empresas de 

seguridad privada, despachos de detectives, centros de formación del personal de seguridad 

privada y centrales de alarmas de uso propio. 

7. Reglamentariamente se regulará la organización y funcionamiento del Registro Nacional de 

Seguridad Privada. 

CAPÍTULO II 

Competencias de la Administración General del Estado y de las comunidades autónomas 

Artículo 12 

Competencias de la Administración General del Estado 

1. Corresponde a la Administración General del Estado, a través del Ministerio del Interior y, en su 

caso, de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno, el ejercicio de las siguientes facultades: 

a) La autorización o recepción de la declaración responsable, inspección y sanción de las 

empresas de seguridad privada y de sus delegaciones cuya competencia no haya sido asumida 

por las comunidades autónomas. 

b) La recepción de la declaración responsable para la apertura de los despachos de detectives 

privados y de sus sucursales, así como su inspección y sanción, cuando el ejercicio de estas 

facultades no sea competencia de las comunidades autónomas. 

c) La habilitación e inhabilitación del personal de seguridad privada, y la determinación del 

armamento, documentación, uniformidad, distintivos y medios de defensa de dicho personal, así 

como la acreditación, en todo caso, de los ingenieros y técnicos de las empresas de seguridad y de 

los operadores de seguridad. 

d) La aprobación, modificación y cancelación de los programas y cursos específicos de 

formación del personal de seguridad privada que no sean de la competencia de los Ministerios de 

Educación, Cultura y Deporte o de Empleo y Seguridad Social. 

e) La recepción de la declaración responsable, inspección y sanción de los centros de formación 

del personal de seguridad privada cuya competencia no haya sido asumida por las comunidades 

autónomas, así como la acreditación, en todo caso, de su profesorado. 

f) La autorización, inspección y sanción de los servicios de protección personal, cuando no sea 

competencia de las comunidades autónomas, y de aquellas actividades y servicios transfronterizos 

de seguridad que puedan prestarse por las empresas y el personal de seguridad privada. 

g) La autorización de los servicios de seguridad privada y de centrales de alarma de uso propio 

que se presten en un ámbito territorial superior al de una comunidad autónoma con competencia 

en materia de seguridad privada, así como la inspección y sanción de estos servicios en aquella 

parte de los mismos que se realice fuera del territorio de dichas comunidades autónomas. 

h) La determinación reglamentaria de las características técnicas y de homologación que 

resulten exigibles a los productos, sistemas, dispositivos, equipos, medidas y servicios de seguridad 

privada. 
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i) La determinación reglamentaria de los establecimientos obligados a disponer de medidas de 

seguridad privada, así como la fijación del tipo y alcance de las medidas obligatorias que ha de 

cumplir cada tipo de establecimiento. 

j) La autorización, inspección y sanción de los establecimientos e instalaciones industriales, 

comerciales y de servicios que estén obligados a adoptar medidas de seguridad, cuando el ejercicio 

de esas facultades no sea competencia de las comunidades autónomas. 

k) La coordinación de los servicios de seguridad e investigación privadas con los de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado. 

2. En el ámbito de las competencias de la Administración General del Estado y de conformidad con 

lo dispuesto en la legislación de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad: 

a) Corresponde a la Dirección General de la Policía el control de las empresas, entidades y 

servicios privados de seguridad, vigilancia e investigación, de su personal, medios y actuaciones. 

b) Corresponde a la Dirección General de la Guardia Civil el ejercicio de sus competencias en 

materia de armas sobre las empresas y el personal de seguridad privada, así como el control de los 

guardas rurales y sus especialidades. Sin afectar a las competencias que corresponden a la 

Dirección General de la Policía podrá participar en el control de las actuaciones operativas del 

personal de seguridad privada, que preste servicios en su ámbito de competencias. 

Artículo 13 

Competencias de las comunidades autónomas 

1. Las comunidades autónomas que, con arreglo a sus estatutos de autonomía, tengan competencia 

para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento del orden público, ejecutarán la 

legislación del Estado sobre las siguientes materias: 

a) La autorización de las empresas de seguridad privada y de sus delegaciones, así como la 

recepción de la declaración responsable para la apertura de los despachos de detectives privados 

y de sus sucursales, cuando, en ambos casos, tengan su domicilio en la comunidad autónoma y su 

ámbito de actuación esté limitado a su territorio. 

b) La autorización de las actividades y servicios de seguridad privada que se realicen en la 

comunidad autónoma cuando requieran de la misma o de control previo. 

c) La inspección y sanción de las actividades y servicios de seguridad privada que se realicen en 

la comunidad autónoma, así como de quienes los presten o utilicen y la inspección y sanción de los 

despachos de detectives privados y de sus sucursales que realicen su actividad en la comunidad 

autónoma. 

d) La recepción de la declaración responsable, inspección y sanción de los centros de formación 

del personal de seguridad privada que tengan su sede en la comunidad autónoma. 

e) La coordinación de los servicios de seguridad e investigación privadas prestados en la 

comunidad autónoma con los de la policía autonómica y las policías locales. 

f) La autorización, inspección y sanción de los establecimientos e instalaciones industriales, 

comerciales y de servicios sitos en la comunidad autónoma que estén obligados a adoptar medidas 

de seguridad. 
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2. Las comunidades autónomas que, en virtud de sus estatutos de autonomía, hayan asumido 

competencia ejecutiva en materia de seguridad privada cuando así lo establezca la legislación del 

Estado, la ejercerán si disponen de cuerpo de policía propia o establecen fórmulas de colaboración 

con el Cuerpo Nacional de Policía previstas en la legislación de fuerzas y cuerpos de seguridad, sobre 

las siguientes materias: 

a) La autorización, inspección y sanción de las empresas de seguridad privada que tengan su 

domicilio en la comunidad autónoma y cuyo ámbito de actuación esté limitado a su territorio. 

b) La denuncia, y puesta en conocimiento de las autoridades competentes, de las infracciones 

cometidas por las empresas de seguridad que no se encuentren incluidas en el párrafo anterior. 

TÍTULO I 

Coordinación 

Artículo 14 

Colaboración profesional 

1. La especial obligación de colaboración de las empresas de seguridad, los despachos de 

detectives y el personal de seguridad privada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se desarrollará 

con sujeción al principio de legalidad y se basará exclusivamente en la necesidad de asegurar el 

buen fin de las actuaciones tendentes a preservar la seguridad pública, garantizándose la debida 

reserva y confidencialidad cuando sea necesario. 

2. Las empresas de seguridad, los despachos de detectives y el personal de seguridad privada 

deberán comunicar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes, tan pronto como sea 

posible, cualesquiera circunstancias o informaciones relevantes para la prevención, el 

mantenimiento o restablecimiento de la seguridad ciudadana, así como todo hecho delictivo del 

que tuviesen conocimiento en el ejercicio de su actividad o funciones, poniendo a su disposición a 

los presuntos delincuentes, así como los instrumentos, efectos y pruebas relacionadas con los mismos. 

3. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán facilitar al personal de seguridad privada, en el 

ejercicio de sus funciones, informaciones que faciliten su evaluación de riesgos y consiguiente 

implementación de medidas de protección. Si estas informaciones contuvieran datos de carácter 

personal sólo podrán facilitarse en caso de peligro real para la seguridad pública o para evitar la 

comisión de infracciones penales. 

Artículo 15 

Acceso a la información por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

1. Se autorizan las cesiones de datos que se consideren necesarias para contribuir a la salvaguarda 

de la seguridad ciudadana, así como el acceso por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a 

los sistemas instalados por las empresas de seguridad privada que permitan la comprobación de las 

informaciones en tiempo real cuando ello sea necesario para la prevención de un peligro real para 

la seguridad pública o para la represión de infracciones penales. 

2. El tratamiento de datos de carácter personal, así como los ficheros, automatizados o no, creados 

para el cumplimiento de esta ley se someterán a lo dispuesto en la normativa de protección de datos 

de carácter personal. 
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3. La comunicación de buena fe de información a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad por las 

entidades y el personal de seguridad privada no constituirá vulneración de las restricciones sobre 

divulgación de información impuestas por vía contractual o por cualquier disposición legal, 

reglamentaria o administrativa, cuando ello sea necesario para la prevención de un peligro real para 

la seguridad pública o para la represión de infracciones penales. 

Artículo 16 

Coordinación y participación 

1. El Ministerio del Interior o, en su caso, el órgano autonómico competente adoptará las medidas 

organizativas que resulten adecuadas para asegurar la coordinación de los servicios de seguridad 

privada con los de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

2. En el ámbito de las competencias de la Administración General del Estado se constituirán 

comisiones mixtas de seguridad privada, nacionales, autonómicas o provinciales, con el carácter de 

órganos consultivos y de colaboración entre las administraciones públicas y los representantes del 

sector. Su composición y funciones se determinarán reglamentariamente. 

3. En las comunidades autónomas que tengan asumidas las competencias en materia de seguridad 

privada de conformidad con lo establecido en el artículo 13, también podrán existir órganos 

consultivos en materia de seguridad privada, con la composición y funcionamiento que en cada 

caso se determine. 

TÍTULO II 

Empresas de seguridad privada y despachos de detectives privados 

CAPÍTULO I 

Empresas de seguridad privada 

Artículo 17 

Desarrollo de actividades 

1. Las empresas de seguridad privada únicamente podrán prestar servicios sobre las actividades 

previstas en el artículo 5.1, excepto la contemplada en el párrafo h) del mismo. 

2. Además de estas actividades, las empresas de seguridad privada podrán realizar las actividades 

compatibles a las que se refiere el artículo 6 y dedicarse a la formación, actualización y 

especialización del personal de seguridad privada, perteneciente o no a sus plantillas, en cuyo caso 

deberán crear centros de formación, de conformidad con lo previsto en el artículo 29.4 y a lo que 

reglamentariamente se determine. 

3. Las empresas de seguridad privada podrán revestir forma societaria o de empresario individual, 

debiendo cumplir, en ambos casos, la totalidad de condiciones y requisitos previstos en este capítulo 

para las empresas de seguridad privada. 
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Artículo 18 

Autorización administrativa 

1. Para la prestación de servicios de seguridad privada, las empresas de seguridad privada deberán 

obtener autorización administrativa y serán inscritas de oficio en el registro correspondiente, de 

acuerdo con el procedimiento que se determine reglamentariamente. 

2. La autorización administrativa se suplirá por una declaración responsable cuando pretendan 

dedicarse exclusivamente a la actividad de seguridad privada contemplada en el artículo 5.1.f). 

3. La validez de la autorización o de la declaración responsable será indefinida. 

Artículo 19 

Requisitos generales 

1. Para la autorización o, en su caso, presentación de declaración responsable, la posterior 

inscripción en el Registro Nacional de Seguridad Privada o en el correspondiente registro autonómico 

y el desarrollo de servicios de seguridad privada, las empresas de seguridad privada deberán reunir 

los siguientes requisitos generales: 

a) Estar legalmente constituidas e inscritas en el registro mercantil o en el registro público 

correspondiente y tener por objeto exclusivo todas o alguna de las actividades a las que se refiere 

el artículo 5.1, excepto la del párrafo h). No obstante, en dicho objeto podrán incluir las actividades 

que resulten imprescindibles para el cumplimiento de las actividades de seguridad autorizadas, así 

como las compatibles contempladas en el artículo 6. 

b) Tener la nacionalidad de un Estado miembro de la Unión Europea o de un Estado parte en el 

Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. 

c) Contar con los medios humanos, de formación, financieros, materiales y técnicos adecuados 

que, de acuerdo con el principio de proporcionalidad, se determinen reglamentariamente, en 

función de la naturaleza de las actividades para las que soliciten la autorización o se presente la 

declaración responsable, y de las características de los servicios que se prestan en relación con tales 

actividades. En particular, cuando se presten servicios para los que se precise el uso de armas, 

habrán de adoptarse las medidas que garanticen su adecuada custodia, utilización y 

funcionamiento. Igualmente, los ingenieros y técnicos de las empresas de seguridad privada y los 

operadores de seguridad, deberán disponer de la correspondiente acreditación expedida por el 

Ministerio del Interior, que se limitará a comprobar la honorabilidad del solicitante y la carencia de 

antecedentes penales, en los términos que reglamentariamente se establezca. 

d) Disponer de las medidas de seguridad que reglamentariamente se determinen. 

e) Suscribir un contrato de seguro de responsabilidad civil o constituir otras garantías financieras 

en la cuantía y con las condiciones que se determinen reglamentariamente. 

f) Constituir el aval o seguro de caución que se determine reglamentariamente a disposición de 

las autoridades españolas, para atender exclusivamente las responsabilidades administrativas por 

infracciones a la normativa de seguridad privada que se deriven del funcionamiento de la empresa. 

g) No haber sido condenadas mediante sentencia firme por delitos de insolvencia punible, contra 

la Hacienda Pública, contra la Seguridad Social, contra los derechos de los trabajadores, por 

intromisión ilegítima en el ámbito de protección del derecho al honor, a la intimidad personal y 

familiar o a la propia imagen, vulneración del secreto de las comunicaciones o de otros derechos 
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fundamentales, salvo que hubiesen cancelado sus antecedentes penales. En el caso de las personas 

jurídicas, este requisito será aplicable a los administradores de hecho o de derecho y representantes, 

que, vigente su cargo o representación, no podrán estar incursos en la situación mencionada por 

actuaciones realizadas en nombre o a beneficio de dichas personas jurídicas. 

h) No haber sido condenadas mediante sentencia firme por intromisión ilegítima en el ámbito de 

protección del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar o a la propia imagen, vulneración 

del secreto de las comunicaciones o de otros derechos fundamentales en los cinco años anteriores 

a la solicitud. En el caso de las personas jurídicas, este requisito será aplicable a los administradores 

de hecho o de derecho y representantes, que, vigente su cargo o representación, no podrán estar 

incursos en la situación mencionada por actuaciones realizadas en nombre o a beneficio de dichas 

personas jurídicas. 

2. Además del cumplimiento de los requisitos generales, a las empresas de seguridad privada que 

tengan por objeto alguna de las actividades contempladas en el artículo 5.1.b), c), d), e) y g), se les 

podrá exigir reglamentariamente el cumplimiento de requisitos y garantías adicionales adecuados a 

la singularidad de los servicios relacionados con dichas actividades. 

3. Igualmente, en relación con las actividades contempladas en el artículo 5.1.a), f) y g), podrán 

ampliarse los requisitos referentes a medios personales y materiales, conforme se disponga 

reglamentariamente, para poder prestar servicios de seguridad privada en infraestructuras críticas o 

en servicios esenciales, así como en los servicios descritos en el artículo 40.1 y en artículo 41.2 y 3. 

4. Para la contratación de servicios de seguridad privada en los sectores estratégicos definidos en la 

legislación de protección de infraestructuras críticas, las empresas de seguridad privada deberán 

contar, con carácter previo a su prestación, con una certificación emitida por una entidad de 

certificación acreditada que garantice, como mínimo, el cumplimiento de la normativa 

administrativa, laboral, de Seguridad Social y tributaria que les sea de aplicación. 

5. A los efectos previstos en el apartado 1.e) y f), de este artículo se tendrán en cuenta los requisitos 

ya exigidos en el Estado miembro de la Unión Europea o parte en el Acuerdo sobre el Espacio 

Económico Europeo de origen en lo referente a la suscripción del contrato de seguro de 

responsabilidad civil u otras garantías financieras, así como a la constitución de avales o seguros de 

caución. 

6. Las empresas de seguridad privada no españolas, autorizadas para la prestación de servicios de 

seguridad privada con arreglo a la normativa de cualquiera de los Estados miembros de la Unión 

Europea o de los Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, habrán de 

inscribirse obligatoriamente en el Registro Nacional de Seguridad Privada del Ministerio del Interior o, 

cuando tengan su domicilio en una comunidad autónoma con competencias en materia de 

seguridad privada y su ámbito de actuación limitado a dicho territorio, en el registro autonómico 

correspondiente, a cuyo efecto deberán acreditar su condición de empresas de seguridad privada 

y el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta ley, en la forma que se determine 

reglamentariamente. 

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, a las empresas de seguridad privada que 

tengan por objeto exclusivo la instalación o mantenimiento de aparatos, dispositivos y sistemas de 

seguridad que incluyan la prestación de servicios de conexión con centrales receptoras de alarma 

se las podrá eximir del cumplimiento de alguno de los requisitos incluidos en este artículo, excepto los 

contemplados en los párrafos e) y f) del apartado 1, cuando así se determine reglamentariamente. 

8. El incumplimiento sobrevenido de los requisitos establecidos en este artículo dará lugar a la 

extinción de la autorización o al cierre de la empresa, en el caso de presentación de declaración 
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responsable, y, en ambos casos, a la cancelación de oficio de la inscripción de la empresa de 

seguridad en el registro correspondiente. 

Artículo 20 

Inscripción registral 

1. Toda empresa de seguridad privada autorizada o que, en su caso, haya presentado la 

correspondiente declaración responsable será inscrita de oficio en el Registro Nacional de Seguridad 

Privada o en el correspondiente registro autonómico. 

2. No podrá inscribirse en el Registro Nacional de Seguridad Privada o en el correspondiente registro 

autonómico ninguna empresa cuya denominación coincida, o pueda inducir a error o confusión, 

con la de otra ya inscrita o con la de órganos o dependencias de las administraciones públicas, o 

cuando coincida o pueda inducir a confusión con una marca anterior registrada para actividades 

idénticas o semejantes, salvo que se solicite por el titular de la misma o con su consentimiento. 

Artículo 21 

Obligaciones generales 

1. Las empresas de seguridad privada deberán cumplir las siguientes obligaciones generales: 

a) Desarrollar las actividades de seguridad privada en los términos de esta ley y en las condiciones 

establecidas en la autorización que les haya sido concedida o en la declaración responsable que 

hayan presentado. 

b) Contar con la infraestructura y logística acorde con las exigencias establecidas en esta ley y 

en su desarrollo reglamentario. 

c) Comunicar al Registro Nacional o autonómico correspondiente todo cambio que se produzca 

en cuanto a su forma jurídica, denominación, número de identificación fiscal, domicilio, 

delegaciones, ámbito territorial de actuación, representantes legales, estatutos, titularidad de las 

acciones y participaciones sociales, y toda variación que sobrevenga en la composición de los 

órganos de administración, gestión, representación y dirección de las empresas. 

Las empresas de seguridad deben comunicar al Registro Nacional o autonómico del lugar donde 

presten servicios las altas y bajas del personal de seguridad privada de que dispongan y las 

incidencias concretas relacionadas con los servicios que prestan. 

d) Garantizar la formación y actualización profesional del personal de seguridad privada del que 

dispongan y del personal de la empresa que requiera formación en materia de seguridad privada. 

El mantenimiento de la aptitud en el uso de las armas de fuego se hará con la participación de 

instructores de tiro habilitados. 

e) Presentar cada año al Ministerio del Interior o al órgano autonómico competente un informe 

sobre sus actividades y el resumen de las cuentas anuales, debidamente auditadas cuando sea 

preceptivo, con la información y datos que reglamentariamente se determinen. En ningún caso 

dicha memoria contendrá datos de carácter personal. El Ministerio del Interior y los órganos 

autonómicos competentes darán cuenta del funcionamiento del sector a las Cortes Generales y a 

los Parlamentos autonómicos correspondientes respectivamente, anualmente. 
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2. Asimismo, las empresas de seguridad privada vendrán obligadas a prestar especial auxilio y 

colaboración a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, debiendo facilitar a éstas la información que se 

les requiera en relación con las competencias atribuidas a las mismas. 

Artículo 22 

Representantes legales 

1. A los efectos de esta ley, se entenderá por representante legal de las empresas de seguridad 

privada todo aquel que asuma o realice las tareas de dirección, administración, gestión y 

representación, o cualquiera de ellas, en nombre de aquéllas. 

2. Los representantes de las empresas de seguridad privada, que se inscribirán en el Registro Nacional 

de Seguridad Privada o en el correspondiente registro autonómico, deberán: 

a) Ser personas físicas residentes en el territorio de alguno de los Estados miembros de la Unión 

Europea o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo. 

b) Carecer de antecedentes penales por delitos dolosos. 

c) No haber sido sancionados en los dos o cuatro años anteriores por infracción grave o muy 

grave, respectivamente, en materia de seguridad privada. 

d) No haber sido separados del servicio en las Fuerzas Armadas o en las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, ni haber ejercido funciones de control de las entidades o servicios de seguridad, 

vigilancia o investigación privadas, ni de su personal o medios, como miembros de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad, en los dos años anteriores. 

e) No haber sido administrador de hecho o de derecho o apoderado general, en los diez años 

anteriores, en una empresa que haya sido declarada en concurso calificado como culpable, o 

condenada mediante sentencia firme por delitos de insolvencia punible, contra la Hacienda 

Pública, contra la Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores, por intromisión ilegítima 

en el ámbito de protección del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar o a la propia 

imagen, vulneración del secreto de las comunicaciones o de otros derechos fundamentales. 

3. Los representantes legales de las empresas de seguridad privada serán responsables del 

cumplimiento de las obligaciones generales impuestas a las mismas por el artículo anterior. 

Artículo 23 

Consideración de sector específico 

1. Las empresas de seguridad privada tienen la consideración de sector económico con regulación 

específica en materia de derecho de establecimiento. 

2. Cuando el Consejo de Ministros, con arreglo a lo dispuesto en la normativa sobre inversiones 

extranjeras, suspenda el régimen de liberalización de los movimientos de capital, la autorización 

previa de inversiones de capital extranjero en empresas de seguridad privada exigirá, en todo caso, 

informe previo del Ministerio del Interior. 

3. Las empresas de seguridad privada en las que se hubieran realizado inversiones de capital 

extranjero estarán obligadas a comunicar al Ministerio del Interior todo cambio que se produzca en 

las mismas, en relación con lo establecido en el artículo 21.1.c). 
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4. Las limitaciones establecidas en los dos apartados precedentes no son de aplicación a las personas 

físicas nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea ni a las empresas constituidas de 

conformidad con la legislación de un Estado miembro y cuya sede social, administración central o 

centro de actividad principal se encuentre dentro de la Unión Europea. 

CAPÍTULO II 

Despachos de detectives privados 

Artículo 24 

Apertura de despachos de detectives privados 

1. De acuerdo con lo que se disponga reglamentariamente, podrán abrir despachos de detectives 

privados y, en su caso, sucursales, las personas físicas habilitadas como tales y las personas jurídicas 

constituidas exclusivamente por detectives privados habilitados, que únicamente podrán desarrollar 

la actividad mencionada en el artículo 5.1.h). 

2. Los despachos de detectives privados se inscribirán de oficio en el Registro Nacional de Seguridad 

Privada o, en su caso, en el registro de la comunidad autónoma competente, previa presentación 

de declaración responsable en la forma que reglamentariamente se determine, para lo cual 

deberán reunir los siguientes requisitos generales: 

a) Tener por objeto de su actividad profesional la realización de los servicios de investigación 

privada a que se refiere el artículo 48.1 y conforme a lo establecido en el artículo 10 de esta ley en 

materia de prohibiciones. 

b) En el caso de personas jurídicas, estar legalmente constituidas e inscritas en el Registro Mercantil 

o en el registro público correspondiente, y cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 19.1.g) 

y h). 

c) Fijar un domicilio como sede física del despacho en el que se desarrollará la actividad, se 

llevará el libro-registro y se encontrará el archivo de los expedientes de contratación y de los informes 

de investigación. 

d) Facilitar una relación nominal de detectives privados adscritos al despacho como integrantes 

asociados o dependientes del mismo. 

e) Suscribir un contrato de seguro de responsabilidad civil o constituir otras garantías financieras 

en la cuantía y con las condiciones que se determinen reglamentariamente. 

f) Constituir el aval o seguro de caución que se determine reglamentariamente a disposición de 

las autoridades españolas para atender exclusivamente las responsabilidades administrativas por 

infracciones a la normativa de seguridad privada que se deriven del funcionamiento de los 

despachos. 

g) Mantener en todo momento el titular y los demás detectives integrantes del despacho la 

habilitación profesional. 

h) Contar con las medidas de seguridad que reglamentariamente se determinen. 

3. La validez de la declaración responsable necesaria para la apertura de los despachos de 

detectives y de sus sucursales será indefinida. 
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4. Los despachos de detectives podrán revestir forma societaria o de empresario individual, 

debiendo, en ambos casos, cumplir la totalidad de requisitos y obligaciones previstos en este capítulo 

para los despachos de detectives. 

5. El incumplimiento sobrevenido de los requisitos exigidos para la apertura de los despachos de 

detectives producirá el cierre de los mismos y la cancelación de oficio de su inscripción en el Registro 

Nacional de Seguridad Privada o, en su caso, en el registro de la comunidad autónoma competente. 

Artículo 25 

Obligaciones generales 

1. Los despachos de detectives privados y sus sucursales deberán cumplir las siguientes obligaciones 

generales: 

a) Formalizar por escrito un contrato por cada servicio de investigación que les sea encargado, 

comunicando su celebración al Ministerio del Interior o, en su caso, al órgano autonómico 

competente en la forma que reglamentariamente se determine. Dicha obligación subsistirá 

igualmente en los casos de subcontratación entre despachos. 

b) Llevar un libro-registro, con el formato que reglamentariamente se determine, en el que se 

anotará cada servicio de investigación contratado o subcontratado. 

c) Informar a sus clientes sobre las incidencias relativas a los asuntos que les hubieren encargado, 

con entrega, en su caso, del informe de investigación elaborado. 

d) Facilitar de forma inmediata a la autoridad judicial o a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

competentes las informaciones sobre hechos delictivos de que tuvieren conocimiento en relación 

con su trabajo o con las investigaciones que éstos estén llevando a cabo. 

e) Acudir, cuando sean requeridos para ello por los órganos competentes de la Administración 

de Justicia y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, a su llamamiento, tan pronto como resulte 

posible, y facilitar las informaciones de que tuvieren conocimiento en relación con las 

investigaciones que tales organismos se encontraran llevando a cabo. 

f) Atender las citaciones que realicen los juzgados y tribunales y las dependencias policiales, a los 

cuales sus informaciones hayan sido comunicadas o sus informes de investigación hayan sido 

aportados, para la prestación de testimonio y ratificación, en su caso, del contenido de los referidos 

informes de investigación. 

g) Asegurar el archivo y conservación de la documentación relativa a su ejercicio profesional, 

especialmente de los contratos, informes, libros y material de imagen y sonido obtenido. 

h) Comunicar al Ministerio del Interior o, en su caso, al órgano autonómico competente todo 

cambio que afecte a su forma jurídica, denominación, composición, domicilio y sucursales en la 

forma que reglamentariamente se determine. 

i) Presentar al Ministerio del Interior o, en su caso, al órgano autonómico competente, una 

memoria anual de actividades del año precedente, con la información que se determine 

reglamentariamente, que no podrá contener datos de carácter personal sobre contratantes o 

investigados. El Ministerio del Interior y los órganos autonómicos competentes darán cuenta del 

funcionamiento del sector a las Cortes Generales y a los Parlamentos autonómicos correspondientes 

respectivamente, anualmente. 
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j) Depositar, en caso de cierre del despacho por cualquier causa, la documentación profesional 

sobre contratos, informes de investigación y libros-registros en las dependencias del Cuerpo Nacional 

de Policía o, en su caso, del cuerpo de policía autonómico competente. 

2. Los titulares de despachos de detectives responderán civilmente de las acciones u omisiones en 

que, durante la ejecución de sus servicios, incurran los detectives privados dependientes o asociados. 

TÍTULO III 

Personal de seguridad privada 

CAPÍTULO I 

Disposiciones comunes 

Artículo 26 

Profesiones de seguridad privada 

1. Únicamente puede ejercer funciones de seguridad privada el personal de seguridad privada, que 

estará integrado por los vigilantes de seguridad y su especialidad de vigilantes de explosivos, los 

escoltas privados, los guardas rurales y sus especialidades de guardas de caza y guardapescas 

marítimos, los jefes de seguridad, los directores de seguridad y los detectives privados. 

2. Para habilitarse como vigilante de explosivos será necesario haber obtenido previamente la 

habilitación como vigilante de seguridad. 

Para habilitarse como guarda de caza o guardapesca marítimo será necesario haberlo hecho 

previamente como guarda rural. 

3. Para la prestación de servicios en infraestructuras críticas y en aquéllos que tengan el carácter de 

esenciales para la comunidad, así como en aquéllos otros que excepcionalmente lo requieran en 

función de sus características específicas, se podrá incrementar reglamentariamente la exigencia 

formativa al personal de seguridad privada encargado de su realización. 

4. Reglamentariamente se regulará la obtención por el personal de seguridad privada de 

habilitaciones adicionales a las ya adquiridas. El desarrollo reglamentario contemplará la exclusión 

de los requisitos de formación ya acreditados y valorará para la adquisición de dicha habilitación 

adicional la experiencia acreditada en el desarrollo de funciones de seguridad privada. 

5. La uniformidad, distintivos y medios de defensa de los vigilantes de seguridad y de los guardas 

rurales y sus respectivas especialidades se determinarán reglamentariamente. 

Artículo 27 

Habilitación profesional 

1. Para el ejercicio de las funciones de seguridad privada, el personal al que se refiere el artículo 

anterior habrá de obtener previamente la correspondiente habilitación del Ministerio del Interior, en 

los términos que reglamentariamente se determinen. 

2. A quienes soliciten la habilitación, previa comprobación de que reúnen los requisitos necesarios, 

se les expedirá la tarjeta de identidad profesional, que incluirá todas las habilitaciones de las que el 

titular disponga. 
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La tarjeta de identidad profesional constituirá el documento público de acreditación del personal de 

seguridad privada mientras se encuentra en el ejercicio de sus funciones profesionales. 

3. La habilitación de todo el personal de seguridad privada corresponderá a la Dirección General de 

la Policía, excepto la de los guardas rurales y sus especialidades que corresponderá a la Dirección 

General de la Guardia Civil. 

4. El personal de seguridad privada ejercerá exclusivamente las funciones para los que se encuentre 

habilitado. 

5. Reglamentariamente se determinará el régimen de incompatibilidades para el ejercicio de 

funciones de seguridad privada. 

Artículo 28 

Requisitos generales 

1. Para la obtención de las habilitaciones profesionales indicadas en el artículo anterior, los aspirantes 

habrán de reunir, los siguientes requisitos generales: 

a) Tener la nacionalidad de alguno de los Estados miembros de la Unión Europea o de un Estado 

parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, o ser nacional de un tercer Estado que 

tenga suscrito con España un convenio internacional en el que cada parte reconozca el acceso al 

ejercicio de estas actividades a los nacionales de la otra. 

b) Ser mayor de edad. 

c) Poseer la capacidad física y la aptitud psicológica necesarias para el ejercicio de las funciones. 

d) Estar en posesión de la formación previa requerida en el artículo 29. 

e) Carecer de antecedentes penales por delitos dolosos. 

f) No haber sido sancionado en los dos o cuatro años anteriores por infracción grave o muy grave, 

respectivamente, en materia de seguridad privada. 

g) No haber sido separado del servicio en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad o en las Fuerzas 

Armadas españolas o del país de su nacionalidad o procedencia en los dos años anteriores. 

h) No haber sido condenado por intromisión ilegítima en el ámbito de protección del derecho al 

honor, a la intimidad personal y familiar o a la propia imagen, vulneración del secreto de las 

comunicaciones o de otros derechos fundamentales en los cinco años anteriores a la solicitud. 

i) Superar, en su caso, las pruebas de comprobación que reglamentariamente establezca el 

Ministerio del Interior, que acrediten los conocimientos y la capacidad necesarios para el ejercicio 

de sus funciones. 

2. Además de los requisitos generales establecidos en el apartado anterior, el personal de seguridad 

privada habrá de reunir, para su habilitación, los requisitos específicos que reglamentariamente se 

determinen en atención a las funciones que haya de desempeñar. 

3. La pérdida de alguno de los requisitos establecidos en este artículo producirá la extinción de la 

habilitación y la cancelación de oficio de la inscripción en el Registro Nacional. 
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4. Podrán habilitarse, pero no podrán ejercer funciones propias del personal de seguridad privada, 

los funcionarios públicos en activo y demás personal al servicio de cualquiera de las administraciones 

públicas, excepto cuando desempeñen la función de director de seguridad en el propio centro a 

que pertenezcan. 

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán ejercer funciones propias del personal 

de seguridad privada cuando pasen a una situación administrativa distinta a la de servicio activo, 

siempre que en los dos años anteriores no hayan desempeñado funciones de control de las 

entidades, servicios o actuaciones de seguridad, vigilancia o investigación privadas, ni de su personal 

o medios. 

5. Los nacionales de otros Estados miembros de la Unión Europea o de Estados parte en el Acuerdo 

sobre el Espacio Económico Europeo, cuya habilitación o cualificación profesional haya sido 

obtenida en alguno de dichos Estados para el desempeño de funciones de seguridad privada en el 

mismo, podrán prestar servicios en España, siempre que, previa comprobación por el Ministerio del 

Interior, se acredite que cumplen los siguientes requisitos: 

a) Poseer alguna titulación, habilitación o certificación expedida por las autoridades 

competentes de cualquier Estado miembro o de un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio 

Económico Europeo que les autorice para el ejercicio de funciones de seguridad privada en el 

mismo. 

b) Acreditar los conocimientos, formación y aptitudes equivalentes a los exigidos en España para 

el ejercicio de las profesiones relacionadas con la seguridad privada. 

c) Tener conocimientos de lengua castellana suficientes para el normal desempeño de las 

funciones de seguridad privada. 

d) Los previstos en los párrafos b), e), f), g) y h) del apartado 1. 

6. La carencia o insuficiencia de conocimientos o aptitudes necesarios para el ejercicio en España 

de funciones de seguridad privada por parte de los nacionales de Estados miembros de la Unión 

Europea o de Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, podrá suplirse por 

aplicación de las medidas compensatorias previstas en la normativa vigente sobre reconocimiento 

de cualificaciones profesionales, de conformidad con lo que se determine reglamentariamente. 

Artículo 29 

Formación 

1. La formación requerida para el personal de seguridad privada consistirá: 

a) Para los vigilantes de seguridad, vigilantes de explosivos, escoltas privados, guardas rurales, 

guardas de caza y guardapescas marítimos, en la obtención de la certificación acreditativa 

correspondiente, expedida por un centro de formación de personal de seguridad privada que haya 

presentado la declaración responsable ante el Ministerio del Interior o el órgano autonómico 

competente, o de los correspondientes certificados de profesionalidad de vigilancia y seguridad 

privada y guarderío rural y marítimo, que establezca el Gobierno a propuesta del Ministerio de 

Empleo y Seguridad Social, o del título de formación profesional que establezca el Gobierno a 

propuesta del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. En estos dos últimos casos no se exigirá la 

prueba de comprobación de conocimientos y capacidad a que se refiere el artículo 28.1.i). 

b) Para los jefes y directores de seguridad, en la obtención bien de un título universitario oficial de 

grado en el ámbito de la seguridad que acredite la adquisición de las competencias que se 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 795 

determinen, o bien del título del curso de dirección de seguridad, reconocido por el Ministerio del 

Interior. 

c) Para los detectives privados, en la obtención bien de un título universitario de grado en el 

ámbito de la investigación privada que acredite la adquisición de las competencias que se 

determinen, o bien del título del curso de investigación privada, reconocido por el Ministerio del 

Interior. 

2. Cuando se trate de miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de las Fuerzas Armadas se 

tendrá en cuenta, en la forma que reglamentariamente se establezca, el grado y experiencia 

profesionales que acrediten su cualificación para el desempeño de las diferentes funciones de 

seguridad privada, siendo exigible en todo caso la prueba de comprobación de conocimientos y 

capacidad a que se refiere el artículo 28.1.i). 

3. En relación con lo dispuesto en el apartado 1, la formación previa del personal comprendido en 

su párrafo a) que no posea la titulación correspondiente de formación profesional, o los certificados 

de profesionalidad, así como su actualización y especialización se llevará a cabo en los centros de 

formación de seguridad privada que hayan presentado la declaración responsable ante el Ministerio 

del Interior o el órgano autonómico competente. y por profesores acreditados por el citado Ministerio. 

4. Los centros de formación del personal de seguridad privada requerirán, para su apertura y 

funcionamiento, de la presentación de la correspondiente declaración responsable ante el Ministerio 

del Interior u órgano autonómico competente, debiendo reunir, entre otros que reglamentariamente 

se establezcan, los siguientes requisitos: 

a) Acreditación, por cualquier título, del derecho de uso del inmueble. 

b) Licencia municipal correspondiente. 

c) Relación de profesores acreditados. 

d) Instalaciones adecuadas al cumplimiento de sus fines. 

5. No podrán ser titulares ni desempeñar funciones de dirección ni de administración de centros de 

formación del personal de seguridad privada los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

que hayan ejercido en los mismos funciones de control de las entidades, servicios o actuaciones, o 

del personal o medios, en materia de seguridad privada en los dos años anteriores. 

6. Las empresas de seguridad privada podrán crear centros de formación y actualización para 

personal de seguridad privada perteneciente o no a sus plantillas, en los términos previstos en el 

apartado 4. 

7. El Ministerio del Interior elaborará los programas de formación previa y especializada 

correspondiente al personal de seguridad privada, en cuyo contenido se incluirán materias 

específicas de respeto a la diversidad y a la igualdad de trato y no discriminación. 

Artículo 30 

Principios de actuación 

Además de lo establecido en el artículo 8, el personal de seguridad privada se atendrá en sus 

actuaciones a los siguientes principios básicos: 

a) Legalidad. 
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b) Integridad. 

c) Dignidad en el ejercicio de sus funciones. 

d) Corrección en el trato con los ciudadanos. 

e) Congruencia, aplicando medidas de seguridad y de investigación proporcionadas y 

adecuadas a los riesgos. 

f) Proporcionalidad en el uso de las técnicas y medios de defensa y de investigación. 

g) Reserva profesional sobre los hechos que conozca en el ejercicio de sus funciones. 

h) Colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. El personal de seguridad privada estará 

obligado a auxiliar y colaborar especialmente con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, a facilitarles 

la información que resulte necesaria para el ejercicio de sus funciones, y a seguir sus instrucciones en 

relación con el servicio de seguridad privada que estuvieren prestando. 

Artículo 31 

Protección jurídica de agente de la autoridad 

Se considerarán agresiones y desobediencias a agentes de la autoridad las que se cometan contra 

el personal de seguridad privada, debidamente identificado, cuando desarrolle actividades de 

seguridad privada en cooperación y bajo el mando de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

CAPÍTULO II 

Funciones de seguridad privada 

Artículo 32 

Vigilantes de seguridad y su especialidad 

1. Los vigilantes de seguridad desempeñarán las siguientes funciones: 

a) Ejercer la vigilancia y protección de bienes, establecimientos, lugares y eventos, tanto privados 

como públicos, así como la protección de las personas que puedan encontrarse en los mismos, 

llevando a cabo las comprobaciones, registros y prevenciones necesarias para el cumplimiento de 

su misión. 

b) Efectuar controles de identidad, de objetos personales, paquetería, mercancías o vehículos, 

incluido el interior de éstos, en el acceso o en el interior de inmuebles o propiedades donde presten 

servicio, sin que, en ningún caso, puedan retener la documentación personal, pero sí impedir el 

acceso a dichos inmuebles o propiedades. La negativa a exhibir la identificación o a permitir el 

control de los objetos personales, de paquetería, mercancía o del vehículo facultará para impedir 

a los particulares el acceso o para ordenarles el abandono del inmueble o propiedad objeto de su 

protección. 

c) Evitar la comisión de actos delictivos o infracciones administrativas en relación con el objeto 

de su protección, realizando las comprobaciones necesarias para prevenirlos o impedir su 

consumación, debiendo oponerse a los mismos e intervenir cuando presenciaren la comisión de 

algún tipo de infracción o fuere precisa su ayuda por razones humanitarias o de urgencia. 
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d) En relación con el objeto de su protección o de su actuación, detener y poner inmediatamente 

a disposición de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes a los delincuentes y los 

instrumentos, efectos y pruebas de los delitos, así como denunciar a quienes cometan infracciones 

administrativas. No podrán proceder al interrogatorio de aquéllos, si bien no se considerará como 

tal la anotación de sus datos personales para su comunicación a las autoridades. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de los supuestos en los que la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal permite a cualquier persona practicar la detención. 

e) Proteger el almacenamiento, recuento, clasificación, transporte y dispensado de dinero, obras 

de arte y antigüedades, valores y otros objetos valiosos, así como el manipulado de efectivo y demás 

procesos inherentes a la ejecución de estos servicios. 

f) Llevar a cabo, en relación con el funcionamiento de centrales receptoras de alarmas, la 

prestación de servicios de verificación personal y respuesta de las señales de alarmas que se 

produzcan. 

Además, también podrán realizar las funciones de recepción, verificación no personal y transmisión 

a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que el artículo 47.1 reconoce a los operadores de seguridad. 

2. Los vigilantes de seguridad se dedicarán exclusivamente a las funciones de seguridad propias, no 

pudiendo simultanearlas con otras no directamente relacionadas con aquéllas. 

3. Corresponde a los vigilantes de explosivos, que deberán estar integrados en empresas de 

seguridad, la función de protección del almacenamiento, transporte y demás procesos inherentes a 

la ejecución de estos servicios, en relación con explosivos u otros objetos o sustancias peligrosas que 

reglamentariamente se determinen. 

Será aplicable a los vigilantes de explosivos lo establecido para los vigilantes de seguridad respecto 

a uniformidad, armamento y prestación del servicio. 

Artículo 33 

Escoltas privados 

1. Son funciones de los escoltas privados el acompañamiento, defensa y protección de personas 

determinadas, o de grupos concretos de personas, impidiendo que sean objeto de agresiones o 

actos delictivos. 

2. En el desempeño de sus funciones, los escoltas no podrán realizar identificaciones o detenciones, 

ni impedir o restringir la libre circulación, salvo que resultare imprescindible como consecuencia de 

una agresión o de un intento manifiesto de agresión a la persona o personas protegidas o a los 

propios escoltas, debiendo, en tal caso, poner inmediatamente al detenido o detenidos a disposición 

de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, sin proceder a ninguna suerte de interrogatorio. 

3. Para el cumplimiento de las indicadas funciones será aplicable a los escoltas privados lo 

determinado en el artículo 32 y demás preceptos concordantes, relativos a vigilantes de seguridad, 

salvo lo referente a la uniformidad. 
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Artículo 34 

Guardas rurales y sus especialidades 

1. Los guardas rurales ejercerán funciones de vigilancia y protección de personas y bienes en fincas 

rústicas, así como en las instalaciones agrícolas, industriales o comerciales que se encuentren en ellas. 

Se atendrán al régimen general establecido para los vigilantes de seguridad, con la especificidad 

de que no podrán desempeñar las funciones contempladas en el artículo 32.1.e). 

2. A los guardas de caza corresponde desempeñar las funciones previstas en el apartado anterior 

para los guardas rurales y, además, las de vigilancia y protección en las fincas de caza en cuanto a 

los distintos aspectos del régimen cinegético y espacios de pesca fluvial. 

3. Corresponde a los guardapescas marítimos desempeñar las funciones previstas en el apartado 1 

para los guardas rurales y, además, las de vigilancia y protección de los establecimientos de 

acuicultura y zonas marítimas con fines pesqueros. 

4. Los guardas de caza y los guardapescas marítimos podrán proceder a la retirada u ocupación de 

las piezas cobradas y los medios de caza y pesca, incluidas armas, cuando aquéllos hubieran sido 

utilizados para cometer una infracción, procediendo a su entrega inmediata a las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad competentes. 

Artículo 35 

Jefes de seguridad 

1. En el ámbito de la empresa de seguridad en cuya plantilla están integrados, corresponde a los 

jefes de seguridad el ejercicio de las siguientes funciones: 

a) El análisis de situaciones de riesgo y la planificación y programación de las actuaciones 

precisas para la implantación y realización de los servicios de seguridad privada. 

b) La organización, dirección e inspección del personal y servicios de seguridad privada. 

c) La propuesta de los sistemas de seguridad que resulten pertinentes, y el control de su 

funcionamiento y mantenimiento, pudiendo validarlos provisionalmente hasta tanto se produzca la 

inspección y autorización, en su caso, por parte de la Administración. 

d) El control de la formación permanente del personal de seguridad que de ellos dependa, y la 

propuesta de la adopción de las medidas o iniciativas adecuadas para el cumplimiento de dicha 

finalidad. 

e) La coordinación de los distintos servicios de seguridad que de ellos dependan, con 

actuaciones propias de protección civil en situaciones de emergencia, catástrofe o calamidad 

pública. 

f) La garantía de la colaboración de los servicios de seguridad con los de las correspondientes 

dependencias de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

g) La supervisión de la observancia de la normativa de seguridad privada aplicable. 

h) La responsabilidad sobre la custodia y el traslado de armas de titularidad de la empresa a la 

que pertenezca, de acuerdo con la normativa de armas y con lo que reglamentariamente se 

determine. 
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2. La existencia del jefe de seguridad en las empresas de seguridad privada será obligatoria siempre 

que éstas se dediquen a todas o algunas de las actividades previstas en los párrafos a), b), c), d) y 

e) del artículo 5.1. 

En función de la complejidad organizativa o técnica, u otras circunstancias que se determinen 

reglamentariamente, podrá exigirse la existencia de un jefe de seguridad específico para algunas 

de dichas actividades de seguridad. 

3. El ejercicio de funciones podrá delegarse por los jefes de seguridad en los términos que 

reglamentariamente se dispongan. 

Artículo 36 

Directores de seguridad 

1. En relación con la empresa o entidad en la que presten sus servicios, corresponde a los directores 

de seguridad el ejercicio de las siguientes funciones: 

a) La organización, dirección, inspección y administración de los servicios y recursos de seguridad 

privada disponibles. 

b) La identificación, análisis y evaluación de situaciones de riesgo que puedan afectar a la vida 

e integridad de las personas y al patrimonio. 

c) La planificación, organización y control de las actuaciones precisas para la implantación de 

las medidas conducentes a prevenir, proteger y reducir la manifestación de riesgos de cualquier 

naturaleza con medios y medidas precisas, mediante la elaboración y desarrollo de los planes de 

seguridad aplicables. 

d) El control del funcionamiento y mantenimiento de los sistemas de seguridad privada. 

e) La validación provisional, hasta la comprobación, en su caso, por parte de la Administración, 

de las medidas de seguridad en lo referente a su adecuación a la normativa de seguridad privada. 

f) La comprobación de que los sistemas de seguridad privada instalados y las empresas de 

seguridad privada contratadas, cumplen con las exigencias de homologación de los organismos 

competentes. 

g) La comunicación a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes de las circunstancias o 

informaciones relevantes para la seguridad ciudadana, así como de los hechos delictivos de los que 

tenga conocimiento en el ejercicio de sus funciones. 

h) La interlocución y enlace con la Administración, especialmente con las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, respecto de la función de seguridad integral de la entidad, empresa o grupo empresarial 

que les tenga contratados, en relación con el cumplimiento normativo sobre gestión de todo tipo 

de riesgos. 

i) Las comprobaciones de los aspectos necesarios sobre el personal que, por el ejercicio de las 

funciones encomendadas, precise acceder a áreas o informaciones, para garantizar la protección 

efectiva de su entidad, empresa o grupo empresarial. 

2. Los usuarios de seguridad privada situarán al frente de la seguridad integral de la entidad, empresa 

o grupo empresarial a un director de seguridad cuando así lo exija la normativa de desarrollo de esta 

ley por la dimensión de su servicio de seguridad; cuando se acuerde por decisión gubernativa, en 
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atención a las medidas de seguridad y al grado de concentración de riesgo, o cuando lo prevea 

una disposición especial. 

Lo dispuesto en este apartado es igualmente aplicable a las empresas de seguridad privada. 

3. En las empresas de seguridad el director de seguridad podrá compatibilizar sus funciones con las 

de jefe de seguridad. 

4. Cuando una empresa de seguridad preste servicio a un usuario que cuente con su propio director 

de seguridad, las funciones encomendadas a los jefes de seguridad en el artículo 35.1.a), b), c), y e) 

serán asumidas por dicho director de seguridad. 

5. El ejercicio de funciones podrá delegarse por los directores de seguridad en los términos que 

reglamentariamente se disponga. 

Artículo 37 

Detectives privados 

1. Los detectives privados se encargarán de la ejecución personal de los servicios de investigación 

privada a los que se refiere el artículo 48, mediante la realización de averiguaciones en relación con 

personas, hechos y conductas privadas. 

2. En el ejercicio de sus funciones, los detectives privados vendrán obligados a: 

a) Confeccionar los informes de investigación relativos a los asuntos que tuvieren encargados. 

b) Asegurar la necesaria colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad cuando sus 

actuaciones profesionales se encuentren relacionadas con hechos delictivos o que puedan afectar 

a la seguridad ciudadana. 

c) Ratificar el contenido de sus informes de investigación ante las autoridades judiciales o 

policiales cuando fueren requeridos para ello. 

3. El ejercicio de las funciones correspondientes a los detectives privados no será compatible con las 

funciones del resto del personal de seguridad privada, ni con funciones propias del personal al 

servicio de cualquier Administración Pública. 

4. Los detectives privados no podrán investigar delitos perseguibles de oficio, debiendo denunciar 

inmediatamente ante la autoridad competente cualquier hecho de esta naturaleza que llegara a 

su conocimiento, y poniendo a su disposición toda la información y los instrumentos que pudieran 

haber obtenido hasta ese momento. 
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TÍTULO IV 

Servicios y medidas de seguridad 

CAPÍTULO I 

Disposiciones comunes 

Artículo 38 

Prestación de los servicios de seguridad privada 

1. Los servicios de seguridad privada se prestarán de conformidad con lo dispuesto en esta ley, en 

particular en sus artículos 8 y 30, y en sus normas de desarrollo, con arreglo a las estipulaciones del 

contrato, así como, en su caso, con la autorización concedida o declaración responsable 

presentada. 

2. Los servicios de seguridad privada se prestarán únicamente por empresas de seguridad privada, 

despachos de detectives y personal de seguridad privada. 

3. Reglamentariamente se establecerán las condiciones y requisitos para la subcontratación de 

servicios de seguridad privada. 

4. Los vigilantes de seguridad, vigilantes de explosivos, escoltas privados y jefes de seguridad 

desempeñarán sus funciones profesionales integrados en las empresas de seguridad que les tengan 

contratados. 

5. Los directores de seguridad de las empresas de seguridad privada y de las entidades obligadas a 

disponer de esta figura, conforme a lo dispuesto en el artículo 36, desempeñarán sus funciones 

integrados en las plantillas de dichas empresas. 

6. Los guardas rurales podrán desarrollar sus funciones sin necesidad de constituir o estar integrados 

en empresas de seguridad, prestando sus servicios directamente a los titulares de bienes y derechos 

que les puedan contratar, conforme a lo que se establezca reglamentariamente, cuando se trate 

de servicios de vigilancia y protección de explotaciones agrícolas, fincas de caza, en cuanto a los 

distintos aspectos del régimen cinegético, y zonas marítimas protegidas con fines pesqueros. 

7. Los detectives privados ejercerán sus funciones profesionales a través de los despachos de 

detectives para los que presten sus servicios. 

Artículo 39 

Forma de prestación 

1. Los medios utilizados por las empresas de seguridad en la prestación de los servicios de seguridad 

privada deberán estar homologados por el Ministerio del Interior. En todo caso, los vehículos, 

uniformes y distintivos no podrán inducir a confusión con los de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

ni con los de las Fuerzas Armadas, y se ajustarán a las características que reglamentariamente se 

determinen. 

2. El personal de seguridad privada uniformado, constituido por los vigilantes de seguridad y de 

explosivos y por los guardas rurales y sus especialidades, prestará sus servicios vistiendo el uniforme y 

ostentando el distintivo del cargo, y portando los medios de defensa reglamentarios, que no incluirán 

armas de fuego. 
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Reglamentariamente se podrán establecer excepciones a la obligación de desarrollar sus funciones 

con uniforme y distintivo. 

3. Previo el otorgamiento de las correspondientes licencias, sólo se desarrollarán con armas de fuego 

los servicios de seguridad privada contemplados en el artículo 40 y los que reglamentariamente se 

determinen. 

Las armas adecuadas para realizar los servicios de seguridad sólo se podrán portar estando de 

servicio, con las salvedades que se establezcan reglamentariamente. 

4. Salvo en los casos expresamente previstos en esta ley y lo que se determine reglamentariamente 

atendiendo a las especiales características de determinados servicios de seguridad privada, los 

vigilantes de seguridad ejercerán sus funciones en el interior de los inmuebles o de las propiedades 

de cuya vigilancia estuvieran encargados. 

5. El personal de seguridad privada, durante la prestación de los servicios de seguridad privada, 

portará la tarjeta de identidad profesional y, en su caso, la documentación correspondiente al arma 

de fuego. 

CAPÍTULO II 

Servicios de las empresas de seguridad privada 

Artículo 40 

Servicios con armas de fuego 

1. Los siguientes servicios de seguridad privada se prestarán con armas de fuego en los términos que 

reglamentariamente se determinen: 

a) Los de vigilancia y protección del almacenamiento, recuento, clasificación y transporte de 

dinero, valores y objetos valiosos. 

b) Los de vigilancia y protección de fábricas y depósitos o transporte de armas, cartuchería 

metálica y explosivos. 

c) Los de vigilancia y protección en buques mercantes y buques pesqueros que naveguen bajo 

bandera española en aguas en las que exista grave riesgo para la seguridad de las personas o de 

los bienes. 

d) Cuando por sus características y circunstancias lo requieran, los de vigilancia y protección 

perimetral en centros penitenciarios, centros de internamiento de extranjeros, establecimientos 

militares u otros edificios o instalaciones de organismos públicos, incluidas las infraestructuras críticas. 

2. Reglamentariamente se determinarán aquellos supuestos en los que, valoradas circunstancias tales 

como localización, valor de los objetos a proteger, concentración del riesgo, peligrosidad, 

nocturnidad, zonas rústicas o cinegéticas, u otras de análoga significación, podrá autorizarse la 

prestación de los servicios de seguridad privada portando armas de fuego. 

Asimismo, podrá autorizarse la prestación de los servicios de verificación personal de alarmas 

portando armas de fuego, cuando sea necesario para garantizar la seguridad del personal que los 

presta, atendiendo a la naturaleza de dicho servicio, al objeto de la protección o a otras 

circunstancias que incidan en aquélla. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 803 

3. El personal de seguridad privada sólo podrá portar el arma de fuego cuando esté de servicio, y 

podrá acceder con ella al lugar donde se desarrolle éste, salvo que legalmente se establezca lo 

contrario. Reglamentariamente podrán establecerse excepciones para supuestos determinados. 

4. Las armas de fuego adecuadas para realizar cada tipo de servicio serán las que 

reglamentariamente se establezcan. 

Artículo 41 

Servicios de vigilancia y protección 

1. Los servicios de vigilancia y protección referidos a las actividades contempladas en el artículo 

5.1.a) se prestarán por vigilantes de seguridad o, en su caso, por guardas rurales, que desempeñarán 

sus funciones, con carácter general, en el interior de los edificios, de las instalaciones o propiedades 

a proteger. No obstante, podrán prestarse fuera de estos espacios sin necesidad de autorización 

previa, incluso en vías o espacios públicos o de uso común, en los siguientes supuestos: 

a) La vigilancia y protección sobre acciones de manipulación o utilización de bienes, maquinaria 

o equipos valiosos que hayan de tener lugar en las vías o espacios públicos o de uso común. 

b) La retirada y reposición de fondos en cajeros automáticos, así como la prestación de servicios 

de vigilancia y protección de los mismos durante las citadas operaciones, o en las de reparación de 

averías. 

c) Los desplazamientos al exterior de los inmuebles objeto de protección para la realización de 

actividades directamente relacionadas con las funciones de vigilancia y seguridad de dichos 

inmuebles. 

d) La vigilancia y protección de los medios de transporte y de sus infraestructuras. 

e) Los servicios de ronda o de vigilancia discontinua, consistentes en la visita intermitente y 

programada a los diferentes puestos de vigilancia establecidos o a los distintos lugares objeto de 

protección. 

f) La persecución de quienes sean sorprendidos en flagrante delito, en relación con las personas 

o bienes objeto de su vigilancia y protección. 

g) Las situaciones en que ello viniera exigido por razones humanitarias. 

h) Los servicios de vigilancia y protección a los que se refieren los apartados siguientes. 

2. Requerirán autorización previa por parte del órgano competente los siguientes servicios de 

vigilancia y protección, que se prestarán en coordinación, cuando proceda, con las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad, y de acuerdo con sus instrucciones: 

a) La vigilancia en polígonos industriales y urbanizaciones delimitados, incluidas sus vías o espacios 

de uso común. 

b) La vigilancia en complejos o parques comerciales y de ocio que se encuentren delimitados. 

c) La vigilancia en acontecimientos culturales, deportivos o cualquier otro evento de relevancia 

social que se desarrolle en vías o espacios públicos o de uso común, en coordinación, en todo caso, 

con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 
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d) La vigilancia y protección en recintos y espacios abiertos que se encuentren delimitados. 

Reglamentariamente se establecerán las condiciones y requisitos para la prestación de estos 

servicios. 

3. Cuando así se decida por el órgano competente, y cumpliendo estrictamente las órdenes e 

instrucciones de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, podrán prestarse los siguientes servicios de 

vigilancia y protección: 

a) La vigilancia perimetral de centros penitenciarios. 

b) La vigilancia perimetral de centros de internamiento de extranjeros. 

c) La vigilancia de otros edificios o instalaciones de organismos públicos. 

d) La participación en la prestación de servicios encomendados a la seguridad pública, 

complementando la acción policial. La prestación de estos servicios también podrá realizarse por 

guardas rurales. 

Artículo 42 

Servicios de videovigilancia 

1. Los servicios de videovigilancia consisten en el ejercicio de la vigilancia a través de sistemas de 

cámaras o videocámaras, fijas o móviles, capaces de captar y grabar imágenes y sonidos, incluido 

cualquier medio técnico o sistema que permita los mismos tratamientos que éstas. 

Cuando la finalidad de estos servicios sea prevenir infracciones y evitar daños a las personas o bienes 

objeto de protección o impedir accesos no autorizados, serán prestados necesariamente por 

vigilantes de seguridad o, en su caso, por guardas rurales. 

No tendrán la consideración de servicio de videovigilancia la utilización de cámaras o videocámaras 

cuyo objeto principal sea la comprobación del estado de instalaciones o bienes, el control de 

accesos a aparcamientos y garajes, o las actividades que se desarrollan desde los centros de control 

y otros puntos, zonas o áreas de las autopistas de peaje. Estas funciones podrán realizarse por 

personal distinto del de seguridad privada. 

2. No se podrán utilizar cámaras o videocámaras con fines de seguridad privada para tomar 

imágenes y sonidos de vías y espacios públicos o de acceso público salvo en los supuestos y en los 

términos y condiciones previstos en su normativa específica, previa autorización administrativa por el 

órgano competente en cada caso. Su utilización en el interior de los domicilios requerirá el 

consentimiento del titular. 

3. Las cámaras de videovigilancia que formen parte de medidas de seguridad obligatorias o de 

sistemas de recepción, verificación y, en su caso, respuesta y transmisión de alarmas, no requerirán 

autorización administrativa para su instalación, empleo o utilización. 

4. Las grabaciones realizadas por los sistemas de videovigilancia no podrán destinarse a un uso 

distinto del de su finalidad. Cuando las mismas se encuentren relacionadas con hechos delictivos o 

que afecten a la seguridad ciudadana, se aportarán, de propia iniciativa o a su requerimiento, a las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes, respetando los criterios de conservación y custodia 

de las mismas para su válida aportación como evidencia o prueba en investigaciones policiales o 

judiciales. 
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5. La monitorización, grabación, tratamiento y registro de imágenes y sonidos por parte de los 

sistemas de videovigilancia estará sometida a lo previsto en la normativa en materia de protección 

de datos de carácter personal, y especialmente a los principios de proporcionalidad, idoneidad e 

intervención mínima. 

6. En lo no previsto en la presente ley y en sus normas de desarrollo, se aplicará lo dispuesto en la 

normativa sobre videovigilancia por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Artículo 43 

Servicios de protección personal 

1. Los servicios de protección personal, a cargo de escoltas privados, consistirán en el 

acompañamiento, custodia, resguardo, defensa y protección de la libertad, vida e integridad física 

de personas o grupos de personas determinadas. 

2. La prestación de servicios de protección personal se realizará con independencia del lugar donde 

se encuentre la persona protegida, incluido su tránsito o circulación por las vías públicas, sin que se 

puedan realizar identificaciones, restricciones de la circulación, o detenciones, salvo en caso de 

flagrante delito relacionado con el objeto de su protección. 

3. La prestación de estos servicios sólo podrá realizarse previa autorización del Ministerio del Interior o 

del órgano autonómico competente, conforme se disponga reglamentariamente. 

Artículo 44 

Servicios de depósito de seguridad 

1. Los servicios de depósito de seguridad, referidos a la actividad contemplada en el artículo 5.1.c), 

estarán a cargo de vigilantes de seguridad y se prestarán obligatoriamente cuando los objetos en 

cuestión alcancen las cuantías que reglamentariamente se establezcan, así como cuando las 

autoridades competentes lo determinen en atención a los antecedentes y circunstancias 

relacionadas con dichos objetos. 

2. Los servicios de depósito de seguridad referidos a la actividad contemplada en el artículo 5.1.d), 

estarán a cargo de vigilantes de explosivos y se prestarán obligatoriamente cuando precisen de 

vigilancia, cuidado y protección especial, de acuerdo con la normativa específica de cada materia 

o así lo dispongan las autoridades competentes en atención a los antecedentes y circunstancias 

relacionadas con dichos objetos o sustancias. 

Artículo 45 

Servicios de transporte de seguridad 

Los servicios de transporte y distribución de los objetos y sustancias a que se refiere el artículo anterior, 

se llevarán a cabo mediante vehículos acondicionados especialmente para cada tipo de transporte 

u otros elementos de seguridad específicos homologados para el transporte, y consistirán en su 

traslado material y su protección durante el mismo, por vigilantes de seguridad o vigilantes de 

explosivos, respectivamente, con arreglo a lo prevenido en esta ley y en sus normas reglamentarias 

de desarrollo. 
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Artículo 46 

Servicios de instalación y mantenimiento 

1. Los servicios de instalación y mantenimiento de aparatos, equipos, dispositivos y sistemas de 

seguridad conectados a centrales receptoras de alarmas, centros de control o de videovigilancia, 

consistirán en la ejecución, por técnicos acreditados, de todas aquellas operaciones de instalación 

y mantenimiento de dichos aparatos, equipos, dispositivos o sistemas, que resulten necesarias para 

su correcto funcionamiento y el buen cumplimiento de su finalidad, previa elaboración, por 

ingenieros acreditados, del preceptivo proyecto de instalación, cuyas características se 

determinarán reglamentariamente. 

2. Estos sistemas deberán someterse a revisiones preventivas con la periodicidad y forma que se 

determine reglamentariamente. 

Artículo 47 

Servicios de gestión de alarmas 

1. Los servicios de gestión de alarmas, a cargo de operadores de seguridad, consistirán en la 

recepción, verificación no personal y, en su caso, transmisión de las señales de alarma, relativas a la 

seguridad y protección de personas y bienes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes. 

2. Los servicios de respuesta ante alarmas se prestarán por vigilantes de seguridad o, en su caso, por 

guardas rurales, y podrán comprender los siguientes servicios: 

a) El depósito y custodia de las llaves de los inmuebles u objetos donde estén instalados los 

sistemas de seguridad conectados a la central de alarmas y, en su caso, su traslado hasta el lugar 

del que procediere la señal de alarma verificada o bien la apertura a distancia controlada desde 

la central de alarmas. 

b) El desplazamiento de los vigilantes de seguridad o guardas rurales a fin de proceder a la 

verificación personal de la alarma recibida. 

c) Facilitar el acceso a los servicios policiales o de emergencia cuando las circunstancias lo 

requieran, bien mediante aperturas remotas controladas desde la central de alarmas o con los 

medios y dispositivos de acceso de que se disponga. 

3. Cuando los servicios se refirieran al análisis y monitorización de eventos de seguridad de la 

información y las comunicaciones, estarán sujetos a las especificaciones que reglamentariamente se 

determinen. Las señales de alarma referidas a estos eventos deberán ser puestas, cuando 

corresponda, en conocimiento del órgano competente, por el propio usuario o por la empresa con 

la que haya contratado la seguridad. 

CAPÍTULO III 

Servicios de los despachos de detectives privados 

Artículo 48 

Servicios de investigación privada 

1. Los servicios de investigación privada, a cargo de detectives privados, consistirán en la realización 

de las averiguaciones que resulten necesarias para la obtención y aportación, por cuenta de 
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terceros legitimados, de información y pruebas sobre conductas o hechos privados relacionados con 

los siguientes aspectos: 

a) Los relativos al ámbito económico, laboral, mercantil, financiero y, en general, a la vida 

personal, familiar o social, exceptuada la que se desarrolle en los domicilios o lugares reservados. 

b) La obtención de información tendente a garantizar el normal desarrollo de las actividades que 

tengan lugar en ferias, hoteles, exposiciones, espectáculos, certámenes, convenciones, grandes 

superficies comerciales, locales públicos de gran concurrencia o ámbitos análogos. 

c) La realización de averiguaciones y la obtención de información y pruebas relativas a delitos 

sólo perseguibles a instancia de parte por encargo de los sujetos legitimados en el proceso penal. 

2. La aceptación del encargo de estos servicios por los despachos de detectives privados requerirá, 

en todo caso, la acreditación, por el solicitante de los mismos, del interés legítimo alegado, de lo que 

se dejará constancia en el expediente de contratación e investigación que se abra. 

3. En ningún caso se podrá investigar la vida íntima de las personas que transcurra en sus domicilios u 

otros lugares reservados, ni podrán utilizarse en este tipo de servicios medios personales, materiales o 

técnicos de tal forma que atenten contra el derecho al honor, a la intimidad personal o familiar o a 

la propia imagen o al secreto de las comunicaciones o a la protección de datos. 

4. En la prestación de los servicios de investigación, los detectives privados no podrán utilizar o hacer 

uso de medios, vehículos o distintivos que puedan confundirse con los de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad. 

5. En todo caso, los despachos de detectives y los detectives privados encargados de las 

investigaciones velarán por los derechos de sus clientes con respeto a los de los sujetos investigados. 

6. Los servicios de investigación privada se ejecutarán con respeto a los principios de razonabilidad, 

necesidad, idoneidad y proporcionalidad. 

Artículo 49 

Informes de investigación 

1. Por cada servicio que les sea contratado, los despachos o los detectives privados encargados del 

asunto deberán elaborar un único informe en el que reflejarán el número de registro asignado al 

servicio, los datos de la persona que encarga y contrata el servicio, el objeto de la contratación, los 

medios, los resultados, los detectives intervinientes y las actuaciones realizadas, en las condiciones y 

plazos que reglamentariamente se establezcan. 

2. En el informe de investigación únicamente se hará constar información directamente relacionada 

con el objeto y finalidad de la investigación contratada, sin incluir en él referencias, informaciones o 

datos que hayan podido averiguarse relativos al cliente o al sujeto investigado, en particular los de 

carácter personal especialmente protegidos, que no resulten necesarios o que no guarden directa 

relación con dicho objeto y finalidad ni con el interés legítimo alegado para la contratación. 

3. Dicho informe estará a disposición del cliente, a quien se entregará, en su caso, al finalizar el 

servicio, así como a disposición de las autoridades policiales competentes para la inspección, en los 

términos previstos en el artículo 54.5. 

4. Los informes de investigación deberán conservarse archivados, al menos, durante tres años, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 16.3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
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protección de datos de carácter personal. Las imágenes y los sonidos grabados durante las 

investigaciones se destruirán tres años después de su finalización, salvo que estén relacionadas con 

un procedimiento judicial, una investigación policial o un procedimiento sancionador. En todo caso, 

el tratamiento de dichas imágenes y sonidos deberá observar lo establecido en la normativa sobre 

protección de datos de carácter personal, especialmente sobre el bloqueo de datos previsto en la 

misma. 

5. Las investigaciones privadas tendrán carácter reservado y los datos obtenidos a través de las 

mismas solo se podrán poner a disposición del cliente o, en su caso, de los órganos judiciales y 

policiales, en este último supuesto únicamente para una investigación policial o para un 

procedimiento sancionador, conforme a lo dispuesto en el artículo 25. 

Artículo 50 

Deber de reserva profesional 

1. Los detectives privados están obligados a guardar reserva sobre las investigaciones que realicen, 

y no podrán facilitar datos o informaciones sobre éstas más que a las personas que se las 

encomendaron y a los órganos judiciales y policiales competentes para el ejercicio de sus funciones. 

2. Sólo mediante requerimiento judicial o solicitud policial relacionada con el ejercicio de sus 

funciones en el curso de una investigación criminal o de un procedimiento sancionador se podrá 

acceder al contenido de las investigaciones realizadas por los detectives privados. 

CAPÍTULO IV 

Medidas de seguridad privada 

Artículo 51 

Adopción de medidas 

1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, podrán dotarse de medidas de seguridad 

privada dirigidas a la protección de personas y bienes y al aseguramiento del normal desarrollo de 

sus actividades personales o empresariales. 

2. Reglamentariamente, con la finalidad de prevenir la comisión de actos delictivos contra ellos o por 

generar riesgos directos para terceros o ser especialmente vulnerables, se determinarán los 

establecimientos e instalaciones industriales, comerciales y de servicios y los eventos que resulten 

obligados a adoptar medidas de seguridad, así como el tipo y características de las que deban 

implantar en cada caso. 

3. El Ministerio del Interior o, en su caso, el órgano autonómico competente podrá ordenar que los 

titulares de establecimientos o instalaciones industriales, comerciales y de servicios y los organizadores 

de eventos adopten las medidas de seguridad que reglamentariamente se establezcan. 

El órgano competente formulará la propuesta teniendo en cuenta, además de su finalidad 

preventiva de hechos delictivos y de evitación de riesgos, la naturaleza de la actividad, la 

localización de los establecimientos o instalaciones, la concentración de personas u otras 

circunstancias que la justifiquen y, previa audiencia del titular u organizador, resolverá 

motivadamente. 

Cuando se considerase necesaria la implantación de dichas medidas en órganos u organismos 

públicos, el órgano competente formulará la correspondiente propuesta y, previo acuerdo con el 
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órgano administrativo o entidad de los que dependan las instalaciones o locales necesitados de 

protección, dictará la resolución procedente. 

4. Las sedes y delegaciones de las empresas de seguridad privada vinculadas a la operativa de 

seguridad y los despachos de detectives privados y sus sucursales estarán obligados a adoptar las 

medidas de seguridad que se establezcan reglamentariamente. 

5. La celebración de eventos y la apertura o funcionamiento de establecimientos e instalaciones y 

de empresas de seguridad y sus delegaciones y despachos de detectives y sus sucursales, 

mencionados en los apartados 2 y 3, estará condicionada a la efectiva implantación de las medidas 

de seguridad que resulten obligatorias en cada caso. 

6. Los órganos competentes podrán eximir de la implantación de medidas de seguridad obligatorias 

cuando las circunstancias que concurran en el caso concreto las hicieren innecesarias o 

improcedentes. 

7. Los titulares de los establecimientos, instalaciones y empresas de seguridad privada y sus 

delegaciones, así como de los despachos de detectives privados y sus sucursales y los organizadores 

de eventos, serán responsables de la adopción de las medidas de seguridad que resulten obligatorias 

en cada caso. 

Las empresas de seguridad encargadas de la prestación de las medidas de seguridad que les sean 

contratadas, serán responsables de su correcta instalación, mantenimiento y funcionamiento, sin 

perjuicio de la responsabilidad en que puedan incurrir sus empleados o los titulares de los 

establecimientos, instalaciones u organizadores obligados, si cualquier anomalía en su 

funcionamiento les fuera imputable. 

8. Quedarán sometidos a lo establecido en esta ley y en sus disposiciones de desarrollo los usuarios 

que, sin estar obligados, adopten medidas de seguridad, así como quienes adopten medidas de 

seguridad adicionales a las obligatorias, respecto de éstas. 

Artículo 52 

Tipos de medidas 

1. A los exclusivos efectos de esta ley, se podrán adoptar los siguientes tipos de medidas de 

seguridad, destinadas a la protección de personas y bienes: 

a) De seguridad física, cuya funcionalidad consiste en impedir o dificultar el acceso a 

determinados lugares o bienes mediante la interposición de cualquier tipo de barreras físicas. 

b) De seguridad electrónica, orientadas a detectar o advertir cualquier tipo de amenaza, peligro, 

presencia o intento de asalto o intrusión que pudiera producirse, mediante la activación de 

cualquier tipo de dispositivos electrónicos. 

c) De seguridad informática, cuyo objeto es la protección y salvaguarda de la integridad, 

confidencialidad y disponibilidad de los sistemas de información y comunicación, y de la 

información en ellos contenida. 

d) De seguridad organizativa, dirigidas a evitar o poner término a cualquier tipo de amenaza, 

peligro o ataque deliberado, mediante la disposición, programación o planificación de cometidos, 

funciones o tareas formalizadas o ejecutadas por personas; tales como la creación, existencia y 

funcionamiento de departamentos de seguridad o la elaboración y aplicación de todo tipo de 

planes de seguridad, así como cualesquiera otras de similar naturaleza que puedan adoptarse. 
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e) De seguridad personal, para la prestación de servicios de seguridad regulados en esta ley, 

distintos de los que constituyen el objeto específico de las anteriores. 

2. Las características, elementos y finalidades de las medidas de seguridad de cualquier tipo, quien 

quiera que los utilice, se regularán reglamentariamente de acuerdo con lo previsto, en cuanto a sus 

grados y características, en las normas que contienen especificaciones técnicas para una actividad 

o producto. Asimismo dichas medidas de seguridad, medios materiales y sistemas de alarma deberán 

contar con la evaluación de los organismos de certificación acreditados en el momento de su 

instalación y tendrán vigencia indefinida, salvo deterioro o instalación de un nuevo sistema, que 

deberá ser conforme a la homologación que le resulte aplicable. 

TÍTULO V 

Control administrativo 

Artículo 53 

Actuaciones de control 

1. Corresponde a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes en el ejercicio de las funciones 

de control de las empresas, despachos de detectives, de sus servicios o actuaciones y de su personal 

y medios en materia de seguridad privada, el cumplimiento de las órdenes e instrucciones que se 

impartan por los órganos a los que se refieren los artículos 12 y 13. 

2. En el ejercicio de estas funciones, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes 

podrán requerir la información pertinente y adoptar las medidas provisionales que resulten 

necesarias, en los términos del artículo 55. 

3. Cuando en el ejercicio de las actuaciones de control se detectase la posible comisión de una 

infracción administrativa, se instará a la autoridad competente para la incoación del 

correspondiente procedimiento sancionador. Si se tratara de la posible comisión de un hecho 

delictivo, se pondrá inmediatamente en conocimiento de la autoridad judicial. 

4. Toda persona que tuviera conocimiento de irregularidades cometidas en el ámbito de la seguridad 

privada podrá denunciarlas ante las autoridades o funcionarios competentes, a efectos del posible 

ejercicio de las actuaciones de control y sanción correspondientes. 

5. El acceso por los órganos que tengan atribuida la competencia de control se limitará a los datos 

necesarios para la realización de la misma. 

Artículo 54 

Actuaciones de inspección 

1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes establecerán planes anuales de inspección 

ordinaria sobre las empresas, los despachos de detectives privados, el personal, los servicios, los 

establecimientos, los centros de formación, las medidas de seguridad y cualesquiera otras 

actividades o servicios regulados en esta ley. 

2. Al margen de los citados planes de inspección, cuando recibieren denuncias sobre irregularidades 

cometidas en el ámbito de la seguridad privada procederán a la comprobación de los hechos 

denunciados y, en su caso, a instar la incoación del correspondiente procedimiento sancionador. 
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3. A los efectos anteriormente indicados, las empresas de seguridad, los despachos de detectives y 

el personal de seguridad privada, así como los establecimientos obligados a contratar servicios de 

seguridad privada, los centros de formación, las centrales de alarma de uso propio y los usuarios que 

contraten dichos servicios, habrán de facilitar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes el 

acceso a sus instalaciones y medios a efectos de inspección, así como a la información contenida 

en los contratos de seguridad, en los informes de investigación y en los libros-registro, en los supuestos 

y en la forma que reglamentariamente se determine. 

4. Las actuaciones de inspección se atendrán a los principios de injerencia mínima y 

proporcionalidad, y tendrán por finalidad la comprobación del cumplimiento de la legislación 

aplicable. 

5. Cuando las actuaciones de inspección recaigan sobre los servicios de investigación privada se 

tendrá especial cuidado en su ejecución, extremándose las cautelas en relación con las imágenes, 

sonidos o datos personales obtenidos que obren en el expediente de investigación. Las actuaciones 

se limitarán a la comprobación de su existencia, sin entrar en su contenido, salvo que se encuentre 

relacionado con una investigación judicial o policial o con un expediente sancionador. 

6. Las inspecciones a las que se refieren los apartados anteriores se realizarán por el Cuerpo Nacional 

de Policía; por la Guardia Civil, en el caso de los guardas rurales y sus especialidades y centros y 

cursos de formación relativos a este personal; o, por el cuerpo de policía autonómica competente. 

7. Siempre que el personal indicado en el apartado anterior realice una inspección, extenderá el 

acta correspondiente y, en el caso de existencia de infracción, se dará cuenta a la autoridad 

competente. 

8. El acceso por los órganos que tengan atribuida la competencia de inspección se limitará a los 

datos necesarios para la realización de la misma. 

Artículo 55 

Medidas provisionales anteriores al procedimiento 

1. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes podrán acordar 

excepcionalmente las siguientes medidas provisionales anteriores a la eventual incoación de un 

procedimiento sancionador, dando cuenta de ello inmediatamente a la autoridad competente: 

a) La ocupación o precinto de vehículos, armas, material o equipos prohibidos, no homologados 

o que resulten peligrosos o perjudiciales, así como de los instrumentos y efectos de la infracción, en 

supuestos de grave riesgo o peligro inminente para las personas o bienes. 

b) La suspensión, junto con la intervención u ocupación de los medios o instrumentos que se 

estuvieren empleando, de aquellos servicios de seguridad que se estuvieren prestando sin las 

preceptivas garantías y formalidades legales o sin contar con la necesaria autorización o 

declaración responsable, o cuando puedan causar daños o perjuicios a terceros o poner en peligro 

la seguridad ciudadana. 

c) El cese de los servicios de seguridad cuando se constate que están siendo prestados por 

empresas, centrales de alarma de uso propio o despachos de detectives, no autorizados o que no 

hubieran presentado la declaración responsable, o por personal no habilitado o acreditado para el 

ejercicio legal de los mismos. 
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d) El cese de la actividad docente en materia de seguridad privada, cuando se constate que los 

centros que la imparten, no hayan presentado la declaración responsable o el profesorado no 

tuviera la acreditación correspondiente. 

e) La desconexión de los sistemas de alarma cuyo mal funcionamiento causare perjuicios a la 

seguridad pública o molestias a terceros. Cuando se trate de establecimientos obligados a contar 

con esta medida de seguridad, la desconexión se suplirá mediante el establecimiento de un servicio 

permanente de vigilancia y protección privada. 

f) La retirada de la tarjeta de identificación profesional al personal de seguridad o de la 

acreditación al personal acreditado, cuando resulten detenidos por su implicación en la comisión 

de hechos delictivos. 

g) La suspensión, parcial o total, de las actividades de los establecimientos que sean 

notoriamente vulnerables y no tengan en funcionamiento las medidas de seguridad obligatorias. 

2. Estas medidas habrán de ser ratificadas, modificadas o revocadas en el plazo máximo de quince 

días. En todo caso quedarán sin efecto si, transcurrido dicho plazo, no se incoa el procedimiento 

sancionador o el acuerdo de incoación no contiene un pronunciamiento expreso acerca de las 

mismas. El órgano competente para ratificar, revocar o modificar las medidas provisionales será el 

competente para incoar el procedimiento sancionador. 

3. La duración de las medidas contempladas en el apartado 1, que deberá ser notificada a los 

interesados, no podrá exceder de seis meses. 

4. Asimismo, con independencia de las responsabilidades penales o administrativas a que hubiere 

lugar, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes se harán cargo de las armas 

que se porten o utilicen ilegalmente, siguiendo lo dispuesto al respecto en la normativa de armas. 

TÍTULO VI 

Régimen sancionador 

CAPÍTULO I 

Infracciones 

Artículo 56 

Clasificación y prescripción 

1. Las infracciones de las normas contenidas en esta ley podrán ser leves, graves y muy graves. 

2. Las infracciones leves prescribirán a los seis meses, las graves al año y las muy graves a los dos años. 

3. El plazo de prescripción se contará desde la fecha en que la infracción hubiera sido cometida. En 

las infracciones derivadas de una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será la de la 

finalización de la actividad o la del último acto en que la infracción se consume. 

4. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del 

procedimiento sancionador, volviendo a correr el plazo si el expediente permaneciera paralizado 

durante seis meses por causa no imputable a aquellos contra quienes se dirija. 
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Artículo 57 

Infracciones de las empresas que desarrollen actividades de seguridad privada, de sus 

representantes legales, de los despachos de detectives privados y de las centrales de alarma de 

uso propio 

Las empresas que desarrollen actividades de seguridad privada, sus representantes legales, los 

despachos de detectives privados y las centrales de alarma de uso propio, podrán incurrir en las 

siguientes infracciones: 

1. Infracciones muy graves: 

a) La prestación de servicios de seguridad privada a terceros careciendo de autorización o, en 

su caso, sin haber presentado la declaración responsable prevista en el artículo 18.1 y 2 para la 

prestación de los servicios de que se trate. 

b) La contratación o utilización, en servicios de seguridad privada, de personas que carezcan de 

la habilitación o acreditación correspondiente. 

c) La realización de actividades prohibidas en el artículo 8.4, sobre reuniones o manifestaciones, 

conflictos políticos o laborales, control de opiniones o su expresión, o la información a terceras 

personas sobre bienes de cuya seguridad o investigación hubieran sido encargados, o cualquier 

otra forma de quebrantamiento del deber de reserva, cuando no sean constitutivas de delito y salvo 

que sean constitutivas de infracción a la normativa sobre protección de datos de carácter personal. 

d) La instalación o utilización de medios materiales o técnicos no homologados cuando la 

homologación sea preceptiva y sean susceptibles de causar grave daño a las personas o a los 

intereses generales. 

e) La negativa a facilitar, cuando proceda, la información contenida en los contratos de 

seguridad privada, en los libros-registro o el acceso a los informes de investigación privada. 

f) El incumplimiento de las previsiones normativas sobre adquisición y uso de armas, así como 

sobre disponibilidad de armeros y custodia de aquéllas, particularmente la tenencia de armas por 

el personal a su servicio fuera de los casos permitidos por esta ley, o la contratación de instructores 

de tiro que carezcan de la oportuna habilitación. 

g) La prestación de servicios de seguridad privada con armas de fuego fuera de lo dispuesto en 

esta ley. 

h) La negativa a prestar auxilio o colaboración a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en la 

investigación y persecución de actos delictivos; en el descubrimiento y detención de los 

delincuentes; o en la realización de las funciones inspectoras o de control que les correspondan. 

i) El incumplimiento de la obligación que impone a los representantes legales el artículo 22.3. 

j) La ausencia de las medidas de seguridad obligatorias, por parte de las empresas de seguridad 

privada y los despachos de detectives, en sus sedes, delegaciones y sucursales. 

k) El incumplimiento de las condiciones de prestación de servicios establecidos por la autoridad 

competente en relación con el ejercicio del derecho de huelga en servicios esenciales, o en los que 

el servicio de seguridad se haya impuesto obligatoriamente, en los supuestos a que se refiere el 

artículo 8.6. 
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l) El incumplimiento de los requisitos que impone a las empresas de seguridad el artículo 19. 1, 2 y 

3, y el artículo 35.2. 

m) El incumplimiento de los requisitos que impone a los despachos de detectives el artículo 24. 1 

y 2. 

n) La falta de transmisión a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes de las alarmas reales 

que se registren en las centrales receptoras de alarmas privadas, incluidas las de uso propio, así 

como el retraso en la transmisión de las mismas, cuando estas conductas no estén justificadas. 

ñ) La prestación de servicios compatibles contemplados en el artículo 6.2, empleando personal 

no habilitado que utilice armas o medios de defensa reservados al personal de seguridad privada. 

o) La realización de investigaciones privadas a favor de solicitantes en los que no concurra un 

interés legítimo en el asunto. 

p) La prestación de servicios de seguridad privada sin formalizar los correspondientes contratos. 

q) El empleo o utilización, en servicios de seguridad privada, de medidas o de medios personales, 

materiales o técnicos de forma que se atente contra el derecho al honor, a la intimidad personal o 

familiar o a la propia imagen o al secreto de las comunicaciones, siempre que no constituyan delito. 

r) La falta de comunicación por parte de empresas de seguridad informática de las incidencias 

relativas al sistema de cuya protección sean responsables cuando sea preceptivo. 

s) La comisión de una tercera infracción grave o de una grave y otra muy grave en el período de 

dos años, habiendo sido sancionado por las anteriores. 

t) La prestación de actividades ajenas a las de seguridad privada, excepto las compatibles 

previstas en el artículo 6 de la presente ley. 

2. Infracciones graves: 

a) La instalación o utilización de medios materiales o técnicos no homologados, cuando la 

homologación sea preceptiva. 

b) La prestación de servicios de seguridad privada con vehículos, uniformes, distintivos, armas o 

medios de defensa que no reúnan las características reglamentarias. 

c) La prestación de servicios de seguridad privada careciendo de los requisitos específicos de 

autorización o presentación de declaración responsable para la realización de dicho tipo de 

servicios. Esta infracción también será aplicable cuando tales servicios se lleven a cabo fuera del 

lugar o del ámbito territorial para el que estén autorizados o se haya presentado la declaración 

responsable, o careciendo de la autorización previa o de dicha declaración cuando éstas sean 

preceptivas, o cuando se realicen en condiciones distintas a las expresamente previstas en la 

autorización del servicio. 

d) La retención de la documentación profesional del personal de seguridad privada, o de la 

acreditación del personal acreditado. 

e) La prestación de servicios de seguridad privada sin comunicar correctamente los 

correspondientes contratos al Ministerio del Interior o al órgano autonómico competente, o en los 

casos en que la comunicación se haya producido con posterioridad al inicio del servicio. 
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f) La prestación de servicios de seguridad privada sin cumplir lo estipulado en el correspondiente 

contrato. 

g) La falta de sustitución ante el abandono o la omisión injustificados del servicio por parte del 

personal de seguridad privada, dentro de la jornada laboral establecida. 

h) La utilización, en el desempeño de funciones de seguridad privada, de personal de seguridad 

privada, con una antigüedad mínima de un año en la empresa, que no haya realizado los 

correspondientes cursos de actualización o especialización, no los haya superado, o no los haya 

realizado con la periodicidad que reglamentariamente se determine. 

i) La falta de presentación al Ministerio del Interior o al órgano autonómico competente del 

certificado acreditativo de la vigencia del contrato de seguro, aval o seguro de caución en los 

términos establecidos en el artículo 19.1.e) y f) y 24.2.e) y f), así como la no presentación del informe 

de actividades y el resumen de la cuenta anual a los que se refiere el artículo 21.1.e), o la no 

presentación de la memoria a la que se refiere el artículo 25.1.i) 

j) La comunicación de una o más falsas alarmas por negligencia, deficiente funcionamiento o 

falta de verificación previa. 

k) La apertura de delegaciones o sucursales sin obtener la autorización necesaria o sin haber 

presentado la declaración responsable ante el órgano competente, cuando sea preceptivo. 

l) La falta de comunicación al Ministerio del Interior o, en su caso, al órgano autonómico 

competente, de las altas y bajas del personal de seguridad privada, así como de los cambios que 

se produzcan en sus representantes legales y toda variación en la composición personal de los 

órganos de administración, gestión, representación y dirección. 

m) La prestación de servicio por parte del personal de seguridad privada sin la debida 

uniformidad o sin los medios que reglamentariamente sean exigibles. 

n) La no realización de las revisiones anuales obligatorias de los sistemas o medidas de seguridad 

cuyo mantenimiento tuvieren contratado. 

ñ) La carencia o falta de cumplimentación de cualquiera de los libros-registro obligatorios. 

o) La falta de comunicación al Ministerio del Interior o, en su caso, al órgano autonómico 

competente de todo cambio relativo a su personalidad o forma jurídica, denominación, número de 

identificación fiscal o domicilio. 

p) La falta de mantenimiento, en todo momento, de los requisitos establecidos para los 

representantes legales en el artículo 22.2. 

q) El deficiente funcionamiento, por parte de las empresas de seguridad privada y despachos de 

detectives, en sus sedes, delegaciones o sucursales, de las medidas de seguridad obligatorias, así 

como el incumplimiento de las revisiones obligatorias de las mismas. 

r) La prestación de servicios compatibles contemplados en el artículo 6.2 empleando personal no 

habilitado que utilice distintivos, uniformes o medios que puedan confundirse con los del personal de 

seguridad privada. 

s) El incumplimiento de los requisitos impuestos a las empresas de seguridad informática. 

t) La prestación de servicios incumpliendo lo dispuesto en el artículo 19.4. 
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u) La actuación de vigilantes de seguridad en el exterior de las instalaciones, inmuebles o 

propiedades de cuya vigilancia o protección estuvieran encargadas las empresas de seguridad 

privada con motivo de la prestación de servicios de tal naturaleza, fuera de los supuestos legalmente 

previstos. 

v) No depositar la documentación profesional sobre contratos, informes de investigación y libros-

registros en las dependencias del Cuerpo Nacional de Policía o, en su caso, del cuerpo de policía 

autonómico competente, en caso de cierre del despacho de detectives privados. 

w) La comisión de una tercera infracción leve o de una grave y otra leve, en el período de dos 

años, habiendo recaído sanción por las anteriores. 

x) La publicidad de servicios de seguridad privada por parte de personas, físicas o jurídicas, 

carentes de la correspondiente autorización o sin haber presentado declaración responsable. 

y) La prestación de servicios de seguridad privada en condiciones distintas a las previstas en las 

comunicaciones de los correspondientes contratos. 

3. Infracciones leves: 

a) El incumplimiento de la periodicidad de las revisiones obligatorias de los sistemas o medidas de 

seguridad cuyo mantenimiento tuvieren contratado. 

b) La utilización en los servicios de seguridad privada de vehículos, uniformes o distintivos con 

apariencia o semejanza a los de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad o de las Fuerzas Armadas. 

c) La falta de diligencia en la cumplimentación de los libros-registro obligatorios. 

d) En general, el incumplimiento de los trámites, condiciones o formalidades establecidos por esta 

ley, siempre que no constituya infracción grave o muy grave. 

Artículo 58 

Infracciones del personal que desempeñe funciones de seguridad privada 

El personal que desempeñe funciones de seguridad privada, así como los ingenieros, técnicos, 

operadores de seguridad y profesores acreditados, podrán incurrir en las siguientes infracciones: 

1. Infracciones muy graves: 

a) El ejercicio de funciones de seguridad privada para terceros careciendo de la habilitación o 

acreditación necesaria. 

b) El incumplimiento de las previsiones contenidas en esta ley sobre tenencia de armas de fuego 

fuera del servicio y sobre su utilización. 

c) La falta de reserva debida sobre los hechos que conozcan en el ejercicio de sus funciones o la 

utilización de medios materiales o técnicos de tal forma que atenten contra el derecho al honor, a 

la intimidad personal o familiar, a la propia imagen o al secreto de las comunicaciones cuando no 

constituyan delito. 

d) La negativa a prestar auxilio o colaboración a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cuando sea 

procedente, en la investigación y persecución de actos delictivos; en el descubrimiento y detención 
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de los delincuentes; o en la realización de las funciones inspectoras o de control que les 

correspondan. 

e) La negativa a identificarse profesionalmente, en el ejercicio de sus respectivas funciones, ante 

la Autoridad o sus agentes, cuando fueren requeridos para ello. 

f) La realización de investigaciones sobre delitos perseguibles de oficio o la falta de denuncia a 

la autoridad competente de los delitos que conozcan los detectives privados en el ejercicio de sus 

funciones. 

g) La realización de actividades prohibidas en el artículo 8.4 sobre reuniones o manifestaciones, 

conflictos políticos y laborales, control de opiniones o su expresión, o la información a terceras 

personas sobre bienes de cuya seguridad estén encargados, en el caso de que no sean constitutivas 

de delito; salvo que sean constitutivas infracción a la normativa sobre protección de datos de 

carácter personal. 

h) El ejercicio abusivo de sus funciones en relación con los ciudadanos. 

i) La realización, orden o tolerancia, en el ejercicio de su actuación profesional, de prácticas 

abusivas, arbitrarias o discriminatorias, incluido el acoso, que entrañen violencia física o moral, 

cuando no constituyan delito. 

j) El abandono o la omisión injustificados del servicio por parte del personal de seguridad privada, 

dentro de la jornada laboral establecida. 

k) La elaboración de proyectos o ejecución de instalaciones o mantenimientos de sistemas de 

seguridad conectados a centrales receptoras de alarmas, centros de control o de videovigilancia, 

sin disponer de la acreditación correspondiente expedida por el Ministerio del Interior. 

l) La no realización del informe de investigación que preceptivamente deben elaborar los 

detectives privados o su no entrega al contratante del servicio, o la elaboración de informes 

paralelos. 

m) El ejercicio de funciones de seguridad privada por parte del personal a que se refiere el artículo 

28.3 y 4. 

n) La comisión de una tercera infracción grave o de una grave y otra muy grave en el período 

de dos años, habiendo sido sancionado por las anteriores. 

2. Infracciones graves: 

a) La realización de funciones de seguridad privada que excedan de la habilitación obtenida. 

b) El ejercicio de funciones de seguridad privada por personal habilitado, no integrado en 

empresas de seguridad privada, o en la plantilla de la empresa, cuando resulte preceptivo conforme 

a lo dispuesto en el artículo 38.5, o al margen de los despachos de detectives. 

c) La falta de respeto al honor o a la dignidad de las personas. 

d) El ejercicio del derecho a la huelga al margen de lo dispuesto al respecto para los servicios 

que resulten o se declaren esenciales por la autoridad pública competente, o en los que el servicio 

de seguridad se haya impuesto obligatoriamente, en los supuestos a que se refiere el artículo 8.6. 
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e) La no identificación profesional, en el ejercicio de sus respectivas funciones, cuando fueren 

requeridos para ello por los ciudadanos. 

f) La retención de la documentación personal en contra de lo previsto en el artículo 32.1.b). 

g) La falta de diligencia en el cumplimiento de las respectivas funciones por parte del personal 

habilitado o acreditado. 

h) La identificación profesional haciendo uso de documentos o distintivos diferentes a los 

dispuestos legalmente para ello o acompañando éstos con emblemas o distintivos de apariencia 

semejante a los de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad o de las Fuerzas Armadas. 

i) La negativa a realizar los cursos de formación permanente a los que vienen obligados. 

j) La elaboración de proyectos o ejecución de instalaciones o mantenimientos de sistemas de 

seguridad conectados a centrales receptoras de alarmas, centros de control o de videovigilancia, 

no ajustados a las normas técnicas reglamentariamente establecidas. 

k) La omisión, total o parcial, de los datos que obligatoriamente debe contener el informe de 

investigación que deben elaborar los detectives privados. 

l) El ejercicio de funciones de seguridad privada incompatibles entre sí, por parte de personal 

habilitado para ellas. 

m) La comisión de una tercera infracción leve o de una grave y otra leve, en el período de dos 

años, habiendo recaído sanción por las anteriores. 

n) La validación provisional de sistemas o medidas de seguridad que no se adecuen a la 

normativa de seguridad privada. 

3. Infracciones leves: 

a) La actuación sin la debida uniformidad o medios, que reglamentariamente sean exigibles, o 

sin portar los distintivos o la documentación profesional, así como la correspondiente al arma de 

fuego utilizada en la prestación del servicio encomendado. 

b) El trato incorrecto o desconsiderado con los ciudadanos. 

c) La no cumplimentación, total o parcial, por parte de los técnicos acreditados, del documento 

justificativo de las revisiones obligatorias de los sistemas de seguridad conectados a centrales 

receptoras de alarmas, centros de control o de videovigilancia. 

d) En general, el incumplimiento de los trámites, condiciones o formalidades establecidos por esta 

ley, siempre que no constituya infracción grave o muy grave. 

Artículo 59 

Infracciones de los usuarios y centros de formación 

Los usuarios de servicios de seguridad privada y los centros de formación de personal de seguridad 

privada podrán incurrir en las siguientes infracciones: 

1. Muy graves: 
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a) La contratación o utilización a sabiendas de los servicios de empresas de seguridad o 

despachos de detectives carentes de la autorización específica o declaración responsable 

necesaria para el desarrollo de los servicios de seguridad privada. 

b) La utilización de aparatos de alarmas u otros dispositivos de seguridad no homologados 

cuando fueran susceptibles de causar grave daño a las personas o a los intereses generales. 

c) El incumplimiento, por parte de los centros de formación, de los requisitos y condiciones 

exigidos en la declaración responsable, o impartir cursos sin haberla presentado. 

d) La negativa a prestar auxilio o colaboración a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes 

en la realización de las funciones inspectoras de las medidas de seguridad, de los centros de 

formación y de los establecimientos obligados. 

e) La no adecuación de los cursos que se impartan en los centros de formación a lo previsto 

reglamentariamente en cuanto a su duración, modalidades y contenido. 

f) La falta de adopción o instalación de las medidas de seguridad que resulten obligatorias. 

g) La falta de comunicación de las incidencias detectadas y confirmadas en su centro de control 

de la seguridad de la información y las comunicaciones, cuando sea preceptivo. 

h) La contratación o utilización a sabiendas de personas carentes de la habilitación o 

acreditación necesarias para la prestación de servicios de seguridad o la utilización de personal 

docente no acreditado en actividades de formación. 

i) La comisión de una tercera infracción grave o de una grave y otra muy grave en el período de 

dos años, habiendo sido sancionado por las anteriores. 

j) La entrada en funcionamiento, sin previa autorización, de centrales receptoras de alarmas de 

uso propio por parte de entidades públicas o privadas. 

k) Obligar a personal habilitado contratado a realizar otras funciones distintas a aquellas para las 

que fue contratado. 

2. Graves: 

a) El incumplimiento de las revisiones preceptivas de los sistemas o medidas de seguridad 

obligatorias que tengan instalados. 

b) La utilización de aparatos de alarma u otros dispositivos de seguridad no homologados. 

c) La no comunicación al órgano competente de las modificaciones que afecten a cualquiera 

de los requisitos que dieron lugar a la autorización de los centros de formación. 

d) La impartición de los cursos de formación fuera de las instalaciones autorizadas de los centros 

de formación. 

e) El anormal funcionamiento de las medidas de seguridad obligatorias adoptadas o instaladas 

cuando ocasionen perjuicios a la seguridad pública o a terceros. 

f) La utilización de personal docente no acreditado en actividades de formación. 
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g) La comisión de una tercera infracción leve o de una grave y otra leve, en el período de dos 

años, habiendo recaído sanción por las anteriores. 

h) El incumplimiento, por parte de los usuarios de seguridad privada, de la obligación de situar al 

frente de la seguridad integral de la entidad, empresa o grupo empresarial a un director de 

seguridad, en contra de lo previsto en el artículo 36.2. 

3. Leves: 

a) La utilización de aparatos o dispositivos de seguridad sin ajustarse a las normas que los regulen, 

o cuando su funcionamiento cause daños o molestias desproporcionados a terceros. 

b) El anormal funcionamiento de las medidas o sistemas de seguridad que se tengan instalados. 

c) Las irregularidades en la cumplimentación de los registros prevenidos. 

d) En general, el incumplimiento de las obligaciones contenidas en esta ley que no constituya 

infracción grave o muy grave. 

Artículo 60 

Colaboración reglamentaria 

Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones en 

el cuadro de las infracciones y sanciones establecidas en esta ley que, sin constituir nuevas 

infracciones o sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las que en ella se contemplan, 

contribuyan a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa determinación de 

las sanciones correspondientes. 

CAPÍTULO II 

Sanciones 

Artículo 61 

Sanciones a las empresas que desarrollen actividades de seguridad privada, sus representantes 

legales, los despachos de detectives privados y las centrales de alarma de uso propio 

Las autoridades competentes podrán imponer, por la comisión de las infracciones tipificadas en el 

artículo 57, las siguientes sanciones: 

1. Por la comisión de infracciones muy graves: 

a) Multa de 30.001 a 600.000 euros. 

b) Extinción de la autorización, o cierre de la empresa o despacho en los casos de declaración 

responsable, que comportará la prohibición de volver a obtenerla o presentarla, respectivamente, 

por un plazo de entre uno y dos años, y cancelación de la inscripción en el registro correspondiente. 

c) Prohibición para ocupar cargos de representación legal en empresas de seguridad privada 

por un plazo de entre uno y dos años. 

2. Por la comisión de infracciones graves: 
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a) Multa de 3.001 a 30.000 euros. 

b) Suspensión temporal de la autorización o de la declaración responsable por un plazo de entre 

seis meses y un año. 

c) Prohibición para ocupar cargos de representación legal en empresas de seguridad privada 

por un plazo de entre seis meses y un año. 

3. Por la comisión de infracciones leves: 

a) Apercibimiento. 

b) Multa de 300 a 3.000 euros. 

Artículo 62 

Sanciones al personal 

Las autoridades competentes podrán imponer, por la comisión de las infracciones tipificadas en el 

artículo 58, las siguientes sanciones: 

1. Por la comisión de infracciones muy graves: 

a) Multa de 6.001 a 30.000 euros. 

b) Extinción de la habilitación, que comportará la prohibición de volver a obtenerla por un plazo 

de entre uno y dos años, y cancelación de la inscripción en el Registro Nacional. 

2. Por la comisión de infracciones graves: 

a) Multa de 1.001 a 6.000 euros. 

b) Suspensión temporal de la habilitación por un plazo de entre seis meses y un año. 

3. Por la comisión de infracciones leves: 

a) Apercibimiento. 

b) Multa de 300 a 1.000 euros. 

Artículo 63 

Sanciones a usuarios y centros de formación 

Las autoridades competentes podrán imponer, por la comisión de las infracciones tipificadas en el 

artículo 59, las siguientes sanciones: 

1. Por la comisión de infracciones muy graves: 

a) Multa de 20.001 a 100.000 euros. 

b) Cierre del centro de formación, que comportará la prohibición de volver a presentar la 

declaración responsable para su apertura por un plazo de entre uno y dos años, y cancelación de 

la inscripción en el registro correspondiente. 
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c) La clausura, desde seis meses y un día a dos años, de los establecimientos que no tengan en 

funcionamiento las medidas de seguridad obligatorias. 

2. Por la comisión de infracciones graves: 

a) Multa de 3.001 a 20.000 euros. 

b) Suspensión temporal de la declaración responsable del centro de formación por un plazo de 

entre seis meses y un año. 

3. Por la comisión de infracciones leves: 

a) Apercibimiento. 

b) Multa de 300 a 3.000 euros. 

Artículo 64 

Graduación de las sanciones 

Para la graduación de las sanciones, los órganos competentes tendrán en cuenta la gravedad y 

trascendencia del hecho, el posible perjuicio para el interés público, la situación de riesgo creada o 

mantenida para personas o bienes, la reincidencia, la intencionalidad, el volumen de actividad de 

la empresa de seguridad, despacho de detectives, centro de formación o establecimiento contra el 

que se dicte la resolución sancionadora, y la capacidad económica del infractor. 

Artículo 65 

Aplicación de las sanciones 

1. Las sanciones previstas en esta ley podrán aplicarse de forma alternativa o acumulativa. 

2. La aplicación de sanciones pecuniarias tenderá a evitar que la comisión de las infracciones 

tipificadas no resulte más beneficiosa para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas. 

Artículo 66 

Competencia sancionadora 

1. En el ámbito de la Administración General del Estado, la potestad sancionadora corresponderá: 

a) Al Ministro del Interior, para imponer las sanciones de extinción de las autorizaciones, 

habilitaciones y declaraciones responsables. 

b) Al Secretario de Estado de Seguridad, para imponer las restantes sanciones por infracciones 

muy graves. 

c) Al Director General de la Policía, para imponer las sanciones por infracciones graves. 

Cuando, en el curso de las inspecciones por parte de la Guardia Civil de los cursos para guardas 

rurales, impartidos por centros de formación no exclusivos de éstos, se detecten posibles infracciones, 

la sanción corresponderá al Director General de la Policía. 
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d) Al Director General de la Guardia Civil, para imponer las sanciones por infracciones graves en 

relación con los guardas rurales y centros y cursos de formación exclusivos para este personal. 

e) A los Delegados y a los Subdelegados del Gobierno, para imponer las sanciones por 

infracciones leves. 

2. En el ámbito de las comunidades autónomas con competencia en materia de seguridad privada, 

la potestad sancionadora corresponderá a los titulares de los órganos que se determinen en cada 

caso. 

3. Contra las resoluciones sancionadoras se podrán interponer los recursos previstos en la legislación 

de procedimiento administrativo y en la de la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Artículo 67 

Decomiso del material 

El material prohibido, no homologado o indebidamente utilizado en servicios de seguridad privada, 

será decomisado y se procederá a su destrucción si no fuera de lícito comercio, o a su enajenación 

en otro caso, quedando en depósito la cantidad que se obtuviera para hacer frente a las 

responsabilidades administrativas o de otro orden en que se haya podido incurrir. 

Artículo 68 

Prescripción de las sanciones 

1. Las sanciones impuestas por infracciones leves, graves o muy graves prescribirán, respectivamente, 

al año, a los dos años y a los cuatro años. 

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que sea firme la 

resolución por la que se impone la sanción, si ésta no se hubiese comenzado a ejecutar, o desde que 

se quebrantase el cumplimiento de la misma, si hubiese comenzado, y se interrumpirá desde que se 

comience o se reanude la ejecución o cumplimiento. 

CAPÍTULO III 

Procedimiento 

Artículo 69 

Régimen Jurídico 

1. El ejercicio de la potestad sancionadora en materia de seguridad privada se regirá por lo dispuesto 

en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y sus disposiciones 

de desarrollo, sin perjuicio de las especialidades que se regulan en este título. 

2. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin que se haya notificado 

la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo las posibles paralizaciones 

por causas imputables al interesado o la suspensión que debiera acordarse por la existencia de un 

procedimiento judicial penal, cuando concurra identidad de sujeto, hecho y fundamento, hasta la 

finalización de éste. 
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3. Iniciado el procedimiento sancionador, el órgano que haya ordenado su incoación podrá adoptar 

las medidas cautelares necesarias para garantizar su adecuada instrucción, así como para evitar la 

continuación de la infracción o asegurar el pago de la sanción, en el caso de que ésta fuese 

pecuniaria, y el cumplimiento de la misma en los demás supuestos. 

4. Dichas medidas, que deberán ser congruentes con la naturaleza de la presunta infracción y 

proporcionadas a la gravedad de la misma, podrán consistir en: 

a) La ocupación o precinto de vehículos, armas, material o equipo prohibido, no homologado o 

que resulte peligroso o perjudicial, así como de los instrumentos y efectos de la infracción. 

b) La retirada preventiva de las autorizaciones, habilitaciones, permisos o licencias, o la 

suspensión, en su caso, de la eficacia de las declaraciones responsables. 

c) La suspensión de la habilitación del personal de seguridad privada y, en su caso, de la 

tramitación del procedimiento para el otorgamiento de aquélla, mientras dure la instrucción de 

expedientes por infracciones graves o muy graves en materia de seguridad privada. 

También podrán ser suspendidas las indicadas habilitación y tramitación, hasta tanto finalice el 

proceso por delitos contra dicho personal. 

5. Las medidas cautelares previstas en los párrafos b) y c) del apartado anterior no podrán tener una 

duración superior a un año. 

Artículo 70 

Ejecutoriedad 

1. Las sanciones impuestas serán inmediatamente ejecutivas desde que la resolución adquiera 

firmeza en vía administrativa. 

2. Cuando la sanción sea de naturaleza pecuniaria y no se haya previsto plazo para satisfacerla, la 

autoridad que la impuso lo señalará, sin que pueda ser inferior a quince ni superior a treinta días 

hábiles, pudiendo acordarse el fraccionamiento del pago. 

3. En los casos de suspensión temporal y extinción de la eficacia de autorizaciones, habilitaciones o 

declaraciones responsables y prohibición del ejercicio de la representación legal de las empresas, la 

autoridad sancionadora señalará un plazo de ejecución suficiente, que no podrá ser inferior a quince 

días hábiles ni superior a dos meses, oyendo al sancionado y a los terceros que pudieran resultar 

directamente afectados. 

Artículo 71 

Publicidad de las sanciones 

Las sanciones, así como los nombres, apellidos, denominación o razón social de las personas físicas o 

jurídicas responsables de la comisión de infracciones muy graves, cuando hayan adquirido firmeza 

en vía administrativa, podrán ser hechas públicas, en virtud de acuerdo de la autoridad competente 

para su imposición, siempre que concurra riesgo para la seguridad de los usuarios o ciudadanos, 

reincidencia en infracciones de naturaleza análoga o acreditada intencionalidad. 
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Artículo 72 

Multas coercitivas 

1. Para lograr el cumplimiento de las resoluciones sancionadoras, las autoridades competentes 

relacionadas en el artículo 66 podrán imponer multas coercitivas, de acuerdo con lo establecido en 

la legislación de procedimiento administrativo. 

2. La cuantía de estas multas no excederá de 6.000 euros, pero podrá aumentarse sucesivamente en 

el 50 por 100 de la cantidad anterior en casos de reiteración del incumplimiento. 

3. Las multas coercitivas serán independientes de las sanciones pecuniarias que puedan imponerse 

y compatibles con ellas. 

Disposición adicional primera 

Comercialización de productos 

En la comercialización de productos provenientes de los Estados miembros de la Unión Europea, del 

Espacio Económico Europeo o de cualquier tercer país con el que la Unión Europea tenga un 

acuerdo de asociación y que estén sometidos a reglamentaciones nacionales de seguridad, 

equivalentes a la reglamentación española de seguridad privada, se atenderá a los estándares 

previstos por las entidades de certificación acreditadas que ofrezcan, a través de su administración 

pública competente, garantías técnicas profesionales y de independencia e imparcialidad 

equivalentes a las exigidas por la legislación española, y a que las disposiciones del Estado, con base 

en las que se evalúa la conformidad, comporten un nivel de seguridad equivalente al exigido por las 

disposiciones legales aplicables. 

Disposición adicional segunda 

Contratación de servicios de seguridad privada por las administraciones públicas 

1. En consideración a la relevancia para la seguridad pública de los servicios de seguridad privada, 

de conformidad con el artículo 118 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, los órganos de contratación 

de las administraciones públicas podrán establecer condiciones especiales de ejecución de los 

contratos de servicios de seguridad relacionadas con el cumplimiento de las obligaciones laborales 

por parte de las empresas de seguridad privada contratistas. 

2. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares o los contratos podrán establecer penalidades 

para el caso de incumplimiento de estas condiciones especiales de ejecución, o atribuirles el 

carácter de obligaciones contractuales esenciales a los efectos de la resolución de los contratos, de 

acuerdo con los artículos 212.1 y 223.f). 

Disposición adicional tercera 

Cooperación administrativa 

En consideración a la relevancia para la seguridad pública de los servicios de seguridad privada, los 

órganos competentes en materia policial, tributaria, laboral y de seguridad social establecerán 

mecanismos de información, control e inspección conjunta en relación con las empresas de 

seguridad privada para evitar el fraude y el intrusismo. 
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Disposición transitoria primera 

Habilitaciones profesionales anteriores a la entrada en vigor de esta ley 

1. Las habilitaciones del personal de seguridad privada obtenidas antes de la entrada en vigor de 

esta ley mantendrán su validez sin necesidad de convalidación o canje alguno. 

2. Las habilitaciones correspondientes a los guardas particulares del campo se entenderán hechas a 

la nueva categoría de guardas rurales. 

Disposición transitoria segunda 

Personal de centrales receptoras de alarmas 

Quienes a la entrada en vigor de esta ley estuvieran desempeñando su actividad en centrales 

receptoras de alarmas, podrán continuar desarrollando sus funciones sin necesidad de obtener 

ninguna acreditación específica. 

Disposición transitoria tercera 

Ingenieros y técnicos de las empresas de seguridad 

Los ingenieros y técnicos encuadrados, en el momento de entrada en vigor de esta ley, en empresas 

de seguridad autorizadas para la actividad de instalación y mantenimiento de sistemas de seguridad 

contemplada en el artículo 5.1.f) podrán continuar desarrollando sus funciones sin necesidad de 

obtener la acreditación específica a la que se refiere el artículo 19.1.c). 

Disposición transitoria cuarta 

Plazos de adecuación 

1. Las empresas de seguridad privada y sus delegaciones, los despachos de detectives privados y sus 

sucursales, las medidas de seguridad adoptadas y el material o equipo en uso a la entrada en vigor 

de esta ley de acuerdo con la normativa anterior, pero que no cumplan, total o parcialmente, los 

requisitos o exigencias establecidos en esta ley y en sus normas de desarrollo, deberán adaptarse a 

tales requisitos y exigencias, dentro de los siguientes plazos de adecuación, computados a partir de 

su entrada en vigor: 

a) Dos años respecto a los requisitos nuevos de las empresas de seguridad privada y sus 

delegaciones y de los despachos de detectives privados y sus sucursales. 

b) Diez años para las medidas de seguridad electrónicas de las empresas de seguridad, de los 

establecimientos obligados y de las instalaciones de los usuarios no obligados. 

c) Un año para la obtención de la certificación prevista en el artículo 19.4. 

2. Las medidas de seguridad física instaladas con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley 

tendrán una validez indefinida, hasta el final de su vida útil; no obstante, deberán ser actualizadas 

en caso de resultar afectadas por reformas estructurales de los sistemas de seguridad de los que 

formen parte. 

3. Los sistemas de seguridad y los elementos de seguridad física, electrónica e informática que se 

instalen a partir de la entrada en vigor de esta ley deberán cumplir todas las exigencias y requisitos 

establecidos en la misma y en su normativa de desarrollo. 
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Disposición transitoria quinta 

Actividad de planificación y asesoramiento 

1. Las empresas de seguridad autorizadas e inscritas únicamente para la actividad de planificación 

y asesoramiento contemplada en el artículo 5.1.g) de la Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad 

Privada, dispondrán de un plazo de tres meses, desde la entrada en vigor de esta ley, para solicitar 

autorización para cualquiera de las actividades enumeradas en el artículo 5.1 de la misma, excepto 

la contemplada en el párrafo h). 

2. Las empresas de seguridad referidas en el apartado anterior que, transcurrido dicho plazo, no 

hubieran solicitado la mencionada autorización, serán dadas de baja de oficio, cancelándose su 

inscripción en el Registro Nacional de Seguridad Privada y, en su caso, en el registro autonómico 

correspondiente. 

3. En el caso de las empresas de seguridad que, a la entrada en vigor de esta ley, estuvieran 

autorizadas e inscritas para la actividad de planificación y asesoramiento y, además, para cualquier 

otra contemplada en el artículo 5.1, se cancelará de oficio su inscripción y autorización en el Registro 

Nacional de Seguridad Privada y, en su caso, en el registro autonómico correspondiente únicamente 

respecto a dicha actividad de planificación y asesoramiento. 

4. Las empresas de seguridad referidas en el apartado anterior dispondrán de un plazo de un año, 

desde la entrada en vigor de esta ley, para adecuar los respectivos importes del seguro de 

responsabilidad civil u otra garantía financiera, así como del aval o seguro de caución, en función 

de las actividades para las que continúen autorizadas e inscritas en los registros correspondientes. 

5. Los procedimientos administrativos que, a la entrada en vigor de esta ley, se estuvieran tramitando 

en relación con la solicitud de autorización e inscripción para desarrollar únicamente la referida 

actividad de planificación y asesoramiento se darán por terminados, procediéndose al archivo de 

las actuaciones. 

6. Los procedimientos administrativos que, a la entrada en vigor de esta ley, se estuvieran tramitando 

en relación con la solicitud de autorización para desarrollar actividades de seguridad privada entre 

las que se incluya la referida actividad de planificación y asesoramiento, continuarán su tramitación 

en relación exclusivamente con el resto de actividades solicitadas. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

1. Queda derogada la Ley 23/1992, de 30 de julio, de Seguridad Privada, y cuantas normas de igual 

o inferior rango se opongan a lo dispuesto en esta ley. 

2. El Reglamento de Seguridad Privada, aprobado por el Real Decreto 2364/1994, de 9 de diciembre, 

y el resto de la normativa de desarrollo de la Ley 23/1992, de 30 de julio, y del propio Reglamento 

mantendrán su vigencia en lo que no contravenga a esta ley. 

Disposición final primera 

Título competencial 

Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.29.ª de la Constitución, que atribuye 

al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública. 
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Disposición final segunda 

Procedimiento administrativo 

En todo lo no regulado expresamente en esta ley se aplicará la legislación sobre procedimiento 

administrativo. 

Disposición final tercera 

Desarrollo normativo 

1. El Gobierno, a propuesta del Ministro del Interior, dictará las disposiciones reglamentarias que sean 

precisas para el desarrollo y ejecución de lo dispuesto en esta ley, y concretamente para determinar: 

a) Los requisitos y características que han de reunir las empresas y entidades objeto de regulación. 

b) Las condiciones que deben cumplirse en la realización de actividades de seguridad privada y 

en la prestación de servicios de esta naturaleza. 

c) Las características que han de reunir las medidas de seguridad privada y los medios técnicos 

y materiales utilizados en las actividades y servicios de seguridad privada. 

d) Las funciones, deberes, responsabilidades y cualificación del personal de seguridad privada y 

del personal acreditado. 

e) El régimen de habilitación y acreditación de dicho personal. 

f) Los órganos del Ministerio del Interior competentes, en cada caso, para el desempeño de las 

distintas funciones. 

2. Se faculta, asimismo, al Gobierno para actualizar la cuantía de las multas, de acuerdo con las 

variaciones del indicador público de renta de efectos múltiples. 

Disposición final cuarta 

Entrada en vigor 

Esta ley entrará en vigor a los dos meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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IV. FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD DEL 

ESTADO 
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§ 58. Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad44 

«BOE» núm. 63, de 14 de marzo de 1986 

PREÁMBULO 

Respondiendo fundamentalmente al mandato del artículo 104 de la Constitución –según el cual una 

Ley Orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad–, la presente Ley tiene, efectivamente, en su mayor parte carácter de Ley 

Orgánica y pretende ser omnicomprensiva, acogiendo la problemática de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales: 

a) El carácter de Ley Orgánica viene exigido por el artículo 104 de la Constitución para las 

funciones, principios básicos de actuación y estatutos genéricamente de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad; por el artículo 149.1.29.ª, para determinar el marco en el que los Estatutos de Autonomía 

pueden establecer la forma de concretar la posibilidad de creación de policías de las respectivas 

comunidades y por el artículo 148.1.22.ª, para fijar los términos dentro de los cuales las Comunidades 

Autónomas pueden asumir competencias en cuanto a «la coordinación y demás facultades en 

relación con las policías locales». 

 

 
44 La Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, ha sido sucesivamente reformada por la Ley 26/1994, de 29 de septiembre, Ley 

Orgánica 1/2003, de 10 de marzo, Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, Ley 

Orgánica 16/2007, de 13 de diciembre, Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, Ley Orgánica 4/2011, de 11 de marzo, Ley 

Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre y Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio. También ha sido corregida de constitucionalidad 

a través de tres sentencias resolutorias de diversas cuestiones de inconstitucionalidad. Por STC 55/1990 se analizaron las 

cuestiones de inconstitucionalidad 487/1986, 158/1987, 495/1986 y 510/1987 (acumuladas), en relación con el art. 8.1, párrafos 

segundo y tercero, decidiéndose lo siguiente: «1.º Estimar parcialmente la cuestión de inconstitucionalidad 487/1986 y, en 

consecuencia, declarar inconstitucional y, por tanto, nulo el art. 8.1, segundo, de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en cuanto que atribuye la competencia para seguir la instrucción y ordenar, en su caso, el 

procesamiento de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones 

a la Audiencia correspondiente. 2.º Desestimar en lo demás la cuestión de inconstitucionalidad 487/1986. 3.º Desestimar en su 

totalidad las cuestiones de inconstitucionalidad 158/1987, 495/1987 y 510/1987». Mediante la STC 188/2005 se resolvió la 

cuestión de inconstitucionalidad núm. 2629/96, en relación con el art. 27.3 j), fallándose lo siguiente: «Estimar la cuestión de 

inconstitucionalidad núm. 2629/1996 y, en su virtud, declarar la inconstitucionalidad, y consiguiente nulidad, de la letra j) del 

apartado 3 del artículo 27 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de cuerpos y fuerzas de seguridad». Y por STC 120/2010 

se estudió la cuestión interna de inconstitucionalidad número 5085-2009, en relación con los artículos 25.3, 26.1 y 26.2, 

decidiéndose: «Estimar la presente cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sala Segunda de este Tribunal y, en su 

virtud, declarar la inconstitucionalidad de los artículos 25.3, párrafo segundo, 26.1, párrafo segundo, y 26.2, párrafo primero, 

de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en cuanto que no incluyen a los 

facultativos y técnicos en las elecciones al Consejo de Policía, con el alcance expresado en el fundamento jurídico 6 de esta 

sentencia». Para la Policía Nacional y la Guardia Civil existe una profusa normativa reglamentaria en cuanto a ingreso, 

formación, promoción y provisión de puestos y destinos, cuya relación excede del objeto de esta obra. No obstante, téngase 

en cuenta el Real Decreto 614/1995, de 21 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de los procesos selectivos y de 

formación del Cuerpo Nacional de Policía, el Real Decreto 326/2021, de 11 de mayo, por el que se aprueba el cuadro médico 

de exclusiones para el ingreso en la Policía Nacional (ver sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 16 de febrero 

de 2023, que declara la nulidad de parte de la sección «I. Aparato de la visión» del Anexo), y la Orden PCI/155/2019, de 19 de 

febrero, por la que se aprueban las normas por las que han de regirse los procesos de selección para el ingreso en los centros 

docentes de formación para la incorporación a la Escala de Cabos y Guardias de la Guardia Civil. Igualmente, véase el Real 

Decreto 637/2010, de 14 de mayo, por el que se prevé la incorporación de deportistas de alto nivel a las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado. Por otro lado, y al amparo de los artículos 2 y 37 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, cuentan 

con policías propias las comunidades autónomas de País Vasco (Decreto Legislativo 1/2020, de 22 de julio, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Policía del País Vasco), Cataluña (Ley 10/1994, de 11 de julio, de la Policía de la Generalitat-

“Mossos d´Esquadra”) y Navarra (Ley Foral 23/2018, de 19 de noviembre, de las Policías de Navarra). 
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Respecto a la policía judicial, el carácter de Ley Orgánica se deduce del contenido del artículo 

126 de la Constitución, ya que, al regular las relaciones entre la policía y el Poder Judicial, determina, 

indirecta y parcialmente, los Estatutos de ambos y, al concretar las funciones de la policía judicial, 

incide en materias propias de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y concretamente en lo relativo a la 

«averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente», que constituyen zonas 

de delimitación de derechos fundamentales de la persona. 

Sin embargo, otros aspectos del proyecto de Ley –especialmente los relativos al proceso de 

integración de los Cuerpos Superior de Policía– y de Policía Nacional en el Cuerpo Nacional de 

Policía no tienen el carácter de Ley Orgánica, lo que impone la determinación, a través de una 

disposición final, de los preceptos que tienen carácter de Ley Orgánica. 

b) El objetivo principal de la Ley se centra en el diseño de las líneas maestras del régimen jurídico 

de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en su conjunto, tanto de las dependientes del Gobierno de 

la Nación como de las Policías Autónomas y Locales, estableciendo los principios básicos de 

actuación comunes a todos ellos y fijando sus criterios estatutarios fundamentales. 

A ello parece apuntar la propia Constitución cuando en el artículo 104.2 se remite a una Ley 

Orgánica para determinar las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad, en contraposición a la matización efectuada en el número 1 del mismo 

artículo, que se refiere exclusivamente a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad dependientes del 

Gobierno de la Nación. 

La seguridad pública constituye una competencia difícil de parcelar, toda vez que no permite 

delimitaciones o definiciones, con el rigor y precisión admisibles en otras materias. Ello es así porque 

las normas ordenadoras de la seguridad pública no contemplan realidades físicas tangibles, sino 

eventos meramente previstos para el futuro, respecto a los cuales se ignora el momento, el lugar, la 

importancia y, en general, las circunstancias y condiciones de aparición. 

Hay que tener en cuenta a este respecto la ocupación por parte de la seguridad pública de un 

terreno de encuentro de las esferas de competencia de todas las Administraciones Públicas –

aunque el artículo 149.1 de la Constitución la enumere, en su apartado 29, entre las materias sobre 

las cuales el estado tiene competencia exclusiva– y las matizaciones y condicionamientos con que 

la configura el texto constitucional, lo que hace de ella una de las materias compartibles por todos 

los poderes públicos, si bien con estatutos y papeles bien diferenciados. 

Es la naturaleza fundamental y el carácter peculiarmente compartible de la materia lo que 

determina su tratamiento global en un texto conjunto, a través del cual se obtenga una panorámica 

general y clarificadora de todo su ámbito, en vez de parcelarla en textos múltiples de difícil o 

imposible coordinación. 

La existencia de varios colectivos policiales que actúan en un mismo territorio con funciones 

similares y, al menos parcialmente, comunes, obliga necesariamente a dotarlos de principios básicos 

de actuación idénticos y de criterios estatutarios también comunes, y el mecanismo más adecuado 

para ello es reunir sus regulaciones en un texto legal único que constituye la base más adecuada 

para sentar el principio fundamental de la materia: el de la cooperación recíproca y de 

coordinación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad pertenecientes a todas las esferas 

administrativas. 

II 

Con apoyo directo en el artículo 149.1.29.ª, en relación con el 104.1 de la Constitución, la Ley recoge 

el mantenimiento de la Seguridad Pública que es competencia exclusiva del estado, 

correspondiendo su mantenimiento al Gobierno de la Nación y al de las demás Administraciones 
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Públicas, Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales, dedicando sendos capítulos a la 

determinación de los principios básicos de actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y a la 

exposición de las disposiciones estatutarias comunes: 

a) Siguiendo las líneas marcadas por el Consejo de Europa, en su «Declaración» sobre la policía, 

y por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en el «Código de conducta para funcionarios 

encargados de hacer cumplir la Ley», se establecen los principios básicos de actuación como un 

auténtico «Código Deontológico», que vincula a los miembros de todos los colectivos policiales, 

imponiendo el respeto de la Constitución, el servicio permanente a la Comunidad, la adecuación 

entre fines y medios, como criterio orientativo de su actuación, el secreto profesional, el respeto al 

honor y dignidad de la persona, la subordinación a la autoridad y la responsabilidad en el ejercicio 

de la función. 

Los principios básicos de actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad son los ejes 

fundamentales, en torno a los cuales gira el desarrollo de las funciones policiales, derivando a su vez 

de principios constitucionales más generales, como el de legalidad o adecuación al ordenamiento 

jurídico, o de características estructurales, como la especial relevancia de los principios de jerarquía 

y subordinación, que no eliminan, antes potencian, el respeto al principio de responsabilidad por los 

actos que lleven a cabo. 

La activa e intensa compenetración entre la colectividad y los funcionarios policiales –que 

constituye la razón de ser de éstos y es determinante del éxito o fracaso de su actuación–, hace 

aflorar una serie de principios que, de una parte, manifiestan la relación directa del servicio de la 

policía respecto a la comunidad y, de otra parte, como emanación del principio constitucional de 

igualdad ante la Ley, le exigen la neutralidad política, la imparcialidad y la evitación de cualquier 

actuación arbitraria o discriminatoria. 

Por encima de cualquier otra finalidad, la Ley pretende ser el inicio de una nueva etapa en la 

que destaque la consideración de la policía como un servicio público dirigido a la protección de la 

comunidad, mediante la defensa del ordenamiento democrático. 

A través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se ejerce el monopolio, por parte de las 

Administraciones Públicas, del uso institucionalizado de la coacción jurídica, lo que hace 

imprescindible la utilización de armas por parte de los funcionarios de policía. Ello, por su indudable 

trascendencia sobre la vida y la integridad física de las personas, exige el establecimiento de límites 

y la consagración de principios, sobre moderación y excepcionalidad en dicha utilización, 

señalando los criterios y los supuestos claros que la legitiman, con carácter excluyente. 

También en el terreno de la libertad personal entran en tensión dialéctica la necesidad de su 

protección por parte de la policía y el peligro, no por meramente posible y excepcional menos real, 

de su invasión; por cuya razón, en torno al tratamiento de los detenidos, se articulan obligaciones 

terminantes sobre la protección de su vida, integridad física y dignidad moral y sobre el estricto 

cumplimiento de los trámites, plazos y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico. 

Novedad a destacar es el significado que se da al principio de obediencia debida, al disponer 

que la misma en ningún caso podrá amparar actos manifiestamente ilegales ordenados por los 

superiores, siendo también digna de mención la obligación que se impone a los miembros de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de evitar cualquier práctica abusiva, arbitraria o discriminatoria que 

entrañe violencia física o moral. 

Hay que señalar, finalmente, en este apartado, la estrecha interdependencia que refleja la Ley, 

entre el régimen disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía –que lógicamente se habrá de tener 

en cuenta al elaborar los de otras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad– y los principios básicos de 

actuación, como garantía segura del cumplimiento de la finalidad de éstos. 
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b) En el aspecto estatutario, la Ley pretende configurar una organización policial, basada en 

criterios de profesionalidad y eficacia, atribuyendo una especial importancia a la formación 

permanente de los funcionarios y a la promoción profesional de los mismos. 

Los funcionarios de policía materializan el eje de un difícil equilibrio, de pesos y contrapesos, de 

facultades y obligaciones, ya que deben proteger la vida y la integridad de las personas, pero 

vienen obligados a usar armas; deben tratar correcta y esmeradamente a los miembros de la 

comunidad, pero han de actuar con energía y decisión cuando las circunstancias lo requieran y la 

balanza capaz de lograr ese equilibrio, entre tales fuerzas contrapuestas, no puede ser otra que la 

exigencia de una actividad de formación y perfeccionamiento permanentes –respecto a la cual se 

pone un énfasis especial–, sobre la base de una adecuada selección que garantice el equilibrio 

psicológico de la persona. 

La constitucionalización del tema de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad es una necesidad y una 

lógica derivación de su misión trascendental, en cuanto a la protección del libre ejercicio de los 

derechos y libertades que, en el contexto de la Constitución, son objeto de su título I y principal, ya 

que integran la Carta Magna del ciudadano español. Esta es la razón que determina el particular 

relieve con que la Ley resalta la promesa o juramento de acatar y cumplir la Constitución, por parte 

de los miembros de todos los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, que no constituye un mero trámite o 

formalismo, sino un requisito esencial, constitutivo de la condición policial y al mismo tiempo símbolo 

o emblema de su alta misión. 

Por lo demás, con carácter general, se regula la práctica totalidad de los aspectos esenciales, 

integrantes de su estatuto personal (promoción profesional, régimen de trabajo, sindicación, 

incompatibilidades, responsabilidad), procurando mantener el necesario equilibrio, entre el 

reconocimiento y respeto de los derechos personales y profesionales y las obligadas limitaciones a 

que ha de someterse el ejercicio de algunos de dichos derechos, en razón de las especiales 

características de la función policial. 

Especial mención merece, a este respecto, la interdicción de la huelga o de las acciones 

sustitutivas de la misma, que se lleva a cabo, dentro del marco delimitado por el artículo 28 de la 

Constitución, en aras de los intereses preeminentes que corresponde proteger a los Cuerpos de 

Seguridad, al objeto de asegurar la prestación continuada de sus servicios, que no admite 

interrupción. Lógicamente, como lo exige la protección de los derechos personales y profesionales 

de estos funcionarios, la Ley prevé la determinación de los cauces de expresión y solución de los 

conflictos que puedan producirse por razones profesionales. 

El sistema penal y procesal diseñado, con carácter general, es el que ya se venía aplicando para 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, suspendiéndose el expediente disciplinario mientras 

se tramita el proceso penal, aunque permitiendo la adopción de medidas cautelares hasta tanto se 

dicte sentencia firme. 

III 

Con fundamentación directa en el artículo 104 e indirecta en el artículo 8, ambos de la Constitución, 

la Ley declara, a todos los efectos, la naturaleza de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que corresponde 

al Cuerpo Nacional de Policía –nacido de la integración de los Cuerpos Superior de Policía y de 

Policía Nacional– y al Cuerpo de la Guardia Civil. 

a) El capítulo II del título II se dedica a enumerar las funciones que deben realizar las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado, siguiendo para ello el reparto de competencias al que se 

considera que apunta la Constitución. Pero es necesario efectuar algunas precisiones, que afectan 

al modelo policial que diseña la Ley, para comprender mejor por qué se asignan ciertas 

competencias al Estado, mientras que otras se otorgan a los demás entes públicos territoriales. 
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En primer lugar, hay que tener en cuenta que, en perfecta congruencia con el artículo 149.1.29.ª, 

el artículo 104.1 de la Constitución atribuye a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la 

dependencia del Gobierno, la misión de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y 

garantizar la seguridad ciudadana. 

En segundo lugar, hay que aludir a todas las funciones de carácter «extracomunitario» o 

«supracomunitario», según la expresión usada en los Estatutos de Autonomía para el País Vasco y 

para Cataluña. Entre ellas, está la competencia en materia de armas y explosivos, que también la 

propia Constitución ha reservado al Estado de modo expreso y, además, se encuentra la vigilancia 

de puertos, aeropuertos, costas y fronteras, aduanas, control de entrada y salida del territorio 

nacional, de españoles y extranjeros, régimen general de extranjería, extradición, e emigración e 

inmigración, pasaportes y documento nacional de identidad, resguardo fiscal del Estado, 

contrabando, fraude fiscal al Estado y colaboración y auxilio a policías extranjeras. 

Por lo que se refiere a las funciones propias de información y de Policía Judicial, la atribución es 

objeto de la adecuada matización. Porque la formulación del artículo 126 de la Constitución 

concibe la Policía Judicial estrechamente conectada con el Poder Judicial, que es único en toda 

España –y la Constitución insiste en ello, poniendo de relieve la idea de unidad jurisdiccional (artículo 

117.5)– disponiendo su Gobierno por un órgano único, el Consejo General del Poder Judicial (artículo 

122.2), estableciendo que los Jueces y Magistrados se integren en un cuerpo único (artículo 122.1) y 

atribuyendo al Estado competencias plenas en materia de administración de justicia (artículo 

149.1.5.ª). Pero no se pueden desconocer las exigencias de la realidad y los precedentes legislativos, 

constituidos, sobre todo, por la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que obligan a admitir la colaboración 

de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, en el 

ejercicio de la indicada función de Policía Judicial. 

En otro aspecto, en cuanto a la distribución de las funciones atribuidas a la Administración del 

Estado, la Ley sigue los precedentes existentes, que deslindaban expresamente las correspondientes 

a los diversos Cuerpos de Seguridad del Estado, si bien, en casos excepcionales, al objeto de 

conseguir la óptima utilización de los medios disponibles y la racional distribución de efectivos, se 

adoptan las previsiones necesarias para que cualquiera de dichos cuerpos pueda asumir en zonas 

o núcleos determinados todas o algunas de las funciones asignadas al otro Cuerpo. 

b) De la necesidad de dar cumplimiento al artículo 104.2 de la Constitución, se deduce que el 

régimen estatutario de la Guardia Civil debe ser regulado en la Ley Orgánica de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad. 

Ello significa que la Guardia Civil, como Cuerpo de Seguridad, sin perjuicio de realizar en 

determinadas circunstancias misiones de carácter militar, centra su actuación en el ejercicio de 

funciones propiamente policiales, ya sea en el ámbito judicial o en el administrativo. 

En consecuencia, sin perjuicio del estatuto personal atribuible a los miembros del Cuerpo de la 

Guardia Civil –por razones de fuero, disciplina, formación y mando–, debe considerarse normal su 

actuación en el mantenimiento del orden y la seguridad pública, función en la que deben 

concentrarse, en su mayor parte, las misiones y servicios asumibles por la Guardia Civil. 

Con todo ello, se pretende centrar a la Guardia Civil en la que es su auténtica misión en la 

sociedad actual: garantía del libre ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la 

Constitución y la protección de la seguridad ciudadana, dentro del colectivo de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad. 

c) Por lo que se refiere a la Policía, la Ley persigue dotar a la institución policial de una 

organización racional y coherente; a cuyo efecto, la medida más importante que se adopta es la 

integración de los Cuerpos Superior de Policía y Policía Nacional en un solo colectivo, denominado 
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Cuerpo Nacional de Policía. De este modo, además de solucionar posibles problemas de 

coordinación y mando, se homogeneizan, en un solo colectivo, Cuerpos que realizan funciones 

similares o complementarias, con lo que se puede lograr un incremento en la efectividad del servicio. 

En el aspecto estatutario, se consagra la naturaleza civil del nuevo Cuerpo, si bien, dadas las 

especiales características que inciden en la función policial y la repercusión que sobre los derechos 

y libertades tienen sus actuaciones, se establecen determinadas peculiaridades, en materia de 

régimen de asociación sindical y en cuanto al régimen disciplinario. 

El nuevo Cuerpo se estructura en cuatro Escalas –Superior, Ejecutiva, de Subinspección y Básica–

, algunas de las cuales se subdividen en categorías, para posibilitar la mejor prestación de los 

servicios de un colectivo jerarquizado e incentivar a los funcionarios mediante la promoción interna, 

y en ellas se irán integrando, en un proceso gradual pero ininterrumpido, los actuales miembros de 

los dos Cuerpos que se extinguen, siguiendo estrictos criterios de superior categoría o empleo, 

antigüedad y orden escalafonal. 

Se fija la edad de jubilación forzosa del nuevo Cuerpo en sesenta y cinco años, unificando así la 

edad de jubilación de la Policía con el resto de los funcionarios públicos; complementariamente, se 

adopta la previsión de desarrollar por Ley el pase a la segunda actividad, a las edades que exijan 

las funciones a desarrollar, teniendo en cuenta que las condiciones físicas son especialmente 

determinantes de la eficacia en el ejercicio de la profesión policial. 

Por lo que respecta al régimen disciplinario, sin perjuicio de respetar las garantías procedimentales 

exigidas por la Constitución, se configura una regulación específica, rápida y eficaz, inspirada en 

municipios acordes con la estructura y organización jerarquizada del Cuerpo, con el propósito de 

conseguir la ejemplaridad, a través de la inmediación de las sanciones. 

En cuanto al derecho de sindicación, se reconoce plenamente su ejercicio, si bien se introducen 

determinadas limitaciones –amparadas en el artículo 28.1 de la Constitución, y en correspondencia 

con el tratamiento de la materia, efectuado por el artículo 1.º, 5, de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 

de agosto, de Libertad Sindical–, que se justifican en el carácter de Instituto armado que la Ley 

atribuye al Cuerpo. 

d) Con antecedente básico en el artículo 126 de la Constitución, en la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en el Estatuto del Ministerio Fiscal, la Ley de Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad completa el régimen regulador de la Policía Judicial, sentando las bases para 

la organización de unidades de Policía, encargadas del ejercicio de dicha función. 

La organización se llevará a cabo con miembros de los dos Cuerpos de Seguridad del Estado, 

que habrán de recibir una formación especializada, configurándose la Policía Judicial, en el terreno 

doctrinal y docente, como una especialidad policial, y, considerándose el Diploma correspondiente 

como requisito necesario para desempeñar puestos en las unidades que se constituyan. 

Los avances de la criminalidad moderna exigen que deba lucharse contra la misma con grandes 

medios y efectivos, utilizando las técnicas de la policía científica y contando con la colaboración 

de las Policías de otros Estados, por la facilidad con que los delincuentes traspasan las fronteras. Sólo 

desde la perspectiva del Estado puede hacerse frente con éxito al reto de dicha criminalidad, 

disponiendo del concurso de unidades de contrastada experiencia y alto índice de eficacia. 

Como las Unidades de Policía Judicial son el puente de unión entre las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad y el Poder Judicial, es punto central de regulación de aquéllas, el tratamiento de las 

correspondientes relaciones de dependencia, respecto a Jueces v Fiscales, así como el 

procedimiento de adscripción de funcionarios o equipo de Policía de dichas Unidades. 
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La Ley concreta el contenido de esta relación de dependencia singular, especificando las 

facultades que comporta para los Jueces y Tribunales, y saca la consecuencia de la formación 

especializada de los funcionarios de las Unidades de Policía Judicial en cuanto a su actuación, 

estrechamente controlada por aquéllos. 

En definitiva, siguiendo el mandato constitucional, se ha procedido a regular la adscripción 

funcional, como la califica la Constitución, respecto a Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal, con la 

seguridad de que se cubrirán mejor las necesidades en la medida en que la Policía mantenga su 

estructura unitaria y su organización vinculadas a mandos únicos. Por ello, y salvo las especialidades 

concretadas en el capítulo correspondiente de la Ley, será aplicable al personal de las Unidades de 

Policía Judicial el régimen general de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado. 

IV 

El título III, con rúbrica «De las Comunidades Autónomas», pretende desarrollar la previsión contenida 

en el artículo 148.1.22.ª de la Constitución. 

a) Siguiendo a la Constitución, se distingue entre Comunidades Autónomas con Cuerpos de 

Policía propios, ya creados, Comunidades cuyos Estatutos prevén la posibilidad de creación de 

Policías y Comunidades cuyos Estatutos no contienen tal previsión; ofreciéndose a las segundas la 

posibilidad de ejercer sus competencias policiales, acudiendo a la adscripción de Unidades del 

Cuerpo Nacional de Policía. 

Para comprender el reparto de competencias, entre el Estado y las Comunidades Autónomas, 

en materia de seguridad, es preciso señalar que tal delimitación tiene dos soportes fundamentales: 

la presente Ley Orgánica y los Estatutos. En el esquema de ordenación normativa que la Constitución 

estableció, se encomienda a una Ley Orgánica del Estado la fijación del marco de regulación de 

las Policías Autónomas, mientras que a los Estatutos les corresponde determinar la forma de creación 

de las mismas. 

El Tribunal Constitucional ha usado ya, en diversas ocasiones, la noción de «bloque de 

constitucionalidad», para referirse a los instrumentos normativos que, junto con la Constitución misma 

y como complemento de ella, es preciso tener en cuenta para fijar con exactitud el régimen de una 

determinada competencia (Sentencias de 23 de marzo y 24 de mayo de 1981). 

La pieza normativa en la que se relacionan de modo principal las competencias autonómicas es, 

sin duda, el Estatuto. Pero no es la única, ni es tampoco la norma de aplicación exclusiva para 

resolver los problemas interpretativos que pueden suscitarse. Son, por el contrario, los preceptos de 

la Constitución el marco de referencia más general y permanente; «no agotando su virtualidad en 

el momento de la aprobación del Estatuto de Autonomía, sino que continuarán siendo preceptos 

operativos en el momento de realizar la interpretación de los preceptos de éste, a través de los 

cuales se realiza la asunción de competencias por la Comunidad Autónoma» (Sentencia del Tribunal 

Constitucional de 4 de mayo de 1982). 

b) Una vez sentadas las precedentes consideraciones y como complemento de las, efectuadas 

al abordar la competencia del Estado, conviene poner de manifiesto que, en la asignación de 

funciones generales a las Comunidades Autónomas, se distingue entre aquellas competencias 

necesarias, que ineludiblemente deben respetarse –vigilancia y protección de sus edificios e 

instalaciones y coordinación de las Policías Locales– y las de libre disposición del legislador estatal. 

Por conexión con las primeras, se ha estimado procedente extenderlas a la protección de las 

personalidades autonómicas y a la vigilancia y protección de los demás bienes de la Comunidad. 

Y, de la atribución específica de otras competencias, surge también la relativa al uso de la coacción 
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administrativa, para obtener la objetividad de los actos o decisiones de las Comunidades 

Autónomas. 

Entre las funciones, calificadas de concurrentes o de colaboración, deben mencionarse 

especialmente las relativas a la vigilancia de espacios públicos, protección de manifestaciones y 

mantenimiento del orden en grandes concentraciones humanas, si bien permitiendo la intervención 

de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, a requerimiento de las autoridades de la 

Comunidad o cuando lo estimen necesario las autoridades estatales competentes. 

Este sistema de competencias tiene una única excepción en el caso de aquellas Comunidades 

Autónomas que dispongan de Cuerpos de Policía propios, a la entrada en vigor de la presente Ley, 

a las cuales, por razones de respeto a las situaciones creadas, así como de funcionalidad y eficacia, 

se les permite mantener su actual régimen de competencias, sin perjuicio de la aplicación directa 

de las normas estatutarias y orgánicas comunes previstas en la presente Ley. 

Por último, en materia de competencias autonómicas, tiene entidad propia la coordinación de 

las Policías Locales. Según la Sentencia del Tribunal Constitucional de 28 de abril de 1983, la 

coordinación es un concepto que usa la Constitución como instrumento para la fijación de medios 

y sistemas de relación, con objeto de lograr una cierta homogeneidad y hacer posibles, en su caso, 

actuaciones conjuntas y la colaboración mutua. Atendiendo a esta consideración general y a los 

preceptos normativos de las Comunidades, el desarrollo del artículo 148.1.22.ª, en cuanto a la 

coordinación y demás facultades en relación con las Policías Locales, se desarrolla ampliamente, 

con gran riqueza de posibilidades de coordinación y con carácter común respecto a todas las 

Comunidades que hayan asumido competencias sobre la materia, ya que estas facultades se han 

de ejecutar por los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas y no por las Policías de 

éstas, lo que hace indiferente, a este respecto, el hecho de que las hayan creado o no. 

c) El régimen estatutario será el que determine la comunidad respectiva, con sujeción a las bases 

que en la Ley se establecen, como principios mínimos que persiguen una cierta armonización entre 

todos los colectivos que se ocupan de la seguridad. Tales principios mínimos son los establecidos en 

los capítulos I y III del título I de la propia Ley, y por ello, únicamente debe resaltarse: el 

reconocimiento de la potestad reglamentaria de las Comunidades Autónomas; la intervención, en 

el proceso de creación de los cuerpos, del Consejo de Política de Seguridad, obedeciendo a 

consideraciones de planificación, de coordinación y de interés general, y la atribución, también de 

carácter general, con numerosos precedentes históricos y estatutarios, a los jefes y oficiales de las 

Fuerzas Armadas y mandos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de la aptitud para su 

designación como mandos de los Cuerpos de las Policías Autónomas, previa realización de un curso 

de especialización para tal misión en la Escuela General de Policía. 

d) El artículo 25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, 

reconoce competencias a los municipios en materias de seguridad en lugares públicos y de 

ordenación del tráfico de personas y vehículos en las vías urbanas. 

A partir del reconocimiento de dichas competencias, la Ley de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

admite distintas modalidades de ejecución de las mismas, desde la creación de Cuerpos de Policía 

propios, por parte de las Corporaciones Locales, hasta la utilización de personal auxiliar de custodia 

y vigilancia. 

Por lo que respecta a las funciones, dado que no existe ningún condicionamiento constitucional, se 

ha procurado dar a las Corporaciones Locales una participación en el mantenimiento de la 

seguridad ciudadana, coherente con el modelo diseñado, presidido por la evitación de 

duplicidades y concurrencias innecesarias y en función de las características propias de los Cuerpos 

de Policía Local y de la actividad que tradicionalmente vienen realizando. 
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Sin la distinción formal, que aquí no tiene sentido, entre competencias exclusivas y concurrentes, se 

atribuyen a las Policías Locales las funciones naturales y constitutivas de toda policía; recogiéndose 

como específica la ya citada ordenación, señalización y dirección del tráfico urbano; añadiendo la 

de vigilancia y protección de personalidades y bienes de carácter local, en concordancia con los 

cometidos similares de los demás cuerpos policiales, y atribuyéndoles también las funciones de 

colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en materia de policía judicial y de seguridad 

ciudadana. 

Y como, obviamente, se reconoce la potestad normativa de las Comunidades Autónomas en la 

materia y se parte de la autonomía municipal para la ordenación complementaria de este tipo de 

policía, la Ley Orgánica, en cuanto a régimen estatutario, se limita a reiterar la aplicación a las 

policías locales de los criterios generales establecidos en los capítulos II y III del título I. 

V 

Sobre la base de la práctica indivisibilidad de la seguridad pública y del consiguiente carácter 

concurrente del ejercicio de la competencia sobre la misma, dentro del respeto a la autonomía de 

las distintas esferas de la Administración Pública, la Ley ha querido resaltar la necesidad de 

intercomunicación entre los cuerpos de seguridad de dichas esferas administrativas y, por ello, 

inmediatamente después de enumerar en el artículo 2.º cuales son esos cuerpos, proclama en su 

artículo 3.º, como un elemento constitutivo de todos ellos, el principio de cooperación recíproca y 

de coordinación orgánica. 

El principio de cooperación recíproca reaparece en el artículo 12 para cualificar las relaciones entre 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; se vuelve a reflejar al efectuar la clasificación de las 

funciones de las policías autónomas, en el artículo 38, uno de cuyos grupos es el de las funciones de 

colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y se pone de relieve también en el 

artículo 53, respecto a las funciones de los Cuerpos de Policía Local. 

Pero, precisamente como garantía de eficacia de la colaboración entre los miembros de los cuerpos 

de policía de las distintas esferas administrativas territoriales, la Ley ha considerado necesario 

establecer también unos cauces institucionalizados de auxilio y cooperación y unos mecanismos 

orgánicos de coordinación. 

Los cauces de auxilio y cooperación responden a los supuestos de insuficiencia de medios, que 

pueden concurrir en algunas Comunidades Autónomas, en cuyos casos, las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado coadyuvarán a la realización de sus funciones policiales, o se llevará a cabo la 

adscripción funcional de unidades del Cuerpo Nacional de Policía a las Comunidades Autónomas 

que no dispongan de policía propia, y sí de la posibilidad de crearla, recogida en sus estatutos. 

En cuanto a los mecanismos orgánicos de coordinación, el derecho comparado ofrece modelos 

acabados de articulación de las diferentes piezas orgánicas en materia de seguridad, con base en 

los cuales se ha optado por la creación de un órgano político –el Consejo de Política de Seguridad–

, de composición paritaria, presidido por el Ministro del Interior e integrado por los Consejeros de 

Interior o Gobernación de las Comunidades Autónomas, asistido por un órgano de carácter técnico, 

denominado Comité de Expertos. 

Dichos órganos elaborarán fórmulas de coordinación, acuerdos, programas de formación, de 

información y de actuaciones conjuntas; correspondiéndoles también la elaboración de directrices 

generales y el dictamen de las disposiciones legales que afecten a los cuerpos de policía. 

En cualquier caso, más que de coordinación coercitiva o jerárquica, se trata de una coordinación 

de carácter informativo, teniendo en cuenta el carácter paritario de los órganos previstos, de 
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acuerdo con el precedente establecido en el artículo 4.º de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, 

reguladora del proceso autonómico, con apoyo en los pronunciamientos del Tribunal Constitucional. 

En los niveles autonómico y local se recoge la posibilidad de constituir juntas de seguridad en las 

Comunidades Autónomas y en los municipios que dispongan de cuerpos de policía propios, para 

armonizar su actuación y la de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, como mecanismo 

complementario de coordinación operativa, puesto que la coordinación general se atribuye a los 

órganos antes citados. 

TÍTULO I 

De los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo primero 

1. La Seguridad Pública es competencia exclusiva del Estado. Su mantenimiento corresponde al 

Gobierno de la Nación. 

2. Las Comunidades Autónomas participarán en el mantenimiento de la Seguridad Pública en los 

términos que establezcan los respectivos Estatutos y en el marco de esta Ley. 

3. Las Corporaciones Locales participarán en el mantenimiento de la seguridad pública en los 

términos establecidos en la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local y en el marco de esta 

Ley. 

4. El mantenimiento de la Seguridad Pública se ejercerá por las distintas Administraciones Públicas a 

través de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Artículo segundo 

Son Fuerzas y Cuerpos de Seguridad: 

a) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado dependientes del Gobierno de la Nación. 

b) Los Cuerpos de Policía dependientes de las Comunidades Autónomas. 

c) Los Cuerpos de Policía dependientes de las Corporaciones Locales. 

Artículo tercero 

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad ajustarán su actuación al principio de 

cooperación recíproca y su coordinación se efectuará a través de los órganos que a tal efecto 

establece esta Ley. 
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Artículo cuarto 

1. Todos tienen el deber de prestar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad el auxilio necesario en la 

investigación y persecución de los delitos en los términos previstos legalmente. 

2. Las personas y entidades que ejerzan funciones de vigilancia, seguridad o custodia referidas a 

personal y bienes o servicios de titularidad pública o privada tienen especial obligación de auxiliar o 

colaborar en todo momento con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

CAPÍTULO II 

Principios básicos de actuación 

Artículo quinto 

Son principios básicos de actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad los 

siguientes: 

1. Adecuación al ordenamiento jurídico, especialmente: 

a) Ejercer su función con absoluto respeto a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. 

b) Actuar, en el cumplimiento de sus funciones, con absoluta neutralidad política e imparcialidad 

y, en consecuencia, sin discriminación alguna por razón de raza, religión u opinión. 

c) Actuar con integridad y dignidad. En particular, deberán abstenerse de todo acto de 

corrupción y oponerse a él resueltamente. 

d) Sujetarse en su actuación profesional, a los principios de jerarquía y subordinación. En ningún 

caso, la obediencia debida podrá amparar órdenes que entrañen la ejecución de actos que 

manifiestamente constituyan delito o sean contrarios a la Constitución o a las Leyes. 

e) Colaborar con la Administración de Justicia y auxiliarla en los términos establecidos en la Ley. 

2. Relaciones con la comunidad. Singularmente: 

a) Impedir, en el ejercicio de su actuación profesional, cualquier práctica abusiva, arbitraria o 

discriminatoria que entrañe violencia física o moral. 

b) Observar en todo momento un trato correcto y esmerado en sus relaciones con los 

ciudadanos, a quienes procurarán auxiliar y proteger, siempre que las circunstancias lo aconsejen o 

fueren requeridos para ello. En todas sus intervenciones, proporcionarán información cumplida, y tan 

amplia como sea posible, sobre las causas y finalidad de las mismas. 

c) En el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria, y sin demora cuando 

de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e irreparable; rigiéndose al hacerlo por los 

principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su 

alcance. 

d) Solamente deberán utilizar las armas en las situaciones en que exista un riesgo racionalmente 

grave para su vida, su integridad física o las de terceras personas, o en aquellas circunstancias que 

puedan suponer un grave riesgo para la seguridad ciudadana y de conformidad con los principios 

a que se refiere el apartado anterior. 
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3. Tratamiento de detenidos, especialmente: 

a) Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán identificarse debidamente como 

tales en el momento de efectuar una detención. 

b) Velarán por la vida e integridad física de las personas a quienes detuvieren o que se 

encuentren bajo su custodia y respetarán el honor y la dignidad de las personas. 

c) Darán cumplimiento y observarán con la debida diligencia los trámites, plazos y requisitos 

exigidos por el ordenamiento jurídico, cuando se proceda a la detención de una persona. 

4. Dedicación profesional. 

Deberán llevar a cabo sus funciones con total dedicación, debiendo intervenir siempre, en cualquier 

tiempo y lugar, se hallaren o no de servicio, en defensa de la Ley y de la seguridad ciudadana. 

5. Secreto profesional. 

Deberán guardar riguroso secreto respecto a todas las informaciones que conozcan por razón o con 

ocasión del desempeño de sus funciones. No estarán obligados a revelar las fuentes de información 

salvo que el ejercicio de sus funciones o las disposiciones de la Ley les impongan actuar de otra 

manera. 

6. Responsabilidad. 

Son responsables personal y directamente por los actos que en su actuación profesional llevaren a 

cabo, infringiendo o vulnerando las normas legales, así como las reglamentarias que rijan su profesión 

y los principios enunciados anteriormente, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial que pueda 

corresponder a las Administraciones Públicas por las mismas. 

CAPÍTULO III 

Disposiciones estatutarias comunes 

Artículo sexto 

1. Los Poderes Públicos promoverán las condiciones más favorables para una adecuada promoción 

profesional, social y humana de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de acuerdo 

con los principios de objetividad, igualdad de oportunidades, mérito y capacidad. 

2. La formación y perfeccionamiento de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se 

adecuará a los principios señalados en el artículo 5.º y se ajustarán a los siguientes criterios: 

a) Tendrá carácter profesional y permanente. 

b) Los estudios que se cursen en los centros de enseñanza dependientes de las diferentes 

Administraciones públicas podrán ser objeto de convalidación por el Ministerio de Educación y 

Ciencia, que a tal fin tendrá en cuenta las titulaciones exigidas para el acceso a cada uno de ellos 

y la naturaleza y duración de dichos estudios. 

c) Para impartir las enseñanzas y cursos referidos se promoverá la colaboración institucional de la 

Universidad, el Poder Judicial, el Ministerio Fiscal, las Fuerzas Armadas y de otras Instituciones, Centros 

o establecimientos que específicamente interesen a los referidos fines docentes. 
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3. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán jurar o prometer acatamiento a la 

Constitución como norma fundamental del Estado. 

4. Tendrán derecho a una remuneración justa que contemple su nivel de formación, régimen de 

incompatibilidades, movilidad por razones de servicio, dedicación y el riesgo que comporta su misión, 

así como la especificidad de los horarios de trabajo y su peculiar estructura. 

5. Reglamentariamente se determinará su régimen de horario de servicio que se adaptará a las 

peculiares características de la función policial. 

6. Los puestos de servicio en las respectivas categorías se proveerán conforme a los principios de 

mérito, capacidad y antigüedad, a tenor de lo dispuesto en la correspondiente reglamentación. 

7. La pertenencia a las fuerzas y Cuerpos de Seguridad es causa de incompatibilidad para el 

desempeño de cualquier otra actividad pública o privada, salvo aquellas actividades exceptuadas 

de la legislación sobre incompatibilidades. 

8. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad no podrán ejercer en ningún caso el derecho 

de huelga, ni acciones sustitutivas del mismo o concertadas con el fin de alterar el normal 

funcionamiento de los servicios. 

9. El régimen disciplinario, sin perjuicio de la observancia de las debidas garantías, estará inspirado 

en unos principios acordes con la misión fundamental que la Constitución les atribuye y con la 

estructura y organización jerarquizada y disciplinada propias de los mismos. 

Artículo séptimo 

1. En el ejercicio de sus funciones, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad tendrán a 

todos los efectos legales el carácter de agentes de la autoridad. 

2. Cuando se cometa delito de atentado, empleando en su ejecución armas de fuego, explosivos u 

otros medios de agresión de análoga peligrosidad, que puedan poner en peligro grave la integridad 

física de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, tendrán al efecto de su protección 

penal la consideración de autoridad. 

3. La Guardia Civil sólo tendrá consideración de fuerza armada en el cumplimiento de las misiones 

de carácter militar que se le encomienden, de acuerdo con el ordenamiento jurídico. 

Artículo octavo 

1. La jurisdicción ordinaria será la competente para conocer de los delitos que se cometan contra 

miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, así como de los cometidos por éstos en el ejercicio 

de sus funciones. 

Iniciadas unas actuaciones por los Jueces de Instrucción, cuando éstos entiendan que existen 

indicios racionales de criminalidad por la conducta de miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, suspenderán sus actuaciones y las remitirán a la Audiencia Provincial correspondiente, 

que será la competente para seguir la instrucción, ordenar, en su caso, el procesamiento y dictar el 

fallo que corresponda. 

Cuando el hecho fuese constitutivo de falta, los jueces de instrucción serán competentes para la 

instrucción y el fallo, de conformidad con las normas de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
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Se exceptúa de lo dispuesto en los párrafos anteriores los supuestos en que sea competente la 

jurisdicción militar. 

2. El cumplimiento de la prisión preventiva y de las penas privativas de libertad por los miembros de 

las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, se realizarán en establecimientos penitenciarios ordinarios, con 

separación del resto de detenidos o presos. 

3. La iniciación de procedimiento penal contra miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, no 

impedirá la incoación y tramitación de expedientes gubernativos o disciplinarios por los mismos 

hechos. No obstante, la resolución definitiva del expediente sólo podrá producirse cuando la 

sentencia recaída en el ámbito penal sea firme, y la declaración de hechos probados vinculará a la 

administración. Las medidas cautelares que puedan adoptarse en estos supuestos podrán 

prolongarse hasta que recaiga resolución definitiva en el procedimiento judicial, salvo en cuanto a 

la suspensión de sueldo en que se estará a lo dispuesto en la legislación general de funcionarios. 

TÍTULO II 

De las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo noveno 

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado ejercen sus funciones en todo el territorio nacional y 

están integradas por: 

a) El Cuerpo Nacional de Policía, que es un Instituto Armado de naturaleza civil, dependiente del 

Ministro del Interior. 

b) La Guardia Civil, que es un Instituto Armado de naturaleza militar, dependiente del Ministro del 

Interior, en el desempeño de las funciones que esta Ley le atribuye, y del Ministro de Defensa en el 

cumplimiento de las misiones de carácter militar que éste o el Gobierno le encomienden. En tiempo 

de guerra y durante el estado de sitio, dependerá exclusivamente del Ministro de Defensa. 

Artículo diez 

1. Corresponde al Ministro del Interior la administración general de la seguridad ciudadana y el 

mando superior de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, así como la responsabilidad de 

las relaciones de colaboración y auxilio con las Autoridades policiales de otros países, conforme a lo 

establecido en Tratados y Acuerdos Internacionales. 

2. Bajo la inmediata autoridad del Ministro del Interior, dicho mando será ejercido en los términos 

establecidos en esta Ley por el Director de la Seguridad del Estado, del que dependen directamente 

las Direcciones Generales de la Guardia Civil y de la Policía, a través de las cuales coordinará la 

actuación de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado. 

3. En cada provincia, el Gobernador Civil ejercerá el mando directo de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado, con sujeción a las directrices de los órganos mencionados en los apartados 

anteriores, sin perjuicio de la dependencia funcional de las unidades de Policía Judicial, respecto de 
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los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal, en sus funciones de averiguación del delito y 

descubrimiento y aseguramiento del delincuente. 

CAPÍTULO II 

De las funciones 

Artículo once 

1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado tienen como misión proteger el libre ejercicio de los 

derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana mediante el desempeño de las siguientes 

funciones: 

a) Velar por el cumplimiento de las Leyes y disposiciones generales, ejecutando las órdenes que 

reciban de las Autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

b) Auxiliar y proteger a las personas y asegurar la conservación y custodia de los bienes que se 

encuentren en situación de peligro por cualquier causa. 

c) Vigilar y proteger los edificios e instalaciones públicos que lo requieran. 

d) Velar por la protección y seguridad de altas personalidades. 

e) Mantener y restablecer, en su caso, el orden y la seguridad ciudadana. 

f) Prevenir la comisión de actos delictivos. 

g) Investigar los delitos para descubrir y detener a los presuntos culpables, asegurar los 

instrumentos, efectos y pruebas del delito, poniéndolos a disposición del Juez o Tribunal competente 

y elaborar los informes técnicos y periciales procedentes. 

h) Captar, recibir y analizar cuantos datos tengan interés para el orden y la seguridad pública, y 

estudiar, planificar y ejecutar los métodos y técnicas de prevención de la delincuencia. 

i) Colaborar con los servicios de protección civil en los casos de grave riesgo, catástrofe, o 

calamidad pública, en los términos que se establezcan en la legislación de protección civil. 

2. Las funciones señaladas en el párrafo anterior serán ejercidas con arreglo a la siguiente distribución 

territorial de competencias: 

a) Corresponde al Cuerpo Nacional de Policía ejercitar dichas funciones en las capitales de 

provincia y en los términos municipales y núcleos urbanos que el Gobierno determine. 

b) La Guardia Civil las ejercerá en el resto del territorio nacional y su mar territorial. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los miembros del Cuerpo Nacional de Policía 

podrán ejercer las funciones de investigación y las de coordinación de los datos a que se refieren los 

apartados g) y h) del número 1 de este artículo, en todo el territorio nacional. 

La Guardia Civil, para el desempeño de sus competencias propias, podrá asimismo realizar las 

investigaciones procedentes en todo el territorio nacional, cuando ello fuere preciso. 
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En todo caso de actuación fuera de su ámbito territorial, los miembros de cada Cuerpo deberán dar 

cuenta al otro de las mismas. 

4. Sin perjuicio de la distribución de competencias del apartado 2 de este artículo, ambos Cuerpos 

deberán actuar fuera de su ámbito competencial por mandato judicial o del Ministerio Fiscal o, en 

casos excepcionales, cuando lo requiera la debida eficacia en su actuación; en ambos supuestos 

deberán comunicarlo de inmediato al Gobernador civil y a los mandos con competencia territorial 

o material; el Gobernador civil podrá ordenar la continuación de las actuaciones o, por el contrario, 

el pase de las mismas al Cuerpo competente, salvo cuando estuvieren actuando por mandato 

judicial o del Ministerio Fiscal. 

5. En caso de conflicto de competencias, ya sea positivo o negativo, se hará cargo del servicio el 

Cuerpo que haya realizado las primeras actuaciones, hasta que se resuelva lo procedente por el 

Gobernador civil o las instancias superiores del Ministerio del Interior, sin perjuicio de lo dispuesto para 

la Policía Judicial. 

6. Al objeto de conseguir la óptima utilización de los medios disponibles y la racional distribución de 

efectivos, el Ministerio del Interior podrá ordenar que cualesquiera de los Cuerpos asuma, en zonas o 

núcleos determinados, todas o algunas de las funciones exclusivas asignadas al otro Cuerpo. 

Artículo doce 

1. Además de las funciones comunes establecidas en el artículo anterior, se establece la siguiente 

distribución material de competencias: 

A) Serán ejercidas por el Cuerpo Nacional de Policía: 

a) La expedición del documento nacional de identidad y de los pasaportes. 

b) El control de entrada y salida del territorio nacional de españoles y extranjeros. 

c) Las previstas en la legislación sobre extranjería, refugio y asilo, extradición, expulsión, 

emigración e inmigración. 

d) La vigilancia e inspección del cumplimiento de la normativa en materia de juego. 

e) La investigación y persecución de los delitos relacionados con la droga. 

f) Colaborar y prestar auxilio a las policías de otros países, conforme a lo establecido en los 

Tratados o Acuerdos Internacionales sobre las Leyes, bajo la superior dirección del Ministro del 

Interior. 

g) El control de las entidades y servicios privados de seguridad, vigilancia e investigación, de su 

personal, medios y actuaciones. 

h) Aquellas otras que le atribuya la legislación vigente. 

B) Serán ejercidas por la Guardia Civil: 

a) Las derivadas de la legislación vigente sobre armas y explosivos. 

b) El resguardo fiscal del Estado y las actuaciones encaminadas a evitar y perseguir el 

contrabando. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 846 

c) La vigilancia del tráfico, tránsito y transporte en las vías públicas interurbanas. 

d) La custodia de vías de comunicación terrestre, costas, fronteras, puertos, aeropuertos y centros 

e instalaciones que por su interés lo requieran. 

e) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la naturaleza 

y medio ambiente, de los recursos hidráulicos, así como de la riqueza cinegética, piscícola, forestal 

y de cualquier otra índole relacionada con la naturaleza. 

f) La conducción interurbana de presos y detenidos. 

g) Aquellas otras que le atribuye la legislación vigente. 

2. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado están obligadas a la cooperación recíproca en el 

desempeño de sus competencias respectivas. 

3. Las dependencias del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil actuarán recíprocamente 

como oficinas para la recepción y tramitación de los documentos dirigidos a las autoridades de 

cualquiera de los dos Institutos. 

CAPÍTULO III 

De la Guardia Civil 

Artículo trece 

1. El Cuerpo de la Guardia Civil se estructura jerárquicamente según los diferentes empleos, de 

conformidad con su naturaleza militar. 

2. El régimen estatutario de la Guardia Civil será el establecido en la presente Ley, en las normas que 

la desarrollan y en el ordenamiento militar. 

Artículo catorce 

1. El Ministerio del Interior dispondrá todo lo concerniente a servicios de la Guardia Civil relacionados 

con la seguridad ciudadana y demás competencias atribuidas por esta Ley, así como a sus 

retribuciones, destinos, acuartelamientos y material. 

2. Conjuntamente, los Ministros de Defensa e Interior dispondrán todo lo referente a la selección, 

formación, perfeccionamiento, armamento y despliegue territorial, y propondrán al Gobierno el 

nombramiento del titular de la Dirección General de la Guardia Civil, así como la normativa 

reguladora del voluntariado especial para la prestación del servicio militar en la misma. 

3. El Ministro de Defensa dispondrá lo concerniente al régimen de ascensos y situaciones del personal, 

así como a las misiones de carácter militar que se encomienden a la Guardia Civil, ejerciendo, 

respecto al voluntariado especial para la prestación del servicio militar en la misma las competencias 

que normativamente le correspondan. 
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Artículo quince 

1. La Guardia Civil, por su condición de instituto armado de naturaleza militar, a efectos disciplinarios, 

se regirá por su normativa específica. Cuando la Guardia Civil actúe en el cumplimiento de misiones 

de carácter militar o cuando el personal de dicho Cuerpo se integre en unidades militares, resultará 

de aplicación el régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas. 

En todo caso, será competente para la imposición de la sanción de separación del servicio el Ministro 

de Defensa, a propuesta del de Interior. 

2. Los miembros de la Guardia Civil no podrán pertenecer a partidos políticos o sindicatos ni hacer 

peticiones colectivas: individualmente podrán ejercer el derecho de petición en los términos 

establecidos en su legislación específica. 

CAPÍTULO IV 

De la Policía 

Artículos dieciséis a veintiocho 

(Derogados). 

CAPÍTULO V 

De la organización de Unidades de Policía Judicial 

Artículo veintinueve 

1. Las funciones de Policía Judicial que se mencionan en el artículo 126 de la Constitución serán 

ejercidas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, a través de las Unidades que se regulan 

en el presente capítulo. 

2. Para el cumplimiento de dicha función tendrán carácter colaborador de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado el personal de Policía de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones 

Locales. 

Artículo treinta 

1. El Ministerio del Interior organizará con funcionarios de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado que cuenten con la adecuada formación especializada, Unidades de Policía Judicial, 

atendiendo a criterios territoriales y de especialización delictual, a las que corresponderá esta función 

con carácter permanente y especial. 

2. Las referidas Unidades orgánicas de Policía Judicial podrán adscribirse, en todo o en parte, por el 

Ministerio del Interior, oído el Consejo General del Poder Judicial, a determinados Juzgados y 

Tribunales. De igual manera podrán adscribirse al Ministerio Fiscal, oído el Fiscal General del Estado. 
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Artículo treinta y uno 

1. En el cumplimiento de sus funciones, los funcionarios adscritos a Unidades de Policía Judicial 

dependen orgánicamente del Ministerio del Interior y funcionalmente de los Jueces, Tribunales o 

Ministerio Fiscal que estén conociendo del asunto objeto de su investigación. 

2. Los Jueces o Presidentes de los respectivos órganos del orden jurisdiccional penal, así como los 

Fiscales Jefes podrán solicitar la intervención en una investigación de funcionarios o medios adscritos 

a Unidades orgánicas de Policía Judicial por conducto del Presidente del Tribunal Supremo o de los 

Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia o del Fiscal general del Estado, respectivamente. 

Artículo treinta y dos 

La Policía Judicial constituye una función cuya especialización se cursará en los Centros de 

Formación y Perfeccionamiento de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, 

con participación de miembros de la Judicatura y del Ministerio Fiscal, o, complementariamente, en 

el Centro de Estudios Judiciales. 

La posesión del diploma correspondiente será requisito necesario para ocupar puestos en las 

Unidades de Policía Judicial que se constituyan. 

Artículo treinta y tres 

Los funcionarios adscritos a las Unidades de Policía Judicial desempeñarán esa función con carácter 

exclusivo, sin perjuicio de que puedan desarrollar también las misiones de prevención de la 

delincuencia y demás que se les encomienden, cuando las circunstancias lo requieran, de entre las 

correspondientes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

Artículo treinta y cuatro 

1. Los funcionarios de las Unidades de Policía Judicial no podrán ser removidos o apartados de la 

investigación concreta que se les hubiera encomendado, hasta que finalice la misma o la fase del 

procedimiento judicial que la originara, si no es por decisión o con la autorización del Juez o Fiscal 

competente. 

2. En las diligencias o actuaciones que lleven a cabo, por encargo y bajo la supervisión de los Jueces, 

Tribunales o Fiscales competentes de lo Penal, los funcionarios integrantes de las Unidades de Policía 

Judicial tendrán el carácter de comisionados de dichos Jueces, Tribunales y Fiscales, y podrán 

requerir el auxilio necesario de las Autoridades y, en su caso, de los particulares. 

Artículo treinta y cinco 

Los Jueces y Tribunales de lo Penal y el Ministerio Fiscal tendrán, respecto los funcionarios integrantes 

de Unidades de Policía Judicial que le sean adscritas y de aquellos a que se refiere el número 2 del 

artículo 31 de esta Ley, las siguientes facultades: 

a) Les darán las órdenes e instrucciones que sean necesarias, en ejecución de lo dispuesto en las 

normas de Enjuiciamiento Criminal y Estatutos del Ministerio Fiscal. 
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b) Determinarán, en dichas órdenes o instrucciones, el contenido y circunstancias de las 

actuaciones que interesen a dichas Unidades. 

c) Controlarán la ejecución de tales actuaciones, en cuanto a la forma y los resultados. 

d) Podrán instar el ejercicio de la potestad disciplinaria, en cuyo caso emitirán los informes que 

puedan exigir la tramitación de los correspondientes expedientes, así como aquellos otros que 

considere oportunos. En estos casos recibirán los testimonios de las resoluciones recaídas. 

Artículo treinta y seis 

Salvo lo dispuesto en este capítulo, el régimen funcionarial del personal integrado en las Unidades 

Policía Judicial será el de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

TÍTULO III 

De las Policías de las Comunidades Autónomas 

CAPÍTULO I 

Principios generales 

Artículo treinta y siete 

1. Las Comunidades Autónomas en cuyos Estatutos esté previsto podrán crear Cuerpos de Policía 

para el ejercicio de las funciones de vigilancia y protección a que se refiere el artículo 148.1.22 de la 

Constitución y las demás que le atribuye la presente Ley. 

2. Las Comunidades Autónomas que no hicieran uso de la posibilidad prevista en el apartado anterior 

podrán ejercer las funciones enunciadas en el artículo 148.1.22 de la Constitución, de conformidad 

con los artículos 39 y 47 de esta Ley. 

3. Las Comunidades Autónomas cuyos estatutos no prevean la creación de Cuerpos de Policía 

también podrán ejercer las funciones de vigilancia y protección a que se refiere el artículo 148.1.22 

de la Constitución mediante la firma de acuerdos de cooperación específica con el Estado. 

CAPÍTULO II 

De las competencias de las Comunidades Autónomas 

Artículo treinta y ocho 

Las Comunidades Autónomas, a que se refiere el número 1 del artículo anterior, podrán ejercer, a 

través de sus Cuerpos de Policía, las siguientes funciones: 

1. Con carácter de propias: 

a) Velar por el cumplimiento de las disposiciones y órdenes singulares dictadas por los órganos de 

la Comunidad Autónoma. 
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b) La vigilancia y protección de personas, órganos, edificios, establecimientos y dependencias 

de la Comunidad Autónoma y de sus entes instrumentales, garantizando el normal funcionamiento 

de las instalaciones y la seguridad de los usuarios de sus servicios. 

c) La inspección de las actividades sometidas a la ordenación o disciplina de la Comunidad 

Autónoma, denunciando toda actividad ilícita. 

d) El uso de la coacción en orden a la ejecución forzosa de los actos o disposiciones de la propia 

Comunidad Autónoma. 

2. En colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado: 

a) Velar por el cumplimiento de las Leyes y demás disposiciones del Estado y garantizar el 

funcionamiento de los servicios públicos esenciales. 

b) Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en el artículo 29.2 de 

esta Ley. 

c) Vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones y mantener el orden en grandes 

concentraciones humanas. 

El ejercicio de esta función corresponderá, con carácter prioritario, a los Cuerpos de Policía de las 

Comunidades Autónomas, sin perjuicio de la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado cuando, bien a requerimiento de las Autoridades de la Comunidad Autónoma, o bien por 

decisión propia, lo estimen necesario las Autoridades estatales competentes. 

3. De prestación simultánea e indiferenciada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado: 

a) La cooperación a la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean requeridos 

para ello. 

b) La prestación de auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, 

participando en la forma prevista en las Leyes, en la ejecución de los planes de protección civil. 

c) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la naturaleza 

y medio ambiente, recursos hidráulicos, así como la riqueza cinegética, piscícola, forestal y de 

cualquier otra índole relacionada con la naturaleza. 

Artículo treinta y nueve 

Corresponde a las Comunidades Autónomas, de conformidad con la presente Ley y con la de Bases 

de Régimen Local, coordinar la actuación de las Policías Locales en el ámbito territorial de la 

Comunidad, mediante el ejercicio de las siguientes funciones: 

a) Establecimientos de las normas-marco a las que habrán de ajustarse los Reglamentos de 

Policías Locales, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y en la de Bases de Régimen 

Local. 

b) Establecer o propiciar, según los casos, la homogeneización de los distintos Cuerpos de Policías 

Locales, en materia de medios técnicos para aumentar la eficacia y colaboración de éstos, de 

uniformes y de retribuciones. 
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c) Fijar los criterios de selección, formación, promoción y movilidad de las Policías Locales, 

determinando los distintos niveles educativos exigibles para cada categoría, sin que, en ningún caso, 

el nivel pueda ser inferior a graduado escolar. 

d) Coordinar la formación profesional de las Policías Locales, mediante la creación de Escuelas 

de Formación de Mandos y de Formación Básica. 

CAPÍTULO III 

Del régimen estatutario de las Policías de las Comunidades Autónomas 

Artículo cuarenta 

El régimen estatutario de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas vendrá 

determinado, de conformidad con lo establecido en el artículo 149.1.18 de la Constitución, por los 

principios generales del título I de esta Ley, por lo establecido en este capítulo y por lo que dispongan 

al efecto los Estatutos de Autonomía y la legislación de las Comunidades Autónomas, así como por 

los Reglamentos específicos de cada Cuerpo. 

Artículo cuarenta y uno 

1. Corresponde a los órganos competentes de cada Comunidad Autónoma, previo informe del 

Consejo, a que se refiere el artículo 48 de esta Ley, la creación de sus Cuerpos de Policía, así como 

su modificación y supresión en los casos en que así se prevea en los respectivos Estatutos de 

Autonomía. 

2. Los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas son Institutos armados de naturaleza civil, 

con estructura y organización jerarquizada. 

3. En el ejercicio de sus funciones, los miembros de los citados Cuerpos deberán vestir el uniforme 

reglamentario, salvo los casos excepcionales que autoricen las Juntas de Seguridad. 

4. Los miembros de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas estarán dotados de los 

medios técnicos y operativos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, pudiendo portar 

armas de fuego. El otorgamiento de la licencia de armas competerá, en todo caso, al Gobierno de 

la Nación. 

Artículo cuarenta y dos 

Los cuerpos de policía de las comunidades autónomas sólo podrán actuar en el ámbito territorial de 

la comunidad autónoma respectiva, salvo en situaciones de emergencia, previo requerimiento de 

las autoridades estatales. 

No obstante, cuando ejerzan funciones de protección de autoridades públicas de la comunidad 

autónoma, podrán actuar fuera del ámbito territorial respectivo, previa autorización del Ministerio del 

Interior y, cuando proceda, comunicación al órgano de gobierno de la comunidad autónoma 

correspondiente, con las condiciones y requisitos que se determinen reglamentariamente. 
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Artículo cuarenta y tres 

1. Los Mandos de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas se designarán por las 

Autoridades competentes de la Comunidad Autónoma, entre Jefes, Oficiales y Mandos de las 

Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

2. Durante su permanencia en la Policía de la Comunidad Autónoma, dichos Jefes, Oficiales y 

Mandos pasarán a la situación que reglamentariamente corresponda en su Arma o Cuerpo de 

procedencia, al cual podrán reintegrarse en cualquier momento que lo soliciten. 

3. Un porcentaje de las vacantes de los citados puestos de mando podrá ser cubierto, mediante 

promoción interna, entre los miembros del propio Cuerpo de Policía de la Comunidad Autónoma, en 

el número, con las condiciones y requisitos que determinen el Consejo a que se refiere el artículo 48 

de esta Ley. 

4. Los Mandos de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas habrán de realizar, una vez 

designados y antes de su adscripción, un curso de especialización homologado por el Ministerio del 

Interior para el mando peculiar de estos Cuerpos. 

Artículo cuarenta y cuatro 

La selección, el ingreso, la promoción y formación de los miembros de los Cuerpos de Policía de las 

Comunidades Autónomas se regulará y organizará por las respectivas Comunidades Autónomas, sin 

perjuicio de lo establecido en los respectivos Estatutos. 

TÍTULO IV 

De la colaboración y coordinación entre el Estado y las Comunidades Autónomas 

CAPÍTULO I 

De la colaboración entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y los Cuerpos de policía de 

las Comunidades Autónomas 

Artículo cuarenta y cinco 

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Cuerpos de Policía de las 

Comunidades Autónomas deberán prestarse mutuo auxilio e información recíproca en el ejercicio 

de sus funciones respectivas. 

Artículo cuarenta y seis 

1. Cuando las Comunidades Autónomas que, según su Estatuto, puedan crear Cuerpos de Policía no 

dispongan de los medios suficientes para el ejercicio de las funciones previstas en el artículo 38.1 y 

2.c) de la presente Ley, podrán recabar, a través de las Autoridades del Estado el auxilio de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, correspondiendo en este caso a las Autoridades 

gubernativas estatales la determinación del modo y forma de prestar el auxilio solicitado. En caso de 

considerarse procedente su intervención, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado actuarán 

bajo el mando de sus Jefes naturales. 
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2. En el resto de los casos, cuando en la prestación de un determinado servicio o en la realización de 

una actuación concreta concurran, simultáneamente, miembros o Unidades de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado y de la Policía de la Comunidad Autónoma, serán los Mandos de 

los primeros los que asuman la dirección de la operación. 

CAPÍTULO II 

De la adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía a las Comunidades Autónomas 

Artículo cuarenta y siete 

Las Comunidades Autónomas incluidas en el apartado 2 del artículo 37 de la presente Ley, podrán 

solicitar del Gobierno de la Nación, a través del Ministerio del Interior, para el ejercicio de las funciones 

previstas en el artículo 38.1 de aquélla, la adscripción de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía. 

Las condiciones de dicha adscripción se determinarán en acuerdos administrativos de colaboración 

de carácter específico, que deberán respetar, en todo caso, los siguientes principios: 

– La adscripción deberá afectar a Unidades operativas completas y no a miembros individuales 

del citado Cuerpo. 

– Las Unidades adscritas dependerán, funcionalmente, de las Autoridades de la Comunidad 

Autónoma, y orgánicamente del Ministerio del Interior. 

– Dichas Unidades actuarán siempre bajo el mando de sus Jefes naturales. 

– En cualquier momento podrán ser reemplazadas por otras, a iniciativa de las Autoridades 

estatales, oídas las Autoridades de la Comunidad Autónoma. 

CAPÍTULO III 

De los órganos de coordinación 

Artículo cuarenta y ocho 

1. Para garantizar la coordinación entre las políticas de seguridad pública del Estado y de las 

Comunidades Autónomas se crea el Consejo de Política de Seguridad, que estará presidido por el 

Ministro del Interior e integrado por los Consejeros de Interior o Gobernación de las Comunidades 

Autónomas y por un número igual de representantes del Estado designados por el Gobierno de la 

Nación. 

2. El Consejo de Política de Seguridad ejercerá las siguientes competencias: 

– Aprobar los planes de coordinación en materia de seguridad y de infraestructura policial. 

– Informar las plantillas de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas y sus 

modificaciones. El Consejo podrá establecer el número máximo de los efectivos de las plantillas. 

– Aprobar directivas y recomendaciones de carácter general. 

– Informar las disposiciones que dicten las Comunidades Autónomas, en relación con sus propios 

Cuerpos de Policía, así como la de creación de éstos. 
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– Informar los convenios de cooperación, en materia de seguridad entre el Estado y las 

Comunidades Autónomas. 

– Las demás que le atribuya la legislación vigente. 

3. Para su adecuado funcionamiento el Consejo de Política de Seguridad elaborará un Reglamento 

de régimen interior que será aprobado por el mismo. 

Artículo cuarenta y nueve 

1. Dentro del Consejo de Política de Seguridad funcionará un Comité de Expertos integrado por ocho 

representantes, cuatro del Estado y cuatro de las Comunidades Autónomas, designados estos últimos 

anualmente por los miembros del Consejo de Política de Seguridad que representen a las 

Comunidades Autónomas. Dicho Comité tendrá la misión de asesorar técnicamente a aquél y 

preparar los asuntos que posteriormente vayan a ser debatidos en el Pleno del mismo y con carácter 

específico: 

– Elaborar y proponer fórmulas de coordinación. 

– Preparar acuerdos de cooperación. 

– Proponer programas de formación y perfeccionamiento de las Policías. 

– Elaborar planes de actuación conjunta. 

2. El Reglamento de régimen interior del Consejo de Política de Seguridad determinará las normas de 

composición y funcionamiento del Comité de Expertos. 

Artículo cincuenta 

1. En las Comunidades Autónomas que dispongan de Cuerpos de Policía propios podrá constituirse 

una Junta de Seguridad, integrada por igual número de representantes del Estado y de las 

Comunidades Autónomas, con la misión de coordinar la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado y de los Cuerpos de Policía de la Comunidad Autónoma, en los términos que 

reglamentariamente se determinen. 

2. La Junta de Seguridad será el órgano competente para resolver las incidencias que pudieran surgir 

en la colaboración entre los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los 

Cuerpos de Policía de la Comunidad Autónoma a tal efecto, las Autoridades competentes de las 

Comunidades Autónomas y los Gobernadores civiles deberán informar periódicamente a dicha 

Junta acerca de las deficiencias que se observen en la coordinación, mutuo auxilio e información 

recíproca entre aquéllos, indicando las medidas oportunas para corregir los problemas suscitados. 

TÍTULO V 

De las Policías Locales 

Artículo cincuenta y uno 

1. Los municipios podrán crear cuerpos de policía propios, de acuerdo con lo previsto en la presente 

ley, en la Ley de Bases de Régimen Local y en la legislación autonómica. 
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2. En los municipios donde no exista policía municipal, los cometidos de ésta serán ejercidos por el 

personal que desempeñe funciones de custodia y vigilancia de bienes, servicios e instalaciones, con 

la denominación de guardas, vigilantes, agentes, alguaciles o análogos. 

3. Dichos cuerpos sólo podrán actuar en el ámbito territorial del municipio respectivo, salvo en 

situaciones de emergencia y previo requerimiento de las autoridades competentes. 

No obstante, cuando ejerzan funciones de protección de autoridades de las corporaciones locales, 

podrán actuar fuera del término municipal respectivo, con autorización del Ministerio del Interior o 

de la correspondiente autoridad de la comunidad autónoma que cuente con cuerpo de policía 

autonómica, cuando desarrollen íntegramente esas actuaciones en el ámbito territorial de dicha 

comunidad autónoma. 

Artículo cincuenta y dos 

1. Los Cuerpos de Policía Local son Institutos armados, de naturaleza civil con estructura y 

organización jerarquizada, rigiéndose, en cuanto a su régimen estatutario, por los principios generales 

de los capítulos II y III del título I y por la sección cuarta del capítulo IV del título II de la presente Ley, 

con adecuación que exija la dependencia de la Administración correspondiente, las disposiciones 

dictadas al respecto por las Comunidades Autónomas y los Reglamentos específicos para cada 

cuerpo y demás normas dictadas por los correspondientes Ayuntamientos. 

2. Por lo que respecta al ejercicio de los derechos sindicales, y en atención a la especificidad de las 

funciones de dichos Cuerpos, les será de aplicación la Ley que se dicte en cumplimiento de lo 

establecido en la disposición adicional segunda, apartado 2, de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de 

agosto, de Libertad Sindical. 

3. Será también de aplicación a los miembros de dichos Cuerpos lo dispuesto, respecto a los Cuerpos 

de Policía de las Comunidades Autónomas, en el artículo 41.3 de la presente Ley; si bien la facultad 

que en el mismo se atribuye a las Juntas de Seguridad corresponderá al Gobernador Civil respectivo. 

Artículo cincuenta y tres 

1. Los Cuerpos de Policía Local deberán ejercer las siguientes funciones: 

a) Proteger a las Autoridades de las Corporaciones Locales, y vigilancia o custodia de sus edificios 

e instalaciones. 

b) Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo establecido en las 

normas de circulación. 

c) Instruir atestados por accidentes de circulación dentro del casco urbano. 

d) Policía Administrativa, en lo relativo a las Ordenanzas, Bandos y demás disposiciones 

municipales dentro del ámbito de su competencia. 

e) Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en el artículo 29.2 de 

esta Ley. 

f) La prestación de auxilio, en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, 

participando, en la forma prevista en las Leyes, en la ejecución de los planes de Protección Civil. 
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g) Efectuar diligencias de prevención y cuantas actuaciones tiendan a evitar la comisión de 

actos delictivos en el marco de colaboración establecido en las Juntas de Seguridad. 

h) Vigilar los espacios públicos y colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y 

con la Policía de las Comunidades Autónomas en la protección de las manifestaciones y el 

mantenimiento del orden en grandes concentraciones humanas, cuando sean requeridos para ello. 

i) Cooperar en la resolución de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello. 

2. Las actuaciones que practiquen los Cuerpos de Policía Local en el ejercicio de las funciones 

previstas en los apartados c) y g) precedentes deberán ser comunicadas a las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado competentes. 

3. En los municipios de gran población y en las Ciudades con Estatuto de Autonomía podrá asignarse, 

por el Pleno de la Corporación o por sus respectivas Asambleas, al ejercicio exclusivo de las funciones 

previstas en el párrafo b) del apartado 1 a parte de los funcionarios pertenecientes a las mismas, que 

tendrán la consideración de agentes de la autoridad, subordinados a los miembros de los respectivos 

Cuerpos de Policía Local, sin integrarse en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de manera que ello 

no comporte un incremento en el número de efectivos ni en los costes de personal. 

Los funcionarios integrantes de los Cuerpos referidos en el párrafo anterior se regirán por las normas 

contenidas en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, y 

las demás normas que se dicten en desarrollo y aplicación de la misma. 

Artículo cincuenta y cuatro 

1. En los municipios que tengan Cuerpo de Policía propio, podrá constituirse una Junta Local de 

Seguridad, que será el órgano competente para establecer las formas y procedimientos de 

colaboración entre los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en su ámbito territorial. 

2. La constitución de dichas Juntas y su composición se determinará reglamentariamente. La 

presidencia corresponderá al Alcalde, salvo que concurriera a sus sesiones el Gobernador civil de la 

provincia, en cuyo caso, la presidencia será compartida con éste. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera 

1. En el Cuerpo Nacional de Policía se integrarán los funcionarios de los Cuerpos Superiores de Policía 

y de Policía Nacional, que quedan extinguidos. 

La integración en las Escalas previstas en el artículo 17 de esta Ley se realizará en la forma siguiente: 

En la Escala Superior: 

Primera categoría: Comisarios Principales, Coroneles y el número de Comisarios y Tenientes 

Coroneles que reglamentariamente se determine de acuerdo con la disposición adicional tercera 

1. 

Segunda categoría: Comisarios, Tenientes Coroneles y Comandantes. 

En la Escala Ejecutiva: 
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Primera categoría: Subcomisarios, Capitanes e Inspectores de primera. 

Segunda categoría: Tenientes e Inspectores de segunda y tercera. 

En la Escala de Subinspección: 

Suboficiales. 

En la Escala Básica: 

Primera categoría: Cabos. 

Segunda categoría: Policías Nacionales. 

2. Dentro de cada Escala, la integración se hará por riguroso orden de empleo o categoría y 

antigüedad en los mismos, sobre la base de otorgar la misma puntuación al empleo de Coronel y a 

la categoría de Comisario principal; al empleo de Teniente Coronel y a la categoría de Comisario; al 

empleo de Capitán y a la categoría de Inspector de primera, y al empleo de Teniente y a la 

categoría de Inspector de segunda. 

3. Los miembros de las Fuerzas Armadas que hasta la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica 

venían prestando servicio en el Cuerpo de Policía Nacional, podrán optar, en el plazo de seis meses 

desde dicha entrada en vigor, por integrarse definitivamente en las Escalas correspondientes del 

Cuerpo Nacional de Policía, en cuyo caso pasarán a la situación militar de retirado, o por reintegrarse 

a su Arma o Cuerpo de procedencia. 

4. El personal del Cuerpo de la Policía Nacional escalafonado como especialista en la Música y 

Ayudantes Técnicos de Sanidad, se incorporará a las respectivas Escalas y categorías del nuevo 

Cuerpo Nacional de Policía, en el lugar que les pueda corresponder con arreglo a su empleo y 

antigüedad, sin perjuicio de que continúen rigiéndose, en cuanto no se oponga a lo dispuesto en 

esta Ley, y hasta tanto se desarrollen sus especiales características, por las normas que los regulan. 

5. Los miembros del extinguido Servicio de Tráfico, que figuran en escalafón aparte, se incorporarán 

al nuevo Cuerpo Nacional de Policía, en el lugar que les pueda corresponder con arreglo a su 

empleo y antigüedad. 

6. Los miembros del Cuerpo de Policía Nacional que ingresaron por convocatorias especiales para el 

Batallón de Conductores, prestarán los servicios propios de su empleo en cualquier destino que 

pudiera corresponderles. 

7. Los Subcomisarios, Capitanes e Inspectores de primera, integrados en la Escala Ejecutiva, que en 

la fecha de promulgación de esta Ley hubieren alcanzado una antigüedad en el Cuerpo o Carrera 

de procedencia, igual o superior a quince años, podrán quedar integrados en la Escala Superior, 

previa superación de las pruebas y cursos que al efecto se determinen. 

En todo caso, para concurrir a dichas pruebas, será preciso en el caso de los Oficiales procedentes 

del Ejército, llevar un mínimo de tres años con destino en la Policía Nacional en la fecha de la 

convocatoria de estas pruebas. 

8. (Derogado). 

9. A los efectos previstos en esta disposición, serán computables como de carrera militar los cuatro 

años de estudios en la Academia Militar de los Oficiales procedentes de las Fuerzas Armadas. 
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Segunda 

1. La integración a que se refiere la disposición anterior no supondrá variación económica alguna 

para los funcionarios de los Cuerpos mencionados durante el presente ejercicio, que seguirán 

percibiendo las retribuciones correspondientes a su anterior empleo o categoría, de acuerdo con la 

normativa vigente. 

2. Los Oficiales integrados en la Escala Ejecutiva, con arreglo a lo establecido en la disposición 

anterior, que hubieren alcanzado títulos del grupo A, mantendrán las retribuciones básicas 

correspondientes a dichos títulos. No obstante, todos los funcionarios integrados en la misma 

categoría percibirán idénticas remuneraciones globales, en cuanto por su pertenencia a la misma. 

Tercera 

Si, como consecuencia de la integración en el Cuerpo Nacional de Policía, de los miembros de los 

Cuerpos Superior de Policía y Policía Nacional y de la subsiguiente aprobación de las plantillas 

correspondientes, resultase una inadecuada distribución de efectivos, en las Escalas, categorías o en 

las Unidades, el personal sobrante podrá optar entre: 

a) El traslado o destino a los servicios en que haya vacantes de la Escala o categoría a que 

pertenezca, con la correspondiente compensación económica, de conformidad con lo legalmente 

establecido. 

b) La ocupación de plazas vacantes, en el destino en que se encuentre, cuyas funciones, sin ser 

exactamente las correspondientes a su Escala, sean las más afines dentro de lo posible, 

manteniendo las percepciones económicas de la Escala a que pertenezca. 

c) El pase a la situación de segunda actividad, previa concesión del Ministerio del Interior, en el 

número y condiciones que se determinen, siempre que les resten menos de quince años para 

alcanzar la edad de jubilación. 

d) El pase a la situación de excedencia forzosa, con los derechos y obligaciones previstos 

reglamentariamente. 

Cuarta 

1. (Derogado). 

2. Mientras no se lleve a cabo el desarrollo reglamentario del régimen disciplinario del Cuerpo 

Nacional de Policía, y en aquellos aspectos que no estén directamente regulados en esta Ley, se 

aplicará a los miembros de los dos colectivos que se integran en dicho Cuerpo las previsiones del 

Real Decreto 1346/1984, de 11 de julio. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Primera 

(Derogada). 
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Segunda 

(Derogada). 

Tercera 

1. El Gobierno, a propuesta del Ministerio del Interior, aprobará el Reglamento orgánico y de servicio 

del Cuerpo Nacional de Policía, así como las plantillas de las Escalas y categorías de dicho Cuerpo, 

por una sola vez. 

2. El Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministros de Defensa e Interior, aprobará el Reglamento 

orgánico y de servicio de la Guardia Civil, así como las plantillas y empleos de dicho Cuerpo, por una 

sola vez. 

3. Las plantillas orgánicas de las distintas Unidades dependientes de la Dirección de la Seguridad del 

Estado se fijarán por el Ministro del Interior. 

4. Los Ministerios de Economía y Hacienda y de Interior darán conjuntamente las instrucciones 

relativas a las misiones de resguardo fiscal, encomendadas al Cuerpo de la Guardia Civil. 

5. El Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministerios de Defensa e Interior, determinará la extensión 

del mar territorial sobre el que se ejercerán las competencias atribuidas por esta Ley al Cuerpo de la 

Guardia Civil. 

Cuarta 

Las referencias a la Policía y a los Cuerpos Superior de Policía y de Policía Nacional, contenidas en la 

legislación vigente, se considerarán hechas al Cuerpo Nacional de Policía. 

Quinta 

Colaboración para la prestación de servicios de policía local 

En los supuestos en los que dos o más municipios limítrofes, pertenecientes a una misma Comunidad 

Autónoma, no dispongan separadamente de recursos suficientes para la prestación de los servicios 

de policía local, podrán asociarse para la ejecución de las funciones asignadas a dichas policías en 

esta Ley. 

En todo caso, el acuerdo de colaboración para la prestación de servicios por los Cuerpos de Policía 

Local dependientes de los respectivos municipios respetará las condiciones que se determinen por 

el Ministerio del Interior y contará con la autorización de éste o, en su caso, de la Comunidad 

Autónoma correspondiente con arreglo a lo que disponga su respectivo Estatuto de Autonomía. 

Sexta 

(Derogada). 
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Séptima 

Representación de los funcionarios titulares de las Plazas de Facultativos y Técnicos en el Consejo 

de Policía 

(Derogada). 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera 

1. Lo dispuesto en la presente Ley no será de aplicación a la competencia que el artículo 17 del 

Estatuto de Autonomía atribuye a las instituciones del País Vasco en materia de régimen de la Policía 

Autónoma, para la protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden público dentro 

del territorio autónomo, que seguirá regulándose por dicho Estatuto en la forma en que se determina 

por el mismo. 

2. No obstante lo establecido en el número anterior, los artículos 5, 6, 7 y 8 que contienen los principios 

básicos de actuación, y las disposiciones estatutarias comunes, por su carácter general, se aplicarán 

al régimen de la policía autónoma del País Vasco. 

3. La coordinación entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía Autónoma en el 

territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco, se realizará por la Junta de Seguridad, de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 y la disposición transitoria cuarta del Estatuto de Autonomía 

del País Vasco. 

Segunda 

1. La Policía Autónoma de Cataluña se rige por su Estatuto de Autonomía y normas que lo desarrollen, 

respecto a las que la presente Ley tendrá carácter supletorio, de conformidad con el artículo 13.1 de 

aquél. 

2. No obstante lo establecido en el número anterior, por su carácter general, serán de aplicación 

directa al régimen de la Policía Autónoma de Cataluña, los artículos 5, 6, 7 y 8 de esta Ley, y, en virtud 

de lo dispuesto respectivamente en los apartados 2.c), 7 y 4, del artículo 13 del Estatuto de Cataluña, 

los artículos 38, 43 y 46 de la misma. 

3. La coordinación entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía Autónoma en el 

territorio de la Comunidad Autónoma de Cataluña, se realizará por la Junta de Seguridad, de 

acuerdo con lo dispuesto en los apartados 6 y 7 del artículo 13 del Estatuto de Autonomía de 

Cataluña. 

Tercera 

1. La Policía Foral de Navarra se regirá por la Ley Orgánica 13/1982,de 10 de agosto, de Reintegración 

y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y normas que la desarrollan, respecto de las que la 

presente Ley tendrá carácter supletorio. 

2. No obstante, lo establecido en el número anterior, por su carácter general, serán de aplicación 

directa al régimen de la Policía Foral, los artículos 5, 6, 7, 8, 43 y 46 de esta Ley, sin perjuicio de las 

competencias que corresponden a Navarra en materia de regulación del régimen de Policía, en 

virtud de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto; asimismo, y de conformidad con el artículo 51.2 
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de la citada Ley Orgánica, podrán aplicarse los artículos 38 y 39 de esta Ley si así se establece en la 

normativa propia de la Comunidad Foral de Navarra. 

3. La coordinación entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y la Policía Foral de Navarra 

se realizará por la Junta de Seguridad, de acuerdo con lo previsto por el artículo 51.2 de la Ley 

Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral. 

Cuarta 

Cuando las Comunidades Autónomas, a que hace referencia el apartado 2 del artículo 37 de esta 

Ley, ejerzan sus funciones en la forma prevista en el artículo 47, la financiación de las mismas se hará 

al 50 por 100 con cargo a los Presupuestos Generales del Estado. 

Si las referidas Comunidades Autónomas optasen por crear Cuerpos de Policía propios, conforme a 

lo dispuesto en el apartado 1 del referido artículo, no les será de aplicación lo establecido en la 

disposición transitoria primera de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de 

las Comunidades Autónomas. 

Quinta 

Régimen específico del sistema de provisión de puestos de trabajo de los catálogos de las 

unidades adscritas a la Secretaría de Estado de Seguridad 

Por razones de confidencialidad y seguridad de la información, se habilita al Gobierno para que 

regule las especificidades del sistema de provisión de puestos incluidos en los catálogos de puestos 

de trabajo de aquellas unidades que dependan de la Secretaría de Estado de Seguridad y no 

dispongan de normativa específica en los términos previstos en el artículo 4 de la Ley 7/2007, de 12 

de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. 

Dichas especificidades se referirán, en su caso, al procedimiento de valoración de los méritos en los 

concursos de provisión de los puestos y al régimen de publicidad, incluyendo las eventuales 

restricciones al mismo y las garantías de los derechos de los interesados. 

La determinación del sistema de provisión de dichos puestos como de concurso o libre designación 

se efectuará atendiendo a las razones de confidencialidad y seguridad anteriormente señaladas. 

Sexta 

Carácter de ley orgánica 

Tienen el carácter de ley orgánica los preceptos que se contienen en los títulos I, III, IV y V y en el título 

II, salvo los artículos 10, 11.2 a 6 y 12.1, la disposición adicional tercera y las disposiciones finales, 

excepto la disposición final quinta. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

A la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica, quedan derogadas, en su totalidad, las Leyes de 

15 de marzo de 1940; de 23 de noviembre de 1940; de 2 de septiembre de 1941; 24/1970, de 2 de 

diciembre, y 55/1978, de 4 de diciembre. Quedan, asimismo, derogadas cuantas disposiciones, de 

igual o inferior rango, se opongan a lo preceptuado en la presente Ley. 
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§ 59. Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía Judicial45 

«BOE» núm. 150, de 24 de junio de 1987 

El artículo 126 de la Constitución establece que la Policía Judicial depende de los Jueces, Tribunales 

y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento 

del delincuente, en los términos que la Ley establezca. Este mandato constitucional ha venido a ser 

desarrollado por la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en el título III de su libro V 

(artículos 443 a 446), y más recientemente, por la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad, que, en el capítulo V de su título II, configura las que denomina «Unidades de 

Policía Judicial». 

La necesidad de proceder al desenvolvimiento de este marco normativo para extraer todas las 

posibilidades que en el mismo subyacen, exige abordar el tratamiento de toda una gama de 

cuestiones diversas, como las relativas a organización, distribución territorial de Unidades Orgánicas 

de la Policía Judicial, régimen jurídico de las mismas y procedimientos o mecanismos de selección 

de sus componentes. Al servicio de estos fines, el presente Real Decreto se orienta preferentemente 

a delimitar las funciones de la Policía Judicial en sentido estricto, es decir, las que se refieren al 

esclarecimiento de las conductas presuntamente delictivas e identificación y aprehensión de sus 

responsables, aunque tangencialmente ha sido necesario referirse en alguna ocasión al deber 

genérico de auxilio a la Administración de Justicia. 

Cuestión inicial que ha debido abordarse en esta nueva regulación es, a no dudarlo, la propia 

delimitación y fijación del concepto de Policía Judicial que, lejos de tener un significado único o 

monovalente, se presta a interpretaciones dispares. Por ello, se ha tratado de deslindar la 

consideración funcional general que refleja el artículo 283 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de 

lo que debe ser una conceptuación moderna de la Policía Judicial como policía científica que 

requiere la aplicación de principios de unidad orgánica y, sobre todo, de especialización. 

Consecuentemente con estos criterios de unidad y especialización se ha centrado la regulación 

alrededor de lo que el artículo 30.1 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad, denomina Unidades Orgánicas de Policía Judicial, integradas bien por funcionarios 

del Cuerpo Nacional de Policía, bien por miembros de la Guardia Civil, pero, en cualquier caso, 

presididos por principios de permanencia, estabilidad, especialización y estricta sujeción o 

dependencia funcional respecto de Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal. 

Motivo de regulación, especialmente detallada en el capítulo tercero, ha sido precisamente la 

concreción y desarrollo del principio de dependencia funcional que tan claramente recoge el 

artículo 126 de la Constitución Española. Se ha tratado así de establecer una estrecha vinculación 

entre los específicos estamentos policiales que centran su actividad alrededor de la investigación 

criminal y las autoridades judiciales y fiscales, lo que se ha prendido traducir, no sólo en la sujeción 

exclusiva de aquéllos a las directrices que éstas marcan en el cumplimiento de sus misiones, sino 

también en la participación de dichas autoridades en aspectos fundamentales del régimen orgánico 

de los funcionarios policiales, tales como el ejercicio de las potestades disciplinarias o de concesión 

 

 
45 La referencia que el artículo 10 hace al artículo 445 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, debe 

entenderse hecha al artículo 549 de dicha ley orgánica. Véase igualmente el artículo 550 de la misma Ley Orgánica 6/1985, 

de 1 de julio, así como los artículos 282 a 298, y 492 a 496, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
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de recompensas, los procesos selectivos para el acceso a la especialización o, incluso, la distribución 

territorial de efectivos especialmente asignados a concretos órganos judiciales. 

A esta última materia se consagra de modo especial el capítulo cuarto del presente Real Decreto, 

que desarrolla la posibilidad contenida en el artículo 30.2 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, 

de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, fijándose así las bases generales para la asignación de dichos 

efectivos y los criterios fundamentales de actuación de los mismos, cuya específica distribución 

territorial habrá de hacerse en una fase posterior por el Ministerio del Interior, con intervención del 

Consejo General del Poder Judicial o la Fiscalía General del Estado, en su caso. Se trata, en definitiva, 

de que los órganos judiciales puedan disponer de modo inmediato del apoyo técnico imprescindible 

para las diligencias de investigación criminal en los procesos penales que ante los mismos se tramitan. 

De otra parte la existencia de diversos escalones en la estructura orgánica de la Policía Judicial que 

se proyecta, la independencia de los Jueces y Tribunales y la necesidad de hacer efectivo el principio 

de dependencia funcional son razones que demandan un sistema de coordinación y de dirección 

unitaria para aquellos casos en que la investigación criminal desborde el ámbito territorial de un solo 

órgano judicial, refiriéndose a conductas delictivas que produzcan sus efectos en diferentes 

localidades, provincias o regiones, y sean objeto de procedimientos tramitados por Juzgados 

diversos. Para tales supuestos, así como para los de puesta en marcha de campañas de lucha frente 

a la criminalidad en general, o frente a la delincuencia organizada e, incluso, para la armonización 

de directrices, la eficacia en la actuación parece requerir la adopción de criterios de unidad de 

dirección que evite la dispersión de esfuerzos y el desconcierto operativo. Se ha entendido que tales 

fines pueden obtenerse mediante la configuración a nivel provincial de órganos de coordinación en 

cuya composición habrían de figurar miembros del Poder Judicial, del Ministerio Fiscal y de la propia 

estructura policial. La conformación de estas instancias coordinadoras culmina en un órgano a nivel 

nacional cuya misión fundamental viene a ser la de fijar las grandes líneas de actuación de la Policía 

Judicial. Todo ello se regula en el capítulo quinto del presente Real Decreto. 

Finalmente, el capítulo sexto se consagra a la primordial materia de la selección, formación y 

perfeccionamiento de los miembros de las Unidades Orgánicas de Policía Judicial. Se introducen 

importantes novedades, tales como el establecimiento de cursos de especialización a realizar, con 

la necesaria distinción de diferentes niveles, tanto en los Centros docentes de las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad del Estado, como en el propio Centro de Estudios Judiciales, y con intervención de 

Jueces, Magistradas, Fiscales y miembros de otras profesiones jurídicas. Sin perjuicio del 

establecimiento de un sistema de derecho transitorio, se prevé que la posesión de la titulación 

obtenida a través de dichos cursos será requisito necesario para la obtención de destino en las 

Unidades Orgánicas de Policía Judicial. 

En su virtud, con informe del Consejo General del Poder Judicial, a propuesta de los Ministros de 

Justicia y del Interior, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 

Ministros en su reunión del día 19 de junio de 1987, 

D I S P O N G O :  

CAPÍTULO I 

De la función de policía judicial 

Art. 1.º 

Las funciones generales de policía judicial corresponden a todos los miembros de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad cualquiera que sea su naturaleza y dependencia, en la medida en que deben 
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prestar la colaboración requerida por la Autoridad Judicial o el Ministerio Fiscal en actuaciones 

encaminadas a la averiguación de delitos o descubrimiento y aseguramiento de delincuentes, con 

estricta sujeción al ámbito de sus respectivas competencias, y sin perjuicio de lo dispuesto en el 

artículo 283 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Art. 2.º 

Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en sus funciones de policía judicial, desarrollarán 

los cometidos expresados en el artículo 1.º, a requerimiento de la Autoridad Judicial, del Ministerio 

Fiscal o de sus superiores policiales o por propia iniciativa a través de estos últimos, en los términos 

previstos en los artículos siguientes. 

Art. 3.º 

Los Jueces, Tribunales y miembros del Ministerio Fiscal podrán, en defecto de Unidades de Policía 

Judicial, con carácter transitorio o en supuestos de urgencia y siempre con sujeción a su respectivo 

ámbito legal y territorial de atribuciones, encomendar a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad la práctica de concretas diligencias de investigación en los términos previstos en el artículo 

288 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Art. 4.º 

Todos los componentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cualquiera que sean su naturaleza y 

dependencia, practicarán por su propia iniciativa y según sus respectivas atribuciones, las primeras 

diligencias de prevención y aseguramiento así que tengan noticia de la perpetración del hecho 

presuntamente delictivo, y la ocupación y custodia de los objetos que provinieren del delito o 

estuvieren relacionados con su ejecución, dando cuenta de todo ello en los términos legales a la 

Autoridad Judicial o Fiscal, directamente o a través de las Unidades Orgánicas de Policía Judicial. 

Art. 5.º 

Cualquiera que sea el funcionario policial que haya iniciado la investigación, habrá de cesar en la 

misma al comparecer para hacerse cargo de ella la Autoridad Judicial o el Fiscal encargado de las 

actuaciones, directamente o a través de la correspondiente Unidad Orgánica de Policía Judicial, a 

quienes hará entrega de las diligencias practicadas y de los efectos intervenidos, así como de las 

personas cuya detención se hubiese acordado. 

CAPÍTULO II 

De las Unidades de Policía Judicial 

Art. 6.º 

La Policía Judicial, con la composición y estructuración que en esta norma se determinan, 

desarrollará, bajo la dependencia funcional directa de los Jueces y Tribunales y del Ministerio Fiscal, 

funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, con arreglo 

a lo dispuesto en la Ley. 
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Art. 7.º 

Constituyen la Policía Judicial en sentido estricto las Unidades Orgánicas previstas en el artículo 30.1 

de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad integradas por miembros del Cuerpo Nacional 

de Policía y de la Guardia Civil. 

Art. 8.º 

Dichas Unidades actuarán conforme a lo dispuesto en el artículo 5.° de la Ley de Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad y con sujeción a los principios y normas contenidos en el capítulo siguiente de este Real 

Decreto. 

Art. 9.º 

Las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial se estructurarán con arreglo a criterios de distribución 

territorial sobre una base provincial. También podrán constituirse secciones de las mismas en aquellas 

poblaciones cuyo índice de criminalidad así lo aconseje. 

Asimismo, se constituirán Unidades con ámbito de actuación que exceda el provincial, por razones 

de especialización delictual o de técnicas de investigación. 

CAPÍTULO III 

De los criterios y normas de actuación de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial 

Sección 1.ª De la dependencia funcional 

Art. 10 

En la ejecución de sus cometidos referentes a la averiguación del delito y descubrimiento y 

aseguramiento del delincuente, así como de los previstos en los apartados b) a e) del artículo 

445 (*) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial y los 

funcionarios a ellas adscritos dependen funcionalmente de los Jueces, Tribunales o miembros del 

Ministerio Fiscal que estén conociendo del asunto objeto de su investigación. 

(*) Actualmente es el art. 549 de la Ley Orgánica del Poder Judicial el que contiene las funciones que 

corresponden específicamente a las unidades de Policía Judicial. 

Art. 11 

Los funcionarios policiales comisionados por la Autoridad Judicial o Fiscal con arreglo al artículo 21 

para la práctica de alguna concreta investigación se atendrán en el desarrollo de ésta a las órdenes 

y directrices que hubieren recibido, sin que las instrucciones de carácter técnico que obtuvieren de 

sus superiores policiales inmediatos puedan contradecir las primeras. 
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Art. 12 

Los referidos funcionarios policiales informarán de la evolución de sus investigaciones y rendirán 

cumplida cuenta del resultado final de su actuación a la Autoridad Judicial o del Ministerio Fiscal que 

la hubiere ordenado, en los términos y forma que la misma haya dispuesto. 

Art. 13 

En las diligencias o actuaciones que lleven a cabo por encargo y bajo la supervisión de los Jueces, 

Tribunales o Fiscales, competentes los funcionarios integrantes de las Unidades Orgánicas de la Policía 

Judicial tendrán el carácter de comisionados de aquéllos y, en tal concepto, podrán requerir el 

auxilio necesario de las autoridades y, en su caso, de los particulares. 

Art. 14 

Las diligencias y actuaciones llevadas a cabo por las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial 

tendrán el valor reconocido en las Leyes y gozarán de la especial consideración derivada de la 

adscripción y del carácter de comisionados de Jueces, Tribunales y Fiscales. 

Art. 15 

Los funcionarios integrantes de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial deberán guardar 

rigurosa reserva sobre la evolución y resultado de las concretas investigaciones que les hubieren sido 

encomendadas, así como de todas las informaciones que, a través de ellas, obtengan. 

La infracción de dicho deber será corregida disciplinariamente, sin perjuicio de otras 

responsabilidades a que la misma pudiere dar lugar. 

La obligación de reserva no impedirá, salvo prohibición expresa del Juez o Fiscal competentes, el 

intercambio interno de información dentro de la Unidad Orgánica para la mejor coordinación y 

eficacia de los servicios. 

Art. 16 

Los funcionarios de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial no podrán ser removidos o 

apartados de la investigación concreta que se les hubiere encomendado, hasta que finalice la 

misma o la fase procesal que la originó, si no es por decisión o con la autorización del Juez o Fiscal 

competente. Cuando los funcionarios a quienes esté encomendada una concreta investigación 

hayan de cesar en su destino por causas legalmente establecidas, su cese se participará a la 

Autoridad Judicial o Fiscal para su conocimiento. 

Art. 17 

Con independencia de las facultades conferidas por la Ley de Enjuiciamiento Criminal a la Autoridad 

Judicial y al Ministerio Fiscal, el Juez o Tribunal del que dependan los funcionarios adscritos a las 

Unidades Orgánicas de la Policía Judicial, o, en su caso, el Fiscal competente, podrán instar el 

ejercicio de la potestad disciplinaria respecto de aquéllos cuando fundadamente entiendan que su 

conducta ha sido merecedora de sanción. A tal efecto podrán practicar las informaciones 

reservadas que consideren pertinentes. 
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En los casos en que los hechos objeto del expediente tengan relación directa con el desarrollo de la 

investigación, el Juez, Tribunal o Fiscal del que dependan informará con carácter preceptivo en el 

mismo y podrá emitir cualquier otro informe que considere oportuno durante su tramitación. 

Igualmente, podrá instar la concesión de recompensas cuando estime que existen méritos para ello. 

En uno y otro caso, se le remitirán puntualmente testimonios de las resoluciones recaídas. 

En todo caso, se le comunicará cualquier medida de suspensión cautelar o provisional del funcionario 

o los funcionarios policiales afectados. 

Sección 2.ª Principios que caracterizan su actuación y formas en que la misma se exterioriza 

Art. 18 

A las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial corresponderá la función de investigación criminal 

con carácter permanente y especial. A tal fin, contarán con los efectivos y medios necesarios para 

el eficaz desenvolvimiento de sus cometidos, estableciéndose, en aquellas Unidades en cuyo ámbito 

de actuación el nivel de delincuencia lo hiciere preciso, los correspondientes equipos de 

especialización delictual. 

Art. 19 

Los Jueces, Tribunales o Fiscales competentes no podrán encargar a la Unidades de la Policía Judicial 

otras funciones que las previstas en el artículo 445.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio 

de las que con carácter excepcional puedan encomendárseles con arreglo al artículo 33 de la Ley 

Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. De estas últimas, se dará cuenta a la Comisión 

Provincial Coordinación de la Policía Judicial. 

Art. 20 

Cuando los funcionarios integrantes de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial realicen 

diligencias de investigación criminal formalmente concretadas a un supuesto presuntamente 

delictivo, pero con carácter previo a la apertura de la correspondiente actuación judicial, actuarán 

bajo la dependencia del Ministerio Fiscal. A tal efecto, darán cuenta de sus investigaciones a la 

Fiscalía correspondiente que, en cualquier momento, podrá hacerse cargo de la dirección de 

aquéllas, en cuyo caso los miembros de la Policía Judicial actuarán bajo su dependencia directa y 

practicarán sin demora las diligencias que el Fiscal les encomiende para la averiguación del delito y 

el descubrimiento y aseguramiento del delincuente. 

Art. 21 

El Juez o Tribunal competente, una vez iniciado el procedimiento penal, y el Fiscal encargado de las 

actuaciones, en los casos a que ese refiere el artículo anterior, se entenderán directamente, y sin 

necesidad de acudir a instancias administrativas superiores, con el Jefe de la Unidad 

correspondiente, sea del Cuerpo Nacional de Policía o de la Guardia Civil, para encomendarle la 

práctica de cualquier investigación o la realización de otras misiones propias de la Policía Judicial. El 

responsable policial requerido habrá de disponer lo que sea preciso para el eficaz cumplimiento del 

servicio, participando a la Autoridad Judicial o Fiscal los funcionarios que habrán de llevar a efecto 

la investigación ordenada. 
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Igualmente, podrá la Autoridad Judicial o Fiscal ordenar que comparezcan ante su presencia, 

cuantas veces lo considere conveniente el o los concretos funcionarios policiales a quienes dicha 

Jefatura haya encargado la ejecución, con el fin de impartir las instrucciones que estime pertinentes, 

indicar las líneas de actuación y controlar el cumplimiento de sus cometidos o la evolución de sus 

investigaciones. 

Art. 22 

Excepcionalmente, para realizar actuaciones o pesquisas que, por su trascendencia o complejidad, 

requieran la permanente adscripción de funcionarios o de medios pertenecientes a grupos policiales 

especializados, no integrados en la correspondiente Unidad Orgánica, o cuya investigación haya de 

extenderse a varias provincias con ámbito territorial superior al de la Autoridad Judicial o Fiscal que 

ordene la investigación, el encargo habrá de cursarse por conducto del Presidente del Tribunal 

Supremo o del Fiscal General del Estado, del Presidente o Fiscal de la Audiencia Nacional o de los 

del Tribunal Superior de Justicia respectivo. 

Cuando se trate de la adscripción permanente a una concreta investigación de funcionarios 

integrados en la correspondiente Unidad Orgánica, en caso de discrepancia, resolverá el Jefe de la 

correspondiente Unidad Orgánica, previo informe de la Comisión Provincial de Coordinación de la 

Policía Judicial. 

CAPÍTULO IV 

De las Unidades de la Policía Judicial adscritas a determinados Juzgados, Tribunales o Fiscalías 

Sección 1.ª De la composición y régimen de las Unidades adscritas 

Art. 23 

El Ministerio del Interior, previo informe favorable del Consejo General del Poder Judicial o a su 

propuesta, podrá asignar con carácter permanente y estable a los Juzgados y Tribunales que por su 

ritmo de actividades lo requieran Unidades de Policía Judicial especialmente adscritas a los mismos. 

De igual manera se adscribirán a aquellas Fiscalías que se estimen precisas, oído el Fiscal General del 

Estado y atendiendo preferentemente a aquellas con respecto a las cuales exista propuesta o 

informe favorable de éste. 

Art. 24 

Las Unidades adscritas de la Policía Judicial formarán parte integrante de la correspondiente Unidad 

Orgánica provincial en cuya estructura se incardinarán y de cuyos medios materiales y humanos se 

surtirán. 

Los funcionarios que las integren se mantendrán de modo permanente y estable asignados a las 

mismas. Ello no obstante, la pertenencia a estas Unidades podrá dejarse sin efecto por el órgano 

competente, previo informe favorable que, con carácter preceptivo y vinculante, emitirá la Comisión 

Provincial de Coordinación. También quedará sin efecto cuando concurra alguna otra causa legal 

que determine su cese o traslado. 
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Art. 25 

Las Unidades de la Policía Judicial, especialmente adscritas a órganos jurisdiccionales o Fiscalías, 

deberán, en lo posible, tener su sede en las propias dependencias o edificios judiciales y Fiscalías. A 

tal fin se habilitarán los locales adecuados. 

Art. 26 

Tales Unidades quedarán asignadas a los respectivos Decanatos, en los que radicará la función de 

coordinación general, pero su dependencia funcional directa en la realización de cometidos 

específicos de investigación criminal se establecerá respecto de cada órgano jurisdiccional y, muy 

especialmente, respecto del Juzgado de Guardia y Fiscal de Guardia, a los que atenderán de modo 

preferente. 

En los supuestos en que dichas Unidades se adscriban a órganos jurisdiccionales o fiscales de ámbito 

nacional, autonómico, supraprovincial o provincial, la dependencia directa se entenderá referida al 

respectivo Presidente o Fiscal Jefe. 

Art. 27 

Las Unidades especialmente adscritas se compondrán, tanto de funcionarios diplomados y 

especializados en Policía Judicial que hayan superado los cursos de selección previstos en el capítulo 

V de esta disposición como de otros efectivos policiales no necesariamente dotados de aquella 

formación especializada, para funciones auxiliares y de apoyo. 

Sección 2.ª De las atribuciones y cometidos de las Unidades adscritas 

Art. 28 

Las unidades especialmente adscritas, en su labor de asistencia directa a los órganos del orden 

jurisdiccional penal y muy en especial al Juzgado y Fiscal de Guardia, desempeñarán cometidos de 

investigación criminal especializada propios de una Policía científica. 

Dentro de este ámbito de funciones podrá encomendárseles la práctica de las siguientes: 

a) Inspecciones oculares. 

b) Aportación de primeros datos, averiguación de domicilios y paraderos y emisión de informes 

de solvencia o de conducta. 

c) Emisión, incluso verbal, de informes periciales provisionales, pero de urgente necesidad para 

adoptar decisiones judiciales que no admiten dilación. 

d) Intervención técnica en levantamiento de cadáveres. 

e) Recogida de pruebas. 

f) Actuaciones de inmediata intervención. 

g) Cualesquiera otras de similar naturaleza a las anteriores. 
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h) Ejecución de órdenes inmediatas de Presidentes, Jueces y Fiscales. 

Art. 29 

Cuando de las actuaciones iniciales realizadas por la correspondiente Unidad adscrita se desprenda 

la necesidad de practicar una más extensa investigación o que requiera la utilización de medios de 

los que aquélla no disponga, se dará traslado de las diligencias a la Unidad Orgánica, que recibirá 

de la Autoridad Judicial las instrucciones y orientaciones precisas para la eficaz culminación del 

servicio, sin perjuicio de que en dichas actuaciones adicionales puedan contarse con la 

colaboración de los funcionarios que practicaron las primeras diligencias. 

Art. 30 

Corresponde al Jefe de la respectiva Unidad adscrita la determinación concreta de los funcionarios 

que habrán de asumir, en cada caso, uno u otros cometidos, dando cuenta a la Autoridad Judicial 

o Fiscal de la que emanase la orden. 

Igualmente el Jefe de la Unidad adscrita mantendrá respecto de la Unidad Orgánica, de la que 

forma parte, estrechas relaciones de coordinación en aras de la mayor eficacia. 

CAPÍTULO V 

De las Comisiones de Coordinación de la Policía Judicial 

Sección 1.ª De su composición 

Art. 31 

Se crean las Comisiones Nacional y Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial con el fin de 

armonizar y lograr la unidad de dirección en las fuerzas policiales adscritas a la investigación criminal. 

Art. 32 

La Comisión Nacional de Coordinación de la Policía Judicial, estará integrada por: 

a) El Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, que la presidirá 

cuando asista personalmente. 

b) El Ministro de Justicia. 

c) El Ministro del Interior. 

d) El Fiscal General del Estado. 

e) El Secretario de Estado para la Seguridad. 

f) Un Vocal del Consejo General del Poder Judicial, nombrado y separado libremente por el Pleno 

de dicho órgano. 

g) Un miembro de la Carrera Judicial nombrado y separado por el Consejo General del Poder 

Judicial, que tenga, al menos, la categoría de Magistrado. 
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h) Un representante de cada una de las Comunidades Autónomas con competencia estatutaria 

para la protección de las personas y bienes y para el mantenimiento del orden público, que ejerzan 

efectivamente funciones de policía judicial. 

En caso de ausencia personal del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder 

Judicial, ostentará la presidencia el miembro de la Comisión a quien corresponda por razón de 

precedencia. 

Art. 33 

El Presidente del Tribunal Supremo podrá delegar en un Magistrado de la Sala Segunda de dicho Alto 

Tribunal. 

El Ministro de Justicia, en el Subsecretario o en el Director general de relaciones con la Administración 

de Justicia. 

El Ministro del Interior y el Secretario de Estado para la Seguridad, en el Director general de la Policía 

o en el Director general de la Guardia Civil. 

El Fiscal General del Estado, en un Fiscal de Sala del Tribunal Supremo. 

Art. 34 

Las Comisiones Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial estarán compuestas por: 

a) El Presidente de la Audiencia Provincial, que la presidirá. 

b) El Fiscal Jefe de la Audiencia. 

c) El Magistrado Juez Decano de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción de la capital de 

la provincia. 

d) El Jefe de la Unidad Orgánica de la Policía Judicial del Cuerpo Nacional de Policía. 

e) El Jefe de la Unidad Orgánica de Policía Judicial de la Guardia Civil. 

f) En el caso de Comunidades Autónomas con competencia estatutaria para la protección de 

las personas y bienes y para el mantenimiento del orden público, y que ejerzan efectivamente 

funciones de policía judicial, el responsable de la misma a nivel provincial. 

Art. 35 

Eventualmente podrán incorporarse a las Comisiones Nacionales y Provinciales, para el tratamiento 

de materias concretas o para realizar tareas de auxilio técnico y documentación, otras Autoridades 

o funcionarios, cuyo criterio o asesoramiento se estime necesario. 

Igualmente, podrán constituirse Comités técnicos para el estudio de temas específicos. 

El nombramiento de Secretario de la Comisión se regirá por lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo. 
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Sección 2.ª De sus atribuciones y régimen de funcionamiento 

Art. 36 

La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Efectuar estudios permanentemente actualizados acerca de la evolución y desarrollo de la 

delincuencia. 

b) Emitir informes o realizar propuestas de planes generales de actuaciones de la Policía Judicial 

contra la criminalidad. 

c) Intervenir, con estricto respeto al principio de independencia judicial en las actuaciones 

jurisdiccionales, para unificar criterios o resolver eventuales incidencias que dificulten el adecuado 

funcionamiento de la Policía Judicial o cualesquiera otras que puedan surgir en las relaciones entre 

la Autoridad Judicial o Fiscal y la Policía Judicial. 

d) Emitir informe sobre la fijación o modificación de las plantillas de las Unidades Orgánicas de 

Policía Judicial, así como sobre los medios materiales a las mismas asignados, adoptando las 

iniciativas que estime pertinentes sobre la materia. 

e) Conocer de las incidencias que puedan producirse en orden a la especial adscripción de 

funcionarios o medios a que se refieren los artículos 31.2 de la Ley de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

y 22 de este Real Decreto. 

f) Unificar criterios e impartir instrucciones en relación con la actuación de las Comisiones 

Provinciales. 

g) Armonizar las actuaciones de investigación de la criminalidad cuyo ámbito territorial desborde 

el de una Unidad Orgánica. 

h) Conocer previamente de los nombramientos de los altos responsables de las Unidades 

Orgánicas de la Policía Judicial en sus distintos niveles. 

i) Informar los anteproyectos de disposiciones generales reguladoras de la Policía Judicial. 

j) Cualesquiera otras de análoga naturaleza o que le sean asignadas en el futuro. 

Art. 37 

Las Comisiones Provinciales tendrán las siguientes competencias: 

a) Las reguladas en los apartados a), b), c) y d) del artículo anterior, dentro de su ámbito 

provincial. 

b) Informar con carácter preceptivo las peticiones de adscripción de funcionarios o equipos de 

la Unidad Orgánica Provincial a un determinado órgano judicial o Fiscalía para una investigación 

concreta y que le hayan sido sometidas por el Jefe de aquélla. 

c) Informar con carácter preceptivo y vinculante las propuestas de remoción de funcionarios 

pertenecientes a las Unidades adscritas a que se refiere el artículo 24 de este Real Decreto. 
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d) Aplicar las directrices emanadas de la Comisión Nacional y elevar a la misma los informes y 

propuestas correspondientes, 

e) Informar las propuestas de recompensas y tener conocimiento de los expedientes disciplinarios 

incoados en los demás supuestos no contemplados en el artículo 17 de este Real Decreto, 

f) Cualesquiera otras de análoga naturaleza o que le sean asignadas en el futuro. 

Art. 38 

La Comisión Nacional celebrará, al menos, una reunión trimestral. 

Las Comisiones Provinciales se reunirán con periodicidad mensual, a convocatoria de su Presidente 

que fijará el orden del día. 

El régimen jurídico de las Comisiones será el previsto para los órganos colegiados en la Ley de 

Procedimiento Administrativo. 

CAPÍTULO VI 

De la selección, formación y perfeccionamiento de los integrantes de las Unidades Orgánicas de la 

Policía Judicial 

Sección 1.ª Disposiciones generales 

Art. 39 

La integración de funcionarios policiales en Unidades Orgánicas de la Policía Judicial requerirá una 

previa formación especializada, que se acreditará mediante el correspondiente título obtenido tras 

la superación de las pruebas que al efecto se establezcan. 

Para la obtención de dicho título será requisito imprescindible estar en posesión del diploma 

expedido por el Centro de Estudios Judiciales. 

Art. 40 

La referida especialización, con los niveles que se determinen, se cursará en dos fases, de las cuales, 

la primera tendrá lugar en los Centros de Formación y Perfeccionamiento de las Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad del Estados y la segunda, en el Centro de Estudios Judiciales, con la participación 

docente en ambas fases de miembros de la Judicatura y del Ministerio Fiscal, Catedráticos y 

Profesores de Universidad y de otras profesiones jurídicas. 

Sección 2.ª De la formación y perfeccionamiento en los Centros de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado 

Art. 41 

Los Centros de Formación y Perfeccionamiento de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 

intervendrán en los procesos de selección a través de los cursos generales de acceso a los respectivos 

Cuerpos y de los cursos de especialización que se establezcan al efecto. 
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Art. 42 

En el plan de estudios de los cursos de acceso a la Escala Ejecutiva del Cuerpo Nacional de Policía 

y al empleo de Oficial en el Cuerpo de la Guardia Civil se incluirán cuantas materias sean necesarias 

para la adquisición de una formación especializada, orientada al desarrollo de funciones de policía 

judicial. 

En el plan de estudios de los cursos de acceso a las demás Escalas del Cuerpo Nacional de Policía y 

a los restantes empleos del Cuerpo de la Guardia Civil, se incluirán, al menos, las disciplinas necesarias 

para posibilitar el desempeño de la función de policía judicial en sentido genérico. 

Art. 43 

Dichos Centros docentes programarán, asimismo, cursos de actualización y cursos monográficos de 

Policía Judicial en sus diversas manifestaciones, al objeto de atender a la formación permanente y 

al perfeccionamiento de los funcionarios que hayan de desempeñar cometidos de policía judicial 

en las correspondientes Unidades Orgánicas. 

Sección 3.ª De la formación y perfeccionamiento en el Centro de Estudios Judiciales 

Art. 44 

Los funcionarios que hayan superado los cursos de especialización en Policía Judicial impartidos por 

los Centros de Formación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, podrán accedan a los 

cursos específicos que se programen al efecto por el Centro de Estudios Judiciales. 

En este proceso selectivo se tendrá también en consideración la necesidad de establecer dos niveles 

formativos, referidos, respectivamente, a las Escalas y Empleos superiores e inferiores de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad. 

Art. 45 

Una vez superado el curso programado por el Centro de Estudios Judiciales, se expedirá el 

correspondiente diploma, que habilitará para obtener la correspondiente titulación y ocupar 

destinos en Unidades Orgánicas de la Policía Judicial. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera 

Todos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que, a la entrada en vigor de 

este Real Decreto, estén desempeñando funciones de policía judicial, continuarán desarrollándolas 

integrados en las correspondientes Unidades Orgánicas, hasta tanto se cubran dichos puestos con 

funcionarios especializados. Asimismo, podrán acceder a dicha especialización y a la obtención del 

oportuno diploma, mediante la realización de los cursos especiales y, en su caso, descentralizados, 

que se establezcan. 

Los integrantes del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil que, a la entrada en vigor de 

este Real Decreto, no realicen funciones de policía judicial, podrán acceder a los cursos de 
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especialización del Centro de Estudios Judiciales, previa superación de los procesos internos de 

aptitud. 

Segunda 

Las atribuciones que este Real Decreto confiere a los Presidentes de los Tribunales de Justicia se 

entenderán hechas, en cuanto subsistan, a los de las Audiencias Territoriales. 

DISPOSICIÓN FINAL 

El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». 
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§ 60. Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal de la Policía 

Nacional46 

«BOE» núm. 180, de 29 de julio de 2015 

PREÁMBULO 

I 

La Constitución Española, en su artículo 104, establece que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo 

la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y 

libertades y garantizar la seguridad ciudadana, mandato que se extiende a la determinación de las 

funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, lo cual 

deberá llevarse a cabo a través de una ley orgánica. 

En cumplimiento de dicho mandato constitucional, se promulgó la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 

marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, que desarrolla la competencia estatal de la seguridad 

pública, atribuyendo a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, entre otras, las funciones de 

velar por el cumplimiento de las leyes y disposiciones generales, auxiliar y proteger a las personas y 

bienes, mantener y restablecer, en su caso, el orden y la seguridad ciudadana, prevenir e investigar 

la comisión de actos delictivos, así como captar y analizar cuantos datos tengan interés para el orden 

y la seguridad pública. 

Mediante esta norma se llevó a cabo la integración de los Cuerpos Superior de Policía y de Policía 

Nacional en un solo instituto Cuerpo Nacional de Policía, con el fin de dotar a la institución policial 

de una organización racional y coherente, al tiempo que se solucionaban posibles problemas de 

coordinación y mando al unificar ambos cuerpos en un solo colectivo. 

Igualmente, la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, sentó los principios generales del régimen 

estatutario de los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía, que configuraron una organización 

policial sustentada en criterios de profesionalidad y eficacia, atribuyendo especial relevancia a la 

formación continua de los funcionarios y a la promoción profesional de los mismos. 

Así, en dicha norma se regularon, junto con los principios básicos de actuación y las funciones 

atribuidas al Cuerpo Nacional de Policía, otros aspectos esenciales, integrantes del estatuto 

profesional de sus miembros como su estructura, la promoción profesional, los derechos de 

representación colectiva, el Consejo de Policía o el régimen de incompatibilidades, procurando 

mantener el necesario equilibrio entre el reconocimiento y respeto de los derechos personales y 

profesionales y las necesarias adaptaciones que han de llevarse a cabo en el ejercicio de algunos 

de esos derechos, en razón de las especiales características de la función policial. 

 

 
46 En materia de condecoraciones, véanse la Ley 5/1964, de 29 de abril, sobre condecoraciones policiales, el Real Decreto 

1691/1995, de 20 de octubre, por el que se adecúan las cuantías de las pensiones anejas a las medallas y cruces de la Orden 

del Mérito Policial y del Cuerpo de la Guardia Civil a la realidad policial y a los actuales conceptos retributivos, y la Orden 

INT/1409/2011, de 10 de mayo, por la que se crea la Condecoración a la Dedicación al Servicio Policial, en sus diferentes 

categorías, en el Cuerpo Nacional de Policía. Así mismo, los miembros de la Policía Nacional entran dentro del ámbito de 

aplicación del Real Decreto 336/2018, de 25 de mayo, por el que se crea la medalla de campaña para reconocer la 

participación en determinadas operaciones militares y campañas en el exterior y se establecen los criterios generales para su 

concesión. 
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Esta regulación básica se vio complementada por un conjunto de normas de carácter 

reglamentario, obedeciendo así el mandato previsto en la propia Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 

marzo, que han venido a desarrollar distintas cuestiones relativas al ingreso, formación, procesos 

selectivos, provisión de puestos de trabajo, o régimen disciplinario, entre otras, conformando así su 

actual régimen de personal, entre las que se incluyen varios artículos del Decreto 2038/1975, de 17 

de julio, por el que se aprueba el Reglamento Orgánico de la Policía Gubernativa, que aún se 

mantienen en vigor. 

En este contexto, considerando el tiempo transcurrido desde la aprobación de la Ley Orgánica 

2/1986, de 13 de marzo, los cambios operados en la normativa relativa a la regulación de la función 

pública, singularmente la aprobación de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del 

Empleado Público, y la propia evolución de la institución policial en su paulatina adaptación a las 

demandas sociales, se hace preciso actualizar y fijar, mediante una norma con el adecuado rango 

legal, el régimen estatutario general de sus funcionarios, adecuándolo a sus necesidades 

organizativas y funcionales y a las demandas del colectivo que lo integra. 

II 

Esta Ley Orgánica se estructura en un título preliminar, trece títulos, seis disposiciones adicionales, siete 

disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y once disposiciones finales. 

A través de la misma se va a reunir en una norma con rango legal todos aquellos aspectos esenciales 

del régimen de personal de la Policía Nacional que actualmente se encuentran regulados de forma 

dispersa en normas de distinto rango, siguiendo para ello la línea marcada por el Estatuto Básico del 

Empleado Público, de manera ordenada, completa y adaptada a la realidad actual. 

El título preliminar recoge su objeto, ámbito de aplicación, naturaleza y dependencia de la Policía 

Nacional, distinguiendo entre el mando superior, que será ejercido por el Ministro del Interior, a través 

del Secretario de Estado de Seguridad y el mando directo que será ejercido por el Director General 

de la Policía, bajo la autoridad del Secretario de Estado de Seguridad. 

Una de las novedades del título preliminar y de la Ley en general es la denominación que utiliza 

cuando se refiere al Cuerpo Nacional de Policía, haciendo suya la más comúnmente usada por los 

ciudadanos de Policía Nacional, designación esta que a la vez traslada a sus integrantes como 

policías nacionales. Esta medida tiene como fin último consolidar la imagen corporativa de la 

institución y contribuir a una mayor y mejor integración en la sociedad a la que sirve; lo cual no obsta 

para que el Cuerpo Nacional de Policía conserve su identidad, necesaria para vertebrar y consolidar 

la tradición y continuidad que la institución policial necesita para desplegar su actividad dentro y 

fuera de España. 

Además se relaciona la legislación aplicable, recordando el carácter de derecho supletorio de la 

normativa de los funcionarios civiles de la Administración General del Estado, así como la aplicación 

directa de algunas de las previsiones contenidas en el Estatuto Básico del Empleado Público, como 

los principios rectores de acceso al empleo público, la movilidad por razón de género y la aplicación 

transitoria de los grupos de clasificación. 

Asimismo, cabe destacar la referencia a la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y 

hombres como un principio informador de la interpretación y aplicación de sus preceptos, en 

especial en el ámbito del ingreso, la formación, la promoción profesional y las condiciones de trabajo, 

de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, de igualdad efectiva entre 

mujeres y hombres. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 878 

El título I recoge, sin cambios con respecto a la normativa actual, los requisitos para la adquisición de 

la condición de funcionario de carrera de la Policía Nacional, las causas por las que se pierde dicha 

condición, así como su rehabilitación. 

El título II contiene una relación detallada de los derechos individuales y de los derechos de ejercicio 

colectivo. 

En relación con los derechos individuales, si bien algunos de ellos son derechos que no requieren de 

un reconocimiento expreso, constituyen una novedad en su régimen de personal, por cuanto, por 

primera vez, se lleva a cabo una ordenación de los mismos en virtud de la relevancia constitucional 

de los bienes jurídicos en presencia, destacando el respeto a la dignidad en el trabajo y 

especialmente frente a situaciones de acoso laboral o sexual. 

Igualmente, es de reseñar la incorporación a su régimen estatutario del derecho a que la 

administración adopte medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, 

elevándose igualmente a la categoría de derecho los permisos y licencias enumerados en este título 

II. 

En lo concerniente a los derechos de ejercicio colectivo, cabe mencionar que el texto acoge los 

derechos de representación colectiva contenidos en el artículo 18 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 

de marzo, como son el derecho de los miembros de la institución policial a constituir organizaciones 

sindicales de ámbito nacional para la defensa de sus intereses profesionales, a afiliarse a las mismas 

y a participar activamente en ellas; respetando, en todo caso, los límites y restricciones sobre la 

materia recogidos en la citada norma, en particular el referido a la exclusividad de afiliación a 

organizaciones sindicales formadas únicamente por Policías Nacionales. 

El título III desarrolla el régimen relativo a los deberes, donde, amén de la enumeración de los mismos 

y la remisión a los principios básicos de actuación de la normativa vigente en materia de fuerzas y 

cuerpos de seguridad, configurados como código de conducta, cabe destacar la nueva regulación 

de la obligación de presentación de los funcionarios en los supuestos de declaración de estado de 

alarma, ajustándola a las previsiones de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de 

alarma, excepción y sitio, así como la mejora del régimen de cancelación de las sanciones prescritas. 

Es reseñable la regulación que se hace en este título del deber de residencia, que trata de buscar 

un equilibrio entre la libertad de elección del domicilio y las exigencias derivadas de la fundamental 

y delicada misión que la Constitución encomienda a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

estableciéndose para ello como referencia el ámbito territorial que, con arreglo a unos criterios 

objetivos, se determine respecto de la plantilla de destino. 

Por su parte, se refuerza la protección jurídica y económica de los funcionarios, con la contratación 

de un seguro de responsabilidad civil para cubrir las indemnizaciones, fianzas y demás cuantías 

derivadas de la exigencia de responsabilidad de cualquier naturaleza a los Policías Nacionales, con 

motivo de las actuaciones llevadas a cabo por parte de los mismos en el desempeño de sus 

funciones o con ocasión de las mismas. 

Con respecto al régimen de incompatibilidades se ha aprovechado para regular un sistema acorde 

con las peculiaridades de la función policial que permite desempeñar, con carácter general, un 

segundo puesto de trabajo, en línea con la jurisprudencia que recientemente ha venido 

reconociendo la compatibilidad solicitada por miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para 

ejercer otras actividades; si bien se establecen dos límites propios de su condición de Policía 

Nacional. Por una parte, que ese segundo puesto de trabajo no suponga un deterioro para la imagen 

o prestigio de la institución y, por otra, que no sea contrario a sus principios básicos de actuación. 
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En el título IV, dedicado a su régimen organizativo, se fijan las bases de su estructura, como cuerpo 

ordenado jerárquicamente en escalas y categorías, dándose un nuevo enfoque a las funciones 

asignadas a cada una de las primeras, con la finalidad de armonizar y racionalizar la gestión de su 

personal, la operatividad de los servicios y los distintos grados de responsabilidad en la actividad 

policial. 

Se mantienen las cuatro escalas: Superior, Ejecutiva, de Subinspección y Básica. 

Igualmente, se lleva a cabo el reconocimiento de la integración, a todos los efectos, de las Escalas 

de Subinspección y Básica en los Subgrupos de Clasificación A2 y C1, respectivamente, así como la 

exigencia de las titulaciones requeridas por la Ley 7/2007, de 12 de abril, para el ingreso en los 

respectivos grupos de clasificación en los que se encuadran dichas escalas y categorías. 

Las funciones se asignan por escalas, atribuyendo a cada una de ellas, en coherencia con su 

posición en la estructura jerárquica, las funciones de dirección, mando, supervisión y ejecución 

material; lo que contribuye a una distribución ordenada en beneficio de un mejor funcionamiento 

interno. Además se relacionan las áreas de actividad en las que, a su vez, se estructuran las distintas 

especialidades en las que opera la Policía Nacional. 

El título V determina, sin cambios, el marco general de la regulación de la uniformidad, los distintivos 

y el armamento, estableciendo el carácter de cuerpo uniformado del instituto, pero reconociendo 

la posibilidad de actuar sin uniforme, en función del destino que se ocupe o del servicio que se 

desempeñe. Igualmente, se fija la obligatoriedad de ir provistos, durante el tiempo que se preste 

servicio, de alguna de las armas establecidas como reglamentarias. 

En su título VI se determinan las modalidades de ingreso en la Policía Nacional, que se articulan 

mediante el sistema de oposición libre, conforme a los principios constitucionales de igualdad, mérito 

y capacidad, respondiendo además, y entre otros, a los principios rectores de publicidad de las 

convocatorias y de sus bases, transparencia, objetividad, imparcialidad y profesionalidad de los 

miembros integrantes de los órganos de selección. 

Se establecen criterios homologables en las condiciones profesionales y de acceso a la Policía 

Nacional en relación con las condiciones fijadas en estos aspectos para las diferentes Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad que operan en el territorio nacional. En este sentido, cabe reseñar la supresión 

del requisito de la edad máxima para ingresar, tanto a través de la Escala Ejecutiva como de la 

Escala Básica, sobre la base de los principios de igualdad y no discriminación en el acceso al empleo 

público. 

En el título VII se desarrollan los principios aplicables, así como la finalidad y los objetivos inherentes al 

régimen de formación, con respecto a cada una de sus modalidades; ya sea la formación integral 

para el ingreso, la capacitación profesional específica para la promoción interna, la formación 

permanente para la actualización de los conocimientos, la especialización o la formación en altos 

estudios profesionales para el adecuado desempeño de puestos directivos, todos ejes 

fundamentales y claves, en torno a los cuales gira el eficaz desempeño de las funciones que tienen 

encomendadas. 

La formación, asentada sobre el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas 

reconocidos en la Constitución, se regula con el nivel que le corresponde como elemento prioritario 

en la carrera policial, al configurarse como un proceso unitario y progresivo, que exige un sistema 

formativo completo y riguroso. 

La formación profesional permanente y de especialización se reconoce como un derecho individual 

pero, a su vez, mantener actualizada esa formación y cualificación profesional se convierte en un 

deber. 
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Cabe destacar la adquisición de un compromiso, por quienes realicen altos estudios profesionales, 

de permanencia en la situación de servicio activo o de servicios especiales por un periodo mínimo 

de tres años, práctica habitual en esta clase de formación, cuyo incumplimiento llevará aparejada 

la obligación de ingresar en el Tesoro el importe de los referidos estudios. 

En lo que se refiere a los centros docentes y el régimen de sus alumnos y profesorado, se ha unificado 

la denominación que recibirán los inspectores alumnos y los inspectores adjuntos durante la fase de 

formación o la realización de las prácticas, respectivamente, tanto si se accede por promoción 

interna como por oposición libre, evitando así distinciones entre alumnos en función de su modo de 

acceso a la categoría de inspector. 

El título VIII se ocupa de la carrera profesional y la promoción interna en la Policía Nacional, que se 

articula conforme a los principios de igualdad de oportunidades, mérito, capacidad y, en su caso, 

antigüedad, mediante las modalidades básicas de concurso-oposición y antigüedad selectiva. 

Cabe reseñar la novedad que supone la posibilidad de ascenso por promoción interna a todas las 

categorías, por cualquiera de las dos modalidades; suprimiendo la limitación actual que sólo permite 

ascender por concurso-oposición a la categoría de Oficial de Policía y por antigüedad selectiva a 

la de Comisario Principal. 

Además se eleva de dos a tres el número máximo de convocatorias en las que se podrá participar 

por antigüedad selectiva, flexibilizando así las condiciones de esta modalidad de promoción interna 

en beneficio de la carrera profesional del Policía Nacional. 

En cuanto a los requisitos para ascender por promoción interna, se exige estar en posesión de la 

titulación correspondiente al subgrupo de clasificación, estableciéndose un período transitorio de 

cinco años en relación con esta exigencia para los aspirantes al ascenso a cualquiera de las 

categorías. 

Por su parte y con el fin de propiciar el desarrollo profesional del funcionario y su compatibilización 

con la conciliación de la vida laboral y familiar, así como la efectiva implantación del principio de 

igualdad por razón de género, podrán participar en los procesos de promoción interna los Policías 

Nacionales que se hallen en situación de excedencia por cuidado de familiares o excedencia por 

razón de violencia de género; participación que actualmente sólo se permite desde la situación de 

servicio activo o de servicios especiales. 

El título IX regula la ordenación y los sistemas de provisión de puestos de trabajo, estableciendo los 

principios generales que los rigen, así como las reglas concretas de provisión. 

La distribución de los puestos de trabajo en el catálogo se ordena, como no puede ser de otra 

manera, conforme al principio de jerarquía, recogiendo por primera vez una regla acorde con dicho 

principio que impide que un Policía Nacional pueda estar subordinado a otro de categoría inferior 

por razón del puesto de trabajo que ocupe o al que esté adscrito, corrigiendo así situaciones que 

estaban sucediendo en la práctica. 

Dentro de este título hay que destacar el reconocimiento del derecho de los Policías Nacionales a 

continuar en activo hasta la edad de jubilación, pasando a realizar actividades adecuadas a sus 

condiciones psicofísicas en el caso de que sufran una disminución de las mismas, con el fin de 

optimizar el aprovechamiento de los recursos humanos. 

En este título se recogen las reglas y garantías de la provisión de puestos de trabajo, entre las que 

destaca la nueva configuración del régimen de nombramiento de puestos directivos de la Policía 

Nacional y jefes superiores de policía, con el fin de otorgar efectividad a los principios de publicidad 

e igualdad en el acceso al empleo público. También se regula la denominada carrera horizontal, 
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que se configura como el reconocimiento individualizado del desarrollo profesional alcanzado por 

los funcionarios de la Policía Nacional, mediante la progresión en la estructura de los diferentes 

puestos de trabajo y la consolidación del grado personal. 

En cuanto a la movilidad, se presta la debida atención a la protección otorgada a la mujer policía 

víctima de violencia de género, cuyo objetivo es asegurar, en este supuesto, su protección integral 

y asistencia social, a través del derecho a la movilidad geográfica a otro puesto de trabajo propio 

de la escala o categoría de la funcionaria, de análogas características, sin necesidad de que éste 

sea de necesaria cobertura. Además se contempla la movilidad por motivos de salud propios o de 

familiares, así como a aquellos Policías Nacionales declarados víctimas del terrorismo. 

Especial referencia merece el sistema de evaluación del desempeño, novedad incorporada por el 

Estatuto Básico del Empleado Público que ahora se implanta también en el régimen de personal de 

la Policía Nacional, con el objetivo de medir el rendimiento y el logro de resultados, conforme a 

criterios de transparencia, objetividad, imparcialidad y no discriminación, en cuyo establecimiento 

participarán las organizaciones sindicales representativas. 

En materia de situaciones administrativas el título X pretende adaptar las previsiones sobre dicha 

materia contenidas en el citado Estatuto Básico del Empleado Público, a las peculiaridades 

inherentes a la Policía Nacional; destacando, en coherencia con la regulación contenida en el título 

anterior, la regulación de la situación administrativa de excedencia por razón de violencia de género 

de la mujer funcionaria, cuya finalidad es hacer efectiva su protección y su derecho a la asistencia 

social integral. Igualmente, y con la finalidad de hacer efectivo el ejercicio del derecho 

constitucional al sufragio pasivo, debe reseñarse la nueva configuración de la situación de servicios 

especiales, para posibilitar que los Policías Nacionales que hayan accedido de manera no 

remunerada a la condición de miembro de una asamblea legislativa de una comunidad autónoma 

o de una corporación local, puedan ser incluidos en dicha situación. 

El reingreso al servicio activo desde situaciones administrativas que no conllevan reserva de puesto 

de trabajo queda supeditado al cumplimiento de dos nuevos requisitos, consistentes en poseer las 

condiciones psicofísicas necesarias para la prestación del servicio y realizar un curso de actualización 

que no tendrá carácter selectivo. Ello como consecuencia de la importancia que, para desarrollar 

las funciones policiales, supone el contar con unas condiciones adecuadas y una formación 

actualizada; todo en atención al interés general que debe presidir la actividad de la administración. 

En las excedencias voluntarias por interés particular y por agrupación familiar se ha reducido el 

período mínimo de duración de dos años a uno, al objeto de evitar que se deba permanecer en esa 

situación más tiempo del que sea necesario, pudiéndose el funcionario incorporar al año si se estima 

conveniente sin tener que prorrogar la excedencia obligatoriamente otro año más. 

Mención especial requiere la situación de segunda actividad, específica de la Policía Nacional, cuyo 

objetivo es garantizar la adecuada aptitud psicofísica de los funcionarios mientras permanezcan en 

activo, con el fin de asegurar la eficaz prestación del servicio policial. A estos efectos, y para 

conseguir unas mayores cotas de seguridad jurídica, se inserta todo el régimen regulador de esta 

situación administrativa especial, procediéndose a derogar en su integridad la Ley 26/1994, de 29 de 

septiembre, que la regula. 

En definitiva, se mantiene un régimen similar al actual, de manera que las causas para pasar a la 

situación de segunda actividad serán las mismas, bien por insuficiencia de las aptitudes psicofísicas, 

bien a petición propia por haber cumplido determinada edad según la escala de pertenencia, edad 

que con carácter general se eleva respecto a la prevista en la normativa vigente, o bien con 

veinticinco años de servicios efectivos en función de los cupos que por categorías autorice el Ministro 

del Interior cada año. 
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Por otra parte, y en consonancia con el derecho de los Policías Nacionales a continuar en activo 

hasta la edad de jubilación, en los supuestos de una disminución de aptitudes psicofísicas que no sea 

causa de pase a la situación de jubilación o de segunda actividad, se pasará a desarrollar 

actividades adecuadas a dichas condiciones, conforme a la formación y categoría del funcionario. 

Finalmente, y al objeto de respetar las expectativas de los Policías Nacionales, se incluyen, a través 

de la disposición transitoria tercera, una serie de reglas mediante las cuales se mantienen las edades 

de pase a esta situación en función del momento de ingreso en la institución, que se encuentran 

vigentes a la entrada en vigor de la esta Ley Orgánica. 

El título XI, destinado a regular la protección social y el régimen retributivo, da tratamiento a los 

principios generales de dichas materias y establece los mecanismos a través de los cuales se llevan 

a cabo. Regula igualmente lo relativo a la incapacidad temporal y la evaluación y control de las 

condiciones psicofísicas, así como el sistema de acción social, en el marco del cual se desarrollarán 

programas específicos de carácter periódico y cuya finalidad es el bienestar socio-laboral de los 

funcionarios y sus familias. 

Se trata de un régimen propio y específico que encuentra justificación en la situación de mayor 

vulnerabilidad en la que se encuentran los Policías Nacionales en relación con el resto del personal 

al servicio de la Administración no perteneciente a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, tanto en lo 

relativo a las lesiones y patologías sufridas en acto de servicio, como en lo concerniente a daños 

materiales acaecidos en idéntica situación. 

Además se establecen las bases de su régimen retributivo, a desarrollar por su normativa específica. 

El título XII contempla el marco regulador de las recompensas y honores, instrumentos a los que esta 

ley orgánica atribuye la necesaria flexibilidad para cumplir su misión de premiar a los funcionarios de 

la Policía Nacional que, en el ejercicio de sus funciones, acrediten cualidades o méritos 

excepcionales de valor, sacrificio o abnegación que redunden en beneficio de la corporación, una 

labor meritoria desarrollada o trayectoria profesional relevante y dilatada. 

Finalmente, el título XIII establece las reglas generales del régimen de representación y participación 

de los funcionarios, donde no hay grandes diferencias con respecto a cómo se regula en la Ley 

Orgánica 2/1986, de 13 marzo, salvo algunos cambios que tienen por objeto dotar de mayor claridad 

a la diferenciación entre organizaciones representativas y no representativas, sobre todo a la hora 

de determinar las facultades que la ley les atribuye para el ejercicio de su función. 

Igualmente hay que reseñar que la norma acentúa la relevancia del Consejo de Policía, órgano 

colegiado de participación, con composición paritaria de la administración y de los representantes 

de los miembros de la Policía Nacional, en el que concurren como electores y elegibles facultativos 

y técnicos, mediante la atribución a dicho órgano de nuevas funciones relativas al estatuto 

profesional de los funcionarios, entre las que destacan la participación en la determinación de los 

criterios conforme a los cuales se establezca el ámbito territorial donde se autorice la fijación de la 

residencia de los funcionarios, o la fijación de los criterios y mecanismos generales en materia de 

evaluación del desempeño. 

Este título se culmina con una referencia al régimen de representación y participación de los 

funcionarios en materia de prevención de riesgos laborales, recogiendo la figura de los delegados 

de prevención, así como los órganos a través de los que se articula dicho régimen. 

Entre las medidas contenidas en las disposiciones adicionales destaca la incompatibilidad entre la 

condición de funcionario de la Policía Nacional y la de reservista voluntario de las Fuerzas Armadas, 

toda vez que si la protección del libre ejercicio de los derechos y la garantía de la seguridad 

ciudadana son las misiones esenciales de los funcionarios de la Policía Nacional en tiempos de paz, 
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mucho más lo han de ser en caso de grave crisis o conflicto. Del mismo modo, se ha establecido la 

posibilidad de ingreso en la Policía Nacional, a través del sistema que reglamentariamente se 

determine, de funcionarios de carrera de los cuerpos de policía de las comunidades autónomas. 

Además se incluye la posibilidad de ostentar de manera eventual una categoría superior que 

favorezca ocupar puestos de mando cuando se esté destinado en misiones u organismos 

internacionales, como viene sucediendo en otras policías europeas. 

Por su parte, las disposiciones transitorias recogen, entre otras cuestiones, el mantenimiento en vigor 

de la normativa de carácter reglamentario vigente mientras se publica la que venga a sustituir a 

ésta, así como el régimen transitorio del cambio de denominación de la institución, o la normativa 

aplicable a los funcionarios que se encuentran en la situación de segunda actividad con destino. 

Entre las normas que se derogan expresamente destacan ciertos preceptos de la Ley Orgánica 

2/1986, de 13 de marzo, referidos al régimen de representación de los funcionarios, así como la 

derogación, en su integridad, del Reglamento Orgánico de la Policía Gubernativa. 

Por otro lado, en el ámbito de las disposiciones finales, se modifica la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de 

mayo, además de identificar los preceptos que tienen carácter de ley orgánica. 

III 

En definitiva, se ha reunido en un solo texto legal el régimen de personal de los funcionarios de carrera 

de la Policía Nacional, respetando los principios constitucionales que informan la tarea 

encomendada a los integrantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, todo ello en consonancia 

con las novedades operadas en los últimos años en el ámbito normativo de la función pública, 

conforme a las especificidades de la función policial, y cuyo fin último es prestar a los ciudadanos un 

servicio eficaz y de calidad. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Objeto y ámbito de aplicación 

Artículo 1 

Objeto y ámbito de aplicación 

1. Esta Ley Orgánica tiene por objeto establecer el régimen de personal de los funcionarios de carrera 

de la Policía Nacional, así como los derechos que les corresponden y los deberes que les son exigibles, 

de acuerdo con su carácter de instituto armado de naturaleza civil. 

2. Los funcionarios de carrera de la Policía Nacional en situación distinta a la de servicio activo se 

encuentran incluidos en su ámbito de aplicación, con la extensión y límites establecidos en las normas 

reguladoras de su concreta situación administrativa. 

3. Asimismo, se aplicará a los alumnos de los centros docentes de la Policía Nacional, en lo no previsto 

en su normativa específica. 

Artículo 2 

Naturaleza y dependencia de la Policía Nacional 

1. La Policía Nacional es un instituto armado de naturaleza civil, con estructura jerarquizada que tiene 

como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad 

ciudadana, con ámbito de actuación en todo el territorio nacional. 
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2. Dicha misión se materializa mediante el desempeño de las funciones atribuidas por el 

ordenamiento jurídico a la Policía Nacional, y en particular las previstas en la Ley Orgánica 2/1986, 

de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. A tal efecto, dispondrá de los medios materiales 

y humanos necesarios para el eficaz ejercicio de su misión. 

3. La atribución, ordenación y desempeño de funciones y responsabilidades se basan en el principio 

de jerarquía. 

4. El mando superior de la Policía Nacional será ejercido por el Ministro del Interior, a través del 

Secretario de Estado de Seguridad. El mando directo será ejercido por el Director General de la 

Policía, bajo la autoridad del Secretario de Estado de Seguridad. 

5. Los funcionarios de carrera de la Policía Nacional recibirán la denominación genérica de Policías 

Nacionales. 

Artículo 3 

Legislación aplicable 

1. El régimen estatutario de los Policías Nacionales se ajustará a las previsiones de esta Ley Orgánica 

y a las disposiciones que la desarrollen, teniendo como derecho supletorio la legislación de los 

funcionarios civiles de la Administración General del Estado. 

2. Los artículos 55 y 82, y la disposición transitoria tercera de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 

Básico del Empleado Público, serán de aplicación directa al régimen de personal de los Policías 

Nacionales. 

3. La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, como principio informador del 

ordenamiento jurídico, se observará en la interpretación y aplicación de las normas que regulan el 

acceso, la formación, la promoción profesional y las condiciones de trabajo de los Policías 

Nacionales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 

Igualdad efectiva de mujeres y hombres. 

TÍTULO I 

Adquisición y pérdida de la condición de funcionario de carrera de la Policía Nacional 

Artículo 4 

Adquisición de la condición de funcionario de carrera 

La condición de funcionario de carrera de la Policía Nacional se adquiere por el cumplimiento 

sucesivo de los siguientes requisitos: 

a) Superación del proceso selectivo. 

b) Nombramiento por la autoridad competente. 

c) Acto de acatamiento de la Constitución y del resto del ordenamiento jurídico. 

d) Toma de posesión dentro del plazo establecido. 
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Artículo 5 

Pérdida de la condición de funcionario de carrera 

1. Son causas de pérdida de la condición de funcionario de carrera de la Policía Nacional: 

a) La jubilación. 

b) La renuncia a la condición de funcionario. 

c) La pérdida de la nacionalidad española. 

d) La sanción disciplinaria de separación del servicio que tuviere carácter firme. 

e) La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para el ejercicio de empleo 

o cargo público que tuviere carácter firme. 

2. La jubilación podrá ser: 

a) Voluntaria, a solicitud del funcionario, siempre que éste reúna los requisitos y condiciones 

establecidos en el régimen de Seguridad Social que le sea aplicable. 

b) Forzosa, que se declarará de oficio al cumplir el funcionario los sesenta y cinco años de edad, 

siempre que se cumplan los requisitos exigidos para ello en el régimen de Seguridad Social que le 

sea aplicable. 

c) Por la declaración de incapacidad permanente para el ejercicio de las funciones que tiene 

atribuidas la Policía Nacional. 

3. La renuncia voluntaria a la condición de funcionario de carrera habrá de ser manifestada por 

escrito y será aceptada expresamente por la administración en el plazo máximo de tres meses, salvo 

que el funcionario esté sujeto a expediente disciplinario o haya sido dictado en su contra auto de 

procesamiento o de apertura de juicio oral por la comisión de algún delito doloso. 

La renuncia a la condición de funcionario de carrera de la Policía Nacional no inhabilita para ingresar 

de nuevo en el mismo, en los términos establecidos en el artículo 4. 

Artículo 6 

Rehabilitación 

1. En caso de extinción de la relación de servicios como consecuencia de pérdida de la 

nacionalidad o jubilación por incapacidad permanente para el servicio, el interesado, una vez 

desaparecida la causa objetiva que la motivó, podrá solicitar la recuperación de su condición de 

funcionario de carrera, que le será concedida siempre que cumpla, además, los requisitos señalados 

en el artículo 26.1. 

2. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro del Interior, podrá conceder con carácter 

excepcional la rehabilitación, a petición del interesado, de quien hubiera perdido la condición de 

funcionario de carrera por haber sido condenado a la pena principal o accesoria de inhabilitación, 

atendiendo a las circunstancias y a la entidad del delito cometido. Si transcurrido el plazo para dictar 

la resolución ésta no se hubiera notificado de forma expresa se entenderá desestimada la solicitud. 
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TÍTULO II 

Derechos 

CAPÍTULO I 

Derechos individuales 

Artículo 7 

Derechos individuales 

1. Los Policías Nacionales tienen los siguientes derechos de carácter individual: 

a) Al respeto de su intimidad, orientación sexual y propia imagen. 

b) A la dignidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y 

laboral. 

c) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u 

orientación sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición 

o circunstancia personal o social. 

d) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico. 

e) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera, que únicamente podrá perderse 

por las causas establecidas en esta Ley Orgánica. 

f) A recibir de la administración pública la defensa y asistencia jurídica en los procedimientos que 

se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus 

funciones. 

g) Al libre acceso a su expediente personal y a solicitar inclusiones, rectificaciones y 

cancelaciones de datos en los términos legalmente previstos. 

h) A la progresión en la carrera profesional y a la promoción interna conforme a los principios de 

igualdad, mérito, capacidad y antigüedad, y de acuerdo con los requisitos establecidos en esta Ley 

Orgánica. 

i) A la formación profesional permanente y de especialización, preferentemente en horario de 

trabajo. 

j) A la percepción de las retribuciones y, en su caso, las indemnizaciones por razón del servicio 

que les correspondan. 

k) A la información, formación y protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. 

l) A la adscripción y desempeño de un puesto de trabajo de su escala, categoría o subgrupo de 

clasificación, conforme a los principios de mérito, capacidad y antigüedad y de acuerdo con los 

requisitos establecidos reglamentariamente en los procedimientos de provisión de puestos de 

trabajo. 

m) Al desempeño de funciones adecuadas a sus condiciones psicofísicas en las condiciones 

previstas en esta Ley Orgánica.. 
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n) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios 

y a ser informado por sus superiores de las tareas a desarrollar. 

ñ) A la información, a cargo de su jefe inmediato, de los resultados de las evaluaciones 

efectuadas, en particular sobre el cumplimiento de objetivos y apreciación del desempeño. 

o) A las recompensas y condecoraciones de las que se hagan acreedores, así como a la 

ostentación de estas últimas sobre las prendas de uniformidad, en los términos que 

reglamentariamente se determinen. 

p) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y 

laboral, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

q) Al disfrute de vacaciones anuales retribuidas, o a los días que en proporción les correspondan 

si el tiempo de trabajo efectivo fuese menor, y a los permisos y licencias previstos en las normas 

reguladoras de la función pública de la Administración General del Estado, en los términos y 

condiciones que reglamentariamente se establezcan, teniendo en cuenta la naturaleza y 

peculiaridades de la prestación del servicio policial. 

r) A la asistencia sanitaria y a las prestaciones sociales. 

s) A la jubilación, según los términos y condiciones establecidos en las normas aplicables. 

t) A los demás derechos que expresamente se les reconozcan por el ordenamiento jurídico. 

2. El Gobierno promoverá la consideración social de la labor de los funcionarios del Cuerpo Nacional 

de Policía, en el ejercicio de sus funciones, atendiendo a la dignidad del servicio policial. 

CAPÍTULO II 

Derechos de ejercicio colectivo 

Artículo 8 

Derechos de ejercicio colectivo 

1. Los Policías Nacionales tienen derecho a constituir organizaciones sindicales de ámbito nacional 

para la defensa de sus intereses profesionales. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, sólo podrán afiliarse a organizaciones sindicales 

formadas exclusivamente por Policías Nacionales. Dichas organizaciones no podrán federarse o 

confederarse con otras que, a su vez, no estén integradas exclusivamente por miembros de la Policía 

Nacional, aunque sí podrán formar parte de organizaciones internacionales de su mismo carácter. 

3. Asimismo, tienen los siguientes derechos que se ejercen de forma colectiva: 

a) A la sindicación y a la acción sindical, en la forma y con los límites normativamente previstos. 

No podrán ejercer, en ningún caso, el derecho de huelga ni acciones sustitutivas del mismo, o 

actuaciones concertadas con el fin de alterar el normal funcionamiento de los servicios. 

b) A la negociación colectiva, entendida, a los efectos de esta Ley, como la participación a 

través de las organizaciones sindicales representativas, en el seno del Consejo de Policía o en las 

mesas que se constituyan en el marco de dicho órgano, en la determinación de las condiciones de 

prestación del servicio mediante los procedimientos normativamente establecidos. 
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c) A ser informados, a través de las organizaciones sindicales, de los datos que facilite la Dirección 

General de la Policía respecto de las materias que sean objeto de estudio, participación e informe 

por el Consejo de Policía o por otros órganos de consulta y participación de los funcionarios. 

d) Al planteamiento de conflictos colectivos en el Consejo de Policía. 

TÍTULO III 

Deberes de los Policías Nacionales. Código de Conducta. Responsabilidad y protección jurídica y 

económica. Régimen de incompatibilidades 

CAPÍTULO I 

Deberes y Código de Conducta 

Artículo 9 

Deberes 

Los Policías Nacionales tienen los deberes siguientes: 

a) Jurar o prometer fidelidad a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, velando por 

su cumplimiento y respeto. 

b) Ejercer sus tareas, funciones o cargos con lealtad e imparcialidad, sirviendo con objetividad 

los intereses generales. 

c) Obedecer y ejecutar las órdenes que reciban de las autoridades o mandos de quienes 

dependan, siempre que no constituyan un ilícito penal o fueran manifiestamente contrarias al 

ordenamiento jurídico. 

d) Colaborar con la Administración de Justicia y auxiliarla en los términos legalmente previstos. 

e) Mantener el secreto profesional en relación con los asuntos que conozcan por razón de sus 

cargos o funciones y no hacer uso indebido de la información obtenida. 

f) Guardar secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente. 

g) Velar por la conservación de los documentos, efectos e información a su cargo. 

h) Portar y utilizar el arma en los casos y en las formas previstas en la normativa vigente. 

i) Presentarse o ponerse a disposición inmediata de la dependencia donde estuviera destinado, 

o en la más próxima, en los casos de declaración de estados de excepción o sitio o, cuando así se 

disponga, en caso de alteración grave de la seguridad ciudadana. 

En los casos de declaración de estado de alarma, habrán de presentarse cuando sean 

emplazados para ello, de acuerdo con lo dispuesto por la autoridad competente, en los supuestos 

en que sea requerida la colaboración de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

j) Saludar y corresponder al saludo, en los términos que reglamentariamente se determine. 

k) Informar a los ciudadanos sobre aquellos asuntos que tengan derecho a conocer y facilitar el 

ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. 
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l) Prestar apoyo a sus compañeros y a los demás miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

cuando sean requeridos o fuera necesaria su intervención. 

m) Observar el régimen de incompatibilidades. 

n) Cumplir las normas de uniformidad. 

ñ) Conservar y utilizar de forma adecuada el equipo, locales y demás medios materiales 

necesarios para el ejercicio de la función policial. 

o) Cumplir puntualmente y hacer cumplir el régimen de jornada y horarios reglamentariamente 

establecidos. 

p) Cumplir las funciones o tareas que tengan asignadas y aquellas otras que les encomienden sus 

jefes o superiores, siendo responsables de la correcta realización de los servicios a su cargo. 

q) Utilizar los cauces reglamentarios cuando efectúen solicitudes o reclamaciones relacionadas 

con el servicio, e informar a los superiores de las incidencias que puedan afectar al servicio o que se 

produzcan en el desarrollo del mismo. 

r) Mantener actualizada su formación y cualificación profesional, así como conservar en vigor las 

autorizaciones administrativas que habiliten para el ejercicio de las actividades exigidas para 

obtener la condición de funcionario de carrera de la Policía Nacional. 

s) Residir en el ámbito territorial que se determine en función de la plantilla de destino. A tal efecto, 

se fijarán los criterios objetivos en base a los cuales será determinado dicho ámbito territorial, donde 

se autorizará la residencia de los Policías Nacionales, garantizándose, en todo caso, el adecuado 

cumplimiento del servicio. 

Artículo 10 

Código de conducta 

Los Policías Nacionales desempeñarán las funciones encomendadas cumpliendo fielmente los 

principios básicos de actuación contenidos en la normativa vigente de Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, así como las líneas marcadas por la Declaración sobre la Policía contenida en la 

Resolución de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa de 8 de mayo de 1979, y por la 

Resolución 169/34 de 1979, de la Asamblea General de Naciones Unidas, que contiene el Código de 

Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. 

CAPÍTULO II 

Responsabilidad, protección jurídica y económica 

Artículo 11 

Responsabilidad de los funcionarios 

El incumplimiento de los deberes expresados en los artículos anteriores será sancionado con arreglo 

a lo dispuesto en la normativa que regule el régimen disciplinario de los Policías Nacionales, con 

independencia de la responsabilidad civil o penal en que puedan incurrir, la cual se hará efectiva 

en la forma que determina el ordenamiento jurídico. 
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Artículo 12 

Responsabilidad patrimonial de la administración 

La responsabilidad patrimonial de la Administración General del Estado, derivada de los actos 

llevados a cabo por los Policías Nacionales con motivo u ocasión del servicio prestado por éstos a la 

administración, se regirá por lo dispuesto en la normativa de régimen jurídico de las administraciones 

públicas y del procedimiento administrativo común. 

Artículo 13 

Defensa y seguro de responsabilidad civil 

1. La Administración está obligada a proporcionar a los Policías Nacionales defensa y asistencia 

jurídica en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional, como consecuencia 

del ejercicio legítimo de sus funciones. 

2. La Administración concertará un seguro de responsabilidad civil, u otra garantía financiera, para 

cubrir las indemnizaciones, fianzas y demás cuantías derivadas de la exigencia de responsabilidad 

de cualquier naturaleza a los Policías Nacionales, con motivo de las actuaciones llevadas a cabo 

por parte de los mismos en el desempeño de sus funciones o con ocasión de las mismas, en los 

términos que reglamentariamente se establezcan. 

Artículo 14 

Daños materiales en acto o con ocasión del servicio 

La Administración deberá resarcir económicamente a los Policías Nacionales cuando sufran daños 

materiales en acto o con ocasión del servicio, sin mediar por su parte dolo, negligencia o impericia 

graves, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

CAPÍTULO III 

Régimen de incompatibilidades 

Artículo 15 

Incompatibilidades 

1. Los Policías Nacionales estarán sujetos al régimen de incompatibilidades previsto en la legislación 

general aplicable a los funcionarios al servicio de las Administraciones Públicas, con las 

especialidades que, en atención a la naturaleza de la función policial, se establecen en esta Ley 

Orgánica y en su normativa de desarrollo. 

2. En ningún caso se podrá autorizar la compatibilidad para desempeñar un segundo puesto de 

trabajo, cargo, profesión o actividad, pública o privada, que pueda impedir o menoscabar el estricto 

cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o independencia, ser incompatible 

por razón del nivel del puesto de trabajo que se ocupe, suponer un deterioro para la imagen y el 

prestigio de la Policía Nacional o ser contrario a sus principios básicos de actuación. 

3. Será competente para resolver sobre la solicitud de compatibilidad para un segundo puesto o 

actividad, tanto en el sector público como en el sector privado, el Ministerio de Hacienda y 

Administraciones Públicas, a propuesta del Director General de la Policía. La resolución que acuerde 

la concesión o la denegación habrá de ser expresa. Si, transcurrido el plazo para dictar y notificar la 

misma, ésta no se hubiera trasladado al interesado, se entenderá desestimada la solicitud. 
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4. Los Policías Nacionales en situación de segunda actividad podrán desempeñar actividades 

profesionales, laborales, mercantiles o industriales de carácter privado sin necesidad de solicitar el 

reconocimiento de compatibilidad a que se refiere el apartado anterior, siempre que no se les 

hubiese autorizado la compatibilidad para desempeñar alguna actividad pública. 

El ejercicio de actividades conexas con las funciones que hayan venido realizando durante los dos 

años inmediatamente anteriores al pase a la situación de segunda actividad quedará sometido a la 

previa autorización del Director General de la Policía durante un plazo de dos años, contado desde 

el día siguiente al de la fecha de pase a dicha situación. 

5. Reglamentariamente, se dictarán las normas de desarrollo y aplicación de la normativa general 

de incompatibilidades del personal al servicio de las administraciones públicas, para adaptarla a la 

estructura y funciones específicas de la Policía Nacional, conforme a lo previsto en esta Ley Orgánica. 

TÍTULO IV 

Régimen de los funcionarios de carrera de la Policía Nacional 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 16 

De los funcionarios de carrera de la Policía Nacional 

Son funcionarios de carrera de la Policía Nacional quienes, en virtud de nombramiento legal, están 

vinculados a la Administración General del Estado, como miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado, por una relación estatutaria regulada por el derecho administrativo, para el 

desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente. 

CAPÍTULO II 

Organización 

Artículo 17 

Estructura 

1. El Cuerpo Nacional de Policía se estructura en Escalas y, dentro de éstas, en Categorías: 

a) Escala Superior, con dos Categorías: 

Primera: Comisario Principal. 

Segunda: Comisario. 

b) Escala Ejecutiva, con dos Categorías: 

Primera: Inspector Jefe. 

Segunda: Inspector. 

c) Escala de Subinspección, con la categoría de Subinspector. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 892 

d) Escala Básica, con dos Categorías: 

Primera: Oficial de Policía. 

Segunda: Policía. 

2. En el supuesto de corresponder a una mujer la titularidad, la nomenclatura de las Categorías será 

la siguiente: 

Comisaria. 

Inspectora. 

Subinspectora. 

3. Las escalas se clasifican en los siguientes grupos y subgrupos profesionales: 

a) Las Escalas Superior y Ejecutiva se clasifican ambas en el Grupo A, subgrupo A1. 

b) La Escala de Subinspección se clasifica en el Grupo A, subgrupo A2. 

c) La Escala Básica se clasifica en el Grupo C, subgrupo C1. 

4. En la Policía Nacional existirán las plazas de facultativos y de técnicos, integradas respectivamente 

en los subgrupos de clasificación A1 y A2, que sean necesarias para la cobertura y apoyo de la 

función policial, y que se cubrirán entre funcionarios de carrera de cualquiera de las administraciones 

públicas, de acuerdo con el sistema que reglamentariamente se determine. 

Excepcionalmente, y de acuerdo con lo previsto en las correspondientes Leyes de Presupuestos 

Generales del Estado, se podrá contratar de manera temporal a especialistas para el desempeño 

de tales funciones, siempre y cuando las circunstancias que concurran así lo exijan y se acredite que 

las necesidades no se pueden satisfacer con los medios personales existentes. 

5. Para acceder a las escalas y categorías de la Policía Nacional y a las plazas de facultativos y 

técnicos citadas en los apartados anteriores será necesario estar en posesión de los títulos 

académicos oficiales exigidos por la Ley 7/2007, de 12 de abril, para el ingreso en los respectivos 

grupos de clasificación en los que se encuentran encuadradas dichas escalas y plazas. 

Artículo 18 

Funciones 

1. Corresponde a los Policías Nacionales, según su pertenencia a las distintas escalas, ordenadas 

jerárquicamente por categorías, el desempeño de las siguientes funciones: 

a) A la Escala Superior, la dirección de los servicios policiales. 

b) A la Escala Ejecutiva, el mando de los servicios policiales. 

c) A la Escala de Subinspección, la supervisión de los servicios policiales. 

d) A la Escala Básica, la ejecución material de las funciones encomendadas a la Policía Nacional. 
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2. Además, a cada escala le corresponde, desde su respectivo nivel de responsabilidad, la 

planificación, coordinación, impulso, seguimiento y control de los servicios policiales que tengan 

atribuidos. 

3. Asimismo, corresponde a los funcionarios de carrera que ocupen plazas de facultativos o técnicos, 

el auxilio a la función policial, con las tareas propias de la profesión para cuyo ejercicio habilita la 

titulación que les haya sido exigida, así como aquellas otras funciones que requieran conocimientos 

propios y específicos de una formación concreta. 

Artículo 19 

Asignación de funciones 

1. Los Policías Nacionales vienen obligados a realizar las funciones que demanden la ejecución de 

los servicios de carácter policial y las necesidades de la seguridad ciudadana, distintas a las 

correspondientes al puesto de trabajo que desempeñen, siempre que resulten adecuadas a su 

escala o categoría y sin merma en las retribuciones, en supuestos debidamente motivados y por el 

tiempo mínimo imprescindible. 

2. Los responsables territoriales que tengan atribuidas competencias de dirección y mando 

organizarán los servicios integrados en su ámbito de acuerdo con lo previsto en la normativa vigente, 

sin perjuicio de la dependencia funcional de éstos respecto de sus respectivos servicios centrales 

especializados, distribuyendo entre ellos los medios materiales y humanos asignados, bajo la superior 

dirección de los órganos directivos policiales. 

Artículo 20 

Especialidades 

1. La Policía Nacional contará con las especialidades necesarias para realizar aquellas tareas 

específicas en las que se requiera un determinado nivel de conocimientos en las siguientes áreas de 

actividad: 

a) Dirección y coordinación. 

b) Información. 

c) Policía Judicial. 

d) Seguridad Ciudadana. 

e) Extranjería y Fronteras. 

f) Policía Científica. 

g) Documentación. 

h) Cooperación Internacional. 

i) Gestión y Apoyo. 

Para acceder a cada una de las especialidades será imprescindible haber superado el 

correspondiente curso de especialización y, en su caso, encontrarse en posesión de las titulaciones 

o conocimientos que en cada supuesto se determinen. 
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2. Al personal integrante de las distintas especialidades le podrá ser exigida la prestación de un 

compromiso de permanencia en las mismas, así como la superación periódica de pruebas selectivas 

de actualización. Igualmente, la pertenencia a dichas especialidades podrá conllevar los efectos 

que se determinen en materia de baremo, así como otros de carácter económico o administrativo. 

3. Con observancia de los principios establecidos en los apartados anteriores, reglamentariamente 

se concretarán las especialidades, su definición, los requisitos y condiciones exigidas para el ingreso, 

mantenimiento y cese en las mismas, así como la compatibilidad entre ellas. 

CAPÍTULO III 

Escalafón y Registro de Personal 

Artículo 21 

Escalafón 

1. Los Policías Nacionales, cualquiera que sea su situación administrativa, deberán figurar en una 

relación escalafonal y circunstanciada, en la que se ordenarán por categorías y, dentro de cada 

una de ellas, por su antigüedad en la misma, entendiendo como tal el servicio efectivo prestado en 

la categoría de que se trate y atendiendo, en su caso, al número de promoción obtenido en el 

acceso a dicha categoría. 

Esta relación se mantendrá actualizada y se publicará al menos anualmente, en la forma que 

reglamentariamente se establezca. 

2. Los Policías Nacionales en situación de segunda actividad figurarán en un anexo de la citada 

relación. 

Artículo 22 

Registro de Personal 

1. Los Policías Nacionales figurarán inscritos en un Registro de Personal, que constará de un banco de 

datos informatizado y que estará a cargo del órgano responsable de la gestión de personal. 

2. El Registro se coordinará con el Registro Central de Personal de la Administración General del 

Estado. 

3. En el Registro de Personal constarán los datos que integran el expediente personal de cada Policía 

Nacional, como son los de su identidad, hechos y circunstancias relativos a su vida profesional, así 

como los demás actos administrativos que les afecten, respetándose, en todo caso, lo establecido 

en la normativa vigente en materia de protección de datos de carácter personal. 
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TÍTULO V 

Uniformes, distintivos y armamento 

Artículo 23 

Uniformidad y distintivos 

1. Los miembros del Cuerpo Nacional de Policía, con carácter general, actuarán de uniforme. En 

función del destino que ocupen o del servicio que desempeñen, podrán desarrollar su actuación sin 

uniforme en la forma y condiciones que se determinen. 

2. El carné profesional y la placa emblema son los distintivos de identificación de los Policías 

Nacionales. 

3. En el uniforme portarán las divisas de su categoría, emblema o placa emblema y aquellos otros 

distintivos que se establezcan reglamentariamente. 

Artículo 24 

Armamento 

1. Los Policías Nacionales irán provistos, durante el tiempo que presten servicio, de alguna de las 

armas reglamentarias o autorizadas expresamente para su utilización en servicios policiales, salvo que 

una causa justificada aconseje lo contrario en función del destino que ocupen o el servicio que 

desempeñen. 

2. Mediante los correspondientes procesos formativos se capacitará y se mantendrá 

permanentemente actualizados a los Policías Nacionales en situación de servicio activo, para que 

conozcan el uso adecuado de las armas y demás medios coercitivos susceptibles de ser empleados 

en las actuaciones policiales. 

TÍTULO VI 

El ingreso en la Policía Nacional 

Artículo 25 

Principios rectores 

1. El ingreso en la Policía Nacional se llevará a cabo conforme a los principios constitucionales de 

igualdad, mérito y capacidad, mediante la superación sucesiva por los aspirantes de las distintas 

fases que integren el proceso de selección. 

Dicho ingreso podrá efectuarse mediante el acceso a las categorías de Inspector y Policía, por el 

procedimiento de oposición libre, en los términos en que se determine reglamentariamente. 

2. El proceso de selección responderá, además de a los principios constitucionales anteriormente 

señalados, a los establecidos a continuación: 

a) Publicidad de las convocatorias y de sus bases. 

b) Transparencia. 

c) Objetividad. 
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d) Imparcialidad y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección. 

e) Independencia y discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de selección. 

f) Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las funciones o tareas a desarrollar. 

Artículo 26 

Requisitos 

1. Para poder participar en los procesos selectivos, los aspirantes deberán reunir los siguientes 

requisitos: 

a) Tener la nacionalidad española. 

b) Tener cumplidos 18 años de edad y no exceder de la edad máxima de jubilación. 

c) No haber sido condenado por delito doloso, ni separado del servicio de la Administración 

General del Estado, de la administración autonómica, local o institucional, ni hallarse inhabilitado 

para el ejercicio de funciones públicas. 

d) No hallarse incluido en ninguna de las causas de exclusión física o psíquica que impidan o 

menoscaben la capacidad funcional u operativa necesaria para el desempeño de las tareas 

propias de la Policía Nacional. El catálogo de exclusiones médicas para el ingreso en la Policía 

Nacional se establecerá reglamentariamente. 

e) Prestar compromiso, mediante declaración del solicitante, de portar armas y, en su caso, llegar 

a utilizarlas. 

2. Además de los requisitos establecidos en el apartado anterior, será necesario estar en posesión de 

las siguientes titulaciones académicas: 

a) Para el acceso a la categoría de Inspector, será exigible el título universitario oficial de grado. 

b) Para el acceso a la categoría de Policía, se requerirá el título de bachiller o equivalente. 

3. Las convocatorias podrán exigir el cumplimiento de otros requisitos específicos que guarden 

relación objetiva con las funciones y las tareas a desempeñar. 

4. Reglamentariamente se establecerán los porcentajes de vacantes que serán reservadas para el 

ingreso por oposición libre a la categoría de Inspector. 

Artículo 27 

Proceso de selección 

1. El proceso de selección que habrán de superar los aspirantes será adecuado al título académico 

requerido, al nivel y características de la formación a cursar, así como a las funciones a desarrollar. 

2. Reglamentariamente se determinará la forma en que deberán desarrollarse los procesos selectivos, 

sus distintas fases, así como las materias sobre las que versarán. Además de las pruebas de 

conocimientos, podrán establecerse otras de carácter físico o psicométrico, que sirvan para 

acreditar que los aspirantes reúnen las aptitudes psicofísicas necesarias para el eficaz desempeño 
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de las funciones atribuidas a la Policía Nacional, así como para realizar los respectivos cursos de 

formación. 

Artículo 28 

Tribunales 

1. Corresponde al Director General de la Policía la convocatoria de los procesos selectivos de ingreso, 

la designación de los miembros de los tribunales a quienes corresponderá llevar a cabo la 

calificación de las pruebas, así como velar por el correcto desarrollo de dichos procesos. 

2. Los tribunales estarán constituidos por un número impar de miembros, funcionarios de carrera. Los 

integrantes de los mismos que pertenezcan a la Policía Nacional deberán poseer, como mínimo, la 

categoría profesional a la que aspiren los participantes en las pruebas, y los restantes tendrán que 

estar integrados en cuerpos o escalas funcionariales de igual o superior subgrupo de clasificación al 

correspondiente a la antedicha categoría. 

La pertenencia a dichos tribunales será siempre a título individual, no pudiendo ostentarse ésta en 

representación o por cuenta de nadie. 

3. La presidencia recaerá en un Policía Nacional en situación de servicio activo, que deberá poseer 

igual o superior categoría profesional a la que aspiren los participantes en las pruebas. 

4. No podrán formar parte de los tribunales el personal de elección o de designación política, los 

funcionarios interinos y el personal eventual. 

5. Los tribunales designados actuarán con plena independencia y discrecionalidad técnica, así 

como con imparcialidad y profesionalidad. Serán responsables de la objetividad del procedimiento 

y garantizarán el cumplimiento de las bases de la convocatoria. 

6. Los tribunales podrán disponer la incorporación a sus trabajos de asesores especialistas para todas 

o algunas de las pruebas, de acuerdo con lo previsto en la correspondiente convocatoria, cuyo 

cometido consistirá en prestar asesoramiento y colaboración técnica en relación con cuestiones 

propias de sus especialidades. 

TÍTULO VII 

La formación en la Policía Nacional 

Artículo 29 

Criterios y estructura 

1. La formación en la Policía Nacional está dirigida a la consecución de la capacitación profesional 

y la permanente actualización de sus funcionarios. Dicha formación se asienta en el pleno respeto 

de los derechos fundamentales y las libertades públicas reconocidos en la Constitución. 

2. La formación se estructura en las siguientes modalidades: 

a) La formación integral para ingresar en la Policía Nacional. 

b) La capacitación profesional específica para el acceso a las escalas y categorías mediante 

promoción interna. 
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c) La formación permanente para la actualización de los conocimientos profesionales. 

d) La especialización para desempeñar puestos de trabajo en aquellas áreas de actividad en las 

que sean necesarios conocimientos específicos. 

e) La formación en altos estudios profesionales. 

3. Los distintos aspectos relativos al régimen de formación en la Policía Nacional serán objeto de 

desarrollo reglamentario. 

4. Existirá un catálogo actualizado de actividades formativas por especialidades, con reseña de las 

necesidades de estas últimas, de las capacidades que pretenden obtenerse y una valoración de la 

formación que requieren. 

Artículo 30 

Régimen de formación 

1. El régimen de formación se configura como un proceso unitario y progresivo, con vocación de ser 

reconocido en el ámbito del Sistema Educativo Español, y servido en su parte fundamental por la 

estructura docente del órgano encargado de la formación de la Policía Nacional. 

2. A propuesta del Ministro del Interior, los estudios de formación que se cursen en los centros docentes 

podrán ser objeto de reconocimiento en el ámbito del Sistema Educativo Español, según la normativa 

vigente. 

Artículo 31 

Convenios de colaboración 

1. En el régimen de formación podrán colaborar instituciones u organismos de la Administración 

General del Estado, de las administraciones autonómicas y de la administración local, así como otras 

instituciones, universidades u organismos nacionales e internacionales, de carácter público o privado, 

mediante los correspondientes convenios de colaboración o conciertos que se suscriban a tal efecto 

y que específicamente interesen a los fines docentes. 

2. En el ámbito de la formación permanente se establecerán vías de colaboración con las 

organizaciones sindicales representativas, en la forma y condiciones que se determinen. 

Artículo 32 

La formación de ingreso y la capacitación profesional específica 

1. La formación de ingreso y la capacitación profesional específica para el acceso por promoción 

interna a las diferentes escalas y categorías tendrán como finalidad la consecución de la 

capacitación necesaria de los Policías Nacionales para desempeñar con profesionalidad y eficacia 

las funciones que como servicio público tiene encomendadas la Policía Nacional. A tal efecto, se 

adecuarán los requisitos de acceso, duración, carga lectiva, contenido y nivel de enseñanza. 

2. El Ministerio del Interior, previo informe del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, determinará 

los planes de formación que han de regir los cursos para el ingreso y la promoción profesional. 

3. El diseño de los planes de formación recogerá, entre otras directrices, los objetivos generales de la 

formación, sus contenidos, así como la duración de los ciclos formativos, que podrán estar 
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complementados por módulos de formación práctica para el ingreso o, cuando así lo aconseje la 

naturaleza de las funciones propias de la escala o categoría a la que se ascienda, para la promoción 

interna. 

Artículo 33 

La formación permanente 

La formación permanente tendrá por objeto mantener el nivel de capacitación y actualización de 

los Policías Nacionales a través, fundamentalmente, de la enseñanza de las materias que hayan 

experimentado una evolución sustancial. 

Artículo 34 

La especialización 

La especialización estará orientada a la preparación para el desempeño de puestos de trabajo en 

que sean necesarios conocimientos específicos, y tendrá como objetivos la formación de 

especialistas en áreas policiales concretas, así como la incidencia en contenidos en cuyo 

conocimiento y experimentación sea necesario profundizar. 

Artículo 35 

Altos estudios profesionales 

1. Para el adecuado desempeño de los puestos directivos, se convocarán cursos de altos estudios 

profesionales que capaciten para el ejercicio de las funciones propias de dichos puestos e incidan 

en el conocimiento e investigación de métodos y técnicas policiales. 

2. Quienes realicen los cursos de altos estudios profesionales adquirirán un compromiso de 

permanencia en la situación de servicio activo o de servicios especiales por un periodo mínimo de 

tres años, a partir de la finalización de los estudios. 

El incumplimiento de dicho compromiso por el Policía Nacional llevará aparejada para el mismo la 

obligación de ingresar en el Tesoro Público el importe de los referidos estudios, en los términos que 

reglamentariamente se determinen. 

Artículo 36 

Centros docentes 

1. Los centros docentes de la Policía Nacional tienen como finalidad impartir la formación en sus 

distintas modalidades. 

2. La organización y funcionamiento de los centros docentes, así como su régimen académico y 

disciplinario, se regularán por su normativa específica. 

3. Los centros docentes deberán prestarse colaboración mutua y apoyo para el desarrollo de los 

planes de formación que tengan encomendados y en especial con los centros docentes de otros 

cuerpos policiales. 
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Artículo 37 

Régimen de los alumnos de los centros docentes 

1. Los alumnos de los centros docentes de la Policía Nacional que aspiren a ingresar por turno libre 

en las categorías de Inspector o de Policía tendrán la consideración de funcionarios en prácticas. El 

período de tiempo en el que ostenten esa condición se computará a efectos de trienios y de baremo. 

Durante el tiempo que dure la fase de formación o curso selectivo serán denominados Inspectores 

alumnos o Policías alumnos. Durante la realización del módulo de prácticas desempeñando un 

puesto de trabajo la denominación será la de Inspectores en prácticas y Policías en prácticas. 

2. Los alumnos de los centros docentes de la Policía Nacional que accedan por promoción interna a 

la categoría de Inspector tendrán la consideración de Inspectores alumnos durante el tiempo que 

dure la fase de formación o curso selectivo y de Inspectores adjuntos durante el módulo de prácticas 

desempeñando un puesto de trabajo. 

3. A los funcionarios en prácticas y a los demás alumnos de los centros docentes de la Policía Nacional 

les será de aplicación su normativa específica. 

Artículo 38 

Profesorado 

1. El profesorado de los centros docentes estará compuesto por Policías Nacionales. El procedimiento 

de provisión de los puestos de trabajo de los centros docentes se regirá por los principios de igualdad, 

mérito y capacidad, en orden a garantizar una selección objetiva, eficaz y transparente del 

profesorado. 

2. La impartición de las enseñanzas y cursos podrá realizarse también por expertos y profesionales de 

reconocida competencia en las distintas materias, procedentes de otras Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, Universidad, Poder Judicial, Ministerio Fiscal, Fuerzas Armadas, Administración General del 

Estado, administraciones autonómicas y locales, así como de centros, institutos o escuelas de 

formación y perfeccionamiento de reconocido prestigio. 

A tal efecto, la Dirección General de la Policía, a propuesta de los centros docentes, podrá concertar 

la impartición de las correspondientes clases, bien con los profesionales, bien con las administraciones 

o entidades de las que dependan, a través del procedimiento legalmente establecido para cada 

caso, y siempre en los términos que permitan las disponibilidades presupuestarias en cada momento. 

Artículo 39 

Centro Universitario de Formación del Cuerpo Nacional de Policía 

1. Con el fin de impartir la formación correspondiente a los estudios universitarios del Sistema 

Educativo Español, se creará un Centro Universitario de Formación del Cuerpo Nacional de Policía, 

adscrito a una o varias Universidades, dependiendo, en los aspectos académicos, de un Consejo 

Académico creado a tal efecto, y en los estructurales y de funcionamiento, del órgano responsable 

de formación. 

2. Los convenios de colaboración determinarán su estructura, en la que se integrará una comisión de 

seguimiento y valoración de su aplicación, sus actividades docentes, financiación y funcionamiento. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 901 

3. El Centro Universitario de Formación del Cuerpo Nacional de Policía podrá contratar personal 

docente en régimen laboral, a través de las modalidades de contratación específica del ámbito 

universitario. 

TÍTULO VIII 

Carrera profesional y promoción interna 

Artículo 40 

Carrera profesional 

1. La carrera profesional de los funcionarios de la Policía Nacional se configura como el conjunto 

ordenado de oportunidades de ascenso y expectativas de progreso profesional, conforme a los 

principios de objetividad, igualdad, mérito, capacidad y, en su caso, antigüedad. Consistirá en la 

aplicación, de manera aislada o simultánea, de alguna de las modalidades que se establecen en 

este artículo. 

2. La carrera vertical consiste en el acceso, mediante la promoción interna, a las categorías 

inmediatamente superiores que conforman las diferentes Escalas de la Policía Nacional, en los 

términos establecidos en esta Ley Orgánica. 

3. La carrera horizontal supone el reconocimiento individualizado del desarrollo profesional 

alcanzado por los funcionarios de la Policía Nacional, mediante la progresión en la estructura de los 

diferentes puestos de trabajo y la consolidación del grado personal. 

Artículo 41 

Promoción interna 

1. Los Policías Nacionales en situación de servicio activo, de servicios especiales, o de excedencia 

por cuidado de familiares o por razón de violencia de género podrán ascender por promoción 

interna a la categoría superior a la que ostenten, previo cumplimiento de los requisitos que se 

determinen reglamentariamente. 

A las categorías de Oficial de Policía, Subinspector, Inspector, Inspector Jefe, Comisario y Comisario 

Principal se accederá por las modalidades de concurso-oposición y antigüedad selectiva. 

2. Reglamentariamente se fijarán los porcentajes de vacantes reservadas tanto a concurso-oposición 

como a antigüedad selectiva en los procesos de ascenso por promoción interna. Del mismo modo 

se establecerán los porcentajes de vacantes que serán reservadas para el acceso a la categoría de 

Inspector, tanto en el ingreso por oposición libre como por promoción interna. 

3. El ascenso por promoción interna exigirá estar en posesión de la titulación del subgrupo de 

clasificación correspondiente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17.4. 

4. Para la constitución de los tribunales para los procesos de promoción interna se tendrán en cuenta 

los mismos puntos recogidos en el artículo 28 de esta misma Ley. 
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Artículo 42 

Concurso-oposición 

1. Para poder concurrir a las pruebas de ascenso por la modalidad de concurso-oposición, los 

aspirantes deberán reunir al menos dos años de servicios efectivos en la categoría que ostenten. 

Reglamentariamente se establecerán, respetando el plazo señalado anteriormente, los tiempos 

mínimos de permanencia en cada categoría a los efectos de lo establecido en este artículo. 

2. Los procesos de promoción por concurso-oposición constarán de las siguientes fases: 

a) Concurso, en la que el tribunal aprobará la relación de aspirantes que reúnan los requisitos y 

determinará la puntuación que les corresponda, de conformidad con el baremo que se fije. 

b) Oposición, que incluirá pruebas destinadas a medir tanto la aptitud para el desempeño de la 

categoría a la que se aspira como los conocimientos profesionales. 

c) Formación profesional específica de carácter selectivo. 

Artículo 43 

Antigüedad selectiva 

1. Podrán solicitar tomar parte en procedimientos de ascenso por antigüedad selectiva los Policías 

Nacionales que, además de cumplir los requisitos que reglamentariamente se establezcan, se 

encuentren en el primer tramo de la relación escalafonal que se determine reglamentariamente y 

superen el correspondiente baremo profesional. 

2. Los procesos de promoción interna por antigüedad selectiva constarán de las siguientes fases: 

a) Calificación previa, que consistirá en la constatación del cumplimiento de los requisitos y del 

correspondiente baremo profesional. 

b) Pruebas de aptitud de conocimientos profesionales, de naturaleza psicotécnica y selectiva 

que se determinarán en cada convocatoria. 

c) Entrevista, dirigida a comprobar la idoneidad para el desempeño de las funciones 

correspondientes a la categoría a que se aspira. 

d) Formación profesional específica de carácter selectivo. 

3. El número máximo de convocatorias en las que se podrá participar por esta modalidad será de 

tres. Reglamentariamente se determinarán los requisitos y casos en las que serán o no computadas 

a estos efectos. 
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TÍTULO IX 

Ordenación y provisión de puestos de trabajo 

CAPÍTULO I 

Ordenación del personal de la Policía Nacional 

Artículo 44 

Plantilla del personal de la Policía Nacional 

1. La plantilla del personal de la Policía Nacional en situación de servicio activo se determinará en 

función de las necesidades derivadas de la prestación del servicio, ajustándose en todo caso a los 

créditos establecidos en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. 

2. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro del Interior, fijará, con vigencia para períodos de 

cinco años, la plantilla reglamentaria para las distintas categorías. 

Artículo 45 

Catálogo de puestos de trabajo 

1. Los puestos de trabajo cuyo desempeño corresponda a los Policías Nacionales estarán 

relacionados en un catálogo, instrumento técnico de la ordenación del personal de acuerdo con las 

necesidades de los servicios. 

2. El catálogo de puestos de trabajo será público, con excepción de aquellos puestos cuyas 

funciones sean de especial confidencialidad. 

3. El catálogo reflejará la distribución de los puestos de trabajo por plantillas y deberá incluir 

necesariamente la denominación de los puestos, la localidad en la que se encuentran radicados, 

número, nivel de complemento de destino, complemento específico, escala, categoría o subgrupo 

de clasificación para el que estén reservados y, en su caso, si su adscripción es indistinta, así como la 

forma de provisión. 

4. La distribución de los puestos de trabajo en el catálogo se hará conforme al principio de jerarquía 

sin que, en ningún caso, un Policía Nacional pueda estar subordinado a otro de categoría inferior por 

razón del puesto de trabajo que ocupe o al que esté adscrito. 

Artículo 46 

Destinos 

1. Los Policías Nacionales serán adscritos a un puesto de trabajo de su escala y categoría o subgrupo 

de clasificación, de los contemplados en el catálogo de puestos de trabajo. 

2. Los Policías Nacionales podrán permanecer en activo hasta alcanzar la edad de jubilación. No 

obstante, los que experimenten una disminución de sus condiciones psicofísicas cuya intensidad les 

impida el normal cumplimiento de sus funciones, pero no comporte el pase a la situación de 

jubilación o a la de segunda actividad, pasarán a realizar actividades adecuadas a dichas 

condiciones psicofísicas. Para apreciar esta disminución se requerirá informe del servicio sanitario. 

3. Asimismo podrán ser adscritos a puestos de trabajo, dentro del subgrupo de clasificación de su 

escala, cuyas funciones estén relacionadas de forma específica con la seguridad, en el Ministerio del 
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Interior, de otros departamentos ministeriales, instituciones y organismos públicos o en organizaciones 

internacionales, previo informe favorable de la Dirección General de la Policía. 

4. Excepcionalmente, y por razón de las características del puesto de trabajo, funcionarios de carrera 

de la Administración General del Estado podrán ser adscritos a un puesto de trabajo correspondiente 

a su subgrupo de clasificación, de los contemplados en el catálogo. 

CAPÍTULO II 

Provisión de puestos de trabajo 

Artículo 47 

Procedimientos de provisión de puestos de trabajo 

1. Los puestos de trabajo se proveerán conforme a los principios de igualdad, mérito, capacidad, 

publicidad y antigüedad, por los procedimientos de concurso general de méritos, concurso 

específico de méritos o libre designación. 

2. Los procedimientos de provisión se regirán por la convocatoria respectiva, que se ajustará a lo 

dispuesto en esta Ley Orgánica y en las normas que la desarrollen. 

3. El concurso general de méritos es el procedimiento normal de provisión, así como la forma de 

obtener un puesto de trabajo al ingresar en la Policía Nacional. En él se tendrán en cuenta la 

antigüedad y, en su caso, los méritos que reglamentariamente se establezcan. 

4. Por el procedimiento de concurso específico de méritos se proveerán los puestos de trabajo para 

cuyo desempeño se requieran especiales conocimientos científicos o técnicos, o determinadas 

capacidades profesionales. 

Los requisitos y méritos exigibles en las convocatorias estarán necesariamente relacionados con el 

concreto contenido de cada puesto de trabajo y serán valorados por un órgano colegiado. 

5. La libre designación consiste en la apreciación discrecional, por el órgano competente, de la 

idoneidad de los candidatos en relación con los requisitos exigidos para el desempeño del puesto 

de trabajo. 

El procedimiento de libre designación como sistema de provisión será debidamente justificado en 

atención a la especial confianza derivada de la naturaleza de las funciones de determinados 

puestos de trabajo, ya sea por su especial responsabilidad o confidencialidad. 

6. Los puestos directivos de la Policía Nacional con nivel orgánico de subdirector general y los de jefe 

superior de policía se proveerán entre Comisarios Principales. La cobertura de estos puestos se llevará 

a cabo mediante libre designación, a través de un procedimiento especial presidido por el principio 

de celeridad, a cuyo efecto se podrán reducir los plazos establecidos para el sistema ordinario. La 

competencia para llevar a cabo estos nombramientos recaerá en el Ministro del Interior, a propuesta 

del Director General de la Policía y previo informe emitido por el Secretario de Estado de Seguridad. 

7. Reglamentariamente se desarrollarán los distintos aspectos relativos a la provisión de puestos de 

trabajo en la Policía Nacional, con sujeción a los principios establecidos en esta Ley Orgánica. 
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Artículo 48 

Reglas y garantías para la provisión de puestos de trabajo 

1. El nombramiento y cese en los puestos de trabajo referidos en el artículo anterior corresponderá al 

Director General de la Policía, a excepción de aquellos cuya competencia recaiga en el Ministro del 

Interior o en el Secretario de Estado de Seguridad. 

2. No se podrá participar en los concursos que se convoquen dentro de los dos años siguientes a la 

toma de posesión del último destino obtenido por concurso general o específico de méritos, salvo las 

excepciones que se establezcan reglamentariamente. No obstante lo anterior, en el supuesto de 

atribución de destinos con carácter forzoso, quienes los obtengan podrán concursar a otras vacantes 

una vez transcurrido un año a partir de la fecha de toma de posesión. 

3. Los Policías Nacionales que hubieran obtenido un puesto de trabajo por el procedimiento de 

concurso general de méritos podrán ser adscritos, mediante resolución motivada por necesidades 

del servicio objetivamente apreciadas, a otros puestos de trabajo dentro del mismo municipio, de la 

misma forma de provisión, nivel de complemento de destino y complemento específico. 

4. Los Policías Nacionales que hayan obtenido un puesto de trabajo por el procedimiento de 

concurso específico de méritos sólo podrán ser removidos por causas sobrevenidas, derivadas de 

una alteración en el contenido del puesto de trabajo que modifique los supuestos que sirvieron de 

base a la convocatoria o de una falta de capacidad para su desempeño, manifestada por 

rendimiento insuficiente y que impida realizar con eficacia las funciones atribuidas al puesto. 

La resolución que ponga fin al expediente de remoción será motivada, con audiencia del interesado 

y agotará la vía administrativa. 

5. Los Policías Nacionales que hayan obtenido un puesto de trabajo por el procedimiento de libre 

designación podrán ser cesados del mismo con carácter discrecional. 

6. Aquellos Policías Nacionales que hayan sido cesados en puestos de libre designación o removidos 

en puestos obtenidos por concurso específico de méritos serán adscritos provisionalmente a un 

puesto de trabajo de su categoría, no inferior en más de dos niveles al de su grado personal, 

preferentemente en el ámbito territorial de la Comisaría Provincial en la que estuvieran destinados. 

7. Los funcionarios pertenecientes a plantillas suprimidas, reducidas o agrupadas que hayan perdido 

su puesto de trabajo en las mismas, tendrán preferencia absoluta por una sola vez para acceder a 

las vacantes asignadas al procedimiento de concurso general de méritos existentes en cualquier 

localidad del territorio nacional. 

En el supuesto de que dichos funcionarios no concursaren a las plazas vacantes o no fuesen 

destinados a las mismas, se les designará para alguna de las vacantes existentes. En este caso, 

tendrán preferencia, durante dos años y por una sola vez, para obtener un nuevo puesto de trabajo 

vacante que se convocase dentro de dicho plazo por concurso general de méritos en cualquier 

plantilla. En caso de empate en la puntuación, se estará a lo que disponga para estos casos la orden 

en que se apruebe el correspondiente baremo. 

Artículo 49 

Movilidad 

1. En caso de urgente e inaplazable necesidad, los puestos de trabajo podrán proveerse con 

carácter provisional en comisión de servicios, en los términos que reglamentariamente se 

establezcan. 
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En todo caso, una vez transcurrido un año desde el inicio de la comisión de servicios, deberá 

publicarse, dentro de los seis meses siguientes, la convocatoria para la provisión del puesto de trabajo 

según el sistema establecido. 

2. La funcionaria de la Policía Nacional víctima de violencia de género que se vea obligada a 

abandonar el puesto de trabajo en la localidad donde venía prestando sus servicios, para hacer 

efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, tendrá derecho al traslado a otro 

puesto de trabajo propio de su escala o categoría profesional, de análogas características, sin 

necesidad de que sea vacante de necesaria cobertura. Este traslado tendrá la consideración de 

traslado forzoso. 

3. Los Policías Nacionales podrán ser adscritos a un puesto de trabajo de distinta unidad 

administrativa, en la misma o en otra localidad, previa solicitud basada en motivos de salud o 

terapias de rehabilitación, propias del funcionario, de su cónyuge, o de los hijos a su cargo, siempre 

que se cumplan los requisitos que se determinen reglamentariamente. 

4. Podrán disponer de movilidad geográfica aquellos Policías Nacionales declarados víctimas del 

terrorismo en los términos establecidos reglamentariamente. 

Artículo 50 

Grado personal 

1. Los Policías Nacionales adquirirán un grado personal por el desempeño de uno o más puestos de 

trabajo del nivel correspondiente, durante dos años continuados o tres con interrupción. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando obtengan un puesto de trabajo superior en 

más de dos niveles al correspondiente a su grado personal consolidado, consolidarán cada dos años 

de servicios continuados el grado superior en dos niveles al que poseyesen, sin que en ningún caso 

puedan superar el correspondiente al del puesto desempeñado, ni el intervalo de niveles 

correspondiente a su escala. 

2. Los Policías Nacionales consolidarán necesariamente como grado personal inicial el 

correspondiente al nivel del puesto de trabajo adjudicado tras la superación del proceso selectivo. 

Artículo 51 

Evaluación del desempeño 

1. Se establecerá un sistema de evaluación del desempeño cuyo objetivo será medir el rendimiento 

y el logro de resultados, así como el grado de calidad del servicio prestado. Este sistema se basará 

en criterios de transparencia, objetividad, imparcialidad y no-discriminación y se aplicará sin 

menoscabo de los derechos de los funcionarios. 

2. Las organizaciones sindicales representativas participarán en el establecimiento de las normas que 

fijen los criterios y mecanismos generales del sistema de evaluación del desempeño, así como en la 

determinación de sus efectos. 
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TÍTULO X 

Situaciones administrativas 

CAPÍTULO I 

Clases de situaciones administrativas. Servicio activo, servicios especiales y servicio en otras 

administraciones públicas 

Artículo 52 

Clases 

Los Policías Nacionales se hallarán en alguna de las siguientes situaciones administrativas: 

a) Servicio activo. 

b) Servicios especiales. 

c) Servicio en otras administraciones públicas. 

d) Excedencia. 

e) Suspensión de funciones. 

f) Segunda actividad. 

Artículo 53 

Servicio activo 

1. Los Policías Nacionales se hallarán en situación de servicio activo cuando presten servicios en tal 

condición en los destinos a que se refiere el artículo 46 y no les corresponda quedar en otra situación. 

Asimismo se considerarán en esta situación durante el plazo posesorio por cese en un puesto de 

trabajo al haber obtenido otro mediante el procedimiento de provisión correspondiente. 

2. Los Policías Nacionales en situación de servicio activo gozan de todos los derechos inherentes a tal 

condición y quedan sujetos a los deberes y responsabilidades derivados de la misma. 

Artículo 54 

Reingreso al servicio activo 

1. El reingreso al servicio activo desde situaciones administrativas que no conlleven reserva de puesto 

de trabajo se efectuará mediante la participación del Policía Nacional en la convocatoria 

correspondiente de provisión de puestos de trabajo por concurso o libre designación, o por 

adscripción provisional a un puesto vacante, condicionada a las necesidades de servicio. 

2. El reingreso desde las situaciones descritas en el apartado anterior estará supeditado al 

cumplimiento, en los supuestos y en los términos que reglamentariamente se determinen, de los 

siguientes requisitos: 
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a) No haber sido separado del servicio de la Administración General del Estado, de la 

administración autonómica, local o institucional, o hallarse inhabilitado para el ejercicio de funciones 

públicas, ni tener antecedentes penales no cancelados por delito doloso. 

b) Poseer las condiciones psicofísicas necesarias para la prestación del servicio. 

c) Realizar un curso de actualización que no tendrá carácter selectivo, en los términos que 

reglamentariamente se determine. 

3. No obstante, el requisito del apartado a) del número anterior será exigible a todos los supuestos de 

reingreso al servicio activo, aunque conlleven reserva de puesto de trabajo. 

Artículo 55 

Servicios especiales 

1. Serán declarados en situación de servicios especiales cuando: 

a) Sean designados miembros del Gobierno o de los órganos de gobierno de las comunidades 

autónomas o de las ciudades de Ceuta y Melilla, miembros de las instituciones de la Unión Europea 

o de las organizaciones internacionales, o sean nombrados altos cargos de las citadas 

administraciones públicas o instituciones. 

b) Fuesen nombrados para desempeñar puestos o cargos en organismos públicos o entidades, 

dependientes o vinculados a las administraciones públicas que, de conformidad con lo que 

establezca la respectiva administración pública, estén asimilados en su rango administrativo a altos 

cargos. 

c) Sean adscritos a los servicios del Tribunal Constitucional o del Defensor del Pueblo o destinados 

al Tribunal de Cuentas en los términos previstos en el artículo 93.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de 

funcionamiento del Tribunal de Cuentas. 

d) Accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Generales o de miembro de las 

asambleas legislativas de las comunidades autónomas. 

e) Desempeñen cargos electivos en las asambleas de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla 

y en las entidades locales; ejerzan responsabilidades en órganos superiores y directivos municipales 

o como miembros de los órganos locales para el conocimiento y la resolución de las reclamaciones 

económico-administrativas. 

f) Fuesen designados para formar parte del Consejo General del Poder Judicial o de los Consejos 

de Justicia de las Comunidades Autónomas. 

g) Sean elegidos o designados para formar parte de los órganos constitucionales o de los órganos 

estatutarios de las comunidades autónomas u otros cuya elección corresponda al Congreso de los 

Diputados, al Senado o a las asambleas legislativas de las comunidades autónomas. 

h) Sean designados como personal eventual para ocupar puestos de trabajo con funciones 

expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento político. Cuando se trate de puestos 

del Ministerio del Interior, o de sus órganos superiores o directivos, podrán optar por permanecer en 

la situación de servicio activo siempre que el puesto ocupado no supere el intervalo de niveles 

atribuido a su subgrupo de clasificación. 

i) Adquieran la condición de funcionarios al servicio de organizaciones internacionales. 
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j) Sean designados asesores de los grupos parlamentarios de las Cortes Generales o de las 

asambleas legislativas de las comunidades autónomas. 

2. Quienes se encuentren en la situación de servicios especiales percibirán las retribuciones del puesto 

o cargo que desempeñen y no las de funcionario de la Policía Nacional, sin perjuicio del derecho a 

percibir los trienios que tengan reconocidos en cada momento. 

El tiempo que permanezcan en tal situación se computará a efectos de reconocimiento de trienios, 

antigüedad y derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación. Además, 

mientras se encuentren en la misma situación podrán participar en los procesos de promoción interna 

que se convoquen. 

3. Quienes se encuentren en situación de servicios especiales tendrán derecho a reingresar al servicio 

activo en la misma localidad, en un puesto de trabajo de las mismas características al que se venía 

desempeñando, siempre y cuando el pase a servicios especiales se haya producido desde una 

situación que, a su vez, conlleve la reserva del puesto de trabajo. 

Artículo 56 

Servicio en otras administraciones públicas 

1. Los Policías Nacionales que, en virtud de los procesos de transferencias o por los procedimientos 

de provisión de puestos de trabajo, obtengan destino en una administración pública distinta, serán 

declarados en la situación de servicio en otras administraciones públicas. Se mantendrán en esa 

situación en el caso de que por disposición legal de la administración a la que acceden se integren 

como personal propio de esta. 

2. Los Policías Nacionales transferidos a las comunidades autónomas se integrarán plenamente como 

funcionarios propios en situación de servicio activo en la organización de la Función Pública de las 

mismas, respetando el subgrupo de su escala de procedencia, así como los derechos económicos 

inherentes a la posición en la carrera que tuviesen reconocida y manteniendo todos sus derechos en 

la administración pública de origen como si se hallaran en servicio activo de acuerdo con lo 

establecido en los respectivos Estatutos de Autonomía. 

3. Cuando se encuentren en dicha situación por haber obtenido un puesto de trabajo mediante los 

sistemas de provisión, se regirán por la legislación de la administración en la que estén destinados de 

forma efectiva y conservan su condición de funcionario de la administración de origen y el derecho 

a participar en las convocatorias para la provisión de puestos de trabajo que se efectúen por esta 

última. El tiempo de servicio en la administración pública en la que estén destinados se les computará 

como de servicio activo en su escala y categoría de origen. 

4. Los Policías Nacionales que reingresen al servicio activo en la administración de origen, 

procedentes de la situación de servicio en otras administraciones públicas, obtendrán el 

reconocimiento profesional de los progresos alcanzados en el sistema de carrera profesional y sus 

efectos sobre la posición retributiva conforme al procedimiento previsto en los convenios de 

conferencia sectorial y demás instrumentos de colaboración que establecen medidas de movilidad 

interadministrativa. En defecto de tales convenios o instrumentos de colaboración, el reconocimiento 

se realizará por la administración pública en la que se produzca el reingreso. 
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CAPÍTULO II 

Excedencias 

Artículo 57 

Modalidades de excedencia 

La excedencia podrá adoptar las siguientes modalidades: 

a) Excedencia voluntaria por interés particular. 

b) Excedencia voluntaria por agrupación familiar. 

c) Excedencia por cuidado de familiares. 

d) Excedencia por razón de violencia de género. 

e) Excedencia por prestación de servicio en el sector público. 

Artículo 58 

Excedencia voluntaria por interés particular 

1. Los Policías Nacionales podrán obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando 

hayan estado en las situaciones de servicio activo o servicios especiales en cualquiera de las 

administraciones públicas durante un período mínimo de cinco años, inmediatamente anteriores a 

la petición. 

2. El período mínimo de permanencia en esta situación será de un año, transcurrido el cual podrá 

solicitar su reingreso al servicio activo. 

3. La concesión de esta excedencia quedará, en todo caso, subordinada a las necesidades del 

servicio, debidamente motivadas. No podrá declararse cuando el funcionario esté sometido a 

expediente disciplinario. 

4. Procederá declarar de oficio la excedencia voluntaria por interés particular cuando, finalizada la 

causa que determinó el pase a una situación distinta a la de servicio activo, se incumpla la obligación 

de solicitar el reingreso al servicio activo en el plazo establecido. Igualmente procederá dicha 

declaración cuando, habiendo solicitado el reingreso al servicio activo desde una situación 

administrativa que no conlleve reserva de puesto de trabajo, no se reúna alguno de los requisitos 

exigidos para dicho reingreso. 

5. Quienes se encuentren en situación de excedencia por interés particular no devengarán 

retribuciones, ni les será computable el tiempo que permanezcan en tal situación a efectos de 

trienios, antigüedad y derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación. 

Tampoco podrán participar durante el tiempo en que permanezcan en esa situación en los procesos 

de promoción interna. 

Artículo 59 

Excedencia voluntaria por agrupación familiar 

1. Los Policías Nacionales cuyo cónyuge resida en otra localidad por haber obtenido y estar 

desempeñando un puesto de trabajo de carácter definitivo como funcionario de carrera o como 
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personal laboral fijo en cualquiera de las administraciones públicas, organismos públicos y entidades 

de derecho público dependientes o vinculados a ellas, en los órganos constitucionales o del Poder 

Judicial y órganos similares de las comunidades autónomas, así como en la Unión Europea o en 

organizaciones internacionales, podrán obtener la excedencia voluntaria por agrupación familiar, 

sin el requisito de haber prestado servicios en cualquiera de las administraciones públicas. 

2. En esta situación se permanecerá un tiempo mínimo de un año, a partir del cual podrá solicitarse 

el reingreso al servicio activo. 

3. Quienes se encuentren en situación de excedencia voluntaria por agrupación familiar no 

devengarán retribuciones, ni les será computable el tiempo que permanezcan en tal situación a 

efectos de trienios, antigüedad y derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea aplicable. 

Los Policías Nacionales que se hallen en esta situación podrán participar en los procesos de 

promoción interna. 

Artículo 60 

Excedencia por cuidado de familiares 

1. Los Policías Nacionales tendrán derecho a un período de excedencia de duración no superior a 

tres años para atender al cuidado de cada hijo, tanto cuando lo sea por naturaleza como por 

adopción o acogimiento permanente o preadoptivo, a contar desde la fecha de nacimiento o, en 

su caso, de la resolución judicial o administrativa. 

2. También tendrán derecho a un período de excedencia de duración no superior a tres años, para 

atender al cuidado de un familiar que se encuentre a su cargo, hasta el segundo grado inclusive de 

consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente, enfermedad o discapacidad no 

pueda valerse por sí mismo y no desempeñe actividad retribuida. 

3. El período de excedencia será único por cada sujeto causante. Cuando un nuevo sujeto causante 

diera origen a una nueva excedencia, el inicio del período de la misma pondrá fin al que se viniera 

disfrutando. 

4. En el caso de que dos funcionarios generasen el derecho a disfrutarla por el mismo sujeto causante, 

la administración podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones justificadas relacionadas con el 

funcionamiento de los servicios. 

5. El tiempo de permanencia en esta situación será computable a efectos de trienios, antigüedad y 

derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación. Los funcionarios en esta 

situación podrán participar en los cursos de formación que se convoquen y en los procesos de 

promoción interna. 

6. El puesto de trabajo desempeñado se reservará, al menos, durante dos años. Transcurrido este 

período, se reservará un puesto en la misma localidad y de igual retribución. 

Artículo 61 

Excedencia por razón de violencia de género 

1. Las funcionarias víctimas de violencia de género, para hacer efectiva su protección o su derecho 

a la asistencia social integral, tendrán derecho a solicitar la situación de excedencia sin tener que 

haber prestado un tiempo mínimo de servicios previos y sin que sea exigible plazo de permanencia 

en la misma. 
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2. Durante los seis primeros meses tendrán derecho a la reserva del puesto de trabajo que 

desempeñaran, siendo computable dicho período a efectos de trienios, antigüedad y derechos en 

el régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación. Las funcionarias en esta situación podrán 

participar en los cursos de formación que se convoquen y, durante dicho plazo de seis meses, 

prorrogables en los términos expresados en el párrafo siguiente, en los procesos de promoción 

interna. 

Cuando las actuaciones judiciales lo exigieran, se podrá prorrogar este período por tres meses, hasta 

un máximo de dieciocho, con idénticos efectos a los señalados anteriormente, a fin de garantizar la 

efectividad del derecho de protección de la víctima. 

3. Durante los dos primeros meses de esta excedencia, la funcionaria tendrá derecho a percibir las 

retribuciones íntegras y, en su caso, las prestaciones familiares por hijo a cargo. 

Artículo 62 

Excedencia voluntaria por prestación de servicio en el sector público 

1. Los Policías Nacionales serán declarados en excedencia voluntaria por prestación de servicio en 

el sector público cuando se encuentren en servicio activo en otro cuerpo o escala de cualquiera de 

las administraciones públicas, así como cuando pasen a prestar servicios como personal laboral fijo 

en organismos o entidades del sector público y no les corresponda quedar en situación de servicio 

activo o la de servicios especiales prevista en el artículo 55.1.e). 

2. Se podrá permanecer en esta situación en tanto se mantenga la relación de servicios que dio 

origen a la misma. 

3. Durante el tiempo de permanencia en esta situación se percibirán las retribuciones del puesto o 

cargo que desempeñen y no las de funcionario de la Policía Nacional, y no será computable a 

efectos de trienios, antigüedad y derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea de 

aplicación. No obstante, dicho tiempo podrá ser reconocido, a efectos de trienios, antigüedad y 

derechos en el régimen de Seguridad Social, si se produce el reingreso en la Policía Nacional. 

CAPÍTULO III 

Suspensión de funciones 

Artículo 63 

Suspensión de funciones 

La suspensión de funciones, que puede ser firme o provisional, supone privar al funcionario del 

ejercicio de sus funciones durante el tiempo de permanencia en la misma y se regulará por lo 

dispuesto en esta Ley Orgánica y en la normativa de régimen disciplinario. 

Artículo 64 

Suspensión firme 

1. La suspensión firme se impondrá en virtud de sentencia firme dictada en causa criminal o de 

sanción disciplinaria también firme. Cuando supere los seis meses, determinará la pérdida del puesto 

de trabajo. 
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2. El tiempo en esta situación no será computable a efectos de trienios, antigüedad y derechos en el 

régimen de Seguridad Social que sea de aplicación. 

Artículo 65 

Suspensión provisional 

1. La suspensión provisional se podrá acordar por la incoación de un expediente disciplinario por falta 

grave o muy grave o como consecuencia del procesamiento, inculpación o adopción de alguna 

medida cautelar contra el imputado en un procedimiento penal, pudiendo prolongarse hasta la 

terminación del procedimiento judicial. 

2. El tiempo de suspensión provisional, como consecuencia de un expediente disciplinario, por 

hechos que no son objeto de procedimiento penal, no podrá exceder de tres meses en caso de 

faltas graves, y de seis meses, en caso de faltas muy graves, salvo paralización del procedimiento 

imputable al interesado. 

3. Cuando la suspensión provisional no sea declarada firme, el tiempo de permanencia en la misma 

se computará como de servicio activo a todos los efectos, debiendo acordarse, en su caso, la 

inmediata incorporación del funcionario a su puesto de trabajo. 

4. Cuando el período de permanencia en suspensión provisional de funciones sea superior a la 

duración de la condena por sentencia o de la sanción disciplinaria, la diferencia le será computable 

como de servicio activo a todos los efectos. 

5. El funcionario en situación de suspensión provisional de funciones tendrá derecho a percibir el cien 

por cien de las retribuciones básicas y la totalidad de la prestación económica por hijo a cargo, salvo 

en el supuesto de paralización del expediente por causa imputable al interesado, que comportará 

la pérdida de toda retribución mientras se mantenga dicha paralización, y, de igual manera, no 

tendrá derecho a percibir haber alguno en caso de incomparecencia en el expediente disciplinario. 

CAPÍTULO IV 

Segunda actividad 

Artículo 66 

Situación de segunda actividad 

1. La segunda actividad tiene por objeto garantizar una adecuada aptitud psicofísica de los Policías 

Nacionales para el desempeño de las funciones propias de su puesto de trabajo que garantice su 

eficacia en el servicio. 

2. Los funcionarios titulares de las plazas de facultativos y de técnicos no podrán pasar a la situación 

de segunda actividad. 

3. En la situación de segunda actividad se ostentará la categoría que se poseía en el momento de 

producirse el pase a dicha situación y no conllevará en ningún caso la ocupación de destino. 

4. Durante el tiempo que permanezcan en la situación de segunda actividad quedarán a disposición 

del Ministro del Interior para el cumplimiento de funciones policiales hasta alcanzar la edad de 

jubilación, cuando razones excepcionales de seguridad ciudadana lo requieran en los términos que 

reglamentariamente se determinen. 
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Artículo 67 

Causas 

Los funcionarios de la Policía Nacional podrán pasar a la situación de segunda actividad por las 

siguientes causas: 

a) Por insuficiencia de las aptitudes psicofísicas para el desempeño de la función policial. 

b) Por petición propia, una vez cumplidas las edades que se establecen en el artículo 69. 

c) Por petición propia, tras haber cumplido veinticinco años efectivos en las situaciones de 

servicio activo, servicios especiales o excedencia forzosa en la Policía Nacional, o cuerpos asimilados 

o integrados, en los términos establecidos en el artículo 69. 

Artículo 68 

Pase a segunda actividad por insuficiencia de las aptitudes psicofísicas 

1. Pasarán a la situación de segunda actividad los funcionarios que presenten una insuficiencia de 

las aptitudes psicofísicas para el desempeño de los cometidos atribuidos a la Policía Nacional, 

manifestada por una disminución apreciable de las mismas evaluada por un tribunal médico, en los 

términos que se establezca reglamentariamente, previa instrucción del oportuno procedimiento, de 

oficio o a solicitud del interesado, y siempre que la intensidad de la referida insuficiencia no sea causa 

de jubilación. 

2. Los Policías Nacionales que pasen a la situación de segunda actividad por esta causa podrán 

solicitar la revisión de sus condiciones psicofísicas por un tribunal médico durante el tiempo que 

permanezcan en esa situación, en la forma prevista reglamentariamente. Del mismo modo, dichas 

condiciones podrán ser objeto de revisión, a instancias de la administración, en las circunstancias 

que reglamentariamente se determinen. 

Artículo 69 

Pase a segunda actividad por petición propia 

1. Pasarán a la situación de segunda actividad los Policías Nacionales que, por petición propia 

hubieran solicitado ingresar en dicha situación, a partir del cumplimiento de las edades que para 

cada escala se establecen a continuación: 

a) Escala Superior: 64 años. 

b) Escala Ejecutiva: 62 años. 

c) Escala Subinspección: 60 años. 

d) Escala Básica: 58 años. 

2. También podrán pasar a la situación de segunda actividad, por petición propia, los Policías 

Nacionales que hubieren cumplido veinticinco años efectivos en las situaciones de servicio activo, 

servicios especiales o excedencia forzosa en la Policía Nacional, o cuerpos asimilados o integrados. 

A los efectos de este apartado, por el Ministerio del Interior se fijarán, antes del 31 de diciembre de 

cada año, el número máximo de funcionarios de la Policía Nacional, por categorías, respecto de los 

cuales se autoriza el pase a la situación de segunda actividad por petición propia durante el año 
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siguiente; teniendo en cuenta los criterios de edad de los peticionarios, así como las disponibilidades 

de personal y las necesidades orgánicas y funcionales de la organización policial y la prioridad en la 

solicitud. 

Artículo 70 

Reingreso al servicio activo desde la situación de segunda actividad 

Los Policías Nacionales que hubieren pasado a la situación de segunda actividad por insuficiencia 

de las aptitudes psicofísicas, podrán reingresar al servicio activo, a petición propia o a instancias de 

la administración, siempre que un tribunal médico aprecie que los solicitantes reúnen las aptitudes 

psicofísicas necesarias para la prestación de las funciones encomendadas. 

Artículo 71 

Pase a otras situaciones desde segunda actividad 

Los Policías Nacionales en situación de segunda actividad podrán pasar a otra situación 

administrativa, siempre que reúnan los requisitos exigidos para el acceso a la misma. Al cesar en ésta 

última se producirá el reingreso a la situación de segunda actividad. 

Artículo 72 

Competencia para resolver 

Los procedimientos a que se refieren los artículos anteriores se resolverán por el Director General de 

la Policía, y sus resoluciones pondrán fin a la vía administrativa. 

Artículo 73 

Retribuciones en la situación de segunda actividad 

1. Los Policías Nacionales en la situación de segunda actividad percibirán en su totalidad las 

retribuciones básicas que correspondan a la antigüedad que se posea y a la categoría de 

pertenencia, así como un complemento de una cuantía igual al 80 por 100 de las retribuciones 

complementarias de carácter general de la referida categoría, percibiéndose, además, la totalidad 

de las retribuciones personales por pensiones de mutilación y recompensas. 

Cualquier variación de las retribuciones indicadas asignadas al personal en activo originará en las 

correspondientes al personal en situación de segunda actividad de la misma antigüedad y categoría 

las variaciones pertinentes para que en todo momento representen las cuantías señaladas en el 

párrafo anterior. 

2. Los Policías Nacionales que hayan pasado a la situación de segunda actividad a causa de una 

enfermedad o accidente profesional producidos en acto de servicio o como consecuencia del 

mismo, que hayan sido así declarados conforme a lo establecido en esta Ley Orgánica, percibirán 

el cien por cien de las retribuciones que vinieran devengando cuando se encontraban en la situación 

de servicio activo. 

3. Los Policías Nacionales que, en situación de segunda actividad, realicen funciones policiales por 

razones excepcionales de seguridad conforme a lo previsto en el artículo 66.4 percibirán, por día de 

servicio prestado, en lugar de las retribuciones propias de su situación, una trigésima parte de las 

retribuciones mensuales correspondientes al puesto de trabajo efectivamente desempeñado si esta 

fuera mayor que las retribuciones propias de su situación. 
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Artículo 74 

Peculiaridades retributivas 

1. Los Policías Nacionales que pasen a la situación de segunda actividad en virtud de lo establecido 

en el artículo 69.1 y no cuenten en total con veinte años efectivos en las situaciones de servicio activo, 

servicios especiales o excedencia forzosa en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, 

experimentarán una reducción en las retribuciones económicas a percibir en dicha situación, de 

acuerdo con la escala que reglamentariamente se establezca. 

2. Los Policías Nacionales que pasen a la situación de segunda actividad en virtud de lo establecido 

en el artículo 69 sin haber completado el mínimo de años de servicio, que se establezca en la 

legislación vigente sobre clases pasivas del Estado para causar derecho a la pensión ordinaria de 

jubilación, sólo percibirán en dicha situación la cantidad que corresponda de sus retribuciones 

básicas, en función del tiempo efectivo de servicios prestados, según se establezca 

reglamentariamente. 

3. Cuando, superado el tiempo mínimo de servicios señalados en el apartado anterior, no se hubieren 

completado veinte años de servicio efectivo al cumplir la edad de pase a aquella situación se 

percibirán en su totalidad las retribuciones básicas. Las retribuciones complementarias que 

correspondan a esta situación sufrirán una reducción en función del tiempo que reste para cumplir 

los veinte años de servicios efectivos, de acuerdo con la escala que reglamentariamente se 

establezca. 

Artículo 75 

Trienios y derechos pasivos 

El tiempo transcurrido en la situación de segunda actividad será computable a efectos de 

perfeccionamiento de trienios y de derechos pasivos. 

Artículo 76 

Régimen disciplinario 

Los Policías Nacionales en situación de segunda actividad estarán sometidos al régimen disciplinario 

general de la función pública. 

TÍTULO XI 

Protección social y régimen retributivo 

Artículo 77 

Principios generales de la protección social 

1. Los Policías Nacionales están obligatoriamente incluidos en el ámbito de aplicación del Régimen 

del Mutualismo Administrativo de los Funcionarios Civiles del Estado por la totalidad de las 

contingencias y prestaciones previstas en su acción protectora, sin perjuicio de las especificidades 

previstas para los integrantes de este cuerpo en la normativa vigente. 

2. A efectos de pensiones, a los Policías Nacionales les será de aplicación, según corresponda, el 

régimen de Clases Pasivas del Estado o el Régimen General de Seguridad Social, de acuerdo con 

sus normas específicas respectivas. 
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3. La Policía Nacional colaborará con los organismos públicos y entidades que tengan atribuida la 

gestión de los distintos regímenes de Seguridad Social, en los términos que establezca la normativa 

correspondiente. 

Artículo 78 

Incapacidad temporal 

1. El funcionario de la Policía Nacional que cause baja para el servicio por incapacidad temporal 

percibirá las retribuciones o remuneraciones que establezca la normativa reguladora del Régimen 

Especial sobre Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado vigente en cada momento. 

2. Cuando la baja para el servicio hubiese sido motivada por lesión o patología declarada como 

enfermedad o accidente profesional producidos en acto de servicio o como consecuencia del 

mismo, previa tramitación del expediente de averiguación de causas instruido al efecto, la 

prestación económica a percibir, computado en su caso el subsidio previsto en la normativa 

reguladora del régimen del Mutualismo, será completada por el órgano encargado de la gestión de 

personal hasta alcanzar como máximo el cien por cien de las retribuciones que el funcionario hubiera 

percibido el mes anterior al de causarse la baja. 

Artículo 79 

Lesiones, patologías y daños materiales en acto de servicio 

1. Se entiende por lesiones, patologías y daños materiales en acto de servicio los que así sean 

reconocidos a través de expediente de averiguación de causas, por haber sido contraídos por el 

funcionario con ocasión o como consecuencia del servicio prestado, siempre y cuando no hubiese 

mediado por su parte dolo, o negligencia o impericia graves. 

2. La competencia para resolver dicho reconocimiento corresponde al Director General de la Policía, 

previa instrucción del correspondiente expediente de averiguación de las causas determinantes de 

las lesiones, patologías o daños materiales sufridos, que se iniciará a solicitud del funcionario o de 

oficio por el órgano encargado de la gestión del personal en la Policía Nacional. 

3. La resolución que ponga fin al expediente identificará necesariamente el origen de las lesiones o 

daños materiales, la relación de causalidad existente entre el servicio y los mismos y la capacidad o 

incapacidad derivada, todo ello mediante informe facultativo emitido por los órganos de inspección 

sanitaria de la Policía Nacional. Igualmente en la resolución se determinará el importe de los gastos 

de curación que hubiesen quedado excluidos de las prestaciones contempladas en el ámbito del 

mutualismo administrativo, que, en su caso, serán por cuenta de la Administración, sin perjuicio de 

las competencias de la Mutualidad de Funcionarios Civiles del Estado para el reconocimiento de las 

prestaciones derivadas de tales contingencias. 

4. En el expediente de resarcimiento de daños materiales quedará acreditado, además de sus 

causas y la relación existente entre los daños y el servicio prestado por el funcionario, el importe del 

objeto, resolviendo la procedencia o no del resarcimiento. 

5. La Administración concertará un seguro de accidentes para los supuestos de fallecimiento, 

incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez de los funcionarios de la Policía Nacional, 

devenidos como consecuencia de las lesiones sufridas en acto de servicio o con ocasión del mismo. 
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Artículo 80 

Evaluación y control de las condiciones psicofísicas 

1. La Policía Nacional velará por que sus miembros mantengan las condiciones psicofísicas necesarias 

para el desempeño de sus funciones. A tal fin existirá un servicio sanitario cuyas competencias y 

organización se determinarán reglamentariamente. 

A tal efecto se podrán celebrar contratos o convenios de colaboración con profesionales médicos 

o entidades sanitarias públicas o privadas. 

2. Los funcionarios serán sometidos a una vigilancia de la salud en la forma que se determine en el 

plan de prevención de riesgos laborales y dentro del marco de actuación del Servicio de Prevención 

de Riesgos Laborales. 

3. Corresponderá a los órganos de inspección sanitaria de la Policía Nacional el control y la revisión 

de las bajas por insuficiencia temporal de condiciones psicofísicas, en los términos establecidos en la 

normativa vigente, sin perjuicio de las competencias de la Mutualidad correspondiente en el ámbito 

de las situaciones de incapacidad temporal. 

Artículo 81 

Acción social 

Existirá un sistema de acción social, con la dotación presupuestaria que proceda, en el marco del 

cual se desarrollarán programas específicos de carácter periódico, con actuaciones para promover 

el bienestar socio-laboral de los funcionarios y sus familias. 

Artículo 82 

Retribuciones 

1. El régimen retributivo de los funcionarios de la Policía Nacional, de acuerdo con lo establecido en 

el artículo 6.4 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, se regula en su normativa específica. 

2. Las retribuciones estarán integradas por las retribuciones básicas de sueldo y trienios, así como las 

retribuciones complementarias y las pagas extraordinarias correspondientes. 

TÍTULO XII 

Recompensas y honores 

Artículo 83 

Recompensas 

Los miembros de la Policía Nacional, sin distinción de escalas o categorías, que en el ejercicio de sus 

funciones acrediten cualidades excepcionales de valor, sacrificio y abnegación que redunden en 

beneficio de la sociedad tendrán derecho a que se les reconozca su meritoria actuación, en la forma 

y condiciones que se determinen. 
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Artículo 84 

Dedicación al servicio policial 

La dedicación, entrega y responsabilidad continuada y dilatada en el cumplimiento de las funciones 

por parte de los integrantes de la Policía Nacional será reconocida en la forma, con los requisitos y 

procedimiento que reglamentariamente se establezcan. 

Artículo 85 

Ascensos honoríficos 

1. Cuando concurran circunstancias especiales, o en atención a méritos excepcionales, el Consejo 

de Ministros, a propuesta del Ministro del Interior, podrá conceder, con carácter honorífico, a los 

funcionarios de la Policía Nacional que hayan fallecido en acto de servicio o se hayan jubilado, el 

ascenso a la categoría inmediatamente superior a la que ostenten. 

2. En ningún caso, los ascensos concedidos con carácter honorífico llevarán consigo efectos 

económicos, ni serán considerados a los efectos de derechos pasivos. 

Artículo 86 

Funcionarios y miembros honorarios 

1. Podrá otorgarse la distinción de funcionario honorario de la Policía Nacional, con la categoría que 

se poseyera al cesar en el servicio activo, a los funcionarios del citado cuerpo que lo soliciten en el 

momento de pasar a la jubilación, siempre que se hubiesen distinguido por una labor meritoria y una 

trayectoria relevante, y hubiesen prestado como mínimo treinta y cinco años de servicios efectivos y 

carezcan en su expediente profesional de anotaciones desfavorables sin cancelar, en los términos 

que reglamentariamente se determinen. 

2. La distinción de miembro honorario de la Policía Nacional podrá otorgarse a aquellas personas 

que, no habiendo pertenecido al citado Cuerpo, se hubieran distinguido por los merecimientos 

contraídos en virtud de la labor realizada a favor del mismo. 

Artículo 87 

Funcionarios jubilados 

Los Policías Nacionales que hayan perdido dicha condición por jubilación, mantendrán la 

consideración de miembro jubilado de la Policía Nacional, con la categoría que ostentaran en el 

momento de producirse aquélla. Podrán vestir el uniforme en actos institucionales y sociales 

solemnes, así como disponer del correspondiente carné profesional y conservar la placa emblema, 

previamente modificada, de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine. 
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TÍTULO XIII 

Régimen de representación y participación de los funcionarios 

CAPÍTULO I 

Organizaciones sindicales en la Policía Nacional 

Artículo 88 

Constitución de organizaciones sindicales 

1. Para constituir una organización sindical en la Policía Nacional será preciso depositar los estatutos 

de la misma, acompañados del acta fundacional, en el registro especial de la Dirección General de 

la Policía. 

2. Los estatutos deberán contener, al menos, las siguientes menciones: 

a) Denominación de la organización sindical. 

b) Fines específicos de la misma. 

c) Domicilio. 

d) Órganos de representación, gobierno y administración y normas para su funcionamiento, así 

como el régimen de provisión electiva de cargos, que habrán de ajustarse a principios 

democráticos. 

e) Requisitos y procedimientos para la adquisición y pérdida de la condición de afiliados, así 

como el régimen de modificación de sus estatutos y disolución de la organización sindical. 

f) Régimen económico de la organización, que establezca el carácter, procedencia y destino de 

sus recursos, así como los medios que permitan a los afiliados conocer la situación económica. 

3. Sólo se podrán rechazar, mediante resolución motivada, aquellos estatutos que carezcan de los 

requisitos mínimos a que se refiere el apartado anterior cuyos defectos no hubieran sido subsanados 

en el plazo de diez días a partir del requerimiento practicado al efecto. 

Artículo 89 

Organizaciones sindicales representativas 

1. Aquellas organizaciones sindicales de la Policía Nacional que en las últimas elecciones al Consejo 

de Policía hubieran obtenido, al menos, un representante en dicho Consejo, o en dos de las escalas 

al menos el 10 % de los votos emitidos en cada una de ellas, serán consideradas organizaciones 

sindicales representativas, y en tal condición tendrán, además de las facultades reconocidas en el 

artículo 90, capacidad para: 

a) Participar como interlocutores en la determinación de las condiciones de prestación del 

servicio de los funcionarios, a través de los procedimientos establecidos al efecto. 

b) Integrarse en las mesas de trabajo o comisiones de estudio que a tal efecto se establezcan. 
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2. Las organizaciones sindicales representativas en el ámbito de la Policía Nacional estarán 

legitimadas para la interposición de recursos en vía administrativa y jurisdiccional contra las 

resoluciones de los órganos de selección. 

3. Los representantes de dichas organizaciones sindicales representativas tendrán derecho: 

a) A la asistencia y al acceso a los centros de trabajo para participar en actividades propias de 

su organización sindical, previa comunicación al jefe de la dependencia y sin que el ejercicio de 

ese derecho pueda interrumpir el desarrollo normal del servicio policial. 

b) Al número de jornadas mensuales que reglamentariamente se establezcan para el desarrollo 

de las funciones sindicales propias de su representación. 

c) Al disfrute de los permisos no retribuidos necesarios para el desarrollo de las funciones sindicales 

propias de su cargo, dentro de los límites que reglamentariamente se establezcan. 

4. El número de representantes que la Administración tendrá que reconocer, a los efectos 

determinados en el apartado 3, estará en relación con el número de representantes que cada 

organización sindical hubiere obtenido en las elecciones al Consejo de Policía. 

5. En todo caso, se reconocerá, a los solos efectos de lo previsto en este artículo, el derecho a un 

representante a aquella organización sindical que no hubiera obtenido la condición de 

representativa con arreglo al apartado 1 pero sí, al menos, el 10 % de votos en una escala. 

6. Tendrán la condición de representantes de las organizaciones sindicales representativas de la 

Policía Nacional aquellos funcionarios que, perteneciendo a las mismas, hayan sido formalmente 

designados como tales por el órgano de gobierno de aquéllas, de acuerdo con sus respectivos 

estatutos. 

Artículo 90 

Organizaciones sindicales no representativas 

Las organizaciones sindicales legalmente constituidas que no hayan obtenido la condición de 

representativas, conforme a lo establecido en el artículo anterior, tendrán derecho a formular 

propuestas y elevar informes o dirigir peticiones a las autoridades competentes, así como a ostentar 

la representación de sus afiliados. 

Artículo 91 

Límites del derecho de sindicación y acción sindical 

El ejercicio del derecho de sindicación y el de la acción sindical por parte de los miembros de la 

Policía Nacional tendrá como límites el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas 

reconocidos en la Constitución y, especialmente, el derecho al honor, a la intimidad y a la propia 

imagen, así como el crédito y prestigio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, la seguridad 

ciudadana y de los propios funcionarios y la garantía del secreto profesional. Constituirán, asimismo, 

límites, en la medida en que puedan ser vulnerados por dicho ejercicio, los principios básicos de 

actuación del artículo 5 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo. 
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Artículo 92 

Responsabilidad de las organizaciones sindicales 

1. Las organizaciones sindicales responderán por los actos o acuerdos adoptados por sus órganos 

estatutarios en la esfera de sus respectivas competencias. 

2. Dichas organizaciones responderán por los actos de sus afiliados, cuando aquéllos se produzcan 

en el ejercicio regular de las funciones representativas o se pruebe que los afiliados actuaban por 

cuenta de las organizaciones sindicales. 

Artículo 93 

Ejercicio de actividades sindicales 

1. En las dependencias con más de doscientos cincuenta funcionarios, las organizaciones sindicales 

representativas tendrán derecho a que se les facilite un local adecuado para el ejercicio de sus 

actividades. En todo caso, dichas organizaciones tendrán derecho a la instalación en cada 

dependencia policial de un tablón de anuncios, en lugar donde se garantice un fácil acceso al 

mismo de los funcionarios. 

2. Los funcionarios podrán celebrar reuniones sindicales en locales oficiales, fuera de las horas de 

trabajo y sin perturbar la marcha del servicio, previa autorización del jefe de la dependencia, que 

sólo podrá denegarla cuando considere que el servicio puede verse afectado. 

3. La autorización deberá solicitarse con una antelación mínima de setenta y dos horas, y en la misma 

se hará constar la fecha, hora y lugar de la reunión. 

4. La resolución correspondiente deberá notificarse, al menos, veinticuatro horas antes de la prevista 

para la reunión, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2. 

CAPÍTULO II 

El Consejo de Policía 

Artículo 94 

Organización y competencias 

1. Bajo la presidencia del Ministro del Interior o persona en quien delegue, existirá el Consejo de 

Policía, órgano colegiado de participación con representación paritaria de la Administración y de 

los representantes de los miembros de la Policía Nacional. 

2. Son funciones del Consejo de Policía: 

a) La mediación y conciliación en caso de conflictos colectivos. 

b) El estudio de propuestas sobre derechos sindicales y de participación. 

c) La participación en el establecimiento de las condiciones de prestación del servicio de los 

funcionarios, en particular en las referidas a la fijación de los criterios y mecanismos generales en 

materia de evaluación del desempeño y las relativas al calendario laboral, horarios, jornadas, 

vacaciones, permisos y licencias. 
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d) La participación en la determinación de los criterios conforme a los cuales se establezca el 

ámbito territorial donde se autorice la fijación de la residencia de los funcionarios. 

e) La formulación de mociones y la evacuación de consultas en materias relativas al estatuto 

profesional, y en especial en lo concerniente a la fijación de los criterios generales en materia de 

acceso, carrera, provisión, sistemas de clasificación de puestos de trabajo, y planes e instrumentos 

de planificación de recursos humanos. 

f) El estudio de los criterios generales de los planes y fondos para la formación, la promoción 

interna y el perfeccionamiento. 

g) El estudio de los datos relativos al personal que pasa a las situaciones de segunda actividad y 

jubilación por lesiones sufridas en acto de servicio, así como de quienes provenientes de segunda 

actividad reingresen en la situación de servicio activo. 

h) La participación en el establecimiento de los criterios generales de acción social. 

i) La emisión de informes en los expedientes disciplinarios que se instruyan por faltas muy graves 

contra miembros de la Policía Nacional y en todos aquellos que se instruyan a los representantes de 

los sindicatos a que se refiere esta Ley Orgánica. 

j) El informe previo de las disposiciones de carácter general que se pretendan dictar sobre las 

materias a que se refieren los apartados anteriores. 

k) Las demás que le atribuyan las leyes y disposiciones generales. 

3. Los representantes de la Administración en el Consejo de Policía serán designados por el Ministro 

del Interior. 

4. La representación de los miembros de la Policía Nacional en el Consejo se estructurará por escalas, 

sobre la base de un representante por cada 6.000 funcionarios o fracción de cada una de las cuatro 

escalas que constituyen el Cuerpo. 

5. A los solos efectos de lo establecido en el párrafo anterior, los funcionarios titulares de las plazas de 

facultativos y de técnicos computarán en las Escalas Ejecutiva y de Subinspección, respectivamente. 

Artículo 95 

Elecciones y mandato 

1. Se celebrarán elecciones en el seno de la Policía Nacional, a efectos de designar los 

representantes de sus miembros en el Consejo de Policía y determinar la condición de representativos 

de los sindicatos constituidos con arreglo a lo dispuesto en esta Ley Orgánica. 

Las elecciones se celebrarán por escalas, votando sus miembros una lista que contenga el nombre 

o nombres de los candidatos a representantes de la misma, mediante sufragio personal, libre, directo 

y secreto. Los funcionarios titulares de las plazas de facultativos y de técnicos concurrirán, como 

electores y elegibles, con los de las Escalas Ejecutiva y de Subinspección, respectivamente. 

2. Los candidatos a la elección podrán ser presentados por los sindicatos de funcionarios o por las 

agrupaciones de electores de las distintas escalas legalmente constituidas, mediante listas 

nacionales para cada una de las escalas. 

Las listas contendrán tantos nombres como puestos a cubrir, más igual número de suplentes. 
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3. Mediante el sistema de representación proporcional se atribuirá a cada lista el número de 

Consejeros que le correspondan, de conformidad con el cociente que resulte de dividir el número 

de votantes por el de puestos a cubrir. Los puestos sobrantes, en su caso, se atribuirán a las listas en 

orden decreciente, según el resto de los votos de cada una de ellas. 

4. La duración del mandato de los Consejeros será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos en 

sucesivos procesos electorales. 

En caso de producirse vacante, por cualquier causa, en la representación de los funcionarios en el 

Consejo de Policía, se cubrirá automáticamente por el candidato que ocupe el puesto siguiente en 

la lista respectiva. 

5. Reglamentariamente se establecerán las normas complementarias que sean precisas para la 

convocatoria de las elecciones, el procedimiento electoral y, en general, para el funcionamiento del 

Consejo de Policía. 

CAPÍTULO III 

Régimen de representación y participación en materia de prevención de riesgos laborales 

Artículo 96 

Delegados de prevención 

1. El régimen de representación y participación de los funcionarios de la Policía Nacional en relación 

con la prevención de riesgos laborales se regula a través de la normativa específica de dicho Cuerpo 

en esta materia, aplicando los principios y criterios contenidos en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 

de Prevención de Riesgos Laborales. 

2. La representación y participación de los funcionarios se canalizará a través de los delegados de 

prevención, designados por las organizaciones sindicales con arreglo a la representatividad obtenida 

en las elecciones al Consejo de Policía. 

Artículo 97 

Órganos paritarios de participación 

Los órganos colegiados de participación con representación paritaria de la Administración y de los 

representantes de los Policías Nacionales, en materia de prevención de riesgos laborales son la 

Comisión de Seguridad y Salud Laboral Policial, a nivel nacional, y los Comités de Seguridad y Salud, 

a nivel de Jefatura Superior de Policía y del conjunto de los servicios centrales. 

Disposición adicional primera 

Reconocimiento de trienios 

Los trienios que se hubieran perfeccionado en cualquiera de las Escalas Ejecutiva, Subinspección o 

Básica antes del 20 de octubre de 1994 en el caso de la Escala Ejecutiva, y del 30 de diciembre de 

1995 en el caso de las Escalas de Subinspección y Básica, se valorarán de acuerdo con el subgrupo 

de clasificación al que pertenecía el funcionario, de entre los previstos en su momento en el artículo 

25 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública. Dicha 

valoración se tendrá en cuenta a efectos reguladores de derechos pasivos. 
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Disposición adicional segunda 

Reservistas voluntarios 

Los Policías Nacionales no podrán ostentar la condición de reservista voluntario regulada en el 

Reglamento de Reservistas de las Fuerzas Armadas, aprobado por el Real Decreto 383/2011, de 18 

de marzo. 

Disposición adicional tercera 

Nombramiento de puestos con nivel orgánico de Subdirector General y Jefes Superiores de Policía 

Los puestos directivos de la Policía Nacional con nivel orgánico de Subdirector General y los de Jefe 

Superior de Policía sólo podrán ser ocupados por quienes posean la titulación exigida para acceder 

al subgrupo de clasificación en que se integra la Escala Superior, conforme a lo previsto en el artículo 

17.4. 

Disposición adicional cuarta 

Ingreso en la Policía Nacional por funcionarios de carrera de los cuerpos de policía de las 

comunidades autónomas 

1. Los funcionarios de carrera de los cuerpos de policía de las comunidades autónomas podrán 

ingresar en la Policía Nacional, en la escala y categoría equivalente a la que ostenten en su cuerpo 

de procedencia, en los términos y conforme a las condiciones que reglamentariamente, y con 

participación de las organizaciones sindicales representativas, se determinen, siempre que cumplan 

los requisitos generales exigidos en el artículo 26 y posean la titulación requerida para el acceso a 

cada escala. 

2. Para determinar la equivalencia entre las escalas y categorías de los distintos cuerpos policiales, a 

los efectos de lo establecido en el apartado anterior, habrá de tenerse en cuenta la escala o 

categoría en la que se encuentra el aspirante en su cuerpo de origen, grado personal consolidado 

y nivel de complemento de destino del último puesto desempeñado. 

Disposición adicional quinta 

Referencias normativas 

A partir de la entrada en vigor de esta Ley Orgánica, las referencias al Cuerpo Nacional de Policía 

contenidas en la legislación vigente se considerarán hechas, igualmente, a la Policía Nacional 

Disposición adicional sexta 

Categoría profesional superior eventual en servicios en misiones en organismos internacionales 

Los Policías Nacionales que realicen servicios en misiones u organismos internacionales podrán recibir 

una categoría profesional eventual superior a la que ostenten, mientras dure su servicio en dichas 

misiones u organismos. 

En ningún caso supondrá la consolidación de dicha categoría profesional eventual ni el cobro de los 

haberes de la misma. 
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Disposición transitoria primera 

Régimen transitorio de exigencia de titulaciones 

Las titulaciones a que se refiere el artículo 41.3 para acceder por promoción interna a la categoría 

superior a la que se ostente, se exigirán una vez transcurridos cinco años desde la entrada en vigor 

de esta Ley Orgánica. 

La Dirección General de la Policía llevará a cabo las actuaciones necesarias, tendentes a facilitar la 

obtención de las titulaciones referidas en el párrafo anterior por parte de los Policías Nacionales que 

no estuvieran en posesión de las mismas, con el fin de posibilitar su promoción interna. 

Disposición transitoria segunda 

Régimen transitorio de permanencia en la situación de segunda actividad con destino 

1. Los Policías Nacionales que, a la entrada en vigor de esta Ley Orgánica, se encuentren en la 

situación de segunda actividad con destino, podrán seguir ocupando los puestos de trabajo que 

desempeñen hasta su cese por las causas establecidas en la normativa vigente. 

2. Durante ese tiempo estarán sujetos al régimen disciplinario y de incompatibilidades previstos para 

los Policías Nacionales que estén en servicio activo. 

3. Mientras permanezcan en esta situación percibirán la totalidad de las retribuciones generales que 

correspondan al personal de su categoría en activo, las de carácter personal que tengan 

reconocidas o perfeccionen y, además, las específicas inherentes al puesto de trabajo que 

desempeñen y, si procede, el complemento de productividad. 

Si las retribuciones totales fuesen inferiores a las que se venían percibiendo en la situación de activo 

en el momento de producirse el pase a la situación de segunda actividad por el desempeño de 

puestos ocupados en virtud de concurso, se percibirá, además, un complemento personal y 

transitorio en la cuantía suficiente que permita alcanzar aquéllas. 

Disposición transitoria tercera 

Régimen transitorio de pase a la situación de segunda actividad 

1. Con independencia del régimen de pase a la situación de segunda actividad fijado en esta Ley 

Orgánica, los Policías Nacionales podrán pasar a dicha situación en las condiciones que se 

determinan en los siguientes apartados, siempre que reúnan los requisitos establecidos en los mismos. 

2. Los Policías Nacionales que se hallasen en servicio activo a fecha 31 de diciembre de 2001, podrán 

optar, de forma expresa e individualizada, por pasar a segunda actividad en cualquier momento, a 

partir del cumplimiento de la edades reflejadas a continuación, que para cada Escala venían 

establecidas en la redacción original del artículo 4 de la Ley 26/1994, de 29 de septiembre, por la 

que se regula la situación de segunda actividad en el Cuerpo Nacional de Policía, vigente en aquella 

fecha. 

a) Escala Superior: 60 años. 

b) Escala Ejecutiva: 56 años. 

c) Escala Subinspección: 55 años. 

d) Escala Básica: 55 años. 
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3. Igualmente, los funcionarios no afectados por lo establecido en el número anterior por no 

encontrarse en activo en la fecha prevista en el mismo, y que a fecha 20 de septiembre de 2011 se 

hallasen en dicha situación, podrán optar, de forma expresa e individualizada, por pasar a segunda 

actividad en cualquier momento a partir del cumplimiento de las edades reflejadas a continuación, 

las cuales venían establecidas en la Ley 26/1994, de 29 de septiembre, en la redacción dada por la 

Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 

a) Escala Superior: 62 años. 

b) Escala Ejecutiva: 58 años. 

c) Escala Subinspección: 58 años. 

d) Escala Básica: 58 años. 

4. Aquellos funcionarios que se encontrasen en excedencia en sus distintas modalidades, servicios 

especiales, servicio en comunidades autónomas o suspensión provisional o firme de funciones, 

podrán ejercer la opción señalada cuando cesen las causas que motivaron tal situación. 

5. A los efectos señalados en la presente disposición, la Dirección General de la Policía remitirá a 

cada funcionario una comunicación expresa sobre la fecha en la que, según su categoría, le 

correspondería el pase a la situación de segunda actividad conforme a las distintas edades 

establecidas en la presente disposición. 

Se entenderá que el funcionario se acoge automáticamente a la opción de continuar en servicio 

activo que le corresponda, de entre las previstas en esta disposición, si en el plazo de un mes desde 

la recepción de la comunicación a que se refiere el párrafo anterior, no hubiere manifestado por 

escrito su voluntad de pasar a la situación de segunda actividad. 

Disposición transitoria cuarta 

Régimen transitorio de permanencia en el servicio activo de los miembros de la Policía Nacional 

acogidos a la opción del artículo 4 del Real Decreto-ley 14/2011 

Los funcionarios de la Policía Nacional que, acogiéndose a la opción prevista en el artículo 4 del Real 

Decreto-ley 14/2011, de 16 de septiembre, de medidas complementarias en materia de políticas de 

empleo y de regulación del régimen de actividad de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, 

hubieran optado por permanecer en servicio activo, podrán continuar en esa situación hasta el 

cumplimiento de los sesenta y cinco años de edad, siempre que reúnan las adecuadas condiciones 

exigidas para el desempeño de las funciones atribuidas. 

Disposición transitoria quinta 

Régimen transitorio de los funcionarios de la Policía Nacional que ostentan la condición de 

reservista voluntario 

Los funcionarios de la Policía Nacional que, a la entrada en vigor de esta Ley Orgánica, ostenten la 

condición de reservista voluntario podrán conservar la misma hasta su pérdida por cualquiera de las 

causas previstas en la normativa vigente en la materia. 
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Disposición transitoria sexta 

Validez de los títulos universitarios oficiales correspondientes a la anterior ordenación 

Los títulos universitarios oficiales obtenidos conforme a planes de estudios anteriores a la entrada en 

vigor del Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación de las 

enseñanzas universitarias oficiales, mantendrán todos sus efectos académicos a los efectos del 

ingreso y la promoción en la Policía Nacional. 

Disposición transitoria séptima 

Normativa vigente de desarrollo 

Hasta que se dicten las normas reglamentarias de desarrollo de esta Ley Orgánica, seguirán siendo 

de aplicación las normas vigentes, en tanto no se opongan a lo establecido en la misma. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

1. Quedan derogadas las siguientes normas: 

a) Los artículos 16 al 26 del capítulo IV del título II y las disposiciones adicionales primera, segunda, 

sexta y séptima de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

b) Ley 26/1994, de 29 de septiembre, por la que se regula la situación de segunda actividad en 

el Cuerpo Nacional de Policía. 

c) La disposición adicional primera de la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, de régimen 

disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía. 

d) El artículo 4 y la disposición transitoria primera del Real Decreto-ley 14/2011, de 16 de 

septiembre, de medidas complementarias en materia de políticas de empleo y de regulación del 

régimen de actividad de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

e) El Reglamento Orgánico de Policía Gubernativa, aprobado por el Decreto 2038/1975, de 17 

de julio. 

f) El Real Decreto 308/2005, de 18 de marzo, por el que se regula la concesión de ascensos 

honoríficos en el Cuerpo Nacional de Policía. 

2. Igualmente quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en esta Ley Orgánica. 

Disposición final primera 

Modificación de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

Se modifica en los siguientes términos la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad: 

Uno. La disposición final quinta queda redactada del siguiente modo: 

«Disposición final quinta. Régimen específico del sistema de provisión de puestos de trabajo de 

los catálogos de las unidades adscritas a la Secretaría de Estado de Seguridad. 
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Por razones de confidencialidad y seguridad de la información, se habilita al Gobierno para que 

regule las especificidades del sistema de provisión de puestos incluidos en los catálogos de puestos 

de trabajo de aquellas unidades que dependan de la Secretaría de Estado de Seguridad y no 

dispongan de normativa específica en los términos previstos en el artículo 4 de la Ley 7/2007, de 12 

de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. 

Dichas especificidades se referirán, en su caso, al procedimiento de valoración de los méritos en 

los concursos de provisión de los puestos y al régimen de publicidad, incluyendo las eventuales 

restricciones al mismo y las garantías de los derechos de los interesados. 

La determinación del sistema de provisión de dichos puestos como de concurso o libre 

designación se efectuará atendiendo a las razones de confidencialidad y seguridad anteriormente 

señaladas.» 

Dos. La actual disposición final quinta pasa a ser la nueva disposición final sexta, con la siguiente 

redacción: 

«Disposición final sexta. Carácter de ley orgánica. 

Tienen el carácter de ley orgánica los preceptos que se contienen en los títulos I, III, IV y V y en el 

título II, salvo los artículos 10, 11.2 a 6 y 12.1, la disposición adicional tercera y las disposiciones finales, 

excepto la disposición final quinta.» 

Disposición final segunda 

Modificación de la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del Régimen Disciplinario del Cuerpo 

Nacional de Policía 

La Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, 

queda modificada de la siguiente forma: 

Uno. Se modifica el párrafo d) del artículo 8 y se incorpora un párrafo z) quáter en dicho artículo: 

«d) La falta de presentación o puesta a disposición inmediata de la dependencia donde 

estuviera destinado, o en la más próxima, en los casos de declaración de los estados de excepción 

o sitio o, cuando así se disponga, en caso de alteración grave de la seguridad ciudadana; o, en los 

casos de declaración del estado de alarma, la no presentación cuando sean emplazados para ello, 

de acuerdo con lo dispuesto por la autoridad competente.» 

«z) quáter. Aquellas acciones u omisiones tipificadas como faltas muy graves que, de acuerdo 

con los criterios que se establecen en el artículo 12, merezcan la calificación de graves, y sin que 

estas a su vez puedan ser calificadas como faltas leves.» 

Dos. Se incorpora el párrafo n) al artículo 9. 

«n) Aquellas acciones u omisiones tipificadas como faltas graves que, de acuerdo con los criterios 

que se establecen en el artículo 12, merezcan la calificación de leves.» 

Tres. El apartado 4 del artículo 16 queda redactado del siguiente modo: 

«4. El cumplimiento de los plazos de prescripción de la sanción conlleva la cancelación de oficio 

de las correspondientes anotaciones en el expediente personal conforme a lo previsto en el artículo 

50 y su notificación a los interesados.» 
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Disposición final tercera 

Modificación de la Ley 8/2006, de 24 de abril, de Tropa y Marinería 

El apartado 5 del artículo 20 de la Ley 8/2006, de 24 de abril, de Tropa y Marinería queda redactado 

del siguiente modo: 

«5. Para el ingreso en la Escala Básica de la Policía Nacional se reservará un máximo del 20 por 

ciento de las plazas para los militares profesionales de tropa y marinería que lleven 5 años de servicios 

como tales.» 

Disposición final cuarta 

Modificación de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral de 

las Víctimas del Terrorismo 

Se modifica la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral de las 

Víctimas del Terrorismo, en los siguientes términos: 

Uno. El número 6 del artículo 4 queda redactado del siguiente modo: 

«6. Los familiares de los fallecidos y de los heridos que hayan sufrido lesiones incapacitantes en sus 

distintos grados, hasta el segundo grado de consanguinidad, así como las personas que, habiendo 

sido objeto de atentados terroristas, hayan resultado ilesas, a efectos honoríficos y de 

condecoraciones, sin derecho a compensación económica alguna.» 

Dos. El apartado 2 del artículo 52 queda redactado del siguiente modo: 

«2. Esta acción honorífica se otorga con el grado de Gran Cruz, a título póstumo, a los fallecidos 

en actos terroristas; con el grado de Encomienda, a los heridos y secuestrados en actos terroristas; y 

con el grado de Insignia, a los que tengan la condición de amenazados, a los ilesos en atentado 

terrorista, así como al cónyuge del fallecido o persona ligada con él por análoga relación de 

afectividad, los padres y los hijos, los abuelos, los hermanos y los nietos de los fallecidos, así como a 

los familiares de los heridos que hayan sufrido lesiones incapacitantes en sus distintos grados hasta el 

segundo grado de consanguinidad.» 

Disposición final quinta 

Modificación de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del 

orden social 

Se modifica la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden 

social, adicionando una nueva letra al apartado cinco del artículo 18, con la siguiente redacción: 

«d) Las víctimas del terrorismo, entendiendo por tales, a los efectos regulados en el presente 

artículo, las personas que hayan sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la actividad 

terrorista y así lo acrediten mediante sentencia judicial firme o en virtud de resolución administrativa 

por la que se reconozca tal condición, su cónyuge o persona que haya convivido con análoga 

relación de afectividad, el cónyuge del fallecido y los hijos de los heridos y fallecidos.» 

Disposición final sexta 

Modificación de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público 

(Derogada). 
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Disposición final séptima 

Modificación de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes 

de los miembros de la Guardia Civil 

Se modifica el artículo 30 de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos 

y deberes de los miembros de la Guardia Civil, en los siguientes términos: 

«Artículo 30. Defensa y seguro de responsabilidad civil. 

1. La administración está obligada a proporcionar a los Guardias Civiles defensa y asistencia 

jurídica en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional, como consecuencia 

del ejercicio legítimo de sus funciones, en los términos que reglamentariamente se establezca. 

2. La administración concertará un seguro de responsabilidad civil, u otra garantía financiera, 

para cubrir las indemnizaciones, fianzas y demás cuantías derivadas de la exigencia de 

responsabilidad de cualquier naturaleza a los Guardias Civiles, con motivo de las actuaciones 

llevadas a cabo por parte de los mismos en el desempeño de sus funciones o con ocasión de las 

mismas, en los términos que reglamentariamente se establezcan.» 

Disposición final octava 

Título competencial 

Esta Ley Orgánica se dicta al amparo del artículo 149.1.29.ª de la Constitución. 

Disposición final novena 

Desarrollo reglamentario 

Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución 

de esta ley orgánica. 

Disposición final décima 

Carácter de ley orgánica 

Tienen el carácter de ley orgánica los artículos 1, 2.1 y 3 del título preliminar, los títulos II, III y XIII, los 

apartados 1, a) y c), de la disposición derogatoria única y la disposición final segunda. 

Disposición final undécima 

Entrada en vigor 

Esta Ley Orgánica entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», 

excepto el apartado uno de la disposición final primera, que lo hará el día siguiente al de dicha 

publicación. 
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§ 61. Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes 

de los miembros de la Guardia Civil47 

«BOE» núm. 254, de 23 de octubre de 2007 

PREÁMBULO 

I 

La evolución y adaptación de la Guardia Civil a la realidad social y a las necesidades que el servicio 

a los ciudadanos ha ido, progresivamente, demandando, ha sido una constante a lo largo de la 

dilatada historia del Cuerpo. Un hito esencial lo constituyó la aprobación de la Constitución Española 

de 1978, que incluyó una serie de previsiones en relación con los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad 

que, para el caso de la Guardia Civil, adquieren mayor singularidad por su condición de Instituto 

Armado de naturaleza militar. 

En concreto, el artículo 104, en su apartado segundo, recogió una reserva por la que habría de ser, 

mediante una Ley Orgánica, como se regulase el futuro estatuto de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad. Dicho mandato, cumplido a través de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad, ha servido como marco a partir del cual se ha ido configurando el cuerpo 

normativo regulador aplicable a los miembros de la Guardia Civil. 

Entre ese compendio de normas destacan ya sean las específicamente aprobadas para el Instituto 

armado -como son la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, de Régimen del Personal del Cuerpo de la 

Guardia Civil, y la Ley Orgánica 11/1991, de 17 de junio, del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil-

, o aquellas otras que resultan de aplicación por la naturaleza militar del Cuerpo. 

II 

En esta Ley se aborda la regulación del ejercicio de los derechos fundamentales y libertades públicas 

reconocidos y garantizados para todos los ciudadanos, dando cumplimiento conjunto a las 

previsiones constitucionales que los reconocen y garantizan, a la vez que determinan que para 

diferentes grupos o sectores de los servidores públicos se puedan establecer limitaciones o 

condiciones en su ejercicio. Condiciones que vienen justificadas por las responsabilidades que se les 

asignan y que, en todo caso, están definidas y proporcionadas a la naturaleza y a la trascendencia 

que el mantenimiento de la seguridad pública exige de los responsables de su garantía. 

Se reconoce, a la vez, la existencia de cauces de participación y expresión para los miembros de la 

Guardia Civil mediante el reconocimiento de asociaciones profesionales y la creación de un órgano 

de participación de éstas. 

Tres son, pues, los grandes objetivos que inspiran esta Ley: 

En primer lugar, y al hilo de lo ya expuesto, dotar a la Guardia Civil de un auténtico Estatuto regulador, 

propio y completo, en el que se enmarquen los derechos y deberes de sus integrantes, superando 

así el tratamiento excesivamente parco contemplado en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo. 

 

 
47 En desarrollo de los artículos 6 y 21 de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, véase el Real Decreto 274/2018, de 11 de 

mayo, por el que se regula la residencia, desplazamientos y localización del personal de la Guardia Civil. 
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En segundo lugar, que esa regulación responda a la realidad social del Cuerpo y a lo que la sociedad 

exige de sus miembros. Los acentuados procesos de modernización que han tenido lugar en la 

sociedad española desde la aprobación de la Constitución de 1978 y la instauración de la 

democracia no han dejado de surtir efectos en un colectivo tan enraizado y entrelazado con la 

propia sociedad como es la Guardia Civil. Se hace por ello necesario acompasar los valores y pautas 

propios de un Instituto Armado de naturaleza militar con el desenvolvimiento diario de unas funciones 

básicamente policiales ligadas a la problemática de una sociedad dinámica, innovadora y celosa 

de sus derechos democráticos como es la España del siglo XXI. 

Y, por último, y con una especificidad mayor, el Estatuto recoge, por primera vez, el derecho de 

asociación profesional de los Guardias Civiles, y ha determinado su extensión, forma de ejercicio y 

configuración de las asociaciones profesionales. Dicha regulación del asociacionismo profesional 

encuentra un complemento destacado en el Consejo de Guardia Civil, que se crea como órgano 

de participación de los Guardias Civiles, mediante representantes de sus miembros, sean o no 

afiliados a una asociación profesional. 

III 

El Título I, dedicado a las disposiciones de carácter general, en su único artículo delimita el objeto y 

el ámbito de aplicación de la Ley, consistente en determinar la específica regulación de los derechos 

y libertades constitucionales, así como los derechos profesionales de los miembros de la Guardia Civil. 

El desarrollo de las especialidades en el ejercicio de los derechos fundamentales y libertades públicas 

que corresponden a los Guardias Civiles, se ha realizado en el Título II partiendo de la premisa de que, 

salvo las excepciones y puntualizaciones que expresamente contenga la Ley, dicho catálogo es 

coincidente con el del resto de ciudadanos. 

En primer lugar, destaca el tratamiento que se efectúa sobre la intangibilidad de la igualdad en el 

régimen interno y funcionamiento del Cuerpo, así como el mandato a las autoridades para 

garantizar la igualdad profesional entre los hombres y mujeres que integran el Cuerpo de la Guardia 

Civil. 

En el caso del derecho de libertad de residencia y circulación, la Ley contiene determinadas 

previsiones que amparan las limitaciones que puedan aplicarse a dichos derechos en virtud del 

cumplimiento de los servicios que corresponden a los Guardias Civiles. 

Así mismo, esta Ley ha puesto especial énfasis en reforzar los mecanismos para garantizar la igualdad 

real y efectiva entre los hombres y mujeres de la Guardia Civil, evitando así discriminaciones 

personales o profesionales. 

Y, especialmente, destaca el reconocimiento a los Guardias Civiles del derecho fundamental de 

asociación en una doble vertiente: la genérica, que podrán ejercer de acuerdo con lo dispuesto en 

la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, Reguladora del Derecho de Asociación; y la 

específicamente profesional, cuyo tratamiento detallado se efectúa posteriormente. 

El catálogo de derechos encuentra su correlativa enunciación de los deberes de los miembros de la 

Guardia Civil. De esta manera, el Título III se inicia con el deber de acatamiento a la Constitución y 

el ordenamiento jurídico, incluyendo las obligaciones propias de los Guardias Civiles en aspectos tan 

relevantes como el respeto a la jerarquía y la subordinación, que el uso de la fuerza en el ejercicio 

de sus funciones sea siempre legítimo, así como lo relativo a las obligaciones profesionales de 

residencia, incompatibilidades y sometimiento a reconocimientos psicofísicos para determinar su 

aptitud para el servicio. 
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Tras incluir en el Título IV aquéllos que se configuran, simultáneamente, como derechos-deberes 

(defensa de España o uso de uniforme), la Ley recoge, en su Título V, el catálogo de los derechos 

profesionales de los miembros de la Guardia Civil, determinando el marco al que habrá de ajustarse, 

posteriormente, la normativa de desarrollo que se apruebe en relación con aspectos tan relevantes 

para la vida de los Guardia Civiles como la jornada, el horario, la prevención de riesgos laborales, la 

presentación de quejas o su régimen retributivo. 

Extraordinariamente importante, y objeto del Título VI, es la regulación, absolutamente novedosa, del 

derecho de asociación profesional de los Guardias Civiles, lo que venía constituyendo una realidad 

fáctica, amparada incluso por el Tribunal Constitucional, pero desconocida formalmente por el 

ordenamiento jurídico. 

El régimen jurídico por el que se regulará el asociacionismo profesional en la Guardia Civil será el que 

recoge la propia Ley -que comparte algunos rasgos con el de otros colectivos, estos sí previstos en la 

Constitución, como los Jueces, Magistrados y Fiscales-, y permitirá la creación de asociaciones 

profesionales integradas, exclusivamente, por miembros de la Guardia Civil para la promoción de los 

intereses profesionales de sus asociados, sin que, en ningún caso, sus actuaciones puedan amparar 

o encubrir actividades que les están expresamente vedadas, como las de naturaleza sindical, la 

negociación colectiva, la huelga o la adopción de medidas de conflicto colectivo. 

A partir de estas premisas, se contemplan aspectos esenciales para configurar las asociaciones 

profesionales, como su carácter no lucrativo, la posibilidad de obtener subvenciones públicas, los 

medios que se ponen su disposición, así como las condiciones para que las asociaciones puedan 

celebrar reuniones en centros oficiales de la Guardia Civil. 

Los requisitos establecidos para la constitución de las asociaciones profesionales son escasamente 

limitativos y similares a los exigidos, con carácter general, para el resto de asociaciones, debiendo 

ser presentados los Estatutos en el Registro Específico que, a tal fin, existirá en el Ministerio del Interior. 

La Ley, finalmente, crea y regula en su Título VII el Consejo de la Guardia Civil, un nuevo órgano 

colegiado en el que participarán representantes de los miembros de la Guardia Civil y de la 

Administración, con el fin de mejorar tanto las condiciones profesionales de los Guardias Civiles como 

el funcionamiento de la propia Institución. 

De esta forma, los Guardias Civiles elegirán a los representantes en el Consejo de sus respectivas 

Escalas mediante un procedimiento electoral, al que podrán concurrir las propias asociaciones, así 

como las agrupaciones de electores no asociados que se pudieran constituir a tal fin. 

TÍTULO I 

Disposición general 

Artículo 1 

Objeto y ámbito de aplicación 

1. La presente Ley Orgánica regula los derechos que corresponden y los deberes que son exigibles a 

los miembros de la Guardia Civil en desarrollo del régimen de los derechos y libertades públicas 

establecidos por la Constitución, y de los principios del Estado social y democrático de Derecho, con 

las particularidades derivadas de su carácter de Instituto Armado de naturaleza militar. 

2. Los alumnos de los Centros Docentes de la Guardia Civil están igualmente sujetos a lo previsto en 

esta Ley Orgánica. 
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3. Quedan excluidos de su ámbito de aplicación los miembros de la Guardia Civil que se encuentren 

en situaciones administrativas en que dejen de estar sujetos al régimen general de derechos y 

obligaciones del personal de la Guardia Civil, de acuerdo con la normativa reguladora del régimen 

de dicho personal. 

TÍTULO II 

Del ejercicio de derechos fundamentales y libertades públicas 

Artículo 2 

Titularidad 

Los Guardias Civiles son titulares de los derechos fundamentales y de las libertades públicas 

reconocidos en la Constitución, sin otros límites en su ejercicio que los establecidos en ésta, en las 

disposiciones que la desarrollan y en la presente Ley Orgánica. 

Artículo 3 

Igualdad 

1. En el régimen interno y funcionamiento de la Guardia Civil no podrá establecerse ni practicarse 

discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo u orientación sexual, religión, opinión, o 

cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

2. Las autoridades competentes promoverán las medidas necesarias para garantizar que en el 

ámbito de la Guardia Civil la igualdad entre el hombre y la mujer sea real y efectiva, impidiendo 

cualquier situación de discriminación profesional, especialmente en la prestación del servicio, en el 

sistema de ingreso, formación, situaciones administrativas, ascenso y acceso de la mujer a todos los 

niveles de mando y organización del Instituto. 

Artículo 4 

Libertad personal 

Los miembros de la Guardia Civil sólo podrán ser privados de su libertad en los casos previstos por las 

Leyes y en la forma en que éstas dispongan. 

Artículo 5 

Derecho a la intimidad y a la vida privada 

1. Los miembros de la Guardia Civil tienen garantizados los derechos a la intimidad, a la inviolabilidad 

del domicilio y al secreto de las comunicaciones, en los términos establecidos en la Constitución y en 

el resto del ordenamiento jurídico. 

A estos efectos el pabellón que tuviera asignado el Guardia Civil en su unidad se considerará 

domicilio habitual. 

2. El jefe de la unidad, centro u órgano donde el Guardia Civil preste sus servicios podrá autorizar, de 

forma expresamente motivada, el registro personal o de los efectos y pertenencias que estuvieren 

en los mismos, cuando lo exija la investigación de un hecho delictivo. El registro se realizará con la 

asistencia del interesado y en presencia de, al menos, un testigo. 
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3. Los datos relativos a los miembros de la Guardia Civil estarán sujetos a la legislación sobre 

protección de datos de carácter personal. 

Artículo 6 

Libertad de desplazamiento y circulación 

1. Sin perjuicio de las limitaciones que deriven del cumplimiento de su misión de proteger el libre 

ejercicio de los derechos y libertades y de garantizar la seguridad ciudadana, y de lo dispuesto en el 

artículo 21 de esta Ley, los miembros de la Guardia Civil tienen derecho a desplazarse libremente por 

el territorio nacional. 

2. Los Guardias Civiles deberán comunicar previamente a sus superiores los desplazamientos al 

extranjero, a los que se aplicarán las mismas limitaciones que a los desplazamientos por territorio 

nacional. 

Artículo 7 

Libertad de expresión y de información 

1. Los Guardias Civiles tienen derecho a la libertad de expresión y a comunicar y recibir libremente 

información en los términos establecidos por la Constitución, con los límites que establece su régimen 

disciplinario, el secreto profesional y el respeto a la dignidad de las personas, las instituciones y los 

poderes públicos. 

2. En asuntos de servicio o relacionados con la Institución el ejercicio de estos derechos se encontrará 

sujeto a los límites derivados de la observancia de la disciplina, así como a los deberes de neutralidad 

política y sindical, y de reserva. 

Artículo 8 

Derecho de reunión y manifestación 

1. (Derogado). 

2. Las reuniones de Guardias Civiles en dependencias oficiales deberán ser comunicadas 

previamente al jefe de la unidad, centro u órgano correspondiente, quien podrá no autorizarlas por 

causa del funcionamiento del servicio. 

3. En todo caso no podrán asistir a manifestaciones o reuniones vistiendo el uniforme reglamentario, 

ni portando armas y deberán respetar las exigencias de neutralidad propias de la condición de 

Guardia Civil. 

Artículo 9 

Derecho de asociación 

1. Los Guardias Civiles tienen derecho a asociarse libremente y a constituir asociaciones, de 

conformidad con lo previsto en los artículos 22 y 104.2 de la Constitución y en esta Ley Orgánica, para 

la defensa y promoción de sus derechos e intereses profesionales, económicos y sociales. 

2. Las asociaciones de Guardias Civiles que no tengan fines profesionales, se regirán por lo dispuesto 

en este artículo y por las normas generales reguladoras del derecho de asociación. 
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3. Las asociaciones de Guardias Civiles creadas con fines profesionales se regularán de acuerdo con 

lo dispuesto en esta Ley, siendo de aplicación supletoria las normas generales reguladoras del 

derecho de asociación. 

4. Los Guardias Civiles miembros de una asociación tienen derecho a participar activamente en la 

consecución de los fines de ésta, sin más limitaciones que las establecidas en la presente Ley. 

5. Las asociaciones de Guardias Civiles no podrán llevar a cabo actividades políticas o sindicales, ni 

formar parte de partidos políticos o sindicatos. 

Artículo 10 

Derecho de sufragio 

1. Los Guardias Civiles ejercerán el derecho de voto de acuerdo con lo establecido en el régimen 

electoral general. Las autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias para posibilitar 

su ejercicio, especialmente cuando deban prestar servicio coincidiendo con jornadas electorales y 

durante sus misiones en el extranjero. 

2. Los Guardias Civiles no podrán disfrutar del derecho de sufragio pasivo en los términos que 

establezca la legislación de régimen electoral general. 

Artículo 11 

Derecho de sindicación 

Los Guardias Civiles no podrán ejercer el derecho de sindicación. 

Artículo 12 

Derecho de huelga 

Los Guardias Civiles no podrán ejercer el derecho de huelga ni realizar acciones sustitutivas o similares 

a la misma, ni aquellas otras concertadas con el fin de alterar el normal funcionamiento de los 

servicios. 

Artículo 13 

Derecho de petición 

Los Guardias Civiles podrán ejercer el derecho de petición, de forma individual, en los casos y con 

las formalidades que señala la legislación reguladora del derecho de petición. 

Artículo 14 

Acceso al Defensor del Pueblo 

Los Guardias Civiles podrán dirigirse directa e individualmente al Defensor del Pueblo, de acuerdo 

con lo previsto en la legislación reguladora del Defensor del Pueblo. 
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TÍTULO III 

De los deberes de los miembros de la Guardia Civil 

Artículo 15 

Acatamiento a la Constitución y al Ordenamiento jurídico 

Los miembros de la Guardia Civil tienen el deber de respetar la Constitución y el resto del 

ordenamiento jurídico, así como el de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y 

garantizar la seguridad ciudadana. 

Artículo 16 

Jerarquía, disciplina y subordinación 

Los miembros de la Guardia Civil deberán adecuar su actuación profesional a los principios de 

jerarquía, disciplina y subordinación. En ningún caso la obediencia debida podrá amparar el 

cumplimiento de órdenes que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan 

delito o sean contrarios a la Constitución o a las Leyes. 

Artículo 17 

Respeto a la integridad física y moral 

Los miembros de la Guardia Civil están obligados a observar estrictamente las normas sobre el uso 

legítimo de la fuerza, debiendo tener siempre presente el respeto a la vida y a la integridad física y 

moral de la persona. 

Artículo 18 

Neutralidad e imparcialidad 

1. Los miembros de la Guardia Civil no podrán fundar ni afiliarse a partidos políticos o sindicatos ni 

realizar actividades políticas o sindicales. 

2. En el cumplimiento de sus funciones, los Guardias Civiles deberán actuar con absoluta neutralidad 

política y sindical, respetando los principios de imparcialidad y no discriminación por razón de sexo, 

origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual, lengua, 

opinión, lugar de nacimiento o vecindad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

Artículo 19 

Reserva en asuntos profesionales 

Los miembros de la Guardia Civil están sujetos a la legislación general sobre secretos oficiales y 

materias clasificadas. Igualmente, tienen el deber de guardar secreto profesional y el debido sigilo 

respecto de aquellos hechos o informaciones no clasificadas de los que hayan tenido conocimiento 

en el ejercicio de sus funciones. 
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Artículo 20 

Deber de cooperación en caso de catástrofe 

En los casos de declaración de los estados de alarma, excepción o sitio, o cuando así se disponga 

en caso de alteración grave de la seguridad ciudadana, emergencia grave, situación de urgente 

riesgo o calamidad pública, los Guardias Civiles se presentarán en su dependencia de destino o en 

la más próxima y se pondrán a disposición inmediata de las autoridades correspondientes. 

Artículo 21 

Residencia y domicilio 

1. Siempre que se asegure el adecuado cumplimiento de las obligaciones profesionales, podrá 

autorizarse, en los términos y condiciones que reglamentariamente se establezcan, la fijación del 

domicilio en un municipio distinto del de destino. 

2. El Guardia Civil tendrá la obligación de comunicar en su unidad el lugar de su domicilio habitual o 

temporal con objeto de facilitar su localización. En todo caso, se deberán facilitar los medios de 

localización que permitan a todo Guardia Civil atender puntualmente sus obligaciones profesionales. 

Artículo 22 

Incompatibilidades 

Los Guardias Civiles estarán sometidos al régimen general en materia de incompatibilidades de la 

Administración General del Estado, sin perjuicio de las incompatibilidades más rigurosas que pueda 

establecer su normativa específica. 

Artículo 23 

Reconocimientos psicofísicos 

Los Guardias Civiles tienen la obligación de someterse a los reconocimientos psicofísicos necesarios 

para determinar su aptitud para el servicio. Reglamentariamente se establecerá la forma y plazos 

derivados de esta obligación. 

TÍTULO IV 

De los derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil 

Artículo 24 

Defensa de España 

Los Guardias Civiles tienen el derecho y deber de defender España de acuerdo con lo previsto en la 

legislación orgánica de defensa nacional. 

Artículo 25 

Uso del uniforme y de armas 

Los miembros de la Guardia Civil tendrán el derecho y el deber de utilizar el uniforme reglamentario, 

así como el deber de portar armas para la prestación del servicio, de acuerdo con las normas que 

regulen dichos usos, en el ejercicio de sus funciones. 
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Artículo 26 

Formación y perfeccionamiento 

Los miembros de la Guardia Civil tendrán el derecho y, en su caso, el deber de participar en los cursos 

y en las actividades formativas destinadas a mejorar su capacidad profesional y facilitar su 

promoción de acuerdo con los criterios objetivos de selección que se establezcan para el acceso a 

dichas actividades. Estos criterios deberán respetar los principios que regulan la carrera profesional. 

TÍTULO V 

De los derechos profesionales de los miembros de la Guardia Civil 

Artículo 27 

Carrera profesional 

Los Guardias Civiles tienen derecho al desarrollo de su carrera profesional, especialmente al régimen 

de ascensos, destinos, condecoraciones y recompensas, de acuerdo con los principios de igualdad, 

mérito, capacidad y de conformidad con las normas que la regulen. 

Artículo 28 

Régimen de horario de servicio 

1. El horario de servicio de los miembros de la Guardia Civil, sin perjuicio de su disponibilidad 

permanente para el servicio, será el determinado reglamentariamente. Las modalidades para su 

prestación y el cómputo de dicho horario se fijarán atendiendo a las necesidades del servicio. 

2. Sin perjuicio de las necesidades derivadas del cumplimiento de sus funciones, para la 

determinación de la jornada y el horario de trabajo y, en su caso, el régimen de turnos, se tendrá en 

cuenta la conciliación de la vida familiar y laboral del Guardia Civil. 

3. Los Guardias Civiles tienen derecho a conocer con antelación suficiente su jornada y horario de 

trabajo y, en su caso, el régimen de turnos, sin perjuicio de las alteraciones que puedan estar 

justificadas por las necesidades del servicio o por motivos de fuerza mayor. 

4. Las compensaciones a que hubiera lugar por la modificación de la jornada de trabajo se 

determinarán reglamentariamente. 

Artículo 29 

Vacaciones, permisos y licencias 

1. Los miembros de la Guardia Civil tendrán derecho a disfrutar de las vacaciones, permisos y 

licencias previstos por la legislación general de los funcionarios de la Administración General del 

Estado, adaptado reglamentariamente a las funciones y cometidos del Cuerpo. 

2. Sin perjuicio de lo anterior, y atendiendo a las singularidades derivadas de las funciones y 

cometidos propios de la Guardia Civil, su duración y forma de ejercicio quedarán determinadas 

reglamentariamente. 
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Artículo 30 

Defensa y seguro de responsabilidad civil 

1. La administración está obligada a proporcionar a los Guardias Civiles defensa y asistencia jurídica 

en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional, como consecuencia del 

ejercicio legítimo de sus funciones, en los términos que reglamentariamente se establezca. 

2. La administración concertará un seguro de responsabilidad civil, u otra garantía financiera, para 

cubrir las indemnizaciones, fianzas y demás cuantías derivadas de la exigencia de responsabilidad 

de cualquier naturaleza a los Guardias Civiles, con motivo de las actuaciones llevadas a cabo por 

parte de los mismos en el desempeño de sus funciones o con ocasión de las mismas, en los términos 

que reglamentariamente se establezcan. 

Artículo 31 

Prevención de riesgos laborales y protección de la salud 

Los miembros de la Guardia Civil tienen derecho a una protección adecuada en materia de 

seguridad y salud en el trabajo, con las peculiaridades propias de las funciones que tienen 

encomendadas. 

La Administración General del Estado promoverá las medidas necesarias para garantizar, en lo 

posible, la seguridad y salud del personal de la Institución al utilizar los medios y equipos puestos a su 

disposición, con especial atención a los riesgos específicos que se deriven de sus funciones. A tal fin 

desarrollará una política activa de prevención de riesgos laborales y vigilancia de la salud y 

proporcionará los equipos de protección individual necesarios para el cumplimiento de su misión, 

facilitando la formación e información suficientes en materia de prevención. 

Artículo 32 

Protección social 

1. Todos los miembros de la Guardia Civil tienen derecho a disfrutar de un régimen de protección 

social que incluya la asistencia sanitaria y prestaciones en caso de enfermedad e incapacidad en 

los términos previstos por la ley. 

2. El Régimen de Clases Pasivas del Estado se aplicará con carácter general al personal del Cuerpo 

de la Guardia Civil. 

Artículo 33 

Presentación de quejas 

1. El Guardia Civil podrá presentar, en el ámbito de su unidad, centro u organismo, quejas relativas al 

régimen de personal, a las condiciones y a la calidad de vida en las unidades, siempre que no 

hubiese presentado recurso sobre el mismo asunto. El procedimiento de presentación y tramitación 

de las quejas será regulado reglamentariamente. 

2. Las quejas se presentarán por el cauce reglado. Si no fueran debidamente atendidas o se refiriesen 

al mando inmediato superior, podrán presentarse directamente ante el órgano responsable de 

personal de la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil y, en última instancia, ante los 

órganos de inspección de la Secretaria de Estado de Seguridad. 
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Artículo 34 

Derecho a ser informado de sus funciones, deberes y responsabilidades 

Al incorporarse a su destino, los Guardias Civiles serán informados por sus jefes inmediatos de los fines, 

organización y funcionamiento de la unidad, riesgos específicos del destino o servicio, así como de 

las funciones, deberes y responsabilidades que les incumben, especialmente, y, en su caso, de las 

que les correspondan temporalmente en los supuestos de sucesión de mando o sustitución. 

Artículo 35 

Retribuciones 

Los miembros de la Guardia Civil tendrán derecho a una remuneración acorde con su empleo, 

destino y puesto de trabajo que desempeñen y que contemple su nivel de formación, régimen de 

incompatibilidades, movilidad por razones de servicio, dedicación y riesgo que comporta su misión, 

así como especificidad de los horarios de trabajo y peculiar estructura. 

TÍTULO VI 

De las asociaciones profesionales 

Artículo 36 

Ámbito, duración y finalidad de la asociación 

Las asociaciones profesionales de Guardias Civiles deberán tener ámbito estatal, se constituirán por 

tiempo indefinido y tendrán por finalidad principal la satisfacción de los intereses sociales, 

económicos y profesionales de sus asociados y la realización de actividades sociales que favorezcan 

la eficiencia en el ejercicio de la profesión y la deontología profesional de sus miembros. 

En ningún caso estas asociaciones profesionales tendrán carácter lucrativo. 

Artículo 37 

Régimen económico 

1. Las asociaciones profesionales podrán financiarse a través de las cuotas de sus afiliados u otros 

recursos económicos que prevean sus Estatutos. 

En ningún caso podrán percibir donaciones privadas. 

2. La percepción, en su caso, de subvenciones públicas se realizará con cargo a los Presupuestos 

Generales del Estado. 

3. El régimen económico de las asociaciones profesionales estará sometido a los principios de 

transparencia y publicidad. 

Artículo 38 

Derechos de las asociaciones 

1. Las asociaciones profesionales legalmente constituidas tendrán derecho a realizar propuestas y 

dirigir peticiones relacionadas con sus fines a las autoridades competentes en los términos que 

reglamentariamente se determinen. 
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2. Las asociaciones profesionales podrán asesorar y prestar apoyo y asistencia a sus asociados, así 

como representarlos legítimamente ante los órganos competentes de las Administraciones Públicas 

en materias que afecten al ámbito profesional del Guardia Civil, salvo en aquellos supuestos en los 

que dicha representación esté excluida. 

3. Las asociaciones profesionales de Guardias Civiles podrán promover candidaturas para la 

elección de miembros del Consejo de la Guardia Civil y de cualesquiera otros órganos de 

participación o de representación que se establezcan, así como para la elección de miembros de 

los órganos de representación, gobierno y dirección de las mutualidades, asociaciones y restantes 

entes de previsión social y asistencial oficialmente constituidos por miembros de la Guardia Civil, 

cuando así lo prevea su normativa específica. 

Artículo 39 

Composición 

1. Para poder afiliarse a las asociaciones profesionales, los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil 

deberán encontrarse en cualquier situación administrativa en que, de acuerdo con la normativa 

reguladora del régimen de dicho personal, conserven derechos y obligaciones inherentes a su 

condición de Guardia Civil. 

Con las limitaciones establecidas en esta Ley, los Guardias Civiles que pertenecieran a una de estas 

asociaciones, podrán, tras su pase a retiro, permanecer asociados a la misma, siempre que lo 

permitan los correspondientes estatutos. 

2. Los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil sólo podrán afiliarse a asociaciones profesionales 

formadas exclusivamente por miembros del propio Cuerpo. Dichas asociaciones no podrán 

agruparse con otras que, a su vez, no estén integradas exclusivamente por miembros del referido 

Cuerpo. No obstante, podrán formar parte de organizaciones internacionales de su mismo carácter. 

3. Los alumnos de centros docentes de la Guardia Civil que no ostenten la condición de Guardia Civil 

no podrán asociarse. 

4. Sólo se podrá estar afiliado a una asociación profesional. 

Artículo 40 

Ejercicio 

El ejercicio del derecho de asociación profesional se realizará de modo que, en todo caso, queden 

garantizados los principios básicos de actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y 

el cumplimiento de las funciones que tienen encomendadas para proteger el libre ejercicio de los 

derechos y libertades de las personas y garantizar la seguridad ciudadana. 

Artículo 41 

Exclusiones 

Están excluidos del ámbito de actuación de las asociaciones profesionales el ejercicio del derecho 

de huelga, las acciones sustitutivas de las mismas, la negociación colectiva y la adopción de 

medidas de conflicto colectivo, así como la realización de acciones que excedan el ejercicio de los 

derechos reconocidos en la presente Ley Orgánica a los miembros de la Guardia Civil, 

especialmente los regulados en los artículos 7 y 8. 
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Artículo 42 

Representantes de la asociación 

Tendrán la condición de representantes de las asociaciones profesionales aquellos Guardias Civiles 

en situación de servicio activo que, teniendo la condición de afiliados, hayan sido designados para 

ello de acuerdo con el procedimiento establecido en sus estatutos. Los efectos de dicha designación 

se producirán a partir del día siguiente al de su inscripción en el Registro de Asociaciones Profesionales 

habilitado al efecto en el Ministerio del Interior. 

Artículo 43 

Asociaciones representativas 

Serán consideradas asociaciones profesionales representativas las que hubieran obtenido en las 

elecciones al Consejo de Guardia Civil, al menos, un representante o, en dos de las Escalas, el diez 

por ciento de los votos emitidos en cada una de ellas. 

Artículo 44 

Derechos de las asociaciones profesionales representativas 

1. Las asociaciones profesionales representativas deberán ser informadas y consultadas en el proceso 

de elaboración de proyectos normativos que afecten a las condiciones profesionales de los 

miembros de la Institución. 

2. Igualmente, participarán, en su caso, en los grupos de trabajo o comisiones que se constituyan 

para el tratamiento de los aspectos profesionales. 

3. Asimismo, podrán formular propuestas, elevar informes, dirigir peticiones y formular quejas a las 

autoridades competentes. 

Artículo 45 

Derechos de los representantes de las asociaciones profesionales representativas 

1. Reglamentariamente se regulará el acceso de los miembros de las asociaciones que formen parte 

del Consejo de la Guardia Civil y un representante designado por las asociaciones profesionales 

representativas que no formen parte de dicho Consejo, a los acuartelamientos e instalaciones para 

participar en actividades propias del asociacionismo profesional, que, en cualquier caso, exigirá 

previa comunicación al jefe de la unidad, centro u órgano, no pudiendo tales actividades interrumpir 

o menoscabar el normal funcionamiento de los servicios. 

2. Igualmente, se regulará reglamentariamente el derecho de los representantes de las asociaciones 

que cuenten con vocales en el Consejo de la Guardia Civil a disponer de tiempo, horas mensuales y 

permisos para el desarrollo de actividades relacionadas con su condición. 

Artículo 46 

Medios para las asociaciones 

En todas las unidades, centros u órganos se habilitarán lugares adecuados para la exposición de los 

anuncios o comunicaciones de las asociaciones profesionales. 
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Artículo 47 

Otros derechos 

1. Las asociaciones profesionales de Guardias Civiles tendrán derecho a convocar y celebrar 

reuniones en centros oficiales de la Guardia Civil como parte del ejercicio del derecho de asociación 

profesional. Estas reuniones se realizarán fuera de las horas de trabajo y sin perturbar la marcha de 

los servicios. Su celebración requerirá solicitud previa al jefe de la unidad, centro u órgano, quien 

podrá denegarla, cuando considere que el servicio pueda verse afectado. 

2. La autorización deberá solicitarse por escrito, con una antelación mínima de setenta y dos horas y 

en la misma se hará constar la fecha, hora y lugar de la reunión, y los datos de los firmantes que 

acrediten ostentar la representación de la asociación, conforme a sus estatutos, para convocar la 

reunión. 

Si antes de las veinticuatro horas anteriores a la fecha de la celebración de la reunión la autoridad 

competente no formulase objeciones a la misma mediante resolución expresa, podrá celebrarse sin 

otro requisito posterior. 

3. Los convocantes de la reunión serán responsables de su normal desarrollo. 

Artículo 48 

Constitución e inscripción de la asociación profesional 

1. Las asociaciones profesionales de Guardias Civiles quedarán válidamente constituidas desde que 

se inscriban en el Registro de Asociaciones Profesionales habilitado al efecto en el Ministerio del 

Interior. 

2. La inscripción se practicará a solicitud de cualquiera de los promotores, a la que se acompañará 

el texto de los estatutos y el acta fundacional, indicando quiénes de éstos actúan como 

representantes. 

3. La inscripción sólo podrá denegarse cuando la composición de la asociación no se adecue a lo 

dispuesto en el artículo 39 o cuando los estatutos no cumplan los requisitos establecidos en esta Ley 

Orgánica o en los demás supuestos previstos en las normas reguladoras del derecho de asociación 

en general. 

4. El plazo de inscripción en el Registro de Asociaciones Profesionales habilitado al efecto en el 

Ministerio del Interior será de tres meses desde la recepción de la solicitud en el órgano competente. 

Transcurrido dicho plazo sin que se haya notificado resolución expresa, se podrá entender estimada 

la solicitud de inscripción. 

5. Cuando se adviertan defectos formales en la solicitud o en la documentación que la acompaña, 

se suspenderá el plazo para proceder a la inscripción y se abrirá el correspondiente para la 

subsanación de los defectos advertidos. 

Artículo 49 

Estatutos 

Los estatutos deberán contener los siguientes extremos: 

a) La denominación. 
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b) El domicilio y el ámbito nacional de su actividad. 

c) Los fines y actividades de la asociación, descritos de forma precisa. 

d) Los requisitos y modalidades de admisión y baja, sanción y separación de los asociados y, en 

su caso, las clases de éstos. Podrán incluir también las consecuencias del impago de las cuotas por 

parte de los asociados. 

e) Los derechos y obligaciones de los asociados y, en su caso, de cada una de las modalidades. 

f) Los criterios que garanticen el funcionamiento democrático de la asociación. 

g) Los órganos de gobierno y representación, su composición, reglas y procedimiento para la 

elección y sustitución de sus miembros, sus atribuciones, duración de los cargos, causas de cese, 

forma de deliberar, adoptar y ejecutar acuerdos y las personas o cargos para certificarlos, así como 

los requisitos para que los citados órganos queden válidamente constituidos, y el número de 

asociados necesarios para poder convocar sesiones o proponer asuntos en el orden del día. 

h) El régimen de administración, contabilidad y documentación, así como la fecha de cierre del 

ejercicio asociativo. 

i) El patrimonio inicial y los recursos económicos de los que podrá hacer uso. 

j) Causas de disolución y destino del patrimonio en tal supuesto, que no podrá desvirtuar el 

carácter no lucrativo de la entidad. 

Artículo 50 

Responsabilidad 

Las asociaciones profesionales responderán por los actos o acuerdos adoptados por sus órganos 

estatutarios en la esfera de sus respectivas competencias. También responderán por los actos de sus 

afiliados, cuando se produzcan en el ejercicio regular de las funciones representativas o se acredite 

que dichos afiliados actuaban por cuenta de sus respectivas asociaciones profesionales. 

Artículo 51 

Suspensión y disolución 

La suspensión o disolución de las asociaciones profesionales de Guardias Civiles quedará sometida 

al régimen legal establecido para el derecho de asociación. 

TÍTULO VII 

Del Consejo de la Guardia Civil 

Artículo 52 

Consejo de la Guardia Civil 

Bajo la presidencia del Ministro del Interior, o persona en quien delegue, se crea el Consejo de la 

Guardia Civil como órgano colegiado en el que participarán representantes de los miembros del 

Cuerpo de la Guardia Civil y de los Ministerios del Interior y de Defensa, con el fin de mejorar las 

condiciones profesionales de su integrantes, así como el funcionamiento del Instituto. 
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Artículo 53 

Composición del Consejo 

1. Integran el Consejo de la Guardia Civil: 

a) En representación de los miembros de la Guardia Civil: los vocales elegidos por los integrantes 

del Instituto mediante sufragio personal, libre, directo y secreto. El número de estos representantes se 

determinará por Escalas, correspondiendo a cada una de ellas un vocal en el Consejo y uno más 

por cada 6.000 guardias civiles que estuvieran en activo en dicha Escala. 

b) En representación de la Administración General del Estado: los vocales nombrados por los 

Ministros del Interior y de Defensa hasta alcanzar igual número de representantes que los que 

hubieran sido elegidos por los miembros del Instituto. 

2. Actuará como Secretario el representante de la Administración General del Estado que designe el 

Presidente. 

Artículo 54 

Funciones del Consejo 

El Consejo de la Guardia Civil tendrá las siguientes facultades: 

1. Tener conocimiento y ser oído previamente en las siguientes cuestiones: 

a) Establecimiento o modificación del estatuto profesional y del régimen disciplinario de la 

Guardia Civil. 

b) Determinación de las condiciones de trabajo. 

c) Régimen retributivo. 

d) Programas de enseñanza y planes de formación de la Guardia Civil. 

e) Régimen de permisos, vacaciones y licencias. 

f) Planes de previsión social complementaria. 

g) Asuntos que afecten a otros aspectos sociales, profesionales y económicos de los Guardias 

Civiles. 

2. Informar, con carácter previo, las disposiciones legales o reglamentarias que se dicten sobre las 

citadas materias. 

3. Conocer las estadísticas trimestrales sobre el índice de absentismo y sus causas, sobre los 

accidentes en acto de servicio y enfermedades profesionales y sus consecuencias, sobre los índices 

de siniestralidad, así como los estudios periódicos o específicos que se realicen sobre condiciones de 

trabajo. 

4. Analizar y valorar las propuestas y sugerencias planteadas por los Guardias Civiles sobre el régimen 

de personal, sobre sus derechos y deberes, sobre el ejercicio del derecho de asociación y sobre los 

aspectos sociales que les afecten. 
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5. Colaborar con la Administración para conseguir el establecimiento de cuantas medidas procuren 

el mantenimiento e incremento de la productividad. 

6. Participar en la gestión de obras sociales para el personal, cuando así lo determine la normativa 

correspondiente 

7. Recibir información trimestral sobre política de personal. 

8. Las demás que le atribuyan las leyes y disposiciones generales. 

Artículo 55 

Funcionamiento del Consejo 

Las sesiones del Consejo de la Guardia Civil podrán ser ordinarias y extraordinarias. 

El Consejo se reunirá en sesión ordinaria, para el despacho de los asuntos de su competencia, al 

menos, una vez cada tres meses. 

El Consejo se reunirá en sesión extraordinaria cuando lo convoque su Presidente, a iniciativa propia 

o a solicitud de una tercera parte de los vocales del Consejo, que deberá realizarse mediante escrito 

dirigido al Presidente. 

Mediante Real Decreto se establecerá el reglamento de organización y funcionamiento interno del 

Consejo de la Guardia Civil, así como las normas complementarias que sean precisas en materia de 

convocatoria y desarrollo del procedimiento de designación de sus Vocales. 

Artículo 56 

Elección a miembros del Consejo 

1. Serán electores los Guardias Civiles en situación de servicio activo o reserva. Serán elegibles los que 

estuvieren en situación de servicio activo en la correspondiente Escala. 

2. Los candidatos a la elección se presentarán mediante listas de ámbito nacional para cada una 

de las Escalas, debiendo pertenecer a la Escala a cuya elección se presenten. 

3. Podrán presentar candidatos tanto las asociaciones profesionales legalmente constituidas como 

las agrupaciones de electores, siempre que la agrupación esté formada, al menos, por el 10% de los 

efectivos incluidos en el censo electoral de la Escala a la que se presente la candidatura. 

En el caso de las agrupaciones de electores, los firmantes, cuya identificación deberá constar de 

manera fehaciente, no podrán tener la condición de afiliados a alguna asociación profesional del 

Cuerpo de la Guardia Civil, ni avalar a más de una candidatura. 

4. Las listas de candidatos deberán contener tantos nombres como puestos a cubrir, más igual 

número de suplentes. 

5. Mediante el sistema de representación proporcional se atribuirá a cada lista el número de puestos 

que le correspondan, de conformidad con el cociente que resulte de dividir el número de votos 

válidos por el de puestos a cubrir. Los puestos sobrantes, en su caso, se atribuirán a las listas, en orden 

decreciente, según el resto de votos de cada una de ellas. 

6. Dentro de cada lista se elegirá a los candidatos por el orden en que figuren en la candidatura. 
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7. La inobservancia de cualquiera de las reglas anteriores determinará la nulidad de la elección del 

candidato o candidatos afectados. La verificación del cumplimiento de dichos requisitos 

corresponderá a la Dirección General de la Policía y la Guardia Civil. 

8. La duración del mandato de los representantes será de cuatro años, pudiendo ser reelegidos en 

sucesivos procesos electorales. Si en ese tiempo pasaran a situación administrativa diferente del 

servicio activo, perderán la condición de representantes. 

9. Reglamentariamente se establecerán las normas complementarias que sean precisas en materia 

de convocatoria, voto y desarrollo del procedimiento electoral. 

Artículo 57 

Derechos de los miembros del Consejo de la Guardia Civil 

Los vocales del Consejo de la Guardia Civil, en representación de los miembros de la Institución, 

tendrán los siguientes derechos: 

1. Libre circulación por las dependencias de su unidad electoral, sin que entorpezca el normal 

funcionamiento de las correspondientes unidades. 

2. Libre distribución de publicaciones referidas a cuestiones profesionales o asociativas. 

3. Acumulación en uno de los miembros de la candidatura de los créditos de tiempo, horas 

mensuales y permisos, previa comunicación a la Dirección General de la Policía y de la Guardia 

Civil. 

4. No discriminación en su promoción profesional en razón del desempeño de su representación. 

Disposición adicional primera 

Aplicación del régimen de derechos y deberes de las Fuerzas Armadas 

En los supuestos en los que, de acuerdo con la legislación vigente, los miembros de la Guardia Civil, 

en su condición de Instituto Armado de naturaleza militar, pasen a depender del Ministro de Defensa 

o queden integrados en Unidades militares, se regirán por la normativa sobre derechos y libertades 

aplicable a los miembros de las Fuerzas Armadas. 

Disposición adicional segunda 

Régimen especial de agrupación de Escalas 

1. A los efectos de la elección de los miembros del Consejo de la Guardia Civil, se considerará que 

constituyen una sola escala quienes, a la fecha de la correspondiente convocatoria de elecciones, 

pertenezcan a la escala de oficiales regulada en la Ley de régimen del personal de la Guardia Civil. 

2. Igualmente, y a los mismos efectos de elección, se considerará que constituyen una sola escala 

los oficiales que en la fecha antes citada, no pertenezcan a la escala referida en el apartado 1, 

siempre que el número de electores no sea inferior a 400. En caso contrario, todos los oficiales 

formarían parte de la escala a que hace referencia dicho apartado. 

3. Las consideraciones que a efectos de elección se establecen en los apartados anteriores serán de 

aplicación a partir del 1 de julio de 2017, fecha de constitución de la escala de oficiales. 
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Disposición adicional tercera 

Modificación de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación 

Se modifica la letra c) del artículo 3 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del 

Derecho de Asociación, que pasa a tener la siguiente redacción: 

«c) Los miembros de las Fuerzas Armadas habrán de atenerse a lo que dispongan las Reales 

Ordenanzas para las Fuerzas Armadas y al resto de sus normas específicas para el ejercicio del 

derecho de asociación. Los miembros de la Guardia Civil se regirán por su normativa propia.» 

Disposición adicional cuarta 

Modificación de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre de Régimen de Personal del Cuerpo de la 

Guardia Civil 

Se modifican los siguientes artículos de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre de Régimen de Personal 

del Cuerpo de la Guardia Civil, que pasan a tener la siguiente redacción: 

1. 

«Artículo 3. Juramento o promesa ante la Bandera de España. 

Para adquirir la condición de Guardia Civil será necesario prestar juramento o promesa de cumplir 

fielmente las obligaciones del cargo con lealtad al Rey y de guardar y hacer guardar la Constitución 

como norma fundamental del Estado. 

El juramento o promesa se realizará ante la Bandera asumiendo el compromiso de defender a 

España y de proteger el ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos.» 

2. 

«Artículo 91. Normas aplicables. 

Los Guardias Civiles tendrán los derechos y estarán sujetos a las obligaciones señaladas en la Ley 

Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en la Ley Orgánica 

reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil, en la Ley Orgánica de 

Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, en la presente Ley, así como en el resto de normas que les 

sean de aplicación por su condición de Instituto Armado de naturaleza militar.» 

3. 

«Artículo 92. Consejo de la Guardia Civil. 

1. El Consejo de la Guardia Civil es el órgano colegiado de participación de representantes de 

los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil y de la Administración General del Estado con el fin de 

mejorar las condiciones profesionales de su integrantes, así como el funcionamiento de la Institución. 

2. Los Guardias Civiles podrán dirigirse directamente al Consejo de Guardia Civil para plantear 

propuestas y sugerencias sobre el régimen de personal, sobre sus derechos y deberes, sobre el 

ejercicio del derecho de asociación y sobre los aspectos sociales que les afecten. Este 

procedimiento no resultará de aplicación a las peticiones, quejas y recursos, que se tramitarán por 

el procedimiento regulado en el Capítulo V de este Título.» 
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Disposición transitoria primera 

Convocatoria de las primeras elecciones al Consejo de la Guardia Civil 

En el plazo de nueve meses a contar desde la entrada en vigor de esta Ley, el Ministerio del Interior 

procederá a la convocatoria de las primeras elecciones a representantes de los miembros de la 

Institución en el Consejo de la Guardia Civil. 

Las elecciones se celebrarán dentro del plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor de 

la presente disposición. 

Disposición transitoria segunda 

Funcionamiento transitorio del Consejo Asesor de Personal 

El Consejo Asesor de Personal al que se refiere el artículo 92 de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, 

de Régimen de Personal del Cuerpo de la Guardia Civil, continuará desarrollando las funciones 

derivadas de dicha disposición hasta el día anterior al de la constitución del Consejo de la Guardia 

Civil, extinguiéndose a partir de entonces. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

1. Quedan derogadas todas aquellas normas de igual o inferior rango que se opongan o contradigan 

lo previsto en esta Ley Orgánica. 

2. A partir de la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica no se aplicará a los miembros del 

Cuerpo de la Guardia Civil, en cuanto afecta al derecho de asociación profesional, el apartado 1 

del artículo 181 de las Reales Ordenanzas, aprobadas por Ley 85/1978, de 28 de diciembre. 

Disposición final primera 

Naturaleza de la presente Ley 

La presente Ley tiene el carácter de Ley Orgánica, a excepción de los siguientes preceptos y 

disposiciones: 

Artículos 22 y 23. 

Artículos 25 a 35, ambos inclusive. 

Artículos 37, 46, 49 y 50. 

Artículos 52 a 56, ambos inclusive. 

Las Disposiciones Adicionales segunda y cuarta. 

Las Disposiciones Transitorias. 

La Disposición Derogatoria. 

La Disposición Final segunda. 
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Disposición final segunda 

Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», 

con excepción de lo previsto en el apartado tercero de la Disposición Adicional cuarta, que entrará 

en vigor el mismo día de la constitución del Consejo de la Guardia Civil. 
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§ 62. Ley 29/2014, de 28 de noviembre, de Régimen de Personal de la Guardia Civil48 

«BOE» núm. 289, de 29 de noviembre de 2014 

PREÁMBULO 

La Constitución Española, en su artículo 104, establece que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo 

la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y 

libertades y garantizar la seguridad ciudadana, y que una ley orgánica determinará sus funciones, 

principios básicos de actuación y estatutos. 

La Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, desarrolló el mandato 

constitucional señalando, además de sus misiones, que el régimen estatutario de la Guardia Civil, 

Instituto armado de naturaleza militar, será el establecido en dicha ley, en las normas que la 

desarrollan y en el ordenamiento militar. 

El proceso de constitución de un marco estatutario para el personal de la Guardia Civil continuó con 

la aprobación de la Ley 28/1994, de 18 de octubre, por la que se completó el régimen que para 

dicho personal estableció, con carácter general, la Ley 17/1989, de 19 de julio, Reguladora del 

Régimen del Personal Militar Profesional. 

La Guardia Civil, por su naturaleza militar y su pertenencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado precisa de un estatuto de personal propio que tenga en cuenta su tradición y funciones 

específicas. Con esta finalidad fueron aprobadas la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, de Régimen 

del Personal del Cuerpo de la Guardia Civil y, más recientemente, la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de 

octubre, reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil y la Ley Orgánica 

12/2007, de 22 de octubre, del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, normas de extraordinaria 

importancia en la conformación de un estatuto de personal para sus miembros. 

En la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, se abordaron, con mayor o menor profundidad, aspectos 

que configuraban el régimen de sus componentes, tales como los órganos con competencias en 

materia de personal; los empleos, categorías y escalas; las plantillas; el sistema de enseñanza; el 

historial profesional y las evaluaciones; su régimen de ascensos; la provisión de destinos; las 

situaciones administrativas; el cese en la relación de servicios profesionales; y sus derechos y deberes. 

 

 
48 Conforme establece el artículo 9 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, la Guardia Civil es un Instituto Armado de 

naturaleza militar, dependiente del Ministerio del Interior en el desempeño de las funciones que dicha Ley le atribuye, y del 

Ministerio de Defensa en el cumplimiento de las misiones de carácter militar que se le encomienden. En su virtud, véanse, entre 

otras, la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera 

militar, el Real Decreto 96/2009, de 6 de febrero, por el que se aprueban las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas, el 

Real Decreto 1438/2010, de 5 de noviembre, sobre misiones de carácter militar que pueden encomendarse a la Guardia Civil 

y la Orden PRE/1983/2012, de 14 de septiembre, por la que se declaran de aplicación a la Guardia Civil diversas normas del 

ordenamiento militar sobre mando, disciplina y régimen interior. En materia de condecoraciones véanse la Ley 19/1976, de 29 

de mayo, sobre creación de la Orden del Mérito de la Guardia Civil, el Real Decreto 1691/1995, de 20 de octubre, por el que 

se adecúan las cuantías de las pensiones anejas a las medallas y cruces de la Orden del Mérito Policial y del Cuerpo de la 

Guardia Civil a la realidad policial y a los actuales conceptos retributivos, y la Orden INT/2008/2012, de 21 de septiembre, por 

la que se regula la Orden del Mérito de la Guardia Civil. Así mismo, los miembros de la Guardia Civil entran dentro del ámbito 

de aplicación del Real Decreto 336/2018, de 25 de mayo, por el que se crea la medalla de campaña para reconocer la 

participación en determinadas operaciones militares y campañas en el exterior y se establecen los criterios generales para su 

concesión. 
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El artículo 1.3 de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar establece que el régimen 

del personal del Cuerpo de la Guardia Civil se ha de regir por su ley específica, que deberá basarse 

en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, y, dada la naturaleza militar de dicho Instituto Armado y 

la condición militar de sus miembros, en aquella ley. En consecuencia, la disposición final séptima 

mandata al Gobierno para actualizar dicho régimen. 

Esta Ley configura el régimen de personal basándose en las normas antes citadas y tiene en cuenta 

e incorpora a su legislación específica y reglamentaria, con las necesarias adaptaciones, las normas 

de aplicación general al resto de los funcionarios públicos que se recogen, fundamentalmente, en 

la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. 

En consecuencia, se hace preciso actualizar el régimen del personal del Cuerpo de la Guardia Civil 

para adaptarlo al marco normativo de referencia mencionado anteriormente, aprovechando para 

ello la experiencia adquirida desde la aprobación de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre. El resultado 

que se pretende conseguir es el establecimiento de un sistema integral en el que, siendo el elemento 

humano el más importante, se posibilite un adecuado proceso de selección, se proporcione la 

necesaria formación, tanto inicial como a lo largo de toda la vida profesional y se brinden suficientes 

oportunidades de promoción, al tiempo que se facilite una gestión eficiente de los recursos humanos. 

Todo ello con el objetivo último de disponer de hombres y mujeres comprometidos, motivados en su 

labor y capacitados para dar respuesta a las funciones asignadas a la Guardia Civil y a las 

necesidades de seguridad de los ciudadanos. 

I 

Esta Ley define el concepto de guardia civil como español, vinculado al Cuerpo con una relación 

de servicios profesionales de carácter permanente como miembro de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado y como militar de carrera de la Guardia Civil. La condición de guardia civil se 

adquiere al obtener el primer empleo e incorporarse a la escala correspondiente. A partir de ese 

momento comienza su carrera profesional durante la cual podrá ascender, en base a su preparación 

y experiencia profesional, y desempeñar cometidos en diferentes ámbitos de responsabilidad. 

Uno de los objetivos de esta Ley es avanzar en la incorporación de las normas de aplicación al 

personal al servicio de la Administración General del Estado al régimen específico de los miembros 

del Instituto armado, para lo cual han de efectuarse las adaptaciones normativas que sean 

necesarias y que se derivan de sus misiones y de su condición militar. 

La igualdad efectiva entre mujeres y hombres, la prevención de la violencia de género y la 

conciliación de la vida profesional, personal y familiar, están especialmente presentes en esta Ley y, 

por consiguiente, lo habrán de estar en su desarrollo posterior, incluyendo medidas para facilitar la 

incorporación y promoción profesional de la mujer. Con esta finalidad, el texto normativo prevé la 

realización de evaluaciones periódicas para verificar la efectividad en la aplicación del principio de 

igualdad de género. Contempla, además, de manera específica, una especial protección para la 

mujer embarazada o de parto reciente a la hora de realizar las pruebas físicas de un proceso de 

selección; el derecho preferente para ocupar destino que asiste a la mujer víctima de violencia de 

género que se vea obligada a cesar en el que ocupa y a las víctimas de terrorismo y la exención, 

para estos casos, del requisito de publicación previa de aquel. 

Teniendo presentes los valores tradicionales del Cuerpo de la Guardia Civil, se incluyen un conjunto 

de reglas esenciales de comportamiento, que, junto con los principios que rigen su actuación como 

Cuerpo de Seguridad del Estado y los deberes que se disponen en la Ley Orgánica 11/2007, de 22 

de octubre, diseñan un auténtico código de conducta para los guardias civiles, con un carácter 

orientador respecto a los niveles de responsabilidad, de exigencia personal y de profesionalidad, con 

los que deben presentarse ante la sociedad, dada la importancia que su labor tiene para el bienestar 

de los ciudadanos y la seguridad del Estado. 
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Corresponde a los Ministros de Defensa y del Interior, como se regula en el Título I, la dirección de la 

política de personal y de enseñanza en la Guardia Civil, de acuerdo con la distribución de 

competencias que en esos ámbitos se derivan de esta Ley y de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 

marzo. 

II 

En el Título II se establece la ordenación del personal en diferentes empleos, categorías y escalas y 

las funciones profesionales que desempeñan. La Ley recoge un modelo de categorías, escalas y 

empleos similar al de las Fuerzas Armadas establecido en la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, salvo 

en lo que se refiere a la escala de cabos y guardias que es específica y tiene su propia regulación 

en la Guardia Civil. 

El personal del Cuerpo se agrupa en las escalas de oficiales, suboficiales y de cabos y guardias en 

función del grado educativo exigido para su incorporación a las mismas y de las facultades 

profesionales asignadas al conjunto de los empleos, consecuencia de la preparación recibida y 

delimitadoras de los niveles de responsabilidad en el cumplimiento de los cometidos que se asignen. 

Se introduce, como novedad, la creación de una única escala de oficiales con el propósito de dar 

mayor cohesión y homogeneidad al modelo de carrera de todos los oficiales de la Guardia Civil y 

de acomodar así el Instituto al proceso de conformación del Espacio Europeo de Educación Superior. 

El primer empleo en esta nueva escala será el de teniente, por lo que a partir de la finalización del 

periodo transitorio que establece la Ley, sólo se concederá el empleo de alférez, con carácter 

eventual, a los alumnos de los centros de formación. 

La Ley establece el procedimiento mediante el cual se incorporarán a la citada escala de oficiales 

los procedentes de las escalas superior de oficiales, facultativa superior, de oficiales y facultativa 

técnica, que fueron definidas en la Ley 42/1999, de 25 de noviembre. Para ello se han tenido en 

cuenta las expectativas de ascenso de sus miembros y las necesidades funcionales y orgánicas de 

la Guardia Civil. Los miembros de las escalas de oficiales, facultativa superior y facultativa técnica se 

integrarán, previa superación de la formación complementaria que para cada una de ellas se 

establezca, garantizándose, en todo caso, un desarrollo profesional para aquellos que no opten por 

la incorporación a la nueva escala. 

En la Ley se incluyen las funciones genéricas de cada una de las cuatro categorías en que se agrupa 

el personal del Cuerpo: oficiales generales, oficiales, suboficiales y cabos y guardias. Se destaca la 

alta dirección a desarrollar por los oficiales generales; las acciones directivas, especialmente de 

mando y coordinación, que corresponden a los oficiales; las acciones ejecutivas y, en su caso, 

directivas de los suboficiales, que destacan por su liderazgo y colaboración; y las de realización de 

tareas de los cabos y guardias civiles, que constituyen el elemento primordial de la estructura 

orgánica de la Guardia Civil. 

Para dar respuesta a sus necesidades funcionales se exige una estructura orgánica adecuada, 

basada en la ordenación de sus miembros por empleo, en la que se ordenen los puestos de trabajo 

necesarios y se pueda asignar, a cada uno de ellos, uno o varios empleos. De esta forma, 

salvaguardando siempre el orden jerárquico, se pretende conseguir una mayor optimización del 

personal y dotar a la gestión de los recursos humanos de un mayor grado de flexibilidad. 

III 

Se encomienda al Gobierno la aprobación de una plantilla para el Cuerpo de la Guardia Civil por 

periodos de cuatro años, debiendo informar de ello a las Cortes Generales. En esta plantilla se 

incluyen los diferentes empleos y escalas excepto los correspondientes al primero de cada escala, 

cuyos efectivos serán los que resulten de la provisión anual que se determine de acuerdo con los 
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créditos presupuestarios, de la evolución real de los efectivos y de las nuevas necesidades de 

personal, todo ello sobre la base de la provisión de plazas que se efectúe. 

En las provisiones anuales se podrán ofertar, para el ingreso en los centros docentes, un número de 

plazas superior que el que se fije para el acceso posterior a las escalas. La finalidad no es otra que 

mejorar la selección, prolongándola durante parte del periodo formativo y propiciar, además, un 

aumento del número de aspirantes a ingreso. 

IV 

La enseñanza, elemento fundamental en el régimen de personal que se pretende establecer, 

experimenta una importante reforma. Las modificaciones introducidas respecto a la normativa 

anterior suponen un avance en la integración del sistema de enseñanza de la Guardia Civil en el 

Sistema Educativo Español y una adaptación de la formación de los oficiales a la reordenación de 

los títulos universitarios, que tienen su base en la conformación del Espacio Europeo de Educación 

Superior. 

Dada la importancia de la función que los guardias civiles desempeñan en la sociedad, es preciso 

asegurar la calidad de las enseñanzas que reciben. Así, la finalidad que ha de perseguirse no es otra 

que garantizar que sus miembros dispongan, a lo largo de toda su vida profesional, de las 

competencias necesarias para cumplir con efectividad las funciones encomendadas. 

Para conseguirlo, la enseñanza en la Guardia Civil se articula en cinco elementos clave: proceso de 

selección y acceso, planes de estudio y titulaciones, centros docentes, alumnos y profesorado. De 

todos ellos se ocupa la Ley estableciendo las directrices fundamentales que permitan un desarrollo 

reglamentario posterior. 

Se incorporan dentro del articulado las edades máximas para poder participar en los procesos 

selectivos de los distintos sistemas de acceso a la enseñanza de formación de la Guardia Civil, tanto 

en el acceso directo a la escala de cabos y guardias como en la promoción profesional. En cuanto 

al acceso directo a la escala de cabos y guardias, la selección de sus integrantes estará dirigida a 

atender las necesidades de personal del Cuerpo a corto, medio y largo plazo. Dichas necesidades, 

fundamentalmente operativas, requieren personal con experiencia, cuya obtención requiere unos 

períodos de permanencia en situación de actividad de una cierta duración y la propia Ley fija, para 

dicha escala, el pase a la situación administrativa de reserva a partir de los 58 años; además, la 

existencia de distintas especialidades para el cumplimiento de las misiones que atribuye al Cuerpo 

la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, aconsejan una edad donde, primero, puedan adquirirse y 

luego mantenerse en el tiempo las destrezas psicofísicas necesarias para desempeñar cometidos en 

áreas concretas de actividades de aquellas especialidades, muchas de las cuales requieren medios 

y procedimientos en los que aquellas condiciones, tanto en su inicio como mantenidas en el tiempo, 

son no solo fundamentales, sino que garantizan la seguridad e integridad de los propios agentes. 

Finalmente, una permanencia, al menos mínimamente prolongada, requiere igualmente incentivos 

que la favorezcan, y algunos de ellos serían, tanto los de garantizar la promoción profesional, para la 

que se requieren unos tiempos mínimos de permanencia en los diferentes empleos, como los que 

garanticen los derechos económicos inherentes al retiro, que igualmente requieren unos 

determinados años de actividad profesional. 

Por todo ello se establece que para el acceso directo a la escala de cabos y guardias, los aspirantes 

no podrán superar los 40 años. 

Por otro lado, la promoción interna a las distintas escalas tiene fijada como requisito de edad el no 

superar los 50 años. En la promoción profesional se opta por mantener esa edad, recogiéndola 

específicamente en el texto, a diferencia de lo que sucedía en la Ley anterior, teniendo en cuenta 

para ello que, en primer lugar, ha de ponerse en relación la formación recibida en el proceso de 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 957 

promoción con el tiempo disponible para aplicar los conocimientos adquiridos, y en segundo lugar, 

que la participación en dichos procesos de promoción se haga con una edad que permita alcanzar 

en su carrera profesional ciertos empleos, cuya experiencia profesional nutra las necesidades que en 

cada uno de ellos tenga la Guardia Civil, y valorando que en el texto legal se fijan unas edades de 

pase a la situación de reserva que oscilan entre los 58 y los 61 años, para las escalas de suboficiales 

y oficiales respectivamente. 

Se recogen los sistemas de concurso, oposición y de concurso-oposición libres como sistemas de 

acceso a los centros docentes de formación de la Guardia Civil, y se garantizan los principios 

constitucionales de igualdad, mérito, capacidad y publicidad, así como el resto de los principios 

rectores de acceso al empleo público. Con este fin también se hace hincapié en la imparcialidad y 

profesionalidad de los miembros de los órganos de selección y en la necesidad de avanzar hacia 

una composición paritaria entre mujeres y hombres. 

La enseñanza de formación para acceder a cada una de las escalas se identifica con alguno de los 

niveles del Sistema Educativo Español, en función de los requisitos exigidos para su acceso y de su 

contenido. Así, la enseñanza para la incorporación a las escalas de cabos y guardias y de 

suboficiales, se corresponderá, respectivamente, con la formación profesional de grado medio y de 

grado superior. 

Novedad importante supone la exigencia de un título de grado para el acceso a la escala de 

oficiales, que será cursado junto con la formación militar y la de cuerpo de seguridad, imprescindibles 

para seguir proporcionando a aquellos las competencias necesarias para su ejercicio profesional. 

El Centro Universitario de la Guardia Civil impartirá las enseñanzas conducentes a la obtención de la 

titulación académica de grado y, al mismo tiempo, facilitará el desarrollo y promoción profesional 

de los guardias civiles, promoviendo acciones de formación que permitan la obtención de títulos 

universitarios de grado y posgrado. 

Debe ser objetivo permanente del sistema de personal ofrecer oportunidades para adquirir las 

competencias y cumplir los requisitos necesarios, con los que progresar en la carrera profesional 

desde los niveles inferiores de la estructura jerárquica. 

Constituye una parte importante en el desarrollo profesional de los guardias civiles su permanente 

actualización de conocimientos y las posibilidades de especialización con las que poder reorientar 

su carrera y mejorar su desempeño profesional. Paralelamente y, con los mismos propósitos, se 

establece un sistema de promoción que les permite acceder a las escalas superiores y desempeñar 

así cometidos de mayor responsabilidad. Para facilitar dicha promoción, se reservará a los 

suboficiales y a los miembros de la escala de cabos y guardias un porcentaje de las plazas que se 

oferten anualmente para el acceso a la escala de oficiales. Asimismo, la totalidad de las plazas para 

ingreso en la de suboficiales serán reservadas a los miembros de la de cabos y guardias. 

V 

La Ley desarrolla en su Título V la carrera profesional de los guardias civiles, entendida como el acceso 

gradual a los sucesivos empleos, la ocupación de diferentes destinos y la progresiva capacitación 

para asumir puestos de mayor responsabilidad. 

En la carrera profesional es esencial la regulación de los historiales profesionales y de las evaluaciones 

del personal. Destacan por su importancia los informes personales de calificación, instrumento con el 

que se efectuará de forma periódica la evaluación de los miembros del Cuerpo y en los que se habrá 

de valorar su actitud ante el servicio, competencia y desempeño profesional. Mediante desarrollo 

reglamentario se efectuará su regulación y se establecerán los procedimientos de alegación que, 

en su caso, sean necesarios. 
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Otro elemento clave al que la Ley concede gran relevancia es el establecimiento de un sistema de 

ascensos que sea eficaz para la Guardia Civil y, al mismo tiempo, satisfaga las legítimas expectativas 

de desarrollo profesional de sus miembros. En este ámbito es objetivo del texto legal potenciar el 

mérito y la capacidad, para lo cual se incluyen sistemas de ascenso más exigentes, como son el de 

elección y el de clasificación, y se limita el de antigüedad sólo al primer ascenso de los oficiales y 

suboficiales. 

Se amplía el sistema de ascenso por elección al empleo de coronel, con el fin de que sean tenidas 

en cuenta las capacidades e idoneidad de quienes han sido evaluados al objeto de seleccionar a 

aquéllos que en dicho empleo ocuparán en la Guardia Civil puestos de gran responsabilidad y nivel 

de decisión. Se introduce, asimismo, el sistema de clasificación, que implica vincular el orden de 

ascenso a determinados empleos al resultado de una previa evaluación, en la que se valorarán, 

fundamentalmente, los méritos, las aptitudes y el desempeño profesional. 

Constituye también una novedad la posibilidad que se presenta al guardia civil de poder solicitar, en 

cuatro ocasiones, su exclusión de una evaluación para el ascenso, sin que ello le suponga una 

renuncia definitiva al mismo. Con esta medida se favorece la conciliación de la vida personal y 

familiar con la profesional, permitiendo cierto grado de acomodación entre ambas. 

La facultad para la concesión de los ascensos a los empleos de la categoría de oficiales generales 

seguirá residiendo en el Consejo de Ministros. Por su parte, corresponderá al Ministro de Defensa los 

de aquellos otros empleos en los que el sistema de ascenso sea por elección. 

Al Director General de la Guardia Civil le corresponde la competencia para la concesión de los 

ascensos a los demás empleos. 

La Ley atribuye también al Director General la competencia para acordar la exclusión temporal de 

una evaluación para el ascenso o declarar en suspenso la declaración de aptitud realizada, en el 

caso de incoación de un procedimiento penal o disciplinario, hasta tanto sea firme su resolución, 

teniendo en cuenta la naturaleza y la gravedad de los hechos que lo hayan motivado. 

Los destinos se clasifican, según su forma de asignación, en destinos de libre designación, de 

concurso de méritos y de antigüedad. No obstante, considerando que los primeros deben asignarse 

con carácter restrictivo, la Ley los circunscribe exclusivamente a aquéllos que supongan especial 

responsabilidad y confianza. 

Con carácter general, los destinos se proveerán mediante procedimientos basados en los principios 

de mérito, capacidad, antigüedad y publicidad. No obstante, para optimizar el empleo de los 

recursos humanos y facilitar la pronta asignación de puestos de trabajo, la norma prevé la posibilidad 

de que a quienes se incorporen a una escala tras la superación del correspondiente periodo de 

formación se les pueda otorgar destino sin el requisito previo de publicación. 

También, en materia de destinos se da a la mujer una protección especial en determinados 

supuestos. Así, durante el periodo de embarazo se adecuarán sus cometidos a su estado y se eximirá 

del requisito de publicación del destino a la guardia civil víctima de violencia de género, con el fin 

de asegurar su protección y asistencia social. Con una finalidad similar se trata a los guardias civiles 

declarados víctimas del terrorismo. La atención a la familia también está presente como ya se señaló 

y se incorpora a tal efecto la regulación de la adscripción temporal a un puesto de trabajo para 

facilitarla. 

En cuanto a las situaciones administrativas, se consolidan los avances efectuados desde la 

aprobación de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre para adaptarlas, cuando así procede, al estatuto 

básico del empleado público. No obstante, dada la condición de militar de carrera de los guardias 

civiles y teniendo en cuenta el marco de competencias en materia de personal que se establece en 
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el Título I, correspondiendo al Ministro de Defensa las concernientes a las situaciones administrativas, 

han de mantenerse aquéllas en términos equivalentes a las establecidas para los militares de carrera 

de las Fuerzas Armadas. Se mantiene además la situación específica de la reserva, con su propia 

regulación y como elemento necesario para la optimización del empleo del personal, dadas las 

especiales características de las funciones que desempeñan los guardias civiles. 

Con carácter general, el guardia civil estará sujeto al régimen general de derechos y obligaciones 

establecido para los miembros de la Guardia Civil, salvo en aquellas situaciones en que así se 

especifique y para las cuales se ha introducido la figura de guardia civil en suspenso. 

VI 

Esta Ley también concede un especial tratamiento a la protección social de los guardias civiles. 

Regula sus aspectos básicos con carácter general y refuerza los órganos específicos con que contará 

la Guardia Civil en esta materia, sin perjuicio de la pertenencia de sus miembros bien al Régimen 

Especial de la Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, bien al Régimen General de la Seguridad 

Social. Asimismo se incide en la importancia de los servicios de asistencia e inspección sanitaria y de 

atención psicológica, como un elemento que coadyuve a la mejora de sus condiciones de vida y 

trabajo. 

VII 

Por medio de una serie de disposiciones adicionales se dispone la integración de los miembros de las 

escalas superior de oficiales, de oficiales, facultativa superior y facultativa técnica en una nueva y 

única escala de oficiales; se establece la posibilidad de que los miembros de las Fuerzas Armadas 

puedan seguir ocupando destinos en la Guardia Civil; se efectúa una remisión a la regulación general 

sobre indemnizaciones del personal al servicio de la Administración General del Estado; y se 

encuadra en la estructura jerárquica a quienes de forma transitoria sigan ostentando el empleo de 

alférez y a los alumnos a quienes se les conceda dicho empleo con carácter eventual. 

También se incluyen un conjunto de disposiciones transitorias para que las previsiones contenidas en 

la Ley puedan realizarse de manera progresiva, especialmente en lo relativo al proceso de 

constitución de la nueva escala de oficiales, adaptación de la enseñanza al nuevo sistema, 

adecuación de las plantillas, ascensos y situaciones administrativas. 

Se deroga la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, en los términos que establece esta Ley, así como 

cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en ella. 

En definitiva, la presente Ley pretende ser un texto integrador en el que se abordan los diferentes 

aspectos que configuran el régimen del personal de la Guardia Civil. Por su naturaleza militar y por 

su pertenencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, se conjugan los principios esenciales vertidos 

en la normativa que rige la carrera militar de los miembros de las Fuerzas Armadas, con aquellos otros 

que son de aplicación, de manera específica, a las instituciones policiales y, de manera general, al 

resto de los empleados públicos. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

Esta Ley tiene por objeto establecer el régimen del personal de la Guardia Civil, y específicamente 

la carrera profesional de sus miembros y todos aquellos aspectos que la conforman, con el fin de que 
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este Cuerpo de Seguridad del Estado de naturaleza militar, esté en condiciones de cumplir con la 

misión que el artículo 104.1 de la Constitución encomienda a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado y las funciones que le atribuyen los artículos 11 y 12 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, 

que lo desarrollan, así como las misiones de carácter militar que se le asignen, de acuerdo con lo 

previsto en la citada Ley Orgánica y en la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa 

Nacional. 

Artículo 2 

Ámbito de aplicación 

1. Esta Ley es de aplicación a los guardias civiles y, en los términos en ella establecidos, a quienes 

ingresen en los centros docentes de formación de la Guardia Civil. 

2. Los principios y normas de aplicación general al personal al servicio de la Administración General 

del Estado, establecidos de acuerdo con la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del 

Empleado Público, se incorporarán al régimen del personal de la Guardia Civil, siempre que no 

contradigan su legislación específica. 

Artículo 3 

Guardias civiles 

1. Son guardias civiles los españoles vinculados al Cuerpo de la Guardia Civil por una relación de 

servicios profesionales de carácter permanente como miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado y que, por la naturaleza militar del Instituto en el que se integran, son militares 

de carrera de la Guardia Civil. 

2. La condición de guardia civil se adquiere al obtener el primer empleo, conferido por el Rey y 

refrendado por el Ministro de Defensa, e incorporarse a la escala correspondiente del Cuerpo. 

3. El primer empleo se obtiene mediante la superación de las pruebas de selección y del plan de 

estudios del centro docente de formación correspondiente. 

4. La calificación obtenida al concluir la enseñanza de formación determinará el orden de escalafón. 

Artículo 4 

Juramento o promesa ante la Bandera de España 

Para adquirir la condición de guardia civil previamente deberá prestarse juramento o promesa de 

cumplir fielmente sus obligaciones profesionales, con lealtad al Rey y de guardar y hacer guardar la 

Constitución como norma fundamental del Estado. 

El acto de juramento o promesa ante la Bandera será público, estará revestido de la mayor 

solemnidad y se ajustará a la siguiente secuencia: 

El jefe de la unidad que tome el juramento o promesa ante la Bandera pronunciará la siguiente 

fórmula: 

«¡Guardias civiles!, ¿Juráis o prometéis por vuestra conciencia y honor cumplir fielmente vuestras 

obligaciones, guardar y hacer guardar la Constitución como norma fundamental del Estado, 

obedecer y respetar al Rey y a vuestros jefes, no abandonarlos nunca y, si preciso fuere, entregar 

vuestra vida en defensa de España?». 
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A lo que los guardias civiles contestarán: 

«Sí, lo hacemos». 

El jefe de la unidad replicará: 

«Si cumplís vuestro juramento o promesa, España os lo agradecerá y premiará, y si no, os lo 

demandará», y añadirá: «Guardias civiles, ¡Viva España!», y «¡Viva el Rey!», que serán contestados 

con los correspondientes: «¡Viva!». 

A continuación, los guardias civiles besarán uno a uno la Bandera y, posteriormente, como señal de 

que España acepta su juramento o promesa, desfilarán bajo ella. 

Artículo 5 

Igualdad de género y conciliación de la vida profesional, personal y familiar 

1. La igualdad efectiva de mujeres y hombres estará especialmente presente en el desarrollo y 

aplicación de esta Ley. Se implementarán las medidas necesarias para facilitar el ingreso y la 

promoción profesional de la mujer. 

2. Las normas y criterios relativos a la igualdad, la prevención de la violencia de género y la 

conciliación de la vida profesional, personal y familiar establecidos para el personal al servicio de la 

Administración General del Estado serán de aplicación a los miembros de la Guardia Civil con las 

adaptaciones y desarrollos que sean necesarios. 

3. Para asegurar la efectividad en la aplicación del principio de igualdad de género en la Guardia 

Civil se realizarán evaluaciones periódicas y se establecerán los mecanismos necesarios para 

garantizar dicho principio, en la forma que reglamentariamente se determine. 

Artículo 6 

Código de conducta 

Los guardias civiles desarrollarán sus funciones con absoluto respeto a la Constitución y al resto del 

ordenamiento jurídico. Deberán actuar con arreglo a los principios establecidos en el artículo 5 de la 

Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y en el Título III de la Ley 

Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la 

Guardia Civil, así como a las reglas de comportamiento que se establecen en el artículo siguiente, y 

que conforman las normas básicas de su código de conducta. 

Artículo 7 

Reglas de comportamiento del guardia civil 

1. Las reglas esenciales que definen el comportamiento del guardia civil son las siguientes: 

1. Mantendrá una disposición permanente para defender a España y proteger el ejercicio de los 

derechos y libertades de los ciudadanos, que ha de tener su diaria expresión en el exacto 

cumplimiento de la Constitución y las leyes. 

2. Pondrá todo su empeño en preservar la seguridad y el bienestar de los ciudadanos, sin 

discriminación alguna por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o ideología, orientación o 
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identidad sexual, edad, discapacidad, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, 

actuando siempre con dignidad, prudencia y honradez. 

3. Cumplirá con exactitud sus deberes y obligaciones impulsado por el sentimiento del honor, 

verdadera seña de identidad del guardia civil. 

4. Hará un empleo legítimo de la fuerza, con un uso gradual y proporcionado de la misma, siendo 

la persuasión y la fuerza moral sus primeras armas. Se regirá, en todo caso, por los principios de 

congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance. 

5. Estará preparado para afrontar con valor, abnegación y espíritu de servicio las situaciones que 

se derivan de sus misiones. 

6. Actuará como instrumento de la Nación española cuando participe en misiones para contribuir 

al mantenimiento de la paz y la seguridad internacional o en misiones de apoyo humanitario, en 

estrecha colaboración con Instituciones de países aliados, o en el marco de Organizaciones 

Internacionales de las que España forme parte o en misiones de cooperación internacional. 

7. La disciplina, factor de cohesión que obliga a mandar con responsabilidad y a obedecer lo 

mandado, será practicada y exigida en la Guardia Civil como norma de actuación. Tiene su 

expresión colectiva en el acatamiento a la Constitución y su manifestación individual en el 

cumplimiento de las órdenes recibidas. 

8. Desempeñará sus cometidos con estricto respeto al orden jerárquico establecido en la 

estructura orgánica y operativa de la Guardia Civil, que define la situación relativa entre sus 

miembros en cuanto concierne a mando, subordinación y responsabilidad. 

9. Obedecerá las órdenes, que son los mandatos relativos al servicio, que un guardia civil da a un 

subordinado, en forma adecuada y dentro de las atribuciones que le corresponden para que lleve 

a cabo una actuación concreta. Del mismo modo, deberá atender los requerimientos que reciba 

de un guardia civil de empleo superior referente a las disposiciones y normas generales de orden y 

comportamiento. 

10. Usará el saludo militar como muestra de respeto mutuo, disciplina y unión entre los integrantes 

del Instituto. De igual manera será utilizado como símbolo externo de corrección en sus relaciones 

con los ciudadanos. 

11. Ejercerá un estilo de mando basado en el ejemplo y el liderazgo personal, procurando 

conseguir el apoyo y cooperación de los subordinados mediante un alto grado de prestigio y 

dedicación profesional, preparación, iniciativa y capacidad de decisión. 

12. No renunciará ni podrá compartir la responsabilidad en el ejercicio del mando. Todo mando 

tiene el deber de exigir obediencia a sus subordinados y el derecho a que se respete su autoridad, 

pero no podrá ordenar actos contrarios a la Constitución, a las leyes o que constituyen delito. 

13. Evitará todo comportamiento que pueda comprometer el prestigio del Cuerpo o la eficacia 

del servicio que presta a la sociedad. 

14. Se preparará para alcanzar el más alto nivel de competencia profesional y para desarrollar la 

capacidad de adaptarse a diferentes misiones y circunstancias. 

15. En el cumplimiento de las misiones de carácter militar que se le encomienden, actuará 

conforme a las reglas establecidas en el artículo 6 de la Ley Orgánica 9/2011, de 27 de julio, de 

derechos y deberes de las Fuerzas Armadas, además de a las suyas propias. 
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2. Reglamentariamente se desarrollarán las reglas esenciales de comportamiento del guardia civil 

establecidas en el apartado anterior, incorporando, por su condición militar y con las adaptaciones 

que sean necesarias, las reglas esenciales que definen el comportamiento del militar, las Reales 

Ordenanzas para las Fuerzas Armadas y el código de conducta de los empleados públicos. 

TÍTULO I 

Competencias en materia de personal 

Artículo 8 

Del Consejo de Ministros 

Al Consejo de Ministros, como órgano colegiado del Gobierno, le corresponde: 

a) Fijar periódicamente las plantillas reglamentarias para los distintos empleos y escalas. 

b) Aprobar las provisiones de plazas mediante las correspondientes ofertas de empleo. 

c) Desarrollar las directrices generales de promoción y ascenso de los guardias civiles. 

d) Ejercer las demás competencias que se le atribuyen en esta Ley y en el resto del ordenamiento 

jurídico. 

Artículo 9 

De los Ministros de Defensa y del Interior 

Los Ministros de Defensa y del Interior dirigen la política de personal y de enseñanza en la Guardia 

Civil de acuerdo con la siguiente distribución de competencias según la naturaleza de la materia: 

a) Corresponde al Ministro de Defensa el ejercicio de la función directiva en lo concerniente al 

régimen de ascensos y situaciones administrativas del personal. 

b) Corresponde al Ministro del Interior la dirección de la política de personal relativa a los destinos 

y las retribuciones. 

c) Conjuntamente ejercerán sus competencias directivas en todo lo relacionado con la 

selección, la formación y el perfeccionamiento. 

En particular, ejercerán las competencias que se le asignan en esta Ley en relación con la propuesta 

o aprobación de disposiciones de carácter general y con la decisión sobre los aspectos básicos en 

las materias antes mencionadas. 

Artículo 10 

Del Secretario de Estado de Seguridad 

El Secretario de Estado de Seguridad, desarrollará en relación con el personal del Cuerpo de la 

Guardia Civil, las siguientes funciones: 

a) La colaboración directa y la asistencia al Ministro del Interior en el ejercicio sus competencias. 
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b) Asesorar e informar al Ministro del Interior sobre las necesidades en materia de personal y de 

enseñanza. 

c) En general, el cumplimiento de las funciones relativas a la gestión de los recursos humanos de 

la Guardia Civil y de cuantas otras competencias le atribuye esta Ley y las disposiciones en vigor 

relativas al personal del Cuerpo de la Guardia Civil. 

Artículo 11 

Del Subsecretario de Defensa 

El Subsecretario de Defensa, como principal colaborador del titular del Ministerio de Defensa en la 

política de personal y enseñanza, es el responsable de su propuesta, desarrollo y aplicación para el 

personal del Cuerpo de la Guardia Civil, en el ámbito de competencias del mencionado Ministro. 

Artículo 12 

Del Director General de la Guardia Civil 

Respecto a la política de personal y enseñanza del Cuerpo de la Guardia Civil, corresponde al 

Director General de la Guardia Civil: 

a) Asesorar e informar a los Ministros de Defensa y del Interior, con carácter ordinario a través del 

Subsecretario de Defensa y del Secretario de Estado de Seguridad, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, sobre la ejecución de la política de personal y enseñanza. 

b) Asesorar al Secretario de Estado de Seguridad y al Subsecretario de Defensa, en el ámbito de 

sus competencias, en la preparación, propuesta y desarrollo de la política de personal y enseñanza, 

de acuerdo con las directrices emanadas de los Ministros de Defensa y del Interior. 

c) Planear y dirigir la instrucción y adiestramiento y desarrollar las funciones relacionadas con la 

enseñanza y promoción profesional, en el marco de la política de personal y enseñanza que se 

defina, de conformidad con lo establecido en este título. 

d) Definir los perfiles correspondientes al ejercicio profesional de los guardias civiles a los que debe 

atender la enseñanza. 

e) Velar por la moral, motivación, disciplina y bienestar de su personal. 

f) Aprobar las convocatorias que regulan los procesos selectivos de ingreso en los centros 

docentes de formación de la Guardia Civil para la incorporación a las distintas escalas del Cuerpo, 

con el informe favorable de la Dirección General de la Función Pública. 

g) Disponer la baja de quienes cursen enseñanzas en un centro de formación de la Guardia Civil, 

a excepción del supuesto recogido en el artículo 48.1.e). 

h) Decidir, proponer o informar, según proceda de acuerdo con lo previsto en esta Ley, en 

relación con los aspectos básicos que configuran la carrera profesional del personal del Cuerpo. 
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Artículo 13 

Del Consejo Superior de la Guardia Civil 

1. Al Consejo Superior de la Guardia Civil, como órgano colegiado asesor y consultivo de los Ministros 

de Defensa y del Interior, del Secretario de Estado de Seguridad y del Director General de la Guardia 

Civil, le corresponde: 

a) Efectuar los informes que se indican en esta Ley sobre los aspectos básicos que configuran la 

trayectoria profesional del personal del Cuerpo. 

b) Emitir informe sobre los asuntos que sometan a su consideración los Ministros de Defensa y del 

Interior, el Secretario de Estado de Seguridad y el Director General de la Guardia Civil. 

c) Ser oído en los procedimientos disciplinarios que afecten al personal del Cuerpo, de 

conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, de Régimen Disciplinario 

de la Guardia Civil. 

d) Emitir informe sobre las propuestas de concesión de recompensas, cuando así lo determine la 

normativa específica que las regula. 

2. Reglamentariamente se determinará su composición, funcionamiento y demás competencias que 

le puedan ser asignadas. 

Artículo 14 

Consejo de la Guardia Civil 

El Consejo de la Guardia Civil es el órgano colegiado en el que participan representantes de los 

miembros del Cuerpo de la Guardia Civil y de los Ministerios de Defensa y del Interior, con el fin de 

mejorar las condiciones profesionales de sus integrantes así como el funcionamiento del Instituto 

ejerciendo las competencias que, en materia de régimen de personal le atribuye la Ley Orgánica 

11/2007, de 22 de octubre. Se regirá por su normativa específica en el desarrollo de las funciones que 

tiene asignadas. 

TÍTULO II 

Ordenación del personal 

CAPÍTULO I 

De las funciones profesionales de los guardias civiles 

Artículo 15 

Funciones 

1. Los guardias civiles realizarán funciones operativas, técnicas, logísticas, administrativas y docentes 

en el marco de la seguridad pública o de las misiones de carácter militar que se le puedan 

encomendar. Estas funciones se desarrollarán por medio de acciones directivas, que incluyen las de 

mando y de acciones de gestión y ejecutivas. 

2. La acción directiva se ejerce mediante la definición de objetivos y la determinación de los medios 

para conseguirlos, estableciendo los planes correspondientes y controlando su ejecución. Mediante 

acciones de gestión se aplican los medios puestos a disposición para alcanzar los objetivos de la 
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forma más eficiente. Por medio de acciones ejecutivas se ponen en práctica los planes establecidos 

actuando en cumplimiento de órdenes concretas o siguiendo procedimientos preestablecidos. 

3. La acción de mando es una acción directiva que se refiere al ejercicio de la autoridad y a la 

asunción de la consiguiente responsabilidad, y corresponde al guardia civil en razón de su cargo, 

destino o servicio. Para el ejercicio de la acción de mando se podrá contar con la colaboración de 

los subordinados en tareas de información, planeamiento, asesoramiento, coordinación y control, 

que constituyen el apoyo al mando. 

CAPÍTULO II 

Escalas, categorías y empleos 

Artículo 16 

Escalas del Cuerpo de la Guardia Civil 

1. El personal de la Guardia Civil se agrupa en las escalas de oficiales, suboficiales y cabos y guardias, 

en función de las facultades profesionales asignadas al conjunto de los empleos de cada una de 

ellas y a los requisitos educativos exigidos para la incorporación a las mismas. Las facultades 

profesionales en cada escala son consecuencia de la preparación recibida y delimitan el nivel de 

responsabilidad en el cumplimiento de los cometidos asignados en los diferentes destinos. 

2. La creación, extinción, integración o refundición de escalas se efectuará por ley. 

Artículo 17 

Categorías 

1. Los miembros de la escala de oficiales se agrupan en las categorías de oficiales generales y de 

oficiales. 

Los oficiales generales ejercen la acción de mando en la estructura orgánica de la Guardia Civil y la 

alta dirección y gestión de los recursos humanos, materiales y financieros. Accederán a esta 

categoría los oficiales que hayan acreditado en su trayectoria profesional de modo sobresaliente su 

competencia y capacidad de liderazgo. 

Los oficiales desarrollan acciones directivas, especialmente de mando, coordinación, inspección y 

gestión de los servicios y de los recursos humanos, materiales y financieros. Se caracterizan por su nivel 

de formación y por su liderazgo, iniciativa, capacidad para asumir responsabilidades y decisión para 

resolver. 

2. Los miembros de la escala de suboficiales constituyen el eslabón fundamental de la estructura 

orgánica de la Guardia Civil. Desarrollan acciones ejecutivas, y las directivas que les correspondan 

a su nivel, ejerciendo el mando y la iniciativa adecuados al mismo, impulsando el cumplimiento de 

las órdenes e instrucciones recibidas y efectuando el control y la supervisión de las tareas 

encomendadas en la realización de las funciones recogidas en el artículo 15. Por su cualificación, 

capacidades y experiencia serán estrechos colaboradores de los oficiales y líderes para sus 

subordinados, con los que mantendrán un permanente contacto. 

3. Los miembros de la escala de cabos y guardias integran la categoría de cabos y guardias. 

Constituyen el elemento primordial de la estructura orgánica de la Guardia Civil. Realizarán tareas 

de acuerdo con los procedimientos de actuación y de servicio establecidos y, de su profesionalidad, 

iniciativa y preparación depende en gran medida la eficacia de la Guardia Civil. 
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Artículo 18 

Empleos del Cuerpo de la Guardia Civil 

1. Dentro de cada categoría, los guardias civiles están ordenados por empleos, criterio esencial en 

la organización jerarquizada de la Guardia Civil, y dentro de éstos por antigüedad. 

2. Los puestos de trabajo de su estructura orgánica estarán asignados, en un catálogo de puestos de 

trabajo, a un empleo o indistintamente a varios. Esta asignación dependerá de las facultades y 

capacidades profesionales requeridas para el desempeño de los cometidos que se deban 

desarrollar y de las características del puesto. 

3. Dentro de cada categoría los empleos del Cuerpo de la Guardia Civil son los siguientes: 

a) Categoría de oficiales generales: 

– Teniente General. 

– General de División. 

– General de Brigada. 

b) Categoría de oficiales: 

– Coronel. 

– Teniente Coronel. 

– Comandante. 

– Capitán. 

– Teniente. 

c) Categoría de suboficiales: 

– Suboficial Mayor. 

– Subteniente. 

– Brigada. 

– Sargento Primero. 

– Sargento. 

d) Categoría de cabos y guardias: 

– Cabo Mayor. 

– Cabo Primero. 

– Cabo. 

– Guardia Civil. 
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4. El empleo faculta para ejercer la autoridad que corresponda en el orden jerárquico del Cuerpo y 

desempeñar los cometidos de los distintos niveles de su organización. 

El empleo militar del Cuerpo de la Guardia Civil, conferido con arreglo a esta ley, otorga los derechos 

y obligaciones establecidas en ella. Cuando se produzca un acceso a otra escala se obtendrá el 

empleo que en cada caso corresponda, causando baja en la escala de origen con la consiguiente 

pérdida del empleo anterior. 

5. El Ministro de Defensa, a propuesta del Director General de la Guardia Civil, determinará las divisas 

de los diferentes empleos, teniendo presente la tradición del Instituto y su naturaleza militar. 

Artículo 19 

Empleos con carácter eventual 

1. Cuando por necesidades del servicio se designe a un guardia civil para ocupar un puesto en 

organizaciones internacionales u otros organismos en el extranjero, que corresponda al empleo 

superior al suyo, el Ministro de Defensa, a propuesta del Director General de la Guardia Civil, le podrá 

conceder, con carácter eventual, dicho empleo con sus atribuciones y divisas, excepción hecha de 

las retribuciones que serán las correspondientes a su empleo efectivo. Lo conservará hasta ascender 

al citado empleo superior o hasta el momento de su cese en el mencionado puesto. 

La atribución del empleo superior no generará derecho al ascenso ni predeterminará, en su caso, el 

resultado de la correspondiente evaluación. 

2. También se podrán conceder empleos con carácter eventual a los alumnos de los centros 

docentes de formación con arreglo a lo dispuesto en el artículo 47.5, y sin que en este caso suponga 

reconocimiento de los efectos mencionados en el apartado anterior. 

Artículo 20 

Empleos honoríficos 

1. En atención a méritos excepcionales o circunstancias especiales, el Consejo de Ministros, a 

propuesta del Ministro de Defensa, podrá conceder, con carácter honorífico, el empleo inmediato 

superior del guardia civil que haya pasado a retiro. Los empleos con carácter honorífico también 

podrán concederse a título póstumo. 

2. La iniciativa para la concesión de empleos con carácter honorífico corresponderá al Director 

General de la Guardia Civil, que elevará las propuestas al Ministro de Defensa, con el informe del 

Consejo Superior de la Guardia Civil, motivando los méritos y circunstancias que las justifican. 

3. Se iniciará de oficio expediente para la concesión del empleo superior con carácter honorífico a 

los guardias civiles fallecidos en acto de servicio o retirados por incapacidad permanente para el 

servicio, siempre que se produzca en acto de servicio o como consecuencia del mismo. 

4. Los empleos concedidos con carácter honorífico no llevarán consigo beneficio económico de 

naturaleza alguna ni serán considerados a efectos de determinación de los derechos de Seguridad 

Social que correspondan. 
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Artículo 21 

Escalafón, antigüedad y precedencia 

1. Se entiende por escalafón la ordenación de los componentes del Cuerpo según su escala y, dentro 

de cada una de ellas, por empleos y antigüedad en los mismos. Su orden sólo podrá alterarse en 

aplicación de lo previsto en esta Ley y en las leyes disciplinarias, en cuyo caso al interesado se le 

asignará la fecha de antigüedad en el empleo que le corresponda o, en su caso, la de aquél que le 

preceda en la nueva posición. 

2. La antigüedad en el primer empleo de una escala es el tiempo transcurrido desde la fecha de su 

concesión y, en los sucesivos empleos, desde la fecha de la firma de la resolución por la que se 

concede el ascenso correspondiente, salvo que en ella se haga constar, a estos efectos, la fecha 

del día siguiente a aquél en que se produzca la vacante que origine el ascenso. 

3. La precedencia de los guardias civiles estará determinada por el cargo o destino que se ocupe si 

está fijada en normas de carácter reglamentario; si no lo está, se basará en el empleo; a igualdad 

de empleo, en la antigüedad en el mismo y a igualdad de ésta se resolverá en función de la posición 

en el escalafón. 

Artículo 22 

Capacidades para el ejercicio profesional 

1. La capacidad profesional específica de los guardias civiles para ejercer las competencias 

correspondientes a cada puesto de trabajo se determinará en función de los cometidos de los 

miembros del Cuerpo, por las facultades atribuidas a los componentes de su escala y por su empleo. 

Dicha capacidad habilita, conforme a los títulos académicos y profesionales que se posean, a los 

que se integran en una escala, para el ejercicio de sus competencias y el desempeño de sus 

cometidos en todos aquellos destinos o puestos que puedan ocupar, sin que sea necesario ningún 

otro requisito de colegiación profesional. 

2. La capacidad para desarrollar determinadas actividades podrá también condicionarse a la 

posesión de un empleo, especialidad, u otros requisitos que se determinen. 

3. Además de su capacidad profesional específica, los guardias civiles tienen, en todo caso, la 

necesaria para desempeñar cometidos no atribuidos particularmente y prestar los servicios que le 

puedan corresponder para garantizar el funcionamiento de las unidades, centros y organismos, 

siempre que no exista ninguna limitación legal o reglamentaria. 

Artículo 23 

Especialidades 

1. Para el cumplimiento de las misiones que le atribuye al Cuerpo la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 

marzo, existirán las especialidades necesarias para desempeñar cometidos en áreas concretas de 

actividad en las que se requiera una determinada formación específica. 

2. El Ministro del Interior o el de Defensa, según la naturaleza de la materia a que se refiera cada 

especialidad, y teniendo en cuenta el informe del otro Ministerio, determinará: 

a) La definición de las especialidades, los requisitos y las condiciones exigidas para su obtención 

y ejercicio, la compatibilidad entre ellas, así como las escalas y empleos en los que se pueden 

adquirir y mantener. 
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b) Las aptitudes, asociadas a las especialidades, que son cualificaciones individuales que 

habilitan para el ejercicio de una actividad profesional en determinados puestos orgánicos. 

TÍTULO III 

Planificación de los efectivos de personal 

CAPÍTULO I 

Objetivo e instrumentos de planificación 

Artículo 24 

Objetivo e instrumentos de planificación 

La planificación de los recursos humanos en la Guardia Civil tiene como objetivo contribuir a la 

consecución de la máxima efectividad en la prestación de los servicios mediante la dimensión 

adecuada de las plantillas de efectivos en sus diferentes escalas y empleos. 

Tendrá su expresión fundamental en las plantillas reglamentarias, en la programación de provisión de 

plazas y en las provisiones anuales aprobadas mediante las correspondientes ofertas de empleo, de 

acuerdo con lo previsto en el capítulo siguiente. 

CAPÍTULO II 

Plantilla de efectivos y provisión de plazas 

Artículo 25 

Plantilla de efectivos 

1. La plantilla del personal del Cuerpo de la Guardia Civil en situación de servicio activo se ajustará 

a los créditos establecidos en las leyes de Presupuestos Generales del Estado. 

2. El Consejo de Ministros, a propuesta conjunta de los Ministros de Defensa y del Interior, fijará, con 

vigencia para períodos de cuatro años cada uno, la plantilla reglamentaria para los distintos empleos 

y escalas, excepto los correspondientes al primer empleo de cada escala cuyos efectivos serán los 

que resulten de la provisión de plazas, a la que se refiere el apartado 2 del artículo siguiente. 

El Gobierno informará a las Cortes Generales cada vez que apruebe un real decreto de desarrollo 

de plantilla. 

3. Cuando se designe a un oficial general para ocupar un cargo en el ámbito de los órganos 

centrales u Organismos autónomos de los Ministerios de Defensa y del Interior, en Presidencia del 

Gobierno u otros Departamentos ministeriales, en la Casa de Su Majestad el Rey, o en organizaciones 

internacionales u otros organismos en el extranjero, así como en misiones para mantener la paz y 

seguridad internacionales que conlleven el cese en el destino, aquél se considerará plantilla 

adicional, salvo en el caso de que estén específicamente asignados al Cuerpo de la Guardia Civil. 

4. El nombramiento de un oficial general para ocupar un puesto de plantilla adicional producirá 

vacante en la reglamentaria del Cuerpo si previamente ocupara un destino de los expresamente 

asignados a éste, que será amortizada una vez haya cesado en el cargo con la primera vacante 

que se produzca en su empleo. Podrá ascender al empleo inmediato superior de su escala si reúne 

las condiciones para ello y de acuerdo con lo previsto en el artículo 73.1. 
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5. Los excedentes que pudieran producirse en los diferentes empleos y escalas se amortizarán no 

dando al ascenso la primera vacante que se produzca en los empleos de oficiales generales y, la 

primera de cada tres en los restantes empleos. 

Artículo 26 

Provisión de plazas en el Cuerpo de la Guardia Civil 

1. El Consejo de Ministros aprobará la provisión anual de plazas en la que se determinarán las 

correspondientes a los centros docentes de formación, especificando los cupos que correspondan 

a los distintos sistemas de acceso, ajustándose a los créditos presupuestarios y a las previsiones que 

sobre Oferta de Empleo Público establezca la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

2. La determinación de la provisión anual de plazas del Cuerpo se hará mediante real decreto 

aprobado en Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas 

y a iniciativa conjunta de los Ministerios de Defensa y del Interior. 

Artículo 27 

Gestión de puestos de trabajo 

1. La Guardia Civil desarrolla su organización de personal a través de un catálogo de puestos de 

trabajo que comprende la denominación de cada uno de ellos, su asignación a determinadas 

escalas, empleos y/o requisitos de especialidad, aptitud o titulación, la forma de asignación, y sus 

retribuciones complementarias. También figurarán aquellos puestos de trabajo que puedan ser 

cubiertos por personal en reserva y, en su caso, las limitaciones que para su ocupación pudieran 

establecerse. 

2. Los guardias civiles tendrán acceso a la información contenida en el catálogo de puestos de 

trabajo en la forma que se determine por orden del Ministro del Interior. 

TÍTULO IV 

Enseñanza en la Guardia Civil 

CAPÍTULO I 

Disposiciones de carácter general 

Artículo 28 

Enseñanza en la Guardia Civil 

1. La enseñanza en la Guardia Civil se asienta en el respeto de los derechos y libertades reconocidos 

en la Constitución y se fundamenta en el ejercicio profesional en la Guardia Civil para el eficaz 

desempeño de las funciones asignadas al Cuerpo. Tiene como finalidades: 

a) La formación integral necesaria para quienes aspiran a ingresar en el Cuerpo. 

b) La capacitación profesional específica de quienes han de integrarse en cualquiera de las 

escalas del Cuerpo, 

c) La capacitación para el desempeño de los cometidos de los empleos superiores respecto de 

los que se establezca la necesidad de superar una formación específica. 
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d) La especialización necesaria para el desempeño de aquellos puestos de trabajo o para el 

ejercicio de aquellas actividades que requieran una específica preparación. 

e) La permanente actualización de sus conocimientos profesionales. 

2. La enseñanza en la Guardia Civil se configura como un sistema unitario que garantiza la 

continuidad del proceso formativo, que integra enseñanzas del Sistema Educativo Español y servido, 

en su parte fundamental, por su propia estructura docente. Se inspira en los principios y fines de dicho 

Sistema Educativo, con las adaptaciones debidas a la condición de guardia civil. 

3. La enseñanza en la Guardia Civil se estructura en: 

a) Enseñanza de formación. 

b) Enseñanza de perfeccionamiento. 

c) Altos estudios profesionales. 

4. A fin de asegurar la calidad del sistema, la enseñanza de la Guardia Civil estará sometida a un 

proceso continuado de evaluación, que tomará como referente las características y criterios de los 

procesos de evaluación del Sistema Educativo Español. 

5. El Ministerio del Interior promoverá la colaboración con Administraciones educativas, Universidades 

e instituciones civiles y militares, nacionales o extranjeras, para impartir determinadas enseñanzas o 

cursos y para desarrollar programas de investigación, a través de conciertos u otro tipo de acuerdos. 

Igualmente, el Ministerio del Interior promoverá la colaboración de la Administración General del 

Estado, de las instituciones autonómicas y locales, de las entidades culturales, sociales y 

empresariales con el sistema de enseñanza de la Guardia Civil. 

Artículo 29 

Enseñanza de formación 

1. La enseñanza de formación tiene como finalidad la capacitación profesional para la 

incorporación a las escalas del Cuerpo de la Guardia Civil. Comprenderá la formación militar, la de 

cuerpo de seguridad y la técnica necesaria para el correcto desempeño de los cometidos asignados 

a los miembros de cada escala y, en su caso, la correspondiente a un título del Sistema Educativo 

Español. 

2. La enseñanza de formación para la incorporación a la escala de oficiales incluirá además la 

necesaria para la obtención de un título de grado universitario. 

3. La enseñanza de formación para la incorporación a la escala de suboficiales tomará como 

referencia el nivel educativo de la Formación Profesional de Grado Superior. 

La obtención del primer empleo al incorporarse a dicha escala permitirá obtener la equivalencia con 

el título de Técnico Superior de Formación Profesional del Sistema Educativo Español y el acceso a 

las enseñanzas universitarias oficiales de Grado, por el procedimiento que reglamentariamente se 

determine. 

4. La enseñanza de formación para la incorporación a la escala de cabos y guardias tomará como 

referencia el nivel educativo de la Formación Profesional de Grado Medio. La obtención del primer 

empleo, al incorporarse a dicha escala, permitirá obtener la equivalencia con el título de Técnico de 

Formación Profesional. 
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Artículo 30 

Enseñanza de perfeccionamiento 

La enseñanza de perfeccionamiento tiene las siguientes finalidades: 

a) Capacitar al personal del Cuerpo de la Guardia Civil para el ascenso a aquellos empleos en 

los que esta Ley así lo determine. 

b) Especializar para el ejercicio de actividades en áreas concretas de actuación profesional. 

c) Ampliar o actualizar los conocimientos y aptitudes requeridos para el ejercicio de la profesión. 

Artículo 31 

Enseñanza de altos estudios profesionales 

Se consideran altos estudios profesionales: 

a) Los que relacionados con la seguridad pública permitan la obtención de títulos de posgrado 

y sean considerados de interés para el Cuerpo. 

b) Cuando así se determine, aquellos cursos específicamente orientados a la formación de los 

guardias civiles en el ejercicio de funciones directivas atribuidas a las categorías de oficiales 

generales y de oficiales, realizados en la estructura docente de la Guardia Civil o en la de otros 

cuerpos policiales, nacionales o extranjeros. 

c) Aquellos que tengan el carácter de altos estudios de la defensa nacional en el ámbito de las 

Fuerzas Armadas. 

CAPÍTULO II 

Acceso 

Artículo 32 

Modalidades de acceso a la enseñanza de formación de la Guardia Civil 

1. Los españoles tienen derecho al acceso a la enseñanza de formación de la Guardia Civil en los 

términos regulados en este capítulo, de acuerdo con los principios constitucionales de igualdad, 

mérito y capacidad, y con los establecidos en el artículo 55 de la Ley 7/2007, de 12 de abril. 

2. A la enseñanza de formación de la Guardia Civil, se podrá acceder, de acuerdo con lo regulado 

en este capítulo, por los siguientes sistemas: 

a) Por acceso directo. 

b) Por promoción profesional. 

3. El acceso directo consiste en la incorporación de quienes no son integrantes de la Guardia Civil, a 

la enseñanza de formación correspondiente para el ingreso en alguna de las escalas del Cuerpo. 

4. El acceso por promoción profesional de los guardias civiles a dicha enseñanza se podrá efectuar 

mediante las modalidades de promoción interna y de cambio de escala. 
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La promoción interna consiste en el acceso a la enseñanza de formación que faculta para la 

incorporación a la escala inmediata superior a la que se pertenece. El cambio de escala consiste en 

el acceso a la enseñanza de formación que faculta para la incorporación a la escala de oficiales, 

de aquellos miembros de las escalas de suboficiales y de cabos y guardias que estén en posesión de 

una de las titulaciones universitarias oficiales que se determinen reglamentariamente. Por la Dirección 

General de la Guardia Civil se impulsará y facilitará los procesos que permitan la promoción 

profesional de los guardias civiles. 

Artículo 33 

Requisitos generales para el ingreso en los centros docentes de formación 

1. Con carácter general, para poder participar en los procesos selectivos e ingresar en los centros 

docentes de formación será necesario reunir los siguientes requisitos: 

a) Poseer la nacionalidad española. 

b) No estar privado de los derechos civiles. 

c) Carecer de antecedentes penales. 

d) No hallarse procesado o tener abierto juicio oral en algún procedimiento judicial por delito 

doloso. 

e) No haber sido separado mediante expediente disciplinario del servicio de cualquiera de las 

Administraciones públicas ni hallarse inhabilitado con carácter firme para el ejercicio de funciones 

públicas. 

f) Tener cumplidos dieciocho años en el año de la convocatoria. 

g) No superar la edad de 40 años para el acceso directo a la escala de cabos y guardias y de 50 

años para la promoción profesional. 

h) Poseer la aptitud psicofísica que se determine. 

Reglamentariamente se determinarán las titulaciones o, en su caso, los créditos de enseñanzas 

universitarias, méritos a valorar y demás requisitos y condiciones que con carácter específico sea 

necesario establecer para el acceso a la enseñanza de formación de las diferentes escalas. 

2. Superada la enseñanza de formación establecida en esta Ley se accederá a la escala 

correspondiente. 

Artículo 34 

Requisitos de titulación 

1. Para ingresar en el centro docente de formación y al correspondiente centro universitario con el 

objeto de acceder a la escala de oficiales será necesario poseer, además de los requisitos generales 

del artículo anterior, los exigidos para el acceso a las enseñanzas universitarias oficiales de Grado y 

superar, en su caso, las pruebas que se establezcan en el sistema correspondiente de selección. Para 

las plazas que se convoquen en la modalidad de promoción interna, será requisito tener superados 

los créditos que se especifiquen de la titulación de Grado que se establezca. 
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En la enseñanza a la que se refiere el apartado anterior, y en el número de plazas que se determine, 

también se podrá ingresar, por acceso directo o por cambio de escala con las titulaciones de grado, 

licenciado, arquitecto, ingeniero o posgrado universitario que a este efecto se establezcan, teniendo 

en cuenta las exigencias técnicas y profesionales del Cuerpo de la Guardia Civil. 

2. Para ingresar en el centro docente de formación con el objeto de acceder a la escala de 

suboficiales se exigirá, además de los requisitos generales del artículo 33, los requisitos de acceso 

requeridos en el Sistema Educativo Español para acceder a las enseñanzas conducentes a ciclos 

formativos de grado superior. 

3. Para ingresar en los centros docentes de formación para el acceso a la escala de cabos y guardias 

se exigirá, además de los requisitos generales del artículo 33, los requisitos de acceso requeridos en 

el Sistema Educativo Español para acceder a las enseñanzas conducentes a ciclos formativos de 

grado medio. 

Artículo 35 

Sistemas de selección para ingreso en los centros docentes de formación 

1. El ingreso en los centros docentes de formación se efectuará mediante convocatoria pública a 

través de los sistemas de concurso, oposición o concurso-oposición libres, en los que se garanticen, 

en todo caso, los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como los demás 

principios rectores de acceso al empleo público. 

El ingreso en los centros docentes de formación, por promoción interna o por cambio de escala, se 

efectuará a través del sistema de concurso-oposición. 

2. En la fase de oposición, las pruebas a superar serán adecuadas al nivel y características de la 

enseñanza que se va a cursar y al ejercicio de los cometidos y facultades profesionales 

correspondientes. Asimismo, tendrán como objetivo facilitar la posterior integración de los aspirantes 

en la Guardia Civil y acreditar las aptitudes psicofísicas necesarias para cursar los respectivos planes 

de estudios. 

3. En los sistemas de selección no podrán existir más diferencias por razón de género que las derivadas 

de las distintas condiciones físicas que, en su caso, puedan considerarse en el cuadro de condiciones 

exigibles para el ingreso. 

Reglamentariamente se determinará la forma en que las aspirantes realizarán las pruebas físicas en 

los casos de embarazo, parto o posparto, asegurando, en todo caso, su protección. 

4. En los baremos que se establezcan para los sistemas de concurso o concurso-oposición se valorará 

el historial profesional de los guardias civiles, en la forma que se determine. 

5. Los órganos de selección serán colegiados y su composición deberá ajustarse a los principios de 

imparcialidad y profesionalidad de sus miembros, y se tenderá, asimismo, a la paridad entre mujer y 

hombre. La pertenencia a dichos órganos será siempre a título individual, no pudiendo ostentarse en 

representación o por cuenta de nadie. 

El personal de elección o de designación política y el personal eventual no podrán formar parte de 

los órganos de selección. 

6. Los órganos de selección no podrán proponer el ingreso en los centros docentes de formación de 

un número superior al de plazas convocadas. No obstante, cuando se produzcan renuncias de los 

aspirantes seleccionados antes de su ingreso o, en su caso, antes de finalizar el periodo de 
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orientación y adaptación que se pueda fijar en la convocatoria, el órgano convocante podrá 

requerir del órgano de selección relación complementaria de los aspirantes que sigan a los 

propuestos para su posible nombramiento como alumnos. 

Alcanzada la fecha de ingreso en los centros docentes, según lo establecido en el párrafo anterior, 

se extingue cualquier otro derecho derivado del sistema selectivo. 

Artículo 36 

Promoción profesional para el acceso a la escala de oficiales 

1. Al sistema de promoción profesional se reservará un porcentaje de no menos del cincuenta y cinco 

por ciento de las plazas que se convoquen para el ingreso en la enseñanza de formación con la que 

se accede a la escala de oficiales, distribuyéndose entre las modalidades de promoción interna y 

cambio de escala, de acuerdo con lo recogido en los apartados siguientes. A estos efectos se 

promoverán acciones que faciliten la obtención de enseñanzas universitarias. 

2. Para poder acceder, en la modalidad de promoción interna, a la enseñanza de formación para 

la incorporación a la escala de oficiales será necesario pertenecer a la escala de suboficiales, tener 

cumplidos, al menos, dos años de tiempo de servicios en la misma y cumplir, además, los requisitos 

establecidos en los artículos 33 y 34. 

Para las plazas que se convoquen en dicha modalidad se exigirá tener superados los créditos de 

educación superior a los que se refiere el artículo 34.1. 

3. Del total de plazas reservadas a la promoción profesional para el acceso a la escala de oficiales, 

hasta un 30 por cien se convocarán en la modalidad de cambio de escala. A ellas podrán acceder 

los suboficiales con, al menos, dos años de tiempo de servicios en su escala; los cabos mayores; así 

como los cabos primeros con, al menos, cuatro años en el empleo y los cabos y guardias civiles con, 

al menos, siete años de tiempo de servicios en su escala. Además, todos ellos deberán cumplir los 

requisitos establecidos en los artículos 33 y 34. 

Artículo 37 

Promoción profesional para el acceso a la escala de suboficiales 

La totalidad de las plazas convocadas para el ingreso en la enseñanza de formación con la que se 

accede a la escala de suboficiales se reservará, en la modalidad de promoción interna, a los 

miembros de la escala de cabos y guardias, que lleven, al menos, dos años de tiempo de servicios 

en dicha escala y cumplan, además, los requisitos establecidos en los artículos 33 y 34. 

Artículo 38 

Alumnos de cursos de perfeccionamiento y de altos estudios profesionales 

1. Los guardias civiles podrán realizar aquellos cursos que respondan a las exigencias de los perfiles 

de carrera definidos para su Escala. 

2. La selección de los guardias civiles para su participación en cursos de perfeccionamiento y de 

altos estudios profesionales se hará mediante concurso o concurso-oposición o mediante 

evaluaciones como las establecidas en el artículo 70.1. Cuando las necesidades del servicio lo 

requieran se podrá designar asistentes de forma directa que deberán concurrir a los mismos con 

carácter obligatorio. 
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La designación de los guardias civiles a cursos de ampliación o actualización de conocimientos y 

aptitudes se hará de forma directa, atendiendo a las necesidades de la organización y teniendo en 

cuenta las cualificaciones del personal. 

CAPÍTULO III 

Centros docentes y Centro Universitario de la Guardia Civil 

Artículo 39 

Centros docentes 

1. Centro docente de la Guardia Civil es el centro perteneciente a su estructura docente cuya 

finalidad principal es impartir alguno o algunos de los tipos de enseñanza recogidos en el artículo 

28.3, recibiendo genéricamente los nombres de centros docentes de formación, de 

perfeccionamiento o de altos estudios profesionales. 

2. La competencia para crear centros docentes de formación de la Guardia Civil corresponde al 

Gobierno. Cuando se trate de centros de perfeccionamiento y de altos estudios profesionales la 

competencia corresponderá al Ministro de Defensa o al Ministro del Interior, según la naturaleza de 

la materia, teniendo en cuenta el informe del otro ministerio. 

3. El mando, la dirección y el gobierno de los centros docentes de la Guardia Civil se ejerce por su 

director, que será un miembro de la Guardia Civil. Ostenta la máxima autoridad del centro, la 

representación del mismo e informa y efectúa la propuesta de designación de profesores. 

Artículo 40 

Centros docentes de formación 

1. La enseñanza de formación se impartirá en academias pertenecientes a la estructura docente de 

la Guardia Civil, regulándose los sistemas y modalidades de acceso en el Capítulo II de este Título. 

Dichos centros serán responsables de la enseñanza de formación militar, de Cuerpo de Seguridad y 

técnica que corresponda. 

2. La enseñanza de formación para la incorporación a la escala de oficiales se impartirá en la 

Academia de Oficiales de la Guardia Civil. 

Los que ingresen en esta enseñanza por el sistema de acceso directo sin titulación universitaria previa, 

cursarán el periodo inicial que se determine en la Academia General Militar del Ejército de Tierra, por 

lo que el número de plazas, requisitos y pruebas para el ingreso, así como el régimen de los alumnos 

se regirán por lo establecido en su normativa específica para los miembros de las escalas de oficiales 

de los Cuerpos Generales de las Fuerzas Armadas. 

Para quienes accedan a dichas enseñanzas con titulación previa universitaria o, con exigencia 

previa de determinados créditos de la educación superior, según lo previsto en los artículos 32.4, 

párrafo segundo, 33.1, párrafo segundo, 34.1 y 36.2, párrafo segundo, reglamentariamente se 

determinarán los periodos y los centros docentes en los que se impartirá la enseñanza de formación. 
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Artículo 41 

Centro Universitario de la Guardia Civil 

1. Con la finalidad de impartir las enseñanzas correspondientes al título de grado universitario del 

sistema universitario español a que hace referencia el artículo 29, existirá un Centro Universitario de 

la Guardia Civil, adscrito a una o varias universidades públicas, conforme a lo previsto en la Ley 

Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades. La titularidad del citado centro, ubicado en 

la Academia de Oficiales de la Guardia Civil, corresponderá al Ministerio del Interior. 

El Centro universitario de la Guardia Civil se regirá por la Ley Orgánica antes mencionada, por esta 

Ley, y por los correspondientes convenios de adscripción, que tendrán en cuenta las peculiaridades 

de la carrera profesional de los guardias civiles. Contará con personalidad jurídica propia y con 

presupuesto propio financiado con cargo al del Ministerio del Interior. 

2. Los títulos de Grado universitario que se puedan obtener serán los que se acuerden en el marco 

del convenio de adscripción correspondiente, que en todo caso tendrá en cuenta las exigencias del 

ejercicio profesional de los miembros de la Guardia Civil. 

3. En el centro universitario se podrán impartir también estudios conducentes a la obtención de los 

títulos oficiales de Posgrado y se definirán y desarrollarán líneas de investigación consideradas de 

interés para la seguridad pública, colaborando con otras entidades y organismos de enseñanza e 

investigación. Asimismo, para facilitar el desarrollo y promoción profesional de los guardias civiles, se 

promoverán acciones de formación que les faciliten la obtención de títulos de Grado. 

Artículo 42 

Régimen interior de los centros docentes 

1. La regulación del régimen interior de los centros docentes tendrá los siguientes objetivos: 

a) Facilitar el desarrollo de los planes de estudios de tal forma que estos se ajusten a las finalidades 

señaladas en el artículo 44. 

b) Combinar la adaptación del alumno a las características propias de la Guardia Civil, derivadas 

de su pertenencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de su naturaleza militar, con su adecuada 

integración en la sociedad. 

c) Contribuir a la formación integral del alumno, así como al conocimiento y ejercicio de sus 

derechos y deberes y fomentar su propia iniciativa. 

d) Integrar las relaciones de disciplina militar con las propias entre profesores y alumnos que se 

derivan del proceso de formación. 

2. La regulación del régimen interior de los centros de formación tendrá en cuenta que se deben 

compatibilizar las exigencias de la formación militar, de cuerpo de seguridad y, en su caso, técnica, 

con las requeridas para la obtención de las titulaciones correspondientes del Sistema Educativo 

Español. 

3. Para la corrección de las infracciones disciplinarias cometidas por los alumnos de enseñanza de 

formación será de aplicación el régimen disciplinario del Cuerpo. La inobservancia de las normas de 

carácter académico será corregida de acuerdo con lo que se determine en el régimen interior de 

los centros docentes de formación de la Guardia Civil. 
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4. Las normas generales de régimen interior de los centros docentes de la Guardia Civil serán 

aprobadas por el Director General de la Guardia Civil. 

Artículo 43 

Centros docentes de perfeccionamiento y de altos estudios profesionales 

La enseñanza de perfeccionamiento y la de altos estudios profesionales se impartirá en la estructura 

docente de la Guardia Civil o, en su caso, en la de los Ministerios de Defensa y del Interior, de las 

Administraciones Públicas o de otras Instituciones, nacionales o extranjeras cuando así se determine. 

CAPÍTULO IV 

Planes de estudios 

Artículo 44 

Planes de estudios en la enseñanza de formación 

Los planes de estudios correspondientes a la enseñanza de formación se ajustarán a las siguientes 

finalidades: 

a) Conocer y asumir los principios y valores constitucionales, contemplando la pluralidad cultural 

de España, y el respeto a la igualdad de derechos fundamentales y libertades públicas y, en 

particular, el principio de igualdad de trato y no discriminación por razón de sexo, origen racial o 

étnico, religión o ideología, orientación o identidad sexual, edad, discapacidad, o cualquier otra 

condición o circunstancia personal o social y el principio de igualdad de oportunidades entre 

mujeres y hombres. 

b) Promover los valores y código de conducta de la Guardia Civil. 

c) Garantizar la formación integral y el pleno desarrollo de la personalidad. 

d) Proporcionar la formación requerida para el ejercicio profesional en cada escala. 

e) Facilitar, en su caso, la obtención de títulos del Sistema Educativo Español. 

Artículo 45 

Aprobación de los planes de estudios 

1. El Consejo de Ministros, a propuesta conjunta de los Ministros de Defensa y del Interior y previo 

informe favorable del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte determinará las directrices 

generales de los planes de estudios que deban cursarse para permitir la obtención de las 

equivalencias a los títulos de técnico y técnico Superior correspondientes a las enseñanzas recogidas 

en el artículo 29. 

2. A los Ministros de Defensa y del Interior les corresponde conjuntamente la aprobación de los planes 

de estudios de las enseñanzas de formación para el acceso a las escalas de suboficiales y de cabos 

y guardias, así como la de la formación militar, de cuerpo de seguridad y técnica de la de oficiales. 

Asimismo determinarán las titulaciones de Grado que hayan de cursarse en la enseñanza de la 

Guardia Civil para el acceso a la escala de oficiales, teniendo en cuenta la definición de las 

capacidades y el diseño de perfiles para el ejercicio profesional. 
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Los planes de estudios para la obtención de dichos títulos oficiales universitarios se aprobarán e 

implantarán conforme a la normativa específica del sistema universitario español. 

Artículo 46 

Titulaciones, reconocimientos y convalidaciones 

1. Se podrá efectuar reconocimiento de formación de asignaturas o grupo de ellas similares en 

créditos y contenidos, cursadas en el Sistema Educativo Español, en las Fuerzas Armadas, o en centros 

docentes de otros cuerpos policiales y las cursadas en la enseñanza de la Guardia Civil, según se 

determine reglamentariamente. 

2. A los miembros de la Guardia Civil se les expedirán aquellos diplomas o certificaciones que 

acrediten los cursos superados, las actividades desarrolladas y las especialidades adquiridas. Podrán 

obtener las convalidaciones, homologaciones, reconocimientos y equivalencias vigentes con títulos 

oficiales del Sistema Educativo Español de conformidad con la regulación reglamentaria que se 

establezca. 

CAPÍTULO V 

Régimen del alumnado y del profesorado 

Artículo 47 

Condición de alumno y régimen de los alumnos de la enseñanza de formación 

1. Al hacer su presentación, quienes ingresen en los centros docentes de formación de la Guardia 

Civil firmarán un documento de incorporación a la Guardia Civil, según el modelo aprobado por el 

Ministerio de Defensa previo informe del Ministerio del Interior, salvo aquéllos que ya pertenezcan a 

dicho Cuerpo, y serán nombrados alumnos. 

2. Los alumnos estarán sujetos al régimen del centro en el que cursen sus enseñanzas, sin perjuicio del 

establecido para el Centro Universitario de la Guardia Civil en el correspondiente convenio de 

adscripción, que tendrá en todo caso en cuenta su condición militar. 

3. Los alumnos que previamente tuvieran un empleo militar en el Cuerpo de la Guardia Civil 

conservarán los derechos administrativos inherentes a éste, si bien estarán sometidos al mismo 

régimen que el resto de los alumnos. 

Al ingresar en los centros docentes de formación permanecerán o pasarán a la situación de activo, 

salvo que el ingreso haya sido por acceso directo en cuyo caso pasarán a la situación de excedencia 

voluntaria. 

4. Las normas de provisión de destinos podrán regular las consecuencias que en esta materia, se 

deriven de la condición de alumno de un centro docente. 

5. Al ser nombrados alumnos de los centros docentes de formación de la Guardia Civil se les 

concederá, con carácter eventual, y a los efectos académicos, de prácticas y retributivos que 

reglamentariamente se determinen, los empleos de Alférez, Sargento y Guardia civil, con las 

denominaciones específicas que se establezcan, quedando sujetos al régimen interior de los centros 

docentes, así como al régimen de derechos y deberes de carácter general del personal del Cuerpo 

y a su régimen disciplinario. 
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Artículo 48 

Pérdida de la condición de alumno 

1. Se podrá acordar la baja de un alumno de la enseñanza de formación por los siguientes motivos: 

a) A petición propia. En este caso, el Ministro del Interior determinará los supuestos en los que se 

deba resarcir económicamente al Estado y establecerá las cantidades, teniendo en cuenta el coste 

de la formación recibida en la estructura docente de la Guardia Civil, o en su caso, en la de las 

Fuerzas Armadas, siempre que ésta sea superior a dos años. 

b) Por insuficiencia de las condiciones psicofísicas que para los alumnos se hayan establecido. 

c) Por no superar, dentro de los plazos fijados, las pruebas y materias previstas en los planes de 

estudios correspondientes. 

d) Por carencia de las cualidades profesionales en relación a los principios, valores y código de 

conducta a los que se refiere el artículo 44, párrafos a) y b), acreditadas con la obtención, en dos 

ocasiones, de una calificación negativa en las evaluaciones periódicas que a este efecto se 

realicen, de acuerdo con el procedimiento que se establezca en las normas de régimen interior de 

los centros docentes de formación. 

e) Por imposición de sanción disciplinaria por falta grave o muy grave de acuerdo con lo 

dispuesto en la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre. 

f) Por sentencia condenatoria por delito doloso, teniendo en consideración el tipo de delito y la 

pena impuesta, previa tramitación de un expediente administrativo con audiencia del interesado. 

g) Por pérdida de la nacionalidad española. 

h) Por incumplimiento, en contra de lo declarado por el interesado o pérdida después de la 

declaración, de las condiciones que establece el artículo 33 para optar a la convocatoria para el 

ingreso en el correspondiente centro docente de formación. 

El inicio de alguno de los expedientes por las causas mencionadas en los párrafos b) y e) dejará en 

suspenso la condición de alumno hasta la resolución del mismo y, en consecuencia, el empleo que 

con carácter eventual se le pueda haber concedido, así como los efectos económicos que de él se 

derivan. 

El Ministro del Interior determinará los cuadros de condiciones psicofísicas a los efectos previstos en el 

párrafo b) de este apartado. 

2. Al causar baja, los alumnos perderán la condición militar, salvo que la tuvieren antes de ser 

nombrados alumnos, y el empleo militar que hubieran podido alcanzar con carácter eventual. En su 

caso, también causarán baja en el Centro universitario de la Guardia Civil. 

Artículo 49 

Régimen de evaluaciones y calificaciones 

1. Los centros docentes de formación verificarán los conocimientos adquiridos por sus alumnos, el 

desarrollo de su formación y su rendimiento y efectuarán las correspondientes evaluaciones y 

calificaciones de acuerdo con criterios objetivos. 
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Las evaluaciones y calificaciones sirven de base para orientar a los alumnos sobre su rendimiento 

escolar y aptitud para el servicio, valorar su capacidad, determinar si superan las pruebas previstas 

en los planes de estudios y clasificarlos con objeto de determinar su orden de ingreso en el escalafón 

correspondiente. 

2. Reglamentariamente se establecerá un sistema, basado en criterios objetivos, para integrar en una 

única clasificación final a los que de diversas procedencias se incorporen a una escala en el primer 

empleo. 

Artículo 50 

Régimen de los alumnos asistentes a cursos de perfeccionamiento y altos estudios profesionales 

1. Los guardias civiles que asistan a cursos de perfeccionamiento y altos estudios profesionales, 

durante su asistencia a los mismos, permanecerán o pasarán a la situación de servicio activo. 

La convocatoria correspondiente regulará si conservan o causan baja en el destino de origen, de 

acuerdo con las normas generales de provisión de destinos. 

2. A las mujeres se les facilitarán, en la forma que se establezca reglamentariamente, nuevas 

oportunidades de asistir a los citados cursos cuando por situaciones de embarazo, parto o posparto 

no puedan concurrir a las pruebas de selección o al desarrollo del curso. 

3. A los guardias civiles que se hayan incorporado al servicio activo procedentes de la excedencia 

por cuidado de familiares o violencia de género se les otorgará preferencia, durante un año, en la 

adjudicación de plazas para participar en las actividades formativas de actualización o ampliación 

de conocimientos. 

Artículo 51 

Profesorado 

1. Los cuadros de profesores de los centros docentes de la estructura de la Guardia Civil estarán 

constituidos generalmente por personal del Cuerpo destinado en ellos. 

Podrán ser profesores los integrantes de cualquier escala, de acuerdo con los requisitos y titulación 

requeridos para cada departamento o sección departamental específica. 

Determinadas materias podrán ser impartidas por militares de carrera de las Fuerzas Armadas, 

miembros de otros cuerpos policiales, o funcionarios civiles con conocimiento y experiencia 

acreditados en las áreas que se determinen. 

2. Para el ejercicio como profesor es preciso el reconocimiento de su competencia, basada en la 

titulación, preparación, experiencia profesional y aptitud pedagógica. 

3. Los Ministros de Defensa y del Interior fijarán conjuntamente los requisitos generales del profesorado 

de los centros de la estructura docente de la Guardia Civil y las condiciones de su ejercicio. 

4. En los centros docentes de formación de oficiales existirá profesorado perteneciente a la Guardia 

Civil para impartir la formación militar de carácter general y la de cuerpo de seguridad o técnica, y 

para desarrollar tareas de tutoría y apoyo en colaboración con el cuadro de profesores de los 

Centros Universitarios de la Defensa y de la Guardia Civil. 
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5. La enseñanza de Grado universitario en el Centro Universitario de la Guardia Civil se impartirá por 

profesores que cuenten con la capacitación adecuada, de conformidad con la Ley Orgánica 

6/2001, de 21 de diciembre, y con los correspondientes convenios de adscripción. 

TÍTULO V 

Carrera profesional 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 52 

Carrera profesional 

La carrera profesional en el Cuerpo de la Guardia Civil queda definida por el ascenso a los sucesivos 

empleos, la ocupación de diferentes destinos y la progresiva capacitación para asumir puestos de 

mayor responsabilidad, combinando formación y experiencia profesional en el desempeño de los 

cometidos del Cuerpo y en el ejercicio de las facultades de su escala. 

CAPÍTULO II 

Historial profesional 

Artículo 53 

Historial profesional 

1. Las vicisitudes profesionales del guardia civil quedarán reflejadas en su historial profesional 

individual, de uso confidencial, que constará de los siguientes documentos: 

a) Hoja de servicios. 

b) Colección de informes personales. 

c) Expediente académico. 

d) Expediente de aptitud psicofísica. 

2. En el historial profesional no figurará ningún dato relativo a origen racial o étnico, religión o 

ideología, orientación o identidad sexual, o a cualquier otra condición o circunstancia personal o 

social que pudiera constituir causa de discriminación. 

3. Los Ministros de Defensa y del Interior establecerán conjuntamente las características de los 

documentos que componen el historial profesional y dictarán las normas para su elaboración, 

custodia y utilización, asegurando su confidencialidad. 

Artículo 54 

Hoja de servicios 

1. La hoja de servicios es el documento objetivo, en soporte informático, en el que se exponen los 

hechos y circunstancias de cada guardia civil desde su incorporación al Cuerpo. Incluye los 
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ascensos, destinos, la descripción de los hechos notables y actos meritorios, las recompensas y 

felicitaciones personales o colectivas, las situaciones administrativas, así como los delitos o faltas y las 

penas o sanciones correspondientes que no hayan sido canceladas. 

2. La cancelación de una anotación de sanción por falta grave o muy grave, de acuerdo con lo 

establecido en la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, producirá el efecto de anular la 

inscripción en la hoja de servicios sin que pueda certificarse de ella, salvo cuando lo soliciten las 

autoridades competentes para ello a los exclusivos efectos de las clasificaciones reglamentarias y de 

la concesión de recompensas. La posibilidad de certificar las anotaciones ya canceladas se 

extenderá a las penas impuestas en cualquier jurisdicción. 

3. Las faltas disciplinarias leves y las de carácter académico de los alumnos de la enseñanza de 

formación por acceso directo quedarán canceladas al incorporarse a la escala correspondiente y 

no figurarán en la hoja de servicios del interesado, sin que pueda certificarse sobre ellas. 

Artículo 55 

Informes personales 

1. El informe personal de calificación es la valoración objetiva e imparcial de unos conceptos 

predeterminados que permitan apreciar las cualidades, méritos, aptitudes, competencia y el 

desempeño profesional de los guardias civiles. 

2. Los Ministros de Defensa y del Interior, a propuesta del Director General de la Guardia Civil, 

determinarán conjuntamente el sistema general de los informes personales de calificación, los 

procedimientos de realización y de alegaciones de que dispondrán los guardias civiles, la 

periodicidad, y el nivel jerárquico de los que deben realizarlos, que recibirán la instrucción adecuada. 

El sistema general será común para todos los guardias civiles sin perjuicio de que se puedan 

establecer modelos específicos de informes personales según el empleo y la escala de pertenencia. 

Artículo 56 

Expediente académico 

En el expediente académico constarán las calificaciones académicas, certificaciones y 

acreditaciones de los títulos obtenidos y estudios realizados en el sistema de enseñanza de la Guardia 

Civil, los títulos o estudios del Sistema Educativo Español, los declarados equivalentes u homologados 

por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y aquellos títulos o certificados de estudios 

profesionales expedidos por los órganos competentes de las Administraciones Públicas. 

Artículo 57 

Expediente de aptitud psicofísica 

En el expediente de aptitud psicofísica figurarán los resultados de los reconocimientos médicos y de 

las pruebas psicológicas y físicas que se realicen, con el contenido y periodicidad que se establezca 

reglamentariamente según el empleo, escala, edad y circunstancias personales. Estos 

reconocimientos y pruebas se podrán realizar en cualquier momento a iniciativa fundamentada del 

propio interesado o del jefe de su unidad, centro u organismo, que será documentada por escrito y 

encabezará el correspondiente expediente. También figurarán todos aquellos que se realicen con 

objeto de determinar si existe insuficiencia de condiciones psicofísicas, a los efectos establecidos en 

la presente Ley. 
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Los reconocimientos y pruebas podrán comprender análisis y comprobaciones con carácter 

obligatorio, encaminados a detectar los estados de intoxicación etílica y el consumo de drogas 

tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 

Los resultados de los reconocimientos médicos y pruebas psicológicas quedarán salvaguardados por 

el grado de confidencialidad que la legislación en materia sanitaria les atribuya. 

Artículo 58 

Registro de personal 

1. En la Dirección General de la Guardia Civil existirá un registro de personal en el que estarán inscritos 

todos los miembros del Cuerpo, y en el que se anotarán los datos administrativos de su historial 

profesional. 

2. El Ministro del Interior establecerá las normas generales reguladoras del Registro de Personal y de 

su funcionamiento. 

CAPÍTULO III 

Evaluaciones 

Artículo 59 

Finalidad 

Los guardias civiles serán evaluados para determinar: 

a) La aptitud para el ascenso al empleo superior. 

b) La selección de un número limitado de asistentes a los cursos en que así se establezca. 

c) La insuficiencia de facultades profesionales. 

d) La insuficiencia de condiciones psicofísicas. 

Artículo 60 

Normas generales 

En cada evaluación se analizarán las circunstancias de los interesados en los aspectos de su 

personalidad, aptitudes, condiciones psicofísicas, competencia y actuación en el ejercicio de su 

profesión, relacionados con el objeto de la misma, considerando la siguiente documentación: 

a) El historial profesional. 

b) La información complementaria aportada por el interesado a iniciativa propia sobre su 

actuación profesional, que fuera de interés y pudiera no estar reflejada en su historial profesional. 

c) Las certificaciones a que se refiere la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre. 

d) Cualquier otro informe complementario que estime oportuno el órgano de evaluación. 
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Artículo 61 

Órganos de evaluación 

1. Las evaluaciones que se definen en esta Ley serán realizadas, de acuerdo con lo previsto en ella, 

por el Consejo Superior de la Guardia Civil o por las Juntas de Evaluación que se constituyan. 

2. Reglamentariamente se determinará la composición, incompatibilidades y normas de 

funcionamiento de los órganos de evaluación, adecuándose, siempre que sea posible, al principio 

de composición equilibrada en los términos definidos en la legislación vigente para la igualdad 

efectiva de mujeres y hombres. En todo caso estarán constituidos por personal del Cuerpo de la 

Guardia Civil de mayor empleo que los evaluados. 

3. Conjuntamente los Ministros de Defensa y del Interior, a propuesta del Director General de la 

Guardia Civil, determinarán con carácter general los méritos y aptitudes que deben considerar los 

órganos de evaluación de acuerdo con la finalidad de ésta, así como los procedimientos y las 

normas objetivas de valoración. Dichas normas objetivas contendrán la valoración de los destinos, 

especialidades, títulos, e informes personales, así como de cuantas otras vicisitudes profesionales 

reflejadas en el historial de los evaluados que identifican su trayectoria profesional. 

CAPÍTULO IV 

Régimen de ascensos 

Artículo 62 

Normas generales 

1. El régimen de ascensos tiene como finalidad asegurar que la Guardia Civil disponga, en los distintos 

empleos, de los profesionales con las competencias y experiencia adecuadas, para conseguir su 

máxima efectividad, proporcionando oportunidades de ascenso y expectativas de progreso 

profesional a sus miembros. Debe potenciar el mérito y la capacidad e incentivar la preparación y 

dedicación profesional de los guardias civiles. 

2. Los ascensos de los guardias civiles se producirán al empleo inmediato superior, con ocasión de 

vacante en la escala correspondiente, siempre que se reúnan las condiciones establecidas en esta 

Ley y de acuerdo con los principios de objetividad, igualdad de oportunidades, mérito y capacidad, 

a los que se refiere el artículo 6.1 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo. 

Artículo 63 

Sistemas de ascenso 

1. Los sistemas de ascenso son los siguientes: 

a) Antigüedad. 

b) Concurso-oposición. 

c) Clasificación. 

d) Elección. 

2. Los ascensos por el sistema de antigüedad se efectuarán según el orden de escalafón. 
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3. Los ascensos por el sistema de concurso-oposición se efectuarán según el orden resultante en el 

proceso selectivo y en el correspondiente curso de capacitación, según el procedimiento que se 

determine reglamentariamente. 

4. En el sistema por clasificación, el ascenso se producirá por el orden derivado de un proceso de 

evaluación. 

5. El ascenso por el sistema de elección se concederá entre los del empleo inmediato inferior más 

capacitados e idóneos para acceder al empleo superior. 

Artículo 64 

Ascenso a los diferentes empleos 

1. Se efectuarán por el sistema de antigüedad los ascensos a los empleos de Capitán, Sargento 

primero y Cabo primero. 

2. Se efectuarán por el sistema de concurso-oposición los ascensos al empleo de Cabo. El ascenso a 

este empleo otorgará la aptitud para el ascenso al de Cabo Primero, salvo que sobreviniera alguna 

circunstancia que aconsejara evaluar dicha aptitud. 

3. Se efectuarán por el sistema de clasificación los ascensos a los empleos de Teniente Coronel, 

Comandante, Subteniente y Brigada. 

4. Se efectuarán por el sistema de elección los ascensos a los de la categoría de oficiales generales, 

a Coronel, Suboficial mayor, y Cabo mayor. 

Artículo 65 

Condiciones para el ascenso 

1. Para el ascenso a cualquier empleo es preceptivo tener cumplido en el empleo inferior el tiempo 

mínimo que se determine reglamentariamente. A estos efectos se entiende como tiempo de servicios 

el transcurrido en la situación de servicio activo y en las demás situaciones administrativas reguladas 

en el capítulo VI de este título en que así se especifica. 

2. Para el ascenso a los empleos de General de Brigada, Comandante, Suboficial mayor y Cabo 

mayor, será preceptivo, además, haber superado los cursos de capacitación que se determinen. 

3. Para asistir a los cursos de capacitación a los que se refiere el apartado anterior serán 

seleccionados un número limitado de concurrentes mediante el sistema de evaluación regulado en 

el artículo 70 y según las normas objetivas de valoración del artículo 61.3. 

4. Para el ascenso a cualquier empleo, hasta el de General de Brigada inclusive, es condición 

indispensable haber sido evaluado de la forma regulada en este capítulo y según las normas 

objetivas de valoración de los artículos siguientes. 

5. El Ministro de Defensa, a propuesta del Director General de la Guardia Civil, podrá determinar el 

número máximo de ciclos en que se puede ser evaluado para el ascenso por elección o por 

clasificación para cada empleo y escala. 

6. A las mujeres se les dará especial protección en situaciones de embarazo, parto y posparto para 

cumplir las condiciones para el ascenso a todos los empleos de la Guardia Civil. 
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Artículo 66 

Evaluaciones para el ascenso 

1. Las evaluaciones para el ascenso tienen por objeto determinar la aptitud o la no aptitud para el 

mismo, y, en su caso, las condiciones de idoneidad y prelación, basadas en el mérito y la capacidad, 

que darán origen a las correspondientes clasificaciones de los evaluados. Se realizarán 

periódicamente y afectarán a los guardias civiles que se encuentren en las zonas de escalafón que 

se determinen de conformidad con los artículos siguientes. 

2. El Director General de la Guardia Civil, teniendo en cuenta la naturaleza y la gravedad de los 

hechos que hayan motivado la incoación de un procedimiento penal o disciplinario contra un 

guardia civil, podrá acordar la exclusión temporal de su evaluación para el ascenso o que quede en 

suspenso una declaración de aptitud ya efectuada hasta que sea firme en vía penal o disciplinaria 

la resolución que en aquellos procedimientos se dicte. Producida la evaluación y, en su caso, el 

correspondiente ascenso se reconocerán sus efectos desde la fecha anterior en que realmente le 

hubiese correspondido. 

3. En los ascensos por elección y clasificación las evaluaciones surtirán efecto durante un ciclo de 

ascensos, y en el de antigüedad hasta que se conceda el ascenso correspondiente, a no ser, en 

cualquiera de los sistemas de ascenso, que sobreviniere alguna circunstancia que aconsejara 

evaluar de nuevo al afectado. 

La duración normal de los ciclos de evaluación para los ascensos por elección y clasificación será 

de un año. El Ministro de Defensa, a propuesta del Director General de la Guardia Civil, podrá 

modificar dicha duración cuando circunstancias especiales así lo aconsejen. 

4. Una vez establecidas las zonas de escalafón para el ascenso, se abrirá un plazo para que aquellos 

interesados que lo deseen puedan solicitar su exclusión de la evaluación hasta en cuatro ocasiones. 

Los que renuncien a ser evaluados para el ascenso a un mismo empleo en una quinta ocasión 

permanecerán en su empleo hasta su pase a la situación de reserva. 

Artículo 67 

Evaluaciones para el ascenso por elección 

1. Serán evaluados para el ascenso por elección a los empleos de General de Brigada, de Coronel 

de la escala de oficiales, de Suboficial mayor y de Cabo mayor todos los del empleo inmediato 

inferior que reúnan o puedan reunir, durante el ciclo de ascensos, las condiciones establecidas en el 

artículo 65 y que se encuentren en las zonas del escalafón que para cada empleo determine el 

Director General de la Guardia Civil. 

Por orden del Ministro de Defensa, a propuesta del Director General de la Guardia Civil, se 

establecerá para cada periodo de vigencia de la plantilla a la que se refiere el apartado 2 del 

artículo 25, el máximo y el mínimo de la relación entre el número de evaluados de cada ciclo y el de 

vacantes previstas, concretándolas para cada empleo. 

2. La evaluación especificará las condiciones de prelación e idoneidad para el desempeño de los 

destinos del empleo superior de todos los evaluados. 

Las evaluaciones para el ascenso por elección a los empleos de General de Brigada y de Coronel 

serán realizadas por el Consejo Superior de la Guardia Civil y elevadas al Ministro de Defensa por el 

Director General de la Guardia Civil, quien añadirá su propio informe a los efectos previstos en el 

artículo 73, apartados 1 y 2. 
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Las evaluaciones para los ascensos a los empleos de Suboficial mayor y de Cabo mayor serán 

realizadas por juntas de evaluación y, una vez informadas por el Consejo Superior de la Guardia Civil, 

elevadas al Director General de la Guardia Civil, quién añadirá su propio informe y propondrá al 

Ministro de Defensa, para su aprobación, la ordenación definitiva para el ascenso a los efectos 

previstos en el artículo 73.2. 

Artículo 68 

Evaluaciones para el ascenso por clasificación 

1. Serán evaluados para el ascenso por el sistema de clasificación, por la correspondiente junta de 

evaluación, quienes reúnan o puedan reunir, antes del inicio del ciclo de ascensos, las condiciones 

establecidas en el artículo 65 y se encuentren en las zonas de escalafón que para cada empleo y 

escala determine el Director General de la Guardia Civil. 

Por orden del Ministro de Defensa, previo informe del Director General de la Guardia Civil, se 

establecerá para cada período de vigencia de la plantilla a la que se refiere el artículo 25.2, el 

máximo y el mínimo de la relación entre el número de evaluados en cada ciclo y el de vacantes 

previstas, concretándolas para cada empleo. 

2. La evaluación especificará la aptitud o, motivándola, la no aptitud de los evaluados para el 

ascenso y analizará las condiciones de prelación e idoneidad en cuanto a las facultades y 

capacidades profesionales requeridas para el desempeño de los destinos del empleo superior, que 

determinarán la clasificación de los evaluados. 

Una vez informada la evaluación por el Consejo Superior de la Guardia Civil, será elevada al Director 

General de la Guardia Civil, quién teniendo en cuenta, además, su propia valoración, declarará en 

primer término la aptitud o no aptitud de los evaluados para el ascenso y aprobará su orden de 

clasificación. 

Artículo 69 

Evaluaciones para el ascenso por antigüedad 

1. Las correspondientes juntas de evaluación evaluarán para el ascenso por el sistema de 

antigüedad a quienes reúnan o puedan reunir, antes de que se produzca la vacante que pudiera 

dar origen al ascenso, las condiciones establecidas en el artículo 63 y se encuentren en la zona del 

escalafón que para cada empleo y escala determine el Director General de la Guardia Civil. 

El número de evaluados será aquel que permita cubrir las vacantes previstas. 

2. La evaluación especificará la aptitud o, motivándola, la no aptitud de los evaluados para el 

ascenso. 

Una vez efectuada la evaluación será elevada al Director General de la Guardia Civil, quien 

declarará la aptitud o no aptitud de los evaluados para el ascenso. La declaración de aptitud para 

el ascenso tendrá validez hasta que se produzca el ascenso, sin perjuicio de lo establecido en el 

apartado 3 del artículo 66. Los declarados no aptos volverán a ser evaluados en la siguiente 

evaluación que corresponda a los de su empleo. 

3. El ascenso al empleo de cabo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 71, otorgará la aptitud 

para el ascenso al de Cabo primero, salvo que sobreviniera alguna circunstancia que aconsejara 

evaluar dicha aptitud, lo que se efectuará de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 de este 

artículo. 
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Artículo 70 

Evaluaciones para asistir a determinados cursos de capacitación para el ascenso 

1. Existirán evaluaciones para seleccionar a los asistentes a los cursos de capacitación, establecidos 

en el artículo 65.2, en el número que fije el Director General de la Guardia Civil. La designación de 

quienes deban entrar en evaluación y de los que asistirán a los citados cursos corresponderá al 

Director General, previo informe del Consejo Superior de la Guardia Civil. 

El Consejo Superior de la Guardia Civil será competente para realizar la evaluación para seleccionar 

a los asistentes al curso de capacitación para el ascenso al empleo de General de Brigada. 

2. En el caso de la selección para asistir al curso de capacitación que es requisito para el ascenso al 

empleo de Comandante, serán evaluados quienes hayan superado previamente las pruebas que 

reglamentariamente se determinen. 

El Director General de la Guardia Civil determinará la zona del escalafón de aquellos que podrán, 

previa solicitud, concurrir a dichas pruebas. 

La designación de los asistentes al curso de capacitación, cuyo número no podrá ser superior al de 

plazas convocadas, se efectuará siguiendo el orden resultante de la evaluación que se efectúe. En 

dicha evaluación se tendrán en cuenta, la puntuación obtenida en las pruebas realizadas y los 

méritos que reglamentariamente se determinen, cuya incidencia no deberá ser superior a un 30 por 

cien de la puntuación máxima alcanzable en aquellas pruebas. 

Quienes, habiendo superado las pruebas recogidas en los párrafos anteriores, no sean designados 

alumnos al curso como consecuencia del número limitado de plazas convocadas, volverán a ser 

evaluados en las siguientes convocatorias. 

3. Una vez se determine quienes serán evaluados para asistir a los cursos de capacitación, de 

conformidad con lo establecido en los apartados anteriores, se abrirá un plazo para que aquellos 

interesados que lo deseen puedan solicitar su exclusión de la misma hasta en tres ocasiones. Quienes 

hayan solicitado su exclusión en una cuarta ocasión no volverán a ser incluidos en evaluaciones 

posteriores. 

Artículo 71 

Ascenso al empleo de Cabo 

1. El ascenso al empleo de Cabo se producirá por el sistema de concurso-oposición y será requisito 

la superación de un curso de capacitación. Las plazas se ofertarán con carácter general y a ellas 

podrán optar los guardias civiles con, al menos, dos años de tiempo de servicios en el Cuerpo. 

2. El Director General de la Guardia Civil aprobará las bases generales de las convocatorias y los 

requisitos y circunstancias aplicables al concurso-oposición y al curso de capacitación. 

3. El ascenso al empleo de Cabo se producirá con ocasión de vacante, teniendo en cuenta el orden 

resultante de las puntuaciones obtenidas en el concurso-oposición y en el curso de capacitación. 

4. La obtención del nombramiento de Cabo, siempre que los interesados estén en posesión del título 

de Bachiller o equivalente, permitirá obtener la equivalencia con el título de Técnico Superior 

correspondiente a la formación profesional del Sistema Educativo Español, a efectos académicos y 

de acceso directo a las enseñanzas universitarias oficiales de Grado. 
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Artículo 72 

Vacantes para el ascenso 

1. Se darán al ascenso las vacantes que se produzcan en los distintos empleos de cada Escala por 

alguno de los siguientes motivos: 

a) Ascenso. 

b) Incorporación a otra escala. 

c) Pase a las situaciones administrativas en las que se tenga la condición de guardia civil en 

suspenso y a la de suspensión de empleo. 

d) Pase a la situación de reserva o a retiro, en el caso de que se haga desde las situaciones 

administrativas no contempladas en el párrafo anterior. 

e) Pérdida de la condición de guardia civil. 

f) Al cesar el prisionero o desaparecido en la situación de servicio activo. 

g) Fallecimiento o declaración de fallecido. 

h) Designación de un miembro del Cuerpo para ocupar un puesto de trabajo en plantilla 

adicional, de acuerdo con el artículo 25. 

2. Cuando se produzca una vacante, se considerará como fecha de ésta la del día que surta efectos 

el acto administrativo que la ocasionó. Cuando dicha vacante dé lugar a ascensos en los empleos 

inferiores, la fecha de antigüedad con la que se conferirán los nuevos empleos será la misma para 

todos ellos y se determinará según lo establecido en el artículo 21.2. 

Artículo 73 

Concesión de los ascensos 

1. Los ascensos a los empleos de la categoría de oficiales generales se concederán por real decreto 

acordado en Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Defensa, quien para efectuarla oirá 

al Ministro del Interior. En los ascensos al empleo de General de Brigada, además, se valorarán las 

evaluaciones reguladas en el artículo 67, y se tendrá en cuenta la idoneidad para ocupar los cargos 

o puestos vacantes a los que deban acceder los ascendidos. 

2. La concesión del ascenso al empleo de Coronel, a Suboficial mayor y a Cabo mayor es 

competencia del Ministro de Defensa, a propuesta del Director General de la Guardia Civil, de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 67. 

3. Los ascensos por los sistemas de clasificación, antigüedad y concurso-oposición serán concedidos 

por el Director General de la Guardia Civil. 

Artículo 74 

Declaración de no aptitud para el ascenso 

1. La declaración de no aptitud para el ascenso del guardia civil, basada en las evaluaciones 

reguladas en los artículos anteriores, es competencia del Director General de la Guardia Civil. 
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Quienes sean declarados no aptos para el ascenso no podrán ascender hasta que sean 

nuevamente evaluados y declarados aptos. 

2. Si un guardia civil es declarado no apto más de dos veces en la evaluación para el ascenso al 

mismo empleo, el Director General elevará propuesta al Ministro de Defensa quien, si procede, 

declarará al afectado no apto para el ascenso con carácter definitivo. 

3. Quienes sean declarados con carácter definitivo no aptos para el ascenso permanecerán en su 

empleo hasta su pase a la situación de reserva y no podrán ser designados para realizar cursos que 

no sean de aplicación específica en su empleo salvo que de la resolución que se adopte en el 

expediente regulado en el artículo 99 se derive el pase a retiro. 

CAPÍTULO V 

Destinos 

Artículo 75 

Principios generales 

1. Los guardias civiles podrán ocupar destino en las unidades, centros y organismos de la Guardia 

Civil incluidos en el correspondiente catálogo de puestos de trabajo y en aquéllos específicamente 

asignados en los Ministerios de Defensa y del Interior, así como en sus órganos directivos, en su centro 

universitario, y en el caso de que se trate de puestos orgánicos relacionados con el desempeño de 

sus funciones, en organizaciones internacionales, en la Presidencia del Gobierno o en otros 

Departamentos ministeriales. También tendrá consideración de destino la participación en misiones 

para mantener la paz y seguridad internacionales, si no lo tuviera o cesara en el de origen. 

2. Los destinos del personal del Cuerpo de la Guardia Civil se proveerán conforme a los principios de 

mérito, capacidad y antigüedad. 

Artículo 76 

Personal del Cuerpo de la Guardia Civil en la Casa de Su Majestad el Rey 

Los guardias civiles, que pasen a prestar servicios en la Casa de Su Majestad el Rey, serán nombrados 

y relevados conforme a lo previsto en el artículo 65.2 de la Constitución. 

Artículo 77 

Clasificación de los destinos 

1. Los destinos, según su forma de asignación, son de libre designación, de concurso de méritos o de 

provisión por antigüedad. 

2. Son destinos de libre designación aquéllos para los que, por su especial responsabilidad y 

confianza, se precisan condiciones profesionales y personales de idoneidad, que apreciará 

discrecionalmente la autoridad facultada para concederlos, entre los que cumplan los requisitos 

exigidos para el puesto. Reglamentariamente se establecerán, de forma justificada, los criterios para 

determinar los puestos que por sus especiales exigencias y responsabilidad deben cubrirse por este 

procedimiento. 

3. Son destinos de concurso de méritos aquéllos que se asignan evaluando los méritos y capacidades 

que se posean en relación con los requisitos exigidos para el puesto. 
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4. Son destinos de provisión por antigüedad los que se asignan por este criterio, entre los interesados 

que cumplan los requisitos exigidos para el puesto. 

Artículo 78 

Provisión de destinos 

1. Reglamentariamente se determinarán las normas generales de clasificación y provisión de 

destinos, que incluirán un tiempo mínimo y, en su caso, un máximo de permanencia. Asimismo, se 

determinarán los procedimientos de asignación en ausencia de peticionarios o por falta de 

idoneidad de los mismos, atendiendo a las características de la vacante y a los historiales 

profesionales de los que puedan ser destinados. De igual forma se establecerán, con criterios 

objetivos, las limitaciones para el acceso a determinados destinos, sin que pueda producirse ningún 

tipo de discriminación. 

2. Las vacantes de destinos y su provisión, con indicación de aquellos a quienes se asigne, se 

publicarán en el «Boletín Oficial de la Guardia Civil», haciendo constar la denominación específica 

del puesto o la genérica de la unidad, centro u organismo correspondiente, sus características, la 

forma de asignación, los requisitos que se exijan para su ocupación y los plazos para la presentación 

de solicitudes. 

3. Los destinos de aquellos que se incorporen a una escala, así como los que se asignen a guardias 

civiles víctimas de violencia de género o tengan el reconocimiento de víctima del terrorismo podrán 

otorgarse sin publicación previa de la vacante correspondiente. 

En todo caso, los destinos de aquellos que se incorporen a una escala estarán entre los que hayan 

resultado vacantes como consecuencia de concursos anteriores celebrados para la escala a la que 

se acceda. 

4. Entre los requisitos exigidos para ocupar determinados destinos se podrán incluir límites de edad o 

condiciones psicofísicas especiales, que serán acreditadas en función del expediente al que hace 

referencia el artículo 57. 

Artículo 79 

Nombramientos, destinos y ceses de oficiales generales 

Los nombramientos o asignaciones y los ceses de los cargos y destinos correspondientes a oficiales 

generales, serán competencia del Ministro del Interior. 

Artículo 80 

Asignación de destinos 

1. Los destinos, cualquiera que fuese su forma de asignación, podrán ser asignados con carácter 

voluntario, forzoso o anuente, con arreglo a lo que reglamentariamente se establezca. 

2. La asignación de los destinos de libre designación que correspondan a puestos de mando o 

dirección que determine el Ministro del Interior serán competencia del Secretario de Estado de 

Seguridad. 

3. La asignación de los destinos no incluidos en el apartado anterior corresponderá al Director 

General de la Guardia Civil. 
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Artículo 81 

Atención a la familia 

1. Durante el período de embarazo y previo informe facultativo, la mujer guardia civil tendrá derecho 

a ocupar un puesto orgánico o cometido distinto del que estuviera ocupando, adecuado a las 

circunstancias de su estado. La aplicación de este supuesto no supondrá pérdida del destino. 

2. Asimismo, cuando existan circunstancias excepcionales de atención familiar, basadas en motivos 

de salud, discapacidad o rehabilitación del guardia civil, su cónyuge, hijos o familiares hasta segundo 

grado de consanguinidad, se podrá adscribir temporalmente al guardia civil a un puesto de trabajo 

en distinta unidad o localidad, conservando el destino que tuviera, previa solicitud del interesado, 

informe del servicio médico oficial legalmente establecido y siempre que concurran las siguientes 

condiciones: 

a) Que existan puestos vacantes en la plantilla de la unidad de adscripción cuyo nivel de 

complemento de destino y componente singular del complemento específico no sea superior al del 

puesto de destino. 

b) Que se reúnan los requisitos necesarios para el desempeño del nuevo puesto. 

3. La adscripción se concederá mediante Resolución del Director General, que será publicada en el 

«Boletín Oficial de la Guardia Civil», por periodos renovables de un año, sin que el tiempo total de 

adscripción pueda superar los cuatro años. Entrará en vigor a los cinco días de su publicación, salvo 

que la resolución disponga otro plazo, pasando a percibir las retribuciones correspondientes al puesto 

de trabajo de adscripción desde el día primero del mes siguiente al de su incorporación. La 

adscripción no tendrá en ningún caso carácter indemnizable y podrá ser revocada en cualquier 

momento anterior al cumplimiento de los períodos señalados cuando cesen las causas que la 

motivaron. 

4. La concesión de la adscripción temporal no altera la contabilización de los plazos de mínima 

permanencia por los que estuviese afectado el interesado y a efectos de valoración para la 

asignación de los destinos por concurso de méritos del artículo 77.3, tendrá la misma consideración 

que una comisión de servicio. 

Artículo 82 

Violencia de género y condición de víctima del terrorismo 

La guardia civil víctima de violencia de género que se vea obligada a cesar en su destino para hacer 

efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, tendrá derecho, en las condiciones 

que reglamentariamente se determinen, a ocupar otro destino de análogas características, sin 

necesidad de que sea vacante de necesaria cobertura. 

Asimismo y en las condiciones que reglamentariamente se determinen, tendrán derecho a la 

asignación de un nuevo destino, los guardias civiles que sean considerados víctimas del terrorismo, 

conforme a lo previsto en la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección 

Integral a las Víctimas del Terrorismo. 
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Artículo 83 

Cese en los destinos 

1. Las normas generales de provisión de destinos incluirán las causas de cese en los mismos. En todo 

caso, los destinos de libre designación podrán ser revocados libremente por las autoridades 

competentes para su asignación. 

2. La facultad de cesar en un destino, cuando haya sido asignado por concurso de méritos o por 

antigüedad, corresponde al Director General de la Guardia Civil. El cese deberá ser motivado con 

indicación de las causas, previa apertura, en su caso, de un expediente en el que se requerirá la 

audiencia del interesado, cuyas manifestaciones constarán por escrito. 

3. Los jefes de unidad, centro u organismo podrán proponer el cese en el destino de cualquier 

subordinado por falta de idoneidad en el desempeño de los cometidos propios de su destino, 

elevando por conducto reglamentario a la autoridad que lo confirió, informe razonado de las causas 

que motivan la propuesta de cese. Este se producirá, en su caso, de acuerdo con lo establecido en 

los apartados anteriores. 

4. La imposición de condena por sentencia firme, que imposibilite para el ejercicio de las funciones 

propias del destino que se ocupe, llevará aparejada el cese en éste, desde el momento en que la 

Dirección General de la Guardia Civil tuviere testimonio de la resolución judicial. Dicho cese será 

acordado por el Director General de la Guardia Civil. 

Artículo 84 

Asignación de destinos y ceses por necesidades del servicio 

El Ministro del Interior podrá, de forma motivada, cuando necesidades del servicio lo aconsejen, 

destinar o acordar el cese en un destino o denegar su adjudicación. 

Artículo 85 

Carácter de los destinos 

Los destinos no podrán ser asignados a personal con empleos superiores ni inferiores a los previstos 

para el puesto específico, a no ser, en este último caso, que su designación se efectúe en vacante 

de empleo inmediato superior. Además, cuando razones organizativas o estructurales así lo 

requieran, podrán igualmente asignarse destinos de empleos inmediatamente superiores y dentro de 

la misma Escala, para las zonas del escalafón que se determinen en el anuncio de la vacante, 

siempre que los posibles peticionarios hayan sido evaluados para el ascenso y la vacante no tenga 

peticionarios del empleo para el que esté catalogada. 

Las funciones de un cargo o puesto vacantes se podrán desempeñar con carácter interino o 

accidental por aquél al que le corresponda, de acuerdo con lo que se determine 

reglamentariamente. 

Artículo 86 

Comisiones de servicio 

1. Cuando las necesidades del servicio lo requieran, los guardias civiles podrán ser designados para 

realizar comisiones de servicio de carácter temporal, conservando su destino si lo tuvieran. 
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2. La duración de las comisiones de servicio no podrá exceder de un año, salvo que el régimen 

específico aplicable a los expertos nacionales en comisión de servicio en el ámbito de la Unión 

Europea u otro Organismo Internacional establezca una duración superior, en cuyo caso su régimen 

de retribuciones e indemnizaciones por razón del servicio será el previsto por tales instituciones en su 

normativa específica. 

3. Las autoridades y mandos competentes podrán designar a quienes hayan de desempeñar 

cualquier comisión de servicio de entre quienes reúnan las condiciones precisas de idoneidad o 

aptitud. Asimismo, se valorarán, cuando existan, las circunstancias excepcionales de atención 

familiar a que se refiere el artículo 81 de la presente Ley en cuyo caso, de otorgarse, la comisión de 

servicios podrá prolongarse durante el tiempo que se mantengan las referidas circunstancias, sin que 

en ningún caso pueda exceder de un año. 

4. De igual modo, podrán revocar la designación, disponiendo el fin de la comisión. 

CAPÍTULO VI 

Situaciones administrativas 

Artículo 87 

Situaciones administrativas 

1. Los guardias civiles se hallarán en alguna de las siguientes situaciones administrativas: 

a) Servicio activo. 

b) Servicios especiales. 

c) Excedencia. 

d) Suspensión de empleo. 

e) Suspensión de funciones. 

f) Reserva. 

2. El guardia civil en cualquier situación administrativa, salvo en los casos en que se especifica lo 

contrario, está sujeto al régimen general de derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil, 

a su régimen disciplinario y a las leyes penales y disciplinarias militares cuando les sean de aplicación. 

Artículo 88 

Situación de servicio activo 

1. Los guardias civiles estarán en servicio activo si ocupan alguno de los destinos a que se refieren los 

artículos 75 y 76 y no se encuentran en otra de las situaciones administrativas reguladas en este Título. 

2. También se hallarán en esta situación cuando estén pendientes de asignación de destino por 

haber cesado en el que tuvieran o por proceder de otra situación administrativa y cuando ingresen 

como alumnos en los centros docentes de formación, si no les correspondiera el pase a otra 

conforme a lo dispuesto en este Capítulo. 
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3. Reglamentariamente se determinará el tiempo que podrán permanecer en la situación de servicio 

activo los prisioneros y desaparecidos, teniendo en cuenta lo establecido en el Código Civil. 

Artículo 89 

Situación de servicios especiales 

1. Los guardias civiles pasarán a la situación de servicios especiales cuando: 

a) Sean elegidos por las Cortes Generales o las Asambleas legislativas de las Comunidades 

Autónomas para formar parte de los órganos constitucionales, o de los órganos estatutarios, u otros 

cuya elección corresponda a las Cámaras y a las Asambleas Legislativas de las Comunidades 

Autónomas. 

b) Presten servicios en el Tribunal Constitucional, Defensor del Pueblo, Consejo General del Poder 

Judicial o Tribunal de Cuentas, Tribunal Supremo o en otros órganos jurisdiccionales. 

c) Presten servicios en la Presidencia del Gobierno o en los Gabinetes de Ministros y Secretarios 

de Estado en puestos orgánicos no relacionados específicamente con la defensa o la seguridad 

ciudadana. 

d) Sean nombrados para desempeñar puestos o cargos en organismos públicos, o entidades 

dependientes o vinculados a las Administraciones públicas que, de conformidad con lo que 

establezca la normativa de la respectiva Administración pública, estén asimilados en su rango 

administrativo a alto cargo. 

e) Sean autorizados por el Ministro del Interior para realizar una misión por un período superior a 

seis meses en organismos internacionales, gobiernos o entidades públicas extranjeras o en 

programas de cooperación internacional. 

f) Sean autorizados por el Ministro del Interior a participar en el desarrollo de programas 

específicos de interés para la seguridad ciudadana en organismos, entidades o empresas ajenos al 

Ministerio del Interior. 

g) Adquieran la condición de personal estatutario permanente del Centro Nacional de 

Inteligencia. 

h) Sean designados miembros del Gobierno o de los órganos de Gobierno de las Comunidades 

Autónomas o ciudades de Ceuta o Melilla, o miembros de las Instituciones de la Unión Europea o de 

Organizaciones Internacionales, o sean nombrados altos cargos de las citadas Administraciones 

Públicas o Instituciones. 

i) Sean designados como candidatos a elecciones para órganos representativos públicos en 

ejercicio del derecho de sufragio pasivo o resulten elegidos en las mismas. 

j) Cuando adquieran la condición de funcionarios al servicio de organizaciones internacionales, 

en el caso de que no ocupen puestos orgánicos relacionados con la seguridad. 

2. El tiempo permanecido en la situación de servicios especiales será computable a efectos de 

tiempo de servicios, trienios y de determinación de los derechos de Seguridad Social que 

corresponda. 

3. Percibirán las retribuciones del puesto o cargo que desempeñen y no las que les correspondan 

como guardias civiles, sin perjuicio del derecho a percibir los trienios que tuviesen reconocidos. 
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4. Los guardias civiles en situación de servicios especiales podrán ascender si cumplen los requisitos 

exigidos a los componentes de su escala. 

5. Durante el tiempo de permanencia en la situación de servicios especiales, el guardia civil tendrá 

su condición de guardia civil en suspenso y, en consecuencia, dejará de estar sujeto al régimen 

general de derechos y obligaciones de los miembros del Cuerpo, a las leyes penales militares cuando 

sean de aplicación y a la disciplinaria del Instituto. 

Artículo 90 

Situación de excedencia 

1. Los guardias civiles podrán pasar a la situación de excedencia en las siguientes modalidades: 

a) Excedencia por prestación de servicios en el sector público. 

b) Excedencia voluntaria por interés particular. 

c) Excedencia voluntaria por agrupación familiar. 

d) Excedencia por cuidado de familiares. 

e) Excedencia por razón de violencia de género. 

f) Ingreso por acceso directo como alumno de los centros de formación. 

g) Excedencia basada en la consideración de víctima de terrorismo. 

2. Los guardias civiles quedarán en situación de excedencia por prestación de servicios en el sector 

público, cuando pasen a la situación de servicio activo en otro cuerpo o escala de cualquiera de 

las administraciones públicas o pasen a prestar servicios en ellas o en organismos o entidades del 

sector público y no les corresponda quedar en las situaciones de servicio activo o servicios especiales, 

siempre que se trate del desempeño de puestos con carácter de funcionario de carrera o de 

personal laboral fijo. 

Para poder optar a ello, será condición haber cumplido el tiempo de servicios que 

reglamentariamente se determine desde la adquisición de la condición de Guardia Civil o desde 

que hubiesen finalizado los cursos del sistema de enseñanza del Cuerpo que a estos efectos hayan 

sido fijados conjuntamente por los Ministros de Defensa y del Interior. 

En ambos supuestos, el tiempo que se fije, que no podrá ser superior a ocho años, guardará una 

proporción adecuada a los costes y duración de los estudios realizados y tendrá presente las 

necesidades de planeamiento de la Guardia Civil. 

Durante el tiempo de permanencia en esta situación, tendrán su condición de guardia civil en 

suspenso y, en consecuencia, dejarán de estar sujetos al régimen general de derechos y deberes de 

los miembros de la Guardia Civil y a las leyes penales militares y disciplinarias de la Guardia Civil y, en 

su caso, de las Fuerzas Armadas, pero podrán ascender durante los dos primeros años de 

permanencia siempre que tengan cumplidas las condiciones de ascenso establecidas en esta Ley. 

Durante el tiempo permanecido en esta situación no devengarán retribuciones ni les será 

computable a efectos de tiempo de servicios, trienios y de determinación de los derechos de 

Seguridad Social que correspondan. 
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3. Los guardias civiles podrán obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando lo 

soliciten con el preaviso que se determine reglamentariamente, con los mismos plazos establecidos 

para los funcionarios de la Administración General del Estado siempre que no estén designados para 

participar en misiones fuera del territorio nacional ni se les esté instruyendo un procedimiento 

disciplinario y hubiesen cumplido el tiempo de servicios que reglamentariamente se determine desde 

la adquisición de la condición de guardia civil o desde que hubiesen finalizado los cursos del sistema 

de enseñanza del Cuerpo que a estos efectos hayan sido fijados conjuntamente por los Ministros de 

Defensa y del Interior. 

En ambos supuestos, el tiempo que se fije, que no podrá ser superior a doce años, guardará una 

proporción adecuada a los costes y duración de los estudios realizados y tendrá presente las 

necesidades de planeamiento de la guardia civil. 

En esta situación se permanecerá un tiempo mínimo de dos años, transcurridos los cuales el 

interesado permanecerá en el escalafón correspondiente en el puesto que ocupara en ese 

momento y no será evaluado para el ascenso. Al cesar en ella finalizará la inmovilización pero la 

pérdida de puestos será definitiva. Si se le concediese esta situación por segunda o sucesivas veces 

quedará inmovilizado en el puesto que tuviere en el escalafón correspondiente en el momento de 

la concesión. 

El guardia civil en esta situación tendrá su condición de guardia civil en suspenso y, en consecuencia, 

dejará de estar sujeto al régimen general de derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil 

y a las leyes penales militares y disciplinarias de dicho Cuerpo, pero podrá ascender durante los dos 

primeros años de permanencia siempre que tenga cumplidas las condiciones de ascenso 

establecidas en esta Ley. 

La concesión de excedencia voluntaria por interés particular quedará subordinada a las 

necesidades del servicio debidamente motivadas. 

Durante el tiempo permanecido en esta situación no devengarán retribuciones ni les será 

computable a efectos de tiempo de servicios, trienios y de determinación de los derechos de 

Seguridad Social que correspondan. 

4. A los guardias civiles se les podrá conceder la excedencia voluntaria por agrupación familiar, sin 

requisito de haber prestado tiempo de servicios, cuando el cónyuge resida en otro municipio por 

haber obtenido y estar desempeñando un puesto de trabajo de carácter definitivo, como 

funcionario de carrera o laboral en cualquiera de las Administraciones Públicas, Organismos Públicos 

y Entidades de Derecho Público dependientes o vinculados a ella, así como en Órganos 

Constitucionales o del Poder Judicial y Órganos similares de las Comunidades Autónomas, en la Unión 

Europea o en Organizaciones Internacionales o un destino de los contemplados en los artículos 75 y 

76. 

En esta situación se permanecerá un tiempo mínimo de dos años, transcurridos los cuales el 

interesado permanecerá en el escalafón correspondiente en el puesto que ocupara en ese 

momento y no será evaluado para el ascenso. Al cesar en ella finalizará la inmovilización pero la 

pérdida de puestos será definitiva. Si se le concediese esta situación por segunda o sucesivas veces 

quedará inmovilizado en el puesto que tuviera en el escalafón correspondiente en el momento de 

la concesión. 

El guardia civil en esta situación tendrá su condición de guardia civil en suspenso y, en consecuencia, 

dejará de estar sujeto al régimen de derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil y a las 

leyes penales militares y disciplinarias de dicho Cuerpo, pero podrá ascender durante los dos primeros 

años de permanencia siempre que tenga cumplidas las condiciones de ascenso establecidas en 

esta Ley. 
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Durante el tiempo permanecido en esta situación no devengarán retribuciones ni les será 

computable a efectos de tiempo de servicios, trienios y de determinación de los derechos de 

Seguridad Social que correspondan. 

5. A los guardias civiles se les podrá conceder la excedencia por cuidado de familiares cuando lo 

soliciten para atender al cuidado de cada hijo, por naturaleza o adopción o por acogimiento 

permanente o preadoptivo, así como para atender al cuidado de un familiar que se encuentre a su 

cargo, hasta el segundo grado inclusive de consanguinidad o afinidad que, por razones de edad, 

accidente, enfermedad o discapacidad no pueda valerse por sí mismo, y no desempeñe actividad 

retribuida. 

En los supuestos indicados en el párrafo anterior se tendrá derecho a un periodo de excedencia no 

superior a tres años, a contar, si se trata del cuidado de hijos o de acogimiento, desde la fecha de 

nacimiento o de la resolución judicial o administrativa. 

Los sucesivos sujetos causantes darán derecho a un nuevo periodo de excedencia que, en su caso, 

pondrá fin al que se viniera disfrutando. 

En caso de que más de un guardia civil generase el derecho a disfrutarlo por el mismo sujeto 

causante se podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones justificadas relacionadas con las 

necesidades del servicio. 

El guardia civil en esta situación tendrá su condición de guardia civil en suspenso y, en consecuencia, 

dejará de estar sujeto al régimen general de derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil 

y a las leyes penales militares y disciplinarias de dicho Cuerpo, pero podrá ascender siempre que 

tenga cumplidas las condiciones de ascenso establecidas en esta Ley. 

Durante el tiempo permanecido en esta situación no devengarán retribuciones pero será 

computable a efectos de trienios y de determinación de los derechos de Seguridad Social que 

correspondan, y durante el primer año de cada periodo de excedencia, como tiempo de servicios. 

El guardia civil que pase a la situación de excedencia voluntaria por las causas previstas en este 

punto tendrá derecho, durante los dos primeros años, a la reserva del puesto de trabajo que 

desempeñara. Transcurrido este periodo, dicha reserva lo será a un puesto en la misma localidad y 

de igual retribución, siempre que existiera vacante en la misma. 

6. La mujer guardia civil víctima de violencia de género, para hacer efectiva su protección o su 

derecho a la asistencia social integral, tendrá derecho a solicitar la situación de excedencia sin tener 

que haber prestado un tiempo mínimo de servicios previos y sin que sea exigible plazo de 

permanencia en la misma. 

Los seis primeros meses les serán computables a efectos de tiempo de servicios, trienios, de 

determinación de los derechos de Seguridad Social que correspondan, y reserva del puesto de 

trabajo. Cuando las actuaciones judiciales lo exigieran se podrá prorrogar por periodos de tres meses, 

con un máximo de dieciocho, a fin de garantizar la efectividad del derecho de protección de la 

víctima. 

Durante los dos primeros meses de esta excedencia se tendrá derecho a percibir las retribuciones 

íntegras que venía percibiendo. 

La guardia civil en esta situación podrá ascender, durante los tres primeros años, siempre que tenga 

cumplidas las condiciones de ascenso establecidas en esta Ley. 
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7. Los guardias civiles pasarán a la situación de excedencia por acceso directo como alumnos de 

los centros docentes de formación de la Guardia Civil o de las Fuerzas Armadas. 

Quienes se encuentren en esta situación se reintegrarán a la de servicio activo si causaran baja en 

el centro antes de acceder a la nueva escala y podrán ascender durante los dos primeros años de 

permanencia siempre que tenga cumplidas las condiciones de ascenso establecidas en esta Ley. A 

partir de ese momento permanecerá inmovilizado en el escalafón correspondiente en el puesto que 

ocupara y no será evaluado para el ascenso. 

Durante el tiempo permanecido en esta situación no devengarán retribuciones pero sí será 

computable a efectos de tiempo de servicios, trienios y de determinación de los derechos de 

Seguridad Social que correspondan. 

8. Los guardias civiles que hayan sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la actividad 

terrorista, previo reconocimiento del Ministerio del Interior o de sentencia judicial firme, en los términos 

establecidos en la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, tendrán derecho a un periodo de excedencia 

en las mismas condiciones establecidas para el supuesto de violencia de género contemplado en el 

apartado 6 de este artículo. 

Los guardias civiles también tendrán este derecho cuando las circunstancias que se establecen en 

el apartado anterior concurran en su cónyuge o persona con quien conviva con análoga relación 

de afectividad e hijos. 

Artículo 91 

Situación de suspensión de empleo 

1. Los guardias civiles pasarán a la situación de suspensión de empleo por alguna de las siguientes 

causas: 

a) Condena, en sentencia firme, a la pena de prisión del Código Penal Militar o del Código Penal, 

mientras se encuentre privado de libertad y sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica 12/2007, 

de 22 de octubre, de Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, o a las penas, principal o accesoria, 

de suspensión militar de empleo o suspensión de empleo o cargo público. 

b) Imposición de sanción disciplinaria de suspensión de empleo. 

2. Los guardias civiles que pasen a la situación de suspensión de empleo por la causa definida en la 

letra a) del apartado anterior cesarán definitivamente en su destino, quedando privados del ejercicio 

de sus funciones durante el tiempo en que se ejecute la pena privativa de libertad o la de suspensión 

de empleo o cargo público, hasta la total extinción de estas. 

La suspensión de empleo por el supuesto definido en el párrafo b) del apartado anterior surtirá los 

efectos previstos en la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre. 

3. Los guardias civiles también podrán pasar a la situación de suspensión de empleo a la vista de la 

sentencia en que impusiera la pena de inhabilitación especial para profesión, oficio, o cualquier otro 

derecho o de privación de los derechos a la tenencia y porte de armas, a conducir vehículos de 

motor o a residir en determinados lugares o a acudir a ellos, cuando tal inhabilitación o privación 

impida o menoscabe el ejercicio de sus funciones. 

4. Corresponde al Ministro de Defensa la competencia para adoptar las resoluciones a las que se 

refieren los dos apartados anteriores. 
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5. Quienes pasen a la situación de suspensión de empleo, cualquiera que fuese la causa que lo 

motive, permanecerán en el escalafón en el puesto que ocuparan en ese momento y no serán 

evaluados para el ascenso. Al cesar en ella finalizará la inmovilización, siendo definitiva la pérdida 

de puestos. 

El tiempo permanecido en la situación de suspensión de empleo no será computable a efectos de 

tiempo de servicios, trienios y de determinación de los derechos de Seguridad Social que 

correspondan. 

6. El que pase a la situación de suspensión de empleo por el supuesto definido en el párrafo b) del 

apartado 1, si la sanción disciplinaria ejecutada fuere posteriormente revocada con carácter 

definitivo, en vía administrativa o jurisdiccional, será repuesto en su destino, si a su derecho conviniera, 

recuperará su situación en el escalafón, incluido el ascenso que hubiera podido corresponderle y el 

tiempo transcurrido en dicha situación le será computable a efectos de tiempo de servicios, trienios 

y determinación de los derechos de Seguridad Social que correspondan. 

7. El guardia civil que pase a la situación de suspensión de empleo tendrá derecho a percibir el 75 

por cien de las retribuciones básicas, así como las prestaciones familiares y pensiones de mutilación 

y recompensas a que se pudiera tener derecho. 

8. Reglamentariamente se determinará el alcance compensatorio del tiempo permanecido en la 

situación de suspensión de funciones con relación a la duración y efectos de la situación de 

suspensión de empleo. 

Artículo 92 

Situación de suspensión de funciones 

1. El pase a la situación de suspensión de funciones de los guardias civiles se podrá acordar como 

consecuencia del procesamiento, inculpación o adopción de alguna medida cautelar contra el 

imputado en un procedimiento penal o por la incoación de un expediente disciplinario por falta muy 

grave. 

El Ministro de Defensa, valorando la gravedad de los hechos imputados, la existencia o no de prisión 

preventiva, el perjuicio que la imputación infiera al régimen del Instituto o la alarma social producida, 

podrá acordar la suspensión de funciones. El Ministro del Interior determinará si dicha suspensión lleva 

consigo el cese en el destino. 

2. El guardia civil en situación de suspensión de funciones permanecerá inmovilizado en el puesto 

que ocupe en el escalafón. 

El período máximo de permanencia en esta situación será de seis meses o el de duración de la prisión 

preventiva, caso que se hubiere acordado por la autoridad judicial en algún momento del 

procedimiento y fuese superior a seis meses. 

3. En el supuesto de cese en la situación de suspensión de funciones por levantamiento de la prisión 

preventiva, el Director General de la Guardia Civil podrá acordar, por resolución motivada en la que 

habrán de valorarse los hechos imputados, la trascendencia social y el interés del servicio, la 

prohibición de solicitar y obtener destino por un período de tiempo que no podrá exceder del 

momento de dictarse sentencia firme o auto de sobreseimiento. 

4. El tiempo permanecido en la situación de suspensión de funciones no será computable como 

tiempo de servicios, ni a efectos de trienios, ni de determinación de los derechos de Seguridad Social 
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que correspondan. No obstante será de abono para, en su caso, el cumplimiento posterior de la 

situación administrativa de suspensión de empleo. 

En caso de sobreseimiento del procedimiento, sentencia absolutoria o terminación del expediente 

disciplinario sin declaración de responsabilidad, será repuesto en su destino si a su derecho 

conviniera, recuperará su situación en el escalafón, incluido el ascenso que hubiera podido 

corresponderle. El tiempo transcurrido en dicha situación le será computable a efectos de tiempo de 

servicios, trienios y derechos de Seguridad Social que le correspondan. 

Cuando el período de tiempo permanecido en la situación de suspensión de funciones sea superior 

a la duración de la condena por sentencia firme o de la sanción disciplinaria por expediente 

disciplinario, la diferencia le será computable como tiempo de servicios. 

5. A los efectos de la plantilla del Cuerpo de la Guardia Civil, los guardias civiles en la situación de 

suspenso de funciones contabilizarán de igual forma que los que se encuentren en la de servicio 

activo. 

6. El guardia civil que pase a la situación de suspensión de funciones tendrá derecho a percibir el 100 

por cien de las retribuciones básicas, así como las prestaciones familiares y pensiones de mutilación 

y recompensas a que se pudiera tener derecho, salvo en el supuesto de paralización del expediente 

por causa imputable al interesado, que comportará la pérdida de toda retribución mientras se 

mantenga dicha paralización, y, de igual manera, no tendrá derecho a percibir haber alguno en 

caso de incomparecencia en el expediente disciplinario. 

Artículo 93 

Situación de reserva 

1. Los guardias civiles pasarán a la situación de reserva por las siguientes causas: 

a) Los oficiales generales pasarán a reserva al cumplir cuatro años en el empleo de General de 

Brigada o siete entre los empleos de General de Brigada y General de División, o diez entre los 

anteriores y el de Teniente General. 

El Teniente General, Director Adjunto Operativo de la Guardia Civil, permanecerá en la situación 

de activo mientras ostente dicho cargo, pasando, en el momento de su cese, a la situación de 

reserva o a retiro, según proceda de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley. 

Por decisión del Gobierno, los oficiales generales también podrán pasar a la situación de reserva 

mediante real decreto acordado en Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Defensa, 

previo informe del Ministro del Interior. 

b) Los miembros de la categoría de oficiales pasarán a reserva al cumplir la edad de sesenta y 

un años. 

c) Los miembros de la categoría de suboficiales pasarán a reserva al cumplir la edad de 

cincuenta y ocho años. 

d) Los miembros de la categoría de cabos y guardias pasarán a reserva al cumplir cincuenta y 

ocho años. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, previa solicitud del interesado y por periodos de 

un año, se podrá conceder la continuación en servicio activo hasta cumplir la edad de 60 años a los 

miembros de la categoría de suboficiales y de 65 a los de la de cabos y guardias. 
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Reglamentariamente se establecerán los requisitos y procedimiento de solicitud de la continuación 

en servicio activo. 

3. Cuando corresponda el pase a la situación de reserva por la causa definida en la letra a) del 

apartado 1, el punto de partida para contabilizar los tiempos en cada empleo será el de la fecha 

del real decreto o resolución por el que se concedió el ascenso, salvo que en ellos se hiciere constar 

la del día siguiente a aquél en que se produjo la vacante que originó el ascenso. 

4. Los guardias civiles podrán pasar a la situación de reserva a petición propia, en los cupos que 

autoricen periódicamente y de forma conjunta los Ministros de Defensa y del Interior para los distintos 

empleos y escalas, de acuerdo con las previsiones de planeamiento de la seguridad ciudadana y 

de los recursos humanos en la Guardia Civil, siempre que tengan cumplidos veinticinco años de 

tiempo de servicios desde la adquisición de la condición de guardia civil. 

5. El pase a la situación de reserva se producirá por resolución del Ministro de Defensa, excepto en el 

supuesto previsto en el párrafo tercero de la letra a) del apartado 1 para los oficiales generales, y 

causará el cese automático del interesado en el destino o cargo que ocupara, salvo en los casos 

que se determinen reglamentariamente de acuerdo con lo previsto en el apartado 8. 

6. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2, los guardias civiles no podrán pasar a la situación 

de reserva si no cuentan con, al menos, veinte años cumplidos de tiempo de servicios desde la 

adquisición de la condición de guardia civil. Quienes no puedan permanecer en la situación de 

activo pasarán directamente a retiro. 

7. En la situación de reserva no se producirán ascensos. 

8. Los guardias civiles que pasen a la situación de reserva quedarán, hasta alcanzar la edad de retiro, 

a disposición del Ministro del Interior para el cumplimiento de funciones policiales cuando razones de 

seguridad ciudadana lo requieran. 

9. Desde la situación de reserva se podrá pasar a las demás situaciones, excepto a la de servicio 

activo. Al cesar en éstas, el interesado se reintegrará a la de reserva. 

10. Las retribuciones en situación de reserva se determinarán en las normas que regulen el sistema 

retributivo del personal de las Fuerzas y cuerpos de Seguridad del Estado y estarán constituidas, para 

el personal no destinado, por las retribuciones básicas y un complemento de disponibilidad. 

Cuando se pase a la situación de reserva por la causa señalada en la letra a) del apartado 1 de este 

artículo, se conservarán las retribuciones del personal en activo hasta alcanzar la edad de 63 años. 

A los efectos del párrafo anterior, se entenderá como retribuciones del personal en activo, las 

retribuciones básicas y complementarias de carácter general asignadas al empleo, considerándose 

comprendido el complemento específico de carácter singular asignado a los puestos de trabajo 

desempeñados por oficiales generales al constituir para dichos empleos un único concepto que 

absorbe el componente general del complemento específico. 

11. El tiempo transcurrido en la situación de reserva será computable a efectos de tiempo de 

servicios, trienios y determinación de los derechos de Seguridad Social que correspondan. 
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TÍTULO VI 

Cese en la relación de servicios profesionales 

Artículo 94 

Pase a retiro 

1. La relación de servicios profesionales con el Cuerpo de la Guardia Civil cesa en virtud de retiro, 

que se declarará de oficio, o, en su caso, a instancia de parte, en los siguientes supuestos: 

a) Al cumplir la edad de sesenta y cinco años, siempre que se cumplan los requisitos exigidos para 

ello. 

b) Con carácter voluntario. 

c) Por insuficiencia de condiciones psicofísicas que implique incapacidad permanente para el 

ejercicio de las funciones propias del Cuerpo. 

d) Por insuficiencia de facultades profesionales. 

2. Quienes ingresen en los centros docentes militares de formación podrán pasar a retiro por 

incapacidad permanente para el ejercicio de las funciones específicas del Cuerpo como 

consecuencia del desempeño de las actividades propias de los procesos de enseñanza. 

3. El pase a la situación de retiro por los supuestos recogidos, en las letras a), b) y c) del apartado 1 y 

en el apartado 2 de este artículo se efectuará en las condiciones y términos previstos en la legislación 

de Clases pasivas del Estado o, en su caso, en el Régimen General de la Seguridad Social, según 

determine la normativa vigente en la materia. 

4. Los guardias civiles que hayan pasado a retiro dejarán de estar sujetos al régimen general de 

derechos y obligaciones del personal del Cuerpo de la Guardia Civil y la normativa disciplinaria del 

Instituto. 

Tendrán la consideración de guardia civil retirado, en la que disfrutarán de los derechos de Seguridad 

Social que les correspondan, mantendrán los asistenciales en el ámbito del Régimen de Seguridad 

Social de las Fuerzas Armadas y de otro orden reconocidos en las leyes, y podrán usar el uniforme en 

actos institucionales y sociales solemnes, de acuerdo con lo que se determine. 

Dispondrán, si lo solicitan, de la correspondiente tarjeta de identificación y se les facilitará el acceso 

a información sobre prestaciones a las que tienen derecho y otros asuntos que puedan ser de su 

interés. 

Artículo 95 

Pérdida de la condición de guardia civil 

1. La condición de guardia civil se perderá por alguna de las causas siguientes: 

a) En virtud de renuncia, con los requisitos que se establecen en el artículo siguiente. 

b) Pérdida de la nacionalidad española. 

c) Pena principal o accesoria de pérdida de empleo, de inhabilitación absoluta o de 

inhabilitación especial para empleo o cargo público cuando hubiere adquirido firmeza. 
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d) Sanción disciplinaria de separación del servicio. 

2. Con la pérdida de la condición de guardia civil se dejará de estar sujeto al régimen general de los 

derechos y deberes y a las normas disciplinarias de los miembros de la Guardia Civil. Llevará consigo, 

además, la pérdida de la condición de militar de carrera. 

3. La pérdida de la condición de guardia civil no supondrá, en ningún caso, el pase del afectado a 

retiro. 

El tiempo de servicios cumplido le será considerado a efectos de la determinación, en su momento, 

de la pensión que le corresponda. 

Artículo 96 

Renuncia a la condición de guardia civil 

1. Los guardias civiles pueden renunciar a su condición si tienen cumplidos los tiempos de servicios 

que reglamentariamente se determinen desde la adquisición de la condición de Guardia Civil o 

desde que hubiesen finalizado los cursos de perfeccionamiento y altos estudios, que a estos efectos, 

hayan sido fijados conjuntamente por los Ministros de Defensa y del Interior. Los tiempos estarán en 

relación con los costes y duración de los estudios realizados, tendrán presente las necesidades de 

planeamiento de la Guardia Civil y no podrán ser superiores a diez años. 

2. De no tener cumplidos los tiempos establecidos en el apartado anterior, para renunciar deberán 

resarcir económicamente al Estado y comunicarlo con un preaviso de seis meses. 

Las cantidades a resarcir serán fijadas conjuntamente por los Ministros de Defensa y del Interior para 

cada proceso de formación para el acceso a las diferentes escalas y para los cursos de 

perfeccionamiento y altos estudios, teniendo en cuenta los tiempos de servicios citados en el 

apartado anterior y el coste de la formación recibida y retribuciones percibidas durante la misma. 

Igualmente, se establecerán porcentajes de reducción de dicha indemnización por aplicación de 

períodos de tiempo de servicio cumplido en la fecha que tenga efecto la renuncia. Ésta no se podrá 

conceder hasta que el interesado abone la cuantía que se determine como indemnización. 

3. No podrá ser aceptada la renuncia cuando el Guardia Civil esté sujeto a procedimiento 

disciplinario por falta grave o muy grave, o haya sido dictado en su contra auto de procesamiento 

o de apertura de juicio oral por la comisión de algún delito. 

4. El procedimiento de formalización de la renuncia deberá instruirse y resolverse en el plazo máximo 

de dos meses. 

Artículo 97 

Vinculación honorífica 

El guardia civil que haya cesado en su relación de servicios profesionales por pase a retiro, además 

de los derechos de Seguridad Social que correspondan, asistenciales y de otro orden que tenga 

reconocidos, podrá mantener, si lo solicita, una especial vinculación con el Instituto mediante su 

adscripción con carácter honorífico a la Unidad que elija, previa conformidad del Director General, 

y podrá asistir a los actos y ceremonias institucionales en los que ésta participe. 
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Artículo 98 

Rehabilitación 

El Ministro de Defensa podrá, con carácter excepcional, conceder la rehabilitación, a petición del 

interesado, de quien hubiera sido condenado a pena principal o accesoria de inhabilitación 

absoluta o de inhabilitación especial para empleo o cargo público, atendiendo a las circunstancias 

y entidad del delito cometido y siempre que se hubiese cumplido la pena. 

Asimismo, en caso de cese de la relación de servicios como consecuencia de la pérdida de 

nacionalidad española o por insuficiencia de condiciones psicofísicas que impliquen incapacidad 

permanente para el ejercicio de las funciones propias del Cuerpo, el interesado, una vez 

desaparecida la causa objetiva que la motivó, podrá solicitar la rehabilitación de su condición de 

guardia civil, que le será concedida salvo que no se acredite fehacientemente la desaparición de 

aquella causa o existan otras circunstancias que resulten incompatibles con la condición de guardia 

civil. 

Si transcurrido el plazo para dictar la resolución, no se hubiera producido de forma expresa, se 

entenderá desestimada la solicitud. 

Artículo 99 

Evaluaciones para determinar si existe insuficiencia de facultades profesionales 

1. El Director General ordenará la iniciación de un expediente para determinar si existe insuficiencia 

de facultades profesionales a efectos de determinar la limitación para ocupar determinados destinos 

o el pase a retiro, como consecuencia de la declaración definitiva de no aptitud para el ascenso. 

También lo podrá ordenar como consecuencia de los informes personales a los que se refiere el 

artículo 55. 

2. Con tal finalidad se constituirá una junta de evaluación específica cuyas conclusiones serán 

elevadas al Director General, quién, previo informe del Consejo Superior de la Guardia Civil, 

presentará al Ministro de Defensa la propuesta de resolución que proceda. En el caso de que el 

expediente afecte a un miembro del Consejo de la Guardia Civil será emitido informe previo por este 

órgano. 

3. Reglamentariamente se determinarán los procedimientos para la tramitación de los expedientes 

de insuficiencia de condiciones profesionales. 

Artículo 100 

Evaluaciones para determinar si existe insuficiencia de condiciones psicofísicas 

1. Como consecuencia de los reconocimientos médicos o de las pruebas psicológicas y físicas a las 

que se refiere el artículo 57, así como en los supuestos previstos en el artículo 98, se podrá iniciar un 

expediente para determinar si existe insuficiencia de condiciones psicofísicas, a efectos de la 

limitación para ocupar determinados destinos, de pasar a retiro o de continuar en el mismo. 

El expediente, en el que constarán los dictámenes de los órganos médicos competentes, será 

valorado por una junta de evaluación y elevado al Director General de la Guardia Civil, el cual 

propondrá al Ministro de Defensa la resolución que proceda. 

2. Reglamentariamente se determinarán los procedimientos para la tramitación de los expedientes 

de insuficiencia de condiciones psicofísicas y los cuadros de condiciones psicofísicas que permitan a 

los órganos médicos competentes emitir los dictámenes oportunos. 
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3. A los guardias civiles que, como resultado de los reconocimientos médicos o de las pruebas 

psicológicas y físicas se les abra un expediente para determinar si existe insuficiencia de condiciones 

psicofísicas y, como consecuencia de ello se establezca una incapacidad que conlleve una 

limitación para ocupar determinados destinos, se les garantizará el principio de igualdad de trato en 

los destinos a los que pueda acceder. 

Reglamentariamente se establecerán los medios y procedimientos para que puedan seguir 

desarrollando su carrera profesional, reorientándola, en su caso, mediante la enseñanza de 

perfeccionamiento que sea necesaria y adecuada. 

En las condiciones de trabajo en los destinos a los que tengan acceso, se adoptarán las medidas 

que permitan la eliminación de toda discriminación o desventaja. 

Artículo 101 

Insuficiencia temporal de condiciones psicofísicas 

1. Al guardia civil que, como consecuencia de los reconocimientos médicos y pruebas psicológicas 

y físicas a los que se refiere el artículo 57, le sea apreciada una insuficiencia de condiciones 

psicofísicas para el servicio, motivada por lesión o enfermedad, que no resulte irreversible, 

permanecerá en la situación administrativa en la que se encuentre. 

2. En el momento en que la insuficiencia citada en el apartado anterior se presuma definitiva o, en 

todo caso, transcurrido un período de doce meses desde que le fue apreciada, se iniciará el 

expediente que se regula en el artículo 100. 

A los efectos del párrafo anterior, se computarán los periodos de recaída, entendida que existe y, 

que por tanto, no se inicia un nuevo periodo de insuficiencia temporal, cuando el afectado cause 

baja para el servicio nuevamente en un plazo inferior a seis meses y sea consecuencia del mismo 

proceso patológico. 

3. En el expediente al que hace referencia el apartado anterior, el plazo para resolver quedará 

suspendido cuando con anterioridad al momento en que se constaten los hechos que motivan su 

incoación, se instruya un procedimiento judicial por delito en el que pudieran imponerse las penas 

de prisión, inhabilitación absoluta e inhabilitación especial para empleo o cargo público, o un 

expediente disciplinario por falta muy grave. En estos casos, no se dictará resolución, si procede, 

hasta que se dicte resolución definitiva en el procedimiento judicial penal y se depure, en todo caso, 

la eventual responsabilidad disciplinaria por la condena o bien se dicte resolución en el expediente 

disciplinario por falta muy grave. 

TÍTULO VII 

Protección Social, Retribuciones y Recursos 

CAPÍTULO I 

Protección social 

Artículo 102 

Principios generales 

1. Las prestaciones asistenciales de protección social de los guardias civiles, incluida la asistencia 

sanitaria, estarán cubiertas por el Régimen Especial de la Seguridad Social de las Fuerzas Armadas. 
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A este fin colaborarán los propios órganos y recursos de la Guardia Civil en materia sanitaria y de 

acción social. 

2. El Régimen de Clases Pasivas del Estado o el Régimen General de la Seguridad Social se aplicará 

con carácter general al personal del Cuerpo de la Guardia Civil, según determine la legislación 

específica en la materia. 

Artículo 103 

Sanidad de la Guardia Civil 

1. En la Sanidad de la Guardia Civil están incluidos los servicios médicos y los de inspección sanitaria 

y contará con el apoyo de los de atención psicológica. 

A los efectos de este artículo y en la forma que reglamentariamente se determine, los servicios de 

Sanidad de la Guardia Civil están incluidos en la Sanidad Militar. 

2. Corresponde a la Sanidad de la Guardia Civil, con independencia de la prestación sanitaria a que 

tiene derecho el personal del Cuerpo por su pertenencia al Régimen Especial de la Seguridad Social 

de las Fuerzas Armadas: 

a) Determinar la existencia de las condiciones psicofísicas precisas para el ingreso en los centros 

docentes de formación y para la pérdida de la condición de alumno, con arreglo a lo establecido 

en el artículo 35.2 y en el artículo 48.1 b). 

b) Efectuar el seguimiento y control de las bajas temporales del personal del Cuerpo de la 

Guardia Civil, y asesorar e informar en esta materia a los Jefes de unidad, centro u organismo. 

c) Valorar y confirmar, en su caso, las bajas temporales que hayan sido expedidas por facultativos 

ajenos a la Sanidad del Cuerpo cuya recuperación no se haya producido antes del décimo día 

desde que fueron emitidas. 

d) Disponer que quienes se encuentren en situación de baja temporal sean sometidos a los 

reconocimientos psicofísicos que se estimen convenientes. 

e) Emitir dictámenes directamente o a través de los órganos médico-periciales, detallando en 

ellos el diagnóstico de la enfermedad o proceso patológico y el grado de discapacidad que 

corresponda para determinar la aptitud para el servicio de los interesados. 

f) Emitir los dictámenes preceptivos que determina la legislación de clases pasivas del Estado, a 

los efectos de determinar, en su caso, de acuerdo con lo establecido en el artículo 98, la limitación 

para ocupar determinados destinos o el pase a retiro como consecuencia de que el afectado esté 

imposibilitado totalmente para el desempeño de las funciones propias de la Guardia Civil. 

Para el desarrollo de sus competencias, la Sanidad de la Guardia Civil podrá establecer contratos o 

convenios de colaboración con determinados profesionales médicos o entidades públicas o 

privadas. 

3. Los servicios aludidos en el apartado primero de este artículo están facultados para acceder a los 

informes y diagnósticos relativos a las situaciones de baja temporal de los miembros del Cuerpo, a fin 

de ejercitar las funciones que tienen encomendadas, con los límites que establece la normativa 

vigente respecto al tratamiento y protección de datos de carácter personal. 
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4. Corresponde a los órganos de inspección sanitaria de la Guardia Civil el control y la revisión de las 

bajas por insuficiencia temporal de condiciones psicofísicas, para lo cual podrán emitir los 

dictámenes que estimen oportunos o solicitar, en su caso, una valoración de los profesionales u 

órganos médicos que se recogen en el apartado 2 de este artículo. Estos dictámenes prevalecerán 

sobre los que hubiesen sido emitidos por otros facultativos. 

A los efectos mencionados en el párrafo anterior los guardias civiles tienen la obligación de someterse 

a los reconocimientos psicofísicos que se consideren necesarios a juicio de los Servicios de Sanidad 

de la Guardia Civil. 

5. Reglamentariamente se desarrollará el ejercicio de las facultades encomendadas en esta Ley a la 

Sanidad de la Guardia Civil y los procedimientos de relación con los órganos medico periciales 

competentes de la Sanidad Militar. 

Artículo 104 

Acción social 

Dentro del marco de protección social existirá en la Guardia Civil un sistema de acción social, en el 

que se desarrollarán actuaciones para promover el bienestar social, la formación, la salud, la cultura, 

el ocio y el deporte del personal del Cuerpo, incluidos los retirados, y sus familias. 

CAPÍTULO II 

Retribuciones y Grupos administrativos 

Artículo 105 

Sistema retributivo 

1. Las retribuciones del personal del Cuerpo de la Guardia Civil se determinarán en las normas que 

regulen el sistema retributivo del personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 6.4 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo. 

2. A efectos retributivos y de fijación de los haberes reguladores para la determinación de los 

derechos de Seguridad Social que correspondan, se aplicarán las siguientes equivalencias entre los 

empleos y los grupos de clasificación de los funcionarios al servicio de las Administraciones Públicas: 

Teniente General de la Guardia civil a Teniente: Grupo A (Subgrupo A1). 

Suboficial Mayor a Sargento: Grupo A (Subgrupo A2). 

Cabo Mayor a Guardia Civil: Grupo C (Subgrupo C1). 

3. Reglamentariamente se determinarán las retribuciones complementarias de los diferentes 

empleos. 

4. Al guardia civil que cause baja para el servicio por incapacidad temporal, se le fijarán sus 

retribuciones de forma análoga a como la normativa vigente establece las cuantías a que tienen 

derecho, en la misma situación, los funcionarios civiles del Estado. 

Si se determina que la baja se ha producido en acto de servicio o como consecuencia del mismo, 

se tendrá derecho a percibir el 100 por cien de las retribuciones básicas y de los complementos de 

destino y específico que se viniesen percibiendo. 
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CAPÍTULO III 

Recursos 

Artículo 106 

Recursos 

1. Contra los actos y resoluciones que se adopten en ejercicio de las competencias atribuidas en 

esta Ley, los guardias civiles podrán interponer recurso de alzada, en los términos establecidos en los 

artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, excepto cuando se trate de 

actos y resoluciones adoptados por el Consejo de Ministros y por los Ministros de Defensa y del Interior, 

contra los que cabrá interponer recurso potestativo de reposición, previo a la vía contencioso-

administrativa, en los términos establecidos en los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre. 

2. En los procedimientos en materia de evaluaciones, clasificaciones, ascensos, destinos, 

recompensas, situaciones administrativas, rehabilitación y retribuciones, cuya concesión deba 

realizarse a solicitud del personal del Cuerpo de la Guardia Civil, si la Administración no notificara su 

decisión en el plazo de seis meses o, en su caso, en el establecido en el correspondiente 

procedimiento, se considerará desestimada la solicitud, quedando expedita la vía contencioso-

administrativa. 

Disposición adicional primera 

Integración en la nueva escala de oficiales 

Los miembros de las escalas superior de oficiales, de oficiales, facultativa superior y facultativa 

técnica, según denominación de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, se integrarán en la nueva 

escala de oficiales de la Guardia Civil de acuerdo con lo establecido en esta Ley. 

Disposición adicional segunda 

Destinos de militares de carrera de las Fuerzas Armadas 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 99.2 de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la Carrera 

militar, los militares de carrera de las Fuerzas Armadas podrán ocupar determinados destinos en la 

Guardia Civil, en función de los cometidos y facultades del Cuerpo y escala a que pertenezcan. 

Disposición adicional tercera 

Indemnizaciones 

Las indemnizaciones del personal del Cuerpo de la Guardia Civil serán las reguladas, con carácter 

general, para el personal al servicio de la Administración General del Estado. 

Disposición adicional cuarta 

Empleo de Alférez 

El empleo de Alférez obtenido por los miembros de la Guardia Civil de acuerdo con lo establecido 

en la Ley 42/1999, de 25 de noviembre o en la Disposición Transitoria Sexta de esta Ley, así como el 

concedido con carácter eventual a los alumnos de los centros docentes de formación estará 

encuadrado dentro de la categoría de oficiales y a continuación del empleo de Teniente. 
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A efectos retributivos y de fijación de los haberes reguladores para la determinación de los derechos 

de Seguridad Social que correspondan, al empleo de Alférez se aplicará la equivalencia al grupo de 

clasificación A2 de los funcionarios al servicio de las Administraciones Públicas. 

Disposición adicional quinta 

Escalas facultativas superior y técnica a extinguir 

Quienes permanezcan en las escalas facultativa superior o facultativa técnica a extinguir de acuerdo 

con lo dispuesto en esta Ley, desarrollarán funciones de carácter científico, técnico, docente, de 

asesoramiento o de dirección facultativa en el ámbito de sus áreas de conocimiento y de la titulación 

académica exigida para el ingreso en las escalas de origen. 

Los empleos en estas escalas irán seguidos del término que corresponda según la titulación 

académica específica de quien la ostenta. 

Disposición adicional sexta 

Curso de capacitación para ascenso al empleo de comandante 

El personal que haya superado el curso de capacitación para ascenso al empleo de comandante 

de la escala superior de oficiales establecido en la Ley 42/1999, de 25 de noviembre estará exento 

del requisito de realización del curso de capacitación que establece la presente Ley para el ascenso 

a dicho empleo. 

Disposición adicional séptima 

Rango militar de Guardia Civil de primera 

Quienes, a la entrada en vigor de esta Ley, ostenten el rango militar de Guardia Civil de Primera 

conservarán dicha distinción, sin que ello suponga efectos retributivos, ni reconocimiento de mayor 

antigüedad en el empleo de Guardia Civil a efectos de dirección del servicio ni sucesión en el 

mando. 

Disposición adicional octava 

Régimen del personal del Centro Nacional de Inteligencia 

1. El guardia civil que preste sus servicios en el Centro Nacional de Inteligencia quedará sometido al 

único estatuto de personal al que se refiere el artículo 8 de la Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora 

del Centro Nacional de Inteligencia. 

2. El guardia civil que se incorpore al Centro con una relación de servicios de carácter temporal 

permanecerá en la situación de servicio activo. Cuando adquiera el carácter de permanente 

pasará a la situación de servicios especiales. En ambos supuestos cumplirá condiciones para ser 

evaluado para el ascenso, de la forma que se determine reglamentariamente. 

3. El guardia civil que cese como personal estatutario del Centro Nacional de Inteligencia 

encontrándose en situación de suspensión de funciones pasará, al reincorporarse al Cuerpo de la 

Guardia Civil a la de suspenso de empleo, hasta el cumplimiento de la condena penal o sanción 

administrativa de la que trae su causa. 
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Disposición transitoria primera 

Constitución de la escala de oficiales 

1. Hasta el 30 de junio del año 2017 se mantendrán las escalas de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, 

y a partir de esa fecha permanecerán para los supuestos previstos en las correspondientes 

Disposiciones. El 1 de julio de ese año se constituirá la escala de oficiales definida en esta Ley con 

arreglo a lo que se dispone en las Disposiciones Transitorias. 

2. El ciclo de ascensos 2016-2017 a los empleos de Teniente a Coronel en cualquiera de las escalas 

finalizará el 30 de abril del año 2017. Desde el 1 de mayo al 1 de julio no se producirán ascensos a los 

mencionados empleos. El ciclo de ascensos 2017-2018 comenzará el día 2 de julio del año 2017. 

Disposición transitoria segunda 

Incorporación a la escala de oficiales: aspectos generales 

1. Se incorporarán a la nueva escala los oficiales de la Guardia Civil que se encuentren en cualquier 

situación administrativa, salvo en la de reserva. Quienes estén en situación de reserva permanecerán 

en sus escalas de origen hasta su pase a retiro. Tampoco se incorporarán los que, según lo previsto 

en las disposiciones siguientes, renuncien a la incorporación a la nueva escala o no superen el curso 

de complemento de formación que a tal efecto se establece. 

2. Los declarados no aptos para el ascenso, los retenidos en el empleo y los que no hayan superado 

un curso preceptivo para el ascenso, mantendrán las limitaciones derivadas de la Ley 42/1999, de 25 

de noviembre, y disposiciones que la desarrollan. 

3. La incorporación a la nueva escala de oficiales de quienes cumplan las condiciones establecidas 

para la integración, se realizará el 1 de julio del año 2017. El resto del personal se incorporará, a partir 

de dicha fecha, en el momento en que cumpla los mencionados requisitos. 

4. Los oficiales generales y Coroneles de la escala superior de oficiales se incorporarán a la nueva 

escala de oficiales el 1 de julio de 2017 según su empleo y antigüedad. 

5. Para el resto de los oficiales, los procedentes de la escala superior de oficiales se incorporarán en 

todo caso a la nueva escala de oficiales y tendrá carácter voluntario la incorporación de los 

procedentes de las restantes escalas de oficiales previstas en la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, en 

ambos casos, de acuerdo con los criterios que se establecen en las disposiciones transitorias para 

cada uno de los empleos de las mismas. 

Disposición transitoria tercera 

Incorporación a la escala de oficiales: renuncias y curso de complemento de formación 

1. Los oficiales de las escalas cuya incorporación tiene carácter voluntario, deberán de ejercer su 

derecho a renunciar a la misma antes del 31 de marzo del año 2016, pero serán tenidos en cuenta 

al aplicar los criterios de proporcionalidad en el proceso de ordenación para la incorporación. 

Quienes alcancen la categoría de oficial a partir de la fecha señalada en el párrafo anterior, y cuya 

incorporación tenga carácter voluntario, deberán ejercer su derecho a renunciar a la misma antes 

del día 1 del mes siguiente al que alcancen dicha categoría, y únicamente serán tenidos en cuenta 

al aplicar los indicados criterios de proporcionalidad si la fecha en la que la alcancen es anterior al 

1 de julio de 2017. 
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2. Los que no hayan renunciado a la incorporación permanecerán en su escala de origen y, con el 

propósito de adecuar el nivel de formación que han recibido para el ejercicio de acciones directivas, 

serán convocados para realizar un curso de complemento de formación, que respetando los 

principios de mérito y capacidad, tenga como finalidad incrementar sus capacidades y 

conocimientos y proporcionarles, en su caso, la equivalencia de titulación académica que se 

determina en el apartado 3 de la disposición transitoria décima de esta Ley. 

Para los miembros de las escalas, facultativa superior y técnica, los cursos de complemento de 

formación tendrán en cuenta las responsabilidades y funciones que, una vez se incorporen a la 

nueva escala de oficiales pueden corresponderles. 

Asimismo, se realizarán cursos de complemento de formación cuya superación, además de la 

incorporación a la nueva escala de oficiales conlleve, para los capitanes convocados que reúnan 

a fecha 1 de septiembre de 2016 los tiempos mínimos en dicho empleo, los efectos de capacitación 

para el ascenso que establece el artículo 65 de esta Ley, sin que resulten de aplicación las 

evaluaciones establecidas en el artículo 70 de la misma. 

En todo caso, antes del 31 de enero de 2016 se determinarán reglamentariamente, para cada uno 

de los tipos de curso mencionados, los aspectos relativos a su contenido, duración, calendario de 

realización, normas de aplazamiento, repetición, renuncia, requisitos para su superación, régimen de 

evaluaciones y calificaciones. Tanto la programación como el desarrollo de los cursos 

correspondientes, se realizará con criterios de eficiencia y atendiendo las necesidades de 

conciliación de la vida profesional y familiar. 

Los contenidos, que incluirán las áreas de conocimiento y asignaturas necesarias para satisfacer el 

propósito y las finalidades perseguidas, y en cuya elaboración y ejecución participará el Centro 

Universitario de la Guardia Civil, tendrán como carga crediticia mínima, la establecida con carácter 

general por la normativa vigente, para cada curso académico, en los planes de estudios 

conducentes a la obtención de las titulaciones universitarias de carácter oficial y, se incluirán 

igualmente, los contenidos que puedan corresponder, en su caso, a los cursos de capacitación para 

el ascenso al empleo de Comandante de la escala de Oficiales. 

Como parte de los créditos del citado curso se valorará la experiencia profesional adquirida como 

oficial en relación con los estudios sobre aspectos profesionales dirigidos que se puedan encomendar 

durante la realización del curso. También se efectuará el reconocimiento de las enseñanzas 

universitarias y de aquellas otras que se acrediten, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46. 

Las convocatorias de los cursos de complemento de formación deberán realizarse a partir del 30 de 

abril del año 2016 y a partir de la misma fecha de los años posteriores. Quienes no superen el 

correspondiente curso se incorporarán a las escalas a extinguir de oficiales, facultativa superior o 

facultativa técnica, con los efectos previstos en la disposición transitoria octava para los que 

hubieran renunciado a la incorporación. 

Disposición transitoria cuarta 

Incorporación a la escala de oficiales de los tenientes coroneles, comandantes, capitanes y 

tenientes 

Los tenientes coroneles, los comandantes, los capitanes y los tenientes de la escala superior de 

oficiales, de la de oficiales así como de la facultativa superior y la facultativa técnica se ordenarán 

para incorporarse a la nueva escala de oficiales por empleos de forma proporcional a los efectivos 

de cada empleo y de cada procedencia. En esa ordenación se modificarán las fechas de 

antigüedad en el empleo de forma que se obtenga un listado decreciente de antigüedad y sin que 

a ninguno de los escalafonados se le asigne una menor de la que tuviera en su escala de 
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procedencia. Las alteraciones de antigüedad que puedan producirse no tendrán efecto económico 

alguno. 

El 1 de julio del año 2017 se hará efectiva la incorporación de los procedentes de la escala superior 

de oficiales e inicialmente de aquellos de las otras escalas que hayan superado el curso de 

complemento de formación que para cada una se haya establecido. El resto de personal se 

incorporará a la escala de oficiales en la fecha en que finalice el citado curso de complemento de 

formación y con la antigüedad en el empleo resultante de la ordenación dispuesta en el párrafo 

anterior. 

Quienes asciendan o se les confiera el empleo de Teniente con posterioridad al 1 de julio del año 

2017, y puedan o deban integrarse, lo harán con la antigüedad correspondiente a su fecha de 

ascenso o ingreso en la escala siempre que cumplan las condiciones establecidas para la 

integración salvo que, cuando respecto a la antigüedad, concurran las circunstancias previstas en 

el apartado 2 de la Disposición Transitoria Sexta. 

Disposición transitoria quinta 

Incorporación a la escala de oficiales de los alumnos de acceso a la escala superior de oficiales 

También se incorporarán a dicha escala los alumnos al finalizar su periodo de formación después del 

1 de julio de 2017 cuando la formación sea para el acceso a la escala superior de oficiales, con la 

antigüedad correspondiente a su ingreso en la citada escala. 

Disposición transitoria sexta 

1. Los alumnos que finalicen su periodo de formación después del 1 de julio de 2017 accederán con 

el empleo de alférez a la escala de oficiales de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, cuando la 

formación sea para dicha escala. 

2. Los alféreces de la escala mencionada ascenderán a teniente en su escala de origen al cumplir 

el tiempo mínimo de servicios establecido actualmente para su empleo y por el sistema de 

antigüedad. Los que lo tengan cumplido el 1 de enero de 2016, ascenderán con esa fecha de 

efectividad y sin que se genere por ello derecho económico de ningún tipo. Permanecerán en los 

puestos de trabajo que ocupen hasta que obtengan nuevo destino o se lleve a cabo la nueva 

catalogación de los mismos, que habrá de estar finalizada en el plazo máximo de un año contado 

desde la fecha de efectividad del nuevo empleo conferido. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, si su ascenso al empleo de teniente les correspondiese 

en fecha posterior a aquella en que lo obtengan los que ingresen por promoción profesional en la 

escala de oficiales, ascenderán a dicho empleo con fecha de antigüedad inmediatamente anterior 

a la de aquellos, sin que les sea de aplicación el cumplimiento del tiempo mínimo de servicio en el 

empleo. 

3. Se incorporarán en su caso a la nueva escala de oficiales al ascender a teniente, de acuerdo con 

las previsiones contenidas en la presente Ley. 
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Disposición transitoria séptima 

Criterios de proporcionalidad 

Cuando de acuerdo con las disposiciones anteriores concurra personal de distintas procedencias y 

sea necesario utilizar criterios de proporcionalidad, se aplicara a cada uno de los miembros de las 

diferentes procedencias la siguiente fórmula: 

C= (P-0,5)/N en la que: 

C= Coeficiente para la ordenación. 

P= Número de orden que el interesado ocupa en el colectivo de procedencia de su escala 

constituido por los del mismo empleo o los del mismo empleo y antigüedad, según corresponda. 

N= Número de componentes del colectivo anterior. 

A continuación, se ordenará a los de las distintas procedencias tomando los coeficientes de menor 

a mayor, resolviéndose en caso de igualdad a favor del de mayor edad. 

Disposición transitoria octava 

Efectos de la no incorporación a la escala de oficiales 

1. Los componentes de la escala de oficiales de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, que no se 

incorporen a la nueva escala por renuncia u otras causas, quedarán encuadrados en su escala de 

origen, que queda declarada a extinguir a partir del 1 de julio del año 2017 con la denominación de 

«escala de oficiales de la Ley 42/1999». 

El encuadramiento en dicha escala no supondrá limitación alguna para la asignación de destinos. 

En esta escala, al empleo de Teniente Coronel se ascenderá por el sistema de elección, siempre que 

se tengan cumplidos al menos tres años de tiempo de servicios en el empleo de Comandante y con 

ocasión de vacante en la plantilla reglamentaria que para este empleo se determine. Será además 

requisito para el ascenso la previa superación del curso de capacitación que a este efecto se 

convoque. 

Al empleo de Comandante se ascenderá por el sistema de clasificación, con ocasión de vacante 

en la plantilla reglamentaria que para este empleo se determine en su escala y siempre que se 

tengan cumplidos al menos cinco años de tiempo de servicios en el empleo de Capitán. 

2. Los componentes de la escala facultativa superior de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, que no 

se incorporen a la nueva escala por renuncia u otras causas quedarán encuadrados en su escala 

de origen, que queda declarada a extinguir a partir del 1 de julio del año 2017, con la denominación 

de «escala facultativa superior de la Ley 42/1999». 

En esta escala, al empleo de Coronel se ascenderá por el sistema de elección, siempre que se 

tengan cumplidos al menos cuatro años de tiempos de servicios en el empleo de Teniente Coronel y 

con ocasión de vacante en la plantilla que para este empleo se determine reglamentariamente. 

Será además requisito para el ascenso la previa superación del curso de capacitación que a este 

efecto se convoque. 

3. Los componentes de la escala facultativa técnica de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, que no 

se incorporen a la nueva escala, por renuncia u otras causas, quedarán encuadrados en su escala 
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de origen, que queda declarada a extinguir a partir del 1 de julio del año 2017, con la denominación 

de «escala facultativa técnica de la Ley 42/1999». 

En esta escala, al empleo de Teniente Coronel se ascenderá por el sistema de elección siempre que 

se tengan cumplidos al menos cinco años de tiempo de servicios en el empleo de Comandante y 

con ocasión de vacante en la plantilla reglamentaria que para este empleo se determine. Será 

además requisito para el ascenso la previa superación del curso de capacitación que a este efecto 

se convoque. 

Disposición transitoria novena 

Plantilla de efectivos 

Hasta el 30 de junio de 2017 continuarán en vigor las plantillas aprobadas por el Real Decreto 

388/2013, de 31 de mayo, por el que se fija la plantilla del Cuerpo de la Guardia Civil para el periodo 

2013-2018. 

A partir de dicha fecha el Gobierno aprobará una plantilla reglamentaria para el Cuerpo de la 

Guardia Civil que tendrá en cuenta el proceso de constitución de la nueva escala de oficiales 

definida en esta Ley, por lo que hasta que finalice dicho proceso no se incluirán los empleos de 

capitán, teniente y alférez, cuyo plantilla resultará del procedimiento descrito en las Disposiciones 

Transitorias. 

La plantilla reglamentaria que se establezca en el segundo semestre del año 2017 contemplará, que 

la correspondiente a la nueva escala de oficiales no podrá ser inferior a la actualmente fijada para 

la escala superior de oficiales. 

Fijará igualmente la correspondiente a los empleos de Teniente Coronel y Comandante de la escala 

a extinguir de oficiales, que será al menos, de sesenta componentes del primer empleo y ciento 

veinte del segundo. 

La plantilla fijada para los empleos señalados de la escala a la que se refiere el párrafo anterior, se 

mantendrá inalterada hasta que, de conformidad con el período cuatrienal establecido en el 

artículo 25.2 de esta Ley, se fije una nueva plantilla reglamentaria, en la que también se mantendrá 

el número de componentes para los empleos mencionados de la citada escala, siempre que el 

número de Capitanes que permanezcan en la misma no sea inferior a 600. 

Cuando el número de Capitanes que permanezcan sea inferior a dicha cifra, el número total de los 

empleos de Teniente Coronel y Comandante, disminuirá en los siguientes porcentajes, siempre 

referidos al número inicial de dichos empleos: un 10% cuando el número de Capitanes sea inferior a 

600; un 20% cuando sea inferior a 500; un 30% cuando sea inferior a 400, un 40% cuando sea inferior 

a 300 y un 50% cuando sea inferior a 200, manteniéndose desde entonces el número de los mismos 

hasta la total extinción de la escala, sin perjuicio de la regularización de los excedentes que se 

establece en el párrafo siguiente. 

Los excedentes que se produzcan en los empleos de Teniente Coronel y Comandante a los que se 

refiere el párrafo anterior, como consecuencia de la aplicación de los porcentajes establecidos en 

el mismo, y los que se produzcan cuando el número de Capitanes que permanezcan en la escala 

sea inferior al existente en los empleos inmediatos superiores, pasarán directamente a integrar las 

plantillas de la nueva escala de oficiales, siempre que las disponibilidades presupuestarias lo 

permitan. 
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Disposición transitoria décima 

Adaptación de la enseñanza de formación 

1. En los años 2015 y 2016 podrán convocarse plazas aplicando el sistema de ingreso y formación por 

promoción interna recogido en la Ley 42/1999, de 25 de noviembre. En el caso de los oficiales, el 

acceso será a la antigua escala de oficiales en el empleo de Alférez. 

Quienes obtengan el empleo de Alférez de acuerdo con lo especificado en el párrafo anterior se 

integrarán a la nueva escala de oficiales definida en esta Ley, una vez hayan obtenido el empleo 

de teniente, según lo dispuesto en la disposición transitoria sexta de esta Ley. 

Los suboficiales y los miembros de la escala de cabos y guardias que hubieran consumido el número 

máximo de convocatorias establecidas en la normativa vigente anterior a la entrada en vigor de 

esta Ley para el acceso a la escala de oficiales y de suboficiales respectivamente, podrán optar 

nuevamente a las convocatorias que se efectúen en aplicación de lo dispuesto en este apartado. 

2. En las dos primeras convocatorias que se efectúen para el ingreso en la enseñanza de formación 

con la que se accede a la escala de oficiales por el sistema de cambio de escala definido en esta 

Ley, la totalidad de las plazas que se convoquen se reservarán a los miembros de la escala de 

suboficiales. 

3. Los componentes de las escalas de oficiales y facultativa técnica definidas en la Ley 42/1999, de 

25 de noviembre, que superen el curso de complemento de formación según lo dispuesto en la 

disposición transitoria tercera de esta Ley, tendrán, en el momento de su incorporación a la nueva 

escala de oficiales, el reconocimiento académico equivalente al título de Grado universitario. 

4. Los procedentes de la escala superior de oficiales y aquellos de la de oficiales, a los que no sea de 

aplicación el reconocimiento establecido en el apartado anterior mantendrán, respectivamente, la 

equivalencia al título de licenciado, ingeniero o arquitecto y al de diplomado, ingeniero técnico o 

arquitecto técnico, recogidas en el artículo 20.2 de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre. 

Disposición transitoria undécima 

Ascensos 

1. Hasta el 30 de junio del año 2017 se seguirán aplicando los sistemas de ascenso establecidos en la 

Ley 42/1999, de 25 de noviembre. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, quienes hubieren renunciado a la evaluación 

para el ascenso o para la realización de un curso de capacitación, según lo dispuesto en la Ley 

42/1999, de 25 de noviembre, volverán a ser convocados a nueva evaluación, aplicándoseles lo 

dispuesto en esta Ley respecto a dichas renuncias, para lo cual se les contabilizará las que ya 

hubiesen efectuado, a los efectos previstos en los artículos 66.4 y 70.3 de esta Ley. 

3. Las zonas del escalafón en las evaluaciones para los ascensos a cada empleo en el ciclo 2017-

2018 se fijarán según los escalafones de las escalas de origen de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre 

y teniendo en cuenta las previsiones existentes sobre constitución de la escala de oficiales definida 

en esta Ley. 
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Disposición transitoria decimosegunda 

Adaptación de las situaciones administrativas 

1. Al guardia civil que se encuentre en alguna de las situaciones administrativas, cuya regulación 

queda modificada en esta Ley, le será de aplicación la nueva normativa con efectos desde su 

entrada en vigor, pasando de oficio a la situación que corresponda, sin perjuicio de los derechos 

reconocidos hasta esa fecha. 

A quienes hubiesen solicitado y disfrutado de la situación de excedencia por cuidado de familiares 

con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, les será reconocido como tiempo de servicios, 

con carácter retroactivo y previa solicitud, el primer año de cada período de excedencia. 

El personal que se encuentre en situación de reserva se mantendrá en dicha situación, con 

independencia de las nuevas condiciones de pase a la misma establecidas en la presente Ley. 

2. Quienes hayan sido promovidos al empleo de suboficial mayor con anterioridad a la entrada en 

vigor de esta Ley, podrán pasar voluntariamente a la situación de reserva al cumplir seis años de 

permanencia en dicho empleo, si así lo solicitan con anterioridad al cumplimiento de dicho periodo, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 86.2 de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre. 

Los Tenientes Coroneles que, procedentes de la escala de oficiales definida en la Ley 42/1999, de 25 

de noviembre, ostenten dicho empleo con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, 

podrán pasar voluntariamente a la situación de reserva al cumplir seis años de permanencia en el 

empleo, si así lo solicitan con anterioridad al cumplimiento de dicho periodo, siempre que tengan 

cumplidos cincuenta y ocho años. 

3. A los miembros de la escala de cabos y guardias que pertenecían a dicha escala a la entrada en 

vigor de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, les seguirá siendo de aplicación el régimen transitorio 

de pase a la situación de reserva que establece la Disposición Transitoria Tercera de la ley 

mencionada, pudiendo solicitar su permanencia en activo hasta los 65 años de edad, de acuerdo 

con lo previsto en el artículo 93.2 de esta Ley. 

4. Quienes en el momento de entrada en vigor de la presente Ley se encuentren en la situación 

administrativa de reserva ocupando un destino, podrán seguir desempeñándolo hasta que se 

produzca su cese por las causas previstas en la normativa vigente en el momento de su adjudicación. 

Disposición transitoria decimotercera 

Régimen retributivo en la situación de reserva 

1. Los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil que se encontraran en la situación de reserva a la 

entrada en vigor de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, se seguirán rigiendo por el régimen 

retributivo que se les viniera aplicando con anterioridad. 

2. Seguirá siendo de aplicación la Disposición Transitoria Primera, apartado 1, de la Ley 28/1994, de 

18 de octubre, y los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil en situación de reserva a los que les es 

de aplicación no estarán sujetos a la obligación de disponibilidad prevista en el artículo 93.8 de la 

presente Ley, continuando con el régimen retributivo que les viniera siendo de aplicación. 

3. A quienes en el momento de entrada en vigor de esta Ley ostenten el empleo de Teniente coronel 

de la escala de oficiales de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, o el de Suboficial Mayor, les será de 

aplicación lo previsto en el artículo 86.10 de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre. 
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Disposición transitoria decimocuarta 

Vigencias 

Seguirán en vigor las disposiciones de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre a las que expresamente se 

refieren las disposiciones transitorias de la presente Ley durante los períodos temporales en ellas 

establecidos o en tanto exista personal al que les sean de aplicación, y en su caso, los desarrollos 

reglamentarios que les afecten. 

Continuarán igualmente en vigor, en tanto subsista personal al que les sean de aplicación, las 

siguientes disposiciones de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre: artículo 20.2, equivalencia de 

titulaciones académicas; disposición adicional primera, cambio de denominaciones; disposición 

adicional quinta, perfeccionamiento de trienios; disposición transitoria cuarta, situación de segunda 

reserva de los Oficiales Generales; disposición transitoria sexta, Músicas de la Guardia Civil; disposición 

transitoria décima, Personal del Cuerpo de Mutilados de Guerra por la Patria procedente de la 

Guardia Civil. 

Seguirán, asimismo, en vigor las disposiciones reglamentarias hasta tanto se dicten las necesarias para 

el desarrollo y ejecución de la presente Ley y siempre que no se opongan a los preceptos de la 

misma. 

Disposición derogatoria única 

Derogaciones 

Quedan derogadas la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, de régimen del personal del Cuerpo de la 

Guardia Civil y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la 

presente Ley. 

Disposición final primera 

Modificación de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes 

de los miembros de la Guardia Civil 

La disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los 

derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil, queda redactada del siguiente modo: 

«1. A los efectos de la elección de los miembros del Consejo de la Guardia Civil, se considerará 

que constituyen una sola escala quienes, a la fecha de la correspondiente convocatoria de 

elecciones, pertenezcan a la escala de oficiales regulada en la Ley de régimen del personal de la 

Guardia Civil. 

2. Igualmente, y a los mismos efectos de elección, se considerará que constituyen una sola escala 

los oficiales que en la fecha antes citada, no pertenezcan a la escala referida en el apartado 1, 

siempre que el número de electores no sea inferior a 400. En caso contrario, todos los oficiales 

formarían parte de la escala a que hace referencia dicho apartado. 

3. Las consideraciones que a efectos de elección se establecen en los apartados anteriores serán 

de aplicación a partir del 1 de julio de 2017, fecha de constitución de la escala de oficiales.» 
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Disposición final segunda 

Modificación de la Ley 8/2006, de 24 de abril, de Tropa y Marinería 

El apartado 4 del artículo 20 de la Ley 8/2006, de 24 de abril, de Tropa y Marinería queda redactado 

del siguiente modo: 

«4. Para el acceso a la escala de Cabos y Guardias del Cuerpo de la Guardia Civil se reservará 

un mínimo del 40 por cien de las plazas para los militares profesionales de tropa y marinería que 

lleven 5 años de servicios como tales, sin que en ningún caso dicha reserva pueda superar el 50 por 

ciento.» 

Disposición final tercera 

Prevención de riesgos laborales 

En la prevención de riesgos laborales, reconocida como derecho profesional en la Ley Orgánica 

11/2007, de 22 de octubre, reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia 

Civil, la participación y representación de los guardias civiles se ejercerá a través de los grupos de 

trabajo y comisiones específicas del Consejo de la Guardia Civil y de acuerdo con lo previsto en su 

Reglamento de organización y funcionamiento. 

Disposición final cuarta 

Título habilitante 

La presente Ley se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.4.ª y 149.1.29.ª de la Constitución, 

que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de Defensa y Fuerzas Armadas y de 

Seguridad Pública, respectivamente. 

Disposición final quinta 

Desarrollo reglamentario 

Se autoriza al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 

ejecución de la presente Ley en especial las referidas a: ingreso en los centros de formación, acceso 

a las diferentes escalas y directrices generales de los planes de estudio; evaluaciones y ascensos; 

destinos; situaciones administrativas; adquisición, pérdida y renuncia a la condición de guardia civil; 

determinación de la falta de aptitudes psicofísicas y profesionales; retribuciones y plantillas. 

Disposición final sexta 

Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 63. Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del Régimen disciplinario del Cuerpo 

Nacional de Policía 

«BOE» núm. 124, de 21de mayo de 2010 

PREÁMBULO 

La Constitución, en su artículo 104, encomienda a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la 

dependencia del Gobierno, la misión de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades de los 

ciudadanos y garantizar la seguridad ciudadana, y remite a una ley orgánica la determinación de 

sus funciones, sus principios básicos de actuación y su estatuto. 

En desarrollo de este precepto constitucional, se dictó la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, que constituye el pilar básico y común del régimen jurídico de todos 

los cuerpos policiales, estatales, autonómicos y locales, a partir del cual se han ido desarrollando 

para cada uno de ellos sus respectivas normas de organización y funcionamiento. 

En el ámbito de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 

marzo, señala que están integrados por el Cuerpo Nacional de Policía y por la Guardia Civil y recoge 

las disposiciones comunes a ambos Cuerpos, así como las específicas de cada uno de ellos, 

derivadas de su diferente naturaleza y ámbito de actuación. 

Por lo que respecta al Cuerpo Nacional de Policía –Instituto Armado de naturaleza civil– y, en 

concreto, a su régimen disciplinario, la sección 4.ª del capítulo IV del título II de la mencionada Ley 

Orgánica está dedicada a regular sus aspectos básicos, y recoge, entre otras cuestiones, las 

infracciones muy graves en que pueden incurrir los miembros de este Cuerpo, así como las sanciones 

aplicables. 

No obstante, la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, recoge parcialmente ciertos aspectos 

concretos de este régimen disciplinario, por lo que la regulación completa y detallada ha tenido 

lugar a través de una norma reglamentaria, el Reglamento de Régimen Disciplinario del Cuerpo 

Nacional de Policía, aprobado por el Real Decreto 884/1989, de 14 de julio. 

Resulta evidente, pues, que el tiempo transcurrido desde la entrada en vigor de la citada normativa 

exige, por sí solo, su adaptación a las circunstancias actuales; pero es que, además, también resulta 

imprescindible abordar esta reforma mediante un instrumento jurídico acorde con la entidad de la 

materia que se va a regular. 

Por tanto, de la misma forma que el legislador ha llevado a cabo un desarrollo específico del régimen 

disciplinario y del régimen de personal del Cuerpo de la Guardia Civil –con las peculiaridades propias 

de su condición de Instituto Armado de naturaleza militar–, procede ahora la elaboración de una 

norma legal que dote al Cuerpo Nacional de Policía de un régimen disciplinario que se ajuste a sus 

principios básicos de actuación y a los deberes y obligaciones que impone el servicio público de 

protección de los derechos y libertades públicas, pero que permita al mismo tiempo dar respuesta a 

las exigencias de un cuerpo policial moderno. 

Mediante esta Ley Orgánica se fija un marco normativo eficaz, que mejora y perfecciona el régimen 

disciplinario de los miembros de esta institución policial, y define con claridad y precisión sus derechos 

y deberes, de conformidad con los principios inspiradores de su estructura y organización 

jerarquizada, siempre en el marco del respeto a los mandatos constitucionales. 
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Se trata, pues, de dotar al Cuerpo Nacional de Policía de un régimen disciplinario plenamente 

adaptado a la realidad de nuestro tiempo, a través de una Ley Orgánica propia y exclusiva, que 

permita conciliar las reivindicaciones de sus integrantes con las garantías derivadas de la misión 

encomendada por la Constitución y que, en suma, contribuya a mejorar y perfeccionar el régimen 

estatutario de una institución policial del siglo XXI, con reconocimiento de la singular importancia, 

para tales fines, de sus solicitudes, reclamaciones y quejas que pueden aportar información 

susceptible de contribuir a la mejora del servicio público policial. 

Sobre la base de lo expuesto, esta Ley Orgánica tiene el contenido propio de las normas reguladoras 

de los regímenes disciplinarios. Se estructura en tres títulos, a su vez divididos en capítulos, tres 

disposiciones adicionales, tres disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete 

disposiciones finales. 

El Título Preliminar recoge las disposiciones generales del régimen disciplinario de este Cuerpo policial, 

e incluye su objeto y ámbito de aplicación, las personas responsables y la posible concurrencia de 

responsabilidades civiles y penales. 

En el Título I se describen detalladamente los tipos de infracciones en que pueden incurrir los 

integrantes del Cuerpo Nacional de Policía y las sanciones aplicables, se respetan –en esencia– los 

actuales, pero también se introducen las mejoras derivadas de las disfunciones demostradas en su 

aplicación práctica y de la necesaria actualización a las circunstancias existentes hoy en día. 

Se mantiene la vigente distribución en faltas muy graves, graves y leves; se regulan las sanciones 

aplicables en cada caso y el modo en que han de graduarse o individualizarse; y, asimismo, se fijan 

las reglas para determinar la competencia sancionadora y las normas relativas a la extinción de la 

responsabilidad disciplinaria. 

El Título II, dedicado a los procedimientos disciplinarios en este ámbito, comienza con un desarrollo 

de los principios inspiradores comunes, e incluye aquellos que son esenciales por mandato 

constitucional como el de legalidad, el de imparcialidad, el de contradicción o el de defensa, y, a 

continuación, especifica las disposiciones generales aplicables a todo procedimiento sancionador. 

En capítulos independientes de este título se regulan dos tipos de procedimientos, uno para faltas 

leves y otro para el resto de infracciones, conjugando los expresados principios con el de 

proporcionalidad y el de agilidad en la actuación administrativa. Finalmente, se establecen ciertos 

aspectos sobre la ejecución de las sanciones impuestas, incorporando su posible suspensión e 

inejecución. 

En las Disposiciones Adicionales se establece que a las solicitudes de rehabilitación en la condición 

de funcionario del Cuerpo Nacional de Policía les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 68 de 

la Ley 7/2007, de 13 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, atribuyendo la competencia 

para elevar la propuesta al Consejo de Ministros, al Ministro del Interior. Se dispone, también, que los 

órganos judiciales deberán comunicar a la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil las 

resoluciones que dicten poniendo fin a los procesos penales que afecten a los funcionarios policiales. 

Las Disposiciones Transitorias contienen las previsiones necesarias para asegurar la aplicación de la 

norma más favorable, y extienden el principio incluso a la revisión de oficio de sanciones en vía de 

ejecución. 

Se derogan mediante la correspondiente Disposición los artículos de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 

de marzo, que han regulado los aspectos principales del régimen disciplinario del Cuerpo Nacional 

de Policía, y su Reglamento de desarrollo, aprobado por el Real Decreto 884/1989, de 14 de julio. 
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Por último, las Disposiciones Finales modifican la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, para declarar 

la aplicación al Cuerpo Nacional de Policía del régimen de incompatibilidades del personal al 

servicio de las Administraciones Públicas y, en lo que se refiere a los funcionarios del Cuerpo Nacional 

de Policía que se encuentren en segunda actividad sin destino, se aplicarán las normas que regulan 

estas situaciones; y, asimismo, se modifica la Ley 26/1994, de 29 de septiembre, por la que se regula 

la situación de segunda actividad en el Cuerpo Nacional de Policía, para imponer a los funcionarios 

en segunda actividad sin destino la obligación de obtener la autorización correspondiente para 

llevar a cabo actividades conexas con las funciones que hayan venido desempeñando. Asimismo, 

se faculta al Gobierno para un desarrollo reglamentario de la materia, se declara de aplicación 

supletoria la normativa sobre procedimiento administrativo, se dispone su entrada en vigor y su 

aplicación a los Cuerpos de Policía Local en los términos de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo. 

Especial mención merece, entre dichas disposiciones, la que asigna rango orgánico al título 

preliminar y al título I en su conjunto, así como a cinco artículos del título II, en cuanto recogen los 

aspectos básicos del régimen disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía que, de acuerdo con el 

artículo 104 de la Constitución, constituyen el núcleo básico de su estatuto que debe regularse 

mediante norma de dicho rango. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

Esta Ley Orgánica tiene por objeto regular el régimen disciplinario de los miembros del Cuerpo 

Nacional de Policía, de acuerdo con los principios recogidos en la Constitución, en la Ley Orgánica 

2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y en el resto del ordenamiento jurídico. 

Artículo 2 

Ámbito de aplicación 

1. Esta Ley Orgánica es de aplicación a los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía que se 

encuentren en las situaciones de servicio activo y de segunda actividad ocupando destino. 

Los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía en situación de segunda actividad sin ocupar destino 

estarán sometidos al régimen general disciplinario de la función pública. 

Los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía que se encuentren en situación distinta de las 

anteriores incurrirán en responsabilidad disciplinaria por las faltas previstas en esta Ley Orgánica que 

puedan cometer dentro de sus peculiares situaciones administrativas, en razón de su pertenencia al 

Cuerpo Nacional de Policía, siempre que no les sea de aplicación otro régimen disciplinario o, que 

de serlo, no esté prevista en el mismo aquella conducta. 

2. Los funcionarios en prácticas quedan sometidos a las normas de régimen disciplinario establecidas 

en el reglamento del centro docente policial y, con carácter supletorio para aquellos supuestos en 

que el hecho no constituya falta de disciplina docente, a las normas de esta Ley Orgánica que les 

sean de aplicación, sin perjuicio de las normas específicas que regulen su procedimiento de 

selección. 
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3. En todo lo que no esté previsto en esta Ley Orgánica y en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, 

serán de aplicación las normas de régimen disciplinario de los funcionarios de la Administración 

General del Estado. 

Artículo 3 

Responsabilidad civil y penal 

El régimen disciplinario establecido en esta Ley Orgánica se entiende sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal en que puedan incurrir los funcionarios, la cual se hará efectiva en la 

forma que determina la Ley. 

Artículo 4 

Comunicación de infracciones 

Los miembros del Cuerpo Nacional de Policía tendrán la obligación de comunicar por escrito a su 

superior jerárquico los hechos de los que tengan conocimiento que consideren constitutivos de faltas 

graves y muy graves, salvo cuando dicho superior sea el presunto infractor; en tal caso, la 

comunicación se efectuará al superior inmediato de este último. 

Artículo 5 

Extensión de la responsabilidad 

Incurrirán en la misma responsabilidad que los autores de una falta los que induzcan a su comisión. 

Asimismo, incurrirán en falta de inferior grado los que encubrieran la comisión de una falta muy grave 

o grave, y los superiores que la toleren. Se entenderá por encubrimiento no dar cuenta al superior 

jerárquico competente, de forma inmediata, de los hechos constitutivos de falta muy grave o grave 

de los que se tenga conocimiento. 

TÍTULO I 

Infracciones, sanciones y potestad sancionadora 

CAPÍTULO I 

Infracciones disciplinarias 

Artículo 6 

Faltas disciplinarias 

Las faltas disciplinarias en que pueden incurrir los miembros del Cuerpo Nacional de Policía podrán 

ser muy graves, graves o leves. 

Artículo 7 

Faltas muy graves 

Son faltas muy graves: 

a) El incumplimiento del deber de fidelidad a la Constitución en el ejercicio de las funciones. 
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b) Haber sido condenado en virtud de sentencia firme por un delito doloso relacionado con el 

servicio o que cause grave daño a la Administración o a las personas. 

c) El abuso de atribuciones que cause grave daño a los ciudadanos, a los subordinados, a la 

Administración o a las entidades con personalidad jurídica. 

d) La práctica de tratos inhumanos, degradantes, discriminatorios o vejatorios a los ciudadanos 

que se encuentren bajo custodia policial. 

e) La insubordinación individual o colectiva, respecto a las Autoridades o mandos de que 

dependan. 

f) El abandono de servicio, salvo que exista causa de fuerza mayor que impida comunicar a un 

superior dicho abandono. 

g) La publicación o la utilización indebida de secretos oficiales, declarados así con arreglo a la 

legislación específica en la materia. 

h) La violación del secreto profesional cuando perjudique el desarrollo de la labor policial, a 

cualquier ciudadano o a las entidades con personalidad jurídica. 

i) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una situación 

de incompatibilidad. 

j) La participación en huelgas, en acciones sustitutivas de estas o en actuaciones concertadas 

con el fin de alterar el normal funcionamiento de los servicios. 

k) La falta de colaboración manifiesta con otros miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 

cuando resulte perjudicado gravemente el servicio o se deriven consecuencias graves para la 

seguridad ciudadana. 

l) Embriagarse o consumir drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas durante el 

servicio o realizarlo en estado de embriaguez o bajo los efectos manifiestos de los productos citados. 

m) La negativa injustificada a someterse a reconocimiento médico, prueba de alcoholemia o de 

detección de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, legítimamente ordenadas, 

a fin de constatar la capacidad psicofísica para prestar servicio. 

n) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, religión o 

convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, sexo, lengua, opinión, lugar de nacimiento 

o vecindad, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

ñ) El acoso sexual y el acoso laboral, consistente este último en la realización reiterada, en el 

marco de una relación de servicio, de actos de acoso psicológico u hostilidad. 

o) La obstaculización grave al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales. 

p) Las infracciones tipificadas como muy graves en la legislación sobre utilización de 

videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos. 
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Artículo 8 

Faltas graves 

Son faltas graves: 

a) La grave desconsideración con los superiores, compañeros, subordinados o ciudadanos, en el 

ejercicio de sus funciones o cuando cause descrédito notorio a la Institución Policial. 

b) La desobediencia a los superiores jerárquicos o los responsables del servicio con motivo de las 

órdenes o instrucciones legítimas dadas por aquéllos, salvo que constituyan infracción manifiesta del 

ordenamiento jurídico. 

c) La omisión de la obligación de dar cuenta a la superioridad con la debida diligencia de todo 

asunto que por su entidad requiera su conocimiento o decisión urgente. 

d) La falta de presentación o puesta a disposición inmediata de la dependencia donde estuviera 

destinado, o en la más próxima, en los casos de declaración de los estados de excepción o sitio o, 

cuando así se disponga, en caso de alteración grave de la seguridad ciudadana; o, en los casos de 

declaración del estado de alarma, la no presentación cuando sean emplazados para ello, de 

acuerdo con lo dispuesto por la autoridad competente. 

e) La tercera falta injustificada de asistencia al servicio en un período de tres meses cuando las 

dos anteriores hubieran sido objeto de sanción firme por falta leve. 

f) No prestar servicio, alegando supuesta enfermedad. 

g) La falta de rendimiento reiterada que ocasione un perjuicio a los ciudadanos, a las entidades 

con personalidad jurídica o a la eficacia de los servicios. 

h) El abuso de atribuciones cuando no constituya infracción muy grave. 

i) La emisión de informes sobre asuntos de servicio que, sin faltar abiertamente a la verdad, la 

desnaturalicen, valiéndose de términos ambiguos, confusos o tendenciosos, o la alteren mediante 

inexactitudes, cuando se cause perjuicio a la Administración o a los ciudadanos, siempre que el 

hecho no constituya delito o falta muy grave. 

j) La intervención en un procedimiento administrativo cuando concurra alguna de las causas 

legales de abstención. 

k) No ir provisto en los actos de servicio del uniforme reglamentario, cuando su uso sea preceptivo, 

de los distintivos de la categoría o cargo, del arma reglamentaria o de los medios de protección o 

acción que se determinen, siempre que no medie autorización en contrario. 

l) Exhibir armas sin causa justificada, así como utilizarlas en acto de servicio o fuera de él 

infringiendo las normas que regulan su empleo. 

m) Dar lugar al extravío, pérdida o sustracción por negligencia inexcusable de los distintivos de 

identificación o del arma reglamentaria. 

n) Asistir de uniforme a cualquier manifestación o reunión pública, salvo que se trate de actos de 

servicio, o actos oficiales en los que la asistencia de uniforme esté indicada o haya sido autorizada. 
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ñ) Causar, por negligencia inexcusable, daños graves en la conservación de los locales, del 

material o de los demás elementos relacionados con el servicio o dar lugar al extravío, la pérdida o 

la sustracción de estos. 

o) Impedir, limitar u obstaculizar a los subordinados el ejercicio de los derechos que tengan 

reconocidos, siempre que no constituya falta muy grave. 

p) Embriagarse o consumir drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas fuera del 

servicio, cuando tales circunstancias tengan carácter habitual o afecten a la imagen del Cuerpo 

Nacional de Policía. Se entenderá que existe habitualidad cuando estuvieren acreditados tres o más 

episodios de embriaguez o consumo de las sustancias referidas en un periodo de un año. 

q) La tenencia de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, excepto que esa 

tenencia se derive de actuaciones propias del servicio. 

r) Solicitar y obtener cambios de destino mediando cualquier recompensa, ánimo de lucro o 

falseando las condiciones que los regulan. 

s) Emplear, o autorizar la utilización para usos no relacionados con el servicio o con ocasión de 

este, o sin que medie causa justificada, de medios o recursos inherentes a la función policial. 

t) Las infracciones a lo dispuesto en la legislación sobre utilización de videocámaras por las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos, no constitutivas de falta muy grave. 

u) El incumplimiento de los plazos u otras disposiciones de procedimiento en materia de 

incompatibilidades, cuando no supongan mantenimiento de una situación de incompatibilidad. 

v) La violación del secreto profesional cuando no perjudique el desarrollo de la labor policial, a 

las entidades con personalidad jurídica o a cualquier ciudadano. 

w) La falta de colaboración manifiesta con otros miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, 

siempre que no merezca la calificación de falta muy grave. 

x) La infracción de deberes u obligaciones legales inherentes al cargo o a la función policial, 

cuando se produzcan de forma grave y manifiesta. 

y) Haber sido condenado en virtud de sentencia firme por un delito doloso, siempre que no 

constituya infracción muy grave, o por una falta dolosa cuando la infracción penal cometida esté 

relacionada con el servicio. 

z) La no prestación de auxilio con urgencia en aquellos hechos o circunstancias graves en que 

sea obligada su actuación, salvo que constituya delito. 

z) bis La infracción de las normas de prevención de riesgos laborales que pongan en grave riesgo 

la vida, salud, o integridad física, propia o de sus compañeros o subordinados. 

z) ter La negativa reiterada a tramitar cualquier solicitud, reclamación o queja relacionada con 

el servicio, siempre que no constituya falta leve. 

z) quáter. Aquellas acciones u omisiones tipificadas como faltas muy graves que, de acuerdo con 

los criterios que se establecen en el artículo 12, merezcan la calificación de graves, y sin que estas a 

su vez puedan ser calificadas como faltas leves. 
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Artículo 9 

Faltas leves 

Son faltas leves: 

a) El retraso o la negligencia en el cumplimiento de las funciones y órdenes recibidas. 

b) La incorrección con los ciudadanos, o con otros miembros de los Cuerpos y Fuerzas de 

Seguridad, siempre que no merezcan una calificación más grave. 

c) La inasistencia al servicio que no constituya falta de mayor gravedad y el incumplimiento de 

la jornada de trabajo, así como las faltas repetidas de puntualidad, en los 30 días precedentes. 

d) El mal uso o el descuido en la conservación de los locales, del material o de los demás 

elementos de los servicios, así como el incumplimiento de las normas dadas en esta materia, cuando 

no constituya falta más grave. 

e) Dar lugar al extravío, pérdida o sustracción por simple negligencia, de los distintivos de 

identificación, del arma reglamentaria u otros medios o recursos destinados a la función policial. 

f) La exhibición de los distintivos de identificación sin causa justificada. 

g) Prescindir del conducto reglamentario para formular cualquier solicitud, reclamación o queja 

relacionada con el servicio, así como no tramitar las mismas. 

Quedan exceptuadas del conducto reglamentario aquellas que se formulen por los 

representantes de las organizaciones sindicales en el ejercicio de la actividad sindical. 

h) El descuido en el aseo personal y el incumplimiento de las normas sobre la uniformidad, siempre 

que no constituya falta grave. 

i) La ausencia injustificada de cualquier servicio, cuando no merezca calificación más grave. 

j) La omisión intencionada de saludo a un superior, que éste no lo devuelva o infringir de otro 

modo las normas que lo regulan. 

k) Cualquier clase de juego que se lleve a cabo en las dependencias policiales, siempre que 

perjudique la prestación del servicio o menoscabe la imagen policial. 

l) Ostentar insignias, condecoraciones u otros distintivos, sin estar autorizado para ello, siempre 

que no merezca una calificación más grave. 

m) Haber sido condenado en virtud de sentencia firme por una falta dolosa cuando la infracción 

penal cometida cause daño a la Administración o a los Administrados. 

n) Aquellas acciones u omisiones tipificadas como faltas graves que, de acuerdo con los criterios 

que se establecen en el artículo 12, merezcan la calificación de leves. 
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CAPÍTULO II 

Sanciones disciplinarias 

Artículo 10 

Sanciones 

1. Las sanciones que pueden imponerse por la comisión de faltas muy graves son: 

a) La separación del servicio. 

b) La suspensión de funciones desde tres meses y un día hasta un máximo de seis años. 

c) El traslado forzoso. 

2. Por faltas graves podrá imponerse la sanción de suspensión de funciones desde cinco días a tres 

meses. 

3. Las sanciones que pueden imponerse por la comisión de faltas leves son: 

a) La suspensión de funciones de uno a cuatro días, que no supondrá la pérdida de antigüedad 

ni implicará la inmovilización en el escalafón. 

b) El apercibimiento. 

Artículo 11 

Traslado forzoso 

1. Los funcionarios sancionados con traslado forzoso no podrán obtener un nuevo destino por ningún 

procedimiento en el centro, unidad o plantilla de la que fueron trasladados, en el período de uno a 

tres años determinado en la resolución sancionadora, de conformidad con los criterios establecidos 

en el artículo siguiente. 

2. Los mencionados plazos se computarán desde el momento en que se efectúe el traslado. 

Artículo 12 

Criterios de graduación de sanciones 

Para la graduación de la sanción que se vaya a imponer, y actuando bajo el principio de 

proporcionalidad, se tendrán en cuenta los siguientes criterios: 

a) La intencionalidad. 

b) La reincidencia. Existe reincidencia cuando el funcionario, al cometer la falta, ya hubiera sido 

anteriormente sancionado en resolución firme por otra falta de mayor gravedad o por dos de 

gravedad igual o inferior y que no hayan sido canceladas. 

A los efectos de la reincidencia, no se computarán los antecedentes disciplinarios cancelados o 

que debieran serlo. 

c) El historial profesional, que, a estos efectos, sólo podrá valorarse como circunstancia 

atenuante. 
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d) La incidencia sobre la seguridad ciudadana. 

e) La perturbación en el normal funcionamiento de la Administración o de los servicios que le 

estén encomendados. 

f) El grado de afectación a los principios de disciplina, jerarquía y subordinación. 

g) En el caso del artículo 7.b) y 8.y) se valorará específicamente la cuantía o entidad de la pena 

impuesta en virtud de sentencia firme, así como la relación de la conducta delictiva con las 

funciones policiales. 

CAPÍTULO III 

Competencia sancionadora 

Artículo 13 

Competencia sancionadora 

Son órganos competentes para imponer sanciones disciplinarias a los funcionarios del Cuerpo 

Nacional de Policía: 

a) Para la imposición de la sanción de separación del servicio por faltas muy graves, el Ministro 

del Interior. 

b) Para la imposición de las sanciones de suspensión de funciones de tres años y un día a seis años 

y de traslado forzoso por faltas muy graves, el Secretario de Estado de Seguridad. 

c) Para la imposición de la sanción de suspensión de funciones hasta tres años por faltas muy 

graves, así como para la imposición de sanciones por faltas graves, el Director General de la Policía 

y de la Guardia Civil. 

d) Para la imposición de sanciones por faltas leves, los Delegados del Gobierno en las 

Comunidades Autónomas, respecto de las cometidas por funcionarios que presten servicio en el 

territorio de su respectiva Comunidad Autónoma; asimismo, los jefes de órganos centrales hasta el 

nivel de subdirector general, o asimilados; y los jefes superiores de policía, los jefes de las comisarías 

provinciales y locales y los jefes de las unidades del Cuerpo Nacional de Policía adscritas a las 

Comunidades Autónomas, respecto de las cometidas por funcionarios de ellos dependientes. 

e) Los órganos competentes para imponer sanciones de una determinada naturaleza, lo son 

también para imponer sanciones de naturaleza inferior. 

CAPÍTULO IV 

Extinción de la responsabilidad disciplinaria 

Artículo 14 

Extinción de la responsabilidad 

1. La responsabilidad disciplinaria se extingue por el cumplimiento de la sanción, por la muerte de la 

persona responsable y por la prescripción de la falta o de la sanción, así como por las consecuencias 

que en el ámbito administrativo pudieran derivarse de la concesión de un indulto. 
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2. Si durante la sustanciación del procedimiento sancionador se produjera la pérdida o el cese en la 

condición del funcionario sometido a expediente, se dictará una resolución en la que, con 

invocación de la causa, se declarará extinguido el procedimiento sancionador, sin perjuicio de la 

responsabilidad civil o penal que le pueda ser exigida, y se ordenará el archivo de las actuaciones, 

salvo que por parte interesada se inste la continuación del expediente o se instruya por falta muy 

grave; en tal caso, continuará hasta su resolución. Al mismo tiempo, se dejarán sin efecto cuantas 

medidas de carácter provisional se hubieran adoptado con respecto al funcionario. 

Artículo 15 

Prescripción de las faltas 

1. Las faltas muy graves prescribirán a los tres años; las graves, a los dos años, y las leves, al mes. 

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la falta se hubiera cometido, salvo que 

ésta derive de hechos que hayan sido objeto de condena por delito doloso; en tal caso, el plazo 

comenzará a contar desde la fecha de la firmeza de la sentencia condenatoria. 

3. La prescripción se interrumpirá por la iniciación del procedimiento; a estos efectos, la resolución 

por la que se acuerde su incoación deberá ser debidamente registrada y notificada al funcionario 

expedientado o publicada, siempre que éste no fuere hallado. El plazo de prescripción se reanudará 

si el procedimiento permaneciese paralizado durante más de seis meses por causa no imputable al 

funcionario sometido a expediente. 

4. Cuando se inicie un procedimiento penal contra un funcionario del Cuerpo Nacional de Policía, la 

prescripción de las infracciones disciplinarias que de los hechos pudieran derivarse quedará 

suspendida por la incoación de aquel procedimiento, aun cuando no se hubiera procedido 

disciplinariamente. En estos supuestos, el plazo volverá a correr desde la fecha de la firmeza de la 

resolución judicial. 

Artículo 16 

Prescripción de las sanciones 

1. Las sanciones muy graves prescribirán a los tres años; las graves a los dos años, y las leves al mes. 

El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en el 

que adquieran firmeza. 

2. En el supuesto de suspensión de sanciones previsto en el artículo 49, si estas fueran firmes, el plazo 

de prescripción se computará desde el día siguiente a aquel en el que se llevó a efecto la suspensión. 

3. En el caso de concurrencia de varias sanciones, previsto en el apartado tercero del artículo 47, el 

plazo de prescripción de las sanciones que sean firmes y estén pendientes de cumplimiento 

comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en el que quede extinguida la sanción que le 

preceda en el orden de cumplimiento determinado en dicho precepto, o, en su caso, desde la fecha 

en que haya surtido eficacia la inejecución de la sanción. 

4. El cumplimiento de los plazos de prescripción de la sanción conlleva la cancelación de oficio de 

las correspondientes anotaciones en el expediente personal conforme a lo previsto en el artículo 50 

y su notificación a los interesados. 
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TÍTULO II 

Procedimientos disciplinarios 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 17 

Principios inspiradores del procedimiento 

El procedimiento sancionador de los miembros del Cuerpo Nacional de Policía se ajustará a los 

principios de legalidad, impulso de oficio, imparcialidad, agilidad, eficacia, publicidad, 

contradicción, irretroactividad, tipicidad, responsabilidad, proporcionalidad y concurrencia de 

sanciones, y comprende esencialmente los derechos a la presunción de inocencia, información, 

defensa y audiencia. 

Artículo 18 

Reglas básicas procedimentales 

1. Únicamente se podrán imponer sanciones disciplinarias a los funcionarios del Cuerpo Nacional de 

Policía en virtud de procedimiento disciplinario instruido al efecto con arreglo a lo dispuesto en este 

capítulo. El procedimiento por faltas leves se regulará conforme a lo dispuesto en el Capítulo III y el 

de faltas graves y muy graves por lo dispuesto en el capítulo IV. 

2. La iniciación de un procedimiento penal contra funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía no 

impedirá la incoación de procedimientos disciplinarios por los mismos hechos. No obstante, su 

resolución definitiva sólo podrá producirse cuando la sentencia recaída en el ámbito penal sea firme 

y la declaración de hechos probados que contenga vinculará a la Administración. 

3. Solo podrán recaer sanción penal y administrativa sobre los mismos hechos cuando no hubiera 

identidad de fundamento jurídico y bien jurídico protegido. 

Artículo 19 

Inicio del procedimiento y derecho de defensa 

1. El procedimiento se iniciará siempre de oficio, por acuerdo del órgano competente, bien por 

propia iniciativa, bien como consecuencia de orden superior, moción razonada de los subordinados 

o denuncia. 

2. Los órganos competentes para la imposición de una sanción lo son también para ordenar la 

incoación del correspondiente procedimiento. 

3. La incoación del procedimiento con el nombramiento de instructor y secretario se notificará al 

funcionario sujeto al procedimiento, así como a los designados para desempeñar dichos cargos. 

4. En el momento en que se notifique la apertura de un procedimiento disciplinario, se informará al 

funcionario sometido a expediente de su derecho a ser asistido, cuando lo considere conveniente 

para la defensa de sus intereses, por un abogado o por un funcionario del Cuerpo Nacional de Policía 

licenciado en Derecho. 
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Los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía designados para realizar dicha asistencia tendrán 

derecho a un permiso el día en que aquélla se realice por el tiempo necesario para ello, sin que tal 

designación les confiera derecho alguno al resarcimiento por los gastos que pudieran derivarse de 

la asistencia. Los honorarios del abogado designado serán por cuenta del funcionario contratante. 

5. De iniciarse el procedimiento como consecuencia de denuncia, deberá comunicarse dicho 

acuerdo al firmante de aquélla. Asimismo, se debe comunicar el archivo de la denuncia, en su caso. 

6. Antes de dictar la resolución de incoación del procedimiento, el Director General de la Policía y 

de la Guardia Civil podrá acordar la práctica de una información reservada para el esclarecimiento 

de los hechos, así como de sus presuntos responsables. 

En su caso, dicha información reservada pasará a formar parte del expediente disciplinario. 

Artículo 20 

Nombramiento de instructor y secretario 

1. En la resolución por la que se incoe el procedimiento se nombrarán instructor y secretario, a cuyo 

cargo correrá su tramitación. 

2. El nombramiento de instructor recaerá en un funcionario del Cuerpo Nacional de Policía que 

deberá tener, en todo caso, igual o superior categoría a la del funcionario sometido al expediente 

y, en el caso de que fuera igual, deberá ocupar un número anterior en el escalafón. 

3. Podrá ser nombrado secretario cualquier funcionario destinado en el Ministerio del Interior. 

Artículo 21 

Abstención y recusación 

1. Al instructor y al secretario se les aplicarán las normas sobre abstención y recusación establecidas 

en los artículos 28 y 29 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

2. El derecho de recusación podrá ejercitarse desde el momento en que el interesado tenga 

conocimiento de quiénes son el instructor y el secretario. 

3. La abstención y recusación se plantearán ante el órgano que acordó el nombramiento, el cual 

resolverá en el plazo de tres días. 

4. Contra las resoluciones adoptadas no cabe recurso, sin perjuicio de la posibilidad de alegar la 

recusación al interponer el recurso que proceda contra el acto que finalice definitivamente el 

procedimiento. 

Artículo 22 

Inmediación 

La intervención del instructor en todas y cada una de las pruebas practicadas es esencial y no puede 

ser suplida por la del secretario; en caso contrario, aquellas se considerarán nulas, sin perjuicio de 

que el instructor pueda interesar la práctica de otras diligencias de cualquier órgano de la 

Administración. 
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Artículo 23 

Prueba 

1. Los hechos relevantes para la decisión del procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio 

de prueba admisible en Derecho. 

2. Cuando se propusiera una prueba testifical, se acompañará un pliego de preguntas sobre cuya 

pertinencia se pronunciará el instructor. La práctica de la prueba admitida se notificará previamente 

al funcionario expedientado indicándole el lugar, la fecha y la hora en que deberá realizarse y se le 

advertirá de que puede asistir a ella. 

3. El instructor podrá denegar de oficio la práctica de las pruebas que no se concreten a los hechos 

por los que se procede y todas las demás que sean, a su juicio, impertinentes o inútiles, denegación 

que deberá motivarse y sin que quepa contra ella recurso alguno. 

4. Todos los organismos y dependencias de las Administraciones públicas están obligados a facilitar 

al instructor los antecedentes e informes necesarios, así como los medios personales y materiales que 

precise para el desarrollo de sus actuaciones, salvo precepto legal que lo impida. 

Artículo 24 

Vista del expediente y copia de las actuaciones 

El instructor estará obligado a dar vista al funcionario sometido a expediente, a petición de éste, de 

las actuaciones practicadas en cualquier fase del procedimiento y le facilitará una copia completa 

cuando así lo interese. 

Artículo 25 

Información de la concurrencia de otras infracciones administrativas o penales 

En cualquier momento del procedimiento en que el instructor aprecie que la presunta infracción 

disciplinaria puede ser calificada como infracción administrativa de otra naturaleza o como 

infracción penal, lo pondrá en conocimiento del órgano que hubiera ordenado la incoación para 

su comunicación a la autoridad administrativa o judicial competente o al Ministerio Fiscal. 

Artículo 26 

 Archivo de actuaciones 

Si en cualquier fase del procedimiento el instructor deduce la inexistencia de responsabilidad 

disciplinaria o de pruebas adecuadas para fundamentarla, propondrá una resolución por la que se 

ordene el archivo de las actuaciones, en la que expresará las causas que la motivan, para que el 

órgano que lo hubiera incoado resuelva lo procedente. 

Cuando iniciado el procedimiento se concluyera, en cualquier momento, que hubiera prescrito la 

falta, el órgano competente deberá resolver la conclusión del procedimiento, con archivo de las 

actuaciones, debiéndose notificar a los interesados el acuerdo o la resolución adoptados. 
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Artículo 27 

Informe del Consejo de Policía 

1. En todos los expedientes disciplinarios instruidos por faltas muy graves a los miembros del Cuerpo 

Nacional de Policía, así como en todos los procedimientos que se instruyan a los representantes de 

los sindicatos a que se refiere el artículo 22 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, será 

preceptivo, antes de dictar la resolución sancionadora, interesar la emisión de un informe por la 

Comisión correspondiente del Consejo de Policía, que no será vinculante, y que se incorporará al 

expediente correspondiente para su continuación. De los informes que emita la Comisión se dará 

cuenta posteriormente al Pleno del Consejo. 

2. Dicho informe deberá interesarse, igualmente, cuando la incoación del procedimiento se 

practique dentro del año siguiente a la pérdida de la condición de representante sindical. También 

deberá solicitarse si el funcionario sometido a expediente es candidato, durante el período electoral. 

3. A los efectos previstos en el apartado primero, las organizaciones sindicales a que se refiere el 

artículo 22 de la citada Ley Orgánica deberán comunicar en el mes de enero de cada año, de forma 

fehaciente, a la Dirección General de la Policía y de la Guardia Civil la relación de sus representantes, 

así como las variaciones posteriores, en el plazo de un mes a contar desde la fecha en que se 

produzcan, con indicación del cargo sindical que desempeñen. 

CAPÍTULO II 

Disposiciones aplicables a procedimientos incoados a funcionarios de unidades de Policía Judicial 

y de Unidades Adscritas a Comunidades Autónomas 

Artículo 28 

Procedimientos incoados a funcionarios de unidades de Policía Judicial 

1. Cuando se incoe un expediente disciplinario a funcionarios adscritos a una unidad orgánica de 

Policía Judicial y los hechos objeto de aquél tengan relación directa con el desarrollo de la 

investigación que tuvieran encomendada, se recabará un informe del juez, tribunal o fiscal del que 

dependan, que tendrá carácter preceptivo, sin perjuicio de aquellos otros que consideren oportuno 

emitir. 

2. De la resolución recaída en el procedimiento a que se refiere el apartado anterior se remitirá 

puntualmente testimonio al juez, tribunal o fiscal del que dependa el funcionario expedientado. 

3. Los procedimientos disciplinarios incoados a funcionarios adscritos a una unidad de Policía Judicial, 

en los demás supuestos no contemplados en el apartado primero, se pondrán en conocimiento de 

la Comisión Provincial de Policía Judicial. 

4. Cuando los funcionarios de las unidades orgánicas de Policía Judicial a quienes esté 

encomendada una concreta investigación hayan de cesar en su destino como consecuencia de 

suspensión provisional o firme de funciones, se participará a la autoridad judicial o al fiscal para su 

conocimiento. 

5. Con independencia de las facultades conferidas por la Ley de Enjuiciamiento Criminal a la 

autoridad judicial y al Ministerio Fiscal, el Juez o Tribunal, o el Fiscal de que dependan unidades 

adscritas de Policía Judicial, podrá instar el ejercicio de la potestad disciplinaria respecto de los 

funcionarios de aquellas, cuando entiendan que su conducta ha sido merecedora de sanción. A tal 

efecto, podrán practicar las informaciones reservadas que consideren pertinentes. Si el ejercicio de 
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la potestad disciplinaria hubiera sido instada por las mencionadas autoridades, se les remitirá 

testimonio de las resoluciones que recaigan. 

Artículo 29 

Procedimientos incoados a funcionarios de Unidades Adscritas a Comunidades Autónomas 

1. Cuando se incoe un expediente disciplinario a funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía afectos 

a Unidades del citado Cuerpo Adscritas a Comunidades Autónomas, previamente a la imposición 

de la sanción, deberá interesarse de la autoridad competente de la Comunidad Autónoma el 

informe que pueda exigir la tramitación de los respectivos expedientes. 

2. Sin perjuicio de las facultades que correspondan al Ministerio del Interior, las autoridades de la 

Comunidad Autónoma podrán instar el ejercicio de la potestad disciplinaria cuando fundadamente 

entiendan que la conducta de algunos de los miembros de la Unidad debe ser sancionada. 

Complementariamente y, a tal efecto, emitirán los informes que pueda requerir la tramitación de los 

correspondientes expedientes, así como aquellos otros que consideren oportunos. 

CAPÍTULO III 

Procedimiento para las faltas leves 

Artículo 30 

Iniciación 

1. Los órganos competentes para la imposición de sanciones por faltas leves, al recibir comunicación 

o denuncia, o tener conocimiento de una supuesta infracción de la indicada clase, podrán acordar 

la realización de la información reservada prevista en el apartado sexto del artículo 19. 

2. De acordarse la incoación de un procedimiento sancionador por falta leve, dicho acuerdo 

contendrá los hechos que lo motivan y el nombramiento de instructor y secretario, que se notificará 

a los designados para desempeñar dichos cargos, quienes procederán a notificar el acuerdo al 

funcionario sometido a expediente, con copia de las actuaciones obrantes en el procedimiento 

hasta ese momento, procediendo a citarle para que comparezca a fin de ser oído en declaración. 

3. En el acto de comparecencia recibirán la declaración al expedientado, quien podrá alegar y 

presentar los documentos y justificaciones que estime pertinentes y proponer las pruebas que 

considere necesarias para su defensa. 

Artículo 31 

Propuesta y resolución 

1. Practicadas las pruebas que el instructor juzgue oportunas, formulará una propuesta de resolución 

en la que fijará con precisión los hechos, su valoración jurídica para determinar, en su caso, la falta 

que estime que se ha cometido, la responsabilidad del funcionario sometido a expediente y la 

sanción que se debe imponer, y se notificará al expedientado para que, en el plazo de 10 días, 

pueda alegar cuanto estime conveniente en su defensa. Oído el expedientado, la propuesta de 

resolución se remitirá con todo lo actuado al órgano que haya acordado la incoación del 

procedimiento. 
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2. En la resolución que ponga fin al procedimiento disciplinario, deberá determinarse, con toda 

precisión, la falta que se estime que se ha cometido y se señalará el precepto en que aparezca 

tipificada, el funcionario responsable y la sanción que se le impone. 

3. La resolución deberá ser notificada al expedientado, con expresión del recurso o de los recursos 

que quepan contra ella, el órgano ante el que han de presentarse y los plazos para interponerlos. 

4. Si se advierte, en cualquier momento del procedimiento, que los hechos investigados revisten 

caracteres de falta muy grave o grave, se someterá el asunto al Director General de la Policía y de 

la Guardia Civil, que acordará lo procedente. 

CAPÍTULO IV 

Procedimiento para las faltas graves y muy graves 

Sección 1.ª Iniciación 

Artículo 32 

Incoación 

1. El Director General de la Policía y de la Guardia Civil, al recibir la comunicación o la denuncia o 

tener conocimiento de una supuesta infracción constitutiva de falta muy grave o grave, ordenará la 

incoación de expediente disciplinario. No obstante, podrá acordar la práctica de la información 

reservada prevista en el apartado sexto del artículo 19, antes de dictar la resolución en la que se 

decida la iniciación de expediente disciplinario. 

2. En los supuestos en que resulte responsabilidad constitutiva de falta leve, deberán cumplirse los 

trámites establecidos en el procedimiento para las faltas de esta naturaleza. 

Artículo 33 

Medidas cautelares 

1. Iniciado el procedimiento penal o disciplinario, si existieran elementos de juicio suficientes, el 

Director General de la Policía y de la Guardia Civil podrá acordar, preventivamente, de forma 

motivada, las medidas cautelares adecuadas para facilitar la tramitación del expediente y asegurar 

la eficacia de la resolución que pudiera recaer. 

2. Cuando se acuerde preventivamente la suspensión provisional de funciones, se llevará a cabo en 

los términos y con los efectos que se señalan a continuación: 

a) El funcionario en la situación de suspensión provisional quedará privado temporalmente del 

ejercicio de sus funciones y de los derechos inherentes a su condición de funcionario, sin perjuicio 

de lo dispuesto en los apartados siguientes, y se procederá a recogerle los distintivos del cargo y el 

arma o las armas, en su caso. No obstante, el Director General de la Policía y de la Guardia Civil 

podrá autorizar el uso de armas reglamentarias cuando circunstancias excepcionales así lo 

aconsejen. 

b) El tiempo de suspensión provisional, como consecuencia de un expediente disciplinario, por 

hechos que no son objeto de procedimiento penal, no podrá exceder de tres meses en caso de 

faltas graves, y de seis meses, en caso de faltas muy graves, salvo en caso de paralización del 

procedimiento imputable al interesado. 
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c) Si los hechos que motivan el expediente disciplinario dan lugar también a un procedimiento 

penal, la suspensión provisional se mantendrá durante todo el tiempo a que se extienda la prisión 

provisional u otras medidas decretadas por el juez que determinen la imposibilidad de desempeñar 

su puesto de trabajo. En este caso, si la suspensión provisional excediera de seis meses no supondrá 

pérdida del puesto de trabajo. 

No obstante, el Director General de la Policía y de la Guardia Civil podrá acordar, 

excepcionalmente, como medida preventiva, la suspensión provisional de los funcionarios sometidos 

a procedimiento penal, si esta medida no ha sido adoptada por la autoridad judicial que conozca 

de aquél, y podrá prolongarse hasta la conclusión del procedimiento penal. 

d) El funcionario suspenso provisional tendrá derecho a percibir durante la suspensión las 

retribuciones básicas y, en su caso, las prestaciones familiares por hijo a cargo, excepto en casos de 

paralización del procedimiento imputable al interesado, que comportará la pérdida de toda 

retribución mientras se mantenga dicha paralización, y, de igual manera, no tendrá derecho a 

percibir haber alguno en caso de incomparecencia en el expediente disciplinario. 

3. En la resolución definitiva del expediente se hará declaración expresa respecto a las medidas 

cautelares adoptadas durante su tramitación, bien declarándolas de abono para el cumplimiento 

de la sanción impuesta si ésta es de suspensión de funciones, bien, si el expediente concluye sin 

declaración de responsabilidad disciplinaria, computando el tiempo de suspensión provisional como 

de servicio activo y con reconocimiento de todos los derechos económicos y demás que procedan 

durante el período de eficacia de la suspensión, salvo que deba pasar a suspenso firme de funciones 

como consecuencia de condena criminal que afecte a su condición de funcionario y derive de los 

hechos que motivaron la adopción de la medida cautelar; en este caso, la suspensión provisional le 

será de abono para el cumplimiento de la pena, previa autorización del tribunal sentenciador. 

No procederá reconocimiento de tiempo ni de derecho alguno al afectado por la suspensión 

provisional si se impone la sanción de separación del servicio o debe declararse la pérdida de la 

condición de funcionario como consecuencia de pena de inhabilitación absoluta o inhabilitación 

especial que afecte a su condición de funcionario, derivada de condena criminal impuesta por los 

hechos que dieron lugar a la adopción de la suspensión provisional de funciones. 

Sección 2.ª Desarrollo 

Artículo 34 

Determinación y comprobación de los hechos 

El instructor ordenará en el plazo máximo de 15 días la práctica de cuantas diligencias sean 

adecuadas para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los 

cuales debe pronunciarse la resolución y, en particular, la práctica de cuantas pruebas y 

actuaciones conduzcan al esclarecimiento de los hechos y a determinar las responsabilidades 

susceptibles de sanción. 

Artículo 35 

Actuaciones iniciales 

1. En todo caso y como primeras actuaciones, se procederá a recibir declaración al funcionario 

sometido a expediente, se ordenará evacuar cuantas diligencias se deduzcan de la orden superior, 

de la petición razonada de otros órganos o de la denuncia que motivó la incoación del expediente 

y de lo que aquél hubiera manifestado en su declaración. 
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2. Si el funcionario sometido a expediente fuese emplazado en tiempo y en forma y no 

compareciese, salvo que medie causa justificada que lo motivara, se continuarán las actuaciones 

del expediente. 

3. Si el expedientado no fuera hallado, se le emplazará por medio de edictos que se publicarán en 

el «Boletín Oficial del Estado» y en la Orden General de la Policía, y se señalará un plazo para 

comparecer. De no verificarlo, continuarán las actuaciones del procedimiento. 

Artículo 36 

Pliego de cargos 

1. A la vista de las actuaciones practicadas, el instructor formulará, en el plazo de quince días, el 

correspondiente pliego de cargos, si hubiera lugar a ello, en el que se comprenderán todos y cada 

uno de los hechos sancionables que resulten de aquéllas, con su posible calificación jurídica, así 

como de las sanciones que puedan aplicarse de acuerdo con el artículo 10. 

2. El pliego de cargos se redactará de forma clara y precisa, en párrafos separados y numerados 

para cada uno de los hechos imputados, debiéndose notificar al expedientado, al tiempo que se le 

da vista del expediente mediante copia completa de las actuaciones practicadas hasta ese 

momento, y se le concederá al expedientado un plazo de 10 días para que pueda contestarlo, 

alegando cuanto considere oportuno a su defensa y proponiendo la práctica de cuantas pruebas 

estime necesarias. 

3. El instructor deberá proponer en el momento de elaborar el pliego de cargos, a la vista del 

resultado de las actuaciones practicadas, el mantenimiento o el levantamiento de la medida de 

suspensión provisional que, en su caso, se hubiera adoptado. 

Artículo 37 

Fase de prueba 

1. Contestado el pliego de cargos o transcurrido el plazo sin hacerlo, el instructor, de oficio o a 

instancia de parte, podrá acordar la apertura de un período de 10 días para que puedan practicarse 

cuantas pruebas juzgue oportunas. 

2. Cuando sea necesaria la práctica de diligencias de prueba que hayan de tener lugar fuera de la 

península o en países extranjeros, el órgano que acordó la incoación podrá prorrogar el plazo del 

período probatorio, a propuesta del instructor, si lo estima necesario. 

3. Para la práctica de las pruebas admitidas, así como para las acordadas de oficio por el instructor, 

se notificará previamente al funcionario expedientado, se le indicará el lugar, la fecha y la hora en 

que deberán realizarse y se le advertirá que puede asistir a ellas. 

Artículo 38 

Traslado de actuaciones practicadas en periodo de prueba 

1. En caso de que el instructor hubiera acordado, bien de oficio o a instancia del interesado, la 

apertura de periodo de prueba, se dará traslado al expedientado de las actuaciones que en el 

mismo se hubieren practicado para que, en el plazo de diez días, alegue lo que estime pertinente a 

su defensa y aporte cuantos documentos considere de interés. 
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2. Cuando el interesado muestre su conformidad con el pliego de cargos, no realice alegaciones, o 

de haberlas realizado no se acuerde la apertura del periodo de prueba, el instructor formulará 

propuesta de resolución. 

Artículo 39 

Propuesta de resolución 

El instructor cuando considere concluso el expediente formulará propuesta de resolución en la que 

se fijarán con precisión los hechos, se hará su valoración jurídica para determinar si se estima que se 

ha cometido la falta y, en su caso, cual sea ésta y la responsabilidad del expedientado, y se señalará 

la sanción que se debe imponer. 

Artículo 40 

Alegaciones 

La propuesta de resolución del expediente se notificará por el instructor al interesado para que, en 

el plazo de diez días, pueda alegar cuanto considere conveniente a su defensa, incluso respecto a 

la denegación de pruebas a que se refiere el capítulo I de este título. 

Artículo 41 

Elevación del expediente 

Oído el interesado, o transcurrido el plazo sin alegación alguna, se remitirá con carácter inmediato 

el expediente convenientemente foliado y numerado al órgano que hubiera acordado su incoación. 

Artículo 42 

Reducción de plazos 

Por razones de urgencia derivadas de la necesidad de mantener la disciplina, la ejemplaridad, o por 

la notoriedad o gravedad de los hechos, el órgano que acordó la incoación podrá disponer que los 

plazos de tramitación del expediente se reduzcan a la mitad de tiempo, salvo los que se contienen 

en los artículos 36.2, 38, 40 y 44.2. 

Sección 3.ª Terminación 

Artículo 43 

Resolución del expediente 

Recibido el expediente, el órgano que acordó su incoación procederá, previo examen de lo 

actuado, tras la práctica de las diligencias complementarias que considere oportunas y, en su caso, 

dictamen de la Abogacía del Estado, a dictar la resolución motivada que corresponda, si estuviera 

dentro de sus atribuciones, y, en caso contrario, lo remitirá al órgano competente. 

Artículo 44 

Devolución del expediente al instructor 

1. La autoridad competente para resolver podrá devolver el expediente al instructor para que 

practique aquellas diligencias que hayan sido omitidas y resulten imprescindibles para la resolución. 
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2. En todo caso, después de practicadas estas diligencias y antes de remitir de nuevo el expediente 

a dicha autoridad, se dará vista de lo actuado últimamente al funcionario sometido a expediente, 

para que, en el plazo de diez días, alegue cuanto estime conveniente en su defensa. 

3. Si el órgano competente para resolver apreciare que la calificación apropiada reviste mayor 

gravedad que la indicada en la propuesta de resolución, o que los hechos contenidos en ésta, son 

merecedores de una sanción sustancialmente superior que la propuesta, se dará traslado de esta 

circunstancia al expedientado a fin de que en el plazo de diez días pueda formular alegaciones al 

respecto. 

Artículo 45 

Contenido de la resolución 

1. La resolución que ponga fin al procedimiento disciplinario deberá ser motivada y en ella no se 

podrán introducir hechos distintos de los que sirvieron de base al pliego de cargos, sin perjuicio de su 

distinta valoración jurídica siempre que no sea de mayor gravedad. 

2. En la resolución se determinará con toda precisión la falta que se estime cometida y se señalarán 

los preceptos en que aparezca recogida la clase de falta, el funcionario responsable, la sanción que 

se le impone y los recursos que procedan contra ella, el órgano ante el que han de presentarse y los 

plazos para interponerlos. 

3. Tanto en el supuesto anterior como cuando la resolución estimara la inexistencia de falta 

disciplinaria o de responsabilidad del funcionario expedientado, se debe hacer declaración expresa, 

si procede, sobre las medidas provisionales que se hayan podido adoptar durante el procedimiento. 

4. La resolución del expediente será notificada en forma al expedientado, dentro de los diez días 

siguientes a la fecha en que fuera adoptada. Asimismo, se notificará al denunciante, si lo hubiera. 

Artículo 46 

Caducidad 

1. La resolución que ponga fin al procedimiento disciplinario y su notificación al interesado deberá 

producirse en un plazo que no podrá exceder de seis meses desde la fecha del acuerdo de 

incoación del expediente. 

2. El plazo establecido para resolver el procedimiento y notificar la resolución se podrá suspender, 

interrumpir o ampliar en los casos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

3. Transcurridos los plazos previstos en los apartados anteriores sin que hubiese recaído resolución en 

el expediente se procederá al archivo de las actuaciones. En este caso, el órgano competente 

emitirá, a solicitud del interesado, certificación en la que conste que ha caducado el procedimiento 

y se ha procedido al archivo de las actuaciones. 

4. Cuando un funcionario pase a la situación de excedencia voluntaria antes o durante la tramitación 

de un procedimiento disciplinario por infracciones contempladas en esta Ley, dicho procedimiento 

quedará suspendido, interrumpiéndose el cómputo de los plazos de prescripción, continuando su 

tramitación cuando el afectado solicite el reingreso en el servicio activo. 
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CAPÍTULO V 

Ejecución 

Artículo 47 

Ejecución de la sanción 

1. Las sanciones disciplinarias se ejecutarán según los términos de la resolución en que se impongan 

y su naturaleza, y comenzarán a cumplirse el mismo día en que se notifique al infractor la resolución 

por la que se le imponen, o bien, en el plazo máximo de diez días, contados a partir del día siguiente 

al de su notificación, salvo que por causas justificadas se aplace el cumplimiento en la propia 

resolución por un período de tiempo que no exceda del legalmente establecido para su 

prescripción. 

2. De no ser posible el cumplimiento de la sanción en el momento en que se dicte la resolución por 

hallarse el funcionario en situación administrativa que lo impida, ésta se hará efectiva cuando su 

cambio de situación lo permita, salvo que haya transcurrido el plazo de prescripción. 

3. Cuando concurran varias sanciones de suspensión de funciones, su cumplimiento se llevará a cabo 

siguiendo el orden cronológico de imposición, comenzando dentro de éste por las de mayor 

gravedad, hasta el límite de seis años. Si la suma de ellas excede de dicho límite, no se cumplirá el 

tiempo que lo sobrepase. 

4. Si antes de que se dicte la resolución correspondiente el funcionario sometido a expediente 

adquiere la situación de servicio activo en otro cuerpo de funcionarios, se exigirá igualmente el 

cumplimiento de la sanción, que será inscrita en el registro de personal correspondiente al cuerpo 

desde el que se cometió la falta, y se aplicará el régimen de prescripción de sanciones y de 

cancelación de las inscripciones previsto en esta Ley Orgánica. 

5. El cumplimiento se hará en la forma que menos perjudique al sancionado. 

6. La ejecución económica de la sanción de suspensión de funciones se hará efectiva por el 

Habilitado inmediatamente con cargo al sancionado. 

7. Cuando la sanción sea por falta grave, el Habilitado, previa solicitud del sancionado, podrá 

fraccionar la detracción de retribuciones durante los cinco meses siguientes al de imposición de la 

sanción. 

8. Para la determinación de estas sanciones se tomará como base la totalidad de las remuneraciones 

íntegras mensuales que percibiese el funcionario en el momento de la comisión de la falta y se dividirá 

por treinta. 

Artículo 48 

Ejecutividad de las sanciones 

Las sanciones disciplinarias impuestas a los miembros del Cuerpo Nacional de Policía serán 

inmediatamente ejecutivas y su cumplimiento no se suspenderá por la interposición de ningún tipo 

de recurso administrativo o judicial, si bien la autoridad a quien competa resolverlo podrá suspender, 

de oficio o a instancia de parte, la ejecución de la sanción impuesta, en el caso de que dicha 

ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o de difícil reparación. 
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Artículo 49 

Suspensión e inejecución de la sanción 

El Ministro del Interior y el Secretario de Estado de Seguridad y, por delegación, el Director General 

de la Policía y de la Guardia Civil podrán acordar, de oficio o a instancia del interesado o del Consejo 

de Policía, cuando mediara causa justa para ello, la suspensión de la ejecución de la sanción, por 

tiempo inferior al de la prescripción, o su inejecución total o parcial. 

El plazo de suspensión de la sanción será computable a efectos de cancelación. 

Artículo 50 

Anotación y cancelación 

1. Las sanciones disciplinarias se anotarán en el registro de personal, con indicación de las faltas que 

las motivan. 

2. Transcurridos seis meses desde el cumplimiento de la sanción si se tratara de faltas leves, o uno y 

tres años, según se trate de faltas graves o muy graves no sancionadas con separación del servicio, 

respectivamente, se acordará de oficio la cancelación de aquellas anotaciones, siempre que 

durante aquel tiempo no hubiese sido sancionado el interesado por hechos cometidos en esos 

mismos períodos. La cancelación producirá el efecto de anular la anotación sin que pueda 

certificarse sobre ella, salvo cuando lo soliciten las autoridades competentes para ello; en este caso, 

se hará constar expresamente la cancelación, pero a los efectos exclusivos de su expediente 

personal. 

3. Para el cómputo del plazo de cancelación será tenido en cuenta el tiempo en que la ejecución 

de la sanción hubiese estado suspendida. 

Disposición Adicional Primera 

Rehabilitación 

(Derogada). 

Disposición Adicional Segunda 

Comunicación de resoluciones judiciales 

Los Jueces y Tribunales pondrán en conocimiento de la Dirección General de la Policía y de la 

Guardia Civil cuantas resoluciones dicten que ponga fin a los procesos penales que afecten a los 

funcionarios sometidos a esta Ley. 

Disposición Adicional Tercera 

Reintegro aplazado o fraccionado de retribuciones 

En relación con lo dispuesto en el apartado segundo del artículo 33.3, en lo que se refiere a las 

retribuciones percibidas durante la situación de suspensión provisional, resultarán de aplicación las 

disposiciones en materia de fraccionamiento o aplazamiento de pago establecidas en la normativa 

general de la Hacienda Pública. 
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Disposición Transitoria Primera 

Retroactividad 

Las faltas disciplinarias cometidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de esta Ley 

Orgánica serán sancionadas conforme a la normativa anterior, salvo que las disposiciones de esta 

Ley fuesen más favorables al interesado; en tal caso, se aplicará esta. 

Disposición Transitoria Segunda 

Procedimientos en trámite 

Los procedimientos que en la referida fecha se encontrasen en tramitación continuarán rigiéndose 

hasta su conclusión por las normas vigentes en el momento de su iniciación, salvo que las de esta Ley 

Orgánica fuesen más favorables al expedientado. 

Disposición Transitoria Tercera 

Revisión de oficio de resoluciones en vía de ejecución 

A la entrada en vigor de esta Ley Orgánica, si de su aplicación resultasen efectos más favorables 

para el funcionario sancionado, se procederá a la revisión de oficio de las resoluciones en virtud de 

las cuales se hubieran impuesto sanciones, aunque sean firmes, cuyo cumplimiento no se hubiera 

iniciado o finalizado en dicha fecha. 

No procederá la revisión de resoluciones en las que se hubiera impuesto la sanción de separación 

del servicio. 

Disposición Derogatoria Única 

Derogación normativa 

1. A la entrada en vigor de esta Ley quedan derogados los artículos 27 y 28 de la Ley Orgánica 2/1986, 

de 13 de marzo. 

2. Quedan, asimismo, derogados el Reglamento de Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de 

Policía, aprobado por el Real Decreto 884/1989, de 14 de julio, y cuantas disposiciones de igual o 

inferior rango se opongan a lo preceptuado en esta Ley Orgánica. 

Disposición Final Primera 

Modificación de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

Se añade una disposición adicional quinta a la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, con la siguiente 

redacción: 

«Quinta.–Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6.7 de esta Ley, los funcionarios del Cuerpo 

Nacional de Policía estarán sometidos al mismo régimen de incompatibilidades del personal al 

servicio de las Administraciones públicas. En lo que se refiere a los funcionarios del Cuerpo Nacional 

de Policía que se encuentren en segunda actividad sin destino, se aplicarán las normas que regulan 

estas situaciones.» 
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Disposición Final Segunda 

Modificación de la Ley 26/1994, de 29 de septiembre, por la que se regula la situación de segunda 

actividad en el Cuerpo Nacional de Policía 

Se modifica el párrafo segundo del artículo 13.2 de la Ley 26/1994, de 29 de septiembre, que queda 

redactado como sigue: 

«El ejercicio de actividades conexas con las funciones que hayan venido realizando durante los 

dos años inmediatamente anteriores al pase a la situación de segunda actividad sin destino quedará 

sometido a la previa autorización del Director General de la Policía y de la Guardia Civil durante un 

plazo de dos años, contado desde el día siguiente al de la fecha de pase a dicha situación.» 

Disposición Final Tercera 

Desarrollo reglamentario 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de esta 

Ley. 

Disposición Final Cuarta 

Aplicación supletoria de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común, será de aplicación supletoria en todas las cuestiones de 

procedimiento y recursos no previstas en esta Ley. 

Disposición Final Quinta 

Carácter de la Ley 

No tienen la consideración de Ley Orgánica los artículos 19 a 47, ambos inclusive, así como las 

disposiciones adicionales, las disposiciones transitorias, el apartado segundo de la disposición 

derogatoria única y las disposiciones finales segunda, tercera, cuarta y séptima. 

Disposición Final Sexta 

Aplicación a los Cuerpos de Policía Local 

La presente Ley Orgánica se aplicará a los Cuerpos de Policía Local de acuerdo con lo previsto en 

la legislación orgánica reguladora de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Disposición Final Séptima 

Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 64. Ley orgánica 12/2007, de 22 de octubre, del régimen disciplinario de la Guardia 

Civil 

«BOE» núm. 254, de 23 de octubre de 2007 

PREÁMBULO 

I 

La Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, dictada en desarrollo 

de lo dispuesto en el artículo 104 de la Constitución, estableció en el apartado primero de su artículo 

15 la previsión de que la Guardia Civil, a efectos disciplinarios, habría de regirse por su normativa 

específica. Dicha previsión tuvo su materialización en la Ley Orgánica 11/1991, de 17 de junio, del 

Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, norma que supuso un hito destacable en ese deseo de 

adaptar el modelo disciplinario del Cuerpo al marco constitucional, configurándose como una 

norma innovadora, de reconocida calidad técnica, que, a partir de los elementos básicos de todo 

sistema disciplinario, compaginaba las figuras y conceptos propios del entonces vigente régimen 

disciplinario de las Fuerzas Armadas, con otros extraídos de las disposiciones reguladoras de los 

Cuerpos policiales. 

La aplicación de dicha Ley Disciplinaria de la Guardia Civil se ha venido produciendo con contadas 

disfunciones. Pero resulta indudable que existen factores, sociales e institucionales, que aconsejan 

una adaptación en profundidad de la misma. Factores manifestados, no sólo por los diferentes 

pronunciamientos judiciales que han venido interpretando y, en ocasiones, corrigiendo el tenor de 

la Ley Orgánica 11/1991, de 17 de junio, sino también por las demandas surgidas de la propia 

evolución de la sociedad española, a la que, en definitiva, sirve la Guardia Civil. Existen, así, nuevas 

realidades, problemas y retos que, aunque no exclusivamente, deben atajarse también mediante 

soluciones disciplinarias. 

Resulta adecuado recordar que la disciplina ha constituido una noción presente, de manera 

constante, en la evolución de la Guardia Civil desde su mismo momento fundacional. Disciplina 

entendida no sólo como el exigible rigor en el cumplimiento de las leyes y estatutos del Cuerpo, sino 

también como un concepto revelador de la vinculación y el compromiso personal del servidor 

público con los principios y valores de la Institución a la que pertenece. Estando ambas acepciones 

permanentemente vinculadas, puesto que no puede haber un respeto y cumplimiento de las normas 

sin una asunción personal voluntaria y pacífica con su contenido, resulta esencial para el desarrollo 

y reforzamiento de la Institución que el régimen disciplinario que se aplique a sus miembros sea 

igualmente respetuoso con los principios, valores y funciones propias de ésta, y garante de la máxima 

seguridad jurídica que debe revestir la aplicación de ese régimen disciplinario a los miembros del 

Cuerpo. Todo ello desde una concepción moderna y actual de la Guardia Civil en la que se aúnan 

las funciones policiales que desarrolla, con la naturaleza militar de su estructura. 

Esta nueva Ley Disciplinaria para la Guardia Civil, que encuentra acomodo en el proceso de 

modernización en el que desde hace tiempo está embarcado el conjunto de la Administración 

Pública española, diseña una reforma que parte de planteamientos realistas y sólidos, sustituyendo 

aquello que ha quedado obsoleto, y actualizando lo que se encuentre desfasado en el contexto de 

una sociedad como la española en permanente evolución. Todo ello sin perder de vista que el 

objetivo y la propia justificación del régimen disciplinario de una organización armada y jerarquizada 

como es la Guardia Civil, caracterizada por su naturaleza militar y que dedica la mayor parte de su 

actividad al mantenimiento del orden y la seguridad ciudadana, sigue siendo la preservación de los 
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valores esenciales del servicio a los ciudadanos, la garantía de la convivencia democrática y la 

defensa de la legalidad. 

II 

Desde ese planteamiento, y manteniendo aquellos aspectos de la Ley Orgánica 11/1991, de 17 de 

junio, cuyo significado y efectos conservan plena actualidad, se introducen importantes novedades, 

ya en la parte sustantiva del régimen disciplinario, ya en la procesal. Algunas de ellas constituyen 

reformas o puntualizaciones de ciertas reglas, siguiendo las pautas marcadas por la jurisprudencia 

del Tribunal Constitucional y de la Sala Quinta del Tribunal Supremo; otras dan entrada a conceptos 

hasta ahora inéditos en el ámbito disciplinario militar, pero ya existentes en las normas que regulan la 

actividad de las Administraciones Públicas; y, sin duda, la presente Ley pretende dar cabida a un 

modelo disciplinario riguroso, moderno y extraordinariamente garantista para con quienes les sea de 

aplicación: la supresión de diversas figuras sancionadoras, la modificación de los tipos de 

infracciones o la incorporación expresa de mayores garantías procedimentales en el ejercicio de la 

potestad disciplinaria son muestras significativas de esos propósitos. 

Sin duda alguna, las novedades más importantes introducidas se enmarcan en el objetivo que 

impregna toda la Ley de encontrar un equilibrio correcto entre los instrumentos que el Cuerpo de la 

Guardia Civil precisa para el mantenimiento de un modelo disciplinario eficiente y actual, con la 

supresión de determinadas figuras jurídicas cuya aplicación, en circunstancias ordinarias, resultan 

desfasadas, difícilmente justificables y excesivamente gravosas para los miembros de la Guardia Civil. 

Ese es el motivo, en primer lugar, de la supresión de la figura del arresto del cuadro de sanciones 

disciplinarias, quedando limitada la eventual aplicación de esta figura sancionadora, típica del 

régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas, para los supuestos en que se lleven a cabo misiones de 

naturaleza militar o cuando el personal del Cuerpo se integre en Unidades Militares -generalmente 

desplazadas en el extranjero-, situaciones en las que es preciso dar un tratamiento unitario a las 

consecuencias de los ilícitos disciplinarios. 

En segundo lugar, la Ley ha precisado lo que ha de ser el ámbito material de aplicación del Código 

Penal Militar a los miembros de la Guardia Civil, al considerar que muchos de los tipos penales que 

éste recoge resultan, en circunstancias cotidianas, de nula o escasa aplicabilidad a los integrantes 

de un Cuerpo cuyas funciones ordinarias están mayoritariamente asociadas al ámbito policial, y no 

al castrense. 

De ahí que la aplicabilidad del Código Penal Militar, en su integridad, al Cuerpo de la Guardia Civil, 

pase a quedar circunscrita a aquellas situaciones extraordinarias que, por su propia naturaleza, 

exigen dicha sujeción, como sucede en tiempo de guerra, durante la vigencia del estado de sitio y 

en el cumplimiento de misiones de carácter militar, o cuando el personal de dicho Cuerpo se integre 

en Unidades Militares. 

Finalmente, y dentro ya del estricto marco del régimen disciplinario contemplado en la Ley, deben 

destacarse determinadas novedades que reflejan el empeño por mejorar los elementos materiales y 

procedimentales de dicho modelo disciplinario, objetivo que se manifiesta, por ejemplo, a través de 

la clarificación efectuada en la descripción de la mayoría de las conductas que constituyen el 

catálogo de faltas, o por medio de la actualización realizada en el catálogo de sanciones aplicables. 

III 

El Título I se inicia proclamando, en su artículo primero, el objeto del régimen disciplinario de la 

Guardia Civil, y lo hace ampliándolo, expresamente, a la defensa de la Constitución como una 

muestra más de la subordinación y acatamiento que cualquiera de la Instituciones y Cuerpos del 

Estado tiene que mostrar hacia la norma fundamental y fundamentadora de nuestro modelo de 

Estado, pero también, y muy especialmente, para subrayar el carácter normativo de nuestro Texto 
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Fundamental, cuyos principios y preceptos deben presidir las actuaciones y las relaciones de servicio 

del Instituto. 

El Título II, dedicado a las faltas y las sanciones, ha incorporado sustanciales novedades, como 

sucede en el catálogo de infracciones, bien para perfilar ciertos tipos o para dar entrada a otros, en 

función de la experiencia adquirida en la aplicación de la Ley y de acuerdo con las directrices 

jurisprudenciales. Muestras de ello son, por ejemplo, la introducción del concepto jurisprudencial de 

la falta de abandono de servicio, o la tipificación expresa, como faltas muy graves, de conductas 

constitutivas de acoso de naturaleza moral o psicológica o atentatorias contra la libertad sexual. Se 

ha incrementado la protección del derecho fundamental de asociación y se han precisado las 

actuaciones que excedan los límites legales de su ejercicio. Igualmente se refuerza la integridad y 

ejemplaridad del Cuerpo proscribiendo conductas que resultan del todo incompatibles, social y 

profesionalmente, con la imagen de éste, como son las relacionadas con el consumo de drogas, 

alcohol y otras sustancias tóxicas. 

Sin duda alguna, la ya mencionada desaparición del arresto del cuadro de sanciones disciplinarias 

constituye una de las innovaciones más significativas de la presente Ley. Por otro lado, y a fin de 

superar un tratamiento distinto entre los miembros de la Guardia Civil y el resto de funcionarios de la 

Administración General del Estado, también se ha considerado oportuno elevar de uno a seis años 

la duración máxima de la sanción de suspensión de empleo, para aquellos casos en que fuese 

impuesta por la comisión de una falta muy grave. 

Finalmente, resulta innovadora la regulación del régimen disciplinario aplicable a los alumnos de los 

centros docentes de formación de la Guardia Civil que, con inadecuada sistemática, venía teniendo 

acomodo en una Disposición Adicional de la Ley Orgánica 11/1991, de 17 de junio, y que ahora 

queda desarrollada a lo largo del articulado de la presente Ley, de manera más adecuada a la 

realidad y al régimen dentro del Cuerpo de estos alumnos. 

Los cambios incorporados en el Título III, relativo al ejercicio de la potestad disciplinaria, son, 

igualmente, fruto del objetivo de equilibrar los intereses de la Institución y el respeto a las garantías 

de las personas que la integran. 

El Título IV, que desarrolla el procedimiento sancionador, recoge dentro de sus disposiciones 

generales de carácter procedimental las garantías y derechos que asisten a los interesados en todos 

los procedimientos disciplinarios, incluyendo los instruidos por falta leve, con lo que se supera un vacío 

existente, al respecto, en la normativa anterior. Así mismo, se determina el contenido de la orden de 

inicio del procedimiento para desterrar cualquier atisbo de indefensión y se sustituye el anterior 

procedimiento oral, para la sanción de faltas leves, por uno nuevo simplificado de carácter escrito. 

Finalmente cabe destacar que, si bien se mantiene la estructura de los expedientes sancionadores, 

se han incorporado una serie de novedades destacables: por un lado, se introduce la conformidad 

del expedientado con la responsabilidad que se impute en el pliego de cargos; por otro, el principio 

de contradicción en la práctica de las pruebas en la segunda fase del procedimiento, una vez ha 

sido formulado el escrito de acusación provisional que constituye el pliego de cargos, en línea con 

lo mantenido en la reciente jurisprudencia del Tribunal Constitucional y de la Sala Quinta de lo Militar 

del Tribunal Supremo. Y todo ello unido a la desaparición del término «gubernativo», al considerarse 

anacrónico para referirse a los procedimientos por faltas muy graves. 

En lo que atañe a la ejecución de las sanciones, objeto del Título V, se mantiene y se refuerza el 

carácter ejecutivo de las resoluciones sancionadoras, a la vez que se establece el criterio de la 

gravedad para resolver el orden de ejecución en los supuestos de concurrencia de sanciones. En lo 

relativo a la anotación y cancelación de sanciones se hace desaparecer, como requisito obstativo, 

la tramitación de procedimientos judiciales y disciplinarios anteriores a la falta que se pretende 
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cancelar y se prevé, respecto a las faltas leves canceladas, su completa desaparición de la 

documentación de los interesados. 

En el Título VI destaca la eliminación del segundo recurso de alzada contra las sanciones leves, 

carente de sentido al haberse elevado el umbral jerárquico de los órganos con competencias 

revisoras, así como la novedosa posibilidad de interponer el recurso contencioso-disciplinario militar 

ordinario contra los actos que impusieren sanciones por falta leve. 

La presente Ley concluye con una serie de Disposiciones en las que, entre otros aspectos, se 

determinan, expresamente, el marco normativo de aplicación supletoria; se concretan los deberes 

de colaboración entre el Registro Central de Penados y Rebeldes y la potestad disciplinaria; y, 

finalmente, se precisan las puntuales y necesarias modificaciones, ya citadas en este Preámbulo, que 

se han introducido tanto en el Código Penal Militar, como en la Ley de Régimen del Personal del 

Cuerpo de la Guardia Civil, todo ello con el objetivo de actualizar el marco jurídico regulador del 

Instituto Armado, de manera específica, pero también acorde con el proceso de modernización que 

atraviesa el régimen estatuario del resto de servidores públicos. 

TÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

El régimen disciplinario de la Guardia Civil, regulado en esta Ley, tiene por objeto garantizar el 

cumplimiento de la misión encomendada a la Guardia Civil de acuerdo con la Constitución y el 

correcto desempeño de las funciones que tiene asignadas en el resto del ordenamiento jurídico. 

Artículo 2 

Ámbito personal de aplicación 

1. Están sujetos a la presente Ley los miembros de la Guardia Civil que se encuentren en cualquiera 

de las situaciones administrativas en que se mantengan derechos y obligaciones inherentes a la 

condición de Guardia Civil. 

2. Los alumnos de los Centros Docentes de Formación de la Guardia Civil estarán sujetos a lo previsto 

en esta Ley en la medida en que les sea de aplicación, sin perjuicio de la observancia de las normas 

específicas de carácter académico. 

Artículo 3 

Responsabilidad civil y penal 

El régimen disciplinario regulado en esta Ley se entiende sin perjuicio de la responsabilidad civil o 

penal en que puedan incurrir los miembros de la Guardia Civil, que se hará efectiva en la forma 

prevista en las correspondientes disposiciones legales. 

Artículo 4 

Tramitación de procedimiento penal por los mismos hechos 

La iniciación de un procedimiento penal contra miembros de la Guardia Civil no impedirá la 

incoación y tramitación de expedientes disciplinarios por los mismos hechos. No obstante, la 
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resolución definitiva de dichos procedimientos sancionadores sólo podrá producirse cuando la 

dictada en el ámbito penal sea firme, vinculando la declaración de hechos probados. 

TÍTULO II 

Faltas y sanciones 

CAPÍTULO I 

Faltas disciplinarias 

Artículo 5 

Faltas disciplinarias 

Constituye falta disciplinaria toda acción u omisión prevista como tal en esta Ley. 

Artículo 6 

Clases de faltas 

Las faltas podrán ser muy graves, graves y leves. 

Artículo 7 

Faltas muy graves 

Son faltas muy graves, siempre que no constituyan delito: 

1. El incumplimiento del deber de fidelidad a la Constitución en el ejercicio de sus funciones y la 

realización de actos irrespetuosos o la emisión pública de expresiones o manifestaciones contrarias 

al ordenamiento constitucional o al Rey y a las demás instituciones por ella reconocidas. 

2. La violación de la neutralidad o independencia política o sindical en el desarrollo de la 

actuación profesional. 

3. La promoción o pertenencia a partidos políticos o a sindicatos, así como el desarrollo de 

actividades políticas o sindicales. 

3 bis. Organizar o participar activamente en reuniones o manifestaciones de carácter político o 

sindical, así como organizar, participar o asistir portando armas, vistiendo el uniforme reglamentario 

o haciendo uso de su condición de guardia civil, a manifestaciones o reuniones de carácter político, 

sindical o reivindicativo que se celebren en lugares públicos. 

4. Toda actuación que suponga discriminación o acoso por razón de origen racial o étnico, 

religión o convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual, sexo, lengua, opinión, lugar de 

nacimiento o vecindad, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

5. La obstaculización grave del ejercicio de los derechos fundamentales o de las libertades 

públicas. 

6. El trato inhumano, degradante, o vejatorio a las personas que se encuentren bajo su custodia 

o con las que se relacionen por razón del servicio. 
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7. El abuso de atribuciones que cause grave daño a los ciudadanos, a entidades con 

personalidad jurídica, a los subordinados o a la Administración. 

8. La realización reiterada, en el marco de una relación de servicio, de actos de acoso 

psicológico u hostilidad. 

9. La omisión de urgente auxilio, en aquellos hechos o circunstancias graves en que sea obligada 

su actuación o cuando se trate de un compañero en peligro. 

10. La falta de colaboración manifiesta con los demás miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, cuando resulte perjudicado gravemente el servicio o se deriven consecuencias graves 

para la seguridad ciudadana. 

11. La falta de presentación o puesta a disposición inmediata en la dependencia de destino o 

en la más próxima, en los casos de declaración de los estados de alarma o de excepción, así como, 

cuando así se disponga, en caso de alteración grave de la seguridad ciudadana o en supuestos de 

emergencia grave de protección civil. 

12. La no comparecencia a prestar un servicio, ausentarse de él o desatenderlo, cuando por su 

naturaleza y circunstancias sea de especial relevancia. 

13. Cometer un delito doloso condenado por sentencia firme, relacionado con el servicio, o 

cualquier otro delito que cause grave daño a la Administración, a los ciudadanos o a las entidades 

con personalidad jurídica. 

14. La participación en huelgas, en acciones sustitutivas de las mismas o en actuaciones 

concertadas con el fin de alterar el normal funcionamiento del servicio. 

15. La desobediencia grave o la indisciplina frente a las órdenes o instrucciones de un superior, 

salvo que éstas constituyan infracción manifiesta del ordenamiento jurídico. 

16. La publicación o utilización indebida de secretos oficiales, declarados así con arreglo a la 

legislación específica en la materia. 

17. Violar el secreto profesional cuando afecte a la defensa nacional o a la seguridad ciudadana, 

perjudique el desarrollo de la labor policial o cause daños a personas físicas o jurídicas, públicas o 

privadas. 

18. Desarrollar cualquier actividad que vulnere las normas sobre incompatibilidades. 

19. Alterar o manipular los registros de imágenes o sonidos obtenidos con videocámaras. 

20. Permitir el acceso de personas no autorizadas a las imágenes o sonidos obtenidos por 

cualquier medio legítimo o utilizar aquéllas o éstos para fines distintos de los previstos legalmente. 

21. Reproducir las imágenes y sonidos obtenidos con videocámaras para fines distintos de los 

previstos legalmente. 

22. Utilizar los medios técnicos regulados en la normativa legal sobre videocámaras para fines 

distintos de los previstos en ésta. 

23. Prestar servicio en estado de embriaguez o bajo los efectos de estupefacientes o sustancias 

tóxicas o psicotrópicas o el consumo de los mismos durante el servicio. 
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24. La negativa injustificada a someterse a reconocimiento médico, prueba de alcoholemia o 

detección del consumo de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias similares, legítimamente 

ordenada por la autoridad competente, a fin de constatar la capacidad psicofísica para prestar 

servicio. 

25. La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales cuando con ello se cause perjuicio a la 

Administración, a los ciudadanos o a entidades con personalidad jurídica. 

26. Cometer falta grave, teniendo anotadas, sin cancelar, dos faltas muy graves, o una grave y 

otra muy grave. 

27. No impedir que el personal subordinado realice cualquier acción u omisión tipificada como 

falta muy grave en la presente Ley. 

28. Inducir a la comisión de alguna de las faltas previstas en los apartados anteriores. 

Artículo 8 

Faltas graves 

Son faltas graves, siempre que no constituyan delito o falta muy grave: 

1. La comisión de actos que atenten a la dignidad de las instituciones o poderes del Estado, de 

las Comunidades Autónomas o Administraciones Locales, a las personas o autoridades que los 

encarnan o a sus símbolos; así como la observancia de conductas gravemente contrarias a la 

dignidad de la Guardia Civil. 

2. El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo. 

3. El impedimento, la dificultad o la limitación a los ciudadanos, a los subordinados o a las 

entidades con personalidad jurídica, del ejercicio de los derechos que tengan reconocidos. 

4. Ordenar a los subordinados la ejecución de prestaciones de tipo personal ajenas al servicio o 

dictar órdenes a los ciudadanos no relacionadas con el servicio. 

5. La falta de subordinación. 

6. La grave desconsideración con los superiores, compañeros, subordinados o ciudadanos en el 

ejercicio de sus funciones, con ocasión de ellas o vistiendo de uniforme. 

7. La falta de colaboración manifiesta con otros miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

8. La violación del secreto profesional. 

9. La emisión de informes o partes del servicio que no se ajusten a la realidad o la desvirtúen. 

10. No comparecer a prestar un servicio, ausentarse de él, o desatenderlo. 

11. La falta de prestación del servicio amparándose en una supuesta enfermedad, así como la 

prolongación injustificada de la baja para éste. 

12. La grave perturbación del servicio. 
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13. La falta voluntaria y manifiesta de rendimiento que afecte al normal funcionamiento de los 

servicios. 

14. La intervención en un procedimiento administrativo cuando se dé alguna de las causas de 

abstención legalmente señaladas. 

15. El incumplimiento de los plazos u otras disposiciones de procedimiento en materia de 

incompatibilidades, cuando no suponga mantenimiento de una situación de incompatibilidad. 

16. Instalar u ordenar la instalación de videocámaras fijas o medios técnicos análogos para fines 

previstos por la Ley, sin cumplir todos los requisitos legales. 

17. Incumplir las condiciones o limitaciones fijadas en la resolución por la que se autorizó la 

obtención de imágenes y sonidos por el medio técnico autorizado. 

18. Utilizar u ordenar la utilización de videocámaras móviles, sin cumplir todos los requisitos exigidos 

por la Ley. 

19. Conservar las grabaciones lícitamente efectuadas con videocámaras o medios técnicos 

análogos por más tiempo o fuera de los casos permitidos por la Ley, o cederlas o copiarlas cuando 

la Ley lo prohíbe. 

20. Cualquier otra infracción a la normativa legal sobre utilización de medios técnicos de 

captación de imágenes y sonidos por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos. 

21. Cualquier reclamación, petición o manifestación contrarias a la disciplina debida en la 

prestación del servicio o basadas en aseveraciones falsas, o formularlas con carácter colectivo. 

21 bis. Efectuar con publicidad manifestaciones o expresar opiniones que supongan infracción 

del deber de neutralidad política o sindical, pronunciándose o efectuando propaganda a favor o 

en contra de partidos políticos o sindicatos o de sus candidatos. 

22. Hacer reclamaciones o peticiones con publicidad o a través de los medios de comunicación 

social. 

23. La ostentación o utilización de armas sin causa justificada, así como su uso en acto de servicio 

o fuera de él infringiendo los principios y normas que regulan su empleo. 

24. Causar daño grave en la conservación de los locales, material o demás elementos 

relacionados con el servicio o dar lugar, por negligencia inexcusable, a su deterioro, pérdida, 

extravío o sustracción. 

25. Usar para fines propios, sustraerlos para otro fin o facilitar a terceros recursos, medios o 

información de carácter oficial con grave perjuicio para la Administración. 

26. La embriaguez o el consumo de estupefacientes o sustancias tóxicas o psicotrópicas fuera del 

servicio, cuando tales circunstancias tengan carácter habitual o afecten a la imagen de la Guardia 

Civil o de la función pública. Se entenderá que existe habitualidad cuanto estuvieren acreditados 

tres o más episodios de embriaguez o consumo de las sustancias referidas en un período de un año. 

27. La superación, al inicio o durante la prestación del servicio, de una tasa de alcohol en sangre 

superior a 0,3 gramos por litro o de alcohol en aire espirado superior a 0,15 miligramos por litro. 
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28. La tenencia de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o similares, excepto 

que esa tenencia se derive de actuaciones propias del servicio. 

29. La condena en virtud de sentencia firme por un delito doloso, siempre que no constituya 

infracción muy grave, o por una falta dolosa cuando la infracción penal cometida esté relacionada 

con el servicio, o cause daño a la Administración o a los administrados. 

30. No impedir, en el personal subordinado, cualquier acción u omisión tipificada como falta 

grave en la presente Ley. 

31. La promoción, el aliento o la participación en cualquier riña o altercado graves entre 

compañeros. 

32. Cometer falta leve, teniendo anotadas, sin cancelar, dos faltas graves, o dos faltas muy graves 

o una grave y otra muy grave, o tres faltas cuando al menos una de ellas sea grave o muy grave. 

33. La negligencia grave en el cumplimiento de las obligaciones profesionales o de las órdenes 

recibidas. 

34. Eludir la tramitación o resolución de cualquier asunto profesional u omitir conscientemente 

una actuación a la que venga obligado por su función, destino o cargo. 

35. La inducción a la comisión de alguna de las faltas previstas en los apartados anteriores. 

36. El encubrimiento de la comisión de una falta muy grave. 

37. La infracción de cualquier otro deber u obligación legal o reglamentariamente establecida 

que resulte inherente al cargo o a la función, cuando se produzca de forma grave y manifiesta. 

38. La negativa a tramitar una denuncia formulada en una lengua oficial. 

Artículo 9 

Faltas leves 

Son faltas leves, salvo que constituyan falta grave o muy grave: 

1. La desconsideración o incorrección con los superiores, compañeros, subordinados o 

ciudadanos en el ejercicio de las funciones, con ocasión de aquéllas o vistiendo de uniforme. 

2. La incomparecencia a prestar un servicio, la ausencia de él, la desatención o la colocación en 

la situación de no ser localizado para prestarlo. 

3. El retraso, negligencia o inexactitud en el cumplimiento de los deberes u obligaciones, de las 

órdenes recibidas, o de las normas de régimen interior, así como la falta de rendimiento en el 

desempeño del servicio habitual. 

4. La infracción de las normas sobre el deber de residencia, la desatención del llamamiento para 

la prestación de un servicio, la no incorporación a su Unidad con la mayor prontitud posible cuando 

sea requerido para ello, así como la no comunicación a su Unidad del domicilio o los datos precisos 

para su localización o la colocación en situación de no ser localizado. 

5. La indiscreción en cualquier asunto del servicio. 
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6. El incumplimiento de las directrices o pautas formativas durante la instrucción o preparación 

para el desempeño de la labor profesional. 

7. El incumplimiento del horario de servicio o la falta de puntualidad en los actos de servicio, sin 

causa que lo justifique. 

8. La omisión del conducto reglamentario para formular cualquier solicitud, reclamación o queja 

relacionadas con el servicio. 

9. El mal uso o descuido en la conservación de los locales, material y demás elementos de los 

servicios, así como el incumplimiento de las normas dadas en esta materia. 

10. El descuido en el aseo personal o el incumplimiento de las normas o instrucciones de 

uniformidad, así como ostentar sobre el uniforme cualquier insignia, condecoración o distintivo sin 

estar autorizado. 

11. Asistir de uniforme, estando fuera de servicio, a cualquier lugar o establecimiento incompatible 

con la condición de Guardia Civil. 

12. La omisión intencionada del saludo a un superior, su no devolución a un igual o inferior y el 

inexacto cumplimiento de las normas que lo regulan. 

13. Cualquier clase de juego que se lleve a cabo en dependencias oficiales siempre que 

perjudique la prestación del servicio o menoscabe la imagen de la Institución. 

14. No impedir, en el personal subordinado, cualquier conducta tipificada como falta leve en la 

presente Ley. 

15. El trato de forma incorrecta o desconsiderada a los subordinados. 

16. La invasión, sin razón justificada, de las competencias atribuidas a los subordinados. 

17. La falta de diligencia en la tramitación de las denuncias, peticiones o reclamaciones, así como 

su no tramitación cuando hubieran sido formuladas en debida forma. 

18. La falta de respeto o las réplicas desatentas a un superior. 

19. La promoción, el aliento o la participación en cualquier riña o altercado entre compañeros. 

20. La inducción a la comisión de alguna de las faltas previstas en los apartados anteriores. 

21. El encubrimiento de la comisión de una falta grave o leve, sancionándose, en este último caso 

con la sanción de reprensión. 

CAPÍTULO II 

Sanciones disciplinarias 

Artículo 10 

Finalidad de las sanciones 

Las sanciones disciplinarias tienen por finalidad la corrección de comportamientos perjudiciales para 

el servicio o para los ciudadanos, o lesivos para el funcionamiento de la Institución. 
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Artículo 11 

Sanciones disciplinarias 

1. Las sanciones que pueden imponerse por faltas muy graves son: 

Separación del servicio. 

Suspensión de empleo desde tres meses y un día hasta un máximo de seis años. 

Pérdida de puestos en el escalafón. 

2. Las sanciones que pueden imponerse por faltas graves son: 

Suspensión de empleo de un mes a tres meses. 

Pérdida de cinco a veinte días de haberes con suspensión de funciones. 

Pérdida de destino. 

3. Las sanciones que pueden imponerse por faltas leves son: 

Reprensión. 

Pérdida de uno a cuatro días de haberes con suspensión de funciones. 

Artículo 12 

Separación del servicio 

La separación del servicio supondrá para el sancionado la pérdida de la condición de militar de 

carrera de la Guardia Civil, perdiendo los derechos profesionales adquiridos excepto los derechos 

pasivos que hubiese consolidado. 

Artículo 13 

Suspensión de empleo 

1. La sanción de suspensión de empleo implicará el pase a la situación administrativa del mismo 

nombre con los efectos económicos inherentes a dicha situación y privará al interesado de todas las 

funciones propias de éste por el período que se determine. 

2. También producirá el efecto de quedar inmovilizado el infractor en su puesto y empleo que ocupe, 

y el tiempo transcurrido no será de abono para el servicio. 

3. Concluida la suspensión, finalizará la inmovilización en el empleo y la pérdida de puestos será 

definitiva. 

4. Cuando la sanción de suspensión de empleo tenga una duración superior a seis meses, 

determinará el cese en el destino que venía ocupando el infractor, así como la imposibilidad de 

obtener otro, durante un período de dos años, en la misma Unidad o especialidad que determine la 

resolución sancionadora. 
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Artículo 14 

Pérdida de puestos en el escalafón 

La pérdida de puestos en el escalafón supondrá para el sancionado el retraso en el orden de 

escalafonamiento, dentro de su empleo, del número de puestos que se determine en la resolución 

del expediente que, en ningún caso, podrá ser superior a un quinto ni inferior a un décimo, del número 

de los componentes de su empleo. 

Artículo 15 

Pérdida de destino 

La sanción de pérdida de destino supone el cese en el que viniera ocupando el infractor quien, 

durante dos años, no podrá solicitar otro en la misma Unidad o especialidad que determine, de 

manera motivada y atendiendo a la relación directa con la infracción cometida, la resolución 

sancionadora. 

Artículo 16 

Pérdida de haberes con suspensión de funciones 

La pérdida de haberes con suspensión de funciones supone la pérdida de las retribuciones 

correspondientes a los días objeto de sanción y la suspensión de funciones correspondientes a los 

días de su duración. 

Artículo 17 

Reprensión 

1. La reprensión es la reprobación expresa que, por escrito, dirige al subordinado la autoridad 

competente para imponerla. 

2. No constituye sanción disciplinaria la advertencia o amonestación verbal que, para el mejor 

cumplimiento de las obligaciones y servicios, pueda hacer el superior al subordinado en el ejercicio 

del mando. 

Artículo 18 

Aplicación del régimen disciplinario a los alumnos de Centros Docentes de Formación 

1. La aplicación del régimen disciplinario a los alumnos de los Centros Docentes de Formación de la 

Guardia Civil se regirá por las normas contenidas en este artículo. 

2. A aquellos alumnos del Centro Docente que ya fueran miembros de la Guardia Civil les resultarán 

de aplicación las sanciones previstas con carácter general en el artículo 11, si bien las sanciones de 

separación del servicio, suspensión de empleo y pérdida de destino conllevarán la pérdida de la 

condición de alumno en el Centro Docente, que tendrá, para estos casos, el carácter de accesoria. 

3. Al resto de los alumnos sólo se les podrá imponer las sanciones siguientes: 

a) Por la comisión de faltas graves y muy graves: 

Suspensión de haberes y servicios de cinco a veinte días. 
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Baja como alumno en el Centro Docente. 

b) Por la comisión de faltas leves: 

Reprensión. 

Suspensión de haberes y servicios de uno a cuatro días. 

4. La incoación de procedimiento penal o expediente disciplinario a un alumno podrá impedir, 

teniendo en cuenta la naturaleza y la gravedad de los hechos, que el interesado sea declarado apto 

en el curso académico correspondiente. Mientras no sea firme en vía penal o disciplinaria la 

resolución que en aquellos procedimientos se dicte, y sin perjuicio de los efectos que de ésta se 

pudieran derivar, podrá acordarse motivadamente que quede en suspenso el primer empleo 

obtenido por el alumno y, consecuentemente, su condición de Guardia Civil. 

5. Las sanciones se cumplirán sin perjuicio de la participación del alumno en las actividades de 

carácter académico. 

6. La sanción de baja como alumno del Centro Docente supone la pérdida de la condición de 

alumno del Centro y del empleo que hubiera alcanzado con carácter eventual, sin que afecte a la 

condición de Guardia Civil que pudiera tener antes de ser nombrado alumno. 

7. La sanción de suspensión de haberes y servicios conlleva la pérdida de las retribuciones 

correspondientes a los días objeto de sanción y la suspensión de servicios por el mismo período. 

Artículo 19 

Criterios de graduación de las sanciones 

Las sanciones que se impongan en ejercicio de la potestad sancionadora atribuida por esta Ley 

guardarán proporción con la gravedad y circunstancias de las conductas que las motiven y se 

individualizarán atendiendo a las vicisitudes que concurran en los autores y a las que afecten al 

interés del servicio. 

Para la graduación de la sanción que se vaya a imponer, y actuando bajo el principio de 

proporcionalidad, se tendrán en cuenta los siguientes criterios: 

a) La intencionalidad. 

b) La reincidencia, siempre que no constituya una falta en sí misma. 

c) El historial profesional que, a estos efectos, sólo podrá valorarse como circunstancia atenuante. 

d) La incidencia sobre la seguridad ciudadana. 

e) La perturbación en el normal funcionamiento de la Administración o de los servicios que le 

estén encomendados. 

f) El grado de afectación de la falta cometida a los principios de disciplina, jerarquía, 

subordinación, así como a la imagen de la Institución. 

g) En el caso de los artículos 7, número 13, y 8, número 29, se valorará específicamente la cuantía 

o la entidad de la pena impuesta en virtud de sentencia firme, así como la relación de la conducta 

delictiva con las funciones y tareas asignadas. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1060 

CAPÍTULO III 

Extinción de la responsabilidad disciplinaria 

Artículo 20 

Causas de extinción 

1. La responsabilidad disciplinaria se extingue por el cumplimiento de la sanción, por la prescripción 

de la falta o de la sanción y por el fallecimiento del interesado. 

2. Si durante la sustanciación de un procedimiento sancionador el interesado dejara de estar 

sometido a la presente Ley, se dictará resolución ordenando el archivo del expediente con 

invocación de su causa. Si el expediente se instruye por falta muy grave y el interesado volviera a 

quedar sujeto a la presente Ley, se acordará la reapertura del procedimiento, siempre que no hayan 

transcurrido cuatro años desde que se hubiera producido la causa que motivó el archivo de las 

actuaciones. 

Artículo 21 

Prescripción de las faltas 

1. Las faltas muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses. 

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la falta se hubiese cometido. Si el 

procedimiento se iniciase por cualquiera de las faltas disciplinarias derivadas de condena por 

sentencia penal, la prescripción comenzará a computarse desde que la sentencia sea firme, y, en 

todo caso, desde la fecha en que se acuerde el archivo de la ejecutoria penal. 

3. La notificación al interesado del acuerdo de inicio de cualquier procedimiento disciplinario 

interrumpirá los plazos de prescripción establecidos en el apartado primero de este artículo, que 

volverán a correr de no haberse concluido en el tiempo máximo establecido en esta Ley. 

4. Los plazos de prescripción de las faltas graves y muy graves quedarán interrumpidos cuando 

cualquiera de los hechos integrantes de esas faltas o vinculados con ellos sean objeto de 

procedimiento judicial penal. Estos plazos volverán a correr cuando se adopte resolución firme por el 

órgano judicial competente. 

Artículo 22 

Prescripción de las sanciones 

1. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas 

graves a los dos años y las impuestas por falta leve al año. 

Estos plazos comenzarán a computarse desde el día en que se notifique al interesado la resolución 

sancionadora o desde que se quebrantase su cumplimiento, si hubiera comenzado. 

2. La prescripción se interrumpirá cuando se suspenda el cumplimiento de la sanción en los casos 

previstos en esta Ley. 
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TÍTULO III 

Potestad disciplinaria y competencia sancionadora 

CAPÍTULO I 

De la potestad disciplinaria 

Artículo 23 

Atribución de la potestad disciplinaria 

1. Corresponde la potestad disciplinaria a las autoridades y mandos de los Ministerios de Defensa y 

del Interior, en los términos establecidos en esta Ley. 

2. Tendrán la facultad de instar el ejercicio de la potestad disciplinaria ante el Director General de la 

Policía y de la Guardia Civil, las autoridades bajo cuya dependencia funcional presten servicio los 

miembros del Cuerpo de la Guardia Civil. 

Artículo 24 

Ejercicio de la potestad disciplinaria 

1. Todo mando tiene el deber de corregir las infracciones que observe en los de inferior empleo, 

aunque no le estén directamente subordinados, sin que ello suponga sanción alguna. Si, además, las 

considera merecedoras de sanción, formulará parte disciplinario o acordará el inicio del 

procedimiento sancionador que corresponda, si tuviera competencia para ello. 

2. Si la naturaleza y circunstancias de la falta exigen una acción inmediata para mantener la 

disciplina, evitar un posible perjuicio grave al servicio o a la buena imagen de la Institución, cualquier 

superior podrá ordenar que el presunto infractor se persone de manera inmediata en la Unidad, 

Centro u Organismo que constituya su destino y podrá, además, disponer el cese de éste en sus 

funciones habituales por un plazo de hasta cuatro días, en espera de la posterior decisión del mando 

competente para acordar el inicio del oportuno procedimiento sancionador, a quien informará de 

modo inmediato de la decisión adoptada. 

Artículo 25 

Autoridades y mandos con competencia disciplinaria 

Tienen potestad para sancionar a los miembros de la Guardia Civil: 

a) El Ministro de Defensa. 

b) El Director General de la Policía y de la Guardia Civil. 

c) Los Oficiales Generales con mando sobre Unidad, Centro u Organismo de la Guardia Civil. 

d) Los Oficiales Jefes de Zona, de Servicio, Organismo, Jefatura o Dirección de Centro Docente 

de Formación, Comandancia, Sector, Grupo de Reserva y Seguridad, Jefes de Estudio de Centros 

Docentes de Formación y los de Unidad, Centro u Organismo de categoría similar. 

e) Los Oficiales Jefes de Compañía, Subsector de Tráfico, Unidad Orgánica de Policía Judicial, o 

Unidad de categoría similar. 
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f) Los Oficiales Comandantes de Puesto Principal, Jefes de Sección, Destacamento de Tráfico, o 

Unidad de categoría similar. 

g) Los Suboficiales Comandantes de Puesto, Jefes de Destacamento de Tráfico, Grupo de 

Investigación o Unidad de categoría similar. 

CAPÍTULO II 

Competencia sancionadora 

Artículo 26 

Procedimiento 

Únicamente se podrán imponer sanciones disciplinarias a los miembros de la Guardia Civil en virtud 

de un expediente disciplinario instruido al efecto, con arreglo a lo dispuesto en este Capítulo y a los 

procedimientos regulados en este Título. 

Artículo 27 

Competencias del Ministro de Defensa 

Para la imposición de la sanción de separación del servicio será competente el Ministro de Defensa 

a propuesta del Ministro del Interior, conforme a lo previsto en el apartado primero del artículo 15 de 

la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Artículo 28 

Competencias del Director General de la Policía y de la Guardia Civil 

El Director General de la Policía y de la Guardia Civil podrá imponer todas las sanciones, excepto la 

de separación del servicio. 

Artículo 29 

Competencias de los Oficiales Generales con mando sobre Unidad, Centro u Organismo de la 

Guardia Civil 

Los Oficiales Generales con mando sobre Unidad, Centro u Organismo de la Guardia Civil podrán 

imponer a los miembros del Cuerpo que estén a sus órdenes, las sanciones por faltas leves y graves, 

excepto la pérdida de destino. 

Artículo 30 

Competencias de otros mandos 

Los mandos de la Guardia Civil tienen competencia para imponer las siguientes sanciones: 

1. Los Oficiales Jefes de Zona, de Servicio, Organismo, Jefatura o Dirección de Centro Docente 

de Formación, Comandancia, Sector, Grupo de Reserva y Seguridad, Jefes de Estudio de Centros 

Docentes de Formación y los de Unidad Centro u Organismo de categoría similar, a los miembros 

del Cuerpo que estén a sus órdenes, todas las sanciones por faltas leves. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1063 

2. Los Oficiales Jefes de Compañía, Subsector de Tráfico, Unidad Orgánica de Policía Judicial o 

Unidad de categoría similar, a los miembros de la Guardia Civil que estén a sus órdenes, reprensión 

y pérdida de hasta dos días de haberes. 

3. Los Oficiales Comandantes de Puesto Principal, Jefes de Sección, Destacamento de Tráfico, o 

Unidad de categoría similar, a los miembros de la Guardia Civil que estén a sus órdenes, reprensión 

y pérdida de un día de haberes. 

4. Los Suboficiales Comandantes de Puesto, Jefes de Destacamento de Tráfico, Grupo de 

Investigación o Unidad de categoría similar, a los miembros de la Guardia Civil que estén a sus 

órdenes, reprensión. 

Artículo 31 

Autoridades y mandos con competencias disciplinarias sobre alumnos que no tengan la condición 

de Guardia Civil 

1. La competencia para imponer la sanción de baja en Centro Docente de Formación 

corresponderá al Subsecretario de Defensa, previo informe del Director del Centro. 

2. Corresponderán al General Jefe de Enseñanza de la Guardia Civil, a los Directores de los Centros 

Docentes de Formación del Instituto, a los Jefes de Unidad, Centro u Organismo en que los alumnos 

estén completando su formación, y a los Jefes de Estudios y demás mandos con categoría de Oficial 

de dichos Centros Docentes y unidades, la potestad y competencias sancionadoras establecidas en 

el artículo 29 y en los números 1, 2, 3 y 4 del artículo 30 de esta Ley. 

Artículo 32 

Dependencia orgánica 

Se entenderá que están a las órdenes de las autoridades y mandos con potestad para imponer 

sanciones o para iniciar el oportuno procedimiento, los Guardias Civiles que ocupen destino o lo 

desempeñen en comisión de servicio en la correspondiente Unidad, Centro u Organismo. 

Artículo 33 

Competencias sobre el personal sin destino 

Las faltas disciplinarias cometidas por el personal que no ocupe destino serán sancionadas por el 

Director Adjunto Operativo o el Oficial General con mando en la demarcación territorial en que el 

interesado haya fijado su residencia, salvo cuando la competencia corresponda al Ministro de 

Defensa o al Director General de la Policía y de la Guardia Civil. 

Artículo 34 

Competencias sobre los vocales del Consejo Asesor de Personal 

Corresponde en exclusiva al Director General de la Policía y de la Guardia Civil la competencia para 

sancionar, excepto con separación del servicio, las infracciones cometidas por los Guardias Civiles 

que sean vocales o suplentes del Consejo Asesor de Personal de la Guardia Civil. 

Esta competencia disciplinaria se mantendrá durante los dos años siguientes al cese en sus cargos. 
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Artículo 35 

Competencias sobre el personal que preste servicio en el extranjero 

La competencia para conocer las faltas leves y graves cometidas por el personal que preste servicio 

en el extranjero corresponde, a falta de otros mandos que la tengan por aplicación de las reglas 

precedentes, al Director Adjunto Operativo. Esta competencia también podrá ser ejercida por el 

Director General de la Policía y de la Guardia Civil. 

Artículo 36 

Competencias de los mandos interinos y accidentales 

Los mandos interinos y accidentales tendrán las mismas competencias sancionadoras que los titulares 

a los que sustituyan. 

Artículo 37 

Competencias de los Jefes de Unidades o Grupos Temporales 

Tienen potestad para imponer sanciones al personal a sus órdenes los Jefes de Unidades o Grupos 

Temporales de la Guardia Civil, cualquiera que sea la denominación que reciban. El ejercicio de la 

potestad sancionadora, temporalmente circunscrita a la duración de la misión para la que fueron 

creadas dichas Unidades o Grupos, dependerá de su entidad y del empleo que tengan sus Jefes 

conforme a las reglas contenidas en los artículos anteriores. 

TÍTULO IV 

Procedimiento sancionador 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 38 

Principios inspiradores del procedimiento 

El procedimiento disciplinario se ajustará a los principios de legalidad, impulso de oficio, 

imparcialidad, celeridad, eficacia, publicidad, contradicción, irretroactividad, tipicidad, 

responsabilidad, proporcionalidad, individualización de las sanciones y culpabilidad, y comprenderá 

esencialmente los derechos a la presunción de inocencia, información, defensa y audiencia. 

Artículo 39 

Inicio del procedimiento 

1. El procedimiento se iniciará siempre de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia 

iniciativa, o en virtud de parte disciplinario, denuncia u orden superior, o a propuesta de alguna de 

las Autoridades que están facultadas para instar el ejercicio de la acción disciplinaria. 

2. Los órganos competentes para la imposición de una sanción lo son también para ordenar la 

incoación del correspondiente procedimiento. 
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3. El acuerdo de inicio expresará los hechos que lo motivan, la falta que presuntamente se hubiere 

cometido, el artículo y el apartado en que se encuentra tipificada, y el presunto responsable. 

4. La incoación del procedimiento se notificará al interesado, así como, en el caso de faltas graves 

o muy graves, el nombramiento de instructor y secretario con indicación de las personas designadas 

para desempeñar dichos cargos. 

5. Con anterioridad al acuerdo de inicio, la Autoridad disciplinaria podrá ordenar la práctica de una 

información reservada para el esclarecimiento de los hechos, la determinación de sus presuntos 

responsables y la procedencia de iniciar o no el procedimiento sancionador. 

Artículo 40 

Parte disciplinario 

1. Todo componente de la Guardia Civil que observe hechos que pudieran constituir faltas 

imputables a miembros de mismo, superior o inferior empleo, deberá formular parte a la Autoridad o 

mando que tenga competencia para conocer de la presunta falta observada, informando 

seguidamente de ello a su superior inmediato, salvo que éste sea el presunto infractor. 

2. El parte contendrá un relato claro de los hechos, sus circunstancias, la identidad del presunto 

infractor, así como de los testigos, y deberá expresar claramente la identidad de quien da el parte y 

los datos necesarios para ser localizado. 

3. La Autoridad o mando competente que reciba un parte acusará recibo de inmediato, informando 

a su promotor de la incoación o no de procedimiento disciplinario. 

Artículo 41 

Denuncia 

De iniciarse el procedimiento como consecuencia de denuncia deberá comunicarse el acuerdo al 

firmante de aquélla. Asimismo se le comunicará el archivo, en su caso. 

No se tomará en consideración la denuncia anónima para dar inicio un procedimiento disciplinario. 

No obstante, la denuncia se podrá utilizar como antecedente para acordar una información 

reservada. 

Artículo 42 

Derecho de defensa 

1. En el momento en que se notifique la apertura del procedimiento, se informará al interesado del 

derecho que le asiste a no declarar, a no hacerlo contra sí mismo, a no confesarse culpable y a la 

presunción de inocencia. También será informado del derecho a la asistencia legal contenido en el 

apartado siguiente. 

2. El interesado podrá contar, en todas las actuaciones a que dé lugar cualquier procedimiento, con 

el asesoramiento y la asistencia de un abogado en ejercicio o de un Guardia Civil que elija al efecto. 

De optarse por esta segunda posibilidad, las autoridades y mandos correspondientes facilitarán, al 

designado, la asistencia a las comparecencias personales del interesado ante las autoridades 

disciplinarias o instructores de los expedientes, y su asesoramiento será siempre voluntario, sin que tal 

designación confiera derecho alguno al resarcimiento por los gastos que pudieran derivarse de la 

asistencia. Los honorarios del letrado designado serán por cuenta del interesado. 
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3. El interesado, si así lo solicitase, podrá conocer, en cualquier momento, el estado de tramitación 

del procedimiento, dándosele vista del mismo en los lugares y durante el horario que se señale, 

pudiendo obtener copia de las actuaciones practicadas, siempre que no le hubieran sido facilitadas 

con anterioridad. 

Artículo 43 

Cómputo de los plazos 

1. Cuando los plazos establecidos en materia de procedimiento y de recursos se señalen por días se 

entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los domingos y los declarados festivos. 

2. Cuando el plazo se exprese en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquél 

en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate. Si en el mes de vencimiento 

no hubiera día equivalente a aquél en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira 

el último día del mes. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer 

día hábil siguiente. 

3. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la 

notificación o publicación del acto de que se trate. 

4. El cómputo de los plazos se suspenderá por el instructor, mediante acuerdo motivado, por el 

tiempo imprescindible, cuando, por causa imputable al interesado, no sea posible la práctica dentro 

de los mismos de alguna diligencia precisa para la resolución de los procedimientos o la notificación 

de cualquier trámite. Contra dicho acuerdo no podrá interponerse recurso de manera separada del 

que se pudiera formular contra la resolución del procedimiento. 

Artículo 44 

Práctica de notificaciones 

1. Las notificaciones se practicarán por cualquier medio que permita tener constancia de la 

recepción por el interesado, así como de la fecha, la identidad y el contenido del acto. La 

acreditación de la notificación efectuada se incorporará a las actuaciones. 

2. Cuando el interesado rechace la notificación de una resolución o de un acto de trámite, se hará 

constar en las actuaciones, especificándose las circunstancias del intento de notificación, y se tendrá 

por efectuado el mismo siguiéndose el procedimiento. 

3. Cuando no se pueda practicar una notificación, por no ser localizado el interesado en su unidad 

de destino o encuadramiento, o en su domicilio declarado, la notificación se efectuará por medio 

de edictos en el tablón de anuncios de su unidad de destino o encuadramiento y en el Boletín Oficial 

de la Guardia Civil, continuándose las actuaciones. El trámite de notificación domiciliaria se 

entenderá cumplimentado una vez efectuados, en el plazo de tres días, dos intentos llevados a cabo 

en momentos diferentes. 

Artículo 45 

Impulso y tramitación 

1. Los procedimientos sancionadores se seguirán por escrito y se impulsarán de oficio en todos sus 

trámites. 
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2. Las comunicaciones entre las autoridades, mandos y órganos que intervengan en la tramitación 

se efectuarán directamente, sin traslados intermedios. Estas comunicaciones y las que deban tener 

lugar con los interesados se llevarán a cabo, en lo posible, a través de medios ofimáticos y 

telemáticos, siempre que reúnan los requisitos exigidos en materia de comunicaciones electrónicas. 

3. Todos los órganos de las Administraciones Públicas prestarán, dentro de sus respectivas 

competencias y con arreglo a la normativa por la que se rijan, la colaboración que les sea requerida 

durante la tramitación de los procedimientos sancionadores. 

Artículo 46 

Disposiciones comunes en materia de prueba 

1. Los hechos relevantes para la decisión del procedimiento deberán acreditarse mediante cualquier 

medio de prueba admisible en derecho. 

2. La práctica de las pruebas admitidas, así como las acordadas de oficio por el instructor, se 

notificará previamente al interesado, con una antelación mínima de cuarenta y ocho horas, 

indicándole el lugar, la fecha y la hora en que deba realizarse, y se le advertirá de que puede asistir 

a ella e intervenir en la misma asistido de su abogado. 

3. El instructor podrá denegar la práctica de las pruebas que considere impertinentes o inútiles o no 

guarden relación con los hechos. La denegación será motivada y contra ella no cabrá recurso 

alguno, sin perjuicio de que se pueda hacer valer la denegación indebida de medios de prueba en 

el recurso que proceda frente a la resolución del expediente. 

4. Las pruebas que se practiquen durante la tramitación del expediente, se llevarán a cabo, en todo 

caso, respetando el principio de inmediatez y el derecho del interesado de asistir a las mismas. 

Artículo 47 

Resolución final del procedimiento 

1. La resolución que ponga fin al procedimiento deberá ser motivada y fundada únicamente en los 

hechos que sirvieron de base al acuerdo de inicio o, en su caso, al pliego de cargos; resolverá todas 

las cuestiones planteadas y fijará con claridad los hechos constitutivos de la infracción, su calificación 

jurídica, el responsable de la misma y la sanción a imponer, precisando, cuando sea necesario, las 

circunstancias de su cumplimiento y haciendo expresa declaración en orden a las medidas 

provisionales adoptadas durante la tramitación. Igualmente hará mención de la prueba practicada 

y, en su caso, denegada, señalando, respecto a ésta, los concretos motivos de su inadmisión. 

2. La resolución del procedimiento se notificará al interesado y a quien hubiere formulado el parte o 

la denuncia, con indicación de los recursos que contra la misma procedan, así como el órgano ante 

el que han de presentarse y los plazos para interponerlos. 

3. De igual modo, se comunicará la resolución a la Autoridad disciplinaria que hubiera ordenado el 

inicio del procedimiento o instado el ejercicio de la potestad disciplinaria, al Jefe de la Unidad a la 

que pertenezca el interesado y al Director General de la Policía y de la Guardia Civil. 
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Artículo 48 

Comunicación de infracciones penales o administrativas 

En cualquier momento del procedimiento en que se aprecie, motivadamente, que la presunta 

infracción disciplinaria pudiera ser calificada como infracción administrativa de otra naturaleza o 

como infracción penal, previa audiencia del interesado, se pondrá en conocimiento de la autoridad 

que hubiera ordenado la incoación para su comunicación a la Autoridad administrativa o judicial o 

al Ministerio Fiscal. 

Artículo 49 

Consideración de los hechos como falta de mayor gravedad 

1. Cuando en el desarrollo del procedimiento se estime, motivadamente, que los hechos enjuiciados 

pudieran ser constitutivos de una falta de mayor gravedad que la apreciada inicialmente, la 

autoridad que hubiera acordado la incoación del procedimiento, previa audiencia al interesado, 

dictará resolución y remitirá las actuaciones a la competente para disponer la apertura del 

expediente que corresponda. La resolución adoptada será notificada al interesado. 

2. Contra dicha resolución no cabrá recurso de manera separada del que se pudiera interponer 

contra la resolución definitiva del procedimiento por la falta de mayor gravedad. 

CAPÍTULO II 

Procedimiento por faltas leves 

Artículo 50 

Inicio y tramitación 

1. El acuerdo por el que se inicie el procedimiento, se notificará al interesado, quien, en los cinco días 

siguientes, podrá presentar un escrito de oposición, proponer las pruebas que considere necesarias 

para su defensa y acompañar los documentos que tenga por conveniente. 

2. El acuerdo de inicio deberá incorporar la designación del instructor, en su caso, e indicar 

expresamente los derechos que asisten al interesado, incluida la recusación de quien instruya el 

procedimiento, advirtiéndole de que, si no formula oposición o no propone la práctica de prueba, 

podrá resolverse el expediente sin más trámite. 

3. Si el interesado hubiera propuesto prueba, la autoridad o mando competente dictará resolución 

motivada sobre su procedencia, disponiendo lo necesario para su práctica. El instructor designado 

practicará las diligencias que hubieran sido admitidas para la comprobación de los hechos, 

recabando las declaraciones, informes y documentos pertinentes y las que se deduzcan de aquéllas. 

Cuando el inicio del procedimiento se hubiera acordado por alguna de las autoridades o mandos 

de la Guardia Civil a los que se refieren los artículos 28, 29 y 30.1 de esta ley, se podrá encomendar 

su instrucción, en la misma resolución, a un subordinado, siempre que sea de superior empleo al del 

interesado. 

4. De la prueba practicada y de las demás actuaciones que conformen el procedimiento, se dará 

vista al interesado para que, en el plazo de cinco días, pueda formular las alegaciones que a su 

derecho convengan. 
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5. La resolución que se adopte en materia de prueba se notificará al interesado. Frente a dicha 

resolución no cabrá recurso alguno sin perjuicio de que se pueda hacer valer la denegación 

indebida de medios de prueba en el recurso que proceda frente a la resolución del expediente. 

6. La tramitación del procedimiento deberá completarse dentro del plazo de dos meses desde el 

acuerdo de inicio. 

Artículo 51 

Terminación 

La resolución que ponga fin al procedimiento habrá de dictarse conforme a lo previsto en el artículo 

47 de esta Ley. 

CAPÍTULO III 

Procedimiento por faltas graves y muy graves 

Sección 1.ª Iniciación 

Artículo 52 

Nombramiento de instructor y secretario 

1. La autoridad que ordene la incoación del procedimiento designará un instructor, a cuyo cargo 

correrá su tramitación, y un secretario que le asista. 

2. El nombramiento de instructor recaerá en un Oficial General u Oficial destinado en la Guardia Civil 

de empleo superior o más antiguo que cualquiera de los infractores. Podrá ser nombrado secretario 

cualquier miembro de la Guardia Civil con la formación adecuada. 

3. Deberá notificarse al interesado la incoación del procedimiento y el nombramiento de instructor y 

secretario. 

Artículo 53 

Abstención y recusación 

1. La recusación podrá plantearse desde el momento en el que el interesado tenga conocimiento 

de quienes hayan sido designados instructor y secretario. 

2. La abstención y la recusación se plantearán ante la Autoridad que acordó el nombramiento, 

contra cuya resolución no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de que se pueda hacer valer la causa 

de recusación en los recursos que se interpongan. 

Artículo 54 

Medidas cautelares 

1. Cuando el procedimiento se tramite por la comisión de falta grave, y si la naturaleza y 

circunstancias de ésta exigiesen una acción inmediata para mantener la disciplina o evitar perjuicio 

al servicio, la autoridad que hubiera acordado la incoación del expediente podrá disponer el cese 

del expedientado en todas o en algunas de sus funciones habituales por un período máximo de tres 

meses, computando, en su caso, el tiempo de cese que hubiera cumplido por determinación de sus 

Jefes directos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 24. 
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2. Cuando el procedimiento se tramite por la comisión de falta muy grave, y si la naturaleza y 

circunstancias de ésta exigiesen una acción inmediata para mantener la disciplina o evitar perjuicio 

al servicio, el Director General de la Policía y de la Guardia Civil, previo informe del asesor jurídico, 

podrá, además de acordar el cese de funciones previsto en el apartado anterior, proponer el pase 

del interesado a la situación de suspenso de funciones y el cese en el destino. 

3. Contra estas medidas el interesado podrá interponer directamente recurso contencioso-

disciplinario militar preferente y sumario. 

4. En cualquier fase del procedimiento el instructor del expediente podrá proponer a la Autoridad 

que las hubiera acordado, de oficio o a instancia del interesado y de forma motivada, el alzamiento 

de las medidas cautelares. 

Sección 2.ª Desarrollo 

Artículo 55 

Plazos de instrucción 

El procedimiento respetará los plazos establecidos, sin que la instrucción del expediente pueda 

exceder de seis meses. 

Artículo 56 

Tramitación 

1. El instructor procederá a tomar declaración al inculpado, para lo cual le citará a través del Jefe 

de su Unidad de destino o encuadramiento, y ordenará la práctica de cuantas diligencias sean 

precisas para el esclarecimiento de los hechos y la determinación de las responsabilidades 

susceptibles de sanción. 

2. Todos los organismos y dependencias de las Administraciones Públicas estarán obligados a facilitar 

al instructor los antecedentes e informes necesarios para el desarrollo de su actuación, que se 

solicitarán por el cauce y en la forma adecuada, salvo precepto legal que lo impida. 

Artículo 57 

Pliego de cargos 

1. Una vez que se hayan practicado las actuaciones y las diligencias a que se refiere el apartado 

primero del artículo anterior, el instructor formulará, si a ello hubiera lugar, el correspondiente pliego 

de cargos, que comprenderá todos los hechos imputados, la calificación jurídica y la sanción que se 

estime procedente. 

2. El instructor podrá apartarse, motivadamente, de los hechos expresados en el acuerdo de inicio, 

pero no incluirá otros que no guarden relación directa con los contenidos en el mismo. 

3. El instructor deberá proponer en el momento de elaborar el pliego de cargos, a la vista del 

resultado de las actuaciones practicadas, el mantenimiento o el levantamiento de la medida de 

cese en todas o algunas de sus funciones habituales que, en su caso, se hubiera adoptado. 

4. Cuando el expediente se incoe por las faltas disciplinarias derivadas de condena por sentencia 

penal, se acompañará al pliego de cargos la sentencia condenatoria. 
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5. El pliego de cargos se notificará al expedientado, dándole vista de lo actuado, quién podrá 

contestarlo en el plazo de diez días, alegando cuanto considere oportuno en su defensa, 

acompañando los documentos y proponiendo la práctica de las pruebas que estime necesarias. 

6. Cuando el interesado, por escrito o mediante comparecencia ante el instructor y secretario, 

mostrara su conformidad con el pliego de cargos, se elevará el expediente a la Autoridad 

competente para resolver. 

Artículo 58 

Prueba 

Contestado el pliego de cargos o transcurrido el plazo sin hacerlo, el instructor, de oficio o a instancia 

del interesado, acordará la práctica de las pruebas admisibles en derecho que estime pertinentes. 

La resolución que se adopte será motivada y se notificará al expedientado, y contra ella no cabrá 

recurso alguno, sin perjuicio de que se pueda reproducir la petición de las pruebas que hubieran sido 

denegadas, en el trámite de alegaciones a la propuesta de resolución y en el recurso contra la 

resolución del expediente. 

Artículo 59 

Propuesta de resolución 

1. El instructor, cuando considere concluso el expediente, formulará propuesta de resolución en la 

que fijará con precisión los hechos, hará la valoración jurídica de los mismos y manifestará si los estima 

constitutivos de falta, con indicación, en su caso, de cuál sea ésta, la responsabilidad del 

expedientado y la sanción a imponer. 

2. La propuesta de resolución del expediente se notificará por el instructor al interesado, dándole 

vista del expediente y facilitándole una copia completa de la documentación que no hubiera sido 

entregada con anterioridad, para que, en el plazo de diez días, pueda alegar cuanto considere 

conveniente a su defensa y aporte cuantos documentos estime de interés. 

3. Formuladas las alegaciones por el interesado o transcurrido el plazo sin alegación alguna, se 

remitirá el expediente, con carácter inmediato, a la autoridad competente para resolver, a través 

de aquélla que, en su caso, hubiera acordado la incoación del expediente. 

4. Cuando la Autoridad disciplinaria careciera de la competencia para imponer la sanción que 

considere adecuada, remitirá el expediente a la que estime competente. 

Artículo 60 

Terminación sin declaración de responsabilidad 

Si en cualquier fase del procedimiento el instructor deduce la inexistencia de responsabilidad 

disciplinaria o de pruebas adecuadas para fundamentarla, propondrá la terminación del expediente 

sin declaración de responsabilidad, expresando las causas que la motivan. 

Artículo 61 

Reducción de plazos 

Por razones de urgencia derivadas de la necesidad de mantener la disciplina, la ejemplaridad, o por 

la notoriedad o gravedad de los hechos, el órgano que acordó la incoación podrá disponer que los 
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plazos de tramitación del expediente se reduzcan a la mitad del tiempo previsto, salvo los de 

contestación al pliego de cargos y de alegaciones a la propuesta de resolución. 

Sección 3.ª Terminación 

Artículo 62 

Actuaciones complementarias 

1. Recibido el expediente disciplinario, la autoridad competente, tras el examen de lo actuado, 

dictará resolución o lo devolverá al instructor para que practique las diligencias complementarias o 

las que hubieran sido omitidas que se consideren necesarias para resolver el procedimiento o, en su 

caso, para que someta al interesado una propuesta de resolución que incluya una calificación 

jurídica de mayor gravedad. 

2. Antes de adoptar cualquiera de las determinaciones expresadas en el apartado anterior, y 

previamente a dictar resolución, será preceptivo el informe del asesor jurídico correspondiente. 

Artículo 63 

Resolución 

La resolución que ponga fin al procedimiento habrá de dictarse conforme a lo previsto en el artículo 

47 de esta Ley. 

Artículo 64 

Disposiciones complementarias en la tramitación de determinados expedientes 

1. En todos los expedientes disciplinarios instruidos por faltas graves o muy graves a miembros del 

Consejo de la Guardia Civil será preceptivo interesar la emisión de informe, no vinculante, de dicho 

Consejo, que se incorporará a las actuaciones. Dicho informe deberá ser emitido en el plazo de diez 

días. 

2. En el caso de expedientes instruidos por faltas muy graves se deberá oír al Consejo Superior de la 

Guardia Civil, cuya opinión se emitirá una vez formulada por el instructor la correspondiente 

propuesta de resolución, incorporándose al procedimiento antes de que ésta sea notificada al 

interesado. 

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores no resultará de aplicación en el caso de que el expediente 

se haya incoado por las faltas disciplinarias derivadas de condena por sentencia penal. 

4. Cuando el Director General de la Policía y de la Guardia Civil considere que la sanción adecuada 

es la de separación del servicio, remitirá el expediente al Ministro del Interior quien, a la vista de lo 

actuado, propondrá al de Defensa la imposición de dicha sanción. 

Artículo 65 

Caducidad 

1. La resolución a la que se refiere el artículo 63 de esta Ley y su notificación al interesado, deberá 

producirse en un plazo que no excederá de seis meses desde la fecha del acuerdo de incoación del 

expediente. Transcurrido este plazo se producirá la caducidad del expediente. 
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2. Este plazo se podrá suspender por un tiempo máximo de seis meses, por acuerdo del Director 

General de la Policía y de la Guardia Civil, a propuesta del instructor, en los siguientes casos: 

a) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos 

por los interesados. 

b) Cuando deban aportarse documentos y otros elementos de juicio necesarios y por su volumen 

o complejidad no puedan realizarse razonablemente en los plazos establecidos. Si la aportación de 

dichos documentos o elementos de juicio ha de realizarse por los interesados, la suspensión requerirá 

la previa solicitud motivada y el acuerdo que la autorice deberá expresar el plazo de suspensión del 

procedimiento a estos efectos. 

c) Cuando deban solicitarse informes preceptivos o que sean determinantes del contenido de la 

resolución a órganos de la Administración General del Estado o de otras Administraciones Públicas. 

TÍTULO V 

Ejecución de las sanciones 

CAPÍTULO I 

Cumplimiento de las sanciones 

Artículo 66 

Ejecutividad de las sanciones 

1. Las sanciones impuestas serán inmediatamente ejecutivas, no suspendiendo su cumplimiento la 

interposición de ningún tipo de recurso, administrativo o judicial. 

2. Las sanciones comenzarán a cumplirse el mismo día en que se notifique al infractor la resolución 

por la que se le imponen, si en ésta no se dispusiere, motivadamente, lo contrario. 

3. De no ser posible el cumplimiento de la sanción en el momento en que se dicte la resolución, por 

hallarse el funcionario en situación administrativa que lo impida, ésta se hará efectiva cuando su 

cambio de situación lo permita, salvo que haya transcurrido el plazo de prescripción. 

4. No cabrá la suspensión o inejecución de las sanciones impuestas salvo en los supuestos previstos 

en los artículos 69 y 77 y con las limitaciones establecidas en ellos. 

Artículo 67 

Ejecución de la sanción de pérdida de haberes con suspensión de funciones 

1. Las sanciones de pérdida de haberes se harán efectivas por el órgano competente en materia de 

retribuciones, con cargo al sancionado. 

2. No obstante, cuando el sancionado lo sea por falta grave podrá, previa comunicación al 

correspondiente órgano, fraccionar el pago durante los cinco meses siguientes al de la imposición 

de la sanción. 

3. Para la determinación de estas sanciones se tomará como base la totalidad de las remuneraciones 

íntegras mensuales que percibiese en el momento de la comisión de la falta, dividiéndose por treinta 

aquella cantidad y se multiplicará por el número de días de sanción impuestos. 
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Artículo 68 

Concurrencia de sanciones 

Cuando concurran varias sanciones y no sea posible su cumplimiento simultáneo, éste se llevará a 

cabo por orden de mayor a menor gravedad. 

Artículo 69 

Suspensión e inejecución de las sanciones 

El órgano competente para imponer la sanción podrá proponer al Director General de la Policía y 

de la Guardia Civil, de oficio o a instancia del sancionado, y de manera motivada, la suspensión de 

la misma por plazo inferior al de su prescripción, o la inejecución de la sanción, cuando mediase 

causa justa para ello. El Ministro de Defensa y el Director General de la Policía y de la Guardia Civil 

podrán acordar la suspensión o la inejecución de las sanciones que impongan. 

CAPÍTULO II 

Anotación y cancelación de las sanciones 

Artículo 70 

Anotación 

Todas las sanciones disciplinarias se anotarán exclusivamente en la hoja de servicios del sancionado 

mediante nota en la que figurarán, además de la sanción, la expresión clara y concreta de los 

hechos y su calificación. 

Artículo 71 

Cancelación 

1. Las anotaciones de las sanciones, excepto la de separación del servicio, serán canceladas de 

oficio una vez transcurridos los plazos siguientes: 

a) Cuatro años, cuando se trate de sanciones por faltas muy graves. 

b) Dos años, cuando se trate de sanciones por faltas graves. 

c) Seis meses, cuando se trate de sanciones por faltas leves. 

2. Los plazos se contarán desde que se hubiere cumplido la sanción, siempre que durante ese tiempo 

no le hubiese sido impuesta al interesado ninguna pena o sanción disciplinaria. 

3. Las anotaciones por falta leve de los alumnos de los Centros de Formación de la Guardia Civil se 

cancelarán, en todo caso, cuando se incorporen a la Escala correspondiente. 

Artículo 72 

Efectos de la cancelación 

La cancelación de una anotación de sanción producirá el efecto de anularla, sin que pueda 

certificarse de ella, salvo cuando, tratándose de faltas graves o muy graves, lo soliciten las 
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autoridades competentes, a los efectos exclusivos de las clasificaciones reglamentarias y, en su caso, 

la concesión de recompensas. En las certificaciones se hará constar expresamente la cancelación. 

TÍTULO VI 

Recursos 

Artículo 73 

Requisitos generales 

Contra las resoluciones sancionadoras, los interesados podrán interponer, por escrito, los recursos de 

alzada y reposición en los términos previstos en los artículos siguientes, sin perjuicio del cumplimiento 

de las sanciones impuestas. 

Artículo 74 

Recurso de alzada 

1. Podrán ser recurridas en alzada ante el Ministro de Defensa las resoluciones sancionadoras 

acordadas por el Director General de la Policía y de la Guardia Civil; ante éste, las adoptadas por 

los Oficiales Generales, cualquiera que fuere su jerarquía; ante los Generales Jefes de Unidad, Centro 

u Organismo de la Guardia Civil del que directamente dependan, las dictadas por las autoridades y 

mandos subordinados a los mismos a los que la presente Ley atribuya competencia sancionadora 

por falta leve. 

2. El recurso podrá interponerse en el plazo de un mes, a contar desde el día siguiente al de la 

notificación de la resolución. 

3. Contra la resolución de baja en Centro Docente de Formación cabrá interponer recurso de alzada 

ante el Ministro de Defensa. 

Artículo 75 

Recurso de reposición 

Contra las resoluciones del Ministro de Defensa podrá interponerse recurso potestativo de reposición 

en el plazo de un mes. 

Artículo 76 

Interposición de los recursos 

1. Los recursos de alzada y de reposición se dirigirán a la autoridad competente para resolverlo, bien 

de manera directa o a través de la unidad en la que preste sus servicios o en la que esté encuadrado 

administrativamente el interesado. 

2. En el caso de sanciones por falta grave o muy grave podrán presentarse, además, por medio del 

instructor del expediente. 
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Artículo 77 

Suspensión de las sanciones recurridas 

1. El sancionado podrá solicitar de la Autoridad llamada a resolver el recurso la suspensión de la 

ejecución de una sanción por falta grave o muy grave, durante el tiempo de tramitación del recurso, 

cuando la ejecución pueda causarle perjuicios de imposible o difícil reparación o se fundamente en 

alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en la legislación de procedimiento 

administrativo común. 

2. Esta petición deberá ser resuelta en el plazo de cinco días y se denegará si con ella se causa 

perjuicio a la disciplina, al servicio, o a la imagen pública de la Institución. 

3. Transcurrido dicho plazo se entenderá desestimada, sin perjuicio de la obligación de resolver 

expresamente. 

Artículo 78 

Recurso contencioso-disciplinario militar 

1. Las resoluciones adoptadas en los recursos de alzada y de reposición pondrán fin a la vía 

disciplinaria y contra ellas podrá interponerse recurso contencioso-disciplinario militar ordinario, en la 

forma y plazos previstos en la legislación procesal militar. De todo lo anterior se informará a los 

recurrentes en las notificaciones que se practiquen, con expresa indicación del plazo hábil para 

recurrir y el órgano judicial ante el que puede interponerse. 

2. El recurso contencioso-disciplinario militar preferente y sumario podrá interponerse contra las 

resoluciones de las autoridades y mandos a los que la presente Ley atribuye competencia 

sancionadora, en los términos que se establece en la legislación procesal militar. 

Disposición adicional primera 

Normas de aplicación supletoria 

En todo lo no previsto en la presente Ley será de aplicación supletoria la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

común, y la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar. 

Disposición adicional segunda 

Comunicación de resoluciones judiciales 

Los Jueces y Tribunales pondrán en conocimiento de la Dirección General de la Policía y de la 

Guardia Civil toda resolución que ponga fin a los procesos por delito o falta que afecten al personal 

sujeto a la presente Ley. 

Disposición adicional tercera 

Colaboración del Registro Central de Penados y Rebeldes 

El Registro Central de Penados y Rebeldes, a petición de los órganos encargados de la tramitación 

de procedimientos de cancelación de notas causadas por la imposición de sanciones disciplinarias 

y a los exclusivos efectos de tales procedimientos, certificará la inexistencia o, en su caso, la 

constancia de antecedentes penales en vigor relativos a los interesados. 
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Disposición adicional cuarta 

Modificación del Código Penal Militar 

La Ley Orgánica 13/1985, de 9 de diciembre, por la que se aprueba el Código Penal Militar, queda 

modificada en los siguientes términos: 

Se añade un nuevo artículo 7 bis, con el siguiente texto: 

«Las disposiciones de este Código no serán de aplicación a las acciones u omisiones de los 

miembros del Cuerpo de la Guardia Civil en la realización de los actos propios del servicio que 

presten en el desempeño de las funciones que, para el cumplimiento de su misión de proteger el 

libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana, les atribuya en cada 

momento la normativa reguladora de dicho Instituto. 

No obstante, lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable a los miembros del Cuerpo de 

la Guardia Civil en tiempo de guerra, durante la vigencia del estado de sitio, durante el cumplimiento 

de misiones de carácter militar, o cuando el personal del citado Cuerpo se integre en Unidades 

Militares.» 

Disposición adicional quinta 

Modificaciones de la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, de Régimen del Personal de la Guardia Civil 

La Ley 42/1999, de 25 de noviembre, de Régimen del Personal de la Guardia Civil, se modifica en los 

siguientes términos: 

Uno. El apartado d) del número 1 del artículo 88 queda redactado de la siguiente manera: 

«d) Sanción disciplinaria de separación del servicio.» 

Dos. En el artículo 97 se añade el siguiente apartado tercero: 

«3. En el expediente al que hace referencia el apartado anterior, el plazo para resolver quedará 

suspendido cuando con anterioridad al momento en que se constaten los hechos que motivan su 

incoación, se instruya un procedimiento judicial por delito en el que pudieran imponerse las penas 

de prisión, inhabilitación absoluta e inhabilitación especial para empleo o cargo público, o un 

expediente disciplinario por falta muy grave. En estos casos, no se dictará resolución, si procede, 

hasta que se dicte resolución definitiva en el procedimiento judicial penal y se depure, en su caso, 

la eventual responsabilidad disciplinaria por la condena o bien se dicte resolución en el expediente 

disciplinario por falta muy grave.» 

Tres. Las referencias que se realizan a la Ley Orgánica 11/1991, de 17 de junio, de Régimen 

Disciplinario de la Guardia Civil, quedan sustituidas por las de la presente Ley Orgánica. 

Disposición adicional sexta 

Modificación de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

Se modifica el apartado primero del artículo 15 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. La Guardia Civil, por su condición de instituto armado de naturaleza militar, a efectos 

disciplinarios, se regirá por su normativa específica. Cuando la Guardia Civil actúe en el 
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cumplimiento de misiones de carácter militar o cuando el personal de dicho Cuerpo se integre en 

unidades militares, resultará de aplicación el régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas. 

En todo caso, será competente para la imposición de la sanción de separación del servicio el 

Ministro de Defensa, a propuesta del de Interior.» 

Disposición transitoria primera 

Régimen transitorio general 

1. A quienes, a la entrada en vigor de esta Ley, se encuentren cumpliendo arresto por falta leve o 

grave se les dará por cumplida tal sanción y, quienes se hallen sujetos a arresto preventivo, cesarán 

en él sin perjuicio de la resolución que pueda adoptarse en el procedimiento sancionador 

correspondiente. 

2. Las faltas disciplinarias cometidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de esta Ley 

serán sancionadas conforme a la normativa anterior, salvo que las disposiciones de la presente Ley 

fuesen más favorables para el interesado. La competencia para sancionar corresponderá a las 

autoridades y mandos con potestad sancionadora determinada en la presente Ley. 

3. Los procedimientos que a la entrada en vigor de esta Ley se encuentren en tramitación 

continuarán rigiéndose hasta su conclusión por las normas vigentes en el momento de su iniciación. 

Los recursos que se interpongan frente a las resoluciones dictadas en ellos se sustanciarán conforme 

a la nueva regulación. 

4. Las resoluciones firmes que a la entrada en vigor de esta Ley no hubiesen sido ejecutadas total o 

parcialmente, así como las que no hubiesen alcanzado firmeza, serán revisadas de oficio si de la 

aplicación de la misma se derivaran efectos más favorables para el sancionado. 

5. En tanto no se regulen reglamentariamente las misiones militares que corresponde ejecutar a la 

Guardia Civil, el Gobierno calificará expresamente cada una de ellas en función de su naturaleza. 

Igualmente, antes de la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno determinará el carácter militar o 

no militar de las misiones que ya estuviere desarrollando la Guardia Civil. 

Disposición transitoria segunda 

Régimen transitorio relativo a la aplicación del Código Penal Militar a los miembros de la Guardia 

Civil 

1. Los hechos punibles cometidos por los miembros de la Guardia Civil, en su condición de militares, 

hasta la entrada en vigor de esta Ley serán castigados conforme al Código Penal Militar, a menos 

que las disposiciones del Código Penal sean más favorables para el reo, en cuyo caso, previa 

audiencia del mismo y oído el Ministerio Fiscal y las demás partes personadas, la Jurisdicción Militar, 

de oficio o a instancia de cualquiera de los mencionados, se inhibirá a favor de los Tribunales o 

Juzgados de la jurisdicción ordinaria. 

2. El Tribunal sentenciador revisará, de oficio o a instancia de parte, las sentencias firmes no 

ejecutadas totalmente que se hayan dictado antes de la vigencia de esta Ley, y respecto de las 

cuales hubiere correspondido la absolución o una condena más beneficiosa para el reo por 

aplicación taxativa del Código Penal y no por el ejercicio del arbitrio judicial. 

En las sentencias dictadas conforme al Código Penal Militar y que no sean firmes por hallarse 

pendientes de recurso, se aplicarán de oficio o a instancia de parte los preceptos del Código Penal, 

cuando resulten más favorables al reo, previa audiencia del mismo. 
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3. Los miembros de la Guardia Civil que por aplicación de lo dispuesto en el Código Penal Militar, o 

por revisión de la sentencia, estuvieren cumpliendo penas de privación de libertad en 

establecimientos penitenciarios militares, seguirán en ellos hasta la extinción de dichas penas. 

Disposición derogatoria 

Queda derogada la Ley Orgánica 11/1991, de 17 de junio, de Régimen Disciplinario de la Guardia 

Civil. 

Disposición final primera 

Título habilitante 

La presente Ley se dicta al amparo de lo previsto en los artículos 149, apartado primero, materias 4.ª 

y 29.ª, y 104 de la Constitución. 

Disposición final segunda 

Carácter de ley ordinaria 

La Disposición Adicional Quinta tiene carácter de ley ordinaria. 

Disposición final tercera 

Desarrollo reglamentario 

1. El Gobierno, mediante Real Decreto, regulará, en el plazo de seis meses a contar desde la entrada 

en vigor de esta Ley, las misiones de carácter militar que se encomienden a la Guardia Civil. 

2. Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 

ejecución de la presente Ley. 

Disposición final cuarta 

Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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V. EXTRANJERÍA Y PROTECCIÓN 

INTERNACIONAL 
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§ 65. Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 

extranjeros en España y su integración social49 

«BOE» núm. 10, de 12 de enero de 2000 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

 

Artículo 1 

Delimitación del ámbito 

1. Se consideran extranjeros, a los efectos de la aplicación de la presente Ley, a los que carezcan de 

la nacionalidad española. 

2. Lo dispuesto en esta Ley se entenderá, en todo caso, sin perjuicio de lo establecido en leyes 

especiales y en los Tratados internacionales en los que España sea parte. 

3. Los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea y aquellos a quienes sea de aplicación 

el régimen comunitario se regirán por las normas que lo regulan, siéndoles de aplicación la presente 

Ley en aquellos aspectos que pudieran ser más favorables. 

Artículo 2 

Exclusión del ámbito de la ley 

Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley: 

 

 
49 La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, fue sustancialmente modificada por Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, y 

posteriormente por Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre, Ley Orgánica 

2/2009, de 11 de diciembre (esta modificación derivó de la STC 236/2007), Ley Orgánica 10/2011, de 27 de julio, Ley Orgánica 

10/2022, de 6 de septiembre, y Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo. La Ley 11/2023, de 8 de mayo, ha derogado el artículo 

38 ter. Sobre el texto de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, téngase en cuenta lo siguiente: a) según la disposición 

adicional única de la Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre, las referencias hechas al término «permiso» se entenderán 

hechas al término «autorización»; b) se declara inconstitucional y nulo el siguiente inciso del artículo 58.7: «Así mismo, toda 

devolución acordada en aplicación del párrafo b) del mismo apartado de este artículo llevará consigo la prohibición de 

entrada en territorio español por un plazo máximo de tres años» (STC 17/2013); c) se declara inaplicable el siguiente inciso del 

artículo 62.bis, 1.i): «y existan en el centro módulos que garanticen la unidad e intimidad familiar» (STS 10.2.2015); d) se declara 

la constitucionalidad de la disposición adicional décima, sobre el régimen especial de Ceuta y Melilla, por STC 172/2020 y STC 

13/2021, interpretada según estas resoluciones. Véase el Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el 

Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 

integración social. También el Acuerdo de Schengen, relativo a la supresión gradual de los controles en las fronteras comunes 

(Instrumento de ratificación del Reino de España en BOE núm. 81, de 5 de abril de 1994), y el Real Decreto 240/1997, de 16 de 

febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea 

y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, a su vez desarrollado por la Orden PRE/1490/2012, 

de 9 de julio, por la que se dictan normas para la aplicación del artículo 7 del Real Decreto 240/1997, de 16 de febrero. En 

desarrollo de los artículos 62 a 62 sexies de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, véase el Real Decreto 162/2014, de 14 de 

marzo, por el que se aprueba el reglamento de funcionamiento y régimen interior de los centros de internamiento de 

extranjeros.   
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a) Los agentes diplomáticos y los funcionarios consulares acreditados en España, así como los 

demás miembros de las misiones diplomáticas permanentes o especiales y de las oficinas consulares 

y sus familiares que, en virtud de las normas del Derecho internacional, estén exentos de las 

obligaciones relativas a su inscripción como extranjeros y a la obtención del permiso de residencia. 

b) Los representantes, delegados y demás miembros de las Misiones permanentes o de las 

Delegaciones ante los Organismos intergubernamentales con sede en España o en Conferencias 

internacionales que se celebren en España, así como sus familiares. 

c) Los funcionarios destinados en Organizaciones internacionales o intergubernamentales con 

sede en España, así como sus familiares, a quienes los Tratados en los que sea parte España eximan 

de las obligaciones mencionadas en el párrafo a) de este artículo. 

Artículo 2 bis 

La política inmigratoria 

1. Corresponde al Gobierno, de conformidad con lo previsto en el artículo 149.1.2.ª de la Constitución, 

la definición, planificación, regulación y desarrollo de la política de inmigración, sin perjuicio de las 

competencias que puedan ser asumidas por las Comunidades Autónomas y por las Entidades 

Locales. 

2. Todas las Administraciones Públicas basarán el ejercicio de sus competencias vinculadas con la 

inmigración en el respeto a los siguientes principios: 

a) la coordinación con las políticas definidas por la Unión Europea; 

b) la ordenación de los flujos migratorios laborales, de acuerdo con las necesidades de la 

situación nacional del empleo; 

c) la integración social de los inmigrantes mediante políticas transversales dirigidas a toda la 

ciudadanía; 

d) la igualdad efectiva entre mujeres y hombres; 

e) la efectividad del principio de no discriminación y, consecuentemente, el reconocimiento de 

iguales derechos y obligaciones para todos aquellos que vivan o trabajen legalmente en España, 

en los términos previstos en la Ley; 

f) la garantía del ejercicio de los derechos que la Constitución, los tratados internacionales y las 

leyes reconocen a todas las personas; 

g) la lucha contra la inmigración irregular y la persecución del tráfico ilícito de personas; 

h) la persecución de la trata de seres humanos; 

i) la igualdad de trato en las condiciones laborales y de Seguridad Social; 

j) la promoción del diálogo y la colaboración con los países de origen y tránsito de inmigración, 

mediante acuerdos marco dirigidos a ordenar de manera efectiva los flujos migratorios, así como a 

fomentar y coordinar las iniciativas de cooperación al desarrollo y codesarrollo. 
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3. El Estado garantizará el principio de solidaridad, consagrado en la Constitución, atendiendo a las 

especiales circunstancias de aquellos territorios en los que los flujos migratorios tengan una especial 

incidencia. 

Artículo 2 ter 

Integración de los inmigrantes 

1. Los poderes públicos promoverán la plena integración de los extranjeros en la sociedad española, 

en un marco de convivencia de identidades y culturas diversas sin más límite que el respeto a la 

Constitución y la ley. 

2. Las Administraciones Públicas incorporarán el objetivo de la integración entre inmigrantes y 

sociedad receptora, con carácter transversal a todas las políticas y servicios públicos, promoviendo 

la participación económica, social, cultural y política de las personas inmigrantes, en los términos 

previstos en la Constitución, en los Estatutos de Autonomía y en las demás leyes, en condiciones de 

igualdad de trato. 

Especialmente, procurarán, mediante acciones formativas, el conocimiento y respeto de los valores 

constitucionales y estatutarios de España, de los valores de la Unión Europea, así como de los 

derechos humanos, las libertades públicas, la democracia, la tolerancia y la igualdad entre mujeres 

y hombres, y desarrollarán medidas específicas para favorecer la incorporación al sistema educativo, 

garantizando en todo caso la escolarización en la edad obligatoria, el aprendizaje del conjunto de 

lenguas oficiales, y el acceso al empleo como factores esenciales de integración. 

3. La Administración General del Estado cooperará con las Comunidades Autónomas, las Ciudades 

de Ceuta y Melilla y los Ayuntamientos para la consecución de las finalidades descritas en el presente 

artículo, en el marco de un plan estratégico plurianual que incluirá entre sus objetivos atender a la 

integración de los menores extranjeros no acompañados. En todo caso, la Administración General 

del Estado, las Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos colaborarán y coordinarán sus 

acciones en este ámbito tomando como referencia sus respectivos planes de integración. 

4. De conformidad con los criterios y prioridades del Plan Estratégico de Inmigración, el Gobierno y 

las Comunidades autónomas acordarán en la Conferencia Sectorial de Inmigración programas de 

acción bienales para reforzar la integración social de los inmigrantes. Tales programas serán 

financiados con cargo a un fondo estatal para la integración de los inmigrantes, que se dotará 

anualmente, y que podrá incluir fórmulas de cofinanciación por parte de las Administraciones 

receptoras de las partidas del fondo. 

TÍTULO I 

Derechos y libertades de los extranjeros 

CAPÍTULO I 

Derechos y libertades de los extranjeros 

Artículo 3 

Derechos de los extranjeros e interpretación de las normas 

1. Los extranjeros gozarán en España de los derechos y libertades reconocidos en el Título I de la 

Constitución en los términos establecidos en los Tratados internacionales, en esta Ley y en las que 

regulen el ejercicio de cada uno de ellos. Como criterio interpretativo general, se entenderá que los 
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extranjeros ejercitan los derechos que les reconoce esta Ley en condiciones de igualdad con los 

españoles. 

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales de los extranjeros serán interpretadas de 

conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos 

internacionales sobre las mismas materias vigentes en España, sin que pueda alegarse la profesión 

de creencias religiosas o convicciones ideológicas o culturales de signo diverso para justificar la 

realización de actos o conductas contrarios a las mismas. 

Artículo 4 

Derecho a la documentación 

1. Los extranjeros que se encuentren en territorio español tienen el derecho y el deber de conservar 

la documentación que acredite su identidad, expedida por las autoridades competentes del país 

de origen o de procedencia, así como la que acredite su situación en España. 

2. Todos los extranjeros a los que se haya expedido un visado o una autorización para permanecer 

en España por un período superior a seis meses, obtendrán la tarjeta de identidad de extranjero, que 

deberán solicitar personalmente en el plazo de un mes desde su entrada en España o desde que se 

conceda la autorización, respectivamente. Estarán exceptuados de dicha obligación los titulares de 

un visado de residencia y trabajo de temporada. 

Reglamentariamente se desarrollarán los supuestos en que se podrá obtener dicha tarjeta de 

identidad cuando se haya concedido una autorización para permanecer en España por un periodo 

no superior a seis meses. 

3. Los extranjeros no podrán ser privados de su documentación, salvo en los supuestos y con los 

requisitos previstos en esta Ley Orgánica y en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre 

Protección de la Seguridad Ciudadana. 

Artículo 5 

Derecho a la libertad de circulación 

1. Los extranjeros que se hallen en España de acuerdo con lo establecido en el Título II de esta Ley, 

tendrán derecho a circular libremente por el territorio español y a elegir su residencia sin más 

limitaciones que las establecidas con carácter general por los tratados y las leyes, o las acordadas 

por la autoridad judicial, con carácter cautelar o en un proceso penal o de extradición en el que el 

extranjero tenga la condición de imputado, víctima o testigo, o como consecuencia de sentencia 

firme. 

2. No obstante, podrán establecerse medidas limitativas específicas cuando se acuerden en la 

declaración de estado de excepción o de sitio, en los términos previstos en la Constitución, y, 

excepcionalmente por razones de seguridad pública, de forma individualizada, motivada y en 

proporción a las circunstancias que concurran en cada caso, por resolución del Ministro del Interior, 

adoptada de acuerdo con las garantías jurídicas del procedimiento sancionador previsto en la Ley. 

Las medidas limitativas, cuya duración no excederá del tiempo imprescindible y proporcional a la 

persistencia de las circunstancias que justificaron la adopción de las mismas, podrán consistir en la 

presentación periódica ante las autoridades competentes y en el alejamiento de fronteras o núcleos 

de población concretados singularmente. 
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Artículo 6 

Participación pública 

1. Los extranjeros residentes en España podrán ser titulares del derecho de sufragio, en las elecciones 

municipales, en los términos establecidos en la Constitución, en los tratados internacionales, en su 

caso, y en la Ley. 

2. Los extranjeros residentes, empadronados en un municipio, tienen todos los derechos establecidos 

por tal concepto en la legislación de bases de régimen local, pudiendo ser oídos en los asuntos que 

les afecten de acuerdo con lo que disponga la normativa de aplicación. 

3. Los Ayuntamientos incorporarán al padrón a los extranjeros que tengan su domicilio habitual en el 

municipio y mantendrán actualizada la información relativa a los mismos. 

4. Los poderes públicos facilitarán el ejercicio del derecho de sufragio de los extranjeros en los 

procesos electorales democráticos del país de origen. 

  

Artículo 7 

Libertades de reunión y manifestación 

1. Los extranjeros tienen el derecho de reunión en las mismas condiciones que los españoles. 

2. Los promotores de reuniones o manifestaciones en lugares de tránsito público darán comunicación 

previa a la autoridad competente con la antelación prevista en la Ley Orgánica reguladora del 

Derecho de Reunión, la cual no podrá prohibirla o proponer su modificación sino por las causas 

previstas en dicha Ley. 

Artículo 8 

Libertad de asociación 

Todos los extranjeros tienen el derecho de asociación en las mismas condiciones que los españoles. 

Artículo 9 

Derecho a la educación 

1. Los extranjeros menores de dieciséis años tienen el derecho y el deber a la educación, que incluye 

el acceso a una enseñanza básica, gratuita y obligatoria. Los extranjeros menores de dieciocho años 

también tienen derecho a la enseñanza posobligatoria. 

Este derecho incluye la obtención de la titulación académica correspondiente y el acceso al sistema 

público de becas y ayudas en las mismas condiciones que los españoles. 

En caso de alcanzar la edad de dieciocho años en el transcurso del curso escolar, conservarán ese 

derecho hasta su finalización. 

2. Los extranjeros mayores de dieciocho años que se hallen en España tienen derecho a la educación 

de acuerdo con lo establecido en la legislación educativa. En todo caso, los extranjeros residentes 

mayores de dieciocho años tienen el derecho a acceder a las demás etapas educativas 
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posobligatorias, a la obtención de las titulaciones correspondientes, y al sistema público de becas 

en las mismas condiciones que los españoles. 

3. Los poderes públicos promoverán que los extranjeros puedan recibir enseñanzas para su mejor 

integración social. 

4. Los extranjeros residentes que tengan en España menores a su cargo en edad de escolarización 

obligatoria, deberán acreditar dicha escolarización, mediante informe emitido por las autoridades 

autonómicas competentes, en las solicitudes de renovación de su autorización o en su solicitud de 

residencia de larga duración. 

Artículo 10 

Derecho al trabajo y a la Seguridad Social 

1. Los extranjeros residentes que reúnan los requisitos previstos en esta Ley Orgánica y en las 

disposiciones que la desarrollen tienen derecho a ejercer una actividad remunerada por cuenta 

propia o ajena, así como a acceder al sistema de la Seguridad Social, de conformidad con la 

legislación vigente. 

2. Los extranjeros podrán acceder al empleo público en los términos previstos en la Ley 7/2007, de 12 

de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. 

Artículo 11 

Libertad de sindicación y huelga 

1. Los extranjeros tienen derecho a sindicarse libremente o a afiliarse a una organización profesional, 

en las mismas condiciones que los trabajadores españoles. 

2. Los extranjeros podrán ejercer el derecho a la huelga en las mismas condiciones que los españoles. 

Artículo 12 

Derecho a la asistencia sanitaria 

Los extranjeros tienen derecho a la asistencia sanitaria en los términos previstos en la legislación 

vigente en materia sanitaria. 

Artículo 13 

Derechos en materia de vivienda 

Los extranjeros residentes tienen derecho a acceder a los sistemas públicos de ayudas en materia de 

vivienda en los términos que establezcan las leyes y las Administraciones competentes. En todo caso, 

los extranjeros residentes de larga duración tienen derecho a dichas ayudas en las mismas 

condiciones que los españoles. 

Artículo 14 

Derecho a la Seguridad Social y a los servicios sociales 

1. Los extranjeros residentes tienen derecho a acceder a las prestaciones y servicios de la Seguridad 

Social en las mismas condiciones que los españoles. 
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2. Los extranjeros residentes tienen derecho a los servicios y a las prestaciones sociales, tanto a las 

generales y básicas como a las específicas, en las mismas condiciones que los españoles. En 

cualquier caso, los extranjeros con discapacidad, menores de dieciocho años, que tengan su 

domicilio habitual en España, tendrán derecho a recibir el tratamiento, servicios y cuidados 

especiales que exija su estado físico o psíquico. 

3. Los extranjeros, cualquiera que sea su situación administrativa, tienen derecho a los servicios y 

prestaciones sociales básicas. 

Artículo 15 

Sujeción de los extranjeros a los mismos impuestos que los españoles 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los acuerdos aplicables sobre doble imposición internacional, los 

extranjeros estarán sujetos, con carácter general, a los mismos impuestos que los españoles. 

2. Los extranjeros tienen derecho a transferir sus ingresos y ahorros obtenidos en España a su país, o a 

cualquier otro, conforme a los procedimientos establecidos en la legislación española y de 

conformidad con los acuerdos internacionales aplicables. El Gobierno adoptará las medidas 

necesarias para facilitar dichas transferencias. 

CAPÍTULO II 

Reagrupación familiar 

Artículo 16 

Derecho a la intimidad familiar 

1. Los extranjeros residentes tienen derecho a la vida en familia y a la intimidad familiar en la forma 

prevista en esta Ley Orgánica y de acuerdo con lo dispuesto en los Tratados internacionales suscritos 

por España. 

2. Los extranjeros residentes en España tienen derecho a reagrupar con ellos a los familiares que se 

determinan en el artículo 17. 

3. El cónyuge que hubiera adquirido la residencia en España por causa familiar y sus familiares con 

él agrupados conservarán la residencia aunque se rompa el vínculo matrimonial que dio lugar a la 

adquisición. 

Reglamentariamente se podrá determinar el tiempo previo de convivencia en España que se tenga 

que acreditar en estos supuestos. 

Artículo 17 

Familiares reagrupables 

1. El extranjero residente tiene derecho a reagrupar con él en España a los siguientes familiares: 

a) El cónyuge del residente, siempre que no se encuentre separado de hecho o de derecho, y 

que el matrimonio no se haya celebrado en fraude de ley. En ningún caso podrá reagruparse a más 

de un cónyuge aunque la ley personal del extranjero admita esta modalidad matrimonial. El 

extranjero residente que se encuentre casado en segundas o posteriores nupcias por la disolución 

de cada uno de sus anteriores matrimonios sólo podrá reagrupar con él al nuevo cónyuge si acredita 
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que la disolución ha tenido lugar tras un procedimiento jurídico que fije la situación del cónyuge 

anterior y de sus hijos comunes en cuanto al uso de la vivienda común, a la pensión compensatoria 

a dicho cónyuge y a los alimentos que correspondan a los hijos menores, o mayores en situación de 

dependencia. En la disolución por nulidad, deberán haber quedado fijados los derechos 

económicos del cónyuge de buena fe y de los hijos comunes, así como la indemnización, en su 

caso. 

b) Los hijos del residente y del cónyuge, incluidos los adoptados, siempre que sean menores de 

dieciocho años o personas con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer a 

sus propias necesidades debido a su estado de salud. Cuando se trate de hijos de uno solo de los 

cónyuges se requerirá, además, que éste ejerza en solitario la patria potestad o que se le haya 

otorgado la custodia y estén efectivamente a su cargo. En el supuesto de hijos adoptivos deberá 

acreditarse que la resolución por la que se acordó la adopción reúne los elementos necesarios para 

producir efecto en España. 

c) Los menores de dieciocho años y los mayores de esa edad que no sean objetivamente 

capaces de proveer a sus propias necesidades, debido a su estado de salud, cuando el residente 

extranjero sea su representante legal y el acto jurídico del que surgen las facultades representativas 

no sea contrario a los principios del ordenamiento español. 

d) Los ascendientes en primer grado del reagrupante y de su cónyuge cuando estén a su cargo, 

sean mayores de sesenta y cinco años y existan razones que justifiquen la necesidad de autorizar su 

residencia en España. Reglamentariamente se determinarán las condiciones para la reagrupación 

de los ascendientes de los residentes de larga duración en otro Estado miembro de la Unión Europea, 

de los trabajadores titulares de la tarjeta azul de la U.E. y de los beneficiarios del régimen especial 

de investigadores. Excepcionalmente, cuando concurran razones de carácter humanitario, podrá 

reagruparse al ascendiente menor de sesenta y cinco años si se cumplen las demás condiciones 

previstas en esta Ley. 

2. Los extranjeros que hubieran adquirido la residencia en virtud de una previa reagrupación podrán, 

a su vez, ejercer el derecho de reagrupación de sus propios familiares, siempre que cuenten ya con 

una autorización de residencia y trabajo, obtenida independientemente de la autorización del 

reagrupante, y acrediten reunir los requisitos previstos en esta Ley Orgánica. 

3. Cuando se trate de ascendientes reagrupados, éstos sólo podrán ejercer, a su vez, el derecho de 

reagrupación familiar tras haber obtenido la condición de residentes de larga duración y acreditado 

solvencia económica. 

Excepcionalmente, el ascendiente reagrupado que tenga a su cargo un o más hijos menores de 

edad, o hijos con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias 

necesidades debido a su estado de salud, podrá ejercer el derecho de reagrupación en los términos 

dispuestos en el apartado segundo de este artículo, sin necesidad de haber adquirido la residencia 

de larga duración. 

4. La persona que mantenga con el extranjero residente una relación de afectividad análoga a la 

conyugal se equiparará al cónyuge a todos los efectos previstos en este capítulo, siempre que dicha 

relación esté debidamente acreditada y reúna los requisitos necesarios para producir efectos en 

España. 

En todo caso, las situaciones de matrimonio y de análoga relación de afectividad se considerarán 

incompatibles entre sí. 

No podrá reagruparse a más de una persona con análoga relación de afectividad, aunque la ley 

personal del extranjero admita estos vínculos familiares. 
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5. Reglamentariamente, se desarrollarán las condiciones para el ejercicio del derecho de 

reagrupación así como para acreditar, a estos efectos, la relación de afectividad análoga a la 

conyugal. 

Artículo 18 

Requisitos para la reagrupación familiar 

1. Los extranjeros podrán ejercer el derecho a la reagrupación familiar cuando hayan obtenido la 

renovación de su autorización de residencia inicial, con excepción de la reagrupación de los 

familiares contemplados en el artículo 17.1 d) de esta Ley, que solamente podrán ser reagrupados a 

partir del momento en que el reagrupante adquiera la residencia de larga duración. 

La reagrupación de los familiares de residentes de larga duración, de los trabajadores titulares de la 

tarjeta azul de la U.E. y de los beneficiarios del régimen especial de investigadores, podrá solicitarse 

y concederse, simultáneamente, con la solicitud de residencia del reagrupante. Cuando tengan 

reconocida esta condición en otro Estado miembro de la Unión Europea, la solicitud podrá 

presentarse en España o desde el Estado de la Unión Europea donde tuvieran su residencia, cuando 

la familia estuviera ya constituida en aquél. 

2. El reagrupante deberá acreditar, en los términos que se establezcan reglamentariamente, que 

dispone de vivienda adecuada y de medios económicos suficientes para cubrir sus necesidades y 

las de su familia, una vez reagrupada. 

En la valoración de los ingresos a efectos de la reagrupación, no computarán aquellos provenientes 

del sistema de asistencia social, pero se tendrán en cuenta otros ingresos aportados por el cónyuge 

que resida en España y conviva con el reagrupante. 

Las Comunidades Autónomas o, en su caso, los Ayuntamientos informarán sobre la adecuación de 

la vivienda a los efectos de reagrupación familiar. 

Las Administraciones Públicas promoverán la participación de los reagrupados en programas de 

integración socio-cultural y de carácter lingüístico. 

3. Cuando los familiares a reagrupar sean menores en edad de escolarización obligatoria, la 

Administración receptora de las solicitudes deberá comunicar a las autoridades educativas 

competentes una previsión sobre los procedimientos iniciados de reagrupación familiar, a los efectos 

de habilitar las plazas necesarias en los centros escolares correspondientes. 

Artículo 18 bis 

Procedimiento para la reagrupación familiar 

1. El extranjero que desee ejercer el derecho a la reagrupación familiar deberá solicitar una 

autorización de residencia por reagrupación familiar a favor de los miembros de su familia que desee 

reagrupar, pudiendo solicitarse de forma simultánea la renovación de la autorización de residencia 

y la solicitud de reagrupación familiar. 

2. En caso de que el derecho a la reagrupación se ejerza por residentes de larga duración en otro 

Estado miembro de la Unión Europea que residan en España, la solicitud podrá presentarse por los 

familiares reagrupables, aportando prueba de residencia como miembro de la familia del residente 

de larga duración en el primer Estado miembro. 
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Artículo 19 

Efectos de la reagrupación familiar en circunstancias especiales 

1. La autorización de residencia por reagrupación familiar de la que sean titulares el cónyuge e hijos 

reagrupados cuando alcancen la edad laboral, habilitará para trabajar sin necesidad de ningún 

otro trámite administrativo. 

2. El cónyuge reagrupado podrá obtener una autorización de residencia independiente cuando 

disponga de medios económicos suficientes para cubrir sus propias necesidades. 

En caso de que la cónyuge reagrupada fuera víctima de violencia de género, sin necesidad de que 

se haya cumplido el requisito anterior, podrá obtener la autorización de residencia y trabajo 

independiente, desde el momento en que se hubiera dictado a su favor una orden de protección o, 

en su defecto, informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de violencia de 

género. 

3. Los hijos reagrupados podrán obtener una autorización de residencia independiente cuando 

alcancen la mayoría de edad y dispongan de medios económicos suficientes para cubrir sus propias 

necesidades. 

4. Reglamentariamente se determinará la forma y la cuantía de los medios económicos considerados 

suficientes para que los familiares reagrupados puedan obtener una autorización independiente. 

5. En caso de muerte del reagrupante, los familiares reagrupados podrán obtener una autorización 

de residencia independiente en las condiciones que se determinen. 

CAPÍTULO III 

Garantías jurídicas 

Artículo 20 

Derecho a la tutela judicial efectiva 

1. Los extranjeros tienen derecho a la tutela judicial efectiva. 

2. Los procedimientos administrativos que se establezcan en materia de extranjería respetarán en 

todo caso las garantías previstas en la legislación general sobre procedimiento administrativo, 

especialmente en lo relativo a publicidad de las normas, contradicción, audiencia del interesado y 

motivación de las resoluciones, salvo lo dispuesto en el artículo 27 de esta Ley. 

3. En los procedimientos administrativos estarán legitimadas para intervenir como interesadas las 

organizaciones constituidas legalmente en España para la defensa de los inmigrantes, expresamente 

designadas por éstos. 

4. En los procesos contencioso-administrativos en materia de extranjería estarán legitimadas para 

intervenir las entidades que resulten afectadas en los términos previstos por el artículo 19.1.b) de la 

Ley reguladora de dicha jurisdicción. 
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Artículo 21 

Derecho al recurso contra los actos administrativos 

1. Los actos y resoluciones administrativas adoptados en relación con los extranjeros serán recurribles 

con arreglo a lo dispuesto en las leyes. 

2. El régimen de ejecutividad de los actos administrativos dictados en materia de extranjería será el 

previsto con carácter general en la legislación vigente, salvo lo dispuesto en esta Ley para la 

tramitación de expedientes de expulsión con carácter preferente. 

Artículo 22 

Derecho a la asistencia jurídica gratuita 

1. Los extranjeros que se hallen en España tienen derecho a la asistencia jurídica gratuita en los 

procesos en los que sean parte, cualquiera que sea la jurisdicción en la que se sigan, en las mismas 

condiciones que los ciudadanos españoles. 

2. Los extranjeros que se hallen en España tienen derecho a asistencia letrada en los procedimientos 

administrativos que puedan llevar a su denegación de entrada, devolución, o expulsión del territorio 

español y en todos los procedimientos en materia de protección internacional, así como a la 

asistencia de intérprete si no comprenden o hablan la lengua oficial que se utilice. Estas asistencias 

serán gratuitas cuando carezcan de recursos económicos suficientes según los criterios establecidos 

en la normativa reguladora del derecho de asistencia jurídica gratuita. 

3. En los procesos contencioso-administrativos contra las resoluciones que pongan fin a la vía 

administrativa en materia de denegación de entrada, devolución o expulsión, el reconocimiento del 

derecho a la asistencia jurídica gratuita requerirá la oportuna solicitud realizada en los términos 

previstos en las normas que regulan la asistencia jurídica gratuita. La constancia expresa de la 

voluntad de interponer el recurso o ejercitar la acción correspondiente deberá realizarse de 

conformidad con lo previsto en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, o en caso de 

que el extranjero pudiera hallarse privado de libertad, en la forma y ante el funcionario público que 

reglamentariamente se determinen. 

A los efectos previstos en este apartado, cuando el extranjero tuviera derecho a la asistencia jurídica 

gratuita y se encontrase fuera de España, la solicitud de la misma y, en su caso, la manifestación de 

la voluntad de recurrir, podrán realizarse ante la misión diplomática u oficina consular 

correspondiente. 

CAPÍTULO IV 

De las medidas antidiscriminatorias 

Artículo 23 

Actos discriminatorios 

1. A los efectos de esta Ley, representa discriminación todo acto que, directa o indirectamente, 

conlleve una distinción, exclusión, restricción o preferencia contra un extranjero basada en la raza, 

el color, la ascendencia o el origen nacional o étnico, las convicciones y prácticas religiosas, y que 

tenga como fin o efecto destruir o limitar el reconocimiento o el ejercicio, en condiciones de 

igualdad, de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en el campo político, 

económico, social o cultural. 
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2. En cualquier caso, constituyen actos de discriminación: 

a) Los efectuados por la autoridad o funcionario público o personal encargado de un servicio 

público, que en el ejercicio de sus funciones, por acción u omisión, realice cualquier acto 

discriminatorio prohibido por la ley contra un extranjero sólo por su condición de tal o por pertenecer 

a una determinada raza, religión, etnia o nacionalidad. 

b) Todos los que impongan condiciones más gravosas que a los españoles, o que impliquen 

resistencia a facilitar a un extranjero bienes o servicios ofrecidos al público, sólo por su condición de 

tal o por pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o nacionalidad. 

c) Todos los que impongan ilegítimamente condiciones más gravosas que a los españoles o 

restrinjan o limiten el acceso al trabajo, a la vivienda, a la educación, a la formación profesional y a 

los servicios sociales y socioasistenciales, así como a cualquier otro derecho reconocido en la 

presente Ley Orgánica, al extranjero que se encuentre regularmente en España, sólo por su 

condición de tal o por pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o nacionalidad. 

d) Todos los que impidan, a través de acciones u omisiones, el ejercicio de una actividad 

económica emprendida legítimamente por un extranjero residente legalmente en España, sólo por 

su condición de tal o por pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o nacionalidad. 

e) Constituye discriminación indirecta todo tratamiento derivado de la adopción de criterios que 

perjudiquen a los trabajadores por su condición de extranjeros o por pertenecer a una determinada 

raza, religión, etnia o nacionalidad. 

Artículo 24 

Aplicabilidad del procedimiento sumario 

La tutela judicial contra cualquier práctica discriminatoria que comporte vulneración de derechos y 

libertades fundamentales podrá ser exigida por el procedimiento previsto en el artículo 53.2 de la 

Constitución en los términos legalmente establecidos. 

TÍTULO II 

Régimen jurídico de los extranjeros 

CAPÍTULO I 

De la entrada y salida del territorio español 

Artículo 25 

Requisitos para la entrada en territorio español 

1. El extranjero que pretenda entrar en España deberá hacerlo por los puestos habilitados al efecto, 

hallarse provisto del pasaporte o documento de viaje que acredite su identidad, que se considere 

válido para tal fin en virtud de convenios internacionales suscritos por España y no estar sujeto a 

prohibiciones expresas. Asimismo, deberá presentar los documentos que se determinen 

reglamentariamente que justifiquen el objeto y condiciones de estancia, y acreditar medios de vida 

suficientes para el tiempo que pretenda permanecer en España, o estar en condiciones de obtener 

legalmente dichos medios. 
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2. Salvo en los casos en que se establezca lo contrario en los convenios internacionales suscritos por 

España o en la normativa de la Unión Europea, será preciso, además, un visado. 

No será exigible el visado cuando el extranjero se encuentre provisto de la tarjeta de identidad de 

extranjero o, excepcionalmente, de una autorización de regreso. 

3. Lo dispuesto en los párrafos anteriores no será de aplicación a los extranjeros que soliciten acogerse 

al derecho de asilo en el momento de su entrada en España, cuya concesión se regirá por lo 

dispuesto en su normativa específica. 

4. Se podrá autorizar la entrada en España de los extranjeros que no reúnan los requisitos establecidos 

en los párrafos anteriores cuando existan razones excepcionales de índole humanitaria, interés 

público o cum plimiento de compromisos adquiridos por España. En estos casos, se procederá a 

hacer entrega al extranjero de la documentación que se establezca reglamentariamente. 

5. La entrada en territorio nacional de los extranjeros a los que no les sea de aplicación el régimen 

comunitario, podrá ser registrada por las autoridades españolas a los efectos de control de su período 

de permanencia legal en España, de conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 

de protección de datos de carácter personal. 

Artículo 25 bis 

Tipos de visado 

1. Los extranjeros que se propongan entrar en territorio español deberán estar provistos de visado, 

válidamente expedido y en vigor, extendido en su pasaporte o documento de viaje o, en su caso, 

en documento aparte, salvo lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 25 de esta Ley. 

2. Los visados a que se refiere el apartado anterior serán de una de las clases siguientes: 

a) Visado de tránsito, que habilita a transitar por la zona de tránsito internacional de un 

aeropuerto español o a atravesar el territorio español. No será exigible la obtención de dicho visado 

en casos de tránsito de un extranjero a efectos de repatriación o alejamiento por vía aérea solicitado 

por un Estado miembro de la Unión Europea o por un tercer estado que tenga suscrito con España 

un acuerdo internacional sobre esta materia. 

b) Visado de estancia, que habilita para una estancia ininterrumpida o estancias sucesivas por 

un período o suma de períodos cuya duración total no exceda de tres meses por semestre a partir 

de la fecha de la primera entrada. 

c) Visado de residencia, que habilita para residir sin ejercer actividad laboral o profesional. 

d) Visado de residencia y trabajo, que habilita para la entrada y estancia por un período máximo 

de tres meses y para el comienzo, en ese plazo, de la actividad laboral o profesional para la que 

hubiera sido previamente autorizado. En este tiempo deberá producirse el alta del trabajador en la 

Seguridad Social, que dotará de eficacia a la autorización de residencia y trabajo, por cuenta 

propia o ajena. Si transcurrido el plazo no se hubiera producido el alta, el extranjero quedará 

obligado a salir del territorio nacional, incurriendo, en caso contrario, en la infracción contemplada 

en el artículo 53.1.a) de esta Ley. 

e) Visado de residencia y trabajo de temporada, que habilita para trabajar por cuenta ajena 

hasta nueve meses en un período de doce meses consecutivos. 
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f) Visado de estudios, que habilita a permanecer en España para la realización de cursos, 

estudios, trabajos de investigación o formación, intercambio de alumnos, prácticas no laborales o 

servicios de voluntariado, no remunerados laboralmente. 

g) Visado de investigación, que habilita al extranjero a permanecer en España para realizar 

proyectos de investigación en el marco de un convenio de acogida firmado con un organismo de 

investigación. 

3. Reglamentariamente, se desarrollarán los diferentes tipos de visados. 

Artículo 26 

Prohibición de entrada en España 

1. No podrán entrar en España, ni obtener un visado a tal fin, los extranjeros que hayan sido 

expulsados, mientras dure la prohibición de entrada, así como aquellos que la tengan prohibida por 

otra causa legalmente establecida o en virtud de convenios internacionales en los que sea parte 

España. 

2. A los extranjeros que no cumplan los requisitos establecidos para la entrada, les será denegada 

mediante resolución motivada, con información acerca de los recursos que puedan interponer 

contra ella, plazo para hacerlo y autoridad ante quien deben formalizarlo, y de su derecho a la 

asistencia letrada, que podrá ser de oficio, y de intérprete, que comenzará en el momento mismo 

de efectuarse el control en el puesto fronterizo. 

Artículo 27 

Expedición del visado 

1. El visado se solicitará y expedirá en las Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares de España, salvo 

en los supuestos excepcionales que se contemplen reglamentariamente o en los supuestos en los 

que el Estado español, de acuerdo con la normativa comunitaria sobre la materia, haya acordado 

su representación con otro Estado miembro de la Unión Europea en materia de visados de tránsito o 

estancia. 

2. La concesión del visado: 

a) Habilitará al extranjero para presentarse en un puesto fronterizo español y solicitar su entrada. 

b) Habilitará al extranjero, una vez se ha efectuado la entrada en territorio español, a permanecer 

en España en la situación para la que hubiese sido expedido, sin perjuicio de la obligatoriedad de 

obtener, en su caso, la tarjeta de identidad de extranjero. 

3. Reglamentariamente se establecerá la normativa específica del procedimiento de concesión y 

expedición de visados, conforme a lo previsto en la disposición adicional undécima de la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre. En dicho procedimiento podrá requerirse la comparecencia personal 

del solicitante. 

4. El ejercicio de la potestad de otorgamiento o denegación de visados se sujetará a los compromisos 

internacionales vigentes en la materia y se orientará al cumplimiento de los fines de la política exterior 

del Reino de España y de otras políticas públicas españolas o de la Unión Europea, como la política 

de inmigración, la política económica y la de seguridad ciudadana. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1095 

5. Para supuestos excepcionales podrán fijarse por vía reglamentaria otros criterios a los que haya de 

someterse el otorgamiento y denegación de visados. 

6. La denegación de visado deberá ser motivada cuando se trate de visados de residencia para 

reagrupación familiar o para el trabajo por cuenta ajena, así como en el caso de visados de estancia 

o de tránsito. Si la denegación se debe a que el solicitante del visado está incluido en la lista de 

personas no admisibles prevista en el Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen de 14 de 

junio de 1990, se le comunicará así de conformidad con las normas establecidas por dicho Convenio. 

La resolución expresará los recursos que contra la misma procedan, órgano ante el que hubieran de 

presentarse y plazo para interponerlos. 

Artículo 28 

De la salida de España 

1. Las salidas del territorio español podrán realizarse libremente, excepto en los casos previstos en el 

Código Penal y en la presente Ley. La salida de los extranjeros a los que no les sea de aplicación el 

régimen comunitario, podrá ser registrada por las autoridades españolas a los efectos de control de 

su período de permanencia legal en España de conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. 

2. Excepcionalmente, el Ministro del Interior podrá prohibir la salida del territorio español por razones 

de seguridad nacional o de salud pública. La instrucción y resolución de los expedientes de 

prohibición tendrá siempre carácter individual. 

3. La salida será obligatoria en los siguientes supuestos: 

a) Expulsión del territorio español por orden judicial, en los casos previstos en el Código Penal. 

b) Expulsión o devolución acordadas por resolución administrativa en los casos previstos en la 

presente Ley. 

c) Denegación administrativa de las solicitudes formuladas por el extranjero para continuar 

permaneciendo en territorio español, o falta de autorización para encontrarse en España. 

d) Cumplimiento del plazo en el que un trabajador extranjero se hubiera comprometido a 

regresar a su país de origen en el marco de un programa de retorno voluntario. 

CAPÍTULO II 

De la Autorización de estancia y de residencia 

Artículo 29 

Enumeración de las situaciones 

1. Los extranjeros podrán encontrarse en España en las situaciones de estancia o residencia. 

2. Las diferentes situaciones de los extranjeros en España podrán acreditarse mediante pasaporte o 

documento de viaje que acredite su identidad, visado o tarjeta de identidad de extranjero, según 

corresponda. 
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Artículo 30 

Situación de estancia 

1. Estancia es la permanencia en territorio español por un período de tiempo no superior a 90 días, 

sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33 para la admisión a efectos de estudios, intercambio de 

alumnos, prácticas no laborales o servicios de voluntariado. 

2. Transcurrido dicho tiempo, para permanecer en España será preciso obtener o una prórroga de 

estancia o un permiso de residencia. 

3. En los supuestos de entrada con visado, cuando la duración de éste sea inferior a tres meses, se 

podrá prorrogar la estancia, que en ningún caso podrá ser superior a tres meses, en un período de 

seis meses. 

4. En los supuestos de entrada sin visado, cuando concurran circunstancias excepcionales que lo 

justifiquen, podrá autorizarse la estancia de un extranjero en el territorio español más allá de tres 

meses. 

Artículo 30 bis 

Situación de residencia 

1. Son residentes los extranjeros que se encuentren en España y sean titulares de una autorización 

para residir. 

2. Los residentes podrán encontrarse en la situación de residencia temporal o de residencia de larga 

duración. 

Artículo 31 

Situación de residencia temporal 

1. La residencia temporal es la situación que autoriza a permanecer en España por un período 

superior a 90 días e inferior a cinco años. Las autorizaciones de duración inferior a cinco años podrán 

renovarse, a petición del interesado, atendiendo a las circunstancias que motivaron su concesión. 

La duración de las autorizaciones iniciales de residencia temporal y de las renovaciones se 

establecerá reglamentariamente. 

2. La autorización inicial de residencia temporal que no comporte autorización de trabajo se 

concederá a los extranjeros que dispongan de medios suficientes para sí y, en su caso, para los de 

su familia. Reglamentariamente se establecerán los criterios para determinar la suficiencia de dichos 

medios. 

3. La Administración podrá conceder una autorización de residencia temporal por situación de 

arraigo, así como por razones humanitarias, de colaboración con la Justicia u otras circunstancias 

excepcionales que se determinen reglamentariamente. 

En estos supuestos no será exigible el visado. 

4. La autorización inicial de residencia temporal y trabajo, que autorizará a realizar actividades 

lucrativas por cuenta propia y/o ajena, se concederá de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 36 

y siguientes de esta Ley. 
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5. Para autorizar la residencia temporal de un extranjero será preciso que carezca de antecedentes 

penales en España o en los países anteriores de residencia, por delitos existentes en el ordenamiento 

español, y no figurar como rechazable en el espacio territorial de países con los que España tenga 

firmado un convenio en tal sentido. 

6. Los extranjeros con autorización de residencia temporal vendrán obligados a poner en 

conocimiento de las autoridades competentes los cambios de nacionalidad, estado civil y domicilio. 

7. Para la renovación de las autorizaciones de residencia temporal, se valorará en su caso: 

a) Los antecedentes penales, considerando la existencia de indultos o las situaciones de remisión 

condicional de la pena o la suspensión de la pena privativa de libertad. 

b) El incumplimiento de las obligaciones del extranjero en materia tributaria y de seguridad social. 

A los efectos de dicha renovación, se valorará especialmente el esfuerzo de integración del 

extranjero que aconseje su renovación, acreditado mediante un informe positivo de la Comunidad 

Autónoma que certifique la asistencia a las acciones formativas contempladas en el artículo 2 ter de 

esta Ley. 

Artículo 31 bis 

Residencia temporal y trabajo de mujeres extranjeras víctimas de violencia de género o de 

violencias sexuales 

1. Las mujeres extranjeras, cualquiera que sea su situación administrativa, tienen garantizados los 

derechos reconocidos en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 

Integral contra la Violencia de Género, en caso de que sean víctimas de violencia de género; y los 

derechos reconocidos en la Ley Orgánica de garantía integral de la libertad sexual, en caso de que 

sean víctimas de violencias sexuales; así como, en ambos casos, a las medidas de protección y 

seguridad establecidas en la legislación vigente. 

2. Si al denunciarse una situación de violencia de género o de violencia sexual contra una mujer 

extranjera se pusiera de manifiesto su situación irregular, no se incoará el expediente administrativo 

sancionador por infracción del artículo 53.1.a), y se suspenderá el expediente administrativo 

sancionador que se hubiera incoado por la comisión de dicha infracción con anterioridad a la 

denuncia o, en su caso, la ejecución de las órdenes de expulsión o de devolución eventualmente 

acordadas. 

3. La mujer extranjera que se halle en la situación descrita en el apartado anterior podrá solicitar una 

autorización de residencia y trabajo por circunstancias excepcionales a partir del momento en que 

se hubiera dictado una orden de protección a su favor o, en su defecto, informe del Ministerio Fiscal 

que indique la existencia de indicios de violencia de género o sexual. Dicha autorización no se 

resolverá hasta que concluya el procedimiento penal. En el momento de presentación de la solicitud, 

o en cualquier otro posterior a lo largo del proceso penal, la mujer extranjera, por sí misma o a través 

de representante, también podrá solicitar una autorización de residencia por circunstancias 

excepcionales a favor de sus hijos menores de edad o que tengan una discapacidad y no sean 

objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades, o una autorización de residencia y 

trabajo en caso de que fueran mayores de dieciséis años y se encuentren en España en el momento 

de la denuncia. 

Sin perjuicio de lo anterior, la autoridad competente para otorgar la autorización por circunstancias 

excepcionales concederá una autorización provisional de residencia y trabajo a favor de la mujer 

extranjera y, en su caso, las autorizaciones de residencia provisionales a favor de sus hijos menores 
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de edad o con discapacidad, o de residencia y trabajo si fueran mayores de dieciséis años, previstas 

en el párrafo anterior, que se encuentren en España en el momento de la denuncia. Las 

autorizaciones provisionales eventualmente concedidas concluirán en el momento en que se 

concedan o denieguen definitivamente las autorizaciones por circunstancias excepcionales. 

4. Cuando el procedimiento penal concluyera con una sentencia condenatoria o con una resolución 

judicial de la que se deduzca que la mujer ha sido víctima de violencia de género o de violencia 

sexual, incluido el archivo de la causa por encontrarse el investigado en paradero desconocido o el 

sobreseimiento provisional por expulsión del denunciado, se notificará a la interesada la concesión 

de las autorizaciones solicitadas. En el supuesto de que no se hubieran solicitado, se le informará de 

la posibilidad de concederlas, otorgándole un plazo para su solicitud. 

Si del procedimiento penal concluido no pudiera deducirse la situación de violencia de género o 

sexual, se incoará el expediente administrativo sancionador por infracción del artículo 53.1.a) o se 

continuará, en el supuesto de que se hubiera suspendido inicialmente. 

Artículo 32 

Residencia de larga duración 

1. La residencia de larga duración es la situación que autoriza a residir y trabajar en España 

indefinidamente, en las mismas condiciones que los españoles. 

2. Tendrán derecho a residencia de larga duración los que hayan tenido residencia temporal en 

España durante cinco años de forma continuada, que reúnan las condiciones que se establezcan 

reglamentariamente. A los efectos de obtener la residencia de larga duración computarán los 

periodos de residencia previa y continuada en otros Estados miembros, como titular de la tarjeta azul 

de la UE. Se considerará que la residencia ha sido continuada aunque por períodos de vacaciones 

u otras razones que se establezcan reglamentariamente el extranjero haya abandonado el territorio 

nacional temporalmente. 

3. Los extranjeros residentes de larga duración en otro Estado miembro de la Unión Europea podrán 

solicitar por sí mismos y obtener una autorización de residencia de larga duración en España cuando 

vayan a desarrollar una actividad por cuenta propia o ajena, o por otros fines, en las condiciones 

que se establezcan reglamentariamente. No obstante, en el supuesto de que los extranjeros 

residentes de larga duración en otro estado miembro de la Unión Europea deseen conservar el 

estatuto de residente de larga duración adquirido en el primer estado miembro, podrán solicitar y 

obtener una autorización de residencia temporal en España. 

3 bis. Los extranjeros a quienes España u otro Estado miembro de la Unión Europea hubiese 

reconocido protección internacional y que se encuentren en España, podrán solicitar por sí mismos 

y obtener una autorización de residencia de larga duración en España en las condiciones que se 

establezcan reglamentariamente. 

No se reconocerá la condición de residente de larga duración en España al beneficiario de 

protección internacional cuyo estatuto hubiese sido revocado, cesado, finalizado, o cuya 

renovación hubiese sido denegada, de acuerdo con las normas de la Unión Europea aplicables, y 

en las condiciones que se establezcan reglamentariamente. 

4. Con carácter reglamentario se establecerán criterios para la concesión de otras autorizaciones de 

residencia de larga duración en supuestos individuales de especial vinculación con España. 

5. La extinción de la residencia de larga duración se producirá en los casos siguientes: 
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a) Cuando la autorización se haya obtenido de manera fraudulenta. 

b) Cuando se dicte una orden de expulsión en los casos previstos en la Ley. 

c) Cuando se produzca la ausencia del territorio de la Unión Europea durante 12 meses 

consecutivos. Reglamentariamente se establecerán las excepciones a la pérdida de la autorización 

por este motivo, así como el procedimiento y requisitos para recuperar la autorización de residencia 

de larga duración. 

d) Cuando se adquiera la residencia de larga duración en otro Estado miembro. 

e) Cuando, obtenida la autorización por la persona a quien otro Estado miembro reconoció 

protección internacional, las autoridades de dicho Estado hubieran resuelto el cese o la revocación 

de la citada protección. 

6. Las personas extranjeras que hayan perdido la condición de residentes de larga duración podrán 

recuperar dicho estatuto mediante un procedimiento simplificado que se desarrollará 

reglamentariamente. 

Dicho procedimiento se aplicará sobre todo en el caso de personas que hayan residido en otro 

Estado miembro para la realización de estudios. 

Artículo 33 

Régimen de admisión a efectos de estudios, intercambio de alumnos, prácticas no laborales o 

servicios de voluntariado 

1. Podrá ser autorizado, en régimen de estancia, conforme a lo dispuesto en la presente ley, el 

extranjero que tenga como fin único o principal realizar una de las siguientes actividades de carácter 

no laboral: 

a) Cursar o ampliar estudios. 

b) Realizar actividades de investigación o formación, sin perjuicio del régimen especial de los 

investigadores. 

c) Participar en programas de intercambio de alumnos en cualesquiera centros docentes o 

científicos, públicos o privados, oficialmente reconocidos. 

d) Realizar prácticas no laborales. 

e) Realizar servicios de voluntariado. 

2. La vigencia de la autorización coincidirá con la duración del curso para el que esté matriculado, 

de los trabajos de investigación, del intercambio de alumnos, de las prácticas o del servicio de 

voluntariado. En el caso de los estudios superiores, en los supuestos en los que el solicitante vaya a 

estudiar más de un curso académico, la vigencia de la autorización coincidirá con la duración oficial 

de los estudios en las condiciones que reglamentariamente se determinen, que incluirán el 

mantenimiento y comprobación de los requisitos que dieron lugar al otorgamiento de la autorización. 

3. La autorización se prorrogará con el límite de un año en cada prórroga en los términos y con los 

periodos de cada actividad de conformidad con su legislación específica siempre y cuando el titular 

demuestre que sigue reuniendo las condiciones requeridas en la autorización inicial y que cumple los 

requisitos exigidos con carácter general y los específicos de cada una de ellas. 
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4. Los extranjeros admitidos con fines de estudio, prácticas no laborales o voluntariado podrán ser 

autorizados para ejercer una actividad retribuida por cuenta propia o ajena, en la medida en que 

ello no limite la prosecución de los estudios o actividad asimilada, en los términos que 

reglamentariamente se determinen. 

5. La realización de trabajo en una familia para compensar la estancia y mantenimiento en la misma, 

mientras se mejoran los conocimientos lingüísticos o profesionales se regulará de acuerdo con lo 

dispuesto en los acuerdos internacionales sobre colocación «au pair». 

6. Se facilitará la entrada y permanencia en España, en los términos establecidos 

reglamentariamente, de los estudiantes extranjeros que participen en programas de la Unión 

Europea destinados a favorecer la movilidad con destino a la Unión o en la misma. 

7. Todo extranjero, admitido en calidad de estudiante en otro Estado miembro de la Unión Europea, 

que solicite cursar parte de sus estudios ya iniciados o completar éstos en España podrá solicitar una 

autorización de estancia por estudios y obtenerla, si reúne los requisitos reglamentarios para ello, no 

siendo exigible el visado. 

A fin de que todo extranjero admitido en calidad de estudiante en España pueda solicitar cursar 

parte de sus estudios ya iniciados o completar éstos en otro Estado miembro de la Unión Europea, las 

Autoridades españolas facilitarán la información oportuna sobre la permanencia de aquél en 

España, a instancia de las Autoridades competentes de dicho Estado miembro. 

8. Se someten al régimen de estancia previsto en este artículo los extranjeros que cursen en España 

estudios de formación sanitaria especializada de acuerdo con la Ley 44/2003, de 11 de noviembre, 

de profesiones sanitarias, salvo que ya contaran con una autorización de residencia previamente al 

inicio de los mismos, en cuyo caso podrán continuar en dicha situación. 

Artículo 34 

Residencia de apátridas, indocumentados y refugiados 

1. El Ministro del Interior reconocerá la condición de apátrida a los extranjeros que manifestando que 

carecen de nacionalidad reúnen los requisitos previstos en la Convención sobre el Estatuto de 

Apátridas, hecha en Nueva York el 28 de septiembre de 1954, y les expedirá la documentación 

prevista en el artículo 27 de la citada Convención. El estatuto de apátrida comportará el régimen 

específico que reglamentariamente se determine. 

2. En cualquier caso, el extranjero que se presente en dependencias del Ministerio del Interior 

acreditando que no puede ser documentado por las autoridades de ningún país y que desea ser 

documentado por España, una vez verificada la pertinente información y siempre que concurran y 

se acrediten razones excepcionales de índole humanitaria, interés público o cumplimiento de 

compromisos adquiridos por España, podrá obtener, en los términos que reglamentariamente se 

determinen, un documento identificativo que acredite su inscripción en las referidas dependencias. 

En todo caso, se denegará la documentación solicitada cuando el peticionario esté incurso en 

alguno de los supuestos del artículo 26, o se haya dictado contra él una orden de expulsión. 

3. La resolución favorable sobre la petición de asilo en España supondrá el reconocimiento de la 

condición de refugiado del solicitante, el cual tendrá derecho a residir en España y a desarrollar 

actividades laborales, profesionales y mercantiles de conformidad con lo dispuesto en la Ley 5/1984, 

de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado, modificada por la 

Ley 9/1994, de 19 de mayo, y su normativa de desarrollo. Dicha condición supondrá su no devolución 

ni expulsión en los términos del artículo 33 de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, 

hecha en Ginebra el 28 de julio de 1951. 
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Artículo 35 

Menores no acompañados 

1. El Gobierno promoverá el establecimiento de Acuerdos de colaboración con los países de origen 

que contemplen, integradamente, la prevención de la inmigración irregular, la protección y el 

retorno de los menores no acompañados. Las Comunidades Autónomas serán informadas de tales 

Acuerdos. 

2. Las Comunidades Autónomas podrán establecer acuerdos con los países de origen dirigidos a 

procurar que la atención e integración social de los menores se realice en su entorno de 

procedencia. Tales acuerdos deberán asegurar debidamente la protección del interés de los 

menores y contemplarán mecanismos para un adecuado seguimiento por las Comunidades 

Autónomas de la situación de los mismos. 

3. En los supuestos en que los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado localicen a un extranjero 

indocumentado cuya minoría de edad no pueda ser establecida con seguridad, se le dará, por los 

servicios competentes de protección de menores, la atención inmediata que precise, de acuerdo 

con lo establecido en la legislación de protección jurídica del menor, poniéndose el hecho en 

conocimiento inmediato del Ministerio Fiscal, que dispondrá la determinación de su edad, para lo 

que colaborarán las instituciones sanitarias oportunas que, con carácter prioritario, realizarán las 

pruebas necesarias. 

4. Determinada la edad, si se tratase de un menor, el Ministerio Fiscal lo pondrá a disposición de los 

servicios competentes de protección de menores de la Comunidad Autónoma en la que se halle. 

5. La Administración del Estado solicitará informe sobre las circunstancias familiares del menor a la 

representación diplomática del país de origen con carácter previo a la decisión relativa a la 

iniciación de un procedimiento sobre su repatriación. Acordada la iniciación del procedimiento, tras 

haber oído al menor si tiene suficiente juicio, y previo informe de los servicios de protección de 

menores y del Ministerio Fiscal, la Administración del Estado resolverá lo que proceda sobre el retorno 

a su país de origen, a aquel donde se encontrasen sus familiares o, en su defecto, sobre su 

permanencia en España. De acuerdo con el principio de interés superior del menor, la repatriación 

al país de origen se efectuará bien mediante reagrupación familiar, bien mediante la puesta a 

disposición del menor ante los servicios de protección de menores, si se dieran las condiciones 

adecuadas para su tutela por parte de los mismos. 

6. A los mayores de dieciséis y menores de dieciocho años se les reconocerá capacidad para actuar 

en el procedimiento de repatriación previsto en este artículo, así como en el orden jurisdiccional 

contencioso administrativo por el mismo objeto, pudiendo intervenir personalmente o a través del 

representante que designen. 

Cuando se trate de menores de dieciséis años, con juicio suficiente, que hubieran manifestado una 

voluntad contraria a la de quien ostenta su tutela o representación, se suspenderá el curso del 

procedimiento, hasta el nombramiento del defensor judicial que les represente. 

7. Se considerará regular, a todos los efectos, la residencia de los menores que sean tutelados en 

España por una Administración Pública o en virtud de resolución judicial, por cualquier otra entidad. 

A instancia del organismo que ejerza la tutela y una vez que haya quedado acreditada la 

imposibilidad de retorno con su familia o al país de origen, se otorgará al menor una autorización de 

residencia, cuyos efectos se retrotraerán al momento en que el menor hubiere sido puesto a 

disposición de los servicios de protección de menores. La ausencia de autorización de residencia no 

impedirá el reconocimiento y disfrute de todos los derechos que le correspondan por su condición 

de menor. 
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8. La concesión de una autorización de residencia no será obstáculo para la ulterior repatriación 

cuando favorezca el interés superior del menor, en los términos establecidos en el apartado cuarto 

de este artículo. 

9. Reglamentariamente se determinarán las condiciones que habrán de cumplir los menores 

tutelados que dispongan de autorización de residencia y alcancen la mayoría de edad para renovar 

su autorización o acceder a una autorización de residencia y trabajo teniendo en cuenta, en su caso, 

los informes positivos que, a estos efectos, puedan presentar las entidades públicas competentes 

referidos a su esfuerzo de integración, la continuidad de la formación o estudios que se estuvieran 

realizando, así como su incorporación, efectiva o potencial, al mercado de trabajo. Las 

Comunidades Autónomas desarrollarán las políticas necesarias para posibilitar la inserción de los 

menores en el mercado laboral cuando alcancen la mayoría de edad. 

10. Los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado adoptarán las medidas técnicas necesarias para 

la identificación de los menores extranjeros indocumentados, con el fin de conocer las posibles 

referencias que sobre ellos pudieran existir en alguna institución pública nacional o extranjera 

encargada de su protección. Estos datos no podrán ser usados para una finalidad distinta a la 

prevista en este apartado. 

11. La Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas podrán establecer 

convenios con organizaciones no gubernamentales, fundaciones y entidades dedicadas a la 

protección de menores, con el fin de atribuirles la tutela ordinaria de los menores extranjeros no 

acompañados. 

Cada convenio especificará el número de menores cuya tutela se compromete a asumir la entidad 

correspondiente, el lugar de residencia y los medios materiales que se destinarán a la atención de 

los mismos. 

Estará legitimada para promover la constitución de la tutela la Comunidad Autónoma bajo cuya 

custodia se encuentre el menor. A tales efectos, deberá dirigirse al juzgado competente que 

proceda en función del lugar en que vaya a residir el menor, adjuntando el convenio 

correspondiente y la conformidad de la entidad que vaya a asumir la tutela. 

El régimen de la tutela será el previsto en el Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Además, 

serán aplicables a los menores extranjeros no acompañados las restantes previsiones sobre 

protección de menores recogidas en el Código Civil y en la legislación vigente en la materia. 

12. Las Comunidades Autónomas podrán llegar a acuerdos con las Comunidades Autónomas donde 

se encuentren los menores extranjeros no acompañados para asumir la tutela y custodia, con el fin 

de garantizar a los menores unas mejores condiciones de integración. 

CAPÍTULO III 

De las autorizaciones para la realización de actividades lucrativas 

Artículo 36 

Autorización de residencia y trabajo 

1. Los extranjeros mayores de dieciséis años precisarán, para ejercer cualquier actividad lucrativa, 

laboral o profesional, de la correspondiente autorización administrativa previa para residir y trabajar. 

La autorización de trabajo se concederá conjuntamente con la de residencia, salvo en los supuestos 

de penados extranjeros que se hallen cumpliendo condenas o en otros supuestos excepcionales que 

se determinen reglamentariamente. 
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2. La eficacia de la autorización de residencia y trabajo inicial se condicionará al alta del trabajador 

en la Seguridad Social. La Entidad Gestora comprobará en cada caso la previa habilitación de los 

extranjeros para residir y realizar la actividad. 

3. Cuando el extranjero se propusiera trabajar por cuenta propia o ajena, ejerciendo una profesión 

para la que se exija una titulación especial, la concesión de la autorización se condicionará a la 

tenencia y, en su caso, homologación del título correspondiente y, si las leyes así lo exigiesen, a la 

colegiación. 

4. Para la contratación de un extranjero, el empleador deberá solicitar la autorización a que se refiere 

el apartado 1 del presente artículo, que en todo caso deberá acompañarse del contrato de trabajo 

que garantice una actividad continuada durante el periodo de vigencia de la autorización. 

5. La carencia de la autorización de residencia y trabajo, sin perjuicio de las responsabilidades del 

empresario a que dé lugar, incluidas las de Seguridad Social, no invalidará el contrato de trabajo 

respecto a los derechos del trabajador extranjero, ni será obstáculo para la obtención de las 

prestaciones derivadas de supuestos contemplados por los convenios internacionales de protección 

a los trabajadores u otras que pudieran corresponderle, siempre que sean compatibles con su 

situación. En todo caso, el trabajador que carezca de autorización de residencia y trabajo no podrá 

obtener prestaciones por desempleo. 

Salvo en los casos legalmente previstos, el reconocimiento de una prestación no modificará la 

situación administrativa del extranjero. 

6. En la concesión inicial de la autorización administrativa para trabajar podrán aplicarse criterios 

especiales para determinadas nacionalidades en función del principio de reciprocidad. 

7. No se concederá autorización para residir y realizar una actividad lucrativa, laboral o profesional, 

a los extranjeros que, en el marco de un programa de retorno voluntario a su país de origen, se 

hubieran comprometido a no retornar a España durante un plazo determinado en tanto no hubiera 

transcurrido dicho plazo. 

8. Reglamentariamente se determinarán las condiciones y requisitos para hacer posible la 

participación de trabajadores extranjeros en sociedades anónimas laborales y sociedades 

cooperativas. 

Artículo 37 

Autorización de residencia y trabajo por cuenta propia 

1. Para la realización de actividades económicas por cuenta propia habrá de acreditarse el 

cumplimiento de todos los requisitos que la legislación vigente exige a los nacionales para la apertura 

y funcionamiento de la actividad proyectada, así como los relativos a la suficiencia de la inversión y 

la potencial creación de empleo, entre otros que reglamentariamente se establezcan. 

2. La autorización inicial de residencia y trabajo por cuenta propia se limitará a un ámbito geográfico 

no superior al de una Comunidad Autónoma, y a un sector de actividad. Su duración se determinará 

reglamentariamente. 

3. La concesión de la autorización inicial de trabajo, en necesaria coordinación con la que 

corresponde al Estado en materia de residencia, corresponderá a las Comunidades Autónomas de 

acuerdo con las competencias asumidas en los correspondientes Estatutos. 
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Artículo 38 

Autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena 

1. Para la concesión inicial de la autorización de residencia y trabajo, en el caso de trabajadores por 

cuenta ajena, se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo. 

2. La situación nacional de empleo será determinada por el Servicio Público de Empleo Estatal con 

la información proporcionada por las Comunidades Autónomas y con aquella derivada de 

indicadores estadísticos oficiales y quedará plasmada en el Catálogo de Ocupaciones de Difícil 

Cobertura. Dicho catálogo contendrá una relación de empleos susceptibles de ser satisfechos a 

través de la contratación de trabajadores extranjeros y será aprobado previa consulta de la Comisión 

Laboral Tripartita de Inmigración. 

Igualmente, se entenderá que la situación nacional de empleo permite la contratación en 

ocupaciones no catalogadas cuando de la gestión de la oferta se concluya la insuficiencia de 

demandantes de empleo adecuados y disponibles. Reglamentariamente se determinarán los 

requisitos mínimos para considerar que la gestión de la oferta de empleo es considerada suficiente a 

estos efectos. 

3. El procedimiento de concesión de la autorización de residencia y trabajo inicial, sin perjuicio de los 

supuestos previstos cuando el extranjero que se halle en España se encuentre habilitado para solicitar 

u obtener una autorización de residencia y trabajo, se basará en la solicitud de cobertura de un 

puesto vacante, presentada por un empresario o empleador ante la autoridad competente, junto 

con el contrato de trabajo y el resto de documentación exigible, ofrecido al trabajador extranjero 

residente en un tercer país. Verificado el cumplimiento de los requisitos, la autoridad competente 

expedirá una autorización cuya eficacia estará condicionada a que el extranjero solicite el 

correspondiente visado y que, una vez en España, se produzca el alta del trabajador en la Seguridad 

Social. 

4. El empresario o empleador estará obligado a comunicar el desistimiento de la solicitud de 

autorización si, mientras se resolviera la autorización o el visado, desapareciera la necesidad de 

contratación del extranjero o se modificasen las condiciones del contrato de trabajo que sirvió de 

base a la solicitud. Asimismo, cuando el extranjero habilitado se hallase en España deberá registrar 

en los Servicios Públicos de Empleo el contrato de trabajo que dio lugar a la solicitud y formalizar el 

alta del trabajador en la Seguridad Social, y si no pudiera iniciarse la relación laboral, el empresario 

o empleador estará obligado a comunicarlo a las autoridades competentes. 

5. La autorización inicial de residencia y trabajo se limitará, salvo en los casos previstos por la Ley y los 

Convenios Internacionales firmados por España, a un determinado territorio y ocupación. Su duración 

se determinará reglamentariamente. 

6. La autorización de residencia y trabajo se renovará a su expiración: 

a) Cuando persista o se renueve el contrato de trabajo que motivó su concesión inicial, o cuando 

se cuente con un nuevo contrato. 

b) Cuando por la autoridad competente, conforme a la normativa de la Seguridad Social, se 

hubiera otorgado una prestación contributiva por desempleo. 

c) Cuando el extranjero sea beneficiario de una prestación económica asistencial de carácter 

público destinada a lograr su inserción social o laboral. 
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d) Cuando concurran otras circunstancias previstas reglamentariamente, en particular, los 

supuestos de extinción del contrato de trabajo o suspensión de la relación laboral como 

consecuencia de ser víctima de violencia de género. 

7. A partir de la primera concesión, las autorizaciones se concederán sin limitación alguna de ámbito 

geográfico u ocupación. 

8. La concesión de la autorización inicial de trabajo, en necesaria coordinación con la que 

corresponde al Estado en materia de residencia, corresponderá a las Comunidades Autónomas de 

acuerdo con las competencias asumidas en los correspondientes Estatutos. 

Artículo 38 bis 

Régimen especial de los investigadores 

(Derogado). 

Artículo 38 ter 

Residencia y trabajo de profesionales altamente cualificados 

(Derogado). 

Artículo 39 

Gestión colectiva de contrataciones en origen 

1. El Ministerio de Trabajo e Inmigración, teniendo en cuenta la situación nacional de empleo, podrá 

aprobar una previsión anual de las ocupaciones y, en su caso, de las cifras previstas de empleos que 

se puedan cubrir a través de la gestión colectiva de contrataciones en origen en un período 

determinado, a los que sólo tendrán acceso aquellos que no se hallen o residan en España. Asimismo, 

podrá establecer un número de visados para búsqueda de empleo en las condiciones que se 

determinen, dirigidos a hijos o nietos de español de origen o a determinadas ocupaciones. La 

mencionada previsión tendrá en cuenta las propuestas que, previa consulta de los agentes sociales 

en su ámbito correspondiente, sean realizadas por las Comunidades Autónomas, y será adoptada 

previa consulta de la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración. 

2. El procedimiento de concesión de la autorización inicial de residencia y trabajo mediante 

tramitación colectiva de los contratos en origen, estará basado en la gestión simultánea de una 

pluralidad de autorizaciones, presentadas por uno o varios empleadores, respecto de trabajadores 

seleccionados en sus países, con la participación, en su caso, de las autoridades competentes. En la 

gestión del mismo se actuará coordinadamente con las Comunidades Autónomas competentes 

para la concesión de la autorización de trabajo inicial. 

3. Las ofertas de empleo realizadas a través de este procedimiento se orientarán preferentemente 

hacia los países con los que España haya firmado acuerdos sobre regulación de flujos migratorios. 

Artículo 40 

Supuestos específicos de exención de la situación nacional de empleo 

1. No se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo cuando el contrato de trabajo vaya 

dirigido a: 
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a) Los familiares reagrupados en edad laboral, o el cónyuge o hijo de extranjero residente en 

España con una autorización renovada, así como al hijo de español nacionalizado o de ciudadanos 

de otros Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Espacio Económico 

Europeo, siempre que estos últimos lleven, como mínimo, un año residiendo legalmente en España 

y al hijo no le sea de aplicación el régimen comunitario. 

b) Los titulares de una autorización previa de trabajo que pretendan su renovación. 

c) Los trabajadores necesarios para el montaje por renovación de una instalación o equipos 

productivos. 

d) Los que hubieran gozado de la condición de refugiados, durante el año siguiente a la cesación 

de la aplicación de la Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951, sobre el Estatuto de los 

Refugiados, por los motivos recogidos en el supuesto 5 de la sección C de su artículo 1. 

e) Los que hubieran sido reconocidos como apátridas y los que hubieran perdido la condición de 

apátridas el año siguiente a la terminación de dicho estatuto. 

f) Los extranjeros que tengan a su cargo ascendientes o descendientes de nacionalidad 

española. 

g) Los extranjeros nacidos y residentes en España. 

h) Los hijos o nietos de español de origen. 

i) Los menores extranjeros en edad laboral con autorización de residencia que sean tutelados por 

la entidad de protección de menores competente, para aquellas actividades que, a criterio de la 

mencionada entidad, favorezcan su integración social, y una vez acreditada la imposibilidad de 

retorno con su familia o al país de origen. 

j) Los extranjeros que obtengan la autorización de residencia por circunstancias excepcionales 

en los supuestos que se determinen reglamentariamente y, en todo caso, cuando se trate de 

víctimas de violencia de género o de trata de seres humanos. 

k) Los extranjeros que hayan sido titulares de autorizaciones de trabajo para actividades de 

temporada, durante dos años naturales, y hayan retornado a su país. 

l) Los extranjeros que hayan renunciado a su autorización de residencia y trabajo en virtud de un 

programa de retorno voluntario. 

2. Tampoco se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo, en las condiciones que se 

determinen reglamentariamente para: 

a) La cobertura de puestos de confianza y directivos de empresas. 

b) Los profesionales altamente cualificados, incluyendo técnicos y científicos contratados por 

entidades públicas, universidades o centros de investigación, desarrollo e innovación dependientes 

de empresas, sin perjuicio de la aplicación del régimen específico de autorización aplicable de 

conformidad con la presente Ley. 

c) Los trabajadores en plantilla de una empresa o grupo de empresas en otro país que pretendan 

desarrollar su actividad laboral para la misma empresa o grupo en España. 

d) Los artistas de reconocido prestigio. 
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Artículo 41 

Excepciones al permiso de trabajo 

1. No será necesaria la obtención de permiso de trabajo para el ejercicio de las actividades 

siguientes: 

a) Los técnicos y científicos extranjeros, invitados o contratados, por el Estado, las comunidades 

autónomas o los entes locales o los organismos que tengan por objeto la promoción y desarrollo de 

la investigación promovidos o participados mayoritariamente por las anteriores. 

b) Los profesores extranjeros invitados o contratados por una universidad española. 

c) El personal directivo y el profesorado extranjeros, de instituciones culturales y docentes 

dependientes de otros Estados, o privadas, de acreditado prestigio, oficialmente reconocidas por 

España, que desarrollen en nuestro país programas culturales y docentes de sus países respectivos, 

en tanto limiten su actividad a la ejecución de tales programas. 

d) Los funcionarios civiles o militares de las Administraciones estatales extranjeras que vengan a 

España para desarrollar actividades en virtud de acuerdos de cooperación con la Administración 

española. 

e) Los corresponsales de medios de comunicación social extranjeros, debidamente acreditados, 

para el ejercicio de la actividad informativa. 

f) Los miembros de misiones científicas internacionales que realicen trabajos e investigaciones en 

España, autorizados por el Estado. 

g) Los artistas que vengan a España a realizar actuaciones concretas que no supongan una 

actividad continuada. 

h) Los ministros, religiosos o representantes de las diferentes iglesias y confesiones, debidamente 

inscritas en el Registro de Entidades Religiosas, en tanto limiten su actividad a funciones estrictamente 

religiosas. 

i) Los extranjeros que formen parte de los órganos de representación, gobierno y administración 

de los sindicatos homologados internacionalmente, siempre que limiten su actividad a funciones 

estrictamente sindicales. 

j) Los menores extranjeros en edad laboral tutelados por la entidad de protección de menores 

competente, para aquellas actividades que, a propuesta de la mencionada entidad, mientras 

permanezcan en esa situación, favorezcan su integración social. 

2. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para acreditar la excepción. En todo caso, 

este procedimiento será el mismo tanto para el personal de instituciones públicas como de 

organismos promovidos o participados mayoritariamente por una Administración pública. 

Artículo 42 

Régimen especial de los trabajadores de temporada 

1. El Gobierno regulará reglamentariamente la autorización de residencia y trabajo para los 

trabajadores extranjeros en actividades de temporada o campaña que les permita la entrada y 

salida del territorio nacional, así como la documentación de su situación, de acuerdo con las 
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características de las citadas campañas y la información que le suministren las Comunidades 

Autónomas donde se promuevan. 

2. Para conceder las autorizaciones de residencia y trabajo deberá garantizarse que los trabajadores 

temporeros serán alojados en condiciones de dignidad e higiene adecuadas. 

3. Las Administraciones públicas promoverán la asistencia de los servicios sociales adecuados. 

4. Las ofertas de empleo de temporada se orientarán preferentemente hacia los países con los que 

España haya firmado acuerdos sobre regulación de flujos migratorios. 

5. Las Comunidades Autónomas, los Ayuntamientos y los agentes sociales promoverán los circuitos 

que permitan la concatenación de los trabajadores de temporada, en colaboración con la 

Administración General del Estado. 

6. Reglamentariamente se determinarán las condiciones para que los trabajadores en plantilla de 

una empresa o grupo de empresas que desarrollen su actividad en otro país puedan ser autorizados 

a trabajar temporalmente en España para la misma empresa o grupo. 

Artículo 43 

Trabajadores transfronterizos y prestación transnacional de servicios 

1. Los trabajadores extranjeros que, residiendo en la zona limítrofe, desarrollen su actividad en España 

y regresen a su lugar de residencia diariamente deberán obtener la correspondiente autorización 

administrativa, con los requisitos y condiciones con que se conceden las autorizaciones de régimen 

general, siéndoles de aplicación en cuanto a los derechos de seguridad social lo establecido en el 

artículo 14.1 de esta Ley 

2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones para la autorización de residencia y trabajo 

en el marco de prestaciones transnacionales de servicios, de acuerdo con la normativa vigente. 

CAPÍTULO IV 

De las tasas por autorizaciones administrativas y por tramitación de las solicitudes de visado y de 

los precios públicos  

Artículo 44 

Hecho imponible 

1. Las tasas se regirán por la presente Ley y por las demás fuentes normativas que para las tasas se 

establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 

2. Constituye el hecho imponible de las tasas la tramitación de las autorizaciones administrativas y de 

los documentos de identidad previstos en esta Ley, así como de sus prórrogas, modificaciones y 

renovaciones; en particular: 

a) La tramitación de autorizaciones para la prórroga de la estancia en España. 

b) La tramitación de las autorizaciones para residir en España. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1109 

c) La tramitación de autorizaciones de trabajo, salvo que se trate de autorizaciones para un 

período inferior a seis meses. 

d) La tramitación de tarjetas de identidad de extranjeros. 

e) La tramitación de documentos de identidad a indocumentados. 

f) La tramitación de visado. 

3. Se podrán establecer precios públicos por la prestación de servicios de tramitación de visados por 

parte de proveedores de servicios externos, de conformidad con la normativa aplicable. 

Artículo 45 

Devengo 

1. Las tasas se devengarán cuando se solicite la autorización, la prórroga, la modificación, la 

renovación, o el visado. 

En el caso de las Comunidades Autónomas que tengan traspasadas las competencias en materia 

de autorización de trabajo, les corresponderá el devengo del rendimiento de las tasas. 

2. En los casos de autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena a favor de trabajadores de 

servicio doméstico de carácter parcial o discontinuo, el devengo de la tasa se producirá en el 

momento de afiliación y/o alta del trabajador en la Seguridad Social. 

3. En los casos de renovación de la autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena, en 

ausencia de empleador, y cuando se trate de trabajadores de servicio doméstico de carácter 

parcial o discontinuo, el devengo de la tasa se producirá en el momento de alta del trabajador en 

la Seguridad Social. 

4. El importe de las tasas se establecerá por orden ministerial de los departamentos competentes. 

Cuando las Comunidades Autónomas tengan traspasadas las competencias en materia de 

autorización inicial de trabajo, éstas se regirán por la legislación correspondiente. 

Artículo 46 

Sujetos pasivos 

1. Serán sujetos pasivos de las tasas los solicitantes de visado y las personas en cuyo favor se 

concedan las autorizaciones o se expidan los documentos previstos en el artículo 44, salvo en las 

autorizaciones de trabajo por cuenta ajena, en cuyo caso será sujeto pasivo el empleador o 

empresario, excepto en el supuesto de relaciones laborales en el sector del servicio doméstico de 

carácter parcial o discontinuo, en que lo será el propio trabajador. 

2. Será nulo todo pacto por el que el trabajador por cuenta ajena asuma la obligación de pagar en 

todo o en parte el importe de las tasas establecidas. 

Artículo 47 

Exención 

No vendrán obligados al pago de las tasas por la concesión de las autorizaciones para trabajar los 

nacionales iberoamericanos, filipinos, andorranos, ecuatoguineanos, los sefardíes, los hijos y nietos de 
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español o española de origen, y los extranjeros nacidos en España cuando pretendan realizar una 

actividad lucrativa, laboral o profesional, por cuenta propia. 

Las solicitudes de visado presentadas por nacionales de terceros países beneficiarios de derecho 

comunitario en materia de libre circulación y residencia estarán exentas del pago de las tasas de 

tramitación. 

Las entidades públicas de protección de menores estarán exentas del pago de las tasas derivadas 

de las autorizaciones que están obligadas a solicitar para éstos en ejercicio de la representación 

legal que de ellos ostentan. 

En aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, quedarán exentos del pago de la tasa 

relativa a visados de tránsito o estancia, los niños menores de seis años; los investigadores nacionales 

de terceros países que se desplacen con fines de investigación científica en los términos establecidos 

por la Recomendación 2005/761/CE, del Parlamento y del Consejo; y los representantes de 

organizaciones sin ánimo de lucro que no sean mayores de 25 años y vayan a participar en 

seminarios, conferencias o acontecimientos deportivos o educativos, organizados por 

organizaciones sin ánimo de lucro. 

Artículo 48 

Cuantía de las tasas 

1. El importe de las tasas se establecerá por Orden ministerial de los Departamentos competentes, sin 

perjuicio de lo dispuesto por la normativa comunitaria en relación con procedimientos de solicitud 

de visados de tránsito o estancia. 

2. Las normas que determinen la cuantía de las tasas deberán ir acompañadas de una memoria 

económico-financiera sobre el coste de la actividad de que se trate y sobre la justificación de la 

cuantía propuesta, la cual deberá ajustarse a lo establecido en los artículos 7 y 19.2 de la Ley 8/1989, 

de 13 de abril. 

3. Se consideran elementos y criterios esenciales de cuantificación que sólo podrán modificarse 

mediante norma del mismo rango, los siguientes: 

a) En la tramitación de la solicitud de visado, los gastos administrativos de tramitación, la limitación 

de los efectos del visado de tránsito aeroportuario, la duración de la estancia, el número de entradas 

autorizadas, el carácter de la residencia, así como, en su caso, el hecho de que se expida en 

frontera. También se tendrán en cuenta los costes complementarios que se originen por la 

expedición de visados, cuando, a petición del interesado, deba hacerse uso de procedimientos 

tales como mensajería, correo electrónico, correo urgente, telefax, telegrama o conferencia 

telefónica. 

b) En la concesión de autorizaciones para la prórroga de estancia en España, la duración de la 

prórroga. 

c) En la concesión de autorizaciones de residencia, la duración de la autorización, así como su 

carácter definitivo o temporal, y, dentro de estas últimas, el hecho de que se trate de la primera o 

ulteriores concesiones o sus renovaciones. 

d) En la concesión de autorizaciones de trabajo, la duración de la misma, su extensión y ámbito, 

el carácter y las modalidades de la relación por cuenta ajena, así como, en su caso, el importe del 

salario pactado. 
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e) En la expedición de tarjetas de identidad de extranjeros, la duración de la autorización y el 

hecho de que se trate de la primera o ulteriores concesiones o sus renovaciones. 

En todo caso, será criterio cuantitativo de las tasas el carácter individual o colectivo de las 

autorizaciones, prórrogas, modificaciones o renovaciones. 

4. Los importes de las tasas por tramitación de la solicitud de visado se adecuarán a la revisión que 

proceda por aplicación del derecho comunitario. Se acomodarán, asimismo, al importe que pueda 

establecerse por aplicación del principio de reciprocidad. 

Artículo 49 

Gestión, recaudación y autoliquidación 

1. La gestión y recaudación de las tasas corresponderá a los órganos competentes para la concesión 

de las autorizaciones, modificaciones, renovaciones y prórrogas, la expedición de la documentación 

a que se refiere el artículo 44 y la tramitación de la solicitud de visado. 

2. Los sujetos pasivos de las tasas estarán obligados a practicar operaciones de autoliquidación 

tributaria y a realizar el ingreso de su importe en el Tesoro cuando así se prevea reglamentariamente. 

TÍTULO III 

De las infracciones en materia de extranjería y su régimen sancionador 

Artículo 50 

La potestad sancionadora 

El ejercicio de la potestad sancionadora por la comisión de las infracciones administrativas previstas 

en la presente Ley Orgánica, se ajustará a la dispuesto en la misma y en sus disposiciones de 

desarrollo, y en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 51 

Tipos de infracciones 

1. Incurrirán en responsabilidad administrativa quienes sean autores o participen en cualquiera de las 

infracciones tipificadas en los artículos siguientes. 

2. Las infracciones administrativas establecidas en la presente Ley Orgánica se clasifican en leves, 

graves y muy graves. 

Artículo 52 

Infracciones leves 

Son infracciones leves: 

a) La omisión o el retraso en la comunicación a las autoridades españolas de los cambios de 

nacionalidad, de estado civil o de domicilio, así como de otras circunstancias determinantes de su 

situación laboral cuando les sean exigibles por la normativa aplicable. 
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b) El retraso, hasta tres meses, en la solicitud de renovación de las autorizaciones una vez hayan 

caducado. 

c) Encontrarse trabajando en España sin haber solicitado autorización administrativa para 

trabajar por cuenta propia, cuando se cuente con permiso de residencia temporal. 

d) Encontrarse trabajando en una ocupación, sector de actividad, o ámbito geográfico no 

contemplado por la autorización de residencia y trabajo de la que se es titular. 

e) La contratación de trabajadores cuya autorización no les habilita para trabajar en esa 

ocupación o ámbito geográfico, incurriéndose en una infracción por cada uno de los trabajadores 

extranjeros ocupados. 

Artículo 53 

Infracciones graves 

1. Son infracciones graves: 

a) Encontrarse irregularmente en territorio español, por no haber obtenido la prórroga de 

estancia, carecer de autorización de residencia o tener caducada más de tres meses la 

mencionada autorización, y siempre que el interesado no hubiere solicitado la renovación de la 

misma en el plazo previsto reglamentariamente. 

b) Encontrarse trabajando en España sin haber obtenido autorización de trabajo o autorización 

administrativa previa para trabajar, cuando no cuente con autorización de residencia válida. 

c) Incurrir en ocultación dolosa o falsedad grave en el cumplimiento de la obligación de poner 

en conocimiento de las autoridades competentes los cambios que afecten a nacionalidad, estado 

civil o domicilio, así como incurrir en falsedad en la declaración de los datos obligatorios para 

cumplimentar el alta en el padrón municipal a los efectos previstos en esta Ley, siempre que tales 

hechos no constituyan delito. Cuando cualquier autoridad tuviera conocimiento de una posible 

infracción por esta causa, lo pondrá en conocimiento de las autoridades competentes con el fin de 

que pueda instruirse el oportuno expediente sancionador. 

d) El incumplimiento de las medidas impuestas por razón de seguridad pública, de presentación 

periódica o de alejamiento de fronteras o núcleos de población concretados singularmente, de 

acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley. 

e) La comisión de una tercera infracción leve, siempre que en un plazo de un año anterior hubiera 

sido sancionado por dos faltas leves de la misma naturaleza. 

f) La participación por el extranjero en la realización de actividades contrarias al orden público 

previstas como graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad 

Ciudadana. 

g) Las salidas del territorio español por puestos no habilitados, sin exhibir la documentación 

prevista o contraviniendo las prohibiciones legalmente impuestas. 

h) Incumplir la obligación del apartado 2 del artículo 4. 

2. También son infracciones graves: 
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a) No dar de alta, en el Régimen de la Seguridad Social que corresponda, al trabajador extranjero 

cuya autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena hubiera solicitado, o no registrar el 

contrato de trabajo en las condiciones que sirvieron de base a la solicitud, cuando el empresario 

tenga constancia de que el trabajador se halla legalmente en España habilitado para el comienzo 

de la relación laboral. No obstante, estará exento de esta responsabilidad el empresario que 

comunique a las autoridades competentes la concurrencia de razones sobrevenidas que puedan 

poner en riesgo objetivo la viabilidad de la empresa o que, conforme a la legislación, impidan el 

inicio de dicha relación. 

b) Contraer matrimonio, simular relación afectiva análoga o constituirse en representante legal 

de un menor, cuando dichas conductas se realicen con ánimo de lucro o con el propósito de 

obtener indebidamente un derecho de residencia, siempre que tales hechos no constituyan delito. 

c) Promover la permanencia irregular en España de un extranjero, cuando su entrada legal haya 

contado con una invitación expresa del infractor y continúe a su cargo una vez transcurrido el 

período de tiempo permitido por su visado o autorización. Para graduar la sanción se tendrán en 

cuenta las circunstancias personales y familiares concurrentes. 

d) Consentir la inscripción de un extranjero en el Padrón Municipal por parte del titular de una 

vivienda habilitado para tal fin, cuando dicha vivienda no constituya el domicilio real del extranjero. 

Se incurrirá en una infracción por cada persona indebidamente inscrita. 

Artículo 54 

Infracciones muy graves 

1. Son infracciones muy graves: 

a) Participar en actividades contrarias a la seguridad nacional o que pueden perjudicar las 

relaciones de España con otros países, o estar implicados en actividades contrarias al orden público 

previstas como muy graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la 

Seguridad Ciudadana. 

b) Inducir, promover, favorecer o facilitar con ánimo de lucro, individualmente o formando parte 

de una organización, la inmigración clandestina de personas en tránsito o con destino al territorio 

español o su permanencia en el mismo, siempre que el hecho no constituya delito. 

c) La realización de conductas de discriminación por motivos raciales, étnicos, nacionales o 

religiosos, en los términos previstos en el artículo 23 de la presente Ley, siempre que el hecho no 

constituya delito. 

d) La contratación de trabajadores extranjeros sin haber obtenido con carácter previo la 

correspondiente autorización de residencia y trabajo, incurriéndose en una infracción por cada uno 

de los trabajadores extranjeros ocupados, siempre que el hecho no constituya delito. 

e) Realizar, con ánimo de lucro, la infracción prevista en la letra d) del apartado 2 del artículo 

anterior. 

f) Simular la relación laboral con un extranjero, cuando dicha conducta se realice con ánimo de 

lucro o con el propósito de obtener indebidamente derechos reconocidos en esta Ley, siempre que 

tales hechos no constituyan delito. 

g) La comisión de una tercera infracción grave siempre que en un plazo de un año anterior 

hubiera sido sancionado por dos faltas graves de la misma naturaleza. 
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2. También son infracciones muy graves: 

a) El incumplimiento de las obligaciones previstas para los transportistas en el artículo 66, 

apartados 1 y 2. 

b) El transporte de extranjeros por vía aérea, marítima o terrestre, hasta el territorio español, por 

los sujetos responsables del transporte, sin que hubieran comprobado la validez y vigencia, tanto de 

los pasaportes, títulos de viaje o documentos de identidad pertinentes, como, en su caso, del 

correspondiente visado, de los que habrán de ser titulares los citados extranjeros. 

c) El incumplimiento de la obligación que tienen los transportistas de hacerse cargo sin pérdida 

de tiempo del extranjero o transportado que, por deficiencias en la documentación antes citada, 

no haya sido autorizado a entrar en España, así como del extranjero transportado en tránsito que no 

haya sido trasladado a su país de destino o que hubiera sido devuelto por las autoridades de éste, 

al no autorizarle la entrada. 

Esta obligación incluirá los gastos de mantenimiento del citado extranjero y, si así lo solicitan las 

autoridades encargadas del control de entrada, los derivados del transporte de dicho extranjero, 

que habrá de producirse de inmediato, bien por medio de la compañía objeto de sanción o, en su 

defecto, por medio de otra empresa de transporte, con dirección al Estado a partir del cual haya 

sido transportado, al Estado que haya expedido el documento de viaje con el que ha viajado o a 

cualquier otro Estado donde esté garantizada su admisión. 

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, no se considerará infracción a la presente 

Ley el hecho de transportar hasta la frontera española a un extranjero que, habiendo presentado sin 

demora su solicitud de protección internacional, ésta le sea admitida a trámite, de conformidad con 

lo establecido en la Ley 12/2009, de 30 de octubre reguladora del derecho de asilo y de la protección 

subsidiaria. 

Artículo 55 

Sanciones 

1. Las infracciones tipificadas en los artículos anteriores serán sancionadas en los términos siguientes: 

a) Las infracciones leves con multa de hasta 500 euros. 

b) Las infracciones graves con multa de 501 hasta 10.000 euros. En el supuesto contemplado en 

el artículo 53.2.a) de esta Ley, además de la sanción indicada, el empresario también estará 

obligado a sufragar los costes derivados del viaje. 

c) Las infracciones muy graves con multa desde 10.001 hasta 100.000 euros, excepto la prevista 

en el artículo 54.2.b), que lo será con una multa de 5.000 a 10.000 euros por cada viajero 

transportado o con un mínimo de 750.000 euros a tanto alzado, con independencia del número de 

viajeros transportados. La prevista en el artículo 54.2.a) en relación con el artículo 66.1 lo será con 

una multa de 10.001 hasta 100.000 euros por cada viaje realizado sin haber comunicado los datos 

de las personas transportadas o habiéndolos comunicado incorrectamente, con independencia de 

que la Autoridad gubernativa pueda adoptar la inmovilización, incautación y decomiso del medio 

de transporte, o la suspensión provisional o retirada de la autorización de explotación. 

2. La imposición de sanciones por las infracciones administrativas establecidas en la presente Ley 

Orgánica corresponderá al Subdelegado del Gobierno o al Delegado del Gobierno en las 

Comunidades Autónomas uniprovinciales. Cuando una Comunidad Autónoma tenga atribuidas 

competencias en materia de autorización inicial de trabajo de extranjeros la imposición de las 
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sanciones establecidas en esta Ley en los supuestos de infracción a que se refiere el párrafo siguiente 

corresponderá a la Comunidad Autónoma y se ejercerá por la Autoridad que la misma determine, 

dentro del ámbito de sus competencias. 

En los supuestos calificados como infracción leve del artículo 52.c), d) y e), graves del artículo 53.1.b), 

y 53.2.a), y muy grave del artículo 54.1.d) y f), el procedimiento sancionador se iniciará por acta de 

la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de acuerdo con lo establecido en el procedimiento 

sancionador por infracciones del orden social, correspondiendo la imposición de las sanciones a las 

autoridades referidas en el párrafo anterior. 

En los supuestos de participación en actividades contrarias a la seguridad nacional o que pueden 

perjudicar las relaciones de España con otros países, previstos en el artículo 54.1.a), de acuerdo con 

lo establecido en el procedimiento sancionador que se determine reglamentariamente, la 

competencia sancionadora corresponderá al Secretario de Estado de Seguridad. 

3. Para la graduación de las sanciones, el órgano competente en imponerlas se ajustará a criterios 

de proporcionalidad, valorando el grado de culpabilidad y, en su caso, el daño producido o el riesgo 

derivado de la infracción y su trascendencia. 

4. Para la determinación de la cuantía de la sanción se tendrá especialmente en cuenta la 

capacidad económica del infractor. 

5. A no ser que pertenezcan a un tercero no responsable de la infracción, en el supuesto de la letra 

b) del apartado 1 del artículo 54, serán objeto de decomiso los vehículos, embarcaciones, 

aeronaves, y cuantos bienes muebles o inmuebles, de cualquier naturaleza que sean, hayan servido 

de instrumento para la comisión de la citada infracción. 

A fin de garantizar la efectividad del comiso, los bienes, efectos e instrumentos a que se refiere el 

apartado anterior podrán ser aprehendidos y puestos a disposición de la autoridad gubernativa, 

desde las primeras intervenciones, a resultas del expediente sancionador que resolverá lo pertinente 

en relación con los bienes decomisados. 

6. En el supuesto de la infracción prevista en la letra d) del apartado 1 del artículo 54 de la presente 

Ley, la autoridad gubernativa podrá adoptar, sin perjuicio de la sanción que corresponda, la clausura 

del establecimiento o local desde seis meses a cinco años. 

7. Si el sancionado por una infracción prevista en los artículos 52.e) o 54.1.d) de esta Ley fuera 

subcontratista de otra empresa, el contratista principal y todos los subcontratistas intermedios que 

conocieran que la empresa sancionada empleaba a extranjeros sin contar con la correspondiente 

autorización, responderán, solidariamente, tanto de las sanciones económicas derivadas de las 

sanciones, como de las demás responsabilidades derivadas de tales hechos que correspondan al 

empresario con las Administraciones públicas o con el trabajador. El contratista o subcontratista 

intermedios no podrán ser considerados responsables si hubieran respetado la diligencia debida 

definida en el cumplimiento de sus obligaciones contractuales. 

Artículo 56 

Prescripción de las infracciones y de las sanciones 

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los 

seis meses. 

2. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los 

dos años y las impuestas por infracciones leves al año. 
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3. Si la sanción impuesta fuera la de expulsión del territorio nacional la prescripción no empezará a 

contar hasta que haya transcurrido el período de prohibición de entrada fijado en la resolución con 

un máximo de diez años. 

Artículo 57 

Expulsión del territorio 

1. Cuando los infractores sean extranjeros y realicen conductas de las tipificadas como muy graves, 

o conductas graves de las previstas en los apartados a), b), c), d) y f) del artículo 53.1 de esta Ley 

Orgánica, podrá aplicarse, en atención al principio de proporcionalidad, en lugar de la sanción de 

multa, la expulsión del territorio español, previa la tramitación del correspondiente expediente 

administrativo y mediante la resolución motivada que valore los hechos que configuran la infracción. 

2. Asimismo, constituirá causa de expulsión, previa tramitación del correspondiente expediente, que 

el extranjero haya sido condenado, dentro o fuera de España, por una conducta dolosa que 

constituya en nuestro país delito sancionado con pena privativa de libertad superior a un año, salvo 

que los antecedentes penales hubieran sido cancelados. 

3. En ningún caso podrán imponerse conjuntamente las sanciones de expulsión y multa. 

4. La expulsión conllevará, en todo caso, la extinción de cualquier autorización para permanecer 

legalmente en España, así como el archivo de cualquier procedimiento que tuviera por objeto la 

autorización para residir o trabajar en España del extranjero expulsado. No obstante, la expulsión 

podrá revocarse en los supuestos que se determinen reglamentariamente. 

En el caso de las infracciones previstas en las letras a) y b) del artículo 53.1 de esta Ley, salvo que 

concurran razones de orden público o de seguridad nacional, si el extranjero fuese titular de una 

autorización de residencia válida expedida por otro Estado miembro, se le advertirá, mediante 

diligencia en el pasaporte, de la obligación de dirigirse de inmediato al territorio de dicho Estado. Si 

no cumpliese esa advertencia se tramitará el expediente de expulsión. 

5. La sanción de expulsión no podrá ser impuesta, salvo que la infracción cometida sea la prevista 

en el artículo 54, letra a) del apartado 1, o suponga una reincidencia en la comisión, en el término 

de un año, de una infracción de la misma naturaleza sancionable con la expulsión, a los extranjeros 

que se encuentren en los siguientes supuestos: 

a) Los nacidos en España que hayan residido legalmente en los últimos cinco años. 

b) Los residentes de larga duración. Antes de adoptar la decisión de la expulsión de un residente 

de larga duración, deberá tomarse en consideración el tiempo de su residencia en España y los 

vínculos creados, su edad, las consecuencias para el interesado y para los miembros de su familia, 

y los vínculos con el país al que va a ser expulsado. 

c) Los que hayan sido españoles de origen y hubieran perdido la nacionalidad española. 

d) Los que sean beneficiarios de una prestación por incapacidad permanente para el trabajo 

como consecuencia de un accidente de trabajo o enfermedad profesional ocurridos en España, 

así como los que perciban una prestación contributiva por desempleo o sean beneficiarios de una 

prestación económica asistencial de carácter público destinada a lograr su inserción o reinserción 

social o laboral. 

Tampoco se podrá imponer o, en su caso, ejecutar la sanción de expulsión al cónyuge del 

extranjero que se encuentre en alguna de las situaciones señaladas anteriormente y que haya 
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residido legalmente en España durante más de dos años, ni a sus ascendientes e hijos menores, o 

mayores con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias 

necesidades debido a su estado de salud, que estén a su cargo. 

6. La expulsión no podrá ser ejecutada cuando ésta conculcase el principio de no devolución, o 

afecte a las mujeres embarazadas, cuando la medida pueda suponer un riesgo para la gestación o 

la salud de la madre. 

7. a) Cuando el extranjero se encuentre procesado o imputado en un procedimiento judicial por 

delito o falta para el que la Ley prevea una pena privativa de libertad inferior a seis años o una pena 

de distinta naturaleza, y conste este hecho acreditado en el expediente administrativo de expulsión, 

en el plazo más breve posible y en todo caso no superior a tres días, el Juez, previa audiencia del 

Ministerio Fiscal, la autorizará salvo que, de forma motivada, aprecie la existencia de circunstancias 

que justifiquen su denegación. 

En el caso de que el extranjero se encuentre sujeto a varios procesos penales tramitados en diversos 

juzgados, y consten estos hechos acreditados en el expediente administrativo de expulsión, la 

autoridad gubernativa instará de todos ellos la autorización a que se refiere el párrafo anterior. 

b) No obstante lo señalado en el párrafo a) anterior, el juez podrá autorizar, a instancias del 

interesado y previa audiencia del Ministerio Fiscal, la salida del extranjero del territorio español en la 

forma que determina la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

c) No serán de aplicación las previsiones contenidas en los párrafos anteriores cuando se trate de 

delitos tipificados en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis del Código Penal. 

8. Cuando los extranjeros, residentes o no, hayan sido condenados por conductas tipificadas como 

delitos en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis del Código Penal, la expulsión se llevará a efecto una vez 

cumplida la pena privativa de libertad. 

9. La resolución de expulsión deberá ser notificada al interesado, con indicación de los recursos que 

contra la misma se puedan interponer, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para 

presentarlos. 

10. En el supuesto de expulsión de un residente de larga duración de otro Estado miembro de la Unión 

Europea que se encuentre en España, dicha expulsión sólo podrá efectuarse fuera del territorio de la 

Unión cuando la infracción cometida sea una de las previstas en los artículos 53.1.d) y f) y 54.1.a) y 

b) de esta Ley Orgánica, y deberá consultarse al respecto a las Autoridades competentes de dicho 

Estado miembro de forma previa a la adopción de esa decisión de expulsión. En caso de no reunirse 

estos requisitos para que la expulsión se realice fuera del territorio de la Unión, la misma se efectuará 

al Estado miembro en el que se reconoció la residencia de larga duración. 

11. Cuando, de acuerdo con la normativa vigente, España decida expulsar a un residente de larga 

duración que sea beneficiario de protección internacional reconocida por otro Estado miembro de 

la Unión Europea, las autoridades españolas competentes en materia de extranjería solicitarán a las 

autoridades competentes de dicho Estado miembro información sobre si dicha condición de 

beneficiario de protección internacional continúa vigente. Dicha solicitud deberá ser respondida en 

el plazo de un mes, entendiéndose, en caso contrario, que la protección internacional sigue vigente. 

Si el residente de larga duración continúa siendo beneficiario de protección internacional, será 

expulsado a dicho Estado miembro. 
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Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores será de aplicación para las solicitudes cursadas por 

autoridades de otros Estados miembros de la Unión Europea respecto a los extranjeros a los que 

España hubiera concedido la condición de beneficiario de protección internacional. 

De conformidad con sus obligaciones internacionales, y de acuerdo con las normas de la Unión 

Europea, España podrá expulsar al residente de larga duración a un país distinto al Estado miembro 

de la Unión Europea que concedió la protección internacional si existen motivos razonables para 

considerar que constituye un peligro para la seguridad de España o si, habiendo sido condenado 

por sentencia firme por un delito de especial gravedad, constituye un peligro para España. En todo 

caso, cuando la protección internacional hubiera sido reconocida por las autoridades españolas, la 

expulsión sólo podrá efectuarse previa tramitación del procedimiento de revocación previsto en la 

normativa vigente en España en materia de protección internacional. 

Artículo 58 

Efectos de la expulsión y devolución 

1. La expulsión llevará consigo la prohibición de entrada en territorio español. La duración de la 

prohibición se determinará en consideración a las circunstancias que concurran en cada caso y su 

vigencia no excederá de cinco años. 

2. Excepcionalmente, cuando el extranjero suponga una amenaza grave para el orden público, la 

seguridad pública, la seguridad nacional o para la salud pública, podrá imponerse un período de 

prohibición de entrada de hasta diez años. 

En las circunstancias que se determinen reglamentariamente, la autoridad competente no impondrá 

la prohibición de entrada cuando el extranjero hubiera abandonado el territorio nacional durante la 

tramitación de un expediente administrativo sancionador por alguno de los supuestos contemplados 

en las letras a) y b) del artículo 53.1 de esta Ley Orgánica, o revocará la prohibición de entrada 

impuesta por las mismas causas, cuando el extranjero abandonara el territorio nacional en el plazo 

de cumplimiento voluntario previsto en la orden de expulsión. 

3. No será preciso expediente de expulsión para la devolución de los extranjeros en los siguientes 

supuestos: 

a) Los que habiendo sido expulsados contravengan la prohibición de entrada en España. 

b) Los que pretendan entrar ilegalmente en el país. 

4. En el supuesto de que se formalice una solicitud de protección internacional por personas que se 

encuentren en alguno de los supuestos mencionados en el apartado anterior, no podrá llevarse a 

cabo la devolución hasta que se haya decidido la inadmisión a trámite de la petición, de 

conformidad con la normativa de protección internacional. 

Tampoco podrán ser devueltas las mujeres embarazadas cuando la medida pueda suponer un 

riesgo para la gestación o para la salud de la madre. 

5. La devolución será acordada por la autoridad gubernativa competente para la expulsión. 

6. Cuando la devolución no se pudiera ejecutar en el plazo de 72 horas, se solicitará de la autoridad 

judicial la medida de internamiento prevista para los expedientes de expulsión. 

7. La devolución acordada en el párrafo a) del apartado 3 de este artículo conllevará la reiniciación 

del cómputo del plazo de prohibición de entrada que hubiese acordado la resolución de expulsión 
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quebrantada. Asimismo, toda devolución acordada en aplicación del párrafo b) del mismo 

apartado de este artículo llevará consigo la prohibición de entrada en territorio español por un plazo 

máximo de tres años. 

Artículo 59 

Colaboración contra redes organizadas 

1. El extranjero que se encuentre irregularmente en España y sea víctima, perjudicado o testigo de 

un acto de tráfico ilícito de seres humanos, inmigración ilegal, explotación laboral o de tráfico ilícito 

de mano de obra o de explotación en la prostitución abusando de su situación de necesidad, podrá 

quedar exento de responsabilidad administrativa y no será expulsado si denuncia a los autores o 

cooperadores de dicho tráfico, o coopera y colabora con las autoridades competentes, 

proporcionando datos esenciales o testificando, en su caso, en el proceso correspondiente contra 

aquellos autores. 

2. Los órganos administrativos competentes encargados de la instrucción del expediente 

sancionador informarán a la persona interesada sobre las previsiones del presente artículo a fin de 

que decida si desea acogerse a esta vía, y harán la propuesta oportuna a la autoridad que deba 

resolver, que podrá conceder una autorización provisional de residencia y trabajo a favor del 

extranjero, según el procedimiento previsto reglamentariamente. 

El instructor del expediente sancionador informará de las actuaciones en relación con este apartado 

a la autoridad encargada de la instrucción del procedimiento penal. 

3. A los extranjeros que hayan quedado exentos de responsabilidad administrativa se les podrá 

facilitar, a su elección, el retorno asistido a su país de procedencia o la autorización de residencia y 

trabajo por circunstancias excepcionales, y facilidades para su integración social, de acuerdo con 

lo establecido en la presente Ley velando, en su caso, por su seguridad y protección. 

4. Cuando el Ministerio Fiscal tenga conocimiento de que un extranjero, contra el que se ha dictado 

una resolución de expulsión, aparezca en un procedimiento penal como víctima, perjudicado o 

testigo y considere imprescindible su presencia para la práctica de diligencias judiciales, lo pondrá 

de manifiesto a la autoridad gubernativa competente para que valore la inejecución de su expulsión 

y, en el supuesto de que se hubiese ejecutado esta última, se procederá de igual forma a los efectos 

de que autorice su regreso a España durante el tiempo necesario para poder practicar las diligencias 

precisas, sin perjuicio de que se puedan adoptar algunas de las medidas previstas en la Ley Orgánica 

19/1994, de 23 de diciembre, de protección a testigos y peritos en causas criminales. 

5. Las previsiones del presente artículo serán igualmente de aplicación a extranjeros menores de 

edad, debiendo tenerse en cuenta en el procedimiento la edad y madurez de éstos y, en todo caso, 

la prevalencia del principio del interés superior del menor. 

6. Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de colaboración de las organizaciones no 

gubernamentales sin ánimo de lucro que tengan por objeto la acogida y protección de las víctimas 

de los delitos señalados en el apartado primero. 

Artículo 59 bis 

Víctimas de la trata de seres humanos 

1. Las autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias para la identificación de las 

víctimas de la trata de personas conforme a lo previsto en el artículo 10 del Convenio del Consejo de 

Europa sobre la lucha contra la trata de seres humanos, de 16 de mayo de 2005. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1120 

2. Los órganos administrativos competentes, cuando estimen que existen motivos razonables para 

creer que una persona extranjera en situación irregular ha sido víctima de trata de seres humanos, 

informarán a la persona interesada sobre las previsiones del presente artículo y elevarán a la 

autoridad competente para su resolución la oportuna propuesta sobre la concesión de un período 

de restablecimiento y reflexión, de acuerdo con el procedimiento previsto reglamentariamente. 

Dicho período de restablecimiento y reflexión tendrá una duración de, al menos, noventa días, y 

deberá ser suficiente para que la víctima pueda decidir si desea cooperar con las autoridades en la 

investigación del delito y, en su caso, en el procedimiento penal. Tanto durante la fase de 

identificación de las víctimas, como durante el período de restablecimiento y reflexión, no se incoará 

un expediente sancionador por infracción del artículo 53.1.a) y se suspenderá el expediente 

administrativo sancionador que se le hubiere incoado o, en su caso, la ejecución de la expulsión o 

devolución eventualmente acordadas. Asimismo, durante el período de restablecimiento y reflexión, 

se le autorizará la estancia temporal y las administraciones competentes velarán por la subsistencia 

y, de resultar necesario, la seguridad y protección de la víctima y de sus hijos menores de edad o con 

discapacidad, que se encuentren en España en el momento de la identificación, a quienes se harán 

extensivas las previsiones del apartado 4 del presente artículo en relación con el retorno asistido o la 

autorización de residencia, y en su caso trabajo, si fueren mayores de 16 años, por circunstancias 

excepcionales. Finalizado el período de reflexión las administraciones públicas competentes 

realizarán una evaluación de la situación personal de la víctima a efectos de determinar una posible 

ampliación del citado período. 

Con carácter extraordinario la Administración Pública competente velará por la seguridad y 

protección de aquellas otras personas, que se encuentren en España, con las que la víctima tenga 

vínculos familiares o de cualquier otra naturaleza, cuando se acredite que la situación de 

desprotección en que quedarían frente a los presuntos traficantes constituye un obstáculo 

insuperable para que la víctima acceda a cooperar. 

3. El periodo de restablecimiento y reflexión podrá denegarse o ser revocado por motivos de orden 

público o cuando se tenga conocimiento de que la condición de víctima se ha invocado de forma 

indebida. La denegación o revocación deberán estar motivadas y podrán ser recurridas según lo 

establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

4. La autoridad competente podrá declarar a la víctima exenta de responsabilidad administrativa y 

podrá facilitarle, a su elección, el retorno asistido a su país de procedencia o la autorización de 

residencia y trabajo por circunstancias excepcionales cuando lo considere necesario a causa de su 

cooperación para los fines de investigación o de las acciones penales, o en atención a su situación 

personal, y facilidades para su integración social, de acuerdo con lo establecido en la presente Ley. 

Asimismo, en tanto se resuelva el procedimiento de autorización de residencia y trabajo por 

circunstancias excepcionales, se le podrá facilitar una autorización provisional de residencia y 

trabajo en los términos que se determinen reglamentariamente. 

En la tramitación de las autorizaciones referidas en el párrafo anterior se podrá eximir de la aportación 

de aquellos documentos cuya obtención suponga un riesgo para la víctima. 

5. Las previsiones del presente artículo serán igualmente de aplicación a personas extranjeras 

menores de edad, debiendo tenerse en cuenta la edad y madurez de éstas y, en todo caso, la 

prevalencia del interés superior del menor. 

6. Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de colaboración de las organizaciones no 

gubernamentales sin ánimo de lucro que tengan por objeto la acogida y protección de las víctimas 

de la trata de seres humanos. 
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Artículo 60 

Efectos de la denegación de entrada 

1. Los extranjeros a los que en frontera se les deniegue la entrada según lo previsto por el artículo 26.2 

de esta Ley, estarán obligados a regresar a su punto de origen. 

La resolución de la denegación de entrada conllevará la adopción inmediata de las medidas 

necesarias para que el extranjero regrese en el plazo más breve posible. Cuando el regreso fuera a 

retrasarse más de setenta y dos horas, la autoridad que hubiera denegado la entrada se dirigirá al 

Juez de Instrucción para que determine el lugar donde hayan de ser internados hasta ese momento. 

2. Los lugares de internamiento para extranjeros no tendrán carácter penitenciario, y estarán dotados 

de servicios sociales, jurídicos, culturales y sanitarios. Los extranjeros internados estarán privados 

únicamente del derecho ambulatorio. 

3. El extranjero durante su internamiento se encontrará en todo momento a disposición de la 

autoridad judicial que lo autorizó, debiéndose comunicar a ésta por la autoridad gubernativa 

cualquier circunstancia en relación a la situación de los extranjeros internados. 

4. La detención de un extranjero a efectos de proceder al regreso a consecuencia de la denegación 

de entrada será comunicada al Ministerio de Asuntos Exteriores y a la embajada o consulado de su 

país. 

Artículo 61 

Medidas cautelares 

1. Desde el momento en que se incoe un procedimiento sancionador en el que pueda proponerse 

la expulsión, el instructor, a fin de asegurar la resolución final que pudiera recaer, podrá adoptar 

alguna de las siguientes medidas cautelares: 

a) Presentación periódica ante las autoridades competentes. 

b) Residencia obligatoria en determinado lugar. 

c) Retirada del pasaporte o documento acreditativo de su nacionalidad, previa entrega al 

interesado del resguardo acreditativo de tal medida. 

d) Detención cautelar, por la autoridad gubernativa o sus agentes, por un período máximo de 72 

horas previas a la solicitud de internamiento. 

En cualquier otro supuesto de detención, la puesta a disposición judicial se producirá en un plazo 

no superior a 72 horas. 

e) Internamiento preventivo, previa autorización judicial en los centros de internamiento. 

f) Cualquier otra medida cautelar que el juez estime adecuada y suficiente. 

2. En los expedientes sancionadores en la comisión de infracciones por transportistas, si éstos infringen 

la obligación de tomar a cargo al extranjero transportado ilegalmente, podrá acordarse la 

suspensión de sus actividades, la prestación de fianzas, avales, o la inmovilización del medio de 

transporte utilizado. 
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Artículo 62 

Ingreso en centros de internamiento 

1. Incoado el expediente por alguno de los supuestos contemplados en las letras a) y b) del artículo 

54.1, en las letras a), d) y f) del artículo 53.1 y en el artículo 57.2 de esta Ley Orgánica en el que pueda 

proponerse expulsión del territorio español, el instructor podrá solicitar al Juez de Instrucción 

competente que disponga el ingreso del extranjero en un centro de internamiento en tanto se realiza 

la tramitación del expediente sancionador. 

El Juez, previa audiencia del interesado y del Ministerio Fiscal, resolverá mediante auto motivado, en 

el que, de acuerdo con el principio de proporcionalidad, tomará en consideración las circunstancias 

concurrentes y, en especial, el riesgo de incomparecencia por carecer de domicilio o de 

documentación identificativa, las actuaciones del extranjero tendentes a dificultar o evitar la 

expulsión, así como la existencia de condena o sanciones administrativas previas y de otros procesos 

penales o procedimientos administrativos sancionadores pendientes. Asimismo, en caso de 

enfermedad grave del extranjero, el juez valorará el riesgo del internamiento para la salud pública o 

la salud del propio extranjero. 

2. El internamiento se mantendrá por el tiempo imprescindible para los fines del expediente, siendo 

su duración máxima de 60 días, y sin que pueda acordarse un nuevo internamiento por cualquiera 

de las causas previstas en un mismo expediente. 

3. Cuando hayan dejado de cumplirse las condiciones descritas en el apartado 1, el extranjero será 

puesto inmediatamente en libertad por la autoridad administrativa que lo tenga a su cargo, 

poniéndolo en conocimiento del Juez que autorizó su internamiento. Del mismo modo y por las 

mismas causas, podrá ser ordenado el fin del internamiento y la puesta en libertad inmediata del 

extranjero por el Juez, de oficio o a iniciativa de parte o del Ministerio Fiscal. 

4. No podrá acordarse el ingreso de menores en los centros de internamiento, sin perjuicio de lo 

previsto en el artículo 62 bis 1. i) de esta Ley. Los menores extranjeros no acompañados que se 

encuentren en España serán puestos a disposición de las entidades públicas de protección de 

menores conforme establece la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor y de acuerdo con 

las normas previstas en el artículo 35 de esta Ley. 

5. La incoación del expediente, las medidas cautelares de detención e internamiento y la resolución 

final del expediente de expulsión del extranjero serán comunicadas al Ministerio de Asuntos Exteriores 

y a la embajada o consulado de su país. 

6. A los efectos del presente artículo, el Juez competente para autorizar y, en su caso, dejar sin efecto 

el internamiento será el Juez de Instrucción del lugar donde se practique la detención. El Juez 

competente para el control de la estancia de los extranjeros en los Centros de Internamiento y en las 

Salas de Inadmisión de fronteras, será el Juez de Instrucción del lugar donde estén ubicados, 

debiendo designarse un concreto Juzgado en aquellos partidos judiciales en los que existan varios. 

Este Juez conocerá, sin ulterior recurso, de las peticiones y quejas que planteen los internos en cuanto 

afecten a sus derechos fundamentales. Igualmente, podrá visitar tales centros cuando conozca 

algún incumplimiento grave o cuando lo considere conveniente. 

Artículo 62 bis 

Derechos de los extranjeros internados 

1. Los centros de internamiento de extranjeros son establecimientos públicos de carácter no 

penitenciario; el ingreso y estancia en los mismos tendrá únicamente finalidad preventiva y cautelar, 

salvaguardando los derechos y libertades reconocidos en el ordenamiento jurídico, sin más 
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limitaciones que las establecidas a su libertad ambulatoria, conforme al contenido y finalidad de la 

medida judicial de ingreso acordada. En particular, el extranjero sometido a internamiento tiene los 

siguientes derechos: 

a) A ser informado de su situación. 

b) A que se vele por el respeto a su vida, integridad física y salud, sin que puedan en ningún caso 

ser sometidos a tratos degradantes o a malos tratos de palabra o de obra y a que sea preservada 

su dignidad y su intimidad. 

c) A que se facilite el ejercicio de los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico, sin más 

limitaciones que las derivadas de su situación de internamiento. 

d) A recibir asistencia médica y sanitaria adecuada y ser asistidos por los servicios de asistencia 

social del centro. 

e) A que se comunique inmediatamente a la persona que designe en España y a su abogado el 

ingreso en el centro, así como a la oficina consular del país del que es nacional. 

f) A ser asistido de abogado, que se proporcionará de oficio en su caso, y a comunicarse 

reservadamente con el mismo, incluso fuera del horario general del centro, cuando la urgencia del 

caso lo justifique. 

g) A comunicarse en el horario establecido en el centro, con sus familiares, funcionarios consulares 

de su país u otras personas, que sólo podrán restringirse por resolución judicial. 

h) A ser asistido de intérprete si no comprende o no habla castellano y de forma gratuita, si 

careciese de medios económicos. 

i) A tener en su compañía a sus hijos menores, siempre que el Ministerio Fiscal informe 

favorablemente tal medida y existan en el centro módulos que garanticen la unidad e intimidad 

familiar. 

j) A entrar en contacto con organizaciones no gubernamentales y organismos nacionales, 

internacionales y no gubernamentales de protección de inmigrantes. 

2. Los centros dispondrán de servicios de asistencia social y sanitaria con dotación suficiente. Las 

condiciones para la prestación de estos servicios se desarrollarán reglamentariamente. 

3. Las organizaciones constituidas legalmente en España para la defensa de los inmigrantes y los 

organismos internacionales pertinentes podrán visitar los centros de internamiento; 

reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de las mismas. 

Artículo 62 ter 

Deberes de los extranjeros internados 

El extranjero sometido a internamiento estará obligado: 

a) A permanecer en el centro a disposición del Juez de Instrucción que hubiere autorizado su 

ingreso. 

b) A observar las normas por las que se rige el centro y cumplir las instrucciones generales 

impartidas por la dirección y las particulares que reciban de los funcionarios en el ejercicio legítimo 
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de sus funciones, encaminadas al mantenimiento del orden y la seguridad dentro del mismo, así 

como las relativas a su propio aseo e higiene y la limpieza del centro. 

c) A mantener una actividad cívica correcta y de respeto con los funcionarios y empleados del 

centro, con los visitantes y con los otros extranjeros internados, absteniéndose de proferir insultos o 

amenazas contra los mismos, o de promover o intervenir en agresiones, peleas, desórdenes y demás 

actos individuales o colectivos que alteren la convivencia. 

d) A conservar el buen estado de las instalaciones materiales, mobiliario y demás efectos del 

centro, evitando el deterioro o inutilización deliberada, tanto de éstos como de los bienes o 

pertenencias de los demás extranjeros ingresados o funcionarios. 

e) A someterse a reconocimiento médico a la entrada y salida del centro, así como en aquellos 

casos en que, por razones de salud colectiva, apreciadas por el servicio médico, y a petición de 

éste, lo disponga el director del centro. 

Artículo 62 quáter 

Información y reclamaciones 

1. Los extranjeros recibirán a su ingreso en el centro información escrita sobre sus derechos y 

obligaciones, las cuestiones de organización general, las normas de funcionamiento del centro, las 

normas disciplinarias y los medios para formular peticiones o quejas. La información se les facilitará 

en un idioma que entiendan. 

2. Los internados podrán formular, verbalmente o por escrito, peticiones y quejas sobre cuestiones 

referentes a su situación de internamiento. 

Dichas peticiones o quejas también podrán ser presentadas al director del centro, el cual las 

atenderá si son de su competencia o las pondrá en conocimiento de la autoridad competente, en 

caso contrario. 

Artículo 62 quinquies 

Medidas de seguridad 

1. Las actuaciones de vigilancia y seguridad interior en los centros podrán suponer, en la forma y con 

la periodicidad que se establezca, inspecciones de los locales y dependencias y siempre que fuera 

necesario para la seguridad en los centros registros de personas, ropas y enseres de los extranjeros 

internados. 

2. Se podrán utilizar medios de contención física personal o separación preventiva del agresor en 

habitación individual para evitar actos de violencia o lesiones de los extranjeros, impedir actos de 

fuga, daños en las instalaciones del centro o ante la resistencia al personal del mismo en el ejercicio 

legítimo de su cargo. El uso de los medios de contención será proporcional a la finalidad perseguida, 

no podrán suponer una sanción encubierta y sólo se usarán cuando no exista otra manera menos 

gravosa para conseguir la finalidad perseguida y por el tiempo estrictamente necesario. 

3. La utilización de medios de contención será previamente autorizada por el director del centro, 

salvo que razones de urgencia no lo permitan, en cuyo caso se pondrá en su conocimiento 

inmediatamente. El director deberá comunicar lo antes posible a la autoridad judicial que autorizó 

el internamiento la adopción y cese de los medios de contención física personal, con expresión 

detallada de los hechos que hubieren dado lugar a dicha utilización y de las circunstancias que 

pudiesen aconsejar su mantenimiento. El juez, en el plazo más breve posible y siempre que la medida 
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acordada fuere separación preventiva del agresor, deberá si está vigente, acordar su 

mantenimiento o revocación. 

Artículo 62 sexies 

Funcionamiento y régimen interior de los centros de internamiento de extranjeros 

En cada centro de internamiento de extranjeros habrá un director responsable de su funcionamiento 

para lo cual deberá adoptar las directrices de organización necesarias, coordinando y supervisando 

su ejecución. Asimismo será el responsable de adoptar las medidas necesarias para asegurar el orden 

y la correcta convivencia entre extranjeros y asegurar el cumplimiento de sus derechos, y de la 

imposición de medidas a los internos que no respeten las normas de correcta convivencia o régimen 

interior. 

Artículo 63 

Procedimiento preferente 

1. Incoado el expediente en el que pueda proponerse la expulsión por tratarse de uno de los 

supuestos contemplados en el artículo 53.1.d), 53.1.f), 54.1.a), 54.1.b), y 57.2, la tramitación del mismo 

tendrá carácter preferente. 

Igualmente, el procedimiento preferente será aplicable cuando, tratándose de las infracciones 

previstas en la letra a) del apartado 1 del artículo 53, se diera alguna de las siguientes circunstancias: 

a) riesgo de incomparecencia. 

b) el extranjero evitara o dificultase la expulsión, sin perjuicio de las actuaciones en ejercicio de 

sus derechos. 

c) el extranjero representase un riesgo para el orden público, la seguridad pública o la seguridad 

nacional. 

En estos supuestos no cabrá la concesión del período de salida voluntaria. 

2. Durante la tramitación del procedimiento preferente, así como en la fase de ejecución de la 

expulsión que hubiese recaído, podrán adoptarse las medidas cautelares y el internamiento 

establecidas en los artículos 61 y 62. 

3. Se garantizará el derecho del extranjero a asistencia letrada, que se le proporcionará de oficio, en 

su caso, y a ser asistido por intérprete, si no comprende o no habla castellano, y de forma gratuita en 

el caso de que careciese de medios económicos. 

4. Iniciado el expediente, se dará traslado al interesado del acuerdo de iniciación debidamente 

motivado y por escrito, para que alegue lo que considere adecuado, en el plazo de 48 horas, 

advirtiéndole de las consecuencias de no hacerlo así. 

5. Si el interesado, o su representante, no efectuase alegaciones ni realizasen proposición de prueba 

sobre el contenido del acuerdo de iniciación, o si no se admitiesen, por improcedentes o 

innecesarias, de forma motivada, por el instructor las pruebas propuestas, sin cambiar la calificación 

de los hechos, el acuerdo de iniciación del expediente será considerado como propuesta de 

resolución con remisión a la autoridad competente para resolver. 

De estimarse la proposición de prueba, esta se realizará en el plazo máximo de tres días. 
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6. En el supuesto de las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 53 cuando el extranjero acredite 

haber solicitado con anterioridad autorización de residencia temporal conforme a lo dispuesto en el 

artículo 31.3 de esta Ley, el órgano encargado de tramitar la expulsión suspenderá la misma hasta la 

resolución de la solicitud, procediendo a la continuación del expediente en caso de denegación. 

7. La ejecución de la orden de expulsión en los supuestos previstos en este artículo se efectuará de 

forma inmediata. 

Artículo 63 bis 

Procedimiento ordinario 

1. Cuando se tramite la expulsión para supuestos distintos a los previstos en el artículo 63 el 

procedimiento a seguir será el ordinario. 

2. La resolución en que se adopte la expulsión tramitada mediante el procedimiento ordinario incluirá 

un plazo de cumplimiento voluntario para que el interesado abandone el territorio nacional. La 

duración de dicho plazo oscilará entre siete y treinta días y comenzará a contar desde el momento 

de la notificación de la citada resolución. 

El plazo de cumplimiento voluntario de la orden de expulsión podrá prorrogarse durante un tiempo 

prudencial en atención a las circunstancias que concurran en cada caso concreto, como pueden 

ser, la duración de la estancia, estar a cargo de niños escolarizados o la existencia de otros vínculos 

familiares y sociales. 

3. Tanto en la fase de tramitación del procedimiento como durante el plazo de cumplimiento 

voluntario, podrá adoptarse alguna o algunas de las medidas cautelares establecidas en el artículo 

61, excepto la de internamiento prevista en la letra e). 

Artículo 64 

Ejecución de la expulsión 

1. Expirado el plazo de cumplimiento voluntario sin que el extranjero haya abandonado el territorio 

nacional, se procederá a su detención y conducción hasta el puesto de salida por el que se deba 

hacer efectiva la expulsión. Si la expulsión no se pudiera ejecutar en el plazo de setenta y dos horas, 

podrá solicitarse la medida de internamiento regulada en los artículos anteriores, que no podrá 

exceder del período establecido en el artículo 62 de esta Ley. 

2. Tanto en los supuestos de prórroga del plazo de cumplimiento voluntario como de aplazamiento 

o suspensión de la ejecución de la expulsión, lo que se acreditará en documento debidamente 

notificado al interesado, se tendrá en cuenta la garantía para el extranjero afectado de: 

a) El mantenimiento de la unidad familiar con los miembros que se hallen en territorio español. 

b) La prestación de atención sanitaria de urgencia y tratamiento básico de enfermedades. 

c) El acceso para los menores, en función de la duración de su estancia, al sistema de enseñanza 

básica. 

d) Las necesidades especiales de personas vulnerables. 

3. La ejecución de la resolución de expulsión se efectuará, en su caso, a costa del empleador que 

hubiera sido sancionado por las infracciones previstas en el artículo 53.2 a) o 54.1.d) de esta Ley o, 
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en el resto de los supuestos, a costa del extranjero si tuviere medios económicos para ello. De no 

darse ninguna de dichas condiciones, se comunicará al representante diplomático o consular de su 

país, a los efectos oportunos. 

4. Cuando un extranjero sea detenido en territorio español y se constate que contra él se ha dictado 

una resolución de expulsión por un Estado miembro de la Unión Europea, se procederá a ejecutar 

inmediatamente la resolución, sin necesidad de incoar nuevo expediente de expulsión. Se podrá 

solicitar la autorización del Juez de instrucción para su ingreso en un centro de internamiento, con el 

fin de asegurar la ejecución de la sanción de expulsión, de acuerdo con lo previsto en la presente 

Ley. 

5. Se suspenderá la ejecución de la resolución de expulsión cuando se formalice una petición de 

protección internacional, hasta que se haya inadmitido a trámite o resuelto, conforme a lo dispuesto 

en la normativa de protección internacional. 

6. No será precisa la incoación de expediente de expulsión: 

a) para proceder al traslado, escoltados por funcionarios, de los solicitantes de protección 

internacional cuya solicitud haya sido inadmitida a trámite en aplicación de la Ley 12/2009, de 30 

de octubre reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria, al ser responsable otro 

Estado del examen de la solicitud, de conformidad con los convenios internacionales en que España 

sea parte, cuando dicho traslado se produzca dentro de los plazos que el Estado responsable tiene 

la obligación de proceder al estudio de la solicitud. 

b) para proceder al traslado, escoltados por funcionarios, manutención, o recepción, custodia y 

transmisión de documentos de viaje, de los extranjeros que realicen un tránsito en territorio español, 

solicitado por un Estado miembro de la Unión Europea, a efectos de repatriación o alejamiento por 

vía aérea. 

Artículo 65 

Carácter recurrible de las resoluciones sobre extranjeros 

1. Las resoluciones administrativas sancionadoras serán recurribles con arreglo a lo dispuesto en las 

leyes. El régimen de ejecutividad de las mismas será el previsto con carácter general. 

2. En todo caso, cuando el extranjero no se encuentre en España, podrá cursar los recursos 

procedentes, tanto en vía administrativa como jurisdiccional, a través de las representaciones 

diplomáticas o consulares correspondientes, quienes los remitirán al organismo competente. 

Artículo 66 

Obligaciones de los transportistas 

1. Cuando así lo determinen las autoridades españolas respecto de las rutas procedentes de fuera 

del Espacio Schengen en las que la intensidad de los flujos migratorios lo haga necesario, a efectos 

de combatir la inmigración ilegal y garantizar la seguridad pública, toda compañía, empresa de 

transporte o transportista estará obligada, en el momento de finalización del embarque y antes de 

la salida del medio de transporte, a remitir a las autoridades españolas encargadas del control de 

entrada la información relativa a los pasajeros que vayan a ser trasladados, ya sea por vía aérea, 

marítima o terrestre, y con independencia de que el transporte sea en tránsito o como destino final, 

al territorio español. 
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La información será transmitida por medios telemáticos, o, si ello no fuera posible, por cualquier otro 

medio adecuado, y será comprensiva del nombre y apellidos de cada pasajero, de su fecha de 

nacimiento, nacionalidad, número de pasaporte o del documento de viaje que acredite su 

identidad y tipo del mismo, paso fronterizo de entrada, código de transporte, hora de salida y de 

llegada del transporte, número total de personas transportadas, y lugar inicial de embarque. Las 

autoridades encargadas del control de entrada guardarán los datos en un fichero temporal, 

borrándolos tras la entrada y en un plazo de veinticuatro horas desde su comunicación, salvo 

necesidades en el ejercicio de sus funciones. Los transportistas deberán haber informado de este 

procedimiento a los pasajeros, estando obligados a borrar los datos en el mismo plazo de veinticuatro 

horas. 

2. Toda compañía, empresa de transporte o transportista estará obligada a enviar a las autoridades 

españolas encargadas del control de entrada la información comprensiva del número de billetes de 

vuelta no utilizados por los pasajeros que previamente hubiesen transportado a España, ya sea por 

vía aérea, marítima o terrestre, y con independencia de que el transporte sea en tránsito o como 

destino final, de rutas procedentes de fuera del Espacio Schengen. 

Cuando así lo determinen las autoridades españolas, en los términos y a los efectos indicados en el 

apartado anterior, la información comprenderá, además, para pasajeros no nacionales de la Unión 

Europea, del Espacio Económico Europeo o de países con los que exista un convenio internacional 

que extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de los Estados mencionados, el nombre 

y apellidos de cada pasajero, su fecha de nacimiento, nacionalidad, número de pasaporte o del 

documento de viaje que acredite su identidad. 

La información señalada en el presente apartado deberá enviarse en un plazo no superior a 48 horas 

desde la fecha de caducidad del billete. 

3. Asimismo, toda compañía, empresa de transporte o transportista estará obligada a: 

a) Realizar la debida comprobación de la validez y vigencia, tanto de los pasaportes, títulos de 

viaje o documentos de identidad pertinentes, como, en su caso, del correspondiente visado de los 

que habrán de ser titulares los extranjeros. 

b) Hacerse cargo inmediatamente del extranjero que hubiese trasladado hasta la frontera aérea, 

marítima o terrestre correspondiente del territorio español, si a éste se le hubiera denegado la 

entrada por deficiencias en la documentación necesaria para el cruce de fronteras. 

c) Tener a su cargo al extranjero que haya sido trasladado en tránsito hasta una frontera aérea, 

marítima o terrestre del territorio español, si el transportista que deba llevarlo a su país de destino se 

negara a embarcarlo, o si las autoridades de este último país le hubieran denegado la entrada y lo 

hubieran devuelto a la frontera española por la que ha transitado. 

d) Transportar a los extranjeros a que se refieren los párrafos b) y c) de este apartado hasta el 

Estado a partir del cual le haya transportado, bien hasta el Estado que haya expedido el documento 

de viaje con el que ha viajado, o bien a cualquier otro Estado que garantice su admisión y un trato 

compatible con los derechos humanos. 

La compañía, empresa de transportes o transportista que tenga a su cargo un extranjero en virtud 

de alguno de los supuestos previstos en este apartado deberá garantizar al mismo unas condiciones 

de vida adecuadas mientras permanezca a su cargo. 

4. Lo establecido en este artículo se entiende también para el caso en que el transporte aéreo o 

marítimo se realice desde Ceuta o Melilla hasta cualquier otro punto del territorio español. 
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TÍTULO IV 

Coordinación de los poderes públicos 

Artículo 67 

Coordinación de los órganos de la Administración del Estado 

1. El Gobierno llevará a cabo una observación permanente de las magnitudes y características más 

significativas del fenómeno inmigratorio con objeto de analizar su impacto en la sociedad española 

y facilitar una información objetiva y contrastada que evite o dificulte la aparición de corrientes 

xenófobas o racistas. 

2. El Gobierno unificará en Oficinas provinciales los servicios existentes, dependientes de diferentes 

órganos de la Administración del Estado con competencia en inmigración, al objeto de conseguir 

una adecuada coordinación de su actuación administrativa. 

3. El Gobierno elaborará planes, programas y directrices sobre la actuación de la Inspección de 

Trabajo previa al procedimiento sancionador destinados especialmente a comprobar el 

cumplimiento del principio de igualdad y no discriminación de los trabajadores extranjeros, así como 

el cumplimiento efectivo de la normativa en materia de permiso de trabajo de extranjeros, todo ello 

sin perjuicio de las facultades de planificación que correspondan a las Comunidades Autónomas 

con competencias en materia de ejecución de la legislación laboral. 

Artículo 68 

Coordinación de las Administraciones Públicas 

1. La Conferencia Sectorial de Inmigración es el órgano a través del cual se asegurará la adecuada 

coordinación de las actuaciones que desarrollen las Administraciones Públicas en materia de 

inmigración. 

2. Las Comunidades Autónomas que asuman competencias ejecutivas en la concesión de la 

autorización inicial de trabajo, deberán desarrollarlas en necesaria coordinación con las 

competencias estatales en materia de extranjería, inmigración y autorización de residencia, de 

manera que se garantice la igualdad en la aplicación de la normativa de extranjería e inmigración 

en todo el territorio, la celeridad de los procedimientos y el intercambio de información entre las 

Administraciones necesario para el desarrollo de sus respectivas competencias. La coordinación 

deberá realizarse preservando la capacidad de autoorganización de cada Comunidad Autónoma 

así como su propio sistema de descentralización territorial. 

3. Con carácter previo a la concesión de autorizaciones por arraigo, las Comunidades Autónomas 

o, en su caso, los Ayuntamientos, emitirán un informe sobre la integración social del extranjero cuyo 

domicilio habitual se encuentre en su territorio. Reglamentariamente se determinarán los contenidos 

de dicho informe. En todo caso, el informe tendrá en cuenta el periodo de permanencia, la 

posibilidad de contar con vivienda y medios de vida, los vínculos con familiares residentes en España, 

y los esfuerzos de integración a través del seguimiento de programas de inserción sociolaborales y 

culturales. 

4. Las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en materia de seguridad 

ciudadana y orden público mediante la creación de una policía propia, podrán aportar, en su caso, 

un informe sobre afectación al orden público en todos los procedimientos de autorización de 

residencia o su renovación, referidas a extranjeros que se encuentran en España, en los que se prevea 

la necesidad de informe gubernativo. Tal informe se incorporará al expediente al igual que el que, 
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en su caso, aporten las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en el ejercicio de sus 

competencias sobre seguridad pública. 

Artículo 69 

Apoyo al movimiento asociativo de los inmigrantes 

Los poderes públicos impulsarán el fortalecimiento del movimiento asociativo entre los inmigrantes y 

apoyarán a los sindicatos, organizaciones empresariales y a las organizaciones no gubernamentales 

que, sin ánimo de lucro, favorezcan su integración social, facilitándoles ayuda económica, tanto a 

través de los programas generales como en relación con sus actividades específicas. 

Artículo 70 

El Foro para la Integración Social de los Inmigrantes 

1. El Foro para la Integración Social de los Inmigrantes, constituido de forma tripartita y equilibrada, 

por representantes de las Administraciones Públicas, de las asociaciones de inmigrantes y de otras 

organizaciones con interés e implantación en el ámbito migratorio, incluyendo entre ellas a las 

organizaciones sindicales y empresariales más representativas, constituye el órgano de consulta, 

información y asesoramiento en materia de integración de los inmigrantes. 

2. Reglamentariamente se determinará su composición, competencias, régimen de funcionamiento 

y adscripción administrativa. 

Artículo 71 

Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia 

Se constituirá el Observatorio Español del Racismo y la Xenofobia, con funciones de estudio y análisis, 

y con capacidad para elevar propuestas de actuación, en materia de lucha contra el racismo y la 

xenofobia. 

Artículo 72 

Comisión Laboral Tripartita de Inmigración 

1. La Comisión Laboral Tripartita de Inmigración es el órgano colegiado adscrito al Ministerio 

competente en materia de inmigración, de la que forman parte las organizaciones sindicales y 

empresariales más representativas. 

2. La Comisión Laboral Tripartita de Inmigración será informada sobre la evolución de los movimientos 

migratorios en España y, en todo caso, será consultada sobre las propuestas de Catálogo de 

ocupaciones de difícil cobertura, las previstas en el artículo 39 de esta Ley y las de contratación de 

trabajadores de temporada que se determinen. 

3. Mediante Orden Ministerial se determinará su composición, forma de designación de sus miembros, 

competencias y régimen de funcionamiento. 

Disposición adicional primera 

Plazo máximo para resolución de expedientes 

1. El plazo general máximo para notificar las resoluciones de las solicitudes de autorizaciones que 

formulen los interesados a tenor de lo previsto en esta Ley será de tres meses, contados a partir del 
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día siguiente al de la fecha en que hayan tenido entrada en el registro del órgano competente para 

tramitarlas; ello, sin perjuicio del plazo máximo de 15 días naturales establecido por la normativa 

comunitaria en relación con procedimientos de solicitud de visado de tránsito o estancia (así como 

de las excepciones previstas en la misma para su posible ampliación). Transcurrido el plazo para 

notificar las resoluciones de las solicitudes, salvo lo dispuesto en el apartado siguiente, éstas podrán 

entenderse desestimadas. 

2. Las solicitudes de prórroga de la autorización de residencia, la renovación de la autorización de 

trabajo, así como las solicitudes de autorización de residencia de larga duración que se formulen por 

los interesados a tenor de lo dispuesto en la presente Ley Orgánica se resolverán y notificarán en el 

plazo máximo de tres meses contados a partir del día siguiente al de la fecha en que hayan tenido 

entrada en el registro del órgano competente para tramitarlas. Transcurrido dicho plazo sin que la 

Administración haya dado respuesta expresa, se entenderá que la prórroga o renovación han sido 

concedidas. 

3. Las solicitudes de modificación de la limitación territorial o de ocupación de las autorizaciones 

iniciales de residencia y trabajo se resolverán y notificarán por la administración autonómica o estatal 

competente en el plazo máximo de un mes. Transcurrido dicho plazo sin que la Administración haya 

dado respuesta expresa, se entenderá que la solicitud ha sido concedida. 

Disposición adicional segunda 

Subcomisiones de Cooperación 

En atención a la situación territorial y a la especial incidencia del fenómeno migratorio y a las 

competencias que tengan reconocidas en sus respectivos Estatutos de Autonomía en materia de 

ejecución laboral y en materia de asistencia social, y en concordancia con los mismos, se podrán 

constituir subcomisiones en el seno de las Comisiones Bilaterales de Cooperación entre el Estado y las 

Comunidades Autónomas, en concordancia con lo que prevean sus respectivos Estatutos de 

Autonomía, para analizar cuestiones sobre trabajo y residencia de extranjeros que les afecten 

directamente. 

En particular, en atención a la situación geográfica del archipiélago canario, a la fragilidad de su 

territorio insular y a su lejanía con el continente europeo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

37.1 de su Estatuto de Autonomía, en el seno de la Comisión Bilateral de Cooperación Canarias-

Estado se constituirá una subcomisión que conocerá de las cuestiones que afecten directamente a 

Canarias en materia de residencia y trabajo de extranjeros. 

Disposición adicional tercera 

Lugares de presentación de las solicitudes y exigencia de comparecencia personal 

1. Cuando el sujeto legitimado se encuentre en territorio español habrá de presentar personalmente 

las solicitudes relativas a las autorizaciones de residencia y de trabajo en los registros de los órganos 

competentes para su tramitación. Igualmente, en los procedimientos en los que el sujeto legitimado 

fuese un empleador, las solicitudes podrán ser presentadas por éste, o por quien válidamente ostente 

la representación legal empresarial. Reglamentariamente se podrán establecer excepciones a la 

presentación ante el órgano competente para su tramitación o a la necesidad de presentación 

personal de solicitudes. 

2. Cuando el sujeto legitimado se encuentre en territorio extranjero, la presentación de solicitudes de 

visado y su recogida se realizarán personalmente ante la misión diplomática u oficina consular en 

cuya demarcación aquél resida. Excepcionalmente, cuando el interesado no resida en la población 

en que tenga su sede la misión diplomática u oficina consular y se acrediten razones que 
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obstaculicen el desplazamiento, como la lejanía de la misión u oficina o dificultades de transporte 

que hagan el viaje especialmente gravoso, podrá acordarse que la solicitud de visado pueda 

presentarse por representante debidamente acreditado. Las solicitudes relativas a los visados 

también podrán presentarse electrónicamente mediante las aplicaciones específicas de tramitación 

que existan. Asimismo, se podrán presentar en los locales de un proveedor de servicios externo con 

el que el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación mantenga un contrato de 

concesión de servicios, con sujeción a las condiciones previstas en la normativa comunitaria sobre 

visados. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, en los supuestos de presentación de solicitudes y 

recogida de visado de estancia, tránsito y de residencia por reagrupación familiar de menores, 

ambos trámites podrán realizarse mediante representante debidamente acreditado. 

En cualquier caso, la misión diplomática u oficina consular podrá requerir la comparecencia del 

solicitante y, cuando lo estime necesario, mantener una entrevista personal. 

Lo dispuesto en este apartado se entenderá sin perjuicio de lo establecido en la normativa 

comunitaria que desarrolla la política común de visados en lo relativo a la posibilidad de celebrar 

acuerdos con otros Estados miembros de la Unión Europea a efectos de representación en terceros 

Estados, en cuanto a procedimientos de solicitud de visados de tránsito o estancia. 

3. Asimismo, no se requerirá la comparecencia personal en los procedimientos de contratación 

colectiva de trabajadores, en los supuestos contemplados en un convenio o acuerdo internacional, 

en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el mismo. 

Disposición adicional cuarta 

1. La autoridad competente para resolver inadmitirá a trámite las solicitudes relativas a los 

procedimientos regulados en esta ley, en los siguientes supuestos: 

a) Falta de legitimación del solicitante, o insuficiente acreditación de la representación. 

b) Presentación de la solicitud fuera del plazo legalmente establecido. 

c) Cuando se trate de reiteración de una solicitud ya denegada, siempre que las circunstancias 

que motivaron la denegación no hayan variado. 

d) Cuando conste un procedimiento administrativo sancionador contra el solicitante en el que 

pueda proponerse la expulsión o cuando se haya decretado en contra del mismo una orden de 

expulsión, judicial o administrativa salvo que, en este último caso, la orden de expulsión hubiera sido 

revocada o se hallase en uno de los supuestos regulados por los artículos 31 bis, 59, 59 bis o 68.3 de 

esta ley. 

e) Cuando el solicitante tenga prohibida su entrada en España. 

f) Cuando se trate de solicitudes manifiestamente carentes de fundamento. 

g) Cuando se refieran a extranjeros que se encontrasen en España en situación irregular, salvo 

que pueda encontrarse en uno de los supuestos del artículo 31, apartado 3. 

h) Cuando dicha solicitud no sea realizada personalmente y dicha circunstancia sea exigida por 

ley. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1133 

2. En los procedimientos relativos a solicitudes de visado de tránsito o estancia, la autoridad 

competente para resolver inadmitirá a trámite las solicitudes, en los siguientes supuestos: 

a) Presentación de la solicitud fuera del plazo de los tres meses anteriores al comienzo del viaje. 

b) Presentación de la solicitud en documento distinto al modelo oficialmente establecido a los 

efectos. 

c) No aportación de documento de viaje válido al menos hasta tres meses después de la fecha 

(en su caso, última fecha) prevista de salida del territorio de los Estados miembros de la Unión 

Europea; en el que figuren al menos dos páginas en blanco; y expedido dentro de los diez años 

anteriores a la presentación de la solicitud de visado. 

d) Cuando no se aporte fotografía del solicitante, acorde a lo dispuesto en la normativa 

reguladora del Sistema de Información de Visados (VIS) de la Unión Europea. 

e) Cuando no se hayan tomado los datos biométricos del solicitante. 

f) Cuando no se haya abonado la tasa de visado. 

Disposición adicional quinta 

Acceso a la información, colaboración entre Administraciones públicas y gestión informática de los 

procedimientos 

1. En el cumplimiento de los fines que tienen encomendadas, y con pleno respeto a la legalidad 

vigente, las Administraciones públicas, dentro de su ámbito competencial, colaborarán en la cesión 

de datos relativos a las personas que sean consideradas interesados en los procedimientos regulados 

en esta Ley Orgánica y sus normas de desarrollo. 

2. Para la exclusiva finalidad de cumplimentar las actuaciones que los órganos de la Administración 

General del Estado competentes en los procedimientos regulados en esta Ley Orgánica y sus normas 

de desarrollo tienen encomendadas, la Agencia Estatal de Administración Tributaria, la Tesorería 

General de la Seguridad Social y el Instituto Nacional de Estadística, este último en lo relativo al 

Padrón Municipal de Habitantes, facilitarán a aquéllos el acceso directo a los ficheros en los que 

obren datos que hayan de constar en dichos expedientes, y sin que sea preciso el consentimiento 

de los interesados, de acuerdo con la legislación sobre protección de datos. 

Igualmente, los anteriores organismos facilitarán a las Comunidades Autónomas la información 

necesaria para ejercer sus competencias sobre autorizaciones iniciales de trabajo sin que tampoco 

sea preciso el consentimiento de los interesados. 

3. La tramitación de los procedimientos en materia de extranjería derivados del cumplimiento de lo 

dispuesto en la presente Ley Orgánica, se realizará sobre una aplicación informática común cuya 

implantación y coordinación respecto de los restantes Departamentos implicados corresponderá al 

Ministerio de Trabajo e Inmigración. Dicha aplicación, garantizando la protección de datos de 

carácter personal, registrará la información y datos relativos a los extranjeros y ciudadanos de la 

Unión Europea residentes en España y sus autorizaciones, impulsará el cumplimiento de lo establecido 

por la legislación en materia de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos y 

permitirá el conocimiento, en tiempo real, de la situación de las solicitudes de autorización reguladas 

en esta Ley por parte de los órganos administrativos que sean competentes en cada una de las fases 

del mismo, así como su intervención en la fase que recaiga dentro de su ámbito de competencias. 

Asimismo, la aplicación informática permitirá la generación de bases de datos estadísticas por las 
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administraciones intervinientes para la obtención de la información actualizada y fiable sobre las 

magnitudes relativas a la inmigración y la extranjería. 

En cumplimiento de lo establecido por la normativa comunitaria sobre la materia, la tramitación de 

procedimientos relativos a visados de tránsito y de estancia se realizará sobre la aplicación 

informática específicamente creada a los efectos, dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores 

y de Cooperación, que estará interconectada con la aplicación informática común, en orden a que 

en la base de datos de esta última conste información sobre los datos de los visados solicitados y 

concedidos en las Oficinas consulares o Misiones diplomáticas españolas en el exterior. 

El Ministerio del Interior, de acuerdo con sus competencias en materia de orden público, seguridad 

pública y seguridad nacional, mantendrá un Registro central de extranjeros. Reglamentariamente, 

se establecerá la interconexión que, en su caso, resulte necesaria para que en la aplicación 

informática común conste la información que pueda repercutir en la situación administrativa de los 

extranjeros en España. 

4. Cuando las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, intervengan en alguno 

de los procedimientos regulados en esta Ley, se garantizará que su participación en los 

procedimientos informatizados responda a estándares comunes que garanticen la necesaria 

coordinación de la actuación de todos los órganos administrativos intervinientes. Igualmente, la 

aplicación informática común dará acceso a las Comunidades Autónomas con competencias en 

materia de autorización de trabajo a la información necesaria para el ejercicio de sus competencias, 

entre la que se encontrará aquella relativa a la concesión y extinción de autorizaciones de 

reagrupación familiar concedidas en su territorio así como de las altas en Seguridad Social de las 

autorizaciones de trabajo iniciales concedidas por ellas. 

5. El Observatorio Permanente de la Inmigración aunará el conjunto de la información estadística 

disponible en materia de extranjería, inmigración, protección internacional y nacionalidad, con 

independencia de la Administración Pública, Departamento ministerial u Organismo responsable de 

su elaboración, con la finalidad de servir como sistema de análisis e intercambio de la información 

cualitativa y cuantitativa relacionada con los movimientos migratorios al servicio de las entidades 

responsables de gestionar las políticas públicas en dichas materias. 

Disposición adicional sexta 

Acuerdos de readmisión 

A los extranjeros que, en virtud de los acuerdos que regulen la readmisión de las personas en situación 

irregular suscritos por España, deban ser entregados o enviados a los países de los que sean 

nacionales o desde los que se hayan trasladado hasta el territorio español, les será de aplicación lo 

dispuesto en los citados acuerdos así como su normativa de desarrollo. 

Dichos acuerdos contendrán cláusulas de respeto a los derechos humanos en virtud de lo que 

establecen en esta materia los tratados y convenios internacionales. 

En el caso de que el titular de la tarjeta azul de la U.E. concedida en España fuera objeto de una 

medida de repatriación en otro Estado miembro, por haberse extinguido la vigencia de la 

autorización originaria para permanecer en dicho Estado o por denegarse su solicitud para residir en 

él, se le readmitirá sin necesidad de ninguna otra formalidad, incluyendo, en su caso, a los miembros 

de su familia previamente reagrupados. 
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Disposición adicional séptima 

Delimitación del Espacio Schengen 

A los efectos de lo dispuesto en esta ley, se entenderá por Espacio Schengen el conjunto de los 

territorios de los Estados a los que se apliquen plenamente las disposiciones relativas a la supresión de 

controles en las fronteras interiores y circulación de personas, previstas en el título II del Convenio para 

la aplicación del Acuerdo de Schengen, de 19 de junio de 1990. 

Disposición adicional octava 

Ayudas al retorno voluntario 

El Gobierno contemplará anualmente la financiación de programas de retorno voluntario de las 

personas que así lo soliciten y planteen proyectos que supongan su reasentamiento en la sociedad 

de la que partieron y siempre que los mismos sean de interés para aquella comunidad. 

Disposición adicional novena 

Autorizaciones autonómicas de trabajo en origen 

En el marco de los procedimientos de contratación colectiva en origen, las comunidades autónomas 

con competencias ejecutivas en materia de autorizaciones de trabajo podrán establecer servicios 

que faciliten la tramitación de los correspondientes visados ante los consulados españoles, así como 

promover el desarrollo de programas de acogida para los trabajadores extranjeros y sus familias. 

Disposición adicional décima 

Régimen especial de Ceuta y Melilla 

1. Los extranjeros que sean detectados en la línea fronteriza de la demarcación territorial de Ceuta 

o Melilla mientras intentan superar los elementos de contención fronterizos para cruzar irregularmente 

la frontera podrán ser rechazados a fin de impedir su entrada ilegal en España. 

2. En todo caso, el rechazo se realizará respetando la normativa internacional de derechos humanos 

y de protección internacional de la que España es parte. 

3. Las solicitudes de protección internacional se formalizarán en los lugares habilitados al efecto en 

los pasos fronterizos y se tramitarán conforme a lo establecido en la normativa en materia de 

protección internacional. 

Disposición transitoria primera 

Regularización de extranjeros que se encuentren en España 

El Gobierno, mediante Real Decreto, establecerá el procedimiento para la regularización de los 

extranjeros que se encuentren en territorio español antes del día 1 de junio de 1999 y que acrediten 

haber solicitado en alguna ocasión permiso de residencia o trabajo o que lo hayan tenido en los tres 

últimos años. 
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Disposición transitoria segunda 

Validez de las autorizaciones vigentes 

Los distintos permisos o tarjetas que habilitan para entrar, residir y trabajar en España a las personas 

incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley que tengan validez a la entrada en vigor de la misma, 

la conservarán por el tiempo para el que hubieren sido expedidas. 

Disposición transitoria tercera 

Normativa aplicable a procedimientos en curso 

Los procedimientos administrativos en curso se tramitarán y resolverán de acuerdo con la normativa 

vigente en el momento de la iniciación, salvo que el interesado solicite la aplicación de la presente 

Ley. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Queda derogada la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, sobre derechos y libertades de los extranjeros 

en España, y cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Ley. 

Disposición final primera 

Modificación del artículo 312 del Código Penal 

El apartado 1 del artículo 312 del Código Penal queda redactado de la forma siguiente: 

"Artículo 312. 

1. Serán castigados con las penas de prisión de dos a cinco años y multa de seis a doce meses, 

los que trafiquen de manera ilegal con mano de obra." 

Disposición final segunda 

Inclusión de un nuevo Título XV bis en el Código Penal 

Se introduce un nuevo Título XV bis con la siguiente redacción: 

"Título XV bis. Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros. 

Artículo 318 bis. 

1. Los que promuevan, favorezcan o faciliten el tráfico ilegal de personas desde, en tránsito o con 

destino a España serán castigados con las penas de prisión de seis meses a tres años y multa de seis 

a doce meses. 

2. Los que realicen las conductas descritas en el apartado anterior con ánimo de lucro, o 

empleando violencia, intimidación o engaño o abusando de una situación de necesidad de la 

víctima, serán castigados con las penas de prisión de dos a cuatro años y multa de doce a 

veinticuatro meses. 
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3. Se impondrán las penas correspondientes en su mitad superior a las previstas en los apartados 

anteriores, cuando en la comisión de los hechos se hubiere puesto en peligro la vida, la salud o la 

integridad de las personas o la víctima sea menor de edad. 

4. En las mismas penas del apartado anterior y además en la inhabilitación absoluta de seis a 

doce años incurrirán los que realicen los hechos prevaliéndose de su condición de autoridad, 

agente de ésta o funcionario público. 

5. Se impondrán las penas superiores en grado a las previstas en los apartados anteriores, en sus 

respectivos casos, cuando el culpable perteneciere a una organización o asociación, incluso de 

carácter transitorio que se dedicare a la realización de tales actividades." 

Disposición final tercera 

Modificaciones en los artículos 515, 517 y 518 del Código Penal 

1. Se añade un nuevo apartado 6.º en el artículo 515 con la siguiente redacción: 

"6.º Las que promuevan el tráfico ilegal de personas." 

2. Se modifica el primer párrafo del artículo 517, que quedará redactado de la siguiente forma: 

"En los casos previstos en los números 1.º y 3.º al 6.º del artículo 515 se impondrán las siguientes 

penas:" 

3. Se modifica el artículo 518, que quedará redactado de la siguiente forma: 

"Los que con su cooperación económica o de cualquier otra clase, en todo caso relevante, 

favorezcan la fundación, organización o actividad de las asociaciones comprendidas en los 

números 1.º y 3.º al 6.º del artículo 515, incurrirán en la pena de prisión de uno a tres años, multa de 

doce a veinticuatro meses, e inhabilitación para empleo o cargo público por tiempo de uno a 

cuatro años." 

Disposición final cuarta 

Preceptos no orgánicos 

1. Tienen naturaleza orgánica los preceptos contenidos en los siguientes artículos de esta Ley: 1, 2, 3, 

4.1, 4.3, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 15, 16, 17, 18, 18 bis, 19, 20, 21, 22.1, 23, 24, 25, 25 bis, 27, 29, 30, 30 bis, 31, 31 

bis, 33, 34, 36, 37, 39, 40, 41, 42, 53, 54, 55, 57, 58, 59, 59 bis, 60, 61, 62, 62 bis, 62 ter, 62 quáter, 62 

quinquies, 62 sexies, 63, 63 bis, 64, 66, 71, las disposiciones adicionales tercera a octava y décima y 

las disposiciones finales. 

2. Los preceptos no incluidos en el apartado anterior no tienen naturaleza orgánica. 

Disposición final quinta 

Apoyo al sistema de información de Schengen 

El Gobierno, en el marco de lo previsto en el Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen, 

adoptará cuantas medidas fueran precisas para mantener la exactitud y la actualización de los 

datos del sistema de información de Schengen, facilitando el ejercicio del derecho a la rectificación 

o supresión de datos a las personas cuyos datos figuren en el mismo. 
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Disposición final quinta bis 

Código Comunitario de Visados 

Las previsiones de la presente Ley en materia de visados de tránsito y estancia se entenderán sin 

perjuicio de lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 810/2009, de 13 de julio, por el que se establece 

un Código Comunitario sobre Visados. 

Disposición final sexta 

Reglamento de la Ley 

El Gobierno en el plazo de seis meses aprobará el Reglamento de esta Ley Orgánica. 

Disposición final séptima 

Información sobre la Ley a organismos y organizaciones interesados 

Desde el momento de la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno adoptará las medidas necesarias 

para informar a los funcionarios de las diversas Administraciones públicas, a los directivos de 

asociaciones de inmigrantes, a los Colegios de Abogados, a los sindicatos y a las organizaciones no 

gubernamentales de los cambios que sobre la aplicación de la normativa anterior supone la 

aprobación de esta Ley Orgánica. 

Disposición final octava 

Habilitación de créditos 

El Gobierno dictará las disposiciones necesarias para hacer frente a los gastos originados por la 

aplicación y desarrollo de la presente Ley. 

Disposición final novena 

Entrada en vigor 

Esta Ley Orgánica entrará en vigor a los veinte días de su completa publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». 
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§ 66. Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la 

protección subsidiaria50 

«BOE» núm. 263, de 31 de octubre de 2009 

PREÁMBULO 

La vigente regulación del derecho de asilo en España, al margen de antecedentes históricos de 

limitada trascendencia práctica que se remontan al siglo XIX, data de 1984, año en que la Ley 5/1984, 

de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado, vino a desarrollar 

el mandato contenido en el apartado cuatro del artículo 13 de la Constitución. 

Esta norma, primera que abordaba la institución del asilo en un marco democrático y de libertades, 

sufrió una profunda revisión en 1994, al objeto de adecuar el ordenamiento español a la rápida 

evolución en la cantidad y en las características de las solicitudes de asilo que se produjo en el 

contexto de la Unión Europea en la segunda mitad de los años 80 del pasado siglo. Contribuyó, 

además, a corregir las deficiencias detectadas en su aplicación y a avanzar en el régimen de 

protección a los refugiados, a los que, a partir de entonces, se concede el derecho de asilo en un 

contexto europeo de progresiva armonización de las legislaciones nacionales de asilo. 

Transcurridos más de catorce años desde esta primera modificación, se ha desarrollado una política 

europea de asilo, que arranca con el Tratado de Ámsterdam de 1997 y que ha producido un extenso 

elenco de normas comunitarias que deben ser incorporadas al ordenamiento jurídico interno 

mediante los oportunos cambios legislativos que, en algunos casos, son de gran entidad. 

De entre estas normas destacan, por afectar al núcleo de todo sistema de asilo, la Directiva 

2004/83/CE, del Consejo, de 29 de abril, por la que se establecen normas mínimas relativas a los 

requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o apátridas como 

refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección internacional y al contenido de la 

protección concedida; la Directiva 2005/85/CE, del Consejo, de 1 de diciembre, sobre normas 

mínimas para los procedimientos que deben aplicar los Estados miembros para conceder o retirar la 

condición de refugiado; y el Capítulo V de la Directiva 2003/86/CE, del Consejo, de 22 de septiembre, 

sobre el derecho de reagrupación familiar relativo a los refugiados. 

De la naturaleza misma de las normas mínimas se desprende que los Estados miembros tienen 

competencia para introducir o mantener disposiciones más favorables para las personas de terceros 

países o apátridas que pidan protección internacional a un Estado miembro, siempre que tales 

 

 
50 La Ley 12/2009, de 30 de octubre, ha sido modificada en su artículo 3 por Ley 4/2023, de 28 de febrero, en su artículo 31 por 

Real Decreto-ley 10/2022, de 13 de mayo, y en su artículo 40 por Ley 2/2014, de 25 de marzo. Véanse el Real Decreto 203/1995, 

de 10 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de aplicación de la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del 

derecho de asilo y de la condición de refugiado, el Real Decreto 865/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 

de reconocimiento del estatuto de apátrida, y el Real Decreto 1325/2003, de 24 de octubre, por el que se aprueba el 

Reglamento sobre régimen de protección temporal en caso de afluencia masiva de personas desplazadas. También 

constituye desarrollo de la Ley 12/2009, de 30 de octubre, el Real Decreto 220/2022, de 29 de marzo, por el que se aprueba el 

Reglamento por el que se regula el sistema de acogida en materia de protección internacional. A raíz de la invasión de 

Ucrania, téngase en cuenta la Orden PCM/169/2022, de 9 de marzo, por la que se desarrolla el procedimiento para el 

reconocimiento de la protección temporal a personas afectadas por el conflicto de Ucrania, y la Orden PCM/170/2022, de 9 

de marzo, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 8 de marzo de 2022, por el que se amplía la protección 

temporal otorgada en virtud de la Decisión de Ejecución (UE) 2022/382 del Consejo de 4 de marzo de 2022 a personas 

afectadas por el conflicto de Ucrania que puedan encontrar refugio en España. 
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normas sean compatibles con lo dispuesto en las Directivas comunitarias que con la presente Ley se 

transponen. 

La transposición de esta legislación de la Unión Europea supone la total acogida en nuestro 

ordenamiento de la denominada Primera Fase del Sistema Europeo Común de Asilo, tal y como se 

recoge en las Conclusiones de Tampere de 1999 y se ratifica en el Programa de La Haya de 2004, 

pues contiene las bases para la constitución de un completo régimen de protección internacional 

garante de los derechos fundamentales, partiendo de la Convención de Ginebra de 1951 y el 

Protocolo de Nueva York de 1967, sobre el estatuto de los refugiados como piedra angular del 

régimen jurídico internacional de protección de las personas refugiadas. 

A su vez, desde una perspectiva de ámbito nacional, la Ley introduce una serie de disposiciones, 

dentro del margen que comporta la normativa europea, que responden a su voluntad de servir de 

instrumento eficaz para garantizar la protección internacional de las personas a quienes les es de 

aplicación y de reforzar sus instituciones: el derecho de asilo y la protección subsidiaria, en un marco 

de transparencia de las decisiones que se adoptan. 

Una de ellas es el lugar destacado que se concede a la intervención del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR). Otra es la introducción de un marco legal para la 

adopción de programas de reasentamiento, en solidaridad con la Comunidad Internacional en la 

búsqueda de soluciones duraderas para los refugiados. 

Por otro lado, la vigente Ley 5/1984, de 26 de marzo, a pesar de la indiscutible utilidad que ha 

mostrado como instrumento regulador de los mecanismos de reconocimiento de la condición de 

refugiado, contiene disposiciones que, con el transcurso del tiempo, han perdido eficacia, a la vez 

que, por su relativa antigüedad, no contempla cuestiones que en la actualidad son esenciales e 

insoslayables en el ámbito de la protección internacional. 

Consecuentemente, y ante el alcance de las modificaciones impuestas por estos condicionantes, se 

ha considerado necesario, por razones de técnica legislativa, adoptar una nueva Ley que desarrolle 

lo dispuesto en el apartado cuarto del artículo 13 de la Constitución, en lugar de proceder a realizar 

en la Ley 5/1984, de 26 de marzo, modificaciones parciales. Esta opción ha de permitir tanto satisfacer 

adecuadamente las necesidades derivadas de la incorporación del amplio elenco de actos 

normativos de la Unión Europea, como reflejar de modo adecuado las nuevas interpretaciones y 

criterios surgidos en la doctrina internacional y en la jurisprudencia de órganos supranacionales como 

el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas o el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 

con el objeto de mejorar las garantías de las personas solicitantes y beneficiarias de protección 

internacional. 

La nueva Ley debe además adaptarse a los criterios que se desprenden de la doctrina y de la 

jurisprudencia de los tribunales en materia de asilo. 

Expuesta la finalidad y la pertinencia de este nuevo texto legal, conviene justificar su estructura y 

contenido. Desde este punto de vista, la Ley consta de seis Títulos, completados con ocho 

Disposiciones Adicionales, dos Transitorias, una Derogatoria y cuatro Finales. 

En el Título Preliminar se establece la finalidad de la Ley y el objeto material de regulación, 

determinando el contenido de la protección internacional integrada por el derecho de asilo y el 

derecho a la protección subsidiaria. Este segundo tipo de protección internacional se introduce por 

primera vez en nuestro ordenamiento de forma explícita, mejorando significativamente la actual 

situación, en que esta protección se ha venido aplicando sobre la base de unas genéricas 

previsiones de protección humanitaria contenidas en la Ley. 
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El Título I se dedica a los requisitos que deben cumplirse para dar lugar a la concesión del derecho 

de asilo derivado del reconocimiento de la condición de persona refugiada o beneficiaria de 

protección subsidiaria. Se detallan y delimitan, también por vez primera, todos los elementos que 

integran la clásica definición de refugiado: persecución, motivo de persecución y agente 

perseguidor. Es en este Título en el que encuentran cabida algunos de los aspectos más innovadores 

de la Ley, con especiales referencias a la dimensión de género en relación con los motivos que, en 

caso de existir persecución, pueden conducir a la concesión del estatuto de refugiado. Se incluyen 

igualmente, y con un detalle sin precedentes en nuestra legislación, las correlativas causas que 

determinan el cese o la exclusión del disfrute del derecho de asilo. 

Además, el Título I dedica todo un Capítulo, de manera paralela y con arreglo a parámetros 

análogos, a la novedosa figura de la protección subsidiaria, que hasta ahora aparecía configurada 

como una institución carente de entidad propia y, por ende, desprovista de una regulación 

detallada de sus elementos constitutivos. 

En esta línea, debe destacarse que la Ley regula la protección subsidiaria siguiendo las mismas 

pautas utilizadas con el derecho de asilo. Ello es consecuencia lógica de la voluntad de unificar en 

su práctica totalidad ambos regímenes de protección, atendiendo a que, más allá de las diferencias 

que puedan existir entre las causas que justifican uno y otro, el propósito común de ambos es que las 

personas beneficiarias reciban una protección, frente a riesgos para su vida, integridad física o 

libertad, que no pueden encontrar en sus países de origen. 

El Título II se dedica en su totalidad al procedimiento a seguir para determinar las necesidades de 

protección de los solicitantes. Sobre este particular, cabe subrayar que el nuevo texto mejora la 

regulación vigente al establecer un procedimiento completo para evaluar la procedencia del 

estatuto de refugiado o de protección subsidiaria. 

El procedimiento es único para los dos tipos de protección, lo que, además de resultar coherente 

con la identificación que la Ley hace de los dos regímenes de protección, permitirá que, al examinar 

de manera simultánea –y, eventualmente, de oficio– ambas posibilidades, se eviten dilaciones 

innecesarias o prácticas abusivas. 

En todo caso, se introducen previsiones normativas que mejoran significativamente las garantías 

procedimentales en el examen de las correspondientes solicitudes. Es el caso de la generalización 

de garantías contencioso-administrativas de carácter judicial, como son las medidas cautelares 

previstas en el artículo 135 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa, cuya utilización en la práctica es actualmente incipiente y casuística, y 

la intervención del ACNUR, a la que se dedica el Capítulo IV, y que supone una garantía del justo 

funcionamiento del sistema. 

El Título contiene también un Capítulo que innova nuestro sistema de protección de derechos y 

libertades, al dotar de respaldo legal formal a las condiciones materiales de acogida de las personas 

solicitantes o beneficiarias de protección internacional. De este modo, la Ley sanciona al máximo 

nivel jurídico la obligación de proporcionar servicios sociales y de acogida a las personas solicitantes 

en estado de necesidad. 

El Título III de la Ley se destina al mantenimiento o recomposición de la unidad familiar de las personas 

solicitantes o beneficiarias de protección internacional. La Ley ha mantenido la extensión familiar de 

la protección internacional para los integrantes de la unidad familiar de las personas solicitantes o 

protegidas, al tiempo que amplía el ámbito de posibles beneficiarias, tomando en consideración que 

la realidad ofrece configuraciones familiares que rebasan el concepto de familia nuclear, más propio 

de nuestro ordenamiento en el terreno de la inmigración. 
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Junto a ello, la Ley incorpora un procedimiento especial y preferente de reagrupación familiar que 

garantiza el derecho a la vida en familia de las personas refugiadas o beneficiarias de protección 

subsidiaria amparado en las previsiones de la Directiva 2003/86/CE, del Consejo, de 22 de septiembre, 

sobre el derecho a la reagrupación familiar. El procedimiento se configura como una alternativa a 

la extensión familiar de derecho de asilo, hasta ahora la única opción para los refugiados, y pretende 

dar una respuesta más eficaz a los casos en que las personas integrantes de la unidad familiar de la 

persona protegida no requieren ellas mismas de protección, pero sí de un régimen de residencia y 

prestaciones que permitan el mantenimiento de la unidad familiar en condiciones óptimas. 

El Título IV, por su parte, regula las figuras de la revocación y el cese de la protección internacional. 

En este sentido, se regulan las causas que motivan cada una de dichas decisiones administrativas 

respecto a las personas beneficiarias del estatuto de refugiado o de la protección subsidiaria. El Título 

da respuesta, así, a las nuevas exigencias derivadas de los más recientes actos jurídicos de la Unión 

Europea e introduce medidas adecuadas para evitar que quienes puedan suponer un peligro para 

la seguridad del Estado, el orden público o que desarrollen actuaciones incompatibles con el 

estatuto de protección internacional puedan beneficiarse de ésta. 

Asimismo, se introduce un procedimiento común para la adopción de tales figuras jurídicas, y se da 

un paso más en la construcción del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia. 

A continuación, se ha considerado oportuno dedicar un título, el Título V, a los menores y a otras 

personas vulnerables necesitadas de cualquiera de las dos modalidades de protección internacional 

que regula la Ley. La inclusión de este Título y el tratamiento que en él se otorga a las personas a que 

se refiere constituyen otra novedad, que viene a subsanar la falta de referencias explícitas a ellas, en 

especial a los menores, y más en concreto a los no acompañados, en nuestra legislación de asilo. 

Con ello, se profundiza en la mencionada línea garantista derivada del interés superior del menor y 

de la voluntad de evitar discriminaciones por razón de género o que afecten a personas con 

discapacidad, personas mayores y otras en situación de precariedad, pues alcanza a todos los 

ámbitos del sistema de asilo. 

Por último, en la parte final de la Ley, reservada a las disposiciones que prevén regímenes especiales, 

situaciones transitorias, derogaciones normativas o desarrollos reglamentarios, así como la previsión 

de su entrada en vigor, se destaca como otra novedad en el ordenamiento español la habilitación 

al Gobierno de España para que lleve a cabo programas de reasentamiento en colaboración con 

el ACNUR y, en su caso, con otras Organizaciones Internacionales relevantes, con la finalidad de 

hacer efectivo el principio de solidaridad y de dar cumplimiento al designio constitucional de 

cooperar con el resto de pueblos de la tierra. 

La formación de todos los agentes que intervienen en el sistema de asilo, indispensable para su 

correcto funcionamiento, así como la colaboración con las Organizaciones No Gubernamentales 

también se recogen en las Disposiciones Adicionales. 

Con semejante enfoque, es evidente que el título competencial habilitante que sirve de base a la 

presente Ley –artículo 149.1.2.ª de la Constitución– contiene un reclamo implícito a la mencionada 

internacionalización, que, por lo demás, viene impuesta por nuestro texto constitucional no sólo en 

virtud del artículo 93 en lo atinente a la Unión Europea, sino de forma más amplia en los mandatos 

interpretativo y aplicativo establecidos, respectivamente, en el apartado uno del artículo 10 y el 

mismo apartado del 96. La propia normativa de la Unión Europea que es objeto de incorporación se 

ha hecho eco de estas nuevas tendencias: el bloque actual ya comunitarizado del «acervo de 

Schengen» ha superado unas normas de alcance más limitado adoptadas en el marco de la anterior 

cooperación intergubernamental, lo que comporta una ostensible coherencia entre las acciones 

emprendidas por la Unión Europea y por el Consejo de Europa. 
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Tal correlación es apreciable, precisamente, en las normas de la Unión Europea que ahora se 

incorporan, entre ellas en la Directiva 2003/86/CE, del Consejo, de 22 de septiembre, del derecho de 

reagrupación familiar, en donde se declara expresamente que «la presente Directiva respeta los 

derechos fundamentales y observa los principios reconocidos en particular por el artículo 8 del 

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales 

y por la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea». Con parecida «ratio», la 

Directiva 2004/83/CE, del Consejo, de 29 de abril, por la que se establecen normas mínimas relativas 

a los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o apátridas 

como refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección internacional y al contenido de 

la protección concedida, señala que «el Consejo Europeo, en su reunión especial de Tampere de los 

días 15 y 16 de octubre de 1999, acordó trabajar con vistas a la creación de un sistema europeo 

común de asilo, basado en la plena y total aplicación de la Convención de Ginebra sobre el Estatuto 

del Refugiado de 28 de julio de 1951, completada por el Protocolo de Nueva York de 31 de enero de 

1967, afirmando de esta manera el principio de no devolución y garantizando que ninguna persona 

sea repatriada a un país en el que sufra persecución» añadiendo, a renglón seguido, que «la presente 

Directiva respeta los derechos fundamentales y observa los principios reconocidos en particular, por 

la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. En especial, la presente Directiva tiene 

por fin garantizar el pleno respeto de la dignidad humana y el derecho de asilo de los solicitantes de 

asilo y los miembros de su familia acompañantes». 

Por último, en la elaboración de la presente Ley se han tenido en cuenta las contribuciones de 

aquellos agentes de la sociedad civil que se encuentran implicados en la defensa de las personas 

necesitadas de protección internacional. 

Mención específica debe hacerse en este punto al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Refugiados (ACNUR), a quien se le reconoce el importante papel que desempeña en la 

tramitación de las solicitudes de asilo en España, reforzando así las garantías del procedimiento. 

Igualmente, han sido objeto de consideración las aportaciones de otros actores u organismos 

cualificados en la materia regulada por la presente Ley, lo que, sin duda, contribuye a que la nueva 

regulación se vea impregnada por las tendencias más favorables del Derecho internacional de los 

derechos humanos. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto de la ley 

La presente Ley, de acuerdo con lo previsto en el apartado cuatro del artículo 13 de la Constitución, 

tiene por objeto establecer los términos en que las personas nacionales de países no comunitarios y 

las apátridas podrán gozar en España de la protección internacional constituida por el derecho de 

asilo y la protección subsidiaria, así como el contenido de dicha protección internacional. 

Artículo 2 

El derecho de asilo 

El derecho de asilo es la protección dispensada a los nacionales no comunitarios o a los apátridas a 

quienes se reconozca la condición de refugiado en los términos definidos en el artículo 3 de esta Ley 

y en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, hecha en Ginebra el 28 de julio de 1951, y su 

Protocolo, suscrito en Nueva York el 31 de enero de 1967. 
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Artículo 3 

La condición de refugiado 

La condición de refugiado se reconoce a toda persona que, debido a fundados temores de ser 

perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, opiniones políticas, pertenencia a 

determinado grupo social, de género, orientación sexual o de identidad sexual, se encuentra fuera 

del país de su nacionalidad y no puede o, a causa de dichos temores, no quiere acogerse a la 

protección de tal país, o al apátrida que, careciendo de nacionalidad y hallándose fuera del país 

donde antes tuviera su residencia habitual, por los mismos motivos no puede o, a causa de dichos 

temores, no quiere regresar a él, y no esté incurso en alguna de las causas de exclusión del artículo 8 

o de las causas de denegación o revocación del artículo 9. 

Artículo 4 

La protección subsidiaria 

El derecho a la protección subsidiaria es el dispensado a las personas de otros países y a los apátridas 

que, sin reunir los requisitos para obtener el asilo o ser reconocidas como refugiadas, pero respecto 

de las cuales se den motivos fundados para creer que si regresasen a su país de origen en el caso de 

los nacionales o, al de su anterior residencia habitual en el caso de los apátridas, se enfrentarían a 

un riesgo real de sufrir alguno de los daños graves previstos en el artículo 10 de esta Ley, y que no 

pueden o, a causa de dicho riesgo, no quieren, acogerse a la protección del país de que se trate, 

siempre que no concurra alguno de los supuestos mencionados en los artículos 11 y 12 de esta Ley. 

Artículo 5 

Derechos garantizados con el asilo y la protección subsidiaria 

La protección concedida con el derecho de asilo y la protección subsidiaria consiste en la no 

devolución ni expulsión de las personas a quienes se les haya reconocido, así como en la adopción 

de las medidas contempladas en el artículo 36 de esta Ley y en las normas que lo desarrollen, en la 

normativa de la Unión Europea y en los Convenios internacionales ratificados por España. 

TÍTULO I 

De la protección internacional 

CAPÍTULO I 

De las condiciones para el reconocimiento del derecho de asilo 

Artículo 6 

Actos de persecución 

1. Los actos en que se basen los fundados temores a ser objeto de persecución en el sentido previsto 

en el artículo 3 de esta Ley, deberán: 

a) ser suficientemente graves por su naturaleza o carácter reiterado como para constituir una 

violación grave de los derechos fundamentales, en particular los derechos que no puedan ser objeto 

de excepciones al amparo del apartado segundo del artículo 15 del Convenio Europeo para la 

Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, o bien 
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b) ser una acumulación lo suficientemente grave de varias medidas, incluidas las violaciones de 

derechos humanos, como para afectar a una persona de manera similar a la mencionada en la 

letra a). 

2. Los actos de persecución definidos en el apartado primero podrán revestir, entre otras, las 

siguientes formas: 

a) actos de violencia física o psíquica, incluidos los actos de violencia sexual; 

b) medidas legislativas, administrativas, policiales o judiciales que sean discriminatorias en sí 

mismas o que se apliquen de manera discriminatoria; 

c) procesamientos o penas que sean desproporcionados o discriminatorios; 

d) denegación de tutela judicial de la que se deriven penas desproporcionadas o 

discriminatorias; 

e) procesamientos o penas por la negativa a prestar servicio militar en un conflicto en el que el 

cumplimiento de dicho servicio conllevaría delitos o actos comprendidos en las cláusulas de 

exclusión establecidas en el apartado segundo del artículo 8 de esta Ley; 

f) actos de naturaleza sexual que afecten a adultos o a niños. 

3. Los actos de persecución definidos en el presente artículo deberán estar relacionados con los 

motivos mencionados en el artículo siguiente. 

Artículo 7 

Motivos de persecución 

1. Al valorar los motivos de persecución se tendrán en cuenta los siguientes elementos: 

a) el concepto de raza comprenderá, en particular, el color, el origen o la pertenencia a un 

determinado grupo étnico; 

b) el concepto de religión comprenderá, en particular, la profesión de creencias teístas, no teístas 

y ateas, la participación o la abstención de hacerlo, en cultos formales en privado o en público, ya 

sea individualmente o en comunidad, así como otros actos o expresiones que comporten una 

opinión de carácter religioso, o formas de conducta personal o comunitaria basadas en cualquier 

creencia religiosa u ordenadas por ésta; 

c) el concepto de nacionalidad no se limitará a poseer o no la ciudadanía, sino que 

comprenderá, en particular, la pertenencia a un grupo determinado por su identidad cultural, étnica 

o lingüística, sus orígenes geográficos o políticos comunes o su relación con la población de otro 

Estado; 

d) el concepto de opiniones políticas comprenderá, en particular, la profesión de opiniones, ideas 

o creencias sobre un asunto relacionado con los agentes potenciales de persecución y con sus 

políticas o métodos, independientemente de que el solicitante haya o no obrado de acuerdo con 

tales opiniones, ideas o creencias; 

e) se considerará que un grupo constituye un grupo social determinado, si, en particular: 
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- las personas integrantes de dicho grupo comparten una característica innata o unos 

antecedentes comunes que no pueden cambiarse, o bien comparten una característica o creencia 

que resulta tan fundamental para su identidad o conciencia que no se les puede exigir que 

renuncien a ella, y 

- dicho grupo posee una identidad diferenciada en el país de que se trate por ser percibido como 

diferente por la sociedad que lo rodea o por el agente o agentes perseguidores. 

En función de las circunstancias imperantes en el país de origen, se incluye en el concepto de grupo 

social determinado un grupo basado en una característica común de orientación sexual o identidad 

sexual, y, o, edad, sin que estos aspectos por sí solos puedan dar lugar a la aplicación del presente 

artículo. En ningún caso podrá entenderse como orientación sexual, la realización de conductas 

tipificadas como delito en el ordenamiento jurídico español. 

Asimismo, en función de las circunstancias imperantes en el país de origen, se incluye a las personas 

que huyen de sus países de origen debido a fundados temores de sufrir persecución por motivos de 

género y, o, edad, sin que estos aspectos por sí solos puedan dar lugar a la aplicación del presente 

artículo. 

2. En la valoración acerca de si la persona solicitante tiene fundados temores a ser perseguida será 

indiferente el hecho de que posea realmente la característica racial, religiosa, nacional, social o 

política que suscita la persecución, a condición de que el agente de persecución se la atribuya. 

Artículo 8 

Causas de exclusión 

1. Quedarán excluidas de la condición de refugiados: 

a) las personas que estén comprendidas en el ámbito de aplicación de la sección D del artículo 

1 de la Convención de Ginebra en lo relativo a la protección o asistencia de un órgano u organismo 

de las Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados. 

Cuando esta protección o asistencia haya cesado por cualquier motivo, sin que la suerte de tales 

personas se haya solucionado definitivamente con arreglo a las Resoluciones aprobadas sobre el 

particular por la Asamblea General de las Naciones Unidas, aquéllas tendrán, «ipso facto», derecho 

a los beneficios del asilo regulado en la presente Ley; 

b) las personas a quienes las autoridades competentes del país donde hayan fijado su residencia 

les hayan reconocido los derechos y obligaciones que son inherentes a la posesión de la 

nacionalidad de tal país, o derechos y obligaciones equivalentes a ellos. 

2. También quedarán excluidas las personas extranjeras sobre las que existan motivos fundados para 

considerar que: 

a) han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la humanidad, de 

los definidos en los instrumentos internacionales que establecen disposiciones relativas a tales delitos; 

b) han cometido fuera del país de refugio antes de ser admitidas como refugiadas, es decir, antes 

de la expedición de una autorización de residencia basada en el reconocimiento de la condición 

de refugiado, un delito grave, entendiéndose por tal los que lo sean conforme al Código Penal 

español y que afecten a la vida, la libertad, la indemnidad o la libertad sexual, la integridad de las 

personas o el patrimonio, siempre que fuesen realizados con fuerza en las cosas, o violencia o 

intimidación en las personas, así como en los casos de la delincuencia organizada, debiendo 

entenderse incluida, en todo caso, en el término delincuencia organizada la recogida en el 
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apartado cuarto del artículo 282 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en relación con los delitos 

enumerados; 

c) son culpables de actos contrarios a las finalidades y a los principios de las Naciones Unidas 

establecidos en el Preámbulo y en los artículos 1 y 2 de la Carta de las Naciones Unidas. 

3. El apartado segundo se aplicará a las personas que inciten a la comisión de los delitos o actos 

mencionados en él, o bien participen en su comisión. 

Artículo 9 

Causas de denegación 

En todo caso, el derecho de asilo se denegará a: 

a) las personas que constituyan, por razones fundadas, un peligro para la seguridad de España; 

b) las personas que, habiendo sido objeto de una condena firme por delito grave constituyan 

una amenaza para la comunidad. 

CAPÍTULO II 

De las condiciones para la concesión del derecho a la protección subsidiaria 

Artículo 10 

Daños graves 

Constituyen los daños graves que dan lugar a la protección subsidiaria prevista en el artículo 4 de 

esta Ley: 

a) la condena a pena de muerte o el riesgo de su ejecución material; 

b) la tortura y los tratos inhumanos o degradantes en el país de origen del solicitante; 

c) las amenazas graves contra la vida o la integridad de los civiles motivadas por una violencia 

indiscriminada en situaciones de conflicto internacional o interno. 

Artículo 11 

Causas de exclusión 

1. Quedarán excluidas de la condición de beneficiarias de la protección subsidiaria aquellas 

personas respecto de las que existan fundados motivos para considerar que: 

a) han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la humanidad, de 

los definidos en los instrumentos internacionales que establecen disposiciones relativas a tales delitos; 

b) han cometido fuera del país de protección antes de ser admitidas como beneficiarias de la 

protección subsidiaria, es decir, antes de la expedición de la autorización de residencia basada en 

el reconocimiento de la condición de beneficiario de protección subsidiaria, un delito grave, 

entendiéndose por tal los que lo sean conforme al Código Penal español y que afecten a la vida, la 

libertad, la indemnidad o la libertad sexual, la integridad de las personas o el patrimonio, siempre 

que fuesen realizados con fuerza en las cosas, o violencia o intimidación en las personas, así como 
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en los casos de la delincuencia organizada, debiendo entenderse incluida, en todo caso, en el 

término delincuencia organizada la recogida en el apartado cuarto del artículo 282 bis de la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal, en relación con los delitos enumerados; 

c) son culpables de actos contrarios a las finalidades y a los principios de las Naciones Unidas 

establecidos en el Preámbulo y en los artículos 1 y 2 de la Carta de las Naciones Unidas; 

d) constituyen un peligro para la seguridad interior o exterior de España o para el orden público. 

2. Lo dispuesto en los apartados anteriores se aplicará a quienes inciten a la comisión de los delitos o 

actos mencionados en los mismos, o bien participen en su comisión. 

Artículo 12 

Causas de denegación 

En todo caso, la protección subsidiaria se denegará a: 

a) las personas que constituyan, por razones fundadas, un peligro para la seguridad de España; 

b) las personas que, habiendo sido objeto de una condena firme por delito grave constituyan 

una amenaza para la comunidad. 

CAPÍTULO III 

Disposiciones comunes 

Artículo 13 

Agentes de persecución o causantes de daños graves 

Los agentes de persecución o causantes de daños graves podrán ser, entre otros: 

a) el Estado; 

b) los partidos u organizaciones que controlen el Estado o una parte considerable de su territorio; 

c) agentes no estatales, cuando los agentes mencionados en los puntos anteriores, incluidas las 

organizaciones internacionales, no puedan o no quieran proporcionar protección efectiva contra la 

persecución o los daños graves. 

Artículo 14 

Agentes de protección 

1. Podrán proporcionar protección: 

a) el Estado, o 

b) los partidos u organizaciones, incluidas las organizaciones internacionales, que controlen el 

Estado o una parte considerable de su territorio. 

2. En general, se entenderá que existe protección cuando los agentes mencionados en el apartado 

primero adopten medidas razonables y efectivas para impedir la persecución o el padecimiento de 
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daños graves, tales como el establecimiento de un sistema jurídico eficaz para la investigación, el 

procesamiento y la sanción de acciones constitutivas de persecución o de daños graves, y siempre 

que el solicitante tenga acceso efectivo a dicha protección. 

3. Se tendrá en cuenta la orientación que pueda desprenderse de los actos pertinentes de las 

instituciones de la Unión Europea o de organizaciones internacionales relevantes, al efecto de valorar 

si una organización internacional controla un Estado o una parte considerable de su territorio y 

proporciona la protección descrita en el apartado anterior. 

Artículo 15 

Necesidades de protección internacional surgidas «in situ» 

1. Los fundados temores de ser perseguido o el riesgo real de sufrir daños graves a que se refieren, 

respectivamente, los artículos 6 y 10 de esta Ley, pueden asimismo basarse en acontecimientos 

sucedidos o actividades en que haya participado la persona solicitante con posterioridad al 

abandono del país de origen o, en el caso de apátridas, el de residencia habitual, en especial si se 

demuestra que dichos acontecimientos o actividades constituyen la expresión de convicciones u 

orientaciones mantenidas en el país de origen o de residencia habitual. 

2. En estos supuestos, se ponderará, a efectos de no reconocer la condición de refugiado, el hecho 

de que el riesgo de persecución esté basado en circunstancias expresamente creadas por la 

persona solicitante tras abandonar su país de origen o, en el caso de apátridas, el de su residencia 

habitual. 

TÍTULO II 

De las reglas procedimentales para el reconocimiento de la protección internacional 

CAPÍTULO I 

De la presentación de la solicitud 

Artículo 16 

Derecho a solicitar protección internacional 

1. Las personas nacionales no comunitarias y las apátridas presentes en territorio español tienen 

derecho a solicitar protección internacional en España. 

2. Para su ejercicio, los solicitantes de protección internacional tendrán derecho a asistencia sanitaria 

y a asistencia jurídica gratuita, que se extenderá a la formalización de la solicitud y a toda la 

tramitación del procedimiento, y que se prestará en los términos previstos en la legislación española 

en esta materia, así como derecho a intérprete en los términos del artículo 22 de la Ley Orgánica 

4/2000. 

La asistencia jurídica referida en el párrafo anterior será preceptiva cuando las solicitudes se 

formalicen de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo 21 de la presente Ley. 

3. La presentación de la solicitud conllevará la valoración de las circunstancias determinantes del 

reconocimiento de la condición de refugiado, así como de la concesión de la protección subsidiaria. 

De este extremo se informará en debida forma al solicitante. 
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4. Toda información relativa al procedimiento, incluido el hecho de la presentación de la solicitud, 

tendrá carácter confidencial. 

Artículo 17 

Presentación de la solicitud 

1. El procedimiento se inicia con la presentación de la solicitud, que deberá efectuarse mediante 

comparecencia personal de los interesados que soliciten protección en los lugares que 

reglamentariamente se establezcan, o en caso de imposibilidad física o legal, mediante persona que 

lo represente. En este último caso, el solicitante deberá ratificar la petición una vez desaparezca el 

impedimento. 

2. La comparecencia deberá realizarse sin demora y en todo caso en el plazo máximo de un mes 

desde la entrada en el territorio español o, en todo caso, desde que se produzcan los 

acontecimientos que justifiquen el temor fundado de persecución o daños graves. A estos efectos, 

la entrada ilegal en territorio español no podrá ser sancionada cuando haya sido realizada por 

persona que reúna los requisitos para ser beneficiaria de la protección internacional prevista en esta 

Ley. 

3. En el momento de efectuar la solicitud, la persona extranjera será informada, en una lengua que 

pueda comprender, acerca de: 

a) el procedimiento que debe seguirse; 

b) sus derechos y obligaciones durante la tramitación, en especial en materia de plazos y medios 

de que dispone para cumplir éstas; 

c) la posibilidad de contactar con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados y con las Organizaciones no Gubernamentales legalmente reconocidas entre cuyos 

objetivos figure el asesoramiento y ayuda a las personas necesitadas de protección internacional; 

d) las posibles consecuencias del incumplimiento de sus obligaciones o de su falta de 

colaboración con las autoridades; y 

e) los derechos y prestaciones sociales a los que tiene acceso en su condición de solicitante de 

protección internacional. 

4. La solicitud se formalizará mediante entrevista personal que se realizará siempre individualmente. 

De forma excepcional, podrá requerirse la presencia de otros miembros de la familia de los 

solicitantes, si ello se considerase imprescindible para la adecuada formalización de la solicitud. 

5. La Administración adoptará las medidas necesarias para que, cuando sea preciso, en la entrevista 

se preste un tratamiento diferenciado por razón del sexo de la persona solicitante o demás 

circunstancias previstas en el artículo 46 de esta Ley. De este trámite se dejará debida constancia en 

el expediente administrativo. 

6. Las personas encargadas de efectuar la entrevista informarán a los solicitantes sobre cómo 

efectuar la solicitud, y les ayudarán a cumplimentarla, facilitándoles la información básica en 

relación con aquélla. Asimismo, colaborarán con los interesados para establecer los hechos 

relevantes de su solicitud. 

7. Cuando razones de seguridad lo aconsejen, se podrá registrar a la persona solicitante y sus 

pertenencias, siempre y cuando se garantice el pleno respeto a su dignidad e integridad. 
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8. En los términos que se establezcan reglamentariamente, se planteará la posibilidad de una nueva 

audiencia personal sobre su solicitud de asilo. La ponderación sobre la necesidad o no de efectuar 

nuevas entrevistas será motivada. 

Artículo 18 

Derechos y obligaciones de los solicitantes 

1. El solicitante de asilo, presentada la solicitud, tiene en los términos recogidos en la presente Ley, en 

los artículos 16, 17, 19, 33 y 34, los siguientes derechos: 

a) a ser documentado como solicitante de protección internacional; 

b) a asistencia jurídica gratuita e intérprete; 

c) a que se comunique su solicitud al ACNUR; 

d) a la suspensión de cualquier proceso de devolución, expulsión o extradición que pudiera 

afectar al solicitante; 

e) a conocer el contenido del expediente en cualquier momento; 

f) a la atención sanitaria en las condiciones expuestas; 

g) a recibir prestaciones sociales específicas en los términos que se recogen en esta Ley. 

2. Serán obligaciones de los solicitantes de protección internacional las siguientes: 

a) cooperar con las autoridades españolas en el procedimiento para la concesión de protección 

internacional; 

b) presentar, lo antes posible, todos aquellos elementos que, junto a su propia declaración, 

contribuyan a fundamentar su solicitud. Entre otros, podrán presentar la documentación de que 

dispongan sobre su edad, pasado –incluido el de parientes relacionados–, identidad, nacionalidad 

o nacionalidades, lugares de anterior residencia, solicitudes de protección internacional previas, 

itinerarios de viaje, documentos de viaje y motivos por los que solicita la protección; 

c) proporcionar sus impresiones dactilares, permitir ser fotografiados y, en su caso, consentir que 

sean grabadas sus declaraciones, siempre que hayan sido previamente informados sobre este último 

extremo; 

d) informar sobre su domicilio en España y cualquier cambio que se produzca en él; 

e) informar, asimismo, a la autoridad competente o comparecer ante ella, cuando así se les 

requiera con relación a cualquier circunstancia de su solicitud. 

Artículo 19 

Efectos de la presentación de la solicitud 

1. Solicitada la protección, la persona extranjera no podrá ser objeto de retorno, devolución o 

expulsión hasta que se resuelva sobre su solicitud o ésta no sea admitida. No obstante, por motivos 

de salud o seguridad públicas, la autoridad competente podrá adoptar medidas cautelares en 

aplicación de la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración. 
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2. Asimismo, la solicitud de protección suspenderá, hasta la decisión definitiva, la ejecución del fallo 

de cualquier proceso de extradición de la persona interesada que se halle pendiente. A tal fin, la 

solicitud será comunicada inmediatamente al órgano judicial o al órgano gubernativo ante el que 

en ese momento tuviera lugar el correspondiente proceso. 

3. No obstante lo previsto en los apartados anteriores, podrá entregarse o extraditarse a una persona 

solicitante, según proceda, a otro Estado miembro de la Unión Europea en virtud de las obligaciones 

dimanantes de una orden europea de detención y entrega, o a un país tercero ante órganos 

judiciales penales internacionales. 

4. Las personas solicitantes de asilo tienen derecho a entrevistarse con un abogado en las 

dependencias de los puestos fronterizos y centros de internamiento de extranjeros. 

Reglamentariamente, y sin perjuicio de las normas de funcionamiento establecidas para las citadas 

dependencias y centros, podrán establecerse condiciones para el ejercicio de este derecho 

derivadas de razones de seguridad, orden público o de su gestión administrativa. 

5. La solicitud de protección dará lugar al inicio del cómputo de los plazos previstos para su 

tramitación. 

6. La resolución que admita a trámite una solicitud de asilo determinará el procedimiento 

correspondiente. 

7. En caso de que la tramitación de una solicitud pudiese exceder de seis meses, ampliables de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 

de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, para su resolución y 

notificación, se informará a la persona interesada del motivo de la demora. 

Artículo 20 

No admisión de solicitudes presentadas dentro del territorio español 

1. El Ministro del Interior, a propuesta de la Oficina de Asilo y Refugio, podrá, mediante resolución 

motivada, no admitir a trámite las solicitudes cuando concurra alguna de las circunstancias 

siguientes: 

– Por falta de competencia para el examen de las solicitudes: 

a) cuando no corresponda a España su examen con arreglo al Reglamento (CE) 343/2003, del 

Consejo, de 18 de febrero, por el que se establecen los criterios y mecanismos de determinación del 

Estado miembro responsable del examen de una solicitud de asilo presentada en uno de los Estados 

miembros por un nacional de un tercer país; 

b) cuando no corresponda a España su examen de conformidad con los Convenios 

Internacionales en que sea Parte. En la resolución por la que se acuerde la no admisión a trámite se 

indicará a la persona solicitante el Estado responsable de examinarla. En este caso, dicho Estado 

habrá aceptado explícitamente su responsabilidad y se obtendrán garantías suficientes de 

protección para la vida, libertad e integridad física de los interesados, así como del respeto a los 

demás principios indicados en la Convención de Ginebra, en el territorio de dicho Estado. 

– Por falta de requisitos: 

c) cuando, de conformidad con lo establecido en el artículo 25.2.b) y en el artículo 26 de la 

Directiva 2005/85/CE del Consejo, la persona solicitante se halle reconocida como refugiada y tenga 

derecho a residir o a obtener protección internacional efectiva en un tercer Estado, siempre que 
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sea readmitida en ese país, no exista peligro para su vida o su libertad, ni esté expuesta a tortura o 

a trato inhumano o degradante y tenga protección efectiva contra la devolución al país 

perseguidor, con arreglo a la Convención de Ginebra; 

d) cuando la persona solicitante proceda de un tercer país seguro, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 27 de la Directiva 2005/85/CE del Consejo y, en su caso con la lista que 

sea elaborada por la Unión Europea, donde, atendiendo a sus circunstancias particulares, reciba un 

trato en el que su vida, su integridad y su libertad no estén amenazadas por razón de raza, religión, 

nacionalidad, pertenencia a grupo social u opinión política, se respete el principio de no devolución, 

así como la prohibición de expulsión en caso de violación del derecho a no ser sometido a torturas 

ni a tratos crueles, inhumanos o degradantes, exista la posibilidad de solicitar el estatuto de refugiado 

y, en caso de ser refugiado, a recibir protección con arreglo a la Convención de Ginebra; siempre 

que el solicitante sea readmitido en ese país y existan vínculos por los cuales sería razonable que el 

solicitante fuera a ese país. Para la aplicación del concepto de tercer país seguro, también podrá 

requerirse la existencia de una relación entre el solicitante de asilo y el tercer país de que se trate 

por la que sería razonable que el solicitante fuera a ese país; 

e) cuando la persona solicitante hubiese reiterado una solicitud ya denegada en España o 

presentado una nueva solicitud con otros datos personales, siempre que no se planteen nuevas 

circunstancias relevantes en cuanto a las condiciones particulares o a la situación del país de origen 

o de residencia habitual de la persona interesada; 

f) cuando la persona solicitante sea nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, de 

conformidad con lo dispuesto en el Protocolo al Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea 

sobre el derecho de asilo a nacionales de Estados miembros de la Unión Europea. 

2. La no admisión a trámite prevista en este artículo deberá notificarse en el plazo máximo de un mes 

contado a partir de la presentación de la solicitud. El transcurso de dicho plazo sin que se haya 

notificado la resolución a la persona interesada determinará la admisión a trámite de la solicitud y su 

permanencia provisional en territorio español, sin perjuicio de lo que pueda acordarse en la 

resolución definitiva del procedimiento. La no admisión a trámite conllevará los mismos efectos que 

la denegación de la solicitud. 

3. La constatación, con posterioridad a la admisión a trámite de la solicitud de protección 

internacional, de alguna de las circunstancias que hubiesen justificado su no admisión será causa de 

denegación de aquélla. 

Artículo 21 

Solicitudes presentadas en puestos fronterizos 

1. Cuando una persona extranjera que no reúna los requisitos necesarios para entrar en territorio 

español presente una solicitud de protección internacional en un puesto fronterizo, el Ministro del 

Interior podrá no admitir a trámite la solicitud mediante resolución motivada cuando en dicha 

solicitud concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado primero del artículo 20. En todo 

caso, la resolución deberá ser notificada a la persona interesada en el plazo máximo de cuatro días 

desde su presentación. 

2. Asimismo, el Ministro del Interior podrá denegar la solicitud mediante resolución motivada, que 

deberá notificarse a la persona interesada en el plazo máximo de cuatro días desde su presentación, 

cuando en dicha solicitud concurra alguno de los siguientes supuestos: 

a) los previstos en las letras c), d) y f) del apartado primero del artículo 25; 
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b) cuando la persona solicitante hubiese formulado alegaciones incoherentes, contradictorias, 

inverosímiles, insuficientes, o que contradigan información suficientemente contrastada sobre su país 

de origen, o de residencia habitual si fuere apátrida, de manera que pongan claramente de 

manifiesto que su solicitud es infundada por lo que respecta al hecho de albergar un fundado temor 

a ser perseguida o a sufrir un daño grave. 

3. El plazo previsto en el apartado anterior se ampliará hasta un máximo de diez días por resolución 

del Ministro del Interior, en los casos en los que, por concurrir alguna de las circunstancias previstas 

en la letra f) del apartado primero del artículo 25, el ACNUR, de manera razonada, así lo solicite. 

4. Contra la resolución de inadmisión a trámite o de denegación de la solicitud se podrá, en el plazo 

de dos días contados desde su notificación, presentar una petición de reexamen que suspenderá los 

efectos de aquélla. La resolución de dicha petición, que corresponderá al Ministro del Interior, deberá 

notificarse a la persona interesada en el plazo de dos días desde el momento en que aquélla hubiese 

sido presentada. 

5. El transcurso del plazo fijado para acordar la inadmisión a trámite, o la denegación de la solicitud 

en frontera, la petición de reexamen, o del previsto para resolver el recurso de reposición sin que se 

haya notificado la resolución de forma expresa, determinará su tramitación por el procedimiento 

ordinario, así como la autorización de entrada y permanencia provisional de la persona solicitante, 

sin perjuicio de lo que pueda acordarse en la resolución definitiva del expediente. 

Artículo 22 

Permanencia del solicitante de asilo durante la tramitación de la solicitud 

En todo caso, durante la tramitación de la petición de reexamen y del recurso de reposición previstos 

en los apartados cuarto y quinto del artículo 21 de la presente Ley, así como en los supuestos en los 

que se solicite la adopción de las medidas a las que se refiere el apartado segundo de su artículo 29, 

la persona solicitante de asilo permanecerá en las dependencias habilitadas a tal efecto. 

CAPÍTULO II 

De la tramitación de las solicitudes 

Artículo 23 

Órganos competentes para la instrucción 

1. La Oficina de Asilo y Refugio, dependiente del Ministerio del Interior, es el órgano competente para 

la tramitación de las solicitudes de protección internacional, sin perjuicio de las demás funciones que 

reglamentariamente se le atribuyan. 

2. La Comisión Interministerial de Asilo y Refugio es un órgano colegiado adscrito al Ministerio del 

Interior, que está compuesto por un representante de cada uno de los departamentos con 

competencia en política exterior e interior, justicia, inmigración, acogida de los solicitantes de asilo e 

igualdad. 

3. Serán funciones de la Comisión las previstas en esta Ley y aquellas otras que, junto con su régimen 

de funcionamiento, se establezcan reglamentariamente. 
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Artículo 24 

Procedimiento ordinario 

1. Toda solicitud de protección internacional admitida a trámite dará lugar al inicio, por parte del 

Ministerio del Interior, del correspondiente procedimiento, al que se incorporarán las diligencias de 

instrucción del expediente. Si fuera procedente la realización de nuevas entrevistas a las personas 

solicitantes, aquéllas deberán reunir los requisitos previstos en el artículo 17. 

2. Finalizada la instrucción de los expedientes, se elevarán a estudio de la Comisión Interministerial de 

Asilo y Refugio, que formulará propuesta al Ministro del Interior, quien será el competente para dictar 

la correspondiente resolución por la que se conceda o deniegue, según proceda, el derecho de 

asilo o la protección subsidiaria. 

3. Transcurridos seis meses desde la presentación de la solicitud sin que se haya notificado la 

correspondiente resolución, la misma podrá entenderse desestimada, sin perjuicio de la obligación 

de la Administración de resolver expresamente y de lo dispuesto en el apartado séptimo del artículo 

19 de la presente Ley. 

Artículo 25 

Tramitación de urgencia 

1. El Ministerio del Interior, de oficio o a petición del interesado, acordará la aplicación de la 

tramitación de urgencia, previa notificación al interesado, en las solicitudes en las que concurra 

alguna de las siguientes circunstancias: 

a) que parezcan manifiestamente fundadas; 

b) que hayan sido formuladas por solicitantes que presenten necesidades específicas, 

especialmente, por menores no acompañados; 

c) que planteen exclusivamente cuestiones que no guarden relación con el examen de los 

requisitos para el reconocimiento de la condición de refugiado o la concesión de la protección 

subsidiaria; 

d) que la persona solicitante proceda de un país de origen considerado seguro, en los términos 

de lo dispuesto en el artículo 20.1.d), y del que posea la nacionalidad, o si fuere apátrida, en el que 

tuviera su residencia habitual; 

e) que la persona solicitante, sin motivo justificado, presente su solicitud transcurrido el plazo de 

un mes previsto en el apartado segundo del artículo 17; 

f) que la persona solicitante incurra en alguno de los supuestos de exclusión o de denegación 

previstos en los artículos 8, 9, 11 y 12 de la presente Ley. 

2. Cuando la solicitud de protección internacional se hubiera presentado en un Centro de 

Internamiento para Extranjeros, su tramitación deberá adecuarse a lo dispuesto en el artículo 21 de 

esta Ley para las solicitudes en frontera. En todo caso, presentadas las solicitudes en estos términos, 

aquéllas que fuesen admitidas a trámite se ajustarán a la tramitación de urgencia prevista en el 

presente artículo. 

3. La Comisión Interministerial de Asilo y Refugio será informada de los expedientes que vayan a ser 

tramitados con carácter de urgencia. 
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4. Será de aplicación al presente procedimiento lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley, salvo en 

materia de plazos que se verán reducidos a la mitad. 

Artículo 26 

Evaluación de las solicitudes 

1. La Administración General del Estado velará por que la información necesaria para la evaluación 

de las solicitudes de protección no se obtenga de los responsables de la persecución o de los daños 

graves, de modo tal que dé lugar a que dichos responsables sean informados de que la persona 

interesada es solicitante de protección internacional cuya solicitud está siendo considerada, ni se 

ponga en peligro la integridad de la persona interesada y de las personas a su cargo, ni la libertad y 

la seguridad de sus familiares que aún vivan en el país de origen. 

2. Para que se resuelva favorablemente la solicitud bastará que aparezcan indicios suficientes de 

persecución o de daños graves. 

Artículo 27 

Archivo de la solicitud 

Se pondrá fin al procedimiento mediante el archivo de la solicitud cuando la persona solicitante la 

retire o desista de ella, en los casos y en los términos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 

reguladora del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común. En todo caso, se podrá presumir que dicha retirada o desistimiento se ha producido cuando 

en el plazo de treinta días el solicitante no hubiese respondido a las peticiones de facilitar información 

esencial para su solicitud, no se hubiese presentado a una audiencia personal a la que hubiera sido 

convocado, o no compareciera para la renovación de la documentación de la que se le hubiera 

provisto, salvo que demuestre que estos comportamientos fueron debidos a circunstancias ajenas a 

su voluntad. 

Artículo 28 

Notificación 

A efectos de comunicaciones y notificaciones, se tendrá en cuenta el último domicilio o residencia 

que conste en el expediente. Cuando no prospere este procedimiento de notificación, el trámite se 

realizará a través del Portal del Ciudadano, del portal electrónico de la Oficina de Asilo y Refugio y 

de los tablones de anuncios, accesibles al público, de la Comisaría de Policía correspondiente o de 

la Oficina de Extranjeros de la provincia en que conste el último lugar de residencia de la persona 

solicitante y, en todo caso, de la Oficina de Asilo y Refugio. De estos extremos se informará a los 

solicitantes al formalizar su solicitud, que podrán exigir que se cumpla la garantía del apartado 4 del 

artículo 16. 

Artículo 29 

Recursos 

1. Las resoluciones previstas en la presente Ley pondrán fin a la vía administrativa, salvo en el caso de 

que se haya presentado la petición de reexamen prevista en el apartado cuarto del artículo 21, en 

que se entenderá que pone fin a la vía administrativa la resolución que decida dicha petición, y 

serán susceptibles de recurso de reposición con carácter potestativo y de recurso ante la jurisdicción 

contencioso-administrativa. 
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2. Cuando se interponga un recurso contencioso-administrativo y se solicite la suspensión del acto 

recurrido, dicha solicitud tendrá la consideración de especial urgencia contemplada en el artículo 

135 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

3. La persona a quien le haya sido denegada la solicitud podrá solicitar su revisión cuando aparezcan 

nuevos elementos probatorios, conforme a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

CAPÍTULO III 

De las condiciones de acogida de los solicitantes de protección internacional 

Artículo 30 

Derechos sociales generales 

1. Se proporcionará a las personas solicitantes de protección internacional, siempre que carezcan 

de recursos económicos, los servicios sociales y de acogida necesarios con la finalidad de asegurar 

la satisfacción de sus necesidades básicas en condiciones de dignidad, sin perjuicio, en tanto que 

extranjeros, de lo establecido en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades 

de los extranjeros en España y su integración social, y en su normativa de desarrollo. 

2. Los servicios sociales y de acogida específicamente destinados a las personas solicitantes de 

protección internacional se determinarán reglamentariamente por el Ministerio competente. 

3. Si se comprobara que la persona solicitante dispone de suficientes medios de acuerdo con la 

normativa vigente, para cubrir los costes inherentes a los servicios y prestaciones reservados a 

personas que carezcan de recursos económicos, se procederá a la reclamación de su reembolso. 

Artículo 31 

Acogida de los solicitantes de protección internacional 

1. Los servicios de acogida, su definición, disponibilidad, programas y servicios, específicamente 

destinados a aquellas personas que soliciten protección internacional, se determinarán 

reglamentariamente por el Ministerio competente para atender las necesidades básicas de estas 

personas. 

Este Ministerio podrá prestar por sí mismo esos servicios de acogida de forma directa, de forma 

indirecta por fórmulas contractuales, o bien, mediante la correspondiente autorización de acción 

concertada a entidades cuando no sea necesario celebrar contratos públicos tal y como establece 

el artículo 11.6 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público. 

Asimismo, también será posible prestar los servicios de acogida a través de los centros 

subvencionados a organizaciones no gubernamentales. En ningún caso podrá duplicarse la 

financiación pública de los servicios prestados por estas organizaciones, concurriendo la financiación 

obtenida por la autorización de acción concertada y por las subvenciones. 

A los efectos de esta ley se entiende por acción concertada el instrumento por el que se concede 

la autorización a aquellas entidades que cumplan las condiciones previamente fijadas de forma 

reglamentaria para la prestación de servicios de acogida de responsabilidad pública, debiendo el 

sistema que se establezca, en todo caso, cumplir todos los requisitos que contempla el artículo 11.6 

de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, incluidos los principios de publicidad, transparencia y no 

discriminación. 
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La financiación de la acción concertada, el cumplimiento de los requisitos de acceso y el control de 

la prestación de los servicios se realizará por el Ministerio competente para prestar los servicios de 

acogida, según se establezca de forma reglamentaria. 

Estas entidades habrán de acreditar la disposición de medios y recursos necesarios para la prestación 

de los servicios de acción concertada. En todo caso, se acreditará la titularidad de los centros objeto 

de la acción concertada o, en su defecto, la disponibilidad de título jurídico válido por un periodo 

no inferior al de vigencia del acuerdo de la acción concertada, que podrá alcanzar cuatro años 

prorrogables de mutuo acuerdo, por igual periodo, sin perjuicio de poder solicitar una nueva 

autorización una vez expirada la anterior. 

Reglamentariamente se desarrollarán, entre otras materias, los aspectos y criterios de la organización 

de los servicios de acogida a través de la acción concertada, las condiciones que deben cumplir las 

entidades para obtener la correspondiente autorización, los supuestos de pérdida de autorización 

para el caso de incumplimiento de obligaciones, así como el cálculo de su retribución. Este cálculo 

tendrá en consideración que, la retribución se limitará a los costes necesarios para prestar los servicios 

establecidos. 

2. Se adoptarán, con el acuerdo de los interesados, las medidas necesarias para mantener la unidad 

de la familia, integrada por los miembros enumerados en el artículo 40 de esta Ley, tal y como se 

encuentre presente en el territorio español, siempre que se reúnan los requisitos que se señalan en la 

presente Ley. 

Artículo 32 

Autorización de trabajo a los solicitantes de protección internacional 

Las personas solicitantes de protección internacional serán autorizadas para trabajar en España en 

los términos que reglamentariamente se establezcan. 

Artículo 33 

Reducción o retirada de las condiciones de acogida 

1. El Ministerio competente en el ejercicio de las competencias sobre servicios, ayudas y prestaciones 

de los diferentes programas de acogida, podrá reducir o retirar alguno o la totalidad de los servicios 

de acogida en los siguientes casos: 

a) cuando la persona solicitante abandone el lugar de residencia asignado sin informar a la 

autoridad competente o, en caso de haberlo solicitado, sin permiso; 

b) cuando la persona solicitante accediese a recursos económicos y pudiese hacer frente a la 

totalidad o parte de los costes de las condiciones de acogida o cuando hubiere ocultado sus 

recursos económicos, y, por tanto, se beneficie indebidamente de las prestaciones de acogida 

establecidas; 

c) cuando se haya dictado resolución de la solicitud de protección internacional, y se haya 

notificado al interesado, salvo lo dispuesto en el apartado tercero del artículo 36 de esta Ley; 

d) cuando por acción u omisión se vulneren los derechos de otros residentes o del personal 

encargado de los centros donde estén acogidos o se dificulte gravemente la convivencia en ellos, 

de conformidad con lo establecido en las normas internas de los mismos; 

e) cuando haya finalizado el periodo del programa o prestación autorizado. 
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2. Las personas solicitantes de protección internacional podrán ver reducidos o retirados los 

programas de ayudas del servicio de acogida, como consecuencia de las sanciones que se deriven 

de la comisión de alguna de las faltas enunciadas en el apartado primero de este artículo. 

3. A los efectos del apartado anterior, el sistema de faltas y sanciones a aplicar en los centros de 

acogida será el que de forma reglamentaria establezca el Ministerio competente. 

CAPÍTULO IV 

Intervención del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) 

Artículo 34 

Intervención en el procedimiento de solicitud 

La presentación de las solicitudes de protección internacional se comunicará al ACNUR, quien podrá 

informarse de la situación de los expedientes, estar presente en las audiencias a la persona solicitante 

y presentar informes para su inclusión en el expediente. 

A estos efectos, tendrá acceso a las personas solicitantes, incluidas las que se encuentren en 

dependencias fronterizas o en centros de internamiento de extranjeros o penitenciarios. 

Artículo 35 

Intervención en la tramitación de protección internacional 

1. El representante en España del ACNUR será convocado a las sesiones de la Comisión Interministerial 

de Asilo y Refugio. 

2. Asimismo será informado inmediatamente de la presentación de las solicitudes en frontera y podrá 

entrevistarse, si lo desea, con los solicitantes. Con carácter previo a dictarse las resoluciones que sobre 

estas solicitudes prevén los apartados primero, segundo y tercero del artículo 21 de la presente Ley, 

se dará audiencia al ACNUR. 

3. En los casos que se tramiten las solicitudes mediante el procedimiento de urgencia, y en los casos 

de admisión a trámite del artículo 20, si la propuesta de resolución de la Oficina de Asilo y Refugio 

fuese desfavorable se dará un plazo de diez días al ACNUR para que, en su caso, informe. 

CAPÍTULO V 

De los efectos de la resolución 

Artículo 36 

Efectos de la concesión del derecho de asilo o de protección subsidiaria 

1. La concesión del derecho de asilo o de la protección subsidiaria implicará el reconocimiento de 

los derechos establecidos en la Convención de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados, en la 

normativa vigente en materia de extranjería e inmigración, así como en la normativa de la Unión 

Europea, y, en todo caso: 

a) la protección contra la devolución en los términos establecidos en los tratados internacionales 

firmados por España; 
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b) el acceso a la información sobre los derechos y obligaciones relacionados con el contenido 

de la protección internacional concedida, en una lengua que le sea comprensible a la persona 

beneficiaria de dicha protección; 

c) la autorización de residencia y trabajo permanente, en los términos que establece la Ley 

Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 

integración social; 

d) la expedición de documentos de identidad y viaje a quienes les sea reconocida la condición 

de refugiado, y, cuando sea necesario, para quienes se beneficien de la protección subsidiaria; 

e) el acceso a los servicios públicos de empleo; 

f) el acceso a la educación, a la asistencia sanitaria, a la vivienda, a la asistencia social y servicios 

sociales, a los derechos reconocidos por la legislación aplicable a las personas víctimas de violencia 

de género, en su caso, a la seguridad social y a los programas de integración, en las mismas 

condiciones que los españoles; 

g) el acceso, en las mismas condiciones que los españoles, a la formación continua u 

ocupacional y al trabajo en prácticas, así como a los procedimientos de reconocimiento de 

diplomas y certificados académicos y profesionales y otras pruebas de calificaciones oficiales 

expedidas en el extranjero; 

h) la libertad de circulación; 

i) el acceso a los programas de integración con carácter general o específico que se 

establezcan; 

j) el acceso a los programas de ayuda al retorno voluntario que puedan establecerse; 

k) el mantenimiento de la unidad familiar en los términos previstos en la presente Ley y acceso a 

los programas de apoyo que a tal efecto puedan establecerse. 

2. Con el fin de facilitar la integración de las personas con estatuto de protección internacional, se 

establecerán los programas necesarios, procurando la igualdad de oportunidades y la no 

discriminación en su acceso a los servicios generales. 

3. Las personas con estatuto de protección internacional podrán seguir beneficiándose de todos o 

algunos de los programas o prestaciones de que hubieran disfrutado con anterioridad a la concesión 

del estatuto en aquellos casos en que circunstancias especiales así lo requieran, con sometimiento 

al régimen previsto para tales programas y prestaciones por el Ministerio de Trabajo e Inmigración. 

4. En casos específicos, debido a dificultades sociales o económicas, las Administraciones Públicas 

podrán poner en marcha servicios complementarios a los sistemas públicos de acceso al empleo, a 

la vivienda y a los servicios educativos generales, así como servicios especializados de interpretación 

y traducción de documentos, ayudas permanentes para ancianos y personas con discapacidad y 

ayudas económicas de emergencia. 

Artículo 37 

Efectos de las resoluciones denegatorias 

La no admisión a trámite o la denegación de las solicitudes de protección internacional 

determinarán, según corresponda, el retorno, la devolución, la expulsión, la salida obligatoria del 
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territorio español o el traslado al territorio del Estado responsable del examen de la solicitud de asilo 

de las personas que lo solicitaron, salvo que, de acuerdo con la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 

y su normativa de desarrollo, se dé alguno de los siguientes supuestos: 

a) que la persona interesada reúna los requisitos para permanecer en España en situación de 

estancia o residencia; 

b) que se autorice su estancia o residencia en España por razones humanitarias determinadas en 

la normativa vigente. 

CAPÍTULO VI 

Solicitudes de protección internacional en Embajadas y Consulados 

Artículo 38 

Solicitudes de protección internacional en Embajadas y Consulados 

Con el fin de atender casos que se presenten fuera del territorio nacional, siempre y cuando el 

solicitante no sea nacional del país en que se encuentre la Representación diplomática y corra 

peligro su integridad física, los Embajadores de España podrán promover el traslado del o de los 

solicitantes de asilo a España para hacer posible la presentación de la solicitud conforme al 

procedimiento previsto en esta Ley. 

El Reglamento de desarrollo de esta Ley determinará expresamente las condiciones de acceso a las 

Embajadas y Consulados de los solicitantes, así como el procedimiento para evaluar las necesidades 

de traslado a España de los mismos. 

TÍTULO III 

De la unidad familiar de las personas beneficiarias de protección internacional 

Artículo 39 

Mantenimiento de la unidad familiar 

1. Se garantizará el mantenimiento de la familia de las personas refugiadas y beneficiarias de 

protección subsidiaria en los términos previstos los artículos 40 y 41 de la presente Ley. 

2. Cuando, durante la tramitación de una solicitud de protección internacional, los miembros de la 

familia de la persona interesada a los que se hace referencia en el artículo 40 se encontrasen 

también en España, y no hubiesen presentado una solicitud independiente de protección 

internacional, se les autorizará la residencia en España con carácter provisional, condicionada a la 

resolución de la solicitud de protección internacional y en los términos que reglamentariamente se 

determinen. 

Artículo 40 

Extensión familiar del derecho de asilo o de la protección subsidiaria 

1. El restablecimiento de la unidad familiar de las personas refugiadas y beneficiarias de protección 

subsidiaria podrá garantizarse mediante la concesión, respectivamente, del derecho de asilo o de 

la protección subsidiaria por extensión familiar, en los siguientes supuestos: 
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a) Los ascendientes en primer grado que acreditasen la dependencia y sus descendientes en 

primer grado que fueran menores de edad, quedando exceptuado el derecho a la extensión 

familiar en los supuestos de distinta nacionalidad. 

Las relaciones familiares de los ascendientes y descendientes deberán establecerse mediante las 

pruebas científicas que sean necesarias, en los casos donde no pueda determinarse sin dudas esa 

relación de parentesco. 

b) El cónyuge o persona ligada por análoga relación de afectividad y convivencia, salvo los 

supuestos de divorcio, separación legal, separación de hecho, distinta nacionalidad o concesión 

del estatuto de refugiado por razón de género, cuando en el expediente de la solicitud quede 

acreditado que la persona ha sufrido o tenido fundados temores de sufrir persecución singularizada 

por violencia de género por parte de su cónyuge o conviviente. 

c) Otro adulto que sea responsable del beneficiario de protección internacional, de acuerdo con 

la legislación española vigente, cuando dicho beneficiario sea un menor no casado. 

d) Podrá también concederse asilo o protección subsidiaria por extensión familiar a otros 

miembros de la familia de la persona refugiada o beneficiaria de protección subsidiaria siempre que 

resulte suficientemente establecida la dependencia respecto de aquellas y la existencia de 

convivencia previa en el país de origen. 

2. La Oficina de Asilo y Refugio tramitará las solicitudes de extensión familiar presentadas. Una vez 

instruidas se procederá, previo estudio en la Comisión interministerial de Asilo y Refugio, a elevar la 

propuesta de resolución al Ministro del Interior, quien resolverá. 

3. La resolución por la que se acuerde la concesión del derecho de asilo o de la protección 

subsidiaria por extensión familiar conllevará para los beneficiarios los efectos previstos en el artículo 

36. 

4. En ningún caso se concederá protección internacional por extensión familiar a las personas 

incursas en los supuestos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 8 y en los artículos 9, 11 y 12 de 

la presente ley. 

Artículo 41 

Reagrupación familiar 

1. Las personas refugiadas y beneficiarias de protección subsidiaria podrán optar por reagrupar a las 

enumeradas en el artículo anterior, aun cuando ya se encontrasen en España, sin solicitar la extensión 

del estatuto de que disfruten. Esta reagrupación será siempre aplicable cuando los beneficiarios sean 

de nacionalidad distinta a la persona refugiada o beneficiaria de protección subsidiaria. 

2. En este supuesto, que se desarrollará reglamentariamente, no se exigirá a los refugiados o 

beneficiarios de la protección subsidiaria, ni tampoco a los beneficiarios de la reagrupación familiar, 

los requisitos establecidos en la normativa vigente de extranjería e inmigración. 

3. La resolución por la que se acuerde la reagrupación familiar implicará la concesión de autorización 

de residencia y, en su caso, de trabajo, de análoga validez a la de la persona reagrupante. 

4. La reagrupación familiar será ejercitable una sola vez, sin que las personas que hubiesen sido 

reagrupadas y obtenido autorización para residir en España en virtud de lo dispuesto en el apartado 

anterior puedan solicitar reagrupaciones sucesivas de sus familiares. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1163 

5. En ningún caso se concederá protección internacional por extensión familiar a las personas 

incursas en los supuestos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 8 y en los artículos 9, 11 y 12 de 

la presente Ley. 

TÍTULO IV 

Del cese y la revocación de la protección internacional 

Artículo 42 

Cese del estatuto de refugiado 

1. Cesarán en la condición de refugiados quienes: 

a) expresamente así lo soliciten; 

b) se hayan acogido de nuevo, voluntariamente, a la protección del país de su nacionalidad; 

c) habiendo perdido su nacionalidad, la hayan recobrado voluntariamente; 

d) hayan adquirido una nueva nacionalidad y disfruten de la protección del país de su nueva 

nacionalidad; 

e) se hayan establecido, de nuevo, voluntariamente, en el país que habían abandonado, o fuera 

del cual habían permanecido, por temor a ser perseguidos; 

f) hayan abandonado el territorio español y fijado su residencia en otro país; 

g) no puedan continuar negándose a la protección del país de su nacionalidad por haber 

desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fueron reconocidos como refugiados; el 

Estado español tendrá en cuenta si el cambio de circunstancias es lo suficientemente significativo, 

sin ser de carácter temporal, como para dejar de considerar fundados los temores del refugiado a 

ser perseguido; 

h) no teniendo nacionalidad, puedan regresar al país de su anterior residencia habitual por haber 

desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fueron reconocidos como refugiados. 

2. El cese en la condición de refugiado no impedirá la continuación de la residencia en España 

conforme a la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración. A estos efectos se tendrá 

en cuenta el período de tiempo que los interesados hayan residido legalmente en nuestro país. 

Artículo 43 

Cese de la protección subsidiaria 

1. La protección subsidiaria cesará cuando: 

a) se solicite expresamente por la persona beneficiaria; 

b) la persona beneficiaria haya abandonado el territorio español y fijado su residencia en otro 

país; 

c) las circunstancias que condujeron a su concesión dejen de existir o cambien de tal forma que 

dicha protección ya no sea necesaria. El Estado español tendrá en cuenta si el cambio de 
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circunstancias es lo suficientemente significativo, sin ser de carácter temporal, como para que la 

persona con derecho a protección subsidiaria ya no corra un riesgo real de sufrir daños graves. 

2. El cese en la protección subsidiaria no impedirá la continuación de la residencia en España 

conforme a la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración. A estos efectos se tendrá 

en cuenta el período que los interesados hayan residido legalmente en nuestro país. 

Artículo 44 

Revocación 

1. Procederá la revocación del estatuto de refugiado o del estatuto de protección subsidiaria 

cuando: 

a) concurra alguno de los supuestos de exclusión previstos en los artículos 8, 9, 11 y 12 de esta Ley; 

b) la persona beneficiaria haya tergiversado u omitido hechos, incluido el uso de documentos 

falsos, que fueron decisivos para la concesión del estatuto de refugiado o de protección subsidiaria; 

c) la persona beneficiaria constituya, por razones fundadas, un peligro para la seguridad de 

España, o que, habiendo sido condenada por sentencia firme por delito grave, constituya una 

amenaza para la comunidad. 

2. La revocación de la protección internacional conllevará la inmediata aplicación de la normativa 

vigente en materia de extranjería e inmigración, y, cuando así procediera, la tramitación del 

correspondiente expediente administrativo sancionador para la expulsión del territorio nacional de 

la persona interesada, de conformidad con lo previsto en el artículo 57 de la Ley Orgánica 4/2000, 

de 11 de enero, y en su normativa de desarrollo. 

3. A los efectos previstos en el apartado anterior, la Oficina de Asilo y Refugio dará traslado inmediato 

de la revocación al órgano competente para incoar el correspondiente expediente sancionador. 

4. No obstante lo dispuesto en los anteriores apartados, ninguna revocación ni eventual expulsión 

posterior podrá determinar el envío de los interesados a un país en el que exista peligro para su vida 

o su libertad o en el que estén expuestos a tortura o a tratos inhumanos o degradantes o, en su caso, 

en el que carezca de protección efectiva contra la devolución al país perseguidor o de riesgo. 

Artículo 45 

Procedimientos para el cese y la revocación 

1. La Oficina de Asilo y Refugio iniciará, de oficio o a instancia de parte, cuando concurra causa 

legal suficiente, los procedimientos de cese y revocación de la protección internacional concedida, 

haciéndoselo saber a los interesados. 

2. En los supuestos de cese y revocación del estatuto de refugiado y de la protección subsidiaria, la 

persona afectada disfrutará, además de las previstas en el artículo 17, de las siguientes garantías: 

a) que sea informada por escrito de que se está reconsiderando su derecho de asilo o de 

protección subsidiaria, así como de los motivos de dicha reconsideración; 

b) que le sea otorgado trámite de audiencia para la formulación de alegaciones. 
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c) que la autoridad competente pueda obtener información precisa y actualizada de diversas 

fuentes, como por ejemplo, cuando proceda, del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados (ACNUR), sobre la situación general existente en los países de origen de las personas 

afectadas, y 

d) que cuando se recopile información sobre el caso concreto con objeto de reconsiderar el 

estatuto de refugiado, dicha información no se obtenga de los responsables de la persecución de 

modo tal que dé lugar a que dichos responsables sean informados directamente de que la persona 

interesada es un refugiado cuyo estatuto está siendo reconsiderado, ni se ponga en peligro la 

integridad física de la persona interesada y de las personas a su cargo, ni la libertad y la seguridad 

de sus familiares que aún vivan en el país de origen. 

3. A la vista de las actuaciones practicadas en la tramitación del expediente, la Oficina de Asilo y 

Refugio podrá archivar el expediente, si no fuesen fundadas las causas de cese o revocación 

inicialmente advertidas. 

4. Completado el expediente de cese o revocación, el mismo será remitido por la Oficina de Asilo y 

Refugio a la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio. Si ésta entendiese que no concurren causas 

suficientes para proceder a la declaración de cese o revocación, ordenará el archivo del 

expediente. 

5. Si, por el contrario, a criterio de la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio procediese el cese o 

la revocación, aquélla elevará la propuesta de resolución al Ministro del Interior, que será quien 

resuelva. 

6. Los ceses y revocaciones conllevarán el cese en el disfrute de todos los derechos inherentes a la 

condición de refugiado o persona beneficiaria de protección subsidiaria. 

7. El plazo para la notificación de las resoluciones recaídas en estos procedimientos será de seis meses 

a partir de la presentación de la solicitud por la persona interesada o de la notificación del acuerdo 

de incoación del procedimiento de cese o revocación. Concluido dicho plazo, y habida cuenta de 

las suspensiones o ampliaciones que fuesen aplicables, se tendrá por caducado el expediente, 

procediéndose de oficio a su archivo. 

8. Las resoluciones previstas en este Título pondrán fin a la vía administrativa y serán susceptibles de 

recurso de reposición con carácter potestativo ante el Ministro del Interior y de recurso contencioso-

administrativo. 

TÍTULO V 

De los menores y otras personas vulnerables 

Artículo 46 

Régimen general de protección 

1. En el marco de la presente Ley, y en los términos en que se desarrolle reglamentariamente, se 

tendrá en cuenta la situación específica de las personas solicitantes o beneficiarias de protección 

internacional en situación de vulnerabilidad, tales como menores, menores no acompañados, 

personas con discapacidad, personas de edad avanzada, mujeres embarazadas, familias 

monoparentales con menores de edad, personas que hayan padecido torturas, violaciones u otras 

formas graves de violencia psicológica o física o sexual y víctimas de trata de seres humanos. 
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2. Dada su situación de especial vulnerabilidad, se adoptarán las medidas necesarias para dar un 

tratamiento diferenciado, cuando sea preciso, a las solicitudes de protección internacional que 

efectúen las personas a las que se refiere el apartado anterior. Asimismo, se dará un tratamiento 

específico a aquéllas que, por sus características personales, puedan haber sido objeto de 

persecución por varios de los motivos previstos en la presente Ley. 

3. Por razones humanitarias distintas de las señaladas en el estatuto de protección subsidiaria, se 

podrá autorizar la permanencia de la persona solicitante de protección internacional en España en 

los términos previstos por la normativa vigente en materia de extranjería e inmigración. 

Artículo 47 

Menores 

Los menores solicitantes de protección internacional que hayan sido víctimas de cualquier forma de 

abuso, negligencia, explotación, tortura, trato cruel, inhumano, o degradante, o que hayan sido 

víctimas de conflictos armados recibirán la asistencia sanitaria y psicológica adecuada y la asistencia 

cualificada que precisen. 

Artículo 48 

Menores no acompañados 

1. Los menores no acompañados solicitantes de protección internacional serán remitidos a los 

servicios competentes en materia de protección de menores y el hecho se pondrá en conocimiento 

del Ministerio Fiscal. 

2. En los supuestos en los que la minoría de edad no pueda ser establecida con seguridad, se pondrá 

el hecho en conocimiento inmediato del Ministerio Fiscal, que dispondrá lo necesario para la 

determinación de la edad del presunto menor, para lo que colaborarán las instituciones sanitarias 

oportunas que, con carácter prioritario y urgente, realizarán las pruebas científicas necesarias. La 

negativa a someterse a tal reconocimiento médico no impedirá que se dicte resolución sobre la 

solicitud de protección internacional. Determinada la edad, si se tratase de una persona menor de 

edad, el Ministerio Fiscal lo pondrá a disposición de los servicios competentes de protección de 

menores. 

3. De forma inmediata se adoptarán medidas para asegurar que el representante de la persona 

menor de edad, nombrado de acuerdo con la legislación vigente en materia de protección de 

menores, actúe en nombre del menor de edad no acompañado y le asista con respecto al examen 

de la solicitud de protección internacional. 

Disposición Adicional Primera 

Reasentamiento 

El marco de protección previsto en la presente Ley será de aplicación a las personas acogidas en 

España en virtud de programas de Reasentamiento elaborados por el Gobierno de la Nación, en 

colaboración con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, y, en su caso, 

otras Organizaciones Internacionales relevantes. El Consejo de Ministros, a propuesta de los Ministros 

del Interior y de Trabajo e Inmigración, oída la Comisión Interministerial de Asilo y Refugio, acordará 

anualmente el número de personas que podrán ser objeto de reasentamiento en España en virtud 

de estos programas. 
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Los refugiados reasentados en España tendrán el mismo estatuto que los refugiados reconocidos en 

virtud de las disposiciones de la presente Ley. 

Disposición Adicional Segunda 

Desplazados 

La protección temporal en caso de afluencia masiva de personas desplazadas será la prevista en el 

Reglamento sobre régimen de protección temporal en caso de afluencia masiva de personas 

desplazadas, aprobado por el Real Decreto 1325/2003, de 24 de octubre. 

Disposición Adicional Tercera 

Formación 

La Administración General del Estado velará por que los empleados públicos y demás personas que 

se ocupen de los solicitantes de protección internacional, refugiados y personas beneficiarias de 

protección subsidiaria, dispongan de la formación adecuada. A estos efectos, los Ministerios 

competentes elaborarán programas formativos que les permitan adquirir las capacidades necesarias 

para el desempeño de los puestos de trabajo. 

Disposición Adicional Cuarta 

Cooperación con otras Administraciones Públicas 

Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivas competencias en los ámbitos 

sanitario, educativo y social gestionarán los servicios y programas específicamente destinados a las 

personas solicitantes de asilo, en coordinación y cooperación con la Administración General del 

Estado. 

Asimismo, facilitarán el acceso a la información respecto de los recursos sociales específicos para 

este colectivo, así como sobre las diferentes organizaciones de atención especializada a personas 

solicitantes de asilo. 

Disposición Adicional Quinta 

Cooperación en el marco de la Unión Europea 

Las autoridades españolas, en el marco de la presente Ley, adoptarán todas las medidas necesarias, 

con objeto de reforzar el sistema europeo común de asilo y de protección internacional. 

Disposición Adicional Sexta 

Colaboración con las Organizaciones No Gubernamentales 

Los poderes públicos promoverán la actividad de las asociaciones no lucrativas legalmente 

reconocidas entre cuyos objetivos figuren el asesoramiento y ayuda a las personas necesitadas de 

protección internacional. Sus informes se incorporarán a los oportunos expedientes de solicitudes de 

protección internacional incoados por el Ministerio del Interior. 
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Disposición Adicional Séptima 

Normativa supletoria en materia de procedimiento 

En lo no previsto en materia de procedimiento en la presente Ley, será de aplicación con carácter 

supletorio la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

Disposición Adicional Octava 

Informe Anual 

El Gobierno remitirá a las Cortes Generales un informe anual sobre el número de personas que han 

solicitado asilo o protección subsidiaria, el número de personas a las que les ha sido concedido o 

denegado tal estatuto, así como del número de reasentamientos que se hayan efectuado y número 

de personas beneficiarias de la reagrupación familiar; ceses y revocaciones y situación específica 

de menores u otras personas vulnerables. 

Disposición Transitoria Primera 

Normativa aplicable a los procedimientos en curso 

Los procedimientos administrativos en tramitación a la entrada en vigor de esta Ley se instruirán y 

resolverán de acuerdo con lo previsto en ella, salvo que los interesados soliciten expresamente la 

aplicación de la normativa vigente en el momento de presentación de la solicitud, por considerarlo 

más favorable a sus intereses. 

Disposición Transitoria Segunda 

Normativa aplicable a las personas autorizadas a residir en España por razones humanitarias 

Las personas que hubieran obtenido una autorización para permanecer en España por razones 

humanitarias conforme a lo previsto en el artículo 17.2 de la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora 

del derecho de asilo y de la condición de refugiado, y en los términos de lo dispuesto en el apartado 

tercero del artículo 31 de su Reglamento de aplicación, aprobado por el Real Decreto 203/1995, de 

10 de febrero, podrán beneficiarse del derecho a la protección subsidiaria previsto en esta Ley. 

Disposición Derogatoria Única 

Derogación normativa 

Queda derogada la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición 

de refugiado, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta 

Ley. 

Disposición Final Primera 

Título competencial 

Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.2ª de la Constitución, que atribuye al 

Estado la competencia exclusiva sobre el derecho de asilo. 
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Disposición Final Segunda 

Incorporación del Derecho de la Unión Europea 

Mediante esta Ley se incorporan al Derecho español la Directiva 2003/86/CE, del Consejo, de 22 de 

septiembre, sobre el derecho a la reagrupación familiar; la Directiva 2004/83/CE, del Consejo, de 29 

de abril, por la que se establecen normas mínimas relativas a los requisitos para el reconocimiento y 

el estatuto de nacionales de terceros países o apátridas como refugiados o personas que necesitan 

otro tipo de protección internacional, y al contenido de la protección concedida; y la Directiva 

2005/85/CE, del Consejo, de 1 de diciembre, sobre normas mínimas para los procedimientos que 

deben aplicar los Estados miembros para conceder o retirar la condición de refugiado. 

Disposición Final Tercera 

Desarrollo reglamentario 

Se autoriza al Gobierno para dictar, en el plazo de seis meses, cuantas disposiciones de carácter 

reglamentario exija el desarrollo de la presente Ley. 

Disposición Final Cuarta 

Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.
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VI. INSTITUCIONES PENITENCIARIAS 
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§ 67. Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria51 

«BOE» núm. 239, de 5 de octubre de 1979 

TÍTULO PRELIMINAR 

Artículo primero 

Las instituciones penitenciarias reguladas en la presente Ley tienen como fin primordial la 

reeducación y la reinserción social de los sentenciados a penas y medidas penales privativas de 

libertad, así como la retención y custodia de detenidos, presos y penados. 

Igualmente tienen a su cargo una labor asistencial y de ayuda para internos y liberados. 

Artículo segundo 

La actividad penitenciaria se desarrollará con las garantías y dentro de los límites establecidos por la 

Ley, los reglamentos y las sentencias judiciales. 

Artículo tercero 

La actividad penitenciaria se ejercerá respetando, en todo caso, la personalidad humana de los 

recluidos y los derechos e intereses jurídicos de los mismos no afectados por la condena, sin 

establecerse diferencia alguna por razón de raza, opiniones políticas, creencias religiosas, condición 

social o cualesquiera otras circunstancias de análoga naturaleza. 

En consecuencia: 

 

 
51 La Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, fue la primera ley orgánica de la democracia dictada en desarrollo del 

artículo 81 de la Constitución. A pesar de ser la de más extensa vigencia de entre las que se citan en este código, no ha sido 

especialmente modificada, siéndolo por Ley Orgánica 13/1995, de 18 de diciembre, Ley Orgánica 5/2003, de 27 de marzo, 

Ley Orgánica 6/2003, de 30 de junio y Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, además de por las más recientes Ley Orgánica 

7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados con fines de prevención, detección, investigación y 

enjuiciamiento de infracciones penales y ejecución de infracciones penales, y Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 

protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia. Véanse el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, por 

el que se aprueba el Reglamento Penitenciario, y el Real Decreto 840/2011, de 17 de junio, por el que se establecen las 

circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y de localización permanente en centro 

penitenciario, de determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de las penas privativas de 

libertad y sustitución de penas. En materia de atención religiosa, el Real Decreto 710/2006, de 9 de junio, de desarrollo de los 

Acuerdos de Cooperación firmados por el Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, la 

Federación de Comunidades Judías de España y la Comisión Islámica de España, en el ámbito de la asistencia religiosa 

penitenciaria. También la Orden de 10 de febrero de 2000 por la que se aprueban las normas de organización y 

funcionamiento del Centro de Estudios Penitenciarios (BOE núm. 40, de 16 de febrero), modificada por Orden INT/966/2021, 

de 15 de septiembre, para cambiar la sede de dicho centro, que pasa de Madrid a Cuenca. Así mismo, la Orden 

INT/1100/2017, de 8 de noviembre, por la que se aprueban las bases reguladoras para la concesión del Premio Victoria Kent, 

para el fomento de la investigación multidisciplinar en materia penitenciaria. En este orden hay que tener en cuenta que por 

Real Decreto 268/2022, de 12 de abril, de modificación del Reglamento Penitenciario, se crea el Premio Nacional Concepción 

Arenal de Periodismo Penitenciario. 
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Uno. Los internos podrán ejercitar los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales, 

sin exclusión del derecho de sufragio, salvo que fuesen incompatibles con el objeto de su detención 

o el cumplimiento de la condena. 

Dos. Se adoptarán las medidas necesarias para que los internos y sus familiares conserven sus 

derechos a las prestaciones de la Seguridad Social, adquiridos antes del ingreso en prisión. 

Tres. En ningún caso se impedirá que los internos continúen los procedimientos que tuvieren 

pendientes en el momento de su ingreso en prisión y puedan entablar nuevas acciones. 

Cuatro. La Administración penitenciaria velará por la vida, integridad y salud de los internos. 

Cinco. El interno tiene derecho a ser designado por su propio nombre. 

Artículo cuarto 

Uno. Los internos deberán: 

a) Permanecer en el establecimiento a disposición de la autoridad que hubiere decretado su 

internamiento o para cumplir las condenas que se les impongan, hasta el momento de su liberación. 

b) Acatar las normas de régimen interior, reguladoras de la vida del establecimiento, cumpliendo 

las sanciones disciplinarias que le sean impuestas en el caso de infracción de aquéllas, y de 

conformidad con lo establecido en el artículo cuarenta y cuatro. 

c) Mantener una normal actitud de respeto y consideración con los funcionarios de instituciones 

penitenciarias y autoridades judiciales o de otro orden, tanto dentro de los establecimientos 

penitenciarios como fuera de ellos con ocasión de traslado, conducciones o prácticas de 

diligencias. 

d) Observar una conducta correcta con sus compañeros de internamiento. 

Dos. Se procurará fomentar la colaboración de los internos en el tratamiento penitenciario con 

arreglo a las técnicas y métodos que les sean prescritos en función del diagnóstico individualizado. 

Artículo quinto 

El régimen de prisión preventiva tiene por objeto retener al interno a disposición de la autoridad 

judicial. El principio de la presunción de inocencia presidirá el régimen penitenciario de los 

preventivos. 

Artículo sexto 

Ningún interno será sometido a malos tratos de palabra u obra. 
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TÍTULO I 

De los establecimientos y medios materiales 

Artículo séptimo 

Los establecimientos penitenciarios comprenderán: 

a) Establecimientos de preventivos. 

b) Establecimientos de cumplimiento de penas. 

c) Establecimientos especiales. 

Artículo octavo 

Uno. Los establecimientos de preventivos son centros destinados a la retención y custodia de 

detenidos y presos. También podrán cumplirse penas y medidas penales privativas de libertad 

cuando el internamiento efectivo pendiente no exceda de seis meses. 

Dos. En cada provincia podrá existir más de un establecimiento de esta naturaleza. 

Tres. Cuando no existan establecimientos de preventivos para mujeres y jóvenes, ocuparán en los de 

hombres departamentos que constituyan unidades con absoluta separación y con organización y 

régimen propios. 

Artículo noveno 

Uno. Los establecimientos de cumplimiento son centros destinados a la ejecución de las penas 

privativas de libertad. Se organizarán separadamente para hombres y mujeres y serán de dos tipos: 

de régimen ordinario y abierto. 

Dos. Los jóvenes deberán cumplir separadamente de los adultos en establecimientos distintos o, en 

todo caso, en departamentos separados. A los efectos de esta Ley, se entiende por jóvenes las 

personas de uno u otro sexo que no hayan cumplido los veintiún años. Excepcionalmente, y teniendo 

en cuenta la personalidad del interno, podrán permanecer en centros destinados a jóvenes quienes, 

habiendo cumplido veintiún años, no hayan alcanzado los veinticinco. 

Artículo diez 

Uno. No obstante lo dispuesto en el número Uno del artículo anterior, existirán establecimientos de 

cumplimiento de régimen cerrado o departamentos especiales para los penados calificados de 

peligrosidad extrema o para casos de inadaptación a los regímenes ordinario y abierto, apreciados 

por causas objetivas en resolución motivada, a no ser que el estudio de la personalidad del sujeto 

denote la presencia de anomalías o deficiencias que deban determinar su destino al centro especial 

correspondiente. 

Dos. También podrán ser destinados a estos establecimientos o departamentos especiales con 

carácter de excepción y absoluta separación de los penados, dando cuenta a la autoridad judicial 

correspondiente, aquellos internos preventivos en los que concurran las circunstancias expresadas 
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en el número anterior, entendiéndose que la inadaptación se refiere al régimen propio de los 

establecimientos de preventivos. 

Tres. El régimen de estos centros se caracterizará por una limitación de las actividades en común de 

los internos y por un mayor control y vigilancia sobre los mismos en la forma que reglamentariamente 

se determine. 

La permanencia de los internos destinados a estos centros será por el tiempo necesario hasta tanto 

desaparezcan o disminuyan las razones o circunstancias que determinaron su ingreso. 

Artículo once 

Los establecimientos especiales son aquellos en los que prevalece el carácter asistencial y serán de 

los siguientes tipos: 

a) Centros hospitalarios. 

b) Centros psiquiátricos. 

c) Centros de rehabilitación social, para la ejecución de medidas penales, de conformidad con 

la legislación vigente en esta materia. 

Artículo doce 

Uno. La ubicación de los establecimientos será fijada por la administración penitenciaria dentro de 

las áreas territoriales que se designen. En todo caso, se procurará que cada una cuente con el 

número suficiente de aquéllos para satisfacer las necesidades penitenciarias y evitar el desarraigo 

social de los penados. 

Dos. Los establecimientos penitenciarios no deberán acoger más de trescientos cincuenta internos 

por unidad. 

Artículo trece 

Los establecimientos penitenciarios deberán contar en el conjunto de sus dependencias con servicios 

idóneos de dormitorios individuales, enfermería, escuelas, bibliotecas, instalaciones deportivas y 

recreativas, talleres, patios, peluquería, cocina, comedor, locutorios individualizados, departamento 

de información al exterior, salas anejas de relaciones familiares y, en general, todos aquellos que 

permitan desarrollar en ellos una vida de colectividad organizada y una adecuada clasificación de 

los internos, en relación con los fines que en cada caso les están atribuidos. 

Artículo catorce 

La Administración penitenciaria velará para que los establecimientos sean dotados de los medios 

materiales y personales necesarios que aseguren el mantenimiento, desarrollo y cumplimiento de sus 

fines. 
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TÍTULO II 

Del régimen penitenciario 

CAPÍTULO I 

Organización general 

Artículo quince 

Uno. El ingreso de un detenido, preso o penado, en cualquiera de los establecimientos penitenciarios 

se hará mediante mandamiento u orden de la autoridad competente, excepto en el supuesto de 

presentación voluntaria, que será inmediatamente comunicado a la autoridad judicial, quien 

resolverá lo procedente, y en los supuestos de estados de alarma, excepción o sitio en los que se 

estará a lo que dispongan las correspondientes leyes especiales. 

Dos. A cada interno se le abrirá un expediente personal relativo a su situación procesal y penitenciaria 

del que tendrá derecho a ser informado, y para cada penado se formará un protocolo de 

personalidad. 

Artículo quince bis 

Tratamientos de datos de carácter personal 

1. Admitido en el establecimiento un interno, se procederá a verificar su identidad personal, 

efectuando la reseña alfabética, dactilar y fotográfica, así como a la inscripción en el libro de 

ingresos y a la apertura de un expediente personal relativo a su situación procesal y penitenciaria, 

respecto del que se reconoce el derecho de acceso. Este derecho sólo se verá limitado de forma 

individualizada y fundamentada en concretas razones de seguridad o tratamiento. 

2. El tratamiento de los datos personales de los internos se regirá por lo previsto en la Ley Orgánica 

de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y 

enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales. Los datos personales 

de categorías especiales que no figuren en el apartado anterior se podrán tratar con el 

consentimiento del interesado. Sólo se prescindirá de dicho consentimiento cuando sea 

estrictamente necesario y se efectúe con las garantías adecuadas para proteger el derecho a la 

protección de datos de los interesados, atendiendo al tipo de datos que se traten y a las finalidades 

de los distintos tratamientos dirigidos a la ejecución de la pena. 

3. Igualmente se procederá al cacheo de su persona y al registro de sus efectos, retirándose los 

enseres y objetos no autorizados. 

4. En el momento del ingreso se adoptarán las medidas de higiene personal necesarias, 

entregándose al interno las prendas de vestir adecuadas que precise, firmando el mismo su 

recepción. 

Artículo dieciséis 

Cualquiera que sea el centro en el que tenga lugar el ingreso, se procederá, de manera inmediata, 

a una completa separación, teniendo en cuenta el sexo, emotividad, edad, antecedentes, estado 

físico y mental y, respecto de los penados, las exigencias del tratamiento. 

En consecuencia: 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1176 

a) Los hombres y las mujeres deberán estar separados, salvo en los supuestos excepcionales que 

reglamentariamente se determinen. 

b) Los detenidos y presos estarán separados de los condenados y, en ambos casos, los primarios 

de los reincidentes. 

c) Los jóvenes, sean detenidos, presos o penados, estarán separados de los adultos en las 

condiciones que se determinen reglamentariamente. 

d) Los que presenten enfermedad o deficiencias físicas o mentales estarán separados de los que 

puedan seguir el régimen normal del establecimiento. 

e) Los detenidos y presos por delitos dolosos estarán separados de los que estén por delitos de 

imprudencia. 

Artículo diecisiete 

Uno. La libertad de los detenidos, presos o penados sólo podrá ser acordada por la autoridad 

competente. 

Dos. Los detenidos serán puestos en libertad por el Director del establecimiento si, transcurridas las 

setenta y dos horas siguientes al momento del ingreso, no se hubiere recibido mandamiento u orden 

de prisión. 

Tres. Para proceder a la excarcelación de los condenados será precisa la aprobación de la libertad 

definitiva por el Tribunal sentenciador o de la propuesta de libertad condicional por el Juez de 

Vigilancia. 

Cuatro. En el momento de la excarcelación se entregará al liberado el saldo de su cuenta de peculio, 

los valores y efectos depositados a su nombre, así como una certificación del tiempo que estuvo 

privado de libertad y cualificación profesional obtenida durante su reclusión 

Si careciese de medios económicos, se le facilitarán los necesarios para llegar a su residencia y 

subvenir a sus primeros gastos. 

Artículo dieciocho 

Los traslados de los detenidos, presos y penados se efectuarán de forma que se respeten la dignidad 

y los derechos de los internos y la seguridad de la conducción. 

Artículo diecinueve 

Uno. Todos los internos se alojarán en celdas individuales. En caso de insuficiencia temporal de 

alojamiento o por indicación del médico o de los equipos de observación y tratamiento, se podrá 

recurrir a dependencias colectivas. En estos casos, los internos serán seleccionados adecuadamente. 

Dos. Tanto las dependencias destinadas al alojamiento nocturno de los recluidos como aquellas en 

que se desarrolle la vida en común deberán satisfacer las necesidades de la higiene y estar 

acondicionadas de manera que el volumen de espacio, ventilación, agua, alumbrado y calefacción 

se ajuste a las condiciones climáticas de la localidad. 
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Tres. Por razones de higiene se exigirá un cuidadoso aseo personal. A tal fin, la administración facilitará 

gratuitamente a los internos los servicios y artículos de aseo diario necesarios. 

Artículo veinte 

Uno. El interno tiene derecho a vestir sus propias prendas, siempre que sean adecuadas u optar por 

las que le facilite el establecimiento, que deberán ser correctas, adaptadas a las condiciones 

climatológicas y desprovistas de todo elemento que pueda afectar a la dignidad del interno. 

Dos. En los supuestos de salida al exterior deberán vestir ropas que no denoten su condición de 

recluidos. Si carecieran de las adecuadas, se les procurará las necesarias. 

Artículo veintiuno 

Uno. Todo interno dispondrá de la ropa necesaria para su cama y de mueble adecuado para 

guardar sus pertenencias. 

Dos. La Administración proporcionará a los internos una alimentación controlada por el Médico, 

convenientemente preparada y que responda en cantidad y calidad a las normas dietéticas y de 

higiene, teniendo en cuenta su estado de salud, la naturaleza del trabajo y, en la medida de lo 

posible, sus convicciones filosóficas y religiosas. Los internos dispondrán, en circunstancias normales, 

de agua potable a todas las horas. 

Artículo veintidós 

Uno. Cuando el Reglamento no autorice al interno a conservar en su poder dinero, ropas, objetos de 

valor u otros que le pertenezcan, serán guardados en lugar seguro, previo el correspondiente 

resguardo, o enviados a personas autorizadas por el recluso para recibirlos. 

Dos. El Director, a instancia del Médico, podrá ordenar por razones de higiene la inutilización de las 

ropas y efectos contaminados propiedad de los internos. 

Tres. El Director, a instancia del interno o del Médico, y de conformidad con éste en todo caso, 

decidirá sobre el destino de los medicamentos que tuviere en su poder el interno en el momento del 

ingreso en el establecimiento o reciba del exterior, disponiendo cuáles puede conservar para su 

personal administración y cuáles deben quedar depositados en la enfermería, atendidas las 

necesidades del enfermo y las exigencias de la seguridad. Si a los internos les fueran intervenidos 

estupefacientes, se cumplirá lo previsto en las disposiciones legales. 

Artículo veintitrés 

Los registros y cacheos en las personas de los internos, sus pertenencias y locales que ocupen, los 

recuentos, así como las requisas de las instalaciones del establecimiento, se efectuarán en los casos 

con las garantías y periodicidad que reglamentariamente se determinen y dentro del respeto a la 

dignidad de la persona. 

Artículo veinticuatro 

Se establecerán y estimularán, en la forma que se señale reglamentariamente, sistemas de 

participación de los internos en actividades o responsabilidades de orden educativo, recreativo, 
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religioso, laboral, cultural o deportivo. En el desenvolvimiento de los servicios alimenticios y 

confección de racionados se procurará igualmente la participación de los internos. 

Se permitirá a los internos la adquisición por su propia cuenta de productos alimenticios y de consumo 

dentro de los límites reglamentariamente fijados. La venta de dichos productos será gestionada 

directamente por la Administración penitenciaria o por Empresas concesionarias. Los precios se 

controlarán por la autoridad competente y, en ningún caso, podrán ser superiores a los que rijan en 

la localidad en que se halle ubicado el establecimiento. Los internos participarán también en el 

control de calidad y precios de los productos vendidos en el centro. 

Artículo veinticinco 

Uno. En todos los establecimientos penitenciarios regirá un horario, que será puntualmente cumplido. 

Dos. El tiempo se distribuirá de manera que se garanticen ocho horas diarias para el descanso 

nocturno y queden atendidas las necesidades espirituales y físicas, las sesiones de tratamiento y las 

actividades formativas laborales y culturales de los internos. 

CAPÍTULO II 

Trabajo 

Artículo veintiséis 

El trabajo será considerado como un derecho y como un deber del interno, siendo un elemento 

fundamental del tratamiento. 

Sus condiciones serán: 

a) No tendrá carácter aflictivo ni será aplicado como medida de corrección. 

b) No atentará a la dignidad del interno. 

c) Tendrá carácter formativo, creador o conservador de hábitos laborales, productivo o 

terapéutico, con el fin de preparar a los internos para las condiciones normales del trabajo libre. 

d) Se organizará y planificará, atendiendo a las aptitudes y cualificación profesional, de manera 

que satisfaga las aspiraciones laborales de los recluidos en cuanto sean compatibles con la 

organización y seguridad del establecimiento. 

e) Será facilitado por la administración. 

f) Gozará de la protección dispensada por la legislación vigente en materia de Seguridad Social. 

g) No se supeditará al logro de intereses económicos por la Administración. 

Artículo veintisiete 

Uno. El trabajo que realicen los internos, dentro o fuera de los establecimientos, estará comprendido 

en alguna de las siguientes modalidades: 
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a) Las de formación profesional, a las que la administración dará carácter preferente. 

b) Las dedicadas al estudio y formación académica. 

c) Las de producción de régimen laboral o mediante fórmulas cooperativas o similares de 

acuerdo con la legislación vigente. 

d) Las ocupacionales que formen parte de un tratamiento. 

e) Las prestaciones personales en servicios auxiliares comunes del establecimiento. 

f) Las artesanales, intelectuales y artísticas. 

Dos. Todo trabajo directamente productivo que realicen los internos será remunerado y se 

desarrollará en las condiciones de seguridad e higiene establecidas en la legislación vigente. 

Artículo veintiocho 

El trabajo será compatible con las sesiones de tratamiento y con las necesidades de enseñanza en 

los niveles obligatorios. A tal fin la Administración adoptará las medidas que reglamentariamente se 

determinen para asegurar la satisfacción de aquellos fines y garantizar la efectividad del resultado. 

Artículo veintinueve 

Uno. Todos los penados tendrán obligación de trabajar conforme a sus aptitudes físicas y mentales. 

Quedarán exceptuados de esta obligación, sin perjuicio de poder disfrutar, en su caso, de los 

beneficios penitenciarios: 

a) Los sometidos a tratamiento médico por causas de accidente o enfermedad hasta que sean 

dados de alta. 

b) Los que padezcan incapacidad permanente para toda clase de trabajos. 

c) Los mayores de sesenta y cinco años. 

d) Los perceptores de prestaciones por jubilación. 

e) Las mujeres embarazadas durante dieciséis semanas ininterrumpidas ampliables por parto 

múltiple hasta dieciocho semanas. El período de excepción se distribuirá a opción de la interesada 

siempre que seis semanas sean inmediatamente posteriores al parto. 

f) Los internos que no puedan trabajar por razón de fuerza mayor. 

Dos. Los sometidos a prisión preventiva podrán trabajar conforme a sus aptitudes e inclinaciones. La 

administración del establecimiento les facilitará los medios de ocupación de que disponga, 

permitiendo al interno procurarse a sus expensas otros, siempre que sean compatibles con las 

garantías procesales y la seguridad y el buen orden de aquél. Los que voluntariamente realicen 

cualquiera de los trabajos expresados en el artículo 27 lo harán en las condiciones y con los efectos 

y beneficios previstos en esta Ley. Todo interno deberá contribuir al buen orden, limpieza e higiene 

del establecimiento, siendo reglamentariamente determinados los trabajos organizados a dichos 

fines. 
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Artículo treinta 

Los bienes, productos o servicios obtenidos por el trabajo de los internos tendrán en igualdad de 

condiciones, carácter preferente en las adjudicaciones de suministros y obras de las Administraciones 

públicas. 

Artículo treinta y uno 

Uno. La dirección y el control de las actividades desarrolladas en régimen laboral dentro de los 

establecimientos corresponderá a la Administración penitenciaria. 

Dos. La Administración estimulará la participación de los internos en la organización y planificación 

del trabajo. 

Artículo treinta y dos 

Los internos podrán formar parte del Consejo Rector y de la Dirección o Gerencia de las cooperativas 

que se constituyan. La Administración adquirirá la cualidad de socio de aquéllas, contribuyendo a la 

consecución del correspondiente objeto social de conformidad con la legislación vigente. 

Artículo treinta y tres 

Uno. La Administración organizará y planificará el trabajo de carácter productivo en las condiciones 

siguientes: 

a) Proporcionará trabajo suficiente para ocupar en días laborables a los internos, garantizando el 

descanso semanal. 

b) La jornada de trabajo no podrá exceder de la máxima legal y se cuidará de que los horarios 

laborales permitan disponer de tiempo suficiente para la aplicación de los medios de tratamiento. 

c) Velará por que la retribución sea conforme al rendimiento, categoría profesional y clase de 

actividad desempeñada. 

d) Cuidará de que los internos contribuyan al sostenimiento de sus cargas familiares y al 

cumplimiento de sus restantes obligaciones, disponiendo el recluso de la cantidad sobrante en las 

condiciones que se establezcan reglamentariamente. 

Dos. La retribución del trabajo de los internos sólo será embargable en las condiciones y con los 

requisitos establecidos para el salario del trabajador libre. 

Artículo treinta y cuatro 

Los internos, en cuanto trabajadores por cuenta ajena o socios cooperadores, asumirán 

individualmente la defensa de sus derechos e intereses laborales o cooperativos, que ejercitarán 

ante los organismos y tribunales competentes, previa reclamación o conciliación en vía 

administrativa y en la forma que reglamentariamente se determine. 
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Artículo treinta y cinco 

Los liberados que se hayan inscrito en la oficina de empleo dentro de los quince días siguientes a su 

excarcelación y no hayan recibido una oferta de trabajo adecuada tendrán derecho a la prestación 

por desempleo en las condiciones que reglamentariamente se establezcan. 

CAPÍTULO III 

Asistencia sanitaria 

Artículo treinta y seis 

Uno. En cada centro existirá al menos un Médico general con conocimientos psiquiátricos encargado 

de cuidar de la salud física y mental de los internos y de vigilar las condiciones de higiene y salubridad 

en el establecimiento, el cual podrá, en su caso, solicitar la colaboración de especialistas. Igualmente 

habrá cuando menos un Ayudante Técnico Sanitario y se dispondrá de los servicios de un Médico 

Odontólogo y del personal auxiliar adecuado. 

Dos. Además de los servicios médicos de los establecimientos, los internos podrán ser asistidos en las 

instituciones hospitalarias y asistenciales de carácter penitenciario y, en caso de necesidad o de 

urgencia, en otros centros hospitalarios. 

Tres. Los internos podrán solicitar a su costa los servicios médicos de profesionales ajenos a las 

instituciones penitenciarias, excepto cuando razones de seguridad aconsejen limitar este derecho. 

Artículo treinta y siete 

Para la prestación de la asistencia sanitaria todos los establecimientos estarán dotados: 

a) De una enfermería, que contará con un número suficiente de camas, y estará provista del 

material clínico, instrumental adecuado y productos farmacéuticos básicos para curas de urgencia 

e intervenciones dentales. 

b) De una dependencia destinada a la observación psiquiátrica y a la atención de los 

toxicómanos. 

c) De una unidad para enfermos contagiosos. 

Artículo treinta y ocho 

Uno. En los establecimientos o departamentos para mujeres existirá una dependencia dotada del 

material de obstetricia necesario para el tratamiento de las internas embarazadas y de las que 

acaben de dar a luz y se encuentren convalecientes, así como para atender aquellos partos cuya 

urgencia no permita que se realicen en hospitales civiles. 

Dos. Las internas podrán tener en su compañía a los hijos que no hayan alcanzado los tres años de 

edad, siempre que acrediten debidamente su filiación. En aquellos centros donde se encuentren 

ingresadas internas con hijos existirá un local habilitado para guardería infantil. 

La Administración penitenciaria celebrará los convenios precisos con entidades públicas y privadas 

con el fin de potenciar al máximo el desarrollo de la relación materno-filial y de la formación de la 
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personalidad del niño dentro de la especial circunstancia determinada por el cumplimiento por la 

madre de la pena privativa de libertad. 

Tres. Reglamentariamente se establecerá un régimen específico de visitas para los menores que no 

superen los diez años y no convivan con la madre en el centro penitenciario. Estas visitas se realizarán 

sin restricciones de ningún tipo en cuanto a frecuencia e intimidad y su duración y horario se ajustará 

a la organización regimental de los establecimientos. 

Cuatro. En los establecimientos de mujeres se facilitará a las internas los artículos necesarios de uso 

normal para la higiene íntima. 

Artículo treinta y nueve 

Los diagnósticos psiquiátricos que afecten a la situación penitenciaria de los internos deberán 

realizarse por un equipo técnico, integrado por un especialista en psiquiatría, un médico forense y el 

del establecimiento, acompañándose en todo caso informe del equipo de observación o de 

tratamiento. 

Artículo cuarenta 

La asistencia médica y sanitaria estará asegurada por el reconocimiento inicial de las ingresadas y 

los sucesivos que reglamentariamente se determinen. 

CAPÍTULO IV 

Régimen disciplinario 

Artículo cuarenta y uno 

Uno. El régimen disciplinario de los establecimientos se dirigirá a garantizar la seguridad y conseguir 

una convivencia ordenada. 

Dos. Ningún interno desempeñará servicio alguno que implique el ejercicio de facultades 

disciplinarias. 

Artículo cuarenta y dos 

Uno. Los internos no serán corregidos disciplinariamente sino en los casos establecidos en el 

Reglamento y con las sanciones expresamente previstas en esta Ley. 

Las infracciones disciplinarias se clasificarán en faltas muy graves, graves y leves. 

Dos. No podrán imponerse otras sanciones que: 

a) Aislamiento en celda, que no podrá exceder de catorce días. 

b) Aislamiento de hasta siete fines de semana. 

c) Privación de permisos de salida por un tiempo que no podrá ser superior a dos meses. 
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d) Limitación de las comunicaciones orales al mínimo de tiempo previsto reglamentariamente, 

durante un mes como máximo. 

e) Privación de paseos y actos recreativos comunes, en cuanto sea compatible con la salud física 

y mental, hasta un mes como máximo. 

f) Amonestación. 

Tres. En los casos de repetición de la infracción, las sanciones podrán incrementarse en la mitad de 

su máximo. 

Cuatro. La sanción de aislamiento en celda solo será de aplicación en los casos en que se manifieste 

una evidente agresividad o violencia por parte del interno, o cuando éste reiterada y gravemente 

altere la normal convivencia en el centro. En todo caso, la celda en que se cumple la sanción deberá 

ser de análogas características que las restantes del establecimiento. 

Cinco. Al culpable de dos o más faltas se le impondrán las sanciones correspondientes a todas ellas 

para su cumplimiento simultáneo si fuera posible, y, no siéndolo, se cumplirán por orden de su 

respectiva gravedad, pero el máximo de su cumplimiento no podrá exceder nunca del triplo del 

tiempo correspondiente a la más grave, ni de cuarenta y dos días consecutivos en caso de 

aislamiento en celda. 

Seis. Las sanciones podrán ser reducidas por decisión del órgano colegiado correspondiente o a 

propuesta del equipo técnico, y, cuando se advierta que hubo error en la aplicación de un 

correctivo, se procederá a una calificación, o, en su caso, a levantar inmediatamente el castigo. 

Artículo cuarenta y tres 

Uno. La sanción de aislamiento se cumplirá con informe del médico del establecimiento, quien 

vigilará diariamente al interno mientras permanezca en esa situación, informando al director sobre 

su estado de salud física y mental y, en su caso, sobre la necesidad de suspender o modificar la 

sanción impuesta. 

Dos. En los casos de enfermedad del sancionado, y siempre que las circunstancias lo aconsejen, se 

suspenderá la efectividad de la sanción que consista en internamiento en celda de aislamiento, 

hasta que el interno sea dado de alta o el correspondiente órgano colegiado lo estime oportuno, 

respectivamente. 

Tres. No se aplicará esta sanción a las mujeres gestantes y las mujeres hasta seis meses después de la 

terminación del embarazo, a las madres lactantes y a las que tuvieran hijos consigo. 

Cuatro. El aislamiento se cumplirá en el compartimento que habitualmente ocupe el interno, y en los 

supuestos de que lo comparta con otros o por su propia seguridad o por el buen orden del 

establecimiento, pasará a uno individual de semejantes medidas y condiciones. 

Artículo cuarenta y cuatro 

Uno. Las sanciones disciplinarias serán impuestas por el correspondiente órgano colegiado, cuya 

organización y composición serán determinadas en el Reglamento. 

Dos. Ningún interno será sancionado sin ser previamente informado de la infracción que se le atribuya 

y sin que se le haya permitido presentar su defensa, verbal o escrita. 
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Tres. La interposición de recurso contra resoluciones sancionadoras suspenderá la efectividad de la 

sanción, salvo cuando por tratarse de un acto de indisciplina grave la corrección no pueda 

demorarse. Los recursos contra resoluciones que impongan la sanción de aislamiento en celda serán 

de tramitación urgente y preferente 

Artículo cuarenta y cinco 

Uno. Solo podrán utilizarse, con autorización del director, aquellos medios coercitivos que se 

establezcan reglamentariamente en los casos siguientes: 

a) Para impedir actos de evasión o de violencia de los internos. 

b) Para evitar daños de los internos a sí mismos, a otras personas o cosas. 

c) Para vencer la resistencia activa o pasiva de los internos a las órdenes del personal 

penitenciario en el ejercicio de su cargo. 

Dos. Cuando, ante la urgencia de la situación, se tuviere que hacer uso de tales medios se 

comunicará inmediatamente al director, el cual lo pondrá en conocimiento del Juez de Vigilancia. 

Tres. El uso de las medidas coercitivas estará dirigido exclusivamente al restablecimiento de la 

normalidad y solo subsistirá el tiempo estrictamente necesario. 

Cuatro. En el desempeño de sus funciones de vigilancia los funcionarios de instituciones 

penitenciarias no podrán utilizar armas de fuego. 

CAPÍTULO V 

Recompensas 

Artículo cuarenta y seis 

Los actos que pongan de relieve buena conducta, espíritu de trabajo y sentido de responsabilidad 

en el comportamiento personal y en las actividades organizadas del establecimiento serán 

estimulados mediante un sistema de recompensa reglamentariamente determinado. 

CAPÍTULO VI 

Permisos de salida 

Artículo cuarenta y siete 

Uno. En caso de fallecimiento o enfermedad grave de los padres, cónyuge, hijos, hermanos y otras 

personas íntimamente vinculadas con los internos, alumbramiento de la esposa, así como por 

importantes y comprobados motivos, con las medidas de seguridad adecuadas, se concederán 

permisos de salida, salvo que concurran circunstancias excepcionales. 

Dos. Igualmente se podrán conceder permisos de salida hasta de siete días como preparación para 

la vida en libertad, previo informe del equipo técnico, hasta un total de treinta y seis o cuarenta y 

ocho días por año a los condenados de segundo y tercer grado, respectivamente, siempre que 

hayan extinguido la cuarta parte de la condena y no observen mala conducta. 
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Artículo cuarenta y ocho 

Los permisos a que se refiere el artículo anterior podrán ser concedidos asimismo a internos 

preventivos con la aprobación, en cada caso, de la autoridad judicial correspondiente. 

CAPÍTULO VII 

Información, quejas y recursos 

Artículo cuarenta y nueve 

Los internos recibirán a su ingreso información escrita sobre el régimen del establecimiento, sus 

derechos y deberes, las normas disciplinarias y los medios para formular peticiones, quejas o recursos. 

A quienes no pueden entender la información por el procedimiento indicado, les será facilitada por 

otro medio adecuado. 

Artículo cincuenta 

Uno. Los internos tienen derecho a formular peticiones y quejas relativas a su tratamiento o al régimen 

del establecimiento ante el Director o persona que lo represente, a fin de que tome las medidas 

oportunas o, en su caso, las haga llegar a las autoridades u Organismos competentes. Si fueren 

hechas por escrito, podrán presentarse en pliego cerrado, que se entregará bajo recibo. 

Dos. Si los internos interpusieren alguno de los recursos previstos en esta Ley, los presentarán asimismo 

ante el Director del establecimiento, quien los hará llegar a la autoridad judicial, entregando una 

copia sellada de los mismos al recurrente. 

CAPÍTULO VIII 

Comunicaciones y visitas 

Artículo cincuenta y uno 

Uno. Los internos estarán autorizados para comunicar periódicamente, de forma oral y escrita, en su 

propia lengua, con sus familiares, amigos y representantes acreditados de organismos e instituciones 

de cooperación penitenciaria, salvo en los casos de incomunicación judicial. 

Estas comunicaciones se celebrarán de manera que se respete al máximo la intimidad y no tendrán 

más restricciones, en cuanto a las personas y al modo, que las impuestas por razones de seguridad, 

de interés de tratamiento y del buen orden del establecimiento. 

Dos. Las comunicaciones de los internos con el Abogado defensor o con el Abogado expresamente 

llamado en relación con asuntos penales y con los Procuradores que lo representen, se celebrarán 

en departamentos apropiados y no podrán ser suspendidas o intervenidas salvo por orden de la 

autoridad judicial y en los supuestos de terrorismo. 

Tres. En los mismos departamentos podrán ser autorizados los internos a comunicar con profesionales 

acreditados en lo relacionado con su actividad, con los asistentes sociales y con sacerdotes o 

ministros de su religión, cuya presencia haya sido reclamada previamente. Estas comunicaciones 

podrán ser intervenidas en la forma que se establezca reglamentariamente. 
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Cuatro. Las comunicaciones previstas en este artículo podrán efectuarse telefónicamente en los 

casos y con las garantías que se determinen en el Reglamento. 

Cinco. Las comunicaciones orales y escritas previstas en este artículo podrán ser suspendidas o 

intervenidas motivadamente por el Director del establecimiento, dando cuenta a la autoridad 

judicial competente. 

Artículo cincuenta y dos 

Uno. En los casos de defunción, enfermedad o accidente grave del interno, el Director informará al 

familiar más próximo o a la persona designada por aquél. 

Dos. Igualmente se informará al interno del fallecimiento o enfermedad grave de un pariente próximo 

o de una persona íntimamente vinculada con aquél. 

Tres. Todo interno tiene derecho a comunicar inmediatamente a su familia y Abogado su detención, 

así como a comunicar su traslado a otro establecimiento en el momento de ingresar en el mismo. 

Artículo cincuenta y tres 

Los establecimientos dispondrán de locales anejos especialmente adecuados para las visitas 

familiares o de allegados íntimos de aquellos internos que no puedan obtener permisos de salida. 

Estas visitas se concederán con sujeción a lo dispuesto en el número 1, párrafo segundo, del artículo 

51, y en los casos, con los requisitos y periodicidad que reglamentariamente se determinen. 

CAPÍTULO IX 

Asistencia religiosa 

Artículo cincuenta y cuatro 

La Administración garantizará la libertad religiosa de los internos y facilitará los medios para que dicha 

libertad pueda ejercitarse. 

CAPÍTULO X 

Instrucción y educación 

Artículo cincuenta y cinco 

Uno. En cada establecimiento existirá una escuela en la que se desarrollará la instrucción de los 

internos, y en especial, de los analfabetos y jóvenes. 

Dos. Las enseñanzas que se impartan en los establecimientos se ajustarán en lo posible a la legislación 

vigente en materia de educación y formación profesional. 

Tres. La Administración penitenciaria fomentará el interés de los internos por el estudio y dará las 

máximas facilidades para que aquellos que no puedan seguir los cursos en el exterior lo hagan por 

correspondencia, radio o televisión. 
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Artículo cincuenta y seis 

1. La Administración organizará las actividades educativas, culturales y profesionales de acuerdo con 

el sistema oficial, de manera que los internos puedan alcanzar las titulaciones correspondientes. 

2. Para que los internos puedan acceder al servicio público de la educación universitaria será 

necesario que la Administración penitenciaria suscriba, previos los informes de ámbito educativo que 

se estimen pertinentes, los oportunos convenios con universidades públicas. Dichos convenios 

garantizarán que la enseñanza se imparte en las condiciones y con el rigor y la calidad inherentes a 

este tipo de estudios, adaptando, en lo que sea preciso, la metodología pedagógica a las especiales 

circunstancias que concurren en el ámbito penitenciario. La alteración del régimen y estructura de 

la enseñanza o de la asistencia educativa a los internos prevista en los convenios aludidos, así como 

cualesquiera otras modificaciones, prórrogas o extensión de aquéllos a nuevas partes firmantes o 

sujetos, deberán ser autorizados por la Administración penitenciaria. 

En atención a la movilidad de la población reclusa y a la naturaleza no presencial de los estudios a 

los que se refiere este artículo, los convenios aludidos en el párrafo anterior se suscribirán, 

preferentemente, con la Universidad Nacional de Educación a Distancia. No obstante, las 

Administraciones penitenciarias competentes podrán celebrar convenios con universidades de su 

ámbito en los términos establecidos en el párrafo anterior. 

Artículo cincuenta y siete 

En cada establecimiento existirá una biblioteca provista de libros adecuados a las necesidades 

culturales y profesionales de los internos, quienes además podrán utilizar los libros facilitados por el 

servicio de bibliotecas ambulantes establecido por la Administración o entidades particulares con el 

mismo fin. 

Artículo cincuenta y ocho 

Los internos tienen derecho a disponer de libros, periódicos y revistas de libre circulación en el exterior, 

con las limitaciones que, en casos concretos, aconsejen las exigencias del tratamiento 

individualizado, previa resolución motivada del equipo de observación y tratamiento del 

establecimiento. Asimismo estarán informados a través de audiciones radiofónicas, televisivas y otras 

análogas. 

TÍTULO III 

Del tratamiento 

Artículo cincuenta y nueve 

Uno. El tratamiento penitenciario consiste en el conjunto de actividades directamente dirigidas a la 

consecución de la reeducación y reinserción social de los penados. 

Dos. El tratamiento pretende hacer del interno una persona con la intención y la capacidad de vivir 

respetando la Ley penal, así como de subvenir a sus necesidades. A tal fin, se procurará, en la medida 

de lo posible, desarrollar en ellos una actitud de respeto a sí mismos y de responsabilidad individual y 

social con respecto a su familia, al prójimo y a la sociedad en general. 
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Artículo sesenta 

Uno. Los servicios encargados del tratamiento se esforzarán por conocer y tratar todas las 

peculiaridades de personalidad y ambiente del penado que puedan ser un obstáculo para las 

finalidades indicadas en el artículo anterior. 

Dos. Para ello, deberán utilizarse, en tanto sea posible, todos los métodos de tratamiento y los medios 

que, respetando siempre los derechos constitucionales no afectados por la condena, puedan 

facilitar la obtención de dichas finalidades. 

Artículo sesenta y uno 

Uno. Se fomentará que el interno participe en la planificación y ejecución de su tratamiento y 

colaborará para, en el futuro, ser capaz de llevar, con conciencia social, una vida sin delitos. 

Dos. Serán estimulados, en cuanto sea posible, el interés y la colaboración de los internos en su propio 

tratamiento. La satisfacción de sus intereses personales será tenida en cuenta en la medida 

compatible con las finalidades del mismo. 

Artículo sesenta y dos 

El tratamiento se inspirará en los siguientes principios: 

a) Estará basado en el estudio científico de la constitución, el temperamento, el carácter, las 

aptitudes y las actitudes del sujeto a tratar, así como de su sistema dinámico-motivacional y del 

aspecto evolutivo de su personalidad, conducente a un enjuiciamiento global de la misma, que se 

recogerá en el protocolo del interno. 

b) Guardará relación directa con un diagnóstico de personalidad criminal y con un juicio 

pronóstico inicial, que serán emitidos tomando como base una consideración ponderada del 

enjuiciamiento global a que se refiere el apartado anterior, así como el resumen de su actividad 

delictiva y de todos los datos ambientales, ya sean individuales, familiares o sociales, del sujeto. 

c) Será individualizado, consistiendo en la variable utilización de métodos médico-biológicos, 

psiquiátricos, psicológicos, pedagógicos y sociales, en relación a la personalidad del interno. 

d) En general será complejo, exigiendo la integración de varios de los métodos citados en una 

dirección de conjunto y en el marco del régimen adecuado. 

e) Será programado, fijándose el plan general que deberá seguirse en su ejecución, la intensidad 

mayor o menor en la aplicación de cada método de tratamiento y la distribución de los quehaceres 

concretos integrantes del mismo entre los diversos especialistas y educadores. 

f) Será de carácter continuo y dinámico, dependiente de las incidencias en la evolución de la 

personalidad del interno durante el cumplimiento de la condena. 

Artículo sesenta y tres 

Para la individualización del tratamiento, tras la adecuada observación de cada penado, se 

realizará su clasificación, destinándose al establecimiento cuyo régimen sea más adecuado al 

tratamiento que se le haya señalado, y, en su caso, al grupo o sección más idóneo dentro de aquél. 
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La clasificación debe tomar en cuenta no solo la personalidad y el historial individual, familiar, social 

y delictivo del interno, sino también la duración de la pena y medidas penales en su caso, el medio 

a que probablemente retornará y los recursos, facilidades y dificultades existentes en cada caso y 

momento para el buen éxito del tratamiento. 

Artículo sesenta y cuatro 

Uno. La observación de los preventivos se limitará a recoger la mayor información posible sobre cada 

uno de ellos a través de datos documentales y de entrevistas, y mediante la observación directa del 

comportamiento, estableciendo sobre estas bases la separación o clasificación interior en grupos a 

que hace referencia el artículo dieciséis, y todo ello en cuanto sea compatible con la presunción de 

inocencia. 

Dos. Una vez recaída sentencia condenatoria, se completará la información anterior con un estudio 

científico de la personalidad del observado, formulando en base a dichos estudios e informaciones 

una determinación del tipo criminológico, un diagnóstico de capacidad criminal y de adaptabilidad 

social y la propuesta razonada de grado de tratamiento y de destino al tipo de establecimiento que 

corresponda. 

Artículo sesenta y cinco 

Uno. La evolución en el tratamiento determinará una nueva clasificación del interno, con la 

consiguiente propuesta de traslado al establecimiento del régimen que corresponda, o, dentro del 

mismo, el pase de una sección a otra de diferente régimen. 

Dos. La progresión en el tratamiento dependerá de la modificación de aquellos sectores o rasgos de 

la personalidad directamente relacionados con la actividad delictiva; se manifestará en la conducta 

global del interno y entrañará un acrecentamiento de la confianza depositada en el mismo y la 

atribución de responsabilidades, cada vez más importantes, que implicarán una mayor libertad. 

Tres. La regresión de grado procederá cuando se aprecie en el interno, en relación al tratamiento, 

una evolución desfavorable de su personalidad. 

Cuatro. Cada seis meses como máximo, los internos deberán ser estudiados individualmente para 

reconsiderar su anterior clasificación, tomándose la decisión que corresponda, que deberá ser 

notificada al interesado. 

Cuando un mismo equipo reitere por segunda vez la calificación de primer grado, el interno podrá 

solicitar que su próxima propuesta de clasificación se haga en la central de observación. El mismo 

derecho le corresponderá cuando, encontrándose en segundo grado y concurriendo la misma 

circunstancia, haya alcanzado la mitad del cumplimiento de la condena 

Artículo sesenta y seis 

Uno. Para grupos determinados de internos, cuyo tratamiento lo requiera, se podrá organizar en los 

centros correspondientes programas basados en el principio de comunidad terapéutica. 

Dos. Se concederá especial atención a la organización en los establecimientos de cumplimiento de 

cuantas sesiones de asesoramiento psicopedagógico y de psicoterapia de grupo se juzguen 

convenientes dada la programación del tratamiento y los criterios de selección usados en estos 

métodos así como a la realización de terapia de comportamiento y de procedimientos tendentes a 
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modificar el sistema de actitudes del interno cuando sean desfavorables o negativos, todo ello con 

absoluto respeto a la personalidad del mismo. 

Tres. En el programa de tratamiento se integrará también la formación y el perfeccionamiento 

profesional de aquellos sujetos cuya readaptación lo requiera, realizándose con asesoramiento 

psicológico continuo durante el proceso formativo y previa la orientación personal correspondiente. 

Artículo sesenta y seis bis 

1. La Administración penitenciaria elaborará programas específicos para las personas internas que 

hayan sido condenadas por delitos relacionados con la violencia contra la infancia y adolescencia, 

al objeto de desarrollar en ellos una actitud de respeto hacia los derechos de niños, niñas y 

adolescentes, en los términos que se determinen reglamentariamente. 

2. Las Juntas de Tratamiento valorarán, en las progresiones de grado, concesión de permisos y 

concesión de la libertad condicional, el seguimiento y aprovechamiento de dichos programas 

específicos por parte de las personas internas a que se refiere el apartado anterior. 

Artículo sesenta y siete 

Concluido el tratamiento o próxima la libertad del interno, se emitirá un informe pronóstico final, en 

el que se manifestarán los resultados conseguidos por el tratamiento y un juicio de probabilidad sobre 

el comportamiento futuro del sujeto en libertad, que, en su caso, se tendrá en cuenta en el 

expediente para la concesión de la libertad condicional. 

Artículo sesenta y ocho 

Uno. En los centros especiales el tratamiento se armonizará con la finalidad específica de cada una 

de estas instituciones. 

Dos. En los establecimientos para jóvenes menores de veintiún años, al concluir el tratamiento con la 

emisión del juicio pronóstico final, se procurará la evaluación del resultado del mismo a través de los 

datos que proporcionen los servicios centrales correspondientes. 

Artículo sesenta y nueve 

Uno. Las tareas de observación, clasificación y tratamiento las realizarán los equipos cualificados de 

especialistas, cuya composición y funciones se determinarán en el Estatuto Orgánico de 

Funcionarios. Dichos equipos contarán con la colaboración del número de educadores necesarios, 

dadas las peculiaridades de los grupos de internos tratados. 

Dos. A los fines de obtener la recuperación social de los internos en regímenes ordinario y abierto se 

podrá solicitar la colaboración y participación de los ciudadanos y de instituciones o asociaciones 

públicas o privadas ocupadas en la resocialización de los reclusos. 

Artículo setenta 

Uno. Para el debido asesoramiento en materia de observación, clasificación y tratamiento de los 

internos, existirá una Central Penitenciaria de Observación, donde actuará un equipo técnico de 

especialistas con los fines siguientes: 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1191 

a) Completar la labor de los Equipos de Observación y de Tratamiento en sus tareas específicas. 

b) Resolver las dudas y consultas de carácter técnico que se formulen por el centro directivo. 

c) Realizar una labor de investigación criminológica. 

d) Participar en las tareas docentes de la Escuela de Estudios Penitenciarios. 

Dos. Por dicha central pasarán los internos cuya clasificación resulte difícil o dudosa para los equipos 

de los establecimientos o los grupos o tipos de aquellos cuyas peculiaridades convenga investigar a 

juicio del centro directivo. 

Artículo setenta y uno 

Uno. El fin primordial del régimen de los establecimientos de cumplimiento es lograr en los mismos el 

ambiente adecuado para el éxito del tratamiento; en consecuencia, las funciones regimentales 

deben ser consideradas como medios y no como finalidades en sí mismas. 

Dos. Las actividades integrantes del tratamiento y del régimen, aunque regidas por un principio de 

especialización, deben estar debidamente coordinadas La Dirección del establecimiento organizará 

los distintos servicios de modo que los miembros del personal alcancen la necesaria comprensión de 

sus correspondientes funciones y responsabilidades para lograr la indispensable coordinación 

Artículo setenta y dos 

Uno. Las penas privativas de libertad se ejecutarán según el sistema de individualización científica, 

separado en grados, el último de los cuales será el de libertad condicional, conforme determina el 

Código Penal. 

Dos. Los grados segundo y tercero se cumplirán respectivamente en establecimientos de régimen 

ordinario y de régimen abierto. Los clasificados en primer grado serán destinados a los 

establecimientos de régimen cerrado, de acuerdo con lo previsto en el número 1 del artículo 10 de 

esta Ley. 

Tres. Siempre que de la observación y clasificación correspondiente de un interno resulte estar en 

condiciones para ello, podrá ser situado inicialmente en grado superior, salvo el de libertad 

condicional, sin tener que pasar necesariamente por los que le preceden. 

Cuatro. En ningún caso se mantendrá a un interno en un grado inferior cuando por la evolución de 

su tratamiento se haga merecedor a su progresión. 

Cinco. La clasificación o progresión al tercer grado de tratamiento requerirá, además de los requisitos 

previstos por el Código Penal, que el penado haya satisfecho la responsabilidad civil derivada del 

delito, considerando a tales efectos la conducta efectivamente observada en orden a restituir lo 

sustraído, reparar el daño e indemnizar los perjuicios materiales y morales; las condiciones personales 

y patrimoniales del culpable, a efectos de valorar su capacidad real, presente y futura para satisfacer 

la responsabilidad civil que le correspondiera; las garantías que permitan asegurar la satisfacción 

futura; la estimación del enriquecimiento que el culpable hubiera obtenido por la comisión del delito 

y, en su caso, el daño o entorpecimiento producido al servicio público, así como la naturaleza de los 

daños y perjuicios causados por el delito, el número de perjudicados y su condición. 
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Singularmente, se aplicará esta norma cuando el interno hubiera sido condenado por la comisión de 

alguno de los siguientes delitos: 

a) Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico que hubieran revestido notoria 

gravedad y hubieran perjudicado a una generalidad de personas. 

b) Delitos contra los derechos de los trabajadores. 

c) Delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social. 

d) Delitos contra la Administración pública comprendidos en los capítulos V al IX del título XIX del 

libro II del Código Penal. 

Seis. Del mismo modo, la clasificación o progresión al tercer grado de tratamiento penitenciario de 

personas condenadas por delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del título XXII 

del libro II del Código Penal o cometidos en el seno de organizaciones criminales, requerirá, además 

de los requisitos previstos por el Código Penal y la satisfacción de la responsabilidad civil con sus 

rentas y patrimonio presentes y futuros en los términos del apartado anterior, que muestren signos 

inequívocos de haber abandonado los fines y los medios terroristas, y además hayan colaborado 

activamente con las autoridades, bien para impedir la producción de otros delitos por parte de la 

banda armada, organización o grupo terrorista, bien para atenuar los efectos de su delito, bien para 

la identificación, captura y procesamiento de responsables de delitos terroristas, para obtener 

pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo de las organizaciones o asociaciones a las que 

haya pertenecido o con las que haya colaborado, lo que podrá acreditarse mediante una 

declaración expresa de repudio de sus actividades delictivas y de abandono de la violencia y una 

petición expresa de perdón a las víctimas de su delito, así como por los informes técnicos que 

acrediten que el preso está realmente desvinculado de la organización terrorista y del entorno y 

actividades de asociaciones y colectivos ilegales que la rodean y su colaboración con las 

autoridades. 

TÍTULO IV 

De la asistencia pospenitenciaria 

Artículo setenta y tres 

Uno. El condenado que haya cumplido su pena y el que de algún otro modo haya extinguido su 

responsabilidad penal deben ser plenamente reintegrados en el ejercicio de sus derechos como 

ciudadanos. 

Dos. Los antecedentes no podrán ser en ningún caso motivo de discriminación social o jurídica. 

Artículo setenta y cuatro 

El Ministerio de Justicia, a través de la Comisión de Asistencia Social, organismo dependiente de la 

Dirección General de Instituciones Penitenciarias, cuya estructura y funciones se determinarán en el 

reglamento orgánico de dicho departamento, prestará a los internos, a los liberados condicionales 

o definitivos y a los familiares de unos y otros la asistencia social necesaria. 
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Artículo setenta y cinco 

Uno. El personal asistencial de la Comisión de Asistencia Social estará constituido por funcionarios que 

pasarán a prestar sus servicios en el citado órgano, con exclusión de cualesquiera otras actividades 

que no sean las estrictamente asistenciales. 

Dos. La Comisión de Asistencia Social colaborará de forma permanente con las entidades dedicadas 

especialmente a la asistencia de los internos y al tratamiento de los excarcelados existentes en el 

lugar donde radiquen los establecimientos penitenciarios. 

TÍTULO V 

Del Juez de Vigilancia 

Artículo setenta y seis 

Uno. El Juez de Vigilancia tendrá atribuciones para hacer cumplir la pena impuesta, resolver los 

recursos referentes a las modificaciones que pueda experimentar con arreglo a lo prescrito en las 

Leyes y Reglamentos, salvaguardar los derechos de los internos y corregir los abusos y desviaciones 

que en el cumplimiento de los preceptos del régimen penitenciario puedan producirse. 

Dos. Corresponde especialmente al Juez de Vigilancia: 

a) Adoptar todas la decisiones necesarias para que los pronunciamientos de las resoluciones en 

orden a las penas privativas de libertad se lleven a cabo, asumiendo las funciones que 

corresponderían a los Jueces y Tribunales sentenciadores. 

b) Resolver sobre las propuestas de libertad condicional de los penados y acordar las 

revocaciones que procedan. 

c) Aprobar las propuestas que formulen los establecimientos sobre beneficios penitenciarios que 

puedan suponer acortamiento de la condena. 

d) Aprobar las sanciones de aislamiento en celda de duración superior a catorce días. 

e) Resolver por vía de recurso las reclamaciones que formulen los internos sobre sanciones 

disciplinarias. 

f) Resolver en base a los estudios de los Equipos de Observación y de Tratamiento, y en su caso 

de la Central de Observación, los recursos referentes a la clasificación inicial y a progresiones y 

regresiones de grado. 

g) Acordar lo que proceda sobre las peticiones o quejas que los internos formulen en relación con 

el régimen y el tratamiento penitenciario en cuanto afecte a los derechos fundamentales o a los 

derechos y beneficio penitenciarios de aquéllos. 

h) Realizar las visitas a los establecimientos penitenciarios que prevé la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal, pudiendo el Juez Central de Vigilancia Penitenciaria recabar para el ejercicio de dicha 

función el auxilio judicial de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria del lugar en el que radique el 

establecimiento que ha de ser visitado. 

i) Autorizar los permisos de salida cuya duración sea superior a dos días, excepto de los 

clasificados en tercer grado. 
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j) Conocer del paso a los establecimientos de régimen cerrado de los reclusos a propuesta del 

Director del establecimiento. 

Artículo setenta y siete 

Los Jueces de Vigilancia podrán dirigirse a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, 

formulando propuestas referentes a la organización y desarrollo de los servicios de vigilancia, a la 

ordenación de la convivencia interior en los establecimientos, a la organización y actividades de los 

talleres, escuela, asistencia médica y religiosa, y en general a las actividades regimentales, 

económico-administrativas y de tratamiento penitenciario en sentido estricto. 

Artículo setenta y ocho 

Uno. En lo que respecta a las cuestiones orgánicas referentes a los Jueces de vigilancia y a los 

procedimientos de su actuación, se estará a lo dispuesto en las leyes correspondientes. 

Dos. Los Jueces de Vigilancia tendrán su residencia en el territorio en que radiquen los 

establecimientos penitenciarios sometidos a su jurisdicción. 

TÍTULO VI 

De los funcionarios 

Artículo setenta y nueve 

Corresponde a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias del Ministerio de Justicia la 

dirección, organización e inspección de las instituciones que se regulan en la presente Ley, salvo 

respecto de las Comunidades Autónomas que hayan asumido en sus respectivos Estatutos la 

ejecución de la legislación penitenciaria y consiguiente gestión de la actividad penitenciaria. 

Artículo ochenta 

Uno. Para el desempeño de las funciones que le están encomendadas la Administración 

penitenciaria contará con el personal necesario y debidamente cualificado. 

Dos. Los funcionarios penitenciarios tendrán la condición de funcionarios públicos, con los derechos, 

deberes e incompatibilidades regulados por la legislación general de funcionarios civiles de la 

Administración del Estado. 

En el ejercicio de sus funciones se atenderá al principio de imparcialidad política, de conformidad 

con las normas constitucionales. 

Tres. La selección y, en su caso, el ascenso de los funcionarios penitenciarios se ajustarán a los mismos 

procedimientos establecidos en el Estatuto de la Función Pública. 

Cuatro. Antes de iniciar su actividad, los funcionarios penitenciarios deberán recibir la formación 

específica, tanto teórica como práctica, en el centro oficial adecuado que reglamentariamente se 

determine. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera 

Hasta que se dicten las normas referidas en el artículo setenta y ocho, el Juez de Vigilancia se atendrá 

a los artículos quinientos veintiséis, novecientos ochenta y cinco, novecientos ochenta y siete, 

novecientos noventa y concordantes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Segunda 

En el desarrollo reglamentario de la presente Ley se tendrán en cuenta las previsiones que, con 

relación a la Administración penitenciaria, puedan incluir los Estatutos de Autonomía que adopten 

las distintas nacionalidades y regiones. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera 

Los derechos reconocidos a los internos en esta Ley podrán ser suspendidos parcial y temporalmente 

por acuerdos de los Ministerios de Justicia e Interior en los supuestos de graves alteraciones del orden 

en un centro, que obliguen a la autoridad penitenciaria a requerir la intervención de los Cuerpos de 

Seguridad del Estado. 

Uno. Desde el momento en que intervengan dichas fuerzas asumirá la dirección del establecimiento 

penitenciario en cuanto a custodia, vigilancia y restauración del orden el jefe de las mismas, sin 

perjuicio de continuar la autoridad penitenciaria en la dirección de las actividades de tratamiento, 

procedimiento administrativo en relación con las autoridades judiciales, régimen económico 

administrativo y funciones asistenciales. 

Dos. Independientemente del supuesto considerado en el número anterior, los Ministerios de Justicia 

e Interior podrán acordar, por razones de seguridad pública, que la custodia y la vigilancia interior 

de un establecimiento cerrado o de un departamento especial de éste corresponda a los Cuerpos 

de la Seguridad del Estado. 

Tres. En los supuestos comprendidos en los dos párrafos anteriores se dará cuenta inmediata del 

acuerdo adoptado por los Ministerios de Justicia e Interior a la Comisión de Justicia del Congreso de 

los Diputados a los efectos de que adopte la resolución que reglamentariamente proceda. 

Segunda 

En el plazo máximo de un año el Gobierno aprobará el Reglamento que desarrolle la presente Ley, 

continuando entre tanto en vigor el Reglamento de los Servicios de Prisiones aprobado por Decreto 

de dos de febrero de mil novecientos cincuenta y seis y modificado por Decretos dos mil setecientos 

cinco/mil novecientos sesenta y cuatro, de veintisiete de julio; ciento sesenta y dos/mil novecientos 

sesenta y ocho, de veinticinco de enero; mil trescientos setenta y dos/mil novecientos setenta, de 

treinta de abril; y Real Decreto dos mil doscientos setenta y tres/mil novecientos setenta y siete, de 

veintinueve de julio, en lo que no se oponga a los precepto de la Ley General Penitenciaria. 
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VII. RÉGIMEN ELECTORAL GENERAL 
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§ 68. Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General52 

«BOE» núm. 147, de 20 de junio de1985 

PREÁMBULO 

I. La presente Ley Orgánica del Régimen Electoral General pretende lograr un marco estable para 

que las decisiones políticas en las que se refleja el derecho de sufragio se realicen en plena libertad. 

Este es, sin duda, el objetivo esencial en el que se debe enmarcar toda Ley Electoral de una 

democracia. 

 

 
52 Desde su entrada en vigor la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, ha sido modificada más de una veintena de veces entre 

1987 y 2022, la primera a través de la Ley Orgánica 1/1987, de 2 de abril, para la regulación de las elecciones al Parlamento 

Europeo, y las últimas por Ley Orgánica 2/2018, de 5 de diciembre, para garantizar el derecho de sufragio de todas las 

personas con discapacidad, y Ley Orgánica 12/2022, de 30 de septiembre, para la regulación del ejercicio del voto por los 

españoles que viven en el extranjero, que suprime el polémico sistema de voto rogado introducido por la Ley Orgánica 2/2011, 

de 28 de enero, sin perjuicio de la mínima modificación realizada por Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección 

de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. Por su parte, también ha sido corregida de constitucionalidad 

mediante las STC 149/2000 («Declarar la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad de la expresión `o judicial´ contenida en 

el último inciso del art. 21.2 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, en los términos indicados 

en el párrafo final del fundamento jurídico 3»); STC 12/2008 (se desestimó la cuestión de inconstitucionalidad núm. 4069-2007, 

promovida por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Santa Cruz de Tenerife, y el recurso de 

inconstitucionalidad núm. 5653-2007, interpuesto por más de cincuenta Diputados del Grupo Parlamentario Popular del 

Congreso de los Diputados, contra el artículo 44 bis y concordantes de la LOREG en su redacción dada por la Ley Orgánica 

3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres); STC 153/2014 (se desestimó el recurso de 

inconstitucionalidad núm. 2398-2011, promovido por el Gobierno de Canarias contra el artículo único, apartados uno, 

veintiocho y cincuenta y cinco de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero, por la que se modifica la Ley Orgánica 5/1985, de 

19 de junio); STC 151/2017 («Declarar, con el alcance establecido en el fundamento jurídico 8, la inconstitucionalidad y nulidad 

del párrafo tercero del artículo 197.1 a) de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de régimen electoral general, en la 

redacción dada por la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero»); STC 76/2019 («Estimar el presente recurso de 

inconstitucionalidad y, en consecuencia, declarar contrario a la Constitución y nulo el apartado 1 del artículo 58 bis de la Ley 

Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del régimen electoral general, incorporado a esta por la disposición final tercera, apartado 

dos, de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales»); 

STC 14/2021 (se desestimó la cuestión de inconstitucionalidad núm. 1478-2020, promovida por el Tribunal Supremo, respecto 

del artículo 153.1 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del régimen electoral general (LOREG), en relación con los 

artículos 53 y 50.4 LOREG y los artículos 34 y 39 de la Ley 14/1966, de 18 de marzo, de prensa e imprenta); y STC 126/2021 

(«Desestimar la cuestión de inconstitucionalidad núm. 5246-2020 y declarar que el art. 137 LOREG no es inconstitucional 

interpretado en los términos del fundamento jurídico 7 b»). La LOREG presenta un significativo desarrollo a través del Real 

Decreto 605/1999, de 16 de abril, de regulación complementaria de los procesos electorales (los once anexos han sido 

modificados por sucesivas Órdenes del Ministerio del Interior). Véanse también el Real Decreto 1621/2007, de 7 de diciembre, 

por el que se regula un procedimiento de votación para los ciudadanos españoles que se encuentran temporalmente en el 

extranjero, el Real Decreto 1612/2007, de 7 de diciembre, por el que se regula un procedimiento de voto accesible que facilita 

a las personas con discapacidad visual el ejercicio del derecho de sufragio, y el Real Decreto 422/2011, de 25 de marzo, por 

el que se aprueba el Reglamento sobre las condiciones básicas para la participación de las personas con discapacidad en 

la vida política y en los procesos electorales. Igualmente, el Real Decreto 1799/2003, de 26 de diciembre, por el que se regula 

el contenido de las listas electorales y de las copias del censo electoral, la Orden INT/646/2003, de 14 de marzo, por la que se 

dictan instrucciones para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 41.6 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 

régimen electoral general, la Orden INT/212/2023, de 1 de marzo, de regulación de la dieta de los miembros de las mesas 

electorales, y la Orden PCM/163/2021, de 22 de febrero, por el que se regula el ejercicio del derecho al sufragio activo, 

mediante el voto por correo en los procesos electorales, del personal de la Guardia Civil en situaciones excepcionales 

vinculadas a la Seguridad Nacional. Adscrito al Comité Superior para la Seguridad de la Información del Ministerio del Interior, 

dependiente de la CMAD, se encuentra el Subcomité de Seguridad de la Información para la Difusión Provisional en Procesos 

Electorales, presidido por la Subsecretaria del Interior (artículo 22 de la Orden INT/424/2019, de 10 de abril). Téngase en cuenta, 

por último, que todas las Comunidades Autónomas, excepto Cataluña, han aprobado leyes propias en materia electoral. 
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Nos encontramos ante el desarrollo de una de las normas fundamentales de un Estado democrático, 

en tanto que solo nos podemos afirmar en democracia cuando el pueblo puede libremente constituir 

la decisión mayoritaria de los asuntos de Gobierno. 

La Constitución española se inscribe, de forma inequívoca, entre las constituciones democráticas 

más avanzadas del mundo occidental, y por ello establece las bases de un mecanismo que hace 

posible, dentro de la plena garantía del resto de las libertades políticas, la alternancia en el poder 

de las distintas opciones derivadas del pluralismo político de nuestra sociedad. 

Estos principios tienen su plasmación en una norma como la presente que articula el procedimiento 

de emanación de la voluntad mayoritaria del pueblo en las diversas instancias representativas en las 

que se articula el Estado español. 

En este sentido, el artículo 81 de la Constitución establece la necesidad de que las Cortes Generales 

aprueben, con carácter de orgánica, una Ley que regule el régimen electoral general. 

Ello plantea, de un lado, la necesidad de dotar de un tratamiento unificado y global al variado 

conjunto de materias comprendidas bajo el epígrafe constitucional «Ley Electoral General» así como 

regular las especificidades de cada uno de los procesos electorales en el ámbito de las 

competencias del Estado. 

Todo este orden de cuestiones requiere, en primer término, aprobar la normativa que sustituya al 

vigente Real Decreto-ley de 1977, que ha cubierto adecuadamente una primera etapa de la 

transición democrática de nuestro país. No obstante, esta sustitución no es en modo alguno radical, 

debido a que el propio texto constitucional acogió los elementos esenciales del sistema electoral 

contenidos en el Real Decreto-ley. 

En segundo lugar, la presente Ley Orgánica recoge normativa electoral sectorial ya aprobada por 

las Cámaras, así en lo relativo al régimen de elecciones locales se sigue en lo fundamental el régimen 

vigente regulado en la Ley 39/1978, y modificado por la Ley 6/1983 en la presente legislatura. De la 

misma forma las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de Diputados y Senadores que 

introduce la Ley son las ya previstas en el proyecto de Ley Orgánica de incompatibilidades de 

Diputados y Senadores, sobre el que las Cámaras tuvieron ocasión de pronunciarse durante la 

presente legislatura. 

Por último, el nuevo texto electoral aborda este planteamiento conjunto desde la experiencia de un 

proceso democrático en marcha desde 1977, aportando las mejoras técnicas que sean necesarias 

para cubrir los vacíos que se han revelado con el asentamiento de nuestras instituciones 

representativas. 

II. La Ley parte, por lo tanto, de esta doble filosofía; pretende cumplir un imperativo constitucional 

inaplazable, y lo pretende hacer desde la globalidad que la propia Constitución impone. 

La Ley Orgánica del Régimen Electoral General está estructurada precisamente para el 

cumplimiento de ambos fines. En ella se plantea una división fundamental entre disposiciones 

generales para toda elección por sufragio universal directo y de aplicación en todo proceso 

electoral y normas que se refieren a los diferentes tipos de elecciones políticas y son una modulación 

de los principios generales a las peculiaridades propias de los procesos electorales que el Estado 

debe regular. 

La Constitución impone al Estado, por una parte, el desarrollo del artículo 23, que afecta a uno de 

los derechos fundamentales en la realización de un Estado de Derecho: la regulación del sufragio 

activo y pasivo para todos los ciudadanos; pero, además, el artículo 81 de la Constitución, al imponer 

una Ley Orgánica del Régimen Electoral General, amplia el campo de actuación que debe cubrir el 
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Estado, esto es, hace necesaria su actividad más allá de lo que es mera garantía del derecho de 

sufragio, ya que, como ha declarado el Tribunal Constitucional, bajo ese epígrafe hay que entender 

lo que es primario y nuclear en el régimen electoral. 

Además, el Estado tiene la competencia exclusiva, según el artículo 149.1.1 de la Constitución, para 

regular las condiciones básicas que garantizan la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de 

los derechos constitucionales, derechos entre los que figura el de sufragio comprendido en el artículo 

23 de la Constitución. 

La filosofía de la Ley parte del más escrupuloso respeto a las competencias autonómicas, diseñando 

un sistema que permita no solo su desarrollo, sino incluso su modificación o sustitución en muchos de 

sus extremos por la actividad legislativa de las Comunidades Autónomas. 

El Título preliminar con el que se abre este texto normativo delimita su ámbito, en aplicación de la 

filosofía ya expuesta. 

El Título I abarca, bajo el epígrafe «Disposiciones comunes para las elecciones por sufragio universal 

directo» un conjunto de capítulos que se refieren en primer lugar al desarrollo directo del artículo 23 

de la Constitución, como son los capítulos primero y segundo que regulan el derecho de sufragio 

activo y pasivo. En segundo término, regula materias que son contenido primario del régimen 

electoral, como algunos aspectos de procedimiento electoral. Finalmente, se refiere a los delitos 

electorales. La regulación contenida en este Título es, sin duda, el núcleo central de la Ley, punto de 

referencia del resto de su contenido y presupuesto de la actuación legislativa de las Comunidades 

Autónomas. 

Las novedades que se pueden destacar en este Título son entre otras el sistema del censo electoral, 

la ordenación de los gastos y subvenciones electorales y su procedimiento de control y las garantías 

judiciales para hacer eficaz el ejercicio del derecho de sufragio activo y pasivo. 

El Título II contiene las disposiciones especiales para la elección de Diputados y Senadores. En él se 

recogen escrupulosamente los principios consagrados en la Constitución: la circunscripción electoral 

Provincial y su representación mínima inicial, el sistema de representación proporcional y el sistema 

de inelegibilidades e incompatibilidades de los miembros del Congreso de los Diputados y del 

Senado. 

Sobre estas premisas constitucionales, recogidas también en el decreto-Ley de 1977, la Ley trata de 

introducir mejoras técnicas y correcciones que redunden en un mejor funcionamiento del sistema en 

su conjunto. 

El Título III regula las disposiciones especiales para las elecciones municipales. En él se han recogido 

el contenido de la Ley 39/1978 y las modificaciones aportadas por la Ley 6/1983, aunque se han 

introducido algunos elementos nuevos como el que se refiere a la posibilidad y el procedimiento de 

la destitución de los Alcaldes por los Concejales, posibilidad ya consagrada por la jurisprudencia del 

Tribunal Constitucional. 

Los Títulos IV y V se refieren a la elección de los Cabildos Insulares canarios y de las Diputaciones 

Provinciales, y en ellos se ha mantenido el sistema vigente. 

III. Un sistema electoral en un Estado democrático debe garantizar, como elemento nuclear del 

mismo, la libre expresión de la soberanía popular y  

esta libertad genérica se rodea hoy día de otro conjunto de libertades, como la libertad de expresión, 

de información, de reunión, de asociación, etcétera. Por ello, el efecto inmediato de esta Ley no 

puede ser otro que el de reforzar las libertades antes descritas, impidiendo que aquellos obstáculos 
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que puedan derivarse de la estructura de una sociedad, transciendan al momento máximo de 

ejercicio de la libertad política. 

El marco de la libertad en el acceso a la participación política diseñado en esta Ley es un hito 

irrenunciable de nuestra historia y el signo más evidente de nuestra convivencia democrática. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Artículo primero 

1. La presente Ley Orgánica es de aplicación: 

a) A las elecciones de Diputados y Senadores a Cortes Generales sin perjuicio de lo dispuesto en 

los Estatutos de Autonomía para la designación de los Senadores previstos en el artículo 69.5 de la 

Constitución. 

b) A las elecciones de los miembros de las Corporaciones Locales. 

c) A las elecciones de los Diputados del Parlamento Europeo. 

2. Asimismo, en los términos que establece la Disposición Adicional Primera de la presente Ley, es de 

aplicación a las elecciones a las asambleas de las Comunidades Autónomas, y tiene carácter 

supletorio de la legislación autonómica en la materia. 

TÍTULO PRIMERO 

Disposiciones comunes para las elecciones por sufragio universal directo 

CAPÍTULO PRIMERO 

Derecho de sufragio activo 

Artículo segundo 

1. El derecho de sufragio corresponde a los españoles mayores de edad que no estén comprendidos 

en ninguno de los supuestos previstos en el artículo siguiente. 

2. Para su ejercicio es indispensable la inscripción en el censo electoral vigente. 

3. En el caso de elecciones municipales, incluidas las elecciones a Cabildos, a Consejos Insulares, al 

Consejo General del Valle de Arán y a Juntas Generales es indispensable para su ejercicio figurar 

inscrito en el Censo de Españoles Residentes en España. 

Artículo tercero 

1. Carecen de derecho de sufragio: 

a) Los condenados por sentencia judicial firme a la pena principal o accesoria de privación del 

derecho de sufragio durante el tiempo de su cumplimiento. 

b) (Suprimida). 
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c) (Suprimida). 

2. Toda persona podrá ejercer su derecho de sufragio activo, consciente, libre y voluntariamente, 

cualquiera que sea su forma de comunicarlo y con los medios de apoyo que requiera. 

Artículo cuarto 

1. El derecho de sufragio se ejerce personalmente en la sección en la que el elector se halle inscrito 

según el censo y en la Mesa Electoral que le corresponda, sin perjuicio de las disposiciones sobre el 

voto por correspondencia y el voto de los interventores. 

2. Nadie puede votar más de una vez en las mismas elecciones. 

Artículo quinto 

Nadie puede ser obligado o coaccionado bajo ningún pretexto en el ejercicio de su derecho de 

sufragio, ni a revelar su voto. 

CAPÍTULO II 

Derecho de sufragio pasivo 

Artículo sexto 

1. Son elegibles los españoles mayores de edad, que poseyendo la cualidad de elector, no se 

encuentren incursos en alguna de las siguientes causas de inelegibilidad: 

a) Los miembros de la Familia Real Española incluidos en el Registro Civil que regula el Real 

Decreto 2917/1981, de 27 de noviembre, así como sus cónyuges. 

b) Los Presidentes del Tribunal Constitucional, del Tribunal Supremo, del Consejo de Estado, del 

Tribunal de Cuentas, y del Consejo a que hace referencia el artículo 131.2 de la Constitución. 

c) Los Magistrados del Tribunal Constitucional, los Vocales del Consejo General del Poder Judicial, 

los Consejeros Permanentes del Consejo de Estado y los Consejeros del Tribunal de Cuentas. 

d) El Defensor del Pueblo y sus Adjuntos. 

e) El Fiscal General del Estado. 

f) Los Subsecretarios, Secretarios generales, Directores generales de los Departamentos 

Ministeriales y los equiparados a ellos; en particular los Directores de los Departamentos del Gabinete 

de la Presidencia de Gobierno y los Directores de los Gabinetes de los Ministros y de los Secretarios 

de Estado. 

g) Los Jefes de Misión acreditados, con carácter de residentes, ante un Estado extranjero u 

organismo internacional. 

h) Los Magistrados, Jueces y Fiscales que se hallen en situación de activo. 
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i) Los militares profesionales y de complemento y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

y Policía, en activo. 

j) Los Presidentes, Vocales y Secretarios de las Juntas Electorales. 

k) Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y los Subdelegados del Gobierno 

y las autoridades similares con distinta competencia territorial. 

l) El Presidente de la Corporación de Radio Televisión Española y las sociedades que la integran. 

m) Los Presidentes, Directores y cargos asimilados de las entidades estatales autónomas con 

competencia en todo el territorio nacional, así como los Delegados del Gobierno en las mismas. 

n) Los Presidentes y Directores generales de las Entidades Gestoras de la Seguridad Social con 

competencia en todo el territorio nacional. 

ñ) El Director de la Oficina del Censo Electoral. 

o) El Gobernador y Subgobernador del Banco de España y los Presidentes y Directores del Instituto 

de Crédito Oficial y de las demás Entidades oficiales de crédito. 

p) El Presidente, los Consejeros y el Secretario general del Consejo General de Seguridad Nuclear. 

2. Son inelegibles: 

a) Los condenados por sentencia firme, a pena privativa de libertad, en el período que dure la 

pena. 

b) Los condenados por sentencia, aunque no sea firme, por delitos de rebelión, de terrorismo, 

contra la Administración Pública o contra las Instituciones del Estado cuando la misma haya 

establecido la pena de inhabilitación para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo o la de 

inhabilitación absoluta o especial o de suspensión para empleo o cargo público en los términos 

previstos en la legislación penal. 

3. Durante su mandato no serán elegibles por las circunscripciones electorales comprendidas en todo 

o en parte en el ámbito territorial de su jurisdicción: 

a) Quien ejerza la función de mayor nivel de cada Ministerio en las distintas demarcaciones 

territoriales de ámbito inferior al estatal. 

b) Los Presidentes, Directores y cargos asimilados de Entidades Autónomas de competencia 

territorial limitada, así como los Delegados del Gobierno en las mismas. 

c) Los Delegados territoriales de RTVE y los Directores de las Entidades de Radiotelevisión 

dependientes de las Comunidades Autónomas. 

d) Los Presidentes y Directores de los órganos periféricos de las Entidades Gestoras de la Seguridad 

Social. 

e) Los Secretarios generales de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno. 

f) Los Delegados provinciales de la Oficina del Censo Electoral. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1203 

4. Las causas de inelegibilidad lo son también de incompatibilidad. Las causas de incompatibilidad 

se regirán por lo dispuesto para cada tipo de proceso electoral. 

En todo caso serán incompatibles las personas electas en candidaturas presentadas por partidos o 

por federaciones o coaliciones de partidos declarados ilegales con posterioridad por sentencia 

judicial firme, así como los electos en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores 

declaradas vinculadas a un partido ilegalizado por resolución judicial firme. La incompatibilidad 

surtirá efecto en el plazo de quince días naturales, desde que la Administración Electoral permanente 

comunique al interesado la causa de incompatibilidad, salvo que éste formule, voluntariamente, 

ante dicha Administración una declaración expresa e indubitada de separación y rechazo respecto 

de las causas determinantes de la declaración de ilegalidad del partido político o del partido 

integrante de la federación o coalición en cuya candidatura hubiese resultado electo; o, en su caso, 

del partido al que se hubiera declarado vinculada la agrupación de electores en cuya candidatura 

hubiere resultado electo. 

Si durante el ejercicio del mandato al que haya accedido tras haber explicitado dicha declaración, 

la persona electa se retractase, por cualquier medio, de la misma o mostrara contradicción, a través 

de hechos, omisiones o manifestaciones, respecto de su contenido, quedará definitivamente incursa 

en la causa de incompatibilidad regulada en este apartado. La incompatibilidad surtirá efecto a 

partir de la notificación realizada al efecto por la Administración Electoral permanente, por sí o a 

instancia del Gobierno a través de la Abogacía del Estado o del Ministerio Fiscal. 

En los supuestos previstos en los dos párrafos anteriores, el afectado y, en su caso, el Gobierno a través 

de la Abogacía del Estado y el Ministerio Fiscal podrán interponer recurso ante la Sala especial del 

Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los plazos 

previstos en el artículo 49 de la presente ley. 

El mismo régimen de incompatibilidad se aplicará a los integrantes de la candidatura de la formación 

política declarada ilegal que sean llamados a cubrir el escaño vacante, incluidos los suplentes. 

Artículo séptimo 

1. La calificación de inelegible procederá respecto de quienes incurran en alguna de las causas 

mencionadas en el artículo anterior, el mismo día de la presentación de su candidatura, o en 

cualquier momento posterior hasta la celebración de las elecciones. 

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo primero del artículo anterior, los que aspiren a ser 

proclamados candidatos y no figuren incluidos en las listas del censo electoral, podrán serlo, siempre 

que con la solicitud acrediten de modo fehaciente que reúnen todas las condiciones exigidas para 

ello. 

3. Los Magistrados, Jueces y Fiscales, así como los militares profesionales y de complemento y 

miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policías, en activo, que deseen presentarse a las 

elecciones, deberán solicitar el pase a la situación administrativa que corresponda. 

4. Los Magistrados, Jueces y Fiscales, miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policías en 

activo tendrán derecho, en todo caso, a reserva de puesto o plaza y de destino, en las condiciones 

que determinen las normas específicas de aplicación. De ser elegidos, la situación administrativa que 

les corresponda podrá mantenerse, a voluntad de los interesados, una vez terminado su mandato, 

hasta la Constitución de la nueva Asamblea parlamentaria o Corporación Local. 
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CAPÍTULO III 

Administración electoral 

Sección I. Juntas electorales 

Artículo octavo 

1. La Administración electoral tiene por finalidad garantizar en los términos de la presente Ley la 

transparencia y objetividad del proceso electoral y del principio de igualdad. 

2. Integran la Administración Electoral las Juntas Electorales, Central, Provincial, de Zona y, en su caso, 

de Comunidad Autónoma, así como las Mesas Electorales. 

3. La Junta Electoral Central tiene su sede en Madrid, las Provinciales en las capitales de provincia, y 

las de Zona en las localidades cabeza de los partidos judiciales aludidos en el apartado 6. 

4. Las Juntas de Zona de Ceuta y Melilla acumulan en sus respectivos distritos las funciones 

correspondientes a las Juntas Electorales Provinciales. 

5. Las Juntas celebran sus sesiones en sus propios locales y, en su defecto, en aquellos donde ejercen 

sus cargos los respectivos Secretarios. 

6. A los efectos de la presente Ley los partidos judiciales coinciden con los de las Elecciones Locales 

de 1979. 

Artículo noveno 

1. La Junta Electoral Central es un órgano permanente y está compuesta por: 

a) Ocho Vocales Magistrados del Tribunal Supremo, designados mediante insaculación por el 

Consejo General del Poder Judicial. 

b) Cinco Vocales Catedráticos de Derecho o de Ciencias Políticas y de Sociología, en activo, 

designados a propuesta conjunta de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de 

electores con representación en el Congreso de los Diputados. 

2. Las designaciones a que se refiere el número anterior deben realizarse en los noventa días 

siguientes a la sesión constitutiva del Congreso de los Diputados. Cuando la propuesta de las 

personas previstas en el apartado 1.b) no tenga lugar en dicho plazo, la Mesa del Congreso de los 

Diputados, oídos los grupos políticos presentes en la Cámara, procede a su designación, en 

consideración a la representación existente en la misma. 

3. Los Vocales designados serán nombrados por Real Decreto y continuarán en su mandato hasta la 

toma de posesión de la nueva Junta Electoral Central, al inicio de la siguiente legislatura. 

4. Los Vocales eligen, de entre los de origen judicial, al Presidente y Vicepresidente de la Junta en la 

sesión constitutiva que se celebrará a convocatoria del Secretario. 

5. El Presidente de la Junta Electoral Central estará exclusivamente dedicado a las funciones propias 

de la Junta Electoral desde la convocatoria de un proceso electoral hasta la proclamación de 

electos y, en su caso, hasta la ejecución de las sentencias de los procedimientos, contenciosos, 

incluido el recurso de amparo previsto en el artículo 114.2 de la presente Ley, a los que haya dado 
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lugar el proceso electoral. A estos efectos, el Consejo General del Poder Judicial proveerá las 

medidas oportunas. 

6. El Secretario de la Junta Electoral Central es el Secretario general del Congreso de los Diputados. 

Artículo diez 

1. La Junta Electoral Provincial está compuesta por: 

a) Tres Vocales, Magistrados de la Audiencia Provincial correspondiente, designados mediante 

insaculación por el Consejo General del Poder Judicial. Cuando no hubiere en la Audiencia de que 

se trate el número de Magistrados suficiente se designará a titulares de órganos jurisdiccionales 

unipersonales de la capital de la Provincia. 

b) Dos Vocales nombrados por la Junta Electoral Central entre Catedráticos y Profesores Titulares 

de Derecho o de Ciencias Políticas y de Sociología o juristas de reconocido prestigio residentes en 

la provincia. La designación de estos Vocales tendrá lugar una vez proclamadas las candidaturas. 

A este fin, los representantes de las candidaturas presentadas en el distrito propondrán 

conjuntamente las personas que hayan de desempeñar estos cargos. Si dicha propuesta no tiene 

lugar antes del comienzo de la campaña electoral, la Junta Electoral Central procede a su 

nombramiento. 

2. Los Vocales mencionados en el apartado 1.a) de este artículo elegirán de entre ellos al Presidente 

de la Junta. 

3. Los Presidentes de las Juntas Electorales Provinciales estarán exclusivamente dedicados a las 

funciones propias de sus respectivas Juntas Electorales desde la convocatoria de un proceso 

electoral hasta la proclamación de electos y, en su caso, hasta la ejecución de las sentencias de los 

procedimientos contenciosos incluido el recurso de amparo previsto en el artículo 114.2 de la 

presente Ley, a los que haya dado lugar el proceso electoral en sus correspondientes 

circunscripciones, entendiéndose prorrogado, sí a ello hubiere lugar, el plazo previsto, en el artículo 

15.2 de esta Ley. A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial proveerá las medidas 

oportunas. 

4. El Secretario de la Junta Provincial es el Secretario de la Audiencia respectiva, y si hubiere varios el 

más antiguo. 

Artículo once 

1. La Junta Electoral de Zona está compuesta por: 

a) Tres Vocales, Jueces de Primera Instancia o Instrucción designados mediante insaculación por 

la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia respectivo. Cuando no hubiere en el partido de 

que se trate el número suficiente de Jueces, se designará por insaculación a Jueces de Paz del 

mismo partido judicial. 

b) Dos Vocales designados por la Junta Electoral Provincial, entre Licenciados en Derecho o en 

Ciencias Políticas y en Sociología, residentes en el partido judicial. La designación de estos vocales 

tendrá lugar una vez proclamadas las candidaturas. A este fin, los representantes de las 

candidaturas presentadas en el distrito electoral correspondiente propondrán conjuntamente las 

personas que hayan de desempeñar estos cargos. Cuando la propuesta no tenga lugar antes del 

comienzo de la campaña electoral, la Junta Electoral Provincial procede a su nombramiento. 
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2. Los Vocales mencionados en el apartado 1.a) de este artículo eligen de entre ellos al Presidente 

de la Junta Electoral de Zona. 

3. El Secretario de la Junta Electoral de Zona es el Secretario del Juzgado de Primera Instancia 

correspondiente y, si hubiera varios, el del Juzgado Decano. 

4. Los Secretarios de los Ayuntamientos son Delegados de las Juntas Electorales de Zona y actúan 

bajo la estricta dependencia de las mismas. 

Artículo doce 

1. El Director de la Oficina del Censo Electoral y sus Delegados Provinciales participan con voz y sin 

voto en la Junta Central y en las Provinciales, respectivamente. 

2. Los Secretarios de las Juntas Electorales participan con voz y sin voto en sus deliberaciones. 

Custodian en las Oficinas donde desempeñan sus cargos la documentación de toda clase 

correspondiente a las Juntas. 

Artículo trece 

1. Las Cortes Generales ponen a disposición de la Junta Electoral Central los medios personales y 

materiales necesarios para el ejercicio de sus funciones. 

2. La misma obligación compete al Gobierno y a los Ayuntamientos en relación con las Juntas 

Electorales Provinciales y de Zona y, subsidiariamente, a las Audiencias Provinciales y a los órganos 

judiciales de ámbito territorial inferior. En el caso de elecciones a Asamblea Legislativa de 

Comunidad Autónoma las referidas obligaciones serán también competencia del Consejo de 

Gobierno de la Comunidad Autónoma. 

Artículo catorce 

1. Las Juntas Electorales Provinciales y de Zona se constituyen inicialmente con los Vocales judiciales 

en el tercer día siguiente a la convocatoria de elecciones. 

2. Si alguno de los designados para formar parte de estas Juntas pretendiese concurrir a las 

elecciones lo comunicará al respectivo Secretario en el momento de la constitución inicial a efectos 

de su sustitución, que se producirá en el plazo máximo de cuatro días. 

3. Efectuadas, en su caso, las sustituciones a que se refiere el número anterior, se procede a la 

elección de Presidente. Los Presidentes de las Juntas Provinciales y de Zona harán insertar en el 

«Boletín Oficial» de la respectiva provincia del día siguiente la relación de sus miembros. 

4. La convocatoria de las sesiones constitutivas de estas Juntas se hace por sus Secretarios. A tal 

efecto, el Consejo General del Poder Judicial y, en su caso, el Presidente de la Audiencia, notifica a 

cada uno de aquéllos la relación de los miembros de las Juntas respectivas. 

Artículo quince 

1. En el supuesto de que se convoquen simultáneamente varias elecciones, las Juntas Provinciales y 

de Zona que se constituyan serán administración competente para todas ellas. 
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2. El mandato de las Juntas Provinciales y de Zona concluye cien días después de las elecciones. 

3. Si durante su mandato se convocasen otras elecciones, la competencia de las Juntas se entenderá 

prorrogada hasta cien días después de la celebración de aquéllas. 

Artículo dieciséis 

1. Los miembros de las Juntas Electorales son inamovibles. 

2. Sólo podrán ser suspendidos por delitos o faltas electorales, previo expediente abierto por la Junta 

Superior mediante el acuerdo de la mayoría absoluta de sus componentes, sin perjuicio del 

procedimiento judicial correspondiente. 

3. En las mismas condiciones la Junta Central es competente para acordar la suspensión de sus 

propios miembros. 

Artículo diecisiete 

En los supuestos previstos en los artículos 14 y 16, así como en el caso de renuncia justificada y 

aceptada por el Presidente correspondiente, se procede a la sustitución de los miembros de las 

Juntas conforme a las siguientes reglas: 

a) Los Vocales y los Presidentes son sustituidos por los mismos procedimientos previstos para su 

designación. 

b) El Secretario general del Congreso de los Diputados es sustituido por el Letrado Mayor del 

Senado y, en su caso, por el Letrado de las Cortes Generales más antiguo. 

c) Los Secretarios de las Juntas Provinciales y de Zona son sustituidos atendiendo al criterio de 

antigüedad. 

Artículo dieciocho 

1. Las sesiones de las Juntas Electorales son convocadas por sus respectivos Presidentes de oficio o a 

petición de dos Vocales. El Secretario sustituye al Presidente en el ejercicio de dicha competencia 

cuando éste no pueda actuar por causa justificada. 

2. Para que cualquier reunión se celebre válidamente es indispensable que concurran, al menos, tres 

de los miembros de las Juntas Provinciales y de Zona. En el caso de la Junta Electoral Central se 

requiere la presencia de siete de sus miembros. 

3. Todas las citaciones se hacen por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción, 

de la fecha, del orden del día y demás circunstancias de la sesión a que se cita. La asistencia a las 

sesiones es obligatoria para los miembros de la Junta debidamente convocados, quienes incurren 

en responsabilidad si dejan de asistir sin haberse excusado y justificado oportunamente. 

4. No obstante lo dispuesto en los números anteriores, la Junta se entiende convocada y queda 

válidamente constituida para tratar cualquier asunto, siempre que estén presentes todos los 

miembros y acepten por unanimidad su celebración. 
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5. Los acuerdos se adoptan por mayoría de votos de los miembros presentes, siendo de calidad el 

voto del Presidente. 

6. Las Juntas Electorales deberán proceder a publicar sus resoluciones o el contenido de las consultas 

evacuadas, por orden de su Presidente, cuando el carácter general de las mismas lo haga 

conveniente. 

La publicidad se hará en el «Boletín Oficial del Estado», en el caso de la Junta Electoral Central, y en 

el «Boletín Oficial», en los demás. 

Artículo diecinueve 

1. Además de las competencias expresamente mencionadas en esta Ley, corresponde a la Junta 

Electoral Central: 

a) Dirigir y supervisar la actuación de la Oficina del Censo Electoral. 

b) Informar los proyectos de disposiciones que en lo relacionado con el censo electoral se dicten 

en desarrollo y aplicación de la presente Ley. 

c) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas Electorales Provinciales y, en su 

caso, de Comunidad Autónoma, en cualquier materia electoral. 

d) Resolver con carácter vinculante las consultas que le eleven las Juntas Provinciales y, en su 

caso, las de Comunidad Autónoma. 

e) Revocar de oficio en cualquier tiempo o, a instancia de parte interesada dentro de los plazos 

previstos en el artículo 21 de esta Ley, las decisiones de las Juntas Electorales Provinciales y, en su 

caso, de Comunidad Autónoma, cuando se opongan a la interpretación de la normativa electoral 

realizada por la Junta Electoral Central. 

f) Unificar los criterios Interpretativos de las Juntas Electorales, Provinciales y, en su caso, de 

Comunidad Autónoma en la aplicación de la normativa electoral. 

g) Aprobar a propuesta de la Administración del Estado o de las Administraciones de las 

Comunidades Autónomas los modelos de actas de constitución de Mesas electorales, de escrutinio, 

de sesión, de escrutinio general y de proclamación de electos. Tales modelos deberán permitir la 

expedición instantánea de copias de las actas, mediante documentos autocopiativos u otros 

procedimientos análogos. 

h) Resolver las quejas, reclamaciones y recursos que se le dirijan de acuerdo con la presente Ley 

o con cualquier otra disposición que le atribuya esa competencia. 

i) Velar por el cumplimiento de las normas relativas a las cuentas y a los gastos electorales por 

parte de las candidaturas durante el período comprendido entre la convocatoria y el centésimo día 

posterior al de celebración de las elecciones. 

j) Ejercer potestad disciplinaria sobre todas las personas que intervengan con carácter oficial en 

las operaciones electorales. 

k) Corregir las infracciones que se produzcan en el proceso electoral siempre que no sean 

constitutivas de delito e imponer multas hasta la cuantía máxima prevista en esta Ley. 
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l) Expedir las credenciales a los Diputados, Senadores, Concejales, Diputados Provinciales y 

Consejeros Insulares en caso de vacante por fallecimiento, incapacidad o renuncia, una vez 

finalizado el mandato de las Juntas Electorales Provinciales y de Zona. 

2. Además de las competencias expresamente mencionadas en esta Ley, corresponderán, dentro 

de su ámbito territorial, a las Juntas Provinciales y de Zona las atribuidas a la Junta Electoral Central 

por los párrafos h), j) y k) del apartado anterior. La competencia en materia de imposición de multas 

se entenderá limitada a la cuantía máxima de 1.200 euros para las Juntas Provinciales y de 600 euros 

para las de Zona. 

3. Las Juntas Electorales Provinciales, atendiendo siempre al superior criterio de la Junta Electoral 

Central, podrán, además: 

a) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas electorales de Zona en cualquier 

materia electoral. 

b) Resolver de forma vinculante las consultas que le eleven las Juntas Electorales de Zona. 

c) Revocar de oficio en cualquier tiempo o, a instancia de parte interesada, dentro de los plazos 

previstos en el artículo 21 de esta Ley, las decisiones de las Juntas Electorales de Zona cuando se 

opongan a la interpretación realizada por la Junta Electoral Provincial. 

d) Unificar los criterios interpretativos de las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia 

electoral. 

4. La Junta Electoral de Zona garantizará la existencia en cada Mesa electoral de los medios a que 

se refiere el artículo 81 de esta Ley. 

5. En caso de impago de las multas a que se refiere el presente artículo, la Junta Electoral 

correspondiente remitirá al órgano competente del Ministerio de Economía y Hacienda certificación 

del descubierto para exacción de la multa por la vía de apremio. 

Artículo veinte 

Los electores deberán formular las consultas a la Junta Electoral de Zona que corresponda a su lugar 

de residencia. 

Los partidos políticos, asociaciones, coaliciones o federaciones y agrupaciones de electores, podrán 

elevar consultas a la Junta Electoral Central cuando se trate de cuestiones de carácter general que 

puedan afectar a más de una Junta Electoral Provincial. En los demás casos, se elevarán las consultas 

a la Junta Electoral Provincial o a la Junta Electoral de Zona correspondiente, siempre que a su 

respectiva jurisdicción corresponda el ámbito de competencia del consultante. 

Las Autoridades y Corporaciones públicas podrán consultar directamente a la Junta a cuya 

jurisdicción corresponda el ámbito de competencia del consultante. 

Las consultas se formularán por escrito y se resolverán por la Junta a la que se dirijan, salvo que ésta, 

por la importancia de las mismas, según su criterio, o por estimar conveniente que se resuelva con un 

criterio de carácter general, decida elevarlo a una Junta Superior. 

Cuando la urgencia de la consulta no permita proceder a la convocatoria de la Junta y en todos los 

casos en que existan resoluciones anteriores y concordantes de la propia Junta o de Junta Superior, 
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los Presidentes podrán, bajo su responsabilidad, dar una respuesta provisional, sin perjuicio de su 

ratificación o modificación en la primera sesión que celebre la Junta. 

Artículo veintiuno 

1. Fuera de los casos en que esta Ley prevea un procedimiento específico de revisión judicial, los 

acuerdos de las Juntas Provinciales de Zona y, en su caso, de Comunidad Autónoma, son recurribles 

ante la Junta de superior categoría, que debe resolver durante los períodos electorales en el plazo 

de cinco días y, fuera de ellos, en el de diez días, en ambos casos a contar desde la interposición 

del recurso. 

2. La interposición tendrá lugar dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación del 

acuerdo y ante la Junta que lo hubiera dictado, la cual, con su informe, ha de remitir el expediente 

en el plazo de cuarenta y ocho horas a la Junta que deba resolver. Contra la resolución de esta 

última no cabe recurso administrativo o judicial alguno. 

Artículo veintidós 

1. Las Cortes Generales fijan las dietas y gratificaciones correspondientes a los miembros de la Junta 

Electoral Central y al personal puesto a su servicio. 

2. Las dietas y las gratificaciones correspondientes a los miembros de las restantes Juntas Electorales 

y personal a su servicio se fijan por el Gobierno. No obstante, en el caso de elecciones a Asamblea 

Legislativa de Comunidad Autónoma las indicadas compensaciones se fijan por el Consejo de 

Gobierno correspondiente, tanto en relación a la Junta Electoral de Comunidad Autónoma como a 

las de ámbito inferior. 

3. La percepción de dichas retribuciones es en todo caso compatible con la de sus haberes. 

4. El control financiero de dichas percepciones se realizará con arreglo a la legislación vigente. 

Sección II. Las Mesas y Secciones Electorales 

Artículo veintitrés 

1. Las circunscripciones están divididas en Secciones Electorales. 

2. Cada Sección incluye un máximo de dos mil electores y un mínimo de quinientos. Cada término 

municipal cuenta al menos con una Sección. 

3. Ninguna sección comprende áreas pertenecientes a distintos términos municipales. 

4. Los electores de una misma Sección se hallan ordenados en las listas electorales por orden 

alfabético. 

5. En cada Sección hay una Mesa Electoral. 

6. No obstante, cuando el número de electores de una Sección o la diseminación de la población lo 

haga aconsejable, la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral, a propuesta del 

Ayuntamiento correspondiente, puede disponer la formación de otras Mesas y distribuir entre ellas el 

electorado de la Sección. Para el primer supuesto, el electorado de la Sección se distribuye por orden 
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alfabético entre las Mesas, que deben situarse preferentemente en habitaciones separadas dentro 

de la misma edificación. Para el caso de población diseminada, la distribución se realiza atendiendo 

a la menor distancia entre el domicilio del elector y la correspondiente Mesa. En ningún caso el 

número de electores adscrito a cada Mesa puede ser inferior a doscientos. 

Artículo veinticuatro 

1. Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral determinan el número, los límites 

de las Secciones Electorales, sus locales y las Mesas correspondientes a cada una de ellas, oídos los 

Ayuntamientos. 

2. La relación anterior deberá ser publicada en el "Boletín Oficial" de la provincia el sexto día posterior 

a la convocatoria y expuesta al público en los respectivos Ayuntamientos. 

3. En los seis días siguientes, los electores pueden presentar reclamaciones contra la delimitación 

efectuada, ante la Junta Electoral Provincial, que resolverá en firme sobre ellas en un plazo de cinco 

días. 

4. Dentro de los diez días anteriores al de la votación se difundirá en Internet por la Oficina del Censo 

Electoral y se expondrá al público en los respectivos Ayuntamientos la relación definitiva de 

Secciones, Mesas y locales electorales. 

5. Los Ayuntamientos deberán señalizar convenientemente los locales correspondientes a cada 

Sección y Mesa Electoral. 

Artículo veinticinco 

1. La Mesa Electoral está formada por un Presidente y dos Vocales. 

2. En el supuesto de concurrencia de elecciones, la Mesa Electoral es común para todas ellas. 

Artículo veintiséis 

1. La formación de las Mesas compete a los Ayuntamientos, bajo la supervisión de las Juntas 

Electorales de Zona. 

2. El Presidente y los vocales de cada Mesa son designados por sorteo público entre la totalidad de 

las personas incluidas en la lista de electores de la Mesa correspondiente, que sepan leer y escribir y 

sean menores de setenta años, si bien a partir de los sesenta y cinco años podrán manifestar su 

renuncia en el plazo de siete días. El Presidente deberá tener el título de Bachiller o el de Formación 

Profesional de segundo Grado, o subsidiariamente el de Graduado Escolar o equivalente. 

3. Se procede de la misma forma al nombramiento de dos suplentes para cada uno de los miembros 

de la Mesa. 

4. Los sorteos arriba mencionados se realizarán entre los días vigésimo quinto y vigésimo noveno 

posteriores a la convocatoria. 
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Artículo veintisiete 

1. Los cargos de Presidente y Vocal de las Mesas Electorales son obligatorios. No pueden ser 

desempeñados por quienes se presenten como candidatos. 

2. La designación como Presidente y Vocal de las Mesas electorales debe ser notificada a los 

interesados en el plazo de tres días. Con la notificación se entregará a los miembros de las Mesas un 

manual de instrucciones sobre sus funciones supervisado por la Junta Electoral Central y aprobado 

por Acuerdo del Consejo de Ministros o de los Consejos Ejecutivos de las Comunidades Autónomas. 

3. Los designados Presidente y Vocal de las Mesas electorales disponen de un plazo de siete días 

para alegar ante la Junta Electoral de Zona causa justificada y documentada que les impida la 

aceptación del cargo. La Junta resuelve sin ulterior recurso en el plazo de cinco días y comunica, en 

su caso, la sustitución producida al primer suplente. La Junta deberá motivar sucintamente las causas 

de denegación de las excusas alegadas por los electores para no formar parte de las Mesas. En todo 

caso, se considera causa justificada el concurrir la condición de inelegible de acuerdo con lo 

dispuesto en esta Ley. Las competencias de las Juntas Electorales de Zona se entenderán sin perjuicio 

de la potestad de unificación de criterios de la Junta Electoral Central. 

4. Si posteriormente cualquiera de los designados estuviera en imposibilidad de acudir al desempeño 

de su cargo, debe comunicarlo a la Junta de Zona, al menos setenta y dos horas antes del acto al 

que debiera concurrir, aportando las justificaciones pertinentes. Si el impedimento sobreviene 

después de ese plazo, el aviso a la Junta habrá de realizarse de manera inmediata y, en todo caso, 

antes de la hora de constitución de la mesa. En tales casos, la Junta comunica la sustitución al 

correspondiente suplente, si hay tiempo para hacerlo, y procede a nombrar a otro, si fuera preciso. 

5. A efectos de lo establecido en el artículo 101.2 de la presente Ley, las Juntas Electorales de Zona 

comunicarán a los Jueces correspondientes, antes del día de la votación, los datos de identificación 

de las personas que, en calidad de titulares y suplentes, formen las Mesas Electorales. 

Artículo veintiocho 

1. Los trabajadores por cuenta ajena y los funcionarios nombrados Presidentes o Vocales de las Mesas 

Electorales tienen derecho a un permiso retribuido de jornada completa durante el día de la 

votación, si es laboral. En todo caso, tienen derecho a una reducción de su jornada de trabajo de 

cinco horas el día inmediatamente posterior. 

2. Por Orden ministerial se regularán las dietas que, en su caso, procedan para los Presidentes y 

Vocales de las Mesas Electorales. 

Sección III. La Oficina del Censo Electoral 

Artículo veintinueve 

1. La Oficina del Censo Electoral, encuadrada en el instituto nacional de estadística, es el órgano 

encargado de la formación del censo electoral y ejerce sus competencias bajo la dirección y la 

supervisión de la Junta Electoral Central. 

2. La Oficina del Censo Electoral tiene Delegaciones Provinciales. 

3. Los Ayuntamientos y Consulados actúan como colaboradores de la Oficina del Censo Electoral en 

las tareas censales. 
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Artículo treinta 

La Oficina del Censo Electoral tiene las siguientes competencias: 

a) Coordina el proceso de elaboración del censo electoral y con tal fin puede dirigir instrucciones 

a los Ayuntamientos y Consulados, así como a los responsables del Registro Civil y del Registro de 

Penados y Rebeldes. 

b) Supervisa el proceso de elaboración del censo electoral y a tal efecto puede inspeccionar los 

Ayuntamientos y Consulados. 

c) Controla y revisa de oficio las altas y las bajas tramitadas por los órganos competentes y 

elabora un fichero nacional de electores, comunicando a la Junta Electoral Central los resultados 

de los informes, inspecciones y, en su caso, expedientes que pudiera haber incoado referidos a 

modificaciones en el censo de las circunscripciones que hayan determinado una alteración del 

número de residentes significativa y no justificada. 

d) Elimina las inscripciones múltiples de un mismo elector que no hayan sido detectadas por los 

Ayuntamientos y Consulados, en los términos previstos en el artículo 33. 

e) Elabora las listas electorales provisionales y las definitivas. 

f) Resuelve las reclamaciones contra las actuaciones de los órganos que participan en las 

operaciones censales y en particular las que se plantean por la inclusión o exclusión indebida de 

una persona en las listas electorales. Sus resoluciones agotan la vía administrativa. 

CAPÍTULO IV 

El censo electoral 

Sección I. Condiciones y modalidad de la inscripción 

Artículo treinta y uno 

1. El censo electoral contiene la inscripción de quienes reúnen los requisitos para ser elector y no se 

hallen privados, definitiva o temporalmente, del derecho de sufragio. 

2. El censo electoral está compuesto por el censo de los electores residentes en España y por el censo 

de los electores residentes-ausentes que viven en el extranjero. Ningún elector podrá figurar inscrito 

simultáneamente en ambos censos. 

3. El Censo Electoral es único para toda clase de elecciones, sin perjuicio de su posible ampliación 

para las elecciones Municipales y del Parlamento Europeo a tenor de lo dispuesto en los artículos 176 

y 210 de la presente Ley Orgánica. 

Artículo treinta y dos 

1. La inscripción en el censo electoral es obligatoria. Además del nombre y los apellidos, único dato 

necesario para la identificación del elector en el acto de la votación, sin perjuicio de lo dispuesto en 

el artículo 85, se incluirá entre los restantes datos censales el número del Documento Nacional de 

Identidad. 
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2. Los Ayuntamientos tramitan de oficio la inscripción de los residentes en su término municipal. 

3. Las Oficinas Consulares de Carrera y Secciones Consulares de las Misiones Diplomáticas tramitarán 

de oficio la inscripción de los españoles residentes en su demarcación en la forma que se disponga 

reglamentariamente. 

Artículo treinta y tres 

1. El censo electoral se ordena por secciones territoriales. 

2. Cada elector está inscrito en una Sección. Nadie puede estar inscrito en varias Secciones, ni varias 

veces en la misma Sección. 

3. Si un elector aparece registrado más de una vez, prevalece la última inscripción y se cancelan las 

restantes. Si las inscripciones tienen la misma fecha, se notificará al afectado esta circunstancia para 

que opte por una de ellas en el plazo de diez días. En su defecto, la autoridad competente determina 

de oficio la inscripción que ha de prevalecer. 

4. Con excepción de lo dispuesto en el apartado anterior, la inscripción se mantendrá inalterada 

salvo que conste que se hayan modificado las circunstancias o condiciones personales del elector. 

5. Las alteraciones dispuestas conforme a lo establecido en los números anteriores serán notificadas 

inmediatamente a los afectados. 

Sección II. La formación del censo electoral 

Artículo treinta y cuatro 

Carácter y vigencia del censo electoral 

El censo electoral es permanente y su actualización es mensual, con referencia al día primero de 

cada mes. 

Artículo treinta y cinco 

Actualización del Censo Electoral 

1. Para la actualización mensual del censo los Ayuntamientos enviarán a las Delegaciones 

Provinciales de la Oficina del Censo Electoral, hasta el penúltimo día hábil de cada mes, y en la forma 

prevista por las instrucciones de dicho organismo, todas las modificaciones del Padrón producidas 

en dicho mes. 

2. Si algún Ayuntamiento no cumpliera con la obligación establecida en el párrafo anterior, el Director 

de la Oficina del Censo dará cuenta de ello a la Junta Electoral Central para que por la misma se 

adopten las medidas procedentes. 

3. En la actualización correspondiente al primer mes del año se acompañarán, además, las altas, 

con la calificación de menor, de los residentes que cumplirán dieciocho años entre el 1 de enero y 

el 31 de diciembre del año siguiente. 
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Artículo treinta y seis 

Actualización del Censo de los Residentes en el extranjero 

1. Para la actualización del censo de los electores residentes ausentes que viven en el extranjero, los 

Consulados tramitarán conforme al mismo procedimiento que los Ayuntamientos, en la forma 

prevista por las instrucciones de la Oficina del Censo Electoral, las altas y bajas de los españoles que 

vivan en su demarcación, así como sus cambios de domicilio producidos dentro de la misma o las 

solicitudes de cambio de adscripción a una nueva circunscripción. Estas últimas sólo se admitirán si 

existe causa suficiente y justificada para ello. 

2. En el censo cerrado para cada elección no se tendrán en cuenta los cambios de adscripción de 

una circunscripción a otra producidos en el año anterior a la fecha de la convocatoria. 

Artículo treinta y siete 

Actualización del Censo a cargo del Registro Civil y del Registro de Penados y Rebeldes 

Los encargados del Registro Civil comunicarán mensualmente a las Delegaciones Provinciales de la 

Oficina del Censo Electoral cualquier circunstancia que pueda afectar a las inscripciones en el censo 

electoral. 

Artículo treinta y ocho 

1. Con los datos consignados en los artículos anteriores, las Delegaciones Provinciales de la Oficina 

del Censo Electoral mantendrán a disposición de los interesados el censo actualizado para su 

consulta permanente, que podrá realizarse a través de los Ayuntamientos, Consulados o en la propia 

Delegación Provincial. 

2. Las reclamaciones sobre los datos censales se dirigirán a las Delegaciones Provinciales de la Oficina 

del Censo Electoral, que resolverán en el plazo de cinco días a contar desde la recepción de 

aquéllas. 

Los Ayuntamientos y Consulados remitirán inmediatamente las reclamaciones que reciban a las 

respectivas Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral. 

Los representantes de las candidaturas o representantes de los partidos, federaciones y coaliciones 

podrán impugnar el censo de las circunscripciones que hubieren registrado un incremento de 

residentes significativo y no justificado que haya dado lugar a la comunicación a que se refiere el 

artículo 30.c), dentro del plazo de cinco días siguientes al momento en que tuvieren conocimiento 

de la referida comunicación. 

3. La Oficina del Censo Electoral adoptará las medidas oportunas para facilitar la tramitación por los 

Ayuntamientos y Consulados de las consultas y reclamaciones. 

4. Los recursos contra las resoluciones en esta materia de las Delegaciones de la Oficina del Censo 

Electoral se tramitarán por el procedimiento preferente y sumario previsto en el número 2 del artículo 

53 de la Constitución. 
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Sección III. Rectificación del censo en período electoral 

Artículo treinta y nueve 

Rectificación del Censo en período electoral 

1. Para cada elección el Censo Electoral vigente será el cerrado el día primero del segundo mes 

anterior a la convocatoria. 

2. Los ayuntamientos y consulados estarán obligados a mantener un servicio de consulta de las listas 

electorales vigentes de sus respectivos municipios y demarcaciones durante el plazo de ocho días, a 

partir del sexto día posterior a la convocatoria de elecciones. 

La consulta podrá realizarse por medios informáticos, previa identificación del interesado, o mediante 

la exposición al público de las listas electorales, si no se cuenta con medios informáticos suficientes 

para ello. 

3. Dentro del plazo anterior, cualquier persona podrá formular reclamación dirigida a la Delegación 

Provincial de la Oficina del Censo Electoral sobre sus datos censales, si bien solo podrán ser tenidas 

en cuenta las que se refieran a la rectificación de errores en los datos personales, a los cambios de 

domicilio dentro de una misma circunscripción o a la no inclusión del reclamante en ninguna Sección 

del Censo de la circunscripción pese a tener derecho a ello. También serán atendidas las solicitudes 

de los electores que se opongan a su inclusión en las copias del censo electoral que se faciliten a los 

representantes de las candidaturas para realizar envíos postales de propaganda electoral. No serán 

tenidas en cuenta para la elección convocada las que reflejen un cambio de residencia de una 

circunscripción a otra, realizado con posterioridad a la fecha de cierre del censo para cada 

elección, debiendo ejercer su derecho en la sección correspondiente a su domicilio anterior. 

4. También en el mismo plazo los representantes de las candidaturas podrán impugnar el censo de 

las circunscripciones que en los seis meses anteriores hayan registrado un incremento de residentes 

significativo y no justificado que haya dado lugar a la comunicación a que se refiere el artículo 30.c). 

5. Las reclamaciones podrán presentarse directamente en las delegaciones provinciales de la 

Oficina del Censo Electoral correspondiente o a través de los ayuntamientos o consulados, quienes 

las remitirán inmediatamente a las respectivas Delegaciones. 

6. La Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral, en un plazo de tres días, resolverá las 

reclamaciones presentadas y ordenará las rectificaciones pertinentes, que habrán de ser expuestas 

al público el décimo séptimo día posterior a la convocatoria. Asimismo, se notificará la resolución 

adoptada a cada uno de los reclamantes y a los Ayuntamientos y Consulados correspondientes. 

7. La Oficina del Censo Electoral remitirá a todos los electores una tarjeta censal con los datos 

actualizados de su inscripción en el censo electoral y de la Sección y Mesa en la que le corresponde 

votar, y comunicará igualmente a los electores afectados las modificaciones de Secciones, locales 

o Mesas, a que se refiere el artículo 24 de la presente Ley Orgánica. 

Artículo cuarenta 

1. Contra las resoluciones de la Oficina del Censo Electoral puede interponerse recurso ante el Juez 

de lo contencioso-administrativo en un plazo de cinco días a partir de su notificación. 
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2. La sentencia, que habrá de dictarse en el plazo de cinco días, se notifica al interesado, al 

Ayuntamiento, al Consulado y a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral. Esta 

Sentencia agota la vía judicial. 

Sección IV. Acceso a los datos censales 

Artículo cuarenta y uno 

1. Por real decreto se regularán los datos personales de los electores, necesarios para su inscripción 

en el censo electoral, así como los de las listas y copias del censo electoral. 

2. Queda prohibida cualquier información particularizada sobre los datos personales contenidos en 

el censo electoral, a excepción de los que se soliciten por conducto judicial. 

3. No obstante, la Oficina del Censo Electoral puede facilitar datos estadísticos que no revelen 

circunstancias personales de los electores. 

4. Las comunidades autónomas podrán obtener una copia del censo, en soporte apto para su 

tratamiento informático, después de cada convocatoria electoral, además de la correspondiente 

rectificación de aquél. 

5. Los representantes de cada candidatura podrán obtener dentro de los dos días siguientes a la 

proclamación de su candidatura una copia del censo del distrito correspondiente, ordenado por 

mesas, en soporte apto para su tratamiento informático, que podrá ser utilizado exclusivamente para 

los fines previstos en la presente Ley. Alternativamente los representantes generales podrán obtener 

en las mismas condiciones una copia del censo vigente de los distritos donde su partido, federación 

o coalición presente candidaturas. Asimismo, las Juntas Electorales de Zona dispondrán de una copia 

del censo electoral utilizable, correspondiente a su ámbito. 

Las Juntas Electorales, mediante resolución motivada, podrán suspender cautelarmente la entrega 

de las copias del censo a los representantes antes citados cuando la proclamación de sus 

candidaturas haya sido objeto de recurso o cuando se considere que podrían estar incursas en 

alguna de las circunstancias previstas en el artículo 44.4 de esta Ley. 

6. Excepcionalmente y por razones debidamente justificadas, podrá excluirse a las personas que 

pudieran ser objeto de amenazas o coacciones que pongan en peligro su vida, su integridad física 

o su libertad, de las copias del censo electoral a que se refiere el apartado 5 del presente artículo. 

CAPÍTULO V 

Requisitos generales de la convocatoria de elecciones 

Artículo cuarenta y dos 

1. En los supuestos de elecciones a Cortes Generales o de Asambleas Legislativas de las 

Comunidades Autónomas en las que el Presidente del Gobierno o los respectivos Presidentes de los 

Ejecutivos autonómicos hagan uso de su facultad de disolución anticipada expresamente prevista 

en el ordenamiento jurídico, los decretos de convocatoria se publican, al día siguiente de su 

expedición, en el «Boletín Oficial del Estado» o, en su caso, en el «Boletín Oficial» de la Comunidad 

Autónoma correspondiente. Entran en vigor el mismo día de su publicación. Los decretos de 

convocatoria señalan la fecha de las elecciones que habrán de celebrarse el día quincuagésimo 

cuarto posterior a la convocatoria. 
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2. En los supuestos de elecciones a Cortes Generales o de Asambleas Legislativas de las 

Comunidades Autónomas en las que el Presidente del Gobierno o los respectivos Presidentes de los 

Ejecutivos autonómicos no hagan uso de su facultad de disolución anticipada expresamente prevista 

en el ordenamiento jurídico, los decretos de convocatoria se expiden el día vigésimo quinto anterior 

a la expiración del mandato de las respectivas Cámaras, y se publican al día siguiente en el «Boletín 

Oficial del Estado» o, en su caso, en el «Boletín Oficial» de la Comunidad Autónoma correspondiente. 

Entran en vigor el mismo día de su publicación. Los decretos de convocatoria señalan la fecha de 

las elecciones que habrán de celebrarse el día quincuagésimo cuarto posterior a la convocatoria. 

3. En los supuestos de elecciones locales o de elecciones a Asambleas Legislativas de Comunidades 

Autónomas cuyos Presidentes de Consejo de Gobierno no tengan expresamente atribuida por el 

ordenamiento jurídico la facultad de disolución anticipada, los decretos de convocatoria se expiden 

el día quincuagésimo quinto antes del cuarto domingo de mayo del año que corresponda y se 

publican al día siguiente en el «Boletín Oficial del Estado» o, en su caso, en el «Boletín Oficial» de la 

Comunidad Autónoma correspondiente. Entran en vigor el mismo día de su publicación. Las 

elecciones se realizan el cuarto domingo de mayo del año que corresponda y los mandatos, de 

cuatro años, terminan en todo caso el día anterior al de la celebración de las siguientes elecciones. 

CAPÍTULO VI 

Procedimiento electoral 

Sección I. Representantes de las candidaturas ante la Administración electoral 

Artículo cuarenta y tres 

1. Los partidos, federaciones, coaliciones y agrupaciones que pretendan concurrir a una elección 

designarán, en el tiempo y forma previstos por las disposiciones especiales de esta Ley, a las personas 

que deban representarlos ante la Administración Electoral. 

2. Los representantes generales actúan en nombre de los partidos, federaciones y coaliciones 

concurrentes. 

3. Los representantes de las candidaturas lo son de los candidatos incluidos en ellas. A su domicilio se 

remiten las notificaciones, escritos y emplazamientos dirigidos por la Administración Electoral a los 

candidatos y reciben de éstos, por la sola aceptación de la candidatura, un apoderamiento general 

para actuar en procedimientos judiciales en materia electoral. 

Sección II. Presentación y proclamación de candidatos 

Artículo cuarenta y cuatro 

1. Pueden presentar candidatos o listas de candidatos: 

a) Los partidos y federaciones inscritos en el registro correspondiente. 

b) Las coaliciones constituidas según lo dispuesto en el apartado siguiente. 

c) Las agrupaciones de electores que reúnan los requisitos establecidos por las disposiciones 

especiales de la presente Ley. 
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2. Los partidos y federaciones que establezcan un pacto de coalición para concurrir conjuntamente 

a una elección deben comunicarlo a la Junta competente, en los diez días siguientes a la 

convocatoria. En la referida comunicación se debe hacer constar la denominación de la coalición, 

las normas por las que se rige y las personas titulares de sus órganos de dirección o coordinación. 

3. Ningún partido, federación, coalición o agrupación de electores puede presentar más de una lista 

de candidatos en una circunscripción para la misma elección. Los partidos federados o coaligados 

no pueden presentar candidaturas propias en una circunscripción si en la misma concurre, para 

idéntica elección, candidatos de las federaciones o coaliciones a que pertenecen. 

4. En todo caso, los partidos políticos, las federaciones o coaliciones de partidos, y las agrupaciones 

de electores no podrán presentar candidaturas que, de hecho, vengan a continuar o suceder la 

actividad de un partido político declarado judicialmente ilegal y disuelto, o suspendido. A estos 

efectos, se tendrá en cuenta la similitud sustancial de sus estructuras, organización y funcionamiento, 

de las personas que los componen, rigen, representan, administran o integran cada una de las 

candidaturas, de la procedencia de los medios de financiación o materiales, o de cualesquiera otras 

circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo, permitan 

considerar dicha continuidad o sucesión. 

Artículo cuarenta y cuatro bis 

1. Las candidaturas que se presenten para las elecciones de diputados al Congreso, municipales y 

de miembros de los consejos insulares y de los cabildos insulares canarios en los términos previstos en 

esta Ley, diputados al Parlamento Europeo y miembros de las Asambleas Legislativas de las 

Comunidades Autónomas deberán tener una composición equilibrada de mujeres y hombres, de 

forma que en el conjunto de la lista los candidatos de cada uno de los sexos supongan como mínimo 

el cuarenta por ciento. Cuando el número de puestos a cubrir sea inferior a cinco, la proporción de 

mujeres y hombres será lo más cercana posible al equilibrio numérico. 

En las elecciones de miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, las 

leyes reguladoras de sus respectivos regímenes electorales podrán establecer medidas que 

favorezcan una mayor presencia de mujeres en las candidaturas que se presenten a las Elecciones 

de las citadas Asambleas Legislativas. 

2. También se mantendrá la proporción mínima del cuarenta por ciento en cada tramo de cinco 

puestos. Cuando el último tramo de la lista no alcance los cinco puestos, la referida proporción de 

mujeres y hombres en ese tramo será lo más cercana posible al equilibrio numérico, aunque deberá 

mantenerse en cualquier caso la proporción exigible respecto del conjunto de la lista. 

3. A las listas de suplentes se aplicarán las reglas contenidas en los anteriores apartados. 

4. Cuando las candidaturas para el Senado se agrupen en listas, de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 171 de esta Ley, tales listas deberán tener igualmente una composición equilibrada de 

mujeres y hombres, de forma que la proporción de unas y otros sea lo más cercana posible al 

equilibrio numérico. 

Artículo cuarenta y cinco 

Las candidaturas, suscritas por los representantes de los partidos, federaciones y coaliciones y por los 

promotores de las agrupaciones de electores, se presentan ante la Junta Electoral competente entre 

el decimoquinto y el vigésimo día posteriores a la convocatoria. 
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Artículo cuarenta y seis 

1. El escrito de presentación de cada candidatura debe expresar claramente la denominación, siglas 

y símbolo del partido, federación, coalición o agrupación que la promueve, así como el nombre y 

apellidos de los candidatos incluidos en ella. 

2. Al escrito de presentación debe acompañarse declaración de aceptación de la candidatura, así 

como los documentos acreditativos de sus condiciones de elegibilidad. 

3. Cuando la presentación deba realizarse mediante listas, cada una debe incluir tantos candidatos 

como cargos a elegir. En caso de incluir candidatos suplentes, su número no podrá ser superior a 10, 

con la expresión del orden de colocación tanto de los candidatos como de los suplentes. 

4. La presentación de candidaturas debe realizarse con denominaciones, siglas o símbolos que no 

induzcan a confusión con los pertenecientes o usados tradicionalmente por otros partidos 

legalmente constituidos. 

5. No pueden presentarse candidaturas con símbolos que reproduzcan la bandera o el escudo de 

España, o con denominaciones o símbolos que hagan referencia a la corona. 

6. Ningún candidato puede presentarse en más de una circunscripción ni formar parte de más de 

una candidatura. 

7. Junto al nombre de los candidatos puede hacerse constar su condición de independiente o, en 

caso de coaliciones o federaciones, la denominación del partido al que cada uno pertenezca. 

8. Las candidaturas presentadas por agrupaciones de electores deben acompañarse de los 

documentos acreditativos del número de firmas legalmente exigido para su participación en las 

elecciones. Ningún elector puede dar su firma para la presentación de varias candidaturas. 

9. Las Juntas Electorales competentes extienden diligencia haciendo constar la fecha y hora de 

presentación de cada candidatura y expiden recibo de la misma. El Secretario otorgará un número 

correlativo por orden de presentación a cada candidatura y este orden se guardará en todas las 

publicaciones. 

Artículo cuarenta y siete 

1. Las candidaturas presentadas deben ser publicadas el vigésimo segundo día posterior a la 

convocatoria en la forma establecida por las disposiciones especiales de esta Ley. 

2. Dos días después, las Juntas Electorales competentes comunican a los representantes de las 

candidaturas las irregularidades, apreciadas en ellas de oficio o denunciadas por otros 

representantes. El plazo para subsanación es de cuarenta y ocho horas. 

3. Las Juntas Electorales competentes realizan la proclamación de candidatos el vigésimo séptimo 

día posterior a la convocatoria. 

4. No procederá la proclamación de candidaturas que incumplan los requisitos señalados en los 

artículos anteriores o los que establecen las disposiciones especiales de esta Ley. 

5. Las candidaturas proclamadas deben ser publicadas el vigésimo octavo día posterior a la 

convocatoria, en la forma establecida por las disposiciones especiales de esta Ley. 
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Artículo cuarenta y ocho 

1. Las candidaturas no pueden ser objeto de modificación una vez presentadas, salvo en el plazo 

habilitado para la subsanación de irregularidades previsto en el artículo anterior y solo por 

fallecimiento o renuncia del titular o como consecuencia del propio trámite de subsanación. 

2. Cuando se trate de listas de candidatos, las bajas que se produzcan después de la proclamación 

se entenderán cubiertas por los candidatos sucesivos y, en su caso, por los suplentes. 

Sección III. Recurso contra la proclamación de candidaturas y candidatos 

Artículo cuarenta y nueve 

1. A partir de la proclamación, cualquier candidato excluido y los representantes de las candidaturas 

proclamadas o cuya proclamación hubiera sido denegada, disponen de un plazo de dos días para 

interponer recurso contra los acuerdos de proclamación de las Juntas Electorales, ante el Juzgado 

de lo Contencioso-Administrativo. En el mismo acto de interposición debe presentar las alegaciones 

que estime pertinentes acompañadas de los elementos de prueba oportunos. 

2. El plazo para interponer el recurso previsto en el párrafo anterior discurre a partir de la publicación 

de los candidatos proclamados, sin perjuicio de la preceptiva notificación al representante de aquel 

o aquellos que hubieran sido excluidos. 

3. La resolución judicial, que habrá de dictarse en los dos días siguientes a la interposición del recurso, 

tiene carácter firme e inapelable, sin perjuicio del procedimiento de amparo ante el Tribunal 

Constitucional, a cuyo efecto, con el recurso regulado en el presente artículo, se entenderá cumplido 

el requisito establecido en el artículo 44.1, a), de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

4. El amparo debe solicitarse en el plazo de dos días y el Tribunal Constitucional debe resolver sobre 

el mismo en los tres días siguientes. 

5. Los recursos previstos en el presente artículo serán de aplicación a los supuestos de proclamación 

o exclusión de candidaturas presentadas por los partidos, federaciones, coaliciones y agrupaciones 

de electores a los que se refiere el apartado 4 del artículo 44 de la presente Ley Orgánica, con las 

siguientes salvedades: 

a) El recurso previsto en el apartado primero del presente artículo se interpondrá ante la Sala 

especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

b) Estarán también legitimados para la interposición del recurso los que lo estén para solicitar la 

declaración de ilegalidad de un partido político, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del 

artículo 11 de la Ley Orgánica de Partidos Políticos, teniendo derecho de acceso a la 

documentación que obre en poder de las Juntas Electorales. 

c) Si durante la campaña electoral las partes legitimadas para interponer el recurso tuvieran 

conocimiento de circunstancias que, con arreglo al artículo 44.4 de esta Ley, impiden la 

presentación de candidaturas, el recurso podrá interponerse hasta el cuadragésimo cuarto día 

posterior a la convocatoria, debiendo resolver la Sala especial del Tribunal Supremo dentro del tercer 

día a partir de la interposición. 

En este supuesto, no resultará de aplicación la prohibición de fabricación de las papeletas de la 

candidatura afectada prevista en el artículo 71.2. 
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Sección IV. Disposiciones generales sobre la campaña electoral 

Artículo cincuenta 

1. Los poderes públicos que en virtud de su competencia legal hayan convocado un proceso 

electoral pueden realizar durante el período electoral una campaña de carácter institucional 

destinada a informar a los ciudadanos sobre la fecha de la votación, el procedimiento para votar y 

los requisitos y trámite del voto por correo, sin influir, en ningún caso, en la orientación del voto de los 

electores. Esta publicidad institucional se realizará en espacios gratuitos de los medios de 

comunicación social de titularidad pública del ámbito territorial correspondiente al proceso electoral 

de que se trate, suficientes para alcanzar los objetivos de esta campaña. 

2. Desde la convocatoria de las elecciones y hasta la celebración de las mismas queda prohibido 

cualquier acto organizado o financiado, directa o indirectamente, por los poderes públicos que 

contenga alusiones a las realizaciones o a los logros obtenidos, o que utilice imágenes o expresiones 

coincidentes o similares a las utilizadas en sus propias campañas por alguna de las entidades políticas 

concurrentes a las elecciones. 

3. Asimismo, durante el mismo período queda prohibido realizar cualquier acto de inauguración de 

obras o servicios públicos o proyectos de éstos, cualquiera que sea la denominación utilizada, sin 

perjuicio de que dichas obras o servicios puedan entrar en funcionamiento en dicho periodo. 

4. Se entiende por campaña electoral, a efectos de esta Ley, el conjunto de actividades licitas 

llevadas a cabo por los candidatos, partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones en orden a 

la captación de sufragios. 

5. Salvo lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, ninguna persona jurídica distinta de las 

mencionadas en el apartado anterior podrá realizar campaña electoral a partir de la fecha de la 

convocatoria de las elecciones, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 20 de la Constitución. 

Artículo cincuenta y uno 

1. La campaña electoral comienza el día trigésimo octavo posterior a la convocatoria. 

2. Dura quince días. 

3. Termina, en todo caso, a las cero horas del día inmediatamente anterior a la votación. 

Artículo cincuenta y dos 

Se prohíbe a todo miembro en activo de las Fuerzas Armadas o de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad 

del Estado, de las Policías de las Comunidades Autónomas o Municipales, a los Jueces, Magistrados 

y Fiscales en activo y a los miembros de las Juntas Electorales, difundir propaganda electoral o llevar 

a cabo otras actividades de campaña electoral. 
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Sección V. Propaganda y actos de campaña electoral 

Artículo cincuenta y tres 

Período de prohibición de campaña electoral 

No puede difundirse propaganda electoral ni realizarse acto alguno de campaña electoral una vez 

que ésta haya legalmente terminado. La obtención gratuita de medios proporcionados por las 

Administraciones Públicas quedará limitada al periodo estricto de campaña electoral. Las 

limitaciones anteriores se establecen sin perjuicio de las actividades realizadas por los partidos, 

coaliciones y federaciones en el ejercicio de sus funciones constitucionalmente reconocidas y, en 

particular, en el artículo 20 de la Constitución. 

No obstante lo anterior, desde la convocatoria de las elecciones hasta el inicio legal de la campaña, 

queda prohibida la realización de publicidad o propaganda electoral mediante carteles, soportes 

comerciales o inserciones en prensa, radio u otros medios digitales, no pudiendo justificarse dichas 

actuaciones por el ejercicio de las actividades ordinarias de los partidos, coaliciones o federaciones 

reconocidas en el apartado anterior. 

Artículo cincuenta y cuatro 

1. La celebración de actos públicos de campaña electoral se rige por lo dispuesto en la legislación 

reguladora del derecho de reunión. Las atribuciones encomendadas en esta materia a la autoridad 

gubernativa se entienden asumidas por las Juntas Electorales Provinciales, sin perjuicio de la potestad 

de la Junta Electoral Central de unificación de criterios interpretativos. 

2. Se mantienen, en todo caso, las atribuciones de la autoridad gubernativa respecto al orden 

público, y con este fin, las Juntas deben informar a la indicada autoridad de las reuniones cuya 

convocatoria les haya sido comunicada. 

3. Los Ayuntamientos deberán reservar locales oficiales y lugares públicos de uso gratuito para la 

celebración de actos de campaña electoral. 

Artículo cincuenta y cinco 

1. Los Ayuntamientos tendrán la obligación de reservar lugares especiales gratuitos para la 

colocación de carteles y, en su caso, pancartas y carteles colgados a postes o farolas por el sistema 

llamado de banderolas. La propaganda a través de las pancartas y banderolas sólo podrá colocarse 

en los lugares reservados como gratuitos por los Ayuntamientos. 

2. Aparte de los lugares especiales gratuitos indicados en el apartado anterior, los partidos, 

coaliciones, federaciones y las candidaturas sólo pueden colocar carteles y otras formas de 

propaganda electoral en los espacios comerciales autorizados. 

3. El gasto de las candidaturas en este tipo de publicidad no podrá exceder del 20 por ciento del 

límite de gastos previsto en los artículos 175.2, 193.2 y 227.2, según el proceso electoral de que se 

trate. 

Artículo cincuenta y seis 

1. A los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior los Ayuntamientos, dentro de los siete días 

siguientes a la convocatoria, comunicarán los emplazamientos disponibles para la colocación 
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gratuita de carteles y, en su caso, pancartas y banderolas a la correspondiente Junta Electoral de 

Zona. 

2. Esta distribuye los lugares mencionados atendiendo al número total de votos que obtuvo cada 

partido, federación o coalición en las anteriores elecciones equivalentes en la misma circunscripción, 

atribuyéndose según las preferencias de los partidos, federaciones o coaliciones con mayor número 

de votos en las últimas elecciones equivalentes en la misma circunscripción. 

En el caso de las elecciones al Parlamento Europeo, esta distribución se realiza atendiendo al número 

total de votos que obtuvo cada partido, federación o coalición en las anteriores elecciones 

equivalentes en el ámbito de la correspondiente Junta Electoral de Zona, atribuyéndose según las 

preferencias de los partidos, federaciones o coaliciones con mayor número de votos en las últimas 

elecciones equivalentes en el mencionado ámbito. 

3. El segundo día posterior a la proclamación de candidatos la Junta comunica al representante de 

cada candidatura los lugares reservados para sus carteles. 

Artículo cincuenta y siete 

1. A los efectos de lo dispuesto en el artículo 54 los Ayuntamientos, dentro de los diez días siguientes 

al de la convocatoria, comunican a la correspondiente Junta Electoral de Zona que, a su vez lo pone 

en conocimiento de la Junta Provincial, los locales oficiales y lugares públicos que se reservan para 

la realización gratuita de actos de campaña electoral. 

2. Dicha relación ha de contener la especificación de los días y horas en que cada uno sea utilizable 

y debe ser publicada en el «Boletín Oficial» de la Provincia, dentro de los quince días siguientes a la 

convocatoria. A partir de entonces, los representantes de las candidaturas pueden solicitar ante las 

Juntas de Zona la utilización de los locales y lugares mencionados. 

3. El cuarto día posterior a la proclamación de candidatos, las Juntas de Zona atribuyen los locales y 

lugares disponibles, en función de las solicitudes, y cuando varias sean coincidentes, atendiendo al 

criterio de igualdad de oportunidades y, subsidiariamente, a las preferencias de los partidos, 

federaciones o coaliciones con mayor número de votos en las últimas elecciones equivalentes en la 

misma circunscripción. Las Juntas Electorales de Zona comunicarán al representante de cada 

candidatura los locales y lugares asignados. 

Artículo cincuenta y ocho 

1. Las candidaturas tendrán derecho a realizar publicidad en la prensa periódica y en las emisoras 

de radio de titularidad privada sin que los gastos realizados en esta publicidad puedan superar el 20 

por 100 del límite de gasto previsto para los partidos, agrupaciones, coaliciones o federaciones y las 

candidaturas en los artículos 175.2, 193.2 y 227.2, según el proceso electoral de que se trate. 

2. Las tarifas para esta publicidad electoral no serán superiores a las vigentes para la publicidad 

comercial y no podrá producirse discriminación alguna entre las candidaturas en cuanto a la 

inclusión, tarifas y ubicación de esos espacios de publicidad, en los que deberá constar 

expresamente su condición. 
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Artículo cincuenta y ocho bis 

Utilización de medios tecnológicos y datos personales en las actividades electorales 

1. (Anulado). 

2. Los partidos políticos, coaliciones y agrupaciones electorales podrán utilizar datos personales 

obtenidos en páginas web y otras fuentes de acceso público para la realización de actividades 

políticas durante el periodo electoral. 

3. El envío de propaganda electoral por medios electrónicos o sistemas de mensajería y la 

contratación de propaganda electoral en redes sociales o medios equivalentes no tendrán la 

consideración de actividad o comunicación comercial. 

4. Las actividades divulgativas anteriormente referidas identificarán de modo destacado su 

naturaleza electoral. 

5. Se facilitará al destinatario un modo sencillo y gratuito de ejercicio del derecho de oposición. 

Sección 6.ª Utilización de medios de comunicación para la campaña electoral 

Artículo cincuenta y nueve 

Por Orden ministerial se fijarán tarifas especiales para los envíos postales de propaganda electoral a 

las que tendrán derecho a acogerse los partidos concurrentes con un máximo de un envío por 

elector en cada convocatoria electoral. 

Artículo sesenta 

Publicidad electoral en medios de comunicación 

1. No pueden contratarse espacios de publicidad electoral en los medios de comunicación de 

titularidad pública ni en las emisoras de televisión privada. 

2. Durante la campaña electoral los partidos, federaciones, coaliciones y agrupaciones que 

concurran a las elecciones tienen derecho a espacios gratuitos de propaganda en las emisoras de 

televisión y de radio de titularidad pública conforme a lo establecido en los artículos siguientes. 

Artículo sesenta y uno 

La distribución de espacios gratuitos para propaganda electoral se hace atendiendo al número total 

de votos que obtuvo cada partido, federación o coalición en las anteriores elecciones equivalentes. 

Artículo sesenta y dos 

Si el ámbito territorial del medio o el de su programación fueran más limitados que el de la elección 

convocada, la distribución de espacios se hace atendiendo al número total de votos que obtuvo 

cada partido, federación o coalición en las circunscripciones comprendidas en el correspondiente 

ámbito de difusión o, en su caso, de programación. 
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En el caso de las elecciones al Parlamento Europeo, la distribución de espacios se realiza atendiendo 

al número total de votos que obtuvo cada partido, federación o coalición en el ámbito territorial del 

correspondiente medio de difusión o el de su programación. 

Artículo sesenta y tres 

1. Para la distribución de espacios gratuitos de propaganda en las elecciones a cualquiera de las 

dos Cámaras de las Cortes Generales solamente se tienen en cuenta los resultados de las 

precedentes elecciones al Congreso de los Diputados. 

2. Si simultáneamente a las elecciones al Congreso de los Diputados se celebran elecciones a una 

Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma o elecciones municipales, sólo se tiene en cuenta 

los resultados de las anteriores elecciones al Congreso, para la distribución de espacios en la 

programación general de los medios nacionales. 

3. Si las elecciones a una Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma se celebran 

simultáneamente a las elecciones municipales, sólo se tiene en cuenta los resultados de las anteriores 

elecciones a dicha Asamblea para la distribución de espacios en los medios de difusión de esa 

Comunidad Autónoma o en los correspondientes programas regionales de los medios nacionales. 

4. En el supuesto previsto en el párrafo anterior, y siempre que no sea aplicable la regla del párrafo 

segundo de este artículo, la distribución de espacios en la programación general de los medios 

nacionales se hace atendiendo a los resultados de las anteriores elecciones municipales. 

5. Si simultáneamente a las elecciones al Parlamento Europeo se celebran elecciones a cualquiera 

de las dos Cámaras de las Cortes Generales o elecciones municipales, sólo se tienen en cuenta los 

resultados de las anteriores elecciones al Congreso o, en su caso, de las elecciones municipales, para 

la distribución de espacios en la programación general de los medios nacionales. 

6. Si simultáneamente a las elecciones al Parlamento Europeo se celebran elecciones a una 

Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma, sólo se tienen en cuenta los resultados de las 

anteriores elecciones a dicha Asamblea para la distribución de espacios en los medios de difusión 

de esa Comunidad Autónoma o en los correspondientes programas regionales de los medios 

nacionales. 

7. A falta de regulación expresa en este artículo las Juntas Electorales competentes establecen los 

criterios para la distribución de espacios en los medios de comunicación de titularidad pública en los 

supuestos de coincidencia de elecciones. 

Artículo sesenta y cuatro 

1. La distribución del tiempo gratuito de propaganda electoral en cada medio de comunicación de 

titularidad pública y en los distintos ámbitos de programación que éstos tengan, se efectúa conforme 

al siguiente baremo: 

a) Diez minutos para los partidos, federaciones y coaliciones que no concurrieron o no obtuvieron 

representación en las anteriores elecciones equivalentes. 

b) Quince minutos para los partidos, federaciones y coaliciones que habiendo obtenido 

representación en las anteriores elecciones equivalentes, no hubieran alcanzado el 5 por 100 del 

total de votos válidos emitidos en el territorio nacional o, en su caso, en las circunscripciones a que 

hace referencia el artículo 62. 
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c) Treinta minutos para los partidos, federaciones y coaliciones que, habiendo obtenido 

representación en las anteriores elecciones equivalentes, hubieran alcanzado entre el 5 y el 20 por 

l00 del total de votos a que se hace referencia en el párrafo b). 

d) Cuarenta y cinco minutos para los partidos, federaciones y coaliciones que, habiendo 

obtenido representación en las anteriores elecciones equivalentes, hubieran alcanzado, al menos, 

un 20 por 100 del total de votos a que hace referencia el párrafo b). 

2. El derecho a los tiempos de emisión gratuita enumerados en el apartado anterior sólo corresponde 

a aquellos partidos, federaciones o coaliciones que presenten candidaturas en más del 75 por 100 

de las circunscripciones comprendidas en el ámbito de difusión o, en su caso, de programación del 

medio correspondiente. Para las elecciones municipales se estará a lo establecido en las 

disposiciones especiales de esta Ley. 

3. Los partidos, asociaciones, federaciones o coaliciones que no cumplan el requisito de presentación 

de candidaturas establecido en el apartado anterior tienen, sin embargo, derecho a quince minutos 

de emisión en la programación general de los medios nacionales si hubieran obtenido en las 

anteriores elecciones equivalentes el 20 por 100 de los votos emitidos en el ámbito de una 

Comunidad Autónoma en condiciones horarias similares a las que se acuerden para las emisiones 

de los partidos, federaciones y coaliciones a que se refiere el apartado 1.d) de este artículo. En tal 

caso la emisión se circunscribirá al ámbito territorial de dicha Comunidad. Este derecho no es 

acumulable al que prevé el apartado anterior. 

4. Las agrupaciones de electores que se federen para realizar propaganda en los medios de 

titularidad pública tendrán derecho a diez minutos de emisión, si cumplen el requisito de 

presentación de candidaturas exigido en el apartado 2 de este artículo. 

Artículo sesenta y cinco 

1. La Junta Electoral Central es la autoridad competente para distribuir los espacios gratuitos de 

propaganda electoral que se emiten por los medios de comunicación públicos cualquiera que sea 

el titular de los mismos, a propuesta de la Comisión a que se refieren los apartados siguientes de este 

artículo. 

2. Una Comisión de Radio y Televisión, bajo la dirección de la Junta Electoral Central, es competente 

para efectuar la propuesta de distribución de los espacios gratuitos de propaganda electoral. 

3. La Comisión es designada por la Junta Electoral Central y está integrada por un representante de 

cada partido, federación o coalición que concurriendo a las elecciones convocadas cuente con 

representación en el Congreso de los Diputados. Dichos representantes votarán ponderadamente 

de acuerdo con la composición de la Cámara. 

4. La Junta Electoral Central elige también al Presidente de la Comisión de entre los representantes 

nombrados conforme al apartado anterior. 

5. La Junta Electoral Central puede delegar en las Juntas Electorales Provinciales la distribución de 

espacios gratuitos de propaganda electoral en las programaciones regionales y locales de los 

medios de comunicación de titularidad estatal y de aquellos otros medios de ámbito similar que 

tengan también el carácter de públicos. En este supuesto, se constituye en dicho ámbito territorial 

una Comisión con las mismas atribuciones previstas en el párrafo 2 del presente artículo y con una 

composición que tenga en cuenta la representación parlamentaria en el Congreso de los Diputados 

del ámbito territorial respectivo. Dicha Comisión actúa bajo la dirección de la correspondiente Junta 

Electoral Provincial. 
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6. En el supuesto de que se celebren solamente elecciones a una Asamblea Legislativa de 

Comunidad Autónoma las funciones previstas en este artículo respecto a los medios de titularidad 

estatal, se entenderán limitadas al ámbito territorial de dicha comunidad, y serán ejercidas en los 

términos previstos en esta Ley por la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma o, en el supuesto 

de que está no esté constituida, por la Junta Electoral de la provincia cuya capital ostente la de la 

Comunidad. En el mismo supuesto la Junta Electoral de Comunidad Autónoma tiene respecto a los 

medios de comunicaciones dependientes de la Comunidad Autónoma o de los municipios de su 

ámbito, al menos, las competencias que este artículo atribuye a la Junta Electoral Central, incluida 

la de dirección de una Comisión de Radio Televisión si así lo prevé la legislación de la Comunidad 

Autónoma que regule las elecciones a las respectivas Asambleas Legislativas. 

Artículo sesenta y seis 

Garantía de pluralismo político y social 

1. El respeto al pluralismo político y social, así como a la igualdad, proporcionalidad y la neutralidad 

informativa en la programación de los medios de comunicación de titularidad pública en período 

electoral, serán garantizados por la organización de dichos medios y su control previstos en las Leyes. 

Las decisiones de los órganos de administración de los referidos medios en el indicado periodo 

electoral son recurribles ante la Junta Electoral competente de conformidad con lo previsto en el 

artículo anterior y según el procedimiento que la Junta Electoral Central disponga. 

2. Durante el periodo electoral las emisoras de titularidad privada deberán respetar los principios de 

pluralismo e igualdad. Asimismo, en dicho periodo, las televisiones privadas deberán respetar 

también los principios de proporcionalidad y neutralidad informativa en los debates y entrevistas 

electorales así como en la información relativa a la campaña electoral de acuerdo a las 

Instrucciones que, a tal efecto, elabore la Junta Electoral competente. 

Artículo sesenta y siete 

Para la determinación del momento y el orden de emisión de los espacios de propaganda electoral 

a que tienen derecho todos los partidos, federaciones o coaliciones que se presenten a las 

elecciones, de acuerdo con lo previsto en la presente Ley, la Junta Electoral competente tendrá en 

cuenta las preferencias de los partidos, federaciones o coaliciones en función del número de votos 

que obtuvieron en las anteriores elecciones equivalentes. 

Sección VII. Derecho de rectificación 

Artículo sesenta y ocho 

Cuando por cualquier medio de comunicación social se difundan hechos que aludan a candidatos 

o dirigentes de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones que concurran a la elección, 

que éstos consideren inexactos y cuya divulgación pueda causarles perjuicio, podrán ejercitar el 

derecho de rectificación, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de 

marzo, con las siguientes especialidades: 

a) Si la información que se pretende rectificar se hubiera difundido en una publicación cuya 

periodicidad no permita divulgar la rectificación, en los tres días siguientes a su recepción, el Director 

del medio de comunicación deberá hacerla publicar a su costa dentro del plazo indicado en otro 

medio de la misma zona y de similar difusión. 
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b) El juicio verbal regulado en el párrafo 2.º del artículo 5.º de la mencionada Ley Orgánica se 

celebrará dentro de los cuatro días siguientes al de la petición. 

Sección VIII. Encuestas electorales 

Artículo sesenta y nueve 

Entre el día de la convocatoria y el de la celebración de cualquier tipo de elecciones se aplica el 

siguiente régimen de publicación de encuestas electorales: 

1. Los realizadores de todo sondeo o encuesta deben, bajo su responsabilidad, acompañarla de 

las siguientes especificaciones, que asimismo debe incluir toda publicación de las mismas: 

a) Denominación y domicilio del organismo o entidad, pública o privada o de la persona física 

que haya realizado el sondeo, así como de la que haya encargado su realización. 

b) Características técnicas del sondeo, que incluyan necesariamente los siguientes extremos: 

sistema de muestreo, tamaño de la muestra, margen de error de la misma, nivel de 

representatividad, procedimiento de selección de los encuestados y fecha de realización del 

trabajo de campo. 

c) Texto íntegro de las cuestiones planteadas y número de personas que no han contestado a 

cada una de ellas. 

2. La Junta Electoral Central vela porque los datos e informaciones de los sondeos publicados no 

contengan falsificaciones, ocultaciones o modificaciones deliberadas, así como por el correcto 

cumplimiento de las especificaciones a que se refiere el párrafo anterior y por el respeto a la 

prohibición establecida en el apartado 7 de este artículo. 

3. La Junta Electoral puede recabar de quien haya realizado un sondeo o encuesta publicado la 

información técnica complementaria que juzgue oportuno al objeto de efectuar las 

comprobaciones que estime necesarias. 

Esta información no puede extenderse al contenido de los datos sobre las cuestiones que, 

conforme a la legislación vigente, sean de uso propio de la empresa o su cliente. 

4. Los medios informativos que hayan publicado o difundido un sondeo, violando las disposiciones 

de la presente Ley, están obligados a publicar y difundir en el plazo de tres días las rectificaciones 

requeridas por la Junta Electoral Central, anunciando su procedencia y el motivo de la rectificación, 

y programándose o publicándose en los mismos espacios o páginas que la información rectificada. 

5. Si el sondeo o encuesta que se pretende modificar se hubiera difundido en una publicación 

cuya periodicidad no permite divulgar la rectificación en los tres días siguientes a su recepción, el 

Director del medio de comunicación deberá hacerla publicar a su costa indicando está 

circunstancia, dentro del plazo indicado, en otro medio de la misma zona y de similar difusión. 

6. Las resoluciones de la Junta Electoral Central sobre materia de encuestas y sondeos son 

notificadas a los interesados y publicadas. Pueden ser objeto de recurso ante la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa, en la forma prevista en su Ley Reguladora y sin que sea preceptivo el 

recurso previo de reposición. 

7. Durante los cinco días anteriores al de la votación queda prohibida la publicación y difusión o 

reproducción de sondeos electorales por cualquier medio de comunicación. 
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8. En el supuesto de que algún organismo dependiente de las Administraciones Públicas realice 

en periodo electoral encuestas sobre intención de voto, los resultados de las mismas, cuando así lo 

soliciten, deben ser puestos en conocimiento de las entidades políticas concurrentes a las elecciones 

en el ámbito territorial de la encuesta en el plazo de cuarenta y ocho horas desde la solicitud. 

Sección IX. Papeletas y sobres electorales 

Artículo setenta 

1. Las Juntas Electorales competentes aprueban el modelo oficial de las papeletas correspondientes 

a su circunscripción, de acuerdo con los criterios establecidos en las disposiciones especiales de esta 

Ley o en otras normas de rango reglamentario. 

2. La Administración del Estado asegura la disponibilidad de las papeletas y los sobres de votación 

conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente, sin perjuicio de su eventual confección por los grupos 

políticos que concurran a las elecciones. 

3. Las Juntas Electorales correspondientes verificarán que las papeletas y sobres de votación 

confeccionados por los grupos políticos que concurran a las elecciones se ajustan al modelo oficial. 

4. Dentro del plazo de los dos días siguientes al de la proclamación de las candidaturas, se remitirán 

a las Juntas electorales correspondientes, preferentemente en formato electrónico, las suficientes 

papeletas de las distintas formaciones políticas que concurren a las elecciones para su entrega, 

preferentemente también en formato electrónico, a las mismas, los efectos de su reproducción para 

los envíos de publicidad y de propaganda electoral. 

Artículo setenta y uno 

1. La confección de las papeletas se inicia inmediatamente después de la proclamación de 

candidatos. 

2. Si se han interpuesto recursos contra la proclamación de candidatos, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 49 de esta Ley, la confección de las papeletas correspondientes se pospone, 

en la circunscripción electoral donde hayan sido interpuestos, hasta la resolución de dichos recursos. 

3. Las primeras papeletas confeccionadas se entregan inmediatamente a los Delegados Provinciales 

de la Oficina del Censo Electoral para su envío a los residentes ausentes que viven en el extranjero. 

4. Los Gobiernos Civiles aseguran la entrega de las papeletas y sobres en número suficiente a cada 

una de las Mesas Electorales, al menos una hora antes del momento en que deba iniciarse la 

votación. 

Sección X. Voto por correspondencia 

Artículo setenta y dos 

Los electores que prevean que en la fecha de la votación no se hallarán en la localidad donde les 

corresponde ejercer su derecho de voto, o que no puedan personarse, pueden emitir su voto por 

correo, previa solicitud a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral, con los requisitos 

siguientes: 
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a) El elector solicitará de la correspondiente Delegación, a partir de la fecha de la convocatoria 

y hasta el décimo día anterior a la votación, un certificado de inscripción en el Censo. Dicha solicitud 

se formulará ante cualquier oficina del Servicio de Correos. 

b) La solicitud deberá formularse personalmente. El funcionario de Correos encargado de recibirla 

exigirá al interesado la exhibición de su documento nacional de identidad y comprobará la 

coincidencia de la firma. En ningún caso se admitirá a estos efectos fotocopia del documento 

nacional de identidad. 

c) En caso de enfermedad o incapacidad que impida la formulación personal de la solicitud, 

cuya existencia deberá acreditarse por medio de certificación médica oficial y gratuita, aquélla 

podrá ser efectuada en nombre del elector por otra persona autorizada notarial o consularmente 

mediante documento que se extenderá individualmente en relación con cada elector y sin que en 

el mismo pueda incluirse a varios electores, ni una misma persona representar a más de un elector. 

La Junta Electoral comprobará, en cada caso, la concurrencia de las circunstancias a que se refiere 

este apartado. 

d) Los servicios de Correos remitirán en el plazo de tres días toda la documentación presentada 

ante los mismos a la Oficina del Censo Electoral correspondiente. 

Artículo setenta y tres 

1. Recibida la solicitud a que hace referencia el artículo anterior, la Delegación Provincial 

comprobará la inscripción, realizará la anotación correspondiente en el censo, a fin de que el día de 

las elecciones no se realice el voto personalmente, y extenderá el certificado solicitado. 

2. La Oficina del Censo Electoral remitirá por correo certificado al elector, a partir del trigésimo cuarto 

día posterior a la convocatoria y antes del sexto día anterior al de la votación, al domicilio por él 

indicado o, en su defecto, al que figure en el censo, las papeletas y los sobres electorales, junto con 

el certificado mencionado en el párrafo anterior, y un sobre en el que figurará la dirección de la 

Mesa donde le corresponda votar. Con los anteriores documentos se adjuntará una hoja explicativa. 

El aviso de recibo acreditativo de la recepción de la documentación a que alude el párrafo anterior 

deberá ser firmado personalmente por el interesado previa acreditación de su identidad. Caso de 

no encontrarse en su domicilio, se le comunicará que deberá personarse por sí o a través de la 

representación a que se refiere la letra c) del artículo anterior en la oficina de Correos 

correspondiente para, previa acreditación, recibir la documentación para el voto por correo, cuyo 

contenido se hará constar expresamente en el aviso. 

3. Una vez que el elector haya escogido o, en su caso, rellenado la papeleta de voto, la introducirá 

en el sobre de votación y lo cerrará. Si son varias las elecciones convocadas, deberá proceder del 

mismo modo para cada una de ellas. Incluirá el sobre o los sobres de votación y el certificado en el 

sobre dirigido a la Mesa y lo remitirá por correo certificado en todo caso antes del tercer día previo 

al de la celebración de las elecciones. Este sobre no necesita franqueo. 

4. El Servicio de Correos conservará hasta el día de la votación toda la correspondencia dirigida a 

las Mesas Electorales y la trasladará a dichas Mesas a las nueve de la mañana. Asimismo, seguirá 

dando traslado de la que pueda recibirse en dicho día, hasta las veinte horas del mismo. El Servicio 

de Correos llevará un registro de toda la documentación recibida, que estará a disposición de las 

Juntas Electorales. Los sobres recibidos después de las veinte horas del día fijado para la votación se 

remitirán a la Junta Electoral de Zona. 
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Artículo setenta y cuatro 

El Gobierno, previo informe de la Junta Electoral Central, regulará las especialidades respecto de lo 

dispuesto en los dos artículos anteriores para el voto por correo del personal embarcado en buques 

de la armada, de la marina mercante o de la flota pesquera, del personal de las fuerzas armadas 

españolas y de los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado que estén cumpliendo misiones en el 

exterior, así como para el voto por correo de los ciudadanos que se encuentren temporalmente en 

el extranjero entre la convocatoria de un proceso electoral y su celebración. 

Artículo setenta y cinco 

Ejercicio del voto por personas que viven en el extranjero 

1. En las elecciones a Diputados, Senadores, miembros de las Asambleas Legislativas de las 

Comunidades Autónomas, miembros de las Asambleas de las Ciudades Autónomas de Ceuta y 

Melilla y Diputados al Parlamento Europeo, cuando en este último caso se opte por la elección en 

España, las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral remitirán de oficio a la 

dirección de la inscripción de cada persona de nacionalidad española inscrita en el censo de los 

electores residentes-ausentes que viven en el extranjero la siguiente documentación: 

a) El sobre de votación o, en su caso, los sobres de votación para cada proceso convocado, con 

sistemas de seguridad adecuados. 

b) Dos certificados idénticos de estar inscrito en el censo de electores residentes ausentes que 

viven en el extranjero, salvo en el caso de elecciones concurrentes con escrutinio en juntas 

electorales distintas, en las que se enviarán los que correspondan en función de dicha concurrencia 

electoral. 

c) El sobre o los sobres en los que debe figurar la dirección de la Junta Electoral competente y el 

sobre en el que aparezca la dirección de la Oficina Consular de Carrera o Sección Consular de la 

Misión Diplomática en la que esté inscrito, 

d) Una hoja informativa sobre cómo ejercer el derecho de voto y la dirección de la página web 

oficial en la que se expondrán las candidaturas definitivas, y en la que estarán disponibles los juegos 

de papeletas descargables, con todas las candidaturas concurrentes, así como cualquier otra 

información sobre los procesos electorales en curso, y 

e) La relación de centros habilitados para el depósito de voto en urna en el ámbito de su 

demarcación consular. 

2. La papeleta o las papeletas de los electores inscritos en el censo de residentes ausentes que viven 

en el extranjero para cada proceso convocado se corresponderá con la papeleta oficial, así como 

con un modelo de papeleta descargable homologado por la Junta Electoral. En la hoja informativa 

que acompañará la documentación a que se refiere el apartado anterior se recogerán las 

instrucciones para obtener telemáticamente un juego de papeletas de manera accesible, con todas 

las candidaturas concurrentes, así como los medios por los que los electores podrán conocer las 

candidaturas proclamadas. 

Con el fin de garantizar el secreto del voto, solo podrá efectuarse la descarga telemática del juego 

completo de papeletas. 

Las Administraciones Públicas garantizarán los medios materiales y técnicos para facilitar a los 

electores el acceso a la información sobre el proceso electoral y a las papeletas descargables. 
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3. El envío de la documentación electoral a que se refiere el apartado primero debe realizarse por 

correo certificado a partir del décimo octavo día y antes del vigésimo quinto día posterior a la 

convocatoria. 

Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral remitirán asimismo las papeletas 

oficiales a la dirección de la inscripción de los electores residentes ausentes que viven en el 

extranjero, a partir del vigésimo noveno y no más tarde del trigésimo tercer día posterior a la 

convocatoria, en aquellas provincias donde no hubiera sido impugnada la proclamación de 

candidatos y, en las restantes, no más tarde del trigésimo noveno. 

Las papeletas descargables estarán disponibles con posterioridad a la resolución de los recursos 

presentados contra la proclamación de candidaturas y no más tarde del quinto día posterior a la 

proclamación de candidaturas. 

Las Administraciones Públicas dispondrán los medios precisos en cada caso para que los envíos 

previstos en los apartados 1, 3 y 8 de este artículo se lleven a cabo de la manera más rápida, segura 

y eficaz, contando para ello incluso con la valija diplomática y el reenvío por correo interno del país 

correspondiente, en la medida en que la Oficina del Censo Electoral y la administración consular lo 

consideren necesario y posible. 

4. Los electores que opten por depositar el voto en urna lo harán entre el octavo y el tercer día, 

ambos inclusive, anteriores al día de la elección, entregando personalmente los sobres en aquellas 

Embajadas, Oficinas o Secciones Consulares en las que estén inscritos o en los lugares que a tal efecto 

se habiliten para ello, en horario de mañana y tarde, incluidos los consulados honorarios de España 

en el extranjero. A este fin, todas las Embajadas, las dependencias consulares y los demás lugares 

autorizados, dispondrán de una urna o urnas custodiadas por un funcionario habilitado a tal efecto. 

Este plazo tendrá el carácter de improrrogable con la finalidad de garantizar que los votos lleguen a 

tiempo de ser escrutados por las Juntas Electorales. La administración consular garantizará la 

disponibilidad de papeletas oficiales de voto en los centros de votación que se habiliten, 

adecuadamente publicitados, así como suficientes sobres de votación y los medios informáticos 

necesarios para la descarga del resto de la documentación precisa para votar durante los días 

habilitados para la votación presencial. 

5. El elector acreditará su identidad ante el funcionario consular mediante el pasaporte o el 

Documento Nacional de Identidad expedidos por las autoridades españolas o certificación de 

nacionalidad, o en su defecto, la certificación de inscripción en el Registro de Matrícula Consular 

expedida por la Oficina Consular de Carrera o la Sección Consular de la Misión Diplomática de 

España en el país de residencia y, previa exhibición y entrega de uno de los certificados de 

inscripción en el censo de residentes ausentes que ha recibido, depositará el sobre dirigido a la Junta 

Electoral competente para su escrutinio, una vez que el funcionario consular firme en el reverso de 

dicho sobre y estampe en el mismo el sello de la Oficina Consular en el que conste la fecha de su 

depósito. 

6. Durante los días señalados para efectuar el depósito del voto en urna los responsables consulares 

deberán establecer las medidas para facilitar el ejercicio del mismo por los electores, así como 

aquellas que se consideren necesarias para la correcta guarda y custodia de las urnas, que incluirán 

su firma en el acta final y el precintado al finalizar cada jornada. El proceso de precintado, recuento 

y elaboración del acta será público. 

Los representantes de las candidaturas concurrentes a las elecciones podrán estar presentes en las 

dependencias consulares habilitadas durante los días del depósito de voto en urna. Las funciones de 

los representantes de las candidaturas concurrentes en los procesos electorales en el exterior se 
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asimilarán a las funciones previstas para interventores y apoderados en los artículos 76 a 79 de la 

presente ley. 

7. Los electores que opten por ejercer por correo su derecho de voto deberán incluir en el sobre 

dirigido a la Junta Electoral correspondiente, además del sobre o sobres de votación, uno de los 

certificados de estar inscrito en el censo, en cuyo reverso constará la firma y número de pasaporte o 

Documento Nacional de Identidad del elector, fotocopia del pasaporte o del Documento Nacional 

de Identidad expedidos por las autoridades españolas o certificado de nacionalidad o, en su 

defecto, certificación de inscripción en el Registro de Matrícula Consular expedida por la Oficina 

Consular de Carrera o la Sección Consular de la Misión Diplomática de España en el país de 

residencia. Todo ello se introducirá en el sobre dirigido a la Oficina Consular de Carrera o Sección 

Consular de la Misión Diplomática a la que cada elector esté adscrito, y se incluirá en este sobre el 

otro certificado de estar inscrito/a en el censo. La documentación así ordenada se enviará 

personalmente por el elector por correo postal, certificado cuando sea posible, a la Oficina Consular 

de Carrera o Sección Consular de la Misión Diplomática a la que cada elector esté adscrito, no más 

tarde del quinto día anterior al día de la elección. 

No serán válidos los sobres recibidos por correo en la Oficina Consular de Carrera o Sección Consular 

de la Misión Diplomática antes de la proclamación definitiva de candidaturas. Tampoco serán 

válidos los que lleguen después del segundo día anterior al de la elección. Este plazo tendrá el 

carácter de improrrogable con la finalidad de garantizar que los votos lleguen a tiempo de ser 

escrutados por las Juntas Electorales. 

8. Finalizado el plazo del depósito del voto en urna, el funcionario consular expedirá un acta que 

contendrá las incidencias relevantes que hubieran podido producirse, así como el número de sobres 

recibidos por correo y los depositados en urna. Los sobres depositados por los electores y los recibidos 

por correo junto al acta expedida por el funcionario consular deberán ser remitidos de inmediato, 

mediante envío electoral, por valija diplomática, a la Oficina que a estos efectos se constituya en el 

Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, la cual, a su vez, procederá al envío 

urgente de dichos sobres a las Juntas Electorales correspondientes. 

9. En todos los supuestos regulados en el presente artículo será indispensable para la validez de estos 

votos que conste claramente en el sobre dirigido a la Junta Electoral correspondiente el sello de la 

Oficina Consular de Carrera o Sección Consular de la Misión Diplomática correspondiente, que 

certifique, de modo indubitable, el cumplimiento del requisito temporal que en cada caso se 

contempla. 

10. El día del escrutinio general, y antes de proceder al mismo, la Junta Electoral competente se 

constituye en Mesa Electoral, a las ocho horas de la mañana, con los interventores que a tal efecto 

designen las candidaturas concurrentes. 

11. A continuación, el Presidente procede a introducir en la urna o urnas los sobres de votación de 

los residentes ausentes recibidos hasta ese día y el Secretario anota los nombres de los votantes en 

la correspondiente lista. 

Una vez escrutados los votos, la Junta incorpora los resultados al escrutinio general. 

12. El procedimiento previsto en este artículo tendrá carácter gratuito para los electores. A tal efecto, 

se habilitarán apartados de Correos que permitan el envío sin coste de la documentación dirigida a 

las Oficinas Consulares de Carrera y Secciones Consulares de Misión Diplomática de España. 

Allí donde la apertura de estos apartados de Correos no sea posible, se adoptarán los medios 

necesarios para garantizar el reembolso del coste del envío que haya tenido que realizar el elector. 
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13. Excepcionalmente, el Gobierno, previo informe favorable de la Junta Electoral Central, puede 

modular los criterios y adaptar los supuestos de aplicación de este artículo, así como establecer otros 

procedimientos para el voto de los residentes ausentes que vivan en Estados extranjeros donde no 

sea practicable lo dispuesto en este artículo. 

14. Al finalizar el escrutinio, la Junta Electoral Central hará públicos los datos de voto de las personas 

españolas residentes en el extranjero remitido por cada consulado desglosados por provincias, así 

como los datos del voto recibido en cada Junta Electoral Provincial desglosados por consulado de 

emisión. 

Sección XI. Apoderados e interventores 

Artículo setenta y seis 

1. El representante de cada candidatura puede otorgar el poder a favor de cualquier ciudadano, 

mayor de edad y que se halle en pleno uso de sus derechos civiles y políticos, al objeto de que 

ostente la representación de la candidatura en los actos y operaciones electorales. 

2. El apoderamiento se formaliza ante Notario o ante el Secretario de la Junta Electoral Provincial o 

de Zona, quienes expiden la correspondiente credencial, conforme al modelo oficialmente 

establecido. 

3. Los apoderados deben exhibir sus credenciales y su Documento Nacional de Identidad a los 

miembros de las Mesas Electorales y demás autoridades competentes. 

4. Los trabajadores por cuenta ajena y los funcionarios que acrediten su condición de apoderados, 

tienen derecho a un permiso retribuido durante el día de la votación. 

Artículo setenta y siete 

Los apoderados tienen derecho a acceder libremente a los Locales electorales, a examinar el 

desarrollo de las operaciones de voto y de escrutinio, a formular reclamaciones y protestas, así como 

a recibir las certificaciones que prevé esta Ley, cuando no hayan sido expedidas a otro apoderado 

o interventor de su misma candidatura. 

Artículo setenta y ocho 

1. El representante de cada candidatura puede nombrar, hasta tres días antes de la elección, dos 

interventores por cada Mesa Electoral, mediante la expedición de credenciales talonarias, con la 

fecha y firma de pie del nombramiento. 

2. Las hojas talonarias por cada interventor habrán de estar divididas en cuatro partes: una, como 

matriz, para conservarla el representante; la segunda, se entregará al interventor como credencial; 

la tercera y cuarta, serán remitidas a la Junta de Zona, para que ésta haga llegar una de éstas a la 

Mesa Electoral de que forma parte y otra a la Mesa en cuya lista electoral figure inscrito para su 

exclusión de la misma. El envío a las Juntas de Zona se hará hasta el mismo día tercero anterior a la 

elección, y las de Zonas harán la remisión a las Mesas de modo que obren en su poder en el momento 

de constituirse las mismas el día de la votación. 

3. Podrá ser designado interventor quien, reuniendo la condición de elector, se encuentre inscrito en 

el censo electoral. 
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En el caso de aquellos electores que no estén inscritos en el censo correspondiente a la 

circunscripción electoral en la que vayan a desempeñar sus funciones de interventor, la Junta 

Electoral de Zona habrá de requerir a la Oficina del Censo Electoral la urgente remisión de la 

certificación de inscripción en el censo electoral, salvo que previamente sea aportada por el 

designado como interventor. 

4. Los trabajadores por cuenta ajena y los funcionarios que acrediten su condición de interventores 

tienen derecho durante el día de la votación y el día inmediatamente posterior, a los permisos que 

el artículo 28 de esta Ley establece para los miembros de las Mesas Electorales. 

Artículo setenta y nueve 

1. Los interventores ejercen su derecho de sufragio en la mesa ante la que están acreditados. 

Cuando el interventor no esté inscrito en la circunscripción electoral correspondiente a la mesa en la 

que vaya a desempeñar sus funciones, ejercerá su derecho de sufragio mediante el voto por 

correspondencia en los términos y con el alcance establecidos en los artículos 72 y 73 de la presente 

ley. 

2. Un interventor de cada candidatura puede asistir a la Mesa Electoral, participar en sus 

deliberaciones con voz pero sin voto, y ejercer ante ella los demás derechos previstos por esta Ley. 

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, los interventores de una misma candidatura 

acreditados ante la Mesa pueden sustituirse libremente entre sí. 

4. Un apoderado puede realizar las funciones previstas en el párrafo segundo de este artículo, en 

ausencia de interventores de su candidatura. 

5. Desde el momento en que tome posesión como Interventor en una Mesa, la persona designada 

ya no podrá ejercer la función de apoderado en otras Mesas electorales. 

Sección XII. Constitución de las Mesas Electorales 

Artículo ochenta 

1. El Presidente, los dos Vocales de cada Mesa Electoral y los respectivos suplentes, si los hubiera, se 

reúnen a las ocho horas del día fijado para la votación en el local correspondiente. 

2. Si el Presidente no ha acudido, le sustituye su primer suplente. En caso de faltar también éste, le 

sustituye un segundo suplente, y si éste tampoco ha acudido, toma posesión como Presidente el 

primero Vocal, o el segundo Vocal, por este orden. Los Vocales que no han acudido o que toman 

posesión como Presidentes son sustituidos por sus suplentes. 

3. No puede constituirse la Mesa sin la presencia de un Presidente y dos Vocales. En el caso de que 

no pueda cumplirse este requisito, los miembros de la Mesa presentes, los suplentes que hubieran 

acudido o, en su defecto, la autoridad gubernativa, extienden y suscriben una declaración de los 

hechos acaecidos y la envían por correo certificado a la Junta de Zona, a quien comunican también 

estas circunstancias telegráfica o telefónicamente. 

4. La Junta designa, en tal caso, libremente, a las personas que habrán de constituir la Mesa Electoral, 

pudiendo incluso ordenar que forme parte de ella alguno de los electores que se encuentre presente 

en el local. En todo caso, la Junta informa al Ministerio Fiscal de lo sucedido para el esclarecimiento 
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de la posible responsabilidad penal de los miembros de la Mesa o de sus suplentes que no 

comparecieron. 

5. Si pese a lo establecido en el párrafo anterior no pudiera constituirse la Mesa una hora después de 

la legalmente establecida para el inicio de la votación, las personas designadas en el párrafo tercero 

de este artículo comunicarán está circunstancia a la Junta de Zona, que convocará para nueva 

votación en la mesa, dentro de los dos días siguientes. Una copia de la convocatoria se fijará 

inmediatamente en la puerta del local electoral y la Junta procederá de oficio al nombramiento de 

los miembros de la nueva Mesa. 

Artículo ochenta y uno 

1. Cada Mesa debe contar con una urna para cada una de las elecciones que deban realizarse y 

con una cabina de votación. 

2. Asimismo debe disponer de un número suficiente de sobres y de papeletas de cada candidatura, 

que estarán situados en la cabina o cerca de ella. 

3. Las urnas, cabinas, papeletas y sobres de votación deben ajustarse al modelo oficialmente 

establecido. 

4. Si faltase cualquiera de estos elementos en el local electoral, a la hora señalada para la 

Constitución de la Mesa o en cualquier momento posterior, el Presidente de la Mesa lo comunicara 

inmediatamente a la Junta de Zona, que proveerá a su suministro. 

Artículo ochenta y dos 

1. Reunidos el Presidente y los Vocales, reciben, entre las ocho y las ocho treinta horas, las 

credenciales de los interventores que se presenten y las confrontan con los talones que habrán de 

obrar en su poder. Si las hallan conformes, admiten a los interventores en la Mesa. Si el Presidente no 

hubiera recibido los talones o le ofreciera duda la autenticidad de las credenciales, la identidad de 

los presentados, o ambos extremos, les dará posesión si así lo exigen, pero consignando en el acto su 

reserva para el esclarecimiento pertinente, y para exigirles, en su caso, la responsabilidad 

correspondiente. 

2. Si se presentan más de dos interventores por una misma candidatura, sólo dará posesión el 

Presidente a los que primero presenten sus credenciales, a cuyo fin numerará las credenciales por 

orden cronológico de presentación. 

3. Los talones recibidos por el Presidente deben unirse al expediente electoral. Las credenciales 

exhibidas por los interventores, una vez cotejadas por el Presidente, les serán devueltas a aquéllos. Si 

el Presidente no hubiese recibido los talones, las credenciales correspondientes se deberán adjuntar 

al expediente electoral al finalizar el escrutinio. 

4. Si el interventor se presentase en la Mesa después de las ocho treinta horas, una vez 

confeccionada el acta de constitución de la misma, el Presidente no le dará posesión de su cargo, 

si bien podrá votar en dicha Mesa. 
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Artículo ochenta y tres 

1. A las ocho treinta horas, el Presidente extiende el acta de constitución de la Mesa, firmada por él 

mismo, los Vocales y los Interventores y entrega una copia de dicha acta al representante de la 

candidatura, Apoderado o Interventor que lo reclame. 

2. En el acta habrá de expresarse necesariamente con qué personas queda constituida la Mesa en 

concepto de miembros de la misma y la relación nominal de los interventores, con indicación de la 

candidatura por la que lo sean. 

3. Si el Presidente rehúsa o demora la entrega de la copia del acta de constitución de la Mesa a 

quien tenga derecho a reclamarla, se extenderá por duplicado la oportuna protesta, que será 

firmada por el reclamante o reclamantes. Un ejemplar de dicha protesta se une al expediente 

electoral, remitiéndose el otro por el reclamante o reclamantes a la Junta Electoral competente para 

realizar el escrutinio general, según lo previsto en las disposiciones especiales de esta Ley. 

4. El Presidente está obligado a dar una sola copia del acta de constitución de la Mesa a cada 

partido, federación, coalición o agrupación concurrente a las elecciones. 

Sección XIII. Votación 

Artículo ochenta y cuatro 

1. Extendida el acta de constitución de la Mesa, con sus correspondientes copias, se iniciará a las 

nueve horas la votación, que continuará sin interrupción hasta las veinte horas. El Presidente 

anunciará su inicio con las palabras "empieza la votación". 

2. Sólo por causas de fuerza mayor podrá no iniciarse o suspenderse, una vez iniciado, el acto de la 

votación, siempre bajo la responsabilidad del Presidente de la Mesa, quien resolverá al respecto en 

escrito razonado. De dicho escrito, el Presidente envía en todo caso una copia certificada 

inmediatamente después de extenderlo, ya sea en mano, ya sea por correo certificado, a la Junta 

Provincial para que ésta compruebe la certeza y suficiencia de los motivos y declare o exija las 

responsabilidades que resulten. 

3. En caso de suspensión de la votación no se tienen en cuenta los votos emitidos en la Mesa, ni se 

procede a su escrutinio, ordenando el Presidente, inmediatamente, la destrucción de las papeletas 

depositadas en la urna, y consignando este extremo en el escrito a que se refiere el párrafo anterior. 

4. No obstante lo dispuesto en el párrafo dos de este artículo, el Presidente deberá interrumpir la 

votación cuando advierta la ausencia de papeletas de alguna candidatura y no pueda suplirla 

mediante papeletas suministradas por los apoderados o interventores de la correspondiente 

candidatura. En tal caso dará cuenta de su decisión a la Junta para que está provea a su suministro. 

La interrupción no puede durar más de una hora y la votación se prorrogará tanto tiempo como 

hubiera estado interrumpida. En este supuesto no es de aplicación el párrafo tercero de este artículo. 

Artículo ochenta y cinco 

1. El derecho a votar se acredita por la inscripción en los ejemplares certificados de las listas del censo 

o por certificación censal específica y, en ambos casos, por la identificación del elector, que se 

realiza mediante documento nacional de identidad, pasaporte o permiso de conducir en que 

aparezca la fotografía del titular o, además, tratándose de extranjeros, con la tarjeta de residencia. 
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2. Los ejemplares certificados de las listas del censo a los que se refiere el párrafo anterior contendrán 

exclusivamente los ciudadanos mayores de edad en la fecha de la votación. 

3. Asimismo pueden votar quienes acrediten su derecho a estar inscritos en el censo de la sección 

mediante la exhibición de la correspondiente sentencia judicial. 

4. Cuando la Mesa, a pesar de la exhibición de alguno de los documentos previstos en el apartado 

1, tenga duda, por si o a consecuencia de la reclamación que en el acto haga públicamente un 

interventor, apoderado u otro elector, sobre la identidad del individuo que se presenta a votar, la 

Mesa a la vista de los documentos acreditativos y del testimonio que puedan presentar los electores 

presentes, decide por mayoría. En todo caso se mandará pasar tanto de culpa al Tribunal 

competente para que exija la responsabilidad del que resulte usurpador de nombre ajeno o del que 

lo haya negado falsamente. 

5. La certificación censal específica, a través de la cual el ciudadano acredita con carácter 

excepcional su inscripción en el censo electoral, se regirá en cuanto a su expedición, órgano 

competente para la misma, plazo y supuestos en que proceda, por lo que disponga al respecto la 

Junta Electoral Central mediante la correspondiente Instrucción. 

Artículo ochenta y seis 

1. El voto es secreto. 

2. Los electores sólo pueden votar en la sección, y dentro de ésta en la Mesa Electoral que les 

corresponda salvo lo dispuesto en el apartado 1.º del artículo 79. Los electores se acercarán a la 

Mesa de uno en uno, después de haber pasado, si así lo deseasen, por la cabina que estará situada 

en la misma habitación, en un lugar intermedio entre la entrada y la Mesa Electoral. Dentro de la 

cabina el votante podrá elegir las papeletas electorales e introducirlas en los correspondientes 

sobres. 

3. Cada elector manifestará su nombre y apellidos al Presidente. Los Vocales e interventores 

comprobarán, por el examen de las listas del censo electoral o de las certificaciones aportadas, el 

derecho a votar del elector, así como su identidad, que se justificará conforme a lo dispuesto en el 

artículo anterior. Inmediatamente, el elector entregará por su propia mano al Presidente el sobre o 

sobres de votación cerrados. A continuación éste, sin ocultarlos ni un momento a la vista del público, 

dirá en voz alta el nombre del elector y, añadiendo “Vota”, entregará el sobre o sobres al elector 

quien los depositará en la urna o urnas. 

4. Los Vocales y, en su caso, los Interventores que lo deseen anotarán, cada cual, en una lista 

numerada, el nombre y apellidos de los votantes por el orden en que emitan su voto, expresando el 

número con que figuran en la lista del censo electoral o, en su caso, la aportación de certificación 

censal específica. Existirá una lista numerada por cada una de las Cámaras de las Cortes Generales 

y, en su caso, de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales 

o Parlamento Europeo que corresponda elegir. Todo elector tiene derecho a examinar si ha sido bien 

anotado su nombre y apellidos en la lista de votantes que forme la Mesa para cada urna. 

Artículo ochenta y siete 

1. Los electores que no sepan leer o que, por discapacidad, estén impedidos para elegir la papeleta 

o colocarla dentro del sobre y para entregarla al Presidente de la Mesa, pueden servirse para estas 

operaciones de una persona de su confianza. 
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2. No obstante, el Gobierno, previo informe de la Junta Electoral Central, regulará un procedimiento 

de votación para las personas ciegas o con discapacidad visual que les permita ejercer su derecho 

de sufragio, garantizando el secreto del voto, que se aplicará, en todo caso, a las elecciones al 

Congreso de los Diputados y al Senado, a las elecciones al Parlamento Europeo y a los supuestos de 

referéndum. 

Artículo ochenta y ocho 

1. A las veinte horas el Presidente anunciará en voz alta que se va a concluir la votación. Si alguno 

de los electores que se hallan en el local o en el acceso al mismo no ha votado todavía, el Presidente 

admitirá que lo hagan y no permitirá que vote nadie más. 

2. Acto seguido el Presidente procede a introducir en las urnas los sobres que contengan las 

papeletas de voto remitidas por correo, verificando antes que se cumplen las circunstancias 

expresadas en el párrafo tercero del artículo 73 y que el elector se halla inscrito en las listas del Censo. 

Seguidamente, los Vocales anotarán el nombre de estos electores en la lista enumerada de votantes. 

3. A continuación votarán los miembros de la Mesa y los interventores, especificándose en la lista 

enumerada de votantes la Sección electoral de los interventores que no figuren en el censo de la 

Mesa. 

4. Finalmente se firmarán por los Vocales e interventores las listas enumeradas de votantes, al margen 

de todos sus pliegos e inmediatamente debajo del último nombre escrito. 

Artículo ochenta y nueve 

La Mesa deberá contar en todo momento al menos con la presencia de dos de sus miembros. 

Artículo noventa 

Ninguna autoridad puede detener a los Presidentes, Vocales e Interventores de las Mesas durante las 

horas de la elección en que deban desempeñar sus funciones, salvo en caso de flagrante delito. 

Artículo noventa y uno 

1. El Presidente de la Mesa tiene dentro del local electoral autoridad exclusiva para conservar el 

orden, asegurar la libertad de los electores y mantener la observancia de la Ley. 

2. El Presidente de la Mesa vela por que la entrada al local se conserve siempre libre y accesible para 

las personas que tienen derecho a entrar en él. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 86, solo tienen derecho a entrar en los locales de las 

Secciones electorales los electores de las mismas, los representantes de las candidaturas y quienes 

formen parte de ellas, sus apoderados e interventores; los notarios, para dar fe de cualquier acto 

relacionado con la elección y que no se oponga el secreto de la votación; los agentes de la 

autoridad que el Presidente requiera; los miembros de las Juntas electorales y los Jueces de 

Instrucción y sus delegados; así como las personas designadas por la Administración para recabar 

información sobre los resultados del escrutinio. 
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4. Nadie puede entrar en el local de la Sección electoral con armas ni instrumentos susceptibles de 

ser usados como tales. El Presidente ordenará la inmediata expulsión de quienes infrinjan este 

precepto. 

5. Los Notarios podrán dar fe de los actos relacionados con la elección, incluso fuera de su 

demarcación, pero siempre dentro de la misma provincia y sin necesidad de autorización especial. 

Durante el día de la votación los notarios deberán encontrarse a disposición de los partidos, 

coaliciones, federaciones y agrupaciones en su domicilio o en el lugar donde habitualmente 

desarrollen su función. 

Artículo noventa y dos 

Las fuerzas de policía destinadas a proteger los locales de las Secciones prestarán al Presidente de 

la Mesa, dentro y fuera de los locales, el auxilio que éste requiera. 

Artículo noventa y tres 

Ni en los locales de las secciones ni en las inmediaciones de los mismos se podrá realizar propaganda 

electoral de ningún género. Tampoco podrán formarse grupos susceptibles de entorpecer, de 

cualquier manera que sea, el acceso a los locales, ni se admitirá la presencia en las proximidades de 

quien o quienes puedan dificultar o coaccionar el libre ejercicio del derecho de voto. El Presidente 

de la Mesa tomará a este respecto las medidas que estime convenientes. 

Artículo noventa y cuatro 

Cualquier incidente que hubiera afectado al orden en los locales de las Secciones, así como el 

nombre y los apellidos de quienes lo hubieran provocado, serán reseñados en el Acta de la Sesión. 

Sección XIV. Escrutinio en las Mesas electorales 

Artículo noventa y cinco 

1. Terminada la votación, comienza, acto seguido, el escrutinio. 

2. El escrutinio es público y no se suspenderá, salvo causas de fuerza mayor, aunque concurran varias 

elecciones. El Presidente ordenará la inmediata expulsión de las personas que de cualquier modo 

entorpezcan o perturben su desarrollo. 

3. En el supuesto de coincidencia de varias elecciones se procede, de acuerdo con el siguiente 

orden, a escrutar las papeletas que en cada caso corresponda: Primero, las del Parlamento Europeo; 

después, las del Congreso de los Diputados; después, las del Senado; después, las de las Entidades 

Locales; después, las de la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma; después, las de los 

Cabildos Insulares. 

4. El escrutinio se realiza extrayendo el Presidente, uno a uno, los sobres de la urna correspondiente y 

leyendo en alta voz la denominación de la candidatura o, en su caso, el nombre de los candidatos 

votados. El Presidente pondrá de manifiesto cada papeleta, una vez leída, a los vocales, 

interventores y apoderados. 
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5. Si algún notario en ejercicio de sus funciones, representante de la lista o miembro de alguna 

candidatura tuviese dudas sobre el contenido de una papeleta leída por el Presidente, podrá pedirla 

en el acto para su examen y deberá concedérsele que la examine. 

Artículo noventa y seis 

1. Es nulo el voto emitido en sobre o papeleta diferente del modelo oficial, así como el emitido en 

papeleta sin sobre o en sobre que contenga más de una papeleta de distinta candidatura. En el 

supuesto de contener más de una papeleta de la misma candidatura, se computará como un solo 

voto válido. 

2. Serán también nulos en todos los procesos electorales los votos emitidos en papeletas en las que 

se hubieren modificado, añadido o tachado nombres de candidatos comprendidos en ellas o 

alterado su orden de colocación, así como aquéllas en las que se hubiera introducido cualquier 

leyenda o expresión, o producido cualquier otra alteración de carácter voluntario o intencionado. 

3. En el caso de elecciones al Senado serán nulos los votos emitidos en papeletas en las que se 

hubieran señalado más de tres nombres en las circunscripciones provinciales, de dos en las 

circunscripciones insulares de Gran Canaria, Mallorca y Tenerife y en las poblaciones de Ceuta y 

Melilla, y de uno en el resto de las circunscripciones insulares. 

4. Asimismo serán nulos los votos contenidos en sobre en los que se hubiera producido cualquier tipo 

de alteración de las señaladas en los párrafos anteriores. 

5. Se considera voto en blanco, pero válido, el sobre que no contenga papeleta y, además, en las 

elecciones para el Senado, las papeletas que no contengan indicación a favor de ninguno de los 

candidatos. 

Artículo noventa y siete 

1. Terminado el recuento, se confrontará el total de sobres con el de votantes anotados en los 

términos del artículo 86.4 de la presente Ley. 

2. A continuación, el Presidente preguntará si hay alguna protesta que hacer contra el escrutinio y, 

no habiendo ninguna o después de que la Mesa resuelva por mayoría las que se hubieran 

presentado, anunciará en voz alta su resultado, especificando el número de electores censados, el 

de certificaciones censales aportadas, el número de votantes, el de papeletas nulas, el de votos en 

blanco y el de los votos obtenidos por cada candidatura. 

3. Las papeletas extraídas de las urnas se destruirán en presencia de los concurrentes con excepción 

de aquellas a las que se hubiera negado validez o que hubieran sido objeto de alguna reclamación, 

las cuales se unirán al acta y se archivarán con ella, una vez rubricadas por los miembros de la Mesa. 

Artículo noventa y ocho 

1. La Mesa hará públicos inmediatamente los resultados por medio de un acta de escrutinio que 

contenga los datos expresados en el artículo 97.2, y la fijará sin demora alguna en la parte exterior o 

en la entrada del local. Una copia de dicha acta será entregada a los respectivos representantes de 

cada candidatura que, hallándose presentes, la soliciten o, en su caso, a los Interventores, 

Apoderados o candidatos. No se expedirá más de una copia por candidatura. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1243 

2. Se expedirá asimismo una copia del acta de escrutinio a la persona designada por la 

Administración para recibirla, y a los solos efectos de facilitar la información provisional sobre los 

resultados de la elección que ha de proporcionar el Gobierno. 

Artículo noventa y nueve 

1. Concluidas todas las operaciones anteriores, el Presidente, los Vocales y los Interventores de la 

Mesa firmarán el acta de la sesión, en la cual se expresará detalladamente el número de electores 

que haya en la Mesa según las listas del censo electoral o las certificaciones censales aportadas, el 

de los electores que hubieren votado, el de los interventores que hubieren votado no figurando en 

la lista de la Mesa, el de las papeletas nulas, el de las papeletas en blanco y el de los votos obtenidos 

por cada candidatura y se consignarán sumariamente las reclamaciones y protestas formuladas, en 

su caso, por los representantes de las listas, miembros de las candidaturas, sus Apoderados e 

Interventores y por los electores sobre la votación y el escrutinio, así como las resoluciones motivadas 

de la Mesa sobre ellas, con los votos particulares si los hubiera. Asimismo, se consignará cualquier 

incidente de los que se hace mención en el artículo 94. 

2. Todos los representantes de las listas y miembros de las candidaturas, así como sus apoderados e 

Interventores tienen derecho a que se les expida gratuita e inmediatamente copia del acta, no 

pudiendo la Mesa excusarse del cumplimiento de esta obligación. 

Artículo ciento 

1. Acto seguido, la Mesa procede a la preparación de la documentación electoral, que se distribuirá 

en tres sobres. 

2. El primer sobre contendrá el expediente electoral, compuesto por los siguientes documentos: 

a) El original del Acta de Constitución de la Mesa. 

b) El original del Acta de la sesión. 

c) Los documentos a que esta última haga referencia y, en particular, la lista numerada de 

votantes y las papeletas a las que se hubiera negado validez o que hubieran sido objeto de alguna 

reclamación. 

d) La lista del Censo electoral utilizada. 

e) Las certificaciones censales aportadas. 

3. El segundo y el tercer sobre contendrán respectivas copias del acta de constitución de la Mesa y 

del acta de la sesión. 

4. Una vez cerrados todos los sobres, el Presidente, Vocales e interventores pondrán sus firmas en ellos, 

de forma que crucen la parte por la que en su día deban abrirse. 

Artículo ciento uno 

1. Cuando tengan preparada la correspondiente documentación, el Presidente y los Vocales e 

interventores que lo deseen se desplazarán inmediatamente a la sede del Juzgado de Primera 

Instancia o de Paz, dentro de cuya demarcación esté situada la Mesa, para hacer entrega del primer 
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y del segundo sobre. La Fuerza Pública acompañará y, si fuera preciso, facilitará el desplazamiento 

de estas personas. 

2. Previa identificación del Presidente y, en su caso, de los Vocales e interventores, el Juez recibirá la 

documentación y expedirá el correspondiente recibo, en el que hará mención del día y hora en que 

se produce la entrega. 

3. Dentro de las diez horas siguientes a la recepción de la última documentación, el Juez se 

desplazará personalmente a la sede de la Junta Electoral que deba realizar el escrutinio, donde hará 

entrega, bajo recibo detallado, de los primeros sobres. 

4. Los segundos sobres quedarán archivados en el Juzgado de Primera Instancia o de Paz 

correspondiente, pudiendo ser reclamados por las Juntas Electorales en las operaciones de escrutinio 

general, y por los Tribunales competentes en los procesos contencioso-electorales. 

5. La Junta Electoral Provincial adoptará las medidas necesarias para facilitar el desplazamiento de 

los Jueces a que hace mención el párrafo tercero de este artículo. 

Artículo ciento dos 

1. El tercer sobre será entregado al funcionario del Servicio de Correos, que se personará en la Mesa 

Electoral para recogerlo. Al menos un Vocal debe permanecer allí hasta haber realizado la entrega. 

2. Al día siguiente de la elección, el Servicio de Correos cursará todos estos sobres a la Junta Electoral 

que haya de realizar el escrutinio. 

Sección XV. Escrutinio general 

Artículo ciento tres 

1. El escrutinio general se realiza el quinto día siguiente al de la votación, por la Junta Electoral que 

corresponda, según lo establecido en las disposiciones especiales de esta Ley. 

2. El escrutinio general es un acto único y tiene carácter público. 

Artículo ciento cuatro 

1. Cada Junta se reúne, con los representantes y apoderados de las candidaturas que se presenten, 

en la sede del local donde ejerce sus funciones el Secretario. El Presidente extiende el acta de 

constitución de la Junta, firmada por él mismo, los Vocales y el Secretario, así como por los 

representantes y apoderados de las candidaturas debidamente acreditados. 

2. La sesión se inicia a las diez horas del día fijado para el escrutinio y si no concurren la mitad más 

uno de los miembros de la Junta se aplaza hasta las doce del mediodía. Si por cualquier razón 

tampoco pudiera celebrarse la reunión a esa hora, el Presidente la convoca de nuevo para el día 

siguiente, anunciándolo a los presentes y al público y comunicándolo a la Junta Central. A la hora 

fijada en esta convocatoria, la reunión se celebrará cualquiera que sea el número de los 

concurrentes. 
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Artículo ciento cinco 

1. La sesión de escrutinio se indica leyendo el Secretario las disposiciones legales relativas al acto. 

2. A continuación, el personal al servicio de la Junta proceden bajo la supervisión de ésta, a la 

apertura sucesiva de los sobres referidos en el artículo 100, párrafo segundo, de esta Ley. 

3. Si faltase el correspondiente sobre de alguna Mesa o si su contenido fuera incompleto se suplirá 

con el tercer sobre a qué se refiere el artículo 102. En su defecto y sin perjuicio de lo establecido en 

el apartado 4 del artículo 101, se utilizará la copia del acta de la sesión que presente en forma un 

representante de candidatura o Apoderado suyo. Si se presentan copias contradictorias no se tendrá 

en cuenta ninguna de y ellas. 

4. En caso de que en alguna Mesa hubiera actas dobles y diferentes o cuando el número de votos 

que figure en un acta exceda al de los electores que haya en la Mesa según las listas del censo 

electoral y las certificaciones censales presentadas, con la salvedad del voto emitido por los 

Interventores, la Junta tampoco hará cómputo de ellas, salvo que existiera error material o de hecho 

o aritmético, en cuyo caso procederá a su subsanación. 

5. El Secretario de la junta dará cuenta de los resúmenes de votación de cada Mesa, y el personal al 

servicio de la Junta realizará las correspondientes anotaciones, si fuera preciso mediante un 

instrumento técnico que deje constancia documental de lo anotado. 

6. Cuando el número de Mesas a escrutar así lo aconseje, la Junta Electoral puede dividirse en dos 

Secciones para efectuar las operaciones referidas en los párrafos anteriores. En tal caso un Vocal 

actuará en condición de Secretario de una de las Secciones. 

Artículo ciento seis 

1. Durante el escrutinio la Junta no puede anular ningún acta ni voto. Sus atribuciones se limitan a 

verificar sin discusión alguna el recuento y la suma de los votos admitidos en las correspondientes 

Mesas según las actas o las copias de las actas de las Mesas, salvo los casos previstos en el apartado 

4 del artículo anterior, pudiendo tan sólo subsanar los meros errores materiales o de hecho y los 

aritméticos. 

2. A medida que se vayan examinando las actas los representantes o apoderados de las 

candidaturas no pueden presentar reclamación ni protesta alguna, excepto aquellas observaciones 

puntuales que se refieran a la exactitud de los datos leídos. 

Artículo ciento siete 

1. El acto del escrutinio general no puede interrumpirse. No obstante, transcurridas doce horas de 

sesión, las Juntas podrán suspender el escrutinio hasta el día siguiente, no dejando sin concluir el 

cómputo de los votos correspondientes a una Sección. 

2. El escrutinio deberá concluir no más tarde del octavo día posterior al de las elecciones. 

Artículo ciento ocho 

1. Concluido el escrutinio, la Junta Electoral extenderá por triplicado un acta de escrutinio de la 

circunscripción correspondiente que contendrá mención expresa del número de electores que haya 
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en las Mesas según las listas del censo electoral y las certificaciones censales presentadas, de 

votantes, de los votos obtenidos por cada candidatura, de los votos en blanco y de los votos nulos. 

Finalizada la sesión, se extenderá también un acta de la misma en la que se harán constar todas las 

incidencias acaecidas durante el escrutinio. El acta de sesión y la de escrutinio serán firmadas por el 

Presidente, los Vocales y el Secretario de la Junta y por los representantes y apoderados generales 

de las candidaturas debidamente acreditados. 

2. Los representantes y apoderados de las candidaturas disponen de un plazo de un día para 

presentar las reclamaciones y protestas, que sólo podrán referirse a incidencias recogidas en las 

actas de sesión de las Mesas electorales o en el acta de la sesión de escrutinio de la Junta Electoral. 

3. La Junta Electoral resuelve por escrito sobre las mismas en el plazo de un día, comunicándolo 

inmediatamente a los representantes y apoderados de las candidaturas. Dicha resolución podrá ser 

recurrida por los representantes y apoderados generales de las candidaturas ante la propia Junta 

Electoral en el plazo de un día. Al día siguiente de haberse interpuesto un recurso, la Junta Electoral 

remitirá el expediente, con su informe, a la Junta Electoral Central. La resolución que ordena la 

remisión se notificará, inmediatamente después de su cumplimiento, a los representantes de las 

candidaturas concurrentes en la circunscripción, emplazándoles para que puedan comparecer 

ante la Junta Electoral Central dentro del día siguiente. La Junta Electoral Central, previa audiencia 

de las partes por plazo no superior a dos días, resolverá el recurso dentro del día siguiente, dando 

traslado de dicha resolución a las Juntas Electorales competentes para que efectúen la 

proclamación de electos. 

4. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo anterior sin que se produzcan reclamaciones o protestas, 

o resueltas las mismas por la Junta Electoral Central, las Juntas Electorales competentes procederán, 

dentro del día siguiente, a la proclamación de electos, a cuyos efectos se computarán como votos 

válidos los obtenidos por cada candidatura más los votos en blanco. 

4 bis. Desde la votación hasta la proclamación de electos, el Gobierno a través de la Abogacía del 

Estado y el Ministerio Fiscal podrán presentar ante la Sala Especial del Tribunal Supremo del artículo 

61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, un escrito motivado anunciando la presentación, en un 

plazo no superior a quince días, de la demanda de ilegalización o del incidente de ejecución 

previstos en los artículos 11 y 12.3 de la Ley Orgánica 6/2002, de Partidos Políticos, solicitando la 

suspensión cautelar de la proclamación de los electos que hubieran concurrido en las candidaturas 

del partido afectado o en las federaciones o coaliciones por él integradas. Asimismo, podrán solicitar 

la suspensión cautelar de la proclamación de los electos que hubieran concurrido en candidaturas 

presentadas por agrupaciones de electores que pudieran estar vinculadas al partido contra el que 

se dirija la demanda de ilegalización o el incidente de ejecución, o a un partido declarado ilegal por 

resolución judicial firme. La Sala resolverá sobre la suspensión en los dos días siguientes a la 

presentación de dicho escrito. 

Una vez presentada la demanda o instado el incidente, la Sala, al resolver el trámite de admisión, se 

pronunciará sobre la continuidad o no de la suspensión cautelar hasta la finalización del 

procedimiento. Prorrogada la suspensión, si la resolución que ponga fin al procedimiento declarase 

la ilegalización del partido o su condición de sucesor de otro ilegalizado, declarará también la no 

proclamación de los electos que hubieran concurrido en sus candidaturas o en las de federaciones 

o coaliciones por él integradas. El pago de las subvenciones a que se refiere el artículo 127.2 no 

procederá mientras subsista la medida de suspensión adoptada y sólo se llevará a efecto si la 

resolución que ponga fin al procedimiento judicial sea desestimatoria de la demanda de 

ilegalización o del incidente de ejecución. 

En cualquier momento del mandato electoral de los electos en candidaturas presentadas por 

agrupaciones de electores, el Gobierno a través de la Abogacía del Estado y el Ministerio Fiscal 

podrán presentar ante la Sala Especial del Tribunal Supremo del artículo 61 de la Ley Orgánica del 
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Poder Judicial, la demanda o el incidente de ejecución previstos en los artículos 11 y 12.3 de la Ley 

Orgánica 6/2002, de Partidos Políticos, solicitando que se declare la vinculación de dichas 

agrupaciones con un partido ilegalizado o con el partido cuya ilegalización se pretende. 

5. El acta de proclamación se extenderá por triplicado y será suscrita por el Presidente y el Secretario 

de la Junta y contendrá mención expresa del número de electores que haya en las Secciones, de 

votantes, de los votos obtenidos por cada candidatura, de los votos en blanco, de los votos válidos 

y de los votos nulos, de los escaños obtenidos por cada candidatura, así como la relación nominal 

de los electos. Se reseñarán también las reclamaciones y protestas ante la Junta Electoral, su 

resolución, el recurso ante la Junta Electoral Central, si lo hubiere, y su correspondiente resolución. 

6. La Junta archivará uno de los tres ejemplares del acta. Remitirá el segundo a la Cámara o 

Corporación de la que vayan a formar parte los electos y el tercero a la Junta Electoral Central, que 

en el periodo de cuarenta días, procederá a la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» los 

resultados generales y por circunscripciones, sin perjuicio de los recursos contencioso-electorales 

contra la proclamación de electos. 

7. Se entregarán copias certificadas del acta de escrutinio general a los representantes de las 

candidaturas que lo soliciten. Asimismo, se expedirán a los electos credenciales de su proclamación. 

La Junta podrá acordar que dichas certificaciones y credenciales sean remitidas inmediatamente a 

los interesados a través del representante de la candidatura. 

8. En el momento de tomar posesión y para adquirir la plena condición de sus cargos, los candidatos 

electos deben jurar o prometer acatamiento a la Constitución, así como cumplimentar los demás 

requisitos previstos en las Leyes o reglamentos respectivos. 

Sección XVI. Contencioso electoral 

Artículo ciento nueve 

Pueden ser objeto de recurso contencioso electoral los acuerdos de las Juntas Electorales sobre 

proclamación de electos, así como la elección y proclamación de los Presidentes de las 

Corporaciones Locales. 

Artículo ciento diez 

Están legitimados para interponer el recurso contencioso electoral o para oponerse a los que se 

interpongan: 

a) Los candidatos proclamados o no proclamados. 

b) Los representantes de las candidaturas concurrentes en la circunscripción. 

c) Los partidos políticos, asociaciones, federaciones y coaliciones que hayan presentado 

candidaturas en la circunscripción. 

Artículo ciento once 

La representación pública y la defensa de la legalidad en el recurso contencioso electoral 

corresponde al Ministerio Fiscal. 
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Artículo ciento doce 

1. El recurso contencioso electoral se interpone ante la Junta Electoral correspondiente dentro de los 

tres días siguientes al acto de proclamación de electos y se formaliza en el mismo escrito, en el que 

se consignan los hechos, los fundamentos de Derecho y la petición que se deduzca. 

2. El Tribunal competente para la resolución de los recursos contencioso-electorales que se refieren a 

elecciones generales o al Parlamento Europeo es la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 

Tribunal Supremo. En el supuesto de elecciones autonómicas o locales el Tribunal competente es la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la respectiva Comunidad 

Autónoma. 

3. Al día siguiente de su presentación, el Presidente de la Junta ha de remitir a la Sala competente el 

escrito de interposición, el expediente electoral y un informe de la Junta en el que se consigne cuanto 

se estime procedente como fundamento del acuerdo impugnado. La resolución que ordena la 

remisión se notificará, inmediatamente después de su cumplimiento, a los representantes de las 

candidaturas concurrentes en la circunscripción, emplazándoles para que puedan comparecer 

ante la Sala dentro de los dos días siguientes. 

4. La Sala, al día siguiente de la finalización del término para la comparecencia de los interesados, 

dará traslado del escrito de interposición y de los documentos que lo acompañen al Ministerio Fiscal 

y a las partes que se hubieran personado en el proceso, poniéndoles de manifiesto el expediente 

electoral y el informe de la Junta Electoral, para que en el plazo común e improrrogable de cuatro 

días puedan formular las alegaciones que estimen convenientes. A los escritos de alegaciones se 

pueden acompañar los documentos que, a su juicio, puedan servir para apoyar o desvirtuar los 

fundamentos de la impugnación. Asimismo, se puede solicitar el recibimiento a prueba y proponer 

aquellas que se consideren oportunas. 

5. Transcurrido el período de alegaciones, la Sala, dentro del día siguiente, podrá acordar de oficio 

o a instancia de parte el recibimiento a prueba y la práctica de las que declara pertinentes. La fase 

probatoria se desarrollará con arreglo a las normas establecidas para el proceso contencioso-

administrativo, si bien el plazo no podrá exceder de cinco días. 

Artículo ciento trece 

1. Concluido el período probatorio, en su caso, la Sala, sin más trámite, dictará Sentencia en el plazo 

de cuatro días. 

2. La Sentencia habrá de pronunciar alguno de los fallos siguientes: 

a) Inadmisibilidad del recurso. 

b) Validez de la elección y de la proclamación de electos, con expresión, en su caso, de la lista 

más votada. 

c) Nulidad de acuerdo de proclamación de uno o varios electos y proclamación como tal de 

aquél o aquéllos a quienes corresponda. 

d) Nulidad de la elección celebrada en aquella o aquellas Mesas que resulten afectadas por 

irregularidades invalidantes y necesidad de efectuar nueva convocatoria en las mismas, que podrá 

limitarse al acto de la votación, o de proceder a una nueva elección cuando se trate del Presidente 

de una Corporación Local, en todo caso en el plazo de tres meses a partir de la sentencia. No 

obstante, la invalidez de la votación en una o varias Mesas o en una o varias Secciones no 
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comportará nueva convocatoria electoral en las mismas cuando su resultado no altere la atribución 

de escaños en la circunscripción. 

Artículo ciento catorce 

1. La Sentencia se notifica a los interesados no más tarde del día trigésimo séptimo posterior a las 

elecciones. 

2. Contra la misma no procede recurso contencioso alguno, ordinario ni extraordinario, salvo el de 

aclaración, y sin perjuicio del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. El amparo debe 

solicitarse en el plazo de tres días y el Tribunal Constitucional debe resolver sobre el mismo en los 

quince días siguientes. 

Artículo ciento quince 

1. Las Sentencias se comunican a la Junta Electoral correspondiente, mediante testimonio en forma, 

con devolución del expediente, para su inmediato y estricto cumplimiento. 

2. La sala, de oficio o a instancias del Ministerio Fiscal o de las partes, podrá dirigirse directamente a 

las autoridades, organismos e instituciones de todo orden a las que alcance el contenido de la 

sentencia y, asimismo, adoptará cuantas medidas sean adecuadas para la ejecución de los 

pronunciamientos contenidos en el fallo. 

Artículo ciento dieciséis 

1. Los recursos contencioso-electorales tienen carácter de urgentes y gozan de preferencia absoluta 

en su sustanciación y fallo ante las Salas de lo Contencioso-Administrativo competentes. 

2. En todo lo no expresamente regulado por esta Ley en materia contencioso-electoral será de 

aplicación la Ley de la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Artículo ciento diecisiete 

Los recursos judiciales previstos en esta Ley son gratuitos. No obstante, procederá la condena en 

costas a la parte o partes que hayan mantenido posiciones infundadas, salvo que circunstancias 

excepcionales, valoradas en la resolución que se dicte, motiven su no imposición. 

Sección XVII. Reglas generales de procedimiento en materia electoral 

Artículo ciento dieciocho 

1. Tienen carácter gratuito, están exentos del impuesto sobre actos jurídicos documentados y se 

extienden en papel común: 

a) Las solicitudes, certificaciones y diligencias referentes a la formación, revisión e inscripción en 

el censo electoral. 

b) Todas las actuaciones y los documentos en que se materializan, relativos al procedimiento 

electoral, incluidos los de carácter notarial. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1250 

2. Las copias que deban expedirse de documentos electorales podrán realizarse por cualquier medio 

de reproducción mecánica, pero solo surtirán efecto cuando en ellos se estampen las firmas y sellos 

exigidos para los originales. 

Artículo ciento diecinueve 

Los plazos a los que se refiere esta Ley son improrrogables y se entienden referidos, siempre, en días 

naturales. 

Artículo ciento veinte 

En todo lo no expresamente regulado por esta Ley en materia de procedimiento será de aplicación 

la Ley de Procedimiento Administrativo. 

CAPÍTULO VII 

Gastos y subvenciones electorales 

Sección I. Los Administradores y las cuentas electorales 

Artículo ciento veintiuno 

1. Toda candidatura debe tener un administrador electoral responsable de sus ingresos y gastos y de 

su contabilidad. Las candidaturas que cualquier partido, federación o coalición presente dentro de 

la misma provincia tienen un administrador común. 

2. La contabilidad se ajustará en todo caso a los principios generales contenidos en el vigente Plan 

General de Contabilidad. 

Artículo ciento veintidós 

1. Los partidos, federaciones o coaliciones que presenten candidatura en más de una provincia 

deben tener, además, un administrador general. 

2. El administrador general responde de todos los ingresos y gastos electorales realizados por el 

partido, federación o coalición y por sus candidaturas, así como de la correspondiente contabilidad, 

que debe contener, como mínimo, las especificaciones previstas en el apartado 2 del artículo 

anterior. 

3. Los administradores de las candidaturas actúan bajo la responsabilidad del administrador general. 

Artículo ciento veintitrés 

1. Puede ser designado administrador electoral cualquier ciudadano, mayor de edad, en pleno uso 

de sus derechos civiles y políticos. No podrán ser designados administradores electorales las personas 

en quienes concurra la circunstancia a la que se refiere el párrafo b) del apartado 2 del artículo 6 de 

la presente ley. 

2. Los representantes de las candidaturas y los representantes generales de los partidos, federaciones 

o coaliciones pueden acumular la condición de administrador electoral. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1251 

3. Los candidatos no pueden ser administradores electorales. 

Artículo ciento veinticuatro 

1. Los administradores generales y los de las candidaturas, designados en el tiempo y forma que 

prevén las disposiciones especiales de esta Ley, comunican a la Junta Electoral Central y a las Juntas 

Provinciales, respectivamente, las cuentas abiertas para la recaudación de fondos. 

2. La apertura de cuentas puede realizarse, a partir de la fecha de nombramiento de los 

administradores electorales, en cualquier Entidad Bancaria o Caja de Ahorros. La comunicación a 

que hace referencia el párrafo anterior debe realizarse en las veinticuatro horas siguientes a la 

apertura de las cuentas. 

3. Si las candidaturas presentadas no fueran proclamadas o renunciasen a concurrir a la elección, 

las imposiciones realizadas por terceros en estas cuentas les deberán ser restituidas por los partidos, 

federaciones, coaliciones o agrupaciones que las promovieron. 

Artículo ciento veinticinco 

1. Todos los fondos destinados a sufragar los gastos electorales, cualquiera que sea su procedencia, 

deben ingresarse en las mencionadas cuentas y todos los gastos deben pagarse con cargo a las 

mismas. 

2. Los administradores electorales y las personas por ellos autorizadas para disponer de los fondos de 

las cuentas son responsables de las cantidades ingresadas y de su aplicación a los fines señalados. 

3. Terminada la campaña electoral, sólo se podrá disponer de los saldos de estas cuentas para 

pagar, en los noventa días siguientes al de la votación, gastos electorales previamente contraídos. 

4. Toda reclamación por gastos electorales que no sea notificada a los correspondientes 

administradores en los sesenta días siguientes al de la votación se considerará nula y no pagadera. 

Cuando exista causa justificada, las Juntas Electorales Provinciales o, en su caso, la Junta Central, 

pueden admitir excepciones a esta regla. 

Artículo ciento veintiséis 

1. Quienes aporten fondos a las cuentas referidas en los artículos anteriores harán constar en el acto 

de la imposición su nombre, domicilio y el número de su Documento Nacional de Identidad o 

pasaporte, que será exhibido al correspondiente empleado de la entidad depositaria. 

2. Cuando se aporten cantidades por cuenta y en representación de otra persona física o jurídica, 

se hará constar el nombre de ésta. 

3. Cuando las imposiciones se efectúen por partidos, se hace constar la procedencia de los fondos 

que se depositan. 
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Sección II. La financiación electoral 

Artículo ciento veintisiete 

1. El Estado subvenciona, de acuerdo con las reglas establecidas en las disposiciones especiales de 

esta ley, los gastos ocasionados a los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores 

por su concurrencia a las elecciones al Congreso de los Diputados y al Senado, Parlamento Europeo 

y elecciones municipales. En ningún caso la subvención correspondiente a cada grupo político 

podrá sobrepasar la cifra de gastos electorales declarados, justificados por el Tribunal de Cuentas en 

el ejercicio de su función fiscalizadora. 

2. Tanto el devengo como el pago de dichas subvenciones a las formaciones políticas o a cualquiera 

otra persona o entidad a las que, por cualquier título, se hubiese transmitido el crédito 

correspondiente podrán quedar condicionados, si así lo acuerda la Administración Electoral, a la 

justificación de la adquisición por los electos pertenecientes a partidos políticos, federaciones, 

coaliciones o agrupaciones de electores de la condición plena de Diputado, Senador, miembro del 

Parlamento Europeo o miembro de la correspondiente Corporación local y del ejercicio efectivo del 

cargo para el que hubiesen sido elegidos por cuya elección y desempeño se hayan devengado o 

se devenguen las citadas subvenciones. La comprobación y certificación de estos supuestos 

corresponderá a los órganos de gobierno de la institución en que se deba ejercitar dicho cargo. 

3. De conformidad con lo previsto en el artículo 4 de la Ley Orgánica 3/1987, de 2 de julio, de 

Financiación de los Partidos Políticos, el Estado no subvencionará los gastos, a los que se refiere el 

presente artículo, a los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores cuando, en 

su actividad, incurran en alguna de las conductas previstas para la ilegalización de los partidos 

políticos en el artículo 9 de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos, apreciadas 

y valoradas de acuerdo con lo allí establecido, cuando no proceda por el grado de reiteración o 

gravedad de las mismas el procedimiento conducente a su ilegalización. 

4. Del mismo modo, las subvenciones previstas en este artículo no se devengarán a favor de dichas 

formaciones políticas cuando en sus órganos directivos, grupos parlamentarios o políticos, o en sus 

listas electorales incluyan o mantengan a personas condenadas por sentencia, aunque no sea firme, 

por delitos de rebelión, de terrorismo o delitos graves contra las Instituciones del Estado, en los 

términos previstos en la legislación penal, salvo que aquellas hubieran rechazado públicamente los 

fines y los medios utilizados. 

Artículo ciento veintisiete bis 

1. El Estado concederá adelantos de las subvenciones mencionadas a los partidos, federaciones y 

coaliciones que las hubieran obtenido en las últimas elecciones a las Cortes Generales, al Parlamento 

Europeo o, en su caso, en las últimas elecciones municipales, y no se hubiesen visto privadas de las 

mismas con posterioridad de acuerdo con lo previsto en el artículo anterior. La cantidad adelantada 

no podrá exceder del 30 por ciento de la subvención percibida por el mismo partido, federación, 

asociación o coalición en las últimas elecciones equivalentes, y del mismo porcentaje de la 

subvención que resultare de la aplicación de las previsiones contenidas en los artículos 175.3, 193.3 y 

227.3 de esta ley, según el proceso electoral de que se trate. 

2. Los adelantos pueden solicitarse entre los días vigésimo primero y vigésimo tercero posteriores a la 

convocatoria. 

3. En el caso de partidos, federaciones o coaliciones que concurran en más de una provincia, la 

solicitud deberá presentarse por sus respectivos administradores generales ante la Junta Electoral 
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Central. En los restantes supuestos, las solicitudes se presentarán por los administradores de las 

candidaturas ante las Juntas Provinciales. Éstas las cursarán a la Junta Central. 

La Junta Electoral Central remitirá al órgano competente de la Administración General del Estado las 

solicitudes de adelanto de las subvenciones electorales formuladas por los administradores de los 

partidos políticos, federaciones y coaliciones, y rechazará aquellas presentadas por las formaciones 

políticas sin derecho a las mismas, conforme a lo dispuesto en el artículo 127 de la presente ley. 

4. A partir del vigésimo noveno día posterior a la convocatoria, la Administración del Estado pone a 

disposición de los administradores electorales los adelantos correspondientes. 

5. Los adelantos se devolverán, después de las elecciones, en la cuantía en que superen el importe 

de la subvención que finalmente haya correspondido a cada partido, federación o coalición. 

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, procederá la devolución íntegra del anticipo 

concedido en caso de no acreditarse, en los términos del artículo 133.4 de la presente ley, la 

adquisición por los electos pertenecientes a dichas formaciones políticas de la condición plena de 

Diputado, Senador, miembro del Parlamento Europeo o miembro de la correspondiente corporación 

local y el ejercicio efectivo del cargo para el que hubiesen sido elegidos y por cuya elección se 

hayan devengado o se devenguen las subvenciones recogidas en esta ley. 

Artículo ciento veintiocho 

1. Queda prohibida la aportación a las cuentas electorales de fondos provenientes de cualquier 

Administración o Corporación Pública, Organismo Autónomo o Entidad Paraestatal, de las empresas 

del sector público cuya titularidad corresponde al Estado, a las Comunidades Autónomas, a las 

Provincias o a los Municipios y de las empresas de económica mixta, así como de las empresas que, 

mediante contrato vigente, prestan servicios o realizan suministros u obras para alguna de las 

Administraciones Públicas. 

2. Queda igualmente prohibida la aportación a estas cuentas de fondos procedentes de Entidades 

o personas extranjeras, excepto los otorgados en el Presupuesto de los órganos de las Comunidades 

Europeas para la financiación de las elecciones al Parlamento Europeo, y, en el supuesto de 

elecciones municipales, únicamente con relación a las personas para quienes sea aplicable lo 

dispuesto en el artículo 13.2 de la Constitución. 

Artículo ciento veintinueve 

Límite de aportación 

Ninguna persona, física o jurídica, puede aportar más de 10.000 euros a las cuentas abiertas por un 

mismo partido, federación, coalición o agrupación para recaudar fondos en las elecciones 

convocadas. 

Sección III. Los gastos electorales 

Artículo ciento treinta 

Se consideran gastos electorales los que realicen los partidos, federaciones, coaliciones o 

agrupaciones participantes en las elecciones desde el día de la convocatoria hasta el de la 

proclamación de electos por los siguientes conceptos: 
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a) Confección de sobres y papeletas electorales. 

b) Propaganda y publicidad directa o indirectamente dirigida a promover el voto a sus 

candidaturas, sea cual fuere la forma y el medio que se utilice. 

c) Alquiler de locales para la celebración de actos de campaña electoral. 

d) Remuneraciones o gratificaciones al personal no permanente que presta sus servicios a las 

candidaturas. 

e) Medios de transporte y gastos de desplazamiento de los candidatos, de los dirigentes de los 

partidos, asociaciones, federaciones o coaliciones, y del personal al servicio de la candidatura. 

f) Correspondencia y franqueo. 

g) Intereses de los créditos recibidos para la campaña electoral, devengados hasta la fecha de 

percepción de la subvención correspondiente. 

h) Cuantos sean necesarios para la organización y funcionamiento de las oficinas y servicios 

precisos para las elecciones. 

Artículo ciento treinta y uno 

1. Ningún partido, federación, coalición o agrupación puede realizar gastos electorales que superen 

los límites establecidos en las disposiciones especiales de esta Ley, que se entenderán siempre 

referidos en euros constantes. 

2. En el supuesto de coincidencia de dos o más elecciones por sufragio universal directo, los partidos, 

federaciones, coaliciones y agrupaciones de electores concurrentes no podrán realizar gastos 

electorales suplementarios en cuantía superior en un 25 por 100 de los máximos permitidos para las 

elecciones a Cortes Generales. 

Sección IV. Control de la contabilidad electoral y adjudicación de las subvenciones 

Artículo ciento treinta y dos 

1. Desde la fecha de la convocatoria hasta el centésimo día posterior a la celebración de las 

elecciones, la Junta Electoral Central y las Provinciales velarán por el cumplimiento de las normas 

establecidas en los artículos anteriores de este capítulo. A estos efectos, la Junta Electoral Central 

podrá recabar la colaboración del Tribunal de Cuentas. 

2. La Junta Electoral Central y las Provinciales podrán recabar en todo momento de las entidades 

bancarias y de las Cajas de Ahorro el estado de las cuentas electorales, números e identidad de los 

impositores y cuantos extremos estimen precisos para el cumplimiento de su función fiscalizadora. 

3. Asimismo, podrán recabar de los administradores electorales las informaciones contables que 

consideren necesarias y deberán resolver por escrito las consultas que éstos les planteen. 

4. Si de sus investigaciones resultasen indicios de conductas constitutivas de delitos electorales, lo 

comunicarán al Ministerio Fiscal para el ejercicio de las acciones oportunas. Las mismas Juntas 

sancionarán las infracciones en esta materia, conforme a lo dispuesto en el artículo 153 de esta Ley. 
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5. Asimismo las Juntas Electorales informarán al Tribunal de Cuentas de los resultados de su actividad 

fiscalizadora. 

Artículo ciento treinta y tres 

1. Entre los cien y los ciento veinticinco días posteriores a las elecciones, los partidos, federaciones, 

coaliciones o agrupaciones que hubieran alcanzado los requisitos exigidos para recibir subvenciones 

estatales o que hubieran solicitado adelantos con cargo a las mismas, presentan, ante el Tribunal de 

Cuentas, una contabilidad detallada y documentada de sus respectivos ingresos y gastos 

electorales. 

2. La presentación se realiza por los administradores generales de aquellos partidos, federaciones o 

coaliciones que hubieran concurrido a las elecciones en varias provincias y por los administradores 

de las candidaturas en los restantes casos. 

3. Las Entidades financieras de cualquier tipo que hubieran concedido crédito a aquellos partidos y 

asociaciones mencionados en el párrafo primero envían noticia detallada de los mismos al Tribunal 

de Cuentas, dentro del plazo referido en aquel párrafo. 

4. El Estado, en el plazo de 30 días posterior a la presentación ante el Tribunal de Cuentas de su 

contabilidad y en concepto de adelanto mientras no concluyan las actuaciones del Tribunal de 

Cuentas, entregará a los administradores electorales el 90 % del importe de las subvenciones que, de 

acuerdo con los criterios establecidos en la presente Ley, les corresponda de acuerdo con los 

resultados generales publicados en el “Boletín Oficial del Estado”, descontado, en su caso, el anticipo 

a que se refiere el apartado 1 del artículo 127 bis de esta Ley. En dicho acto, los partidos, coaliciones, 

federaciones y agrupaciones de electores deberán presentar para poder percibir ese anticipo aval 

bancario por el 10 % de la subvención percibida, así como, si así lo acuerda la Administración 

electoral certificación expedida por el órgano correspondiente que acredite fehacientemente la 

adquisición por los electos pertenecientes a dichas formaciones políticas de la condición plena de 

Diputado, Senador, miembro del Parlamento Europeo o miembro de la correspondiente Corporación 

Local y el ejercicio efectivo del cargo para el que hubiesen sido elegidos y por cuya elección se 

hayan devengado o se devenguen las subvenciones recogidas en esta Ley. 

Tampoco procederá la concesión de dicho adelanto cuando en la formación política figuren 

personas en quienes concurra la circunstancia a la que se refiere el párrafo b del apartado 2 del 

artículo 6 de la presente Ley. 

5. En los mismos términos deben informar al Tribunal de Cuentas las empresas que hubieren facturado 

con aquellos partidos y asociaciones mencionados en el párrafo primero, por gastos electorales 

superiores a 10.000 euros. 

6. La Administración General del Estado entregará el importe de las subvenciones a los 

administradores electorales de las entidades que deban percibirlas, a no ser que aquéllos hubieran 

notificado a la Junta Electoral Central que las subvenciones sean abonadas en todo o en parte a las 

entidades bancarias que designen, para compensar los anticipos o créditos que les hayan otorgado. 

La Administración General del Estado verificará el pago conforme a los términos de dicha 

notificación, salvo que los anticipos o créditos se hubieran otorgado a formaciones políticas que se 

encuentren dentro de los supuestos establecidos en los apartados 2, 3 y 4 del artículo 127 de la 

presente ley. La citada notificación no podrá ser revocada sin consentimiento de la entidad de 

crédito beneficiaria. 
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Artículo ciento treinta y cuatro 

1. El Tribunal de Cuentas puede, en el plazo de treinta días, a partir del señalado en el apartado 1 

del artículo anterior, recabar de todos los que vienen obligados a presentar contabilidades e 

informes, conforme al artículo anterior, las aclaraciones y documentos suplementarios que estime 

necesarios. 

2. Dentro de los doscientos días posteriores a las elecciones, el Tribunal de cuentas se pronuncia, en 

el ejercicio de su función fiscalizadora, sobre la regularidad de las contabilidades electorales, y en el 

caso de que se hubiesen apreciado irregularidades en dicha contabilidad o violaciones de las 

restricciones establecidas en materia de ingresos y gastos electorales, puede iniciar el procedimiento 

sancionador regulado en la Ley Orgánica 8/2007, sobre financiación de los partidos políticos y 

proponer la no adjudicación o reducción de la subvención estatal al partido, federación, coalición 

o agrupación de que se trate. Si advirtiese además indicios de conductas constitutivas de delito lo 

comunicará al Ministerio Fiscal. 

3. El Tribunal, dentro del mismo plazo, remite el resultado de su fiscalización mediante informe 

razonado, comprensivo de la declaración del importe de los gastos regulares justificados por cada 

partido, federación, coalición, asociación o agrupación de electores, al Gobierno y a la Comisión 

establecida en la Disposición Transitoria Primera de la Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas. 

4. Dentro del mes siguiente a la remisión del informe del Tribunal de Cuentas, el Gobierno presentará 

a las Cortes Generales un proyecto de crédito extraordinario por el importe de las subvenciones a 

adjudicar, las cuales deben ser hechas efectivas dentro de los cien días posteriores a la aprobación 

por las Cortes Generales. 

5. La liquidación del importe de las subvenciones por parte del órgano competente se realizará de 

acuerdo con el contenido del Informe de Fiscalización aprobado en las Cortes Generales por la 

Comisión Mixta para las relaciones con el Tribunal de Cuentas y con lo dispuesto en los apartados 2, 

3 y 4 del artículo 127 de la presente ley. 

CAPÍTULO VIII 

Delitos e infracciones electorales 

Sección I. Disposiciones generales 

Artículo ciento treinta y cinco 

1. A los efectos de este capítulo son funcionarios públicos los que tengan ésta consideración según 

el Código Penal, quienes desempeñen alguna función pública relacionada con las elecciones, y en 

particular los Presidentes y Vocales de las Juntas Electorales, los Presidentes, Vocales e Interventores 

de las Mesas Electorales y los correspondientes suplentes. 

2. A los mismos efectos tienen la consideración de documentos oficiales, el censo y sus copias 

autorizadas, las actas, listas, certificaciones, talones o credenciales de nombramiento de quienes 

hayan de intervenir en el proceso electoral y cuantos emanen de personas a quienes la presente Ley 

encargue su expedición. 
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Artículo ciento treinta y seis 

Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a esta Ley y al Código Penal lo serán siempre 

por aquel precepto que aplique mayor sanción al delito o falta cometidos. 

Artículo ciento treinta y siete 

Por todos los delitos a que se refiere este capítulo se impondrá, además de la pena señalada en los 

artículos siguientes, la de inhabilitación especial para el derecho del sufragio pasivo. 

Artículo ciento treinta y ocho 

En lo que no se encuentre expresamente regulado en este Capítulo se aplicará el Código Penal. 

También serán de aplicación, en todo caso, las disposiciones del Capítulo I, título 1.º, del Código 

Penal a los delitos penados en esta Ley. 

Sección II. Delitos electorales 

Artículo ciento treinta y nueve 

Serán castigados con las penas de seis meses a dos años y de multa de seis a veinticuatro meses los 

funcionarios públicos que: 

1. Incumplan las normas legalmente establecidas para la formación, conservación y exhibición 

al público del censo electoral. 

2. Incumplan las normas legalmente establecidas para la constitución de las Juntas y Mesas 

Electorales, así como para las votaciones, acuerdos y escrutinios que éstas deban realizar. 

3. No extiendan las actas, certificaciones, notificaciones y demás documentos electorales en la 

forma y momentos previstos por la Ley. 

4. Susciten, sin motivo racional, dudas sobre la identidad de una persona o la entidad de sus 

derechos. 

5. Suspendan, sin causa justificada, cualquier acto electoral. 

6. Nieguen, dificulten o retrasen indebidamente la admisión, curso o resolución de las protestas o 

reclamaciones de las personas que legalmente estén legitimadas para hacerlas, o no dejen de ellas 

la debida constancia documental. 

7. Causen, en el ejercicio de sus competencias, manifiesto perjuicio a un candidato. 

8. Incumplan los trámites establecidos para el voto por correspondencia. 
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Artículo ciento cuarenta 

Delitos por abuso de oficio o falsedad 

1. Serán castigados con las penas de prisión de tres a siete años y multa de dieciocho a veinticuatro 

meses los funcionarios que abusando de su oficio o cargo realicen alguna de las siguientes 

falsedades: 

a) Alterar sin autorización las fechas, horas o lugares en que deba celebrarse cualquier acto 

electoral incluso de carácter preparatorio, o anunciar su celebración de forma que pueda inducir 

a error a los electores. 

b) Omitir o anotar de manera que induzca a error sobre su autenticidad los nombres de los 

votantes en cualquier acto electoral. 

c) Cambiar, ocultar o alterar, de cualquier manera, el sobre o papeleta electoral que el elector 

entregue al ejercitar su derecho. 

d) Realizar con inexactitud el recuento de electores en actos referentes a la formación o 

rectificación del Censo, o en las operaciones de votación y escrutinio. 

e) Efectuar proclamación indebida de personas. 

f) Faltar a la verdad en manifestaciones verbales que hayan de realizarse en algún acto electoral, 

por mandato de esta Ley. 

g) Consentir, pudiendo evitarlo, que alguien vote dos o más veces o lo haga sin capacidad legal, 

o no formular la correspondiente protesta. 

h) Imprimir, confeccionar o utilizar papeletas o sobres electorales con infracción de las normas 

establecidas. 

i) Incumplir las obligaciones relativas a certificaciones en materia de subvenciones por gastos 

electorales previstas en esta ley. 

j) Cometer cualquier otra falsedad en materia electoral, análoga a las anteriores, por alguno de 

los modos señalados en el artículo 302 del Código Penal. 

2. Si las falsedades a las que se refiere este artículo se cometieran por imprudencia grave, serán 

sancionadas con la pena de multa de doce a veinticuatro meses. 

Artículo ciento cuarenta y uno 

Delito por infracción de los trámites para el voto por correo 

1. El particular que vulnere los trámites establecidos para el voto por correo será castigado con las 

penas de prisión de tres meses a un año o la de multa de seis a veinticuatro meses. 

2. El particular que participe en alguna de las falsedades señaladas en el artículo anterior será 

castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años. 
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Artículo ciento cuarenta y dos 

Delito por emisión de varios votos o emisión sin capacidad 

Quienes voten dos o más veces en la misma elección o quienes voten sin capacidad para hacerlo 

serán castigados con las penas de prisión de seis meses a dos años, multa de seis meses a dos años 

e inhabilitación especial para empleo o cargo público de uno a tres años. 

Artículo ciento cuarenta y tres 

Delitos por abandono o incumplimiento en las Mesas electorales 

El Presidente y los Vocales de las Mesas Electorales así como sus respectivos suplentes que dejen de 

concurrir o desempeñar sus funciones, las abandonen sin causa legítima o incumplan sin causa 

justificada las obligaciones de excusa o aviso previo que les impone esta Ley, incurrirán en la pena 

de prisión de tres meses a un año o multa de seis a veinticuatro meses. 

Artículo ciento cuarenta y cuatro 

Delitos en materia de propaganda electoral 

1. Serán castigados con la pena de prisión de tres meses a un año o la de multa de seis a veinticuatro 

meses quienes lleven a cabo alguno de los actos siguientes: 

a) Realizar actos de propaganda una vez finalizado el plazo de la campaña electoral. 

b) Infringir las normas legales en materia de carteles electorales y espacios reservados de los 

mismos, así como las normas relativas a las reuniones y otros actos públicos de propaganda electoral. 

2. Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a dos años y la de multa de seis meses a 

una año los miembros en activo de las Fuerzas Armadas y Seguridad del Estado, de las Policías de las 

Comunidades Autónomas y Locales, los Jueces, Magistrados y Fiscales y los miembros de las Juntas 

Electorales que difundan propaganda electoral o lleven a cabo otras actividades de campaña 

electoral. 

Artículo ciento cuarenta y cinco 

Delitos en materia de encuestas electorales 

Quienes infrinjan la normativa vigente en materia de encuestas electorales serán castigados con la 

pena de prisión de tres meses a un año, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial 

para profesión, oficio, industria o comercio por tiempo de uno a tres años. 

Artículo ciento cuarenta y seis 

1. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres años o multa de doce a veinticuatro 

meses: 

a) Quienes por medio de recompensa, dádivas, remuneraciones o promesas de las mismas, 

soliciten directa o indirectamente el voto de algún elector, o le induzcan a la abstención. 

b) Quienes con violencia o intimidación presionen sobre los electores para que no usen de su 

derecho, lo ejerciten contra su voluntad o descubran el secreto de voto. 
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c) Quienes impidan o dificulten injustificadamente la entrada, salida o permanencia de los 

electores, candidatos, apoderados, interventores y notarios en los lugares en los que se realicen 

actos del procedimiento electoral. 

2. Los funcionarios públicos que usen de sus competencias para algunos de los fines señalados en 

este artículo incurrirán en las penas señaladas en el número anterior y, además, en la inhabilitación 

especial para empleo o cargo público de uno a tres años. 

Artículo ciento cuarenta y siete 

Delito de alteración del orden del acto electoral 

Los que perturben gravemente el orden en cualquier acto electoral o penetren en los locales donde 

éstos se celebren portando armas u otros instrumentos susceptibles de ser usados como tales, serán 

castigados con la pena de prisión de tres a doce meses o la multa de seis a veinticuatro meses. 

Artículo ciento cuarenta y ocho 

Cuando los delitos de calumnia e injuria se cometan en período de campaña electoral y con motivo 

u ocasión de ella, las penas privativas de libertad previstas al efecto en el Código Penal se impondrán 

en su grado máximo. 

Artículo ciento cuarenta y nueve 

1. Los administradores generales y de las candidaturas de los partidos, federaciones, coaliciones o 

agrupaciones de electores que falseen las cuentas, reflejando u omitiendo indebidamente en las 

mismas aportaciones o gastos o usando de cualquier artificio que suponga aumento o disminución 

de las partidas contables, serán castigados con la pena de prisión de uno a cuatro años y multa de 

doce a veinticuatro meses. 

2. Los Tribunales atendiendo a la gravedad del hecho y sus circunstancias podrán imponer la pena 

en un grado inferior a la señalada en el párrafo anterior. 

Artículo ciento cincuenta 

Delito de apropiación indebida de fondos electorales 

1. Los administradores generales y de las candidaturas, así como las personas autorizadas a disponer 

de las cuentas electorales, que se apropien o distraigan fondos para fines distintos de los 

contemplados en esta Ley serán sancionados con las penas de prisión de uno a cuatro años y multa 

de seis a doce meses, si los fondos apropiados o distraídos no superan los 50.000 euros, y de prisión 

de dos a seis años y multa de doce a veinticuatro meses, en caso contrario. 

2. Los Tribunales teniendo en cuenta la gravedad del hecho y sus circunstancias, las condiciones del 

culpable y la finalidad perseguida por éste, podrán imponer la pena de prisión de seis meses a un 

año y la de multa de tres a seis meses. 
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Sección III. Procedimiento judicial 

Artículo ciento cincuenta y uno 

1. El procedimiento para la sanción de estos delitos se tramitará con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal. Las actuaciones que se produzcan por aplicación de estas normas tendrán carácter 

preferente y se tramitarán con la máxima urgencia posible. 

2. La acción penal que nace en estos delitos es pública y podrá ejercitarse sin necesidad de depósito 

o fianza alguna. 

Artículo ciento cincuenta y dos 

El Tribunal o Juez a quien corresponda la ejecución de las sentencias firmes dictadas en causas por 

delitos a los que se refiere este Título dispondrá la publicación de aquéllas en el «Boletín Oficial» de la 

provincia y remitirá testimonio de las mismas a la Junta Electoral Central. 

Sección IV. Infracciones electorales 

Artículo ciento cincuenta y tres 

1. Toda infracción de las normas obligatorias establecidas en la presente Ley que no constituya delito 

será sancionada por la Junta Electoral competente. La multa será de 300 a 3.000 euros si se trata de 

autoridades o funcionarios y de 100 a 1.000 si se realiza por particulares. 

2. Las infracciones de lo dispuesto en esta Ley sobre régimen de encuestas electorales serán 

sancionadas con multa de 3.000 a 30.000 de euros. 

3. A las infracciones electorales consistentes en la superación por los partidos políticos de los límites 

de gastos electorales les será de aplicación lo previsto en la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre 

financiación de los partidos políticos. 

TÍTULO II 

Disposiciones Especiales para las elecciones de Diputados y Senadores 

CAPÍTULO PRIMERO 

Derecho de sufragio pasivo 

Artículo ciento cincuenta y cuatro 

1. Además de quienes incurran en alguno de los supuestos enumerados en el artículo 6 de esta Ley, 

son inelegibles para el cargo de Diputado o Senador quienes ejerzan funciones o cargos conferidos 

y remunerados por un Estado extranjero. 

2. Tampoco son elegibles para el Congreso de los Diputados los Presidentes y miembros de los 

Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, así como los cargos de libre designación de 

dichos Consejos y los miembros de las Instituciones Autonómicas que por mandato estatutario o legal 

deban ser elegidos por la Asamblea Legislativa correspondiente. 
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3. Nadie puede presentarse simultáneamente como candidato al Congreso de los Diputados y al 

Senado. 

CAPÍTULO II 

Incompatibilidades 

Artículo ciento cincuenta y cinco 

1. Las causas de inelegibilidad de los Diputados y Senadores lo son también de incompatibilidad. 

2. Son también incompatibles: 

a) El Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia. 

b) Los miembros del Consejo de Administración de la Corporación de Radio Televisión Española. 

c) Los miembros del Gabinete de la Presidencia del Gobierno o de cualquiera de los Ministros y 

de los Secretarios de Estado. 

d) Los Delegados del Gobierno en Autoridades Portuarias, Confederaciones Hidrográficas, 

Sociedades Concesionarias de Autopistas de Peaje y en los entes mencionados en el párrafo 

siguiente. 

e) Los Presidentes de los Consejos de Administración, Consejeros, Administradores, Directores 

generales, Gerentes y cargos equivalentes de entes públicos, monopolios estatales y empresas con 

participación pública mayoritaria, directa o indirecta, cualquiera que sea su forma, y de las Cajas 

de Ahorro de fundación pública. 

f) Los Diputados y Senadores electos en candidaturas presentadas por partidos o por 

federaciones o coaliciones de partidos declarados ilegales con posterioridad por sentencia judicial 

firme y los electos en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores declaradas 

vinculadas a un partido ilegalizado por resolución judicial firme. 

3. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una 

Asamblea de Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso. 

4. Los Senadores designados por las Comunidades Autónomas, sean o no simultáneamente 

miembros de las Asambleas Legislativas de éstas: 

a) Sólo podrán desempeñar aquellas actividades que como Senadores les estén expresamente 

autorizadas en la Constitución y en esta Ley cualquiera que fuese el régimen que les pudiera 

corresponder por virtud de su designación por la Comunidad Autónoma; y 

b) Sólo podrán percibir la remuneración que les corresponda como Senadores, salvo que opten 

expresamente por la que hubieran de percibir, en su caso, como parlamentarios autonómicos. 

5. Cuando la causa de incompatibilidad sea la prevista en el apartado 2.f), se aplicará lo dispuesto 

en el artículo 6.4 de esta Ley. 
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Artículo ciento cincuenta y seis 

1. Los Diputados y Senadores únicamente podrán formar parte de los órganos colegiados de 

dirección o Consejos de Administración de Organismos, entes públicos o empresas con participación 

pública, mayoritaria, directa o indirecta, cuando su elección corresponda a las respectivas Cámaras, 

a las Cortes Generales o a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, pero sólo 

percibirán las dietas o indemnizaciones que les correspondan y que se acomoden al régimen general 

previsto para la Administración Pública. 

2. Las cantidades devengadas y que, conforme al apartado anterior, no deban ser percibidas, serán 

ingresadas directamente por el organismo, ente o empresa en el Tesoro Público. 

3. En ningún caso, se podrá pertenecer a más de dos órganos colegiados de dirección o Consejos 

de Administración a que se refiere el apartado 1 de este artículo. 

Artículo ciento cincuenta y siete 

1. El mandato de los Diputados y Senadores se ejercerá en régimen de dedicación absoluta en los 

términos previstos en la Constitución y en la presente Ley. 

2. En virtud de lo establecido en el apartado anterior, el mandato de los Diputados y Senadores será 

incompatible con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de cualquier otro puesto, profesión o 

actividad, públicos o privados, por cuenta propia o ajena, retribuidos mediante sueldo, salario, 

arancel, honorarias o cualquier otra forma. En caso de producirse el pase a la situación administrativa 

o laboral que corresponda en aquéllos, deberá garantizarse la reserva de puesto o plaza y de 

destino, en las condiciones que determinen las normas específicas de aplicación. 

El régimen de dedicación absoluta y de incompatibilidades previsto en esta Ley será aplicable sin 

que en ningún caso se pueda optar por percepciones o remuneraciones correspondientes a puestos 

o cargos incompatibles. 

3. En particular, la condición de Diputado y Senador es incompatible con el ejercicio de la función 

pública y con el desempeño de cualquier otro puesto que figure al servicio o en los presupuestos de 

los órganos constitucionales, de las Administraciones Públicas, sus Organismos y entes públicos, 

empresas con participación pública directa o indirecta, mayoritaria, o con cualquier actividad por 

cuenta directa o indirecta de los mismos. 

4. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los parlamentarios que reúnan la condición de 

Profesores Universitarios podrán colaborar, en el seno de la propia Universidad, en actividades de 

docencia o investigación de carácter extraordinario, que no afecten a la dirección y control de los 

servicios, pudiendo sólo percibir por tales actividades las indemnizaciones reglamentarias 

establecidas. 

Artículo ciento cincuenta y ocho 

1. En cualquier caso, los Diputados y Senadores no podrán percibir más de una remuneración con 

cargo a los presupuestos de los órganos constitucionales o de las Administraciones Públicas, sus 

organismos autónomos, entes públicos y empresas con participación pública directa o indirecta, 

mayoritaria, ni optar por percepciones correspondientes a puestos incompatibles, sin perjuicio de las 

dietas e indemnizaciones que en cada caso corresponda por los compatibles. 
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2. En particular, los Diputados y Senadores no pueden percibir pensiones de derechos pasivos o de 

cualquier régimen de Seguridad Social público y obligatorio. El derecho al devengo por dichas 

pensiones se recuperará automáticamente desde el mismo momento de extinción de la condición 

de Diputado o Senador. 

Artículo ciento cincuenta y nueve 

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 157, el mandato de los Diputados y Senadores 

es incompatible con el desempeño de actividades privadas. 

2. En particular, es en todo caso incompatible la realización de las conductas siguientes: 

a) Las actividades de gestión, defensa, dirección o asesoramiento ante cualesquiera Organismos 

o Empresas del sector público estatal, autonómico o local, respecto de asuntos que hayan de 

resolverse por ellos, que afecten directamente a la realización de algún servicio público o que estén 

encaminados a la obtención de subvenciones o avales públicos. Se exceptúan las actividades 

particulares que, en ejercicio de un derecho reconocido, realicen los directamente interesados, así 

como las subvenciones o avales cuya concesión se derive de la aplicación automática de lo 

dispuesto en una Ley o Reglamento de carácter general. 

b) La actividad de contratista o fiador de obras, servicios, suministros y, en general, cualesquiera 

contratos que se paguen con fondos de Organismos o Empresas del sector público estatal, 

autonómico o local o el desempeño de puestos o cargos que lleven anejas funciones de dirección, 

representación, asesoramiento o prestación de servicios en Compañías o Empresas que se dediquen 

a dichas actividades. 

c) El desempeño de puestos o cargos que llevan anejas funciones de dirección, representación, 

asesoramiento o prestación de servicios en Empresas o Sociedades arrendatarias o administradoras 

de monopolios. 

d) La prestación de servicios de asesoramiento o de cualquier otra índole, con titularidad 

individual o compartida, en favor de Organismos o Empresas del sector público estatal, autonómico 

o local. 

e) La participación superior al 10 por 100, adquirida en todo o en parte con posterioridad a la 

fecha de su elección como Diputado o Senador, salvo que fuere por herencia, en Empresas o 

Sociedades que tengan contratos de obras, servicios, suministros o, en general, cualesquiera otros 

que se paguen con fondos de Organismos o Empresas del sector público estatal, autonómico o 

local. 

f) Las funciones de Presidente del Consejo de Administración, Consejero, Administrador, Director 

general, Gerente o cargos equivalentes, así como la prestación de servicios en Entidades de Crédito 

o Aseguradoras o en cualesquiera Sociedades o Entidades que tengan un objeto 

fundamentalmente financiero y hagan apelación públicamente al ahorro y al crédito. 

g) Y cualesquiera otras actividades que por su naturaleza sean incompatibles con la dedicación 

y las obligaciones parlamentarias contenidas en los respectivos Reglamentos. 

3. De la prohibición de ejercicio de actividades públicas y privadas a que se refieren el artículo 157.2 

y el presente, se exceptúan tan sólo: 

a) La mera administración del patrimonio personal o familiar. Sin embargo, en ningún caso 

tendrán esta consideración las actividades privadas cuando el interesado, su cónyuge o persona 
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vinculada a aquél en análoga relación de convivencia afectiva y descendientes menores de edad, 

conjunta o separadamente, tengan participación superior al 10 por 100 en actividades 

empresariales o profesionales de toda índole que tengan conciertos, concesiones o contratos con 

Organismos o Empresas del sector público estatal autonómico o local. 

b) La producción y creación literaria, científica, artística o técnica, así como las publicaciones 

derivadas de ellas, siempre que no se incurra en ninguno de los supuestos del artículo 157.2 o de los 

apartados 1 y 2 del presente artículo. 

c) Las actividades privadas distintas de las recogidas en el apartado 2 de este artículo que serán 

autorizadas por la respectiva Comisión de cada Cámara, previa petición expresa de los interesados. 

La solicitud y la autorización que se otorgue se inscribirán en el Registro de Intereses a que se refiere 

el artículo 160 de la presente Ley. 

Artículo ciento sesenta 

1. Los Diputados y Senadores, con arreglo a las determinaciones de los respectivos Reglamentos de 

las Cámaras, están obligados a formular declaración de todas las actividades que puedan constituir 

causa de incompatibilidad conforme a lo establecido en esta Ley Orgánica y de cualesquiera otras 

actividades que les proporcionen o puedan proporcionar ingresos económicos, así como de sus 

bienes patrimoniales, tanto al adquirir corno al perder su condición de parlamentarios, así como 

cuando modifiquen sus circunstancias. 

2. Las declaraciones sobre actividades y bienes se formularán por separado conforme a los modelos 

que aprobarán las Mesas de ambas Cámaras en reunión conjunta y se inscribirán en un Registro de 

Intereses, constituido en cada una de las propias Cámaras bajo la dependencia directa de sus 

respectivos Presidentes, a los efectos del presente artículo y a los que determinen los Reglamentos 

de las mismas Cámaras. 

La declaración de actividades incluirá: 

a) Cualesquiera actividades que se ejercieren y que puedan constituir causa de 

incompatibilidad, conforme al número 2 del artículo 159. 

b) Las que, con arreglo a la Ley, puedan ser de ejercicio compatible. 

c) En general, cualesquiera actividades que proporcionen o puedan proporcionar ingresos 

económicos. 

El contenido del Registro de Intereses tendrá carácter público. Las Mesas de las Cámaras, conforme 

a lo dispuesto en el párrafo primero de este apartado, acordarán el procedimiento para asegurar la 

publicidad. 

La instrucción y la resolución de todos los procedimientos relativos al Registro de Intereses y a las 

actividades de los Diputados y Senadores, salvo lo previsto en los restantes apanados de este artículo 

y en el artículo 159.3, c), corresponderá al Presidente de cada Cámara. 

3. El Pleno de la Cámara resolverá sobre la posible incompatibilidad, a propuesta de la Comisión 

correspondiente, que deberá ser motivada y, en el supuesto de actividades privadas, basarse en los 

casos previstos en el número 2 del artículo 159, y, si declara la incompatibilidad, el parlamentario 

deberá optar entre el escaño y el cargo, actividad, percepción o participación incompatible. En el 

caso de no ejercitarse la opción, se entiende que renuncia al escaño. 
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4. Declarada por el Pleno correspondiente la reiteración o continuidad en las actividades a que se 

refiere el apartado a) o en la prestación de servicios a que alude el apartado d), ambos del número 

2 del artículo anterior, la realización ulterior de las actividades o servicios indicados llevará consigo la 

renuncia al escaño, a lo que se dará efectividad en la forma que determinen los Reglamentos de las 

Cámaras. 

CAPÍTULO III 

Sistema electoral 

Artículo ciento sesenta y uno 

1. Para la elección de Diputados y Senadores, cada provincia constituirá una circunscripción 

electoral. Asimismo, las ciudades de Ceuta y Melilla serán consideradas, cada una de ellas, como 

circunscripciones electorales. 

2. Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior, para las elecciones de Senadores, a las 

Provincias insulares, en las que a tales efectos se consideran circunscripciones cada una de las 

siguientes islas o agrupaciones de islas: Mallorca, Menorca, Ibiza-Formentera, Gran Canaria, 

Fuerteventura, Lanzarote, Tenerife, Hierro, Gomera y La Palma. 

Artículo ciento sesenta y dos 

1. El Congreso está formado por trescientos cincuenta Diputados. 

2. A cada provincia le corresponde un mínimo inicial de dos Diputados. Las poblaciones de Ceuta y 

Melilla están representadas cada una de ellas por un Diputado. 

3. Los doscientos cuarenta y ocho Diputados restantes se distribuyen entre las provincias en 

proporción a su población, conforme al siguiente procedimiento: 

a) Se obtiene una cuota de reparto resultante de dividir por doscientos cuarenta y ocho la cifra 

total de la población de derecho de las provincias peninsulares e insulares. 

b) Se adjudican a cada provincia tantos Diputados como resulten, en números enteros, de dividir 

la población de derecho provincial por la cuota de reparto. 

c) Los Diputados restantes se distribuyen asignando uno a cada una de las provincias cuyo 

cociente, obtenido conforme al apartado anterior, tenga una fracción decimal mayor. 

4. El Decreto de convocatoria debe especificar el número de Diputados a elegir en cada 

circunscripción, de acuerdo con lo dispuesto en este artículo. 

Artículo ciento sesenta y tres 

1. La atribución de los escaños en función de los resultados del escrutinio se realiza conforme a las 

siguientes reglas: 

a) No se tienen en cuenta aquellas candidaturas que no hubieran obtenido, al menos, el 3 por 

100 de los votos válidos emitidos en la circunscripción. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1267 

b) Se ordenan de mayor a menor, en una columna, las cifras de votos obtenidos por las restantes 

candidaturas. 

c) Se divide el número de votos obtenidos por cada candidatura por 1, 2, 3, etcétera, hasta un 

número igual al de escaños correspondientes a la circunscripción, formándose un cuadro similar al 

que aparece en el ejemplo práctico. Los escaños se atribuyen a las candidaturas que obtengan los 

cocientes mayores en el cuadro, atendiendo a un orden decreciente. 

Ejemplo práctico: 480.000 votos válidos emitidos en una circunscripción que elija ocho Diputados. 

Votación repartida entre seis candidaturas: 

A(168.000 votos) B(104.000) C(72.000) D(64.000) E(40.000) F(32.000) 

División 1 2 3 4 5 6 7 8 

A 168.000 84.000 56.000 42.000 33.600 28.000 24.000 21.000 

B 104.000 52.000 34.666 26.000 20.800 17.333 14.857 13.000 

C 72.000 36.000 24.000 18.000 14.400 12.000 10.285 9.000 

D 64.000 32.000 21.333 16.000 12.800 10.666 9.142 8.000 

E 40.000 20.000 13.333 10.000 8.000 6.666 5.714 5.000 

F 32.000 16.000 10.666 8.000 6.400 5.333 4.571 4.000 

Por consiguiente: la candidatura A obtiene cuatro escaños. La candidatura B dos escaños y las 

candidaturas C y D un escaño cada una. 

d) Cuando en la relación de cocientes coincidan dos correspondientes a distintas candidaturas, 

el escaño se atribuirá a la que mayor número total de votos hubiese obtenido. Si hubiera dos 

candidaturas con igual número total de votos, el primer empate se resolverá por sorteo y los sucesivos 

de forma alternativa. 

e) Los escaños correspondientes a cada candidatura se adjudican a los candidatos incluidos en 

ella, por el orden de colocación en que aparezcan. 

2. En las circunscripciones de Ceuta y Melilla será proclamado electo el candidato que mayor 

número de votos hubiese obtenido. 

Artículo ciento sesenta y cuatro 

1. En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un diputado, el escaño será atribuido al 

candidato o, en su caso, al suplente, de la misma lista a quien corresponda, atendiendo a su orden 

de colocación. 

2. Las vacantes de los Diputados elegidos en Ceuta y Melilla serán cubiertas por sus respectivos 

suplentes, designados en los términos del artículo 170 de esta Ley. 

Artículo ciento sesenta y cinco 

1. En cada circunscripción provincial se eligen cuatro Senadores. 
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2. En cada circunscripción insular se elige el siguiente número de Senadores: tres en Gran Canaria, 

Mallorca y Tenerife; uno en Ibiza-Formentera, Menorca, Fuerteventura, Gomera, Hierro, Lanzarote y 

La Palma. 

3. Las poblaciones de Ceuta y Melilla eligen cada una de ellas dos Senadores. 

4. Las Comunidades Autónomas designan además un Senador y otro más para cada millón de 

habitantes de su respectivo territorio. La designación corresponde a la Asamblea Legislativa de la 

Comunidad Autónoma de acuerdo con lo que establezcan sus Estatutos, que aseguran, en todo 

caso, la adecuada representación proporcional. A efectos de dicha designación el número 

concreto de Senadores que corresponda a cada Comunidad Autónoma se determinará tomando 

como referencia el censo de población de derecho vigente en el momento de celebrarse las últimas 

elecciones generales al Senado. 

Artículo ciento sesenta y seis 

1. La elección directa de los Senadores en las circunscripciones provinciales, insulares y en Ceuta y 

Melilla se rige por lo dispuesto en los apartados siguientes: 

a) Los electores pueden dar su voto a un máximo de tres candidatos en las circunscripciones 

provinciales, dos en Gran Canaria, Mallorca, Tenerife, Ceuta y Melilla, y uno en las restantes 

circunscripciones insulares. 

b) Serán proclamados electos aquellos candidatos que obtengan mayor número de votos hasta 

complementar el de Senadores asignados a la circunscripción. 

2. En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un Senador elegido directamente la vacante 

se cubrirá por su suplente designado según el artículo 171 de esta Ley. 

CAPÍTULO IV 

Convocatoria de elecciones 

Artículo ciento sesenta y siete 

1. La convocatoria de elecciones al Congreso de los Diputados, al Senado o ambas Cámaras 

conjuntamente se realizará mediante Real Decreto. 

2. Salvo en el supuesto previsto en el artículo 99, párrafo quinto, de la Constitución, el Decreto de 

convocatoria se expide con el refrendo del Presidente del Gobierno, a propuesta del mismo bajo su 

exclusiva responsabilidad y previa deliberación del Consejo de Ministros. 

3. En caso de disolución anticipada del Congreso de los Diputados, del Senado o de las Cortes 

Generales, el Decreto de disolución contendrá la convocatoria de nuevas elecciones a la Cámara 

o Cámaras disueltas. 

4. El Presidente del Congreso de los Diputados refrenda el Decreto de disolución de las Cortes 

Generales y de convocatoria de nuevas elecciones en el supuesto previsto en el artículo 99.5 de la 

Constitución. 
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CAPÍTULO V 

Procedimiento electoral 

Sección I. Representantes de las candidaturas ante la Administración electoral 

Artículo ciento sesenta y ocho 

1. A los efectos previstos en el artículo 43 cada uno de los partidos, federaciones y coaliciones que 

pretendan concurrir a las elecciones designan, por escrito, ante la Junta Electoral Central, a un 

representante general, antes del noveno día posterior a la convocatoria de elecciones. El 

mencionado escrito deberá expresar la aceptación de la persona designada. 

2. Cada uno de los representantes generales designa antes del undécimo día posterior a la 

convocatoria, ante la Junta Electoral Central, a los representantes de las candidaturas que su 

partido, federación o coalición presente en cada una de las circunscripciones electorales. 

3. En el plazo de dos días la Junta Electoral Central comunica a las Juntas Electorales Provinciales los 

nombres de los representantes de las candidaturas correspondientes a su circunscripción. 

4. Los representantes de las candidaturas se personan ante las respectivas Juntas Provinciales, para 

aceptar su designación, en todo caso, antes de la presentación de la candidatura correspondiente. 

5. Los promotores de las agrupaciones de electores designan a los representantes de sus 

candidaturas en el momento de presentación de las mismas ante las Juntas Provinciales. Dicha 

designación debe ser aceptada en ese acto. 

Sección II. Presentación y proclamación de candidatos 

Artículo ciento sesenta y nueve 

1. Para las elecciones al Congreso de los Diputados y al Senado la Junta Electoral competente para 

todas las operaciones previstas en el Título I, Capítulo VI, Sección II de esta Ley, en relación a la 

presentación y proclamación de candidatos es la Junta Electoral Provincial. 

2. Cada candidatura se presentará mediante listas de candidatos. 

3. Para presentar candidaturas, las agrupaciones de electores necesitarán, al menos, la firma del 1 

% de los inscritos en el censo electoral de la circunscripción. Los partidos, federaciones o coaliciones 

que no hubieran obtenido representación en ninguna de las Cámaras en la anterior convocatoria 

de elecciones necesitarán la firma, al menos, del 0,1 % de los electores inscritos en el censo electoral 

de la circunscripción por la que pretendan su elección. Ningún elector podrá prestar su firma a más 

de una candidatura. 

4. Las candidaturas presentadas y las candidaturas proclamadas de todos los distritos se publican en 

el «Boletín Oficial del Estado». 

Artículo ciento setenta 

En las circunscripciones de Ceuta y Melilla las candidaturas presentadas para la elección de 

Diputados incluirán un candidato suplente. 
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Artículo ciento setenta y uno 

1. Las candidaturas para el Senado son individuales a efectos de votación y escrutinio aunque 

pueden agruparse en listas a efectos de presentación y campaña electoral. 

2. Cada candidatura a Senador debe incluir dos candidatos suplentes haciendo constar el orden en 

que deban asumir la suplencia. Los nombres de los candidatos suplentes figurarán en la publicación 

de las candidaturas en el ‘‘Boletín Oficial del Estado’’ y en toda la documentación electoral, pero 

no se incluirán en las papeletas electorales. 

Sección III. Papeletas y sobres electorales 

Artículo ciento setenta y dos 

1. A los efectos previstos en el artículo 70.1 las Juntas Electorales competentes en el caso de 

elecciones al Congreso de los Diputados o al Senado, son las Juntas Provinciales. 

2. Las papeletas electorales destinadas a la elección de Diputados deben expresar las indicaciones 

siguientes: la denominación, la sigla y símbolo del partido, federación, coalición o agrupación de 

electores que presente la candidatura, los nombres y apellidos de los candidatos y de los suplentes, 

según su orden de colocación, así como, en su caso, la circunstancia a que se refiere el artículo 46.7. 

3. Las papeletas de votación de Senadores irán impresas por una sola cara, salvo que el número de 

candidatos supere el número fijado por la normativa de desarrollo de la presente ley, en cuyo caso 

irán impresas por las dos caras, y contendrán: 

a) La denominación, o sigla y símbolo de la entidad que presenta al candidato o candidatos, ya 

sea un partido, federación, coalición o agrupación de electores. Bajo esta denominación figurarán 

los nombres del candidato o candidatos respectivos, en el orden que libremente establezca la 

entidad que presenta cada una de las candidaturas. 

b) Las candidaturas se ordenarán de izquierda a derecha, de arriba abajo y de mayor a menor, 

atendiendo al número de votos obtenidos por la totalidad de los candidatos presentados por cada 

uno de los partidos, federaciones y coaliciones en las últimas elecciones al Senado en la 

circunscripción correspondiente. Las candidaturas de agrupaciones de electores, así como las de 

los partidos, federaciones o coaliciones que no hayan concurrido en las anteriores elecciones al 

Senado, aparecerán a continuación en el orden que se determine por sorteo en cada 

circunscripción. 

c) En el caso de partidos o federaciones que, habiendo formado parte de una coalición con 

representación en el Senado, y que decidan presentarse por separado en las siguientes elecciones 

por la misma circunscripción, el orden de aparición en la papeleta según el apartado b) se aplicará 

a todos los partidos o federaciones que pertenecieron a la antigua coalición, determinándose 

libremente entre ellos su precedencia y si, no hubiese acuerdo, ésta se resolverá por sorteo. 

La misma regla se aplicará a los partidos o federaciones que, habiendo concurrido por separado 

y obteniendo representación en el Senado en una circunscripción, opten después por presentarse 

formando parte de una coalición en esa misma circunscripción. 

d) El nombre de cada candidato irá precedido de un recuadro. El votante marcará con una cruz 

el correspondiente al candidato o candidatos al que otorga su voto. 
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e) Una nota informativa, dirigida a los electores indicando el número máximo de candidatos que 

pueden votar en cada circunscripción, así como el hecho de que cualquier alteración en la 

papeleta determinará la nulidad del voto. 

Sección IV. Escrutinio general 

Artículo ciento setenta y tres 

En las elecciones al Congreso de los Diputados o al Senado, las Juntas Electorales competentes para 

la realización de todas las operaciones de escrutinio general son las Juntas Electorales Provinciales. 

CAPÍTULO VI 

Gastos y subvenciones electorales 

Artículo ciento setenta y cuatro 

1. Los administradores generales de los partidos políticos, federaciones y coaliciones son designados 

por escrito ante la Junta Electoral Central por sus respectivos representantes generales antes del 

undécimo día posterior a la convocatoria de elecciones. El mencionado escrito deberá expresar la 

aceptación de la persona designada. 

2. Los administradores de las candidaturas son designados por escrito ante la Junta Electoral 

Provincial correspondiente por sus respectivos representantes en el acto de presentación de dichas 

candidaturas. El mencionado escrito deberá expresar la aceptación de la persona designada. Las 

Juntas Electorales Provinciales comunicaran a la Junta Electoral Central los administradores 

designados en su circunscripción. 

Artículo ciento setenta y cinco 

Subvención de gastos en elecciones al Congreso y Senado 

1. El Estado subvenciona los gastos que originen las actividades electorales de acuerdo con las 

siguientes reglas: 

a) 21.167,64 por cada escaño obtenido en el Congreso de los Diputados o en el Senado. 

b) 0,81 euros por cada uno de los votos conseguidos por cada candidatura al Congreso, uno de 

cuyos miembros al menos, hubiera obtenido escaño de Diputado. 

c) 0,32 euros por cada uno de los votos conseguidos por cada candidato que hubiera obtenido 

escaño de Senador. 

2. Para las elecciones a las Cortes Generales o a cualquiera de sus Cámaras, el límite de los gastos 

electorales será el que resulte de multiplicar por 0,37 euros el número de habitantes correspondientes 

a la población de derecho de las circunscripciones donde presente sus candidaturas cada partido, 

federación, coalición o agrupación. 

3. Además de las subvenciones a que se refieren los apartados anteriores, el Estado subvencionará 

a los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones los gastos electorales originados por el envío 

directo y personal a los electores de sobres y papeletas electorales o de propaganda y publicidad 

electoral de acuerdo con las reglas siguientes: 
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a) Se abonarán 0,18 euros por elector en cada una de las circunscripciones en las que haya 

presentado lista al Congreso de los Diputados y al Senado, siempre que la candidatura de referencia 

hubiera obtenido el número de Diputados o Senadores o de votos preciso para constituir un Grupo 

Parlamentario en una u otra Cámara. 

b) La cantidad subvencionada no estará incluida dentro del límite previsto en el apartado 2 de 

este artículo, siempre que se haya justificado la realización efectiva de la actividad a que se refiere 

este apartado. 

4. Las cantidades mencionadas en los apartados anteriores se refieren a euros constantes. Por Orden 

del Ministerio de Economía y Hacienda se fijan las cantidades actualizadas en los cinco días 

siguientes a la convocatoria. 

5. No habrá lugar al pago de las subvenciones en los supuestos establecidos en los apartados 2, 3 y 

4 del artículo 127 de la presente Ley. 

TÍTULO III 

Disposiciones especiales para las elecciones municipales 

CAPÍTULO PRIMERO 

Derecho de sufragio activo 

Artículo ciento setenta y seis 

1. Sin perjuicio de lo regulado en el Título I, capítulo I, de esta Ley, gozan del derecho de sufragio 

activo en las elecciones municipales los residentes extranjeros en España cuyos respectivos países 

permitan el voto a los españoles en dichas elecciones, en los términos de un tratado. 

Asimismo, gozan del derecho de sufragio activo en las elecciones municipales todas las personas 

residentes en España que, sin haber adquirido la nacionalidad española: 

a) Tengan la condición de ciudadanos de la Unión Europea según lo previsto en el párrafo 2 del 

apartado 1 del artículo 8 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea. 

b) Reúnan los requisitos para ser elector exigidos en esta Ley para los españoles y hayan 

manifestado su voluntad de ejercer el derecho de sufragio activo en España. 

2. El Gobierno comunicará a la Oficina del Censo Electoral la relación de Estados extranjeros cuyos 

nacionales, residentes en España, deban de ser inscritos en el censo. 

CAPÍTULO II 

Derecho de sufragio pasivo 

Artículo ciento setenta y siete 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el capítulo II del Título I de esta Ley, son elegibles en las elecciones 

municipales todas las personas residentes en España que, sin haber adquirido la nacionalidad 

española: 
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a) Tengan la condición de ciudadanos de la Unión Europea según lo previsto en el párrafo 2 del 

apartado 1 del artículo 8 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, o bien, sean nacionales 

de países que otorguen a los ciudadanos españoles el derecho de sufragio pasivo en sus elecciones 

municipales en los términos de un tratado. 

b) Reúnan los requisitos para ser elegibles exigidos en esta Ley para los españoles. 

c) No hayan sido desposeídos del derecho de sufragio pasivo en su Estado de origen. 

2. Son inelegibles para el cargo de Alcalde o Concejal quienes incurran en alguno de los supuestos 

previstos en el artículo 6 de esta Ley y, además, los deudores directos o subsidiarios de la 

correspondiente Corporación Local contra quienes se hubiera expedido mandamiento de apremio 

por resolución judicial. 

CAPÍTULO III 

Causas de incompatibilidad 

Artículo ciento setenta y ocho 

1. Las causas de inelegibilidad a que se refiere el artículo anterior, lo son también de incompatibilidad 

con la condición de Concejal. 

2. Son también incompatibles: 

a) Los Abogados y Procuradores que dirijan o representen a partes en procedimientos judiciales 

o administrativos contra la Corporación, con excepción de las acciones a que se refiere el artículo 

63.1 b) de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local. 

b) Los Directores de Servicios, funcionarios o restante personal en activo del respectivo 

Ayuntamiento y de las entidades y establecimientos dependientes de él. 

c) Los Directores generales o asimilados de las Cajas de Ahorro Provinciales y Locales que actúen 

en el término municipal. 

d) Los contratistas o subcontratistas de contratos, cuya financiación total o parcial corra a cargo 

de la Corporación Municipal o de establecimientos de ella dependientes. 

e) Los concejales electos en candidaturas presentadas por partidos o por federaciones o 

coaliciones de partidos declarados ilegales con posterioridad por sentencia judicial firme y los 

electos en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores declaradas vinculadas a un 

partido ilegalizado por resolución judicial firme. 

3. Cuando se produzca una situación de incompatibilidad los afectados deberán optar entre la 

renuncia a la condición de Concejal o el abandono de la situación que, de acuerdo con lo 

establecido en el apartado anterior, dé origen a la referida incompatibilidad. Cuando la causa de 

incompatibilidad sea la prevista en el apartado 2.e) del presente artículo, se aplicará lo dispuesto en 

el artículo 6.4 de esta Ley. 

4. Cuando la causa de incompatibilidad sea la contenida en el punto b), del apartado 2, el 

funcionario o empleado que optare por el cargo de Concejal pasará a la situación de servicios 

especiales o subsidiariamente a la prevista en sus respectivos convenios que en todo caso ha de 

suponer reserva de su puesto de trabajo. 
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5. Los ciudadanos que sean elegibles, de acuerdo con el artículo 177, apartado 1, de esta Ley, 

estarán sujetos a las causas de incompatibilidades a que se refiere el presente artículo. 

CAPÍTULO IV 

Sistema electoral 

Artículo ciento setenta y nueve 

1. Cada término municipal constituye una circunscripción en la que se elige el número de concejales 

que resulte de la aplicación de la siguiente escala: 

Hasta 100 residentes 3 

De 101 a 250 residentes 5 

De 251 a 1.000 7 

De 1.001 a 2.000 9 

De 2.001 a 5.000 11 

De 5.001 a 10.000 13 

De 10.001 a 20.000 17 

De 20.001 a 50.000 21 

De 50.001 a 100.000 25 

De 100.001 en adelante, un Concejal más por cada 100.000 residentes o fracción, añadiéndose uno 

más cuando el resultado sea un número par. 

2. La escala prevista en el párrafo anterior no se aplica a los municipios que, de acuerdo con la 

legislación sobre régimen local, funcionan en régimen de concejo abierto. En estos municipios los 

electores eligen directamente al Alcalde por sistema mayoritario. 

Artículo ciento ochenta 

La atribución de los puestos de Concejales en cada Ayuntamiento se realiza siguiendo el mismo 

procedimiento previsto en el artículo 163.1 de esta Ley, con la única salvedad de que no son tenidas 

en cuenta aquellas candidaturas que no obtengan, por lo menos, el 5 por 100 de los votos válidos 

emitidos en la circunscripción. 

Artículo ciento ochenta y uno 

1. En el supuesto de que en alguna circunscripción no se presenten candidaturas, se procede en el 

plazo de seis meses a la celebración de elecciones parciales en dicha circunscripción. 

2. Si en ésta nueva convocatoria tampoco se presenta candidatura alguna, se procede según lo 

previsto en el párrafo tercero del artículo 182. 
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Artículo ciento ochenta y dos 

1. En el caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un concejal, el escaño se atribuirá al 

candidato o, en su caso, al suplente de la misma lista a quien corresponda, atendiendo a su orden 

de colocación. 

2. En el caso de que, de acuerdo con el procedimiento anterior, no quedasen posibles candidatos o 

suplentes a nombrar, las vacantes serán cubiertas por cualquier ciudadano mayor de edad que no 

esté incurso en causa de inelegibilidad. 

Estos suplentes serán designados por el partido, coalición, federación o agrupación de electores 

cuyos concejales hubiesen de ser sustituidos y se comunicará a la Junta Electoral correspondiente, a 

efectos de la expedición de la oportuna credencial. En este caso, no podrán ser designadas aquellas 

personas que habiendo sido candidatos o suplentes en aquella lista, hubieran renunciado al cargo 

anteriormente. 

3. En el caso de que el número de hecho de miembros elegidos en la correspondiente convocatoria 

electoral llegase a ser inferior a la mitad del número legal de miembros de la corporación, se 

constituirá una comisión gestora integrada por todos los miembros de la corporación que continúen 

y los ciudadanos que hubiesen sido designados para cubrir las vacantes, conforme a lo previsto en 

el párrafo anterior. 

Cuando resulte imposible conformar la comisión gestora, la Diputación Provincial o, en su caso, el 

órgano competente de la Comunidad Autónoma asumirá directamente la gestión ordinaria de la 

Entidad Local, no pudiendo adoptar acuerdos para los que se requiera una mayoría cualificada. 

Artículo ciento ochenta y tres 

1. En los supuestos de disolución de corporaciones locales por acuerdo del Consejo de Ministros, 

previstos en la legislación básica de régimen local por gestión gravemente dañosa para los intereses 

generales que suponga incumplimiento de sus obligaciones constitucionales, deberá procederse a 

la convocatoria de elecciones parciales para la constitución de una nueva corporación dentro del 

plazo de tres meses, salvo que por la fecha en que ésta debiera constituirse el mandato de la misma 

hubiese de resultar inferior a un año. 

Mientras se constituye la nueva corporación o expira el mandato de la disuelta, la administración 

ordinaria de sus asuntos corresponderá a una comisión gestora designada por la diputación 

provincial o, en su caso, por el órgano competente de la comunidad autónoma correspondiente, 

cuyo número de miembros no excederá del número legal de miembros de la corporación. Ejercerá 

las funciones de Alcalde o Presidente aquel vocal que resulte elegido por mayoría de votos entre 

todos los miembros de la comisión. 

2. Cuando la disolución se produzca porque los órganos de gobierno de la corporación local lleven 

a cabo alguna de las actuaciones previstas en el artículo 61.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

reguladora de las Bases del Régimen Local, la diputación provincial o, en su caso, el órgano 

competente de la comunidad autónoma asumirá directamente tras la disolución la gestión ordinaria 

de la corporación hasta la finalización del correspondiente mandato, no pudiendo adoptar 

acuerdos para los que se requiera una mayoría cualificada. 
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Artículo ciento ochenta y cuatro 

Concejales de Municipios con población inferior a 250 habitantes y no sometidos a régimen de 

Concejo Abierto 

a) Cada partido, coalición, federación o agrupación podrá presentar una lista como máximo de 

tres nombres si el municipio tiene hasta 100 residentes o de cinco nombres si tiene entre 101 y 250 

residentes. 

b) Cada elector podrá dar su voto a un máximo de dos entre los candidatos proclamados en el 

distrito en caso de municipios de hasta 100 residentes o a un máximo de cuatro en los municipios 

entre 101 y 250 residentes. 

c) Se efectuará el recuento de votos obtenidos por cada candidato en el distrito, ordenándose 

en una columna las cantidades representativas de mayor a menor. 

d) Serán proclamados electos aquellos candidatos que obtengan mayor número de votos hasta 

completar el número total de concejales a elegir en función de la población. 

e) Los casos de empate se resolverán por sorteo. 

f) En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un concejal, la vacante será atribuida al 

candidato siguiente que más votos haya obtenido. 

CAPÍTULO V 

Convocatoria 

Artículo ciento ochenta y cinco 

El Real Decreto de convocatoria es acordado en Consejo de Ministros a propuesta de los Ministerios 

del Interior y de Administración Territorial. 

CAPÍTULO VI 

Procedimiento electoral 

Sección I. Representantes 

Artículo ciento ochenta y seis 

1. A los efectos previstos en el artículo 43, los partidos políticos, federaciones y coaliciones que 

pretendan concurrir a las elecciones, designan por escrito, ante las Juntas Electorales Provinciales, 

antes del noveno día posterior a la convocatoria de elecciones, un representante general que en 

cada provincia actúa en su nombre y representación; dentro del mismo plazo designan un 

representante general ante la Junta Electoral Central. Los mencionados escritos deberán expresar la 

aceptación de la persona designada. 

2. Los representantes generales designan, por escrito, ante la Junta Electoral Provincial 

correspondiente, antes del undécimo día posterior a la convocatoria de elecciones, a los 

representantes de las candidaturas que el partido, federación o coalición presente en cada 

municipio. 
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3. En el plazo de dos días, las Juntas Electorales Provinciales comunicarán a las respectivas Juntas 

Electorales de Zona, los nombres de los representantes de las candidaturas comprendidas, a su 

demarcación. 

4. Los representantes de las candidaturas se personan ante las respectivas Juntas Electorales de Zona, 

para aceptar su designación, en todo caso, antes de la presentación de la candidatura 

correspondiente. 

5. Los promotores de las agrupaciones designan a los representantes de sus candidaturas en el 

momento de presentación de las mismas ante las Juntas Electorales de Zona. Dicha designación 

debe ser aceptada en ese acto. 

Sección II. Presentación y proclamación de candidatos 

Artículo ciento ochenta y siete 

1. Para las elecciones municipales, la Junta Electoral competente para todas las operaciones 

previstas en el Título I, Capítulo VI, Sección II de esta Ley, en relación a la presentación y proclamación 

de candidatos es la Junta Electoral de Zona. 

2. Cada candidatura se presentará mediante lista de candidatos. 

Lo previsto en el artículo 44 bis de esta ley no será exigible en las candidaturas que se presenten en 

los municipios con un número de residentes igual o inferior a 3.000 habitantes. 

3. Para presentar candidatura, las agrupaciones de electores necesitan un número de firmas de los 

inscritos en el censo electoral del municipio, que deberán ser autenticadas notarialmente o por el 

Secretario de la Corporación municipal correspondiente, determinado conforme al siguiente 

baremo: 

a) En los municipios de menos de 5.000 habitantes no menos de 1 por 100 de los inscritos siempre 

que el número de firmantes sea más del doble que el de Concejales a elegir. 

b) En los comprendidos entre 5.001 y 10.000 habitantes al menos 100 firmas. 

c) En los comprendidos entre 10.001 y 50.000 habitantes al menos 500 firmas. 

d) En los comprendidos entre 50.001 y 150.000 habitantes al menos 1.500 firmas. 

e) En los comprendidos entre 150.001 y 300.000 habitantes al menos 3.000 firmas. 

f) En los comprendidos entre 300.001 y 1.000.000 de habitantes al menos 5.000 firmas. 

g) En los demás casos al menos 8.000 firmas. 

4. Las candidaturas presentadas y las proclamadas se publicarán el en «Boletín Oficial» de la 

provincia correspondiente. 

Artículo ciento ochenta y siete bis 

1. Los ciudadanos, elegibles de acuerdo con lo previsto en el artículo 177.1, en el momento de 

presentación de las candidaturas deberán aportar, además de los documentos necesarios para 
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acreditar que reúnen los requisitos exigidos por la legislación española, una declaración formal en la 

que conste: 

a) Su nacionalidad, así como su domicilio en España. 

b) Que no se encuentran privados del derecho de sufragio pasivo en el Estado miembro de 

origen. 

c) En su caso, la mención del último domicilio en el Estado miembro de origen. 

2. En los supuestos que la Junta Electoral competente determine, se podrá exigir la presentación de 

un certificado de la autoridad administrativa que corresponda del Estado miembro de origen en el 

que se acredite que no se halla privado del sufragio pasivo en dicho Estado. 

3. Efectuada la proclamación de candidaturas, la Junta Electoral Central trasladará a los otros 

Estados, a través del Ministerio competente, la información relativa a sus respectivos nacionales 

incluidos como candidatos. 

Sección III. Utilización de los medios públicos de comunicación 

Artículo ciento ochenta y ocho 

El derecho a los tiempos de emisión gratuitos en los medios de titularidad pública, regulado en el 

artículo 64, corresponde en el caso de elecciones municipales a aquellos partidos, federaciones o 

coaliciones que presentan candidaturas en municipios que comprendan al menos al 50 por 100 de 

la población de derecho de las circunscripciones incluidas en el ámbito de difusión o, en su caso, de 

programación del medio correspondiente. 

Sección IV. Papeletas y sobres electorales 

Artículo ciento ochenta y nueve 

1. A los efectos previstos en el artículo 70.1 las Juntas Electorales competentes en el caso de 

elecciones municipales son las Juntas Electorales de Zona. 

2. Las papeletas electorales destinadas a la elección de Concejales deben tener el contenido 

expresado en el artículo 172.2. 

Sección V. Voto por correspondencia de los residentes ausentes que vivan en el extranjero 

Artículo ciento noventa 

(Suprimido) 

Sección VI. Escrutinio general 

Artículo ciento noventa y uno 

1. En las elecciones municipales, las Juntas Electorales competentes para la realización de todas las 

operaciones del escrutinio general son las Juntas Electorales de Zona. 

2. El escrutinio se llevará a cabo por orden alfabético de municipios. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1279 

CAPÍTULO VII 

Gastos y subvenciones electorales 

Artículo ciento noventa y dos 

1. Los administradores generales de los partidos políticos, federaciones y coaliciones son designados 

ante la Junta Electoral Central, conforme a lo previsto en el artículo 174. 

2. Los administradores de las candidaturas de los partidos políticos, federaciones y coaliciones son 

nombrados, por escrito, ante la Junta Electoral Provincial correspondiente por sus respectivos 

representantes generales entre el decimoquinto y el vigésimo día posterior a la convocatoria de 

elecciones. El mencionado escrito deberá expresar la aceptación de la persona designada. Las 

Juntas Electorales Provinciales comunican a la Junta Electoral Central los administradores designados 

en su demarcación. 

3. Los promotores de las agrupaciones de electores designan los administradores de sus candidaturas 

ante la Junta Electoral Provincial, dentro de los dos días siguientes al acto de presentación de la 

candidatura. 

Artículo ciento noventa y tres 

Subvenciones de gastos electorales municipales 

1. El Estado subvenciona los gastos que originen las actividades electorales de acuerdo con las 

siguientes reglas: 

a) 270,90 euros por cada Concejal electo. 

b) 0,54 euros por cada uno de los votos obtenidos por cada candidatura, uno de cuyos miembros, 

al menos, hubiera sido proclamado Concejal. 

2. Para las elecciones municipales el límite de los gastos electorales será el que resulte de multiplicar 

por 0,11 euros el número de habitantes correspondientes a las poblaciones de derecho de las 

circunscripciones donde presente sus candidaturas cada partido, federación, coalición o 

agrupación. Por cada provincia, aquellos que concurran a las elecciones en, al menos, el 50 por 100 

de sus municipios, podrán gastar, además, otros 150.301,11 euros por cada una de las provincias en 

las que cumplan la referida condición. 

3. Además de las subvenciones a que se refieren los apartados anteriores, el Estado subvencionará 

a los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones los gastos electorales originados por el envío 

directo y personal a los electores de sobres y papeletas electorales o de propaganda y publicidad 

electoral de acuerdo con las reglas siguientes: 

a) Se abonarán 0,18 euros por elector en cada una de las circunscripciones en las que haya 

obtenido representación en las Corporaciones Locales de que se trate, siempre que la candidatura 

de referencia hubiese presentado listas en el 50 por 100 de los municipios de más de 10.000 

habitantes de la provincia correspondiente y haya obtenido, al menos, representación en el 50 por 

100 de los mismos. 

b) La cantidad subvencionada no estará incluida dentro del límite previsto en el apartado 2 de 

este artículo, siempre que se haya justificado la realización efectiva de la actividad a la que se refiere 

este apartado. 
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4. Las cantidades mencionadas en los apartados anteriores se refieren a euros constantes. Por Orden 

del Ministerio de Economía y Hacienda se fijan las cantidades actualizadas en los cinco días 

siguientes a la convocatoria. 

5. No habrá lugar al pago de las subvenciones en los supuestos establecidos en los apartados 2, 3 y 

4 del artículo 127 de la presente Ley. 

CAPÍTULO VIII 

Mandato y constitución de las Corporaciones Municipales 

Artículo ciento noventa y cuatro 

1. El mandato de los miembros de los Ayuntamientos es de cuatro años, contados a partir de la fecha 

de su elección, en los términos previstos en el artículo 42, apartado 3, de esta Ley Orgánica. 

2. Una vez finalizado su mandato los miembros de las Corporaciones cesantes continuarán sus 

funciones solamente para la administración ordinaria hasta la toma de posesión de sus sucesores, en 

ningún caso podrán adoptar acuerdos para los que legalmente se requiera una mayoría cualificada. 

Artículo ciento noventa y cinco 

1. Las Corporaciones municipales se constituyen en sesión pública el vigésimo día posterior a la 

celebración de las elecciones, salvo que se hubiese presentado recurso contencioso-electoral 

contra la proclamación de los Concejales electos, en cuyo supuesto se constituyen el cuadragésimo 

día posterior a las elecciones. 

2. A tal fin, se constituye una Mesa de Edad integrada por los elegidos de mayor y menor edad, 

presentes en el acto, actuando como Secretario el que lo sea de la Corporación. 

3. La Mesa comprueba las credenciales presentadas, o acreditaciones de la personalidad de los 

electos con base a las certificaciones que al Ayuntamiento hubiera remitido la Junta Electoral de 

Zona. 

4. Realizada la operación anterior, la Mesa declarará constituida la Corporación si concurren la 

mayoría absoluta de los Concejales electos. En caso contrario, se celebrara sesión dos días después, 

quedando constituida la Corporación cualquiera que fuere el número de Concejales presentes. 

CAPÍTULO IX 

Elección de Alcalde 

Artículo ciento noventa y seis 

En la misma sesión de Constitución de la Corporación se procede a la elección de Alcalde, de 

acuerdo con el siguiente procedimiento: 

a) Pueden ser candidatos todos los Concejales que encabecen sus correspondientes listas. 

b) Si alguno de ellos obtiene la mayoría absoluta de los votos de los Concejales es proclamado 

electo. 
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c) Si ninguno de ellos obtiene dicha mayoría es proclamado Alcalde el Concejal que encabece 

la lista que haya obtenido mayor número de votos populares en el correspondiente municipio. En 

caso de empate se resolverá por sorteo. 

En los municipios comprendidos entre 100 y 250 habitantes pueden ser candidatos a Alcalde todos 

los Concejales; si alguno de los candidatos obtiene la mayoría absoluta de los votos de los Concejales 

es proclamado electo; si ninguno obtuviese dicha mayoría, será proclamado Alcalde el Concejal 

que hubiere obtenido más votos populares en las elecciones de Concejales. 

Artículo ciento noventa y siete 

Moción de censura del Alcalde 

1. El Alcalde puede ser destituido mediante moción de censura, cuya presentación, tramitación y 

votación se regirá por las siguientes normas: 

a) La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por la mayoría absoluta del número 

legal de miembros de la Corporación y habrá de incluir un candidato a la Alcaldía, pudiendo serlo 

cualquier Concejal cuya aceptación expresa conste en el escrito de proposición de la moción. 

En el caso de que alguno de los proponentes de la moción de censura formara o haya formado 

parte del grupo político municipal al que pertenece el Alcalde cuya censura se propone, la mayoría 

exigida en el párrafo anterior se verá incrementada en el mismo número de concejales que se 

encuentren en tales circunstancias. 

Este mismo supuesto será de aplicación cuando alguno de los concejales proponentes de la 

moción haya dejado de pertenecer, por cualquier causa, al grupo político municipal al que se 

adscribió al inicio de su mandato. 

b) El escrito en el que se proponga la moción de censura deberá incluir las firmas debidamente 

autenticadas por Notario o por el Secretario general de la Corporación y deberá presentarse ante 

éste por cualquiera de sus firmantes. El Secretario general comprobará que la moción de censura 

reúne los requisitos exigidos en este artículo y extenderá en el mismo acto la correspondiente 

diligencia acreditativa. 

c) El documento así diligenciado se presentará en el Registro General de la Corporación por 

cualquiera de los firmantes de la moción, quedando el Pleno automáticamente convocado para 

las doce horas del décimo día hábil siguiente al de su registro. El Secretario de la Corporación deberá 

remitir notificación indicativa de tal circunstancia a todos los miembros de la misma en el plazo 

máximo de un día, a contar desde la presentación del documento en el Registro, a los efectos de 

su asistencia a la sesión, especificando la fecha y hora de la misma. 

d) El Pleno será presidido por una Mesa de edad, integrada por los concejales de mayor y menor 

edad de los presentes, excluidos el Alcalde y el candidato a la Alcaldía, actuando como Secretario 

el que lo sea de la Corporación, quien acreditará tal circunstancia. 

e) La Mesa se limitará a dar lectura a la moción de censura, constatando para poder seguir con 

su tramitación que en ese mismo momento se mantienen los requisitos exigidos en los tres párrafos 

del apartado a), dando la palabra, en su caso, durante un breve tiempo, si estuvieren presentes, al 

candidato a la Alcaldía, al Alcalde y a los Portavoces de los grupos municipales, y a someter a 

votación la moción de censura. 
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2. Ningún concejal puede firmar durante su mandato más de una moción de censura. A dichos 

efectos no se tomarán en consideración aquellas mociones que no hubiesen sido tramitadas por no 

reunir los requisitos previstos en la letra b) del apartado 1 de este artículo. 

3. La dimisión sobrevenida del Alcalde no suspenderá la tramitación y votación de la moción de 

censura. 

4. En los municipios en los que se aplique el régimen de concejo abierto, la moción de censura se 

regulará por las normas contenidas en los dos números anteriores, con las siguientes especialidades: 

a) Las referencias hechas a los concejales a efectos de firma, presentación y votación de la 

moción de censura, así como a la constitución de la Mesa de edad, se entenderán efectuadas a 

los electores incluidos en el censo electoral del municipio, vigente en la fecha de presentación de 

la moción de censura. 

b) Podrá ser candidato cualquier elector residente en el municipio con derecho de sufragio 

pasivo. 

c) Las referencias hechas al Pleno se entenderán efectuadas a la Asamblea vecinal. 

d) La notificación por el Secretario a los concejales del día y hora de la sesión plenaria se sustituirá 

por un anuncio a los vecinos de tal circunstancia, efectuado de la forma localmente usada para las 

convocatorias de la Asamblea vecinal. 

e) La Mesa de edad concederá la palabra solamente al candidato a la Alcaldía y al Alcalde. 

5. El Alcalde, en el ejercicio de sus competencias, está obligado a impedir cualquier acto que 

perturbe, obstaculice o impida el derecho de los miembros de la Corporación a asistir a la sesión 

plenaria en que se vote la moción de censura y a ejercer su derecho al voto en la misma. En especial, 

no son de aplicación a la moción de censura las causas de abstención y recusación previstas en la 

legislación de procedimiento administrativo. 

6. Los cambios de Alcalde como consecuencia de una moción de censura en los municipios en los 

que se aplique el sistema de concejo abierto no tendrán incidencia en la composición de las 

Diputaciones Provinciales. 

Artículo ciento noventa y siete bis 

1. El Alcalde podrá plantear al Pleno una cuestión de confianza, vinculada a la aprobación o 

modificación de cualquiera de los siguientes asuntos: 

a) Los presupuestos anuales. 

b) El reglamento orgánico. 

c) Las ordenanzas fiscales. 

d) La aprobación que ponga fin a la tramitación de los instrumentos de planeamiento general 

de ámbito municipal. 

2. La presentación de la cuestión de confianza vinculada al acuerdo sobre alguno de los asuntos 

señalados en el número anterior figurará expresamente en el correspondiente punto del orden del 

día del Pleno, requiriéndose para la adopción de dichos acuerdos el «quórum» de votación exigido 
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en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, para cada uno de ellos. 

La votación se efectuará, en todo caso, mediante el sistema nominal de llamamiento público. 

3. Para la presentación de la cuestión de confianza será requisito previo que el acuerdo 

correspondiente haya sido debatido en el Pleno y que éste no hubiera obtenido la mayoría necesaria 

para su aprobación. 

4. En el caso de que la cuestión de confianza no obtuviera el número necesario de votos favorables 

para la aprobación del acuerdo, el Alcalde cesará automáticamente, quedando en funciones hasta 

la toma de posesión de quien hubiere de sucederle en el cargo. La elección del nuevo Alcalde se 

realizará en sesión plenaria convocada automáticamente para las doce horas del décimo día hábil 

siguiente al de la votación del acuerdo al que se vinculase la cuestión de confianza, rigiéndose por 

las reglas contenidas en el artículo 196, con las siguientes especialidades: 

a) En los municipios de más de 250 habitantes, el Alcalde cesante quedará excluido de la cabeza 

de lista a efectos de la elección, ocupando su lugar el segundo de la misma, tanto a efectos de la 

presentación de candidaturas a la Alcaldía como de designación automática del Alcalde, en caso 

de pertenecer a la lista más votada y no obtener ningún candidato el voto de la mayoría absoluta 

del número legal de concejales. 

b) En los municipios comprendidos entre 100 y 250 habitantes, el Alcalde cesante no podrá ser 

candidato a la Alcaldía ni proclamado Alcalde en defecto de un candidato que obtenga el voto 

de la mayoría absoluta del número legal de concejales. Si ningún candidato obtuviese esa mayoría, 

será proclamado Alcalde el concejal que hubiere obtenido más votos populares en las elecciones 

de concejales, excluido el Alcalde cesante. 

5. La previsión contenida en el número anterior no será aplicable cuando la cuestión de confianza 

se vincule a la aprobación o modificación de los presupuestos anuales. En este caso se entenderá 

otorgada la confianza y aprobado el proyecto si en el plazo de un mes desde que se votara el 

rechazo de la cuestión de confianza no se presenta una moción de censura con candidato 

alternativo a Alcalde, o si ésta no prospera. 

A estos efectos, no rige la limitación establecida en el apartado 2 del artículo anterior. 

6. Cada Alcalde no podrá plantear más de una cuestión de confianza en cada año, contado desde 

el inicio de su mandato, ni más de dos durante la duración total del mismo. No se podrá plantear una 

cuestión de confianza en el último año de mandato de cada Corporación. 

7. No se podrá plantear una cuestión de confianza desde la presentación de una moción de censura 

hasta la votación de esta última. 

8. Los concejales que votasen a favor de la aprobación de un asunto al que se hubiese vinculado 

una cuestión de confianza no podrán firmar una moción de censura contra el Alcalde que lo hubiese 

planteado hasta que transcurra un plazo de seis meses, contado a partir de la fecha de votación del 

mismo. 

Asimismo, durante el indicado plazo, tampoco dichos concejales podrán emitir un voto contrario al 

asunto al que se hubiese vinculado la cuestión de confianza, siempre que sea sometido a votación 

en los mismos términos que en tal ocasión. Caso de emitir dicho voto contrario, éste será considerado 

nulo. 
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Artículo ciento noventa y ocho 

En los supuestos distintos a los previstos en los artículos 197 y 197 bis, la vacante en la Alcaldía se 

resuelve conforme a lo previsto en el artículo 196, considerándose a estos efectos que encabeza la 

lista en que figuraba el Alcalde el siguiente de la misma, a no ser que renuncie a la candidatura. 

Artículo ciento noventa y nueve 

1. El régimen electoral de los órganos de las entidades locales de ámbito territorial inferior al Municipio 

será el que establezcan las Leyes de las Comunidades Autónomas que las instituyan o reconozcan, 

que, en todo caso, deberán respetar lo dispuesto en la Ley reguladora de las bases del régimen local; 

en su defecto, será el previsto en los números siguientes de este artículo. 

2. Los Alcaldes Pedáneos son elegidos directamente por los vecinos de la correspondiente entidad 

local por sistema mayoritario mediante la presentación de candidatos por los distintos partidos, 

federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores. 

3. Las Juntas vecinales de las entidades locales menores están formadas por el Alcalde Pedáneo que 

las preside y dos vocales en los núcleos de población inferior a 250 residentes y por cuatro en los de 

población superior a dicha cifra, siempre que el número de vocales no supere al tercio del de 

Concejales que integran el Ayuntamiento, en cuyo caso el número de vocales será de dos. 

4. La designación de estos Vocales se hará de conformidad con los resultados de las elecciones para 

el Ayuntamiento en la Sección o Secciones constitutivas de la entidad local menor. 

5. La Junta Electoral de Zona determinará, aplicando el procedimiento establecido en el artículo 163, 

el número de vocales que corresponde a cada partido, federación, coalición o agrupación. 

6. Realizada la operación anterior, el representante de cada candidatura designará entre los 

electores de la entidad local menor a quienes hayan de ser Vocales. 

7. Si las Juntas vecinales no hubiesen de constituirse, de acuerdo con lo previsto en la legislación 

sobre régimen local, por haberse establecido el funcionamiento de la entidad en régimen de 

concejo abierto, se elegirá, en todo caso, un Alcalde Pedáneo en los términos del número 2 de este 

artículo. 

Artículo doscientos 

Las Juntas Electorales Provinciales adoptaran las resoluciones necesarias para dar cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 179.2 de esta Ley, con el fin de que sea elegido el Alcalde de los Municipios 

que funcionen en régimen de concejo abierto. 

TÍTULO IV 

Disposiciones especiales para la elección de Cabildos Insulares Canarios 

Artículo doscientos uno 

1. En cada isla se eligen por sufragio universal, directo y secreto, y en urna distinta a la destinada a la 

votación para Concejales, tantos Consejeros Insulares como a continuación se determinan: 
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  Consejeros 

Hasta 10.000 residentes 11 

De 10.001 a 20.000 13 

De 20.001 a 50.000 17 

De 50.001 a 100.000 21 

De 100.001 en adelante 1 Consejero más por cada 100.000 residentes o fracción, 

añadiéndose uno más cuando el resultado sea un número par. 

2. El mandato de los Consejeros Insulares es de cuatro años, contados a partir de la fecha de su 

elección, en los términos previstos en el artículo 42, apartado 3, de esta Ley Orgánica. 

3. La elección de los Consejeros Insulares se realiza mediante el procedimiento previsto para la 

elección de Concejales, pero cada isla constituye una circunscripción electoral. 

Lo previsto en el artículo 44 bis de esta ley no será exigible en las candidaturas que se presenten en 

las islas con un número de residentes igual o inferior a 5.000 habitantes. 

4. Los Cabildos Insulares se constituyen en sesión pública dentro de los treinta días siguientes a la 

celebración de las elecciones, formándose a tal efecto una Mesa de Edad conforme a lo 

establecido en el artículo 195 para las Corporaciones Municipales. 

5. Será Presidente del Cabildo Insular el candidato primero de la lista más votada en la circunscripción 

insular. 

6. La presentación de candidaturas, sistema de votación y atribución de puestos se efectuará de 

acuerdo con el procedimiento previsto para la elección de Concejales. 

7. El Presidente del Cabildo Insular puede ser destituido de su cargo mediante moción de censura, 

que se desarrollará conforme a lo previsto en el artículo 197. Puede ser candidato al cargo de 

Presidente cualquiera de los consejeros insulares que encabecen las listas de los partidos, 

federaciones, coaliciones y agrupaciones electorales en la circunscripción. 

Asimismo, el Presidente del Cabildo podrá cesar mediante la pérdida de una cuestión de confianza 

por él planteada ante el Pleno de la Corporación, que se regulará por lo dispuesto en el artículo 197 

bis de esta Ley, vinculada a la aprobación o modificación de cualquiera de los siguientes asuntos: 

a) Los presupuestos anuales. 

b) El reglamento orgánico. 

c) El plan insular de cooperación a las obras y servicios de competencia municipal. 

d) La aprobación que ponga fin a la tramitación insular de los planes de ordenación de ámbito 

insular previstos en la legislación urbanística. 

En caso de no obtenerse la confianza, el nuevo Presidente se elegirá de acuerdo con el sistema 

previsto en el artículo 197 bis para los Alcaldes de municipios de más de 250 habitantes. 

8. Para la elección de Consejeros Insulares regirán los mismos derechos de sufragio pasivo y las 

incompatibilidades previstos en los artículos 202 y 203 de esta Ley. 
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9. El Estado subvencionará los gastos que originen las elecciones a los Cabildos Insulares de acuerdo 

con las siguientes reglas: 

a) 1.625,44 euros por cada Consejero Insular electo. 

b) 0,65 euros por cada uno de los votos obtenidos por cada candidatura, uno de cuyos miembros, 

al menos, hubiera sido proclamado Consejero Insular. 

10. Para las elecciones a Cabildos Insulares el límite de los gastos electorales será el que resulte de 

multiplicar por 0,16 euros el número de habitantes correspondientes a la población de derecho de 

cada una de las islas donde presente sus candidaturas cada partido, federación, coalición o 

agrupación. 

11. En materia de subvenciones electorales habrán de respetarse las limitaciones establecidas en los 

apartados 2, 3 y 4 del artículo 127 de la presente ley. 

TÍTULO V 

Disposiciones Especiales para la Elección de Diputados Provinciales 

CAPÍTULO PRIMERO 

Derecho de sufragio pasivo 

Artículo doscientos dos 

Además de quienes incurran en alguno de los supuestos previstos en el artículo 6.º de esta Ley son 

inelegibles para el cargo de Diputado Provincial los deudores directos o subsidiarios de la 

correspondiente Corporación contra quienes se hubiera expedido mandamiento de apremio por 

resolución judicial. 

CAPÍTULO II 

Incompatibilidades 

Artículo doscientos tres 

1. Las causas de inelegibilidad a que se refiere el artículo anterior lo son también de incompatibilidad 

para el ejercicio del cargo de Diputado Provincial. 

Son también incompatibles: 

a) Los abogados y procuradores que dirijan o representen a partes en procedimientos judiciales 

o administrativos contra la Corporación, con excepción de las acciones a que se refiere el artículo 

63.1 b) de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local. 

b) Los Directores de Servicios, funcionarios o restante personal en activo al servicio de la respectiva 

Diputación y de las entidades y establecimientos dependientes de él. 

c) Los Directores Generales o asimilados de las Cajas de Ahorro Provinciales y Locales que actúen 

en la provincia. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1287 

d) Los contratistas o subcontratistas de contratos, cuya financiación total o parcial corra a cargo 

de la Corporación o de establecimientos de ella dependientes. 

e) Los Diputados Provinciales electos en candidaturas presentadas por partidos o por 

federaciones o coaliciones de partidos declarados ilegales con posterioridad por sentencia judicial 

firme y los electos en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores declaradas 

vinculadas a un partido ilegalizado por resolución judicial firme. 

2. Cuando se produzca una situación de incompatibilidad, los afectados deberán optar entre la 

renuncia al puesto de Diputado Provincial o el abandono de la situación que, de acuerdo con lo 

establecido en el apartado anterior, dé origen a la referida incompatibilidad. Cuando la causa de 

incompatibilidad sea la prevista en el apartado 1.e), se aplicará lo dispuesto en el artículo 6.4 de esta 

Ley. 

3. Cuando la causa de incompatibilidad sea la contenida en el punto b) del apartado 1, el 

funcionario o empleado que optare por el cargo de Diputado Provincial pasará a la situación de 

servicios especiales o subsidiariamente la prevista en sus respectivos convenios, que en todo caso ha 

de suponer reserva de su puesto de trabajo. 

CAPÍTULO III 

Procedimiento electoral 

Artículo doscientos cuatro 

1. El número de Diputados correspondientes a cada Diputación Provincial se determina, según el 

número de residentes de cada provincia, conforme al siguiente baremo: 
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 Diputados 

Hasta 500.000 Residentes 25 

De 500.001 a 1.000.000 27 

De 1.000.001 a 3.500.000 31 

De 3.500.001 en adelante 51 

2. Las Juntas Electorales Provinciales reparten, proporcionalmente y atendiendo al número de 

residentes, los puestos correspondientes a cada partido judicial, en el décimo día posterior a la 

convocatoria de elecciones atendiendo a la siguiente regla: 

a) Todos los partidos judiciales cuentan, al menos, con un Diputado. 

b) Ningún partido judicial puede contar con más de tres quintos del número total de Diputados 

Provinciales. 

c) Las fracciones iguales o superiores a 0,50 que resulten del reparto proporcional se corrigen por 

exceso y las inferiores por defecto. 

d) Si como consecuencia de las operaciones anteriores resultase un número total que no 

coincida, por exceso, con el número de Diputados correspondientes a la provincia, se sustraen los 

puestos necesarios a los partidos judiciales cuyo número de residentes por Diputado sea menor. Si, 

por el contrario, el número no coincide por defecto se añaden puestos a los partidos judiciales cuyo 

número de residentes por Diputado sea mayor. 

3. A los efectos previstos en este Capítulo, los partidos judiciales coinciden con los de las elecciones 

locales de 1979. 

Artículo doscientos cinco 

1. Constituidos todos los Ayuntamientos de la respectiva provincia, la Junta Electoral de Zona 

procede inmediatamente a formar una relación de todos los partidos políticos, coaliciones, 

federaciones y de cada una de las agrupaciones de electores que hayan obtenido algún Concejal 

dentro de cada partido judicial, ordenándolos en orden decreciente al de los votos obtenidos por 

cada uno de ellos. 

El proceso de constitución de las Diputaciones deberá aplazarse hasta que se hayan resuelto 

previamente todos los recursos contencioso-electorales contra la proclamación de concejales 

electos en los municipios de la provincia. 

En el caso de que deban convocarse nuevas elecciones en algún municipio de la provincia, bien 

por no haberse presentado ninguna candidatura, bien por haberse anulado total o parcialmente el 

proceso como consecuencia de los correspondientes recursos contenciosos-electorales, no se 

pospondrá la constitución de la Diputación Provincial, si bien, en el supuesto de que como 

consecuencia de la celebración de elecciones locales parciales se altere la atribución de puestos 

en la Diputación Provincial, las Juntas Electorales de Zona deberán realizar las operaciones 

necesarias para hacer una nueva asignación. 

2. A los efectos previstos en el número anterior, en los municipios de menos de 250 habitantes a los 

que se refiere el artículo 184 de esta Ley, el número de votos a tener en cuenta por cada candidatura 

se obtiene dividiendo la suma de los votos obtenidos por cada uno de sus componentes entre el 
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número de candidatos que formaban la correspondiente lista hasta un máximo de cuatro. Se 

corrigen por defecto las fracciones resultantes. 

3. Realizada esta operación la Junta procede a distribuir los puestos que corresponden a los partidos, 

coaliciones, federaciones y a cada una de las agrupaciones de electores en cada partido judicial 

mediante la aplicación del procedimiento previsto en el artículo 163, según el número de votos 

obtenidos por cada grupo político o cada agrupación de electores. 

4. Si en aplicación de los párrafos anteriores se produjera coincidencia de cocientes entre distintos 

partidos, coaliciones, federaciones y agrupaciones, la vacante se atribuye al que mayor número de 

votos ha obtenido, y en caso de empate, al de mayor número de Concejales en el partido judicial. 

Subsidiariamente se resolverá el empate por sorteo. 

Artículo doscientos seis 

1. Realizada la asignación de puestos de Diputados, conforme a los artículos anteriores, la Junta 

Electoral convocará por separado dentro de los cinco días siguientes, a los Concejales de los partidos 

políticos, coaliciones, federaciones y agrupaciones, que hayan obtenido puestos de Diputados, para 

que elijan de entre las listas de candidatos avaladas, al menos, por un tercio de dichos Concejales a 

quienes hayan de ser proclamados Diputados, eligiendo, además, tres suplentes, para cubrir por su 

orden las eventuales vacantes. 

2. Efectuada la elección, la Junta de Zona proclama los Diputados electos y los suplentes, expide las 

credenciales correspondientes y remite a la Junta Provincial y a la Diputación certificaciones de los 

Diputados electos en el partido judicial. 

Artículo doscientos siete 

1. La Diputación Provincial se reúne en sesión constitutiva presidida por una Mesa de Edad, integrada 

por los Diputados de mayor y menor edad presentes en el acto, y actuando como Secretario el que 

lo sea de la Corporación para elegir al Presidente de entre sus miembros. 

2. Para la elección de Presidente el candidato debe obtener mayoría absoluta en la primera 

votación y simple en la segunda. 

3. El Presidente puede ser destituido de su cargo mediante moción de censura que se desarrollará 

conforme a lo previsto en el artículo 197. Puede ser candidato al cargo de Presidente cualquiera de 

los Diputados Provinciales. 

4. Asimismo, el Presidente de la Diputación podrá cesar mediante la pérdida de una cuestión de 

confianza por él planteada ante el Pleno de la Corporación, que se regulará por lo dispuesto en el 

artículo 197 bis de esta Ley, vinculada a la aprobación o modificación de cualquiera de los siguientes 

asuntos: 

a) Los presupuestos anuales. 

b) El reglamento orgánico. 

c) El plan provincial de cooperación a las obras y servicios de competencia municipal. 

En caso de no obtenerse la confianza, el nuevo Presidente se elegirá de acuerdo con el sistema 

previsto en el artículo 197 bis para los Alcaldes de municipios de más de 250 habitantes. 
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Artículo doscientos ocho 

1. En caso de fallecimiento, incapacidad, renuncia o perdida de la condición de Concejal de un 

Diputado Provincial, su vacante se cubrirá ocupando su puesto uno de los suplentes elegidos en el 

partido judicial correspondiente conforme al orden establecido entre ellos. 

2. En el supuesto de que no fuera posible cubrir alguna vacante por haber pasado a ocupar vacantes 

anteriores los tres suplentes elegidos en el partido judicial, se procederá a una nueva elección de 

Diputados correspondientes al partido judicial, de acuerdo con el procedimiento establecido en el 

artículo 206 de esta Ley. 

Artículo doscientos nueve 

Respeto a regímenes autonómicos y forales 

Lo regulado en el presente Capítulo se entiende sin perjuicio del respeto a los regímenes especiales 

autonómicos y forales, siendo en todo caso aplicable a los mismos lo dispuesto en los artículos 6.4 y 

203.1.e) de la presente Ley. 

TÍTULO VI 

Disposiciones especiales para las Elecciones al Parlamento Europeo 

CAPÍTULO I 

Derecho de sufragio activo 

Artículo doscientos diez 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el capítulo I del Título I de esta Ley, gozan del derecho de sufragio 

activo en las elecciones al Parlamento Europeo todas las personas residentes en España que, sin 

haber adquirido la nacionalidad española: 

a) Tengan la condición de ciudadanos de la Unión Europea según lo previsto en el párrafo 2. del 

apartado 1 del artículo 8 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea. 

b) Reúnan los requisitos para ser elector exigidos en esta Ley para los españoles y gocen del 

derecho de sufragio activo en el Estado miembro de origen. 

2. Nadie podrá votar más de una vez en las mismas elecciones. 

3. Para que un ciudadano, no español, de la Unión Europea pueda ejercer el derecho de sufragio 

activo en España, deberá haber optado previamente en tal sentido. 
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CAPÍTULO II 

Derecho de sufragio pasivo 

Artículo doscientos diez bis 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el capítulo I del Título I de esta Ley, son elegibles en las elecciones 

al Parlamento Europeo todas las personas residentes en España que, sin haber adquirido la 

nacionalidad española: 

a) Tengan la condición de ciudadanos de la Unión Europea según lo previsto en el párrafo 2. del 

apartado 1 del artículo 8 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea. 

b) Reúnan los requisitos para ser elegibles exigidos en esta Ley para los españoles y sean titulares 

del derecho de sufragio pasivo en el Estado miembro de origen. 

2. Son inelegibles para el Parlamento Europeo los comprendidos en el artículo 154.1 y 2 de la presente 

Ley. No obstante, lo previsto en el artículo 154.1 sólo será aplicable a los ciudadanos de la Unión 

Europea con derecho de sufragio pasivo, cuando el ejercicio de las funciones o cargos a que se 

refiere el citado artículo constituya causa de inelegibilidad en el Estado miembro de origen. 

CAPÍTULO III 

Incompatibilidades 

Artículo doscientos once 

1. Las causas de inelegibilidad de los Diputados al Parlamento Europeo lo son también de 

incompatibilidad. 

2. Son también incompatibles: 

a) Quienes lo sean de acuerdo con lo establecido en las normas electorales de las Comunidades 

Europeas. 

b) Los comprendidos en el apartado 2 del artículo 155 de la presente Ley. 

c) Quienes sean miembros de las Cortes Generales. 

d) Quienes sean miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas. 

e) Los Diputados al Parlamento Europeo electos en candidaturas presentadas por partidos o por 

federaciones o coaliciones de partidos declarados ilegales con posterioridad por sentencia judicial 

firme y los electos en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores declaradas 

vinculadas a un partido ilegalizado por resolución judicial firme. 

3. En los supuestos de las letras c) y d) del apartado anterior, la incompatibilidad se resuelve a favor 

de la condición parlamentaria adquirida en último término. Cuando la causa de incompatibilidad 

sea la prevista en el apartado 2.e), se aplicará lo dispuesto en el artículo 6.4 de esta Ley. 
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Artículo doscientos doce 

1. El mandato de los Diputados del Parlamento Europeo se ejercerá en régimen de dedicación 

absoluta, en los mismos términos previstos para los Diputados y Senadores en la presente Ley. 

2. En virtud de lo establecido en el apartado anterior, los artículos 157 y 158 de esta Ley serán 

aplicables a los Diputados del Parlamento Europeo, los cuales no podrán percibir con cargo a los 

presupuestos del sector público estatal, autonómico o local ninguna remuneración, salvo la que, en 

su caso, pudiera corresponderles por su condición de tales. 

3. Los Diputados del Parlamento Europeo no podrán formar parte de los órganos colegiados de 

dirección o Consejos de Administración de Organismos, Entes públicos o Empresas con participación 

pública mayoritaria directa o indirecta. 

Artículo doscientos trece 

Los Diputados del Parlamento Europeo sólo podrán ejercer aquellas actividades privadas a que se 

refieren los apartados a) y b) del artículo 159.3 de la presente Ley, además de las no comprendidas 

en el número 2 del mismo artículo. 

CAPÍTULO IV 

Sistema electoral 

Artículo doscientos catorce 

La circunscripción para la elección de los Diputados del Parlamento Europeo es el territorio nacional. 

Artículo doscientos quince 

El número de diputados que se elige en España se fijará en función de lo que establece en esta 

materia el ordenamiento jurídico europeo. 

Artículo doscientos dieciséis 

La atribución de escaños en función de los resultados del escrutinio se realiza conforme a lo dispuesto 

en el artículo 163 de la presente Ley, con excepción de lo previsto en el apartado 1, a), y en el 

apartado 2 de dicho artículo. 

Artículo doscientos diecisiete 

En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un Diputado del Parlamento Europeo, el 

escaño será atribuido al candidato o, en su caso, al suplente de la misma lista a quien corresponda, 

atendiendo a su orden de colocación. 
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CAPÍTULO V 

Convocatoria de elecciones 

Artículo doscientos dieciocho 

1. La convocatoria para la elección de los Diputados del Parlamento Europeo se realiza de acuerdo 

con las normas comunitarias y mediante Real Decreto. 

2. El Decreto de convocatoria se expide con el refrendo del Presidente del Gobierno, a propuesta 

del mismo, bajo su exclusiva responsabilidad y previa deliberación del Consejo de Ministros. 

3. Para las elecciones al Parlamento Europeo no es de aplicación lo previsto en el artículo 42.1 de la 

presente Ley. 

CAPÍTULO VI 

Procedimiento electoral 

Sección I. Representantes de las candidaturas ante la Administración Electoral 

Artículo doscientos diecinueve 

1. A los efectos previstos en el artículo 43 de la presente Ley, cada uno de los partidos, federaciones 

y coaliciones que pretenden concurrir a las elecciones, designan un representante general en los 

términos previstos en el artículo 168.1 de la presente Ley. 

2. Los promotores de cada agrupación de electores designan, en los mismos términos, a su 

representante general en el momento de presentación de su candidatura. 

3. Cada uno de los representantes generales puede designar en el plazo de dos días desde su 

nombramiento, ante la Junta Electoral Central, a los representantes de su candidatura ante las Juntas 

Electorales Provinciales. 

4. Dichas designaciones serán comunicadas por la Junta Electoral Central a las Provinciales dentro 

de los dos días siguientes, y los representantes han de personarse .ante sus respectivas Juntas para 

aceptar su designación. 

Sección II. Presentación y proclamación de candidatos 

Artículo doscientos veinte 

1. Para la elección de Diputados al Parlamento Europeo, la Junta Electoral competente para todas 

las operaciones previstas en el Título I, Capítulo VI, Sección Segunda de la presente Ley, en relación 

a la presentación y proclamación de candidatos es la Junta Electoral Central. 

2. Las candidaturas se presentarán mediante listas completas de candidatos, salvo que los partidos, 

federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores hagan uso de la posibilidad prevista en el 

artículo 221.4, en cuyo caso la lista podrá contener hasta un número máximo de candidatos y 

suplentes igual al de diputados a elegir. 
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3. Para presentar candidaturas los partidos, coaliciones, federaciones y agrupaciones de electores, 

necesitan acreditar las firmas de 15.000 electores. Ningún elector puede dar su firma para la 

presentación de varias candidaturas. 

4. No obstante, los partidos, federaciones y coaliciones pueden sustituir el requisito señalado en el 

párrafo anterior por las firmas de 50 cargos electos, ya sean Diputados, Senadores, Diputados 

españoles del Parlamento Europeo, miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades 

Autónomas o miembros de las Corporaciones Locales. Ningún electo puede dar su firma para la 

presentación de varias candidaturas. 

5. Las candidaturas presentadas y las candidaturas proclamadas se publican en el «Boletín Oficial 

del Estado». 

Artículo doscientos veinte bis 

1. Los ciudadanos de la Unión Europea, elegibles de acuerdo con lo previsto en el artículo 210 bis 1, 

en el momento de la presentación de las candidaturas deberán aportar, además de los documentos 

necesarios para acreditar que reúnen los requisitos exigidos por la legislación española, una 

declaración formal en la que consten: 

a) Su nacionalidad, así como su domicilio en España. 

b) Que no se presentan simultáneamente como candidatos en las elecciones al Parlamento 

Europeo en ningún otro Estado miembro. 

c) En su caso, la mención del término municipal o de la circunscripción del Estado miembro de 

origen en cuyo censo electoral hayan estado inscritos en último lugar. 

2. Además deberán presentar una certificación de las autoridades administrativas competentes del 

Estado miembro de origen, acreditativa de que el elegible comunitario no está desposeído del 

derecho de sufragio pasivo en el citado Estado. 

La Junta Electoral Central podrá también exigir que presenten un documento de identidad no 

caducado y que indiquen a partir de qué fecha son nacionales de un Estado miembro. 

3. Efectuada la proclamación de candidaturas, la Junta Electoral Central trasladará a los otros 

Estados miembros la información relativa a sus respectivos nacionales incluidos como candidatos en 

las citadas candidaturas. 

Sección III. Papeletas y sobres electorales 

Artículo doscientos veintiuno 

1. A los efectos previstos en el artículo 70.1 la Junta Electoral competente en las elecciones de 

Diputados al Parlamento Europeo es la Junta Electoral Central. 

2. Las papeletas electorales destinadas a la elección de Diputados al Parlamento Europeo deben 

contener la denominación, sigla y símbolo del partido, federación, coalición o agrupación de 

electores que presenta la candidatura. 
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3. Asimismo deben contener la lista completa de nombres y apellidos de los candidatos y de los 

suplentes que componen la candidatura, según su orden de colocación. En su caso se puede hacer 

constar la circunstancia a que se refiere el artículo 46.7. 

4. Los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores podrán hacer constar, en el 

momento de presentación de las candidaturas ante la Junta Electoral Central, el ámbito territorial en 

el que desean la difusión de sus papeletas, cuando sea inferior al estatal y siempre que coincida al 

menos con las secciones electorales existentes en una Comunidad Autónoma. 

Artículo doscientos veintidós 

Los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores podrán hacer constar, en el 

momento de presentación de la candidatura ante la Junta Electoral Central, su voluntad de que en 

determinadas secciones electorales coincidentes con el territorio de alguna de las Comunidades 

Autónomas se expresen únicamente los nombres de los candidatos y suplentes miembros de partidos 

o de sus organizaciones territoriales, con ámbito de actuación estatutariamente delimitado a dicho 

territorio, así como, en su caso, su propia denominación, sigla y símbolo. 

Sección IV. Escrutinio general 

Artículo doscientos veintitrés 

1. A los efectos previstos en los artículos 103, 104, 105, 106 y 107 las Juntas Electorales competentes 

son las Juntas Electorales Provinciales. 

2. Concluido el escrutinio, los representantes y apoderados de las candidaturas disponen de un plazo 

de dos días para presentar las reclamaciones y protestas que consideren oportunas, que habrán de 

ser resueltas por las Juntas Electorales Provinciales en los dos días siguientes. 

3. Realizadas las operaciones anteriores, las Juntas Electorales Provinciales remitirán a la Junta 

Electoral Central, no más tarde del decimoquinto día posterior a las elecciones, certificación suscrita 

por los Presidentes y Secretarios de las Juntas de los resultados de la elección en la provincia, en las 

que se contendrá mención expresa del número de electores, de votos válidos, de los votos nulos, de 

los votos en blanco y de los obtenidos por cada candidatura. 

Artículo doscientos veinticuatro 

1. La Junta Electoral Central procederá, no más tarde del vigésimo día posterior a las elecciones, al 

recuento de los votos a nivel nacional, a la atribución de escaños correspondientes a cada una de 

las candidaturas y a la proclamación de electos. 

2. En el plazo de cinco días desde su proclamación, los candidatos electos deberán jurar o prometer 

acatamiento a la Constitución ante la Junta Electoral Central. Transcurrido dicho plazo, la Junta 

Electoral Central declarará vacantes los escaños correspondientes a los Diputados del Parlamento 

Europeo que no hubieran acatado la Constitución y suspendidas todas las prerrogativas que les 

pudieran corresponder por razón de su cargo, todo ello hasta que se produzca dicho acatamiento. 

3. Asimismo la Junta Electoral Central será la competente para la realización de las restantes 

operaciones de escrutinio general no previstas en el artículo anterior. 
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Sección V. Contencioso electoral 

Artículo doscientos veinticinco 

1. El Tribunal competente a efectos de recurso contencioso electoral es el Tribunal Supremo. 

2. La notificación de la Sentencia que resuelve un proceso contencioso electoral se producirá no 

más tarde del cuadragésimo quinto día posterior a las elecciones. 

CAPÍTULO VII 

Gastos y subvenciones electorales 

Artículo doscientos veintiséis 

1. Los administradores generales de los partidos políticos, federaciones y coaliciones son designados 

conforme a lo previsto en el artículo 174.1 de la presente Ley. 

2. Los administradores de la candidatura en cada provincia son designados, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 174.2, antes del día vigésimo primero posterior a la convocatoria de elecciones. 

Artículo doscientos veintisiete 

Subvención de gastos electorales para el Parlamento Europeo 

1. El Estado subvenciona los gastos que originan las actividades electorales de acuerdo con las 

siguientes reglas: 

a) 32.508,74 euros por cada escaño obtenido. 

b) 1,08 euros por cada uno de los votos obtenidos por cada candidatura, uno de cuyos miembros, 

al menos, hubiera obtenido escaño de Diputado. 

2. Para las elecciones al Parlamento Europeo, el límite de los gastos electorales será el que resulte de 

multiplicar por 0,19 euros el número de habitantes correspondientes a la población de derecho en 

las secciones electorales donde se haya solicitado que se efectúe la difusión de las papeletas. 

3. Además de las subvenciones a que se refieren los apartados anteriores, el Estado subvencionará 

a los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones los gastos electorales originados por el envío 

directo y personal a los electores, en al menos una Comunidad autónoma, de sobres y papeletas 

electorales o de propaganda y publicidad electoral de acuerdo con las reglas siguientes: 

a) Se abonarán 0,13 euros por elector, siempre que la candidatura hubiera obtenido al menos un 

Diputado y como mínimo un 15 por 100 de los votos válidos emitidos. 

b) Se abonarán 0,09 euros por elector, siempre que la candidatura hubiera obtenido al menos un 

Diputado y como mínimo un 6 por 100 de los votos válidos emitidos. 

c) Se abonarán 0,025 euros por elector, siempre que la candidatura hubiera obtenido al menos 

un Diputado y como mínimo un 3 por 100 de los votos válidos emitidos. 
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d) Se abonará 0,016 euros por elector, siempre que la candidatura hubiera obtenido al menos un 

Diputado y como mínimo un 1 por 100 de los votos válidos emitidos. 

La cantidad subvencionada no estará incluida dentro del límite previsto en el apartado 2 de este 

artículo, siempre que se haya justificado la realización efectiva de la actividad a la que se refiere este 

apartado. 

4. Las cantidades mencionadas en los apartados anteriores se refieren a euros constantes. Por Orden 

del Ministerio de Economía y Hacienda se fijan las cantidades actualizadas en los cinco días 

siguientes a la convocatoria de elecciones. 

5. No habrá lugar al pago de las subvenciones en los supuestos establecidos en los apartados 2, 3 y 

4 del artículo 127 de la presente Ley. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Primera 

1. Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio del ejercicio de las competencias reconocidas, 

dentro del respeto a la Constitución y a la presente ley orgánica, a las comunidades autónomas por 

sus respectivos estatutos en relación con las elecciones a las respectivas asambleas legislativas. 

2. En aplicación de las competencias que la Constitución reserva al Estado se aplican también a las 

elecciones a Asambleas Legislativas de Comunidades Autónomas convocadas por éstas, los 

siguientes artículos del Título I de esta Ley Orgánica: 1 al 42; 44; 44 bis; 45; 46.1, 2, 4, 5, 6 y 8; 47.4; 49; 

50.1, 2 y 3; 51.2 y 3; 52; 53; 54; 58; 59; 60; 61; 62; 63; 65; 66; 68; 69; 70.1 y 3; 72; 73; 74; 75; 85; 86.1; 87.2; 

90; 91; 92; 93; 94; 95.3; 96; 103.2; 108.2 y 8; 109 a 119; 125 a 130; 131.2; 132; 135 a 152. 

3. Los restantes artículos del Título I de esta Ley tienen carácter supletorio de la legislación que, en su 

caso, aprueben las Comunidades Autónomas, siendo de aplicación en las elecciones a sus 

Asambleas Legislativas en el supuesto de que las mismas no legislen sobre ellos. 

4. El contenido de los Títulos II, III, IV, y V de esta Ley Orgánica no pueden ser modificados o sustituidos 

por la legislación de las Comunidades Autónomas. 

5. En el supuesto de que las Comunidades Autónomas no legislen sobre el contenido de los artículos 

que a continuación se citan, éstos habrán de interpretarse para las elecciones a las Asambleas 

Legislativas de dichas Comunidades de la siguiente manera: 

a) Las referencias contenidas a Organismos Estatales en los artículos 70.2, 71.4 y 98.2, Se 

entenderán referidas a las instituciones autónomas que correspondan. 

b) La mención al territorio nacional que se hace en el artículo 64.1 se entenderá referida al 

territorio de la Comunidad Autónoma. 

c) La alusión que se hace en el artículo 134 a la Comisión establecida en la Disposición Transitoria 

Primera de la Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas, se entenderá referida a una Comisión de la 

Asamblea Legislativa correspondiente, y la obligación estatal de subvencionar los gastos electorales 

mencionada en dicho artículo y en el anterior corresponderá a la Comunidad Autónoma de que se 

trate. 
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Segunda 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean precisas para el cumplimiento y 

ejecución de la presente Ley. 

Tercera 

El Gobierno dictara en el plazo de cinco años desde la vigencia de esta Ley las normas precisas para 

hacer efectiva la inclusión entre los datos censales del número del Documento Nacional de 

Identidad, a que se refiere el artículo 32 de la presente Ley Orgánica. 

Cuarta 

A los fines y efectos de la suspensión del contrato de trabajo de los cargos públicos representativos, 

a que se refieren los artículos 45.1 f), y 48 del Estatuto de los Trabajadores, se entenderá que cesa la 

causa legal de suspensión para los no reelegidos, en el momento de constitución de las nuevas 

Asambleas representativas. 

Quinta 

En el supuesto de que en el mismo año coincidan para su celebración, en un espacio de tiempo no 

superior a cuatro meses, elecciones locales, elecciones a Asambleas Legislativas de Comunidades 

Autónomas que celebraron sus elecciones el cuarto domingo del mes de mayo de 1995, con las 

elecciones al Parlamento Europeo, los decretos de convocatoria se expedirán el día quincuagésimo 

quinto anterior al de la fecha en que han de tener lugar las elecciones al Parlamento Europeo, en 

orden a asegurar la celebración simultánea. Los referidos decretos se publicarán al día siguiente de 

su expedición en el "Boletín Oficial del Estado" o, en su caso, en el "Boletín Oficial" de la Comunidad 

Autónoma correspondiente y entrarán en vigor el mismo día de su publicación. Los mandatos de los 

miembros de las Corporaciones Locales terminarán en todo caso el día anterior al de celebración 

de las siguientes elecciones. 

Sexta 

Los partidos y federaciones tienen la obligación de remitir al Registro de Partidos Políticos y mantener 

actualizada, la relación de las personas que compongan sus órganos directivos y de coordinación. 

Séptima 

1. En el supuesto de elecciones a Cortes Generales como consecuencia de lo dispuesto en el 

apartado 5 del artículo 99 de la Constitución, el real decreto de convocatoria se expide al día 

siguiente de la expiración del plazo de dos meses, contados a partir de la primera votación de la 

investidura. Dicho real decreto se publica el mismo día de su expedición y entra en vigor el mismo 

día de su publicación. El real decreto de convocatoria señala la fecha de las elecciones que habrán 

de celebrarse el día cuadragésimo séptimo posterior a la convocatoria. 

2. Para el procedimiento electoral resultante de esta convocatoria, resulta de aplicación lo dispuesto 

en la presente Ley Orgánica con las siguientes especificidades: 
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a) Las Juntas Electorales Provinciales y de Zona se constituirán el día siguiente al de la 

convocatoria y su composición será idéntica a la que tuvieran en el momento de la finalización de 

su mandato. Si este no hubiera finalizado, se entenderá prorrogado y dicha prórroga se considerará, 

a todos los efectos, como un nuevo nombramiento. 

b) Los partidos políticos, federaciones y coaliciones designan, por escrito, ante la Junta Electoral 

Central, a un representante general, en los cinco días siguientes a la convocatoria. 

Seguirán en el ejercicio de sus respectivas funciones los representantes generales y los 

representantes de las candidaturas en cada una de las circunscripciones que hubieren aceptado 

su designación para las elecciones inmediatamente anteriores a Cortes Generales de acuerdo con 

el artículo 168 de esta Ley Orgánica. Para ello, en los cinco días siguientes a la convocatoria, 

partidos, federaciones y coaliciones presentarán un escrito de mantenimiento de las designaciones 

ante la Junta Electoral Central. 

En el mismo plazo de cinco días siguientes a la convocatoria, los partidos, federaciones y 

coaliciones comunicarán a la Junta Electoral Central los cambios en los nombramientos de 

representantes generales y representantes de las candidaturas en cada una de las 

circunscripciones. 

En el plazo de dos días, la Junta Electoral Central comunica a las Juntas Electorales Provinciales 

correspondientes el mantenimiento de los representantes de las candidaturas, los cambios que se 

hubieran producido o, en su caso, los nuevos nombramientos. Los nuevos representantes deberán 

aceptar su designación de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 168 de esta Ley Orgánica. 

c) Las agrupaciones de electores y los partidos, federaciones o coaliciones que no hubieren 

obtenido representación parlamentaria en ninguna de las Cámaras no necesitarán recabar de 

nuevo las firmas que exige el apartado 3 del artículo 169 de esta Ley Orgánica para presentar 

candidaturas cuando ya las hubieran presentado para las elecciones inmediatamente anteriores a 

Cortes Generales y el número de firmas válidas hubiera superado el número exigido. 

d) Los partidos y federaciones que establezcan un pacto de coalición para concurrir 

conjuntamente a las elecciones deben comunicarlo a la Junta Electoral Central o a la Junta 

Electoral Provincial si el ámbito de la coalición se reduce a la circunscripción, en los cinco días 

siguientes a la convocatoria. En el caso en que se desee mantener en los mismos términos el pacto 

de coalición con el que se concurrió a las elecciones generales inmediatamente anteriores, bastará 

con comunicar expresamente dicha voluntad mediante escrito dirigido a la Junta Electoral Central 

o a la Junta Electoral Provincial si su ámbito se reduce a la circunscripción. 

e) Las candidaturas, suscritas por los representantes de los partidos, federaciones y coaliciones o 

por los promotores de las agrupaciones de electores, se presentan ante la Junta Electoral Provincial 

entre el octavo y el decimotercer día posteriores a la convocatoria. 

En este mismo plazo, los representantes y promotores podrán manifestar mediante escrito dirigido 

a la Junta Electoral Provincial su voluntad de mantener las candidaturas presentadas para las 

elecciones a Cortes Generales inmediatamente anteriores. Al escrito de mantenimiento de las 

candidaturas debe acompañarse declaración de aceptación de la candidatura mantenida, así 

como los documentos acreditativos de sus condiciones de elegibilidad. 

En el caso en que se presenten nuevas candidaturas o se modifiquen en algún extremo las 

candidaturas presentadas para las elecciones a Cortes Generales inmediatamente anteriores, los 

representantes deberán presentar, en el plazo al que alude el párrafo primero de la presente letra, 

el escrito de presentación de cada candidatura en los términos a los que alude el artículo 46 de la 

presente Ley Orgánica. 
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En las circunscripciones en las que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 162 de la presente 

Ley Orgánica, el número de Diputados a elegir haya cambiado respecto de las elecciones 

inmediatamente anteriores a Cortes Generales, los representantes de las candidaturas no podrán 

presentar escrito de mantenimiento de candidaturas y deberán presentar, en el plazo previsto en el 

párrafo primero de la presente letra, el escrito de presentación de cada candidatura en los términos 

a los que alude el artículo 46 de esta Ley Orgánica. 

f) Las candidaturas presentadas, así como las expresamente mantenidas de acuerdo con lo 

dispuesto en la letra anterior, deben ser publicadas el decimoquinto día posterior a la convocatoria. 

g) Las Juntas Electorales Provinciales realizan la proclamación de candidatos el día vigésimo 

posterior a la convocatoria. 

h) Las candidaturas proclamadas deben ser publicadas el vigésimo primer día posterior a la 

convocatoria. 

i) La campaña electoral, que empezará el día trigésimo octavo posterior a la convocatoria, dura 

ocho días. El envío directo y personal a los electores de sobres y papeletas electorales o de 

propaganda y publicidad electoral podrá sin embargo realizarse a partir del día trigésimo primero 

posterior a la convocatoria. 

j) La campaña electoral termina, en todo caso, a las cero horas del día inmediatamente anterior 

a la votación. 

k) Una vez solicitado el voto por correspondencia, la Oficina del Censo Electoral remitirá las 

papeletas y los sobres electorales por correo certificado al elector, junto con el resto de la 

documentación a que se refiere el apartado 2 del artículo 73 de la presente Ley Orgánica, a partir 

del vigésimo séptimo posterior a la convocatoria y antes del sexto día anterior al de la votación. 

l) De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 75 de esta Ley Orgánica, los españoles inscritos en el 

censo de los electores residentes-ausentes podrán formular, mediante impreso oficial, la solicitud de 

voto dirigida a la correspondiente Delegación Provincial del Censo Electoral, no más tarde del 

vigésimo quinto día posterior a la convocatoria. 

m) Se entenderá válida y no requerirá que vuelva a ser formulada para el nuevo proceso electoral 

la solicitud aceptada por la Oficina del Censo Electoral que los españoles inscritos en el censo de los 

electores residentes-ausentes en el extranjero hubieren formulado para las elecciones a Cortes 

Generales inmediatamente anteriores, siempre que dichos españoles sigan inscritos en el censo de 

electores residentes-ausentes vigente para las nuevas elecciones. 

n) Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral realizarán el envío al que alude 

el apartado 2 del artículo 75 de la presente Ley Orgánica no más tarde del vigésimo séptimo día 

posterior a la convocatoria, en aquellas provincias donde no hubiese sido impugnada la 

proclamación de candidatos y, en las restantes, no más tarde del trigésimo quinto día posterior a la 

convocatoria. 

ñ) Los plazos regulados en las letras l) y n) resultan también de aplicación para los electores 

españoles que se encuentran temporalmente en el extranjero y cuyo procedimiento de votación se 

regula mediante el Real Decreto 1621/2007, de 7 de diciembre, por el que se regula un 

procedimiento de votación para los ciudadanos españoles que se encuentran temporalmente en 

el extranjero. 

o) El recurso contra la proclamación de candidaturas y candidatos previsto en el apartado 5 del 

artículo 49 de esta Ley Orgánica podrá interponerse hasta el cuadragésimo día posterior a la 
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convocatoria. La Sala especial del Tribunal Supremo deberá resolver en los dos días siguientes a la 

interposición del recurso. El amparo ante el Tribunal Constitucional deberá solicitarse al día siguiente 

y el Tribunal Constitucional resolver sobre el mismo en los dos días siguientes. 

p) No será de aplicación la previsión del apartado 2 del artículo 71 de esta Ley Orgánica y, en 

consecuencia, no se pospondrá la confección de las papeletas correspondientes a la candidatura 

contra la que se haya interpuesto recurso en la circunscripción correspondiente. 

q) La Junta Electoral Central podrá acordar la prórroga o la reducción de los plazos establecidos 

en el apartado 2 de la presente disposición adicional, de forma excepcional y mediante acuerdo 

motivado, y siempre que ello favorezca el ejercicio del derecho de sufragio con plenas garantías. 

r) Las entregas a los representantes de las candidaturas de las copias del censo de residentes en 

España se realizarán entre los días vigésimo octavo y vigésimo noveno posteriores a la convocatoria 

y las del censo de electores residentes-ausentes que viven en el extranjero, entre los días trigésimo 

quinto y trigésimo sexto después de la convocatoria, con la información de las solicitudes de voto 

disponible hasta el trigésimo cuarto día posterior a la convocatoria. 

s) La distribución del tiempo gratuito de propaganda electoral en cada medio de comunicación 

de titularidad pública y en los distintos ámbitos de programación que estos tengan, se reduce a la 

mitad del previsto en el baremo del artículo 64 de esta Ley Orgánica. 

t) De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 174 de esta Ley Orgánica, los representantes 

generales de los partidos políticos, federaciones y coaliciones designan, por escrito, ante la Junta 

Electoral Central, a un administrador general, antes del séptimo día posterior a la convocatoria. De 

la misma forma, los respectivos representantes designan, por escrito, ante las Juntas Electorales 

Provinciales a los administradores de las candidaturas en el acto de presentación de las mismas. Las 

Juntas Electorales Provinciales comunicarán a la Junta Electoral Central los administradores 

designados en su circunscripción. 

Seguirán en el ejercicio de sus respectivas funciones los administradores generales y los 

administradores de las candidaturas en cada una de las circunscripciones que hubieren aceptado 

su designación para las elecciones inmediatamente anteriores a Cortes Generales de acuerdo con 

el artículo 174 de esta Ley Orgánica. Para ello, en los diez días siguientes a la convocatoria, partidos, 

federaciones y coaliciones presentarán un escrito de mantenimiento de las designaciones ante la 

Junta Electoral Central. 

En el mismo plazo de diez días siguientes a la convocatoria, los partidos, federaciones y 

coaliciones comunicarán a la Junta Electoral Central los cambios en los nombramientos de 

administradores generales y de las candidaturas en cada una de las circunscripciones. A 

continuación, la Junta Electoral Central comunicará a las Juntas Electorales Provinciales 

correspondientes el mantenimiento de los administradores de las candidaturas, los cambios que se 

hubieran producido o, en su caso, los nuevos nombramientos. 

u) Para la determinación de los gastos y subvenciones electorales se atenderá a lo dispuesto en 

el artículo 175 de la presente Ley Orgánica con las siguientes modificaciones: 

1.º Las cantidades previstas en el apartado 1 para subvencionar los gastos que originen las 

actividades electorales se reducirán, en función de los votos y escaños obtenidos por cada 

candidatura, en un treinta por ciento. 

2.º El límite de los gastos electorales previsto en el apartado 2 se reducirá en un cincuenta por 

ciento. Los porcentajes de gasto previstos en el apartado 3 del artículo 55 y en el apartado 1 del 

artículo 58 se entenderán referidos a este límite reducido. 
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3. Se declaran de urgencia los contratos que hayan de celebrarse por los órganos de 

contratación de la Administración General del Estado con competencia en la materia, cualquiera 

que sea su cuantía, vinculados con la celebración de las elecciones a Cortes Generales cuando 

éstas hayan sido convocadas en aplicación del apartado 5 del artículo 99 de la Constitución. A 

dichos contratos les será de aplicación el régimen excepcional regulado en el artículo 113 del texto 

refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, 

de 14 de noviembre. 

Octava 

A partir de la entrada en vigor de la Ley de modificación de la Ley Orgánica del Régimen Electoral 

General para adaptarla a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, quedan sin efecto las limitaciones en el ejercicio del derecho de sufragio establecidas 

por resolución judicial fundamentadas jurídicamente en el apartado 3.1. b) y c) de la Ley Orgánica 

5/1985, de 19 de junio, ahora suprimidas. Las personas a las que se les hubiere limitado o anulado su 

derecho de sufragio por razón de discapacidad quedan reintegradas plenamente en el mismo por 

ministerio de la ley. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera 

El régimen de incompatibilidades dispuesto en esta Ley para Diputados y Senadores entrará en vigor 

a partir de las primeras elecciones a las Cortes Generales. 

Segunda 

La primera designación de los miembros de la Junta Electoral Central debe realizarse, según el 

procedimiento del artículo 9, dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigor de esta Ley. 

Tercera 

Lo dispuesto en los artículos 197 y 207.3 será de aplicación una vez celebradas las primeras elecciones 

locales siguientes a la entrada en vigor de esta Ley. 

Cuarta 

La primera revisión anual del censo electoral a la que será aplicable lo dispuesto en el artículo 35 de 

la presente Ley se realizará a partir del fichero nacional de electores que la Oficina del Censo 

Electoral elabore ajustado a la Renovación de los Padrones Municipales de Habitantes de 1986. 

Quinta 

Hasta tanto entren en funcionamiento los Juzgados de lo contencioso-administrativo y los Tribunales 

Superiores de Justicia, las competencias que les atribuye esta Ley serán desarrolladas por las Salas 

de lo Contencioso-Administrativo existentes. 
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Sexta 

A efectos de lo previsto en los artículos 57.3, 61, 64, 67 y 127, para las primeras elecciones al 

Parlamento Europeo, y siempre que no se dé el supuesto previsto en el artículo 63.5 de la presente 

Ley, se entiende por "últimas elecciones equivalentes" las del Congreso de los Diputados. 

Séptima 

En las convocatorias a elecciones municipales que se produzcan antes de 2011, lo previsto en el 

artículo 44 bis solo será exigible en los municipios con un número de residentes superior a 5.000 

habitantes, aplicándose a partir del 1 de enero de ese año la cifra de habitantes prevista en el 

segundo párrafo del apartado 2 del artículo 187 de la presente Ley. 

Octava 

Congelación de subvenciones para gastos electorales y envíos de publicidad y propaganda 

electoral 

Las subvenciones referidas en los artículos: 175.1.a), b) y c); 193.1.a) y b); 175.3.a); 193.3.a) se 

entenderán congeladas a fecha de 31 de diciembre de 2010 durante el ejercicio 2011. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Quedan derogados el Real Decreto-ley 20/1977, de 18 de marzo, sobre normas electorales; la Ley 

39/1978, de 17 de julio, de elecciones locales; la Ley Orgánica 6/1983, de 2 de marzo, que modifica 

determinados artículos de la anterior; la Ley 14/1980, de 18 de abril, sobre régimen de encuestas 

electorales y cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en la presente Ley. 

DISPOSICIÓN FINAL 

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 69. Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación de las distintas 

modalidades de referéndum53 

«BOE» núm. 20, de 23 de enero de 1980 

CAPÍTULO I 

Del referéndum y sus distintas modalidades 

SECCIÓN PRIMERA 

Disposiciones generales 

Artículo primero 

El referéndum en sus distintas modalidades, se celebrará de acuerdo con las condiciones y 

procedimientos regulados en la presente Ley Orgánica. 

Artículo segundo 

Uno. La autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum en 

cualquiera de sus modalidades, es competencia exclusiva del Estado. 

Dos. La autorización será acordada por el Gobierno, a propuesta de su Presidente, salvo en el caso 

en que esté reservada por la Constitución al Congreso de los Diputados. 

Tres. Corresponde al Rey convocar a referéndum, mediante Real Decreto acordado en Consejo de 

Ministros y refrendado por su Presidente. 

Artículo tercero 

Uno. El Real Decreto de convocatoria contendrá el texto íntegro del proyecto de disposición o, en 

su caso, de la decisión política objeto de la consulta; señalará claramente la pregunta o preguntas 

a que ha de responder el Cuerpo electoral convocado y determinará la fecha en que haya de 

celebrarse la votación, que deberá producirse entre los treinta y los ciento veinte días posteriores a 

la fecha de publicación del propio Real Decreto. 

Dos. El Real Decreto de convocatoria del referéndum se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» y 

se insertará íntegramente en los «Boletines Oficiales» de todas las provincias españolas o de las 

Comunidades Autónomas y de las provincias afectadas por la celebración de aquél; asimismo, 

habrá de difundirse en todos los diarios que se editen en ellas y en los de mayor circulación de España 

dentro de los cinco días naturales siguientes a su publicación en el «Boletín Oficial del Estado»; 

 

 
53 El artículo octavo se modificó por Ley Orgánica 12/1980, de 16 de diciembre. Téngase en cuenta que algunas Comunidades 

Autónomas disponen de normativa propia sobre consultas populares. 
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igualmente se fijará en los tablones de edictos de la totalidad de los Ayuntamientos afectados, así 

como en todas las representaciones diplomáticas y consulares, y será difundido por radio y televisión. 

Artículo cuarto 

Uno. No podrá celebrarse referéndum en ninguna de sus modalidades durante la vigencia de los 

estados de excepción y sitio en alguno de los ámbitos territoriales en los que se realiza la consulta o 

en los noventa días posteriores a su levantamiento. Si en la fecha de la declaración de dichos estados 

estuviere convocado un referéndum, quedará suspendida su celebración, que deberá ser objeto de 

nueva convocatoria. 

Dos. Tampoco podrá celebrarse ninguna modalidad de referéndum, salvo los previstos en los artículos 

ciento sesenta y siete y ciento sesenta y ocho de la Constitución, en el período comprendido entre 

los noventa días anteriores y los noventa posteriores a la fecha de celebración en el territorio a que 

afecte, de elecciones parlamentarias o locales generales o de otro referéndum. Quedará 

suspendido automáticamente todo referéndum ya convocado, cuando hubiera de celebrarse en el 

período antes señalado, debiéndose proceder a nueva convocatoria. 

Artículo quinto 

Uno. El referéndum se decidirá por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto en el ámbito que 

corresponda a la consulta. 

Dos. La circunscripción será, en todo caso, la provincia. Asimismo constituirán circunscripciones 

electorales las ciudades de Ceuta y Melilla. 

SECCIÓN SEGUNDA 

De las condiciones para la celebración de las distintas modalidades de referéndum 

Artículo sexto 

El referéndum consultivo previsto en el artículo noventa y dos de la Constitución requerirá la previa 

autorización del Congreso de los Diputados por mayoría absoluta, a solicitud del Presidente del 

Gobierno. Dicha solicitud deberá contener los términos exactos en que haya de formularse la 

consulta. 

Artículo séptimo 

En los casos de referéndum constitucional previstos en los artículos ciento sesenta y siete y ciento 

sesenta y ocho de la Constitución, será condición previa la comunicación por las Cortes Generales 

al Presidente del Gobierno del proyecto de reforma aprobado que haya de ser objeto de ratificación 

popular. La comunicación acompañará, en su caso, la solicitud a que se refiere el artículo ciento 

sesenta y siete, tres, de la Constitución. 

Recibida la comunicación se procederá, en todo caso, a la convocatoria dentro del plazo de treinta 

días y a su celebración dentro de los sesenta días siguientes. 
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Artículo octavo 

La ratificación por referéndum de la iniciativa autonómica prevista en el artículo ciento cincuenta y 

uno, uno, de la Constitución se ajustará a los siguientes términos: 

Uno. La iniciativa autonómica deberá acreditarse mediante elevación al Gobierno de los 

acuerdos de las Diputaciones o de los órganos interinsulares correspondientes y de las tres cuartas 

partes de los Municipios de cada una de las provincias afectadas que represente, al menos, la 

mayoría del censo electoral de cada una de ellas, adoptados con las formalidades previstas en la 

Ley de Régimen Local, dentro del plazo prevenido en el artículo ciento cuarenta y tres, dos, de la 

Constitución y haciendo constar que se ejercita la facultad otorgada por el artículo ciento cincuenta 

y uno, uno, de la misma. 

Dos. El Gobierno declarará acreditada la iniciativa siempre que se hubieran cumplido los 

requisitos mencionados en el apartado anterior. 

Tres. Una vez acreditada la iniciativa, el Gobierno procederá a la convocatoria del referéndum 

en el plazo de cinco meses, fijándose la fecha concreta de su celebración, oído el órgano de 

gobierno del Ente Preautonómico respectivo. 

Cuatro. Celebrado el referéndum, si no llegase a obtenerse la ratificación por el voto afirmativo 

de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia, no podrá reiterarse la iniciativa hasta 

transcurridos cinco años. 

Esto no obstante, la iniciativa autonómica prevista en el artículo ciento cincuenta y uno se entenderá 

ratificada en las provincias en las que se hubiere obtenido la mayoría de votos afirmativos previstos 

en el párrafo anterior, siempre y cuando los votos afirmativos hayan alcanzado la mayoría absoluta 

del censo de electores en el conjunto del ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno. 

Previa solicitud de la mayoría de los Diputados y Senadores de la provincia o provincias en las que 

no se hubiera obtenido la ratificación de la iniciativa, las Cortes Generales, mediante Ley Orgánica, 

podrán sustituir la iniciativa autonómica prevista en el artículo ciento cincuenta y uno siempre que 

concurran los requisitos previstos en el párrafo anterior. 

Artículo noveno 

Uno. La aprobación por referéndum de un Estatuto de Autonomía de acuerdo con lo establecido en 

los números tres y cinco del apartado dos del artículo ciento cincuenta y uno de la Constitución, 

requerirá la previa comunicación al Presidente del Gobierno del texto resultante en el primer caso o 

del texto aprobado por las Cortes Generales en el segundo. Recibida la comunicación, se procederá 

a la convocatoria del referéndum, dentro del plazo de tres meses, en las provincias comprendidas 

en el ámbito territorial del proyectado Estatuto. 

Dos. El Estatuto se entenderá aprobado cuando obtenga en cada provincia mayoría de votos 

afirmativos de los válidamente emitidos, siguiéndose en tal caso la tramitación prevista en la 

Constitución. A falta de esa mayoría en una o varias provincias, podrá constituirse entre las restantes 

la Comunidad Autónoma proyectada, siempre que concurran los siguientes requisitos: 

Primero. Que dichas restantes provincias sean limítrofes. 

Segundo. Que se decida continuar el proceso estatutario en virtud de acuerdo adoptado por la 

mayoría absoluta de la Asamblea de los Parlamentarios correspondientes a las provincias que 

hubieran votado afirmativamente el proyecto. En tal caso, el proyecto de Estatuto será tramitado 
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como Ley Orgánica por las Cortes Generales a los solos efectos de su adaptación al nuevo ámbito 

territorial. 

Tres. Cuando el resultado del referéndum de aprobación de un Estatuto fuese negativo en todas o 

en la mayoría de las provincias en que se haya celebrado la consulta, no procederá reiterar la 

elaboración de un nuevo Estatuto hasta transcurridos cinco años, sin perjuicio de que las provincias 

en las que el referéndum haya obtenido un resultado positivo se constituyan en Comunidad 

Autónoma si se cumpliesen los requisitos establecidos en el apartado anterior. 

Artículo diez 

El referéndum para la modificación de Estatutos de Autonomía previsto en el artículo ciento 

cincuenta y dos, dos, de la Constitución requerirá previamente el cumplimiento de los trámites de 

reforma establecidos en ellos o, en su defecto, de los que fueran precisos para su aprobación, 

debiendo ser convocado en el plazo de seis meses desde el cumplimiento de los mismos. 

CAPÍTULO II 

Del procedimiento para la celebración del referéndum 

SECCIÓN PRIMERA 

Disposiciones comunes 

Artículo once 

Uno. El procedimiento de referéndum estará sometido al régimen electoral general en lo que le sea 

de aplicación y no se oponga a la presente Ley. 

Dos. Las facultades atribuidas en dicho régimen a los partidos, federaciones, coaliciones y 

agrupaciones de electores se entenderán referidas a los Grupos políticos con representación 

parlamentaria, o a los que hubieran obtenido, al menos, un tres por ciento de los sufragios 

válidamente emitidos en el ámbito a que se refiera la consulta en las últimas elecciones generales 

celebradas para el Congreso de los Diputados. 

Artículo doce 

Uno. Las Juntas Electorales se constituirán, para el desempeño de sus funciones, dentro del plazo de 

quince días hábiles siguientes a la publicación del Real Decreto de convocatoria, con los Vocales a 

que se refiere el número siguiente. 

Dos. Dentro de los primeros diez días hábiles del plazo establecido en el número anterior, los Grupos 

políticos a que se refiere el apartado dos del artículo once presentarán ante las Juntas las propuestas 

para la designación de los Vocales correspondientes. En el día hábil siguiente a la expiración de este 

plazo, las Juntas se reunirán para efectuar, a la vista de las propuestas o en defecto de ellas, la 

designación de Vocales. 

Tres. Una vez constituidas, las Juntas ordenarán la publicación de su constitución en el «Boletín Oficial 

del Estado» o en el de la provincia, según proceda. 
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Artículo trece 

Uno. La fijación del número y límites de las Secciones en que se distribuirán los votantes de cada 

circunscripción se realizará por las Juntas Electorales provinciales, de acuerdo con la legislación 

electoral general, dentro de los diez días siguientes a su constitución. 

Dos. Las Juntas de Zona se reunirán en sesión pública dentro de los cinco días siguientes a la fijación 

de las Secciones y procederán, de acuerdo con la legislación electoral, a la designación de las 

personas que hubieren de integrar las Mesas encargadas de presidir las votaciones. 

SECCIÓN SEGUNDA 

Campaña de propaganda 

Artículo catorce 

Uno. Durante la campaña de propaganda los medios de difusión de titularidad pública deberán 

conceder espacios gratuitos. Sólo tendrán derecho al uso de espacios gratuitos los Grupos políticos 

con representación en las Cortes Generales, de acuerdo con los siguientes criterios: 

a) En el supuesto de que la consulta se extienda a todo el territorio del Estado, se concederán 

espacios de alcance nacional. 

En este caso serán beneficiarios de los espacios los Grupos políticos con representación en las 

Cortes Generales, en proporción al número de Diputados que hubieren obtenido en las últimas 

elecciones generales. 

b) En las restantes modalidades de referéndum reguladas en la presente Ley los espacios se 

concederán en emisiones, en horas de gran audiencia, o publicaciones que cubran las provincias 

en que se celebre el referéndum. 

En este caso serán beneficiarios los Grupos políticos en proporción a la representación obtenida 

en el Congreso de los Diputados, conseguida a través de cualquiera de las provincias a las que 

afecta el referéndum, y en la Asamblea legislativa de la Comunidad Autónoma o, en defecto de 

ésta, en cualquiera de las Diputaciones provinciales comprendidas en el ámbito territorial a que 

afecte el referéndum. 

Dos. Los envíos postales de propaganda para el referéndum gozarán de franquicia y servicio especial 

en la forma que reglamentariamente se establezca. 

Artículo quince 

Uno. La campaña no podrá tener una duración inferior a diez, ni superior a veinte días, y finalizará a 

las cero horas del día anterior al señalado para la votación. 

Dos. Durante los cinco días anteriores al de la votación queda prohibida la publicación, difusión total 

o parcial o comentario de los elementos o resultados de cualquier encuesta o sondeos de opinión, 

así como las operaciones de simulación de voto realizadas a partir de sondeos de opinión, que estén 

directamente o indirectamente relacionados con la consulta sometida a referéndum. 
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SECCIÓN TERCERA 

Votación, escrutinio y proclamación de resultados 

Artículo dieciséis 

Uno. La votación se realizará por medio de papeletas y sobre ajustados a modelo oficial y contendrá 

impreso el texto de la consulta. 

Dos. La decisión del votante sólo podrá ser «sí» o «no» o quedar en blanco; se tendrán por nulas las 

papeletas que no se ajusten al modelo oficial, las que ofrezcan dudas sobre la decisión del votante 

y las que contengan tachaduras, raspaduras, enmiendas, interlineados, signos o palabras ajenas a 

la consulta. 

Tres. El elector entregará el sobre que contenga la papeleta al Presidente de Mesa, quien lo 

depositará en la urna. 

Cuatro. En el escrutinio del referéndum se deberá establecer el número de electores, el de votantes, 

el de votos en pro y en contra del texto sometido a consulta, el de votos en blanco y el de votos 

nulos. 

Artículo diecisiete 

Uno. El acto de escrutinio general se verificará por las Juntas Electorales provinciales 

correspondientes, el quinto día hábil siguiente al de la votación. 

Dos. Transcurridos cinco días desde la realización del escrutinio general, las Juntas Electorales 

provinciales, si no se hubieren interpuesto recursos contencioso-electorales, efectuarán la 

proclamación de resultados y los comunicarán seguidamente a la Junta Electoral Central. En caso 

de recurso contencioso-electoral, las Juntas Electorales provinciales comunicarán a la Central el 

resultado el mismo día en que se les notifique la sentencia. 

Tres. Cuando el referéndum afecte a más de una provincia, la Junta Electoral Central, en sesión 

convocada por su Presidente, tan pronto como disponga de los resultados de todas las provincias 

afectadas, procederá a resumir, a la vista de las actas remitidas por las Juntas Electorales 

provinciales, los resultados del referéndum. 

Artículo dieciocho 

Uno. La Junta Electoral Central, a través de su Presidente, declarará oficialmente los resultados del 

referéndum y los comunicará de inmediato a los Presidentes del Gobierno, del Congreso de los 

Diputados y del Senado. 

Dos. La Junta Electoral Central dispondrá la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de los 

resultados finales provinciales y, en su caso, nacionales, que tendrán carácter de resultados oficiales 

definitivos. Asimismo las Juntas Electorales provinciales dispondrán la publicación, en los 

correspondientes «Boletines Oficiales» de la provincia, de los resultados finales de los Municipios. 

Tres. Cuando se trate de referéndum celebrado en el ámbito de una Comunidad Autónoma, los 

resultados serán publicados igualmente en el «Boletín» o «Diario Oficial» de la misma. 
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SECCIÓN CUARTA 

Reclamaciones y recursos 

Artículo diecinueve 

Uno. Contra los acuerdos de las Juntas podrán interponerse los recursos o impugnaciones previstos 

en la legislación electoral general. 

Dos. Podrán ser objeto de recurso contencioso-electoral los acuerdos que sobre los resultados del 

escrutinio general adopten las Juntas Electorales provinciales. 

Tres. El recurso contencioso-electoral se interpondrá ante la Junta que hubiere adoptado el acuerdo 

objeto del mismo, en el plazo de cinco días siguientes a su adopción. 

Cuatro. El procedimiento del recurso contencioso-electoral será el establecido en la legislación 

electoral para el que tiene por objeto la validez de las elecciones. 

Cinco. Estarán legitimados para interponer el recurso contencioso-electoral o para oponerse a los 

que se interpongan, los representantes de los Grupos políticos mencionados en el artículo once, 

apartado dos, de la presente Ley. 

En los referéndum sobre iniciativa del proceso autonómico, estarán también legitimadas las 

Corporaciones Locales en cuyo ámbito territorial se haya celebrado el referéndum. 

Seis. Serán competentes para conocer de estos recursos las Salas de lo Contencioso Administrativo 

de las Audiencias Territoriales. 

Siete. La sentencia pronunciará alguno de los fallos siguientes: 

a) Inadmisibilidad del recurso. 

b) Validez de la votación y de la proclamación de resultados en la provincia a que se refiera. 

c) Validez de la votación con nueva proclamación de resultados. 

d) Nulidad de la votación y necesidad de efectuar nueva convocatoria en el ámbito 

correspondiente cuando los hechos recogidos en la sentencia fuesen determinantes del resultado. 

Ocho. Contra la sentencia que recaiga en estos recursos contencioso-electorales no podrá 

interponerse recurso alguno ordinario o extraordinario. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera 

En tanto no se promulgue la Ley Orgánica reguladora del régimen electoral general, se entenderá 

aplicable el Real Decreto-ley 20/1977, de 18 de marzo, y sus normas de desarrollo vigentes o que se 

aprueben con posterioridad. 
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Segunda 

Uno. A la entrada en vigor de la presente Ley, y a los efectos de la adecuada tramitación de las 

iniciativas autonómicas previstas en el artículo octavo de la misma que hubieran comenzado antes 

de dicho momento, se abrirá un plazo de setenta y cinco días con el fin de que las Corporaciones y 

Entes Locales interesados puedan proceder, en su caso, a la rectificación de los acuerdos en función 

de los términos de dicho precepto. Este plazo no implica reapertura ni caducidad de los plazos 

constitucionales previstos. 

Dos. Igualmente, en el caso de que existieran textos de Estatutos de Autonomía de los previstos en el 

artículo noveno, pendientes de referéndum, el plazo de convocatoria se entiende extendido a un 

año. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 

Las disposiciones de la presente Ley no alcanzan en su regulación a las consultas populares que 

puedan celebrarse por los Ayuntamientos, relativas a asuntos relevantes de índole municipal, en sus 

respectivos territorios, de acuerdo con la legislación de Régimen Local, y a salvo, en todo caso, la 

competencia exclusiva del Estado para su autorización. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera 

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en la presente Ley. 

Segunda 

Se autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones que sean precisas para el cumplimiento y la 

ejecución de la presente Ley. 

Tercera 

Por el Ministerio de Hacienda se habilitarán los créditos necesarios para la celebración de las distintas 

modalidades de referéndum que regula la presente Ley. 

Cuarta 

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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VIII.  ASOCIACIONES Y PARTIDOS POLÍTICOS 
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§ 70. Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación54  

«BOE» núm. 73, de 26 de marzo de 2002 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

El derecho fundamental de asociación, reconocido en el artículo 22 de la Constitución, y de antigua 

tradición en nuestro constitucionalismo, constituye un fenómeno sociológico y político, como 

tendencia natural de las personas y como instrumento de participación, respecto al cual los poderes 

públicos no pueden permanecer al margen. 

 

 
54 Véanse los artículos 35 a 39 del Código Civil, relativos a las personas jurídicas. La Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, se ha 

revisado de constitucionalidad por STC 133/2006, decidiéndose: «Estimar parcialmente el recurso de inconstitucionalidad núm. 

3974-2002, interpuesto por el Parlamento de Cataluña contra la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho 

de asociación y, en consecuencia: 1.º Declarar que es inconstitucional la disposición final primera, apartado segundo, de la 

Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de asociación, en cuanto hace referencia al art. 7.1 i) y al art. 

11.2, este último en el concreto inciso `y con las disposiciones reglamentarias que la desarrollen´. 2.º Declarar que no es 

inconstitucional la citada disposición final en su referencia a los arts. 28.1 f) y 28.2 c), y 30.1, interpretados en los términos de los 

fundamentos jurídicos 12 y 14, respectivamente. 3.º Desestimar el recurso en todo lo demás». La LODA se ha visto modificada 

en tan solo dos artículos, el artículo 3.c) dos veces, para remitir al régimen asociativo profesional de los miembros de las Fuerzas 

Armadas y de la Guardia Civil a su legislación específica (Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, y Ley Orgánica 9/2011, de 

27 de julio), y también dos veces el artículo 32.1.a) para extender los supuestos de interés general justificadores de la 

declaración de utilidad pública de las asociaciones (Ley 62/2003, de 30 de diciembre, y Ley 29/2011, de 22 de septiembre). 

En materia registral, y respecto de las asociaciones comunes de ámbito estatal, véanse el Real Decreto 949/2015, de 23 de 

octubre, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Nacional de Asociaciones, y el Real Decreto 397/1988, de 22 de 

abril, por el que se regula la inscripción registral de asociaciones juveniles. Además del registro general que es el Registro 

Nacional de Asociaciones, dependiente de la Secretaría General Técnica, el Ministerio del Interior gestiona otros dos registros 

de asociaciones de carácter especial (artículos 1.3 y 3.c) LO 1/2002) como son el Registro de Partidos Políticos dependiente 

de la Dirección General de Política Interior, y el Registro de Asociaciones Profesionales de Guardias Civiles dependiente de la 

Dirección General de la Guardia Civil. En materia de declaración del título de “utilidad pública”, igualmente atribuida a la 

Secretaría General Técnica, véanse el Real Decreto 1740/2003, de 19 de diciembre, sobre procedimientos relativos a 

asociaciones de utilidad pública, y la Orden INT/1089/2014, de 11 de junio, por la que se aprueba el modelo de memoria de 

actividades a utilizar en los procedimientos relativos a asociaciones de utilidad pública, así como en la disciplina contable el 

Real Decreto 1491/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueban las normas de adaptación del Plan General de 

Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos y el modelo de plan de actuación de las entidades sin fines lucrativos, y la 

Resolución de 26 de marzo de 2013, del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, por la que se aprueba el Plan de 

Contabilidad de pequeñas y medianas entidades sin fines lucrativos. Igualmente, ver la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 

régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. Respecto de este tipo de 

asociaciones, la disposición adicional sexta de la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática, interpreta el 

artículo 32.1.a) de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, en el sentido de considerar que «no responden a la promoción de 

fines interés general aquellas asociaciones que entre sus fines persigan o que con sus actividades lleven a cabo la apología 

del franquismo que ensalce el golpe de Estado y la dictadura o enaltezca a sus dirigentes, con menosprecio y humillación de 

la dignidad de las víctimas del golpe de Estado, de la guerra o del franquismo, o incitación directa o indirecta al odio o 

violencia contra las mismas por su condición de tales». Por otro lado, el artículo 515 del Código Penal establece: «Son punibles 

las asociaciones ilícitas, teniendo tal consideración: 1.º Las que tengan por objeto cometer algún delito o, después de 

constituidas, promuevan su comisión. 2.º Las que, aun teniendo por objeto un fin lícito, empleen medios violentos o de 

alteración o control de la personalidad para su consecución. 3.º Las organizaciones de carácter paramilitar. 4.º Las que 

fomenten, promuevan o inciten directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra personas, grupos 

o asociaciones por razón de su ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus miembros o de alguno de ellos a una 

etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, edad, orientación o identidad sexual o de género, razones de género, de 

aporofobia o de exclusión social, situación familiar, enfermedad o discapacidad». Por último, cabe indicar que por virtud del 

artículo 26 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, todas las Comunidades Autónomas gestionan un registro general de 

asociaciones de régimen común, pero que Andalucía, Canarias, Cataluña, Comunidad Valenciana y País Vasco han 

aprobado leyes propias en materia de asociaciones, y que País Vasco, Cataluña y Galicia ostentan la competencia para 

declarar de utilidad pública a las asociaciones de su estricto ámbito territorial e inscritas en sus respectivos registros. 
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Nuestra Constitución no es ajena a estas ideas y, partiendo del principio de libertad asociativa, 

contiene normas relativas a asociaciones de relevancia constitucional, como los partidos políticos 

(artículo 6), los sindicatos (artículos 7 y 28), las confesiones religiosas (artículo 16), las asociaciones de 

consumidores y usuarios (artículo 51) y las organizaciones profesionales (artículo 52), y de una forma 

general define, en su artículo 22, los principios comunes a todas las asociaciones, eliminando el 

sistema de control preventivo, contenido en la Ley 191/1964, de 24 de diciembre, de Asociaciones, y 

posibilitando su ejercicio. 

Consecuentemente, la necesidad ineludible de abordar el desarrollo del artículo 22 de la 

Constitución, mediante Ley Orgánica al tratarse del ejercicio de un derecho fundamental (artículo 

81), implica que el régimen general del derecho de asociación sea compatible con las modalidades 

específicas reguladas en leyes especiales y en las normas que las desarrollan, para los partidos 

políticos, los sindicatos, las asociaciones empresariales, las confesiones religiosas, las asociaciones 

deportivas, y las asociaciones profesionales de Jueces, Magistrados y Fiscales. Con este objetivo se 

establece un régimen mínimo y común, que es, además, el régimen al que se ajustarán las 

asociaciones no contempladas en la legislación especial. 

Se ha optado por incluir en único texto normativo la regulación íntegra y global de todos estos 

aspectos relacionados con el derecho de asociación o con su libre ejercicio, frente a la posibilidad 

de distinguir, en sendos textos legales, los aspectos que constituyen el núcleo esencial del contenido 

de este derecho -y, por tanto, regulables mediante Ley Orgánica- de aquellos otros que por no tener 

ese carácter no requieren tal instrumento normativo. 

Esa división hubiese resultado difícilmente viable por las siguientes razones: en primer lugar, en el texto 

actual se entrelazan, a veces como diferentes apartados de un mismo artículo, preceptos de 

naturaleza orgánica y ordinaria, por lo cual su separación hubiese conducido a una pérdida de 

calidad técnica de la norma y a una mayor dificultad en su comprensión, aplicación e interpretación 

; y segundo, agrupando en un único texto -siempre diferenciando en función de la naturaleza 

orgánica o no- el código básico que regula el derecho de asociación, se favorece su conocimiento 

y manejo por parte de los ciudadanos, cuya percepción del derecho de asociación es básicamente 

unitaria en cuanto a su normativa reguladora, al menos en el ámbito estatal. 

Es innegable, también, y así lo recuerda el Comité Económico y Social de la Unión Europea en su 

Dictamen de 28 de enero de 1998, la importancia que tienen las asociaciones para la conservación 

de la democracia. 

Las asociaciones permiten a los individuos reconocerse en sus convicciones, perseguir activamente 

sus ideales, cumplir tareas útiles, encontrar su puesto en la sociedad, hacerse oír, ejercer alguna 

influencia y provocar cambios. 

Al organizarse, los ciudadanos se dotan de medios más eficaces para hacer llegar su opinión sobre 

los diferentes problemas de la sociedad a quienes toman las decisiones políticas. Fortalecer las 

estructuras democráticas en la sociedad revierte en el fortalecimiento de todas las instituciones 

democráticas y contribuye a la preservación de la diversidad cultural. 

En este sentido, el legislador debe ser especialmente consciente, al regular el derecho de asociación, 

del mandato contenido en el artículo 9.2 de la Constitución, que deriva directamente de la 

configuración de nuestro Estado como social y democrático de derecho. Es en este marco legislativo 

donde la tarea asignada a los poderes públicos de facilitar la participación de los ciudadanos en 

todos los ámbitos sociales está llamada a encontrar su principal expresión. Esta filosofía impregna 

toda la norma, ya que uno de los instrumentos decisivos para que la participación sea real y efectiva 

es la existencia de un asociacionismo vigoroso. Ello debe hacerse compatible con el respeto a la 

libertad asociativa y con la no injerencia en su funcionamiento interno, para que bajo el pretexto del 

fomento no se cobijen formas de intervencionismo contrarias a nuestra norma suprema. 
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II 

La presente Ley Orgánica, siguiendo nuestra tradición jurídica, limita su ámbito a las asociaciones sin 

fin de lucro, lo que permite dejar fuera del ámbito de aplicación de la misma a las sociedades civiles, 

mercantiles, industriales y laborales, a las cooperativas y mutualidades, y a las comunidades de 

bienes o de propietarios, cuyas finalidades y naturaleza no responden a la esencia comúnmente 

aceptada de las asociaciones, sin perjuicio de reconocer que el artículo 22 de la Constitución puede 

proyectar, tangencialmente, su ámbito protector cuando en este tipo de entidades se contemplen 

derechos que no tengan carácter patrimonial. 

Tampoco pueden incluirse las corporaciones llamadas a ejercer, por mandato legal, determinadas 

funciones públicas, cuando desarrollen las mismas. 

Por otro lado, la ilicitud penal de las asociaciones, cuya definición corresponde a la legislación penal, 

constituye el límite infranqueable de protección del derecho de asociación. 

III 

El derecho de asociación proyecta su protección desde una doble perspectiva; por un lado, como 

derecho de las personas en el ámbito de la vida social, y, por otro lado, como capacidad de las 

propias asociaciones para su funcionamiento. 

La Ley, a lo largo de su articulado y sistemáticamente ubicadas, expresamente desarrolla las dos 

facetas. 

En cuanto a la primera, aparecen los aspectos positivos, como la libertad y la voluntariedad en la 

constitución de las asociaciones, paralelamente a la contemplación de la titularidad del derecho a 

constituir asociaciones, sin perjuicio de las condiciones que para su ejercicio establece la legislación 

vigente, y los derechos inherentes a la condición de asociado; y los negativos, que implican que 

nadie pueda ser obligado a ingresar en una asociación o a permanecer en su seno. 

La segunda recoge la capacidad de las asociaciones para inscribirse en el Registro correspondiente 

; para establecer su propia organización en el marco de la Ley ; para la realización de actividades 

dirigidas al cumplimiento de sus fines en el marco de la legislación sectorial específica ; y, finalmente, 

para no sufrir interferencia alguna de las Administraciones, como tan rotundamente plasma el 

apartado 4 del artículo 22 de la Constitución, salvo la que pudiera venir determinada por la 

concurrencia de otros valores, derechos o libertades constitucionales que deban ser objeto de 

protección al mismo tiempo y nivel que el derecho de asociación. 

IV 

La creciente importancia que las asociaciones tienen en el tráfico jurídico aconseja, como garantía 

de quienes entren en dicho tráfico, que la Ley tome como punto de referencia en relación con su 

régimen de responsabilidad- el momento en que se produce la inscripción en el Registro 

correspondiente. 

Esta misma garantía hace necesaria la regulación de extremos importantes en el tráfico jurídico, 

como son el contenido del acta fundacional y de los Estatutos, la modificación, disolución y 

liquidación de las asociaciones, sus obligaciones documentales y contables, y la publicidad de la 

identidad de los miembros de los órganos de dirección y administración. 

La consecuencia de la inscripción en el Registro será la separación entre el patrimonio de la 

asociación y el patrimonio de los asociados, sin perjuicio de la existencia, y posibilidad de exigencia, 

de la responsabilidad de aquéllos que, con sus actos u omisiones, causen a la asociación o a terceros 

daños o perjuicios. 
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V 

Del contenido del artículo 22.3 de la Constitución se deriva que la Administración carece, al gestionar 

los Registros, de facultades que pudieran entrañar un control material de legalización o 

reconocimiento. 

Por ello, se regula el procedimiento de inscripción en los límites constitucionales mencionados, 

estableciéndose la inscripción por silencio positivo en coherencia con el hecho de tratarse del 

ejercicio de un derecho fundamental. 

VI 

La presente Ley reconoce la importancia del fenómeno asociativo, como instrumento de integración 

en la sociedad y de participación en los asuntos públicos, ante el que los poderes públicos han de 

mantener un cuidadoso equilibrio, de un lado en garantía de la libertad asociativa, y de otro en 

protección de los derechos y libertades fundamentales que pudieran encontrarse afectados en el 

ejercicio de aquélla. 

Resulta patente que las asociaciones desempeñan un papel fundamental en los diversos ámbitos de 

la actividad social, contribuyendo a un ejercicio activo de la ciudadanía y a la consolidación de una 

democracia avanzada, representando los intereses de los ciudadanos ante los poderes públicos y 

desarrollando una función esencial e imprescindible, entre otras, en las políticas de desarrollo, medio 

ambiente, promoción de los derechos humanos, juventud, salud pública, cultura, creación de 

empleo y otras de similar naturaleza, para lo cual la Ley contempla el otorgamiento de ayudas y 

subvenciones por parte de las diferentes Administraciones públicas conforme al marco legal y 

reglamentario de carácter general que las prevé, y al específico que en esa materia se regule 

legalmente en el futuro. 

Por ello, se incluye un capítulo dedicado al fomento que incorpora, con modificaciones adjetivas, el 

régimen de las asociaciones de utilidad pública, recientemente actualizado, como instrumento 

dinamizador de la realización de actividades de interés general, lo que redundará decisivamente en 

beneficio de la colectividad. 

No puede olvidarse, en este aspecto, el importante papel de los voluntarios, por lo que la 

Administración deberá tener en cuenta la existencia y actividad de los voluntarios en sus respectivas 

asociaciones, en los términos establecidos en la Ley 6/1996, de 15 de enero, del voluntariado. 

VII 

En el capítulo VII se contemplan las garantías jurisdiccionales, sin las cuales el ejercicio del derecho 

de asociación podría convertirse en una mera declaración de principios. 

La aplicación de los procedimientos especiales para la protección de los derechos fundamentales 

de la persona, correspondientes en cada orden jurisdiccional, no ofrece duda alguna, en todos 

aquellos aspectos que constituyen el contenido fundamental del derecho de asociación. 

Asimismo, el apartado 4 del artículo 22 de la Constitución es objeto de desarrollo, estableciéndose 

las causas de suspensión y disolución judicial de las asociaciones; y, en cuanto a la tutela, en 

procedimiento ordinario, de los órdenes jurisdiccionales contencioso-administrativo y civil, la Ley no 

modifica, en esencia, la situación preexistente, remitiéndose en cuanto a la competencia 

jurisdiccional a la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

VIII 

Otra de las novedades destacables de la Ley es la posibilidad de creación de los Consejos Sectoriales 

de Asociaciones como órganos de colaboración y asesoramiento, de los que forman parte 
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representantes de las Administraciones y de las asociaciones, como marco de actuación común en 

los distintos sectores asociativos, dada su amplia diversidad, y que sirva de cauce de interlocución, 

para que el papel y la evolución de las asociaciones respondan a las necesidades actuales y futuras. 

Es necesario que las asociaciones colaboren no sólo con las Administraciones, sino también con la 

industria y el comercio, las organizaciones empresariales y las organizaciones sindicales; 

colaboración edificada sobre una relación de confianza mutua y de intercambio de experiencias, 

sobre todo en temas tales como el medio ambiente, cultura, educación, sanidad, protección social, 

lucha contra el desempleo, y promoción de derechos humanos. Con la creación de los Consejos 

Sectoriales de Asociaciones, se pretende canalizar y alentar esta colaboración. 

IX 

La presente Ley, en virtud de lo dispuesto en la disposición final primera, es claramente respetuosa 

con la doctrina del Tribunal Constitucional, que se contiene en la sentencia de 23 de julio de 1998, 

en cuanto a la reserva de ley orgánica, y en lo que se refiere al sistema de distribución competencial 

que se desprende de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía. Por ello, también se ha tenido 

en cuenta la legislación autonómica existente en materia de asociaciones. 

El rango de ley orgánica, ex artículo 81.1 de la Constitución, alcanza, en los términos del apartado 1. 

de la disposición final primera, a los preceptos de la Ley considerados como elementos esenciales 

del contenido del derecho de asociación, que se manifiesta en cuatro dimensiones: en la libertad 

de creación de asociaciones y de adscripción a las ya creadas ; en la libertad de no asociarse y de 

dejar de pertenecer a las mismas ; en la libertad de organización y funcionamiento internos sin 

injerencias exteriores ; y en un conjunto de facultades de los asociados considerados individualmente 

frente a las asociaciones a las que pertenecen. 

El artículo 149.1.1.ª de la Constitución habilita al Estado para regular y garantizar el contenido 

primario, las facultades elementales y los límites esenciales en aquello que sea necesario para 

garantizar la igualdad de todos los españoles, y la presente ley concreta dicha habilitación, en el 

ejercicio del derecho de asociación, en los aspectos relativos a la definición del concepto legal de 

asociación, así como en el régimen jurídico externo de las asociaciones, aspectos todos ellos que 

requieren un tratamiento uniforme. 

El segundo de los títulos competenciales que se manifiesta en la Ley es el previsto en el artículo 

149.1.6.ª de la Constitución, en cuanto se refiere a la legislación procesal y que responde a la 

necesidad de salvaguardar la uniformidad de los instrumentos jurisdiccionales. 

La definición y régimen de las asociaciones declaradas de utilidad pública estatal tiene como 

finalidad estimular la participación de las asociaciones en la realización de actividades de interés 

general, y por ello se dicta al amparo del artículo 149.1.14.ª de la Constitución. 

Las restantes normas de la Ley son sólo de aplicación a las asociaciones de competencia estatal, 

competencia que alcanzará a todas aquellas asociaciones para las cuales las Comunidades 

Autónomas no ostenten competencias exclusivas, y, en su caso, a las asociaciones extranjeras. 

En definitiva, con la presente Ley se pretende superar la vigente normativa preconstitucional 

tomando como criterios fundamentales la estructura democrática de las asociaciones y su ausencia 

de fines lucrativos, así como garantizar la participación de las personas en éstas, y la participación 

misma de las asociaciones en la vida social y política, desde un espíritu de libertad y pluralismo, 

reconociendo, a su vez, la importancia de las funciones que cumplen como agentes sociales de 

cambio y transformación social, de acuerdo con el principio de subsidiariedad. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1318 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto y ámbito de aplicación 

1. La presente Ley Orgánica tiene por objeto desarrollar el derecho de asociación reconocido en el 

artículo 22 de la Constitución y establecer aquellas normas de régimen jurídico de las asociaciones 

que corresponde dictar al Estado. 

2. El derecho de asociación se regirá con carácter general por lo dispuesto en la presente Ley 

Orgánica, dentro de cuyo ámbito de aplicación se incluyen todas las asociaciones que no tengan 

fin de lucro y que no estén sometidas a un régimen asociativo específico. 

3. Se regirán por su legislación específica los partidos políticos ; los sindicatos y las organizaciones 

empresariales; las iglesias, confesiones y comunidades religiosas ; las federaciones deportivas ; las 

asociaciones de consumidores y usuarios ; así como cualesquiera otras reguladas por leyes 

especiales. 

Las asociaciones constituidas para fines exclusivamente religiosos por las iglesias, confesiones y 

comunidades religiosas se regirán por lo dispuesto en los tratados internacionales y en las leyes 

específicas, sin perjuicio de la aplicación supletoria de las disposiciones de la presente Ley Orgánica. 

4. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de la presente Ley las comunidades de bienes y 

propietarios y las entidades que se rijan por las disposiciones relativas al contrato de sociedad, 

cooperativas y mutualidades, así como las uniones temporales de empresas y las agrupaciones de 

interés económico. 

Artículo 2 

Contenido y principios 

1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de fines lícitos. 

2. El derecho de asociación comprende la libertad de asociarse o crear asociaciones, sin necesidad 

de autorización previa. 

3. Nadie puede ser obligado a constituir una asociación, a integrarse en ella o a permanecer en su 

seno, ni a declarar su pertenencia a una asociación legalmente constituida. 

4. La constitución de asociaciones y el establecimiento de su organización y funcionamiento se 

llevarán a cabo dentro del marco de la Constitución, de la presente Ley Orgánica y del resto del 

ordenamiento jurídico. 

5. La organización interna y el funcionamiento de las asociaciones deben ser democráticos, con 

pleno respeto al pluralismo. Serán nulos de pleno derecho los pactos, disposiciones estatutarias y 

acuerdos que desconozcan cualquiera de los aspectos del derecho fundamental de asociación. 

6. Las entidades públicas podrán ejercitar el derecho de asociación entre sí, o con particulares, como 

medida de fomento y apoyo, siempre que lo hagan en igualdad de condiciones con éstos, al objeto 

de evitar una posición de dominio en el funcionamiento de la asociación. 

7. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales. 
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8. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar. 

9. La condición de miembro de una determinada asociación no puede ser, en ningún caso, motivo 

de favor, de ventaja o de discriminación a ninguna persona por parte de los poderes públicos. 

Artículo 3 

Capacidad 

Podrán constituir asociaciones, y formar parte de las mismas, las personas físicas y las personas 

jurídicas, sean éstas públicas o privadas, con arreglo a los siguientes principios: 

a) Las personas físicas necesitan tener la capacidad de obrar y no estar sujetas a ninguna 

condición legal para el ejercicio del derecho. 

b) Los menores no emancipados de más de catorce años con el consentimiento, 

documentalmente acreditado, de las personas que deban suplir su capacidad, sin perjuicio del 

régimen previsto para las asociaciones infantiles, juveniles o de alumnos en el artículo 7.2 de la Ley 

Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor. 

c) Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Guardia Civil habrán de atenerse a lo que 

disponga su legislación específica para el ejercicio del derecho de asociación en lo que se refiere a 

asociaciones profesionales. 

d) Los Jueces, Magistrados y Fiscales habrán de atenerse a lo que dispongan sus normas 

específicas para el ejercicio del derecho de asociación en lo que se refiere a asociaciones 

profesionales. 

e) Las personas jurídicas de naturaleza asociativa requerirán el acuerdo expreso de su órgano 

competente, y las de naturaleza institucional, el acuerdo de su órgano rector. 

f) Las asociaciones podrán constituir federaciones, confederaciones o uniones, previo el 

cumplimiento de los requisitos exigidos para la constitución de asociaciones, con acuerdo expreso 

de sus órganos competentes. 

g) Las personas jurídico-públicas serán titulares del derecho de asociación en los términos del 

artículo 2.6 de la presente Ley, salvo que establezcan lo contrario sus normas constitutivas y 

reguladoras, a cuyo tenor habrá de atenerse, en todo caso, el ejercicio de aquél. 

Artículo 4 

Relaciones con la Administración 

1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, fomentarán la constitución y 

el desarrollo de las asociaciones que realicen actividades de interés general. 

2. La Administración no podrá adoptar medidas preventivas o suspensivas que interfieran en la vida 

interna de las asociaciones. 

3. El otorgamiento de ayudas o subvenciones públicas y, en su caso, el reconocimiento de otros 

beneficios legal o reglamentariamente previstos, estará condicionado al cumplimiento de los 

requisitos establecidos en cada caso. 
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4. La Administración competente ofrecerá el asesoramiento y la información técnica de que 

disponga, cuando sea solicitada, por quienes acometan proyectos asociativos de interés general. 

5. Los poderes públicos no facilitarán ningún tipo de ayuda a las asociaciones que en su proceso de 

admisión o en su funcionamiento discriminen por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o 

cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

6. Los poderes públicos no facilitarán ayuda alguna, económica o de cualquier otro tipo, a aquellas 

asociaciones que con su actividad promuevan o justifiquen el odio o la violencia contra personas 

físicas o jurídicas, o enaltezcan o justifiquen por cualquier medio los delitos de terrorismo o de quienes 

hayan participado en su ejecución, o la realización de actos que entrañen descrédito, menosprecio 

o humillación de las víctimas de los delitos terroristas o de sus familiares. 

Se considerará, a estos efectos, que una asociación realiza las actividades previstas en el párrafo 

anterior, cuando alguno de los integrantes de sus órganos de representación, o cualesquier otro 

miembro activo, haya sido condenado por sentencia firme por pertenencia, actuación al servicio o 

colaboración con banda armada en tanto no haya cumplido completamente la condena, si no 

hubiese rechazado públicamente los fines y los medios de la organización terrorista a la que 

perteneció o con la que colaboró o apoyó o exaltó. 

Asimismo, se considerará actividad de la asociación cualquier actuación realizada por los miembros 

de sus órganos de gobierno y de representación, o cualesquiera otros miembros activos, cuando 

hayan actuado en nombre, por cuenta o en representación de la asociación, aunque no constituya 

el fin o la actividad de la asociación en los términos descritos en sus Estatutos. 

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de lo establecido en la legislación penal y en 

el artículo 30.4 de la presente Ley. 

CAPÍTULO II 

Constitución de las asociaciones 

Artículo 5 

Acuerdo de constitución 

1. Las asociaciones se constituyen mediante acuerdo de tres o más personas físicas o jurídicas 

legalmente constituidas, que se comprometen a poner en común conocimientos, medios y 

actividades para conseguir unas finalidades lícitas, comunes, de interés general o particular, y se 

dotan de los Estatutos que rigen el funcionamiento de la asociación. 

2. El acuerdo de constitución, que incluirá la aprobación de los Estatutos, habrá de formalizarse 

mediante acta fundacional, en documento público o privado. Con el otorgamiento del acta 

adquirirá la asociación su personalidad jurídica y la plena capacidad de obrar, sin perjuicio de la 

necesidad de su inscripción a los efectos del artículo 10. 

3. Lo establecido en este artículo se aplicará también para la constitución de federaciones, 

confederaciones y uniones de asociaciones. 

Artículo 6 

Acta fundacional 

1. El acta fundacional ha de contener: 
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a) El nombre y apellidos de los promotores de la asociación si son personas físicas, la 

denominación o razón social si son personas jurídicas, y, en ambos casos, la nacionalidad y el 

domicilio. 

b) La voluntad de los promotores de constituir una asociación, los pactos que, en su caso, 

hubiesen establecido y la denominación de ésta. 

c) Los Estatutos aprobados que regirán el funcionamiento de la asociación, cuyo contenido se 

ajustará a las prescripciones del artículo siguiente. 

d) Lugar y fecha de otorgamiento del acta, y firma de los promotores, o de sus representantes en 

el caso de personas jurídicas. 

e) La designación de los integrantes de los órganos provisionales de gobierno. 

2. Al acta fundacional habrá de acompañar, para el caso de personas jurídicas, una certificación 

del acuerdo válidamente adoptado por el órgano competente, en el que aparezca la voluntad de 

constituir la asociación y formar parte de ella y la designación de la persona física que la 

representará; y, en el caso de las personas físicas, la acreditación de su identidad. Cuando los 

otorgantes del acta actúen a través de representante, se acompañará a la misma la acreditación 

de su identidad. 

Artículo 7 

Estatutos 

1. Los Estatutos deberán contener los siguientes extremos: 

a) La denominación. 

b) El domicilio, así como el ámbito territorial en que haya de realizar principalmente sus 

actividades. 

c) La duración, cuando la asociación no se constituya por tiempo indefinido. 

d) Los fines y actividades de la asociación, descritos de forma precisa. 

e) Los requisitos y modalidades de admisión y baja, sanción y separación de los asociados y, en 

su caso, las clases de éstos. Podrán incluir también las consecuencias del impago de las cuotas por 

parte de los asociados. 

f) Los derechos y obligaciones de los asociados y, en su caso, de cada una de sus distintas 

modalidades. 

g) Los criterios que garanticen el funcionamiento democrático de la asociación. 

h) Los órganos de gobierno y representación, su composición, reglas y procedimientos para la 

elección y sustitución de sus miembros, sus atribuciones, duración de los cargos, causas de su cese, 

la forma de deliberar, adoptar y ejecutar sus acuerdos y las personas o cargos con facultad para 

certificarlos y requisitos para que los citados órganos queden válidamente constituidos, así como la 

cantidad de asociados necesaria para poder convocar sesiones de los órganos de gobierno o de 

proponer asuntos en el orden del día. 
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i) El régimen de administración, contabilidad y documentación, así como la fecha de cierre del 

ejercicio asociativo. 

j) El patrimonio inicial y los recursos económicos de los que se podrá hacer uso. 

k) Causas de disolución y destino del patrimonio en tal supuesto, que no podrá desvirtuar el 

carácter no lucrativo de la entidad. 

2. Los Estatutos también podrán contener cualesquiera otras disposiciones y condiciones lícitas que 

los promotores consideren convenientes, siempre que no se opongan a las leyes ni contradigan los 

principios configuradores de la asociación. 

3. El contenido de los Estatutos no podrá ser contrario al ordenamiento jurídico. 

Artículo 8 

Denominación 

1. La denominación de las asociaciones no podrá incluir término o expresión que induzca a error o 

confusión sobre su propia identidad, o sobre la clase o naturaleza de la misma, en especial, mediante 

la adopción de palabras, conceptos o símbolos, acrónimos y similares propios de personas jurídicas 

diferentes, sean o no de naturaleza asociativa. 

2. No serán admisibles las denominaciones que incluyan expresiones contrarias a las leyes o que 

puedan suponer vulneración de los derechos fundamentales de las personas. 

3. Tampoco podrá coincidir, o asemejarse de manera que pueda crear confusión, con ninguna otra 

previamente inscrita en el Registro en el que proceda su inscripción, ni con cualquier otra persona 

jurídica pública o privada, ni con entidades preexistentes, sean o no de nacionalidad española, ni 

con personas físicas, salvo con el consentimiento expreso del interesado o sus sucesores, ni con una 

marca registrada notoria, salvo que se solicite por el titular de la misma o con su consentimiento. 

Artículo 9 

Domicilio 

1. Las asociaciones que se constituyan con arreglo a la presente Ley tendrán su domicilio en España, 

en el lugar que establezcan sus Estatutos, que podrá ser el de la sede de su órgano de 

representación, o bien aquél donde desarrolle principalmente sus actividades. 

2. Deberán tener domicilio en España, las asociaciones que desarrollen actividades principalmente 

dentro de su territorio. 

3. Sin perjuicio de lo que disponga el ordenamiento comunitario, las asociaciones extranjeras para 

poder ejercer actividades en España, de forma estable o duradera, deberán establecer una 

delegación en territorio español. 

Artículo 10 

Inscripción en el Registro 

1. Las asociaciones reguladas en la presente Ley deberán inscribirse en el correspondiente Registro, 

a los solos efectos de publicidad. 
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2. La inscripción registral hace pública la constitución y los Estatutos de las asociaciones y es garantía, 

tanto para los terceros que con ellas se relacionan, como para sus propios miembros. 

3. Los promotores realizarán las actuaciones que sean precisas, a efectos de la inscripción, 

respondiendo en caso contrario de las consecuencias de la falta de la misma. 

4. Sin perjuicio de la responsabilidad de la propia asociación, los promotores de asociaciones no 

inscritas responderán, personal y solidariamente, de las obligaciones contraídas con terceros. En tal 

caso, los asociados responderán solidariamente por las obligaciones contraídas por cualquiera de 

ellos frente a terceros, siempre que hubieran manifestado actuar en nombre de la asociación. 

CAPÍTULO III 

Funcionamiento de las asociaciones 

Artículo 11 

Régimen de las asociaciones 

1. El régimen de las asociaciones, en lo que se refiere a su constitución e inscripción, se determinará 

por lo establecido en la presente Ley Orgánica y en las disposiciones reglamentarias que se dicten 

en su desarrollo. 

2. En cuanto a su régimen interno, las asociaciones habrán de ajustar su funcionamiento a lo 

establecido en sus propios Estatutos, siempre que no estén en contradicción con las normas de la 

presente Ley Orgánica y con las disposiciones reglamentarias que se dicten para la aplicación de la 

misma. 

3. La Asamblea General es el órgano supremo de gobierno de la asociación, integrado por los 

asociados, que adopta sus acuerdos por el principio mayoritario o de democracia interna y deberá 

reunirse, al menos, una vez al año. 

4. Existirá un órgano de representación que gestione y represente los intereses de la asociación, de 

acuerdo con las disposiciones y directivas de la Asamblea General. Sólo podrán formar parte del 

órgano de representación los asociados. 

Para ser miembro de los órganos de representación de una asociación, sin perjuicio de lo que 

establezcan sus respectivos Estatutos, serán requisitos indispensables: ser mayor de edad, estar en 

pleno uso de los derechos civiles y no estar incurso en los motivos de incompatibilidad establecidos 

en la legislación vigente. 

5. En el caso de que los miembros de los órganos de representación puedan recibir retribuciones en 

función del cargo, deberán constar en los Estatutos y en las cuentas anuales aprobadas en 

asamblea. 

Artículo 12 

Régimen interno 

Si los Estatutos no lo disponen de otro modo, el régimen interno de las asociaciones será el siguiente: 

a) Las facultades del órgano de representación se extenderán, con carácter general, a todos los 

actos propios de las finalidades de la asociación, siempre que no requieran, conforme a los Estatutos, 

autorización expresa de la Asamblea General. 
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b) Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11.3, la Asamblea General se convocará por el 

órgano de representación, con carácter extraordinario, cuando lo solicite un número de asociados 

no inferior al 10 por 100. 

c) La Asamblea General se constituirá válidamente, previa convocatoria efectuada- quince días 

antes de la reunión, cuando concurran a ella, presentes o representados, un tercio de los asociados, 

y su presidente y su secretario serán designados al inicio de la reunión. 

d) Los acuerdos de la Asamblea General se adoptarán por mayoría simple de las personas 

presentes o representadas, cuando los votos afirmativos superen a los negativos. No obstante, 

requerirán mayoría cualificada de las personas presentes o representadas, que resultará cuando los 

votos afirmativos superen la mitad, los acuerdos relativos a disolución de la asociación, modificación 

de los Estatutos, disposición o enajenación de bienes y remuneración de los miembros del órgano 

de representación. 

Artículo 13 

Régimen de actividades 

1. Las asociaciones deberán realizar las actividades necesarias para el cumplimiento de sus fines, si 

bien habrán de atenerse a la legislación específica que regule tales actividades. 

2. Los beneficios obtenidos por las asociaciones, derivados del ejercicio de actividades económicas, 

incluidas las prestaciones de servicios, deberán destinarse, exclusivamente, al cumplimiento de sus 

fines, sin que quepa en ningún caso su reparto entre los asociados ni entre sus cónyuges o personas 

que convivan con aquéllos con análoga relación de afectividad, ni entre sus parientes, ni su cesión 

gratuita a personas físicas o jurídicas con interés lucrativo. 

Artículo 14 

Obligaciones documentales y contables 

1. Las asociaciones han de disponer de una relación actualizada de sus asociados, llevar una 

contabilidad que permita obtener la imagen fiel del patrimonio, del resultado y de la situación 

financiera de la entidad, así como las actividades realizadas, efectuar un inventario de sus bienes y 

recoger en un libro las actas de las reuniones de sus órganos de gobierno y representación. Deberán 

llevar su contabilidad conforme a las normas específicas que les resulten de aplicación. 

2. Los asociados podrán acceder a toda la documentación- que se relaciona en el apartado 

anterior, a través de los órganos de representación, en los términos previstos en la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal. 

3. Las cuentas de la asociación se aprobarán anualmente por la Asamblea General. 

Artículo 15 

Responsabilidad de las asociaciones inscritas 

1. Las asociaciones inscritas responden de sus obligaciones con todos sus bienes presentes y futuros. 

2. Los asociados no responden personalmente de las deudas de la asociación. 

3. Los miembros o titulares de los órganos de gobierno y representación, y las demás personas que 

obren en nombre y representación de la asociación, responderán ante ésta, ante los asociados y 
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ante terceros por los daños causados y las deudas contraídas por actos dolosos, culposos o 

negligentes. 

4. Las personas a que se refiere el apartado anterior responderán civil y administrativamente por los 

actos y omisiones realizados en el ejercicio de sus funciones, y por los acuerdos que hubiesen votado, 

frente a terceros, a la asociación y a los asociados. 

5. Cuando la responsabilidad no pueda ser imputada a ningún miembro o titular de los órganos de 

gobierno y representación, responderán todos solidariamente por los actos y omisiones a que se 

refieren los apartados 3 y 4 de este artículo, a menos que puedan acreditar que no han participado 

en su aprobación y ejecución o que expresamente se opusieron a ellas. 

6. La responsabilidad penal se regirá por lo establecido en las leyes penales. 

Artículo 16 

Modificación de los Estatutos 

1. La modificación de los Estatutos que afecte al contenido previsto en el artículo 7 requerirá acuerdo 

adoptado por la Asamblea General convocada específicamente con tal objeto, deberá ser objeto 

de inscripción en el plazo de un mes y sólo producirá efectos, tanto para los asociados como para 

los terceros, desde que se haya procedido a su inscripción en el Registro de Asociaciones 

correspondiente, rigiendo para la misma el sentido del silencio previsto en el artículo 30.1 de la 

presente Ley. 

Las restantes modificaciones producirán efectos para los asociados desde el momento de su 

adopción con arreglo a los procedimientos estatutarios, mientras que para los terceros será 

necesaria, además, la inscripción en el Registro correspondiente. 

2. La inscripción de las modificaciones estatutarias se sujetará a los mismos requisitos que la inscripción 

de los Estatutos. 

Artículo 17 

Disolución 

1. Las asociaciones se disolverán por las causas previstas en los Estatutos y, en su defecto, por la 

voluntad de los asociados expresada en Asamblea General convocada al efecto, así como por las 

causas determinadas en el artículo 39 del Código Civil y por sentencia judicial firme. 

2. En todos los supuestos de disolución deberá darse al patrimonio el destino previsto en los Estatutos. 

Artículo 18 

Liquidación de la asociación 

1. La disolución de la asociación abre el período de liquidación, hasta el fin del cual la entidad 

conservará su personalidad jurídica. 

2. Los miembros del órgano de representación en el momento de la disolución se convierten en 

liquidadores, salvo que los Estatutos establezcan otra cosa o bien los designe la Asamblea General o 

el juez que, en su caso, acuerde la disolución. 

3. Corresponde a los liquidadores: 
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a) Velar por la integridad del patrimonio de la asociación. 

b) Concluir las operaciones pendientes y efectuar las nuevas, que sean precisas para la 

liquidación. 

c) Cobrar los créditos de la asociación. 

d) Liquidar el patrimonio y pagar a los acreedores. 

e) Aplicar los bienes sobrantes de la asociación a los fines previstos por los Estatutos. 

f) Solicitar la cancelación de los asientos en el Registro. 

4. En caso de insolvencia de la asociación, el órgano de representación o, si es el caso, los 

liquidadores han de promover inmediatamente el oportuno procedimiento concursal ante el juez 

competente. 

CAPÍTULO IV 

Asociados 

Artículo 19 

Derecho a asociarse 

La integración en una asociación constituida es libre y voluntaria, debiendo ajustarse a lo establecido 

en los Estatutos. 

Artículo 20 

Sucesión en la condición de asociado 

La condición de asociado es intransmisible, salvo que los Estatutos dispongan otra cosa, por causa 

de muerte o a título gratuito. 

Artículo 21 

Derechos de los asociados 

Todo asociado ostenta los siguientes derechos: 

a) A participar en las actividades de la asociación y en los órganos de gobierno y representación, 

a ejercer el derecho de voto, así como a asistir a la Asamblea General, de acuerdo con los Estatutos. 

b) A ser informado acerca de la composición de los órganos de gobierno y representación de la 

asociación, de su estado de cuentas y del desarrollo de su actividad. 

c) A ser oído con carácter previo a la adopción de medidas disciplinarias contra él y a ser 

informado de los hechos que den lugar a tales medidas, debiendo ser motivado el acuerdo que, en 

su caso, imponga la sanción. 

d) A impugnar los acuerdos de los órganos de la asociación que estime contrarios a la ley o a los 

Estatutos. 
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Artículo 22 

Deberes de los asociados 

Son deberes de los asociados: 

a) Compartir las finalidades de la asociación y colaborar para la consecución de las mismas. 

b) Pagar las cuotas, derramas y otras aportaciones que, con arreglo a los Estatutos, puedan 

corresponder a cada socio. 

c) Cumplir el resto de obligaciones que resulten de las disposiciones estatutarias. 

d) Acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos de gobierno y 

representación de la asociación. 

Artículo 23 

Separación voluntaria 

1. Los asociados tienen derecho a separarse voluntariamente de la asociación en cualquier tiempo. 

2. Los Estatutos podrán establecer que, en caso de separación voluntaria de un asociado, éste 

pueda percibir la participación patrimonial inicial u otras aportaciones económicas realizadas, sin 

incluir las cuotas de pertenencia a la asociación que hubiese abonado, con las condiciones, 

alcances y límites que se fijen en los Estatutos. Ello se entiende siempre que la reducción patrimonial 

no implique perjuicios a terceros. 

CAPÍTULO V 

Registros de Asociaciones 

Artículo 24 

Derecho de inscripción 

El derecho de asociación incluye el derecho a la inscripción en el Registro de Asociaciones 

competente, que sólo podrá denegarse cuando no se reúnan los requisitos establecidos en la 

presente Ley Orgánica. 

Artículo 25 

Registro Nacional de Asociaciones 

1. El Registro Nacional de Asociaciones, cuya dependencia orgánica se determinará 

reglamentariamente, tendrá por objeto la inscripción de las asociaciones, y demás actos inscribibles 

conforme al artículo 28, relativos a: 

a) Asociaciones, federaciones, confederaciones y uniones de asociaciones de ámbito estatal y 

todas aquéllas que no desarrollen principalmente sus funciones en el ámbito territorial de una 

Comunidad Autónoma. 

b) Asociaciones extranjeras que desarrollen actividades en España, de forma estable o duradera, 

que deberán establecer una delegación en territorio español. 
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Cuando el ámbito de actividad de la asociación extranjera sea principalmente el de una o varias 

Comunidades Autónomas, el Registro Nacional comunicará la inscripción a las referidas 

Comunidades Autónomas. 

2. En el Registro Nacional de Asociaciones, además de las inscripciones a que se refiere el apartado 

1, existirá constancia, mediante comunicación de la Administración competente, de los asientos de 

inscripción y disolución de las asociaciones, cuya inscripción o depósito de Estatutos en registros 

especiales sea legalmente obligatorio. 

3. El Registro Nacional de Asociaciones llevará un fichero de denominaciones, para evitar la 

duplicidad o semejanza de éstas, que pueda inducir a error o confusión con la identificación de 

entidades u organismos preexistentes, incluidos los religiosos inscritos en su correspondiente registro. 

4. Reglamentariamente se determinará la estructura y funcionamiento del Registro Nacional de 

Asociaciones. 

Artículo 26 

Registros Autonómicos de Asociaciones 

1. En cada Comunidad Autónoma existirá un Registro Autonómico de Asociaciones, que tendrá por 

objeto la inscripción de las asociaciones que desarrollen principalmente sus funciones en el ámbito 

territorial de aquéllas. 

2. En todo caso, los Registros comprendidos en este artículo deberán comunicar al Registro Nacional 

de Asociaciones los asientos de inscripción y disolución de las asociaciones de ámbito autonómico. 

Artículo 27 

Cooperación y colaboración entre Registros 

Se establecerán los mecanismos de cooperación y colaboración procedentes entre los diferentes 

Registros de asociaciones. 

Artículo 28 

Actos inscribibles y depósito de documentación 

1. La inscripción de las asociaciones deberá contener los asientos y sus modificaciones relativos a: 

a) La denominación. 

b) El domicilio. 

c) Los fines y actividades estatutarias. 

d) El ámbito territorial de actuación. 

e) La identidad de los titulares de los órganos de gobierno y representación. 

f) La apertura y cierre de delegaciones o establecimientos de la entidad. 

g) La fecha de constitución y la de inscripción. 
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h) La declaración y la revocación de la condición de utilidad pública. 

i) Las asociaciones que constituyen o integran federaciones, confederaciones y uniones. 

j) La pertenencia a otras asociaciones, federaciones, confederaciones y uniones o entidades 

internacionales. 

k) La baja, suspensión o disolución de la asociación, y sus causas. 

2. Estará depositada en los Registros de asociaciones la documentación siguiente, original o a través 

de los correspondientes certificados: 

a) El acta fundacional y aquéllas en que consten acuerdos que modifiquen los extremos 

registrales o pretendan introducir nuevos datos en el Registro. 

b) Los Estatutos y sus modificaciones. 

c) La relativa a la apertura, traslado o clausura de delegaciones o establecimientos. 

d) La referente a la incorporación o baja de asociaciones en federaciones, confederaciones y 

uniones; y, en el Registro en que éstas se encuentren inscritas, la relativa a la baja o incorporación 

de asociaciones. 

e) La que se refiera a la disolución y al destino dado al patrimonio remanente como 

consecuencia de la disolución de la entidad. 

3. Las asociaciones extranjeras, válidamente constituidas con arreglo a su ley personal y a esta Ley, 

habrán de inscribir los datos a que se refieren las letras a), b), c), d), e) y f) del apartado 1, y además 

el cese de sus actividades en España ; y depositar los documentos a que se refieren las letras b), c) y 

e) del apartado 2, además de justificación documental de que se encuentran válidamente 

constituidas. 

4. Cualquier alteración sustancial de los datos o documentación que obre en el Registro deberá ser 

objeto de actualización, previa solicitud de la asociación correspondiente, en el plazo de un mes 

desde que la misma se produzca. 

Artículo 29 

Publicidad 

1. Los Registros de Asociaciones son públicos. 

2. La publicidad se hará efectiva mediante certificación del contenido de los asientos, por nota 

simple informativa o por copia de los asientos y de los documentos depositados en los Registros o por 

medios informáticos o telemáticos que se ajustará a los requisitos establecidos en la normativa 

vigente en materia de protección de datos de carácter personal. 

Artículo 30 

Régimen jurídico de la inscripción 

1. El plazo de inscripción en el correspondiente Registro será, en todo caso, de tres meses desde la 

recepción de la solicitud en el órgano competente. 
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Transcurrido el plazo de inscripción señalado en el párrafo anterior sin que se haya notificado 

resolución expresa, se podrá entender estimada la solicitud de inscripción. 

La Administración procederá a la inscripción, limitando su actividad a la verificación del 

cumplimiento de los requisitos que han de reunir el acta fundacional y los Estatutos. 

2. Cuando se adviertan defectos formales en la solicitud o en la documentación que la acompaña, 

o cuando la denominación coincida con otra inscrita o pueda inducir a error o confusión con ella, o 

cuando la denominación coincida con una marca registrada notoria salvo que se solicite por el titular 

de la misma o con su consentimiento, se suspenderá el plazo para proceder a la inscripción y se 

abrirá el correspondiente para la subsanación de los defectos advertidos. 

3. Cuando la entidad solicitante no se encuentre incluida en el ámbito de aplicación de la presente 

Ley o no tenga naturaleza de asociación, la Administración, previa audiencia de la misma, denegará 

su inscripción en el correspondiente Registro de Asociaciones e indicará al solicitante cuál es el 

registro u órgano administrativo competente para inscribirla. La denegación será siempre motivada. 

4. Cuando se encuentren indicios racionales de ilicitud penal en la constitución de la entidad 

asociativa, por el órgano competente se dictará resolución motivada, dándose traslado de toda la 

documentación al Ministerio Fiscal o al órgano jurisdiccional competente, y comunicando esta 

circunstancia a la entidad interesada, quedando suspendido el procedimiento administrativo hasta 

tanto recaiga resolución judicial firme. 

Cuando se encuentren indicios racionales de ilicitud penal en la actividad de la entidad asociativa, 

el órgano competente dictará resolución motivada, dando traslado de toda la documentación al 

Ministerio Fiscal o al órgano jurisdiccional competente, y comunicando esta circunstancia a la 

entidad interesada. 

5. En los supuestos de los apartados 2 y 3 de este artículo podrán interponerse los recursos 

procedentes ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, y en el supuesto del apartado 4 

ante el orden jurisdiccional penal. 

CAPÍTULO VI 

Medidas de fomento 

Artículo 31 

Medidas de fomento 

1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, promoverán y 

facilitarán el desarrollo de las asociaciones y federaciones, confederaciones y uniones que persigan 

finalidades de interés general, respetando siempre la libertad y autonomía frente a los poderes 

públicos. Asimismo, las Administraciones públicas ofrecerán la colaboración necesaria a las personas 

que pretendan emprender cualquier proyecto asociativo. 

2. La Administración General del Estado, en el ámbito de su competencia, fomentará el 

establecimiento de mecanismos de asistencia, servicios de información y campañas de divulgación 

y reconocimiento de las actividades de las asociaciones que persigan objetivos de interés general. 

3. Las asociaciones que persigan objetivos de interés general podrán disfrutar, en los términos y con 

el alcance que establezcan el Ministerio o Ministerios competentes, de ayudas y subvenciones 

atendiendo a actividades asociativas concretas. 
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Las subvenciones públicas concedidas para el desarrollo de determinadas actividades y proyectos 

sólo podrán destinarse a ese fin y estarán sujetas a la normativa general de subvenciones públicas. 

4. No beneficiarán a las entidades asociativas no inscritas las garantías y derechos regulados en el 

presente artículo. 

5. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, podrán establecer con las 

asociaciones que persigan objetivos de interés general, convenios de colaboración en programas 

de interés social. 

Artículo 32 

Asociaciones de utilidad pública 

1. A iniciativa de las correspondientes asociaciones, podrán ser declaradas de utilidad pública 

aquellas asociaciones en las que concurran los siguientes requisitos: 

a) Que sus fines estatutarios tiendan a promover el interés general, en los términos definidos por el 

artículo 31.3 de esta Ley, y sean de carácter cívico, educativo, científico, cultural, deportivo, 

sanitario, de promoción de los valores constitucionales, de promoción de los derechos humanos, de 

víctimas del terrorismo, de asistencia social, de cooperación para el desarrollo, de promoción de la 

mujer, de promoción y protección de la familia, de protección de la infancia, de fomento de la 

igualdad de oportunidades y de la tolerancia, de defensa del medio ambiente, de fomento de la 

economía social o de la investigación, de promoción del voluntariado social, de defensa de 

consumidores y usuarios, de promoción y atención a la personas en riesgo de exclusión por razones 

físicas, sociales, económicas o culturales, y cualesquiera otros de similar naturaleza. 

b) Que su actividad no esté restringida exclusivamente a beneficiar a sus asociados, sino abierta 

a cualquier otro posible beneficiario que reúna las condiciones y caracteres exigidos por la índole 

de sus propios fines. 

c) Que los miembros de los órganos de representación que perciban retribuciones no lo hagan 

con cargo a fondos y subvenciones públicas. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, y en los términos y condiciones que se determinen 

en los Estatutos, los mismos podrán recibir una retribución adecuada por la realización de servicios 

diferentes a las funciones que les corresponden como miembros del órgano de representación. 

d) Que cuenten con los medios personales y materiales adecuados y con la organización idónea 

para garantizar el cumplimiento de los fines estatutarios. 

e) Que se encuentren constituidas, inscritas en el Registro correspondiente, en funcionamiento y 

dando cumplimiento efectivo a sus fines estatutarios, ininterrumpidamente y concurriendo todos los 

precedentes requisitos, al menos durante los dos años inmediatamente anteriores a la presentación 

de la solicitud. 

2. Las federaciones, confederaciones y uniones de entidades contempladas en esta Ley podrán ser 

declaradas de utilidad pública, siempre que los requisitos previstos en el apartado anterior se 

cumplan, tanto por las propias federaciones, confederaciones y uniones, como por cada una de las 

entidades integradas en ellas. 
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Artículo 33 

Derechos de las asociaciones de utilidad pública 

Las asociaciones declaradas de utilidad pública tendrán los siguientes derechos: 

a) Usar la mención "Declarada de Utilidad Pública" en toda clase de documentos, a continuación 

de su denominación. 

b) Disfrutar de las exenciones y beneficios fiscales que las leyes reconozcan a favor de las mismas, 

en los términos y condiciones previstos en la normativa vigente. 

c) Disfrutar de beneficios económicos que las leyes establezcan a favor de las mismas. 

d) Asistencia jurídica gratuita en los términos previstos en la legislación específica. 

Artículo 34 

Obligaciones de las asociaciones de utilidad pública 

1. Las asociaciones de utilidad pública deberán rendir las cuentas anuales del ejercicio anterior en el 

plazo de los seis meses siguientes a su finalización, y presentar una memoria descriptiva de las 

actividades realizadas durante el mismo ante el organismo encargado de verificar su constitución y 

de efectuar su inscripción en el Registro correspondiente, en el que quedarán depositadas. Dichas 

cuentas anuales deben expresar la imagen fiel del patrimonio, de los resultados y de la situación 

financiera, así como el origen, cuantía, destino y aplicación de los ingresos públicos percibidos. 

Reglamentariamente se determinará en qué circunstancias se deberán someter a auditoría las 

cuentas anuales. 

2. Asimismo, deberán facilitar a las Administraciones públicas los informes que éstas les requieran, en 

relación con las actividades realizadas en cumplimiento de sus fines. 

Artículo 35 

Procedimiento de declaración de utilidad pública 

1. La declaración de utilidad pública se llevará a cabo en virtud de Orden del Ministro que se 

determine reglamentariamente, previo informe favorable de las Administraciones públicas 

competentes en razón de los fines estatutarios y actividades de la asociación, y, en todo caso, del 

Ministerio de Hacienda. 

2. La declaración será revocada, previa audiencia de la asociación afectada e informe de las 

Administraciones públicas competentes, por Orden del Ministro que se determine 

reglamentariamente, cuando las circunstancias o la actividad de la asociación no respondan a las 

exigencias o requisitos fijados en el artículo 32, o los responsables de su gestión incumplan lo 

prevenido en el artículo anterior. 

3. El procedimiento de declaración y revocación se determinará reglamentariamente. El vencimiento 

del plazo de resolución, en el procedimiento de declaración, sin haberse adoptado resolución 

expresa tendrá efectos desestimatorios. 

4. La declaración y revocación de utilidad pública se publicará en el "Boletín Oficial del Estado". 
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Artículo 36 

Otros beneficios 

Lo dispuesto en el presente capítulo se entiende sin perjuicio de la competencia de las Comunidades 

Autónomas para la declaración de utilidad pública, a efectos de aplicar los beneficios establecidos 

en sus respectivos ordenamientos jurídicos, a las asociaciones que principalmente desarrollen sus 

funciones en su ámbito territorial, conforme al procedimiento que las propias Comunidades 

Autónomas determinen y con respeto a su propio ámbito de competencias. 

CAPÍTULO VII 

Garantías jurisdiccionales 

Artículo 37 

Tutela judicial 

El derecho de asociación regulado en esta Ley Orgánica será tutelado por los procedimientos 

especiales para la protección de los derechos fundamentales de la persona, correspondientes en 

cada orden jurisdiccional, y, en su caso, por el procedimiento de amparo constitucional ante el 

Tribunal Constitucional en los términos establecidos en su Ley Orgánica. 

Artículo 38 

Suspensión y disolución judicial 

1. Salvo los supuestos de disolución por voluntad de los asociados, las asociaciones sólo podrán ser 

suspendidas en sus actividades, o disueltas, por resolución motivada de la autoridad judicial 

competente. 

2. La disolución de las asociaciones sólo podrá declararse en los siguientes casos: 

a) Cuando tengan la condición de asociación ilícita, de acuerdo con las leyes penales. 

b) Por las causas previstas en leyes especiales o en esta ley, o cuando se declare nula o disuelta 

por aplicación de la legislación civil. 

3. En los procesos a que se refiere el apartado anterior, el órgano judicial competente, de oficio o a 

instancia de parte, podrá acordar la suspensión provisional de la asociación hasta que se dicte 

sentencia. 

Artículo 39 

Orden jurisdiccional contencioso-administrativo 

El orden jurisdiccional contencioso-administrativo será competente en todas las cuestiones que se 

susciten en los procedimientos administrativos instruidos en aplicación de la presente Ley Orgánica, 

de conformidad con las reglas establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en la Ley 

reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
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Artículo 40 

Orden jurisdiccional civil 

1. El orden jurisdiccional civil será competente, en los términos establecidos en la Ley Orgánica del 

Poder Judicial, en relación con las pretensiones derivadas del tráfico jurídico privado de las 

asociaciones, y de su funcionamiento interno. 

2. Los acuerdos y actuaciones de las asociaciones podrán ser impugnados por cualquier asociado o 

persona que acredite un interés legítimo, si los estimase contrarios al ordenamiento jurídico, por los 

trámites del juicio que corresponda. 

3. Los asociados podrán impugnar los acuerdos y actuaciones de la asociación que estimen 

contrarios a los Estatutos dentro del plazo de cuarenta días, a partir de la fecha de adopción de los 

mismos, instando su rectificación o anulación y la suspensión preventiva en su caso, o acumulando 

ambas pretensiones por los trámites establecidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

4. En tanto se resuelven las contiendas de orden interno que puedan suscitarse en las asociaciones, 

las solicitudes de constancia registral que se formulen sobre las cuestiones controvertidas sólo darán 

lugar a anotaciones provisionales. 

Artículo 41 

Comunicaciones 

Los Jueces y Tribunales ordenarán la inclusión en los correspondientes Registros de Asociaciones de 

las resoluciones judiciales que determinen: 

a) La inscripción de las asociaciones. 

b) La suspensión o disolución de las asociaciones inscritas. 

c) La modificación de cualquiera de los extremos de los Estatutos de las asociaciones inscritas. 

d) El cierre de cualquiera de sus establecimientos. 

e) Cualesquiera otras resoluciones que afecten a actos susceptibles de inscripción registral. 

CAPÍTULO VIII 

Consejos Sectoriales de Asociaciones 

Artículo 42 

Consejos Sectoriales de Asociaciones 

1. A fin de asegurar la colaboración entre las Administraciones públicas y las asociaciones, como 

cauce de participación ciudadana en asuntos públicos se podrán constituir Consejos Sectoriales de 

Asociaciones, como órganos de consulta, información y asesoramiento en ámbitos concretos de 

actuación. 

2. Los Consejos Sectoriales de Asociaciones estarán integrados por representantes de las 

Administraciones públicas, de las asociaciones, y por otros miembros que se designen por sus 

especiales condiciones de experiencia o conocimiento, atendiendo a la distribución competencial 

concreta que en cada materia exista. 
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3. Reglamentariamente, y para cada sector concreto, se determinará su creación, composición, 

competencias, régimen de funcionamiento y adscripción administrativa. 

Disposición adicional primera 

Declaración de utilidad pública de asociaciones 

1. Las asociaciones deportivas que cumplan lo dispuesto en el artículo 32 de esta Ley podrán ser 

declaradas de utilidad pública, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 10/1990, de 15 de octubre, 

del Deporte. 

2. Asimismo, podrán ser declaradas de utilidad pública las demás asociaciones regidas por leyes 

especiales, que cumplan lo dispuesto en el artículo 32 de la presente Ley Orgánica. 

3. El procedimiento para la declaración de utilidad pública de las asociaciones a que se refieren los 

apartados anteriores, y los derechos y obligaciones de las mismas, serán los determinados en los 

artículos 33, 34 y 35 de la presente Ley Orgánica. 

Disposición adicional segunda 

Procedimientos de inscripción 

En los procedimientos de inscripción de asociaciones será de aplicación la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, en todas las cuestiones no reguladas en la presente Ley y sus normas de desarrollo. 

Disposición adicional tercera 

Resolución extrajudicial de conflictos 

Las Administraciones públicas fomentarán la creación y la utilización de mecanismos extrajudiciales 

de resolución de conflictos que se planteen en el ámbito de actuación de las asociaciones. 

Disposición adicional cuarta 

Cuestaciones y suscripciones públicas 

Los promotores de cuestaciones y suscripciones públicas, actos benéficos y otras iniciativas análogas 

de carácter temporal, destinadas a recaudar fondos para cualquier finalidad lícita y determinada, 

responden, personal y solidariamente, frente a las personas que hayan contribuido, de la 

administración y la inversión de las cantidades recaudadas. 

Disposición transitoria primera 

Asociaciones inscritas 

1. Las asociaciones inscritas en el correspondiente Registro con anterioridad a la entrada en vigor de 

la presente Ley Orgánica estarán sujetas a la misma y conservarán su personalidad jurídica y la 

plenitud de su capacidad, pero deberán adaptar sus Estatutos en el plazo de dos años. 

2. No obstante lo anterior, las asociaciones inscritas deberán declarar, en el plazo de dos años desde 

la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica, que se encuentran en situación de actividad y 

funcionamiento, notificando al Registro en que se hallen inscritas la dirección de su domicilio social, 

y la identidad de los componentes de sus órganos de gobierno y representación, así como la fecha 

de elección o designación de éstos. 
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Disposición transitoria segunda 

Asociaciones declaradas de utilidad pública 

En el plazo de un año se procederá a la publicación en el "Boletín Oficial del Estado" de la relación 

de asociaciones declaradas de utilidad pública por el Estado, con anterioridad a la entrada en vigor 

de la presente Ley Orgánica. 

Disposición derogatoria única 

Queda derogada la Ley 191/1964, de 24 de diciembre, reguladora de las asociaciones, y cuantas 

disposiciones se opongan a la presente Ley Orgánica. 

Disposición final primera 

Carácter de la Ley 

1. Los artículos 1 ; 2 salvo apartado 6; 3 salvo apartado g) ; 4.2, 5 y 6; 10.1; 19; 21; 23.1; 24; 29.1; 30.3 y 

4 ; 37; 38; la disposición derogatoria única; y las disposiciones finales primera.1, segunda y cuarta 

tienen rango de Ley Orgánica, al constituir el desarrollo del derecho fundamental de asociación, 

contenido en el artículo 22 de la Constitución. 

2. Los artículos 2.6 ; 3 g); 4.1, y 4; 5; 6; 7; 8; 9; 10.2, 3 y 4 ; 11; 13.2; 15; 17; 18.4; 22; 25.2; 26; 27; 28 ; 30.1, 

2 y 5; la disposición adicional cuarta y la disposición transitoria primera son de directa aplicación en 

todo el Estado, al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.1.a de la Constitución. 

3. Los artículos 39, 40 y 41 constituyen legislación procesal, dictada al amparo del artículo 149.1.6.ª 

de la Constitución. 

4. Los artículos 32 a 36, la disposición adicional primera y la disposición transitoria segunda se dictan 

al amparo del artículo 149.1.14.ª de la Constitución, sin perjuicio de los regímenes tributarios forales 

vigentes en los Territorios Históricos del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra. 

5. Los restantes preceptos de la Ley serán de aplicación a las asociaciones de ámbito estatal. 

Disposición final segunda 

Carácter supletorio 

Excepto en aquellos preceptos que tienen rango de Ley Orgánica, la presente Ley tiene carácter 

supletorio respecto de cualesquiera otras que regulen tipos específicos de asociaciones, o que 

incidan en el ámbito del derecho de asociación reconocido en el artículo 22 de la Constitución, sin 

perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas. 

Disposición final tercera 

Desarrollo 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación y 

desarrollo de la presente Ley. 
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Disposición final cuarta 

Entrada en vigor 

La presente Ley Orgánica entrará en vigor a los dos meses de su publicación en el "Boletín Oficial del 

Estado". 

Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta Ley Orgánica. 
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§ 71. Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos55 

«BOE» núm. 154, de 28 de junio de 2002 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

La Ley 54/1978, de Partidos Políticos, norma preconstitucional, breve tanto en artículos como en 

contenidos, ha servido primordialmente para asentar un procedimiento sencillo de constitución en 

libertad de los partidos políticos, objetivo, por otra parte, no menor en el momento fundacional en 

que vino a dictarse. El resto de las previsiones que hoy conforman su estatuto jurídico en España se 

ha derivado de lo contenido en la propia Constitución, de normas que, como los Reglamentos 

parlamentarios o la Ley Electoral, concretan su función y su papel esencial en nuestro sistema 

democrático, de reformas legislativas posteriores como las contenidas en el Código Penal sobre la 

ilegalidad de determinadas asociaciones o las relacionadas con la financiación de los partidos, y de 

un trabajo interpretativo intenso del Poder Judicial y del propio Tribunal Constitucional. 

Transcurridos casi veinticinco años desde la aprobación de esta Ley de Partidos todavía vigente, 

resulta hoy evidente la insuficiencia de un estatuto de los partidos incompleto y fragmentario en el 

marco de una democracia madura y firmemente consolidada en la que el protagonismo y la 

significación constitucional de los partidos no ha hecho sino incrementarse. Por ello, procede ahora 

su reforma, reclamada por una serie importante de razones. 

Se trata, en primer lugar, de recoger con claridad y sistema la experiencia acumulada en estos años. 

Se trata, también, de renovar normas ancladas en las preocupaciones prioritarias del pasado, que 

resultan inadecuadas e insuficientes para disciplinar las nuevas realidades del presente. 

Especialmente si se tiene en cuenta el vigor con que la sociedad complementa hoy la acción de las 

instituciones y abre vías nuevas de participación o de relación con las mismas a través de 

instrumentos que, como las asociaciones, las fundaciones o los propios partidos políticos, están siendo 

objeto de la correspondiente modernización legislativa. 

Por otra parte, aunque los partidos políticos no son órganos constitucionales sino entes privados de 

base asociativa, forman parte esencial de la arquitectura constitucional, realizan funciones de una 

importancia constitucional primaria y disponen de una segunda naturaleza que la doctrina suele 

resumir con referencias reiteradas a su relevancia constitucional y a la garantía institucional de los 

mismos por parte de la Constitución. 

Desde uno u otro punto de vista, el tiempo presente reclama el fortalecimiento y la mejora de su 

estatuto jurídico con un régimen más perfilado, garantista y completo. Si ello es así para toda 

asociación, con más motivo ha de serlo para las asociaciones políticas, cuya finalidad es la de aunar 

convicciones y esfuerzos para incidir en la dirección democrática de los asuntos públicos, contribuir 

al funcionamiento institucional y provocar cambios y mejoras desde el ejercicio del poder político. 

 

 
55 Por STC 48/2003 se desestimó el recurso de inconstitucionalidad núm. 5550-2002, promovido por el Gobierno Vasco contra 

los arts. 1.1, 2.1, 3.2, 4.2 y 3, 5.1, 6 y 9, el Capítulo III (arts. 10 a 12) y la disposición transitoria única, apartado 2, de la Ley 

Orgánica 6/2002, de 27 de junio. La Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, ha sido modificada por Ley Orgánica 3/2011, de 28 

de enero, y especialmente por la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Véase el Real Decreto 2281/1976, de 2 de agosto, por 

el que se regula el Registro de Asociaciones Políticas. 
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Pero también en cuanto los partidos son instrumentos fundamentales de la acción del Estado, en un 

Estado de Derecho avanzado y exigente como el que disfrutamos, que pone límites y establece 

garantías y controles frente a cualquier sujeto, por relevante que éste sea en la estructura 

constitucional. Puede decirse, incluso, que cuanto mayor es el relieve del sujeto y su función en el 

sistema, más interés tiene el Estado de Derecho en afinar su régimen jurídico. 

Junto a todo ello hay, en fin, en nuestro caso, una coincidencia general sobre la carencia de la 

legislación actual a la hora de concretar las exigencias constitucionales de organización y 

funcionamiento democráticos y de una actuación sujeta a la Constitución y a las leyes. 

Tanto en lo que se refiere al entendimiento de los principios democráticos y valores constitucionales 

que deben ser respetados en su organización interna o en su actividad externa, como en lo que 

afecta a los procedimientos para hacerlos efectivos. 

Esa carencia reclama ahora un esfuerzo añadido para completar las disposiciones vigentes. El 

objetivo es garantizar el funcionamiento del sistema democrático y las libertades esenciales de los 

ciudadanos, impidiendo que un partido político pueda, de forma reiterada y grave, atentar contra 

ese régimen democrático de libertades, justificar el racismo y la xenofobia o apoyar políticamente la 

violencia y las actividades de bandas terroristas. 

Especialmente si se tiene en cuenta que, por razón de la actividad del terrorismo, resulta 

indispensable identificar y diferenciar con toda nitidez aquellas organizaciones que defienden y 

promueven sus ideas y programas, cualesquiera que éstas sean, incluso aquellas que pretenden 

revisar el propio marco institucional, con un respeto escrupuloso de los métodos y principios 

democráticos, de aquellas otras que sustentan su acción política en la connivencia con la violencia, 

el terror, la discriminación, la exclusión y la violación de los derechos y de las libertades. 

A estos efectos, se establece un procedimiento judicial de ilegalización de un partido por dar un 

apoyo político real y efectivo a la violencia o el terrorismo, que es distinto del que se prevé en el 

Código Penal para disolver las asociaciones ilícitas por las causas previstas en sus artículos 515 y 520. 

II 

Para hacer efectivos estos objetivos, la presente Ley Orgánica de Partidos Políticos, que desarrolla 

previsiones esenciales contenidas en los artículos 1, 6, 22 y 23 de nuestra Constitución, incorpora trece 

artículos, agrupados en cuatro capítulos, y se completa con tres disposiciones adicionales -que 

incluyen la reforma de dos artículos de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral 

General, y del artículo 61 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial-, una disposición 

transitoria, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales. 

III 

El capítulo I consagra el principio de libertad, en su triple vertiente de libertad positiva de creación, 

libertad positiva de afiliación y libertad negativa de pertenencia o participación, y perfecciona los 

procedimientos para la creación de los partidos políticos, completando las previsiones actualmente 

existentes, aclarando algunas dudas y superando algunos vacíos. No introduce, por tanto, la Ley en 

este apartado grandes modificaciones de fondo, respetando el principio de intervención mínima 

que se deduce de la propia Constitución. 

La inscripción en el Registro de Partidos Políticos del acta fundacional y de los estatutos confiere al 

partido personalidad jurídica, hace pública la constitución y los estatutos del mismo, vincula a los 

poderes públicos, y es garantía tanto para los terceros que se relacionan con el partido como para 

sus propios miembros. Dicha inscripción debe llevarse a cabo por el responsable del Registro en un 

plazo tasado y breve, transcurrido el cual se entiende producida la inscripción. 
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Como adiciones más sobresalientes cabe mencionar la limitación del artículo 2 para ser promotor a 

quien haya sido autor de determinados delitos, las prohibiciones sobre denominación de los partidos 

contenidas en el apartado 1 del artículo 3, la responsabilidad de los promotores prevista en el 

apartado 1 del artículo 4, la previsión de un trámite de subsanación de defectos formales o la 

suspensión del plazo de inscripción cuando se produzca una de las distintas circunstancias descritas 

en el artículo 5. 

En este último artículo se mantiene la previsión ya contenida en la Ley anterior de que los indicios de 

ilicitud penal de un partido en el momento de su constitución e inscripción en el Registro pueden 

llevar a una declaración por el Juez penal, promovida por el Ministerio Fiscal, previa comunicación 

del Ministerio del Interior, de la ilegalidad del partido y la consecuente improcedencia de su 

inscripción. 

IV 

Las mayores novedades de la Ley se contienen en el capítulo II, del cual derivan a su vez, como 

lógico corolario, los nuevos preceptos del capítulo III. 

Es en dicho capítulo II en el que se concretan los criterios básicos para garantizar el mandato 

constitucional de que la organización, funcionamiento y actividad de los partidos políticos deben ser 

democráticos y ajustarse a lo dispuesto en la Constitución y en las leyes, desarrollando, como señala 

el artículo 9, "las funciones que constitucionalmente se les atribuyen de forma democrática y con 

pleno respeto al pluralismo". 

Por una parte, con los artículos 7 y 8, esta Ley Orgánica persigue conjugar el respeto a la capacidad 

organizativa y funcional de los partidos a través de sus estatutos, con la exigencia de algunos 

elementos esenciales que aseguren la aplicación de principios democráticos en su organización 

interna y en el funcionamiento de los mismos. Con ello se atiende, en primer término, a los derechos 

de sus afiliados, pero se persigue también "asegurar el efectivo cumplimiento de las funciones que 

éstos tienen constitucional y legalmente encomendadas y, en último término, contribuir a garantizar 

el funcionamiento democrático del Estado" (STC 56/1995, de 6 de marzo). 

Desde esta doble perspectiva, se prevé un órgano asambleario de carácter participativo general al 

que se reservan las competencias más relevantes en la vida del partido, se establece el sufragio libre 

y secreto como medio ordinario de cobertura de los puestos directivos, se prevé la censura 

democrática de los mismos, se reconocen algunos derechos que se consideran básicos dentro de 

cualquier ámbito asociativo y que deben disfrutarse por igual, como el de participar en la elección 

y ser elegibles en los órganos, o los de información de las actividades, de la situación económica y 

de las personas que configuran los órganos directivos, y se determinan algunas reglas básicas de 

funcionamiento y régimen de las reuniones de los órganos colegiados. 

Por su parte, el artículo 9 persigue asegurar el respeto de los partidos a los principios democráticos y 

a los derechos humanos. Para ello, frente al enunciado genérico de la Ley que ahora se deroga, la 

presente Ley Orgánica enumera con cierto detalle las conductas que más notoriamente conculcan 

dichos principios, sobre la base de dos fundamentos en los que conviene detenerse brevemente. 

La Ley opta, en primer lugar, por contrastar el carácter democrático de un partido y su respeto a los 

valores constitucionales, atendiendo no a las ideas o fines proclamados por el mismo, sino al conjunto 

de su actividad. 

De este modo, los únicos fines explícitamente vetados son aquellos que incurren directamente en el 

ilícito penal. 
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Es bien conocido que no es ésta la única opción que ofrecen los modelos de derecho comparado. 

La necesidad de defender la democracia de determinados fines odiosos y de determinados 

métodos, de preservar sus cláusulas constitutivas y los elementos sustanciales del Estado de Derecho, 

la obligación de los poderes públicos de hacer respetar los derechos básicos de los ciudadanos, o la 

propia consideración de los partidos como sujetos obligados a realizar determinadas funciones 

constitucionales, para lo cual reciben un estatuto privilegiado, han llevado a algunos ordenamientos 

a formular categóricamente un deber estricto de acatamiento, a establecer una sujeción aún mayor 

al orden constitucional y, más aún, a reclamar un deber positivo de realización, de defensa activa y 

de pedagogía de la democracia. Deberes cuyo incumplimiento los excluye del orden jurídico y del 

sistema democrático. 

La presente Ley, sin embargo, a diferencia de otros ordenamientos, parte de considerar que 

cualquier proyecto u objetivo se entiende compatible con la Constitución, siempre y cuando no se 

defienda mediante una actividad que vulnere los principios democráticos o los derechos 

fundamentales de los ciudadanos. 

Tal y como ya se indicaba en la exposición de motivos de la Ley Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre, 

no se trata, con toda evidencia, de prohibir la defensa de ideas o doctrinas, por más que éstas se 

alejen o incluso pongan en cuestión el marco constitucional. 

Cabe concluir por ello que, sin perjuicio de otros modelos, la presente normativa se sitúa en una 

posición de equilibrio, conciliando con extrema prudencia la libertad inherente al máximo grado de 

pluralismo con el respeto a los derechos humanos y la protección de la democracia. 

Esta línea se confirma con el segundo de los principios tomados en consideración, como es el de 

evitar la ilegalización por conductas aisladas, nuevamente salvo las de naturaleza penal, exigiéndose 

por el contrario una reiteración o acumulación de acciones que pongan de manifiesto 

inequívocamente toda una trayectoria de quiebra de la democracia y de ofensa a los valores 

constitucionales, al método democrático y a los derechos de los ciudadanos. 

A ello responden los párrafos a), b) y c) del apartado 2 del artículo 9, que establecen nítidamente la 

frontera entre las organizaciones que defienden sus ideas y programas, cualesquiera que éstas sean, 

con un respeto escrupuloso de los métodos y principios democráticos, de aquellas otras que 

sustentan su acción política en la connivencia con el terror o la violencia, o con la violación de los 

derechos de los ciudadanos o del método y los principios democráticos. 

V 

Una vez enunciados por la Ley el deber de respeto de los partidos políticos a los principios 

democráticos y los valores constitucionales, y desarrollados los elementos indiciarios que permiten 

conocer cuándo un partido no se ajusta a los mismos y debe, por consecuencia, ser declarado ilegal, 

el siguiente capítulo, III en la numeración, establece las garantías jurisdiccionales existentes para la 

defensa de los derechos y de los principios constitucionales ante la actuación de los partidos. 

Obviamente, el punto de partida es el establecido por la propia Constitución: sólo la autoridad 

judicial es competente para controlar la ilegalidad de sus actuaciones o para decretar, ante 

violaciones repetidas y graves, la disolución o suspensión del propio partido político. 

Resulta notorio que la jurisprudencia ha clarificado ya los supuestos en que procede el acceso al 

orden jurisdiccional civil, en relación con las pretensiones derivadas del tráfico jurídico privado de los 

partidos o formuladas por los afiliados sobre su funcionamiento interno, o en los que es competente 

el orden jurisdiccional contencioso-administrativo en relación con las cuestiones que se susciten en 

los procedimientos administrativos derivados de la Ley. Del mismo modo, el Código Penal y la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal aclaran hoy los supuestos en que procede la disolución o suspensión de un 
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partido por el orden jurisdiccional penal y el procedimiento a seguir para que una decisión tan 

relevante se produzca con todas las garantías. 

Por consiguiente, la principal novedad que ahora se introduce es la regulación de la competencia y 

el procedimiento para la disolución judicial de un partido por no respetar los principios democráticos 

y los derechos humanos, procedimiento ya anunciado en la Ley que ahora se deroga, pero nunca 

desarrollado anteriormente. 

La Ley Orgánica resuelve esta grave situación con el criterio general que preside el marco 

constitucional de funcionamiento de los partidos, esto es, señalando que sólo pueda realizarse 

mediante resolución judicial. 

Como indica la STC 3/1981, de 2 de febrero, "al Poder Judicial y sólo a éste encomienda la 

Constitución y también la legislación ordinaria la función de pronunciarse sobre la legalidad de un 

partido político. Precisamente la apelación al Poder Judicial, que puede decretar, como se acaba 

de decir, su suspensión provisional, y, en último término, su disolución, constituye el medio con que 

cuenta el Estado para su defensa en el caso de que sea atacado por medio de un partido que por 

el contenido de sus Estatutos o por su actuación al margen de éstos atente contra su seguridad". 

El texto establece, por razón de la importancia y relevancia constitucional de los partidos políticos y, 

por añadidura, de las decisiones que afectan a su declaración de ilegalidad o que justifican su 

disolución, que sea la Sala especial del Tribunal Supremo prevista en el artículo 61 de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial el órgano competente para poder disolver un partido político, cuando éste 

desarrolle graves conductas contrarias a la Constitución. Sala especial que, como señala el auto de 

9 de julio de 1999 de la propia Sala, "simboliza por su composición al Pleno del Tribunal Supremo. Es, 

de alguna manera, el Pleno, un pleno "reducido", valga la expresión, por paradójica que pueda 

parecer, ya que en su composición está presente el propio Presidente del Tribunal Supremo y lo están 

también todas las Salas relacionadas en el artículo 55 de la LOPJ que integran en su conjunto el 

Tribunal Supremo, a través de sus respectivos Presidentes y de dos de sus Magistrados, el más antiguo 

y el más moderno de cada una de ellas. 

Se resalta esto para poner de relieve que la Sala del artículo 61 de la LOPJ, por su significativa 

composición, goza de un "estatus" de supremacía respecto a las Salas ordinarias en orden a la 

definición de sus competencias y de las recíprocas de aquellas ...". 

Para que dicha Sala pueda examinar el ajuste a los principios democráticos del funcionamiento y de 

la actividad del partido político en cuestión, se establece un proceso judicial específico, preferente, 

en única instancia, que sólo podrán instar el Ministerio Fiscal y el Gobierno, por sí o a instancia del 

Congreso de los Diputados o del Senado. Dicho procedimiento se conforma de forma clásica, sobre 

la base de la escritura, con una serie de trámites convencionales (alegaciones, prueba, nuevas 

alegaciones y sentencia) que, por los plazos y la forma de su articulación, compaginan los principios 

de seguridad jurídica y derecho de defensa con el de celeridad, procurando que la incertidumbre 

que puede provocar la iniciación del mismo no se incremente con una tramitación dilatada. 

La sentencia dictada por la Sala especial no será objeto de recurso alguno, sin perjuicio, en su caso, 

del amparo ante el Tribunal Constitucional, y será ejecutiva desde el momento de su notificación. 

El artículo 12 detalla finalmente los efectos de la disolución judicial de un partido político. Tras la 

notificación de la sentencia, se procederá al cese inmediato de toda la actividad del partido político 

en cuestión y se presumirá fraudulenta y, por tanto, no podrá prosperar la constitución de una 

formación que continúe o suceda al declarado ilegal y disuelto. La disolución supondrá también la 

apertura de un proceso de liquidación patrimonial, destinándose el patrimonio neto resultante a 

actividades de interés social o humanitario. 
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VI 

La regulación contenida en esta Ley Orgánica se completa con la remisión a otras normas legales 

de las cuestiones atinentes a la financiación de los partidos (capítulo IV) y con varias disposiciones 

complementarias que, entre otras cosas, permiten ajustar a la nueva Ley las previsiones de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial (adicional primera, para que la Sala especial del Tribunal Supremo 

entienda de estos casos), y de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General (adicional segunda, 

para precisar que tampoco cabe el fraude de constituir, en los períodos electorales, agrupaciones 

de electores que vengan a suceder, de facto, a un partido político disuelto o suspendido). 

En lo que se refiere a la financiación, es de destacar que la remisión se produce a la Ley de 

Financiación de Partidos, pero también al régimen de acreditación y responsabilidades que se 

establece en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, y en la Ley 7/1988, de 

5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas. 

Por último, en lo que atañe a la competencia de la Sala especial, la Ley acumula la garantía de que 

sea ésta la competente para conocer y resolver en los casos de fraude, bien en su condición de Sala 

sentenciadora (apartados 2 y 3 del artículo 12), bien por la llamada expresa que ahora se introduce 

en la legislación electoral para la resolución de recursos contra la proclamación o no de 

agrupaciones de electores (disposición adicional segunda), bien por la previsión del apartado 2 de 

la disposición transitoria única, sobre la sucesión de partidos para soslayar los efectos de la presente 

Ley. 

CAPÍTULO I 

De la creación de los partidos políticos 

Artículo 1 

Libertad de creación y afiliación 

1. Los ciudadanos de la Unión Europea podrán crear libremente partidos políticos conforme a lo 

dispuesto en la Constitución y en la presente ley orgánica. 

2. La afiliación a un partido político es libre y voluntaria. Nadie puede ser obligado a constituir un 

partido o a integrarse o a permanecer en el mismo. 

3. Los partidos políticos podrán constituir e inscribir federaciones, confederaciones y uniones de 

partidos mediante el cumplimiento de lo previsto en el presente capítulo y previo acuerdo expreso 

de sus órganos competentes. 

Artículo 2 

Capacidad para constituir 

1. Los promotores de un partido político deben ser personas físicas, mayores de edad, que se 

encuentren en el pleno ejercicio de sus derechos, no estén sujetos a ninguna condición legal para el 

ejercicio de los mismos y no hayan sido penalmente condenados por asociación ilícita, o por alguno 

de los delitos graves previstos en los Títulos XXI a XXIV del Código Penal. Esta última causa de 

incapacidad no afectará a quienes hayan sido judicialmente rehabilitados. 

2. Los partidos políticos constituidos podrán establecer en sus estatutos la creación y reconocimiento 

de organizaciones juveniles. 
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Artículo 3 

Constitución, Estatutos y personalidad jurídica 

1. El acuerdo de constitución habrá de formalizarse mediante acta fundacional, que deberá constar 

en documento público y contener, en todo caso, la identificación personal de los promotores, la 

denominación del partido que se propone constituir, los integrantes de los órganos directivos 

provisionales, el domicilio y los estatutos por los que habrá de regirse el partido que trata de 

constituirse. 

La denominación de los partidos no podrá incluir términos o expresiones que induzcan a error o 

confusión sobre su identidad o que sean contrarias a las leyes o los derechos fundamentales de las 

personas. Además, no podrá coincidir, asemejarse o identificarse, aun fonéticamente, con la de 

ningún otro partido previamente inscrito en el Registro, con la de algún partido integrante, como 

resultado de una fusión, de un partido inscrito cuando ello se encuentre acreditado por cualquier 

medio de prueba válido en derecho, o con la de algún partido declarado ilegal, disuelto o 

suspendido por decisión judicial. Tampoco con la identificación de personas físicas, o con la 

denominación de entidades preexistentes o marcas registradas. 

2. Los estatutos de los partidos políticos tendrán, al menos, el siguiente contenido: 

a) Su denominación y siglas. 

b) El símbolo, con su descripción y representación gráfica. 

c) El domicilio, con indicación de la localidad, provincia, calle y código postal. 

d) Su sitio web y dirección electrónica. 

e) El ámbito de actuación: estatal, autonómico, provincial o local. 

f) Sus fines. 

g) Los requisitos y modalidades de admisión y baja de los afiliados. 

h) Los derechos y deberes de los afiliados y su régimen disciplinario de acuerdo con lo previsto en 

el artículo 8. 

i) Los órganos de gobierno y representación, su composición, los plazos para su renovación que 

habrá de efectuarse como máximo cada cuatro años, sus atribuciones o competencias, los órganos 

competentes para la convocatoria de sesiones de los órganos colegiados, el plazo mínimo de 

convocatoria, duración, la forma de elaboración del orden del día, incluyendo el número de 

miembros exigidos para proponer puntos a incluir en el mismo, así como las reglas de deliberación y 

la mayoría requerida para la adopción de acuerdos, que, por regla general, será la mayoría simple 

de los presentes, sean éstos miembros de pleno derecho o compromisarios. 

j) El procedimiento para la elección de los órganos directivos, bien directamente o por 

representación, que en todo caso deberá garantizar la participación de todos los afiliados mediante 

sufragio libre y secreto, y los procedimientos de control democrático de los dirigentes electos. 

k) El cargo u órgano al que corresponda la representación legal del partido político, así como la 

determinación del responsable económico-financiero del partido político y el procedimiento para 

su designación. 
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l) El régimen de administración y contabilidad, que incluirá, en todo caso, los Libros de 

Contabilidad. 

m) El régimen de documentación, que incluirá en todo caso el fichero de Afiliados y el Libro de 

Actas. 

n) Indicación de si el partido político cuenta o no con patrimonio fundacional, la procedencia 

de los recursos económicos y el procedimiento de rendición de cuentas. 

o) El procedimiento y el órgano competente para la aprobación de las cuentas anuales en el 

que se incluya la obligación de remisión anual de las mismas al Tribunal de Cuentas dentro del plazo 

legalmente establecido. 

p) Las causas de disolución del partido político y, en este caso, cuál sería el destino de su 

patrimonio. 

q) El procedimiento de reclamación de los afiliados frente a los acuerdos y decisiones de los 

órganos del partido. 

r) El cargo u órgano encargado de la defensa y garantía de los derechos del afiliado. 

s) El régimen de infracciones y sanciones de los afiliados y el procedimiento para su imposición, 

que deberá instruirse de forma contradictoria y en el que deberá garantizarse el derecho del afiliado 

a ser informado de los hechos que dan lugar a su incoación, a ser oído con carácter previo a la 

imposición de sanciones y a que el eventual acuerdo sancionatorio sea motivado. No obstante lo 

anterior, se establecerá en todo caso, la suspensión cautelar automática de la afiliación de los 

afiliados incursos en un proceso penal respecto de los cuales se haya dictado auto de apertura de 

juicio oral por un delito relacionado con la corrupción así como la sanción de expulsión del partido 

de aquellos que hayan sido condenados por alguno de esos delitos. 

t) Cualquier otra mención exigida por ésta u otra ley. 

3. Los partidos deberán comunicar al Registro cualquier modificación de sus estatutos y de la 

composición de sus órganos de gobierno y representación en el plazo máximo de tres meses desde 

dicha modificación y, en todo caso, durante el primer trimestre de cada año. Deberán además, 

publicarlos en su página web. 

4. Los partidos políticos adquieren personalidad jurídica por la inscripción en el Registro de Partidos 

Políticos que, a estos efectos, existirá en el Ministerio del Interior, previa presentación en aquel del 

acta fundacional suscrita por sus promotores, acompañada de aquellos documentos que acrediten 

el cumplimiento de los requisitos previstos en la presente ley Orgánica. 

Artículo 4 

Inscripción en el Registro 

1. Los promotores de los partidos políticos realizarán las actuaciones necesarias para su inscripción. 

Los promotores de partidos no inscritos responderán personal y solidariamente de las obligaciones 

contraídas con terceros, cuando hubieren manifestado actuar en nombre del partido. 

2. Dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la documentación completa en el Registro 

de Partidos Políticos, el Ministerio del Interior procederá a practicar la inscripción del partido. Dicho 

plazo quedará, sin embargo, suspendido si se considera necesario iniciar alguno de los 

procedimientos previstos en el artículo siguiente. 
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3. Salvo en los casos de suspensión del plazo a que se refiere el apartado anterior, transcurridos los 

veinte días de que dispone el Ministerio del Interior, se entenderá producida la inscripción, que 

confiere la personalidad jurídica, hace pública la constitución y los estatutos del mismo, vincula a los 

poderes públicos, y es garantía tanto para los terceros que se relacionan con el partido como para 

sus propios miembros. 

4. La inscripción en el Registro producirá efectos indefinidamente mientras no se anote en el mismo 

su suspensión o disolución, por notificación de la decisión acordada por el propio partido de acuerdo 

con las previsiones estatutarias, por ser declarado judicialmente ilegal y disuelto o suspendido o por 

ser declarado judicialmente extinguido de acuerdo con lo previsto en el artículo 12 bis. Todo ello sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10.6 y, en cuanto al alcance y efectos de la suspensión, en el 

artículo 11.8. 

Artículo 5 

Examen de los requisitos para la inscripción 

1. Cuando se adviertan defectos formales en el acta fundacional o en la documentación que la 

acompaña, o cuando los proponentes carezcan de capacidad, el Ministerio del Interior lo pondrá 

en conocimiento de los interesados para que puedan subsanar los defectos advertidos. En tal caso, 

el plazo de inscripción se suspenderá desde el momento de la notificación y se reanudará una vez 

que los mismos hayan sido debidamente corregidos. 

2. Cuando de la documentación presentada se deduzcan indicios racionales en relación con la 

ilicitud penal del partido, el Ministerio del Interior lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, 

dentro del plazo de veinte días a que se refiere el artículo anterior, mediante resolución fundada que 

irá acompañada de los elementos probatorios disponibles para apreciar dichos indicios. 

3. El Ministerio Fiscal, en el plazo de veinte días desde que reciba la comunicación a que se refiere el 

apartado anterior, optará, en función de que se consideren suficientes o no los indicios de ilicitud 

penal, por ejercer ante la jurisdicción penal las acciones que correspondan o por devolver la 

comunicación al Ministerio del Interior a los efectos de completar la inscripción. 

4. La remisión de la comunicación al Ministerio Fiscal determinará la suspensión del plazo previsto en 

el apartado 2 del artículo anterior, durante todo el tiempo que medie hasta la devolución por el 

mismo al Ministerio del Interior de la comunicación fundada en la no apreciación de motivos 

suficientes de ilicitud penal o hasta que el Juez Penal resuelva sobre la procedencia de la inscripción 

o, en su caso, como medida cautelar, sobre la reanudación provisional del plazo para la inscripción. 

Dicha remisión y la correspondiente suspensión del plazo para la inscripción serán inmediatamente 

notificadas a los promotores interesados. 

5. Las actuaciones administrativas relacionadas con la inscripción del partido político podrán 

recurrirse ante la jurisdicción contencioso-administrativa conforme a las previsiones de la Ley de la 

Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

6. Cuando se persiguiese la inscripción en el Registro de Partidos Políticos de un partido que pretenda 

continuar o suceder la actividad de otro declarado ilegal y disuelto, se actuará conforme a lo 

previsto en el artículo 12 de esta Ley Orgánica. 
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CAPÍTULO II 

De la organización, funcionamiento y actividades de los partidos políticos 

Artículo 6 

Principios democrático y de legalidad 

Los partidos políticos se ajustarán en su organización, funcionamiento y actividad a los principios 

democráticos y a lo dispuesto en la Constitución y en las leyes. Los partidos políticos tienen libertad 

organizativa para establecer su estructura, organización y funcionamiento, con los únicos límites 

establecidos en el ordenamiento jurídico. 

Artículo 7 

Organización y funcionamiento 

1. La estructura interna y el funcionamiento de los partidos políticos deberán ser democráticos, 

estableciendo, en todo caso, fórmulas de participación directa de los afiliados en los términos que 

recojan sus Estatutos, especialmente en los procesos de elección de órgano superior de gobierno del 

partido. 

2. Sin perjuicio de su capacidad organizativa interna, los partidos deberán tener una asamblea 

general del conjunto de sus miembros, que podrán actuar directamente o por medio de 

compromisarios, y a la que corresponderá, en todo caso, en cuanto órgano superior de gobierno del 

partido, la adopción de los acuerdos más importantes del mismo, incluida su disolución. 

3. Los órganos directivos de los partidos se determinarán en los estatutos y deberán ser provistos 

mediante sufragio libre y secreto. 

4. Los estatutos o los reglamentos internos que los desarrollen, deberán fijar para los órganos 

colegiados un plazo de convocatoria suficiente de las reuniones para preparar los asuntos a debate, 

el número de miembros requerido para la inclusión de asuntos en el orden del día, unas reglas de 

deliberación que permitan el contraste de pareceres y la mayoría requerida para la adopción de 

acuerdos. Esta última será, por regla general, la mayoría simple de presentes o representados. 

5. Los estatutos deberán prever, asimismo, procedimientos de control democrático de los dirigentes 

elegidos. 

Artículo 8 

Derechos y deberes de los afiliados 

1. Los afiliados a los partidos políticos deben ser personas físicas, mayores de edad, y no tener limitada 

ni restringida su capacidad de obrar. 

2. Los estatutos de los partidos políticos podrán establecer diferentes modalidades de afiliación en 

función del nivel de vinculación al partido político. Los afiliados de una misma modalidad tendrán 

iguales derechos y deberes. 

3. Los partidos políticos dejarán constancia de la afiliación de sus miembros en el correspondiente 

fichero que se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 

de Datos de Carácter Personal. 
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4. Los estatutos contendrán una relación detallada de los derechos de los afiliados, incluyendo, en 

todo caso, respecto a los de mayor vinculación al partido político, los siguientes: 

a) A participar en las actividades del partido y en los órganos de gobierno y representación, a 

ejercer el derecho de voto, así como asistir a la Asamblea general, de acuerdo con los estatutos. 

b) A ser electores y elegibles para los cargos del mismo. 

c) A ser informados acerca de la composición de los órganos directivos y de administración o 

sobre las decisiones adoptadas por los órganos directivos, sobre las actividades realizadas y sobre la 

situación económica. 

d) A impugnar los acuerdos de los órganos del partido que estimen contrarios a la Ley o a los 

estatutos. 

e) A acudir al órgano encargado de la defensa de los derechos del afiliado. 

El resto de afiliados gozarán de los derechos que determinen los estatutos. 

5. Los afiliados a un partido político cumplirán las obligaciones que resulten de las disposiciones 

estatutarias y, en todo caso, las siguientes: 

a) Compartir las finalidades del partido y colaborar para la consecución de las mismas. 

b) Respetar lo dispuesto en los estatutos y en las leyes. 

c) Acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos directivos del partido. 

d) Abonar las cuotas y otras aportaciones que, con arreglo a los estatutos, puedan corresponder 

a cada uno de acuerdo con la modalidad de afiliación que les corresponda. 

Artículo 9 

Actividad 

1. Los partidos políticos ejercerán libremente sus actividades. Deberán respetar en las mismas los 

valores constitucionales, expresados en los principios democráticos y en los derechos humanos. 

Desarrollarán las funciones que constitucionalmente se les atribuyen de forma democrática y con 

pleno respeto al pluralismo. 

2. Un partido político será declarado ilegal cuando su actividad vulnere los principios democráticos, 

particularmente cuando con la misma persiga deteriorar o destruir el régimen de libertades o 

imposibilitar o eliminar el sistema democrático, mediante alguna de las siguientes conductas, 

realizadas de forma reiterada y grave: 

a) Vulnerar sistemáticamente las libertades y derechos fundamentales, promoviendo, justificando 

o exculpando los atentados contra la vida o la integridad de las personas, o la exclusión o 

persecución de personas por razón de su ideología, religión o creencias, nacionalidad, raza, sexo u 

orientación sexual. 

b) Fomentar, propiciar o legitimar la violencia como método para la consecución de objetivos 

políticos o para hacer desaparecer las condiciones precisas para el ejercicio de la democracia, del 

pluralismo y de las libertades políticas. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1349 

c) Complementar y apoyar políticamente la acción de organizaciones terroristas para la 

consecución de sus fines de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, 

tratando de someter a un clima de terror a los poderes públicos, a determinadas personas o grupos 

de la sociedad o a la población en general, o contribuir a multiplicar los efectos de la violencia 

terrorista y del miedo y la intimidación generada por la misma. 

3. Se entenderá que en un partido político concurren las circunstancias del apartado anterior cuando 

se produzca la repetición o acumulación de alguna de las conductas siguientes: 

a) Dar apoyo político expreso o tácito al terrorismo, legitimando las acciones terroristas para la 

consecución de fines políticos al margen de los cauces pacíficos y democráticos, o exculpando y 

minimizando su significado y la violación de derechos fundamentales que comporta. 

b) Acompañar la acción de la violencia con programas y actuaciones que fomentan una cultura 

de enfrentamiento y confrontación civil ligada a la actividad de los terroristas, o que persiguen 

intimidar, hacer desistir, neutralizar o aislar socialmente a quienes se oponen a la misma, haciéndoles 

vivir cotidianamente en un ambiente de coacción, miedo, exclusión o privación básica de las 

libertades y, en particular, de la libertad para opinar y para participar libre y democráticamente en 

los asuntos públicos. 

c) Incluir regularmente en sus órganos directivos o en sus listas electorales personas condenadas 

por delitos de terrorismo que no hayan rechazado públicamente los fines y los medios terroristas, o 

mantener un amplio número de sus afiliados doble afiliación a organizaciones o entidades 

vinculadas a un grupo terrorista o violento, salvo que hayan adoptado medidas disciplinarias contra 

éstos conducentes a su expulsión. 

d) Utilizar como instrumentos de la actividad del partido, conjuntamente con los propios o en 

sustitución de los mismos, símbolos, mensajes o elementos que representen o se identifiquen con el 

terrorismo o la violencia y con las conductas asociadas al mismo. 

e) Ceder, en favor de los terroristas o de quienes colaboran con ellos, los derechos y prerrogativas 

que el ordenamiento, y concretamente la legislación electoral, conceden a los partidos políticos. 

f) Colaborar habitualmente con entidades o grupos que actúen de forma sistemática de acuerdo 

con una organización terrorista o violenta, o que amparan o apoyan al terrorismo o a los terroristas. 

g) Apoyar desde las instituciones en las que se gobierna, con medidas administrativas, 

económicas o de cualquier otro orden, a las entidades mencionadas en el párrafo anterior. 

h) Promover, dar cobertura o participar en actividades que tengan por objeto recompensar, 

homenajear o distinguir las acciones terroristas o violentas o a quienes las cometen o colaboran con 

las mismas. 

i) Dar cobertura a las acciones de desorden, intimidación o coacción social vinculadas al 

terrorismo o la violencia. 

4. Para apreciar y valorar las actividades a que se refiere el presente artículo y la continuidad o 

repetición de las mismas a lo largo de la trayectoria de un partido político, aunque el mismo haya 

cambiado de denominación, se tendrán en cuenta las resoluciones, documentos y comunicados 

del partido, de sus órganos y de sus Grupos parlamentarios y municipales, el desarrollo de sus actos 

públicos y convocatorias ciudadanas, las manifestaciones, actuaciones y compromisos públicos de 

sus dirigentes y de los miembros de sus Grupos parlamentarios y municipales, las propuestas 

formuladas en el seno de las instituciones o al margen de las mismas, así como las actitudes 

significativamente repetidas de sus afiliados o candidatos. 
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Serán igualmente tomadas en consideración las sanciones administrativas impuestas al partido 

político o a sus miembros y las condenas penales que hayan recaído sobre sus dirigentes, candidatos, 

cargos electos o afiliados, por delitos tipificados en los Títulos XXI a XXIV del Código Penal, sin que se 

hayan adoptado medidas disciplinarias contra éstos conducentes a su expulsión. 

Artículo 9 bis 

Prevención y supervisión 

Los partidos políticos deberán adoptar en sus normas internas un sistema de prevención de 

conductas contrarias al ordenamiento jurídico y de supervisión, a los efectos previstos en el artículo 

31 bis del Código Penal. 

CAPÍTULO III 

De la disolución o suspensión judicial de los partidos políticos 

Artículo 10 

Disolución o suspensión judicial 

1. Además de por decisión de sus miembros, acordada por las causas y por los procedimientos 

previstos en sus estatutos, procederá la disolución de un partido político o, en su caso, su suspensión, 

por decisión de la autoridad judicial competente y en los términos previstos en los apartados 2 y 3. 

La disolución surtirá efectos desde su anotación en el Registro de Partidos Políticos, previa notificación 

del propio partido o del órgano judicial que decrete la disolución. 

2. La disolución judicial de un partido político será acordada por el órgano jurisdiccional competente 

en los casos siguientes: 

a) Cuando incurra en supuestos tipificados como asociación ilícita en el Código Penal. 

b) Cuando vulnere de forma continuada, reiterada y grave la exigencia de una estructura interna 

y un funcionamiento democráticos, conforme a lo previsto en los artículos 7 y 8 de la presente Ley 

Orgánica. 

c) Cuando de forma reiterada y grave su actividad vulnere los principios democráticos o persiga 

deteriorar o destruir el régimen de libertades o imposibilitar o eliminar el sistema democrático, 

mediante las conductas a que se refiere el artículo 9. 

3. La suspensión judicial de un partido político sólo procederá si así lo dispone el Código Penal. Podrá 

acordarse también como medida cautelar, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal o en los términos del apartado 8 del artículo 11 de la presente Ley Orgánica. 

4. El supuesto previsto en el párrafo a) del apartado 2 del presente artículo será resuelto por el Juez 

competente en el orden jurisdiccional penal, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del 

Poder Judicial, la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el Código Penal. 

5. Los supuestos previstos en los párrafos b) y c) del apartado 2 de este artículo serán resueltos por la 

Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo siguiente de la presente Ley Orgánica, 

que tendrá carácter preferente. 
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6. La eventual coincidencia en el tiempo de los procedimientos judiciales previstos en los anteriores 

apartados 4 y 5 de este artículo respecto de un mismo partido político no interferirá la continuación 

de ambos hasta su finalización, produciendo cada uno de ellos los correspondientes efectos. No 

podrá, por el contrario, acordarse la disolución voluntaria de un partido político cuando se haya 

iniciado un proceso de declaración judicial de ilegalidad del mismo por razón de uno u otro 

apartado o de ambos. 

Artículo 11 

Procedimiento 

1. Están legitimados para instar la declaración de ilegalidad de un partido político y su consecuente 

disolución, en virtud de lo dispuesto en los párrafos b) y c) del apartado 2 del artículo anterior de esta 

Ley Orgánica, el Gobierno y el Ministerio Fiscal. 

El Congreso de los Diputados o el Senado podrán instar al Gobierno que solicite la ilegalización de 

un partido político, quedando obligado el Gobierno a formalizar la correspondiente solicitud de 

ilegalización, previa deliberación del Consejo de Ministros, por las causas recogidas en el artículo 9 

de la presente Ley Orgánica. La tramitación de este acuerdo se ajustará al procedimiento 

establecido, respectivamente, por la Mesa del Congreso de los Diputados y del Senado. 

2. La acción por la que se pretende la declaración a que se refiere el apartado anterior se iniciará 

mediante demanda presentada ante la Sala especial del Tribunal Supremo prevista en el artículo 61 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a la que se adjuntarán los documentos que acrediten la 

concurrencia de los motivos de ilegalidad. 

3. La Sala procederá inmediatamente al emplazamiento del partido político afectado y, en su caso, 

a las personas electas en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores, dándoles 

traslado de la demanda, para que puedan comparecer ante la misma en el plazo de ocho días. 

Una vez comparecidos en debida forma o transcurrido el plazo correspondiente sin haberlo 

realizado, la Sala analizará la admisión inicial de la demanda pudiendo inadmitir la misma mediante 

auto si concurre alguna de las siguientes causas: 

a) Que se hubiera interpuesto por persona no legitimada o no debidamente representada. 

b) Que manifiestamente no se cumplan los requisitos sustantivos o de forma para su admisión. 

c) Que la demanda carezca manifiestamente de fundamento. 

La apreciación de la concurrencia de alguna de las causas indicadas se pondrá de manifiesto a las 

partes para que puedan formular alegaciones sobre la misma en el plazo común de diez días. 

4. Una vez admitida la demanda se emplazará al demandado, si hubiere comparecido, para la 

contestación a la demanda por el plazo de veinte días. 

5. Si las partes lo han propuesto en sus escritos de demanda o de contestación o la Sala lo considera 

necesario, se abrirá un período de prueba que se regirá en cuanto a sus plazos y sustanciación por 

las reglas que sobre este extremo se contienen en los capítulos V y VI del Título I del Libro II de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil. 

6. Del conjunto de la prueba practicada se dará vista a las partes, que podrán formular alegaciones 

sobre las mismas por plazo sucesivo de veinte días, transcurridos los cuales, se hayan formalizado o 

no, el proceso quedará concluso para sentencia que deberá dictarse en veinte días. 
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7. La sentencia dictada por la Sala especial del Tribunal Supremo, que podrá declarar la disolución 

del partido político o desestimar la demanda, no será objeto de recurso alguno sin perjuicio, en su 

caso, del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, y será ejecutiva desde el momento de 

su notificación. Si se decreta la disolución, la Sala ordenará la cancelación de la correspondiente 

inscripción registral, y el fallo producirá los efectos que se determinan en el artículo siguiente de esta 

Ley Orgánica. En su caso, la sentencia declarará también la existencia o no de vinculación con el 

partido político ilegalizado de las candidaturas presentadas por las agrupaciones de electores. Si se 

desestima la demanda, ésta sólo podrá volver a reiterarse si se presentan ante el Tribunal Supremo 

nuevos elementos de hecho, suficientes para realizar valoraciones sobre la actividad ilegal de un 

partido diferentes a las ya contenidas en la sentencia. 

8. La Sala, durante la tramitación del proceso, de oficio o a instancia de parte, podrá adoptar 

cualquiera de las medidas cautelares previstas en la Ley de Enjuiciamiento Civil conforme al 

procedimiento previsto en la misma. En particular, la Sala podrá acordar la suspensión cautelar de 

las actividades del partido hasta que se dicte sentencia, con el alcance y los efectos que estime 

oportunos para salvaguardar el interés general. En tal caso, la Sala ordenará la correspondiente 

anotación preventiva en el Registro de Partidos Políticos. 

Artículo 12 

Efectos de la disolución judicial 

1. La disolución judicial de un partido político producirá los efectos previstos en las leyes y, en 

particular, los siguientes: 

a) Tras la notificación de la sentencia en la que se acuerde la disolución, procederá el cese 

inmediato de toda la actividad del partido político disuelto. El incumplimiento de esta disposición 

dará lugar a responsabilidad, conforme a lo establecido en el Código Penal. 

b) Los actos ejecutados en fraude de ley o con abuso de personalidad jurídica no impedirán la 

debida aplicación de ésta. Se presumirá fraudulenta y no procederá la creación de un nuevo 

partido político o la utilización de otro ya inscrito en el Registro que continúe o suceda la actividad 

de un partido declarado ilegal y disuelto. 

c) La disolución determinará la apertura de un proceso de liquidación patrimonial, llevado a 

cabo por tres liquidadores designados por la Sala sentenciadora. El patrimonio neto resultante se 

destinará por el Tesoro a actividades de interés social o humanitario. 

2. Corresponde a la Sala sentenciadora asegurar, en trámite de ejecución de sentencia, que se 

respeten y ejecuten todos los efectos previstos por las leyes para el supuesto de disolución de un 

partido político. 

3. En particular, corresponderá a la Sala sentenciadora, previa audiencia de los interesados, declarar 

la improcedencia de la continuidad o sucesión de un partido disuelto a la que se refiere el párrafo 

b) del apartado 1, teniendo en cuenta para determinar la conexión la similitud sustancial de ambos 

partidos políticos, de sus estructura, organización y funcionamiento, de las personas que las 

componen, rigen, representan o administran, de la procedencia de los medios de financiación o 

materiales, o de cualesquiera otras circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la 

violencia o el terrorismo, permitan considerar dicha continuidad o sucesión en contraste con los datos 

y documentos obrantes en el proceso en el que se decretó la ilegalización y disolución. Además de 

las partes de este proceso, podrán instar el pronunciamiento de la Sala sentenciadora el Ministerio 

del Interior y el Ministerio Fiscal, en el supuesto de que se presente para su inscripción conforme a lo 

dispuesto en los artículos 4 y 5 de esta Ley Orgánica. 
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4. La Sala sentenciadora rechazará fundadamente las peticiones, incidentes y excepciones que se 

formulen con manifiesto abuso de derecho o entrañen abuso de la personalidad jurídica, fraude de 

ley o procesal. 

Artículo 12 bis 

Declaración judicial de extinción de un partido político 

1. El órgano competente, a iniciativa del Registro de Partidos Políticos, de oficio o a instancia de los 

interesados solicitará a la Jurisdicción contencioso-administrativa, la declaración judicial de extinción 

de un partido político que se encuentre en alguna de las siguientes situaciones: 

a) No haber adaptado sus estatutos a las leyes que resulten de aplicación en los plazos que éstas 

prevean en cada caso. 

b) No haber convocado el órgano competente para la renovación de los órganos de gobierno 

y representación transcurrido el doble del plazo previsto en el artículo 3.2, letra i). 

c) No haber presentado sus cuentas anuales durante 3 ejercicios consecutivos o cuatro alternos, 

sin perjuicio de las responsabilidades que pudieran derivarse de la falta de presentación de las 

cuentas. 

2. Con carácter previo, el Registro de Partidos apercibirá al partido político que incurra en alguna 

de las situaciones descritas para que, en el plazo de 6 meses, proceda a justificar bien que ha 

realizado la adaptación de sus estatutos a la ley, bien que ha renovado sus órganos de gobierno y 

representación, bien que ha presentado las cuentas anuales de todos los ejercicios que tenga 

pendientes, o en su caso, todo lo anterior. Transcurrido este plazo sin que el partido político haya 

realizado las actuaciones descritas, el Registro de Partidos iniciará el procedimiento previsto en el 

apartado anterior. 

3. Para la declaración judicial de extinción de un partido político se seguirá lo dispuesto en el 

artículo 127 quinquies de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa. 

4. La declaración judicial de extinción surtirá efectos desde su anotación en el Registro de Partidos 

Políticos, previa notificación efectuada por el órgano judicial. 

CAPÍTULO IV 

De la financiación de los partidos políticos 

Artículo 13 

Financiación 

1. La financiación de los partidos políticos se llevará a cabo de conformidad con lo previsto en la Ley 

Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos. 

2. De conformidad con la misma y con lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del 

Tribunal de Cuentas, y con la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, 

los partidos políticos asumen las obligaciones formales y personales en relación con la acreditación 

de fines y cumplimiento de requisitos previstos en la citada normativa en lo que se refiere al control 

de los fondos públicos que reciben. 
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3. Todos los partidos inscritos en el Registro de Partidos Políticos habrán de remitir las cuentas anuales 

consolidadas debidamente formalizadas al Tribunal de Cuentas en el plazo establecido en la Ley 

Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos. 

Disposición adicional primera 

Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial 

Se adiciona un nuevo número 6.º al apartado 1 del artículo 61 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 

julio, del Poder Judicial, con el siguiente contenido: 

«6.º De los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos 

políticos, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.» 

Disposición adicional segunda 

Modificaciones de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General 

1. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 44 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 

Régimen Electoral General, con el siguiente contenido: 

«4. No podrán presentar candidaturas las agrupaciones de electores que, de hecho, vengan a 

continuar o suceder la actividad de un partido político declarado judicialmente ilegal y disuelto, o 

suspendido. A estos efectos, se tendrá en cuenta la similitud sustancial de sus estructuras, 

organización y funcionamiento de las personas que los componen, rigen, representan o administran 

las candidaturas, de la procedencia de los medios de financiación o materiales, o de cualesquiera 

otras circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo, 

permitan considerar dicha continuidad o sucesión.» 

2. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 49 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 

Régimen Electoral General, con el siguiente contenido: 

«5. Los recursos previstos en el presente artículo serán de aplicación a los supuestos de 

proclamación o exclusión de candidaturas presentadas por las agrupaciones de electores a las que 

se refiere el apartado 4 del artículo 44 de la presente Ley Orgánica, con las siguientes salvedades: 

a) El recurso al que se refiere el apartado primero del presente artículo se interpondrá ante la Sala 

especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

b) Estarán también legitimados para la interposición del recurso los que lo están para solicitar la 

declaración de ilegalidad de un partido político, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del 

artículo 11 de la Ley Orgánica de Partidos Políticos.» 

Disposición adicional tercera 

Supletoriedad 

En el procedimiento de inscripción de partidos regulado en el capítulo III, será también de aplicación 

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común, en todas las cuestiones no reguladas en la presente Ley 

Orgánica y sus normas de desarrollo. 
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Disposición adicional cuarta 

Fundaciones y entidades vinculadas a partidos políticos o dependientes de ellos 

1. Las fundaciones y entidades que estén vinculadas a partidos políticos o que sean dependientes 

de ellos de conformidad con los criterios previstos en la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre 

financiación de los partidos políticos deberán inscribirse en el Registro de Partidos Políticos a iniciativa 

conjunta de los representantes de los partidos y de sus propios representantes. En el acto de 

inscripción se comunicará el nombre de la fundación y entidad y el registro en el que, por razón de 

la materia, ya se encuentren inscritas. 

Las fundaciones y entidades vinculadas a o dependientes de partidos políticos se inscribirán en la 

sección específica del Registro que se cree a estos efectos. 

2. Las fundaciones y entidades vinculadas a partidos políticos o dependientes de ellos que no estén 

inscritas en el Registro de Partidos Políticos no podrán concurrir a las convocatorias públicas de 

subvenciones destinadas a fundaciones y entidades vinculadas a partidos políticos o dependientes 

de ellos. 

3. La inscripción en el Registro de Partidos se realizará con independencia de su inscripción en el 

Registro de fundaciones o entidades correspondiente por razón de la materia o por su ámbito 

territorial. 

Disposición transitoria única 

1. Los partidos políticos inscritos en el Registro del Ministerio del Interior a la entrada en vigor de la 

presente Ley Orgánica estarán sujetos a la misma y conservarán su personalidad jurídica y la plenitud 

de su capacidad, sin perjuicio de adaptar sus estatutos, en caso necesario, en el plazo de un año. 

2. A los efectos de aplicar lo previsto en el apartado 4 del artículo 9 a las actividades realizadas con 

posterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica, tendrá la consideración de fraude 

de ley la constitución, en fecha inmediatamente anterior o posterior a dicha entrada en vigor, de un 

partido político que continúe o suceda la actividad de otro, realizada con la intención de evitar la 

aplicación a éste de las disposiciones de esta Ley. Ello no impedirá tal aplicación, pudiendo actuarse 

respecto de aquél conforme a lo previsto en los artículos 10 y 11 de esta Ley Orgánica, 

correspondiendo a la Sala especial del Tribunal Supremo la apreciación de la continuidad o sucesión 

y la intención de defraudar. 

Disposición derogatoria única 

Quedan derogadas cuantas normas se opongan a la presente ley Orgánica y, en particular, la Ley 

54/1978, de 4 de diciembre, de Partidos Políticos y los artículos vigentes de la Ley 21/1976, de 14 de 

junio. 

Disposición final primera 

Desarrollo reglamentario 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación y 

desarrollo de esta Ley, especialmente en lo que se refiere al acta fundacional y su documentación 

complementaria y al Registro de Partidos Políticos previstos en su capítulo I. 
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Disposición final segunda 

Entrada en vigor 

La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el "Boletín Oficial 

del Estado". 
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§ 72. Ley orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos56 

«BOE» núm. 160, de 5 de julio de 2007 

Exposición de motivos 

La aprobación en el Congreso de los Diputados de la Ley Orgánica 3/87 sobre Financiación de 

Partidos Políticos constituyó la primera regulación de la fuente de ingresos de una de las instituciones 

básicas sobre la que se sustenta nuestro sistema democrático. Los partidos políticos son asociaciones 

privadas que cumplen una función pública trascendental en nuestro sistema democrático al ser 

instrumentos de representación política y de formación de la voluntad popular. 

Sin embargo se estima que la regulación que hace la ley actualmente vigente de un aspecto tan 

importante como es su financiación, factor esencial para garantizar la estabilidad del sistema 

democrático, no garantiza de manera adecuada la suficiencia, regularidad y transparencia de su 

actividad económica. 

Durante el transcurso de veinte años desde que se aprobó esta ley, la sociedad ha experimentado 

muchos cambios políticos y económicos como la rápida incorporación de las nuevas tecnologías, la 

incorporación del Estado español a la Unión Económica y Monetaria y la misma consolidación del 

sistema democrático que en el momento de la aprobación de la actual ley de financiación sólo 

tenía diez años. Junto a estos cambios cabe añadir la aparición ante la opinión pública de posibles 

irregularidades vinculadas en algunos casos a la financiación de los partidos políticos. 

Actualmente, hay un amplio sentir entre la sociedad y la opinión pública ciudadana que también se 

extiende a los partidos políticos sobre la necesidad de abordar una nueva regulación de la 

financiación de los partidos políticos que dote de mayor transparencia y control. 

En esta nueva regulación se pretende que se asuma definitivamente que el ejercicio de la soberanía 

popular exige que el control político de las instituciones elegidas en las urnas corresponde en último 

extremo al ciudadano, de donde se revela indispensable la necesidad de establecer garantías y más 

medios para que el sistema de financiación no incorpore elementos de distorsión entre la voluntad 

popular y el ejercicio del poder político. 

La libertad de los partidos políticos en el ejercicio de sus atribuciones quedaría perjudicada si se 

permitiese como fórmula de financiación un modelo de liberalización total ya que, de ser así, siempre 

resultaría cuestionable la influencia que en una determinada decisión política hubiesen podido 

ejercer de las aportaciones procedentes de una determinada fuente de financiación y romper la 

función de los partidos políticos como instituciones que vehiculan la formación de la voluntad 

popular. 

 

 
56 Esta ley orgánica ha sido modificada por Ley Orgánica 5/2012, de 22 de octubre, y por Ley Orgánica 3/2015, de 30 de 

marzo. Véase el Real Decreto 1907/1995, de 24 de noviembre, por el que se regula la tramitación de las subvenciones estatales 

anuales y por gastos electorales a las formaciones políticas, el Real Decreto 1306/2011, de 26 de septiembre, por el que se 

regula la tramitación de las subvenciones estatales anuales para sufragar los gastos de seguridad en que incurran los partidos 

políticos, y la Resolución de 21 de diciembre de 2018, de la Presidencia del Tribunal de Cuentas, por el que se publica el 

Acuerdo del Pleno de 20 de diciembre de 2018, de aprobación del Plan de Contabilidad adaptado a las Formaciones Políticas 

y a la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo (BOE núm. 314, de 29 de diciembre de 2018). Igualmente, el Título XIII bis («De los 

delitos de financiación ilegal de los partidos políticos») del Libro II del Código Penal (artículos 304 bis y 304 ter). 
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La financiación de los partidos políticos tiene que corresponder a un sistema mixto que recoja, por 

una parte, las aportaciones de la ciudadanía y, de otra, los recursos procedentes de los poderes 

públicos en proporción a su representatividad como medio de garantía de la independencia del 

sistema, pero también de su suficiencia. Las aportaciones privadas han de proceder de persones 

físicas o jurídicas que no contraten con las administraciones públicas, ser públicas y no exceder de 

límites razonables y realistas. 

Es necesario, al mismo tiempo, establecer mecanismos de auditoría y fiscalización dotados de 

recursos humanos y materiales suficientes para ejercer con independencia y eficacia su función. De 

aquí que se haga necesaria la regulación de sanciones derivadas de las responsabilidades que 

pudieran deducirse del incumplimiento de la norma reguladora. 

Lo que se trata es, por tanto, abordar de forma realista la financiación de los partidos políticos a fin 

de que tanto el Estado, a través de subvenciones públicas, como los particulares, sean militantes, 

adheridos o simpatizantes, contribuyan a su mantenimiento como instrumento básico de formación 

de la voluntad popular y de representación política, posibilitando los máximos niveles de 

transparencia y publicidad y regulando mecanismos de control que impiden la desviación de sus 

funciones. 

Finalmente, con esta Ley se viene a dar cumplimiento al requerimiento explícitamente efectuado por 

la Comisión Mixta para las relaciones con el Tribunal de Cuentas y a las reiteradas recomendaciones 

de los informes anuales del supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica 

del Estado, que en su sesión del 30 de octubre de 2001 aprobó la Moción relativa a la modificación 

de la normativa sobre financiación y fiscalización de los partidos políticos, para garantizar la 

suficiencia, regularidad y transparencia de la actividad económica de estas formaciones. 

TÍTULO I 

Normas generales 

Artículo 1 

Ámbito de aplicación de la Ley 

La financiación de los partidos políticos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores se 

ajustará a lo dispuesto en la presente Ley Orgánica. 

A los efectos de esta Ley la expresión «partido político» comprenderá, en su caso, al conjunto de 

entidades mencionadas anteriormente. 

Artículo 2 

Recursos económicos 

Los recursos económicos de los partidos políticos estarán constituidos por: 

Uno. Recursos procedentes de la financiación pública: 

a) Las subvenciones públicas para gastos electorales, en los términos previstos en la Ley Orgánica 

5/1985, de Régimen Electoral General y en la legislación reguladora de los procesos electorales de 

las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y de las Juntas Generales de los Territorios 

Históricos vascos. 
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b) Las subvenciones estatales anuales para gastos de funcionamiento, reguladas en la presente 

Ley. 

c) Las subvenciones anuales que las Comunidades Autónomas establezcan para gastos de 

funcionamiento en el ámbito autonómico correspondiente, así como las otorgadas por los Territorios 

Históricos vascos y, en su caso, por las Corporaciones Locales. 

d) Las subvenciones extraordinarias para realizar campañas de propaganda que puedan 

establecerse en la Ley Orgánica reguladora de las distintas modalidades de referéndum. 

e) Las aportaciones que en su caso los partidos políticos puedan recibir de los Grupos 

Parlamentarios de las Cámaras de las Cortes Generales, de las Asambleas Legislativas de las 

Comunidades Autónomas, de las Juntas Generales de los Territorios Históricos vascos y de los grupos 

de representantes en los órganos de las Administraciones Locales. 

Dos. Recursos procedentes de la financiación privada. 

a) Las cuotas y aportaciones de sus afiliados. 

b) Los productos de las actividades propias del partido así como de aquellas, reflejadas en la 

documentación contable y sometidas al control del Tribunal de Cuentas, que se vengan 

desarrollando tradicionalmente en sus sedes y faciliten el contacto y la interacción con los 

ciudadanos; los rendimientos procedentes de la gestión de su propio patrimonio; los beneficios 

procedentes de sus actividades promocionales y los que puedan obtenerse de los servicios que 

puedan prestar en relación con sus fines específicos. 

c) Las donaciones en dinero o en especie, que perciban en los términos y condiciones previstos 

en la presente Ley. 

d) Los fondos procedentes de los préstamos o créditos que concierten. 

e) Las herencias o legados que reciban. 

TÍTULO II 

Fuentes de financiación 

CAPÍTULO PRIMERO 

Recursos públicos 

Artículo 3 

Subvenciones 

Uno. El Estado otorgará a los partidos políticos con representación en el Congreso de los Diputados, 

subvenciones anuales no condicionadas, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, para 

atender sus gastos de funcionamiento. 

Igualmente, podrá incluirse en los Presupuestos Generales del Estado una asignación anual para 

sufragar los gastos de seguridad en los que incurran los partidos políticos para mantener su actividad 

política e institucional. 
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Dos. Dichas subvenciones se distribuirán en función del número de escaños y de votos obtenidos por 

cada partido político en las últimas elecciones a la indicada Cámara. 

Para la asignación de tales subvenciones se dividirá la correspondiente consignación presupuestaria 

en tres cantidades iguales. Una de ellas se distribuirá en proporción al número de escaños obtenidos 

por cada partido político en las últimas elecciones al Congreso de los Diputados y las dos restantes 

proporcionalmente a todos los votos obtenidos por cada partido en dichas elecciones. 

Tres. Igualmente, las Comunidades Autónomas podrán otorgar a los partidos políticos con 

representación en sus respectivas Asambleas Legislativas, subvenciones anuales no condicionadas, 

con cargo a los Presupuestos autonómicos correspondientes, para atender sus gastos de 

funcionamiento. 

Dichas subvenciones se distribuirán en función del número de escaños y de votos obtenidos por cada 

partido político en las últimas elecciones a las indicadas Asambleas Legislativas, en proporción y de 

acuerdo con los criterios que establezca la correspondiente normativa autonómica. 

Las subvenciones a las que se refiere este apartado podrán ser también otorgadas por los Territorios 

Históricos vascos. 

Cuatro. Las subvenciones a que hacen referencia los números anteriores serán incompatibles con 

cualquier otra ayuda económica o financiera incluida en los Presupuestos Generales del Estado, en 

los Presupuestos de las Comunidades Autónomas o en los de los Territorios Históricos vascos 

destinadas al funcionamiento de los partidos políticos, salvo las señaladas en el número uno del 

artículo 2 de la presente Ley. 

Cinco. Iniciado el procedimiento de ilegalización de un partido político, al amparo de lo dispuesto 

en el artículo 11.2 de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos, la autoridad judicial, 

a propuesta del Ministro del Interior, podrá acordar, de modo cautelar, la suspensión de la entrega 

al partido afectado de recursos procedentes de la financiación pública, cualquiera que sea su tipo 

o naturaleza. 

Seis. Cuando las subvenciones estatales anuales previstas en este artículo superen la cuantía de doce 

millones de euros, se requerirá acuerdo previo del Consejo de Ministros para autorizar su concesión. 

Esta autorización no implicará la aprobación del gasto, que, en todo caso, corresponderá al órgano 

competente para la concesión de la subvención. 

Siete. No podrá realizarse el pago de las subvenciones anuales en tanto el beneficiario no acredite 

hallarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de la Seguridad Social en la 

forma que se determine reglamentariamente, o tenga pendiente algún reintegro de subvención o 

ayuda. 

Ocho. Se retendrá el pago de las subvenciones anuales ordinarias a aquellos partidos que en las 

fechas establecidas hayan incumplido las obligaciones de presentar y hacer públicas sus cuentas 

conforme establece el artículo 14. 

Nueve. Todos los organismos y Administraciones Públicas que concedan subvenciones a los partidos 

políticos deberán hacer público el detalle de las subvenciones abonadas y de los perceptores al 

menos una vez al año, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 
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CAPÍTULO SEGUNDO 

Recursos privados 

Artículo 4 

Aportaciones, donaciones, operaciones asimiladas y acuerdos sobre condiciones de deuda 

Uno. Aportaciones de sus afiliados. 

Los partidos políticos podrán recibir de acuerdo con sus estatutos, cuotas y aportaciones de sus 

afiliados. 

Dos. Donaciones privadas a partidos políticos. 

a) Los partidos políticos podrán recibir donaciones no finalistas, nominativas, en dinero o en 

especie, procedentes de personas físicas, dentro de los límites y de acuerdo con los requisitos y 

condiciones establecidas en esta ley. 

Las donaciones recibidas conforme a lo dispuesto en esta ley, que tendrán carácter irrevocable, 

deberán destinarse a la realización de las actividades propias de la entidad donataria. 

Los partidos políticos no podrán aceptar o recibir, directa o indirectamente, donaciones de 

personas físicas que, en ejercicio de una actividad económica o profesional, sean parte de un 

contrato vigente de los previstos en la legislación de contratos del sector público. 

b) Las cantidades donadas a los partidos políticos deberán abonarse en cuentas abiertas en 

entidades de crédito exclusivamente para dicho fin. Los ingresos efectuados en estas cuentas serán, 

únicamente, los que provengan de estas donaciones. A tal efecto, el partido político comunicará a 

las entidades de crédito en las que tenga cuentas abiertas y al Tribunal de Cuentas, cuál o cuáles 

son las que se encuentran destinadas exclusivamente al ingreso de donaciones. Las entidades de 

crédito informarán anualmente al Tribunal de Cuentas sobre las donaciones que hayan sido 

ingresadas en las citadas cuentas. 

c) Cuando por causa no imputable al partido político, el ingreso de la donación se haya 

efectuado en una cuenta distinta a las señaladas en la letra b), aquel deberá proceder a su traspaso 

a una cuenta destinada exclusivamente a la recepción de donaciones en el plazo de tres meses 

desde el cierre del ejercicio, informando de tal circunstancia al Tribunal de Cuentas, con expresión 

individualizada de los ingresos afectados. 

d) De las donaciones previstas en la letra b) quedará constancia de la fecha de imposición, 

importe de la misma y del nombre e identificación fiscal del donante. La entidad de crédito donde 

se realice la imposición estará obligada a extender al donante un documento acreditativo en el que 

consten los extremos anteriores. La aceptación de las donaciones de efectivo se entenderá 

producida si en el plazo establecido en el apartado anterior no se hubiera procedido a su 

devolución al donante, a su consignación judicial o ingreso en el Tesoro. 

e) Las donaciones en especie se entenderán aceptadas mediante certificación expedida por el 

partido político en la que se haga constar, además de la identificación del donante, el documento 

público u otro documento auténtico que acredite la entrega del bien donado haciendo mención 

expresa del carácter irrevocable de la donación. 
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La valoración de las donaciones en especie se realizará conforme a lo dispuesto en la Ley 

49/2002, de 23 de diciembre, de Régimen Fiscal de las Entidades sin Fines Lucrativos y de los 

Incentivos Fiscales al Mecenazgo. 

f) Cuando la suma del valor de las donaciones efectuadas por una misma persona física exceda 

del límite máximo anual permitido se procederá a la devolución del exceso al donante. Cuando ello 

no haya resultado posible, la cantidad o el equivalente del bien en metálico, se ingresará en el 

Tesoro en el plazo de tres meses desde el cierre del ejercicio. 

g) En todo caso, cuando excepcionalmente no haya sido posible proceder a la identificación de 

un donante, el importe de la donación se ingresará en el Tesoro en el plazo de tres meses desde el 

cierre del ejercicio. 

h) Lo dispuesto en las letras anteriores será de aplicación a los supuestos de recepción de 

donaciones a través de mecanismos de financiación participativa. 

i) No tendrán la consideración de donaciones las entregas de efectivo, bienes muebles o 

inmuebles realizadas por partidos políticos pertenecientes a una misma unión, federación, 

confederación o coalición permanente, ya sean entre sí o a aquellas. 

Tres. Operaciones asimiladas. 

Los partidos políticos no podrán aceptar que, directa o indirectamente, terceras personas asuman 

de forma efectiva el coste de sus adquisiciones de bienes, obras o servicios o de cualesquiera otros 

gastos que genere su actividad. 

Cuatro. Acuerdos sobre condiciones de deuda. 

Los partidos políticos podrán llegar a acuerdos respecto de las condiciones de la deuda que 

mantengan con entidades de crédito de conformidad con el ordenamiento jurídico, sin que el tipo 

de interés que se aplique pueda ser inferior al que corresponda a las condiciones de mercado. De 

tales acuerdos, y en especial, de los que supongan la cancelación de garantías reales, se dará 

cuenta al Tribunal de Cuentas y al Banco de España por el partido político y por la entidad de crédito, 

respectivamente. 

Las entidades de crédito no podrán efectuar condonaciones totales o parciales de deuda a los 

partidos políticos. A estos efectos se entiende por condonación la cancelación total o parcial del 

principal del crédito o de los intereses vencidos o la renegociación del tipo de interés por debajo de 

los aplicados en condiciones de mercado. 

Artículo 5 

Límites a las donaciones privadas 

Uno. Los partidos políticos no podrán aceptar o recibir directa o indirectamente: 

a) Donaciones anónimas, finalistas o revocables. 

b) Donaciones procedentes de una misma persona superiores a 50.000 euros anuales. 

c) Donaciones procedentes de personas jurídicas y de entes sin personalidad jurídica. 

Se exceptúan del límite previsto en la letra b) las donaciones en especie de bienes inmuebles, siempre 

que se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 4.2, letra e). 
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Dos. Todas las donaciones superiores a 25.000 euros y en todo caso, las donaciones de bienes 

inmuebles, deberán ser objeto de notificación al Tribunal de Cuentas por el partido político en el 

plazo de tres meses desde su aceptación. 

Artículo 6 

Actividades propias 

Uno. Los partidos políticos no podrán desarrollar actividades de carácter mercantil de ninguna 

naturaleza. 

Dos. No se reputarán actividades mercantiles las actividades propias a que se refiere la letra b) del 

apartado dos, artículo 2. 

Tres. Los ingresos procedentes de las actividades propias del partido político, los rendimientos 

procedentes de la gestión de su propio patrimonio, así como los beneficios derivados de sus 

actividades promocionales y los que puedan obtenerse de los servicios que puedan prestar en 

relación con sus fines específicos, precisarán la identificación del transmitente cuando la transmisión 

patrimonial al partido político sea igual o superior a 300 euros. 

Artículo 7 

Aportaciones de personas extranjeras 

Uno. Los partidos políticos podrán recibir donaciones no finalistas, procedentes de personas físicas 

extranjeras, con los límites, requisitos y condiciones establecidas en la presente ley para las 

aportaciones privadas, y siempre que se cumplan, además, los requisitos de la normativa vigente 

sobre control de cambios y movimiento de capitales. 

Dos. Los partidos no podrán aceptar ninguna forma de financiación por parte de Gobiernos y 

organismos, entidades o empresas públicas extranjeras o de empresas relacionadas directa o 

indirectamente con los mismos. 

Artículo 8 

Justificación de las cuotas y aportaciones 

Uno. Las cuotas y aportaciones de los afiliados deberán abonarse en cuentas de entidades de 

crédito abiertas exclusivamente para dicho fin. 

Dos. Los ingresos efectuados en las cuentas destinadas a la recepción de cuotas serán, únicamente, 

los que provengan de éstas, y deberán ser realizados mediante domiciliación bancaria de una 

cuenta de la cual sea titular el afiliado, o mediante ingreso nominativo en la cuenta que designe el 

partido. 

Tres. Las restantes aportaciones privadas deberán abonarse en una cuenta distinta de la prescrita en 

el párrafo anterior. En todo caso, quedará constancia de la fecha de imposición, importe de las 

mismas y del nombre completo del afiliado o aportante. La entidad de crédito donde se realice la 

imposición estará obligada a extender un documento acreditativo en el que consten los extremos 

anteriores. Todas las aportaciones que, de forma individual o acumulada, sean superiores a 25.000 

euros y en todo caso, las de bienes inmuebles, deberán ser objeto de notificación al Tribunal de 

Cuentas por el partido político en el plazo de tres meses desde el cierre del ejercicio. 
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TÍTULO III 

Régimen tributario 

Artículo 9 

Objeto y ámbito de aplicación 

Uno. El presente título tiene por objeto regular el régimen tributario de los partidos políticos, así como 

el aplicable a las cuotas, aportaciones y donaciones efectuadas por personas físicas para contribuir 

a su financiación. 

Dos. En lo no previsto en este título se aplicarán las normas tributarias generales y en particular, las 

previstas para las entidades sin fines lucrativos. 

CAPÍTULO PRIMERO 

Régimen tributario de los partidos políticos 

Artículo 10 

Rentas exentas de tributación 

Uno. Los partidos políticos gozarán de exención en el Impuesto sobre Sociedades por las rentas 

obtenidas para la financiación de las actividades que constituyen su objeto o finalidad específica 

en los términos establecidos en el presente artículo. 

Dos. La exención a que se refiere el número anterior resultará de aplicación a los siguientes 

rendimientos e incrementos de patrimonio: 

a) Las cuotas y aportaciones satisfechas por sus afiliados. 

b) Las subvenciones percibidas con arreglo a lo dispuesto en esta Ley. 

c) Las donaciones privadas efectuadas por personas físicas así como cualesquiera otros 

incrementos de patrimonio que se pongan de manifiesto como consecuencia de adquisiciones a 

título lucrativo. 

d) Los rendimientos obtenidos en el ejercicio de sus actividades propias. Cuando se trate de 

rendimientos procedentes de explotaciones económicas propias la exención deberá ser 

expresamente declarada por la Administración Tributaria. 

La exención se aplicará, igualmente, respecto de las rentas que se pongan de manifiesto en la 

transmisión onerosa de bienes o derechos afectos a la realización del objeto o finalidad propia del 

partido político siempre que el producto de la enajenación se destine a nuevas inversiones 

vinculadas a su objeto o finalidad propia o a la financiación de sus actividades, en los plazos 

establecidos en la normativa del Impuesto sobre Sociedades. 

e) Los rendimientos procedentes de los bienes y derechos que integran el patrimonio del partido 

político. 
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Artículo 11 

Tipo de gravamen, rentas no sujetas a retención y obligación de declarar 

Uno. La base imponible positiva que corresponda a las rentas no exentas, será gravada al tipo del 25 

por ciento. 

Dos. Las rentas exentas en virtud de esta Ley no estarán sometidas a retención ni ingreso a cuenta. 

Reglamentariamente se determinará el procedimiento de acreditación de los partidos políticos a 

efectos de la exclusión de la obligación de retener. 

Tres. Los partidos políticos vendrán obligados a presentar y suscribir declaración por el Impuesto sobre 

Sociedades con relación a las rentas no exentas. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

Régimen tributario de las cuotas, aportaciones y donaciones efectuadas a partidos políticos 

Artículo 12 

Incentivos fiscales 

Uno. Las cuotas de afiliación, así como las restantes aportaciones realizadas a los partidos políticos, 

serán deducibles de la base imponible del Impuesto de la Renta de las Personas Físicas, con el límite 

de 600 euros anuales, siempre que dichas cuotas y aportaciones sean justificadas según el artículo 

8.1. 

Dos. A las donaciones a que se refiere el artículo 4, efectuadas a los partidos políticos, les serán de 

aplicación las deducciones previstas en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de Régimen Fiscal de las 

Entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al Mecenazgo. 

Artículo 13 

Justificación de las cuotas, aportaciones y donaciones efectuadas 

La aplicación del régimen tributario establecido en el artículo anterior estará condicionada a que la 

persona física disponga del documento acreditativo de la aportación, donación o cuota satisfecha 

al partido político perceptor. 

TÍTULO IV 

Obligaciones contables y gestión económico-financiera 

Artículo 14 

Obligaciones relativas a la contabilidad de los partidos políticos 

Uno. Los partidos políticos deberán llevar libros de contabilidad detallados que permitan en todo 

momento conocer su situación financiera y patrimonial y el cumplimiento de las obligaciones 

previstas en la presente ley. 

Dos. Los libros de Tesorería, Inventarios y Balances deberán contener, conforme a principios de 

contabilidad generalmente aceptados: 

a) El inventario anual de todos los bienes. 
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b) La cuenta de ingresos, consignándose como mínimo las siguientes categorías de ingresos: 

– Cuantía global de las cuotas y aportaciones de sus afiliados. 

– Ingresos procedentes de su propio patrimonio. 

– Ingresos procedentes de las donaciones a que se refiere el artículo 4. 

– Subvenciones públicas. 

– Rendimientos procedentes de las actividades del partido. 

– Herencias y legados recibidos. 

c) La cuenta de gastos, consignándose como mínimo las siguientes categorías de gastos: 

– Gastos de personal. 

– Gastos de adquisición de bienes y servicios (corrientes). 

– Gastos financieros de préstamos. 

– Otros gastos de administración. 

– Gastos de las actividades propias del partido. 

d) Las operaciones de capital relativas a: 

– Créditos o préstamos de instituciones financieras. 

– Inversiones. 

– Deudores y acreedores. 

Tres. Las cuentas anuales comprenderán el Balance, la cuenta de Resultados y una Memoria 

explicativa de ambas. En todo caso, dicha Memoria incluirá la relación de subvenciones públicas y 

de donaciones privadas, tanto dinerarias como en especie de bienes inmuebles, muebles, servicios 

o cualquier otra transacción que constituya una ventaja económica, recibidas de personas físicas 

con referencia concreta, en cada una de ellas, de los elementos que permitan identificar al donante 

y señalar el importe del capital recibido. 

La Memoria deberá ir acompañada, igualmente, de un anexo donde se especifiquen 

pormenorizadamente las condiciones contractuales estipuladas de los créditos o préstamos de 

cualquier clase que mantenga el partido con las entidades de crédito. En él se identificará a la 

entidad concedente, el importe otorgado, el tipo de interés y el plazo de amortización del crédito o 

préstamo y la deuda pendiente al cierre del ejercicio de que se trate con indicación de cualquier 

contingencia relevante sobre el cumplimiento de las condiciones pactadas. 

Cuatro. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, para la rendición de cuentas de los Grupos 

Parlamentarios de las Cortes Generales, de las Asambleas Legislativas de las Comunidades 

Autónomas, de las Juntas Generales de los Territorios Históricos vascos y de los Grupos de las 

Corporaciones Locales, se estará a lo que dispongan sus respectivos Reglamentos o su legislación 

específica, que deberán respetar los principios generales de esta ley en materia de rendición de 

cuentas. 
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Cinco. Las cuentas anuales consolidadas de los partidos políticos se extenderán a los ámbitos estatal, 

autonómico y provincial. Las cuentas correspondientes al ámbito local y comarcal, si existiese, se 

integrarán en las cuentas de nivel provincial. Las cuentas anuales consolidadas de federaciones de 

partidos y coaliciones incluirán las de los partidos federados y coaligados. 

Seis. Todos los partidos políticos habrán de remitir las cuentas anuales consolidadas, en las que se 

detallarán y documentarán sus ingresos y gastos, debidamente formalizadas al Tribunal de Cuentas 

antes del 30 de junio del año siguiente al que aquellas se refieran. La presentación se efectuará por 

el responsable de la gestión económico-financiera del partido. 

Siete. Una vez presentadas las cuentas anuales, el Tribunal de Cuentas entregará al partido político 

justificación de haber efectuado dicha presentación. Dentro del mes siguiente a la finalización del 

plazo de presentación de las cuentas anuales, el Tribunal de Cuentas remitirá al Registro de partidos 

políticos del Ministerio del Interior y al Presidente de la Comisión Mixta para las Relaciones con el 

Tribunal de Cuentas, la relación de los partidos que hayan realizado la presentación. 

Ocho. Los partidos políticos deberán publicar en su página web, en el plazo máximo de un mes desde 

la fecha de envío al Tribunal de Cuentas, el balance, la cuenta de resultados y en particular: la 

cuantía de los créditos pendientes de amortización, con especificación de la entidad concedente, 

el importe otorgado, el tipo de interés y el plazo de amortización, las subvenciones recibidas y las 

donaciones y legados de importe superior a 25.000 euros con referencia concreta a la identidad del 

donante o legatario, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 7.5 de la Ley Orgánica 2/1982, de 

12 de mayo, del Tribunal de Cuentas. 

Nueve. Los partidos políticos, una vez emitido por el Tribunal de Cuentas el informe de fiscalización 

correspondiente a un determinado ejercicio, deberán hacerlo público a través de su página web en 

un plazo máximo de 15 días. 

Artículo 14 bis 

Responsable de la gestión económico-financiera 

Uno. El responsable de la gestión económico-financiera del partido político será designado en la 

forma que determinen los estatutos entre personas con acreditados conocimientos o experiencia 

profesional en el ámbito económico y en las que concurra la condición de honorabilidad. 

Dos. Se considera que no concurre la honorabilidad en quienes: 

a) Estén condenados por sentencia firme a pena privativa de libertad, hasta que se haya 

cumplido la condena. 

b) Estén condenados por sentencia firme por la comisión de delitos de falsedad; contra la 

libertad; contra el patrimonio y orden socioeconómico, contra la Hacienda Pública y la Seguridad 

Social, contra los derechos de los trabajadores, la Administración Pública, la Constitución, las 

instituciones del Estado, la Administración de Justicia, la Comunidad Internacional; de traición y 

contra la paz o la independencia del Estado y relativos a la defensa nacional; y contra el orden 

público, en especial, el terrorismo, hasta que los antecedentes penales hayan sido cancelados. 

c) Se encuentren incursos en un proceso penal por un delito que comporte la inhabilitación o la 

pérdida del derecho de sufragio pasivo cuando se haya dictado auto de apertura de juicio oral. 

d) Los inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal mientras no haya 

concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso. 
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No podrán ser responsables de la gestión económico-financiera de un partido político los funcionarios 

en activo al servicio de la Administración Pública y las demás personas afectadas por una 

incompatibilidad legal. 

Tres. El responsable de la gestión económico-financiera responderá de la regularidad contable de la 

actividad reflejada en las cuentas anuales. Esta responsabilidad es independiente de aquella en la 

que hubieran incurrido quienes adoptaran las resoluciones o realizaran los actos reflejados en las 

cuentas. 

Cuatro. Son funciones del responsable de la gestión económico-financiera: 

a) La elaboración de las cuentas anuales y su presentación ante el Tribunal de Cuentas. 

b) La supervisión de los responsables de la gestión económico-financiera de nivel autonómico y 

provincial, si existiesen. 

c) Las funciones en materia de ordenación de pagos y autorización de gastos que en su caso 

señalen los estatutos del partido. 

d) Cualquier otra función que le atribuyan los estatutos o el máximo órgano de dirección del 

partido. 

Cinco. Para el adecuado cumplimiento de sus funciones, el responsable de la gestión económico-

financiera del partido a nivel nacional podrá impartir instrucciones específicas y criterios de 

actuación a los responsables de los distintos niveles territoriales. 

TÍTULO V 

Fiscalización y control 

Artículo 15 

Control interno 

Los partidos políticos deberán prever un sistema de control interno que garantice la adecuada 

intervención y contabilización de todos los actos y documentos de los que se deriven derechos y 

obligaciones de contenido económico, conforme a sus estatutos. El informe resultante de esta 

auditoría acompañará a la documentación a rendir al Tribunal de Cuentas. 

Artículo 16 

Control externo 

Uno. Corresponde en exclusiva al Tribunal de Cuentas el control de la actividad económico-

financiera de los partidos políticos, sin perjuicio de las competencias relativas a la fiscalización de los 

procesos electorales autonómicos atribuidas a los órganos de control externo de las Comunidades 

Autónomas previstos en sus respectivos estatutos. 

Dos. El Tribunal de Cuentas fiscalizará en todo caso las cuentas relativas a los partidos que perciban 

algún tipo de subvención pública de las previstas en el artículo 3. 

Respecto al resto de los partidos políticos el Tribunal de Cuentas realizará las actuaciones 

fiscalizadoras que considere oportunas conforme se establezca en sus planes de actuación. 
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Tres. Este control se extenderá a la fiscalización de la legalidad de los recursos públicos y privados de 

los partidos políticos así como la regularidad contable de las actividades económico-financieras que 

realicen y a la adecuación de su actividad económico-financiera a los principios de gestión 

financiera que sean exigibles conforme a su naturaleza. 

Cuatro. El Tribunal de Cuentas, en el plazo de seis meses desde la recepción de la documentación 

señalada en el artículo 14, emitirá un informe sobre su regularidad y adecuación a lo dispuesto en el 

apartado anterior, o en su caso se harán constar expresamente cuantas infracciones o prácticas 

irregulares se hayan observado. 

Cinco. Dicho informe se elevará a las Cortes Generales y se publicará posteriormente en el "Boletín 

Oficial del Estado". 

Artículo 16 bis 

Control parlamentario 

La Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas podrá, en el plazo de dos meses 

desde la aprobación del informe de fiscalización por el Tribunal de Cuentas, solicitar la 

comparecencia del responsable de la gestión económico-financiera de cualquier partido político 

que perciban las subvenciones contempladas en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 

Electoral General, para que informe sobre las infracciones o prácticas irregulares que en su caso, se 

hayan observado por el órgano fiscalizador. 

Dicha comparecencia no exime de la obligación de remitir al Tribunal de Cuentas cualquier otra 

información contable que este estime pertinente. 

TÍTULO VI 

Régimen sancionador 

Artículo 17 

Infracciones 

Uno. Sin perjuicio de las responsabilidades legales de cualquier índole que se deriven de lo dispuesto 

en el ordenamiento jurídico en general y de lo preceptuado en esta ley en particular, el Tribunal de 

Cuentas acordará la imposición de sanciones al partido político que cometa alguna de las 

infracciones que se tipifican en este artículo, siempre que no constituyan delito. 

Dos. Serán consideradas infracciones muy graves: 

a) La aceptación de donaciones o aportaciones que contravengan las limitaciones o requisitos 

establecidos en los artículos 4, 5, 7 y 8. Tendrán idéntica calificación la asunción, por terceras 

personas, de los gastos del partido en los términos indicados en el artículo 4.tres, así como aquellos 

acuerdos sobre condiciones de deuda que infrinjan la prohibición contenida en el artículo 4.cuatro. 

b) La superación por los partidos políticos, en un diez por ciento o más, de los límites de gastos 

electorales previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, sin 

perjuicio de lo establecido en el artículo 134 de dicha Ley. 

c) El incumplimiento durante dos ejercicios consecutivos o tres alternos de la obligación de 

presentar las cuentas anuales en el plazo previsto en el artículo 14. Seis o la presentación de cuentas 

incompletas o deficientes que impidan al Tribunal de Cuentas llevar a cabo su cometido fiscalizador. 
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Tres. Serán consideradas infracciones graves: 

a) La realización de actividades de carácter mercantil según establece el artículo 6. 

b) La superación por los partidos políticos, en más de un tres y en menos de un diez por ciento, 

de los límites de gastos electorales previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 

Electoral General, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 134 de dicha Ley. 

c) El incumplimiento de la obligación de presentar las cuentas anuales, la presentación de 

cuentas incompletas o deficientes que impidan al Tribunal de Cuentas llevar a cabo su cometido 

fiscalizador durante un ejercicio o cualquier otra de las obligaciones contables previstas en esta ley, 

siempre que ello no constituya delito. 

d) La falta de un sistema de auditoría o control interno que establece el artículo 15. 

Cuatro. Serán consideradas infracciones leves: 

a) Las faltas al deber de colaboración que establece el artículo 19. 

b) La superación por los partidos políticos, en más de un uno y hasta un tres por ciento, de los 

límites de gastos electorales previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 

Electoral General, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 134 de dicha Ley. 

Cinco. Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los tres años y las leves 

a los dos años. 

El cómputo de estos plazos se iniciará en el momento de la comisión de la infracción. 

Artículo 17 bis 

Sanciones 

Uno. Por la comisión de infracciones muy graves se impondrán las siguientes sanciones: 

a) Por las infracciones previstas en el artículo 17 apartado dos a) una sanción cuyo importe irá del 

doble al quíntuplo de la cantidad que exceda del límite legalmente permitido, de la cantidad 

asumida por el tercero o de la cantidad condonada, según proceda. 

b) Por las infracciones previstas en el artículo 17 apartado dos b), una multa pecuniaria 

proporcional del duplo al quíntuplo del exceso de gasto producido. 

c) Por las infracciones previstas en el artículo 17 apartado dos c), una sanción de un mínimo de 

cincuenta mil euros y un máximo de cien mil euros. 

En ningún caso las sanciones previstas en los apartados a) y b) serán inferiores a cincuenta mil euros. 

Dos. Por la comisión de infracciones graves se impondrán las siguientes sanciones: 

a) Por las infracciones previstas en el artículo 17 apartado tres a), una multa pecuniaria de entre 

veinticinco mil y cincuenta mil euros más una multa pecuniaria equivalente al cien por ciento del 

beneficio neto obtenido mediante la realización de las actividades mercantiles. 
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b) Por las infracciones previstas en el artículo 17 apartado dos b), una sanción cuyo importe irá 

del doble al quíntuplo del exceso del gasto producido sin que en ningún caso pueda ser inferior a 

veinticinco mil euros. 

c) Para el resto de las infracciones graves, una sanción de un mínimo de diez mil euros y un 

máximo de cincuenta mil euros. 

Tres. Por la comisión de infracciones leves se impondrán las siguientes sanciones: 

a) Por la infracción prevista en el artículo 17, apartado tres a), una multa pecuniaria de entre 

cinco mil y diez mil euros. 

b) Por la infracción prevista en el artículo 17, apartado tres b), una sanción cuyo importe irá del 

doble al quíntuplo del exceso del gasto producido, sin que en ningún caso pueda ser inferior a cinco 

mil euros. 

Cuatro. El Tribunal de Cuentas vigilará que las sanciones se hagan efectivas antes del libramiento de 

la siguiente subvención y que se detraiga su importe en el caso de no haber sido satisfechas. 

En aquellos casos en que el partido político sancionado no tenga derecho a la percepción de 

subvenciones, el Tribunal de Cuentas requerirá al citado partido para que proceda al ingreso del 

importe correspondiente a la sanción en el Tesoro Público. 

Cuando un partido político no haga efectivo el pago de la sanción impuesta, el Tribunal de Cuentas 

dará traslado a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria para que ésta proceda a su 

recaudación en periodo ejecutivo. 

Artículo 18 

Procedimiento sancionador 

Uno. El procedimiento sancionador se iniciará por acuerdo del Pleno del Tribunal de Cuentas. 

Tan pronto como el Tribunal de Cuentas tenga conocimiento de los hechos, el Pleno dispondrá la 

apertura de un periodo de información previa en el que se dará audiencia al partido político 

presuntamente infractor, tras el cual, si hubiera lugar a ello, acordará la iniciación del procedimiento 

sancionador. El procedimiento sancionador será compatible, tanto con el ejercicio de su función 

fiscalizadora sobre la gestión económico-financiera del partido político presuntamente infractor, 

como con la imposición, cuando proceda, de las multas coercitivas previstas en el artículo 30 de la 

Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas. La iniciación del procedimiento 

sancionador interrumpe la prescripción de las infracciones. 

Dos. El acuerdo de iniciación tendrá el contenido mínimo siguiente: 

a) La identificación del partido político presuntamente responsable. 

b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación jurídica y las 

sanciones que pudieran corresponder. 

c) El instructor del procedimiento, con expresa indicación del régimen de recusación del mismo. 

El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor y se notificará al partido político presuntamente 

infractor, indicándole que tiene un plazo de quince días para aportar cuantas alegaciones, 
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documentos o informaciones estime convenientes y para solicitar la apertura de un período 

probatorio y proponer los medios de prueba que consideren adecuados. 

El acuerdo de iniciación se acompañará de los documentos y pruebas que haya tenido en cuenta 

el Pleno para acordar la iniciación del procedimiento. 

Tres. Se abrirá un período probatorio en los siguientes supuestos: 

a) Cuando en el trámite de alegaciones establecido en el apartado precedente lo solicite el 

partido interesado con proposición de medios de prueba concretos. 

b) Cuando, en ausencia de solicitud de parte interesada, el instructor lo considere necesario para 

el esclarecimiento de los hechos y determinación de los responsables. En este caso el instructor dará 

un plazo de cinco días a los interesados para que propongan los medios de prueba que estimen 

oportunos. 

El período probatorio durará treinta días hábiles. 

La práctica de las pruebas se realizará de conformidad con lo establecido en el artículo 81 de la Ley 

30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común. 

Cuatro. Concluido, en su caso, el período probatorio, el instructor formulará propuesta de resolución, 

la cual deberá contener: 

1. Si estima que existe infracción y responsabilidad: 

a) Los hechos que considere probados y la valoración de la prueba en que tal consideración se 

funde. 

b) El partido político que considere responsable y la valoración de la prueba en que tal 

consideración se funde. 

c) Los preceptos tipificadores de infracciones en que considere subsumidos los hechos y las 

razones de tal consideración. 

d) Las sanciones que estime procedentes en los términos del artículo 17 bis, y las circunstancias 

que a tal efecto haya considerado así como, en su caso, la proposición de suspensión de la 

ejecución de la sanción, de ejecución fraccionada o de su modificación, y las razones de tal 

proposición. 

2. Si estima que no existe infracción o responsabilidad, contendrá la propuesta de absolución. 

Cinco. La propuesta de resolución se notificará a los interesados, indicándoles que disponen de un 

plazo de quince días para formular alegaciones para lo que se les pondrá de manifiesto el 

expediente, a fin de que puedan consultarlo y obtener copias de los documentos que obren en el 

mismo. 

Concluido el trámite de audiencia, el instructor cursará inmediatamente la propuesta de resolución 

al Pleno del Tribunal de Cuentas para que resuelva el procedimiento, junto con los documentos, 

alegaciones e informaciones que obren en el expediente. 

Seis. El instructor podrá, motivadamente, prorrogar los plazos de dichos trámites de alegaciones y el 

del período de prueba, por una sola vez e idéntico o inferior tiempo al establecido, siempre que, por 
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el número y la naturaleza de las pruebas a practicar, la complejidad de las situaciones fácticas y 

cuestiones jurídicas analizadas u otras razones atendibles, sea preciso para lograr la adecuada 

determinación de los hechos y las responsabilidades o para garantizar la eficaz defensa de los 

incursos en el procedimiento sancionador. 

Siete. Los actos del instructor que denieguen la apertura del período probatorio o la práctica de 

algún medio de prueba propuesta por las partes, serán susceptibles de recurso ante el Pleno del 

Tribunal de Cuentas, en el plazo de tres días, considerándose su silencio desestimatorio. 

Ocho. El Pleno del Tribunal de Cuentas dictará resolución motivada, que decidirá sobre todas las 

cuestiones planteadas por el partido interesado y aquellas derivadas del procedimiento. La 

resolución que resuelva el procedimiento deberá tener el contenido que se establece en el apartado 

4. 

El Pleno del Tribunal de Cuentas únicamente podrá variar la relación de hechos expresada en la 

propuesta de resolución, matizándolos o tomando en cuenta otros, en el caso de que ello sea en 

beneficio del partido político incurso en el procedimiento sancionador, motivando específicamente 

en la resolución la variación fáctica. 

Si no hubiera sido notificada la resolución en el plazo de seis meses desde la iniciación del 

procedimiento se producirá la caducidad de este. El transcurso de este plazo quedará interrumpido 

mientras el procedimiento se encuentre paralizado por causas imputables a los interesados. 

Nueve. Las resoluciones sancionadoras que adopte el Tribunal de Cuentas serán susceptibles de 

recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal Supremo. Cuando en dichas resoluciones se 

acuerde la imposición de alguna de las sanciones previstas en el artículo 17 bis, la interposición del 

recurso suspenderá automáticamente la ejecución de la resolución adoptada por el Tribunal de 

Cuentas. 

Artículo 19 

Deber de colaboración 

Uno. Los partidos políticos estarán obligados a la remisión de cuantos documentos, antecedentes, 

datos y justificaciones les sean requeridos por el Tribunal de Cuentas para el cumplimiento de su 

función fiscalizadora. 

Dos. Cuando en el ejercicio de la función fiscalizadora las autoridades o funcionarios del Tribunal de 

Cuentas tengan conocimiento de datos, informes o antecedentes que afecten a la intimidad de las 

personas, estarán obligados al más estricto y completo sigilo respecto de ellos, incurriendo, si 

incumpliesen dicha obligación, en las responsabilidades administrativas o penales que puedan 

corresponder. 

Asimismo, y sólo en estos supuestos, los partidos políticos podrán cumplir con la obligación a que se 

refiere el apartado uno del presente artículo poniendo a disposición del Tribunal la información que 

precise en la sede o dependencia que los mismos designen. 

Tres. Las entidades que hubieran mantenido relaciones de naturaleza económica con los partidos 

políticos estarán obligadas, si son requeridas por el Tribunal de Cuentas, a proporcionar a éste la 

información y justificación detallada sobre sus operaciones con ellos, de acuerdo con las normas de 

auditoría externa, generalmente aceptadas, y a los solos efectos de verificar el cumplimiento de los 

límites, requisitos y obligaciones establecidos por la presente Ley. 
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Disposición adicional primera 

La letra c) del apartado 3 del artículo 9 del Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, quedará redactado como sigue: 

«c) Los colegios profesionales, las asociaciones empresariales, las cámaras oficiales y los sindicatos 

de trabajadores.» 

Disposición adicional segunda 

La letra d) del apartado 2 del artículo 28 del Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, quedará redactado como sigue: 

«d) Los colegios profesionales, las asociaciones empresariales, las cámaras oficiales y los sindicatos 

de trabajadores.» 

Disposición adicional tercera 

Se añade el número 28 al apartado Uno del artículo 20 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 

Impuesto sobre el Valor añadido, con el siguiente texto: 

«28. Las prestaciones de servicios y las entregas de bienes realizadas por los partidos políticos con 

motivo de manifestaciones destinadas a reportarles un apoyo financiero para el cumplimiento de su 

finalidad específica y organizadas en su exclusivo beneficio.» 

Disposición adicional cuarta 

Se añade un nuevo artículo 61 bis a la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta 

de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 

sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, con la siguiente redacción: 

«Artículo 61 bis. Reducción por cuotas y aportaciones a partidos políticos. 

Las cuotas de afiliación y las aportaciones a Partidos Políticos, Federaciones, Coaliciones o 

Agrupaciones de Electores, podrán ser objeto de reducción en la base imponible con un límite 

máximo de 600 euros anuales.» 

Disposición adicional quinta 

Se añade una nueva letra e) al artículo 45.1 A) del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por Real Decreto Legislativo 

1/1993, de 24 de septiembre, con la siguiente redacción: 

«e) Los Partidos políticos con representación parlamentaria.» 

Disposición adicional sexta 

Uno. La Ley de Presupuestos Generales de cada ejercicio fijará el importe global de la consignación 

para atender las subvenciones reguladas en el artículo 3 de esta Ley. 
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Dos. Las cantidades que figuran en los artículos de esta Ley distintas de las contempladas en al 

apartado primero de esta disposición se adecuarán anualmente al índice de precios al consumo. 

Disposición adicional séptima 

Fundaciones y entidades vinculadas a partidos políticos o dependientes de ellos 

Uno. Se considera que una fundación está vinculada o es dependiente de un partido político cuando 

concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Que se constituya con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, del partido político o 

de otra fundación o entidad vinculada o dependiente de aquel. 

b) Que su patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, esté formado en más de un 

50 por 100 por bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas entidades. 

c) Que el partido político, directamente o a través de entidades vinculadas, pueda nombrar o 

destituir a la mayoría de los miembros del patronato. 

d) Que sea designada como fundación vinculada por el partido político, de acuerdo con lo 

dispuesto en la disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos 

Políticos. 

Se considera que una entidad está vinculada o es dependiente de un partido político cuando este 

ostente o pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de aquella. En particular, se presumirá 

que existe control cuando el partido político se encuentre en relación con la entidad en alguna de 

las siguientes situaciones: 

a) Posea la mayoría de los derechos de voto. 

b) Tenga la facultad de nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de 

administración. 

c) Pueda disponer, en virtud de acuerdos celebrados con terceros, de la mayoría de los derechos 

de voto. 

d) Haya designado con sus votos a la mayoría de los miembros del órgano de administración. En 

particular, se presumirá esta circunstancia cuando la mayoría de los miembros del órgano de 

administración de la sociedad dominada sean miembros del máximo órgano de dirección del 

partido político o de otra entidad vinculada o dependiente de aquel. 

e) Que sea designada como entidad vinculada por el partido político, de acuerdo con lo 

dispuesto en la disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos 

Políticos. 

A los efectos de este apartado, a los derechos de voto del partido político se añadirán los que 

posea a través de otras fundaciones o entidades vinculadas a o dependientes de ellos o a través 

de personas que actúen en su propio nombre pero por cuenta del partido político o de otras 

fundaciones o entidades vinculadas a o dependientes de aquel o aquellos de los que disponga 

concertadamente con cualquier otra persona. Se presume que una persona actúa por cuenta del 

partido político cuando su intervención en el órgano de administración derive de un nombramiento 

realizado por el partido político o de la titularidad de un cargo para el que haya sido designado por 

el partido político. 
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Dos. Las aportaciones que reciban las fundaciones y entidades vinculadas a partidos políticos o 

dependientes de ellos estarán sometidas a los mecanismos de fiscalización y control, y al régimen 

sancionador previstos, respectivamente, en los títulos V y VI, sin perjuicio de las normas propias que 

les sean de aplicación. El control que lleve a cabo el Tribunal de Cuentas se extenderá además a la 

regularidad contable de dichas aportaciones y de los gastos derivados de programas y actividades 

financiados con cargo a subvenciones públicas. 

Tres. Los recursos que financien la actividad de las fundaciones y entidades vinculadas a partidos 

políticos o dependientes de ellos serán los previstos en la legislación aplicable en cada caso. 

Cuatro. En el caso de las donaciones, estarán sometidas a los límites y requisitos previstos en el 

capítulo segundo del título II, si bien, no será de aplicación lo previsto en el artículo 5.Uno, letras b) y 

c). 

Las donaciones procedentes de personas jurídicas requerirán siempre acuerdo adoptado en debida 

forma por el órgano o representante competente al efecto, haciendo constar de forma expresa el 

cumplimiento de las previsiones de la presente ley. Cuando estas donaciones sean de carácter 

monetario de importe superior a 120.000 euros, tendrán que formalizarse en documento público. 

Las fundaciones y entidades vinculadas reguladas en esta disposición no podrán aceptar o recibir 

directa o indirectamente, donaciones de organismos, entidades o empresas públicas. 

Cinco. No tendrán la consideración de donaciones, a los solos efectos de esta disposición adicional, 

las entregas monetarias o patrimoniales llevadas a cabo por una persona física o jurídica para 

financiar una actividad o un proyecto concreto de la fundación o entidad, en cuanto tal actividad 

o proyecto se realice como consecuencia de un interés común personal o derivado de las 

actividades propias del objeto societario o estatutario de ambas entidades. 

Las entregas realizadas al amparo de lo previsto en este apartado deberán, en todo caso, 

formalizarse en documento público, comunicarse al Tribunal de Cuentas en el plazo de tres meses 

desde su aceptación y hacerse públicas, preferentemente a través de la página web de la 

fundación o entidad vinculada. 

Seis. Las fundaciones y entidades reguladas en esta disposición adicional estarán obligadas a 

formular y aprobar sus cuentas en los términos previstos en la legislación vigente, a realizar una 

auditoría de sus cuentas anuales y a enviar toda la documentación al Tribunal de Cuentas. 

Una vez emitido por esta institución el informe de fiscalización al que se refiere el apartado Dos, 

vendrán obligadas a hacer públicas, preferentemente a través de su página web, el balance y la 

cuenta de resultados así como las conclusiones del informe de auditoría, de forma que esta 

información sea de gratuito y fácil acceso para los ciudadanos. 

Siete. Las fundaciones y entidades reguladas por esta disposición adicional estarán obligadas a 

informar anualmente al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de todas las donaciones 

y aportaciones recibidas, a cuyo fin se aprobará una orden ministerial en la que se indicarán el 

contenido, alcance y estructura de la información que ha de facilitarse. Además, todas las 

donaciones procedentes de personas jurídicas deberán ser objeto de notificación al Tribunal de 

Cuentas en el plazo de tres meses desde su aceptación. 

Disposición adicional octava 

(Derogada). 
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Disposición adicional novena 

Los límites cuantitativos previstos en los artículos 4, apartado cuatro, y 5 de la presente Ley se 

actualizarán cada año de conformidad con el incremento del índice de precios al consumo. 

Disposición adicional décima 

Lo dispuesto en el Título III y en las disposiciones adicionales primera a quinta de esta Ley se entenderá 

sin perjuicio de los regímenes tributarios forales de concierto y convenio económico en vigor, 

respectivamente, en la Comunidad Autónoma Vasca y en la Comunidad Foral de Navarra. 

Disposición adicional undécima 

Lo dispuesto en el apartado dos del artículo 7 de esta Ley no será de aplicación a aquellos partidos 

políticos que desarrollen funciones políticas como partidos legalmente establecidos en otros Estados 

distintos del español, siempre que se trate de subvenciones fundamentadas en el desarrollo de dichas 

funciones. 

Disposición adicional duodécima 

Para el ejercicio 2012 la cuantía de las convocatorias públicas de subvenciones a las asociaciones y 

fundaciones vinculadas a los partidos políticos se reducirá en un 20 por ciento respecto al ejercicio 

2011. 

Disposición adicional decimotercera 

Régimen de contratación de los partidos políticos 

1. Los procedimientos de contratación de los partidos políticos se inspirarán en a los principios de 

publicidad, concurrencia, transparencia, confidencialidad, igualdad y no discriminación sin perjuicio 

del respeto a la autonomía de la voluntad y de la confidencialidad cuando sea procedente. 

2. El partido político deberá aprobar unas instrucciones internas en materia de contratación que se 

adecuarán a lo previsto en el apartado anterior y que deberán ser informadas antes de su 

aprobación por el órgano al que corresponda su asesoramiento jurídico. Estas instrucciones deberán 

publicarse en la página web del partido político. 

Disposición adicional decimocuarta 

Rango de ley ordinaria 

Tienen carácter de ley ordinaria el Título III y las disposiciones adicionales primera, segunda, tercera, 

cuarta y quinta. 

Disposición adicional decimoquinta 

Aportaciones de personas no afiliadas a partidos políticos 

Las aportaciones efectuadas a los partidos políticos por personas no afiliadas que tengan la 

condición de electos, de altos cargos de todas las Administraciones Públicas o del Sector Público 

Estatal, Autonómico y Local, se considerarán a todos los efectos aportaciones de afiliados cuando 

así lo manifiesten los aportantes. 
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Disposición adicional decimosexta 

Comunicación de cifra máxima de gasto electoral 

El Tribunal de Cuentas, cuando sea competente en la fiscalización del proceso electoral convocado, 

comunicará en la forma en que se determine la cifra máxima individualizada de gasto electoral 

correspondiente a cada una de las formaciones políticas concurrentes con representación en el 

Congreso de los Diputados, inmediatamente después de que el acuerdo de proclamación de 

candidaturas sea firme. Además, remitirá la relación de las cifras máximas de gasto electoral de estas 

formaciones a la Junta Electoral competente a los efectos de que sean la referencia, si procediere, 

para el cálculo de las sanciones previstas en la ley. 

Disposición transitoria primera 

Los partidos políticos deberán adaptar, en su caso, sus estatutos y normas internas a lo dispuesto en 

esta Ley Orgánica, en el plazo de un año. 

Disposición transitoria segunda 

(Suprimida). 

Disposición transitoria tercera 

Uno. Para el ejercicio 2012 la subvención estatal anual para gastos de funcionamiento de los partidos 

políticos y la asignación anual para sufragar gastos de seguridad se fijan respectivamente, en 

65.883.000,58 euros y 3.382.000,75 euros. 

Dos. A partir de la entrada en vigor de la presente Ley las cantidades percibidas por los partidos 

políticos hasta ese momento se entenderán entregadas a cuenta de la cantidad total prevista para 

el año 2012. 

Tres. Los abonos mensuales a partir de dicha fecha se ajustarán para que la suma total de todos los 

pagos no supere la cantidad prevista en el apartado uno. 

Disposición derogatoria 

Quedan derogadas las siguientes disposiciones: 

La Ley Orgánica 3/1987, de 2 de julio, sobre Financiación de los Partidos Políticos. 

Las demás disposiciones que se opongan a la presente Ley. 

Disposición final primera 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

No obstante, las normas relativas a la tributación del Impuesto sobre Sociedades, contenidas en la 

Sección 1.ª del Título III, serán aplicables a partir del primer ejercicio que se inicie a partir de la entrada 

en vigor de la Ley. 
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Disposición final segunda 

Régimen supletorio 

En lo no regulado por esta ley orgánica en materia de subvenciones, será de aplicación lo previsto 

en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 

Los procedimientos sancionadores regulados en esta ley, supletoriamente y en defecto de norma 

expresa, se regirán por las normas generales de estos procedimientos contenidas en la Ley 30/1992, 

de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común. 

Disposición final tercera 

Modificación del apartado f) del párrafo 4 del artículo 6 del Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 

28 de junio, de adaptación del derecho vigente en materia de Entidades de Crédito al de las 

Comunidades Europeas 

Se modifica el apartado f) del párrafo 4 del artículo 6 del Real Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 

de junio, de adaptación del derecho vigente en materia de Entidades de Crédito al de las 

Comunidades Europeas, que queda redactado como sigue: 

«f) Las informaciones que el Banco de España tenga que facilitar para el cumplimiento de sus 

respectivas funciones al Tribunal de Cuentas, a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, a la 

Dirección General de Seguros, a los Fondos de Garantía de Depósitos, a los interventores o a los 

síndicos de una entidad de crédito o de una entidad de su grupo, designados en los 

correspondientes procedimientos administrativos o judiciales, y a los auditores de las cuentas de las 

entidades de crédito y sus grupos». 
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IX. TRÁFICO Y SEGURIDAD VIAL 
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§ 73. Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 

Vial57 

«BOE» núm. 261, de 31 de octubre de 2015 

La disposición final segunda de la Ley 6/2014, de 7 de abril, por la que se modifica el texto articulado 

de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real 

Decretontrada en vigor que tuvo lugar, con carácter general, el 9 de mayo de 2014, un texto 

refundido en el que se integren, debidamente regularizados, aclarados y armonizados, el texto 

articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por 

el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, y las leyes que lo han modificado, incluidas las 

disposiciones de las leyes modificativas que no se incorporaron a aquél. 

De acuerdo con la citada habilitación, se ha procedido a elaborar este texto refundido, siguiendo 

los criterios que a continuación se exponen. 

En primer lugar, se han recopilado las numerosas normas que han modificado el texto articulado de 

la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, al objeto de valorar las 

 

 
57 El texto refundido se ha modificado en tres ocasiones. El artículo 68 («Matrículas») por Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. 

Con más amplio alcance por la Ley 18/2021, de 20 de diciembre, en materia del permiso y licencia de conducción por puntos. 

A pesar de su denominación, esta última reforma legal trasciende del permiso por puntos para adentrarse en aspectos como 

los relativos a la velocidad, las distracciones (uso de dispositivos de telefonía móvil), los cinturones de seguridad, los sistemas 

de retención infantil o el casco de protección; la conducción automatizada o autónoma; la conducción profesional; o la 

introducción de la función auditora como complemento de la función inspectora tradicional. Por último, en materia 

sancionadora, el artículo 85.1 por Ley Orgánica 11/2022, de 13 de septiembre. Téngase en cuenta que la STC 112/2018 resolvió: 

«Desestimar la cuestión de inconstitucionalidad y declarar que el apartado trigésimo del artículo único de la Ley 6/2014, de 7 

de abril, que modifica la disposición adicional novena (actual disposición adicional séptima) del texto articulado de la Ley 

sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de 

marzo, no es inconstitucional interpretado en los términos del fundamento jurídico 6». Se sustanciaba aquí una cuestión de 

inconstitucionalidad sobre la que después sería disposición adicional séptima del actual texto refundido («Responsabilidad en 

accidentes de tráfico por atropellos de especies cinegéticas»), por entenderse que dicha disposición podría resultar contraria 

al artículo 106.2 CE. En desarrollo del texto refundido, véase el Real Decreto 320/1994, de 25 de febrero, por el que se aprueba 

el Reglamento de procedimiento sancionador en materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial; en 

materia de circulación, el Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General de 

Circulación, y el Real Decreto 159/2021, de 16 de marzo, por el que se regulan los servicios de auxilio en las vías públicas; en 

materia de conductores, el Real Decreto 818/2009, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General de 

Conductores, el Real Decreto 1295/2003, de 17 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento regulador de las escuelas 

particulares de conductores, el Real Decreto 170/2010, de 19 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de centros de 

reconocimiento destinados a verificar las aptitudes psicofísicas de los conductores, y la Orden INT/2596/2005, de 28 de julio, 

por la que se regulan los cursos de sensibilización y reeducación vial para los titulares de un permiso o licencia de conducción; 

y en materia de vehículos, el Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de 

Vehículos, el Real Decreto 920/2017, de 23 de octubre, por el que se regula la inspección técnica de vehículos, y el Real 

Decreto 265/2021, de 13 de abril, sobre los vehículos al final de su vida útil. Por su interés, véase la Resolución de 12 de enero 

de 2022, de la Dirección General de Tráfico, por la que se aprueba el Manual de características de los vehículos de movilidad 

personal (BOE núm. 18, de 21 de enero). En materia de ayudas, véase la Orden INT/202/2018, de 28 de febrero, por la que se 

establecen las bases reguladoras de las convocatorias para la concesión de ayudas destinadas a programas a desarrollar por 

entidades u organizaciones sin ánimo de lucro, cuyo objetivo primordial sea la atención, defensa o representación de las 

víctimas de accidentes de tráfico o sus familiares. Sobre condecoraciones véase el Decreto 2464/1974, de 9 de agosto, por el 

que se crea la Medalla al Mérito de la Seguridad Vial, y la Orden de 6 de noviembre de 1974 que lo desarrolla. Por otra parte, 

téngase en cuenta el Capítulo IV («Delitos contra la seguridad vial») del Título XVII del Libro II del Código Penal (artículos 379 a 

385 ter). Finalmente, véase la Resolución de 24 de enero de 2024, de la Dirección General de Tráfico, por la que se establecen 

medidas especiales de regulación de tráfico durante el año 2024 (BOE núm. 27, de 31 de enero). 
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disposiciones recogidas en la parte final de cada una de ellas, con la finalidad de incorporar aquellas 

cuya aplicación está en vigor y que, por su contenido, deben formar parte de este texto refundido, 

lo que ha hecho necesario ordenar y numerar de nuevo todas ellas. 

En segundo lugar, se ha actualizado y revisado el vocabulario utilizado, incluidas cuestiones 

gramaticales, al mismo tiempo que se ha realizado una exhaustiva labor para unificar el uso de ciertos 

términos que se venían usando a lo largo del texto de manera diferente, al objeto de dotarlo de la 

necesaria cohesión interna. 

Además, entre las mejoras técnicas es de señalar los cambios realizados en el modo en que se 

ordena el articulado, algunos de ellos con un contenido denso y largo resultado de las numerosas 

modificaciones por las que se ha visto afectado. En este sentido, se han dividido preceptos extensos 

en varios artículos, destacando la nueva forma en que se regulan las infracciones, que han pasado 

a ocupar un artículo independiente en función de su gravedad. 

También cabe destacar la nueva ordenación en artículos diferentes de una serie de cuestiones de 

especial trascendencia para los ciudadanos como es la pérdida y recuperación de puntos, así como 

la pérdida de vigencia de las autorizaciones para conducir, ya sea por desaparición de los requisitos 

para su otorgamiento o por pérdida del crédito de puntos, con la consiguiente obtención de nueva 

autorización. 

Actualmente estas materias se regulaban de una manera un tanto confusa, en preceptos 

demasiado largos o incluso parcialmente en anexos que dificultaban su comprensión, al carecer de 

la necesaria coherencia al regular una materia. 

En consonancia, se ha procedido a ajustar la numeración de los artículos y, por lo tanto, las remisiones 

y concordancias entre ellos. 

En tercer lugar se ha adaptado su contenido a la reciente modificación de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, por la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del Sector Público y otras 

medidas de reforma administrativa, que convierte al BOE en un tablón edictal único, pasando a ser 

voluntaria la publicación en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico. 

En cuarto lugar, se ha incluido la transposición de la Directiva (UE) 2015/413 del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 11 de marzo de 2015, por la que se facilita el intercambio transfronterizo de 

información sobre infracciones de tráfico en materia de seguridad vial, que se había recogido en la 

disposición final segunda de la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema para la 

valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, a cuya 

derogación se procede por entender que, por su contenido, debía integrarse en este texto refundido. 

Por último, se ha procedido a incluir algunos cambios, todos ellos teniendo presente que la 

capacidad de innovación a través de este texto refundido se limita a la labor de regularización, 

aclaración y armonización de textos legales, conforme a lo dispuesto en el artículo 82.5 de la 

Constitución Española, por cuanto la autorización al Gobierno no se circunscriben a la mera 

formulación de un texto único. 

Para ello, en línea con la jurisprudencia constitucional, estos cambios se han limitado a colmar 

lagunas, eliminar discordancias y antinomias detectadas en la regulación precedente, con el 

objetivo de lograr así que el texto refundido resulte coherente y sistemático, además de introducir 

normas adicionales y complementarias necesarias para precisar su sentido, conforme a los debidos 

límites de actuación y sin sobrepasar, en ningún caso, lo que supondría una vulneración de la 

autorización del legislador. 
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Esta norma ha sido informada por el Consejo Superior de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad 

Sostenible, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8.2.d) del texto articulado de la Ley sobre 

Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. 

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 

deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 30 de octubre de 2015, 

D I S P O N G O :  

Artículo único 

Aprobación del texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 

Seguridad Vial 

Se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad 

Vial, cuyo texto se inserta a continuación. 

Disposición adicional primera 

Referencias normativas 

Las referencias normativas efectuadas en otras disposiciones al texto articulado de la Ley sobre 

Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

339/1990, de 2 de marzo, se entenderán efectuadas a los preceptos correspondientes del texto 

refundido que se aprueba. 

En particular, las referencias al Consejo Superior de Seguridad Vial se entenderán realizadas al 

Consejo Superior de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible. 

Disposición adicional segunda 

No incremento de gasto público 

Las medidas contenidas en esta norma se atenderán con los medios personales y materiales 

existentes y, en ningún caso, podrán generar incremento de gasto público. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Queda derogado el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, así como las leyes que lo han 

modificado, incluidas las disposiciones de las leyes modificativas que no se incorporaron a aquél. 

En particular, queda derogada la disposición final quinta de la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de 

reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en 

accidentes de circulación, en lo que afecta a la entrada en vigor del contenido de la disposición 

final segunda de la misma Ley 35/ 2015, de 22 de septiembre. 
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Disposición final única 

Entrada en vigor 

El presente real decreto legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor a los tres meses 

de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

No obstante, el capítulo V «Intercambio transfronterizo de información sobre infracciones de tráfico» 

del Título V «Régimen Sancionador», así como los anexos V, VI y VII, entrarán en vigor el día siguiente 

al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE TRÁFICO, CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR Y SEGURIDAD 

VIAL 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

1. Esta Ley tiene por objeto regular el tráfico, la circulación de todos los vehículos y la seguridad vial. 

2. A tal efecto regula: 

a) El ejercicio de las competencias que, de acuerdo con la Constitución Española y los estatutos 

de autonomía, corresponden en tales materias a la Administración General del Estado y a las 

comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en esta materia, 

así como la determinación de las que corresponden en todo caso a las entidades locales. 

b) Las normas de circulación para los vehículos, así como las que por razón de seguridad vial rigen 

para la circulación de peatones y animales por las vías de utilización general, estableciéndose a tal 

efecto los derechos y obligaciones de los usuarios de dichas vías. 

c) Los elementos de seguridad activa y pasiva y su régimen de utilización, así como las 

condiciones técnicas de los vehículos y de las actividades industriales que afectan de manera 

directa a la seguridad vial. 

d) Los criterios de señalización de las vías de utilización general. 

e) Las autorizaciones que, para garantizar la seguridad y fluidez de la circulación, otorga la 

Administración con carácter previo a la realización de actividades relacionadas con la circulación 

de vehículos, especialmente a motor, así como las medidas cautelares que adopte con el mismo 

fin. 

f) Las infracciones derivadas del incumplimiento de las normas establecidas y las sanciones 

aplicables a las mismas, así como el procedimiento sancionador en esta materia. 

Artículo 2 

Ámbito de aplicación 

Los preceptos de esta ley son aplicables en todo el territorio nacional y obligan a los titulares y usuarios 

de las vías y terrenos públicos aptos para la circulación, tanto urbanos como interurbanos, a los de 
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las vías y terrenos que, sin tener tal aptitud, sean de uso común y, en defecto de otras normas, a los 

titulares de las vías y terrenos privados que sean utilizados por una colectividad indeterminada de 

usuarios. 

Artículo 3 

Conceptos básicos 

A los efectos de esta ley y sus disposiciones complementarias, los conceptos básicos sobre vehículos, 

vías públicas y usuarios de las mismas son los previstos en su anexo I. 

TÍTULO I 

Ejercicio y coordinación de las competencias sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y 

seguridad vial 

CAPÍTULO I 

Competencias 

Artículo 4 

Competencias de la Administración General del Estado 

Sin perjuicio de las competencias que tengan asumidas las comunidades autónomas, y además de 

las que se asignan al Ministerio del Interior en el artículo siguiente, corresponde a la Administración 

General del Estado: 

a) La aprobación de la normativa técnica básica que afecte de manera directa a la seguridad 

vial. 

b) La previa homologación, en su caso, de los elementos de los vehículos, remolques y 

semirremolques que afecten a la seguridad vial, así como dictar instrucciones y directrices en 

materia de inspección técnica de vehículos. 

c) La aprobación de las normas básicas y mínimas para la programación de la educación vial 

para la movilidad segura y sostenible, en las distintas modalidades de la enseñanza, incluyendo la 

formación en conducción ciclista y en vehículos de movilidad personal. 

d) La determinación del cuadro de las enfermedades y discapacidades que inhabilitan para 

conducir y los requisitos sanitarios mínimos para efectuar los reconocimientos para su detección, así 

como la inspección, control y, en su caso, suspensión o cierre de los establecimientos dedicados a 

esta actividad. 

e) La determinación de las drogas que puedan afectar a la conducción, así como de las pruebas 

para su detección y, en su caso, sus niveles máximos. 

f) La coordinación de la prestación de la asistencia sanitaria en las vías públicas o de uso público. 

g) La suscripción de tratados y acuerdos internacionales relativos a la seguridad de los vehículos 

y de sus partes y piezas, así como dictar las disposiciones pertinentes para implantar en España la 

reglamentación internacional derivada de los mismos. 
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h) La regulación de aquellas actividades industriales que tengan una incidencia directa sobre la 

seguridad vial y, en especial, la de los talleres de reparación de vehículos. 

i) La regulación del transporte de personas y, especialmente, el transporte escolar y de menores, 

a los efectos relacionados con la seguridad vial. 

j) La regulación del transporte de mercancías, especialmente, el de mercancías peligrosas, 

perecederas y contenedores, de acuerdo con la reglamentación internacional, a los efectos 

relacionados con la seguridad vial. 

k) La regulación del vehículo automatizado, de conformidad con lo dispuesto en la ley. 

Artículo 5 

Competencias del Ministerio del Interior 

Sin perjuicio de las competencias que tengan asumidas las comunidades autónomas y de las 

previstas en el artículo anterior, corresponde al Ministerio del Interior: 

a) La expedición y revisión de los permisos y licencias para conducir vehículos a motor y 

ciclomotores y de la autorización especial para conducir vehículos que transporten mercancías 

peligrosas, con los requisitos sobre conocimientos, aptitudes técnicas y psicofísicas y periodicidad 

que se determinen reglamentariamente, así como la declaración de la nulidad, lesividad o pérdida 

de vigencia de aquéllos. 

b) El canje, de acuerdo con las normas reglamentarias aplicables, de los permisos de conducción 

y de la autorización especial para conducir vehículos que transporten mercancías peligrosas 

expedidos en el ámbito militar y policial por los correspondientes en el ámbito civil, así como el canje, 

la inscripción o la renovación de los permisos expedidos en el extranjero cuando así lo prevea la 

legislación vigente. 

c) Las autorizaciones de apertura de centros de formación de conductores y la declaración de 

nulidad, lesividad o pérdida de vigencia de aquéllas, así como los certificados de aptitud y 

autorizaciones que permitan acceder a la actuación profesional en materia de enseñanza de la 

conducción y la acreditación de la destinada al reconocimiento de las aptitudes psicofísicas de los 

conductores, con los requisitos y condiciones que reglamentariamente se determinen. 

d) La matriculación y expedición de los permisos de circulación de los vehículos a motor, 

remolques, semirremolques y ciclomotores, así como la declaración de nulidad, lesividad o pérdida 

de vigencia de dichos permisos, en los términos que reglamentariamente se determine. 

e) Las autorizaciones o permisos temporales y provisionales para la circulación de vehículos. 

f) Las normas especiales que posibiliten la circulación de vehículos históricos y fomenten la 

conservación y restauración de los que integran el patrimonio histórico. 

g) La retirada de los vehículos de la vía fuera de poblado y la baja temporal o definitiva de la 

circulación de dichos vehículos. 

h) Los registros de vehículos, de conductores e infractores, de profesionales de la enseñanza de 

la conducción, de centros de formación de conductores, de los centros de reconocimiento 

destinados a verificar las aptitudes psicofísicas de los conductores y de manipulación de placas de 

matrícula, en los términos que reglamentariamente se determine. 
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i) La vigilancia y disciplina del tráfico en toda clase de vías interurbanas y en travesías cuando no 

exista policía local, así como la denuncia y sanción de las infracciones a las normas de circulación 

y de seguridad en dichas vías. 

j) La denuncia y sanción de las infracciones por incumplimiento de la obligación de someterse a 

la inspección técnica de vehículos, así como a las prescripciones derivadas de aquélla, y por razón 

del ejercicio de actividades industriales que afecten de manera directa a la seguridad vial. 

k) La regulación, ordenación y gestión del tráfico en vías interurbanas y en travesías, 

estableciendo para estas últimas fórmulas de cooperación o delegación con las Entidades Locales, 

y sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones y de las facultades de otros departamentos 

ministeriales. 

l) Las directrices básicas y esenciales para la formación y actuación de los agentes de la 

autoridad encargados de la vigilancia del tráfico, sin perjuicio de las atribuciones de las 

corporaciones locales, con cuyos órganos se instrumentará, de común acuerdo, la colaboración 

necesaria. 

m) La autorización de pruebas deportivas que tengan que celebrarse utilizando en todo o parte 

del recorrido carreteras estatales o travesías, previo informe de las Administraciones titulares de las 

vías públicas afectadas, e informar, con carácter vinculante, las que vayan a conceder otros 

órganos autonómicos o municipales, cuando tengan que circular por vías públicas o de uso público 

en que la Administración General del Estado tiene atribuida la ordenación, gestión, control y 

vigilancia del tráfico. 

n) El cierre a la circulación de carreteras o tramos de ellas por razones de seguridad o fluidez del 

tráfico o la restricción en ellas del acceso de determinados vehículos por motivos medioambientales, 

en los términos que reglamentariamente se determine. 

ñ) La coordinación de la estadística y la investigación de accidentes de tráfico, así como las 

estadísticas de inspección técnica de vehículos, en colaboración con otros organismos oficiales y 

privados, en los términos que reglamentariamente se determine. 

o) La realización de las pruebas, reglamentariamente establecidas, para determinar el grado de 

intoxicación alcohólica, o por drogas, de los conductores que circulen por las vías públicas en las 

que tiene atribuida la ordenación, gestión, control y vigilancia del tráfico. 

p) La contratación de la gestión de los cursos de sensibilización y reeducación vial que han de 

realizar los conductores como consecuencia de la pérdida parcial o total de los puntos que les 

hayan sido asignados, la elaboración del contenido de los cursos, así como su duración y requisitos. 

Dicha contratación se realizará de acuerdo con lo establecido en la normativa de contratos del 

sector público. 

q) La garantía de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las 

personas con discapacidad, especialmente en su calidad de conductores, en todos los ámbitos 

regulados en esta ley. 

r) La determinación de la duración, el contenido y los requisitos de los cursos de conducción 

segura y eficiente cuya realización conlleve la recuperación o bonificación de puntos, así como de 

los mecanismos de certificación y control de los mismos a tal efecto. 

s) La inspección de los centros y otros operadores cuya actividad esté vinculada con el ejercicio 

de funciones en el ámbito de las competencias establecidas en este artículo. 
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t) La auditoría de los centros, operadores, servicios y trámites de competencia del organismo 

autónomo Jefatura Central de Tráfico, con objeto de supervisar y garantizar el correcto 

funcionamiento y la calidad de aquéllos, que se llevará a cabo, con arreglo a las normas legales 

que le sean de aplicación, directamente por empleados públicos formados para estas funciones, o 

mediante la colaboración de entidades acreditadas. 

u) De conformidad con lo dispuesto en la Ley, las normas en materia de tráfico y seguridad vial 

que deberán cumplir los vehículos dotados de un sistema de conducción automatizado para su 

circulación, a excepción de los requisitos técnicos para la homologación de los vehículos cuyo 

desarrollo corresponde al Ministerio competente en materia de industria. 

Artículo 6 

Organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico 

1. El Ministerio del Interior ejerce las competencias relacionadas en el artículo anterior a través del 

organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

2. Para el ejercicio de las competencias atribuidas al Ministerio del Interior en materia de regulación, 

ordenación, gestión y vigilancia del tráfico, así como para la denuncia de las infracciones a las 

normas contenidas en esta ley, y para las labores de protección y auxilio en las vías públicas o de uso 

público, actuará, en los términos que reglamentariamente se determine, la Guardia Civil, 

especialmente su Agrupación de Tráfico, que a estos efectos depende específicamente del 

organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

Artículo 7 

Competencias de los municipios 

Corresponde a los municipios: 

a) La regulación, ordenación, gestión, vigilancia y disciplina, por medio de agentes propios, del 

tráfico en las vías urbanas de su titularidad, así como la denuncia de las infracciones que se cometan 

en dichas vías y la sanción de las mismas cuando no esté expresamente atribuida a otra 

Administración. 

b) La regulación mediante ordenanza municipal de circulación, de los usos de las vías urbanas, 

haciendo compatible la equitativa distribución de los aparcamientos entre todos los usuarios con la 

necesaria fluidez del tráfico rodado y con el uso peatonal de las calles, así como el establecimiento 

de medidas de estacionamiento limitado, con el fin de garantizar la rotación de los aparcamientos, 

prestando especial atención a las necesidades de las personas con discapacidad que tienen 

reducida su movilidad y que utilizan vehículos, todo ello con el fin de favorecer su integración social. 

c) La inmovilización de los vehículos en vías urbanas cuando no dispongan de título que habilite 

el estacionamiento en zonas limitadas en tiempo o excedan de la autorización concedida, hasta 

que se logre la identificación de su conductor. 

La retirada de los vehículos de las vías urbanas y su posterior depósito cuando obstaculicen, 

dificulten o supongan un peligro para la circulación, o se encuentren incorrectamente aparcados 

en las zonas de estacionamiento restringido, en las condiciones previstas para la inmovilización en 

este mismo artículo. Las bicicletas sólo podrán ser retiradas y llevadas al correspondiente depósito si 

están abandonadas o si, estando amarradas, dificultan la circulación de vehículos o personas o 

dañan el mobiliario urbano. 
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Igualmente, la retirada de vehículos en las vías interurbanas y el posterior depósito de éstos, en 

los términos que reglamentariamente se determine. 

d) La autorización de pruebas deportivas cuando discurran íntegra y exclusivamente por el casco 

urbano, exceptuadas las travesías. 

e) La realización de las pruebas a que alude el artículo 5.o) en las vías urbanas, en los términos 

que reglamentariamente se determine. 

f) El cierre de vías urbanas cuando sea necesario. 

g) La restricción de la circulación a determinados vehículos en vías urbanas por motivos 

medioambientales. 

CAPÍTULO II 

Consejo Superior de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible 

Artículo 8 

Composición y funciones 

1. El Consejo Superior de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible es el órgano de consulta y 

participación para el impulso y mejora del tráfico, la seguridad vial y la movilidad sostenible y para 

promover la concertación de las distintas Administraciones Públicas y entidades que desarrollan 

actividades en esos ámbitos, sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas que 

hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de vehículos a 

motor. 

2. La presidencia del Consejo corresponde al Ministro del Interior y en él están representados la 

Administración General del Estado, las comunidades autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, 

las administraciones locales, así como las fundaciones, las asociaciones de víctimas, el sector social 

de la discapacidad, las asociaciones de prevención de accidentes de tráfico y de fomento de la 

seguridad vial y los centros de investigación y organizaciones profesionales, económicas y sociales 

más representativas directamente relacionadas con el tráfico, la seguridad vial y la movilidad 

sostenible. 

3. El Consejo funciona en Pleno, en Comisión Permanente, en Comisiones y en Grupos de Trabajo. 

4. En las comunidades autónomas que no hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en 

materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, y en las ciudades de Ceuta y Melilla existe una 

Comisión del Consejo. Asimismo, funciona una Comisión del Consejo para el estudio del tráfico, la 

seguridad vial y la movilidad sostenible en las vías urbanas. 

Las comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de 

tráfico y circulación de vehículos a motor pueden establecer sus propios Consejos Autonómicos de 

Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible. 

5. El Consejo Superior de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible ejerce las siguientes funciones: 

a) Informar y, en su caso, proponer planes de actuación conjunta en materia de tráfico, 

seguridad vial o movilidad sostenible para dar cumplimiento a las directrices del Gobierno o para 

someterlos a su aprobación. Dichas propuestas, que no son vinculantes, deben considerar, en 

particular, la viabilidad técnica y financiera de las medidas que incluyan. 
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b) Asesorar a los órganos superiores y directivos del Ministerio del Interior en esta materia. 

c) Informar los convenios o tratados internacionales sobre tráfico, seguridad vial o movilidad 

sostenible antes de la prestación del consentimiento del Estado para obligarse por ellos. 

d) Informar o proponer, en su caso, los proyectos de disposiciones generales que afecten al 

tráfico, la seguridad vial o la movilidad sostenible. 

e) Informar sobre la publicidad de los vehículos a motor. 

f) Impulsar, mediante las correspondientes propuestas, la actuación de los distintos organismos, 

entidades y asociaciones que desarrollen actividades en esta materia. 

g) Conocer e informar sobre la evolución de la siniestralidad vial en España. 

6. La composición, organización y funcionamiento del Consejo se determinarán 

reglamentariamente. A estos efectos, podrán crearse Consejos Territoriales de Seguridad Vial. En todo 

caso, debe haber un equilibrio entre los colectivos representados y entre los distintos sectores que 

representan. 

CAPÍTULO III 

Conferencia Sectorial de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible 

Artículo 9 

Conferencia Sectorial de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible 

1. Se crea la Conferencia Sectorial de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible como órgano de 

cooperación entre la Administración General del Estado y las administraciones de las comunidades 

autónomas que hayan asumido, competencias para la protección de personas y bienes y el 

mantenimiento del orden público y que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en 

materia de tráfico y circulación de vehículos a motor. La conferencia sectorial desarrollará una 

actuación coordinada en esta materia, con atención a los principios de lealtad institucional y respeto 

recíproco en el ejercicio de las competencias atribuidas a dichas administraciones. 

2. La conferencia sectorial aprobará su reglamento interno, que regulará su organización y 

funcionamiento. 

TÍTULO II 

Normas de comportamiento en la circulación 

CAPÍTULO I 

Normas generales 

Artículo 10 

Usuarios, conductores y titulares de vehículos 

1. El usuario de la vía está obligado a comportarse de forma que no entorpezca indebidamente la 

circulación, ni cause peligro, perjuicios o molestias innecesarias a las personas o daños a los bienes o 

al medioambiente. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1391 

2. El conductor debe utilizar el vehículo con la diligencia, precaución y atención necesarias para 

evitar todo daño, propio o ajeno, cuidando de no poner en peligro, tanto a sí mismo como a los 

demás ocupantes del vehículo y al resto de usuarios de la vía, especialmente a aquellos cuyas 

características les hagan más vulnerables. 

El conductor debe verificar que las placas de matrícula del vehículo no presentan obstáculos que 

impidan o dificulten su lectura e identificación. 

3. El titular y, en su caso, el arrendatario de un vehículo tiene el deber de actuar con la máxima 

diligencia para evitar los riesgos que conlleva su utilización, mantenerlo en las condiciones legal y 

reglamentariamente establecidas, someterlo a los reconocimientos e inspecciones que 

correspondan e impedir que sea conducido por quien nunca haya obtenido el permiso o la licencia 

de conducción correspondiente. 

Artículo 11 

Obligaciones del titular del vehículo y del conductor habitual 

1. El titular de un vehículo tiene las siguientes obligaciones: 

a) Facilitar a la Administración la identificación del conductor del vehículo en el momento de 

cometerse una infracción. Los datos facilitados deben incluir el número del permiso o licencia de 

conducción que permita la identificación en el Registro de Conductores e Infractores del organismo 

autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

Si el conductor no figura inscrito en el aludido Registro de Conductores e Infractores, el titular 

deberá disponer de copia de la autorización administrativa que le habilite a conducir en España y 

facilitarla a la Administración cuando le sea requerida. Si el titular fuese una empresa de alquiler de 

vehículos sin conductor, la copia de la autorización administrativa podrá sustituirse por la copia del 

contrato de arrendamiento. 

b) Impedir que el vehículo sea conducido por quien nunca haya obtenido el permiso o la licencia 

de conducción correspondiente. 

2. El titular del vehículo puede comunicar al Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura 

Central de Tráfico la identidad del conductor habitual del mismo. En este supuesto, el titular queda 

exonerado de las obligaciones anteriores, que se trasladan al conductor habitual. 

3. Las obligaciones establecidas en el apartado 1 y la comunicación descrita en el apartado anterior 

corresponden al arrendatario a largo plazo del vehículo, en el supuesto de que haya constancia de 

éste en el Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

4. El titular del vehículo en régimen de arrendamiento a largo plazo debe comunicar al Registro de 

Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico la identidad del arrendatario. 

Artículo 11 bis 

Obligaciones del titular de un sistema de conducción automatizado 

El titular del sistema de conducción automatizado de un vehículo deberá comunicar al Registro de 

Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico las capacidades o funcionalidades 

del sistema de conducción automatizada, así como su dominio de diseño operativo, en el momento 

de la matriculación, y con posterioridad, siempre que se produzca cualquier actualización del 

sistema a lo largo de la vida útil del vehículo. 
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Artículo 12 

Obras y actividades prohibidas 

1. La realización de obras, instalaciones, colocación de contenedores, mobiliario urbano o cualquier 

otro elemento u objeto de forma permanente o provisional en las vías objeto de esta ley necesita 

autorización previa del titular de las mismas y se rige por lo dispuesto en la normativa de carreteras y 

en las normas municipales. Las mismas prescripciones son aplicables a la interrupción de las obras, 

en razón de las circunstancias o características especiales del tráfico que puede llevarse a efecto a 

petición del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

Asimismo, la realización de obras en las vías debe ser comunicada con anterioridad a su inicio al 

organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico o, en su caso, a la autoridad autonómica o local 

responsable, que, sin perjuicio de las facultades del órgano competente para la ejecución de las 

obras, dictará las instrucciones que resulten procedentes en relación a la regulación, ordenación, 

gestión y vigilancia del tráfico, teniendo en cuenta el calendario de restricciones a la circulación y 

las que se deriven de otras autorizaciones a la misma. 

Las infracciones a lo dispuesto en este apartado, así como la realización de obras en la carretera sin 

señalización o sin que ésta se atenga a la reglamentación técnica sobre el particular, se sancionarán 

en la forma prevista en la normativa de carreteras, sin perjuicio de la normativa municipal 

sancionadora. 

2. Se prohíbe arrojar, depositar o abandonar sobre la vía objetos o materias que puedan entorpecer 

la libre circulación, parada o estacionamiento, hacerlos peligrosos o deteriorar aquélla o sus 

instalaciones, o producir en la misma o en sus inmediaciones efectos que modifiquen las condiciones 

apropiadas para circular, parar o estacionar. 

3. Quien haya creado sobre la vía algún obstáculo o peligro, debe hacerlo desaparecer lo antes 

posible, adoptando entretanto las medidas necesarias para que pueda ser advertido por los demás 

usuarios y para que no se dificulte la circulación. 

4. Se prohíbe arrojar a la vía o en sus inmediaciones cualquier objeto que pueda dar lugar a la 

producción de incendios o, en general, poner en peligro la seguridad vial. 

5. Se prohíbe la emisión de perturbaciones electromagnéticas, ruidos, gases y otros contaminantes 

en las vías objeto de esta ley, en los términos que reglamentariamente se determine. 

6. Se prohíbe cargar los vehículos de forma distinta a lo que reglamentariamente se determine. 

7. No pueden circular por las vías objeto de esta ley los vehículos con niveles de emisión de ruido 

superiores a los reglamentariamente establecidos, emitiendo gases o humos en valores superiores a 

los límites establecidos, ni cuando hayan sido objeto de una reforma de importancia no autorizada. 

Todos los conductores de vehículos quedan obligados a colaborar en las pruebas reglamentarias de 

detección que permitan comprobar las posibles deficiencias indicadas. 

Artículo 13 

Normas generales de conducción 

1. El conductor debe estar en todo momento en condiciones de controlar su vehículo. Al aproximarse 

a otros usuarios de la vía, debe adoptar las precauciones necesarias para su seguridad, 

especialmente cuando se trate de niños, ancianos, personas ciegas o en general personas con 

discapacidad o con problemas de movilidad. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1393 

2. El conductor de un vehículo está obligado a mantener su propia libertad de movimientos, el 

campo necesario de visión y la atención permanente a la conducción, que garanticen su propia 

seguridad, la del resto de ocupantes del vehículo y la de los demás usuarios de la vía. A estos efectos, 

deberá cuidar especialmente de mantener la posición adecuada y que la mantengan el resto de 

los pasajeros, y la adecuada colocación de los objetos o animales transportados para que no haya 

interferencias entre el conductor y cualquiera de ellos. 

3. Queda prohibido conducir utilizando cualquier tipo de casco de audio o auricular conectado a 

aparatos receptores o reproductores de sonido u otros dispositivos que disminuyan la atención 

permanente a la conducción, excepto durante la realización de las pruebas de aptitud en circuito 

abierto para la obtención del permiso de conducción en los términos que reglamentariamente se 

determine. 

Se prohíbe la utilización durante la conducción de dispositivos de telefonía móvil, navegadores o 

cualquier otro medio o sistema de comunicación, excepto cuando el desarrollo de la comunicación 

tenga lugar sin emplear las manos ni usar cascos, auriculares o instrumentos similares. 

No se considerará dentro de la prohibición la utilización de dispositivos inalámbricos certificados u 

homologados para la utilización en el casco de protección de los conductores de motocicletas y 

ciclomotores, con fines de comunicación o navegación, siempre que no afecten a la seguridad en 

la conducción. 

Quedan exentos de dicha prohibición los agentes de la autoridad en el ejercicio de las funciones 

que tengan encomendadas, así como los vehículos de las Fuerzas Armadas cuando circulen en 

convoy. 

Reglamentariamente se podrán establecer otras excepciones a las prohibiciones previstas en los 

párrafos anteriores, así como los dispositivos que se considera que disminuyen la atención a la 

conducción, conforme se produzcan los avances de la tecnología. 

4. El conductor y los ocupantes de los vehículos están obligados a utilizar el cinturón de seguridad, 

cascos y demás elementos de protección y dispositivos de seguridad en las condiciones y con las 

excepciones que, en su caso, se determine reglamentariamente. Los conductores profesionales, 

cuando presten servicio público a terceros, no se considerarán responsables del incumplimiento de 

esta norma por parte de los ocupantes del vehículo. 

Por razones de seguridad vial, se podrá prohibir la ocupación de los asientos delanteros o traseros del 

vehículo por los menores en función de su edad o talla, en los términos que se determine 

reglamentariamente. 

5. Queda prohibido circular con menores de doce años como pasajeros de ciclomotores o 

motocicletas, con o sin sidecar, por cualquier clase de vía. Excepcionalmente, se permite esta 

circulación a partir de los siete años, siempre que los conductores sean el padre, la madre, el tutor o 

una persona mayor de edad autorizada por ellos, utilicen casco homologado y se cumplan las 

condiciones específicas de seguridad establecidas reglamentariamente. 

6. Se prohíbe instalar o llevar en los vehículos inhibidores de radares o cinemómetros o cualesquiera 

otros instrumentos encaminados a eludir o a interferir en el correcto funcionamiento de los sistemas 

de vigilancia del tráfico, así como emitir o hacer señales con dicha finalidad. Asimismo se prohíbe 

llevar en el vehículo mecanismos de detección de radares o cinemómetros. 

Quedan excluidos de esta prohibición los mecanismos de aviso que informan de la posición de los 

sistemas de vigilancia del tráfico. 
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Artículo 14 

Bebidas alcohólicas y drogas 

1. No puede circular por las vías objeto de esta Ley el conductor de cualquier vehículo con tasas de 

alcohol superiores a las que reglamentariamente se determine. En ningún caso el conductor menor 

de edad podrá circular por las vías con una tasa de alcohol en sangre superior a 0 gramos por litro o 

de alcohol en aire espirado superior a 0 miligramos por litro. 

Tampoco puede hacerlo el conductor de cualquier vehículo con presencia de drogas en el 

organismo, de las que se excluyen aquellas sustancias que se utilicen bajo prescripción facultativa y 

con una finalidad terapéutica, siempre que se esté en condiciones de utilizar el vehículo conforme a 

la obligación de diligencia, precaución y no distracción establecida en el artículo 10. 

2. El conductor de un vehículo está obligado a someterse a las pruebas para la detección de alcohol 

o de la presencia de drogas en el organismo, que se practicarán por los agentes de la autoridad 

encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas. 

Igualmente quedan obligados los demás usuarios de la vía cuando se hallen implicados en un 

accidente de tráfico o hayan cometido una infracción conforme a lo tipificado en esta ley. 

3. Las pruebas para la detección de alcohol consistirán en la verificación del aire espirado mediante 

dispositivos autorizados, y para la detección de la presencia de drogas en el organismo, en una 

prueba salival mediante un dispositivo autorizado y en un posterior análisis de una muestra salival en 

cantidad suficiente. 

No obstante, cuando existan razones justificadas que impidan realizar estas pruebas, se podrá 

ordenar el reconocimiento médico del sujeto o la realización de los análisis clínicos que los 

facultativos del centro sanitario al que sea trasladado estimen más adecuados. 

4. El procedimiento, las condiciones y los términos en que se realizarán las pruebas para la detección 

de alcohol o de drogas se determinarán reglamentariamente. 

5. A efectos de contraste, a petición del interesado, se podrán repetir las pruebas para la detección 

de alcohol o de drogas, que consistirán preferentemente en análisis de sangre, salvo causas 

excepcionales debidamente justificadas. Cuando la prueba de contraste arroje un resultado positivo 

será abonada por el interesado. 

El personal sanitario está obligado, en todo caso, a dar cuenta del resultado de estas pruebas al Jefe 

de Tráfico de la provincia donde se haya cometido el hecho o, cuando proceda, a los órganos 

competentes para sancionar de las comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de 

funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, o a las autoridades 

municipales competentes. 

CAPÍTULO II 

Circulación de vehículos 

Sección 1.ª Lugar de la vía 

Artículo 15 

Sentido de la circulación 

Como norma general y muy especialmente en las curvas y cambios de rasante de reducida 

visibilidad, el vehículo circulará en todas las vías objeto de esta Ley por la derecha y lo más cerca 
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posible del borde de la calzada, con las excepciones que reglamentariamente se determinen, 

manteniendo en todo caso la separación lateral suficiente para realizar el cruce con seguridad. 

Artículo 16 

Utilización de los carriles 

1. El conductor de un automóvil, que no sea un vehículo para personas de movilidad reducida, o de 

un vehículo especial con la masa máxima autorizada que reglamentariamente se determine, debe 

circular por la calzada y no por el arcén, salvo por razones de emergencia, y debe, además, atenerse 

a las reglas siguientes: 

a) En las calzadas con doble sentido de circulación y dos carriles, separados o no por marcas 

viales, debe circular por el de su derecha. 

b) En las calzadas con doble sentido de circulación y tres carriles, separados por marcas 

longitudinales discontinuas, debe circular también por el de su derecha, y en ningún caso por el 

situado más a su izquierda. 

c) Fuera de poblado, en las calzadas con más de un carril reservado para su sentido de marcha, 

debe circular normalmente por el situado más a su derecha, si bien podrá utilizar el resto de los de 

dicho sentido cuando las circunstancias del tráfico o de la vía lo aconsejen, a condición de que no 

entorpezca la marcha de otro vehículo que le siga. 

Cuando una de dichas calzadas tenga tres o más carriles en el sentido de su marcha, los 

conductores de camiones con masa máxima autorizada superior a la que reglamentariamente se 

determine, los de vehículos especiales que no estén obligados a circular por el arcén y los de 

conjuntos de vehículos de más de siete metros de longitud, deben circular normalmente por el 

situado más a su derecha, pudiendo utilizar el inmediato en las mismas circunstancias y con igual 

condición a las citadas en el párrafo anterior. 

d) Cuando se circule por calzadas de poblados con al menos dos carriles reservados para el 

mismo sentido, delimitados por marcas longitudinales, puede utilizar el que mejor convenga a su 

destino, pero no debe abandonarlo más que para prepararse a cambiar de dirección, adelantar, 

parar o estacionar. 

2. Para el cómputo de carriles, a efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, no se tendrá en 

cuenta los destinados al tráfico lento ni los reservados a determinados vehículos, en los términos que 

reglamentariamente se determine. 

Artículo 17 

Utilización del arcén 

1. El conductor de cualquier vehículo de tracción animal, vehículo especial con masa máxima 

autorizada no superior a la que reglamentariamente se determine, ciclo, ciclomotor, vehículo para 

personas de movilidad reducida o vehículo en seguimiento de ciclistas, en el caso de que no exista 

vía o parte de la misma que les esté especialmente destinada, debe circular por el arcén de su 

derecha, si fuera transitable y suficiente, y, si no lo fuera, debe utilizar la parte imprescindible de la 

calzada. 

Debe también circular por el arcén de su derecha o, en las circunstancias a que se refiere este 

apartado, por la parte imprescindible de la calzada el conductor de motocicletas, de turismos y de 

camiones con masa máxima autorizada, que no exceda de la que reglamentariamente se 
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determine, que, por razones de emergencia, lo haga a velocidad anormalmente reducida, 

perturbando con ello gravemente la circulación. 

No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, el conductor de bicicleta podrá superar la 

velocidad máxima fijada reglamentariamente para estos vehículos en aquellos tramos en los que las 

circunstancias de la vía aconsejen desarrollar una velocidad superior, pudiendo ocupar incluso la 

parte derecha de la calzada que necesite, especialmente en descensos prolongados con curvas. 

2. Se prohíbe que los vehículos relacionados en el apartado anterior circulen en posición paralela, 

salvo las bicicletas y ciclomotores de dos ruedas, en los términos que reglamentariamente se 

determine atendiendo a las circunstancias de la vía o a la peligrosidad del tráfico. 

Artículo 18 

Supuestos especiales del sentido de circulación y restricciones 

Cuando razones de seguridad o fluidez de la circulación lo aconsejen, o por motivos 

medioambientales, se podrá ordenar por la autoridad competente otro sentido de circulación, la 

prohibición total o parcial de acceso a partes de la vía, bien con carácter general o para 

determinados vehículos, el cierre de determinadas vías, el seguimiento obligatorio de itinerarios 

concretos, o la utilización de arcenes o carriles en sentido opuesto al normalmente previsto. 

Artículo 19 

Refugios, isletas o dispositivos de guía 

Cuando en la vía existan refugios, isletas o dispositivos de guía, se circulará por la parte de la calzada 

que quede a la derecha de los mismos, en el sentido de la marcha, salvo cuando estén situados en 

una vía de sentido único o dentro de la parte correspondiente a un solo sentido de circulación, en 

cuyo caso podrá hacerse por cualquiera de los dos lados. 

Artículo 20 

Circulación en autopistas y autovías 

1. Se prohíbe circular por autopistas y autovías con vehículos de tracción animal, bicicletas, 

ciclomotores, vehículos de movilidad personal y vehículos para personas de movilidad reducida. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los conductores de bicicletas podrán circular por los 

arcenes de las autovías, salvo que, por razones de seguridad vial, se prohíba mediante la señalización 

correspondiente. 

2. La circulación por autopistas o autovías sujetas a peaje, tasa o precio público requerirá el pago 

del correspondiente peaje, tasa o precio público. 

Sección 2.ª Velocidad 

Artículo 21 

Límites de velocidad 

1. El conductor está obligado a respetar los límites de velocidad establecidos y a tener en cuenta, 

además, sus propias condiciones físicas y psíquicas, las características y el estado de la vía, del 
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vehículo y de su carga, las condiciones meteorológicas, ambientales y de circulación y, en general, 

cuantas circunstancias concurran en cada momento, a fin de adecuar la velocidad de su vehículo 

a las mismas, de manera que siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y 

ante cualquier obstáculo que pueda presentarse. 

2. Las velocidades máximas y mínimas autorizadas para la circulación de vehículos serán las fijadas 

de acuerdo con las condiciones que reglamentariamente se determinen, con carácter general, para 

los conductores, los vehículos y las vías objeto de esta ley, en función de sus propias características. 

Los lugares con prohibiciones u obligaciones específicas de velocidad serán señalizados, con 

carácter permanente o temporal. En defecto de señalización específica se cumplirá la genérica 

establecida para cada vía. 

3. Se establecerá también reglamentariamente un límite máximo, con carácter general, para la 

velocidad autorizada en las vías urbanas y en travesías. Este límite podrá ser rebajado en las travesías 

especialmente peligrosas, por acuerdo de la autoridad municipal con el titular de la vía, y en las vías 

urbanas, por decisión del órgano competente de la corporación municipal. 

4. (Suprimido). 

5. Se podrá circular por debajo de los límites mínimos de velocidad en los casos los ciclos, vehículos 

de tracción animal, transportes y vehículos especiales, o cuando las circunstancias de tráfico impidan 

el mantenimiento de una velocidad superior a la mínima sin riesgo para la circulación, así como en 

los supuestos de protección o acompañamiento a otros vehículos, en los términos que 

reglamentariamente se determine. 

6. El titular de la vía deberá comunicar a las autoridades competentes en materia de gestión del 

tráfico, con una antelación mínima de un mes, los cambios que realice en las limitaciones de 

velocidad. 

Artículo 22 

Distancias y velocidad exigible 

1. Salvo en caso de inminente peligro, el conductor, para reducir considerablemente la velocidad 

de su vehículo, debe cerciorarse de que puede hacerlo sin riesgo para otros conductores y está 

obligado a advertirlo previamente y a realizarlo de forma que no produzca riesgo de colisión con los 

vehículos que circulan detrás del suyo, en los términos que reglamentariamente se determine. 

2. El conductor de un vehículo que circule detrás de otro debe dejar entre ambos un espacio libre 

que le permita detenerse, en caso de frenado brusco, sin colisionar con él, teniendo en cuenta 

especialmente la velocidad y las condiciones de adherencia y frenado. No obstante, se permite a 

los conductores de bicicletas circular en grupo sin mantener tal separación, poniendo en esta 

ocasión especial atención a fin de evitar alcances entre ellos. 

3. Además de lo dispuesto en el apartado anterior, la separación que debe guardar el conductor de 

un vehículo que circule detrás de otro sin señalar su propósito de adelantamiento debe ser tal que 

permita al que a su vez le siga adelantarlo con seguridad, excepto si se trata de ciclistas que circulan 

en grupo. Los vehículos con masa máxima superior a la que reglamentariamente se determine y los 

vehículos o conjuntos de vehículos de más de 10 metros de longitud total deben guardar, a estos 

efectos, una separación mínima de 50 metros. 

4. Lo dispuesto en el apartado anterior no es de aplicación: 

a) En poblado. 
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b) Donde esté prohibido el adelantamiento. 

c) Donde haya más de un carril destinado a la circulación en su mismo sentido. 

d) Cuando la intensidad de la circulación no permita el adelantamiento. 

5. Se prohíbe entablar competiciones de velocidad en las vías públicas o de uso público, salvo que, 

con carácter excepcional, se hubiera autorizado por la autoridad competente. 

Sección 3.ª Preferencia de paso 

Artículo 23 

Normas generales 

1. La preferencia de paso en las intersecciones se ajustará a la señalización que la regule. 

2. En defecto de señal, el conductor está obligado a ceder el paso a los vehículos que se aproximen 

por su derecha, salvo en los siguientes supuestos: 

a) Los vehículos que circulen por una vía pavimentada sobre los que procedan de otra sin 

pavimentar. 

b) Los vehículos que circulen por raíles sobre los demás usuarios. 

c) Los que se hallen dentro de las glorietas sobre los que pretendan acceder a ellas. 

3. Reglamentariamente se podrán establecer otras excepciones. 

Artículo 24 

Tramos estrechos y de gran pendiente 

1. En los tramos de la vía en los que, por su escasa anchura, sea imposible o muy difícil el paso 

simultáneo de dos vehículos que circulen en sentido contrario, donde no haya señalización expresa 

al efecto, tiene preferencia de paso el que haya entrado primero. En caso de duda sobre dicha 

circunstancia, tiene preferencia el vehículo con mayores dificultades de maniobra, en los términos 

que reglamentariamente se determine. 

2. En los tramos de gran pendiente, en los que se den las circunstancias señaladas en el apartado 

anterior, tiene preferencia de paso el vehículo que circule en sentido ascendente, salvo si éste 

pudiera llegar antes a una zona prevista para apartarse. En caso de duda se estará a lo establecido 

en el apartado anterior. 

Artículo 25 

Conductores, peatones y animales 

1. El conductor de un vehículo tiene preferencia de paso respecto de los peatones, salvo en los casos 

siguientes: 

a) En los pasos para peatones, en las aceras y en las demás zonas peatonales. 
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b) Cuando vaya a girar con su vehículo para entrar en otra vía y haya peatones cruzándola, 

aunque no exista paso para éstos. 

c) Cuando el vehículo cruce un arcén por el que estén circulando peatones que no dispongan 

de zona peatonal. 

d) Cuando los peatones vayan a subir o hayan bajado de un vehículo de transporte colectivo de 

viajeros, en una parada señalizada como tal, y se encuentren entre dicho vehículo y la zona 

peatonal o refugio más próximo. 

e) Cuando se trate de tropas en formación, filas escolares o comitivas organizadas. 

2. En las zonas peatonales, cuando el vehículo las cruce por los pasos habilitados al efecto, el 

conductor tiene la obligación de dejar pasar a los peatones que circulen por ellas. 

3. El conductor del vehículo tiene preferencia de paso, respecto de los animales, salvo en los casos 

siguientes: 

a) En las cañadas señalizadas. 

b) Cuando vaya a girar con su vehículo para entrar en otra vía y haya animales cruzándola, 

aunque no exista paso para éstos. 

c) Cuando el vehículo cruce un arcén por el que estén circulando animales que no dispongan 

de cañada. 

4. El conductor de una bicicleta tiene preferencia de paso respecto a otros vehículos: 

a) Cuando circule por un carril-bici, paso para ciclistas o arcén debidamente autorizado para 

uso exclusivo de conductores de bicicletas. 

b) Cuando para entrar en otra vía el vehículo gire a derecha o izquierda, en los supuestos 

permitidos, existiendo un ciclista en sus proximidades. 

c) Cuando los conductores de bicicleta circulen en grupo, serán considerados como una única 

unidad móvil a los efectos de la preferencia de paso, y serán aplicables las normas generales sobre 

preferencia de paso entre vehículos. 

En circulación urbana se estará a lo dispuesto por la ordenanza municipal correspondiente. 

5. Los vehículos de movilidad personal y las bicicletas y ciclos no podrán circular por las aceras. 

Reglamentariamente se fijarán las excepciones que se determinen. 

Artículo 26 

Cesión de paso e intersecciones 

1. El conductor de un vehículo que tenga que ceder el paso a otro no debe iniciar o continuar su 

marcha o su maniobra, ni reemprenderlas, hasta asegurarse de que con ello no obliga al conductor 

del vehículo que tiene la preferencia a modificar bruscamente su trayectoria o su velocidad, y debe 

mostrar con suficiente antelación, por su forma de circular, y especialmente con la reducción 

paulatina de la velocidad, que efectivamente va a cederlo. 
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2. Aun cuando tenga preferencia de paso, ningún conductor debe entrar con su vehículo en una 

intersección o en un paso para peatones si, previsiblemente, puede quedar detenido en ellos 

impidiendo u obstruyendo la circulación transversal. 

3. El conductor que tenga detenido su vehículo en una intersección regulada por semáforo, 

constituyendo un obstáculo para la circulación, debe salir de aquélla sin esperar a que se permita la 

circulación en la dirección que se propone tomar, siempre que al hacerlo no entorpezca la marcha 

de los demás usuarios que avancen en el sentido permitido. 

Artículo 27 

Vehículos en servicio de urgencia 

Tienen preferencia de paso sobre los demás vehículos y otros usuarios de la vía los vehículos de 

servicio de urgencia, cuando se hallen en servicio de tal carácter, así como los equipos de 

mantenimiento de las instalaciones y de la infraestructura de la vía y los vehículos que acudan a 

realizar un servicio de auxilio en carretera. Pueden circular por encima de los límites de velocidad 

establecidos y están exentos de cumplir otras normas o señales, en los términos que 

reglamentariamente se determine. 

Sección 4.ª Incorporación a la circulación 

Artículo 28 

Incorporación de vehículos a la circulación 

El conductor de un vehículo parado o estacionado en una vía o procedente de las vías de acceso 

a la misma, de sus zonas de servicio o de una propiedad colindante que pretenda incorporarse a la 

circulación debe cerciorarse de que puede hacerlo sin peligro para los demás usuarios. Debe 

advertirlo con las señales obligatorias para estos casos y ceder el paso a los otros vehículos, teniendo 

en cuenta la posición, trayectoria y velocidad de éstos. 

Si la vía a la que se accede está dotada de un carril de aceleración, el conductor debe incorporarse 

a aquélla a la velocidad adecuada. 

Artículo 29 

Conducción de vehículos en tramo de incorporación 

Con independencia de la obligación del conductor del vehículo que se incorpore a la circulación 

de cumplir las prescripciones del artículo anterior, los demás conductores facilitarán, en la medida 

de lo posible, dicha maniobra, especialmente si se trata de un vehículo de transporte colectivo de 

viajeros que pretende incorporarse a la circulación desde una parada señalizada. 

Sección 5.ª Cambios de dirección, de sentido y marcha atrás 

Artículo 30 

Cambios de vía, calzada y carril 

1. El conductor de un vehículo que pretenda girar a la derecha o a la izquierda para utilizar una vía 

distinta de aquella por la que circula, para incorporarse a otra calzada de la misma vía o para salir 

de la misma, debe advertirlo previamente y con suficiente antelación a los conductores de los 

vehículos que circulan detrás del suyo y cerciorarse de que la velocidad y la distancia de los vehículos 

que se acerquen en sentido contrario le permiten efectuar la maniobra sin peligro, absteniéndose de 
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realizarla de no darse estas circunstancias. También debe abstenerse de realizar la maniobra cuando 

se trate de un cambio de dirección a la izquierda y no exista visibilidad suficiente. 

2. Toda maniobra de desplazamiento lateral que implique cambio de carril debe llevarse a efecto 

respetando la preferencia del que circule por el carril que se pretende ocupar. 

3. Reglamentariamente se establecerá la manera de efectuar las maniobras necesarias para los 

distintos supuestos de cambio de dirección. 

Artículo 31 

Cambios de sentido 

1. El conductor de un vehículo que pretenda invertir el sentido de su marcha debe elegir un lugar 

adecuado para efectuar la maniobra, de forma que intercepte la vía el menor tiempo posible, 

advertir con la antelación suficiente su propósito con las señales preceptivas y cerciorarse de que no 

va a poner en peligro u obstaculizar a otros usuarios de la misma. 

En caso de que no concurran estas circunstancias, debe abstenerse de realizar dicha maniobra y 

esperar el momento oportuno para efectuarla. 

Cuando su permanencia en la calzada, mientras espera para efectuar la maniobra de cambio de 

sentido, impida continuar la marcha de los vehículos que circulan detrás del suyo, debe salir de la 

misma por su lado derecho, si fuera posible, hasta que las condiciones de la circulación le permitan 

efectuarlo. 

2. Se prohíbe efectuar el cambio de sentido en toda situación que impida comprobar las 

circunstancias a que alude el apartado anterior, en los pasos a nivel y en los tramos de vía afectados 

por la señal túnel, así como en las autopistas y autovías, salvo en los lugares habilitados al efecto, y, 

en general, en todos los tramos de la vía en que esté prohibido el adelantamiento, a menos que el 

cambio de sentido esté expresamente autorizado. 

Artículo 32 

Marcha atrás 

1. Se prohíbe circular marcha atrás, salvo en los casos en que no sea posible marchar hacia adelante 

ni cambiar de dirección o sentido de marcha, y en las maniobras complementarias de otra que las 

exija, y siempre con el recorrido mínimo indispensable para efectuarla. 

2. La maniobra de marcha atrás debe efectuarse lentamente, después de haberlo advertido con las 

señales preceptivas y de haberse cerciorado, incluso apeándose o siguiendo las indicaciones de 

otra persona si fuera necesario, de que, por las circunstancias de visibilidad, espacio y tiempo 

necesarios para efectuarla, no va a constituir peligro para los demás usuarios de la vía. 

3. Se prohíbe la maniobra de marcha atrás en autovías y autopistas. 
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Sección 6.ª Adelantamiento 

Artículo 33 

Normas generales 

1. En todas las carreteras, como norma general, el adelantamiento debe efectuarse por la izquierda 

del vehículo que se pretenda adelantar. 

2. Por excepción, y si existe espacio suficiente para ello, el adelantamiento se efectuará por la 

derecha y adoptando las máximas precauciones, cuando el conductor del vehículo al que se 

pretenda adelantar esté indicando claramente su propósito de cambiar de dirección a la izquierda 

o parar en ese lado, así como en las vías con circulación en ambos sentidos, a los tranvías que 

marchen por la zona central. 

3. Reglamentariamente se establecerán otras posibles excepciones a la norma general señalada en 

el apartado 1 y particularidades de la maniobra de adelantamiento en función de las características 

de la vía. 

Artículo 34 

Precauciones previas 

1. Antes de iniciar un adelantamiento que requiera desplazamiento lateral, el conductor que se 

proponga adelantar debe advertirlo con suficiente antelación, con las señales preceptivas, y 

comprobar que en el carril que pretende utilizar para el adelantamiento existe espacio libre suficiente 

para que la maniobra no ponga en peligro ni entorpezca a quienes circulen en sentido contrario, 

teniendo en cuenta la velocidad propia y la de los demás usuarios afectados. En caso contrario, 

debe abstenerse de efectuarla. 

2. También debe cerciorarse de que el conductor del vehículo que le precede en el mismo carril no 

ha indicado su propósito de iniciar el adelantamiento, en cuyo caso debe respetar la preferencia 

que le asiste. No obstante, si después de un tiempo prudencial, el conductor del citado vehículo no 

la ejerciera, podrá iniciar la maniobra de adelantamiento, advirtiéndole previamente con señal 

acústica u óptica. 

3. Asimismo debe asegurarse de que no se ha iniciado la maniobra de adelantar a su vehículo por 

parte de ningún conductor que le siga por el mismo carril, y de que dispone de espacio suficiente 

para volver a su carril cuando termine el adelantamiento. 

4. No se considera adelantamiento, a efectos de estas normas, los realizados entre ciclistas que 

circulen en grupo. 

Artículo 35 

Ejecución 

1. Durante la ejecución del adelantamiento, el conductor que lo efectúe debe llevar su vehículo a 

una velocidad notoriamente superior a la del que pretende adelantar y dejar entre ambos una 

separación lateral suficiente para realizarlo con seguridad. 

2. Si después de iniciar la maniobra de adelantamiento advierte que se producen circunstancias que 

puedan hacer difícil la finalización del mismo sin provocar riesgos, reducirá rápidamente su marcha 

y volverá de nuevo a su carril, advirtiéndolo a los que le siguen con las señales preceptivas. 
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3. El conductor del vehículo que ha efectuado el adelantamiento debe volver a su carril tan pronto 

como le sea posible y de modo gradual, sin obligar a otros usuarios a modificar su trayectoria o 

velocidad y advirtiéndolo a través de las señales preceptivas. 

4. El conductor de un vehículo que pretenda realizar un adelantamiento a un ciclo o ciclomotor, o 

conjunto de ellos, debe realizarlo ocupando parte o la totalidad del carril contiguo o contrario, en su 

caso, de la calzada y guardando una anchura de seguridad de, al menos, 1,5 metros, salvo cuando 

la calzada cuente con más de un carril por sentido, en cuyo caso será obligatorio el cambio 

completo de carril. Queda prohibido adelantar poniendo en peligro o entorpeciendo a ciclistas que 

circulen en sentido contrario, incluso si estos ciclistas circulan por el arcén. 

Artículo 36 

Vehículo adelantado 

1. El conductor que advierta que otro que le sigue tiene el propósito de adelantar a su vehículo estará 

obligado a ceñirse al borde derecho de la calzada, salvo en el supuesto de cambio de dirección a 

la izquierda o de parada en ese mismo lado a que se refiere el artículo 33.2, en que deberá ceñirse 

a la izquierda todo lo posible, pero sin interferir la marcha de los vehículos que puedan circular en 

sentido contrario. 

2. Se prohíbe al conductor del vehículo que va a ser adelantado aumentar la velocidad o efectuar 

maniobras que impidan o dificulten el adelantamiento. Asimismo está obligado a disminuir la 

velocidad de su vehículo cuando, una vez iniciada la maniobra de adelantamiento, se produzca 

alguna situación que entrañe peligro para su propio vehículo, para el vehículo que la está 

efectuando, para los que circulan en sentido contrario o para cualquier otro usuario de la vía. 

Artículo 37 

Prohibiciones 

Queda prohibido adelantar: 

a) En las curvas y cambios de rasante de visibilidad reducida y, en general, en todo lugar o 

circunstancia en que la visibilidad disponible no sea suficiente para poder efectuar la maniobra o 

desistir de ella una vez iniciada, a no ser que los dos sentidos de circulación estén claramente 

delimitados y la maniobra pueda efectuarse sin invadir la zona reservada al sentido contrario. 

b) En los pasos para peatones señalizados como tales y en los pasos a nivel y en sus proximidades. 

c) En las intersecciones y en sus proximidades, salvo cuando: 

1.º Se trate de una glorieta. 

2.º El adelantamiento deba efectuarse por la derecha, según lo previsto en el artículo 33.2. 

3.º La calzada en que se realice tenga preferencia en la intersección y haya señal expresa que 

lo indique. 

4.º El adelantamiento se realice a vehículos de dos ruedas. 
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Artículo 38 

Supuestos especiales 

Cuando un vehículo se encuentre inmovilizado en un tramo de vía en que esté prohibido el 

adelantamiento, ocupando en todo o en parte la calzada en el carril del sentido de la marcha, y 

siempre que la inmovilización no responda a las necesidades del tráfico, puede ser rebasado, 

aunque para ello haya que ocupar parte del carril izquierdo de la calzada. En todo caso, hay que 

cerciorarse previamente de que la maniobra se puede realizar sin peligro. 

En estas mismas circunstancias se podrá adelantar a las bicicletas. 

Sección 7.ª Parada y estacionamiento 

Artículo 39 

Normas generales 

1. La parada o el estacionamiento de un vehículo en vías interurbanas debe efectuarse siempre fuera 

de la calzada, en el lado derecho de la misma y dejando libre, cuando exista, la parte transitable 

del arcén. 

2. Cuando en vías urbanas tenga que realizarse en la calzada o en el arcén se situará el vehículo lo 

más cerca posible de su borde derecho, salvo en las vías de único sentido, en las que se podrá situar 

también en el lado izquierdo. 

3. La parada y el estacionamiento deben efectuarse de tal manera que el vehículo no obstaculice 

la circulación ni constituya un riesgo para el resto de los usuarios de la vía, cuidando especialmente 

la colocación del mismo y evitando que pueda ponerse en movimiento en ausencia del conductor, 

de acuerdo con las normas que reglamentariamente se establezcan. 

En vías urbanas se permite la parada o el estacionamiento de las grúas de auxilio en carretera por el 

tiempo indispensable para efectuar la retirada de los vehículos averiados o accidentados, siempre 

que no se cree un nuevo peligro, ni se cause obstáculo a la circulación. 

4. El régimen de parada y estacionamiento en vías urbanas se regulará por ordenanza municipal, 

pudiendo adoptarse las medidas necesarias para evitar el entorpecimiento del tráfico, entre ellas, 

limitaciones horarias de duración del estacionamiento, así como las medidas correctoras precisas, 

incluida la retirada del vehículo o su inmovilización cuando no disponga de título que autorice el 

estacionamiento en zonas limitadas en tiempo o exceda del tiempo autorizado hasta que se logre 

la identificación del conductor. 

Artículo 40 

Prohibiciones 

1. Queda prohibido parar en los siguientes casos: 

a) En las curvas y cambios de rasante de visibilidad reducida, en sus proximidades y en los túneles. 

b) En los pasos a nivel, pasos para ciclistas y pasos para peatones. 

c) En los carriles o partes de la vía reservados exclusivamente para la circulación o para el servicio 

de determinados usuarios. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1405 

d) En las intersecciones y en sus proximidades. 

e) Sobre los raíles de tranvías o tan cerca de ellos que pueda entorpecerse su circulación. 

f) En los lugares donde se impida la visibilidad de la señalización a los usuarios a quienes les afecte 

u obligue a hacer maniobras. 

g) En autovías o autopistas, salvo en las zonas habilitadas para ello. 

h) En los carriles destinados al uso exclusivo del transporte público urbano, o en los reservados 

para las bicicletas. 

i) En las zonas destinadas para estacionamiento y parada de uso exclusivo para el transporte 

público urbano. 

j) En zonas señalizadas para uso exclusivo de personas con discapacidad y pasos para peatones. 

2. Queda prohibido estacionar en los siguientes casos: 

a) En todos los descritos en el apartado anterior. 

b) En los lugares habilitados por la autoridad municipal como de estacionamiento con limitación 

horaria, conforme a la regulación del sistema utilizado para ello, sin disponer del título que lo autorice 

o cuando, disponiendo de él, se mantenga estacionado el vehículo en exceso sobre el tiempo 

máximo permitido por la autorización. 

c) En zonas señalizadas para carga y descarga. 

d) En zonas señalizadas para uso exclusivo de personas con discapacidad. 

e) Sobre las aceras, paseos y demás zonas destinadas al paso de los peatones. No obstante, los 

municipios, a través de ordenanza municipal, podrán regular la parada y el estacionamiento de los 

vehículos de dos ruedas sobre las aceras y paseos siempre que no se perjudique ni se entorpezca el 

tránsito de los peatones por ellas, atendiendo a las necesidades de aquellos que puedan llevar 

algún objeto voluminoso y, especialmente, las de aquellas personas que tengan alguna 

discapacidad. 

f) Delante de los vados señalizados correctamente. 

g) En doble fila. 

Sección 8.ª Cruce de pasos a nivel y puentes levadizos 

Artículo 41 

Normas generales 

1. El conductor debe extremar la prudencia y reducir la velocidad al aproximarse a un paso a nivel 

o a un puente levadizo. 

2. El usuario que al llegar a un paso a nivel o a un puente levadizo lo encuentre cerrado o con la 

barrera o semibarrera en movimiento, debe detenerse en el carril correspondiente hasta que tenga 

paso libre. 
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3. El cruce de la vía férrea debe realizarse sin demora y después de haberse cerciorado de que, por 

las circunstancias de la circulación o por otras causas, no existe riesgo de quedar inmovilizado dentro 

del paso. 

4. Los pasos a nivel y puentes levadizos estarán debidamente señalizados por el titular de la vía. 

Artículo 42 

Bloqueo de pasos a nivel 

Cuando por razones de fuerza mayor un vehículo quede detenido en un paso a nivel o se produzca 

la caída de su carga dentro del mismo, el conductor está obligado a adoptar las medidas 

adecuadas para el rápido desalojo de los ocupantes del vehículo y para dejar el paso libre en el 

menor tiempo posible. 

Si no lo consigue, adoptará inmediatamente todas las medidas a su alcance para que tanto los 

maquinistas de los vehículos que circulen por raíles, como los conductores del resto de los vehículos 

que se aproximen sean advertidos de la existencia del peligro con la suficiente antelación. 

Sección 9.ª Utilización del alumbrado 

Artículo 43 

Uso obligatorio 

1. Los vehículos que circulen entre la puesta y la salida del sol, o a cualquier hora del día en los túneles 

y demás tramos de vía afectados por la señal túnel, deben llevar encendido el alumbrado que 

corresponda, en los términos que reglamentariamente se determine. 

2. También deben llevar encendido durante el resto del día el alumbrado que reglamentariamente 

se establezca: 

a) Las motocicletas. 

b) Los vehículos que circulen por un carril reversible o en sentido contrario al normalmente utilizado 

en la calzada donde se encuentre situado, bien sea un carril que les este exclusivamente reservado 

o bien abierto excepcionalmente a la circulación en dicho sentido. 

3. También es obligatorio utilizar el alumbrado que reglamentariamente se establezca cuando existan 

condiciones meteorológicas o ambientales que disminuyan sensiblemente la visibilidad, como en 

caso de niebla, lluvia intensa, nevada, nubes de humo o de polvo o cualquier otra circunstancia 

análoga. 

4. Las bicicletas, además, estarán dotadas de elementos reflectantes homologados que 

reglamentariamente se determine. Cuando circule por vía interurbana y sea obligatorio el uso de 

alumbrado, el conductor de bicicleta debe llevar colocada, además, alguna prenda o elemento 

reflectante. 
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Sección 10.ª Advertencias de los conductores 

Artículo 44 

Normas generales 

1. El conductor está obligado a advertir al resto de los usuarios de la vía acerca de las maniobras que 

vaya a efectuar con su vehículo. 

2. Como norma general, dichas advertencias se harán utilizando la señalización luminosa del vehículo 

o, en su defecto, con el brazo, de acuerdo con lo que se determine reglamentariamente. 

3. Excepcionalmente o cuando así se prevea legal o reglamentariamente se podrán emplear señales 

acústicas, quedando prohibido su uso inmotivado o exagerado. 

4. Los vehículos de servicios de urgencia y otros vehículos especiales podrán utilizar otras señales 

ópticas y acústicas en los casos y en las condiciones que reglamentariamente se determinen. 

CAPÍTULO III 

Otras normas de circulación 

Artículo 45 

Puertas 

Se prohíbe llevar abiertas las puertas del vehículo, abrirlas antes de su completa inmovilización y 

abrirlas o apearse del mismo sin haberse cerciorado previamente de que ello no implica peligro o 

entorpecimiento para otros usuarios, especialmente cuando se refiere a conductores de bicicletas. 

Artículo 46 

Apagado de motor 

Aun cuando el conductor no abandone su puesto, deberá parar el motor siempre que el vehículo se 

encuentre detenido en el interior de un túnel, en un lugar cerrado o durante la carga de combustible. 

Artículo 47 

Cinturón, casco y restantes elementos de seguridad 

El conductor y ocupantes de vehículos a motor y ciclomotores están obligados a utilizar el cinturón 

de seguridad, el casco y demás elementos de protección en los términos que reglamentariamente 

se determine. 

El conductor de un vehículo de movilidad personal estará obligado a utilizar casco de protección en 

los términos que reglamentariamente se determine. 

El conductor y, en su caso, los ocupantes de bicicletas y ciclos en general estarán obligados a utilizar 

el casco de protección en las vías urbanas, interurbanas y travesías, en los términos que 

reglamentariamente se determine siendo obligatorio su uso por los menores de dieciséis años, y 

también por quienes circulen por vías interurbanas. 

Reglamentariamente se fijarán las excepciones a lo previsto en este apartado. 
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Artículo 48 

Tiempos de descanso y conducción 

Por razones de seguridad podrán regularse los tiempos de conducción y descanso. También podrá 

exigirse la presencia de más de una persona habilitada para la conducción de un solo vehículo. 

Artículo 49 

Peatones 

1. El peatón debe transitar por la zona peatonal, salvo cuando ésta no exista o no sea practicable, 

en cuyo caso podrá hacerlo por el arcén o, en su defecto, por la calzada, en los términos que 

reglamentariamente se determine. 

2. Fuera de poblado, y en tramos de poblado incluidos en el desarrollo de una carretera que no 

dispongan de espacio especialmente reservado para peatones, siempre que sea posible, la 

circulación de los mismos se hará por su izquierda. 

3. Salvo en los casos y en las condiciones que reglamentariamente se determinen, queda prohibida 

la circulación de peatones por autopistas y autovías. 

Artículo 50 

Animales 

1. Sólo se permite el tránsito de animales de tiro, carga o silla, cabezas de ganado aisladas, en 

manada o rebaño, cuando no exista itinerario practicable por vía pecuaria y siempre que vayan 

custodiados por alguna persona. 

Dicho tránsito se efectuará por la vía alternativa que tenga menor intensidad de circulación de 

vehículos en los términos que reglamentariamente se determine. 

2. Se prohíbe la circulación de animales por autopistas y autovías. 

Artículo 51 

Obligaciones en caso de accidente o avería 

1. El usuario de la vía que se vea implicado en un accidente de tráfico, lo presencie o tenga 

conocimiento de él está obligado a auxiliar o solicitar auxilio para atender a las víctimas que pueda 

haber, prestar su colaboración, evitar mayores peligros o daños, restablecer, en la medida de lo 

posible, la seguridad de la circulación y esclarecer los hechos. 

2. Si por causa de accidente o avería el vehículo o su carga obstaculizan la calzada, el conductor, 

tras señalizar convenientemente el vehículo o el obstáculo creado, adoptará las medidas necesarias 

para que sea retirado en el menor tiempo posible debiendo sacarlo de la calzada y situarlo 

cumpliendo las normas de estacionamiento siempre que sea factible. 

3. Reglamentariamente se determinarán las condiciones en las que realizarán sus funciones los 

servicios de auxilio en carretera que acudan al lugar de un accidente o avería, así como las 

características que deban cumplir las empresas que los desarrollen o los vehículos y demás medios 

que se hayan de utilizar. 
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Artículo 52 

Publicidad 

Se prohíbe la publicidad en relación con vehículos a motor que ofrezca en su argumentación escrita 

o verbal, en sus elementos sonoros o en sus imágenes incitación a la velocidad excesiva, a la 

conducción temeraria, a situaciones de peligro o cualquier otra circunstancia que suponga una 

conducta contraria a los principios de esta ley, o cuando dicha publicidad induzca al conductor a 

una falsa o no justificada sensación de seguridad. 

TÍTULO III 

Señalización 

Artículo 53 

Normas generales 

1. El usuario de las vías está obligado a obedecer las señales de la circulación que establezcan una 

obligación o una prohibición y a adaptar su comportamiento al mensaje del resto de las señales 

reglamentarias que se encuentren en las vías por las que circula. 

A estos efectos, cuando la señal imponga una obligación de detención, el conductor del vehículo 

no puede reanudar su marcha hasta haber cumplido lo prescrito por la señal. 

En los peajes dinámicos o telepeajes, los vehículos que los utilicen deberán estar provistos del medio 

técnico que posibilite su uso en condiciones operativas. 

2. Salvo circunstancias especiales que lo justifiquen, el usuario debe obedecer las prescripciones 

indicadas por las señales, aun cuando parezcan estar en contradicción con las normas de 

comportamiento en la circulación. 

Artículo 54 

Preferencia 

1. El orden de preferencia entre los distintos tipos de señales de circulación es el siguiente: 

a) Señales y órdenes de los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el 

ejercicio de las funciones que tengan encomendadas. 

b) Señalización circunstancial que modifique el régimen normal de utilización de la vía. 

c) Semáforos. 

d) Señales verticales de circulación. 

e) Marcas viales. 

2. En el caso de que las prescripciones indicadas por diferentes señales parezcan estar en 

contradicción entre sí, prevalecerá la preferente, según el orden a que se refiere el apartado anterior, 

o la más restrictiva si se trata de señales del mismo tipo. 
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Artículo 55 

Formato 

1. Reglamentariamente se establecerá el Catálogo Oficial de Señales de la Circulación y Marcas 

Viales, de acuerdo con las reglamentaciones y recomendaciones internacionales en la materia. 

2. Dicho Catálogo especificará necesariamente la forma, color, diseño y significado de las señales, 

así como las dimensiones de las mismas en función de cada tipo de vía y sus sistemas de colocación. 

3. Las señales y marcas viales deberán cumplir las especificaciones que reglamentariamente se 

establezca. 

Artículo 56 

Lengua 

Las indicaciones escritas que se incluyan o acompañen a los paneles de señalización de las vías 

públicas, e inscripciones, figurarán en idioma castellano y, además, en la lengua oficial de la 

Comunidad autónoma reconocida en el respectivo estatuto de autonomía, cuando la señal esté 

ubicada en el ámbito territorial de dicha comunidad. 

Artículo 57 

Mantenimiento 

1. Corresponde al titular de la vía la responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores 

condiciones posibles de seguridad para la circulación, y de la instalación y conservación en ella de 

las adecuadas señales y marcas viales. También corresponde al titular de la vía la autorización previa 

para la instalación en ella de otras señales de circulación. En caso de emergencia, los agentes de la 

autoridad encargados de la vigilancia del tráfico, en el ejercicio de las funciones que tengan 

encomendadas, podrán instalar señales circunstanciales sin autorización previa. 

2. La autoridad encargada de la regulación, ordenación y gestión del tráfico será responsable de la 

señalización de carácter circunstancial en razón de las contingencias del mismo y de la señalización 

variable necesaria para su control, de acuerdo con la normativa de carreteras. 

3. La responsabilidad de la señalización de las obras que se realicen en las vías corresponderá a los 

organismos que las realicen o a las empresas adjudicatarias de las mismas, en los términos que 

reglamentariamente se determine. Los usuarios de la vía están obligados a seguir las indicaciones del 

personal destinado a la regulación del tráfico en dichas obras. 

Artículo 58 

Retirada, sustitución y alteración 

1. El titular de la vía o, en su caso, la autoridad encargada de la ordenación y gestión del tráfico, 

ordenará la inmediata retirada y, cuando proceda, la sustitución por las que sean adecuadas a la 

normativa vigente, de las que hayan perdido su objeto y de las que no lo cumplan por causa de su 

deterioro. 

2. Salvo por causa justificada, nadie debe instalar, retirar, trasladar, ocultar o modificar la señalización 

de una vía sin permiso del titular de la misma o, en su caso, de la autoridad encargada de la 

regulación, ordenación y gestión del tráfico o de la responsable de las instalaciones. 
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3. Se prohíbe modificar el contenido de las señales o colocar sobre ellas o en sus inmediaciones 

placas, carteles, marcas u otros objetos que puedan inducir a confusión, reducir su visibilidad o su 

eficacia, deslumbrar a los usuarios de la vía o distraer su atención. 

TÍTULO IV 

Autorizaciones administrativas 

CAPÍTULO I 

Autorizaciones en general 

Artículo 59 

Normas generales 

1. Con objeto de garantizar la aptitud de los conductores para manejar los vehículos y la idoneidad 

de estos para circular con el mínimo de riesgo posible, la circulación de vehículos a motor y de 

ciclomotores requerirá de la obtención de la correspondiente autorización administrativa previa. 

Reglamentariamente se fijarán los datos que han de constar en las autorizaciones de los conductores 

y de los vehículos. 

La tenencia de la autorización administrativa podrá acreditarse mediante su presentación física o 

digital. 

2. El conductor de un vehículo a motor o ciclomotor queda obligado a estar en posesión y llevar 

consigo su permiso o licencia válidos para conducir, así como el permiso de circulación del vehículo 

y la tarjeta de inspección técnica, y deberá exhibirlos ante los agentes de la autoridad encargados 

de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas que se lo 

soliciten, en los términos que reglamentariamente se determine. 

3. En las autorizaciones administrativas de circulación únicamente constará un titular. 

Artículo 60 

Domicilio y Dirección Electrónica Vial (DEV) 

1. El titular de un permiso o licencia de conducción o del permiso de circulación de un vehículo 

comunicará a los registros del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico su domicilio. Éste se 

utilizará para efectuar las notificaciones respecto de todas las autorizaciones de que disponga. A 

estos efectos, los ayuntamientos y la Agencia Estatal de Administración Tributaria podrán comunicar 

al organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico los nuevos domicilios de que tengan constancia. 

2. En el historial de cada vehículo podrá hacerse constar, además, un domicilio a los únicos efectos 

de gestión de los tributos relacionados con el mismo. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico 

asignará además a todo titular de un permiso o licencia de conducción o del permiso de circulación 

de un vehículo, y con carácter previo a su obtención, una Dirección Electrónica Vial (DEV). Esta 

dirección se asignará automáticamente a todas las autorizaciones de que disponga su titular en los 

Registros de Vehículos y de Conductores e Infractores del organismo autónomo Jefatura Central de 

Tráfico. 
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4. La asignación de la Dirección Electrónica Vial (DEV) se realizará también al arrendatario a largo 

plazo que conste en el Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, 

con carácter previo a su inclusión. 

5. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, si el titular de la autorización es una persona 

física sólo se le asignará una Dirección Electrónica Vial (DEV) cuando lo solicite voluntariamente. En 

este caso, todas las notificaciones se practicarán en la Dirección Electrónica Vial conforme se 

establece en el artículo 90, sin perjuicio de lo previsto en la normativa sobre acceso electrónico de 

los ciudadanos a los servicios públicos. 

6. En la Dirección Electrónica Vial (DEV) además se practicarán los avisos e incidencias relacionados 

con las autorizaciones administrativas recogidas en esta ley. 

CAPÍTULO II 

Autorizaciones para conducir 

Artículo 61 

Permisos y licencias de conducción 

1. La conducción de vehículos a motor y ciclomotores exigirá haber obtenido previamente el 

preceptivo permiso o licencia de conducción dirigido a verificar que el conductor tenga los requisitos 

de capacidad, conocimientos y habilidad necesarios para la conducción del vehículo, en los 

términos que se determine reglamentariamente. 

2. El permiso y la licencia de conducción podrán tener vigencia limitada en el tiempo, cuyos plazos 

podrán ser revisados en los términos que reglamentariamente se determine. 

3. Su vigencia estará también condicionada a que su titular no haya perdido el crédito de puntos 

asignado. 

Artículo 62 

Centros de formación y reconocimiento de conductores 

1. La enseñanza de los conocimientos y técnica necesarios para la conducción, así como el posterior 

perfeccionamiento y renovación de conocimientos se ejercerán por centros de formación, que 

podrán constituir secciones o sucursales con la misma titularidad y denominación. 

Los centros de formación requerirán autorización previa, que tendrá validez en todo el territorio 

español en el caso de que se establezcan secciones o sucursales. 

2. A los fines de garantizar la seguridad vial, se regularán reglamentariamente los elementos 

personales y materiales mínimos para la formación y el reconocimiento de conductores siguiendo lo 

establecido en la normativa sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. 

En particular, reglamentariamente se regulará el régimen docente y de funcionamiento de los 

centros de formación. La titulación y acreditación de los profesores y directores se basará en pruebas 

objetivas, que valorarán los conocimientos, la aptitud pedagógica y la experiencia práctica. Las 

pruebas se convocarán periódicamente. 

3. Se podrá autorizar la enseñanza no profesional en los términos que reglamentariamente se 

determine. 
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4. La constatación de las aptitudes psicofísicas de los conductores se ejercerá por centros, que 

necesitarán autorización previa de la autoridad competente para desarrollar su actividad. 

Se regulará reglamentariamente el funcionamiento de los centros de reconocimiento de 

conductores, así como sus medios personales y materiales mínimos. 

Artículo 63 

Asignación de puntos 

1. Al titular de un permiso o licencia de conducción se le asignará un crédito inicial de doce puntos. 

2. Excepcionalmente se asignará un crédito inicial de ocho puntos en los siguientes casos: 

a) Titular de un permiso o licencia de conducción con una antigüedad no superior a tres años, 

salvo que ya fuera titular de otro permiso de conducción con aquella antigüedad. 

b) Titular de un permiso o licencia de conducción que, tras perder su asignación total de puntos, 

ha obtenido nuevamente el permiso o la licencia de conducción. 

3. El crédito de puntos es único para todas las autorizaciones administrativas de las que sea titular el 

conductor. 

4. Quienes mantengan la totalidad de los puntos al no haber sido sancionados en firme en vía 

administrativa por la comisión de infracciones, recibirán como bonificación dos puntos durante los 

tres primeros años y un punto por los tres siguientes, pudiendo llegar a acumular hasta un máximo de 

quince puntos en lugar de los doce iniciales. 

5. La superación de cursos de conducción segura y eficiente a los que se hace referencia en el anexo 

VIII, siempre que se cumplan los requisitos establecidos y se tenga saldo positivo, compensará con 

dos puntos adicionales hasta un máximo de quince puntos y con una frecuencia máxima de un curso 

de cada tipo cada dos años. 

Artículo 64 

Pérdida de puntos 

1. El número de puntos inicialmente asignado al titular de un permiso o licencia de conducción se 

verá reducido por cada sanción firme en vía administrativa que se le imponga por la comisión de 

infracciones graves o muy graves que lleven aparejada la pérdida de puntos, de acuerdo con el 

baremo establecido en los anexos II y IV. 

2. Cuando la Administración notifique la resolución por la que se sancione una infracción que lleve 

aparejada la pérdida de puntos, indicará expresamente cuál es el número de puntos que se restan 

y la forma expresa de conocer su saldo de puntos. 

3. La pérdida parcial o total, así como la recuperación de los puntos asignados, afectará al permiso 

o licencia de conducción cualquiera que sea su clase. 

4. Los conductores no perderán más de ocho puntos por acumulación de infracciones en un solo 

día, salvo que concurra alguna de las infracciones muy graves a que se refieren los párrafos a), c), 

d), e), f), g), h) e i) del artículo 77, en cuyo caso perderán el número total de puntos que 

correspondan. 
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5. Cuando un conductor sea sancionado en firme en vía administrativa por la comisión de alguna 

de las infracciones graves o muy graves que se relacionan en los anexos II y IV, los puntos que 

corresponda descontar del crédito que posea en su permiso de conducción quedarán descontados 

de forma automática en el momento en que se proceda a la anotación de la citada infracción en 

el registro de conductores e infractores del Organismo Autónomo Jefatura Central de Tráfico 

quedando constancia en dicho registro del crédito total de puntos de que disponga el titular de la 

autorización. Transcurrido un año desde la firmeza de la sanción sin que la infracción de la que trae 

causa haya sido anotada, no procederá la detracción de puntos. 

6. La antigüedad permanece en los posteriores permisos o licencias de conducción obtenidos a 

consecuencia de la total extinción de los puntos inicialmente asignados a cada titular. 

Artículo 65 

Recuperación de puntos 

1. Transcurridos dos años sin haber sido sancionados en firme en vía administrativa por la comisión de 

infracciones que lleven aparejada la pérdida de puntos, el titular de un permiso o licencia de 

conducción afectado por la pérdida parcial de puntos recuperará la totalidad del crédito inicial de 

doce puntos. 

2. Los titulares de un permiso o licencia de conducción a los que se hace referencia en los párrafos 

a) y b) del apartado 2 del artículo 63, transcurrido el plazo de dos años sin haber sido sancionados 

en firme en vía administrativa por la comisión de infracciones que impliquen la pérdida de puntos, 

pasarán a disponer de un total de doce puntos. 

3. La pérdida de puntos únicamente se producirá cuando el hecho del que se deriva la detracción 

de puntos se produzca con ocasión de la conducción de un vehículo para el que se exija permiso o 

licencia de conducción. 

4. El titular de un permiso o licencia de conducción que haya perdido una parte del crédito inicial 

de puntos asignado, podrá optar a su recuperación parcial, hasta un máximo de seis puntos, por una 

sola vez cada dos años, realizando y superando con aprovechamiento un curso de sensibilización y 

reeducación vial, con la excepción de los conductores profesionales que podrán realizar el citado 

curso con frecuencia anual. 

En todo caso, la duración de los citados cursos será como máximo de quince horas. 

CAPÍTULO III 

Autorizaciones relativas a los vehículos 

Artículo 66 

Permisos de circulación 

1. La circulación de vehículos exigirá que estos obtengan previamente el correspondiente permiso 

de circulación, dirigido a verificar que estén en perfecto estado de funcionamiento y se ajusten en 

sus características, equipos, repuestos y accesorios a las prescripciones técnicas que se fijen 

reglamentariamente. 

En el caso de vehículos dotados de sistema de conducción automatizada, sus características, tanto 

de grado de automatización como del entorno operacional de uso, se consignarán en el permiso 

de circulación conforme se desarrolle reglamentariamente. 
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Se prohíbe la circulación de vehículos que no estén dotados del citado permiso. 

2. El permiso de circulación debe renovarse cuando varíe la titularidad registral del vehículo, y queda 

extinguido cuando éste se dé de baja en el correspondiente registro, a instancia de parte o por 

comprobarse que no es apto para la circulación, en los términos que reglamentariamente se 

determine. 

3. La circulación de un vehículo sin el permiso de circulación, bien por no haberlo obtenido o porque 

haya sido objeto de declaración de pérdida de vigencia, de nulidad o anulada, da lugar a la 

inmovilización del mismo hasta que se disponga del mismo, en los términos que reglamentariamente 

se determine. 

Artículo 67 

Otra documentación 

1. Los vehículos, sus equipos y sus repuestos y accesorios deben estar previamente homologados o 

ser objeto de inspección técnica unitaria antes de ser admitidos a la circulación, en los términos que 

reglamentariamente se determine. Dichos vehículos han de ser identificables, ostentando grabados 

o troquelados, de forma legible e indeleble, las marcas y contraseñas que reglamentariamente sean 

exigibles con objeto de individualizarlos, autentificar su fabricación y especificar su empleo o posterior 

acoplamiento de elementos importantes. 

2. Los vehículos a motor, los ciclomotores y los remolques de masa máxima autorizada superior a la 

que reglamentariamente se determine, tendrán documentadas sus características técnicas 

esenciales en la tarjeta de inspección técnica, en la que se harán constar las reformas que se 

autoricen y la verificación de su estado de servicio y mantenimiento en los términos que 

reglamentariamente se determine. 

Artículo 68 

Matrículas 

1. Para poner en circulación vehículos a motor, así como remolques de masa máxima autorizada 

superior a la que reglamentariamente se determine, es preciso matricularlos y que lleven las placas 

de matrícula con los caracteres que se les asigne del modo que se establezca. Esta obligación será 

exigida a los ciclomotores en los términos que reglamentariamente se determine. 

2. Deben ser objeto de matriculación definitiva en España los vehículos a los que se refiere el 

apartado anterior, cuando se destinen a ser utilizados en el territorio español por personas o 

entidades que sean residentes en España o que sean titulares de establecimientos situados en 

España. Reglamentariamente se establecerán los plazos, requisitos y condiciones para el 

cumplimiento de esta obligación y las posibles exenciones a la misma. 

3. La matriculación ordinaria será única para cada vehículo, salvo en los supuestos que se determinen 

reglamentariamente. Cuando concurran circunstancias que puedan afectar a la Seguridad 

Nacional, el Secretario de Estado de Seguridad podrá autorizar una nueva matrícula distinta de la 

inicialmente asignada. Este tipo de matrículas no serán públicas en el Registro General de Vehículos 

e, incluso en circunstancias excepcionales, podrá utilizarse una titularidad supuesta en el marco de 

la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y del Centro Nacional de Inteligencia en el tráfico 

jurídico. 
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4. En casos justificados, la autoridad competente para expedir el permiso de circulación podrá 

conceder permisos de circulación temporales y provisionales en los términos que se determine 

reglamentariamente. 

CAPÍTULO IV 

Nulidad, lesividad y pérdida de vigencia de la autorización. Obtención de un nuevo permiso o 

licencia de conducción 

Artículo 69 

Nulidad y lesividad 

Las autorizaciones administrativas reguladas en este título podrán ser objeto de declaración de 

nulidad o lesividad cuando concurra alguno de los supuestos previstos y de acuerdo con el 

procedimiento regulado en la normativa sobre procedimiento administrativo común. 

Artículo 70 

Pérdida de vigencia por desaparición de los requisitos para su otorgamiento 

1. Con independencia de lo dispuesto en el artículo anterior, la vigencia de las autorizaciones 

administrativas reguladas en este título estará subordinada a que se mantengan los requisitos exigidos 

para su otorgamiento. 

2. El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico podrá declarar la pérdida de vigencia de las 

autorizaciones reguladas en este título cuando se acredite la desaparición de los requisitos sobre 

conocimientos, habilidades o aptitudes psicofísicas exigidas para su autorización. 

Para acordar la pérdida de vigencia, la Administración deberá notificar la presunta carencia del 

requisito exigido al interesado, a quien se concederá la facultad de acreditar su existencia en los 

términos que reglamentariamente se determine. 

3. El titular de una autorización cuya pérdida de vigencia haya sido declarada de acuerdo con lo 

dispuesto en el apartado anterior podrá obtenerla de nuevo siguiendo el procedimiento, superando 

las pruebas y acreditando los requisitos que reglamentariamente se determinen. 

Artículo 71 

Pérdida de vigencia por pérdida del crédito de puntos y obtención de un nuevo permiso o licencia 

de conducción 

1. El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico declarará la pérdida de vigencia del permiso 

o licencia de conducción cuando su titular haya perdido la totalidad de los puntos asignados, como 

consecuencia de la aplicación del baremo recogido en los anexos II y IV. Una vez constatada la 

pérdida total de los puntos que tuviera asignados, la Administración, en el plazo de quince días, 

notificará al interesado el acuerdo por el que se declara la pérdida de vigencia de su permiso o 

licencia de conducción. 

En este caso, su titular no podrá obtener un nuevo permiso o una nueva licencia de conducción 

hasta transcurridos seis meses desde la notificación del acuerdo. Este plazo se reducirá a tres meses 

en el caso de conductores profesionales. 
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Si durante los tres años siguientes a la obtención del nuevo permiso o licencia de conducción fuera 

acordada su pérdida de vigencia por haber perdido nuevamente la totalidad de los puntos 

asignados, no se podrá obtener un nuevo permiso o licencia de conducción hasta transcurridos doce 

meses desde la notificación del acuerdo. Este plazo se reducirá a seis meses en el caso de 

conductores profesionales. 

2. El titular de un permiso o licencia de conducción cuya pérdida de vigencia haya sido declarada 

como consecuencia de la pérdida total de los puntos asignados podrá obtener nuevamente un 

permiso o licencia de conducción de la misma clase de la que era titular, transcurridos los plazos 

señalados en el apartado anterior, previa realización y superación con aprovechamiento de un curso 

de sensibilización y reeducación vial y posterior superación de las pruebas que reglamentariamente 

se determinen. 

3. Los cursos de sensibilización y reeducación vial tendrán la duración, el contenido y los requisitos 

que se determinen por el Ministro del Interior. 

La duración de los cursos de sensibilización y reeducación vial será como máximo de 30 horas, 

cuando se pretenda obtener un nuevo permiso o licencia de conducción. 

Artículo 72 

Suspensión cautelar 

En el curso de los procedimientos de declaración de nulidad, lesividad o pérdida de vigencia de las 

autorizaciones administrativas se acordará la suspensión cautelar de la autorización en cuestión 

cuando su mantenimiento entrañe un grave peligro para la seguridad del tráfico, en cuyo caso la 

autoridad que conozca del procedimiento ordenará, mediante resolución motivada, la intervención 

inmediata de la autorización y la práctica de cuantas medidas sean necesarias para impedir el 

efectivo ejercicio de la misma. 

Artículo 73 

Obtención de un nuevo permiso o licencia de conducción posterior a la sentencia penal de 

privación del derecho a conducir vehículos a motor 

1. El titular de un permiso o licencia de conducción que haya perdido su vigencia de acuerdo con 

lo previsto en el artículo 47 del Código Penal, al haber sido condenado por sentencia firme a la pena 

de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores por tiempo superior a dos 

años, podrá obtener, una vez cumplida la condena, un permiso o licencia de conducción de la 

misma clase y con la misma antigüedad, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 

71.2 para la pérdida de vigencia de la autorización por la pérdida total de los puntos asignados. 

El permiso que se obtenga dispondrá de un saldo de 8 puntos. 

2. Si la condena es igual o inferior a dos años, para volver a conducir únicamente deberá acreditar 

haber superado con aprovechamiento el curso de reeducación y sensibilización vial al que hace 

referencia el primer párrafo del artículo 71.2. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1418 

TÍTULO V 

Régimen sancionador 

CAPÍTULO I 

Infracciones 

Artículo 74 

Disposiciones generales 

1. Las acciones u omisiones contrarias a esta ley tendrán el carácter de infracciones administrativas 

y serán sancionadas en los términos previstos en la misma. 

2. Cuando las acciones u omisiones puedan ser constitutivas de delitos tipificados en las leyes 

penales, se estará a lo dispuesto en el artículo 85. 

3. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves. 

Artículo 75 

Infracciones leves 

Son infracciones leves las conductas tipificadas en esta ley referidas a: 

a) Circular en una bicicleta sin hacer uso del alumbrado reglamentario. 

b) No hacer uso de los elementos y prendas reflectantes por parte de los usuarios de bicicletas. 

b) bis. El impago de peaje, tasa o precio público, cuando estos fueran exigibles. 

b) ter. Incumplir la obligación de los conductores de estar en todo momento en condiciones de 

controlar su vehículo. 

c) Incumplir las normas contenidas en esta Ley que no se califiquen expresamente como 

infracciones graves o muy graves en los artículos siguientes, especialmente en el caso de los 

conductores de bicicletas siempre que no comprometan la seguridad de los usuarios de la vía. 

Artículo 76 

Infracciones graves 

Son infracciones graves, cuando no sean constitutivas de delito, las conductas tipificadas en esta ley 

referidas a: 

a) No respetar los límites de velocidad reglamentariamente establecidos o circular en un tramo a 

una velocidad media superior a la reglamentariamente establecida, de acuerdo con lo recogido 

en el anexo IV. 

b) Realizar obras en la vía sin comunicarlas con anterioridad a su inicio a la autoridad responsable 

de la regulación, ordenación y gestión del tráfico, así como no seguir las instrucciones de dicha 

autoridad referentes a las obras 
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c) Incumplir las disposiciones de esta ley en materia de preferencia de paso, adelantamientos, 

cambios de dirección o sentido y marcha atrás, sentido de la circulación, utilización de carriles y 

arcenes y, en general, toda vulneración de las ordenaciones especiales de tráfico por razones de 

seguridad o fluidez de la circulación. 

d) Parar o estacionar en el carril bus, en carriles o vías ciclistas, en curvas, cambios de rasante, 

zonas de estacionamiento para uso exclusivo de personas con discapacidad, túneles, pasos 

inferiores, intersecciones o en cualquier otro lugar peligroso o en el que se obstaculice gravemente 

la circulación o constituya un riesgo, especialmente para los peatones. 

e) Circular sin hacer uso del alumbrado reglamentario. 

f) Conducir utilizando cualquier tipo de casco de audio o auricular conectado a aparatos 

receptores o reproductores de sonido u otros dispositivos que disminuyan la atención permanente a 

la conducción. 

g) Utilizar, sujetándolo con la mano, o manteniéndolo ajustado entre el casco y la cabeza del 

usuario, dispositivos de telefonía móvil mientras se conduce, conducir utilizando manualmente 

dispositivos de telefonía móvil en condiciones distintas a las anteriores, conducir utilizando 

manualmente navegadores o cualquier otro medio o sistema de comunicación, así como llevar en 

los vehículos mecanismos de detección de radares o cinemómetros. 

h) No hacer uso, o no hacerlo de forma adecuada, del cinturón de seguridad, sistemas de 

retención infantil, casco y demás elementos de protección obligatorios.» 

i) Circular con menores de doce años como pasajeros de ciclomotores o motocicletas, o con 

menores en los asientos delanteros o traseros, cuando no esté permitido. 

j) No respetar las señales o las órdenes de la autoridad encargada de la regulación, ordenación, 

gestión, vigilancia y disciplina del tráfico, o de sus agentes. 

k) No respetar la luz roja de un semáforo. 

l) No respetar la señal de stop o la señal de ceda el paso. 

ll) Conducir un vehículo siendo titular de una autorización que carece de validez por no haber 

cumplido los requisitos administrativos exigidos reglamentariamente en España. 

m) Conducción negligente. 

n) Arrojar a la vía o en sus inmediaciones objetos que puedan obstaculizar la libre circulación. 

ñ) No mantener la distancia de seguridad con el vehículo precedente. 

o) Circular con un vehículo que incumpla las condiciones técnicas reglamentariamente 

establecidas, salvo que sea calificada como muy grave, así como las infracciones relativas a las 

normas que regulan la inspección técnica de vehículos. 

p) Incumplir la obligación de todo conductor de verificar que las placas de matrícula del vehículo 

no presentan obstáculos que impidan o dificulten su lectura e identificación. 

q) No facilitar al agente de la autoridad encargado de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de 

las funciones que tenga encomendadas su identidad, ni los datos del vehículo solicitados por los 

afectados en un accidente de circulación, estando implicado en el mismo. 
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r) Conducir vehículos con la carga mal acondicionada o con peligro de caída. 

s) Conducir un vehículo teniendo el permiso de conducción suspendido como medida cautelar 

o teniendo prohibido su uso. 

t) Circular con un vehículo cuyo permiso de circulación está suspendido. 

u) La ocupación excesiva del vehículo que suponga aumentar en un 50 por ciento el número de 

plazas autorizadas, excluida la del conductor. 

v) Incumplir la obligación de impedir que el vehículo sea conducido por quien nunca haya 

obtenido el permiso o la licencia de conducción correspondiente. 

w) Incumplir las normas sobre el régimen de autorización y funcionamiento de los centros de 

enseñanza y formación y de los centros de reconocimiento de conductores acreditados por el 

Ministerio del Interior o por los órganos competentes de las comunidades autónomas, salvo que 

puedan calificarse como infracciones muy graves. 

x) Circular por autopistas, autovías, vías interurbanas, travesías o túneles urbanos con vehículos 

que lo tienen prohibido. 

y) No instalar los dispositivos de alerta al conductor en los garajes o aparcamientos en los términos 

legal y reglamentariamente previstos. 

z) Circular en posición paralela con vehículos que lo tienen prohibido. 

z1) Incumplir la normativa sobre los cursos de conducción segura y eficiente cuya realización 

conlleve la recuperación o bonificación de puntos, salvo que puedan calificarse como muy graves. 

z2) Incumplir las normas de actuación por los operadores cuya actividad esté vinculada con el 

ejercicio de las competencias del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, salvo que 

puedan calificarse como muy graves. 

z3) No respetar las restricciones de circulación derivadas de la aplicación de los protocolos ante 

episodios de contaminación y de las zonas de bajas emisiones. 

Artículo 77 

Infracciones muy graves 

Son infracciones muy graves, cuando no sean constitutivas de delito, las conductas tipificadas en 

esta ley referidas a: 

a) No respetar los límites de velocidad reglamentariamente establecidos o circular en un tramo a 

una velocidad media superior a la reglamentariamente establecida, de acuerdo con lo recogido 

en el anexo IV. 

b) Circular con un vehículo cuya carga ha caído a la vía, por su mal acondicionamiento, creando 

grave peligro para el resto de los usuarios. 

c) Conducir con tasas de alcohol superiores a las que reglamentariamente se establezcan, o con 

presencia en el organismo de drogas. 
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d) Incumplir la obligación de todos los conductores de vehículos, y de los demás usuarios de la 

vía cuando se hallen implicados en algún accidente de tráfico o hayan cometido una infracción, 

de someterse a las pruebas que se establezcan para la detección de alcohol o de la presencia de 

drogas en el organismo. 

e) Conducción temeraria. 

f) Circular en sentido contrario al establecido. 

g) Participar en competiciones y carreras de vehículos no autorizadas. 

h) Conducir vehículos que tengan instalados inhibidores de radares o cinemómetros o 

cualesquiera otros mecanismos encaminados a interferir en el correcto funcionamiento de los 

sistemas de vigilancia del tráfico. 

i) Aumentar en más del 50 por ciento los tiempos de conducción o minorar en más del 50 por 

ciento los tiempos de descanso establecidos en la legislación sobre transporte terrestre. 

j) Incumplir el titular o el arrendatario del vehículo con el que se haya cometido la infracción la 

obligación de identificar verazmente al conductor responsable de dicha infracción, cuando sean 

debidamente requeridos para ello en el plazo establecido. En el supuesto de las empresas de alquiler 

de vehículos sin conductor la obligación de identificar se ajustará a las previsiones al respecto del 

artículo 11. 

k) Conducir un vehículo careciendo del permiso o licencia de conducción correspondiente. 

l) Circular con un vehículo que carezca de la autorización administrativa correspondiente, con 

una autorización que no sea válida por no cumplir los requisitos exigidos reglamentariamente, o 

incumpliendo las condiciones de la autorización administrativa que habilita su circulación. 

ll) Circular con un vehículo que incumpla las condiciones técnicas que afecten gravemente a la 

seguridad vial. 

m) Participar o colaborar en la colocación o puesta en funcionamiento de elementos que alteren 

el normal funcionamiento del uso del tacógrafo o del limitador de velocidad. 

n) Realizar en la vía obras sin la autorización correspondiente, así como la retirada, ocultación, 

alteración o deterioro de la señalización permanente u ocasional. 

ñ) No instalar la señalización de obras o hacerlo incumpliendo la normativa vigente, poniendo en 

grave riesgo la seguridad vial. 

o) Incumplir las normas que regulan las actividades industriales que afectan de manera directa a 

la seguridad vial. 

p) Instalar inhibidores de radares o cinemómetros en los vehículos o cualesquiera otros 

mecanismos encaminados a interferir en el correcto funcionamiento de los sistemas de vigilancia del 

tráfico. 

q) Incumplir las normas sobre el régimen de autorización y funcionamiento de los centros de 

enseñanza y formación y de acreditación de los centros de reconocimiento de conductores 

autorizados o acreditados por el Ministerio del Interior o por los órganos competentes de las 

comunidades autónomas, que afecten a la cualificación de los profesores o facultativos, al estado 
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de los vehículos utilizados en la enseñanza, a elementos esenciales que incidan directamente en la 

seguridad vial, o que supongan un impedimento a las labores de control, inspección o auditoría. 

r) Causar daños a la infraestructura de la vía, o alteraciones a la circulación debidos a la masa o 

a las dimensiones del vehículo, cuando se carezca de la correspondiente autorización administrativa 

o se hayan incumplido las condiciones de la misma, con independencia de la obligación de la 

reparación del daño causado. 

s) Incumplir las normas sobre los cursos de conducción segura y eficiente cuya realización 

conlleve la recuperación o bonificación de puntos, que afecten a la cualificación de los profesores 

o facultativos, al estado de los vehículos utilizados, a elementos esenciales que incidan directamente 

en la seguridad vial, o que supongan un impedimento a las labores de control, inspección o 

auditoría. 

t) Incumplir las normas de actuación por los operadores cuya actividad esté vinculada con el 

ejercicio de las competencias del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico que sean 

reiteración de errores de tramitación administrativa, o que supongan un impedimento a las labores 

de control, inspección o auditoría. 

u) Utilizar dispositivos de intercomunicación no autorizados reglamentariamente, en las pruebas 

para la obtención y recuperación de permisos o licencias de conducción u otras autorizaciones 

administrativas para conducir, o colaborar o asistir con la utilización de dichos dispositivos. 

v) Incumplir las normas en materia de auxilio en vías públicas. 

w) Incumplir las normas sobre el uso de los alcoholímetros antiarranque. 

x) Arrojar a la vía o sus inmediaciones objetos que puedan producir incendios o accidentes. 

Artículo 78 

Infracciones en materia de aseguramiento obligatorio 

1. Las infracciones derivadas del incumplimiento de la obligación de asegurar los vehículos a 

motor se regularán y sancionarán con arreglo a su legislación específica. 

2. Las estaciones de inspección técnica de vehículos requerirán la acreditación del seguro 

obligatorio en cada inspección ordinaria o extraordinaria del vehículo. El resultado de la inspección 

no podrá ser favorable en tanto no se verifique este requisito. 

Artículo 79 

Infracciones en materia de publicidad 

Las infracciones a lo previsto en el artículo 52 se sancionarán en la cuantía y a través del 

procedimiento establecido en la legislación sobre defensa de los consumidores y usuarios. 
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CAPÍTULO II 

Sanciones 

Artículo 80 

Tipos 

1. Las infracciones leves serán sancionadas con multa de hasta 100 euros; las graves, con multa de 

200 euros, y las muy graves, con multa de 500 euros. No obstante, las infracciones consistentes en no 

respetar los límites de velocidad se sancionarán en la cuantía prevista en el anexo IV. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, en la imposición de sanciones deberá tenerse en 

cuenta que: 

a) Las infracciones previstas en el artículo 77. c) y d) serán sancionadas con multa de 1.000 euros. 

En el supuesto de conducción con tasas de alcohol superiores a las que reglamentariamente se 

establezcan, esta sanción únicamente se impondrá al conductor que ya hubiera sido sancionado 

en el año inmediatamente anterior por exceder la tasa de alcohol permitida, así como al que circule 

con una tasa que supere el doble de la permitida. 

b) La multa por la infracción prevista en el artículo 77. j) será el doble de la prevista para la 

infracción originaria que la motivó, si es infracción leve, y el triple, si es infracción grave o muy grave. 

c) La infracción recogida en el artículo 77. h) se sancionará con multa de 6.000 euros. 

d) Las infracciones recogidas en el artículo 77.n), ñ), o), p), q), r), s) y t) se sancionarán con multa 

de entre 3.000 y 20.000 euros. 

3. En el supuesto de la infracción recogida en el artículo 77. q) se podrá imponer la sanción de 

suspensión de la correspondiente autorización por el período de hasta un año. Durante el tiempo 

que dure la suspensión su titular no podrá obtener otra autorización para las mismas actividades. 

La realización de actividades durante el tiempo de suspensión de la autorización llevará aparejada 

además una nueva suspensión por un período de seis meses al cometerse el primer quebrantamiento, 

y de un año si se produjese un segundo o sucesivos quebrantamientos. 

4. En el caso de la infracción recogida en el artículo 77.u), el aspirante no podrá presentarse a las 

pruebas para la obtención o recuperación del permiso o licencia de conducción u otra autorización 

administrativa para conducir en el plazo de seis meses. 

Artículo 81 

Graduación 

La cuantía de las multas establecidas en el artículo 80.1 y en el anexo IV podrá incrementarse en un 

30 por ciento, en atención a la gravedad y trascendencia del hecho, los antecedentes del infractor 

y a su condición de reincidente, el peligro potencial creado para él mismo y para los demás usuarios 

de la vía y al criterio de proporcionalidad. 

Los criterios de graduación establecidos anteriormente serán asimismo de aplicación a las sanciones 

por las infracciones previstas en el artículo 77, párrafos n) a t), ambos incluidos. 
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CAPÍTULO III 

Responsabilidad 

Artículo 82 

Responsables 

La responsabilidad por las infracciones a lo dispuesto en esta ley recaerá directamente en el autor 

del hecho en que consista la infracción. No obstante: 

a) El conductor de cualquier vehículo para el que se exija el uso de casco por conductor y 

pasajero será responsable por la no utilización del casco de protección por el pasajero, así como 

por transportar pasajeros que no cuenten con la edad mínima exigida. 

Asimismo, el conductor del vehículo será responsable por la no utilización de los sistemas de 

retención infantil, con la excepción prevista en el artículo 13.4 cuando se trate de conductores 

profesionales. 

b) Cuando la autoría de los hechos cometidos corresponda a un menor de dieciocho años, 

responderán solidariamente con él de la multa impuesta sus padres, tutores, acogedores y 

guardadores legales o de hecho, por este orden, en razón al incumplimiento de la obligación 

impuesta a éstos que conlleva un deber de prevenir la infracción administrativa que se impute a los 

menores. 

c) En los supuestos en que no tenga lugar la detención del vehículo y éste tuviese designado un 

conductor habitual, la responsabilidad recaerá en éste, salvo que acredite que era otro el 

conductor o la sustracción del vehículo. 

d) En los supuestos en que no tenga lugar la detención del vehículo y éste no tuviese designado 

un conductor habitual, será responsable el conductor identificado por el titular o el arrendatario a 

largo plazo, de acuerdo con las obligaciones impuestas en el artículo 11. 

e) En las empresas de arrendamiento de vehículos a corto plazo será responsable el arrendatario 

del vehículo. En caso de que éste manifestara no ser el conductor, o fuese persona jurídica, le 

corresponderán las obligaciones que para el titular establece el artículo 11. La misma 

responsabilidad corresponderá a los titulares de los talleres mecánicos o establecimientos de 

compraventa de vehículos por las infracciones cometidas con los vehículos mientras se encuentren 

allí depositados. 

f) El titular, o el arrendatario a largo plazo, en el supuesto de que constase en el Registro de 

Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, será en todo caso responsable de 

las infracciones relativas a la documentación del vehículo, a los reconocimientos periódicos y a su 

estado de conservación, cuando las deficiencias afecten a las condiciones de seguridad del 

vehículo. 

g) El titular o el arrendatario, en el supuesto de que constase en el Registro de Vehículos del 

organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, será responsable de las infracciones por 

estacionamiento o por impago de los peajes de las vías que lo tengan regulado, salvo en los 

supuestos en que el vehículo tuviese designado un conductor habitual o se indique un conductor 

responsable del hecho. 
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CAPÍTULO IV 

Procedimiento sancionador 

Artículo 83 

Garantías procedimentales 

1. No se podrá imponer sanción alguna por las infracciones tipificadas en esta ley sino en virtud de 

procedimiento instruido con arreglo a lo dispuesto en este capítulo y, supletoriamente, en la 

normativa de procedimiento administrativo común. 

2. Los instrumentos, aparatos o medios y sistemas de medida que sean utilizados para la formulación 

de denuncias por infracciones a la normativa de tráfico, seguridad vial y circulación de vehículos a 

motor estarán sometidos a control metrológico en los términos establecidos por la normativa de 

metrología. 

Artículo 84 

Competencia 

1. La competencia para sancionar las infracciones cometidas en vías interurbanas y travesías 

corresponde al Jefe de Tráfico de la provincia en que se haya cometido el hecho. Si se trata de 

infracciones cometidas en el territorio de más de una provincia, la competencia para su sanción 

corresponde, en su caso, al Jefe de Tráfico de la provincia en que la infracción hubiera sido 

primeramente denunciada. 

2. Los Jefes Provinciales podrán delegar esta competencia en la medida y extensión que estimen 

conveniente. En particular podrán delegar en el Director del Centro de Tratamiento de Denuncias 

Automatizadas la de las infracciones que hayan sido detectadas a través de medios de captación 

y reproducción de imágenes que permitan la identificación del vehículo. 

Los órganos de las diferentes Administraciones Públicas podrán delegar el ejercicio de sus 

competencias sancionadoras mediante convenios o encomiendas de gestión, o a través de 

cualesquiera otros instrumentos de colaboración previstos en la normativa de procedimiento 

administrativo común. 

3. En las comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia 

de tráfico y circulación de vehículos a motor serán competentes para sancionar los órganos previstos 

en la normativa autonómica. 

4. La sanción por infracción a normas de circulación cometidas en vías urbanas corresponderá a los 

respectivos Alcaldes, los cuales podrán delegar esta competencia de acuerdo con la normativa 

aplicable. 

Quedan excluidas de la competencia sancionadora municipal las infracciones a los preceptos del 

título IV, incluyendo las relativas a las condiciones técnicas de los vehículos y al seguro obligatorio. 

Los Jefes Provinciales de Tráfico y los órganos competentes que correspondan, en caso de 

comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de 

tráfico y circulación de vehículos a motor, asumirán la competencia de los Alcaldes cuando, por 

razones justificadas o por insuficiencia de los servicios municipales, no pueda ser ejercida por éstos. 

5. La competencia para sancionar las infracciones a que se refiere el artículo 52 corresponderá, en 

todo caso, al Director General de Tráfico o al órgano que tenga atribuida la competencia en las 
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comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de 

tráfico y circulación de vehículos a motor, limitada al ámbito territorial de la comunidad autónoma. 

6. En las ciudades de Ceuta y Melilla las competencias que en los apartados anteriores se atribuyen 

a los Jefes Provinciales de Tráfico, corresponderán a los Jefes Locales de Tráfico. 

Artículo 85 

Actuaciones administrativas y jurisdiccionales penales 

1. Cuando en un procedimiento sancionador se ponga de manifiesto un hecho que ofrezca indicios 

de delito perseguible de oficio, la autoridad administrativa lo pondrá en conocimiento del Ministerio 

Fiscal, por si procede el ejercicio de la acción penal, y acordará la suspensión de las actuaciones. 

2. Concluido el proceso penal con sentencia condenatoria, se archivará el procedimiento 

sancionador sin declaración de responsabilidad. 

3. Si la sentencia es absolutoria o el procedimiento penal finaliza con otra resolución que le ponga fin 

sin declaración de responsabilidad, y siempre que la misma no esté fundada en la inexistencia del 

hecho, se podrá iniciar o continuar el procedimiento sancionador contra quien no haya sido 

condenado en vía penal. 

La resolución que se dicte deberá respetar, en todo caso, la declaración de hechos probados en 

dicho procedimiento penal. 

Artículo 86 

Incoación 

1. Cuando en un procedimiento sancionador se ponga de manifiesto un hecho que ofrezca indicios 

de delito perseguible de oficio, la autoridad administrativa lo pondrá en conocimiento del Ministerio 

Fiscal, por si procede el ejercicio de la acción penal, y acordará la suspensión de las actuaciones. 

En todo caso, cuando se produzca un accidente de tráfico con resultado de lesión o muerte, la 

autoridad administrativa lo pondrá en conocimiento de la autoridad judicial, acompañando la 

comunicación del oportuno atestado. 

2. No obstante, la denuncia formulada por los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia 

del tráfico en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas, y notificada en el acto al 

denunciado, constituye el acto de iniciación del procedimiento sancionador, a todos los efectos. 

Artículo 87 

Denuncias 

1. Los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones 

que tienen encomendadas deberán denunciar las infracciones que observen cuando ejerzan 

funciones de esa naturaleza. 

2. En las denuncias por hechos de circulación deberá constar, en todo caso: 

a) La identificación del vehículo con el que se haya cometido la presunta infracción. 

b) La identidad del denunciado, si se conoce. 
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c) Una descripción sucinta del hecho, con expresión del lugar o tramo, fecha y hora. 

d) El nombre, apellidos y domicilio del denunciante o, si es un agente de la autoridad o un 

empleado que sin tener esa condición realiza tareas de control de zonas de estacionamiento 

regulado, su número de identificación profesional aportado por la administración competente. 

3. En las denuncias que los agentes de la autoridad notifiquen en el acto al denunciado deberá 

constar, además, a efectos de lo dispuesto en el artículo 86.1: 

a) La infracción presuntamente cometida, la sanción que pueda corresponder y el número de 

puntos cuya pérdida lleve aparejada la infracción. 

b) El órgano competente para imponer la sanción y la norma que le atribuye tal competencia. 

c) Si el denunciado procede al abono de la sanción en el acto deberá señalarse, además, la 

cantidad abonada y las consecuencias derivadas del pago de la sanción previstas en el artículo 94. 

d) En el caso de que no se proceda al abono en el acto de la sanción, deberá indicarse que 

dicha denuncia inicia el procedimiento sancionador y que dispone de un plazo de veinte días 

naturales para efectuar el pago, con la reducción y las consecuencias establecidas en el artículo 

94, o para formular las alegaciones y proponer las pruebas que estime convenientes. En este caso, 

se indicarán los lugares, oficinas o dependencias donde puede presentarlas. 

e) Si en el plazo señalado en el párrafo anterior no se han formulado alegaciones o no se ha 

abonado la multa, se indicará que el procedimiento se tendrá por concluido el día siguiente a la 

finalización de dicho plazo, conforme se establece en el artículo 95.4. 

f) El domicilio que, en su caso, indique el interesado a efectos de notificaciones. Este domicilio no 

se tendrá en cuenta si el denunciado tiene asignada una Dirección Electrónica Vial (DEV), ello sin 

perjuicio de lo previsto en la normativa sobre acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios 

públicos. 

4. En el supuesto de infracciones que impliquen detracción de puntos, el agente denunciante tomará 

nota de los datos del permiso o de la licencia de conducción y los remitirá al órgano sancionador 

competente que, cuando la sanción sea firme en vía administrativa, los comunicará juntamente con 

la sanción y la detracción de puntos correspondiente al Registro de Conductores e Infractores del 

organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

5. Cuando el infractor no acredite su residencia legal en territorio español, el agente denunciante 

fijará provisionalmente la cuantía de la multa y, de no depositarse su importe, el conductor deberá 

trasladar el vehículo e inmovilizarlo en el lugar indicado por el agente denunciante. El depósito podrá 

efectuarse mediante tarjeta de crédito, o en metálico en euros y, en todo caso, se tendrá en cuenta 

lo previsto en el artículo 94 respecto a la posibilidad de reducción del 50 por ciento de la multa 

inicialmente fijada. 

6. En las denuncias por hechos ajenos a la circulación se especificarán todos los datos necesarios 

para su descripción. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1428 

Artículo 88 

Valor probatorio de las denuncias de los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del 

tráfico, en el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas 

Las denuncias formuladas por los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en 

el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas tendrán valor probatorio, salvo prueba en 

contrario, de los hechos denunciados, de la identidad de quienes los hubieran cometido y, en su 

caso, de la notificación de la denuncia, sin perjuicio del deber de aquéllos de aportar todos los 

elementos probatorios que sean posibles sobre el hecho denunciado. 

Artículo 89 

Notificación de la denuncia 

1. Las denuncias se notificarán en el acto al denunciado. 

2. No obstante, la notificación podrá efectuarse en un momento posterior siempre que se dé alguna 

de las siguientes circunstancias: 

a) Que la denuncia se formule en circunstancias en que la detención del vehículo pueda originar 

un riesgo para la circulación. En este caso, el agente deberá indicar los motivos concretos que la 

impiden. 

b) Que la denuncia se formule estando el vehículo estacionado, cuando el conductor no esté 

presente. 

c) Que se haya tenido conocimiento de la infracción a través de medios de captación y 

reproducción de imágenes que permitan la identificación del vehículo. 

d) Que el agente denunciante se encuentre realizando labores de vigilancia, control, regulación 

o disciplina del tráfico y carezca de medios para proceder al seguimiento del vehículo. 

Artículo 90 

Práctica de la notificación de las denuncias 

1. Las Administraciones con competencias sancionadoras en materia de tráfico notificarán las 

denuncias que no se entreguen en el acto y las demás notificaciones a que dé lugar el 

procedimiento sancionador en la Dirección Electrónica Vial (DEV). 

En el caso de que el denunciado no la tuviese, la notificación se efectuará en el domicilio que 

expresamente hubiese indicado para el procedimiento, y en su defecto, en el domicilio que figure 

en los registros del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

2. La notificación en la Dirección Electrónica Vial (DEV) permitirá acreditar la fecha y hora en que se 

produzca la puesta a disposición del denunciado del acto objeto de notificación, así como el acceso 

a su contenido, momento a partir del cual la notificación se entenderá practicada a todos los efectos 

legales. 

Si existiendo constancia de la recepción de la notificación en la Dirección Electrónica Vial (DEV), 

transcurrieran diez días naturales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que aquélla ha 

sido rechazada, salvo que de oficio o a instancia del destinatario se compruebe la imposibilidad 

técnica o material del acceso. El rechazo se hará constar en el procedimiento sancionador, 
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especificándose las circunstancias del intento de notificación, y se tendrá por efectuado el trámite, 

continuándose el procedimiento. 

3. Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en 

el momento de entregarse, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre 

en el domicilio y haga constar su identidad. 

Si nadie se hiciera cargo de la notificación, se dejará constancia de esta circunstancia en el 

procedimiento sancionador, junto con el día y la hora en que se intentó, y se practicará de nuevo 

dentro de los tres días siguientes. Si tampoco fuera posible la entrega, se dará por cumplido el trámite, 

procediéndose a la publicación en el Boletín Oficial del Estado. 

Si estando el interesado en el domicilio rechazase la notificación, se hará constar en el procedimiento 

sancionador, especificándose las circunstancias del intento de notificación, teniéndose por 

efectuado el trámite y continuándose el procedimiento. 

Artículo 91 

Notificaciones en el «Boletín Oficial del Estado» (BOE) 

Las notificaciones que no puedan efectuarse en la Dirección Electrónica Vial (DEV) y, en caso de no 

disponer de la misma, en el domicilio expresamente indicado para el procedimiento o, de no haber 

indicado ninguno, en el domicilio que figure en los registros del organismo autónomo Jefatura Central 

de Tráfico, se practicarán en el «Boletín Oficial del Estado» (BOE). Transcurrido el período de veinte 

días naturales desde que la notificación se hubiese publicado en el BOE se entenderá que ésta ha 

sido practicada, dándose por cumplido dicho trámite. 

Artículo 92 

Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA) 

1. Con carácter previo y facultativo, las notificaciones a que se refiere el artículo anterior podrán 

practicarse también en el Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA), que será gestionado por 

el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico. 

2. El funcionamiento, la gestión y la publicación en el TESTRA se hará conforme a lo dispuesto en la 

normativa de protección de datos de carácter personal y en la de acceso electrónico de los 

ciudadanos a los servicios públicos. 

Artículo 93 

Clases de procedimientos sancionadores 

1. Notificada la denuncia, ya sea en el acto o en un momento posterior, el denunciado dispondrá 

de un plazo de veinte días naturales para realizar el pago voluntario con reducción de la sanción de 

multa, o para formular las alegaciones y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas. 

En el supuesto de que no se haya producido la detención del vehículo, el titular, el arrendatario a 

largo plazo o el conductor habitual, en su caso, dispondrán de un plazo de veinte días naturales para 

identificar al conductor responsable de la infracción, contra el que se iniciará el procedimiento 

sancionador. Esta identificación se efectuará por medios telemáticos si la notificación se hubiese 

realizado a través de la Dirección Electrónica Vial (DEV). 
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Si se efectúa el pago de la multa en las condiciones indicadas en el párrafo primero, se seguirá el 

procedimiento sancionador abreviado, y en caso de no hacerlo, el procedimiento sancionador 

ordinario. 

2. El procedimiento sancionador abreviado no será de aplicación a las infracciones previstas en el 

artículo 77.h), j), n), ñ), o), p), q), r), s) y t). 

3. El incumplimiento de la obligación de asegurar el vehículo que se establece en la normativa sobre 

responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, podrá sancionarse conforme a 

uno de los dos procedimientos sancionadores que se establecen en esta ley. 

4. Además de en los registros, oficinas y dependencias previstos en la normativa de procedimiento 

administrativo común, las alegaciones, escritos y recursos que se deriven de los procedimientos 

sancionadores en materia de tráfico podrán presentarse en los registros, oficinas y dependencias 

expresamente designados en la correspondiente denuncia o resolución sancionadora. 

Cuando se presenten en los registros, oficinas o dependencias no designados expresamente, éstos 

los remitirán a los órganos competentes en materia de tráfico a la mayor brevedad posible. 

Artículo 94 

Procedimiento sancionador abreviado 

Una vez realizado el pago voluntario de la multa, ya sea en el acto de entrega de la denuncia o 

dentro del plazo de veinte días naturales contados desde el día siguiente al de su notificación, 

concluirá el procedimiento sancionador con las siguientes consecuencias: 

a) La reducción del 50 por ciento del importe de la sanción. 

b) La renuncia a formular alegaciones. En el caso de que se formulen se tendrán por no 

presentadas. 

c) La terminación del procedimiento, sin necesidad de dictar resolución expresa, el día en que se 

realice el pago. 

d) El agotamiento de la vía administrativa, siendo recurrible únicamente ante el orden 

jurisdiccional contencioso-administrativo. 

e) El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo se iniciará el día siguiente a aquel 

en que tenga lugar el pago. 

f) La firmeza de la sanción en la vía administrativa desde el momento del pago, produciendo 

plenos efectos desde el día siguiente. 

g) La sanción no computará como antecedente en el Registro de Conductores e Infractores del 

organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, siempre que se trate de infracciones graves que 

no lleven aparejada pérdida de puntos. 

Artículo 95 

Procedimiento sancionador ordinario 

1. Notificada la denuncia, el interesado dispondrá de un plazo de veinte días naturales para formular 

las alegaciones que tenga por conveniente y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas. 
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2. Si las alegaciones formuladas aportan datos nuevos o distintos de los constatados por el agente 

denunciante, y siempre que se estime necesario por el instructor, se dará traslado de aquéllas al 

agente para que informe en el plazo de quince días naturales. 

En todo caso, el instructor podrá acordar que se practiquen las pruebas que estime pertinentes para 

la averiguación y calificación de los hechos y para la determinación de las posibles 

responsabilidades. La denegación de la práctica de las pruebas deberá ser motivada, dejando 

constancia en el procedimiento sancionador. 

3. Concluida la instrucción del procedimiento sancionador, el órgano instructor elevará propuesta 

de resolución al órgano competente para sancionar para que dicte la resolución que proceda. 

Únicamente se dará traslado de la propuesta al interesado, para que pueda formular nuevas 

alegaciones en el plazo de quince días naturales, si figuran en el procedimiento sancionador o se 

han tenido en cuenta en la resolución otros hechos u otras alegaciones y pruebas diferentes a las 

aducidas por el interesado. 

4. Si el denunciado no formula alegaciones ni abona el importe de la multa en el plazo de veinte días 

naturales siguientes al de la notificación de la denuncia, ésta surtirá el efecto de acto resolutorio del 

procedimiento sancionador en los siguientes casos: 

a) Infracciones leves en todos los casos. 

b) Infracciones graves que no supongan la detracción de puntos cuya notificación no se haya 

podido efectuar en el acto de la denuncia. 

c) Infracciones graves y muy graves cuya notificación se efectuase en el acto de la denuncia, 

supongan o no la detracción de puntos. 

En estos supuestos, la sanción podrá ejecutarse transcurridos treinta días naturales desde la 

notificación de la denuncia. 

5. La terminación del procedimiento pone fin a la vía administrativa y la sanción se podrá ejecutar 

desde el día siguiente al transcurso de los treinta días antes indicados. 

Artículo 96 

Recursos en el procedimiento sancionador ordinario 

1. La resolución sancionadora pondrá fin a la vía administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde 

el día siguiente a aquel en que se notifique al interesado, produciendo plenos efectos, o, en su caso, 

una vez haya transcurrido el plazo indicado en el artículo 95.4. 

2. Contra las resoluciones sancionadoras, podrá interponerse recurso de reposición, con carácter 

potestativo, en el plazo de un mes contado desde el día siguiente al de su notificación. 

El recurso se interpondrá ante el órgano que dictó la resolución sancionadora, que será el 

competente para resolverlo. 

3. La interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado ni la de 

la sanción. En el caso de que el recurrente solicite la suspensión de la ejecución, ésta se entenderá 

denegada transcurrido el plazo de un mes desde la solicitud sin que se haya resuelto. 

4. No se tendrán en cuenta en la resolución del recurso hechos, documentos y alegaciones del 

recurrente que pudieran haber sido aportados en el procedimiento originario. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1432 

5. El recurso de reposición regulado en este artículo se entenderá desestimado si no recae resolución 

expresa en el plazo de un mes, quedando expedita la vía contencioso-administrativa. 

6. Contra las resoluciones sancionadoras dictadas por los órganos competentes de las comunidades 

autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de tráfico y circulación 

de vehículos a motor, así como por los Alcaldes, en el caso de las entidades locales, se estará a lo 

establecido en los anteriores apartados respetando la competencia sancionadora prevista en su 

normativa específica. 

CAPÍTULO V 

Intercambio transfronterizo de información sobre infracciones de tráfico 

Artículo 97 

Procedimiento para el intercambio transfronterizo de información 

1. Se establece el procedimiento para el intercambio transfronterizo de información sobre 

infracciones de tráfico cuando se cometan con un vehículo matriculado en un Estado miembro de 

la Unión Europea distinto de aquél en el que se cometió la infracción. 

2. El tratamiento de los datos de carácter personal derivado del intercambio transfronterizo de 

información se efectuará conforme a lo dispuesto en la normativa sobre protección de datos de 

carácter personal. 

Artículo 98 

Infracciones 

El intercambio transfronterizo de información se llevará a cabo sobre las siguientes infracciones de 

tráfico: 

a) Exceso de velocidad. 

b) Conducción con tasas de alcohol superiores a las reglamentariamente establecidas. 

c) No utilización del cinturón de seguridad u otros sistemas de retención homologados. 

d) No detención ante un semáforo en rojo o en el lugar prescrito por la señal de «stop». 

e) Circulación por un carril prohibido, circulación indebida por el arcén o por un carril reservado 

para determinados usuarios. 

f) Conducción con presencia de drogas en el organismo. 

g) No utilización del casco de protección. 

h) Utilización del teléfono móvil o de cualquier otro dispositivo de comunicación durante la 

conducción cuando no esté permitido. 

i) El impago de peaje, tasa o precio público, cuando estos fueran exigibles. 
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Artículo 99 

Punto de contacto nacional 

1. Para el intercambio de información los puntos de contacto nacionales de los Estados miembros de 

la Unión Europea podrán acceder al Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central 

de Tráfico, con el fin de llevar a cabo las indagaciones necesarias para identificar a los conductores 

de vehículos matriculados en España con los que se hayan cometido en el territorio de dichos Estados 

las infracciones contempladas en el artículo anterior. 

2. El punto de contacto nacional será el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, que podrá 

acceder, con la finalidad prevista en este capítulo, a los registros correspondientes de los restantes 

Estados miembros de la Unión Europea. 

3. El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, en su condición de punto de contacto 

nacional, tendrá las siguientes funciones: 

a) Atender las peticiones de datos. 

b) Garantizar el adecuado funcionamiento del sistema de obtención y cesión de datos. 

c) Garantizar la aplicación de la normativa de protección de datos de carácter personal. 

d) Recabar cuanta información requieran los puntos de contacto nacionales de los demás 

Estados miembros de la Unión Europea. 

e) Elaborar los informes completos que deben remitirse a la Comisión cada dos años desde el 6 

de mayo de 2016, respecto de las infracciones relacionadas en las letras a), b), c), d), e), f), g) y h) 

del artículo 98. Y desde el 19 de abril de 2023, y cada tres años desde esa fecha, respecto de la 

infracción recogida en la letra i) del artículo 98. 

f) Informar, en colaboración con otros órganos con competencias en materia de tráfico, así como 

con las organizaciones y asociaciones vinculadas a la seguridad vial y al automóvil, a los usuarios de 

las vías públicas de lo previsto en este título a través de la página web www.dgt.es 

En los informes completos a los que se refiere la letra e), se indicará el número de búsquedas 

automatizadas efectuadas por el Estado miembro de la infracción, destinadas al punto de contacto 

del Estado miembro de matriculación, a raíz de infracciones cometidas en su territorio, junto con el 

tipo de infracciones para las que se presentaron solicitudes y el número de solicitudes fallidas. 

Incluirán asimismo una descripción de la situación respecto del seguimiento dado a las infracciones 

de tráfico en materia de seguridad vial o, en su caso, de impago de peajes, tasas o precios públicos, 

sobre la base de la proporción de tales infracciones que han dado lugar a cartas de información o 

notificaciones. 

4. El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico pondrá a disposición de los puntos de contacto 

nacionales de los demás Estados miembros los datos disponibles relativos a los vehículos matriculados 

en España, así como los relativos a sus titulares, conductores habituales o arrendatarios a largo plazo 

que se indican en el anexo VI. 

Artículo 100 

Intercambio de datos 

1. El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, salvo que se constate que la petición de datos 

no es conforme a lo establecido en este capítulo, facilitará a los órganos competentes para 
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sancionar en materia de tráfico los datos relativos al propietario o titular del vehículo con el que se 

cometió la infracción en territorio nacional con un vehículo matriculado en otro Estado miembro de 

la Unión Europea, así como los relativos al propio vehículo que se encuentren disponibles en el registro 

correspondiente del Estado de matriculación, obtenidos a partir de los datos de búsqueda 

contemplados en el anexo V. 

2. Las comunicaciones de datos se realizarán exclusivamente por medios electrónicos, de acuerdo 

con las especificaciones técnicas que establezca el organismo autónomo Jefatura Central de 

Tráfico. 

Artículo 100 bis 

Cesión de datos a las entidades responsables de la recaudación de los peajes, tasas, o precios 

públicos 

1. En relación a la infracción prevista en la letra i) del artículo 98, y a los efectos de posibilitar la 

reclamación de los importes de peajes, tasas o precios públicos no abonados, el organismo 

autónomo Jefatura Central de Tráfico, podrá facilitar a las entidades responsables de recaudar el 

peaje, tasa o precio público, los datos sobre los posibles responsables de los impagos producidos en 

territorio nacional, obtenidos mediante el procedimiento de búsqueda contemplado en el anexo V. 

Los datos trasferidos se limitarán a los estrictamente necesarios para la reclamación del importe de 

peaje, tasa o precio público adeudado. El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico 

establecerá a tal fin el oportuno sistema de colaboración con las entidades responsables de la 

recaudación, para canalizar el suministro de los datos. 

2. Los datos facilitados a la entidad cesionaria, solo podrán ser utilizados en el procedimiento de 

reclamación del importe del peaje, tasa o precio público adeudado, cualquiera que sea la vía de 

reclamación, debiendo ser suprimidos una vez haya sido recuperado el importe de peaje, tasa o 

precio público adeudado y, en todo caso, transcurrido un plazo de tres años desde que dichos datos 

fueran facilitados, salvo que existiera en curso un procedimiento judicial. 

En este caso, el procedimiento para la obtención del importe de peaje, tasa o precio público, se 

ajustará a lo previsto en el artículo 101, siendo la entidad cesionaria la responsable de la ejecución 

del mismo. 

3. El cumplimiento de la orden de pago emitida por la entidad cesionaria, pondrá fin al 

procedimiento de reclamación del importe del peaje, tasa o precio público impagado. 

4. Las comunicaciones de estos datos se realizarán exclusivamente por medios electrónicos, de 

acuerdo con las especificaciones técnicas que establezca el organismo autónomo Jefatura Central 

de Tráfico. 

Artículo 101 

Notificaciones 

1. A partir de los datos suministrados por el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, los 

órganos competentes para sancionar en materia de tráfico podrán dirigir al presunto autor de la 

infracción una notificación en relación a las infracciones previstas en el artículo 98. A tal efecto, 

podrán utilizar los modelos previstos en el anexo VII. 
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2. Las notificaciones se enviarán al presunto infractor en la lengua del documento de matriculación 

del vehículo si se tiene acceso al mismo, o en una de las lenguas oficiales del Estado de matriculación 

en otro caso. 

3. Las notificaciones deberán efectuarse personalmente al presunto infractor. 

Artículo 102 

Documentos 

En los procedimientos sancionadores que se incoen como resultado del intercambio de información 

previsto en esta disposición, los documentos que se notifiquen al presunto infractor se enviarán en la 

lengua del documento de matriculación del vehículo o en uno de los idiomas oficiales del Estado de 

matriculación. 

CAPÍTULO VI 

Medidas provisionales y otras medidas 

Artículo 103 

Medidas provisionales 

El órgano competente que haya ordenado la incoación del procedimiento sancionador podrá 

adoptar, mediante acuerdo motivado y en cualquier momento de la instrucción, las medidas 

provisionales que aseguren la eficacia de la resolución final que pudiera recaer. 

Artículo 104 

Inmovilización del vehículo 

1. Los agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones 

que tienen encomendadas podrán proceder a la inmovilización del vehículo, como consecuencia 

de presuntas infracciones a lo dispuesto en esta ley, cuando: 

a) El vehículo carezca de autorización administrativa para circular, bien por no haberla obtenido, 

porque haya sido objeto de anulación o declarada su pérdida de vigencia, o se incumplan las 

condiciones de la autorización que habilita su circulación. 

b) El vehículo presente deficiencias que constituyan un riesgo especialmente grave para la 

seguridad vial. 

c) El conductor o el pasajero no hagan uso del casco de protección o de los dispositivos de 

retención infantil, en los casos en que fuera obligatorio. Esta medida no se aplicará a los ciclistas. 

d) Se produzca la negativa a efectuar las pruebas a que se refiere el artículo 14.2 y 3, o cuando 

éstas arrojen un resultado positivo. 

e) El vehículo carezca de seguro obligatorio. 

f) Se observe un exceso en los tiempos de conducción o una minoración en los tiempos de 

descanso que sean superiores al 50 por ciento de los tiempos establecidos reglamentariamente, 

salvo que el conductor sea sustituido por otro. 
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g) Se produzca una ocupación excesiva del vehículo que suponga aumentar en un 50 por ciento 

el número de plazas autorizadas, excluida la del conductor. 

h) El vehículo supere los niveles de gases, humos y ruido permitidos reglamentariamente según el 

tipo de vehículo. 

i) Existan indicios racionales que pongan de manifiesto la posible manipulación en los instrumentos 

de control. 

j) El vehículo está dotado de mecanismos o sistemas encaminados a eludir la vigilancia de los 

agentes de la autoridad encargados de la vigilancia del tráfico en el ejercicio de las funciones que 

tienen encomendadas y de los medios de control a través de captación de imágenes. 

k) Se conduzca un vehículo para el que se exige permiso de la clase C o D, careciendo de la 

autorización administrativa correspondiente. 

l) En el supuesto previsto en el artículo 39.4. 

2. La inmovilización se levantará en el momento en que cese la causa que la motivó. 

3. En los supuestos previstos en los párrafos h), i) y j) del apartado 1, la inmovilización sólo se levantará 

en el caso de que, trasladado el vehículo a un taller designado por el agente de la autoridad, se 

certifique por aquél la desaparición del sistema o manipulación detectada o ya no se superen los 

niveles permitidos. 

4. En el supuesto recogido en el párrafo e) del apartado 1 se estará a lo dispuesto en la normativa 

sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor. 

5. La inmovilización del vehículo se producirá en el lugar señalado por los agentes de la autoridad. A 

estos efectos, el agente podrá indicar al conductor del vehículo que continúe circulando hasta el 

lugar designado. 

6. Salvo en los casos de sustracción u otras formas de utilización del vehículo en contra de la voluntad 

de su titular, debidamente justificadas, los gastos que se originen como consecuencia de la 

inmovilización del vehículo serán por cuenta del conductor que cometió la infracción. En su defecto, 

serán por cuenta del conductor habitual o del arrendatario, y a falta de éstos, del titular. Los gastos 

deberán ser abonados como requisito previo a levantar la medida de inmovilización, sin perjuicio del 

correspondiente derecho de recurso y de la posibilidad de repercutirlos sobre la persona responsable 

que haya dado lugar a que la Administración adopte dicha medida. Los agentes podrán retirar el 

permiso de circulación del vehículo hasta que se haya acreditado el abono de los gastos referidos. 

En los supuestos previstos en los párrafos h), i) y j) del apartado 1, los gastos de la inspección correrán 

de cuenta del denunciado, si se acredita la infracción. 

7. Si el vehículo inmovilizado fuese utilizado en régimen de arrendamiento, la inmovilización del 

vehículo se sustituirá por la prohibición de uso del vehículo por el infractor. 

Artículo 105 

Retirada y depósito del vehículo 

1. La autoridad encargada de la gestión del tráfico podrá proceder, si el obligado a ello no lo hiciera, 

a la retirada del vehículo de la vía y su depósito en el lugar que se designe en los siguientes casos: 
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a) Siempre que constituya peligro, cause graves perturbaciones a la circulación de vehículos o 

peatones o deteriore algún servicio o patrimonio público. 

b) En caso de accidente que impida continuar su marcha. 

c) Cuando, procediendo legalmente la inmovilización del vehículo, no hubiere lugar adecuado 

para practicarla sin obstaculizar la circulación de vehículos o personas. 

d) Cuando, inmovilizado un vehículo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 104, no cesasen 

las causas que motivaron la inmovilización. 

e) Cuando un vehículo permanezca estacionado en lugares habilitados por la autoridad 

municipal como zonas de aparcamiento reservado para el uso de personas con discapacidad sin 

colocar el distintivo que lo autoriza. 

f) Cuando un vehículo permanezca estacionado en los carriles o partes de las vías reservados 

exclusivamente para la circulación o para el servicio de determinados usuarios y en las zonas 

reservadas a la carga y descarga. 

g) Cuando un vehículo permanezca estacionado en lugares habilitados por la autoridad 

municipal como de estacionamiento con limitación horaria sin colocar el distintivo que lo autoriza, o 

cuando se rebase el triple del tiempo abonado conforme a lo establecido en la ordenanza 

municipal. 

h) Cuando obstaculicen, dificulten o supongan un peligro para la circulación. 

2. Salvo en los casos de sustracción u otras formas de utilización del vehículo en contra de la voluntad 

de su titular, debidamente justificadas, los gastos que se originen como consecuencia de la retirada 

a la que se refiere el apartado anterior serán por cuenta del titular, del arrendatario o del conductor 

habitual, según el caso, que deberá abonarlos como requisito previo a la devolución del vehículo, 

sin perjuicio del derecho de recurso y de la posibilidad de repercutirlos sobre el responsable del 

accidente, del abandono del vehículo o de la infracción que haya dado lugar a la retirada. El 

agente de la autoridad podrá retirar el permiso de circulación del vehículo hasta que se haya 

acreditado el abono de los gastos referidos. 

3. La Administración deberá comunicar la retirada y depósito del vehículo al titular en el plazo de 

veinticuatro horas. La comunicación se efectuará a través de la Dirección Electrónica Vial, si el titular 

dispusiese de ella. 

Artículo 106 

Tratamiento residual del vehículo 

1. La Administración competente en materia de ordenación y gestión del tráfico podrá ordenar el 

traslado del vehículo a un Centro Autorizado de Tratamiento de Vehículos para su posterior 

destrucción y descontaminación: 

a) Cuando hayan transcurrido más de dos meses desde que el vehículo fuera inmovilizado o 

retirado de la vía pública y depositado por la Administración y su titular no hubiera formulado 

alegaciones. 

b) Cuando permanezca estacionado por un período superior a un mes en el mismo lugar y 

presente desperfectos que hagan imposible su desplazamiento por sus propios medios o le falten las 

placas de matrícula. 
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c) Cuando recogido un vehículo como consecuencia de avería o accidente del mismo en un 

recinto privado su titular no lo hubiese retirado en el plazo de dos meses. 

Con anterioridad a la orden de traslado del vehículo, la Administración requerirá al titular del 

mismo advirtiéndole que, de no proceder a su retirada en el plazo de un mes, se procederá a su 

traslado al Centro Autorizado de Tratamiento. 

2. En el supuesto previsto en el apartado 1, párrafo c), el propietario o responsable del lugar o recinto 

deberá solicitar de la Jefatura Provincial de Tráfico autorización para el tratamiento residual del 

vehículo. A estos efectos deberá aportar la documentación que acredite haber solicitado al titular 

del vehículo la retirada de su recinto. 

3. En aquellos casos en que se estime conveniente, la Jefatura Provincial de Tráfico, los órganos 

competentes de las comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios 

en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor, y el Alcalde o autoridad correspondiente 

por delegación, podrán acordar la sustitución del tratamiento residual del vehículo por su 

adjudicación a los servicios de vigilancia del tráfico, respectivamente en cada ámbito. 

Artículo 107 

Limitaciones de disposición en las autorizaciones administrativas 

1. El titular de un permiso o licencia de conducción no podrá efectuar ningún trámite relativo a los 

vehículos de los que fuese titular en el Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura 

Central de Tráfico cuando figuren como impagadas en su historial de conductor cuatro sanciones 

firmes en vía administrativa por infracciones graves o muy graves. 

2. El titular de un vehículo no podrá efectuar ningún trámite relativo al mismo cuando figuren como 

impagadas en el historial del vehículo cuatro sanciones firmes en vía administrativa por infracciones 

graves o muy graves. 

3. Queda exceptuado de lo dispuesto en los apartados anteriores el trámite de baja temporal o 

definitiva de vehículos. 

CAPÍTULO VII 

Ejecución de las sanciones 

Artículo 108 

Ejecución 

Una vez firme la sanción en vía administrativa, se procederá a su ejecución conforme a lo previsto 

en esta ley. 

Artículo 109 

Ejecución de la sanción de suspensión de las autorizaciones 

El cumplimiento de la sanción de suspensión prevista en el artículo 80 se iniciará transcurrido un mes 

desde que haya adquirido firmeza en vía administrativa, y el período de suspensión de la misma se 

anotará en los correspondientes registros. 
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Artículo 110 

Cobro de multas 

1. Una vez firme la sanción, el interesado dispondrá de un plazo final de quince días naturales para 

el pago de la multa. Finalizado el plazo establecido sin que se haya pagado la multa, se iniciará el 

procedimiento de apremio. 

2. Los órganos y procedimientos de la recaudación ejecutiva serán los establecidos en la normativa 

tributaria que le sea de aplicación, según las autoridades que las hayan impuesto. 

Artículo 111 

Responsables subsidiarios del pago de multas 

1. Los titulares de los vehículos con los que se haya cometido una infracción serán responsables 

subsidiarios en caso de impago de la multa impuesta al conductor, salvo en los siguientes supuestos: 

a) Robo, hurto o cualquier otro uso en el que quede acreditado que el vehículo fue utilizado en 

contra de su voluntad. 

b) Cuando el titular sea una empresa de alquiler sin conductor. 

c) Cuando el vehículo tenga designado un arrendatario a largo plazo en el momento de 

cometerse la infracción. En este caso, la responsabilidad recaerá en aquel. 

d) Cuando el vehículo tenga designado un conductor habitual en el momento de cometerse la 

infracción. En este caso, la responsabilidad recaerá en aquel. 

2. La declaración de responsabilidad subsidiaria y sus consecuencias, incluida la posibilidad de 

adoptar medidas cautelares, se regirán por lo dispuesto en la normativa tributaria. 

3. El responsable que haya satisfecho la multa tiene derecho de reembolso contra el infractor por la 

totalidad de lo que haya satisfecho. 

CAPÍTULO VIII 

Prescripción, caducidad y cancelación de antecedentes 

Artículo 112 

Prescripción y caducidad 

1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta ley será de tres meses para las 

infracciones leves y de seis meses para las infracciones graves y muy graves. 

El plazo de prescripción comenzará a contar a partir del mismo día en que los hechos se hubieran 

cometido. 

2. La prescripción se interrumpe por cualquier actuación administrativa de la que tenga 

conocimiento el denunciado o esté encaminada a averiguar su identidad o domicilio y se practique 

con otras administraciones, instituciones u organismos. También se interrumpe por la notificación 

efectuada de acuerdo con los artículos 89, 90 y 91. 
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El plazo de prescripción se reanudará si el procedimiento se paraliza durante más de un mes por 

causa no imputable al denunciado. 

3. Si no se hubiera producido la resolución sancionadora transcurrido un año desde la iniciación del 

procedimiento, se producirá su caducidad y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud 

de cualquier interesado o de oficio por el órgano competente para dictar resolución. 

Cuando la paralización del procedimiento se hubiera producido a causa del conocimiento de los 

hechos por la jurisdicción penal, el plazo de caducidad se suspenderá y, una vez haya adquirido 

firmeza la resolución judicial, se reanudará el cómputo del plazo de caducidad por el tiempo que 

restaba en el momento de acordar la suspensión. 

4. El plazo de prescripción de las sanciones consistentes en multa será de cuatro años y el de la 

suspensión prevista en el artículo 80 será de un año, computados desde el día siguiente a aquel en 

que adquiera firmeza la sanción en vía administrativa. 

El cómputo y la interrupción del plazo de prescripción del derecho de la Administración para exigir 

el pago de las sanciones en vía de apremio consistentes en multa se regirán por lo dispuesto en la 

normativa tributaria. 

Artículo 113 

Anotación y cancelación 

1. Las sanciones por infracciones graves y muy graves y la detracción de puntos deberán ser 

comunicadas al Registro de Conductores e Infractores del organismo autónomo Jefatura Central de 

Tráfico por la autoridad que la hubiera impuesto en el plazo de los quince días naturales siguientes a 

su firmeza en vía administrativa. 

2. Las autoridades judiciales comunicarán al Registro de Conductores e Infractores del organismo 

autónomo Jefatura Central de Tráfico, en el plazo de los quince días naturales siguientes a su firmeza, 

las penas de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores que se impongan 

por la comisión de delitos contra la seguridad vial. 

3. En el Registro de Vehículos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico quedarán 

reflejadas las sanciones firmes por infracciones graves y muy graves en las que un vehículo tanto 

matriculado en España como en el extranjero estuviese implicado y el impago de las mismas, en su 

caso. Estas anotaciones formarán parte del historial del vehículo. 

4. Las anotaciones se cancelarán de oficio, a efectos de antecedentes, una vez transcurridos tres 

años desde su total cumplimiento o prescripción. 

TÍTULO VI 

Registro Nacional de Víctimas de Accidentes de Tráfico 

Artículo 114 

Creación 

1. Se crea el Registro Nacional de Víctimas de Accidentes de Tráfico del organismo autónomo 

Jefatura Central de Tráfico. 
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2. Las comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia 

de tráfico y circulación de vehículos a motor podrán crear, respecto a sus ámbitos territoriales, sus 

propios Registros de Víctimas de Accidentes de Tráfico. 

Artículo 115 

Finalidad 

1. En el Registro Nacional de Víctimas de Accidentes de Tráfico figurarán únicamente aquellos datos 

que sean relevantes y que permitan disponer de la información necesaria para determinar las causas 

y circunstancias en que se han producido los accidentes de tráfico y sus consecuencias. 

Los asientos del Registro no contendrán más datos identificativos de los implicados o relacionados 

con su salud que los estrictamente necesarios para el cumplimiento de su finalidad, conforme se 

establece en el párrafo anterior. 

2. El titular responsable del Registro adoptará las medidas de gestión y organización necesarias para 

asegurar, en todo caso, la confidencialidad, seguridad e integridad de los datos automatizados de 

carácter personal existentes en el Registro y el uso de los mismos para las finalidades para las que 

fueron recogidos, así como las conducentes a hacer efectivas las garantías, obligaciones y derechos 

reconocidos en la normativa sobre protección de datos de carácter personal. 

Disposición adicional primera 

Permisos y licencias de conducción en las comunidades autónomas con lengua cooficial 

En aquellas comunidades autónomas que tengan una lengua cooficial, los permisos y licencias de 

conducción se redactarán, además de en castellano, en dicha lengua. 

Disposición adicional segunda 

Comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de 

tráfico y circulación de vehículos a motor 

Las Comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de 

tráfico y circulación de vehículos a motor serán las encargadas, en su ámbito territorial, de determinar 

el modo de impartir los cursos de sensibilización y reeducación vial y los cursos de conducción segura 

y eficiente, de acuerdo con la duración, el contenido y los requisitos de aquéllos que se determinen 

con carácter general. 

Disposición adicional tercera 

Cursos para conductores profesionales 

La realización de cursos de obligado cumplimiento por los conductores profesionales llevará 

aparejada la recuperación de hasta un máximo de cuatro puntos, en las condiciones que se 

determinen por orden del Ministro del Interior. Esta recuperación será compatible con la 

recuperación de los puntos obtenidos mediante la realización de un curso de sensibilización y 

reeducación vial. 
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Disposición adicional tercera bis 

Control de consumo de sustancias que puedan perturbar el desempeño de la conducción 

profesional 

El Gobierno, mediante Real Decreto, en un plazo de veinticuatro meses desde la entrada en vigor 

de la Ley, previa audiencia del Comité Nacional del Transporte por Carretera, regulará los 

procedimientos para la realización de controles iniciales, periódicos o aleatorios, durante el ejercicio 

de la actividad profesional, de alcohol, drogas de abuso y sustancias psicoactivas y medicamentos, 

al personal que ostente el puesto de conductor de vehículo de transporte de viajeros y mercancías 

por carretera. 

En cualquier caso, se deberá garantizar el tratamiento de las muestras y de los resultados de los 

controles realizados, y regular la actuación en el supuesto de pruebas con resultado positivo. 

Disposición adicional tercera ter 

Cursos de concienciación y sensibilización 

Para la obtención de un permiso o licencia de conducción se podrán establecer cursos de 

concienciación y sensibilización, que podrán impartirse también on line siempre que se asegure la 

interacción a través de un aula virtual. El contenido y forma de los mismos se determinará 

reglamentariamente, previa consulta a los expertos de seguridad vial, así como a las asociaciones 

de víctimas. 

Disposición adicional cuarta 

Obligación de destinar las sanciones económicas a la financiación de seguridad vial, prevención 

de accidentes de tráfico y ayuda a las víctimas 

El importe de las sanciones económicas obtenidas por infracciones a esta ley, en el ámbito de la 

Administración General del Estado, se destinará íntegramente a la financiación de actuaciones y 

servicios en materia de seguridad vial, prevención de accidentes de tráfico y ayuda a las víctimas. 

Disposición adicional quinta 

Notificaciones en comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios 

en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor 

Las comunidades autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de 

tráfico y circulación de vehículos a motor podrán sustituir las notificaciones en la Dirección Electrónica 

Vial por notificaciones a través de sus propias plataformas informáticas, para aquellos ciudadanos 

que opten por las mismas. 

Las administraciones locales pertenecientes a los ámbitos territoriales de las comunidades autónomas 

que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de tráfico y circulación de 

vehículos a motor podrán suscribir convenios de colaboración para efectuar las notificaciones 

telemáticas a través de las plataformas de notificación de la comunidad autónoma. 

Disposición adicional sexta 

Condiciones básicas y de accesibilidad para las personas con discapacidad 

El Gobierno velará por el cumplimiento de lo dispuesto en la normativa relativa a personas con 

discapacidad y su inclusión social respecto a todos aquellos centros que, en materia de seguridad 
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vial, necesiten de autorización previa para desarrollar su actividad, o cuya gestión sea competencia 

de la Administración General del Estado. 

Disposición adicional séptima 

Responsabilidad en accidentes de tráfico por atropellos de especies cinegéticas 

En accidentes de tráfico ocasionados por atropello de especies cinegéticas en las vías públicas será 

responsable de los daños a personas o bienes el conductor del vehículo, sin que pueda reclamarse 

por el valor de los animales que irrumpan en aquéllas. 

No obstante, será responsable de los daños a personas o bienes el titular del aprovechamiento 

cinegético o, en su defecto, el propietario del terreno cuando el accidente de tráfico sea 

consecuencia directa de una acción de caza colectiva de una especie de caza mayor llevada a 

cabo el mismo día o que haya concluido doce horas antes de aquél. 

También podrá ser responsable el titular de la vía pública en la que se produzca el accidente como 

consecuencia de no haber reparado la valla de cerramiento en plazo, en su caso, o por no disponer 

de la señalización específica de animales sueltos en tramos con alta accidentalidad por colisión de 

vehículos con los mismos. 

Disposición adicional octava 

Documentación correspondiente a otras administraciones públicas 

El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico y las administraciones públicas competentes 

podrán articular mecanismos de cooperación, mediante los oportunos convenios de colaboración, 

para la transmisión de los documentos que las citadas administraciones deban remitir a dicho 

organismo autónomo por imposición de una normativa ajena a esta ley. 

Disposición adicional novena 

Baja definitiva por traslado del vehículo a otro país 

Se prohíbe dar de baja definitiva, por traslado a otro país, vehículos que no cumplan los requisitos de 

seguridad y medioambientales que se establezcan reglamentariamente. 

Disposición adicional décima 

Actividades industriales y seguridad vial 

Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, las actividades industriales que afecten directamente a la 

seguridad vial se regirán por lo previsto en la normativa sobre seguridad industrial. 

Disposición adicional undécima 

Integración y coordinación de notificaciones a través del Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico 

(TESTRA) y de la Dirección Electrónica Vial (DEV) 

El Tablón Edictal de Sanciones de Tráfico (TESTRA) podrá integrarse en el Tablón Edictal Único cuando 

razones justificadas de eficiencia en la prestación del servicio así lo aconsejen para los anuncios de 

notificaciones edictales de los procedimientos sancionadores en materia de tráfico. Por estos mismos 

motivos, y cumpliendo las funciones que la ley recoge, la Dirección Electrónica Vial (DEV) podrá 

integrarse o coordinarse con la Dirección Electrónica Habilitada (DEH). 
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Disposición adicional duodécima 

Situación de los conductores profesionales a efectos de la autorización administrativa para 

conducir 

El organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico desarrollará un sistema telemático para que las 

empresas dedicadas al transporte de personas o de mercancías y las personas trabajadoras 

autónomas que tengan la condición de empleadoras puedan conocer si un conductor profesional 

que trabaja en ellas se encuentra habilitado legalmente para conducir, no siendo necesario el 

consentimiento del trabajador. 

El funcionamiento y gestión de dicho sistema telemático se realizarán con estricta sujeción a lo 

dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 

2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos 

personales y a la libre circulación de estos datos, en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 

Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y en el resto de la normativa 

sobre protección de datos personales. 

El acceso quedará limitado a quienes acrediten la condición de empleador, que estén dados de 

alta en el registro que se cree a estos efectos, y únicamente respecto de los datos relativos al 

mantenimiento o pérdida del permiso o licencia de conducción de sus trabajadores, en los términos 

que se establezcan reglamentariamente. 

Disposición adicional decimotercera 

Protección de datos de carácter personal 

El tratamiento de los datos de carácter personal resultado de la aplicación de esta Ley se efectuará 

de conformidad con lo dispuesto en la normativa vigente en materia de protección de datos de 

carácter personal. 

Disposición adicional decimocuarta 

Colaboración entre el Instituto Nacional de la Seguridad Social y la Jefatura Central de Tráfico 

Cuando con ocasión de la tramitación por el Instituto Nacional de la Seguridad Social de un 

procedimiento para el reconocimiento de una pensión de incapacidad permanente a un trabajador 

profesional de la conducción, el órgano competente para la emisión del dictamen-propuesta 

proponga la declaración de la situación de incapacidad permanente como consecuencia de 

limitaciones orgánicas o funcionales que disminuyan o anulen la capacidad de conducción de 

vehículos a motor, lo pondrá en conocimiento de la Dirección Provincial para que dé aviso de la 

situación del trabajador al Organismo Autónomo Jefatura Central de Tráfico, a efectos de la 

iniciación del procedimiento de declaración de pérdida de vigencia de alguna o de todas las clases 

del permiso o licencia de conducción del que sea titular dicho conductor profesional, por 

desaparición de los requisitos para su otorgamiento. En dicho aviso en ningún caso se harán constar 

historias clínicas, documentación u otros datos relativos a la salud del trabajador afectado. 

Disposición adicional decimoquinta 

Uso de dispositivos alcoholímetros antiarranque 

A partir del 6 de julio de 2022, los vehículos de categoría M2 y M3 que dispongan 

de interface normalizada para la instalación de alcoholímetros antiarranque destinados al transporte 

de viajeros deberán disponer de alcoholímetros antiarranque. Los conductores de estos vehículos 

vendrán obligados a utilizar estos dispositivos de control del vehículo. 
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Disposición transitoria primera 

Matriculación definitiva de vehículos en España 

Lo dispuesto en el artículo 68.2 en cuanto a la matriculación definitiva en España de vehículos no 

será efectivo hasta que se proceda a regular reglamentariamente aquellos aspectos que permitan 

su aplicación. 

Disposición transitoria segunda 

Práctica de las notificaciones en la Dirección Electrónica Vial (DEV) 

Las administraciones locales practicarán las notificaciones en la Dirección Electrónica Vial (DEV) 

antes del 25 de mayo de 2016, siempre que lo permitan sus disponibilidades presupuestarias y sus 

medios técnicos. 

Disposición transitoria tercera 

Límites de velocidad para vehículos de tres ruedas asimilados a motocicletas 

Hasta que se modifique el Reglamento General de Circulación, aprobado por el Real Decreto 

1428/2003, de 21 de noviembre, y se fijen los límites de velocidad para los vehículos de tres ruedas 

asimilados a las motocicletas, estos vehículos tendrán los mismos límites de velocidad que se 

establecen en dicho Reglamento para las motocicletas de dos ruedas. 

Disposición transitoria cuarta 

Recuperación o bonificación de puntos por la superación de cursos de conducción segura y 

eficiente 

La superación de cursos de conducción segura y eficiente no conllevará la recuperación o 

bonificación de dos puntos en los términos previstos en el artículo 63.5, hasta que entre en vigor la 

orden por la que se determine su contenido y requisitos de acuerdo con lo dispuesto en el anexo VIII. 

Disposición transitoria quinta 

Consulta de las empresas de transporte y de las personas trabajadoras autónomas que tengan la 

condición de empleadoras sobre la habilitación para conducir de sus conductores profesionales 

Hasta que no se establezcan reglamentariamente los términos del acceso de las empresas 

dedicadas al transporte de personas o de mercancías y de las personas trabajadoras autónomas 

que tengan la condición de empleadoras, al sistema telemático del organismo autónomo Jefatura 

Central de Tráfico para conocer si sus conductores profesionales se encuentran legalmente 

habilitados para conducir podrán seguir consultando este dato conforme al procedimiento actual. 

Disposición final primera 

Título competencial 

Esta ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva atribuida al Estado sobre tráfico y circulación 

de vehículos a motor por el artículo 149.1.21ª de la Constitución Española. 
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Disposición final segunda 

Habilitaciones normativas 

1. Se habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para desarrollar esta ley. 

2. Asimismo se habilita específicamente al Gobierno: 

a) para modificar los conceptos básicos contenidos en el anexo I de acuerdo con la variación 

de sus definiciones que se produzca en el ámbito de acuerdos y convenios internacionales con 

trascendencia en España. 

b) para modificar el anexo II. 

c) para regular las peculiaridades del régimen de autorizaciones y circulación de los vehículos 

pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a la Guardia Civil, a propuesta de los Ministros de Defensa y 

del Interior, y, en su caso, de los demás ministros competentes. 

d) para revisar la normativa vigente que regula la señalización vial vertical al objeto de adaptar 

sus dimensiones mínimas a la intensidad actual del tráfico y al incremento en la edad media de los 

conductores. 

e) para actualizar la cuantía de las sanciones de multa previstas en esta ley, atendiendo a los 

criterios establecidos en la normativa de desindexación. 

f) para modificar la previsión temporal sobre la práctica de las notificaciones en la Dirección 

Electrónica Vial contenida en la disposición transitoria segunda, atendiendo a la situación financiera 

y a las posibilidades reales de implementación por las administraciones locales de las medidas 

necesarias para la plena efectividad de este sistema de notificaciones. 

g) para establecer el formato del permiso o licencia de conducción integrado en el documento 

nacional de identidad del conductor en el momento que técnicamente sea posible, así como el 

documento complementario que permita visualizar de manera tangible el saldo de puntos. 

h) para regular las marchas cicloturistas. 

i) para introducir en el Reglamento General de Vehículos, aprobado por el Real Decreto 

2822/1998, de 23 de diciembre, las modificaciones necesarias con el fin de que el color de la señal 

luminosa de todos los vehículos prioritarios sea azul. 

j) para regular los términos del acceso de las empresas y de las personas trabajadoras autónomas 

que tengan la condición de empleadoras, dedicadas al transporte de personas o de mercancías al 

sistema telemático del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico con el fin de que puedan 

conocer los datos relativos al mantenimiento o pérdida del permiso o licencia de conducción de sus 

trabajadores. 

k) para regular el procedimiento por el que se certifique que un vehículo dotado de un sistema 

de conducción automatizado cumple con las normas de circulación, así como la definición de las 

capacidades de automatización y de los entornos operacionales de uso que se harán constar tanto 

en el Registro de Vehículos como en los permisos de circulación. 

l) para regular los estatutos del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico, creado por la 

Ley 47/1959, de 30 de julio, sobre regulación de la competencia en materia de tráfico en el territorio 
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nacional, con la denominación que en el Real Decreto se establezca, con objeto de su adecuación 

a la Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

Disposición final segunda bis 

Incremento de las plantillas del personal examinador de la Dirección General de Tráfico 

Con el objeto de atender la demanda en el acceso al examen para la obtención del permiso de 

conducir, se realizarán las gestiones necesarias para lograr el incremento de la plantilla del personal 

examinador de la Dirección General de Tráfico, que deberá ser repartido territorialmente entre todos 

los centros. 

Disposición final tercera 

Habilitaciones al Ministro del Interior 

Se habilita al Ministro del Interior para determinar: 

a) la duración, el contenido y los requisitos de los cursos de sensibilización y reeducación vial. 

b) las condiciones para practicar la notificación en el TESTRA. 

c) los términos en los que el titular o el arrendatario a largo plazo comunicarán al Registro de 

Vehículos la identidad del conductor habitual 

d) los términos en los que el arrendatario a largo plazo comunicará al Registro de Vehículos la 

identidad del arrendatario. 

e) los términos en que se comunicará al Registro Nacional de Víctimas de Accidentes de Tráfico 

la información referente a las víctimas de accidentes de tráfico. 

f) la duración, el contenido y los requisitos de los cursos de conducción segura y eficiente, así 

como los mecanismos de certificación y control de los mismos. 

ANEXO I 

Conceptos básicos 

A los efectos de esta ley y sus disposiciones complementarias, se entiende por: 

1. Conductor. Persona que, con las excepciones del párrafo segundo del punto 4 maneja el 

mecanismo de dirección o va al mando de un vehículo, o a cuyo cargo está un animal o animales. 

En vehículos que circulen en función de aprendizaje de la conducción, tiene la consideración de 

conductor la persona que está a cargo de los mandos adicionales. 

2. Conductor habitual. Persona que, contando con el permiso o licencia de conducción 

necesarios, inscrito en el Registro de Conductores e Infractores y previo su consentimiento, se 

comunica por el titular del vehículo o, en su caso, por el arrendatario a largo plazo al Registro de 

Vehículos, por ser aquella que de manera usual o con mayor frecuencia conduce dicho vehículo. 

3. Conductor profesional. Persona provista de la correspondiente autorización administrativa para 

conducir, cuya actividad laboral principal sea la conducción de vehículos a motor dedicados al 

transporte de mercancías o de personas, extremo que se acreditará mediante certificación 

expedida por la empresa para la que ejerza aquella actividad, acompañada de la correspondiente 
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documentación acreditativa de la cotización a la Seguridad Social como trabajador de dicha 

empresa. 

Si se trata de un empresario autónomo, la certificación a que se hace referencia en el párrafo 

anterior será sustituida por una declaración del propio empresario. 

Este concepto sólo será de aplicación en lo que se refiere al sistema del permiso de conducción 

por puntos. 

4. Peatón. Persona que, sin ser conductor, transita a pie por las vías o terrenos a que se refiere el 

artículo 2. 

También tienen la consideración de peatones quienes empujan o arrastran un coche de niño o 

de una persona con discapacidad o cualquier otro vehículo sin motor de pequeñas dimensiones, 

los que conducen a pie un ciclo o ciclomotor de dos ruedas, y las personas con discapacidad que 

circulan al paso en una silla de ruedas, con o sin motor. 

5. Titular de vehículo. Persona a cuyo nombre figura inscrito el vehículo en el registro oficial 

correspondiente. 

6. Vehículo. Aparato apto para circular por las vías o terrenos a que se refiere el artículo 2. 

7. Ciclo. Vehículo provisto de, al menos, dos ruedas y propulsado exclusiva o principalmente por 

la energía muscular de la persona o personas que están sobre el vehículo, en particular por medio 

de pedales. 

Se incluyen en esta definición los ciclos de pedaleo asistido. 

8. Bicicleta. Ciclo de dos ruedas. 

9. Ciclomotor: Tienen la condición de ciclomotores los vehículos que se definen a continuación: 

a) Vehículo de dos ruedas, con una velocidad máxima por construcción no superior a 45 km/h y 

con un motor de cilindrada inferior o igual a 50 cm³, si es de combustión interna, o bien con una 

potencia continua nominal máxima inferior o igual a 4 kW si es de motor eléctrico. 

b) Vehículo de tres ruedas, con una velocidad máxima por construcción no superior a 45 km/h y 

con un motor cuya cilindrada sea inferior o igual a 50 cm³ para los motores de encendido por chispa 

(positiva), o bien cuya potencia máxima neta sea inferior o igual a 4 kW para los demás motores de 

combustión interna, o bien cuya potencia continua nominal máxima sea inferior o igual a 4 kW para 

los motores eléctricos. 

c) Vehículos de cuatro ruedas, cuya masa en vacío sea inferior o igual a 350 kilogramos no 

incluida la masa de baterías para los vehículos eléctricos, cuya velocidad máxima por construcción 

sea inferior o igual a 45 km/h, y cuya cilindrada del motor sea inferior o igual a 50 cm³ para los motores 

de encendido por chispa (positiva), o cuya potencia máxima neta sea inferior o igual a 4 kW para 

los demás motores de combustión interna, o cuya potencia continua nominal máxima sea inferior o 

igual a 4 kW para los motores eléctricos. 

10. Tranvía. Vehículo que marcha por raíles instalados en la vía. 

11. Vehículo para personas de movilidad reducida. Vehículo cuya tara no sea superior a 350 

kilogramos y que, por construcción, no puede alcanzar en llano una velocidad superior a 45 km/h, 

proyectado y construido especialmente (y no meramente adaptado) para el uso de personas con 
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alguna disfunción o incapacidad física. En cuanto al resto de sus características técnicas se les 

equipara a los ciclomotores de tres ruedas. 

12. Vehículo de motor. Vehículo provisto de motor para su propulsión. Se excluyen de esta 

definición los ciclomotores, los tranvías y los vehículos para personas de movilidad reducida. 

13. Automóvil. Vehículo de motor que sirve, normalmente, para el transporte de personas o de 

cosas, o de ambas a la vez, o para la tracción de otros vehículos con aquel fin. Se excluyen de esta 

definición los vehículos especiales. 

14. Motocicleta. Tienen la condición de motocicleta los automóviles que se definen a 

continuación: 

a) Motocicletas de dos ruedas. Automóvil de dos ruedas, sin sidecar, provistos de un motor de 

cilindrada superior a 50 cm³, si es de combustión interna, y/o con una velocidad máxima por 

construcción superior a 45 km/h. 

b) Motocicletas con sidecar. Automóvil de tres ruedas asimétricas respecto a su eje medio 

longitudinal, provistos de un motor de cilindrada superior a 50 cm³, si es de combustión interna, y/o 

con una velocidad máxima por construcción superior a 45 km/h. 

15. Turismo. Automóvil destinado al transporte de personas que tenga, por lo menos, cuatro 

ruedas y que tenga, además del asiento del conductor, ocho plazas como máximo. 

16. Autobús o autocar. Automóvil que tenga más de nueve plazas, incluida la del conductor, 

destinado, por su construcción y acondicionamiento, al transporte de personas y sus equipajes. Se 

incluye en este término el trolebús, es decir, el vehículo conectado a una línea eléctrica y que no 

circula por raíles. 

17. Autobús o autocar articulado. Autobús o autocar compuesto por dos partes rígidas unidas 

entre sí por una sección articulada. En este tipo de vehículos, los compartimentos para viajeros de 

cada una de ambas partes rígidas se comunican entre sí. 

La sección articulada permite la libre circulación de los viajeros entre las partes rígidas. La 

conexión y disyunción entre las dos partes únicamente podrá realizarse en el taller. 

18. Camión. Automóvil con cuatro ruedas o más, concebido y construido para el transporte de 

mercancías, cuya cabina no está integrada en el resto de la carrocería y con un máximo de nueve 

plazas, incluido el conductor. 

19. Vehículo mixto adaptable. Automóvil especialmente dispuesto para el transporte, simultáneo 

o no, de mercancías y personas hasta un máximo de nueve incluido el conductor, y en el que se 

puede sustituir eventualmente la carga, parcial o totalmente, por personas mediante la adición de 

asientos. 

20. Remolque. Vehículo no autopropulsado diseñado y concebido para ser remolcado por un 

vehículo de motor. 

21. Remolque ligero. Aquél cuya masa máxima autorizada no exceda de 750 kg. A efectos de 

esta clasificación, se excluyen los agrícolas. 

22. Semirremolque. Vehículo no autopropulsado diseñado y concebido para ser acoplado a un 

automóvil, sobre el que reposará parte del mismo, transfiriéndole una parte sustancial de su masa. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1450 

23. Tractocamión. Automóvil concebido y construido para realizar, principalmente, el arrastre de 

un semirremolque. 

24. Conjunto de vehículos. Tienen la condición de conjunto de vehículos: 

a) Vehículo articulado. Automóvil constituido por un vehículo de motor acoplado a un 

semirremolque. 

b) Tren de carretera. Automóvil constituido por un vehículo de motor enganchado a un remolque. 

25. Vehículo especial (V.E.). Vehículo, autopropulsado o remolcado, concebido y construido para 

realizar obras o servicios determinados y que, por sus características, está exceptuado de cumplir 

alguna de las condiciones técnicas reglamentariamente establecidas o sobrepasa 

permanentemente los límites establecidos en el mismo para masas o dimensiones, así como la 

maquinaria agrícola y sus remolques. 

26. Tractor de obras. Vehículo especial autopropulsado, de dos o más ejes, concebido y 

construido para arrastrar o empujar útiles, máquinas o vehículos de obras. 

27. Tractor de servicios. Vehículo especial autopropulsado, de dos o más ejes, concebido y 

construido para arrastrar o empujar vehículos de servicio, vagones u otros aparatos. 

28. Tractor agrícola. Vehículo especial autopropulsado, de dos o más ejes, concebido y 

construido para arrastrar, empujar, llevar o accionar aperos, maquinaria o remolques agrícolas. 

29. Motocultor. Vehículo especial autopropulsado, de un eje, dirigible por manceras por un 

conductor que marche a pie. Ciertos motocultores pueden, también, ser dirigidos desde un asiento 

incorporado a un remolque o máquina agrícola o a un apero o bastidor auxiliar con ruedas. 

30. Tractocarro. Vehículo especial autopropulsado, de dos o más ejes, especialmente concebido 

para el transporte en campo de productos agrícolas. 

31. Máquina agrícola automotriz. Vehículo especial autopropulsado, de dos o más ejes, 

concebido y construido para efectuar trabajos agrícolas. 

32. Portador. Vehículo especial autopropulsado, de dos o más ejes, concebido y construido para 

portar máquinas agrícolas. 

33. Máquina agrícola remolcada. Vehículo especial concebido y construido para efectuar 

trabajos agrícolas que, para trasladarse y maniobrar debe ser arrastrado o empujado por un tractor 

agrícola, motocultor, portador o máquina agrícola automotriz. Se excluyen de esta definición los 

aperos agrícolas, entendiéndose por tales los útiles o instrumentos agrícolas, sin motor, concebidos y 

construidos para efectuar trabajos de preparación del terreno o laboreo, que, además, no se 

consideran vehículos, así como también el resto de la maquinaria agrícola remolcada de menos de 

750 kilogramos de masa. 

34. Remolque agrícola. Vehículo especial de transporte construido y destinado para ser 

arrastrado por un tractor agrícola, motocultor, portador o máquina agrícola automotriz. Se incluyen 

en esta definición a los semirremolques agrícolas. 

35. Tara. Masa del vehículo, con su equipo fijo autorizado, sin personal de servicio, pasajeros ni 

carga, y con su dotación completa de agua, combustible, lubricante, repuestos, herramientas y 

accesorios reglamentarios. 
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36. Masa en carga. La masa efectiva del vehículo y de su carga, incluida la masa del personal 

de servicio y de los pasajeros. 

37. Masa máxima autorizada (M.M.A.). La masa máxima para la utilización de un vehículo con 

carga en circulación por las vías públicas. 

38. Masa por eje. La que gravita sobre el suelo, transmitida por la totalidad de las ruedas 

acopladas a ese eje. 

39. Grupo de ejes. Los ejes que forman parte de un bogie. En el caso de dos ejes, el grupo se 

denominará tándem, y tándem triaxial en caso de tres ejes. 

40. Luz de carretera o de largo alcance. Luz utilizada para alumbrar una distancia larga de la vía 

por delante del vehículo. 

41. Luz de cruce o de corto alcance. Luz utilizada para alumbrar la vía por delante del vehículo, 

sin deslumbrar ni molestar a los conductores que vengan en sentido contrario, ni a los demás usuarios 

de la vía. 

42. Luz de posición delantera. Luz utilizada para indicar la presencia y la anchura del vehículo, 

cuando se le vea desde delante. 

43. Luz de posición trasera. Luz utilizada para indicar la presencia y la anchura del vehículo, 

cuando se le vea desde detrás. 

44. Catadióptrico. Dispositivo utilizado para indicar la presencia del vehículo mediante la reflexión 

de la luz procedente de una fuente luminosa independiente de dicho vehículo, hallándose el 

observador cerca de la fuente. 

No se considerarán catadióptricos: 

– Las placas de matrícula retrorreflectantes. 

– Las señales retrorreflectantes mencionadas en el ADR. 

– Las demás placas y señales retrorreflectantes que deban llevarse para cumplir la 

reglamentación vigente sobre la utilización de determinadas categorías de vehículos o de 

determinados modos de funcionamiento. 

45. Luz de marcha atrás. Luz utilizada para iluminar la vía por detrás del vehículo y para advertir a 

los demás usuarios de la vía que el vehículo va, o está a punto de ir, marcha atrás. 

46. Luz indicadora de dirección. Luz utilizada para indicar a los demás usuarios de la vía que el 

conductor quiere cambiar de dirección hacia la derecha o hacia la izquierda. 

47. Luz de frenado. Luz utilizada para indicar, a los usuarios de la vía que circulan detrás del 

vehículo, que el conductor de éste está accionando el freno de servicio. 

48. Luz de gálibo. Luz instalada lo más cerca posible del borde exterior más elevado del vehículo 

y destinada claramente a indicar la anchura total del vehículo. En determinados vehículos y 

remolques, esta luz sirve de complemento a las luces de posición delanteras y traseras del vehículo 

para señalar su volumen. 
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49. Señal de emergencia. El funcionamiento simultáneo de todas las luces indicadoras de 

dirección del vehículo para advertir que el vehículo representa temporalmente un peligro para los 

demás usuarios de la vía. 

50. Luz antiniebla delantera. Luz utilizada para mejorar el alumbrado de la carretera en caso de 

niebla, nevada, tormenta o nube de polvo. 

51. Luz antiniebla trasera. Luz utilizada para hacer el vehículo más visible por detrás en caso de 

niebla densa. 

52. Luz de alumbrado interior. Luz destinada a la iluminación del habitáculo del vehículo en forma 

tal que no produzca deslumbramiento ni moleste indebidamente a los demás usuarios de la vía. 

53. Luz de estacionamiento. Luz utilizada para señalizar la presencia de un vehículo estacionado 

en zona edificada. En tales circunstancias sustituye a las luces de posición delanteras y traseras. 

54. Plataforma. Zona de la carretera dedicada al uso de vehículos, formada por la calzada y los 

arcenes. 

55. Calzada. Parte de la carretera dedicada a la circulación de vehículos. Se compone de un 

cierto número de carriles. 

56. Carril. Banda longitudinal en que puede estar subdividida la calzada, delimitada o no por 

marcas viales longitudinales, siempre que tenga una anchura suficiente para permitir la circulación 

de una fila de automóviles que no sean motocicletas. 

57. Carril para vehículos con alta ocupación. Aquel especialmente reservado o habilitado para 

la circulación de los vehículos con alta ocupación. 

58. Acera. Zona longitudinal de la carretera elevada o no, destinada al tránsito de peatones. 

59. Zona peatonal. Parte de la vía, elevada o delimitada de otra forma, reservada a la circulación 

de peatones. Se incluye en esta definición la acera, el andén y el paseo. 

60. Refugio. Zona peatonal situada en la calzada y protegida del tránsito rodado. 

61. Arcén. Franja longitudinal afirmada contigua a la calzada, no destinada al uso de vehículos 

automóviles, más que en circunstancias excepcionales. 

62. Intersección. Nudo de la red viaria en el que todos los cruces de trayectorias posibles de los 

vehículos que lo utilizan se realizan a nivel. 

63. Glorieta. Tipo especial de intersección caracterizado por que los tramos que en él confluyen 

se comunican a través de un anillo en el que se establece una circulación rotatoria alrededor de 

una isleta central. No son glorietas propiamente dichas las denominadas glorietas partidas en las 

que dos tramos, generalmente opuestos, se conectan directamente a través de la isleta central, por 

lo que el tráfico pasa de uno a otro y no la rodea. 

64. Paso a nivel. Cruce a la misma altura entre una vía y una línea de ferrocarril con plataforma 

independiente. 

65. Carretera. Vía pública pavimentada situada fuera de poblado, salvo los tramos en travesía. 
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66. Autopista. Carretera especialmente proyectada, construida y señalizada como tal para la 

exclusiva circulación de automóviles y que tiene las siguientes características: 

a) No tener acceso a la misma las propiedades colindantes. 

b) No cruzar a nivel ninguna otra senda, vía, línea de ferrocarril o tranvía, ni ser cruzada a nivel 

por senda, vía de comunicación o servidumbre de paso alguna. 

c) Constar de distintas calzadas para cada sentido de circulación, separadas entre sí, salvo en 

puntos singulares o con carácter temporal, por una franja de terreno no destinada a la circulación 

o, en casos excepcionales, por otros medios. 

67. Autovía. Carretera especialmente proyectada, construida y señalizada como tal que tiene las 

siguientes características: 

a) Tener acceso limitado a ella las propiedades colindantes. 

b) No cruzar a nivel ninguna otra senda, vía, línea de ferrocarril o tranvía, ni ser cruzada a nivel 

por senda, vía de comunicación o servidumbre de paso alguna. 

c) Constar de distintas calzadas para cada sentido de circulación, separadas entre sí, salvo en 

puntos singulares o con carácter temporal, por una franja de terreno no destinada a la circulación, 

o por otros medios. 

68. Vía para automóviles. Vía reservada exclusivamente a la circulación de automóviles, con una 

sola calzada y con limitación total de accesos a las propiedades colindantes, y señalizada con las 

señales S-3 y S-4, respectivamente. 

69. Carretera convencional. Carretera que no reúne las características propias de las autopistas, 

autovías y vías para automóviles. 

70. Poblado. Espacio que comprende edificios y en cuyas vías de entrada y de salida están 

colocadas, respectivamente, las señales de entrada a poblado y de salida de poblado. 

71. Travesía. Tramo de carretera que discurre por poblado. No tendrán la consideración de 

travesías aquellos tramos que dispongan de una alternativa viaria o variante a la cual tiene acceso. 

72. Vía interurbana. Vía pública situada fuera de poblado. 

73. Vía urbana. Vía pública situada dentro de poblado, excepto las travesías. 

74. Vía ciclista. Vía específicamente acondicionada para el tráfico de ciclos, con la señalización 

horizontal y vertical correspondiente, y cuyo ancho permite el paso seguro de estos vehículos. 

75. Carril-bici. Vía ciclista que discurre adosada a la calzada, en un solo sentido o en doble 

sentido. 

76. Carril-bici protegido. Carril-bici provisto de elementos laterales que lo separan físicamente del 

resto de la calzada, así como de la acera. 

77. Acera-bici. Vía ciclista señalizada sobre la acera. 

78. Pista-bici. Vía ciclista segregada del tráfico motorizado, con trazado independiente de las 

carreteras. 
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79. Senda ciclable. Vía para peatones y ciclos, segregada del tráfico motorizado, y que discurre 

por espacios abiertos, parques, jardines o bosques. 

80. Detención. Inmovilización de un vehículo por emergencia, por necesidades de la circulación 

o para cumplir algún precepto reglamentario. 

81. Parada. Inmovilización de un vehículo durante un tiempo inferior a dos minutos, sin que el 

conductor pueda abandonarlo. 

82. Estacionamiento. Inmovilización de un vehículo que no se encuentra en situación de 

detención o parada. 

ANEXO II 

Infracciones que llevan aparejada la pérdida de puntos 

El titular de un permiso o licencia de conducción que sea sancionado en firme en vía administrativa 

por la comisión de alguna de las infracciones que a continuación se relacionan, perderá el número 

de puntos que, para cada una de ellas, se señala a continuación: 

  Puntos 

1. Conducir con una tasa de alcohol superior a la reglamentariamente establecida:   

Valores mg/l aire espirado, más de 0,50 (profesionales y titulares de permisos de 

conducción con menos de dos años de antigüedad más de 0,30 mg/l). 
6 

Valores mg/l aire espirado, superior a 0,25 hasta 0,50 (profesionales y titulares de 

permisos de conducción con menos de dos años de antigüedad más de 0,15 hasta 

0,30 mg/l). 

4 

2. Conducir con presencia de drogas en el organismo. 6 

3. Incumplir la obligación de someterse a las pruebas de detección de alcohol o de la 

presencia de drogas en el organismo. 
6 

4. Conducir de forma temeraria, circular en sentido contrario al establecido o 

participar en carreras o competiciones no autorizadas. 
6 

5. Conducir vehículos que tengan instalados inhibidores de radares o cinemómetros o 

cualesquiera otros mecanismos encaminados a interferir en el correcto 

funcionamiento de los sistemas de vigilancia del tráfico. 

6 

6. El exceso en más del 50 por ciento en los tiempos de conducción o la minoración en 

más del 50 por ciento en los tiempos de descanso establecidos en la legislación sobre 

transporte terrestre. 

6 

7. La participación o colaboración necesaria de los conductores en la colocación o 

puesta en funcionamiento de elementos que alteren el normal funcionamiento del 

tacógrafo o del limitador de velocidad. 

6 

8. Utilizar, sujetando con la mano, dispositivos de telefonía móvil mientras se conduce. 6 

9. Arrojar a la vía o en sus inmediaciones objetos que puedan producir incendios o 

accidentes. 
6 

10. Incumplir las disposiciones legales sobre preferencia de paso, y la obligación de 

detenerse en la señal de stop, ceda el paso y en los semáforos con luz roja encendida. 
4 
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  Puntos 

11. Incumplir las disposiciones legales sobre adelantamiento poniendo en peligro o 

entorpeciendo a quienes circulen en sentido contrario y adelantar en lugares o 

circunstancias de visibilidad reducida. 

4 

12. Adelantar poniendo en peligro o entorpeciendo a ciclistas o sin dejar la separación 

mínima de 1,5 metros. 
6 

13. No respetar las señales o las órdenes de la autoridad encargada de la regulación, 

ordenación, gestión, vigilancia y disciplina del tráfico, o de sus agentes. 
4 

14. No mantener la distancia de seguridad con el vehículo que le precede. 4 

15. No hacer uso, o no hacerlo de forma adecuada, del cinturón de seguridad, 

sistemas de retención infantil, casco y demás elementos de protección obligatorios. 
4 

16. Conducir un vehículo con un permiso o licencia de conducción que no le habilite 

para ello. 
4 

17. Conducir un vehículo teniendo suspendida la autorización administrativa para 

conducir o teniendo prohibido el uso del vehículo que se conduce. 
4 

18. Realizar la maniobra de marcha atrás en autopistas y autovías. 4 

19. Efectuar el cambio de sentido incumpliendo las disposiciones recogidas en esta 

Ley y en los términos establecidos reglamentariamente. 
3 

20. Conducir utilizando cualquier tipo de casco de audio o auricular conectado a 

aparatos receptores o reproductores de sonido u otros dispositivos que disminuyan la 

atención permanente a la conducción, o manteniendo ajustado entre el casco y la 

cabeza del usuario dispositivos de telefonía móvil mientras se conduce, o utilizando 

manualmente navegadores o cualquier otro medio o sistema de comunicación, así 

como dispositivos de telefonía móvil en condiciones distintas a las previstas en el 

ordinal 8. 

3 

21. Conducir vehículos que lleven mecanismos de detección de radares o 

cinemómetros. 
3 

La detracción de puntos por exceso de velocidad se producirá de acuerdo con lo establecido en el 

anexo IV. 

ANEXO III 

Cursos de sensibilización y reeducación vial 

La duración, el contenido y los requisitos de los cursos de sensibilización y reeducación vial serán los 

que se establezcan por orden del Ministro del Interior. 

1. Objeto. Los cursos de sensibilización y reeducación vial tendrán por objeto concienciar a los 

conductores sobre su responsabilidad como infractores y las consecuencias derivadas de su 

comportamiento, en especial respecto a los accidentes de tráfico, así como reeducarlos en el 

respeto a los valores esenciales en el ámbito de la seguridad vial como son el aprecio a la vida propia 

y ajena, y en el cumplimiento de las normas que regulan la circulación. 

La realización de estos cursos tendrá como objetivo final modificar la actitud en la circulación vial de 

los conductores sancionados por la comisión de infracciones graves y muy graves que lleven 

aparejada la pérdida de puntos. 

2. Clases de cursos. Se podrán realizar dos clases de cursos: 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1456 

a) Los cursos de sensibilización y reeducación vial para aquellos conductores que hayan perdido 

una parte del crédito inicial de puntos asignados. La superación con aprovechamiento de estos 

cursos les permitirá recuperar hasta un máximo de seis puntos, siempre que se cumplan los requisitos 

establecidos en esta ley. Su duración máxima será de quince horas. 

b) Los cursos de sensibilización y reeducación vial para aquellos conductores que pretendan 

obtener de nuevo el permiso o la licencia de conducción tras haber perdido la totalidad de los 

puntos asignados. La superación con aprovechamiento de estos cursos será un requisito previo para 

que el titular de la autorización pueda obtenerla de nuevo, siempre que cumpla los requisitos 

establecidos en esta ley. Su duración máxima será de treinta horas. 

3. Contenido de los cursos. El contenido de los cursos de sensibilización y reeducación vial versará, 

principalmente, sobre aquellas materias relacionadas con los accidentes de tráfico, sus causas, 

consecuencias y los comportamientos adecuados para evitarlos. 

4. Centros de reeducación vial. Los centros que vayan a gestionar estos cursos se contratarán de 

acuerdo con lo establecido en la legislación de contratos del sector público. 

ANEXO IV 

Cuadro de sanciones y puntos por exceso de velocidad 

Infracción sobre exceso de velocidad captado por cinemómetro 
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Límite 20 30 40 50 60 70 80 90 100 110 120 130 Multa Puntos 

Exceso 

velocidad 

Grave 

21 

40 

31 

50 

41 

60 

51 

70 

61 

90 

71 

100 

81 

110 

91 

120 

101 

130 

111 

140 

121 

150 

131 

150 
100 – 

41 

50 

51 

60 

61 

70 

71 

80 

91 

110 

101 

120 

111 

130 

121 

140 

131 

150 

141 

160 

151 

170 

151 

170 
300 2 

51 

60 

61 

70 

71 

80 

81 

90 

111 

120 

121 

130 

131 

140 

141 

150 

151 

160 

161 

170 

171 

180 

171 

180 
400 4 

61 

70 

71 

80 

81 

90 

91 

100 

121 

130 

131 

140 

141 

150 

151 

160 

161 

170 

171 

180 

181 

190 

181 

190 
500 6 

Muy 

grave 
71 81 91 101 131 141 151 161 171 181 191 191 600 6 

En los tramos de autovías y autopistas interurbanas de acceso a las ciudades en que se hayan 

establecido límites inferiores a 100 km/h, los excesos de velocidad se sancionarán con la multa 

económica correspondiente al cuadro de sanciones del Anexo IV. El resto de los efectos 

administrativos y penales sólo se producirá cuando superen los 100 km/h y en los términos 

establecidos para este límite. 

ANEXO V 

Datos de búsqueda a los que podrán acceder los órganos competentes españoles 

1. Datos relativos al vehículo: 

Número de matrícula. 

Estado miembro de matriculación. 

2. Datos relativos a la infracción: 

Estado miembro de la infracción. 

Fecha de la infracción. 

Hora de la infracción. 

Código del tipo de infracción que corresponda según el cuadro siguiente: 

Código Tipo de infracción 

Código 1 Exceso de velocidad. 

Código 2 Conducción con tasas de alcohol superiores a las reglamentariamente establecidas. 

Código 3 No utilización del cinturón de seguridad u otros sistemas de retención homologados. 

Código 4 No detención ante un semáforo en rojo o en el lugar prescrito por la señal de «stop». 

Código 5 
Circulación por un carril prohibido, circulación indebida por el arcén o por un carril 

reservado para determinados usuarios. 

Código 10 Conducción con presencia de drogas en el organismo. 

Código 11 No utilización del casco de protección. 
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Código 12 
Utilización del teléfono móvil o de cualquier otro dispositivo de comunicación durante la 

conducción cuando no esté permitido. 

Código 51 Impago de peaje, tasa o precio público, cuando estos fueran exigibles. 

ANEXO VI 

Datos que se facilitarán por los órganos competentes españoles 

1. Datos de los vehículos: 

En todo caso, se facilitarán: 

– Número de matrícula. 

– Número de bastidor. 

– Estado miembro de matriculación. 

– Marca. 

– Modelo. 

– Código de categoría UE. 

– Clase de emisiones EURO [este dato se facilitará únicamente con respecto a la infracción 

contemplada en el párrafo i) del artículo 98]. 

2. Datos de los titulares, conductores habituales o arrendatarios a largo plazo: 

– Apellidos o denominación social. 

– Nombre. 

– Dirección. 

– Fecha de nacimiento. 

– Sexo. 

– Personalidad jurídica, persona física o jurídica; particular, asociación, sociedad, etc. 

– Número identificador: Número del documento nacional de identidad, número de identificación 

de extranjero, número de identificación fiscal de personas jurídicas y entidades sin personalidad 

jurídica. 

ANEXO VII 

Notificaciones 

A. Notificación relativa a las infracciones cometidas en materia de seguridad vial. 

[Portada] 

……………………………………………………………………………………… 
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[Nombre, dirección y teléfono del remitente] 

…………………………………………………………………………………… 

[Nombre y dirección del destinatario] 

NOTIFICACIÓN 

[Relativa a una infracción de tráfico en materia de seguridad vial cometida en] 

……………………………………………………………………………………… 

[Nombre del Estado miembro en el que se cometió la infracción] 

[Página 2] 

El …………………………………………………………………………………… 

[Fecha] [Nombre del organismo responsable] 

detectó una infracción de tráfico en materia de seguridad vial cometida con el vehículo con 

matrícula …………………., marca ………………….., modelo ………………….. 

[Opción n.° 1] (1) Su nombre figura en los registros como titular del permiso de circulación del 

vehículo mencionado. 

[Opción n.° 2] (1) El titular del permiso de circulación del vehículo mencionado ha declarado que 

usted conducía el vehículo en el momento de la comisión de la infracción de tráfico en materia de 

seguridad vial. 

Los detalles pertinentes de la infracción se describen a continuación (página 3). 

El importe de la sanción pecuniaria debida por esta infracción es de ……… EUR/[moneda 

nacional]. 

El plazo de pago vence el …………………………………………………………… 

Se le aconseja rellenar el formulario de respuesta adjunto (página 4) y enviarlo a la dirección 

mencionada, en caso de no abonar la sanción pecuniaria. 

La presente carta se tramitará con arreglo al Derecho nacional de ……………. 

[Nombre del Estado miembro de la infracción]. 

(1) Táchese lo que no proceda. 

[Página 3] 

Datos pertinentes en relación con la infracción 

a) Datos sobre el vehículo con el que se cometió la infracción: 

Número de matrícula: ………………………………………………………………… 
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Estado miembro de matriculación: ………………………………………………….. 

Marca y modelo: ………………………………………………………………………. 

b) Datos sobre la infracción: 

Lugar, fecha y hora en que se cometió: ………………………………………… 

Carácter y calificación legal de la infracción: ………………………………… 

Exceso de velocidad, no utilización del cinturón de seguridad u otros sistemas de retención 

homologados, no detención ante un semáforo en rojo o en el lugar prescrito por la señal de "stop", 

conducción con tasas de alcohol superiores a las reglamentariamente establecidas, conducción 

con presencia de drogas en el organismo, no utilización del casco de protección, circulación por un 

carril prohibido, circulación indebida por el arcén o por un carril reservado para determinados 

usuarios, utilización del teléfono móvil o de cualquier otro dispositivo de comunicación durante la 

conducción cuando no esté permitido (1): 

Descripción detallada de la infracción: ………………………………………… 

Referencia a las disposiciones legales pertinentes: ……………………… 

Descripción o referencia de las pruebas de la infracción: …………………… 

c) Datos sobre el dispositivo utilizado para detectar la infracción (2): 

Tipo de dispositivo utilizado para detectar el exceso de velocidad, la no utilización del cinturón 

de seguridad u otros sistemas de retención homologados, la no detención ante un semáforo en rojo 

o en el lugar prescrito por la señal de <>, la conducción con tasas de alcohol superiores a las 

reglamentariamente establecidas, la conducción con presencia de drogas en el organismo, la no 

utilización del casco de protección, la circulación por un carril prohibido, circulación indebida por 

el arcén o por un carril reservado para determinados usuarios, la utilización del teléfono móvil o de 

cualquier otro dispositivo de comunicación durante la conducción cuando no esté permitido (1): 

Especificaciones del dispositivo: …………………………………………………… 

Número de identificación del dispositivo: ………………………………………… 

Fecha de vencimiento de la última calibración: ………………………………… 

d) Resultado de la aplicación del dispositivo: 

[Ejemplo para el exceso de velocidad; se añadirán las demás infracciones] 

Velocidad máxima: ……………………………………………………………… 

Velocidad medida: …………………………………………………………… 

Velocidad medida corregida en función del margen de error, si procede: ……… 

(1) Táchese lo que no proceda. 

(2) No procede si no se ha utilizado dispositivo alguno. 
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[Página 4] 

Formulario de respuesta 

(Rellénese con mayúsculas) 

A. Identidad del conductor: 

Nombre y apellido(s): ………………………………………..………………………. 

Lugar y fecha de nacimiento: ……………………………………………………… 

Número del permiso de conducción expedido el (fecha) ……………………… en (lugar) 

……………………… 

Dirección: ………………………………………………………………………… 

B. Cuestionario: 

1. ¿Está registrado a su nombre el vehículo de marca ……………. y matrícula ……….? sí/no (1). 

En caso de respuesta negativa, el titular del permiso de circulación es: …………………. 

[Apellido(s) y nombre, dirección] 

2. ¿Reconoce haber cometido la infracción? sí/no (1) 

3. Si no lo reconoce, explique por qué: ……………………………………… 

(1) Táchese lo que no proceda. 

Se ruega enviar el formulario cumplimentado en un plazo de 60 días a partir de la fecha de la 

presente carta de información a la siguiente autoridad: …………..a la siguiente dirección: 

……………………. 

Información 

El presente expediente será examinado por la autoridad competente de 

…………...................................... 

[Nombre del Estado miembro de la infracción] 

Si se suspenden las actuaciones, será informado en un plazo de 60 días tras la recepción del 

formulario de respuesta. 

Si se prosiguen las actuaciones, se aplicará el procedimiento siguiente: 

…………................................................ 

[Indicación por el Estado miembro de la infracción del procedimiento que se siga, con 

información sobre la posibilidad de interponer recurso contra la decisión de proseguir las 

actuaciones y el procedimiento para hacerlo. En cualquier caso, la información incluirá: el nombre 

y la dirección de la autoridad encargada de proseguir las actuaciones; el plazo de pago; el nombre 

y la dirección del organismo de recurso pertinente; el plazo de recurso.] 
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La presente carta de información en sí misma, carece de consecuencias jurídicas. 

B. Notificaciones relativas a las infracciones por impago de peaje, tasa o precio público 

[Página de cubierta] 

…………………………………………………………………………………… 

[Nombre, dirección y número de teléfono del remitente] 

……………………………………………………………………………………… 

[Nombre y dirección del destinatario] 

NOTIFICACIÓN 

Relativa a la infracción por impago de un peaje, tasa o precio público, registrado en …….............. 

[Nombre del Estado miembro en cuyo territorio se produjo el impago del peaje de carretera] 

[Página 2] 

El ……………………………………………………………………………………… 

[Fecha y nombre del organismo responsable] 

Detectó el impago del peaje, tasa o precio público de carretera con el vehículo con [fecha] 

número de matrícula ……………….. marca ……………….......... modelo …………………… 

Fue detectado por …………………… [nombre del organismo responsable]. 

[Opción n.° 1] (1). 

Su nombre figura en los registros como titular del permiso de circulación del vehículo mencionado. 

[Opción n.° 2] (1). 

El titular del permiso de circulación del vehículo mencionado ha declarado que usted conducía 

el vehículo en el momento de la comisión del impago del peaje, tasa o precio público de carretera. 

Los detalles pertinentes del impago del peaje de carretera se describen a continuación (página 

3). 

El importe de la sanción pecuniaria debida por el impago del peaje de carretera es de 

…………….. EUR moneda nacional. (1) 

El plazo de pago vence el ………………………. 

Se le aconseja rellenar el formulario de respuesta adjunto (página 4) y enviarlo a la dirección 

mencionada, en caso de no abonar la sanción pecuniaria (1) / peaje de carretera (1). 

La presente notificación se tramitará con arreglo al Derecho nacional de ………………. 

[Nombre del Estado miembro en cuyo territorio se produjo el impago del canon de carretera] 
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[Página 3] 

Datos pertinentes en relación con el impago del peaje de carretera 

a) Datos relativos al vehículo con el que se produjo el impago del peaje de carretera: 

Número de matrícula: …………………………………………………………… 

Estado miembro de matriculación: ……………………………………………… 

Marca y modelo: ………………………………………………………………… 

b) Datos relativos al impago del peaje de carretera: 

Lugar, fecha y hora en que se produjo el impago del peaje de carretera: 

Naturaleza y tipificación legal del impago del peaje de carretera: 

Descripción detallada del impago del peaje de carretera: 

…………………………………………………………………………………… 

…………………………………………………………………………………… 

Referencia a las disposiciones legales pertinentes: 

………………………………………………………………………………. 

Descripción o referencia de las pruebas relativas al impago del peaje de carretera: 

……………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………… 

c) Datos relativos al dispositivo utilizado para detectar el impago del peaje de carretera. 

(2) [(2) No procede si no se ha utilizado dispositivo alguno]: 

Especificaciones del dispositivo: 

Número de identificación del dispositivo: 

Fecha de vencimiento de la última calibración: 

(1) Táchese si no procede. 

(2) No procede si no se ha utilizado dispositivo alguno. 

[Página 4] 

Formulario de respuesta 
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(Rellénese con mayúsculas) 

A. Identidad del conductor: 

Nombre y apellido(s): 

Fecha y lugar de nacimiento: 

Número del permiso de conducción ………….. expedido el (fecha) ……… en (lugar) 

……………………. 

Dirección: ………………………………………………………………………… 

B. Cuestionario: 

1. ¿El vehículo …………………. marca …………………., número de matrícula …………………. está 

registrado a su nombre? sí/no (1). 

En caso de respuesta negativa, el titular del permiso de circulación es: 

…………………………………………………………………………………… 

[Apellido(s) y nombre, dirección] 

2. ¿Reconoce no haber pagado el peaje de carretera? sí/no (1). 

3. Si no lo reconoce, explique por qué: 

………………………………………………………………………………….. 

…………………………………………………………………………………… 

Se ruega enviar el formulario cumplimentado en un plazo de 60 días a partir de la fecha de la 

presente notificación a la siguiente autoridad o entidad: …………………… a la siguiente dirección: 

……………………… 

INFORMACIÓN 

El presente expediente será examinado por la autoridad competente de ………………… 

[Nombre del Estado miembro en cuyo territorio se produjo el impago del peaje de carretera] 

Si se suspenden las actuaciones, será informado en un plazo de 60 días tras la recepción del 

formulario de respuesta o del justificante de pago (1). 

(1) Táchese si no procede. 

Si se prosiguen las actuaciones, se aplicará el procedimiento siguiente: 

……………………………………………………………………………… 

[Indicación por el Estado miembro en cuyo territorio se produjo el impago del peaje de carretera 

del procedimiento que se siga, con información sobre la posibilidad de interponer recurso contra la 

decisión de proseguir las actuaciones y el procedimiento para hacerlo. En cualquier caso, la 
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información incluirá: el nombre y la dirección de la autoridad o entidad encargada de proseguir las 

actuaciones; el plazo de pago; el nombre y la dirección del organismo de recurso pertinente; el 

plazo de recurso.] 

La presente notificación, en sí misma, carece de consecuencias jurídicas. 

Exención de responsabilidad en materia de protección de datos 

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 y la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 

de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, tiene derecho a solicitar el 

acceso a sus datos personales, y su rectificación o supresión, o la limitación de su tratamiento, o a 

oponerse al tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos. También tiene derecho 

a presentar una reclamación ante la Agencia Española de Protección de Datos, (dirección de la 

autoridad de control correspondiente). 

ANEXO VIII 

Cursos de conducción segura y eficiente 

1. Objeto. Los cursos de conducción segura y eficiente tendrán como objeto formar a los 

conductores en distintas técnicas orientadas a evitar accidentes y reducir el consumo de 

combustible y las emisiones contaminantes, preparando al conductor para solventar situaciones de 

peligro, adoptando buenas prácticas en la conducción y el equipamiento, y evitando conductas de 

riesgo. 

2. Clases. Se podrán realizar cursos de distintas clases diferenciando entre tipos de vehículos y de 

entorno: conducción segura y eficiente en carretera o en zona urbana. 

3. El contenido y los requisitos de los cursos de conducción segura y eficiente serán los que se 

establezcan por Orden del Ministerio del Interior, debiendo tener en todo caso una duración mínima 

de seis horas que incluya formación teórica y formación práctica y contenidos específicos sobre 

respeto a los ciclistas y conductores de vehículos de movilidad personal como conductores de 

vehículos más vulnerables. 

4. Igualmente se establecerán los mecanismos de certificación y control que garanticen que los 

cursos se realizan conforme a lo establecido en la misma y en el presente anexo. 
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X. PROTECCIÓN CIVIL Y EMERGENCIAS 
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§ 74. Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil58 

«BOE» núm. 164, de 10 de julio de 2015 

 

 
58 La STC 58/2007 resolvió el recurso de inconstitucionalidad núm. 1880-2016 promovido por el Gobierno de la Generalitat de 

Cataluña contra los artículos 3; 4; 14.3; 17.1, 2 y 4; 23.1, último párrafo; 26.2 y 3 y 29 de la Ley 17/2015, de 9 de julio, decidiendo 

lo siguiente: «1.º Declarar que el artículo 29 de la Ley 17/2015, de 9 de julio, del sistema nacional de protección civil, es conforme 

con la Constitución interpretado en los términos señalados en el fundamento jurídico 10. 2.º Desestimar el recurso en todo lo 

demás». El ámbito de la protección civil presenta un intenso desarrollo normativo, organizativo y técnico que exige la 

correspondiente clasificación. Con carácter general, véanse el Real Decreto 1378/1985, de 1 de agosto, sobre medidas 

provisionales para la actuación en situaciones de emergencia en los casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública; 

el Real Decreto 393/2007, de 23 de marzo, por el que se aprueba la Norma Básica de Autoprotección de los centros, 

establecimientos y dependencias dedicados a actividades que puedan dar origen a situaciones de emergencia; la Orden 

PCI/488/2019, de 26 de abril, por la que se publica la Estrategia Nacional de Protección Civil, aprobada por el Consejo de 

Seguridad Nacional; y la Resolución de 16 de diciembre de 2020, de la Subsecretaría, por la que se publica el Acuerdo del 

Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 2020, por el que se aprueba el Plan Estatal de Emergencias de Protección Civil 

(PLEGEM). En materia de incendios forestales, véanse el Real Decreto 893/2013, de 15 de noviembre, por el que se aprueba la 

Directriz básica de planificación de protección civil de emergencia por incendios forestales; y la Resolución de 31 de octubre 

de 2014, de la Subsecretaría, por la que se publica el Acuerdo de Consejo de Ministros de 24 de octubre de 2014, por el que 

se aprueba el Plan Estatal de Protección Civil para Emergencias por Incendios Forestales (BOE núm. 270, de 7 de noviembre). 

En materia de inundaciones, véanse la Resolución de 31 de enero de 1995, de la Secretaría de Estado de Interior, por la que 

se dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se aprueba la Directriz Básica de Planificación de 

Protección Civil ante el Riesgo de Inundaciones (BOE núm. 38, de 14 de febrero); el Real Decreto 903/2010, de 9 de julio, de 

evaluación y gestión de riesgos de inundación; y la Resolución de 2 de agosto de 2011, de la Subsecretaría, por la que se 

publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 29 de julio de 2011, por el que se aprueba el Plan Estatal de Protección Civil 

ante el riesgo de inundaciones (BOE núm. 210, de 1 de septiembre). En materia de riesgo sísmico, véanse la Resolución de 5 

de mayo de 1995, de la Secretaría de Estado de Interior, por la que se dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de 

Ministros por el que se aprueba la Directriz Básica de Planificación de Protección Civil ante el Riesgo sísmico (BOE núm. 124, de 

25 de mayo); y la Resolución de 29 de marzo de 2010, de la Subsecretaría, por la que se publica el Acuerdo de Consejo de 

Ministros de 26 de marzo de 2010, por el que se aprueba el Plan Estatal de Protección Civil ante el Riesgo Sísmico (BOE núm. 

86, de 9 de abril). En materia de riesgo volcánico, véanse la Resolución de 21 de febrero de 1996, de la Secretaría de Estado 

de Interior, disponiendo la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se aprueba la Directriz Básica de 

Planificación de Protección Civil ante el Riesgo Volcánico (BOE núm. 55, de 4 de marzo); y la Resolución de 30 de enero de 

2013, de la Subsecretaría, por la que se publica el Acuerdo de Consejo de Ministros de 25 de enero de 2013, por el que se 

aprueba el Plan Estatal de Protección Civil ante el Riesgo Volcánico (BOE núm. 36, de 11 de febrero). En materia de maremotos 

(tsunamis), véanse el Real Decreto 1053/2015, de 20 de noviembre, por el que se aprueba la Directriz básica de planificación 

de protección civil ante el riesgo de maremotos, y la Resolución de 19 de mayo de 2021, de la Subsecretaría, por la que se 

publica el Acuerdo del Consejo de Ministros, de 18 de mayo de 2021, por el que se aprueba el Plan Estatal de Protección Civil 

ante el Riesgo de Maremotos (BOE núm. 120, de 20 de mayo). En materia de riesgo químico, véanse el Real Decreto 1196/203, 

de 19 de septiembre, por el que se aprueba la Directriz básica de protección civil para el control y planificación ante el riesgo 

de accidentes graves en los que intervienen sustancias peligrosas; el Real Decreto 1070/2012, de 13 de julio, por el que se 

aprueba el Plan estatal de protección civil ante el riesgo químico; y el Real Decreto 840/2015, de 21 de septiembre, por el que 

se aprueban medidas de control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas. 

En materia de riesgo nuclear o radiológico, véanse el Real Decreto 1546/2004, de 25 de junio, por el que se aprueba el Plan 

Básico de Emergencia Nuclear; la Orden INT/1695/2005, de 27 de mayo, por la que se aprueba el Plan de Emergencia Nuclear 

del Nivel Central de Respuesta y Apoyo; el Real Decreto 1564/2010, de 19 de noviembre, por el que se aprueba la Directriz 

básica de planificación de protección civil ante el riesgo radiológico; el Real Decreto 1054/2015, de 20 de noviembre, por el 

que se aprueba el Plan Estatal de Protección ante el Riesgo Radiológico; el Real Decreto 1400/2018, de 23 de noviembre, por 

el que se aprueba el Reglamento sobre seguridad nuclear en instalaciones nucleares, y la Resolución de 21 de marzo de 2023, 

de la Subsecretaría, por la que se publica el Acuerdo por el que se establecen normas de seguridad básicas para la protección 

contra los peligros derivados de la exposición a radiaciones ionizantes en el ámbito de la protección civil (BOE núm. 71, de 24 

de marzo). En materia de transporte de mercancías peligrosas, véanse los artículos 29, 30 y 31 de la Ley 16/1987, de 30 de julio, 

de Ordenación de los Transportes Terrestres; el Real Decreto 387/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba la Directriz Básica 

de Planificación de Protección Civil ante el riesgo de accidentes en los transportes de mercancías peligrosas por carretera y 

ferrocarril; el Real Decreto 412/2001, de 20 de abril, por el que se regulan diversos aspectos relacionados con el transporte de 

mercancías peligrosas por ferrocarril; y el Real Decreto 97/2014, de 14 de febrero, por el que se regulan las operaciones de 

transporte de mercancías peligrosas por carretera en territorio español. Adviértase que parte de las Directrices Básicas de 

Planificación y Planes Estatales aquí relacionados están derogados, si bien continúan aplicándose hasta tanto sean aprobados 
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PREÁMBULO 

1. La vulnerabilidad de las personas en nuestra sociedad ante las múltiples y complejas amenazas de 

catástrofes naturales, industriales o tecnológicas es menor que hace treinta años, por la influencia de 

las políticas públicas que se han aplicado desde entonces, basadas en esencia en un gran desarrollo 

de los sistemas de alerta, la planificación de las respuestas y la dotación de medios de intervención. 

Aun así, la envergadura de este tipo de riesgos es tal que pueden llegar a afectar a la seguridad 

nacional, como lo reconocen las dos Estrategias de Seguridad Nacional aprobadas hasta el 

momento. El descenso del número de víctimas a consecuencia de las catástrofes es una realidad, 

pero las consecuencias destructivas de bienes o perturbadoras de comunicaciones y transportes o 

dañosas para el medio ambiente se han ido incrementado sin cesar por la influencia de factores 

potenciadores de las amenazas, especialmente el cambio climático y la propia actividad humana, 

que genera riesgos inseparables de ella, muchas veces por el legítimo afán de progreso. 

La sociedad no ha sido ni es indiferente ante esta realidad porque es consciente de que estos riesgos 

afectan de manera determinante a su seguridad. La información ha contribuido poderosamente a 

su sensibilización y a la conformación de una demanda creciente de acción pública destinada a 

proteger personas y bienes ante emergencias. De ahí que, sin perjuicio de la indispensable 

colaboración ciudadana, todos los poderes públicos competentes, desde el nivel local hasta las 

instituciones europeas e internacionales, han determinado políticas públicas para desarrollar 

instrumentos normativos, organizativos y medios que les permiten ejercer sus respectivas 

responsabilidades en esta materia y mejorarlas continuamente. Integrada en la seguridad pública, 

la protección civil alcanza hoy en todas partes una importancia de primer orden entre las diferentes 

políticas públicas y se ha configurado como uno de los espacios públicos genuinos y legitimadores 

del Estado. En España ha experimentado un notable desarrollo en los últimos treinta años, no exento 

de ineficiencias causadas principalmente por las dificultades de coordinación de un sistema abierto, 

flexible y con múltiples actores y niveles de actuación y, en consecuencia, de reconocida 

complejidad. 

La Ley 2/1985, de 21 de enero, de Protección Civil, estableció un primer marco normativo de 

actuación para la protección civil, adaptado al entonces naciente Estado autonómico. La validez 

de dicha legislación fue confirmada por el Tribunal Constitucional a través de varias sentencias que 

reconocieron al Estado su competencia, derivada del artículo 149.1.29.ª de la Constitución y, por 

tanto, integrada en la seguridad pública, no sólo para responder frente a las emergencias en que 

concurra un interés nacional, movilizando los recursos a su alcance, sino también para procurar y 

salvaguardar una coordinación de los distintos servicios y recursos de protección civil integrándolos 

en «un diseño o modelo nacional mínimo». Esta ley ha sido complementada por numerosas 

disposiciones reglamentarias, algunas tan importantes como la Norma Básica de Protección Civil, 

aprobada por el Real Decreto 407/1992, de 24 de abril, o la Norma Básica de Autoprotección, 

aprobada por el Real Decreto 393/2007, de 23 de marzo, al tiempo que se han elaborado diferentes 

Planes de Emergencias y Directrices Básicas de planificación sobre riesgos específicos. 

Asimismo, se han creado nuevos medios estatales de intervención eficaz, como la Unidad Militar de 

Emergencias. Por otra parte, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales han desplegado 

sus competencias propias en la materia, regulando su actuación, configurando sus propios servicios 

 

 
los nuevos instrumentos de planificación que los sustituyan (disposición derogatoria única del Real Decreto 524/2023, de 20 de 

junio). En lo concerniente a ayudas y reconocimientos, véanse el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, por el que se regulan 

las subvenciones en atención a determinadas necesidades derivadas de situaciones de emergencia o de naturaleza 

catastrófica, y se establece el procedimiento para su concesión, y la Orden INT/277/2008, de 31 de enero, por la que se 

desarrolla el Real Decreto 307/2005, de 18 de marzo, así como la Orden de 13 de abril de 1982 por la que se crea la Medalla 

al Mérito de la Protección Civil (BOE núm. 93, de 19 de abril). Téngase en cuenta, por último, que la mayoría de las 

Comunidades Autónomas han aprobado leyes propias en materia de protección civil y gestión de emergencias. 

 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1469 

de protección civil, desarrollando unos órganos competentes de coordinación de emergencias que 

han supuesto un avance sustantivo en la gestión de todo tipo de emergencias y eficaces servicios 

municipales de protección civil. Los Estatutos de Autonomía recientemente aprobados confirman de 

manera expresa las respectivas competencias autonómicas, si bien, como es natural, con respeto 

de las propias del Estado y en colaboración con este. 

En fin, la Unión Europea también se ha sumado al esfuerzo común y ha puesto en marcha un 

Mecanismo de Protección Civil, basado en la solidaridad y colaboración de los Estados miembros, 

aparte de otras medidas financieras y de apoyo a estos últimos. 

Toda esta evolución de los riesgos, de los medios, de la legislación y los cambios que entrañan en el 

enfoque y en la organización de los servicios de protección civil aconsejan una actualización del 

marco jurídico regulador de la materia, que además de recoger algunas previsiones especialmente 

relevantes dispersas en normas ya vigentes y suplir determinadas carencias de la anterior regulación 

legal, haga mayor énfasis en la prevención para evitar o mitigar los impactos adversos de estas 

situaciones, así como en la integración, coordinación y eficiencia de las actuaciones de las 

Administraciones Públicas. 

Esta nueva ley se propone, pues, reforzar los mecanismos que potencien y mejoren el funcionamiento 

del sistema nacional de protección de los ciudadanos ante emergencias y catástrofes, que ya previó 

la ley anterior. Este sistema de protección civil se entiende como un instrumento de la seguridad 

pública, integrado en la política de Seguridad Nacional. Sistema que facilitará el ejercicio 

cooperativo, coordinado y eficiente de las competencias distribuidas por la doctrina constitucional 

entre las Administraciones Públicas, a la luz de las nuevas circunstancias y demandas sociales, al 

interconectar de manera abierta y flexible la pluralidad de servicios y actuaciones destinados al 

objetivo común. En este sentido, la nueva norma atiende las recomendaciones de la Comisión para 

la Reforma de las Administraciones Públicas, al incorporar medidas específicas de evaluación e 

inspección del Sistema Nacional de Protección Civil, de colaboración interadministrativa en el seno 

de la Red de Alerta Nacional de Protección Civil y de integración de datos de la Red Nacional de 

Información sobre Protección Civil. Posibilitará al mismo tiempo el mejor cumplimiento de los 

compromisos asumidos en el ámbito internacional y de la Unión Europea, todo ello con el fin último 

de afrontar de la manera más rápida y eficaz las situaciones de emergencia que puedan producirse, 

en beneficio de los afectados y en cumplimiento del principio de solidaridad interterritorial. Mediante 

las previsiones y deberes que la ley establece al respecto y en virtud de las funciones de coordinación 

política y administrativa que atribuye al Consejo Nacional de Protección Civil, entre otras, se viene a 

concretar en la práctica un modelo nacional mínimo que hará posible una dirección eficaz por el 

Gobierno de las emergencias de interés nacional y una coordinación general del sistema que integre 

todos los esfuerzos. 

2. En atención a la finalidad descrita y a los criterios en que se inspira, la presente ley se estructura en 

seis títulos, más las disposiciones de la parte final. 

El título I establece las disposiciones de aplicación general. Además de definir la protección civil 

como servicio público y clarificar la terminología empleada mediante un catálogo de las definiciones 

de los conceptos más sustanciales, concreta las actuaciones del Sistema Nacional de Protección 

Civil y los principios por los que se regirán. A los procesos ya consolidados del ciclo de la emergencia, 

previsión, prevención, planificación, intervención y recuperación se incorpora el de coordinación 

general de la acción política mediante la definición y seguimiento de estrategias integradoras de 

toda la actividad pública y privada en la materia. La coordinación es sustancial para el 

funcionamiento eficaz y armónico del sistema y para optimizar sus recursos, y determinante de que 

todas las actuaciones y medios estén orientados prioritariamente a reducir en forma permanente y 

sostenible los riesgos y las vulnerabilidades que afecten a la población y a los bienes protegidos, así 

como a aumentar la capacidad individual y colectiva de reacción ante las emergencias. 
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Toda actividad que potencialmente pueda tener efectos catastróficos deberá realizarse con la 

debida cautela y diligencia en las medidas de autoprotección. Las actuaciones del sistema de 

protección civil se regirán de manera especial por los principios enunciados en esta ley, que son 

puntos clave de referencia que coadyuvan a su estructuración lógica. Además de los expresados y 

de los generales aplicables al funcionamiento de las Administraciones Públicas, siempre se deberán 

tener presentes las diferentes fortalezas y vulnerabilidades de las personas, en cumplimiento del 

principio de igualdad y los convenios internacionales suscritos por España. 

La ley regula un conjunto mínimo de derechos y deberes de los ciudadanos en materia de protección 

civil, así como unos principios de actuación de los poderes públicos respecto a ellos, que serán 

precisados en ciertos aspectos por sus normas de desarrollo. La intención de esta regulación y su 

ubicación en el texto legal pretende poner de relieve que el ciudadano no sólo es el destinatario de 

la acción pública dirigida a prevenir y afrontar las situaciones de emergencia, sino el centro del 

sistema de protección civil y que le corresponden derechos y deberes específicos que tienen directo 

encaje en la Constitución. La ley establece que todos los ciudadanos tienen derecho a estar 

informados sobre los riesgos colectivos importantes que les afecten, lo que obliga a los poderes 

públicos a divulgar las medidas dispuestas para contrarrestarlos, a recomendar conductas para 

prevenirlos y a dar la máxima participación ciudadana al planificar e implantar actuaciones ante las 

emergencias, que se configura también como un derecho. 

En el título II se describe de manera completa y ordenada en los cinco primeros capítulos el ciclo 

clásico de actuaciones de los poderes públicos en la materia. Cada una de ellas es complementaria 

de las demás y su correcto funcionamiento es esencial para lograr los objetivos de la ley. Los 

mecanismos de evaluación e inspección que se establecen en el capítulo sexto, en combinación 

con las estrategias de acción definidas en el título anterior, completan un concepto avanzado de 

gestión integral e integradora de todas las partes del sistema, que puede ser dirigido de manera 

flexible y abierta a cubrir las necesidades de protección de los ciudadanos y rinde cuentas de esa 

responsabilidad. 

La ley pone un énfasis especial en la prevención. El proceso empieza por potenciar el conocimiento 

sobre los riesgos como medio para preverlos y anticiparse a sus consecuencias dañosas, 

incorporando como una actuación diferenciada la de anticipación. Se crea la Red Nacional de 

Información sobre Protección Civil, que interconectará todos los datos e informaciones necesarias 

para garantizar respuestas eficaces ante las situaciones de emergencia. Es uno de los pilares del 

sistema, que gestionará el Centro Nacional de Seguimiento y Coordinación de Emergencias de 

Protección Civil de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias por medio de un plan 

nacional de interconexión acordado por todas las Administraciones Públicas en el seno del Consejo 

Nacional de Protección Civil. Este nuevo concepto legal no atrae hacia el Estado nuevas 

competencias, sino que materializa y delimita el alcance de los deberes recíprocos de cooperación 

entre Administraciones en virtud del principio de solidaridad, particularmente en lo relativo a la 

transmisión de informaciones y, en su caso, del deber de cooperación activa de todas las 

Administraciones con aquella a la que corresponda gestionar la emergencia. 

La prevención es uno de los fines prioritarios de la protección civil. Muchas de las políticas 

desarrolladas por las Administraciones Públicas, en tanto puedan afectar o condicionar la seguridad 

de las personas o los bienes, tienen objetivos preventivos. La ley propicia que todos estos esfuerzos se 

canalicen e integren a través de los órganos de coordinación que establece. La planificación, 

especialmente los planes de autoprotección, la formación del personal perteneciente al sistema de 

protección civil y singularmente la inclusión en los currículos escolares de contenidos sobre 

autoprotección y primeros auxilios, son instrumentos poderosísimos de prevención de carácter 

horizontal que esta ley procura. 

Además se regulan actuaciones preventivas específicas de largo alcance inéditas en las políticas de 

protección civil anteriores. Las actividades catalogadas según esta ley como de riesgo para las 
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emergencias deberán contar con un estudio técnico de impacto sobre los identificados previamente 

en los mapas de riesgo o planes territoriales correspondientes al lugar en donde se prevean realizar. 

Se trata con ello de compatibilizar dichas actividades necesarias para el desarrollo económico y 

social con la seguridad de personas y bienes, racionalizando su diseño para minimizar el riesgo que 

puedan generar. Se crea el Fondo Nacional de Prevención de Emergencias como instrumento 

financiero adecuado para contribuir a dar el impulso necesario a actuaciones de elaboración de 

análisis y localización de riesgos, campañas de sensibilización e información preventiva a los 

ciudadanos, programas de educación para la prevención en centros escolares u otra análogas, 

previéndose para ello la celebración de convenios o acuerdos entre la Administración General del 

Estado, las Comunidades Autónomas y otra entidades públicas y privadas. 

Se mejoran otros recursos preventivos ya previstos en la normativa anterior. Todos los planes de 

protección civil deberán establecer programas de información preventiva y de alerta para 

garantizar el entrenamiento permanente de los servicios intervinientes en las emergencias, de los 

afectados por ellas y de los medios de comunicación, en su caso. Se potencia, la Red de Alerta 

Nacional de Protección Civil, como instrumento de comunicación inmediata y de prevención de 

toda emergencia, al incorporar a los órganos competentes de coordinación de emergencias de las 

Comunidades Autónomas como cauce para la transmisión de las alarmas a quien corresponda. 

Por lo que se refiere a la planificación, la ley opta por mantener en lo esencial el esquema de la 

legislación anterior, ya consolidado, si bien simplificándolo en la medida de lo posible. De ahí que las 

actuales Directrices Básicas se incluyan en la Norma Básica de Protección Civil y que se diferencien 

con más claridad los planes territoriales de los especiales. Se prevé la aprobación de planes 

especiales para situaciones bélicas teniendo en cuenta las leyes especiales y los convenios 

internacionales suscritos por España. En materia de autoprotección, configurada en el título I como 

un deber, se completan las previsiones que establecía la ley anterior y se otorga rango legal a los 

aspectos esenciales de la vigente normativa reglamentaria. Se impone a las entidades o empresas 

que generen un riesgo para la población la obligación de asumir el coste de las medidas de 

protección correspondientes. 

Asimismo, se suprime el mecanismo de homologación de los planes por otro más adecuado a la 

distribución competencial. 

La respuesta inmediata a las emergencias es el punto crítico de todo sistema de protección civil, 

que, por otro lado, evidencia en ocasiones deficiencias de actuaciones previas. La amplitud y 

diversidad de medios con que se ha dotado el sistema nacional en los últimos años, como se ha 

apuntado anteriormente, necesita coordinación. Por eso la ley precisa las actividades a desarrollar 

y los servicios de intervención y asistencia con el fin de que puedan estructurarse racionalmente 

protocolos de actuación y planes de formación pertinentes que procuren respuestas rápidas, 

coordinadas y eficientes. 

Se fortalecen los centros de coordinación operativa, análogamente a lo que se ha previsto en el 

Mecanismo de Protección Civil de la Unión Europea con su Centro de Coordinación de Respuesta a 

Emergencias. Por una parte, se consolidan los órganos competentes de coordinación de 

emergencias de las Comunidades Autónomas como integrantes esenciales del sistema de 

protección civil; por otra, se potencia el centro de coordinación actual de la Dirección General de 

Protección Civil y Emergencias, que se transforma en el Centro Nacional de Seguimiento y 

Coordinación de Emergencias de Protección Civil, al que corresponde la gestión de las redes de 

información y alerta del sistema, la interconexión y colaboración con otros centros de coordinación 

internacionales y constituirse en centro de coordinación operativa desde el cual se dirigirán las 

emergencias de interés nacional. En estos casos, los órganos competentes de coordinación de 

emergencias de las Comunidades Autónomas se integrarán operativamente en él, reforzando 

sinérgicamente la capacidad del sistema. 
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La intervención operativa del Estado se centra sobre todo, conforme a la doctrina constitucional, en 

los casos de emergencia de interés nacional. Además se ha procurado reforzar en estos casos las 

facultades directivas y de coordinación del Ministro del Interior, y el deber de colaboración de todas 

las Administraciones que cuenten con recursos movilizables. A la vez, la ley impone al Estado la 

obligación de poner a disposición de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales los recursos 

humanos y materiales de que disponga para la protección civil, en la forma que se acuerde en el 

Consejo Nacional de Protección Civil. Además de este criterio de reciprocidad, es evidente que el 

Estado no puede desentenderse de ninguna situación de riesgo que afecte a una parte de la 

población, aunque sean otras las Administraciones competentes para afrontarla. De ello se 

desprende que los recursos que el Estado destina a estos fines son susceptibles también de utilización 

por las demás Administraciones, en tanto sea posible y conveniente para garantizar a todos los 

ciudadanos el más elevado nivel de protección. 

La última de las actuaciones es la de restablecimiento de la normalidad en la zona siniestrada. 

Aunque en el ámbito estatal existe ya una normativa reglamentaria al respecto, en numerosas 

ocasiones la regulación varía en función de cada situación singular. La ley establece un marco 

regulatorio común de estas ayudas adaptado a la legislación general de subvenciones. Se prevé la 

declaración de zona afectada gravemente por una emergencia de protección civil para la 

adopción de otro tipo de medidas de reparación, por ejemplo la exención o reducción coyuntural 

de impuestos y moratorias en el pago de cotizaciones de la Seguridad Social, así como la 

consideración de provenientes de una situación de fuerza mayor de las extinciones o suspensiones 

de los contratos de trabajo o las reducciones temporales de la jornada de trabajo que tengan su 

causa directa en las emergencias. 

El título III se dedica exclusivamente a la formación de los recursos humanos del Sistema Nacional de 

Protección Civil, cuestión obviada en el anterior texto legal y en los reglamentarios. Los recursos 

humanos son un elemento esencial para el adecuado funcionamiento del sistema, por lo que debe 

ser un objetivo prioritario en las políticas de protección civil de las Administraciones Públicas. La nueva 

ley apuesta decididamente por su formación, como mecanismo de coordinación por excelencia a 

medio y largo plazo, ya que aporta unas competencias comunes a todos sus miembros que son 

determinantes para que sus intervenciones resulten coordinadas. 

Además, las actuaciones cuyo objetivo es la protección civil de la población han dejado de tener 

desde hace tiempo el carácter de respuesta coyuntural e improvisada con que nacieron. En la 

actualidad, una política eficaz de protección civil requiere un elevado nivel de preparación y 

formación especializada de cuantos intervienen en esas actuaciones a lo largo de todo su ciclo, ya 

se trate de personal al servicio de las Administraciones Públicas competentes, de otros profesionales 

o de quienes prestan su colaboración voluntaria. La ley exige, por consiguiente, que todas las 

personas que intervengan en las tareas de protección civil estén debidamente formadas y pretende 

promover en todos los ámbitos el esfuerzo de formación, armonizando los correspondientes sistemas, 

métodos y títulos para garantizar la interoperabilidad de los agentes de la protección civil. A estos 

efectos, la ley precisa las funciones vertebradoras que corresponden a la Escuela Nacional de 

Protección Civil, sin perjuicio de las actividades y centros que puedan crear o ya existan en las 

restantes Administraciones competentes. 

En cuanto a las competencias de los órganos de la Administración General del Estado en materia de 

protección civil, a la que se dedica el título IV, se ha optado por seguir atribuyendo la responsabilidad 

fundamental al Ministerio del Interior, bajo la dirección política y la coordinación superior del 

Gobierno. Ello no obsta para que otros departamentos y ciertos organismos y entidades públicas 

desempeñen también importantes funciones en esta materia, que, por sus implicaciones, tiene una 

naturaleza transversal. Es más, resulta indispensable que todas las áreas de la Administración asuman 

decididamente que deben prestar su concurso, con los medios y competencias de que dispongan, 

para afrontar y superar las situaciones de emergencia, ya que afectan a los bienes jurídicos más 

primarios y a intereses generales de la mayor relevancia. 
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Ahora bien, la pluralidad y diversidad misma de las actuaciones que puede y debe realizar la 

Administración General del Estado para asegurar la protección civil exige reforzar los mecanismos de 

coordinación, pues sólo así será posible conseguir una respuesta unitaria y evitar interferencias o 

duplicidades no deseables. De ahí que la ley reconozca a los Delegados del Gobierno un papel de 

coordinadores de las actuaciones de los órganos y servicios de la Administración General del Estado, 

bajo las instrucciones del Ministerio del Interior, cuyo titular será la superior autoridad en la materia y 

al que se atribuyen todas aquellas competencias específicas que le permiten ejercerla. 

Asimismo, la ley reitera la participación de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado en las acciones de protección civil, así como de la Unidad Militar de 

Emergencias. La ley recoge las normas esenciales que disciplinan la intervención de la Unidad Militar 

de Emergencias, que se ha consolidado en breve tiempo como un instrumento altamente eficaz en 

la lucha contra todo tipo de emergencias. 

Dadas las peculiaridades de la acción pública para la protección civil, en la que concurren varios 

niveles de Gobierno y Administración dotados de competencias propias, resulta preciso organizar un 

esquema de cooperación interadministrativa, a lo que se destina el título V. La ley profundiza en la 

filosofía de cooperación permanente y estructurada en órganos «ad hoc», ya establecida por la 

legislación precedente, y crea el Consejo Nacional de Protección Civil, realzando la importancia de 

la coordinación de las políticas públicas de protección civil y de la participación de las Comunidades 

Autónomas y de la Administración Local al más alto nivel en la elaboración de la política estatal, sin 

que por ello se olvide o reduzca la coordinación técnica multilateral en las tareas de planificación, 

interconexión de redes y sistemas de actuación, formación y otras que lo requieran, para lo cual 

habrá de crear las comisiones y grupos de trabajo que estime necesarios. El esquema de 

cooperación se completa con la posibilidad de constituir, por las respectivas leyes autonómicas, 

órganos territoriales de participación y coordinación. 

En el ámbito exterior, la nueva ley da cobertura y organiza la contribución del Estado al Mecanismo 

de Protección Civil de la Unión Europea y las misiones de cooperación internacional en esta materia, 

cada vez más frecuentes y complejas, supuestos que la legislación aprobada hace más de dos 

décadas apenas podía prever. 

El régimen sancionador se ordena en el título VI, de acuerdo con los principios y reglas generales que 

informan hoy el Derecho administrativo sancionador y que no pudo tomar en consideración la 

temprana ley de 1985. 

Finalmente las disposiciones adicionales reconocen que el voluntariado de protección civil ha 

jugado siempre en la protección civil un papel importante, aunque complementario y auxiliar de las 

funciones públicas correspondientes. La ley persigue potenciar ese papel, en el marco de los 

principios y régimen jurídico establecidos en la legislación propia del voluntariado, si bien recalcando 

el deber y el derecho de formación de los voluntarios y sin perjuicio del deber general de 

colaboración de todos los ciudadanos, cuando proceda. Pretende integrar también las 

capacidades de Cruz Roja Española en personal y medios, así como las de los radioaficionados y 

otras entidades colaboradoras cuyo esfuerzo ha sido y seguirá siendo muy importante. 

Por otra parte, lo establecido en esta norma guarda la necesaria coherencia con los sistemas de 

seguridad nacional y de protección de infraestructuras críticas y con los tratados internacionales 

suscritos por España. 

Se regula la concesión de la medalla al mérito de protección civil como reconocimiento público de 

las acciones meritorias realizadas por quienes, con independencia de los imperativos legales o 

superando incluso el nivel de exigencia de los mismos, intervienen en acciones relacionadas con la 

protección civil, ya sea en sus aspectos preventivos como de intervención en caso de emergencia. 
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Se prevé la posibilidad de conceder ayudas en caso de catástrofes aun en el caso de que no se 

declare previamente la zona afectada gravemente por una emergencia de protección civil, así 

como que el Consejo Nacional de Protección Civil acuerde precios unitarios de coste de servicios 

que facilitarán la cuantificación de gastos en los convenios de colaboración que se celebren para 

el caso de emergencias en que intervengan varias Administraciones y que repercutirá en la 

eficiencia de recursos del sistema. 

3. En definitiva, la ley viene a actualizar el marco jurídico en una materia tan sensible para los 

ciudadanos como es la protección civil. Y lo hace a la luz de la experiencia adquirida desde la 

promulgación de la ley anterior, teniendo en cuenta las competencias de las Comunidades 

Autónomas, así como la legislación de la Unión Europea y los compromisos asumidos por España en 

el marco de la cooperación internacional, en términos similares a como hoy se regula esta materia 

en otros Estados de estructura federal o descentralizada. 

Pero, sobre todo, se trata de arbitrar los presupuestos legales que permitan seguir elevando 

gradualmente el nivel de protección de la ciudadanía durante los años venideros. No está de más 

recordar que, en el momento en que empieza a construirse en nuestro país un sistema administrativo 

moderno, advertía Javier de Burgos que «el socorro de las calamidades… no debe abandonarse a 

la eventualidad de las inspiraciones generosas, sino someterse a la acción constante, regular y 

uniforme de la administración». Dos siglos después, es evidente que el Estado, al igual que los demás 

poderes públicos, está llamado a ofrecer a cualquier persona previsión y amparo ante las catástrofes 

de todo tipo, ya que en ello está en juego la vida, la integridad física, el disfrute normal de bienes y 

derechos y la defensa de los recursos naturales y culturales, cuya protección es una, si no la más 

importante, de las razones de ser del Estado mismo. 

TÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto y finalidad 

1. La protección civil, como instrumento de la política de seguridad pública, es el servicio público que 

protege a las personas y bienes garantizando una respuesta adecuada ante los distintos tipos de 

emergencias y catástrofes originadas por causas naturales o derivadas de la acción humana, sea 

ésta accidental o intencionada. 

2. El objeto de esta ley es establecer el Sistema Nacional de Protección Civil como instrumento 

esencial para asegurar la coordinación, la cohesión y la eficacia de las políticas públicas de 

protección civil, y regular las competencias de la Administración General del Estado en la materia. 

Artículo 2 

Definiciones 

A los efectos de esta ley se entenderá por: 

1. Peligro. Potencial de ocasionar daño en determinadas situaciones a colectivos de personas o 

bienes que deben ser preservados por la protección civil. 

2. Vulnerabilidad. La característica de una colectividad de personas o bienes que los hacen 

susceptibles de ser afectados en mayor o menor grado por un peligro en determinadas 

circunstancias. 
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3. Amenaza. Situación en la que personas y bienes preservados por la protección civil están 

expuestos en mayor o menor medida a un peligro inminente o latente. 

4. Riesgo. Es la posibilidad de que una amenaza llegue a afectar a colectivos de personas o a 

bienes. 

5. Emergencia de protección civil. Situación de riesgo colectivo sobrevenida por un evento que 

pone en peligro inminente a personas o bienes y exige una gestión rápida por parte de los poderes 

públicos para atenderlas y mitigar los daños y tratar de evitar que se convierta en una catástrofe. Se 

corresponde con otras denominaciones como emergencia extraordinaria, por contraposición a 

emergencia ordinaria que no tiene afectación colectiva. 

6. Catástrofe. Una situación o acontecimiento que altera o interrumpe sustancialmente el 

funcionamiento de una comunidad o sociedad por ocasionar gran cantidad de víctimas, daños e 

impactos materiales, cuya atención supera los medios disponibles de la propia comunidad. 

7. Servicios esenciales. Servicios necesarios para el mantenimiento de las funciones sociales 

básicas, la salud, la seguridad, el bienestar social y económico de los ciudadanos, o el eficaz 

funcionamiento de las instituciones del Estado y las Administraciones Públicas. 

Artículo 3 

El Sistema Nacional de Protección Civil 

1. El Sistema Nacional de Protección Civil integra la actividad de protección civil de todas las 

Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, con el fin de garantizar una respuesta 

coordinada y eficiente mediante las siguientes actuaciones: 

a) Prever los riesgos colectivos mediante acciones dirigidas a conocerlos anticipadamente y 

evitar que se produzcan o, en su caso, reducir los daños que de ellos puedan derivarse. 

b) Planificar los medios y medidas necesarias para afrontar las situaciones de riesgo. 

c) Llevar a cabo la intervención operativa de respuesta inmediata en caso de emergencia. 

d) Adoptar medidas de recuperación para restablecer las infraestructuras y los servicios 

esenciales y paliar los daños derivados de emergencias. 

e) Efectuar una coordinación, seguimiento y evaluación del Sistema para garantizar un 

funcionamiento eficaz y armónico del mismo. 

2. Las actuaciones del Sistema se regirán por los principios de colaboración, cooperación, 

coordinación, solidaridad interterritorial, subsidiariedad, eficiencia, participación, inclusión y 

accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 

3. Los ciudadanos y las personas jurídicas participarán en el Sistema en los términos establecidos en 

esta ley. 

Artículo 4 

Estrategia del Sistema Nacional de Protección Civil 

1. La Estrategia del Sistema Nacional de Protección Civil consiste en analizar prospectivamente los 

riesgos que pueden afectar a las personas y bienes protegidos por la protección civil y las 
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capacidades de respuesta necesarias, y en formular en consecuencia las líneas estratégicas de 

acción para alinear, integrar y priorizar los esfuerzos que permitan optimizar los recursos disponibles 

para mitigar los efectos de las emergencias. 

El Consejo Nacional de Protección Civil aprobará las líneas básicas de la Estrategia del Sistema 

Nacional de Protección Civil y las directrices para su implantación, seguimiento y evaluación 

periódica. Podrán establecerse planes de actuación anuales o programas sectoriales para su 

implementación. Esta Estrategia se revisará, al menos, cada cuatro años. 

2. La Estrategia Nacional de Protección Civil integrará y alineará todas las actuaciones de la 

Administración General del Estado en esta materia. Será aprobada por el Consejo de Seguridad 

Nacional, a propuesta del Ministro del Interior. 

Artículo 5 

Derecho a la protección en caso de catástrofe 

1. Todos los residentes en el territorio español tienen derecho a ser atendidos por las Administraciones 

públicas en caso de catástrofe, de conformidad con lo previsto en las leyes y sin más limitaciones 

que las impuestas por las propias condiciones peligrosas inherentes a tales situaciones y la 

disponibilidad de medios y recursos de intervención. 

2. Los poderes públicos velarán por que la atención de los ciudadanos en caso de catástrofe sea 

equivalente cualquiera que sea el lugar de su residencia, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 139.1 de la Constitución. 

3. Los servicios públicos competentes identificarán lo más rápidamente posible a las víctimas en caso 

de emergencias y ofrecerán información precisa a sus familiares o personas allegadas. 

4. Los poderes públicos velarán para que se adopten medidas específicas que garanticen que las 

personas con discapacidad conozcan los riesgos y las medidas de autoprotección y prevención, 

sean atendidas e informadas en casos de emergencia y participen en los planes de protección civil. 

Artículo 6 

Derecho a la información 

1. Todos tienen derecho a ser informados adecuadamente por los poderes públicos acerca de los 

riesgos colectivos importantes que les afecten, las medidas previstas y adoptadas para hacerles 

frente y las conductas que deban seguir para prevenirlos. 

2. Dichas informaciones habrán de proporcionarse tanto en caso de emergencia como 

preventivamente, antes de que las situaciones de peligro lleguen a estar presentes. 

Artículo 7 

Derecho a la participación 

1. Los ciudadanos tienen derecho a participar, directamente o a través de entidades representativas 

de sus intereses, en la elaboración de las normas y planes de protección civil, en los términos que 

legal o reglamentariamente se establezcan. 
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2. La participación de los ciudadanos en las tareas de protección civil podrá canalizarse a través de 

las entidades de voluntariado, de conformidad con lo dispuesto en las leyes y en las normas 

reglamentarias de desarrollo. 

Artículo 7 bis 

Deber de colaboración 

1. Los ciudadanos y las personas jurídicas están sujetos al deber de colaborar, personal o 

materialmente, en la protección civil, en caso de requerimiento de la autoridad competente de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 30.4 de la Constitución y en los términos de esta ley. 

2. En los casos de emergencia, cualquier persona, a partir de la mayoría de edad, estará obligada a 

la realización de las prestaciones personales que exijan las autoridades competentes en materia de 

protección civil, sin derecho a indemnización por esta causa, y al cumplimiento de las órdenes e 

instrucciones, generales o particulares, que aquellas establezcan. 

3. Cuando la naturaleza de las emergencias lo haga necesario, las autoridades competentes en 

materia de protección civil podrán proceder a la requisa temporal de todo tipo de bienes, así como 

a la intervención u ocupación transitoria de los que sean necesarios y, en su caso, a la suspensión de 

actividades. Quienes como consecuencia de estas actuaciones sufran perjuicios en sus bienes y 

servicios, tendrán derecho a ser indemnizados de acuerdo con lo dispuesto en las leyes. 

4. Cuando la naturaleza de las emergencias exija la entrada en un domicilio y, en su caso, la 

evacuación de personas que se encuentren en peligro, será de aplicación lo dispuesto en el 

artículo 15, apartado 2, de la Ley Orgánica 4/2015 de 30 de marzo, de protección de la seguridad 

ciudadana. 

5. Las medidas restrictivas de derechos que sean adoptadas o las que impongan prestaciones 

personales o materiales tendrán una vigencia limitada al tiempo estrictamente necesario para hacer 

frente a las emergencias y deberán ser adecuadas a la entidad de la misma. 

6. Los servicios de vigilancia y protección frente a riesgos de emergencias de las empresas públicas 

o privadas se considerarán, a todos los efectos, colaboradores en la protección civil, por lo que 

podrán asignárseles cometidos en los planes de protección civil correspondientes a su ámbito 

territorial y, en su caso, ser requeridos por las autoridades competentes para su actuación en 

emergencias. Reglamentariamente se establecerán las condiciones que garanticen que la 

asignación de cometidos a los servicios de vigilancia y protección de las empresas que gestionen 

servicios de interés general no afectará al mantenimiento de dichos servicios en condiciones de 

seguridad y continuidad, así como el régimen de indemnización de los daños y perjuicios causados 

por su actuación en este ámbito. 

7. Los titulares de centros, establecimientos y dependencias, en los que se realicen actividades 

previstas en el artículo 9.2.b) que puedan originar emergencias, deberán informar con regularidad 

suficiente a los ciudadanos potencialmente afectados acerca de los riesgos y las medidas de 

prevención adoptadas, y estarán obligados a: 

a) Comunicar al órgano que se establezca por la administración pública en cada caso competente, 

los programas de información a los ciudadanos puestos en práctica y la información facilitada. 

b) Efectuar a su cargo la instalación y el mantenimiento de los sistemas de generación de señales de 

alarma a la población, en las áreas que puedan verse inmediatamente afectadas por las 

emergencias de protección civil que puedan generarse por el desarrollo de la actividad 

desempeñada. 
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c) Garantizar que esta información sea plenamente accesible a personas con discapacidad de 

cualquier tipo. 

8. Los medios de comunicación están obligados a colaborar de manera gratuita con las autoridades 

en la difusión de las informaciones preventivas y operativas ante los riesgos y emergencias en la forma 

que aquéllas les indiquen y en los términos que se establezcan en los correspondientes planes de 

protección civil. 

Artículo 7 ter 

Deber de cautela y autoprotección 

1. Los ciudadanos deben tomar las medidas necesarias para evitar la generación de riesgos, así 

como exponerse a ellos. Una vez sobrevenida una emergencia, deberán actuar conforme a las 

indicaciones de los agentes de los servicios públicos competentes. 

2. Los titulares de los centros, establecimientos y dependencias, públicos o privados, que generen 

riesgo de emergencia, estarán obligados a adoptar las medidas de autoprotección previstas en esta 

ley, en los términos recogidos en la misma y en la normativa de desarrollo. 

3. Las Administraciones competentes en materia de protección civil promoverán la constitución de 

organizaciones de autoprotección entre las empresas y entidades que generen riesgo para facilitar 

una adecuada información y asesoramiento. 

Artículo 7 quáter 

Voluntariado en el ámbito de la protección civil 

1. El voluntariado de protección civil podrá colaborar en la gestión de las emergencias, como 

expresión de participación ciudadana en la respuesta social a estos fenómenos, de acuerdo con lo 

que establezcan las normas aplicables, sin perjuicio del deber general de colaboración de los 

ciudadanos en los términos del artículo 7 bis. 

Las actividades de los voluntarios en el ámbito de la protección civil se realizarán a través de las 

entidades de voluntariado en que se integren, de acuerdo con el régimen jurídico y los valores y 

principios que inspiran la acción voluntaria establecidos en la normativa propia del voluntariado, y 

siguiendo las directrices de aquellas, sin que en ningún caso su colaboración entrañe una relación 

de empleo con la Administración actuante. 

2. Los poderes públicos promoverán la participación y la formación de los voluntarios en apoyo del 

Sistema Nacional de Protección Civil. 

3. La red de comunicaciones de emergencia formada por radioaficionados voluntarios podrá 

complementar las disponibles ordinariamente por los servicios de protección civil. 
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TÍTULO II 

Actuaciones del Sistema Nacional de Protección Civil 

CAPÍTULO I 

Anticipación 

Artículo 8 

Definición 

La anticipación tiene por objeto determinar los riesgos en un territorio basándose en las condiciones 

de vulnerabilidad y las posibles amenazas, y comprende los análisis y estudios que permitan obtener 

información y predicciones sobre situaciones peligrosas. 

Artículo 9 

Red Nacional de Información sobre Protección Civil 

1. Se crea la Red Nacional de Información sobre Protección Civil con el fin de contribuir a la 

anticipación de los riesgos y de facilitar una respuesta eficaz ante cualquier situación que lo precise, 

sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas. Esta Red permitirá al Sistema 

Nacional de Protección Civil: 

a) La recogida, el almacenamiento y el acceso ágil a información sobre los riesgos de 

emergencia conocidos, así como sobre las medidas de protección y los recursos disponibles para 

ello. 

b) Asegurar el intercambio de información en todas las actuaciones de este título. 

2. La Red contendrá: 

a) El Mapa Nacional de Riesgos de Protección Civil, como instrumento que permite identificar las 

áreas geográficas susceptibles de sufrir daños por emergencias o catástrofes. 

b) Los catálogos oficiales de actividades que puedan originar una emergencia de protección 

civil, incluyendo información sobre los centros, establecimientos y dependencias en que aquéllas se 

realicen, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

c) El registro informatizado de los planes de protección civil, que los integrará a todos en los 

términos que reglamentariamente se establezcan. 

d) Los catálogos de recursos movilizables, entendiendo por tales los medios humanos y materiales, 

gestionados por las Administraciones Públicas o por entidades de carácter privado, que puedan ser 

utilizados por el Sistema Nacional de Protección Civil en caso de emergencia, en los términos 

previstos en esta ley y que reglamentariamente se establezcan. 

e) El Registro Nacional de Datos sobre Emergencias y Catástrofes, que incluirá información sobre 

las que se produzcan, las consecuencias y pérdidas ocasionadas, así como sobre los medios y 

procedimientos utilizados para paliarlas. 

f) Cualquier otra información necesaria para prever los riesgos de emergencias y facilitar el 

ejercicio de las competencias de las Administraciones Públicas en materia de protección civil, en los 

términos que reglamentariamente se establezcan. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1480 

3. Las Administraciones Públicas competentes proporcionarán los datos necesarios para la 

constitución de la Red y tendrán acceso a la misma, de acuerdo con los criterios que se adopten en 

el Consejo Nacional de Protección Civil. 

CAPÍTULO II 

Prevención de riesgos de protección civil 

Artículo 10 

Política de prevención 

1. La prevención en protección civil consiste en el conjunto de medidas y acciones encaminadas a 

evitar o mitigar los posibles impactos adversos de los riesgos y amenazas de emergencia. 

2. Como paso previo a la prestación de actividades catalogadas de acuerdo con el artículo 9.2.b) 

se deberá contar con un estudio técnico de los efectos directos sobre los riesgos de emergencias de 

protección civil identificados en la zona. Incluirá, como mínimo, datos sobre emplazamiento, diseño 

y tamaño del proyecto de la actividad, una identificación y evaluación de dichos efectos y de las 

medidas para evitar o reducir las consecuencias adversas de dicho impacto. Se someterá a 

evaluación del impacto sobre los riesgos de emergencias de protección civil por el órgano 

competente en la materia. 

3. Los planes de protección civil previstos en el capítulo III de este título deberán contener programas 

de información y comunicación preventiva y de alerta que permitan a los ciudadanos adoptar las 

medidas oportunas para la salvaguarda de personas y bienes, facilitar en todo cuanto sea posible la 

rápida actuación de los servicios de intervención, y restablecer la normalidad rápidamente después 

de cualquier emergencia. La difusión de estos programas deberá garantizar su recepción por parte 

de los colectivos más vulnerables. 

En su contenido se incorporarán medidas de accesibilidad para las personas con discapacidad, en 

especial, las encaminadas a asegurar que reciben información sobre estos planes. 

4. Los poderes públicos promoverán la investigación de las emergencias, para evitar que se reiteren, 

y el aseguramiento del riesgo de emergencias, para garantizar la eficiencia de la respuesta de la 

sociedad ante estos sucesos de manera compatible con la sostenibilidad social, económica y fiscal. 

5. Las Administraciones Públicas promoverán, en el ámbito de sus competencias y con cargo a sus 

respectivas dotaciones presupuestarias, la realización de programas de sensibilización e información 

preventiva a los ciudadanos y de educación para la prevención en centros escolares. 

Artículo 11 

Fondo de Prevención de Emergencias 

1. Se crea el Fondo de Prevención de Emergencias, gestionado por el Ministerio del Interior, dotado 

con cargo a los créditos que se consignen al efecto en los Presupuestos Generales del Estado, para 

financiar, en el ámbito de la Administración General del Estado, las actividades preventivas 

siguientes: 

a) Análisis de peligrosidad, vulnerabilidad y riesgos. 

b) Mapas de riesgos de protección civil. 
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c) Programas de sensibilización e información preventiva a los ciudadanos. 

d) Programas de educación para la prevención en centros escolares. 

e) Otras actividades de análogo carácter que se determinen. 

2. El Ministerio del Interior podrá suscribir instrumentos de colaboración con otros departamentos 

ministeriales, con otras Administraciones Públicas y con entidades públicas o privadas, para la 

realización de las actividades recogidas en este capítulo, que serán financiadas total o parcialmente 

con cargo al Fondo de Prevención de Emergencias. 

Artículo 12 

Red de Alerta Nacional de Protección Civil 

1. Se crea la Red de Alerta Nacional de Protección Civil como sistema de comunicación de avisos 

de emergencia a las autoridades competentes en materia de protección civil, sin perjuicio de las 

competencias de las comunidades autónomas, a fin de que los servicios públicos esenciales y los 

ciudadanos estén informados ante cualquier amenaza de emergencia. 

2. La gestión de la Red corresponderá al Ministerio del Interior, a través del Centro Nacional de 

Seguimiento y Coordinación de Emergencias de Protección Civil. 

3. Todos los organismos de las Administraciones Públicas que puedan contribuir a la detección, 

seguimiento y previsión de amenazas de peligro inminente para las personas y bienes comunicarán 

de inmediato al Centro Nacional de Seguimiento y Coordinación de Emergencias de Protección Civil 

cualquier situación de la que tengan conocimiento que pueda dar lugar a una emergencia de 

protección civil. 

4. Los órganos competentes de coordinación de emergencias de las comunidades autónomas serán 

cauce tanto para la información de las emergencias de protección civil al Centro Nacional de 

Seguimiento y Coordinación de Emergencias de Protección Civil, como para la transmisión de la 

alerta a quien corresponda. 

CAPÍTULO III 

Planificación 

Artículo 13 

Norma Básica de Protección Civil 

La Norma Básica de Protección Civil, aprobada mediante real decreto a propuesta del titular del 

Ministerio del Interior, y previo informe del Consejo Nacional de Protección Civil, establece las 

directrices básicas para la identificación de riesgos de emergencias y actuaciones para su gestión 

integral, el contenido mínimo y los criterios generales para la elaboración de los Planes de Protección 

Civil, y del desarrollo por los órganos competentes de las actividades de implantación necesarias 

para su adecuada efectividad. 
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Artículo 14 

Planes de Protección Civil 

1. Los Planes de Protección Civil son los instrumentos de previsión del marco orgánico-funcional y de 

los mecanismos que permiten la movilización de los recursos humanos y materiales necesarios para 

la protección de las personas y de los bienes en caso de emergencia, así como del esquema de 

coordinación de las distintas Administraciones Públicas llamadas a intervenir. 

2. Los Planes de Protección Civil son el Plan Estatal General, los Planes Territoriales, de ámbito 

autonómico o local, los Planes Especiales y los Planes de Autoprotección. 

3. El Plan Estatal General y los Planes Territoriales y Especiales de ámbito estatal o autonómico 

deberán ser informados por el Consejo Nacional de Protección Civil, a los efectos de su adecuación 

al Sistema Nacional de Protección Civil. 

Artículo 15 

Tipos de Planes 

1. El Plan Estatal General desarrolla la organización y los procedimientos de actuación de la 

Administración General del Estado para prestar apoyo y asistencia a las otras Administraciones 

Públicas, en casos de emergencia de protección civil, así como ejercer la dirección y coordinación 

del conjunto de las Administraciones Públicas en las emergencias declaradas de interés nacional. La 

aprobación del Plan Estatal General corresponde al Gobierno, a propuesta del Ministro del Interior. 

2. Son Planes Territoriales todos aquellos que se elaboran para hacer frente a los riesgos de 

emergencia que se puedan presentar en el territorio de una Comunidad Autónoma o de una Entidad 

Local. Dichos Planes serán aprobados por la Administración competente, autonómica o local, de 

conformidad con lo previsto en su legislación específica. 

3. Son Planes Especiales los que tienen por finalidad hacer frente a los riesgos de inundaciones; 

terremotos; maremotos; volcánicos; fenómenos meteorológicos adversos; incendios forestales; 

accidentes en instalaciones o procesos en los que se utilicen o almacenen sustancias químicas, 

biológicas, nucleares o radiactivas; accidentes de aviación civil y en el transporte de mercancías 

peligrosas, así como los relativos a la protección de la población en caso de conflicto bélico y 

aquellos otros que se determinen en la Norma Básica. Los Planes Especiales podrán ser estatales o 

autonómicos, en función de su ámbito territorial de aplicación, y serán aprobados por la 

Administración competente en cada caso. Los planes especiales relativos al riesgo nuclear y a la 

protección de la población en caso de conflicto bélico serán, en todo caso, de competencia estatal, 

sin perjuicio de la participación en los mismos de las administraciones de las Comunidades 

Autónomas y Entidades Locales, según se establezca en la Norma Básica. 

4. Los Planes de Autoprotección establecen el marco orgánico y funcional previsto para los centros, 

establecimientos, instalaciones o dependencias recogidas en la normativa aplicable, con el objeto 

de prevenir y controlar los riesgos de emergencia de protección civil sobre las personas y los bienes 

y dar respuesta adecuada en esas situaciones. 
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CAPÍTULO IV 

Respuesta inmediata a las emergencias 

Artículo 16 

Definición 

Se entiende por respuesta inmediata a las emergencias de protección civil la actuación de los 

servicios públicos o privados de intervención y de asistencia tras el acaecimiento de una emergencia 

o en una situación que pudiera derivar en emergencia, con la finalidad de evitar daños, rescatar y 

proteger a las personas y bienes, velar por la seguridad ciudadana y satisfacer las necesidades 

básicas de subsistencia de la población afectada. Incluye la atención sanitaria, psicológica y social 

de urgencia, el refugio y la reparación inicial de los daños para restablecer los servicios e 

infraestructuras esenciales, así como otras acciones y evaluaciones necesarias para iniciar la 

recuperación. 

Artículo 17 

Los servicios de intervención y asistencia en emergencias de protección civil 

1. Tendrán la consideración de servicios públicos de intervención y asistencia en emergencias de 

protección civil los Servicios Técnicos de Protección Civil y Emergencias de todas las Administraciones 

Públicas, los Servicios de Prevención, Extinción de Incendios y Salvamento, y de Prevención y Extinción 

de Incendios Forestales, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, los Servicios de Atención Sanitaria de 

Emergencia, las Fuerzas Armadas y, específicamente, la Unidad Militar de Emergencias, los órganos 

competentes de coordinación de emergencias de las Comunidades Autónomas, los Técnicos 

Forestales y los Agentes Medioambientales, los Servicios de Rescate, los equipos multidisciplinares de 

identificación de víctimas, las personas de contacto con las víctimas y sus familiares, y todos aquellos 

que dependiendo de las Administraciones Públicas tengan este fin. 

2. Los órganos competentes de coordinación de emergencias de las Comunidades Autónomas, 

además de la atención de emergencias que no tengan afectación colectiva pero que requieran la 

actuación de servicios operativos diversos, podrán actuar en las emergencias de protección civil 

como Centro de Coordinación Operativa, según se establezca en los correspondientes planes. 

3. Cuando sean requeridas organizaciones de voluntarios y entidades colaboradoras, su movilización 

y actuaciones estarán subordinadas a las de los servicios públicos. 

4. En la Norma Básica de Protección Civil se regularán las bases para la mejora de la coordinación y 

eficiencia de las actuaciones de los servicios regulados en este artículo. 

Artículo 18 

El Centro Nacional de Seguimiento y Coordinación de Emergencias de Protección Civil 

1. El Centro Nacional de Seguimiento y Coordinación de Emergencias de Protección Civil ejerce las 

siguientes funciones: 

a) Gestionar la Red Nacional de Información sobre Protección Civil. Elaborará, previo acuerdo 

del Consejo Nacional de Protección Civil, un plan nacional de interconexión de información de 

emergencias que permita la comunicación ágil entre las diferentes Administraciones Públicas y la 

eficacia en la gestión, coordinación y el seguimiento de las emergencias. 

b) Gestionar la Red de Alerta Nacional de Protección Civil en los términos previstos en esta ley. 
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c) Divulgar periódicamente datos y estadísticas sobre emergencias y evaluar la conveniencia y 

forma de utilización de las redes sociales ante una emergencia de protección civil. 

d) Actuar como Centro de Coordinación Operativa en las emergencias de interés nacional. En 

ellas los órganos competentes de coordinación de emergencias de las Comunidades Autónomas 

se integrarán operativamente en este Centro, con las funciones y mediante los mecanismos de 

coordinación que se determinen, así como las redes de información para la gestión y coordinación 

de los servicios que intervengan en su resolución. El alcance de dicha integración y las condiciones 

de hacerlas efectivas se determinarán por el Consejo Nacional de Protección Civil. 

e) Actuar como punto de contacto para la comunicación e intercambio de información con los 

órganos de la Unión Europea, en el marco del Mecanismo de Protección Civil de la Unión y otros 

organismos internacionales, así como con los órganos homólogos de otros países con los que España 

haya establecido un Convenio o Tratado de cooperación en materia de protección civil. 

f) Canalizar la información que deberán proporcionar los ciudadanos y las entidades públicas y 

privadas en los términos establecidos en esta ley. 

2. Las funciones encomendadas al Centro Nacional de Seguimiento y Coordinación de Emergencias 

de Protección Civil se encuadran en la Dirección General de Protección Civil y Emergencias. 

Artículo 19 

Disponibilidad de los recursos del Estado 

1. El Estado colaborará con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales, facilitando los 

recursos humanos y materiales disponibles en caso de emergencias que no hayan sido declaradas 

de interés nacional, en los términos que se acuerden en el Consejo Nacional de Protección Civil. 

2. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado o de las Fuerzas Armadas que 

intervengan en tales emergencias actuarán encuadrados y a las órdenes de sus mandos naturales y 

dirigidos por la autoridad designada en el plan de protección civil que corresponda. 

3. La responsabilidad por daños y perjuicios derivados de la intervención de los medios de la 

Administración General del Estado a que se refiere el apartado anterior corresponderá a la 

Administración Pública que asuma la dirección de la emergencia. 

CAPÍTULO V 

Recuperación 

Artículo 20 

Fase de recuperación 

1. La fase de recuperación está integrada por el conjunto de acciones y medidas de ayuda de las 

entidades públicas y privadas dirigidas al restablecimiento de la normalidad en la zona siniestrada, 

una vez finalizada la respuesta inmediata a la emergencia. 

2. Cuando se produzca una emergencia cuya magnitud requiera para su recuperación la 

intervención de la Administración General del Estado, se aplicarán las medidas recogidas en este 

capítulo, previa declaración de la misma de acuerdo con lo previsto en el artículo 23. De las razones 

que justifican la intervención de la Administración General del Estado en las tareas de recuperación 
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se informará, en el menor plazo posible, a la Comunidad Autónoma afectada o, en su caso, al 

Consejo Nacional de Protección Civil. 

3. Las medidas de recuperación se aplicarán en concepto de ayuda para contribuir al 

restablecimiento de la normalidad en las áreas afectadas, no teniendo, en ningún caso, carácter 

indemnizatorio. 

Artículo 21 

Daños materiales 

1. Los daños materiales habrán de ser ciertos, evaluables económicamente y referidos a bienes que 

cuenten con la cobertura de un seguro, público o privado. 

2. Las ayudas por daños materiales serán compatibles con las que pudieran concederse por otras 

Administraciones Públicas, o con las indemnizaciones que correspondieran en virtud de pólizas de 

seguro, sin que en ningún caso el importe global de todas ellas pueda superar el valor del daño 

producido. 

3. La valoración de los daños materiales se hará por organismos especializados en tasación de 

siniestros o por los servicios técnicos dependientes de las Administraciones Públicas, en el ámbito de 

sus competencias sobre la base de los datos aportados por las Administraciones Públicas afectadas. 

El Consorcio de Compensación de Seguros tendrá derecho al abono de los trabajos de peritación 

conforme a su baremo de honorarios profesionales. 

4. Para facilitar la tramitación de las ayudas y la valoración de los daños, la Administración 

competente y el Consorcio de Compensación de Seguros podrán intercambiarse los datos sobre 

beneficiarios de las ayudas e indemnizaciones que se concedan, sus cuantías respectivas y los bienes 

afectados. Las entidades aseguradoras que operen en el territorio español estarán obligadas a 

suministrar al Consorcio de Compensación de Seguros la información que éste les solicite para dar 

cumplimiento a lo dispuesto anteriormente. El Consorcio de Compensación de Seguros podrá emitir 

informes de valoración y periciales a solicitud y en favor de las Administraciones Públicas afectadas. 

Artículo 22 

Daños personales 

Cuando se hayan producido daños personales se concederán ayudas económicas por fallecimiento 

y por incapacidad absoluta y permanente, en los términos previstos en la disposición adicional 

cuarta. 

Artículo 23 

Procedimiento de declaración de zona afectada gravemente por una emergencia de protección 

civil 

1. La declaración de zona afectada gravemente por una emergencia de protección civil prevista 

en esta ley se efectuará por acuerdo de Consejo de Ministros, a propuesta de los Ministros de 

Hacienda y Administraciones Públicas y del Interior y, en su caso, de los titulares de los demás 

ministerios concernidos, e incluirá, en todo caso, la delimitación del área afectada. Dicha 

declaración podrá ser solicitada por las administraciones públicas interesadas. 

En estos supuestos, y con carácter previo a su declaración, el Gobierno podrá solicitar informe a la 

comunidad o comunidades autónomas afectadas. 
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2. A los efectos de la declaración de zona afectada gravemente por una emergencia de protección 

civil se valorará, en todo caso, que se hayan producido daños personales o materiales derivados de 

un siniestro que perturbe gravemente las condiciones de vida de la población en un área geográfica 

determinada o cuando se produzca la paralización, como consecuencia del mismo, de todos o 

algunos de los servicios públicos esenciales. 

Artículo 24 

Medidas aplicables 

1. En los términos que apruebe el Consejo de Ministros, cuando se declare una zona afectada 

gravemente por una emergencia de protección civil se podrán adoptar, entre otras, algunas de las 

siguientes medidas: 

a) Ayudas económicas a particulares por daños en vivienda habitual y enseres de primera 

necesidad. 

b) Compensación a Corporaciones Locales por gastos derivados de actuaciones inaplazables. 

c) Ayudas a personas físicas o jurídicas que hayan llevado a cabo la prestación personal o de 

bienes. 

d) Ayudas destinadas a establecimientos industriales, mercantiles y de servicios. 

e) Subvenciones por daños en infraestructuras municipales, red viaria provincial e insular. 

f) Ayudas por daños en producciones agrícolas, ganaderas, forestales y de acuicultura marina. 

g) Apertura de líneas de préstamo preferenciales subvencionadas por el Instituto de Crédito 

Oficial. 

2. Además de las medidas previstas en el apartado anterior, se podrán adoptar las siguientes: 

a) Medidas fiscales: 

1.º Exención de la cuota del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, correspondiente al ejercicio 

presupuestario en el que haya acaecido la emergencia que afecte a viviendas, establecimientos 

industriales, turísticos y mercantiles, explotaciones agrarias, ganaderas y forestales, locales de trabajo 

y similares, cuando hayan sido dañados y se acredite que tanto las personas como los bienes en 

ellos ubicados hayan tenido que ser objeto de realojamiento total o parcial en otras viviendas o 

locales diferentes hasta la reparación de los daños sufridos, o los destrozos en cosechas constituyan 

siniestros no cubiertos por ninguna fórmula de aseguramiento público o privado. 

2.º Reducción en el Impuesto sobre Actividades Económicas, correspondiente al ejercicio 

presupuestario en el que haya acaecido la emergencia a las industrias de cualquier naturaleza, 

establecimientos mercantiles, turísticos y profesionales, cuyos locales de negocio o bienes afectos a 

esa actividad hayan sido dañados, siempre que hubieran tenido que ser objeto de realojamiento o 

se hayan producido daños que obliguen al cierre temporal de la actividad. La indicada reducción 

será proporcional al tiempo transcurrido desde el día en que se haya producido el cese de la 

actividad hasta su reinicio en condiciones de normalidad, ya sea en los mismos locales o en otros 

habilitados al efecto. 

3.º Las exenciones y reducciones de cuotas en los tributos señalados en los ordinales anteriores 

comprenderán las de los recargos legalmente autorizados sobre los mismos. 
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4.º Los contribuyentes que, teniendo derecho a los beneficios establecidos en los ordinales 

anteriores, hubieren satisfecho los recibos correspondientes a dicho ejercicio fiscal, podrán pedir la 

devolución de las cantidades ingresadas. 

5.º Exención de las tasas del organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico para la tramitación 

de las bajas de vehículos solicitadas como consecuencia de los daños producidos, y la expedición 

de duplicados de permisos de circulación o de conducción destruidos o extraviados por dichas 

causas. 

6.º La disminución de los ingresos en los tributos locales que, en su caso, se produzca en los 

ayuntamientos, diputaciones provinciales, cabildos insulares y consejos insulares como 

consecuencia de la aplicación de este artículo, será compensada con cargo a los Presupuestos 

Generales del Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 del texto refundido de la 

Ley reguladora de Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 

marzo. 

7.º Las ayudas por daños personales estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas. 

8.º De manera excepcional, el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas podrá autorizar 

una reducción de los índices de rendimiento neto de las explotaciones y actividades agrarias 

realizadas en las zonas siniestradas. 

b) Medidas laborales y de Seguridad Social: 

1.º Las extinciones o suspensiones de los contratos de trabajo o las reducciones temporales de la 

jornada de trabajo que tengan su causa directa en la emergencia, así como en las pérdidas de 

actividad directamente derivadas de la misma que queden debidamente acreditadas, tendrán la 

consideración de provenientes de una situación de fuerza mayor, con las consecuencias que se 

derivan de los artículos 47 y 51 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. En el primer supuesto, la Tesorería 

General de la Seguridad Social podrá exonerar al empresario del abono de las cuotas de la 

Seguridad Social y por conceptos de recaudación conjunta mientras dure el periodo de suspensión, 

manteniéndose la condición de dicho período como efectivamente cotizado por el trabajador. En 

los casos en que se produzca extinción del contrato, las indemnizaciones de los trabajadores 

correrán a cargo del Fondo de Garantía Salarial, con los límites legalmente establecidos. 

En el supuesto que se decida por la empresa la suspensión de contratos o la reducción temporal 

de la jornada de trabajo con base en circunstancias excepcionales, el Servicio Público de Empleo 

estatal podrá autorizar que el tiempo en que se perciban las prestaciones por desempleo, reguladas 

en el título III del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, que traigan su causa inmediata de las emergencias no 

se compute a los efectos de consumir los períodos máximos de percepción establecidos. 

Igualmente, en esos supuestos, se podrá autorizar que reciban prestaciones por desempleo aquellos 

trabajadores que carezcan de los períodos de cotización necesarios para tener derecho a ellas. 

2.º Las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de la 

Seguridad Social podrán solicitar y obtener, previa justificación de los daños sufridos, una moratoria 

de hasta un año sin interés en el pago de las cotizaciones a la Seguridad Social y por conceptos de 

recaudación conjunta correspondientes a tres meses naturales consecutivos, a contar desde el 

anterior a la producción del siniestro o, en el caso de trabajadores incluidos en el Régimen Especial 

de los trabajadores por cuenta propia o autónomos, desde el mes en que aquél se produjo. 
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3.º Los cotizantes a la Seguridad Social que tengan derecho a los beneficios establecidos en los 

ordinales anteriores y hayan satisfecho las cuotas correspondientes a las exenciones o a la moratoria 

de que se trate podrán pedir la devolución de las cantidades ingresadas, incluidos, en su caso, los 

intereses de demora, los recargos y costas correspondientes, en los términos legalmente previstos. Si 

el que tuviera derecho a la devolución fuera deudor a la Seguridad Social por cuotas 

correspondientes a otros períodos, el crédito por la devolución será aplicado al pago de deudas 

pendientes con aquélla en la forma que legalmente proceda. 

Artículo 25 

Seguimiento y coordinación 

1. Tras la declaración de zona afectada gravemente por una emergencia de protección civil se 

llevará a cabo un seguimiento de las medidas recogidas en este capítulo, en los términos que se 

determinen reglamentariamente. 

2. Para la coordinación y seguimiento de las medidas adoptadas por la Administración General 

del Estado y, en su caso, por otras Administraciones Públicas, se constituirá una Comisión de 

Coordinación, integrada por representantes de las Administraciones estatal, autonómica y local 

afectadas. 

CAPÍTULO VI 

Evaluación e inspección del Sistema Nacional de Protección Civil 

Artículo 26 

Evaluación e inspección 

1. La evaluación y la inspección del Sistema Nacional de Protección Civil tendrá como finalidad 

contribuir a mejorar la calidad de la respuesta de los poderes públicos en la gestión integral de los 

riesgos y emergencias. 

2. La evaluación y la inspección se aplicará a todas las actuaciones del Sistema Nacional y la llevarán 

a cabo las Administraciones Públicas competentes, en los términos señalados en el apartado 

siguiente. 

3. El Consejo Nacional de Protección Civil elaborará unas directrices de evaluación de las 

actuaciones de aplicación general y un Programa de Inspección del Sistema Nacional que se llevará 

a cabo por las Administraciones Públicas en sus respectivos ámbitos de competencia, respetando 

las facultades de autoorganización y de dirección de sus propios servicios. 

Artículo 27 

Memoria anual del Sistema Nacional de Protección Civil 

El Gobierno, elaborada por el Consejo Nacional de Protección Civil y a propuesta del Ministro del 

Interior, elevará al Senado una memoria anual que permita valorar la eficacia del Sistema Nacional. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1489 

CAPÍTULO VII 

Emergencias de interés nacional 

Artículo 28 

Definición 

Son emergencias de interés nacional: 

1. Las que requieran para la protección de personas y bienes la aplicación de la Ley 

Orgánica 4/1981, de 1 de junio, reguladora de los estados de alarma, excepción y sitio. 

2. Aquellas en las que sea necesario prever la coordinación de Administraciones diversas porque 

afecten a varias Comunidades Autónomas y exijan una aportación de recursos a nivel 

supraautonómico. 

3. Las que por sus dimensiones efectivas o previsibles requieran una dirección de carácter 

nacional. 

Artículo 29 

Declaración 

En los supuestos previstos en el artículo anterior, corresponderá la declaración de interés nacional al 

titular del Ministerio del Interior, bien por propia iniciativa o a instancia de las Comunidades 

Autónomas o de los Delegados del Gobierno en las mismas. Cuando la declaración de emergencia 

de interés nacional se realice a iniciativa del Ministerio del Interior, se precisará, en todo caso, previa 

comunicación con la Comunidad Autónoma o Comunidades Autónomas afectadas, por medios 

que no perjudiquen la rapidez de la declaración y la eficacia de la respuesta pública. 

Artículo 30 

Efectos 

1. Declarada la emergencia de interés nacional, el titular del Ministerio del Interior asumirá su 

dirección, que comprenderá la ordenación y coordinación de las actuaciones y la gestión de todos 

los recursos estatales, autonómicos y locales del ámbito territorial afectado, sin perjuicio de lo 

dispuesto en la ley para los estados de alarma, excepción y sitio, y en la normativa específica sobre 

seguridad nacional. 

2. El Ministro del Interior podrá, en función de la gravedad de la situación, requerir la colaboración 

de las diferentes Administraciones Públicas que cuenten con recursos movilizables, aunque la 

emergencia no afecte a su territorio. 

TÍTULO III 

Los recursos humanos del Sistema Nacional de Protección Civil 

Artículo 31 

La formación de los recursos humanos 

1. Los poderes públicos promoverán la formación y el desarrollo de la competencia técnica del 

personal del Sistema Nacional de Protección Civil. 
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2. La formación en protección civil tendrá el reconocimiento oficial del sistema educativo y de la 

formación profesional para el empleo, en el marco del Sistema Nacional de Cualificaciones y 

Formación Profesional, en los términos establecidos por el Gobierno, a propuesta de los Ministerios 

competentes. 

Artículo 32 

La Escuela Nacional de Protección Civil 

1. La Escuela Nacional de Protección Civil, como instrumento vertebrador de la formación 

especializada y de mandos de alto nivel, desarrolla las siguientes actividades: 

a) Formar y entrenar al personal de los servicios de protección civil de la Administración General 

del Estado y de otras instituciones públicas y privadas, mediante los correspondientes convenios, en 

su caso, así como a personas de otros colectivos que sean de interés para el Sistema Nacional de 

Protección Civil. Podrá acordar con otras administraciones, mediante los correspondientes 

convenios, la formación y entrenamiento del personal al servicio de dichas administraciones. 

b) Desarrollar acciones de I+D+i en materia de formación de protección civil. 

c) Colaborar con los centros de formación de protección civil de las otras Administraciones 

Públicas. 

d) Colaborar en las actividades de formación que se prevean en el marco del Mecanismo de 

Protección Civil de la Unión o de otras iniciativas europeas para favorecer la interoperabilidad de 

los equipos y servicios. Igualmente podrá llevar a cabo actividades de formación a favor de otros 

Estados o de instituciones extranjeras o internacionales. 

e) La Escuela Nacional de Protección Civil, previa autorización de los Ministerios de Educación, 

Cultura y Deporte y de Empleo y Seguridad Social, respectivamente, podrá impartir las acciones 

conducentes a la obtención de los títulos oficiales de formación profesional y certificados de 

profesionalidad relacionados con la protección civil. 

2. Las funciones encomendadas a la Escuela Nacional de Protección Civil se encuadran en la 

Dirección General de Protección Civil y Emergencias. 

TÍTULO IV 

Competencias de los órganos de la Administración General del Estado 

Artículo 33 

Competencias del Gobierno 

Son competencias del Gobierno en materia de protección civil: 

a) Regular la Red Nacional de Información sobre Protección Civil y la Red de Alerta Nacional de 

Protección Civil. 

b) Aprobar la Norma Básica de Protección Civil. 

c) Aprobar el Plan Estatal General de Protección Civil. 

d) Aprobar los planes especiales de protección civil de ámbito y competencia estatal. 
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e) Declarar una zona afectada gravemente por una emergencia de protección civil. 

f) Adoptar los acuerdos de cooperación internacional que corresponda en materia de 

protección civil. 

g) Aprobar el Protocolo de Intervención de la Unidad Militar de Emergencias y, en su caso, el de 

otros medios del Estado que puedan destinarse a la protección civil. 

h) Las demás que le atribuyan esta ley y el resto del ordenamiento jurídico. 

Artículo 34 

Competencias del Ministro del Interior 

1. Al Ministro del Interior le corresponde impulsar, coordinar y desarrollar la política del Gobierno en 

materia de protección civil. 

2. Son competencias del Ministro del Interior: 

a) Desarrollar las normas de actuación que en materia de protección civil apruebe el Gobierno. 

b) Elaborar la Norma Básica de Protección Civil, el Plan Estatal General y los Planes Especiales de 

Protección Civil de ámbito y competencia estatal, y elevarlos al Gobierno para su aprobación, así 

como proponer al Consejo de Seguridad Nacional la aprobación de la Estrategia Nacional de 

Protección Civil. 

c) Declarar la emergencia de interés nacional y su finalización, así como asumir las funciones de 

dirección y coordinación que le correspondan en esta situación. 

d) Proponer al Gobierno, junto con el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas y, en su 

caso, de los titulares de los demás ministerios concernidos, la declaración de zona afectada 

gravemente por una emergencia de protección civil. 

e) Ejercer la superior dirección, coordinación e inspección de las acciones y los medios de 

ejecución de los planes de protección civil de competencia estatal. 

f) Disponer, con carácter general, la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado y solicitar del titular del Ministerio de Defensa la colaboración de las Fuerzas Armadas. 

g) Presidir el Consejo Nacional de Protección Civil. 

h) Efectuar la oferta de aportación de equipos de intervención en emergencias en el marco del 

Mecanismo de Protección Civil de la Unión Europea. 

i) Acordar la movilización de los recursos del Sistema Nacional de Protección Civil para cooperar 

en catástrofes en terceros países y coordinar la actuación de los equipos de ayuda, de acuerdo con 

lo previsto en el artículo 42. 

j) Imponer las sanciones por infracciones muy graves previstas en el título VI. 

k) Las demás que le sean atribuidas por esta ley y por el resto del ordenamiento jurídico. 
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Artículo 35 

Competencias de otros Departamentos, organismos y entidades del sector público estatal 

Los restantes Ministerios, organismos públicos y demás entidades del sector público estatal 

participarán en el ejercicio de las actividades de protección civil, en el ámbito de sus respectivas 

competencias y de conformidad con lo que establezca la normativa vigente y los planes de 

protección civil. El Ministro del Interior decidirá y la autoridad competente del Departamento u 

organismo correspondiente ordenará la intervención de estos medios estatales. 

Artículo 36 

Competencias de los Delegados del Gobierno 

Los Delegados del Gobierno, bajo las instrucciones del Ministerio del Interior, coordinarán las 

actuaciones en materia de protección civil de los órganos y servicios de la Administración General 

del Estado de sus respectivos ámbitos territoriales, en cooperación a su vez con los órganos 

competentes en materia de protección civil de las correspondientes Comunidades Autónomas y 

Entidades Locales. 

Artículo 37 

Las Fuerzas Armadas. La Unidad Militar de Emergencias 

1. La colaboración de las Fuerzas Armadas en materia de protección civil se efectuará 

principalmente mediante la Unidad Militar de Emergencias, sin perjuicio de la colaboración de otras 

unidades que se precisen, de conformidad con lo establecido en su legislación específica, en esta 

ley y en la normativa de desarrollo. 

2. La Unidad Militar de Emergencias tiene como misión intervenir en cualquier lugar del territorio 

nacional para contribuir a la seguridad y bienestar de los ciudadanos, con la finalidad de cumplir los 

objetivos propios de la Protección Civil en los supuestos que por su gravedad se estime necesario, 

junto con las instituciones del Estado y las Administraciones Públicas, conforme a lo establecido en la 

Ley Orgánica 5/2005, de, 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, en esta ley y en el resto de la 

normativa aplicable. 

3. La intervención de la Unidad Militar de Emergencias, valoradas las circunstancias, se solicitará por 

el Ministro del Interior y será ordenada por el titular del Ministerio de Defensa. Reglamentariamente se 

establecerá el régimen de sus intervenciones. 

4. La Unidad Militar de Emergencias, en caso de emergencia de interés nacional, asumirá la dirección 

operativa de la misma, actuando bajo la dirección del Ministro del Interior. 

Artículo 38 

Participación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 

1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado colaborarán en las acciones de protección civil, 

de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos 

de Seguridad, y en esta ley y en la normativa de desarrollo. 

2. Los planes de protección civil, en el ámbito de su competencia, podrán asignar funciones a las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, sin atribuirlas a unidades concretas. 
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TÍTULO V 

Cooperación y coordinación 

Artículo 39 

Consejo Nacional de Protección Civil 

1. El Consejo Nacional de Protección Civil es el órgano de cooperación en esta materia de la 

Administración General del Estado, de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, de las 

Ciudades con Estatuto de Autonomía y de la Administración Local, representada por la Federación 

Española de Municipios y Provincias, como asociación de Entidades Locales de ámbito estatal con 

mayor implantación. Tiene por finalidad contribuir a una actuación eficaz, coherente y coordinada 

de las Administraciones competentes frente a las emergencias. 

2. Forman parte del Consejo Nacional el Ministro del Interior, que lo preside, los titulares de los 

departamentos ministeriales que determine el Gobierno, los representantes de las Comunidades 

Autónomas y de las Ciudades con Estatuto de Autonomía competentes en materia de protección 

civil, designados por éstas, y la persona, con facultades representativas, que designe la Federación 

Española de Municipios y Provincias. 

El Consejo Nacional funciona en Pleno y en Comisión Permanente. Corresponderá, en todo caso, al 

Pleno aprobar las líneas básicas de la Estrategia del Sistema Nacional de Protección Civil, así como 

ejercer las demás funciones que determine el reglamento interno del Consejo Nacional. 

3. El Consejo Nacional aprobará su reglamento interno, que regulará su organización y 

funcionamiento. 

4. El Consejo Nacional tendrá el carácter de Comité Español de la Estrategia Internacional para la 

Reducción de Desastres de las Naciones Unidas. 

Artículo 40 

Órganos territoriales de participación y coordinación en materia de protección civil 

De acuerdo con lo que disponga la normativa autonómica, en los órganos territoriales de 

participación y coordinación en materia de protección civil podrán participar representantes de la 

Administración General de Estado. 

Artículo 41 

Contribución al Mecanismo de Protección Civil de la Unión Europea 

1. El Ministerio del Interior, como punto de contacto español del Mecanismo de Protección Civil de 

la Unión Europea, tanto en lo que afecta a las actividades de prevención, como en cuanto a las de 

preparación y respuesta a desastres que se desarrollan en el marco de dicho Mecanismo, actuará, 

cuando sea oportuno, en coordinación con los Departamentos de la Administración General del 

Estado afectados, así como con las Comunidades Autónomas. 

2. El Ministerio del Interior asegurará la necesaria coherencia de la participación española en el 

Mecanismo de Protección Civil de la Unión y mantendrá la oportuna cooperación con el Centro de 

Control e Información europeo. Continuará actuando como el punto de contacto del Sistema 

Común de Información y Comunicación de Emergencias del Mecanismo. Reglamentariamente se 

establecerá el régimen de los módulos de protección civil españoles que se dispongan al amparo 

del Mecanismo. 
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Artículo 42 

Cooperación Internacional 

El Ministerio del Interior recabará y movilizará los recursos del Sistema Nacional para prevenir y afrontar 

situaciones de catástrofes en terceros países, cuando sea procedente en virtud de los tratados 

internacionales y convenios bilaterales suscritos por España, o cuando el Gobierno lo acuerde a 

propuesta de los Ministros de Asuntos Exteriores y de Cooperación y del Interior, y de aquellos otros 

Departamentos cuyas competencias, en su caso, puedan verse afectadas. 

TÍTULO VI 

Régimen sancionador 

Artículo 43 

Ejercicio de la potestad sancionadora por la Administración General del Estado 

Los órganos competentes de la Administración General del Estado ejercerán la potestad 

sancionadora, de acuerdo con lo previsto en este título, cuando las conductas presuntamente 

constitutivas de infracción se realicen con ocasión de emergencias declaradas de interés nacional 

o de la ejecución de planes de protección civil cuya dirección y gestión corresponda a aquélla. 

Artículo 44 

Sujetos responsables 

La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá directamente en el autor del hecho en 

que consista la infracción. 

Artículo 45 

Infracciones 

1. Son infracciones administrativas en materia de protección civil las acciones y omisiones tipificadas 

en esta ley. 

2. Las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves. 

3. Constituyen infracciones muy graves: 

a) El incumplimiento de las obligaciones derivadas de los planes de protección civil, cuando 

suponga una especial peligrosidad o trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes. 

b) En las emergencias declaradas, el incumplimiento de las órdenes, prohibiciones, instrucciones 

o requerimientos efectuados por los titulares de los órganos competentes o los miembros de los 

servicios de intervención y asistencia, así como de los deberes de colaboración a los servicios de 

vigilancia y protección de las empresas públicas o privadas¸ cuando suponga una especial 

peligrosidad o trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes. 

c) El incumplimiento de los deberes previstos en el artículo 7 bis.7 de esta Ley, cuando suponga 

una especial peligrosidad o trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes. 

d) La comisión de una segunda infracción grave en el plazo de un año. 
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4. Constituyen infracciones graves: 

a) El incumplimiento de las obligaciones derivadas de los planes de protección civil, cuando no 

suponga una especial peligrosidad o trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes. 

b) En las emergencias declaradas, el incumplimiento de las órdenes, prohibiciones, instrucciones 

o requerimientos efectuados por los titulares de los órganos competentes o los miembros de los 

servicios de intervención y asistencia, así como de los deberes de colaboración a los servicios de 

vigilancia y protección de las empresas públicas o privadas, cuando no suponga una especial 

peligrosidad o trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes. 

c) El incumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 7 bis.7, cuando no suponga una 

especial peligrosidad o trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes. 

d) El incumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 7 bis. 8, cuando suponga una 

especial trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes. 

e) La comisión de una tercera infracción leve en el plazo de un año. 

5. Constituyen infracciones leves: 

a) El incumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 7 bis.8, cuando no suponga una 

especial trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes. 

b) Cualquier otro incumplimiento a esta ley que no constituya infracción grave o muy grave. 

Artículo 46 

Sanciones 

1. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de 30.001 a 600.000 euros. 

2. Las infracciones graves se sancionarán con multa de 1.501 a 30.000 euros. 

3. Las infracciones leves se sancionarán con multa de hasta 1.500 euros. 

Artículo 47 

Graduación 

La aplicación de las sanciones previstas en esta ley se realizará de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 131 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 

Públicas y del procedimiento administrativo común, y sus disposiciones de desarrollo. 

Artículo 48 

Competencia para el ejercicio de la potestad sancionadora 

Serán competentes para la resolución de los procedimientos sancionadores: 

a) El titular de la Delegación del Gobierno cuando se trate de infracciones leves. 

b) El titular de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias cuando se trate de 

infracciones graves. 
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c) El titular del Ministerio del Interior cuando se trate de infracciones muy graves. 

Artículo 49 

Procedimiento sancionador 

1. El ejercicio de la potestad sancionadora en materia de protección civil se regirá por el título IX de 

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y sus disposiciones de desarrollo, sin perjuicio de las 

especialidades que se regulan en este título. 

2. El plazo máximo para la resolución de los procedimientos sancionadores por infracciones graves y 

muy graves será de seis meses, y de tres meses para los procedimientos por infracciones leves. 

Artículo 50 

Medidas provisionales 

1. Excepcionalmente, en los supuestos de amenaza inminente para personas o bienes, las medidas 

provisionales previstas en el apartado 2 del presente artículo podrán ser adoptadas por las 

autoridades competentes en materia de protección civil con carácter previo a la iniciación del 

procedimiento, debiendo ser ratificadas, modificadas o revocadas en el acuerdo de incoación en 

el plazo máximo de quince días. En todo caso, estas medidas quedarán sin efecto si, transcurrido 

dicho plazo, no se incoa el procedimiento o el acuerdo de incoación no contiene un 

pronunciamiento expreso acerca de las mismas. 

2. Iniciado un procedimiento sancionador, el órgano competente para su incoación podrá, en 

cualquier momento, adoptar las medidas de carácter provisional que aseguren la eficacia de la 

resolución final que pudiera recaer y las que eviten el mantenimiento o la agravación de los efectos 

de la infracción imputada. Dichas medidas serán proporcionadas a la naturaleza y gravedad de la 

infracción y podrán consistir especialmente en: 

a) El depósito en lugar seguro de los instrumentos o efectos utilizados para la comisión de las 

infracciones y, en particular, de objetos o materias peligrosas. 

b) La adopción de medidas de seguridad de las personas, bienes, establecimientos o 

instalaciones que se encuentren amenazados, a cargo de sus titulares. 

c) La suspensión o clausura preventiva de fábricas, locales o establecimientos. 

d) La suspensión parcial o total de las actividades en los establecimientos que sean notoriamente 

vulnerables y no tengan en funcionamiento los Planes de Autoprotección o las medidas de 

seguridad necesarias. 

Disposición adicional primera 

Voluntariado en el ámbito de la protección civil y entidades colaboradoras 

1. Los poderes públicos promoverán la participación y la debida formación de los voluntarios en 

apoyo del Sistema Nacional de Protección Civil, sin perjuicio del deber general de colaboración de 

todos los ciudadanos. 

2. Las actividades de las personas voluntarias en el ámbito de la protección civil se prestarán de 

acuerdo con el régimen jurídico y los valores y principios que inspiran la acción voluntaria 
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establecidos en la normativa propia de voluntariado, y de acuerdo con las directrices de las 

entidades y organizaciones públicas en las que se desarrollen. 

3. La Cruz Roja y otras entidades entre cuyos fines estén los relacionados con la protección civil 

contribuirán con sus efectivos y medios a las tareas de la misma. 

Disposición adicional primera bis 

Cruz Roja Española y otras entidades colaboradoras 

1. Cruz Roja Española, como auxiliar de las Administraciones Públicas en las actividades humanitarias 

y sociales impulsadas por ellas, tiene la consideración de entidad colaboradora del Sistema Nacional 

de Protección Civil y podrá contribuir con sus medios a las actuaciones de éste, en su caso, mediante 

la suscripción de convenios. En los planes de protección civil contemplados en el artículo 14 figurarán, 

en su caso, las actuaciones que pueda realizar esta entidad. 

2. Otras entidades entre cuyos fines figuren los relacionados con la protección civil podrán contribuir 

con sus medios a las tareas de ésta. 

Disposición adicional segunda 

Sistemas de Seguridad Nacional, Defensa Nacional e Infraestructuras Críticas y los derivados de 

tratados internacionales 

Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio de lo que establezca la normativa vigente para los 

sistemas de Seguridad Nacional, Defensa Nacional e Infraestructuras Críticas y los derivados de 

tratados internacionales suscritos por España. 

Disposición adicional tercera 

Medalla al mérito de protección civil 

1. Con la Medalla al mérito de protección civil se distinguirá a las personas, físicas o jurídicas, que se 

destaquen por sus actividades en la protección civil. 

2. Reglamentariamente se establecerán los tipos y categorías de medallas que podrá conceder la 

Administración General del Estado y el régimen para su concesión, que en ningún caso conllevará 

compensación económica. 

Disposición adicional cuarta 

Ayudas para situaciones no declaradas como zona afectada gravemente por una emergencia de 

protección civil 

La normativa reglamentaria estatal en materia de subvenciones derivadas de situaciones de 

emergencia o de naturaleza catastrófica será de aplicación a las ayudas derivadas de situaciones 

en las que no se haya producido la declaración de zona afectada gravemente por una emergencia 

de protección civil, así como a las ayudas por daños personales del artículo 22 y por daños materiales 

contenidas en el artículo 21 y en los párrafos a), b) c) y d) del apartado 1 del artículo 24. En la 

tramitación de estas subvenciones será de aplicación lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 21 

de esta ley. 
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Disposición adicional quinta 

Precios unitarios para determinar el coste de los servicios prestados 

Para su posible aplicación a los convenios de colaboración que se suscriban entre Administraciones 

Públicas, así como para cubrir los gastos derivados de la intervención de los servicios públicos en las 

situaciones de emergencia, el Consejo Nacional de Protección Civil podrá aprobar una relación de 

precios unitarios de medios materiales y recursos humanos que pueda servir de referencia para 

determinar el coste de los servicios prestados. 

Disposición adicional sexta 

Planes y programas con regulación sectorial 

Los Departamentos ministeriales que a la entrada en vigor de esta Ley tengan asignada la 

planificación y los programas ante situaciones concretas de riesgo colectivo en los que la seguridad 

o la vida de las personas puedan peligrar, establecerán los mecanismos de colaboración con las 

Administraciones Públicas competentes en materia de protección civil para asegurar la coherencia 

del Sistema Nacional de Protección Civil. 

Disposición adicional séptima 

No incremento del gasto público 

Las medidas incluidas en esta ley no podrán suponer incremento de dotaciones, ni de retribuciones, 

ni de otros gastos de personal. 

El sostenimiento del Sistema Nacional de Protección Civil en el ámbito de las competencias de la 

Administración General del Estado se realizará de conformidad con las dotaciones que anualmente 

se incluyeran al efecto en los Presupuestos Generales del Estado, de acuerdo con los principios y los 

objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 

Disposición adicional octava 

Adaptación normativa 

Las disposiciones de la presente ley tendrán en cuenta lo establecido en la Ley 26/2011, de 1 de 

agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad. 

Disposición adicional novena 

Competencia sancionadora en el ámbito municipal 

Los alcaldes serán competentes para la resolución de los procedimientos sancionadores en el ámbito 

de protección civil de acuerdo con lo previsto en la legislación específica que les sea aplicable. 

Disposición adicional décima 

Las ayudas previstas en esta ley no tendrán la consideración de renta computable a efectos de la 

concesión y mantenimiento del derecho, y en su caso, de la cuantía de las pensiones de jubilación 

e invalidez de la Seguridad Social en su modalidad no contributiva. 
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Disposición transitoria única 

Planes de protección civil vigentes 

Los planes de protección civil existentes a la entrada en vigor de esta ley continuarán aplicándose 

hasta que sean sustituidos por los que se elaboren y aprueben conforme a la misma. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

Queda derogada la Ley 2/1985, de 21 de enero, de protección civil, así como las demás normas de 

igual o inferior rango en cuanto contradigan o se opongan a lo dispuesto en esta ley. 

Disposición final primera 

Título competencial 

Esta ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.29.ª de la Constitución, que atribuye 

al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública. 

Disposición final segunda 

Habilitación para el desarrollo reglamentario 

1. Se habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación de 

lo establecido en esta ley. 

2. El desarrollo de las medidas laborales y de Seguridad Social previstas en el artículo 24 se hará por 

orden del Ministro de Empleo y Seguridad Social. 

Disposición final tercera 

Actualización de la cuantía de las multas 

Se faculta al Gobierno para actualizar la cuantía de las multas, de acuerdo con las variaciones del 

indicador público de renta de efectos múltiples. 

Disposición final cuarta 

Entrada en vigor 

La presente ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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§ 75. Real Decreto 524/2023, de 20 de junio, por el que se aprueba la Norma Básica 

de Protección Civil  

«BOE» núm. 147, de 21 de junio de 2023 

La Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil, define a éste como el 

instrumento esencial para asegurar la coordinación, la cohesión y la eficacia de las políticas públicas 

de protección civil, entendida ésta como el servicio público que protege a las personas y bienes 

garantizando una respuesta adecuada ante los distintos tipos de emergencias y catástrofes 

originadas por causas naturales o derivadas de la acción humana. 

Esta ley, elaborada tras la experiencia de los treinta años transcurridos desde la aprobación de la 

primera ley de protección civil, la Ley 2/1985, de 21 de enero, prevé también, como segundo 

instrumento normativo del sistema, una Norma Básica, a la que encomienda el establecimiento de 

las directrices básicas para la identificación de riesgos de emergencias y las actuaciones para su 

gestión integral, así como el contenido mínimo y los criterios generales para la elaboración de los 

planes de protección civil y el desarrollo por los órganos competentes de las actividades de 

implantación necesarias para su adecuada efectividad. 

Además, y como una muestra de la madurez alcanzada por los dispositivos de protección civil de las 

diferentes administraciones públicas, y también de la gran complejidad de un sistema moderno de 

emergencias, atribuye a la Norma Básica el establecimiento de los riesgos que deban ser objeto de 

planificación de protección civil, y el establecimiento de las bases para la mejora de la coordinación 

y eficiencia de las actuaciones de los servicios de intervención y asistencia en emergencias. 

La Norma Básica ha sido elaborada con la participación de todas las administraciones territoriales 

que ostentan competencias en materia de protección civil, habiendo sido sometida al preceptivo 

informe del pleno del Consejo Nacional de Protección Civil, habiendo obtenido a lo largo de todo el 

proceso de elaboración numerosas aportaciones y generándose un muy destacable consenso en 

torno a su formulación. 

Con la configuración legal que le otorga la Ley 17/2015, de 9 de julio, la Norma Básica constituye un 

eslabón de primera importancia en la conformación del Sistema Nacional de Protección Civil, hasta 

el punto de tener como objetivo último garantizar la coherencia del conjunto del mismo y su 

funcionamiento eficaz. 

Como segunda norma del Sistema, por otra parte, debe estar perfectamente alineada con la ley de 

la que trae su causa, estableciendo los criterios esenciales que aseguren un catálogo de riesgos 

unificado, un sistema de análisis de riesgos homogéneo, un esquema de planes integrables entre sí, 

el establecimiento de criterios de evaluación como una parte esencial en el proceso de mejora 

continua de las actuaciones de protección civil, y los mecanismos y principios a los que deben 

responder los diferentes intervinientes en las emergencias y catástrofes para dotar al conjunto del 

Sistema de la necesaria cohesión. 

La Norma Básica recoge, en primer lugar, el catálogo de riesgos que deban ser objeto de la 

protección civil, y que deben ser definidos bien por disposición reglamentaria, bien en la propia 

Norma, a la que se incorpora el correspondiente catálogo. 

La necesidad de establecer un catálogo unificado de riesgos se combina en la presente Norma 

Básica con la flexibilidad para atender por las diferentes administraciones públicas a situaciones 

específicas, a cuyo objeto se prevé la elaboración por los órganos competentes de planes sectoriales 

o específicos, que deberán responder al esquema general de los planes de protección civil. 
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Por otra parte, la Norma Básica actualiza la definición de las Directrices Básicas de Planificación, 

como instrumento esencial para garantizar que los planes de las diferentes administraciones públicas 

respondan a un modelo homogéneo y coherente, lo que está orientado directamente a alcanzar la 

mayor efectividad posible del Sistema. 

En esta materia, la Norma Básica incluye el establecimiento en las Directrices del plazo en el que los 

planes especiales de ellas derivados deben ser elaborados, fijando en todo caso un plazo máximo. 

Se supera de esta manera una deficiencia generalmente observada en la Norma Básica anterior, 

como consecuencia de la cual pueden coexistir durante largos periodos de tiempo planes no 

adaptados a las Directrices Básicas en vigor. 

En lo que se refiere a la planificación, además de establecer el contenido mínimo y la estructura 

común de los diferentes planes, lo que resulta esencial para la integración de los mismos en un 

esquema coherente de respuesta a situaciones de emergencias y catástrofes, la Norma Básica prevé 

la elaboración de modelos simplificados para favorecer la planificación en los ámbitos territoriales 

más reducidos y así incrementar globalmente los niveles de seguridad que demanda la sociedad 

española. 

Una parte esencial de un sistema de protección civil y emergencias está constituido por la 

operatividad de los instrumentos de planificación. En este sentido, la Norma Básica alinea las fases y 

las situaciones operativas con las fórmulas exitosamente aplicadas en los vigentes Planes Territoriales 

y, en particular, en el Plan Estatal General de Emergencias (PLEGEM), con la finalidad última de 

garantizar la ordenada sucesión de planes en los supuestos de escalada de las situaciones de 

gravedad. 

La Norma Básica prevé, por otra parte, la configuración en el PLEGEM y en los Planes Territoriales, de 

una fase especial de apoyo a otras situaciones que no sean estrictamente de protección civil, 

recogiendo la experiencia adquirida por el Sistema Nacional durante la pandemia de la COVID-19, 

en la que la capacidad de organización y de coordinación de la protección civil en sus distintos 

niveles territoriales mostraron su utilidad en apoyo del Sistema Nacional de Salud. 

En la ordenación de los diferentes niveles de planificación, cuyos máximos exponentes son, para 

cada territorio, los Planes Territoriales, y para el conjunto del territorio nacional el PLEGEM, la Norma 

Básica avanza, además, en la plena inserción del Sistema Nacional de Protección Civil en el Sistema 

de Seguridad Nacional. 

La Norma Básica incorpora a la planificación general de protección civil las actuaciones de 

autoprotección, previendo una Directriz Básica de Planificación específica que, con el carácter de 

norma mínima, incardine plenamente este importante capítulo de actuación de la sociedad en el 

esquema general de protección de personas, animales, bienes, medioambiente y patrimonio 

histórico, artístico y cultural. 

Por otra parte, y como es ya tradicional en el Sistema Nacional de Protección Civil, la Norma Básica 

prevé la publicidad de los planes, mediante su registro a cargo de las Administraciones Públicas 

competentes, en tanto que constituyen un aparte esencial de la Red Nacional de Información de 

Protección Civil (RENAIN) creada por la Ley 17/2015, de 9 de julio. 

La Norma Básica prevé también las actividades de implantación, mantenimiento e integración de 

los planes de protección civil, así como la inclusión de la evaluación como una fase más del ciclo de 

las emergencias, y la formación y transferencia de información estadística, favoreciendo de esta 

forma el análisis operativo basado en la experiencia del conjunto del Sistema Nacional. 

La Ley 17/2015, de 9 de julio, atribuyó a la Norma Básica el establecimiento de las bases para la 

coordinación de las actuaciones de los diferentes colectivos llamados a intervenir en la gestión de 
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las emergencias y catástrofes, constituyendo esta una de las novedades más importantes de la ley. 

En cumplimiento de esta previsión legal, la Norma Básica incorpora un capítulo dedicado 

específicamente a la fijación de estas bases, y en el que se establecen como principios esenciales 

de funcionamiento del Sistema los de dirección única de las emergencias, coordinación, facilitación 

de información relevante de todos los actores de las mismas, especialidad de las funciones a realizar 

por cada colectivo, y el de sucesión ordenada de las fases y situaciones operativas, principios todos 

ellos que constituyen en la práctica la esencia de la gestión de situaciones complejas como son las 

emergencias de protección civil y que están razonablemente arraigadas en la cultura compartida 

del Sistema. 

Con la aprobación de una nueva Norma Básica, que llega tras la elaboración del PLEGEM, el Sistema 

Nacional de Protección Civil actualiza plenamente su esquema normativo, en coherencia con el 

impulso a esta política de seguridad pública que se ha situado en los últimos tiempos como un 

instrumento fundamental de cohesión territorial y social por su orientación a garantizar la seguridad 

de todas las personas en las situaciones de vulnerabilidad como consecuencia de emergencias y 

catástrofes. 

Este real decreto y la Norma Básica que por él se aprueban se adecúan a los principios de necesidad, 

eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia a los que se refiere el 

artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior, con la aprobación previa de la Ministra de Hacienda 

y Función Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de 

Ministros en su reunión del día 20 de junio de 2023, 

DISPONGO: 

Artículo único 

Aprobación de la Norma Básica de Protección Civil 

Se aprueba la Norma Básica de Protección Civil, cuyo texto se inserta a continuación. 

Disposición derogatoria única 

Derogación normativa 

1. Queda derogada la Norma Básica de Protección Civil, aprobada por el Real Decreto 407/1992, 

de 24 de abril, así como el Real Decreto 1378/1985, de 1 de agosto, sobre medidas provisionales para 

la actuación en situaciones de emergencia en los casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad 

pública, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan, contradigan o resulten 

incompatibles con lo dispuesto en este real decreto. 

2. Igualmente, se derogan: 

a) La Directriz Básica de Planificación de Protección Civil ante el riesgo de accidentes en los 

transportes de mercancías peligrosas por carretera y ferrocarril, aprobada por el Real Decreto 

387/1996, de 1 de marzo 

b) La Directriz básica de protección civil para el control y planificación ante el riesgo de 

accidentes graves en los que intervienen sustancias peligrosas, aprobada por el Real Decreto 

1196/2003, de 19 de septiembre. 
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c) El Plan Básico de Emergencia Nuclear, aprobado por el Real Decreto 1546/2004, de 25 de junio. 

d) La Norma Básica de Autoprotección de los centros, establecimientos y dependencias 

dedicados a actividades que puedan dar origen a situaciones de emergencia, aprobada por el 

Real Decreto 393/2007, de 23 de marzo. 

e) La Directriz básica de planificación de protección civil ante el riesgo radiológico, aprobada 

por el Real Decreto 1564/2010, de 19 de noviembre. 

f) El Plan estatal de protección civil ante el riesgo químico, aprobado por el Real Decreto 

1070/2012, de 13 de julio. 

g) La Directriz básica de planificación de protección civil de emergencia por incendios forestales, 

aprobada por el Real Decreto 893/2013, de 15 de noviembre. 

h) La Directriz básica de planificación de protección civil ante el riesgo de maremotos, aprobada 

por el Real Decreto 1053/2015, de 20 de noviembre. 

i) El Plan Estatal de Protección Civil ante el Riesgo Radiológico, aprobado por el Real Decreto 

1054/2015, de 20 de noviembre. 

j) La Directriz básica de planificación de protección civil ante emergencias aeronáuticas de 

aviación civil, aprobada por el Real Decreto 837/2020, de 15 de septiembre. 

3. Las Directrices Básicas de Planificación y los Planes Estatales de protección civil a las que se refiere 

el apartado anterior continuarán aplicándose hasta tanto sean aprobados, de conformidad con lo 

dispuesto, respectivamente, en los artículos 5 y 14.1 de la Norma Básica, los nuevos instrumentos de 

planificación que los sustituyan. 

Disposición final primera 

Plazo de adaptación de las Directrices Básicas de Planificación y de la Norma Básica de 

Autoprotección vigentes a la entrada en vigor de la Norma Básica de Protección Civil. 

Las Directrices Básicas de Planificación, así como la Norma Básica de Autoprotección, vigentes a la 

entrada en vigor de la Norma Básica de Protección Civil, se adaptarán a lo dispuesto en la misma en 

el plazo máximo de cuatro años. 

Disposición final segunda 

Título competencial 

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.29.ª de la Constitución, que 

atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública. 

Disposición final tercera 

Facultades de aplicación y desarrollo 

Se faculta a la persona titular del Ministerio del Interior, en el ámbito de sus competencias, para dictar 

las disposiciones necesarias para la aplicación y desarrollo de este real decreto. 
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Disposición final cuarta 

Entrada en vigor 

Este real decreto entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

NORMA BÁSICA DE PROTECCIÓN CIVIL 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

1. La Norma Básica de Protección Civil tiene por objeto dotar a la planificación de protección civil 

de la necesaria cohesión que garantice el funcionamiento integrado del Sistema Nacional de 

Protección Civil, y para ello establece: 

a) Las directrices básicas para la identificación de riesgos que puedan generar emergencias de 

protección civil y las actuaciones para su gestión integral. 

b) Los riesgos que deban ser objeto de planes de protección civil mediante su inclusión en el 

catálogo de riesgos de protección civil. 

c) El contenido mínimo y los criterios generales para la elaboración de las Directrices Básicas y de 

los planes de protección civil. 

d) El desarrollo de las actividades de implantación necesarias para la adecuada efectividad y 

mantenimiento de los planes de protección civil. 

e) Las normas y criterios de integración de los planes de protección civil. 

2. La Norma Básica de Protección Civil regula las bases para la mejora de la coordinación y eficacia 

de las actuaciones de las diferentes Administraciones Públicas en la gestión del ciclo de las 

emergencias, que abarca las fases de análisis de riesgos, prevención, planificación, respuesta, 

recuperación, y evaluación. 

Artículo 2 

Catálogo de riesgos objeto de planificación 

1. El catálogo de riesgos que deban ser objeto de planificación contiene los que, por su frecuencia, 

duración, ámbito territorial e impacto en la población y en sus bienes, en los animales, en el medio 

ambiente o en el patrimonio histórico artístico y cultural, deban ser objeto de planes de protección 

civil, previa aprobación, en su caso, de la correspondiente Directriz Básica de Planificación. 

2. El anexo contiene el catálogo de riesgos que deben ser objeto de planificación de protección 

civil. 

3. La inclusión de un riesgo en el catálogo establecido en el anexo de esta Norma Básica se realiza 

mediante real decreto a propuesta del Ministerio del Interior, previo informe del Consejo Nacional de 

Protección Civil. 
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4. El Comité Nacional de Prospectiva, órgano especializado del Consejo Nacional de Protección Civil, 

analizará los riesgos que deban integrarse en el catálogo de riesgos de protección civil y efectuará 

las correspondientes propuestas. 

CAPÍTULO II 

Directrices Básicas de Planificación 

Artículo 3 

Concepto 

Las Directrices Básicas de Planificación son los instrumentos para garantizar la homogeneidad y 

coherencia de la planificación de los riesgos en los que concurran planes de varias Administraciones 

Públicas. 

Artículo 4 

Contenido 

1. Las Directrices Básicas de Planificación identifican las actuaciones básicas para la gestión integral 

de los riesgos que puedan generar emergencias, el contenido mínimo y los criterios de elaboración 

de los planes especiales de protección civil y de los planes de autoprotección, y las actividades de 

implantación, mantenimiento, evaluación y revisión de los mismos que aseguren su efectividad, así 

como su integración con otros instrumentos de planificación. 

2. Las Directrices Básicas de Planificación deberán, en todo caso, tener el siguiente contenido 

mínimo: 

a) Estructura de los planes, que deberán constituir un documento único. 

b) Análisis de riesgos, o previsiones sobre la realización de estudios técnicos de análisis de riesgos, 

y la metodología para su elaboración. 

c) Marco orgánico-funcional específico. 

d) Sistemas de información, alerta y comunicaciones específicos. 

e) Definición de las condiciones para determinar las diferentes fases y situaciones operativas, 

garantizando la transición entre ellas. 

f) Esquema general de la operatividad de los planes, que garantice su integración, a cuyo efecto 

contemplarán las fases de alerta y seguimiento o preemergencia, emergencia y recuperación, así 

como las situaciones operativas 0, 1, 2 y 3. 

g) Medidas básicas de protección a la población, sus bienes y animales, el medio ambiente y el 

patrimonio histórico-artístico y cultural. 

h) Medidas de autoprotección. 

i) Medidas generales que garanticen la implantación y el mantenimiento de los planes. 

j) Procedimientos de evaluación y revisión de los planes. 
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k) Plazo para la adaptación de los planes vigentes a su entrada en vigor, que no podrá superar 

los cuatro años. 

Artículo 5 

Aprobación 

Las Directrices Básicas de Planificación son aprobadas por Acuerdo del Consejo de Ministros, a 

propuesta de la persona titular del Ministerio del Interior, previo informe del Consejo Nacional de 

Protección Civil. 

CAPÍTULO III 

Planes de protección civil 

Artículo 6 

Concepto 

Los planes de protección civil son los instrumentos de previsión, respuesta y evaluación que definen 

para cada territorio o riesgo: 

a) El análisis del riesgo. 

b) Los escenarios de emergencia derivados del análisis del riesgo y su zonificación. 

c) Los sistemas de información y alerta. 

d) El marco orgánico-funcional. 

e) Los mecanismos de movilización de capacidades. 

f) Las diferentes fases y situaciones operativas. 

g) Las medidas de protección a la población. 

h) Las medidas de autoprotección. 

i) Los medios y recursos movilizables, agrupados en capacidades. 

j) La integración en otros instrumentos de planificación de ámbito superior, así como, en su caso, 

la integración en ellos de otros planes de protección civil de ámbito inferior. 

k) El esquema de coordinación de las distintas entidades que integran el sector público y, en su 

caso, entidades privadas intervinientes. 

l) Las actividades para su implantación, mantenimiento, evaluación y revisión. 
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Artículo 7 

Estructura y contenido 

1. Los planes de protección civil constituirán un documento único, con el contenido y estructura que 

se establezca en la correspondiente Directriz Básica de Planificación, y que responderá al siguiente 

contenido mínimo: 

a) Fundamentos generales. 

1.º Objeto y ámbito. 

2.º Marco legal. 

b) Elementos básicos de planificación. 

1.º Análisis de riesgos y su zonificación, incluyendo cartografía de peligrosidad, vulnerabilidad y 

riesgo. 

2.º Sistemas de alerta e información. 

3.º Sistemas y procedimientos de información y notificación a otros órganos del Sistema Nacional 

de Protección Civil. 

4.º Sistemas de alerta temprana e información a la población. 

5.º Medidas de protección a la población, garantizando la asistencia a todas las personas. 

6.º Medidas de autoprotección. 

7.º Medidas de protección a los bienes, a los animales, al medio ambiente y al patrimonio 

histórico-artístico y cultural. 

c) Órganos del plan. 

1.º Órganos de dirección, entre los que se deberá identificar la figura de la Dirección del Plan, a 

la que corresponde la superior dirección de todas las operaciones que deban realizarse al amparo 

del Plan, así como, en su caso, la figura de la Dirección de la emergencia, a la que corresponderá 

ejercer las funciones de naturaleza operativa. 

2.º Órganos de coordinación y asesoramiento, entre los que deberá figurar un Comité Asesor, en 

el que se integrarán representantes de las Administraciones Públicas involucradas en la emergencia. 

3.º Órganos de asesoramiento científico-técnico. 

4.º Órganos de comunicación pública. 

5.º Órganos de mando e intervención y grupos de acción. 

6.º Centros de coordinación operativa, constituidos por las infraestructuras de apoyo técnico, 

comunicaciones y seguimiento, de la Dirección del Plan y de la Dirección de la emergencia. 

d) Operatividad del plan 
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1.º Definición de fases y situaciones operativas, con la identificación del órgano competente para 

declarar cada una de ellas, y que deberá responder al siguiente esquema básico: 

Fase de alerta y seguimiento o de preemergencia, en la que no se han producido daños o estos 

son muy localizados o de carácter leve, pudiendo bastar un seguimiento y la movilización de algunos 

medios o recursos del sistema de respuesta a emergencias para la protección y la autoprotección 

de la población. 

A esta fase corresponde la situación operativa 0, que constituye el modo ordinario de 

funcionamiento de los servicios oficiales de Protección Civil, y no requiere la movilización de recursos 

de intervención, o una mínima movilización para hacer frente a daños muy localizados, y en la que, 

en ocasiones, puede precisarse la toma de medidas concretas para la protección y autoprotección 

de la población. 

2.º Fase de emergencia, a la que corresponden las siguientes situaciones operativas: 

2.º1 Situación operativa 1, en la que la intervención puede realizarse con medios propios de la 

Administración Pública responsable de la dirección de la emergencia, o asignados al plan. 

2.º2 Situación operativa 2, que constituye el máximo nivel de las emergencias de dirección 

autonómica, en la que la respectiva Comunidad Autónoma, o Ciudad dotada de Estatuto de 

Autonomía, puede requerir la asistencia de medios de otras Administraciones Públicas no asignados 

al plan, o movilizables por otras Administraciones Públicas, en particular por la Administración 

General del Estado. 

2.º3 Situación operativa 3, que se corresponde con las emergencias de interés nacional, 

declaradas por la persona titular del Ministerio del Interior de acuerdo con la ley. 

3.º Fase de recuperación, que es consecutiva a la de emergencia, aunque puede coincidir con 

esta cuando las actuaciones sean compatibles con la intervención, y se prolonga hasta el 

restablecimiento de los servicios básicos en la zona afectada por la emergencia. 

3.º1 Normas de transición entre las diferentes fases y situaciones. 

3.º2 Normas de integración con otros planes. 

e) Implantación y mantenimiento de los planes. 

1.º Determinación de los mecanismos adecuados para la información a la población afectada y 

al público en general. 

2.º Programas de formación especializada para los intervinientes. 

3.º Instrucciones y recomendaciones de autoprotección. 

4.º Programa de ejercicios y simulacros. 

f) Evaluación y revisión de los planes. 

1.º Órganos, procedimientos y alcance de las evaluaciones. 

2.º Sistemas de información estadística. 

3.º Esquema general de revisiones. 
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2. El Consejo Nacional de Protección Civil podrá aprobar modelos de planes de protección civil 

simplificados. 

Artículo 8 

Tipos de planes 

Los planes de protección civil son: 

a) El Plan Estatal General. 

b) Los Planes Territoriales. 

c) Los Planes Especiales. 

d) Los Planes de Autoprotección. 

Artículo 9 

Plan Estatal General 

1. El Plan Estatal General (PLEGEM) es el instrumento marco de planificación del Sistema Nacional de 

Protección Civil, y contiene el marco orgánico-funcional, los mecanismos de movilización de 

capacidades y el esquema de coordinación y dirección de las Administraciones Públicas 

intervinientes en las emergencias de protección civil de interés nacional. 

2. El PLEGEM contiene igualmente los criterios y procedimientos para el seguimiento por los órganos 

centrales del Sistema Nacional de Protección Civil de las situaciones de interés para la protección 

civil. 

3. El PLEGEM describe, además, los procedimientos de actuación de la Administración General del 

Estado para prestar asistencia y apoyo a otras Administraciones Públicas en las emergencias de 

protección civil de la competencia de estas, así como los procedimientos de coordinación y apoyo 

entre Administraciones Públicas involucradas en la gestión de emergencias de protección civil de 

otros ámbitos competenciales. 

4. El PLEGEM establece los procedimientos para la prestación de ayuda internacional por los 

integrantes del Sistema Nacional de Protección Civil, y la incorporación de medios extranjeros a 

emergencias en territorio nacional. 

5. Los planes estatales especiales y los planes territoriales de las Comunidades Autónomas y Ciudades 

de Ceuta y Melilla se integran en el PLEGEM. 

6. El PLEGEM es el instrumento de integración operativa del Sistema Nacional de Protección Civil en 

el Sistema de Seguridad Nacional. 

7. Además de las fases establecidas en el artículo 8, el PLEGEM preverá una fase especial de apoyo 

a emergencias que no sean de protección civil, cuando la constitución de los órganos propios y la 

capacidad organizativa, de coordinación y de movilización de recursos de protección civil lo haga 

aconsejable y así lo establezca la autoridad competente. 
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Artículo 10 

Planes territoriales 

1. Los Planes territoriales constituyen los instrumentos superiores de planificación de protección civil 

en el territorio de una Comunidad Autónoma, Ciudad dotada de Estatuto de Autonomía o entidad 

local, integrándose en los mismos los planes especiales de su ámbito territorial. 

2. Los Planes territoriales establecerán el marco organizativo general, en relación con su 

correspondiente ámbito territorial, de manera que permita la integración de los Planes de ámbito 

inferior, así como su propia integración en el Plan de ámbito superior correspondiente. 

3. Además de las fases establecidas en el artículo 7, los planes territoriales podrán contemplar una 

fase especial de apoyo a emergencias que no sean de protección civil, cuando la constitución de 

los órganos propios y la capacidad organizativa, de coordinación y de movilización de recursos de 

protección civil lo haga aconsejable y así lo establezca la Autoridad competente. 

Artículo 11 

Planes especiales 

1. Los planes especiales son los elaborados en cada ámbito territorial para establecer las medidas 

específicas para cada riesgo de los incluidos en el catálogo descrito en el anexo, cuya naturaleza 

requiera una metodología técnico-científica propia, de acuerdo con, la respectiva Directriz Básica 

de Planificación. 

2. Los planes especiales podrán ser estatales o autonómicos. 

Artículo 12 

Planes de autoprotección 

Los planes de autoprotección son los establecidos por los titulares de actividades, centros, 

establecimientos e instalaciones que puedan ocasionar riesgos de protección civil, incluidos los 

producidos por accidentes en instalaciones o procesos en los que se utilicen o almacenen sustancias 

químicas, biológicas, nucleares o radiactivas, y que incluyen el sistema de acciones y medidas que 

deben adoptar con sus propios medios y recursos, encaminadas a identificar, prevenir y controlar los 

riesgos sobre las personas y sus bienes y dar una respuesta adecuada a las posibles situaciones de 

emergencia, garantizando su integración con el sistema público de protección civil, de acuerdo con 

la Directriz Básica de Planificación de Autoprotección. 

Artículo 13 

Planes relativos a riesgos no incluidos en el catálogo 

Los planes de protección civil relativos a riesgos no incluidos en el catálogo se denominarán 

protocolos, procedimientos de actuación, planes sectoriales o planes específicos, y se adaptarán a 

esta Norma Básica, con el fin de garantizar la homogeneidad global del sistema. Esta misma 

denominación corresponderá a los instrumentos de planificación de actuaciones de carácter 

transversal a diferentes riesgos. 
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CAPÍTULO IV 

Aprobación y registro de los planes de protección civil 

Artículo 14 

Aprobación de los planes de protección civil 

1. Los planes estatales son aprobados por Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta de la 

persona titular del Ministerio del Interior, previo informe del Consejo Nacional de Protección Civil. 

2. Los planes autonómicos son aprobados por el órgano competente de la respectiva Comunidad 

Autónoma o Ciudad dotada de Estatuto de Autonomía, de conformidad con lo previsto en su 

legislación específica, previo informe del Consejo Nacional de Protección Civil. 

3. Los planes de ámbito local son aprobados por el órgano competente de la respectiva entidad, 

con los informes previos que establezca la legislación autonómica. 

4. Los planes de autoprotección son aprobados por el titular de la actividad, centro, instalación o 

proceso, debiéndose comunicar a la Administración Pública competente a efectos de su registro y 

para garantizar su integración con los planes de protección civil que sean de aplicación. 

Artículo 15 

Registro de planes 

1. Cada Administración Pública llevará un registro de planes de protección civil que sean de su 

competencia. 

2. Los registros autonómicos se consolidarán en un único registro nacional, al que se añadirán 

también los Planes Estatales, a efectos de su incorporación a la Red Nacional de Información sobre 

Protección Civil. 

3. El Ministerio del Interior aprobará las condiciones y el procedimiento para el acceso al registro 

nacional único al que se refiere el apartado anterior, previo informe del Consejo Nacional de 

Protección Civil. 

4. Los planes de autoprotección serán igualmente objeto de registro por cada Administración 

Pública, teniendo carácter complementario de los registros de planes elaborados por las 

Administraciones Públicas. 

5. Los planes sectoriales a los que se refiere el artículo 13, se inscribirán, igualmente, en el registro de 

planes de la respectiva Administración Pública. 

CAPÍTULO V 

Implantación, mantenimiento e integración de los planes de protección civil 

Artículo 16 

Implantación y mantenimiento de los planes 

La implantación y mantenimiento de los planes son el conjunto de acciones destinadas a la eficaz 

aplicación del plan y a garantizar su plena operatividad, e incluye medidas como: 
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a) La designación de los componentes de los diferentes órganos y la verificación y actualización 

de sus procedimientos de comunicaciones. 

b) La aprobación de los protocolos necesarios para la asignación de medios y recursos. 

c) La actualización de las capacidades asignadas al plan. 

d) El programa de información a la población y las instrucciones y recomendaciones de 

autoprotección. 

e) El programa de formación para los diferentes intervinientes. 

f) El programa de ejercicios y simulacros. 

Artículo 17 

Integración de los planes 

Los planes de protección civil se integran en un conjunto homogéneo y cohesionado para dar una 

respuesta eficaz a las emergencias, asegurando la transición ordenada de unos planes a otros y la 

consiguiente disposición por las autoridades competentes en cada caso de los medios necesarios 

para afrontar cada situación de emergencia. 

La integración de los planes se realiza de acuerdo con las siguientes reglas: 

a) Los planes de ámbito local, provincial o insular se integran en los planes autonómicos. 

b) Los planes especiales de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla se 

integran en el Plan territorial de ámbito autonómico, y en el correspondiente Plan estatal. 

c) Los planes estatales especiales se integran en el Plan Estatal General. 

d) Los planes territoriales de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla se 

integran en el Plan Estatal General. 

e) Los planes de autoprotección deberán prever su integración en el plan territorial o especial 

correspondiente a su ámbito territorial. 

CAPÍTULO VI 

Evaluación y revisión de los planes de protección civil 

Artículo 18 

Evaluación de los planes de protección civil 

1. Los planes de protección civil incluirán un programa de evaluación, basado en el análisis crítico 

de sus activaciones, así como en el conocimiento y estado de la técnica. 

2. Las activaciones en las situaciones operativas 2 y 3 darán lugar a una evaluación específica de 

cada una de ellas. 

3. Las actividades de evaluación tienen por objeto exclusivamente determinar las acciones de 

mejora del plan. 
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4. Los planes incluirán un procedimiento que garantice la transferencia de información estadística, 

de acuerdo con el modelo establecido en la correspondiente Directriz Básica de Planificación para 

los planes especiales, o el aprobado por el Consejo Nacional de Protección Civil con carácter 

general. 

Artículo 19 

Revisión de los planes de protección civil 

Los planes establecerán los mecanismos para su revisión periódica, así como la elaboración de una 

memoria anual sobre su aplicación y funcionamiento. 

CAPÍTULO VII 

Bases para la mejora de la coordinación y eficiencia de las actuaciones de los servicios de 

intervención y asistencia 

Artículo 20 

Principio de dirección única 

1. Las actuaciones operativas de protección civil se rigen por el principio de dirección única, de 

acuerdo con el cual los servicios intervinientes actúan bajo la dependencia funcional de las personas 

responsables de protección civil que ostenten la dirección del plan y de la emergencia. 

2. Las Directrices Básicas de Planificación establecerán las situaciones en las que deberán constituirse 

direcciones unificadas en las emergencias que afecten al territorio de varias Comunidades 

Autónomas. 

Artículo 21 

Principio de coordinación 

1. Los planes de protección civil garantizarán la coordinación entre las diferentes Administraciones 

Públicas y organismos involucrados en la gestión de las emergencias a cuyo objeto se constituirán los 

órganos adecuados, correspondiendo a cada Administración Pública y entidades participantes 

designar a sus representantes en los mismos de conformidad con los planes activados. 

2. El Consejo Nacional de Protección Civil aprobará las normas básicas y criterios mínimos para la 

normalización de procedimientos de actuación, configuración de capacidades y homologación de 

equipos, con la finalidad de facilitar su interoperabilidad en el conjunto del Sistema Nacional de 

Protección Civil. 

Artículo 22 

Principio de información relevante 

1. Los órganos de protección civil están obligados a facilitar a los de otras Administraciones Públicas 

información relevante para el ejercicio de sus competencias. 

2. El Consejo Nacional de Protección Civil establecerá las bases comunes para el establecimiento de 

un sistema de información estadística idóneo para la evaluación de la respuesta a las emergencias, 

el establecimiento de buenas prácticas y la mejora de las actuaciones en todas las fases del ciclo 

de las emergencias. 
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Artículo 23 

Principio de especialidad 

1. Los servicios intervinientes y de asistencia en emergencias de protección civil actuarán en las 

mismas de acuerdo con su propia especialización operativa y funcional. 

2. El Consejo Nacional de Protección Civil podrá establecer bases mínimas de formación requeridas 

para los diferentes niveles de especialización y responsabilidad, orientadas especialmente a los 

supuestos de concurrencia de medios y recursos de diferentes Administraciones Públicas. 

3. La Escuela Nacional de Protección Civil y los órganos de formación y perfeccionamiento del 

personal de las demás Administraciones Públicas, organizarán e impartirán las correspondientes 

acciones formativas que garanticen este principio de especialidad. 

Artículo 24 

Principio de sucesión ordenada de planes y situaciones operativas 

Cuando en el curso de una situación de emergencia concurran varios planes, o la evolución de la 

misma conlleve la activación de diferentes situaciones operativas, se dispondrá su activación y 

desactivación de forma ordenada y sucesiva. 

ANEXO 

Catálogo de riesgos de protección civil 

1. Inundaciones. 

2. Terremotos. 

3. Maremotos. 

4. Riesgos volcánicos. 

5. Fenómenos meteorológicos adversos. 

6. Incendios forestales. 

7. Accidentes en instalaciones o procesos en los que se utilicen o almacenen sustancias químicas, 

biológicas, nucleares o radiactivas. 

8. Accidentes de aviación civil. 

9. Accidentes en el transporte de mercancías peligrosas. 

10. Riesgo bélico. 
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XI. APOYO A VÍCTIMAS DEL TERRORISMO 
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§ 76. Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a 

las Víctimas del Terrorismo59 

«BOE» núm. 229, de 23 de septiembre de 2011 

PREÁMBULO 

I 

Con la presente Ley, la sociedad española, a través de sus legítimos representantes en el Congreso 

de los Diputados y en el Senado, rinde homenaje a las víctimas del terrorismo y expresa su 

compromiso permanente con todas las personas que lo han sufrido o que lo pudieran sufrir en el 

futuro, en cualquiera de sus formas. Esta Ley es, por tanto, un signo de reconocimiento y de respeto, 

pero también de solidaridad debida. El apoyo integral que persigue representa el esfuerzo 

compartido de reparación que las víctimas y sus familias merecen, inspirado por los principios de 

memoria, dignidad, justicia y verdad. 

En efecto, memoria, dignidad, justicia y verdad, son las ideas fuerza que fundamentan el dispositivo 

normativo recogido en la presente Ley buscando en última instancia la reparación integral de la 

víctima. De acuerdo con estos cuatro principios fundamentales, el Estado reitera su compromiso de 

perseguir la derrota definitiva, incondicional y sin contrapartidas del terrorismo en todas sus 

manifestaciones. 

El valor de la memoria como la garantía última de que la sociedad española y sus instituciones 

representativas no van a olvidar nunca a los que perdieron la vida, sufrieron heridas físicas o 

psicológicas o vieron sacrificada su libertad como consecuencia del fanatismo terrorista. El Estado 

salvaguarda así el recuerdo de las víctimas del terrorismo con especial atención a su significado 

político, que se concreta en la defensa de todo aquello que el terrorismo pretende eliminar para 

imponer su proyecto totalitario y excluyente. La significación política de las víctimas exige su 

reconocimiento social y constituye una herramienta esencial para la deslegitimación ética, social y 

política del terrorismo. El recuerdo es así un acto de justicia y a la vez un instrumento civilizador, de 

educación en valores y de erradicación definitiva, a través de su deslegitimación social, del uso de 

la violencia para imponer ideas políticas. 

Las víctimas del terrorismo constituyen asimismo una referencia ética para nuestro sistema 

democrático. Simbolizan la defensa de la libertad y del Estado de Derecho frente a la amenaza 

terrorista. Los poderes públicos garantizarán que las víctimas sean tratadas con respeto a sus 

derechos y para asegurar la tutela efectiva de su dignidad. Por ello esta Ley, a través de su sistema 

de ayudas, prestaciones y condecoraciones, quiere rendir un especial reconocimiento a los Cuerpos 
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y Fuerzas de Seguridad del Estado y a las Fuerzas Armadas de España por la eficacia siempre 

demostrada en la lucha contra la amenaza terrorista y porque, lamentablemente, son las que han 

aportado el mayor número de víctimas mortales y de heridos tanto en los ataques terroristas 

cometidos en territorio nacional como en los perpetrados por el terrorismo internacional. Este 

homenaje no sería genuino ni completo si, al mismo tiempo, no se reconoce el papel que han 

desempeñado las familias de los miembros del Cuerpo Nacional de Policía, de la Guardia Civil, del 

Ejército, de la Ertzaintza, «Mossos d’Esquadra», o de las policías locales, víctimas todos de atentados 

terroristas. El esfuerzo, la resistencia, el coraje y la dignidad demostrada en estos difíciles años son, sin 

duda alguna, un ejemplo de civismo y de compromiso con la democracia, la Constitución y sus 

valores. 

Asimismo los colectivos representativos de las víctimas del terrorismo en nuestro país, asociaciones, 

fundaciones y movimientos cívicos, numerosos y plurales, son sin duda un pilar fundamental en el 

apoyo a las familias que han sufrido el zarpazo del terror. Son también un instrumento de participación 

y de canalización de sus demandas y pretensiones, de visibilidad y vertebración, contribuyendo 

también a la deslegitimación social del terrorismo y a la difusión de los principios de convivencia 

democrática en el marco del Estado constitucional y de Derecho. Esta Ley también pretende reforzar 

su estatus y su papel en nuestra sociedad, reconociéndoles como interlocutores legítimos y 

favoreciendo sus iniciativas y programas de apoyo a las víctimas. En este sentido, es incompatible 

con la participación democrática en los distintos ámbitos de representación el apoyo o la 

justificación del terrorismo. 

El respeto a la justicia como exigencia básica del Estado de Derecho, de acuerdo con sus normas y 

garantías. Los poderes públicos garantizarán en este sentido y en el ámbito de sus competencias que 

no se produzcan situaciones injustas o de desamparo hacia las víctimas. Concretamente, trabajarán 

para impedir la impunidad de los crímenes terroristas en cualquiera de sus manifestaciones y velarán 

para que los terroristas cumplan íntegramente sus penas, de acuerdo con lo establecido por la 

legislación penal. 

Igualmente, los poderes públicos contribuirán al conocimiento de la verdad, atendiendo a las causas 

reales de victimización y contribuyendo a un relato de lo que sucedió que evite equidistancias 

morales o políticas, ambigüedades o neutralidades valorativas, que recoja con absoluta claridad la 

existencia de víctimas y terroristas, de quien ha sufrido el daño y de quien lo ha causado y que 

favorezca un desenlace en el que las víctimas se sientan apoyadas y respetadas, sin que quepa 

justificación alguna del terrorismo y de los terroristas. En este sentido, la presente Ley es también una 

manifestación de la condena más firme de la sociedad española hacia el terrorismo practicado en 

nuestra historia, incompatible con la democracia, el pluralismo y los valores más elementales de la 

civilización. Nuestro reconocimiento a sus víctimas mediante esta Ley es la mejor forma de denunciar 

su sinrazón a lo largo de todos estos años. 

El desarrollo de estos principios en la presente Ley y en los términos que ella establece debe perseguir 

la reparación moral, política y jurídica de las víctimas, expresión a su vez de la solidaridad debida 

con ellas y sus familias, atendiendo al daño sufrido y a su mejor y más pronta recuperación. 

Porque, cuando el terrorismo golpea a las sociedades democráticas, causa víctimas para destruir al 

Estado y a sus instituciones, afectando a la convivencia en paz y en libertad,en este sentido, el 

terrorismo, más que otros delitos violentos, supone la cosificación de las personas, a las que pretende 

privar de su humanidad. Ciudadanos y representantes políticos, miembros de los Cuerpos y Fuerzas 

de la Seguridad del Estado y de las Fuerzas Armadas, hombres y mujeres, niños y mayores, son 

utilizados, de forma indiscriminada o selectiva, como medios para fines ideológicos, religiosos o 

identitarios imposibles e indeseables; el uso mismo de la violencia para imponer ideas en democracia 

envenena definitivamente éstas y convierte, medios y fines, en un todo incompatible con la libertad, 

el pluralismo y la democracia. 
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Esta Ley asume igualmente una idea relativamente novedosa, que impregna todo su articulado y es 

que las víctimas del terrorismo son, en efecto, víctimas de violaciones de derechos humanos. Esta 

tesis refuerza sin duda el estatus normativo de la víctima, vinculando sus derechos a los valores 

constitucionales y universales de las sociedades abiertas y democráticas y señalando 

correlativamente obligaciones jurídicas vinculantes para el Estado que aseguran la adecuada 

compensación de quienes han sufrido el terrorismo. 

Este esfuerzo y compromiso colectivo, plasmado en la presente Ley, se concreta en el 

reconocimiento y en el apoyo integral a las víctimas del terrorismo que supone asimismo un aumento, 

también cualitativo, de las ayudas, prestaciones y honores a los que tienen derecho aquéllas. 

La Ley se inspira igualmente en el principio de igualdad, estableciendo criterios que garanticen un 

trato más equitativo en orden a la compensación, evitando en todo caso respuestas desiguales ante 

supuestos similares. Al mismo tiempo, completa la regla general de la territorialidad a los efectos del 

reconocimiento subjetivo de la condición de víctima con el principio de la ciudadanía. La 

incorporación normativa de este principio lleva a proteger también a los españoles que sufran 

atentados terroristas fuera de España y de la Unión Europea con independencia de que éstos vayan 

dirigidos o no contra «intereses españoles», sean realizados por bandas que operen habitualmente 

en España o afecten a operaciones de paz y de seguridad en el exterior. 

Los principios de respeto, justicia y solidaridad son los que justifican que se haya reunido en un cuerpo 

normativo la plural legislación existente con anterioridad y que se vino aprobando desde los orígenes 

de nuestra democracia para dar respuesta a las necesidades de víctimas y familiares. 

Esta Ley integral articulada bajo el principio de constituir un cuerpo legal unitario regula de manera 

unificada las prestaciones y ayudas económicas directas y todas aquellas que permitan que la 

incorporación a la vida familiar, social o laboral se realice en las mejores y óptimas condiciones 

posibles. Sin perjuicio de que, en determinados aspectos y una vez formulado el reconocimiento de 

los derechos, deba acudir para su adecuada ejecución a su complementación con otros 

instrumentos normativos y especialmente en aquellos supuestos en que es necesario contar con las 

diferentes Administraciones Públicas que ejercen competencias sobre materias específicas; respecto 

de quienes fallecieron y sus familiares, quienes sufrieron en su integridad, o en aspectos como los de 

sanidad, vivienda o empleo. 

La dignidad de la sociedad se mide también por la dignidad con la que ampara y protege a quienes 

han sido víctimas de las acciones del terrorismo. Por ello constituye un eje fundamental de la Ley la 

defensa de la dignidad y el respeto a la memoria de quienes física o psicológicamente, sufrieron los 

daños directos y a sus familias. 

La prohibición de que en los lugares públicos se haga ostentación mediante símbolos, monumentos, 

escudos, insignias, placas y otros objetos o menciones conmemorativas o de exaltación o 

enaltecimiento individual o colectivo del terrorismo o de los terroristas se complementa con otras 

medidas de respeto que se incorporan en relación con el tratamiento que los medios de 

comunicación hagan de las imágenes de personas y familias. 

En esta Ley se han mantenido, actualizándolos, todos aquellos aspectos que han estado presentes 

en la normativa hasta ahora vigente, a la vez que se han incorporado nuevas medidas que 

responden a propuestas puestas de manifiesto por los colectivos de representación y defensa de las 

víctimas, y a la necesidad de dar respuesta a nuevas manifestaciones transnacionales del terrorismo 

o a la participación española en operaciones internacionales de paz y seguridad. 

Esta concepción integral de la atención a las víctimas del terrorismo no sería completa si solo se 

hubiera proyectado hacia el futuro. Por ello la Ley contempla su aplicación retroactiva a todos los 

actos acaecidos a partir de 1 de enero de 1960 y abre su aplicación retroactiva para quienes en 
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aplicación de la legislación anterior hayan podido recibir en concepto de ayudas o indemnizaciones 

cuantías inferiores a las que la presente Ley establece. 

II 

El título primero se inicia definiendo el objeto y finalidad de la Ley desde la perspectiva de la 

protección integral de las víctimas de terrorismo, destacando de manera expresa la defensa de la 

dignidad de las víctimas, incorporando junto a los destinatarios de la misma una nueva figura, la de 

los amenazados, y, en cuanto al ámbito temporal, señalando que su aplicación se extiende a los 

sucesos acaecidos desde el 1 de enero de 1960. 

El título segundo incorpora las medidas que, por su carácter general e inmediato, han de ponerse en 

práctica ante la situación de atentado terrorista. Parte de la necesaria colaboración y cooperación 

de todas las Administraciones Públicas de manera que los medios de que todas y cada una de ellas 

disponen, se pongan al servicio de las víctimas y las personas afectadas de manera que reciban y 

dispongan de atención personalizada para poder hacer efectivos sus derechos. 

El título tercero, dedicado a los derechos y prestaciones, se inicia con la enumeración y definición de 

los distintos destinatarios de esta Ley a la vez que se mantienen las previsiones ya existentes en la 

normativa anterior sobre su régimen jurídico, sistema de compatibilidad y tratamiento fiscal. A 

continuación se incorporan las reglas relativas a los abonos por causa de fallecimiento, las personas 

beneficiarias y el orden de prelación de las mismas. Se regulan, con remisión expresa a los Anexos de 

la Ley, las prestaciones y ayudas por los daños personales correspondientes. Se contempla la 

necesaria adecuación en relación con las cargas familiares. 

Es en este título donde se incorpora alguna de las principales innovaciones de esta Ley. 

En primer lugar se ha procedido a unificar en esta Ley las prestaciones que hasta el momento actual 

venían reguladas de manera diferenciada en las leyes anteriores, a la vez que se ha incrementado 

su importe. Se mantiene el principio de asunción por parte del Estado del abono de las 

indemnizaciones fijadas en sentencia firme en concepto de responsabilidad civil señalando una 

cuantía específica para los supuestos de fallecimiento, gran invalidez, invalidez en sus diferentes 

grados y lesiones no invalidantes, de manera que todas las víctimas tengan garantizado un mismo 

trato indemnizatorio, evitando con ello posibles diferencias de trato económico ante situaciones 

iguales. Todo ello sin perjuicio de que las víctimas conservan el ejercicio de acciones civiles para 

poder reclamar a los responsables de los delitos las diferencias que se puedan derivar en el supuesto 

de que las indemnizaciones fijadas pudieran ser superiores a las asumidas por el Estado. 

En segundo lugar se ha regulado expresamente el sistema indemnizatorio para los supuestos de 

ayudas excepcionales por daños sufridos en el extranjero. Regulación que estaba pendiente de 

desarrollo y que había constituido una de las demandas de las diferentes asociaciones de víctimas. 

Para configurar estas ayudas excepcionales y en atención a su naturaleza se han tenido en cuenta 

los criterios generales que son de aplicación en otros ámbitos de la actividad indemnizatoria de la 

Administración. Así se ha fijado la cuantía del cincuenta por ciento para quienes tengan su residencia 

habitual en el país en que se produzcan los daños; y un cuarenta por ciento para quienes no tengan 

su residencia habitual en el país en que se produzca la acción terrorista. 

A continuación se han incorporado los diferentes artículos en los que se configuran las diferentes 

indemnizaciones por daños de carácter material, daños sufridos en viviendas y vehículos, en 

establecimientos mercantiles e industriales y en sedes de organizaciones y partidos políticos. 

Respecto del procedimiento de solicitud y tramitación de las ayudas e indemnizaciones se mantiene 

la competencia en el Ministerio del Interior y se adoptan algunas medidas para simplificar la 

tramitación y garantizar la participación y presencia de este Ministerio en otros órganos que puedan 
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intervenir y en particular, siempre que así lo autoricen los interesados, para poder recabar 

información de los Tribunales sobre documentos, informes y otros datos que obren en su poder y que 

puedan resultar de interés para resolver los expedientes. 

En el título cuarto se configura ya de manera integral todo el conjunto de medidas que bajo la 

denominación de «régimen de protección social» tienen como finalidad atender las necesidades de 

todo tipo que a lo largo de la vida se generan para quienes se han visto afectados por la acción 

terrorista. 

Respecto de las necesidades de atención sanitaria se incorpora la previsión de formación 

especializada de los profesionales sanitarios para abordar la atención y tratamiento de las víctimas, 

en los planes nacionales de salud se incorporará un plan de atención integrada e integral para la 

atención de las mismas y el Sistema Nacional de Salud deberá prever en el régimen específico al 

que se refieren los apartados anteriores la prestación de atención psicológica, psicopedagógica y, 

en su caso, psiquiátrica, a las personas comprendidas en el ámbito de aplicación de la Ley. 

De manera complementaria y adicional se regulan las ayudas para financiar tratamientos médicos, 

prótesis e intervenciones quirúrgicas y gastos médicos en las cuantías que puedan no estar cubiertas 

por los respectivos sistemas de previsión a los que las víctimas estén acogidas. 

Para atender las necesidades que se producen como consecuencia de los efectos que las acciones 

terroristas producen en la vida se garantiza la posibilidad de movilidad geográfica y funcional, la 

reordenación de los tiempos de trabajo y se contempla la obligatoriedad de que los planes de 

políticas activas de empleo contemplen un apartado dirigido a las víctimas en condiciones 

adecuadas a sus necesidades físicas o psíquicas. 

Estas medidas permitirán a quienes hayan sufrido la acción terrorista no solo poder continuar con sus 

actividades profesionales sino adquirir nuevas formaciones para incorporarse en condiciones de 

calidad a la vida laboral. 

Se contempla la posibilidad de que por parte del Ministerio del Interior y atendiendo a situaciones de 

especial necesidad personal o familiar se puedan otorgar ayudas extraordinarias. Si bien la Ley en su 

conjunto ofrece todo un sistema de garantía de apoyo y ayuda, se ha considerado necesario dotar 

a la Administración de un instrumento complementario para poder atender a quienes se puedan 

encontrar en estas situaciones especiales. 

Se incorporan previsiones relativas a la posibilidad de ejercer derecho de preferencia de acceso a 

vivienda tanto en régimen de adquisición como de alquiler para quienes puedan necesitar, como 

resultado o secuelas de la acción terrorista, cambiar de vivienda o lugar de residencia. 

En el ámbito educativo se regulan las exenciones de tasas académicas, sistemas de becas y apoyo 

dentro del sistema educativo, junto a la adaptación de los sistemas de enseñanza. 

Se completa con la previsión de que a los extranjeros que en España sean víctimas de terrorismo se 

tenga en cuenta esta condición para la concesión de nacionalidad por carta de naturaleza. 

El capítulo séptimo de este título cuarto es reflejo de la importancia que la defensa y protección de 

la dignidad de las personas víctimas de terrorismo tiene para la sociedad en su conjunto. La 

protección de su intimidad, la declaración de ilicitud de aquella publicidad que pretenda dar un 

trato despectivo o vejatorio a las víctimas o familiares, la necesidad de que por parte de los medios 

de comunicación se evite todo uso desproporcionado o inadecuado de las imágenes personales de 

las mismas y la realización por parte de las Administraciones Públicas de campañas y actividades de 

formación y sensibilización de los profesionales de la información, darán como resultado que la 

dignidad de las víctimas sea respetada en todo momento. 
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El título quinto está destinado en su totalidad a proteger a las víctimas y a sus familias en el ámbito 

procesal. Junto con las ayudas para una asistencia jurídica especializada, se consagra el 

denominado principio de mínima lesividad en el desarrollo del proceso penal, de manera que no se 

vean obligadas a mantener contacto directo visual con los imputados o acusados y que eviten las 

manifestaciones, signos o declaraciones que puedan denigrarlas u ofenderlas, para prevenir una 

victimización secundaria. 

En todo caso los Jueces y Tribunales velarán y protegerán la dignidad y la seguridad personal de las 

víctimas en la tramitación del proceso, evitando la utilización de signos e inscripciones que puedan 

ofenderles o denigrarles. 

Dentro de estas medidas se contempla la implementación y consolidación de una oficina de apoyo 

a las víctimas en la Audiencia Nacional y de oficinas específicas para la atención personalizada 

atendidas por personal especializado. 

La defensa de la dignidad de las personas víctimas de acciones terroristas se complementa en el 

título sexto con el necesario reconocimiento público y social a través del sistema de 

condecoraciones y honores públicos, La Real Orden de Reconocimiento de las víctimas del terrorismo 

que se otorga, con el grado de Gran Cruz, a título póstumo, a los fallecidos en actos terroristas, y, con 

el grado de Encomienda, a los heridos y secuestrados en actos terroristas. 

Además se establece que los poderes públicos impulsarán medidas activas para asegurar, dentro 

del máximo respeto y dignificación de las víctimas, y mediante actos, símbolos, monumentos o 

elementos análogos, el recuerdo y el reconocimiento de las víctimas del terrorismo y que velarán por 

destacar la presencia protocolaria y el reconocimiento social de las víctimas del terrorismo en todos 

los actos institucionales que les afecten. 

El contenido del título séptimo responde a la necesidad de proteger la dignidad pública de las 

víctimas. El Estado asume esta protección y se declara expresamente la prohibición de exhibir 

públicamente monumentos, escudos, insignias, placas y otros objetos o menciones conmemorativas 

o de exaltación o enaltecimiento individual o colectivo del terrorismo o de los terroristas. Para ello las 

Administraciones Públicas deberán adoptar las medidas para impedir o para hacer cesar estas 

situaciones. 

El Ministerio del Interior asume la obligación de mantener los adecuados cauces de información, 

apoyo y participación, así como la elaboración de informes y la presentación de iniciativas y 

propuestas normativas que resulten necesarias a la vista de la experiencia y de las necesidades que 

se vayan poniendo de manifiesto para mantener debidamente actualizadas las necesidades de 

apoyo y protección a las personas víctimas del terrorismo. 

La esencial labor desarrollada por las asociaciones y organizaciones de víctimas justifica que, dentro 

de este título, se dedique un capítulo especial al fomento del movimiento asociativo. 

Además de formular una declaración expresa al reconocimiento público y social de su labor se 

recoge la actividad subvencional destinada a las asociaciones cuyo objeto sea la representación y 

defensa de las víctimas. 

En cumplimiento de esos principios y de configurar un marco legislativo que dé respuesta a la 

necesidad de protección integral para las víctimas del terrorismo no solo se han establecido 

previsiones hacia el futuro. Por ello la Ley en su disposición adicional primera aborda la aplicación 

retroactiva para quienes a lo largo del tiempo hubieran podido recibir indemnizaciones o 

compensaciones económicas inferiores a las contempladas en el anexo I de la norma. 
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En las disposiciones adicionales se complementan las previsiones sustantivas incorporadas en el texto, 

con la creación en el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud de una Comisión de 

Análisis del tratamiento de las víctimas del terrorismo, la incorporación dentro del Plan de Empleo del 

Reino de España de un plan propio para quienes siendo víctimas del terrorismo se encuentren inscritos 

como demandantes de empleo, la adopción de medidas sobre el acceso de las víctimas al empleo 

público, y la actualización de las indemnizaciones por daños. 

TÍTULO PRIMERO 

Disposiciones generales 

Artículo 1 

Objeto 

La presente Ley tiene por objeto el reconocimiento de las víctimas del terrorismo y el establecimiento 

de un marco de indemnizaciones, ayudas, prestaciones, garantías y condecoraciones con la 

finalidad de reconocer y atenuar, en la medida de lo posible, las consecuencias de la acción 

terrorista en las víctimas y en sus familias o en las personas que hayan sufrido daños como 

consecuencia de la acción terrorista. 

Artículo 2 

Valores y finalidad 

1. Esta Ley se fundamenta en los valores de memoria, dignidad, justicia y verdad. Memoria, que 

salvaguarde y mantenga vivo su reconocimiento social y político. Dignidad, simbolizando en las 

víctimas la defensa del Estado democrático de Derecho frente a la amenaza terrorista. Justicia, para 

resarcir a las víctimas, evitar situaciones de desamparo y condenar a los terroristas. Verdad, al poner 

de manifiesto la violación de los derechos humanos que suponen las acciones terroristas. 

2. Para el cumplimiento de estos valores la Ley articula un conjunto integral de medidas que 

corresponde impulsar e implantar a la Administración General del Estado y a las Administraciones 

Públicas competentes, encaminadas a conseguir los siguientes fines: 

a) Reconocer y promover la dignidad y la memoria de las víctimas del terrorismo y asegurar la 

reparación efectiva y la justicia con las mismas. 

b) Dotar de una protección integral a las víctimas del terrorismo. 

c) Resarcir a las víctimas, mediante las indemnizaciones y ayudas previstas en la Ley, de los daños 

personales y materiales sufridos como consecuencia de la acción terrorista. 

d) Fortalecer las medidas de atención a las víctimas del terrorismo, dotando a los poderes 

públicos de instrumentos eficaces en el ámbito de la protección social, los servicios sociales y 

sanitarios. 

e) Reconocer los derechos de las víctimas del terrorismo, exigibles ante las Administraciones 

Públicas, y así asegurar un acceso rápido, transparente y eficaz a los servicios establecidos al efecto. 

f) Establecer mecanismos de flexibilización y coordinación en el conjunto de trámites 

administrativos que son precisos para obtener las indemnizaciones, ayudas y prestaciones previstas 

en la Ley. 
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g) Establecer un marco específico en el tratamiento procesal de las víctimas, especialmente en 

los procesos en los que sean partes. Promover la colaboración y participación de las entidades, 

asociaciones y organizaciones que desde la sociedad civil actúan contra el terrorismo. 

h) Reconocer y apoyar a las personas objeto de amenazas y coacciones de los grupos terroristas 

y de su entorno. 

Artículo 3 

Destinatarios 

La presente Ley será de aplicación, a quienes sufran la acción terrorista, definida ésta como la 

llevada a cabo por personas integradas en organizaciones o grupos criminales que tengan por 

finalidad o por objeto subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública. 

Será aplicable igualmente, a las víctimas de los actos dirigidos a alcanzar los fines señalados en el 

párrafo precedente aun cuando sus responsables no sean personas integradas en dichas 

organizaciones o grupos criminales. 

Artículo 3 bis 

Requisitos para el reconocimiento de las ayudas y prestaciones previstas en la ley 

1. Serán destinatarios de las ayudas y prestaciones reguladas en la presente ley aquellas personas en 

las que concurra alguno de los dos siguientes supuestos: 

a) Cuando en virtud de sentencia firme, se les hubiere reconocido el derecho a ser indemnizados 

en concepto de responsabilidad civil por los hechos y daños contemplados en esta Ley. 

b) Cuando, sin mediar tal sentencia, se hubiesen llevado a cabo las oportunas diligencias 

judiciales o incoado los procesos penales para el enjuiciamiento de los delitos. En estos casos, la 

condición de víctima o derechohabiente, la entidad de los daños sufridos, la naturaleza de los actos 

o hechos causantes y los demás requisitos legalmente exigidos podrán acreditarse ante el órgano 

competente de la Administración General del Estado por cualquier medio de prueba admisible en 

derecho. 

2. La concesión de las ayudas y prestaciones reconocidas en la presente ley se someterá a los 

principios que, para ser indemnizadas, se establecen en el Convenio Europeo sobre indemnización a 

las víctimas de delitos violentos. 

Artículo 4 

Titulares de los derechos y prestaciones 

Se considerará titulares de los derechos y prestaciones regulados en la presente Ley a: 

1. Las personas fallecidas o que han sufrido daños físicos y/o psíquicos como consecuencia de la 

actividad terrorista y que, a los efectos de la Ley, son consideradas como víctimas del terrorismo. 

2. Las personas que, en el supuesto de fallecimiento de la víctima al que se refiere el apartado 

anterior, y en los términos y con el orden de preferencia establecido en el artículo 17 de esta Ley, 

puedan ser titulares de las ayudas o de los derechos por razón del parentesco, o la convivencia o 

relación de dependencia con la persona fallecida. 
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3. Las personas que sufran daños materiales, cuando, conforme a este artículo, no tengan la 

consideración de víctima de actos de terrorismo o de titular de ayudas, prestaciones o 

indemnizaciones. 

4. Los términos del reconocimiento de la consideración de víctima o destinatario de las ayudas, 

prestaciones, e indemnizaciones serán los que establezca para cada una de las situaciones esta Ley 

y sus normas reglamentarias de desarrollo. 

5. En el supuesto de fallecimiento, serán considerados como víctimas del terrorismo, 

exclusivamente a efectos honoríficos, de respeto, dignidad y defensa pública de estos valores, el 

cónyuge del fallecido o persona ligada con él por análoga relación de afectividad, los padres y los 

hijos, abuelos y hermanos. Todo ello sin perjuicio de los derechos, prestaciones, indemnizaciones y 

demás ayudas que les otorga la presente Ley. 

6. Los familiares de los fallecidos y de los heridos que hayan sufrido lesiones incapacitantes en sus 

distintos grados, hasta el segundo grado de consanguinidad, así como las personas que, habiendo 

sido objeto de atentados terroristas, hayan resultado ilesas, a efectos honoríficos y de 

condecoraciones, sin derecho a compensación económica alguna. 

Artículo 5 

De los amenazados 

Las personas que acrediten, en los términos del artículo 3 bis de la Ley, sufrir situaciones de amenazas 

o coacciones directas y reiteradas, procedentes de organizaciones terroristas, serán objeto de 

especial atención, en el marco de sus competencias por parte de las Administraciones Públicas. 

Artículo 6 

Ámbito de aplicación territorial 

1. El régimen de derechos y prestaciones se aplicará cuando la acción terrorista se cometa en 

territorio español o bajo jurisdicción española. 

2. Asimismo será aplicable: 

a) A las personas de nacionalidad española que sean objeto de una acción terrorista en el 

extranjero. 

b) A los participantes en operaciones de paz y seguridad que formen parte de los contingentes 

que España envíe al exterior y sean objeto de una acción terrorista. 

3. En el caso de atentados cometidos fuera de territorio nacional, las indemnizaciones y ayudas 

económicas tendrá carácter subsidiario de las compensaciones que puedan ser reconocidas a la 

víctima por el Estado donde se haya producido el atentado. Si la indemnización o ayuda a percibir 

en el exterior fuera inferior a la prevista en España, se le abonará la diferencia. 

4. Asimismo, en el supuesto de atentados cometidos fuera del territorio nacional, en caso de tener 

las víctimas españolas más de una nacionalidad, las indemnizaciones y ayudas económicas tendrán 

carácter subsidiario de las compensaciones que puedan ser reconocidas a la víctima por otro Estado 

del que sea nacional. Si la indemnización o ayuda a percibir en el exterior fuera inferior a la 

establecida en España, el Estado español abonará la diferencia. 
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5. En caso de concurrencia de indemnizaciones o ayudas, el Estado podrá abonar inicialmente el 

importe total calculado conforme al apartado 1, en calidad de pago a cuenta de la liquidación final 

correspondiente. En ésta se considerarán los ingresos percibidos por la víctima en el extranjero y se 

establecerá, en su caso, la obligación de reintegro al Estado de la cantidad que proceda. 

6. El reconocimiento de esta indemnización o ayuda no producirá efectos en otras legislaciones 

específicas. 

Artículo 7 

Ámbito de aplicación temporal 

Las disposiciones de la presente Ley serán de aplicación a los hechos que se hubieran cometido 

desde el 1 de enero de 1960. 

TÍTULO SEGUNDO 

Actuaciones inmediatas tras un atentado terrorista para la protección de las víctimas 

Artículo 8 

Información general 

1. Las Administraciones Públicas competentes establecerán protocolos generales de actuación para 

situaciones derivadas de un atentado terrorista, con la finalidad de prever las acciones inmediatas a 

ejecutar y los servicios u organismos llamados a intervenir en estos casos. La Administración General 

del Estado establecerá los criterios para la elaboración de los citados protocolos. 

2. Para conseguir la máxima eficacia en la ejecución de los protocolos, las Administraciones Públicas 

establecerán mecanismos específicos de coordinación y cooperación que comprenderán la 

creación de unidades o puestos de mando integrados por los responsables de los distintos servicios o 

intervinientes. 

3. Corresponde al Ministerio del Interior, a través de los Delegados del Gobierno en las Comunidades 

Autónomas, y de la Dirección General responsable de la asistencia a las víctimas del terrorismo, 

impulsar y coordinar la elaboración, ejecución y difusión de los protocolos. 

Artículo 9 

Asistencia psicológica y psiquiátrica inmediata 

1. Las personas afectadas por un atentado terrorista recibirán, con carácter inmediato y gratuito, la 

asistencia psicológica y psiquiátrica necesaria para cubrir sus necesidades de atención, durante 

todo el tiempo que precisen de acuerdo con los criterios médicos y buscando en todo caso su mejor 

y más pronta recuperación. 

2. A tales efectos, la Administración General del Estado podrá establecer los oportunos conciertos 

con otras Administraciones Públicas o con entidades privadas para articular un sistema inmediato, 

coordinado y suficientemente organizado capaz de paliar, en el plano individual, los efectos de un 

atentado terrorista. 
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Artículo 10 

Asistencia sanitaria de urgencia 

1. La asistencia sanitaria de urgencia será prestada por los órganos y entidades que componen el 

Sistema Nacional de Salud en las condiciones que establezcan sus normas de funcionamiento. 

2. Las autoridades sanitarias y el personal de dirección de los establecimientos sanitarios adoptarán 

procedimientos específicos dirigidos a localizar e informar a los familiares de las víctimas sobre el 

estado de éstas. El Ministerio del Interior será el habilitado para recabar de las citadas autoridades y 

centros sanitarios cuanta información precise para la debida prestación de los servicios de atención 

a las víctimas del terrorismo y a sus familiares. 

3. La asistencia a la que se refiere este artículo incluirá, en el régimen que reglamentariamente se 

determine, la asistencia psicológica y psiquiátrica que sea necesaria hasta que se adquiera este 

derecho de conformidad con lo que se indica en los artículos siguientes. 

Artículo 11 

Información específica sobre ayudas, indemnizaciones y demás prestaciones 

1. Las Administraciones Públicas competentes establecerán, de forma coordinada, en sus respectivos 

ámbitos y competencias, los mecanismos de información que permitan conocer los procedimientos 

para obtener las ayudas, indemnizaciones y prestaciones que correspondan. 

2. Dicha información será personalizada y adaptada a las características y a las situaciones que 

padecen las personas afectadas por un atentado terrorista, y estará orientada al reconocimiento 

del régimen previsto en esta Ley y al conjunto de prestaciones que se contienen en el Sistema 

Nacional de Salud. 

3. Se articularán los medios necesarios para que las víctimas del terrorismo que, por sus circunstancias 

personales y sociales, puedan tener una mayor dificultad para acceder íntegramente a la 

información, tengan asegurado el ejercicio efectivo de este derecho. A tal efecto, se garantizará 

que las personas a las que la presente Ley es de aplicación, y que se encuentren en una situación 

de discapacidad, o desconocimiento del idioma, puedan obtener, de forma inteligible, información 

sobre sus derechos y sobre los recursos existentes para cubrir sus necesidades. 

Artículo 12 

Gastos de sepelio e inhumación 

La Administración General del Estado, en los términos que reglamentariamente se establezcan, 

asumirá los gastos de traslado, sepelio e inhumación y/o incineración de las personas que resulten 

fallecidas como consecuencia de un atentado terrorista. 

Artículo 13 

Asistencia consular y diplomática 

La Administración General del Estado en el exterior establecerá instrumentos de atención específica 

a las víctimas españolas mediante asistencia consular y diplomática efectiva en las situaciones de 

atentado terrorista en el extranjero. 
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TÍTULO TERCERO 

De los derechos y prestaciones derivados de actos de terrorismo 

CAPÍTULO PRIMERO 

Disposiciones generales 

Artículo 14 

Delimitación de los derechos y prestaciones 

1. Las personas comprendidas en el artículo 4, apartado primero, tendrán los derechos y las 

prestaciones establecidas en esta Ley por los daños personales que les hayan causado las acciones 

terroristas. Si como consecuencia de la actividad delictiva la víctima hubiese fallecido, los titulares 

serán las personas que se indican en el artículo 4 apartado segundo de la Ley. 

2. Las personas comprendidas en el artículo 4, apartados 1 y 2, tendrán, asimismo, derecho a que el 

Estado les abone la cantidad impuesta a los condenados en concepto de responsabilidad civil en 

virtud de sentencia firme por terrorismo, en los términos previstos en esta Ley. 

3. Las personas comprendidas en el artículo 4, apartados 1 y 2, tendrán derecho a obtener las 

prestaciones de los regímenes públicos de protección social con el alcance y régimen específico 

establecidos en la presente Ley. 

4. Las personas comprendidas en el artículo 4, apartado 3, tendrán derecho a percibir las 

indemnizaciones por daños materiales previstas en esta Ley. 

5. Las pensiones extraordinarias derivadas de actos terroristas se regirán por las disposiciones 

específicas del Sistema de la Seguridad Social o del Régimen de Clases Pasivas del Estado que 

corresponda. 

Artículo 15 

Régimen jurídico de las ayudas 

1. Las ayudas e indemnizaciones establecidas en esta Ley son compatibles con las pensiones, ayudas 

y compensaciones que pudieran reconocerse en ella o en cualquier otra que pudieran dictar las 

Comunidades Autónomas. 

2. Asimismo, son compatibles con la exigencia de responsabilidad patrimonial al Estado por el normal 

o anormal funcionamiento de la Administración, si bien aquéllas se imputarán a la indemnización 

que pudiera reconocerse por este concepto, detrayéndose de la misma. 

Artículo 16 

Exenciones tributarias 

Las cantidades percibidas como consecuencia de las indemnizaciones, resarcimientos o ayudas de 

carácter económico a que se refiere la presente Ley estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de 

las Personas Físicas y de cualquier impuesto personal que pudiera recaer sobre las mismas. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1528 

CAPÍTULO SEGUNDO 

Abono de daños 

Sección 1.ª Daños personales 

Artículo 17 

Resarcimiento por fallecimiento 

1. En el caso de fallecimiento se abonarán las cantidades dispuestas en el anexo I. 

2. Los titulares de este derecho, de conformidad con el artículo 4, apartado 2, serán, por orden de 

preferencia, las siguientes personas: 

a) El cónyuge de la persona fallecida, si no estuvieren legalmente separados, o la persona que 

hubiere venido conviviendo con ella de forma permanente con análoga relación de afectividad al 

menos los dos años inmediatamente anteriores al momento del fallecimiento, salvo que hubieren 

tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la mera convivencia; y los hijos de la persona 

fallecida. 

b) En caso de inexistencia de los anteriores, serán destinatarios, por orden sucesivo y excluyente, 

los padres, los nietos, los hermanos y los abuelos de la persona fallecida. 

c) En defecto de los anteriores, los hijos de la persona conviviente y los menores en acogimiento 

familiar permanente de la persona fallecida, cuando dependieren económicamente de ella. 

3. En el caso de la concurrencia prevista en el apartado a), la ayuda se repartirá por mitades, 

correspondiendo una al cónyuge o conviviente y la otra a los hijos, distribuyéndose esta última entre 

ellos por partes iguales. 

4. En los supuestos de concurrencia de personas con el mismo parentesco, la cuantía total se repartirá 

entre ellas por partes iguales. 

Artículo 18 

Resarcimiento por daños personales 

Las víctimas del terrorismo que como consecuencia del delito sufran daños personales tendrán 

derecho a las indemnizaciones fijadas en las tablas I, II y III del anexo de esta Ley para los distintos 

grados de incapacidad, lesiones no invalidantes y secuestro. 

Artículo 19 

Adecuación en función de las cargas familiares 

Las personas a que se refiere el artículo 17, y las víctimas afectadas con un grado de incapacidad 

permanente, tendrán derecho a que la ayuda que perciban sea incrementada en una cantidad fija 

de veinte mensualidades del indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM) que 

corresponda, en razón de cada uno de los hijos, o menores acogidos que dependiesen 

económicamente de la víctima. 
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Artículo 20 

Abono por el Estado de la responsabilidad civil fijada en sentencia. Carácter extraordinario del 

abono 

1. El Estado asumirá con carácter extraordinario el abono de las indemnizaciones correspondientes, 

impuestas en sentencia firme en concepto de responsabilidad civil, por la comisión de alguno de los 

delitos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley. 

2. Las indemnizaciones se extenderán únicamente a los daños físicos o psíquicos. 

3. La indemnización se abonará a las víctimas de terrorismo o a las personas indicadas en el artículo 

17 y, en defecto de ellas, a sus herederos o a quien se fije como destinatarios en la resolución judicial 

que se adopte. 

4. La cantidad total a abonar por el Estado, en concepto de responsabilidad civil fijada en sentencia, 

no podrá exceder de las siguientes cuantías: 

– Fallecimiento: 500.000 €. 

– Gran Invalidez: 750.000 €. 

– Incapacidad permanente absoluta: 300.000 €. 

– Incapacidad permanente total: 200.000 €. 

– Incapacidad permanente parcial: 125.000 €. 

– Lesiones no invalidantes: 100.000 €. 

– Secuestro: 125.000 €. 

5. Cuando las personas a las que se refiere el apartado 3 hubieren percibido la ayuda por daños 

personales, conforme a lo previsto en el artículo 17 de esta Ley, la cuantía del abono extraordinario 

por parte del Estado se extenderá únicamente a la diferencia existente entre la cantidad fijada como 

responsabilidad civil en sentencia firme, con los límites del apartado anterior, y la cantidad percibida 

como ayuda por los daños personales. 

6. En el supuesto de que la cuantía de la indemnización fijada en sentencia firme sea igual o inferior 

a la percibida como ayuda por daños personales, la Administración no desarrollará ninguna 

actividad. 

7. En ningún caso el abono previsto en este artículo supone la asunción de responsabilidad civil 

subsidiaria por parte del Estado en los procesos penales. 

Artículo 21 

Subrogación del Estado por el abono de la responsabilidad civil 

1. El Estado se subrogará en la titularidad del derecho de crédito nacido de la sentencia que declare 

la responsabilidad civil derivada del delito hasta el límite de la indemnización satisfecha en virtud de 

lo dispuesto en el artículo anterior. La repetición del importe satisfecho por el Estado contra el 

obligado civilmente por el hecho delictivo se realizará mediante el procedimiento administrativo de 

apremio previsto en el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento 

General de Recaudación. 
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2. Los destinatarios de las indemnizaciones y prestaciones por terrorismo a quienes la sentencia 

judicial hubiera reconocido derechos de resarcimiento por un importe superior al recibido del Estado 

en aplicación de esta Ley, conservarán la acción civil para reclamar la diferencia a los responsables 

de la acción delictiva causante de los daños. 

Artículo 22 

Ayudas excepcionales por daños sufridos en el extranjero 

(Suprimido) 

Artículo 22 bis 

Resarcimiento por secuestro 

La persona que haya sido objeto de secuestro, como consecuencia de acciones comprendidas 

dentro del ámbito de aplicación de la ley, exigiéndose alguna condición para su libertad, será 

indemnizada con la cantidad de 12.000€. En su caso, será indemnizada por los daños personales que 

el acto de secuestro le haya causado, con el límite de la indemnización por incapacidad 

permanente parcial y por los días de secuestro según las cuantías resultantes de aplicar la Tabla III 

del Anexo. 

Artículo 22 ter 

Anticipos y pagos a cuenta 

El Ministerio del Interior podrá anticipar hasta 18.030,36 €, a cuenta de la percepción de la ayuda 

definitiva, en los casos en que por la gravedad de las lesiones sufridas por la acción terrorista, sea 

razonable presumir una posterior declaración de incapacidad laboral permanente total, absoluta o 

una gran invalidez de la víctima. 

Igualmente, en los casos de lesiones invalidantes o de incapacidad temporal, podrán abonarse 

trimestralmente los periodos de baja laboral. Estas cantidades a cuenta serán equivalentes a las que 

resulte de multiplicar el duplo del IPREM vigente en la fecha en que se produjo la lesión por los días 

de incapacidad. 

Sección 2.ª Daños materiales 

Artículo 23 

Alcance de la indemnización por daños materiales 

1. Los daños materiales causados como consecuencia o con ocasión de los delitos de terrorismo a 

quienes no fueren responsables de los mismos, serán resarcibles por la Administración General del 

Estado en los términos previstos en el presente artículo y los artículos siguientes. 

2. La indemnización comprenderá los daños causados en la vivienda de las personas físicas, en 

establecimientos mercantiles, industriales o elementos productivos de las empresas, en las sedes de 

partidos políticos, sindicatos u organizaciones sociales y los producidos en vehículos. 

La Administración General del Estado podrá encargar la reparación de los inmuebles referidos en el 

apartado anterior a empresas constructoras, abonando directamente a éstas su importe. 

Los contratos administrativos a que den lugar las obras de reparación se tramitarán por el 

procedimiento de emergencia previsto en la Legislación de Contratos de las Administraciones 

Públicas. 
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Sin perjuicio de ello, la Administración General del Estado podrá celebrar convenios con otras 

Administraciones Públicas, al objeto de que éstas asuman la ejecución de las obras de reparación, 

abonando aquélla su importe. 

Los damnificados que se hubieran beneficiado de obras de reparación realizadas por la 

Administración General del Estado decaerán en su derecho a reclamar al Consorcio de 

Compensación de Seguros las indemnizaciones correspondientes a los daños reparados en los bienes 

asegurados, las cuales serán percibidas por la empresa ejecutora de las obras, o por la 

Administración actuante mediante convenio, conforme a las peritaciones oficiales de dicho 

Consorcio. 

3. Los resarcimientos por daños materiales tendrán carácter subsidiario respecto de los reconocidos 

por las Administraciones Públicas o derivados de contratos de seguro, reduciéndose en la cantidad 

recibida por estos conceptos. 

4. No serán resarcibles los daños causados en bienes de titularidad pública. 

Artículo 24 

Daños en las viviendas 

1. En las viviendas habituales de las personas físicas serán indemnizables los daños sufridos en la 

estructura, instalaciones y mobiliario que resulte necesario reponer para que recuperen las 

condiciones anteriores de habitabilidad, excluyendo los elementos suntuarios. En las viviendas que 

no tengan el carácter de residencia habitual, el resarcimiento comprenderá el cincuenta por ciento 

de los daños, con el límite por vivienda que se determine reglamentariamente. 

2. La Administración General del Estado podrá contribuir a sufragar los gastos que origine el 

alojamiento provisional de aquellas personas que, como consecuencia de un atentado terrorista, 

tengan que abandonar temporalmente su vivienda y mientras se efectúan las obras de reparación. 

A estos efectos, podrá celebrar convenios o acuerdos con otras Administraciones Públicas o con 

organizaciones especializadas en el auxilio o asistencia a damnificados en situaciones de siniestro o 

catástrofe. 

Artículo 25 

Daños en establecimientos mercantiles o industriales 

1. En el caso de establecimientos mercantiles o industriales, el resarcimiento comprenderá el valor de 

las reparaciones necesarias para poner nuevamente en funcionamiento dichos establecimientos, 

incluyendo el mobiliario y equipo siniestrado, con el límite de indemnización que se fije 

reglamentariamente. 

2. Con independencia de ello, la Administración General del Estado podrá acordar, en supuestos 

excepcionales y, en particular, cuando como consecuencia del acto terrorista quedare interrumpida 

la actividad de una empresa, con riesgo de pérdida de sus puestos de trabajo, subsidiar la concesión 

de préstamos destinados a la reanudación de dicha actividad. 

3. El subsidio consistirá en el abono a la entidad de crédito prestamista de la diferencia existente entre 

los pagos de amortización de capital e intereses al tipo de interés fijado por la entidad prestamista, 

y los que corresponderían al tipo de interés subsidiado, que se determinará en las normas de 

desarrollo. 

4. También podrá celebrar la Administración General del Estado convenios con entidades de crédito 

al objeto de que éstas establezcan modalidades de créditos a bajo interés, con la finalidad indicada 

en el párrafo precedente. 
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Artículo 26 

Daños en sedes de partidos políticos, sindicatos y organizaciones sociales 

1. En el caso de sedes de partidos políticos, sindicatos y organizaciones sociales, el resarcimiento 

comprenderá el valor de las reparaciones necesarias para que recuperen sus condiciones anteriores 

de funcionamiento, incluyendo el mobiliario y el equipo siniestrado. 

2. Se entenderán comprendidos como daños indemnizables de esta naturaleza, los producidos por 

actos terroristas en las sedes o lugares de culto pertenecientes a confesiones religiosas inscritas. 

Artículo 27 

Daños en vehículos 

1. Serán resarcibles los daños causados en vehículos particulares así como los sufridos por los 

destinados al transporte terrestre de personas o mercancías, salvo los de titularidad pública. Para que 

proceda la indemnización, será requisito indispensable disponer en el momento del siniestro de póliza 

vigente del seguro obligatorio del vehículo. Siempre que de acuerdo con la normativa específica 

sea exigible dicho seguro. 

2. El resarcimiento comprenderá el importe de los gastos necesarios para su reparación. En caso de 

destrucción del vehículo, o cuando la reparación resulte superior a su valor venal, la indemnización 

será equivalente al importe de adquisición en el mercado de un vehículo de similares características 

técnicas y condiciones de uso al siniestrado, con el límite máximo que se establezca 

reglamentariamente. 

3. El resarcimiento tendrá carácter subsidiario respecto de cualesquiera otros reconocidos por las 

Administraciones Públicas o derivados de contratos de seguro, reduciéndose en cuantía igual al valor 

de dichos resarcimientos o indemnizaciones, de concurrir éstos. 

CAPÍTULO III 

Procedimiento y competencia 

Artículo 28 

Procedimiento para la indemnización por daños corporales o materiales 

1. El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la indemnización por los daños a que se 

refiere este Título será tramitado y resuelto por el Ministerio del Interior. 

Las solicitudes de los interesados deben cursarse en el plazo máximo de un año desde que se 

produjeron los daños. A efectos de plazos, se computa el daño corporal a fecha de alta o 

consolidación de secuelas, conforme acredite el Sistema Nacional de Salud. En los supuestos en que, 

como consecuencia directa de las lesiones, se produjese el fallecimiento, se abrirá un nuevo plazo 

de igual duración para solicitar el resarcimiento o, en su caso, la diferencia que procediese entre la 

cuantía satisfecha por tales lesiones y la que correspondiera por fallecimiento. De igual modo se 

procederá cuando, como consecuencia directa de las lesiones, se produjese una situación de mayor 

gravedad a la que corresponda una cantidad superior. 

En los casos de daños psicológicos, el plazo de un año empezará a contar desde el momento en el 

que existiera un diagnóstico acreditativo de la causalidad de la secuela. 

Si la víctima incapacitada hubiera fallecido por causa distinta a las secuelas derivadas del atentado, 

resultarán beneficiarios de la indemnización que hubiera correspondido al causante las personas a 

las que se refiere el artículo 17 de esta Ley, según el orden de preferencia establecido en el mismo. 
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2. Para la calificación de las lesiones a efectos indemnizatorios será preceptivo el dictamen emitido 

por un equipo de valoración de incapacidades cuya composición se determinará 

reglamentariamente según el sistema sanitario del solicitante de la indemnización. En dichos equipos 

se integrará, en todo caso, un representante del Ministerio del Interior vinculado con la atención a 

las víctimas del terrorismo. 

La calificación de las lesiones permanentes no invalidantes podrá efectuarse, en su caso, por la 

Asesoría Médica adscrita a la Unidad Administrativa instructora de los resarcimientos. 

3. La tasación pericial de los daños materiales se realizará por los servicios competentes del Consorcio 

de Compensación de Seguros, al que se reintegrará el importe de los costes incurridos en la tasación 

de los bienes no cubiertos por contratos de seguros. 

4. Las evaluaciones médicas de las lesiones y las tasaciones periciales de los daños materiales, 

cuando resulten determinantes para adoptar la resolución, suspenderán el procedimiento hasta su 

incorporación al expediente indemnizatorio. 

El Ministerio del Interior podrá, en el ejercicio de las competencias derivadas de este artículo, recabar 

los datos sobre los procedimientos de reconocimiento de pensiones extraordinarias por terrorismo 

relacionados con los solicitantes, que obrasen en los ficheros del Instituto Nacional de la Seguridad 

Social y la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas. 

5. Las resoluciones dictadas en los mencionados procedimientos pondrán fin a la vía administrativa y 

podrán ser recurridas potestativamente en reposición o impugnadas ante el orden jurisdiccional 

contencioso-administrativo. 

6. El plazo máximo para la resolución del procedimiento es de 12 meses, entendiéndose estimada la 

petición en caso de haber transcurrido el citado plazo sin haberse dictado resolución expresa. 

Artículo 29 

Unificación de los órganos de instrucción 

1. En el Ministerio del Interior existirá un único órgano administrativo al que corresponderá la 

instrucción de todos los expedientes a que se refieren los artículos anteriores. 

2. Los documentos de evaluación de lesiones que pueda realizar cualquier órgano de la 

Administración General del Estado vincularán, en lo que a dicha calificación se refiere, a cualquier 

otro que, conforme a esta Ley, venga obligado a efectuar dicha evaluación para el reconocimiento 

de una ayuda o prestación, y dispensan a los interesados de la obligación de someterse a nuevos 

reconocimientos médicos para acreditar dicha evaluación. 

3. El citado órgano operará, además, como ventanilla única de cualquier otro procedimiento que 

pudieran iniciar los interesados ante la Administración General del Estado asumiendo la remisión al 

órgano competente de las peticiones deducidas y la relación con el interesado. 

Artículo 30 

Relación con los tribunales 

A los efectos de la tramitación de los procedimientos descritos en los artículos anteriores y con la 

finalidad de comprobar las situaciones y circunstancias que son precisas para la instrucción de los 

mismos y de evitar molestias y trámites a los interesados, el Ministerio del Interior podrá recabar 

directamente de los órganos jurisdiccionales los antecedentes, datos o informes que resulten 

necesarios para la tramitación de los expedientes cuando los interesados autoricen tal petición en el 

curso de los expedientes en los que son parte. 
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TÍTULO CUARTO 

Régimen de protección social 

CAPÍTULO PRIMERO 

Asistencia sanitaria 

Artículo 31 

Sensibilización y tratamiento específico de las víctimas del terrorismo 

1. Las Administraciones sanitarias, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, 

promoverán e impulsarán la actuación de los profesionales sanitarios para la atención específica de 

las víctimas del terrorismo, y propondrán las medidas que estimen necesarias a fin de optimizar la 

contribución del sector sanitario en la atención a las mismas. 

2. En particular, se desarrollarán programas de sensibilización y formación continuada del personal 

sanitario con el fin de mejorar e impulsar el diagnóstico, la asistencia coordinada y la rehabilitación 

de las víctimas del terrorismo. 

3. En los Planes Nacionales de Salud que procedan, se contemplará un apartado de intervención 

integral y coordinada en los supuestos de las víctimas del terrorismo. 

4. El Sistema Nacional de Salud deberá prever en el régimen específico al que se refieren los 

apartados anteriores la prestación de atención psicológica, psicopedagógica y, en su caso, 

psiquiátrica, a las personas comprendidas en el artículo 4, en sus apartados 1 y 2, sin que de ello se 

derive automáticamente derecho alguno en el ámbito de la reparación o de la compensación 

económica. 

Artículo 32 

Ayudas para tratamientos médicos y asistencia sanitaria complementaria a la dispensada por el 

Sistema Nacional de Salud 

1. Las personas a que se refieren el artículo 4 en sus apartados 1 y 2 podrán recibir ayudas específicas 

destinadas a financiar tratamientos médicos, prótesis e intervenciones quirúrgicas, siempre que se 

acreditare la necesidad actual de ellos, que tuviesen vinculación con el atentado terrorista y que no 

hubieran sido cubiertos bien por un sistema público o privado de aseguramiento, bien por el régimen 

público de resarcimientos o ayudas a las víctimas de actos terroristas. 

2. Serán igualmente resarcibles los gastos por tratamientos médicos, en la cuantía no cubierta por 

cualquier sistema de previsión al que estas personas estuvieren acogidas. 

3. Estas ayudas son complementarias y adicionales a las que se determinan en la presente Ley. 

Serán incompatibles con las que establezca, por los mismos conceptos, el sistema público sanitario, 

y no podrán ser indemnizadas cuando la prestación en cuestión sea cubierta por aquél. 
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CAPÍTULO SEGUNDO 

Derechos laborales y de Seguridad Social 

Artículo 33 

Derechos laborales 

Las personas que hayan sufrido daños físicos y/o psíquicos como consecuencia de la actividad 

terrorista, su cónyuge o persona que haya convivido con análoga relación de afectividad durante 

al menos dos años anteriores y los hijos, tanto de los heridos como de los fallecidos, previo 

reconocimiento del Ministerio del Interior o de sentencia judicial firme, tendrán derecho, en los 

términos previstos en el Estatuto de los Trabajadores, a la reordenación de su tiempo de trabajo y a 

la movilidad geográfica. 

Artículo 34 

De las políticas activas de empleo 

Las personas que hayan sufrido daños físicos y/o psíquicos como consecuencia de la actividad 

terrorista, su cónyuge o persona que haya convivido con análoga relación de afectividad durante 

al menos dos años anteriores y los hijos, tanto de los heridos como de los fallecidos, tendrán derecho, 

de conformidad con el artículo 3 bis y previo reconocimiento del Ministerio del Interior o de sentencia 

judicial firme, a ser beneficiarios de las medidas de bonificación a la contratación y de las políticas 

activas de empleo previstas en la legislación específica. 

Artículo 35 

Derechos de los funcionarios y del personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas 

1. Las personas a las que se refiere el artículo 4, en su apartado 1, que tuviesen la condición de 

funcionarios públicos tendrán derecho a la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo 

y a la movilidad geográfica de centro de trabajo, en los términos que se determinen en su legislación 

específica. 

2. En el caso de que se ejercite el derecho a la movilidad geográfica previsto en el apartado anterior, 

los cónyuges o personas vinculadas por análoga relación de afectividad con aquéllos, tendrán 

derecho preferente a ocupar un puesto de trabajo igual o similar al que vengan desempeñando, si 

hubiera plaza vacante en la misma localidad. 

3. Estos derechos, en la medida en que resulte compatible con su propio régimen jurídico, serán 

aplicables, igualmente y en los términos que establezca su legislación específica, al personal laboral 

al servicio de las Administraciones Públicas. 

CAPÍTULO TERCERO 

Ayudas extraordinarias a las víctimas del terrorismo 

Artículo 36 

Ayudas extraordinarias a las víctimas del terrorismo 

Sin perjuicio de los resarcimientos y ayudas de carácter ordinario, el Ministerio del Interior podrá 

conceder ayudas extraordinarias para paliar situaciones de necesidad personal o familiar plena o 

insuficientemente cubiertas. Estas ayudas son compatibles con las ayudas ordinarias previstas en esta 

Ley. 
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CAPÍTULO CUARTO 

Actuaciones en materia de vivienda 

Artículo 37 

Tratamiento específico en materia de vivienda pública 

1. Las Administraciones Públicas procurarán que las personas incluidas en el artículo 4 de esta Ley 

tengan una consideración preferente en la adjudicación de viviendas de protección pública, 

especialmente, cuando las secuelas del acto terrorista obliguen al cambio de aquélla en la que 

vivían. 

2. Las Administraciones Públicas velarán por el establecimiento de un régimen preferente para que 

también puedan ocupar viviendas de alquiler cuando sean gestionadas mediante sistemas u 

organizaciones públicas. 

3. Las Administraciones Públicas establecerán ayudas para la adaptación de las viviendas de 

aquellas víctimas que lo requieran debido a las secuelas devenidas de actos terroristas. 

CAPÍTULO QUINTO 

Ayudas educativas 

Artículo 38 

Exención de tasas académicas 

Las Administraciones Públicas competentes y, en su caso, las autoridades educativas adoptarán, en 

los distintos niveles educativos, las medidas necesarias para asegurar la exención de todo tipo de 

tasas académicas en los centros oficiales de estudios a las víctimas de actos terroristas definidas en 

el artículo 4, apartado 1, de la presente Ley, así como a los hijos de aquéllos que hayan fallecido en 

acto terrorista o de aquéllos que han sufrido daños físicos y/o psíquicos a consecuencia de la 

actividad terrorista. 

Artículo 39 

Concesión de ayudas al estudio 

1. Se concederán ayudas de estudio cuando como consecuencia de un acto terrorista se deriven 

para el estudiante, para su viudo o viuda, pareja de hecho o hijos del fallecido, o para sus padres, 

hermanos, tutores o guardadores, daños personales que los incapaciten para el ejercicio de su 

profesión habitual. 

2. Las normas de desarrollo de la presente disposición determinarán las modalidades de las ayudas, 

sus cuantías y las condiciones para su percepción, estableciendo, en todo caso, su incompatibilidad 

con las percibidas, por el mismo concepto, de otras Administraciones Públicas. 

Artículo 40 

Régimen específico de asistencia a las víctimas en el sistema educativo 

1. Las Administraciones Públicas con competencia en materia educativa podrán establecer un 

sistema de atención específica a las víctimas del terrorismo a que se refiere el artículo 4 de esta Ley, 

en sus apartados 1 y 2, mediante la designación de tutores u otros sistemas que permitan la atención 

individualizada y faciliten la continuación de los estudios que estaban realizando o que pudiesen 

realizar. 
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2. Asimismo, las citadas autoridades, en colaboración con los directores y responsables de los centros 

docentes, procurarán, si fuera preciso, adaptar el régimen docente a sus condiciones físico-

psíquicas. 

CAPÍTULO SEXTO 

Derechos específicos de los extranjeros víctimas del terrorismo 

Artículo 41 

Concesión de la nacionalidad 

La condición de víctima del terrorismo a que se refiere el artículo 4.1 de esta Ley se considerará como 

circunstancia excepcional a los efectos de la adquisición de la nacionalidad española por carta de 

naturaleza. 

CAPÍTULO SÉPTIMO 

Derechos de los afectados en el tratamiento de las informaciones correspondientes a las víctimas 

del terrorismo 

Artículo 42 

De la protección de datos y las limitaciones a la publicidad 

En las actuaciones y procedimientos relacionados con el terrorismo, se protegerá la intimidad de las 

víctimas; en especial sus datos personales, los de sus descendientes y los de cualquier otra persona 

que esté bajo su guarda o custodia. 

Artículo 43 

Publicidad ilícita 

De acuerdo con lo establecido en la legislación específica en la materia, se considerará ilícita la 

publicidad que utilice la imagen de las víctimas con carácter despreciativo, vejatorio o 

sensacionalista o con ánimo lucrativo. 

Artículo 44 

Vigilancia y control 

Las instituciones a las que corresponda velar para que los medios audiovisuales cumplan sus 

obligaciones adoptarán las medidas que procedan para asegurar un tratamiento de las víctimas del 

terrorismo conforme con los principios y valores constitucionales, sin perjuicio de las posibles 

actuaciones que puedan adoptar otras entidades. 

Artículo 45 

Acciones de cesación y rectificación 

Las personas reseñadas en el artículo 4 de esta Ley estarán legitimadas para ejercitar ante los 

Tribunales las acciones de cesación y rectificación de publicidad ilícita por utilizar en forma vejatoria 

la imagen de las víctimas del terrorismo, en los términos que se señalen en la legislación específica. 

Artículo 46 

Principios aplicables a la información sobre las víctimas del terrorismo 

1. Los medios de comunicación fomentarán la protección y salvaguarda de la imagen de las víctimas 

del terrorismo, evitando cualquier utilización inadecuada y desproporcionada de ella. 



Legislación básica del Ministerio del Interior 

 Página 1538 

2. La difusión de informaciones relativas a las víctimas del terrorismo tendrá en cuenta el respeto a los 

derechos humanos, la libertad y dignidad de las mismas y de sus familias. En particular, se tendrá 

especial cuidado en el tratamiento gráfico de las informaciones. 

Artículo 47 

Medios de comunicación 

1. A fin de dar cumplimiento a lo indicado en el artículo anterior, las Administraciones Públicas 

promoverán acuerdos de autorregulación dotados de mecanismos de control preventivo y de 

resolución extrajudicial de controversias eficaces que contribuyan al cumplimiento de la legislación 

publicitaria. 

2. Para conseguir la mejor realización de los fines indicados en este artículo y en los precedentes, las 

Administraciones Públicas competentes podrán promover campañas de sensibilización y formación 

continuada de los profesionales de la información. 

TÍTULO QUINTO 

Protección de las víctimas en los procesos judiciales 

CAPÍTULO ÚNICO 

Principios rectores y derechos de la víctima de terrorismo ante los Tribunales españoles 

Artículo 48 

Derecho a la asistencia jurídica gratuita 

1. Las víctimas del terrorismo a que se refiere el artículo 4.1 y 2, tienen derecho a la asistencia jurídica 

gratuita en todos los procesos judiciales y procedimientos administrativos que tengan causa directa 

o indirecta en la situación que provoca la citada condición, con independencia de sus recursos 

económicos, en los términos establecidos en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica 

gratuita. En estos supuestos, una misma dirección letrada asumirá la defensa de la víctima. Este 

derecho asistirá también a las personas a que se refiere el artículo 4 en caso de fallecimiento de la 

víctima. 

2. En todo caso, se garantizará la asistencia jurídica gratuita de forma inmediata a todas las víctimas 

del terrorismo que lo soliciten. El derecho de justicia gratuita se perderá si con posterioridad no se les 

reconoce la condición de víctima o si se dicta sentencia absolutoria firme o archivo firme, sin la 

obligación de abonar el coste de las prestaciones disfrutadas gratuitamente hasta ese momento. 

Artículo 49 

Mínima lesividad en la participación en el proceso 

Los Tribunales velarán por que toda declaración o intervención de alguna de las personas previstas 

en el artículo 4 de la presente Ley, en sus apartados 1 y 2, se realice de forma que les suponga las 

mínimas incomodidades y perjuicios. En particular, se procurará por todos los medios previstos en las 

leyes que estas personas en sus actuaciones procesales no tengan relación directa visual o sonora 

con los imputados o acusados por la comisión de acciones terroristas. 

En todo caso los Jueces y Tribunales velarán y protegerán la dignidad y la seguridad personal de las 

víctimas en la tramitación del proceso, evitando la utilización de signos e inscripciones que puedan 

ofenderlas o denigrarlas. 
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Artículo 50 

Información especializada 

1. Las Administraciones Públicas con competencia en materia de medios materiales sobre la Justicia, 

en colaboración con los órganos de gobierno del Poder Judicial, establecerán los mecanismos de 

información personalizada que permitan a las personas señaladas en el artículo 4 de la presente Ley 

conocer el estado de los procedimientos en los que son parte y, en su caso, de las acciones judiciales 

que pueden iniciar en defensa de sus derechos. 

Específicamente, el Ministerio de Justicia establecerá una Oficina de Información y Asistencia a las 

Víctimas del Terrorismo en la Audiencia Nacional. 

2. Los citados mecanismos de información pueden consistir en la creación de oficinas específicas, en 

la presentación telemática de informaciones y en cualquier otro que permita obtener la información 

que deseen aminorando la dificultad de obtener la misma. 

3. Las personas que presten la citada información y atención deberán tener la cualificación suficiente 

para evitar la duplicidad de trámites y las personaciones innecesarias ante los correspondientes 

órganos jurisdiccionales. 

Artículo 51 

Oficina de Información y Asistencia a las Víctimas del Terrorismo 

Entre las funciones de la Oficina de Información y Asistencia a las Víctimas del Terrorismo de la 

Audiencia Nacional se encuentran: 

– Facilitar información sobre el estado de los procedimientos que afecten a las víctimas del 

terrorismo. 

– Asesorar a las víctimas del terrorismo en todo lo relacionado con los procesos penales y 

contencioso-administrativos que les afecten. 

– Ofrecer acompañamiento personal a los juicios que se celebren en relación a los actos 

terroristas de los que traigan causa los afectados. 

– Promover la salvaguarda de la seguridad e intimidad de las víctimas en su participación en los 

procesos judiciales, para protegerlas de injerencias ilegítimas o actos de intimidación y represalia y 

cualquier otro acto de ofensa y denigración. 

– Establecer cauces de información a la víctima acerca de todo lo relacionado con la ejecución 

penitenciaria, hasta el momento del cumplimiento íntegro de las penas. Particularmente, en los 

supuestos que supongan concesión de beneficios o excarcelación de los penados. 

TÍTULO SEXTO 

Reconocimientos y condecoraciones 

Artículo 52 

Condecoraciones 

1. La Real Orden de Reconocimiento Civil a las Víctimas del Terrorismo configura la acción honorífica 

específica del Estado con el fin de honrar a las víctimas del terrorismo. 
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2. Esta acción honorífica se otorga con el grado de Gran Cruz, a título póstumo, a los fallecidos en 

actos terroristas; con el grado de Encomienda, a los heridos y secuestrados en actos terroristas; y con 

el grado de Insignia, a los que tengan la condición de amenazados, a los ilesos en atentado terrorista, 

así como al cónyuge del fallecido o persona ligada con él por análoga relación de afectividad, los 

padres y los hijos, los abuelos, los hermanos y los nietos de los fallecidos, así como a los familiares de 

los heridos que hayan sufrido lesiones incapacitantes en sus distintos grados hasta el segundo grado 

de consanguinidad. 

3. El procedimiento para su reconocimiento es el previsto en el artículo 54 de esta Ley. 

Artículo 53 

Titulares de las condecoraciones 

1. Las víctimas del terrorismo a que se refiere el artículo 4, apartados 1 y 2 de esta Ley podrán ser 

titulares de las condecoraciones con el grado de Gran Cruz y Encomienda, en los términos previstos 

en el artículo anterior. 

Las personas a las que se refiere el artículo 4, apartados 5 y 6 y el artículo 5 podrán ser titulares de la 

condecoración con el grado de Insignia. 

2. Las condecoraciones en ningún caso podrán ser concedidas a quienes, en su trayectoria personal 

o profesional, hayan mostrado comportamientos contrarios a los valores representados en la 

Constitución y en la presente Ley y a los Derechos Humanos reconocidos en los tratados 

internacionales. 

Artículo 54 

Procedimiento para la concesión de condecoraciones 

1. Corresponderá al Ministerio del Interior la tramitación de los procedimientos de concesión de las 

condecoraciones. Dichos expedientes podrán ser iniciados a instancia de alguna de las personas a 

que se refiere el artículo anterior, de las personas que hubiesen sufrido el delito aunque no estuviesen 

comprendidas dentro de las indicadas en los apartados anteriores, o bien de oficio, previa consulta 

con los destinatarios, por la Dirección General responsable de la asistencia a las víctimas del 

terrorismo del citado Ministerio cuando tuviese conocimiento de situaciones que pudieran dar lugar 

al reconocimiento del derecho. 

Cuando la propuesta de condecoración sea la de Gran Cruz, su resolución se producirá mediante 

Real Decreto aprobado en Consejo de Ministros a propuesta del Ministerio del Interior. 

Cuando la propuesta de condecoración lo sea en el grado de Encomienda y de Insignia, la 

resolución corresponde al Ministro del Interior y será dictada en nombre de S.M. el Rey. 

2. La condecoración podrá solicitarse o iniciarse de oficio en cualquier momento. 

3. El plazo máximo para notificar la resolución de las solicitudes será de doce meses desde la fecha 

de entrada en el registro del órgano competente para su tramitación. En aquellos procedimientos 

en los que no recaiga resolución dentro del plazo señalado, las solicitudes se entenderán estimadas. 

4. La resolución estimatoria o desestimatoria pondrá fin a la vía administrativa, pudiendo interponerse 

contra ella recurso contencioso-administrativo. 

5. La concesión de una condecoración no comportará por sí misma derecho a las indemnizaciones 

previstas en esta Ley. 
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Artículo 55 

Reconocimiento de la condición de víctima del terrorismo en la actividad honorífica del Estado 

Con independencia de lo anterior, la condición de víctima del terrorismo será especialmente 

evaluable para la concesión de las condecoraciones y recompensas que pudieran corresponderles 

conforme a su profesión, ocupación o lugar de residencia. 

Artículo 56 

Reconocimiento y memoria de las víctimas del terrorismo 

Los poderes públicos impulsarán medidas activas para asegurar, dentro del máximo respeto y 

dignificación de las víctimas, y mediante actos, símbolos, monumentos o elementos análogos, el 

recuerdo y el reconocimiento de las víctimas del terrorismo. 

Artículo 57 

Centro Nacional para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo 

El Gobierno constituirá un Centro Nacional para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo, que tendrá 

como objetivo preservar y difundir los valores democráticos y éticos que encarnan las víctimas del 

terrorismo, construir la memoria colectiva de las víctimas y concienciar al conjunto de la población 

para la defensa de la libertad y de los derechos humanos y contra el terrorismo. El Centro Nacional 

para la Memoria de la Víctimas del Terrorismo tendrá su sede en la Comunidad Autónoma del País 

Vasco. 

Artículo 58 

Reconocimiento institucional de la presencia de las víctimas 

Se velará por destacar la presencia protocolaria y el reconocimiento social de las víctimas del 

terrorismo en todos los actos institucionales que les afecten. 

Artículo 59 

Educación para la defensa de la libertad, la democracia y la paz 

Las Administraciones educativas al objeto de garantizar el respeto de los derechos humanos y la 

defensa de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia, impulsarán planes y 

proyectos de educación para la libertad, la democracia y la paz, en los que se procurará la 

presencia del testimonio directo de las víctimas del terrorismo. 

Artículo 60 

Día de recuerdo y homenaje a las víctimas del terrorismo 

Se declara el día 27 de junio de cada año, como día de recuerdo y homenaje a las víctimas del 

terrorismo. 

El día 11 de marzo de cada año se conmemorará el día europeo de las víctimas del terrorismo. 

Las instituciones públicas, en esas fechas, impulsarán actos de reconocimiento a las víctimas del 

terrorismo con el objeto de mantener su memoria y reivindicar su mensaje ético. 
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TÍTULO SÉPTIMO 

Tutela institucional y apoyo a las víctimas del terrorismo 

CAPÍTULO PRIMERO 

Tutela institucional 

Artículo 61 

Defensa del honor y la dignidad de las víctimas 

1. El Estado asume la defensa de la dignidad de las víctimas, estableciendo la prohibición de exhibir 

públicamente monumentos, escudos, insignias, placas y otros objetos o menciones conmemorativas 

o de exaltación o enaltecimiento individual o colectivo del terrorismo, de los terroristas o de las 

organizaciones terroristas. 

2. Las Administraciones Públicas, en el ejercicio de sus competencias, adoptarán las medidas 

necesarias para dar cumplimiento a esta prohibición. Todo ello sin perjuicio de las actuaciones que 

las víctimas y sus familiares puedan llevar a cabo en defensa de su derecho al honor y dignidad. 

3. Asimismo prevendrán y evitarán la realización de actos efectuados en público que entrañen 

descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas o de sus familiares, exaltación del terrorismo, 

homenaje o concesión pública de distinciones a los terroristas. 

4. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas velarán por el cumplimiento de la 

obligación establecida en los apartados anteriores, por parte de las Corporaciones Locales, a los 

efectos de su reclamación de oficio ante los Tribunales de justicia que sean competentes. 

Artículo 62 

Tutela institucional a las víctimas del terrorismo 

1. El Ministerio del Interior designará un órgano de la Administración General del Estado que tendrá 

por finalidad ser un instrumento de relación, ayuda y orientación a las personas y familiares que sufran 

la acción del terrorismo. 

2. Asimismo, este órgano actuará en la formulación de propuestas de reformas normativas u 

organizativas que optimicen el régimen de asistencia y prestaciones establecido o que pueda 

establecerse para favorecer su situación. 

Artículo 63 

Informes sobre la situación de las víctimas del terrorismo 

1. El Ministerio del Interior, en el ejercicio de sus funciones de asesoramiento, evaluación, 

colaboración institucional, elaborará informes y realizará estudios, así como propuestas de actuación 

en materia de asistencia a las víctimas del terrorismo. 

2. Dichos informes sobre la situación de las víctimas del terrorismo destacarán, asimismo, las 

necesidades de reforma legal al objeto de garantizar que la aplicación de las medidas de 

protección adoptadas puedan asegurar el máximo nivel de tutela para las víctimas del terrorismo. 

Anualmente, el Ministerio del Interior remitirá al Parlamento un informe sobre la situación del colectivo 

de víctimas del terrorismo y, en su caso, propuestas de actuación. 
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3. Para la elaboración de estos estudios e informes se procurará, en todo caso, la participación de 

las Comunidades Autónomas, las entidades locales, los agentes sociales y las asociaciones de 

víctimas. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

Fomento del movimiento asociativo y fundacional 

Artículo 64 

Reconocimiento del papel y la relevancia del movimiento asociativo 

1. Las asociaciones y fundaciones de víctimas del terrorismo contribuyen a fomentar la unión entre 

las víctimas, la defensa de sus intereses y la mejora de su condición y promueven la concienciación 

social contra el terrorismo y la preservación de la memoria. Por este motivo, su actuación goza del 

reconocimiento social que permite a las Administraciones Públicas fomentar su creación y su 

mantenimiento. 

2. Las asociaciones y fundaciones de víctimas del terrorismo son reconocidas por la presente Ley 

como representantes de las mismas. 

Artículo 65 

Actividad subvencional 

La Administración General del Estado deberá, en los términos y condiciones que se determinen en 

las normas de desarrollo, conceder subvenciones a las asociaciones, fundaciones y entidades sin 

ánimo de lucro cuyo objeto sea la representación y defensa de los intereses de las víctimas del 

terrorismo. En el establecimiento de este régimen subvencional se priorizará a aquellas entidades que 

cuenten con mayor número de víctimas a cuyo fin se establecerá un procedimiento para que, con 

el consentimiento de los interesados, esta condición pueda hacerse pública al órgano competente 

para conceder las subvenciones, así como la labor asistencial a favor de las víctimas del terrorismo 

que se realice por parte de las organizaciones. 
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ANEXO I 

Indemnizaciones por daños físicos y psicofísicos. Baremos 

Tabla I. Indemnizaciones por fallecimiento e incapacidades permanentes 

Concepto Euros 

Fallecimiento 250.000,00 

Gran Invalidez 500.000,00 

Incapacidad Permanente Absoluta 180.000,00 

Incapacidad Permanente Total 100.000,00 

Incapacidad Permanente Parcial 75.000,00 

Tabla II. Indemnizaciones por lesiones permanentes no invalidantes 

Las indemnizaciones por lesiones permanentes no invalidantes se establecerán conforme a lo 

dispuesto en el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor y 

con arreglo al baremo resultante de la aplicación de la legislación de seguridad social sobre cuantías 

de las indemnizaciones de las lesiones, mutilaciones y deformaciones definitivas y no invalidantes, 

causadas por accidente de trabajo o enfermedad profesional. 

Tabla III. Indemnizaciones por incapacidad temporal y por secuestro 

Concepto Indemnizaciones 

Incapacidad 

temporal 

IPREM/día x 2, hasta el límite de 18 mensualidades. 

Secuestro IPREM/día x 3, hasta el límite de lo establecido en este anexo para la 

Incapacidad Permanente Parcial. 

Disposición adicional primera 

Aplicación retroactiva a quienes ya hubieran obtenido ayudas e indemnizaciones 

Quienes con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley hubieran percibido como resultado total 

del importe de las ayudas y del pago, en su caso, de las cuantías por responsabilidad civil fijada en 

sentencia firme, una cuantía inferior a la señalada en el anexo I de esta Ley podrán solicitar en el 

plazo de un año, contado a partir de la entrada en vigor del Reglamento de la Ley, el abono de las 

diferencias que pudieran corresponderles. 

Disposición adicional segunda 

Comisión de Análisis del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 

1. En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se constituirá, en el plazo de un 

año desde la entrada en vigor de la presente Ley, una Comisión de Análisis del tratamiento de las 

víctimas del terrorismo que apoye técnicamente y oriente la planificación de las medidas sanitarias 
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contempladas en esta Ley, evalúe y proponga las necesarias para la aplicación del protocolo 

sanitario y cualesquiera otras medidas que se estimen precisas para que el sector sanitario contribuya 

a la atención especializada en este ámbito. 

2. La Comisión de Tratamiento de las Víctimas del Terrorismo del Consejo Interterritorial del Sistema 

Nacional de Salud estará compuesta por representantes de las Comunidades Autónomas. 

3. La Comisión emitirá un informe anual que será remitido al Pleno del Consejo Interterritorial. 

Disposición adicional tercera 

Plan de Empleo 

1. En el marco del Plan de Empleo del Reino de España, se incluirá un programa de acción específico 

para las personas previstas en el artículo 4, apartado 1 de esta Ley y que consten inscritas como 

demandantes de empleo. 

2. Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad por cuenta propia. 

Disposición adicional cuarta 

Medidas de empleo público 

Las Administraciones Públicas adoptarán, en el ámbito de sus competencias, medidas conducentes 

a favorecer el acceso de las víctimas de terrorismo al empleo público. 

Disposición adicional quinta 

Competencias autonómicas 

Todo lo establecido en la presente Ley, se entenderá sin perjuicio de las competencias de las 

Comunidades Autónomas en la materia. 

Disposición adicional sexta 

Carta Europea de Derechos de las Víctimas del Terrorismo 

El Gobierno apoyará e impulsará la aprobación de la Carta Europea de Derechos de las Víctimas 

del Terrorismo, redactada en colaboración con todas las asociaciones de víctimas del terrorismo del 

ámbito europeo. 

Disposición adicional séptima 

Actualización de las indemnizaciones por daños físicos y psicofísicos 

Las ayudas e indemnizaciones reguladas en esta Ley serán objeto de actualización periódica 

conforme a las previsiones contenidas en las leyes anuales de Presupuestos Generales de Estado. 

Disposición transitoria 

Las solicitudes presentadas con anterioridad a la entrada en vigor de la ley y que se encuentren en 

tramitación serán resueltas de conformidad a la normativa aplicable en el momento de presentación 

de la solicitud. 
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Disposición derogatoria única 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en 

la presente Ley. 

Disposición final primera 

Desarrollo reglamentario 

1. El Gobierno, en el plazo de 6 meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley, a propuesta 

conjunta de los Ministerios de Justicia, Economía y Hacienda, del Interior y de Trabajo e Inmigración, 

desarrollará reglamentariamente lo dispuesto en la misma. 

2. En el plazo de 1 año, la Administración General del Estado establecerá los criterios esenciales para 

la elaboración de los protocolos de actuación para situaciones derivadas de un atentado terrorista. 

Igualmente, en dicho plazo, impulsará y coordinará la elaboración, ejecución y difusión de esos 

protocolos de actuación por parte del conjunto de Administraciones Públicas competentes en la 

materia. 

Disposición final segunda 

Consideración de las asociaciones de víctimas como asociaciones de utilidad pública 

Se modifica el artículo 32.1.a) de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho 

de Asociación, que queda redactado en los siguientes términos: 

«a) Que sus fines estatutarios tiendan a promover el interés general, en los términos definidos por 

el artículo 31.3 de esta Ley, y sean de carácter cívico, educativo, científico, cultural, deportivo, 

sanitario, de promoción de los valores constitucionales, de promoción de los derechos humanos, de 

víctimas del terrorismo, de asistencia social, de cooperación para el desarrollo, de promoción de la 

mujer, de promoción y protección de la familia, de protección de la infancia, de fomento de la 

igualdad de oportunidades y de la tolerancia, de defensa del medio ambiente, de fomento de la 

economía social o de la investigación, de promoción del voluntariado social, de defensa de 

consumidores y usuarios, de promoción y atención a la personas en riesgo de exclusión por razones 

físicas, sociales, económicas o culturales, y cualesquiera otros de similar naturaleza.» 

Disposición final tercera 

Consignación económico-presupuestaria de la Ley 

1. El Gobierno elevará a las Cortes Generales un proyecto de ley de concesión de un crédito 

extraordinario para financiar los pagos previsibles a partir de la entrada en vigor de la Ley. 

2. Las necesidades presupuestarias ordinarias se consignarán en las Leyes de Presupuestos Generales 

del Estado. 

Disposición final cuarta 

Normas supletorias 

En lo no previsto en esta Ley, será de aplicación la legislación sobre resarcimiento a las víctimas de 

delitos de terrorismo o bandas armadas, las disposiciones sobre subvenciones y ayudas públicas y, 

en su caso, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 

y del procedimiento Administrativo Común. 
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Disposición final quinta 

Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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